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TEATRO 

lEGISlAClON  COIOIBBIAM  Y  VEMEZOIASA 

CtUE  CONTIENE  EN  FORMA  DE  DICCIONARIO 

TODAS    LAS  LEYES,  DECRETOS  Y  BESOLÜCIONES  DE  LOS  CONGRESOS  DE  COLOMBIA  Y  DE  VENEZUELA,  VIGENTES,  CON  NUMEROSAS 

ILUSTRACIONES,      S  IMPORTANTES    ANÁLISIS    COMPARATIVOS,    LOS    DECRETOS  Y     RESOLUCIONES  DEL  PODER    EJECUTIVO    DE 

COLOMBIA.  DEL  LIBERTADOR  Y  DEL  PODER  EJECUTIVO  DE  VENEZUELA,  LOS  ACUERDOS  DE  LA  CORTE  SUPREMA,  LOS  TRATADOS 

PÚBLICOS  Y  OTRAS  VARIAS    DISPOSICIONES  DE  SUMO  INTERÉS. 


m.  mmuKmh  umim 

MINISTRO  JUEZ  PRESIDENTE 

DE    S.B.  LA  CORTE  SUPERIOR  DEL  flEGüNDO  DlWft|raDEL  CENTRO,  EX  RECTOR  DEL  COLEGIO  NACIO- 
NAL DE  BARCELONA,  CATEDRÁTICO  QUE  FUE  SNj^;,  Bf ISlj^Q  DE  FILOSOFÍA^  Y  DE  QRAMATiqA  CAS- 
TELLANA Y  ELEMENTOS  DE  RETORICA   Y  VERSIFICACIÓN,  MIEMBRO  CORRESPONSAJ.  DEL  EX- 
TINGUIDO LICEO  VENEZOLANO,  AUTOR^  CON  OTROS,  DEL  PRONTUARIO  DK  LEGISLACIÓN 
VENEZOLANA,  Y  DEL  CÓDIGO  DE  PROCEDIMIENTO  ILUSTRADO,  Y,  POR  SÍ,    DE  ALGU- 
NOS DRAMAS  Y  OTRAS    COMPOSICIONES  LITERARIAS. 


TOMO  SBGUUDO. 
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ADVERTENCIA. 

Aunque  la  publicación  de  este  tomo  empieza  á  tener  lugar  en  el  corriente  afio  de  1854,  y  en 
esta  ciudad  de  Caracas,  le  hemos  puesto  la  misma  carátula  que  ai  primero,  como  impreso  en  Va- 
lencia en  1852,  para  que  haya  uniformidad  en  ellos  respecto  al  lugar  y  alio  de  la  edición.  Esto  ex- 
plicará también  por  que  se  encuentran  en  la  obra  disposiciones  muy  posteriores  á  dicho  afio,  como 
quiera  que  han  debido  incorporarse  en  ella  las  que  se  han  ido  dictando  durante  el  curso  de  la  im- 
presión. 
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Queremos  empezar  este  segundo  volúmea  dando  un  testimonio  de  nuestra  gratitud  al 
Congreso  de  1854  por  el  auxilio  que  ilustrada  y  patrióticamente  nos  ha  prestado  para  dar  ci- 
ma á  esta  gran  empresa,  corrigiendo  asi  la  injusticia  con  que  desechó  nuestra  solicitud  sobre 
el  particular  el  Senado  de  1852,  y  de  la  cual  nos  quejamos  en  el  prólogo  del  primero. 

y  para  que  también  contribuyan  á  confirmar  el  juicio  que  ya  se  tiene  formado  de  la 
obra,  insertamos  á  continuación  el  informe  de  la  Comisión  primera  del  Interior  de  la  H. 
Cámara  del  Senado  recaído  á  nuestra  nueva  petición,  el  Decreto  que  en  consecuencia  se  san- 
cionó, j  dos  Artículos  que  la  prensa  periódica  ha  publicado  con  posterioridad  á  los  que  se  ha- 
llan al  frente  del  volumen  anterior. 

INFORME. 
Honorable  Címarí. 

Vuestra  Comisión  primera  del  Interior  se  ha  impuesto  de  ia  solicitud  que  hace  el  Dr.  Pedro  Pablo  del  CastillOi. 
para  que  se  le  conceda  un  auxilio,  con  que  poder  terminar  la  impresión  de  la  obra  "  Teatro  de  la  legislación  colombia- 
na y  venezolana  vigente  "  de  que  es  autor. 

Bien  examinados  los  antecedentes  de  este  negocio  y  la  parte  impresa  que  ha  presentado,  encuentra  que  la  obra 
llena  con  toda  cabalidad  los  im¡>ortantes  objetos  que  expresa  el  peticionario ;  y  por  tanto  juzga  que,  concluida,  será  de 
gran  utilidad,  así  á  la  generalidad  de  los  ciudadanos,  como  al  buen  servicio  público  por  parte  de  todos  los  empleados 
en  los  diversos  ramos  de  la  administración ;  y  sobre  todo,  y  con  mucha  especialidad  al  mismo  cuerpo  legislativo  en  la 
confección  y  reforma  de  las  leyes,  pues  en  ella  tendrá  á  su  disposición  un  rico  acopio  do  útiles  materiales  que  con  la 
mayor  facilidad  podrá  reunir  y  ordenar  para  dar  la  mayor  perfección  posible  á  sus  trabajos,  bien  considerados  en  sí 
mismos,  bien  en  sus  diversas  relaciones,  pudiendo  alcanzar  por  tanto  de  esta  manera  lo  que  hasta  ahora  no  ha  sido  po- 
sible conseguir,  á  saber,  dar  á  la  República  una  legislación  algo  estable,  y  no  sujeta  á  continuas  alteraciones,  ttabajo 
Ír  objeto  que  sin  un  auxiliar  como  el  que  ofrece  la  obra  de  que  se  trata,  no  podrian  obtenerse  sin  un  estudio,  sin  una 
aboriosidad  igual  á  la  del  autor  en  el  largo  trascurso  de  afios  que  ha  estado  consagrado  á  su  formación,  y  por  consi- 
guiente de  ninguna  manera  en  el  corto  espacio  que  duran  las  sesiones,  por  mucho  que  sea  él  patriotismo,  saber  y  con- 
sagración do  sus  miembros.  Cree,  pues,  la  Comisión  que  seria  hacer  un  gran  bien  á  la  República  el  favorecer  la  conclu- 
sión de  la  obra  referida. 

Cree  ademas  la  Comisión,  y  no  eS  do  poco  peso  en  su  concepto,  que  son  muy  laudables  y  dignos  de  aprecio  y 
protección  nacional  los  constantes  esfuerzos,  con  que  el  autor,  sin  desalentarse,  a  pesar  de  los  obtáculos  que  expone,  ha 
llevado  sus  trabajos  hasta  el  estado  que  hoy  tienen,  con  la  sola  esperanza  tal  vez  de  ser  útil  á  su  patria.  Esfuerzos  co- 
mo estos  en  bien  de  la  comunidad  es  un  deber  do  todos  los  gobiernos  ilustrados  y  amantes  del  progreso  estimarlos  y 
protegerlos.  La  nación  gana  en  esto  mucho  mas  de  lo  que  con  tal  objeto  da.  La  gloria  hace  á  los  héroes  como  á  los 
sabios ;  y  el  hombre  que  ve  acogidos  con  la  debida  estima  los  trabaj  os  de  su  inteligencia  en  servicio  de  su  patria,  no 
puede  menos  que  sentirse  animado  por  un  nuevo  y  mas  vehemente  deseo  de  consagrarle  su  vida  y  sus  vigilias. 

Por  todas  estas  razones,  y  muchas  otras  de  igual  naturaleza  que  pudiera  exponer,  la  Comisión  opina  porque  se 
acceda  á  la  solicitud  del  expresado  Sr.  Castillo,  y  con  este  fin  presenta  el  siguiente  proyecto 

BaUnvena. — Diez. — Enriquez. — Salas. — Padrón. — Casado. 

DECRETO. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso. 

Vista  la  solicitud  del  Doctor  Pedro  Pablo  del  Castillo  en  que  pide  se  le  auxilie  para  terminar  la  impresión  de 
la  obra    "  Teatro  de  Legislación  Colombiana  y  Venezolana  vijentes." 


Art.  1.  ^  Se  concede  al  Dr.  Pedro  Pablo  del  Castillo,  en  claso  de  auxilio,  la  suma  de  cuatro  mil  pesos  para  la 
conclusión  de  dicha  obra. 
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ECLESIÁSTICOS.  Véase  Prebendas. 

ECLESIÁSTICOS.  REr^oLucioN  ejecutiva  de 
21  de  Noviembre  de  J833  declarando  que  los 
que  se  nieguen  á  prestar  los  informes  que 
les  exija  la  autoridad  civiU  incurren  en  la 
responsabilidad  que  impone  la  ley. 

República  de  Venezuela.— Secretaría  de  E.  en  el 
D.  del  Interior  y  justicia. — Sección  Central. — Ramo 
del  Interior. — Mesa  segunda.  Circular. — Caracas  21 
de  Noviembre  de  1833.  Año  4  o  dt*  la  ley  y  23  de  la 
Independencia.—Número  208- 

Al  Señor  Gobernador  de 

En  el  expediente  de  la  materia  ha  recaido  la 
siguiente  resolución. 

"No  siendo  posible  que  los  Gobernadores  en 
calidad  de  Yicepatronos,  cumplan  con  las  atri- 
buciones que  les  señalan  los  artículos  7ySde 
la  ley  de  28  de  Julio  del  año  149  ^^^  tener  las 
noticias  necesarias  para  la  sustanciacion  de  los 
expedientes,  determinó  el  P.  Ejecutivo  en  23  de 
Julio  que  el  Gobernador  de  Caracas  pidiese  á 
los  vicarios  foráneos  todas  aquellas  noticias  y 
datos  eclesiásticos  que  pudieran  suministrar  y 
que  S  S.  necesitase  para  cumplir  con  sus  atribu- 
ciones y  satisfacer  las  órdenes  pendientes  del  Go- 
bierno; y  como  quiera  que  estas  no  pueden  dejar 
de  ser  cumplidas  sin  incurrir  en  la  responsabili- 
dad que  impone  el  artículo  94  de  la  ley  orgánica 
de  provincias,  ratifica  el  Gobierno  la  citada  reso- 
lución; añadiendo,  que  así  las  Secretarías  de  £. 
como  los  Gobiernos  de  provincia  y  Jefe  turas  po- 
líticas pueden  y  deben  pedir  á  los  Prelados,  Ca- 
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bildos,  Vicarios,  Curas  y  cualesquiera  otros  fun- 
cionarios eclesiásticos  los  informes  y  noticias 
que  necesiten  para  el  cumplimiento  de  sus  debe- 
res ó  de  las  órdenes  del  Gobierno;  y  para  evitar 
el  caso  de  que  cualquiera  empleado  subalterno 
del  ramo  eclesiástico  quiera  negarse  á  facilitar 
los  expresados  datos,  dispone  S.  E.  que  se  circu- 
le esta  resolución  en  la  gaceta  á  cada  uno  de  e- 
Hos,  puesto  que  incurrirían  en  tal  caso  en  la  res- 
ponsabilidad que  impone  el  artículo  94  ya  citado, 
que  pena  la  desobediencia  con  la  suspensión  de 
empleo  y  renta.  Dígase  al  Gobernador  de  Cara- 
cas en  respuesta  á  su  oficio  de  9  del  corriente, 
número  252,  á  los  demás  de  la  República  y  á  los 
Prelados  eclesiásticos,  para  su  inteligencia  y 
cumplimiento. 

En  consecuencia  lo  comunico    á  U  S.  para  los 
efectos  indicados. 

Soy  de  U  S.  muy  obediente  servidor. — Fir- 
mado)   Antonio   L,  Guzman, 

Es   copia  :  Guzman. 
ECLESIÁSTICOS.  Véase  Tribunal  eclesiásti- 
co. 
ECLESIÁSTICOS.  Véase  Constituciones  y  A- 

signaciones  eclesiásticas. 
ECLESIÁSTICOS.  Véase  Funciones  religio- 
sas 
ECLESIÁSTICOS.  Véase  Colegios  nacionales 

R.  E.  de  9  de  Setiembre  de  1841. 
ECLESIÁSTICOS.  Prohibición  á  los  no  natu- 
rales, ó  no  naturalizados  de  ejerrer  suministerio 
y  obiener  beneficios  eclesiásticos.   Véase    Cu- 
ratos. R.  £.  de  2*¿  de  Marzo  de  1843. 
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ECUADOR  Y  VENEZUELA.     RESOLUCIÓN     DE  29 

DE  ABRIL  DE  1832  reconocieTido  á  los  estados 

de  Nueva  Granada  y  Ecuador. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela   reunidos  en  Congreso,  i 

Considerando:  que  por  el  artículo  227  de  la' 
constitución,  los  congresos  constitucionales  es- 
tán autorizados  para  dictar  las  providencias  con- 
ducentes, á  que  se  verifíquen  de  la  manera  mas 
conveniente  á  los  pueblos  los  pactos  de  federa- 1 
cion  que  unan,  arreglen  y  representen  las  altas 
relaciones  de  Colombia,  y  teniendo  presente  el 
decreto  de  la  convención  de  la  Nueva  Granada 
de  10  de  Marzo  del  presente   año,  i 

resuelven: 

Art.  19  Venezuela  reconoce  á  los  estados 
de  la  Nueva  Granada  y  el  Ecuador  en  sus  nue- 
vas constituciones  políticas. 

- n 

ECUADOR  Y  VENEZUELA.     DECRETO  DE  10    DE 

ABRIL  DE  1833  sobre  arreglo  de  intereses,  y 
tratados  con  el  Ecuador  y  la  Nueva  Grana- 
da, 
El  Senado  y  Camarade  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela  reunidos   en  Congreso. 
Considerando;  primero,   que  la    Nación  vene- 
zolana se  ha  constituido  para  siempre  é  irrevoca- 
blemente libre  6  independiente  de  toda   otra,  se- 
gún el   artículo  2   de  la  constitución :   segundo, 
que  constituidos   igualmente   los   otros  estados 
que  formaban  la  República  de   Colombia,  es  in- 
dispensable determinar  las  relaciones  que  debe 
haber  entre  pueblos,  que  siendo  hermanos  y  ami- 
gos profesan  unos   mismos   principios:   tercero, 
en  fin,  que  dichos   estados  cuando   estaban  uni- 
dos contrajeron  obligaciones  que  en  nada  se  han 
debilitado  por  su  separación,  y  para   cuyo  cum- 
plimiento  son  necesarios   acuerdos  y  convenios 
recíprocos. 

DECRETAN  : 

Art.  19  El  Poder  Ejecutivo  promoverá  é  ini- 
ciará lo  mas  pronto  conlos  gobiernos  de  la  Nueva 
Granada  y  Ecuador  las  estipulaciones  necesarias 
para  la  liquidación  y  división  de  la  deuda  general 
que  contrajo  Colombia,  y  de  los  derechos  y  ac- 
ciones comunes. 

Art,  29  También  promoverá  la  celebración  de 
otros  tratados  de  mutuo  interés,  conforme  &  la 
atribución  7  del  artículo  117  de  la   constitución. 

Art.  39  El  presente  decreto  no  disminuye  ni ' 
se  opone  á  la  autorización  conferida  á  los  con- 1 
gresos  constitucionales   por  el  artículo  227  de  la 


(*)  Los  artículos  2  y  siguientes  han  quedado  inútile 
por  no  haber  tenido  efecto  Ja  comisión  a  Bogotá  á  que  se 
refieren. 


ED 


constitución,  y  queda  sin  efecto  el  decreto  de  29 
de  Abril   de  1832. 

Dado  en  Caracas  á  6  de  Abril  de  1833,  49  de 
la  ley  y  23  de  la  independencia. — El  presidente 
del  Senado,  Manuel  Quintero, — El  presidente 
de  la  Cámara  de  Representantes,  Juan  Manuel 
Manrique. — El  secretario  del  Senado,  Rafael 
Acevedo, — El  secretario  de  la  Cámara  de  Repre- 
sentantes, José  María  Pelgron. 

Caracas  10  de  Abril  de  1833,  49  y  23 — Eje- 
cátese. — José  Antonio  Páez. — Por  S.  E. — El  se- 
cretario de  Estado  en  el  despacho  de  relaciones 
exteriores,  Santos  Michelena, 

ECUADOR  Y  VENEZUELA.  Aprobacion  del  arre- 
glo sobre  división  de  la  deuda  con  el  Ecuador 
y  la  Nueva  Granada,  Véase  Deuda  pública 
de  Colombia,  D.  de  29  de  Abril  de  1835. 

ECUADOR  Y  VENEZUELA.  Aprobacion  de  la 
convención  con  estas  repúblicas  sobre  correos. 
Véase  Tratados  públicos,  D.  de  7  de  Marzo 
de  1839. 

EDAD  PARA  CONTRAER  MATRIMONIO  COU,  Ó  siu 

el  consentimiento  paterno.  Véase  Matrimonio, 

EDAD    PARA    ENTRAR     DE  NOVICIA    O  NOVICIO. 

Véase  ConventoSf-h.deA  de  Marzo  de  1826, 
D.  del  Libertador  de  11  de  Julio  de  1828  y 
R.  E.  de  9  de  Febrero  de   1833. 

EDAD  Y  RESIDENCIA  PARA  OBTENER  DESTINOS. 

Deben  entenderse  completos.  Véase   Eleccio- 
nes, L.  8a  art.  13. 
EDAD  de  los  que  fueron  esclavos,  para  los 
efectos  de  la  ley  de  abolición.   Véase   Liber- 
tad de  esclavos,  R.  E.  de  29  de  Abril  de  1854. 

EDIFICIOS  DEL  ESTADO.  LEY  DE  10  DE  MATO  DE 

1841  aprobando  el  contrato  sobre  compra  de 
fino  para  el  despacho  del  Ejecutivo, 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en   Congreso. 

Visto  lo  resuelto  por  la  Diputación  de  la  pro- 
vincia de  Caracas  en  19  de  Noviembre  y  por  el 
Poder  Ejecutivo  en  12  de  Diciembre  último,  y 

considerando: 

Que  hay  recíproca  utilidad  en  que  la  Nación 
tenga  un  edificio  a  propósito  para  el  despacho 
del  Poder  Ejecutivo,  y  la  provincia  de  Caracas, 
no  solamente  los  que  pueda  necesitar  para  la  Di- 
putación, Concejo  municipal  y  oficinas  provin- 
ciales, sino  ademas  una  suma  en  dinero  que  se 
ha  destinado  a  la  construcción  de  una  cárcel  de 
que  carece  esta  ciudad. 

decretan; 

Art.  19  ^e  aprueba  el  contrato  celebrado  en- 
tre e]  Poder  Ejecutivo  y  la  Diputación  provin- 
cial de  Caracas,  sobre  enajenación   &  favor  del 
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Estado  del  editicio  situado  en  la  esquina  que  lla- 
man el  Principal  do  esla  ciudad,  con  arreglo  á 
la  resolución  ex[ied¡da  por  dicha  Diputación  en 
19  de  Novíemb>e   úhinrto. 

§  ánico.  El  Gobierno  conservará  las  canasti- 
llas, que  se  entreguen  á  la  Nación  por  virtud  de 
dicho  contrato,  y  podrá  proponer  y  efectuar  su 
devolución  á  la  Diputación  por  el  mismo  precio 
de  siete  mil  pesos. 

Art  27  8e  destina  hasta  la  cantidad  de  diez 
mil  pesos  para  la  conclusión  del  ediñcio,  la  cual 
se  considerará  como  incluida  en  el  presupuesto 
de  este  año. 

Dado  en  Caracas  á  7  de  Mayo  de  1811,  año 
12  de  la  ley  y  31  de  la  independencia. — El  Pre- 
sidente del  Senado,  José  Vargas. — El  Presiden- 
te de  la  Cámara  de  Representante*»,  Fernando 
Olavarría. — El  secretario  del  Senado,  José  Án- 
gel Freyre. — El  secretario  de  la  Cámara  de  Re- ! 
presentantes,    Rafael    Acevedo.  ' 

Sala  del  Despacho.—  Caracas  Mayo  10  de  1841  1 
aFío  12  ée  la  ley  y  31  de  la  independencia. (—Eje- 
cútese.— José  A.  Pácz, — Por  S.  E. — El  secreta- 
rio de   Estado   en  los   despachos   del   interior  y 
justicia. — Ángel  Quintero. 

EDUCACIÓN  PUBLICA.  Véase  Instrucción  pú- 
blica. 

EDUCACIÓN  PRIMARIA.  Véase  Escuelas  pri- 
mar ias^ 

EDUCACIÓN  ECLESIÁSTICA.  Auxilio  á  la  dc- 
jóvenes  de  la  diócesis  de  Guayaría.  Véase  Gua- 
yana.  D.  de  17  de  Mayo  de    1847. 

EDUCA NDAS.  Véase  Colegio  nacional  de  ni- 
ñas de  Caracas. 

EJECUCIÓN  DE  SENTENCIAS.  LEY  ÚNICA,  TI- 
TULO VI  DEL  CÓDIGO  DE  PROCEDIMIENTO  JU- 
DICIAL DE  3  DE  ABRIL  DFj  1^2-gue  reforma 
la  de  15  de  Mayo  de  1850,  ;;.  44  del  cuaderno 
de  ese  año,  y  789  del  cuerpo  de  1851 — que  re- 
forma la  de  19  de  Mayo  de  1836,  p.  245  del 
cuerpo  comprensivo  de  las  de  ese  año^  y  248 
nO  250  del  cuerpo  de  1851. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

decretan: 

Ley  única. título  6^  del  procedimiento  judi- 
cial. —  De  la  ejecución   de  la  sentencia. 

Art  19  Toda  sentencia  debe  ejecutarse  por 
el  tribunal  que  ha  conocido  de  la  causa  en  1^ 
instancia,  ó  por  el  juez  que  la  sustanció,  si  el  tri- 
bunal fuere   colegiado. 

Art.  29  Cuando  1h  sentencia  ejecutoriada  ver- 
í^re  sobre  cantidad  líquida,  deberá  cumplirse 
dentro  de  tres  dias,  y  pasado  este  término,  el 
tribuna]  librará  mandamiento  de  ejecución  con- 
tra la   persona  y   bienes  de  la  parte  condenada, 
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siempre  que  la  parte  favorecida  por  la  sentencia, 
lo  pida  así,  por  diligencia  estampada  en  autos, 
bajo  su  fírma  ó  la  de  un  testigo  en  caso  que  no 
pueda  hacerlo. 

^  único.  La  conciliación  que  no  contuviere 
plazo,  ó  conteniéndole  se  hubiese  cumplido  y 
versare  también  sobre  cantidad  líquida,  se  eje- 
cutará en  la  misma  forma  «prevenida  en  este  artí- 
culo, 

Art.  39  Si  por  no  estar  líquida  la  cantidad 
haya  de  tener  lugar  el  cálctilo  de  peritos,  según 
lo  dispone  In  ley  única  del  título  39»  h)s  tres  dias 
seílalados  para  la  ejecución  no  empezarán  á  cor- 
rer hasta  el  día  siguiente  en  que  los  peritos  hu- 
biesen concluido  sus  funciones,  conforme  á  la 
ley  4^  del  título  I9  en  la  parte  que  trata  del  jui- 
cio de  expertos. 

Art.  49  En  el  caso  de  que  de  la  sentenciai  ó  acto 
conciliatorio  solo  se  derive  la  obligación  de  ha- 
cer una  cosa  determinada,  el  perjuicio  que  á  la 
parte  favorecida  se  le  haya  seguido  ó  se  le  siga, 
por  la  falta  ó  resistencia  de  la  condenada,  será 
igualmente  calculado  por  peritos  ó  expertos,  con 
arreglo  á  la  citada  ley  4^  del  título  19»  y  des- 
pués del  juicio  de  los  expertos  es  que  deben  cor- 
rer los  tres  dias  para   la  ejecución. 

Art.  59^  El  mandamiento  de  ejecución  se  en- 
tregará á  la  parte  interesada  en  los  términos 
prescritos  en  la  ley  la  del  título  79»  y  para  ha- 
cerlo efectivo  observarán  los  jueces  las  otras  dis- 
posiciones relativas  de  la  misma  ley. 

Art.  69  Cesarán  los  efectos  do  la  ejecución 
de  lu  sentencia  y  de  toda  otra  acción  contra  el 
deudor,  cuando  habiendo  este  hecho  cesión  de 
bienes,  no  .se  le  haya  admitido,  sin  embargo  do 
no  haber  sido  declarado  fraudulento,  y  se  haya 
dispuesto  de  los  bienes  presentados. 

EJECUCIÓN  de  sentencia?,  acuerdo  de  la 
corte  suprema  de  24  de  febrero  de  1838 
declarando  que  cuando  por  algún  evento  fie 
halle  vacante  el  destino  del  juez  que  ocnoció 
en  primera  instancia,  y  á  quien  corresponde 
dicha  ejecución^  están  los  alcaldes  {jueces  de 
parroquia)  naturalmente  llamados  á  llevarls 

{*)  Análisis  compara Hvo  de  las  Icyex  de  19  «ff  Ma¡jo  de 
1836,  15  de  Mayo  de  1850.  y  Z  de  Ahril  de  1852  {única  titu- 
/o  6  ^  del  código  de  procedimienf o  judicial)  sobre  ejecución  de 
la  sentencia. 

Examinadas  las  de  36  y  50  se  encuentra  una  difcrcncÍA 
radical,  pues  la  primera  estaba  basada  en  el  sistema 
de  multas  que  deberían  duplicarse  díaríamente  hasta  quo 
quedase  cumplida  la  sentencia,  y  en  el  mandamiento  do 
ejecución  para  solo  el  pago  de  estas  multas ;  y  la  de  50  sú 
basa  en  el  mandamiento  de  ejecución  para  el  cumplimien- 
to de  la  sentencia  en  lo  principal,  derogado  el  sistema  de 
maltas. 

Comparadas  las  de  50  y  52  se  encuentra  quo  la  sola  di- 
ferencia que  hay  entre  ellas  es  la  agregación  del  artículo  6 
de  la  de  52  que  no  existia  en  la  de  60,  siendo  en  todo  lo 
demás  conformes  dichas  dos  leyes. 
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á  efecto^  así  en  lo  civiU   como  en  lo  crimi- 
nal (*) 

£n  la  ciudad  de  Caracas  á  24  de  Febrero  de 
1S38,  9?  y  28,  reunidos  loa  Sres.  Presidente  y 
Ministros  de  la  Corte  Suprema  de  justicia,  tra- 
jeron á  la  vista  la  duda  que  ha  ocurrido  á  la  Cor- 
le Superior  de  justicia  del  2^  distrito,  sobre  cual 
bea  la  autoridad  á  quien  corresponda  ejecutar  la 
sentencia  librada  en  causa  criminal,  cuando  se 
halle  vacante  por  cualquier  accidente  el  destino 
del  juez  que  conoció  en  primera  instancia,  á 
quien  compete  su  ejecución  por  el  artículo  I9 
ley  única,  título  69  del  código  de  procedimiento 
judicial,  y  dijeron:  que  esta  Corte  Suprema  en 
conformidad  con  lo  representado  por  el  Sr.  Fis- 
cal y  expuesto  por  la  misma  Corte  Superior,  juz- 
^H  que  consistiendo  en  la  ejecución  de  la  senten- 
(iia  la  exacta  administración  de  justicia,  debiendo 
ser  esta  la  mas  pronta  y  expedita,  están  los  al- 
caides parroquiales  naturalmente  llamados  al  cum- 
j)limiento  de  las  determinaciones  que  deben  eje- 
cutar,  cuando  por  vacante  á  otros  de  los  casos 
de  que  habla  la  duda  propuesta  no  haya  juez 
de  primera  instancia  que  desempeñe  en  esta  par- 
le semejantes  funciones,  ya  sean  civiles  ó  crimi- 
nales las  sentencias  que  ocurran.  Mas  haciendo 
atención  á  que  la  ley  guarda  en  esta  parte  silen- 
cio, acordaron  se  eleve  la  consulta  enunciada  al 
Congreso  por  el  órgano  del  Poder  Ejecutivo  en 
li  forma  acostumbrada,  comunicándose  á  la  Cor- 
le del  segundo  distrito  y  también  á  la  del  tercero. 
Licenciado  Mercader» — López  de  Umeres' — 
Martínez  — Duarte. 

Es  copia. — Caracas  Setiembre  30  de    1^44. — 
El  Canciller.  — José    Duarte. 
EJECÜCIOX  DE  SENTENCIAS.  Véase   Concurso 
de   acreedores,  6  7iecesario,  A.  A.  C.  S.  de  3 
de  Diciembre  de  1810,   Punto    1?,  y  5   de  los 
mismos,  Punto  29 
EJECUCIÓN  DE  SENTENCIAS.   A  quicH  tócala 
de  las  providencias  del  juzgado  cantonal.  Véiise 
Demanda  y  emplazamiento   art.  23. 

EJECUION  DE  SENTENCIAS.  Véasc  Pena  ea- 
pitaL 

EJECUTORIAS  de  los  tribun'ales.  como  sb 
ENCABEZARAN  Véasc  Disposiciones  comunes- 
á  todos  los  juicios,  art.  19, 

EJERCITO.     RESOLUCIÓN     EJECUTIVA  DE   9  DE 

JUNIO  DE  1847  determinando  el  modo  con  que 
deben  formar  los  cuerpos .^ 

{*')  Como  hoy  los  mismos  jaeces  de  parroquia  son  los 
presidoates  de  I08  juzgados  cantonales,  y  a  ellos  toca  por 
coasiguieute  la  t«jocuciou  de  las  sentencias  que  estos  pro- 
nuDcian  como  juzgados  de  primura  instancia  ea  lo  civil,  es 
claro  que  el  acuerdo  solo  tiene  hoy  ef«:cto  por  lo  que  hace 
á  lo  criminal.' 
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Secretaria  de  Guerra: — Sección  primera. — Cara- 
cas Junio  9  de  18á7. 

Resuelto. — La  preferencia  que  por  el  artículo 
69  título  19  del  99  reglamento  de  las  ordenanzas 
del  real  cuerpo  de  Ingenieros,  se  da  en  formación 
al  de  Zapadores,  no  es  en  concepto  del  Gobierno 
tan  absoluta  como  se  ha  interpretado.  La  regla 
allí  establecida  es  la  de  la  antigüedad  y  no  la  del 
arma ;  y  tanto  mas  exacta  es  esta  deducción,  cuan- 
to que  al  ñnal  del  referido  art.  69>  se  manda  que 
al  acto  de  la  retreta  la  preferencia  la  tengan  los 
cuerpos  de  Zapadores,  ei  la  creación  de  los  de  in- 
fantería es  posterior.  Lógicamente  hablando,  la 
verdadera  inteligencia  del  consabido  artículo  69, 
es  la  de  que  concurriendo  á  foimacion  con  la  in- 
fantería un  batallón,  conpañía  ó  destacamento  de 
Zapadores,  aunque  solo  sea  de  un  cabo  y  cuatro 
hombres,  tienen  estos  lugar  preferente  si  la  anti- 
güedad del  regimiento  á  que  pertenecen  es  ma- 
yor quo  la  de  los  demás  cuerpos  concurrentes, 
lo  que  ciertamente  es  una  distinción;  mas  esta 
distinción  no  puede  ni  debe  tomarse  en  términos 
tan  absolutos,  así  como  tampoco  debe  buscarse 
la  preferencia  de  que  hablan  las  Ordenanzas  del 
Ejército  por  la  clase  de  armas,  sino  por  la  crea- 
ción de  los  cuerpos. 

Frescindiéndose  de  los  argumentos  que  mi- 
nistre en  favor  de  cualquiera  de  las  armas  del 
Ejército  el  citado  artículo  69>  examínese  el  tex- 
to del  artículo  65  de  la  ley  orgánica  militar  de  18 
de  Abril  de  1826,  dictada  en  el  antiguo  régimen 
de  Colombia,  cuyas  reglas  aun  están  vigentes: 
Los  términos  categóricos  y  esplícitos  en  que  es- 
tá concebido  el  referido  artículo  65,  desvanecen 
á  todas  luces  cuantas  dudas  puedan  ocurrir  sobre 
la  materia  en  cuestión.  Dícese  allí :  «'Ningún 
cuerpo  del  Ejército  tendrá  fuero  privilegiado;'' 
luego  en  vano  nos  detendremos  en  analizar  y  dis- 
curiir  sobre  un  punto  decidido.  Aun  partiendo 
de  la  hipótesis  de  que  en  el  antiguo  régimen  es- 
pañol existiesen  en  el  ejército  los  fueros  y  privi- 
legios que  se  pretende  hacer  valer,  estos  venian 
ya  de  la  calidad  del  arma,  y  ya  por  gracias  espe- 
ciales concedidas  por  el  Soberano  por  accidentes 
que  no  es  del  caso  referir;  mas  destruida  esta 
clase  de  prerogativas,  claro  es  que  la  única  regla 
que  en  su  fiíerza  y  vigor  existe  hoy,  es  el  último 
inciso  deP  citado*  articulo  65,  es  decir,  que  en 
fbrmacion- tomará  la  derecha  ercuerpo  mas  anti- 
guo. El  sentidt)  genérico  en  que  se  habla  en  esta 
parte  del-artículo,  con' la  derogatoria  qve  contie- 
ne su  primer  período,  es  ala  que  únicamente  de- 
be estarce,  y  así  lo  declara  el  Gobierno,  con  pre- 
vención de  que  se  publique  en  la  orden  general,\ 
7<  se  comunique  á  quienes  corresponda. 

Eor-S.  R-^Megia^ 
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EJERCITO  DE   COLOMBIA.  Véase  Imcorpora- 

cion  al  ejército. 
EJERCITO.  Cómo  se  'harán  «ns  reemplazos. 

Véase  Milicia  nacional^  art.  20  de  la  L. 7  119 

á   127  del  D-  IL 

EJERCITO.    RESOLUCIÓN  EJECUTIVA    DE  13  DE 

MARZO  DE  1847  sobre  la  capacidad  física  de 
los  designados  para  reemplazos^ 

Secretaría  de  Guerra.— Caracas  M  arzo  13  de  1847. 
Dígase  á  I09  Gobernadores  de  Caracas,  Cara- 
bobo,  Barínas  y  Barquisimeto  que,  cuando  ha- 
yan de  mandar  los  reemplazos  para  el  ejército, 
que  se  han  asignado  á  sus  respectivas  provincias 
en  la  resolución  de  21  de  Noviembre  del  año  próxi- 
mo pasado,  no  destinen  hombres  imposibilitados 
por  impedimentos  físicos  para  oí  manejo  de  las 
armas;  y  que  conforme  á  los  artículos  17,  18  y 
19  del  reghmento  de  milicias  de  I9  de  Agosto 
de  1836  los  hagan  reconocer  antes  para  que  el 
Tesoro  público  no  se  grave  socorriendo  á  dichos 
individuos;  ni  á  estos  se  les  moleste  sacándolos 
de  sus  casas,  sin  tener  con  que  alimentarse  á  su 
regreso  á  ellas,  después  de  haber  sido  reconoci- 
dos y  licenciados  en  esti  capital. 

Por  S.  E.— Carrejo. 
EJERCITO.  Reglas  sobre  reemplazos  de  deser- 
tores. Véase  Comandancias  de  armas,  R.  E. 
de  29  de  Enero  de  1852. 
ELECCIONES,  título  vi  de  la  constitu- 
ción estableciendo  reglas  para  ellas  en  ge- 
neral* 

Art.  17  Los  ciudadanos  tendrán  siempre  presen- 
te que  delinteres  que  todos  tomen  en  las  elec- 
ciones, nace  el  espíritu  nacional  que  sufo- 
cando los  partidos  asegura  la  manifestación  de 
la  voluntad  general:  y  qae  del  acierto  de  las 
elecciones  en  las  asambleas  primarias  y  electora- 
les, es  que  principalmente  dependen  la  dura- 
ción, la  conservación  y  el  bien  de  la  República. 
Art.  18.  La  primera  autoridad  civil  de  cada 
parroquia,  asociándose  con  dos  vecinos  notables 
designados  por  el  concejo  municipal  del  cantón, 
formará  dos  meses  antes  de  cada  período  de  elec- 
ciones, una  lista  de  los  individuos  que  en  el  dis- 
trito de  su  parroquia  tengan  derecho  de  sufra- 
gantes parroquiales^  y  la  fijará  en  un  lugar  pú- 
blico; y  otra  de  los  que  reúnan  las  cualidades 
que  se  exigen  para  electores,  y  la  remitirá  á  la 
primera  autoridad  civil  del  cantón.  Esta,  de 
acuerdo  eon  el  concejo  municipal,  formará  de 
las  listas  de  las  parroquias  una  comprexisiva  de 
todos  los  ciudadanos  que  tengan  las  cualidades 
para  electores  en  el  distrito  de  su  caaton,  y  la 
mandará  ñjar  en  todas  las  parroquias  un  mes  an- 
tes de  cada  período  de  elecciones.  La  autoiidad 
que  no  formare  y  fijare  en  lugar  público  estas 
lisias,  será  responsable  del  modo  que  determine 
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la  ley ;  pero  las  elecciones  se  verífícarán  sii^m- 
pre.  Las  autoridades  indicadas  en  este  artículo, 
formarán  respectivamente  un  registro  de  los  su- 
fragantes parroquiales,  que  se  custodiará  en  la 
parroquia,  y  otro  délos  que  tengan  las  cualida- 
des para  electores,  que  se  conservará  en  la  cabe- 
cera del  cantón. 

Art.  19.  Estas  listas  servirán  de  regla  para  la 
admisión  de  los  venezolanos  en  las  próximas 
asambleas  parroquiales  y  electorales.  Sise  susci- 
taren controversias  porque  en  las  listas  se  haya 
omitido  alguno  que  tenga  las  cualidades  requeri- 
das para  poder  votar,  ó  por  estar  incluido  en  ellas 
quien  no  las  tenga,  se  hará  la  reclamación  ante 
la  autoridad  civil  respectiva,  á  fin  de  que  se 
examine  el  caso  y  lo  rectifique,  si  se  hubiere  pa- 
decido olvido  ú  equivocación;  ó  para  que  no  ha- 
llando fundada  la  queja  ó  controversia,  pase  su 
informe  á  la  junta  parroquial  ó  electoral  respec- 
tivamente, luego  que  se  reúnan  para  que  decidan 
conforme  al  artículo  47. 

ELECCIONES,  leyes  de  8  de  abril  de  1646 
estableciendo  las  reglas  que  deben  observar- 
se en  ellas — gve  derogan  la  de  9  de  Mayo  de 
1836,  p.  169  del  cuerpo  comprensivo  de  las 
de  ese  año,  y  210,  núm.  224  del  de  1851— es- 
ta  la  de  29  de  Abril  de  1832,  p.  164  del  cuer- 
po comprensivo  de  las  de  ese  año,  y  107, 
núm.  130  del  de  1851— y  esta  la  de  6  de  Oc- 
tubre de  1830,  p  57  del  cuerpo  comprensivo 
de  las  de  ese  año,  y  p.  49,  núm.  40  del 
de  1851. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

decretan: 

LEY  I. 

Del  'nombramiento  y  reunión  de  las  juntas 
de  notables. 

Art.  19  Los  dos  vecinos  notables  que  según  el 
artículo  Í8  de  la  Constitución  deben  asociarse  á 
la  primera  autoridad  civil  de  cada  parroquia  para 
formar  las  listas  de  sufragantes  y  de  electores, 
serán  designados  por  el  Concejo  municipal  en 
votación  nominal  entre  las  personas  en  quienes 
concurran  las  cualidades  de  elector.  En  las  par- 
roquias en  que  no  haya  mas  de  seis  individuos 
con  estas  cualidades,  el  Concejo  municipal  podrá 
designar  los  notables  entre  aquellos  y  los  sufra- 
gantes que  sepan  leer  y  escribir. 

Art  29  La  designacioo  de  notables  se  hará 
dentro  de  los  ocho  primeros  dias  de  Mayo,  y  sus 
reuniones  con  la  primera  autoridad  civil  princi- 
piarán el  15  de  dicho  mes,  continuando  en  ellas 
diariamente,   si  fuere  preciso,  hasta  el  31  del 
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mismo  que  se  fijarán  las  lifitas.  Desde  ell^l 
(]e  Junio  hasta  el  30  se  reunirán  precisamente  , 
tres  días  en  cada  semana  para  oir  los  reclamos  j 
de  que  habla  el  artículo  19  de  la  Constitución, ! 
debiendo  anunciarse  al  público  previamente,  el 
local,  los  dias  y.las  horas  que  se  hayan  fijado, 
para  estas  reuniones,  que  no  podrán  durar  mé-  ; 
nos  de  cuatro  horas  en  cada  día. 

Art.  39  Si  resultaren  nombrados  ó  designa- 1 
dos  individuos  qne  no  tengan  las  cualidades  res- ! 
pectivamente  requeridas,  cualquiera  que  tenga  ¡ 
las  de  sufragante,  puede  reclamar  la  nulidad  del 
nombramiento  ante  el  mismo  Concejo,  el  cual,  ; 
si  encontrare  fundado  el  reclamo,  hará  nueva  de-  | 
signacion  ó  nombramiento  en  personas  con  las  ! 
cualidades  de  la  ley.  ; 

Art.  49  No  pueden  ser  notables,  el  Jefe  poli- ' 
tico,  los  miembros  del  Concejo  Municipal,  el  Go- 
bernador, el  Comandante  de  armas,  los  ministros 
de  las  Cortes  de  justicia,  los  jueces  de  primera 
instancia  y  todos  aquellos  empleados  que  ejer- 
zan funciones  diarias  incompatibles  con  las  reu- 
niones de  la  Junta. 

Art.  59  El  cargo  de  notables  es  concejil  de 
que  nadie  puede  excusarse  sino  por  impedimen- 
to grave  que  le  imposibilite  para  su  desempeño, 
justificado  legalmente  y  aprobado  por  el  Jefe 
político;  y  las  vacantes  que  ocurran  serán  lle- 
nadas por  el  Concejo  munjcipal  inmediatamente. 

^  único.  Si  la  excusa  de  algún  notable  Cijtu- 
viese  sin  determinarse  el  dia  en  que  deben  prin- 
cipiar las  reuniones  de  la  Junta,  deberá  sin  em- 
bargo concurrir  á  ellas,  excepto  el  caso  de  enfer- 
medad grave,  hasta  que  se  nombre  quien  le  re- 
emplace. 

Art.  69  Solo  en  el  caso  de  que  en  alguna  6 
algunas  parroquias  no  haya  un  número  de  ciu- 
dadanos hábiles  en  el  sentido  de  los  artículos  an- 
teriores para  ejercer  el  cargo  de  notables,  la 
elección  podrá  recaer  en  aquellos  empleados  cu- 
yas ocupaciones  sean  d  juicio  dnl  Concejo  menos 
incompatibles  con  las  reuniones  de  la  junta. 

Art  79  La  designación  de  notables  que  carez- 
can de  las  cualidades  requeridas  por  esta  ley, 
será  castigada  en  cada  miembro  del  Concejo  mu- 
nicipal que  hubiere  votado  libremente  por  la  ile- 
gal elección,  con  una  multa  de  50  á  100  pesos 
por  cada  notable  ilegalmente  elegido. 

Art.  89  La  falta  de  nombramiento  de  los  no- 
tables en  la  época  y  forma  que  designa  esta  ley,  ¡ 
será  castigada  con  multa  desde  200  hasta  500  pe- 
sos en  cada  funcionario  que  resulte  culpable. 

Dada  en  Caracas  á  6  de  Abril  de  1846,  año 
179  de  la  ley  y  369  de  la  independencia. — El 
Presidente  del  Senado,  José  Manuel  Alegría. 
— £1  Presidente  de  la  Cámara  de  Representan- 
tes, Pedro  González* — £1  Secretario  del  Sena- 
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do,  José  Ángel  Freyre. —  El  Secretario 
Camarade  Re|)resentanteb,  J.  A.  Pérez, 

Caracas  Abril  8  de  1846,  año  179  ^^  la  ley 
y  369  de  la  independencia. — Ejecútese. — Car- 
los Soubleite. — Por  S.  E  el  Presidente  de  la 
República.-^EI  Secretario  de  Estado  en  los 
Despachos  del  Interior  y  Justicia,  Francisco  Co- 
bos Fuertes. 


El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela,  reunidos  en  congreso, 

decretan: 

LEY  II. 

De  la  formación  délas  listas  de  sufragan' 
tes  y  de  electores» 

Art.  19  Las  listas  de  que  trata  el  artículo  18 
de  h  Constitución  se  harán  por  orden  alfabético, 
teniéndose  presente  para  su  formación  el  último 
censo  aprobado,  los  artículos  14,  15  y  10  de  la 
misma  Constitución  y  los  artículos  I9  y  29  de  es- 
ta ley.  De  estas  listas  se  sacarán  tres  copias  au- 
torizadas por  los  miembros  de  la  junta,  una  para 
fijarla  el  31  de  Mayo  á  la  puerta  del  despacho  de 
la  primera  autoridad  civil  de  la  parroquia  en  una 
tablilla  para  que  pueda  guardarse  con  la  debida 
seguridad  desde  las  seis  de  la  tarde  hasta  la  mis- 
ma hora  de  la  mañana  8Íi;uiente  que  volverá  á 
ponerse  de  manifiesto  al  público,  otra  para  remi- 
tirla después  del  20  de  Julio  y  antes  del  I9  de 
Agosto  al  Concejo  Municipal,  y  otra  para  pre- 
sentarla en  la  instalación  de 'Ja  junta  que  ha  de 
presidir  la  asamblea  parroquial.  El  origina]  lo 
custodiará  escrupulosamente  en  el  archivo  de  su 
cargo  la  autoridad  que  haya  presidido  la  junta  de 
notables,  que  siempre  será  el  primer  juez  de 
paz  ó  el  alcalde  primero  de  cada  parroquia,  y  so- 
lo en  el  caso  de  impedimento  físico  insuperable, 
podrá  serlo  el  segundo  juez  de  paz  ó  el  alcalde 
segundo. 

Arí.  29  El  sufragante  que  se  viere  excluido 
de  la  lista  de  su  parroquia  podrá  presentar  su  re- 
clamo verbalraente  ó  por  escrito  en  papel  co- 
mún, á  la  autoridad  que  lo  formó,  hasta  el  30 
de  Junio,  pues  de  lo  contrario  perderá  por  aque- 
lla vez  su  derecho  de  sufragio. 

Art  39  Si  la  junta  de  notables  que  formó  la 
lista  hallare  justo  el  reclamo,  hará  la  debida  rec- 
tificación ;  mas  si  no  lo  creyere  fundado,  pasará 
el  informe  que  previene  el  artículo  19  de  la 
Constitución  á  la  junta  que  ha  de  presidirla 
asamblea  parroquial,  si  el  reclamo  versare  sobre 
las  cualidades  de  sufragante,  y  al  Concejo  muni- 
cipal si  se   tratare  de  la  chlifícacion  de  elector, 
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para  que  dicho  Concejo  reconsiderando  el  recla- 
mo resuelva  la  incorporación  6  no  incorporación 
deJ  reclamante  en  la  lista  respectiva. 

Art  49  El  ciudadano  que  hubiere  sido  inclui- 
do en  la  lista  de  electores  de  su  parroquia  por  la 
junta  de  notables,  y  se  viere  excluido  en  la  lista 
general  de  electores  que  ha  de  formar  el  Conce« 
jo  municipal,  presentará  su  reclamo  hasta  el  20 
de  Julio  ante  el  mismo  Concejo,  el  cual  procede- 
rá inmediatamente  á  la  necesaria  rectificación. 

Art»  6^  Cuando  en  las  listas  respectivas  se 
incluyeren  individuos  que  no  tengan  las  cualida- 
des requeridas  ya  para  sufragante,  ya  para  elec- 
tor, ó  que  teniéndolas  estén  privados  ó  suspen- 
sos de  sus  derechos  políticos,  todo  ciudadano  es- 
tá en  el  deber  de  reclamar  su  exclusión  ante  la 
junta  de  notables.  Si  esta  considera  justo  el  re- 
clamo rectificará  la  lista ;  pero  si  lo  estimare 
infundado,  lo  dirigirá  con  su  informe  6  la  junta 
parroquial  ó  al  Concejo  municipal,  según  que  la 
reclamación  ver^e  sobre  las  exclusiones  de  su- 
fragantes, ó  de  electores  conforme  se  dispone  en 
el  artículo  tercero. 

^  único.  El  Concejo  municipal  decidirá  también 
de  las  reclamaciones  que  se  hagan  contra  indivi- 
duos incluidos  en  las  listas  de  electores  de  las 
parroquias,  y  cuya  exclusión  hubiere  negado  la 
junta  de  notables. 

Art.  69  La  contravención  del  juez  y  los  nota- 
bles &  las  disposiciones  del  artículo  29  de  la  ley 
primera,  será  castigada  por  el  respectivo  Jefe 
político  con  multa  de  diez  6  veinticinco  pesos 
por  cada  falta. 

Art.  79  La  omisión,  exclusión  6  inclusión  in- 
debida de  sufragantes,  será  castigada  por  el  Con- 
cejo municipal  respectivo  en  cada  uno  de  los 
miembros  de  la  junta  de  notables  que  resulte 
culpable,  con  multa  de  diez  pesos  por  cada  sufra- 
gante omitido,  excluido  ó  incluido  en  la  lista. 

Art.  89  Los  jefes  políticos  están  especial- 
mente encargados  de  vigilar  en  que  se  cumpla 
exactamente  lo  dispuesto  en  la  ley  primera  y  en 
los  cinco  primeros  artículos  de  la  presente,  im- 
poniendo á  la  autoridad  parroquial  y  á  cada  no- 
table una  multa  de  diez  á  veinticinco  pesos  por 
cada  vez  que  dejen  de  cumplir  con  sus  deberes 
en  los  casos  no  comprendidos  en  los  dos  artícu- 
los anteriores. 

Dada  en  Caracas  á  6  de  Abril  de  1846,  año 
179  de  la  ley  y  369  de  la  independencia. — El 
Presidente  del  Senado,  José  Manuel  Alegría. 
—El  Presidente  de  la  Cámara  de  Representan- 
tes, Pedro  Gomales. El  Secretario  del  Se- 
nado, José  Ángel  Freyre. — El  Secretario  de  la 
Cámara  de  Representantes,  J.  A.  Peres, 

Caracas  Abril  8  de  1846,  año  179  ^^  1^  '^y  Y 
36  de    la    independencia. — Ejecútese. — Carlos 
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¡I  SofMette.^ToT  S.  E.  el  Presidente  de  la  Re- 
'I  publica. — El  Secretario  de  Estado  en  los  Despa- 
I  chos  del  Interior  y  Justicia,  Francisco  Cobos 
}  Fuertes» 


El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 


decretan: 

LEY  ÍII. 

De  las  juntas  que  presiden  las   asambleas 
parroquiales. 

Art.  19  El  19  de  Julio  de  cada  ano  electoral 
procederá  el  Concejo  municipal  al  nombramien- 
to de  los  conjueces  de  que  habla  el  artículo  21 
de  la  Constitución,  avisándose  al  público  con  an- 
ticipación de  ocho  dias  por  lo  menos  la  hora  y 
lugar  en  que  se  va  á  verificar  el  acto,  y  llegado 
el  momento  se  sacarán  por  la  suerte  y  en  una  so- 
la operación  los  cuatro  conjueces  de  entre  un 
numero  décuplo  que  se  elegirá  de  entre  todos 
los  sufragantes  de  cada  parroquia  que  sepan  leer 
y  escribir.  En  la  propia  sesión  se  elegirán  tam- 
bién del  mismo  modo  cuatro  suplentes  que  en- 
trarán por  el  orden  de  su  nombramiento  á  reem- 
plazar, de  los  conjueces  principales,  al  que  ó  los 
que  se  hallaren  legítimamente  impedidos  ajuicio 
del  juez  que  presida  la  asamblea. 

§  único.  Si  en  alguna  parroquia  no  hubiere 
el  número  décuplo  requerido  de  personas  capa- 
ces, se  hará  el  sorteo  entre  las  que  hubiere. 

Art.  29  Quince  dias  antes  de  las  elerciones, 
los  jueces  de  parroquia  convocarán  á  los  sufra- 
gantes por  carteles  públicos  en  que  se  expresará 
el  número  de  electores  que  correspondan  al  can- 
tón conforme  á  los  artículos  24  y  25  de  la  Cons- 
titución. A  este  fin  los  gobernadores  cuidarán 
de  comunicar  oportunamente  á  los  jefes  políti- 
cos, y  estos  á  los  jueces  de  parroquia,  el  número 
de  electores  que  corresponden  á  cada  cantón  se- 
gún el  censo  de  la  provincia.  El  cálculo  de  la 
población  se  hará  según  el  último  censo  aproba- 
bo  por  el  Gobernador  respectivo,  mientras  no  se 
expida  una  ley  sobre  censos  en  la  República. 

Ar.  39  La  falta  de  nombramiento  de  los  con- 
jueces para  las  asambleas  en  la  época  y  forma 
que  designa  la  ley,  lo  mismo  que  su  ilegal  elec- 
ción, será  penada  en  cada  miembro  del  Concejo 
municipal  que  aparezca  culpable,  con  multa  de 
cincuenta  á  doscientos  pesos  que  aplicará  el  Go- 
bernador de  la  provincia. 

Dada  en  Caracas  á  6  de  Abril  de  1816,  afio 
179  de  la  le}'  y  369  de  la  independencia. — El 
Presidente  del   Senado,  José  Manuel  Alearía* 
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— El  Préndente  de  la  Cámara  de  Repcesentan- 
te?,  Pedro  González. — El  Secretario  del  Sena- 
do, José  Ángel  J'rc.yre..— El  Secretario  de  la 
Cámara  de  Representantes,  J.  A.  Pérez, 

Caracas  Abril  8  de  1846— año  179  ^^  1»  '^JY 
V  36^  de  la  independencia. — Ejecútese. — Car- 
los Souhlette.—Vor  S.  E.  el  Presidente  de  la 
República.— El  Secretario  de  Estado  en  los 
Despachos  del  Interior  y  Justicia,  Francisco 
Cubos  Fuertes, 


El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública Je  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

decretan: 

LEY  IV. 

De  las  elecciones  parroquiales, 

Art.  19  El  (lia  19  de  Agosto  de  cada  alio  electo- 
ral se  reunirán  precisamente  las  asambleas  par- 
roquiales, presididas  por  el  juez  y  conjueces  de 
que  habla  el  artículo  21  de  la  Constitución  y  el 
19  de  la  ley  3^  y  permanecerán  reunidas  durante 
te'  los  ocho  d'ias  que  aquella  designa  desde  las 
diez  de  la  mailana  hasta  las  cuatro  de  la  tarde. 
Si  al  reunirse  la  asamblea  fallase  alguno  de  los 
conjueces  y  no  hubiere  suplente  para  reempla- 
zarle, lo  nombrarán  el  juez  y  cojueces  restantes 
decidiendo  la  suerte  en  los  casos  de  empate,  y  de 
este  acto  se  dará  cuenta  al  Concejo  municipal 
con  exposición  de  las  causales  de  las  faltas. 

^.  único.  Desde  que  sea  reemplazado  un  con- 
juez, ya  no  podrá  tomar  asiento  como  tal  en  la 
asamblea  parroquial. 

Art.  29  Todo  Venezolano  en  ejercicio  de  los 
derechos  de  ciudadano  tiene  el  de  concurrir  á  vo- 
tar con  arreglo  á  lo  que  en  estas  leyes  se  dispo- 
ne, y  el  de  cuidar  que  en  la  asamblea  de  su  par- 
roquia no  se  admitan  sufragios  sino  en  la  forma 
prevenida  por  aquellas;  pero  los  que  no  estén 
incluidos  en  la  respectiva  lista  de  sufragantes  no 
podrán  gestionar  ante  la  junta  sino  con  relación 
á  su  propií»  derecho  cuando  la  de  notables  se  lo 
haya  negado. 

\  único.  Los  que  hayan  sido  excluidos  del  de- 
recho de  votar  con  arreglo  á  estas  leyes,  no  tie- 
nen voz  en  las  asambleas  parroquiales. 

Art.  39  ]L<as  elecciones  deben  hacerse  con  en- 
tera libertad :  los  votos  que  s.e  emitieren  á  virtud 
de  cohecho,  coacción  6  violencia,  se  declara- 
rán por  el  mismo  hecho  nulos;  pero  de  esta  nuli- 
dad ^olo  podrán  conocer  el  juez  y  conjueces  que 
pre^sidan  las  asambleas  parroquiales,  quienes  de- 
J^irán  de  plano  y  sin  figura  de  juicio  ;  y  los 
qihe   resultaren  culpables   serán  castigados  con 
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arreglo  á  estas  leyes  dándose  aviso  al  Concejo 
municipal,  para  los  efectos  que  ellas   previenea. 

Art.  49  La  junta  parroquial  no  admitirá  á  nin- 
gún sufragaate  cuyo  nombre  no  esté  en  la  lista 
de  que  habla  el  artículo  I9  de  la  ley  2»,  excep- 
to aquel  que  habiendo  reclamado  en  tiempo  sea 
calificado  par  la  misma  junta,  en  cuyo  caso  dará 
aviso  al  Concejo  municipal,  expresando  las  ra- 
zones de  la  admisión ;  los  sufragios  admitidos, 
contra  el  tenor  de  este  artículo,  serán  nulos,  sal- 
vo en  los  casos  del  artículo  siguiente. 

Art  59  Si  las  listas  de  sufragantes  parroquia- 
les no  se  fijaren  en  lugares  públicos  dos  meses 
antes  del  I9  de  Agosto  como  lo  ordena  el  artí- 
culo IR  de  la  Constitución,  la  autoridad  que  fue- 
re culpable  de  la  falta  será  responsable  con  ar- 
reglo á  esta  ley:  se  procurará  luego  que  las  lis- 
tas se  fijen  inmediatamente,  y  si  estas  no  estu- 
vieren expuestas  al  público  por  lo  menos  veinte 
dias  antes  del  19  de  Agosto,  la  junta  parroquial 
podrá  admitir  los  reclamos  de  los  ciudadanos, 
aun  sin  el  informe  de  que  habla  el  artículo  39f 
ley  23'.  Si  las  listas  no  se  fijaren  absolutamente, 
la  junta  admitirá  á  todos  los  sufragantes  que  se 
presenten  á  votar,  calificándolos  previamente 
con  arreglo  á  la  Constitución. 

Art.  (59  No  se  admitirán  votos  á  favor  de  in- 
dividuos que  no  estén  comprendidos  en  la  lista 
general  de  c¡.udadanos  con  las  cualidades  de  elec- 
tor de  que  habla  el  artículo  J9»  ley  2^  á  cuyo 
fin  estará  fijada  á  la  puerta  de  la  asamblea:  los 
votos  admitidos  contra  la  disposición  de  este  ar- 
tículo, serán  nulos. 

Art.  79  El  Presidente  y  conjueces  de  la  asam- 
blea parroquial  están  autorizados  para  suspen- 
der las  elecciones  y  trasladarlas  á  otro  lugar, 
cuando  ocurra  grave  motivo  para  ello;  enten- 
diéndose que  ej  tiempo  de  la  suspensión  no  de- 
be contarse  en  los  ocho  dias  de  que  habla  el  nr- 
tículo  19  de  esta  ley;  y  solo  en  este  caso  no  se 
cerrará  la  asamblea  como  debe  precisamente  cer- 
rarse el  día  8  de  Agosto,  sino  aquel  en  que  ter- 
minen los  ocho  dias  que  debe  estar  abierta  se- 
gún el  artículo  45  de  la  Constitución. 

J  único.  Así  mismo  pueden  exigir  de  las  auto- 
ridades que  se  remueva  cualquiera  fuerza  ú  obstá- 
culo que  entorpezca  el  acto  de  las  elecciones,  ó 
perjudique  á  la  libertad  de  los  sufragantes,  ó 
embarace  de  qualquiera  manera  las  decisiones  de 
la  misma  juntii. 

Art  89  Los  registros  de  las  votaciones  de  los 
sufragantes  parroquiales  se  llevarán  en  libros  ó 
cuadernos  foliados  y  rubricados  por  el  Jefe  polí- 
tico del  cantón*  y  tendrán  en  la  primera  hoja  la 
siguiente  diligencia  de  habilitación,  que  fechará 
y  ñrmará  dicho  funcionario.  Se  habilita  el  pre* 
senté  libro  para  llevar  el  registro  de  las  vota' 


COLOMBIANA  Y  VENEZOLANA  VÍGENTE. 


EL 


dones  de  la  asamblea  de  la  parroquia  tal,  y 
contiene  {aquí  el  número  en  letras)  hojas^  por 
ser  {aquí  el  número  en  letras)  los  sufragantes 
inscritos  en  la  lista  de  la  mencionada  parro- 
^uta,  las  cuales  he  foliado  y  rubricado. 

§  único.  En  las  parroquias  üe  aquellos  canto- 
nes que  nombran  menos  de  siete  electores,  y 
mientras  no  se  disponga  otra  cosa  por  la  ley,  se 
llevará  otro  registro  habilitado  en  los  mismos 
términos  para  sufragar  por  tantos  electores  mu- 
nicipales, cuantos  falten  para  completar  dicho 
número  de  siete,  según  se  previene  en  la  ley  or- 
gánica de  provincias. 

Arl.  9^  El  libro  ó  cuaderno  destinado  á  cada 
parroquia  contendrá  por  lo  menos  tantas  hojas 
cuantas  igualen  á  Iti  quinta  parte  del  número  de 
sufragantes  inscritos  en  la  lista,  agregando  una 
por  cualquier  residuo  que  no  alcance  &  seis,  y 
cuatro  paralo  que  puedan  ocupar  los  escrutinios 
que  debe  hacer  la  junta  al  suspender  sus  traba- 
jos diariamente.  Las  hojas  del  registro  serán 
por  lo  menos  de  la  marca  común  ó  de  doce  pul- 
gadas de  largo.  La  asamblea  cuidará  que  no  se 
asienten  méiios  de  seis  votaciones  en  cada  hoja 
del  registro, 

Art.  10.  Cada  sufragante  parroquial  podrá  dar 
»u  voto  en  cualquiera  de  los  ocho  días  que  esta- 
rán abiertas  las  asambleas,  y  deberá  votar  en 
tantos  individuos  cuantos  sean  los  electores  que 
coñ*espondan  al  cantón.  Los  votos  se  escribirán 
en  los  registros  de  que  habla  el  artículo  anterior, 
expresando  el  nombre  y  apellido  del  que  sufra- 
ga, y  de  cada  uno  deljs  electores  que  este  elige, 
conforme  al  moJclo  número  1^  que  acompaña  á 
estas  leyes:'  los  votos  escritos  en  otra  parto  ó  en 
otra  forma  serán  nulos.  También  lo  serán  todos 
los  votos  del  sufragante  que  votare  mas  de  una 
vez  en  los  ocho  días,  6  que  diere  mas  de  un  voto 
por  la  misma  persona. 

Art.  11.  Todo  sufragante  deberá  leer  y  firmar 
sil  voto  con  el  mismo  nombre  y  apellido  que 
tenga  el  votante,  y  si  no  supiere  hacerlo  designa- 
rá una  persona  que  lea  en  alta  voz  y  firme  por 
él,  excluidas  las  que  se  encuentren  desempeñan- 
do los  cargos  de  juez  y  conjuez:  Los  votos  que 
no  vayan  firmados,  serán  nulos. 

Art.  12.  Rl  juez  y  los  cuatro  conjueces  aL sus- 
pender diariamente  el  acto  dé  las  votaciones,  ha- 
rán el  escrutinio  de  Ibs  sufragios  y  lo  extenderán 
á  continuación  del  Voto  del  último  que  haya  su- 
fragado: en  seguidas  filmarán;  y  el  último  dia, 
concluida  que  sea  esta  operación,  cerrarán  el  re- 
gistro y  lo  remitirán-  sin  demora  en  pliego  sella- 
do y  certificado  por  ellos  misnios,  al  Concejo 
municipal  del  cantón,  recogiendo  recibo  que  da- 
rá  el  Jefe  político,  con  eatprésión  del  diá  y  hora 
úe  la  entrega,  recibo  que  servirá  para  cubrir  la 
responsabilidad  de  la  junta  parroquia!. 
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§  19  Cada  miembro  de  la  junta  reservará  en 
su  poder  una  minuta  del  resumen  de  los  votos 
diarios,  y  el  último  dia,  antes  de  cerrar  y  sellar 
el  registro,  los  confrontarán  todos  con  Ion  origi- 
nales y  formarán  uno  general  con  inserción  de 
todos  ellos  por  orden  cronológico,  separadamen- 
te délos  registros,  y  firmando  dos  tantos  de  este 
documento  el  juez  y  conjueces,  se  remitirá  uno 
al  Gobernador  de  la  provincia,  y  el  otro  lo  reten- 
drá el  mismo  juez  que  lo  custodiará  en  su  archi- 
vo bajo  su  responsabilidad. 

&  29  Del  resumen  diario  de  los  votos  se  fijara 
en  las  puertas  del  local  de  la  asamblea,  una  co- 
pia que  autorizarán  los  miembros  de  la  junta,  pa- 
ra que  el  público  se  imponga  del  resultado  de  las 
votaciones  en  cada  dia. 

Art.  13.  El  juez  y  conjueces  pueden  estipular 
con  persona  de  confianza  lo  que  valga  la  con- 
ducción del  registro  para  que  se  haga  con  pron- 
titud y  seguridad,  y  el  gasto  lo  harán  las  rentas 
municipales,  con  aviso  del  jefe  político.  Este  no 
recibirá  por  sí  tl,registro,  sino  que  hará  reunir  á 
la  mayor  brevedad  posible  el  Concejo  raunicipaK 
á  cuyo  cuerpo  lo  presentará  eJ  conductor,  y  en 
el  mismo  acto  se  le  dará  el  recibo  de  que  habla 
el  artículo  anterior. 

^  único.  Con  el  fin  de  que  no  se  demoren  es- 
tos actos  por  falta  do  número  en  el  Concejo,  el 
Jefe  político  procurará  que  desde  el  nueve  íUí 
Agosto  hasta  que  terminen  los  escrutinios,  haya 
miembros  bastantes  para  reunirse  con  prontitud 
el  Concejo  siempre  que  sea  necesario. 

Art.  14.  Es  un  deber  del  juez  y  conjueces  que 
presiden  las  asambleas  parroquiales,  tanto  como 
de  las  demás  autoridades  políticas  del  lugar,  man- 
tener expedita  la  entrada  al  local  de  la  asamblea, 
á  fin  de  que  los  ciudadadbs  no  encuentren  emba- 
razo para  dar  sus  sufragios,  haciendo  guardar  á 
todos  silencio  y  compostura. 

Art.  15.  La  f^lta  de  reunión  de  las  juntas  que 
han  de  presidir  las  asambleas  parroquiales  en  la 
época  y  términos  designados  por  la  ley,  será  pe- 
nada por  el  .Tefe  político  en  cada  miembro  que 
resulte  culpable,  con  nmlta  desde  cincuenta  pe- 
sos hasta  quinientos. 

Att.  16.  La  admisión  de  sufragios  de  perso- 
nas no  calificadas  de  sufragantes  en  la  forma 
prevenida  por  la  ley,  6  en  personas  no  inscritas 
en  la  lista  de  electores,  lo  mismo  que  la  inadmi- 
sión de  sufragantes  debidamente  calificados,  ó  de 
sufragios  en  personas  elegidas,  será  castigada 
por  el  Concejo  municipal  respectivo,  en  cada 
miembro  d^  la  jiiutU  parroquial  que  resulte  cul- 
pable, con  una  multa  de  diez  pesos  por  cada  su- 
fragante admitido  6  rechazado  ilegalmente,  ó  por 
cada  sufragio  indebidamente  admitido  ó  rechaza- 
do* 

Alt,  17.  La  falta  de 'fijación  déla  copia  delí 
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resumen  que  se  previene  en  el  parágrafo  29  del 
artículo  12  de  esta  ley,  será  castigada  en  cada 
uno  de  los  miembros  de  la  junta,  que  aparezca 
culpable,  con  una  multa  de  cincuenta  pesos. 

Art.  18.  Las  demás  faltas  que  las  juntas  parro- 
quiales cometan  contra  los  preceptos  de  estas  le- 
yes, serán  castigadas  con  multas  de  cincuenta  á 
quinientos  pesos. 

Dada  en  Caracas  á  6  de  Abril  de  1846,  año 
179  de  la  ley  y  369  de  la  independencia.— El 
Presidente  del  Senado,  José  Manuel  Alegría. — 
El  Piesidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Pedro  González» — El  secretario  del  Serado, 
José  Ángel  Freyre. — El  secretario  de  la  Cáma- 
ra  de  Representantes,  J,  A*  Pérez. 

Caracas  Abril  8  de  1840,  año  179  de  la  ley  y 
369  de  la  independencia. — Ejecútese. — Carlos 
Soublette. — Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica.— El  Secretario  de  Estado  en  los  Despa- 
chos del  Interior  y  Justicia,  Fravcisco  Cobos 
Fuertes. 


El  Senado  y  Cámara  de   Representantes   de   la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  congreso, 

decretan: 

LEY  V. 

Del  escrutinio  de  las  elecciones  parroquiales. 

Art.  19  El  Seíe  político  del  cantón  convoca- 
rá al  Concejo  municipal,  y  este  procederá  inme- 
diatamente á  hacer  el  escrutinio  y  regulación  de 
los  sufragios,  anunciándolo  dos  dias  antes  al  pú- 
blico. Los  registros  se  abrirán  y  examinarán  en 
público  uno  á  uno,  ó  bien  escrutando  todos  los 
sufragios,  ó  bien  solo  los  de  algunos  dias,  pasan- 
do en  los  demás  por  el  escrutinio  asentado  al  pié 
de  cada  dia  por  la  junta  parroquial,  y  rectifican- 
do siempre  aquellos  en  que  se  encuentre  equivo- 
cación ;  sin  que  pueda  excluir  otros  sufragios 
que  los  que  hubieren  declarado  nulos  las  juntas 
parroquiales  con  arreglo  al  artículo  39  de  la  ley 
4^  y  los  que  las  mismas  juntas  hubieren  admiti- 
do contra  el  tenor  de  los  artículos  49  y  69»  y  los 
que  se  encuentren  en  los  casos  10  y  11  de  la 
misma  ley  4^. 

Art.  29  Si  en  alguna  parroquia  no  se  celebra- 
ren las  elecciones,  ó  si  no  se  hubieren  recibido 
en  la  cabecera  del  cantón  los  registros  después  de 
veintidós  dias  contados  desde  el  ocho  de  Agosto, 
ó  si  hubieren  dejado  de  escrutarse  algunos  votos 
con  arreglo  al  artículo  anterior,  esto  no  será  obs- 
táculo para  que  el  Concejo  municipal  declare 
por  legítimos  electores  aquellos  individuos  que  i 
resulten  con  mayor  número  de  Bufragioa  en  los  > 
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registros  que  haya  recibido. 

Art.  39  En  el  caso  inesperado  de  perderse  ó 
extraviarse  el  registro  de  alguna  parroquia,  el 
Concejo  municipal  respectivo  pedirá  inmediata- 
mente al  juez  que  presidió  aquella  asamblea  una 
copia  auténtica  firmada  por  él  y  los  conjueces, 
del  resumen  general  de  votos,  que  según  el  pa- 
rágrafo 1 9  artículo  12  de  la  \ey  4a  debió  dejar  en 
su  archivo,  á  fin  de  que  el  mismo'  Concejo  tenga 
dicha  copia  á  la  vista  para  que  obre  sus  efectos 
al  hacer  los  escrutinios  de  los  demás  registros, 
y  evitar  de  este  modo  cjue  se  frustren  las  eleccio- 
nes de  alguna  parroquia. 

art.  49  Luego  que  el  Concejo  municipal  haya 
formado  el  registro  general  del  cantón,  compren- 
diendo en  él  todos  los  individuos  que  hayan  ob- 
tenido sufragio  en  las  asambleas  parroquiales, 
su  presidente  lo  remitirá  al  Concejo  municipal 
de  la  capital  de  la  provincia  en  pliego  cerrado, 
sellado  y  certificado  por  el  mismo  Concejo,  sa- 
cando de  él  tres  copias  auténticas,  una  que  remi- 
tirá al  Gobernador  de  la  provincia,  otra  que  fija- 
rá en  las  puertas  de  la  sala  municipal,  y  otra  que 
custodiará  en  su  archivo.  En  este  registro  gene- 
ral se  pondrá  constancia  de  los  votos  que  hubie- 
ren dejado  de  incluirse  en  él,  por  hallarse  com- 
prendidos en  los  casos  de  nulidad  que  expresa  el 
artículo  19  de  esta  ley. 

Art.  59  Los  electores  que  resulten  nombra- 
dos  serán  avisados  y  requeridos  por  el  presiden- 
te del  Concejo  municipal  respectivo,  en  oficio 
que  les  servirá  de  credencial,  para  que  concur- 
ran ala  capital  de  la  provincia  el  dia  |0  dg  Oc- 
tubre, de  cuyo  deber  no  podrán  excusí>r8e  sino 
por  impedimento  fí>ico  ó  algún  otro  grave  y  fun- 
dado, ajuicio  del  Concejo  municipal;  los  que 
así  resulten  impedidos  serán  reemplazados  por 
la  misma  corporación  con  los  que  tengan  mas 
votos  en  los  escrutinios,  después  de  oidas  y  ad- 
mitidas las  exusas  de  aquellos. 

Art.  69  Para  todos  los  actos  de  que  Iiabla  es- 
ta ley,  los  concejos  municipales  no  podrán  reu- 
nirse con  menos  de  las  dos  terceras  partes  de  la 
totalidad  de  sus  miembros. 

Art.  79  La  fulta  de  reunión  del  Concejo  mu- 
nicipal para  el  acto  del  escrutinio  de  las  eleccio- 
nes parroquiales  en  la  época  y  forma  designadas 
por  la  ley,  de  modo  que  por  dicha  falta  quede 
el  cantón  sin  representación  en  el  colegio  elec- 
toral, será  penada  en  cada  uno  de  los  miembros 
culpables  con  una  mulla  de  doscientos  á  seis- 
cientos pesos,  la  destitución  de  sus  empleos  y 
suspensión  de  los  derechos  políticos  por  cuatro 
años. 

Art  89  La  exclusión  de  votos  en  los  escriíti- 
nios  fuera  de  los  casos  previstos  en  estas  leyes, 
será  penada  en  cada  miembro  del  Concejo  mu- 
nicipal que  resulte  culpable  con  una  multa  de 
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veinticinco  pesos  por  cada  sufragante  cuyo  voto 
hubiere  dejado  de  escrutarse,  y  si  la  omisión 
fuere  de  todo  el  registro  de  una  parroquia  que- 
darán ademas  inhabilitados  los  culpables  para 
desempeñar  en  la  República  ningún  cargo  de 
honor  6  de  confianza  por  el  espacio  de  seis  afíos. 

Art.  99  Las  demás  faltas  á  las  disposiciones 
de  estas  leyes  en  que  incurran  los  miembros  de 
los  concejos  municipales,  serán  castigadas  con 
multas  de  cien  pesos  á  quinientos. 

Dada  en  Caracas  á6de  Abril  de  1846,  año  179 
de  la  ley  y  36  de  la  independencia. — El  Presi- 
dente del  Senado,  José  Manuel  Alegría. — El 
Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Pedro  Qonzález.-'EÁ  secretario  del  Senado,  José 
Ángel  Freyre. — El  secretario  de  la  Cámara  de 
Representantes,  J.  A.  Pérez, 

Caracas  Abril  8  de  1846,  año  17?  de  la  ley  y 
369  de  la  independencia. — Ejecútese. — Carlos 
So'uhlette. — Por  S.  E.  El  Presidente  de  la  Repú- 
blica.— El  Secretario  de  Estado  en  los  Despa- 
chos del  Interior  y  Justicia,  Francisco  Cobos 
Fuertes, 


El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela   reunidos  en  Congreso, 

DECRETAN  : 

LEY  VI. 

De  la  instalación  y  elecciones  de  los  colegios 
electorales. 

Art  19  Sieldial9  de  Octubre  no  hubieren 
concurrido  las  dos  terceras  partes  por  lo  menos 
de  todos  los  electores  que  corresponden  6  la  pro- 
vincia, el  Concejo  municipal  diferirá  la  instala- 
ción del  colegio  electoral  para  cuando  se  haya 
completado  el  número,  y  dará  aviso  al  Goberna- 
dor, quien  compelerá  á  los  electores  que  no  ha- 
yan concurrido. 

Art.  29  El  Concejo  municipal  de  la  capital  de 
la  provincia  presidirá  la  instalación  del  colegio 
electoral.  Empezará  confrontando  los  registros 
con  las  credenciales  ú  oficios  de  requerimiento, 
y  verificando  la  identidad  de  las  personas.  Se- 
guidamente procederán  los  electores  á  nombrar 
uno  á  uno,  y  por  mayoría  absoluta  de  votos,  un 
presidente  y  cuatro  escrutadores:  hecho  esto,  el 
presidente  del  Concejo  redactará  el  acta  de  ins- 
talación en  que  ademas  de  los  nombramientos  e- 
nunciados,  se  expresará  la  población  de  la  pro- 
vincia, el  número  de  electores  que  le  correspon- 
den y  los  que  de  ellos  han  concurrido  ó  faltado. 
Firmada  esta  acta  por  él  y  los  miembros  del  Con- 
cejo municipal,  se  retirará  inmediatamente  con 
lesta  corporación,  dejando  en  poder  del  presiden- 

TOMO   II. 
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te  del  colegio  el  acta  de  instalación  y  todos  los 
registros  generales  de  las  elecciones  de  los  can- 
tones que  haya  recibido  el  Concejo  conforme  al 
artículo  39  de  la  ley  6^ 

Art.  39  En  los  actos'  del  colegio  electoral  el 
primer  escrutador  nombrado  hará  de  secretario 
y  el  último  examinará  las  papeletas  de  las  vota- 
ciones, para  ver  si  hay  alguna  en  blanco.  Y  cuan- 
do por  enfermedad  ú  otro  impedimento  faltare 
alguno  de  los  funcionarios  del  colegio,  este  le 
reemplazará  por  mayoría  absoluta  de  votos  con 
otro  de  los  electores  presentes  que  servirá  inte- 
rinamente. 

Art.  49  Los  colegios   electorales   no   podrán 
hacer  elección  alguna  sin  que  estén  reunidas  las 
dos  terceras  partes  del  total  de  electores  que  cor- 
¡  responden  á  la  provincia  conforme  al  censo  de  su 
I  población.  Toda  elección  con  un  número  menor, 
I  es  nula,  y  los  miembros  que  concurran  á  ella,  que- 
darán sujetos  á  la  responsabilidad   que  esta   ley 
{ impone. 

I      Art.  59  Cuando  un   elector  suplente  hubiere 

I  sido  llamado  por  la   autoridad   competente    para 

I  tomar  asiento  en   el  colegio,   no  se   admitirá   al 

I  principal  en  la  reunión  para  que    fué   excusado, 

\  aunque  haya  cesado  el  impedimento. 

I       Art.  69  Verificada  la  instalación   del    colegio 

electoral,  y  retirado  el  Concejo  municipal,  pres- 

i  tararí  presidente  el  juramento  constitucional,  y 

I  lo  recibirá  en  seguidas  á  los  demás  miembros  del 

colegio  en  la  forma  prevenida  para  las   Cámaras 

I  por  el  artículo  221  de  la  Constitución,  y  luego  se 

I  procederá  á  las  elecciones  por  las  clases  y  orden 

designados  en  el  artículo  36  de  la  misma  y  por 

votación  secreta. 

^  único.  Los  electores  escribirán  sus  votos  en 
papeletas  que  echarán  en  una  vasija,  las  cuales 
se  contarán  para  ver  si  su  numero  es  conforme 
con  el  délos  electores  concurrentes.  Si  fuere  me- 
nor que  eí  de  los  electores,  se  verá  si  alguno  de 
estos  ha  dejado  de  votar,  y  se  recogerá  su  voto  ; 
y  si  fuere  mayor  se  repetirá  el  acto.  Siendo  igual 
el  número,  y  no  habiendo  papeletas  en  blanco,  el 
secretario  las  irá  abriendo  una  á  una  y  publica- 
rá en  alta  voz  el  voto  que  contenga,  y  las  pasará 
á  los  demás  escrutadores  para  que  lo  anoten  en 
la  lista  de  votos  que   deben  llevar. 

Art.  7?  Los  electores  firmarán  sus  votos  en 
la  parte  inferior  de  la  papeleta,  para  que  puedan 
doblarla,  sellarla  y  cubrir  de  este  modo  su  firma. 
Si  no  resultaren  votos  en  blanco,  sin  examinar 
las  firmas  se  quemarán  todas  después  del  escru- 
tinio; pero  si  resultaren,  mandará  el  presidente 
que  los  que  hubieren  votado  se  pongan  en  pié;  y 
los  que  no  se  queden  sentados,  á  fin  de  obligar 
á  estos  á  votar.  Si  todos  se  pusieren  en  pié,  se 
examinarán  todas  las  firmas  por  el  elector  nom- 
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brado  al  efecto,  se  proclamará  quienes  fueron 
los  que  no  votaron,  se  les  obligará  á  hacerlo  á 
la  voz,  y  serán  reprendidos  como  faltos  de  espíri- 
tu   público, 

Art.  89  El  elector  que  en  las  elecciones  se 
negare  á  votar  después  de  ser  amonestado  pri- 
mera y  segunda  vez  por  el  presidente  del  colegio, 
ó  que  por  su  conducta  desordenada,  á  juicio  de 
la  mayoría  de  los  electores  presentes,  se  obstine 
en  embarazar  las  operaciones  del  colegio,  ade- 
mas de  sufrir  las  penas  que  se  señalan  por  estas 
leyes,  perderá  el  carácter  de  elector  y  se  llamará 
al  suplente;  y  cuando  por  esta  causa,  ó  por  las 
inhabilitaciones  de  que  habla  el  artículo  49  ley  7^ 
quedare  incompleto  el  colegio,  dejará  de  correr 
el  término  constitucional  perentorio  de  ocho  dias, 
que  continuará  corriendo  luego  que  vuelvan  á 
estar  reunidas  las  dos  terceras  partes  del  número 
total  de  los  electores  que  correspondan  á  la  pro- 
vincia. 

Art.  99  Concluida  la  anotación  y  publicación 
de  los  votos,se  hará  el  escrutinio  de  estos  contán- 
dolos cada  escrutador  y  confrontando  las  listas 
que  llevaron,  y  se  publicará  el  resultado  :  tenien- 
do presente  para  declarar  la  elección,  lo  que  pre- 
vienen los  artículos  39,  40  y  41  de  la  Constitu- 
ción. 

Art.  10  Cuando  del  primor  escrutinio  no  re- 
sulte la  mayoría  á  favor  de  alguno,  se  concretará 
la  votación  á  los  dos  que  hayan  reunido  roas  vo- 
tos, decidiendo  antes  por  la  suerte,  si  dos  ó  mas 
hubiesen  obtenido  igual  número  de  votos,  para 
que  la  votación  se  contraiga  solo  á  dos.  Si  del  se- 
gundo escrutinio  resultare  empate,  se  hará  el 
sorteo  que  previene  el  artículo  41  de  la  Constitu- 
ción, declarándose  electo  aquel  á  quien  la  suerte 
favoreciere ;  y   así  se   expresará  en  el   registro. 

^  único.  Si  por  haber  recaido  mayoría  relativa 
de  votos  en  uno  ó  dos  electores,  debiesen  entrar 
en  la  concretacion  uno  ó  dos  de  ellos,  se  absten- 
drán estos  de  votar,  expresándose  así  en  el  regis- 
tro, y  la  mayoría  del  resto,  cualquiera  que  sea, 
ó  la  suerte  en  su  caso,  decidirá  la  elección. 

Art.  11.  Lps  suplentes  se  elegirán  en  la  mis- 
ma forma  que  los  principales.  Por  el  orden  de 
tiempo  en  que  cada  uno  salga,  se  denominará  19i 
29  ,  &.  ,  y  conforme  á  este  mismo  nombramien- 
to, serán  requeridos  para  concurrir  por  cualquie- 
ra de  los  principales  que  falte. 

Art.  12.  Por  las  listas  ó  apuntes  de  los  escru- 
tadores se  formarán  los  registros  de  las  cinco 
clases  de  elecciones  del  artículo  36  de  la  Cons- 
titución, según  los  modelos  números  39  y49f  los 
cuales  deberán  firmar  el  presidente  del  colegio  y 
los  escrutadores  ó  todos  los  electores,  según  lo 
que  exprese  el  modelo  correspondiente.  £n  los 
respectivos  registros   se   anotarán   los  acuerdos 
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del  cuerpo  sobre  cualquiera  incidente  de  las  elec- 
ciones que  al  mismo  corresponden. 

Art.  13.  Los  registros  de  las  elecciones  de  Se- 
nadores, Representantes  y  Diputados  provincia- 
les y  suplentes,  después  de  hecho  el  escrutinio  y 
declarada  la  elección,  se  remitirán  con  copia  del 
acta  de  instalación,  por  medio  del  Gobernador 
de  la  provincia  al  presidente  de  la  respectiva  cor- 
poración, en  pliegos  cerrados,  sellados  y  certifi- 
cados por  el  secretario  del  colegio,  dejando  tes- 
timonio auténtico  de  todos,  que  se  archivará  en  el 
Concejo  municipal  de  la  capital  de  la  provincia, 
en  expediente  que  se  formará  de  todas  las  opera- 
ciones del   colegio. 

Art.  14.  Ademas  del  aviso  que  el  presidente 
del  colegio  electoral  debe  dar  á  Jos  que  resulten 
nombrados  Senadores,  Representantes  y  Dipu- 
tados provinciales  principales  y  suplentes,  le  da- 
rán también  al  Gobernador,  remitiéndole  lista  de 
cada  clase  de  funcionarios,  en  que  se  exprese 
el  número  de  sufragios  que  ha  obtenido  cada  uno. 
El  Gobernador  trasmitirá  este  aviso  al  Poder 
Ejecutivo  para  su  inteligencia,  y  que  se  publique 
en  la  Gaceta  de  Gobierno;  y  si  en  la  provincia 
hubiere  algún  periódico,  lo  hará  publicar  tam- 
bién en  él. 

Art.  15.  Si  por  calificación  que  haga  el  cole- 
gio de  alguna  de  las  personas  en  quienes  recaiga 
la  elección  resultase  algún  nombramiento  nulo, 
se  reemplazará  en  la  misma  sesión.  Y  si  durante 
el  bienio  que  trascurra  de  unas  elecciones  á  otras 
hubiese  ocurrido  vacante  por  excusa  legalmente 
admitida,  destitución  ó  fallecimiento  de  algún  Se- 
nador, Representante,  Diputado  provincial,  prin- 
cipales ó  suplentes,  el  colegio  electoral  de  la  pro- 
vincia, después  de  practicadas  las  elecciones  or- 
dinarias que  previene  el  artículo  3G  de  la  Consti- 
tución, procederá  al  nombramiento  del  que  haya 
de  llenar  la  vacante,  el  cual  durará  solamente 
por  el  resto  del  período  constitucional  que  falta- 
ba al  que  reemplaza,  y  así  se  expresará  en  el  re- 
gistro, conforme  al  modelo  número  59 

^1  9  Los  Gobernadores  cuidarán  de  infor- 
mar á  los  colegios  electorales  de  las  vacantes 
que  han  ocurrido,  y  si  no  lo  hicieren,  los  cole- 
gios pedirán  el  informe  de  modo  que  al  separar- 
se, queden  siempre  en  el  conocimiento  de  que  la 
provincia  tiene  elegidos  todos  los  individuos  que 
deben  representarla  en  las  Cámaras  y  Diputación. 

§  29  Cuando  algún  suplente  de  los  que  exis- 
i9ji  sea  nombrado  principal  en  cualquiera  elec- 
ción, el  colegio  llenará  la  vacante  como  en  este 
artículo  se  previene. 

Art.  16.  Los  electores  no  pueden  ser  deman- 
dados ni  ejecutados  civilmente,  desde  el  dia  en 
que  se  publique  el  resultado  del  escrutinio  de 
las  elecciones  parroquiales,  hasta   aquel  en  que 
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se  cumpla  el  término  en  que  pueden  restituirse 
al  lugar  de  su  vecindario,  concluidos  que  sean  los 
trabajos  del  colegio»  siendo  dicho  término  el  do- 
ble de  la  distancia  entre  dicho  lugar  y  el  do  la  reu- 
nión del  cuerpo,  y  señalándose  seis  leguas  por 
cada  día. 

§  19  Tampoco  pueden  ser  arrestados  ni  dete- 
nidos durante  el  mismo  tiempo,  sino  por  crimen, 
para  cuyo  castigo  esté  impuesta  la  pena  de  muer- 
te, de  lo  que  se  dará  avisj  al  respectivo  Concejo 
para  que  llame  al   suplente. 

§  29  En  los  demás  delitos  en  que  los  electo- 
res merezcan  solo  pena  corporal  ó  infamante,  el 
juez  competente,  sin  proceder  á  su  arresto,  dará 
cuenta  al  colegio  electoral,  inmediatamente  que 
este  se  instale,  con  el  sumario  respectivo,  para 
que  con  vista  de  él,  suspenda  6  no  aquel  cuerpo 
al  encausado,  sometiéndolo  en  el  primer  caso  al 
juez  ó  tribunal  que  corresponda  para  la  continua- 
ción de  la  causa ;  llamándose  al  suplente  si  se 
encontrare  en  el  lugar. 

Art.  17.  Los  electores  que  falten  á  la  instala- 
lacion  del  colegio  electoral,  serán  compelíaos 
por  el  Gobernador  de  la  provincia  con  multas  des- 
de veinticinco  hasta  cien  pesos. 

Art.  18.  £1  elector  que  se  negare  á  votar  des- 
pués de  amonestado  por  dos  veces  por  el  presi- 
dente, será  multado  por  el  colegio  en  la  cantidad 
de  cincuenta  á  cien  pesos,  sin  perjuicio  de  los 
demás  procedimientos  á  que  dé  lugar  su  resisten- 
cia según   la   ley. 

Art.  19.  Los  electores  que  votaren  por  la  nu- 
lidad de  que  habla  el  artículo  59  de  la  ley  7^  sin 
que  esté  comprobado  el  motivo  con  documento 
público  ó  con  la  confesión  del  elegido,  sufrirán 
una  multa  de  cincuenta  á  doscientos  pesos,  y  sus- 
pensión de  los  derechos  de  elector  de  dos  á  cua- 
tro años. 

Art.  20.  La  violación  de  la  inmunidad  que 
por  el  artículo  16  de  esta  ley,  se  concede  á  los 
electores,  será  castigada  con  multa  de  doscientos 
á  quinientos  pesos,  y  ademas  con  las  penas  á 
que  haya  lugar,  según  lo  que  se  dispone  en  el 
artículo  49  de  la  ley  9^  para  los  casos  tle  dolo, 
ó  de  que  por  causa  del  arresto  ó  procedimiento 
ilegal  no  haya  podido  reunirse  oportunamente  el 
colegio   electoral. 

Art.  21.  Los  electores  que  practiquen  alguna 
elección  contra  el  tenor  del  artículo  49  de  esta 
ley,  incurrirán  en  multas  de  quinientos  á  mil  pe- 
sos cada  uno. 

Dada  en  Caracas  á  6  de  Abril  de  1846,  año 
179  de  la  ley  y  369  de  la  independencia. — £1 
Presidente  del  Senado  José  Manuel  Alegría. — 
El  Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Pedra  González, — £1  secretario  del  Senado, 
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José  Ángel  Freyre. — El  secretario  de  la  Cáma- 
ra de  Representantes,  /.  A.  Pérez. 

Caracas  Abril  8  de  1846,  año  179  ^®  ^^  '®y  Y 
359  de  la  independencia. '—Ejecútese. — Carlos 
Soublette. — Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica.— El  Secretario  de  Estado  en  los  Despa- 
chos del  Interior  y  Justicia,  Francisco  Cobos 
Fuertes. 


£1  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

DECRETAN  *. 

LEY  vil. 

De  la  inteligencia  de  los   artículos  24,  25  y 
41  de  la  Constitución, 

Art.  19  Los  diez  electores  que  según  el  artí- 
culo 24  de  la  Constitución,  han  de  nombrar  las 
provincias  que  solo  den  un  Representante,  es  el 
número  mínimo  de  electores  que  corresponde 
nombrar  á  toda  provincia,  aun  cuando  haya  de 
dar  mas  de  un  Representante. 

^  único.  La  que  deba  dar  mas  de  un  Repre- 
sentante y  no  alcance  á  nombrar  diez  electores, 
tomando  la  base  de  un  elector  por  cada  cuatro 
mil  almas,  y  uno  mas  por  un  residuo  de  dos  mil, 
conforme  al  artículo  25  de  la  Constitución,  nom- 
brará siempre  diez  electores,  que  distribuirá  el 
Gobernador  entre  los  cantones  en  proporción  de 
su  población,  según  se  dispone  en  el  artículo  24 
de  la  misma   Cuiisülucion. 

Art.  29  El  censo  que  para  las  eleciones  ha  de 
regir  en  cada  provincia  es  el  último  que  se  haya 
formado  en  toda  ella  antes  de  abrirse  las  asam- 
bleas parroquiales,  mientras  se  forma  el  general 
de  toda  la  República,  y  formado  que  este  sea  ba- 
jo las  reglas  y  con  la  aprobación  que  establezca 
la  ley  de  la  materia,  será  el  único  que  rija  hasta 
que  se  forme  otro  general,  y  así  sucesivamente 
sirviendo  biempre  de  regla  el  último  censo  de  to- 
da la  República,  anterior  al  dia  en  que  deben  a- 
brirse  las  asambleas   parroquiales. 

Art.  39  Al  presidente  y  conjueces  de  la  asam- 
blea parroquial  toca  decidir  de  plano  con  arreglo 
á  la  Constitución  y  á  lo  que  se  dispone  por  estas 
leyes  y  por  la  mayoría  absoluta,  las  dudas  y  con- 
troversias que  ocurran  sobre  calificación  de  los 
sufragantes  parroquiales  que  habiendo  reclamado 
en  tiempo  ante  la  junta  de  notables,  no  hubieren 
obtenido  de  estas  su  incorporación  en  la  lista  res- 
pectiva, y  sobre  formas  y  nulidades  de  las  elec- 
ciones parroquiales,  y  las  quejas  por  cohecho  ó 
soborno  en  estos  oísos,  llevándose  siempre  á  efec- 
to su  resolución. 

Art.  49  El  colegio  electoral,  ademas  de  laa  c- 
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lecciones,  se  puede  ocupar  sola  y  excl asidamen- 
te en  la  caliñcarion  consiitucional  de  los  electo- 
res y  de  las  personas  en  quienes  recaiga  su  ele- 
cion  en  aquella  reunión,  de  las  formas,  nulidades 
y  quejas  sobre  cohecho  ó  soborno  relativas  sola- 
mente á  sus  actos. 

^  19  La  califícacion  de  que  trata  este  artículo 
se  limitará  á  decidir  si  el  elector  tiene  las  cuali- 
dades que  para  serlo  exige  el  artículo  27  de  la 
Constitución:  y  al  ocuparse  en  ella  el  colegio  e- 
lectoral,  no  podrá  hacer  á  la  vez  sino  la  de  un  solo 
elector,  el  cual  no  tendrá  voto  en  su  propia  cues- 
tión ;  pero  ningún  elector  podrá  ser  inhabilitado 
sino  por  una  mayoría  que  exceda  en  dos  votos 
por  lo  menos,  al  número  de  ios  que  fueren  de 
diversa  opinión, 

^  29  Si  por  inhabilitaciones  quedare  incom- 
pleto el  colegio,  se  procederá  como  en  el  caso 
del  artículo  89  de  la  ley  sexta. 

Art.  59  No  se  declarará  nulo  el  nombramien- 
to de  un  Senador,  Representante  ó  Diputado  pro- 
vincial, principales  ó  suplentes,  sino  cuando  se 
pruebe  con  documento  público,  ó  el  mismo  elegi- 
do declare,  que  carece  de  algún  requisito  consti- 
tucional ó  legal.  La  <Ieclaratoriu  de  nulidad  es  ir- 
revocable; pero  los  electores  que  hubieren  volado 
por  ella,  sin  que  la  nulidad  estuviere  comprobada, 
con  documento  público  ó  con  la  confesión  del  ele 
gido,  sufrirán  la  pena  que  establece  la  ley. 

§  único.  Si  se  declarare  que  el  elegido  tiene 
las  cualidades  constitucionales,  la  resolución  se 
llevará  á  efecto,  mientras  no  dcciila  otra  cosa  la 
respectiva  Cámara  ó  Diputación   provincial. 

Art.  09  Las  votaciones  de  los  colegios  electo- 
rales sobre  estas  clasificaciones  serán  nominales, 
extendiéndose  acta  por  separado  del  registro,  la 
cual  firmarán  todos  los  electores,  remitiéndose  de 
ella  un  tanto  original  á  la  Cámara  á  que  pertenez- 
ca el  calificado,  y  quedando  otro  en  el  archivo  con 
los  demás  documentos  de  elecciones. 

Art,  79  Es  deber  de  cada  Cámara  legislativa 
y  Diputación  provincial  declarar  nula  la  elección 
de  todo  individuo  que  por  documento  público,  ó 
por  confesión  de  él  mismo,  conste  que  no  tiene 
alguno  de  los  requintos  constitucionales,  bien 
sea  la  falta  del  requisito  posterior  al  nombramien- 
to, 6  bien  sea  anterior. 

^  único.  Las  Diputaciones  provinciales  obser- 
Tarán  en  la  calificación  de  sus  miembros  lo  que 
en  los  artículos  49  y  69  de  esta  ley  queda  pre- 
venido para  las  resoluciones  de  los  colegios  elec- 
torales respecto  de  los  suyos. 

Art  89  En  los  siete  artículos  anteriores  que- 
dan explicados  el  24,  25  y  47  de  la  Constitución, 
sin  que  pueda  dárseles  otra  inteligencia,  debien- 
do siempre  hacerse  en  caso  de  duda  la  consulta 
que  dicho  articulo  47  previene  en  su  parte  final. 
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Todo  acto  fundado  en  él  fuera  de  los  expresados 
es  nulo  y  atentatorio  contra  la  tranquilidad  y  or- 
den públicos. 

Dada  en  Caracas  á  6  de  Abril  de  1846,  año  179 
de  la  ley  y  369  de  la  independencia. — El  Presi- 
dente del  Senado,  José  Manuel  Alegría, — El 
Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes,  Pe- 
dro González, — El  secretario  del   Senado,  José 

1  Ángel  Freyre. — El  secretario  de  la  Cámara  de 
Representantes,  /.  A.  Pérez, 

Caracas  Abril  8  de  1846,  año  179  ^^  ^^  ^^y  y 
369  de  la  independencia. — Ejecútese. — Carlos 
Souhlette — Por  S.  E.  El  Presidente  de  la  Re- 

i  pública. — El  Secretario  de  Estado  en  los  Despa- 
chos del  Interior  y  Justicia,  Francisco  Cobos 
Fuertes, 


LEY  de  21  de  Febrero  de  1848 

Reformando  la  de  8  de   Abril  de  46,  p,   30  del 
cuaderno  de  ese  año,  y  638,  núm,  597  del  cuer- 
po de  1851,  que  reforma^  con  las  demaSf  la 
de  9  de  Mayo  de   1836,   4*^.,  ^a,,  se* 
gun  se  ha  dicho  al  principio  de  esta 
materia. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública do  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

decretan: 

LEY  VIH. 

Del  Código  de  elecciones. 

DISFOSICIONES    GENERALES. 

Art.  19.  Los  Suplentes  de  Senadores,  Re- 
presentantes y  Diputados  provinciales,  que  no 
queden  excluidos  por  el  sorteo  verificado  por 
las  respectivas  corporaciones,  se  entenderán  los 
primeros  nombrados,  según  el  orden  que  antes 
tenian;y  en  cada  bienio  se  considerarán  prime- 
ros suplentes  los  que  se  hallen  nombrados  ante- 
riormente. 

Art.  29  Los  Senadores»  Representantes  y 
Diputados  de  las  provincias  que  en  adelante  se 
dividieren  durarán  en  sus  destinos  hasta  la  pri- 
mera reunión  ordinaria  de  los  colegios  electora- 
les, pues  entonces  se  nombrarán  todos  los  princi- 
pales y  suplentes,  según  el  censo  de  la  pobla- 
ción; lo  mismo  se  hará  cuando  una  provincia  6 
parte  de  ella  fuere  agregada  á  otra.  En  estos  ca- 
sos y  llegada  la  oportunidad,  se  hará  el  sorteo 
de  que  habla  el   artículo  79  de  la  Constitución. 

Art.  39  Si  por  aumento  de  población  en  una 
provincia  creciere  el  número  de  los  Represen- 
tantes, 6  por  aumento  de  cantones»  el  de  Dipu- 
tados proTinciales  nombrados  en  una  época,  de 
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suerte  que  exceda  en  dos  ó  mas  al  de  los  nombra- 
dos en  la  época  anterior;  el  sorteo  que  previe- 
ne el  articulo  79  de  la  Constitución,  se  hará  en- 
tre los  dos  ó  mas,  últimos  en  el  orden  del  nom- 
bramiento que  constituyen  el  exceso.  El  sorteo 
de  los  suplentes  se  hará  siempre  por  la  misma 
regla  que  el  de  los    principales. 

^.  único.  Cuando  por  ser  impar  el  número 
de  representantes  de  una  provincia,  se  deba  ele- 
gir el  número  mayor,  y  concurra  ademas  la  cir- 
cunstancia de  que  por  aumento  de  población  se 
haya  también  de  elegir  otro  representante;  en- 
tonces se  procederá  conforme  al  artículo  79  de 
la  Constitución,  para  que  la  suerte  designe  en- 
tre todos  los  elegidos  en  la  época  eleccionaria 
respectiva  el  que  deba  durar  solo  dos  años. 

Art.  49  Los  Gobernadores  requerirán  á  los 
Senadores,  Representantes  y  miembros  de  las 
Diputaciones  provmciales  electos  para  que  con- 
curran oportunamente  á  llenar  sus  funcione?.  Si 
alguno  tuviere  impedimento  físico  ú  otro  grave 
lo  propondr»!  y  comprobará  sin  pérdida  de  tiempo 
ante  el  Gobernador,  y  su  resolución  se  cumplirá 
siempre,  dando  cuenta  documentada  al  respecti- 
vo cuerpo. 

^.  únicor  Las  Cámaras,  yDiputaciones  provin- 
ciales podr&i  conocer  de  las  excusas  de  sus 
miembros,  admitidas  por  el  Gobernador  en  el 
único  caso  de  que  haya  reclamo  de  parte  agra- 
viada, y  se  decidirá  con  vista  de  documentos. 

Art.  59  Si  algún  Senador  ó  Representante 
residiere  en  provincias  distintas  de  la  que  ha 
hecho  la  elección,  toca  al  Gobernador  de  aque- 
lla el  requerimiento  y  calificación  de  las  excusas, 
y  avisar  si  las  hubiere  admitido,  al  de  la  provin- 
cia que  le  ha  elegido  para  los  fines  prevenidos 
en  el  artículo  siguiente. 

Art.  69  Cuando  el  Senador,  Representante  ó 
Diputado  provincial  hubiere  sido  legalmente  ex- 
cusado, el  Gobernador  requerirá  inmediatamen- 
te al  suplente  á  quien  toca  reemplazar  la  falta 
para  que  concurra  á  desempeñar  sus   funciones. 

^.  único.  Cuando  el  impedimento  físico  ú 
otro  grave  que  tengan  los  Senadores,  Represen- 
tantes y  Diputados  de  provincia  sea  para  todo  el 
período  de  su  elección,  ó  por  el  tiempo  que  le 
falte,  á  mas  de  proponer  la  excusa  ante  el  Go- 
bernador para  dejar  de  concurrir  á  las  inmedia- 
tas sesiones,  propondrán  la  renuncia  absoluta  del 
cargo  &  la  respectiva  corporación ;  &  la  cual  toca 
privativamente  resolver  sobre  esta  clase  de  soli- 
citudes: admitida  la  renuncia  se  avisará  al  Go 
bernador  respectivo  para  los  efectos  legales. 

Art.  79  ^^^  Senadores,  Representantes  7  Di- 
putados provinciales  que  habiendo  sido  convo- 
cados oportunamente  por  los  Gobernadores  res- 
pectivos á  llenar  sus  deberes  no  concurran  á  la 
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reunión  de]  cuerpo  de  que  son  miembros,  quince 
días  después  de  su  instalación  sin  haber  acredita- 
do el  motivo  ó  excusa  legal  que  les  asista  para 
ello,  se  considerarán  excusados  por  aquella  vez, 
y  se  Humarán  los  suplentes  por  el  mismo  cuer- 
po, quienes  deberán  concurrir  también  dentro  de 
quince  dias  ademas  de  la  distancia. 

^.  único.  En  igual  caso  serán  reputados  y  lia- 
mados  los  suplentes  de  aquellos  miembros  que 
habiendo  concurrido  á  la  Cámara  respectiva  se 
ausenten  de  ella  sin  su  licencia. 

Art.  89  Los  colegios  electorales  no  podrán 
convocarse  extraordinariamente  sino  en  los  cua- 
tro casos  siguientes: 

19  Cuando  alguna  de  las  cámaras  ó  diputa- 
ción provincial  así  lo  ordene  por  haber  ocurrido 
después  de  la  última  reunión  del  colegio  tal  fal- 
ta lie  sus  miembros  que  juzgue  necesaria  una 
pronta  elección. 

29  Cuando  el  Poder  Ejecutivo  ó  los  Gober- 
nadores en  su  caso  lo  dispongan  en  receso  de 
las  Cámaras  y  de  las  Diputaciones,  porque  por 
los  datos  que  tengan  ó  por  los  informes  de  las 
comi.siones  instaladoras  de  las  respectivas  corpo- 
raciones, sepan  que  estas  no  pueden  instalarse 
porque  no  hay  el  número  suficiente  de  miem- 
bros hábiles  para   ello. 

39  Cuando  ocurre  el  caso  previsto  por  el  ar- 
tículo 114  de  la  Constitución;  y 

49  En  el  caso  del  parágrafo  primero  del  artí- 
culo 10  de  esta  ley. 

Art.  9.  En  aquellas  provincias  que  tengan 
menos  de  siete  cantones,  los  Gobernadores  ha- 
rán la  distribución  de  los  diputados  provinciales 
con  arreglo  al  artículo  156  de  la  Constitución. 

Art.  10.  Toca  al  Congreso  declarar  la  nuli- 
dad de  los  actos  electorales  en  los  casos  siguien- 
tes : 

19  Cuando  el  colegio  no  haya  sido  instalado 
con  el  número  prescrito  de  electores. 

29  Cuando  se  hubiere  hecho  alguna  elección 
sin  estar  reunido  el  número  prescrito  de 
electores,  ó  fuera  del  término  designado  por  el 
artículo  45  de  la  Constitución,  á  menos  que  se 
haya  interrumpido  por  suspensión  legítima. 

39En  el  caso  inesperado  de  que  se  justifique 
soborno  ó  cohecho  de  algún  elector  ó  electores, 
ó  de  que  se  haya  ejercido  contra  el  colegio  coac- 
ción ó  violencia,  y  que  se  pruebe  documentada- 
mente ante  el  Congreso ;  el  cual  declarará  en- 
tonces nulos  las  actos  que  á  su  juicio  lo  fueren, 
y  mandará  juzgar  á  los  culpables  acompañando 
las  pruebas  del  delito  ;  y 

49  Cuando  alguno  ó  algunos  Coifcejos  muni- 
cipales con  infracción  de  los  deberes  que  se  les 
imponen  por  estas  leyes  hayan  dejado  de  escru- 
tar registros  de  alguna  parroquia  en  todo  ó  en 
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parte,  6  escrutado  sufragios  que  no  debieron  ser 
admitidos  por  la  asamblea  parroquia],  o  cuando 
se  pruebe  con  documentos  que  en  estas  asam- 
bleas se  rechazó  el  sufragio  de  individuos  inscri- 
tos en  las  listas,  siempre  que  estas  infracciones 
ajuicio  del  Congreso  hayan  podido  viciar  las 
elecciones. 

§  19  En  caso  de  que  el  Congreso  declare  nu- 
los todos  los  actos  de  un  colegio,  el  Gobernador 
de  la  provincia  respectiva,  requerido  por  el  Con- 
greso, convocará  al  Colegio  electoral,  que  se 
reunirá  lo  mas  tarde  un  mes,  después  de  notifi- 
cados todos  los  Concejos  municipales;  á  quienes 
toca  el  llamamiento  y  reemplazo  de  los  electores. 

^  29  £1  Colegio  hará  la  elección  de  los  indi- 
viduos que  han  de  reemplazar  á  los  funcionarios, 
cuyos  nombramientos  hayan  sido  anulados. 

Art.  11.  El  ser  suplente  de  Consejero  de  Go- 
bierno no  es  impedimento  para  ser  nombrado 
Senador,  Representante  ó  Diputado  provincial ; 
y  si  alguno  lo  fuere,  quedará  vacante  la  plaza  de 
Consejero  suplente. 

Art.  12.  La  disposición  del  artículo  81  de  la 
Constitución  para  que  no  puedan  ser  Senadores 
ni  Representantes  el  Presidente  y  Vicepresiden- 
te de  la  República,  los  Secretarios  del  despacho, 
Consejeros  de  Gobierno,  Ministros  de  la  Corte 
Suprema,  Gobernadores  ó  Jefes  militares  mien- 
tras ejerzan  comandancias  de  armas,  establecidas 
por  la  ley,  se  entiende  para  que  tampoco  puedan 
ser  nombrados  durante  el  ejercicio  de  sus  funcio- 
nes, sean  propietarios  ó  interinos. 

Art.  13.  Tanto  los  años  de  edad  como  los  de 
residencia  que  exigen  la  Constitución  y  las  leyes 
para  los  nombramientos  de  Electores,  Senado- 
res, Representantes,  Diputados  provinciales  y 
cualesquiera  otros  funcionarios,  deben  entender- 
se años  completos. 

Art.  14.  Las  certificados  de  que  hablan  estas 
leyes  los  extenderán  los  funcionarios  respectivos 
en  el  sobre  del  pliego  que  se  remita,  expresando 
cual  es  su  contenido. 

Art.  15.  Las  juntas  de  notables  y  las  que  pre- 
siden las  asambleas  parroquiales  no  podrán  ce- 
lebrar sus  reuniones  sino  dentro  de  la  población 
de  la  respectiva  parroquia. 

Art.  16.  Si  se  notare  por  algún  Gobernador 
que  el  resultado  del  escrutinio  practicado  por  un 
Concejo  municipal  no  está  conforme  con  el  que 
den  los  escrutinios  parciales  que  haya  recibido 
de  las  parroquias,  ordenará  la  rectificación  ;  y  si 
no  obstante  esta,  subsistiere  la  diferencia,  y  el 
Gobernador  creyere  que  esta  diferencia  es  capaz 
de  viciar  el  resultado  de  las  elecciones,  entonces 
pedirá  los  registros  y  los  pasará  con  los  escruti- 
nios parroquiales  al  Congrego. 


EL 


Art.  17.  Se  deroga  la  ley  octava  del  código 
de  elecciones  de  8  de  Abril  de  1846. 

Dada  en  Caracas  á  18  de  Febrero  de  1848, 
año  19  de  la  ley  y  38  de  la  independencia. — El 
Presidente  del  Senado,  Mariano  Obispo  de 
Guayana. — El  Presidente  de  la  Cámara  de  Re- 
presentantes, M.  Palacios. — El  Secretario  del 
Senado,  J.  A.  Freiré. — El  Secretario  de  la  Cá- 
mara de  Representantes,  J.  A.  Pérez. 

Caracas  21  de  Febrero  de  1848,  año  19  de  la 
ley  y  38  de  la  independencia. — Ejecútese. — José 
T.  Monágas. — Por  S.  E.  el  Presidente  de  la 
República. — El  Secretario  de  Estado  en  los  Des- 
pachos del  Interior  y  Justicia,  Tomas  José  Sa- 
navria. 


El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela   reunidos  en  Congreso, 

decretan: 

LEY  IX, 

De  la  responsabilidad  en  general  en  materia 
de  elecciones. 

Art.  19  Los  funcionarios  públicos  de  cualquie- 
ra clase  ó  denominación,  que  emplearen  su  auto- 
ridad ó  carácter  oficial  en  actos  que  tengan  por 
objeto  favorecer  ó  contrariar  las  miras  ó  intereses 
de  alguna  ó  algunas  personas  en  las  elcciones, 
sufrirán  una  multa  de  ciento  á  quinientos  pesos 
y  la  destitución  de  su  destino  ó  encargo  público. 

Art.  2p  Los  funcionarios  públicos  de  que  tra- 
tan estas  leyes  que  falten  á  los  deberes  que  se  les 
imponen  serán  castigados  con  las  penas  que  en  e- 
llas  se  establecen  ;  pero  si  se  probare  dolo,  serán 
ademas  destituidos  desús  destinóse  inhabilitados 
por  seis  años  para  obtener  otros  de  confianza  ú 
honor. 

Art.  39  Si  por  causa  de  alguna  maliciosa  omi- 
sión ó  infracción  se  hubiere  perdido,  ó  se  dejare 
de  escrutar  el  registro  de  alguna  elección,  ó  no  se 
hubieren  practicado  las  elecciones  parroquiales 
en  alguna  parroquia,  cantón  ó  provincia,  á  mas 
de  la  pena  impuesta  á  la  simple  omisión  ó  infrac- 
ción, estarán  incursos  los  culpables  en  las  penas 
del  artículo  siguiente. 

Art'  49  El  que  con  falsos  rumores  ó  alarmas, 
con  amenazas  ó  de  cualquier  otro  modo,  que  no 
sea  el  expresado  en  el  artículo  69  de  esta  ley, 
pretenda  disolver,  ó  consiga  en  efecto  la  diso- 
lución de  algún  colegio  electoral  ó  asamblea  par- 
roquia], ó  intente  que  no  tenga  efecto  su  reunión, 
será  juzgado  y  castigado  con  la  pena  de  presidio 
desde  uno  hasta  cinco  años,  é  inhabilitación  per^ 
pétua  para  obtener  destino  de  confianzaó  de  ho- 
nor en  Venezuela. 
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Art.  69  Los  que  en  el  local  designado  para  la 
reunión  de  los  colegios  ó  asambleas  ó  á  sus  puer- 
tas, formen  pendencia  de  hecho  con  motivo  de 
elecciones,  incurrirán  en  la  pena  de  ocho  6  trein- 
ta dias  de  prisión  :  á  menos  que  la  pendencia  no 
haya  ocasionado  algún  delito  que  por  las  leyes 
comunes  se  castigue  con  mayores  penas. 

Art.  69  Serán  juzgados  como  conspiradores 
los  que  tomen  las  armas,  persuadan  6  aconsejen 
tomarlas,  para  impedir  ó  disolver  las  reuniones 
ordinarias  de  las  asambleas  parroquiales  ó  cole- 
gios electorales,  coartarles  ó  violentarles  la  liber- 
tad en  el  ejercicio  de  sus  atribuciones  constitucio- 
nales. 

Art.  79  Los  electores  que  se  nieguen  á  concur- 
rir al  colegio,  ó  que  habiendo  concurrido  se  nie- 
guen á  votar,  ó  que  se  ausenten  sin  permiso  del 
colegio,  ó  de  otro  modo  intenten  impedir  ó  estor- 
bar .que  tengan  lugar  las  elecciones,  ó  tiendan  á 
que  sean  nulas  las  que  vayan  á  hacerse,  sin  per- 
juicio de  lo  establecido  en  el  artículo  69  de  la  ley 
sexta,  serán  castigados  con  las  penas  impuestas  en 
Jos  artículos  I9  y  29    de  esta  ley. 

Art.  89  El  que  hubiere  vendido  su  sufragio  ó 
comprado  el  de  otro  para  sí  ó  para  un  tercero,  á 
mas  de  perder  el  derecho  de  elegir  y  ser  elegido 
por  los  cuatro  años  que  señala  el  artículo  46  de 
la  Constitución,  quedará  incurso  en  una  multa  de 
cien  pesos  por  cada  caso  que  se  le  justifique. 

Art.  99  De  las  causas  de  responsabilidad  que 
se  formen  en  materia  de  elecciones,  contra  los 
funcionarios  que  intervienen  en  ellas,  en  todos 
aquellos  casos  en  que  el  conocimiento  ó  la  impo- 
sición de  pena  no  esté  atribuida  especialmente  á 
otra  autoridad,  conocerá  en  primera  instancia  el 
presidente  de  la  respectiva  Corte  Superior  con 
apelación  á  la  sala  completada  con  un  conjuez. 
6  único.  En  estas  causas  habrá  tercera  instan- 
cia cuando  las  sentencias  de  primera  y  segunda 
no  sean  conformes. 

Art.  10.  El  modo  de  proceder  contra  cualquie- 
ra de  ios  funcionarios  que  intervienen  en  las  elec- 
ciones, será  el  establecido  por  la  ley  común  para 
hacer  efectiva  la  responsabilidad  de  los  funciona- 
ríos  en  el  gobierno  político  y  económico  de  las 
provincias,  y  el  modo  de  proceder  contra  cuales- 
quiera otras  personas  por  faltas  ó  delitos  á  que 
por  estas  leyes  se  impone  pena,  será  el  estable- 
cido por  las  leyes  comunes,  para  los  demás  deli- 
tos en  cuanto  no  sean  contrarias  á  la  presente. 

Art.  11  Todo  individuo  inscrito  en  la  lista  de 
sufragantes  parroquiales  formada  para  las  ultimas 
elecciones,  ó  iegalmente  admitido  á  votar  en  ellas, 
tiene  el  derecho  de  acusar,  haciéndose  parte  en 
el  juicio,  ó  denunciar  para  que  la  causa  se  siga 
de  oficio,  cualquiera  falta  ó  delito  cometido  en 
actos  concernientes  á  las  elecciones,  siempre  que 
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sea  de  aquellos  á  que  por  estas  leyes  se  impone 
pena,  y  que  se  acompáñela  prueba  del  hecho  que 
se  acuse  6  denuncie. 

^  único.  Si  la  causa  se  iniciare  por  denuncia, 
el  denunciante  no  podrá  ser  nombrado  fiscal  en 
ella. 

Art  13  Las  contravenciones  en  materia  de  elec- 
ciones de  que  tratan  estas  leyes,  quedarán  pres- 
critas si  no  han  sido  acusadas  5  denunciadas  den- 
tro de  un  año  después  de  cometidas. 

Art,  13.  Cuando  sean  dos  ó  mas  los  acusados 
por  una  misma  infracción,  la  imposición  de  multa 
seráindividualy  nunca  in  solidum  ;  y  en  todo  ca- 
so en  que  los  multados  aleguen  falta  de  medios 
para  satisfacer  el  todo  ó  parte  de  la  multa,  se  les 
impondrá  prisión  en  la  cárcel  pública  en  la  pro- 
porción de  un  dia  por  cada  cuatro  pesos  que 
dejen  de  pagar, 

Art.  14.  Las  multas  se  aplicarán  á  las  rentas 
municipales  de  la  respectiva  provincia. 

Art.  15.  Se  deroga  la  ley  de  9  de  Mayo  de 
1836,  sobre  elecciones. 

Dada  en  Caracas  á  6  de  Abril  de  1846,  afío  179 
de  la  ley  y  369  de  la  independencia.  —El  Presi'- 
dente  del  Senado,  José  Manuel  Alegría. — El 
Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes,  Pe- 
dro González. ^E\  Secretario  del  Senado,  José 
Ángel  Freyre' — El  secretario  de  la  Cámara  de 
Representantes,  J.  A.  Pérez. 

Caracas  Abril  8  de  1846,  año  179  ^^^  ^^  ^^Y  Y 
359  de  la  independencia. — Ejecútese. — Carlos 
Soublette. — Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica.— El  Secretario  de  Estado  en  los  Despachos 
de  lo  Interior  y  Justicia,  Francisco  Cobos  Fuer" 
tes. 


MODELOS. 

NUMERO    PRIMERO. 

Modelo  para  los  registros  de  las  asambleas 
parroquiales, 

República  de  Venezuela. — Provincia  deN.... 
Cantón  de  N....  Asamblea  parroquial  de  N....  En 
la  parroquia  de  N....  á  tantos,  de  tal  mes,  de  tal 
año,  en  cumplimiento  de  lo  dispuesto  por  la  Cons- 
titución y  la  ley  (debe  expresarse  la  fecha  de  la 
presente  ley)  se  abrióla  asamblea  parroquial  para 
votar  por  (tantos)electores  que  corresponden  á 
este  cantón,  la  que  presidida  por  el  juez  parro- 
quial 19  (ó  29  según  el  caso)  N....  y  con  asisten- 
cia de  cuatro  conjueces,  á  saber  N.  N.  N.  y  N« 
nombrados  por  el  Concejo  municipal,  se  dio  prin- 
cipio á  la  votación  en  los  términos  prevenidos,  vo 
tando  cada  sufragante  por  (tantas)  personas  en 
público  y  en  alta  voz,  y  firmando  su  voto  en  la 
forma  siguiente: 
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N-  por  N.  N.  y  N. 
(La  firma  del  sufragante  6  persona    designada 
en  su  caso) 

N.  por  N.  N.  y  N. 

(La  firma). 

N.  por  N.  N.  y  N. 

(La  firma). 

N.  por  N.  N.  y  N. 

(La  firma). 

Y  siendo  las  cuatro  de  la  tarde,  se  cerró  la  vo- 
tación del  primer  dia,  y  hecho  el  escrutinio  de 
ella,  resultó  que  votaron  (tantos  en  letra)  sufra- 
gantes, y  que 

N.  obtuvo  (tantos)  votos. 
N.  (tantos) 
N.  (tantos), 
N.  (tantos). 

Y  se  suspendió  el  acto  firmando  los  presentes, 
juez  parroquial  y  conjueces  (siguen  las  firmas). 

El  segundo  dia  continuó  la  asamblea  y  votaron 

N.  por  N,  N.  y  N. 
(La  firma  del  sufragante  ó  persona  designada 
en  su  caso). 

ÍS.  por  N.  N.  y  N. 

(La   firma). 

N.  por  N.  N.  y  N. 

(La  firma), 

N.  por  N.  N.  y  N. 

(La  firma) 

Y  siendo  las  cuatro  de  la  tarde,  se  cerro  la  vo- 
tación del  segundo  dia,  y  hecho  el  escrutinio  de 
ella,  resultó  que  votaron  (tantos,  en  letra)  sufra- 
gantes, y  que 

N.  obtuvo  (tantos)  votos. 
N.  (tantos). 
N.  (tantos). 
N.  (tantos). 

Y  se  suspendió  el  acto  firmando  los  presentes, 
juez  parroquial  y  conjueces.  (Siguen  las  firmas). 

£1  tercer  dia  continuó  la  asamblea  y  votaron  : 

N.  por  N.  N.  y  N. 
(La  firma  del  sufragante  ó  persona  designada 
en  su  caso). 

N.  por  N  N.  y  N. 

(La  firma). 
N.  por  N.  N.  y  N. 
(La  firma). 

Y  siendo  las  cuatro  de  la  tarde,  se  cerró  la  vo- 
tación del  tercer  dia,  y  hecho  el  escrutinio  de 
ella,  resultó  que  votaron  (tantos,  en  letra)  sufra- 
gantes, y  que 

N.  obtuvo  (tantos)  votos. 
N.  (tantos). 
N.  (tantos). 
N.  (tantos). 

Y  se  suspendió  el  acto  firmando  los  presentes, 
juez  parroquial  y  conjueces.  (Siguen  las  firmas). 

(Sigue  así  en  los  demás  dias,  firmando  ai  ter< 
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minar  cada  sesión  las  mismas  personas  que  an- 
tes se  ha  dicho). 

Y  habiendo  estado  abiertas  estas  elecciones 
por  ocho  dias  hasta  hoy,  asentándose  en  este  re- 
gistro los  votos  de  todos  los  sufragantes  no  sus- 
pensos, vecinos  de  esta  parroquia  que  se  han 
presentado  á  votar  con  arreglo  &  la  ley,  verifi- 
cándolo ft  su  presencia,  se  concluyó  el  acto  y 
quedó  disuelta  la  asamblea,  firmando  los  presen- 
tes juez  parroquial  y  conjueces  este  registro,  que 
se  remitirá  al  Presidente  del  Concejo  municipal 
del  cantón,  en  pliego  cerrado,  sellado  y  certifi- 
cado por  los  miembros  de  la  junta  para  los  fines 
convenientes. 

Parroquia  de  N.  á  tantos  de  tal  mes,  de  tal 
año. 

£1  jaez  parroquial.  GoDjuez.  Oonjucz.  Conjuez.  Conjuez. 
N.  N.  ^.  N.  N. 

NUMERO    SEGUNDO. 

Modelo  para  los  registros  generales  de  cantón- 
República  de  Venezuela. — Concejo  municipal 
del  cantón  de  N.  en  la  parroquia  de  N.  en  la  ciu- 
dad de  N.  cabecera  del  cantón  (á  tantos)  reuni- 
do el  Concejo  municipal  compuesto  de  N.  jefe 
político  del  cantón  como  su  ])re8Ídente,  y  N.  N. 
N.  y  N.  miembros  del  mismo  Concejo,  para  exa- 
minar  los  registros  de  elecciones  de  las  asam- 
bleas parroquiales  de  este  cantón,  hechas  según 
lo  prevenido  en  la  Constitución  y  la  ley  (la  fe- 
cha de  esta  ley),  resultó  de  las  listas  formadas 
según  los  registros  de  las  parroquias  N.  N.  y  N. 
que  se  han  recibido  y  escrutado,  que: 

N.  obtuvo  (tantos)  votos. 

N.  (tantos). 

N.  (tantos). 
Siendo  los  electores  de  este  cantón  (tantos) 
han  obtenido  la  mayoría  de  sufragios,  y  por  con- 
siguiente han  resultado  nombrados  N.  N.  y  N.  ;^ 
advirtiéndose  que  siendo  iguales  los  votos  entre 
N.  y  N.,  se  han  sorteado  y  la  suerte  ha  favore- 
cido á  N. 

Por  tanto,  el  registro  original  firmado  por  el 
Presidente  y  miembros  que  componen  este  Con- 
cejo municipal,  se  remite  al  Presidente  del  Con- 
cejo municipal  del  cantón  de  la  capital  en  pliego 
cerrado,  sellado  y  certificado  por  el  mismo  Con- 
cejo, archivándose  una  copia  auténtica  y  dándo- 
se pronto  aviso  á  los  electores. 
£1  jefe  político  presidente.  Miembro.  Miembro.  Miembro 
N.  N.  N.  N. 

NUMERO  TERCERO. 

Modelo  para  el  registro  de  la  elección  de  Pre- 
sidente y  Vicepresidente, 
República  de  Venezuela. — En  la  ciudad  de  N. 
(á  tantos  de  tal  mes  y  afio),  reunido  el  Colegio 
Electoral  compuesto  d^  (tantos)  electores,  que 
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se  hallan  presentes  y  que  forman  el  competente 
número  por  ser  (tantos)  el  tota),  después  de  ha- 
ber sido  instalado  legalraente  y  nombrado  presi- 
dente y  cuatro  escrutadores,  que  lo  fueron  N. 
N.  N.  N.  y  N.,  procedió  k  verificar  en  sesión  pú- 
blica y  permanente,  y  por  elección  secreta,  la  de 
Presidente  (ó  Vicepresidente)  de  la  República: 
recogidos  los  votos  y  hecho  el  resumen  de  ellos 
por  los  escnitadores,  resultó  que 

N.  obtuvo  (tantos)  votos. 

]N.  (tantoá). 

&c.  6lc.  6lc. 

Con  lo  cual  se  terminó  el  acto  firmando  el 
elector  presidente  y  todos  los  electores  este  re- 
gistro que  original,  junto  con  copia  auténtica  del 
acta  de  instalación,  se  remitirá  en  pliego  cerra- 
do, sellado  y  certificado  por  el  Secretario  del 
Colegio  al  Presidente  del  Senado,  quedando  co- 
pia auténtica  del  registro  en  el  Concejo  munici- 
pal de  este  cantón. 

El  presidente.      Elector.     Elector.     Elector.      Elector. 
N.  N.  N.  N.  N. 

Elector.      Elector.      Elector.      Elector. 
N.  N.  N.  N.  SO 

NUMERO  CUARTO. 

Modelo  para  las  actas  en  la  elección  de  Senado- 
res, Representantes  y  Diputadob  provinciales. 
República  de  Venezuela. — En  la  ciudad  de  N. 
capital  de  la  provincia  de  N.  (á  tantos  de  tal  mes 
y  año),  reunido  el  Colegio  Electoral,  compuesto 
de  (tantos)  electores,  que  forman  el  competente 
número,  por  ser  (tantos)  el  total,  después  de  ha- 
berse instalado  y  nombrado  presidente  y  cuatro 
escrutadores,  que  lo  fueron  N.  N.  N.  N.  y  N. 
procedió  á  verificar  en  sesión  pública  y  perma- 
nente y  por  elección  secreta,  la  del  Senador  ó 
Senadores  principales  y  sus  suplentes,  (ó  Repre- 
sentantes y  sus  suplentes,  ó  Diputados  provin- 
ciales y  sus  suplentes)  que  corresponden  á  esta 
provincia,  conforme  á  la  Constitución :  recogi- 
dos los  votos,  y  hecho  el  escrutinio  por  los  es- 
crutadores nombrados,  resultó  que 

N.  obtuvo  (tantos)  votos. 

N.  (tantos). 

&C  ¿LC.  ¿LC. 

No  habiendo  pluralidad  absoluta  (si  no  la  hu- 
bo) en  favor  de  alguno,  se  procedió  á  nueva  vo- 
tación, contrayéndola  á  N.  y  N.  que  fueron  los 
que  obtuvieron  mayor  número  de  sufragios,  (ó 
resultando  iguales  los  votos  entre  N.  y  N.  se  sor- 
tearon para  que  la  elección  se  contraiga  á  N.  y 
N.)  y  en  este  nuevo  escrutinio  resultó  N.  con 
[tantos]  votos  y  N.  con  [tantos]  :  así  la  mayoría 
está  á  favor  de  N.  [Si  en  este  último  caso  hu- 
biere empale  la  suerte  decidirá]. 

Con  lo  cual  se  terminó  el  acto»  firmando  el 
elector  presidente  y  los  escrutadores  este  regis- 
tro, que  con  el  de  suplentes  y  capia  del  acta  de 
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instalación,  se  remitirá  en  pliego  cerrado,  sella- 
do y  certificado  por  el  Secretario  del  Colegio  al 
Presidente  de  [la  corporación  á  que  correspon- 
da el  electo],  por  medio  del  Gobernador  de  la 
provincia,  quedando  copia  auténtica  para  archi- 
varse en  el  Concejo  municipal  de  este  cantón. 
También  se  remitirá  lista  de  ios  nombrados,  con 
expresión  del  número  de  votos  que  ha  obtenido 
cada  uno,  al  mismo  señor  Gobernador,  y  se  da- 
rá aviso  á  los  nombrados. 

£1  presidente.       Escrut.      Escrut.       Escrut.        Escrut. 
N.  N.  N.  N.  N.  SO 

NUMERO   QUINTO. 

Modelo  para  los  registros  de  los  nomhramien' 
tos  extraordinarios  de  Senador^  Represen- 
tante, Diputado  provincial  ó  suplentes. 
República  de  Venezuela. — En  la  ciudad  de  N. 
capital  de  la  provincia  de  N.  á  [tantos  de  tal  mes 
y  año],  reunido  el  Colegio  Electoral  compuesto 
de  [tantos]  electores  que  forman  el  competente 
número  por  ser  [tantos]  el  total,  después  de  ha- 
ber sido  instalado  leguímente  y  nombrado  presi- 
dente y  cuatro  escrutadores  que  lo  fueron  N.  N. 
N.  N.  y  N.  y  de  haber  concluido  las  elecciones 
ordinarias  por  el  orden  que  expresa  el  artículo 
36  de  la  CotiLaitucion  procedió  á  verificar  en  se- 
sión pública  y  permanente  y  por  elección  secre- 
ta la  de  [los  Senadores,  Representantes,  Dipu- 
tados ó  suplentes]  cuyos  destinos  han  quedado 
vacantes  durante  el  bienio  trascurrido  desde  la 
última  reunión  del  Colegio  ^hasta  el  presente,  y 
se  principió  á  llenar  la  causada  por  la  [muerte, 
destitución  ó  excusa  legalmente  admitida  por  el 
resto  del  período]  al  honorable  señor  N.  que  de- 
bía servir  dicho  encargo  hasta  el  año  de  [tantos]  : 
recogidos  los  votos  y  hecho  el  escrutinio  por  los 
escrutadores  nombrados  resultó  que 
N.  obtuvo  [tantos]  votos. 
N.  [tantos]. 

ócc.  áüc.  6lc, 

No  habiendo  pluralidad  absoluta  (si  no  la  hubo) 
á  favor  de  alguno,  se  procedió  á  nueva  votación, 
contrayéndola  á  N.  y  N.  que  obtuvieron  mayor 
número  de  votos;  y  resultando  iguales  los  votos 
entre  N.  y  N.  se  sortearon  para  que  la  elección 
se  contraiga  á  N.  y  N.  y  en  este  nuevo  escrutinio 
resultó  N.  con  (tantos  votos  y  N.  con  tantos):  así 
la  mayoría  está  en  favor  de  N.,  el  cual  deberá  ser- 
vir por  el  resto  del  período  constitucional  que  fal- 
taba al  honorable  Sr.  N.  á  quien  reemplaza. 

Con  lo  cual  se  terminó  el  acto,  firmando  el 
presidente  y  escrutadores  este  registio,  que  con 
el  de  suplentes  (si  también  se  han  elegido)  y  co- 
pia del  acta  de  instalación  se  remitirá  en  pliego 
cerrftdo,  sellado  y  eertificado  por  el  secretario  del 
colegio  al  presidente  de  la  (corporación  á  que 
corresponda  el  electo)  por  medio  del  Gobernador 
d«  la  provinci»,  quedando  copia  auténtica  en  el 
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expediente  de  las  operaciones  del  Colegio,  que 
se  archivará  en  rl  Concejo  municipal  de  este 
cantón.  También  se  remitirá  lista  de  los  nom- 
brados con  expresión  del  número  de  votos  que 
lia  obtenido  cada  uno,  y  tiempo  que  le  toca  ser- 
vir, al  mÍFmo  señor  Gobernador,  y  se  dará  aviso 
á  los  nombrados* 

El  presidente.        Escrut.       Escrut.      Escnit.       Escrut. 
N.  N-  N.  N.         N.  SO 

El  Presidente  del  Senado,  José  Manuel  Ale- 
gría.— El  Presidente  de  la  Cámara  de  Repre- 
sentantes, Pedro  González, — El  Secretario  del 
Senado,  José  Ángel  Freiré. — El  Secretario  de 
la  Cámara  de  Representantes,  J.  A.  Pérez. 

Caracas  Abril  8  de  1846,  año  179  ^'^  ^^  ^^Y  Y 
369  de  la  independencia. — Carlos  Soublette.-^ 
Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  República.— El  Se- 
cietario  de  Estado  en  los  Despachos  del  Interior 
y  Justicia,  Francisco  Cobos  Fuertes. 

ELECCIONES,  resolución  tíjecutiva  de  29 
DE  ABRIL  DE  1846  determinando  el  modo  de 
hacer  la  calificación  de  los  notables. 


Secretaría  del  Interior. — Sección  tercera.- 
cas,  Abril  29  de  1846.— Resuelto. 


-Cara- 


Dígase  al  Sr.  Gobernador  de  Caracas. 

Se  ha  impuesto  S.  E.  el  Presidente  de  la  Re- 

AncUisis  comparativo  de  las  leyes  de  ñ  de  Octubre  de  1880, 
de2Qde  Abril  de  1882,  9  de  Mayo  de  1986,  8  de  Abril  de 
1846,  y  21  de  Febrero  de  1848  (que  reforma  solo  la  8.  ^  ) 
sobre  elecciones. 

Entre  las  de  80  y  82  hay  las  diferencias  siguientes.— 
La  de  80  (art.  2.  ^  )  fijaba  de  las  9  á  las  2  de  la  tarde  para 
la  reunión  de  las  asambleas ;  y  la  de  82  (art.  id.)  varió 
"  de  las  10  á  las  8  "—La  de  80  (art.  5.  <=> )  dejaba  á  las  Di- 
patacionos  provinciales  variar  en  lo  sucesivo  la  distribu- 
ción de  los  diez  electores  de  que  trata  el  art.  24  de  la  Cons- 
titución, y  que  para  las  elecciones  de  ese  año  cometía  á 
los  Gobernadores;  y  la  de  32  (art.  id.)  suprimió  dicho  en- 
cardo á  las  Diputaciones,  dejando  solo  á  los  Gobernado- 
res la  expresada  distribución.— La  de  30  (art.  6.)  decia: 
"  Todo  venezolano  en  ejercicio  de  los  derechos  de  cmdada- 
no,  esiá  obligado  á  concurrir  á  votar  en  las  asambleas  par- 
roquiales ;  y  la  de  82  (art.  id.  )  quitó  lo  preceptivo,  y  so- 
lo hizo  potestativo  el  ejercicio  de  este  derecho  variando 
asi :  tiene  el  de  concurrir  á  votar  &a.— La  de  32  (art.  8.  ®  ) 
afiadió  al  mismo  artículo  de  la  de  80 :  "  que  deberla  en- 
tenderse que  el  término  de  la  suspensión  de  las  elecciones 
de  que  habla  dicho  articulo,  acordado  que  fuese  por  al- 

fun  motivo  grave,  no  se  contarla  en  los  ocho  dias  de  su 
uracion— I^  de  82  (art.  9.)  afiadió  al  mismo  artículo  de 
la  de  80 :  "  que  la  lectura  de  los  actos  se  hiciese  por  tmo 
de  los  conjueces  "—La  de  80  (art.  10)  solo  disponia  que  el 
acto  de  las  votaciones  se  fírmase  concluidas  que  fuesen  el 
octavo  día ;  —La  de  82  (art.  id.^  dispuso  que  se  hiciese 
diariamente.— La  do  (80  art.  15.)  no  fijaba  el  apremio  con 
que  debia  compelerse  á  los  electores  á  concurrir  al  Cole- 
gio electoral ;  y  la  de  82  (art.  16.^  flió,  al  efecto,  la  multa 
de  veinticinco  a  cien  pesos  aplicada  a  los  fondos  municipa- 
les ;  añadiendo  oí  ^  único,  que  dice :  "  EX  impedimento  fí- 
sico ú  otro  grave  legalmente  justificado  exime  á  los  elec- 
tores de  dicha  multa.— La  de  30  (art.  17  y  20)  disponia 
que  de  los  cuatro  escrutadores  uno  hiciese  de  secretario ; 
y  que  adeisAs  se  nombrase  un  elector  p«ra  tolo  el  efecto 
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pública  de  las  consultas  que  á  esa  Gobernación 
ha  hecho  el  Concejo  municipal  de  esta  ciudad 
sobre  la  ley  de  eleciones  y  rae  ha  ordenado  con- 
testar á  US.  en  los  términos  siguientes. 

Debiendo  hacer  el  Concejo  municipal  la  de- 
signación (le  notables  dentro  de  los  ocho  prime- 
ros días  del  mes  de  Mayo  y  no  pudiendo  valerse 
para  este  fin  de  la  lista  de  electores  que  ha  de 
formarse  con  posterioridad,  ev  claro  que  la  cali- 
ficación de  los  que  ha  de  elegir  queda  á  juicio 
del  mismo  Concejo;  y  que  no  debe  atenerse  pa- 
ra esto  á  las  listas  de  electores  formadas  en  el 
período  de  elecciones  precedente,  por  las  altera- 
ciones que  ellas  deben  haber  sufrido  en  el  bienio 
intermedio,  aunque  de  mucho  pueden  servirle  pa- 
ra ilustrar  su  juicio. 

En  cuanto  al  nombramiento  de  conjueces  de- 
berán así  mismo  los  Concejos  municipales  se- 
guir su  propio  criterio  en  la  calificación  de  las 
per-^onas  que  hayan  de  ser  nombradas  para  el 
desempeño  de  aquel  destino,  así  como  hacen  y 
han  hecho  siempre  la  calificación  de  los  que  sa- 
ben leer  y  escribir,  sin  que  las  listas  de  sufra- 
gantes que  forma  la  junta  de  notables,  les  dé  nin- 
guna luz  en  la  materia. 

Ademas  de  la  copia  que  la  junta  de  notables 
debe  pasar  al  Concejo  municipal  después   del  20 

de  examinar  las  papeletas ;  y  la  de  32  (art.  17)  dispuso 
qne  de  dichos  cuatro  electores,  el  primero  hiciese  de  se- 
cretario, y  el  último  examinase  las  papeletas. — La  de  82 
(art  18)  dispuso  que  se  remitiese  copia  del  acta  de  los 
trabajos  del  Colegio  electoral  á  las  Cámaras  y  á  la  Dipu- 
tación provincial,  cuyo  precepto  no  contenia  la  de  80  (art. 
id.) — La  de  80  (art.  28)  disponia  que  los  registros  del  co- 
legio fuesen  firmados  por  el  secretario  con  el  presidente  y 
ios  escrutadores ;  y  la  ds  82  (art  24)  suprimió  este  últi- 
mo.—La  de  82  (  art.  26  dispuso  que  el  Gobernador  tras- 
mitiese al  P.  E.  para  su  inteligencia  y  publicación  en  la 
Gaceta,  el  aviso  que  debe  dársele  por  el  presidente  del 
Colegio  electoral  de  los  que  resulten  nombrados  Senado- 
res, Representantes  y  Diputados  provinciales,  cuyo  pre- 
cepto no  contenia  la  de  30  (art.  25)~La  de  80  (art.  26) 
negaba  todo  recurso  en  cuanto  á  las  decisiones  de  los  Go- 
bernadores sobre  oxcusas  de  los  diputados  de  provincia; 
y  la  de  82  (art.  80)  suprimió  esta  parte.— La  de  80  (art.  26) 
decía  solo :  "  Las  Cámaras  podrán  conocer  de  las  excusas 
de  sus  miembros,  &a.  "  y  la  de  82  (art.  30)  afiadió :  "  y  las 
Diputaciones  provinciales,  &a.  "—-La  de  80  (art,  80)  de- 
cia :  "  Cuando  el  impedimento  físico  &  otro  grave  que 
manifiesten  los  senadores  ó  representantes,  y  califique  el 
Gobernador  de  la  provincia,  sea  solamente  para  una  reu- 
nión del  Congreso,  el  suplente  será  requerido,  &a.  "  y  la 
de  82  (art.  88)  afiadió  .  "  ó  de  la  Diputación  provincial.  " 
— La  do  82  suprimió  los  artículos  transitorios  de  la  de  80, 
escepto  el  88  que  conservó  en  el  36  *,  y  afiadió  finalmente 
los  artículos  22,27,  28,  29,  81,  82,  84  y  85  que  pueden 
verse  en  el  cuerpo  comprensivo  do  las  de  ese  afio,  pág. 
164.  (*¿ 

{*)  En  obsequio  de  la  brevedad  de  la  obra,  y  déla  econo- 
mía de  su  costOf  hemos  resuelto  no  hacer ^  de  este  análisis  en 
adelante  f  la  inserción  de  los  arltcuíos  añadidos  6  suprimidos 
sino  solo  su  indicación^  por  cuanto  á  todos  será  fácil  cónsul» 
tartos  en  los  cuadernos  de  leyes  del  año  respectivo^  Óend  cuer» 
po  delBSl,  que  están  generatizados  en  toda  la  república. 
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üe  Julio  y  antes  del  I9  de  Agosto,  con  arreglo 
al  artículo  I9  de  )a  ley  segunda  del  ródigo  de 
elecciones  en  cuya  copia  deben  comprenderse  la 
lista  de  sufragantes  y  la  de  electores  que  debe 
formar  la  junta  de  notables,  es  un  deber  de  esta 
remitir  al  Concejo  municipal  una  copia  de  la  úl- 
tima parte,  es  decir,  de  la  de  electores  tan  lue- 
go como  la  haya  formado  según  se  ha  practira- 
do  hasta  ahora  para  que  así  pueda  tener  efecto  lo 
dispuesto  en  el  artículo  18  de  la  Constitución. 
Los  Gobernadores  y  Jefes  políticos   á  quienes 

Com{)aradas  las  de  32  y  36.  la  de  32  (art.  1.  ®  )  disponía  se 
hiciese  el  nombramiento  de  los  cuatro  conjiieces  por  el  je- 
fe político,  con  acuerdo  de  su  concejo  municipal,  como 
también,  cuatro  suplentes ;  y  la  de  36  (art.  6.  ®  )  diapuso 
aue  el  nombramiento  de  unos  y  otros  se  hiciese  por  el 
Concejo  en  público,  sacándolos  por  la  suerte  de  entre  un 
número  duplo  elegido  de  entre  todos  los  sufragantes  de 
cada  parroquia,  y  en  un  dia  y  hora  señalados,  excepto  el 
caso  do  no  haber  en  la  parro(]uia  un  número  suficiente  de 
personas  capaces  para  el  sorteo,  pues  entonces  se  haria  sin 
el — La  misma  de  36  (art.  10)  añadió  la  disposición  de  que 
si  al  reunirse  la  asamblea  faltase  alguno  de  los  conjueces 
y  no  hubiese  suplente  para  reemplazarle  le  nombrasen  el 
juez  y  conjueces  restantes,  decidiéndose  por  la  suerte  los 
caaos  de  empate,  haciéndose  saber  al  Concejo  municipal. — 
La  de  32  (art.  6)  decia:  "Todo  venezolano  en  ejercicio 
de  los  derechos  de  ciudadano  tiene  el  de  concurrir  á 
votar  en  las  asambleas  parroquiales ;  "  y  la  de  36  (art.  11) 
añadió:  "y  el  de  cuidar  que  no  se  admitan  sufragios  sino 
en  la  forma  que  la  ley  previene." — La  de  32  (art.  9)  solo 
disponía  que  los  votos  se  escribieran  en  los  registros,  y  se 
leyesen  después  en  alta  voz  por  uno  de  los  conjueces  á 
píx'scncia  del  sufragante ;  y  la  de  36  (art  18  y  19)  expresó 
que  los  votos  escritos  en  otra  parte  serian  nulos,  como 
también  los  del  sufragante  que  votase  mas  de  una  vez  en 
los  ocho  dias,  ó  que  diese  mas  de  un  voto  por  la  misma 
persona;  y  dispuso  que  todo  sufragante  leyese  y  firmase 
su  voto  por  si  ó  por  otro,  siendo  nulo  el  que  no  lo  fuese. — 
La  de  32  (art.  10)  solo  disponía  que  el  juez  y  los  cuatro 
conjucces,  al  suspender  diariamente  el  acto  lo  firmasen,  y 
al  sigiiiente  dia  de  concluido  el  periodo  de  las  elecciones 
remitiesen  el  registro  cerrado  y  sellado  al  jefe  político  del 
cantón;  y  la  de  36  (art.  21)  dispuso  que  diariamente  se 
hiciese  el  escrutinio  de  las  votaciones,  y  se  extendiese  fir- 
mado por  todos  á  continuación  del  último  voto,  remitién- 
dolo en  seguida  al  Concejo,  bajo  recibo  del  jefe  político, 
conexpre.-^ion  del  dia  y  horade  la  entrega,  sujetando  á 
responsabilidad  al  juez  de  parroquia  que  no  exhibiese  el 
registro  dentro  de  diez,  ó  presentase  justificación  plena  que 
le  exculpase.— La  de  32  (art.  11)  decia:  "  Los  registros  se 
abrirán  y  examinarán  en  público  uno  á  uno:  los  votos  se 
computarán  y  se  cotejarán  por  las  listas  que  al  efecto  se 
formen  ;  y  la  de  36  (art.  22)  dispuso  que  este  acto  se  anun- 
ciase al  público  dos  dias  antes,  y  que  el  examen  de  los  re- 
gistros se  hiciese  bien  escrutando  todos  los  sufrjgios,  ó 
bien  solamente  los  de  algunos  dias,  pasando  en  los  demás 
por  el  escrutinio  asentado  al  pié  de  cada  dia  por  la  junta 
parroquial,  rectificándose  siempre  aquellos  en  que  se  en- 
cuentre equivocación. — La  de  36  (art.  24)  declaró  que  el 
no  haberse  escrutado  algunos  votos,  esto  no  seria  obstácu- 
lo para  que  se  declarasen  por  legítimos  electores  los  que 
resultasen  con  mayor  número  de  votos  en  los  registros  re- 
cibidos y  escrutados,  cuya  declaratoria  no  contenia  la  de 
82  (art.  12.)— La  de  32  (art.  13) decia:  •' Luego  que  los 
concejos  municipales  hayan  formado  el  registro  general 
del  cantón,  su  presidente  lo  remitirá  al  concejo  municipal 
de  la  capital  de  la  provincia  en  pliego  cerrado  y  sellado 
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recomienda  la  ley  el  cuidado  de  que  se  practi- 
quen las  elecciones,  dictarán  todas  las  medidas 
conducentes  al  exacto  cumplimiento  de  esta  reso- 
lución. Fublíquese  y  circúlese,  y  estando  como 
está  reunido  el  Congreso,  désele  cuenta  de  ella 
por  medio  de  la  Honoiable  Cámara  del  Senado 
en  la  que  han  tenido  su  origen  lar  nuevas  leyes 
de  elecciones. 

Por  S.    E. — Cobos   Fuertes.  ^Es  copia. — Co- 
bos Fuertes. 
ELECCIONES,  resolución  ejecutiva  de   7 

'!  dejando  copia  auténtica  en  su  archivo  ;"  y  la  de  86  (art. 
I  25)  dispuso  que  el  pliego  fuese  también  certificado  por  el 
i  mismo  concejo,  y  que  se  hiciese  íijar  ademas  una  copia 
I  auténtica  á  la  puerta  de  la  sala  municipal. — La  de  32  (art. 
22)  solo  se  hacía  cargo  del  caso  do  empate  del  segundo 
escrutinio  en  adelante  ;  y  la  de  36  (ort.  36)  añadió  ánt^s  : 
I  "  Cuando  del  primer  escrutinio  no  resulte  la  mayoría  á  fa- 
'  vor  de  alguno,  se  concretará  la  votaeion  á  los  dos  que  ha- 
yan reunido  mas  votos,  decidiéndose  antes  por  la  suerte 
si  dos  ó  mas  hubiesen  obtenido  igual  número  de  votos,  pa- 
ra que  la  votación  se  contraiga  solo  á  dos." — Lado  36 
(art.  38)  dispuso  que  en  los  respectivos  registros  se  anota- 
sen los  acuerdos  del  cueri>o  sobre  cual(|uiera  incidente 
de  las  elecciones;  cuya  disposición  no  contenia  la  de  32 
(art.  24)— La  de  36  (art.  40)  dispuso  que  la  publicación 
de  l(»s  que  resultaren  nombrados  senadores,  representan- 
tes y  diputados  provinciales  se  hiciese  no  solo  en  la  Gace- 
ta, como  lo  disponía  la  de  32  (art.  26)  sino  también  en  el 
periódico  que  hubiese  en  la  proxiucia. — La  de  32  (art.  27) 
decía  :  Las  cámaras  y  diputaciones  provinciales  harán  la 
calificación  de  sus  miembros  cuando  los  colegios  electora- 
les no  lo  hayan  verificado,  si  se  suscitare  duda  sobre  la  fal- 
ta de  alguno  de  los  requisitos  legales  de  las  personas  en 
quienes  ha  recaído  la  elección ;  y  lo  mismo  practicarán 
cuando  dicha  falla  haya  sobrevenido  al  nombramiento." 
y  la  de  36  (art.  60  al  fin)  se  limitó  á  decir:  "  Las  cámaras 
y  diputaciones  provinciales  podrán  conocer  de  las  excusas 
de  sus  mieníbros.  en  el  caso  de  que  haya  reclamo  de  parto 
agraviada,  y  so  decidirá  con  vista  de  documento." — La  de 
32  (art.  34)  decia  :  "  Si  por  falleciiniento,  destitución,  ó 
e.xeusa  legalniente  admitida,  faltaren  todos  los  senadores,  ó 
todos  los  repre.sentantes  de  una  provincia,  principales  y  su- 
I)lenti's,  y  la  tercera  parte  de  los  diputados  provinciales  de 
alguna  provincia,  no  quedando  suplentes  de  estos  con  que 
])ue<lau  reemplazarse  para  el  resto  del  período  constitu- 
cional, el  gobernador  de  la  provincia,  requerido  por  la  res- 
pectiva corpoi ación,  convocará  extraordinariamente  el  co- 
legio electoral  para  que  haga  nuevo  nombramiento; "  y  la 
de  S6  (art  64)  varió  y  amplió  en  estos  términos :  "  Los  co- 
legios electorales  no  podrán  convocarse  extraordinaria- 
mente, sino  en  los  cuatro  casos  siguientes:  1.*^  Cuando 
alguna  de  las  cámaras  ó  diputación  provincial  así  lo  or- 
dene por  haber  ocurrido  después  de  la  vltima  reunión  del 
colegio,  tal  falta  de  sus  miembros,  que  juzgue  necesaria 
una  pronta  elección:  2  ®  Cuando  el  Poder  Ejecutivo,  ó 
los  gobernadores  en  su  caso,  lo  dispongan  en  receso  de  las 
cámaras  y  de  las  diputaciones,  porque  por  los  datos  que 
tengan,  ó  ¡>or  informes  de  las  comisiones  instaladoras  do 
las  respectivas  corporaciones,  sepan  que  estas  no  pueden 
instalarse,  porque  no  hay  el  número  suficiente  de  miem- 
bros hábiles  para  ello:  3.®  Cuando  ocurra  el  caso  prove- 
nido por  el  artículo  114  de  la  constitución;  y4. ®  En  el 
caso  del  parágrafo  del  articulo  67  de  esta  ley. — La  do  36 
ademas  añadió  los  artículos  1. <^  y  su  §., 2.® ,  3. ® ,  4. ® , 
6.  ^ ,  13,  14, 16, 17,  20,  23„  ^.  únijo  del  29, 30,  34,  el  ^.  del 
86,  41, 42, 43,  44,  46,  46,  49,  67  y  su  ^.,  68  y  siguientes 
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DE  OCTUBRE  DB  1845  determinando  hasta  que 
fecha  deberá  hacerse  la  fijación  de  las  listas; 
y  haciendo  ciertas  prevenciones  para  que  no 
puedan  ser  sustraidas ;  y  para  que  en  caso 
de  serlo  se  fijen  otras. 

Secretaría  del  Interior.— Sección  torcera.— Cara- 
cas, 7  de  Octubre  de  1846.— Resuelto. 

Dígase  &  los  Gobernadores  de  provincia. 

En  cumplimiento  del  articulo  18  de  la  Consti- 
tución y  del  19  de  la  ley  de  elecciones  de  9  de 
Mayo  de  1836  debe  la  primera  autoridad  civil  de 
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cada  parroquia  fijar  en  lugar  público  listas  de  su- 
fragantes parroquiales,  y  aunque  en  ninguno  de 
ellos  se  expresa  el  tiempo  que  deben  permane- 
cer á  la  vista  del  público,  puede  conocerse,  te- 
niendo presente  que  el  objeto  de  la  fijación  de 
I  las  listas  es  que  los  ciudadanos  no  colocados  en 
ellas  puedan  reclamar  su  derecho  hasta  el  veinte 
de  Julio,  de  manera  que  según  la  mente  de  las 
disposiciones  citadas  es  hasta  esta  fecha  que  de- 
ben conservarse  en  exhibición. 

Esto  no  obstante,   han   ocurrido  casos  en  que 
sustraidas  ó  destruidas   las  listas  maliciosa  ó  ca- 


hasta  ol  69,  que  pueden  verse  en  dicha  ley  en  el  cuerpo 
comprensivo  de  las  do  ese  año,  p.  169. 

Entre  las  de  36  y  46  hay  las  diferencias  siguientes.— La 
de  46  (art.  1.  ®  )  dis|  usoque  se  sacasen  tres  copias  autori- 
zadas de  las  listas  dé  que  ti  ata  el  art.  18  de  la  constitución, 
en  lugar  de  las  dos  que  prescribía  la  de  36  (art.  id.)  cuya 
tercer  copia  debe  lijarse  á  la  puerta  de  la  primer  i    aut(»ri- 
dad  civil  de  la  parroquia  á    los  fines  que  expresa.— La 
mi.sma  de  46  (  art.  id.  al  fin  de  la  ley  L)  afí  idió  desde  don- 
de dice  :  ''El  original  lo  custodiará  escrupulosamente  en 
el  archivo  de  su  cargo  la  autoridad  &a. — La  de  36  (  ^.  úni- 
co del  art.  1  ®  )  solo  disponía  que  el  concejo  nombrase,  á 
pluralidad  absoluta  devotos,  los  vecinos  notables  deque 
habla  el  art.  18  do  la  Constitución  ;  y  la  de  46  (  art.  1.  ^ 
y  2  ^  h.  I.)  establece  las  cualidades  de  elector  para  dichos 
notables,  y  las  demás  formalida  les  y  prescrii)ciones  que 
expresa.— La  do  36  (art.  2.  ^  )  fijaba  hasta  antes  did  20  de 
.Julio  para  el  reclamo  de  los  sufragantes  que  se  hubiesen 
excluiíio  de  las  listas ;  y   la  de  46    (art.  2.  )  restringe 
el  ejercicio  de  efcte  derecho  hasta  el  30  de  Junio,   expre- 
sando que  puede  hacerse  de  palabra,  ó  en  papel  común. — 
La  de  32  (  art.  5.  ®  )  disponía  que  los  cuatro  conjueces  se 
sacasen  de  entre  unftúmero  duplo,  elegido  de  entre  todos 
los  sufragantes ;  y  que  si  en  la  parroquia  no  hubiese   un  i 
número  suficiente  de  personas  capaces  se  hiciesen  losnoni-  : 
])rMn)ientos  sin  sorteo ;  ó  solo  asi  el  de  los  suplentes  «  úni- 
camente i»ara  el  de  estos  ocurriese  la  falta;  y  la  de  46  (art.  | 
1.®  L.  III.)  previene  que  se  saquen  do  entre  un  númeio 
décuplo  eh'gido  de  entre  los  sufraíjanres  que  sepan  kcr  y 
escribir -j  y  que  donde  no  haya  el  número  dcoujjlo,  se  haga 
de  entre  los  que  haya. — La  de  36  (art.  6.  ®  )  extendía  has»- 
ta  cien  pesos  la  wxvÍMa  á  h-s  jueces  que  no  fijasen  las  listas 
parroquiales  para  el  11  de  Julio;  y  la  do  46  (art.   8.  *=■ 
L,  II.)  limitó  la  multa,  por  esta  y  otras  faltas,  de  10  á  25 
pesos  por  cada  vez  que  incurran  en  ella. — La  de  36  (art.  10) 
se  Halaba  de  las  diez  á  las  tres  do  la   tarde  í)ara  las  horas 
de  asamblea  ;  y  la  de  40  (art.  1.  ®  L.  IV.)   extendió  hasta 
las  cuatro. — La  de  36  (  art.  11.)  facultaba  á  todo  venezo- 
lano en  ejercicio  de  los  deiechos  de  ciudadano  f>ara  cuidar 
de  que  no  se  admitiesen  sufragios,   sino  en  la  forma  que  la 
ley  prevenía ;  y  la  de  46  (art.  2.  °  L.  IV.)  limitó  este  de- 
recho á  la  asamblea  de  su  parroquia.— La  de  86   (art.  14) 
prevenía  que  si  las  listas  no  so  fijaban  absolutamente,   la 
junta  admitiría  á  todos  los  sufragantes  que  se  presentasen 
á  votar,  calificándolos  si  lo  creyera  necesario;  y  la  de  46 
(art.  5.^  L.  IV.)  hace  preceptiva  la  calificación,  dispo- 
niendo que  se  haga  precisamente— Lado  36  no  disponía 
de  que  fondos  deberían  costearse  los  libros  para  los  regis- 
tros parroquiales  ;  y  la  de  46  (art,  8.  ®  L.  IV)  dis[)one  que 
sea  de  los  fondos  municipales. — La  de  36  (art.  19.)  decia  : 
"  Todo  sufragante  deberá  leer  y  firmar  su  voto ;  y  la  do  46 
(árt.  11  L.  IV)  añade :  "  con  el  mismo  nombre  y  apellido 
que  tenga  el  votante.— La  de  46  (art.  11)  excluyo  do   los 
que  pueden  firmar  por  el  votante  que  no  sepa  hacerlo,  á 
los  que  desempeñen  el  cargo  do  juez  y  conjuez,  que  no 
excluía  la  de  36  (art.  19.)— La  de  36  (art.  2*)  fijaba  como 


máximum  diez  días  para  el  recibo  en  la  cabecera  del  can- 
tón de  los  registros  de  las  elecciones  ;  y  la  de  46  (art.  2.  ® 
L.  V.)  extendió  el  término  á  veintidós.— La  de  46  (art.  4.  ® 
L.  V)  dis'  onc  que  ademas  de  las  dos  copias  del  registro 
general  del  cantón  que  disponía  la  de  36  (art.  25)  se  sa- 
([ue  una  mas  para  remílir  al  gobernador  de  la  provincia. — 
La  de  46  (art.  6.  ®  L.  VI)  dispone  que  antes  de  preceder- 
se á  las  elecciones  por  el  colegio  electoral,  preste  el  presi- 
dente el  juramento  constitucional,  y  lo  reciba  en  seguida 
á  los  demás  miembros  del  colegia  en  la  forma  prevenida 
para  las  cámaras  ])orel  art.  221  de  la  Constitución;  cuya 
di.sposicion  no  contouia  la  de  36  (art.  32.) — La  do  36  (art. 
45)  decia  :  "  Si  los  colegios  dejasen  de  practicar  la  califica- 
ción de  las  personas  que  elijan,  podrán  hacerla  las  respec- 
tivas cámaras  y  diputaciones,  si  se  suscitare  duda  sobre  la 
falta  de  alguno  de  los  re<iui.sitos  legales  de  las  personas  en 
quienes  ha  recaído  la  elección;  y  lo  mismo  practicarán 
cuando  ha  sobrevenido  motivo  de  inhabilitación  posterior 
á  laca  ificacion  del  colegio,  y  anterior  á  su  incorporación 
en  las  cámaras  ó  diputación  ;  y  la  de  46  lo  sostituyó  con 
las  «lisposiciones  del  art.  7.®  y  su  §.,  L.   VII. — La  de   36 
(art.  53)  disjxmia  que  cuando  el  impedimento  para  concur- 
rir á  las  cámaras  ó  á  la  dii)utacion  fue>e   tal   que  durase 
¡  todo  el  perí(-do  constitucional,   el  gobernador  lo  declara- 
ría así,  cuando  deterrnina.se  la  sestil ucion  del  suplente  ;  y 
la  de  40  (i^.  único  al  art.  6.  "^  )  ha  dispuesto  lo  que  expre- 
!  sa. — La  de  06  (art.  63)   castigaba  á  los  funcionarios  quo 
I  delinquían  en  materia  de  elecciones  con  la  deposición  do 
sus  destinos  é  inhabilitación  por  cuatro  años  ]»ara  obtener 
otros  de  confianza  ú  honor;  y  cuando  se  probara  «pie  era 
¡  maliciosa  la  omibion,   h)habilitacion  perpetua;  y  la  de 46 
'  (art.  2.  ®  L.  IX)  fuera  d(i  las  penaa   pecuniarias  para  los 
'  casos  de  faltas  sin)[)lea,  establece  para  el  caso  do  dolo   la 
:  destitución,  é  inhabilitación  por  seis  años   para  obtener 
I  otro  destino  de  confianza  ó  de  honor. — La  de  46  ha  supri- 
I  mido  los  conce])tos  del  art.  22  de  la  do   36,  desde    donde 
dice:  " el  resumen  de  los  votos   se  anotará  &a.,   todo  el 
I  art  23,  el  §.  único  del  27,  la  parte  del  43,  desde  donde  di- 
ce: "  y  de  ninguna  manera  de  los  actos  de  los  concejos 
municipales  &.  y  la  parte  del  64  que   dice:  "cuando   se 
prueba  malicia  en  la  omisión,  será  perpetua  la  inhabilita- 
ción ;"  y  finalmente  añadió  todas  las  disposiciones  conte- 
nidas en  los  artículos  3.  ®  á  7.  ® ,  L.  I.,  la  parte  del  artícu- 
lo 3.  ®  ,  L.  II.,  desde  donde  dice :  "  á  la  junta  que  ha  de 
presidir  la  asamblea  pairoqnial.  &a.  hasta  el  fin,  y  los  ar- 
tículos 4.  ®  á  7.  ®  do  la  minina  L.  II,  la  parte  del  art.  2.  ® 
L.  IV.  que  dice  :  '"  Pero  los  que  no  estén  incluidos  &.  has- 
ta el  fin,  el  §  único  del  mismo  artículo,  la  del  art.  3.  ®  L. 
id  ,  desde:  "  Pero  de  esta  nulidad  solo  pínlrán  conocer  &., 
la  del  8.  ®  L.  id. :  "Y   tendrán  en  la  ])rimera  hoja  la  si- 
guiente diligencia  de  habilitación  &*'  el  art.  9,  ®  ,  los  54- 1-  ® 
y  2.  ®  del  12,  y  los  art,  13  á  17  de  la  misma  ley  IV.,  la  par- 
te del  art.  1.  "=* ,  L.  V,  desde :  "  y  rectificando  siempre  &a, 
el  art.  8.  ®  de  la  misma  ley,  y  el  6.  *=*  7.  ®  y  8.  *^  de  la  mis- 
ma, la  parte  del  art.  6. ®,L.  VI,  que  dice:  "prestará  el 
presidente  el  juramento  constitucional  y  lo  recibirá  en  se- 
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sualmente,  los  ciudadanos  han  ocurrido  á  los  fun- 
cionarios competentes  para  que   las  hagan  fijar 
de  nuevo,  y  estos  no  han  accedido  ásu  solicitud, 
quedando  por  esto  los  sufragantes  privados  del  ; 
medio  de   conocer  si  han   sido  5  no  inscriptos,  i 
para  hacer  oportunamente  sus  reclamos;  sobre 
lo  cual  se  ha  elevado  una  queja  al  P.  E.  por  va-  ' 
rios  vecinos  de  la  provincia   de  Coro.  Y  cono-  i 
ciendo  S.  E.  el  Presidente  de  la   República   que  ! 
esta  conducta  puede  dar  lugar  á  muchos  abusos,  < 
atendiendo  al  uirtámen  del  Consejo  de  Gobierno,  < 
y  en  uso  de  sus  atribuciones  legales,  ha   resuelto  i 
que  US.  excite  en  oportunidad  á  los  Jefes  políti-  I 
eos  h  cumplir  religiosamente   lo  dispuesto  en   el 
artículo  6<?  de  la  ley  de  9  de  Mayo  de  1836,  y  á 
exigir  de  los  jueces  parroquiales  respectivos  que  , 
la  fijación  de  las  lisias  se  haga  por  todo  el    tiem-  | 
po  necesario,  y  de  manera  que  no  puedan  ser  ar-  ' 
rebatadas  de  la  vista  de  los  ciudadanos    durante  i 
el  dia:  que  se  guarden  durante  la   noche,  y  que  | 
en  el  caso  de  ser  sustraidas,  se  fijen  otras  nuevas 
del  tenor  de  las  primeras.  i 

Soy  &a. — Por  S,  E. — Cobos  Fuertes. 

ELECCIONES,  resolución  ejecutiva  de  10 
DE  MARZO  DE  1840  declarando  que  tocad  los 
Gobernadores  formar  el  cálculo  de  la  pobla- 
ción para  los  efectos  de  la  ley,  según  el  últi- 
mo censo  aprobado» 

República  de  Venezuela. — Secretaría  <lc  E.  en  el 
D,  del  Interior  y  Justicia.— Sección  primera. — Ca- 

giiida á  los  domas  miembros  del  colegio  en  la  forma  ^re- 
venida para  las  cámaras  por  el  art.  221  de  la  constitución" 
y  los  art.  16  y  sus  §§.  19,  20  y  21  de  la  misma  L.  VI,  los 
art.  1.  o  y  su  (>.,  2.  <=> ,  5.  ^  y  su  (\.,  y  G.  ®  de  la  L.  VII.  ex- 
plicando los  artículos  24  y  26  de  la  Constitución,  alemas 
del  27  de  la  misma  que  explicaba  la  de  36,  los  art.  1.  ®  , 
2.  ®  y  15.  ^  de  la  L.  VIII'  la  parte  del  9.  ®  de  la  misma  ley 
desde:  "y  cuarto,  cuando  algunos  concejos  municipa- 
les &a., "  y  la  del  11  do  la  misma  desde:  "y  la  prohibí-  ¡I 
í»ion  del  art.  85  &a  ;"  y  finalmente,  los  art.  1.  *=> ,  9.  ^  y  su  !| 
^.,  y  10  á  13  de  la  ley  9.*.  | 

Comparadas  por  último  la  8.  *  de  46  y  la  de  igual  nú-  i! 
mero  do  48 'se  notan  las  siguientes  difi-rencias. — La  de  36  ij 
(§,  ?.  ®del  art-  9.®)  decía:  "El  Colegio  .«j  i  n   separarse  !  I 
de  las  formas  prescritas,  procederá  al  nombramiento  de  I 
los  funcioharios  anulados,  excepto  cuando  .-ean  las  vota-  | 
cienes  para  ])residt'nte,  ó  vicepresident^i   de  la  república,  I 
cuyo  escrutinio  habrá  hecho  el  congreso  con  los  registros  | 
dei  resto  de  la  república;"  y  la  de  48  (().  id.  art.  4.  ©  lo  , 
redujo  á  los  términos  que  expresa. — La  de  36  (art.  15)  | 
disponía  que  cuando  algún  gobernador  notase  que  el  re-  : 
sultndo  del  escrutinio  practica'lo  por  un  concejo  raunici-  ! 
pal  no  estaba  conforme  con  el  que  daban  los  escrutinios 
parciales  que  hubiesen  recibi<lo  de  las  parroquias,  ordena- 
ra la  rectificación,  y  si  no  obstante  esta,  subsistía  la  dife- 
rencia, entonces  pidiera  los  registros,  y  los  pasara  con  los 
escrutinios  parroquiales  al  coU'gio  electoral ;"  y  la  de  48 
(art.  16)  dispone :  que  dicha  rectificación   se  haga  cuando 
el  Gobernador  creyere  que  esta  diferencia  es  capaz  de  vi- 
ciar el  resuitsdo  de  las  elecciones,  y  que  la  remisión  se  ha- 
ga al  Congreso^r-Finalmente  li  de  48  ha  afladido  las  dís- 
poslciooes  del  ^  único  ait,  8,  y  del  7.  ®   y  su  4. 


rácas  10  de  Marzo  de  1840,  afio  11.  ^  de  la  ley  y 
80.  ®  de  la  independencia. — Núm.  41. 

Sr.  Gobernador  de  la  provincia  de  Carabobo. 

Presentada  al  Despacho  la  comunicación  de 
US.  fecha  2  del  corriente  núraero  17  en  que  ma- 
nifiesta que  en  cumplimiento  del  artículo  203  de 
la  ordenanza  de  policía  de  esa  provincia,  ha 
mandado  formar  el  censo  de  ella  según  el  mode- 
lo que  incluye,  y  consulta  si  formado  que  sea  el 
referido  censo  con  arreglo  á  dicho  modelo,  pue- 
de aprobarlo  y  hacer  sobre  él  el  cálculo  de  la 
población  que  debe  servir  de  regla  para  las 
próximas  elecciones,  conforme  al  artículo  89  de 
la  ley  de  la  materia,  harecaido  con  fecha  de  ayer 
la  resolución  que  sigue. 

'*Que  el  cálculo  de  la  población  con  arreglo  al 
artículo  89  de  la  ley  de  elecciones,  debe  hacerse 
según  el  último  censo  aprobado  por  el  Goberna- 
dor. El  modelo  remiti:lo  es  ignal  al  que  ha  circu- 
lado el  Gobierno  en  Í22  de  Febrero  de  1834,  ofi- 
cio numero  88:  los  resultados  que  dé  el  nuevo 
censo,  rervirán  de  fundamento  para  el  cálculo  de 
la  población.  En  la  ley  de  elecciones  no  se  esta- 
blecen formalidades  para  la  aprobación  de  estos 
censos,  y  el  Gobierno  descansa  en  esta  parte  en 
el  patriotismo,  eficacia  y  celo  cuidadoso  de  los 
Gobernadores." 

Tengo  el  honor  de  comunicarlo  á  US.  para  su 
inteligencia  y  en  contestación  á  su  citada  nota. 

Soy  de  ÜS.atento servidor. — Ángel  Quintero. 
ELECCIONES,  resoltcion  ejecutiva  de  20 
DE  JUNIO  DE  1854  declarando  cuáles  el  últi- 
mo censo  que  debe  entenderse  aprobado  para 
que  sirva  de  base  á  ellas 

Secretaría  del  Interior. — Sección  tercera. — Ca' 
rocas,  Junio  20  de  18ó4. — Resuelto. 

Vista  la  consulta  del  Gobernador  de  Carabobo 
sobre  si  el  último  censo  levantado  en  aquella  pro- 
vincia debe  ó  no  servir  de  base  para  las  próximas 
elecciones. 

El  final  del  artículo  29  ley  3^  del  código  elec- 
cionario vigente  sancionado  en  1846  dice:  *•  el 
cálculo  de  la  población  (para  saber  el  número  de 
electores  que  corresponde  á  cada  cantón)  se  hará 
según  el  último  censo  de  la  provincia  aprobado 
por  el  Gobernidor  respectivo,  mientras  no  se  ex- 
pida una  ley  sobre  censos  en  la  República;'*  y 
por  la  primera  parte  del  artículo  29  ley  7^  del 
mismo  Código  se  previene,  que  •»  el  censo  que 
para  las  elecciones  ha  de  regir  en  cada  provincia, 
es  el  último  que  se  hay<\  formado  en  toda  ella  an- 
tes de  abrirse  las  asambleas  parroquiales,  mien- 
tras se  forma  el  general  de  la  República/' 

No  habiéndose  este  llevado  á  cabo  aun,  ni  sien- 
do posible  que  se  lleve  antes  de  las  próximas  elec- 
ciones, sin  embargo  de  haberse  expedido  desde  el 
8  de  Abril  de  1847.  la  ley  que   acordó  su  forma 
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cion,  y  de  haber  el  Poder  Ejecutivo  librado  con 
el  mismo  fin  las  providencias  correspondientes, 
es  claro  que,  en  virtud  de  las  disposiciones  lega- 
les precedentes,  el  censo  que  últimamente  se  ha- 
ya formado  en  una  provincia  con  la  aprobación 
del  Gobernador  respectivo  es  el  que  debe  servir 
de  base  en  ella  para  dichas  elecciones,  aun  cuan- 
do sea  el  mandado  hacer  en  cada  una  de  las 
de  la  República  de  conformidad  con  la  citada 
ley  de  8  de  Abril  de  1847,  para  componer  el  ge- 
neral que  se  ha  mencionado;  pues  hasta  tanto  no 
se  forme  este  bajo  las  reglas  y  formalidades  es- 
tablecidas, no  puede  naturalmente  tener  efecto  lo 
preceptuado  en  la  segunda  parte  de  dicho  artícu- 
lo 29  ley  7^  acerca  de  que  el  referido  censo  ge- 
neral sea  el  ünico  que  rija  hasta  que  se  forme 
otro  de  igual  género  en  la  época  fijada,  y  así  su- 
cesivamente, sirviendo  siempre  de  regla  el  últi- 
mo de  toda  la  República  anterior  al  día  en  que 
deban  abrirse  las  asambleas  primarias. 

Por  lo  tanto  resuelve  el  Poder  Ejecutivo;  que 
el  censo  de  la  provincia  de  Carabobo  manclado 
hacer  en  virtud  de  la  precitada  ley  de  8  de  Abril, 
siendo  el  último  aprobado  por  el  Gobernador  res- 
pectivo, es  el  que  debe  servir  de  base  para  las 
elecciones  en  dicha  provincia,  mientras  no  se  for- 
me el  general  de  la  República  que  será  el  único 
que  deba  regir  desde  entonces  en  adelante. 

Comuniqúese  al  Gobernador  de  Carabobo  como 
resultado  de  su  nota  fecha  10  del  corriente  nú- 
mero 1.1C8,  y  circúlese  á  los  demás  de  la  Repú- 
blica á  los  fines  consiguientes. 

Soy  &a-— Por  S.E.— P/ánrt5. 
ELECCIONES.  Véase  Derechos  de  ciudadavo. 
Asambleas  parroquiales  y  Colegios  elector  a- 
les.  Disposiciones  comunes  á  las  asambleas 
parroquiales  y  colegios  electorales^  y  Pro- 
vincias, art.  62. 
ELECCIONES,  resolución  ejecutiva  de  27 
DE  AGOSTO  DE  1849  declarando  que  no  toca  al 
Poder  Ejecutivo  sino  al  Congreso  declarar 
la  nulidad  de  las  hechas  por  los  colegios 
electorales. 

Secretaría  del  Interior.— Sección   tercera.— Ca- 
racas, 27  de  Agosto  do  1849.— Resuelto. 

Dígase  al  Sr.  Gobernador  de  Maracnibo. 

Presenté  al  Despacho  del  Poder  Ejecutivo  la 
nota  de  US.  de  9  del  actual  uúm.  163  en  que  da 
cuenta  de  la  medida  dictada  por  esa  Goberna- 
ción mandando  practicar  las  elecciones  prima- 
rias el  dia  19  del  entrante  Setiembre,  por  haber 
juzgado  nulas  las  practicadas  anteriormente,  é 
instruido  de  ella,  me  ha  ordenado  decir  á  US. 
que  en  contestación  á  su  oficio  de  21  de  Junio 
último  núm.  136  se  trascribió  á  US.  en  6  de  Ju- 
lio con  el  nüm.  202  la  resolución  siguiente : 

*<  Reunido  el  colegio  electoral  de  la  provincia 
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de  Maracaibo  constitucionalmente,  y  habiendo 
ejercido  sus  atribuciones  legales,  no  toca  al  Po- 
der Ejecutivo  sino  al  Congreso  conocer  de  la  nu- 
lidad de  sus  actos  según  el  artículo  10  de  la  ley 
89  *iel  Código  de  elecciones  de  21  de  Febre- 
ro de  1848  :  por  consiguiente  tlichos  actos  deben 
tenerse  por  válidos  mientras  el  cuerpo  Legislati- 
vo, á  quien  se  dará  cuenta  oportunamente  de 
este  negocio  acompañándole  estos  documentos, 
no  resuelva  otra  cosa." 

Tambiem  me  manda  S.  E.  manifestar  á  US. 
lo  extrafSo  que  le  ha  sido  el  que  dicha  nota  no 
haya  sido  recibida  oportunamente  en  esa  Gober- 
nación; y  que  debe  US.  suspender,  en  conse- 
cuencia, los  efectos  de  su  referida  disposición 
sobre  elecciones  primarias,  declarándola  sin  lu- 
gar por  no  ser  de  la  competencia  de  US.  ni  del 
Poder  Ejecutivo  conocer  de  la  nulidad  de  las  rea- 
lizadas, y  mandando  tengan  csta.s  su  curso  leoral. 
Todo  lo  cual  tengo  el  honor  de  decir  á  US. 
para  su  cumplimiento  y  en  contestación  ásu  nota 
precitada. 

Soy  &a.  — Por  S.  E. — Agostinl 
ELECCIONES,  RESOLUCIÓN  ejecutiva  de  22 
DE  oc'jubre  de  1851  declarando  que  los  jue- 
ces de  paz   son  los  que   deben    presidir  las 
juntas  de  notables  y  asambleas  parroquiales. 

Secretaría  del  Interior.— Sección  tercera.— Ca- 
racas, Octubre  22  de  185i. — Resuelto. 

Dígase  al  Sr.  Gobernador  de  Maracaibo. 

Di  cuenta  al  Poder  Ejecutivo  de  la  nota  de 
US.  fecha  26  de  Setiembre  último,  núm.  139,  en 
que  consulta  si  son  los  jueces  de  paz  ó  los  de 
parroquia  los  que  deben  presidir  las  Juntas  de 
notables  y  asambleas  parroquiales,  y  S.  E.  me 
ha  ordenado  decir  á  US.:  que  habiendo  dispues- 
to el  artículo  18  de  la  constitución  que  la  Junta 
de  notables  sea  presidida  por  la  primera  autori- 
dad civil  de  la  parroquia,  y  establecido  el  capí- 
tulo 39  «le  Ja  ley  orgAnica  de  provincias  esas 
primeras  autoridades  civiles,  que  son  los  jueces 
de  paz,  es  evidente  que  toca  á  ellos  presidir 
constitucionalmente  dichas  Juntas.  Por  otra 
parte  el  artículo  21  déla  Constitución  ordena, 
que  las  asambleas  sean  presididas  por  el  primer 
juez  de  la  parroquia,  y  previniéndose  ademas 
por  el  178  que  haya  tales  jueces  en  todas  ellas, 
se  deduce  que  el  juez  de  que  habla  el  artículo  21 
de  la  Constitución  Antes  citado,  es  el  mandado 
establecer  por  el  178  de  la  misma,  y  á  quien  cor- 
responde por  consiguiente  presidir  la  Junta  de 
notables  y  asamblea   parroquial. 

Comuniqúese  á  los  demás  Gobernadores  de 
provincia,  k  los  fines  convenientes,  y  publíquese 
en  la  Gaceta. 

Por  S  E. — Herrera. 
ELECCIONES,    resolución    ejecutiva  de 
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COLOMBIA  DE  19    DE  ENERO     DE     1825    dccla^ 

rando  que  los  individuos  del  ejército  y  ma- 
rina no  están  impedidos  de  dar  su  sufragio 
en  las  elecciones  populares;  y  que  deben 
darlo  en  la  parroquia  en  que  se  hallen  reu- 
nidos en  cuerpot  ó  destinados. 

República  de  Coli  rabia.— Sec-etaría  de  marina 
y  guerra. — Guerra— Sección  central. — Palacio  de 
bobierno  en  Bogotá  á  1.  ®  do  Enero  de  1835.— 16. 

Al  Sr.  comandante  general  de.... 

S.  E.  el  Vicrpresidenle  de  la  República  encar- 
gado <lel  poder  ejecutivo   tenia  algunas   noticias 
privadas  de  que  muchos  individuos  del  ejército  y 
armada  no  contribuyeron  con  su  voto  como  su- 
fragantes parroquiales  en  las  elecciones  pasadas; 
€Stas   indicaciones    han    sido   confirmadas   con 
la  consulta  que  ha  hecho  al  gobierno  el  coman- 
dante general  del  segundo  departamento  de  ma- 
rina sobre  el  derecho  de   sufragio  de  algunos  in- 
dividuos de  la  infantería  de  marina  para  las  elec- 
ciones venideras,  y  deseando  el  Ejecutivo  que  ol ' 
ejército  no  pierda  el  uso  del  precioso  derecho  de 
votar  en  las  elecciones  primarias,  me  manda  pre- 
venir 6  IJ.  •  que  disponga   lo  conveniente  para 
que  los  militares  que  se  hallen  reunidos  en  cuer« 
po,  ó  destinados  á  alguna  parroquia  den  su  voto 
en  ella  con  sus  vecinos  en  las  dichas  elecciones, 
siempre  que  tengan  las  demás   calidades  que  la 
Constitución  exige  en  los  sufragantes  parroquia- 
les; pero  como  un   cuerpo  puede  ser  removido 
de  una  parroquia  á  otra  dentro  del  término   de 
las  asambleas   primarias,    se   recomienda   á  U. 
muy  expresamente  que  vigile  para  que  esta  cir- 
cunstancia no  dé   lugar  al  fraude  de  que   unos 
mismos   individuos  voten  en   dos  ó   mhs  parro- 
quias diferentes.  Lo  digo  á  U.  para  su  inteligen- 
cia,   gobierno    y     cumplimiento. — Dios   guarde 
á  U. — Pedro  Briceño  Méndez. 
ELECCIONES.  Qué   se   observará   en   las   de 
Presidente   y   Vicepresidente   de  la  Repúbli- 
ca. Véase    Cámaras    legislativas^    artículos 
constitucionales  que  establecen   las  funciones 
económicas  y  disposiciones  comunes  á  ambas, 
y  Poder  Ejecutivo,  art    constitucionales  105, 
106,  107  y  109. 
ELECCIONES   municipales.     Véase   Asam- 
bleas municipales,  y  Nulidad  de  las  elec» 
dones  municipales. 
ELECCIONES  MUNICIPALES,  resolución  eje- 
cutiva DE  30  DE  MATO  DE   1833  declarando 
que  deben  rehacerse,  como  las  de  Senadores, 
Kepresentantea  y    Diputados  provinciales, 
cuando  sea  dividido  el  territorio  de  alguna 
provincia;  y  cuándo  debe  hacerse  el  sorteo 
correspondiente. 

Secretaria  del  Interior.— Sección  tercera.— Cft- 
rieas,  80  do  Mayo  de  1868.— Resuelto. 
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Dígase  al  Gobernador  de  esta  provincia. 

Con  esta  fecha  se  ha  servido  S.  E.  el   Poder 
Ejecutivo  dictar  la  resolución  siguiente  : 

Cuando  el  artículo  29  ley  8^  del  Código  de 
elecciones  dispone  que  los  Senadores,  Represen- 
tantes y  Diputados  de  las  provincias  que  en  ade- 
lante se  dividieren  duren  en  sus  destinos  hasta  la 
primera  reunión  ordinaria  de  los  Colegios  elec- 
torales, reconoce  sin  duda  por  fundamento  que, 
dividiéndose  el  territorio,  se  disminuye  el  dato 
de  población  que  requiere  la  Constitución  como 
base  del  número  de  Representantes  y  Diputados 
que  deben  elegirse  en  cada  provincia,  y  se  varia 
el  mismo  territorio  que  sirvió  de  apoyo  ó  la  elec- 
ción de  los  Senadores.  Es  verdad  que  no  existe 
una  disposición  expresa  relativamente  á  los  em- 
pleados municipales  de  origen  popular,  y  que 
nada  ha  resuelto  sobre  el  particular  el  decreto  de 
17  de  Marzo  último  erigiendo  el  cantón  Guaicai- 
puro  en  esta  provincia;  pero  en  ese  silencio  de- 
be adoptarse  el  principio  jurídico  de  que  donde 
existen  las  mismas  razones  debe  existir  la  misma 
disposición  legal.  Todos  los  empleados,  cuyo 
nombramiento  toca  á  las  asambleas  municipales, 
reconocen  el  mismo  fundamento  de  atender  en 
su  elección  al  dato  de  la  población  y  al  del  terri- 
torio, y  la  separación  de  una  parte  de  este  pro- 
duce necesariamente  una  base  diversa,  y  hace 
una  alteración  radical  en  el  origen  de  los  nom- 
bramientos, que  k  títulos  de  concejiles  solo  de- 
ben pesar  sobre  los  vecinos  de  cada  territorio. 
Por  estos  fundamentos  y  teniendo  presente  que 
aun  no  se  ha  celebrado  la  reunión  ordinaria  de 
la  Asamblea  municipal  de  Caracas,  la  que  debió 
verificarse  en  Diciembre  de  1852,  y  lo  acordado 
por  el  artículo  49  díl  decreto  citado  de  17  de 
Marzo  último,  se  resuelve:  I9  Que,  debiendo 
reunirse  dicha  Asamblea  lo  mas  pronto  posible, 
á  consecuencia  de  no  haber  tenido  su  reunión 
ordinaria  en  Diciembre  último  por  culpa  de  algu- 
nos de  los  electores  municipales  á  quienes  se  le 
sigue  el  juicio  competente  de  responsabilidad, 
US.  prevenga  á  aquella  Asamblea  la  necesidad 
de  hacer  nuevos  nombramientos  de  todos  los 
funcionarios  que  por  la  ley  le  es  potestativo  ele- 
gir, renovándose  en  su  totalidad  el  Concejo  Mu- 
nicipal del  canti)Q;  y  queIJS.,  si  lo  tiene  &  bien, 
para  evitar  una  convocatoria  extraordinaria,  pue- 
de prevenirle  también  que  elija  los  funcionarios 
de  que  trata  el  referido  artículo  49  del  decreto 
de  17  de  Marzo  próximo  pasado ;  y  29  Que  el 
sorteo  prevenido  por  el  púnico  del  artículo  69 de 
la  ley  orgánica  de  provincias  debe  tener  lugar 
en  Diciembre  próximo  venidero,  cuyo  resultado 
deberá  comunicarse  á  la  Asamblea  Municipal  en 
la  reunión  ordinaria  de  este  afto. 
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Soy,d&a.— Por  S.  E.— Ptóna*, 
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ELECCIONES  universitarias.  Véase  Ins- 
trucción pública,  L.  4a,  art.  15  al  25. 

ELECTORES  provinciales.  Requisitos  para 
serlo.  Véase  Asambleas  parroquiales,  art.  27. 

ELECTORES  provinciales.  A  quien  toca  ha- 
cer el  cálculo  de  la  población  para  las  de  cada 
cantón.  Véase  Elecciones,  R.  E.  de  10  de 
Marzo  de  1840. 

ELECTORES  (listas  de.)  Véase  Elecciones, 
L.  2a. 

ELECTORES.  Lugar  que  deben  ocupar  los  su- 
plentes extraordinarios  de  los  primeros  su- 
plente». Véase  Suplentes,  R.  E.  de  26  de  No- 
viembre de  1636. 

ELECTORES  municipales.  Su  elección. 
Véase  Elecciones,  ley  4a,  §.  único,  del  art  8. 

ELECTORES  municipales.  Sus  funciones. 
Véase  Provincias,  art.  59  al  66,  y  Tribuna- 
les  y  juzgados,  L.  8a  art.  69. 

ELEFANCIACOS,  decreto*  de  5  de  abril 
de  1834  aprobando  laa  disposiciones  del  Eje- 
cutivo sobre  la  consecución  de  la  planta  Cui- 
chunchulli  para  alivio  de  ellos* 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
publica   de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso, 

Considerando  de  un  interés  inmenso  para  los 
venezolanos  que  padecen  del  horrible  mal  de  la 
elefancía,  la  adquisición  de  la  planta  nombrada 
Cuichuuchulli,  que  según  se  explica  la  facultad 
médica,  no  solo  con  las  pruebas  ya  existentes  de 
alivio  y  probables  de  curación,  sino  con  la  sola 
esperanza  probable  del  primer  resultado,  lo  hu- 
manidad y  la  política  tienen  bastante  para  recla- 
mar la  solicitud  de  esta  ploj^ta. 

decretan: 

Art.  único.  Se  aprueban  las  resoluciones  que 
ha  consultado  á  la  Legislatura  el  Poder  Ejecuti- 
vo, con  el  objeto  de  solicitar  en  los  estados  de 
Nueva  Granada  y  Ecuador  la  planta  Cuíchun- 
chulli;  y  los  gastos  que  ocasione  su  adquisición, 
se  estimarán  como  adicionados  á  la  ley  de  presu- 
puestos del  presente  año  económico. 

Comuniqúese  al  Poder  Ejecutivo  para  su  cum- 
plimiento.— Dado  en  CarAcas  á  29  de  Marzo  de 
1834,  año  59  de  la  ley  y  24  de  la  independencia. 
— El  presidente  del  senado,  Manuel  Quintero. — 
El  presidente  de  la  cámara  de  Representantes. 
Fermín  Toro. — El  secretario  del  Senado,  José 
Mario.  Pelgron. — El  secretario  de  la  cámara  de 
Representantes,  Rafael  Dominguex.-^^SB.ls,  del 
despacho.  Caracas  5  de  Abril  de  1834,  59  de  la 
ley  y  24  de  la  independencia. — Cúmplase*— ^El 
Vicepresidente  de  «Ja  República  encargado  del 
Poder  Ejecutivo,  Andrés  Narvarie^ — iñ  secre- 
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tario  de  estado  en  el  despacho  del  interior  y  justi- 
cia. Diego  B.  Urbaneja* 

ELEFANCIACOS,  decreto  de  9  de  mayo  de 
1840  destinando  los  productos  de  la,  isla  de 
Toas  para  el  lazareto  de  Maracaibo. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
'  República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso. 

¡  Vistas  las  peticiones  de  la  Diputación  provin- 
'>  cial  de  Maracaibo  de  6  y  9  de  Diciembre  de  los 
I  años  de  1838  y  1839,  y 

considerando: 

Que  el  hospital  de  Lázaros  mandado  estable- 
cer en  aquella  provincia  por  decreto  de  5  de  Se- 
tiembre de  1828,  se  encuentra  gravado  con  la 
erogación  de  doscientos  noventa  pesos,  á  que 
monta  el  rédito  anual  de  cinco  mil  ochocientos 
pesos  de  capital  reconocido  como  valor  de  la  is- 
la de  Burros  á  censo  redimible, 

decretan. 

Art.  19  Los  productos  de  la  isla  de  Toas  se 
destinan  al  sostenimiento  del  hospital  de  Láza- 
ros de  Maracaibo,  sin  perjuicio  de  que  el  Gobier- 
no extraiga  de  sus  canteras  y  minas  de  carbón 
lo  que  se  necesite  para  el  servicio  del  Estado. 

^  único.  La  Diputación  provincial  tomará  á  su 
cargo  la  administración  de  dicha  isla. 

Art.  29  Se  autoriza  al  Poder  Ejecutivo  para 
que  redima  en  los  términos  mas  ventajosos  el 
capital  reconocido  como  valor  de  la  isla  de  Bur- 
ros donde  está  establecido  el  hospital  de  Laza» 
ro,  cediéndose  á  favor  de  dicho  establecimiento 
la  cantidad  en  que  se  haga  la  redención. 

Dado  en  Caracas  á  29  de  Abril  de  1840,  año 
119  de  la  ley  y  30  de  la  independencia. — El 
¡  Presidente  del  Senado,  Francisco  Aranda. — 
El  Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Juan  N.  Chaves. — El  Secretario  del  Senado, 
José  A.  Freiré, — El  Secretario  de  la  Cámara 
de  Representantes,  Rafael  Acevedo. 

Sala  del  despacho. — Caracas  9  de  Mayo  de 
1840,  año  11  de  la  ley  y  30  de  la  independen- 
cia.— Ejecútese. — José  A.  Paez. —  Refrendado. 
— El  Secretario  de  Estado  en  los  Despachos  del 
Interior  y  Justicia,  Ángel  Quintero. 
ELEFANCIACOS,  resolución  ejecutiva  de 
22  DE  JULIO  DE    1833  disponiendo  su  reclu- 
sión en  los  lugares  donde  no  haya  hospital 
para  ellos;  y  determinando  de  dónde  deben 
hacerce  sus  gastos. 

Despacho  del  Interior. — Sección  inunicipal.—Ca- 
rácas  Julio  22  de  1888. 

*  Habiendo  consultado  el  gobernador  de  Barqni- 
aimeto  la  medida  que  debería  adoptarse  para  la 
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reclusión  de  una  persona  atacada  del  mal  de  lá- 
zaro, á  consecuencia  de  no  haber  en  aquella  pro- 
vincia un  establecimiento  fundado  con  este  obje- 
to, resolvió  el  Gobierno  en  el  despacho  de  19  del 
actual,  lo  siguiente. 

**  La  reclusión  de  los  Elefanciacos  és  una  ne- 
cesidad pública,  tanto  mas   digna  de   atención  y 
remedio,  cuanto  que  su  libre  tránsito  y  vecindario 
compromete  del  mismo  modo  la  salud  de  la  pro- 
vincia que  no  los  recluye,   que  la  de  las   demás. 
£s  de  esperarse,  por  tanto,  que  la  Diputación  de 
Barquisimeto,  que  no  tuvo  presente  este  negocio 
en  su  anterior  reunión,  atienda  á  él  en  lo  veni- 
dero y  le  aplique  el  remedio  que  necesita.  En- 
tretanto  el   Gobernador  de  la   provincia   debe 
obrar  como  encargado  y  responsable  del  orden, 
salud  y  bienestar  de  la  población,  por  los  medios 
que  le  dicte  su  prudencia,  y  valiéndose  de  la  can- 
tidad asignada  en  el  presupuesto  provincial  para 
gastos  imprevistos,  como  lo  es  rigurosamente  el 
de  que  se  trata. —  Urhaneja, 
ELEFANCIACOS.  Fondos  para  su  sostenimien- 
to, y  noticias  que  de  ellos  deben  pasarlos  Go- 
bernadores. Véase  Derechos    de  'puerto,  N9 
lO  del  art.  9^  y  rr.  ee.  de  10  de  Setiembre 
dé  1842,  7  de  Octubre  de  1851,  28  de  Julio 
de  1845  y  9  de  Setiembre  de  1851. 
ELEMENTOS  DE  GUERRA.  Véase  Artículos 
de  guerra  [cuerpo  de  la  obra  y  Apéndice  al 
primer  tomo], 
EMANCIPACIONES    JUDICIALES.    Véase! 
Tribunales  y  juzgados,  L.  2aart.40,atrib.  17. 
EMBARGO  DE  BIENES.  Véase  Acción  eje- 
cutiva, art.  6,  8  y  12  á  16. 
EMBARGO  DE  BIENES.    Cuándo  será  que 
únicamente   lo   habr&   en   causas    criminales. 
Véase  Procedimiento  criminal,  art  21. 
EMBARGO  DE  BIENES,  resolución  ejecu- 
tiva DE  25  DE  JULIO  DE  1839,  declarando 
que  se  puede  embargar  y  sujetar  á  ejecución 
la  tercera  parte  de  sueldos  de  militares  re- 
tirados. 

Secretaria  de  Guerra* 

Caracas  Julio  24  de  1841. 

En  18  de  Abril  de  1839  solicito  el  Administra- 
dor de  Aduana  de  Maracaibo  que  el  Gobierno 
resolviese  si  los  oficiales  en  uso  de  licencia  tem- 
poral indefinida  podian  sufrir  descuento  del  todo 
ó  parte  de  la  pensión  que  les  señalen  sus  letras 
para  pagar  lo  que  adeudaran  á  ramos  del  Teso- 
ro público.  Esta  solicitud  pasó  al  Consejo  por 
resolución  de  6  de  Junio  del  mismo  año,  el  que 
evacuó  su  consulta  en  11  del  mismo  en  los  tér- 
minos siguientes.  r 

••El  artículo  5?  ley  única,  título  69  del  código 
de  procedimiento*  judicial  dispone  que  para  ha- 
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cer  efectivo  el  pago  de  cualquiera  multa  impues- 
ta como  apremio  para  la  ejecución  de  una  sen- 
tencia, pueda,  á  falta  de  bienes  muebles,  embar- 
garse al  apremiado  la  tercera  parte  de  cualquier 
pensión  ó  sueldo  que  disfrute,  reteniéndosela  en 
poder  del  que  deba  pagarla.  El  artículo  49  ley 
primera  título  79  del  código  citado  previene  que 
á  falta  de  bienes  muebles  y  raices,  se  trabe  eje- 
cución en  cualquiera  pensión  ó  renta  del  deudor, 
suspendiéndose  su  pago  y  nombrando  un  depo- 
sitario que  la  perciba.  No  exceptuándose  de  las 
disposiciones  de  la  ley  la  tercera  parte  de  que 
gozan  los  militares,  es  indudable  que  está  sujeta 
al  embargo  y  ejecución  para  pagar  las  deudas 
del  que  la  goza." 

Y  en  25  del  propio  Junio  resolvió  el  Poder 
Ejecutivo  la  mencionada  solicitud  de  acuerdo 
con  el  dictamen  del  Consejo,  y  revocó  la  resolu- 
ción de  23  de  Febrero  de  1837.  En  consecuen- 
cia se  pasó  á  la  Tesorería  general  el  mismo  dia 
el  oficio  siguiente. 

Secretaría  de  Guerra» — Sección  l^ 

Caracas  Junio  25  de  1839. 

Señor  Tesorero  gcneraL 

El  Administrador  de  Aduana  de  Maracaibo 
consultó  en  18  de  Abril  último  si  podia  saldar 
con  el  todo  ó  parte  de  las  pensiones  de  dos  ofi- 
ciales reformados,  las  cantidades  de  que  eran 
deudores  al  ramo  de  rezagos  de  aquella  oficina, 
no  obstante  la  resolución  del  Gobierno  de  23  de 
Febrero  de  1837;  y  el  Gobierno  conformándose 
con  la  opinión  del  Consejo,  ha  resuelto:  que  en 
este  punto  se  esté  á  lo  dispuesto  en  los  artículos 
59  de  la  ley  única,  título  69  del  código  de  pro- 
cedimiento judicial,  y  49  de  la  ley  1^  título  79 
del  mismo  código,  quedando  derogada  la  citada 
resolución  de  23  de  Febrero  de  1837. 

Dígolo  á  US.  para  su  inteligencia  y  cumpli- 
miento, haciéndolo  trascendental  á  las  oficinas 
de  su  dependencia. 

Soy  de  US.  atento  servidor. 

Rafael  Urdaneta. 

Nofa.-^La  resolución  revocada  por  la  anterior 
se  publicó  en  la  Gaceta  de  Venezuela  de  4  de 
Marzo  de  1837,  número  319. — Soublette. 

EMBARGO  DE  BIENES.  Véase  Secuestro  ju- 
dicial y  arraigo,  y  Espera,  §19  art.  I9 

EMOLUMENTOS  DE  REYES  <fcc.  Yé^ae  Re- 
galos, 

EMPEDRADOS  Y  ENLOSADOS..Véase  Pro- 
pincias^  art  76  núm.  49 

EMPÍRICOS.    RESOLUCIÓN    EJECUTIVA   DE  CO- 
LOMBIA  DE  8  DE    0CTDBE4    DE    1827    (PUNTO 

§9)»  declarando  que  no-pueden  ejercer  nin^ 
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ffuna  función  pública  como  médicos  6  ciru- 
janos; pero  que  pueden  ser  consultados  pri» 
vadamente  por  el  que  quiera. 

Bogotá  8  de  Octubre  de  1827. 

Vista  la  consulta  dirigida  en  16  de  Julio  últi- 
mo por  la  Facultad  de  medicina  de  la  Universi- 
dad Central  de  Bogotá,  y  lo  que  en  su  conse- 
cuencia informó  la  Dirección  general  de  Estu- 
dios, se  declara:  19  que  los  Bachilleres  en  me- 
dicina que  al  tiempo  de  publicarse  el  decreto  de 
3  de  Octubre  de  1826  sobre  enseñanza  pública 
se  hallaban  ejerciendo  ya  la  medicina,  deben  con- 
tinuar ejerciéndola,  sin  necesidad  del  grado  de 
Doctores  que  exige  el  artículo  213,  el  que  no 
debe  tener  efecto  retroactivo  conforme  al  235; 
29  que  respecto  de  los  profesores  graduados  en 
paises  extranjeros  que  ejercían  ya  la  medicina 
en  Colombia  antes  de  que  rigiese  el  plan  de  es- 
tudios citado,  deben  observarse  las  leyes  que  en- 
tonces se  hallaban  vigentes,  para  peimitirles  ó  no 
el  ejercicio  de  la  medicina,  porque  el  expresado 
plan  no  tiene  efecto  retroactivo,  y  solo  ha  co- 
menzado á  regir  desde  el  dia  de  su  publicación: 
39  en  fin,  que  el  Poder  Ejecutivo  no  puede  con- 
ceder autorización  alguna  legal  á  los  que  no  ha- 
yan hecho  estudios  médicos  obteniendo  los  cor- 
respondientes grados,  siempre  que  no  sean  de 
Jas  personas  comprendidas  en  el  capítulo  31  del 
plan  de  estudios.  Así  dichas  personas  no  podrán 
ejercitar  función  alguna  pública,  cnmo  médicos 
ó  cirujanos ;  mas  por  esto  de  ningún  modo  se 
prohibe  á  los  qne  quieran  consultarlas  privada- 
mente, el  que  oigan  sus  consejos,  mas  bien  que 
los  de  los  Doctores,  médicos  y  cirujanos;  pues 
siendo  la  salud  una  propiedad  de  los  individuos, 
pueden  en  el  retiro  de  sus  casas  oir  y  ejecutar 
los  consejos  médicos  de  las  personas  en  quienes 
tengan  mas  confianza. 

Comuniqúese  á  quienes  corresponda. — Por  S. 
E.  el  Libertador  Presidente. — £1  Secretario  del 
Interior,  /.  M.  Restrepo* 

EMPLAZAMIENTO.  Véase  Demanda  y  em- 
plazaniientOt  art.  8  á  12,  y  contestación  y 
conciliación,  art.  12  y  13. 
EMPLAZAMIENTO.  Derechos  de  los  algua- 
ciles y  sus  acompañantes.  Véase  Arancel  ju- 
dicial, art.  19  y  aO. 
EMPLEADOS.  Véase  Disposiciones  generales 
constitucionales  referentes  á  diversos  ramos, 
art.  213  y  214,  Juramento  de  empleados,  art. 
const.  220,  Provincias,  art.  98,  99,  100  y  1 12, 
y  R.  E.  de  19  de  Setiembre  de  1S39,  Aduana, 
art.  36,  Correo,  L,  O.  art.  43,  y  R.  e.  de  27 
de  Mayo  de  1840,  Abogados,  art.  21,  y  Jun- 
tas económicas  de  hacienda,  art.  6.  Milicia, 
art.  49  de  la  ley  y  10  del  d.  £•  r.  Renuncias, 
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Consultas  sobre  inteligencia  de  las  leyes,  Tí- 
tulos de  empleados,  Sueldos,  y  Diputaciones 
provinciales,  rr.  ee.  de  4  de  Noviembre  de 
1836  y  3  de  Agosto  de  1838. 
EMPLEADOS,  resolución  ejecutiva  de  28 
PE  ENERO  DE  1841,  Prohibiéndoles  publicar 
los  informes  que  el  Gobierno  les  pida. 

República  de  Venezuela.— Secretaría  de  E.  en  el 
D.  de  Hacienda.— Caracas  Enero  28  de  1841, 12  de 
la  ley  y  81  de  la  independencia. 

Sr.  Administrador  principal  de  Correos, 

Di  cuenta  al  Gobierno  del  impreso  que  U.  me 
incluyó  en  su  comunicación  de  25  del  presente 
num.  13  en  ei  cual  aparecen  varias  observacio- 
nes que  hace  U.  sobre  el  ramo  de  correos  para 
satisfacer  el  informe  que  se  le  pidió  por  este  mi- 
nisterio en  oficio  de  28  de  Noviembre  próximo 
pasado;  y  en  su  vista,  S.  £.  me  ha  encargado 
contestar  á  U.  de  la  manera  siguiente. 

Ha  dado  U.  á  la  prensa  y  ha  publicado  desde 
luego  sin  conocimiento  del  Gobierno^  on  infor- 
me que  este  quiso  obtener  de  la  administración 
principal  del  ramo  para  hacer  de  él  algún  uso 
que  hubiera  tenido  por  conveniente;  adelantftn- 
dose  así  á  dar  un  paso  que  no  se  le  exigió,  y  des- 
pojando á  la  vez  al  Gobierno  de  la  libertad  en 
que  naturalmente  estaba  de  darle  ó  no  publica- 
ción en  todo  ó  en  parte  según  lo  hubiera  creído 
mas  ventajoso  al  objeto  que  se  proponia.  Nin- 
gún empleado  está  autorizado  para  publicar  un 
informe  que  le  pide  el  Gobierno,  y  si  todos  fue- 
sen á  cometer  esta  falta  al  ejemplo  que  acaba  U. 
de  dar,  el  servicio  no  recoooceria  orden  ni  trá- 
mites ni  sistema,  y  el  Gobierno  se  verla  á  cada 
paso  embarazado  para  tomar  providencias,  cuyo 
éxito  muchas  veces  depende  del  prudente  uso 
que  se  hace  de  las  piezas  oficiales. 

Contráigome  en  este  lugar  tan  solo  al  hecho 
en  abstracto,  como  funesto  en  lo  general  si  en 
esta  ocasión  fuese  autorizado  para  lo  sucesivo; 
pues  si  bien  la  materia  en  cuestión,  tratada  de 
una  manera  conveniente,  ningún  aspecto  pre- 
senta que  pudiese  exigir  sigilo,  el  Gobierno  ob- 
serva por  otra  parte  que  del  informe  impreso  no 
aparece  que  U.  haya  analizado  en  calma  el  pro- 
yecto de  ley  que  acompañó  á  mi  citada  comuni- 
cación de  2Í3  de  Noviembre,  único  objeto  con  que 
se  le  remitió,  y  única  cosa  qne  importaba  sobre 
el  particular. 

Conocerá  U.  desde  luego  que  no  fué  el  ánimo 
del  Gobierno  excitar  á  U.  á  producirse  en  tér- 
minos inconsiderados  y  oíensivi»8  al  Congreso  y 
al  mismo  Gobierno,  ni  mucho  ménoH  servir  de  ve- 
I  hículo  para  una  empresa  tan  agena  del  servicio 
público.  Pendiente  en  la  Cámara  de  Represen- 
tantes el  proyecto  de  ley  citado,  y  persuadido  el 
Gobierno  de  que  nadie  debería  ilustrar  la  mate- 
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ría,  mejor  que  el  empleado  que  há  tantos  años 
se  encuentra  á  la  cabeza  del  ramo,  quiso  oírle 
para  trasmitir  sus  observaciones  á  aquel  cuerpo, 
y  fué  este  como  ya  he  dicho  el  objeto  que  tuvo 
mi  comunicación  y  la  remisión  del  proyecto; 
pero  el  presupuesto  de  gastos  y  la  pequeña  pá- 
gina de  indicaciones  que  corren  en  su  impreso, 
á  mas  de  tocar  muy  superñcíaimente  la  cuestión 
que  con  especialidad  le  fué  sometida,  ni  son  bas- 
tantes por  su  comprensión,  ni  análogas  por  su 
contenido  á  auxiliar  al  Congreso  en  la  discusión 
de  una  ley  que  ha  de  dar  una  organización  gene- 
ral al  ramo  de  correos.  Lo  demás  que  contiene 
'  el  impreso  nada  dice  al  Gobierno  que  pueda  in- 
clinarle á  acogerlo  ni  á  presentarlo  al  Congreso. 
Por  tanto  el  Gobierno  quiere  que  se  haga  sa- 
ber á  U-  después  de  estas  observaciones,  que  no 
encontrando  en  el  informe  que  acaba  de  remitir- 
le impreso  las  observaciones  que  esperaba,  ni 
aquel  lenguaje  mesurado  y  respetuoso  que  exi- 
ge el  carácter  de  las  Cámaras  Legislativas  y  del 
Poder  Ejecutivo,  uo  tiene  á  bien  darle  curso  ni 
trascendencia  alguna  por  su  parte. — Soy  de  U. 
atento  servidor. — Guillermo  Smitk, 
EMPLEADOS,  resolución  ejecutiva  de  13 
DE  SETIEMBRE  DE  1839,  declarando  que  todos 
están  exentos  de  ser  nombrados  fiscales  ó  de- 
fensores en  causas  criminales. 

Bepública  de  Venezuela. — Secretarla  de  Estado  en 
los  D.  D.  dül  Interior  y  Justicia. — Sección  3.-— Cara- 
cas 18  de  Setiembre  de  1837,  afío  8  de  la  ley  y  27  de 
la  independencia. — Número  629. 

Sr*  Gobernador  de  Barcelona. 

Puse  en  conocimiento  de  S.  E.  el  Poder  Eje- 
cutivo la  consulta  que  hace  US.  en  oficio  de  11 
de  Agosto  próximo  pasado,  número  )16,  sobre 
si  los  funcionarios  públicos  en  todos  los  ramos 
de  la  administración»  están  ó  no  exentos  de  ser 
fiscales  ó  defensores  en  las  causas  criminales,  ha- 
ciendo presente,  que  las  funciones  municipales 
se  hallan  en  total  abandono,  porque  casi  todos 
los  miembros  del  Concejo  municipal,  incluso  el 
Jefe  político,  están  empleados  en  los  tribunales, 
ya  como  defensores  nombradlos  por  los  reos,  ó  de 
oficio,  y  ya  como  fiscales  en  las  mismas  causas. 

Creyendo  el  Gobierno  que  los  empleados  mu- 
nicipales resisten  con  razón  el  servicio  de  fisca- 
les ó  defensores  en  las  eajusas  criminales,  pues 
que  gravados  con  una  carga  concejil  no  parece 
justo  se  les  recargue  con  otra;  y  creyendo  tam- 
bién, que  si  &  los  empleadoa  civires  asalariados 
que  deben  emplear  todas  las  horas  de  trabajo  en 
el  deseoipeSo.  de  la«  funciones  peculiares  á  su 
destino,  se  les  obliga  6  dedicarse  á  otras  distin- 
tas, será  siempre  con  perjiíicLo  del  servicio  pu- 
blico á  que  están  destinadofi,  encontrando  sin 
embargo,  que,  prevcaúdo  €0010^  e«t6  por  el  art. 
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39  tít*  12  del  código  de  procedimiento  judicial, 
que  ningún  ciudadano  podrá  excusarse  de  admi- 
tir dichos  oficios  sin  justificar  un  impedimento 
físico,  dudaba  si  podría  sostener  la  excepción  en 
favor  de  los  empleados,  y  sometió  el  negocio  á 
la  consideración  de  su  Consejo.  De  acuerdo  S.  £. 
con  el  dictamen  de  este  cuerpo  cuya  opinión  ha 
querido  oir  previamente,  entiende,  que  la  dispo- 
sición del  código  citado  no  comprende  á  los  fun- 
cionarios públicos;  porque  dando  por  excusados 
á  los  ciudadanos  que  tengan  un  impedimento  fí- 
sico, no  parece  dudable  que  incluya  en  la  excusa 
á  los  que  deben  desempeñar  funciones  incompa- 
tibles especialmente  en  el  sistema  actual  de  pro- 
ceder que  requiere  por  la  brevedad  de  los  térmi- 
nos y  lapsos  judiciales  una  absoluta  dedicación 
de  las  partes.  Si  hubiese  de  darse  mayor  latitud 
al  artículo  mencionado,  no  estarían  exentos  de 
ser  defensores  y  fiscales,  el  encargado  del  Poder 
Ejecutivo,  los  miembros  de  las  Cámaras  durante 
las  sesiones,  los  ministros  de  las  Cortes  de  justi- 
cia y  hasta  el  mismo  juez  de  la  causa  en  otra 
instancia.  La  ley  de  23  de  Mayo  del  año  próxi- 
mo pasado  sobre  juicio  y  penas  en  las  causas  de 
hurto,  posterior  al  código  de  procedimientos,  pa- 
rece que  aclara  la  inteligencia  de  la  disposición 
de  este,  eximiendo  de  ser  defensores  por  el  art. 

40  á  los  que  tengan  justa  causa  para  no  aceptar, 
cuya  circunstancia  existe  respecto  de  los  em- 
pleados públicos. 

Es  pues  en  estos  términos  que  el  Gobierno  en- 
tiende lo  dispuesto  en  él  artículo  y  título  cita- 
dos ;  y  reservándose  manifestarlo  al  Congreso 
en  su  próxima  reunión,  me  ha  ordenado  decirlo 
á  US.  en  contestación. 

Soy  de  ÜS.  atento  servidor. 

(Firmado.)  />.  B.  Urbaneja. 
EMPLEADOS,  resolución  ejecutiva  de  27 
.  DE  JULIO  DE  1847,  declarando  incompatibles 

ciertos  destinos. 

Secretaría  del  Interior.— Sección  3.— Caracas  Ju- 
lio 27  de  1847. 

Resuelto. — Dígase  al  Gobernador  de  Coro. 

Presenté  al  Despacho  del  Poder  Ejecutivo  la 
nota  de  US.  fecha  17  de  Junio  último  número 
118  y  el  expediente  que  vino  adjunto  relativo  á 
las  declaratorias  de  US.  sobre  incompatibilidad 
en  el  ejercicio  de  los  destinos  de  interventor  de 
rentas  municipales  y  secretario  de  un  alcalde  que 
desempefhíban  los  concejales  señores  Pedro  Jo- 
sé Hernández  y  José  Domingo  Soto,  y  al  proce- 
dimiento del  f honcejo  municipal  del  cantón  capi- 
tal en  cuanto  á  llenar  las  vacantes  que  resulta- 
ban por  consecuencia  de  dichas  declaratoria?,  y 
8.  E.  me  ha  mandado  contestar  á  üS.:  I9  qwe 
existiendo  como  existía  incompatibilidiRd  en  el 
ejercicio  de  los  referidos  destinos,  no  solo  por  Ba 


30 


TEATBO  DE  LA  LEGISLACIÓN 


EM 


circunstancia  de  estar  aquellos  empleados  exen- 
tos de  cargas  concejiles  sino  por  la  de  tener  ocu- 1 
pación  diaria,  US.  ha  podido  declararla,  bien  á  | 
solicitud  de  parte,  bien  de  oñcio,  y  sin  necesidad 
del  informe  del  Concejo  municipal  puesto  que  I 
no  se  trataba  de  excusa  por  causa  física  que  es 
de  la  que  trata  el  artículo  71  de  la  ley  orgánica 
de  provincias,  y  en  cuyo  caso  se  requiere  dicho 
informe;  y  29  que  si  por  consecuencia  de  las 
declaratorias  de  US.  resultaron  vacantes  los  re- 
feridos destinos  de  concejales,  habiendo  preferi- 
do los  señores  Hernández  y  Soto  el  ejercicio  de 
los  otros  con  la  libertad  que  tenían  para  ello, 
por  estar  exentos  de  cargas  concejiles,  pudo  y 
debió  US.  mandar  llenar  dichas  vacantes,  y  el 
Concejo  debió  proceder  á  llenarlas  en  virtud  de 
sus  atribuciones  legales. — Publíquese. — Soy  &c. 

Por  S.  E. — Sanavria, 
EMPLEADOS  de  tesorería,  resolución  eje- 
cutiva DE  14  DE  diciembre  DE  1833  prohi- 
biéndoles agenciar  cobros  en  ella. 

República  de  Venezuela.— Secretaría  de  E.  del 
D.  do  Hacienda.-— Sección  1.— Caracas  14  de  Di- 
ciembre de  1833,  4  y  23. 

Al  Sr.  Tesorero  general, 

Sefíor. — Con  fecha  16  de  Junio  de  1832  co- 
muniqué á  US.  la  orden  siguiente,  la  cual  en  19 
del  mismo  se  circuló  á  todas  las  administracio- 
nes de  Aduana. 

^'Ha  llegado  á  noticia  del  Gobierno  que  algu- 
nos empleados  de  la  administración  de  rentas,  se 
ocupan  en  activar  la  formación  de  ajustes  y  li- 
quidación de  particulares,  y  en  agenciar  el  pago 
de  créditos  contra  la  Hacienda  pública.  Tal  ocu- 
pación ademas  de  hacerles  perder  una  parte  del 
tiempo  que  deberían  emplear  en  el  desempeño 
de  su  destino  para  lo  cual  el  Estado  les  paga, 
puede  dar  lugar  á  la  creencia  de  que  la  persone- 
ría en  que  se  ejercitan  redunde  en  su  provecho 
con  perjuicio  del  acreedor,  que  tal  vez  por  evi- 
tarse pasos  y  esperar,  enajenará  sus  vales  á  di- 
chos empleados,  suponiendo  en  ellos  mayor  fa- 
cilidad para  el  cobro.  Ademas,  el  empeño  que 
se  dice  existe  en  los  empleados  para  procurarse 
semejantes  agencias,  persuade  que  efectivamente 
son  pagados  los  acreedores  sus  protegidos  con 
preferencia  á  los  que  cobran  directamente,  cuyo 
manejo  está  en  contradicción  con  la  igualdad  que 
tantas  y  repetidas  veces  se  ha  encargado  en  el 
pago  de  los  servidores  del  Estado,  y  no  hay  du- 
da que  tal  comportamiento  cede  en  descrédito  de 
todos  los  empleados  de  quienes  es  preciso  alejar 
hasta  las  sospechas.  Queriendo,  pues,  S.  £•  el 
Vicepresidente  cortar  las  causas  que  puedan  sus- 
citarlas, y  que  los  empleados  no  se  distraigan  de 
sus  obligaciones,  me  manda  prevenir  á  US.:  **que 
por  el  hecho  de  presentarse  un  reclamo  agencia- 
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do  por  un  empleado  de  las  oficinas  de  la  admi- 
nistración ó  recaudación,  quede  sin  efecto  hasta 
que  se  presente  su  legítimo  acreedor*'*  S.  E.  es- 
pera el  mas  exacto  cumplimiento  de  esta  resolu- 
ción, que  hará  notoria  ft  sus  subalternos. 

Omitió  entonces  el  Gobierno  publicar  por  la 
prensa  la  mencionada  circular,  porque  creyó  que 
una  simple  amonestación  bastarla  á  corregir  á 
los  empleados  que  se  conociesen  culpables  de  un 
proceder  tan  irregular.  Pero  observa  que  en  el 
periódico  titulado  Liberal  de  9  del  corriente  nú- 
mero 9  se  ha  impreso  un  artículo  comunicado 
que  firman  Unos  reformados,  y  en  que  se  ase- 
gura, como  de  público  y  notorio,  el  agiotaje  que 
ejercen  muchos  oficinistas  de  una  manera  escan- 
dalosa :  que  hay  empleados  subalternos  que  cuen- 
tan hoy  con  un  capital  adquirido  por  este  medio 
á  costa  de  muchos  infelices  á  quienes  recompen- 
sa el  Tesoro  público :  que  los  reformados  exis- 
tentes fuera  de  la  capital,  tienen  entre  los  subal- 
ternos de  las  oficinas  agentes  para  el  cobro  de 
sus  terceras  partes,  los  cuales  después  de  perci- 
birlas no  se  las  entregan :  que  los  partícipes  se 
cansan  de  mandar  buscarlas,  y  los  mismos  agen- 
tes les  contestan  no  haber  sido  satisfechos  por 
falta  de  dinero,  cuando  al  contrario  son  los  pri- 
meros que  se  despachan  ;  y  á  otros  les  ofrecen 
comprar  sus  sueldos  con  una  lesión  enormísima, 
hasta  que  al  fin  los  interesados  se  ven  todos  en 
la  necesidad  de  ceder  bien  por  escasez  ó  por  fas- 
tidio: y  últimamente  que  se  observan  en  las  mis- 
mas casas  de  las  oficinas  los  contratos  que  se 
hacen. 

Ha  parecido  conveniente  recapitular  las  acu- 
saciones que  hace  dicho  periódico,  á  fin  que  US. 
las  tenga  presentes,  ademas  de  las  advertencias 
que  contiene  la  preinserta  circular,  y  con  la  mira 
de  que  la  Tesorería  por  su  parte  y  cada  jefe  de 
oficina  á  quien  U8.  comunicará  la  presente  or- 
den, informe  con  la  posible  brevedad  cuales  son 
los  empleados  tachados  ó  sospechados  de  estas 
negociaciones  degradantes  y  agenas  de  sus  des- 
tinos :  el  Gobierno  se  propone  obrar  con  todo  el 
rigor  de  las  leyes  contra  los  que  resulten  culpa- 
dos, y  me  manda  reiterar  á  US.  el  cumplimien- 
to de  la  circular  de  19  de  Junio  del  año  pasado, 
en  el  concepto  de  que  la  presente  se  hará  impri- 
mir en  la  Gaceta.  La  Tesorería  igualmente  que 
los  demás  jefes  de  oficinas  deben  redoblar  su  tí- 
gilancia  sobre  la  conducta  de  sus  subalternos,  te- 
niendo á  la  vista  lo  que  previenen  los  artículos 
57,  58  y  59  de  la  ley  orgánica  de  hacienda. 

Soy  de  US.  atento  servidor. 

(Firmado.)— Pedro  P.  Diaz» 

Nota, — Se  transcribió  con  el  mismo  objeto  al 
Tribunal  de  Cuentas  en  el  mismo  dia. 

EMPLEADOS  db  hacienda.  Ante  quien  deben 
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prestar  el  juramento  constitucional.  Véase  Ju- 
ramento de  empleados  nacionales.  R.  £.  de 
26  de  Octubre  de  1836. 

£MFLEADOS  de  hacienda.  Requisitos  de  fian- 
za que  deben  llenar.  Véase  Fianzas^  rr.  ee. 
de  20  de  Junio  y  13  de  Octubre  de  1840. 

EMPLEADOS  de  hacienda.  Reglas  para  su 
prisión  cuando  sean  encausados  por  delitos 
con)unes.  Véase  Procedimiento  criminal ^  r. 
E.  de  2  de  Diciembre  de  1640. 

EMPLEADOS  de  hacienda.  Están  exentos  de 
cargas  concejiles  y  de  otras  semejantes.  Véase 
Cargas  concejiles,  R.  E.  de  17  de  Abril  de 
1839. 

EMPLEADOS  de  hacienda,  resolución  eje- 
cutiva DE  7  DE  febrero  db  1838  declaran- 
do  qve  no  pudiendo  ser  juzgados  por  ¡os  tri- 
bunales ordinarios  sino  en  el  caso  de  dolo, 
toca  solo  al  Poder  Ejecutivo  su  deposición 
por  omisión  en  el  ejercicio  de  su  empleo. 

Desconoce  el  Poder  Ejecutivo  la  autoridad  y 
jurisdicción  con  que  el  juez  de  primera  instancia 
del  circuito  de  Oriente  de  Guayaua  ha  condena- 
do al  administrador  de  aquella  aduana  á  sufrir  la 
privación  de  su  empleo,  por  omiso  en  el  cumpli- 
miento de  sus  deberes,  arreglándose  por  ello  á 
los  artículos  91  y  93  de  la  ley  orgánica  de  pro- 
vincias. Aun  en  el  caso  de  tener  jurisdicción  pa- 
ra pronunciar  aquel  fallo,  la  sentencia  seria  no- 
toriamente nula,  por  haberse  aplicado  en  ella 
una  ley  que  de  ninguna  manera  se  contrae  á  los 
empleados  de  la  hacienda  pública,  cuyos  deberes 
y  responsabilidades  son  objeto  de  otras  leyes 
vigentes;  pero  esta  declaratoria  correspondería 
á  la  Corte  Superior  de  justicia  porque  obrando 
el  juez  de  primera  instancia  con  la  competente 
jurisdicción,  es  á  aquella  superioridad  á  quien 
toca  confirmar,  ó  revocar  sus  sentencias. 

Mas  en  el  presente  caso  el  juez  de  Angostura 
se  ha  investido  de  una  jurisdicción,  y  usado  de 
una  potestad  que  no  tiene  por  la  ley:  y  por  lo 
tanto  el  Poder  Ejecutivo  desconociendo  su  auto- 
ridad legal  está  en  el  deber  de  negar  toda  efica- 
cia y  valor  al  fallo  con  que  ha  pretendido  privar 
de  su  empleo  al  administrador  de  aquella  adua- 
na. Los  administradores,  interventores  y  demás 
empleados  en  el  régimen  de  las  aduanas  solo  es- 
tán sometidos  á  la  jurisdicción  y  juicio  de  los 
tribunales  competentes  cuando  sus  faltas  envuel- 
ven dolo;  pero  si  fueren  incapaces  ü  omisos  en 
el  desempeño  de  sus  deberes,  es  solo  al  Poder 
Ejecutivo  á  quien  corresponde  poner  oportuno 
remedio,  conforme  lo  estime  conveniente,  sién- 
dole esta  facultad  tanto  mas  potestativa  cuanto 
que  todos  los  empleados  en  el  ramo  de  hacienda 
son  comisiones  cuya  duración  está  á  la  discre- 
ción del  Poder  Ejecutivo.  De  todo  lo  cual  se  de- 
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duce  naturalmente  que  si  el  expresado  juez  cre- 
yó que  el  proceso  seguido  contra  Fermin  La- 
reaux  suministraba  pruebas  de  que  el  adminis- 
trador de  aduana  era  omiso  en  el  cumplimiento 
de  sus  obligaciones,  el  deber  del  juez  fué  infor- 
marlo al  Poder  Ejecutivo,  acompañando  los  do- 
cumentos que  lo  comprobasen  ;  pero  de  ningu- 
na manera  excederse  á  librar  un  fallo  para  el 
cual  carece  de  jurisdicción.  En  consecuencia  pre- 
véngase al  administrador  de  Angostura  continúe 
en  el  desempeño  de  su  empleo  mientras  no  reci- 
ba otra  disposición  del  Gobierno :  insértese  esta 
!  resolución  al  juez  de  primera  instancia  en  con- 
I  testación  á  su  oficio  de  12  da  Diciembre  próxi- 
I  mo  pasado,  y  en  atención  á  que  aparece  de  este 
I  que  el  proceso  ha  sido  remitido  á  la  Corte  Supe- 
I  rior  del  segundo  distrito  judicial,  por  haber  el 
I  administrador  interpuesto  recurso  de  apelación, 
I  comuniqúese  también  á  aquella  superioridad  pa- 
,  ra  los  efectos  que  convenga,  y  para  que  se  sirva 
¡  disponer  se  remitan  al  Gobierno  copias  de  todos 
los  documentos  de  dicho  proceso  que  obren  con- 
tra el  administrador  de  Angostura  y  le  califiquen 
de  omiso  en  el  cumplimiento  de  sus  deberes. 

Respecto  al  administrador  subalterno  de  Ya- 
ya, que  por  el  propio  fallo  ha  sido  también  des- 
tituido de  su  destino,  aunque  adolece  aquel  igual- 
mente del  vicio  de  notoria  nulidad,  por  haber  el 
juez  aplicado  una  ley  extraña  á  la  materia,  y  no 
haber  prestado  audiencia  al  penado;  como  se 
expresa  en  el  fallo  que  dicho  administrador  usó 
mal  de  su  oficio;  y  puede  este  concepto  envol- 
ver la  convicción  de  dolo  en  el  desempeño  de  su 
empleo,  espérese  la  determinación  de  la  Corte 
Superior  de  justicia  á  quien  se  ha  elevado  el 
proceso. 

Por  S  E^— 67.  Smitk. 
EMPLEADOS  db  hacienda,  decreto  ejecu- 
tivo DE  28  de  noviembre  db  1838  sobre  su 
separación  cuando  deben  concurrir  al  Con- 
greso ó  á  la  Diputación  provincial* 

Carlos  Soublette^  General  de  División  de  los 
ejércitos  de  la  República  y  Vicepresidente 
encargado  del  Poder  Ejecutivo. 

considerando: 

Que  varios  empleados  en  el  ramo  de  hncienda 
son  frecuentemente  elegidos  Senadores,  Repre- 
sentantes y  Diputados  provinciales:  que  por  el 
artículo  82  de  la  Constitución,  cualquiera  otra 
función  publica  es  incompatible,  durante  las  se- 
siones, con  las  de  Representante  y  Senador;  que 
por  la  misma  Constitución  (artículos  83  y  166) 
los  Senadores,  Representantes  y  Diputados  pro- 
vinciales gozan  de  inmunidad  durante  las  sesio* 
nes  y  mientras  van  á  ellas  y  vuelven  á  sus  casas ; 
y  últimamente  que  por  el  artículo  60  de  la  ley 
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de  elecciones,  los  elegidos  solo  pueden  excusar- 
se por  causas  graves  é  impedimentos  físicos  á 
juicio  de  los  gobernadores. 

decreto: 

Art.  19  Cuando  un  empleado  de  hacienda  con 
responsabilidad  y  fianza,  electo  Senador,  Repre- 
sentante ó  Diputado  provincial  se  separe  de  su 
destino  para  concurrir  á  las  sesiones  de  sus  res- 
pectivos cuerpos,  se  entiende  que  la  responsabi- 
lidad anexa  á  su  destino,  cesa  para  él,  desde  el 
momento  de  su  separación,  por  todo  el  tiempo 
que  estuviere  ausente  con  motivo  de  la  asistencia 
al  Congreso  ó  á  la  Diputación  provincial. 

Art.  29  El  empleado  de  hacienda  con  respon- 
sabilidad y  fianza  que  con  el  motivo  expresado 
en  el  artículo  anterior  se  aparte  de  su  destino,  si 
su  sueldo  como  tal  empleado  fuere  mayor  que 
las  dietas  que  como  miembro  del  Congreso  ó  Di- 
putación provincial  debe  percibir,  recibirá  estas 
dietas  y  ademas  del  Tesoro  público  la  parte  que 
falte  para  igualar  aquel  sueldo.  Si  este  fuere  me- 
nor que  las  dietas  dejará  de  percibirlo  por  solo 
el  tiempo  en  que  disfrute  de  estas    (*) 

Art.  39  Desde  el  momento  en  que  los  men- 
cionados empleados  reciban  el  nombramiento  de 
miembros  de  aquellas  corporaciones,  lo  avisarán 
al  Poder  Ejecutivo  para  con  tiempo  y  en  opor- 
tunidad nombrar  quien  deba  sucederles  durante 
su  ausencia. 

Art.  49  La  persona  que  nombre  el  Gobierno 
para  sostituir  a)  empleado  que  asistiere  al  Con- 
greso ó  Diputación  provincial  gozará  de  todo  el 
sueldo  señalado  al  empleo  que  interinamente 
sirve. 

Art.  59  Cualquiera  otra  resolución  general  6 
particular  que  sobre  este  punto  se  haya  librado 
queda  derogada  por  el  presente  decreto. 

Dado  en  Caracas  á  2^  de  Noviembre  de  1838, 
99  y  289 

(Firmado.)  Carlos  Soublette. 
Por  S.  E. —  Firmado.)  Guillermo  Smitk 
Es  copia:  Smith. 
EMPLEADOS  de  hacienda,  resolución  eje- 
cutiva DE  27  DE  NOVIEMBRE  DE  1840,  sobre 
lo  mismo  que  el  decreto  anterior. 

Secretaría  de  Ilacieuda.— Caracas  27  de  Noviem- 
bre de  1840, 11  y  30. 

Habiendo  acreditado  la  experiencia  que  por  la 
mayor  distancia  de  la  capital  á  que  están  situa- 
das algunas  administraciones  de  aduana  y  recep- 
torías principales  de  la  República,  no  llegan 
oportunamente  los  nombramientos  que,  con  ar- 

(^^  Este  articulo  está  en  armonía  con  el  4  del  decreto 
de  28  de  Abril  de  1846  sobre  viático  y  dietas. 
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reglo  al  artículo  39  del  decreto  de  28  de  No- 
viembre de  1838,  ha  hecho  el  Poder  Ejecutivo 
para  suceder  á  los  empleados  de  hacienda  elec- 
tos Senadores,  Representantes  6  Diputados  pro- 
vinciales, y  para  que  conforme  á  lo  prevenido  en 
el  artículo  43  de  la  Constitución,  concurran  es- 
tos sin  falta  el  dia  designado  para  su  reunión,  re- 
suelve el  Gobierno  que  en  el  caso  de  no  recibir- 
se en  su  oportunidad  tales  nombramientos,  sin 
embargo  de  haberse  expedido,  el  Gobierno  de  la 
provincia  á  que  pertenezcan  dichos  empleados 
electos,  en  uso  de  la  autoridad  que  se  le  conce- 
de por  el  artículo  34  de  la  ley  orgánica  de  pro- 
vincias de  24  de  Abril  del  referido  año  1838, 
proceda  á  nombrar  quienes  los  sustituyan  mien- 
tras se  posesionan  los  nombrados  por  el  Poder 
Ejecutivo,  dando  cuenta  inmediatamente.  Co- 
muniqúese y  circúlese  á  quienes  corresponda. — 
Por  S.  K— Smith. 

EMPLEADOS  de  hacienda  resolución  eje- 
cutiva de  13  DE  MARZO  DE  1851  prevÍ7iiendo 
á  los  Gobernadores  que  celen  y  vigilen  sobre 
su  comportamiento  dando  cuenta  de  los  defec- 
tos y  faltas  que  adviertan. 

República  de  Venezuela. — Secretaría  de  Hacien- 
da.—Sección  primera.— Circular. — Caracas,  Marzo 
13  de  1861. 


Sr*  Gobernador  de  la  provincia  de 

S  E.  el  Presidente  de  la  República,  rae  ha  or- 
denado decir  á  U  S.  lo  siguiente. 

Deseoso  el  Gobierno  de  cumplir  sus  atribucio- 
nes y  de  que  la  República  pueda  atender  á  sus 
compromisos  interiores  y  exteriores  recomienda 
mucho  á  U  S.  el  celo,  vigilancia,  é  investigacio- 
nes respecto  á  todos  los  empleados  de  Hacienda, 
I  no  solamente  con  relación  á  su  conducta  de  ofí- 
cina  sino  también  acerca  de  su  comportamiento 
social:  en  los  tanteos  mensuales  pasará  US.  en 
persona  á  la  oficina  ú  oficinas  de  Hacienda,  exa- 
minará los  diversos  ramos  de  la  cuenta,  obser- 
vará la  fecha  de  las  partidas  y  h)8  comprobantes 
que  las  justifiquen,  comprendiendo  igualmente 
al  persona]  de  cada  oficina  y  de  su  resguardo,  á 
fin  de  convencerse  de  la  existencia  en  numerario 
que  haya  en  caja,  así  como  de  los  pagarés  pen- 
dientes y  ya  pagados;  observando  atentamente 
si  los  empleados  están  en  sus  respectivos  puestos, 
si  ellos  se  consagran  ásus  deberes,  y  qué  clase  de 
conducta  les  distingue.  Sin  esperar  el  dia  designa- 
do por  la  ley  para  lii  diligencia  de  tanteo,  conven- 
drá que  US.  visite  la»  oficinas,  á  ña  de  persuadir- 
se si  lae  existencias  de  1^  cuenta  se  encuentran 
en  la  caja,  y  si  aquelfa  marcha  con  el  dia ;  dando 
aviso  á  este  Ministerio  de  los  defectos  ó  faltas 
que  adviertan  ain  demora  afgana. 

Como  el  gobierno  está  resuelto  ano  disimu- 
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lar  ninguna  falta  á  los  empleados  en  rentas  públi- 
cas por  mínima  que  sea,  quiere  que  las  autori- 
dades llamadas  á  vijilar  sobre  este  ramo,  observen 
y  denuncien  las  operaciones  de  dichos  emplea- 
dos ;  en  consecuencia  dispone  S.  E.  el  Presiden- 
te de  la  República  que  US.  circule  estas  órdenes 
6  los  Jefes  políticos,  juzgados  parroquiales  y  jue- 
ces de  paz  de  la  provincia  de  su  mando,  á  ñn  de 
que  sin  excusa  ni  pretexto  cada  uno  cumpla  con 
ellas  según  sus  casos  y  atribuciones. — Soy  de 
US.  atento  servidor. — J.  M.  de  Heres. 
EMPLEADOS  de  hacienda.   Véase   Cuentas 

de  las  oficinas  superiores  de  hacienda* 
EMPLEADOS  dependientes  del  poder  eje- 
cutivo. Prohibición  que  tienen  de  ejercer  las 
funciones  de  abogado,  y  de  patrocinante;  y 
tiempo  que  sin  embargo  se  les  computará  co- 
mo de  práctica.  Véass  Abogados^  art.  21  y  su 
parágrafo. 
EMPLEADOS,  de  las  parroquias  de  nueva 
erección,  resolución  ejecutiva  de  26  DE 
agosto  DE  1840  dec/ar ando  que  pueden  ser 
nombrados  por  los  Concejos  municipales  has- 
ta la  reunión  de  la  asamblea  municipal. 

República  de  Venezuela. — Secretaria  do  E.  en  los 
D  U.  del  Interior  v  Justicia. — Sección  tercera — Ca- 
rácas;  f  '  de  Agosto  do  1840, 11. »  de  la  ley  y  30.  ® 
de  la  indcpendeucia. — Número  616. 

Sr.  Gobernador  de  Trujillo. 

Impuesto  el  Gobierno  de  la  consulta  que  US. 
h'zo  en  oficio  de  7  de  Julio  próximo  pasado,  nú 
mero  70,  sobe  el  nombramiento  de  juezes  de  paz 
y  síndico  parroquial  que  ha  hecho  el  Concejo 
Municipal  de  Escuque  para  la  nueva  parroquia 
de  la  Union,  ha  resuelto  hoy  lo  que  sigue: 

**Toca  á  las  asambleas  municipales,  reunidas 
el  25  de  Diciembre,  elegir  alcaldes,  concejales  y 
juezes  de  paz,  y  á  los  concejos  municipales  ejer- 
cer la  misma  función  en  los  casos  expresadvis  en 
el  artículo  66  de  la  ley  orgánica  de  provincias: 
erigida  á  mediados  de  este  año  la  parroquia  del 
Alto  de  Escuque,  la  asamblea  municipal  no  pudo 
nombrarle  funcionarios  afínes  del  afío  último,  y 
el  Gobierno  cree  que  el  Concejo  Municipal  <lel 
cantón  ha  podido  hacer  los  nombramientos  de 
que  se  da  cuenta." 

**  No  puede  decirse  que  el  Concejo  ha  obrado 
contra  la  ley,  aunqne  sí  fuera  do  ella ;  pero  de- 
biendo darse  funcionarios  á  la  aueva  parroquia, 
el  art.  66  antes  citado  justifica  su  proceder." — 
Soy  de  US.  atento  servidor. 

Ángel  Quintero, 
EMPLEADOS  POLÍTICOS  d  hunigipales.  Có- 
mo, y  por  quienes  serán  compelidos  á  poee- 
sionarse  lie  sus   destinos  ó  á  volver  á  ellos  si 
rehusaren  servir^  6  se.  a  asentaren  sin  permiso. 


Véase  Provincias^  art.  72.  y  Jefes  políticos, 
R.  E.  de  22  de  Junio  de  1840. 

EMPLEADOS  políticos  ó  municipales.  Cua- 
dro anual  que  deberán  pasar  los  Gobernado- 
res al  Poder  Ejecutivo.  Véase  Provincias,  R. 
E.  de  19  de  Mayo  de  1840. 

EMPLEADOS  políticos  6  municipales. 
Tiempo  para  promover  queja  contra  ellos. 
Véase  Queja,  R.  E.  de  24  de  Julio  de  1839. 

EMPLEADOS  políticos  ó  municipales.  Véa- 
se Nulidad  de  las  elecciones  municipales,  y 
Licencias  de  los  empleados  provinciales. 

EMPLEADOS  eclesiásticos  interinos.  Véa- 
se Curatf)S,R.  E.de  31  de  Setiembre  de  1839. 

EMPLEADOS  militares.  Véase  Despachos 
militares. 

EMPLEADOS  de  los  colegios  nacionales. 
Véase  Colegios  nacionales. 

EMPLEADOS  diplomáticos.  Véase  Minis- 
tros públicos. 

EMPLEADOS  infieles,  ley  de  7  de  abril 
DE  1849,  declarando  que  los  empleados  infie- 
les que  tomen  parte  en  cualquier  a  facción,  6 
abandonen  sus  destinos,  los  pierden. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de   Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

considerando: 

19  Que  la  fidelidad  de  los  miembros  de  la  Ad- 
ministración pública  es  la  base  del  orden  en  las 
sociedades. 

decretan  : 

Art.  19  Todos  los  empleadas  públicos,  sea 
cual  fuere  su  naturaleza,  deben  permanecer  afec- 
tos al  sistema  de  gobierno  repubhcano  que  ha 
proclamado  Venezuela,  y  acreditar  con  su  fideli- 
dad su  constante  adhesión  al  Gobierno. 

Art.  29  Los  empleados  en  el  orden  legislativo, 
ejecutivo  y  municipal  que  tomen  parte,  ó  quede 
cualquier  modo  se  compliquen  en  una  facción 
interior  ó  invasión  exterior,  ademas  de  quedar 
sujetos  &  juicio  conforme  á  las  leyes,  pierden 
por  aquel  hecho  sus  destinos. 

Art.  39  Los  mismos  empleados  que  sin  ser 
perseguidos  por  los  enemigos  de  Venezuela  ó  de 
su  Gobierno,  abandonasen  sus  destinos  yéndose 
ó  no  para  país  extranjero,  en  momentos  de  peli- 
gro para  la  patria,  pierden  igualmente  sus  em- 
pleos. 

Art.  49  Respecto  de  los  empleados  en  el  or- 
den judicial  qa«  incurran  en  los  casos  expresa- 
dos en  los  artículos  anteriores,  precederá  su  en- 
causamiento  k  la  suspensión,  y  no  serán  desti- 
tuidos de  sus  destinos  sino  por  sentencia  que  los 
declave  culpables,  ó  porque  se  hayan  acogido  á 
algún  induko,  é  ausentádose  de  la  República  sin 
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el  permiso  competente.  En  el  caso  de  amnistía 
está  ó  la  voluntad  de  los  referidos  empleados  so- 
meterse á  ella,  ó  pedir  un  juicio  para  los  efectos 
del  empleo,  y  en  el  prim-er  caso  se  entenderá 
que  lo  han  renunciado. 

Art.  59  La  destitución  de  los  senadores,  re- 
presentantes y  diputados  provinciales,  solo  po- 
drá ser  acordada  por  el  Congreso  ó  por  la  dipu- 
tación provincial  respectiva,  en  cuanto  á  los  úl- 
timos. £n  las  causas  que  se  sigan  por  los  tribu- 
nales á  estos  funcionarios  por  estar  incursos  en 
las  disposiciones  de  esta  ley,  se  observarán  pre- 
cisamente los  artículos  83  y  165  de  la  Constitu- 
ción. 

Dada  en  Caracas  á  31  de  Marzo  de  1849,  afío 
20  de  la  ley  y  39  de  la  independencia.  —  El  Pre- 
sidente del  Senado,  José  María  Barroeta. — El 
Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes,  Jo- 
sé Ramón  Agüero* — El  Secretario  del  Senado, 
José  Ángel  Freyre. — El  Secretario  de  la  Cámara 
de  Representantes,  /.  Padilla* 

Caracas  Abril  7  de  1849,  afío  20  de  la  ley  y 
39  déla  independencia. — Ejecútese. — José  Ta- 
deo  Monágas, — Por  S.  E.  El  Presidente  de  la 
República. — El  Secretario  de  Estado  en  los  Des- 
pachos del  Interior,  Justicia  y  Relaciones  Exte- 
riores, José  R.  Revenga* 

EMPLEADOS  infieles,  resolución  ejecuti- 
va DE  17  DB  ABRIL  DE  1818  dcclavando  sepa- 
rados de  sus  destinos,  á  los  que  acogiéndose 
á  un  indulto,  se  confiesen  por  este  hecho  com- 
plicados en  una  facción ;  y  sujetando  á  los 
que  no  lo  hagan  á  la  responsabilidad  de  la  ley. 

Secretaría  del  Interior. — Sección  tercera. — Cara- 
cas 17  de  Abril  de  1848.— Resuelto. 

Dígase  á  los  Gobernadores  de  provincia. 

Por  los  artículos  112  de  la  ley  orgánica  de  pro- 
vincias, 55  de  la  orgánica  de  tribunales,  y  17  y 
18  de  la  de  28  de  Mayo  de  1837  que  reforma  las 
oficinas  superiores  de  Hacienda,  se  previene,  que 
los  empleados  á  quienes  dichas  leyes  se  contraen, 
que  continúen  en  el  ejercicio  de  sus  funciones 
bajo  el  poder  de  facciosos  ó  enemigos  del  Go- 
bierno constitucional  6lc*  quedarán  inhabilitados 
para  obtener  destino  alguno  de  honor  y  de  con- 
fianza en  la  República,  sin  perjuicio  de  sujetarse 
k  las  demás  penas  á  que  se  hayan  hecho  acree- 
dores conforme  6  las  leyes  comunes.  En  conse- 
cuencia, el  Gobierno  dispone  que  todos  aquellos 
empleados  comprendidos  en  esa  provincia  en  los 
casos  precitados,  que  se  hayan  confesado  culpa- 
bles acogiéndose  al  indulto,  queden  de  hecho  se- 
parados de  sus  destinos ;  y  que  aquellos  que,  en- 
contrándose en  los  mismos  casos,  no  hubieren 
obtenido  dicho  indulto  deben  quedar  sujetos  á 
toda  la  responsabilidad  con  que  los  penan  las  re- 
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feridas  leyes,  debiendo  US.  en  ambos  casos  pro- 
ceder desde  luego  6  nombrar  personas  de  entera 
confianza  que  los  subrogue  interinamente  en  sus 
destinos  respectivos. 
Soy  &c. 

Por  S.  E. — Sanavria. 
EMPLEOS.  Cuáles  no  podrán   crearse.    Véase 
Disposiciones  generales  constitucionales,  art. 
213. 
EMPLEOS.  Cuáles  únicamente  podrán  admitir 
del  Poder  Ejecutivo  los  Senadores  y  Represen- 
tantes durante  el  período  de  su  nombramiento. 
Véase  Cámaras  legislativas  art.  constitucio- 
nal 85. 
EMPLEOS    MUNICIPALES.    Véase  Elecciones 

municipales. 
EMPRÉSTITOS.  Véase  Deuda  pública  en  to- 
dos sus  Artículos. 
EMPRÉSTITOS.  Atribuciones  de  los  Concejos 
municipales  sobre   distribución  de  los  que  re- 
partan las  Diputaciones   provinciales  éntrelos 
cantones.  Véase  Provincias  art.  83. 
EMPRÉSTITOS,  resolución   ejecutiva  de 
11  DE  AGOSTO  DE  1849,  prohibiendo  á  las  au- 
toridades civiles  recaudar  é  invertir  por  sí 
mismas  los  empréstitos  voluntarios  úobliga' 
torios  en  dinero  6  especies. 

República  de  Venezuela. — Secretaria  de  Ha- 
cienda.— Sección  primera. — Caracas  Agosto  11  de 
1849, 29  y  39.— Circular. 

Señor  Gobernador  de  la  provincia  de*... 

Sabe  el  Gobierno  oñcialmente  que  algunas  au- 
toridades civiles  de  la  República  á  quienes  por 
la  ley  está  prohibido  ejercer  autoridad  económi- 
co, gubernativa  en  la  Hacienda  Nacional  están 
procediendo  por  sí  propias,  contra  lo  dispuesto 
por  el  Poder  Ejecutivo  á  la  recaudación  é  inver- 
sión de  empréstitos  voluntarios  ú  obligatorios  en 
dinero  6  especies  para  el  sostenimiento  del  ejér- 
cito y  demás  urgentes  atenciones  del  servicio  pú- 
blico, en  circunstancias  en  que  la  penuria  del  te- 
soro exige  la  mas  rígida  economía  en  la  distribu- 
ción de  sus  fondos  por  parte  de  los  empleados 
encargados  de  su   manejo. 

No  puede  S.  E.  ver  con  indiferencia  que  se  in- 
vadan las  leyes  y  disposiciones  ejecutivas  por 
los  mismos  que  deben  ser  los  mas  celosos  guar- 
dianes de  su  cumplimiento,  atribuyéndose  ^cul- 
tades  que  les  niegan  las  mismas  leyes  y  disposi- 
ciones, y  que  han  concedido  expresamente  á  los 
empleados  encargados  de  la  dirección  y  manejo 
de  las  rentas  públicas;  y  por  lo  tanto  me  ha  or- 
denado prevenir  á  US.,  que  dicte  las  medidas 
mas  eficaces  para  que  las  autoridades  civiles  de 
la  provincia  de  su  mando  cesen  desde  luego  en 
la  recaudación  é  inversión  de  dichos  empréstitos 
ejerciendo  solo  aquellas  funciones  determinadas 
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por  la  ley  y  decretos  del  Poder  Ejecutivo  en  sus 
respectivos  casos,  y  den  cuenta  inmediatamente 
de  las  cantidades  que  por  tal  respecto  hayan  re- 
caudado é  invertido  con  expresión  de  las  perso- 
nas contribuyentes  y  de  los  objetos  de  la  inver- 
sión, acompañando  los  documentos  que  la  com- 
prueben, para  que  de  este  modo  quede  regulari- 
zada la  contabilidad  en  las  oficinas  de  Hacienda 
respectivas  á  las  cuales,  que  son  las  que  deben 
continuar  en  la  recaudación  é  inversión,  se  pasa- 
rá dicha  cuenta  con  sus  comprobantes,  en  la  in- 
teligencia de  que  con  esta  fecha  se  manda  circu- 
lar lo  conveniente  ¿ílos  jefes  de  ellas. 

No  duda  el  Poder  Ejecutivo  que  US.  desple- 
gará toda  su  energía  para  cortar  de  raiz  un  abu- 
so semejante,  y  dejar  bien  puesta  la  Administra- 
ción de  la  provincia  de  su  mando,  dando  cuenta 
á  este  Ministerio  del  resultado  de  las  medidas  que 
tomare. 

Sov  6¿c. — Jacinto  Gutirrrez. 
EMPRÉSTITOS  resolución  ejecutiva  de 
14  DE  SETIEMBRE  DE  1819  declarando  que  el 
mayor  empréstito  que  puede  imponerse  de 
hoy  en  adelante  á  un  venezolano  calijícado 
de  pudiente  es  de  300  pesos* 

República  de  Venezuela. — Secretaría  de  Hacien- 
da.— Sección  2. — Caracas,  Setiembre  14  de  1849- 
20  y  39.— Circular. 

Sr.  Gobernador  de  la  provincia  de 

Ayer  ha  dictado  S.  E.  el  Presidente  de  la 
República,  la  siguiente  resolución. 

''Considerando  el  Gobierno  que  la  guerra  y 
otras  causas  han  menguado  extraordinaria- 
mente la  fortuna  de  los  ciudadanos,  y  que  por 
esto  y  el  restablecimiento  de  la  paz,  es  ya  un  de- 
ber imprescindible  dar  una  regia  sobre  la  cuota 
individual  de  los  emprés-titos  que  hasta  ahora  se 
han  impuesto  en  una  extensión  ilimitada  según 
la  urjencia  y  conñicto  de  las  circunstancias,  io 
cual  no  solo  ha  originado  reclamos  infinitos,  sino 
retardado  y  hecho  vacilante  la  acción  de  las  au- 
toridades en  momentos  en  que  debia  ser  pronta 
y  decisiva,  por  la  difícultad  de  valuar  con  acier- 
to los  recursos  de  los  contribuyentes,  resuelve, 
19  El  mayor  empréstito  que  puede  imponerse  de 
hoy  en  adelante  á  un  venezolano  caliñcado  de 
pudiente  por  la  respectiva  junta,  no  excederá  de 
trescientos  pesos,  ya  sea  en  dinero,  ya  en  gana- 
dos 6  en  otros  efectos.  29  I^o»  empréstitos  asig- 
nados y  no  recaudados  para  cuando  se  reciba  es- 
ta declaratoria  en  las  cabeceras  de  cantón,  se  re- 
bajarán según  corresponda  á  una  cantidad  que 
no  exceda  al  máximun  establecido  en  la  cláusula 
anterior  para  las  personas  pudientes,  y  en  pro- 
porción para  las  que  no  lo  sean.  39  La  imposi- 
ción de  toda  cantidad  por  empréstito  forzoso,  ce- 
sará el  treinta  y  uno  de  Octubre  próxinao.  Co- 
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muníquese  á  los  señores  Gobernadores  de  pro- 
vincias para  que  la  cumplan  y  hagan  cumplir  á 
las  autoridades  y  funcionarios  de  su  dependen- 
cia, y  publíquese  en  la  Gaceta. 

Y  se  trasmite  á  US.  para  lo  que  se  expresa. 
Soy  de  US.  atento  servidor. 

Vicente  Lecuna. 
Es  copia. — Lecuna. 
EMPRÉSTITOS,  resolución  ejecutiva  de 
12  DE  octubre  de  1952  disponiendo  que  el 
tribunal  mayor  de  cuentas  pase  á  la  comi' 
sion  dé  crédito  público  los  billetes  de  Teso- 
rería  que  se  acompañen  á  las  cuentas  que 
examine. 

Secretaría  de  Hacienda. — Sección  primera.— Ca- 
racas Octubre  12  de  1862.— Resuelto. 

El  Tribunal  mayor  de  cuentas  remitirá  con 
oficio  á  la  comisión  de  crédito  público  todos  los 
billetes  de  Tesorería  que  existan  en  dicho  Tri- 
bunal, como  comprobantes  de  las  cuentas  de  las 
oficinas  de  Hacienda  que  hayan  sido  ya  exami- 
nadas, á  fin  de  que  la  expresada  comisión  los 
destruya  en  una  sesión  pública,  cuya  remisión 
verificará  cada  vez  que  sea  examinada  alguna 
cuenta  y  que  se  acompañen áellabilletcs  de  Teso- 
rería. 

El  Presidente  de  la  comisión  de  crédito  públi- 
co dará  una  certificación  al  Tribunal  de  cuentas 
do  los  billetes  remitidos  luego  que  sean  exami- 
nados en  sesión  por  la  comisión.  Este  acto  y  el 
de  destrucción  se  harán  constar  en  el  libro  de 
actas  y  se  publicarán  en  la  Gaceta  de  Gobierno. 

Comuniqúese  ul  Tribunal  de  cuentas  y  á  la 
Comisión  de  crédito  público. 

Por  S.  E. — Gellineau, 
EMPRÉSTITOS,  resolución   ejecutiva  de 

15  DE  JUNIO  DE  1852  mandando  se  firmen  y 

rubriquen  por  el  Tesorero  general,  en  cada 

uno  de  sus  foliof^^  los  expedientes  de  crédito 

contra  el  Estado. 

Secretaría  de  Hacienda.— Sección  primera. — Ca- 
racas Julio  15  de  1852. 

Sr.  Tesorero  general. 

S.  E.  el  Poder  Ejecutivo  se  ha  servido  dispo- 
ner que  US.  firme  y  rubrique  en  cada  uno  de  sus 
folios  los  expedientes  de  crédito  contra  el  Estado 
que  fueren  liquidados  por  esa  oficina,  con  el  fin 
de  evitar  sean  nuevamente  presentados  al  Go- 
bierno aquellos  créditos,  cuyo  pago  se  hubiere 
negado. — Lo  digo  á  US.  para  los  fines  consi- 
guientes. 

Soy  &c.— Pcífro  C.  Gellineau. 
EMPRÉSTITOS.  No  debe  cobrarse  comisión 
por  su  recaudación.  Véase  Comisión  de  loa 
administradores  de  rentas  internas^  Apén- 

6 


36 


TEATBO  DE  LA  I^eiSLAÜION 


EN 


dice  al  primer  tomo.  R.  E.  de  20  de  Agosto 
de  1853 

EMPRÉSTITOS.  Véase  la  nota  (*). 

ENAJENACIÓN  de  tierras  baldías.  Véase 
Tierras  baldías,  L.  de  10  de  Abril  de  1848. 

ENAJENACIÓN  de  tierras  baldías.  No  es 
obligatoria  sino  potestativa  al  Poder  Ejecuti- 
vo. Véase  Tierras  baldías,  R.  E.  de  26  de 
Junio  de  1851. 

ENAJENACIÓN  de  los  bienes  de  las  uni- 
versidades. Véase  Universidades,  RR.  EE. 
de  19  de  Agosto  de  18^16 y  5  de  Mayo  de  1847. 

ENCARGADOS  de  negocios.  Sus  sueldos. 
Véase  Sueldos,  L.  de  28  de  Abril  de  1825. 

ENCAUSAMIENTO  de  empleados  infieles. 
Véase  Emphades  infieles. 

ENFERMEDADES  contagiosas.  Véase  Epi- 
demias. 

ENGANCHES  para  el  servicio  de  tierra. 
Véase  Fuerza  armada  ó  permanente,  R.  E. 
de  25  de  Junio  de  1810,  y  Nota  sobre  la  ma- 
teria. 

ENGx\NCHES  para  el  servicio  en  la  marina. 
Véase  Milicia  marinera,  art.  7.  15  y  25. 

ENLOSADOS.  Véase  Empedrados. 

ENMENDATURAS,  palabras  testadas  e 
interlineadas.  Véase  Disposiciones  comu- 
nes  á  todos  los  juicios,  art.  34. 

ENSEÑANZA  publica.  \é&se  Instrucción  pú- 
blica. 

ENSEÑANZA  publica.  Deber  de  las  Diputa- 
ciones prorinciales  sobre  escuelas  primarias. 
Véase  Provincias  árt.  47. 

ENTRADA  a  Venezuela,  resolución  ejecu- 
tiva de  13  de  marzo  de  1843  declarando  que 
el  General  Francisco  Carmona  y  todos  los 
que  se  hallaren  en  su  caso  pueden  hacerla 
cuando  les  convenga. 

Secretaría  do  lo  Interior.— Soccion  2.— Caracas 
Marzo  13  do  1848. 

En  una  solicitud  del  señor  Francisco  Carmo- 
na desde  Curazao  pidiendo  al  Poder  Ejecutivo 

(♦)  Sobre  esta  materia  se  han  dado  varios  Decretos  Eje- 
cutivos, á  saber,  de  29  de  Setiembre  do  18á6  cxig:ieiido 
imo  do  30.000  pesos,  G.  1014,  de  3  de  Octubre  de  1846,  de- 
cretando uno  Gaceta  821,  de  29  de  Setiembre  del  mismo 
año,  autorizando  al  General  en  jefe  del  ejército  para  con- 
tratar uno,  G.  820,  de  1  de  Marzo  de  1848  sobre  el  decre- 
tado por  acuerdo  del  Poder  Logislativo  en  26  de  Febrero 
de  1846.  G.  1014,  de  24  do  Agosto  del  mismo  afio  man- 
dando emitir  bonos  hasta  la  suma  de  180.000  pesos,  G. 
981,  y  de  20  de  Noviembre  del  mismo  año  adicional  al  an- 
terior, G.  943.  Pero  todos  ellos  ó  han  quedado  incluidos 
en  la  derogatoria  que  baco  la  ley  de  18  de  Abril  de  1853 
ó  .son  ya  de  un  efecto  cumplido ;  y  por  esto  hemos  omiti- 
do su  inserción.  Ponemos  sin  embargo  esta  noticia,  para 
que  si  alguna  vez  fuere  necesario  consultarlos  por  sus 
efectos  pasados,  se  sepa  dondg  han  de  hallarse. 
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permiso  para  venir  á  Venesnela  ha  recafdo  le  re- 
solución siguiente : 

*'De  acuerdo  con  el  dictamen  del  Consejo  de 
Gobierno  se  resuelve:  que  el  antiguo  General 
de  Colombia  Francisco  Carmona  que  posterior- 
mente perteneció  al  ejército  de  la  Nueva  Grana- 
da y  se  encontraba  fuera  de  Venezuela  desde  an- 
tes de  so  separación  de  Colombia,  puede  como 
cualquiera  otro  venezolano  que  esté  en  el  mis- 
mo caso,  volver  libremente  al  pais  cuando  lo  ten- 
ga por  conveniente. — Por  S.  E- — Manrique. 
ENTRADA  de  pasajeros.  Véase  Pasajeros. 
ENVIADOS  EXTRANJEROS.    Véasc   Equipajes 

de  los  enviados  y  agentes  diplomáticos. 
EPIDEMIAS.  Deber  de  los  Gobernadores  para 

atajarlas.  Véase  Provincias,  art,  13.    Id.  de 

las  Juntas  de  sanidad.  Véase  id.  art.   74. 
EQUIPAJES.  Véase  Importación,  §  20  art.  18 

y  Cabotaje  (comercio  de)  (Apéndice  al  primer 

tomo)  §  ünico  del  art.  8. 

EQUIPAJES  DE  LOS  ENVIADOS  T  AGENTES  DI- 
PLOMÁTICOS. Están  libres  de  derechos  de  im- 
portación. Véase  Arancel  de  importación^  R. 
E.  de  6  de  Noviembre  de  1828. 

ERECCIÓN     Y    TRASLACIÓN     DE     PARROaVIAS. 

Véase  Diputaciones  provinciales,  atrib.  21 
del  art.  2J,  y  art.  76,  núm,  4?  y  D.  de  10  de 
Marzo  de  1840. 

ERECCIÓN  DE  VILLAS.  Véase  Villas. 

ESCLAVOS.    Véase  Libertad  de  esclavos  y 
Tráfico  de  esclavos. 

ESCOBAR  (coronel  graduado  ramón).  Véa- 
se Pensiones,  D.  de  22  de  Marzo  de  1852. 

ESCRIBANÍAS.  Indemnización  desús  valores. 
Véase  Registro,  arl.  38. 

ESCRIBANÍAS,  decreto  de  29  de  febrero 
DE  1844  mandando  abonar  el  valor  de  una 
á  los  herederos  de  José  Otalora, 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso. 

En  vista  de  las  solicitudes  de  Gregorio  Code- 
cido  reclamando  el  pago  del  valor  de  una  escri- 
banía que  pertenecía  á  su  suegro  José  Otalora 
en  la  ciudad  de  Valencia  y 

CONSIDERANDO  ; 

Que  aunque  se  ha  hecho  cuestionable  si  el  re- 
clamo se  intentó  en  tiempo  hábil  ó  diez  dias  des- 
pués de  cumplido  el  término  prefijado  por  la  ley 
de  24  de  Mayo  de  1836,  es  justo  y  equitativo  que 
en  el  presente  caso  que  se  halla  exento  de  todo 
fraude,  no  sean  perjudicados  en  sus  intereses  loa 
herederos  del  mencionado  Otalora,  al  tiempo 
mismo  que  la  ley  citada  no  turo  por  objeto  per- 
judicar en  sus  derechos  6  loa  antiguos  poseedo* 
res  de  escribanías,  y  se  propuso  solo  arreglar 
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los  créditos  provenientes  áe  elks  en  un  tiempo 
determinado, 

DBORRTAN  : 

Art*  único.  Se  pagará  á  los  herederos  de  José 
Otalora  el  valor  de  ]a  escribanía  que  este  servia 
en  la  ciudad  de  Valencia  en  los  términos  y  con 
los  fondos  destinados  para  este  efecto  por  la  ley 
de  oficinas  de  registro,  siempre  que  el  crédito  se 
encuentre  calificado  debidamente  con  los  docu- 
mentos competentes. 

Dado  en  Caracas  á  28  de  Febrero  de  1844, 
año  159  de  la  ley  y  349  de  la  independencia. — 
£1  Presidente  del  Senado,  Mariano  Uzcátegui, 
— ^£1  Presidente  de  la  Cámara  de  Representan- 
tes, Jacinto  Gutiérrez. ^El  Secretario  del  Se- 
nado, José  Ángel  Freiré* — El  Secretario  de  la 
Cámara  de  Representantes,  Juan  A.  Pérez. 

Caracas  29  de  Febrero  de  1844,  159  ^^  1^  ^^Y 
y  349  de  la  independencia. — Ejecútese. — Carlos 
Soublette» — Por  S.  £.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica.— El  Secretario  de  Estado  en  los  Despachos 
de  lo  Interior  y  Justicia,  Juan  itf.  Manrique. 

ESCRIBANÍAS,  let  de  6  de  junio  de  1846 
indemnizando  á  los  secretarios  de  cámara, 
escribanos  de  registro  y  de  hacienda,  y  tasa- 
dores del  valor  de  sus  oficios. 

£1  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

DECRETAN: 

Art.  19  Los  secretarios  de  cámara  y  escriba- 
nos de  registros  que  ejercieron  sus  oficios  en  Ve- 
nezuela, y  que  por  las  leyes  de  Colombia  per- 
dieron estos  oficios  hereditarios,  comprados  al 
Gobierno  español,  serán  indemnizados  de  la 
cuarta  parte  de  la  cantidad  que  les  importaron. 

Art.  29  Los  escribanos  de  hacienda  y  tasado- 
res que  por  leyes  de  Venezuela  quedaron  priva- 
dos de  sus  destinos,  serán  indemnizados  de  la 
total  cantidad  que  por  ellos  dieron,  siempre  que 
los  primeros  hayan  hecho  sus  reclamos  dentro 
del  término  prescrito  en  el  artículo  34  de  la  ley 
de  24  de  Mayo  de  1836  estableciendo  las  ofici- 
nas de  registro. 

-  Art.  39  Las  indemnizaciones  acordadas  en  los 
artículos  anteriores,  se  harán  á  prorata  con  la 
cuarta  parte  de  los  derechos  de  registro.  Los 
Oobernadores  respectivos  ante  quienes  ocurran 
con  sus  documentos  los  interesados,  harán  la  de- 
claratoria de  hallarse  estos  en  los  casos  expresa- 
dos, sujetándola  á  la  aprobación  del  Poder  Eje- 
cutivo. 

Art.  49  Cuando  los  ramos  de  hacienda  y  re- 
gistro se  hayan  rematado  6  comprado  en  conjun- 
to, 86  calcularán  iguales  sus  valores  en  el  cóm- 
puto que  ha  de  hacerse  para  el  pago,  siempre 
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que  no  pudiere  averiguarle  lo  que  importó  cada 
oficio. 

Art.  59  Cuando  por  algún  impedimento  insu- 
perable á  juicio  del  Poder  Ejecutivo,  hubieren 
dejado  los  interesados  de  reclamar  las  indemni- 
zaciones que  se  concedieron  á  los  escribanos  por 
el  artículo  33  de  la  ley  de  24  de  Mayo  de  1836 
que  creó  las  oficinas  de  registro,  podrán  introdu- 
cir 8US  solicitudes  dentro  del  término  que  señala 
la  presente  ley. 

Art.  69  Se  señala  el  término  de  un  año  para 
que  las  personas  á  quienes  favorece  esta  ley,  ha- 
gan sus  reclamaciones  ante  los  Gobernadores 
respectivos.  Pasado  aquel  término  no  se  admiti- 
rá ninguna  solicitud  cualesquiera  que  sean  los 
motivos  que  se  aleguen  para  no  haberse  hecho 
oportunamente. 

Dada  en  Caracas  á  30  de  Mayo  de  1846,  año 
179  de  la  ley  y  369  de  la  independencia. — £1 
Presidente  del  Senado,  Rafael  Enríquez. — El 
Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes,  Pe- 
dro José  Rojas. — El  Secretario  del  Senado,  José 
Ángel  Freiré. — El  Secretario  de  la  Cámara  de 
Representantes,  J.  A,  Pérez, 

Caracas  6  de  Junio  de  1846,  año  179  de  la  ley 
y  369  de  la  independencia. — Ejecútese. — Carlos 
Soublette.—  Vor  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica.— El  Secretario  de  Estado  en  los  Despa- 
chos de  lo  Interior  y  Justicia,  Francisco  Cobos 
Fuertes. 

ESCRITURAS.  Véase  Documentos  y  registro. 
ESCRITURAS  de  fianza.  Único   derecho  que 

debe  pagarse  por  su  registro.  Véase  Registro, 

R.  E.  de  10  de  Marzo  de  1852. 

ESCRUTINIO  DE  LAS  ELECCIONES  PARROQUIA- 
LES. Véase  Eleciones,  L.  5^,  y  Concejos  mu- 
nicipales, 

ESCRUTINIO  DE  LAS  ELECCIONES  DE  PRESI- 
DENTE Y  VICEPRESIDENTE  DE  LA  REPÚBLICA. 

Véase  Cámaras  legislativas,  artículos  consti- 
tucionales que  establecen  las  funciones  y  dis- 
posiciones comunes  á  ambas,  el  77. 

ESCUDO    DE  ARMAS  DE    LA  REPÚBLICA.    VéaSC 

Armas  y  pabellón  de  Venezuela. 

ESCUDO  DE  ARMAS  DE  LA  REPÚBLICA.  RESO- 
LUCIÓN EJECUTIVA  DE  29  DE  OCTUBRE  DD  1836 

declarando  por  qué  rentas  deben  costearse 
los  de  las  oficinas. 

República  de  Venezuela.— Secretaría  do  Estado 
en  el  Despacho  del  Interior  y  Justicia. — Sección 
otntral.— Núm.  686— Circular.— Caracas  29  de  Oc- 
tubre de  1836,  7  y  26. 

Sr.  Gobernador  de 

Habiendo  consultado  el  Gobernador  de  Coro 
de  qué  fondos  debe  salir  el  gasto  que  ocasione  la 
construcción  de  los  escudos  de  armas  que  con- 
forme al  decreto  de  20  de  Abril  del  corriente 
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afio  deben  colocarse  en  las  salas  y  puertas  exte- 
riores de  los  tribunales  de  justicia  y  oñcinas  pu- 
blicas, ha  resuelto  con  fecha  de  hoy  lo  que  si- 
gue: 

"La  ley  no  ha  determinado  de  qué  fondos  se 
haga  el  gasto  de  los  escudos  de  las  armas  nacio- 
nales, y  no  creyendo  justo  el  Ejecutivo  que  se 
grave  con  él  á  los  empleados  de  las  oñcinas  en 
que  deben  colocarse;  entiende  que  los  escudos 
de  los  Concejos  municipales  y  de  las  oficinas  cu- 
yos empleados  son  sostenidos  por  las  rentas  pro- 
vinciales deben  costearse  de  estos  mismos  fon- 
dos, y  los  escudos  de  las  dema»  oficinas  de  las 
rentas  nacionales.  Comuniqúese  á  las  secretarías 
del  despacho  y  en  circular  á  los  Gobernadores  á 
los  fines  consiguientes/' 

Con  cuyo  objeto  lo  transcribo  á  US. — Soy  de 
US.  atento  servidor. — José  Bracho, 

ESCUDO    DE  ARMAS    DE    LA    REPÚBLICA.    RESO- 
LUCIÓN   EJECUTIVA    DE  5   DE    NOVIEMBRE    DE 

1836  determinando  sus  dimensiones. 

República  de  Venezuela. — Secretaria  de  Catado 
en  el  Despacho  del  Interior  y  Justicia. — Sección 
central.— -Núm.  593  — Circular.— 'Carácaa  6  do  No- 
viembre do  1836,  7  y  26. 

Sr.  Gobernador  de 

En  observancia  del  decreto  de  20  de  Abril  ul- 
timo, que  determina  el  escudo  de  armas  de  la 
República;  y  con  el  ñn  de  que  haya  una  regla 
que  uniforme  los  que  hayan  de  colocarse  en  las 
oñcinas  públicas;  resuelve  el  encargado  del  Po- 
der Ejecutivo,  primero:  que  los  escudos  de  ar- 
mas sean  de  figura  elíptica ;  y  segundo :  que 
su  longitud  sea  de  27  pulgidas  para  los  de  las 
Cámaras  Legisla tivns,  Poder  Ejecutivo  y  Corte 
Suprema  de  justicia:  de  2i  para  los  de  los  Go- 
bernadores de  Itis  provincias,  Cortes  Superiores 
de  distrito,  y  Diputaciones  provinciales;  y  de 
17  para  los  de  las  demás  oficinas. 

Lo  comunico  á  US.  para  su  inteligencia. 

Soy  de  US.  atento  servidor. 

José  Bracho. 

ESCUELA    DE     AGRICULTURA.    DECRETO  DE  16 

DE  AGOSTO  DE  1844  auxiUando  el  estableció 
miento  y  continuación  de  una  en  la  capital 
de  la  República, 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso, 

Vista  la  solicitud  de  la  Sociedad  Económica 
de  Amigos  del  pais  de  Caracas  sobre  formación 
de  un  instituto  agrario,  ó  auxilio  del  Tesoro  pú- 
blico á  la  escuela  de  agricultura,  pastoría  y  ve- 
terinaria, acordada  con  alguna  dotación  por  la 
Diputación  de  la  misma  provincia,  atendiendo  á 
la  recomendación  hecha  por  la  Dirección  de  es- 
tudios, á  cuyos  informes  se  ha  referido  el  Go- 
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bierno  en  sus  memorias  de  los  affos  de  42,  43  y 
44;  y 

considerando: 

Que  es  de  fomentarse  este  ensayo  de  enseñan- 
za tan  importante  á  Venezuela,  en  atención  á 
sus  principales  ramos  de  industria,  con  la  espe- 
ranza de  provechosos  resultados,  y  de  que  la  po- 
sibilidad del  Erario  permita  oportunamente  en  el 
particular  la  forma  y  extensión  que  roas  conven- 
gan, 

decretan: 

Art.  19  Se  destina  del  Tesoro  público  por  el 
término  de  cuatro  años,  la  cantidad  de  1.200  pe- 
sos en  cada  uno,  en  calidad  de  auxilio  á  la  escue- 
la de  agricultura,  pastoría  y  veterinaria  estable- 
cida en  esta  capital  por  la  Diputación  de  la  pro- 
vincia; y  ademas  por  una  vez,  y  para  las  aten- 
ciones extraordinarias  del  mismo  establecimien- 
to, la  de  ochocientos  pesos. 

Art.  29  Se  acuerda  también  sobre  el  Tesoro 
público  el  gasto  que  sea  necesario  en  cada  curso 
de  la  escuela  mencionada  para  proporcionar  los 
libros  é  instrumentos  que  el  Gobierno  prescriba, 
con  consulta  de  la  Dirección  de  estudios  y  del 
preceptor  del  establecimiento,  á  cuatro  alumnos 
de  cada  provincia  que  sean  escogidos  en  concur- 
so, y  designados  para  cursantes  por  las  Diputa- 
ciones respectivas.  Estos  cursantes  no  pagarán 
el  derecho  de  inscripción,  ni  aun  cuando  la  es- 
cuela se  agregue  á  la  Universidad. 

Art.  3^  Las  Diputaciones  provinciales  podrán 
auxiliar  con  las  rentas  municipales  á  uno  de  los 
alumnos  de  que  trata  el  artículo  anterior,  que 
por  la  escasa  fortuna  de  sus  padres  no  pueda 
cursar  las  materias  de  la  escuela  de  agricultura, 
bajo  las  condiciones  que  tengan  á  bien  estipular 
en  favor  de  la  provincia. 

Art.  49  Cuando  ej  Poder  Ejecutivo  observe 
que  pasado  un  año  de  abierta  la  escuela,  no  han 
concurrido  veinticuatro  alumnos  &  matricularse, 
suspenderá  la  erogación  de  los  mil  doscientos 
pesos  asignados  en  el  artículo  I9 

Art.  69  1' I  Poder  Ejecutivo  queda  encargado 
de  disponer  lo  conveniente  para  la  economía  y 
acerta'^a  inversión  del  auxilio  que  proporciona 
este  decreto. 

Dado  en  Caracas  á  11  de  Mayo  de  1844,  aRo 
159  de  la  ley  y  349  de  la  independencia. — El 
Presidente  del  Senado,  José  Vargas. — El  Presi- 
dente de  la  Cámara  de  Representantes,  José  Bfa^ 
cario  Yépes. — El  Secretario  del  Senado,  José 
Ángel  Freiré, — El  Secretario  de  la  Cámira  de 
Representantes,  Juan  Antonio  Pérez* 

Caracas  Agosto  16  de  1644,  año  159  ^®  ^^  ^^Y 
y  349  de  la  independencia. — Ejecútese. — Carlos 
Soublette.^Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repú- 
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blica. — El  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho 
de  lo  Interior,  Francisco  Cobos  Fuertes* 
ESCUELA  MILITAR.  Su  organización  y  régi- 
men. Véase  Academia  de  matemáticas. 

ESCUELA     MILITAR.     RBSOLVCION     EJECUTIVA 

DE  22  DE  MATO  DE  1835  dispofíiendo  que  ha- 
ya una  en  cada  cuerpo. 

Bepública  de  Venezuela.— Secretaría  de  E.  en  el 
D.  del  Interior  y  Justicia. — Sección  central. — Cara- 
cas 22  de  Mayo  de  1835,  año  6  de  la  ley  y  25  de  la 
independencia.— Nú m.  315. 


Al  Sr.  Secretario  de  E.  en  el  D.  de  la  Guerra. 

Por  el  artículo  11  del  plan  general  de  estu- 
dios, fecha  3  de  Octubre  de  1826,  debe  haber  en 
cada  cuerpo  de  los  que  componen  el  ejército, 
una  escuela  primaria  militar,  en  que  se  ensefle  á 
las  clases  y  tropa  á  leer,  escribir  y  contar. 

La  necesidad  y  conveniencia  de  estos  estable- 
cimientos, no  necesita  de  recomendación:  el  mo- 
do de  plantearlos  es  sencillo  y  fácil,  según  el  ar- 
tículo citado;  y  el  tiempo  señalado  de  estudio, 
compatible  con  el  ejercicio  de  la  profesión  mili- 
tar. 

Son  dos  horas  distribuidas  en  el  curso  del  dia, 
á  los  que  no  estén  de  facción,  reducida  como  se 
ha  dicho  la  enseñanza  á  leer,  escribir  y  contar; 
poniendo  el  establecimiento  bajo  la  dirección  del 
Comandante  y  Ayudante,  dándose  al  maestn*  el 
sueldo  y  la  consideración  de  Sarjento  I9,  y  su-  ; 
ministrando  la  Kepública  A  cada  cuerpo  por  pri-  \ 
mera  vez,  las  pizarras,  lápices  y  silabarios  nece- 
sarios, como  lo  dispone  el  mismo  artículo  ;  todo 
lo  cual  es  verdaderamente  practicable.  Si  á  esto 
86  agregaran  algunos  premios,  ofrecidos  por  la 
oficialidad,  se  lograría  dentro  de  poco  tiempo, 
que  los  soldados  y  clases  se  hiciesen  de  tan  úti- 
les conocimientos.  Y  si  á  mas  de  esto,  se  tiene 
en  consideración,  que  el  decreto  estima  en  tanto 
el  establecimiento  de  estas  escuelas  militares, 
que  pone  en  paralelo  el  buen  estado  de  ellas,  con 
la  buena  conducta  del  cuerpo  el  dia  de  acción,  se 
habrá  de  convenir,  en  que  no  es  menos  urjente 
el  deber  que  útil  y  reulizablc  el  objeto. 

Por  e^tas  razones,  y  porque  el  cumplimiento 
de  la  ley  de  estudios  y  reglamento  orgánico, 
corren  á  cargo  del  Despacho  del  Interior  que  los 
refrendó,  presenté  informe  á  S.  E.  el  Presidente 
sobre  la  materia,  y  8.  E.  s»  ha  servido  disponer 
que  lo  diga  á  US.  á  los  efectos  consiguientes. 

Soy  de  US.  atento  servidor. 

(Firmado.)  Antonio  L.  Guzman^ 

Es  copia. — Guzman, 
ESCUELA   NORMAL   DE   BARiNAs.  Vésse  Jns- 

truccion  pública,  R.  E.  de  16  de  Octubre  de 

1851. 
ESCUELAS  DE  NIÑAS.  Véase  Colegio  nacional 
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de  niñas  y  Conventos,  L.  de  28  de  Julio  de 
1821. 

ESCUELAS  PRIMARIAS.  Véase  Intruccion  pú- 
blica, LL.  L  art.  I9,  núm.  I9  y  art.  3?  y  III, 
art.  7  y  su  6,  y  RR.  EE.  de  30  de  Junio  de 
1835. 

ESCUELAS  primarias:  Deber  de  los  conce- 
jos municipales  sobre  ellas.  Véase  provincias, 
art.  78. 

ESCUELAS  primarias.  Auxilio  á  las  de  Apu- 
re. Véase  Apure,  D.  de  9  de  Abril  de  1844. 

ESCUELAS  primarias,  decreto  de  5  de 
ABRIL  DE  1848,  auxiliando  las  de  la  provin- 
cia de  Margarita* 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

Considerando  que  la  provincia  de  Margarita 
por  su  actual  decadencia,  carece  de  estableci- 
mientos de  educación  primaria,  y  que  esta  cau- 
sal traerá  la  conclusión  del  Colegio  Nacional  que 
allí  existe;  y  atendida  la  solicitud  de  la  Direc- 
ción general  de  Instrucción  pública  hecha  en  su 
exposición  de  24  de  Diciemdre  último, 

decretan: 

Art.  19  El  tesoro  público  auxiliará  con  ocho- 
cientos pesos  anuales  la  educación  primaria  de 
la  provincia  de  Mirgarita. 

Art.  29  El  Poder  Ejecutivo  dará  las  ordenes 
convenientes  para  que  esta  cantidad  se  tenga  á 
disposición  de  la  Diputación  de  aquella  provin- 
cia. 

Dado  en  Caracas  á  3  de  Abril  de  1848,  año 
199  de  la  ley  y  389  de  la  independencia. — El 
Presidente  del  Senado,  Eduardo  Antonio  Hur^ 
tado. — El  Presidente  de  la  Cámara  de  Repre- 
sentantes, F,  Olavarría — El  Secretario  del  Se- 
nado, J.  A.  Freyre* — El  Secretario  de  la  Cáma- 
ra de  Representantes,  Juan  A*  Pérez, 

Caracas,  Abril  5  de  1848,  año  399  de  la  ley  y 
389  ^®  ^*  independencia. — Ejecútese. —  Diego 
Bautista  Urbaneja. — Por  S.  E.  el  Vicepresi- 
dente de  la  República  encargado  del  Poder  Eje- 
cutivo.— El  Secretario  de  Estado  en  los  Despa- 
chos del  Interior  y  Justicia,  Tomas  José  Sana^ 
vria* 

ESCUELAS  NÁUTICAS,  ley  de  26  de  junio 
de  1843,  sobre  ellas — que  reforma  la  de  14 
de  Febrero  de  1837,  pag,  1^  del  cuaderno  de 
ese  año,  y  278,  núm.  282  del  de  1651 — y  es- 
ta la  de  íi  de  Abril  de  1834,  pág,l  del  cuer- 
po comprensivo  de  las  de  ese  año,  y  132, 
núm.  166,  del  de  1851. 

El  Senado  y  Cámara  do  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 
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DECRR1AJI  : 

Art,  19  Las  escuelas  náuticas  establecidas  por 
decreto  de  14  de  Febrero  de  1837,  en  los  cole- 
gios nacionales  de  Margarita  y  Maracaibo  con- 
tinuarán regentadas  por  un  director  con  el  suel- 
do anual  de  1200  pesos  cada  uno,  pagado  por  el 
tosoro  público. 

Art.  29  El  Poder  Ejecutivo  podrá  establecer 
otra  escuela  en  el  colegio  nacional  de  Guayana, 
cuando  lo  estime  necesario,  oyendo  los  informes 
del  Gobernador  de  la  provincia  ;  pagándose  su 
director  según  lo  prevenido  en  el  artículo  ante- 
rior, y  á  propuesta  de  la  Dirección  general  de 
estudios. 

Art.  39  El  Poder  Ejecutivo,  previo  informe  déla 
misma  Dirección  designarálas  materias  de  estudios, 
duración  de  cursos,  y  libros  de  texto  que  han  de 
servir  á  la  enseiíanza. 

Art.  49  Para  hacer  efectivo  el  establecimien- 
to de  la  nueva  escuela  se  ponen  á  disposición 
del  Poder  Ejecutivo  1000  pesos  invertibles  en 
los  objetos  que  su  director  designe  como  nece- 
sarios, con  acuerdo  del  Gobernador  de  la  provin- 
cia; y  respecto  de  las  de  Margarita  y  Maracai- 
bo, si  en  ellas  no  se  hubiere  hecho  ya  la  inver- 
sión de  igual  cantidad  que  á  cada  una  les  señaló 
el  citado  decreto,  el  Poder  Ejecutivo  queda  auto- 
rizado para  hacer  el  gasto  hasta  completar  dicha 
cantidad. 

Art.  59  Se  deroga  el  decreto  de  14  de  Febre- 
ro de  1837. 

Dada  en  Caracas  á  17  de  Mayo  de  1843,  año 
149  de  la  ley  y  339  ^^  ^^  independencia. — El 
Presidente  del  Senado.  José  Vargas, — El  Pre- 
sidente de  la  Cámara  de  Representantes,  Ma- 
nuel Felipe  de  Torar.— El  Secretario  del  Sena- 
do, José  Ángel  Freyre. — El  Secretario  de  la  Cá- 
mara  de  Representantes,  J.  A  Pérez. 

Sala  del  despacho.  Caracas  26  de  Junio  de 
1843,  año  149  de  la  ley  y  339  ^^  ^^  independen- 
cia.— Ejecútese. — Carlos  Souhlette.* — Por  S.  E. 
— El  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho  de  guer- 
ra y  Marina,  Rafael  Urdaneta.{*) 

(*)  Análisis  campar cUivo  de  las  leyes  deW  de  Abrd  de 
1834, 14  de  Febrero  de  1837,  y  26  ¿e  Junio  de  1843  sobre  es- 
cuelas náuticas. 

La  de  84  establecía  solo  una  escuela  en  el  colegio  na- 
cional  de  Margarita  con  la  mitad  del  producto  de  las  sali- 
nas de  dicha  isla,  siempre  que  no  pasase  de  seiscientos  po- 
sos ;  y  la  de  87  mandó  establecer  ademas  de  la  de  Marga- 
rita, otra  en  el  colegio  de  Maracaibo,  costeadas  ambas 
por  el  tesoro,  y  con  la  asignación  de  1200  pesos  anuales,  y 
1000  para  cada  una,  por  una  vez,  para  utensilios,  dui. ;  y 
finalmente  la  de  48  aumentó  otra  escuela  en  el  colegio  na- 
cional de  Guayana,  cuando  el  Poder  Ejecutiyo  estimase 
necesario  su  establecimiento,  oyendo  el  informe  del  Gober- 
nador con  las  mismas  asignaciones  que  las  creadas  ante- 
ríormente. 
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ESCUELAS  NÁUTICAS,  decreto  ejbcuttI^o 
DE  28  DE  SETIEMBRE  DE  1841,  orffantzáudo- 
las.  (•) 

José  Antonio  Páez^ 

Presidente  de  la  República  de  Venezuela^ 

¿pa ,  4*^*'  4*^* 

Creadas  por  la  ley  de  14  de  Febrero  de  1837 
las  escuelas  náuticas  de  Maracaibo  y  Margarita, 
y  deseando  el  Gobierno  obtener  de  estos  esta- 
blecimientos de  instrucción,  oficiales  a))tos  para 
la  marina  de  guerra  y  pilotos  para  la  mercante, 
conforme  lo  manifestó  al  Congreso  al  pedir  la 
creación  de  estas  escuelas. 

DECRETA  : 

Art.  19  se  establecen  dos  escuelas  náutiras  en 
la  República,  una  en  Maracaibo  y  otra  en  Marga- 

¡  rita,  estarán  bajo   la    inspección   del   Gobierno, 

j  quien  nombrará  los  preceptores  y  les  dará  los  re- 
glamentos convenientes  parae!  régimen  interior. 
^  único.  Estas  escuelas  serán  corteadas  por  el 
Tesoro    público,  con  arreglo  al  decreto  de  14  de 

;  Febrero  de  1837. 

Art.  27  Las  expresadas  escuelas  harán  parte 
de  los  colegios  nacionales  existentes  en  los  luga- 
res respectivos,  y  solo  estarán  sujetas  al  régimen 
de  aquellos  establecimientos  literarios,  y  por  con- 
siguiente bajo  la  inspección  y  celo  de  la  Dirección 
general  de  instrucción   pública,   por  lo   que  res- 

¡  pecta  el  orden  interior  peculiar  de  ellos,  como 
época  y  duración  de  vacaciones,  horas  de  abertu- 
ra y  receso  de  las  clases,  asistencia  puntual  de 
los  profesores,  manejo  y  porte  de  estos  en  la  en- 
señanza, tiempo  y  modo  de  hacer  los  exámenes 
y  comportamiento  de  los  alumnos. 

Art.  39  Durará  cuatro  afíos  el  curso  completo 
de  marina  y  se  enseñarán  las  materias  que  él  re- 
quiere, por  la  obra  elemental  de  D.  Gabriel  Cis- 
car, añadiéndose  la  maniobra  marítima  y  el  uso 
de  la  artillería  de  &  bordo.  Dividiránse  por  años 
las  materias  según  el  orden  siguiente. 

Estudiarán  los  alumnos  la  aritmética  en  el  pri- 
mer año  con  inclusión  de  las  potencias  y  raices, 
razones,  proporciones  y  progresiones,  y  una  idea 
general  de  los  logaritmos,  cuyas  materias  com- 
prende el  tomo  19  de  la  obra  citada  de  Ciscar ; 
y  ademas  la  geometría  y  trigonometría  rectilí- 


{*)  Este  Decreto  fué  dado  en  virtnd  de  lo  dispuesto  por 
la  ley  de  14  de  Febrero  du  1837.  La  de  26  de  Junio  do 
1843  derogó  esta,  pero  con  el  único  objeto  de  facaltar  al 
Poder  Ejecutivo  para  crear  la  de  Guayana ;  y  aunque  por 
el  art.  8.^  se  dice  que  el  Poder  Ejecutivo  previo  informe 
de  la  Diputación  desianará  las  materias  de  estudio,  &a., 
hasta  ahora  no  ha  dado  ningún  nuevo  decreto  sobre  el 
particular.  Debo,  pues,  considerarse  en  vigor  el  presente. 
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nea,  que  se  hallan  explicadas  en  el  tomo  29  de 
la  mi&ma  obra. 

En  el  segundo  año  aprenderán  la  trigonome- 
tría esférica  y  cosmografía  con  la  extensión  con 
que  están  tratadas  en  el  tomo  39 

En  el  tercer  año,  estudiarán  la  geografía,  el 
pilotage,  e]  uso  de  los  instrumentos  ópticos  y  las 
demás  materias  que  encierra  el  49  tomo. 

En  el  cuarto  afío,  harán  un  repaso  general  de 
las  materias  estudiadas  en  los  años  anteriores,  y 
aprenderán  ademas  la  maniobra  marítima  con 
toda  la  extensión  posible,  el  uso  de  la  artillería 
de  á  bordo,  el  modo  de  estivar  un  bajel,  los  prin- 
cipios de  la  táclica  naval  y  las  ordenanzas  gene- 
rales de  la  armada. 

^  único.  Para  la  enseñanza  de  las  materias  del 
cuarto  año  formarán  los  directores  cuadernos  en 
que  se  hallen  estractadas  aquellas  de  la  cartilla 
marítima  de  Zuloaga  á  otras,  pasándolas  al  Go- 
bierno para  su  aprobación  ó  reforma. 

Art.  49  Los  alumnos  de  la  escuela  náutica 
asistirán  tres  veces  por  semana  á  la  clase  de  di- 
bujo creada  en  los  respectivos  colegios. 

Art.  59  ün  aílo  de  asistencia  puntual  con 
aprovechamiento,  acreditado  por  los  exámenes 
de  las  materias  que  se  enseñan  en  el  primer  año 
dan  derecho  al  título  y  sueldo  de  guardia  marina 
de  la  armada  nacional,  que  se  obtendrá  por  soli- 
citud del  interesado,  informada  por  el  director 
de  la  academia  y  elevada  al  Gobierno  por  la  au- 
toridad militar  correspondiente. 

Art.  69  El  Comandante  del  apostadero  de 
Maracaibo,  y  el  de  armas  de  Margarita,  que  es 
la  autoridad  militar  de  que  habla  el  artículo  an- 
terior, asociándose  á  los  directores  respectivos, 
reunirán  semanalmente  á  los  guardias  marinas  y 
harán  que  se  les  instruya  en  las  ordenanzas  de 
la  armada  y  del  ejército,  así  como  en  el  manejo 
del  fusil.  Harán  también  los  mencionados  jefes 
y  directores  que  los  dichos  guardias  marinas  va- 
yan durante  las  vacaciones  á  hacer  el  servicio 
en  los  bajeles  de  guerra  que  se  hallaren  surtos 
en  el  puerto,  y  aun  si  posible  fuese,  sin  perjui- 
cio del  estudio  de  las  materias.que  correspondan, 
á  hacer  viajes  de  pocos  dias  en  los  mismos  bu- 
ques. 

Art.  79  Los  guardias  marinas  aprobados  en 
las  materias  del  curso  completo  de  náutica,  tie- 
nen derecho  al  título  de  segundos  pilotos,  y  lue- 
go que  lo  practiquen  con  aprovechamiento  un 
año  en  los  bajeles  de  guerra  lo  tendrán  al  de 
primeros. 

Ari  89  La  admisión  de  guardias  marinas  es- 
tará sujeta  á  la  regla  general  siguiente:  se  reci- 
birán quince  en  cada  escuela :  fíjase  la  edad  de 
quince  años  como  la  menor  que  deben  tener  los 
jóvenes  para  ser  admitidos  en  la  academia  en 
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clase  de  guardias  merinas ;  y  ademas  del  requi- 
sito de  la  edad  mencionada,  deberán  saber  leer, 
escribir,  las  primeras  reglas  de  aritmétíea,  y  los 
elementos  de  la  gramática  castellana. 

Art.  99  Los  que  no  quisieren  sentar  plaza  de 
goardiae  marinas  y  estar  á  sueldo  del  Gobierno, 
sino  que  prefiriesen  continuar  estudiando  por  su 
cuenta,  lo  harán  libremente,  sujetándose  en  lo 
económico  á  los  reglamentos,  y  recibirán  al  fin 
del  curso  el  título  de  segundos  pilotos,  si  fueren 
aprobados  en  las  materias  de  él.  Lo  tendrán  de 
primeros  pilotos  cuando  naveguen  catorce  meses 
con  aprobación  de  Jos  capitanes  de  las  naves  de 
guerra  ó  mercantes  á  cuyo  bordo  practiquen  los 
conocimientos  adquiridos, 

^  único.  Corresponde  á  los  Gobernadores  res- 
pectivos con  informe  de  los  directores  admitir 
en  las  escuelas  á  los  que  quieran  estudiar  en  los 
términos  expresados  en  este  artículo,  bajo  las 
formalidades  prevenidas  en  el  anterior  determi- 
nando previamente  su  numero. 

Art.  10.  Los  guardias  marinas  que  concluyan 
con  aprovechamiento  el  curso  completo  pasarán 
á  bordo  de  los  bajeles  de  guerra  á  practicar,  y 
optarán  á  los  ascensos  á  que  les  den  derecho  las 
leyes. 

Art.  11.  No  se  admitirán  guardias  marinas  en 
el  servicio  sino  á  condición  de  que  estudien  en 
la  academia.  Si  fueren  necesarios  algunos  jóve- 
nes á  bordo  para  que  hagan  las  veces  de  guar- 
dias marinas,  se  admitirán  diez  en  clase  de  aven- 
tureros con  el  sueldo  de  marineros  de  segunda 
clase:  y  si  algún  dia  se  hallaren  con  la  aptitud 
necesaria  podrán  presentarse  á  examen  en  las 
materias  del  curso,  y  siendo  aprobados  recibirán 
el  título  de  primeros  pilotos  y  el  grado  militar  á 
que  les  den  derecho  las  leyes. 

^  único.  Los  actuales  guardias  marinas  que  se 
hallan  en  servicio  tienen  derecho  á  continuar  en 
él,  y  obtendrán  el  ascenso  que  les  corresponda. 

Art.  12.  Como  medios  de  estimular  al  estudio 
y  castigar  la  desaplicación  empleará  el  catedrá- 
tico con  acuerdo  del  rector,  premios  y  correccio- 
nes en  sus  casos,  con  tal  que  estas  no  vejen  ni 
ridiculicen  á  los  alumnos  inspirándoles  rencoro- 
sas pasiones,  y  que  aquellos  no  sean  de  tal  na- 
turaleza que  establezcan  odiosas  preferencias. 
Dos  correcciones  ineficaces  autorizan  al  catedrá- 
tico para  dar  informe  contra  un  alumno  al  mi- 
nisterio de  marina,  y  á  este  para  despedirlo  del 
servicio.  En  cuanto  á  los  alumnos  no  militares 
la  separación  se  hará  sin  anuencia  del  Gobierno, 
con  solo  el  acuerdo  del  rector  del  colegio. 

Art.  13.  Todos  los  años,  y  por  el  tiempo  en 
que  se  celebren  los  exámenes  de  los  respectivos 
colegios,  sufrirán  el  suyo  los  alumnos  de  náuti- 
ca, .el  cual  estalla  sujeto  á  las  mismas  formalida* 
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des  que  aquellos ;  pudiendo  ademas  concurrir  á 
él  todos  los  inteligentes  en  la  materia  y  pregun- 
tar libremente  sobre  los  puntos  á  que  se  contrai- 
ga. Las  calificaciones  que  en  estos  exámenes  se 
hagan  serán  las  de  sobresaliente  y  bueno, 

Art  14.  Al  fin  del  curso  sufrirán  los  alumnos 
de  náutica  un  examen  general  de  todas  las  ma- 
terias estudiadas  en  los  cuatro  años,  al  cual  con- 
currirán por  invitación  expresa  los  jefes  y  oficia- 
les del  ejército  y  marina  que  se  hallen  en  los  lu- 
gares respectivos  y  los  capitanes  y  pilotos  de  na- 
ves nacionales  y  extranjeras,  teniendo  todos  el 
derecho  de  interrogar  sobre  las  materias  del  cur- 
sa. El  informe  que  el  director  y  el  rector  den  al 
Gobierno  acerca  de  estos  exámenes  generales, 
estará  suscrito,  ademas  de  dichos  señores,  por  las 
personas  que  hubiesen  preguntado,  y  contendrá 
las  calificaciones  que  hayan  merecido  los  alum- 
nos. 

Art.  15.  Después  del  examen  general  con  que 
termina  el  curso,  así  como  también  de  cada  uno 
de  los  parciales,  y  en  cada  cuatrimestre,  infor- 
marán al  Gobierno  precisamente  los  directores 
por  conducto  de  la  secretaría  de  marina  acerca 
del  estado  de  las  escuelas,  mejoras  que  conven- 
ga hacer  en  ellas,  y  de  los  adelantamientos  de 
los  alumnos. 

Art.  16.  El  secretario  de  marina  queda  encar- 
gado de  la  ejecución  de  este  decreto,  y  de  dar 
cuenta  de  él  al  Congreso  en  su  próxima  reunión. 

Dado  en  Caracas  á  28  de  Setiembre  de  184 i, 
129  y  3lO— José  A.  Páez.-^Por  S.  E.— Carlos 
Soublelte. 

ESCUELAS  .NORMALES  DE  DIBUJO  Y  PINTURA. 

DECRETO  DE  18  DE  ABRIL  DE  1853  Concedien- 
do un  auxilio  á  la  de  la  capital  de  la  Repú- 
bica,  y  favoreciendo  su  creación  en  otras. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela  reunidos  en  Congreso. 

Vista  la  comunicación  de  la  Dirección  general 
de  Instrucción  Pública,  fecha  24  de  Febrero  dei  i 
corriente  año,  pidiendo  encarecidamente  se  auxi- 
lie la  escuela  normal  de  dibujo  y  pintura,  estable- 
cida en  esta  capital  por  la  ordenanza  de  3  de  Di- 
ciembre de  1849,  y 

considerando: 

19  Que  el  Congreso  tiene  la  atribución  consti- 
tucional de  promover  la  instrucción  pública,  el 
progreso  de  las  ciencias  y  artes,  y  los  estableci- 
mientos de  utilidad  general. 

29  Que  los  grandes  adelantamientos  que  ha 
adquirido  esta  escuela  en  el  corto  tiempo  que  ha 
trascurrido  desde  su  creación,  revelan  que  solo 
necesita  la  acción  protectora  del  legislador  para 
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su  mayor  desarrollo,  y  para  que  sirva  á  la  pro- 
pagación en  toda  la  República  del  dibujo  y  la 
pintura,  como  elementos  indispensables  de' las 
artes  industriales  y  otros  progresos  de  la  civili- 
zación, y 

39  Que  la  creación  y  aprovechamiento  de  es* 
ta  escuela,  son  debidos  en  gran  parte  á  la  asidui- 
dad y  eficaz  dirección  de  su  preceptor,  Sr..  An- 
tonio José  Carranza,  sin  haber  tenido  una  ade- 
cuada recompensa,  al  paso  que  ha  de  dársele  ma- 
yor ensanche  al  establecimiento. 

DECRETAN. 

Art.  19  Se  deslina  anualmente  del  Tesoro  pú- 
blico la  suma  de  dos  mil  doscientos  pesos  para 
auxiliar  la  escuela  normal  de  dibujo  y  pintura  es- 
tablecida en  esta  capital  por  la  ordenanza  de  3 
de  Diciembre  de  1849,  de  la  Diputación  de  esta 
provincia. 

^  19  De  la  suma  á  que  se  refiere  este  artículo 
se  tendrá  á  disposición  de  la  Dirección  general 
de  Instrucción  Pública,  la  cantidad  de  mil  qui- 
nientos pesos  que  los  destinará  á  la  adquisición 
de  buenos  modelos  que  serán  propiedad  del  esta- 
blecimiento, y  á  auxiliar  proporcionalmente  álos 
alumnos  pobres  para  la  compra  de  lelas,  colore», 
pinceles  y  demás  utensilios  necesarios  para  su 
aprendizaje,  todo  de  acuerdo  con  el  director. 

^  29  El  actual  preceptor  Sr.  Antonio  José  Car- 
ranza, gozará  de  los  700  pesos  restantes  en  cla- 
se de  sobresueldo  anual, 

Art.  29  En  la  escuela  normal  de  dibujo  y  pin- 
tura se  admitirán  por  lo  menos  dos  jóvenes  de 
cada  una  de  las  otras  provincias  de  la  República, 
designados  por  las  respectivas  Diputaciones ;  y  to- 
dos los  que  gocen  del  beneficio  acordado  por  el 
§  19  del  artículo  I9  están  en  el  deber  de  dejaren 
beneficio  de  la  escuela,  uno  de  los  mejores  cua- 
dros que  hayan  ejecutado  á  juicio  del  director. 

Art.  39  íiOs  cuadros  que  se  compren  para  la 
escuela  y  los  que  hayan  de  dejar  en  ella  los 
alumnos,  según  el  articulo  anterior,  estarán  bajo 
el  cuidado  y  responsabilidad  del  director. 

Art.  49  Se  destinan  también  anualmente  del 
Tesoro  público  mil  pesos  para  cada  una  de  las 
otras  provincias  de  la  República  con  el  fin  de 
auxiliar  el  establecimiento  y  sosten  de  una  es- 
cuela de  dibujo  y  pintura  en  la  respectiva  capi- 
tal, poniéndose  dicha  cantidad  á  disposición  de 
las  Diputaciones  provinciales,  á  quienes  toca  dic- 
tar las  medidas  que  consideren  mas  convenien- 
tes para  llevar  á  efecto  aquel  establecimiento  y 
que  alcance  su  mayor  progreso. 

Art.  59  Este  auxilio  servirá  para  los  gastos 
de  la  enseñanza  y  adquisición  de  buenos  mode- 
los, sin  que  por  él,  se  impida  la  remisión  de  los 
dos  jóvenes  de  cada  provincia  que  deben  admi- 
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tirse  en  la  escuela  normal  de  Caracas,  según  el 
artículo  29 

Art.  69*  £1  presente  decreto  no  se  opone  ni 
altera  en  nada  la  ordenanza  que  haya  dictado  la 
honorable  D.iputacion  provincial  de  Caracas  so- 
bre la  materia. 

Dado  en  Caracas  á  13  de  Abril  de  1853,  año 
24  de  la  ley  y  43  de  la  independencia. — El  Pre- 
sidente del  Senado,  Raimundo  Andueza. — £1 
Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Francisco  Oriach. — El  Secretario  suplente  del 
Senado,  R.  Irazáhal, — El  Secretario  de  la  Cá- 
mara de  Representantes,  /.  Padilla* 

Caracas  Abril  16  de  1853,  año  24  de  la  ley  y 
43  de  la  independencia. — Ejecútese. — José  G. 
Monágas. — Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica.— El  Secretario  de  Estado  en  los  Despa- 
chos del  Interior,  Justicia  y  Relaciones  Exterio- 
res, Simón  Planas. 

ESCUQUE.  (Cantón.)  Agregación  á  el  de  las  par- 
roquias Ceiba  y  Ceibita.  Véase  División  ter- 
ritorial, D.  de  9  de  Abril  de  1.850. 
ESPAÑA.  Véase  Buques  españoles,  D.  de  13 
de  Marzo  de  1838. 

ESPAÑA.    DECRETO     DE    8    DE    MAYO    DE     1850 

mandando  celebrar  un  tratado  con  ella  sobre 
el  modo  y  términos  de  pagar  los  créditos  de 
venezolanos  contra  la  misma* 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso. 

decretan: 

Art.  único.  El  Poder  Ejecutivo  procederá  á 
celebrar  inmediatamente  con  la  nación  española  ' 
un  tratado  adicional  que  ponga  en  claro  el  modo 
y  términos  de  pagarse  los  créditos  de  ciudadanos 
venezolanos  contra  ella,  de  la  misma  manera 
que  en  el  tratado  existente  se  dispone  respecto 
de  los  subditos  españoles. 

Dado  en  Caracas  á  29  de  Abril  de  1850,  año 
21  de  la  ley  y  40  de  la  independencia. — El  Pre- 
sidente del  Senado,  José  T.  Pereira* — El  Pre- 
sidente de  la  Cámara  de  Representantes,  Juan 
José  Pereira  Lozada* — El  Secretario  del  Sena- 
do, José  Ángel  Freiré. — El  Secretario  de  la 
Cámara  de  Representantes,  J.  Padilla* 

Caracas  Mayo  8  de  1850,  año  21  de  la  ley  y 
40  de  la  independencia. — Ejecútese. — José  T. 
Monágas. — Por  S.  E. — El  Secretario  de  Estado 
en  el  Despacho  de  Relaciones  Exteriores,  Fer- 
nando  Olavarria. 
ESPAÑA.  Véase   Tratados  públicos,  D.  de  27 

de  Mayo  de  1845,  y  su  esplanacion,  y  D.  de 

10  de  Abril  de  1848,  y  Deuda  española. 
ESPAÑOLES.  Véase  España. 

ESPERA  Y  QX7ITA.   ley  VII  TÍT.  II  DEL  CÓDIGO 
PE  PROCEDIMIENTO   JUDICIAL   DB  27  DE  MAYO 
TOMO    II. 
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DE  1850  sobre  los  juicios  de  esta  especie,  que 
reforma  la  de  9  de  Abril  de  1849  p.  19  del 
cuaderno  de  leyes  de  ese  año,  y  740,  núm. 
700  del  cuerpo  de  1851,  que  reforma  la  de  6 
de  Mayo  de  1841,  p.  135  del  cuaderno  de  e^ 
año,  y  472,  núm.  440  del  cuerpo  de  1851,  que 
reforma  la  de  3  de  Mayo  de  1838,  p.  132  del 
cuaderno  de  ese  año,  y  354,  núm.  342'  del 
cuerpo  de  1851,  que  reformó  finalmente  la  de 
19  de  Mayo  de  1836,  p.  247  del  cuerpo  com» 
prensivo  de  las  de  ese  año,  y  246,  núm.  246 
del  cuerpo  de  1851. 

""eI  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

DECRETAN. 

Art.  19  En  los  juicios  de  espera  se  procederá 
en  el  mismo  orden  que  para  el  de  cesión  de  bie- 
nes, respecto  de  la  citación,  reunión  y  caliñca- 
cion  de  los  acreedores  y  créditos,  y  de  las  con- 
troversias que  se  susciten  entre  sí,  6  con  el  deu- 
dor.(*) 

§  único.  Los  bienes  contenidos  en  la  lista  que 
presente  el  deudor  en  ningún  caso  serán  embar- 
gados por  razón  de  espera. 

Art.  29  Para  conceder  al  deudor  el  beneficio 
de  espera  se  observará  lo  dispuesto  en  la  ley  5^ 
título  15,  partida  5^,  la  cual  se  declara  vigente 
y  es  como  sigue. 

^'Dcbdor  scyendo  vn  ome  de  muchos  si  ante 

(*)  La  Corte  Suprema  en  su  informe  de  1852  dijo:  "El 
artículo  1  ®  manda  observar  lo  dispuesto  por  la  245  en 
cuanto  á  citación,  reunión  y  calificación  de  créditos.  El 
artículo  5  de  aquella  ley  dice:  "  cuando  los  acreedores  ó 
alg^mos  de  ellos  se  hallaren  fuera  del  territorio  de  la  Re- 
pública, se  les  nombrará  un  defensor "El  articulo  6 

empieza  así :  "  so  reunirán  en  el  tribunal  todos  los  acree- 
dores presentes  y  los  defensores  de  los  ausentes . ..."  T  el 
artículo  7  dice :  "  el  defensor  de  ausentes  tendrá  tantos 
votos . . . . "  Por  consiguiente  las  palabras  :  los  que  se  halla- 
ren fuera  de  la,  República,  se  entienden  por  acreedores  au- 
sentes. Tapia  define  la  palabra  ausente  asi:  "el  que  está 
separado  de  alguna  persona  ó  lagar."  Bel  mismo  modo  la 
define  el  diccionario  de  Salva.  Y  este  mismo  diccionario, 
definiendo  la  palabra  ausencia  dice:  "  la  acción  y  efecto 
de  ausentarse  ó  do  estar  ausente."  Y  ausentarse  según  di- 
cho diccionario,  es,  "  separarse  de  alguna  persona  ó  lugar." 
Y  Escríche  define,  "  ausencia :  el  estado  de  una  persona 
que  se  halle  fuera  del  lugar  ordinario  de  su  residencia  6 
domicilio."  Todas  las  otras  definiciones  vienen  pues  á  re- 
fundirse en  esta ;  y  por  tanto  ausente  es  el  que  está  fuera 
de  su  domicilio.  La  aplicación  impropia  que  se  ha  hecho 
de  este  término  por  ignorancia  ó  por  colusión,  en  el  juicio 
de  espera,  ha  causado  á  la  República  la  pérdida  de  cente- 
nas de  miles  de  pesos.  Acreedores  extranjeros  que  no  vi- 
vieron en  el  pais,  ni  lo  visitaron  jamas,  pero  cuya  residen- 
ci  a  era  conocida,  fueron  considerados  como  ausentes,  y  se 
les  nombraron  defensores  que  traicionaron  la  fidelidad  de 
sn  encargo.  Para  que  no  ee  repitan  tales  abusos,  conviene 
que  la  ley  ^e  claramente  la  significación  del  término  att- 
5¿n/e  en  relaciona  los  juicios  de  cesión  de  bienes,  espera 
y  quita. 
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que  desamparasse  sus  bienes,  los  juntasse  en 
vno,  é  les  pidiesse,  que  le  diessen  vn  plazo  seña- 
lado, á  que  les  pagasse,  si  todos  non  se  acordas- 
sen  en  vno  á  otorgárselo,  aquel  plazo  deue  auer, 
que  otorgare  la  mayor  parte  dellos,  maguer  los 
otros  non  gelo  quisiessen  otorgar.  E  aquellos, 
dezimos,  que  se  deue  entender  que  son  mayor 
parte,  que  han  mayor  quantía  en  los  debdos.  E 
si  fuesse  desacuerdo  entre  los  vnos,  queriendo 
otorgarle  el  plazo,  é  los  otros  diziendo  que  gelo 
non  otorgarían,  mas  que  pagasse,  ó  desamparas- 
se los  bienes;  entonce,  si  fueren  ygnales  en  los 
debdos,  é  en  quantidad  de  persona,  deue  valer 
lo  que  quieren  aquellos  quel  otorgan  el  plazo ; 
porque  semeja,  que  se  mueuen  a  fazerlo  por  pie- 
dad que  han  de  él.  E  si  por  auentura  fuessen 
eguales  en  los  debdos,  é  desiguales  en  las  perso- 
nas, aquello  que  quisiere  la  parte  do  fueren  mas 
personas  esso  deue  valer.'* 

Art.  39  Cuando  el  deudor  solicite  quita  de  los 
intereses  devengados,  ó  de  los  que  se  devenga- 
ren durante  el  tiempo  de  espera  concedida,  se 
observará  igualmente  lo  prevenido  en  la  ley  de 
partida  citada  en  el  artículo  anterior.  La  solici- 
tud de  espera  no  priva  al  deudor  de  la  de  quita 
de  intereses  si  lo  hiciere  á  un  tiempo;  pero  con- 
cedido separadamente  un  beneficio  no  tendrá  lu- 
gar el  otro. 

Art.  4^  Se  deroga  la  ley  de  9  de  Abril  de 
1849 

Dada  en  Caracas  á  26  de  Mayo  de  1850,  año 
21  de  la  ley  y  40  de  la  independencia. — El  Pre- 
sidente del  Senado,  José  T.  Pereira. — El  Pre- 
sidente de  la  Cámara  de  Representantes,  Juan 
José  Per  eirá  Lozada. — El  Secretario  del  Sena- 
do, José  Ángel  Freiré. — El  Secretario  de  la  Cá- 
mara de  Representantes,  /.  Padilla» 

Caracas  Mayo  27  de  1850,  año  21  de  la  ley  y 
40  de  la  independencia. — Ejecútese. — José  T. 
Monagos — Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica.— El  Secretario  de  Estado  en  los  Despa- 
chos del  Interior  y  Justicia,  Francisco  Parejo, 

Ancdüis  comparativo  de  las  leyes  d£  \^  de  Mayo  de  1836' 
n  de  Mayo  de  1838,  5  de  Mayo  de  1841,  9  de  Abrü  de  1819' 
y  27  de  Mayo  de  1850  sobre  espera  y  quita. 

La  de  36  (art.  único)  decía:  '"Én  los  juicios  de  espera, 
de  remisión  ó  quita  se  procederá  en  el  mismo  orden  pres- 
crito para  el  do  cesión  de  bienes  respecto  de  las  reuniones 
y  calificaciones  de  los  acreedores,  y  de  las  controversias 
que  se  susciten  entre  sí,  ó  con  el  deudor ;  y  la  de  88  (art 
único)  suprimió  desde  "  respecto  de  las  reuniones  &c." — 
La  de  38  estableció  un  sistema  enteramente  nuevo  en  to- 
dos sus  artículos,  debiéndose  solicitar  en  privado  el  con- 
sentimiento de  todos  y  de  cada  uno  de  los  acreedores,  y 
presentarse  solo  al  tribunal,  para  la  declaratoria  convenien- 
te; y  prohibiendo  los  juicios  contenciosos  de  espera. — La 
de  49  varió  también  completamente  la  forma  de  este  jui- 
cio estableciendo  para  su  procedimiento,  en  cuanto  a  la 
citación  y  comparecencia  de  los  acreedores^  el  de  la  cesión 
de  bienes  \  haciendo  consistir  su  concesión  en  el  voto  fa- 
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ESPERA  Y  QUITA.    LEY  DE  28  DE  MAYO  DE  1850 

acordando  el  modo  de  satisfacer  á  los  acree- 
dores que  prefieran  sostituir  el  Estado  á  sus 
deudores  en  los  casos  de  espera  concedida 
contra  su  voluntad. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

decretan: 

Art.  19  En  las  causas  ya  concluidas  por  sen- 
tencias ejecutoriadas,  que  se  pronunciaron  con- 
forme á  la  ley  de  9  de  Abril  del  año  anterior,  si 
los  acreedores  contra  cuya  voluntad  se  ha  con- 
cedido la  espera,  prefieren  ser  pagados  con  bille- 
tes de  Tesorería,  el  Gobierno  con  vista  de  los 
documentos  que  justifiquen  plenamente  el  crédi- 
to, y  procurando  siempre  que  no  se  perjudique 
el  Estado,  podrá  sustituirse  al  deudor  y  emitir 
aquellos  por  la  suma  adeudada,  y  los  billetes  emi 
tidos  ganarán  el  interés  legal. 

Art.  29  Para  el  pago  de  este  interés  y  gra- 
dual amortización  del  capital  de  los  billetes,  se 
incluirá  en  el  presupuesto  anual  de  gastos  públi- 
cos, la  cantidad  de  cien  mil  pesos. 

Art.  39  Los  deudores  podrán  hacer  su  pago 
al  Estado  con  billetes  de  cualquiera  ciase  de 
deuda  pública. 

Art.  49  La  calificación  de  los  créditos  y  las 
seguridades  que  garanticen  al  Tesoro  nacional 
se  hará  por  la  comisión  de  crédito  público. 

Art.  69  El  Poder  Ejecutivo  reglamentará  el 
modo  con  que  los  deudores  han  de  garantizar  al 
Tesoro  público  el  compromiso  que  adquiera  por 
ellos  tomando  en  sus  bienes  la  hipoteca  ó  hipo- 
tecas necesarias  para  asegurar  el  pago  de  la  deu- 
da, concluido  que  sea  el  término  por  el  cual  se 
haya  concedido  la  espera,  y  lo  demás  que  sea 
necesario  al  cumplimiento  de  la  presente  ley. 

Dada  en  Caracas  á  27  de  Mayo  de  1850,  afío 
21  de  la  ley  y  40  de  la  independencia. — El  Pre- 
sidente del  Senado,  José  T.  Pereira. — ^£1  Presi- 
dente de  la  Cámara  de  Representantes,  Juan  Jo- 
sé Pereira  hozada. — El  Secretario  del  Senado, 
José  Ángel  Freiré. — El  Secrfelario  de  la  Cáma- 
ra de  Representantes,  J.  Padilla. 

Caracas  Mayo  28  de  1850,  año  21  de  la  ley  y 

vorable  de  la  mayoría  de  los  acreedores,  ó  de  los  que  re- 
presentasen ma5^or  crédito,  y  negándola  solo  en  el  caso  de 
hallarse  comprendido  el  deudor  en  ciertos  casos ;  y  sin 
que  pudiera  renunciarse  esto  beneficio,  como  todo  se  ve 
de  los  quince  artículos  que  componen  la  ley,  y  la  de  60  de- 
ja subsistente  el  procedimicnlo  en  cuanto  á  la  citación  y 
comparecencia  de  los  acreedores ;  pero  en  cuanto  á  la  con- 
cesión ó  negativa  de  la  espora,  restablece  la  ley  6.'*  título 
16,  partida  6.  * ,  y  en  cuanto  á  la  quita,  establece  especial- 
mente que  la  nna  no  impide  la  otra  si  se  solicitan  á  nn 
tiempo,  pero  si  concedido  separadamente  uno  de  dichos 
beneficios. 
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40  de  la  independencia. — Ejecútese. — José  T. 
Monágas, — Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica.— El  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho 
de  Hacienda,  Fernando  Olavarrta, 

ESPERA  Y  QUITA.    RESOLUCIÓN  DE  LA  CÁMARA 
DE  REPRESENTANTES  DE  30  DE  ABRIL  DE  1861 

sobre  la  verdadera  y  única  inteligencia  del 
artículo  1?  de  la  ley  de  28  de  Mayo  de  1850 
sobre  sostitucion  del  Gobierno  á  los  deudores. 

República  de  Venezuela. — Secretaria  de  la  H. 
Cámara  de  Representantes. — Caracas,  30  de  Abril 
de  1851,  22  j  41. 

Sr.  Secretario  de  E*  en  el  D.  de  Hacienda. 

La  H.  Cámara  de  Representantes  á  quien  dí 
cuenta  de  la  nota  de  US.  fecha  3  del  mes  que  ri» 
ge,  á  la  cual  se  sirvió  acompañar  los  cinco  expe- 
dientes de  reclamaciones  internacionales  contra 
las  disposiciones  de  los  decretos  de  S.  E.  el  Po- 
der Ejecutivo  de  19  de  Julio  y  7  de  Noviembre 
del  afio  próximo  pasado  reglamentarios  de  la  ley 
de  28  de  Mayo  del  mismo  año,  acordó  con  fecha 
del  5  pasar  este  negocio  á  sus  comisiones  del  in- 
terior para  que  informasen ;  y  han  cumplido  con 
este  deber  haciéndolo  del  modo  siguiente: 
Honorable  Cámara  de  Representantes. 

**De  conformidad  con  lo  consultado  por  el 
Consejo  de  Gobierno  en  29  de  Marzo  próximo 
pasado,  el  Poder  Ejecutivo  solicita  de  las  Hono- 
rables Cámaras  la  aclaratoria  del  artículo  I9  y 
sus  concordantes  4?  y  69  de  la  ley  de  28  de  Ma- 
yo de  1850;  paia  saber  si  el  Gobierno  debe  sus- 
tituirse en  todo  caso  por  el  deudor  en  espera 
ejecutoriada,  según  la  ley  de  9  de  Abril  de  1849, 
y  si  en  el  caso  de  la  sustitución  puede  exigir  de 
los  deudores  sustituidos  mayores  garantías  que 
las  que  ofrecieron  ó  concedieron  á  sus  primiti- 
vos acreedores. 

*'Son  dos  las  cuestiones  que  se  desprenden  de 
la  consulta,  y  que  el  Congreso  debe  resolver  con 
arreglo  á  los  sanos  principios  del  derecho  uni- 
versal ;  á  ñn  de  que  prevalezca  la  verdad  y  no 
sufra  detrimento  la  justicia. 

''¿Se  ha  obligado  el  Gobierno  á  sustituirse  en 
todo  caso  por  el  deudor,  á  quien  se  concedió  el 
beneficio  de  espera,  contra  la  voluntad  de  su 
acreedor? — No:  porque  la  República  no  ha  con- 
traído ni  podido  contraer  voluntariamente  seme- 
jante onerosa  obligación. — No :  porque  nadie  ha 
podido  ni  puede  tampoco,  sin  atentar  contra  la 
independencia  y  libertad  de  Venezuela,  impo- 
nérsela por  la  fuerza. — No:  porque  está  expre- 
sa, clara  y  terminantemente  en  la  ley  de  28  de 
Mayo  de  1850  la  libre  voluntad  del  legislador 
venezolano,  y  aquella  ley  no  necesita  para  el 
buen  sentido  de  aclaratorias  ni  interpretaciones. 

**En  las  causas  ya  concluidas  por  sentencias 
„  ejecutoriadas,  que  se  pronunciaron  conforme 


ES 


„  &  la  ley  de  9  de  Abril  de  1849,  si  los  acreedo- 
„  res,  contra  cuya  voluntad  se  ha  concedido  la 
„  espera,  prefirieren  ser  pagados  con  billetes  de 
„  Tesorería,  el  Gobierno  con  vista  de  los  docu- 
„  mentes  que  justifiquen  plenamente  el  crédito, 
„  y  procurando  siempre  que  no  se  perjudique  el 
„  Estado,  podrá  sustituirse  al  deudor  y  emitir 
„  aquellos  por  la  suma  adeudada,  y  los  billetes 
„  emitidos  ganarán  el  interés  legal." 

''He  ahí  el  texto  del  artículo  I9  de  la  ley  de 
28  de  Mayo  de  1850.  Basta  leerlo,  para  com- 
prender que  no  se  ha  dado  á  nadie  ningún  dere- 
cho contra  la  República,  y  que  solo  por  benefi- 
cencia se  ha  autorizado  suficientemente  al  Jefe 
de  la  Administración  general  del  Estado,  para 
que  pueda,  con  vista  de  documentos  y  sin  per- 
juicio del  Tesoro  de  la  Nación,  sustituirse  al  deu- 
dor y  satisfacer  con  billetes  al  acreedor  que  lo 
prefiere. 

"Entre  podrá  sustituirse  y  se  sustituirá  en  to- 
do  caso,  como  se  pretende,  hay  una  distancia  in- 
comensurable:  hay  la  misma  diferencia  que  exis- 
te entre  la  autorización  condicional  y  el  mandato 
absoluto;  entre  la  mera  y  simple  permisión  del 
ejercicio  de  una  facultad  benefactora,  sin  grava- 
men enorme,  y  la  obligación  imprescindible  de 
ejercerla  en  provecho  de  ciertos  individuos,  aun 
con  notable  dafio  del  pueblo  de  Venezuela ;  en- 
tre la  libertad  de  obrar  generosamente,  y  la  fuer- 
za opresiva  que  arranca  una  injusta  subrogación. 

"Es,  pues,  potestativo  al  Gobierno,  con  vista 
de  los  documentos  que  justifiquen  plenamente  el 
crédito,  y  procurando  siempre  que  no  se  perjudi- 
que el  Estado,  sustituirse  ó  no  por  los  deudores 
en  espera  ejecutoriada,  conforme  á  la  ley  de  9- 
de  Abril  de  1849:  y  toda  interpretación,  todo 
acto  ó  procedimiento  contrarios  á  esa  potestad 
legislativa,  serian  no  solo  ilógicos,  sino  también 
torticeros  y  atentatorios, 

"¿Puede  el  Gobierno  exigir  de  los  deudores 
mas  garantías  de  las  concedidas  á  los  primitivos 
acreedores,  cuando  estas  no  basten  para  la  in- 
demnidad del  crédito?  Sí:  porque  el  Gobierno 
debe  ser  prudente  y  previsivo  para  no  perjudi- 
car en  ningún  tiempo  á  la  Nación.  Sí:  porque 
un  gobierno  imprudente  é  imprevisivo  seria  un 
gobierno  imbécil,  é  indigno  de  la  existencia." 
Sí:  porque  siendo  espontánea  la  solicitud  del 
acreedor  y  generoso  el  acto  de  la  subrogación, 
el  subrogante  puede  y  debe  hacerse  de  las  segu- 
ridades necesarias  para  precaver  el  dolo,  el  frau- 
de y  la  dilapidación.  Sí:  porque  la  República 
no  se  ha  obligado  ni  puede  ser  obligada  á  res- 
ponder de  un  crédito  ageno  sin  los  competentes 
recaudos  y  cauciones  que  le  aseguren  en  opor- 
tunidad la  solvencia  ó  restitución.  Sí:  porque  es 
muy  racional  que  solo  sufra  la  pérdida  ó  el  daño 
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el  acreedor  que  no  previo  las  resultas  del  mutuo 
sin  garantías  satisfactorias.  Sí:  porque  la  susti- 
tución del  Gobierno  por  el  deudor  según  el  artí- 
culo 19  de  la  ley  de  28  de  Mayo  de  1850,  ha  de 
hacerse  con  vista  de  los  documentos  que  justifi- 
quen plenamente  el  crédito,  y  procurando  siem- 
pre que  no  se  perjudique  el  Estado.  Sí:  porque, 
conforme  á  los  artículos  49  y  59  de  dicha  ley, 
la  calificación,  los  créditos  y  seguridades  que  ga- 
ranticen al  Tesoro  nacional  se  ha  de  hacer,  no 
por  el  acreedor  ó  acreedores  ni  por  el  deudor  ó 
los  deudores  sustituidos,  sino  por  la  comisión  de 
crédito  público,  según  las  reglas  que  al  efecto 
haya  dado  ó  diere  el  Poder  Ejecutivo,  quien  to- 
mará en  los  bienes  de  aquellos  deudores  la  hipo- 
teca ó  hipotecas  necesarias  para  asegurar  opor- 
tuna y  cumplidamente  el  pago  de  la  deuda.  Y 
sí:  porque  tanto  la  sustitución  como  las  caucio- 
nes que  requiera  el  compromiso  voluntario  del 
Gobierno,  son  potestativas  del  sustituyente,  y  de 
ninguna  manera  forzadas  ú  obligatorias. 

"El  Poder  Ejecutivo,  expidiendo  los  decretos 
de  19  de  Julio  y  7  de  Noviembre  de  1850,  regla- 
mentarios de  la  iey  de  28  de  Mayo  de  aquel  mis- 
mo año,  ha  obrado  en  consecuencia  de  las  facul- 
tades que  le  diera  el  Congreso;  y  siendo  bastan- 
te explícita,  clara  y  terminante  aquella  ley,  no 
ha  lugar  á  ninguna  interpretación. 

"Devuélvase  este  expediente  con  la  resolución 
de  la  H.  Cámara  de  Representantes  al  Poder 
Ejecutivo,  en  contestación  á  la  nota  oficial  del 
Ministerio  de  Hacienda,  fecha  3  del  corriente 
mes,  dejándose  de  todo  la  debida  constancia  en 
esta  secretaiía,  para  los  fines  que  convengan." 

Habiendo  sido  aprobado  el  informe  preinserto 
]>or  unanimidad  de  los  miembros  presentes  en  la 
sesión  de  esta  fecha,  tengo  orden  de  trasmitirlo 
á  US.  en  respuesta  h  su  nota  precitada;  y  de- 
volviéndole los  cinco  expedientes  que  se  sirvió 
adjuntar  á  ella. 

Soy  de  US.  atento  servidor. — J.  Padilla, 

ESPERA  Y  QUITA.    DECRETO  EJECUTIVO  DE  19 

DE  JULIO  DB  1850  reglamentando  la  ley  an- 
terior. 
José  Tadeo  Monágas,  Presidente  de  la  Repú- 
blica  de  Nenezuela,  éf^  ^-a  ¿^ 
En    cumplimiento  del  artículo  59*  de 'la  ley  de 
28  de  Mayo  del  presente  año,  que  prescribe  el  ca- 
so en  que  el  Estado  se   sustituirá  &  los  deudores 
á  quienes  contra  la  voluntad  de  los  acreedores  se 
concedió  espera,  conforme  á  la  ley  de  9  de  Abril 
de  1849, 

decreto: 

Art.  19  En  las  causas  sobre  espera  ya  con- 
cluidas conforme  á  la  ley  de  9  de  Abril  del  aflo 
próximo  pasado,  los  acreedores  contra  cuya  vo- 
luntad se  concedió  la  espera,  si  prefirieren  ser 
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pagados  por  el  Gobierno,  de  conformidad  con  lo 
dispuesto  en  el  artículo  I9  de  la  ley  de  28  de 
Mayo  último,  se  dirigirán  ál  Poder  Ejecutivo  so- 
licitando la  sustitución  de  la  Nación  á  su  deudor 
ó  deudores,  en  cuyo  caso  acompañarán  con  su 
solicitud  el  testimonio  correspondiente  para  acre- 
ditar que  es  tal  acreedor,  que  ha  sido  calificado  el 
crédito,  y  que,  no  obstante  su  contradicción,  re- 
cayeron las  determinaciones  del  tribunal,  conce- 
diendo la  espera. 

Art.  29  Hecha  la  solicitud  y  producidos  los 
documentos  que  quedan  mencionados,  originales 
ó  en  testimonio,  la  Comisión  de  Crédito  publico, 
con  arreglo  al  artículo  29  de  la  citada  ley  de  28 
de  Mayo  último,  procederá  á  abrir  concepto,  in- 
formando al  Gobierno  sobre  la  legitimidad  de  la 
reclamación,  previo  el  examen  detenido  que  ha- 
ga de  los  puntos  siguientes: 

19  Si  el  reclamante  figura  en  la  lista  de  acree- 
dores presentada  por  el  deudor. 

29  Si  se  verificó  la  calificación  del  crédito  que 
motiva  el  reclamo. 

39  Si  el  reclamante  prestó,  ó  no,  su  consenti- 
miento á  la  espera,  en  cuyo  último  caso  sola- 
mente habrá  lugar  al  reclamo. 

49  Si  la6  cantidades  que  se  reclaman  por  ca- 
pital é  intereses  son  conformes  á  las  sumas  cali- 
ficadas, y  á  los  documentos  de  crédito,  y  si  la  de 
gastos  está  comprobada. 

59  Si  la  deuda  está  asegurada  con  hipoteca, 
fianza  ú  otra  garantía  que  oportunamente  deba 
pasar  á  favor  del  Gobierno. 

Art.  39  La  Comisión  de  Crédito  público  pe- 
dirá á  los  tribunales  respectivos,  en  calidad  de 
devolución,  los  expedientes  originales,  que  juz- 
gue necesarios  para  su  examen,  y  dar  cumpli- 
miento al  artículo  anterior,  exigiendo  de  los  re- 
clamantes los  demás  comprobantes  é  informes 
precisos. 

Art.  49  Si  el  Gobierno  hallare  arreglado  el 
informe  de  la  Comisión  y  lo  aprobare,  se  expe- 
dirán las  órdenes  de  pago  correspondientes,  co- 
municándolas á  la  Tesorería  general,  para  que 
cuide  de  los  derechos  adquiridos  por  el  Gobier- 
no, y  exija  de  los  deudores  el  cumplimiento  de 
sus  obligaciones,  con  arreglo  á  ellas  y  según  el 
artículo  69  de  la  ley  de  28  de  Mayo  próximo 
pasado. 

Art.  59  Los  acreedores  que  prefirieren  ser 
pagados  por  el  Gobierno  de  conformidad  con  lo 
dispuesto  en  el  artículo  1 9  de  la  ley  de  28  de 
Mayo  último,  deberán  dirigir  su  solicitud  al  Po- 
der füjecutivo  en  el  perentorio  término  de  seis 
meses,  contados  desde  la  publicación  del  presen- 
te decreto,  entendiéndose  que  prefieren  á  su  deu- 
dor si  no  lo  verifican  en  este  lapso. 
Art.  69  El  Gobierno  admitirá  en  pago  de  las 
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cantidades  por  las  cuales  se  haya  sustituido  al 
deudor,  billetes  de  cualquiera  especie  de  deuda 
pública,  con  arreglo  al  artículo  3?  de  la  citada 
ley. 

Art  79  d  P&go  de  las  cantidades  reconoció 
das  por  el  Gobierno  en  favor  de  los  acreedores 
contra  cuya  voluntad  se  concedió  espera  á  sus 
deudores,  se  hará  de  los  cien  mi)  pesos  destina- 
dos anualmente  al  objeto  por  el  artículo  29  de  la 
ley,  expidiéndose  al  efecto  las  órdenes  corres- 
pondientes de  pago  contra  el  fondo  destinado  á 
este  ñn,  ó  emitiéndose  con  el  mismo  giro  billetes 
de  Tesorería  pagaderos  al  portador  con  el  inte- 
rés de  5  por  ciento  anual. 

Art.  89  El  pago  de  las  cantidades  reconoci- 
das y  la  amortización  de  los  billetes  que  se  emi- 
tan, se  hará  en  los  términos  y  plazos  que  por 
arreglos  especiales  se  convengan  por  el  Gobier- 
no con  los  acreedores  ó  sus  representantes. 

^  único.  Los  arreglos  se  harán  por  el  orden 
de  entrada  de  las  solicitudes  que  se  hayan  hecho 
ó  hagan  al  Gobierno. 

Art.  99  El  Secretario  de  Estado  en  el  Despa- 
cho de  Hacienda  queda  encargado  del  cumpli- 
miento del  presente  decreto. 

Dado:  ñrmado  de  mi  mano:  sellado  con  el  se- 
llo del  Poder  Ejecutivo  y  refrendado  por  el  Se- 
cretario de  Estado  en  el  Despacho  de  Hacienda 
en  Caracas  á  I9  de  Julio  de  1S50;  año  219  de 
la  ley  y  40  de  la  Independencia. — José  T.  Mona- 
gas. — Por  S*  E.  — El  Secretario  de  Estado  en 
el  Despacho  de  Hacienda. —  Vicente  Lecuna. 

ESPERA  V  QDITA.   DECRETO     EJECUTIVO     DE  7 

DE  NOVIEMBRE  DE  1850,  adicionol  al  anterior. 

José  Tadeo  Monágas  Presidente  de  la  Repúbli' 
ca  de    Venezuela  épc. ,  4*^. ,  ó^c. 

En  cumplimiento  del  artículo  69  de  la  ley  de 
28  de  Mayo  último,  que  autoriza  ál  Poder  Eje- 
cutivo para  reglamentar  el  modo  con  que  los 
deudores  han  de  garantizar  al  Tesoro  público  el 
compromiso  que  adquiera  por  ellos  en  virtud  de 
la  subrogación  de  la  deuda, 

Decreto  : 

Art.  19  Admitida  y  calificada  que  haya  sido 
la  reclamación,  según  lo  ordenado  por  ei  decre- 
te reglamentario  de  19  de  Julio  ultimo,  el  acree- 
dor cederá  al  Gobierno  los  derechos,  privilegios, 
hipotecas  y  todas  las  acciones  que  para  garantía 
de  su  acreencia  tenga  contra  su  deudor,  6  contra 
otror  individuos  que  sean  responsables  al  cum- 
plimiento de  su  obligación. 

Art.  29  Si  las  cauciones  presentadas  no  fue- 
sen suficientes  á  juicio  de  la  Comisión  de  Crédi- 
to público,  lo  manifestará  así  al  Gobierno,  para 
que  este  ordene  apremiar  al  deudor  ft  hipotecar 
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aquella  parte  de  sus  bienes  que  se  estime  nece- 
saria y  bastante  para  responder  al  Tesoro,  pro- 
curando que  el  valor  de  la  hipoteca  no  baje  del 
duplo  del  valor  de  la  deuda. 

Art.  39  En  el  caso  qne  la  Comisión  crea  con- 
veniente esta  nueva  garantía,  y  los  bienes  del 
deudor  no  alcancen  para  ser  hipotecados  por  el 
duplo  del  valor  de  la  deuda,  el  deudor  entonces 
hipotecará  y  hará  responsables  cuantos  bienes 
tenga  para  el  pago  de  la  deuda. 

Art.  49  Luego  que  se  decreten  las  segurida- 
des referidas  en  los  artículos  anteriores,  pasara 
el  expediente  á  la  Tesorería  general  para  que 
compela  al  deudor  á  presentar  dichas  segurida- 
des, y  luego  que  las  presente,  se  devolverá  el 
expediente  á  la  Comisión. 

Art.  59  Las  dudas  ó  controversias  que  se  sus- 
citen por  consecuencia  de  las  disposiciones  de 
la  Comisión,  6  por  inconformidad  del  deudor, 
serán  resueltas  por  el  Gobierno. 

Art.  69  Cumplidas  las  disposiciones  de  los 
artículos  anteriores,  la  Comisión  de  Crédito  pú- 
blico examinará  las  seguridades  que  garantizan 
el  crédito  ;  y  si  las  estima  suficientes,  pasará  el 
expediente  al  Poder  Ejecutivo  con  su  informe 
recomendándole  el  reconocimiento  del  crédito. 

Art.  79  Luego  que  sea  reconocido  el  crédito 
por  el  Poder  Ejecutivo,  el  Secretario  de  Ha- 
cienda expedirá  las  certificaciones  de  reconoci- 
miento, y  dará  orden  á  la  Tesorería  general  pa- 
ra abrir  cuenta  al  deudor  y  al  acreedor. 

Art.  89  A  los  deudores  que  se  encuentren 
fuera  de  la  capital  de  la  República,  sí  no  se  con- 
vinieren en  nombrar  apoderado  para  que  los  re- 
presente en  ella,  se  les  compelerá  á  cumplir  las 
disposiciones  de  este  decreto  por  medio  de  los 
administradores  de  rentas  de  sus  respectivos  do- 
micilios. 

Art.  99  La  Tesorería  general  tomará  todas 
las  medidas  necesarias  para  impedir  al  deudor 
que  disponga  de  los  bienes  presentados  en  la  es- 
pera, ó  hipotecados  después  en  favor  del  Gobier- 
no :  acusará  los  que  no  haya  presentado  ;  y  pa- 
ra que  no  se  ausente  de  la  República  sin  dejar 
las  seguridades  necesarias  para  el  pago  al  Go- 
bierno, hará  valer  todos  los  casos  de  la  ley  so- 
bre secuestro  judicial  ó  arraigo,  en  representa- 
ción del  crédito  fiscal,  con  todos  los  privilegios 
acordados  por  las  leyes. 

Art.  10.  Los  individuos  que  por  cualquier  res- 
pecto tengan  reclamos  contra  el  Gobierno,  y  al 
mismo  tiempo  deba  este  subrogarlos  como  deu- 
dores por  haberse  acogido  á  la  ley  de  espera,  ca- 
lificados y  liquidados  que  sean  aquellos,  se  les 
abonará  su  haber  en  la  deuda  de  que  el  Gobier- 
no se  hace  cargo. 

Dado  en  Caracas  á  7  de  Noviembre  de  1850, 
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año  219  de  la  ley  7  40  de  la  Independencia. 

JO8E  T.  MONAOAS. 

Por  S.  E. — El  Secretario  de  Estado  en  el 
Despacho  de  Hacienda. — Vicente  Lecuna. 
ESPERA  Y  auiTA.  Decreto  ejecutivo  de  30 
DE  diciembre  de  1850  prorogando  el  térmi- 
no señalado  en  el  artículo  5^  del  mismo  de 
\^  de  Julio  que  antecede, 

José  Tadeo  Monágas,  Presidente  de  la  JRe- 
pública  de  Venezuela,  ^J*?»  4*?»  4*? 

Considerando  justos  los  fundamentos  por  qué 
se  ha  solicitado  del  Poder  Ejecutivo  la  proroga- 
cion  del  plazo  prescrito  en  el  decreto  de  1 9  de  Ju- 
lio último,  para  presentar  al  Gobierno  los  reclamos 
provenientes  de  la  ley  de  Espera  de  1849,  pues 
algunos  acreedores  se  han  visto  en  la  imposibili- 
dad de  hacerla  durante  ese  tiempo, 

DECRETO. 

Art.  19  Se  proroga  por  cuatro  meses  el  tér- 
mino seüalado  en  el  artículo  59  del  decreto  de 
19  de  Julio  último,  que  se  vencerá  el  5  del  próxi- 
mo Enero,  para  que  los  acreedores  puedan  recla- 
mar del  Gobierno  la  sustitución  á  sus  deudores, 
que  contra  su  voluntad  alcanzaron  espera. 

Art.  29  El  Secretario  de  Estado  en  los  Des- 
pachos de  Hacienda  y  Relaciones  Exteriores, 
queda  encargado  de  la  ejecución  de  este  decreto. 

Dado :  firmado  de  mi  mano :  sellado  con  el 
sello  del  Poder  Ejecutivo,  y  refrendado  por  el 
Secretario  de  Estado  en  el  Despacho  de  Ha- 
cienda.— Caracas  30  de  Diciembre  de  1850,  afio 
219  de  la  Ley  y  40  de  la  Independencia. 

José  Tadeo  Monagas. 

El  Secretario  de  Hacienda  y  Relaciones  Ex- 
teriores.— Vicente  Lecuna. 
ESPERA  Y  auiTA.  resolución  ejecutiva  de 

14  de  noviembre  de  1850  haciendo  ciertas 

prevenciones  ala  Tesorería  sobre  la  manera 

de  cumplirse  la  ley  de  28  de  Mayo  del  mis» 

mo  año* 

República  de  Venezuela. — Secretaría  do  Hacien- 
da.—Sección  8  ?  —Caracas.  Noviembre  14  de  1850, 
40  de  la  Independencia. 

Sr.  Tesorero  general. 

Con  veintinueve  folios  útiles,  acompafto  á  US. 
el  expediente  donde  consta  que  el  Sr.  Guillermo 
Anderson  solicita  la  sustitución  del  Gobierno  por 
la  deuda  del  Sr.  José  Antonio  Mosquera,  que  pi- 
dió y  obtuvo  espera  en  el  Tribunal  de  1^  instan- 
cia al  cargo  del  Dr,  Felipe  Larrazabal,  para  que 
la  Tesorería  ponga  el  asiento  de  crédito  en  sus 
libros  á  favor  del  Sr.  Guillermo  Anderson,  por  la 
suma  de  dos  mil  cuatrocientos  nueve  pesos,  no- 
venta y  ocho  centavos,  (2-400  pesos,  98  centa- 
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vos)  los  mismos  que  recogerá  del  Sr.  José  An- 
tonio Mosquera  ó  su  apoderado,  en  billetes,  me- 
diante á  que  el  Gobierno,  por  decreto  de  4  del 
corriente,  previo  el  informe  favorable  de  la  Co- 
misión de  Crédito  público,  reconoció  á  favor  del 
Sr.  Anderson  dicha  cantidad. 

Para  esta  operación  abrirá  US.  en  el  libro  Ma- 
yor dos  ramos :  el  uno,  de  "  Acreedores  por 
Espera;  "  y  el  otro,  de  *^ Billetes  por  pago  de 
Espera." 

Cuando  el  deudor  no  pague  en  el  acto  con  bi- 
lletes, como  dice  la  ley,  para  este  caso  se  abrirá 
un  ramo  en  el  libro  de  caja  que  se  titulará :  ^* Deu- 
dores por  Espera,"  y  se  llevará  á  él  lo  que  se 
acredite  á  los  que  se  les  haya  declarado  la  susti- 
tución. 

Los  pagarés  y  fianza  de  los  deudores,  cnando 
paguen  en  billetes,  se  les  devolverán,  con  la  no- 
ta firmada  por  la  Tesorería  del  modo  que  han 
sido  satisfechos ;  y  cuando  ocurra  alguna  cance- 
lación de  escritura,  se  verificará  esta  con  el  de- 
sembolso del  que  la  pidiere. 

Al  pié  del  expediente,  que  se  devolverá  á  este 
Ministerio,  se  anotará  la  copia  del  asiento  pues- 
to en  el  Manual,  y  comprobará  el  asiento  con  los 
pagarés,  fianzas  colaterales  y  escrituras  que  US, 
extraerá  de  dicho  expediente,  como  documentos 
que  deben  devolverse  á  las  partes  cuando  satis- 
fagan las  deudas  á  que  quedan  obligados  por  la 
sustitución  que  ha  acogido  el  Gobierno. 

Soi  de  US.  atento  servidor. — Vicente  Le- 
cuna. 

£SPERA  Y  auiTA.  resolución  ejecutiva  de 
22  DE  JULIO  de  1852  disponiendo  el  modo  de 
pagar  la  cantidad  de  100.000  pesos  presupues- 
ta en  el  mismo  año  por  razón  de  los  cré- 
ditos de  espera. 

Secretaría  de  Hacienda. —Sección  tercera.— -Ca- 
racas Julio  22  de  1862.— Resuelto, 

Debiendo  el  Congreso  destinar  en  el  presupues- 
to de  cada  año  la  suma  que  estime  necesaria  pa- 
ra el  pago  de  los  créditos  reconocidos  por  el  Es- 
tado á  consecuencia  de  haberse  sustituido  á  los 
deudores  en  la  forma  y  términos  prevenidos  por 
la  ley  de  2S  de  Mayo  de  1850  y  decreto  ejecuti- 
vo de  19  de  Julio  del  mismo  año  que  reglamenta 
dicha  ley,  S*  E,  el  Poder  ejecutivo  se  ha  servido 
resolver,  que  tanto  la  suma  de  cien  mil  pesos  des- 
tinada en  el  presupuesto  del  corriente  año  con 
aquel  objeto,  como  las  que  con  tal  ñn  se  presu- 
pongan por  el  Congreso  en  lo  sucesivo  se  divida 
en  4  partes  ¡guales  por  la  Tesorería  general,  y 
se  paguen  en  los  últimos  quince  dias  de  cada  tri- 
mestre, los  intereses  de  los  créditos  reconocidos 
y  que  se  reconocieren  hasta  fin  de  cada  año  eco- 
nómico: reservando,  6  aplicando  el  sobrante  de 
cada  una  de  las  cantidades  trimestrales,  á  la  amor- 
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tizacioQ  del  capital  reconocido,  según  el  orden 
con  que  hayan  sido  presentados  al  Gobierno. 

Transcríbase  á  quienes  corresponda  para  su 
debido  cumplimiento,  y  publíquese  en  la  Gaceta 
de  Venezuela* 

Por  S.  R  Gellineau. 

ESPOLIOS.   RESOLUCIÓN    EJECUTIVA  DE  20  DE 

AGOSTO  DE  1840  determinando  cuál  es  la  au- 
toridad llamada  á  sustituir  á  los  Intendentes 
y  Corregidores  para  su  aplicación. 

Secretaría  del  interior.— Sección  1.  *  .—Caracas 
Agosto  20  de  1840.—  Resuelto. 

Dígase  al  Sr.  Dr.  Francisco  Díaz,  jaez  de  primera  instan- 
cia del  primer  circuito  de  esta  provincia. 

Una  de  las  atribuciones  que  concede  al  Poder 
Ejecutivo  el  artículo  69  de  Ja  ley  de  patronato, 
es  dictar  las  providencias  oportunas  para  que  los 
espolies  de  los  arzobispos  y  obispos  se  aseguren, 
se  administren  y  se  inviertan  en  sus  debidos  usos. 
y  que  los  encargados  de  su  recaudación  y  mane- 
jo, den  cuenta.  En  ejercicio  de  esta  función  dis- 
puso el  Gobierno  en  26  de  Octubre  último,  que 
el  tesorero  general  acompañado  de  uno  de  los 
prebendados  de  esta  S.  I.  M .  formase  el  inventa- 
rio de  todos  los  bienes  que  existiesen  aquí  perte- 
necientes á  espolies  del  M.  R.  Arzobispo  de  Ca- 
racas Dr.  Ramón  Ignacio  Méndez,  y  que  todo 
quedase  al  cuidado  y  bajo  la  responsabilidad  del 
mismo  tesorero  mientras  se  le  diese  la  inversión 
legal. 

En  consecuencia,  se  han  practicado  los  inven- 
tarios: se  han  depositado  los  ornamentos,  libros 
y  demás  bienes,  y  se  han  librado  las  órdenes  cor- 
respondientes para  recaudar  algunas  cantidades 
y  recoger  varios  efectos  que,  pertenecientes  á  la 
testamentaría,  se  encuentran  fuera  de  esta  ciudad. 

Debe  precederse  á  la  inversión  de  los  espolios 
conforme  á  Jas  leyes,  y  no  existiendo  en  Vene- 
zuela los  intendentes  Corregidores,  á  que  se  con- 
trae el  artículo  227  de  las  ordenanzas  de  Inten- 
dentes, cree  el  Gobierno  que  debe  tomar  conoci- 
miento de  este  negocio  un  juez  de  primera  ins- 
tancia. Se  funda  en  que  deben  ejercerse  actos  de 
jurisdicción,  que  debo,  por  tanto,  intervenir  un 
juez,  y  que  no  puede  ser  otro  que  el  de  primera 
instancia  para  que  queden  espeditas  las  demás 
que  franquean  las  leyes;  y  se  funda  también  en 
que  según  lu  atribución  primera  artículo  19  de  la 
ley  orgánica  de  tribunales,  toca  &  los  juezes  de 
primera  instancia '^Conocer  en  primera  ins- 
tancia de  todas  las  causas  civiles  y  criminales  que 
no  estén  especialmente  atribuidas  pur  la  lei  á 
otros  tribunales." 

No  estsndo,  pues,  designada  por  las  leyes  de 
In  Repüblica  la  autoridad  que  deba  conocer  déla 
aplicación  tie  los  espolios  de  los  arzobispos  y  obis- 
pos, el  Poder  Ejecutivo  por  Jos  fundamentos  es- 
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puestos,  resuelve  pasar  6  U.  este  expediente  para 
que,  con  arreglo  á  las  leyes,  tengan  los  espolios 
del  M.  R.  Arzobispo  de  Caracas  Dr.  Ramón  Ig- 
nacio Méndez  su  debida  inversión* 
Al  intento  dirigió  á  U.: 

El  expediente  principal  creado  en  este  ministe- 
rio :  eonsta  de  cuarenta  y  siete  folios. 

Otro  expediente  con  treinta  y  ocho  folios  pro- 
movido en  Barínas  por  el  Sr.  Juan  de  Dios  Mén- 
dez. 

El  inventario  formado  en  esta  ciudad  con  in- 
tervención del  tesorero  general  y  del  Sr.  Docto- 
ral, compuesto  de  trece  folios, 

La  cuenta  presentada  por  el  albacea  del  M.  R. 
Arzobispo,  de  los  gastos  hechos  después  de  su 
muerte,  que  contiene  cinco  folios;  y 

Los  documentos  que  comprueban  la  cuenta  an- 
terior. 

Son  treinta  y  ocho  folios 
El  inventario  de  lo  que  trajo  á  esta  ciudad  el 
albacea,  igual  al  que  se  practicó  en  Barínas,  existe 
en  poder  del  tesorero  general  á  quien  se  pasó  en 
20  de  Mayo  último  para  ios  efectos  que  expresa 
la  resolución  expedida  con  la  misma  fecha,  que 
se  halla  al  folio  28  vuelto  del  expediente  prin- 
cipal. 

Espera  el  Gobierno  que  U.  le  dará  oportuna- 
mente cuenta  del  resultado  final  de  este  negocio. 
Por  S.  E. — Quintero. 

ESPONSALES.  Véase  Matrimonio  art.  14  y  15. 
ESTABLECIMIEN  TOS  de  benefickncia.  De- 
beres de  los  concejos   municipales  sobre  ellos. 
Véase  Provincias^  art.    19. 
ESTADAL.  Mediila  para  las  tierras.  Véase  Pe- 
sos y  medidas,  art.   17. 

estadística  JUDICIAL.  RESOLUCIÓN  EJECU- 
TIVA DE  11  bE  MAYO  DE  1840,  disponi&ndo  se 
pasen  mensualmeate  al  Poder  Ejecutivo  cier- 
tas noticias  sobre  las  causas  pendientes,  en- 
tradas y  despachadas. 

República  de  Venezuela.— Ministerio  del  Inte- 
rior.—Caracas  11  do  Mayo  de  1840,  11®  ySOO  — 
Sección  2  *    —Resuelto. 

Dígase  en  circular  á  los  gobernadores  de  pro- 
vincia. 

Para  poder  mejor  llenar  la  atribución  que  por  el 
pdrrafo  20delartículo  1 17dela  Constitución  tiene 
el  Ejecutivo  de  cuidar  de  que  la  justicia  se  admi- 
nistre pronta  y  cumplidamente  por  los  tribuna- 
les y  juzgados  de  la  llepüblica,  desea  S.  E.  tener 
constantemente  á  la  vista  datos  ciertos  y  perió- 
dicos que  le  pongan  en  estado  de  seguir  la  mar- 
chado sus  trabajos,  de  conocer  los  que  afluyen, 
se  atrasan  ó  progresan,  y  de  inspeccionar  el  mo- 
vimiento que  se  le  da  h  este  ramo  por  los  em- 
pleados en  él.  Quiere  S.  E.  que  poi  este  medio 
reposen  en  este  Ministerio  las  correspondientes 
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y  necesarias  noticias,  en  vista  de  las  cuales  pue- 
da juzgar  de  la  actividad  con  que  desempeñan  sus 
funciones  (os  dichos  tribunales  y  juzgados,  é  in- 
formar á  la  legislatura  lo  que  crea  conveniente 
para  que  dicte  las  medidas  que  demande  la  me- 
jora de  tan  importante  ramo.  Por  estas  razones, 
ha  resuelto  el  Gobierno  que  desde  el  I9  de  Agos- 
to próximo  en  adelante  los  jueces  de  primera 
instancia  de  esa  provincia,  remitan  á  este  despa- 
cho por  el  órgano  de  US.  una  noticia  del  núme- 
ro de  causas  pendientes  el  dia  primero  del  mes 
anterior,  con  distinción  de  las  civiles  y  criminales, 
otra  de  las  entradas  y  despachadas  en  el  mismo 
mes  y  de  las  que  existen  también  pendientes  el 
dia  en  que  se  suministra  el   dato. 

El  Gobierno  rae  encarga  recomendar  á  US.  la 
mayor  eficacia  en    el  cumplimiento  de  esta  reso- 
lución, á  ñn   de  que    exigiéndose   con  la  debida 
anticipación  á  los  jueces  de  primera  instancia  las 
indicadas  noticias,   no   se  note   periódicamente 
omisión  alguna  en  este  Ministerio.  Con  el  objeto 
arriba  indicado  remito  á  US.   el  adjunto  cuadro. 
Pídase  igual   noticia  á  las   Cortes  suprema  y 
superiores,  en   lo   concerniente   á  las   causas  de 
que  respectivamente   conocen,  con  expresión  de 
las  civiles,  criminales,  militares  y  de  responsabi- 
lidad.— Por  S.  E. — Quintero. 
estadística  judicial,  resolución  ejecu- 
tiva de  11    DE   MAYO  DE    1840,   dispotitendo 
que  la  Corte  Suprema  pase  al  Poder  Ejecu- 
tivo todos  los  meses  vna  noticia  de  las  caU' 
sas  que  confirme  ó  revoque. 

Secretaría  do  E.  en  los  DD.  del  Interior  y  josti- 
cia.— Sección  2  «^  .—Caracas  Mayo  11  do  1840,  11  <^ 
de  la  ley  y  80  ^  de  la  Independencia.— Resuelto, 

Dígase  á  las  cortes  suprema  y  superiores  de 
justicia,  remitan  mensuaimente  á  este  despacho 
una  noticia  de  las  sentencias  que  confirmen  ó  re- 
voquen correspondientes  á  cada  una  de  las  cor- 
tes superiores  establecidas,  ó  ju2gados  de  prime- 
ra instancia,  respectivamente,  con  expresión  de 
los  jueces  que  las  hayan  pronunciado. 

Por  S.  E. — Quintero. 
estadística  judicial  resolución  ejecu- 
tiva DE  16  DE  Abril  de  1842,  poniendo  es- 
te negociado  al  cargo  de  la  Corte  Suprema, 
y  estableciendo  ciertos  datos  para  el  cuadro 
general  que  debe  formar. 

Secretaría  de  lo  Interior.— Sección  2  *  —Cara- 
cas Abril  16  de  1842.— Resuelto. 

Dígase  6  S.  E.  el  Presidente  de  la   Corte  Su-  ' 
prema  de  justicia.  | 

Convencido  el  Gobierno  de  la  necesidad  de  or- 
ganizar perfectamente  la  estadística  judicial,  ya 
para  conocer  el  estado  de  moralidad  del  pais,  ya 
para  crear  datos  positivos  que  sirvan  á  la  con- 
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feccion  y  reforma  de  las  leyes  en  general,  y  muy 
particularmente  de  aquellas  que  se  refieren  á  la 
organización  de  tribunales  y  á  la  administración 
de  la  justicia,  ha  dictado  entre  otras  resolucio- 
nes la  de  14  de  Marzo  de  1S40,  disponiendo  que 
las  cortes  superioses  de  justicia  pidiesen  á  los  tri- 
bunales inferiores  de  sus  respectivos  distritos  las 
noticias  necesarias  al  intento,  y  que  reuniéndolas 
con  las  correspondientes  á  cada  corte,  llenasen 
el  modelo  que  se  acompañó  y  lo  remitiesen  anual- 
mente á  este  ministerio  por  el  mes  de  Octubre; 
haciéndose  extensiva  esta  disposición  á  las  dis- 
tintas cortes  instaladas  después  de  aquella  fecha. 

Ni  la  resolución  citada  ni  los  posteriores  es- 
fuerzos del  Poder  Ejecutivo  han  bastado  para 
obtener  oportunamente  los  datos  pedidos  para 
presentaral  Congreso  un  cuadro  exacto  de  la  esta- 
dística judicial ;  y  el  Gobierno  deseando  dar  mas 
eficacia  á  sus  resoluciones  se  ha  decidido  á  poner 
este  negocio  en  manos  de  la  Suprema  Corte  de 
justicia.  De  su  ilustrada  consagración  espera  los 
resultados  á  que  aspira.  El  Tribunal  Supremo  es, 
en  el  concepto  del  Gobierno,  el  llamado  á  cen- 
tralizar los  resultados  generales  de  la  administra- 
ción de  justicia  en  la  República,  ordenándolos 
en  un  solo  cuerpo  con  los  datos  que  han  de  pa- 
sarle las  Cortes  Superiores  de  justicia.  Es  de  es- 
perarse que  estos  tribunales  llenen  cumplidamen- 
te las  disposiciones  que  se  les  comuniquen,  y  el 
Gobierno  confía  en  que  la  Corte  Suprema  las 
hará  observar  con  exactitud,  empleando  la  auto- 
ridad que  le  dan  las  leyes. 

Desea  el  Gobierno  que  el  cuadro  general  que 
forme  esa  Suprema  Corte  presente  los  datos  si- 
guientes. 

19  El  número  de  individuos  de  ambos  sexos 
procesados  criminalmente  en   cada  provincia. 

29  Los  delitos  por  qué  se  les  ha  juzgado. 

39  Las  penas  á  que  han  sido  condenados. 

49,  69  y  69,  Edad,  estado  y  profesión  de  los 
procesados. 

El  Gobieno  descansa  en  la  seguridad  de  que 
esa  Suprema  Corte  se  sirva  prestar  á  este  asunto 
toda  la  atención  que  él  merece,  dictando  las  ór- 
denes necesarias  para  lograr  satisfactorios  resul- 
tados, é  introduciendo  en  el  modelo  que  hasta 
ahora  ha  servido  para  formar  estos  cuadros  las 
modificaciones  que  convengan  á  fin  de  hacerlos 
mas  comprensivos,  claros   y  exactos. 

Réstame  manifestar  en  conclusión  que  el  Go- 
bierno espera  que  V.  E.  se  sirva  remitir  á  este 
Ministerio  el  estado  general  en  todo  el  mes  de 
Octubre  de  cada  año. 

Soy,  &c.— Por  S.  E — Ángel  Quintero, 
estadística  judicial  resolución  ejecu- 
tiva DE  13  de  Setiembre  de  1847,  estable- 
ciendo cierta  regla  que  deberá  observarse  en 
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las  notician  mensuales  del  múf^itaiento  de 
causas» 

Secretaría  del  Interíor.^SecdoB  2^    Carácaa 
Setiembre  13  de  1847.— Besoelto. 

Dígase  al  Excmo.  Sr.  Presidente  de  la  Corte 
Suprema  de  Justicia,  á  los  Sres.  Presidentes  de 
las  Cortes  Superiores  y  Gobernadores  de  provin- 
cia. 

Observándose  que  de  las  causas  en  curso  que 
se  dan  por  existentes  al  fin  de  un  mes  en  las  no* 
ticias  mensuales  que  se  reciben  en  este  Ministerio 
sobre  el  movimiento  de  causas  en  los  tribunales, 
pueden  paralizarse  algunas  dentro  del  mes  si* 
guieute,  ó  viceversa,  que  de  las  que  antes  se  ha* 
yan  indicado  como  paralizadas  se  pongan  algu- 
nas en  curso;  y  que  ni  en  el  modelo  inserto  en 
la  Graceta  numero  796,  ni  en  la  circular  con  que 
se  acompañó,  se  indica  el  medio  de  que  los  tri* 
bnuales  den  á  conocer  al  Gobierno,  cuando  en- 
tren en  curso  algunas  de  laa  causas  paralizadas 
6  viceversa,  cuando  se  paralicen  algunas  de  las 
que  estaban  en  curso,  lo  cual  es  de  absoluta  ne- 
cesidad, S.  E.  el  Presidente  de  la  República  se- 
ha  servido  resolver :  que  en  las  noticias  mensua- 
les del  movimiento  de  causas  desde  19  (ie  Julio 
úllimoy  observen  los  tribunales  la  regla  siguiente: 
Si  en  el  curso  del  mes  á  que  se  refiere  la  no- 
ticia se  hubieren  paralizado  algunas  causas  de 
las  que  &ntes  se  habla  informado  que  estaban  en 
curso  el  primero  de  dicho  mes,  se  disminuirán  de 
estas  y  se  añadirán  á  las  paralizadas  existentes 
al  fin  del  mismo,  ó  principio  del  siguiente;  y  vi- 
ceversa^ si  se  pusieren  en  curso  algunas  de  las 
que  antes  se  habia  informado  que  estaban  para- 
lizadas, se  disminuirán  de  estas  y  se  agregarán 
á  las  existentes  en  curso  en  19  del  mes  á  que  se 
refiera  la  noticia ;  pues  aunque  por  esto  no  coin- 
cidirán las  existentes  en  I9  de  cada  mes  con  las 
que  se  hubieren  dado  por  existentes  en  I9  del 
mismo  en  el  cuadro  anterior,  Ja  diferencia  que 
se  note  entre  las  existentes  en  curso,  que  deberá 
ser  igual  á  la  que  se  advierta  entre  las  paraliza- 
das existentes,  servirá  para  dar  á  conocerlas  va- 
riaciones que  haya  habido  en  las  causas  en  cur- 
so y  paralizadas. 

Soy,  &c.  Por  S.  E.  Sanatria. 

ESTADÍSTICA  judicial.   Correspiínde  á  la 
Corte  Suprema  su  formación.  Véase  Tribuna" 
les  y  juzgados  L.  1  atrib.  11^  del  art.  2 
estadística  judicial*  acuerdo  db  la  cor- 
te   SUPREMA  D£  12  D£    ENERO  D£     1843  e^^' 

bleciendo  reglas  para  ellas» 

En  la  ciudad  de  Caracas  á  12  de  Eáero  de 
l&4a,  140  y  339 ,  los  Ministros,.  Presidente,^  Re- 
lator y  Canciller  de: la.  Corle  Supreaia  de  ju^ti. 
cia  reunidos  ea  apuerdot.^io .  la  asisleAcU  del  Sr. 
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hallarse  agente,  tomaron  en 
consideración  el  expediente  que,  por  el  celebra-» 
do  en  24  de  Jonio  del  afio  próximo  pasado,  se 
mandó  formar  de  todos  los  documentos  reíati* 
vos  á  la  centralización  de  los  datos  generales  de 
la  administración  de  justicia,  su  organización  y 
formación  de  la  estadística  judicial  de  la  Repú- 
blica, y  que  se  pasase  al  Sr.  Fiscal.  Reservando 
el  tribunal  para  la  debida  oportunidad  contraer 
su  atención  á  los  varios  puntos  que  comprende 
la  representación  de  aquel  ministerio,  sobre  la 
perfección  que  deberla  tener  este  género  de  tra- 
bajo para  que  fuese  productivo  de  los  inmensos 
bienes  que  de  él  reportaría  la  sociedad  en  todos 
los  ramos  de  la  administración;  sobre  la  imposi- 
bilidad de  que  tal  objeto  se  consiga,  sin  que  se 
dediquen  á  él  oficinas  especiales  dotadas  de  bra- 
zos suficientes  y  proporcionados  á  la  extensión 
de  que  es  susceptible;  sobre  las  dificultades  que 
con  el  tiempo  y  el  crecimiento  de  la  misma  obra 
se  ir&o  presentando  para  que  su  organización  y 
formación  pueda  continuar  á  cargo  de  los  tribu- 
nales de  justicia  que  apenas  cuentan  con  los  auxi- 
liares puramente  necesarios  para  el  cumplido  de- 
sempeño de  sus  deberes  naturales,  limita  su  re- 
solución á  solo  aquellos  puntos  de  dicha  repre- 
sentación que  por  ahora  cree  practicable*,  y  en 
consecuencia  acuerda.  Primero :  que  se  pase  á 
las  Cortes  superiores  el  modelo  nuevamente  for- 
mado para  que  el  cuadro  que  contiene  sea  llena- 
do según  las  indicaciones  que  en  él  están  hechas, 
agregándole  las  adiciones  que  también  van  ex- 
presas sobre  la  edad,  estado  y  profesión  de  los 
encausados,  igualmente  que  el  grado  de  instruc- 
ción que  tengan,  con  advertencia  de  que  en  cuan- 
to á  la  edad  ,  no  se  exige  por  ahora  la  de  cada 
uno,  sino  en  los  términos  y  en  la  misma  forma 
que  están  estampados  en  el  modelo,  y  de  que  la 
ultima  noticia  sobre  el  grado  de  instrucción  de- 
berá obtenerse  en  el  acto  de  tomarse  la  confesión 
al  encausado,  como  se  hace  con  respecto  á  la  e- 
dad,  ó&c.  debiendo  las  Cortes  al  formar  el  cua- 
dro que  han  de  pasar  á  este  tribunal  expresar  en 
su  pié  cuántos  son  los  individuos  que  se  hallan 
comprendidos  en  cada  uno  de  los  grados  de  ins- 
trucción, de  modo  que  correspondan  con  ei  to- 
tal de  aquellos  las  diferentes  clasificaciones  que 
se  hagftn,  tgdo  conforme  á  las  adiciones  que  se 
han  agregado  al  modelo.  Segundo  :  que  las  Cor- 
tes superiores  dispongan  que  los  jaeces  de  pri- 
mera instancia  se  hagan  dar  cuenta  por  los  alcal- 
jdes,  de  las  cauaas  de  hurto  de  menor  cuantía  que 
determinen  conforme  á  la  faeultad  que  para  ello 
les  confiere  el  articulo  22  de  la  ley  de  la  materia, 

á  fin  de  que  las  ineluyan  en  el  cuadro  que  pasen 
á  les  Certas  soperiore»,  y  estas  en  el  general  del 
distrito.  Tercero :  q»e  pudiendo  haber  algunos 
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procedimientos  por  delitos  que  no  estén  eapocifí- 
cado»  en  el  modelo,  las  Cortes  los  hagan  incluir 
en  sus  cuadros  con  sus  propios  nombres  y  en  el 
lugar  que  les  correspondan,  siguiendo  ei  orden 
alfabético.  Cuarto :  que  á  los  comandantes  de 
armas  que  hoy  existen  y  &  los  que  se  nombraren 
en  lo  sucesivo  se  pasen  los  dos  modelos  relativos 
uno  &las  causas  de  que  conozcan  los  consejos  de 
guerra  de  oficiales  generales,  y  otro  k  las  que 
corresponden  al  juzgado  militar  ó  al  consejo  de 
guerra  ordinario,  para  que  formen  los  cuadros 
con  arreglo  á  ellos  y  á  las  advertencias  ya  he- 
chas, y  pasen  el  primero  á  esta  Corte  Suprema 
directamente,  y  el  segundo  á  la  Corte  Superior 
del  respectivo  distrito  militar.  Quinto  :  que  for- 
mados los  cuadros  por  las  Cortes  superiores  y 
por  los  comandantes  de  armasen  lo  relativo  á 
las  causas  de  los  consejos  de  guerra  de  oficiales 
generales,  los  pasen  indefectiblemente  á  esta  Cor- 
te Suprema  en  todo  el  mes  de  Octubre,  de  ma- 
nera que  para  el  dia  último  se  hallen  en  la  Canci- 
llería, donde  ha  de  formarse  el  cuadro  general  ó 
estadística  judicial  de  la  República  en  la  parle 
crimina],  y  pueda  pasarse  oportunamente  al  Go- 
bierno. Sexto :  que  se  pida  al  Poder  Ejecutivo 
noticia  de  las  comandancias  de  armas  que  hoy 
existen,  y  se  sirva  participarle  las  que  en  adelan- 
te se  establecieren.  Séptimo :  que  siendo  necesa- 
rio que  en  un  expediente  sobre  estadística  haya 
constancia  de  la  población  que  tenga  el  pais,  co- 
mo dato  preciso  ó  base  para  sacar  proporciones 
y  hacer  útiles  comparaciones,  se  solicite  del  Go- 
bierno el  censo  de  la  República  y  se  agregue. 
Octavo:  que  se  manifieste  á  las  Cortes  superio- 
res y  comandantes  de  armas,  que  este  tribunal 
al  ofrecer  al  supremo  Gobierno  su  eficaz  coope- 
ración en  el  importante  objeto  de  organizar  un 
ramo  de  utilidad  tan  conocida,  contó  muy  espe- 
cialmente ron  el  celo  de  los  encargados  de  la  ad- 
ministración de  justicia,  de  cuyos  trabajos  es  que 
han  de  resultar  los  datos  generales  sobre  que  de- 
be formarse  la  estadística,  y  por  lo  tanto  espera 
que  al  librar  sus  órdenes  para  el  cumplimiento 
de  todo  lo  aquí  acordado,  encarezcan  la  mayor 
exactitud  y  puntualidad,  usando  en  los  casos  de 
omisión  de  los  apremios  convenientes,  para  que 
así  se  evite  que  el  Gobierno  repita  con  razón  que 
sus  esfuerzos  no  han  bastado  á  ver  realizados 
aus  deseos  de  suministrar  al  Congreso  las  nocio- 
nes que  emanan  de  un  exacto  cuadro  estadístico, 
debiendo  todos  los  funcionarios  que  han  de  con- 
tribuir á  este  trabajo  tener  presente  que  la  falta 
de  uno  solo,  lo  hará  imperfecto  y  acaso  inútil. 
Y  noveno  :  que  á  cada  Corte  Superior  y  á  cada 
comandancia  de  armas,  ademas  de  los  modelos 
que  deben  pasárseles,  se  les  acompafie  copia  de 
este  acuerdo,  del  caal  se  pa«ar4  también  otra  al 
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Foder  Ejeei^tiv.o. 

Urhaneja. —  Martínez. —  Duarte. 
Caracas  Febrero  28  de  1844,    1 5?  y  340.  —El 
Canciller,  J.    Duarte, 

ESTADÍSTICA  JUDICIAL.  ACUERDO  DE  LA  COR- 
TE SUPREMA  DE    11   DE  MARZO    DE     1844,     a/71- 

pliando  las  reglas  anteriores. 

En  la  ciudad  de  Caracas  á  11  de  Marzo  de  1844, 
159  y  349,  reunidos  el  Presidente,  Relator  y 
Canciller  de  la  Corte  Suprema  de  justicia  toma- 
ron en  consideración  el  expediente  relativo  A  la 
formación  de  la  estadística  judicial,  con  lo  repre- 
sentado por  el  ministerio  fiscal  sobre  las  nuevas 
noticias  que  conviene  exigir  para  ir  mejorando 
en  lo  posible  este  negocio,  y  en  conformidad  con 
las  indicaciones  hechas  por  dicho  ministerio,  se 
acordó  lo  siguiente. 

^19  Recomendar  en  primer  lugar  á  las  Cor- 
tes superiores  el  mayor  celo  y  eficacia  en  la  exi* 
gencia  y  oportuna  remisión  de  los  datos  estadís- 
ticos, ya  dictando  providencias  enérgicas  para 
obtenerlos  de  los  juzgados  inferiores,  y  ya  cor- 
rigiendo toda  omisión  ó  retardo  según  las  facul- 
tades que  las  leyes  les  han  concedido. 

29  Recordar  á  las  mismas  Cortes  que  la  dis- 
tinción de  hombres  y  mujeres  debe  hacerse,  no 
solo  en  cuanto  á  los  delitos,  sino  también  en  cuan- 
to á  las  penas,  edades,  estado  y  demás  circuns- 
tancias que  se  mandan  expresar  &  ios  enjuicia- 
dos, pues  se  ha  notado  en  algunos  cuadros  esta 
falta  de  separación. 

39  Ordenar  á  las  Cortes  mencionadas  que 
dispongan  lo  conveniente  para  que  los  tribuna- 
les inferiores,  al  acto  de  recibir  á  los  procesados 
la  declaración  con  cargo,  les  interroguen  si  son 
en  su  origen  naturales  ó  extranjeros,  y  si  se  ha- 
llan domiciliados  en  el  pais,  ó  son  transeúntes, 
para  añadir  esta  explicación  6  los  cuadros  que 
reciban  las  Cortes  superiores  é  insertarla  en 
las  que  han  de  dirigirse  á  la  Suprema.  Esta  dis- 
posición comenzará  &  tener  su  efecto  respecto 
de  las  causas  que  se  formen  desde  el  primero  de 
Julio  del  presente  año  en  adelante. 

49  Clue  on  los  propios  términos  enunciados 
en  el  número  anterior  se  obtenga  y  coniunique 
la  noticia  de  los  enjuiciados  que  sean  reinciden- 
tes en  el  delito,  entendiéndose  por  reincidencia,  el 
haber  sido  antes  juzgados  7  condenados  á  sufrir 
alguna  pena. 

59  Que  del  propio  modo  se  exprese  en  los 
cuadros  el  número  de  individuos  cuya  condena- 
ción á  pena  capital  haya  sido  conmutada  por  el 
Poder  Ejecutivo,  distinguiendo  laa  hechas  á  pro- 
puesta de  laCorte  Suprema  de  las  que  se  hagan 
sin  tal  propuesta.  En  el  caso  de  condenación  á 
pena  capital  coamutada,  se  incluirá  en  el  cuadro 
de  las  penas  bajo  uoa  calilla  expecial. 
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.  69  Advertir  á,  dicha?  Cortes  que  no  deben 
comprenderse  en  la  estadística  los  juicios  verba- 
les sobre  injqrias  de  palabra,  escrito,  ó  de  beoho 
'  sin  efusión  da  sangre  6  grave  contusión,  aynque 
llegue  el  caso  de  que  los  injuriantes  hayan  desu- 
frir  la  pena  de  obras  públicas  por  ser  insolventes 
6  incapaces  parfi  satisfacer  la  condenación  pecu- 
niaria. Solo  deben  comprenderse  en  la  estadísti- 
ca las  causas  puramente  criminales  por  su  natu- 
raleza, que  son  seguidas  por  los  tramites  propios 
del  juicio   criminal. 

7^  Advertirles  del  mismo  modo  que  no  deben 
incluirse  en  la  estadística  las  causas  que  se  ha- 
llan pendientes  por  fuga.de  los  enjuiciados,  ó  por 
no  haberse  concluido  de  todo  punto  el  juicio,  pues 
solo  deben  comprenderse  las  causas  enteramente 
concluidas  dentro   del  ailo. 

89  Advertirles  igualmente  que  aunque  algún 
individuo  sea  encausado  por  dos  6  mas  delitos 
que  no  estén  comprendidos  en  la  clasiñcacion  de 
•'  varios  excesos,"  no  debe  ponerse  en  el  cuadro, 
sino  como  una  sola  causa  en  la  casilla  cor- 
respondiente ai  delito  mayor,  sin  poner  multi- 
plicadas las  causas  por  cada  delito  de  que  esacu- 
sado  un    mismo  individuo. 

99  Advertirles  de  igual .  manera,  que  cuando 
alguno  sea  condenado  á  una  pena  compuesta, 
como  azotes,  vergüenza  y  presidio,  no  debe  con- 
siderarse hecha  Ja  condenación  á  tantas  penas 
cuantas  son  las .  especies  de  que  se  compon  la 
impuesta  por  la  sentencia,  pues  resultaría  lo  que 
se  ha  observado  en  algunos  cuadros,  que  es  ma- 
yor él  número  de  individuos  penados  que  el  de 
enjuiciados.  La  condenación  á  una  pena  com- 
puesta debe  hacerse  en  una  casilla  que  exprese 
las  especies  de  que  se  compone. 

10  Que  se  trascriba  el  contenido  de  los  números 
anteriores  á  los  comandantes  de  armas  y  coman- 
dantes de  apostadero  para  que  cumplan  por  su 
parte  lo  prevenido  allí,  en  lo  relativo  ó  las  cau- 
sas contra  los  individuos  del  ejército  y  marina. 

§  29  Sé  acordó  así  mismo  ordenar  á  las  Cor- 
tes superiores,  que  los  cuadros  estadísticos  que 
remitan,  comprendan  las  causas  de  los  juzgados 
por  vagancia  ante  la  policía,  exigiendo  al  efecto 
á  los  jefes  municipales  de  los  cantones  que  les 
pasen  con  la  debida  oportunidad  las  correspon- 
dientes noticias  con  expresión  del  número  de 
mujeres  y  hombres  encausados,  de  la  pena  ó  ab- 
solución que  resulte  del  juicio,  de  la  ocupación, 
de  la  edad  y  de  todas  las  demás  circunstancias 
que  se  mandan  apresar  ú  los  jueces  de  primera 
instancia  respecto  de  los  demás  encausados,  y 
que  se  hallan,  consignadas  en*  los  acuerdos  co- 
municados á  las  Cortes,  quienes  los  trasmitirán 
á  los  jefes  políticos  en  la  parte  necesaria.  £sta 
d  isposicion  no  comenzará  á  tener  efeeto  sino  con 
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relación  á  Us .caucas  que  ee  formen  deede  I9  de 
Julio  del  presente  aflo  en   adelante. 

4  39  Se  acordó  pasar  al  Poder  Ejecutivo  co- 
pia de  lo  ordenado  en  el  p&rrafo  precedente  con 
el  fin  de  que  S.  E.  se  sirva  prevenir  por  su  par- 
te lo  conveniente  á  los  gobernadores  de  las  pro- 
vincias para  que  los  jefes  políticos  municipales 
suministren  á  las  Cortes  superiores  los  datos  que 
se  les  exijen  para  la  estadística  en  la  debida  o- 
portunidad,  sin  demora  ni  pretexto» 

^  49  Se  acordó  que  las  Cortes  superiores  jun- 
to con  el  cuadro  estadístico  de  la  parte  criminal 
remitan  á  la  Suprema  Corte  otro  cuadro  sepa- 
rado, comprensivo  del  número  de  los  jueces  y 
empleados  públicos  sometidos  ajuicio  de  simple 
responsabilidad  en  cuyas  causas  no  se  observan 
los  trámites  del  procedimiento  criminal;  con  ex- 
presión del  resultado  final  del  juicio.  Esta  noti- 
cia debe  coniprender  también  las  causas  de  sim- 
ple responsabilidad  que  principien  ante  los  jueces 
de  primera  instancia  á  quienes  las  Cortes  trasmi- 
tirán este  acuerdo  para  su  cumplimiento,  desde 
19  de  Julio  próximo  en  adelante. 

6  59  S®  acordó  pasar  á  las  Cortes  superiores 
nuevos  modelos  de  cuadros  para  la  estadística 
con  las  mejoras  que  se  crean  convenientes  para  la 
mayor  claridad  y  método,  y  comprendiendo  los 
nuevos  datos  que  se  exigen  en  lo  acordado  en 
los  párrafos   precedentes. 

^  69  Se  acordó  pasar  al  Poder  Ejecutivo  un 
ejemplar  de  dichos  modelos  manifestándole  que 
convendría  facilitar  el  trabajo  para  la  estadística, 
distribuyendo  impresos  los  cuadros  á  las  Cortes 
superiores  y  demás  juzgados,  de  modo  que  solo 
tuviesen  que  llenarlos,  á  ñn  de  que  si  S.  E.  acuer- 
da el  pequeño  gasto  necesario,  se  verifique  la  im- 
presión á  la  mayor  brevedad  posible. 

^  79  Se  acordó  finalmente  quede  todo  el  pre- 
sente acuerdo  se  pase  copia  á  la  Secretaría  de 
Estado  en  el  despacho  del  Interior  para  los  fines 
convenientes  en  ¡a  secretaría  y  para  su  publica- 
ción en  la  Gaceta. 

Urbaneja. —  Martínez^ — Brocho.--^  Duarte. 
Caracas  Marzo  14  de  1844.  159  Y  349-  El  Canci- 
ller, J.    buartc. 
ESTADÍSTICA     judicial,    acuerdo   de   la 

CORTE    SUPREMA    DE  22  DE     JULIO  DE  1850/- 

jando  la  época  en  que  deben  las  Cortes  supe- 
riores pasarle  la  lista  de  causas  pendientes^ 
y  encargándoles  la  exactitud  en  el  envío  de 
los  datos  que  han  de  servir  para  formar  la 
estadística  criminaL 


En  la  ciudad  de  Caracas  á  veintidós  de  Julio 
de  1850,  reunidos  en  acuerdo  el  Presidente  acci- 
dental y  Ministros  de  la  Corte  Suprema  de  justi- 
cia, dijeron:  que  debiendo  esta  fijar  los  períodos 
de  cuatra  meaes  en  que,  segua  el  novísimo  códi- 
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fo  orgáftteo  de  tríbiiRale0«  ha  de  exigir  de  las 
Cortes  Superiores  listas  de  las  causas  pendientes 
civilee  y  criminales,  con  el  fin  de  pronriover  efi- 
cazmente la  mas  pronta  y  activa  administración 
de  justicia,  desde  luego  señala  los  meses  de  Oc 
tubre,  Febrero  y  Junio  como  término  de  cada 
cuatrimestre,  debiendo  dichas  Cortes  remitir  in- 
defectiblemenie  á  la  Suprema  las  referidas  listas 
en  los  quince  primeros  dias  de  Julio,  Noviem- 
bre y  Marzo.  Y  observando  que  no  se  envian 
con  exactitud  los  datos  que  deben  servir  para 
formar  la  estadística  criminal  de  la  República, 
no  obstante  las  diversas  providencia^»  que  se  han 
librado  por  este  Supremo  Tribunal  en  la  mate- 
ria, se  reitera  á  las  referidas  Cortes  las  preven- 
ciones que  sobre  ellu  se  les  han  hecho,  principal- 
menle  la  de  remitir  dichos  datos  en  todo  el  mes 
de  Octubre  de  cada  afín;  pues  de  otro  modo  no 
podrá  esta  Suprema  Corte  cumplir  con  una  de 
las  atribuciones  que  por  la  ley  se  le  confieren. — 
González. — Rojas. — Lanz. — \iana — Morales^ 
Secretario  Relator. 

Es  copia. — El  Secretario  Relator, 

Juan  de  D.  Morales. 
ESTADÍSTICA  judicií^l.  resoutcion  ejecu- 
tiva DE  28  DE  ABRIL  DE  1861  pidiendo  á  los 
jvcces  de  provincia  y  de  parroquia  una  noti- 
cia mensual  sobre  el  movimiento  de  causas. 

Secretaría  del  Interior.— Sección  segunda.— Ca- 
racas, Abril  28  de  1851.— Resnelto. 

Dígase  en  circular  á  los  Gobernadores  de  pro- 
vincia. 

Observando  S.  E.  el  Poder  Ejecutivo  que  no 
se  remiten  por  los  tribunales  inferiores  con  pun- 
tualidad y  exactitud  las  noticias  que  en  diversas 
épocas  ha  pedido  sobre  el  movimiento  de  las  cau- 
sas que  en  ellos  cursan,  y  deseando  tener  cons- 
tantemente á  la  vista  datos  ciertos  y  periódicos, 
que  le  pongan  en  estado  de  conocer  el  progreso, 
movimiento  y  atraso  que  tienen  los  diversos  ne- 
gocios en  el  ramo  judicial,  para  lograr  por  este 
medio  un  conocimiento  perfecto  de  los  datos  que 
puedan  ilustrar  su  juicio  á  fin  de  pedir  á  la  legis- 
latura Ins  medidas  que  crea  convenientes  y  nece- 
sarias para  que  se  administre  en  la  República 
pronta  y  cumplidamente  la  justicia;  ha  resuelto 
que  se  excite  nuevamente  á  los  jueces  de  provin- 
cia y  de  parroquia  para  que  den  una  noticia 
exacta  y  completa  del  número  de  causas  pendien- 
tes, despachadas  y  entradas  en  cada  juzgado,  de- 
terminando su  naturaleza,  y  especificando,  en  la 
que  remitan  estos  últimos  funcionarios,  cual  ha 
sido  el  movimiento  de  las  cansas  en  las  qne  han 
conocido  con  el  carácter  de  jueces  de  parroquia 
simplemcAto,  y  cual  en  aquellas  en  que  lo  hayan 
hecho,  como  pTesidentes  del  juzgado  cantonal, 
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debiéndose  arregar  para  ello'  á  las  fbrmaa  indi- 
cadas en  los  adjuntos  cuadros. 

Quiere,  ademas,  S*  E.  que  el  día  1o  de  cada 
mes  se  haga  esta  remisión,  comprendiendo  en 
ella  el  movimiento  y  estado  de  las  causas  en  ca- 
da tribunal  el  dia  en  qne  se  suministra  el  dato,  y 
el  que  haya  tenido  el  primero  del  mes  anterior, 
para  que  pueda  saberse,  de  un  modo  cierto  y 
claro,  cual  ha  sido  el  trabajo  y  actividad  de  cada 
tribunal  en  cada  mes  del  año,  sirviéndose  tam- 
bién para  esta  noticia  de  los  precitados  cuadros. 

Espera  S.  E.  que  en  vista  de  esta  resolución 
tomará  US.  el  mayor  Ínteres  ft  fin  de  que  comu- 
nicándola á  los  funcionarios  indicados  puedan 
estos  remitir  periódicamente,  y  como  se  he  ex- 
presado, tan  importantes  datos  estadísticos* 

Soy  &c.— Por  S.  E.-^  Pulido. 

NOTICIA  del  movimiento  de  cansasen  eljuz^ 
gado  de  provincia  de  (tal  parte)  en  (tal  mes) 
de  (tal  año). 


Existente» 
en  1.  o  de 

Entra- 
das. 

Despacha- 
das. 

Existen  t. 
enl.de 

DR  RENTAS  PUBLICAS 

En  curso...* ..... 

Paralizadas 

Total.,.. 

CRIMINALES. 

En  curso 

' 

Paralizadas 

Total 

DRR^SPONSABILID 

En  cnrf»o 

Paralizadas 

Total.... 

La  fecha. 


La  firma  del  Juez. 


La  firma  del  Secretario. 


NOTICIA  del  movimiento  de  causas  en  el  juz- 
gado parroquial  y  cantonal  de  (tal  parte)  en 
(tal  mes)  del  (año  tah) 


Existentes 
en  1 .  ®  de 

Entra- 
das. 

Despacha- 

Existen  t. 
en  1.  do 

Conten-ciofas  cnrres- 
pímditivtes  á  laju- 
risdúxian  dcLjwez 

En  curso 

Paralizadas ... , . . . 

En  apelación  de  lo» 

Juzgados  de  pas. 

Total .... 

Contenciosas  corres- 
pondientes al  juz- 
gado eantonaL 

En  curso 

Parausadas 

En  apelación  delin- 
ferior 

Totol.... 

COLOMBIAHA  T  VTOBIiOKAirA  TtCSKTE. 
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Delfrento: 

Bsistcntes 
en  l.ode 

Btitra- 
das. 

Ücspacha- 

EzfstePt. 
enl.odo 

No  eonUiuiosas  cor^ 
rttsponduntes  á  la 
jurisdicc  del  juez 
de  parroquia. 

En  cnrso 

Paralizadas 

Total.... 

No  contenciosas  cor- 
pespondL  al   juz- 

En  curso,... 

Faralizadas 

Total .... 

La  feeha. 


La  firma  del  Juez. 


La  firma  del  Secretario. 


estadística  judicial,  rksolucion  eje- 
cuTivA  DF.  23  DE  JULIO  DE  1851  acloratido  la 
de  28  de  Abril  anterior. 


Secrctiiría  del  Interior. — Sección  «egnnda.- 
rácas  23  do  Julio  de  1851  .—Resuelto. 


-Ca- 


Dí^ase  á  los  Gobernadores  Je  provincia. 

Observa  el  Gobierno  que  algunos  jueces  can- 
tonales y  de  parroquia  remiten  directanaente  á ' 
este  Ministerio  los  estados  que  sobre  el  movi- 1 
miento  de  cansas,  se  exigieron  por  resolución  de ! 
28  de  Abril  último,  j  creyendo  que  nace  este 
error  de  no  expresarse  en  ella  terminantemente 
que  dichas  noticias  debieran  ser  enviadas  por  los 
juzgados  á  los  Gobernadores  respectivos  para 
que  estos  las  eleven  reunidas  ai  Poder  Ejecutivo; 
8.  E.  ba  dispuesto  decir  á  US.,  que  los  jueces 
de  provincia  y  de  parroquia  deberán  remitir  á 
esa  gobernación  los  cuadros  del  movimiento  de 
causas,  arreglados  á  los  modelos  que  se  circula- 
ron con  la  resolución  precitada,  para  que  su  Se- 
floría  los  envié  juntos  á  este  Despacho,  y  pueda 
así  vigilar  sobre  el  cumplimiento  exacto  de  las 
disposiciones  del  Gobierno  en  la  materia. 

Tengo  el  honor  de  decirlo  á  US.  para  su  in- 
teligencia y  cumplimiento.  | 
Soy  &c. — Por  S.  E. — Aranda.      \ 

estadística  JUDICIAL.    RESOLUCIÓN  EJECU-j 

TivA  DE  16  DE  JULIO  DE  1831    previniendo  ó¡ 
los  Gobernadores  cuiden  de  que  los  jueces  de 
parroquia,  y  los  de  provincia  cumplan  las  i 
disposiciones  sobre  el  particular. 

Secretaría  del  Interior. — Sec  -^ion  aeganda.-*Ca-  i 
rácas  Julio  15  de  185i.— Resuelto.  ' 

Dígase  ea  circular  á  los  Gobernadores  de  pro»  I 
vincia.  1 

Observando  el  Poder  Ejecutiro  que  no  se  cum- 1 
pie  por  algunos  jueces  de  parroquia  y  de  provin- 
cia, como  está  ordenado  por  el  Gobierno  en  dis- 
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tintas  épocas,  oon  la  remisión  pantual  7  exaela 
de  las  noticias  sobre  ei  movimiento  de  las  causas 
que  carsan  en  sus  juzgados;  me  ha  ordenado 
oficiar  á  US.  á  fin  de  que,  poniendo  en  práctica 
todas  las  medidas  que  pueda  suministrarle  su  ce- 
lo y  vigilancia,  cuide  que  los  funcionarios  preci- 
tados cumplan  exactamente  con  las  disposicio- 
nes del  Gobierno  en  la  materia,  arreglándose 
para  ello  á  los  modelos  que  se  circularon  con  la 
resolución  de  28  de  Abril  ultimo  sobre  el  parti- 
cular. 

Quiere  ademas  S.  E.,  para  poder  ilustrar  su 
juicio,  y  hacer  uso  de  sus  at^-ibnciones,  que  se 
indique  en  los  estados  que  se  remitan  periótlica- 
mente,  el  motivo  de  la  paralización  de  las  can- 
sas, cuando  ocurra,  debiendo  ser  este  requisito 
absolutamente  indispensable. 

Por  S.  E. — Aran  da ^ 
ESTADO  (el)  Por  quien  será  representado  en 

juicio.  YéasejPar^e^  en  juicio  arL  13,  y  De* 

manda  y  emplaza  miento^  art  13. 
ESTADOS  UNIDOS.  Véase  Tratados  públicos 

D.  de  6  de  Mayo  de  1836. 

ESTADOS     DE   LOS     ALMACENES      DE    HAEINA. 

Cuándo  deben  pasarse  ala  Secretaría  de  guer- 
ra. Véase  Marina  de  guerra,  R.  E.  de  17  de 
Febrero  de  1837. 

ESTADOS  DE    CASADOS,  NACIDOS    T    MUERTOS. 

Deber  de  los  Gobernadores  de  pasarlos  ai  Po- 
der Ejecutivo.  Véase    Provincias,  art.  12. 

ESTADOS    MAYORES    DE    EJERCITO  Y  DE   DIVI- 
SIONES.  DECRETO  EJECUTIVO  DE    COLOMBIA  DE 

8  DE  NOVIEMBRE  DE  1825  organizándolo9. 

Francisco  de  Paula  Santander  Vicepresidente 

de  la  República  encargado  del  Poder  Eje- 

cutivo,  4*c. 

Autorizado  plena  y  especialmente  por  decreto 
del  Congreso  de  23  ile  Julio  de  1824,  para  orga- 
nizar los  estados  mayores,  detallarles  sus  debe- 
res y  funciones,  he  venido  en  decretar  y  decreto 
lo  siguiente. 

Art.  19  El  estado  mayor  general  creado  por  el 
expresado  decreto  se  compondrá  de  un  jefe,  un 
subjefe,  diez  y  seis  primeros  ayudantes  y  diez  y 
seis  segundos  ayudantes,  treinta  y  dos  aíljuntos, 
y  veinticuatro  escribientes. 

§  19  El  jefe  será  el  Secretario  de  Estaco  y 
del  Despacho  de  la  Guerra ;  el  subjefe  se  nom- 
brará de  la  clase  de  generales ;  los  primeros  ayu- 
dantes serán  coroneles  efectivos  ó  graduados; 
los  segundos  ayudantes,  tenientes  coroneles  efec- 
tivos, los  adjuntos  capitanes  efectivos  6  gradua- 
dos, y  los  escribientes  desde  aspirantes  hasta  te- 
nientes. 

{  29  En  caso  necesario  por  Roseneia,  enfer- 
medad ó  vacante»  podrá  servir  la  ooraiston  de 
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subjefe  delesUdo  mayor  general  un  primer  ayu- 
dante, * 

Art.  29El.:J€fe,  el  subjefe,  cuatro  primeros 
ayudantes  y  ocho  adjuntos,  residirán  cerca:  del 
Gobierno,  y  formarán  la  oficina  propiamente  di- 
cha del  estado  mayor  general  de  la  República. 

§  único.  Los  demás  primeros  y  segundos  ayu- 
dantes del  estado  ma)'or  general,  adjuntos,  y  es- 
cribientes, serán  destinados  á  la  composición  de 
Jos  estados  mayores  de  ejércitos  de  operaciones, 
de  dimisiones  activas  ó  departamentales,  cuyos 
deberes  y  funciones  se  detallarán  en  su  regla- 
mento particular. 

Art.  39  El  nombramiento  de  estos  empleados 
corresponde  al  Poder  Ejecutivo,  según  el  artícu- 
lo 123  de  la  Constitución. 

Art.  49  Los  oficiales  de  coronel  inclusive  aba- 
jo, que  conforme  al  artículo  I9»  fueren  destina- 
dos en  propiedad  al  estado  mayor  general,  no 
pertenecerán  á  cuerpo  alguno  de  los  del  ejército ; 
sus  ascensos  los  tendrán  en  el  mismo  estado  ma- 
yor y  usarán  un  uniforme  peculiar.  Pero  cuan- 
do sean  destinados  á  compañías,  batallones  ó  es- 
cuadrones, por  el  mismo  hecho  quedan  separa- 
dos del  estado  mayor. 

Art.  59  Los  jefes  y  oficiales  que  se  destinaren 
al  estado  mayor  general  conservarán  su  antigüe- 
dad absoluta  en  el  ejército;  pero  en  el  estado 
mayor  solo  tendrán  la  de  la  fecha  de  su  nuevo 
destino. 

Art.  69  Pertenecen  al  estado  mayor  general 
los  oficiales  generales  empleados  en  mandos  de 
ejércitos,  de  divisiones  activas  6  de  departamen- 
tos; los  oficiales  generales  no  empleados,  los  co- 
mandantes generales  de  artillería  6  ingenieros, 
y  el  intendente  general  ó  comisario  general  del 
ejército  según  lo  estableciere  la  ley. 

Art.  79  El  estado  mayor  general  depende  in- 
mediatamente del  Poder  Ejecutivo  y  recibe  ór- 
denes directas  por  medio  del  Secretario  de  Esta- 
do del  Despacho  de  la  Guerra. 

Funciones  del  estado  mayor  general. 
Art.  89  El   estado   mayor   general    residente 
cerca  del  Gobierno  ejercerá  la  inspección  gene- 
ral de  todas  las  armas. 

Art.  99  El  estado  mayor  general  se  comunica 
con  todos  los  generales  en  jefe  ó  comandantes 
generales  de  ejércitos  de  operaciones,  o  divisio- 
nes activas,  comandantes  generales  de  departa- 
mentos 6  distritos  y  sus  jefes  de  estado  mayor, 
en  el  modo  y  en  los  negocios  que  se  detallarán 
en  este  reglamento. 

Art.  10.  Propone  la  organización  de  los  ejér- 
citos dé  operaciones  ó  divisiones  activas,  la  colo- 
cación de  oficiales  generales  superiores  y  de  es- 
tado mayor  que  se  le  destinen,  todo  según  las 
órdenes  y  requerimiento  del  Poder  Ejecutivo, 
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cuya    aprobación   es     siempre   necesaria. 

Art.  11.  Lleva  la  alta  y  baja  del  ejército  en  lo 
material  y  personal  de  todas  las  armas;  las  de 
los  depósitos  de  inválidos,  las  de  los  parques  y 
almacenes  de  armas  y  municiones  de  infantería, 
artillería  y  caballería,  y  la  de  los  almacenes  de 
vestuario  y  equipos,  y  pósitos  generales  de  ví- 
veres que  se  establecieren, 

Art.  12.  Vigila  sobre  la  organización  y  disci- 
plina de  todos-  los  cuerpos  que  constituyen  el 
ejército  de  la  República;  sobre  la  uniformidad 
en  las  maniobras  y  movimientos,  y  sobre  todo  lo 
que  diga  relación  á  tácUca,.organizacion  y  servi- 
cio, y  á  la  mejor  asistencia  de  las  tropas  en  ob- 
servancia de  ias  leyes  y  decretos  respectivos,  y 
propone  al  Gobierno  fundadamente  todo  lo  que 
estime  importante  á  la  mejora  del  ejército. 

Art.  13.  Examina  todas  las  propuestas  que  se 
hagan  para  ascensos  de  los  cuerpo.s,  divisiones  ó 
ejércitos.  Todos  los  reclamos  por  pérdidas,  in- 
demnizaciones ó  sueldos  atrasados.  Todos  los 
pedidos  de  armas,  municiones,  vestuarios  y  equi- 
pos. Todos  los  presupuestos  de  obras  ó  repara- 
ciones. Todos  los  planos  de  obras  ó  reparacio- 
nes que  se  propongan.  Todos  los  presupuestos 
que  se  formaren  por  los  cstractos  de  revista,  de 
cuerpos,  divisiones,  ó  ejércitos,  y  sobre  todo  da- 
rá su  concepto  motivado  al  Poder  Ejecutivo. 

Art.  14.  Se  instruye  del  estado  en  general  de 
todos  los  hospitales  militares,  de  la  asistencia  de 
enfermos,  heridos  y  convalecientes;  y  propone 
al  Gobierno  las  mejoras  y  reformas  que  eslima 
convenientes  al  alivio  del  ejército  en  esta  intere- 
sante parte. 

Art.  15.  Se  instruye  del  estado  de  los  cuarte- 
les y  propone  lo  conveniente. 

Art.  16.  Conoce  la  antigüedad,  servicios,  apli- 
cación, aptitud  y  conducta  de  todos  los  oficiales 
empleados  en  el  ejército  de  la  República,  y  da 
al  Ejecutivo  todos  los  informes  que  necesite  pa- 
ra decidirse  en  la  elección  de  jefes  para  mandos 
y  comisiones  y  en  las  promociones  desde  sargen- 
to mayor  inclusive  en  adelante. 

Art.  17.  Forma  y  hace  formar  el  itinerario  de 
cada  departamento  y  el  general  de  la  República. 

Art.  18.  Forma  y  hace  formar  planes  de  to- 
das las  plazas,  castillos  y  fuertes. 

Art.  19.  Forma  y  hace  formar  cartas  topográ- 
ficas por  departamentos. 

Art.  20.  Tiene  noticia  exacta  de  todo  lo  que 
se  trabaje  en  los  parques  y  maestranzas,  y  del 
estado  de  las  obras  de  fortificación  emprendidas 
y  sus  progresos,  para  kiíbrmar  al  Gobierno  en 
oportunidad  y  proponerle  lo  conveniente. 

Art.  21.  Circula  las  leyes,  y  los  decretos  y  re- 
glamentos del  Poder  Ejecutivo,  6  todos  los  esta- 
dos mayores. 
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Distribución  de  la  oficina  del  estado  mayor 
general. 

Art  22.  Para  el  mejor  servicio  del  estado  ma- 
yor general  se  dividirá  su  oñcina  en  cinco  sec- 
ciuuea.  La  primera  á  cargo  del  jefe  ó  del  subje- 
fe; y  cada  una  de  las  otras  á  cargo  de  un  pri- 
mer ayudante,  y  se  denonninarán  la  primera,  sec- 
ción general;  la  segunda,  de  artillería;  la  terce- 
ra, de  infantería  y  caballería  ;  la  cuarta,  de  topo- 
grafía ;  la  quinta,  de  administración. 

Sección  general.  I 

Art.  23.  La  sección  general  se  ocupará. 

19  De  lo  concerniente  á  la  organización  de] 
ejército,  ó  divisiones  activas,  colocación  de  todos 
los  oficiales  generales,  superiores,  de  estado  ma-  ' 
yor,  y  otros  oficiales  sin  tropa. 

2f}  De  la  formación  del  cuadro  de  los  oficiales 
genérales  y  de  estado  mayor  por  el  orden  de  an- ' 
tigQedad,  y  desde  teniente  coronel  inclusive  aba-  | 
jo,  de  sus  hojas  de  servicio  en  que  conste  los  que  | 
hubieren  hecho  y  su  conducta,  aplicación,  y  ca- 
pacidad; y  de  la  toma  de  razón  de  sus  empleos  ! 
en  el  correspondiente  registro.  I 

39  De  las  propuestas  de  ascensos  que  deban 
hacerse  en  el  estado  mayor  general,  y  de  las  de  | 
los  oficiales  que  se  juzgue  deben  ingresarle.  1 

49  Del  examen  y  firma  de  todo  lo  que  le  re-  \ 
presente  al  Gobierno  por  la  Secretaría  de  Ouer- ' 
ra,  y  de  los  documentos  que  se  le  trasmitan. 

59  Del  examen  y  firma  de  todo  lo  que  se  des- 
pache por  las  otras  secciones. 

69  De  la  redacción  de  boletines  y  relaciones 
históricas  que  debe  componer  según  los  informes 
que  le  serán  dirigidos  por  los  estados   mayores. 

79  De  la  distribución  y  envío  á  los  estados 
mayores  de  las  leyes,  decretos,  circulares  y  otros 
actos  del  Gobierno;  de  asegurarse  de  su  obser- 
vancia y  de  la  de  las  leyes  militares,  para  propo- 
ner al  Gobierno  lo  que  crea  conveniente  para 
uniformar  su  inteligencia  y  aplic'acion,  y  para  re- 
cordarlas cuando  se  descuiden  y  desatiendan. 

89  En  esta  sección  debe  recibirse  todo  lo  que 
llegue  al  estado  mayor  general,  y  debe  hacerse 
su  distribución  en  todas  las  otras  secciones  por  el 
jefe  del  estado  mayor  general  ó  por  el  subjefe. 

Sección  de  artillería. 

Art.  24.  La  sección  segunda  se  ocupará. 

10  De  la  correspondencia  con  los  comandan- 
tes de  artillería  y  de  ingenieros. 

29  Del  examen  de  las  propuestas  que  se  hi- 
cieren de  obras  y  reparaciones ;  los  planos  de 
obras  y  reparaciones  que  se  proyecteii  ó  propon- 
gan, y  los  presupuestos  para  estas  mismas  obras 
j  reparaciones ;  f  redacta  el  informe  del  estado 
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mayor  general  con  que  deben  pasar  al  Gobierno. 
*  39  pe  la  formación  de  estados  generales  y 
metódicos,  de  la  existencia  en  todos  los  parques 
y  almacenes,  en  armas  y  municiones  de  mfante- 
ría,  artillería  y  caballería,  que  deben  presentarse 
á  la  Secretaría  de  Guerra  cada  cuatro  meses, 
acompañados  de  una  exposición  que  demuestre 
lo  que  haga  falta  en  cada  departamento,  y  si  pue- 
de proveerse  de  otro  6  conseguirse  por  contratas 
con  la  anticipación  necesaria. 

49  Del  examen  y  conocimiento  de  todo  lo  que 
salga  de  los  arsenales  en  armas  y  municiones 
con  cualquier  motivo  que  sea,  de  que  dará  ca- 
nocimiento  al  Gobierno  cada  cuatro  meses  con 
el  informe  del  estado  mayor  general. 

59  Del  examen  y  conocimiento  de  todos  los 
trabajos  que  se  hacen  en  los  parques,  y  maes- 
tranzas y  del  estado  de  las  obras  de  fortificación 
emprendidas  y  sus  progresos,  de  que  también  se 
dará  conocimiento  al  Gobierno  cada  cuatro  me- 
ses, expresando  el  estado  mayor  su  concepto,  los 
abusos  y  faltas  que  notare,  y  las  providencias 
del  momento  que  juzgue  convenientes.  Si  ocur- 
riere cosa  urgente  antes  del  término  seflalado,  no 
se  aguardará. 

69  De  la  organización  y  disciplina  de  las  tro- 
pas de  artillería  existentes  y  de  las  mas  que  con- 
viniere aumentar,  y  de  las  tropas  de  ingenieros 
cuando  la  ley  las  establezca. 

7?  De  la  formación  del  cuadro  general  de  to- 
dos los  oficiales  que  sirven  á  la  República  en  los 
cuerpos  de  artillería  é  ingenieros  por  su  antigüe- 
dad respectiva,  y  colecciona  las  hojas  de  servi- 
cio de  todos  y  de  cada  uno,  en  que  consten  sus 
servicios,  aplicación,  aptitud  y  conducta. 

89  Del  examen  de  las  propuestas  que  se  ha- 
gan para  ascensos  y  redacción  del  informe  del 
estado  mayor  general. 

99  De  llevar  la  alta  y  baja  general  de  todos 
los  cuerpos  de  artillería,  é  ingenieros  en  lo  per- 
sonal, y  material. 

10.  De  llevar  la  toma  de  razón  de  todos  los 
empleos  y  grados  que  se  confieran  en  los  cuer- 
pos de  artillería  é  ingenieros,  retiros,  licencias, 
y  cédulas  de  inválidos  en  libro  destinado  á  solo 
este  efecto. 

11.  De  la  redacción  de  los  proyectos  que  el 
estado  mayor  general  formare  para  el  estableci- 
miento de  academias  ó  escuelas  de  artillería,  6 
ingenieros,  y  para  la  instrucción  práctica  de  ar- 
tillería. 

12.  Del  conocimiento  del  estado  general  de 
las  plazas,  castillos  y  fuertes ;  su  artillería,  sus 
montajes,  y  de  las  proposiciones  de  mejoras  que 
deban  hacerse,  tanto  en  las  defensas,  como  en  el 
servicio  de  las  piezas. 

13«  De  la  organización  de  las  maestranzas  de 
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artillería  6  ingenieros,  de  proponer  las  mejoras 
que  convengan,  y  de  la  organización  de  loa  par- 
ques de  artillería  6  ingenieros,  y  de  proponer 
Igualmente  las  mejoras  que  sean  de  adoptarse 
para  el  bien  del  servicio. 

14.  De  formar  el  presupuesto  general  de  gas- 
tos de  maestranza  de  artillería  é  ingenieros,  de 
parques,  de  fortiñeaciones,  que  deben  conservar- 
se en  el  estado  de  guerra,  y  pasarlo  á  la  sección 
administrativa  el  15  de  Octubre  de  cada  año. 

Sección  de  infanteria  y  caballería. 

Art.  25.  La  tercera  sección  tendrá  &  su  cargo. 

19  Todo  lo  que  sea  relativo  á  la  organización 
y  disciplina  do  los  cuerpos  de  infantería  y  caba- 
llería de  los  ejércitos  de  la  República,  &  su  uni- 
formidad en  maniobras,  y  á  todo  lo  que  ten^a 
relación  á  t&ctica  y  servicio  de  estas  armas,  y  la 
redacción  de  todo  lo  que  el  estado  mayor  gene- 
ral resuelva  proponer  al  Gobierno  sobre  estos 
puntos. 

29  La  formación  del  cuadro  general  de  todos 
los  oficiales  empleados  en  el  ejército  de  la  Repú- 
blica en  los  cuerpos  de  infanteria  y  caballería 
con  expresión  de  su  antigüedad  respectiva;  y 
colecciona  las  hojas  de  servicio  de  todos  y  de  ca- 
da uno  en  que  consten  sus  servicios,  aptitud» 
aplicación  y  conducta  á  los  efectos  expresados 
tn  el  articulo  16. 

39  La  formación  del  estado  general  del  ejér- 
cito'de  Colombia,  que  deberá  presentar  cada 
cuatro  meses  al  Secretario  de  Guerra  en  los  de 
Abril,  Agosto  y  Diciembre,  debiendo  el  de  Abril 
demostrar  la  fueiza  presente  en  Febrero,  el  de 
Agosto  la  disponible  en  Junio,  y  el  de  Diciem- 
bre la  disponible  en  Octubre. 

49  La  alta  y  baja  general  de  todos  los  cuer- 
pos de  infantería  y  caballería  en  lo  personal  y 
material. 

59  El  examen  de  todas  las  propuestas  para 
ascensos  que  se  hagan  en  dichos  cuerpos,  y  re- 
dacta el  informe  del  estado  mayor  general  con 
que  deben  ])a8ar  al  Gobierno. 

69  £1  examen  dé  todus  lus  reclamos  que  se 
hicieren  de  armas,  municiones  y  fornituras,  y  la 
redacción  de  las  proposiciones  que  el  estado  ma- 
yor general  tenga  por  conveniente  hacer  para  la 
mejor  conservación  del  armamento,  para  evitar 
el  consumo  inütil  y  la  pérdida  de  municioncs,^  y 
}mra  el  entretenimiento  de  las  fornituras,  en  que 
se  comprende  cartuchera,  porta-cartuchera,  por- 
td'bayoneta,  y  la  vaina,  porta»fu8Íl»  bandolera,  y 
porta-carabina. 

79  Lleva  la  alta  y  baja  de  los  depósitos  de  In- 
irálidos  de  quienes  tendrá  estados  nominales,  de- 
biendo comprenderlos  por  nota  en  los  estados 
generales  de  h  üierza. 
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89  Lleva  la  toma  de  razón  de  todos  los  em- 
pleos y  grados  que  se  confieran  en  los  cuerpos 
de  infantería  y  caballería,  de  los  retiros,  licen- 
cias, cédulas  de  inválidos,  y  en  suma  de  cuantos 
nombramientos  hiciere  el  Gobierno  en  dichas  ar- 
mas en  libro  que  se  destinará  6  este  solo  efecto. 

Sección  topográfica. 

Art.  26.  La  cuarta  sección  se  dedicará, 

19  A  formar  y  hacer  formar  planos  de  todas 
las  plazas,  castillos  y  fuertes. 

29  A  formar  y  hacer  formar  itinerarios  de  to- 
dos los  departamentos,  y  el  general  de  la  Repú- 
blica que  comprenda  los  caminos  principales  que 
enlazan  un  departamento  con  otro. 

39  A  formar  cartas  topográficas  por  departa- 
mentos, y  la  estadística  del  territorio  en  la  parte 
que  es  relativa  al  servicio  y  defensa. 

49  A  la  redacción  de  las  órdenes  para  comi- 
siones especiales,  tales  como  reconocimientos, 
elección  de  posiciones,  trazado  de  campamentos. 

59  A  la  redacción  de  itinerarios  que  deban  se» 
guir  los  cuerpos  ó  destacamentos  que  se  separen 
de  un  ejército  ó  departamento,  siempre  que  asi 
lo  disponga  el  Gobierno. 

Sección  administrativa. 

Art.  27.  La  quinta  sección  estará  encargada. 

19  Del  examen  de  los  presupuestos  mensales 
que  se  formen  en  todos  los  departamentos  de  la 
República  en  el  ramo  de  guerra  para  el  abono 
de  prest  y  pagas. 

29  Del  examen  de  todos  los  presupuestos  que 
igualmente  se  hicieren  en  todos  los  departamen- 
tos para  la  suministración  de  vestuarios  á  las  tro- 
pas, á  todos  los  cuerpos  del  ejército  mientras  que 
esta  suministración  se  hiciere  por  cuenta  de  la 
hacienda  pública. 

39  De  redactar  todos  los  informes  y  noticias 
que  deben  pasarse  á  la  Secretaría  de  Guerra 
mensalmente  sobre  el  contenido  de  los  dos  par- 
ticulares que  anteceden. 

49  De  redactar  los  proyectos  que  el  estado' 
mayor  general  formare  para  la  mejora  de  la  con- 
tabilidad militar,  en  que  se  comprende  no  solo  el 
abono  de  prest  y  pagas,  sino  el  vestuario  y  su  en- 
tretenimiento, y  la  subsistencia  de  los  cuerpos 
en  campaña,  en  donde  necesariamente  deben  re- 
cibir raciones  de  víveres. 

59  Del  conocimiento  exacto  del  estado  en  ge- 
neral de  todos  los  hospitales  militares,  de  la  asis- 
tencia de  enfermos,  heridos,  y  convalecientes : 
redacta  los  -informes  que  el  estado  mayor  gene- 
ral resuelva  elevar  al  Gobierno  sobre  reformas 
y  mejoras  en  este  ramo  importante;  y  sobre  los 
hospitales  decampafia,  ambulantes  y  fijos. 

69  J)eÍ  de  los  almacenes  de.  vcstudiio  y  pósi- 
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tos  de  víver^tí  que  existan  6  se  establecieren. 

79  De  inspeccioúar  el  servicio  de  bagajes  en 
todo's  los  departamentos  y  advertir  los  abusos 
que  se  notaren. 

89  De  inspeccionar  si  las  tropes  son  asistidas 
con  lo  que  la  ley  les  concede,  y  redactar  los  in- 
formes y  comunicaciones  que  exija  este  partí* 
cular. 

99  De  formar  el  presupuesto  general  de  gas- 
tos que  pasaréi  el  estado  mayor  general  á  la  Se- 
cretaría de  Guerra  el  primer  día  de  Noviembre 
de  cada  afio,  recogiendo  ai  efecto  de  la  sección 
segunda,  el  do  parques,  maestranzas  y  fortiñ- 
cacione?. 

10.  De  examinar  todos  los  reclamos  que  se 
hicieren  por  pérdidas,  indemnizaciones  ó  suel- 
dos atrasados,  y  redacta  los  informes  del  estado 
mayor  general. 

Disposiciones  generales. 

Art.  28.  El  estado  mayor  genera]  nada  resuel- 
ve por  sí;  las  resoluciones  que  comnnica  son 
necesariamente  emanadas  del  Poder  Ejecutivo, 
y  trasmitidas  por  el  Secretario  de  ia  Guerra. 

Art-  29.  El  estado  mayor  general  pide  sin  ne- 
cesidad de  resolución  del  Ejecutivo,  todas  las  no- 
ticias, informes  y  documentos  que  juzga  necesa- 
rios para  el  desempeño  de  sus  funciones,  á  los 
comandantes  generales  de  departamentos,  k  los 
de  artillería  é  ingenieros,  á  los  estados  mayores 
comisarios,  <kc.,  y  les  trasmite  las  objeciones 
que  le  ocurran  sobre  estos  mismos  informes  y 
noticias,  basta  satisfacer  el  objeto  que  investiga. 

Art.  30.  Todo  lo  que  salga  del  estado  mayor 
será  firmado  por  el  jefe,  6  eu  sus  ausencias  ó  en- 
fermedades por  el  subjefe;  pero  las  objeciones 
que  ocurran  en  los  estados  de  fuerza,  de  arma- 
mento, de  parques,  en  los  estractos  de  revista, 
en  las  relaciones  de  maestranzas  y  de  trabajos 
de  fortificaciones,  y  sobre  que  sea  necesario 
aclaraciones,  se  pedirán  por  el  yeíe  de  la  sección 
6  que  corresponda,  en  nombre  del  jefe  del  esta- 
do mayor  general. 

Art.  31.  Los  comisarios  de  guerra,  y  mientras 
estos  se  establecen,  los  tesoreros  de  deparlamen- 
tos y  de  provincias,  darán  al  estado  mayor  gene- 
ral los  informes  y  noticias  que  pidiere  subre  re- 
vistas, prest  y  paga  de  las  tropas  y  existencias 
militares  que  estuvieren  á  su  cargo. 

Art.  32.  Todo  negocio  sobre  el  cual  haya  de 
informar  al  Poder  Ejecutivo  el  estado  mayor  ge- 
neral que  reside  cerca  del  Gobierno  será  discu- 
tido por  los  jefes  que  lo  componen,  y  la  resolu- 
ción que  fuere  acordada  en  su  conferencia  será 
el  informe  que  someterá  á  la  consideración  del 
Gobierno  el  estado  mayor  genera):  Cada  sección 
Ueraiá  un  registro  de  las  discusiones  é  informes 
sobre  los  negocios  de  su  cargo. 

TOMO  II. 
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Art.  33.  La  totalidad  de  oficiaI<w  generales, 
superiores  y  subalternos  que  constituyen  el  es- 
tado general,  y  le  pertenecen  según  el  presente 
decreto,  disfrutarán  del  mismo  sueldo  que  seña- 
la el  de  11  de  Agosto  de  1823  para  todos  los  em- 
pleados de  la  República ;  pero  en  justa  conside- 
ración de  la  naturaleza  de  sus  funciones,  se  le 
señala  ademas  el  goce  de  raciones  de  caballos 
en  los  términos  siguientes. 


Raciones  de  caballo. 


En  campaña. 


En  mandos 
locales. 


6 
5 
4 

,        3 
2 
2 

3 

1 

3 

1 

2 

4 

1 

1 

1 

1 

1 

0 

General  en  jefe 

General  de  división. --- 

General  de  brigada. 

Primer  ayudante  del  estado 
mayor  general,  encarga- 
do de  un  estado  mayor. . 

Segundo  ayudante  en  el 
mismo  caso .- 

Primero  ó  segundo  ayudan- 
te destinado  en  la  com- 
posición de  un  estado 
mayor --• 

Adjuntos  del  estado  mayor 
general 

Ayudantes  de  campo  délos 
oficiales  generales 

Escribientes  del  estado  ma- 
yor general --. 

Los  coroneles  que  obtengan 
el  mando  de  divisiones  ó 
brigadas  de  operaciones, 
tendrán  derecho  al  nú- 
mero de  raciones  que  se 
señala  á  los  generales  de 
brigada 

Los  coroneles  de  artillería' 
é  ingenieros  que  ejerzan 
el  mando  general  de  su 
arma  en  un  ejército  de 
operaciones,  ó  en  un  de- 
partamento  .. 

Los  coroneles  que  tengan 
mandos  de  armas  de  pro- 
vincia   

La  diferencia  consiste  en  si  la  provincia  está 
en  paz  ó  en  asamblea  y  comprendida  en  el  dis- 
trito de  operaciones. 

Art.  34.  Cuando  los  oficiales  generales  estén 
de  cuartel,  no  tienen  derecho  á  raciones  de  ca- 
ballos, ni  ellos  ni  sus  ayudantes. 

Art.  35.  La  ración  de  caballo  se  computará 
en  el  valor  de  tres  reales  por  cada  una. 

Art.  36.  £1  estado  mayor  general»  desde  coro- 
nel inclusive  abajo,  usará  del  uniforme  siguien- 
tes .c((saca  y  pantidon  aaul:  vuelta  y  collarín  co- 
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Joraüo,  solapa  y  vivo  blanco,  botón  clorado,  bota 
alta  de  caballería  con  espuela,  sombrero  militar, 
espada  recta,  y  cordones  de  oro  en  el  hombro 
derecho,  sencillo  los  adjuntos,  y  doble  los  prime- 
ros y  segundos  ayudantes.  El  sombrero  de  los 
generales  y  coroneles  seta  guarnecido  con  galón 
de  oro  ó  plata  según  el  botón.  £1  de  los  tenien- 
tes coroneles  y  capitanes  guarnecido  con  galón 
de  seda  negro,  y  el  de.  los  subalternos  sin  guar- 
nición: esta  regla  será  extensiva  al  ejército. 

Art.  37«  El  Secretario  de  Estado  en  los  Des- 
pachos de  Marina  y  Guerra  queda  encargado  de 
la  ejecución  del  presente  decreto  que  se  pasará 
al  próximo  Congreso  para  su  aprobación  ó  re- 
forma. 

Dado,  y  firmado  por  mi  mano  y  refrendado 
por  el  Secretario  de  Marina  y  Guerra  en  él  pa- 
lacio del  Gobierno  en  Bogotá  á  8  de  Noviembre 
de  1825,  159  de  la  independencia. — Francisco 
de  Paula  Santander. — Por  S.  E.  el  Vicepresi- 
dente de  la  República.— -El  Secretario  de  Estado 
del  Despacho  de  Marina  y  Guerra,  Carlos  Sou- 
blette. 

ESTAMPAS  QUE  OFENDAN  LA   MORAL.  Deber 
de  los  jefes  políticos   sobre  su    no  circulación. 
Véase  Provincias^  art.  48. 
ESTANCIA  DE  TIERRAS.  Véase   Pesos  y  me- 
didas, art.  19. 
ESTANCIAS     de'  hospitalidad.    Descuento 
por  ellas   á  los  militares.    Véase  Hospitales 
militares,  R.  E.  de  30  de  Junio  de  1838. 
ESTANCO  del   tabaco.  Su  extinción.  Véase 

Tabaco. 
ESTIPENDIO.  No  existe  ya  obligación   de  pa- 
irailo.  Véase  Asignaciones  eclesiásticas,  art.  7. 
ESTUDIOS.  Véase  Instrucción  pública,  y  Di- 
rección general  de  instrucción  pública. 

EXAMEN  DE  PRUEBAS  Y  SENTENCIA.    LEY  ÚNI- 
CA TÍT.  III.  DEL     CÓDIGO     DE     PROCEDIMIENTO 

JUDICIAL,  DE  27  DE  MAYO  DE  1850 — gue  re- 
forma la  de  19  de  Mayo  de  1636.  p.  242  del 
cuerpo  comprensivo  de  las  de  ese  año,  y  246, 
nú 771.  247  del  formado  en  1851. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela  reunidos  en  Congreso^ 

decretan: 

Art.  19  El  mismo  dia  en  que  concluye  el  tér- 
mino probatorio,  ó  el  inmediato  hábil  si  aquel  no 
lo  fuere  para  el  despacho,  ó  antes  si  las  partes 
estuvieren  de  acuerdo,  se  leerá  por  el  Secretario 
en  sesión  publica  todo  lo  que  se  haya  obrado  ; 
^  las  partes  ó  sus  patrocinantes  informarán  des- 
pués á  la  voz  6  por  escrito  lo  que  crean  oportu- 
no para  establecer  y  demostrar  su  derecho.  Los 
jueces  que  compouen  el  juzgado  cantonal  harán 
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á  las  partes  las  preguntas  que  consideraren  con* 
venientes  para  la  ilustración  de  los  hechos;  y  en 
la  misma  audiencia,  si  fuese  posible,  ó  bien  en  el 
plazo  que  se  permite  por  la  ley  ünica  tít.  II  del 
procedimiento  pro^nunciarán  su  sentencia  expre- 
sando todos  los  fundamentos  y  leyes  aplicables 
al  caso,  y  la  firmarán  con  el  Secretario  á  quien 
le  corresponde  escribirla  (*) 

Art.  29  Antes  de  escribirse  la  sentencia  se  de- 
be extender  una  diligencia,  en  que  conste  todo  lo 
hecho  en  aquella  audiencia,  y  será  firmada  pur 
los  jueces  y  el  secretario,  y  también  por  las  par- 
tes si  se  hallasen  presentes. 

Art.  39  En  la  sentencia  en  que  se  condene  á 
pagar  frutos,  premios  ó  daños  se  determinará  la 
cantidad,  y  si  el  juez  no  pudiere  calcularla  según 
lus  pruebas,  dispondrá  que  este  cálculo  lo  hagan 
dos  peritos  nombrados  por  las  partes,  arreglán- 
dose en  el  procedimiento  dichos  peritos  á  lo  que 
queda  establecido  para  el  juicio  de  expeitos  en 
la  ley  4^  del  titulo  primero.  Lo  mismo  se  hará 
cuando  la  sentencia  ordene  restitución  de  frutos 
ó  indemnización  de  cualquiera  especie,  si  no  pu« 
diese  hacer  el  juez  el  cálculo  ó  liquidación  con 
arreglo  alo  que  hayan  justificado  las  pariesen  el 
pleito. 

(*)  La  Corte  Suprema  en  su  ioforuie  de  1652  expuso: 
"  Todos  los  tribunales  por  uuestras  leyes  deben  raifiouar 
sus  seutenciaa ;  peí  o  ¿qué  necesidad  hay  de  tazonar  en 
una  sentencia  conQriuatoria,  que  se  funda  enteramente  en 
las  mismos  razones  de  la  sentencia  del  iuez  inferior  ?  Esto 
es  otro  modo  de  malgastar  el  tiempo.  No  se  deja  de  razo- 
nar, porque  no  se  reproduzcan  las  razones  en  el  mismo  ó 
diferente  lenguaje.  Basta  que  se  adopten  simplemente. 
Si  la  sentencia  revoca  ó  reforma  en  parte,  el  razonamiento 
es  indúipenf-able  entonces ;  porque  no  se  pueden  adoptar 
razones  que  deben  destruirse  con  otras.  Todas  las  senten- 
cias de  primera  instancia  deben  fundarse ;  pero  debe  de- 
jarse  á  discreción  do  los  superiores  fundar  ó  do  las  suyas 
cuando  son  confirmatorias,  en  detalle  de  razones,  6  en 
una  simple  referencia  á  la  de  la  sentencia  apelada.  Esta 
Corte  opina  que  esa  libertad  ha  podido  y  puede  practi- 
carse; pero  convendría  que  se  sancionase  expresamente 
por  la  ley.  Asi  también  se  construiría  una  base  para  dis- 
minuir proporcionalmente  los  sueldos  y  los  emolumentos 
de  los  secretarios  de  las  Cortes. 

La  misma  Corte,  en  otro  informe  del  propio  afio,  expu- 
so :  "  La  sentencia  en  que  la  Corte  Superior  revocando 
la  sentencia  definitiva  del.**  instancia,  manda  repener 
una  causa  por  nulidad  en  el  procedimiento,  no  es  definiti- 
va, porque  no  decide  sobre  el  asunto  principal ;  7  no  es 
tampoco  interlocutoria,  porque  no  decide  de  ninguna  arti- 
culación, ni  es  auto  preparatorio  para  la  definitiva.  Pero 
es  una  sentencia  tan  grave  que  destruye  una  sentencia  de- 
finitiva y  cuanto  se  haya  hecho  hasta  un  punto  indefinido: 
una  sentencia  que,  ó  puede  tener  el  efecto  do  una  sen- 
tencia definitiva,  porque  de  hecho  qnizas  termina  el  plei- 
to, por  falta  de  espensas  de  alguno  de  los  litigantes,  pa- 
ra principiar  de  nuevo,  ó  retarda  su  conclusión  con  sacri- 
ficios de  tiempo  y  de  dinero  que  no  pueden  repararse. 
Conviene,  pues,  quo  el  legislador,  al  resolver  sóbrelas 
apelaciones  de  sentencias  definitivas  ó  interlocntorias, 
comprenda  aquellas  que  versen  contra  las  reposidoDcs 
de  proceso. 
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ArU  49  La  parte  qne  no  fe  conformare  con 
la  sentencia,  podrá  apelar  á  la  Coi  te  Superior 
del  respectivo  distrito,  á  la  voz  ó  por  escrito, 
dentro  de  los  cinco  dias  siguientes.  Cuando  se 
interpusiere  el  recurso  &  la  voz,  se  extenderá 
una  diligencia  que  debe  firmar  el  apelante,  ü 
otro  por  él  si  no  supiere  hacerlo. 

Art.  59  Si  las  partes  drjaren  trascurrir  los 
cinco  dias  sin  haber  apelado,  quedará  ejecutoria- 
da la  sentenria. 

Art.  69  Interpuesto  el  recurso  de  apelación, 
el  juez  mandará  compulsar  y  archivar  una  copia 
literal  de  la  semencia,  cuya  copia  firmarán  él  y 
su  secretario:  y  remitirá  el  expediente  original 
al  presidente  del  tribunal  de  segunda  instancia, 
debiendo  ponerse  en  la  estafeta  dentro  de  las 
cuarenta  y  ocho  horas  de  haberse  interpuesto  el 
recurso» 

Art.  79  Pendiente  la  apelación,  en  ningún  ca- 
so* se  ejecutará  la  sentencia,  ni  se  acordará  pro- 
videncia alguna  qne  directa  ó  indirectamente 
pueda  producir  innovación  en  lo  que  sea  mate- 
rii  del  litigio. 

Art.  89  Se  deroga  la  ley  única,  título  39  del 
procedimiento,  de  19  de  Mayo  de  1836. 

Dada  en  Caracas  á  25  de  Mayo  de  1850,  afio 
21  de  la  ley  y  40  de  la  independencia. — El  Pre- 
sidente del  Senado,  José  T.  Pereira. — El  Presi- 
dente de  la  Cámara  de  Representantes,  Juan  Je- 
sé  Pereira  Lazada, — El  Secretario  del  Senado, 
José  Ángel  Freyre. —  El  Secretario  de  la  Cáma- 
ra de  Representantes,  J.  Padilla. 

Caracas  27  de  Mayo  de  1850,  afio  21  de  la  ley 
y  40  de  la  independencia. — Ejecútese.,  .José  T. 
Monágas* — Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica.— El  Secretario  de  Estado  en  los  Despa- 
chos tiel  Interior  y  Justicia,  JP.  Parejo. 
EXAMENES  anuales  y  premios  en  -lks  uni- 
versidades T  COLEGIOS.  Véase  Instrucción 
publica,  L.  7^  art.  8  y  9,  y  D.  E.  R.,  cap.  14. 
EXCARCELACIOiN  bajo  fianza.  Véase  Pro- 


AnáUsis  comparativo  de  las  leyes  de  19  de  Mayo  de  1836 
y  27  de  Mayo  de  1860,  que  es  la  Única,  titulo  3  ^  del  código 
de  procedimientífjudicialj  sobre  examen  de  las  pruebas  y  scn- 
tenda. 

La  de  86  (art.  1.  ^  )  permitía  informar  solo  á  la  voz ;  y 
la  de  60  (art.  1.  ®  )  lo  permite  tambíem  por  escrito— La  de 
50  permite  á  todos  los  jueces  que  componen  el  juzgado  can- 
tonal el  hacer  á  las  partes  las  preguntas  que  cosideren  con- 
venientes para  la  ilustración  délos  hechos,  cuyo  derecho 
por  la  de  86  solo  residía  en  uno.  como  que  el  juzgado  era 
unipersonal— La  de  50  hace  referencia,  la  cual  no  hacia  la 
de  86,  al  plazo  que  se  permite  por  H  Ley  única  título  11 
del  procedimiento  para  el  caso  de  no  ser  posible  pronun- 
ciar la  sentencia  en  la  misma  audiencia,— La  de  86  conce- 
día solo  tres  días  para  apelar  la  sentencia  de  primera  ins- 
tancia ;  y  la  de  50  concede  cinco— Finalmente  la  de  50  su- 
prime el  articulo  8.  ^  de  la  86  que  establecía  lo  relativo  á 
la  condenación  en  el  impuesto  de  juaticia,  por  haber  sido 
derogada  la  ley  qac  establecía  este, 
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cedimiento  criminal^  A.  C.  S.  de  23  de  Di- 
ciembre de  1844. 

EXENCIONES  de  derechos.  Véase  Liber- 
tad de  derechos. 

EXCEPCIONES  dilatorias,  ley  i.  titulo  11. 

DEL  código  DIfi  PROCEDIMIENTO  JUDICIAL,  DE 

3  DE  MAYO  DE  1838  quc  reforma  Ja  de  19  de 
Mayo  de  1836,  p.  229  del  cuerpo  comprensi- 
vo de  las  de  ese  año,  y  240,  núm.  240  del  cuer- 
po de  1851. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso. 

DECRETAN : 
LEY     I,  TIT.  II     DEL    PROCEDIMIENTO    JUDICIAL. 

De  las  excepciones  dilatorias. 

Art.  19  Las  excepciones  dilatorias  son  las  si- 
guientes :  ilegitimidad  de  la  persona  del  deman- 
dante ó  su  apoderado  :  incompetencia  del  tribu- 
na] :  defecto  de  las  formas  de  la  (iemanda  :  re- 
cusación del  juez  ó  secretario  :  litis  pendencia  : 
condición  ó  plazo  no  cumplido :  defecto  de  fian- 
za ó  caución  necesaria  para  proceder  al  juicio  y 
cosa  juzgada. 

Art.  29  Esías  excepciones  deberán  oponerse 
precisamente  en  la  contestación  de  la  demanda  y 
después  no  se  admitirán.  Todas  las  que  el  de- 
mandado crea  que  le  favorecen  deberá  oponerlas 
y  probarlas  á  la  vez.  Sin  embargo  la  excepción 
de  cosa  juzgada,  y  la  recusación  pueden  oponer- 
se y  probarse  después. 

Art.  39  Se  concederá  al  demandante  el  térmi 
no  de  veinticuatro  horas  para  responder  sobre  la 
excepción  dilatoria,  sí  no  quisiere  hacerlo  en   el 
mismo  acto  en  que  se  dedujo. 

Art.  49  Si  el  demandante  conviniere  en  la  ex- 
cepción, el  juez  sentenciará  el  artículo  también 
dentro  de  veinticuatro  horas  en  audiencia  publi- 
ca, estén  ó  no  presentes  las  partes.  Lo  mismo  se 
entiende  cuando  el  demandante  no  conviene  en 
la  excepción  y  ambas  partes  piden  la  sentencia 
por  no  creer  necesaria  la  prueba.  Cuando  algu- 
na quiere  probar,  se  concederá  el  término  de 
ocho  dias  y  se  sentenciará  el  artículo  al  noveno. 

Art.  59  Contra  la  sentencia  librada  en  e)  artí- 
culo sobre  excepción  dilatoria  no  se  concede  re- 
curso excepto  el  de  queja  para  hacer  efectiva  la 
responsabilidad  del  juez  :  pero  si  la  sentencia 
declarare  con  lugar  la  excepción  de  cosa  juzga-  - 
da  6  de  ilegitimidad  de  persona,  se  concederá  el 
recurso  de  apelación  como  de  sentencia  definiti- 
va del  pleito. 

Art  69  Si  conforme  á  la  decisión  del  artículo^ 
taviese  lugar  la  contestación  de  la  demanda,  la 
dará  el  demandado  en  el  mismo  acto,  y  no  hacién- 
dolo después  de  requerido  por  el  juez»  se  expre* 
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sará  en  el  acta  y  s«  procederá  como  si  se  hubie- 
se contestado.  Lo  mismo  se  practicará  si  la  con- 
testación faltase  por  no  haber  concurrido  el  de- 
mandado ÉL  aquel  acto,  ó  por  haberse  ausentado 
del  tribunal  sin  causa  legítima  y  justificada. 

Art.  70  Se  deroga  la  ley  del  mismo  número  y 
título  de  19  de  Mayo  de  1836. 

Dada  en  Caracas  á  26  de  Abril  de  1838,  año 
99  de  la  ley  y  28  de  la  independencia. — El  presi- 
dente del  Senado,  Juan  Bautista  Gaicano. — El 
presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Francisco  Diaz* — El  secretario  del  Senado,  J. 
A.  Freyre^ — El  diputado  secretario  de  la  Cáma- 
ra de  Representantes,  /.  García» 

Sala  del  despacho,  Caracas  3  de  Mayo  de  1838, 
año  99  de  la  ley  y  28  de  la  independencia. — 
Ejecútese. — Carlos  Soublette. — Por  S.  E. — El 
secretario  de  Estado  en  los  Despachos  del  Inte- 
rior y  Justicia,  D.  B,  ürbaneja. 
EXCUSAS.  Véase  Renuncias. 

EXEQUIAS  A  LOS  LICENCIADOS  EN  LAS  UNI- 
VERSIDADES. Véase  Instrucción  pública,  R. 
E.  de  14  (le  Mayo  de  1847. 

EXPEDIENTES  de  entradas  de  buques. 
Véase  Importación,  art.  32  y  su  ^. 

EXPEDIENTES.  Remisión  de  ellos.  Véase 
Disposiciones  comunes  á  todos  los  juicios, 
art,  32  y  33. 

EXPEDIENTES.  Examen  de  sus  actas  por  las 
partes  ó  sus  abogados.  Véase  id.,  art.  13. 

EXPEDIENTES.  Remisión  de  los  concluidos  á 
la  oficina  de  registro,  y  prohibición  de  extraer- 
los sino  con  ciertas  condiciones.  Véase  Re- 
gistro, art.  9,  y  Extracción  de  expedientes 
archivados,  R.  E.  de  11  de  Marzo  de  1852. 

EXPENDEDORES  de  papel  sellado.  Véase 
Papel  sellado,  cap.  29»  Colectores,  y  Admi- 
nistraciones de  rentas  internas,  art,  1 9  del 
D.  E,  R.  de  20  de  Mayo  de  1847. 

EXPENDEDORES  de  papel  sellado.  Aviso 
que  deben  dar  á  la  primera  autoridad  civil  del 
lugar  en  que  residan,  del  que  reciban  para  el 
expendio.  Véase  Papel  sellado,  D.E.R.  art.  17. 

EXPERTOS.  Véase  Juicio    de  expertos. 

EXPLICACIÓN  de  sentencias.  Véase  Dis- 
posiciones comunes  á  todos  los  juicios,  art.  19. 

EXPORTACIÓN,  ley  de  6  de  mato  de  1833 
estableciendo  reglas  para  ella — reforma  la 
de  23   de   Setiembre   de    1830,  pág,    19  del 

Análisis  comparativo  de  las  U.yes  de  10  de  Mayo  de  1836,  y 
8  de  Mayo  de  1838,  que  es  In  1*.  lit.  29  del  procedimiento 
judicial,  solare  excepciones  dilatorias. 

Eotre  estas  leyes  no  hay  mas  diferencia,  que  la  de  con- 
coder  la  de  38  apelacioQ  de  la  sentencia,  cuando  declara 
con  lugar  la  excepción  de  cosa  jii;!gada  6  de  ilegitimidad 
de  persona,  como  de  sentencia  definitiva  del  pleito,  cuya 
apeI|MÍon  no  conoedia  la  da  86. 
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cuerpo  comprensivo  de  las  de  ese  año<,  y  31 , 
núni.2¡ódelde  IS51. 

£1  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re-* 
pública  de  Venezuela,   reunidos  en  Congreso, 

decretan: 

Art.  19  No  podrán  exportarse  frutos  ni  pro- 
ducciones de  cualquiera  clase  para  países  ó  puer- 
tos extranjeros,  sino  por  los  habilitados  para  el 
comercio  exterior. 

Art.  29  Luego  que  el  dueño  ó  consignatario 
de  un  buque  avise  al  administrador  de  aduana 
que  este  está  ])reparado  para  recibir  la  carga,  el 
comandante  del  resguardo  donde  lo  haya,  y  don- 
de no,  el  administrador  ó  interventor  hará  la  vi- 
sita de  fondeo  para  certificarse  que  se  halla  en 
lastre,  y  se  pondrá  á  bordo  un  celador  de  custo- 
dia, (a) 

Art.  39  F^l  dueño  ó  consignatario  de  frutos  6 
producciones  que  hayan  de  exportarse  presenta- 
rá al  administrador  é  interventor  el  manifiesto 
de  ellos  expresando  la  clase,  nombre  y  bandera 
del  buque,  el  nombre  del  capitán,  el  puerto  y 
nación  á  donde  se  dirige,  las  marcas,  números  y 
número,  y  descripción  de  los  bultos,  su  conteni- 
do y  el  valor  actual  en  el  mercado,  expresado  en 
la  moneda  corriente. 


¡I  - 


(a)  El  Administrador  do  aduana  de  La  Ouaira  Ledo. 
Francisco  Aranda  expuso  en  su  informe  de  1838: 

"  £1  art.  2  ®.  supone  que  siempre  que  un  buque  haya  de 
recibir  carga  ha  de  estar  en  lastre,  pues  que  dispone  que  so 
haga  la  visita  do  fondeo  para  certificarse  que  se  halla  en 
aquel  estado.  Frecuentemente  sucede  lo  contrario,  porque 
cuando  se  traen  efectos  en  un  buque  para  r-sta  plaza  7  pa- 
ra la  de  Puerto  Cabello  ó  Maiacaibo,  por  ejemplo,  y  deben 
llevarse  en  él  los  retornos  de  ambos  puntos,  ni  pueden  des- 
cargarse todos  aquí  ni  pueden  dejarse  de  cargar  los  frutos 
ó  producciones  que  de  aquí  se  remitan.  También  se  ha 
presentado  el  caso  de  llegar  un  buque  con  efectos  pata  es- 
to puerto  y  con  carga  recibida  en  un  puerto  extranjero  con 
destino  á  otro  extraniero.  Para  que  pudiese  quedar  en 
lastre  un  baque  en  tales  circunstancias,  seria  preciso  obli- 
garle a  desembarcar  todo  lo  que  llevara  para  otros  puntos, 
y  semejante  operación  es  costosa,  ocupa  un  tiempo  (^ue  los 
interesados  deben  invertir  en  concluir  su  expedición,  y 
muchas  veces,  especialmente  en  esta  rada,  sufren  detri- 
mento las  mercancías  y  aun  están  en  peligro  de  perderse, 
al  desembarcarse  y  volver  á  bordo,  resultando  de  todo  es- 
to un  perjuicio  de  consideración  que  arredraría  al  comer- 
cio. No  se  me  oculta  el  objeto  que  se  propuso  la  ley  :  es  una 
precaución  útil  para  imi)edir  muchas  veces  el  íVaude ;  pe- 
ro como  no  siempre  se  pueden  emplear  io(\  as  las  medidas 
que  tienen  un  buen  fin,  es  necesario  consultar  para  su  elec- 
ción la  posibilidad  de  emplearlas  sin  graves  inconvenien- 
tes. Los  que  resultan  de  la  do  que  trat«  esto  artículo,  son 
de  tanta  magnitud  en  este  puerto,  que  la  ley  ha  quedado 
sin  efecto  en  todos  los  casos  en  que  los  buques  no  traen 
para  esta  plaza  todo  su  cargamento,  y  me  he  visto  en  la 
necesidad  de  tolerar  esta  práctica,  con  la  tsperanza  de  qne 
la  próxima  legislatura  redimiese  á  los  emplejidos  de  la  pe- 
da de  tener  que  prescindir  de  un  mandato  de  la  ley,  por 
ser  imposible  su  eumplimiento. 

La  reforma  de  este  articulo  es  por  conslgnfente  de  toda 
necesidad,  y  urgencia/' 
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§•  tínico.  La  forma  de  eate  manifiesto  Qer4  la 
siguiente: 

Maniñesto  de  los  frutos  6  producciones  que 
se  embarcan  á  bordo  de capitán con  des- 
tino 6 en 
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Marcas.  Ns. 


N.' 


Bultos    y 
conteni- 
do. 


Valor  de  prods. 
ó  manufacturas 
domésticas. 


Pesos.]  Cents. 


Cuyo  maniñesto  contiene  todos  los  frutos  6 
producciones  que  remito  á  bordo  de  dicho  bu- 
que (b)  y  sus  valored  son  los  mismos  que  tienen 
hoy  en  esta  plaza. 

Puerto  de á de A.  B.  duefío  ó  con- 
signo tario. 

Art.  49  El  administrador  ó  interventor  conce- 
derán el  permiso  para  el  embarque,  escribiéndo- 
lo h)  pié  del  manifiesto  arriba  expresado,  el  cual 
se  trasmitirá  al  comandante  del  resguardo,  don- 
de lo  hubiere,  y  donde  no,  á  un  cabo  del  res- 
guardo para  que  tome  razón  en  un  libro  que  ten- 
drá con  este  objeto,  (c) 

(b)  El  Administrador  dePm^rto  Cabello  Sr.  José  Anto- 
nio Üronoz  en  su  memoria  de  1812,  dijo  : 

"Exií^^e  una  reforma  el  modelo  inserto  en  la  ley  para 
que  conformo  á  él  so  hagan  los  maniíiestos  de  lo  que  ha- 
ya de  embarcarse.  Su  jwirtc  final  os  la  siguiente.  "  Cuyo 
manifiesto  contieno  todos  loa  f rulos  ó  producciones  qve  remi- 
to d  bordo  de  dicho  buque,  y  sus  valores  son  los  mismos  que 
tienen  hoy  en  esta  plaza."  No  siempre  sino  muy  rara  será 
la  vez  en  que  un  manifiesto  solo  contenga  todo  lo  (lue  un 
negociante  remita  en  én  buque,  y  de  consiguiente  no  debe 
exigirse  que  se  haga  tal  exposición  en  cada  manifiesto  que 
se  produzca  para  el  embarco.  De  otro  modo  la  ley  escrita 
no  siempre  p*)drá  cumplírs^e  literalmente,  como  debe  suce- 
der en  todos  casos  sin  interpretaciones  do  parte  de  sus  eje- 
cutores." 

(e)  El  dicho  Sr.  Aranda  en  su  propio  informe  do  38  ex- 
puso: 

"  El  artículo  4  ?  dispone  que  el  permiso  para  el  embar- 
que de  los  frutos,  producciones  ó  efectos  que  hayan  de  ex- 
portarse, se  escriba  al  pié  del  manifiesto  que  el  articulo 
8?  manda  presentar  á  los  jefes  de  la  aduana,  sin  cuyo 
permiso  no  i>uede  embarcarse  cosa  alguna,  según  el  arti- 
culo 5  ?  Es  posible  que  en  algunas  aduanas  de  poco  des- 
pacho, no  ofrezca  inconveniente  esta  disposición,  porque 
el  duefío  ó  consignatario  pueda  saber  antes  de  empezar  a 
cargar  la  totalidad  de  los  frutos  ó  pioducciones  que  baya 
de  embarcar.  Aquí  nunca  sucede  esto:  se  empieza  siem- 
pre á  cargar  cuando  hay  una  cantidad  de  frutos  que  se 
considera  suficiente  para  ir  aprovechando  el  tiempo  mien- 
tras reúne  cada  cargador  los  que  ha  de  remitir.  Rara  vez 
j>ertenece  todo  el  cargamento  á  una  sola  persona  ó  casa, 
y  por  lo  regular  so  ignora  al  principio  cuantos  serán  los 
cargadores  y  ellos  mismos  lo  que  tengan  que  embarcar. 
Con  este  motivo  la  práctica  de  esta  oficina  difiere  de  la 
ley;  dándose  un  permiso  especial  á  una  póliza  para  el  em- 
barque de  los  frutos  que  cada  cargador  manifiesta  tener 
prontos,  reconocidos,  pesados  6  contados  para  llevarlos  á 
bordo.  El  manifiesto  no  se  forma  hasta  que  se  ha  embar- 
cado todo  lo  que  ha  de  expresar,  y  entonces  para  llenar  la 
forma  prevenida  por  la  ley,  se  pone  al  pié  el  permiso  para 
cmbar«ar  lo  que  va  está  embarcado,  y  el  comandante  del 
resguardo  extiende  la  nota  de  no  haberse  embarcado  nin* 


Art.  59  No  podrán  embarcarse  friTtos  ni  pro- 
,  ducciones  de  ninguna  especie  sin  dicho  permiso, 

I  ni  á  otras  horas  que  las  de  las  seis  de  la  mañana 
á  seis  de  la  tarde,  ni  por  otros  mueyes  ó  lugares 
que  los  designados  al  efecto,  (d) 

I  guna  cosa  mas  de  lo  expresado  en  el  manifiesto.  Seria  me- 

I I  jor  que  la  ley  al  exigir  la  necesidad  del  permiso  y  la  pre- 
I  scntacion  del  manifiesto,  no  estableciese  el  deber  de  for- 
I  mar  este  documento  antes  de  obtenerse  dicho  permiso. 

£1  manifiesto  es  bueno  porque  evita  la  necesidad  de  agre- 
I  gar  al  expediente  las  pólizas  particulares ;  pero  no  es  una 
I  traba  contra  el  fraude,  que  no  pueda  reemplazarse  con 
.'  otras  pólizas,  las  cuales,  lo  mismo  que  se  haria  con  el  ma- 
j  niflesto,  se  depositan  en  la  comandancia  del  resguardo,  y 
I  sirven  para  verificar  la  exactitud  del  manifiesto. 
I      "  Pudiera  reformarse  el  artículo  4  P  en  estos  términos : 

"  El  administrador  é  interventor  concederán  el  permiso 
I   para  el  embanjue  escribiéndolo  al  pié  del  manifiesto  ó  por 

I  medio  de  pólizas  cuando  no  pueda  formarse  dicho  mani- 

I I  flusto  antes  de  empezarse  á  cargar.  Asi  el  manifiesto  co- 
'   mo  las  pólizas  se  ti  asmitirán  al  comandante  del  resguardo, 

y  donde  no  lo  hubiere,  al  cabo  que  haga  sus  veces,  para 
i  que  no  permita  que  se  embarque  lo  que  no  estuviere  com- 
'  prendido  en  el  permiso  do  los  jefes  de  la  aduana,  y  tome 
I  razón  de  todo  lo  que  se  embarque  en  un  libro  que  tendrá 
'   con  este  objeto." 

También  expuso  el  administrador  de  la  Vela,  Sr.  Juan 
de  D.  Monzón  en  su  informe  de  1841. 

"  La  disposición  del  artículo  4  ?  no  es  practicable  en 
esta  aduana  sin  que  los  e.<«tados  do  exportación,  tan  reco- 
mendados en  el  mismo  decreto,  so  afecten  de  inexactitud, 
y  aun  de  considerable  t*alsedad  ;  y  la  razón  es  que  los  ca- 
pitanes ó  consignatarios  de  los  buques  que  van  á  cargar  á 
la  costa  de  esta  provincia,  ca.si  nunca,  si  no  es  nunca,  saben 
.  ni  auna  punto  aproximado  la  cantidad,  clase  y  valor  de 
I   los  frutos  y  producciones  que  van  á  recibir,  pues  por  lo  re- 
\[  guiar  se  despachan  para  cargar  lo  qu3  encuentren.  Es 
I  pues  claro  que  por  gozar  del  favor,  por  pequeño  que  este 
¡  sea,  (hi  irse  á  su  destino  sin  tener  que  volver  á  una  adua- 
l  na,  darán  en  esta  un  manifiesto  que  si  no  es  absolntamen- 
, '  te  imaginario  y  falso,  será  á  lo  mas  formado  sobre  meras 

I  congeturas.  Asi  es  que  ademas  do  anticipar  un  juramento 
/  de  llevar  tal  ó  cual  carga  que  es  muy  presumible  que  no 
!|  encuentren,  se  desprenden  ile  estos  antecedentes  las  con- 
,  secuencias  precisas  de  que  las  noticias  estadísticas  de  ex- 
]i  portsicion,  ó  los  estados  de  comercio  per  exportación,  que 
j.  forme  esta  aduana  serán  falsas  ó  inexactas  en  lo  relativo 

I I  á  fechas  y  demos  circunstancias  de  los  cargamentos,  como 
I  lo  serán  los   respectivos  asientos  del  libro  de  que  trata  el 

I ,  art.  7  P ,  y  que  los  jefes  de  esta  aduana  al  librar  en  los  ca- 

I  sos  del  art  4P  el  registro  prevenido  en  el  6P,  certifican 
I '  no  solo  lo  que  no  les  consta  sino  lo  que  con  fundamento 
' .  presumen  que  es  falso ;  pues  nada  es  mas  presumible  que 
,  I  el   que   los  buques  asi  despachados  sigan  al  extranjero 

I I  sin  carffa  ó  con  otra  distinta  de  la  declarada." 

' !  (d)  El  mismo  Sr.  Aranda  en  su  dicho  informe  de  1888, 
expuso: 

"  El  articulo  5  ?  entre  otras  cosas  ordena  que  no  puede 
embarcarse  cosa  alguna  sino  do  las  seis  de  la  maüana  á  las 
seis  de  la  tarde ;  pero  como  las  del  despacho  de  las  adua- 
nas por  el  artículo  13  de  la  ley  de  28  de  Mayo  de  1837,  (*) 
son  desde  las  seis  hasta  las  nueve  de  la  mañana  y  desdo 
las  diez  de  la  mañana  hasta  las  cuatro  du  la  tarde,  no  pue- 
de conservarse  la  dei<ignacion  primera  sin  que  se  dé  lugar 
á  que  alguno  crea  que  puede  pretender  el  embarque  á  las 
horas  en  que  no  hay  despacho,  y  se  piense  que  sefttltaá 
la  ley  si  se  niega  como  debe  negarse,  6  haya,  si  se  concede, 

(*)  Conforme  con  el  mütM  delaUf  vigenU^ 
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Art.  69  Los  frutos  y  producciones  que  están 
sujetos  al  pago  de  derechos  de  exportación  se- 
rán pesados  6  contados  antes  de  su  embar'que. 

Art.  79  El  celador  de  custodia  llevará  una 
nota  de  los  frutos  y  producciones  que  se  embar- 
quen, ]a  cual  se  confrontará  diariamente  con  el 
libro  del  comandante  ó  cabo  del  resguardo  para 
examinar  si  se  han  embarcado  otros  ó  mas  artí- 
culos de  los  manifestados. 

Art.  89  Cumplido  que  sea  el  embarque  do 
los  frutos  ó  producciones  comprendidos  en  un 
manifiesto  se  devolverá  este  al  administrador  é 
interventor  con  la  nota  al  pié  de  haberse  así  veri- 
ficado, expresando  al  mismo  tiempo  si  so  han 
embarcado  otros  ó  mas  artículos  de  los  que  en 
él  se  expresan. 

Art.  99  Cuando  un  buque  nacional  ó  extran- 
jero haya  de  ir  á  algún  punto  ó  puntos  de  las 
costas  á  recibir  cargamento,  deberá  hacerlo  con 
permiso  escrito  por  el  administrador  é  interven- 
tor, ó  por  el  administrador  solamente,  donde  no 
haya  este  empleado.  Este  permiso  no  se  conce- 
derá después  de  haber  recibido  el  buque  en  el 
puerto  alguna  carga  á  su  bordo,  (e) 

el  peligro  que  puede  temerse  cuando  se  procede  sin  la  in- 
tervención de  los  empicados  tfiie  deben  concnnir  al  despa- 
cho y  embarque  de  lo  que  se  exporta.  En  caso  de  urgen- 
cia podía  permitirlo  el  administrador  tomando  las  medidas 
n«*cesarias  para  evitar  perjuicios  á  la  hacienda  nacional." 

(e)  El  propio  Sr.  Aranda  en  su  informü  do  1843,  dijo . 

"  Prohibición  de  recibir  carga  en  algnn  punto  de  la  costa 
después  que  el  buque  ha  empezado  á  cargar  en  el  puerto. 

"  Esta  disposición  está  contenida  en  el  artículo  9.^  de 
la  ley  do  exportación  de  3  de  Mnyo  de  1833  y  se  refiere  a 
ella  el  articulo  2  ?  de  la  ley  de  caüotíijc  de  11  de  Mayo  de 
1840  que  permite  á  los  buques  extranjeros  recibir  carga- 
mentos de  productos  del  pais  en  cualquier  jíUnto  de  la 
costa,  ríos  ó  lagos  donde  se  produzcan  6  se  encuentren  depo- 
sitados, con  sujeción  á  lo  que  se  dispone  en  la  ley  de  ex- 
portación. Sin  duda  se  ha  querido  sostener  esta  medida 
por  precaución  de  algún  abuso;  pero  tomadas  otras  pre- 
cauciones en  cumplimiento  de  los  artículos  10  y  11  de  la 
misma  ley,  parece  imposible  que  so  pueda  cometer  fraude, 
y  la  disposición  solo  produce  el  efecto  de  trabar  el  comer- 
cio sin  ninguna  ventaja  del  erario.  Ya  se  ha  visto  prácti- 
camente, y  el  Gobierno  ha  creido  de  su  deber  informarlo 
al  Congreso  para  la  resolución  conveniente." 
^  También  expuso  sobre  lo  mismo  el  Secretario  do  Ha- 
cienda Sr.  Juan  Manuel  Manrique  en  su  Memoria  de  1846. 

"  Tal  prohibición,  casi  inneccisaria  aun  cuando  existían 
impuestos  á  la  exportación,  por  las  precauciones  que  se 
toman  en  virtud  de  otros  artículos  de  la  misma  ley,  es  del 
todo  inútil  hoy  que  está  libre  de  derechos  la  extracción 
de  toda  especie  de  productos,  y  solo  produce  el  efecto  de 
poner  embarazos  al  comercio  sin  ninguna  ventaja  del  era- 
rio nacional.  En  la  Memoria  del  afio  pasado  so  llamó  á 
este  punto  la  atención  de  las  Honorables  Cámaras,  y  creo 
de  mi  deber  solicitar  formalmente  en  esta  la  reforma  de 
la  ley  vigente  sobre  exportación,  á  fln  de  que  se  liberta  al 
comercio  de  la  traba  que  le  está  impuesta  sin  ningún  ob- 
jeto útil,  y  menos  plausible.  Si  por  falta  de  tiempo  no  pu- 
diere el  Oonereso  ocuparse  en  las  presentes  sesiones  de  la 
revisión  do  dicha  ley,  tendrá  el  Poder  Ejecutivo  que  dic- 
tar algunas  disposiciones  para  remover  en  lo  posible  los 
inconvenientes  que  se  notan  en  la  prácttca,  no  existiendo  ^ 
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Art.  10.  Los  dueños  ó  consignatarios  de  bu- 
ques extranjeros  que  vayan  á  cargar  é  un  punto 
ó  puntos  <ie  las  costas,  afianzarán  Antes  de  su  sa- 
lida los  derechos  de  exportación  que  puedan  cau- 
sar los  frutos  que  exporten  con  una  suma  que  no 
baje  de  mil  pesos,  ni  excoda  de  cuatro  mil,  según 
el  porte  del  buque.  Esta  fianza  se  cancelará  vol- 
viendo el  buque  al  puerto  principal  dentro  de 
un  mes  contado  desde  el  día  de  su  salida,  ó  pa- 
gando la  suma  afianzada  en  el  caso  contrario; 
pero  si  se  probare  de  ima  manera  satisfactoria 
para  el  administrador  é  interventor  que  el  bo- 
que ha  naufragado  en  las  costas,  no  habrá  lugar 
á  exigir  el  pago  de  la  fianza,  (f) 


ya  los  derechos  de  exportación,  á  cuya  pronta  y  segara 
recaudación  se  refieren  las  principales  reglas  que  ella  con- 
tiene." 

Pero  es  do  advertirse  que  estas  observaciones  no  ten- 
drán lugar  para  la  reforma  de  la  ley,  mientras  dure  la  con- 
tribución extraordinaria,  sino  tenida  consideración  á  esta. 

Véase  adetna?  la  nota  al  artículo  siguiente. 

(f)  El  Secretario  de  Hacienda  Sr.  José  E.  Gallegos,  en 
su  Memoria  de  36  dijo : 

"  En  cumplimiento  del  artículo  10  de  la  ley  citada  de 
exportación,  se  exigían  en  Coro  fianzas  para  responder  de 
los  derechos  á  los  buques  extranjeros  que  van  á  cargar  á 
la  costa,  prestándo'as  por  ante  un  escribano  público,  y  en 
su  defecto  por  un  juez  de  paz  con  dos  actuarios.  Los  duc- 
íios  de  barcos  so  quejaron,  así  por  la  demora  que  sufrían 
en  el  despacho,  como  por  el  nuevo  gasto  á  que  se  les  obli- 
gaba, aunque  algunos  manifestaron  deseos  de  otorgar  la 
fianza  en  toda  forma  para  cuantos  viajes  tuvieran  que  ha- 
cer, pues  ocurriéndoles  dos  ó  tres  en  cada  mes,  se  veían 
precisados  á  exhibir  otras  tantas  fianzas  con  perjuicio  do 
sus  intereses.  Consultado  el  Gobierno  por  el  Administra- 
dor principal  de  la  aduana  de  la  Vela  de  Coro,  determinó 
que  dichos  instrumentos  se  hicieaen  á  estilo  mercantil  en 
los  mismos  términos  expresados  por  el  artículo  23  de  la 
de  importación,  circulándose  así  á  las  demás  aduanas.  Sin 
embargo,  como  la  ley  no  declara  el  modo  y  términos  con 
que  deben  otorgarse,  será  bien  que  el  Congreso  se  sirva 
tomar  el  punto  en  consideración,  y  acordar  la  reforma  ne- 
cesaria." 

También  dijo  sobre  la  materia  de  este  artículo  el  Admi- 
nistrador de  la  Vela  Sr.  Juan  do  D.  Monzón,  en  su  infor- 
me de  1839 : 

"  Por  esta  ley  está  permitido  á  los  buques  nacionales 
como  extranjeros,  recibir  carga  en  los  puntos  de  la  cosía 
bajo  las  formalidades  que  se  previenen  por  les  artículos 
9 .°  y  10  de  dicha  ley,  á  cuyo  fln  se  les  expide  una  licen- 
cia por  la  aduana  respectiva.  También  se  les  permite  para 
esto  tráfico  el  término  de  un  mes,  tiempo  muy  suficiente 
para  hacer  uno  y  dos  viajes  á  Curazao  y  Oruba,  islas  que 
como  sabe  el  Gobierno  se  hallan  tan  próximas  á  nuestras 
costas,  que  en  una  noche  se  puede  ir  á  ellas  y  descargar 
allí  los  frutos  que  se  hubiesen  tomado  por  los  buques  de 
que  hago  mención,  volviendo  en  seguida  á  cargar  de  nne- 
bo  favorecidos  do  la  misma  licencia  que  se  les  ha  concedi- 
do, y  con  la  seguridad  de  que  el  tiempo  -que  les  franquea 
la  ley  es  muy  bastante  para  apoyar  esta  clase  de  tráfico. 
Para  evitar  el  fraude  que  aquí  se  demuestra  encuentro 
muy  eficaz  la  medida  de  que  los  buques  que  se  encuen- 
tren en  este  caso,  deban  llevar  precisamente  á  su  bordo  un 
celador,  el  cual  tomará  ademas  una  relación  circunstan- 
ciada de  todo  lo  que  se  embarque  durante  el  viaje,  7  la 
presentará  en  la  administración  correspondiente  para  que 
con  ella  se  reconozca  mejor  el  contenido  del  cargamento 
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ArU  11.  Regresando  el  buque  al  puerto  de 
donde  partió  desembarcarán  inmediatamente  los 
frutos  y  producciones  que  traiga  sujetos  6  dere- 
clios  de  exportación  ó  todos  los  que  haya  á  bor- 
do si  el  administrador  é  interventor  lo  juzgaren 
necesario  para  su  verificación  y  peso;  mas  si 
por  su  peqtje&a  cantidad,  ó  por  la  naturaleza  de 
ios  productos  pudieren  hacerse  á  bordo  estas 
operaciones,  las  practicar&n  el  administrador,  el 
interventor  ó  el  comandante  del  resguardo  y  se 
pondrá  un  celador  de  custodia,  (g) 

T  se  cotejen  los  luanifieKtos  de  qutí  habla  el  artículo  8  ? 
üe  esta  misma  ley." 

(e;)  £1  expresado  Sr.  Araada  espuso  en  su  mismo  infor- 
me de  39 : 

'•  El  articulo  11  dispone,  nno  cuando  algún  buque  va- 
ya á  cargar  de  frutos  y  prodttcciopos  sujetos  ú  derechos 
de  exportación^  á  algún  punto  de  la  costa,  los  desembar- 
que inmediatamente  que  regrese  al  puerto  de  donde  f>ar- 
tió  para  su  verificación  y  peno,  á  menos  que  por  su  peque- 
ña cantidad  ó  por  la  naturaleza  de  los  prodrctos.  pudiei^n 
liacorsa  á  bordo  estas  operaciones.  Entre  las  produccio- 
nes que  se  exportan  hay  algunas  que  una  vez  embarcadas 
no  pueden  desembarcarse  y  volverse  á  embarcar,  sin  cau- 
sar un  costo  de8proi)orcionado  con  su  valor,  de  modo  que 
no  llegarían  á  exportarse  sin  una  i)éi-dida  efectiva :  tales 
ton  el  mineral  de  cobre  que  se  extrae  de  Aroa,  y  la  sal. 
Este  úUimo  artículo  no  se  exporta  por  esta  causa  principal- 
mente. La  tierra  mineral  de  cobre  ha  merecido  una  diHposi- 
ciou  esiJecial  del  Gobierno,  que  no  ha  podido  ser  indife- 
rente al  perjuicio  (lue  resultaría  á  loa  interesados  en  el  la- 
boreo de  aquellas  minas,  y  según  ella,  basta  la  certifica- 
ción de  un  empleado  de  reutas  muuici  ales  del  lugar  so- 
bre la  cantidad  embarcada  para  el  cobro  de  los  derechos. 
Esto  prueba  la  necesidad  de  reformar  el  expresado  artícu- 
lo, pues  que  no  hay  conveniencia  alguna  en  impedir  la  sa- 
lida de  aquellas  prod  cciuues,  sino  por  el  contrario  en  fa- 
cilitarla, ni  es  r4*gular  qne  se  faciliten  por  medidas  evasi- 
vaq  del  cumplimiento  de  la  ley. 

*^Como  los  derecho'i  impuestos  á  la  exportación  de  es- 
tas producciones  se  calculan  sobre  su  peso,  podría  evitarse 
el  inconveniente,  disponiéndose  que  se  calcule  el  peso  por 
las  toneladas  del  buque  al  respecto  de  veinte  quintales  por 
tonelada,  lo  cual  no  ofrece  dificultad  ninguna,  cuando  el 
buque  ha  recibido  caiga  completa  de  alguno  de  los  «expre- 
sados artículos,  ni  cuando  no  llevando  de  ellos  sino  una 
parte  de  lo  que  es  capaz  de  cargar,  completa  su  carga  con 
otros  cuyo  peso  sea  conocido  y  se  baya  verificado  en  la 
aduana.  La  dificultad  existiiia  solo  en  el  caso  de  que  la 
carga  no  fuese  completa  6  no  se  completase  de  la  manera 
indicada :  pero  debiendo  entonces  desembarcarse  el  carga- 
mento para  su  peso,  el  exportador  evitará  siempre  encon- 
trarse en  esta  necesidad  y  dispondría  la  exportación  cuan- 
do pudiese  hacerlo  con  carga  completa  de  su  buque ;  y 
por  consiguiente  no  llegaría  nunca  el  caso  de  es<  a  dificul- 
tad. Siempre  seria  conveniente  que  un  empleado  depen- 
diente de  U  aduana  estuviese  presente  al  acto  de  cargar, 
para  que  impidiese  el  embarque  de  todo  otro  íVuto  ó  pro- 
ducción y  pudiese  certificar  el  manifiesto  del  exportador. 
Si  se  adoptara  esta  medida,  debería  tenerse  presente  que 
á  ningún  buque,  á.  lo  menos  para  un  largo  viaje,  se  le  car- 
ga todo  el  peso  que  puede  sufrir,  y  que  llevando  para  sa 
propio  servicio  y  el  do  la  tripulación  algunas  otras  cosas, 
sería  necesario  para  calcular  por  las  toneladas  el  peso  del 
cargamento  sujeto  á  derechos,  rebajar  en  el  número  de 
ellas  un  tanto  por  ciento  pue  podría  muy  bien  seflalarse 
fijamente. 
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Art.  12.  Los  duellos  ó  consignatarios  de  los 
frutos  y  producciones  que  vengan  do  un  punto 
de  la  costa  en  el  buque  que  los  ha  de  conducir 
ai  exterior,  presentarán  á  la  aduana  el  maniñes- 
to  de  que  trata  el  artículo  3?  inmediatamente 
después  de  su  arribo  al  puerto. 

Alt.  13.  Concluida  la  carga  el  capitán  presen- 
tará ai  administrador  é  interventor  de  aduana  un 
maniñestó  general  de   todo  el  cargamento  con- 
¡  forme  al  modelo  del  artículo  39-  (h) 
j      Art.  14.  Los  buques  nacionales  ó  extranjeros 
I  que  reciban  una  parte   de  su  cargamento    en  un 
puerto  habilitado,  podrán  ir  á  otro  u  otros  puer- 
tos también  habilitados  para  completar   su  carga 
despachándose  por  la  aduana  conforme  él  lo  pre- 
venido en  esta  ley. 

Art.  15.  Las  taras  se  deducirán  de  la  manera 
siguiente:  en  el  añil  en  zurrones  de  cuero,  doce 
por  ciento,  y  en  el  cacao  y  cafe  en  sacos,  dos  li- 
bras por  saco. 

Art.  16.  Todos  los  frutos,  producciones  y  ma- 
nufacturas del  país  quedan  libres  de  derechos  do 
exportación  á  excepción  de  los  especificados  en 
el  arancel  de  exportación,  los  cuales  pagarán  los 
que  eu  él  se  señalan. 

Art.  17.  La  liquidación  de  los  derechos  de 
exportación  se  practicará  luego  que  el  capitán 
presente  el  manifiesto  general  de  su  cargamento 
y  á  continuación  de  los  manifiestos  parciales  de 
los  dueños  ó  consignatariüs. 

Art.  18.  Los  derechos  de  exportación  se  re- 
caudarán por  la  aduana  del  puerto  habilitado 
donde  se  haga  la  exportación,  aun  cuando  sea 
para  otro  puerto  habilitado  y  en  el  mismo  día 
en  que  se  practique  la  liquidación. 

Art.  19.  Satisfechos  que  sean  los  derechos  de 
exportación,  el  administrador  é  interventor  da- 
rán al  capitán  una  certificación  del  cargamento 
que  lleva  á  su  bordo. 

§.  único.  La  iorma  de  esta  certificación  será 
la  siguiente; 


(h)  El  mismo  Sr.  Aranda  en  su  propio  informe : 
"  Para  simplificar  el  trabajo  de  la  aduana  y  servir  mejor 
al  comercio  se  podría  disponer  en  este  artículo,  que  el  ca- 
pitán presentase  por  duplicado  el  manifiesto  general  orde- 
nado conforme  á  lo  prevenido  en  el  artículo  19,  y  queque- 
dando  un  ejemplar  agregado  al  expediente  respectivo,  se 
le  devolviese  el  otro  luego  que  se  hubiesen  pagado  los  de- 
rechos, con  una  nota  muy  sencilla  que  lo  expresase,  firma- 
da por  el  administrador  é  interventor  ó  por  el  primero  so- 
lamente donde  no  hubiese  el  otro  empleado ;  lo  cual  ser- 
viría de  suficiente  despacho  del  buqne.  Admitida  esta  re- 
forma, que  será  tan  conveniente  al  comercio  como  á  las 
aduanas,  debería  suprímirse  el  articulo  19,  que  previene 
se  dé  una  certificación,  que  se  hace  por  lo  regular  en  los 
momentos  mas  apurados  do  la  salida  de  un  buque,  difi- 
riéndose esta  muchas  veces  porque  no  ha  podido  concluir- 
se aquel  documento  en  las  horas  de  despacho,  con  grave 
perjuicio  de  la  expedición  en  algunos  casos.'' 
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Puerto  fie --á .-de..- 

A.  B.  y  C.  D.  administrador  é  interventor  de 

esta  aduana,  certiñcamos    que  &  bordo  de 

capitán . se  han  embarcado  con  desitdo  á-  - 

los  frutos  ó  producciones   siguientes: 

j  Marcas.  |  Números.  |  Número.  |  Bultos  y  contenidos.  | 

Cuyos  derechos  de  exportación  en  los  artícu- 
los que  los  causan  han  sido  satisfechos,  y  para 
que  así  pueda  hacerlo  constar  damos  la  presente. 

A.  B.  Administrador.      C  D.  Interventor. 

Art.  20.  La  presente  ley  se  pondrá  en  obser- 
vancia desde  I9  de  Junio  del  corriente  año,  y 
desde  entonces  los  empleados  de  las  aduanas  no 
podrán  cobrar  emolumento  alguno  por  las  licen- 
cias, ccrtificacionea  y  demás  documentos  que 
deben  expedir  conforme  á  ella. 

Art.  21.  Se  deroga  la  de  22  de  Setiembre  de 
1830. 

Dada  en  Caracas  á22  de  Abril  de  1833,  año 
49  de  la  ley  y  23  de  la  independencia. — El  pre- 
sidente del  Senado,  Manuel  Quintero. — El  Pre- 
sidente de  la  Cámara  de  Representantes,  Juan 
Manuel  Manrique* — El  Secretario  del  Senado, 
Rafael  Acevedo.^El  Secretario  de  la  Cámara 
de  Representantes,  José  María  Pelgron. — Ca- 
racas Mayo  6  de  1833,  49  y  23.--Ejecútese,  An- 
drés JSarvarte. — Por  S.  E.  El  Secretario  de  Es- 
tado del  Despacho  de  Hacienda,  Santos  Miche- 
Jena.{\) 

(i)  Varias  observaciones  se  han  hecho  también  sobre  la 
ley  en  general,  á  saber: 

El  Secretario  de  Hacienda  en  su  Memoria  de  87  expuso: 

"  No  contenta  la  inmoralidad  con  defraudar  los  dere- 
chos de  importación,  invade  también  los  reducidos  de  ex- 
portación, y  sus  ataques  son  mucho  mas  fáciles  de  ejecu- 
tar en  los  buques  pequeños  que  trafican  con  las  colonias 
vecinas.  Uno  por  (vjemplo  despachado  de  la  Vela  do  Coro 
])ara  Curazao  remonta  sobre  la  costa,  toca  [en  el  punto 
convenido,  toma  la  carga,  y  como  tiene  ya  bastante  barlo- 
vento, de  allí  mismo  atraviesa,  y  va  á  Curazao.  Mas  no  es 
necesario  hacer  esta  remontada :  en  una  noche  de  trave- 
sía se  exporta  un  cargamento  para  Trinidad  ó  Curazao, 
así  como  en  otra  noche  se  importa  otro  de  aquellas  colo- 
nias sobre  nuestras  costas.  Juzga,  pues,  el  Gobierno  que 
])ara  redimir  en  lo  posible  estos  males  el  mejor  arbitrio  es 
el  establecimiento  de  cónsules,  vicecónsules  ó  agentes  con- 
sulares para  que  á  allos  se  presenten  las  certificaoiones 
que  del  cargamento  exportado  y  embarcado  legítimamen- 
te se  entrega  á  los  capitanes,  ó  la  certificación  de  salir  el 
buque  en  lastre.  Encargados  los  empleados  consulares  de 
indagar  si  se  introducen  mas  de  los  que  expresan  dichas 
certificaciones,  harán  en  ellas  las  anotaciones  corresponr 
dientes  según  los  casos,  y  darán  parte  de  los  buques  que 
lleguen  á  los  puertos  extranjeios  sin  que  sus  capitanea  les 
]>resenten  las  certificaciones  libradas  por  las  aduanas  de 
Venezuela," 

También  dijo  el  Administrador  de  Puerto  Cabello  Sr. 
J.  Antonio  Oronoz.en  su  informe  de  1837. 

'*  £n  ning;uno  de  sus  artículos  se  sc^fiaXa.  térmÍDO  áJ/M 
buques  para  cargar,  asi,  es  quq  estos  pueden  invertí]:  en 
hacerlo  uno  c  do^mefie^i  ó  t^dp.el  tiempo  que.qimra  tor 
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DE  1841  libertando  de  todo  derecho  la  de  los 
frutos  del  pais — deroga  la  ley  de  13  de  Ma- 
yo de  1837  p,  20  del  cuaderno  de  ese  año^  y 
286,  núm.  300  del  de  1851  que  derogó  el  de- 
creto de  25  de  Febrero  de  1836  p.  134  del 
cuerpo  comprensivo  de  las  de  ese  año,  y  182, 
núm.  201  del  de  1851. — También  derogó  esta 
misma  ley  la  de  4  de  Mayo  de  1840,  p.  24 
del  cuaderno  de  ese  año,  y  428,  núm.  4()Í5  del 

marse  para  ello  el  cousignatario  ó  embarcador  de  los  fru- 
tos, pudiendo  de  este  modo  llegar  el  caso  de  convertir  un 
buque  en  almacén,  puesto  que  no  hay  impedimento  para 
correr  las  pólizas  de  embarco  á  proporción  que  aquel  va- 
ya recibiendo  del  interior  los  finitos  ó  producciones  del 
pais  que  piensa  exportar,  lo  cual  es  embarazoso  y  perjudi- 
ci  il  al  buen  servicio  del  resguardo ;  pues  es  de  necesidad 
mantener  á  bordo  del  buque  un  celador  que  puede  hacer 
falta  con  urgencia,  ya  para  custodiar  otra  embarcación, 
ó  bien  para  la  vigilancia  ó  celo  en  otro  lugar.  Creo  por  tan- 
te  conveniente  el  que,  puesto  un  buque  á  la  carga,  la  ley  le 
señale  tiempo  para  concluirla  " 

Así  mismo  expuso  el  Administrador  Sr.  Aranda  en  su 
citado  informe  de  38 : 

'-  £n  ninguno  de  los  artículos  de  esta  ley,  ni  en  la  del 
comercio  de  cabotaje,  se  habla  de  los  trasbordos,  y  parece 
que  en  toda  circunstancia,  cualquiera  cosa  que  se  quiera 
llevar  á  un  buque,  ha  de  venir  primero  á  tierra  para  su 
reconocimiento.  Así  se  ha  estado  practicando  sin  embargo 
del  convencimiento  de  que  el  tra&bonio  pt)dr¡a  practicarse 
sin  ningún  peligro  de  los  derechos  del  Estado,  porque  el 
reconocimiento  era  fácil  hacerlo  ó  en  el  buque  que  se  des- 
cargaba ó  en  el  que  debia  recibir  los  efectos.  Considei-a- 
dos  los  gastos  que  en  este  puerto  ocasiona  la  descarga  y 
caiga  do  un  buque,  fuera  del  tiempo  que  se  invierte  en  es- 
tas operaciones,  creo  que  la  ley  debia  permitir  el  trasbor- 
do siempre  que  pudiese  practicarse  á  bordo  el  rccouoci- 
mieuto  y  el  peso  ó  medida  de  los  frutos  ó  efectos  que  pa- 
guen derechos,  &  el  himple  reconocimiento  de  los  que  no 
están  sujetos  á  ellos  ;  quedando  siempre  la  facultad  al  ad- 
ministrador do  hacerlos  venir  á  tierra  cuando  creyese  ne- 
cesario un  examen  muy  })rolijo  del  cargamento  que  no  pu- 
diese ó  no  conviniese  ])racticttr  á  bordo." 

El  Administrador  de  Cumuuá,  Sr.  J.  C.  Vetancourt  en 
su  informe  de  1847  dijo: 

"  Desde  que  se  extinguieron  los  derechos  de  exporta- 
ción de  los  frutos  y  producciones  del  pais  cayó  en  desue- 
tud  la  ley  que  reglamenta  esta  especie  de  comercio,  y  en 
su  lugar  se  observan  algunos  decretos  expedidos  por  el- 
Poder  Ejecutivo.  Dos  de  estos  estañen  práctica;  el  uno  es 
tableciendo  las  formalidades  para  la  exportación,  y  man- 
dando llevar  una  cuenta  de  valores  ;  y  el  otro  i>rescribien- 
do  reglas  para  la  exportación  do  las  producciones,  pecua^ 
das,  y  como  en  cierto  modo  ambas  disposiciones  estañen 
colisión,  seria  muy  conveniente  que  se  reviese  la  ley  exis- 
tente, sobre  este  ramo,  para  que  marchase  en  la  práctica, 
de  acuerdo  con  otras  leyes  que  se  rozan  con  cstaa  opera- 
ciones." 

Pero  debe  tenerse  presente  que  estas  observaciones  solo 
tendrán  toda.su  fuerza  cuando  cese  el  pago  de  la  contri- 
bución extraordinaria  con  que  está  actualmente  giubada 
la  exportacioirv  de  algunos  frutos» 

Finalmente  el  Administrador  áfi  la  Vela  Sr.  Manuel 
lArrazÁbal,  Qik  su  informe  de  1849  dijo : 

"  Efita  ley  que  establece  ciertas  reglas  y  formalidades 
para  el  comerqio  d«  exportación,  ha  sido  reclamada  con^ 
tautieweute  piür  varios  administradores.de  aduaua^  como 
imperfecta,  embarazosa  y  á  veces  inútií.  Cuando  ea  1841 
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de  1851,  que  reforma  el  de  16  de  M.éyo  de 
1836. 

El  Senado  j  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

i>bcrbtan: 

Art*  único.  Desde  el  dia  primero  de  Julio  del 
corriente  año,  quedarán  derogadas  la  ley  de  13 
de  Mayo  de  1837  que  establece  un  impu^^sto 
subsidiario  á  la  exportación,  y  la  de  4  de  Mayo 
de  1840  que  determina  el  arancel  de  eila. 

Dada  en  Caracas  á  30  de  Marzo  de  1841,  12 


s«  declaró  libre  totalmente  la  exportación,  Queéó  la  ley 
cUadA  sin  objeto,  y  el  Poder  Ejecutivo  dio  na  decreto  en 
12  de  Junio  del  mismo  aflo,  estableciendo  reglas  en  con- 
sonancia con  la  derogatoria  del  arancel  de  exportación, 
quedando  TÍrtualmcnte  sin  efecto  la  ley  de  1833 ;  pero  co- 
mo no  es  esto  lo  que  manda  el  artículo  102  de  la  Consti- 
tución, porque  las  leyes  se  derogan  con  las  mismas  for- 
malidades y  trámites  que  se  establecen,  hubo  muchas  re- 
clammciones  que  no  ae  oyeron,  ó  se  difirió  su  considera- 
ción para  después,  y  quedó  el  asunto  mal  sustanciado. 
Yuelven  los  derechos  de  exportación  en  2  de  Mayo  de 
1842,  y  hó  aquí  que  dispone  el  Poder  Éiecutivo  suspen- 
der su  decreto  del  alio  anterior,  y  viene  la  ley  de  1833  á 
embarazarlo  todo  con  sus  restricciones.  Nuevos  motivos 
de  reclamos  por  parte  de  las  aduanas,  y  el  Congreso  siem- 
pre postergando  la  materia  por  otras  atenciones  á  su  jui- 
cio mas  graves.  En  1844  se  deroga  la  ley  de  1842,  en  que 
se  establecieron  derechos  de  exportación  y  quedando  li- 
bres los  productos  del  pais,  restablece  el  Poder  Ejecutivo 
su  decreto  de  41.  ,  ,  - 

**  Ahora  recientemente  y  por  las  penurias  del  tesoro  pu- 
blico se  ve  obligado  el  Congreso  á  poner  una  contribución 
a  los  productos  exportables,  y  hé  aquí  que  con  la  lev  de 
cabotaje  moderna,  la  ley  de  exportación  de  1833,  y  el  de- 
creto de  1841,  se  han  encontrado  disposiciones  diametral- 
mente  opuestas,  y  en  absoluta  contradicción  poniendo  á 
las  adaanas  en  el  mayor  conflicto.  S.  £.  el  Poder  Ejecuti- 
vo, resolvió  una  consulta  en  80  de  Agosto  último  sobre 
cuatro  puntos  que  le  hice  en  10  del  mismo,  inserta  en  la 
Gaceta  núm.  966,  que  espero  s©  tenga  presente  al  conside- 
rarse este  informe,  mas  el  razonaiuiento  final  no  satisface 
el  juicio  privado  é  independiente  del  empleado,  aunque 
como  subalterno,  ciegamente  ten^  que  obedecerlo.  En 
él  se  dice,  que  la  ley  de  1833  f\\é  dada  para  los  aranceles 
de  entonces,  que  luego  fueron  derogados,  y  que  siendo  la 
ley  de  cabotaje  moderna,  especial  y  posterior,  debe  estar- 
se por  lo  que  esta  deternüne,  y  no  por  la  de  33.  En  cuan- 
to á  lo  primero,  no  creo  que  sea  así,  pues  la  ley  quo  esta- 
blece ciertas  formalidades  para  el  comercio  do  exporta- 
ción no  fué  dada  para  ciertos  y  determinados  aranceles, 
sino  para  todos  los  que  dé  ó  diere  el  Congreso,  según  las 
ocurrencias;  y  en  cuanto  á  lo  segundo,  tenemos  el  articu- 
la 102  de  la  Constitución  que  se  opone,  porque  mientras 
no  se  derogue  formalmente  una  ley,  está  tan  vigente  la 
nueva  como  la  vieja,  la  de  1883,  como  la  de  49. 

"  De  todo  lo  cual  se  deduce  que  es  de  absoluta  necesi- 
dad, que  el  Congreso  se  ocupe  de  reformar  la  ley  de  6  de 
Mayo  de  1883,  poniéndola  en  armonía  con  las  demás  dis- 
posiciones vigentes." 

Análisis  comparativo  de  las  leyes  de2Bde  Setiembre  de  1830 
vQde  Mayo  de  1833  sobre  exportación. 

En  primer  lugar  la  de  80  establecía  las  formalidades  y 
los  derechos  para  ella :  y  la  de  33  separó  estas  dos  mate- 
rias. La  de  80  abolió  el  derecho  de  alcabala,  de  que  no  ha 
TOXO  XI 
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de  la  ley  y  31  de  la  independemeía* — £1  Presi- 
dente del  Senado,  José  Vargas. — El  Presidente 
de  la  Cámara  de  Representantes,  Eugenio  Men- 
doza* — £1  Secretario  del  Senado,  José  Ángel 
Freiré. — El  Secretario  de  la  Cámara  de  Repre- 
sentantes» Rafael  Acevedo. 

Caracas  31  de  Marzo  de  1841,  aflo  12  de  la 
ley  y  31  de  Ja  independencia. — Ejecútese. — José 
A.  Pad2r— Por  S.  E— El  Secretario  de  Hacien- 
da, Guillermo  Smith.  (*) 
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tenido,  por  tanto,  para  que  ocuparse  la  de  38.  Ademas 
por  la  de  33  (art.  3  ?  y  4  ?  )  el  dueño  ó  consignatario  de 
los  frutos  ó  producciones  que.  se  van  á  exportar  presenta 
un  manifiesto  de  ellos,  con  expresión  de  su  clase,  nombre 
y  bandera  del  boque,  &c.,  y  al  pió  de  este  manifiesto  es 
que  se  concede  el  permiso  para  el  embarque,  trasmitién> 
dose  luego  al  comandante  del  resguardo,  donde  lo  hay,  y 
donde  uo,  á  un  cabo  para  que  tome  razón  de  él  en  un  li- 
bro que  debe  tener  al  efecto ;  y  por  la  do  30  (art.  1  ?  )  el 
permiso  se  pedia  por  separado,  acompafiando  (art.  3  P  ) 
una  certificación  de  estar  el  buque  estanco,  ó  marinero,  y 
las  pólizas  de  lo  que  se  quería  exportar.  Por  la  de  83  (art. 
7)  las  funciones  del  celador  de  custodia  se  limitan  á  llevar 
una  nota  do  lo  que  se  embarque,  confrontándola  diaria- 
mente con  el  libro  del  comandante,  ó  cabo  del  resguardo 
Sara  examinar  si  se  han  embarcado  otros  ó  mas  artículos 
e  los  manifestados;  y  por  la  de  80  dicho  celador  debia 
impedir  el  embarque  <le  todo  lo  quo  no  constase  de  las 
papeletas  que  se  le  dirigiesen  autorizadas  por  el  coman- 
dante del  resguardo  y  el  fiel  d«  peso  guardalmacén,  de- 
biendo dar  parte  inmediatamente  de  cualquiera  irregula- 
ridad ó  falta  que  observase.  La  de  30  (art.  6  ?  )  fijaba  para 
la  carga  de  un  buque  de  seis  ú  diez  dias  hábiles  proroga- 
blee  en  virtud  de  ciertas  causas  á  juicio  del  administra- 
dor ;  y  Ú  por  voluntad  ó  conveniencia  del  cargador  se  de- 
tenia mas,  era  de  su  cuenta  abonar  los  celadores  do  custo- 
dia á  razón  de  tres  pesos  diarios,  y  la  de  83  ha  suprimido 
estas  disposiciones.  La  de  80  (art.  3  ?  )  fijaba  para  la  car- 
ga üolo  las  horas  designadas  para  el  despacho;  y  la  de  33 
(art.  6  P  )  ^a  desde  las  seis  de  la  mañana  hasta  las  seis  de 
la  tarde.  La  de  30  contenia  varias  disposiciones  sobre  for- 
mación del  expediento  de  salida  de  los  buques,  fijación 
mensual  do  una  tabla  de  precios  corrientes  de  los  frutos, 
aplicación  al  pago  de  la  deuda  flotante  de  parte  de  los  de- 
rechos por  su  exportación,  y  decomisos  de  todo  lo  que  se 
embarcase,  ó  tratase  de  embarcarse  clandestinamente ;  cu- 
yas dÍ8p(isiciones  todas  contenidas  del  art.  6  9  al  14  han 
sido  suprimidas  en  la  de  83 ;  al  mismo  tiempo  esta  ha  es- 
tablecido teglas  que  no  con  tenia  la  de  80  para  el  embarque 
en  puntos  de  la  costa  no  habilitados,  para  el  embarque  de 
parte  del  cargamento  en  un  puerto,  y  parte  en  otro  ú 
otros,  para  el  cálculo  de  las  taras,  para  la  liquidación  de 
los  derechos  de  exportación  y  para  su  cobro ;  y  finalmente 
prohibe  eí  cobro  de  todo  derecho  por  las  certificaciones, 
licencias;  &ic.,  &c.,  cuyas  disposiciones  todas  se  contienen 
del  articulo  9. «>  al  20. 

(*)  Pero  hay  que  tener  presente  que  sin  embargo  de 
esta  ley,  se  halla  actualmente  gravada  la  exportación  de 
algunos  frutos  por  via  de  contiibocioa  extrjtordinaria.  Es- 
ta ley  ademas  no  lleva  análisis  porque  derogadas  todas  por 
el  decreto  de  31  de  Marzo  inserto,  ha  dejado  del  todo  de 
existir,  y  por  consiguiente  seria  inútil  para  el  objeto  que 
nos  ha  guiado  en  su  formaciou 
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DE  JUNIO  DE  1841   reglamentando  la  ley  an- 
terior* ^ 

Sanios  Michelena,  Vicepresidente  de  la  Repú- 
blica encargado  del  Poder  Ejecutivo. 

Para  uniformar  la  práctica  de  las  aduanas  en 
la  exportación  de  los  frutos  y  producciones  del 
país,  y  que  puedan  obtenerse  las  noticias  nece- 
sarias de  la  cantidad  clase  y  valor  de  ellos  desde 
19  de  Julio  próximo  en  adelante  que  empezará 
á  tener  efecto  la  ley  de  31  de  Marzo  del  presen- 
te aflo  que  lia  derogado  las  de  13  de  Mayo  de 
1837  y  4  de  Mayo  de  1840,  sobre  derechos  or- 
dinarios y  subsidiarios  en  la  exportación. 

decreto: 

Art  19  Luego  que  un  buque  esté  preparado 
para  recibir  la  carga,  el  dueño  6  consignatario 
lo  avisará  por  escrito  al  Administrador  de  la 
Aduana  para  que  el  comandante  del  resguardo 
donde  lo  haya,  y  donde  no  el  mismo  Adminis- 
trador ó  el  Interventor  haga  la  visita  de  fondeo 
para  certiti-arse  que  se  halla  en  lastre,  y  con  es- 
te conocimiento  el  jefe  de  la  Aduana  concederá 
el  permiso  )/ara  cargar. 

Art.  29  No  podrán  embarcarse  frutos  ni  pro- 
ducciones del  pais  sirio  por  los  muelles  y  lugares 
designados  al  efecto,  ni  á  otras  horns  que  las  se- 
fialadas  para  el  despacho  de  las  aduanas. 

^  único.  En  el  puerto  de  la  Guaira  podrá  ve- 
riñrarse  dicho  embarque  desde  las  cinco  de  la 
mafiana  hasta  las  seis  de  la  tarde,  cuando  el  Ad- 
ministrador lo  crea  necesario  para  facilitar  las 
operaciones  del  comercio,  y  según  lo  exijan  las 
peculiares  circunstancias  de  aquel  puerto. 

Art,  39  Los  buques  que  reciban  parte  de  su 
cargamento  en  un  puerto  habilitado,  podrán  ir  á 
otro  ú  otros  puertos  también  habilitados  para 
completar  su  carga,  y  serán  despachados  por  las 
aduanas  con  arreglo  6  lo  prevenido  en  este  de- 
creto. 

Art  49  Cuando  un  buque  haya  de  ir  á  algún 
punto  6  puntos  de  la  costa  á  recibir  cargamento 
deberá  hacerlo  con  permiso  escrito  del  Adminis- 
trador é  Interventor,  6  del  Administrador  sola- 
mente donde  no  haya  este  emplead(»,  y  el  capi- 
tán ó  consignatario  en  un  manifiesto  arreglado 
al  modelo  del  artículo  siguiente,  declarará  la 
cantidad,  clase  y  valor  de  los  frutos  y  produccio- 
nes que  hayan  de  embarrarse,  siempre  que  no 
le  convenga  regresar  al  puerto. 

Art.  59  Concluida  la  carga,  el  capitán  ó  con- 
signatario del  buque  presentará  en  laAdminis-' 
tracion  de  Aduana  un  manifiesto  general  de  todo 
el  cargamento  que  se  hubiere  embarcado  en  la  ! 
forma  siguiente. 

Manifiesto  de  los  frutos  y  producciones  em 
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barcados  en  (aquí  el  nombre  del  buque)  su  capi- 
tán N con  destino  á <» 

Marcas.  Númoros.  Número  BuUos  y  conteDi<íos.  Valorea' 
OOOU  OUOU         OOOü       0000  0000  £  caca».    000  00 

Y  juro  que  dicho  manifiesto  contiene  todos  los 
frutos  y  producciones  que  están  á  bordo  de  di- 
cho buque,  y  que  sus  valores  son  los  mismos 
que  tienen  hoy  en  esta  plaza. 

Puerto  de.- á -  de 

Art.  69  Presentado  dicho  manifiesto,  el  Ad- 
ministrador é  Interventor  expedirán  al  capitán 
del  buque  una  certificación  del  cargamento  que 
lleva  á  su  bordo  en  esta  forma. 

Puerto  de á de 

A.  B.  y  C.  D    Administrador  é  Interventor  de 

esta  Aduana  certificamos:  que  á  bordo  de 

su  capitán se  han  embarcado  con  destino 

á los  frutos  y  producciones  siguientes: 

Marcas.  Números.  Número.  Bultos  y  contenido. 
0000 


0000 


0000         0000 


0000 


Y  para  que  así  pueda  hacerlo  constar  damos  la 
presente. 

A.  B.  Administrador.  C.  D.  Interventor. 
Art.  79  Con  arreglo  al  manifiesto  general  que 
se  exige  por  el  artículo  69  y  á  la  declaratoria 
prevenida  por  el  artíruh»  49*  en  su  respectivo  ra- 
so se  pondrá  un  asiento  en  el  libro  que  llevará 
la  Aduana  con  el  título  de  Exportación  para  el 
extranjero^  expresándose  la  fecha  de  esta,  el 
nombre  y  bandera  del  buque,  el  de  su  capitán  y 
el  puertü  y  nación  á  que  se  dirige,  sin  omitir 
ninguna  de  aquellas  circunstancias  necesarias  pa- 
ra la  formación  de  las  estados  de  comerdo  ruva 
exactitud  y  rlaridnd  son  tan  importantes.  Dirh» 
asiento  se  comprobará  con  el  aviso  escrito  de 
que  habla  el  artículo  I9  y  eon  el  manifiesto  ge- 
neral y  declaratoria  que  quedan  indicados. 

Art  89  El  Secretario  de  Estado  en  el  Despa- 
cho de  Hacienda  queda  encargado  de  la  ejecu- 
ción del  presente  decreto. 

Dado  en  Caracas  á  12  de  Junio  de  1841,  129 
de  la  ley  y  319  de  la  independencia,  Santos  Mi- 
chelena.^For  S  E. — Francisco  Aranda. 
EXPORTACIÓN,  Véase  Aduana  y  Contribu- 
ción extraordinaria^  D.  de  23  de  Abril  de  J85I. 
EXPORTACIÓN  de  animales.  Véase  £jrpor- 
tacion  de  ganado  por  el  Orinoco,  y  Tenerías 
art  2. 
EXPORTACIÓN  del  ganado  por  el  Orino- 
co. DECRETO  DE  6  DE  JUNIO  DE  15*31   habili- 
tando los  puertos  del  Orinoco  entre  Angos- 
tura y  Yaya  (*)  para  la  exportación  de  ani- 
males* 

(*)  Hoy  Guaya  na  la  viija  por  el  artículo  7  de  la  ley  do 
5  de  Mayo  de  1*849  sobre  habilitación  de  puertos. 
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£1  Senada  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
Uepública  de  Venezuela  reunidos  en  Congresu* 

Considerando:  primero,  que  una  gran  parte 
de  Itts  rrias  de  las  provincias  de  Guayana  y  Bar- 
celona se  hallan  sobre  las  riberas  del  Orinoco, 
mas  abiijo  de  la  ciudad  de  Angostura:  segundo, 
que  la  conducción  por  tierra,  desde  largas  dis- 
tancias á  este  puerto,  es  doblemente  perjudicial 
á  los  criadores  y  negociantes  de  este  ramo,  ya 
por  lu  pérdida  y  atraso  que  se  experimenta  en 
los  animales,  como  por  los  mayores  costos  que 
se  causan  en  ella;  y  tercero,  que  es  justo  y  cor:- 
▼eniente  conciliar  los  intereses  del  Estado  con 
el  de  los  particulares. 

DECRETAN. 

Art.  19  Se  permite  el  embarque  de  los  ani- 
males, cuya  extracción  no  sea  prohibida  por  la 
ley  en  cualquier  puerto  del  Orinoco,  entre  An- 
gostura y  Yaya. 

Art.  29  Para  llevar  á  efecto  esta  disposición, 
sin  perjuicio  del  erario,  se  establece  en  el  apos- 
tadero de  Yaya  una  administración  subalterna 
de  la  de  Angostura,  que  será  servida  por  un  ad- 
ministrador con  el  sueldo  de  ochocientos  pesos 
anuales,  y  á  cuyas  órdenes  estarán  un  cabo  pri- 
mero de  ronda,  con  trescientos  pesos  de  sueldo, 
y  cuatro  celadores  á  ciento  ochenta  pesos  anua- 
les cada  uno,  y  un  buen  esquife. 

Art.  39  Será  del  deber  del  administrador  de 
Yaya,  visitar  todos  los  buques  que  salgan  por 
dicho  puerto:  contar  los  animales  que  lleven  á 
su  bordo;  y  decomisar  los  que  excedan  del  que 
conste  en  la  póliza  de  embarque,  expedida  por 
la  administración  principa],  en  la  forma  y  de  la 
manera  que  prescribe  la  ley  de  22  de  Setiembre 
del  año  de  1830  sobre  exportación.  Llevar  un 
registro  expresivo  de  los  nombres  de  los  buques, 
sus  capitanes,  exportadores,  lugares  en  que  se 
hacen  los  embarques  y  del  número  y  especie  de 
animales.  Enviar  á  la  administración  principal 
copia  del  registro  de  cada  buque,  luego  que  esté 
despachado.  Pasar  también  visita  á  todos  los  bu- 
ques que  entren  por  dicho  puerto,  certificar  el 
sobordo  y  tomar  copia  de  él,  la  cual  enviará  á  la 
administración  de  Angostura  con  un  celador  que 
pondrá  á  bordo  del  mismo  buque.  Dejar  en  su 
pod^  copia  de  todos  los  sobordos  de  entradas  y 
saliw.  Impedir  el  contrabando  en  todo  el  rio,  y 
cumplir  las  órdenes  que  le  comunique  el  admi- 
nistrador principal  relativas  al  servicio  de  su 
destino. 

Art.  49  Son  deberes  de  la  administración 
principal  cíe  Angostura,  con  respecta  á  la  subal- 
terna de  Yaya:  expedir  póliza  á  todos  los  ba- 
ques que  deban  c^rgát  animales  mas  abajo  de 
Angostura^  expresando  los  nombres  del  buque, 
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su  capitán,  cargadores,  lugares  de  los  embarques 
y  el  número  y  especie  de  animales.  Remitir  di- 
cha póliza  al  administrador  de  Yaya  con  un  ce- 
lador que  hará  embarcar  en  el  mismo  buque  pa- 
ra que  presencie  los  embarques,  ¿  impida  que  se 
hagan  otros  que  los  permitidos  en  la  póliza.  Per- 
cibir el  montante  de  los  derechos,  con  arreglo  á 
las  pólizas,  que  expida,  cuya  operación  rectifi- 
cará para  el  cobro  definitivo  de  los  derechos, 
luego  que  sepa  el  verdadero  número  exportado 
por  la  copia  del  registro,  que  enviará  al  admi- 
nistrador de  Yaya,  con  cuyos  documentos  se 
cerrarán  los  expedientes. 

Art  59  Con  el  mismo  celador  que  vaya  de 
Angostura  á  Yaya,  á  bordo  de  cada  buque  que 
conduzca  animales  remitirá  el  administrador  de 
esta  al  de  aquella  el  registro  prevenido  en  el  ar- 
tículo 39 

Dada*  en  Valencia  á  30  de  Mayo  de  1831,  29 
y  21. — El  Presidente  del  Senado,  Manuel  Quin- 
tero.— El  Presidente  de  la  Cámara  de  Represen- 
tantes, Dr.  José  Manuel  de  los  Ríos. — £1  Se- 
cretario del  Senado,  Vicente  Michelena. — El 
Secretario  de  la  Cámara  de  Representantes,  Rw 
fael  Acevedo, 

Valencia  6  de  Junio  de  1831,  29  y  21.— Eje- 
cútese.— Diego  Bautista  Urbanejá^ — Por  S.  E. 
el  Vicepresidente  encargado  del  Poder  Ejecuti- 
vo.— El  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho  de 
Hacienda,  Santos  Michelena, 

EXPORTACIÓN  de  ganado  por  el  orinoco* 
DECRETO  DE  5  DE  MAYO  DE  1837  dispensando 
á  los  buques  de  subir  hasta  Angostura  [hoy 
Ciudad  Bolívar). 

£1  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso. 

Vistas  las  comunicaciones  del  Poder  Ejecutivo 
fechas  15  de  Marzo,  5  y  17  de  Abril  último,  por 
las  cuales  solicita  una  medida  legislativa  para 
que  los  buques  que  entren  en  lastre  en  el  Orino- 
co con  el  fin  de  exportar  reses,  no  suban  hasta 
Angostura  para  ser  despachados,  por  los  costos 
que  esta  práctica  produce  á  los  especuladores,  y 
consiguientes  perjuicios  que  sufre  la  industria 
del  pais. 

DECRETAN. 

Art.  19  Se  dispensa  á  los  buques  que  entren 
en  lastre  en  el  Orinoco  con  designio  de  exportar 
reses  para  el  extranjero  de  la  obligación  de  subir 
hasta  el  puerto  de  Angostura  para  ser  despacha- 
dos, pudiendo  tomar  los  registros  y  papeles  de 
navegación  por  medio  de  sus  agentes,  y  satisfa- 
ciendo en  aquella  aduana  principal  los  respecti- 
vos derechos. 
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Art.  29  El  Pod^r  Ejecutivo  dictará  la?  pro- 
videncias convenientes  &  evitar  los  fraudes  que 
puedan  cometerse  á  la  sombra  de  esta  medida, 
dando  cuenta  al  Congreso  en  su  próxima  reunión 
de  lo  que  practicare;  y  el  mismo  Poder  Ejecuti- 
vo podrá  suspender  los  efectos  de  este  decreto 
cuando  juzgue  que  no  es  conveniente  á  los  inte- 
reses nacionales. 

Dado  en  Caracas  á  4  de  Mayo  de  1837,  afío 
89  de  la  ley  y  27  de  la  independencia.-— El  Pre- 
sidente del  Senado,  Juan  Manuel  CagigaL — 
£1  Presidente  de  la  Cámara  de  Kepresentantes, 
Francisco  Aranda. — El  Secretario  del  Senado, 
José  A.  Freiré. — Eí  Diputado  Secretorio  de  la 
Cámara  de  Representantes,  Juan  A.  Pérez, 

Caracas  Mayo  B  de  1837,  8?  de  la  ley  y  27 
de  la  índepenilencia. — Ejecútese. — Carlos  Sou- 
hlette, — Por  el  Vicepresidente  de  la  República 
encargado  del  Poder  Ejecutivo. — El  Secretario 
de  Hacienda,  Santos  Michelena. 
EXPORTACIÓN  de  ganado  por  el  orinoco 

Decreto  ejecutivo  de  19  de  julio  de  1'837, 

reglamentando  el  anterior. 

Carlos  SouMcttCf  Vicepresidente   de  la  Repú- 
blica^ encargado  del  Poder  Ejecutivo, 
ápa.y  4*^-*  4'^* 
En  ejecución  de  la  ley  de  5  de  Mayo  del  pre- 

(♦^  El  Secretario  de  Hacienda  Sr.  Guillermo  Smith  en 
8u  Memoria  de  41  expuso:  Permitió  la  ley  de  6  de  Junio 
de  1831,  el  embarque  de  animales  cuja  extracción  no  es 
prohibida  en  cualquier  puerto  del  Orinoco  entre  Angostu- 
ra y  Yaya,  estableciendo  en  esta  última  una  administra- 
ción subalterna  bajo  la  planta  que  allí  se  especidca.  Por 
decreto  de  5  de  Mayo  de  1837  fuei  on  dispensados  de  la 
obligación  de  subir  hasta  la  capital  do  Guayana,  para  ser 
despachados  por  la  aduana  los  buques  que  entren  en  las- 
tre con  el  designio  de  exportar  rcses  para  el  extranjero, 
pudiendo  tomar  las  registros  y  papeles  de  nacegacion  por  me- 
dio de  sus  agentes  ¡  y  es  cabalmente  en  esta  cláusula  que 
consiste  el  obstáculo  cuya  remoción  se  solicita. 

Es  evidente  que  para  darle  cumplimiento  se  hallan  los 
cargadores  en  la  necesidad  de  despachar  un  bote  á  Angos- 
tura, á  fin  de  sacar  de  la  aduana  los  referidos  documentos, 
y  que  en  todas  estas  operaciones  se  emplea  un  espacio  de 
tiempo  que  no  baja  de  ocho  dias,  ademas  de  los  gastos 
que  ellas  exigen  y  de  loa  peijuicios  que  puede  irrogar  á 
las  especulaciones  semejante  demora. 

En  concepto  del  Gobierno  puede  remediarse  este  incon- 
veniente disponiendo  que  se  dejen  asegurados  los  dere- 
chos en  la  administración  principal  de  Angostura  y  que 
acreditada  esta  circunstancia  puedo  el  administrador  de 
Y^ft  dar  á  los  buques  licencia  para  cargar  y  los  registros 
y  demás  papeles  de  navegación,  bajo  las  precauciones  y 
con  las  formalidades  legales  que  se  hallan  establecidas. 
Esta  autorización  que  lleva  por  objeto  facilitar  y  abreviar 
la  extniccion  de  ganado  vacuno,  no  refluye  en  menoscabo 
de  los  intereses  del  erario  puesto  que  una  fianza  otorgada 
á  satisfacción  de  los  jefes  de  la  aduana,  es  suficiente  ga- 
rantía y  ellos  harán  el  cobro  con  el  aviso  que  oportuna- 
mrate  debe  pasarles  el  subalterno  de  Yaya,  siendo  adver- 
tencia que  la  autoridad  civil  que  existe  en  Barrancas  pue- 
de expedir  la  licencia  de  navegación,  sin  necesidad  de  que 
loa  cargadores  ocurran  hasta  Angostura. 
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senté  afío,  ampliando  la  de  6  de  Junio  de  1831, 
sobre  extracción  de  ganado  por  el  rio  Orinoco, 

decreto: 

Art.  19  El  administrador  de  Yaya,  de  confor- 
midad con  el  artículo  3^  de  la  ley  de  6  de  Junio 
de  1631,  al  momento  de  presentarse  un  buque 
en  lastre,  pasará  con  uno  ó  mas  celadores  á  re- 
gistrarlo excrupulosamente,  exigirá  del  capitán 
la  patente  de  navegación,  y  una  nota  de  las  pro- 
visiones del  buque  que  confrontará  con  las  que 
efectivamente  existan  á  bordo;  y  cerciorado  de 
que  no  contiene  mercancía  alguna,  ni  provisio- 
nes mas  que  las  del  rancho,  dejará  un  celador  & 
su  bordo  para  que  siga  al  lugar  de  la  carga  y  la 
presencie  con  vista  del  permiso  que  ha  de  darla 
administración  principal  á  solicitud  de  los  due- 
ños y  consignatarios,  sin  permitir  se  embarque 
nada  mas  que  lo  expresado  en  dicho   permiso. 

Art.  29  El  administrador  de  Yaya  remitirá  al 
administrador  de  Angostura  la  nota  de  las  provi- 
siones del  buque,  firmada  por  el  capitán  y  visada 
por  él,  con  una  noticia  de  las  toneladas  que  mide 
el  buque,  del  nombre  del  celador  que  haya  pues- 
to á  bordo,  y  del  lugar  á  donde  el  buque  se  diri- 
ge á  cargar. 

Art.  39  Los  duellos  consignatarios  5  agentes 
de  los  buques  que  vengan  en  lastre  á  cargar  de 
ganado  á  cualquier  punto  comprendido  entre  la 
ciudad  de  Angostura  y  el  apostadero  de  Yaya, 
obtendrán  para  ello  permiso  previo  por  escrito 
de  la  administración  principal,  el  cual  se  expedi- 
rá después  que  los  mismos  hayan  asegurado  los 
derechos  de  exportación. 

Artículo  49  Llegado  el  buque  de  vuelta  á  Ya- 
ya, el  celador  que  traiga  á  bordo  presentará  al 
administrador  la  nota  del  cargamento  embarcado 
y  el  permiso  de  la  administración  principal,  y 
confrontando  todo,  permiso  cargamento  y  nota, 
y  hallándolo  todo  conforme,  entregará  al  capitán 
del  buque  la  patente  que  ha  debido  conservar  en 
su  poder;  dando  parte  al  administrador  de  An- 
gostura del  número  de  reses  embarcadas  para  el 
cobro  de  los  derechos  de  exportación  y  cancela- 
ción de  la  fianza. 

Art.  59  Si  al  tiempo  de  la  verificación  se  en- 
contraren 6  bordo  mas  animales  de  los  que  per- 
mita cargar  el  permiso  de  la  administración  prin- 
cipal, el  administrador  de  Yaya,  con  arreglo  al 
artículo  39  de  la  ley  de  6  de  Junio  de  1831, 
procederá  á  decomisar  lo  que  se  encuentre  de 
mas. 

Art.  69  Se  deroga  el  decreto  del  Gobierno  de 
5  Mayo  del  presente  afio. 

Art.  79  El  Secretario  de  Estado  en  el  despa- 
cho de  hacienda  queda  encargado  de  la  ejecución 
d^  este  decreto. 

Dado  en  Caracas  á  19  de  Jallo  de  1837,  8^  y 
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27?.— Car/os  Soublette.^For  S.  E — El  Sccre- 
tari  o  de  hacienda,  Guillermo  Smith* 
EXPORTACIÓN  de  fescado  salado.    Véase 

Pescado  salado. 
EXrOSICIONE^  JUDICIALES,  Véase  Pruebas 

y  su  término j  art.  16. 

EXPULSOS.    DKCRSTO    DB    19    DE     MARZO     DE 

1S42,  permitiendo  el  regreso  al  país  á  los 
que  lo  fueron  en  1836. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 


CONSIDERANDO  : 

Que  el  estado  actual  de  la  República  permite 
un  acto  de  equidad  nacional  en  favor  de  los  ve* 
nezolanos  que  se  comprometieron  en  los  suce* 
sos  de  Julio  de  1835,  y  ^^  ^^^  recomendado 
después  por  su  comportamiento, 

decretan: 

Art.  lO  Se  permite  el  regreso  al  territorio  de 
la  Repübiica  á  todos  aquellos  Venezolanos  que 
sin  haber  sido  enjuiciados  fueron  indultados  y 
expulsados  por  conbecuencia  de  la  revolución  de 
1835,  y  que  no  se  han  mezclado  contra  el  Go- 
bierno de  la  Nueva  Granada  en  las  revueltas 
ocurridas  en  aquel  país  en  los  últimos  tres  años. 

Art.  29  El  Poder  Ejeculivo  dará  el  cones- 
pondiente  pasaporte  o  salvo-conducto  á  los  vene- 
zolanos comprendidos  en  el  artículo  auteriur. 

Art.  39  No  se  formará  causa  de  nuevo,  y  se 
sobreseerá  en  las  que  estén  actualmente  cursan- 
do, por  razón  de  la  misma  revolución  de  1835, 
respecto  de  los  demás  venezolanos  comprometi- 
dos en  ella,  que  en  el  dia  se  encuentran  en  el 
territorio  de  la  República,  y  no  se  han  mezcla- 
do contra  el  Gobierno  de  la  Nueva  Granada  en 
las  revueltas  de  aquel  país  en  los  últimos  tres 
años. 

Art.  49  Los  que  por  virtud  del  mismo  delito 
se  hallen  sufriendo  pena  dentro  del  territorio  de 
la  República,  quedarán  inmediatamente  en  li- 
bertad. 

Dada  en  Caracas  á  16  de  iMarzo  de  1842,  año 
139  de  la  ley  y  329  de  la  independencia. — El 
presidente  del  Senado,  José  Vargas. — El  presi- 
dente de  la  Cámara  de  Representantes,  J.  JP. 
Blanco. — El  secretario  del  Senado,  J.  R.  Bur- 
guillos. — El  secretario  de  la  Cámara  de  Repre- 
sentantes, Rafael  Acevcdo, 

Caracas  19  de  Marzo  de  1842,  afto  139  ^^  1& 
ley  y  329  do  la  independencia. — Ejecútese  José 
A.  Páez'.-^'Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica, El  Secretario  de  Estado  en  los  despachos 
de  Jo  Interior  y  Justicia,  Ángel  Quintero^ 
EXTRACCIÓN  de  expedientes  archivados* 
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Véase  Registro^  art.  O  y  R.  £.  de  U  de   Mar- 
zo de  1852. 
EXTRACCIÓN  DE   maderas  preciosas,  de- 
creto del    LIBERTADOR    DESI  DE  JULIO    DE 
1829. 

Simo  a   Bolívar  Libertador  Presidente  de   la 
República  de   Colombia,  ¿pa.^  ¿pa,.  épa. 

teniendo  en   consideración: 

19  Que  los  bosques  de  Colombia,  así  los  que 
son  propiedad  púbiicti,  como  los  que  son  de  pro- 
piedad privada  encierran  grandes  riquezas,  tan- 
to en  maderas  propias  para  toda  especie  de  cons- 
trucción, como  en  tintes,  quinas  y  otras  sustan- 
cias útiles  para  la  medicina,  y  para  las  artes:  (*) 

29  Que  por  todas  partes  hay  un  gran  exceso 
en  la  estraccion  de  maderas,  tintes,  quinas  y  de- 
mas  sustancias  especialmente  en  los  bosques 
pertenecientes  al  Estado,  causándole  graves  per- 
juicios: 

39  Que  para  evitarlos,  es  necesario  dictar  re- 
glas que  protejan  eficazmente  las  propiedades 
públicas  y  las  privadas,  contra  cualesquiera  vio- 
laciones; vistos  los  informes  dirigidos  al  gobier- 
no sobre  la  materia;  y  oido  el  dictámundel  con- 
sejo de  Estado, 

decreto: 

Art.  19  Los  gobernadores  de  las  provincias, 
harán  de^tignar  encada  cantón,  por  medio  de  los 
jueces  políticos,  6  personas  de  su  confianza,  las 
tierras  baldías  pertenecientes  á  la  República, 
expresando  por  escrito  su  demarcación,  sus  pro- 
ducciones peculiares,  como  de  maderas  precio- 
sas, plantas  medicinales  y  otras  sustancias  útiles, 
mandando  archivar  un  tanto  de  estas  noticias,  y 
remitiendo  otro  á  la  prefectura  (*). 

Art.  29  Inmediatamente  harán  publicar  en 
cada  cantón,  que  ninguno  pueda  sacar  de  los 
bosques  baldíos,  ó  del  Estado,  maderas  precio- 
sas, y  de  construcción  de  buques  para  el  comer- 
cio, sin  que  preceda  licencia  por  escrito  del  go- 
bernador de  la  provincia  respectiva. 

Art.  39  Estas  licencias  nunca  se  darán  gratui- 
tamente, sino  que  se  exigirá  por  ellas  un  dere- 
cho, que  graduarán  los  gobernadores  ajuicio  de 
peritos,  formando  al  efecto  un  reglamento  que 
someterán  á  la  aprobación  del  prefecto. 

Art.  49  Cualquiera  que  extraiga  de  los  bos- 
ques del  Estado,  quinas,  maderas  preciosas,  y 
de  construcción  sin  la  debida  licencia,  ó  que 
traspasen  los  límites  que  se  le  hayan  fijado,  in- 
currirá en  la  multa  de  veinticinco  hasta  cien  pe- 
sos» aplicados  á  los  fondos  públicos ;  ademas  pa- 


{*\  Este  articulo  ha  quedado  virtualmente  derogado  por 
el  1  ?  de  la  ley  de  10  de  Abril  de  1848  sobre  tierras  bal- 
días derogatoria  de  la  de  11  de  Octubre  de  1821. 
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gara,  6  jasla  tasación  de  peritos,  los  objetos  que 
haya  extraído  ó  deteriorado. 

Art.  59  Los  prefectos  de  los  departamentos 
marítimos  cuidarán  muy  particularmente,  de 
que  se  conserven  las  maderas  de  los  bosques  del 
Estado,  principalmente  todas  aquellas  que  pue- 
dan servir  para  la  marina  nacional,  y  que  no  se 
extraigan  sino  las  precisas,  6  las  que  se  vendan 
con  ventaja  de  las  rentas  públicas. 

Art.  69  Los  gobernadores  de  las  provincias 
prescribirán  reglas  sencillas,  y  acomodadas  á  las 
circunstancias  locales,  para  que  la  extracción  de 
maderas,  quinas  ó  palos  de  tintes,  se  haga  con 
orden,  á  fin  de  que  se  mejore  su  calidad,  y  pue- 
dan sacarse  mayores  ventajas  en  el  comercio. 

Art.  79  Donde  quiera  que  haya  quinas,  y 
otras  sustancias  útiles  para  la  medicina,  se  esta- 
blecerá una  junta  inspectora,  6  la  que  se  asigna- 
rá por  el  prefecto  respectivo  el  territorio  que 
tenga  á  bien:  dicha  junta  se  compondrá  al  me- 
nos de  tres  personas,  y  se  cuidará  que  una  de 
ellas  sea  médico,  donde  fuere  posible.  Los 
miembros  de  la  junta  serán  nombrados  por  el 
prefecto,  á  propuesta  del  respectivo  gobernador, 
y  permanecerán  en  sus  destinos  durante  su  bue- 
na conducta. 

Art.  89  Cualquiera  que  pretenda  sacar  quinas, 
y  otras  sustancias  útiles  para  la  medicina,  de  bos- 
ques pertenecientes  al  Estado,  ó  á  particulares, 
será  inspeccionado  en  sus  operaciones  por  uno 
ó  dos  comisionados,  que  nombrará  la  junta  ins- 
pectora; cuyas  dietas,  ó  jornales  satisfuiá  el  em- 
presario, ó  empresarios.  La  junta  y  los  comisio- 
nados cuidarán : 

19  Que  no  se  traspasen  los  límites  que  se  ha- 
yan fijado  en  la  licencia  para  hacer  los  cortes  de 
quinas,  y  para  extraer  otras  sustancias  útiles  pa- 
ra la  medicina. 

29  Que  la  extracción  y  demás  preparaciones  se 
hagan  conforme  á  las  reglas  que  indicarán  las 
facultades  de  medicina  de  Caracas,  Bogotá  y 
Quito,  en  una  instrucción  sencilla  que  deben  for- 
mar, la  que  tendrá  por  objeto  impedir  la  destruc- 
ción de  las  plantas  que  producen  dichas  sustan- 
cias ;  como  también  que  á  ellas  se  les  dé  todo  el 
beneficio  necesario  en  sus  preparaciones,  envase 
dcc,  para  que  tengan  en  el  comercio  mayor  pre- 
cio y  estimación. 

Art.  99  £n  los  puertos  donde  no  se  haya  es- 
tablecido la  junta  inspectora,  se  hará  el  recono- 
cimiento de  que  trata  el  artículo  dnteriur  poi 
personas  inteligentes,  nombradas  al  efecto  por  el 
Gobernador,  debiendo  expresarse  en  la  diligen- 
cia la  calidad  de  la  quina,  ó  efecto  que  se  haya 
reconocido.  Sin  que  haya  la  debida  constancia 
de  este  requisito,  las  aduanas  no  admitirán  póli- 
zas para  registrar  dichos  artículos,  y  en  ceso  de 
advertirse  que  están  mezclados  de  otras  cortezas, 
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ó  sustancias,  ó  que  carecen  del  beneficio  necesa- 
rio, se  anotará  así,  dando  parte  al  Gobernador  ó 
administrador  de  la  aduana,  para  que  se  impida 
el  embarque. 

Art.  10.  Las  facultades  de  medicina  de  Cara- 
cas, Bogotá  y  Quito,  lo  mismo  que  los  prefectos 
de  los  departamentos,  dirigirán  al  Gobierno  los 
informes  correspondientes,  proponiendo  los  me- 
dios de  mejorar  la  extracción,  preparación  y  el 
comercio  de  las  quinas,  y  de  las  demás  sustan- 
cias útiles  para  la  medicina,  ó  para  Jas  artes,  que 
contengan  los  bosques  de  Colombia,  haciendo 
todas  las  indicaciones  necesarias,  para  el  aumen- 
to de  este  ramo  importante  de  la  riqueza  pública. 

El  Ministro  Secretario  de  Estado  en  el  Despa- 
cho del  Interior  queda  encargado  de  la  ejecución 
de  este  decreto. 

Dado  en  Guayaquil  á  31  de  Julio  de  1829. — 
Simón  Bolívar, — Por  S.  R.  el  Libertador  Pre- 
sidente de  la  República. — £1  Secretario  general. 
— José  D.  Espinar  (*). 

(*)  £1  Secretarlo  de  Hacienda,  Sr.  Pedro  P.  Díaz  ex- 
puso en  su  Memoria  de  1835. 

'*  £n  las  tierras  baldías  do  la  provincia  de  Maracaibo  so 
encuentran  varias  producciones  del  reino  vejetal  muy  pre< 
ciosaa,  y  de  bastante  demanda  para  el  comercio  exterior, 
tales  como  las  maderas  de  construcción  y  palos  de  tintes , 
entre  los  cuales  se  cuent<i  el  du  mora.  El  Gobierno  de  Co- 
lombia, por  decreto  de  31  de  Julio  de  1820,  prohibió  su 
extracción,  á  menos  que  fuese  con  licencia  previa  de  ios 
gobernadores  respectivos,  á  quienes  facultó  para  dictar 
reglas  á  íin  de  Laceria  con  orden  y  las  ventajas  posibles 
del  erario.  £1  prefecto  del  departamento  del  Zulia  con  su- 
jeción á  dicho  decreto,  expidió  en  20  du  Octubre  de  1820 
un  reglamento  declarando  entre  otras  cosas  que  nadie  po- 
diacortar  palo  de  mora  ni  otras  maderas  sin  la  licencia  ne- 
cesaria, por  la  cual  debían  pagarse  dos  pesos  por  cada  cien 
quintales.  Siguióse  observando  este  arreglo  con  puntua- 
lidad, de  manera  que  el  derecho  (lue  por  esta  razón  perci- 
bía el  erario  corria  en  los  libros  de  cuentas  con  el  titulo  de 
corU  de  maderas.  Después  de  la  separación  do  Venezuela, 
declaró  el  Ejecutivo  en  23  de  Junio  de  1831  vigentes  el 
decreto  del  de  Colombia  y  el  reglamento  de  la  prefectura 
del  Zulia,  continuándose  la  percepción  del  impuesto  es- 
tablecido. 

Observando  el  Gobernador  de  Maracaibo  haber  caldo  en 
dcsuetud  las  referidas  disposiciunes,  de  suerte  que  nada 
se  cobraba  por  el  derecho,  en  tanto  que  se  hacia  una  es- 
candalosa extracción  de  polo  do  mora,  volvió  á  esforzar 
su  cumplimiento  por  bando,  participando  sus  providen- 
cias al  Ejecutivo  en  9  de  Diciembre  do  1833.  Éste  tomó 
nuevamente  en  consideración  el  asunto  con  el  detenimien- 
to propio  de  su  importancia;  y  después  de  reunir  los  in- 
formes» de  la  junta  consultiva  de  Maracaibo,  y  de  otros  em- 
pleados, y  de  recoger  las  demás  noticias  que  podían  escla- 
recer mas  la  materia,  declaró  en  28  de  Mayo  de  1834.  á 
solicitud  de  dicha  junta,  que  se  siguieran  observando  los 
arreglos  del  Gobierno  do  Colombia  y  prefectura  del  Zu- 
la, y  que  por  el  derecho  do  licencia  se  cobrasen  cuatro 
reales  por  cada  tonelada,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  veinte  rea- 
les pur  cada  cien  quintales. 

Eu  todos  los  islotes  situados  &  lo  largo  y  al  frento  de  las 
costas  do  Venezuela,  á  cuya  Eepública  pertenecen  en  do- 
minio y  propiedad,  so  han  descubierto  también  algunas 
producciones  del  reino  vejeta],  tales  como  la  orchflla,  de 
que  hasta  ahora  so  han  estado  aprovechando  algunos  ex- 


COLOMBIANA  T  VENEZOLANA  VIGENTE. 


73 


EX 


EXTRACCfON  db  ganado  vacuno  por  el 
ORINOCO.  Véase  Exportación  del  mismo* 

EXTRACCIÓN  de  pescado  salado.  Véase 
Pescado  salado, 

EXTRADICIÓN  de  reos  RRÓrroos  de   las 

ANTILLAS.    LET  DE  10  DE  ABRIL  DE  1817    df>- 

poniendo  la  de  los  culpables  de  ciertos  deli- 
tos. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso, 
considerando: 
Que  es  conveniente  establecer  cierta  limita- 


tranjeroa,  mediante  una  extracci«>n  clandestina,  favorecida 
por  la  falta  de  guardacoatas.  y  de  empleados  en  aqnelloa 
desiertos  lugares.  Los  diarios  de  los  cruceros  del  bote 
nüm.  i  ?  del  resguardo  de  Riochico  y  las  dcmaa  datos 
que  ban  podido  obtenerse  do  las  oficinas  de  hacienda, 
comprueban  la  nccesidrid  de  arreglar  este  a.«unto,  a  fin  de 
impedir  el  desorden,  y  de  proporcionar  al  erario  este  nue- 
vo ingreso.  Por  lo  tanto  el  Ejecutivo  dictó  en  4  de  Setiem- 
bre de  1834,  con  acuerdo  del  Consejo,  una  resolución  pro 
visoria,  mandando  que  por  la  licencia  para  cortar  la  yerba 
orcbllk  en  la  isla  de  este  nombre  y  en  la  de  los  Roques,  se 
psgncn  diez  pesos  por  cada  qnintal,  autorizando  al  Admi- 
nistrador de  La  Guaira  para  darla  bajo  fianza  por  el  total 
de  quintales  qne  se  quieran  sacar,  y  estableciendo  dos  ce- 
ladores para  evitar  el  corte  fraudulento  con  la  comisión  de 
un  diez  por  ciento.  Últimamente,  en  circular  de  igual  fe- 
cha se  roiteró  á  los  sfobemadores  el  cnmplimiento  del  de- 
creto de  Colombia  de  31  de  J  alio  de  1829,  encargándoles 
la  formación  del  rcglaraehto  prevenido  por  el  artículo 
3  r  ;  bien  entendido  que  en  todas  esta?»  y  las  anteriores 
providencias,  se  ha  recordado  siempre  la  observancia  del 
artí  'ulo  2  9  de  la  ley  de  25  de  Marzo  de  1833.  que  exime 
de  derechos  el  corte  de  maderas  de  construcción. 

El  Congreso  será  instruido  de  las  principales  ocurren- 
CÍ.1S  y  medidas  relativas  á  este  objeto,  a  fin  que  se  sirva 
dar  una  ley  que  comprenda  no  «olo  las  preciosidades  que 
encierran  los  bosques  del  continente,  sino  también  las  que 
hay  ó  se  descubran  en  todos  esoa  grnpos  de  islotes  perte- 
necientes á  Venezuela,  trayendo  al  mismo  tiempo  á  la  vis- 
ta cuanto  se  le  dijo  en  la  pasada  sesión  acerca  de  la  |)e8ca 
del  carey  en  los  Roques,  y  la  importación  desús  conchas." 

Sin  embargo  de  la.s  antecedentes  observaciones,  nadase 
lia  U'gislado  sobre  el  particular ;  y  si  el  Gobierno  conside- 
ró vigente  el  precitado  Dfcreto  no  obstante  la  excepción 
de  derechos  que  establecía  el  art.  2  r  de  la  ley  do  25  de 
Marzo  de  i833  á  favor  dol  cort*i  de  maderas  de  construc- 
ción, con  mazor  razón  parece  debe  considerarse  vigente, 
hoy  que  ha  caducado  dicha  excepción  p  r  haber  .'ido  de- 
rogada la  ley  de  23  de  Mayo,  que  derogó  la  expresada  de 
25  de  Marzo  de  33,  y  cuya  excepción  a  favor  del  corte  d(f 
maderas  había  conservado  en  el  artículo  7  9  ,  por  la  de  30 
de  Mayo  de  1846  que  no  la  '»onservó.  Debe  tenerse  jíto- 
sente,  ademas,  que  aunque  el  articulo  i  9  de  la  dit^ha  ley 
de  23  de  Mayo  de  45  prohibía  por  el  término  de  15  afios 
la  exportación  de  las  msderas  de  construcción,  dicha  dis- 
po.«ieion  caducó  á  virtud  de  la  derrgatoria  de  la  ley  por 
la  misnra  citada  de  30  de  Mayo  de  46  que  omitió  dicha 
prohibición.  Resulta,  pues,  que  la  extracción  de  maderas 
preci«)eas  y  de  construcción  solo  Cbtá  snjeta  hoy  á  la  i-es- 
triccion  que  le  impone  el  preinserto  decreto  del  Libertador. 

Pero  .««obre  esto  mismo  ha  dicho,  ademas,  el  Adminis- 
trador de  aduana  de  Maracaibo,  Sr.  José  E.  Gallegos  en 
BU  informe  de  1839 : 

••  Aprovecho  la  ocasión  de  cumplir  con  el  deber  que  im- 
IK>nc  á  los  administradores  de  aduana  el  articulo  6  ?  de 
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don  en  el  derecho  de  asilo  que  sirva  de  regla  al 
Poder  Ejecutivo  por  falta  de  tratados  en  la  con- 
cesión de  aquel  derecho  á  criminales  prófugos 
de  las  islas  vecinas^ 

decretan: 

Art.  19  Los  reos  prófugos,  encausados  por 
crímenes  de  asesinato,  envenennnr^iento,  incen- 
dio, falsiñcacion  de  moneda,  peculado,  quiebra 
fraudulenta  ó  alzamiento  en  perjuicio  de  acree- 
dores legítimos,  procedentes  de  las  colonias  es- 
tablecidas en  Antillas  vecinas,  no  gozan  de  asilo 
en  Venezuela;  y  reclamada  la  extradición  serán 

la  ley  sobre  organización  de  estas  oficinas  fecha  28  de  Ma- 
yo de  1837,  para  emitir  á  US.  las  razones  que  tengo  para 
creer  conveniente  la  supresión  del  impuesto  que  se  conoce 
en  esta  provincia  con  el  nombre  de  eorU  de  maderas  pre- 
ciosax. 

Trae  origen  este  impuesto  del  decreto  del  Presidente  de 
Colombia  fecha  31  de  Julio  do  1829,  por  el  cual  se  declaró 
estar  sujetas  al  impuesto  que  designasen  los  gobernado- 
res todas  las  maderas  preciosas  y  de  construcción,  palos 
de  tinta  y  sustancias  medicinales  que  se  extrajesen  de  los 
terrenos  baldíos ;  y  del  reglamento  que  para  cumplirlo  dio 
el  prefecto  del  departamento  del  Zúlia  con  fecha  20  de  Oc- 
tnl>re  del  mismo  afio  señalando  el  derecho  de  dos  pesos 
por  cada  cien  quintales  de  palo  de  mora  que  se  cortaran, 
cuya  cuota  fué  alzada  por  resolución  del  Gobierno  de  Ve- 
nc^zuela,  fecha  18  de  Agosto  de  1834  a  cuatro  reales  por 
cada  tonelada. 

Los  exportadores  de  esta  producción  á  mas  del  derecho 
de  exportación,  están  obligados  á  pagar  el  de  corte,  si  no 
presentan  una  certificación  de  la  primera  autoridad  de  la 
n-spectivá  parroquia  por  la  cual  se  acredite  que  los  ter- 
renos en  que  el  palo  fué  cortado  i)ertenecen  á  propiedad 
particular,  para  lo  cual  se  les  concede  un  mes  de  término, 
y  otorgan  la  competente  obligación.  Muy  rara  es  la  oca- 
sión en  que  di  ja  de  acreditarse  este  origen  ;  y  es  por  esta 
rnzon  que  habiéndose  exportado  en  el  último  afio  econó- 
mico dos  mil  quinientas  treinta  toneladas  de  esta  especie, 
fuera  de  las  extraídas  para  puertos  nacionales,  el  ramo  de 
corte  de  viaderas  prechios  solo  ingresó  cinco  pesos  cincuen- 
ta centavos,  después  del  minucioso  trabajo  que  da  el  hacer 
otorgar  las  obligaciones,  el  requerir  d  los  otorgantes  al  pa- 
go ó  á  la  presentnci-)n  de  la  certifleaci«»n,  y  el  agregarlas  á 
los  expedientes  de  salida,  Acontece  con  frecuencia  que 
una  sola  certincncion  comqrendc  varios  carga  ncotos  en 
cuyo  caso  agregándose  esta  al  primero  de  los  expedienteos 
de  salida,  se  anotan  á  continuación  de  ella  las  toneladas 
que  iKírtenecen  á  otros  en  proporción  que  estos  se  despa- 
chan, hasta  cubrir  el  total  que  abraza,  y  se  ponen  en  los 
últimos  expedientes  las  notas  de  referencia  al  primero  pa- 
ra constflucia  do  que  el  palo  extraído  no  adeuda  derecho 
de  corte.  Suele  terminarse  el  afio  económico  sin  haberse 
exportado  las  toneladas  sobrantes  de  una  certificación 
agregada  a  expedientes  de  la  cuenta  concluida,  y  entonces 
es  necesario  poner  copia  de  aquel  documento  en  el  prime- 
ro del  afio  que  principia  en  que  se  exporta  de  la  especie 
comprendida  en  él,  y  continuar  en  la  copia,  las  anotacio- 
nes que  ya  se  ha  dieho  respecto  de  las  origínales. 

A  lo  improductivo  y  lab(>rio.-)o  de  este  impuesto  se  afia- 
de  la  falla  do  equidad  res¡>ecto  n  las  otras  provincias  don- 
de no  es  conocido,  y  resi>ecto  á  las  otras  provincias  donde 
no  es  conocido,  y  respecto  á  las  personas  que  en  esta  mis- 
ma explotan  sin  gravamen  ni  restricción  alguna,  de  los  bos- 
ques baldíos  otras  muchas  producciones  comprendidas  en 
el  decreto  de  31  de  Julio  de  1829.  Tales  son  principalmen- 
te las  made'ras  de  construcción,  no  solo  para  buques,  las 
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entregados,  siempre  que  previamente  las  autori- 
dades de  dichas  colonias  hayan  convenido  en 
observar  la  misma  conducta  respecto  de  los  reos 
prófugos  de  Venezuela  en  iguales  casos  y  cir- 
cunstancias, y  que  no  hayan  retirado,  suspendi- 
do ni  variado  sus  convenios. 

Art.  29  Será  requisito  indispensable  para  ac- 
ceder A  la  extradición,  que  el  crimen  con  las  cir- 
cunstancias que  lo  califiquen,  esté  comprobado 
del  modo  que  las  leyes  autoricen  el  enjuiciamien- 
to y  prisión  de  la  persona  que  cometiere  el  mis- 
mo crimen  en  Venezuela. 

Dada  en  Caracas  á  10  de  Abril  de  1817,  afSo 
I89  de  la  ley  y  379  de  la  independencia.— El 
Presidente  del  Senado,  Mariano^  Obispo  de 
Guayaría. — El  Presidente  de  la  Cámara  de  Re- 
presentantes, M.  Palacios, — El  Secretario  del 
Senado,  José  Ángel  Freiré» — El  Secretario  de 
la  Cámara  de  Representantes,  Juan  A.  Pérez. 

Caracas  Abril  16  de  1847,  afio  189  «le  la  \ey 
Y  379  de  la  independencia. — Ejecútese. — José 
Tadeo  Monágas. — Por  S.  E. — El  Secretario  de 
Estado  en  el  Despacho  de  Relaciones  Exterio- 
res, Miguel  Herrera. 

EXTRADICIÓN   de  reos  frófuoos  db   las 

ANTILLAS.  CONVENIOS  DB  17  DE  ABRIL  DE 
1848,    26    DE     NOVIEMBRE  Y    10    Y    11    DE    DI- 

ciEMBRB  DE  1849  entre  el  Gobierno  de  Vene- 
zuela y  los  Gobernadores  de  las  islas  britá- 
nicas de  Trinidad,  Barbada^  Santa  Lucía, 
Granada  y  San  Cristóbal,  sobre  la  acordada 
por  el  decreto  anterior. 

En  virtud  del  decreto  legislativo  expedido  en 
16  de  Abril  de  1847,  por  el  cual  fué  autorizado 
el  Gobierno  para  convenir  con  las  autoridades 
de  las  colonias  vecinas  en  la  extradición  de  cier- 
tos reos  prófugos  de  ellas  que  buscansen  asilo 
en  Venezuela,  y  habiéndose  aprobado  ordenan- 
zas en  las  islas  británicas  de  Barbada,  Santa  Lu- 
cía,  Granada  y  San  Cristóbal  con  el  objeto  de 


cuales  están  libres  de  todo  impuesto  por  el  decreto  legis- 
lativo de  26  de  Marzo  de  1833,  bino  también  para  otros 
usos,  y  de  que  se  extrae  considerable  cantidad  para  puer- 
tos nacionales  y  extranjeros :  y  la  cabima  ó  aceite  de  co- 
paiba  de  que  se  han  exportado  en  el  último  afio  económi- 
co setenta  y  un  mil  trecientas  noventa  y  cuatro  botellas ; 
siendo  de  advertir  que  estos  artículos  no  pagan  ni  aun  el 
derecho  do  exportación  á  que  el  palo  de  mora  está  sujeto 
á  mas  del  de  corte. 

Creo  que  el  Congreso  ejercerla  un  acto  de  justicia,  si 
con  la  abolición  del  decreto  del  Presidente  de  Colombia 
fecha  31  de  Julio  de  1829,  y  sus  consiguientes,  suprimiera 
el  impuesto  sobre  maderas  preciosas,  y  dejase  á  esta  adua- 
na desembarazada  de  un  trabajo  improductivo." 

No  creemos  sin  embargo  que  lo  que  deba  hacerse  sea  su- 
primirse el  derecho,  como  opina  el  dicho  Sr.  Gallegos,  sino 
por  el  contrario  darle  orden  y  regularidad  para  que  su  pa- 
go  sea  general,  y  se  convierta  en  ima  verdadera  fuente  de 
riqueza  pública. 
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autorizar  la  captura  y  remisión  á  Venezuela  de 
algunos  individuos  que  estando  encausados  en 
esta  huyan  á  cualquiera  de  las  expresadas  colo- 
nias, se  han  celebrado  con  los  gobernadores  de 
las  mismas  por  medio  del  Consulado  Genera] 
Británico  de  Caracas,  en  26  de  Noviembre  y  10 
y  1 1  de  Diciembre  últimos,  convenciones  relati- 
vas á  la  mutua  extradición  de  los  reos  de  asesi- 
nato, incendio,  envenenamiento  y  falsificación 
de  moneda,  incluyéndose  el  conato  en  la  expre- 
sión del  primero  de  estos  crímenes,  y  en  la  del 
cuarto,  el  hecho  de  ofrecer  como  valor  cuales- 
quiera documentos  falsificados  que  representen 
moneda.  Los  términos  y  condiciones  de  dichos 
convenios  son  iguales  á  las  del  que  se  concluyó 
con  el  Gobernaflor  de  Trinidad  en  17  de  Abril 
de  1848,  términos  y  condiciones  que  se  expre- 
san A  continuación. 

1^  Que  Ja  requisitoria  para  la  entrega  de  un 
reo  prófugo  se  hará  reciprocamente  del  modo 
siguiente. 

Si  la  requisitoria  se  hace  por  parte  de  Vene- 
zuela, el  Sr.  Secretario  de  Estado  en  el  Despa- 
cho de  Relaciones  Exteriores  la  trasmitirá  al 
Gobernador  de  la  isla  en  que  se  haya  refugiado 
el  criminal,  por  conducto  de  la  Legación  ó  Con- 
sulado General  Británico  en  Car&cas  y  del  Cón- 
sul Venezolano  residente  en  Puerto  de  Espafia  ; 
y  si  la  requisitoria  se  hace  por  las  colonias,  se 
trasmitirá  al  Gobierno  de  Venezuela  por  conduc- 
to del  Cónsul  de  ella  residente  en  las  mismas, 
como  igualmente  por  medio  de  la  Legación  ó 
Consulado  General  Británico  en  Caracas. 

2^  Que  se  reciban  como  pruebas  de  la  crimi- 
nalidad del  reo  las  copias  debidamente  certifica- 
das de  la  declaración  ó  declaraciones  en  que  el 
juez  ú  otra  autoridad  competente  de  Venezuela 
ó  las  colonias,  según  sea  el  caso,  haya  fundado 
el  auto  original  de  prisión. 

3^  Que  si  después  que  se  haya  capturado  un 
reo  á  consecuencia  de  una  requisitoria  al  efecto, 
hecha  a  virtud  de  estos  convenios,  el  Gobierno 
que  ha  presentado  la  demanda,  no  le  saca  del 
país  dentro  de  tres  meses  contados  desde  el  tiem- 
po de  8u  aprehensión,  á  menos  que  se  manifes- 
tase causa  suficiente  para  no  haberlo  hecho  así, 
puede  ser  puesto  en  libertad. 

4^  Que  los  gastos  de  captura,  detención  y  io- 
dos los  demás  concernientes  á  la  entrega  del  de- 
lincuente, correrán  á  cargo  del  país  que  hace  la 
requisitoria:  cuyos  gastos  serán  examinados  y 
aprobados  por  su  agente  diplomático  ó  consular, 
si  lo  hay,  que  resida  en  el  país  donde  se  ha  efec- 
tuado la  captura ;  y  si  no,  por  una  persona  que 
se  comisione  á  este  fin ;  después  de  lo  cual  se 
pagarán  inmediatamente. 

5a  Que  los  convenios  principiarán  á  tener 
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efecto  en  Venezuela  y  las  colqnias  cJentxo.de 
Cuatro  meses  después  que. el  Gobierno  de  Veoe- 
zuela  manifijeste  & .  la  i.egac¡on  Británica  .  su 
aquiescencia  á  ellos,  ó  Antes,  si  así  se  determina- 
re de  común  acuerdo^ 

Que  estos  convenios  serán  obligatorios  mien- 
tras el  Gobierno  de  Venezuela  ó  los  Gobernado- 
res dichos  no  expresen  su  voluntad  de  hacerlod 
cesar,  en  cuyo  caso  solo  continuarán  en.  fuerza 
y  vigor  por  el  tiempo  de  seis  meses  después  de 
hecha  la  notiñcacion  (*). 
EXTRANJEROS.  Todos  serán   admitidos  en 

Venezuela.    Véase    Disposiciones  generales 

constitucionales,  art.  2 1 8. 
EXTRANJEROS,  decreto  í)e  15  de  marzo 

DE  1845  explicando  el  articulo  constitucio-^ 

nal  318  citado  anteriormente, 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso, 

considerando: 

Que  el  artículo  218  de  la  Constitución  ha  pre- 
sentado dudas  en  su  inteligencia, 

decretan: 

Art.  único.  Los  extranjeros  de  que  habla  el 
artículo  218  de  la  Cunstitiicion  son  aquellos  que 
de  ninguna  manera  pueden  ser  perjudiciales  á 
los  intereses  de  la  República.  ! 

^  único.  La  declaratoria  en  los  diferentes  ca-  | 
sos  que  ocurran  corresponde  al  Poder  Ejecutivo. 
Dado  en  Caracas  á  13  de  Marzo  de  1846,  año 
169  ^®  ^^  '^y  y  ^^?  ^®  ^*  independencia. — El 
Presidente  del  Senado,  José  Vargas. — El  Presi- 
dente de  la  Cámara  de  Representantes,  M,  Pa- 
lacios*— El  Secretario  del  Senado,  José  Ángel 
Freiré. — El  Secretario  de  la  Cámara  de  Repre- 
sentantes, J.  A.  Pérez. 

Caracas  15  de  Marzo  de  18'^5,  afio  169  ^^  ^^ 
ley  y  359  de  la  independencia. — Ejecútese. — 
Carlos  SoublettCé — Por  S.  E.  el  Presidente  de 
la  República. — El  Secretario  de  Estado  en  los 
Despachos  del  Interior  y  Justicia,  Francisco 
Cobos  Fuertes. 

EXTRANJEROS.  Resolución  ejecutiva  de 
6  DE  octubre  de  1832,  mandada  circular  en 
30  de  Julio  de  1838,  declarando  ciudadanos 
de  Venezuela  á  los  colombianos  por  natura- 
lización que  se  hallaban  en  ella  al  acto  de 

(*)  También  existen  convenios  iguales  con  los  Qoberna- 
dores  de  Antigua,  y  la  colonia  formada  con  las  iblas  de  la 
Virgen,  como  lo  expone  el  Secretario  de  Belaciones  Exte- 
riores en  su  Memoria  de  1851. 
TOMO  II. 
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su  trasformacion  política,  y  hayan  jurado  su 
Constitución* 

República  de  Venezuela.— Secretaría  de  Estado 
en  los  Despachos  del  Interior  y  Jnsticia. — Sección 
1.»»— Caracas  30  de  Julio  de  1838,  afio99dela 
Ley  y  28i=>de  la  Independencia.— Número  129. 

Sr.  Gobernador  de  la  provincia  de 

Con  fecha  6  de  Octubre  de  1832  y  á  solicitad 
del  Sr.  José  María  de  Rojas,  naturalizado  en  Co- 
lonribia,  se  sirvió  el  Gobierno  librar  la  siguiente 
resolución : 

"  Para  fijar  el  Gobierno  una  regla  que,  funda- 
da en  la  Constitución  y  leyes,  remueva  los  in- 
convenientes y  dudas  que  se  presentan  acerca  de 
los  derechos  políticos  de  que  gocen  los  extranje- 
ros naturalizados  en  Colombia,  de  acuerdo  con 
el  voto  de  su  Consejo»  ha  tenido  á  bien  resolver : 
que  reputa  como  ciudadanos  á  los  que  habiendo 
obtenido  carta  de  naturalización  del  Gobierno  de 
Colombia,  se  hallaban  establecidos  en  Venezue- 
la al  tiempo  de  su  trasformacion  política  y  hayan 
jurado  su  Constitución  :  que  los  que  pretendan, 
sin  embargo,  carta  de  venezolanos,  la  obtendrán 
con  el  hecho  solo  de  producir  ]a  que  tengan  de 
colombianos,  puesto  que  para  expedírseles  de- 
bieion  cumplirse  las  condiciones  que  la  ley  exi- 
ge ;  y  que  esta  resolución  se  ponga  en  conoci- 
miento del  Congreso  en  su  próxima  reunión." 

Y  habién lióse  presentado  casos  en  que  por  fal- 
ta de  publicidad  de  dicha  resolución  se  haya  con- 
siderado como  no  venezolanos  á  algunos  de  los 
individuos  que  ella  favorece,  el  Gobierno  ha  dis- 
puesto se  circule  á  todos  los  gobernadores  de 
provincia  para  que  sirva  de  regla  en  lo  sucesivo. 
Soy  de  US.  atento  servidor. — (Firmado.)  D. 
B.    Uibancja. 

EXTRANJEROS,  ley  de  27  de  mayo  de  1844 
sobre  su  naturalización — que  deroga  las  re- 
lativas de  Colombia  y  el  Decreto  de  10  de 
Junio  (fe  1831  qve  se  refunde  en  ella.  p.  137 
del  cuerpo  comprensivo  de  las  de  ese  año,  y 
91,  núm.  92  del  de  1851. 

£1  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  CongresOt 

decretan: 

Art  19  Podrán  obtener  carta  de  naturaleza 
todos  los  extranjeros  que  vengan  &  Venezuela 
con  algún  género  de  industria  ú  ocupación  ütif 
de  que  subsistir,  que  observen  buena  conducta  y 
que  ademas  se  encuentren  en  alguno  de  los  ca- 
sos siguientes: 

19  Q.ue  haya  venido  al  país  en  clase  do  inmi- 
grado con  arreglo  á  la  ley. 

29  Que  haya  navegado .  seis  meses  en  algún 
buque  nacional  de  guerx'a  ó  mercante. 
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39  Que  esté  casado  con  venezolana  y  resida 
en  Venezuela. 

49  Que  haya  residido  en  el  territorio  dn  la 
Uepública  un  año  continuo. 

39  Que  tenga  una  propiedad  raíz  que  alcance 
á  mil  pesos. 

69  Que  haya  prestado  algún  servicio  impor- 
tante á  la  República. 

Art.  29  El  extranjero  que  quiera  obtener  car- 
ta de  naturaleza,  presentará  al  Jefe  político  del 
cantón  en  que  retida  un  memorial,  expresando 
su  deseo  de  naturalizarse,  la  nación  á  que  perte- 
nece, el  nombre  de  su  mujer  é  hijos  si  los  tuvie- 
re, y  ofreciendo  pruebas  legales  del  oficio  ú  ocu- 
pación útilde  que  subsiste,  de  su  buena  conduc- 
ta y  del  caso  ó  casos  de  los  expresados  en  el  ar- 
tículo anterior  en  que  se  encuentre. 

Art.  39  El  Jefe  político  procederá  á  recibir 
inmediatamente  dichas  pruebas;  y  evacuadas 
que  sean  pondrá  á  continuación  su  informe  en  el 
particular  y  remitirá  el  expediente  al  Goberna- 
dor de  la  provincia  para  que  lo  dirija  al  Poder 
Ejecutivo  por  medio  del  Secretario  del  Intc*rior. 

Art.  49  El  Poder  Ejecutivo  en  vista  de  la  jus- 
tificación y  documentos  presentados,  declarará  si 
tiene  ó  no  derecho  el  pretendiente  á  la  naturali- 
zación, y  en  el  caso  dé  declararle  con  de»  echo, 
le  expedirá  la  carta  dé  naturaleza  y  la  remitirá 
al  Gobernador  de  la  provincia  en  que  resida  el 
agraciado,  para  que  se  la  entregue  por  sí  ó  por 
medio  del  Jefe  político  del  cantón  en  donde  se 
encuentre. 

^  único.  La  calificación  que  exige  el  servicio 
mencionado  en  el  cuso  sexto  del  artículo  piime- 
ro  la  hará  el  Poder  Ejecutivo  con  presencia  de 
los  datos  qua  lé  haya  remitido  el  Gobernador  de 
la  respective)  provincia  en  apoyo  de  la  solicitud 
que  sobre  ellos  se  documente. 

Art.  59  Los  indiviiiuos  á  quienes  comprende 
el  número  cuarto  del  artículo  once  de  la  Consti- 
tución deberán  obtener  carta  de  naturaleza  siem- 
pre que  se  hayan  domiciliado  en  Venezuela  des- 
pués de  promulgada  su  Conbtitucion. 

Ar*.  69  Los  hijos  de  venezi  luno  ó  venezola- 
nn  nacidos  fuera  del  territorio  de  Venezuela  dé 
que  habla  el  número  segundo  del  precitado  artí- 
culo once,  para  gozar  de  la  naturalización  que 
por  él  se  les  concede,  deberán  presentarse  ai 
Concejo  municipal  del  cantón  en  que  residan  y 
expresar  el  lugar  en  que  (;stán  domiciliados  ó  se 
domicilian,  firmando  ó  haciendo  firmar  por  otro 
esta  manifestación  con  el  presidente  y  secretario 
de  dicho  cuerpo. 

Art.  79  Toca  a]  Poder  Ejecutivo  de  acuerdo 
con  el  Consejo  de  Gobierno  librar  la  declaratoria 
de  que  habla  el  número  quinto  dci  artículo  once 
de  la  Consthucioft.. 
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Art.  89  lios  extranjeros  que  fueron  naturali- 
zados en  Colombia  por  virtud  de  las  leyes  que 
regían  en  la  materia,  lo  serán  también  en  \ene* 
zuela,  siempre  que  residiendo  en  el  país  solici- 
ten del  Poder  Ejecutivo  que  les  expida  nueva 
carta<  dé  naturaleza,  la  cual  se  les  expedirá  en 
vista  de  la  que  se  les  concedió  por  el  Gobierno 
de  aquella  República. 

Art.  99  En  el  caso  de  que  los  extranjeros  á 
quienes  se  refiere  el  artículo  anterior  no  puedan 
presentar  la  declaratoria  ó  carta  de  naturalez*! 
que  se  les  expidió  por  el  Gobierno- de  Colombia, 
producirán  una  certificación  del  juramento  que 
debieron  prestur  al  recibirla,  ú  otros  documentos 
que  á  juicio  del  Poder  Ejecutivo  acrediten  su 
naturalización  en  aquella  República. 

Art.  10.  Los  extranjeros  á  quienes  el  Poder 
Ejecutivo  expidiere  carta  de  naturaleza  deberán 
prestar  ante  la  autoridad  que  se  la  entregue,  el 
juramento  de  obedecer  y  cumplir  la  Constitu-^ 
cion  y  leyes  de  la  República.  Este  juramento  se 
pondrá  al  respaldo  de  la  carta,  firmándola  dicha 
autoridad  y  el  interesado,  ú  otro  por  él,  y  sin 
este  requisito  no  tendrá  valor  alguno. 

^  único.  La  carta  con  el  juramento  se  registra- 
rá en  un  libro  que  se  llevará  al  efecto  por  la  au- 
toridad que  ha  de  hacer  su  entrega  al  interesado. 

Art.  11.  Encabeza  del  marido  quedan  natu- 
ralizados la  mujer  y  sus  hijos  menores  de  vein- 
tiún afío8.(^) 

§  único.  Los  nombres  y  edades  de  las  perso- 

(*)  Muriendo  hoy  un  extranjero  con  derecho  á  obtener 
carta  de  naturaleza,  pero  sin  haberla  obtenido  ¿su  viuda 
é  hijos  tendrán  derecho  á  que  se  les  expida  1 — No  lo  es- 
tablece expresamente  la  ley ;  pero  opinamos  que  sí  por  las 
aiguientcs  razones.  La  ley  de  4  de  Julio  de  1823  en  su  ar- 
ticulo 8  9  establecía  lo  mismo  que  este  articulo  11,  á  sa- 
ber: "  que  en  la  per<<ona  del  marido  quedaban  naturaliza- 
dos la  mujer  y  los  hijos  menores.'*  Habiendo  ocunido  da- 
da al  Poder  Ejecutivo  de  si  la  mn^r  de  un  extranjero  que 
muiió  en  el  sorvicio  de  la  República,,  antes  de  obtener  car- 
ta do  natucalcza,  estando  en  el  caso  de  obtencí  la^  se  en- 
tendía comprendida  en  la  disposición  de  la  citada  ley  de 
4  de  Julio,  el  Congreso  en  decreto  de  23  de  Agosto  de 
1824.  dijo  *'  Con  e)  objeto  de  resolver  la  duda  que  ha 
ocurrido  al  Poder  Ejecutivo,  bobre  si  la  viuda  de  un  ex- 
tranjero que  murió  en  el  servicio  de  la  Repúbiiea  antes  de 
obtener  carta  de  naturaleza,  estando  en  el  caso  de  obte- 
neila.  se  entienda  comprendida  en  la  disposición  de  la  ley 
de  4 -de  Julio  delafio  13  P ,  y  considerando :  1  o  Que  el  ar- 
ticulu  8  ?  de  la  ciUida  ley  de  4  de  Julio  del  afio  13  P  de- 
clara que  en  cabuza  del  maiído  quedan  naturalizados  la 
mujer  y  sus  hijos  menores  de  veintiún  afíos.— 2P  Que  es- 
ta disp<K.ir.ion  debe  extenderse  á  las  viudas  é  hijos,  cnyo 
padre  ó  <  marido  estaba  en  el  caso  de  obtener  carta  de  na- 
turaleza, pero  que  murió  sin  haberla  obtenido ;  como  que 
es  una  consecuencia  del  principio  ^ueral  del  derecho,  qae 
continúan  en  la  viuda  y  en  los  hijos  todos  los  benoftcios 
((ne  las  leyes  dispensan  al  padre  ó  marido  durante  su  vida;~ 
siempre  que  por  otra  parte  no  los  hubiere  excluido  termi- 
nantemente de  sn  posesión  ;  decretan : 

Las  viadas  é  hijos  menores  de  velntlnn  afires,  de  los  ex- 
tranjeros que  hayan  muerto  eon  derecho  á  obtener  carta  ■ 
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jnas  mencionaflas.en  este  artículo  se  ezpresaráo 
en  la  carta  ó  declaratoria  que  se  les  expida. 

Art.  12.  8e  deraga  la  ley  de  4  de  Julio  de 
1823;  los  decretos  de  3  de  Mayo  de  1825  y  de 
10  de  Junio  de  1831,  y  cualesquiera  ot/as  dispo- 
áiciones  sobre  naturalización  de  extranjeros. 

Dada  en  Caracas  h  20  de  Mayo  de  1844,  afio 
J59  de  la  ley  y  349  de  la  independencin. — El 
Presidente  del  Senado,  José  Vargas. — El  Pre- 
sidente de  la  Cánnnra  de  .Representantes,  José 
Macario  Yepes^^El  Secretario  del  Senado,  Jo- 
sé Ángel  Freiré. — El  Secretario  de  la  Cámara 
de  Representantes,  Juan  Antonio  Pérez. 

Caracas  27  de  Mayo  de  1844,  afto  .159  de  la 
ley  y  349   de   la  independencia. — Ejecútese. — 
Carlos  S'oublette. — Por  S.  E. — El  Secretario  de 
Estado  en  los  despachos  del  Irterior  y  Justicia, 
Juan  Manuel  Manrique  (*) 
EXTRANJEROS,  resolución   ejecutitadb 
4  DE  MARZO  DE  1846  disponiendo  que  cuando 
los  jefes  políticos  hayan  de  informar  sobre 
solicitudes  de  naturalización  se  contraigan 
,á  los  mismos  puntos  que  debe  abrazar   la 
justificación  ó  prueba,  sin  extenderse  á  si  de- 
ba ó  no  accederse  aellas. 

Secretaría  del  Interior.— Sección  primera.— Ca- 
racas Marzo  4  de  1846.— Resuelto. 

Dígnsc  en  circular  á  los  Sres.    Gobernadores. 

Dispoue  el  artículo  39  tle  la  ley  de 27  de  Ma- 
yo de  1844,  sobre  naturalización  de  extranjeros, 
que  los  jefes  políticos  informen  sobre  el  particu- 
lar en  el  expediente  promovido  para  obtener  la 
declaratoria  correspondiente;  y  aunque  la  ma- 
yor parte  de  los  funcionarios  indicados  contraen 
su  informe  álos  hechos  sobre  que  se  instruyela 
prueba,  no  faltan  algunos  que  se  ciñen  al  mérito 
de  esta  y  apoyados  en  ella  opinan  que  debe  6  no 
accederse  &  la  solicitud.  Na  ha  querido  la  ley 


de  naturaleza,  tienen  el  oiiamo  derrclio  que  sus  padres  ó 
roarídos :  y  por  tanto  se  les  expedirá  esta  carta  siempre 
que  la  soliciten." 

Este  decreto  se  encuentra,  es  ;7erdad,  comprendido  en 
la  generalidad  de  la  derogatoria  que  contiene  el  articulo 
12  de  la  presente  ley  "  y  cualesquiera  otras  disposiciones 
sobre  naturalización  de  extrarjeros."  Pero,  en  primer  lu- 
gar, ó  debió  preverse  el  caso,  o  debió  excluirse  de  dicha 
generalidad  el  decreto  expresado;  y  en  secundo,  si  hoy  se 
volviese  á  presentar  el  mismo  caso,  es  indudable  que  de- 
berla resolverse  favorablemente  ocurriendo  á  los  mismos 
principios  en  que  se  refunda  el  decreto  de  Colombia  citado. 

.(*)  £1  Secretario  del  Jnteríor  Dr.  Joaquiu  Herrera,  en 
su  Memoria  de  52,  expuso : 

"  La  ley  no  establece  el  modo  de  readquirir  un  venezo- 
lano los  derechos  políticos  que  perdió  por  naturalizarse  en 
nais  extranjero ;  y  es  conveniente  llenar  este  vacio  para 
los  casos  que  puedan  ocurrir,  en  los  cuales  no  tiene  Acui- 
tad el  Poder  Ejecutivo  de  expedir  cartas  de  naturaleza ; 
pi  modo  de  recuperar  su  cualidad  de  ciudadano  de  Vene- 
zuela, el  que  la  haya  perdido  por  aquel  motivo." 
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que  el  Poder  Ejecutivo  tenga  un  consultor  en 
estos  casos,  sino  que  un  funcionario  inmediato 
al  lugar  de  la  residencia  del  pretendiente,  im- 
puesto de  los  hechos  por  el  mejor  conducto  po» 
sible,  dé  un  testimonio  fidedigno  de  ellcs.  Por 
esto  S.  E.  el  Presidente  de  la  República,  ha  dis- 
puesto se  diga  á  US.  para  que  lo  prevenga  á  los 
jefes  políticos  que  cuando  hayan  de  informar  so- 
bre las  solicitudes  de  naturalización,  contraigan 
su  informe  á  los  mismos  puntos  que  debe  abra- 
zar la  justificación  ó  prueba. — Soy  de  US.  aten- 
to servidor. — Por  S.  E.  Cobos  Fuertes. 

EXTRANJEROS,  resolución  ejecutiva  de 
14 'DE  SETIEMBRE  DE  1847,  previniendo  á  los 
Gobernadores  expresen  ciertas  circunstan- 
cias en  las  solicitudes  que  por  su  conducto 
se  dirijan  al  Gobierno  sobre  naturalización. 

Secretaría  del  Interior.— Sección  primera.— Ca- 
racas Setiembre  14  de  1847,— Resuelto. 

Dígase -en  circular  &  los  Gobe*'na  dores  de  pro- 
vincias. 

Constantemente  tiene  este  Ministerio  que  es- 
tar devolviendo  las  solicitudes  sobre  cartas  de 
naturaleza,  que  elevan  los  Gobernadores,  por  no 
expresarse  todas  las  circunstancias  necesarias 
para  la  expedición  de  dichas  cartas,  resultando 
de  aquí  un  aumento  de  trabajo  en  el  despacho, 
y  perjuicio  á  los  interesadores.  Pura  evitar  uno 
y  otro  en  lo  sucesivo,  S.  £.  el  Presidente  de  Ja 
República  ha  dispuesto  que  los  Gobernadores  de 
provincias  examinen  cuidadosamente  antes  de 
'  elevar  las  referidas  solicitudes,  si  en  ellas  se  ex- 
presa: 19  la  naturaleza,  estado,  profesión,  resi- 
dencia y  buena  conducta  del  solicitante:  29  el 
nombre  y  edad  de  su  mujer  é  hijos,  si  los  tuviere, 
y  39  si  la  prueba  del  caso  ó  casos  en  que  se  con- 
sidera el  que  quiera  naturalizarse,  se  ha  hecho 
con  arreglo  ¿  la  ley* 

Cuando  falte  alguno  de  estos  req«ii.s¡tos  dis- 
pondrán los  Gobernadores  que  se  llenen  por  los 
interesados,  y  no  darán  curso  á  las  solicitudes 
hasta  que  estén  completamente  arregladas. 

Soy,  &a. — Por  S.  E. — Sanavria. 
EXTRANJEROS,  resolución  ejecutiva  de 
18  DE  MAYO  de  1847,  haciendo  ciertas  decla- 
ratorias sobre  naturalización  y  destinos  de 
individuos  de  las  otras  secciones  de  Colom- 
bia, 

La  obligación  de  obtener  carta  de  naturaleza 
en  que  están  los  granadinos  y  ecuatorianos  do- 
miciliados en  Venezuela,  después  de  promulga- 
da la  Constitución,  según  lo  dispuesto  en  el  artí- 
culo 59  de  la  ley  de  27  de  Mayo  de  1844,  en 
nada  se  opone  á  la  gracia  ó  derecho  de  naturali* 
zacion,  que  se  les  concede  por  el  número  49  del 
art.  119  de  la  misma  Constitución*  Para  gozar 
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de  dicha  gracia  6  derecho  debián  acreditar  su 
naturaleza  y  domicilio,  y  la  ley  citada  ha  querido 
que  acrediten  esta  circunstancia  ante  el  Poder 
Ejecutivo,  y  que  este  les  expida  la  carta  corres- 
pondiente. Están,  pues,  en  el  deber  de  solicitar 
y  obtener  dicha  carta,  cumpliendo  con  la  expre- 
sada ley. 

£n  cuanto  á  la  validez  de  las  elecciones  que 
para  algunos  destinos  se  Hayan   hecho  en  dichos 
individuos,  cree  el   Gobierno  que  no  hay  motivo 
de  duda  por  lo  que  respecta  á  la  cualidad  de   ve- 
nezolanoá  naturalizados  que  tienen  por  el  núme- 
ro 49  del  art.  II9  ciiado.(*) 
EXTRANJEROS,  resolución  ejecutiva  de 
4  DE  ABRIL  DE  1851,  svbrc  algunas  formali- 
dades y  efectos  de  la  naturalización  de  gra- 
nadinos y  ecuatorianos 

República  de  Venezuela. — Oobiemo  Superior  po- 
lítico de  la  provincia. — Nüm.  2.— Mérida,  11  de  Fe- 
brero de  1861. 

Sr,  Secretario  de  E,  en  elD.de  Relaciones  Exteriores. 

Situada  esta  provincia  en  la  frontera  de  la 
Nueva  Granada  frecuentemente  vienen  á  habitar 
en  ellu  ciudadanos  oriundos  de  aquella  Repúbli- 
ca, que  unas  veces  quieren  llamarse  venezolanos, 
y  otras  reclaman  su  primitivo  origen,  especial- 
mente cuando  son  nombrados  para  empleos  con- 
cejiles. Antes  de  la  ley  de  27  de  Mayo  de  1844 
no  se  presentaba  ninguna  duda  acerca  de  su  ver- 
dadera nacionalidad;  porque  entonces,  conforme 
al  nám.  49  del  art.  11  de  la  Constitución,  basta- 
ba que  se  hubiesen  domiciliado  ó  se  domiciliasen 
para  ser  reputados  por  venezolanos  naturaliza- 
dos ;  pero  luego  que  se  publicóla  citada  ley, 
parece  que  los  granadinos  ó  ecuatorianos  que  se 
hallan  domiciliados  en  Venezuela,  después  de  la 
promulgación  de  la  Constitución,  están  en  el  de- 
befi  según  el  art.  59  de  aquella,  de  obtener  carta 
de  naturalización  pura  gozar  de  los  derechos  de 
venezolanos,  en  virtud  de  lo  cual  consulto:  I9 
Si  los  granadinos  ó  ecuatorianos,  que  han  fijado 
su  residencia  en  Venezuela  con  posterioridad  á 
la  publicación  de  la  Constitución  de  la  Repú- 
blica no  deben  ser  considerados  como  Vene- 
zolanos naturalizados,  si  no  hubiesen  obteni- 
do carta  de  naturaleza  de  S.  E.  el  Poder  Eje- 
cutivo, aun  cuando  hayan  sido  domiciliados 
ó  desempeñado  empleos  públicos;  y  29  si  los 
granadinos  de  nacimiento  naturalizados  en  Ve- 
nezuela, que  hun  vuelto  á  domiciliarse  en  aque- 
lla República,  y  luego  han  regresado  á  vivir 
en  Venezuela  con  carta  de  rehabilitación  en 
sus  derechos  de  granadinos,  para  libertarse  de 
cargas  concejiles  y  de  las  demás  que  pesan  so- 

(*)  Esta  resolución  se  halla  en  la  Memoria  del  Interior 
de  I84dj  pág.  28  del  texto.  Por  esto  no  lleva  firma. 
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bre  los  venezolanos,   deben  ser  tenidos  por  ex- 
tranjeros.— Con  sentimientos  de  respeto  6oy  de 
US.  muy  atento  servidor.^^oíé  E,  Morales. 
Es  copia. — Gellineau. 

Secretaría  del  Interior.— Sección  primera.— Ca- 
racas Abril  4  de  1851. 

Resuelto. — Contéstese  al  Sr.  Oobernador  de 
Mérida  lo  siguiente : 

"  He  impuesto  á  S.  E.  el  Poder  Ejecutivo  del 
contenido  de  una  nota  pasada  por  US.  al  Sr.  Se- 
cretario de  Estado  en  el  Despacho  de  Relacio- 
nes Exteriores,  fecha  11  del  pasado  núm.  2,  la 
cual  fué  remitida  en  copia  á  la  Secretaría  de  mi 
cargo  por  referirse  á  la  naturalización  de  extran- 
jeros, ramo  que  corresponde  á  los  negocios  del 
Interior.  Enterado  S.  E.  de  los  dos  puntos  á  que 
se  contrae  la  consulta  que  ha  tenido  US.  á  bien 
dirigirle,  me  ha  ordenado  contestar  que,  relati- 
vamente ai  primero,  el  art.  59  de  la  ley  de  27  de 
Mayo  de  44  establece  terminantemente  que  los 
granadinos  y  ecuatorianos,  domiciliados  en  la 
Kepública  después  de  promulgada  la  ley  funda- 
mental, necesitan  obtener  carta  de  naturaleza  pa- 
ra que  puedan  ser  tenidos  como  venezolanos  na- 
turalizados, no  importando  nada  al  caso  el  qne 
hayan  desempeñado  alguna  vez  un  empleo  pú- 
blico, porque  esto  no  habría  sido  sino  un  abuso, 
que  en  manera  alguna  podria  considerarse  como 
causa  de  nacionalidad,'  no  habiendo  debido  ser 
sino  su  efecto  ;  y  que,  con  respecto  á  lo  segun- 
do, no  es  motivo  suficiente  para  perder  los  dere- 
chos de  ciudadano  adquiridos  por  la  naturaliza- 
ción, ni  para  eximirse  de  las  obligaciones  de  tal, 
el  que  los  individuos  expresados  ó  cualesquiera 
otros  posean  una  carta  de  lo  que  se  denomina 
"rehabilitación"  en  sus  derechos  patrios,  por- 
que ese  no  es  uno  de  los  casos  comprendidos  en 
los  artículos  15  y  16  de  la  Constitución,  puesto 
que  no  puede  decirse  propiamente  que  se  naturali- 
za en  país  extranjero,  é  incurre  por  lo  mismo  en 
la  pena  del  primero  de  los  artículos  citados,  el 
que  adquiere  de  su  propia  patria  un  certifícato  ó 
documento  de  cualquiera  especie,  que  acredite  6 
le  devuelva  su  natural  ciudadanía. 

Trascríbase  al  Sr.  Secretario  de  Estado  en  el 
Despacho  de  Relaciones  Exteriores,  al  acusárse- 
le recibo  de  su  nota  de  28  del  próximo  pasado. 
—Soy  (&c — Por  S.  E — Pulido. 
EXTRANJEROS,  resolución  ejecutiva  de 

27  DE  OCTUBRE  DE  1861  sohre  lo  mismo  que 

la  anterior. 

SecFjetaria  del  Interior.— Sección  primera.— Ca- 
racas 27  de  Octubre  de  1651.— Resuelto. 

Dígase  al  Gobernador  de  la  provincia  de  Bar- 
quisimeto.  «*  Oí  cuenta  ai  Poder  EJecutÍYO,  déla 
nota  de  US.  de  17  de  Diciembre  del  afto  próxi- 
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mo  pasado,  número  83,  en  qne  iríanifiesta  que 
habiendo  elegido  la  H.  Diputación  provincial  en 
sus  sesiones  del  referido  año  ai  Sr.  Vicente  For- 
toul,  miembro  suplente  de  la  Junta  superior  de 
caminos  de  esta  capital,  no  aceptó  el  nombra- 
miento, fundado  en  que  es  natural  7  ciudadano 
de  la  Nueva  Granada,  y  en  que  el  título  de  resi- 
dente en  el  pais  no  le  da  los  derechos  políticos 
que  la  Constitución  concede  á  los  venezolanos, 
y  considerada  por  S.  E.  la  indicada  nota,  me  ha 
ordenado  contestar  á  US.  lo  siguiente. 

El  dilatado  trascurso  de  mas  de  diez  años  que 
hace  que  el  Sr.  Vicente  Fortoul  habita  en  esa 
provincia,  las  propiedades  que  posee  en  ella,  el 
establecimiento  de  su  familia  y  el  desempeño  de 
varios  destinos  públicos  que  se  le  han  confiado  y 
ha  tenido  á  bien  aceptar,  son  circunstancias  de- 
masiado suficientes  para  que  deba  considerársele 
como  extranjero  domiciliado,  caso  de  ser  grana-  I 
diño,  y  según  el  derecho  de  gentes  común,  está 
sujeto  á  todas  las  cargas  que  las  leyes  y  la  auto- 
ridad ejecutiva  imponen  á  los  ciudadanos  del  lu- 
gar donde  reside.  Fuera  de  esto  el  artículo  18 
del  tratado  de  amistad,  comercio  y  navegación 
que  se  celebró  entre  Venezuela  y  la  Nueva  Gra- 
nada en  23  de  Julio  de  1812,  dispone  que  '<  los 
venezolanos  en  la  Nueva  Granada  y  los  granadi- 
nos en  Venezuela,  no  domiciliados  en  el  país  de 
su  residencia,  estarán  exentos  del  servicio  en  el 
ejército  y  marina,  y  en  la  guardia  y  milicia  na- 
cioTial  y  del  pago  de  empréstitos  forzosos  y  cua- 
lesquiera otras  contribuciones  personales  ex- 
traordinarias." Si  pues  los  granadinos  no  domi- 
ciliados no  podrían  alegar  para  eximirle  de  pres- 
tar un  servicio  público,  excepto  los  referidos,  su 
cualidad  de  ciudadanos  de  aquel  Estado  sin  habi- 
tación en  este,  con  menos  razón  aprovecharía  al 
Sr.  Fortoul'la  causal  en  que  se  apoya,  que  como 
se  ha  dicho  anteg,  tieno  fijado  tácitamente  su  do- 
micilio en  esta  República  y  ademas  es  venezola- 
no por  naturalización  ron  arreglo  al  caso  4^  del 
artículo  11  de  nuestra  ley  fundamental,  cuya 
condición  le  obliga  A  soportar  todas  las  cargas 
compatibles  con  ella  y  á  que  están  llamados  to- 
dos los  ciudadanos,  si  no  es  que  se  excuse  legíti- 
mamente como  pueden  hicerlo  estos.  Por  tanto 
el  Gobierno  resuelve  que  el  enunciado  Sr.  For- 
toul está  en  el  furzosu  deber  de  aceptar  el  nom- 
bramiento de  que  se  ha  hecho  mención,  y  llenar 
las  funciones  gue  le  son  consiguientes,  á  meaos 
que  un  motivo  justo  y  legal  le  liberte  de  su  de- 
sempeño.— Lo  digo  á  U8.  para  su  inteligencia. 
—Soy,  &c.— Por  S.  E. — Herrera. 
EXTRANJEROS.  Renuncia  por  ellos  de  su 
carta  de  naturaleza.  Véase  Derechos  de  ciu^ 
dadanos,  R.  E*  de  19  de  Agosto  di3  1852. 

EXTRANJEROS,  resolución  ejecutiva  db 
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8  DE  NoriEBidRE  DE  íSii  fijando  entre  otras 
cosas  loa  casos  en  que  deben  considerarse  do- 
miciJiados. 

Secretaria  de  lo  Interior. — Sección  primera. — Ca- 
racas 8  de  Noviembre  de  1844,— Resuelto. 

Dígase  en  circular  á  los  Sres.  Gobernadores. 


69  Se  sonsideran  domiciliados  en  el  país  para 
los  efectos  de  la  ley,  todos  aquellos  que  se  en- 
cuentran en  cualquiera  de  los  casos  expresados 
en  la  ley  3^.  título  11,  libro  49  de  la  Novísima 
Recopilación  que  corresponde  al  auto  acordado 
núm.  22,  título  49>  libro  69  de  la  recopilación 
castellana. 

Queda  abrogada  la  resolución  de  24  de  Setiem- 
bre último  por  haberse  refundido  en  esta. — Por 
S.  E.— Cobos  Fuertes.  (•) 
EXTRANJEROS.  Véase  Inmigración. 
EXTRANJEROS.  Quién  debe  tomar  posesioQ 
de  sus  bienes  cuando  mueran  ab  intestato  sin 
dejar  herederos,  ni  representantes  legítimos  ó 
socios  en  negocios  mercantiles.  Véase  Consu' 
lados  extranjeros  RR.  EE.  de  23  de  Julio  de 
1840  y  6  de  Octubre  de  1834, 
EXTRANJEROS,  resolución  ejecutiva  de 
26  DE  OC1UBRE  DE  ISib  fijando  ciertos  debe- 
res á  los  jueces  territoriales  que  conozcan  de 
sus  herencias  vacantes* 

Departamento  do  Relaciones  Exteriores.— Cara- 
cas 20  do  Octubre  de  1845. 

Resuelto.—^Hzhxendo  ocurrido  duda<)  sobre  la 
manera  en  que  los  jueces  territoriales  deben  avi- 
sar al  público  la  muerte  ab  intestato  do  los  ex- 
tranieros  de  cualquier  país  que  fallezcan  en  el 
territo  de  la  República,  cuando  por  falta  de  repre- 
sentante ó  agente  público  de  la  Nación  del  difun- 
to, sean  ellos  los  que  intervengan  en  la  liquida- 
ción y  demás  relativo  á  la  herencia ;  y  no  estan- 
do designada  la  autoridad  ó  funcionario  á  quien 
deban  dar  cuenta  de  lo  obrado  en  el  caso  citado  ; 
se  resuelve  :  cuando  por  muerte  ab  intestato  en 
cualquier  punto  de  la  República,  de  extranjeros 
no  naturalizados  quedaren  herencia^  vacantes  de 
cualquier  montamiento,  el  juez  territorial  Á  quien 
corresponda  tomar  conocimiento  del  suceso,  con* 
forme  á  la  ley  3^,  título  89  del  código  de  proce- 
dimiento judicial,  remitirá  por  el  primer  correo 
un  aviso  á  la  redacción  de  la  Gaceta  oficial  de 
Venezuela  para  publicarse  en  el  número  inme- 
diato, en  que  se  expjrese  el  nombre  y  nación  del 

(*)  Los  demás  puntos  de  esta  resolución  han  caducado 
por  contraerse  á  reglas  para  asegurar  la  reexportación  ó  la 
iibortad  de  los  esclavos  que  se  introdujesen,  lo  cual  ha  ve- 
nido á  ser  inútil  por  Ja  prohib'cion  absoluta  que  hoy  hay 
de  introducirlos,  y  libertad  de  los  que  se  introduzcan. 
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difunto,  su  domicilio  si  fuere  conocido,  el  día  de] 
fíillecimiento  y  una  noticia  de  los  bienes  que  se 
averigüe  haya  dejado,  añadiendo  cualquiera  otra 
circunstancia  que  se  estiníie  conveniente  al  obje- 
to de  la  publicación.  Si  por  falta  en  el  lugar  res- 
pectivo de  Representante  de  la  Nación  6  que 
pertenecia  el  difunto  ó  de  un  agente  debidamen- 
te autorizado  tuviese  el  juez  competente  que  in- 
tervenir en  la  liquidación  y  demás  relativo  á  la 
herencia  vacante,  concluido  que  sea  el  procedi- 
miento, dará  cuenta  de  todo  lo  obrado  al  Go- 
bierno por  conducto  de  la  Secretaría  del  Inte- 
rior.—Por  S-  E. — Manrique. 

EXTRANJEROS.  Derechos  que  deben  pagar 
sus  bie'ies  al  fondo  de  miinumision.  Véase 
Manumisión,  R.  E.  de  26  de  Julio  de  1839. 

EXTRANJEROS.  Cualquiera  quesea  sn  reli- 
gión, les  será  permitido  concurrir  á  lasfunciu- 
nes  religiosas.  Véase  Funcioneft  religiosas, 
R.  E.  de  7  de  Diciembre  de  1840. 

EXTRANJEROS,  resolución  ejecutiva  de 
9  DE  OCTUBRE  DE  1838  sobvc  las  garantías 
de  que  gozan. 

Resuelto. — Los  hebreos,  así  como  los  demás 
extranjeros  residentes  en  Venezuela  gozan  en 
ella  de  todas  las  libertades  que  la  Constitución 
de  la  Repóblira,  las  leyes  y  los  tratados  públicos 
celebrados  con  sus  respectivas  naciones  les  han 
asegurado  igualándose  en  dicho  goce  á  los  natu- 
rales del  país;  pero  es  equivocado  el  concepto 
en  que  están  los  exponentes,  de  que  cuando  re- 
ciban injurias  ó  agravio  de  alguna  autoridad  pú- 
blica, el  Poder  Ejecutivo  tenga  el  deber  de  pro- 
mover oñciosamente  las  medidas  convenientes 
para  su  desagravio.  Verdad  es  que  á  este  poder 
está  atribuida  la  vigilancia  sobre  la  pronta  y  rec- 
ta administración  de  justicia,  así  por  lo  que  res- 
pecta á  los  derechos  de  los  ciudadanos,  como  á 
los  de  los  extranjeros  todos ;  mas,  ha  de  usar  de 
aquella  atribución  sin  alterar  ia  división  consti- 
tucional de  los  poderes  pííblicos,  y  con  arreglo  & 
las  leyes  secundarias  que  crean  los  tribunales,  y 
sefíalan  la  forma  de  los  procedimientos.  Si  un 
ciudadano  de  Venezuela  profesara  la  religión  ju- 
daica, y  se  le  hubiese  presentado  un  pleito  se- 
mejante al  del  Sr.  Abrah^m  Curie!,  en  que  un 
síndico  en  defensa  de  una  esclava  hiciera  el  mis- 
mo alegato  de  que  se  ha  valido  el  protector  de 
la  esclava  Juana  del  Sr.  Curiel,  si  el  supuesto 
ciudadano  se  creyese  injuriado,  ciertamente  que 
no  ocnrriria  al  Poder  Ejecutivo,  exigiéndole  que 
castigase  ó  contuviese  al  síndico.  Sabria  ó  debe- 
rla saber  tal  ciudadano  que  de  las  causas  de  in- 
JMrias,  bien  reales,  escritas  ó  verbales,  graves  ó 
leves,  conocen  los  tribunales,  y  ante  ellos  deben 
comparecer  á  pedir  y  obtener  el  desagravio,  si- 


guiendo los  trámites  y  valiéndose  de  todos  los 
recursos  que  las  leyes  permitan  en  semejantes 
causas.  Del  mismo  modo,  pues,  deberán  proce- 
der los  extranjeros,  porque  en  el  goce  de  la  segur- 
dad  de  sus  personas  y  propiedades  están  iguala- 
dos ft  los  venezolanos,  tanto  por  la  Constitucioa« 
como  por  los  tratados,  sin  que  por  estos  se  haya 
concedido  ni  podido  conceder  á  los  extranjeros 
ningún  privilegio  en  el  caso  de  que  el  agravio 
de  que  se  quejen  haya  sido  inferido  por  persona 
que  ejerza  alguna  autoridad,  pues  en  nuestro  sis- 
tema legal  cada  autoridad  está  sometida  á  otra 
superior,  que  conoce  y  castiga  sus  crímenes,  ex- 
cesos, é  infracciones.  Ademas,  ios  alegatos  de 
los  síndicos  abogando  .los  derechos  de  la  esclavi- 
tud, no  son  de  los  de  autoridad,  sino  simples  ex- 
posiciones de  las  partes  en  que  acumulan  razo- 
nes, dan  á  las  leyes  la  iuteligencia  que  roas  fa- 
vorece sus  causas,  ya  suponen  aquellas  vigentes* 
ya  derogadas,  según  las  sugestiones  del  propio 
interés.  Pen»  semejantes  alegatos  no  afectan  la 
buena  é  imparcial  administración  de  justicia,  á 
nadie  quitan  sus  derechos,  ni  pueden  ser  amena- 
zas contra  la  seguridad  individual.  Sin  embargo^ 
si  creyéndose  agraviados  los  representantes  pro- 
movieren alguna  instancia  ó  queja  ante  los  tribu- 
nales competentes,  y  no  se  les  oyere,  ó  no  se  les 
administrare  justicia,  pueden  entonces  ocurrir  al 
Poder  Ejecutivo  que  usará  en  su  favor  de  la 
atribución  que  en  materia  de  justicia  le  confiere 
la  Constitución. 

P(»r  S.  E. — (Firmado.)  />.  B.  Urbaneja. . 
EXTRANJEROS,  resolución  ejecutiva  de 
24  DE  MARZO  DE  1840  hüciendo  varias  pre- 
venciones á  los  Cónsules  y  Ministros  extran- 
jeros residentes  en  el  país  para  que  ¡as   ha- 
fan  á  sus  nacionales  sobre  reclamos  ante  el 
^oder  Ejecutivo  respecto  áasuntos  judiciales. 

Departamento  de  Relaciones  Exteriores.— Cará- 
4:as  24  de  Marzo  de  1840. 

Son  frecuentes  los  reclamos  que  se  dirigen  al 
Gobierno  por  parte  de  los  Cónsules  y  Ministros 
extranjeros  solicitando  su  intervención  á  favor 
de  ios  subditos  y  ciudadanos  de  las  naciones  á 
que  pertenecen  en  asuntos  decididos  por  senten- 
cia de  los  tribunales  de  justicia  de  la  República, 
y  en  que  el  Poder  Ejecutivo  no  puede  ya  mez- 
clarse sin  una  maniñesta  violación  de  la  autori- 
dad y  atribuciones  que  le  conliere  la  Constitu- 
ción. 8e  ha  notado  en  casi  todos  los  ocurridos 
hasta  el  presente,  que  los  sábditos  de  los  gobier- 
nos extranjeros  en  los  asuntos  judiciales  que  les 
conciernen,  han  descuidado  el  seguimiento  de 
las  formas  de  los  juicios,  no  han  interpuesto  los 
recursos  que  las  leyes  conceden,  ni  en  suma  han 
procurado  aprovechar  los  medios  que  ellas  fran* 
quean  á  cualquier  venezolano  y  extranjero  paj^ 
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hacer  valer  sus  derechos  y  alcanzar  la  justicia 
c]ue  crean  asistirles.  Así  es  que  después  de  ha- 
ber despreciado  estas  vías  legales  y  los  domas 
tlrátnites  de  los  juicios  que  en  la  legislación  de 
cada  país  tiene  señalado  un  término  que  no  es 
lícito  traspasar,  han  ocurrido  al  Poder  Ejecutivo 
por  sus  Cónsules  ó  Ministros  públicos  preten- 
diendo la  indemnización  de  los  perjuicios  que 
ellos  mismos  por  su  culpa  y  negligencia  han  he- 
cho irreparables.  En  Venezuela,  osí  como  en  las 
dbmas  gobiernos  propiamente  constitucionales, 
el  Poder  Ejecutivo  no  puede  hacer  ninguna  in- 
trusión en  el  judicial,  y  no  se  conocen  excepcio- 
nes ni  diferencias  entre  nacionales  y  extranjeros, 
puesto  que  todos  están  obligados  &  observar  re- 
fígiosamecté  las  leyes 

Sensible  será  al  Gobierno  que  por  error,  por 
utia  vana  confianza,  ó  por  omisiones  voluntarias, 
los  extranjeros  que  habitan  el  país  sufran  algu- 
nas veces  perjuicios  en  sus  derechos  é  intereses. 
Por  lo  tanto,  de  orden  suya  se  excita  á  los  Sres. 
Ministros  y  Cónsules  residentes  en  la  República, 
para  que  hagan  entender  á  sus  respectivos  na- 
cionales de  la  manera  que  tengan  por  convenien- 
te, la  obligación  y  la  necesidad  en  que  se  hallan 
de  seguir  las  formas  que  las  leyes  establecen  en 
todos  los  casos  en  que  se  sientan  agraviados  y 
aspiren  á  obtener  cumplida  justicia,  evitando  así 
los  males  que  por  sus  descuidos  puedan  sobreve- 
nirles, y  que  al  Gobierno  no  es  facultativo  reme- 
diar cuando  acuden  á  él  con  tules  reclamos. 

Smüh. 
EXTRANJEROS,  resolución    ejecutiva   de 

10  DE  JUNIO  DE  1842  sobre  siis  pasaportes. 

Secretaría  del  Interior. — Caracas  Jnnío  10  de  1842. 
La  Constitución  de  la  República  en  el  ^  16 
del  artículo  161  dejó  á  cargo  de  las  Diputaciones 
provinciales  la  formación  de  los  reglamentos  de 
policía  urbana  y  rural  según  lo  dispusiera  la  ley, 
y  también  por  el  ^ M  del  mismo  artículo  autori- 
zó á  las  Diputaciones  para  establecer  impuestos 
provinciales  ó  municipales:  la  ley  orgánica  de 
provincias  de  24  de  Abril  de  1838  dispone  en  su 
artículo  24  que  los  gobernadores  visen  los  pasa- 
portes de  las  personas  que  vengan  de  paises  ex- 
tranjeros y  que  expiiian  los  de  las  personas  que 
salgan  para  los  mismos  paises  sin  hacer  distin- 
ción de  venezolanos  ó  extranjeros  y  todo  con- 
forme á  las  ordenanzas  de  policía  que  deben  dir- 
tar  las  Diputaciones ;  y  la  ley  sobre  rentas  mu- 
nicípales  de  27  de  Abril  de  1839  declaró  como 
tiles  rentas  en  el  ^  16  del  artículo  I9  el  derecho 
que  las  Diputaciones  impusiesen  sobre  los  pasa- 
portes para  fuera  del  territorio  de  la  República: 
por  último  en  consonancia  con  todas  estas  dis- 
jiosiciones  constitucionales  y  legislativas,  las  res- 
pectivas Diputaciones  de  las  pro  viudas   litorales 
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han  reglamentado  el  modo  de  expedir  los  pasa- 
portes para  el  extranjero  y  establecido  el  dere- 
cho que  deben  pagar  todos  los  que  los  necesiten ; 
sietído  de  notarse  que  cuando  alguna  vez  las  Di- 
putaciones han  gravado  con  mas  derecho  de  pa- 
saporte 6  los  extranjeros  sin  exceptuar  A  los  que 
pertenecen  á  naciones  que  tienen  tratados  con 
Venezuela,  las  Cámaras  han  reprobado  la  dispo« 
sicion.  No  puede,  pues,  el  Poder  Ejecutivo  dis- 
poner que  los  gobernadores  de  provincia  no  ex- 
pidan los  pasaportes  de  los  franceses  que  quie- 
ran ausentarse  del  país,  ni  que  dejen  de  pagar 
por  consiguiente  el  derecho  que  por  tal  respecto 
hayan  impuesto  bs' Diputaciones. 

Cn  cu-anto  á  Ja  devolución  de  los  pasaportes 
que  presenten  los  franceses  no  habiendo  nada  dis- 
puesto por  las  ordenanzas  provinciales,  el  Go- 
bierno reiterará  las  órdenes  que  tiene  dadas  para 
que  se  devuelvan  los  pasaportes  que  presenten 
los  extranjeros  después  de  visados  por  el  gober- 
nador ó  jefe  político  respectivo. 

Trascríbase  á  la  Secretaría  de  Relaciones  Ex- 
teriores en  c(mtesiacion  y  comuniqúese  en  cii- 
cular  ÉL  los  gobernadores  para  su  inteligencia  y 
cumplimiento  en  la  parte  respectiva,  y  publique- 
se. — Por  S.  E. — Acevedo. 
EXTRANJEROS,  rksolucion  ejecutiva  de 

22  DE  JUNIO  DE  1842  sobre  I  o  mismo  que  la 

anterior. 

Secretaría  de  lo  Interior.— Sección  2.— Caracas 
Juüio  22  de  1812. 

Resuelto. — La  resolución  de  10  del  corriente 
publicada  en  la  Gaceta  número  597  bajo  el  mote 
'•pasaporte  de  extranjeros,"  se  expidió  á  conse- 
cuencia de  un  reclamo  del  Sr.  Encargado  de  Ne- 
gocios de  Francia  solicitando  que  no  se  obligue 
á  los  franceses  que  salen  del  país,  á  tomar  pasa- 
porte de  la  autoridad  local,  sino  que  S(damente 
se  vise  por  <licha  autoridad  el  pasaporte  que  pre- 
sente de  la  Legación  ó  Consulado  francés  res- 
pectivo; y  pi»r  esta  razón  lo  dispositivo  de  la  re- 
stducion  se  contrae  á  los  franceses  que  quieran 
ausentarse  del  país,  ó  que  presenten  sus  pasa- 
portes al  entrar  en  él,  ún  que  de  ningún  mudo 
se  entienda  que  los  demás  extranjeros  no  están 
sometidos  á  las  mismas  reglas  que  los  franceses, 
como  parece  que  ha  podic'o  entenderse  según 
reclamación  hecha  por  el  Sr.  Encargado  de  Ne- 
gocios de  Francia,  trasmitida  á  este  despacho 
por  la  Secretaría  de  Relaciones  Exteriores.  La 
misma  resolución  expresa  que  las  reglas  dictadas 
por  las  Diputaciones  de  las  provincias  litorales 
obligan  tanto  6  todos  I04  extranjeros  como  á  los 
venezolanos. 

Dígase,  pues,  así  en  contestación  á  la  Secre* 
taría  de  Relaciones  Exteriores  y  publíqueae». 
Por  S.  K'—Acevedo. 
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EXTRANJEROS*  resolución  ejecutiva  de 
7  DE  FEBRERO  DE  1848  estableciendo  reglas 
para  cuando  se  ingieran  en  la  política. 

Belaciones  Extcriores.—Carácas  Febrero  7  de 
1848.— Besnelto. 

Dígase  en  circular  á  los  Sres.  Gobernadores. 

•»En  las  circunstancias  en  que  se  encuentra  la 
República  debiendo  el  Poder  Ejecutivo  propen- 
der eficazmente  &  evitar  males  7  á  procurar  en 
lo  posible  las  funestas  consecuencias  de  la  exal- 
tación de  los  ánimos,  ha  tenido  á  bien  S.  £.  el 
Presidente  de  la  República  disponer  que  US.  lla- 
me muy  particularmente  la  atención  de  todos  los 
ciudadanos  hacia  el  deber  que  tienen  con  espe- 
cialidad de  respetar  las  personas  y  propiedades 
de  los  extranjeros  que  deben  permanecer  neu- 
trales en  nuestras  diferencias  políticas. 

Al  efecto  dispondrá  US.  la  publicación  de  un 
bando  en  este  «entido  en  todos  los  cantones  y 
parroquias  de  su  jurisdicción,  y  ordenará  á  todas 
las  autoridades  que  estén  sumamente  vigilantes 
para  impedir  con  prontitud  y  eficacia  cualquier 
abnso,  bien  sea  de  algún  ciudadano,  bien  del  ex- 
tranjero que  indebidamente  se  mezcle  en  la  polí- 
tica. Cuando  esto  último  suceda  deberá  proce- 
dersc  por  las  autoridades,  primero  á  amonestar 
seriamente  al  individuo  y  en  seguida  á  formar 
un  expediente  en  que  se  acrediten  todos  los  he- 
chos que  prueben  la  mala  conducta  del  extranje- 
ro, para  obrar  con  arreglo  á  las  leyes  según  fue- 
re dicha  conducta;  pero  teniendo  siempre  no  so- 
lo suficiente  energía,  sino  mucha  prudencia. 

Soy  de  US.  muy  atento  servidor. 

R.  Ácevedo, 

Trascríbase  esta  nota  á  la  Secretaría  de  Guer- 
ra para  que  disponga  que  se  circule  á  los  seño- 
res comandantes  de  armas,  al  estado  mayor,  á 
todos  los  jefes  de  división  áfin  de  que  dentro  del 
círculo  de  sus  funciones  procedan  en  el  sentido 
que  recomienda  el  Gobierno." 

Por  S.  E. — R.  Acevedo. 
EXTRANJEROS,  resolución  ejecutiva  de 

23    DE    diciembre    de     1848    estableciendo 

reglas  en  los  juicios  que  se  les  sigan  por 

conspiración. 

Secretaría  del  Interior.— Sección  2. " —Caracas 
Diciembre  23  do  1848.— Resuelto. 

Dígase  á  los  Gobernadores  de  provincia. 

£n  todos  tiempos  ha  procurado  el  Gobierno 
que  los  extranjeros  tengan  en  el  país  la  mejor 
acogida  y  gocen  efectivamente  de  los  derechos 
que  les  conceden  la  Constitución  y  las  leyes,  y 
en  las  presentes  circunstancias  ha  recomendado 
muy  particularmente  que  se  empeñen  las  autori- 
dades en  destruir  cualquiera  prevención  que  hu- 
biera podido  tenerse  en  contra  de  ellos  y  se  obra- 
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se  con  dittho  fin,  con  la  mayor  circunspección  en 
todos  los  negocios  que  con  ellos  tuvieran  rela- 
ción. Ha  querido  el  Gobierno  con  esta  conducta* 
arreglada  álos  principios  de  justicia  que  le  guian, 
no  solo  acreditar  que  en  Venezuela  son  efectivas 
las  ventajas  y  garantías  que  brinda  á  los  extran- 
jeros, sino  evitar  todo  reclamo  de  parte  de  los 
representantes  de  las  naciones  amigas  con  quie- 
nes debe  y  desea  conservar  las  mas  cordiales 
relaciones. 

Si  algunos  extranjeros  olvidando  desgraciada- 
mente los  deberes  que  tienen  que  cumplir,  tanto 
respecto  de  su  nación  como  de  la  República  se 
mezclaren  en  nuestros  negocios,  y  lo  que  es  mas, 
se  uniesen  á  los  enemigos  del  Gobierno  y  cons- 
pirasen contra  él,  deben  ciertamente  sufrir  los 
procedimientos  y  castigo  que  mereciere  su  con- 
ducta; pero  en  ese  mismo  procedimiento  y  cas- 
tigo debe  observarse  la  mas  estricta  imparciali- 
dad; deben  cumplirse  religiosamente  las  leyes, 
debe  acreditarse  en  fin,  que  se  procede  con  ellos 
como  con  cualquier  venezolano.  Toda  infracción 
de  estos  principios  es  un  delito,  y  el  Gobierno 
está  resuelto  á  hacer  efectiva  la  responsabilidad 
de  las  autoridades  que  la  cometieren. 

La  circunspección  en  los  procedimientos  con- 
tra los  extranjeros,  y  hasta  una  minuciosa  escru- 
pulosidad en  la  observancia  de  todas  las  garan- 
tías que  les  conceden  la  Constitución  y  las  leyes, 
en  nada  se  oponen  á  aquellos  procedimientos 
■provocados  por  su  conducta  ;  y  quiere  el  Go- 
bierno que  se  observen  en  todas  ocasiones,  no 
solo  con  los  extranjeros  sino  con  los  venezola- 
nos. Así  se  obrará  en  justicia,  serán  efectivas 
las  garantías  de  todos,  y  se  evitarán  multitud  de 
reclamaciones. 

En  consecuencia  dispone  el  Gobierno,  que 
US.  haga  las  prevenciones  mas  terminantes  á 
todas  las  autoridades  de  esa  provincia  para  que 
obren  en  este  sentido,  vigile  constantemente  en 
su  puntual  cumplimiento;  é  imponga  y  haga  im- 
poner la  responsabilidad  á  aquellos  que  las  de- 
sobedecieren, dando  cuenta  del  resultado. 

Por  S.  E.—Yépes. 
EXTRANJEROS,  resolución  ejecutiva  de 

9  de  febrero  de  1848  dictando  medidas  de 

seguridad  en  favor  de  los  residentes  en  la 

República. 

Relaciones  Exteriores.— Caracas  Febrero  9  de  1848. 

A  los  Sres.  Encargados  de  Negocios  y  Cónsules 

fenerales  extranjeros  residentes  en  esta  capital. 
!1  infraescrito  Secretario  de  Estado  del  Des- 
pacho de  Relaciones  Exteriores  tiene  el  honor 

de  remitir  adjunto  al  Sr.-^ Encargado  de 

Negocios  de  una  copia  de  la  comunica- 

ción que  con  fecha  de  ayer  se  pasó  por  eate  Mi- 
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nisterio  á  los  gobernadores  de  provincia,  orde- 
nándoles  la  publicación  de  un  bando  en  todos  los 
cantones  y  parroquias  de  su  jurisdicción,  con  el 
objeto  de  llamar  la  atención  de  todos  los  ciuda- 
danos de  la  República  hacia  el  deber  especial 
ue  tienen  de  respetar  las  personas  y  propieda- 
68  de  los  extranjeros  residentes  en  el  paÍ9,  que 
permanezcan  neutrales  en  nuestras  diferencias 
políticas,  y  previniéndoles  que  recomienden  á 
todas  las  auturidades  la  mayor  vigilancia  para 
precaver  cualquiera  falta  contra  los  derechos  que 
gozan  como  tales  extranjeros,  como  también  pa- 
ra impedir  los  abusos  que  pudieran  estos  come- 
ter faltando  á  la  neutralidad  debida.  La  misma 
nota  se  ha  trascrito  al  Sr.  Secretario  de  Guerra 
para  que  se  comunique  á  los  señores  comandan- 
tes de  armas,  estado  mayor  y  jefes  de  divisiones 
y  operaciones. 

Espera  el  infraescríto  que  este  acto  expontá- 
neo  de  justicia  por  parte  de  su  Gobierno  en  fa- 
vor de  los  extranjeros  que  llenan  sus  deberes, 
será  debidamente  apreciado  por  el  Sr 


y  que  su  Gobierno  verá  en  él  una  nueva  prueba 
de  los  deseos  que  animan  á  S.  E.  el  Presidente 
de  la  República  de  mantener  y  animar  el  justo 
respeto  que  felizmente  se  ha  visto  guardar  á  la 
propiedad  y  á  los  derechos  de  los  extranjeros, 
sin  que  se  haya  dado  motivo  á  una  queja  en  me- 
dio de  los  efectos  de  una  excitación  popular,  es- 
trechándose de  esta  manera  cada  vez  mas  las  re- 
laciones de  amistad  y  buena  inteligencia  que 
existen  entre  las  dos  naciones. 

Aprovecha  el  infraescrito  esta  oportunidad  pa- 
ra reiterar  al  Sr.  las  seguridades  de  su 

consideración  muy  distinguida. — fí.  Acevedo. 
EXTRANJEROS.  Véase  Médicos  y  cirujanos 

extranjeros* 
EXTRANJEROS  pertenecientes  a  órdenes 

RELIGIOSAS.    RESOLUCIÓN   EJEOOTIVA  DE  5  DE 

FEBRERO  DE  1849  prohibiéndoles  la  entrada 
en  el  territorio  de  la  República. 


Secretaría  del  Interior. — Sección  1.- 
brero  6  de  1849.— Resuelto. 


-Caracas  Fe- 
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Dígase  á  los  Gobernadores  de  provincia. 

Considerando  el  Poder  Ejecutivo  que  no  pue- 
den establecerse  en  la  República  comunidades 
religiosas  sin  permiso  del  Congreso,  según  lo 
dispuesto  en  el  número  5?  del  artículo  4^  de  la 
ley  de  Patronato:  que  por  los  Cánones,  que  son 
leyes  vigentes  del  Estado,  es  prohibido  á  los  re- 
ligiosos vivir  fuera  de  sus  claustros :  que  por  el 
decreto  de  23  do  Febrero  de  1837  están  suprimi- 
dos en  la  República  los  conventos  menores  de 
religiosos:  que  una  multitud  de  sacerdotes,  tan- 
to regulares  como  seculaies,  que  vagan  en  algu- 
nas naciones  de  Europa,  principalmente  después 
de  las  guerras  intestinas  de  la  Espafia,  vienen  & 
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la  América  trayendo  algunos  fatales  anteceden- 
tes y  doctrinas:  que  una  parte  considerable  de 
los  que  han  venido  ft  la  República,  unos  han  ob- 
servado una  conducta  escandalosa,  otros  se  han 
vuelto  al  exterior  tan  luego  como  han  hecho  al- 
guna fortuna,  y  los  mas  han  hostilizado  al  Go- 
bierno: que  los  sacerdotes  por  su  ministerio  no 
pueden  ser  considerados  como  simples  extranje- 
ros por  la  autoridad  que  ejercen  sobre  las  con- 
ciencias y  la  imposibilidad  de  reprimir  sus  abu- 
sos: que  el  Poder  Ejecutivo  así  como  debe  pro- 
tejer  la  entrada  de  los  extranjeros  útiles  al  país 
debe  impedir  la  de  los  que  sean  perjudiciales  pa- 
ra no  hacerse  cómplice,  hasta  cierto  punto,  de 
los  males  que  estos  causarian. 

En  fuerza  de  las  razones  expuestas  y  en  uso 
de  la  facultad  que  le  concede  el  parágrafo  único 
del  artículo  único  del  decreto  legislativo  de  15 
de  Mayo  de  1845,  se  ha  servido  declarar  como 
perjudiciales  á  los  intereses  de  la  República  to- 
dos los  extranjeros  de  ambos  sexos  pertenecien- 
tes á  cualesquiera  de  las  órdenes  religiosas  quo 
existan,  bajo  cualquier  nombre  ú  objeto,  así  co- 
mo los  sacerdotes  seculares,  y  en  consecuencia 
les  prohibe  la  entrada  en  el  territorio  de  la  Re- 
pública. 

Mas  como  puede  haber  algunos  sacerdotes  se- 
culan  s  que  deseen  venir  al  país  y  que  por  sus 
virtudes  merezcan  ser  admitidos,  el  Poder  Eje- 
cutivo se  reserva  conceder  o  no  al  que  lo  solici- 
te el  permiso  correspondiente. 

Los  gobernadores  de  provincia  dictarán  las  ór- 
denes mas  perentorias  para  que  no  se  admita  en 
ningún  puerto  á  sacerdote  alguno  que  no  se  pre- 
sentare con  el  permiso  del  Gobierno;  y  aquellos 
que  vengan  sin  él  serán  reembarcados  inmedia- 
tamente para  el  extranjero:  haciendo  responsa- 
bles á  las  autoridades  que  bajo  cualquier  pretex- 
to no  cumplan  puntualmente  dicha  disposición. 
Respecto  á  los  sacerdotes  ya  introducidos  en 
el  país,  el  Gobierno  obrará  de  acuerdo  con  su 
conducta  y  de  conformidad  con  las  leyes,  usan- 
do de  las  facultades  que  tiene  para  velar  sobre 
lab  instituciones  de  ministerio  público  cual  es  la 
del  sacerdocio. — Soy,  &c. 

Por  S.  E. — Guzman, 
Es  copia. — Guzman, 
EXTRANJEROS  pertenecientes  a  órdenes 

RELIGIOSAS.  Véase  Jesuitas. 
EXTRANJEROS.  Libertad  que  tienen  para  la 
celebración  de  sus  matrimonios.  Véase    Ma- 
trimonio^ R.  E.  de  9  de  Mayo  de  1S35. 

EXTRANJEROS.    Véase   Carlas  concejiles, 
R.  E.  de  27  de  Octubre  de  1851. 

EXTRANJEROS,  resolución  ejecutiva  de 
8  DE  ABRIL  DE  184&  ji/ando  los  casos  en  que 
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pueden  enarbolar  los  pabellones  de  sus  res- 
pectivas naciones. 

Secretaria  de  Hacienda  y  Belaciones  Exteriores. 
—Caracas,  Abril  8  de  1848. 

JRc5i¿eZío«— Constando  á  S.  E.  el  Vicepresi- 
dente de  la  República  que  en  diferentes  puntos 
del  pais  algunos  extranjeros  suelen  enarbolar  la 
bandera  de  su  nación  en  el  exterior  de  sus  casas, 
diariamente  ó  con  nnucha  frecuencia,  alegando 
por  motivo  el  estado  de  turbación  en  que  se  ha 
encontrado  la  República  6  el  tránsito  de  tropas 
por  los  lugares  de  su  residencia  y  con  el  desig- 
nio de  que  se  respeten  sus  habitaciones  cubiertas 
con  su  pabellón,  flan  reñexionar  que  la  repetición 
innecesaria  de  ese  hecho  puede  afectar  sensible- 
mente á  algunos  venezolanos,  que  la  achaquen  á 
mala  parte  no  sin  razones  que  tengan  un  origen 
noble  en  el  conocimiento  del  gran  respeto  que 
generalmente  tributan  nuestros  ciudadanos  á  los 
derechos  individuales  principalmente  de  los  ex- 
tranjeros, lo  cual  puede  traer  desagrados  de  no 
poca  consecuencia ;  ha  resuelto  en  esta  fecha ; 
que  se  haga  entender  k  los  extranjeros  que  resi- 
den en  el  país,  que  no  es  permitido  enarbolar  los 
pabellones  extranjeros  bien  sea  en  poblado  ó  en 
los  campos  sino  en  los  días  de  fiestas  nacionales 
sean  de  Venezuela  6  de  sus  respectivas  naciones 
6  en  los  momentos  precisos  de  actual  conmoción 
popular ;  debiendo  los  funcionarios  respectivos 
de  policía  obligar  al  que  infringiere  esta  disposi- 
ción á  recoger  el  que  haya  enarbolado,  valiéndo- 
se al  efecto,  si  fuere  necesario,  de  los  apremios 
legales  contra  los  que  faltan  á  la  obediencia  de- 
bida &  las  autoridades.  Esta  disposición  en  nada 
toca  ni  altera  el  derecho  de  los  seftores  agentes 
diplomáticos,  para  el  uso  de  sus  pabellones,  ni 
la  práctica  permitida  respecto  de  los  señores  cón- 
sules y  vicecónsules. 

Circúlese  á  los  seffores  Gobernadores  para  su 
cumplimiento,  publíquese  en  la  Gaceta  y  remíta- 
se en  copia  á  los  señores  agentes  diplomáticos 
para  su  conocimiento  y  el  de  sus  nacionales. 
'  Por  S.  E. — Acevedo. 
EXTRANJEROS,  resolución   ejecutiva  de 

5  DE  JUNIO  DE  1853,  sobre  protección  de  sus 

personas  y  bienes* 

Despacho  de   Relaciones    exteriores.— Caracas. 
Jimio  5  de  ISdS." Resuelto. 

Siendo  deber  de  la  República,  tanto  por  el  de- 
recho de  gentes  natural  como  por  el  convencio- 
nal establecido  en  los  tratados  que  la  ligan  con 
otras  naciones,  proteger  á  los  extranjeros  que  se 
encuentran  en  el  país,  mientras  no  violen  la  ex- 
tricta  neutralidad  que  les  corresponde  guardar 
en  estas  circunstancias,  en  que  se  ha  turbado  la 
paz  pública  por  los  enemigos  del  orden  constitu- 
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cional,  con  el  fin  de  prevenir  las  perniciosas  con- 
secuencias á  que  pueden  dar  margen  las  cuestio- 
nes que  se  susciten  sobre  el  particular.  Se  re- 
suelve :  que  se  libren  órdenes  á  todas  las  autori« 
dades  civiles  y  militares  de  la  República  para 
que  dispensen,  y  hagan  dispensar  en  sus  perso- 
nas y  bienes  á  los  extranjeros  que  no  tomen 
parte  en  las  discusiones  intestinas,  la  protección 
á  que  son  acreedores  en  virtud  del  derecho  in* 
ternacional.  y  algunos  también  en  virtud  de  los 
tratados  vigente?,  que  son  los  celebrados  con  la 
Gran  Bretaña  en  1825,  con  la  Nueva  Granada 
en  1842,  con  Francia  en  1843,  y  con  España  en 
1845,  y  para  que  no  consientan  que  se  falte  en 
lo  mas  mínimo  á  las  estipulaciones  contenidas 
en  esos  pactos.  Comuniqúese  á  los  señores  Mi- 
nistros del  Interior  y  Justicia  y  de  Guerra  y  Ma- 
rina, á  fin  de  que,  cada  uno  en  la  parte  que  le 
toca,  cumpla  lo  dispuesto  en  esta  resolución. 

Por  S.  E. — Planas. — ^Es  copia. — Pianos, 
EXTRANJEROS,  decreto  de  6  de  varzo 
DE  1854,  estableciendo  que  ninguno  tiene  aC' 
cion  para  reclamar  del  gobierno  perjuicios 
ouo  no  hayan  sido  causados  por  autoridades 
legítimas. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

decretan: 

Art.  único.  Ningún  extranjero  tiene  acción 
para  reclamar  del  Gobierno  legítimo  de  la  Re- 
pública, por  via  de  indemnización  ó  resarcimien- 
to,los  daños  y  perjuicios  que  sufran  sus  intere- 
ses por  consecuencia  de  las  conmociones  políti- 
cas ó  cualquiera  otra  causa,  cuando  tales  daños 
y  perjuicios  no  hayan  sido  causados  por  autori- 
dades legítimas  ;  salvándose  siempre  el  derecho 
de  repetir  contra  un  tercero  toda  clase  de  indem- 
nizaciones con  arreglo  á  las  leyes  comunes,  y 
en  los  casos  prescritos  por  ellas. 

Dado  en  Cacácas  á  2  de  Marzo  de  1854,  año 
25  de  la  ley  y  44  de  la  independencia. 

El  Vice-presidente  del  Senado,  Víctor  J.  Diez* 
— El  Presidente  de  la  Cámara  de  Representan- 
tes, Francisco  Oriack* — El  Secretario  del  Sena- 
do, J.  A.  Pérez. — El  Secretario  de  la  Cámara 
de  Representantes. — J.  Padilla. 

Caracas,  Marzo  6  de  1854,  año  25  de  la  ley  y 
44  de  la  independencia. — Ejecútese.—/.  G.  Mo^ 
nagas* — Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repúbli- 
ca.— El  Secretario  de  Estado  en  los  Despachos 
del  Interior,  Justicia  y  Relaciones  Exteriores. — 
Simón  Planas. — Es  copia. — Planas, 
FÁBRICA   de  iglesias.  Véase  Mayordomías 

de  fábrica. 
FÁBRICA  DE  velas  y  jabón.  Véase  Tenerías* 
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FABRICACIONES  en  materia  pe  indus- 
trias. Véase  Patentes  de  industria. 

FACTURAS.  Véase  Importación,  R.  E.  de  11 
de  Febrero  de  1837. 

FACULTAD  medica,  decreto  del  liberta- 
dor DE  25  DE  JUNIO  DE  1827  estableciéndola 
y  organizándoia* 

Simón  Bolívar.  4^c.  ófC,  ^c. 

Importando  al  mejor  orden  de  los  diferentes 
ramos  del  arte  de  curar,  al  mejor  servicio  publi- 
co, y  a]  fomento  de  las  ciencias  físicas  y  médicas, 
todavía  nacientes  en  este  país,  el  establecimien- 
to de  una  facultad  médica  organizada  del  modo 
mas  conducente  á  estos  ñnes :  en  uso  de  las  fa- 
cultades extraordinarias  que  ejerzo,  y  oido  el  dic- 
tamen de  los  profesores  de  la  facultad,  decreto  : 

SECCIÓN  PRIMERA. 

Nombre,  instituto,  composición,  objeto,  fundo* 
nes,  armas  y  sello  de  la  facultad. 

Art.  19  Los  médicos  y  cirujanos  se  asocian  en 
cuerpo,  bajo  el  nombre  de  facultad  médica  de 
Caracas.  Su  jurisdicción  será  extensiva  á  los  de- 
partamentos de  Venezuela,  Maturin,  Orinoco  y 
Zúlia. 

Art.  29  £1  instituto  de  esta  asociación  es,  19: 
facilitar  y  aumentar  la  adquisición  de  las  luces, 
por  la  mutua  cooperación,  por  sus  comunicacio- 
nes con  las  corporaciones  análogas  de  otros  paí- 
ses, y  la  suscripción  á  sus  periódicos :  29  :  esta- 
blecer de  acuerdo  con  la  Universidad  un  sistema 
de  enseñanza  médica  sobre  bases  exte^s  y  ade- 
cuadas á  la  formación  de  buenos  profesores,  se- 
gún los  métodos  actualmente  establecidos  en  los 
paises  mas  cultos,  y  correspondiente  al  rango  de 
civilización  que  tiene  esta  capital  de  Venezuela. 

Art.  39  La  facultad  médica  se  compone,  I9 : 
de  miembros  propietarios,  ministros  de  su  tribu- 
nal :  29 :  de  miembros  ordinarios  que  pertene- 
cen á  su  cuerpo.  Los  primeros  serán  siete,  por 
lo  menos  y  quince  por  lo  mas  elegidos  de  entre 
los  médicos,  cirujanos  y  farmacéuticos  latinos  de 
carrera  regular,  que  pertenezcan  á  su  cuerpo. 
Los  segundos  son  todos  los  médicos,  miembros 
del  anterior  protomedicato  de  Caracas,  los  médi- 
cos, cirujanos  y  farmacéuticos  extranjeros  ó  de 
otras  facultades  de  la  República  que  se  incorpo- 
ren, los  médicos  de  las  escuelas  de  la  Universi- 
dad, los  cirujanos  y  farmacéuticos  que  fueren 
examinados  y  aprobados  por  la  facultad  y  todos 
los  miembros  honorarios. 

Art.  49  Todos  los  médicos  miembros  del  an- 
terior protomedicato  de  Caracas  son  miembros 
ordinarios  natos  de  la  facultad  por  quedar  aquel 
refundido  en  esta  corporación. 

Art.  5^  Serán  miembros  natos  del  tribunal  los 
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catedráticos  y  nombrados  para  examinadores  con- 
forme al  artículo  279  del  reglanaento  de  la  Uni- 
versidad. 

Art.  69  Por  la  primera  vez  la  Subdireccion 
departaiñental  completará  el  número  de  los  miem- 
bros propietarios  que  faltaren  para  llenar  con 
los  catedráticos  el  número  antes  dicho.  Los 
miembros  honorarios  y  los  reemplazos  de  los 
propietarios  que  no  sean  catedráticos  ó  examina- 
dores se  harán  en  lo  venidero  por  la  facultad  á 
mayoría  absoluta  de  votos. 

Art.  79  Todos  los  actos  de  la  facultad  lleva- 
rán su  sello,  que  será  un  escudo  redondo,  con 
un  lente  concentrando  en  un  foco  los  rayos  de 
luz,  una  orla  que  ú\gñ  facultad  médica  de  Cara- 
cas,  año  de  1827  :  el  sol  de  la  libertad  por  cime- 
ra del  escudo,  iluminándolo  en  su  centro :  Es- 
culapio y  Mercurio  de  sostenes  á  los  lados,  con 
sus  atributos,  y  debajo  el  mote :  Lux  concentra- 
ta  clarior, 

SECCIÓN  SEGUNDA. 

Funciones  de  la  facultad, 

Art  89  Lu  facultad  médica  de  Caracas  ejerce, 
19:  todas  las  funciones  que  ejercía  el  anterior 
tribunal  del  protomedicato  ;  esto  es,  examina  y 
da  título  de  cirujano  y  boticario :  revalida  y  da 
títulos  de  médico,  cirujano  y  boticario  á  los  ex- 
tranjeros :  da  diploma  de  incorporación  á  los  na- 
cionales de  otras  universidades  y  facultades  de  la 
República :  examina  y  da  título  á  los  sangrado- 
res y  parteras  :  cuida  del  exacto  desempeño  de 
los  deberes  profesionales  de  los  individuos  de 
estos  tres  ramos,  los  censura  y  castiga  con  mul- 
tas, suspensión  y  separación  de  su  gremio,  por 
faltas  de  conducta  que  perjudiquen  los  intereses 
y  el  honor  de  h  profesión ;  está  encargada  de 
visitar  anualmente  por  sí,  ó  por  la  persona  ó  per- 
sonas que  designe,  todas  las  boticas  del  distrito 
de  su  jurisdicción  ;  de  fijar  y  modificar  de  tiem- 
po en  tiempo  un  arancel  de  drogas  que  conozca 
el  público ;  de  cuidar  que  acerca  de  las  boticas  y 
los  exámenes  que  deben  sufrir  los  boticarios  se 
observen  las  leyes  vigentes,  especialmente  las 
contenidas  en  el  tít,  13  de  la  nov.  llecop. ;  de 
hacer  efectivo  el  cumplimiento  de  las  leyes  que 
tmian  de  las  faltas  de  los  boticarios,  médicos,  ci- 
rujanos, délos  intrusos  en  estas  facultades  ó  que 
se  exceden  de  los  límites  de  aquellos  ramos  para 
que  las  leyes  los  han  habilitado,  de  la  venta  de 
drogas  fuera  de  las  boticas,  dirigiéndose  á  los  tri- 
bunales de  policía  de  un  modo  oficial  y  que  deje 
constancia;  de  proponer  á  las  juntas  de  sanidad 
las  medidas  ó  reglamentos  sanitarios  ó  métodos 
de  tratamientos  convenientes,  según  el  clima,  las 
localidades  y  las  enfermedades  que  reinan  endé- 
mica ó  epidémicamente  :  de  vigilar  sobre  el  me- 
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jor  arreglo  de  los  establecimientos  de  vacuna  pa- 
ra que  no  se  introduzca  la  perniciosa  enferme- 
dad de  la  viruela.  Segundo  :  preside,  como  sec- 
cioi  de  la  Universidad,  &  los  estudios  médicos, 
reforma  sus  reglamentos,  establece  el  número, 
orden,  duración  y  modu  de  sus  cursos ;  y  pro- 
mueve los  progresos  de  la  ciencia  por  cuantos 
medios  estén  á  su  alcance. 

Art.  99  Por  sí  sola  desempeña  las  primeras 
funciones  como  una  sección  déla  Ijniversidad  ; 
y  en  armonía  con  ella,  con  la  intervención  del 
claustro  pleno  de  esta,  y  aprobación  de  la  Sub- 
direccion  de  estudios,  arregla  las  segundas,  I9  : 
por  el  establecimiento  de  las  clases  necesarias  : 
29 :  por  el  de  una  sociedad  médica  de  instruc- 
ción :  39:  por  el  de  una  librería  :  49:  por  el 
de  un  museo  de  preparaciones  anatómicas  y  pa- 
tológicas, y  aun  de  producciones  de  historia  na- 
tural; 59:  por  el  de  un  aparato  filosófico  quí- 
mico. 

Art.  10.  Estos  establecimientos  de  la  escuela 
y  sociedad  serán  reglamentados  al  tiempo  de  su 
formación.  La  biblioteca,  el  museo  y  el  aparato, 
serán  anexos  á  la  facultad  y  6  la  sociedad  y  cos- 
teados de  sus  fondos. 

SECCIÓN  TERCERA. 

De  la  organización  del  tribunal  de  la  facultad 
médica. 

Art.  11.  El  tribunal  de  la  facultad  se  forma  de 
un  director,  de  un  vicedirector,  dos  conciliarios, 
un  censor,  dos  conjueces  y  un  secretario. 

Art.  12.  El  director  es  el  jefe  del  estableci- 
miento, presiile  en  su  tribunal  y  en  todos  lus  ac- 
tos de  su  jurisdicción,  guarda  el  sello  de  la  fa- 
cultad, firma  las  actas  y  diplomas  del  tribuna], 
cita  para  las  juntas  semanales  y  mensuales  or- 
dinarias y  extraordinarias :  es  el  órgano  por  don- 
de son  llevadas  las  proposiciones  de  las  juntas 
semanales  á  las  mensuales,  ó  generales  :  á  nom- 
bre de  la  facultad  lleva  la  correspondencia  con 
las  corporaciones  extranjeras  :  en  sus  actos  ju- 
risdiccionales se  entiende  con  el  Gobierno  de- 
partamental ó  sus  dependencias,  y  por  el  inter- 
medio de  aquel  con  el  Gobierno  supremo:  en 
los  juramentos  literarios  se  pone  de  acuerdo  con 
la  Universidad,  para  darle  el  curso  que  &  los  de- 
mas  de  esta,  según  su  reglamento. 

Art.  13.  El  vicedirector  suplo  las  ausencias 
del  director ;  es  miembro  del  tribunal,  asiste  á 
todas  las  sesiones  semanales,  firma  con  el  direc- 
tor todas  las  actas  y  diplomas  del  tiibunal,  y  es 
el  tesorero  de  lus  fundos  de  la  facultad. 

Art.  14.  Los  conciliarios  son  auxiliares  del  di- 
rector, son  miembros  del  tribunal,  asisten  á  to- 
das las  sesiones  semanales,  suplen  las  ausencias 
d^l  director  á  falta  del  vicedirector^  precediendo 
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entonces  el  conciliario  primer  nombrado  al  se- 
gundo ;  y  junto  con  otro  miembro  elegido  por  la 
junta  general,  revisan  y  finiquitan  las  cuentas 
presentadas  anualmente  ])or  el  vicedirector  á  la 
facultad,  asisten  á  tudas  las  juntas  semanales, 
firman  las  actas  y  diplomas  del  tribunal,  exami- 
nan juntos  con  el  censor,  y  presentan  á  la  junta 
general  la  relación  de  las  memorias,  libros  ü 
otros  escritos  que  se  envíen  á  la  facultad. 

Art.  15.  El  censor  es  el  quinto  ministro  de  la 
facultad,  preside  las  juntas  generales  á  falta  del 
director,  vicedirector  y  conciliarios,  asiste  6  las 
juntas  semanales,  está  encargado  de  la  observan- 
cia de  estos  estatutos,  y  de  reclamar  contra  su 
infracción,  y  contra  la  falta  de  cumplimiento  de 
los  acuerdos,  órdenes  y  reglamentus  que  rijan 
en  cualquier  establecimiento  particular  que  ema- 
ne de  la  facultad:  visa  los  libramientos  del  di- 
rector :  examina  con  los  conciliarios  y  conjueces 
las  memorias,  discursos  ú  ubras  piesentadas  á 
esta,  y  presenta  con  ellos  el  informe  á  la  junta 
general ;  y  firma  las  actas  y  diplomas  del  tri- 
bunal. 

Art.  16.  Los  dos  conjueces  son  los  dos  últi- 
mos miembros  de  la  facultad:  presiden  por  su 
turno  de  primero  ó  segundo  nombrado  las  juntas 
generales,  á  falta  de  lus  cinco  ministros  antece- 
dentes :  asisten  á  las  juntas  semanales:  son  exa- 
minadores natos  de  la  facultad :  examinan  con 
el  censor  y  lus  conciliarios  las  memorias,  discur- 
so.s  y  obras  presentadas  á  esta,  dando  con  ellos 
el  informe  á  la  junta  general;  y  firman  los  diplo- 
mas del  tribunal. 

Art.  17.  Cuando  haya  mas  de  siete  miembros 
prupielarios  ó  ministros,  los  que  no  sean  nom- 
brados á  los  encargos  de  la  facultad,  serán  lla- 
mados á  sucederles  cuando  se  haya  cumplido  el 
tiempo  de  estos,  ó  en  sus  ausencias,  precedien- 
do en  ambos  casos  ia  elección  en  junta   general. 

Art.  18.  El  secretario  es  nombrado  dentro  ó 
fuera  del  seno  de  Ja  facultad,  y  pagado  de  sus 
fondos:  será  elegido  pur  la  junta  general  y  con- 
tinuará en  el  oficio  tudu  el  tismpo  que  se  com- 
porte bien;  su  sueldo  será Tiene  k 

su  cargo  el  archivo  déla  facultad:  debe  llevar 
dos  libros,  uno  para  las  actas  de  las  juntas  gene- 
rales, y  otro  para  las  de  las  juntas  semanales: 
extenderá  los  acuerdos  en  la  misma  sala  de  las 
sesiones,  y  los  dará  &  firmar  á  los  ministros  de 
la  facultad,  advirtiendo  en  ellos  los  que  falten: 
extenderá  los  diplomas  de  médicos,  cirujanos  y 
boticarios,  los  de  sangradores  y  parteras,  y  les 
pondrá  el  sello  de  la  facultad  delante  del  direc- 
tor, de  quien  los  recibirá:  sacará  Jas  copias  ne. 
cesarlas  de  los  informes  de  proposiciones,  elec- 
ciones ó  cualesquiera  otros  objetos  que  deban 
ser  circulados  para  ser  tomados  en  consideración 
en  las  juntas  generales  y  particulares. 
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SECCIÓN  CUARTA. 

De  las  elecciones  de  los  ministros  de  lafacuU 
tad  médica, 

Art.  19.  En  ]a  junta  general  del  roes  de  No- 
viembre de  cada  dos  afios,  se  anunciará  por  el 
director  que  en  la  próxima  de  Diciembre  se  ele- 
girán los  ministros  de  la  facultad  :  este  anuncio 
será  fijado  por  el  secretario  en  la  puerta  de  la 
sala  de  las  sesiones  desde  la  misma  noche,  y  será 
circulado  entre  todos  los  miembros  de  la  facultad. 

ArL  20.  Todos  los  miembros  de  la  facultad 
tienen  voto,  para  la  elección  de  ministros  de  en- 
tre el  número  de  los  propietarios  con  tal  que  ha- 
yan asistido  por  lo  menos  &  las  dos  juntas  gene- 
rales últimas. 

Art.  21.  Todos  los  miembros  electores  lleva- 
rán á  la  junta  de  las  elecciones  sus  votos  escritos 
por  separado  en  diferentes  boletas,  para  director, 
vicedirector,  primero  y  segundo  conciliarios, 
censor  y  conjueces  en  esta  furma  :  para  director 
nombro  al  Sr.  N. :  para  vicedirector  al  Sr«  N.,  6lc, 

Art.  22.  Para  ser  director  y  vicedirector  es  ne- 
cesaria la  pluralidad  absoluta,  esto  es,  la  mitad 
de  los  votos  y  uno  mas,  por  lo  menos.  Si  ningu- 
no de  los  elegidos  la  tuvieren,  entonces  se  vota- 
rá de  nuevo  sobre  los  dos  que  hayan  reunido 
mas  votos. 

Art.  23.  Para  ser  conciliario,  censor  y  conjue- 
ces basta  la  pluralidad  relativa,  esto  es,  la  reu* 
nion  del  mayor  número  de  votos. 

Art  24.  Dentro  del  término  de  quince  dias,  y 
no  después,  podrán  renunciar  sus  oficios  los  nue- 
vamente elegidos :  después  de  este  término,  no 
se  les  admitirá  la  renuncia,  excepto  en  caso  de 
enfermedad  que  imposibilite  la  asistencia  á  las 
sesiones,  ó  de  ausencia  indispensable  por  orden 
del  Gobierno,  ó  por  atención  personal  absoluta- 
mente necesaria  á  su  propiedad. 

Art.  25.  En  caso  de  renuncia  de  alguno  ó  al- 
gunos de  los  ministros  dentro  del  término  del 
art.  24,  el  director  convocará  á  junta  general  ex- 
traordinaria antes  del  dia  25  del  mes  de  Diciem- 
bre para  llenar  el  oficio  ú  oficios  que  queden  va- 
cantes. 

Art.  26.  En  cualquier  otro  tiempo  y  por  los 
motivos  del  art.  24  podrán  los  ministros  hacer 
renuncia  de  sus  oficios.  En  este  caso  la  junta  ge- 
neral debe  conocer  la  jubticia  6  injusticia  de  la 
renuncia  y  admitirla  ó  desecharla   por  votación. 

Art.  27.  Uno,  mas,  ó  todos  los  ministros  de  la 
facultad   podrán  ser  reelegidos  por  una  sola  vez. 

Art.  2b.  Los  ministros  elegidos  serán  puestos 
en  posesión  de  sus  oficios  en  la  primera  junta  de 
Enero^ 
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SECCIÓN  QUINTA. 

De  las  juntas  ordinarias  generales,  ó  de  los 

miembros  de  la  facultad,  y  particulares,  6 

solamente  de   los  ministros,  y  de  las 

extraordinarias* 

Art.  29.  Habrá  juntas  ordinarias  generales  y 
particulares :  las  generales  serán  compuestas  de 
todos  los  miembros  ordinarios  de  la  facultad  y 
se  celebrarán  el  dia  primero,  6  en  caso  de  ser 
festivo,  el  segundo  de  cada  mes :  las  particulares 
serán  compuestas  de  los  ministros  en  oficio,  esto 
es,  el  director,  vicedirector,  conciliarios,  censor 
y  dos  conjueces  con  asistencia  del  secretario  y 
se  celebrarán  semanalmcnte  en  el  sábado  6  vier- 
nes, si  este  es  festivo. 

Art.  30.  £1  director  puede  convocar  junta  ge- 
neral ó  particular,  siempre  que  lo  juzgue  oportu- 
no. A  petición  escrita  y  firmada  de  dos  minis- 
tros, convocará  junta  particular;  y  á  petición 
escrita  y  firmada  de  cinco  miembros  convocará 
I  junta  general:  indicando  en  ambos  casos  el  ob- 
jeto ú  objetos  precisos  de  la  reunión. 

Art.  31.  Las  sesiones  tanto  de  las  juntas  ge- 
nerales como  de  las  particulares  se  celebrarán 
en  la  sala  de  la  facultad ;  y  mientras  la  corpora- 
ción tiene  local  fijo,  en  la  casa  morada  del  direc- 
tor. 

Art.  32.  Todas  las  sesiones  tanto  de  las  jun- 
tas generales  como  de  las  particulares  deben  con- 
vocarse al  punto  de  oraciones  por  la  noche. 

Art.  33.  No  se  celebrará  junta  general  sin  que 
haya  la  mitad  de  los  miembros  de  la  facultad  re- 
sidentes en  la  ciudad,  por  lo  menos.  Ni  habrá 
junta  particular  sin  la  asistencia  de  cuatro  minis- 
tros por  lo  menos,  fuera  del  secretario. 

Art  34.  El  director  abrirá  la  sesión  con  un 
toque  de  campana,  anunciando  en  alta  voz  que 
está  abierta  la  sesión  de  la  junta  general  ó  parti- 
cular de  la  facultad. 

Art.  35.  En  sesión  los  ministros  ocuparán  sus 
puestos  por  el  orden  de  su.<t  oficios  (art.  11)  y  los 
miembros  por  el  de  antigüedad  de  recepción  ó 
incorporación. 

Art.  36.  Toda  sesión  ordinaria  de  la  junta  ge- 
neral se  dividirá  en  dos  partes:  la  primera  será 
de  una  hora,  con  el  nombre  de  sesión  privada, 
para  tratar  los  negocios  puramente  económicos 
de  la  facultad :  la  segunda  será  pública  para  leer 
los  informes  ó  análisis  de  los  discursos,  memo- 
rias, libros  ú  otros  escritos  que  hayan  sido  pre- 
sentados á  la  facultad. 

Art.  37.  Las  sesiones  durarán  hasta  las  doce 
de  la  noche,  su  asistencia  hasta  entonces  será 
obligatoria.  Pueden  prolongarse  mas,  siendo  en- 
tonces su  asistencia  voluntaria. 


88 


TEATRO  DE  LA  LEGISLACIOIT 


FA 


SECCIÓN  SEXTA. 

De  las  deliberaciones  de  la  facultad, 

Art.  38.  Ningún  punto  por  deliberar,  ningún 
escrito  grande  ó  pequeño  que  se  someta  &  la 
consideración  de  la  facultad,  irá  á  la  junta  gene- 
ral sin  haber  pasado  antes  por  la  junta  de  mi- 
nistros. Solo  Jas  elecciones  de  los  ministros,  la 
votación  de  fondos  y  de  su  inversión,  las  censu- 
ras y  penas  discrecionales  y  la  expulsión  de  los 
miembros,  son  consideradas  desde  el  principio  y 
deliberadas  definitivamente  por  votación  en  la 
junta  general. 

Art.  39.  Toda  proposición  que  se  someta  á  la 
deliberación  de  la  facultad,  debe  ser  hecha  por 
escrito  y  firmada  por  tres  miembros,  ó  solo  por 
el  director  y  el  censor,  y  será  asentada  en  la  ac- 
ta de  la  junta  en  que  se  haga  ;  se  pasará  á  la  in- 
mediata junta  particular  para  que  informe;  con 
su  informe  volverá  á  la  junta  general  próxima 
para  que  la  discuta  y  delibere  por  votación. 

Art.  40.  El  tenor  de  las  sesiones  está  regido 
por  un  reglamento  económico. 

Art.  41.  Cuando  la  mayoría  de  los  miembros 
pidan  á  la  voz  de  la  discusión,  la  deliberación 
por  balota  se  pasará  esta,  poniendo  antes  el  di- 
rector la  cuestión  en  términos  de  votación. 

Art.  42.  Ninguna  nueva  orden  que  concierna 
á  todos  los  miembros  ó  al  cuerpo  de  médicos,  ci- 
rujanos y  farmacéuticos,  ningún  artículo  regla- 
mentario de  la  escuela,  sociedad  ú  otro  estable- 
cimiento de  la  facultad,  tendrán  fuerza  ó  serán 
puestos  en  práctica,  sin  haber  obtenido  la  confir- 
mación en  una  junta  inmediatamente  siguiente  á 
aquella  en  que  hayan  sido  votados. 

Art.  43.  Ningún  miembro  tendrá  voto  en  cau- 
sa ó  asunto  que  le  concierna. 

Art.  44.  Toda  votación  será  secreta  y  por  ba- 
lota, ó  por  escrito  en  caso  de  elección :  solo  pa- 
ra consultar  la  mayoría  acerca  de  si  la  cuestión 
deba  ya  votarse,  se  hará  por  la  demostración  de 
ponerse  en  })ié  los  que  estén  por  la  afirmativa. 
Ninguna  decisión,  aun  la  mas  insignificante,  se- 
rá tomada  ])or  aclamación. 

Art.  45.  Siendo  este  reglamento  provisional, 
y  solo  por  via  de  ensayo,  sus  artículos  podrán 
ser  anulados,  modificados  ó  añadidos ;  y  se  po- 
drá reformar  en  el  todo  ó  en  sus  partes  según  el 
tenor  del  artículo  42. 

Art.  46.  Pesado  un  año  de  sancionado  este 
reglamento,  no  podrá  ser  anulado  en  todo  ó  en 
parte,  modificado  ó  añadido  sin  citación  previa  y 
expresa  de  una  de  las  juntas  generales  ordina- 
rias destinada  particularmente  á  este  objeto.  Des- 
pués del  informe  de  la  junta  de  ministros,  la  re- 
forma será  discutida  en  dos  juntas  generales  di- 
ferentes: si  es  deliberada  en  la  segunda,  pasará 
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á  la  confirmación  en  la  tercera,  si  esta  es  nega- 
jda,  no  podrá  volverse  á  presentar  hasta  pasados 
dos  años. 

SECCIÓN  SÉPTIMA. 

De  la  corte  de  examinadores^  del  examen  y  de 

la  recepción  é  incorporación  de  los  miem* 

hros,  y  de  la  jurisdicción  de  lafacuU 

tad  sobre  estos. 

Art.  47.  Habrá  una  corte  de  examinadores  de 
la  facultad  médica,  y  será  compuesta  del  direc- 
tor, (presidiendo  en  su  falta  el  vicedirector)  del 
vicedirector,  de  los  dos  conciliarios,  del  censor, 
I  y  de  los  dos  conjueces,  catedráticos  por  lo  mé- 
jnos,  uno  profesor  cirujano,  y  otro  profesor  far- 
macéutico. En  caso  de  faltar  uno  ó  mas  miem- 
bros, el  director,  ó  ministro  que  presida,  nom- 
brará uno  ó  mas  ministros  interinos  de  entre  los 
catedráticos,  ó  á  falta  de  estos,  de  los  demás 
miembros  propietarios,  y  á  falta  de  estos  d3  loa 
miembros  ordinarios  mas  antiguos  de  la  facultad, 
para  que  esté  siempre  completo  el  numero  de 
siete  examinadores. 

I  Art.  48.  Cualquiera  que  haya  hecho  en  las 
.Universidades  de  Colombia  los  cursos  prescritos 
¡en  sus  reglamentos  particulares  de  estudios,  y 
haya  obtenido  el  grado  de  doctor,  ó  que  haya  si- 
do revalidado  de  cirujano  ó  boticario  latinos,  de 
carrera  regular  por  cualquiera  de  las  otras  fa- 
cultades médicas  de  la  República,  queda  por  el 
mismo  hecho  habilitado  para  ejercer  su  profe- 
sión en  los  departamentos  de  la  jurisdicción  de 
la  facultad  de  Caracas. 

¡  Art.  49.  Los  médicos  de  otras  Universidades 
y  protomedicatos  de  la  República,  y  los  médi- 
cos, cirujanos  y  farmacéuticos  que  en  adelante 
sean  formados  de  un  modo  regular  y  conforme 
á  los  estatutos  de  estudios  de  las  otras  Universi- 
dades y  facultades  médicas  de  la  República,  po- 
drán ser  incorporados  si  lo  desean,  abonando  so- 
lamente su  derecho  de  inscripción  de  veinticinco 
pesos,  y  el  general  de  suscripción  de  doce  pesos 
por  el  tiempo  que  residan  en  los  departamentos 
de  la  jurisdicción  de  la  facultad  para  los  fondos 
de  esta. 

Art.  50.  Los  cursos  de  estudios,  los  actos  de 
examen  porque  deban  pasar  los  aspirantes  á  ser 
miembros  de  la  facultad  como  médicos,  y  los  de- 
¡rechos  que  respectivamente  deban  abonar,  serán 
'los  mismos  que  están  establecidos  en  los  artícu- 
los 54,  55,  56,  57,  58,  59,  83  hasta  95  inclusive, 
j'en  todos  los  capítulos  IX,  X,  XI,  XII  y  Xlll, 
¡del  reglamento  de  la  Universidad,  en  lo  concer- 
l'niente  á  la  facultad  médica. 

Art.  51.  Corresponderá  á  la  facultad  de  medici- 
na el  examen  de  los  cirujanos  que  deben  acredi- 
tar los  mismos  cursos  que  prescribe  este  decreto 
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para  los  doctores  en  medicina,  y  practicar  los 
mismos  actos  que  estos,  siempre  qne  no  tengan 
el  mismo  grado,  pues  teniéndolo,  el  ex&men  será 
de  dos  horas  solamente  en  la  materia  de  cirujía 
por  solo  cinco  examinadores,  sin  que  se  le  im- 
ponga el  deber  de  escribir  memoria,  formar  dis- 
curso sobre  punto,  ni  sufrir  el  segundo  examen 
práctico:  en  caso  de  aprobación  se  le  expedirá 
el  diploma  del  cuerpo.  Los  derechos  serán  los 
mismos  que  para  los  grados  de  doctores  en  me- 
dicina. 

Árt.  52.  Todos  los  que  hayan  hecho  sus  estu- 
dios de  medicina,  de  cirujía  y  de  farmacia  en 
países  extranjeros,  y  que  en  ellos  hayan  recibido 
los  correspondientes  grados  que  habilitan  para 
ejercer  la  profesión,  de  ningún  modo  la  ejerce- 
rán en  estos  departamentos,  sin  que  hayan  sido 
también  habilitados  por  la  facultad  de  medicina 
de  esta  capital,  precediendo  el  examen  que  abajo 
se  expresará:  cualquiera  que  contraviniere  in- 
currirá en  las  penas  establecidas  por  las  leyes  5^ 
y  6a  tít.  11,  y  la  12,  tít«  12,  lib.  10  de  la  Nov. 
kecopiL 

Art.  53.  £1  examen  de  los  doctores  médicos, 
cirujanos  y  farmacéuticos,  que  hayan  recibido 
sus  gradosluera  de  Colombia,  y  que  io  acrediten 
debidamente,  se  verificará  en  una  sesión  por  Jos 
siete  examinadores  nombrados  por  la  facultad, 
como  se  ha  dicho  :  durará  dos  horas,  haciendo 
el  examinando  preguntas  y  objeciones  spbre  los 
diversos  ramos  de  la  ciencia.  Concluido  el  axá- 
roen  habrá  una  votación  como  la  prevenida  para 
los  ffrados,  y  si  resultare  aprobado,  se  le  dará 
un  diploma,  que  firmará  el  director  de  la  facul- 
tad y  los  examinadores,  en  que  conste  el  axá- 
roen  y  aprobación.  Con  este  documento  quedará 
habilitado  para  ejercer  la  profesión  en  todo  el 
distrito  de  Venezuela,  obteniendo  el  pase  del  In- 
tendente departamental,  y  cumpliendo  con  lo  de- 
mas  que  prescriban  las  leyes  y  reglamentos  de 
policía. 

Art.  54.  Corresponderá  también  &  la  facultad 
de  medicina  examinar  &  todos  los  farmacéuticos, 
6  boticarios  colombianos,  que  se  hallen  en  el  ca- 
so de  la  ley  1^  tít.  13,  lib.  8?  de  la  Nov.  Recop., 
lo  mismo  que  &  los  flebotoniistas  y  parteras  que 
deban  sufrir  examen :  para  cuya  instrucción  la 
facultad  médica  adoptará  las  medidas  que  juzgue 
mas  convenientes.  £1  examen  para  los  farmacéu- 
ticos durará  hora  y  cuarto,  haciéndose  por  cinco 
examinadores,  nombrados  por  el  director,  los 
que  al  fin  del  acto  darán  su  voto  á  favor  ó  en 
contra  de  la  aprobación.  £1  de  los  sangradores 
y  parteras,  podrá  ser  por  uno  ó  tres  examinado- 
res, y  durará  media  hora.  Todos  los  examina- 
dos obtendrán  el  respectivo  diploma,  que  se 
presentará  á  las  autoridades  locales.  Acerca  de 
los  que  fueren  reprobados,  se  observará  lo  que 
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dispone  la  ley  4»  tít.  12,  lib.  89  de  la  Nov.  Rec. 

Art.  55.  £n  los  departamentos  de  Maturín, 
Orinoco  y  ^lia  habrá  profesores  nombrados  por 
la  facultad  de  medicina  de  esta  Universidad,  para 
el  efecto  de  examinar  á  los  comprendidos  en  los 
artículos  anteriores  £n  este  caso  el  cuerpo  de 
examinadores,  que  se  nombrará  entre  los  cor- 
responsables  de  la  facult<id,  si  los  hubiere,  será 
de  tres  á  cinco,  y  durará  el  examen  por  el  tiem- 
po fijado  anteriormente.  Resultando  la  aproba- 
ción se  remitirán  los  documentos  de  los  médicos, 
cirujanos  y  farmacéuticos  á  la  facultad  médica 
de  esta  ciudad,  para  que  expida  el  diploma  de 
licencia,  que  en  este  caso  se  firmará  por  el  direc- 
tor de  la  facultad,  y  cinco  de  los  catedráticos,  ó 
doctores  mas  antiguos.  Los  sangradores  y  parte- 
ras recibirán  su  licencia  déla  respectiva  munici- 
palidad, previo  el  certificado  de  examen  y  aproba- 
ción que  darán  los  examinadoras.  Cuando  sean 
tres,  presidirá  el  mas  antiguo. 

Art.  56.  Cuando  en  los  departamentos  de  Ma- 
turin,  Orinoco  y  Zulia  el  examen  y  habilitación 
de  boticarios  no  pueda  hacerse  por  falta  de  los 
cinco  examinadores  necesarios,  se  podrá  com- 
pletar el  número  á  petición  del  examinando, 
nombrando  los  que  falten  de  algún  pueblo  veci- 
no, con  tal  que  aquel  se  comprometa  á  pagar  las 
dietas  de  este  examinador  ó  examinadores  á  dos 
pesos  por  legua  de  camino  tanto  de  ida  como  de 
vuelta.  Sin  esta  circunstancia  el  examinando, 
por  falta  de  suficiente  número  de  exarainadopes, 
tendrá  que  venir  al  tribunal  de  la  facultad. 

Art.  57.  £1  examen  de  sangradores  y  parte- 
ras en  los  tres  departamentos  citados  en  el  artí- 
culo anterior  y  en  las  ciudades  ó  pueblos  del  de 
Venezuela,  cuando  no  haya  el  suficiente  número 
de  tres  examinadores,  será  hecho  por  un  comi- 
sionado de  la  facultad,  teniendo  presentes  los 
abusos  cometidos  particularmente  en  el  ramo  de 
partos  por  la  ignorancia  de  las  comadres. 

Art.  58.  Por  los  exámenes  de  farmacéuticos, 
y  por  la  reválida  de  los  doctores  médicos,  ciru- 
janos y  farmacéuticos  extranjeros,  recibirá  cada 
examinador  seis  pesos,  y  ademas  pagará  el  pre- 
tendiente ocho  pesos  por  el  diploma  para  curar 
de  medicina  ó  cirujano  y  cincuenta  pesos  para 
las  cajas  de  la  facultad:  y  los  farmacéuticos  co- 
lombianos y  extranjeros  satisfarán  veinticinco 
pesos  para  las  cajas  y  cuatro  por  el  diploma.  Los 
sangradores  y  parteras  pagarán  dos  pesos  á  ca- 
da examinador,  diez  para  la  caja  y  cuatro  por  el 
diploma. 

Art.  59.  £1  censor  desempeñará  las  funciones 
del  fiscal. 

Art.  60.  £n  caso  de  duda  en  puntos  de  dere- 
cho el  director  puede  nombrar  un  asesor  para 
cada  caso  particular. 

Art  61.  La  facultad  protegerá  y  defenderá  i 
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todos  sus  miembros,  impidiendo  que  cualquiera 
de  e]los  sea  iiegalmente  molestado  en  eJ  ejerci- 
cio de  sus  derechos,  privilegios  y  exenciones, 
como  miembros  de  la  facultad,  6  que  sea  privado 
de  estos. 

Art  62.  Si  la  facultad  recibe  informes  direc- 
tos  por  escrito  y  firmados  contra  la  conducta  de 
cualquier  miembro,  tanto  en  el  ejercicio  de  su 
profesión  como  en  hablar,  recibir,  imprimir,  eje- 
cutar ó  hacer  ejecutar  un  acto,  que  segnn  vota- 
ción de  la  junta  general  sea  perjudicial  á  los  in- 
tereses de  la  facultad  ó  contraria  á  su  honor,  ó 
deshonroso  á  la  profesión  médica,  sujetará  al 
actor  k  su  censura.  En  este  caso  calificará  el 
grado  del  delito  y  le  impondrá,  ó  una  multa  que 
no  pase  de  cien  pesos,  6  una  suspensión  del  ejer- 
cicio de  su  profesión  por  un  tiempo  que  no  ex- 
cederá de  dos  meses,  ó  en  caso  de  gran  enormi- 
dad de  la  falta,  le  rayará  de  su  seno  prohibién- 
dole el  ejercicio  de  ella  por  un  tiempo  cuyo  lí- 
mite sea  discrecional  do  la  junta,  ó  hasta  que  se 
haya  reparado  el  mal.  En  caso  de  reincidencia, 
la  multa  será  doble  ó  triple,  y  la  suspensión  se- 
guirá el  mismo  orden  doble  ó  triple. 

SECCIÓN  OCTAVA. 

De  la  asistencia  á  las  juntas  particulares  y 
generales. 

Art.  63.  Todos  los  ministros  asistirán  en  los 
dias  señalados  á  las  juntas  particulares  ordina- 
rias y  á  las  extraordinarias  que  citare  el  director. 

Art.  64.  Se  pasará  por  el  secretario  lista  no- 
minal de  todos  los  siete  ministros  que  componen 
la  junta  particular  al  principio  y  al  fin  de  la  se- 
sión. Al  que  no  esté  en  la  sala  se  le  pasará  una 
raya,  en  cada  junta  en  que  falte,  por  lo  que  pa- 
gará una  multa  de  un  peso. 

Art.  65.  Todos  los  ministros  y  miembros  de 
la  facultad  que  residan  y  practiquen  en  Caracas 
deberán  asistir  á  las  juntas  generales. 

Art.  66.  Se  pasará  por  el  secretario  lista  nomi- 
nal de  todos  los  ministros  y  miembros  residentes 
en  Caracas  y  que  se  consideran  como  asistentes 
á  la  junta  al  principio  y  fin  de  la  sesión.  Al  que 
no  esté  entonces  en  la  sala  se  le  pasará  una  raya 
por  cada  junta  en  que  falte,  por  la  que  pagará  la 
multa  de  un  peso. 

Art.  67.  La  falta  de  salud,  las  ocupaciones 
fuera  de  la  capital  en  servicio  del  Gobierno,  ó  en 
negocios  muy  urgentes,  y  comprobados,  eximen 
de  la  aristencia  y  de  incurrir  en  la  multa  de  los 
artículos  64  y  66.  En  el  caso  primero  lo  hará 
saber  el  miembro  imposibilitado  de  asistir,  por 
medio  de  otro  miembro,  al  secretario,  en  los  días 
mismos  de  junta  :  en  el  segundo  y  tercer  caso, 
lo  noticiará  antes  de  ausentarse  al  secretario  pa« 
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ra  que  lo  informe  á  la  junta;  sin  estos  requisitos 
incurrirá  en  la  multa  siempre  que  falte. 

SECCIÓN  NOVENA. 

De  los  miembros  honorarios. 

Art.  68.  La  facultad  podrá  nombrar  miembros 
honorarios  solamente  á  los  profesores  de  muy 
conocida  eminencia,  extranjeros  ó  nacionales,  en 
cualquiera  de  los  tres  ramos  del  arte  de  curar,  ó 
en  los  de  ciencias  físicas  accesorias  á  la  Medici- 
na, como  Química,  Botánica  á  otro  ramo  de  his- 
toria natural. 

Art.  69.  Para  ser  miembro  honorario  es  nece- 
sario que  la  propuesta  sea  hecha  y  firmada  de 
tres  miembros  de  la  facultad,  que  sea  fijada  en  la 
puerta  de  la  sala  de  las  sesiones  y  circule  entre 
todos  los  miembros  por  io  menos  un  mes  antes 
de  ser  votada,  y  que  la  votación  sea  á  pluralidad 
absoluta,  ó  uno  mas  que  la  mitad  de  todos  los 
miembros  concurrentes. 

Art.  70.  Admitida  que  sea  la  propuesta  se 
mandará  á  tirar  el  diploma  que  se  acompañará 
al  sabio  recibido  con  un  oficio  de  remisión  á 
nombre  de  toda  la  facultad  y  firmado  por  todos 
sus  ministros. 

Art.  71.  Los  miembros  honorarios  están  exen- 
tos de  todo  derecho  de  inscripción,  suscripción  y 
de  asistencia  necesaria  á  las  juntas,  aun  cuando 
residan  en  esta  capital. 

SECCIÓN  DÉCIMA. 

De  los  fondos  de  la  facultad^  del  tesorero,  de 

la  votación  de  gastos  y  de  la  revisión  de 

cuentas, 

Art.  72.  Los  fondos  de  la  facultad  se  compon- 
drán, primero:  délos  derechos  de  recepción  é 
incorporación  de  sus  miembros  ¡segundo:  de 
las  suscripciones  anuales  de  estos:  tercero:  de 
los  derechos  de  visita  de  botica  anualmente : 
cuarto  ;  de  los  auxilios  que  el  Gobierno  le  con- 
cediere: quinto:  de  las  donaciones  de  bienhe- 
chores: sexto:  délos  derechos  de  escuela,  se- 
gún la  organización  que  á  esta  se  le  dé  mas  ade- 
lante: séptimo:  de  las  multas. 

Art.  73.  Los  derechos  de  recepción  é  incor- 
poración en  la  facultad  serán  arreglados  á  los 
artículos  49,  61  y  58. 

Art.  74.  La  cuota  de  la  suscripción  anual  pa- 
ra todos  los  miembros  será  de  doce  pesos. 

Art.  75.  Todos  los  médicos  miembros  del  pro- 
tomedicato  de  Caracas,  que  queda  refundido  en 
la  facultad  médica,  siendo  miembros  ordinarios 
natos  de  esta,  solo  deberán  abonar  el  derecho  de 
suscripción  anuaK 
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Art.  76.  El  derecho  de  risita  anual  de  botica 
será  de  nueve  pesos. 

Art.  77.  Todas  las  boticas  del  departamento 
pagarán  este  derecho  al  tesorero  de  la  facultad, 
ó  á  sus  comisionados. 

Art.  78.  £1  vicedirector  será  el  tesorero. 

Art.  79.  Ningún  gasto  que  pase  de  veinticin- 
co pesos  será  hecho  sin  ser  votado  por  la  junta 
general,  á  propuesta  del  director  y  censor,  ó  de 
tres  miembros  según  el  artículo  3d. 

Art  80.  Todo  gasto  menor  de  veinticinco  pe- 
sos pAra  objetos  puramente  económicos  de  la  fa- 
cultad, V.  g.  composición  del  local,  moviliario, 
alumbrado  y  otros  semejantes,  puede  ser  pro- 
puesto y  votado  en  junta  particular  de  los  minis- 
tros. La  proposición  puede  ser  hecha  siempre, 
por  escrito,  por  uno  solo  cualquiera  de  los  mi- 
nistros. 

Art.  81.  Ninguna  cantidad  será  sacada  del  te- 
soro de  la  facultad,  sin  cubrir  la  partida  con  un 
libramiento  del  director,  visado  por  el  censor  y 
con  la  nota  de  la  junta  particular  ó  general  en 
que  se  acordó.  El  vicedirector  será  responsable 
de  toda  cantidad  que  salga  de  la  tesorería  sin  es- 
tos requisitos. 

Art.  82.  En  la  junta  general  del  mes  de  No- 
viembre de  cada  año,  se  elegirá  un  juez  de  cuen- 
tas, que  junto  con  los  dos  conciliarios  forme  una 
comisión  para  revisar  y  juzgar  las  cuentas  dadas 
por  el  vicedirector  tesorero. 

Art.  83.  En  caso  de  reparo  ó  desaprobación 
de  las  cuentas,  pasarán  estas  con  todo  lo  actuado 
por  la  comisión  de  revisión  á  la  junta  general  de 
Diciembre  para  que  delibere.  En  este  caso  el  vi- 
cedirector asistirá  á  la  sesión  si  quiere,  para  res- 
ponder á  los  reparos,  ó  lo  hará  si  mejor  le  place 
por  escrito,  ocho  dias  antes  de  la  celebración  de 
la  junta  general,  para  lo  cual  recibirá  copia  de 
estos  reparos  é  invitación  del  director  para  con- 
testar por  escrito  ó  de  palabra  en  la  junta  general. 

Art.  84.  La  junta  general  de  Diciembre  to- 
mando en  consideración  los  reparos  de  la  comi- 
sión de  revisión  de  cuentas  y  los  descargos  del 
vicedirector,  votará  acerca  de  aquellos  y  estos, 
y  condenará  ai  pago,  ó  absolverá  de  él  por  plena 
votación,  y  de  modo  que  se  termine  el  arreglo 
de  las  cuentas  antes  de  entrar  el  próximo  año. 

SECCIÓN  UNDÉCIMA. 

De  la  escuela  de  la  facultad  médica. 

ArL  85.  El  curso  de  estudios  médicos,  su  dis- 
tribución, duración,  exámenes,  actos  y  califica- 
ciones previas  para  entrar  en  él,  y  las  necesarias 
para  ganarlo,  y  recibir  los  grados  ó  diplomas  en 
sus  tres  diferentes  ramos,  son  en  todo  conformes 
al  reglamento  de  estudios  de  la  Universidad. 

TOMO  II. 
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SECCIÓN  DUODÉCIMA. 

De  la  sociedad  de  la  facultad  médica,  de  la  bi- 

bliotecat  del  museo  y  del  aparato  filosófico^ 

químico* 

^  Art.  86«  La  facultad  médica  formará  una  so- 
ciedad médica  de  instrucción  bajo  un  reglamen- 
to especial. 

Art.  87.  Los  miembros  de  la  facultad,  serán 
también  socios  de  esta  sociedad. 

Art.  88.  La  sociedad  se  formará,  ademas  de 
los  miembros  de  la  facultad,  de  todos  los  cursan- 
tes de  medicina  y  demás  individuos  de  letras  que 
quieran  ser  socios. 

Art.  89.  Tanto  los  miembros  de  la  facultad 
como  los  demás  socios,  abonarán  un  derecho  de 
inscripción  y  otro  de  suscripción  anual,  mientras 
sean  miembros  ordinarios,  según  se  establezca 
en  el  reglamento  de  esta  corporación. 

Art.  90.  Luego  que  la  facultad  establezca  Ja 
sociedad  médica,  formará  como  establecimientos 
indispensables  y  anexos  á  ella  una  biblioteca,  un 
museo,  y  un  aparato  de  instrumentos  ñlosótico- 
químicos,  cuyo  principio,  adelanto  y  conserva- 
ción serán  del  cuidado  de  la  facultad,  y  estarán 
bajo  el  reglamento  de  la  sociedad  médica. 

REGLAMENTO    ECONÓMICO 

De  las  sesiones  de  la  facultad. 

Art.  19  El  director  abrirá  toda  sesión  con  un 
toque  de  campana  anunciando  en  alta  voz  que 
esta  principia.  Entonces  cada  socio  ocupará  su 
asiento.  Ninguno  estará  en  pié,  ni  hablará  en 
tono  que  interrumpa  al  que  tenga  la  palabra. 

2.  El  socio  que  quiera  hablar  pedirá  la 
palabra  poniéndose  de  pié,  y  continuará  sin  ser 
interrumpido  por  ningún  otro,  ni  aun  por  el  di- 
rectoi,  excepto  parajllamarle  al  orden  ;  luego  que 
concluya  volverá  á  tomar  su  asiento. 

3.  Cuando  dos  6  mas  socios  so  paren  á  un 
mismo  tiempo  en  señal  de  pedir  la  palabra,  ha- 
blará primero  el  miembro  que  quede  á  la  dere- 
cha del  director:  si  ambos  están,  hablará  prime- 
ro el  que  quede  mas  inmediato  al  director. 

4.  Ningún  miembro  hablará  acerca  de  un  mis- 
nio  asunto,  mas  de  dos  veces  en  una  misma  se- 
sión, excepto  que  sea  concernido  en  el  asunto,  ó 
haya  propuesto  el  punto  ó  memoria  en  discu- 
sión, que  hablará  cuantas  veces  quiera,  ó  se  le 
ofrezca  contestar. 

5.  Ningún  miembro  dirigirá  la  palabra  á  otro 
miembro,  sino  siempre  al  director  aun  para  con- 
testar cargos  ó  argumentos  que  haya  hecho  otro 
miembro. 

6.  No  es  permitido.en  la  discusión  usar  de  pa- 
labras 6  expresiones  que  ofendan  á  algún  miem- 
bro ó  al  decoro  de  la  facultad. 
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7.  A  la  mas  lijera  contrarencion  á  cualquiera 
de  estos  artículos,  el  director  llamará  al  orden 
por  un  golpe  de  campana. 

8.  En  caso  que  el  director  no  llame  al  orden 
por  una  casual  distracción,  el  censor  y  cualquie- 
ra otro  socio  está  autorizado  para  indicarlo  en 
alta  voz  Y  desde  su  asiento,  siempre  que  se  que- 
brante. 

9.  El  socio  que  después  de  ser  llamado  al  or- 
den por  el  director  insista  en  quebrantarle  por 
segunda  vez,  desatendiendo  temerariamente  y  en 
acto  continuo  ft  su  amonestación,  incurrirá  en  la 
multa  de  dos  pesos,  y  en  la  de  cuatro  si  insistie- 
re quebrantándolo  por  tercera  vez,  y  si  se  obsti- 
na se  excluirá  de  la  sala,  y  aun  de  la  facultad, 
según  la  enormidad  de  la  falta ;  decidiendo  cual- 
quiera de  estas  dos  exclusiones  la  facultad  por 
votación. 

10.  Cuando  el  director  ó  alguno  de  los  miem- 
bros considere  que  el  punto  en  cuestión  ha  pa- 
sado ya  por  la  discusión  necesaria,  se  consultará 
la  mayoría  de  la  junta  si  debe  llevarse  á  votación, 
y  esta  mayoría  se  denotará  poniéndose  en  pié  los 
que  estén  por  la  afirmativa. 

11.  Si  el  punto  por  votar  puede  reducirse  por 
la  votación  á  la  afirmativa  ó  á  la  negativa,  el  di- 
rector si  cree  que  la  votación  debe  ser  secreta, 
mandará  al  secretario  que  reparta  las  balotas  á 
los  miembros  en  sus  asientos,  que  tome  razón 
del  número  de  las  repartidas,  proceda  á  recoger- 
las y  haga  el  escrutinio  delante  de  dos  de  los  ofi- 
ciales ó  ministros  presentes  :  si  fuere  pública  se 
hará  por  el  método  indicado  de  levantarse  los 
que  estén  por  la  afirmativa,  según  el  art.  10. 

12.  Cada  miembro  en  votación  secreta,  vota- 
rá por  la  afirmativa  poniendo  su  balota  á  la  de- 
recha de  la  caja  que  lleva  el  rótulo  afirmativa; 
y  por  la  negativa,  alojándola  en  el  izquierdo  ro- 
tulado negativa. 

En  votaciones  para  la  elección  de  los  ministros 
de  la  facultad,  ó  para  cuestiones  que  no  pueden 
reducirse  á  la  simple  expresión  de  sí,  6  no,  los 
miembros  escribirán  su  voto  en  boletas  de  papel 
y  esperarán  en  sus  asientos  á  que  el  secretario 
las  recoja. 

13.  Cualquier  miembro  puede  salir  de  la  jun- 
ta, siempre  que  sus  quehaceres,  ú  otro  motivo 
urgente  lo  hagan  necesario,  noticiándolo  al  se- 
cretario para  que  lo  anote  en  la  acta  de  aquella 
sesión,  y  sirva  de  excusa  para  el  pago  de  las 
multas. 

14.  £1  presidente  cerrará  la  sesión,  anuncian- 
dolo  en  alta  voz,  no  antes  de  las  doce  de  la  no- 
che, según  el  art.  37  del  reglamento. 

El  Secretario  de  Estado  y  general  de  mi  des- 
pacho está  encargado  de  comunicar  este  decreto 
á  quienes  corresponda. 
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Cuartel  general  libertador  en  Caracas  á  25  de 

Junio  de  1827. — 17. 

Simón  Bolívar. 
Por  el  Libertador  Presidente. — El  Secretario 

de  Estado  y  general  de  S.  E. 

/.  A.  Revenga, 

FACULTAD  mepica.  rssolucion  pb  la  mis- 
ma, DE  26  DE  SETIEMBRE  DE  1834  permitiejí' 
do  la  incorporación  en  su  seno  de  los  ciruja^ 
nos  del  antiguo  protomedicato. 

Estado  do  Venezuela.— Facultad  Médica.— Cara- 
cas Setiembre  26  de  1884. 

Sr.  Secretario  de  E.  en  el  D.  del  Interior  y  Jus- 
ticia. 

Estando  la  Facultad  autorizada  por  el  estatuto 
que  la  rige,  para  añadir,  modificar,  6  suprimir 
algunos  de  los  artículos  de  él,  bajo  las  formas  y 
restricciones  del  mismo  estatuto ;  ha  tomado  en 
consideración  la  proposición  de  incorporar  en  su 
seno  los  cirujanos  que  pertenecian  al  antiguo 
protomedicato,  hecha  por  uno  de  sus  miembros 
y  suficientemente  apoyada,  en  23  de  Enero  últi- 
mo ;  la  cual  fué  informada  en  junta  de  ministros 
de  30  del  mismo,  discutida  y  unánimemente 
aprobada  por  primera  y  segunda  vez,  en  juntas 
generales  de  Julio  y  Agosto  últimos;  y  habien- 
do sido  confirmada  con  la  misma  unanimidad  en 
la  junta  general  de  I9  del  corriente,  conforme  al 
artículo  46  de  su  reglamento,  en  los  mismos  tér- 
minos que  se  propuso,  á  saber:  ** propongo  á  la 
Facultad  Médica  de  Caracas  tome  en  considera- 
ción la  conveniencia  de  incorporar  al  seno  de  es- 
te cuerpo  á  los  cirujanos  del  antiguo  protomedi- 
cato que  quieran  y  expresen  por  escrito  el  deseo 
de  esta  incorporación,  sujetándose  á  los  estatu-' 
tos  de  la  Facultad  como  miembros  ordinarios: " 
se  acordó  oficiar  á  US.  para  que  por  la  Gaceta 
del  Gobierno,  se  sirva  hacer  que  llegue  á  noti- 
cia de  los  que  quieran  hacer  uso  de  dicho  acuer- 
do.— Dios  guarde  á  US. 

(Firmado.)  Dr*  José  Joaquin  Hernández, 
Es  copia. — ürbaneja* 
FACULTAD  medica,  resolución  de  la  mis- 
ma DE  19  DE  FEBRERO  DE  1836  dictando  re* 
fflas  para  la  incorporación  en  ella  de  los  que 
Hayan  recibido  sus  grados  fuera  de  Vene- 
zuela» 

República  de  VeDezoela.— Facultad  Médica.— 
Núm.  1.— Caracas  Febrero  19  de  1836. 

Sr.  Secretario  de  E.  en  los  DD.  del  Interior  y 

Justicia. 

Considerando  la  Facultad  que  debía  aclarar  el 
artículo  53  de  sus  estatutos;  con  arreglo  al  46 
lo  refundió  en  el  aiguiente : 

**£1  examen  de  loa  doctores  médicos,  oiruJA- 
nos  f  íarmacéoticoa  que  hayan  recibido  aua  gra« 
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dos  fuera  de  Venezuela,  lo  aerediteráh  manifes- 
tando el  título  original  de  la  Facultad  Médica,  6 
Universidad  que  lo  expidió,  y  en  caso  de  pérdi- 
da por  naufragio,  incendio  ú  otro  accidente,  pre* 
sentando  certificación  competente  del  cuerpo 
científico  de  donde  emanó,  legalizada  por  el  Cón- 
sul de  Venezuela,  donde  lo  haya,  y  donde  no, 
•por  el  Ministro  de  Relaciones  Exteriores;  se 
verificará  en  una  sesión  por  los  siete  examinado- 
res, nombrados  por  la  Facultad  como  se  ha  di- 
cho :  durará  dos  horas,  haciendo  al  examinado 
preguntas  y  objeciones  sobre  los  diversos  ramos 
de  la  ciencia,  en  el  idioma  castellano  ó  el  latino ; 
<:oncluido  que  sea  el  ex&men  habrá  una  votación 
como  la  prevenida  para  los  grados,  y  si  resultare 
aprobado,  sé  le  dará  un  diploma  que  firmará  el 
Director  de  la  Facultad  y  los  examinadores,  en 
que  conste  el  examen  y  aprobación ;  con  este 
documento  quedará  habilitado  para  ejercer  la 
profesión  en  toda  la  República  de  Venezuela, 
obteniendo  el  pase  del  Gobernador  de  la  provin- 
cia, y  cumpliendo  con  lo  demás  que  prescriban 
ias  leyes  y  reglamentos  de  policía.*' 

Y  á  fin  de  que  tenga  la  fuerza  necesaria  lo 
transcribo  á  US.  para  inteligencia  del  Gobierno 
y  que  se  sirva  hacerlo  publicar  en  la  Gaceta. 
Soy  de  US.  atento  servidor. 

(Firmado.)  José  R*  de  Martin. 
Es  copia. — Urhaneja» 
FACULTAD  medica,  resolxtcion  de  la  mis- 
ma DE  10  DE  NOVIEMBRE  DE  l^SS  dispotiiendo 
que  los  profesores  le  presenten  sus  diplomas 
para  la  toma  de  razan. 

República  de  Venezuela.— Facultad  Médica.— 
Caracas  Noviembre  10  de  1838. 

Sr.  Secretario  de  E.  en  los  DD;  del  Interior  y 
Justicia. 

Notando  la  Facultad  que  algunos  profesores 
en  medicina  han  descuidado  presentarle  sus  di- 
plomas para  la  competente  toma  de  razón,  y  sien- 
do este  un  requisito  necesario  para  que  se  les 
considere  como  tales  facultativos ;  á  fin  de  evi- 
tar todo  motivo  de  queja,  acordó  excitar  á  que 
llenen  este  deber,  así  á  los  antiguos-  que  no  lo 
hayan  hecho,  como  á  los  que  se  hayan  recibido 
nuevamente,  y  al  efecto  dispuso  oficiar  á  US. 
para  que  se  sirva  hacer  estampar  este  acuerdo 
en  la  Gaceta  de  Gobierno. 

Soy  de  US.  atento  servidor. 

(Firmado.)  José  R.  de  Martin* 
FACULTAD  medica,  reglamento  formado 

POR  ELLA  PARA  LA  ORGANIZACIÓN  DE   LAS  BO- 
TICAS Y  DROouBRÍAs.  Yéaso  Boticas* 
FACULTAD  medica,  resolución  ejecutiva 
DE  28  D^  febrero  de  1863  declarando  que 
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puede  examinar  y  expedir  tiiúlos  de  ciruja^ 
nos  dentistas. 

Secretaria  del  Interior. — Sección  cuarta.— Cara- 
cas Febrero  28  de  1853.— Eesuolto. 

Visto  el  expediente  formado  con  motivo  de 
haber  solicitado  la  Facultad  Médica  que  el  Go- 
bierno apruebe  el  acuerdo  que  ha  celebrado  so- 
bre exámenes  para  obtener  títulos  de  cirujanos 
dentistas,  y  oida  también  la  opinión  de  la  Direc- 
ción reneral  de  Instrucción  pública  y  el  dicta- 
men del  Consejo  de  Gobierno  sobre  el  particular. 
Se  ha  fundado  la  Facultad  para  celebrar  el  re- 
ferido acuerdo  en  las  disposiciones  del  artículo 
89  sección  segunda  del  decreto  del  Libertador 
de  25  de  Junio  de  1827  que  la  creó;  y  aunque 
en  realidad  el  mencionado  artículo  solo  le  facul- 
ta explícitamente  para  examinar  y  dar  títulos  de 
Cirujanos,  de  Boticarios,  de  Sangradores  y  de  Par- 
teras, sin  hacerse  mención  de  los  Cirujanos  den- 
tistas, tal  silencio  fué  debido  indudablemente  á 
que  por  la  época  en  que  se  expidió  el  referido 
decreto  era  desconocido  en  el  país  este  ramo  de 
la  Cirujía  menor,  y  así  por  esto,  como  por  las 
razones  de  utilidad,  conveniencia  y  policía  médi- 
ca que  ae  han  interesado  por  la  Facultad  y  por 
la  Dirección  general  de  estudios,  se  evidencia  la 
necesidad  de  dictar  una  resolución  que  pueda 
servir  á  aquella  de  norte  para  proceder  en  lo  su- 
cesivo en  tan  delicada  materia. 

Por  los  artículos  8?  y  99  del  referido  decreto 
del  Libertador,  la  Facultad  Médica  es  una  sec- 
ción de  la  Universidad ;  y  por  la  ley  14  del  Có- 
digo de  instrucción  pública  el  Poder  Ejecutivo 
está  autorizado  para  reglamentar,  con  el  acuer- 
do del  Consejo  de  Gobierno,  todo  lo  concernien- 
te á  la  enseñanza  en  estos  establecimientos.  En 
consecuencia,  y  atendiendo  &  las  razones  enun- 
ciadas, S.  E.  el  Poder  Ejecutivo  de  conformidad 
con  el  dictamen  del  Consejo,  declara:  que  la 
Facultad  Médica  puede  examinar  y  dar  título  de 
Cirujano  dentista ;  debiendo  tenerse  esta  resolu^ 
cion  como  adicional  al  decreto  de  24  de  Noviem- 
bre de  1844  reglamentario  de  las  Universidades. 
Comuniqúese  á  la  Facultad  Médica  para  su 
inteligencia  y  cumplimiento,  devolviéndole  el 
expediente  de  la  solicitud  del  Sr..  Vicente  Tole- 
do que  motivó  el  acuerdo.  Particípese  igualmen- 
te á  las  Universidades  y  Dirección  de  estudios  á 
los  fines  convenientes;  y  publíquese. 

Por  S.  E.—Yépes. 
FACULTADES  académicas.    Véase  Instruc- 
ción pública^  L.  4^,  art.  22  al  25  y  D.  E.  de 
28  de  Noviembre  de'  1844,  cap.  99 
Facultades  académicas.  Véase  Universi- 
dades, R.  E.  de  31  de  Marzo  de  1845. 
FACULTADES  extraordinarias.  Cuáles,  y 
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cuando  podrán  cjcrcerce.  Véase  Poder  Eje* 
cutivot  art  const.  118  (*). 
FALTAS  EN  EL  PROCEDIMIENTO.  Cuándo  se- 
rán ó  no  causa  de  reposición,  y  por  quien  de- 
berá acordarse.  Véase  Disposiciones  comu- 
nes a  todos  los  juicios,  ^ltU  28. 

EALTAS  DE  LOS    CURSANTES    DE    FILOSOFÍA    Y 

CLASES  MAYORES.  Cómo  podrán  ser  dispensa- 
das. Véase  Instrucción  pública^  L.  73^,  ^^.  19 
y  29  art.  79 

FANEGA  ó  FANEGADA.  Medida  para  granos  y 
frutos  secos.  Pulgadas  cúbicas  que  contiene, 
y  división  de  ella.  Véase  Pesos  y  medidas, 
art.  19  y  29. 

FANEGA  6*  fanegada  de  tierra.  Superficie 
de  que  consta.  Véase  Pesos  y  medidas,  art. 
18  y  19. 

FARMACÉUTICOS,  resolución  ejecutiva 
DE  10  DE  Junio  de  1833  declarando  que  no 
pueden  tener  botica  abierta  mientras  no 
sean  examinados  y  obtengan  el  diploma  cor- 
respondiente* 

Besnelto.— Janio  10. 

Impuesto  el  gobierno  de  los  expedientes  con- 
que ha  ocurrido  José  Simón  Pefia,  quejándose 
del  gobernador  de  Maracaibo  por  no  haber  man- 
dado cerrar  la  botica  que  despacha  en  aquella 
ciudad  Laurencio  León  sin  título  competente, 
solicitando  en  consecuencia  se  haga  efectiva  la 
responsabilidad  en  que  ha  incurrido  aquel  fun- 
cionario, y  se  dicten  las  providencias  que  se  es- 
timen convenientes  para  impedir  que  se  conti- 
núen violando  las  leyes  con  la  tolerancia  de  in- 
dividuos en  el  ejercicio  de  profesiones,  sin  la  ca- 
{)acidad  que  ellas  exigen ;  é  impuesto  t&mbien  de 
03  documentos  con  que  ha  dado  cuenta  de  su 
procedimiento  el  mismo  gobernador:  y  habiendo 
oído  el  dictamen  de  la  facultad  médica»  evacua- 
do después  de  haber  examinado  todos  los  expe- 
dientes, y  considerado  los  diversos  puntos  que 
comprenden;  acuerda,  que  mientras  Laurencio 
León  no  obtenga  á  consecuencia  de  examen  y 
aprobación  de  la  facultad  el  diploma  que  le  au- 
torice para  ejercer  la  farmacia,  no  se  le  permita 
el  establecimiento  y  despacho  de  la  botica  que 
tiene  abierta  en  Maracaibo,  que  se  le  recoja  la 
patente  municipal  con  que  la  abrió  y  se  le  haga 
cerrar  aquella,  tomándose  la  misma  providencia 
con  los  demás  boticarios  que  estén  en  el  mismo 
caso  que  León,  esto  es,  que  no  tengan  títulos  de 
farmacéuticos.  Que  el  gobernador  de  Maracaibo 
cumpla  el  requerimiento  que  le  dirigió  hi  facul- 
tad médica  para  que  tampoco  permita  que  cbve- 

(*)  Muchos  decretos  han  sido  dictados  por  el  Condeso 
concediendo  al  Poder  Ejecutivo  el  ejercicio  de  estas  facul- 
tades ;  pero  como  de  un  efecto  enteramente  transitorio  ó 
camplido  juzgamos  inútil  su  inserción. 
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ciendo  el  Dr.  Francisco  Bermüdez  de  título  le« 
galmente  expedido  conforme  al  decreto  orgáni- 
co de  la  facultad,  ejerza  las  profesiones  de  me» 
dicina,  cirugía  y  farmacia  que  practica  actual- 
mente en  aquella  ciudad.  Que  José  Simón  Pefia 
puede  continuar  ejerciendo  la  de  la  farmacia  por 
haber  obtenido  y  presentado  tílulo  legal.  Y  que 
el  gobernador  no  es  responsable  por  haber  decre- 
tado que  continuasen  en  el  despacho  de  sus  bo- 
ticas los  que  las  tenían  sin  competente  titula, 
mientras  el  Poder  Ejecutivo  libraba  la  resolución 
que  estaba  pendiente  á  virtud  de  la  cuenta  dada 
por  so  antecesor  que  previno  se  mantuviesen 
entretanto  aquellos  en  posesión  de  su  establecí* 
miento. 

Comuniqúese  al  gobernador  con  inserción  del 
dictamen  de  la  facultad  médica,  y  puUíquese  en 
la  gaceta. — Firmado. — Urbanejh, 
FARMACÉUTICOS.  Tarifa  de  los  precios  á 

que  deben  vender    las    drogas  medicinales. 

Véase  Arancel  de  drogas  medicinales» 

FAROS.    DECRETO  PE  11  SE  MATO  DE  1842,  68' 

bleciéndolos  en  diversos  puntos  de  la  costa» 

£1  Senado  y  Cámara  de  Represeatantds  de  la  R&- 
pablica  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

Vista  la  solicitud  del  Concejo  municipal  de 
Puerto  Cabello  sobre  que  se  mande  establecer 
en  Punta-brava  en  auxilio  de  la  navegación  de 
aquella  costa  un  faro  que  para  este  efecto  ha  ad- 
quirido y  ofrece  la  Junta  benefactora  de  aquella» 
ciudad;  y 

considerando: 

Que  es  de  grande  utilidad  para  la  navegación 
de  las  costas  de  la  República  hacer  extensivos  á 
otros  puertos  de  ella  estos  establecimientos,  de 
acuerdo  con  las  indicacionies  del  Poder  Ejecutivo» 

decretan: 

Art.  19  3^  establecerá  en  Ponta-brava  frente 
&  la  bahía  de  Puerto  Cabello  el  faro  ofrecido  por 
la  Junta  benefactora  de  aquella  ciudad,  y  tanii- 
bien  se  establecerán,  uno  en  los  Roques,  otro  á 
la  entrada  del  Oxinoco,  en  los  puntos  que  desig* 
ne  el.  Poder  Ejecutivo,  y  otro  en  la  isla  Bajo-se* 
co,  á  la  entrada  de  la  barra  de  Maracaibo,  cada 
uno  á  elevación  proporcionada  á  la  necesidad  de 
la  localidaxl  á  que  corresponda, 

Art.  29  El  Poder  Ejecutivo  dispondrá  lo  coa- 
veniente á  la  erección  de  los  faros  que  se  man- 
dan establecer  por  el  artículo  anterior,  y  á  que 
se  cor.a3rven  constantemente  alumbrados  en  to- 
das las  noches  del  año. 

Art.  39  Para  los  efectos  de  los  dos  artículos 
anteriores  se  cobrarán  desde  I7  de  Julio  del 
presente  año  :  en  Angostura,  la  Guaira,  Puerto- 
cabello  y  Maracaibo,  seis  centavos  por  cada  to- 
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fielada  que  midan  los  buques  que  entren  con 
carga  6  sin  ella  procedentes  de  puertos  extranje- 
ros; y  &  los  que  procedan  de  otros  habilitados 
de  la  República,  y  que  entren  con  carga  6  sin 
ella  en  Agostura,  Puerto-Cabello  j  Maracaibo 
se  les  cobrará  solamente  tres  centavos  por  cada 
tonelada  que  midan  sobre  el  exceso  de  veinte  y 
cinco.  De  los  producios  de  uno  y  otro  impuesto 
se  formará  un  fondo  general.  (*) 

^.  único.  Quedan  exceptuaoos  del  pago  de  es- 
te impuesto  los  buques  de  guerra  y  los  paquetes 

6  correos  nacionales  ó  extranjeros. 

Art.  49  El  cobro  del  impuesto  que  se  estable- 
ce por  el'artículo  anterior,  se  verificará  cuando 
se  haga  el  de  los  derechos  de  puerto,  y  por  los 
mismos  empleados  encargados  por  la  ley  de  la 
recaudación  de  aquellos. 

Art.  59  La  suma  necesaria  para  que  la  erec- 
ción de  los  cuatro  faros  á  que  se  contrae  esta 
ley  tenga  efecto  á  la  mayor  brevedad,  se  auxi- 
liará con  el  sobrante  acumulado  de  los  derechos 
de  entrada  establecidos  en  la  de  derechos  de 
puerto,  toniados  con  condición  de  ser  reintegra- 
dos por  los  que  esta  establece,  y  del  modo  si- 
guiente :  para  el  faro  de  los  Roques  del  derecho 
de  entrada  que  se  recauda  en  la  Guaira,  y  para 
los  restantes,  de  los  que  se  recaudan  en  cada  uno 
de  los  puertos  á  que  cada  faro  corresponda. 

Dado  en  Caracas  á  5  de  Mayo  de  184*2,  aAo 
139  de  la  ley  y  329  de  la  independencia  —El 
presidente  del  Senado.  J.  Manuel  de  Ion  Riot. — 
£1  presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Francisco  Diaz. — £1  secretario  del  Senado,  Jo- 

(*)  El  Administrador  de  aduana  d©  Ciudad  Bolívar,  Sr, 
Pedro  M.  Otero,  expuso  en  su  informe  do  1848:  "Por  el 
art.  3.  ®  de  esta  ley  se  mandan  ccbrar  en  esta  aduana  6  y  3 
centavos  por  cada  tonelada  que  midan  las  buques  que  en< 
tren  en  Orinoco.  En  boca  garande  de  est«  río  existe  un  faro 
flotante  que  hace  el  gasto  á  la  hacienda  pública  de  3.000 
pesos  al  año.  En  el  económico  que  feneció  en  Junio  últi- 
mo ingresó  el  ramo  de  faro  1.875  pesos  31  centaros  cuan- 
do el  erario  egresó  3.000  pesos  por  un  establecimiento  de 
conveniencia  y  provecho  solo  de  los  amos  do  buques ;  per- 
dió, pues,  1.624  pesos.  67  centavos  como  perdió  en  el  afio 
económico  anterior  de  46  á  47  por  este  respecto  1.712  pe- 
sos 60  centavos.  Esto  quiere  dech"  que  la  cuota  de  6  cen- 
tavos por  tonelada  es  insaficienie  para  sostenerse  el  faro 
flotante  de  Orinoco,  y  por  lo  tanto  es  de  imperiosa  necesi- 
dad que  so  provea  este  ramo  de  Ingreso  para  su  sosteni- 
miento sin  gravamen  del  erario,  á  cuyo  efecto  debe  au- 
mentársela cuota  á  16  centavos  tonelada  indistintamente 
proceda  ó  no  el  buque  del  extranjero,  porque  todos  se 
aprovechan  del  beneficio  del  furo.  £n  el  próximo  pasado 
año  económico  midieron  21.893  toneladas  los  buques  que 
salieron  del  Orinoco,  sobre  esta  base  es  que  he  calculado 
para  proponer  el  aumento  hasta  15  centavos  por  tonelada. 
£d  solo  prácticos  y  faro  ha  pei*dido  la  Noción  en  un  año 

7  594  pesos  50  centavos  como  ya  he  demostrado.  Este  es- 
tado de  cosas,  señor,  no  debe  prolongarse  por  mas  tiempo. 
81  el  comercio,  ó  sean  los  capitanes  de  buques,  han  de  me- 
nester de  prácticos  y  faro,  es  forzoso  indemnicen  á  la  Na- 
ción ol  faro  y  práctico  que  ella  les  asegma  para  su  prove- 
cho. 
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9é  R*  Burguíllos. — El  secretario  de  la  C&mara 
de  Representantes,  Rafael  Acevedo. 

Caracas  Mayo  11  de  1842,  año  139  ^^  1^  1^7 
y  329  de  la  independencia. — Ejecútese, — José  A. 
Páez. — Por  S.  £.  el  Presidente  déla  República. 
— RI  Secretario  de  Estado  en  los  despachos  de 
lo  Interior  y  Justicia,  Ángel  Quintero* 

FECHAS.  RESOLUCIÓN  DB  25  DE  SETIEMBRE  DE 

1830  mandando  que  en  las  fechas  oficiales  se 
escriba :  año  primero  de  la  ley» 

Secretaría  del  Congreso— Núra.  87.— Valencia  25 
de  Setiembre  de  1830, 1  ^  de  la  ley  y  20  ®  de  la  in- 
dependencia. 

Sefíor  Secretario  del  D.  en  el  departamento 
del  Interior. 

El  soberano  Congreso  acordó  en  su  sesión  de 
ayer  después  de  recibida  la  Constitución  fírmada 
por  el  Poder  Ejecutivo:  '<  Que  en  todas  las  comu- 
nicaciones oficiales  se  usase  en  adelante  de  la  fór- 
mula que  indicase  que  este  afío,  es  el  primero  de 
la  ley  y  el  vigésimo  de  la  independencia*  "  Lo 
digo  6  US.  para  que  poniéndolo  en  conocimiento 
del  Gobierno,  prodúzcalos  efectos  consiguientes. 
— Dios  guarde  á  US. —  El  secretario,  Rafael 
Aceveáon 

FEDERACIÓN.  Véase  Pactos  de  federación. 
FERROCARRIL  de  puerto  cabello  a   san 

FELIPE.   DECRETO     DE  18  DE    ABRIL  DE     1853, 

concediendo  privilegio  para  su  apertura  á 
S.  de  Agreda^  Jove  y  Compañía,  y  otros* 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela,  reuaidos  en  Congreso. 

Vista  la  representación  que  han  dirigido  al 
Congreso  S.  de  Agreda,  Jove  y  Compañía,  Pas- 
cua] Chartier,  José  María  Pérez  Marca  no,  H» 
Lirorius  y  Lange,  Fernando  Olavarría  yJ.M. 
Castillo  Erazo,  en  que  piden  carta  patente,  ó  au- 
torización legal,  para  establecer  un  ferro. carril 
de  Puerto  Cabello  á  la  ciudad  de  San  Felipe,  la 
protección  nacional  para  la  estabilidad  y  progre- 
so de  la  empresa,  y  algunas  exenciones  para  los 
empresarioa  de  la  obra  y  sos  trabajadores  ;  y 

CONSIDERANDO  : 

19  Qtie  tma  obra  de  semejante  naturaleza  y 
de  tanta  importancia  no  podrá  menos  que  traer 
á  la  Nación  incalculables  ventajas;  y 

29  Que  la  protección  que  el  Gobierno  le  dis- 
pense, á  la  vez  que  contribuirá  á  realizarla  coa 
mayor  prontitud  y  perfección  en  utilidad  de  las 
industrias  y  de  la  riqueza  particular  y  pública, 
despertará  en  el  pais  el  espíritu  de  empresa  y 
multiplicará  las  de  su  género  ; 

DECRETAN. 

Art.  19  Los  empresarios  del  ferrocarril,  que 
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ha  de  establecerse  de  Paerto. Cabello  &  la  ciadad 
de  San  Felipe,  podráa  formar  una  sociedad  de 
accionistas  de  dentro  y  fuera  de  la  República, 
con  el  ñn  de  reunir  el  capital  necesario  para  rea- 
lizar la  obra,  sin  que  el  Gobierno  salga  por  ga- 
rante ó  fiador  de  las  acciones  ni  de  su  adminis- 
tración é  inversión. 

Art.  29  El  Gobierno  entra  en  la  obra  como 
accionista  y  toma  en  consecuencia  la  quinta  par- 
te del  número  total  de  acciones,  ó  hasta  doscien- 
tos cincuenta  mil  pesos  en  acciones  sin  otro  pri- 
vilegio que  el  mismo  que  tengan  los  demás  ac- 
cionistas particulares  en  conformidad  con  los  es- 
tatutos que  se  formen  y  en  proporción  del  núme- 
ro de  acciones. 

Art*  39  También  favorecerá  el  Gobierno  la 
obra:  I9  con  la  donación  de  los  terrenos  baldíos 
necesarios  para  el  trayecto  del  camino  y  para 
los  edificios  que  se  construyan  con  el  objeto  de 
realizarlo  perfectamente ;  29  con  las  maderas  de 
construcción,  leña  y  combustibles  de  cualquiera 
especie  y  con  cualquiera  otras  materias  que  se 
hallen  en  dichas  tierras,  pertenecientes  á  la  Na- 
ción, salvo  las  minas  de  piedras  preciosas  y  me- 
tales :  39  con  la  exención  de  todo  derecho  nacio- 
nal y  municipal  por  el  acopio,  uso  y  consumo 
de  los  materiales  indicados ;  y  49  con  la  exención 
también  de  todo  derecho  nacional  y  municipal 
por  las  máquinas,  instrumentos,  carros,  herra- 
mientas, hierro,  combustibles  y  demás  materia- 
les que  la  sociedad  introduzca  para  la  realización 
y  perfecion  del  ferrocarril,  siempre  que  justifi- 
quen la  aplicación  de  tales  objetos  á  la  obra 
ante  los  Jefes  de  la  Aduana  de  Puerto-Cabello, 
quienes  serán  muy  solícitos  en  prevenir  todo 
fraude. 

Art.  49  Se  concede  á  la  Sociedad  empresaria 
de  ferrocarril,  privilegio  exclusivo  por  el  espacio 
de  cuarenta  años  que  deben  empezarse  á  contar 
desde  el  dia  en  que  la  obra  quede  concluida,  con- 
cediéndose ademas  la  propiedad  de  dicho  ferro- 
carril á  la  misma  sociedad  empresaria  y  sus  suce- 
sores durante  cuarenta  años  mas :  terminados  que 
sean  los  ochenta  años  de  que  habla  este  artículo, 
el  ferrocarril  pasará  &  ser  propiedad  nacional, 
entregftndose  por  la  sociedad  empresaria  en  buen 
estado. 

Art.  59  Los  directores,  empleados,  operarios 
y  trabajadores  de  la  empresa  del  ferrocarril  se- 
rán exentos  durante  los  trabajos  de  carga  conce- 
jil y  del  servicio  de  la  milicia  en  tiempo  de  paz. 

Art.  69  Las  demandas  de  la  sociedad  empren- 
dedora por  razón  de  pactos,  contratos,  obligacio- 
nes ó  estipulaciones,  que  tengan  relación  con  la 
empresa  del  ferrocarril,  serán  vistas  y  decididas 
por  el  tribunal  competente  con  preferencia  á  caal- 
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quiera  otro  negocio  particular  que  no  envuelva 
interés  público. 

Art.  79  Por  disposición  judicial  podrán  ser 
embargadas  y  vendidas  las  acciones  pertenecien- 
tes al  ^rrocarríl,  salvo  las  del  fisco,  cuyos  dere- 
chos serán  siempre  privilegiados;  pero  no  se 
dispondrá  nunca  del  importe  de  aquellas  accio- 
nes para  objetos  diferentes  ó  extraños  á  la  obra. 

Art.  89  La  sociedad  emprendedora  del  ferro- 
carril de  Occidente  podrá  cobrar  en  razón  de 
flete  hasta  seis  reales  por  cada  quintal  de  caft, 
algodón,  cacao  o  cualquiera  otro  fruto,  ó  peso  só- 
lido, o  por  seis  pies  cúbicos  de  bultos  volumino- 
sos. Por  el  tiasporte  de  personas  se  cobrarán 
tres  pesos  sencillos* 

Art.  99  £1  privilegio  concedido  á  los  empre- 
sarios del  ferrocarril,  no  menoscaba  la  libertad 
de  los  transeúntes  para  traficar  por  otro  camino, 
ó  por  el  actual  de  Puerto-Cabello  á  San  Felipe, 
que  se  conservará  siempre  expedito,  y  si  la  línea 
del  ferrocarril  debiere  pasar  por  esta  via,  aunque 
para  tal  objeto  queda  donada  á  la  empresa,  los 
empresarios  á  su  costa  la  limpiarán  y  ensancha- 
rán cuanto  lo  requiere  el  libre  tráfico,  durante 
los  trabajos,  con  sujeción  á  las  ordenanzas  mu- 
nicipales. 

Arr.  10  Cualquiera  ramificación  del  ferrocar- 
ril, que  acometa  y  realice  la  sociedad  empresaria, 
gozará  de  los  mismos  favores  y  privilegios  ex- 
presados en  los  artículos  precedentes,  cobrándo- 
se los  derechos  de  tránsito,  en  proporción. 

Art.  11.  Reunido  que  sea  por  acciónese!  ca- 
pital requerido  para  la  obra,  y  que  se  haya  acor- 
dado comenzarla  por  la  Dirección  competente- 
mente autorizada  por  los  accionistas,  y  acordádo- 
se  también  por  estos  mismos  el  entero  de  las  accio- 
nes, el  Poder  Ejecutivo  dispondrá  entonces  la  en- 
trega de  la  parte  proporcional  de  las  acciones  del 
Gobierno.  A  este  efecto  deberá  incluirse  oportu- 
namente en  el  presupuesto  de  gastos  públicos, 
la  cantidad  correspondiente. 

Art.  12.  Si  pasados  cuatro  años,  á  contar  des- 
de el  19  de  Julio  próximo  no  se  hubiere  princi- 
cipiado  la  obra,  quedará  de  hecho  nulo  y  de  nin- 
gún valor  el  presente  decreto. 

Art.  13*  £1  ferrocarril  ha  de  quedar  concluido 
de  todo  punto  en  el  término  de  cuatro  años  con- 
tados desde  el  dia  en  que  se  empezaren  los  tra- 
bajos ;  y  la  sociedad  emprendedora  será  respon- 
sable de  los  perjuicios  que  por  su  falta  de  cum- 
plimiento á  las  condiciones  aquí  establecidas,  se 
originen  á  los  particulares  ó  al  £stado. 

Art.  14.  Las  balijas  públicas  serán  trasporta- 
das gratis  por  el  ferrocarril :  lo  mismo  se  obser- 
vará respecto  de  los  oficiales  ó  ajantes  del  Gobier- 
no en  comisión  del  servicio,  con  tal  que  sn  nú- 
mero no  pase  de  diez  personas  cada  mes  en  cuyo 


COLOUBIANA  T  VEintZOLAMA  TICfflNTB. 


97 


FE 


caso  se  pagará  el  trasporte  por  solo  el  exceso. 

Art.  15.  Los  elementos  de  guerra,  y  cuales- 
quiera otros  efectos  de  propiedad  Nadonal,  ó  mu- 
nicipal, que  se  trasporten  por  el  ferrocarril,  pa- 
garán solamente  la  mitad  del  flete  que  los  parti- 
culares. 

Art.  16  Con  el  fin  de  difundir  en  el  pais  los 
importantes  conocimientos  sobre  construcción  de 
caminos,  puentes,  calzadas,  máquinas,  ¿c^a.  el 
Poder  Ejecutivo  nombrará  en  clase  de  oficiales 
aprendices  aquellos  jóvenes  de  la  academia  de 
matemáticas,  que  habiendo  concluido  el  estudio 
de  la  arquitectura  civil,  se  pueden  emplear  en 
los  trabajos  del  ferrocarril,  con  tal  que  el  núme- 
ro de  oficiales  no  pase  de  veinte,  pudiendo  alter- 
narlos en  dichos  trabajos  bajo  la  dirección  de  los 
ingenieros  de  la  empresa. 

Art.  17.  Dentro  de  seis  meses  después  de  san- 
cionado este  decreto,  deberán  los  seis  empresa- 
rios de  que  él  habla  manifestar  ante  el  Poder  E- 
jecutivo  su  aceptación ;  y  si  pasado  este  tiempo 
no  la  hubieren  prestado,  quedará  sin  efecto  dicho 
decreto. 

Dado  en  Caracas  á  13  de  Abril  de  1853,  año 
34  de  la  ley  y  43  de  la  independencia. — El  Pre- 
sidente del  Senado,  Raimundo  Andueza. — El 
Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Francisco  Oriach. — El  Secretario  suplente  del 
Senado,  R.  IrazábaL — El  Secretario  de  la  Cá- 
mara de  Representantes,  /.  Padilla. 

Caracas  Abril  18  de  1853,  año  24  de  la  ley  y 
43  de  la  independencia.-Ejecútese. — José  G.  Mo- 
nagas* — Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  República 
— El  Secretario  de  Estado  en  los  Despachos  del 
Interior,  Justicia  y  Relaciones  Exteriores,  Simón 
Planas. 
FERROCARRILES,  ley  de  15  de  abril  de 

1854  mandando  establecer  uno  de  la  Guaira 

á  Puertocabello  pasando  por  Caracas  y  los 

Valles  de  Aragua. 

£1  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso. 

DECRETAN : 

Art.  19  Se  construirá  una  línea  de  ferrocarril, 
que  partiendo  del  puerto  de  la  Guaira  pase  por 
Caracas  y  los  Valles  de  A  ragua,  se  aproveche 
la  navegación  del  lago  conocido  con  el  nombre 
de  Valencia,  y  tocando  en  este  punto,  vaya  á 
parar  á  Puertocabello,  después  de  haber  enlazado 
los  puntos  principales  del  tránsito. 

Art.  29  Queda  autorizado  el  Poder  Ejecutivo 
para  contratar  con  particulares  6  sociedades  ac- 
cionistas, de  dentro  ó  fuera  de  la  República,  di- 
cha línea  de  ferrocarril  en  su  totalidad,  ó  por 
partes,  según  sea  mas  conveniente ;  pero  sujetan- 
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dose  á  los  requisitos  qus  se  expresan  en  los  ar- 
tículos siguientes. 

Art.  39  La  empresa  ejecutará  á  su  costa  y  ba- 
jo su  responsabilidad,  en  un  término  que  no  ex* 
ceda  de  seis  años,  todos  los  trabajos  necesarios 
al  establecimiento  del  todo  ó  de  la  parte  contrata- 
da del  ferrocarril. 

Art.  49  Los  seis  años  de  que  trata  el  artículo 
anterior  tendrán  principio  desde  el  dia  en  que  el 
Poder  Ejecutivo  entregue  al  empresario  el  perfil 
de  los  terrenos  de  que  habla  el   artículo  29. 

Art.  59  El  ferrocarril  tendrá  una  ó  dos  vias, 
según  quede  estipulado  entre  la  empresa  y  el 
Gobierno.  Tendrá  igualmente  las  proporciones, 
la  anchura  y  demás  facilidades  que  se  acostum- 
bran en  Francia;  de  modo  que  dicho  camino  de 
hieiro,  sin  salir  de  los  límites  de  una  justa  y  pru- 
dente economía,  reúna  en  sí  todas  las  ventajas 
de  los  mejores  ferrocarriles  de  Europa. 

Art.  69  Los  puentes  que  deban  fabricarse  so- 
bre los  rios  y  caminos  de  tránsito,  como  también 
los  desvíos  de  dichos  rios  ó  caminos,  no  podrán 
emprenderse  sino  conforme  á  los  planos  aproba- 
dos por  el  Gobierno. 

Art.  79  Quedará  á  cargo  de  la  empresa  el 
restablecer  y  asegurar  á  su  costa,  si  há  lugar,  el 
curso  de  las  aguas,  cuya  corriente  hubiere  si- 
do suspendida  ó  modificada  por  los  trabajos. 

Art.  89  Las  excavaciones  ó  perforaciones,  cu- 
ya ejecución  fuere  indispensable,  tendrán  las 
proporciones  y  la  extensión  precisas  para  su  ob- 
jeto, y  serán  ejecutadas  por  la  empresa,  de  acuer- 
do con  el   Gobierno. 

Art.  99  El  camino  de  hierro  será  separado  de 
las  haciendas  privadas  ó  públicas,  ya  con  muros, 
ya  con  cercas,  ó  zanjas  y  ribazos  de  tierra.  Las 
barreras  que  cierren  las  comunicaciones  particu- 
lares, no  se  abrirán  sobre  el  camino  sino  sobre 
las  haciendas. 

Art.  10.  Las  indemnizaciones  por  motivo  de 
expropiación  ó  perjuicio  cualquiera  que  resulten 
de  los  trabajos  de  la  empresa,  serán  pagados  por 
ella  á  juicio  de  peritos,  á  falta  de  arreglo  amiga- 
ble entre  la  parte  interesada  y  la  empresa. 

Art.  11,  Mientras  duran  los  trabajos,  la  em- 
presa será  sometida  á  la  supervijilancia  del  Go- 
bierno sin  perjuicio  de  la  libre  elección  que  ella 
tendrá  de  los  medios  y  agentes  para  la  ejecución 
de  sus  trabajos.  Esta  vijilancia  tendrá  por  objeto 
el  impedir  á  la  empresa  que  se  aparte  de  las  esti- 
pulaciones convenidas. 

Art.  12.  El  camino  de  hierro  }'  todas  sus  de- 
pendencias serán  siempre  mantenidas  en  buen 
estado,  de  modo  que  el  tránsito  nunca  deje  de 
ser  cómodo  y  seguro. 

El  estado  del  ferrocarril  y  sus  dependencias  se- 
rá examinado  cada  aflo,  y  mas  á  menudo  si  fuere 
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menester,  por  uno  6  mas  comisionados  que  el  Go- 
bierno nombrará  con  tal  objeto.  Los  gastos  de 
mantenimiento  y  de  reparaciones,  ya  ordinarios 
ya  extraordinarios,  quedarán  enteramente  k  car- 
go de  la  empresa. 

Art.  13.  La  empresa  no  podrá  empezar  nin- 
gún trabajo  ni  intentar  ninguna  expropiación,  sin 
haber  previamente  justificado  ante  el  Gobierno 
la  existencia  de  su  fondo  ó  capital,  y  la  realiza- 
ción de  la  quinta  parte  por  lo  menos,  de  dicho 
fondo  ó  capital. 

Si  en  el  término  de  diez  y  ocho  meses,  que 
empezarán  desde  el  dia  que  fija  el  artículo  49, 
la  empresa  no  estuviere  pronta  á  principiar  los 
trabajos,  y  si  en  efecto  no  los  hubiere  empezado, 
perderá  todos  los  derechos  que  le  conceda  el  con- 
trato ajustado  con  el  Gobierno,  sin  necesidad  de 
ninguna  notificación. 

Art.  14.  Un  reglamento  formado  por  el  Go- 
bierno con  informe  y  participación  de  la  empre- 
sa, fijará  las  medidas  precisas  para  garantir  la  po- 
licía, la  seguridad,  el  uso  y  el  mantenimiento  del 
camino  de  hierro,  y  de  sus  dependencias.  Sin  em- 
bargo, la  empresa  podrá  hacer  con  la  aprobación 
del  Gobierno,  los  reglamentos  que  ella  considere 
útiles  para  el  servicio  y  la  explotación  del  ferro- 
carril. 

Art,  15.  Para  indemnizar  á  la  empresa  de  los 
trabajos  y  gastos  que  ella  se  obliga  á  hacer,  en 
virtud  de' este  contrato,  y  bajo  la  condición  ex- 
presa de  que  quedarán  cumplidas  todas  sus  obli- 
gaciones, se  le  concede  por  el  término  de  noven- 
ta años  consecutivos,  empezando  desde  el  dia  en 
que  se  celebre  el  contrato,  la  facultad  de  cobrar 
el  precio  de  los  trasportes  de  los  viajeros,  de  los 
equipajes,  y  todo  género  de  productos  y  mercan- 
cías, con  arreglo  alas  tarifas  que  sean  ulterior- 
mente convenidas  entre  la  empresa  y  el  Gobier- 
no. 

Art.  IG.  Cada  viajero  podrá  llevar  consigo  un 
equipaje  cuyo  peso  y  volumen  serán  determina- 
dos por  un  reglamento  que  se  hará  de  acuerdo 
por  el  Gobierno  y  la  empresa,  sin  tener  que  pa- 
gar ningún  suplemento  por  el  precio  de  su  asien- 
to. 

Art  17.  Los  militares  en  servicio  activo,  que 
viajen  en  comisión  del  Gobierno,  no  pagarán 
por  su  trasporte.  Los  que  viajen  en  cuerpo  paga- 
rán según  estipulen  los  empresarios  con  el  Go- 
bierno, no  pudiendo  exceder  el  precio  del  traspor- 
te de  la  mitad  del  que  se  señale  en  la  tarifa. 

Art.  18.  Las  cartas  y  despachos  del  Gobierno 
ó  de  sus  agentes,  serán  trasportados  gratis  sobre 
toda  la  extensión  del  camino  de  hierro. 

Art.  19.  Mediante  el  pago  de  los  precios  esti- 
pulados en  la  tarifa  arriba  citada,  y  salvo  las  ex- 
cepciones que  puedan  sobrevenir,  la  empresa  se 
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obliga  á  trasportar  con  la  debida  celeridad,  y  exac- 
titud, los  viajeros,  ganados,  productos  y  mercan- 
cías de  cualquiera  naturaleza  que  le  sean  cometí* 
dos. 

Art.  20.  En  la  época  fijada  para  la  expiración 
del  término  del  contrato,  el  Gobierno  quedará 
subrogado  en  todos  los  derechos  de  la  empresa 
sobre  la  propiedad  del  terreno  y  de  los  trabajos 
señalados  en  el  plano  cadastral  que  se  hará. 

Art.  21.  La  empresa  queda  obligada  á  entre- 
gar en  buen  estado  el  ferrocarril,  con  todos  sus 
trabajos  y  dependencias,  como  edificios  de  salida 
y  llegada,  de  carga  6  descarga,  casas  para  los 
guardas  é  inspectores,  oficinas,  máquinas  fijas  y 
movibles,  y  en  general,  todos  los  objetos  muebles 
é  inmuebles  que  estuvieren  afectos  ó  destinados 
al  servicio  de  la  empresa. 

Art.  22.  Durante  los  cinco  años  que  precedan 
á  la  cesación  del  contrato,  el  Gobierno  tendrá  el 
derecho  de  embargar  los  productos  del  camino 
de  hierro,  en  el  caso  de  que  la  empresa  no  hu- 
biere cumplido  enteramente  con  sus  obligacio- 
nes. 

Art.  23.  En  caso  de  que  el  Congreso  decrete 
ó  autorize,  ó  haya  decretado  o  autorizado  la  cons- 
trucción de  otras  carreteras,  canales  ó  ferrocarri- 
les que  atraviesen,  entronquen  ó  prolonguen  el 
camino  de  hierro  aquí  demarcado,  la  empresa, 
no  podrá  poner  ningún  estorbo  á  la  ejecución  de 
dichos  caminos  ó  canales,  con  tal  que  de  ello  no 
resulte  ningún  impedimento  para  la  construcción 
de  dicho  camino,  ni  nuevos  gastos  para  la  em- 
presa. 

Art.  24.  El  Congreso  se  reserva  expresamen- 
te el  derecho  de  otorgar  nuevas  concesiones  de 
ferrocarriles  que  se  ramifiquen  6  entronquen  so- 
bre los  puntos  por  donde  pase  el  camino  proyec- 
tado, ó  que  formen  la  continuación  de  dicho  ca- 
mino. 

Art.  25.  Las  empresas  concesionarias  de  ferro- 
carriles que  se  ramifiquen  sobre  el  camino  de 
hierro  proyectado  ó  que  formen  prolongación 
con  el  mismo,  tendrán  la  facultad  de  hacer  circu- 
lar sus  carruajes  y  máquinas  sobre  el  ferrocarril 
de  la  Guaira  á  Puerto  Cabello,  con  tal  que  pa- 
guen los  precios  estipulados  en  las  tarifas,  y  no 
contravengan  á  los  reglamentos  de  policía  y  ser- 
vicio. 

Esta  facultad  será  recíproca  para  la  en  presa 
del  ferrocarril  proyectado  con  respecto  á  dichas 
ramificaciones  y  prolongaciones. 

La  empresa  que  tuviere  que  hacer  uso  del  ma- 
terial que  no  sea  su  propiedad,  pagará  una  in- 
demnización proporcionada  al  uso  y  deterioro 
de  dicho  material. 

Art.  26.  £1  Gobierno  otorgará  gratis  á  la  em- 
presa,  para  solo  el  establecimiento  de  las  viad  y 
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i«8  necesidades  del  servicio,  todos  los  terrenos 
baldíos  qne  se  hallen  en  la  extensión  del  cami- 
no de  hierro. 

Los  terrenos  pertenecientes  á  particulares,  de- 
berán cederse  á  la  empresa  y  ser  pagados  por  ella 
amigablemente;  y  en  caso  de  oposición,  se  diri- 
núrá  esta,  con  arreglo  á  las  leyes  que  rijan  en  la 
materia. 

Art.  27.  La  empresa  está  autorizada  para  to- 
mar, sin  pago  ni  derecho  alguno,  todas  las  ma- 
deras, piedras  y  cualesquiera  otros  materiales 
en  lus  tierras  del  Estado  para  el  uso  del  ferrocar- 
ril. 

Art.  28.  Las  materias  de  cualquiera  naturale- 
za que  sean  necesarias  á  la  construcción  del  ca- 
mino de  hierro,  ft  su  explotación  ó  al  manteni- 
miento de  los  operarios,  serán  exentos  de  todos 
derechos,  cualquiera  que  sea  su  procedencia. 

Art.  29.  El  Gobierno  al  mismo  tiempo  que 
celebre  un  contrato,  entregará  un  perfil  de  los 
terreno?  por  donde  deba  pasar  el  camino,  con 
una  escala  exacta  de  extensión  y  elevación,  como 
también  todos  los  pormenores  necesarios  á  la 
obra  ;  debiendo  ser  los  gastos  que  en  esto  se  ha- 
ga de  cuenta  de  la  enipresa. 

Art.  30.  La  empresa  quedará  exenta  de  im- 
puestos nacionales  ó  municipales,  durante  el  tér- 
mino del  privilegio,  por  todo  aquello  que  diga 
relación  con  el  camino  de  hierro  y  su  explot^i- 
cion. 

Art.  31.  La  empresa  podrá  hacer  todas  las  re- 
trocesiones que  sean  necesarias  para  la  realiza- 
ción de  la   obra. 

Art  3'2.  El  Gobierno  facilitará  á  la  empresa  la 
introducción  de  los  operarios  necesarias  para  los 
trabajos  del  camino,  conforme  á  la  ley  de  inmi- 
gración. 

Art.  33.  £1  Gobierno  tendrá  siempre  el  dere- 
cho de  nombiar  todos  los  comisionados  y  agen- 
tes que  juzgue  necesarios  para  inspeccionarlos 
trabajos  y  velar  sobre  los  intereses  públicos. 

Art  34.  £1  Gobierno  dará  toba  su  protección 
&  la  empresa  y  la  rodeará  d)  toda  la  considera- 
ción y  autoridad  necesaria  r<^ra  facilitar  la  con- 
secución del  objeto  que  se  propone  al  contratar 
el  camino. 

Dada  en  Caracas  á  12  de  Abril  de  1854,  año 
25  de  la  ley  y  44  de  la  independencia. — El  Presi- 
dente del  Senado,  Francisco  Balbuena, —  El 
Presidente  de  la  Cámara  de  Repiesentantes,  L. 
Ruedas,  —El  secretario  suplente  del  Senado,  R, 
Irazábal. — £1  secretario  de  la  Cámara  de  Repre- 
sentantes, J.  Padilla, 

Caracas  15  de  Abril  de  1854,  afio  25  de  la  ley 
y  44  de  la  independencia  —  Ejecútese. —  J.  G. 
Monagos. — Por  S.  E«  el  Presidente  de  la  Kepá- 
blica,-*£l  Secretario  de  £.  en  los  DD«  del  Inte- 
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rior,  Justicia  y  Relaciones   Exteriores,  Simón 

Planas, 

FERROCARRILES.  Autorización  al  Poder  Eje- 
cutivo  para  contratar  su  apertura,  Véane  iVa- 
vcgacion  de  nos^  lagos  ó  lagunas^  apertura 
de  ferrocarriles  ¿f, 

FIADOR  DE  SANEAMIENTO,  Véase  j4cc}on  eje  CU' 
tica  ait.  10  y  Prisión,  A.  C.  S.  de  Id  de  Se- 
tiembre de  1841. 

FIANZA  EN  CAUSAS  CIVILES.  Sus  efectos  en 
cuanto  á  la  persona  y  bienes  del  deudor.  Véa- 
se Acción  ejecutiva  art*  6. 

FIANZAS    DE  LOS     EMPLEADOS    DE    HACIENDA. 

Véase  oficinas  superiores  de  hacienda^  art.  3? 
núm  7. 

FIANZAS  DE  LOS  EMPLEADOS  DE  HACIENDA. 
RESOLUCIÓN  EJRCrTlVA    DE  20     DE     JUNIO  DE 

1840,  disponiendo  que  ninguno  sea  puesto 
en  posesión  mientras  no  sea  otorgada  y  apro- 
bada la  fiama  correspondiente. 

República  de  Venezuela. —  Secretaría  de  E.  en 
el  Des¡)acbo  de  Hacienda.— Caracas  20  de  Junio  do 
1810,110  y  30? 

Señor  Gobernador   de  la  provincia  de 

Señor, — Ha  observado  el  Gobierno  que  las 
autoridades  encargadas  de  dar  posesión  á  los  em- 
pleados de  Hacienda  que  deben  prestar  fianza, 
lo  verifican  unas  veces  sin  haberla  efectivamente 
otorgado  los  nombrados,  y  otras  sin  saber  si  la 
que  prestan  en  los  lugares  de  su  destino,  es  ó  no 
de  la  satisfacción  del   tribunal  de  cuentas. 

Por  tanto  S.  E.  el  Poder  Ejecutivo  ha  resuel- 
to que  á  ningún  empleado  de  Hacienda  se  ponga 
en  posesión  de  su  plaza  sino  después  de  haber 
otorgado  la  fianza  legal,  y  de  haber  participado 
el  tribunal  de  cuentas  á  los  señores  Gobernado- 
res de  provincia  ser  aquel  documento  de  su  satis- 
facción :  en  el  concepto  qut;  de  lo  contrario  será 
del  cargo  de  dichos  magistrados  cualquiera  res- 
ponsabilidad que  ocurra  desde  que  den  la  pose- 
sión hasta  que  obtengan  los  empleados  la  con- 
formidad del  tribunal  con  la  fianza    que  presten. 

US.  se  servirá  dar  exacto  cumplimiento  á  esta 
resolución  disponiendo  que  también  lo  tenga  por 
parte  de  los  jefes  políticos   de  su  jurisdicción. 
Soy  de  US.  muy  atento  servidor. — G,  Smith, 

FIANZAS  DE  LOS  EMPLEADOS  DE  -HACIENDA. 
RESOLUCIÓN    EJECUIIVA  DE     13  DE     OCTUBRE 

DE  1840  exceptuando  de  las  disposiciones  de 
la  refiolucion  anterior  álos  administradores 
de  aduana  interinos  cuando  los  propietarios 
sean  nombrados  senadores  6  representantes. 

República  de  Venezuela. — ^Secretaria  de  E.  en  cl 
D.  de  Hacienda.— Caracas  18  de  Octubre  de  1810, 
11  y  30. 

Circular  á  los  se&ores  Gobernadores  de  provin* 
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€ia  Y  Pr^^ideHte  del  Tribunal  de  Cuentas. 

La  resolución  de  20  de  Junio  último  inserta 
«n  1.1  Gaceta  número  493,  que  prohibe  dar  pose- 
sión á  los  empleados  de  hacienda,  antes  de  pres- 
tar la  fianza  legal,  y  de  haber  participado  el  tri- 
bunal de  cuentas  á  los  Gobernadores  de  provin- 
cia, ser  este  documento  de  su  satisfacción,  no  de- 
be ser  extensira  á  los  casos  en  que  por  ser  nom- 
brados dichos  empleados  para  Senadores,  Repre- 
sentantes ó  Diputados  provinciales,  entren  á  sus- 
tituirlos los  que  se  nombren  en  su  lugar  interi- 
namente, porque  entonces  el  requisito  de  la  con- 
tenta del  tribunal  cederia  en  perjuicio  del  servi- 
cio publico,  en  cuya  virtud  declara  el  Gobierno 
que  siendo  la  fianza  que  otorguen  los  interinos 
de  la  satisfacción  de  los  Gobernadores  de  pro- 
vincia, se  les  dé  posesión  desde  luego  de  sus  des- 
tinos, sin  necesidad  de  aquel  previo  requisito, 
remitiéndolas  oportunamente  á  dicho  tribuna], 
y  que  mando  las  interinarías  recaigan  en  los  in- 
terventores de  las  aduanas,  las  mismas  fianzas 
que  estos  hayan  prestado  para  el  desempeño  de 
sus  plazas  respondan  del  manejo  de  aquellas  por 
el  corto  tiempo  de  su  duración.  Y  lo  comunico  á 
US.  para  su  inteligencia  y  cumplimiento. — Soy 
de  US.  átenlo  servidor. — G.  Smith. 

FIANZAS  DE  LOS  EMPLEADOS  DE  HACIENDA.  RE- 
SOLUCIÓN   EJECUTIVA    DE   9   DE    FEBRERO     DE 

1848,  sobre  las  de  los  nombrados  para  sostt- 
tuir  á  otros  removidos  por  razón  de  fac- 
ciones. 

Secretaría  de  Hacienda.— Caracas  Febrero  9  de 
1848, 19  y  38.— Resuelto.— 

En  consonancia  con  lo  dispuesto  por  el  Poder 
Ejecutivo  en  13  de  Octubre  de  1840  y  de  que  se 
dio  cuenta  al  Congreso  en  la  Memoria  de  Ha- 
cienda de  1841  á  la  página  20  de  los  documen- 
tos, S.  E.  el  Presidente  de  la  República  dispone 
que  para  que  entren  en  el  ejercicio  de  sus  desti- 
nos los  empleados  designados  para  sostituir  á 
otros  que  el  Poder  Ejecutivo  remueve  en  las  ac- 
tuales circunstancias  por  convenir  así  al  mejor 
servicio  público,  y  que  deban  por  la  ley  prestar 
fianza  á  satisfacción  del  tribunal  de  cuentas,  bas- 
tará que  la  presten  provisionalmente  á  satisfac- 
ción del  Gobernador  de  la  provincia  6  del  jefe 
político  del  cantón  respectivo,  á  reserva  de  loque 
disponga  el  tribunal  de  cuentas,  ó  quien  inme- 
diatamente se  pasará  la  fianza  otorgada. 
Por  S.  E. —  Acevedo. 

FIANZAS    DE     LOS    EMPLEADOS    DE    HACIENDA. 
RESOLUCIÓN    EJECUTIVA   DE    31  DE    ENERO  DE 

1854  declarando  que  los  sostitutOB  nombrados 
por  los  administradores  de  rentas  nacionales 
no  deben  presidirla  para  servir  las  adminiS" 
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traciones  que  desempeñen  bajo  la  responsü' 
bilidad  de  los  propietarios. 

Secretariado  Hacienda. —  Sección  quinta.— Ca- 
racas, Enero  81  de  185á. 

Señor  Presidente  del  Tribunal  de  Cuentas. 

Presentada  al  Despacho  de  S.  E.  el  Poder  Eje- 
cutivo la  nota  de  US.  de  26  del  corriente,  relati- 
va á  la  duda  que  le  ocurre  al  Tribunal  de  Cuen- 
tas sobre  si  podria  ó  no  valer  la  separación  del 
señor  Manuel  Hidalgo,  del  servicio  de  la  Admi- 
nistración principal  de  Rentas  Internas  y  Cor- 
reos de  la  provincia  de  Coro,  para  concurrir  co- 
mo Senador  al  Congreso  nacional  y  dejando  en 
su  lugar  y  bajo  su  responsabilidad  al  señor  Da- 
goberto  Hidalgo ;  se  ha  servido  S.  E.  el  Presi- 
dente resolver:  que  los  empleados  de  Hacienda 
que  debiendo  concurrir  al  Congreso,  nombran 
sostituto  bajo  su  responsabilidad,  no  lo  hacen  con 
el  carácter  de  tales  Diputados  sino  con  el  de  em- 
pleados en  Rentas :que  el  juicio-de  sus  cuentas 
se  entiende  directamente  con  ellos  como  propie- 
tarios, y  no  con  sus  sostitutos;  y  que  es  por  es- 
ta razón  que  aquellos  contestan  los  reparos  y  car- 
gos que  emanan  del  examen  de  las  dichas  cuen- 
tas, sin  que  en  nada  afecte  la  responsabili- 
dad á  los  interinos,  que  sirven  nombrados  por 
los  propietarios  en  tales  casos ;  por  cuya  ra- 
zón el  Gobierno  decide :  que  los  expresados  sos- 
titutos no  deben  prestar  fianza  para  servir  acci- 
dentalmente los  deslinos,  pues  los  desempeñan 
bajo  la  que  tienen  otorgada  los  empleados  en 
propiedad.-Lo  comunico  á  US.  para  su  inteligen- 
cia y  fines  consiguientes,  y  en  contestación  á  su 
precitada  nota. 

S(/y  de  US.  atento  servidor. 

Pío  Ceballos. 

FIANZAS  DE  LOS  ADMINISTRADORES  £  INTER- 
VENTORES DE     ADUANA,  Y     COMANDANTES     D£ 

RESGUARDO.  Véasc  Aduaua,  art.  15  y  16.  W^ 

FIANZAS  DE  LOS  ADMINISTRADORES  E  INTER- 
VENTORES DE  ADUANA  INTERINOS.  Véase  Fian' 
zas  de  los  empleados  de  Hacienda^  R.  E.  de 
13  de  Octubre  de  1840. 

FIANZAS  DE  LOS  JEFES  DE  LA  ADUANA  DE  SAN 

ANTONIO  DEL   TACHiRA.   Yéase   Aduaiia  del 
Táchira,  art.  6. 

FIANZAS  DEL  ADMINISTRADOR  E  INTERVEN- 
TOR GENERALES  DE  CORREOS  VéasC     CorrCOS, 

L.  o.  art.  14,  16  y  17. 

FIANZAS  DE  LOS  ADMINISTRADORES  PRINCIPA- 
LES DE  CORREOS.  Yéasc  Correos,  L.  O.  ar- 
tículos 15,  16  y  17. 

FIANZAS  DE  LOS  ADMINISTRADORES  PRINCIPA- 
LES Y    SUBALTERNOS     DE     RENTAS     INTEKN.AS, 

Véase  Administraciones  de  rentas  internasj 
art,  IJ,  19  y  8». 
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FIANZAS  DB  LOS  C0LKCT0RB8    DB   RENTAS  IN- 
TERNAS Véase  id,  art.  14. 

FIANZAS  DB  LOS      ADHINISTRADURBS  DE  REN- 
TAS MUNICIPALES.  RESOLUCIÓN  EJUCUTITA  DB 

26  DB  SETIEMBRE  DB  1840.  declarando  que 
deben  responder  de  los  intereses  nacionales 
que  manejen  dichoé  administradores. 

República  de  Venezuela.— Secretaría  de  E.  y  del 
T>.  de  Hacienda.— Caracas  26  de  Setiembre  de  1840 
11  o  y  30  ®  — Circular  &  los  señores  Gobernadores 
de  provincia,  administradores  de  aduanas,  Presiden- 
te del  tribunal  de  cuentas  y  tesorero  general. 

En  el  expediente  sobre  ñanzas  que  deben  pres- 
rar  los  administradores  de  rentas  municipales 
como  encargados  de  la  recaudación  de  los  im- 
puestos sobre  destilación  de  aguardientes  y  plan- 
taciones de  caña  de  que  tratan  las  respectivas 
leyes  de  13  de  Mayo  de  1837  y  decretos  regla- 
mentarios del  Poder  Ejecutivo  de  28  de  Abril 
de  1838,  ha  declarado  el  Gobierno,  que  la  fianza 
que  un  administrador  de  rentas  municipales  pres- 
ta para  el  desempeño  de  este  destino,  debe  res- 
ponder igualmente  del  manejo  de  aquellos  im- 
puestos como  una  carga  que  le  impone  la  ley,  y 
si  el  fiador  no  se  conformare  deberá  el  adminis- 
trador presentar  otro  para  la  seguridad  de  los  in- 
tereses nacionales,  haciendo  extensiva  esta  decla- 
ratoria á  los  productos  del  papel  sellado  cuando 
en  cumplimiento  del  artículo  39  de  la  ley  de  18 
de  Abril  de  1838  se  encargue  su  recaudación  á 
dichos  administradores  de  rentas  municipales. 

Y  lo  comunico  á   US.   para  su   inteligencia  y 
demás   que   corresponda. — Soy  de  US.   atento 
servidor. — Guillermo  Smith.  (•) 
FIANZAS  DE  LOS  REGISTRADORES.  Yéaso  Re- 

gistro,  art.  4,  6,  y  6,  y  li.  E.  de  18  de  Junio 

de  1836. 

FIANZAS  POR  DERECHOS  DE  IMPORTACIÓN.  Véa- 

se  Importación^  art.  33. 

FIANZAS  POR  DERECHOS  DE  IMPORTACIÓN.  RE- 
SOLUCIÓN EJECUTIVA  DE  11  DE  JULIO  DE  1843 

deterrninando  los  requisitos  que  deben  tener 

República  de  Venezuela.— Secretaria  de  Hacien- 
da.—Caracas  Julio  11  do  1843, 14  y  88.— Circular. 

Señor A  consulta  del  administrador  de 

nduana  de  la  Guaira,  oido  el  informe  del  tribu- 
nal de  cuentas,  el  Gobierno  ha  resuelto  lo  que 
sigue : 

'*Las  fianzas  que  otorguen  los  importadores 

(*)  Pero  respecto  de  esta  Resolución  debe  observarse 
que  aunque  parece  que  debiera  considerarse  caducada 
por  haber  sido  derogadas  las  leyes  de  impuestos  sobre 
destilación  de  aguardiente  y  plantaciones  de  catia,  qnQ  ó- 
ta,  no  es  así,  por  cuanto  su  fundamento  es  general,  y  con- 
viene 4  cualesquiera  impuestos  6  ramos  nacionales  que 
en  lo  adelante  puedan  estar  á  cargo  de  tales  empleados, 
como  lo  Indica  el  nibro. 
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de  mercancías  por  los  derechos  que  adeuden  de- 
ben ser  á  satisfacción  de  los  administradores  de 
aduana,  que  exigirán  por  fiadores  personas  que 
les  sean  conocidas  como  honradas  y  de  respon- 
sabilidad, y  cuyo  crédito  esté  tan  bien  estableci- 
do que  pueda  el  administrador  comprobarlo  en 
caso  necesario  para  cubrir  su  responsabilidad: 
que  debe  el  administrador  reservarse  el  derecho 
de  exigir  en  cualquier  dia  durante  el  término  de 
la  fianza,  nuevos  fiadores  ó  hipotecas  especiales: 
que  los  deudores  principales  ni  sus  fiadores  pue- 
dan salir  de  la  provincia  sin  conocimiento  del 
I  administrador,  y  que  en  este  caso,  este  pueda 
exigir  un  fiador  sustituto  ó  hipoteca  á  su  sa- 
tisfacción, entendiéndose  que  de  lo  contrario  se 
tendrá  por  renunciado  el  plazo,  y  se  cobrará  lo 
adeudado  inmediata  y  ejecutivamente;  y  en  fin, 
que  la  fianza  debe  registrarse  en  la  oficina  del 
ramo  6  firmarse  en  presencia  del  administrador 
y  de  dos  testigos  para  que  en  cualquiera  evento 
tenga  fuerza  ejecutiva  como  otorgada  ante  fun- 
cionario público." 

Lo  comunico  á  U.  para  su  inteligencia  y  cum- 
plimiento.—Soy  de  U.  atento  servidor. 

Francisco  Aranda* 
FIANZAS  CARCELERAS.  Deben  registrarse.  Véa- 
se Registro^  R  E.  de  15  de  Octubre  de  1836. 
FIANZAS  (escrituras  de  )  Derechos  que  de- 
ben pagar  únicamente.   Véase  Registro,  K. 
C.  de  10  de  Marzo  de  1852. 
FIANZAS.  Cuál  deberá  prestar  el  Director  de 
la  casa  de   moneda.  Véase  Moneda,  L.  de  1^ 
de  Abril  de  1854,  art.  9. 
FIESTAS  (días  de)  Véase  Dias  festivos, 
FIESTAS  nacionales,   ley  de  14  de  marzo 
DE  1849  estableciéndolas — reforma  el  decre- 
to de  16  de  Abril  de  1834,  p.  8  del  cuerpo 
comprensivo  de  las  de  ese  año,  y  p.  133,  núm* 
167  del  de  1851. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

considerando: 

19  Que  en  19  de  Abril  de  1810  el  buen  pue- 
blode  esta  tierra  con  entusiasmo  santo  y  heroi- 
co denuedo,  arrojando  de  sus  puertos  á  los  opre- 
sores de  tres  centurias,  por  primera  vez  reveló 
su  voluntad  de  gobernarse  por  sí  mismo  y  su  po- 
der para  ejecutarla. 

29  Que  en  5  de  Julio  de  1811  los  eerejios  re- 
presentantes de  las  provincias  unidas  declararon 
solemnemente  en  Congreso  general  la  indepen- 
dencia de  Venezuela  de  toda  (kminacion  extratía. 

39  Que  en  24  de  Enero  de  1848,  agotado  el 
sufrimiento  bajo  mía  nuera  y  odiosa  tiranía  que 
rebosaba  en  abusos  y  pretensiones  retrogradan- 
tes y  dMtf  aetoraa,  supo  e)  pueblo  espontanea  y 
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valientemente  recobrar  su  dignidad  sosteniendo 
los  fueros  de  la  libertad. 

49  Que  en  28  de  Octubre  se  ha  celebrado  siena- 
pre  el  nacimiento  del  ciudadano  Simón  Bolívar 
que  llenó  con  su  no:nbre  el  mundo  de  Culón  di- 
rigiendo con  su  pericia  y  admirable  constdncia 
en  la  guerra  las  legiones  venezolanas  que  fiit;- 
ron  de  triunfo  en  triunfo  desde  las  bocas  del  Ori- 
noco hasta  las  argentadas  cimas  del  Potobí. 

59  Y  que  el  honor  y  conveniencia  de  los  pue- 
blos están  de  acuerdo  en  consagrar  la  memoria 
de  los  dias  y  de  los  grandes  hombres  que  han 
servido  para  elevarlos  al  rango  de  nación  inde- 
pendiente y  libre. 

decretan: 

Art.  19  El  19  de  Abril  es  el  primero  de  los 
grandes  dias  de  Venezuela,  y  forma  la  época  de 
su  existencia  nacional. 

Art.  29  El  5  de  Julio  y  d  24  de  Enero  son  los 
grandes  dias  de  la  independencia  y  de  la  liber- 
tad de  los  venezolanos. 

Art.  39  Los  aniversarios  de  estos  tres  grandes 
dias  como  también  del  28  de  Octubre,  serán 
siempre  de  júbilo  y  de  patrióticos  recuerdos;  y 
todos  los  tribunales,  juzgados  y  oficinas  de  la 
administración  del  Estado,  los  guardarán  como 
de  fiesta  nacional. 

Art.  49  El  Poder  Ejecutivo  queda  especial- 
mente encargado  de  hacer  solemnizar  los  referi- 
dos cuatro  dias  de  una  manera  digna  de  la  Re- 
pública. 

Art.  59  Se  deroga  el  decreto  de  16  de  Abril 
de  18:M. 

Dada  en  Caracas  á  12  de  Marzo  de  1840.  afío 
20  de  la  ley  39  de  la  independencia. — El  Presi- 
dente del  Senado,  Cárlua  Arvelo.  —  FA  Presi- 
dente  de  la  Cámara  de  Representantes,  Miguel 
Anzola. — El  secretario  del  Senado,  José  Ángel 
Freiré. — El  secretario  de  la  Cámara  de  Repre- 
sentantes, J.  Padilla, 

Caracas  14  de  Marzo  de  1849,  año  20  de  ley 
y  39  de  la  independencia. —  Ejecútese. —  José 
Tadeo  Monágas.^ Por  S.  E.  el  Presidente  de  la 
República. — El  Secretario  de  Esiado  en  los  DD. 
del  Interior,  Justicia  y  Relacioaefl  Exteriores, 
José  Rafael  Revenga. 

FIESTAS  NACIONALES.  HRSOLDCION  EJECUTI- 
VA DE  15  DE  MARZO  Dis  1849  reglatnentando 
la  ley  anterior. 

Secretaría  del  Interior. — Sección  tercera.->Oará- 
cas,  la  de  Marzo  de  18^9. 

Resuelto. — En  cumplimiento  del  decreto  fe- 
cha de  ayer  que  encarga  especíaiiuente  al  Poder 
Ejecutivo  hacer  solemnizar  los  cuatro  grandes 
dias  nacionales  29  de  Abril,  5  de  Julio,  28  de 
Octubre  y  24  de  Enero,  déla  aieoeraivui«  digna. 
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recordándolos  á  los  pueblos  con  la  anticipación 
y  solemnidad  necesarias*  y  atendiendo  á  que  el 
Erario  nacional  no  se  halla  en  estado  de  sufragar 
otros  gastos  que  los  muy  indispensables  para  el 
sostenimiento  y  administración  de  la  Rt^pública, 
mientras  que,  por  otra  parte,  es  del  ínteres  y  del 
honor  de  los  ciudadanos  conservar  las  glorias  de 
la  patria  y  demostrar  el  entusiasmo  que  ellas  ins- 
piran por  actos  espontáneos  de  efusión  patriótica, 
se  limitará  por  ahora,  la  expresada  solemnidad  á 
lo  siguiente. 

19  Tres  salvas  nacionales  en  las  ciudades  for- 
tificaJas,  y  en  las  demás  en  que  sea  posible  ha- 
cerlas. 

29  Las  tropas  francas  de  las  guarniciones  y 
la  milicia  nacional  harán  simulacros,  paradas  ó 
paseos  militares  con  la  gula  y  suntuosidad  posi- 
bles. 

39  En  cada  uno  de  estos  tres  grandes  dias 
nacionales  se  publicará  por  bando  el  decreto  de 
ayer,  con  la  pompa  propia  de  recuerdo  tan  glo- 
rioso, y  el  5  de  Julio,  ademas,  se  leerá  del  mis- 
mo modo  el  acta  inmortal  de  la  independencia 
de  Venezuela. 

49  Los  gobernadores  y  jefes  políticos  cuida- 
rán de  que  se  iluminen  las  poblaciones  en  las 
noches  de  la  víspera  de  cada  uno  de  ellos,  y  en 
la  de  ellos  mismos,  y  que  se  adornen  las  calles 
y  cn»HS  del  mejor  modo  posible. 

59  Los  gobernadores  excitarán  á  las  diputa- 
ciones provinciales  en  su  próxima  reunión  á  que 
asignen  en  aus  piesupuemos  respectivos  una  su- 
ma con  que  costear  la  solemnización  de  los  refe- 
ridos cuatro  grandes  dias  nacionales. 

69  Los  concejos  municipales  quedan  especial- 
mente encargados  de  emplear  tOiios  los  arbitrios 
y  medidas  realizables  para  celebrar  las  festivida- 
des civiles. 

Por  S.  E.—J.  R.  Revenga, 

Es  copia. — Revenga. 
FIESTAS  PDBLiCAs.  Véase  Presidencia  en  las 

solemnidades,  funciones   y  fiestas  públicas 

así  civiles  como  religiosas* 

FIESTaS    PUBLICAS.      KESOLDCION    EJECUTIVA 

DE  19  DE  SETIEMBRE  DE  1846  desaprobando 
la  conducta  de  algunos  curas  que  se  han  ne- 
gado á  cantar  La  misa  y  Te  Deum  en  los 
dias  de  fiesta  por  falta  de  asignación^  man^ 
dando  se  dé  cuenta  al  Gobierno, 

República  de  Venessafíla.—SecretAria  de  Estado 
en  los  Dt'spachos  del  Intoríor  y  Justicia  —Sección 
tercera.— Núm.  832— Circular.— Caracas  19 de  Se- 
tiembre de  18*6,  afio  16  de  la  ley  y  86  de  la  inde- 
peudtfucia. 

Sr.  Gobernador  de 

Impuesto  8,  E.  el  Vicepresidente  de  )a  Repú- 
blica encargado  del  Poder  Ejecutivo  de  la  comu- 
nicación del  Gobernador  de  Barhma  de  3  de  Ja- 
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lío  áltíino  num  65  en  que  manifiesta  que  algu- 
nos curas  de  aquella  provincia  ae  niegan  á  cele- 
brar por  falta  (le  aMÍguacion  la  misa  y  Te  Deum 
que  en  acción  de  gracias  al  Todo  Poderoso  se 
han  mandudo  cuntur  en  los  aniversarios  de  los 
memorables  días  19  de  Abril  de  1810  y  5  de  Ju- 
lio de  1811,  ha  resuelto  se  diga  en  circular  á  los 
Guberiiudores. 

Extraña  mucho  el  Poder  Ejecutivo  que  cuan- 
do todos  los  ciudadanos  recuerdan  con  júbilo  los 
grandes  didS  nucionalus  y  contribuyen  gustosos 
á  su  celebración,  y  cuando  tudos  los  funciona- 
I  ios  públicos  prestan  al  intento  sus  oficios  en  el 
puesto  que  les  correspaudp  y  que  ordinariamen- 
te ocupan  y  dcseiDpeñan  sin  ninguna  remunera- 
ción, haya  eclesiásticos  que,  desviándose  de  la 
senda  que  sus  prelados  y  la  mayor  parte  de  los 
venerables  curas  les  trazan  con  su  ejemplo,  re- 
husen contribuir  con  bus  servicios  personales 
para  tan  patriótico  ñn^  y  he  recibido  orden  de 
prevenir  á  todos  los  gobernadores  que  procuren 
informarse  de  la  conJucta  de  los  venerables  cu- 
ras en  lo  concerniente  á  la  celebración  de  las 
fiestas  expresadas,  para  que  den  cuenta  de  ella 
al  Gobierno  y  se  tenga  presente  su  mérito  en 
oportunidad. 

£n  aquellas  provincias  en  que  las  diputacio- 
nes provinciales  no  hubieren  seflaiado  cantidad 
alguna  para  las  fiestas  nacionales  ios  gobernado- 
res las  excitarán  á  hacerlo  en  su  prvyxinia  reu- 
nión para  que  se  cumpla  lo  di^puedio  por  la  ley 
de  lenlaa  municipales. 

Soy  de  US.  atento  servidor. 

Francia co  Cobos  Fuertes. 
FIJACIÓN  UE  LISTAS  DB  suFHAOANTBS.  Véase 

Elecciunts,  L.  li  arl.  JO 
filología  ó  hum akiüadbs.  Véase  Instruc- 
ción pública^   L.    VI,  art.  1 1  y  12  y  Cidegíos 
nacionales   (Apéndice  al   primer  tumo)  D.  £. 
R.  fie  27  de  Marzo  de  1854,  art.  69 
FILOSOFÍA.  Véase  Cursos  dt  filosojia. 
FIRMAS.  Véase  Comprobación  de  firmas  de 

los  fanciov arios  públicos. 
FISCALES.    Nadie   podrA  excusarse   de   serlo 
sin  impedimenCn  legal.  Véase  Procedimiento 
criminal^  art.  39 
FISCALES.  Exención  de  este  encargo  en  fa- 
vor de   los  empleados.  Véase  Empleados  R 
E.  de  13  de  Setiembre  de  1637. 
FISCALES.  Dereehos  de  los  de  la  Curia  ecle- 
siástica. Véase  Arancel  judicial  art.  13. 
FISCALES  DBLAscoRTBS.  Sus  fuuciones.  Véa- 
se Tribunales  y  juzgados^  L.  4a  v  art.  4^, 
atnb.  9a  de  la  ley  «a  ... 

FISCALES  DB  HACIENDA.    RBSOLVCIOlf  BJECD» 

TiVA  DB  4  DB  MAYO  Di$  1838  delegando  en  los 
Ciobernadores  la  facultad  de    nombrar  fis- 
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cales  especiales  en  los  casos  que   expresa» 

República  de  Venezuela. — Secretaría  de  E.  en  el 
D.  de  Hacienda.— Caracas  Mayo  4  de  1838,  9  y  28. 

Al  Sr.  Gobernador  de  la  provincia  de  Coro. 

Señor. — El  juez  de  primera  instancia  de  ese 
circuito,  se  ha  dirigido  al  Gobierno  en  comuni- 
cación de  31  de  Marzo  úliimo,  número  279, 
acompañando  copia  de  la  excusa  del  interventor 
de  aduana  de  la  Vela,  para  no  hacerse  cargo  del 
oficio  de  fiscal  en  la  causa  que  sigue  aquel  tribu- 
nal contra  los  seílores  Juan  Antonio  y  Martinia- 
no  Otero  por  las  mercancías  aprehendidas  en 
Pueblo  Nuevo,  parroquia  del  cantón  Paraguaná, 
de  esa  provincia.  Expone,  entre  otras  cosas,  que 
habiendo  manifestado  el  ñscal  de  la  hacienda  pú- 
blica, no  pi»der  representar  en  esta  causa  por 
haber  una  inmediata  relación  entre  él  y  los  se- 
ñores Juan  Antonio  y  Martiniano  Otero  con 
quienes  está  ligado  en  cuarto  grado  de  consan- 
guiíúdud,  habia  estimado  por  legítimas  las  razo- 
nes alegadas  por  él,  con  arreglo  á  la  ley  2a  tít. 
29  del  código  de  procedimiento  civil:  que  en 
Consecuencia  dispuso  que  se  notificase  esta  de- 
terminación á  los  señores  Martiniano  y  Juan 
Antonio  Otero,  para  que  dentro  de  veinticuatro 
horas  manifestasen  su  allanamiento  ó  contradic- 
cÍ4)n:  que  no  podiendo  entre  tanto  abrir  la  causa 
á  prueba  sin  la  representación  fiscal,  habia  man- 
dado que  se  evacuasen  las  citas  que  faltaban;  y 
finalmente:  que  t(»cando  solo  al  Poder  Ejecuti- 
vo nombrar  fiscales  especiales,  según  la  ley  de 
28  de  Muyo  del  año  próximo  pasado,  se  le  diri- 
giese también  copia  auténtica  del  auto  y  de  la 
diligencia  del  caso,  á  fin  de  que  se  sirviese  nom- 
brar un  fiscal  especial  en  esta  causa  y  diese  una 
regla  general  para  lo  sucesivo. 

Con  este  motivo,  y  hallánilose  el  Gobierno 
autorizado  por  el  artículo  79  de  la  ley  de  28  de 
Mayo  del  año  próxiind  pasado  para  nombrar, 
cuando  lo  tenga  por  conveniente,  fiscales  espe- 
ciales, diferentes  de  los  interventores  de  las 
aduanas,  ha  resuelto:  delegar  en  los  gobernado- 
les  esta  facultad  para  que  en  los  casos  como  el 
de  la  présenle  consulta,  y  otros  semejantes,  en 
que  el  interventor  tenga  legítimo  impedimento, 
nombren  un  fiscal  especial;  dando  inmediata- 
mente cuenta  al  Gobierno  á  fin  de  que  no  sufraa 
retardo  los  negocios  contenciosos  que  interesen 
á  la  hacienda  pública,  mientras  se  participa  el 
suceso  al  Gobierno,  y  se  recibe  su  resolución. 

Lo  que  t^  ngo  el  honor  de  decir  á  US.  para  su 
cumplimiento. 

Soy  de  US.  muy  obediente  serTÍdor. 

G,  Smith^'E»copiñ,—Sniith.(*) 

(*)  JiO  que  se  dice  «n  esta  resolución  respecto  de  los 
interventores  debe  entenderse  hoy  res|>ecto  de  los  admi- 
nistradores de  rentas  internas  noiubnulos  Aséales  espeeia- 
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FISCALES  MILITARES.  Pueden  ser  recusados. 
Véase  Tribunales  militares^  K.  £•  de  Colom- 
bia de  13  de  Octubre  de  1826. 

FISCO.  Uso  de  papel  común  por  sus  represen- 
tantes. Véase  Papel  sellado  R.  £.  de  27  de 
Junio  de  1839. 

FISCO.  Casos  en  que  lo  deben  representar  los 
administradores  de  aduana.  Véase  Comiso^  R. 
£.  de  3  de  Enero  de  1839,  y  Aduana  nota  2^ 
al  nüm.  I9  art.  7. 

FOJAS  DE  EXPEDIENTES.  Renglones  de  que 
deben  constar.  Véase  Arancel  judicial,  art.  6. 

FORMACIÓN  DE  LOS  cuerpos  del  ejercito. 
Véase  Fuerza  permanente,  R.  E.  de  9  de  Ju- 
nio de  1847. 

FORMALIDADES  para  la  süstanciacion  de 

EXPEDIENTES  PARA  LA  ENAJENACIÓN  DE  TIER- 
RAS baldías.  Véase   Tierras  baldías,  R.  E. 
de  26  de  Abril  de  1851. 
FORMALIDADES  de  averiguación,  deslin- 
de, MENSURA  &C.  DE  TIERRAS  BALDÍAS.  VéaSC 

Tierras  baldías.  R.  E.  de  17  de  Mayo  de  1851. 
FORTIFICACIONES,  decreto  de  8  de  mar- 
zo DE  1836  señalando  las  que  deben  quedar. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso. 

Con  vista  de  lo  representado  por  la  Secretaría 
de  Guerra  acerca  del  estado  de  las  plazas  fuertes 
y  puntos  fortificados. 

DECRETAN. 

Art.  19  En  la  plaza  de  la  Guaira  se  conserva- 
rán las  murallas  y  sus  bóvedas,  puertas  y  rastri- 
llos. En  la  plaza  de  Puerto  Cabello  se  conserva- 
rá  la  batería  del  Corito :  en  Maracaibo  el  castillo 
de  San  Carlos:  en  Cumaná  la  batería  de  la  boca 
del  rio ;  y  en  Margarita  el  castillo  de  Pampatar. 

§  único.  Los  fosos  de  los  puentes  de  las  puer- 
tas llamadas  de  Caracas  y  de  las  Trincheras  en 
la  Guaira,  se  cegarán  de  modo  que  esta  opera- 
ción no  perjudique  á  los  desagües  de  la  pobla- 
ción, á  juicio  del  Concejo  municipal,  y  dichas 
puertas  se  conservarán  siempre  abiertas,  aunque 
podrán  cerrarse  en  un  caso  urgente  de  defensa. 

Art,  29  Las  fortificaciones  que  no  se  mencio- 
nan en  este  decreto  serán  aplicadas  á  otros  usos 
del  servicio  para  que  sean  útiles,  demoliéndose 
todo  lo  que  pudiera  servir  para  ofender  las  po- 
blaciones, y  empleándose  los  materiales  de  las 
partes  demolidas  en  otras  obras  publicas,  ó  ven- 
diéndose á  particulares  por  cuenta  del  Gobierno. 

Art.  39  Los  edificios  de  dichas  fortificaciones 
abandonadas  se  podrán  alquilar  á  particulares 

les  en  calidad  de  permanentes,  todo  conforme  á  lo  que 
dejamos  expuesto  en  Aduana  nota  2.  al  nüm.  1.  del  art.  7. 
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mientras  no  se  necesitan  para  algún  servicio  pú- 
blico; y  los  contratos  que  se  hicieren  al  efecto, 
se  consultarán  con  el  Secretario  de  Hacienda. 

Art.  49  El  terreno  inmediato  6  las  fortifica- 
ciones y  el  que  ocupen  las  que  se  demuelan, 
siempre  que  pertenezca  al  Estado,  se  venderá  ó 
arrendará  á  particulares,  con  excepción  de  lo 
que  el  Poder  Ejecutivo  crea  necesario  reservar 
para  usos  públicos. 

Art.  59  El  Poder  Ejecutivo  determinará  los 
puntos  en  que  deban  construirse  almacenes  de 
pólvora  y  salas  de  armas  y  conservar  los  exis- 
tentes. 

Dado  en  Caracas  á  5  de  Marzo  de  1836,  79  de 
la  ley  y  269  ^®  ^*  independencia. — El  Presiden- 
te del  Senado,  Domingo  Briceño  y  Briceño. — 
El  Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Juan  de  Dios  Ponte. — El  Secretario  del  Sena- 
do, Rafael  Accvedo. — El  Secretario  de  la  Cá- 
mara de  Representantes,  Ramón  G.  Rodríguez. 
Caracas  á  8  de  Marzo  de  1836,  79  de  la  ley  y 
269  ^^  '*  independencia. — Ejecútese". — El  Presi- 
dente del  Estado,  José  Vargas.-^Fot  S.  E. — El 
Secretario  interino  en  los  Despachos  de  Marina 
y  Guerra,  Francisco  Hernaiz. 
FRANCIA.  Véase  Tratados  públicos.  (Los  re- 
lativos á  esta  nación). 
FREIRÉ  (jóse  ángel.)  Véase  Pensiones,  D. 

de  24  de  Marzo  de  1853. 
FRUTOS  MENORES.  Véase  Granos  menores. 
FRUTOS  DE  EXPORTACIÓN.   Véaso   Exporta- 
ción y  Contribución  extraordinaria. 

FRUTOS    DE    EXPORTACIÓN.    RBSOLDCION  EJE- 
CUTIVA DE  30  DE    SETIEMBRE    DE   1847    dlSpO- 

niendo  que  todos  los  cónsules  de  la  Repúbli- 
ca en  países  extranjeros  remitan  en  todos 
los  paquetes  relaciones  circunstanciadas  del 
movimiento  de  precios  corrientes  de  los  que 
se  expresan. 

Secretaría  del  Interior.— Sección  8.— Caracas  30 
de  Setiembre  de  1847.— Resuelto. 

Dígase  al  Sr.  Secretario  de  R.  Exteriores. 

Deseoso  el  Gobierno  de  proporcionar  á  los 
agricultores  y  criadores  de  la  República  una  no- 
ticia exacta  de  los  precios  corrientes  de  las  pro- 
ducciones del  país  en  los  principales  mercados 
extranjeros,  de  manera  que  pueda  servirles  este 
dato  para  la  realización  mas  ventajosa  de  sus 
productos,  dentro  ó  fuera  del  territorio,  ha  re- 
suelto: que  por  el  Ministerio  de  Relaciones  Ex- 
teriores se  pida  y  obtenga  de  los  Cónsules  de  la 
República  residentes  en  las  plazas  principales  de 
Europa,  de  la  América  del  Norte  é  islas  adya- 
centes, una  relación  circunstanciada  del  movi- 
miento de  precios  corrientes  del  cacao,  cafó, 
aSiU  algodón,  tasajo,  reses  en  pié,  cueros  y  de- 
mas  espeeiea  ezportablea  de  Venezuela  con  las 


COLOMBIANA  T  TENIZOLANA  TÍCENTE. 


105 


FU 


observaciones  que  crean  conducentes  á  dar  una 
cabal  idea  de  las  ventajas  que  puedan  alcanzarse 
en  favor  de  ]o8  productos  nacioDales,  bien  sea 
para  mejorar  su  calidad  y  obtener  una  justa  pre- 
ferencia en  la  demanda,  ó  bien  para  estimular  la 
producción.  Al  mismo  tiempo  se  encargará  ft  los 
indicados  Cónsules  den  á  conocer  por  medio  de 
los  periódicos  de  roas  extensa  circulación,  el  mé- 
rito de  las  producciones  venezolanas,  atrayendo  á 
su  favor  la  estimación  &  que  justamente  son 
acreedoras.  Por  ultimo,  espera  el  Gobierno  del 
celo  y  eñcacia  de  los  agentes  de  la  República, 
que  no  omitirán  medio  alguno  que  estimen  con- 
ducente k  alcanzar  el  ñn  que  se  propone  S.  E. 
el  Presidente;  y  que  en  todos  los  paquetes  se 
remitan  las  noticias  expresadas  para  hacer  de 
ellas  el  uso  que  convenga. 

Soy,  &c, — Por  S,  E. — Sanavria. 
FUENTES  PUBLICAS.  Véase  Provincias,  art. 

75,  núni.  39 
FUERO  CIVIL.  Varios  casos  en  que  no  lo  hay. 

Véase  Conspiradores,  art.  10,  y  Hurtos,  art. 

34. 

FUERO    MILITAR.    RESOLUCIÓN    EJECUTIVA   DE 
COLOMBIA    DE  28  DE    AGOSTO    DE     (828    dccla- 

rando  su  goce  á  iodos  los  cuerpos  de  la  mi- 
licia. 

República  de  Colombia. — Ministerio  de  estado 
en  el  departamento  de  la  guerra. — Sección  central. 
— Bogotá  28  de  Agosto  do  1828. — A  los  señores  co-  | 
mandantes  generales,  jefes  superiores,  y  demás  au-  j 
toridadcs  militares. — Circular. 

Observándose  que  la  dependencia,  en  que  has- 
ta ahora  han  estado  de  la  autoridad  civil,  los  ciu- 
dadanos que  pertenecen  á  los  cuerpos  de  la  mi- 
licia auxiliar,  ofrece  muchos  inconvenientes  para 
el  mejor  arreglo  de  estos,  en  circunstancias  de 
que  la  República,  temiendo  fundadamente  una 
invasión  exterior,  debe  poner  en  ejecución  todos 
los  medios  de  rechazarla;  siendo  uno  de  los  mas 
importantes  la  organización,  instrucción  y  disci- 
plina de  la  milicia  auxiliar,  el  Gobierno  ha  teni- 
do &  bien  declarar  comprendidos  en  el  goce  de 
fuero  de  guerra,  á  todos  los  cuerpos  de  la  expre- 
sada milicia,  que  se  consideran  como  en  servicio 
activo  en  la  República,  y  desde  luego,  quedan 
solamente  subordinados  á  la  autoridad  militar, 
sin  que  sean  obligados  los  individuos  que  los 
componen  á  admitir  empleos  concejiles,  ni  otros 
encargos  que  los  distraigan  de  sus  deberes  en  la 
milicia. 

Lo  digo  á  US.  para  su  inteligencia  y  comuni- 
cación á  quienes  corresponda  para  su  cumpli- 
miento (*). 

Dios  guarde  á  VS. — Rafael  Urdaneta* 

{*)  Esta' resolución  está  de  acuerdo  con  el  art.  16  de  la 
ley  de  20  de  Abril  de  1851  or^nica  de  U  milicia  nacionai. 
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FUERZA.  Véase  Recursos  de  fuerza* 
FUERZA.  ARMADA  ó  PERMANENTE.  Véasc  Or- 
ganización militar. 

FUERZA    ARMADA  ó  PERMANENTE.   ARTÍCULOS 

CONSTITUCIONALES  sobre  ella. 

Art.  180.  La  fuerza  armada  es  esencialmente 
obediente  y  jamas  puede  deliberar.  Se  dividirá 
en  ejército  permanente,  fuerza  naval  y  milicia 
nacional^ 

Art.  181.  El  ejército  permanente  será  destina- 
do á  guaidar  los  puntos  importantes  de  la  Repú- 
blica, y  estará  siempre  á  las  órdenes  de  loS  jefes 
militares. 

Art  1R2,  Los  individuos  de  la  fuerza  armada 
de  mar  y  tierra  en  actual  servicio,  están  sujetos 
á  las  leyes  militares. 

Art.  1S3.  Los  oñciales  del  ejército  y  marina 
no  pueden  ser  destituidos  de  sus  empleos  sino 
por  sentencia  pronunciada  en  juicio  competente. 

Art.  184.  La  milicia  nacional  estará  á  las  ór- 
denes del  gobernador  de  la  provincia,  quien  la 
llamará  al  servicio  cuando  el  Poder  Ejecutivo 
lo  ordene  en  virtud  de  acuerdo  del  Congreso  ó 
del  Consejo  de  Gobierno  en  receso  de  aquel, 
con  arreglo  al  artículo  118,  ó  para  obrar  dentro 
de  la  provincia  en  caso  de  conmoción  súbita,  y 
en  el  modo  que  determine  su  ley  orgánica. 
FUERZA  ARMADA  o  permanente,  decreto 

EJECUTIVO  DE  20    DE    DICIEMBRE  DE  1838  SO* 

bre  su  vestuario, 

Carlos   Soublette,    General  de  división  de  los 

ejércitos  de  Venezuela,   Vicepresidente  de 

la  República,   encargado   del  Poder 

Ejecutivo,  ófc,  ófc,  ¿fc, 

CONSIDERANDO  : 

19  Que  la  intervención  del  Gobierno  en  la  su- 
ministración de  vestuario  á  los  cuerpos  del  ejér- 
cito, aumenta  las  operaciones  de  la  tesorería  ge- 
neral, sin  proporcionarles  ventajas,  que  ellos  no 
puedan  procurarse  por  sí  mismos,  si  se  deja  a  su 
cargo  dicha  suministración 

29  Que  ningún  perjuicio  puede  resultar  á  la 
tropa  de  que  la  retención  de  vestuario,  que  ha 
hecho  hasta  ahora  la  tesorería  general,  la  hagan 
los  cuerpos  ;  siempre  que  en  su  custodia,  é  in- 
versión se  llenen  las  formalidades  de  ordenanza, 

DECRETO  : 

'  Art.  19  Desde  el  dia  19  de  Enero  del  aflo 
próximo  venidero  no  se  hará  por  la  tesorería  ge- 
neral, ni  por  las  demás  oficinas  de  pago,  descuen- 
to alguno  para  vestuario  á  los  cuerpos  y  compa- 
ñías de  la  fuerza  permanente. 

Art.  29  La  provisión  y  construcción  del  ves- 
tuario paVa  la  tropa  correrá  á  cargo  de  los  res- 
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pectÍFOs  cuerpos,  quienes  en  junta  de  capitanes 
y  un  subalterno  de  cada  clase,  acordarán  el  me- 
dio mas  conveniente  de  proveer  el  vestuario  con 
las  mayores  ventajas  posibles  para  el  soldado. 

§  único.  Cuando  hubiere  que  proveer  de  ves- 
tuario á  las  compañías  sueltas,  entonces  \h  junta 
se  compondrá  de  los  oficiales  que  hubiere  en  ca- 
da una  de  ellas. 

Art.  39  Los  cuerpos  y  compañías  sueltas  con- 
tinuarán haciendo  el  descuento  de  dos  pesos 
mensuales  para  vestuario,  mennje  de  compaT^ín 
y  utensilios  de  rancho  como  lo  hu  hecho  la  teso- 
rería á  los  individuos  de  banda,  cabos  y  soldados 
A  los  sargentos  y  aspirantes  nada  sr  les  descon- 
tará para  vestuario,  siendo  de  su  deber  presen- 
tarse con  el  aseo  y  decencia  correspondiente  & 
su  clase. 

Art.  49  Al  fin  de  rada  año  económico  los  cuer- 
pos y  compañías  sueltas  formarán  el  ajní>tarr.ien- 
to  de  vestuario  á  los  individuos  que  sufren  el 
descuento,  y  se  les  abonará  precisamente  el  al- 
cance que  tuvieren  por  este  respecto. 

Art.  59  Los  comandantes  de  armas  inspeccio- 
narán la  cuja  de  loa  cuerpos  y  compañías  sueltas 
cada  cuatro  meses,  examinarán  las  libretas  de 
los  soldados,  h»rán  todas  las  objeciones  á  que  dé 
lugar  el  estado  en  que  las  encuentre,  y  darán 
parte  á  la  inspección  general,  hv  n  sea  que  la  ca- 
ja de!  cuerpo  esté  manejaiía  con  la  regularidad  y 
pureza  correspondiente,  ó  bien  que  hayan  en- 
contrado faltas  dignas  de  corrección. 

Art.  69  Se  deroga  el  decreto  de  15  de  Junio 
de  1830  sobre  organización,  enganche  y  vestua- 
rio de  la  fuerza  permanente,  en  la  parte  que  se 
oponga  al  presente. 

Dado  en  Caracas,  sellado  con  el  sello  del  Po- 
der Ejecutivo,  y  refrendado  por  el  Secretario  de 
Estado  en  los  Despachos  de  Guerra  y  Marina  á 
20  de  Diciembre  de  I83S,  9^  y  280— Carlos 
Soublvtte.'-For  S.  E.  Rafael  Urdave'ta. 
FUERZA  ARMADA  6  permanente,  resolf- 

CION   EJECUTIVA    DE    31     DE    AOOPTO    DE   1840 

declarando  que  el  Tesoro  público  no  puede 
ni  debe  abonar  al  fondo  de  vestuario  de  los 
cuerpos  y  compañías  sueltas  del  ejército  el 
importe  de  las  piezas  de  ropa  recibidas  y  no 
pagadas  por  desertores  y  muertos. 

Secretaria  de  Guerra.— Sección  tercera.— Cara- 
cas Agosto  31  de  1840. 

Habiendo  el  comandante  de  armas  de  Mara- 
caibo  inspeccionado  el  libro  de  caja  de  las  com- 
pañías veteranas  que  guarnecen  aquella  plaza  y 
encontrado  que  en  el  de  una  de  ellas  se  adeudan 
al  fondo  de  vestuario  111  pesos  por  algunas 
prendas  que  recibieron  y  no  han  pagado  los  de- 
sertores y  muertos,  ha  consultado  al  Gobierno 
quien  es  el  que  debe  sufrir  tales  pérdidas. 
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Desde  el  dia  I9  de  Enero  del  año  próximo  pa- 
sado corro  exclusivamente  á  cargo  de  los  respec- 
tivos cuerpos  y  compañías  sueltas  la  construc- 
ción y  provisión  del  vestuario  para  la  tropa  con- 
forme á  lo  dispui'sto  en  el  decreto  tlel  Poder 
Ejecutivo  de  20  de  Diciembre  de  1838.  Desde 
aquella  fecha,  ninguna  intervención  tiene  el  Go- 
bierno en  este  asunto,  ni  ha  querido  tenerl.i,  por- 
que ha  creido,  como  es  natural,  que  la  junta  de 
oíícifiles  de  que  habla  el  artículo  29  de  dicho  de- 
creto, animada,  como  debe  estarlo,  del  mas  gran- 
de cel(»  é  ínteres  por  la  decencia  de  la  liopa  y 
porque  no  sufran  perjuicio  alguno  los  fondi:s  del 
cuer|>o,  tomaría  las  medidas  necesarias,  tanto 
para  conseguir  que  el  vestuario  fuese  construitlo 
de  buenas  telas,  y  poco  costoso  al  scddado,  como 
para  evitar  que  los  desertores  y  muertos  grava- 
sen al  fondo  de  vestuario  con  ]>erjuício  del 
cuerpo. 

Y  si  bien  es  verdad  que  el  estado  de  desnudez 
en  que  generalmente  entran  &  servir  los  reclutas, 
cTÍge  que  se  les  dé  una  muda  de  ropa,  la  pruden- 
cia aconseja  también  que  esta  se  les  provea  de 
los  tezagos  del  vestuario  del  cuerpo  mientras 
qne  dejan  lo  bastante  en  el  fondo  correspondien- 
te para  comprar  lus  prendas  que  mas  después 
deben  recibir. 

Apo\ado,  pues,  el  Gobierno  en  tales  funda- 
mentos, declara  :  que  el  tesoro  público  no  puede, 
ni  debe  abonar  al  fondo  de  vestuario  de  los  cuer- 
po s  y  compañías  sueltas  del  ejército,  el  importe 
de  las  piezas  de  ropa  que  por  medidas  imprevi- 
sivas  han  dejado  de  pagar  los  individuos  que  han 
muerto  ó  desertado. 

Comuní(}uese  en  respuesta  al  comandante  de 
armas  de  M:iracaibo:  hág:ise  trascendental  á  los 
cuerpos  y   compañías  sueltas  del  ejército  y  6  la 
Tesorería   general ;  y  publíquese   en  la  Gaceta 
oficial. — Por  S.  E. — Hernaiz. 
FUERZA  ARMADA   ó    permanente.  La  de 
cada  año  se  decreta  por  una  Ley,  y  se  organi- 
za por  un  Decreto  del  Puder  Ejecutivo.  Pero, 
como  actos  transitorios,  hemos  juzgados  iuútil 
su  inserción. 
FUERZA  ARMADA  ó   permanente.  Véase 
Ejército^   Milicia  nacional  y  Fuerza  marí- 
tima. 
FUERZA  ARMADA  6  permanente,  resolu- 
ción   EJECUTIVA  DE  22    DB  OCTUBRE  DE  1837 

declarando  que  las  planas  mayores  no  están 
sujetas  á  las  leyes  militares^  excepto  cuan- 
do loa  cuerpos  á  que  pertenezcan  sean  pues- 
tos sobre  las  armas. 

Secretaria  de  Gaerra  y  Marina.— Sección  segan- 
da— Caracas  Octubre  22  do  1887,  8?  y 27? 

Consultado  el  Poder  Ejecutivo  si  los  jefes  é 
individuos  de  tropa  de  las  planas  mayores  velera- 
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ñas,  y  los  jefes  de  instrucción  en  la  miHeiat  es- 
tán ó  no  sujetos  &  las  leyes  militares,  por  el  he- 
cho de  desempeñar  tales  destinos,  ha  resuelto  la 
consulta  negativamente  en  los  términos  si- 
guientes: 

'*  Los  Jefes  é  individuos  de  tropa  de  las  planas 
mayores  veteranas  y  los  jefes  de  instrucción  en 
la  milicia,  no  están  sujetos  &  las  leyes  militares, 
según  el  espíritu  de  los  artículos  17  y  25  de  la 
ley  de  la  materia,  sino  cuando  los  cuerpos  á  que 
pertenezcan  sean  puestos  sobre  las  armas,  ó  cuan- 
do dichos  jefes  é  individuos  de  tropa,  sean  lia- 
mados  especialmente  al  servicio  militar  aclivu  ; 
sin  que  se  entienda  por  esto  que  ellos  pueden 
ser  distraídos  por  las  autoridades  civiles,  de  las 
ocupaciones  naturales  de  sus  destinos,  para 
ser  ocupados  en  comisiones  especiales  extrañas 
del  servicio  que  se  les  ha  seíialado  en  la  milicia." 
— Publíquese  en  la  Gaceta. — Por  S.  E. — (Fir- 
mado) Urdaneta» 

FUERZA  ARMADA  ó  PERMANENTE.  Auxllio  á  los 

individuos  que  hayan  cumplido  el  término  de 
su  servicio  para  su  marcha  hanta  su  domicilio. 
Véase  Bagajes.  R.  E.  de  31  de  Diciembre  de 
1840. 

FUERZA     ARMADA     ó     PERMANENTE.      RESOLU- 
CIÓN  EJECUTIVA  DE  25  DE  JUNIO    DE    1810  c/c- 

clarando  que  los  enganchados^  al  cumplir  su 
período,  pueden  separarse,  á  menos  que  vo- 
luntariamente quieran  continuarlo. 

Secretaría  do  Guerra.— Junio  25  do  1840. 

En  el  expediente  respectivo  ha  recaído  la  re- 
solución siguiente : 

<<  El  Gobierno  en  consideración  á  que  algunos 
de  los  individuos  que  componen  hoy  la  fuerza 
permanente  van  á  cumplir  su  tiempo  de  cuatro 
años  por  que  fueron  enganchados  :  que  otros  mu- 
chos de  la  misma  irán  en  lo  adelante  cumplien- 
do gradualmente  :  que  el  Gobierno  no  quiere 
que  aquellos  permanezcan  contra  su  voluntad  ni 
un  solo  dia  mas  del  tiempo  de  su  compromiso  : 
que  la  administración  está  en  el  deber  de  dictar 
las  medidas  de  su  resorte  para  que  el  pequeño 
ejército  que  la  ley  conserva  no  carezca  de  la  fuer- 
za que  le  está  señalada  ;  y  finalmente  que  ha  de- 
seado y  desea  aliviar  á  los  pueblos  en  la  contri- 
bución de  hombres,  que  están  obligados  á  dar 
para  el  ejército  y  maiina,  ha  resuello  con  esta 
fecha  lo  siguiente : 

lO  Continuarán  en  el  servicio  délas  armas  to- 
das las  clases  é  individuos  de  tropa  que  hoy  com- 
ponen la  fuerza  permanente  y  que  hayan  cum- 
plido ó  cumplieren  el  tiempo  de  cuatro  años  pa- 
ra que  fueron  enganchados,  siempre  que  ellos 
voluntariamente  quieran  hacerlo  por  dos  años 
mas,  recibiendo  del  tesoro  por  via  de  gratifica- 
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cion  de  avance  20  pesos,  suma  equivalente  á  dos 

^  meses  de  sueldo  que  será  remtegrada  por  duodé- 
cimas partes  de  sus  sueldos  respectivos. 

29  De   conformidad  con  el  artículo  59  de  la 

'  ley  de  28  de  Abril  de  lb38,  los  comandantes  de 
los  cuerpos  y  compañías  sueltas  harán  y  remiti- 
rán al  Gobierno  por  conducto  de  los  com-indan- 
tes  de  armas  respectivos  las  propuestas  en  favor 
de  aquellos  que  se  han  hecho  acreedores  a  reci- 
bir el  primer  premio  de  constancia. 

39  ítos  individuos  que  continúen  en  el  servi- 
cio por  dos  ó  mas  años,  solo  tienen  derecho  á 
percibir  los  sueldos  de  que  hablan  los  artículos 
19»  29  y  39  de  la  ley  orgánica  de  sueldos  y  de 
conformidad  con  lo  prevenido  en  el  12  de  la 
misma. 

49  Los  que   habiendo  cumplido  su  tiempo  de 

I  cuatro  aílos  sin  ningún  recargo  por  su  buen  com- 
portamiento, no  quieran  continuar  en  el  servicio, 
serán  inmeiliatamente  separados  de  él,  dcvolvién- 

'  dose  á  cada  uno  de  estos  su  filiación  con  la  nota 
de  cumplido. 

1  59  fcie  admiten  al  servicio  de  las  armas  todos 
los  que  voluntariamente  qiiieran  tomarlo,  reci- 
biendo por  via  de  gratificación  12  pesos  del  teso- 
ro publico   siendo   su   primer   tiempo  de  cuatro 

I  años.  La  gratificación  expresada  será  cargada  á 
los  10.000  pesos  señalados  en  los  presupuestos  ge 
nerales  para  el  reclutamiento:  para    ser  admiti- 

,  dos  han  de  tener  robustez  y  las  demás  circuns- 
tancias necesarias  para  sentar  plaza  en  el  ejérci- 

'1  to  de  la  República. 

69  Los  comandantes  de  los  cuerpos  y  compa- 
ñías sueltas  del  ejército  darán  cuenta  al  Gobier- 
no por  conduelo  de  los  comandantes  de  armas 
respectivos   en  lista    nominal,   de  los  individuos 

'  que  han  querido  continuar  en  el  servicio,  y  de 
aquellos  que  nuevamente  hayan  sentado  plaza, 
para  en  su  vista  librar  la  orden  conveniente  <le 

-  abono  de  la  gratificación  expresada  bajo  los  dos 
términos  establecidos. 

79  Comuniqúese  á  quienes  corresponda  y  pu- 
blíquese en  la   Gaceta  oficial. — Por  S.  E. — //er- 
naiz. 
F(JEKZ\  ARMADA   ó   PERMANENTE.  Véase   la 

I      nota,  en  que  se  trata  de  la  materia  de  engan- 
ches á  que  se  contrae  la  resolución  anterior.  (*) 

!      (♦)  El  Secretario  de  Guerra,  Sr.  Francisco  Mejia  en  su 
j  Memoria  de  1848,  expuso : 

'•  La  ley  de  14  de  Mayo  de  1836  trata  de  sorteo,  y  por  el 
:  decreto  del  Poder  Ejecutivo  de  1  p  do  Agosto  del  mismo 
;  año  quedó  reglamentado  el  modo  do  hacerlo ;  pero  ni  es- 
i  te  sistema,  ni  el  de  enganche  establecido  por  la  Jey  de  16 
¡  de  Mayo  de  1837,  han  correspondido  á  los  deseos  del  Le- 
gislador por  los  embarazos  que  se  han  ofrecido  en  la  prác- 
tica. Últimamente  se  promulgó  la  ley  de  28  de  Abril  de 
1838  sobre  sueldos  militares ;  y  como  en  alia  nada  se  dijo 
respecto  de  enganche,  á  la  vez  que  se  derogó  enteramente 
la  de  15  de  Mayo  de  1887  citada,  que  lo  estableció,  es  cla- 

15 
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FUERZA  ARVADAÓ  PERHANENTB.  RESOLUCIÓN 

SJECUTITA  DB  13  DB  MAYO  bB  1840  declaran- 
do  que  no  se  debe  cobrar  derecho  alguno  por 
los  enganchamientos. 

Secretaria  do  Guerra.— Mayo  13  de  1844.— A  los 
seflores  Gobernadores  y  Comandantes  de  armas  de 
provincia.  —Circular. 

Manifestó  a)  Gubierno  el  Sr.  Comandante  de 
armas  de  Cumuná,  que  los  alcaldes  parroquiales 
cobraban  un  derecho  por  los  accos  de  engancha- 
miento y  certificaciones  á  que  se  contrae  el  artí- 
culo 34  de  fuerza  permanente  de  15  de  Junio  de 
1836.  Sustanciiido  el  expediente  resulta:  que  los 
alcaldes  se  han  fundado  para  exigir  tales  dere- 
chos: 19  en  el  artículo  35  del  capítulo  3^  de  la 
ley  de  impuestos  para  gastos  de  justicia:  2^  en 
ol  artículo  28  de  la  ley  única,  título  11  del  códi- 
go de  proceditniento  judicial ;  y  39  en  el  artícu- 
lo 215  de  lu  Constitución;  y  S.  E.  el  Presidente 
de  la  República  se  ha  servido  resolver  con  esta 
fecha  lo  siguiente. 

**Las  funciones  que  ejercen  los  alcaldes  con- 
forme al  articulo  34  del  reglamento  de  fuerza 
permanente,  no  son  del  orden  judicial  sino  de 
policía,  y  les  están   cometidas  no  como  á  alcal- 

ro  que  solo  está  vigente  hoy  el  .sistema  de  sorteo.  Sin  em- 
bargo, como  observase  el  Poder  Ejecutivo  que  en  el  pre- 
tiupuesto  de  gastos  públicos  de  1847  á  1848,  entre  los 
350.000  pesos  asignados  al  ejército  permanente,  se  com- 
I>renden  ios  gastos  de  reclutamientos,  se  han  puesto  en 
]>ráctica  ambos  medios,  es  decir,  sorteo  y  enganche  ;  bien 
que  ninguno  de  los  dos  ha  dado  los  resultades  «{ue  se  han 
deseado,  y  el  Gobierno  se  ha  visto  y  se  verá  siempre  em- 
barazado para  llevar  á  cabo  la  completa  organización  de 
la  fuerza  i^rmanente.  Creo  pues  que  el  Congreso  está  en 
la  absoluta  necesidad  de  escogitar  los  medios  mas  á  pro- 
l^ósit  >  al  fin  in  iicado. 

A  mi  ver  el  sorteo  serla  mas  ventajoso,  sin  que  nos  de- 
tenga la  ineficttcia  que  en  efecto  se  ha  observado  en  su 
ejecución  hasta  ahora,  porque  ella  ha  provenido,  no  tanto 
de  la  esencia  de  la  medida.,  como  de  la  falta  de  energía  y 
exactitud  de  parto  de  las  autoridades  civiles,  sin  cuya 
cooi)eracion  ni  este  ni  ningún  otro  recurso  balitaría  para 
alcanzar  el  objeto.  Haya  entera  consagración,  imparciali- 
dad y  nervio  de  parte  de  los  funcionarios  locales,  que  el 
resultado  no  puede  ser  dudoso. 

El  sistema  de  enganche  no  es  á  la  verdad  apropiado  pa- 
ra esto  país,  en  donde  nuesttos  proletarios  á  poca  costa 
tienen  un  diario  que  les  da  do  que  vivir  sin  renunciar  su  in- 
dep<>ndencia,  sin  exponerse  á  la.s  fatigas  que  son  consi- 
guientes en  el  servicio  de  las  armas,  y  en  una  palabra,  sin 
comprometerse  á  ser  de  los  primeros  que  afrontasen  el  pe- 
ligro, caso  necesario.  No  es,  en  fin,  una  industria  en  Vene- 
zuela, en  donde  la  fertilidad  de  su  suelo  y  otras  mil  cir- 
cunstancias se  prestan  fácilmente  á  la  adquisición  de  la 
subsistencia.  Por  otra  parte,  ia  ex\  eiiencia  tiene  demos- 
trado que  en  muchos  casos  el  servicio  del  individuo  en- 
ganchado ha  sido  precario  y  periudicial  al  tesoro  público, 
porque  trascurridos  pocos  dias  del  enganche,  el  soldado  se 
deserta,  y  aun  se  lleva  el  vestuario,  cuyo  valor  pierde  el 
Estado  junto  con  la  cuota  entregada  en  numerario.  Tengo 
pues  el  honor  de  someter  á  la  consideración  del  Congreso 
e4tas  observaciones  por  lo  que  ellas  puedan  importar." 
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des  parroquiales  sino  como  á  jueces  de  paz ;  y 
así  no  pueden  fundarse  en  las  leyes  judiciales 
para  cobrar  derechos  de  actuación.  El  artículo 
215  de  la  Constitución  habla  de  otra  cosa  que  no 
tiene  relación  con  tales  derechos,  y  no  es  apli- 
cable al  caso.  Por  tanto,  declara  el  Gobierno : 
que  los  alcaldes,  que  en  calidad'de  jueces  de  paz 
ejercen  las  funciones  que  les  atribuye  el  artículo 
34  del  reglamento  de  fuerza  permanente,  no  de- 
ben cobrar  derechos  por  su  actuación  en  tales 
actos." 

Lo  digo  á  US.  para  su  inteligencia  y  fines 
consiguientes. 

Soy  de  US.  atento  servidor. 

Rafael  Urdaneta. 

FUERZA  ARMADA  ó  PERMANENTE.   RESOLUCIÓN 

EJECD'iiVA  DE  9  DE  JUNIO  DB  1840  declaran- 
do que  los  destinados  á  ella^  conforma  al  re- 
glamento de  la  milicia  nacional^  solo  dura- 
rán un  año. 

Secretaría  de  Guerra  y  Marina.— Caracas  Junio 
9  de  1840, 11  y  80. 

A  los  gobernadores,  y  comandantes  do  armas. 

Destinado  á  la  fuerza  permanente  un  indivi- 
duo incurso  en  la  pena  señalada  en  el  artículo 
16J  del  reglamento  de  milicias,  consultó  al  Po- 
der Ejecutivo  el  comandante  de  armas  de  la  pro- 
vincia respectiva  cual  debería  ser  el  tiempo  que 
pcrmaneriese  sirviendo  aquel  individuo  en  dicha 
fuerza,  puesto  que  ni  el  Gobernador  lo  habia  de- 
terminado al  destinarlo,  ni  el  artículo  del  regla- 
mento lo  fijaba;  y  considerando  S.  E.  que  ni  la 
le}'  ni  el  reglamento  han  señalado  en  este  y  otros 
casos  análogos  la  duración  del  servicio  en  la 
fuerza  permanente  de  los  que  ft  ella  son  destina- 
dos por  via  de  corrección:  que  es  indispensable 
fijar  la  duración  de  esta  pena,  que  no  puede  ni 
debe  ser  por  un  tiempo  ilimitado;  y  por  último, 
que  la  fuerza  permanente  se  reforma  anualmen- 
te, según  la  que  decreta  el  Congreso,  ha  ret^uelto: 

19  Los  individuos  que  hayan  sido  y  fueren 
destinados  á  la  fuerza  permanente  conforme  á  lo 
dispuesto  en  el  título  de  penas  del  reglamento 
de  milicia,  durarán  en  aquel  servicio  un  año. 

29  Si  llegare  á  suceder  en  algún  punto  en  que 
haya  fuerza  permanente,  que  el  número  de  indi- 
viduos que  á  ella  se  destine  á  virtud  de  lo  dis- 
puesto en  el  reglamento  de  milicia,  exceda  del 
que  ella  deba  tener  con  arreglo  á  las  disposicio- 
nes del  Gobierno,  el  comandante  de  armas  de  la 
provincia,  ó  el  de  dicha  fuerza,  si  no  dependiere 
de  comandancia  de  armas,  lo  avisará  al  Poder 
Ejecutivo  á  efecto  de  acordar  lo  conveniente  pa- 
ra que  los  individuos  excedentes,  pasen  á  seivir 
en  otro  punto. 

39  La  presente  resolución  se  considerará  co- 
mo adicional  al  títalo  de  penas  del  reglamento 
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de  milicias,  y  será  puntualmente  observada  mién- 
tras  el  Congreno,  á  quien  se  dará  cuenta  en  la 
próxima  legislatura,  resuelve  lo  conveniente. 

Y  la  comunico  á  US.  de  orden  de  8.  E.  para 
su  inteligencia  y  demás  fines,  suscribiéndome  de 
US.  muy  atento  servidor. — Francisco  Hernaiz. 

FUERZA  AKMADA  ó  PERMANENTE.    Véase  DcS- 

cuentos  á  los  militares  por  razón  de  hospi- 
talidades, y  Hospitales.  R.  E.  üe  30  de  Junio 
de  1838. 

FUERZA  ARMADA  ó  PERMANENTE.  RESOLUCIÓN 

EJECUTIVA  DE  6  DE  MAY«>  DE  1810  disponien- 
do que  cvalquier  individvo  del  servicio  que 
sea  citado  por  un  tribunal  debe  concurrir 
inmediaiu mente ^  previos  ciertos  requisitos. 

Rcpúbiica  do  Venezuela. — Secretaría  de  E.  en  el 
1>.  de  G Morra  y  Manna.— Caracas  Mayo  6  de  1840. 
— Circu'ar. 

Sr.  Comandante  de  armas  de 

En  el  exp  <Iiente  respectivo  ha  recaído  la  re- 
solución siguiente: 

19  Todo  jefe,  oficial  6  individuo  de  tropa  en 
servicio  miliinr  activo,  deberá  concurrir  inme- 
diatamente al  llamado  d^I  tribunal  en  que  sea 
necesario  su  testimonio  en  juicio. 

29  Todo  oficial  ó  individuo  de  clase  que  se 
encuentre  mandando  una  guardia,  que  fuere  lla- 
mado por  alguíi  tribunal,  deberá  inmediatamen- 
te participar  al  comandante  de  las  ai  mas,  que  va 
á  comparecer  :inte  el  juez  que  lo  ha  citado,  para 
que  sin  pérdida  de  tiempo  lo  mande  relevar. 

39  Todo  subalterno  de  una  guardia  que  fuere 
citado  por  cualquier  tribunal  deberá  acudir  in- 
mediatamente al  llamado  que  se  le  haga,  parti- 
cipándolo al  comandante  de  ella,  y  si  el  citadu 
se  hallase  de  centinela,  deberá  pedir  inmediata- 
mente el  relevo,  e:sponiendo  la  causal  que  lo 
motiva,  y  comparecerá  anle  el  tribuna)  que  lo 
solicite,  todo  lo  cual  es  conforme  á  lo  prevenido 
por  el  artículo  43  de  la  ley  4^  título  ¡9  del  có- 
digo de  procedimiento  judicial,  quedando  dero- 
gada la  circular  de  25  de  Enero  último  sobre  la 
materia. 

£1  Poder  Ejecutivo  recomienda  á  los  señores 
comandantes  de  armas  el  cumplimiento  de  Cbta 
resolución,  y  se  les  previene  que  ellos  y  los  co- 
mandantes de  guardias  son  responsables,  ade- 
mas de  la  en  que  incurren  como  infractores  de  la 
ley,  á  abonar  la  multa  que  fuese  impuesta  á  los 
subalternos  que  por  causa  de  sus  inmediatos  su- 
periores fuesen  renuentes  al  llamamiento  de  los 
tribunales. 

Con  sentimiento  de  consideración  soy  de  US. 
atento  servidor. — Francisco  Hernaiz. 

FUERZA  ARMADA  ó  PERMAHXNTS.  RB80LÜ0I0N 
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nando  el  orden  de  preferencia  de  loa  cuerpos 
en  formación. 

Secretaría  de  Ouerra.~Carácas  Junio  9  de  1847. 

La  preferencia  que  por  el  artículo  699  título 
19  del  99  reglamento  délas  Ordenanzas  del  real 
cuerpo  de  ingenieros  se  da  en  formación  al  de 
zapadores  no  es  en  concepto  del  Gobierno  tan 
absoluta  como  se  ha  interpretado.  La  regia  allí 
establecida  es  la  de  la  antigüedad  y  no  la  del  ar- 
ma; y  tanto  mas  exacta  es  esta  deducción,  cuan- 
to que  al  final  del  referido  artículo  69  se  manda 
que  al  acto  de  la  retreta  la  preferencia  la  tengan 
los  cuerpos  de  zapadores,  bí  la  creación  de  los 
de  infantería  es  posterior.  Lógicamente  hablan- 
do, la  verdadera  inteligencia  del  consabido  artí- 
culo 69  es  la  de  que,  concurriendo  á  formación* 
con  la  infantería,  un  batallón,  compañía  ó  desta- 
camento de  zapadores,  aunque  solo  sea  de  un 
cabo  y  cuatro  hombres,  tienen  estos  lugar  pre- 
ferente si  la  antigüedad  del  regimiento  es  mayor 
que  la  de  los  demás  cuerpos  concurrentes,  lo  que 
ciertamente  es  una  distinción;  mas  esta  distin- 
ción no  puede  ni  debe  tomarse  en  términos  tan 
absolutos,  así  como  tampoco  debe  buscarse  la 
preferencia  de  que  iiablan  las  Ordenanzas  del 
ejército  por  la  clase  de  armas,  sino  por  la  crea- 
ción de  los  cuerpos. 

Prescíndese  de  los  argumentos  que  ministre 
en  favor  de  cualquiera  de  las  armas  del  ejército 
el  citado  artículo  69  Examínese  el  texto  del  ar- 
ticulo 65  de  la  ley  orgánica  militar  de  18  de 
Abril  de  1826  dictada  en  el  antiguo  régimen  de 
Colombia,  cuyas  reglas  aun  están  vigentes.  Los 
términos  categóricos  y  explícitos  en  que  está 
concebido  el  referido  artículo  G5  desvanecen  á 
todas  luces  cuantas  dudas  puedan  ocurrir  sobre 
la  materia  en  cuestión.  Dicese  allí:  ^'Ningún 
cuerpo  del  ejército  tendrá  fuero  privilegiado,'' 
luego  en  vano  nos  detenemos  en  analizar  ni  dis- 
currir sobre  un  punto  decidido.  Aun  partiendo 
de  la  hipótesis  de  que  en  el  antiguo  régimen  es- 
pañol existiesen  en  el  ejército  los  fueros  y  privi- 
legios que  se  pretende  hacer  valer,  estos  venían 
ya  de  la  calidad  del  arma,  y  ya  por  gracias  espe- 
ciales concedidas  por  el  Soberano  por  accidentes 
que  no  es  del  caso  referir:  mas  destruida  esta 
clase  de  prerogativas,  claro  es  que  la  única  regla 
que  en  su  fuerza  y  vigor  existe  hoy  es  el  último 
inciso  del  citado  artículo  66,  es  decir,  que  en 
formación  tomará  la  derecha  el  cuerpo  mas  an- 
tiguo. El  sentido  genérico  en  que  se  habla  en 
esta  parte  del  artículo,  con  la  derogatoria  que 
contiene  su  primer  período,  es  á  lo  que  única- 
mente debe  estarse ;  y  así  lo  declara  el  Gobier- 
na con  prevención  de  que  se  publique  en  la  6r- 
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den  general  y  se  comunique  i  quienes  cones- 
ponda. 

Por  S.  E.—Mejia. 

FUERZA  ARMADA  ó  PERMANENTE.  RESOLUCIÓN 

EJECUTIVA  DE  14  DE  DICIEMBRE  DE  1850  de- 
clarando en  qué  casos  únicamente  pueden  los 
jefes  y  oficiales  pasar  en  comisión  de  un  lu- 
gar á  otro;  y  formalidades  con  que  deben  ex- 
tendérseles los  pasaportes. 

Secretaría  de  Guerra. — Sección  1. — Caracas,  Di- 
ciembre 14  de  1860,  21  y  40.--Resaelto. 

*'Dígase  en  circular  á  los  seííores  gobernado- 
res y  comandantes  de  armas  lo  que  sigue. — Ob- 
servando S.  E.  el  Poder  Ejecutivo  que  frecuen- 
temente se  presentan  en  esta  capital  jefes  y  ofi- 
ciales que  están  en  servicio  en  otras  provincias, 
con  pasaporte  de  los  comandantes  de  armas  ó  de 
guarniciones,  ó  bien  de  los  gobernadores,  ó  jefes 
políticos,  con  pretexto  de  comisiones  insignifi- 
cantes ó  asuntos  particulares,  infringiéndose  lo 
dispuesto  en  las  ordenanzas  generales  del  ejér- 
cito (tratado  29  título  30  artículos  1?  y  2?)  y  de- 
mas  disposiciones  vigentes;  y  considerando  S. 
E.:  que  semejante  abuso  no  solo  trae  graves 
perjuicios  al  servicio,  mas  también  al  erario  pú- 
blico; que  al  expedirse  pasaportes  y  aun  certifi- 
caciones por  dichas  autoridades,  así  como  por 
otros  jefes  llamados  á  darlas,  se  prodigan  con 
frecuencia  títulos  de  oficial  y  hasta  de  coman- 
dante al  que  no  lo  es  del  ejército  ó  marina,  cau- 
sando así  ))or  una  parte  costos  indebidos  bajo  la 
fe  que  prestan  los  empleados  de  hacienda  á  aque- 
llos documentos,  y  por  otra  una  confusión  en  los 
derechos  legales  de  los  ciudadanos,  dando  lugar 
á  pretensiones  infundadas  en  que  se  hacen  luego 
valer  los  pasaportes  como  pruebas  legales  de  un 
grado  ó  empleo  que  no  tienen  legalmente;  ha 
tenido  á  bien  resolver: 

19  Que  las  autoridades  militares  y  civiles  se 
abstengan  en  lo  sucesivo  de  librar  pasaportes  á 
los  señores  jefes  ú  oficiales  en  servicio,  sin  tener 
á  la  vista  la  licencia  concedida  por  el  jefe  supe- 
rior respectivo,  la  cual  no  puede  exceder  de  30 
días,  siendo  para  hacer  uso  de  ella  dentro  de  la 
provincia  de  su  jurisdicción;  pues  para  el  caso 
de  pasar  de  dicho  término  y  el  de  ser  ella  para 
trasladare  á  otra  provincia,  deberá  obtenerse 
precisamente  del  Poder  Ejecutivo  recordándose 
desde  luego,  que  de  otro  modo  el  oficial  debe 
por  la  ordenanza  perder  su  empleo  y  ser  rayado 
del  servicio  por  perjuicio  de  la  responsabilidad 
en  que  incurre  e)  jefe  que  expidió  dicha  licencia. 

29  Que  no  se  separe  ningún  jefe  ni  oficial  del 
servicio  y  puesto  respectivo,  con  pretexto  de  de- 
sempefiar  comisiones,  tales^  conio  la  de  conducir 
correspondencia,  solicitar  vestuarios,  ú  otro  frf- 
Tola  encargo;  pu£8BolQ  serán  aceptable»  á  jm^ 
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cío  del  Poder  Ejecutivo  las  comisiones  de  con- 
ducción de  elementos  de  guerra  de  un  punto  á 
otro,  de  caudales  considerables,  de  correspon- 
dencia sobre  negocios  de  gravedad  cuando  por 
los  correos  haya  demasiada  demora,  ó  bien  para 
dar  informes  verbales  en  los  casos  de  perturba- 
ción del  orden  público;  y  estas  deberán  ser  siem- 
I  pre  terminantemente  aprobadas  por  la  Secretaría 
de  Estado  respectiva,  pues  de  no  serlo,  la  Teso- 
rería general  y  demás  á  quienes  corresponda, 
harán  el  cargo  de  lo  que  hayan  costado,  al  que 
las  confirió. 

39  Que  bajo  la  misma  responsabilidad  indica- 
da en  el  artículo  anterior  se  prohibe  dar  en  los 
pasaportes,  comisiones  y  certificaciones,  dictados 
ó  títulos  á  quien  no  conste  tenerlos  por  efectivi- 
dad en  el  ejército  6  marina;  y  si  el  individuo 
fuere  de  milicia,  precisamente  por  despacho  del 
Poder  Ejecutivo  3'^  que  haya  sido  llamado  legal- 
mente al  servicio  activo,  debiéndose  tener  pre- 
sente que  el  miliciano  que  no  está  en  actual  ser- 
vicio es  un  simple  ciudadano. 

Por  S.  K—Castelli. 
FUERZA  ARMADA  ó  permanente,  resolución 

DE  LA  SECRETARÍA  DE  GUERRA  DE  3  DE  AGOS- 
TO DE  1853  prohibiendo  el  maltrato  de  la  tro- 
pa bajo  ciertas  penas. 

Secretaría  de  Guerra. — Sección  1.  * — Caracas, 
Agosto  3  do  1863. — Circular. 

Sr.  Comandante  de  armas  de 

lia  recibido  muchas  quejas  el  que  suscribe  del 
mal  trato  que  se  da  á  los  individuos  de  tropa  con 
manifiesta  infracción  de  las  ordenanzas  del  ejér- 
cito, (Real  orden  de  20  de  Agosto  de  1771)  y  las 
disposiciones  dictadas  por  el  ministerio  de  mi 
cargo  con  el  objeto  de  cortar  tal  abuso,  pues  que 
está  expresamente  prohibido  á  los  coroneles  y  de- 
mas  jefes  de  los  cuerpos  el  imponer  penas  crue- 
les sin  que  preceda  el  juicio  y  sentencia  de  los 
Consejos  de  guerra ;  y  como  hasta  el  presente 
se  ha  continuado  en  esta  práctica  abusiva  y  es 
de  todo  punto  indispensable  contenerla  para  evi- 
tar sus  malos  resultados,  se  previene:  que  in- 
I  mediatamente  que  llegue  á  noticia  de  algún  jefe 
ú  oficial  que  algún  subalterno  suyo  ha  cometido 
la  indicada  falta,  la  haga  llegar  á  noticia  de  esta 
inspección  para  que  sea  suspenso  de  su  empleo 
el  oficial  ó  jefe  infractor,  sin  perjuicio  de  la  res- 
ponsabilidad en  que  incurra  por  el  maltrato  infe- 
rido al  individuo  ó  individuos  de  tropa  á  quienes 
se  contraiga  el  caso,  y  para  que  no  se  alegue  ig- 
norancia por  los  culpables  se  publicará  en  la  or- 
den general. 

»Soy,  &c. 

Juan  Muñoz  Tebar. 
FUERZA  ARMADA  o  PERMAfcsKTB.  Véase 

Asistentes  de'hs'  üficialbs  mñitafréi. 
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FUERZA  ARMADA  o  permanente.   Necesi- 
dad de  reformarla  .Véase  la  nota  (*). 

FUERZA  ARMADA  6  PERMANENTE,  TÍTULO  X. 
DE  LAS  ORDENANZAS  GENERALES  DEL  EJERCI- 
TO, sobre  los  crímenes  militares  y  comunes^ 
y  penas  que  á  ellos  corresponden» 

Blasfemias» 

Art.  19  El  que  blasfemare  el  santo  nombre 
de  Dios,  de  la  Virgen  6  de  los  Santos  será  inme- 
diatamente preso  y  castigado,  por  la  primera  vez, 
con  la  afrenta  de  ponerle  una  mordaza  dentro 
del  cuartel,  pur  el  término  de  dos  horas  por  la 
niafíana  y  dos  por  la  tarde  en  ocho  dias  seguidos, 
atándole  á  un  poste;  y  si  reincidiere  en  esta 
culpa,  se  le  atravesará  irremisiblemente  la  len- 
gua con  un  hierro  caliente  por  mano  del  verdu- 
go, y  se  le  arrojará  ignominiosamente  del  regi- 
miento, precediendo  consejo  de  guerra. 
Juramento  execrable  por  costumbre. 

29  El  q"P  con  reparable  frecuencia  jurare 
execrablemente,  será  corregido  con  tres  dias  de 
prisión,  y  si  después  no  se  enmendare,  sufrirá  la 
nota  de  ponerle  una  mordaza  dentro  del  cuartel, 
y  el  castigo  de  prisión  ú  otro  corporal  que  parez- 
ca conveniente  para  su  entera  corrección. 

Robo  de  vasos  sagrados, 

39  El  que  robare,  ocultare  maliciosamente,  íi 
ocasionare  que  otro  robe  custodia,  cáliz,  patena, 

(*)  El  Secretario  de  la  guerra,  General  Carlos  L.  Cas- 
telli,  en  sii  Memoria  de  18Ó2   expuso  : 

Se  lisongea  yienipro  el  Poder  Ivjecutivo,  en  la  esperanza 
de  verla  acogida  por  las  Honorables  Cámaras,  con  la  idea 
de  organizar  el  limitado  pié  de  fuerza  veterana,  de  modo 
que  con  ella  pueda  contar  siempre  la  República  como  una 
base  para  la  ])r()nta  orfranizacion  de  un  ejército  que  las 
circunstancias  pueden  hacer  necesario,  que  no  es  otra  cosa 
que  perfeccionar  las  miras  que  se  ha  propuesto  el  mismo 
Congreso  en  la  creación  de  las  planas  mayores  veteranas: 
no  está  distante  su  realÍ2,acion  con  lo  hecho  hasta  aquí,  ni 
se  necesitan  ma5'ores  gastos  que  los  que  se  hacen  actual- 
mente ;  pero  es  necesario  perseverancia,  y  sobre  todo  esta- 
bilidad en  los  actos  legislativos  sobre  este  ramo ;  pues  mien- 
tras se  altere  anualmente  sin  poderosos  motivos  su  orga- 
nización, no  es  posible  obtener  aquel  importante  resulta- 
do por  la  razón  que  de  una  Legislatura  á  otra  apenas  hay 
tiempo  para  empezar  á  dar  cumplimiento  á  una  ley,  cuan- 
do viene  otra  que  la  altera :  no  hay  aliciente  para  el  que  se 
dedica  al  estudio  del  arte,  ni  siquiera  el  de  hacer  lucir  los 
talentos  naturales  y  desplegarlas  energías  personales  que 
descubren  el  genio  militar,  que  solo  se  despierta  en  la  es- 
peranza dA  una  suerte  fija  y  de  una  mayor  esfera  de  acción, 
sin  la  cual  queda  adormecido  6  ignorado ;  y  suele  costar 
cara  á  las  naciones  esa  ignorancia,  como  acaeció  desgracia- 
damente á  Venezuela  desde  el  afto  de  10  hasta  el  de  13, 
en  que  despertaron  por  fin  y  fueron  conocidos  los  fuertes 
varones  que  sabían  darle  independenda  y  una  inmensa 
gloria  entre  la3  demás  naeiones;  pide,  pues,  el  Poder  Eje- 
cutivo sobre  todo  estabüidad,  aunque-  no  se  anmente  la 
fuerza  veterana  \  pues  el  método  que  se  ha  seguido  en  es- 
te ultimo  afio  puede  continuar  sin  notable  inconveniente. 
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copón,  ó  cualquiera  otro  vaso  sagrado,  así  en  paz 

como  en  guerra,  y  tanto  en  mis  dominios  como 
!j  en  paises  extranjeros  ó  de  enemigos,  será  ahorca- 
\\  do  y  descuartizado;  y  si  por  las  circunstancias 
jj  que  hubieren  intervenido  en  el  hurto  se  veriñca- 

re  haberlo  ejecutado  con  profanación  del  Santí- 
!,  simo  Sacramento,  serán  quemados  (después  de 
1;  ahorcados)  los  delincuentes  en  tan  enorme  deli- 
{  to,  en  cualquiera  numero  que  fueren,  sin  que  les 
I  releve  de  esta  pena  el  raro  accidente  de  que  no 
I  sean  católicos,  pues  teniendo  prevenido,  que  no 

se  admita  en  mi  servicio  soldado  que  no  sea  ca- 
I  tólico,  apostólico,  romano,  es  mi  voluntad  que  el 
!  que  se  delata  ó  se  le  averigüe  ser  de  otra  religión 

en  el  caso  de  hallarse  reo,  padezca  (sin  excepción) 
,  el  castigo  que  para  el  crimen  en  que   incurriere 
i  prescriben  mis  ordenanzas. 
t¡  Ultrajen  á  imágenes   divinas, 

1:  49  El  que  con  irreverencia  y  deliberación  co- 
I  nocida  de  desprecio  ajare  de  obra  las  sagradas 
'  imágenes,  ornamentos  ó  cualquiera  de  las  cosas 
¡!  dedicadas  al  divino  culto,  olas  hurtare,  será  ahor- 
l¡  cado. 

Ultraje    á  sacerdotes, 

59  Kl  que   maltratare  de   obra,  con   arma   de 
fuego,  blanca,  palo,  pedrada  ó  golpes  de   manos 
I  á  los  sacerdotes,  religiosos,  y    cualesquiera    Mi- 
¡  nistros  de  Dios  que   hubieren   recibido  Ordenes 
sagradas,    hallándose  estos  en  el  traje  propio  de 
su  estado,  será  condenado  á  la  pena  de  cortárse- 
le la  mano  derecha  ;  y  si  resultare  muerte  ó  mu- 
¡1  tilacion  de  miembro  será  ahorcado;  pero   si  en 

I  otro  cualquiera  modo  menos  grave  les  faltare  al 
I,  resprto,  sufrirá  el  culpado  el  castigo  corporal  de 
i  I  que  según  las  circunstancias  fuere  digno:  bien 
¡I  entendido,  que  en  uno  y  otro  caso  ha   de   veriñ* 

carse,  que  el  maltrato  fué  voluntario  impulso  del 
i'  maltratante ;  pues  si  este  lo  ejecutare  estando  de 
i  i  facción  para  defensa  del  puesto  que  ocupa,  por 
|¡  violencia  que  se  le  haga  contraía  observancia  de 
\  las  órdenes  que  tenga,  ó  por  su  defensa  natura], 
!  no  debe  considerarse  acreedor  á  la  pena  seña* 
i,  lada, 

I I  Insulto  á  lugares  sagrados» 

I  69  El  que  escalare,  6  entrare  furtivamente  ó 
con  violencia,  en  iglesia,  convento,  monasterio  ú 
otro  lugar  sagrado  para  robar,  6  hacer  cualquie- 
ra estorsion  6  desacato,  será  castigado  con  pena 
de  muerte  ó  corporal  según  las  circunstancias 
del  caso. 

Jnohediencian 

79  Todo  soldado,  cabo  y  sargento  que  en  lo 
que  precisamente  fíiere  de  mi  real  servicio  no 
obedeciere  á  todos  y  á  cualesquiera  oficiales  de 
mis  ejércitos,  será  ca'stigado  con  pena  de  la  vida. 
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89  Todo  segundo  sargento  que  no  obedezca  á 
los  primeros  de  su  regimiento  en  lo  que  fuere  de 
mi  servicio,  será  depuesto  de  su  gineta  no  estan- 
do de  facción  :  y  si  lo  hiciere  estando  en  ella 
tendrá  pena  de  la  vida. 

99  Todo  soldado  y  cabo  que  en  lo  que  preci- 
samente fuere  de  mi  servicio  no  obedeciere  á 
los  sargentos  de  sus  compañías,  será  castigado 
con  pena  de  la  vida. 

10.  Todos  los  soldados  y  cabos  que  en  igual 
caso  de  mi  servicio  no  obedecieren  á  los  sargen- 
tos de  sus  regimientos  cuando  se  hallaren  de 
facción,  y  en  actual  servicio  mandados  por  ellos, 
soi'án  castigados  con  pena  de  la  vifia  ;  y  iuera 
del  caso  de  estar  de  actual  servicio  serán  casti- 
gados con  baquetas. 

11.  Todo  soldado  y  cabos  primeros  y  segun- 
dos que  en  lo  que  tocare  á  mi  servicio  no  obede- 
cieren á  los  sargentos  de  los  regimientos  que  se 
hallaren  en  el  mismo  campo,  guarnición,  cuartel, 
tránsito  ó  marcha,  hallándose  mandados  por 
ellos  y  de  facción,  serán  castigados  con  pena  de 
la  vida  ;  y  fuera<  de  este  caso  con  pena  arbi- 
traria. 

12  Todo  segundo  cabo  que  no  obedeciere  á 
los  primeros  cabos  de  su  regimiento  en  lo  que 
pertenezca  á  mi  servicio  estando  en  facción  ten- 
drá pena  de  la  vida  ;  y  fuera  de  facción  la  aibi- 
traria  que  según  las  circunstancias  del  caso  cor- 
responda. 

13.  Todos  los  soldados,  bajo  la  misma  pena 
de  la  vida  deberán  obedecer  á  los  cabos  de  sus 
res|>ectivas  compañías,  siempre  que  cualquiera 
de  estos  les  mande  algo  concerniente  á  mi  real 
servicio,  y  se  hallaren  con  ellos  en  guardia,  par- 
tida ó  cualquiera  otra  facción  ;  y  fuera  de  este 
caso  será  la  inobediencia  castigada  con'pena  cor- 
poral 

N.  Todo  soldado  deberá  obedecer,  bajo  la 
misma  pena  de  la  vida,  á  los  demás  cabos  de  su 
regimiento  siempre  que  se  hallare  mandado  por 
ellus  en  actual  servicio. 

15.  Asi  mismo  y  bajo  la  misma  pena  de  la  vi- 
da deberá  todo  soldado  obedecer  en  lu  que  fuere 
de  mi  real  servicio  á  los  cabos  de  otros  regimien- 
tos, ó  á  los  que  estando  de  facción  le  destinaren 
por  cabos. 

Insultos  contra  los  superiores. 

16.  Todos  los  sargentos,  cabos  y  soldados  que 
maltrataren  de  obra  á  cualquier  oñcial  de  mis 
tropas,  ó  que  los  insultaren  o  amenazaren  po- 
niendo mano  á  cualquiera  arma  ofensiva  de  cual- 
quier modo  que  pueda  ser  ;  y  aun  cuando  lo  eje- 
cutasen por  haber  sido  castigados  ó  maltratados 
por  dichos  oficiales,  serán  castigados  con  la  pe- 
na de  cortorles  la  mano,  y  consiguientemente  | 
con  la  de  horca. 
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17.  Todo  cabo  y  soldado  que  maltratare  de 
obra  al  sargento  de  su  compañía,  ó  que  hiciere 
la  acción  de  echar  mano  á  las  armas  para  ofen- 
derle aunque  lo  ejecute  por  haber  sido  castigado 
por  el  dicho  sargento,  será  castigado  de  muer- 
te. 

18.  Todo  cabo  y  soldado  que  maltratare  de 
obra  ó  hiciere  acción  de  tomar  arma  ofensiva 
contra  los  sargentos  de  su  regimiento,  ó  de  cual- 
quiera otro  del  ejército  hallándose  á  sus^  órdenes 
en  actual  servicio  ó  de  facción,  será  castigado  de 
muerte ;  y  no  estando  de  actual  servicio,  será 
condenado  á  los  arsenales  de  marina  por  tres 
años  ;  pero  si  del  mal  trato  resultare  mutilación 
de  miembro  ó  herida  peligrosa,  será  pasado  por 
las  armas,  aunque  no  se  halle  en  actual  servicio 
ni  Je  facción,  ni  mandado  por  el  ofendido  ei 
ofensor. 

19.  Así  mismo  todo  soldado  que  maltratare  de 
obra  á  los  cabos  de  su  compañía  hallándose  en 
facción  ó  de  servicio  mandado  por  ellos,  sufrirá 
la  pena  de  muerte;  y  no  estando  de  actual  ser- 
vicio, será  castigado  con  seiá  años  de  presidio  de 
África  con  grillete  &  menos  que  del  mal  trato  ha- 
ya resultado  al  cabo  muerte,  mutilación  de 
miembro  o  herida  peligrosa,  porque  en  este  ca- 
so será  pasado  por  las  armas. 

20*  El  Siddado  que  hallándose  de  facción  ó  de 
servicio  maltrátate  de  obra  á  los  cabos  que  le  es- 
tuvieren mandando,  así  de  su  regimiento  como 
de  cualesquiera  olms,  ó  á  los  que  les  destinaren 
por  cabos,  sufrirá   la  pena  de  muerte. 

21.  Siempre  que  los  soldados  cometieren  al- 
gún desorden,  mando  á  todos  los  oficiales  (de 
cualquiera  regimiento  que  sean,  agregados  á  es- 
tado mayor  ó  de  otra  clase,  que  tengan  carácter 
de  oficial)  que  procuren  contener  á  los  culpados, 
castigándolos  A  lo  creyeren  conveniente,  ó  ha- 
ciéndolos prender;  y  si  los  delincuentes  se  di<«pu- 
sieren  á  la  defensa  contra  los  oficiales,  de  modo 
que  se  verifique  la  acción  de  ofenderles  con  ar- 
ma de  cualquiera  especie  que  sea,  piedra  ó  palo, 
dirigida  á  herir,  cun  acción  de  impulso  conocido, 
se  les  pondrá  en  consejo  de  guerra  y  condenará 
á  muerte,  aunque  haya  un  testigo  que  deponga 
lo  contrario,  con  sola  la  deposición  del  oficial  que 
forme  la  queja,  quien  será  responsable  en  su  ho- 
nor y  conciencia;  pero  si  hubiere  dos  testigos 
de  vista  imparciales  y  de  satisfacción,  que  den 
por  incierta  la  queja  del  oficial,  preferirá  á  la  de- 
claración de  este  la  de  los  testigos. 

22.  Prohibo  absolutamente  á  los  oficiales  que 
maltraten  ni  castiguen  con  palo  ni  espada,  aunque 
sea  sin  vaina,  ni  con  acción  ó  palabra  en  que  pue- 
dan quedar  injuriados,  &  los  sargentos,  pena  de 
ser  suspendidos  de  sus  empleos  ;y  cuando  hu- 
bieren cometido  alguna  falta  por  la  que  debieren 
ser  reorendidos  ó  castigados,  se  les  proporciona- 
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rá  la  pena  con  prisión  6  otra  en  qae  no  quede 
ajada  su  estimación ;  y  si  la  falta  fuere  conside- 
rable ó  mala  su  conducta,  el  coronel  ó  comandan- 
te del  regimiento  le  depondrft  de  su  empleo,  y 
dará  cuenta  al  inspector  con  sumaría  informa- 
ción, que  retendrá  en  sí  para  satisfncer  al  cargo 
^  que' se  le  hnga  en  caso  de  recurso;  pero  en  los 
delitos  capitales  serán  los  sargentos  juzgados 
por  el  consejo  de  guerra  ordinario,  y  sujetos  á 
las  mismas  penas  que  los  soldados. 
.  23  El  subdito  militar,  de  cualf|uier  calidad 
que  fuere,  que  faltare  al  debido  respeto  á  sus  su- 
periores, bien  sea  con  razones  descompuestas  ó 
con  insulto,  amenaza  ú  obrn,  sufrirá  irremisible- 
mente la  pena  que  corresponda  á  las  circunstan- 
cias de  la  culpa  y  calidad  de  las  personas  inobe- 
diente y  ofendida,  sujetándose  al  consejo  de 
guerra  que  cjrrespondn,  seg^jn  la  calidad  del  de- 
lincuente ;  y  para  evitar  estos  casos,  encargo  k 
los  superiores  que  en  sus  reprensiones  y  recon- 
venciones se  midan  para  no  exceder  en  térmi- 
nos que  verifiquen  mal  trato,  pues  todo  abuso  de 
su  autoridad  será  de  mi  real  desagrado. 

Injurias   ó  insultos    contra   ministros  de 
justicia. 

24.  Todo  o6cial  militar  y  de  cualquiera  tropa 
que  esté  subordinado,  deberá  dar  auxilio  y  ma- 
no fuerte  á  los  ministros  de  justicia  en  los  casos 
ejecutivos,  dando  cuenta  después  al  superior  de 
quien  depende,  pero  en  los  que  den  tiempo,  de- 
.  be  dirigirse  el  ministro  que  pide  el  auxilio  al  co- 
manda nte  de  las  armas,  para  que  de  él  reriba  lu 
orden  el  subdito  militar  que  haya  de  darle;  y  to- 
do oficia]  que  se  halle  empleado,  que  no  ataje 
por  8Í  mismo(en  cuanto  le  sea  posible)  el  desor- 
den que  ocuniere,  será  responsable  de  losdufios 
que  residlen. 

V5.  El  que  con  mano  armada  embarazare  á  los 
ministros  de  la  justicia  ordinaria  sus  funciones, 
será  sentenciado  por  la  jurisdicción  á  quien  agra- 
vie con  la  pena  que  corresponda;  pero  no  se  eje- 
cutará la  sentencia,  y  deberá  el  juez  ordinario 
dirigir  los  autos  al  capitán  general,  quien  tomnn- 
do  conocimiento  los  remitirá  puntualmente  con 
su  dictamen  al  secretario  de  mi  consejo  de  guer- 
rs,  para  que  por  este  tribunal  se  declare  en  vista 
de  todo  si  está  ó  no  comprobada  la  re^^isiencii 
sobre  que  se  funda  Ja  excepción,  para  el  despojo 
del  fuero. 

Sedición. 

2(5.  Los  que  emprendieron  cualquiera  sedición, 
conspiración  ó  motin,  ó  indujeren  á  cometer  es- 
tos delitos  contra  mi  real  servicio,  seguridad  de 
las  plazas  y  pulses  de  mis  dominios,  contra  la 
tropa,  su  comandante  ú  oficiales  serán  ahorcados 
en  cualquier  número  que  sean;  y  los  que  hubie- 
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ren  tenido   noticia  y  no  lo  delaten  luego   que 
puedan,  sufrirán  la  misma  pena. 

27.  El  que  con  fuerza,  amenaza  ó  seducción  á 
otro»,  embarazare  el  castigo  de  los  tumultos  y 
desórdenes,  tendrá  pena  de  muerte;  y  todos  los 
cuerpos  de  guardia  darán  cuantos  auxilios  pue- 
dan para  la  tranquilidad  y  el  arresto  de  los  mal- 
hechores; y  cualquiera  comandante  de  guardia 
que  fuese  omiso  en  el  desempeño  de  esta  obliga- 
ción será  puesto  en  consejo  de  guerra  y  senten- 
ciado según  las  resultas  de  su  negligencia. 

28.  E\  que  indujere,  ó  que  ilícitamente  jnnta- 
re  gente  por  cualquiera  otra  causa  que  no  sea  de 
las  expresadas  en  el  artículo  veintisiete  que  pre- 
cede, será  castigado  con  pena  arbitraria. 

29.  Los  que  levantaren  la  voz  en  grito  tumul- 
tuario sobre  cualquiera  asunto,  sea  para  pedir  el 
pré,  pan  ú  otra  asistencia,  serán  diezmados  para 
ser  pasados  por  las  armas  ;  y  el  que  se  averigua- 
re ser  el  primero  sufrirá  la  misma  pena  sin  en- 
trar en  suerte;  pero  si  no  se  pudiere  verificar 
quien  fué  el  primero,  entrarán  todos  en  suerte 
para  que  muera  uno;  y  los  demás  que  queden  li- 
bres sortearán  después  para  morir  de  cada  difz 
uno. 

30.  Aunque  no  llegaren  á  diez  los  tumultuan- 
tes, el  motor  siempre  ha  de  morir,  y  los  demás 
han  de  sortear  para  ser  uno  condenado  á  seis  años 
de  arsenales;  y  los  que  quedaren  libres  tanto  de 
la  pena  de  arsenales,  como  de  la  de  muerte,  han 
de  perder  el  tiempo  de  su  empeílo;  y  los  que  no 
tuvieren  tiempo,  se  remitirán  para  servir  sin  él 
á  un  presidio  de  África  agregados  á  las  ai  mas. 

31.  Mando  á  todos  los  soldados  reciban  el  so- 
corro que  se  les  diere  en  dinero,  pan  ó  vianda, 
según  la  menor  cantidad  ó  inferior  calidad  que 
pueda  suministrárseles,  por  las  actuales  urgen- 
cias en  aquel  tiempo  ;  y  el  que  lo  rehusare  sufrirá 
la  pena  de  ser  pasado  por  las  armas ;  pero  en  el 
caso  de  no  dárseles  el  socorro  en  la  especie,  can- 
tidad y  calidad  ordenada  por  mi  reglamento,  po- 
drán solo  cuatro  ó  cinco  soldados  juntos  repre- 
sentarlo con  sumisión  al  comandante  del  regi- 
miento; y  si  este  no  les  hiciere  justicia,  recurri- 
rán al  gobernador  ó  comandante  de  la  plaza  ó 
cuartel,  y  en  carnpafia  ni  general  que  mandare  el 
ejército,  destacamento  ó  canttm,  el  cual  les  hará 
justicia,  y  será  responsable  de  cualquier  daño  y 
perjuicio  que  resultare   de  su  omisión. 

3'A  Cuale9quiera  scddados  que  contra  las  re- 
glas de  la  buena  disciplina  y  subordinación  se  re- 
tirasen á  la  iglesia  á  deducir  desde  ella  sus  que- 
jas ó  pretensiones,  mando  que  ademas  de  ser 
extraídos  y  aplicados  por  vía  de  corrección  á  las 
obras  ó  trabajos  de  las  plazas  por  el  tiempo  que 
les  falte  á  cumplir,  pierdan  por  el  hecho  de  ha- 
berse refugiado  todo  el  derecho  ó  acción  que  pu- 
diesen tener  á  las  mismas   pretensiones  aunque 
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en  su  naturaleza  sean  fundadas  y  justas^  pues  de- 
ben hacerlas  por  el  conducto  de  sus  oficiales  y 
jefes,  á  quienes  de  puevo  encargo  que  Jas  exa- 
minen y  atiendan  con  el  mayor  celo  y  cuidado. 

33.  El  soldado  que  promoviere  especies  que 
puedan  alterar  la  obediencia  y  disciplina  sufrirá 
la  pena  de  baquetas  siempre  que  sea  arrestado 
sin  iglesia,  y  se  le  destinará  después  á  las  obras 
o  trabajos  de  la  plaza,  como  presidiario,  por  el 
término  que  restare  á  cumplir  el  plazo  de  su  em- 
peño ;  y  si  hubiere  tomado  igle&ia,  será  extraído 
bajo  caución,  y  como  genio  perjudicial  en  el  regi- 
miento o  compañía  se  le  aplicará  (por  via  de  cor 
reccion)  á  las  citadas  obras  ó  trabajos  de  la  pla- 
za por  el  tiempo  que  le  faltare  u  cumplir. 

34.  El  cabo  ó  sargento  que  entendiere  ú  oyere 
á  soldadas  de  su  compañía,  ó  de  cualesquiera 
otras  aunque  sean  de  distintos  cuerpos,  especies 
contrarias  á  la  conformidad  con  que  deben  reci- 
bir el  pan,  pré,  víveres,  vestuario  y  demás  asis- 
tencia, en  el  modo  que  se  les  suministre,  y  k  la 
subordinación  con  que  deben  comportarse  en 
todo,  y  no  los  arrestaren  (pudiendo)  ó  no  dieren 
cuenta  Inmediatamente  á  sus  oficiales  y  jefes  pa- 
ra sus  ulteriores  providencias,  serán  castigados 
arbitrariamente  ü  proporción  de  la  gravedad  de 
las  resultas  que  haya  causado  su  omisión  ó  tole- 
rancia, formándose  á  este  efecto  consejo  de  guer- 
ra de  oficiales. 

35.  Los  oficiales  (de  cualquiera  clase  quesean) 
que  oyeren  ó  entendieren  de  soldados  de  sus 
compañías,  ó  de  otras,  aunque  de  dististo  cuer- 
po, conversación  ó  especies  que  puedan  originar 
trascendencia  ó  mal  ejemplo  á  la  subordinación 
y  disciplina,  y  no  tomaren  por  sí  las  prontas 
providencias  que  puedan  para  arrestarlos,  ó  no 
dieren  inmediatamente  cuenta  á  sus  jefes  para 
que  atiendan  al  remedio  de  las  consecuencias, 
serán  depuestos  de  sus  empleos  mediante  una 
sumaria  formal,  hecha  por  el  sargento  mayor  ó 
ayudante  del  regimiento  del  oficial  omiso,  que  se 
pasará  á  mis  manos  cuando  se  me  dé  cuenta  de 
la  deposición,  de  cuyo  cumplimiento  hago  res- 
ponsables á  Jos  jefes. 

36.  En  el  caso  de  haberse  refugiado  á  la  igle- 
sia diez  soldados  de  una  compañía,  mando  que 
después  de  su  estraccion  se  proceda  inmediata- 
mente por  el  sargento  mayor  del  cuerpo,  ó  por 
el  ayudante  que  ejerciere  sus  funciones,  á  una 
sumaria  formal  contra  los  oficiales  de  la  compa- 
ñía de  que  hayan  sido  los  refugiados  á  fin  de  sa- 
ber por  todos  medios  si  en  el  gobierno  y  cui- 
dado interior  de  su  tropa  han  celado  y  sostenido 
con  el  vigor  que  deben  una  exacta  disciplina,  ó 
si  han  tolerado  y  dejado  sin  castigo  faltas  cono* 
cidasdeella:  si  han  entendido  la  especie  que 
dio  impulso  á  refugiarse  sus  soldados,  ó  el  con- 
venio precedente  para  ejecutarlo,  y  no  ha  apli- 
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cado  prontamente  sus  provideneias,  ó  dado  cuen- 
ta á  sus  jefes  para  el  remedio.  Y  cuando  en  cual  • 
quiera  de  los  puntos  de  esta  indispensable  obli- 
gación resultaren  culpados  los  oficiales  de  la 
compañía  ó  cualquiera  de  ellos  ;  mando  sean 
depuestos  Juego  de  su  empleo,  y  se  me  dé  cuen- 
ta con  remisión  de  Ja  sumaria. 

37.  Si  los  refugiados  llegaren  al  numero  de  150 
de  un  mismo  cuerpo,  mando  al  gobernador  ó  co- 
mandante militar,  que  desfiues  de  su  estraccion 
proceda  á  recibir  por  oficial  estraño  del  cuerpo 
que  tuviere  jcnte  comprendida  en  el  desorden, 
sumaria  formal  contra  el  coronel  ó  comandante 
para  la  averiguación  de  si  ha  impuesto  y  hecho 
observar  anteriormente  la  subordinación  y  exac- 
ta disciplina  con  el  vigor  que  corresponde  ;  si 
ha  tolerado  ó  dejado  sin  castigo  falta  grave  con- 
tra ella:  si  ha  celado  el  exacto  desempeño  de 
los  oficiales  y  sargentías  en  sus  res})cctivos  en- 
cargos, en  lo  que  previenen  sobre  esta  importan- 
cia mis  ordenanzas  generales  del  ejército :  si 
noticioso  del  exceso  ó  novedad  de  haberse  reti- 
rad o  sus  soldados  á  la  igleaia,  ó  dado  cualquiera 
otra  pública  demostración  de  indis:cij)linn,  lia  to- 
mado por  sí  prontamente  las  providencias  que 
le  correspondían  :  y  si  en  este  caso  ó  anterior- 
mente, según  las  ocurrencias,  ha  dejado  de  dar 
como  debe  cuenta  al  gobernador  o  comandante 
militar,  para  que  por  su  parte  tomase  todas  las 
disposiciones  que  le  incumben.  Y  si  resultare  de 
esta  sumaria  omisión  ó  fiílta  en  el  jefe  ú  otro 
oficial  del  cuerpo,  se  le  impondrá  arresto,  y  se 
me  dará  cuenta  con  remisión  de  la  sumarii  para 
mi  resolución. 

38.  Cuando  se  descubriere  algún  número  de 
soldados  que  hubiesen  convenido  ó  acordado  re- 
fugiarse á  la  iglesia,  y  fueren  aprehendidos  sin 
tomarla,  mando  que  con  justificación  competen- 
te, por  el  solo  caso  de  convenio  ó  acuerdo  aun- 
que no  haya  llegado  á  verificarlo,  echen  suertes 
para  sufrir  la  pena  de  baquetas  de  cada  diez  uno  ; 
y  que  á  los  que  Jes  toque,  después  de  sufrir  el 
castigo  se  l3S  excluya  del  servicio,  y  aplique  á 
las  obras  5  trabajos  como  presidiarios,  por  el  tér- 
mino de  seis  años :  bien  entendido  que  en  esta 
aplicación  y  en  la  pena  de  baquetas  han  de  com- 
prenderse determinadamente  sin  entrar  en  suer- 
te los  que  quedaren  libres  del  sorteo  y  continua- 
rán el  servicio  en  sus  compañías  amonestados 
para  su  enmienda  y  escarmiento. 

39.  Si  algún  numero  de  soldados  sobre  la  mis- 
ma determinada  y  conocida  acción  de  refugiarse 
ala  iglesia  fueren  aprehendidos  antes  de  tomarla, 
por  la  vigilancia  y  cuidado  de  los  oficiales,  ü  otras 
providencias  que  pueden  tenerse  anticipadas, 
mando  que  si  los  aprehendidos  llevasen  fusiles, 
carabinas  ó  pistolas,  echen  suertes  para  sufrir  pe- 
na capital  de  cada  diez  uno,  poniéndolos  á  este 
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efecto  en  consejo  de  guerra  según  ordenanza ; 
y  loa  que  quedaren  libres  se  aplicarán  á  las  obras 
ó  presidios  por  el  término  de  diez  afios ;  pero  si 
la  retirada  ó  refugio  á  la  iglesia  fuese  sin  las  ex- 
presadas armas,  en  este  caso  serán  todos  los  pro^- 
motores  pasados  por  la  baqueta,  y  de  los  restan- 
tes de  cada  cinco  uno  por  sorteo,  y  después  apli- 
cados todos  á  obras  ó  presidios  por  el  término 
de  seis  años. 

40.  Finalmente,  para  proporcionar  el  castigo 
de  estos  excesos  mando  que  al  soldado,  paisa- 
no  ó  persona  que  teniendo  noticia  de  haberse 
convenido  algún  número  de  soldados  de  retirar- 
se á  la  iglesia,  por  queja  6  pretensión  de  cual- 
quiera naturaleza  que  sea,  diere  cuenta  oportu- 
na y  secretamente  al  jefe  del  cuerpo,  ó  al  gober- 
nador 6  comandante  militar  de  la  plaza  o  desuno 
de  suerte  que  tomando  las  prontas  providencias 
relativas,  resulte  de  su  aviso  el  arresto  ó  prisión 
de  los  comprendidos  ó  alguna  parte  de  ellos, 
sobre  la  misma  determinada  y  conocida  acción 
de  irse  á  la  iglesia,  bien  sea  unidos  ó  separados 
con  las  expresadas  armas  ó  sin  ellas,  se  le  libren 
y  entreguen  inmediatampnte  siendo  en  España 
treinta  pesos ;  y  si  fuere  en  Indias  cincuenta, 
que  les  señalo  de  premio  por  su  celo  y  aviso,  cu- 
ya cantidad  se  reintegrará  por  tesorería  ó  arcas 
reales,  mediante  certificación  del  jefe  ó  goberna- 
dor, sin  expresar  en  ella  el  sujeto  que  dio  cuen- 
ta ni  exigir  su  recibo,  de  cuyos  requisitos  relevo 
este  pago,  y  si  fuere  soldado  el  que  diere  el 
aviso  oportuno,  y  quisiere,  ademas  del  premio 
en  dinero,  su  licencia  para  retirarse  del  servi- 
cio, quiero  se  le  conceda  sin  detención  alguna  ; 
y  que  de  todos  modos  se  atienda  y  resguarde  á 
los  que  con  una  noticia  tan  útil  dieren  pruebas 
de  fiu  celo  por  mi  real  servicio. 

41.  Si  estando  un  regimiento,  batallón,  escua- 
drón destacamento  á  otra  tropa  sóbrelas  armas,  ó 
junta  para  tomarlas,  saliere  de  entre  los  soldados 
alguna  voz  ó  discurso  sedicioso  o  que  conmueva 
la  desobediencia,  mando  á  los  oficiales  que  selia- 
llaren  presentes,  que  se  encaminen  á  la  parte 
donde  hubieren  oído  la  voz,  y  prendan  &  cinco  ó 
seis  soldados,  poco  mas  ó  menos,  poniéndolos  á 
la  cabeza  del  regimiento  ó  tropa  que  allí  se  ha- 
lle ;  y  mandándoles  nombren  al  que  hubiere  gri- 
tado :  si  le  descubrieren  será  este  pasado  allí 
mismo  por  las  armas,  precediendo  la  justificación 
que  lo  compruebe ;  y  si  no  lo  hicieren,  se  les 
obligará  á  echar  soertes,  para  que  sufra  la  mis- 
ma pena  uno  de  ellos. 

42.  £1  que  hubiere  proferido  o  escrito  cuales- 
quiera palabras  que  inclinen  A  sedición,  motín  ó 
rebelión,  ó  que  habiéndolas  oido  no  diere  cuenta 
á  sus  superiores  inmediatamente,  sufrirá  la  pena 
de  muerte  ó  corporal,  según  las  circunstancias 
que  agraven  6  miDoreo  su  detito. 

TOXO  II 
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43.  Si  una  patrulla,  destacamento  6  guardia, 
en  el  caso  de  un  tumulto  6  cualquiera  otro  tu- 
viese orden  de  prender  los  culpados,  y  no  la 
cumpliese  exactamente,  6  que  habiéndolos  apre- 
hendido dejasen  que  se  huyan  ó  se  les  quiten, 
se  pondrá  en  prisión  toda  la  tropa  encargada  de 
su  custodia,  y  se  tomarán  las  informaciones  que 
corresponden  :  y  si  de  ellas  resultare  que  los  sol- 
dados no  hicieron  buena  defensa,  ó  que  hubo  in- 
teligenria  entre  unos  y  otros,  sufrirán  los  culpa- 
dos la  pena  que  por  ordenanza  correspondía  al 
reo  libertado  ó  fugitivo  ;  y  si  se  verificase  que 
la  fuga  procedió  de  falta  del  oficia]  que  manda- 
ba el  destacamento,  patrulla  ó  guardia,  sufrirá 
este  la  pena  de  privación  de  empleo. 

Tolerancia  ó  auxilio  de  reo  prófugo» 

44.  Cuando  el  coronel  ó  cualquiera  comandan- 
te de  tropas  pidiere  un  soldado  que  hubiere  he- 
cho algún  exceso,  el  que  dejare  que  se  escape  ó 
le  ocultare  será  castigado  en  lugar  del  fugitivo. 

Infidencia. 

45.  El  que  en  tiempo  de  guerra  tuviere  inteli- 
gencia con  los  enemigos,  correspondencia  por 
escrito  ó  verbal  en  cualquiera  puesto,  sufrirá  la 
pena  de  muerte,  con  ejecución  de  ella  en  el  mo- 
do que  corresponda  á  la  calidad  y  carácter  del 
delincuente 

46.  El  que  á  los  enemigos  revelare  el  santo, 
seña  ó  contraseña,  ó  la  orden  reservada  que  se 
le  hubiere  dado  de  palabra  ó  por  escrito,  será 
castigado  de  muerte,  y  corporalmente,  según  la 
entidad  del  perjuicio  que  pudiera  seguirse,  el  que 
la  revelase  á  otra  persona. 

Desafíos. 

47.  Mando  que  la  pragmática  expedida  en  10 
de  Enero  del  año  de  1716  comprendida  al  fin  de 
este  tomo,  en  que  se  prohiben  los  duelos  y  sa- 
tisfacciones privadas,  quede  en  su  fuerza,  y  se 
observe  inviolablemente  bajo  de  las  penas  im- 
puestas en  ella. 

48.  Todo  oficial  que  pusiere  mano  á  cualquiera 
arma  ofensiva  contra  los  generales  ü  oficiales 
particulares,  bajo  cuyas  órdenes,  así  en  campa- 
ña como  en  guarnición,  cuartel  ó  marcha  se  ha- 
llare en  actual  servicio,  y  contra  su  coronel  ó  co- 
mandante, será  castigado  de  muerte,  ó  á  otra  pe- 
na menos  rigorosa  si  hiciese  constar  haber  sido 
gravemente  ofendido  en  su  honor  por  el  oficial 
superior  contra  quien  hubiese  delinquido. 

49.  Prohibo  á  todos  los  oficiales  de  mis  tropas 
que  tomen  la  pistola  ó  espada  en  la  mano,  los 
unos  contra  los  otros,  así  en  las  plazas  y  en  la 
campaña  como  en  cuartel  ó  marcha, 'pena  de  ser 
privados  de  auB  empleos ;  y  el  que  primero  hu- 
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biere  hecho  la  acción  tendrá  á  mas  de  esta  pena, 
]a  de  dos  años  de  destierro  á  un  presidio ;  pero 
si  de  la  contienda  resultare  niuerte,  será  el  ma- 
tador castigado  con  pena  de  la  vida  ú  otra  ex- 
traordinaria, atendidas  las  circunstancias  d<i]  caso 

50.  £1  soldado  que  estando  de  guardia,  á  la 
orden,  ú  empleado  en  cualquier  acto  del  servicio 
ultrajare  de  palabra  ó  hiciere  ademan  de  ofender 
de  obra,  sin  causa  ni  motivo,  á  otro  á  quien  no 
esté  subordinado,  será  castigado  corporalmente 
sobre  el  mismo  hecho  :  y  si  estuviere  de  centine- 
la, se  le  hará  mudar  para  que  sufra  la  pena  que 
le  corresponda. 

51.  El  soldado  que  hallándose  en  el  campo, 
guarnición,  cuartel,  marcha  ó  en  cualquiera  otro 
paraje  ó  establecimiento  que  tengan  las  tropas, 
pusiere  mano  á  las  armas  para  ofender  á  otro  en 
presencia  de  la  guardia,  dentro  del  cuartel  ó  de- 
lante de  un  cuerpo  de  tropa  armada,  de  modo 
que  pueda  ocasionar  un  desorden  en  ella  o  alte- 
rar la  quietud  pública,  sufrirá  la  pena  de  cortar- 
le la  mano. 

52.  Siempre  que  en  acciones  de  guerra,  en  los 
ejercicios  6  en  cualesquiera  otros  casos  en  que 
los  soldados  se  hallen  con  lis  armas  de  fuego  ó 
blancas  en  la  mano,  sucediere  entre  ellos  mismos 
ó  entre  los  oficiales  algún  desgraciado  accidente 
de  muerte  ó  herida  en  sus  personas  u  otras  que 
puedan  hallarse  presentes,  si  se  justificare  haber 
procedido  de  siniestrn  intención,  y  fin  determina- 
do de  ofender  al  maltratado  ó  herido,  será  el 
agresor  castigado  de  muerte ;  y  si  se  reconocie- 
re haber  procedido  el  daño  por  descuido  y  ne- 
gligencia del  agresor,  será  este  castigado  con  pe- 
na arbitraria  proporcionada  á  la  entidad  del  da- 
ño, y  circunsiaticitfs  del  descuido  ó  negligencia 
que  lo  motivó. 

Alboroto, 

53.  El  que  sin  justo  motivo  en  el  campo,  guar- 
nición, cuartel  ó  tropa  puesta  en  marcha,  hiciere 
ruido,  capaz  de  excitar  una  confusión  en  la  tro- 
pa ó  en  ol  pueblo,  será  castigado  corporalmente, 
y  á  la  misma  pena  estará  sujeto  el  que  en  las 
marchas  ó  en  campaña  dibparare  sin  permiso  del 
que  manda ;  pues  cuando  convenga  ejecutarlo 
por  descargar  las  armas  por  la  lluvia  u  otro  mo- 
tivo, deberá  el  comandante  disponer  que  lo  prac- 
tiquen delante  de  un  oficial. 

Falta  de  puntualidad  en  acudir  á  su  puesto. 

54.  £1  soldado  que  no  se  hallare  en  una  alar- 
ma, campo  de  batalla  6  otra  cualquiera  función, 
con  la  misma  prontitud  que  sus  oficiales,  sin  jus- 
tificación de  causa  legítima  que  se  lo  haya  emba- 
razado, será  pasado  por  las  armas. 

Insulto  á  salvaguardias. 
56.  Las  salvaguardias  personales  ó  por  escrito 
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serán  respetadas  de  modo,  que  el  que  entrare  ó 
les  hiciere  violencia  para  entrar  en  los  parajes 
donde  las  hubiere,  sufrirá  pena  de  muerte ;  y  el 
mismo  respeto  se  guardará  á  las  de  los  enemigos 
recíprocamente. 

Centinela  que  abandona  el  puesto. 

66.  Todo  centinela  que  abandonare  su  puesto 
sin  orden  del  cabo  de  escuadra  que  se  lo  haya 
ido  á  entregar,  ó  del  que  se  diese  á  reconocer 
por  cabo,  será  pasado  por  las  armas. 

Centinela  que  se  deja  mandar  por  quien 
no  sea  su  cabo. 

57.  A.  las  centinelas  que  se  dejaren  mandar 
por  otros  que  sus  cabos  de  escuadra  6  que  les  es- 
tuvieren destinados  por  cabos,  se  les  pasará  por 
las  armas  ;  y  á  los  que  no  siguieren  á  sus  cabos 
cuando  vayan  á  apostarse  ó  vuelvan,  se  les  casti- 
gará corporalmente. 

Centinela  que  se  halla  dormido, 

58.  Cuando  un  soldado,  estando  de  centinela, 
se  hallare  dormido,  se  mudará  inmediatamente, 
y  asegurado  en  el  cuerpo  de  guardia,  se  le  casti- 
gará con  dos  carreras  de  baquetas  por  doscientos 
hombres,  y  se  destinará  á  obras  públicas  por  el 
tiempo  que  íe  falte  que  cumplir;  pero  si  solo  co- 
metiere la  falta  de  distraerse  trabajando,  pentar- 
se,  fumar,  ó  dejar  su  arma  de  la  mano  antes  de 
ser  relevado,  sufrirá  la  pena  de  veinticinco  palos 
dentro  del  cuartel,  y  dos  meses  de  prisión,  pa- 
gando su  servicio. 

Centinela  que   no  avisa  la  novedad  que 
advirtiere. 

59.  La  centinela  que  viere  escalar  ó  saltar  por 
la  muralla,  pared,  foso  o  estacada,  tanto  para  sa- 
lir como  para  entrar  en  la  plaza,  fuerte  ó  recinto 
cerrado,  y  no  disparare  6  diere  parte,  será  pasado 
por  las  armas. 

60.  El  soldado  que  estando  de  centinela  en  al- 
gún puesto,  viere  que  se  arriman  á  él  los  enemi- 
gos, y  nu  lo  avise  á  la  vuz  ó  disparando,  ó  se  re- 
tirare sin  orden,  será  castigado  de  muerte. 

Insulto  contra  centinelas. 

61.  Rl  que  atacare  á  cualquiera  soldado  que 
estuviere  de  centinela,  sea  con  arma  blanca  ó 
apuntando  con  arma  de  fuego,  ó  golpe  de  piedra, 
de  palo  ó  de  mano,  será  condenado  á  muerte  ;  y 
si  fuere  paisano,  será  (con  inhibición  del  tribunal 
á  que  competa)  juzgado  por  el  consejo  de  guer- 
ra de  la  plaza. 

Inducción  á  riñas. 
6%  A  todo  sarg;ento,   cabo,  soldado  ó  tambor 
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que  en  una  pendencia  llamare  6  apellidare  en  su 
ayuda  á  una  nación,  regimiento,  compañía,  pi- 
quete ó  guardin,  Be  le  pasará  por  las  armas. 

(53  El  que  tuviere  pendencia  con  alguno,  y  llá- 
mate en  su  ayudd  á  otro  que  1»  acompañe  a  sos- 
tenerla, sufrirá  la  pena  de  ser  pasado  por  las  ar- 
mas ;  y  en  la  misma  incurrirán  los  que  llamaiJos 
le  acompañen. 

Alevosía, 

G4.  £1  que  de  caso  pensado  matare  ó  hiriere 
gravemente  á  otro  será  ahorcado. 

65.  El  que  hiriere  con  ventaja  ó  alevosía,  no 
resultando  muerte,  será  destinado  á  presidio  por 
diez  años. 

Consentimiento  ó  abrigo  de  un  delito, 

06.  El  que  fuere  convencido  de  huber  abriga- 
do 6  favorecida  con  auxilio  cooperativo  ai  efec- 
to la  ejecución  de  un  delito,  será  castigado  cun 
la  pena  que  á  la  calidad  del  crimen  corrcbponda  ; 
y  fl  que  viéiniole  cometer,  y  pudiendo  no  le  pro- 
curare embarazar  con  su  fuerza  ó  la  voz,  sufrirá 
la  mortificación  de  que  (según  las  circunstan- 
cias del  caso)  sea  digno. 

Espías. 

67.  Los  espías  de  ambos  sexos  serán  ahorca- 
dos ;  y  si  lo  fuere  algún  paisano,  (de  cualquiera 
calidad  y  estado  que  sea)  se  le  aplicará  por  la 
jurisdicción  militar  (con  inhibición  de  la  que  de- 
penda) la  pena  de  muerte,  procediendo  pura  el 
conocimiento  de  su  causa  el  comandante  militar 
con  dictamen  del  auditor  ó  asesor  si  allí  lo  hu- 
biere. 

Contra  la  disciplina. 

68.  Prohibo  á  los  oñciales,  y  soldados  de  in- 
fantería, caballería  y  dragones,  que  puedan  pe- 
dir, y  obligar  á  sus  patrones,  (con  el  pretexto  de 
utensilio,  ó  en  otra  forma)  á  que  les  suministren 
otra  cosa,  que  lo  prevenido  en  la  presente  orde- 
nanza, pena  de  suspensión  de  empleo,  y  confis- 
cación de  la  paga  al  oficial,  y  de  castigo  corpo- 
ral á  los  soldados  con  restitución  á  favor  del  pai- 
sano damnificado  de  cuenta  del  culpado,  antici- 
pándola el  cuerpo,  y  cargándola  después  á  este. 

69.  El  soldado  que  en  guarnición,  marcha  ó 
cuartel  maltratare  de  palabra  ú  obra  ft  sus  patro- 
nes ó  familia,  6  cualquiera  otra  persona  de  uno 
ú  otro  sexo,  será  castigado  corporalmente  ó  con 
otra  pena  mas  grave,  según  la  entidad  del  daño 
que  hubiere  ocasionado  :  pero  si  del  maltrato 
resultare  muerte  ó  mutilación  de  miembro,  será 
pasado  por  las  armas  ;  y  á  fin  de  que  la  ejecu- 
ción pronta  de  la  menor  pena  no  le  redima  de  la 
mas  grave,  se  suspenderá  el  castigo  corporal  has- 
ta que  reconociendo  un  cirujano  á  la  persona 
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maltratada,  dé  fe  de  que  no  ea  la  herida  de  aque- 
llas circunstancias. 

Robo. 

70.  El  que  robare  alguna  cosa  dentro  del  cuar- 
tel, tienda  de  campaña,  casa  de  oficial  o  depen- 
diente del  ejército,  ó  la  de  paisano  en  que  esté 
alojado,  sufrirá  la  pena  de  horca. 

71.  El  que  robare  á  vivandero  ó  comerciante 
de  los  que  trajeren  víveres  ü  otros  géneros  al 
campamento,  cuartel  ó  guarnición,  será  ahorca- 
do ;  y  si  en  el  robo  interviniere  muerte,  será 
ahorcado  y  descuartizado. 

72.  El  que  robare  en  cualquiera  otro  paraje, 
donde  no  concurrieren  tan  graves  circuntancias, 
será  castigado  con  seis  carreras  de  baquetas,  y 
desterrado  por  seis  años  á  arsenales  restituyen- 
do la  alhaja  á  su  dueño  ó  su  valor  siempre  que 
pueda  verificarse  su  recobro. 

Desórdenes  cometidos  en  las  marchas. 

73.  El  soldado  que  rompiere  ó  maltratare  por 
voluntaria  vejación  mueble  alguno,  derramare  ó 
destruyere  las  provisiones  domésticas  en  casa  de 
sus  patrones  ó  de  cualquiera  otro  paisano,  sufri- 
rá un  mes  de  prisión  y  pagará  (de  sus  alcances 
ó  con  la  mitad  de  su  socorro  diario,  hasta  la  en- 
tera satisfacción)  el  peijuicio  que  hubiere  cau- 
sado adelantándolo  el  cuerpo,  y  cargan io  el  im- 
porte al  soldado  ;  pero  si  el  daño  excediere  á  lo 
que  pudiere  pagar  con  la  retención  del  medio  so- 
corro de  cuatro  meses,  sufrirá  la  pena  de  baque- 
tas y  destino  á  obras  por  el  tiempo  de  su  empe- 
ño. 

74.  El  que  insultare  de  obra  al  Prebost  ó  sus 
ministros,  cuando  estos  ejercen  sus  funciones,  ó 
por  haberlas  ejercido,  será  pasado  por  las  armas ; 
y  si  el  insulto  no  excediese  de  palabras  y  amena- 
zas, sufrirá  la  pena  de  baquetas  y  destino  á  obras 
públicas  por  el  tiempo  de  su  empeño. 

75.  El  soldado  que  separado  del  cuerpo  y  dis- 
trito del  lugar  en  que  este  se  halle,  ó  destacamen- 
to del  de  que  dependa,  marchando  solo  con  pa- 
saporte ó  sin  él,  ultrajare,  robare,  hiriere,  6  ma- 
tare á  alguno  de  mis  vasallos  ú  otra  cualpuiera 
persona  podrá  aer  aprehendido  por  las  justicias  del 
territorio  en  que  cometa  el  delito,  y  lo  entrega- 
rán á  su  respectivo  jefe  si  se  hallare  dentro  de 
la  misma  provincia ;  y  en  caso  de  estar  mas  lejos 
sustanciará  la  causa  la  justicia  que  lo  hubiere 
aprehendido,  hasta  ponerla  en  estado  de  senten- 
cia, la  que  deberán  practicar  en  el  término  de 
ocho  (lias,  y  remitir  el  proceso  al  capitán  6  co- 
mandante general  de  la  provincia  para  que  la  de- 
termine, cuidando  este  jefe  de  hacer  conducir 
con  seguridad  el  reo  ;  y  si  el  soldado  agresor  que 
se  aprehendierehubiere  sido  despachado  cooplie- 
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go  de  mi  servicio,  quedará  al  cargo  déla  justicia 
ordinaria  el  cuidado  de  dirigirle  6  su  destino  sin 
la  menor  dilación. 

76.  Los  soldados  que  al  tiempo  de  marchar 
con  sus  cédulas  de  inválidos  al  destino  que  seña- 
lan, cometieren  el  delito  ó  exceso  de  que  trata  el 
antecedente  artículo,  serán  también  aprehendidos 
por  la  justicia  ordinaria, bajo  de  la  misma  regla 
que  los  soldados  efectivos  que  marchan  sueltos: 
pero  los  que  usando  de  licencia,  se  retiran  des- 
pedidos del  servicio,  y  sobre  su  marcha  cometie- 
ren algún  desorden,  serán  juzgados  y  castigados 
por  las  mismas  justicias  ordinarias  en  la  forma 
que  ejecutan  sus  sentencias  contra  ios  subditos 
paisanos. 

77.  El  que  vaya  (sin  ser  mandado)  á  cortar, 
desgajar  ó  arrancar  árboles  en  bosques  y  cotos 
reales  ó  de  particulares,  ó  á  desaguar  los  estan- 
ques, será  severamente  castigado  según  las  cir- 
cunstancias que  agraven  su  delito. 

78.  El  que  tirare  contra  las  palomas,  conejos, 
gallinas  ú  otros  animales  domésticos,  sufrirá  un 
mes  de  prisión;  y  para  el  pago  del  daño  se  le  re- 
tendrá la  mitad  de  su  socorro  diario,  hasta  la  en- 
tera satiaficcion ;  pero  si  este  descuento  no  al- 
canzare á  completarla  en  cuatro  meses,  se  le  im- 
pondrá la  pena  de  baquetas  y  destino  á  obras  pu- 
blicas por  si  tiempo  de  su  empeño;  y  el  que  sin 
autoridad  para  ello  mandare  ejncutar  lo  que  pro- 
hibo en  este  artículo  y  el  antecedente,  indemni- 
zará el  daño,  y  sufrirá  la  pena  de  que  según  las 
circunstancias  fuere  digno. 

Prohibición  de  emplearse  el  soldado  en  ser* 
vicio  doméstico   del  oficial, 

79.  Será  castigado  severamente  todo  soldado 
que  en  campaña,  guarnición,  cuartel  ó  marcha, 
(no  estando  de  ordenanza  ó  destinado  de  escol- 
ta por  sus  superiores)  se  separe  de  su  tropa  ó 
compañía  para  ir  acompañando  á  algún  oficial  ó 
que  se  emplee  en  su  servicio  como  criado:  y  el 
oficial  que  se  lo  mandare  ó  que  se  sirviere  de  él 
será  privado  de  su  empleo. 

Incendiarios. 

80.  Los  que  así  en  tiempo  de  paz  como  de 
guerra,  tanto  en  mis  dominios  como  en  países 
extranjeros  y  de  enemigos,  fueren  convencidos 
del  crimen  de  incendiarios,  serán  condenados  á 
pena  de  muerte:  y  si  lo  fueren  de  lugares  sagra- 
dos, casas  ó  sitios  reales,  cuarteles  en  que  haya 
tropa,  parques  ó  almacenes  de  víveres  ó  muni- 
ciones, serán  ahorcados  y  descuartizados. 

Monederos  falsos. 

81.  El  que  fuere  convencido  de  fabricante  de 
moneda  falsa,  ó  que  (con  conocimiento  de  no  ser 
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legal)  la  tuviere  en  liepósito  6  usare  deella^titifr^ 
rá  la  pena  que  impouen  las  leyes  del  reyno,  con 
despojo  del  fuera. 

Violencia  á  mvjeres, 

82.  Ei  que  forzare  mujer  honrada,  casada  viu- 
da, 6  doncella,  será  pasado  por  las  armas  :  pero 
cuando  solo  conste  de  la  intención  delibera- 
da y  esfuerzos  para  conseguirlo,  será  desterrado 
á  diez  años  de  presidio  de  África  6  seis  de  arse- 
nales, debiendo  justificarse  que  no  ha  interveni- 
do actual  amenaza  de  armas  de  cualquiera  suerte- 
pues  en  este  caso,  ó  en  el  de  que  la  mujer  ofen- 
dida haya  padecido  algún  daño  notable  en  su  per- 
sona, será  precisamente  condenado  á  muerte  él 
agresor. 

Crimen  nefando. 

83.  El  que  fuere  convencido  de  crimen  bestial 
6  sodomítico,  será  ahorcado  y  quemado;  pero  si 
el  tribunal  de  la  inquisición  hiciere  antes  apre- 
hensión del  reo,  y  entrare  á  conocer  de  la  causa, 
no  podrá  el  militar  embarazarlo  ni  reclanutrlo; 
pues  solo  en  el  caso  de  aprehender  antes  la  juris- 
dicción militar  le  pertenece  el  conocimiento  de 
este  crimen. 

Testigo  falso, 

84.  El  que  sirviere  de  testigo  falso  sufrirá  la 
pena  de  ser  pasado  por  las  armas;  y  en  caso  de 
que  el  delito  sobre  que  declare  falsamente  no  fue- 
re capital,  le  impondrá  el  consejo  de  guerra  otra 
pena  menos  grave,  según  las  circunstancias  del 
caso. 

85.  El  oficial  que  en  cualquiera  causa  en  que- 
tu viere  que  declarar  por  citación  competente  fal- 
tare á  la  verdad  del  juramento,  por  este  solo  he- 
cho será  depuesto  de  su  empleo,  y  despedido  del 
sei  vicio  sin  perjuicio  de  la  causa. 

Ilegalidad  de  dependientes  de  víveres,  co- 
merciantes y  vivanderos, 

86.  Todo  vivandero  que  sejustifique  haber  fal- 
sificado el  peso  6  medida  de  los  géneros  que  ven- 
den á  la  tropa,  bien  sea  de  los  que  sigan  cualquie- 
ra cuerpo  de  ella  en  paz  ó  en  guerra,  ó  de  los 
que  en  campaña  siguen  el  cuartel  genera],  será 
castigado  con  la  pena  de  seis  años  de  destierro 
á  presidio  de  África,  para  ser  empleado  en  los 
trabajos  de  obras  reales  con  grillete  6  mas  de  con- 
fiscarle todo  los  géneros  que  tuviere  existentes 
en  la  tienda  6  puesto  donde  se  verificó  el  exceso, 
indemnizando  á  los  que  justificaren  perjuicio  con 
aplicación  de  lo  sobrante  ai  denunciador;  pero 
si  en  los  víveres  que  venden  á  la  tropa  los  vi- 
vanderos  hubieren  cometido  la  temeridad  de 
adulterarlos,  mezclando  en  ellos  maliciosanoente 
alguna  especie  que  los  haga  perjudicialeí  á  la 
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sal^d  publica,  serán  irremisibleinente  ahorcados, 
debiendo  proceder  la  justicia  militar  en  el  cono« 
ri:niento  y  juicio  de  semejante  delito,  con  inhi- 
bicion  déla  ordinaria  :  con  la  diferencia  de  que 
siempre  que  esto  acaeciere  en  el  ejército,  acanto- 
namiento de  campafia,  marcha  ó  guarnición  de 
paises  donde  se  haga  la  guerra,  pertenecerá  el 
conocimiento  de  este  crimen  al  mayor  general  de 
infantería :  y  en  tiempo  de  paz  al  gobernador 
de  la  plaza  ó  comandante  del  cuartel  en  que  se 
cometa  tal  delito. 

87.  Los  proveedores  y  municioneros  que  co- 
metieren semejante  delito  de  falsificar  el  peso  ó 
medida  de  los  géneros  que  distribuyeren  &  la 
tropa,  serán  condenados  á  seis  años  de  presidio 
cerrado  de  África,  para  ser  empleados  en  los  tra- 
bajos, y  se  les  confiscarán  sus  bienes  para  satis- 
facer alas  p  artes  loque  legítimamente  hicieren 
constar  que  se  les  hubiere  desfraudado,  y  lo  res- 
tante á  favor  de  mi  real  hacienda;  pero  si  mali- 
ciosamente adulteraren  los  vívere<?,  mezclando 
en  ellos  alguna  especie  notoriamente  dafiosa  á 
la  salud  pública,  serán  castigados  ellos  y  los  cóm- 
plices en  semejante  delito  con  la  pena  de  presi- 
dio perpetuo  ó  de  la  vida,  según  la  gravedad  del 
daño  que  hubiesen  ó  pudieren  haber  ocasionado; 
y  la  misma  pena  se  les  impondrá  si  se  verificase 
que  siendo  los  géneros  por  sí  mismos  de  calidad 
dañosa  y  perjudicial  al  publico,  lo  disimularen 
dolosamente  con  el  fin  de  utilizarse  en  el  benefi- 
cio de  su  distribución,  y  antes  de  repartirlos  no  lo 
advirtieren  al  ministro  de  hacienda  de  quien  de- 
pendan, ó  al  jefe  militar  que  en  el  mismo  paraje 
residiere,  los  cuales  en  el  caso  de  ser  advertidos 
serán  responsables  (en  su  propio  nombre)  del  da- 
ño que  de  su  omisiou  resultare:  y  el  conocimien- 
to de  este  delito  corresponderá  al  intendente  :  si 
este  no  tomase  providencia,  se  recurrirá  al  coman- 
dante militar;  y  si  de  sus  diligencias  no  resultare 
remedio,  se  acudirá  á  mi  Secretario  del  Despa- 
cho de  Guerra. 

Robo  con  muerte* 

86.  Los  que  cometieren  cualesquiera  hurtos 
con  muerte,  serán  ahorcados  y  descuartizados. 

Robo  de  armas  ó  municiones* 

89.  El  que  se  verificare  haber  hurtado  las  ar- 
mas 6  municiones  de  sus  camaradas  ;  ó  estiaído- 
las  del  almacén  real,  parque  ó  depósito  sufrirá 
pena  de  muerte. 

Contrabando. 

90.  £1  que  hiciere  ú  ocultare  algún  contraban- 
do de  cualesquiera  géneros  ó  ropas  que  pueda 
ser,  cuyo  valor  no  exceda  de  veinte  reales  de  ve- 
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llon,  será  por  la  primera  vez  castigado  con  pena 
corporal :  perla  segunda  vez,  ó  excediendo  de  Itaa 
veinte  reales,  será  castigado  con  baquetas,  y  con- 
denado á  presidio  por  el  tiempo  que  le  falte,  en- 
tregando al  ministro  de  la  renta  á  quien  corres* 
ponda  los  géneros  aprehendidos  en  el  fraude ;  pero 
si  en  cualquiera  de  los  casos  referidos  cometiere 
el  contrabando  con  armas  y  por  fuerza,  será  con- 
denado á  muerte,  procediéndose  á  su  juzgado 
por  la  justicia  militar  y  consejo  de  guerra,  si  el 
descubrimiento  viniese  de  diligencia  del  coman- 
dante de  la  tropa  ;  pero  si  anteriormente  hubiese 
intervenido  acusación  ó  reconocimiento  por  par- 
tes de  ministros  de  mis  rentas,  será  juzgado  por 
su  tribunal  con  inhibición  de  la  jurisdicción  mili- 
tar en  el  conocimiento  de  sus  causas,  verificán- 
dose la  aprehensión  real. 

Deserción. 

¡I  91.  Los  que  desertaren  en  campaña,  saliendo 
de  los  límites  que  para  consumar  la  deserción 
prescribieren  los  bandos  del  ejército,  aufrirán  la 
pena  de  muerte  en  el  modo  que  estos  señalaren, 
y  en  cualquiera  número  que  sean  ;  no  debiéndo- 
se entender  esta  pena  solo  para  los  que  se  hallen 
en  el  ejército  de  campaña,  siendo  también  para 
todos  los  que  deserten  de  plazas  ó  puestos  depen- 
dientes de  él. 

92.  Los  que  estando  en  guarniciones,  cuarte- 
les ú  otros  deslinos  en  mis  dominios  desertaren 
en  tiempo  de  guerra,  serán  pasados  por  las  ar- 
mas; pero  con  estos  tendrá  lugar  y  se  observará 
en  su  caso  el  sorteo  que  se  prescribe  en  el  artí- 
culo ciento  y  cinco  de  este  título. 

93.  Los  que  desertando  á  países  extranjeros, 
sea  en  tiempo  de  guerra  ó  paz,  fueren  aprehendi- 
dos en  territorio  de  mis  dominios,  á  distancia  de 
media  legua  del  confín  con  el  extraño,  serán  pa- 
sados por  las  armas  en  cualquiera  numero  que 
se  aprehendan. 

94.  Los  presidios  de  África,  líneas  de  Gibral- 
tar,  plazas  confinantes  con  dominios  extraños,  y 
puestos  de  la  raya,  exigen  regla  distinta  de  la 
que  explica  el  antecedente  artículo  para  graduar 
la  consumación  de  la  fuga  á  paises  extranjeros  ; 
por  lo  que  para  declararla  tal  so  estará  á  los  lí- 
mites señalados  por  los  respectivos  comandantes 
generales  para  imponer  á  los  desertores  la  pena 
de  muerte,  en  cualquier  ndmero  que  sean. 

95.  Serán  reputados  como  desertores  de  igual 
calidad  para  sufrir  la  pena  de  muerte  los  que  se 
hallaren  con  disfraz  ó  sin  él,  embarcados  sin 
competente  licencia  en  puertos  de  mis  reinos, 
á  bordo  de  embarcación  extranjera  ó  española, 
con  rumbo  ó  destino  á  país  extranjero,  proce- 
diéndose al  mismo  tiempo  á  la  detención  de  las 
embarcacioDes  españolas  en  que  sean  aprenhen- 


120 


TEATRO  BE  LA  LEGISLACIOK 


FU 


^^>./S^«^Kys^\^«^«^V/S^^««SA.MyV^^W/\AA<^^/X/S<<V/S^^^\A^i«\^>A^tfSA^^Si^AAAA« 


«VW»>»^M»^^^ 


didos,  Y  al  arresto  de  los  patrones  y  marineros 
de  ellas  para  descubrir  los  culpados,  de  que  se 
me  dará  cuenta  con  justifícarion,  para  que  exa- 
minadas las  circunstancias  en  mi  consejo  de  guer- 
ra, expídala  providencia  que  merezcan. 

96.  Los  que  desertaren  á  los  moros,  bien  sea 
hallándose  de  guarnición  en  presidio  ó  yendo 
embarcados,  sufrirán  la  pena  de  muerte  ejecuta- 
da en  horca,  en  cualquiera  número  que  sean, 
aunque  se  aprehendan  después  de  rescatados. 

97.  Los  que  desertaren  dentro  de  £spaña,  sea 
en  tiempo  de  guerra  ó  de  paz,  habiendo  escalado 
muralla,  estacada  ó  camino  cubierto,  forzado 
puerta  de  plaza  ó  puesto  de  guardia,  ó  abando- 
nando centinela,  serán  pasados  por  las  armas,  en 
cualquiera  número  que  fueren. 

98.  El  que  estando  preso  hiciere  fuga,  y  con 
ella  incurriere  en  las  circunstancias  que  califican 
la  deserción,  será  tratado  por  reo  de  ella  como  si 
la  hubiere  cometido  estando  en  libertad. 

99.  El  que  indujere  á  la  deserción,  y  se  justifi- 
care llegando  á  efecto,  sufrirá  la  pena  de  ser  pa- 
sado por  las  armas ;  pero  si  no  llegare  á  verifi- 
carse, sufrirá  el  inductor  la  pena  de  seis  años  de 
presidio. 

100.  Los  que  hubieren  cometido  el  delito  de 
deserción  en  los  casos  y  circunstancias  agravan- 
tes que  prescriben  \oñ  artículos  anteredeiiteg,  y 
fueren  aprehendidos  con  iglesia,  serán  destina- 
dos (con  retención  de  inmunidad)  á  presidio 
perpetuo. 

101.  El  desertor  de  primera  vez,  sin  circuns- 
tancia agravante  de  las  que  van  prevenidas,  que 
cometiere  este  delito  en  tiempo  de  paz,  y  fuíre 
aprehendido  sin  iglesia  ó  con  ella,  será  conduci- 
do á  su  regimiento,  y  sufrirá  el  castigo  de  cuatro 
meses  de  prisión,  perdiendo  el  tiempo  de  su  em- 
peño, para  servir  sin  él,  quedando  sin  derecho  á 
la  gracia  de  inválidus,  hasta  que  diez  años  de 
buena  conducta  revaliden  sus  servicios  anteriores 
para  merecer  su  cédula  en  el  término  señalado  á 
los  demás ;  pero  quedará  para  siempre  sin  dere- 
cho alguno  á  los  premios  y  gracias  concedidos  á 
los  que  no  hubieren  cometido  este  delito. 

102.  El  desertor  de  primera  vez,  sin  circuns- 
tancia agravante,  que  no  hubiere  enajenado  pren- 
da alguna  del  vestuario  ni  armamento  con  que  se 
ausento,  y  antes  de  ser  descubierto  se  delatare  y 
presentare  en  su  regimiento  ó  á  cualquiera  justi- 
cia en  el  término  de  ocho  dias  contados  desde  el 
de  su  fuga,  perderá  el  tiempo  que  hubiere  servi- 
do, empezándose  á  contar  el  de  su  empeño  des- 
de el  dia  en  que  se  presentó  ;  será  acreedor  á  la 
gracia  de  inválidos,  y  no  le  perjudicará  para  los 
premios :  y  el  que  en  igual  caso  de  primera  de- 
serción simple  hubiere  enajenado  alguna  prenda 
del  vestuario  ó  armamento  con  que  se  ausentó, 
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se  mantendrá  preso  cuatro  meses  á  medio  socor- 
ro, y  pe  le  duplicará  el  tiempo  de  su  empeño, 
quedándole  solo  opción  á  los  inválidos  ;  pero  si 
el  que  estuviere  en  uno  y  otro  caso  de  los  explica- 
dos en  este  artículo  volvierc  á  desertar  será  repu- 
tado su  crimen  como  de  segunda  vez,  y  así  se  le 
advertirá  cuando  se  presente :  notándolo  en  su 
filiación. 

103  El  que  desertare  segunda  vez,  y  fuere 
aprehendido  sin  iglesia,  sufrirá  la  pena  dé  muer- 
te pjisado  por  las  armas. 

104.  El  que  habiendo  desertado  segunda  vez 
se  aprehendiere  con  iglesia,  se  le  destinará  á  ser- 
vir toda  su  vida  en  regimiento  fiju  do  Oran  ó 
Ceuta. 

105  En  caso  de  procesarse  á  un  mismo  tiem- 
po en  algún  regimiento  diferentes  dcsertorcá 
comprendidos  en  pena  capital  por  la  calivlad  de 
simple  deserción  que  va  prevenida  en  los  artícu- 
los noventa  y  dos  y  ciento  tres  de  este  título, 
sorterún  entre  sí,  para  que  uno  de  cinco  sea  pa- 
sado por  las  armas,  de  modo  que  á  proporción 
del  número  padecerán  esta  pena  de  diez  dos,  de 
quince  tres,  y  así  correlativamente  según  fuere 
el  número;  en  inteligencia  de  que  de  cada  cinco  ha 
de  morir  uno  ;  ¡)tro  en  siendo  uno  ó  dos,  nj  por 
eso  dejará  de  ser  pasado  por  las  armas  uno  de 
ellos  ;  y  siendo  tres  ó  cuatro,  tampoco  se  ha  de 
sujetar  A  esta  pena  mas  que  uno  ;  ni  en  el  nú- 
mero de  trece  o  catorce  la  han  de  padecer  mas 
que  dos,  y  así  sucesivamente  ;  y  los  que  hayan 
quedado  libres  en  el  sorteo,  serán  excluidos  del 
servicio,  y  destinados  á  presidio  por  diez  años. 

106.  Los  cuerpos  suizos  continuarán  en  el  cas- 
tigo de  sus  desertores  según  las  leyes  y  estilo  de 
su  nación,  en  consecuencia  del  libre  uso  de  justi- 
cia que  les  está  concedido  en  sus  capitulaciones. 

107.  El  que  se  eiupeñare  á  servir  voluntaria- 
mente en  mis  tropas,  ó  el  que  le  tocare  por  suer- 
te igual  destino,  y  desertare  antes  de  haberse  in- 
corporado en  su  compañía,  justificándose  que  ha 
sido  legal  y  debidamente  reclutado  ó  sorteado,  y 
que  se  ie  han  leido  las  ordenanzas,  á  que  quedó 
sujeto  por  su  contrato  ó  destino,  sufrirá  la  pena 
señalada  á  la  simple  deserción  en  el  artículo  99 
de  este  título,  bien  sea  aprehendido  sin  iglesia  ó 
con  ella  en  el  modo  que  allí  se  halla  explicado. 

108.  Cualquiera  que  haya  sido  aplicado  ai  ser- 
vicio de  las  armas  por  testimonio  de  juez  compe- 
tente, y  desertare  después  de  entregado  á  la  tro- 
pa que  debe  conducirle  á  su  destino,  ó  estando 
ya  incorporado  en  su  propio  regimiento,  y  se  le 
hubiere  prevenido  en  la  debida  forma  de  la  pena 
que  corresponde  al  delito  de  deserción,  sufrirá  la 
pena  que  á  la  calidad  de  su  deserción,  pertene- 
ciere, según  la  señalada  en  los  artículos  prece- 
dentes. 
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Disimulo  malicioso  del  verdadero  nombre^ 
patria^  edad  ó  religión. 

109.  El  que  disimulare  gu  nombre,  apellido, 
patria,  edad  ó  religión  al  tien^po  de  sentársele 
plaza,  se  le  condenará  á  servir  por  ocho  años  en 
los  arsenales  por  solo  este  delito,  aunque  no  de- 
serte ;  y  cometiendo  deserción,  si  por  la  calidad 
de  ella  merece  pena  mas  grave,  la  sufrirá. 
Deserción  de  soldado  cumplido» 

lio  El  que  hubiere  sentado  plaza  por  tiempo 
limitado  y  le  tuviere  ya  cumplido,  y  se  le  retar- 
dare su  licencia  por  orden  mia,  será  tratado  co- 
mo desertor  si  se  ausentare  sin  ella,  y  sufrirá  la 
pena  corres^pondiente  á  la  calidad  de  deserción 
que  cometiere. 

Conato  de  deserción. 

111.  Todo  soMado  que  se  hallare  dentro  de  la 
guarnición  ó  lugar  de  cuartel  ó  fuera  de  él  dentro 
de  los  límites,  disfrazado,  sin  consumar  la  deser- 
ción, pero  con  indicio  que  dé  sospecha  á  come- 
terla, ó  en  cualquiera  otro  modo  que  verifique 
su  intención  de  la  fuga  con  algún  acto  exterior, 
se  le  recargarán  cuatro  años  de  servicio  en  el 
mismo  cuerpo  sobre  los  que  le  faltaban  para  cum- 
plir su  tiempo. 

1 12.  El  que  cometiere  doserci'  n,  y  deí»purs  de 
aprehendido  justificare  para  su  defensa  que  in- 
currió en  c."íte  delito  por  no  habérsele  usistidt» 
puntualmente  cim  el  oré,  pnn  ó  vestuario  que  le 
pertenezca,  quedará  relevadn  de  la  pena  corres- 
pondiente, y  cí)nstituido  á  servir  en  la  propia 
comphñía  pcis  añ»>s  mas,  reintegrándosele  de  lo 
que  se  debiese  haber  suministrado. 

Encubrir  ó  auxiliar  la  deserción. 

113.  El  patrón  de  cualquiera  embarcación  per- 
tf  neciente  á  vasallo  mió,  ó  que  navegue  con  Pan- 
dora tal,  que  admitiere  á  su  bordo  soldado  algu- 
no sin  licencia  firmada  del  comandante  principal 
del  paraje  en  que  se  hallare  dado  fondo,  sufrirá 
la  pena  de  seis  años  de  presidio,  según  su  cali- 
dad, con  inhibición  de  la  jurisdicción  de  que  de- 
penda; y  si  fuere  embarcación  extranjera  mer- 
cantil, se  allanará  y  extraerá  de  ella,  dando  cuen- 
ta inmediatamente  el  gobernador  al  capitán  ge- 
neral ó  comandante  de  ia  provincia,  y  este  la 
pasará  á  la  via  reservada  de  guerra,  v  si  fuere 
embarcación  de  guerra  se  reclamará  el  prófugo 
requiriendo  al  comandante  de  ella  para  ia  en- 
trega. 

114.  Toda  persona  (de  cualquiera  clase,  estado 
ó  condición  que  sea)  que  se  aprehendiere,  y  jus- 
tificare ser  gancho  para  tropa  de  otro  príncipe, 
se  le  pondrá  en  consejo  de  guerra,  y  bufrirá  la 
pena  de  horca. 

115.  £1  sargento,  cabo,  tambor  ó  soldado  por 
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cuyo  auxilio,  inteligencia  ó  disimulo  hubiere  de- 
sertado alguno  de  su  cuerpo  ú  otro  de  mis  tro- 
pas, sufrirá  la  pena  de  muerte  pasado  por  las  ar- 
mas; cuya  sentencia  se  dará  por  el  consejo  de 
guerra  del  regimiento  de  que  fuere  el  desertor,  á 
cuyo  juicio  declaro  que  haya  de  correspon<ler 
privativamente  el  conocimiento  de  reo  extraño, 
sin  distinción  de  cuerpos. 

lio.  Los  que  ocultaren  desertores,  les  dieren 
ropa  de  dibfraz,  ó  eu  cualquiera  otra  forma  con- 
tribuyeren á  su  fuga,  podrán  (sin  que  las  justi- 
cias de  que  dependan  lo  embaracen)  ser  aprehen- 
didos por  los  oficiales  de  mis  tropas,  y  serán  sen- 
tenciadus  en  el  consejo  de  guerra  con  la  pena 
que  se  impone  á  los  reos  de  esta  especie  en  el 
artículo  tercero  del  título  doce,  sobre  aprehen- 
sión de  desertores,  comprendido  en  el  tratado 
sexto  de  estas  ordenanzas. 

Cobardía. 

117.  El  que  por  cobardía  fuere  el  primero  en 
volver  la  espalda  sobre  acción  de  guerra,  bien 
sea  empezada  ya  ó  á  la  vista  del  enemigo,  mar- 
chando á  buscarle  ó  esperándole  en  la  defensiva, 
podrá  en  el  mismo  acto  ser  muerto  para  su  cas- 
tigo y  ejemplo  de  los  demás. 

ItH.  Todo  militar  que  estando  en  facción  áe 
guerra  ó  nxarchando  á  ella  se  escondiese,  huyese, 
retirase  con  pretexto  de  herida  ó  contusión  que 
no  le  imposibilite  el  hacer  su  beber  ó  en  algún 
modo  se  excusase  del  combate  en  que  debiese  ha- 
llarse, sorá  puesto  en  consejo  do  guerra,  y  con- 
denado en  él  á  la  pena  que  merezca  su  delito  se- 
;  gun  las  circunstancias. 

i  1 19  El  oficial  que  diere  pala  ó  bofetón  á  otro 
srrá  despeílido  del  servicio,  y  oestinado  á  encier- 
ro por  toda  su  vida  en  un  castillo  con  estrecha 
reclusión. 

120.  El  que  se  valiese  del  nombre  de  aJgun  je- 
I  fe  ó  magistrado  para  sus  fines  particulares,  y  aun 
para  asuntos  de  mi  servicio,  sin  habérsele  dado 
!  facultad  para  ello,  será  castigado  con  proporción 
I  á  las  circunstancias  del  caso. 
I  121.  Para  ningún  drüto  de  los  explicados  en 
■  este  titulo  podrá  servir  de  excusa  la  embriaguez, 
i  cuyo  vicio  deberá  ser  cuidado  de  los  jefes  milita- 
I  res  el  corregirle  y  castigarle  con  penas  arbiira- 
'  rías,  haciendo  entender  á  la  tropa  de  su  cargo, 
que  el  alegato  de  estar  privado  no  le  relevará  del 
I  castigo  que  merece  por  el  delito  que  cometa. 

FÜKKZ A.  MARÍTIMA.    LEY     DE     4     DE    JUNIO  DE 

i       1 83 1 ,  fijándola  en  dicho   año. 

*;;;;;:;.//////.- 1"  "  1'.:: .".::  "."."-'".'n 

I      &.  único    del  art.  4^-Rl   Gobierno    dictará  las 
i  __j¡ i 

¡     (*;  Los  articulua  suprimidos  uo  ticQea  objeto. 
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medidas  que  crea  acertadas  para  ]a  mejor  conser- 
Tacion  y  cuido  de  los  bajeles  desarmados. 

Art.  59  Los  jefes  y  oficiales  de  marina  qne 
no  tengan  destino  en  los  apostaderos,  conforme 
al  decreto  de  22  de  Julio  del  Congreso  constitu- 
yente, y  los  que  no  lo  sean  en  los  bajeles  arma- 
dos y  desarmados  de  quo  habla  esta  ley,  obten- 
drán licencia  temporal  indefinida,  con  los  goces 
que  les  correspondan  según  el  decreto  de  17  de 
Setiembre  de  1830  sobre  organización  militar 
del  Estado. 

Art.  69.  El  Poder  Ejecutivo  podrá,  siempre 
que  lo  crea  conveniente,  disponer  la  reparación 
de  los  bajeles  que  quedan  en  servicio,  con  acuer- 
do del  Consejo  de  Gobierno. 

Dado  en  Valencia  á  31  de  Mayo  de  1831,  2?  y 
219 — El  Presidente  del  Senado,  Manvel  Quin- 
tero.— El  Presidente  de  la  Cámara  de  Represen- 
tantes, Dr.  José  Manuel  de  los  Rios. — El  Secre- 
tario del  Senado,  Vicente  Michelcna. — El  Secre- 
tario de  la  Camarade  Representantes,  Rafael 
Acevedo. 

Valencia  4  de  Junio  de  1831,  29  y  219— Cúm- 
plase; y  comuniqúese  á  quienes  corresponda. — 
El  Vicepresidente  encargado  del  Poder  Ejecuti- 
vo, Diego  B,  Urbaneja. — Por  S.  E. — El  Secre- 
tario interino  de  Guerra  y  Marina,  Manuel  Mu- 
ñoz. (*) 

FUERZA  MARÍTIMA.  Se  fija  y  reglamenta  cada 
año  por  una  ley  y  un  D.E.  Pero  como  actos 
transitorios  juzgamos  inútil  su  inserción. 

FUGA  DE  LOS  PRESIDIOS.  Véaso  Presidios,  R. 
E.  de  17  de  Julio  de  1846. 

FUNCIONARIOS  públicos.  Responsabilidad 
de  todos — Prohibición  de  obedecer  y  ejecutar 
órdenes  manifiestamente  contrarias  á  la  Cons- 
titución y  á  las  leyes;  y  responsabilidad  si  lo 
hacen.  Véase  Disposiciones  generales  cons- 
titucionales referentes  á  diversos  ramos,  art. 
185,  186  y  187, 

FUNCIONARIOS  públicos.  Véase  Emplea- 
dos, en  todos  sus  artículos,  Sueldos,  y  Pro- 
vincias, art  19,  108  y  112, 

FUNCIONARIOS  públicos.  Deber  de  los  ju- 
diciales en  cuanto  á  las  causas  de  recusación 
que  sepan  tener  en  sí.  Véase  Recusaciones, 
art.  14. 

FUNCIONES  económicas  comunes  a  las  cá- 
maras LEGISLATIVAS.  Véase  Cámaras  legis* 
lativas,  artículos  constitucionales   72  al  86. 

FUNCIONES  RELIGIOSAS,  resolución  ejecu- 
tiva DE  7  DE  diciembre  DE  1840,  declaran- 
do que  á  ningún  venezolano  ni  extranjero, 
cualquiera  que  sea  su  creencia,  puede  impe- 
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dírsele  el  concurrir  d  ellos  siempre  que  lo 
hagan  con  la  moderación  y  respeto  debidos  al 
culto. 


Gobierno  Snperior.- 
1840,11.0  y  80.  o. 


-Barquisímeto  Mayo  12  de 


No  consta  de  este  expediente  que  el  presbíte- 
ro José  Macario  Yépes,  Vicario  de  esta  ciudad, 
haya  molestado  al  que  representa  en  su  creencia 
religiosa,  ni  turbádole  en  alguno  de  los  derechos 
que  le  garantizan  las  leyes  de  17  de  Setiembre  de 
1821,  y  18  de  Abril  de  1834.  Resulta  sí  que 
aquel  interpuso  la  mediación  de  algunas  perso- 
nas para  que  este  dejase  de  asistir  al  entierro  de 
Juan  López  y  por  consiguiente  al  templo  donde 
esta  función  debia  terminarse;  pero  siendo  este 
el  hecho  en  que  el  ofendido  ha  fundado  la  ac- 
ción de  injurias  que  intentó  y  cuyo  juicio  se  ha- 
lla aún  pendiente,  ninguna  otra  providencia  pue- 
de acordar  este  gobierno,  que  la  de  prevenir  co- 
mo previene  á  los  venerables  curas  de  esta  ciu- 
dad que  no  impidan  al  Sr.  David  Hohed,  ni  á 
ningún  otro  venezolano  6  extranjero,  Ja  liber- 
tad de  concurrir  á  las  funciones  y  actos  religio- 
sos en  todos  aquellos  casos  en  que  las  leyes  se 
la  permitan.  Comuniqúese  y  devuélvase  la  carta 
de  naturaleza  presentada  por  el  interesado  á  quien 
se  hará  saber  este  decreto. — Ponte. — Francisco 
del  Castillo, — Secretario. 

Secretaría  del  Interior.— Sección  primera.— Ca- 
racas Diciembre  7  de  1840.— Resuelto. 

El  gobernador  de  Barquisímeto  ha  resuelto  ya 
sobre  la  solicitud  del  señor  David  Hohed,  en  su 
decreto  de  12  de  Mayo  del  corriente  ano,  de  una 
manera  justa  y  legal.  En  consecuencia  nada  tie- 
ne que  resolver  el  Poder  Ejecutivo  que  no  sea 
conforme  con  aquella  disposición.  El  goberna- 
dor de  Barquisímeto  hará  que  tenga  su  efectivo 
cumplimiento,  y  vigilará  sobre  que  los  extranje- 
ros, naturalizados  ó  no,  sea  cual  fuere  su  creencia, 
no  sean  molestados  por  los  eclesiásticos  cuando 
asistan  á  las  funciones  religiosas,  siempre  que  lo 
hagan  con  la  moderación  y  respeto  debido  a] 
culto.  Comuniqúese  al  gobernador  de  Barquisí- 
meto é  instruyase  al  interesado  y  puhlíquese. 

Por  S.  E. — Quintero. 
FUNCIONES   RELIGIOSAS.    Véase    Funciones 

públicas  asi  civiles  como  religiosas» 

FUNCIONES  PUBLICAS  así  civiles  como  re- 
LiaiosAs.  Quienes  deben  presidirlas.  Véase 
Presidencia  en  las  solemnidades,  funcio- 
nes ó  fiestas  públicas. 

FUNDACIONES  de  obras  pías:  Véase  Cen- 
sos {imposición  y  reconocimiento  de») 


COLOMBIANA  T  V£NBZOLANA  VIGENTE. 
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GACETA  DB  TENEZUBLA.  RESOLUCIÓN  EJECU- 
TIVA DE  2A  DB  ENERO  DB  1831  mandando  se 
pase  á  todos  los  magistrados  y  oficinas  pú- 
hlicas. 

Secretaría  del  Interior.— Sección  del  Interior.— 
Valencia  24  de  Enero  de  1881.— Afio  2  ?  de  la  ley  y 
21  de  la  independencia. — Circular. — Número  162. 

AI  Sr.  Gobernador  de  ]a  provincia  de 

La  Gaceta  de  Gobierno  se  publicaba  y  circu- 
laba por  un  sistema  vicioso  y  perjudicial.  Cos- 
teábanla unos  pocos  empleados,  á  quienes  se 
descontaba  del  sueldo  una  suscripción  forzosa ; 
cuando  es  del  ínteres  público  y  del  deber  del  Go- 
bierno comunicarla  gratis  á  los  magistrados  y 
oficinas,  y  cuando  la  mayor  parte  de  estos,  ni  la 
pagaban,  ni  la  veian  ;  mientras  que,  por  separa- 
do, cargaba  el  tesoro  con  un  gasto  considerable 
por  las  impresiones  de  leyes  y  otras  de  oficio 
sueltas.  Por  tales  razones  y  en  uso  de  sus  facul- 
tades, el  Poder  £jecutivo  ha  montado  y  regla- 
mentado la  imprenta,  previa  consulta  del  conse- 
jo en  los  puntos  que  eran  de  su  resorte  ;  y  aca- 
ba de  trasladar  á  esta  ciudad,  y  de  organizar  de 
una  manera  conveniente  y  económica  la  publi- 
cación y  distribución  de  la  Gaceta  de  Venezue* 
la.  De  acuerdo  con  el  reglamento  que  ha  forma- 
do inserto  en  el  número  segundo,  ha  remitido  á 
US.  y  demás  gobernadores  el  que  les  ha  asigna- 
do ;  y  seguirá  haciéndolo  para  que  lo  distribuyan 
conforme  lo  previene  dicha  disposición.  Pero 
siendo  el  ánimo  del  Gobierno  que  &  cada  magis- 
trado y  oficina  pública  vaya  un  ejemplar,  es  pro- 
bable que  no  baste  el  número  asignado  á  cada 
provincia.  Para  variarlo  como  corresponde,  pi- 
de en  esta  circular  un  cuadro  del  número  nece- 
sario para  la  circulación  de  oficio,  en  el  cual  se 
expresen  los  tribunales,  corporaciones,  emplea- 
dos y  oficinas  &  que  haya  de  remitir  el  gobier- 
no la  gaceta  para  ajustar  á  esta  razón  el  número 
de  envió. 

US.  cuidará  sin  duda  de  que  esto  sea  lo  mas 
pronto  posible,  de  circular  á  todos  el  citado  re- 
glamento, y  de  que  se  observe  religiosamente. 

Soy  de  US.  con  sentimientos  de  consideración 
y  respeto  mui  obediente  servidor. 

Antonio  L.  Guzman, 
GACETA    DE    VENEZUELA.    Su  distrtbucion. 
Véase  Distribución  de  diarios  de  debates^  ga- 
cetas i^Ct 

GACETA  DE  VENEZUELA.  RESOLUCIÓN  EJECU- 
TIVA DE  12  DE  ENERO  DE  1841  disponiendo 
se  remita  á  los  vicarios  foráneos. 

República  de  Venezuela.— Secretaría  de  Estado 

en  los  Despachos  del  Interior  y  Justicia.— Sección 

TOMO  11. 
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8f— Caracas  12  de  Enero  de  1841, 12  y  31.— Re- 
suelto. 

Dígase  á  los  Gobernadores  de  provincia. 

Considerando  el  Gobierno  necesario  y  útil  que 
lod  vicarios  foráneos  estén  instruidos  de  las  dis- 
posiciones y  actos  que  se  publican  en  la  Gaceta 
de  Venezuela,  ha  dispuesto  que  desde  el  17  del 
corriente  en  adelante  se  envíe  á  cada  uno  de 
aquellos  un  ejemplar  de  dicho  periódico. 

Recibirá  pues  US.  (tantos  ejemplares)  para 
los  vicarios  de  esa  provincia. — Por  S.  E — Quin- 
tero* 

GACETA  DE  VENEZUELA.  RESOLUCIÓN  EJECU- 
TIVA DE  16  DE  SETIEMBRE  DE  1841  mandan- 
do se  anote  por  los  empleados  el  día  de  su 
recibo  y  que  se  conserve  en  cuadernos  tri- 
mestrales^ 

Secretaría  del  Interior.— Sección  1  ^  —Caracas 
16  de  Setiembre  de  1841. 

Dígase  á  los  Sres.  Gobernadores  de  provincia. 

Por  el  reglamento  de  13  de  Enero  de  1831  ex- 
pedido para  la  publicación  y  distribución  de  la 
Gaceta  de  Venezuela,  inserto  en  el  número  29 
de  la  misma,  y  por  la  resolución  de  24  de  No- 
viembre de  1835  número  190  está  prevenido  en- 
tre otras  cosas. 

19  Que  los  Gobernadores  inmediatamente  que 
reciban  el  número  de  ejemplares  que  les  está  se- 
ñalado, lo  hagan  distribuir  entre  los  empleados 
de  la  provincia  á  ñn  de  que  cada  uno  reciba  sin 
dilación  el  ejemplar  que  le  pertenece. 

29  Que  todo  empleado  al  recibir  el  ejemplar 
de  la  Gaceta  que  corresponda  al  archivo  de  su 
oficina,  anote  en  el  mismo  periódico  bajo  su  fir- 
ma la  fecha  en  que  lo  recibe. 

39  Que  en  cada  oficina  se  guarde  religiosa- 
mente la  colección  de  la  Gaceta  encuadernándo- 
la por  trimestres,  y  que  todo  empleado  cesante 
debe  entregarla  al  sucesor  como  el  primer  expe- 
diente de  su  cargo,  siendo  responsable  de  los  nú- 
meros que  haya  dejado  perder  ó  extraviar,  y 

^9  Que  los  Gobernadores  en  visita,  los  Jefes 
políticos,  reconociendo  los  archivos,  y  cada  fun- 
cionario público  al  entrar  en  ejercicio,  deben  ins- 
peccionar la  colección  de  la  Gaceta  para  cono- 
cer su  estado,  descubrir  las  faltas  que  se  hubie- 
ren cometido  y  hacer  responsables  6  los  omisos 
6  negligentes. 

Sabe  el  Gobierno  que  se  ha  descuidado  por  al- 
gunos funcionarios  el  cumplimiento  de  estas  dis- 
posiciones, y  que  en  algunas  oficinas  no  se  con- 
serva la  colección  de  la  gaceta,  ó  se  guarda  in- 
completa y  no  encuadernada,  como  está  preveni- 
do. La  nación  hace  un  gasto  anual  para  propor- 
cionar á  todos  los  empleados  la  gaceta  en  que  es- 
tán consignadas  las  leyes  y  decretos  legislativos, 
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Jos  decretos  y  resoluciones  del  Poder  Ejecutivo 
y  las  noticias  que  pueden  conducir  á  un  arregla- 
do despacho  de  los  negocios  públicos ;  debe, 
pues,  haber  mucho  interés  por  parte  de  los  fun- 
cionarios que  reciben  la  gaceta  en  el  cumpli- 
miento de  las  disposiciones  preinsertas.  Con  es- 
te objeto,  dispone  S.  E.  que  se  recuerden  á  ÜS., 
que  se  le  encargue  las  haga  cumplir  estrictamen- 
te, que  no  disimule  las  faltas  que  se  cometan, 
que  se  haga  dar  cuenta  de  los  efectos  que  pro- 
duzca esta  resolución,  que  libre  cuantas  provi- 
dencias estime  convenientes  para  hacerla  llevar 
á  cabo  y  que  de  todo  se  dé  un  informe  prolijo  al 
Gobierno. 
Publíquese. — Por  S.  E. — Quintero, 

GACETA  DE  VENEZUELA.  ABSOLUCIÓN  EJECU- 
TIVA DE  19  DE  JULIO  DE  1847,  prohibiendo 
la  publicación  de  ciertos  avisos  en  ella^ 

Secretaría  de  lo    Interior. — Sección    cuarta- 
Caracas,  Julio  1.  ®  de  1847.— Resuelto. 

Dispone  el  Gobierno  que  de  esta  fecha  en  ade- 
lante, no  se  inserten  en  la  gaceta  de  Venezuela 
los  avisos  sobre  depósitos  de  bestias  y  otros  ani- 
males, con  el  fin  de  descubrir  sus  dueños. 

Publíquese  esta  resolución  para  conocimiento 
de  las  autoridades  de  policía,  á  fin  de  que  no  con- 
tinúen enviando  á  la  dirección  de  la  gaceta,  do- 
cumentos de  aquella  naturaleza. 

Por  S.  E. — Acevedo 

GACETA  DE  VENEZUELA.  RESOLUCIÓN  EJECU- 
TIVA DE  30  DE  SETIEMBRE  DE  1852,  restable- 
ciendo su  redacción  y  corrección» 

Secretaría    del    Interior.— Sección    primera,— 
Caracas  Setiembre  80  de  1852. 

Considerando  el  Poder  Ejecutivo  que  la  incor- 
rección del  único  periódico  oficial  que  existe  en 
Venezuela  y  la  falta  de  puntualidad  en  su  salida 
para  el  dia  que  está  designado,  seria  no  solamen- 
te indecoroso  para  el  Gobierno  sino  que  también 
originaria  entorpecimientos  en  el  servicio  pú- 
blico : 

Que  la  ley  de  diez  de  Mayo  da  1841  autorizó 
al  Poder  Ejecutivo  para  que,  si  lo  juzgaba  nece- 
sario, nombrase  una  persona  que  corriera  con  la 
redacción  de  las  impresiones  oficiales  y  le  asig- 
nase quinientos  pesos  al  año,  y  que  si  la  de  10 
de  Mayo  del  afio  próximo  pasado  que  reformó 
aquella,  nada  dice  respecto  de  tal  autorización, 
es  debido  sin  duda  á  la  circunstancia  de  que  la 
inspección  de  la  Gaceta  estaba  cometida  á  una 
sección  de  esta  secretaría  por  haber  juzgado  el 
Poder  Ejecutivo  que  tal  medida  seria  mas  conve- 
niente y  haberlo  así  determinado  desde  lo  de 
Julio  de  1845: 

Que  si  basta  ahora  ha  corrido,  como  queda  di- 
cho, la  gaceta  de  Gobierno  á  cargo  de  un  Jefe 
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de  sección  de  eata  secretaría,  la  experiencia  ha 
acreditado  que  sin  desatender  este  los  deberes 
que  tiene  como  tal  empleado,  no  puede  algunas 
veces  dar  cumplimiento  á  aquel  encargo  con  la 
contracción  y  esmero  que  él  requiere: 

Y  finalmente  que  el  actual  contralista  de  Ja  Ga- 
ceta Sr.  Félix  E  Bigotte  posee  la  idoneidad  y  es- 
mero  necesarios  para  el  desempeño  de   la  expre- 
sada comisión,  S.  E.  ha  tenido  á   bien  resolver 
!  lo  siguiente : 

1.9  Se  encarga  al  Sr.  Félix  E.  Bigotte  de  la 
corrección  de  la  gaceta  de  Venezuela,  quien  de- 
berá ocurrir  personalmente  á  las  Secretarías  de 
Estado  en  los  primeros  días  de  cada  semana,  en 
solicitud  de  los  documentos  ó  materiales  de  que 
deba  componerse  la  expresada  gaceta. 

27  Las  copias  de  los  documentos  de  cada  Se- 
cretaria le  serán  entregadas  al  Sr.  Bigotte  por  el 
oficial  mayor  de  ellas,  rubricándolas  primero, 
quienes  las  exigirán  de  Jos  jefes  de  sección  con 
el  correspondiente  rubro. 

39  El  mencionado  Sr.  Bigotte  deberá  formar 
el  orden  de  la  gaceta  y  someterio  á  la  aprobación 
del  oficial  mayor  de  esta  secretaría  antes  de  pro- 
ceder á  liraria.  Igualmente  consultará  á  este  Mi- 
nisterio, por  medio  de  dicho  empleado,  lo  que 
deba  hacer  en  aquellos  casos  en  que  se  le  hayan 
enlregodo  mas  materiales  de  los  que  puede  con- 
tener una  gaceta  sencilla  sin  que  le  alcancen 
para  daria  doble,  á  ñn  de  que  se  le  indique  cua- 
les documentos  debe  preferir  y  cuales  reservar 
para  la  inmediata  publicación  ;  y 

49  Por  remuneración  de  este  trabajo,  se  se- 
ñalan al  Sr.  Bigotte  doscientos  pesos  anuales, 
que  se  le  abonarán  por  trimestres  vencidos,  to- 
mándose de  la  cantidad  presupuesta  para  írastos 
imprevistos. 

Comuniqúese  á  quienes  corresponda  y  publí- 
quese, dándose  cuenta  á  la  próxima  Legislatura 
de  esta    determinación. 

Por  S.  E.^Herrera. 
GANADO  VACUNO.   Exención  de  derechos  mu- 
nicipales de  que  goza  el  que  se  mate  con  des- 
tino á  la  exportación.  Véase    Tenerías,  art.  2 
Id.  de  derechos  de  contribución  extraordinaria. 
Véase  Contribución  extraordinaria    ^   ünico 
.  número  39  del  artículo  39 
GANADO  VACUNO.  Véase  'Exportación  de  ga- 
nado por  el  Orinoco. 
GANADO  VACUNO,  ley  de    28   de  abril   de 
\^'^  favoreciendo  su  exportación  y  la  de  sus 
productos. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes   de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso. 

considerando: 

19  Que  la  industria  pecuaria,  siendo  uno  de 
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los  ramos  importantes  de  nuestra  riqueza  na<io- 
nal«  necesita  para  su  mayor  desarrollo,  todas  las 
franquicias  y  protección  que  reclama  su^actual 
estado  ;  y 

^  Que  el  aumento  progresivo  de  las  crias  de 
ganado,  exige  su  libre  exportación,  para  buscar 
en  otros  mercados  el  consumo  de  tan  importan- 
te producción  ;  y  por  consiguiente  el  ingreso  de 
grandes  capiteles,  que  aumentarán  la  prosperi- 
dad y  dicha  de  la  República. 

D£CRSTan: 

Art  19  Desde  la  publicación  de  esta  ley  no  se 
cobrará  derecho  alguno  nacional  ni  municipal 
por  el  ganado  vacuno,  carne  salada,  sebo,  grasa, 
queso,  cueros,  astas,  cerdas  y  las  preparaciones 
que  se  hagan  de  la  misma  crasa,  y  se  exporten 
para  el  extranjero  por  cualquier  puerto  habilita- 
do de  la  República. 

Art.  29  Las  matanzas  que  se  establezcan  pa- 
ra la  exportación  de  que  se  habla  en  el  artículo 
anterior,  en  los  mismos  puertos  habilitados  ó 
cerca  de  ciudades  ó  parroquias,  pagarán  el  de- 
recho de  consumo  por  las  reses  que  beneficien; 
el  cual  será  devuelto  al  presentar  el  interesado 
en  Ja  respectiva  Administración  de  Rentas  Mu- 
nicipales la  certificación  de  la  Aduana  por  donde 
se  haya  hecho  la  exportación  :  reputándose  co- 
mo equivalente  de  una  res  cinco  arrobas  de  ta- 
sajo sin  hueso,  ó  quince  arrobas  de  carne  con 
hueso  en  salmuera. 

^  19  No  se  pagará  el  derecho  de  consumo 
por  las  reses  que  se  benefician  para  la  exporta- 
ción en  cualquier  lugar  de  la  costa  del  mar  6  á 
la  orilla  de  los  lagos  ó  ríos  navegables  que  dis- 
ten de  las  ciudades,  villas  ó  parroquias,  por  lo 
menos  ocho  leguas  por  tierra  y  quince  por 
mar. 

&  29  Los  especuladores  en  carnes  para  la  ex- 
portación, en  vez  de  pagar  los  derechos  munici- 
pales de  que  habla  este  artículo,  podrán  presen- 
tar una  fianza  que  no  exceda  de  mil  pesos,  &  sa- 
tisfacción del  respectivo  Administrador,  para  res- 
ponder con  ella  de  cualquier  perjuicio  que  pue- 
dan recibir  las  rentas  de  su  manejo,  debiendo 
comprobarse  antee)  Administrador  cada  tres  me- 
ses, el  número  de  reses  exportadas,  con  la  certi- 
ficación de  que  habla  este  artículo. 

§  39  Se  prohibe  el  establecimiento  de  matan- 
zas á  una  distancia  menor  de  dos  millas  de  una 
población  cualquiera,  en  lugares  que  no  estén  á 
las  orillas  del  mar,  de  un  lago  ó  de  un  rio  nave- 
gable :  no  pudiendo  tampoco  establecerse  matan- 
zas en  lugares  cuyos  vientos  bañen  directamen- 
te á  una  población. 

Art.  39  En  clase  de  prima,  para  indemnizar 
el  costo  de  la  sal  que  se  invierta  en  el  beneficio 
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de  las  carnes,  se  abonará,  al  acto  de  la  exporta- 
ción, al  interesado  nueve  centavos  macuquinos 
ó  sencillos  por  cada  arroba  de  tasajo  sin  hueso, 
tres  centavos  por  cada  arroba  de  carne  con  hue- 
so, que  cobrará  en  la  Aduana  por  donde  se  ha- 
ga la  exportación. 

§  único  Tanto  para  el  pago  de  la  prima  ex- 
presada en  este  artículo,  como  para  expedir  la 
certificación  de  ^ue  habla  el  artículo  29,  queda- 
rá constancia  en  la  respectiga  Aduana  del  nom- 
bre de  la  persona  que  hace  la  exportación,  el 
del  buque  y  el  de  su  capitán. 

Art.  49  Al  especulador  en  la  exportación  del 
tasajo  que  se  le  pruebe  la  venta  de  carne  fresca 
6  salada  en  los  establecimientos  destinados  al  ob- 
jeto, pagará  por  cada  vez  que  lo  haga  una  mul- 
ta de  cien  pesos  en  beneficio  de  las  Rentas  Mu- 
nicipales. 

Art.  59  £1  Poder  Ejecutivo  dispondrá  que  la 
presente  ley  sea  traducida  á  los  diferentes  idio- 
mas de  las  naciones  que  frecuentan  nuestros  puer- 
tos, y  publicada  en  los  mas  acreditados  periódi- 
cos extranjeros,  reglamentándola  de  la  manera 
que  sea  mas  conveniente  para  su  mejor  éxito. 

Dada  en  Caracas  á  20  de  Abril  de  1853,  año 
24  de  la  ley  y  43  de  la  Independencia. — El  Pre- 
sidente del  Senado,  Raimundo  Andueza»— El 
Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Francisco  Oriach, — El  Secretario  suplente  del 
Senado,  R.  IrazábaL — El  Secretario  de  la  Cá- 
mara de  Representantes,  J.  Padilla, 

Caracas  Abril  28  de  1853,  año  24  de  la  ley  y 
43  de  la  Independencia.— Ejecútese. — José  G. 
Monágas.— Por  S.  E.  El  Secretario  de  Estado 
en  e!  Despacho  de  Hacienda,  Pedro  C.  Gelli- 
neau. 

garantías.  Véase  Disposiciones  generales 

constitucionales,  Extranjeros  R.  E.  de  9  de 

Octubre  de  1838,  é  Inmigración,  art.  11,  12, 

13  y  15, 

GARITA.  Véase  Cárcel  de  Maracaiho. 

GARRIDO  (barbara)  Véase  Pensiones,  D.  de 

16  de  Abril  de  1851. 
GASTOS  DEL  CULTO.  Véase  Asignaciones  c- 
clesiásticas.  Apéndice  primero,  por  haber  si- 
do reformada  la  ley  de  17  de  Mayo  de  1841 
puesta  en  el  cuerpo  de  la  obra. 
GASTOS  DE  JUSTICIA.  Derogada  la  ley  que 
los  establecía,  han  quedado  refundidos  en  la 
de  papel  sellado.  Véase  Papel  sellado. 

GASTOS   DE  LAS     UNIVKRSIDADES.    VéSSO    InS' 

truccion  pública,  L.  9^ 

GASTOS  PÚBLICOS.  Por  quienes  deberán  ser 
determinados  los  que  tengan  origen  en  cada 
secretaría  del  Despacho.  Véase  Secretarias 
de  Estado,   art.  9 

GASTOS     PÚBLICOS.     RESOLUCIÓN    EJECUTIVA 
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de  10  de  Setiembre  de  \^1  previniendo  á  las 
juntas  económicas  de  hacienda  no  acuerden 
gastos  que  no  sean  absolutamente  necesarios» 

República  de  VeDezuela.— Secretaría  de  Hacien- 
da.—Sección  1.  *  —Caracas,  Setiembre  10  de  1847, 
18.®  de  la  ley  y  ST.'^de  la  Independencia. — Nú- 
mero 1674.— Circular. 

Señor  Gobernador  de  la  pro^vincia  de.,,,, Presidente  de  la 
Junta  Económica  de  Hacienda, 

Con  fecba  18  ile  Marzo  de  1845  y  con  el  nú- 
mero 237,  se  pasó  á  US.  por  este  Ministerio  la 
circular  del  tenor   siguiente  : 

«'Continuando  el  estado  de  decadencia  que  ha- 
ce mas  de  tres  años  empezó  á  experimentarse 
en  las  rentas  nacionales,  por  lo  cual  es  de  temer- 
se que  si  no  se  adoptam  medidas  de  severa  eco- 
nomía, limitando  los  gastos  públicos  á  lo  extric- 
tamente  necesario,  lleguen  á  faltar  los  fondos 
suficientes  para  cumplir  religiosamente  y  en  la 
oportunidad  debida  con  los  compromisos  del  cré- 
dito interior  y  exterior  de  la  República,  cuya 
conservación  es  un  deber  sagrado  é  imprescindi- 
ble, el  Poder  Ejecutivo  ha  resuelto:  que  se  sus- 
penda de  hoy  en  adelante  todo  gasto  bien  sea  or- 
dinario ó  extraordinario,  presupuesto  6  imprevis- 
to que  no  siendo  de  necesidad  perentoria  pueda 
evitarse  6  diferirse  sin  grave  perjuicio  del  servi- 
cío  público,  debiendo  considerarse  como  tales 
los  gastos  de  construcción  de  edificios,  fortifica- 
ciones y  otras  obras  públicas,  y  también  los  de  inmi- 
gración é  indígenas  que  por  su  naturaleza  pue- 
den sufrir  demoras  ó  suspensión  indefinida.  Y 
comunico  á  US.  esta  resolución  con  el  fin  de 
que  tenga  puntual  cumplimiento  hasta  tanto  que, 
mejorado  el  estado  de  las  rentas  nacionales, 
pueda  el  Gobierno  suspender   sus   efectos." 

Sin  embargo  de  que  la  resolución  contenida 
en  la  circular  preinserta  no  ha  sido  derogada, 
ni  han  cesado  los  motivos  que  obligaron  al  Go- 
bierno á  dictarla,  sino  que  por  el  contrario  han 
ido  progresivamente  agotándose  las  rentas  na- 
cionales, se  observa  que  algunas  juntas  econó- 
micas no  la  cumplen  extrictamente  como  deben, 
pues  frecuentemente  acuerdan  gastos  incompa- 
tibles con  el  estado  deplorable  de  la  hacienda  pú- 
blica, á  pretexto  de  urgencias  que  realmente  no 
lu  son;  en  cuya  virtud  ha  dispuesto  el  Poder 
Ejecutivo  se  reitere  la  citada  resolución,  á  fin 
de  que  dichas  corporaciones  se  abstengan  en  lo 
sucesivo  de  gravar  al  tesoro  público  con  eroga- 
ciones ordinarias  ó  extraordinarias,  presupues- 
tas ó  imprevistas  que  no  sean  de  una  necesidad 
perentoria  y  muy  urgente  para  la  marcha  regu- 
lar del  servicio  administrativo.  Sírvase  US.  po- 
nerlo en  conocimiento  de  la  Junta  económica  de 
Hacienda  que  US.  preside,  haciendo  entender 
á  sus  miembros  que   con  arreglo  al  artículo  3? 
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de  la  ley  de  28 de  Abril  de  1840,  están  sujetos 
de  mancomum  et  ínsoHdura,  al  reintegro  de  la 
suma  gastada,  si  el  Gobierno  no  estimare  sufi- 
cientes los  motivos  que  hayan  tenido  para  dar 
sus  votos  favorables,  y  que  en  la  aplicación  de 
esta  responsabilidad  el  Gobierno  será  inexora- 
ble. 

Por  S.E.— JJZanco. 
GASTOS  PÜBLIC09.    Véase    Presupuesto  de 
gastos  públicos, 

GASTOS  PARA    EL    AVXIIrlO    DE     LOS   CUERPOS 
MILITARES  EN  MARCHA.  Su    prOVIsion    por  lo8 

Gobernadores.  Véase  Provincias^  art.  20. 
GIBRALTAR  (cantón.)  Su  separación  délas 
parroquias  Ceiba  y   Ceibita   agregadas  al  de 
Escuque.   Véase   División  territorial.   D.  de 
9  de  Abril  de  1850. 

GOAGIRA.    DECRETO    DE   25    DB    FEBRERO    DE 

1836  regularizando  el  comercio  marítimo 
con  ella. 

£1  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso 

Considerando:  primero,  que  la  tribu  de  la 
Goagira  ocupa  un  territorio  que  perteneció  á 
Colombia  y  que  dividida  esta  República,  debe 
practicarse  también  el  arreglo  del  territorio  que 
de  dicha  tribu  pertenezca  á  la  Nueva  Granada  y 
á  Venezuela,  según  lo  que  antes  correspondia  á 
esta  Capitanía  general  y  á  aquel  Vireinato.  Se- 
gundo, que  este  arreglo  no  está  hecho  definitiva- 
mente por  las  partes  á  quienes  concierne.  Ter- 
cero, que  mientras  se  verifica  este  arreglo  del 
modo  justo  y  equitativo  que  debe  hacerse  entre 
dos  naciones  hermanas  y  que  profesan  unos  mis- 
mos principios,  deben  dictarse  reglas,  que  sin 
ofensa  de  los  legítimos  derechos  que  correspon- 
dan á  la  Nueva  Granada  protejan  á  los  indíge- 
nas y  regularicen  el  comercio  que  se  haga  en  un 
punto  que  demanda  una  organización  especial. 

DECRETAN. 

Art.  19  Los  buques  nacionales  ó  extranjeros 
que  quieran  traficar  en  las  costas  de  la  Goagira, 
deben  entrar  precisamente  en  uno  de  los  puer- 
tos habilitados  por  Venezuela  para  el  comercio 
de  importación  y  exportación,  y  manifestar  en  su 
aduana  los  cargamentos  que  lleven,  sin  pagar 
otro  derecho  que  el  de  doce  reales  por  cada  una 
de  las  toneladas  que  midan. 

§  único.  Si  el  buque  llevare  al  puerto  habili- 
tado efectos  para  dejar  en  él,  pagará  ios  derechos 
de  importación  de  ellos  y  los  de  puerto  que  seña- 
la la  ley  del   caso. 

Art.  29  Aunque  para  este  tráfico  se  permiten 
todos  los  efectos  que  por  cualesquiera  motivos 
se  han  prohibido  y  pueden  prohibirse  en  Vene- 
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ztiela,  86  prohibe  absolutamente  llevar  á  aquellas 
costas  armamento  de  ninguna  clase,  lo  mismo 
que  municiones  y  cuantos  artículos  se  conocen 
bajo  la  denominación  de  contrabando  de  guerra. 

Art.  39  Para  proceder  al  tráfico  debe  el  buque 
sacar  licencia  de  la  aduana  en  que  haya  satisfe- 
cho los  derechos,  y  el  que  fuere  hallado  trafican- 
do sin  este  requisito,  ó  llevando  á  los  indígenas 
artículos  prohibidos  de  guerra  será  decomisado, 
quedando  el  buque  y  su  cargamento  á  beneficio 
de  los  aprehensores* 

^  único.  Quedaián  libres  de  esta  pena  los  bu- 
ques que  obtengan  licencia  de  un  puerto  habili- 
tado de  la  Nueva  Granada  siempre  que  no  lleven 
artículos  de   contrabando  de  guerra 

Art.  49  Si  en  la  práctica  del  cumplimiento  de 
este  decreto  se  reconociere  en  él  alguna  deficien- 
cia de  reglas  que  demande  un  pronto  remedio, 
el  Poder  Ejecutivo  las  dictará  con  el  carácter  de 
provisorias  mientras  se  reúna  el  Congreso  á 
quien  se  dará  cuenta  de  ellat*. 

Dado  en  Caracas  á  24  de  Febrero  de  1836,  79 
y  269 — ^^  Presidente  del  Senado,  Ángel  Quin- 
tero. —El  Presidente  de  la  Cámara  de  Represen- 
tantes,/uan  Manuel  Manrique. — El  secretario 
del  Senado,  Rafael  Acevedo. — El  secretario  de 
la  Cámara  de  Representantes,  Ramón  G.  Rodrí- 
guez. 

Caracas  Febrero  25  de  1836,    79   de  la   ley  y 
26  de  la  independencia. — EjecCitesé. — José  Var- 
gas.— Por  el  Presidente. — Él  secretario  de  Ha- 
cienda, José  E,  Gallegos  | 
GOAGIRA.  DECRBTo  Dfi  29  de  mato  de  1845,  ' 

mandando  construir  una  trinchera  en  la  par-  \ 

roquia  de  Sinamaica.  I 

£1  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  ' 
República  de  Venezuela,  reunidos   en  Congreso. 

Con  el  objeto  de  preservar  á  la  provincia  de 
Maracaibo  y  con  especialidad  á  la  parroquia  de 
Sinamaica  de  las  frecuentes  incursiones  de  los 
indios  goagiros, 

decretan: 

Art.  19  Se  levantará  una  trinchera  desde  el 
mar  hasta  el  Eneal  en  el  sitio  de  las  guardias  de 
afuera,  ó  bien  en  Parapja  si  fuere  mas  convenien- 
te á  juicio  del  Poder  Ejecutivo,  quien  designará 
la  extensión  y  límites  de  la  trinchera,  do  modo 
que  preserve  el  territorio  que  haya  de  resguar- 
dar de  toda  invasión   formal. 

Art.  29  La  trinchera  se  construirá  de  palo  á 
pique,  semejante  á  la  que  existia  antes  en  las 
Guardias,  y  estará  interceptada  por  cuatro  forti- 
nes, también  de  madera,  que  contendrán  peque- 
fias  barracas  para  abrigo  ue  la  tropa,  dispuestas 
según  fuere  mas  conveniente. 

Art  39  El  Poder  Ejecutivo  queda  también 
autorizado  para  mejorar  la  protección  del  terríto- 
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rio  de  la  provincia  de  Maracaibo  contra  las  in 
cursiones  de  los  goagiros,  con  casas  fuertes,  forti 
nes  ú  otros  medios,  según   las  circunstancias  lo 
exijan  y  el  erario  público  lo    permita. 

Dado  en  Caracas  á  27  de  Mayo  de  1845,  año 
I69  de  la  ley  y  35  de  la  independencia. — £1  pre- 
sidente del  Senado,  Eduardo  A.  Hurtado. — El 
piesidente  de  la  Cámara  de  Representantes,  Mi- 
guel G.  Maya. — El  secretario  del  Senado,  Jo^é 
Ángel  Freyre. — El  secretario  de  la  Cámara  de 
Representantes,  J.  A.  Pérez. 

Caracas  Mayo  29  de  1845,  afío  169  de  la  ley 
y  359  de  la  independencia. — Ejecútese. — Carlos 
Soublette. — Por  S.  E. — £1  Secretario  de  Guerra 
y  Marina,  Francisco  Hernaiz. 

GOAGIRA.  RESOLUCIÓN  ejecutiva  de  23  de 
OCTUBRE  DE  1839  declarando  que  los  buques 
que  regresen  de  ella  deben  arribar  á  los 

'  puertos  habilitados  para  la  libre  importación 
y  exportación  i  y  pagar  los  derechos  confor- 
ma á  las  leyes  vigentes. 

República  de  Venezuela.— Secretaría  de  Estado 
en  el  Despacho  de  Hacienda.— Caracas  23  de  Octu- 
bre de  1839, 10  y  29.— Circular  á  los  señores  Admi- 
nistradores de  Aduana  de  la  Vela  de  Coro,  Mara- 
caibo Puerto  Cabello  y  la  Guaii-a. 

Señor. — En  el  expediente  de  la  materia  ha  re- 
caído la  siguiente  resolución. — "Consultó  el  ad- 
ministrador de  la  Vela  de  Coro  si  la  goleta  na- 
cional Tres  Hermanos,  á  su  regreso  de  la  costa 
(le  la  Goagira,  á  donde  habia  marchado,  podría 
arribar  á  aquella  aduana,  á  la  de  Jayana,  ó  á 
cualquiera  otro  punto  de  Venezuela  con  la  car- 
ga que  consiguiese,  y  en  el  primero  y  segundo 
caso,  qué  derechos  debería  pagar.  Con  el  objeto 
pues  de  evitar  en  lo  sucesivo  las  dudas,  entor- 
pecimientos y  aun  perjuicios  que  puede  ocasio- 
nar no  solo  al  erario,  sino  también  &  los  indivi- 
duos que  se  ocupan  en  el  tráfico  con  la  Goagira 
la  errónea  ejecución  de  algunos  artículos  de  la 
ley  de  25  de  Febrero  de  1836,  S.  R.  el  Poder 
Ejecutivo  ha  tenido  A  bien  hacer  las  siguientes 
aclaraciones.  Primera ;  el  buque  nacional  ó  ex- 
tranjero que  quiera  exportar  para  la  Goagira 
efectos  de  los  permitidos,  debe  sacar  licencia  de 
una  aduana  con  tal  que  sea  puerto  habilitado  pa- 
ra la  importación  y  exportación,  donde  satisfará 
doce  reales  por  cada  tonelada,  como  el  único  de- 
recho que  la  ley  exige.  Segunda:  en  su  viaje  de 
regreso  puede  arribar  á  cualquier  puerto  de  los 
que  tengan  aquella  doble  habilíUicion,  y  no  & 
ningún  otro,  pagando  los  derechos  de  importa- 
ción y  los  de  puerto,  conforme  á  las  leyes  vigen- 
tes. Tercera :  el  administrador  de  la  Vela  de  Co- 
ro arreglará  á  estas  -disposiciones  su  conducta  re- 
lativamente 6  la  goleta  nacional  Tres  Hermanos. 
La  trascribo  á  U.  para  su  inteligencia,  gobierno 
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y  cumplimiento  en  los  casos  que  ocurran. — Soy 

iJe  ü.  atento  servidor,— G.  Smitk, 

GOAGIRA.  Está  prohibido  hacsr  ventas  al  fía- 
do  á  sus  naturales.  Véase  la  nota(*) 

GOBERNADORES.  Ante  quien  prestarán  el 
juramento  constitucional.  Véase  Juramento 
de  empleados,  artículo  constitucional  202. 

GOBERNADORES.  No  podrán  ser  senadores 
ni  representantes.  Véase  Cámaras  Legislati- 
vas, funciones  económicas  y  disposiciones  co- 
munes á  ambas  artículo  81,  y  Elecciones  L. 
8»  artículo  i2. 

GOBERNADORES,  artículos  constitucio- 
nales  que  tratan  de  ellos. 

170.  El  régimen  superior  político  de  las  pro- 
vincias estará  á  cargo  de  un  gobernador  de- 
pendiente del  Poder  Ejecutivo,  de  quien  es  agen- 
te natural  é  inmediato  ;  y  por  su  conducto  se  co- 
municarán y  circularán  en  la  provincia  las  órde- 
nes relativas  &  la  administración. 

171.  En  todo  lo  que  pertenece  al  orden  y 
seguridad  de  la  provincia  y  á  su  gobierno  po- 
lítico y  económico,  están  subordinados  al  gober- 
nador los  funcionarios  públicos  de  cualquiera  cla- 
se, que  residan  dentro  de  ía  misma  provincia. 

172.  Para  ser  gobernador  se  necesitan  las 
mismas  cualidades  que  para  representante  ;  pe- 
ro no  se  requiere  ser  nacido,  ni  estar  domici- 
liado en  la  provincia. 

173.  La  duración  de  los  gobernadores  se- 
rá de  4  años. 

174.  Corresponde  &  los  Gobernadores  con- 
vocar extraordinariamente  las  diputacionea  pro- 
vinciales en  todos  los  casos  que  sea  necesario, 
conforme  á  esta  constitución. 

Art.  175.  Las  deroas  atribuciones  de  los  Go- 
bernadores serán  designadas  por  la  ley. 

GOBERNADORES.  Sus  deberes  y  facultades 
Véase  Provincias,  capítulo  I.  Cómo  se  deben 
observar  sus  órdenes  y  decretos  constituciona- 
les. Véase  Id.  articulo  97.  Su  responsabilidad 
por  no  hacer  oportunamente  la  visita  de  su 
provincia.  Véase  Id.  artículo  106.  Id.  por  las 
multas  ó  arrestos  arbitrarios  que  decreten. 
Véase  Id.  artículo  108.  Id.  por  la  no  objeción  de 


{*)  El  Secretario  del  Interior  Licdo.  Francisco  Cobos 
Fuertes,  en  su  Memoria  de  47,  después  de  exponer  alguna 
de  las  cansas  do  decadencia  del  comercio  con  los  indíge- 
nas, afiade:  „  Ademas  de  la  causa  de  diminoclon  referi- 
da, ha  existido  otra  de  no  menor  importancia,  y  es  el  aba- 
so que  se  ha  hecho  del  crédito  por  los  negociantes  de  Si- 
namaica ;  por  lo  que  el  Gobernador  de  la  provincia  se  ha 
visto  en  ía  necesidad  do  prohibir  las  ventas  al  fiado  en 
las  transacciones  con  los  goagiros.  £1  Gobierno  ha  aproba- 
do esta  resoluc'on,  persuadido  de  que  los  compromisos  in- 
considerados de  los  indígenas  los  alejan  de  nuestro  comer- 
cio, al  paso  que  los  que  comercian  con  ellos  arriea^g^an  todo 
de  buen  grado  á  trueque  de  alcanzar  una  ganancia  desco- 
munal aunque  fortuita. 
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cualquier  resolución  de  la  Diputación  Provin* 
cial  librada  con  infracción  de  los  artículos  167 
y    168,   de  la  Constitución.  Véase  id,  art.  105. 

GOBERNADORES.  Sus  sueldos  y  gastos  de 
sus  secretarías.  Véase  Sueldos  L.  de  21  de 
Abril  de  1849.  Pago  de  estos.  Véase  Suple- 
mento á  las  Rentas  Municipales. 

GOBERNADORES,  rbsolucio?^  ejecutiva 
DB  2  DE  ABRIL  DB  1835  declatando  que  cum- 
plido su  período,  deben  entregar  el  Go- 
bierno al  Jefe  político  del  cantón  capital, 
cuando  no  esté  presente  el  respectivo  suce- 
sor. 

República  de  Venezuela. — Secretaría  de  E.  en 
el  D.  del  Interior  y  Justicia.— Sección  Munici- 
pal ^-Caracas  2  de  Abril  de  1868.— 6 P  y  2&P. 
—Número  221. 

Al  Sr.  Gobernador  de  Coro. 
Cumplido  el  término  constitucional  que  cor- 
respondía á  US.  en  el  ejercicio  del  Gobierno  de 
esa  provincia,  cree  el  Poder  Ejecutivo  que  no 
está  en  sus  facultades  prolongarlo  con  el  carác- 
ter de  interino,  mientras  toma  posesión  el  pro- 
pietario. 

En  consecuencia,  y  atendiendo  tambian  á  las 
instancias  de  US.  que  desea  entregar  dicho  Go- 
bierno provincial,  después  que  por  cuatro  años 
ha  vivido  consagrado  á  él  con  paiticular  y  es- 
merado celo,  y  con  provecho  efectivo  de  la  Pro- 
vincia, S.  E.  dispone,  que  entregue  US.  al  Jeíe 
Político  del  Cantón  Capital,  para  que  ejerza  el 
destino,  hasta   que  se  préseme  el   propietario. 

US.  tomará  el  juramento  al  interino,  y  dará 
cuenta. 

Es  contestación  á  la  nota  de  US.  fecha  24  de 
Febrero  último  número  7. 

Soy  de  US.  atento   servidor. 

(Firmado)  Antonio  L.  Guzman. 
Es  copia. — Guzman. 
GOBERNADORES,  resolución  ejecutiva 
DE  23  DE  MARZO  DE  1841  disponiendo  que 
cuando  den  por  excusado  á  un  Senador^  Re- 
presentante, ó  Diputado  provincial  para  con- 
currir á  las  sesiones,  y  llamen  al  suplente 
den  aviso  á  la  Secretaria  del  Interior. 

Secretaría  del  Interior.^Seccion  tercera. — 
Caracas  Marzo  23  de  1841, 12.°  y  31  ?  —Resuelto. 

Dígase  en  circular  á  los  gobernadores  de  pro- 
vincia. 

Pudiendo  ser  nombrados  los  suplentes  de  se- 
nador, representante  ó  diputado  provincial  pa- 
ra cualquier  otro  destino  ó  carga  concejil  en  el 
año  en  que  no  sean  llamadlos  á  ocupar  el  lugar 
de  los  principales,  dispone  el  Gobierno  que  ca- 
da vez  que  US.  declare  algon  senador,  represen* 
lante  6  diputado  provincial,  excusado  deconcor- 
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rir  &  llenar  bus  funciones,  y  requiera  al   suplen- 
te respectivo  bien  sea  para  una  sola  reunión,  ó 
bien  para  todo  el  período  constitucional,  dirija  á 
este  ministerio  el  correspondiente  aviso. — Publí- 
quesp. — Por  S.  E. — Quintero» 
GOBERN/iDORCS.  Aviso  que  también  deben 
dar  á  la  Secretaria  de  Guerra  de   las   altas   y 
bajas  que  ocurran  en  su  provincia  de  los  mili- 
tares que  gocen  de  tercera  parte.  Véase   Alta 
y  baja  de  Jefes  y  oficiales» 
GOBERNADORES.  Reglas  qne   deberán   ob- 
servar en  su  correspondencia  con  las  secreta- 
rías de  estado.   Véase  Correspondencia  oficial 
R.  E.  de  10  de  Mayo  de  1852. 
GOBERNADORES.  Registro  que  deben  llevar 
de  las  Resoluciones  Ejecutivas.  Véase  Reso- 
luciones Ejecutivas,  R.  de  8  de  Noviembre 
de  1842. 

#  GOBERNADORES.  Sus  atribuciones  sobre 
elecciones  ademas  de  las  del  artículo  69  de 
la  lev  de  provincias  ya  inserto.  Véase  Elec- 
dones,  L.  3»  artículo  2,  L.  6a  §  lo  del  art. 
15  y  art.  13,' 14  y  17,  L.  8»,  art.  40,  50,  60, 
89,  número  2,  99,  10  ^  19'y  16,  yR.  fe.  de 
29  de  Abril  de  1846.  Id  sobre  milicia  nacional. 
Véase  Fuerza  armada  6  permanente,  art. 
constitucional  184,  Provincias,  art,  18,  19, 
20, 26 y  31,  Milicia  nacional,  Dipvt.  prov, 
R.  L.  de  27  de  Abril  de  1832,  y  Bagajes,  art. 
5,  8,  11  y  12 — Sobre  Diputaciones  provincia- 
les, ademas  de  las  que  les  confiere  el  artículo 
constitucional  ya  inserto.  Véase  Provincias, 
art.  6  y  9,  Diputaciones  provinciales,  RR. 
£E.  de  13  de  Mayo  de  1833  y  4  de  Octubre 
de  1843,  y  Parroquias,  R.  E.'de  27  de  Abril 
de  1840— Sobre  funciones  municipales.  Véase 
Provincias,  art.  7,  11,  12,  13,  29  y  sus  W  20 
y  39,  30,33  y  su  ^  71  y  90,  yRR.  EE.de  9  úe 
Mayo  de  1842  concordante  con  el  art.  29  y  de 
26  de  Agosto  de  1840  concordante  con  eí  71, 
— Sobre  administración  de  justicia.  Véase  Pro- 
vincias, arU  15,  27  y  35,  Consultas,  R  E.  de 
10  de  Setiembre  de  1840,  Hurtos,  cap.  I,  art. 
2,  Tribunales  y  juzgados,  L.  VI,  art.  I9  y 
59»  L.  XI,  art.  \2— Procedimiento  criminal, 
R.  E.  de  28  de  Enero  de  1834,  Estadística  ju- 
dicial. RR.  EE.  de  15  y  23  de  Julio  de  1851, 
y  Recusación  de  jueces  y  otros  funcionarios, 
art.  26 — Sobre  delitos  en  sus  provincias.  Véa- 
se Informes,  R.  E.  de  22  de  Diciembre  de 
1845 — Sobre  rentas  municipales.  Véase  Pro- 
vincias,  art.  17  y  21,  y  Renías  municipales, 
art.  13— Sobre  rentas  internas.  Véase  Rentas 
nacionales  internas,  art.  10  y  20 — Sobre  Ha- 
cienda nacional.  Véase  Provincias,  art  16  y 
21,  Aduana,  art.  11,  Correos^  L.  O.  art.  24  y 
R.  E.  concordante  con  este,  de  l^  de  Setiem- 
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bre  de  1837,  Fiscales  de  la  Hacienda,  R.  E 
de  4  de  Mayo  de  1838,  y  Juntas  económicas 
de  Hacienda,  art.  1,  4  y  10 — Sobre  deuda  pú- 
blica. Véase  Deuda  pública  interior  L.  de  15 
de  Abril  de  1840,  núm.  I9  del  art.  9— Sobre 
importación.  Véase  Arancel  de  importación, 

D.  de  22  de  Febrero  de  1851,  art.  2  y  4— So- 
bre patronato  eclesiástico  y  mayordomías  de 
fábrica.  \é^se  Provincias,  art.  14,  Patrona- 
to eclesiástico,  art.  8  y  R.  E.  de  11  de  Junio 
de  1839,  Mayordomías  de  fábrica,  art  4  y  5 
de  la  ley  y  3,  9,  14,  15,  29  y  30  del  D.  E.  R. 
y  R.  E.  de  17  de  Julio  de  1843— Sobre  regis- 
tradores. Véase  Registro,  art.  2,  3,  4,  5  y  23, 
y  RR.  EE.  de  18  de  Junio  de  1836,  7  de  Oc- 
tubre de  1843  y  11  de  Agosto  de  1 845-— So- 
bre instrucción  pública.  Véase  Instrucción  pú- 
blica. L.  II,  art.  7,  8,  10,  11,  15,  19  y  RR. 
EE.  de  30  de  Junio  de  1835,  6  de  Agosto  de 
1840,  6  de  Setiembre  de  1842,  y  31  de  Mayo 
de  1851,  Colegios  nacionales,  art  3  del  D. 
de  15  de  Marzo  de  1837,  y  49  del  de  27  de 
Marzo  de  1852,  y  R.  E.  de  12*  de  Agosto  de 

1844  concordante  con  el  art  39  de  la  ley  I,  so- 
bre instrucción  pública,  Sueldos  de  los  recto- 
res y vicerectores  délos  Colegios  nacionales, 
y  Colegio  nacional  de  niñas  de  Caracas  D. 

E.  O.  §  2  del  art  33 — Sobre  inmigración.  Véa- 
se Inmigración,  D.  E.  R.  de  2  de  Julio  de 

1845  y  R.  R.  de  8  de  Enero  de  1841,  17  de 
Mayo  y  2  de  Julio  de  1842,  y  15  de  Setiem- 
bre de  1846 — Sobre  reducción  de  indígenas, 
(de  Guayana).  Véase  Indígenas  D.  E.  de  15 
de  Octubre  de  1842,  (de  Barinas).  Véase  id. 
R.  E.  de  27  de  Mayo  de  1840  (de  Maracaibo). 
Véase  id.  D.  E.  de  22  de  Octubre  de  1842— 
Sobre  Gaceta  de  Venezuela.  Véase  Gaceta  de 
Venezuela — Sobre  naturalización  de  extran- 
jeros. Véase  Extranjeros,  art.  3  y  4  de  la  ley 
de  27  de  Mayo  de  1844 — Sobre  intérpretes. 
Véase  Intérpretes,  art  3,  4  y  6 — Sobre  mari- 
na. Véase  Marina  de  guerra,  L.  de  23  de 
Julio  de  1830,  art  23,  Derechos  de  puerto, 
art  12,  y  Buques  que  pretendan  salir  al  mar 
con  peligro  de  naufragio — Sobre  derechos  de 
entrada  y  aguada.  Véase  Derechos  de  puerto 
— Sobre  derechos  de  ciudadano.  Véase  Dere- 
chos de  ciudadano,  L.  de  26  de  Febrero  de 
1816,  art  8— Sobre  fiestas  nacionales.  Véase 
Fiestas  nacionales,  R.  E.  de  16  de  Abril  de 
1834 — Sobre  tierras  baldías.  Véase  Tierras 
baldías,  art  16,  RR.  EE.  de  27  de  Julio  de 
1850  y  de  Enero  de  1852,  é  Inmigración,  art 
2 — Sobre  producciones  literarias.  Véase  Pro- 
ducciones literarias,  art.  3  y  5 — Sobre  jueces 
de  provincia.  Véase  Tribunales  y  juzgados, 
L.  6a,  arU  19  7  ^9»  .V  Jueces  de  provincia,  R. 
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E.  (le  4  de  Noviembre  de  1851  —Sobre  minas. 
Véase  Minas  y  Provincias,  art.  26 — Sobre 
desertores.  Véase  Aprehensión  de  desertores, 
R.  E.  de  29  de  Enero  de  1852— Sobre  cor- 
reos. Véase  Correos.  L.  O.  art.  3,  4,  23  y  24, 
y  L.  R.,  art.  10— Sobre  empleados  políticos  ó 
municipales  y  sus  licencias.  Véase  Provin^ 
cias,  art.  22,  23  y  34,  y  R.  E.  de  \o  de  Mayo 
de  1840,  y  Licencias,  R.  E.  de  18 'de  Marzo 
de  1840 — Sobre  incompatibilidad  de  ciertos 
destinos.  Véase  Empleados,  R.  £.  de  27  de 
Julio  de  1847 — Sobre  censos  de  población. 
Véase  Censos  de  población,  art. 5- Sobre  hurtos 
Véase/irMríos,art.29-Sobre  vagos,  Véase  Va- 
gos ^  único  del  art.  16-Sobre  conspiradores.  Véa- 
se Conspiradores, art.  15-Sobre  inválidos.  Véa- 
se Inválidos,  art,  7  y  R.  E.  de  26  de  Noviem- 
bre de  1852^Sobre  montepío  militar.  Véase 
Montepío  militar,  art.  20 — Sobre  pesos  y  me- 
didas. Véase  Pesos  y  medidas,  art.  22  y  23. 

GOBERNADORES.  Caso  en  que  solo  pueden 
separar  ú  alguno  de  su  domicilio.  Véase  Do- 
micilio, R.  E.  de  28  de  Julio  de  1848. 

GOBERNADORES.  Aviso  que  deben  dar  al 
Ministerio  del  Interior  cuando  llamen  algún 
suplente  de  Senador,  Representante  ó  Diputa- 
do provincial,  por  excusa  del  principal.  Véase 
Suplentes  de  ¡Senadores,  Representantes  y 
Diputados  provinciales. 

GOBERNADORES.  Estando  enjuiciados  no 
gozan  de  sueldo  alguno  durante  el  juicio.  Véa- 
se Sueldos,  R.  £.  de  3  de  Octubre  de  1851. 

GOBERNADORES,  resolución  ejecutiva 
DE  30  D£  MARZO  DE  1852  declarando  que  no 
pueden  suspender  á  los  miembros  de  los  con- 
cejos municipales,  ni  someterlos  ajuicio, 

Secretajía  del  Interior. — Sección  tercera.— Ca- 
racas, Marzo  80  de  1852.— Resuelto. 

*'  Vistas  las  comunicaciones  del  Sr.  Goberna- 
dor interino  de  Maracaibo,  en  que  participa  el 
procedimiento  tomado  por  su  señoría  suspen- 
diendo y  mandando  someter  ajuicio  á  los  conce- 
jales del  cantón  capital;  y  vista  también  la  re- 
presentación que  los  Honorables  Senadores  José 
Ignacio  Matheus  y  Representante  Pedro  José 
Hernández,  dos  de  los  concejales  suspensos,  han 
elevado  al  Poder  Ejecutivo  manifestando  el  pro- 
cedimiento arbitrario  que  contra  ellos  ha  toma- 
do el  mencionado  Sr.  Gobernador,  y  pidiendo 
en  consecuencia  que  el  Gobierno  desapruebe  la 
conducta  observada  por  aquel  en  el  particular  y 
disponga  la  reposición  en  sus  destinos  de  los 
concejales  y  procurador  suspensos.  Examinado 
este  asunto  con  toda  la  detención  que  él  merece, 
resulta :  que  el  Gobernador  interino  de  Mara- 
caibo ha  procedido  mal  suspendiendo  de  sus  fun- 
ciones al  Concejo  municipal  del  cantón  capital, 
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cualesquiera  que  sean  las  causales  en  que  haya 
fundado  su  determinación,  pues  que  ni  por  la 
Constitución,  ni  por  las  leyes  de  la  República  se 
le  concede  tal  facultad :  también  se  encuentra 
que  con  aquella  medida  ha  violado  la  inmunidad 
de  los  mencionados  Honorables  Matheus  y  Her- 
nández, y  analmente  que  en  la  convocación  de 
la  asamblea  para  proceder  á  la  elección  de  los 
que  debieran  reemplazar  á  los'suspensos,  se  han 
cometido  multitud  de  irregularidades,  las  cuales 
por  sí  solas  afectarían  de  nulidad  todo  lo  obrado, 
aun  prescindiendo  de  la  desautorización  del  Go- 
bernador para  poner  en  práctica  la  medida  de 
que  queda  hecha  i  eferencia.  Por  todo  lo  expues- 
to el  Poder  Ejecutivo  desapiueba  el  procedimien- 
to que  el  Gobernador  interino  de  la  provincia  de 
Maracaibo,  Sr.  Juan  Célis,  tomó  contra  el  Con- 
cejo municipal  del  cantón  capital,  é  igualmente 
la  suspensión  que  con  anterioridad  habia  acorda- 
do del  concejal  Sr.  José  María  Araujo,  y  así  lo 
declara  ;  disponiendo,  que  tanto  este  como  todos 
los  demás  concejales  suspensos  sean  repuestos 
en  sus  destinos,  por  ser  nulos  y  de  ningún  valor 
todos  los  actos  que  se  han  originado  á  conse- 
cuencia de  aquella  medida. 

Y  en  atención  á  que  no  existe  ninguna  dispo- 
sición legal  que  fíje  la  autoridad  ó  corporación  á 
quien  corresponde  suspender  y  someter  ft  juicio 
á  los  concejales  y  los  casos  en  que  esto  puede  te- 
ner lugar,  dése  inmediatamente  cuenta  al  sobe- 
rano Congreso  de  todo  lo  ocurrido  interesándo- 
le para  que  no  termine  lab  presentes  sesiones  sin 
librar  la  determinación  que  haya  de  servir  de  re- 
gla en  lo  sucesivo. 

Comuniqúese  á  quienes  corresponde  y  publí- 
quese." — Por  S.  E. — Herrera. 

GOBERNADORES.  Tampoco  pueden  declarar 
la  nulidad  de  la  elección  de  un  Diputado  pro- 
vincial. Véase  Diputaciones  provinciales, 
R.  E.  de  21  de  Octubre  de  1850. 

GOBERNADORES.  Tampoco  pueden  conocer 
de  apelaciones  en  juicios  sobre  cuentas  de  fá- 
brica. Véase  Mayordomías  de  fábrica,  nota 
al  art.  2  del  Decreto  Legislativo  de  7  de  Ma- 
yo de  1842. 

GOBERNADORES.  Conservan  su  carácter  en 
cualquier  lugar  de  la  provincia  en  que  se  en- 
cuentren en  visita.  Véase  Provincias,  nota  al 
art.  89  y  RR.  EE.  á  que  esta  se  contrae. 

GOBERNADORES.  Itinerario  que  deben  pa- 
sar al  P.  E.  al  emprender  la  visita  de  su  pro- 
vincia. Véase  Provincias,  R.  E.  de  12  de  Ma- 
yo de  1854. 

GOBERNADORES.  Véase  Reglamentos. 

GOBERNADORES.  Como  deberán  examinar 
la  correspondencia  oficial.   Véase  Correspon- 
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dencia  oñcU},  R.  E.  de  23  de  Mayo  de 
1853. 

GOBERNADORES.  Varias  medidas  que  deben 
tomar  para  Ja  conservación  del  orden  públi- 
co. Véase  Orden  público^  R.  R  de  11  de 
Mayo  de  1853. 

GOBERNADORES  Inteligencia  del  artículo 
39  de  la  Ley  orgánica  de  provincias  sobre  los 
casos  en  que  deben  ser  suplidos  por  los  jefes 
políticos.  Véase  Provincias^  R.  £.  de  21  de 
Noviembre  de  1853. 

GOBERNADORES,  resolución  ejecutiva 
DE  7  DB  NOVIEMBRE  DE  1853  descoROciendo 
la  autoridad  con  que  un  Juez  de  provincia 
procedió  contra  un  Gobernador  por  delitos 
provenientes  de  su  oficio^ 

Secretaría  del  Interior.— Sección  tercera. — 
OattMias  Noviembre  7  de  185B.-*  Resuelto. 

Vista  la  nota  que  con  fecha  7  del  próximo  pa- 
sado y  bajo  el  número  775  dirigió  á  este  Minis- 
terio el  Gobernador  interino  de  Apure  señor 
Rafael  Acevedo,  en  la  que  inserta  para  conoci- 
miento y  determinación  conveniente  del  Poder 
Ejecutivo,  la  resolución  que  libró  el  5  del  propio 
mes  pasando  al  Juez  de  provincia  de  allí  copia 
del  expediente  formado  por  la  Gobernación  para 
comprobar  que  el  Sr.  Comandante  Luciano  Sa- 
muel cometió  como  Gobernador  de  aquella  pro- 
vincia el  abuso  calificado  de  prevaricato  por  el 
artículo  ^  de  la  ley  sobre  régimen  político,  y 
lo  proveído  por  el  referido  Juez  librando  auto  de 
prisión  y  requisitorias  para  la  captura  y  remi- 
sión á  su  despacho  del  indicado  señor  Samuel, 
en  atención  á  ser  aquel  hecho,  según  su  juicio, 
de  los  que  merecen  pena  corporal ;  y  vistas 
igualmente  las  copias  de  los  expedientes  respec- 
tivos formados  tanto  en  la  Gobernación  como  en 
el  Juzgado  de  provincia,  remitidas  adjuntas  á  la 
nota  arriba  citada  y  á  otra  del  mismo  Gobernar 
dor  fecha  18  del  mes  próximo  pasado  húmero 
819. 

Habiendo  dispuesto  el  Poder  Ejecutivo  desde 
el  21  de  Setiembre  último  que  el  señor  Coman* 
dante  Luciano  Samuel  se  reencargase  de  la  Go- 
bernación de  Apure,  mediante  á  haber  cesado 
con  el  restablecimiento  del órde^i  legal, los  motivos 
que  hicieron  llamar  á  aquel  al  servicio  de  las  ar- 
mas y  sostituirlo  en  el  destino  de  Gobernador 
que  ejercia  en  dicha  provincia  con  el  señor  Ra- 
fael Acevedo,  es  bajo  el  carácter  de  tal  Goberna- 
dor que  se  ha  procedido  contra  él  por  el  Juez 
de  provincia. 

Prescindiendo  del  mérito  de  ias  actae  como 
medio  de  comprobación  det  deKto  de  prev arica- 
lo  que  se  imputa  al  Gobernador  Samuel  y  acep* 
tando  por  ahora  que  ellas  justifican  dicho  delito, 
4ebe  examinarse  préviaoo^ate  la  competencia  6 
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jurisdicción  que  tenga  el  expresado  Juez  para 
proceder  criminalmente  contra  el  Gobernador  de 
la  provincia  Es  verdad  que  en  la  ley  2^  del  có* 
digo  orgánico  de  tribunales  se  ha  silenciado  la 
facultad  2^  artículo  39  de  la  anterior,  por  la 
que  conocían  las  Curtes  superiores  de  las  causas 
por  delitos  comunes  cometidos  por  los  Goberna- 
dores  de  provincia,  atribuyéndoles  la  actual  tan 
solo  las  de  responsabilidad.  No  lodos  los  deli- 
tos que  pueda  cometer  un  funcionario  se  califi- 
can rigurosamente  de  comunes,  sino  que  hay 
una  especie  de  ellos  que  la  Jurisprudencia  desig- 
na con  el  nombre  de  delitos  oficiales  ó  especia- 
les, en  la  cual  se  colocan  los  que  puedan  perpetrar 
los  funcionarios  en  el  ejercicio  de  sus  atribucio- 
nes, ó  con  riesgo  ü  ocasión  de  ellas,  y  los  cua- 
les no  se  pueden  someter  á  las  reglas  generales 
y  comunes.  £1  cohecho,  la  falsedad  de  actas  ó 
autos  de  la  oficina  ó  tribunal,  el  prevaricato  y 
otros  semejantes  son  delitos  oficiales  cuando  se 
trata  de  un  magistrado  ó  funcionario  que  los  co- 
mete ejerciendo  abusivamente  sus  funciones,  á 
diferencia  del  homicidio  y  otros  que  ninguna  re- 
lación tienen  con  estas,  ni  con  el  carácter  públi- 
co de  aquel.  La  atribución  la  artículo  49  ley  2* 
del  citado  código,  da  á  las  cortes  superiores  la 
facultad  de  **  conocer  en  primera  instancia  de  las 
causas  contra  los  Gobernadores  por  responsabi- 
lidad en  el  ejercicio  de  sus  funciones :  **  la  res- 
ponsabilidad es  civil,  cuando  la  motiva  un  hecho 
que  da  lugar  ai  procedimiento  civil,  y  es  crimi- 
nal respecto  de  un  funcionario  cuando  la  produ- 
ce un  hecho  originado  de  sus  funciones  que  en- 
vuelve un  procedimiento  crimina] ;  y  así  cuando 
los  magistrados  y  funcionarios  ejecutan  hechos 
punibles  ó  delitos  en  el  ejercicio  de  sos  atribu- 
ciones, ó  con  riesgo  ú  ocasión  de  ellas,  serán 
sometidos  á  un  juicio  de  responsabilidad  crimi- 
nal seguido  por  el  tribunal  á  quien  toca  conocer 
de  las  causas  de  responsabilidad  en  general  que 
se  formen  á  aquellos. 

El  Tribunal  Supremo  de  la  República  ha  re- 
conocido varias  veces  la  diferencia  que  existe 
entre  los  delitos  oficiales  y  los  puramente  comu- 
nes, pues  en  causas  seguidas  á  jueces  de  pro- 
vincia por  el  delito  de  falsedad  de  las  actas  de 
un  expediente,  ha  decidido  que  las  Cortes  supe- 
riores son  las  competentes  para  conocer  de  di- 
chas causas,  cuando  por  la  atribucioa  2^  artícu- 
lo 49  ley  citada,  solo  **  conocen  en  primera  ins- 
tancia de  las  causas  de  responsabilidad  que  por 
mal  desempeño  en  el  ejercicio  de  sus  funciones 
se  formen  á  los  Jueces  de  los  respectivos  distri- 
tos.** 

Por  eatos  fundamentos  el  Poder  Ejecutivo 
desconoce  la  autoridad  con  que  el  Juez  de  pro** 
vincia  de  Apnre  ha  procesado  al  Gobernador  in- 
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terino  de  la  misma  provincia,  llevando  el  abuso 
hasta  librar  auto  de  prisión,  pues  aun  suponién- 
dole competente,  no  ha  debido  decretarla,  en 
atención  á  que  el  delito  imputado  no  merece  por 
la  ley  orgánica  de  provincias  pena  corporal,  en 
cuyo  único  caso  es  que  puede  librarse  conforme 
al  artículo  119  de  la  Constitución ;  y  dispone,  19 
que  inmediatamente  se  dé  posesión  al  señor  Co- 
mandante Luciano  Samuel  del  destino  de  Go- 
bernador de  Apure,  si  ya  no  se  hubiere  reencar- 
gado de  la  Gobernación  en  virtud  de  lo  dispuesto 
en  21  de  Setiembre  último:  29  que  se  pase  á  la 
Corte  Superior  del  primer  distrito  del  centro  tes- 
timonio de  lo  conducente  á  fin  de  que  se  abra 
de  oficio  el  competente  juicio  de  responsabilidad 
al  Juez  de  provincia  de  Apure  ;  y  39  que  tam- 
bién se  remita  testimonio  &  dicho  Gobernador 
interino  para  que  informe  á  la  brevedad  posible 
sobie  los  hechos  que  se  le  imputan,  á  fin  de  re- 
solver en  su  vista  lo  que  sea  de  justicia.  Comu- 
niqúese á  quienes  corresponda  y  publíquese. 

Por  S.  E.  Planas. 
GOBERNADORES,  resolución  ejecutiva 
DE  7  DE  NOVIEMBRE  DE  1853,  sohrc  inteli- 
gencia del  art.  10  de  la  ley  XI  del  código  or- 
gánico de  trihunaleSf  en  cuanto  á  las  actua- 
ciones gubernativas  que  forman. 

Secretaría  del  Interior.— Sección  segunda. — Ca- 
racas, Noviembre  7  de  1863.— Resuelto. 

Visto  el  oficio  del  Gobernador  de  Barcelona 
de  fecha  29  de  Octubre  próximo  pasado,  en  que 
participa  que  la  Corte  Superior  de  Oriente,  apo- 
yándose en  el  artículo  10,  ley  11^  del  Código 
orgánico  de  tribunales,  le  ordenó' la  suspensión 
del  procedimiento  gubernativo  que  habia  em- 
pleado contra  los  Coroneles  Eduardo  A.  Hurta- 
do y  Pedro  Miguel  Amparan,  complicados  en  la 
facción  acaudillada  por  Manuel  Baca ;  y  que 
habiendo  remitido  la  actuación  origina]  á  aque- 
lla superioridad,  según  se  le  previno,  esta  ha  de- 
clarado opresiva  la  orden  de  arresto  que  habia 
librado  contra  aquellos.  El  expresado  artículo 
10  dice  :  **  Cuando  cualquier  funcionario  público 
estuviere  formando  actuación  criminal  contra 
cualquiera  persona,  6  hubiere  librado  decreto  de 
prisión,  &a.  Por  el  19»  ley  única,  tít.  13  del  có- 
digo de  procedimientos  solo  los  jueces  de  pro- 
vincia, de  parroquia  y  de  paz  son  los  que  for- 
man actuaciones  criminales ;  y  por  el  artículo 
29  de  la  propia  ley  se  establecen  los  casos  en 
que  puede  decretarse  la  prisión  que  rigurosa- 
mente tan  solo  los  jueces  pueden  hacerlo.  Cuan- 
do el  Poder  Ejecutivo  en  virtud  de  la  facultad 
3^  del  artículo  118  de  la  Constitución,  y  los  go- 
bernadores por  el  artículo  27  de  la  ley  orgánica 
de  provincias  abren  una  información  para  averi- 
guar los  indiciados  en  una  conmoción  interior, 
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no  forman  ^e  ninguna  manera  actuaciones  cri- 
minales ni  decretan  prisión,  tan  solamente  ins- 
truyen diligencias  gubernativas  y  libran  orden  de 
arresto  en  el  caso  de  que  U  seguridad  del  Esta- 
do lo  exigiese. 

Por  esta  razón,  el  recurso  de  amparo  no  se 
concede  contra  cualquiera  procedimiento  sino 
tan  solo  contra  las  actuaciones  criminales,  y  no 
se  da  tampoco  contra  cualquier  funcionario  que 
proceda,  sino  únicamente  contra  los  que  forman 
actuaciones  de  aquella  especie  y  que  pueden  dic- 
tar decretos  de  prisión*  Si  por  otra  parte  la  fa- 
cultad contenida  en  el  citado  artículo  10  pudie- 
ra extenderse  al  ejercicio  de  las  atribuciones  gu- 
bernativas, estas  quedarían  detenidas  en  su  ac- 
ción, pues  sus  trámites,  careciendo  por  su  natu- 
raleza misma  de  las  fórmulas  solemnes  de  las 
actuaciones  criminales,  siempre  el  poder  judicial 
las  calificaría  de  opresivas  con  perjuicio  evidente 
de  la  conservación  del  orden  público,  de  que  es- 
tán encargadas  las  autoridades  políticas  y  no  las 
judiciales. 

Ademas,  en  el  final  del  artículo  10  de  la  ley 
sobre  traición  y  atentado  terminantemente  se  ex- 
presa, que  la  respectiva  Corte  de  justicia  no  po- 
drá conocer  de  dichos  delitos  sino  por  apelación 
ó  consulta,  y  es  claro  que,  siendo  esta  una  ley 
especial,  debe  prevalecer  á  la  generalidad  de  la 
atribución  sobre  amparo  y  protección,  que  com- 
prende todos  los  delitos.  Si  se  quiere  sostener 
contra  los  principios  que  el  artículo  10,  ley  XI 
del  código  orgánico  de  tribunales  envuelve  una 
disposición  tan  especial  como  la  de  la  ley  sobre 
traición,  es  regla  reconocida,  que  en  el  conflicto 
de  dos  disposiciones  legales,  la  que  manda  cede 
á  la  que  prohibe;  y  por  consiguiente  en  el  su- 
puesto dicho  debiera  cumplirse  con  toda  prefe- 
rencia el  final  del  citado  artículo  de  la  ley  sobre 
traición,  que  es  prohibitivo.  En  esta  virtud,  el 
Poder  Ejecutivo  cree,  que  los  Gobernadores  de 
provincia,  inmediatamente  responsables  de  la  se- 
guridad y  orden  públicos  no  están  obligados  á 
suspender  y  remitir  las  actuaciones  gubernativas 
que  formaren,  aun  cuando  así  lo  exijan  las  Cor- 
tes Superiores,  usando  equivocadamente  del  ar- 
tículo 10,  ley  XI  del  código  orgánico  de  tribiü- 
nales."— Por  S.  E.— Planas. 
GOBERNADORES,  re  solución  ejecutiva 
DE  14  DR  setiembre  DE  1853  permitiendo  á 
uno  la  continuación  de  la  visita  de  su  pro- 
vincia fuera  del  lapso  que  para  ella  señala 
el  art  106  de  la  ley  orgánica  de  provincias. 

Secretaría  del  Interior.— Sección  teTGera.*-Cará- 
cas,  Setiembre  14  de  1868.— Resuelto. 

Dígase  al  sefior  Gobernador  de  la  provincia  de 
Barquisimeto. 
El  Poder  Ejecutivo  se  ha  impuesto  del  conté- 
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nido  de  la  noU  oficial  de  US.  fecha  3  del  cor- 
riente, en  la  que  al  exponer  los  moÜTos  que  le 
^  han  impedido  continuar  la  TÍsita  de  esa  provin- 
cia  que  eniprt>ndió  á  principios  del  sfto  próximo 
pasado,  en  cumplimiento  cíe  lo  dispuesto  por  el 
articulo  80  de  la  ley  de  24  de  Abril  de  1S38  con- 
sulta, para  no  incurrir  en  la  responsabilidad  que 
la  misma  ley  establece  en  su  artículo  100,  si  no 
obstante  expirar  en  el  presente  afio  el  lapso  le- 
gal seftalado  al  efecto,  puede  diferir  para  el  en- 
trante la  terminación  de  la  visita;  y  S.  £«  me  ha 
ordenado  decir  á  US.  en  contestación,  que  esti- 
ma fundadas  las  causas  que  han  interrumpido  la 
continuación  ^  conclusión  en  el  presente  afto  de 
la  visita  que  US.  emprendió  y  ha  tratado  de  ter- 
minar oportunamente  en  observancia  de  aquel 
precepto,  y  que  puede  llevadla  &  cabo  en  el  próxi- 
mo afio;  puesto  que  lo  que  ha  querido  la  ley  es 
que  los  Gobernadores  practiquen  la  visita  de  sus 
respectivas  provincias,  y  que  si  al  Poder  Ejecu- 
tivo le  es  dado  por  el  artículo  106  citado,  dispen- 
sar de  aquella  operación  á  los  que  absolutamen- 
te no  puedan  practicarla  por  motivos  legítimos  y 
justificados  á  su  juicio,  está  de  consiguiente  au- 
torizado para  permitir  con  el  fin  de  que  se  llene 
el  objeto  de  la  ley,  que  US.  difiera  por  un  afio 
la  continuación  y  el  término  de  la  que  principió 
y  no  le  ha  sido  posible  concluir  por  causas  cuya 
legitimidad  está  perfectamente  justificada. 

Soy,  Alc.  Por  S.  £.— P/áno^. 

GOBERNADORES,  resolución  ejecutiva db 
14  DE  DICIEMBRE  DE  1653  declarando  que 
loe  Gobernadoree  deben  dictar  todas  lan 
medidas  que  exija  la  seguridad  de  su  pro- 
vincia  sin  entorpecer  la  acción  que  deben  em- 
plear^  con  consultas  al  Poder  Ejecutivo^  mc- 
diante  tener  en  las  leyes  todas  las  atribucio' 
nes  que  necesitan* 

Secretaiia  del  Interior.— Sección  segunda. — Ca- 
racas .Diciembre  14  de  1868.— Resuelto. 

Dígase  á  los  Gobernadores  de  provincia. 

De  tiempo  atrás  observa  el  Poder  Ejecutivo 
que  se  ha  introducido  la  práctica  abusiva  de  ha- 
cerse por  algunos  gobernadores  de  provincia  con- 
sultas al  supremo  Gobierno  sobre  los  procedi- 
mientos que  á  veces  tienen  que  emplear  en  ma- 
teria de  orden  público,  indicando  en  algunas  oca- 
siones con  esta  conducta  6  una  morosidad  en  el 
cumplimiento  de  sus  dederes  que  en  muchos  ca- 
sos bien  pudiera  calificarse  de  maliciosa,  ó  abso- 
luta carencia  de  la  patriótica  energía  y  de  la  con- 
ciencia política  que  deben  poseer  los  primeros 
magistrados  de  las  provincias  al  aceptar  la  res- 
ponsabilidad del  honroso  puesto  que  se  le  con- 
fiere ;  y  mucho  mas  cuando  por  otra  parte  se  ve 
que  tienen  en  las  leyes  que  nos  rigen,  amplísi- 
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mas  atribuciones  y  poder  bastante  para  conser- 
var el  orden  y  la  paz. 

Semejante  proceder  altera  y  perjudica  la  regu- 
laridad de  la  marcha  administrativa ;  se  pone  en 
inminente  riesgo  el  orden  público  en  las  locali- 
dades del  Estado  al  omitirse  6  retardarse  proce- 
dimientos que  deben  ser  por  su  naturaleza  pron- 
tos, decisivos  6  inmediatos,  bajo  el  pretexto  de 
consultas  que  no.  se  necesitan  y  que  enervan  la 
propia  autoridad  del  que  consulta ;  se  libra  en  el 
Poder  Ejecutivo  la  estimación  de  hechos  y  cir- 
cunstancias que  requieren  precisamente  el  cono- 
cimiento práctico  y  próximo  de  las  cosas  y  las 
mas  veces  de  peculiaridades,  que  tan  solo  pue- 
den apreciarse  con  exactitud  por  el  funcionario 
que  vigila  inmediatamente; y  se  aleja  la  respon- 
sabilidad del  agente  para  sobrecargarla  al  supe- 
rior contra  el  tenor  expreso  de  la  constitución, 
que  quiere  la  responsabilidad  respectiva  de  todos 

Las  leyes  del  pais  dan  á  los  gobernadores  en 
materia  de  seguridad  pública  amplias  facultades, 
creando  en  ellos  el  poder  bastante  para  adminis- 
trar sus  respectivas  provincias  y  para  conservar 
el  orden  público.  Por  el  artículo  27  de  la  ley 
orgánica  de  provincias,  pueden  los  gobernado- 
res expedir  órdenes  para  interrogar  ó  arrestar 
los  ciudadanos  cnando^sí  lo  exija  la  seguridad 
del  Estado;  por  el  artículo  19  de  la  misma  y  por 
el  29  de  la  orgánica  de  la  milicia  nacional,  están 
autorizados  para  llamar  esta  ai  servicio  cuando 
lo  requiera  la  tranquilidad  de  sus  respectivos  ter- 
ritorios y  para  mandar  pagar  del  tesoro  público 
los  sueldos  de  los  oficiales  y  tropa.  Facultades 
iguales  tiene  sin  duda  el  Poder  Ejecutivo,  pero 
sometidas  al  trámite  previo  que  previene  el  art 
118  de  la  Constitución,  al  paso  que  en  sus  agen- 
tes son  comunes  y  ordinarias. — Y  es  consiguien- 
te que  la  responsabilidad  que  los  afecta  por  la 
omisión  ó  falta  de  cumplimiento  en  sus  actos, 
tengan  las  mismas  proporciones  de  sus  extensas 
facultades. 

Si  hubiere  un  Gobernador  que  en  caso  dado  y 
de  sumo  peligro,  no  viese  en  la  Constitución  y 
en  las  leyes  el  modo  de  salvar  su  provincia  de  la 
invasión  del  incidióse  enemigo  ó  de  las  maqui- 
naciones de  los  pérfidos  que  moren  en  ella,  ha 
de  tener  presente,  que  uno  de  sus  cardinales  de- 
beres es  conservar  el  orden  y  tranquilidad  de  su 
territorio  y  asegurarlo  contra  toda  invasión,  y 
que  debe  llenariCse  deber  aun  con  el  patriótico  sa- 
crificio de  su  propia  vida,  aceptando  cualquiera 
responsabilidad  que  pudiera  sobrevenirle  como 
indispensable  en  el  honorífico  puesto  con  que  se 
le  distingue. 

En  estos  términos  me  ha  ordenado  S.  E.  el 
Presidente  de  la  República  dirigirme  á  US.  para 
que  en  lo  futuro  arregle  su  priMBedimiento  en  la 
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materia  á  las  eonsideraeiones  apuntadas,  sin  que 
por  esto  deje  de  dar  cuenta  de  las  novedades  que 
relativamente  al  orden  y  la  paí  públicos  ocurran 
en  esa  provincia  j  de  las  medidas  que  á  conse- 
cuencia de  ellas  dictare  esa   Gobernación. 

Tengo  el  honor  de  comunicarlo  á  US.  para  su 
inteligencia  v  cumplimiento* 

Soy  &c.  Por  S.  E. — Planas. 

GOBERNADORES,  resolución  ejecíjtiva 
DE  8  DE  MAYO  DE  1854  declarando  ser  á  ellos 
á  quienes  corresponde  conocer  de  la  nulidad 
del  nombramiento  de  lo^  jueces  de  parroquia^ 
y  de  sus  renuncias  y  excusas. 

Secretaria  del  Interior.— Sección  segunda. — Ca- 
racas, 8  de.  Mayo  de  1854.— Resuelto. 

Dígase  á  los  Gobernadoies  de  provincip. 

Penetrado  el  Poder  Ejecutivo,  por  las  diver- 
sas consultas  que  le  han  dirigido  varios  Gober- 
nadores de  provincia,  de  que  las  resoluciones 
ejecutivas  que  se  han  dictado  por  este  Ministe- 
rio, sobre  ios  funcionarios  k  quienes  competa  co- 
nocer de  las  nulidades  y  renuncias  de  los  jueces 
de  parroquia,  han  tenido  en  la  práctica  distinta 
aplicación  y  han  presentado  dudas  acerca  de  su 
verdadera  inteligencia,  ha  dispuesto  S.  E.,  para 
obviar  tales  inconvenientes  y  los  demás  que  pue- 
dan presentarse  en  lo  adelante,  traer  á  conside- 
ración dichas  resoluciones  y  refundirlas  en  una 
sola  de  la  manera  siguiente. 

ja  Toca  á  los  Gobernadores  de  provincia  de- 
clarar la  nulidad  de  los  nombramientos  de  los 
Concejales,  Síndicos  y  Jueces  de  paz,  siempre 
que  conocidamente  fulte  6  los  nombrados,  al  ac- 
to de  la  elección,  alguna  de  las  cualidades  re- 
queridas por  la  Constitución  y  las  leyes,  confort 
me  á  lo  dispuesto  por  el  artículo  29  de  la  ley 
orgánica  de  provincias. 

2^  No  habiéndose  designado  en  el  código  or- 
gánico de  tribunales  la  autoridad  que  deba  cono* 
cer  de  la  nulidad  de  los  jueces  de  parroquia,  y 
siendo  estos  en  so  carácter  simplemente  de  tales, 
iguales  6  los  anteriores  alcaldes,  de  cuya  nulidad 
conocían  los  Gobernadores  de  provincia,  deben 
estos  funcionarios  conocer  y  declarar  la  de  di- 
chos jueces  en  los  casos  que  ocurran. 

3^  Pertenece  del  mismo  modo  á  los  predichos 
Gobernadores,  por  su  deber  general  de  velar  en 
el  cumplimiento  de  las  leyes,  declarar  cesante 
cualquiera  de  las  autoridades  expresadas  que, 
después  de  nombrada,  haya  llegado  á  perder  el 
derecho  de  elegibilidad  y  se  mantiene  no  obstan- 
te en  posesión  del  destino  para  cuyo  desempeño 
ha  llegado  á  ser  incapaz. 

4a  Dichos  funcionarios,  facultados)  por  el  artí- 
¿«lo  12,  ley  XI  del  código  orgánico  citado  para 
conocer  de  ka  escosas  que  hagan  Iob  individuos 
nombrados  para  ejereer  el  dedtino  de  jaeces  de 
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parroquia,  dentro  de  }ob  ocho  diafs  pesteruired  á 
su  nombramiento,  lo  están  igutftroente  para  co- 
nocer y  decidir  de  dichas  excusas  ó  renuncias  en 
los  casos  que  ocurran,  durante  el  «fio  de  la  elec- 
cian. 

5a  Quedan  sin  efecto  alguno  por  la  preaenta 
resolución,  las  que  se  han  expedido  sobre  la  ma* 
teria  por  -este  Minií^erio  en  24  de  Febrero,  10 
de  Agosto  y  22  de  Diciembre  de  1851,  y  las  demás 
que  á  ellas  se  refieran. 

Lo  que  tengo  la  honra  de  comunicar  á  US. 
para  su  inieligencia  y  *á  los  fines  consiguientef. 
Soy  &c. 

Por  S  E— P/an^w. 
GOBERNADORES.  A  quien  debe  ocurrirse  en 
desagravio  de  sus  determinaciones  declarando 
indebidamente  la  nulidad  de  alguna  «lección 
municipal.  Véase  Nulidad  de  las  eleceivneis 
viuntoipalest  R.  E.  de  9  de  Marzo  de  1854. 
GOBERNADORES.  Deber  de  ramttir  &  la  Se- 
cretaría del  Interior  un  ejemplar  de  las  orde*- 
nanzas  de  la  respectiva  Diputación,  tan  loego 
como  termine  sus  sesiones.  Vénse  Diputtt' 
dones  provincialesy  R.  E.  de  5  -de  Abril  de 
1854. 

GOBIERNO  DE    VEfTETÍüKLk.   A'RTÍCULOB  ICONS- 

TiTUciotVALBS  qtxe  establecen  ^u  mtturahza* 

69  El  Gobierno  de  Venezuela  en  y  será 
siempre  republicano,  popular .  ri^presentativo, 
responsable  y  alternativo*. 

79  El  pueblo  no  ejercerá  por  sí  mismo  Qtraa 
atribuciones  de  la  soberanía,  que  la  de  ks  elec- 
ciones primarias,  ni  depositará  el  ejercicio  de 
ella  en  una  sola  persona. 

89  El  poder  supremo  se  dividirá  para  su  ad- 
ministración en  legislativo,  ejecutivo  y  judicial. 
Cada  poder  ejercerá  las  atribuciones  que  le  se- 
ñala esta  Constitución,  sin  excederse  de  sus  lí- 
mites respectivos. 

GRACIAS  Y     HONORES  A     LOS   TBNCEDOltES  EN 

CARADOBO.  Véase  Honores,  D.  de  20  de  Julio 
de  1821. 

GRADOS  ACADÉMICOS.  No  es  impedimento  na- 
ra  obtenerlos  el  ser  hijo  ilegítimo.  Véase  AbO' 
gados,  L.  de  18  de  Abril  de  1825. 

GRADOS  ACADisMicos.  £1  de  Bachiller  en  filo- 
sofía puede  ser  conferido  por  los  Colegios  na- 
cionales Véase  Colegios  nacionales,  D.  de  15 
de  Marzo  de  1837,  é  Instrucción  pública,  L. 
Sa  ^  ünlco  del  art,  I9  y  art.  2  al  8. 

GRADOS  ACADEXicos.  Formalidades  que  de- 
ben llenar  los  alumnos  de  los  Colegios  nacio- 
nales para  la  concesión  del  mismo  de  Bachi- 
ller. Véase  Instrucción  públicaf  R.  t¡»  de  3 
de  Juhio  de  1946. 

GRADOS  ACADÉMICOS.  Requisitos  para  su  op- 
ción y  cóncesidn,  fondos  con  qae  ha  de  con- 
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tribuirse  é  incorporación  en  las  Universidades 
de  Venezuela  de  los  que  los  hayan  obtenido 
en  otras  extranjeras.  Véase  Instrucción  pú- 
blica,  L.  8^ 
GRADOS  ACADÉMICOS.  Abolición  del  de  Maes- 
tro en  filosofía,  v  aostituciQn  del  de  Doctor  en 
ciencias  filosóficas.  Véase  Instrucción  públi- 
ca, L.  XII  art.  2  al  7. 

GRADOS  ACADÉMICOS.  RESOLUCIÓN  EJECUTI- 
VA DE  25  DE  JULIO  DE  1842  estableciendo  el 
modo  con  que  deben  prestar  el  juramento 
para  obtenerlos  los  no  católicas. 

Secretaria  de  lo  Interior.— Sección  segunda. — 
Caracas  Julio  26  de  1842.~Re8ueIto. 

En  28  de  Marzo  del  corriente  afio  ocurrió  al 
Poder  Ejecutivo  Moisés  A.  Jesurun,  solicitando 
que  no  se  exigiese  á  su  hijo  Ángel  Jacobo  Jesu- 
rum,  para  obtener  el  grado  deRachiiler  en  Filo- 
sofía, el  juramento  por  los  Santos  Evangelios, 
que  ordena  el  art.  143  de  los  Estatutos  de  la 
Universidad,  ni  la  protestación  de  la  fe,  que  de- 
be hacerse  según  el  art.  59  del  decreto  de  8  de 
Mayo  de  1829,  como  también  que  se  le  dispen- 
sase la  asistencia  á  la  clase  de  fundamentos  y 
apología  de  la  Religión  católica ;  3'  en  6  de 
Abril  se  dispuso  pasar  la  solicitud  h  la  Honora- 
ble Cámara  del  Senado,  que  discutía  las  leyes 
de  instrucción  pública.  £1  Congreso  no  puuo  ex- 
pedir estas  leyes;  y  el  Senado  resolvió  que  el 
juramento  prescrito  por  el  art.  143  délos  estatu- 
tos de  la  diversidad,  debe  prestarse  por  los  no 
católicos  conforme  ásu  religión  sin  decir  nada 
sobre  la  protestación  de  la  (e;  y  en  cuanto  al 
estudio  de  los  fundamentos  y  apología. de  la. Reli- 
gión católica,  creyó  que  débia  observarse  la  dis- 
posición del  art.  97,  mientras  nb  se  sancionase 
otra  cosa.  £1  Senado  pasó  este  acuerdo  á  la  Ho- 
norable Cámara  de  Representantes  y  esta  consi- 
deró hasta  en  segunda  discusión  uA  decreto  qbe 
resolvía  la  cuestión  en  su  totalidad  en  favor  de 
Jesurun;  mas  no  pudo  expedirse  acto  ninguno 
legislativo  sobre  el  particular.  En  este  estado 
ocurre  de  nuevo  Jesurun  con  la  misma  solicitud ; 
y  considerando  el  Poder  Ejecutivo  que  en  los 
tribunales  de  la  República  los  no  católicos  juran 
conforme  á  su  creencia,  lo  cual  está  arreglado  á 
las  leyes  19  y  20,  tít.  11,  part.  3^  ;  se  declara 
que  el  joven  Ángel  Jacobo  Jesurun  para  recibir 
el  grado  de  Bachiller  en  la  Universidad  de  Cara- 
cas, no  está  obligado  á  jurar  por  los  Santos  Evan- 
gelios, ni  á  hacer  la  protestación  de  la  fé  preve- 
nida por  el  decreto  de  8  de  Mayo  de  1829.  En 
orden  al  segundo  punto,  espérese  la  resolución 
del  Congreso. 

Comuníqueae  al  Sr.JRe^tor  d^  la.  Uaiversidnd 
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para  sa  inteligencia  y  fines  consiguienties,  y  pu- 

blíquMe.  Por  8.  E.-^^uintero* 

GRADOjS  académicos.  Podrá  practicarse  en  su 
colación,  á  voluntad  de  los  graduados,  el  cere- 
monial de  procesión.  Véase  Instrucción  pú- 
blica, R.  £.  de  2  de  Octubre  de  1852. 

GRADOS  ACADÉMICOS.  Véase  Idiomas  vivos* 

GRADOS  MILITARES.  Véase  Incorporación  al 
ejército. 

GRADOS  MILITARES.  Véase  Rehabilitación  de 
militares  en  sus  grados^  y  Ascensos  militares  * 

GRADOS  EN  LA  HARINA.  Vóase  Marina  de 
guerra,  L.  de  16  de  Abril  de  1844 

GRADUACIÓN  de  creditcs.  Véase  Cesión  de 
bienes,  art.  21  al  25. 

GRAN  BRETAÑA.  Véase  Tratados  públicos  (los 
relativos  á  ella.) 

GRANOS  MENORES.  Están  libres  de  derechos 
de  importación.  Véase  Arancel  de  importa* 
don,  en  los  artículos  correspondientes. 

GRASA.  E)cencion  de  derechos  de  que  gozan 
sus  establecí  míen  toH.  Véase  Tenerías. 

GUAIRA,  resolución  ejecutiva  de  16  de 
JULIO  DE  1849  declarándola  plaza  de  armas. 

Secretaria  de  Guerra.— -Sección  3. — Caracas  Ju- 
lio 1«  de  1849.— Resuelto. 

Considerando  S.  E.  el  Poder  Ejecutivo  que 
por  el  decreto  legislativo  de  8  de  Marzo  de  1836 
se  manda  conservar  por  su  ortículo  primero  las 
murallas  y  sus  bóvedas,  puertas  y  rastrillos  de 
la  plüza  de  la  Guuira;  y  atendiendo  ademas  que 
en  las  actuales  circunstancias  es  de  absoluta  ne- 
cesidad tenerlas  artilladas  y  en  el  mejor  estado 
de  defensa,  ha  tenido  á  bien  con  esta  fecha  re- 
solver se  considere  como  plaza  de  armas.  Comu- 
niqúese á  quienes  corresponda  y  publíquese. 
Por  S.  E,—Mejia. 

GUAIRA>   DECREIO    DB    1^    DE    MAYO    DE  1838 

sobre  las  obras  públicas  que  se  construyen 
con  el  producto  del  medio  por  ciento  (*)  de 
entrada  que  se  cobra  en  dicho  puerto. 
E\  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso. 

CONSIDERANDO. 

Que  las  obras  &  que  está  destinado  el  medio 
por  ciento  de  entrada  que  se  cobra  en  la  aduana 
de  la  Gxiaira  exigen  una  dirección  permanente 
capaz  de  atender  en  todo  tiempo  á  las  necesida- 
des que  se  presenten. 

DSCRSTAN. 

Art.  19  t^l  producto  demedio  por  ciento  de 


{*)  Elevado  al  dos  por  ciento.  Véase  Derechos  de  puer- 
to. Solo  pues  queda  subsistente  este  Decreto  en  cuanto  á 
Jo  demás. 
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entrada  que  se  cobra  en  la  aduana  de  la  Guaira, 
se  invertirá  on  aquella  villa  en  los  objetos  á  que 
est6  destinado  por  la  ley. 

Art.  29  £1  Concejo  municipal  de  la  Guaira 
har6  levantar  los  planos  y  contratará  las  obras 
necesarias  con  aprobación  del  Poder  Ejecutivo, 
y  este  librará  las  cantidades  que  importen  di- 
chas obras. 

Art.  39  No  podrá  emprenderse  con  este  fon- 
do ninguna  obra  nueva  mientras  que  la  que  ba- 
ya sido  principiada  con  él  no  esté  concluida. 

Art.  49  El  Poder  Ejecutivo  dará  cuenta  al 
Congreso'  todos  los  afios  de  lo  que  haya  produ- 
cido el  medio  por  ciento  indicado  y  del  estado 
que  tengan  las  obras. 

Dado  en  Caracas  á  23  de  Abril  de  1838,  ano 
99  de  la  ley  y  28  de  la  independencia. — El  Pre- 
sidente del  Senado,  Ángel  Quintero. — El  presi- 
dente de  la  Cámara  de  Representantes,  üf .  Huú 
zi. — El  secretario  del  Senado,  J.  A.  Freiré* — El 
diputado  secretario  de  la  Cámara  de  Represen- 
tantes, J.  García, 

Sala  del  despacho. — Caracas  Mayo  I9  de  1838, 
afio  99  de  la  ley  y  28  de  la  independencia. — Eje- 
cútese*.— Carlos  Soublette. — Por  S.  E. — El  se- 
cretario de  Estado  en  los  despachos  del  interior 
y  justicia,  D.  B.  Urbaneja, 

GUAIRA.  DECRBTO  DE  19  DB  MATO  DE  1852  OO- 

n  irndo  su  hospital  áe  Sa,n  J  uan  de  Dios  5a- 
jo  la  inspección  de  la  Honorable  Diputación 
Provincial  de  Caracas, 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso. 

decretan: 

Art.  19  La  Diputación  provincial  de  Caracas 
en  cumplimiento  del  deber  que  le  impone  la  18^ 
de  sus  atribuciones  constitucionales,  llevará  á 
efecto  la  organización  del  hospital  de  San  Juan 
de  Dios  de  la  Guaira,  para  lo  cual  pondrá  en  cum« 
plida  y  responsable  administración  los  bienes 
que  le  pertenecen,  tomando  cuenta  de  la  que  has- 
ta ahora  hayan   tenido. 

Art  29  Se  deroga  el  decreto  de  3  de  Junio  de 
1845  y  cualquiera  otro  sobre  la  materia. 

Dado  en  Caracas  á  18  de  Mayo  de  1852,  afio 
23  de  la  ley  y  42  de  la  independencia. 

El  Presidente  del  Senado,  Simón  Planas. — 
El  Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
José  Silverio  González, — El  Secretario  del  Se- 
nado, José  Ángel  Freiré. — El  Secretario  de  la 
Cámara  de  Representantes,  J.  Padilla* 

Caracas,  Mayo  19  de  1852,  afio  23  de  la  ley 
y  42  de  la  independencia. — Ejecütese.-J«  O,  Ijfo 


nagas* — Por  S.  E.  El  Secretario  de  Estado  en 
los  Despachos  del  Interior,  Justicia  y  Relacio- 
nes Exteriores. 

'    Joaquin  Herrera. 
GUANARE  (cantón)  Agregación  á  él   de  la 
parroquia     de   San  Andrés   que     pertenecía 
al  de  Obispos.  Véase  División  territorial  D. 
de  14  de  Marzo  de  1848. 
GUANARE.  Véase  Colegio  nacional  de  Gua- 
nare^  y  Colegios  nacionales^  D.de27  de  Mar- 
zo de  1852. 
GUARDALMACENES  ó  ouardapar<iuk8  de 
ARTILLERÍA.  Véasc  Marina  de  guerra^  art.  1 1. 
GUARDALMACENES  6  oi;rdapar<iu£s  db 

ARTILLERÍA.  RESOLUCIÓN  KJSCUTIVA  DB  3  DB 

SETIEMBRE  DE  1830  disponiendo  que  no  se 
suprima  el  dePuertocabello, 

xEmo.  Sr. — Habiendo  considerado  el  sobera- 
no Congreso  la  nota  de  V.  E.  fecha  19  de  Ajros- 
to  en  que  expone  la  conireniencia  de  suprimir  la 
plaza  de  guardalmacén  de  marina  en  el  aposta- 
dero de  Puerto  Cabello,  atendiendo  al  ?alor  de 
las  existencias  de  los  almacenes  de  dicho  puerto, 
como  á  la  localidad  de  estos,  mucho  mas  adecua- 
da para  embarcar  y  desembarcar  que  el  castillo, 
sin  necesidad  de  grandes  costos :  ha  resuelto : 
**  Que  debe  continuar  el  guardalmacén  de  mari- 
na de  Puerto  Cabello  sin  variar  nada  en  el  de- 
creto que  este  soberano  Congreso  expidió  sobre 
la  materia."  — Lo  digo  á  V.  EL  en  contestación 
á  su  citada  nota,  quedando  con  sentimientos  de 
respeto  y  consideración  atento  obediente  serri- 
dor.— Exmo.  Señor. — Miguel  Peña. — Valencia 
Setiembre  3  de  1830. — Excmo.  Sr.  Presidente 
del  Estado. 
GUARDALMACENES  o   guardaparques  de 

artillería,  decreto  ejecutivo   de  29   DE 

SETIEMBRE   DE    1832     reglamentando    sus 

funciones. 

José  Antonio  Páez^  presidente  de  la  República 
de  Venezuela  ¿ffc^  ^c.  óf^* 

considerando: 

19  Que  es  del  mayor  ínteres  regularizar  la 
cuenta  y  razón  de  los  parques,  la  de  la  artillería 
montada  en  las  plazas  y  fuertes,  y  la  del  arma- 
mento y  pertrechos  distribuidos  en  los  cuerpos 
del  ejército  permanente. 

29*  Que  es  sumamente  conveniente  que  la  te- 
sorería general  incorpore  en  su  cuenta  estas 
Í propiedades  nacionales,  con  sus  respectivos  va- 
pres. 

decreto: 

Art  19  I«os  guardaparques  ordinarios  y  ex- 
irordinartos  formarán  un  inventarío  del  parque 
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de  su  cargo,  dentro  del  término  de  30  dias  con* 
tados  desde  la  fecha  en  que  reciban  este  decreto. 

Art.  29  £1  inventarióse  formará  con  presen- 
cia del  áltimo  estado,  y  con  la  inspección  del  co- 
mandante da  artillería,  del  comandante  de  la  pla- 
za, 6  del  de  armas,  y  del  administrador  de  rentas 
que  al  efecto  nombre  la  tesorería  general ;  en 
donde  no  hubiere  comandante  de  artillería  ó  de  fa 
plaza,  asistirá  á  la  inspección  el  comandante  de 
la  guarnición  si  la  hubiere,  y  si  no,  el  jefe  polí- 
tico y  el  administrador. 

Art.  39  Hecho  el  inventario  se  nombrarán 
por  los  comandantes  v  administradores  dos  peri- 
tos para  que  avalúen  los  efectos  contenidos  en  el 
inventario,  y  concluida  esta  operación,  se  forma- 
rá un  libro  de  asiento  en  que  se  apunten  todos 
los  efecios  con  sus  valores,  y  se  totalizará  el  valor 
de  todo  lo  inventariado. 

Art.  49  £1  libro  de  asiento  será  firmado  por 
todos  incluyendo  á  los  peritos,  y  se  remitirá  á 
la  tesorería  general  por  el  administrador  dejan- 
do una  copia  autorizada  por  los  inspectores,  pa- 
ra que  el  guardaparque  continué  los  asientos  de 
entrada  y  salida. 

Art.  59  No  se  dará  entrada  á  los  efectos  de 
parque  sin  expresar  su  valor  conforme  á  la  or- 
den de  la  tesorería  y  en  virtud  del  precio  de  las 
contratas.  Cuando  se  trasladen  efectos  de  un  par- 
que á  otro,  se  pasará  la  nota  del  asiento,  y  con 
ella  se  dará  la  entrada. 

Art.  6^  Los  guarda  parques  tendrán  un  libro 
de  cargo  á  los  cuerpos  de  la  milicia  auxiliar  y  á 
los  demás  parques. 

Art.  79  Los  efectos  de  parque  no  podrán  em- 
plearse en  otros  usos  que  los  del  servicio  público, 
y  siempre  se  expresará  el  destino  en  la  orden  de 
entrega  para  que  sirva  de  descargo  al  guardapar- 
que. 

Art.  89  Los  libramientos  para  entregar  efec- 
tos de  los  parques  se  expedirán  con  arreglo  á  lo 
dispuesto  en  el  tratad.  69  tít.  10  de  las  ordenanzas 
ffenerales,  y  solo  en  las  provincias  y  puntos  don- 
de no  hubiere  comandantes  de  artillería,  bastará 
la  orden  del  comandante  de  armas  de  la  provin- 
cia 6  del  punto,  para  que  el  guardaparque  haga 
la  entrega,  y  cubra  su   responsabilidad. 

Art.  99  Los  depósitos  existentes  en  San  Fer- 
nando de  Apure  y  Calabozo  serán  dependientes 
del  parque  de  esta  capital,  los  de  Guanaro  y  Bari- 
nas  dependerán  del  de  Valencia :  los  de  Mérida  y 
Trujillo  del  de  Maracaybo,  y  siempre  que  la  au- 
toridad civil  necesitare  en  dichos  puntos  sacar 
municiones  6  otros  pertrechos  de  guerra  de  los 
existentes  en  ellos,  lo  dirá  de  oficio  al  oficial  que 
mande  el  destacamento  que  los  custodia,  ó  á  la 
persona  encargada  de  su  conservación  para  que 
á  continuación  tome  el  correspondiente  recibo. 
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Art*  10.  Del  armamento  y  pertrechos  que  ten- 
gan en  Riano  los  cuerpos  del  ejército  permanen- 
te se  formará  inventario,  con  presencia  del  últi- 
mo estado,  y  se  procederá  á  su  avaluó  con  las 
mismas  formalidades  prescritas  en  los  artículos 
^?  y  3?»  con  sola  la  diferencia  de  que  el  19  7^9 
comandante  del  cuerpo  asistirán  al  inventario  y 
avaluó,  y  al  nombramiento  de  peritos  y  pondrán 
su  firma  en  las  diligencias  que  se  ejecuten.  Don- 
de no  estuvieren  presentes  los  jefes  de  los  cuer- 
pos concurrirá  el  oficial  que  mande  la  fuerza 
del  suyo  respectivo.  £stos  inventarios  se  remiti- 
rán á  la  secretaría  de   guerra. 

Art.  11.  £n  el  parque  de  Puertocabello  se 
abrirá  un  libro  de  asiento  para  todos  los  cuer- 
pos del  ejército  permanente,  y  al  efecto  la  secre- 
taría de  guerra  le  pasará  las  diligencias  de  inven- 
tario y  avalúos  que  se  mandan  practicar  por  el 
artículo  anterior,  para  que  por  ellos  y  con  dis- 
tinción de  cuerpos  se  hagan  los  cargos  á  cada 
uno,  y  en  lo  sucesivo  los  guardaparques  remiti- 
rán al  de  Puertocabello  relaciones  certificadas 
del  armamento  y  pertrechos  que  entregaren  á 
dichos  cuerpos  en  los  términos  que  previene  el 
artículo  59»  y  lo  mismo  de  los  que  ellos  devuel- 
van, para  que  el  guardaparque  de  Puertocabello 
continué  sus  asientos. 

Art.  12  Para  regularizar  el  consumo  ordina- 
rio de  municiones  en  el  servicio  de  guarnición, 
se  establece  por  punto  principal  que  solo  se  abo- 
nará como  consumo  legítimo  un  cartucho  de  pól- 
vora por  individuo  por  cada  seis  guardias,  sien- 
do de  ubligacion  del  cuerpo  devolver   las  balas. 

Art.  13.  Todos  los  meses  darán  parte  los 
guardaparques  á  la  tesorería  general  de  las  no- 
vedades, y  remitirán  las  notas  de  los  cargos  se- 
gún las  salidas  y  entradas  del  parque  ;  también 
pasarán  todos  los  meses  un  estado  de  existen- 
cia según  el  modelo  quedé  la  secretaría  de  guer- 
ra á  los  comandantes  de  artillería  ó  de  armas, 
para  que  estos  los  remitan  ala  secretaría,  y  en 
donde  no  haya  comandantes  lo  harán  los  guarda- 
parques  directamente. 

Art.  14.  Por  fin  de  Junio  cortarán  sus  cuen- 
tas los  guardaparques,  y  las  remitirán  en  todo 
el  mes  de  Setiembre  al  tribuna]  mayor  de  cuen- 
tas para  que  sean  «xaminades  y  fenecidas. 

Art.  15  £1  secretario  de   £stado  en  el  Despa- 
cho de  guerra  y  marina  queda  encargado   de  la 
ejecución  de  este   decreto. — Dado  en  Caracas  á 
29  de  Setiembre  de   1832.— 39  y  22. 
(Firmado.)  José  A.'Páez. 

(Firmado.)     £1  secretario  de   Guerra  y  Ma- 
rina.— Carlos  Soublette. 

£s  copia.  Soublette. 

GUARDALMAC£N£S  o  oüardaparqües  dk 
artillería,    resolución     ejecutiva     de 
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19  DB  JUNIO  DE  1840  estableciendo  la  fianza 
que  deberán  prestar. 

Secretoria  de  Guerra.— Caracas  Janio  1^  de 
1840,11©  y80<^ 

El  tribunal  mayor  de  cuentas,  por  práctica  de 
muchos  años,  apoyada  en  disposiciones  expe- 
didas y  observadas  en  el  régimen  espafíol,  ha 
exigido  á  los  guadeparques  de  artillería  la  fian- 
za de  3.000  pesos  para  responder  de  su  integri- 
dad en  el  manejo  de  los  intereses  nacionales ;  pe- 
ro habiéndose  hecho  algunos  reclamos  contra 
dicha  práctica,  el  Gobierno  ha  tenido  que  entrar 
íi  considerar  si  es  ó  no  conveniente  su  observan- 


cia. 


El  art.  15  de  la  ley  de  11  del  raes  próximo  pa- 
sado, sobre  aduanas,  previene  que  los  adminis- 
tradores, interventores  y  comandantes  de  res- 
Íruardos  presten  una  fianza  por  cantidad  dupla  de 
a  de  los  sueldos  de  que  disfruten  anualmente  ;  y 
el  art.  16  de  la  misma  ley  establece  las  reglas 
para  el  otorgamiento  de  dichas  fianzas,  pero 
ninguno  de  los  dos  artículos  comprende  expresa- 
mente á  los  guardaparques  de  artillería.  Sin  em- 
bargo, el  Gobierno  que  cree  fundadas  algunas 
de  las  razones  alegadas  contra  el  proceder  del 
tribunal  de  cuentas,  y  que  ft  falta  de  expresa  ley 
sobre  este  punto,  debe  dictarse  una  medida  que 
guarde  analogía  con  las  leyes  patrias  mas  bien 
que  con  las  del  régimen  español,  ha  resuelto  con 
esta  fecha  y  en  adición  al  decreto  del  Poder  Eje- 
cutivo de  29  de  Setiembre  de  1832  sobre  par- 
ques de  artillería,  lo  siguiente : 

**  La  cantidad  de  la  fianza  que  deben  prestar 
los  guardaparques  ordinarios  y  extraordinarios, 
así  como  las  formalidades  con  que  ella  debe  Ker 
otorgada,  serán  las  mismas  que  se  exigen  para 
los  empleados  de  que  habla  el  art.  15  de  la  eita- 
da  ley  de  aduanas.  '' 

Comuniqúese  á  quienes  corresponda,  publí- 
quese  en  la  Gaceta  oficial  y  oportunamente  dése 
cuenta  al  Cuerpo  Legislativo, — Por  S.  E. — Fran^ 
cisco  Hernaiz. 

GUARDALMACENES  o   guardaparques  de 
artillería.   Véase  Parques  de  artillería^  y 
Comandancias  de  armas,  R.  E.  de  26  de  Mar- 
zo de  1840. 
GUARDIA.  Véase  Abandono  de  guardia, 

GUARDIA  NACIONAL  DE  POLICÍA.     LEY    DE  12 

DE  MA¥o  DE  1847  dispontcndo   quien  debe  e- 

jercer  las  funciones  que  le  estaban  atribuidas. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 

República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

considerando: 

Que  el  actual  estado  de  los  fondos  públicos  de- 
manda una  estricta  y  severa  econamía  en  sos 
gastos; 


Fü 


decretan s 

Art.  19  Se  deroga  la  ley  de  4  Mayo  de  1841 
que  estableció  una  guardia  nacional  de  policía. 

Art.  29  Las  funciones  atribuidas  á  la  guardia 
Gue  se  extingue  se  ejercerán  por  los  individuos 
Jel  ejército  permanente  ó  por  la  milicia  naciona], 
según  lo  disponga  el  Poder  Ejecutivo. 

Dada  en  Caracas  ¿  7  de  Mayo  de  1847,  año 
189iie]aley  y  379  de  la  independencia. — El 
presidente  del  Senado,  Mariano,  Obispo  de  Gua- 
yana» — El  presidente  de  la  Cámara  de  Repre- 
sentantes, Miguel  Palacios. — El  secretario  del 
Senado,  José  Ángel  Freyre.^El  secreurio  de 
la  Cámara  de  Representantes,  Juan  Antonio 
Pérez. 

Caracas  á  12  de  Mayo  de  1847,  aQo  I89  de  la 
ley  y  379  de  la  independencia. — Ejecútese.— 
José  Tadeo  Monágas. — Por  S.  E.  el  Presiden- 
te de  la  República. — El  Secretorio  de  Estado  en 
los  Despachos  de  lo  Interior  y  Justicia,  Rafael 
Acevedo.  (•) 


(*)  Sobre  la  materia  de  esta  ley  dijo  el  Secretario  de 
Hacienda  hoy  Qeneral  Francisco  Mcjía,  en  su  Memoria 
de  1848. 

"  El  servicio  qae  presta  esta  fuerza  es  puramente  local 
é  incompatible  con  el  instituto  militar  á  que  está  llamada 
la  fuerza  permanente. 

Diseminada  como  ella  está  ea  peqneflas  fracciones  7  en 
diferentes  puntos,  y  sin  oficiales  capaces  de  mantenerlas 
con  el  régimen  y  subordinación  necesaria,  bien  pocas  es- 

Seranzas  deben  tenerse  de  que  se  haga  el  servicio  coo  la 
ebida  regularidad.  Por  otra  i>artc,  es  una  fuerza  de  que 
en  ningún  caao  podría  disponer  el  Gobierno  sin  peijuído 
del  servicio  municipal,  y  hé  aquí  que  bajo  ningún  respec- 
to  se  ve  que  sea  conveniente  y  provechoso  que  dicho  ser- 
vicio continuo  haciéndose  por  la  fuerza  permanente,  y  cree 
el  Poder  Ejecutivo  que  el  Congi-eso  debe  ocuparse  en  las 
presentes  sesiones  de  un  arreglo  mas  adecuado.  " 

El  mismo  Sefior  Mejia  en  su  Memoria  de  49  espuso: 

"  Reiterar  debe  el  que  suacríbe  las  observaciones  he- 
chas en  su  informe  del  afio  anterior,  respecto  de  la  ley  de 
12  de  Mayo  de  1847,  que  derogó  la  do  4  de  Mayo  de  1841 
estableciendo  la  guardia  nacional  de  policía. 

Destinada  al  servicio  de  policía  la  fuerza  permanente 
por  virtud  de  la  nueva  ley,  son  inconcebibles  las  dificulta- 
des que  se  tocan  á  cada  paso.  Entre  otras  se  hacen  re- 
marear  las  signientes. 

No  es  posible  que  destinándose  un  piquete  de  trona  á 
cada  cabecera  de  los  cantones  en  que  no  hay  guaraicioD 
de  la  tropa  veterana  ó  fuerza  permanente,  pueda  haber  en 
ellos  orden,  disciplina  ni  unidad  ;  mucho  mas,  cuando  son 
tan  extrafias  sus  ateDokoes  y  fatigas,  de  las  que  ocupan  á 
la  tropa  destinada  por  U  ley  á  la  defensa  del  territoS^  de 
la  provmcia  en  que  ella  ha  sido  situada. 

Disminuyese  por  tanto  la  fuerza  permanente  que  se  do- 
creta  en  cada  afio  en  un  número  considerable,  y  para  un 
oíyeto  extrafio  del  <|iie  le  prefija  la  Oonstitucioi  en  suar- 
ticulol8l,elcualUa¡doabiertomcnlo  infHagido  por  la 
citada  ley  de  1847.  Se  disminuye,  porque  no  puedid  ¿>xiter 
el  Gobierno  para  la  defensa  del  país  con  la  fueraa  destina- 
da  al  servicio  depol!cía,contraidacomo  debe  estar  á  guar- 
dar las  carodee,  presidios  &c. ;  y  está  infWngida  la  Co¿. 
UtacioB,  porque  Mm  el  artloolo  arriba  oitado,  la  fwsnm 
pemanente  solo  debe  desUnane  4  guardar  k»  nuitos  inu 
portantes  de  la  RepúbHca.  5  «^«"^iwjwnwsinu 
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GUARDIA  NACIONAL  DE    POLICÍA.  RESOLUCIÓN 
EJBCUTIFA  DB  18  DE    HAYO  dc     1847     SObrc  lo 

mismo  que  la  ley  anterior. 

República  de  Venezuela. -Secretaria  de  Guer- 
ra.— Seccicn  primera.— Caracas  18  do  Mayo 
de  1847.— Sefior  Secretario  do  Estado  en  el 
Despacho  do  lo  luterior. 

En  el  espediente  respectivo  ha  recaído  con  es-  I 
ta  fecha  la  resolución  siguiente  | 

<«  En  ejecución  de  la  lei  de  12 del  presente' 
mes  que  estingue  la  guardia  nacional  de  policía  y  ! 
que  manda  que  la  fuerza  del  ejército  ó  la  milicia  I 
ejerza  las  funciones  atribuidas  á  la  guardia  extin-  ' 
guilla  que  va  á  cesar  en  30  de  Junio  próximo  se- 
gún lo  ha  dispuesto  el  Gobierno  por  el  Ministe- 
rio del  interior»  se  resuelve. 
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Ademas,  es  incuestionable  que  el  .servicio  do  po]i''ía  es 
puramente  municipal,  y  que  son  los  fondos  de  este  ramo 
los  quo  deben  hacer  la  erogación  do  los  gastos  que  ocasio- 
na el  entretenimiento  de  una  fuerza  que  debe  ser  organi- 
zada por  cada  localidad  según  las  reglas  que  al  efecto  den 
las  respectivas  Diputaciones  provinciales. 

£n  este  sentido  cree  el  que  suscribe  que  debiera  ser  re- 
formada la  h'y  vigente,  la  cual  merece  bien  una  preferente 
consideración  dc  la  Legislatura,  ya  sea  por  la  poderosa  ra- 
zón indicada  de  haberse  inflingido  la  Constitución,  ya  por 
los  embarazos  que  experimenta  el  Gobierno  ptfi'a  cumplir 
una  medida  á  todas  luces  perjudicial  y  contradictoria.  " 

£1  propio  Señor  Mejia  volvió  á  instar  en  su  Memoria  de 
1850,  en  estos  términos: 

"  Por  tercera  vez  insta  el  quo  suscribo  por  la  reforma 
dc  la  ley  dc  18  dc  Mayo  de  1847,  por  la  cual  so  dispuso 
que  el  servicio  de  policía  se  hiciese  por  la  fuerza  perma- 
nente. Esta  medida,  sobre  cuya  iuconstitucionalidad  se  di- 
jo lo  bastante  en  mi  informo  del  afío  anterior,  y  que  repro- 
duzco en  el  presente,  no  puede  subsistir  por  mas  tiempo 
causando  como  causa  los  mayores  embarazos  para  su  cum- 
plimiento, liase  reconocido  por  la  ley  do  4  de  Mayo  de- 
1848  ya  derogada,  que  el  servicio  de  policía  debia  hacerse 
por  una  fuerza  extraña  de  la  permanente  y  estar  entr^te- 
nida  por  otros  fondos  que  los  del  Tesoro  público  recarga- 
do hoy  con  una  enorme  deuda  y  con  multiplicados  gastos. 
Efectivamente,  una  fuerza  puramente  municipal  á  cuyo 
servicio  está  destinada,  debo  ser  organizada  en  cada  pro- 
vincia de  un  modo  adecuado  á  su  objeto,  y  pagada  por  los 
fondos  municipales  como  lo  estaba  anteriormente.  Si  así 
se  acordase  en  la  reforma  que  se  propone,  se  conseguirían 
entre  otros  beneflcios,  el  do  que  las  guarniciones  que  en 
pequeño  número  y  al  mando  do  un  oficial  existen  en  la 
mayor  parte  dc  los  cantones  de  la  República,  estuviesen 
supervigiladas  como  antes  lo  estuvieron  por  los  respecti- 
vos jefes  políticos,  mientras  que  ahora,  no  es  posible  que 
los  Comandantes  de  armas.únicas  autoridades  de  quienes 
dependen  en  cada  provincia  estén  en  capacidad  de  aten- 
der á  su  disciplina  y  moralidad. 

No  por  mas  tiempo  debe  quedar  el  presente  n^rocio  sin 
que  sea  debidamente  considerado  por  las  HH.  Cámaras, 
así'por  su  importancia,  como  porque  las  razones  aducidas 
ya  ñor  8  años,  bien  merecen  la  acogida  del  poder  nacio- 
nal llamado  por  la  Constitución  á  dar  ó  reformar  las  leyes 
^e  han  de  propenderá  la  mejora  y  fomento  de  la  Repú- 
blica. 

No  puede,  SefiMBS,  no  es  conyeniente  ni  regular  que  con 
tinúe  el  sistema  de  que  el  servicio  de  policía  se  haga  por 
la  Aiensk  permanente  que  está  llamada  por  la  Constitu- 
ción á  un  objeto  del  tcido  distinto. " 

TOMO  II. 


•*  19  Los  comandantes  de  armas  de  las  provin- 
cias en  donde  los  hubiere,  ó  ios  comandantes  de 
las  guarniciones  en  donde  no  haya  comandantes 
de  armas  proveerán  con  la  fuerza  que  esté  6  sus 
órdenes  á  la  custodia  de  las  cárceles  y  servicio 
de  los  presidios  urbanos  en  las  capitales  de  pro- 
vincia ó  en  aquellos  otros  puntos  que  se  estima- 
re conveniente  poniéndose  de  acuerdo  con  los 
Gobernadores  respectivos  relativamente  al  núme- 
ro de  las  cárceles  que  han  de  cubrir  y  al  de  tro- 
pa que  han  de  custodiarlas. 

»*  29  En  aquellas  provincias  en  cuyos  cantones 
no  hubiere  fuerza  militar  alguna  quedan  autori- 
zados los  Sres.  Gobernadores  respectivos  para 
llamar  al  servicio  militar  activo  la  milicia  nacio- 
nal de  reserva,  para  que  con  las  clases  y  oficia- 
les correspondientes  presten  el  servicio  de  car- 
cel  y  del  presidio  urbano,  dando  cuenta  de  elJo 
al  Poder  Ejecutivo,  para  su  conocimiento  y  de- 
mas  fines  y  en  el  bien  entendido  que  los  expre- 
sados Gobernadores  no  podrán  llamar  mayor 
número  de  fuerza  y  sí  procurar  que  sea  menor 
para  aquellos  fines  que  el  que  hoi  tiene  cada 
provincia  de  la  guardia  nacional  de  policía. 

"39  Todo  el  demás  servicio  municipal  que 
atribuve  la  ley  derogada  ala  guardia  nacional  de 
policía  será  desempeñado  por  la  milicia  activa 
respectiva  de  la  manera  que  lo  dispongan  los  Se- 
ñores Gobernadores  y  de  conformidad  con  lo 
dispuesto  en  el  artículo  49  de  la  ley  de  la  milicia 
nacional  y  del  título  9  del  decreto  del  Poder- 
Ejecutivo  de  19  de  Agosto  de  1836. 

*'  49  El  armamento,  fornituras  y  municiones 
que  de  los  parques  de  la  República  se  han  sutni- 
nistrado  para  la  guardia  municipal  extinguida,  se* 
r&n  devueltos  á  los  respectivos  parques  ó  depó- 
sitos y  en  las  provincias  donde  no  los  hubiere 
establecido  quedarán  á  disposición  de  los  Sres. 
Gobernadores  de  las  provincias  para  que  armen 
á  la  milicia  activa  que  ha  de  prestar  el  servicio 
municipal.  La  reparación  y  reemplazo  de  este 
armamento  y  fornituras  se  proveerá  por  cuenta 
del  municipio,  siendo  deber  délos  Gobernadores 
pedir  los  fondos  necesarios  para  ello  &  las  Di- 
potaciones provinciales." 

Lo  que  tengo  la  honra  de  insertar  á  US.  para 
su  inteligencia  y  fines  consiguientes. — Soy  de 
US.  atento  servidor. — Josa  María  Carreño- 
— Es  copia. — Aaevedo* 

GUARDIA  NACIONAL  DB  POLICÍA  Alumbrado 
y  otros  gastos.  Véase  Cárceles  R.  E.  de  24  de 
Julio  de  1841. 

GUARDIA  NACIONAL  DB  POLICÍA.  RESOLUCIÓN 

EJECUTIVA  DB  4  DE  JULIO  DE  J840  sohra  las 
formalidades  que  deben  observarse  vara  que 
un  guarda  concurra  á  los  tribunales  á  dar 
una  dularofiion. 
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República  de  VeDeznela. — Secretaria  de  Estado 
en  el  D.  del  Interior  y  Justicia. — Sección  tercera. 
—Caracas  4  de  Julio  de  1840,  1 1 P  do  la  ley  y  30  ? 
de  la  Independencia. — Número  472. 

Sr.  Gobernador  de  Barí  ñas. 

Instruido  el  Gobierno  del  oficio  de  US.,  fecha 
19  (]e  Mayo  último,  número  40,  en  que  consulta 
la' conducta  que  deberá  observar  un  guarda,  que 
estando  de  centinela  6  custodiando  un  preso  sea 
citado  para  un  acto  judicial.  S.  E.  el  Vicepresi- 
dente de  la  República  encargado  del  Poder  Eje- 
cutivo, de  conformidad  con  lo  dispuesto  por  la 
secretaría  de  Guerra  en  circulj-rde  6  de  Marzo 
de  183S  respecto  de  la  fuerza  permanente,  se 
ha  servido  resolver:  que  los  individuos  de  las 
rondas  de  policía  están  en  el  deber  como  los  (le- 
mas ciudadanos  de  concurrir  á  los  tribunales 
siendo  citados  competentemente:  que  cuando  di- 
chos individuos  estén  de  facción,  si  se  citare  al 
cabo  ó  comandante  de  una  rondn,  deben  estos 
participarlo  á  su  respectivo  jefe  para  que  se  le 
releve  y  poder  cumplir  con  li  citación,  y  cuando 
se  haga  ánlgun  guarda,  debe  avisarlo  á  su  cabo  ! 
con  el  miimo  objeto,  siendo  responsables  los  ! 
jefes  respectivos  de  los  diños  y  perjuicios  que  , 
se  siguieren  al  citado,  sí  por  falta  de  relevo  de- 
jare de  concurrir  á  la  cita* — Soy  de  US.  atento 
servidor. — Ramón  Yepcs. 

GUARDIA-MARINA.  Véase  3fartna  de  guerra, 
L.  de  16  de  Abril  de  I»44  art.  1,  2,  4,  17  y  18. 
GÜARANAO.  Véase  Salina  de  Guaranao^ 
GÜARICO  (provincia  del.)  Su  creación.  Véa- 
se  División  territorial,  D.  de  11  de  Febrero 
de  184S. 
GUAYANA  (provincia  de.)  Aprobación  de  la 
traslación    de  la  parroquia  Orocopiche  al   sitio 
del  Almacén.    Véase  División    territorial ^  R* 
de  27  de  Febrero  de  1832. 
GUAYaNA    (provincia  de).     Supresión     del 
Cantón  Caura.  Véase  td.   D.  de  8  de    Febrero 
de  1838. 
GUAYANA  (provincia   de.)    decreto  de   31 
de  Mayo  dr  1846  dando  á  su  capital  el  nom- 
bre de  '' Bolívar J" 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 
Vista  la  solicitud  de  las  autoridades  y  algunos 
vecinos  de  la  ciudad    capital    de  la  provincia  de 
Guayana  pidiendo  se  dé  á   aquella  el  nonbre   de 
Bolívar,  y 

considerando: 

Que  el  Congreso  reunido  en  aquella  capital 
decretó  la  erección  de  una  ciudad  que  llevase  el 
nombre  de  Bolívar,  cuyo  acto  legislativo  jfué 
ratificado  por  el  Congreso  de  Cuenta  y  que  hasta 
ahora  no  ha  tenido  efecto:  que  la  capital  de  la 
provincia  de  Guayana  tiene  motivos   muy  parti- 
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culares  para  llevar  el  nombre  augusto  de  Bolivar, 
porque  fué  la  segunda  cuna  de  la  independencia 
y  el  asilo  de  los  patriotas  errantes  en  paises  ex- 
tranjeros:  y  porque  allí  dio  principio  la  época 
mas  gloriosa  de  Bolívar,  y  de  allí  sacólos  recur- 
sos para  libertar  la  Nueva  Granada  y  el  resto  de 
Venezuela, 

decretan: 

Art.  único.  La  ciudad  de  Angostura,  capital 
de  Id  provincia  de  Guayana  se  denominará  desde 
la  public.acion  de  este  decreto  Ciudad  Bolívar; 
dándose  este  nombre  en  todos  los  actos  oficiales 
y  particulares. 

Dado  en  Caracas  á  30  de  Mayo  de  1846,  año 
179  de  la  lei  y  369  déla  independencia.. — El 
Presidente  del  Senado,  Rafael  Enriquéz. 
-El  Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Pedro  José  Rojas. — El  secretario  del  Senado, 
José  Ángel  Freyre. — El  secretario  de  la  Cámara 
de  Representantes,  J.  A.  Pérez. 

Caracas  Mayo  31  de  1846,  año  17  0  de  la  Ity 
y  369  ^^^  ^^  independencia. — Ejecútese. — Carlos 
Soublette.^Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica.— El  Secretario  de  Estadoen  los  Despa- 
chos de  lo-  Interior  y  Justicia,  Francisco  Cobos 
Fuertes. 

GUAYANA  (provincia  de)  Reconocimiento  á 
favor   de    su  Colegio    nacional    del   censo   de 
14.0^8    pcFos.    Véase    Colegio    nacional    de 
Guayana,  D  de  8  de    F^^brero  de  lb38. 
GUAYANA  (provincia  de)  Estableoimiento  en 
su  colegio  de  una  escuela  náutica.  Véase  Es' 
cuelas  náuticas, 
GUAYANA  (provincia  de)  Establecimiento  de 
clases  científicas  en  el    propio  colegio.   Véase 
Colegios  nacionales^  D.  de  27  de   Marzo  de 
1852. 
GUAYANA  (provincia  be)    Decreto   de  17  de 
Mayo  de  1847   destinando   la  suma  de  2.000 
pesos  anuales  á  la  educación  eclesiástica  de 
jóvenes  de  la  Diócesis  de  Guayana. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos   en  Cougreso, 

Vistft  la  exposición  de  S.  E.  el  Presidente  de 
la  República  por  el  Ministerio  del  Interior,  con- 
siguiente á  la  necesidad  de  plantear  un  Semina- 
rio en  la  Diócesis  de  Guayana,  y 

considerando: 

Que  es  un  deber  del  Congreso  proteger  la 
educación  en  Universidades  y  Colegios  ;  # 

decretan  : 

Art.  19  Desde  que  el  estado  del  teB^ro  pú- 
blico lo  permita,  y   mientras  que  en  la  Diáee«i8 
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de  Guaysna  se  plantea  el  Seminario  conciliar 
que  le  corresponde,  se  pondrá  anualmente  6 
disposición  de  su  Reverendo  Obispo  la  suma  de 
dos  mil  pesos  que  aplicará  exclusivamente  á  la 
enseñanza  eclesiástica  de  jóvenes  de  su  Obis- 
pado. 

Art  29  Esta  enseñanza  la  recibirán  en  el  Se- 
minario iriilentino  i\v  Carocas,  correspondiendo 
exclusivamente  al  Prelado  diocesano  de  Guaya- 
na  la  elección  y  calificación  de  los  «lumnos,  y  al 
Metropolitano  y  Rector  del  Seminario  la  direc- 
ción de  sus  estudios. 

Art.  39  El  Reverendo  Obispo  de  Guayana  en 
la  elección  de  los  jóvenes  que  han  de  instruirse 
como  seminaristas,  preferirá  en  igualdad  de  cir- 
cunstancias personales  A  aquellos  que  pertenez- 
can á  familias  bienhechoras  de  la  iglesia  y  de 
menos  recursos  ;  y  procuiará  que  el  beneficio  lo 
gocen  jóvenes  de  todas  las  provincias  de  su 
Obispado. 

Art.  49  Los  jóvenes  que  gocen  de  las  becas 
pagadas  con  los  fondos  que  se  conceden  en  este 
decreto,  deberán  cursar  por  lo  menos  un  bienio 
de  Teología  inmediatamente  después  de  con- 
cluir Filosofía;  y  estarán  obligados,  si  recibie- 
ren las  sagradas  ordenen,  á  ocuparse  por  st  is 
años  en  el  desempeño  de  algunos  de  los  benefi- 
cios eclesiásticos  de  Guayana,  á  disposición  del 
ordinario. 

&  único.  Desde  el  momento  en  que  estos  se- 
minaristas se  matriculen  en  alguna  otra  clase 
Fin  haber  concluido  Teología,  vacará  por  el 
mismo  hecho  la  beca  ;  y  lo  participará  el  Rec- 
tor del  Seminario,  á  los  Reverendos  Obispos  de 
Caracas  y  Guayana. 

Art.  59  Si  por  no  haber  seminaristas  que  con- 
suman toda  la  cantidad  concedida  quedare  algún 
sobrante,  el  diocesano  de  Guayana  podrá  apli- 
car para  grados  menores  en  Filosofía  y  Teolo- 
gía la  suma  necesaria,  prefiriendo  aquellos  co- 
legiales que  mejores  credenciales  ^resent«n  de 
sus  catedráticos  y  rectores  del  Seminario  y  Uni- 
versidad, y  en  igualdad  de  circunstancias  al  mas 
pobre. 

Art.  69  Entre  tanto  el  tesoro  nacional  esté 
erogando  los  dos  mil  pesos  del  artículo  I9,  el 
Reverendo  Obispo  de  Guayana  pa.í^ará  anual- 
mente al  Gobierno  un«  cuenta  de  so  inversión  y 
un  informe  de  los  resultad»  que  haya  obtenido 
ep  virtud  del  presente  decreto. 

Dado  en  Caracas  á  13  de  Majo  de  l847Ano 
189  de  la  ley  y  379  ^^  '»  independencia.— El 
presidente  del  Senado,  Mariana^  Obispo  ¿c 
Guaycdim. — j|l  presidente  de  la  Cámara  de  Re- 
presentantes,' Miguel  Palácios."^E\  secretario 
del  Senado  Jeaé  Ángel  Freyre, — El  secretario 
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de  la  Cámara  de  Representantes,  Juan  Antonio 
Pérez. 

Caracas  Mayo  17  de  1S47,  año  189  ^^  ^^  ^^y 
y  S79  (le  la  independencia. — Ejecútese. — José 
Tadeo  Monágas — Por  S.  E.  el  Presidente  de 
la  República. — El  Secretario  interino  de  Estado 
en  los  Despachos  de  lo  interior  y  Justicia,  Ra- 
fael Acevedo» 

GUERRA  DE  INDEPENDENCIA.  Cuaudo  deberá 
considerarse  concluida  para  los  efectos  de  las 
leyes  de  inválidos  y  de  montepío  militar.  Véa- 
se Término  de  la  guerra  de  independencia. 
GUEVARA.  (MARÍA  DEL  carmen)  Véase  Pen- 
siones, D.  de  22  de  Marzo  de  1H52. 
GUZM.4N  (comandante  pantaleon)  Véase 
Tierras  baldías,    D.  de  16  de  Abril  de  1847. 


Tr: 


HABERES   MILITARES.    Véase    Créditos  por 

haberes  militares. 
HABERES  DE  LOS  cuerpos  de  milicia  en  la 

CAMPAÑ\  de  mil  ochocientos  CINCUENTA  Y 
TRES.  RESOLICION  EJECUTIVA  DE  31  ÜE  AGOS- 
TO de  1H53  determinando  el  modo  con  que 
deben  ser  satisfechos. 


Secretaría  do  Guerra, 
cas,  Agosto  31  de  1653. 


-Sección  primera. — Cara 


Resuelto. — Habiéndose  licenciado  la  mayor 
parle  de  los  cuerpos  de  milicia  que  hicieron  la 
próxima  ))as;ida  campaña,  sin  la  formalidad  del 
ajuste  y  pago  de  los  haberes  que  devengaron, 
y  deseando  el  Poder  Ejecutivo  que  los  jefes, 
oficiales  é  in(livi<luos  de  tropa  que  con  tanto  en- 
tusiasmo y  decisión  volartm  esta  vez  á  empuñar 
las  armas  en  defensa  de  las  instituciones  y  del 
Gobierno,  no  sean  perjudicados  por  tal  respecto, 
resuelve:  la  cantidad  líquida  que  resulte  á  favor 
de  cada  cuerpo  según  el  ajustamiento  que  prac- 
tique la  Tesorería  general,  conforme  á  la  reso- 
lución dictada  por  la  Secretaría  de  Hac  enda 
con  fecha  23  del  corriente,  se  pondrá  en  manos 
de  su  primer  Comandante,  para  que  en  unión 
del  segundo  Comandante,  la  autoridad  civil  y 
dos  vecinos  notables  de  la  parroquia  en  que  re- 
sidan los  acreedores,  procedan  á  pagar  en  dia 
feriado  y  en  propia  mano  á  cada  uno  de  los  par- 
tícipes de  dicho  ajustamiento,  lo  que  le  corres- 
ponda. Las  personas  de  que  se  compone  la  Jun- 
ta mencionada,  luego  que  se  haya  hecho  el  pa- 
go, formarán  una  acta  en  que  se  exprese  el  nom- 
bre, clase  y  cantidad  que  pada  individuo  reciba,  y 
remitirán  á  la  Tesorería  general  una  copia  de 
ella,  autorizada  por  todo»  los  miembros  de  dicha 
junta/Con  respecto  á  los  cuerpos  del  ejército 
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que  hoy  permanecen  on  ser?icio  activo,  serán 
ajustados  y  satisfechos  de  sus  haberes  por  Ja 
Tesorería  ó  la  oficina  de  pago  á  quien  corres- 
ponda^  al  acto  de  ser  licenciados  ;  ó  quedarán 
sujetos  á  la  anterior  disposición,  caso  de  que  no 
haya  fondos  para    pagarles  el  dia  de  su  retiro. 

Connuníquese  esta  resolución  al  «eílor  Secre- 
tario de  Estado  en  el  Despacho  de  Hacienda,  pa- 
ra que  se  sirva  trasmitirla  á  Jas  oficinas  de  su 
dependencia  ;  publíquese  en  la  Gaceta  de  Ve- 
nezuela, y  circúlese  á  los  señores  Generales  I9 
y  29  Jefes  del  ejército,  Jefes  de  üperaciones  de 
las  provincias  y  demás  autoridades  á  quienes 
corresponda. 

Por  S.   E. — Juan   Muñoz  Tébar. — Es  copia 
— Muñoz  Tébar. 
HABERES  bE  LOS  cuerpos  de  milicia  en  la 

CAMPAÑA  DE  MIL    OCHOCIENTOS  CINCUENTA  Y 
TRES.    RESOLUCIÓN  EJECUTIVA  DE  3  DE  ABRIL 

DE  \85i,fijando  reglas  para  que  tenga  cum- 
plimiento la  resolución  anterior. 

Secretaría  de  Guerra.— Sección  primera. — Cara- 
cas, Abril  8  de  1851,  25  y  44. 

Resuelto. — Para  que  no  quede  ilusorio  el  cum- 
plimiento de  la  resolución  de  este  Ministerio, 
fecha  31  de  Agosto  de  1853,  relativa  al  modo  de 
efectuar  el  pago  de  las  cantidades  devengadas 
en  el  servicio  de  las  armas  por  los  cuerpos  de 
milicia  en  la  última  campaña,  como  podria  suce- 
der si  fuesen  vendidos  ó  cobrados  los  créditos 
sin  la  anuencia  de  los  individuos  á  quienes  cor- 
responden, el  Poder  Ejecutivo  ha  resuelto  en 
esta  fecha  :  que  la  Tesorería  general  ó  las  Jun- 
tas creadas  por  la  citada  resolución  no  abonen 
cantidad  alguna  sino  á  los  mismos  interesados, 
á  sus  apoderados  o  ¿  los  que  comprueben  que 
les  pertenece  por  haberla  adquirido  directamen- 
te de  aquellos,  bien  por  compra,  donación  ü  otro 
justo  título. 

Publíquese  esta  resolución  en  la  *<  Gaceta  de 
Venezuela  "  para   los  efectos  que  se  expresan. 

Por  S.  E. — Juan  Muñoz  Tébar. 
HABILITACIÓN  de  puertos.  Véase  Puertos 

habilitados. 
HABILITACIÓN  de  días  feriados.  Véase 
Disposiciones  comunes  á  todos  los  juicios^ 
art.  3  y  4. 
HACIENDA  NACIONAL.  Véase  Oficinas  supe- 
riores de  Hacienda^  Oficiales  subalternos  de 
las  oficinas  superiores  de  Hacienda^  Adua- 
naSf  Fianzas  de  los  empleados  de  Hacienda^ 
Sueldos  de  los  empleados  de  Hacienda^  Jun» 
tas  económicas  de  Hacienda^  Secretarios  de 
Estado^  {lo  relativo  tí  de  Hacienda)^  Deman* 
das  en  que  tienen  interés  las  rentas  nacio- 
nales 6  munici^aleSf  Certificaciones  |k  eré" 
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dito  contra  el  Tesoro,  Certificaciones  para 
el  servicio  público^  R.  E.  de  O  de  Agosto  de 
1842,  Empleados  de  Hacienda,  Empleados 
de  Tesorería,  Fiscales  de  Hacienda,  Rentas 
nacionales,  R.  E.  de  14  de   Octubre  de  1840. 

HEBREOS.  Véase  Extranjeros,  R.  E.  de  9  de 
Octubre  de  i 838. 

HECHO  (recurso  de)  Véase  Disposiciones 
comunes  á  todos  los  juicios,  art  30. 

HERENCIAS  Qué  se  observnrá  cuando  se  pi- 
da la  posesión  de  alguna.  Véase  Interdictos 
posesorios* 

HERENCIAS.  Véase  Inventario. 

HERENCIAS  VACANTES,  ley  iii  titulo  viii 
del  código  de  procedimiento  judicial  de 
19  de  mayo  de  1836. 

Art,  19  Los  jueces  de  primera  instancia  A 
prevención  con  los  alcaldes  parroquiales  6  jue- 
ces de  paz,  procederán  de  oficio  ó  á  solicitud  de 
cualquiera  vecino  &  formar  el  inventario  y  va- 
lúo de  cualquiera  herencia  vacante,  nombrando 
los  peritos  que  sean  necesarios,  y  llamando  á 
presencial  el  acto  dos  testigos  que  deberán  fir- 
mar las  diligencias  que  se  practicaren,  conforme 
á  lo  prevenido  en  la  ley  que  habla  del  inventa- 
rio  solicitado  por  los  herederos. 

Art.  29  Si  es  un  alcalde  parroquial  ó  un  juez 
de  paz  el' que  procede  al  inventario  de  la  heren- 
cia vacante,  remitirá  al  juez  de  primera  instan- 
cia el  expediente,  después  de  haber  nombrado 
un  depositario  de  los  bienes,  mientras  se  nom- 
bra curaddr  de  la  herencia. 

Art.  39  El  juez  de  primera  instancia  del  lu- 
gar en  que  se  encuentren  todos  ó  la  mayor  par- 
te de  los  bienes  de  la  herencia  vacante,  elegirá 
para  curador  de  ella  á  un  vecino  de  responsabi- 
lidad, y  mandará  entregarle  todos  los  bienes  in- 
ventariados. Cuando  el  juez  de  primera  instan- 
cia forma  el  inventario  deberá  precedcr-el  nom- 
bramiento del  curador  de  la  herencia,  y  este  de- 
berá concurrir  al  justiprecio  de  los  bienes. 

Aft.  49  Cuando  el  curador  advierta  algún  ex- 
ceso ó  falta  en  el  justiprecio  lo  manifestará  al 
juez,  quien  decretará  lo  conveniente  en  la  mis- 
ma audiencia  ;  y  se  hará  lo  que  determine,  salvo 
el  recurso  de  apelación  en  el  efecto  devolutivo. 

Art.  59  Si  los  bienes  pertenecen  á  extranje- 
ro, y  residiere  en  el  lugar  en  que  se  encuentren 
aquellos  algvn  representanie  ó  agente  público  de 
la  nación  á  que  aqutl  pertenecía,  se  le  citará  pa- 
ra el  inventario  y  justiprecio  ;  y  si  quisiere  ha- 
cerse cargo  de  la  defensa  y  administración  de  la 
herencia,  se  han^en  él  el  nombramiento  de  cu- 
rador ;  pero  ai  en  los  tratados  públicoa  celebra- 
dos con  la  nación  á  que  pertenecía  el  dj^nto  le 
j.  dispusiese  otra  cosa,  se  observará  lo  que  en  elloii 
I  estuviere  acordado. 
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Art.  69  En  el   caso  que  la  vacante   de  la  he- 
rencia provenga  lie  hallarse   usando  los  herede- 
ros del  lérmino  que  el  derecho  les  concede  para 
deliberar,  no  podrá  el  juez  proceder  de  oficio  al 
inventario,  jusliprecio  y  nombramiento  de  cura- 
dor; pero  io  hará  siempre  que  lo  solicite  cual- 
quier interesado  en  la  herencia,  bien  sea  legata- 
rio ó  acreedor,    con    citación    de   los  herederos, 
que  serán  si  quisieren  los  curadores  de  la  heren- 
cia, y  nombrarán   los  peritos  para  ol  justiprecio. 
Art.  79  Por  excusa   de  los  herederos  el  juez 
elegirá  curador  y  peritos,  sin  que  les  perjudique 
su  intervención  ó   no  intervención  en  estas  dili- 
gencias, ni  deje  de  aprovecharles  el  inventario  y 
jusliprecio  que  se  practique,   para  gozar  del  be- 
nefici«>  de  no   responder  pí»r  mas  del  valor  de  la 
herencia,  siempre  que  hayan  nombrado  los  peri- 
tos,  ó   en   caso   contrario  lo  admitan  para  este 
efecto  cuando  acepten  la  herencia. 
HERENCIAS  VACANTES  de  los  extranjeros. 
Véase   Consolados   extranjeros,  RIl.  EE.  de 
12  de  Julio  de  1833  y  6  de  Octubre  de  1831, 
Extranjeros  R.  E.  de  26  de  Octubre  de  1815 
y  Manumisión,  R..E  de  26  de  Julio  de  1830. 
HETERODOXOS.  Véase  Matrimonios,  R  E. 

de  9  de  Mayo  de  1835. 
HIJO.  Véase 'Par/cs  enjuicio,  art.  9  y  11. 
HIJOS  ilegítimos.  Véase  Abogados,  L.  de  18 

de  Abril  de  1825. 
HIPOTECAS.  Véase  Registro,  R.  E.  de  6  de 

Diciembre  de  1854,  art.  49. 
HONORARIOS.    No   gnza   ninguno    el  perito 
valuador  de  los   que  fueron    esclavos.     Véase 
Libertad  de  esclavos.  R.  E.  de   17  de   Junio 
de  1^54.  Punto  5? 
HONORARIOS  DE  LOS  abogados  y   patroci- 
nantes. Véase  Abogados,  art.  6,  7,  8,  9,  10, 
16,  17,  y  18,  y  A.  C.  S.   de  23  de  Setiembre 
de  1841. 
HONORARIOS  de  los  abogados.  Reglas  pa- 
ra  su  tasación,  cuando  nohayahpbido  previa  es- 
tipulación. Véase   Arancel  judicial,  art.  21. 
HONORARIOS  de  los  médicos  y  cirvjanos. 

Véase  Arancel  judicial,  art.  28  al  30. 
HONORES.  No  podrá  concederse  ninguno  he- 
reditario.    Véase    Disposiciones  generales 
constitucionales,  art.  213. 
HONORES   Y   RECOMPENSAS   a  favor  df  los 

MUERTOS  POR    LA  PATRIA     Y  DE  SU6  VIUDAS  Y 
HUÉRFANOS.    DeCRETO  D^K  11   DE  OCTUBRE  DE 

1821  acordándelos. 

El  Congreso  general  de  Colombia,  penetrado 
de  justo  dolor  por  la  situación  atriste  y  desolada 
de  las  viudas,  huérfanos  y  padrea  de  tantos  hijos 
de  Colombia,  inmolados  á  la  patria  en  los  cam- 
pos del  honor  y  en  los  patíbulos  elevados  por  la 
crueldad  para  castigar  la  virtud  eminente  del  pa- 
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triotismo:  y  considerando* por  una  parte  no  solo 
la  justicia  con  que  estos  objetos  de  la  compasión 
y  gratitud  nacional  demandan  los  medios  de  sub- 
sistir, de  que  fueron  privados  por  los  enemigos, 
sino  las  obligaciones-  diferentes  con  que  está 
comprometida  hacia  ellos  la  República  ;  y  por 
otra,  que  las  grandes  atenciones  del  Estado  no 
dejan  un  sobrante  con  que  sostenerlos  durante 
la  lucha  gloriosa  que  sostiene  para  afirmar  la 
independencia,  y  asegurarles  su  existencia  y  los 
medios  de  sostenerla  en  lo  futuro  :  considerando 
también,  que  la  memoria  de  tantas  víctimas  no 
debe  quedar  en  el  olvido  á  que  quiso  condenar- 
la la  bárbara  crueldad  del  despotiísmo,  y  que  sus 
viudas  y  herederos  tendrán  un  consuelo  en  el 
recuerdo  que  de  ellos  s'e  haga,  y  en  la  esperan- 
za que  les  ofrezca  una  resolución  de  la  Repre- 
sentación Nacional ;  ha  venido  en  decretar  y 
decreta  lo  siguiente : 

19  Todos  los  colombianos  muertos  en  los  cam- 
pos del  honor,  y  de  la  gloria  dtefendiendo  la  in- 
dependencia de  su  patria,  son  beneméritos  de 
ella  en  grado  eminente,  y  su  memoria  deb3  con- 
servarse fielmente  en  los  anafes  de  la  Repú- 
blica. 

29  Los  que  por  sus  servicios  y  su  opinión  pe- 
recieron en  los  patíbulos,  condenados  en  odio  de 
la  virtud  con  el  designio  de  afirmar  la  tiranía  que 
se  propusieron  destruir,  son  mártires  ilustres  de 
la  libertad  de  la  patria,  y  su  memoria  debe  tras- 
mitirse á  la  posteridad  con  la  gloria  de  que  es 
digna. 

39  Los  que  sirvieron  con  honor  á  la  Repúbli- 
ca y  murieron  naturalmente  sirviéndola,  son  dig- 
nos de  las  consideraciones  que  le  merecieron 
sus  mismos  servicios,  y  de  un  recuerdo  grato  de 
sus  conciudadanos. 

49  Las  viudas,  los  hijos  menores,  las  hijas 
honestas  y  los  padres  de  los  que  murieron  de 
cualquier  modo  de  los  expresados,  si  por  los 
empleos  de  los  muertos  tienen  opción  al  monte- 
pío militar  ó  ministerial,  en  conformidad  de  las 
leyes  de  España  que  se  conservan  con  vigor  en 
Colombia,  ó  de  las  particulares  de  la  República, 
deben  comenzar  á  gozar  de  él,  luego  que  se  ar- 
regle este  ramo  importante  y  haya  fondos  para 
satisfacer  esta  deuda  de  justicia,  á  cuyo  efecto  se 
encarga  especialmente  al  Gobierno  su  organi- 
zación. 

69  Al  instante  que  se  disminuyan  las  aten- 
ciones actuales  de  la  guerra,  cuando  se  vean  los 
aumentos  de  las  rentas  nacionales  como  efecto 
de  las  leyes  que  se  han  dado,  y  se  cuente  con  un 
¿obrante  de  ellas;  el  Gobierno,  con  los  infor- 
mes necesarios  propondrá  al  Congreso  las  pen- 
síonefi  que  deba  decretar  en  favor  de  las  viudas, 
huérfiíDos  y  padres,  que  ño  tengan   opción  de 
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montepío,  y  entonces  serán  aliviadas  las  penali- 
dades y  miserias  de  personas  que  siempre  son 
dignas  de  la  compasión  y  consideraciones  nacio- 
nales. 

69  Entre  tanto  y  siempre,  el  Gobierno  cuida- 
rá de  que  los  huérfanos  sean  convenientemente 
educados  gratuitnmente  en  las  escuelas  y  cole- 
gios mandados  á  establecer,  y  de  que  sean  em- 
pleados los  hijos  que  heredaron  las  virtudes  (le 
sus  padres  en  los  destinos  para  que  tengun  ap- 
titud. 

79  Este  decreto  será  observado  fielmente  y 
con  absoluta  igualdad  en  Colombia,  sin  que  con- 
tra su  observancia  se  concedn,  ni  permita  con- 
tinuar nlgun  privilegio. 

Comuniqúense  al  Poder  Ejecutivo  para  su  pu- 
blicación y  cumplimiento. 

Dado  en  el  palacio  del  Congreso  general  en  el 
Rosario  de  Cúcuta  á  1 1  de  Octubre  de  1821,  II- 
— El  presidente  del  Congreso,  José  Ignacio  de 
Márquez — El  dfjíutado  secretario,  Francisco 
Soto, — El  diputado  secr  tario,  Migutl  Santa- 
maría. 

Palacio  del  Gobierno  en  el  Rosario  de  Cúcu- 
ta á  13  de  Octubre  de  IS2I,  1  L— Ejecútese.— 
Francisco  de  Pavía  Santander. — Por  S.  E.  el 
Vicepresidente  de  la  República. — El  ministro, 
Pedro  GvüL 

llONORFÍS  Y  RECOMPENSAS  A  LOS  VENCEDORES 
EN   CARAnOBO.    DECRETO  DE     t¿0  DE     JULIO  DE 

1821    acordándolos 

El  Congreso  general  de  la  República  de  Co- 
lombia, instruiílo  por  el  Libertador  Presidente 
de  la  inmt»rtal  victoria  que  el  dia  24  de  Junio 
próximo  pasndo  obtuvo  el  ejército  bajo  su  man- 
do sobre  la.s  fuerzas  reunidas  del  enemigo  en  los 
campos  de  ('RrAbobo,  y  teniendo  en  considera- 
ción : — 19  Que  por  esta  batalla  ha  dejndo  de 
existir  el  único  ejército  en  que  el  enemigo  tenia 
fincadas  todas  sus  esperhnzas  en  Venezuela. — 
2^  Que  la  por  siempre  memorable  jornada  de 
Carabobo,  restituyendo  al  seno  de  la  patria,  una 
de  sus  mas  ])reciosas  porciones  ha  consolidado 
igualmente  la  existencia  de  esta  nueva  Repúbli- 
ca — 39  Que  tan  glorioso  combate  es  merecedor 
de  agradecido  recuerdo  y  eterna  alabanza,  tanto 
por  la  pericia  y  acierto  del  General  en  Jefe  que 
lo  dirigió,  como  por  las  heroicas  proezas  y  ras- 
gos de  valor  personal  con  (]ue  en  él  se  distin- 
guieron los  brabos  de  CoNmíbia — 49  En  fin, 
que  es  un  deber  de  justicia  presentar  ú  sus  ilus- 
tres defensores  los  sentimientos  de  gratitud  na- 
cional, asi  como  tnmbien  pagar  el  tributo  de  do- 
lor á  los  que  con  su  muene,  dieron  honor  y  vi- 
da á  la  patria.— Ha  venido  en  decretar  y  de- 
creta. 

19  Los  honores  del  triunfo  al  General  Sixnoo 
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Bolívar,  y  al  ejército  vencedor  bajo  sus  órdenes. 

29  No  pudiendo  Aerificarse  en  la  capital  de  la 
República,  tendrá  logaren  la  ciudad  de  Caracas, 
quedando  á  cargo  de  sus  autoridades,  y  particu- 
larmente de  su  ilustre  ayuntamiento,  acordar 
las  disposiciones  necesarias  á  fin  de  que  haga 
esta  manifestación  nacional,  con  la  pompa  y  dig- 
nidad posibles. 

39  En  todos  los  pueblos  de  Colombia  y  divi- 
siones de  los  ejércitos,  se  consagrará  un  dia  á 
regocijos  públicos,  en  honor  de  la  victoria  de 
Carabobo. 

49  El  dia  siguiente  á  esta  solemnidad  se  ce- 
lebrarán funerales  en  los  mismos  pueblos  y  divi- 
siones, en  memoria  de  los  valientes  que  fenecie- 
ron combatiendo. 

59  Para  recordar  á  la  posteridad  la  gloria  de 
este  dia  se  levantará  una  columna  ática  en  el 
campo  de  Carabobo.  El  primer  frente  llevará 
esta  inscripción  :  Dia  2\  de  Junio  del  ano  1 1", 
SIMÓN  BOLÍVAR  Vencedor^  aseguró  la  existencia 
de  la  República  de  Colombia. — 8e  h:irá  después 
mención  del  Estado  mayor  general.  En  los  otros 
tres  frentes  se  inscribirán  por  su  orden  los  nom- 
bres de  los  Generales  de  las  tres  divisiones  de 
que  se  componía  el  ejército,  y  los  nombres  de 
los  regimientos  y  batallones  de  cada  una,  con 
los  de  sus  respectivos  comandantes. 

69  En  el  lado  de  la  base  que  corresponde  al 
frente  de  la  segunda  división  se  verá  grabado  : 
El  General  ¡Manuel  Cedeno,  honor  de  los  bra- 
bos de  Colombia,  murió  venciendo  en  Carabo- 
bo— Ninguno  mas  valiente  que  él. — Ninguno 
mas  obediente  al  Gobierno. — F]n  el  lado  de  la 
buse  que  corresponde  al  frente  de  la  tercera  di- 
visión, se  leerá  :  El  intrépido  joven  General 
Ambroüio  Plaza  animado  de  un  heroismo  emi- 
nente se  precipitó  sobre  vri  batallón  enemigo. 
Colombia  llora  su  muerte. 

7^^  Se  colocará  en  un  lugar  distinguido  de  los 
salones  del  Senailo  y  y  Cámara  de  Representan- 
tes el  retrato  del  General  Simón  Bolívar  con  la 
siguiente  inscripción:  simón  bolívar  Lt^erítf- 
dor  de  (  olombia. 

89  Se  concede  al  bizarro  General  José  Anto- 
nio Páez  el  empleo  de  General  en  Jefe,  que  por 
su  extraordinario  valor  y  virtudes  militares,  le 
ofreció  el  Libertador  á  nombre  del  Congreso  en 
el  mismo  campo  de  batalla. 

99  Todos  los  individuos  del  ejército  vencedor 
en  aquella  jornada,  llevarán  en  el  brazo  izquier- 
do un  escudo  amarillo,  orlado  con  una  corona 
da  laurel,  con  este  mote:  \encedor  en  Carabo- 
bo, año  119 

109  El  Libertador,  ademas,  presentará  muy 
especialmente  á  nombre  del  Congreso  el  testimo- 
nio de  agradecimiento  nacional   al  esforzado  ba- 
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tallón  británico  que  pudo  aun  distinguirse  entre 
tantüfl  valientes  y  Pufrió  la  pérdida  lamentable 
de  nnur.hos  de  sus  dignos  oficiales,  contiibuyen- 
do  de  esta  suerte  á  la  gloria  y  existencia  de  su 
patria  adoptiva. 

Comuniqúese  al  Poder  Ejecutivo  para  su  eje- 
cución y  cumplimiento  en  todas  sus  partes. 

Dado  en  el  palacio  del  Congreso  general  de 
Colombia  en  la  villa  del  Rosario  de  Cúcuta  á 
20  de  Julio  de  1821,  II9.— El  presidente  del 
Congreso,  José  Manuel  Restrepo.^E\  diputa- 
do secretario,  Francisco  Soto. — El  diputado  se- 
cretario, Miguel  Santamaría. 

Palacio  del  Gubierno  de  Colombia  en  el  Ro- 
sario de  Cuenta  á  23  de  Julio  de  1821,  1 10— 
Ejecútese,  publíquese^y  comuniqúese  á  quienes 
corresponda. — Castillo. — Por  S.  E.  el  Vicepre- 
sidente de  la  República. — El  Ministro  del  Inte- 
rior, Diego  B»  ürba/ieja, 

HONORES     V     R-ECOMPENSAS     A   LOS  VENCEDO- 
RES KN  iUNiíN     Y     AYACUCUO.    DECKETO  UE   12 

PK  FEBRERO  DE  1825  acovdándolos. 

El  Sena  lo  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República    de    Colombia  reunidos  en  Congreso. 

Informados  del  glorioso  éxito  que  ha  obtenido 
el  ejército  libertador  del  Perú,  dirigido  por  el 
Libertador  Presidente  de  Colombia,  en  las  bala- 
lias  memorables  de  Junin  y  de  Ayacucho,  en  los 
dias  6  de  Agosto  y  9  de  Diciembre  de  1824,  «n 
las  cuales  ha  acreJiladt>  el  ejército  de  Colombia 
auxiliar  del  Perú,  mandado  por  el  intrépido  y 
experto  general  Antt»nio  José  Sncre,  que  era 
digno  de  la  confianza  que  <te  él  hizoMa  nación, 
encargándole  la  defensa  y  pioteccion  desús  her- 
manos del  Perú  y  consideran<lo:  I?  Que  este 
gran  resu'tado,  que  asegura  para  siempre  la  li- 
bertad de  la  América  meridional  y  la  gloriosa 
reputación  de  las  armas  de  Colombia,  es  debido 
al  genio  del  Libertador  Presidente  Simón  Bi)Ií- 
var. — 29  Que  la  lealtad,  constancia,  y  valor  del 
ejército  colombiano  auxiliar  del  Perú  en  esta 
memorable  campaña,  son  un  modelo  de  virtudes 
militares. — 39  Q»ie  es  un  deber  del  Congreso, 
como  órgano  de  la  gratitud  nacional,  conceder 
premios  y  recompensas  á  los  que  han  hecho 
grandes  servicios  á  la  patria  ;  decretan  : 

Art.  19  Los  honores  del  triunfo  al  Liberta- 
dor Simón  Bolívar,  presidente  de  Colombia,  y 
a]  ejército  auxiliar  colombiano,  vencedor  en  Ju- 
nin y  Ayacucho. 
9  único.  Luego  que  el  Libertbjor  Pre.()idente 
de  Colombia  regrese  con  todo,  ó  alguna  parte 
del  ^ército  á  ki  capital  provisional  de  la  Repú- 
blica, el  Poder,  j^ecutivo  designará  el  dia  en 
que  deban  recibir  los  honores  del  triunfo. 

Art.  29  El  Poder  Ejeculivo,  á  nombre  de  la 
nación,  presentará  al  Libertador   Presidente  Si. 
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mon  Bolívar  una  medalla  de  platina  de  veintio- 
cho líneas  de  diámetro,  que  contendrá  en  el  an- 
verso á  la  victoria,  coronando  al  genio  de  la  li- 
bertad con  una  coronada  laureles:  este  llevará 
en  la  mano  izquierda  las  faces  colombianas  y  en 
rededor  de  este  emblema,  la  siguiente  inscrip- 
ción ;  Junin  y  Ayacucho  6  de  Agosto  y  9  de 
Diciembre  de  1824:  en  el  reverso,  una  guirnal- 
da formada  por  una  rama  de  oliva  y  otra  de  lau- 
rel, y  en  el  centro  la  siguiente  inscripción  :  A 
Simón  Bolioary  Libertador  de  Colombia  y  del 
Perát  el  Congreso  de  Colombia:  año^de  1825 
Art.  39  El  Poder  Ejecutivo  hará  acuñar  \ú^ 
misma  medalla  en  plata  para  distribuirla  á  las 
municipalidades  de  la  República,  al  museo  y  á 
las  universidades  y  colegios,  con  el  objeto  de 
que  se  conserve  siempre  *^sle  testimonio  autén- 
tico de  la  gratitud  nacional. 

Art.  49  El  Poder  Ejecutivo,  á  nombre  del 
Congreso  presentará  al  General  Antonio  José 
Sucre  una  espada  de  oro  con  la  siguiente  ins- 
cripción :  El  Congreso  de  Colombia,  al  Gene- 
ral Antonio  José  Sucre,  vencedor  en  Ayacu- 
cho el  año  de  1824. 

Art.  59  Todos  los  iuilividuos  del  ejército  de 
Colombia,  que  han  hecho  la  campaña  del  Pera, 
serán  condeorados  con  un  eíicúdo  bordado  so- 
bre fondo  rojo,  de  oro  para  los  oficiales  y  de 
seda  amarilla  desde  sargento  abajo,  con  esta  ins- 
cripción :  Junin  y  Ayacucho  en  el  Perú. 

Art.  69  Los  cuerpos  de  toda  arma  de  dicho 
ejército,  añadirán  á  su  denominación  la  de  Ven- 
cedor en  el  Perú. 

!  Art.  79  El  Libertador  Presidente  Simón  Bo- 
I  lívar,  presentará  á  nombre  del  Congreso  los  sen- 
timientos de  gratitud  nacional  al  esforzado  bata- 
;  llon  Rifles,  que  antes  quiso  ser  despedazado  en 
I  su  mayor  parte,  que  ceder  por  un  momento  á 
I  la  fuerzd  superior  del  enemigo  el  dia  8  de  Di- 
I  ciembre  en  los  campos  de  Huarnanguilla, 

Art.  89  El  Poder  Ejecutivo  señdlará  un  dia 
en  el  presente  año,  en  que  será  celebrado  el 
triunfo  de  este  ejército  en  todos  ios  pueblos  de 
la  República,  con  todo  género  de  regocijos,  y 
una  fiesta  religiosa,  en  que  se  tributen  gracias 
al  Altísimo  por  la  visible  protección  que  ha  dis- 
pensado á  las  armas  defensoras  de  la  íiberiau. 

Art.  99  El  Poder  Ejecutivo  designará  tam- 
bién otro  dia  para  que  en  todas  las  capitales  se 
hagan  funerales  por  los  culombianos  que  mu- 
rieron en  la  campaña  del  Perú. 

Art.  10.  También  dispondrá  que  este  decreto 
sea  registrado  en  tenias  las  municipalidades,  uni- 
versidades, colegios,  y  en  las  oficinas  de  los  es- 
tados mayores    departamentales  y  divisionarios. 

^rt.  11.  Asi  mismo  librará  del  tesoro  nacio- 
nal, y  del  fondo  que  estime  conveniente,  las  su- 
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mas  necesarias  paro  cumplir  las  disposiciones 
(Je  este  decreto  con  todo  el  decoro  que  corres- 
ponde á  la  dignidad  nacional  y  al  mérito  emi- 
nente de  los  servidores  de  la  patria,  que  quiere 
recompensar. 

Dado  en  Bogotá  á  11  de  Febrero  de  1825,  15. 
— El  Presidente  del  Senado,  Luis  A.  Baralt. — 
£1  Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Manuel  María  Quijano. — El  secretario  del  Se- 
nado, Antonio  José  Caro, — El  diputado  secre- 
tario, Vicente  del  Castillo. 

Palacio  del  Gobierno  en  Bogotá  á  12  de  Fe- 
brero de  1825,  15. — Ejecútese. — Francisco  de 
P,  Santander. — Por  S.  É.  el  Vicepresidente  de 
la  República  encargado  del  Poder  Ejecutivo. — 
El  secretario  de  marina  y  guerra. — Pedro  Bri- 
ceño  Méndez. 

HONORES  PÚBLICOS  al  libertador.  Decre- 
to de  30  de  Abril  DB  1842  acordándolos. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  Ja 
República  de  Venezuela  reunidos  2n  Congreso, 

CONSIDERANDO  : 

19  Qne  los  grandes  hechos  del  Libertador 
Simón  Bulívar,  ilustre  hijo  y  blasón  de  Caracas, 
están  ya  consignados  en  la  historia  que  lo  reco- 
noce como  funciador  de  tres  Repúblicas,  y  el 
primer  caudillo  de  la  independencia  sudamerica- 
na ;  y 

29  Que  á  Venezuela  asiste  el  precioso  dere- 
cho de  depositar  sus  restos  venerandos,  así  co- 
mo obliga  el  deber  de  tributarle  un  solemne  ho- 
menaje de  suma  estimación  y  gratitud, 

DECRETAN  : 

Art.  19  Venezuela  se  honra  de  aclamar  a^ 
Libertador  Simón  Bolívar  con  los  títulos  de  ho- 
nor y  gloria  decretados  por  Venezuela  y  Co- 
lombia. 

Art.  29  El  Gobierno  hará  trasladar  sus  ceni- 
zas desde  Santa  Marta  á  esta  capital,  con  el  de- 
coro propio,  y  previa  participación  al  Gobierno 
de  la  Nueva  Granada. 

Art.  39  A  su  llegada  se  le  harán  los  honores 
fúnebres  de  Capitán  General. 

Art.  49  Todos  los  empleados  públicos  de 
cualquiera  clase  y  denominación  que  sean,  lle- 
varán luto  por  ocho  dias. 

Art.  59  Se  celebrará  un  aniversario  fúnebre 
en  cada  capital  de  provincia,  y  en  aquel  dia  lle- 
varán luto  todos  sus  empleados  públicos. 

Art.  69  Sus  ilustres  cenizas  serán  deposita- 
das en  la  Santa  Iglesia  Metropolitana,  y  se  le- 
vantará  un  modesto   panteón  que  las  contenga. 

Art.  79  La  efigie  del  Libertador,  será  coloca- 
da distinguidamente  en  los  salones  del  Congreso 
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y  del  Poder  Ejecutivo,  para  que  en  todas  oca- 
siones recuerde  sus  grandes  merecimientos. 

Art.  89  El  Poder  Ejecutivo  queda  encargado 
de  reglamentar  este  decreto,  y  autorizado  para 
hacer  del  tesoro  público  los  gastos  necesarios 
para  su  ejecución. 

Dado  en  Caracas  á  29  de  Abril  de  1842,  año 
139  de  la  ley  y  329  de  la  independencia. — El 
presidente  del  Sei>ado,  José  Manuel  de  los 
Ríos. — El  presidente  de  la  Cámara  de  Repre- 
sentantes, Francisco  Diaz. — El  secretario  del 
Senado,  José  R.  Bar  guillas. — El  secretario  de 
la  Cámara  de  Representantes,  Rafael  Acevedo. 

Caracas  Abril  30  de  J842,  139  de  la  ley  y  329 
de  la  independencia. — Ejecútese.^ — José  A.  Páez. 
— Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  República. — El 
Secretario  de  Estado  en  los  Despachos  de  I0 
Interior  y  Justicia,  Ángel  Quintero. 

HONORES  MILITARES  AL  PRESIDENTE  DE  LA 
REPÚBLICA  Y  JEFES  MILITARES.  DECRETO  DEL 
LIBERTADOR     DE     11   DE    NOVIEMBRE  DE   1828. 

estableciéndolos,  y  resolución  ejecutiva 
DE  27  DE  JUNIO  DE  1850  mandándolo  ob- 
servar» 

Secrotaría  de  Querrá. — Sección  central— Cara- 
cas Junio  27  do  1860. 

Con  esta  fecha  se  ha  servido  S.  E.  el  Poder 
Ejecutivo  ordenar  se  publique  en  la  Gaceta  de 
Venezuela,  para  su  conocimiento  y  observancia, 
el  ''  Decreto  sobre  honores  militares  *'  dado  en 
Bogotá  el  II  de  Noviembre  de  1828,  cuyo  te- 
nor es  el  siguiente : 

Simón   Bolívar,  Libertador  Presidente  de  la 
República  de  Colombia,  ópc. 

CONSIDERANDO  .* 

19  Que  en  el  ejército,  siempre  que  se  trata 
de  los  honores  que  deben  hacerse  á  los  diferen- 
tes Generales,  se  suscitan  dudas  sobre  los  que 
corresponden  á  cada  grado  : 

29  Que  los  honores  que  deben  hacerse  al  Pre- 
sidente de  la  República  deben  ser  naturalmente 
mayores,  y  distintos  de  los  que  se  hacen  á  los 
Generales  en  Jefe  ;  y  admitiendo  en  fin  un  sis- 
tema mos  análogo  al  orden  de  grados  que  se  ob- 
serva en  los  ejércitos  de  la  República,  y  mas 
conforme  con  el  »régimen  del  servicio  :  oido  e^ 
Consejo  de  Estado  he  venido  en  decretar  y  de- 
creto lo  siguiente  : 

Art.  19  Al  Presidente  de  la  República  se  le 
pondrá  de  gutrdia  una  compañía  con  bandera, 
con  sus  correspondientes  oñciales,  que  le  presen- 
tarán las  armas  y  tocará  la  mardta,  haciéndole 
los  mismos  honores  las  denns  guardias  del  ejér- 
cito. Siempre  que  el  Presidente  de  la  República 
pase  por  el  frente  de  uno  ó  varios  cuerpos  for- 
mados que  estén  maniobrando,  pasando  revista 
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de  comisarios,  ó  en  cualquiera  otra  función,  se 
le  presentarán  las  armas  por  el  cuerpo  ó  cuer- 
pos, y  le  tocará  la  marcha.  La  guardia  del  Pre- 
sidente no  hará  honores  á  ninguna  otra  persona. 
Art.  29  Al  General  en  Jefe  todas  las  guar- 
dias, se  le  formarán,  pondrán  armas  al  hombro, 
y  tocarán  llamada.  Cuando  esté  mandando  ejér- 
cito ó  división,  tendrá  una  guardia  de  veinticin- 
co hombres,  y  un  oficial  subalterno  con  tambor 
la  que  le  hará  los  mismos  honores  que  las  demás 
guardias,  cuando  entre  y  salga  de  su  alojamiento. 

Art.  39  Al  General  de  División,  todas  las 
guardias,  excepto  las  de  los  Generales  en  Jefe, 
le  pondrán  armas  al  hombro ;  pero  lus  tambores 
de  ellas  solo  tendrán  las  cajas  colgadas,  sin  to- 
carlas. Cuando  el  General  de  División  esté  man- 
dando división  ó  ejército,  tendrá  una  guardia  de 
doce  hombres,  y  un  oficial  subalterno  con  tam- 
bor, que  le  hará  los  mismos  honores  que  las  de- 
mas  guardias,  cuando  entre  y  salga  de  su  aloja- 
miento. 

Art.  49  Al  General  de  Brigada,  solo  cuando 
esté  mandando  brigada,  le  darán  los  cuerpos  de 
la  que  manda  una  guardia  de  seis  honibevs  con 
cabo  y  sargento,  y  tanto  esta,  cuando  entre  y 
salga  de  su  alojamiento,  como  las  demás  guar- 
dias de  la  brigada  de  su  mando  se  le  presenta- 
rán en  ala,  descansando  sobre  las  armas  con  los 
oficiales,  las  que  lo  tengan  á  su  cabeza,  con  la 
espada  envainada.  Cuando  el  General  de  Briga- 
da esté  mandando  división  tendrá  la  misma  guar- 
dia, y  los  mismos  honores  le  harán  todas  las 
guardias  de  la  división  que  manda,  exrepto  las 
de  honor  de  grados  superiores.  Del  mismo  mo- 
do sucederá  cuando  esté  mandando  las  armas  de 
departamento,  provincia,  ó  plaza,  con  respecto 
á  las  tropas  de  la  guarnición. 

Art.  59  Todo  Coronel,  Comandante  de  armas 
de  departamento,  provincia,  ó  plaza,  tendrá  una 
guardia  de  un  cabo,  y  cuatro  hombres,  y  siem- 
pre que  entrare  ó  saliere  de  su  casa  se  le  pre* 
tentará  en  ala  la  gente,  descansando  las  armas. 
£1  mismo  honor  le  harán  las  demás  guardias  de 
la  guarnición.  £1  Coronel  que  mande  brigada,  6 
división  tendrá  la  misma  guardia,  de  los  cuerpos 
de  su  mando,  y  las  guardias  de  estos  le  harán 
los  honores  indicados. 

Art.  69  Para  todas  las  demás  clases  de  oficia- 
les del  ejército  desde  Coronel  de  regimiento  in- 
clusive abajo,  se  observar!  lo  prevenido  en  la 
ordenanza  española. 

Art  79  A  los  Jefes  de  Estedo  Mayor,  si  son 
Generales  de  División,  se  les  harán  los  honores 
de  su  grado :  si  sj^n  Generales  de  Brigada,  se 
les  harán  los  honores  de  su  grado  por  todas  las 
guardias  de  la  división,  6  ejército  de  que  es  Je- 
fe de  Estado  Mayor,  y  tendrá  la  guardia  corres- 
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pendiente  de  los  cuerpos  de  la  división  ó  ejéfci- 
to ;  si  son  Coroneles,  se  les  harán  los  mismos 
honores  que  á  los  Coroneles  de  regimientos»  y 
del  mismo  modo  se  le  dará  guardia  de  los  cuer- 
pos de  su  inspección. 

Art,  89  Las  guardias  de  honor,  harán  los 
respectivos  á  las  personas  de  igual  y  superior 
grado,  Pero  al  Gobernador  de  una  plaza  de 
guerra,  se  le  harán  los  que  le  correspondan  se- 
gún su  grado  por  todas  las  guardias,  aunque  sean 
de  personas  de  grado  superior. 

Art.  99  Sea  en  guarnición,  ó  en  campafia  los 
honores  concedidos  en  los  artículos  anteriores 
se  harán  sin  alteración,  pues  no  hay  causa  que 
dé  motivo  á  variarlos. 

Art.  10.  Todas  las  demás  disposiciones  de  la 
ordenanza  militar  sobre  honores,  que  no  estén 
derogadas  6  alteradas  por  el  presente  decreto» 
quedan  en  su  fuerza  y  vigor. 

Art.  11.  £1  Ministro  Secretario  de  Estado  en 
el  departamento  de  la  Guerra  queda  encargado 
de  la  publicación  y  cumplimiento  de  este  decreto. 

Dado  en  Bogotá  á  11  de  Noviembre  de  1888, 
18^.— Simón  Bolívar.— Fot  S.  E El  Liberta- 
dor Presidente.— £1  Secretario  de  Marina  y 
Guerra,  José  María  Córdova» — Es  copia. — Mu- 
ñoz Téhar, 

HONORES  FÚNEBRES  A  LOS  MIEMBROS   DE  LAS 

UNIVERSIDADES.  Véasc  Instrucctou  pública 
D.  E.  R.  cap.  17. 

HOSPITAL  DE  SAN  JUAN  DE  DIOS.  Yéasc 
Guaira,  D.  de  1^  de  Mayo  de  1852. 

HOSPITALES.  Su  aseo,  limpieza  y  cuido  es- 
tán á  cargo  de  los  concejos  municipales.  Véa- 
se Provincias,  art.  75,  núm.  I9  y  art.  79. 

HOSPITALES  DE  LAZAROS.  Véase  Lazaretos. 

HOSPITALES    MILITARES.     DECRETO     FJBCU- 

Tivo  DE  19  DE  JUNIO  DE  1836  organizándo- 
los — reformado  en  su  articulo  14  por  la  re- 
solución  que  va  después» 

Andrés  Narvarte,  Vicepresidente  de  la  Repú- 
blica,  encargado  del   Poder  Ejecutivo^ 
épc,  ^c.  épc. 

CONSIDERANDO  : 

19  Que  la  organización  dada  á  los  hospitales 
militares  de  la  República  supone  un  ejército 
mas  numeroso  que  el  que  se  ha  fijado  por  el  de- 
creto del  Congreso  de  19  del  actuaL  y 

29  Que  las  penurias  del  erario  nacional  exi- 
gen una  severa  ^y  bien  entendida  economía  en 
todos  los  ramos  de  la  administración, 

decreto: 

Art.  19  Habrá  hospitales  militares  en  Cara- 
cas, Paerto-Cabelloi  Maraeaibo  y  Guayana.  En 

20 
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cada  uno  de  ellos  se  establecen  de  veinte  á  trein* 
ta  camas. 

Art.  29  Para  el  servicio  facultativo  y  econó- 
mico de  cada  hospital,  habrá  un  médico,  un 
practicante  mayor  con  funciones  de  cirujano, 
dos  practicantes  menores,  un  mayordomo  comi- 
sario con  funciones  de  ropero,  cuatro  sirvientes, 
dos  de  sala,  uno  de  limpieza,  y  otro  de  botica  y 
despensa,  y  un  cocinero  encargado  también  de 
la  tisana. 

Art.  39  Guando  el  número  de  enfermos  exce- 
diere de  cuarenta  en  cada  hospital,  podrán  au- 
mentarse un  practicante  supernumerario,  y  un 
sirviente  para  cada  quince  enfermos,  sobre  la 
base  establecida  de  treinta. 

Art.  49  Los  comandantes  de  armas  en  donde 
los  haya,  y  en  donde  no,  el  jefe  ú  oñcial  de  mas 
graduación  que  hubiere  en  servicio  en  la  guarni- 
ción, de  acuerdo  con  el  administrador  de  rentas 
nacionales,  ó  de  aduana,  supervigilarán  el  esta- 
blecimiento y  propondrán  al  Gobierno  con 
anuencia  del  médico,  las  mejoras  y  economías 
que  puedaa  hacerse. 

Deberes  de  los  empleados* 

Art.  59  Son  obligacioneá  del  médico  mayor : 

19  Pasar  visita  diaria  á  los  enfermos  de  me- 
dicina á  las  seis  de  la  mañana,  y  cinco  de  la  tar- 
de, y  cuantas  mas  veces  lo  exija  el  estado  de 
gravedad  de  algún  enfermo. 

29  Dirigir  el  establecimiento  en  todo  lo  que 
concierne  á  su  salubridad,  bueu  orden,  discipli- 
na y  policía. 

39  Celar  que  los  empleados  del  hospital,  tan- 
to en  el  ramo  facultativo,  como  en  el  económico, 
cumplan  con  sus  respectivos  deberes. 

49  Inspeccionar  las  medicinas  y  alimentos 
que  toma  cada  enfermo,  averiguando  si  ha  habi- 
do falta  en  su  administración  en  las  horas  de  es- 
ta, en  su  identidad,  calidad  y  dosis. 

59  Remitir  mensualmente  6  la  comandancia 
de  armas,  para  que  este  lo  haga  á  la  Secretaría 
de  Guerra,  un  estado  de  entradas,  salidas,  muer- 
tos, desertores,  y  existentes  en  el  hospital,  espe- 
cificando los  cuerpos  á  que  pertenecen,  y  las 
enfermedades  que  reinan  con  mas  frecuencia  en 
el  punto  en  que  se  halla  el  establecimiento. 

69  Poner  el  visto  bueno  á  todas  las  relacio- 
nes de  la  ropa,  enseres  y  utensilios  que  se  pidie- 
ren por  el  mayordomo  para  servicio  del  hospi- 
tal y  dirigirlos  al  Gobernador  de  la  provincia 
para  que  en  junta  consultiva  se  considere  la  ne- 
cesidad del  gasto,  y  se  solicite  la  aprobación  del 
Gobierno  por  conducto  de  la  Secretaría  de 
Guerra. 

79  Practicar  los  reconocimientos  que  se  orde- 
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nen  por  la  Secretaría  de  Guerra,  comandancias 
de  armas,  ó  jefes  de  las  guarniciones. 

Art.  69  Son  obligaciones  del  practicante 
mayor : 

19  Pasar  visita  diaria  á  los  enfermos  de  ciru- 
gía á  las  seis  de  la  mañana,  y  cinco  de  la  tarde, 
y  cuantas  roas  veces  lo  exija  el  estado  de  grave- 
dad de  algún  enfermo. 

29  Suplir  las  ausencias  temporales  del  médico 
que  no  pasen  de  tres  días. 

39  Rstar  á  las  órdenes  inmediatas  del  médico, 
y  ejecutar  cuantas  este  le  prescriba  concernien- 
tes al  servicio. 

49  Arreglar  el  trabajo  de  los  practicantes  me- 
nores haciendo  que  alternen  en  las  guardias,  de 
modo  que  siempre  haya  uno  de  dia  y  de  noche 
en  el  hospital.  Cuidar  del  exacto  cumplimiento 
de  sus  deberes,  dando  parte  al  médico  de  los 
defectos  que  note  en  su  servicio. 

59  Tener  á  su  cargo,  y  cuidar  de  la  integri- 
dad, conservación  y  aseo  del  aparato  de  cirugía, 
y  botiquín  del  hospital,  y  manifestarlo  al  médi- 
co cuantas  veces  quiera  este  inspeccionarlo,  sien- 
do reiiponsable  de  lo  que  se  pierda  por  su  des- 
cuido, ú  omisión. 

Art.  79  Son  obligaciones  de  los  'practicantes 
menores  . 

19  Estar  &  las  inmediatas  órdenes  del^médico 
y  del  practicante  mayor. 

29  Llevar  cada  uno  las  libretas  en  las  visitas 
de  medicina  y  cirugía  :  apuntar  en  ellas  las  me- 
dicinas que  se  prescriban,  altas,  paseos,  órdenes 
para  sacramentar,  y  demás  notas  que  se  le 
dicten. 

39  Hacer  las  curaciones  y  el  servicio  medie» 
que  se  les  asigne  por  el  médico  ó  por  el  practi- 
cante mayor. 

49  Suplir  las  ausencias  temporales  del  practi- 
cante mayor  por  elección  del  médico. 

69  Ocurrir  6  la  botica  con  el  sirviente  desti- 
nado á  este  objeto  por  las  medicinas  que  se  ha- 
yan recelado  en  la  visita :  conducirlas  en  vasos 
aparentes  y  separados  para  que  no  sufran  alte- 
ración, ni  haya  equivocaciones,  alternando  se- 
manalmente  en  esta  función. 

69  Repartir  las  tisanas. 

Art.  89  Son  obligaciones  del  mayordomo  co- 
misario : 

19  Hacer  diariamente  un  recibo  para  sacar  de 
la  Tesorería,  administración,  comisaría,  ó  con- 
tratista, el  dinero  que  debe  emplearse  en  el  si- 
guiente dia  para  alimentos,  calculando  cuatro 
reales  para  cada  oficial,  y  real  y  medio  para  la 
tropa,  y  expresando  al  respaldo  el  número  de 
oficiales  y  tropa,  con  expresftn  de  los  cuerpos 
á  que  pertenecen,  cuyo  recibo  llevará  el  visto 
bueno  del  medico  mayor. 
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2Q  Recibir  de  la  Tesorería,  administración  6 
contratista  con  el  visto  bueno  del  nnédico»  todas 
las  ropas,  enseres  y  utensilios  que  se  destinen 
al  servicio  del  establecimiento  y  ser  responsa- 
ble de  estos  efectos  cuando  se  inutilicen  6  pier- 
dan  por  falta  de  cuidado  ó  vigilancia. 

39  Entregar  al  cocinero  por  peso  y  medida 
los  artículos  alimenticios  que  han  de  componer 
las  raciones :  recibirlas  de  este,  y  hacerlas  dis- 
tribuir á  los  enfermos,  por  medio  de  los  sirvien- 
tes,  cuidando  que  queden  bien  condimentadas. 

49  Llevar  el  alta  y  baja  del  hospital,  tanto  de 
hombres,  como   de  ropas,   enseres  y  utensilios. 

59  Expedir  las  altas,  y  cuando  hubiere  que 
anotar  alguna  convalecencia,  6  inutilidad,  lo  ha- 
rá ai  respaldo  el  médico. 

69  Recibir  las  luces  y  el  agua  de  la  Tesore- 
ría, administración  6  contratista. 

79  (Cuidar  del  lavado  de  la  ropa,  y  de  la 
limpieza  de  las  camas,  y  dar  recibo  visado  por 
el  practicante  mayor  para  el  abono  del  jabón  y 
lavandera,  siempre  que  esto  no  se  haya  hecho 
por  contrata. 

89  Hacer  que  el  hospital  esté  siempre,  limpio, 
y  aseado,  y  que  la  extracción  de  vanos  se  veri- 
fique á  mafiana  y  tarde,  antes  de  las  horas  de 
visita. 

99  Dar  parte  del  enfermo  que  muera  al  cuer- 
po 6  que  pertenece,  para  que  ocurran  por  el  ar- 
mamento, vestuario  y  municiones  que  haya 
dejado. 

10.  Ser  responsable  del  armamento  v  pren- 
das del  oficial,  ó  individuo  de  tropa  que  fas  dé  á 
guardar. 

1 1.  Cuidar  del  archivo  en  donde  estén  las  ba- 
jas, recetarios,  libros  de  entradas  y  salidas,  y 
testamentos,  los  cuales  son  de  la  obligación  del 
mayordomo  escribirlos. 

12.  Hacer  que  los  enfermos  estén  en  sus  ca- 
mas á  las  horas  de  visita,  que  guarden  compos- 
tura, y  que  reine  en  la  casa  la  mayor  tranquili- 
dad, dando  parte  al  médico  de  los  desórdenes 
que  observare,  para  que  este,  en  cumplimiento 
de  sus  deberes,  solicite  el  oportuno  remedio,  di- 
rigiéndose á  la  autoridad  competente. 

Art  09  De  los  cuatro  sirvientes,  los  dos  de 
sala  se  emplearán  uno  en  la  de  medicina,  y  el 
otro  en  la  de  cirujía,  y  oficiales.  Sus  deberes 
son: 

19  Emplearse  en  todo  lo  que  respecte  al  in- 
mediato servicio   de  los  enfermos  y  de  su  aseo- 

29  Conducir  los  alimentos  á  las  salas,  distri- 
buyéndolos, según  prevenga  el  mayordomo. 

39  Hacer  guardar  silencio  y  aseo  en  suh  res- 
pectivas salas,  abrir  y  cerrar  puertas,  cuando  se 
les  prevenga. 
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49  Dar  los  bafios,  y  conducir  los  aparatos  para 
la  curación. 

Art.  10.  Son  funciones  del  sirviente  de  boti- 
ca y  despensa : 

19  Ocurrir  con  el  practicante  de  servicio  á 
traer  de  la  botica  las  medicinas  que  este  le  en- 
tregue. 

29  Emplearre  en  el  servicio  de  la  despensa, 
luego  que  haya  desempefiado  la  función  an- 
terior. 

39  Estar  pronto  para  ocurrir  á  la  hora  que  se 
le  ocupe  á  cualquiera  de  estos  dos  servicios  á 
que  sea  llamado. 

Art.  11.  Son  funciones  del  sirviente  de  lim- 
pieza : 

Mantener  el  aseo  del  local,  y  el  de  los  vasos, 
que  verificará  todos  los  días  á  las  cinco  de  la 
maRana,  y  cuatro  de  la  tarde. 

Art.  1¿   Son  deberes  del  cocinero  : 

19  Recibir  del  mayordomo  los  alimentos  pa- 
ra los  enfermos,  teniendo  especial  cuidado  de  no 
confundir  los  de  los  oficiales  con  los  de  la  tropa. 

29  No  recibir  los  alimentos  que  no  sean  de 
buena  calidad,  dando  parte  al  médico  :  cocerlos, 
condimentarlos  y  tenerlos  dispuestos  para  en- 
tregarlos al  mayordomo  6  fin  de  que  sean  repar- 
tidos por  medio  de  los  sirvientes. 

39  Cuidar  que  el  menaje  de  cocina  esté  siem- 
pre aseado  y  conservado. 

49  Reclamar  de  los  mayordomos  con  cono- 
cimiento del  médico  lo  que  se  haya  sustraido  de 
los  alimentos  6  fin  de  que  no  haga  falta  al  sol- 
dado, y  de  que  se  averigüe  y  castigue  la  falta :  y 

59  No  permitir  que  los  sirvientes,  ni  ninguna 
otra  persona,  entren  en  la  cocina. 

ArU  13.  Los  empleados  en  los  hospitales  dis- 
frutarán los  sueldos  siguientes: 

Mensual 

El  médico 50  pesos. 

El  practicante  mayor  con  funciones 
de  cirujano .. 30 

El  practicí^nte  de  número 20 

Mayordomo 30 

Sirvientes,   ración  de   hospital,  y  4 
pesos  de   sueldo, ....... —     4 

Cocinero,   rarion   de  hospital,  y  6 
pesos  de  sueldo • 6 

Alt.  14  Cuando  el  numero  de  enfermos  ex- 
cediere de  treinta  en  cada  hospital,  y  no  llegare 
á  cuarenta,  gozarán  el  médico  de  una  gratifica- 
ción de  diez  pesos  sobre  sa  sueldo,  y  la  de  cinco 
el  practicante  mayor. 

Art.  15.  El  practicante  y  sirviente  «upernu- 
merario  que  se  aumenten  á  cada  hospital  en  el 
caso  del  artículo  39,  gozarán  la  gratificación,  el 
primero  de  diez  pesos  y  el  segundo  la  de  odio 
pesos. 
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Arl.  16.  Para  gastos  de  papel  en  cada  hospi- 
tal se  asignan  dos  pesos  mensuales. 

Art.  17.  Las  ropas,  enseres  y  utensilios  de  los 
hospitales,  cuando  por  su  deterioro  lleguen  á  ser 
inservibles,  se  formará  una  lista  de  ello»  por  el 
mayordomo  con  el  visto  bueno  del  médico  ma- 
yor, y  se  pasará  en  las  capitales  de  provincia  al 
Gobernador,  y  en  los  puertos  habilitados  al  jefe 
político  para  que  este  en  unión  del  administra- 
dor é  interventor  de  aduana  declaren  eslar  fuera 
de  oso,  y  esta  diligencia  se  remitirá  á  la  Teso- 
rería general,  para  que  dando  cuenta  al  Gobier- 
no por  conducto  de  la  Secretaría  de  Guerra,  se 
decrete  Ja  deducción  del  valor  de  los  efectos  de 
la  cuenta  del  administrador  respectivo. 

Art.  18.  El  presente  decreto  empezará  á  po- 
nerse en  práctica  en  todos  los  hospitales  milita- 
res desde  el  dia  primero  de  Julio  próximo. 

Art.  19.  Queda  derogado  en  todas  sus  partes 
el  decreto  de  3  de  Junio  de  1831,  sobre  hos- 
pitales. 

Art.  20.  El  Secretario  interino  de  Guerra  y 
Marina  queda  encargado  de  la  ejecución  de  este 
decreto. 

Dado  en  Caracas  á  I9  de  Junio  de  1836,  79 
y  26 — Andrés  Narvarte.—For  S.  E.— El  Se- 
cretario interino  de  Guerra  y  Marina. — Fran- 
cisco Hernaiz, 

HOSPITALES  MILITARES.  RESOLUCIÓN  EJE- 
CUTIVA DE  15  DE  MARZO  DE  1^55,  previnien- 
do el  cumplimiento  del  Decreto  anterior. 

Secretaría  de  Guerra  —Sección  tercera. — Cara- 
cas Marzo  15  do  1866  —Resuelto. 
Dtgase  á  loa  Comandantes  de  armas  de  provincia- 

Impuesto  el  Gobierno  de  que  en  algunos  pun- 
tos donde  existen  hospitales  militares  se  encuen- 
tran estos  en  el  mayor  abandono,  y  deseando  el 
Poder  Ejecutivo  arreglar  este  importante  ramo 
del  Departamento  de  mi  cargo,  rae  ha  ordenado 
prevenga  á  ÜS.  dé  cumplioiiento  al  artículo  40 
del  Decreto  del  Poder  Ejecutivo  de  I9  de  Junio 
de  18.^6  y  haga  ejecutar  puntualmente  todas  las 
disposiciones  del  mencionado  Decreto,  dando 
parte  á  este  Ministerio  del  estado  de  los  hospita- 
les que  existen  en  «sa  provincia,  y  mejoras  que 
puedan  hacerse  en  ellos. 

Soy,  <fca.— por  S.  E. — Silva. 

HOSPITALES  MILITARES.  RESOLUCIÓN  EJE- 
CUTIVA DE  19  PE  JUNIO  DE  1838  dcrogando 
el  art,  14  del  mismo. 

República  de  Yenezuela.— Secretaría  de  Esta- 
do ea  los  Despachos  de  Guerra  y  Marina.— Ramo 
de  Guerra.— Sección  tercera.— Caracas  19  de  Ju- 
nio de  1888,  9  .©  y28P-.Ciroulará  los  Comandan- 
tes  de  anuas  de  Caracas,  Carabobo,  Maracaibo,  Cu- 
maaá  y  Gnayana,  y  á  la  TesororU  general. 

Por  resolacion  del  Gobierno  queda  derogado 
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desde  hoy  el  art.  14  del  decreto  del  Poder  Eje- 
cutivo de  19  de  Junio  de  1836.  sobre  hospitales 
militares;  y  lo  aviso  á  US.  para  su  conocimien- 
to y  demás  fines. — Dios  guarde  á  US. — Rafael 
Urdan  eta. 

HOSPITALES  MILITARES.  RESOLUCIÓN  EJE- 
CUTIVA DE  30  DE  JUNIO  DE  1838  8ohre  des- 
cuento de  hospitalidades. 

Secretaría  de  Guerra  y  Marina.— Sección  terce- 
ra.— Caracas  Junio  30  de  1838.— Circular  á  los 
Comandantes  de  armas  de  Caracas,  Carabobo, 
Maracaibo,  Camaná  y  Quayana  y  á  la  Tesorería 
general. 

El  Poder  Ejecutivo,  considerando  que  el  Con- 
greso, por  su  decreto  de  38  de  Abril  último,  ha 
hecho  una  disminución  tal  en  los  sueldos  de  la 
tropa  del  ejercito  permanente,  que  haciendo  el 
descuento  para  hospitalidades  y  vestuario,  resul- 
ta un  déficit  contra  el  soldado,  ha  resuelto :  que 
desde  1^  de  Julio  próximo  se  descuente  por  ca- 
da estancia  dehospit:ilidad  5  reales  álos  oficiales, 
3  y  medio  á  los  sargentos,  y  I  y  medio  á  los  ca- 
bos, banda  y  soldados. — Dios  guarde  á  US. 

Rafael   Urdaneta. 
HOSPITALES   MILITARES.   Véase   Descuento 

á  los  militares  por  razón  de  hospitalidades. 

HOSPITALES  MILITARES.  RESOLUCIÓN  EJE- 
CUTIVA DE  27  DE  OCTUBRE  DE  1836,  dispo- 
niendo el  modo  de  colocar  en  ellos  á  los 
practicantes  meritorios. 

República  de  Venezuela.— Secretaría  de  Estado 
en  el  Despacho  de  Guerra  y  Marina, — Sección  3P 
—Caracas  Octubre  27  de  1836,  7  P  y  26. 

En  vista  de  la  comunicación  que  ha  dirigido 
el  comandante  de  armas  de  esta  provincia,  fecha 
12  del  actual,  trascribiendo  un  oficio  del  médico 
mayor  del  hospital  militar  de  esta  ciudad,  en  qu« 
propone:  que  las  plazas  de  praclicanies  mayor 
y  practicantes  menores  de  dicho  hospital  sean 
desempefiadas  tan  solamente  por  individuos  que 
hayan  cursado  las  clases  de  medicina  y  cirugía, 
para  lo  cual  solo  se  admitan  en  clase  de  merito- 
rios en  el  hospital  los  alumnos  matriculados  d« 
medicina,  por  convenir  así  al  mejor  desempeño 
de  las  funciones  que  están  anexas  6  aquellos 
destinos;  resuelve  el  Gobierno,  en  adición  al 
decreto  de  I9  de  Junio  ultimo  que  arregla  los 
hospitales  militares : 

Primero.  En  todos  los  hospitales  militares  d« 
la  República  se  admitirán  practicantes  merito- 
rios ;  sin  necesidad  de  que  los  individuos  que 
sirvan  en  este  concepto  sean  precisamente  alum- 
nos matriculados  de  medicina,  con  tal  que  ten- 
gan la  aptitud  necesaria.  « 

Segundo.  Para  que  un  individuo  pueda  en- 
trar en  clase  de  meritorio  en  alguno  de  los  hos- 
pitales de  la  República,  son  indispensable^  :  un 
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informe  del  médico  mayor  de  aquel  en  que  quie- 
ra ser  colocado,  que  acredite  hallarse  dicho  in- 
ílividuo  adornado  de  la  idoneidad  necesaria ;  y 
la  aprobación  del  comandante  de  armas  res- 
pectivo. 

Tercero.  Los  meritorios  que  sean  al  mismo 
tiempo  cursantes  matriculados  de  medicina,  se- 
rán los  que  llenarán  las  vacantes  de  practicantes 
mayor  y  practicantes  menores  que  hubiere  en 
los  hospitales;  sin  que  esta  circunstancia  pueda 
en  ninguna  manera  perjudicar  el  derecho  que 
tienen  para  ser  colocados  en  ellas  ios  individuos 
que  teniendo  la  misma  aptitud  que  aquellos,  han 
prestado  antes  servicios  de  igual  naturaleza  en 
los  hospitales  sedentarios,  ó  ambulantes  del  ejér- 
cito, ó  de  marina,  lo  que  los  ha  hecho  acreedores 
k  la  consideración  del  Gobierno  y 

Cuarto.  Comuniqúese  esta  resolución  al  co- 
mandante de  armas  de  esta  provincia,  en  contes- 
tación á  su  oficio  citado,  y  para  que  la  haga 
trascendental  al  médico  mayor  del  hospital  mili- 
tar de  esta  ciudad  ;  y  circúlese  á  los  comandan- 
tes de  armas  de  Carabobo,  Guayana,  Maracaibo 
y  Cumaná — Por  S.  E. — Hernaiz. 
HOSPITALES  MILITARES.    Necesidad   de   la 

mejor  organizrcinn  de  este  ramo  en  cuanto  á 

los  mé  lieos  y  cirujanos.  (•) 

(*)  El  Secretario  de  la  guerra,  Gkjneral  Carlos  Sou- 
blette,  en  sn  Memoria  de  42,  expuso : 

"  Este  ramo  permanece  en  el  mismo  estado  á  que  lo  ha 
conducido  por  una  parte  la  diminución  de  la  fuerza  ]mr- 
manente,  y  por  otra  la  necesidad  de  reducir  los  gastos 
públicos ;  asi  es  que  solo  hay  hospitales  provisionales,  en 
los  que  se  hace  lo  posible  por  loa  profesores  en  alivio  de 
los  militares  enfermos.  Afiadiré  que  el  Gobierno  no  tiene 
á  su  disposición  un  solo  facultativo  de  cirugía  y  de  medi- 
cina con  quien  pueda  contar  para  asistir  á  un  cuerpo,  ó  á 
una  columna  de  operaciones,  ó  á  un  puesto  militar  esta- 
blecido en  cualquier  punto  fuera  de  las  principales  pob'a- 
ciones,  lo  que  prueba  que  hay  necesidad  de  crear  un  cuer- 
po de  médicos  cirujanos  militares  proporcionado  á  la 
fuerza  militar  existente  y  á  las  mas  urgentes  necesidades 
eventuales  del  servicio;  y  que  a  los  médicos  cirujanos  mi- 
litares debe  brindárseles  con  una  carrera  de  honor  y  de  In- 
oro, lo  mismo  que  al  ejército  de  quien  son  miembros^" 

El  mismo  añadió  en  1843 : 

''  Frecuentes  i-eclamos  ha  recibido  el  Poder  Ejecutivo 
do  los  empleados  en  los  hospitales  con  apoyo  de  los  co- 
mandantes de  armas,  sobre  la  pcquefiez  de  las  asignacio- 
aes  con  que  se  remunera  este  importante  servicio.  La  ley 
de  sueldos  militares  asigna  á  los  médicos  y  cirujanos  ma- 
yores 70  pesos  al  mes,  y  á  los  ordinarios  á2.  Aunque  estas 
asignaciones  pudieran  considerarse  como  para  los  ciruja- 
nos de  ejército,  a  ellas  se  ha  atenido  la  ley  de  presupuesto 
para  fijarla  de  los  hospitales  permanentes,  y  denominan- 
do ordinarios  á  los  cirujanos,  les  ha  señalado  32  pesos, 
sueldo  menor  que  el  de  un  subteniente ;  y  80  y  20  á  los 
de  los  provisionales  ó  eventuales,  según  los  convenios  que 
se  han  celebrado  con  los  que  han  prestado  el  servicio :  20 
vesos  á  los  practicantes  en  los  d& Maracaibo  y  Angostura, 
12  al  de  Cumaná,  14  á  los  mayordomos,  8  á  los  sirvientes, 
Y  12  á  los  cocineros  en  los  tres  dichos  :  los  demás  hospi- 
¿iles  provisionales  no  tienen  mas  asistentes  que  los  que 
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HOSPITAL  DB  CARIDAD  DE  CARACAS.     DBORK- 
TO    GJECUTIVO     DB    22    DB     JDNIO    DB     1827, 

agregándolo  al  militar  de  dicha  ciudad. 

Simón  Bolívar,  ^a»,  ^a*.  ¿pa* 

Considerando  que  la  ruina  en  que  se  halla  ni 
hospital  de  caridad  de  esta  ciudad  es  tan  perjudi- 
cial A  la  policía  como  al  alivio  de  los  desvalidos : 
y  considerando  igualnnente  las  razones  en  qua 
apoya  esta  Municipalidad  su  representación  so* 
bre  que  se  le  exonere  de  la  atención  que  confor- 
me á  la  ley  debia  prestarle,  y  el  evidente  peligro 
que  se  corre  de  que  no  quede  dentro  de  poco  ni 
aun  vestigio  de  aquel  útil  establecimiento,  en 
uso  de  las  facultades  extraordinarias  que  ejerzo, 

decreto: 

Art  19  Se  situará  el  hospital  general  de  cari- 
dad en  una  6  mas  piezas  del  edificio  en  que  aho- 
ra está  el  militar. 

Art.  ^9  L^^  empleados  superiores  de  este,  en 
la  parte  económico  gubernativa  y  facultativa,  lo 
serán  también  de  aquel,  sin  mas  sueldo  que  el 
que  disfrutan  por  sus  servicios  en  el  primero. 

Art.  39*  Eli  mismo  practicante  mayor  lo  será 
por  ahora  de  ambos. 

Art.  49  Los  practicantes  menores  de  cirugía 
y  farmacia,  los  enfermeros,  cabos  de  sala  de  me- 
dicina y  cirugía,  cocinero  y  portero  que  ahora 
hay,  servirán  para  ambos  establecimientos,  au- 
mentándose el  número  de  ellos,  excepto  el  últi- 
mo, en  la  misma  proporción,  con  respecto  al  nú- 
mero de  enfermeros  de  ambos  establecimientos, 
que  previene  mi  decreto  de  23  de  Abril  último. 

Art  59  Toda  adición  de  empleados  qpe  se  ha- 
ga por  la  agregación  del  hospital  de  caridad,  se 
pagará  de  sus  propios  fondos  y  rentas ;  y  de  los 
mismos  se  costearán  los  alimentos  y  medicinas 
que  fueren  necesarios  para  él,  arreglándose  la 
dotación  de  empleados  y  el  consumo  á  lo  dis- 
puesto en  mi  decreto. 


destina  el  cuerpo  ó  compañía  á  que  p«rtenecen  los  enfer- 
mos." 

Finalmente,  en  1846  el  Secretario  Coronel  Francisco 
Hemais  dijo : 

"  £8  ya  tiempo  de  que  el  Congreso  decrete  la  creación 
de  an  cuerpo  de  médicos,  cirnjanos  y  practicantes,  pro- 
porcionando su  número  al  de  la  fuerza  existente  y  á  las 
urgencias  eventuales  del  servicio,  brindándoles  con  ana 
carrera  de  honor  y  de  lucro,  como  en  el  ejército  de  que 
son  miembros.  De  este  modo  el  Gobierno  no  tocará  las  di- 
ficnltades  que  se  presentan  en  circunstancias  critícas  para 
destinar  facultativos  á  los  cuerpos  y  columnas  que  sea 
preciso  mover,  y  á  los  puestos  m'.litares  establecidos  lejos 
de  las  principales  poblaciones." 

Y  como  la  ley  de  17  de  Mayo  de  1645  que  derogó  la  de 
28  de  Abril  de  1838  do  ha  hscho.ninguna  «Iteración  sobre 
los  sueldos  de  los  expresados  médicos  y  cirujanos,  juzga- 
mos en  pié  las  predicfaas  observaciones. 
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Art.  69  En  adelante  las  rentas  del  hospital  de 
caridad  y  las  del  de  S.  Lázaro  serán  administra- 
das por  los  tesoreros  de  ejército  y  hacienda  de 
esta  ciudad,  quienes  al  intento  tomarán  razón  de 
todas  las  que  están  corrientes,  y  de  las  que  no 
lo  están:  arreglarán  estas,  y  recaudarán  aque- 
llas :  y  por  el  cobro  de  las  primeras  tendrán  una 
comisión  de  un  cuatro  por  ciento  sobre  lo  que 
recauden  ;  y  por  el  de  las  segundas,  ocho  por 
ciento. 

Art.  79  Los  mismos  tesoreros  como  adminis- 
tradores  de  los  hospitales  procurarán  descubrir 
todas  las  rentas  y  bienes  que  antes  pertenecian 
á  aquellos  establecimientos,  y  cuidarán  de  su 
conservación  y  aumento. 

Art.  89  El  Intendente  del  departamento  en 
junta  superior  de  gobierno  de  hacienda  subasta- 
rá anualmente  en  esta  ciudad,  y  con  los  prego- 
nes y  demás  requisitos  de  ley,  la  venta  del  gua- 
rapo y  permiso  de  galleras  cuyo  producido  está 
destinado  á  sostener  aquellos  establecimientos  : 
y  del  mismo  modo  arrendará  todas  las  demás 
fincas  y  bienes  de  dichos  hospitales ;  pero  con 
la  condición  de  que  sin  la  aprobación  del  Gobier- 
no, no  será  válido  contrato  ninguno  por  término 
que  exceda  á  tres  afios.  Las  rentas  de  guarapo 
y  permiso  de  galleras  que  existen  en  lugares  dis- 
tantes de  esta  capital,  y  cuyo  producto  está  apli- 
cado al  mismo  objeto,  serán  subastadas  por  los 
subdelegados  de  hacienda,  ó  los  adminÍFtradores 
de  las  rentas  internas  por  delegación  del  Inten- 
dente y  junta  superior,  <lel  modo  y  según  las  ba- 
ses que  estos  crean  mas  convenientes,  y  quedan- 
do el  remate  sujeto  á  su  aprobación. 

Art.  99  Con  esta  misima  aprobación  podrá  ar- 
rendarse hasta  por  el  tiempo  de  cincuenta  años 
el  local  en  la  pinza  de  S.  Pablo,  donde  antes  es- 
tuvo situado  el  hospital  de  raridad  ;  pero  con  la 
condición  de  que  al  cabo  de  aquel  tiempo,  perte- 
necerán en  propiedad  á  dicho  establecimiento 
los  edificios  que  se  construyan  en  todo  el  local ; 
y  que  seián  uniformes,  y  cuales  convienen  al 
ornato  de  la  plaza. 

Art.  10.  Toca  á  los  tesoreros  fijar  el  número 
de  camas  que  dicho  hospital  de  caridad  pueda 
sostener  en  proporción  de  las  rentas  que  tenga, 
de  modo  que  los  enfermos  sean  bien  tratados. 

Art.  II.  Los  mismos  tesoreros  rendirán  anual- 
mente al  tribunal  de  cuentas,  junto  con  las  del 
hospital  militar,  las  del  de  raridad  y  de  S.  Láza- 
ro, de  que  ae  les  nombra  administradores. 

Art.  12.  El  conttalor  del  hospital  de  caridad 
admitirá  los  enfermos  á  las  camas  vacantes  que 
ocurran. 

Art  13.  El  intendente  del  departamento  su- 
pervigilará  en  que  este  establecimiento  se  man- 
tenga con  el  orden,  y  sobre  el  pié  mas  con  ve- 
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niente  :  lo  visitará  á  este  fin  con  la  frecnencia 
que  le  sea  posible,  y  corregirá  por  sí  mismo  los 
abusos  de  toda  especie  que  en  ellos  se  introduz- 
can ;  y  con  acuerdo  de  la  junta  superior  de  go- 
bierno de  hacienda,  propondrá  las  mejoras  que 
estime  convenientes. 

Art.  14.  La  Municipalidad  podrá  diputar  taro- 
bien  un  individuo  de  su  seno  que  visite  los  hos- 
pitales, y  exponga  al  Intendente  y  al  público  lo 
que  haya  que  corregir* 

Art.  15.  El  Secretario  de  Estado  y  general  de 
mi  despacho  queda  encargado  de  comunicar  este 
decreto. 

Cuartel  general  libertador  en  Caracas  á  22  de 
Junio  de  1827. — 17. — Simón    Bolívar. — Por  el 
Libertador  Presidente. — El  secretario   de  estado 
V  general  de  S.  E.  -J.  R.  Revenga, 
HUMANIDADES.  Véase  Instrucción  pública, 

L.  6a,  art.  11  y  12. 
HURTADO  (licenciado  lino.)  Pensión  á  su 
viuda.  Véase  Pensiones,  D*  de  6  de  Marzo 
de  1852. 
HURTOS.  LEY  DE  19  DE  ABRIL  DE  1845,  es- 
tableciendo su  juicio  y  penas — que  reforma 
la  de  23  de  Mayo  de  1836  en  la  parte  condu- 
cente,  p.  290.  del  cuerpo  comprensivo  de  las 
de  ese  año,  y  270,  núm.  280  del  cuerpo  de 
1851. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

CONSIDERANDO  : 

Que  se  ha  hecho  necesario  reformar  la  ley  so- 
bre juicio  y  penas  en  las  causas  de  hurto,  para 
separar  de  ella  las  disposiciones  relativas  al  pro- 
cedimiento contra  los  vagos  ;  al  minmo  tiempo 
que  deben  mejorarse  la  clasificación  de  los  hur- 
tos y  la  graduación  délas  penas  que  contiene  la- 
ley  citada, 

DECRETAN: 

CAPITULO  L 

Disposiciones  preliminares, 
Art.  19  Los  jueces  de  primera  instancia  y  los 
alcaldes  y  jueces  de  paz,  procederán  en  los  deli- 
tos de  hurto  al  sumario  y  primeras  diligencias, 
para  la  averiguación  del  delito  y  sus  autores  y 
aprehensión  de  estos  ;  los  jueces  respectivos  con- 
tinuarán la  causa  aun  en  los  días  festivos  hasta 
dictar  sentencia ;  y  cualquiera  omisión  ó  negli- 
gencia que  se  notare  en  ellos  ó  en  los  pecretarios 
se  castigará  precisamente  y  sin  disimulo  por  los 
tribunales  superiores,  con  multas  desde  cincuenta 
hasta  quinientos  pesos,  y  ademas  con  la  deposi- 
ción de  los  empleos,  si  las  faltas  fueren  repetidas. 
^  único.  En  la  misma  pena  incurrirán  los 
jueces  que  disimularen  las  faltas  de  sus  aubalter- 
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nos,  y  los  que  á  sabiendas  de  que  ha  cometido 
el  delito  de  hurto  aigun  individuo  residente  en 
el  territorio  de  su  jurisdicción,  aunque  haya  sido 
fuera  de  este,  no  procedieren  de  oficio  6  la  cor- 
respondiente inquisición  y  á  la  seguridad  opor- 
tuna de  su  persona,  poniéndola  inmediatamente 
á  la  disposición  del  juez  competente 

Art.  29  Los  gobernadores  y  jefes  políticos 
cuidarán  de  que  los  jueces  de  primera  instancia, 
alcaldes  y  jueces  de  paz  cumplan  con  sus  debe- 
res en  la  averiguación  de  los  delitos  expresados 
en  el  articulo  anterior  y  aprehensión  de  los  de- 
lincuentes, prestándoles  al  efecto  los  auxilios  que 
necesiten  ;  y  de  cualquiera  omisión  que  observa- 
ren en  ellos,  ó  en  los  secretarios,  darán  cuenta 
al  tribunal  competente  para  que  se  les  juzgue. 

Art.  39  Luego  que  alguno  de  los  jueces  in- 
dicados en  el  artículo  I9  llegue  á  entender  por 
algún  medio  ó  conducto,  que  se  ha  cometido  un 
hurto,  pasará  en  el  momento  á  la  casa  6  sitio  en 
que  se  hubiere  ejecutado,  acompañado  de  su  se- 
cretario ó  de  testigos  actuarios  si  fuere  juez  de 
paz,  y  llamará  peritos  en  las  artes  ú  oficios  res- 
pectivos, si  fuere  necesario  para  hacer  algún  re- 
conocimiento. 

Art.  49  Luego  que  el  juez  llegue  al  lugar  en 
que  se  cometió  el  hurto,  hará  que  el  secretario  ó 
testigo  de  actuación,  pongan  ft  su  presencia  una 
razón  circunstanciada  de  todas  las  señales  ó  ras- 
tros que  en  alguna  persona,  casa,  sitio  ú  otra  co- 
sa hayan  quedado  de  resultas  de  la  ejecución  del 
delito,  y  también  de  las  armas,  instrumentos  y 
cualesquiera  otros  efectos  que  hayan  dejado  los 
delincuentes,  teniendo  muy  particular  cuidado 
de  que  entre  tanto  no  se  borren,  alteren  ú  ocul- 
ten dichas  señales,  efectos  6  rastros,  siguiendo 
estos  hasta  que  se  pierdan,  y  allanando  con  este 
objeto  las  casas  que  crea  necesario,  conforme  á 
la  ley  de  la  materia. 

Art.  59  Los  peritos  harán  cuantos  reconocí, 
mientos,  ensayos  ó  cotejos  sean  necesarios,  y 
jurando  previamente  decir  con  verdad  cuanto 
en  conciencia  y  según  su  pericia  entendieren, 
declararán  lo  que  hubieren  advertido,  y  el  juicio 
que  hayan  formado  de  las  señales,  armas  6  cosas 
que  hayan  reconocido  y  la  relación  que  tengan 
con  el  hecho  que  se  trata  de  averiguar ;  sobreto- 
do lo  cual  el  juez  les  hará  las  preguntas  y  pedi- 
rá las  aclaraciones  que  tuviere  por  conveniente, 
extendiéndose  todo  en  el  expediente. 

Art.  69  £1  juez  que  procediere  reconocerá  to- 
das las  armas,  instrumentos  ó  cosas  que  tengan 
en  su  poder  6  que  hayan  dejado  los  delincuentes, 
y  que  puedan  servir  á  la  averiguación  del  delito 
ó  descubrimiento  de  su  autor  ó  autores;  y  sobre 
todo  lo  relativo  á  estos  objetos,  examinará  bajo 
juramento  sin  distinción  de  edad  ni  condición,  á 
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las  personas  que  hayan  presenciado  el  hecho,  á 
las  que  vivan  en  la  casa  ó  á  inmediaciones  del 
sitio  en  que  se  hubiere  cometido  el  delito,  y  á 
las  que  puedan  dar  noticias  que  sirvan  á  la  ave- 
riguación ó  para  citar  otras  que  puedan  darlas. 

§.  único.  Se  releva  del  juramento  á  los  impú- 
beres que  hayan  de  declarar  con  arreglo  á  este 
artículo. 

Art.  79  S>  ^^1  procedimiento  resultare  proba- 
do un  hurto,  y  fundados  indicios  contra  alguna 
ó  algunas  personas,  el  juez  procederá  á  su  pri- 
sión en  clase  de  detenidas.  Al  efecto,  pasará  á 
la  casa  en  que  se  hallaren,  y  allanándola  confor- 
me á  la  ley  de  la  materia,  reconocerá  los  sitios, 
muebles,  y  demás  que  estime  conveniente,  y  re- 
cogerá todas  las  armas  y  efectos  que  tengan  re- 
lación con  el  delito,  haciendo  poner  al  secreta- 
rio ó  testigos  de  actuación  la  diligencia  corres- 
pondiente ;  y  si  hubiere  sospecha  de  que  las  co- 
sas hurtadas  se  hayan  trasladado  ó  existan  en 
otro  lugar  6  edificio  cualquiera,  el  juez  pasará  á 
ellos,  hará  el  allanamiento  y  practicará  el  mismo 
reconocimiento. 

Art.  89  A  las  personas  que  habiten  las  casas 
en  que  se  hallaren  los  reos  ó  las  cosas  hurtadas, 
se  les  tomará  declaración  conjuramento  sobre 
cuanto  creyere  conveniente  el  juez  para  mayor 
esclarecimiento  del  hecho  y  averiguación  de  sus 
autores ;  pero  si  resultaren  indiciadas  como  cóm- 
plices, ó  auxiliadoras,  ó  receptadoras,  se  les  re- 
ducirá á  prisión  inmediatamente  en  calidad  de 
detenidas,  continuándose  el  juicio  conforme  á 
esta  ley. 

Art.  99  Resultando  probado  el  delito  y  sus 
autores  por  el  testimonio  de  dos  testigos  idó- 
neos, no  habrá  necesidad  de  examinar  otras  per- 
sonas, aun  cuando  aparezcan  citndas. 

^.  único.  Sin  embargo  de  lo  prevenido  en  es- 
te artículo,  se  evacuarán  las  pruebas  superabun- 
dantes, siempre  que  puedan  obtenerse,  sin  per- 
juicio de  recibir  al  reo  su  declaración  con  cargo 
dentro  de  los  tres  dias  siguientes  al  de  su  prisión. 

Art.  10.  Para  que  se  reduzcan  á  prisión  em 
calidad  de  detenidos  los  indiciados  de  autores, 
cómplices,  auxiliadores  ó  receptadores  de  algún 
hurto,  no  es  necesario  que  se  hayan  reducido  á 
escrito  las  diligencias  de  que  hablan  los  artícu- 
los anteriores.  ;  bastará  que  al  juez  le  conste  por 
lo  que  haya  oido  á  las  personas  de  cuyo  testimo- 
nio se  deba  componer  el  sumario,  que  se  ha  co- 
metido el  delito  y  que  resulten  fundados  indicios 
contra  las  personas  que  han  de  reducirse  á  pri- 
sión, por  lo  cual  deberá  nombrar  aquellas  y  es- 
tas en  el  auto  en  que  acuerde  dicha  prisión. 

Art.  11.  Los  indiciados  de  autores,  cómphces, 
auxiliadores  ó  receptadores  en  un  hurto,  podrán 
mantenerse  incomunicados  hasta  que  evacúen 
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siM  declaraciones  con  cargo,  previniéndolo  así  el 
juez  que  estuviere  procediendo ;  pero  la  inco- 
municación no  excederá  de  cuarenta  y  ocho 
horas. 

CAPITULO  II. 

Clasificación  de  loí  hurtos, 

Art.  12.  Los  hurtos  son  graves  6  menos  gra- 
ves. 

Art.  13.  Son  hurtos  graves  : 

19  Los  cometidos  por  gavillas  que  infesten 
poblaciones  ó  caminos. 

39  Los  que  se  cometieren  haciendo  uso  de 
armas,  ó  llevándolas  consigo,  sin  cometer  homi- 
cidio. 

39  Los  que  se  hicieren  escalando  casas,  fac- 
turando, abriendo  con  llaves  falsas,  ó  haciendo 
violencias  de  cualquier  otro  modo. 

49  Los  cometidos  por  la  noche  6  por  dos  ó 
mas  personas,  aunque  sea  de  dia. 

59  Los  que  sin  estar  acompañados  de  las  cir- 
cunstancias anteriores  excedieren  del  valor  de 
cien  pesos. 

Art.  14.  Son  hurtos  menos  graves,  los  que 
sin  estar  acompañados  de  las  circunstancias  ex- 
presadas en  el  artículo  anterior,  no  excedan  del 
valor  de  cien  pesos. 

CAPITULO  IIL 

De   los  hurtos  graves. 

Art.  15.  En  estos  hurtos,  concluido  el  suma- 
rio, se  remitirá  el  reo  con  él  y  con  las  armas  al 
juez  de  primera  instancia  del  circuito,  quien  exi- 
girá los  instrumentos  y  efectos  aprehendidos,  si 
io  creyere  conveniente,  y  se  arreglará  al  código 
de  procedimiento  judicial,  salvo  lo  que  se  dispo- 
ne en  la  presente  ley. 

^.  único.  Cuando  los  efectos  aprehendidos 
fueren  reclamados  por  alguna  persona  y  acredi- 
tare esta  con  las  actas  del  sumario,  ú  otro  justi- 
ficativo, que  le  pertenecen,  le  serán  entregados, 
previo  avalúo,  dejándose  constancia  en  el  proce- 
so y  quedando  aquella  en  la  obligación  de  res- 
ponder de  los  mismos  ó  de  su  valur,  dajo  fianza 
que  le  exigirá  el  juez  en  caso  de  no  tener  respon- 
sabilidad. Esta  fianza  se  extenderá  en  diligencia 
y  quedará  cancelada  de  hecho,  si  antes  de  ejecu- 
toriarse el  fallo  definitivo,  no  se  reclamaren  los 
efectos  por  otra  persona. 

CAPITULO  IV. 

De  los  hurtos  menos  gravea* 

Art.  16.  Concluido  que  sea  el  sumario  en  los 

hurtos  menos  graves,  se  remitirá  con  el   reo  al 

alcalde  de  la  jurisdicción   donde  se   cometió  el 

kurto,  si  él  no  lo  hubiere  iaiciado.  El  alcalde  le  I 
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tomará  declaración  con  cargo,  le  nombrará  de- 
fensor, si  no  quisiere  hacerlo,  y  abrirá  la  causa 
á  prueba  por  ocho  días  y  el  término  de  la  distan- 
cia, si  los  testigos  estuvieren  en  otro  lugar.  Den- 
tro de  los  cuatro  primeros  dias,  el  defensor  pro- 
moverá las  pruebas,  y  en  los  restantes  se  eva- 
cuarán. 

Art.  17.  Evacuadas  las  pruebas,  se  sentencia- 
rá la  causa  por  el  alcaide  asociado  de  dos  veci- 
nos que  tengan  las  cualidades  de  elector,  nom- 
brados uno  por  él  y  otro  por  el  reo,  ó  por  el  mis- 
mo juez,  si  el  reo  se  negare.  El  juez  y  los  veci- 
nos decidirán  por  mayoría  absoluta. 

^.  údico.  Los  vecinos  nombrados  para  aso- 
ciarse á  los  alcalde?,  que  no  concurran  sin  com- 
probar impedimento  legítimo  ajuicio  del  mismo 
alcalde,  serán  multados  por  este  en  la  cantidad 
de  cinco  á  veinticinco  pesos,  cada  vez  que  dejen 
de  concurrir  á  su  llamado. 

Art.  18.  La  sentencia  bien  sea  condenatoria  ó 
absolutoria,  se  consultará  al  juez  de  primera  ins- 
tancia del  circuito  dentro  de  veinticuatro  horas; 
y  si  este  la  revocare,  la  consultará  á  la  Corte 
Superior  del  distrito,  «ientro  del  mismo  término, 
ó  por  el  primer  correo. 

CAPITULO  V. 
De  las  penas. 

Art.  19.  Los  capitanes  ó  cabezas  de  gabillas 
que  infesten  poblaciones  ó  caminos,  sufrirán  la 
pena  de  último  suplicio  ;  y  los  demás  cómplices 
la  de  diez  años  de  presidio  cerrado. 

Art.  20.  Todo  el  que  para  efectuar  un  hurto 
hiciere  uso  de  armas  ó  las  llevare  consigo,  sin 
que  cometa  homicidio,  sufrirá  la  pena  de  seis  á 
ocho  años  de  presidio  cerrado, 

Art.  21.  Todo  el  que  sin  llevar  armas  entrare 
en  las  casas,  escalando,  fracturando,  abriendo 
con  llave  falsa,  ó  haciendo  violencia  de  cualquier 
otro  modo  para  cometer  un  hurto,  sufrirá  la  pe- 
na de  cuatro  á  seis  años  de  presidio  cerrado. 

Art  22.  Los  que  sin  ninguna  de  las  circuns- 
tancias de  los  artículos  anteriores  cometieren  un 
hurto  por  la  noche,  ó  en  número  de  dos  6  mas 
personas,  aunque  sea  de  dia,  sufrirán  la  pena  de 
tres  á  cinco  años  de  presidio. 

Art.  23.  Los  que  sin  ninguna  de  las  circuns- 
tancias contenidas  en  los  artículos  anteriores, 
hurtaren  mas  del  valor  de  cien  pesos,  sufrirán  la 
pena  desde  dos  hasta  cuatro  años  de  presidio. 

Art.  24.  Los  que  sin  ninguna  de  las  circuns- 
tancias contenidas  en  los  artículos  desde  el  19 
hasta  el  22,  hurtaren  hasta  el  valor  de  cien  pe- 
sos, sufrirán  desde  seis  meses  hasta  dos  años 
de  presidio. 

Art  25.  Los  encubridores,  auxiliadores  ó  re- 
ceptadores de  hurtos  á  sabiendas,  en  todos  lo» 
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casos  de  esta  ley,  excepto  los  del  artículo  19,  se- 
rán perseguidos,  juzgados  y  castigados  conforme 
á  ella,  imponiéndoseles  la  misma  pena  que  á  los 
autores  principales.  A  los  encubridores,  auxilia- 
dores ó  receptadores  en  el  caso  del  artículo  19, 
se  les  impondrá  la  pena  de  diez  años  de  presidio. 

Art.  26.  Las  reincidencias  serán  castigadas 
con  la  agravación  de  la  cuarta  parte  de  las  penas 
establecidas  en  los  artículos  anteriores,  con  tal 
que  no  exceda  de  diez  años. 

Art.  27.  Los  jueces  en  ios  casos  que  les  sea 
discrecional  aumentar-  ó  disminuir  la  pena,  ob- 
servarán la  debida  proporción,  no  solo  en  cuan- 
to á  la  cantidad  ó  valor  de  la  cosa  hurtada,  sino 
también  á  las  circunstancias  mas  ó  menos  agra- 
vantes del  delito. 

Art  28.  Los  hurtos  menos  graves,  cometidos 
por  los  menores  de  diez  y  siete  años,  serán  cas- 
tigados domésticamente  por  los  padres,  tutores 
ó  curadores,  amos  o  patinónos ;  pero  no  podrá 
imponerse  corrección  cruel.  La  persona  bajo  cu- 
ya autoridad  estén  dichos  menores,  podrá  perse- 
guir en  juicio  á  los  cómplices  en  el  hurto  ;  y  los 
jueces  deberán  proceder  siempre  de  oficio  con- 
tra ellos. 

CAPITULO  VL 

Disposiciones  común  es* 

Art.  29.  Cuando  hubiere  duda  fundada  aceT- 
ca  del  justo  valor  de  la  cosa  hurtada,  se  procede- 
rá en  las  primeras  diligencias  &  su  justiprec^ 
por  dos  peritos,  nombrados  el  uno  por  el  reo  ó 
su  defensor,  siendo  menor,  y  el  otro  por  el  juez, 
ó  ambos  por  este  en  caso  de  no  hacerlo  aquel  al 
acto  de  la  notificación.  En  caso  de  discordia,  ele- 
girá el  juez  un  tercero  que  la  dirima. 

Art.  30.  Los  que  cometieren  el  delito  de  hur- 
to, los  cómplices,  auxiliadores,  receptadores  y 
encubridores,  ademas  de  sufrir  las  penas  que  se 
les  imponen  por  esta  ley,  quedan  obligados  de 
mancomum  et  insóliduraá  restituir  ejecutivamen- 
te en  todo  tiempo  la  cantidad  hurtada  ó  el  valor 
de  la  cosa  ó  cosas  hurtadas. 

Art.  31.  El  Dufeflo  del  siervo  que  haya  come- 
tido un  hurto  se  libertará  en  todo  caso  de  res- 
ponsabilidad, entregando  al  siervo  en  noxa  al  in- 
teresado, ó  al  juez  para  que  proceda  según  la  ley. 

Art  32.  Ningún  comandante  6  jefe  de  presi- 
dio podrá  conceder  franquezas  6  libertades  á 
ningún  presidiario,  á  título  de  confianza,  enfer- 
medad ni  otro  motivo  ;  y  el  que  contraviniere  á 
esta  disposición  será  suspenso  de  su  destino  por 
dos  años,  ó  destituido  de  su  empleo,  según  la 
gravedad  de  la  falta. 

Art  33.  Mientras  el  Gobierno  establece  hos- 
picios ó  casas  de  corrección  de  mujeres,  cumpli- 
rán estas  las  penas  de  presidio  t  obras  públicas 
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á  que  hubieren  sido  condenadas,  con  servicio  en 

los  hospitales  ó  en  las  haciendas  de  los   lugares 

donde  hubieren  delinquido ;  entregándose  bajo 

recibo  en  autos  á  algún  hacendado,  presupuesta 

la  conformidad  tle  este,  para  que  á  ración  y  sin 

I  i  sueldo  sean  destinadas  al  trabajo  de  los  campos. 

i¡      §.1?  El  servicio  en  los  hospitales  ó  hacien- 

¡I  das  se  hará  con  grillete  al  pié. 

I  i      ^.  29-  En  caso  de  fuga,  el  contralor  ó  encar- 

,,  gado  del  hospital,  ó  el  hacendado   darán  pronto 

I'  aviso  al  juez  del  lugar,  y  este  dispondrá  lo  con- 

,|  veniente  parala  persecución  de  la  prófuga,  hasta 

i  lograr  su  captura,  bajo  la  multa  determinada  por 

I  el  artículo  I9  que  hará  efectiva  su  inmediato  su- 
'!  perior,  comprobándose  sumariamente  la  omisión. 

I I  Aprehendida  la  prófuga,  será  vuelta  á  su  destino 
'  para  que  cumpla  su  condena  por  un  tiempo  do- 
lí ble  del  que  le  falte,  previo  el  juicio  correspon- 
il  diente. 

Art.  34.  En  los  juicios  sobre  delitos  de  hurto, 
queda  derogado  todo  fuero. 

Art.  35.  Se  deroga  la  ley  de  23  de  Mayo  de 
1836.  ^  ^  ^ 

Dada  en  Caracas  á  29  de  Marzo  de  1845,  año 
I69  de  la  ley  y  359  ^^^^  independencia. —  El 
j)residenie  del  Senado,  José  Vargas. — El  presi- 
dente de  la  Cámara  de  -Representantes,  M.  Pa- 
lacios.— El  secretario  del  Senado,  José  Ángel 
Frcyre. — El  secretario  de  la  Cámara  de  Repre- 
sentantes, J.  A.  Pérez. 

Caracas  Abril  I9  de  1846,  año  I69  de  la  ley 
y  359  de  la  independencia. — Ejecútese  Carlos 
Soublette. — Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica.—rEl  Secretario  de  Estado  en  los  despachos 
de  lo  Interior  y  Justicia,  Francisco  Cobos  Fuer- 
tes. (*) 

{*)  Esta  ley  debe  armonizarse  con  la  de  procedimiento 
criminal  de  1  p  de  Junio  de  1860. 

Anulisis  comparativo  de  las  leyes  de  23  de  Mayo  de  1836 
en  la  parte  conducente ^  y  1  p  de  Abril  de  1846,  sobre  hurtos. 

Las  diferencias  sustanciales  entre  estas  dos  leyes  son 
i  las  siguientes:  La  de  86  dividia  los  hurtos  eu  "de  mayor, 
V  de  menor  cuantía:"  entendiéndose  de  mayor  cuantía 
los  que  excediesen  del  valor  de  cien  pesos,  y  de  menor  los 
qne  no  excediesen  de  dicha  suma ;  y  agravando  la  pena 
ademas  del  mayor  número  de  azotes  y  tiempo  de  presidio, 
con  la  exposición  en  una  argolla  ala  vergüenza  pública. — 
La  de  46  los  divide  en  graves  y  menos  graves,  declarando 
graves  los  que  se  cometen  por  gavillas,  ó  haciendo  uso  de 
armas,  6  llevándolas  sin  cometer  homicidio,  ó  escalan- 
do &a.,  6  por  la  noche  &a.,  ó  que  sin  las  circunstancias 
anteriores  excedan  de  cien  pesos ;  y  menos  graves  los  que 
sin  las  circunstancias  anteriores  no  excedan  de  dicha  su- 
ma de  den  pesos.—La  de  86  establecía  para  los  hurtos  de 
mayor  cuantía  el  procedimiento  especial  que  se  contenia 
en  los  artículos  14  al  18;  y  la  de  46  (art.  16)  sujetó  los 
graves  á  los  trámites  del  procedimiento  crirainal.— Res- 
pecto de  los  de  menor  cuantía,  por  la  de  86  (art.  21  y  22^ 
si  el  hurto  no  excedía  de  quince  pesos  se  sentenciaba  el 
Juicio  por  el  alcalde  parroquial  con  dos  vecinos,  en  los  lu- 
gares donde  no  hubiese  jueces  de  1  f  instancia,  6  cuando 
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HURTOS.    ACUERDO  DE  LA  CORTE  SUPREMA  DE 

12  DE  ABRIL  DE  1842,  declarando  :  19  cómo 
debe  entenderse  el  artículo  primero  de  la  ley: 
29»  cuando  enpieza  el  termino  de  prueba: 
39»  cómo  se  da  vista  del  proceso  al  reo ;  y  49 
qué  se  deberá  observar  cuando  hayan  de 
practicarse  diligencias  en  diferentes  luga- 
res y  fechas. 

luforme. — Número  12. — Acuerdo  extraordina- 
rio de  la  Corte  Superior  del  59  distrito  judicial, 
— Maracaibo  miércoles  I9  de  Diciembre  de  1841. 
— Reunidos  los  ministros  Presidente  y  Relator 
sin  el  Canciller  por  hallarse  enfermo,  acordaron: 
^  29  Se  tomó  en  consideración  un  oficio  del  juez 
de  primera  instancia  del  segundo  circuito  de  Ma- 
rida de  22  de  Setiembre,  dirigiendo  cinco   dudas 
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este  no  hubiese  prevenido ;  y  si  excedía  de  dicha  suma 
por  el  juez  de  1  ^  instancia,  y  el  juicio  se  reducía,  conclui- 
do el  sumario,  á  tomar  al  reo  la  declaración  con  cargo, 
examinando  bajo  juramento  a  los  testigos  &a.,  y  redu- 
ciéndolo todo  á  una  diligencia  escrita,  pudiendo  el  reo, 
>or  medio  de  su  defensor,  presenciar  las  deposiciones  de 
os  testigos,  y  promover  lo  quo  fuese  conducente  á  la  de- 
fensa ;  y  por  la  de  45  (art.  16  y  17)  tomada  la  declaración 
con  cargo,  so  abre  á  pruebas  la  causa  por  ocho  diaa  y  el 
término  de  la  distancia  si  hubiere  testigos  en  otro  lugar, 
cuyas  pniebas  evacuadas,  se  sentenciará  la  causa.. — Por 
la  de  36  (art.  23)  se  ejecutaba  la  pena  impuesta  para  los 
hurtos  de  menor  cuantía  \  y  luego  era  que  se  daba  cuen- 
ta á  la  Corte  Superior  con  testimonio  de  lo  obrado,  y  em- 
plazamiento del  acusado  para  el  recurso  do  queja,  si  so 
considerase  con  justicia  para  promoverlo;  y  por  la  de  45 
(art.  18)  la  sentencia,  bien  fuese  absolutoria  ó  condenato- 
ria, debo  consultarse  antes  de  ser  ejecutada. — En  cuanto 
á  penas,  fuera  do  los  capitanes  ó  cabezas  de  gavillas  á 
quienes  ambas  leyes  imponen  la  do  último  suplicio,  la  de 
36  imponía  á  la  vez  la  de  azotes  y  presidio,  y  en  los  hur- 
tos cualificados  también  la  de  argolla  y  vergüenza  pública; 
y  la  de  45  ha  limitado  estas  penas  á  la  sola  do  presidio 
cerrado  ó  no  cerrado  y  por  mas  ó  menos  tiempo. — Respec- 
to de  los  hurtos  cometidos  por  los  siervos  y  los  hijos  do 
familia  sin  ninguna  cualiñcacion,  por  la  de  86  (art.  38)  si 
el  cometido  por  los  siervos  á  su  pi  opio  amo  ó  á  otro  que 
se  conforme  con  una  indemnización  privada,  no  excedía 
de  cien  pesos  ó  aun  cuando  no  se  conformase,  si  no  exce- 
día de  veinticinco,  era  castigado  domésticamente ;  como 
también  el  cometido  por  los  hijos  de  familia  á  su  padre 
cualquiera  quo  fuese  su  monto ;  pero  si  era  á  otro  se  pro- 
cedía del  mismo  modo  quo  en  el  cometido  por  los  siervos ; 
y  por  la  de  45  (art.  28)  los  hurtos  menos  graves  cometidos 
por  los  menores  do  diez  y  siete  años,  son  castigados  do- 
mésticamente por  los  padres,  tutores  ó  curadores  &a. — 
Por  lo  que  hace  á  la  reincidencia,  por  la  de  36  (art.  30  y 
31)  se  les  aumentaba  un  afío  de  trabajo,  excepto  á  los 
reos  de  hurtos  cualificados,  á  quienes  ademas  de  los  azo- 
tes se  les  aumentaban  dos  aflos  de  presidio ;  y  por  la  de 
45  (art.  26)  las  reincidencias  son  castigadas  con  la  agrava- 
ción de  la  cuarta  parte  de  la  pena,  con  tal  que  no  exceda 
de  diez  afios.— La  de  36  (§  2  ?  art.  35)  imponía  treinta 
azotes  y  el  doble  del  tiempo  que  faltase  á  las  mujeres 
prófugas  del  hospital  ó  hacienda  a  que  fuesen  destinadas; 
y  la  do  45  (^  2  p  art.  83)  impone  el  doble  del  tiempo  que 
le  falte,  previo  el  juicio  correspondiente. — La  do  45  final- 
mente afiadió  el  L  único  del  art.  6  o ,  el  id,  del  9  ® .  el  id. 
del  15  y  el  art.  32. 
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en  Ja  inteligencia  de  la  ley  de  23  de  Mayo  de 
1836  sobre  hurtos,  y  se  acordó  dirigir  á  S.  £.  la 
Corte  Suprema  de  Justicia,  copia  de  dicho  ofi- 
cio, informando  esta  Corte  sobre  cada  una  de  las 
dudas,  lo  siguiente:  Primera.  La  misma  razón 
aducida  por  el  juez,  convence  que  no  es  fundada 
la  consulta,  y  que  no  debe  entenderse  el  artículo 
19  de  la  ley,  de  modo  que  no  haya  físicamente 
un  instante  sin  actuarse  en  la  causa  desde  su  ini- 
ciación hasta  su  término.  Lo  quo  ha  querido  la 
ley  es,  que  se  actúe  aún  en  días  feriados,  y  aún 
fuera  de  las  horas  ordinarias  del  despacho,  pa- 
ra que  el  procedimiento  sea  lo  mas  breve  posi- 
ble. Segunda.  No  cree  la  Corte  que  haya  duda 
fundada  sobre  este  punto.  Estando  el  defensor 
encargado  de  la  defensa  del  reo,  no  puede  cor- 
rer el  término  de  prueba,  sino  desde  que  el  pri- 
mero sea  notificado  del  auto  de  recepción,  aun- 
que por  algún  impedimento  Justo  no  preste  el 
defensor  el  juramento  en  el  mismo  dia  en  que  se 
le  nombre,  debiendo  presuponerse  que  tal  impe- 
dimento no  ha  de  causar  un  retardo,  pues  no 
debe  admitirse  el  nombramiento  en  personas  au- 
sentes, y  el  que  se  encuentre  legítimamente  ex- 
cusado para  admitir  la  defensa,  estando  presen- 
te, debe  presentar  la  excusa  sin  demora,  siendo 
del  cargo  del  juez  de  primera  instancia  evitar  to- 
do retardo  en  las  citaciones,  comparecencia  y 
excusa.  Tercera.  E\  final  del  parágrafo  único 
persuade,  que  la  disposición  de  dicho  artículo 
no  es  una  excepción  de  la  regla  general  estable- 
cida por  el  artículo  39  de  la  ley  3^  título  I9  del 
código  de  procedimientos,  y  que  al  reo  se  da 
vista  del  proceso  por  medio  de  su  defensor,  ocur- 
riendo este  á  la  secretaría  á  imponerse  de  la  ac- 
tuación, y  hacer  sus  apuntamientos  para  la  de- 
fensa. Cuarta.  Es  infundada  la  duda.  Las  dili- 
gencias que  se  practiquen  en  diversos  lugares  y 
fechas  deben  firmarse  solamente  por  las  perso- 
nas que  en  ellas  hayan  intervenido,  y  cuando 
han  de  evacuarse  dichas  diligencias  en  diferen- 
tes lugares  y  fechas,  no  parece  ser  la  mente  de 
la  ley,  que  se  extiendan  todas  como  resultado  de 
un  solo  acto.  Quinta.  Las  razones  aducidas  so- 
bre este  particular,  indican  la  conveniencia  de 
una  reforma  en  la  disposición  de  la  ley,  mas  no 
presentan  sobre  su  inteligencia  una  duda  que 
pueda  ser  materia  de  este  informe.  Se  suspen- 
dió el  acuerdo.  Bracho*f—Unda,  Es  copia.  Ma- 
racaibo 4  de  Diciembre  de  1841. — El  Canciller^ 
Carlos  Urdaneta. 

En  la  ciudad  de  Caracas  á  12  de  Abril  de 
1842  13  y  32,  los  ministros  de  la  Corte  Suprema 
de  Justicia,  reunidos  en  acuerdo,  tomaron  en 
consideración  :  19  El  expediente  en  que  el  juez 
de  primera  instancia  del  segundo  circuito  de  la 
provincia  de  Mérida,  propone  cinco  dudas  sobre 


COLOMBIANA  T  VENEZOLANA  VIGENTE. 


157 


Hü 


la  ley  de  hurtos  de  23  de  Mayo  do  1836,  dirigido 
á  este  Supremo  Tribunal  por  la  Corle  Superior 
del  quinto  distrito.  El  informe  (*)  con  que  lo 
acompaña  contraído  á  cada  uno  de  los  punto» 
consultados,  manifiesta  que  no  hay  en  ella  una 
duda  fundada  y  que  las  disposiciones  de  dicha 
ley,  deben  entenderse  y  ejecutarse  en  el  roodo  y 
términos  que  en  aquel  se  expresan  :  de  consi- 
guiente acordó  se  comunique  así  á  la  Corte  Su- 
perior, para  que  lo  haga  al  expresado  juez  :  2^ 
La  consulla  elevada  por  la  misma  Corte  Supe- 
rior del  69  distrito,  propuesta  por  el  juez  de  pri- 
mera instancia  del  circuito  de  Oeste  de  Maracai- 
bo  contraída  asi  sea  ó  no  apelable  la  regulación 
que  haga  el  juez  en  el  caso  de  exigir  un  testigo, 
que  se  le  resarzan  los  perjuicios  y  costas  que  le 
ocasione  la  ida  al  tribunal  y  vuelta  á  su  casa,  y 
consideradas  las  razones  en  que  el  mismo  juez 
consultante  funda  la  opinión  de  que  tales  actos 
no  son  apelables,  en  las  cuales  apoyan  también 
su  informe  la  Corte  Superior  y  el  Sr.  Fiscal  de 
este  tribuna],  acuerda  que  no  hay  duda  fundada 
que  consultar  al  Cuerpo  legislativo,  y  que  se  co- 
munique á  la  Corte  Superior  :  39  Otra  consulta 
que  dirige  la  propia  Corte  Superior  del  59  dis- 
trito promovida  por  el  juzgado  de  primera  ins- 
tancia del  29  circuito  de  Mérida,  sobre  el  artícu- 
lo 40  ley  única  título  11  del  código  de  procedi- 
dimiento  judicial,  á  saber,  si  un  alcalde  en  el  ca- 
so de  ejercer  las  funciones  de  registrador,  debe 
ser  también  depositario  de  los  expedientes  de 
causas  y  negocios  judiciales  mandados  archivar 
por  los  tribunales  del  cantón,  y  si  este  archivo 
provisorio  deba  ser  visitado  conforme  á  la  atri- 
bución lOa  artículo  20  de  la  ley  orgánica  judi- 
cial. Observándose  como  lo  hacen  la  Corte  Su- 
perior y  el  Sr.  Fiscal  en  sus  respectivos  infor- 
mes, que  la  disposición  da]  expresado  artículo 
40  es  general  para  el  caso  en  que  los  alcaldes 
ejerzan  las  funciones  de  registradores  ;  su  inteli- 
gencia no  presenta  una  duda  fundada,  pues  ex- 
presamente se  previene  en  él,  que  los  alcaldes  se 
arreglen  á  la  ley  de  registros,  disponiendo  en 
consecuencia  el  tribunal  que  este  acuerdo  se  co- 
munique á  la  Corte  Superior  que  elevó  la  con- 
sulta para  los  fines  consiguientes. 

Urhaneja. — Ledo.    Mercader. — Martínez. — 

DtiaWe.— Caracas  Mayo  24  de  1844,  15  y  34— 

£1  Canciller,  José  Duarte, 

HURTOS.  £n  los  juicios  iniciados  antes  de  la 

ley  vigente  debe  imponerse  la  pena  de  esta  úl- 

tiroa.  Véase  Retroactividad  de  las  leyes. 


(*)  El  que  precede . 
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IDENTIDAD  de  personas.  Deber  de  los  re- 
gistradores respecto  de  la  de  los  que  otorgan 
algún  documento.  Véase  Registro^  Acuerdo 
de  Corte  Suprema  de  4  de  Mayo  de  1844,  y 
R.  E.  de  6  de  Diciembre  de  1854,  art.  22  y  23. 

IDIOMAS  VIVOS.  Véase  Instrucción  pública^ 
L.  7^.  art.  10,  ^.  único 

IGLESIAS.  Por  quienes  serán  representadas 
en  juicio.  Véase  Partes  enjuicio,  art  13. 

IGUALDAD  ANTE  LA  LEY.  Véasc  Disposicio- 
nes generales  constitucionales,  art.  188. 

ILEGITIMIDAD  de  la  persona  del  deman- 
dante ó  su  apoderado.  Véase  Excepciones 
dilatorias. 

ILLAS  (hermóoenes.)  Véase  Pensiones,  D. 
de  3  de  Abril  de  1851. 

IMPEDIMENTOS  para  salir  del  país.  Véa- 
se Salida  del  país. 

IMPORTACIÓN.  LEY  DE  28  de  abril  de 
1864,  estableciendo  reglas  para  ella — que 
reforma  la  de  19  de  Mayo  de  1841,  p.  208  del 
cuaderno  de  ese  año,  y  495,  núm.  462  del 
cuerpo  impreso  en  1851  —que  reforma  la  de 
10  de  Mayo  de  1839,  p.  251  del  cuerpo  de  le- 
yes  de  ese  año,  y  407  núm.  384  del  cuerpo  de 
1861 — que  reforma  la  de  12  de  Mayo  de  1834, 
p.  12  del  cuerpo  comprensivo  de  las  de  ese 
año,  y  134,  núm.  173  del  de  1851 — que  refor* 
ma  la  de  14  de  Octubre  de  1830,  p.  86  del 
cuerpo  comprensivo  de  las  de  ese  año^  y  63, 
núm49  del  de  1061. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

DECRETAN  : 

Art.  19  Al  acto  de  fondear  un  buque  en  al- 
guno de  los  puertos  de  la  República  habilitados 
para  el  comercio  exterior,  se  le  pasará  visita  de 
entrada  por  el  Administrador,  ó  por  la  persona 
que  él  comisione  al  efecto,  y  por  el  Comandante 
del  Resguardo  precisamente,  donde  haya  ebte 
empleado,  acompañado  de  un  cabo  y  uno  6  mas 
celadores.  Si  el  buque  procediere  de  puerto  ex- 
tranjero y  viniere  cargado,  se  exigirá  del  Capitán 
la  patente  de  navegación,  y  el  sobordo  ó  mani- 
fiesto del  cargamento  en  el  cual  estarán  expre- 
sos la  clase  y  nombre  del  buque,  nación  á  que 
pertenece,  toneladas  que  mide,  el  nombre  del 
Capitán,  el  del  puerto  ó  punto  de  su  proceden- 
cia, la  cantidad  de  los  bultos  que  componen  el 
cargamento  con  especificación  de  si  son  cajas, 
fardos,  barriles,  baúles,  bocoyes  ¿La.  ómí.  j  ex- 
presándose igaaloiente  sus  números  7  marcaí, 
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el  puerto  á  que  están  destinados  los  efectos  y  el 
nombre  de  su  consignatarios  conforme  &  los  co- 
nocimientos que  se  hayan  firmado  Ademas  cons- 
tará á  continuación  del  sobordo  la  lista  de  vive- 
res  del  rancho  del  buque  y  de  los  demás  efectos 
que  haya  &  bordo  de  repuesto  para  velamen,  apa- 
rejos y  otros  usos  del  mismo.  Al  retirarse  la  vi- 
sita quedarán  á  bordo  de  custodia  uno  ó  mas 
celadores.  Cuando  el  buque  viniere  en  lastre  so- 
lo se  exigirá  del  Capitán  la  patente  de  navega- 
ción y  una  nota  especificada  de  los  víveres,  y 
efectos  del  uso  del  buque  que  haya  á  bordo 
y  se  harft  un  exAmcn  formal  y  escrupuloso  para 
evidenciar  si  está  efectivamente  en    lastre  (I) 


(1  ^  Sobre  este  artículo  dijo  el  tribunal  de  cuentas  en  su 
iiiíorme  de  1841 : 

••  El  art.  1 P  dispone,  que  al  acto  de  la  visita  so  cntre- 
¿rue  el  sobordo  y  la  lista  do  rancho,  descargue  ó  no  el  bii- 
tjue;  pues  esto  no  se  sabe  hasta  los  cinco  dias,  como  lo 
l)eriuite  el  articulo  7  ?  .  Si  vencidos  estos  no  descarga,  si- 
no quo  sigue  para  otro  puerto,  no  debo  devolvérselo  el  so- 
bordo sino  la  ccrlificaclon  de  que  trata  el  art.  9  ?  ,  formán- 
dose entonces  el  expediente  con  la  diligencia  de  la  visita 
de  entrada,  el  sobordo  original,  la  lista  de  víveres  y  re- 
puesto y  la  declaración  de  que  no  descarga ;  cuyo  docu- 
iiionto  así  organizado,  deberá  acompañarse  á  la  cuenta. 
Este  procedimiento  roírularizará  la  cuenta  do  las  adminis- 
traciones, acreditará  de  \m  modo  eficaz  que  el  buque  na- 
da descargó  fraudulentamcnto  durante  su  residencia  do 
Hois  dias  hábiles  en  el  puerto,  ni  en  las  costas  después  de 
f*u  salida ;  porque  el  sobordo  que  da  el  capitán  á  la  entra- 
da, y  la  copia  autorizada  por  la  aduana  que  ha  de  presen- 
tar en  el  puerto  en  que  llega  el  buque  a  descargar,  forman 
una  cadena  que  impide  hacer  el  contrabando ;  porque 
tendría  el  capitán  que  dar  cuenta  satisfactoria  al  hacérsele 
cargo  de  lo  que  se  echase  de  menos  en  el  puerto  de  la  descarga 

Con  este  motivo  es  preciso  hacer  presente  que  el  ^.  2  ^ 
del  art.  9  ?  de  la  ley  dispono  que  el  jefe  de  la  aduana  en 
que  va  á  descargar  el  bu(iue,  avise  al  administrador  del 
puerto  nacional  en  que  llegó  del  extranjero,  si  se  ha  veri- 
fícado  la  importación  de  la  carga  que  en  esto  declaró  con 
aquel  destino  ;  pero  no  expresa  la  ley  con  que  fin  se  pide 
esta  noticia  llegado  el  caso  de  que  no  se  haga  la  in-»porta- 
cion,  y  ó  nodebcn  tomarse  precauciones  inútiles,  ó  de  to- 
marse algunas,  que  lleven  un  resultado  conocido.  Por  esto 
es  de  opinión  el  Tiibunal  se  llene  este  vacío,  imponiendo 
Ja  obligación  de  acreditar  el  destino  de  las  mercancías  que 
no  hubiesen  llegado,  y  que  de  no  hacerlo  se  cobren  los  de- 
rechos de  importación,  ó  pague  el  capitán  una  multa  pro- 
porcionada á  los  bultos,  á  sus  valores  y  á  los  derechos." 

También  dijo  el  Administrador  de  Cumaná,  Sr.  J.  C. 
Vetancourt,  en  1845 : 

"  Es  imponderable  el  abuso  que  se  comete  por  los  capi- 
tanes de  buques  al  formar  la  relación  do  rancho  y  repues- 
to para  que  están  autorizados  por  la  ley,  pues  aunque  es 
verdad  que  estos  efectos  se  consideran  á  bordo  como  en 
depósito,  esto  no  impide  que  se  cometan  fraudes  á  la 
sombra  de  esta  facultad.  Lo  mas  propio  seria  fijarle  lími- 
tes á  esta  permisión  y  establecer  reglas  que  so  común ica- 
f;en  de  unas  aduanas  á  otras  para  precaver  así  mismo  la 
renovación  de  estas  listas  en  cualquier  puerto  extranjero 
á  donde  tocasen  \&s  embarcaciones  en  sus  viajes  y  remon- 
tadas de  un  puerto  á  otros  de  la  República,  como  muy  fá- 
cilmente pueden  hacerlo  los  buques  de  la  carrera  de  An- 
gostura que  vienen  á  cargar  de  sal  de  la  salina  de  Araya 
ú  que  me  he  referido  al  tratar  sobre  la  ley  del  comercio  de 
oabotfijo. 
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19  El  sobordo  6  manifiesto  de  que 
habla  este  artículo,  se  formará  por  los  capita- 
nes de  buques  en  los  respectivos  puertos  extran- 
jeros de  su  procedencia  y  á  continuación  vendrá 
certificado  por  el  cónsul  6  ájente  comercial  de 
la  República,  y  &  falta  de  éste  por  el  de  una  na- 
ción amiga  ó  neutral,  el  número  y  clase  de  bul- 
tos que  como  cargamento  conste  de  dicho  docu- 
mento. 

^  29  Los  artículos  de  repuesto  para  vela- 
men, aparejos  y  demás  usos  del  buque,  se  con- 
sideran como  en  depósito  á  bordo,  y  el  capitán 
no  podrá  usar  de  ellos  durante  su  permanencia 
en  el  puerto,  sin  conocimiento  de  los  jefes  de  la 
Aduana.  Si  al  pasar  la  visita  de  fondeo  para  po- 
nerse el  buque  á  la  carga  ó  en  cualquiera  otra 
oportunidad  los  jefes  de  la  Aduana  no  encon- 
traren la  existencia  de  estos  artículos  en  conso- 
nancia con  lo  manifestado  al  entrar,  y  con  el 
gasto  que  con  su  conocimiento  se  haya  hecho  en 
el  puerto,  impondrán  al  capitán  una  multa  de 
cincuenta  á  quinientos   pesos  según   el  caso.  (2) 


Véase  ademas  la  nota  al  art.  36  de  la  ley  de  comisos. 

(2)  El  Administrador  de  la  Vela,  Sr.  Juan  de  Dios  Mon- 
son,  en  su  informo  de  1844,  refiriéndose  al  ^  1  ?  déla  de 
41  (hov  2P)  expuso : 

*'  Propuse  en  el  informo  de  1841,  que  se  dispusiese  que 
los  administrudoi'es  de  aduanas  autorizasen  las  listas  de 
rancho  de  los  buques  que  procedentes  del  extranjero,  si- 
guen al  cabotaje  á  los  puertos  habilitados  ó  la  costa.  Fun- 
dó esta  i>rü()osicion  en  la  evidencia  de  que  se  desembar- 
can al  clandestino  los  ranchos  de  los  buques  que  navegan 
en  dichos  términos,  y  en  que  estos  ranchos  por  lo  regular, 
asi  en  cantidad  como  en  calidad,  están  fuera  de  razón  con 
la  tripulación,  con  el  porte  del  buque,  con  los  productos 
que  él  da  á  su  duefío  y  con  el  tiempo  do  duración  de  su 
viaje  redondo  entre  Curazao  y  estos  puertos  quo  es  de 
diez  á  doce  dias  á  lo  sumo  ;  do  modo  que,  atendidas  to- 
das estas  circunstancias,  estos  ranchos  excesivos  y  á  me- 
nudo revocados,  dan  un  producto  considerable  de  dere- 
chos defraudados.  Así  es  que  no  solo  la  moral  y  el  cum- 
plimiento de  la  ley,  que  al  peiseguir  el  comercio  clandes- 
tino, no  tiene,  ni  debo  tener,  consideración  por  la  impor- 
tancia de  las  porciones  en  que  se  haga,  sino  también  el  in- 
terés de  los  ingresos  de  las  rentas,  demandan  esta  medida. 

"Laque  se  dicte  debe  abrazar  los  efectos  ó  enseres  teni- 
dos á  bordo  para  repuesto  del  buque,  por  iguales  razones j 
para  evitar  interpretaciones." 

''Esta  medida  es  tanto  mas  necesaria,  cnanto  que,  sise 
trata  de  reducir  los  ranchos,  se  presenta  p^r  los  interesa- 
dos el  alegato  do  la  libertad  que  tienen  de  mantener  á  bor- 
do el  rancho  y  los  útiles  del  buque  que  quieran  ;  y  que  la 
resolución  del  Gobierno  de  81  de  Octubre  de  1837,  encar- 
gando á  los  administradores,  de  conformidad  con  la  ley, 
que  no  permitan  desembarcar  scbra  de  ranchos  y  dando 
reglas  para  impedirlo,  ha  sido  desatendida  por  un  tribu- 
nal de  esta  provincia,  al  absolver  un  contrabando  hecho 
escandalosamente  con  el  rancho  de  un  buque,  fundándose 
para  desatenderla  en  que  es  anterior  á  la  ley  de  comisas,  y 
en  que  ella  es  un  precepto  paro  el  empleado,  y  no  el  esta- 
blecimiento de  una  pena,  porque  la  imposición  de  estas  no 
es  atribución  del  Poder  Ejecutivo;  asi  como  para  absol- 
ver el  contrabando,  se  fundó  en  que  el  (.  1 P  trata  de  los 
artículos  de  repuesto  para  velamen  &»a.,  y  el  rancho  es  co- 
sa material  y  esencialmente  distinta." 
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^  39  Los  jefes  de  las  aduanas  pueden  dis- 
poner el  embarque  de  uno  6  mas  celadores  de 
custodia  á  bordo  de  un  buque  en  todo  caso  en 
que  lo  crean  conveniente  á  los  intereses  físcales. 

Art.  29  Si  el  capitán,  al  acto  de  la  visita,  no 
presentare  el  sobordo,  6  si  este  no  estuviere  en 
la  forma  prevenida  en  el  artículo  I9  y  su  pará- 
grafo 19  incurrirá  en  una  multa  de  ciento  k  qui- 
nientos pesos  y  se  le  exigirán  los  conocimientos 
del  cargamento,  y  ademas  una  nota  de  cuales- 
quiera otros  efectos  que  tenga  á  bordo  el  buque 
no  comprendidos  en  ellos.  Estos  documentos 
permanecerán  en  la  aduana  hasta  que  el  capitán 
forme  y  presente  con  arreglo  á  ellos  el  sobordo, 
no  pudiéndose  mientras  tanto  desembarcar  cosa 
ulguna. 

Art.  39  En  caso  de  falta  de  sobordo  y  conoci- 
miento á  la  vez,  incurrirá  el  capitán  en  una 
multa  de  cien  á  mil  pesos,  y  los  jefes  de  la  adua- 
na tomarán  á  costa  del  capitán  todas  las  medi- 
das que  á  su  juicio  sean  necesarias  para  asegurar- 
se de  que  nada  será  desembarcado  sin  su  per- 
miso; y  se  prDcederá  á  la  descarga  del  buque  y 
formación  del  sobordo,  todo  á  costa  del  capitán. 

Art.  49  Cuando  el  cargamento  que  se  encuen- 
tra á  bordo  de  un  buque  no  corresponda  con 
el  sobordo  ó  conocimientos  exhibidos  por  el 
capitán  al  tiempo  de  la  visita,  se  procederá  con 
arreglo  á  la  ley  de  comisos. 

Art.  59  Cuando  el  capitán  de  un  buque  deje 
de  pagar  por  insolvencia  ú  otro  motivo  los  gas- 
tos y  multa  de  que  tratan  el  artículo  39  y  ^1 
^  19  del  artículo  I9  ,  la  embarcación  y  sus  apa- 
rejos quedan  responsables  por  la  cantidad  adeu- 
dada por  el  capitán. 

Art.  69  Los  buques  que  se  dirijan  á  Ciudad 
Bolívar  y  Maracaibo  serán  custodiados  por  uno 
ó  mas  celadores  desde  Yaya  y  el  Castillo  de  San 
Carlos,  con  el  ñn  de  que  no  se  permita  extraer 
nadd  del  buque  antes  de  ser  visitado  por  los  em- 
pleados de  la  aduana. 

Art.  79  Dentro  de  cinco  dias  después  de  fon- 
deado el  buque,  su  consignatario  ó  el  dueño  del 
cargamento  deberá  declarar  á  la  aduana  si  re- 
suelve 6  no  descargar.  Si  se  hubiere  de  efectuar  la 
descarga  en  el  todo  ó  en  parte,  se  pedirá  el  per- 
miso r.orrespondiente  por  escrito  al  jefe  de  la 
aduana  en  el  término  expresado  y  manifestando 
si  viene  alguna  parte  del  cargamento  destinado 
á  otros  puertos  ext  rajaros  ó  déla  República; 
mas  si  no  resol  viere  descargar  deberá   partir  á 

Para  mayor  claridad  de  la  medida  recomendada  copia- 
remos las  |)alabras  del  mismo  admioistrador  en  1841 : 
"  Que  til  administrador  de  la  aduana  de  arribada  acote  y 
fírmti  las  listas  de  rancho  y  enseres,  y  que  los  de  la  misma 
y  demás  aduanas  en  que  toque  el  buque  anoten  lo  que  de 
ellos  se  vaya  razonablemente  gastando  con  su  conoci- 
miento." 
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loaseis  dias  hábiles  desde  su  llegada,  exceptuan- 
do las  arribadas  por  averías  del  buque  que  sean 
notoriamente  conocidas,  en  cuyo  caso  no  per- 
manecerá en  el  puerto  sino  el  tiempo  preciso 
para  repararlas  bajo  la  custodia  correspondiente. 
Si  el  dueño  ó  consignatario  del  buque  dejare  á 
su  bordo  alguna  parte  del  cargamento  para  con 
ducirlaá  otros  puertos,  deberá  verificarse  la  par- 
tida dentro  de  diez  dias  contados  desde  que 
haya  desembarcado  la  parte  de  mercancías  que 
ha  declarado  descargar,  y  durante  su  permanen- 
cia en  el  puerto  se  mantendrá  á  su  bordo  uno  ó 
mas  celadores.  (3) 

Art.  89  Los  buques  extranjeros  como  los  na- 
cionales podrán  llevar  de  un  puerto  á  otro  ú 
otros  habilitados,  la  parte  de  carga  que  no  sea 
para  desembarcar  en  el  puerto  adonde  haya  lle- 
gado  el  buque,  y  esté  declarado  en  el  sobordo 

(3)  El  Administrador  de  Angostura,  Sr.  J.  Armas,  eii 
su  informe  de  1842  expuso: 

"Por  el  art.  7  ?  tiene  el  consignatario  ó  dueño  de  un 
cargamento  el  término  de  cinco  dias  i)ara  resolverse  ó  no 
á  descargar  el  todo  ó  parte  de  su  cargamento  en  el  puer- 
to en  que  ha  fondeado ;  debiendo  manifestar  en  caso  de 
resolverse  si  trae  alguna  parte  destinada  á  otros  puertos 
extranjeros  ó  de  la  líe  pública  *,  y  si  no  se  resuelve  lia  de 
partir  á  los  sois  dias  hábiles  después  de  su  llegada  excep- 
tuando las  arribadas  por  averias  del  buque  notoriamente 
conocidas,  en  cuyo  cabO  solo  debe  permanecer  en  el  puerto 
el  tiempo  necesario  para  repararlas.  Ksto  manifiesta  como 
es  justo  y  natural  que  si  dentro  do  aquel  término  juzgare 
el  importador  que  no  le  conviene  descargar  todos  sub 
efectos  y  mercíiucias  en  el  puei'to  en  que  fondeó,  está  en 
libertad  de  dejar  las  que  le  convenga  trasportar  para  otro 
puerto  de  la  llepública  ó  reexportar  para  el  extranjero. 
Justo  y  natural  es  esto,  principalmente  para  muchos  que 
siendo  meros  importadores,  sin  establecimiento  mercan- 
til en  ningún  puerto  de  la  República,  se  dirigen  á  uno  du- 
termiuadumente  donde  por  haber  variado  las  circunstan- 
cias del  comercio  se  encuentran  con  otras  distintas  de 
aquellas  que  lo  sirvieron  do  base  á  su  venida. 

También  dijo  el  Administrador  de  la  Guaira  en  1847: 

"E\  art.  7  ?  ordena :  que  cinco  dias  después  de  fondea- 
do un  buque  si  hubiese  de  descargar  pida  el  permiso  cor- 
respondiente por  escrito  al  jefe  de  la  aduana,  al  mismo 
tiempo  que  el  art«  10  de  la  ley  previene  que  nada  pueda 
desembarcarse  del  buque  sin  el  permiso  del  Administra- 
dor é  Interventor,  y  no  podría  ser  do  otra  manera  sin  dejar 
expuestos  los  intereses  nacionales.  Ambas  disposiciones 
pueden  ser  eludidas  alguna  vez,  apoyados  en  lo  que  dispo- 
ne el  número  1  ^  art.  11,  pues  según  este  basta  que  el  ce- 
lador de  custodia  del  buque,  reciba  la  orden  del  Coman- 
dante del  resguardo  para  permitir  el  desembarco,  y  no  de- 
be consentirlo  mientras  no  se  le  presenten  papeletas  autori- 
zadas por  los  jefes  de  la  aduana,  por  los  patrones  de  las 
embarcaciones  que  van  á  desalijarlo.  £1  permiso  concedi- 
do por  el  jefe  de  Li  aduana  se  pasa  al  Comandante  del  res- 
guardo para  que  este  anuncie  á  los  celadores  quo  va  á 
precederse  á  la  descarga  á  fin  de  que  estos  llenen  sus  res- 
pectivos deberes,  tomando  razón  de  los  bultos  al  acto  de 
desembarcarse  y  los  custodien  hasta' introducirlos  dentro 
de  los  almacenes ;  pero  el  de  custodia  del  buque,  no  debe 
permitir  se  trasborde  carga  alguna  á  los  algos,  sin  aquel 
permiso  por  escrito  que  queda  referido,  lo  cual  no  esta 
bien  expresado  en  la  ley. 
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como  de   tránsito  para   otro   ú  otros  puertos  de 
Venezuela.  (4) 

Art.  9?  Cuando  hayan  de  trasportarse  mer- 
cancías y' efectos  de  los  declarados  para  otro  ú 
otros  puertos  en  el  mismo  buque  que  los  ha  trai- 
do,  el  Administrador  y  el  Interventor  darán  al  ca- 
pitán copia  íntegra  y  certificada  del  sobordo  hecho 
por  él,  y  producido  á  su  entrada,  en  que  ademas 
se  expresarán  las  mercancías  y  efectos  que  ha- 
yan quedado  á  bordo.  (5) 

f  4)  El  Administrador  de  la  Vela,  Sr.  Manuel  Larrazá- 
bal  expuso  en  1849: 

"No  menos  que  los  efectos  de  la  ley  de  10  de  Abril  de 
1834,  sobre  libertad  de  contratos,  tendrá  Venezuela  que 
deplorar  los  de  la  de  10  Mayo  de  1839,  que  fué  refor- 
mada en  1841 ,  sobre  régimeiJ  de  las  aduanas,  por  la  cual  se 
permite  con  el  nombre  de  comercio  de  escala,  que  los  bu- 
ques extranjeros  naveguen  por  todos  los  puertos  de  la 
República,  y  vayan  descargando  los  efectos  que  traen  del 
extranjero,  con  lo  cual  se  ha  invadido  el  precioso  derecho 
que  tienen  todas  las  naciones,  de  que  sus  propios  subditos, 
«ean  los  que  exclusivamente  puedan  navegar  sus  respec- 
tivas costas  de  puerto  á  ])uerto  conduciendo  con  una  guia 
efectos  que  ó  han  pagado  ya  sus  derechos  de  importación, 
ó  son  productos  del  mismo  país  que  nada  adeudan.  Es  esto 
lo  qnc  se  llama  comercio  de  cabotaje,  que  tan  oprimido 
T  vejado  se  ha  visto  en  Venezula  por  el  extranjero,  a  quien 
con  mano  larga  han  querido  favorecer  las  leyes,  que 
ahora  con  mejor  acuerdo  y  verdadero  patriotismo  deben 
reformarse." 

"  Si  en  las  naciones  europeas  mas  adelantadas  en  el 
sistema  de  rentas,  existe  un  derecho  diferencial  que  noso- 
tros hemos  cedido  en  favor  do  los  extranjeros,  y  hemos 
igualado  la  bandera  venezolana  con  la  inglesa,  francesa, 
hamburguesa  y  demás,  por  pactos  onerosos,  tratados  de 
irónica  reciprocidad,  respecto  á  los  derechos  de  puerto, 
importación  y  cualquicia  otro,  parece  que  siquiera  por 
amor  á  la  tierra  en  que  vivimos,  debiera  concederse  la  ex- 
clusiva del  comercio  de  cabotaje  á  los  nacionales,  impi- 
diendo á  los  extranjeros  el  dicho  comercio  de  escala,  y 
declarai-se  que  el  buque  que  traiga  carga  para  otros  pun- 
tos de  aquel  á  donde  primero  llega,  debe  descargarla  toda 
allí,  para  ser  conducida  á  los  respectivos  puertos  para 
donde  haya  sido  declarada,  en  buques  venezolanos,  que 
son  los  únicos  que  tienen  derecho  á  navegar  por  nuestras 
costas.  Sobre  este  particular  no  existe  tratado  ni  conven- 
ción alguna,  que  impida  al  Congreso  legislar  en  favor  del 
comercio  nacional." 

'•  En  Colombia  no  se  conoció  tal  abuso  llamado  comer- 
cio de  escala,  ni  en  Venezuela  misma  en  los  primeros  nueve 
años  de  su  existencia  política,  hasta  que  una  influencia 
enemiga  de  la  prosperidad  de  Venezuela,  inventó  esa  ma- 
léfica idea,  que  ha  dado  por  tierra  con  nuestra  marina 
mercante  nacional,  que  hace  el  comercio  de  cabotaje. 
(5)  El  tribunal  de  cuentas  en  su  informe  de  1846  dijo  : 
*'  Él  art.  8  ?  concedo  á  los  buques  extranjeros,  como  á 
los  nacionales,  llevar  de  un  puerto  á  otro  de  la  República 
la  parte  de  carga  declarada  de  tránsito,  para  otro  ú  otros 
puertos  de  Venezuela ;  y  en  el  articulo  9  P  se  dan  las  re- 
glas para  cuando  hayan  de  trasportarse  las  mercancías  en 
el  mismo  buque  que  las  ha  traido.  Nada  se  dice  de  la  ma- 
nera con  que  se  debe  proceder  cuando  la  conducción  de 
los  efectos  haya  de  verificarse  en  buque  distinto  del  de  su 
importación,  bien  por  avería,  bien  por  otra  causal  gravo, 
y  convendría  que  también  se  dieran  reglas  ¡mra  tales  ca- 
sos, á  saber:  que  se  descarguen  los  efectos  en  la  aduana, 
y  que  cuando  es  exporten  para  su  destino,  se  dé  copia 
del  sobordo  al  capitán,  eo  que  se  explique  el  motivo  de 


^  19  La  forma  de   esta   certificación   será  la 
siguiente. 

"  Puerto  de á - &a 

Certificamos  que  la  precedente  copia  lo  es  del 
sobordo  del  cargamento  de  (clase  y  nombre  del 
buque)    su  Capitán    (nombre   del  Capitán)    que 

entró  en  este  puerto  el de y  que    según 

la  manifestación  hecha   siguen  ft  bordo  de  dicho 

buque  para  el   puerto  de las  mercancías  y 

efectos  contenidos  en  los  bultos  que  se  expresan. 


I  Marcas.  |  Números.  |  Número.  | 


A.  B.  Administrador. 


C.  D.  Interventor. 


§  29  Cuando  queden  efectos  á  bordo  y  vayan 
estos  ft  otro  ú  otros  puertos  de  Venezuela, 
para  conocimiento  de  la  aduana  en  que  deba  con- 
cluirse la  descarga,  los  jefes  de  la  primera  adua- 
na pasarán  por  el  correo  nota  de  la  parte  de 
carga  que  se  conduce  para  la  segunda  á  los  jefes 
de  esta,  quienes  avisarán  si  se  ha  verificado  la 
importación.  (6) 

conducirse  los  efectos  en  diverso  buqne  del  que  los  im- 
portó." 

También  dijo  el  Administrador  de  la  Guaira,  Sr.  Diego 
A.  Caballero  en  1847: 

"  Dispone  el  art.  9  que  cuando  se  conduzca  parte  del 
cargamento  á  otro  puerto  distinto  del  en  que  se  hace  la 
importación,  se  inserte  en  la  certificación  de  registro  con 
que  ha  de  navegar  al  2?  puerto,  el  sodordo  íntegro  pre- 
sentadu  en  la  primera  aduana,  de  modo  que  introducién- 
dose aqui  800  bultos  y  solo  teniendo  declarados  para  Puer- 
to-Cabello 2,  8,  6,  ú  8  hay  que  soportar  el  trabajo  de  ha- 
cer la  inserción  de  toda  aquella  larga  relación,  sin  que  por 
esto  se  precava  fraude  alguno,  y  bastAria  insertar  en  el 
certificato  aquella  parte  de  lo  que  se  conduce  al  segundo 
puerto,  para  evitar  trabajos  indebidos  á  las  oficinas. 

(6)  El  Administrador  de  aduana  de  Pampatar,  Sr.  Leen 
Silva  Maneiro,  en  su  informe  de  1843  expuso : 

"  Previene  el  art.  7  9  que  cuando  un  buque  procedente 
del  extranjero  no  resuelva  descargar  en  el  primer  puerto 
habilitado  á  que  llegase,  siga  para  el  lugar  de  su  destino 
dentro  do  los  seis  dias  hábiles  desde  su  llegada,  y  el ^.  2  9 
del  art.  9  ?  afiade,  que  en  este  caso  el  administrador  de 
la  primera  aduana  remita  al  de  aquella  á  donde  so  dirija, 
una  nota  de  la  carga  que  contenga.  Muy  conducente  sería 
á  impedir  el  fraude  que  pudiera  hacerse  en  la  navegación 
desde  el  uno  á  otro  puerto  echando  furtivamente  en  las 
playas  desiertas  parte  del  cargamento,  previniendo  de 
una  manera  expresa,  que  cuando  ocurriera  aquel  caso,  es 
decir,  que  no  resuelva  desembarcar  un  buque  en  el  primer 
puerto  á  que  llegue,  que  los  jefes  de  la  aduana  de  él  hicie- 
sen un  examen  escrupuloso  de  todos  los  efectos  de  que 
conste  el  cargamento,  para  que  con  este  conocimiento  die- 
ran una  noticia  exacta  y  bien  expresiva  al  administrador 
de  la  aduana  á  donde  haya  seguido  el  buque,  para  de  este 
modo  evitar  el  medio  de  que  algunos  importadores  quie- 
ren asirse  para  hacer  el  contrabando." 

T  el  tribunal  do  cuentas  se  adelantó  á  decir  mas  en 
1846,  exponiendo  : 

"  Él  ^.  29  del  ari  9  es  absolutamente  inútil,  porque  el 
capitán  del  buque  no  puede  presentar  á  la  aduana  del 
puerto  donde  llegue,  sino  la  certificaciou  de  sobordo  ex- 
pedida por  los  jefes  de  la  aduana  del  de  su  procedencia,  y 
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Art.  10.  Nada  podrá  desembarcarse  sin  el 
permiso  del  administrador  é  interventor. 

Art.  11  Obtenido  el  permiso  para  descargar 
un  buque  se  comunicará  al  Comandante  del  res- 
guardo para  su  cumplimiento,  bajo  las  formali- 
dades siguientes. 

líi  El  comandante  del  resguardo  ordenará 
por  escrito  á  los  celadores  de  custodia  del  buque 
permitan  la  descarga.  (7) 

2^  Los  celadores    de    custodia   pasarán    una 
nota  de  los  bultos  que  se  desembarquen  en  cada 
barcada,    especificando    los    números  y    marcas 
que  contengan,  clasificándolos  por  cajas,  baúles, 
barriles,  fardos,  guacales  &a.  según  ellos  fueren, 
cuyas  papeletas  se  confrontarán  por  los  celado- 
res de  guardia  con  los   bultos  desembarcados,  y 
encontrándolas  conforme  las   pasarán  al  coman-  j 
dante  del  resguardo   para  que  las   copie    en    un  { 
libro  y  las  pase   á  la    aduana,    á  fin  de  que  por  i 
ellas  se  reciban  los  bultos  en  los  almacenes,    (8)  i 

3^  El  comandante  del  resguardo  refundirá  en  ' 
una  nota  diaria  los  bultos  que  se  hayan  desembar- 
cado de  cada  buque,  según  las  papeletas  con- 
frontadas que  haya  recibido  de  los  celadores 
de  custodia,  la  cual  pasará  diariamente  al  Admi- 
nistrador de  aduana,  para  que  antes  de  cerrar  el 
despacho,  él,  ó  el  interventor  la  confronten  con 
los  bultos  depositados  en  la  aduana   y  hallándo- 

c>te  documento  es  el  que  ha  de  servir  para  la  compara- 
ción del  cargamento  y  domas  funciones,  siendo  del  cuida- 
do de  loa  empleados  de  la  aduana  proceder  con  arreglo 
á  la  ley  do  comisos,  si  advirtieren  diferencia  entre  el  car- 
gamento y  el  sobordo." 

(7)  El  Administrador  de  Curaaná,  Ledo.  Jo.<5é  Grau, 
refiriéndose  en  1839  á  los  §§.  1 9  y  2?  art.  11  de  la  ley 
que  regia  entonces,  y  que  so  han  conservado  en  la  TÍgen- 
te,  expuso : 

"  No  siempre  se  encuentran  personas  para  el  destino  de 
celador  que  sepan  leer  y  escribir,  y  por  esta  circunstancia 
creo  que  deberían  variarse  los  parágrafos  1  ?  y  2  P  del 
ai-i.  11  de  esta  ley  del  modo  siguiente :" 

^.19  «*  El  comandante  del  resguardo  ordeno  rá  por  es- 
crito al  cabo  del  mismo  resguardo  permita  la  descarga,  y 
este  se  entenderá  con  los  celadores  de  custodia." 
^.  2  P  "  £1  cabo  pasará  una  nota  &a." 
Y  el  tribunal  de  cuentas  en  su  imforme  de  1845  dijo: 
"  El  §,  2?  del  art.  11  dice :  que  el  Comandante  del  res- 
guardo copie  en  un  libro  las  papeletas  de  los  bultos  de- 
sembarcados que  reciba  de  los  ccladorfis  de  custodia  y  que 
los  pase,  en  seguida,  á  la  aduana,  para  que  por  ellas  se  re- 
ciban los  bultos  en  los  almacenes;  y  el  parágrafo  8®  del 
mismo  articulo  dispono:  que  el  comandante  refunda  en 
«na  nota  diaria,  los  bultos  desembarcados  con  arreglo  á 
los  papeletas  recibidas  de  los  celadores  de  á  bordo.  Pare- 
ce mas  sencillo  que  en  el  libro  del  resguardo  se  asienten 
catas  notas  diarias  de  descarga,  mas  bien  que  las  papele- 
tas» porque  la  anotación  de  estas  es  mas  dilatada  y  com- 
plicada, mientras  que  la  de  las  otras  produce  el  buen  re- 
sultado de  que  los  expedientes  estén  conformes  con  el  11- 
1»ro  del  resguardo,  y  da  ademas  menos  trabajo." 

(8)  Véase  la  nota  1  f*   al  ^.  1 9  de  este  mismo  articulo 
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la  conforme,  la  firme  6  haga  los  reparos  que 
encuentre.  (9) 

4^  Las  descargas  se  harán  desde  la  seis  de  la 
mañana  hasta  las  tres  de  la  tarde  por  los  muelles 
y  lugares  designados;  y  desde  la  llegada  del 
buque  hasta  que  acabe  la  descarga  no  podrá  ir 
a  bordo  ninguna  persona  á  menos  que  perte- 
nezca ni  rol  del  buque,  ó  que  vaya  con  permi- 
so de  la  aduana  bajo  la  multa  de  veinticmco 
pesos  que  impondrán  y  harán  efectiva  los  jefes 
de  la  aduana.  No  necesitarán  permiso  las  per- 
sonas que  concurran  á  auxiliar  un  buque  en 
caso  de  inminente  peligro  de  que  se  pierda.  (10) 

63-  Concluida  la  descarga  y  dándose  el  parte 
correspondiente  por  el  capitán  del  buque  al  Ad- 
ministrador, este  ó  el  Interventor,  llevando  con- 
sigo al  comandante  ó  al  cabo  del  resguardo,  hará 

(0)  Véase  la  nota  2  *  del  §.  1  ^  de  este  mismo  artículo. 

(10)  El  Administrador  do  Angostura,  Sr.  Clemente  Zár- 
raga.  en  su  informe  de  1845  dijo  : 

'•  Quiere  el  art,  11  en  su  cuarta  formalidad  :  que  la  per- 
sona que  sin  licencia  del  administrador  do  Aduana  res- 
pectivo vaya  á  bordo  de  un  buque  que  no  hubiere  termij 
nado  su  descarga,  si  aquella  no  pertenece  al  rol,  pague  25 
pesos  de  multa  ,  mas  nada  dijo  el  legislador  relativamen- 
te á  cuando  viniesen  á  tierra  el  capitán,  pasageros  ó  algún 
individuo  de  la  tripulación  que  sin  sor  visitada  la  embar- 
cación por  los  empleadoH  de  adunna.  y  sí  del  médico  de  sa- 
nidad, se  consideran  en  libertad  do  desembarcar,  como  y 
cuando  lea  parece,  so  pretexto  de  no  poderse  detener  á 
bordo  todo  el  tiempo  que  dilatar  pudieran  los  funcionarios 
encargados  de  aquel  acto  ;  por  lo  que  hace  á  Angostura 
deberé  decir  en  obsequio  de  la  verdad  :  que  cuando  se  re- 
tarda la  visita  que  debe  hacerse  á  los  buques  proceden- 
tes de  ultramar,  la  dilación  es  exprofesa.  Me  explicaré  en 
términos  mas  categóricos :  pretenden  algunos  capitanes 
de  buques  dar  una  extensión  arbitraria  al  lugar  designado 
para  fondeadero  en  este  puerto,  como  tengo  informado  an- 
tes de  ahora  al  Qobicrno,  y  no  debiendo  ni  pudiendo  per- 
mitirse tal  desafuero,  cuando  él  tiende  mny  particularmen' 
te  á  eludir  la  vigilancia  del  resguardo ;  he  dispuesto  en  ob- 
sequio del  buen  servicio  público,  que  los  buques  arribados 
á  este  puerto  no  so  visiten  hasta  tanto  no  hayan  fondeado 
dentro  del  espacio  demarcado  por  el  reglamento  de  policía 
de  la  materia:  hasta  la  fecha  se  ha  conseguido  el  objeto 
deseado,  aunque  con  algunas  dificultades,  mas  como  pue- 
de suceder  que  un  capitán  terco  y  caprichudo,  que  no  fal- 
tan, se  venga  á  tierra  so  pretexto  de  que  le  urge  hacer 
esto  ó  aquello,  creo  conveniente  prevenir  el  mal,  lo  que 
indudablemente  se  obtendrá  imponiendo  una  pena  de  10 
á  50  pesos  de  multa  al  que  tal  cosa  hiciere." 

Véase  también  la  nota  del  art.  12  en  la  parte  relaciona- 
da con  este. 

Ademas,  previénese  en  este  número  que  los  jefós  de  la 
aduana  hagan  efectiva  la  multa  que  por  él  se  imponga. 
Pero  debe  armonizarse  esta  disposición  con  la  del  art.  89 
que  establece  que  todas  las  multas  impuestas  por  virtud 
de  esta  ley  se  exijan  por  los  jueces  de  provincia  &a.,  á 
excitación  de  los  jefes  déla  aduana.  La  contradicción  que 
se  nota  proviene  de  que  la  ley  de  41  en  su  mismo  núm.  y 
art.  (4.^  del  11)  disponia  también  en  concordancia  con  el 
87,  á  que  ha  sostituido  el  89,  que  las  multas  se  hiciesen 
efectivas  por  el  administrador  é  interventor,  y  de  que  ha- 
biéndose reformado  esta  disposición  en  los  términos  di- 
chos para  obviarlos  inconvenientes  á  que  daba  lugar,  no 
lo  fué  8U  correlativo,  de  <)ne  habíame?, 
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la  visita  á  efecto  de  examinar  si  han  quedado 
á  bordo  otras  mercancías  ó  efectos  que  los  que 
se  hayan  declarado  en  el  sobordo  para  otro  ü 
otros  puertos. 

Art.  12;  Hecha  la  visita  del  buque,  se  confron- 
tará el  sobordo  con  las  notas  diarias  de  descarga, 
y  encontrándose  conforme,  el  comandante  del 
resguardo  pondrá  constancia  de  haberse  conclui- 
do la  descarga.  (11) 

(11)  El  Adminiátrador  de  Maracaibo,  Sr.  JoséE.  Galle- 
gos, en  su  informe  de  1842  expuso : 

ti  Previene  el  art.  12  que  pasada  la  visita  de  fondeo,  se 
confronte  el  sobordo  con  las  notas  de  descarga  y  encon- 
trándose conforme,  ponga  el  comandante  del  resguardo 
constancia  de  haberse  concluido  la  descarga.  La  respon- 
sabilidad que  al  capitán  imponen  el  art.  4?  de  esta  ley  y 
el  86  de  la  de  comisos,  merece  que  se  sometan  al  Contcreso 
algunas  observaciones  sobre  el  modo  de  hacer  la  confron- 
tación, mayormente  si  como  acabo  de  proponer,  las  mul- 
tas que  pagan  los  capitanes  se  aplican  al  tesoro  público, 
porque  entonces  cualquiera  diferencia  de  mas  ó  menos 
que  el  Tribunal  de  cuentas  notase,  seria  un  ca.go  conti-a 
los  jefes  de  la  aduana,  si  estos  no  lo  hubiesen  advertido,  ni 
ocurrido  a  los  tribunales  de  justicia." 

"  El  art.  1  ?  de  la  ley  que  me  ocupa  exige  terminante- 
mente que  el  sobordo  dé  la  descripción  de  los  bultos  en 
que  consiste  el  cargamento,  con  expresión  de  marcas  y 
números.  Mas  un  sobordo  puede  expresar  todo  esto,  y  es- 
tar sin  embargo  inexacto,  sin  que  el  administrador  pueda 
conocerlo  en  el  acto  de  pasar  la  visita  de  entrada,  que  es 
cuando  se  le  presenta  aquel  documento.  Suele  manifes- 
tarse como  saco  lo  que  es  fardo,  como  fardo  lo  que  es  caja, 
como  caja  lo  que  es  barril,  como  bultos  con  números  los 
que  no  los  tienen  &a.  Equivocaciones  que  no  pueden 
advertir  sino  después  de  desembarcados  todos  los  bultos,  y 
á  veces  después  de  reconocido  el  cargamento.  De  aquí  y 
también  de  las  omisiones  ó  equivocaciones  de  los  celado- 
res en  las  papeletas  de  descarga,  y  que  en  ocasiones  son 
indispensables,  proviene  que  en  muchas,  principalmente 
cuando  el  cargamento  es  grande,  la  aduana  se  ve  einbara- 
zada  para  descubrir  por  las  solas  notas  de  descarga  la 
exactitud  entre  lo  manifestado  en  el  sobordo  y  lo  desem- 
barcado, y  tiene  que  apelar  á  las  facturas  después  de  pre- 
sentadas, y  aun  muchas  veces  después  de  despachadas, 
porque  es'esta  operación  la  que  aclara  todas  las  dudas 
que  pueden  ofrecer  el  sobordo  y  las  notas.  Excluir  las  fac- 
turas 6  manifiestos  de  la  conñ-ontacion,  aun  en  casos  tales, 
comprometería  á  los  empleados  de  aduana  á  someter  á 
juicio  cuantas  diferencias  resultaran  entre  el  sobordo  y 
las  notas,  sin  que  ellos  tuviesen  una  evidencia  del  hecho, 
y  poner  en  contradicción  este  procedimiento  con  lo  que  ■ 
ellos  mismos  debieran  certificar  en  el  curso  del  juicio,  si 
del  reconocimiento  del  cargamento  resultaba  exactitud: 
tras  esta  contradicción  les  vendría  una  responsabilidad  6 
el  desconcepto  de  su  reputación." 

"  £1  mencionado  articulo  12  dice :  encojUrándose  confor- 
Ttie  {g\  sobordo  con  las  notas  de  descarga)  el  comandante 
del  resguardo  pondrá  constancia  de  haberse  concluido  la  des- 
carga.. Aquí  la  constancia  de  haberse  concluido  la  descar- 
ga se  hace  depender  de  la  condición  de  resultar  el  sobor- 
do conforme  con  las  notas.  1 7  si  no  resultara  esta  confor- 
midad, qué  se  harál  La  constancia  de  haberse  concluido 
la  descarga  debe  ponerse  haya  ó  no  conformidad,  siempre 
que  de  la  visita  de  fondeo  resulte  que  el  buque  no  contie- 
ne carga  alguna.  Esta  constancia  es  siempre  conveniente : 
si  nada  se  encuentra  á  bordo,  excepto  los  artículos  de  ran- 
cho, de  repuesto  del  buque  y  del  uso  de  los  individuos 
de  su  dotación,  la  confhwtacion  debe  practicarse  con  los 
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Art.  13.  Dentro  de  cuarenta  y  ocho  horas 
después  de  haber  declarado  que  un  buque  va  á 
descargar,  el  consignatario,  ájente  6  dueño  de 
las  mercancías  que  hayan  de  desembarcarse,  pre- 
sentará á  la  Administración  de  aduana  un  mani- 
fíesto  de  ellas,  en  idioma  castellano,  en  el  cual 
deberá  expresarce  en  guarismos  y  en  letra  ala 
vez,  la  cantidad  de  dichas  mercancías,  según  su 
clase,  su  número,  peso  y  medida,  también  en 
letras,  la  calidad  de  ellas  y  su  precio.  Este  mani- 
fiesto no  saldrá  por  ningún  motivo  del  poder 
de  los  jefes  de  la  aduana,  ni  podrá  ser  alterado 
sino  únicamente  en  los  casos  de  los  parágrafos 
siguientes.  (12) 

bultos  desembarcados  antes  de  la  visita  de  fondeo :  si  al- 
go se  encuentra,  debe  hacerse  traerá  la  aduana,  debe  po- 
nerse constancia  de  lo  ocurrido,  y  expresar  siempre  que 
no  quedó  carga  á  bordo ;  y  entonces  la  confrontación  se 
hará  con  los  bultos  desembarcados  antes  de  la  visita  de 
fondeo  y  con  los  encontrados  á  bordo,  porque  si  estos  se 
encuentran  en  el  manifiesto  del  capitán,  convencerán  de 
la  exactitud  de  la  operación." 

"  Conviene,  según  lo  dicho,  que  á  continuación  del  so- 
bordo se  pongan  dos  diligencias :  una  que  exprese  el  re- 
sultado de  la  visita  de  fondeo,  cualquiera  que  sea,  y  que 
á  bordo  no  quedó  carga;  y  otra  el  de  la  confrontación  con 
todo  lo  desembarcado  y  hecho  desembarcar  en  la  visita. 
Opino,  pues,  que  á  la  quinta  formalidad  del  art.  11  se  le 
añada :  ó  de  tos  comprendidos  en  la  lista  de  rancho  6  de  efec- 
tos de  repuesto  del  buque,  y  del  uso  de  los  individiws  de  su  do- 
tación, haciéndose  desembarcar  y  llevar  á  la  aduana  las  mer- 
cancías que  no  se  compreiidan  en  estas  excepciones,  y  ponién- 
dose á  continuación  del  sobordo  por  el  jefe  qive  pase  la  visita 
constancia  de  cualquiera  ocurrencia  y  de  no  haber  quedado 
carga  á  bordo  de  la  declarada  para  el  mismo  puerto" 

'"  También  es  consiguiente  reformar  el  artículo  12  en  es- 
tos términos : 

"  Hecha  la  visita  de  fondeo,  el  administrador  é  interven- 
tor confrontarán  el  sobordo  con  las  notas  de  descarga  y 
con  los  bultos  que  hayan  podido  encontrarse  á  bord  o  no 
comprendidos  entre  los  declarados  para  otro  puerto,  en  la 
lista  de  rancho  y  repuesto  del  buque,  y  que  pertenezcan 
al  uso  de  los  individuos  de  su  dotación;  y  á  continuación 
del  sobordo  pondrán  constancia  de  la  conformidad  ó  in- 
conformidad que  resulte,  y  de  si  esta  consiste  en  bultos  de 
mas  ó  menos.  Si  la  confrontación  entre  el  sodordo  y  las 
notas  de  descarga  ofreciere  oscuridad,  se  verificará  tam- 
bién entre  estos  documentos  y  los  manifiestos  de  los  im- 
portadores." 

También  expuso  el  tribunal  de  cuentas  en  1845 : 

*'  Hallándose  de  antemano  el  sobordo  y  las  papeletas  de 
descarga  diaria  en  manos  de  los  jefes  de  lu  aduana  parece 
mas  natural  que  ellos  sean  los  que  hagan  la  confrontación 
y  anoten  las  diferencias." 

(12)  El  Administrador  de  Angostura,  Sr.  Clemente  Zár- 
raga,  en  su  informe  de  1845  expuso : 

"  Cuando  el  cargamento  que  se  encuentre  á  bordo  de  un 
baque  no  corresponda  con  el  sobordo  ó  conocimientos  exhi- 
bidos por  el  capitán  al  tiempo  de  la  visita,  se  procederá 
con  arreglo  á  la  ley  de  comisos,"  y  esta  en  la  parte  que 
tratado  penas,  entre  otras  cosas,  en  su  art.  36  dice-  ',81 
resultaren  bultos  de  mas  de  los  declarados  en  el  sobordo, 
se  le  impondrá  una  multa  del  duplo  del  valor  de  los  dere- 
chos que  paguen  los  artículos  excedentes."  Debidamente 
penado  queda  el  capitán  del  buque,  mas  no  asi  el  duefio  6 
consignatario  de  las  mercancías,  á  quien  probablemente 
se  supone  inculpable,  pues  que  no  ha  tenido  parte  en  la  ir- 
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^  19  Cuando  el  introductor  tenga  dudas  sobre 
el  precio  6  medidas  que  deba  poner  á  los  artí- 
culos contenidos  en  el  manifiesto,  se  le  permi- 
tirá ver  las  mercancías  antes  del  reconocimien- 
to (13) 

^  39  8»  <^1  introductor  tuviere  igualmente  duda 
respecto  á  la  calidad  de  las  mercancías,  es  decir, 
si  estas  fueren  de  hilo,  algodón,  lana,  seda  ó 
mczclailas  ^a.  se  le  permitirá  verlas,  antes,  y  si 
después  de  esto  manifestare  que  no  puede  ó  no 
sabe  caliñcnrlas,  entonces  los  jefes  déla  aduana 
harán  la  calificación  estableciendo  aquella  por 
la  cual  los  artículos  en  cuestión  paguen  mayor 
derecho  según  la  ley  de  aranceles.  (14) 

^  39  Cuando  la  duda  del  introductor  recaiga 
sobre  el  peso  de  los  artículos  se  hará  e^te  eu  los 
almacenes  de  la  aduRna  y  conforme  á  él  stj  co- 
brará el  derecho,  (15) 

regularidad  del  procedimiento  del  encargado  de  la  nave 
(juc  coudujo  sus  intereses  ;  enhorabuena  que  a^l  sea,  pe- 
ro insiúrando  sospeclias  como  deben  inspirarlas  todos  los 
bnltofl,  no  incluidos,  en  un  sobordo,  conveniente  se- 
ria fijar  un  término  lutal  para  la  presentación  de 
los  manifiestos  de  efectos  que  se  encontrasen  en  el  ca- 
so precitado  ;  por  tanto  me  tomo  la  libertad  de  recomen- 
dar se  le  agregue  al  art.  13  de  la  Isy  de  que  me  ocupo: 
"  La  presentación  del  manifiesto  do  los  artículos  no  com- 
j)rendidos  en  el  sobordo  f>  conocimientos  exhibidos  por  el 
capitán  al  acto  de  la  visita,  deberá  tener  Iwgarpíecisamen' 
te  dentro  de  las  piiraeras  12  horas  después  de  practicado 
aquel  acto ;  y  los  intereFados  que  así  no  lo  hicieren,  ha- 
brán abandonado  de  hecho,  el  derecho  que  á  los  efectos 
hayan  tenido  "  No  se  entienda  que  esta  reforma  lleva  por 
objeto  embarazar  al  laborioso  comerciante ;  mas  sube  de 
punto  la  necesidad  que  huy  de  poner  coto  á  los  abusos 
que  se  cometen  frecuentemente,  muy  particidarmenfc  en  la 
navegación  del  apoUadero  de  Yaya  á  este  puerto,  en  cu5'o  es- 
pacio se  desembarcan  al  contrabando  los  bultos  que  mali- 
ciosamenle  se  dejaron  de  poner  en  el  sobordo." 

(13J  Véase  la  nota  al  <J.  3  ?  de  este  mismo  artículo. 

ri4l  Véase  la  nota  al  ^.  siguiente. 

(15)  El  administrador  de  la  Vela,  Sr.  Juan  do  Dios 
Monzón,  en  su  informe  de  1844  expuso : 

"  Sena  conveniente  que  se  determinase  el  significado  de 
las  palabras  cantidad^  clase,  númrro^  pcsn  ó  medida  y  cali- 
dad de  las  mercancías  y  efectos  que  se  importan  del  ex- 
tranjero, y  que  quiere  la  ley  se  expresen  eu  el  manifiesto 
de  entrada.  Sin  está  determinación,  con  buena  ó  mala' fe, 
se  confunden  las  voces  cantidad  y  número,  pretendiendo 
en  unos  casos  que  cantidad  se  refiere  á  las  piezas  y  en 
otras  que  á  las  raras;  y  otras  veces  viceversa,  aun  por  los 
mismos  individuos :  lo  mismo  sucede  respecto  de  las  vo- 
ces cla^  y  calidad.  Con  tales  interpretaciones  se  preten- 
den frustrar  las  disposiciones  de  los  parágrafos  de  este  ar- 
tículo y  la  resolución  del  Poder  Ejecutivo  de  8  de  Julio 
de  1840,  y  en  ellas  se  ap«-)ya  la  pretensión  de  omitir  en  el 
manifiesto  al  tiempo  de  presentarlo,  ó  de  poder  enmendar 
en  él  después  de  presentado  el  número  de  piezas,  ó  el  de 
varas,  fundándose  en  que  es  permitido  hacerlo  asi  con  la 
medida  y  sobre  el  iupuesto  falso  de  que  la  cantidad  son 
las  piezas  ó  las  varas  ;  y  también  la  de  hacer  igual  en- 
mendatura  en  la  clase  porque  es  licito  hacerlo  en  la  cali- 
dad. La  fijación  del  siguí ficiido  de  dichas  palabras  e>ita. 
ria  los  frecuentes  alegatos,  que  tras  de  fastidiosos  por  in- 
consecuentes y  absurdos,  quttan  el  tiempo  necesario  á 
toros  objetos  del  servicio :  estando  determinado  el  hecho, 
TOMO   II. 
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Art.  14.  El  derecho  de  aquellos  efectos  que  se- 
gún la  ley  de  aranceles  debe  cobrarse  ad-valoreti, 
se  calculará  sobre  el  precio  puesto  á  dichos  efec- 
tos en  el  manifiesto,  el  cual  deber&  ser  aquel 
que  adicionado  con  el  derecho,  y  un  quince  por 
ciento  mas,  forme  el  precio  corriente  por  mayor 
de  la  plaza  donde  se  hace  la  importación.  (16) 

Art.  15.  Cuando  el  Adniinistrador  ó  el  Inter- 
ventor juzguen  que  en  el  manifiesto  presentado, 
.   conforme  con  el  artículo   catorce,  se  han  puesto 
¡;  de  tal  modo   rebajados  los  precios  de  todos   ó 
I  . 

,  en  los  casos  que  ocurriesen  quedaría  al  juez  solo  el  deber 
:  que  constitucionalmente  lo  corresponde,  de  declarar  que 
aquel  se  habia  dado  ó  no,  y  de  aplicar  la  disposición  san- 
I  clonada  en  la  ley  condenando  ó  absolviendo.  De  este  mo- 
,  do  aquellas  medidas  sancionadas  por  el  legislador  contra 
I  el  conato  de  contrabando,  que  son  tan  necesarias  por  la 
I  posibilidad  de  un  descuido  de  los  empUadoSjó  por  una'dis- 
I  tracción  de  estos  causada  por  la  multitud  de  atenciones 
I  en  un  reconocimiento,  y  que  cierran  la  puerta  á  amaños 
¡  que,  con  vergüenza  del  comerciante  próvido,  tienta  el  que 
I  no  lo  OS,   tendrán  toda  su  virtud." 

I      "  Indiqué  en  mis  anteriores  informes  la  posibilidad  de 
ij  dos  casos  no  previstos  en  la  ley:  1  ?  el  de  que  alguna 
|¡  persona  declarase  á  la  administración  do  aduana,  que  css 
!¡  dueilo  de  bultos    desembarcados  del  extranjero;   pero 
i,  que  está  en  absoluta  imposibilidad  de  dar  manitlestos  por 
I  haber  perdido  sus  facturas  &a  ;  y  2?  si  algunos  con  el 
correspondiente  manifiesto,  reclamase  mercancías  ó  efec- 
tos desembarcados  con  igual  procedencia,  y  que  resultase 
que  los  bultos  que  debían  contenerlas  no  hubiesen  venido 
á  la  aduana,  ni  constasen  en  el  sobordo ;  pero  que  el  ma- 
nifestante tuviese  el  conocimiento.  En  el  informe  del  año 
de  1841,  expuse  que  el  segundo  caso  habia  ya  ocurrido 
después  de  la  i>rimera  indicacioa  hecha  en  el  informe 
de  1840." 

'*  Al  hacer  estas  indicaciones  propuse,  que  :  respecto 
al  primer  caso  so  sancionase  que  no  debo  atenderse  a  la 
excusa,  porque  ella  abre  una  gran  puerta  al  fraude  destru- 
yendo los  saludables  fines  del  art.  13  y  por  lo  mismo  en 
tal  caso  debe  procedersc  conforme  al  17  :  que  respecto  al 
segundo,  se  declare  al  capitán  comprendido  en  la  pena 
del  art.  36  de  la  ley  de  comisos,  á  que  alude  el  49  de  la 
de  régimen  ala  importación,  en  razón  de  quo  los  bultos 
así  manifestados  y  no  encontrados  en  la  aduanan!  en  el  so- 
bordo, deben  reputarse  desembarcados  al  contrabando, 
pues  él  no  pudo  firmar  el  conocimiento  sin  haberlos  reci- 
bido ;  y  que  esta  acción  del  fisco  fuese  sin  perjuicio  de  la 
del  poseedor  del  conocimiento  y  de  su  resultado.  En  el  ca- 
so dado  de  que  he  hecho  mención,  provoqué  un  inicio  Ju- 
dicial ;  pero  este  no  pudo  seguir,  porque  inmediatamente 
declaró  judicialmente  el  que  había  dado  el  manifiesto  que 
no  tenía  conocimiento.  ElGobieruo  juzgará  si  hubo  ó  no 
fraude.  Yo  creo  que  sí :  que  covendna  evitar  la  repetición; 
y  que  pai-a  quo  el  que  diese  el  manifiesto  no  pudiese  des- 
pués negar  la  existencia  del  conocimiento,  se  mandase 
exhibir  estos  con  los  manifiestos  á  reserva  de  devolvérselos 
después  de  despachados  los  efectos  manifestados.'* 
(16)  £1  Tribunal  de  cuentas  expuso  en  1845: 
'^  £1  art.  14  dispone :  que  el  derecho  de  aquellos  artícu- 
los que,  según  la  de  aranceles,  debe  cobrarse  ad  valorem, 
se  calcule  sobie  el  precio  puesto  á  dichos  efectos  en  el  ma- 
nifiesto ;  y  el  art  2  P  do  la  última  ley  dice :  que  el  cálcu- 
lo se  haga  al  80  por  100  sobre  avalúo ;  se  nota,  pues,  una 
diveigencia  que  debe  corregirse,  arreglándola  ley  de  aran- 
celes á  lo  que  expresa  la  de  aduanas,  que  ademas  tiene  su 
disposición  combinada  con  otras  que  la  hacen  dmls  eficaz." 
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algunos  de  los  artículos,  cuyos  derechos  se  co- 
bran ad-valorem,  que  añadidos  los  derechos  que 
según  su  clase  deben  pagar  con  arreglo  á  la  ley 
de  arancel,  y  un  quince  por  ciento  mas,  haya 
todavía  diferencia  con  el  precio  corriente  por 
mayor  en  la  plaza,  se  procederá  al  avalúo  de  las 
mercancías  ó  efectos  menospreciados  por  tres 
peritos  que  serán  el  Interventor  ó  el  Adminis- 
trador donde  no  haya  este  empleado  y  dos  co- 
merciantes nombrados  uno,  por  el  importador, 
y  otro  por  el  Administrador  prevaleciendo  el 
voto  de  la  mayoría. 

^  lo  El  encargo  de  avaluador  será  obliga- 
torio para  los  comerciantes  en  quienes  recaiga, 
sin  admitirse  otra  excusa  que  la  de  impedimento 
físico  notorio,  bajo  la  multa  de  veinticinco  hasta 
cien  pesos. 

§  29  Los  avaluadores  devengarán  cinco  pesos, 
que  les  serán  pagados  por  el  tesorero  público 
por  cada  dia  que  dure  el  avalúo,  ó  por  toda  la 
operación  si  no  pasare  de  un  dia. 

^  30  Si  el  avalúo  no  excediere  de  un  diez  por 
ciento*  del  valor  con  que  han  sido  manifestados 
los  artículos  importados,  se  cobrarán  los  dere- 
chos por  el  total  montamiento  del  avalúo;  mas  si 
excediere  del  diez  por  ciento,  se  exigirá  sobre  el 
total  del  avalúo  ademas  del  derecho  señalado  en 
el  arancel  á  las  mercancías  ó  efectos  importados, 
un  veinte  por  ciento  adicional. 

§  40  En  ningiin  caso  se  exigirán  los  derechos 
sobre  un  valor  inferior  al  expresado  en  el  mani- 
fiesto. 

Art.  16.  Los  administradores  informarán  al 
Secretario  de  Hacienda,  documentadamente  y 
sin  pérdida  de  tiempo  de  cada  caso  que  ocurra 
sobre  los  avalúos  de  que  trata  el  artículo  ante- 
rior, expresando  al  propio  tiempo  su  opinión 
respecto  á  los  resultados. 

Art.  17.  El  Poder  Ejecutivo  podrá,  con  con- 
sulta del  Consejo  de  Gobierno,  disponer  que  los 
avalúos  se  hagan  por  el  Administrador  é  Inter- 
ventor en  aquellas  aduanas  en  que  se  note  que 
loa  peritos  avaluadores  desempeñan  sus  fun- 
ciones  con  perjuicio  de  los  intereses  del  erario 
nacional.  En  las  aduanas  en  donde  no  haya  In- 
terventor  nombrará  una  persona  que  en  unión 
del  Administrador  baga  los  avalúos  en  el  caso  de 
este  artículo. 

Art.  18.  Depositadas  en  la  aduana  las  mer- 
cancías y  efectos  que  compongan  el  cargamento 
de  un  buque,  ó  bien  la  totalidad  de  los  bultos 
contenidos  en  uno  ó  mas  de  los  manifiestos  pre- 
sentados, se  procederá  á  reconocerlos  por  el 
Administradora  interventor,  y  donde  no  haya 
este  empleado  por  el  primero  y  el  cabo  del  Res- 
guardo, siendo  todos  responsables  insolidum, 

^  19  En  el  puerto  de  Cumaná    el  depósito  y 
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reconocimiento  de  que  habla  este  artículo  se 
practicará  en  los  almacenes  de  la  boca  del  rio. 

^  29  Los  artículos  inflamables  y  todos  aquellos 
otros  que  no  vengan  encajonados  ó  enfardados 
y  los  equipajes,  previo  el  examen  de  los  recono- 
ccdores,  podrán  despacharse  desde  el  muelle  ó 
desde  la  plaza  sin  necesidad  de  entrar  en  los 
almacenes. 

Art.  19.  Cuando  un  importador  no  presentare 
el  manifiesto  como  se  previene  en  el  artículo  13 
y  sus  parágrafos,  no  se  practicará  el  reconoci- 
miento de  sus  mercancías  sin  este  requisito,  y 
cuando  lo  presente  y  se  practique  se  le  cobrará 
el  diez  por  ciento  de  almacenaje  sobre  el  justi- 
precio que  se  establece  por  el  artículo  15,  y  se 
entenderá  que  el  plazo  de  los  derechos  corre  des- 
de el  dia  en  que  las  mercancías  entraron  á  la 
Aduana.  (17) 

Art.  20.  Los  dueños,  consignatarios  ó  ajentes 
de  Ins  mercancías  serán  citados  por  el  Admi- 
nistrador veinticuatro  horas  antes  de  principiarse 
el  reconocimiento,  y  si  no  asistiesen  se  proce- 
derá siempre  á  él  sin  que  pueda  hacerse  de 
nuevo. 

Art.  21.  Cuando  ni  acto  del  reconocimiento  de 
las  mercancías  y  efetos,  se  manifestare  avería  y 
se  pidiere  la  estimación  de  ella,  el  Adminis- 
trador é  Interventor  con  un  comerciante  nom- 
brado por  el  interesado,  procederán  á  hacerla  y 
no  exigirá  derecho  sobre  el  valor  de  la  avería. 
Después  de  extraídas  las  mercancías  y  efectos  de 

(17)  El  Administrador  de  Cumaná,  Sr.  J,  C.  Vetan- 
court,  refiriéndose  al  §.  3 .®  art.  17  de  la  ley  de  41,  que  es 
este  mismo  artículo  19,  dijo  : 

"  El §.3.®  dispone  que  no  se  practique  el  reconoci- 
miento de  las  mercancías  cuyos  manifiestos  no  se  hubie- 
sen presentado  con  los  requisitos  prevenidos  en  el  art.  13 
y  sus  parágrafos  :  y  para  cuando  llegue  este  caso,  no  se 
ha  previsto  en  la  ley  el  tiempo  en  que  deberá  estar  con- 
cluido el  expediento  de  entrada  del  buque,  ó  si  se  forma- 
liza con  exclusión  de  aquellos  manifiestos  que  no  se  hubie- 
sen presentado." 

También  expuso  el  tribimal  de  cuentas  en  1845  : 

•'  Algunas  dudas  se  han  suscitado  por  la  paladra  alma- 
cenoje,  que  tomada  en  este  sentido,  parece  que  la  ley  quie- 
re que  el  cobro  se  haga,  en  razón  de  los  días  del  retardo 
en  la  presentación  del  manifiesto,  semejante  á  lo  que  dis- 
pone el  articulo  28,  respecto  de  las  mercancías  de  depÓBÍ- 
to ;  mas  no  siendo  esta  disposición  sino  un  apremio  ó  mul- 
ta por  la  falta  de  presentación  del  dicho  documento,  que 
ocasiona  graves  perjuicios  á  la  marcha  de  las  aduanas, 
conviene  que  en  lugar  de  almacenaje,  se  diga  m^Uia,  pues 
el  tribunal  entiende,  y  así  lo  hace  ejecutar,  que  ocurrido 
el  caso,  se  cobre  el  1  (*)  por  100  sobre  el  total  monta- 
miento  del  manifiesto,  y  no  por  días  al  1  por  100  mensual ; 
porque  si  así  se  hiciera,  podría  eludirse  la  presentación  del 
manifiesto  en  los  casos  de  depósito,  facilitándose  con  esto 
el  contrabando,  y  resultando  entorpecidas  las  operaciones 
de  la  aduana." 

(*)  EllO  dice  la  vigente. 
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la  úduaua  no  habrá  reclamo   alguno  por   ave- 
rías. (18) 

Art.  22.  Los  derechos  de  importación  se  co- 
brarán con   arreglo   á  la   ley   de   aranceles,  ya 
sean  introducidas  las  mercancías  y  efectos  en  bu-  I 
qiies  venezolanos  ó  ya   extranjeros.  I 

Art.  23.  Las  dudas  que  ocurran  á  los  jefes  de 
aduana  sobre  los  nombres  délas  mercancías,  por- 
que en  el  manifiesto  del  introductor  se  denomi- 
nen con  otros  distintos  de  los  expresados  en  el 
arancel,  se  decidirán  por  dos  peritos  nombrados 
imo  por  dichos  jefes,  y  otro  por  el  introductor; 
en  caso  de  discordia  se  decidirá  por  un  tercero 
nombrado  por  los  mismos  jefes.  (19) 

z— — — ■ — ■ 

(18)  El  tribunal  de  cuentas  en  su  informe  de  1837,  refl- 
riéndüse  al  art.  10  de  la  ley  de  12  de  Mayo  do  1834,  que  se 
conservó  literalmente  en  el  19  de  la  de  41,  y  en  el  presente, 
dijo:  •*  Otro  de  los  defectos  consiste  en  los  abuses  que  se  han 
introducido  en  los  avalúos,  averias  &a.  No  dando  la  ley 
facultad  en  los  primeros  á  los  administradores  é  interven- 
tores para  repugnar  el  que  hacen  los  peritos  nombrados, 
tienen  que  someterse  á  pasar  por  lo  que  estos  hacen,  ann- 
(juc  estén  convencidos  de  lo  contrario  por  la  práctica.  Así 
es,  que  el  anhelo  de  los  importadores  ha  de  ser,  como  es 
natural,  el  disminuir  cuanto  puedan  los  derechos,  y  de 
aquí  nace  que  abunden  tanto  los  casos  de  averias,  particu- 
cularmente  no  distinguiendo  la  ley  su  origen."^ 

"P  revenga  este  ael  mal  estado  del  buque,  ó  do  tempo- 
ral enl  a  navegación,  6  de  haberse  mojado  en  el  desembar- 
co en  los  muelles,  la  avería  siempre  pasa  de  un  mismo  mo- 
do, sin  advertir  que  en  los  dos  primeros  casos  es  á  cargo 
de  los  aseguradores  la  responsabilidad,  sin  que  el  impor- 
tador nada  pierda,  causa  suficiente  para  no  concederla  en 
dichos  dos  casos  ;  y  no  debe  pasarse  en  silencio  el  que 
siendo  en  estos  como  en  el  otro  los  mismos  negociantes 
los  que  la  calculan,  es  preciso  que  se  miren  y  contemplen 
irnos  á  otros,  por  lo  mismo  que  si  son  hoy  personas  que  ha- 
cen, mafiana  lo  son  que  padecen,  y* deben  insistir  en  sos- 
tener la  avería  y  ponderarla  para  dar  el  menor  valor  posi- 
ble y  reducir  los  derechos  á  la  mínima  expresión.  En  el 
tercer  caso,  convendría  la  formación  de  un  reglamento  que 
diese  á  los  canoeros  y  descar^dores,  particularmente  de 
la  Guaira,  no  solo  responsabilidad,  sino  dependencia  espe- 
cial 6  inmediata  de  algima  autoridad  ;  pues  obrando  f:or 
los  impulsos  déla  codicia  y  sin  régimen,  orden  ni  respon- 
sabilidad, es  imposible  que  dejen  de  cometer  porción  de 
desaciertos." 

Muy  fundadas  y  de  grave  trascendencia  fiscal  nos  pare- 
cen las  precedentes  observaciones,  y  al  reformarse  la  ley 
no  deben  dejarse  de  acoger. 

(19)  El  Secretario  de  Hacienda,  Ledo.  Francisco  Aran- 
da,  en  su  memoria  de  1847  expuso : 

"  Cuando  ocurre  á  los  jefes  de  las  aduanas  la  duda  de 
que  lasmercancias  expresadas  en  les  manifiestos  tienen  en  el 
arancel  nombres  distintos  de  los  que  se  les  dan  en  aquellos 
documentos,  dispone  el  art.  21  de  la  ley  de  19  de  Mayo  de 
1841  sobre  régimen  de  las  aduanas,  que  se  nombren  dos 
peritos,  elegidos  uno  por  dichos  jefes  y  otro  por  el  intro- 
ductor para  que  decidan  cuales  son  los  nombres  que  cor- 
responden á  tales  mercancías  y  que  en  caso  de  discordia 
de  los  peritos  decida  un  tercero  nombrado  por  los  mismos 
j«fe8.  No  se  cree  que  es  imparcial  este  último  nombra- 
miento, y  se  han  hecho  observaciones  al  Gobierno  para 
persuadirle  que  convendria  otra  manera  de  proceder  en 
estos  casos  que  dejase  mas  satisfecho  de  la  imparcialidad 
del  último  perito  al  comerciante  á  quien  perjudicara  la 
decisión.  T  aunque  el  Gobierno  no  ha  temdo  noticia  de 
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Art.  24.  Los  peritos  nombrados  para  ejercer  , 
las  funciones  expresadas  en  el  artículo  anterior 
no  podrán  excusarse  sin  impedimento  suficiente 
á  juicio  del  Administrador.  En  caso  de  no  ser 
admitida  la  excusa  ios  nombrados  serán  com- 
pelidos  á  ejercer  dichas  funciones,  bajo,  la  multa 
de  veinticinco  á  cien  pesos* 

Art.  25.  Las  taras  sobre  los  artículos  que  pa- 
gan derechos  por  el  peso,  se  deducirán,  á  saber: 
de  toda  especie  de  granos,  frutos  semillas,  hari- 
nas en  sacos  de  lienzo,  dos  por  ciento:  de  todos 
los  artículos  que  vengan  en  cajas,  cajones  barri- 
les &a.  se  deducirán  las  que  marquen  los  bul- 
tos, verificándolo  por  el  peso  si  pareciere  al  Ad- 
ministrador no  guardar  confortnidad. 

Art.  26.  El  Poder  Ejecutivo  proporcionará  á 
tas  aduanas  los  pitómetros  ó  cualesquiera  otros 
instrumentos  que  sean  necesarios  para  medir  la 
cnpaciflad  de  los  diversos  envases  que  contengan 
licores,  y  ei  grado  de  estos. 

Art.  27.  En  los  líquidos  que  vengRn  en  envases 
de  madera,  botellas,  frascos  ó  cualesquiera  otros 
envases  de  vidrios  acomodados  en  cajas,  canas- 
tos, barriles  ú  otros  continentes,  se  deducirá  el 
cuatro  por  ciento  de  rehincho  ó  avería,  conio 
tumbien  sobre  la  loza,  porcelana,  vidrios  y  cris- 
tales, si  no  se  pidiere  estimación  conforme  al  artí- 
culo 19.  (20) 

qne  los  jefes  de  nuestras  aduanas  hayan  abusado  de  la  fa- 
cultad que  les  concede  el  citado  articulo,  ha  juzgado  sin 
embargo  que  ella  da  demasiado  influjo  en  la  resolución  de 
la  duJa  á  los  mismos  que  la  han  provocado,  y  que  en  el 
nombramiento  del  tercer  perito  falta  el  equilibrio  que  la 
misma  disí)osicion  quiso  establecer  en  el  nombramiento 
de  los  primeros.  El  Gobierno  llama  por  esto  la  atención 
del  Congreso  hacia  este  articulo,  y  pido  su  reforma." 

Y  ant  F.  refiriéndose  á  este  mismo  inconveniente,  había 
dicho  el  Administrador  de  la  Vela,  Sr.  Juan  de  D.  Mor.zon, 
en  su  informe  de  1840  con  relación  á  la  ley  do  84,  que 
contenia  la  misma  disposición  : 

"  Propongo,  pues,  la  reforiua  del  artículo  sobre  las  ba- 
ses de  que  el  nombramiento  do  los  peritos  se  haga  en  la 
oficina  de  la  aduana,  ante  el  juez  local  de  cualquiera  de- 
nominación que  este  sea :  que  los  peritos  juren  ante  él 
desempeñar  fielmente  su  encargo  y  que  se  les  apremie  con 
responsabilidad  ajuicio  del  legislador  para  el  caso  en  que 
no  cumplan  como  deben  :  y  que  de  todo  este  acto  verbal, 
extienda  el  juez  una  breve  certificación,  para  agregarla 
al  respectivo  expediente  de  entrada ;  y  en  fin,  que  para 
evitar  dudas  se  declare  que,  supuesta  la  inteligencia  nece- 
saria, no  es  preciso  ser  de  profesión  comerciante  para  ser 
perito,  particularmente  no  habiéndolo  hábil  en  el  lugar, 
como  sucede  en  este  puerto  donde  solo  hay  dos  de  fija  re- 
sidencia. 

(20)  La  Junta  económica  de  Hacienda  de  la  provincia 
de  Coro  en  su  informe  de  1848  expuso: 

"  Por  el  art.  26  se  deduce  el  4  por  100  de  avería  á 
la  loza  y  envases  de  vidrio,  cuando  por  el  art.  19  (*)  el 
introductor  puede  pedir  estimación  de  la  averia  recibida, 
y  de  lella  no  cobrarse  derecho  alguno,  restando  la  parte  sa- 
na y  blwna  que  ha  quedado  para  introducirla  al  consumo, 
y  de  ella  es  que  únicamente  se  cobra  el  derecho.  £s  vista, 

{*)  Hoy  21.  T 
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Art.  28«  A  continuación  del  manifíesto  se 
pondrán  las  dilijencias  del  reconocimiento  y  esti- 
mación de  averías,  cuando  se  practique  cual- 
quiera de  estas  operaciones,  firmándose  por  los 
que  concurran,  y  en  seguida  se  formará  la  liqui- 
dación de  los  derechos. 

Art.  29.  Hecho  que  sea  el  reconocimiento  de 
las  mercancías  ó  efectos,  los  dueños  ó  consig- 
natarios deberán  extraerlos  de  los  almacenes  de 
la  aduana,  y  si  no  lo  hicieren  después  de  pasa- 
dos tres  dias  pagarán  por  derechos  de  almacena- 
je un  cuarto  por  ciento  diario,  sobre  el  valor  que 
tengan  los  efectos  en  el  manifiesto.  (21) 

pues,  la  injusticia  con  que  se  defrauda  al  Estado  en  sus 
rentas  al  deducir  4  por  100  sobre  la  parte  sana  y  buena  de  la 
loza  y  envases  de  vidrio." 

(21)  El  Administrador  de  Matnrin,  entonces  Coronel 
Francisco  Mejía,  en  su  informe  de  1845  expuso  : 

"  Supone  este  artículo  que  hecho  el  reconocimiento  de 
las  mercancías  ó  efectos  deben  estos  ser  extraidos  de  los 
almacenes  de  la  aduana  ;  y  i)or  el  34  (*)  se  manda  que  no 
teniendo  el  ducfio  ó  consignatario  fiadores  de  la  satisfac- 
ción del  administrador  é  interventor  se  retendrán  en  la 
aduana  las  mercancías  y  efectos  cuyo  valor  se  considero 
suficiente  á  cubrir  los  derechos  de  toda  la  importación.  De- 
dúcese pues  de  lo  expuesto  que  deben  exigirse  les  fiado- 
res acto  continuo  al  reconocimiento,  pues  que  de  otra  ma- 
nera y  siguiendo  la  letra  del  art.  27  (*)  seria  aventurada 
la  garantía  del  pago  de  los  derechos  que  causaran  permi- 
tiendo extraer  de  los  almacenes  los  .efectos  sin  la  presen- 
tación previa  de  los  fiadores;  mas  no  es  mi  ánimo  entrar 
en  observaciones  sobre  los  puntos  indicados,  sino  llamar  la 
atención  de  ÜS.  sobre  otro  caso  ya  ocurrido  y  que  dice  re- 
lación con  los  dos  artículos  mencionados."' 

"  Ha  acontecido  en  esta  aduana  que  un  comerciante  ha 
importado  del  extranjero  un  cargamento,  cuyo  valor  ha 
montado  a  mas  de  8.000  pesos,  de  los  cuales  mas  de  4.000 
han  sido  introducidos  con  las  formalidades  legales,  ala 
vez  que  los  4.000  y  pico  restantes  ya  han  sido  embarga- 
dos por  los  jefes  déla  aduana  por  haberse  desembarcado 
sin  los  requisitos  de  ley,  y  sometido  por  lo  mismo  ajuicio 
de  comiso.  En  esto  estado  el  comerciante  se  ha  presenta- 
do á  asistir  al  reconocimiento  de  las  mercancías  y  efectos 
introducidos  legalmento;  pero  antes  de  practicarse  fué 
advertido  de  que  no  podría  extraerlos  do  la  aduana  sin 
que  presentase  dos  fiadores  que  garantizasen  el  pago  de 
los  derechos  naturales,  así  de  los  artículos  introducidos 
legalmente,  como  de  los  que  se  habían  sometido  a  juicio 
de  comiso.  Prescindo  aquí  de  las  razones  privadas  que  la 
aduana  tenia  para  temer  el  descubierto  en  que  quedaba 
dejando  extraer  la  mitad  del  cargamento  sin  la  garantía 
exigida,  y  solo  apelo  á  la  letra  del  art.  34  (*^  que  expresa 
ternjnantemente  que  la  retención  se  extienda  hasta  el  va- 
lor que  se  considere  suficiente  á  cubrir  los  derechos  de  to- 
da la  importación  ;  y  como  en  el  caso  en  cuestión  las  mer- 
cancías y  efectos  sometidos  á  juicio  correspondían  á  la 
misma  importación  a  que  también  pertenecían  los  intro- 
ducidos legalmente,  tuve  á  bien  no  excluirlos  pam  el  efec- 
to de  asegurar  los  derechos  nacionales  á  que  estaban  suje- 
tos desentendicndome  de  la  suerte  que  pudiera  correr  el 
juicio  de  comiso  abierto,  quo  siendo  favorable  al  fisco, 
mayor  debería  ser  la  responsabilidad  del  introductor." 

"  Esto  expuesto,  me  parece  que  debería  dictarse  una 
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f *J  SQdela  presente. 
(*)  29  de  la  presente . 
(*)  Hoy  86. 


Art.  30  Sin  embargo  de  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo anterior,  cuando  el  dueño,  introductor  ó 
consignatario  declare  que  quiere  reexportar  al- 
gunas mercancías  ó  efectos  de  los  contenidos  en  el 
manifiesto  presentado,  por  no  convenirle  su  in- 
iroduccion,  quedarán  depositados  en  los  alma- 
cenes de  la  aduana,  y  dentro  del  término  de  seis 
meses  ó  antes  si  le  conviene,  deberá  reexportar- 
los ó  declarar  que  los  introduce  todos  ó  parte  de 
ellos  para  el  consumo.  En  el  casodereexportacion, 
el  interesado  pagará  un  seis  por  ciento  mensual  de 
almacenaje  sobre  el  valor  que  se  le  dé  á  los  efe- 
tos  conforme  al  artículo  15  de  esta  ley;  y  en  el 
caso  de  introducirlos  para  el  consumo,  pagará, 
ademas  del  referido  almacenaje,  los  derechos  de 
importación,  entendiéndose  que  los  plazos  de 
estos  se  empezarán  ó  contar  desde  el  (lia  en  que 
las  mercancías  ó  efectos  fueron  depositados  (22) 


regla  mas  clara  y  terminante  ccn  presencia  de  tales  suce- 
sos para  evitar  dudas  en  lo  adelante.  No  siendo  posible 
que  esté  al  alcance  de  la  previsión  humana  todo  cuanto 
puede  acontecer  en  esta  ni  en  ninguna  otra  materia,  soy 
de  opinión,  que  cualesquiera  que  sean  las  medidas  que  se 
tomen  sobre  esto  punto,  convendría  siempre  dar  mas  en- 
sanche á  las  facultades  do  los  jefes  de  aduana,  ya  por  la  res- 
ponsabilidad quo  pesa  sobro  ellos  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones, y  ya  por  el  conocimiento  que  debe  suponérseles 
de  las  personas  con  quienes  lidian  en  las  operaciones  co- 
merciales." 

(2-.:)  El  Administrador  de  Cumaná,  Sr.M.  de  Anrrecoc- 
chea.  en  su  informe  de  41  expuso: 

"  Dispone  el  artículo  28  que  cuando  el  dueño  do  mer- 
cancías quisiere  reexportar  algunas  de  ellas  por  no  conve- 
nirle la  introducción,  queden  depobitadas  estas  en  los  al- 
macenes, y  dentro  do  seis  meses  se  reexportarán  6  saca- 
rán para  el  consumo :  en  el  primer  caso  se  abonará  el  uno 
(*)  por  ciento  mensual  de  almacenaje,  y  en  el  segundo, 
ademas  do  dicho  almacenaje,  los  derechos  de  importación, 
contándose  los  plazos  desde  la  fecha  en  que  entraron  los 
efectos  en  el  depósito :  me  parece  injusta  esta  última  dispo- 
sición. Los  plazos  tienen  por  objeto  favorecer  á  los  intro- 
ductores, dejándoles  algún  tiempo  para  expender  sus  mer- 
cancías y  reunir  los  derechos  oportunamente.  A(|uello9 
que  tienen  en  depósito  sus  efectos,  no  pueden  hacer  uso 
de  ellos,  hasta  declarar  la  introducción  para  el  consumo 
que  es  el  verdadero  acto  de  la  importación,  y  si  hay  razón 
para  conceder  plazos  a  los  importadores  que  al  desembar- 
car sacan  sus  efectos  para  el  expendio  del  país,  la  misma 
existe  respecto  de  aquellos  que  aunque  mas  tarde,  lo  ha- 
cen también  con  el  mismo  fin.  Sin  que  obste  el  temor  de 
que  esta  medida  pueda  inclinar  al  comercio  á  depositar 
siempre  sus  efectos  para  sacarlos  paulatinamente  al  con- 
sumo, porque  la  conveniencia  de  los  expeculadores  recha- 
za esta  idea,  estando  en  sus  intereses  la  marcha  rápida  de 
sus  negociaciones." 

Sobre  este  mismo  artículo  dijo  el  Administrador  de  la 
Vela,  Sr.  Juan  de  D.  Monzón,  en  su  informe  de  1844  con 
reftírencia  al  28  de  la  de  41,  que  se  ha  conservado  en  ti 
presente  con  una  modificación  respecto  al  tanto  de  alma- 
cenaje : 

"Este  artículo,  cou  referencia  al  27,  (*)  permite  al  in- 
troductor quo  declare  para  reexportar  ol  todo  ó  parte  de 
lo  manifestado,  y  le  concede  hasta  seis  mcsos  para  reex- 


(*)  Hoy  el  6. 
(*)  B^  29 
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§  único,  Pasados  los  seis  meses  el  interesado 
seiá  requerido  de  disponer  de  los  efectos;  y  Qo 
verificándolo  dentro  de  tres  dias,  se  venderán  en 
subasta  para  aplicara!  tesoro  sus  derechos  y  cos- 
tos y  acreditar  aJ  interesado  el  sobrante  si  lo 
hubiere. 

Art.  31  La  liquidación  de  los  derechos  se  prac- 
ticará por  el  Administrador  ó  Interventor  con 
arreglo  ala  ley  de  arancel,  y  dentro  de  ocho  dias 
lo  mas  tarde,  se  dará  al  consignatario  ó  dueños 
de  las  mercancías  bajo  recibo,  una  planilla  de 
dicha  liquidación  de  derechos,  para  que  encon- 
trándola arreglada  ó  la  ley,  la  firme  anteponien- 
do la  nota  de  "esírt  conforme*^  ó  de  lo  contrario 
reclame  su  reforma;  firmada  que  sea,  se  agregará 
al  expediente  de  entrada  respectivo. 

portarlo  ó  declararlo  para  introducir  para  el  consomo  ;  y 
sil  n'io  el  término  á  voluntad  del  introductor,  él  puede 
renunciarlo.  El  tiempo  de  manifestar  la  intención  do  re- 
líxportar,  según  la  referencia  del  artículo  28  al  27,  (*) 
que  trata  do  U  extracción  que  debe  hacerse  del  almacén  de 
los  efectos  ya  reconocidos,  no  d<Ja  duda  de  que  debe  ser 
desde  la  exhibición  del  manifiesto  hasta  dicha  estraccion; 
pero  no  lo  dice  el  articulo  ni  dispone,  que  precisamente 
sean  reconocidos  los  efectos  y  mercancías  aunque  hayan 
de  ser  reexportados  inraediatami  nte  Que  deben  serlo  es 
de  necesidad  imprescindible,  y  yo  lo  juzgo  así  apoyado  en 
que  á  su  reexportación  deben  salir  con  registro,  y  en  las 
formalidades  que  el  Supremo  Poder  Ejecutivo  estableció 
en  resolución  de  18  de  Octubre  de  1839  para  el  depósito, 
reexportación  ó  importación  de  lo  que  se  había  declarado 
l)ara  reexportar.  ISo  obstante,  se  ha  dado  caso  de  qu»  un 
importador,  después  de  haber  presentado  su  manifiesto  y 
reconocido  sus  efectos,  usando  del  favor  quo  le  dan  los  pa- 
rágrafos del  art.  18,  ha  pretendido  reexportarlos  sin  que 
pasen  por  el  reconocimiento  quo  deben  hacer  el  adminis- 
trador é  interventor  conforme  al  art.  17.  (*)  Tal  práctica, 
ademas  de  contrariar  la  inteligencia  del  art  28  (*)  fijada 
por  dicha  resolución,  seria  perjudicial,  porque  haria  iluso- 
ria la  disposición  de  los  parngi'afos  13, 14  y  16  del  artículo 
2  ?  de  la  ley  de  comisos.  Esta  administración,  con  aque- 
llos fundamentos,  siempre  le  dará  la  inteligencia  de  que 
los  efectos  deben  ser  reconocidos ;  pero  como  no  hay  dis- 
posición terminante,  y  la  resolución  del  Gobierno  es  ante- 
rior á  la  Jey,  y  puede  esta  circunstancia  apoyar  fallos  con- 
trarios, como  el  que  menciono  tratando  del  art.  1  ?  sobre 
ranchos  de  buques,  pido  una  disposición  terminante." 

También  dijo  el  Administrador  de  Angostura,  Sr.  Cle- 
ríente  Záiraga,  en  su  informo  de  1846  con  referencia  al 
mi.*ímo  artículo : 

'  Según  el  artículo  28  (♦)  puede  todo  introductor  de- 
clarar para  la  reexportación  algunas  mercancías  ó  efectos 
de  los  contenidos  en  el  manifiesto  presentado  :  nada  mas 
cónsono  con  las  facilidades  y  libertades  que  deben  prestar- 
se al  comercio  legal ;  mas  me  permitiré  observar  á 
US.  que  este  procedimiento,  por  mas  inocente  que  pa- 
rezca, no  deja  de  irrogar  menoscabo  á  los  ingresos  nacio- 
nales, lo  que  podría  precaverse,  con  solo  autorizar  compe- 
tentemente al  administrador  subalterno  de  Yaya  para 
practicar  un  reconocimiento  en  forma  de  los  artículos  que 
de  reexportación  lleven  á  su  bordo  loa  buques  que  nave- 
gan para  el  extranjero  ;  semejante  proceder  uo  causarla 

(*)Hí^80rt/29. 
(♦)  Hoy  18. 
t»)  Hay  80. 
(♦)  H<ni  80. 


IM 


^  único.  Para  la  devolución  de  las  planillas  se 
asigna  á  los  duefios  ó  consignatarios  el  plazo  im* 
prorogabie  de  seis  dias  contados  desde  la  en- 
trega que  se  les  haga  de  ellas  bajo  recibo.  Ven- 
cido este  térnDino  sin  que  la  planilla  sea  devuelta, 
se  entenderá  prestada  la  conformidad,  y  se  agre- 
gará al  expediente  el  documento  de  recibo. 

Art.  32.  Ei  expediente  de  entrada  de  un  buque 
que  se  forme  para  comprobante  del  respectivo 
asiento  que  ha  de  hacerse  en  la  cuenta,  se  com- 
pondrá 19  del  sobordo  y  permiso  para  descar- 
gar. 29  de  las  notas  de  descarga  diaria;  autori- 
zadas por  el  Comandante  del  Resguardo,  donde 
lo  hubiere,  ó  por  el  cabo:  3?  de  los  manifiestos, 
dilijencias  de  reconocimiento  y  liquidación  délos 
derechos  que   se  haga  como  queda  prevenido;  y 

perjuicio  alguno  a  los  dueños  de  mercancías,  y  sí  dejaría 
convencidos  á  los  empleados,  á  quienes  les  está  encomen- 
dado buper vigilar  los  intereses  fiscales,  que  la  reexportación 
se  había  llevado  á  calfo." 

Y  finalmente  el  Administrador  de  Maracaibo,  Sr.  José 
E.  Gallegos,  en  su  informe  de  1847  dijo : 

••  Tiene  esta  administración  motivos  para  presumir  que 
efectos  declarados  de  reexportación  y  reexportados  electi- 
vamente conforme  al  art.  28  de  la  ley  de  19  do  Mayo  de 
1841,  sobre  régimen  de  aduanas,  hayan  sido  desembarca- 
dos de  contrabando  en  la  costa  de  Sotavento  de  la  pro- 
vincia de  Coro.  Es  esto  tanto  mas  fácil  á  los  buques  nacio- 
nales, cuanto  que  por  el  caso  9  ?  del  art.  29  de  la  ley  de 
comisos,  fecha  10  de  Mayo  de  1839,  los  buques  fondeados 
sin  permiso  de  alguna  aduana  en  puerto  no  habilitado,  ra- 
da, bahía,  ensenada  ó  rio,  solo  incurren  en  comiso  cuando 
son  extranjeros ;  por  manera  que  un  buque  nacional  con 
efectos  reexportados  puede  ser  encontrado  en  cualquier 
fondeadero  por  el  resguardo  marítimo,  y  con  tal  que  no  se 
le  sorprenda  desembarcando  los  efectos,  queda  libre  de 
todo  reato,  y  no  puede  ser  detenido  ni  aun  obligado  á  dar 
la  vela.  La  precaución  quo  constantemente  emplea  esta 
aduana,  de  poner  uuo  ó  ios  celadores  de  custodia  á  bordo 
del  buque  que  sale  con  efectos  de  reexportación,  solo  pue- 
de impedir  el  desembarco  clandestino  dentro  del  lago  ; 
pero  una  vez  de  salido  por  barra,  ya  no  es  posible  á  esta 
aduana  emplear  ninguna  medida  precautelativa.  La  reso- 
lución del  Poder  Ejecutivo  fecha  18  de  Setiembre  de  1839, 
publicada  en  la  Gazeta  núm.  453,  y  que  es  la  vigente,  pre- 
viene que  los  bultos  declarados  de  reexportación  se  sellen 
con  el  sello  do  la  administración,  lo  cual  no  se  practica, 
así  porque  las  aduanas  no  tienen  sello  designado,  como 
porque  no  se  ha  seflalado  cantidad  para  este  gasto.  Lle- 
nos ambos  vacíos,  opino  que  seria  conveniente  exigir  al 
recxportíidor  una  fianza  por  los  derechos  de  importación 
para  pagarlos,  sí  dentro  de  un  plazo,  designado  según  la 
distancia  del  puerto  extranjero  á  que  se  destinasen  los 
efectos,  no  se  presentase  un  comprobante  de  haberse  intro- 
ducido en  el  puerto  del  destino.  El  comprobante  pu- 
diera ser  una  certificación  del  cónsul  de  Venezuela  en 
aquel  puerto,  ó  en  su  defecto  del  Jefe  de  la  aduana,  com- 
probada la  firma  por  cónsules  ó  vicecónsules  extranjeros. 
No  habiéndose  resuelto  cosa  alguna  sobre  el  particular, 
insto  al  Gobierno  que  se  sirva  tomar  el  negocio  en  consi- 
deración, mayormente  si  se  resuelve  que  buques  despa- 
chados principalmente  para  puertos  extranjeros,  pueden 
obtener  i)€rmiso  para  hacer  escala  en  puertos  de  la  costa 
de  Venezuela  que  no  son  puertos  habilitados,  pues  enton- 
ces el  desembarco  do  efectos  reexportados  puede  efec- 
ttiarse  ii^punemente  sin  pagar  derechos  de  importacioa." 


168 


TEATRO  DE   LA  LEGISLACIÓN 


IM 


49  de  las  planillas  devueltas,  ó  recibo  cuando 
estas  no  lo  sean.  (23) 

^  ünico  En  el  término  de  cuatro  días  contados 
desde  el  en  que  ae  firmaren  las  planillas  por  los 
dueños  ó  consignatarios  de  las  mercancías,  ó  se 
cumpliere  ei  plazo  para  reclamar  su  reforma,  de- 
berá tenerse  completamente  formalizado  el  expe- 
diente, y  hacerse  el  asiento  correspondiente. 

Art  33  El  dueño  ó  consignatario  asegurará  con 
uno  ó  dos  fiadores  de  mancomum  etin  soJidum, 
á  satisfacción  del  Administrador  é  Interventor 
el  pago  de  los  derechos  que  causen;  y  él  solo 
firmará  pagarés  escritos  en  papel  sellado  corres- 
pondiente por  los  derechos  que  adeude,  los  cua- 
les serán  tantos  cuantos  sean  los  plazos  que  se 
conceden  para  el  pago.  (24) 

(23)  El  tribunal  de  cuentas  en  su  informe  de  1841  ex- 
puso: 

"  Es  conveniente  así  mismo  que  la  ley  disponga  que  se 
formo  expodiente  á  todo  buque  mercante  que  llegue  al 
puerto,  cargado  ó  en  lastre,  aunque  no  descargue  cosa  al- 
guna. El  art.  30  (*)  de  la  ley  vigente  especifica  los  docu- 
mentos que  han  de  componer  el  expediente  de  entrada  ; 
pero  como  en  él  se  mencionan  los  que  ocurren  cuando  el 
buque  descarga  ó  adeuda  derechos,  esto  da  lugar  á  creer- 
se dispensafios  algunos  administradores  de  formar  el  ex- 
pediente cuando  el  buque  no  descarga." 

(24)  El  expresado  administrador  do  Maracaibo,  Sr. 
Gallegos,  en  su  informe  de  42  expuso  : 

"  El  art.  31  manda  que  el  dueño  ó  consignatario  asegu- 
re con  uno  ó  mas  fiadores  de  mancomún  é  insolidum  á  sa- 
tisfacción del  administrador  é  interventor  el  pago  de  los 
derechos  ;  y  que  él  solo  firme  pagarés  escritos  en  el  pa- 
pel sellado  correspondiente  por  los  derechos  que  adeude. 
No  se  expresa  con  que  formalidades  deben  otorgarse  estae 
fianzas  y  pagarés,  y  por  lo  mismo  que  no  se  hace  altera- 
ción alguna  a  la  ley  común,  debiera  entenderse  que  han 
de  otorgarse  ante  el  registrador  con  todos  los  requisitos 
de  las  escrituras  públicas.  No  es  esta,  sin  embargo,  la 
práctica  en  esta  aduana,  ni  creo  que  en  ninguna  otra  de  la 
Bepüblica.  La  fianza  y  el  pagaré  firmados  por  los  fiadores 
y  el  importador  permanecen  en  la  administración  hasta 
i(uc  se  satisfacen  los  derechos.  Esta  práctica  se  sigue  pa- 
ra asegurar  los  derechos  de  sal,  el  de  exportación  en  el 
comercio  de  cabotaje,  cuando  las  producciones  naciona- 
les están  sujetas  ^1  impuesto,  y  generalmente  para  todos 
los  casos  en  que  es  necesario  garantir  intereses  del  Esta- 
do. Hasta  ahora  los  tribunales  habian  reputado  las  fian- 
zas y  pagarés,  asi  otorgados  como  documentos  suficientes 
para  proceder  ejecutivamente  conforme  á  los  artícujos 
2?  y  siguientes  do  la  ley  lltít.  7?  dol  código;  pero  al- 
guno ha  obrado  recientemente  en  el  sentido  de  no  esti- 
marlos como  documentos  públicos,  sino  como  unos  vales 
ú  obligaciones  hechas  por  las  partes  que  califica  de  priva- 
dos el  art.  13,  ley  4,  tít.  1  P  del  mismo  código.  Asi  fué 
que  no  se  intimó  al  deudor  el  pago  dentro  de  tercero  dia, 
sino  que  se  le  pasó  copia  de  la  demanda  del  fiscal.  Esta 
ocurrencia  y  la  opinión  que  me  asiste  de  que  no  falta  ra- 
zón al  juez  que  así  obró,  me  mueven  á  proponer  que  se 
defina  este  punto  en  la  ley.  Es  del  deber  de  los  empleados 
asegurar  los  intereses  del  Estado  con  todas  las  solemnida- 
des y  precauciones  que  la  ley  común  estal)leco  para  que 
los  ciudadanos  garantizcn  los  sayos  mientras  una  espe- 
cial otra  cosa  no  determine ;  al  paso  que  las  forD<alidades 
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Art.  34.  Los  derechos  se  pagarán  al  contada 
si  no  exceden  de  cien  pesos,  6  un  mes  de  plazo 
si  no  pasan  de  quinientos  pesos,  k  dos  meses 
de  plazo  desde  quinientos  hasta  dos  mil  pesos;  á 
tres  meses  desde  dos  mil  hasta  tres  mil,  á  cuatro 
meses  desde  tres  mil  hasta  cuatro  mil,  á  cinco 
meses  desde  cuatro  mil  hasta  cinco,  y  á  seis  me- 
ses de  cinco  mil  para  arriba  cualquiera  que  sea 
su  montamiento.  Estos  plazos  principiar&n  á  cor- 
rer desde  la  fecha  de  los  respectivos  pagarés,  que 
será  precisamente  la  del  dia  en  que  queden 
despachadas  las  mercancías  en  la  Aduana,  con  la 
excepción  del  artículo  19. 

Art.  35.  Si  vencido  el  plazo  de  los  pagarés,  no 
se  realizare  el  pago,  se  procederá  contra  el  deu- 
dor y  los  fiadores  ó  contra  cualesquiera  de  ellos 
no  solo  por  su  valor,  sino  por  los  costos  y  el  in- 
terés corriente  de  la  plaza  que  será  el  mis- 
mo en  que  las  aduanas  hacen  el  descuento  de 
sus  pngarés. 

Art.  36.  En  caso  de  no  tener  el  dueño  ó  con- 
signatario de  las  mercancías  y  efectos,  fiadores 
de  la  satisfacción  del  Administrador  é  interventor, 
ó  de  no  pagar  los  derechos  en  numerario,  sere- 


y  gastos  del  registro  de  las  fianzas  y  pagarés  repugnan  á 
la  brevedad  y  economía  tan  necesarias  á  las  operaciones 
niei  cantiles,  mayormente  al  tráfico  de  sales,  cuyos  dere- 
chos desdo  que  pasan  de  50  pesos  pueden  pagarse  á  plazos, 
y  de  consiguiente  deben  asegurarse  c  on  pagarés." 

"Suponiendo  que  la  ley,  para  consultar  la  conveniencia 
del  comercio,  adoptase  en  su  reforma  la  práctica  general- 
mente seguida,  debiera  ademas  precaver  el  inconveniente 
de  que  se  falsifiquen  las  firmas,  ó  que  siendo  verdaderas 
se  alee:ue  su  falsificación  para  librarse  los  responsables  de 
la  obligación  contraída :  lo  primero  ha  ocurrido  ya  con 
un  deudor  por  derecho  de  sal." 

"Es  la  fianza  la  garantía  fundamental  de  los  dereehos, 
pues  ademas  de  que  el  importador  otorga  el  pagaré  bajo 
la  fianza  presfuda  según  dice  el  modelo,  y  que  él  solóla 
firma,  cualquiera  persona  puede  importar  efectos  extran- 
ieros,  ó  extraer  sales,  aun  cuando  no  tenga  bienes,  pues 
los  fiadores  le  abonan.  La  ley,  sin  embargo,  so  detiene  en 
formular  el  pagaré  con  toda  minuciosidad,  y  ohiite  ente- 
ramente los  términos  en  que  debe  redactarse  la  fianza : 
términos  necesarios  para  dejar  bien  calificada  la  obliga- 
ción del  deudor  y  la  prclacion  del  fisco  sobre  otros  acree- 
dores. 

"  Uno  ó  dos  fiadores  de  nuinannun  é  insolidum  dice  el  ar- 
tículo en  cuestión,  dejando  entender  que  son  solidarios 
entre  si,  pero  no  con  el  importador,  pues  de  otra  manera 
no  serian  fiadores,  sino  principales  pagadores.  De  donde 
aparece  una  contradicción  entre  la  naturaleza  de  la  obli- 
gación contraída  por  los  fiadores  y  el  procedimiento  que 
según  el  artículo  33  puede  intentarse  contra  estos,  antes 
que  el  deudor  principal  resulte  insolvente. 

".Considero,  pues,  de  suma  necesidad  que  la  ley  esta- 
blezca :  1  ?  La  formalidad  que  hayan  de  tener  las  fianzas 
y  pagarés  para  que  sean  documentos  públicos,  se  autenti- 
quen las  firmas  y  produzcan  juicio  ejecutit o :  2?  La  fór- 
mula de  las  fianzas ;  y  8  .^  La  mancomunidad  solidaria 
del  importador  con  los  fiadores,  suprimiendo  este  nom- 
bre para  que  el  documento  deje  de  ser  una  fianza,  y  sea 
una  obligación  solidaría  entre  los  tres  como  prÍBcipalea 
responsables  de  los  derechos.'' 
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tendrán  en  la  Aduana  las  mercancías  y  efectos 
cuyo  valor  se  considere  suñciente  á  cubrir  los 
derechos  de  toda  la  importación,  y  no  satisfa- 
ciéndose estos  al  vencimiento  de  los  plazos,  se 
venderán  las  mercancías  y  efectos  en  pública 
subasta,  y  el  exceso  si  lo  hubiere  se  entregará  ai 
interesado. 

Ar't.  37.  Si  sucediere  que  el  dueílo,  introductor 
ó  consignatario  quisiere  hacer  cesión  de  algunas 
mercancías  ó  efectos  por  el  valor  de  los  derechos 
qiie  «obre  ellos  se  hubieren  impuesto,  se  le  per- 
mitirá, con  tal  que  sea  ¿ntes  de  sacarlos  de  la 
Aduana,  y  dichos  efectos  se  rematarán  en  subasta 
pública  por  cuenta  del  tesoro. 

Art«  38.  La  responsabilidad  de  los  comercian- 
tes de  que  hablan  los  artículos  30  y  33  de  esta 
ley,  con  respecto  á  derechos  de  importación  que- 
da cancelada  con  el  pago  efectivo  de  los  derechos 
que  hubieren  adeudado  según  la  liquidación 
practicada,  no  pudiéndoseles  exigir  ningún  rein- 
tegro por  ningún  respecto  después  de  cumplidos 
y  satisfechos  los  plazos  que  se  establecen  para  el 
¡pago  por  el  artículo  34.  Los  introductores  ó  sus 
consignatarios  solo  podrán  reclamar  lo^  perjui- 
cios que  de  la  liquidación  resulten  contra  ellos 
dentro  del  m»smo  término. 

^  único.  Los  jefes  de  las  aduanas  tan  luego 
como  estén  concluidas  las  planillas  de  un  expe- 
diente, remitirán  copia  de  ellas  y  del  manifiesto 
al  tribunal  de  Cuentas,  por  el  correo  para  su 
examen.  El  Poder  Ejecutivo  dispondrá  lo  nece- 
sario para  que  este  se  practique  coa  toda  prefe- 
rencia, k  fin  de  que  si  la  liquidación  de  derechos 
estuviere  errada,  pueda  ser  rectificada  por  los 
empleados  responsables,  antes  del  vencimiento 
del  plazo,  en  que  según  lo  prevenido  en  este  artí- 
culo prescribe  toda  acción  de  reintegro  6  reclamo 
contra  los  comerciantes. 

Art.  39  Todas  las  multas  impuestas  por  esta 
ley,  se  aplicarán  al  tesoro  público,  cuondo  no 
haya  aplicación  especial,  y  se  exigirán  cuando 
llegue  el  caso  por  los  jueces  de  provincia,  de 
parr^.quia  Ó  de  paz  á  excitación  del  jefe  de  la 
Aduana. 

Art.  40.  El  P«der  Ejecutivo  expedirá  los  re- 
glamentos, y  dará  las  instrucciones  que  juz- 
gue convenientes  para  uniformar  el  procedi- 
miento en  las  aduanas,  y  hacer  que  tengan  su 
puntual  cumplimiento  la  presente  ley  y  la  de 
arancel. 

Art.  41.  La  presente  ley  flc  pondrá  en  ejecu- 
ción en  todas  las  aduanas  de  República  al  dia  I9 
de  Julio  próximo,  desde  cuya  fecha  queda  dero- 
gada la  de  19  de  Moyo  de  1841. 

Dada  en  Caracas  á  26  de  Abril  de  1864,  afio 
25  de  la  ley  y  44  de  la  independencia. 

El  Presidente  del  Senado,    Francisco  Bal- 
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buena, — El  Presidente  de  la  Cámara  de  Repre- 
sentantes, L,  Ruedas. — El  Secretario  del  Senado, 
J.  A.  Peres. — El  Secretario  de  la  Cámara  de 
Representantes,  J.  Padilla, 

Caracas,  Abril  28  de  1854,  año  25  de  la  ley  y 
44  de  la  independencia. — Ejecútese. — J,  G,  Mo- 
nadas. 

Por  S.  E- — El    Secretario  de   Estado   en  el 
Despacho  de  Hacienda,  P.  Ceballos. 
Es  copia. — Ceballos, 

Análisis  comparativo  de  las  Uyes  de  li  de  Octubre  de  1830, 
12  de  Mayo  de  1834,  10  de  Mayo  de  1889,  19  de  Mayo  de 
1841,  y  '2Sd€  Abril  de  1864,  sobre  régimen  para  la  importa- 
ción. 

Comparadas  las  de  30  y  84  se  encueatra : 

La  de  80  comprendía  disposiciones  concernientes  á  la 
habilitación  de  puertos,  comercio  de  cabotaje  y  costanero, 
régimen  de  las  aduanas  para  la  \importacion,  arancel  de 
importación  y  comiso,  y  la  de  84  so  ocupa  solo  de  las  re- 
glas para  la  importación,  habiéndose  dispuesto  de  las  de- 
mas  materias  en  leyes  separadas.  La  de  80  reconocía  co- 
mo base  para  la  importación  el  pago  del  derecho  ad  valo- 
rem  según  facturas,  y  la  de  84  el  especifico. 

La  de  30  (art.  1  p  )  exigía  que  ftiese  jurado  el  sobordo  \ 
y  la  de  30  (art  id.)  suprimió  el  juramento.— La  de  80, 
conforme  con  su  sistema  exigía  (art.  8)  la  presentación  de 
las  facturas  originales  Taloneas  dentro  de  tres  dias  á  1n 
mas ;  y  la  de  84  Tart.  6  p )  suprimió  este  mandato.— Por 
la  de  80  (art.  3)  aebia  hacerse  dentro  de  veinticuatro  ho- 
ras después  de  fondeado  el  buque  la  manifestación  de  si 
se  rcsolvia  ó  no  descargar ;  y  por  la  de  84  (art.  6  P  )  so 
extendió  este  termino  á  tres  dias.  La  do  84  añadió  final- 
mente, respecto  de  estos  artículos,  el  último  inciso  del  5  ? 
desdo  donde  dice :  "  Si  el  duefio  ó  consignatario  del  bu- 
que &a."— Por  la  de  80  (art.  6,  formalidad  2  «)  el  cela- 
dor de  custodia  llevaba  una  nota  diaria  de  los  bultos  que 
se  desembarcasen ;  y  la  de  84  (art.  7,  formalidad  id.)  dis- 
puso que  la  nota  fuese  de  los  bultos  que  se  desembarca- 
sen en  cada  barcada— La  de  84  (art.  6,  recia 2^)  modifi- 
có la  misma  regla  art.  id.  de  la  de  80  desde  donde  dice  : 
"  barriles,  gnacales  &a.,  según  ellos  ñieren  en  los  térmi- 
nos que  expresa — La  de  86  (art.  6,  regla  8  fi)  modificó  la 
misma  regla  art.  id.  de  la  de  80  en  los  términos  en  que 
puede  verse — La  de  80  (art.  6,  regla  4  .*  )  decia :  "  Los  ar- 
tículos inflamables  y  voluminosos  podrán  despacharse 
desde  el  muelle  &a.,  como  igualmente  los  demás  que  de 
comim  acuerdo  convengan  los  reconoeedores ;"  y  la  de 
84  (art  id.,  regla  id.)  suprimió  lo  d»  voluminoso,  y  lo  de 
todos  los  demás  que  de  común  acuerdo  conviniesen  los 
reconocedores ;  y  sostituyó ;  "  y  todos  aquellos  otros  que 
no  vengan  encajonados  ó  enfardelados,  y  los  equípales, 
previo  el  examen  de  los  reconooedores.^ — La  de  80  (re- 
gla 5  ?  art.  6)  fijaba  para  la  descarga  de  las  seis  á  las  nue- 
ve y  de  las  diez  á  las  tres  de  la  tarde  j  y  la  de  84  fijó  sin 
interrupción  desde  las  seis  hasta  las  tres— La  de  80  (art. 
7)  prevenía  que  el  reconocinodento  de  las  mercancías  se  hi- 
ciese por  los  jefes  de  la  aduana  y  el  comandante  del  res- 
guardo ;  y  la  de  84  (art.  9)  por  el  administrador  6  inter- 
ventor solamente ;  y  solo  á  falta  de  este,  por  el  cabo  del 
resguardo  en  su  lugar — La  de  30  (  (.  único  del  art.  9)  no 
expresaba  la  manera  de  hacer  el  Jostipreeio  de  las  averías 
sufridas  por  algunas  mercancías  ¡  y  la  de  84  ^art.  10)  lo 
estableció;  afiadiendo  que  después  de  extraídas  las  mer- 
cancías y  efectos  de  la  aduana  ao  habrá  lugar  á  reclamo 
por  averías— Por  la  de  80  (art.- 12)  los  eflsctos  de  cualquie- 
ra procedencia  importados  «n  baques  nacionales  pagaban 
sobre  el  valor  de  las  faelnras  originales  ó  sobre  los  avalúoi 
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IMPORTACIÓN.  Véase  Arancel  de  impor- 
tación. 

IMPORTACIÓN.  Impuesto  subsidiario  sobre 
ella  para  el  fomento  de  los  caminos.  Véase 
Caminos,  D.  de  28  de  Abril  de  1854.  Apéndi- 
ce al  Tomo  2í> 

IMPORTACIÓN.  Véase  Contribución  extraor- 
dinaria. 

IMPORTACIÓN.  Resolución  Ejecutiva  de 
3  DE  Julio  de  \Si9. sobre  loque  debe  hacerse 
en  cuanto  á  sobordo  cuaiido  un  buque  cam- 
bie en  el  viaje  de  capitán. 

República  de  Venezuela. — Secretaría  de  Estado 
en  el  Despacho  de  Hacienda.~Caracas  8  de  Julio 
do  1839,  10?  y  21)? 

Sr,  Administrador  de  la  aduana  de  Angostura. 

Señor: — He  dado  cuenta  á  S,  E.  el  Presidente 
de  la  República  del   oficio  de   U.    de    13   Mayo 


fiue  se  practicaban  los  derechos  de  arancel ;  y  por  la  de 
34  (art.  II )  tenía  esto  lugar  si  la  introducción  se  hacia  en 
buques  nacionales,  ó  de  aquellas  naciones  que  tuvieran 
tratados  vigentes  con  la  república  sobre  la  base  de  la  re- 
ciprocidad. Pero  si  se  hacia  en  cualquiera  otro  buque,  y 
el  derecho  era  específico,  se  cobraba  ademas  un  diez  por 
ciento  sobre  este  derecho ;  y  siendo  ad  valorem.  se  cobra- 
ba un  cinco  por  ciento  mas*  sobro   el  avalúo— La  de   80 
(art.  20)  exigia  para  la  seguridad  de  los  derechos  una  fian 
7,i¡k  con  dos  fiadores  principales  pagadores  residentes  en  el 
mismo  puerto,  otorgada  á  estilo  mercantil  y  firmada  por 
el  principal  deudor  y  sus  dos  fiadores  ;  y  la  de  34  (art  9A) 
solo  exilia  uno  ó  dos  fiadores  de  mancomum  et  insoli- 
dum ;  sin  expresar  que  fuesen  dtl  mismo  puerto,  y  que  el 
dueño  ó  consignatario  firmase  tantos  pagarés  cuantos  fue- 
sen los  plazos  i)ara  el  pa":o— La  de  30  (art,  21)  concedía 
entre  otros  plazos  para  el  pago  de  los  derechos  el  de  30 
(lias,  si  no  llegaban  ni  pasaban  de  trescientos  ;  y  la  de  34 
(art  24)  concedió  el  mismo  plazo  solo  si  no  pasaban  de 
dicha  suma— Por  la  de  30  todos  los  plazos  se  contaban 
desde  la  fecha  en  que  se  verificada  el  otorgamiento  de  la 
fianza ;  y  por  la  de  34  (art.  24)  desde  la  fecha  de  los  pa- 
garés, que  será  precisamente  la  del  dia  en  que  los  intere- 
sados reciban  las  mercancías  y  efectos  de  la  aduana. — Por 
la  de  30  (art.  23)  si  no  se  pagaban  los  derechos,  vencido 
el  plazo,  se  procedía  ejecutivamente  por  el  administrador 
en  virtud  de  la  iurisdiccion  coactiva  que  tenia  por  la  ley 
orgánica  de  hacienda;  y  el  deudor,  ademas  de  las  costas, 
pagaba  el  uno  por  ciento  mensual  sobre  la  suma  adeuda- 
da ;  y  por  la  de  3 i  (art.  25)  aunque  se  manda  proceder 
coactivamente  contra  el  deudor,  no  se  expresa  qne  sea  por 
ol  administrador ;  y  se  eleva  ademas  á  dos  por  ciento  el 
interés  mensual— La  de  34  suprimió  ademas  de  la  de  80 
los  4^.  1  P  y  2?  del  art.  2,  los  art.  4  y  6,  la  regla  5 í*  del 
art.  6,  desde  "fijando  pata  todos  los  buques  d&a."  la  7  *  del 
mismo  art.,  los  art.  8  y  su  ^ ,  9,  10  y  su  <>.,  11,  22,  y  24 ;  y 
añadió  el  art.  6,  la  regla  7  ^.  del  art.  7,  Jos  art.  8,  \  único 
del  9,  12,  22,  la  part«  del  23  que  trata  de  la  forma  de  los 
pagarés,  26, 28,  la  parte  del  29  desde  "  ó  por  los  tesoreros 
generales  &a. "  y  30. 
Entre  las  de  34  y  39  se  notan  las  diferencias  que  algnon: 
La  de  34  (art.  8)  fijaba  tres  diaa,  y  la  de  89  (art.  7)  loa 
extendió  á  cinco,  después  de  fondeado  el  buque,  para  que 
el  dueño,  6  consignatario  del  cargamento  declararan  si 
resolvían  ó  no  deacargar.— La  do  39  (formalidad  4-«?  del 
art  11)  añadió  ala  correspondiente  de  la  de  84  ^5?  del 
art  7  ®  )  desde  donde  dice :  "  y  desde  la  llegada  ael  bu- 
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I  último  número  25  por  el  cual  informa  que  el  ber- 
!  gantin  nacional  Virtor  llegó  á  ese  puerto  proce- 
I  dente  de  la  isla  de  Martinica  conducido  por  un 
extranjero  Mili  qii«  firmó  el  sobordo,  en  lugar 
de  su  capitán  ciudadano  Juan  Moretti,  el  cual 
desamparó  el  buque  y  se  quedó  en  la  referida 
isla;  y  que  lo  mismo  ha  sucedido  ron  la  goleta 
nacional  Isabel,  aHudiendo  que  sucederán  otros 
casos  semejantes. 

Considerando  S.  E  que  puede  acontecer  con 
frecuencia,  que  el  capitán  de  un  buque  se  enfer- 
me y  le  subrogue  otro  en  el  puesto  donde  tuvi- 
re  lugar  esta  ocurrencia,  como  también  que  al- 
gunos, faltando  á  sus  deberes,  y  temerosos  de  que 
seles  hagan  cargos  por  los  propietarios  aban- 
donen los  buques  y  se  presenten  estos  en  el  puer- 
to de  su  destino  con  el  nuevo  capitán:  que  este 
debe  imponerse  con  individualidad  de  la  exac- 
titud de  las   fticturas   y   formar  el  sobordo   con 

que  &a. — La  de  34  (art  8)  fijaba  veinticuatro  horas  des- 
pués de  la  declaratoria  de  descarga,  para  la  presentación 
de  los  manifiestos  &a  ;  y  la  de  39  las  extendió  á  cuarenta 
y  ocho — La  de  34  (art.  11)  eatableci<4  para  las  mercancías 
conducidas  en  buques  de  las  naciones  con  quienes  se  tu- 
viesen tratados  vigentes,  la  bnse  de  la  reciprocidad ;  y  la  do 
89  (art.  20)  establece  la  de  la  nación  mas  favorecida— La 
de  34  (art  11.)  decia  ademas:  "  Si  la  introducción  se  hi- 
ciere en  cualquiera  otro  buque,  y  el  derecho  fuere  especí- 
fico, se  cobrará  ademas  un  diez  por  ciento  calculado  sobre 
este  derecho,  y  siendo  aú  valoren,  se  cobrará  un  cinco  por 
ciento  mas  sobre  el  avalúo  ;  "  y  la  de  39  (art  20)  refor- 
mó así :  "  Si  la  introducción  se  hiciere  en  cualquier  otro 
buque,  se  cobrará  ademas  un  diez  por  ciento  calculado 
sobre  el  derecho,  bien  sea  este  específico  ó  ad  valorem.'' 
La  de  34  (art  12)  decia  :  "  Para  gozar  de  la  igualdad  de 
derecho  entre  los  buques  nacionales  y  los  de  aquellas 
naciones  que   hayan  celebrado  tratados  &c. ;  "  y  la  de 
39  (art  21)  adicionó  en   segundo  lugar  "  los  españo- 
les." La  de  84  (art.  15)  disponía  que  las  dudas  sobre 
los  nombres  de  las  mercancías  se  decidiesen  por  ma- 
yoría por  el  interventor  y  dos  peritos  ¡  y  la  de  39  (art. 
22)  mandó  se  decidi¿rnn  por  dos  peritos,  y  un  tercero 
nombrado  por  el  mismo  administrador.  La  de  34  (art. 
22)  fijaba  doce  días  dc^ues  de  concluido  el  rcconccimien- 
to  en  ia  aduana,  para  la  conclusión  del  expediente  de  en- 
trada; y  la  de  39  (^  único  del  art.  81)  fijó  solo  cuatro 
dcbde  el  en  que  se  firmasen  las  planillas,  ó  se  venció  el 
plazo  para  reclamar  sn  reforma. — La  do  84  (art.  25)  con- 
servaba el  procedimiento  coactivo  contra  el  deudor  y  sus 
fiadores ;  y  la  de  39  (art.  34)  suprimió  el  procedimiento 
coactivo. — La  de  31  (art.  27)  permitía  la  rcs'xportacion  de 
los  efi'Ctos  importados  ;  y  la  de  39  (art  80)  silenció  este 
I  permiso.— La  de  34  (art  29)  decia :  "  Todas  las  multas 
'  impuestas  por  esta  ley  so  aplicarán  al  tesoro  público ;  "  y 
la  de  39  (art.  38)  afíadió  :  "  cuando  no  haya  aplicación 
especial."— La  de  34  (art  id.)  facultaba  á  los  tesoreros  ge- 
nerales para  exigir  coactivamente,  sin  otro  recurso  que  el 
de  queja,  las  multas  impuestas ;  y  la  de  39  (art.  38)  supri- 
mió esta  facultad  á  los  tesoreros. — La  de  39  suprimió  el 
artículo  2  de  la  do  34,  y  añadió,  los  ^^l?  y  2  .=>  del  art. 
1  P ,  las  artículos  2  4  6,  8,  9,  la  regla  4  ?  del  art  11  des- 
do donde  dice  ;  "  y  desdo  la  llegada  del  buque  &c."  los 
S4  1 P  ,  2  P  y  3  P  del  art  13,  los  artículos  14,  15  y  sus  dos 
i  16.  $  8  P  del  17. 18,  ^  único  del  20,  28  y  su  %  29,  $ 
único  del  80  y  ^  id.  del  87. 
i      Entre  las  de  39  y  41  hay  las  variaciones  siguientes : 
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arreglo  á  ellas,  y  que  es  de  su  obligación  infor- 
marse de  los  deberes  que  imponen  las  leyes  del 
país  á  donde  se  dirige;  «le  ha  servido  resolver 
con  acuerdo  del  Consejo  como  regla  gi?nerai: 
"que  en  casos  iguales  á  los  del  Víctor  é  Isabel, 
los  administradores  de  aduanas  deben  permitir 
la  descarga  del  cargamento  y  aplicar  al  nuevo 
capitán  la  pena  corr*»sp(>ndIente  si  en  el  sobordo 
faltaren  algunos  bultos  ó  fardos  de  los  compren- 
didos en  aquel,  pues  de  la  prohibición  del  de- 
sembarco pueden  resultar  perjuicios  á  los  inte- 
resados, quienes  por  su  parte  están  en  aptitud 
de  perseguirá!  capitán  que  se  enferme  ó  aban- 
done el  buque  si  por  culpa  suya  sufrieren  algún 
detrimento  en  sus  intereses." 

Lo  que  digo  ú  U.  para  su  cumplimiento  y  en 
respuesta  á  su  citado  ofício  de  13  de  Mayo  últi- 
mo número  *2¿>;  habiendo  sido  por  consiguiente 
de  la  aprobación  del  Gobierno  el  proceder  de  U. 
permitiendo  la  descarga  del  Víctor. 

Soy  de  U.  atento  servidor   José  Luis  Ramos 
Nota;  La  anterior  resoluci(m    se   circula  á  las 
demás  aduanas  en  la  misma  fecha. 

La  Je  41  (art.  3  ^  )  añadió  al  del  mismo  número  de  la  de 
39  :  "  y  se  procederá  a  la  descarga  y  formación  del  sobor- 
do, todo  á  costa  del  capitán.,,— La  de  39(^2?  del  art. 
9)  decia  :  *'  cuando  qucdin  efectos  á  bordo,  y  vayan  estos 
á  otro  ú  otros  piiortos  de  Venezuela,  el  capitán  del  buque 
ó  su  consigrmtaiio  deberá  presentar  en  la  aduana  prime- 
ra donde  fué  despachado,  un  certificato  de  los  jefes  de  la 
última  á  que  llegue,  de  haber  concluido  legalmente  la 
descarga  de  los  efectos  que  declaró  de  tránsito  para  otro 
ú  otros  puertos  de  la  república;  y  la  de  41  (<)  2?  y  art. 
id.)  modificó  asi:  "para  conocimiento  de  la  aduana  en 
que  deba  concluirse  la  descarga,  los  jefes  de  la  primera 
aduana  pasarán  por  el  correo  nota  de  la  parte  de  carga 
que  se  conduce  para  la  segunda,  á  los  jefes  de  esta,  quie- 
nes avisarán  si  se  ha  verificado  la  importación. — La  de  41 
(art.  13)  añadió  al  del  mismo  número  de  la  de  39.  "  Este 
manifiesto  no  saldrá  por  ningún  motivo  del  poder  de  los 
jefes  de  la  aduana,  ni  podrá  ser  alterado  sino  únicamente 
*n  los  casos  de  los  parágrafos  siguientes." — La  de  39  (^ 
2  ?  del  art.  15)  mandaba  pagar  la  cantidad  que  resultase 
deberse  al  introductor  por  los  efectos  que  tomase  la  adua- 
na con  arreglo  al  mismo  art.  15,  en  plazos  que  eran  iguales 
á  loa  concedidos  al  introductor  para  el  pago  de  los  dere- 
chos ;  y  la  de  41  (§  id.  art.  id.)  dejó  de  expresar  dichos 
plazos  y  dijo  solo :  "  que  serla  satisfecha  en  los  mismos 
términos  y  plazos  en  que  el  erario  recauíla  los  derechos 
de  importación."  Pero  como  estos  plazos  han  sido  altera- 
dos por  la  de  41,  resulta,  que  el  expresado  ^2?  art.  15  de 
la  de  89  ha  sido  reformado  en  el  mismo  sentido. — La  de 
89  (art.  20)  mandaba  cobrar  los  derechos  de  importación 
cou  arreglo  á  k  ley  de  arancel,  si  las  mercancías  ó  efectos 
son  conducidos  en  baques  nacionales,  6  de  aquellas  nacio- 
nes que  tengan  tratados  vigentes  con  la  república  sobre 
la  base  de  la  nación  mas  favorecida.  Si  la  introducción  se 
hiciere  en  cualquiera  otro  buque  se  cobrará  ademas  un 
diez  por  ciento  calculado  sobre  el  derecho,  bien  sea  este 
especifico  ó  ad  valorem  ; "  y  la  de  41  Tart.  id.)  dispuso 
que  dicho  cobro  se  hiciese  lo  mismo,  ya  fuesen  introaud- 
das  las  mercancías  ó  efectos  en  buques  venezolanos,  ó  ya 
ea  extranjeros.— La  de  39  (art.  22)  mandaba  que  las  du- 
das que  ocurriesen  al  administrador  se  decidiesen  por  dos 
peritos  nombrados  uno  por  el  administrador  y  otro  por  el 
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IMPORTACIÓN.  RESOLUCIÓN  ejecutiva  dk 
20  DE  JULIO  DE  1841  aclarando  el  art.  20  de 
la  ley  de  la  materia^  que  es  el  \^  de  la  de  ^i 
(ya  derogada)  á  que  se  refiere. 

República  de  Venozuela. — Secretaría  de  Estado 
y  del  Di'Spacho  de  Hacienda. — Circular.— Caracas 
20  de  Julio  de^  1841,12?  y31.«5 

Señor — Para    evitar  dudas   sobre  lo  que 

deba  practicarse  en   cumplimiento   del   art.  18  y 
parágrafo  2^  del   art.  17  de  la  ley  de  19  de  Ma- 
j  yo  del  presente  ario  que  trata  del  régimen  de  las 
I  aduanas,  el  Gobierno  ha  dictado  en  el  exj)edieii- 
'<  te  de  ]a  materia,  la  siguiente  resolución. 
I       *•  La  citación  á   los   íluenos,   consignatarios  ó 
:  agentes  de  las    mercancías   que  se   previene  por 
el  art.  18  de  la  referida  ley,  debe  entenderse  he- 
j  cha  siempre  respecto  de  aquellos    que  se  hallen 
I  presentss  en    la  aduana  y   concurran  al  recono- 
cimiento,   pues    que    en    este    caso  es  excusada 
j  cualquier  formíilidad  ;  pero  no    estando  presen- 
'  tes,  ó  no  prestándose    al  reconocimiento    antes 
j  de  las  veinticuHtro  horas   de  habérseles  manifes- 

'  introductor,  y  por  un  tercero  noiubrado  pvr  el  adinini.«>tra- 
1  dor  ;  y  la  de  -ál  Tart  21)  dispone  quo  las  lui^mas  dudas  que 
I  ocurran  á  loa  joíes  de  la  aduana  &c.  cuyos  dosjefi-a  y  no 
!  ya  el  administrador  solo  son  \on  que  nombran  el  perito,  y 
el  tercero  eu  di.scordia. — Pur  la  de  S'J  (art.   3-^)  los  dere- 
chos se  pagaban  al  contado  si  no  excedían  de  cu*n  pesos  ; 
I  á  treinta  dias  si  no  pasaban  de  trescientos ;  á  sesenta  dias 
I  hasta  la  suma  de  quinientos  ;  y  de  esta  cantidad  para  ar- 
I  liba  de  por  mitad  á  tres  y  seis  meses  do  plazo  ;  y  la  do 
1  41,  (art.  32)  dijo  :  al  contado  si  no  exceden  vle  cien  pesos: 
á  cuatro  meses  si  no  pasan  de  quinientos ;  y  de  esta  canti- 
dad para  arriba  á  Sf:is  vieses  &c. — La  de  39  (V)  único  del  ait. 
37)  no  exigía  el  envió  al  tribunal  de  cuentas  del  manifies- 
to :  y  la  de  41  (^  único,  art.  3G)  lo  añadió. — Finaluiento 
la  de  41  su^mmio  el  ^  único  del  art.  20  de  la  de  89,  y  el 
art.  21. 

Comparadas  por  último  las  do  41  y  54  se  encuentran 
las  diferencias  siguientes. 

La  de  41  (art  1  ?  )  disponía  BÍmplcmcnte  que  la  visita 
de  entrada  de  un  buque  se  hiciese  por  el  administrador  y 
por  el  comandante  del  resguardo  acompañado  de  un  cabo 
y  un  celador ;  y  la  de  64  (art.  id.)  dijo :  por  el  comandan- 
te del  resguardo  precisarnefite,  acompañado  de  un  cabo  y 
uno  óittas  celadores. — La  misma  de  41  (art.  id.)  decia  "  y 
si  viniere  de  puertos  extranjeros,  se  exigirá  del  capitán  la 
patente  de  navegación  &c. ;  y  la  de  54  (krt.  id.)  dijo:  "  Si 
el  bnqoe  precediere  de  puertos  extranjeros,  y  viniere  car- 
gado^ se  exigirá  &c. — La  de  41  (art.  id.)  hablando  de  lo 
que  debia  expresar  el  sobordo,  decia,  entre  otras  cosas :  ''el 
número  y  descripción  de  los  bultos  que  contiene  el  carga- 
mento "  ;  y  la  de  64  (art.  id.)  es  mas  esplícita,  diciendo  : 
^'  la  cantidad  de  los  bultos  que  componen  el  cargamento, 
con  especificación  de  si  son  cajas,  fai-dos,  barriles,  baúles, 
bocoyes,  dsc,  &c.— La  de  54  ha  añadido  el  ^  1  ?  del  mis- 
mo art  1 9  que  no  tenia  la  de  41.— La  de  41  (art.  2  .^  ) 
decia  :  "  Si  el  capitán  al  acto  de  la  visita  no  presentare  el 
sobordo  en  la  forma  prevenida  en  el  art.  1  P ,  se  le  exigi- 
rán los  conocimientos  del  cargamento,  &c.  ¡  y  la  de  64 
(art.  id.)  ha  dicho :  "  8i  no  presentare  el  sobordo,  ó  si  £^5- 
te  no  estuviere  eu  la  forma  prevenida  en  el  art.  IP  ysu^ 
I  9  iTicurrirá  en  una  multa  de  ciento  á  quinientos  pesos,  y 
se  k  exigirán  los  conocimientos,  é¡»c — La  de  41  (art  3  P  ) 
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tado  por  alguno  de  los  jefes  reconocedores  qne 
se  podia  proceder  á  él,  se  hará  la  citación  por 
medio  de  papeleta,  cuyo  recibo  se  agregará  al 
expediente. 
,  "  Para  reconocer  los  artículos  inflamables  y 
todos  aquellos  otros  que  por  el  parágrafo  29, 
art.  17,  se  permita  despachar  fuera  de  los  alma- 
cenes, la  filacion  se  entiende  h^cha  también 
desde  que  el  interesado  reclama  el  cumplimien- 
to de  dicho  parágrafo," 

Circúlese  á las  aduanas  habilitadas  parala  im- 
portación, comuniqúese  al  tribunal  de  cuentas  y 
publíquese  en  la  Gaceta  del  Gobierno. 

Y  la  trascribo  á  U.  para  su  inteligencia  y  go- 
bierno. 

Soy  de  U.  atento  Berviáor- Francisco  Aranda. 
IMPORTACIÓN.  RESOLUCIÓN  ejecutiva  dh 
27  DE  AGOSTO  DE  1834  sobrc  el  modo  de  cal- 
cvlar  la  fuerza  y  peso  de  los  licores,  á  que 
se  refiere  el  art.  27  de  la  misma  ley,  que  es 
el  mismo  de  la  de  41  á  que  se  refiere. 

Como  ninguna  de  las  legislaturas  de  Colom- 
bia y  Vcnezuí  la  se  ha  ocupado  del  arreglo  de 
nuestros  pesos  y  medidas,  conforme  al  nuevo 
sistema  métrico,  ni  de  uniformar  y  rectificar  las 
operaciones  que  las  aduanas  de  la  República 
acostumbran  en  esta  materia,  fundadas  única- 
mente en  prácticas  establecidas  desde  tiempos 
remotos,  se  ve  el  Gobierno  en  la  necesidad  de 
darles  ciertas  reglas,  en  cumplimiento  de  lo  pre- 
venido por  el  art.  18  de  la  novísima  ley  de  im- 
portación. 

solo  disponía,  para  el  caso  de  falta  de  sobordo  y  conoci- 
mientos á  la  vez  que  se  procediese  á  la  descarga  y  forma- 
ción del  sobordo,  á  costa  del  capitán  ;  y  la  do  64  (arf  id.) 
]e  manda  aplicar  ademas  una  multa  de  cien  á  mil  pesos. — 
La  de  41  (art.  13)  solo  prevenía  que  se  expresase  en  el 
manifiesto  la  cantidad  do  las  mercancías,  &;c. ;  y  la  de  64 
(art.  id.)  ha  añadido  qne  esto  se  haga  en  guarismos  y  en 
letras  á  la  vez,  y  también  en  letras  la  clase,  número,  peso 
y  medida. — La  de  64  (art.  14)  afiadió  al  mismo  de  la  de 
41  desde  donde  dice  :  "  el  cual  deberá  ser  aquel  que  adi- 
cionado con  el  derecho,  y  un  quince  por  ciento  mas,  for- 
me el  precio  corriente  por  mayor  de  la  plaza  donde  se  ha 
ce  la  importación. — La  de  41  (art.  15)  disponía  que  cuan- 
do los  jefes  de  las  aduanas  juzgasen  que  los  precios  de  to- 
dos ó  algunos  de  los  efectos  cuyos  derechos  se  cobran  ad 
valorem  estuviesen  de  tal  modo  rebajados,  que  añadidos 
los  derechos  (jue  según  .su  clase  debían  pag  r  con  arreglo 
a  la  ley  de  aranceles  y  un  diez  por  ciento  de  útil  dad,  hu- 
biese todavía  diferencia  con  el  precio  de  la  plaza,  putlie- 
sen  tomarlos  por  cuenta  del  gobierno  |>agando  el  precio  en 
que^cstuviesen  estimados  en  el  manifiesto,  con  diez  por 
ciento  de  utilidad ;  y  la  de  54  (art.  id.)  sostítnyendo  nn  15 
por  ciento  al  diez  de  que  hacia  mención  la  de  41,  ha 
derogado  la  disposición  da  tomarse  los  efectos  por  cuenta 
del  gobierno,  y  mandado  en  su  lugar  que  se  avalúen  para 
que  según  su  monto  se  cobren  solo  los  derechos  corres- 
pondientes á  este,  ó  un  veinte  por  ciento  adicional,  con  las 
demás  disposiciones  de  los  (^  1  ? ,  2P ,  3 P  y  4 ®  de  di- 
cho artículo,  que  afiadió,  habiendo  suprimido  por  consi- 
guiente los  (^  1  ?  y  2  ?  del  mismo  articulo  de  la  de  41. 


IM 


í.    I. 
Cálculo  de  la  fuerza  de  los  aguardientes» 

1.  Se  concibe  perfectamente  que  si  por  nna 
pipa  de  alcohol  puro;  se  cobrase  el  mismo  dere- 
cho que  por  una  de  aguardiente  prueba  común» 
seria  muy  fácil  defraudar  al  erario  en  mas  de 
nn  35  por  ciento.  Para  evitar  pues  el  fraude  que 
pueda  cometerse  introduciendo  aguardientes  de 
pruebas  elevadas  como  si  fuesen  de  Ja  común, 
ha  resuelto  el  Gobierno  remitir  á  las  aduanas  el 
instrumento  conocido  en  Francia  en  el  nombre 
de  alcokómetro,  inventado  por  Mr.  Gay-Lussac 
para  medir  la  cantidad  de  alcohol  contenida  en 
un  volumen  dado  de  un  licor  cualquiera  ;  el  cual 
ha  sido  elegido  sobre  todos  los  areómetros  por 
sus  relevantes    ventajas. 

2.  Este  instrumento  está  mandado  usar  en  to- 
das las  aduanas  de  Francia  con  preferencia  á los 
areómetros,  porque  sus  indicaciones  están  exen- 
tas de  los  errores  que  provienen  de  la  variación 
de  la  temperatura,  y  porque  dado  el  volumen  de 
alcohol  contenido  en  el  líquido,  se  gradúan  los 
derechos  según  la  cantidad  del  alcohol  hasta  des- 
cender á  la  prueba  común. 

§.     II. 

Descripción  del  alcohómetro. 

3.  Consiste  en  un  tubo  graduado  desde  cero 
hasta  ciento,    correspondiendo    el   primer  límite 

—En  consecuencia  de  todo  esto  la  do  64  afíadió  las 
disposiciones  de  los  artículos  16  y  17.— La  do  41  (^ 
3  ?  del  art.  17)  mandaba  cobrar  el  uno  por  ciento  de  al- 
macenaje; y  la  de  54  (art.  19)  el  diez— La  de  41  (art 
22)compehaá  los  peritos  nombrados  para  el  avalúo  dé 
la.s  mercancías  con  la  multa  de  doscientos  pesos  •  y  la  de 
64  (art.  24)  con  la  do  veinticinco  a  cien  —La  de'  54  Cart 
26)  ha  añadido  al  22  de  la  de  41,  su  inciso  final  con  refe-  • 
rencia  a  los  licores  :  "  y  el  grado  de  estos  "—La  d©  41 
(art  28)  mandaba  pagar  en  el  caso  de  reexportación  uno 
por  ciento  mensual  sobre  el  valor  que  tuviesen  los  efectos 
en  el  manifiesto ;  y  la  de  64  (art.  80)  manda  pagar  un  seis 
por  ciento  sobre  el  que  se  le  dé  á  los  efectos  conforme  al 
art  15.  y  afíadió  el  ^  de  dicho  articulo.— La  de  41  (art 
32)  fijaba  para  el  pago  de  los  derechos,  pasando  de  cien 
pesos  y  no  de  quinientos,  cuatro  meses ;  y  de  esta  cantidad 
para  arriba  seis  meses ;  y  la  de  64  (art.  34)  ha  variado 
asi ;  pasando  de  cien  pesos  y  no  d©  quinientos  un  mes : 
dos,  desde  quinientos  hasta  dos  mil,  tres,  desde  dos  mil 
hasta  tres  mil  cuatro,  desde  tres  mil  hasta  cuatro  mil 
cinco,  desde  cuatro  mil  hasta  cinco,  y  seis;  de  cinco  mil 
paraarriba.— Lade41  (art  83)  mandaba  cobrar  el  inte^ 
res  de  dos  por  ciento  mensual  si  vencido  el  plazo  no  se 
pagaban  dichos  derechos ;  y  la  de  64  (art.  86)  dispon© 
qu©  este  ínteres  sea  el  mismo  á  que  las  aduanas  hacen  el 
descuento  de  sus  pagarés.— La  de  41  (art.  37)  disponía 
qu©  todas  las  multas  se  exigiesen  por  el  administrador  é 
interventor ;  y  la  de  54  (art  89)  qne  por  los  jueces  de  pro- 
vincia, de  parroquia  6  de  paz,  á  excitación  del  jefe  de  la 
aduana.  '' 

£n  lo  demás  son  conformes  dichas  leyes. 
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de  la  escala  al  agua  destilada,  y  el  segundo  al 
alcohol  puro.  £8te  instrumento  se  vende  junto 
con  un  libro,  que  ademas  de  contener  su  expli- 
cación trae  varias  tablas  de  las  cuales  sirven 
unas  para  corregir  los  errores  debidos  ft  la  tem- 

Í)eratura,  pues  los  líquidos  se  dilatan  con  el  ca- 
or  haciéndose^por  esta  causa  menos  pesados,  y 
se  contraen  con  el  frió ;  y  otras,  para  seSalar  la 
cantidad  de  alcohol  contenido  en  el  líquido  que 
corresponda  á  las  indicaciones  del  tubo. 

§.    III. 

Modo  de  usarlo» 

4.  Para  medir  la  fuerza  del  líquido  se  intro- 
duce el  alcühómetro  verticalmente  en  el  licor,  y 
se  aguarda  6  que  se  mantenga  en  perfecto  repo- 
so :  se  observa  en  que  número  de  la  escala  se 
detiene  el  líquido,  y  en  seguida  se  busca  en  la 
tabla  de  los  volúmenes  que  cantidad  de  alcohol 
corresponde  á  dicho  número,  es  decir,  si  es  la 
mitad  ó  la  cuarta  parte  fiel  líquido  total ;  y  en 
la  tabla  de  la  temperatura  la  corrección  del 
error. 

^.     IV. 

Areómetros» 

5.  Se  han  encargado  á  Francia  los  alcohóme- 
tros  y  mientras  se  reciben,  se  usarán  los  areó- 
metros ingleses  conocidos  con  el  nombre  de 
pruebas  de  bolitas. 

6.  Para  el  cobro  de  los  derechos  impuestos 
sobre  los  aguardientes  se  ha  formado  la  adjunta 
tabla  con  arreglo  á  la  ley,  (§  39  letra  A  de  la  de 
aranceles)  y  teniendo  presente  la  práctica  adop- 
tada en  el  comercio  que  reduce  A  solo  cuatro 
graduaciones  la  fuerza  de  los  aguardientes,  por 
ser  inútiles  en  el  tranco  las  demás  que  marcan  los 
globulillos  del  juego  que    viene  en   unas  cajitas. 

7.  Donde  no  haya  areómetros  ingleses,  pue- 
den suplirse  con  los  franceses,  6  cuyo  fin  se  ha 
puesto  su  correspondencia  en  dicha  tabla,  sin 
embargo  de  que  para  la  uniformidad  de  los  de- 
rechos en  las  aduanas,  ofrecen  el  inconveniente 
de  que  los  números  de  sus  grados  comparados 
en  las  pruebas  con  los  del  areómetro  ingles,  no 
dan  por  el  cálculo  para  la  exacción  de  los  dere- 
chos resultados  enteramente  iguales  á  los  de 
aquellos,  lo  que  no  es  extraño,  porque  la  ope- 
ración mecánica  muy  rara  vez  puede  correspon- 
der exactamente  con  la  intelectual. 

§.    V. 

Medición  de  la  capacidad  de  los  envases» 
8*  La  calidad  6  fuerza  de  los  licores  espirituo- 
sos de  que  acaba  de  hablarse,  es  uno  de  los  fac- 
tores que  influyen  en  su  precio  ;  el  otro  factor 
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es  la  cantidad  del  líquido  contenido  en  las  vasi* 
jas  que  se  emplean  en  el  comercio  para  traspor- 
tarlo. 

9.  Son  varias  las  reglas  conocidas  para  medir 
la  capacidad  de  dichas  vasijas,  según  la  mayor  ó 
menor  complicación  de  su  figura ;  y  no  es  posi- 
ble hallar  su  volumen,  sin  puseer  nociones  algo 
extensas  de|geometríaque,  generalmente  hablan- 
do, son  ajenas  de  los  empleados  de  las  aduanas. 

10.  En  ninguna  de  ellas  se  ha  hecho  uso  de 
instrumentos  adecuados  para  medir  la  capacidad 
de  los  volúmenes,  porque  siempre  se  han  cefüido 
á  la  práctica  inexacta  de  suponer  iguales  las  pi- 
pas, cuarterolas,  barricas,  &c.  españolas  á  las 
de  las  demás  naciones,  por  la  razón  de  que  solo 
aquellas  eran  conocidas  en  el  sistema  de  gobier- 
no dependiente  de  España,  considerándose  en 
ellas  un  número  mayor  ó  menor  de  arrobas,  sin 
a'tender  á  ninguna  otra  circunstancia,  y  de  aquí 
nace  que  la  ley  haya  impuesto  los  derechos  por 
arroba,  palabra  de  vago  sentido,  porque  en  Es* 
paña  varía  tanto  esta  medida  como  todas  las 
otras  de  extensión,  peso,  ¿lc. 

U.  Los  ingleses  han  imaginado  un  método 
práctico  y  sencillo  para  calcular  la  capacidad  de 
los  envases  referidos.  Se  sirven  para  ello  de  una 
regla  ó  vara  graduada  llamada  gauging-rod^  la 
cual  puede  llamarse  en  español  pitómetro  (*.) 

§.     VI. 

Descripción  de  la  vara  inglesa  6  pitómetro» 

12.  Esta  vara  es  por  lo  común  de  una  sola 
pieza  ;  pero  hay  algunas  que  constan  de  cuatro 
de  un  pié  de  largo  cada  una  y  unidas  por  medio 
de  charnelas  de  bronce.  Tiene  cuatro  caras  .  en 
las  mas  comunes  señala  una  de  ellas  la  capaci- 
dad de  los  vaflos  de  madera  de  forma  de  pipa  ó 
barril,  por  medio  de  una  escala  que  marca  galo- 
nes, medida  inglesa  bien  conocida.  Otra  cara  di- 
vide la  vara  en  pulgadas  ;  y  otra  tiene  varias  es- 
calas ó  tablas  que  marcan  los  galones  que  deben 
deducirse  de  los  que  mide  la  capacidad  total  del 
vaso,  para  conocer  los  que  contiene  cuando  no 
está  lleno.  Son  dos,  pues,  los  objetos  del  instru- 
mento, el  primero,  medir  la  capacidad  total  de 
tales  vasos ;  y  el  segundo,  medir  también  su 
contenido  parcial,  6  el  líquido  que  realmente 
existe  en  ellos. 

§.    VIL 

Modo  de  usarlo. 
18.  Para  la  primera  operación  se  introducirá 


{*)  Palabra  tomada  del  gríe?o  asi  como  barómetro,  ter- 
mómetro, alcohóraetro,  &c.,  &c  Gauging  en  ingles  viene 
del  ÍVances  Jau^e  del  antiguo  Celta,  y  vale  mas  emplear 
una  voz  sacada  ae  una  leDg:aa  docta  que  no  Ua  que  viene 
de  una  lengua  bárbara. 
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el  pitómetro  por  la  boca  de  la  pipa,  barrica,  &c. 
en  dirección  oblicua  hacia  abajo  y  sin  desvío  al- 
guno á  derecha  ni  á  izquierda,  de  modo  que  su 
extremo  inferior  toque  la  unión  de  la  duela  cen- 
tral ó  del  medio  del  fondo  con  la  base  ó  cabeza 
del  casco.  Esta  oprracion  se  hará  hacia  ambos 
lados  ó  bases  para  conocer  si  la  boca  está  en  el 
punto  equidistante  de  ellas.  Si  lo  está,  serán 
exactamente  iguales  una  y  otra  medida,  y  deno- 
tará cada  una  la  rapacidad  total  del  vaso,  ó  todo 
el  liquido  que  puede  contener,  por  el  número  de 
galones  que  murque  la  división  del  instrumento 
en  la  división  que  haya  tocado  en  la  boca. por 
su  parte  inferior  ó  interna.  Si  Ids  dos  medidas 
de  que  se  ha  hablado  no  resultaren  iguales  será 
señal  de  que  la  boca  no  está  en  el  centro ;  y  en- 
tonces para  conocer  la  capacidad  con  exactitud 
se  sumarán  los  números  de  galones  enteros  ó 
fraccionjrios  que  se  hayan  hallado  por  cada  una 
de  eÜHs,  y  se  tomará  la  mitad  de  la  suma.  Rsta 
semi-suma  denotará  la  verdadera  capacidad  del 
vaso,  cu  ja  posición  es  indiferente  respecto  de 
tal  operación. 

14.  Para  la  segunda  operación,  esto  es,  hallar 
la  capacidad  parcial  ó  la  cantidad  del  líquido  que 
haya  en  un  vaso  no  completamente  henchido  es 
necesario ; 

19  Que  el  vaso  esté  sobre  una  base  ó  suelo 
horizontal  poco  mas  ó  menos,  de  modo  que  la 
superficie  del  líquido  interior  venga  á  ser  para- 
lela al  suelo  mismo.  Basta  para  esto,  que  una 
vista  no  torpe  decida  si  los  extremos  ó  cabezas 
del  vaso  están  á  una   misma  distancia  del  suelo. 

29  Que  se  introduzca  dicho  instrumento  ver- 
ticalmentc  por  su  boca  para  conocer,  extraído 
que  sea,  la  altura  á  que  llega  el  licor  por  la  mar- 
ca que  este  haya  dejado  en  el  instrumento.  Ob- 
servada esta,  se  mira  cuantas  pulgadas  enteras 
ó  fracciones  faltan  para  que  el  licor  llegue  á  la 
boca. 

39  Entonces  se  busca  entre  las  seis  tablas  que 
tiene'el  instrumento  en  una  de  sus  cuatro  caras, 
la  que  corresponde  al  vaso  cuya  capacidad  ha 
debido  medirse  antes  por  la  primera  operación 
(N9  13.) 

49  Hallada  que  sea,  se  busca  el  número  de 
pulgadas  que  han  faltado,  y  á  su  lado  se  verá  el 
de  los  galones  que  han  de  rebajarse  de  la  capa- 
cidad total  para  conocer  el  verdadero  contenido 
&c.  Por  ejemplo  si  medida  la  altura  del  licor  en 
una  pipa  española  común  se  observa,  que  para 
estar  completamente  llena  le  faltan  dos  pulga- 
das {incheSn)  7  partes  ó  7  décimas  (parts,)  se 
buscará  entre  las  tablas  la  que  en  su  cabeza  mar- 
ca 120  galones  (2)  Hallada,  se  verá  en  ella  que 

(2)  120  ^lonef»,  como  se  explicará  mas  adelante  ((  IX) 
equivalen  a  540  botellas,  y  ebhu»  hactíQ  t$0  arrobas  que  es 
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al  lado  de  los  números  2  tuches  7  parts  sigue 
en  la  misma  línea  el  guarismo  3,  que  marca  Jos 
gah;nes  {gallons)  que  faltan  á  la  pipa  para  estar 
Uenn.  Resta  solo,  pues,  para  conocer  la  capaci- 
dad parcial  ó  el  contenido  efectivo  de  licor,  dedu- 
cir de  los  120  galones,  capacidad  total  de  la  pi- 
pa, los  tres  galones  que  faltan,  y  quedarán  117 
galones  efectivos  de  licor. 

15.  No  está  de  mas  advertir  que  aunque  las  es- 
calas están  divididas  por  pulgadas  inglesas,  como 
el  galón  es  una  medida  muy  conocida  ya  entre 
nosotros,  y  por  ella  ha  de  hacerse  la  reducción 
á  arrobas,  como  se  dirá  después,  no  presenta  di- 
cha división  ningún  inconveniente.  Los  117  ga- 
lonea del  ejemplo  del  párrafo  anterior  equivalen 
á  29  y  un  cuarto  arrobas. 

§.     VIH. 

Pitómetro  de  los  Estados  Unidos. 

16.  La  vara  que  se  ha  descripto  es  la  mas  co- 
mún, pero  hay  otras  de  un  uso  mas  extenso,  es- 
pecialmente una  que  se  aplica  sin  inconveniente 
á  todo  vaso  en  la  forma  de  tonel,  y  es  lu  misma 
que  se  emplea  en  las  aduanas  de  los  Estados 
Unidos.  Esta  vara  ó  sonda  es  la  que  el  Gobier- 
no establece  para  uniformar  la  práctica  de  las  de 
Venezuela  en  la  medida  de  las  capacidades  y 
contenidos  efectivos  de  las  pipas,  barricas,  cuar- 
terolas, barriles,  &c.,  á  cuyo  intento  se  ha  en- 
cargado un  número  suficiente. 

17.  Hasta  ahora  solo  se  han  recibido  cuatro 
de  dichas  sondas,  las  cuales  han  sido  examina- 
das por  el  administrador  de  la  aduana  de  la 
Guaira,  y  ha  resultado,  que  pueden  medirse  con 
ellas  vasos  ó  cajícos  de  madera  de  diferentes  ca- 
pacidades 1,  ó  10  hasta  300  galones,  y  que  traen 
en  una  de  sus  caras  solo  seis  tablas  para  cono- 
cer por  medio  de  la  medida  vertical  el  número 
de  galones,  que  debe  deducirse  respectivamente 
de  las  capacidades  totales  para  averiguar  la  can- 
tidad de  líquido  contenido  cuando,  el  vaso  no  es- 
tá lleno. 

18.  Estas  seis  tablas  tienen  á  sus  cabeza  los 
números  siguientes,  120,  108,  84,  63, 45  y  32  que 
denotan  en  galones  las  capacidades  totales  de 
otros  tantos  vasos  diferentes,  cuyo  contenido, 
no  estando  llenos,  quisiese  conocerse  por  las 
reglas  dadas  anteriormente. 

19.  £n  cuanto  á  vasos  de  las  demás  capacida- 
des, para  los  que  no  hay  tablas  semejantes,  se 
suplirá  esta  falta,  mientras  se  obtienen  instru- 
mentos mas  completos,  con  el  rehincho  cuando 
los  importadores  lo  exijan  por  mermas  extraor- 
dinarias, pues  respecto  de  las  comunes  ha  con- 
cedido le  ley  un  4  por  ciento  de  rebaja,  (art,  19 
ley  de  importación.) 


el  contenido  de  uqa  pipa  catalana. 
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§.    IX. 

Reducción  de  los  galones  á  arrobas. 

20.  La  novísima  ley  de  aranceles  dispone  que 
los  (lererhos  se  cobren  según  las  arrobas  que  mi- 
dan los  vasos;  de  consiguiente  es  necesario  re- 
ducir á  estas  los  galones  que  contengan  ;  pero 
romo  no  se  tiene  una  idea  exacta  de  la  arroba 
de  que  ha  queriílo  hablar  la  ley,  por  ser  muy 
varia  esta  medida,  es  un  deber  del  Gobierno  fi 
jarla  para  evitar  confusión  en  las  aduanas. 
Para  *dlo  es  preciso  buscar,  no  s(do  un  término 
de  comparación  entre  el  galón  ingles  que  indi- 
can las  varas  de  que  se  ha  hecho  mención,  y  la 
arroba  sobre  que  se  manda  exigir  el  derecho,  si- 
no tnmbicn  que  el  mismo  término  sea  conocido 
de  totla  clase  de  personas.  Tal  es  la  botella  in- 
glesa en  que  regularmente  viene  la  cerbeza. 

21.  Se  sabe  que  en  un  galt)n  entran  4  y  me- 
dia de  dichas  botellas ;  y  que  una  arroba,  de  las 
30  qne  so  consi.leran  en  las  pipas  catalanas, 
nproximada mente  tiene  18  botellas  de  Ins  expre- 
sadas que  hacen  con  exactitud  4  galones. 

22.  Establecida  de  este  modo  una  relación 
perceptible  entre  estas  medidas,  será  íí  tod<ís  fá- 
cil conocer  y  reducir  á  arrob.'s  la  capaeidad  de 
las  pipas,  barricas,  barriles  y  den)a8  vasos,  como 
dnmrsanas  de  varia»  figuras  y  inmufios,  frasco?», 
canecns,  &c.,  cuv  os  contenidos,  si  son  de  lico- 
res, adeudan  los  derechos  de  importacioh,  según 
la  ley,  por  las  arrobas  que  midan. 

23.  La  siguiente  tabla  facilitará  la  reducción. 

botellas. 


arrobas 


alones. 


120 


4i 


18 


540 


una  pipa  regular   [      30 
Por  ella  se  ve,  que  una  pipa  tiene  30  arrobas 
ó  120  galones,  6  540  botellas  ;  que   una   arroba 
tiene  4  galones,  ó  18   botellas  ;  y  que  un  galón 
tiene  4  y  media  botellas. 

^.     X, 

Cómo  se  suplirán  los  instrumentos,  mientras 
se  carezca  de  ellos. 

24.  Para  suplir  las  varas  donde  no  las  haya, 
y  mientras  se  recibe  la  totalidad  de  las  encarga- 
das á  los  Estados  Unidos,  no  hay  otro  medio 
que  el  de  medir  el  contenido  de  los  vasos,  (se 
entiende  el  de  aquellos  cuya  capacidad  nu  se  co- 
nozca) por  una  medida  que  haga  un  número  de- 
terminado de  galones,  calculando  éstos  á  cuatro 
y  media  botellas  de  las  expresadas  en  el  párrafo 
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anterior   para    reducirlas   6  arrobas.  Esto  solo 
puede  ocurrir  cuando  los  vasos  cuya  cabidad  se 
quiera  medir  diñera  de  las  pipas  regulares  y  sus 
fracciones  ;  porque   siendo  conocidas  á   la  sim- 
ple   vista   del  que  tenga  alguna   práctica,  como 
|i  deben  tenerla  todos  los  empleados  de  aduana,  bas- 
1  ta  saber  que  ellas   miden  120  galones,   y  á  pro- 
j   porción  sus    mitades,    tercios,   cuartos,    sextos, 
,'  ÓLC.  para  conocer  el    número  de  arrobas  sobre 
¡¡  que  huya  de  cobrarse  el  derecho  de  importación. 
¡I      25.  Respecto    de  las   oirás  especies   de  vasos 
i!  como  damesana?,   frascos,   canecas,  dcc.  (excep- 
1,  to  las  botellas,  por  tener  asignados  los  derechos 
ij  por  docena,)    es    indispensubíe   medirlos  por  el 
|i  galón  j)ara  reducir  con  uniformidad  los  que  con- 
'l  tengan,  á  las  arrobas  sobre  que  estén  impuestos  ; 
',  y  á  falla  del  finlon  por   una  medida   equivalente 
||  á  4  y  media  botellas    que,   como  antes  se    dijo, 
I!  (NO  21)  es  igual  á  aquel. 

';       26.   El  alrohómelro,    ya   queda  dicho   que  se 
I  suplirá  con  los  areómetros  ingleses.  (N^  7) 
l|       Caracas  27  de  Agosto  de  iW34.  —  Díaz. 
I   IMPORTACIÓN.  RESOLUCIÓN    ejecutiva  de 

I  18  DE  SETIF.MBRE  VK  1830  sohre  los  depósi' 
j  toíi  de  que  había  el  articulo  28  de  la  propia 
¡I      ley. 

\  Ro])iib]ica  de  Venoznela.  -  Sec-etaría  de  Estado 

'  rn  el  Despacho  de  Híicienda— Caracas  Setiembre 

II  Ib  de  1839,  10  9  y  29  ? 

Al  Sr.  Administrador  de  la  aduana  de 

,j       SrSor  : — En  esta  fecha  ha   tenido  á    bien   el 
¡I  Gobierno   expedir  la  re^íducion  siguiente  : 
ll       •'  Considerando  de    ab.stdiiia   necesidad    arre- 
|;  glnr  lo^  depósitos   permitidos    por  el  art.  29  de 
!  la  ley  de  10  de  Mayo    último   sobre  régimen  de 
aduanas  á  la  importación,    bien  que  se  declara- 
sen para  reexportarlos,  ó    bien    introducirlos  to- 
dos ó  parte  de  ellos  para  el  consumo,  el  Gobier- 
no ha  acordado  las  disposiciones  que  van   á  ex- 
presarse/' 

*»  19  El  introductor  de  efectos  para  al  depó- 
sito  presentará  un  manifiesto  particular  que  los 
comprenda,  igual  en  todas  sus  parles  al  que  pre- 
viene la  ley  de  importación  para  las  mercancías 
que  entran  al  consumo. 

**29  Este  manifiesto  d íbera  copiarse  íntegra- 
mente en  un  libro  que  lleven  las  aduanas,  de  en- 
tradas y  salidas  del  depósito  en  la  plana  de  la 
izquierda  del  que  escribe,  expresando  la  fecha  y 
firmando  el  asiento  el  administrador  é  interven- 
tor con  el  introductor. 

**  39  Con  la  nota  de  los  jefes  de  aduana  de 
quedar  registrado  el  mnnincsto,  se  agregará  al 
expediente  de  entrada  para  que  allí  conste  el 
destino  que  han  tenido  todas  las  mercancías  de- 
claradas en  el  sobordo  6  manifiesto   general  del 
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cargamento,  7  porque  no  se  han  comprendido 
aquellas  en  la  liquidación. 

49  Se  sellarán  con  cinta  y  lacre  cada  uno  de 
los  bultos,  poniéndose  el  sello  de  la  administra- 
ción de  aduana,  de  manera  que  no  pueda  abiirse 
el  bulto  sin  quebrar  los  sellos. 

««50  para  sacar  las  mercancías  del  depósito  se 
exigirá  también  un  manifiesto  igual  al  de  entra- 
da, con  expresión  de  bultos,  marcas,  números, 
especies,  calidad,  medida,  peso  y  valor  de  las 
que  quieran  sacarse,  el  cual  se  copiará  igual- 
mente en  el  libro  de  depósitos  al  frente  del  re- 
gistro de  entrada  de  los  mismos  efectos,  debien- 
do sacar  el  introductor  ó  introductores  bulto  ó 
bultos  enteros  precisamente  como  entraron  al 
depósito,  y  de  ningún  modo  partes  de  bultos. 

**69  Para  cada  extracción  se  llenará  la  misma 
formalidad  del  manifiesto,  si  aquella  no  se  h»ce 
en  total  de  la  introducción,  y  estos  manifiestos 
generales  se  copiarán  siempre  al  frente  del  de 
entrada. 

*'79  En  seguida  de  cada  manifiesto  de  los  efec- 
tos que  del  depósito  se  introduzcan  al  consumo, 
formará  la  administración  la  liquidación  de  los 
derechos  expresando  la  fecha  en  que  las  mercan- 
cías entraron  al  depósito,  porque  desde  ella  se 
cuenta  el  plazo  de  los  derechos   de  importación. 

'*  89  Cuando  la  salida  do  los  efectos  sea  para 
la  reexportación,  se  practicará  lo  mis^mo,  con  la 
diferencia  de  que  entonces  la  liquidacioR  y  cobro 
se  limitarán  al  derecho  de  almacenaje. 

'*  99  Los  empleados  de  aduana  registrarán 
en  un  índice  las  fechas  en  que  entren  las  mer- 
cancías al  depósito  para  que  teniéndolo  presen- 
te, cobren  los  derechos  luego  que  se  venzan  los 
seis  de  su  entrada  conforme  a  la  ley. 

'*  10.  Por  ñn  de  cada  año  económico  se  remi- 
tirá el  libro  de  depósito  al  tribunal  de  cuentas, 
liquidando  al  fin  de  él  las  existencias  que  resul- 
taren, y  pasando  la  liquidación  á  un  nuevo  libro 
con  la  debida  separación  de  dueños  y  de  impor- 
taciones, llamando  á  cada  interesado  para  que 
rectificada  la  operación,  firmen  la  partida  en  el 
nuevo  libro  para  el  año  económico  siguiente. 

**11.  A  los  expedientes  de  reexportación  se 
agregará  siempre  la  papeleta  de  embarque  con 
el  pase  del  comandante  del  resguardo  en  las 
aduanas  que  lo  tienen,  6  del  cabo  del  resguardo 
donde  no  haya  sino  estos  ;  y  el  cumplido  del  ce- 
lador de  á  bordo  que  precede  á  la  carga  del  bu- 
que exportador,  expresando  que  los  sellos  de 
todos  los  bultos  están  íntegros." 

La  trascribo  á  U.  para  su  inteligencia,  gobier- 
no y  exacto  cumplimiento. — Soy  de  U.  atento 
servidor. — O.  Smith. 
IMPORTACIÓN.  RESOLUCIÓN  bjecutiya  de 

11  í^E  JULIO  DE  1843  sobre  aprobación  de  las 
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fianzas  de  aue  habla  el  art.  33,  que  es  el 
mismo  que  el  31  de  la  de  41  á  que  se  refiere. 

República  de  Venezuela.— Secretaría  de  Hacien- 
da.—Car&cas  Julio  11  de  4848.— 14  y  33.— Circular. 

Señor — A  consulta  del  administrador  de 

aduana  de  la  Guaira,  oido  el  informe  del  tribu- 
nal de  cuentas,  el  Gobierno  ha  resuelto  lo  que 
sigue  : 

'*  Las  fianzas  que  otorguen  los  importadores 
de  mercancías  por  los  derechos  que  adeuden  de- 
ben ser  á  satisfacción  de  los  administradores  de 
aduana,  que  exigirán  por  fiadores  personas  que 
les  sean  conocidas  como  honradas  y  de  respon- 
sabilidad, y  cuyo  crédito  esté  tan  bien  estable- 
cido que  pueda  el  administrador  comprobarlo  en 
caso  necesario  para  cubrir  su  responsabilidad  : 
que  debe  el  administrador  reservarse  el  derecho 
de  exigir  en  cualquier  dia  durante  el  término  de 
la  fianza,  nuevos  fiadores  ó  hipotecas  especiales: 
que  los  deudores  principales  ni  sus  fiadores  pue- 
dan salir  de  la  provincia  sin  conocimiento  del 
administrador,  y  que  en  este  caso,  este  pueda 
exigir  un  fiador  sustituto  ó  hipoteca  á  su  satis- 
facción, entendiéndose  que  de  lo  contrario  se 
tendrá  por  renunciado  el  plazo,  y  se  cobrará  lo 
adeudado  inmediata  y  ejecutivamente;  y  en  fin, 
que  la  fianza  debe  registrarse  en  la  oficina  del 
ramo  ó  firmarse  en  presencia  del  administrador 
y  de  dos  testigos  para  que  en  cualquiera  evento 
tenga  fuerza  ejecutiva  como  otorgada  ante  fun- 
cionario público." 

Lo  comunico  á  U.  para  su  inteligencia  y  cum- 
plimiento. 

Soy  de  ü.  atento  servidor.-Frawci.9CO  Aranda» 
IMFORTACIOM.  resolución  ejecutiva   de 

12  DE    JUNIO  de  1840  aclarando  dos  puntos 

de  la  ley  de  arancel  de  importación  (*). 

Despaclio  de  Hacienda.— Caracas  Junio  12  de 
1840.— Resuelto. 

En  18  de  Abril  último  ha  manifestado  al  Go* 
bierno  el  Administrador  principal  de  aduana  de 
Maracaibo  que  en  la  ley  de  aranceles  se  fija 
respecto  de  algunos  tejidos  cierto  número  de  ter- 
cias ó  cuartas  de  vara  y  aun  de  pulgadas  de  an- 
cho como  basa  para  adeudar  el  mínimo  derecho, 
aumentándose  este  cuando  el  tejido  pasa  del  an- 
cho mínimo  hasta  llegar  á  otro  número  mayor 
de  tercias,  cuartas  ó  pulgados  que  el  mismo  aran- 
cel designa,  trayendo  por  ejemplo  los  pañuelos 
de  seda,  gaza,  &c. 

Afiade  que  en  otros  tejidos,  establecido  el  an- 
cho mínimo  para  cobrar  el  mínimo  derecho,  de^ 

(*)  Esta  resolución  fué  dada  vigente  la  ley  de  28  de 
Abril  de  1838;  pero  es  aplicable  también  á  la  actual,  por 
cnanto  esta  en  nada  altero  las  disposiciones  explicadas. 
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be  este  aumentarse  en  proporción  qae  aquel  cre- 
ce, poniendo  el  ejemplo  del  paño  de  seda  ó  mez- 
clado de  algodón,  ólc,  y  consulta  cuales  sean 
los  derechos  de  importación  que  deba  cobrar  en 
uno  y  otro  caso. 

£1  Gobierno  ha  resuelto  en  cnanto  al  primero, 
que  pues  Ya  ley  dice  pañuelos  de  seda  hasta  tres 
cuartas  250  centavos  docena  :  hasta  cuatro  cuar- 
tas, 326  centavos,  &c.,  es  evidente  que  el  dere- 
cho de  250  centavos  corresponde  solo  6  los  que 
tengan  de  ancho  hasta  tres  cuartas,  pues  en  ex- 
cediendo cualquiera  que  sea  el  exceso,  ya  cor- 
responde á  la  esfera  del  ancho  inmediato  supe- 
rior fijado,  que  es  el  de  cuatro  cuartas,  y  por 
consiguiente  se  les  debe  cobrar  á  325  centavos 
docena. 

Relativamente  al  segundo  caso,  la  ley  misma 
establece  la  regla,  porque  si  fija  25  centavos  al 
paño  de  seda  de  tres  cuartas  ó  24  pulgadas,  ha 
de  cobrarse  en  proporción  cuando  el  ancho  ex- 
ceda, cualquiera  que  sea  este  exceso,  estable- 
ciendo para  ello  una  regla  de  proporción  y  solo 
bebe  descHtimarse  el  exceso  cuando  sea  de  frac- 
ción muy  insignificante. 

La  ley  establece  dos  distintas  bases  para  el 
cobro.  En  unos  casos  en  proporción  :  en  otros 
el  derecho  mayor  en  pasando  el  artículo  de  cier- 
to ancho,  y  deben  observarse  con  separación  sin 
pretender  establecer  propí)rcion  donde  la  ley  no 
quiso  establecerla,  pues  ha  tenitlo  razones  para 
hacerlo.  En  unos  casos  como  los  de  los  pañue- 
los el  artículo  viene  casi  siempre  de  ciertos  ta- 
maño^ conocidos  que  la  ley  especifica,  y  en  ex- 
cediendo de  algunoA  de  esos  tamaños,  el  Vrilor 
excede  también,  y  por  eso  hay  el  cobro  del  dere- 
cho superior.  En  otros  casos  el  exceso  en  el  an- 
cho es  indeterminado,  como  en  las  muselinas,  el 
lino,  &.C.,  y  por  esto  se  cobra  en  proporción,  de 
manera  que,  habiendo  fundamento  para  conser- 
var la  diferencia  de  estas  basas,  no  debe  preten- 
derse establecer  una  misma  regla  para  casos 
que  la  ley  quiso  fuesen  distintos. 

Circálese  esta  resolución  á  las  aduanas  para 
el  arreglo  de  sus  operaciones  en  los  casos  que 
puedan  ocurrir,  y  publíquese    en    la  Gaceta. — 

Por  S.  E Smith. 

IMPORTACIÓN.  REsoLTTcioN  ejecutiva  dr 
12  DE  SETIEMBRE  DE  1850  Uniformando  la 
práctica  de  las  aduanas  para  el  reconoci- 
miento de  las  mercancías  extranjeras. 

Bepública  de  Venezuela.— Secretaría  de  Hacien- 
da.—Sección  1  ?  —Caracas,  Setiembre  12  de  1850. 
— Circular. 

Sr»  Administrador  principal  de  advana  de 

Habiendo  manifestado  el  Sr.  Administrador 
principal  de  la  aduana  de  Barcelona  que  en  los 
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reconocimientos  de  mercancías  importadas  del 
extranjero  habia  notado  un  aumento  en  el  anea- 
je  de  las  lencerías,  tanto  de  lino  como  de  algo- 
don,  y  que  en  lugar  de  botellas  comunes  de  acei- 
te vienen  botellones  que  equivalen  á  dos  de 
aquellas,  como  también  frazadas  de  cinco  varas 
equivalentes  á  dos  de  las  usuales,  cuyas  diferen- 
cias causan  entorpecimientos  en  el  arreglo  de  la 
liquidación  de  los  derechos  de  importación  por 
no  estar  sujetos  los  exj)resados  artículos  á  peso 
ni  medida,  S.  E.  el  Prcsitiente  de  la  República 
tuvo  a  bien  consultar  la  práctica  que  se  observa 
en  la  aduana  de  la  Guaira,  lu  cual  está  explicada 
en  el  informe  dado  por  su  administrador  á  este 
ministerio  en  estos  términos : 

'•  Me  he  impuesto  de  la  comunicación  de  US, 
de  7  dtl  presente,  en  que  se  inserta  otra  del  ad- 
ministrador de  aduana  de  Barcelona,  manifes- 
tando los  inconvenientes  que  encuentra  en  el 
reconocimiento  de  las  mercancías,  por  contener 
las  piezas  de  las  diversas  telas  mas  varas  de  las 
marcadas  eñ  las  piezas  ;  en  los  canastos  de  acei- 
te, botellas  dobles  &c.,  y  debo  decir  á  US.  que 
la  práctica  do  esta  aduana  es  medir  las  piezas  de 
aneaje  «ludoso  ó  sospechoso,  en  las  botellas  de 
aceite  ó  vino  que  no  sean  del  tamaño  regular 
sino  que  contengan  dos  de  las  comunes,  se  les 
cobra  el  derecho  de  una  como  si  fuesen  dos,  y 
así,  en  todo  se  buscan  los  medios  de  evitar  el 
fraude,  y  procurando  que  los  derechos  queden 
cobrados  en  ^u  totalidad,  á  cuyo  efecto  se  em- 
plea en  el  reconocimiento  todo  el  interés  y  cui- 
dado debido." 

Y  convencido  el  Poder  Ejecutivo  de  la  utili- 
dad y  conveniencia  de  que  esta  práctica  sea  uni- 
formo en  todas  las  aduanas,  ha  resuelto  que  se 
circule  para  su  puntual  observancia. 

Soy  de  U.  atento  servidor. — N Ícente  Lecuna. 
IMPORTACIÓN.  RESOLUCIÓN  ejecutiva  de 
15  de  octubre  de  1851  dictando  ciertas  mC' 
didas  para  el  inejnr  cumplimiento  del  art. 
13  de  la  ley,  {el  mismo  en  la  ingente  enton- 
ces, y  en  la  que  lo  está  ahora) 

República  de  Venezuela  —Secretaría  de  Estado 
en  los  Despachos  do  Hacienda  —Sección  primera. 
—Caracas,  15  de  Octubre  de  1851,  22  y  41.— Cir- 
cular. 

Sr.  Admiaistrador  de  Aduana  de 

Instruido  S.  E.  el  Presidente  de  la  República 
de  una  manera  casi  positiva  de  que  por  un  corto 
número  de  comerciantes  se  está  cometiendo  en 
algunas  aduanas  un  fraude  escandaloso  que  á  la 
vez  que  hace  disminuir  los  recursos  que  la  ley 
ha  proporcionado  al  Poder  ejecutivo  para  aten- 
der á  los  gastos  públicos,  ocasiona  perjuicios  con- 
siderables á  los  demás  individuos  del  comercio» 
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porque  los  efectos  y  mercancías  qtie  chIos  reci- 
ben como  aquellos,  de  una  misma  procedencia 
y  coii  unos  mismos  costos,  no  pueden  entrar  en 
competencia  en  el  mercado  por  la  desigualdad 
de  los  precios  con  que  los  primeros  las  ofrecen 
en  razón  de  los  indebidos  ahorros  que  logran,  al 
favor  de  planes  ocultos  que  combinan  y  ponen 
eri  ejecución  simuladamente,  sin  quesea  precisa 
la  conoivencia  de  los  jefes  de  la  Aduana,  únicos 
responsable?  de  semcjintes  faltas  ;  y  siendo  un 
deber  del  Gobierno  dictar  las  medidas  que  estén 
á  su  alcance  en  conformidad  con  las  leyes  para 
evitar  la  continuación  del  mal,  ha  resuelto  lo  si- 
guiente. 

Que  presentado  que  sea  á  la  Aduanad  mani- 
fiesto de  que  habla  el  artículo  13  de  la  ley  de  19 
de  Mayo  de  1811  sobre  régimen  de  líis  aduanas, 
sé  saque  inmediatanieiíte  una  copia  exacta  de  él, 
y  autorizada  por  el  Administrador  é  Interventor 
se  remita  al  Tribunal  de  Cuentas  por  el  j)rimcr 
correo  para  su  confrontación  después  con  las  co- 
pias de  las  ijlanillas  y  liquidaciones  á  que  se  re- 
fiere el  ^  único  del  artículo  36^;>,  rcservándcse  el 
manifiesto  original  de  una  manera  cuidadusa, 
sin  permitir  que  haiga  de  la  oficina  por  ningún 
motivo. 

Que  en  cumplimiento  de  lo  que  se  previene  al 
final  del  propio  artículo  13,  los  jefes  de  la  Adua- 
na en  ningún  caso  y  bajo  ningún  pretexto  proce- 
derán al  reconocimiento  de  las  mercancías,  sin 
que  el  iniroductor  h!«ya  aclarado  ánte.icn  el  ma- 
nifiesto las  dudas  que  le  ocurran  sobre  el  precio 
ó  medidas  de  aquellas,  su  calidad  y  peso  con  ar- 
reglo á  los  parágrafos  I9»  2^  }'  3^  del  mismo  ar- 
tículo, cuya  oí)eracion  se  hará  á  presencia  de 
los  mismos  jefes  y  en  horas  de  despacho;  y  de 
las  variaciones  que  resulten  se  dará  parte  cuan- 
to antes  al  Tribunal  de  Cuentas  para  que  las 
tenga  presente,  anotándose  dichas  variaciones 
al  pié  del  manifiesto  original  sin  consentir  que 
se  haga  la  mas  leve  alteración  ó  corrección  en 
el  acto  de  verificarse  el  reconocimiento,  para 
que  pueda  tener  puntual  cumplimiento  lo  preve- 
nido por  el  caso  13?  del  articulo  2^  de  la  ley 
sobre  Comisos, 

Y  que  los  bultos,  cajas,  <fec.,  que  hayan  sido 
examinados  por  los  jefes  de  la  Aduana,  con  vis- 
ta del  manifiesto  presentado,  se  saquen  sin  pér- 
dida de  momento  de  los  almacenes  donde  se  hu- 
biesen depositado  á  presencia  de  los  propios  je- 
fes, quienes  no  permitirán  que  por  ninguna  cau- 
sa ni  pretexto  permanezcan  por  mas  tiempo  en 
ellos. 

S.  E.  confía  en  «que  ademas  del  puntual  y 
exacto  cumplimiento  que  darft  U.  &  estas  dispo- 
siciones» procutará  con  celo  infatigable  investi- 
gar y  poner  remedio  á  todos  los  ardides  y  abu- 
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sos  que  se  intenten  cometer  en  esa  Aduana  para 
el  logro  de  planes  semejantes  al  caso  de  que  se 
trata  con  defraudación  de  las  Rentas  públicas. 

Soy  de  U.  atento  servidor. — Pedro  Carlos 
Gellineau. 

IMPORTACIÓN.  RESOLUCIÓN  ejecutiva  de 
11  DE  MARZO  DE  1840  dUponieudo  la  mane- 
ra de  hacer  el  reconocimiento  de  las  mer- 
cancías* 

República  de  Venezuela. — Secretaría  de  Esta-Io 
en  el  Dedpacho  de  Hacienda.— Caracas  Marzo  1 1 
de  1840. 

Sr.  Administrador  de  aduana  de 

En  el  expediente  de  la  materia  ha  recaído  hoy 
la  siguiente  determinación  : 

**  El  Sr.  Aniceto  Ochoa  del  comercio  de  Ma- 
racaibo  en  el  manifiesto  de  unas  mercancías  que 
introdujo  en  aquella  aduana  incluyó  nueve  pie- 
zas de  carlíincan  de  algodón  con  expresión  de 
contener  174,  96  varas.  La  administración  cal- 
culó el  número  de  estas  por  las  yardas  que  mar- 
caba ca(Ía  pieza  siguiendo  la  práctica  general 
por  la  cual,  para  no  molestar  al  comercio,  se  ha- 
ce el  reconocimiento  de  las  telas  por  el  yardaje 
que  marcan,  ó  midiendo  una  ;  y  resultando  un 
número  doble  de  varas  en  cada  una,  las  174,96 
varas  del  manifiesto  se  encontraban  duplicadas, 
ó  las  nueve  piezas  tenían  349,92  varas.  La  ad- 
ministración retuvo  las  1 74, 9í)  varas  excedentes, 
en  lo  cual  crmvmo  gustoso  el  interesado  mien- 
tras se  confluía  el  reconocimiento  y  recibia  los 
efectos.  Terminado  aquel  y  entregadas  éstas, 
exrepto  las  varas  de  carlacan  retenidas,  Ochoa 
se  negó  á  firmar  la  diligencia  en  que  así  se  hacia 
constar,  y  seguido  el  juicio  fie  comiso,  el  alcalde 
parroquial  bbsolvió  de  dicha  pena  el  carlancan 
retenido,  fundado  en  no  haberse  medido  todas 
las  nueve  piezas,  citando  en  su  apoyo  el  caso  13 
del  artículo  29  de  la  ley  de  comisos  de  10  de 
Mayo  de  1839,  y  no  estimando  por  bastante  la 
excepción  de  haber  prestailo  Ochoa  desde  un 
principio  su  consentimiento  á  lo  obrado.  El  in- 
terventor según  consta  de  la  sentencia,  con  ca- 
rácter de  fiscal,  solicitó  corregir  la  falta  de  la 
mensura  de  las  piezas,  haciéndoselas  reconocer 
á  Ochoa  para  que  dijese  si  en  número  de  nueve 
las  presentó  á  la  aduana,  y  si  las  cinco  que  se  le 
ponian  de  manifiesto  eran  las  mismas  que  cons- 
taban en  la  factura  de  los  efectos  importados,  á 
lo  cual  se  negó  Ochoa  y  solo  convino  en  que  las 
citadas  piezas  se  asemejaban  á  las  suyas  " 

En  vista  de  esta  ocurrencia  el  Gobierno  ha 
determinado  que  los  administradores  de  aduana 
en  cumplimiento  exacto  del  artículo  17  de  la 
ley  de  10  de  Mayo  de  1839  sobre  régimen  de 
ellas  á  la  importación,  reconozcan  las  mercan- 
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rías  y  efectos  de  que  se  componga  el  cargamen- 
to de  un  buque,  bien  sea  examinándolas,  regis- 
trándolas, midiéndolas  y  pesándolas  en  su  tota- 
lidad ó  por  partes  con  escrupulosa  individuali- 
dad, según  lo  exijan  los  casos  y  las  circunstan-  í 
cias,  pues  por  ninguna  disposición  legal  les  está 
coartada  esta  libertad  en  sus  procedimientos  ofi- 
ciales; antes  bien  el  Gobierno  ha  hecho  á  los 
administradores  repetidas  y  enérgicas  adverten- 
cias en  orden  á  los  reconocimientos  en  circula- 
res de  28  de  Abril  de  1832,  22  de  Noviembre  de 
1833  y  21  de  Marzo  de  1834  que  deberán  tener 
siempre  á  la  vista  para  su  gobierno  é  inteligencia. 

Prescindiendo  el  Poder  Ejecutivo  de  lo  infun-  | 
dado  de  las  razones  en  que  el  alcalde  apoyó  su 
sentencia  absolutoria,  por  la  cual  no  solo  vuel- 
ven al  Poder  de  Ochoa  las  varas  de  carlancan 
retenidas,  sino  que  también  se  ha  privado  al  era- 
rio de  los  derechos  que  por  ellas  le  correspon- 
dían, observa  que  los  jefes  de  la  aduana  de  Ma- 
racaibo  no  debieron  conformarse  con  la  aparen- 
te aquiescencia  de  Ochoa,  pues  al  notar  el  ex- 
ceso que  resultaba  en  la  regulación  del  número 
de  varas,  fué  de  su  obligación  proceder  á  medir 
todas  las  piezas  una  á  una,  y  de  esta  manera  ha- 
brían evitado  las  consecuencias  que  ha  produci- 
do esta  falta." 

Cuya  resolución  comunico  á  U.  para  su  inteli- 
gencia y  demás  efectos  que  requiera  su  cumpli- 
miento. 

Soy  de  U.  atento  servidor. — G.  Smith. 

IMPORTACIÓN.    DECRETO     DE     23    DE  ABRIL 

DE  1853  estableciendo  un  impuesto  de  mediu 
por  ciento  sobre  los  derechos  ordinarios  de 
importación  con  destino  á  la  reparación  y 
construcción  de  todas  las  iglesias  de  ¿a  Re- 
pública* 

£1  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

CONSIDERANDO  : 

Que  algunos  vecinos  y  comerciantes  de  la  vi- 
lla de  La  Guaira  y  Puerto  Cabello  han  ocurrido 
ú  la  Representación  Nacional  solicitando  un  au- 
xilio para  la  continuación  de  las  fábricas  de  los 
Templos  católicos  de  dichos  puertos  ;  y  que  la 
conveniencia  pública  vequiere  que  la  disposición 
que  en  tales  casos  se  tome  respecto  de  los  unos 
he  haga  extensiva  á  todt>s, 

DECRETAN  : 

Art.  19  Se  establece  por  el  tirmino  de  diez 
afioB  un  impuesto  de  medio  por  ciento  sobre  los 
derechos  ordinarios  de  importación  incluso  el 
diez  p«r  ciento  adicional  que  se  cobra  en  las 
Aduanas  4e.la  Repftbtica,  desde  la  publicación 
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de  esta  ley,  con  aplicación  á  la  reparación  y 
construcción  de  todas  las  Iglesias  de  ella  de  la 
manera  siguiente : 

^  19  El  medio  por  ciento  que  se  cobre  du- 
rante los  primeros  cinco  años  en  la  Aduana  de 
La  Guaira,  se  destina  exclusivamente  á  la  fá- 
brica de  la  Iglesia  de  este  puerto. 

^  29  El  que  se  cobre  durante  los  mismos  cin- 
co años  en  la  Aduana  de  Puerto  Cabello,  se  des- 
tina á  la  fábrica  de  su  Iglesia. 

^  39  El  que  se  cobre  en  La  Guaira  en  el  curso 
de  los  cinco  años  rchtantes,  se  destina  á  las 
Iglesias  de  las  provincias  de  Caracas,  Aragua  y 
Guárico  ;  adviniéndose  que  el  medio  por  ciento 
producido  por  la  aduana  de  Higuerote  en  el  tér- 
mino de  los  diez  años  del  impuesto  se  aplicará 
generalmente  á  las  Iglesias  de  las  ires  provin- 
cias. 

§  49  El  que  se  cobre  en  Puerto-Cabello  en  el 
curso  de  los  cinco  años  restantes  se  destina  ft  las 
Iglesias  de  las  provincias  de  Carabobo,  Barqui- 
simeto,  Portugueza  y  Barínas ;  advirtiéndose 
que  el  medio  por  ciento  producido  por  la  aduana 
de  Colombia  en  el  termino  de  los  diez  años  del 
impuesto,  se  aplicará  generalmente  á  las  Igle- 
sias de  estas  provincias. 

^  59  El  que  se  cobre  en  la  aduana  de  ciudad 
Bolívar  se  destina  enteramente  á  las  Iglesias  de 
Guayana  y  Apure. 

^  69  El  que  se  cobre  en  la  Aduana  de  Mara- 
caibo  se  destina  á  las  Iglesias  de  esta  provincia  y 
de  las  de   Trujillo    y    Mérida. 

§  79  El  que  se  cobre  en  las  Aduanas  de  la 
provincia  de  Curnaná  se  destina  á  sus  Iglesias, 
así  como  también  tendrá  este  destino  á  las  res- 
pectivas Iglesias  el. que  se  cobre  en  las  aduanas 
de  las  provincias  de  Coro,  Barcelona  y  Marga- 
rita. 

^  89  El  producto  del  medio  por  ciento  cobra- 
do en  una  Aduana  correspondiente  á  dos  ó  mas 
provincias  se  dividirá  entre  ellas  por  iguales  par- 
tes ;  sin  que  por  esta  disposición  se  entienda  al- 
terada la  especialidad  que  contienen  los  parágra- 
fos 19  29 

Art.  29  Los  Administradores  de  Aduanas  al 
fin  de  cada  trimestre  deberán  entregare]  produc- 
to de  dicho  impuesto  á  los  respectivos  Adminis- 
tradores de  Rentas  Municipales,  sin  que  estos 
puedan  devengar  comisión  alguna  ;  tocando  á 
las  üipntaciones  provinciales  expedir  las  medi- 
das que  conduzcan  á  la  segura  percepción  de 
sus  contingentes  y  exclusiva  aplicación  á  su  san- 
to objeto. 

Art.  39  La  Iglesia  y  área  actual  en  la  villa  de 
la  Guaira,  de  propiedad  nacional,  se  cede  en  be- 
neücto  de  la  que  nuevamente  se  está  constru- 
yendo en  dicha  villa,  y  el  Concejo  Municipal 
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dispondrá   lo  conveniente   para   aprovechar   el 
área  y  materiales  del  arruinado  templo. 

Dado  en  Caracas  á  20  de  Abril  de  1853,  año 
24  de  la  ley  y  43  de  la  Independencia. — El  presi- 
dente del  Senado,  Raimundo  Andueza. — El 
presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Francisco  Oriach.—E\  secretario  suplente  del 
Senado,  Ramón  Irazábal  — El  secretario  de  la 
Camarade  Representantes,  J.  Padilla, 

Caracas  23  de  Abril  de  1853,  año  24  de  la  ley 
y  43  de  la  independencia. — Ejecútese. — /.  G. 
'Monágas. — Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica.— El  Secretario  de  E.  en  los  Despachos  del 
Interior,  Justicia  y  Relaciones  Exteriores,  Si- 
món Planas. — Es  copia. — Planas* 
IMPORTACIÓN.  RESOLUCIÓN    ejecutiva  de 

20  DE  OCTUBRE  DE   1854,  reglamentando   el 

decreto  anterior. 

Secretaría  del  Interior.— Sección  primera.— Ca- 
racas, Octubre  20  do  1854.— Kcsuelto. 

Dígase  á  la  Secretaría  de  Hacienda  y  á  los 
Gobernadores  de  provincia  :  al  primero  para  que 
se  sirva  comunicarlo  al  tribunal  de  Cuentas  y 
Aduanas  mencionadas  ;  y  á  los  segundos  para 
su  cumplimiento  y  participación  á  los  Adminis- 
tradores de  Rentas  Municipales. 

Para  el  mas  exacto  cumplimiento  del  Decreto 
legislativo  de  23  de  Abril  de  1853  estableciendo 
un  impuesto  de  medio  por  ciento  sobre  los  dere- 
chos ordinarios  de  importación  con  destino  á  la 
construcción  y  reparación  de  las  Iglesias  de  la 
República,  S.  E.  el  Poder  Ejecutivo  se  ha  servi- 
do dictar  las  reglas  siguientes  : 

la  El  impuesto  de  medio  por  ciento  sobre  los 
derechos  ordinarios  de  importación  se  destinará 
exclusivamente  al  objeto  á  que  lo  aplica  el  artí- 
culo lo  del  Decreto  legislativo  de  23  de  Abril  de 
ib53.  ' 

2^  LosAdministradores  délas  Aduanas  deCiu- 
dad  Bolívar,  Maracaibo,  Barcelona,  la  Vela  de  Co- 
ro y  Maturin,  y  los  de  la  Guaira,  Puerto-Cabello, 
Cumaná,  Carúpano,  Güiria,  Barrancas,  Pampa- 
tar,  Juan  Griego,  Soledad  y  Cumarebo  pasarán 
por  duplicado  el  dia  tres  de  cada  mes,  los  de  las 
cinco  primeras  al  Gobernador  de  la  provincia 
respectiva,  y  los  de  las  restantes  al  Jefe  político 
correspondiente,  una  noticia  especificada  del  in- 
greso, expresándose  el  nombre  del  buque  y  el 
nombre  y  apellido  del  introductor  ó  introducto- 
res que  paguen  el  derecho,  y  teniéndose  espe- 
cial cuidado  de  hacer  la  distinción  debida  cuan- 
do el  producto  del  derecho  tenga  que  dividirse 
entre  dos  ó  roas  provincias  ;  y  dichos  funciona- 
rios, dejando  copias  en  bub  oficinas,  remitirán  di- 
cha noticia  á  esta  Secretaría  y  al  Tribunal  de 
Cuentas. 
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^  único.  Cuando  se  establezcan  las  Aduanas 
de  Cariaquito  y  Caño-colorado  en  la  provincia 
de  Cumaná,  conforme  á  la  ley  de  15  de  Abril 
último  sobre  habilitación  de  puertos,  subroga- 
rán h  las  de  Güiria  y  Maturin  en  el  deber  que 
les  impone. 

3^  Los  Administradores  de  las  Aduanas  de 
Ciudad-Bolívar  y  Maracaibo,  en  que  conforme 
á  los  parágrafos  5?  y  69  del  citado  Decreto,  se 
divide  desde  ahora  el  producto  del  derecho  en- 
tre dos  ó  mas  provincias,  pasarán  respectiva- 
mente, y  sin  duplicarlo,  el  dato  de  la  regla  2a  & 
los  Gobernadores  de  Apure,  Trujillo  y  Mérida, 
sin  que  estos  funcionarios  tengan  que  cumplir 
con  lo  prevenido  en  el  final  de  dicha  regla. 

4a  Los  Administradores  de  Rentas  Municipa- 
les pasarán,  si  fueren  principales,  directamente 
al  Gobernador  de  la  provincia  respectiva,  y  si 
subalternos  por  conducto  del  Jefe  político,  una 
noticia  de  lo  que  recibieren  en  cada  trimestre 
conforme  al  artículo  29  del  referido  Decreto  le- 
gislativo, y  dicho  funcionario,  dejando  copia  de 
ella,  la  pasará  á  este  Ministerio. 

5a  Los  Gobernadores  de  las  provincias  agra- 
ciadas por  el  referido  Decreto  y  cuyas  Diputa- 
ciones cumplan  con  el  precepto  del  artículo  29, 
remitirán  una  copia  certificada  de  las  ordenan- 
zas que  ellas  expidan  para  asegurar  la  percep- 
ción del  impuesto  y  sus  contingentes,  y  exclu- 
siva aplicación  á  su  santo  objeto. 

6a  Las  autoridades  ó  corporaciones  á  quie- 
nes las  ordenanzas  provinciales  respectivas  ha- 
yan cometido  ó  cometieren  el  delicado  encargo 
de  correr  con  la  vigilancia  y  dirección  de  las  fá- 
bricas de  las  Iglesias,  informarán  mensualmente 
á  los  Gobernadores  respectivos  del  estado  en 
que  se  encuentren  las  obras  que  se  hayan  em- 
prendido, avisándoles  oportunamente  la  conclu- 
sión. 

7a  Los  Gobernadores  informarán  á  este  Mi- 
nisterio de  las  obras  que  se  emprendan  y  de  su 
conclusión. 

8a  El  Tribunal  de  .Cuentas  al  examinar  las 
de  las  Aduanas  tendrá  á  la  vista  las  noticias 
mensuales  que  deben  pasarse  en  virtud  del  final 
de  la  regla  2a. 

Por  S.  E — Planas, 
IMPORTACIÓN.  Dewho   que   deben- pagar 

los  sombreros  de  pelo  de  conejo  y  kis  briseros 

ó  cilindros,  con  cand^eros  ó   sin  ellos.  Véase 

Arancel  de  importación^  Apéndice   al  tomo 

primero,   RR.   EE,    de    16  y  22  de  Agosto 

de  1853. 

IMPORTACIÓN.  RESOLUCIÓN  k/ecutiva  de 
13  DE  Diciembre  de  1853,  declarando  que 
no  se  debe  permitir  la  introducciqn  de  mer- 
cancías **  á  la  orden  "  por  -ser  ima  infrac' 
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eion  expresa  del  art.  I9  de  la  ley  de  la  mate' 
ria. 

Secretaría  de  Hacienda.— Sección    segunda.— 
Caracas  Diciembre  18  de  1863,— Resuelto. 

Dígase  en  circular  á  los  administradores  de 
las  aduanas  de  la  Kepública,  habilitadas  para  la 
importación  : 

♦»  Ha  llegado  á  conocimiento  del  Gobierno 
que  algunos  buques  que  hacen  el  comercio  exte- 
rior y  que  conducen  mercancías  á  nuestros 
puertos  habilitados  viniendo  de  puertos  extran- 
jeros no  traen  en  el  sobordo  del  cargamento,'  es- 
pecificado el  nombre  de  los  consignatarios,  con- 
forme á  los  conocimientos  que  hayan  firmado, 
sino  las  mercancías  *•  á  la  orden,  *'  con  in- 
fracción expresa  de  lo  dispuesto  en  el  art.  I9  de 
la  ley  de  19  de  Mayo  de  16^1,  sobre  régimen  de 
las  aduanas  para  la  importación,  causando  de  es- 
ta manera  dificultades  que  embarazan  el  buen 
despacho  de  las  administraciones  de  aduana,  y 
violando  de  esta  suerte  la  buena  fe  con  que  el 
Gobierno  ha  procedido  en  los  contratos  celebra- 
dos con  particulares,  y  á  los  cuales  se  ha  afecta- 
do para  su  cumplimiento  los  derechos  de  ciertas 
y  determinadas  casas  ;  por  cuya  razón  S.  E.  me 
ha  ordenado  prevenir  á  U.,  como  lo  hago,  el  es- 
tricto cumplimiento  de  las  disposiciones  conteni- 
das en  el  artículo  citado  ;  en  inteligencia  de  que 
viniendo  la  mercancía  '*á  la  orden"  los  dere- 
chos que  causen  no  se  admitirán  en  pago  de  los 
créditos  que  representen  las  casas  á  quienes  lue- 
go se  destinen  ó  consignen."  • 

Sírvase  U  acusarme  recibo  de  esta  nota. 

Por  S.  E. — Cehállos. — Es  copia. — Cehállos. 

IMPOSICIÓN  1)E  PENAS  CORRECCIONALES.  Vea-  I 

se  Penas  correccionales.  ' 

IjV^POSILION  de  censos.  Véase  Censos  (  im- 1 

posición  y  reconocimiento  de )  \ 

IMPRENTA-  Véase  Libertad  de  imprenta,  \ 
IMPRESOS  EXTRANJEROS.  Vóasc  Libertad  de  ¡ 

imprenta,  R.  E.  de  15  de  Junio  de  1851.  | 

IMPRESOS  NACIONALES  T  EXTRANJEROS.    RE- 
SOLUCIÓN   EJECUTIVA  DE    15  DE  FEBRERO    DE  I 

1855,  mandando  pasar  á  la  Biblioteca  nació- 
nal  todos  los  recibidos  6  que  recibiere  el  Go' 
bierno,  i 

Despacho  de  Relaciones  Exteriores.— Caracas,  ' 
Febrero  16  de  1866.— Resuelto.  \ 

Siendo  conveniente  poner  á  la  disposición  del  I 
público  los  periódicos  extranjeros  que  se  diri- 
.  gen  al  Gobierno  y  los  nacionales  á  que  él  se 
suscriba,  y  que  se  conserven  en  lugares  donde  | 
no  embarazen  por  su  número  y  volumen,  que  di-  i 
ficultan  el  esmero  de  su  cuidado,  se  resuelve  ;  i 
que  todas  las  colecciones  de  ellos  existentes  en  | 
este  Despacho,  con  su  índice,  se  pasen  á  la  bi-  \ 
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blioteca  nacional,  para  que  allí  se  franquee  á  to- 
dos su  lectura,  y  se  guarden  con  la  debida  dili- 
gencia, sin  que  puedan  extraerse  sino  cuando  el 
Poder  ejecutivo  quiera  consultarlos ;  y  que  se 
haga  lo  mismo  con  los  que  vengan  en  lo  sucesi- 
vo, después  que  esta  secretaría  se  haya  entera- 
do de  ellos — Por  S.  E. — Áranda. 
IMPUESTO   DE     JUSTICIA.    Véase    Deudores 

por  impuesto  de  justicia, 
IMPUESTO  SUBSIDIARIO.  Véase  Caminos,  D. 
de  29  de  Abril  de  1854.  (Apéndice  al  20  tomo.) 
IMPUESTO  EXTRAORDINARIO.  Véasc   Contri- 
bución extraordinaria. 
INCAPACIDAD  de  los   miembros  del   con- 
greso    PARA    admitir     empleos  DEL   PODER 

EJECUTIVO.  Véase  Cámaras  legislativas,  ar- 
tículos constitucionales  que  establecen  las 
funciones  económicas  y  disposiciones  comu- 
nes á  ambas,  art.  85. 

INCIDENCIAS.  Véase  Excepciones  dilato- 
rias. Recusaciones  de  los  jueces  y  otros  fun- 
cionarios, Competencias,  Secuestro  judicial 
y  arraigo.  Tercería,  Cesión  de  bienes  y  Es- 
pera y  quita. 

INCOMPATIBILIDAD  de   las  funciones  de 

SENADOR,  ó  representante  CON  CUAL- 
QUIER OTRO    DESTINO,  DURANTE     EL    TIEMPO 

DE  LAS  SESIONES.  Véasc  Cámaras  legislati- 
vas, artículos  constitucionales  que  estable- 
cen las  funciones  económicas  y  disposicio- 
nes  comunes  á  ambas,  art.  82. 

INCOMPATIBILIDAD  de  ciertos  desti- 
nos. Véase  Empleados,  R.  E.  de  27  de  Julio 
de  1847. 

INCOMPETENCIA  de  tribunal.  Véase  Ex- 
cepciones dilatorias. 

INCORPORACIÓN  al  ejercito,  decreto  de 
12  DE  FEBRERO  DE  1833,  incorporando  al 
ejército  y  marina  de  la  República  á  los  ge- 
nerales, jefes  y  oficiales  que  estaban  ausen- 
tes, en  los  grados  que  tenian  el  1^  de  Ene- 
ro de  1830. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela  reunidos  en  Congreso. 

CONSIDERANDO  : 

19  Que  por  el  decreto  de  23  de  Agosto  de 
1830  se  reservó  al  Congreso,  el  acordar  la  incor- 
poración al  ejército  de  Venezuela  de  los  milita- 
res á  quienes  el  Poder  Ejecutivo  permitiese  su 
entrada  en  el  territorio  :  29  Que  el  Gobierno 
en  la  memoria  del  secretario  de  la  guerra  de 
1832  reclama  del  Congreso  una  resolución  que 
fije  la  suerte  de  estos  militares,  poique  aunque 
el  citado  decreto  no  da  lugar  á  creerlos  destitui- 
dos de  sus  grados,    en  el  hecho  no  aparecen    en 
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la  lista  militar  de  Venezuela :  39  Que  aunque 
sea  un  acto  de  justicia  esta  incorporación,  el  Es- 
tado no  debe  ser  gravado  con  los  ascensos  que  á 
dichos  oficiales  se  hubieren  conferido  por  los 
gobiernos  de  Colombia  posteriormente  á  su  se- 
paración, 

DECRETAN  : 

Art.  19  Se  incorporan  al  ejército  y  marina  de 
Venezuela  en  los  grados  que  obtenian  el  I9  de 
Enero  de  1830,  los  generales,  jefes  y  oficiales 
naturales  de  Venezuela,  ó  extranjeros  domicilia- 
dos en  ella,  del  ejército  y  marina  de  Colombia 
que  estaban  ausentes,  &  quienes  el  Poder  Eje- 
cutivo haya  permitido,  y  en  adelante  permitie- 
se su  entrada  en  el  territorio. 

Art.  29  Para  que  esta  incorporación  sea  efec- 
tiva, los  militares  de  que  habla  el  artículo   ante- 
rior, ocurrirán  con  sus   despachos  al  Poder  Eje-  i 
cutivo  para  su  calificación. 

Art.  39  Los  generales,  jefes  y  oficiales  de  que 
habla  el  artículo  1 9»  disfrutarán  con  arreglo  á 
la  ley  de  17  de  Setiembre  de  los  mismos  goces 
que  están  concedidos  á  los  del  ejército  de  Vene- 
zuela. 

Dado  en  Caracas  á  6  de  Febrero  de  1833,  49  y 
239.—- El  presidente  de  Senado,  Manuel  Quin- 
tero.— El  presidente  de  la  Cámara  de  Represen- 
tantes, Valentín  Espinal. — El  secretario  del 
Senado,  Rafael  Acevedo, — El  secretario  de  la 
Cámara  de  Representantes,  José  María  Peí- 
gran. 

Caracas  12  de  Febrero  de  1833,  49  y  239— 
Ejecútese — El  Presidente  de  la  República.  José 
A,  Páezj — Por  S.  E.  el  Presidente  tle  la  Repü- 
blica — El  secretario  de  Guerra  y  Marina,  C  ár* 
los  Soublette- 

INCORPORACIÓN  AL  EJERCITO.  RESOLUCIÓN 
EJECUTIVA  DE   18  DE  FEBRERO     DE     1833,    TC- 

glamentando  el  anterior. 

Caracas  Febrero  18  de  1838.— 4  P  y  23. 

Los  generales,  coroneles  y  oficiales  á  quienes 
comprende  el  decreto  de  12  de  Febrero  de 
18;}3  que  desearen  incorporarse  al  ejército  de 
Venezuela,  deberán  presentar  en  la  secretaría 
de  guerra  los  despachos  de  los  respectivos  em- 
pleos que  obtenian  el  19  de  Enero  de  1830:  si 
no  tuvieren  los  despachos  originales,  justifica- 
rán su  empleo  con  certificación  de  la  Tesorería 
ó  del  tribunal  de  cuentas  en  que  se  haya  hecho 
el  asiento  y  toma  de  razón. 

Para  optar  el  goce  de  tercera  parte  de  suel- 
do como  en  cuartel  ó  licencia  temporal  indefini- 
da deberán  comprobar,  con  sus  despachos  ó  con 
sus  ojas  de  servicio,  su  antigüedad  en  el  ejército 
anterior  al  9  de  Noviembre  de  1823,  y  haber 
continuado  en  el  servicio  hasta  el  17  de  Setiem- 
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bre  de  1830  sin  uso  de  licencia  absoluta,  ó  ha- 
ber obtenido  letras  de  cuartel  6  de  licencia  tem- 
poral indefinida  con  goces,  ó  de  retiro  con  pen- 
sión, presentando  las  mismas  letras,  6  la  certifi- 
cación de  sus  asientos  y  toma  de  razón  en  la 
respectiva  oficina  de  hacienda. 

Se  comprueba  el  continuo  servicio  hasta  el  17 
de  Setiembre  con  las  mismas  ojas  de  servicio, 
con  el  título,  despacho  ó  nombramiento  por  el 
que  se  haya  obtenido  destino  en  cuerpos,  en  es- 
tados mayores  ó  en  mandos  de  armas,  y  aun  con 
los  ajustes  que  las  comisarías  6  tesorerías  hayan 
formado,  ó  ceses  que  hayan  expedido. 

El  gobierno  graduará  el  valor  y  mérito  de  los 
documentos  que  se  presenten,  y  si  no  fueren  su- 
ficientes, pedirá  ampliación  de  las  pruebas,  hasta 
conseguir  un  pleno  conocimiento  de  lo  que  se 
pretende  probar,  á  fin  de  acordar  con  justicia  los 
goces  que  ha  concedido  la  ley. — Por  S.  E.  el 
secretario  de  guerra. — Firmado,  C.  Soublette. — 
Es  copia. — Soublette. 

INCORPORACIÓN  al  ejercito.  Véase  Da- 
ñéis, y  Macgregor, 
INCORPORACIÓN  alas  UNIVERSIDADES.  Véa- 
se Instrucción  pública,  L.  S^^  art.  16. 
INDEMNIZACIÓN  DE  TESTIGOS.  Véase  Tes- 
tigos, punto  20  del  A.  C.  S.  de  12  de  Abril 
de  1842. 
INDEMNIZACIÓN  de  perjuicios  por  acon- 
tecimientos POLÍTICOS.  Sentencia  de  la 
corte  suprema  de  25  de  setiembre  de 
1849,  declarando  que  iodos  los  individuos 
de  una  facción  son  responsables  in  solidum 
de  los  perjuicios  que  causan  en  cuanto  á  la 
acción  civil,  sin  necesidad  de  previo  juicio 
criminal  que  los  declare  tales;  y  bastandopa- 
ra  prueba  de  ellos  la  relación  jurada  del  re- 
clamante,  caso  de  no  producir  el  demandado 
pruebas  en  contrario. 

República  de  Venezuela. — En  su.  nombre.— La 
Corte  Suprema  de  Justicia.— Caracas  Setiembre 
.veinticinco  de  1849,  20  y  39. 

Vistos  los  autos  seguidos  por  Enrique  Dacosta 
Contra  el  ex-general  José  Antonio  Páez,  José 
Hermenegildo  García  y  Mariano  Uztáriz  por  la 
indemnización  del  valor  de  la  goleta  nacional  de 
su  propiedad  nombrada  Isabel ;  de  su  cargamen- 
to, y  equipaje  de  su  tripulación  :  de  sus  fletes 
desde  el  veinte  y  cinco  de  Julio  del  año  próxi- 
mo pasado  á  razón  de  quinientos  pesos  mensua- 
les hasta  que  se  le  satisfaga  la  estimación  de 
aquel  buque  ;  y  de  los  gastos  personales  del  de- 
mandante durante  el  litigio  ;  y  traidos  al  Supre- 
mo Tribunal  de  Justicia  por  apelación  de  la  sen- 
tencia librada  el  dia  seis  del  presente  mes  por  la 
Corte  Superior  del  27  distrito  en  que  revoca  la 
de  uno  de  los  jueces  de  1^  instancia  de  este  cir- 
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cuito  que  acordó  aquellas  indemnizaciones  con- 
tra los  demandados.  Habiéndose  ejecutoriado  e) 
fallo  de  1^  instancia  por  no  haber  apelado  de  él 
la  parte  de  Páez  y  García,  el  Tribunal  superior 
no  pudo  ocuparse  de  esta  causa  sino  con  rela- 
ción á  Uztáriz,  y  es  por  este  motivo  que  solo  á 
Uztáriz  se  contraerá  Ja  decisión  presente.  £1  dia 
veinticinco  de  Julio  del  afio  próximo  pasado 
apareció  sobre  las  costas  de  Puerto-Cabello  la 
escuadrilla  de  la  facción  acaiRlillada  por  el  ex- 
gcneral  José  Antonio  Páez  y  persiguió  á  caño- 
nazos la  goleta  Isabel  que,  de  regreso  de  la  shH- 
na  de  Coche,  se  dirigía  á  dicho  puerto  cargada 
con  mil  cuatrocientos  quintales  de  sal  y  demás 
efectos  que  constan  de  la  relación  del  folio  52  : 
y  habiendo  la  Isabel  variado  de  rumbo  huyendo 
hacia  Burburata  y  fondeado  en  el  puerlo  de  este 
nombre,  la  expresada  escuadrilla  siguió  dándole 
caza  hasta  que  la  apresó,  salvándose  en  tierra  la 
tripulación  con  los  equipajes  :  y  desembarcando 
los  facciosos  en  dicho  puerto  se  apoderaron  de 
los  equipajes ;  y  se  fueron,  después,  con  ellos  y 
con  la  Isabel  y  su  cargamento.  Henrique  Dncos- 
ta  hizo  y  registró  en  Puerto  Cabello  el  dia  si- 
guiente al  del  robo  de  la  Isabel  una  protesta  pa- 
ra reclamar  el  daño  que  habla  sufrido  y  los  per- 
juicios que  por  el  se  le  ocasionasen  ;  y  con  ella 
y  otros  documentos  instauró  demanda  contra  Ins 
bienes  de  los  expresados  Páez,  García  y  Uzt&riz 
para  que  fuesen  condenados  de  mancomún  et 
insolidum  k  la  indemnización  como  Jefes  direc- 
tores y  sostenedores  de  la  facción  á  que  perlene- 
cia  la  escuadrilla.  La  parte  de  U2táriz  contradi- 
jo la  demanda  ya  porque  este  no  fué  autor,  ni 
aconsejador  del  robo  de  la  Isabel,  pues  no  era 
jefe  ni  sostenedof  de  la  escuadrilla  :  ya  porque 
la  responsabilidad  que  quiere  imponérsele  pro- 
veniente de  aquel  hecho,  no  puede  ser  solidaria, 
'pues  cada  culpable  debe  responder  de  su  delito  : 
ya  porque  la  indemnización  y  Ja  confiscación  son 
equivalentes  en  sus  efectos,  y  la  confíscacion  se 
desconoce  en  Venezuela :  y  ya  porque  Dacosta 
no  habia  acreditado  que  la  Isabel  fuera  de  su 
propiedad,  ni  cual  su  valor,  ni  el  de  su  carga* 
rnento  y  equipajes  de  Ja  tripulación.  Mas  es  de 
observar,  que  aunque  Uztáriz  no  fuese  autor  in- 
mediato ni  directo  de  los  actos  de  piratería  que 
ejecutaron  los  buques  de  la  facción  Páez,  no  por- 
eso  es  irresponsable,  pues  habiendo  él  pertene- 
cido á  dicha  facción  desde  6ntes  del  apresamien- 
to fie  la  Issbel  hasta  su  término,  le  afectan  todos 
ellos,  como  se  demostrará.  Es  incuestionable 
que  el  que  hace  un  daño  por  sí  mismo  con  vo- 
luntad é  intención,  ó  lo  manda  hacer,  ó  lo  acon- 
seja, ó  de  cualquier  modo  lo  ocasiona  por  su 
culpa,  se  constituye  en  el  deber  de  resarcirlo.  Si 
son  muchos  los  que  lo  han  causado,   aunque  el 
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grado  de  la  acción  individual  sea  distinto,  todos, 
sin  embargo  están  obligados  uc  minr-omun  et 
insolidum;  porque  seria  muy  diiicil  inquirir  y 
determinar  la  diferencia  de  grado  ;  porque  unos 
pudieran  poseer  bienes  con  que  reparar  el  dnfío, 
y  otros,  acaso  los  mas  culpables  ó  los  cabezas  de 
la  muchedumbre,  no  ;  porque  la  menor  medida 
de  culpa,  de  cualquiera  de  ellos  lo  constituirla 
responsable  del  todo,  y  porque  sin  una  obliga- 
ción mancomunada  y  solidaria  de  parte  de  los 
ofensores,  el  dañado,  que  tiene  indudablemente 
derecho  á  un  pleno  resarcimiento,  quedaría  ex- 
puesto á  ser  con  frecuencia  burlado.  Si  el  daño 
proviene  ó  consiste  en  un  crimen,  por  ejemplo 
un  robo,  un  incendio',  la  obligación,  aunque  no 
es  mayor,  es  mas  fuerte,  porque  el  hecho  de  que 
emana  es  obra  de  una  intención  depravada.  La 
obligación  perfecta  de  reparar  el  daño  es  una  ley 
de  la  sociedad  civil  y  anterior  á  ella  misma  ;  por- 
que en  cualquier  estado  dtben  los  hombres  vivir 
de  modo  que  \\m  unos  no  peiju<Iiquen  &  los  otros 
En  la  sociedad  civil  dicha  ley  es  mas  eficaz ; 
porque  la  autoridad  pública  tiene  en  sus  manos 
el  poder  de  hacerla  efectiva.  De  U)  expuesto  se 
deduce  que  los  partidarios  activos  de  una  rebe- 
lión contra  la  República  ó  su  gobierno  están 
igualmente  sujetos  á  la  misma  sanción  de  la  ley 
penal  ;  y  si  bien  la  política,  contenida  por  el  as- 
pecto de  la  muchedumbre  de  delincuentes,  suele 
hacer  recaer  la  pena  únicamente  sobre  los  auto- 
res y  jefes,  todos  y  cada  uno,  sin  embargo,  están 
obligados  al  resarcimiento  de  los  daños,  porque 
todos  y  cada  uno  son  miembros  de  un  cuerpo 
moral  que  no  pudiera  existir  sin  ellos.  Un  hom- 
bre solo,  por  poderoso  que  sea,  no  puede  reali- 
zar ni  tí,uíi  emprender  una  revolución  de  Estado. 
Este  lél-mino  significa  siempre  una  idea  com- 
plexa. Dicho  resarcimiento  no  es  una  pena  civil 
igual  á  la  de  confiscación  con  que  se  ha  confun- 
dido por  el  defensor  de  Uztáriz.  Confiscación  es 
la  adjudicación  que  se  hace  al  fisco  de  los  bienes 
de  alifun  reo  ;  y  el  resarcimiento  del  ^daño  es  W 
reparación  del  mal  que  se  ha  hecho  á  algnn  in- 
dividuo particular  ó  al  Estado :  la  confiscación 
tiene  lugar  aun  por  solo  el  conato  de  traición  ; 
y  el  resarcimiento  del  daño  solo  cuando  se  ha 
causado  este,  y  hasta  la  medida  de  su  valor  :  la 
confiscación  es  una  pena  que  cae  menos  sobre  el 
autor  del  delito  que  sobre  su  inocente  familia  ; 
y  el  resarcimiento  del  daño  es  paga  de  una  obli- 
gación voluntaiia  que  uno  imprudentemente  ha 
querido  contraer  por  su  propio  hecho  Así  es 
que  Ja  confiscación  ha  sido  abolida  por  el  artícu- 
lo 206  de  la  Constitución  de  Venezuela;  pero  la 
obligación  natural  de  resarcir  el  daño  es  reforza- 
da en  general  por  las  leyes  18  tít.  14,  3^  tít.  15 
y  regla  21  til.  34  partida  7^  y  en    particular  por 
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el  decreto  de  3  de  Mayo  de  1839,  sobre  formali- 
dades en  la  aplicación  délos  indultos,  y  iá  de  3 
de  Abril  del  corriente  año  sobre  conspiradores. 
No  es  por  esta  última  ley  que  puede  ser  determi- 
nada la  reclamación  contra  Uztáriz,  porque  ella 
es  posterior  al  hecho  de  que  esta  dimana.  Tam- 
poco puede  determinarse  por  las  reglas  del  dere- 
cho internacional,  aplicadas  á  la  guerra  civil, 
que  ha  invocado  dicho  defensor,  porque  la  fac- 
ción que  se  armó  contra  el  Gobierno,  inconsis- 
tente y  sin  terreno  fijo,  no  llegó  á  levantarse  á 
este  predicamento  ;  y  porque  aun  en  la  hipóte- 
sis contraria,  atacada  y  vencida  en  todas  partes, 
sus  autores,  jefes  y  cómplioes  han  quedado  por 
consiguiente  bajo  la  influencia  de  las  leyes  civi- 
les de  la  República.  Es  &  la  luz  de  estas  leyes 
anteriores  al  robo  de  la  goleta  Isabel,  que  debe 
ser  juzgada  la  responsabilidad  de  Uzláriz.  Sen- 
tados estos  principios  es  un  hecho  incuestionable: 
que  la  conspiración  que  estalló  en  el  Rastro  el 
cuatro  de  Febrero  de  dicho  año  de  1848,  y  ter- 
minó el  quince  de  Julio  último  en  el  campo  Mo- 
nágas,  no  ha  sido  mas  que  una,  acaudillada,  ya 
dentro  del  territorio  de  la  Repúblico,  ya  fuera, 
desde  Santómas  y  Curazao,  por  el  ex-general 
José  Antonio  Páez,  por  sí  y  por  medio  de  sus  vo- 
luntarios subal  temos.  Las  fuerzas  rebeldes  de  tier- 
ra y  mar,  las  diversas  partidas  que  han  obrado 
durante  el  período  de  la  sedición  en  diferentes 
puntos  de  la  República,  todas  son  partes  inte- 
grantes del  mismo  cuerpo  moral,  con  una  mis- 
ma cabeza,  un  mismo  espíritu  y  un  mismo  pro- 
pósito de  destruir  el  Gobierno  y  la  Constitución 
existentes,  y  todos  y  cada  uno  de  sus  individuos 
componentes,  son  por  lo  tanto  responsables  de 
todos  y  cada  uno  de  los  hechos  de  la  facción. 
Entre  esos  hechos  ha  sido  marcado  el  apresa- 
miento de  la  goleta  Isabel ;  y  según  los  princi- 
pios ya  sentados,  no  hay  duda  que  su  propieta- 
rio ha  podido  reclamar  contra  cualesquiera  indi- 
viduos de  la  facción  ;  pero  él  ha  escogido  inten- 
tar su  acción  civil,  por  la  reparación  del  daño 
contra  los  expresados  Páez,  García  y  XJztáriz. 
Consta  de  la  certiñcacion  del  Sr.  Secretario  de 
Estado  en  los  Despachos  de  Guerra  y  Marina 
que  el  mencionado  Uztáriz  se  encontró  entre 
las  tropas  facciosas  y  como  uno  de  sus  coman- 
dantes, en  labatalla  que  tuvo  lugar  en  Taratara 
el  seis  de  Abril  del  referido  año  de  48.  Uztáriz, 
pues,  fué  miembro  de  la  facción,  y  miembro  pro- 
minente ;  y  como  tal  la  acción  de  Dacosta  afée- 
la legalmente  su  responsabilidad.  Pero  el  defen- 
sor de  aquel  ha  alegado  y  se  asienta  también  en 
la  sentencia  de  segunda  instancia  que  no  está 
probada  en  el  proceso  su  existencia  en  Taratara, 
pues  dicha  certificación,  sin  otros  adminículos, 
nada  vale,  y  que  toca  al  juez  apreciar  por  sí  mis- 
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mo  laB  pruebas  del  juicio.  Mas  esta  Corte  obser- 
va,  que  el  mencionado  Sr.  Secretario  certifica, 
no  como  testigo,  sino  con  un  carácter  oficial, 
acerca  de  un  asunto  de  su  competencia,  y  en 
vista  de  documentos  de  su  archivo  sobre  un  he- 
cho notorio  ;  y  por  consiguiente  merece  toda  fé. 
Si  este  no  fuera  el  grado  en  que  se  halla  situada 
la  credibilidad  de  los  Secretarios  de  Estado,  los 
tribunales  y  dema^  funcionarios  públicos  pudie- 
ran resistir  con  razón  el  cumplimiento  délas  le- 
yes que  ellos  les  comunican,  pues  el  respectivo 
Secretario  no  hace  mas  que  firmar  como  ley  con 
el  Presidente,  un  acto  del  Congreso  que  ni  el 
Presidente  ni  él  han  presenciado.  Ademas,  es 
un  hecho  notorio  que  Uztáriz  como  comandante 
se  encontró  en  la  función  de  Taratara,  y  pues  la 
notoriedad  por  sí  sola  constituye  prueba  semi- 
I!  plena,  y  el  defensor  concede  igual  fuerza  á  la 
certificación  del  Secretario  de  Guerra,  la  cual 
fué.  pedida  dentro  del  término  probatorio,  claro 
es  que  déla  unión  de  las  dos  resultaria  siempre 
una  prueba  plena  de  la  incorporación  de  Uztáriz 
en  la  facción.  Por  otra  parte,  consta  de  autos 
que  Uztáriz  partió  de  la  Guaira  para  Curazao  el 
treinta  de  Enero  del  año  anterior  con  pasaporte 
del  Gobierno,  y  su  defensor  ha  pretendido  pro- 
bar con  testigos  que  su  defendido  se  mantuvo 
quieto  y  pacífico  en  aquella  isla ;  pero  alguno 
de  esos  mismos  testigos  ha  declarado  que  Uztá- 
riz llegó  á  Curazao  á  mediados  de  Mayo  de  di- 
cho año,  procedente  de  Maracaibo.  Maracaibo 
:  se  hallaba  entonces  en  estado  de  insurrección  ; 
i  y  es  decir  que  Uztáriz  partió  de  la  Guaira  para 
¡  incorporarse,  como  se  incorporó  en  la  facción. 
I  En  fin  el  defensor  de  Uzláriz,  ha  confesado  en 
I  estrados  que  este  se  halló  en  la  acción  de  Tara- 
tara  ;  pero  alega  que  no  fué  voluntario,  ni  por 
impulso  alguno  que  le  constituya  culpable  ;  mas 
cualesquiera  que  sean  las  excepciones  en  esto 
punto,  tocaba  al  defensor  haberlas  probado  ;  y 
esto  no  se  ha  hecho.  Resulta,  pues,  de  estas  ob- 
servaciones, que  Uztáriz  se  incorporó  en  la  fac- 
ción acaudillada  por  el  ex-general  Páez  contra 
la  Constitución  y  el  Gobierno  de  la  República  ; 
y  aunque  los  decretos  de  este  y  lista  de  faccio- 
sos rendidos  en  el  campo  Monágas  insertos  en 
la  Gaceta  de  Venezuela  núm,  964,  y  los  cuales 
se  han  comunicado  á  esta  Corte  para  su  debido 
conocimiento,  no  deben  influir,  como  que  son 
hechos  posteriores,  en  la  reclamación  de  Dacos- 
ta ;  ellos  sin  embargo  prueban  por  lo  menos,  en 
Uztáriz,  su  perseverancia  tenaz  en  su  extravia- 
do propósito.  También  se  ha  alegado  por  el  de- 
fensor, que  Uztáriz  no  se'  halló  á  bordo  de  la  es- 
cuadrilla ;  y  por  consiguiente  no  pudo  mediata 
ni  inmediatamente  cooperar  al  robo  de  la  goleta 
Isabel.  Pero  aun  cuando  esto  así  fuese,  probado 
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está  que  Uztáriz  perteneció  á  la  facción  ;  7  así 
como  todos  I0&  que  la  componían  habían  de  par- 
ticipar del  bene  ció  del  triunfo  obtenido  por 
cualquiera  sección  de  ella,  asi  las  malas  conse- 
cuencias deben  pesar  sobre  todos. — También  se 
objeta  por  el  apoderado  defensor  de  Uztáriz  que 
no  se  ha  acreditado  la  propiedad  de  la  Isabel 
conforme  á  la  ley  de  10  de  Mayo  de  1842:  que 
este  buque  no  valia  la  cantidad  en  que  I9  ha  esti- 
mado su  propietario,  ni  qyé  estuviese  cargado 
con  mil  cuatrocientos  quintales  de  sal,  ni  que  la 
fanega  de  este  artículo  valiese  seis  pesos  y  me- 
dio, ni  tampoco  que  las  piezas  del  equipaje  ni 
la  calidad  dé  ellas  fuesen  las  que  expresa  la  lista 
prresentada  y  corriente  al  folio  60  de  los  atltos ; 
porque  no  hay  sobre  esto  mas  que  testigos  sin- 
gulares, y  son  los  mismos  interesados  en  la  re- 
clamación. Mas,  en  cuanto  á  lo  primero,  la  ley 
que  se  cita,  cuyo  objeto  es  fijar  el  modo  de  acre- 
ditar la  propiedad  para  el  goce  de  las  prerogati- 
vas  de  buque  nacional,  no  excluye  otros  medios 
de  prueba  para  éste,  y  mucho  menos  para  otros 
casos ;  y  Dacosta  ha  probado  exhuberantemente 
su  propiedad  aun  con  el  testimonio  del  adminis- 
trador é  interventor  de  la  aduana  de  Puerto-Ca- 
bello. Y  en  cuanto  á  lo  demás,  cuando  el  dailo 
se  ha  efectuado  en  objetos  que  están  á  la  vista, 
las  leyes  disponen  que  se  justiprecien  por  ex- 
pertos ;  nías  en  el  presente  caso  todo  está  fuera 
del  alcance  de  los  sentidos  del  juez.  No  Consta 
de  autos  que  la  goleta  se  hubiese  hallado  des- 
pués de  la  demanda  en  algún  punto  de  la  Repú- 
blica, para  haber  pedido  su  avalúo  ó  sü  restitu- 
ción. Del  paradero  de  todo  lo  demás  tampoco 
hay  la  menor  constancia.  Dacosta  ha  probado 
hasta  cierto  punto':  que  Juan  Aguirre  le  ofreció 
por  su  goleta  seis  mil  pesos;  y  José  Joaquín 
Carrera  seis  mil  fuertes  en  el  año  de  mil  ocho- 
cientos cuarenta  y  seis  :  que  Ramón  José  Matos 
antes  de  navegar  para  la  Isla  de  Coche,  había 
ajustado  con  él  la  fanega  de  sal  en  seis  pesos  y 
medio  ;  y  en  fin,  que  el  equipaje  y  cargamento 
del  buque  era  el  mismo  que*  demandaba.  Dacos- 
ta no  ha  necesitado  de  entrar  en  una  prueba  mi- 
nuciosa sobre  estos  pormenores.  Una  vez  pro- 
bado, como  está,  e!  robo  pirático  de  la  goleta  á 
vista  de  todos  los  habitantes  de  Puerro-^abcllo, 
y  de  su  cargamento  y  equipaje,  las  listas  juradas 
que  presentó  eran  suficientes  para  fundar  Injus- 
ticia de  su  reclamación.  Si  ellas  eran  hientidasó 
itiexactas,  cotrrespondia  al  defensor  de  Uztáriz 
probiirlo.  Este  es  un  deber  qué  álos  malhechores 
impone  su  propia  culpa  ;  pues  el  robado  que 
confía  en  la  moral  de  los  hombres  y  en  la  pro- 
tección de  las  leyes,  no  está  obligado  á  prevenir- 
se con  testigos  de  lo  que  posee,  Ultioíl&raeYíte'se 
ha  alegado  por  el  defensor  de  Uztáriz :  <*que  es- 
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te  no  ha  podido  ser  condenado  á  resarcimiento 
de  daño  en  un  juicio  civil,  porque  antes  no  ha  sí- 
do  declarado  conspirador  en  un  juicio  criminal 
que  no  pudo  absolutamente  efectuarse  con  arre- 
glo á  la  ley,  porque  se  hallaba  ausente."  Mas  si 
este  argumento  tuviese  cabida,  un  rico  hacenda- 
do que  incendiara  ó  mandara  incendiar  la  ha- 
cienda vecina,  y,  probado  el  hecho,  se  fugara  á 
la  isla  de  Curazao,  tendría  derecho  á  continuar 
gozando  desde  allí  el  producto  de  sus  fincas, 
mientras  la  víctima  de  su  crimen  debería  sumir- 
se sin  remedio  en  el  abismo  de  la  miseria  ;  por- 
que en  efecto  no  puede  aquel  por  la  ley  ser  juz- 
gado criminalmente  em  su  ausencia.  Este  sería 
el  mayor  absurdo;  y  no  solo  la  simple  razón 
reprueba  la  teoría  de' la  necesidad  del  previo  jui- 
cio criminal,  sino  que  la  ley  21  tít  9  partida  7^ 
permite  al  agraviado  hacer  uso  déla  acción  civil*, 
con  abstracción  de  la  acción  criminal.  En  el  ejer- 
cicio de  esta  se  pídela  imposición  de  la  pena  le- 
gal ;  en  el  de  aquella  sola  la  reparación  del  da- 
ño; y  para  esto  basta  probar  que  el  demandado 
es  por  algún  respecto  responsable  del  hecho. 
Dacosta  ha  probado  que  Uztáriz  perteneció  á 
la  facción  y  que  la  escuadrilla  de  la  facción  le 
robó  su  goleta  ;  por  consiguiente  Uztáriz  y  to- 
dos los  otros  individuos  de  ella  le  son  in  sólidum 
responsables  ;  por  estas  razones  y  las  demás 
que  contiene  la  sentencia  de  primera  instancia, 
administrando  justicia  por  autoridad  de  la  ley  se 
revoca  la  sentencia  apelada  y  se  confirma  la  de 
primera  instancia  en  lo  relativo  á  Mariano  Uz- 
táriz: sin  especial  condenación  de  costas.  De- 
vuélvanse los  autos,  dejando  en  cancillería  la  co- 
pia prevenida. — Rufino  Gonzáles, — J.  I.  Rojas. 
— José  Prudencio  Lanz.  ^Claudio  Viana» — 
Es  copia. — El  Canciller,  José  Prudencio  Lanz. 
INDEMNIZACIÓN  de  perjuicios  a  extran- 
jeros   POR    ACONTECIMIENTOS     POLÍTICOS     U 

OTRA  CAUSA.  Véasc  Extranjeros,  D.  de  6  de 
Marzo  de  1854. 
INDEMNIZACIÓN   de  perjuicios  a  rentas 

PUBLICAS    POR  acontecimientos     POLÍTÍCOS. 

decreto  de  19  DE  ABRIL   DE  1351  mandan- 
do sobreseer  en  las  causas  por  este  respect». 
El  Senado  y  Cámara  de   Representantes   de  la 
Repüblica  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso 

CONSIDERANDO  : 

Que  existen  algunos  venezolanos,  que,  á  pesar 
de  haber  sido  indultados,  sufren  procedimientos 
por  razón  de  indemnizacíoa  de  perjuicios  á  ren- 
tas públicas  en  las  revoluciones  de  48  y  49. 

DECRETAN: 

Art.  19  Cesará  todo  procedimiento  eii  las 
causas  que  actualmente  cursan  sobre  indemniza- 
ción de  perjuicios  á  rentas  públicas,  provenien- 
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tes  (le  acontecimientos  políticos,  siempre  que  no 
se  haya  cometido  el  delito  de  peculado,  quedan- 
do comprendidas  ea  esta  dispogicion  las  senten- 
cias ejecutoriadas. 

Art.  29  Los  que  por  dichas  causas,  se  hallen 
sufriendo  la  pena  de  inhabilitación,  quedan  rein- 
tegrados en  sus  derechos  políticos. 

Dado  en  Caracas  á  29  de  Marzo  de  1851,  a?So 
22  de  la  ley  y  41  de  la  Independencia.— El  Pre- 
sidente def  Senado— Jo^é  T.  Pereira. — El  Pre- 
sidente de  la  Cámara  de  Representantes. — Mi- 
guel Anzola. — El  Secretario  del  Senado — José 
Ángel  Freiré. — El  Secretario  de  la  Cámara  de 
Representantes — /.  Padilla. 

Caracas,  Abril  lO  de  1861,  afio  22  de  la  Ley 
y  41  de  la  Independencia. — Ejecútese. — José 
Gregorio  Monágas.—V or  S,  E. — El  Secretario 
de  É.  en  los  Despachos  del  Interior  y  Justicia — 
Lvcio  Pulido. 

INDEPENDENCIA,  (reconocimiento  db  la^ 
por  la  España  y  otras  naciones.  Véase,  Trata- 
dos públicos. 
INDÍGENAS.  LEV    de    I9  de   mayo   de  1841 
sobj'c  su  reducción  y  civilización. 

El  Senado  y  Cámara   de  Representantes  de   la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

CONSIDERANDO  : 

Que  es  un  deber  de  la  humanidad  procurar  la 
reducción  y  civilización  de  las  tribus  indígenas 
que  vagan  en  el  territorio  de  la  República  :  que 
esto  no  puede  lograrse  sino  por  medio  de  dispo- 
siciones protectoras,  que  remediando  las  necesi- 
dades de  los  indígenas  en  su  estado  actual  vayan 
mejorando  su  condición,  hasta  que  por  los  pro- 
gresos de  su  civilización  puedan  ser  regidos  por 
fl  sistema  general  de  administración  que  ha 
adoptado  Venezuela, 

DECRETAN : 

Art.  19  Se  autoriza  al  Poder  Ejecutivo  para 
que  promueva  por  cuantos  medios  estén  á  su  al- 
cance la  reducción  y  civilización  de  indígenas 
en  todo  el  territorio  de  la  República,  haciendo 
que  se  reúnan  en  poblaciones  bajo  la  dirección 
de  losfuncio  narios  que  crea  conveniente  darles. 

Art.  29  Estas  poblaciones  quedan  exentas  del 
régimen  que  establecen  las  leyes  generales  de  la 
República,  y  se  sujetarán  al  especial  que  les  dé 
el  Gobierno  para  facilitar  los  medios  de  su  ad- 
ministración Y  el  mejor  éxito  en  el  plan  de  atraer- 
los y  reducirlos  á  poblado. 

^  único.  El  Congreso  determinará  cuando 
convenga  la  sujeción  de  dichas  poblaciones  al 
régimen  del  resto  de  la  República. 

Art.  39  El  Poder  Ejecutivo  nombrará  ei  nü- 
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mero  de  curas  mií^ioneros  que  estime  necesario 
para  las  poblaciont>s  de  indígenas,  pudiendo  ha- 
cerlos venir  de  país  extranjero,  y  pagar  su  pasa- 
je  y  viático  necesario  para  que  se  trasladen  des- 
pués de  su  llegada  á  los  lugares  de  su  misión. 

Art.  49  A  los  erlesiásticos  y  demás  funciona- 
rios que  hayan  de  servir  en  la  reducción  y  civi- 
lización de  indígenas,  podrá  señalar  el  Poder 
Ejecutivo  la  indemnización  ó  pensión  que  juzgue 
proporcionada.  • 

Art.  59  Se  concederá  á  cada  familia  de  indí- 
genas que  consienta  en  someterse  al  régimen  de 
las  misiones  y  vivir  en  poblado,  una  suerte  de 
tierras  que  no  exceda  de  Veinticinco  fanegadas, 
y  ademas,  según  los  casos,  algunos  instrumentos 
de  labor,  semillas  para  sus  sementeras,  algunos 
ganados,  el  vestido  necesario  y  algunos  animales 
domésticos. 

Art.  69  El  Poder  Ejecutivo  dispondrá  tam- 
bién de  un  número  igual  de  fanegadas  de  tierra 
en  favor  de  cada  familia  de  vecinos  venezolanos 
6  extranjeros  que  quieran  pasar  á  establecerse 
á  una  población  indígena  de  las  que  comprende 
esta  ley,  poniéndosele  en  posesión  por  el  hecho 
de  establecerse,  y  se  les  expedirá  título  de  pro- 
piedad si  permaneciesen  cuatro  años  continuos, 
sin  lo  cual  entrará  de  nuevo  el  terreno  al  patri- 
monio n*íciona]. 

Art.  79  El  Congreso  fijará  en  el  presupuesto 
anual  la  suma  que  juzgue  necesaria  para  las  in- 
demnizaciones ó  pensiones,  y  para  todos  los  de- 
mas  gastos  de  reducción  y  civilización  de  indíge- 
nas, en  vista  de  los  informes  del  Poder  Ejecu- 
tivo. 

Aí-t.  89  El  Poder  Ejecutivo  expedirá  los  re- 
glamentos necesarios  para  la  organización  de  las 
misiones  ó  nuevas  poblaciones  de  indígenas,  ha- 
rá los  arreglos  especiales  convenientes  para  su 
comercio,  tanto  con  los  nacionales,  como  con 
los  extranjeros,  determinará  los  deberes  de  los 
misioneros,  llenará  todos  los  vacíos  que  se  no- 
ten al  ejecutar  el  presente  decreto,  y  dará  cuenta 
de  todo  al  Congreso  en  su  reunión  inmediata. 

Dada  en  Caracas  á  28  de  Abril  de  1841,  12? 
y  319— El  presidente  del  Seaado,  José  Vargas. 
— El  presidente  de  la  Cámara  de  Representan- 
tes, Fernando  Olavarria. — El  secretario  del  Se- 
nado, José  Ángel  Freiré. — El  secretario  d^  la 
Cámara  de  Representantes,  Rafael  Acevedo. 

Sala  del  Despacho,  Caracas  Mayo  1  o  de  1841, 
129  y  319— Ejecútese— /osé  A  P¿<í;8.— Re- 
frendada.— El  Secretario  de  Estado  en  los  Des- 
pachos de  lo  Imerior  y  Justicia,  Ángel  Quin- 
tero. 

INDÍGENAS.  DECRETO  DE  7  DR  ABRIL  DV  1836 

sobre  repartimiento  de  sus  resguardos^^gue 
reforma  la  de  2  de  Abril  de  1836,  pág,  143 
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del  cuerpo  comprensivo  de  las  de  ese  añOj  y 
192,  núm.  209  del  de  1851. 
El  Senado  y   Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

CONSIDERANDO  : 

Que  el  decreto  de  2  de  Abril  de  1S36  sobre 
repartimiento  de  los  resguardos  de  indígenas  no 
ha  producido  los  efectos  que  se  propuso  el  legis- 
lador, 

DECRETAN. 

Art  19  Los  indígenas  podrán  proceder  á  la 
división  de  sus  resguardos  como  propietarios  ab- 
solutos de  ellos  con  arreglo  ft  las  leyes- comunes, 
adjudicando  &  cada  indiriduo  que  exista  en  la 
respectiva  comunidad  al  tiempo  de  hacerse  la 
división,  una  porción  de  tierra  conforme  á  las 
reglas  siguientes  : 

1^  Se  formarán  tantas  partes  cuanto  sea  el  nu- 
mero de  familias  de  que  conste  la  comunidad, 
reputándose  como  familia  distinta  aquelJos  indi 
viduos  que  no  estén  comprendidos  en  otra,  y  se 
adjudicará  una  á  cada  familia. 

2^  Estas  partes  serán  iguales  para  cada  indi- 
viduo, y  por  consiguiente  mayores  ó  menores 
para  cada  familia,  según  sea  el  numero  de  indi- 
viduos de  que  se  compone. 

3^  Para  la  distribución  de  dichas  partes  se 
tendrá  presente,  no  soJo  su  extensión  material, 
sino  también  el  mayor  ó  menor  valor  de  ellas, 
por  su  calidad,  situación  y  otros  motivos  que  au- 
menten 6  disminuyan  su  precio. 

4^  En  la  adjudicación  de  una  parte  obtendrá 
la  pieferencia  aquella  familia  que  al  tiempo  de 
verificarla  tenga  allí  casa,  ú  otros  estableci- 
mientos. 

Art.  29  Se  deroga  el  decreto  de  2  de  Abril  de 
1836  sobre  distribución  de  los  resguardos  de  in- 
dígenas, y  quedarán  sin  efecto  las  ordenanzas  y 
resoluciones  de  las  Diputaciones  provinciales 
dictadas  en  virtud  de  dicho  decreto. 

Dado  en  Caracas  á  4  de  Abril  de  1838,  año 
99  de  la  ley  y  28  de  la  independencia. — El  pre- 
sidente del  Senado,  Ángel  Quintero. — El  presi- 
dente de  la  Cámara  de  Representantes,  M,  Hui- 
zi. — El  secretario  del  Senado,  J.  A.  Freiré» — 
El  diputado  secretario  de  la  Cámara  de  Repre- 
sentantes, /.  García* 

Sala  del  Despacho  en  Caracas  á  7  de  Abril  de 
1838,  año  99  de  la  ley  y  289  ^®  ^*  independen- 
cia.— Ejecútese, — Carlos  Soublette. — Por  S.  E. 
— El  Secretario  de  Estado  en  los  Despachos  del 
Interior  y  Justicia,  Diego  B.  ürbaneja* 


Análisis  eomparaUvo  de  los  decretos  de  2  de  Abril  de  1886 
yT  de  Abril  de  1838  sobre  resguardo  de  indígenas. 

Entre  ambas  leyes  hay  éstas  diferencias.—La  primera:  , 
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INDÍGENAS  (de  barinas.)  resolución  eje- 
cutiva DB  27  DE  mayo  de  1840  reglamen- 
tando su  reducción  * 

Secretaría  del  Interior.— Sección  1?— -Caracas 
Mayo  27  de  1840.— Resuelto. 

Dígase  al  8r.  Gobernador  de  la  provincia  de 
Barinas. 

Presentada  al  despacho  la  comunicación  de 
US^i  fecha  2t  de  Abril  último  núm  36  en  que  pi- 
de reglas  para  la  reducción  y  civilización  de  in- 
dígenas y  concesión  de  tierras  para  los  que  se  re- 
dujeren, el  Gobierno  en  uso  de  la  autorización 
que  le  conceden  las  leyes  de  3  de  Agosto  de 
1824  y  19  de  Mayo  de  1826  y  mientras  que  el 
Congreso  dicte  una  ley  que  arregle  ésta  materia 
como  lo  tiene  solicitado  el  Poder  Ejecutivo,  ha 
resuelto ; 

19  Que  US.  promueva  eficazmente  la  reduc- 
ción y  civilización  de  los  indígenas  errantes  que 
se  encuentren  en  esa  provincia. 

29  Que  S.  S*  por  sí  6  por  medio  de  las  perso- 
nas de  su  confianza  que  tenga  á  bien  comisionar, 
ofrezca  á  las  tribus  ó  parcialidades  de  indígenas 
que  convengan  en  abandonar  su  vida  errante  y 
reducirse  6  poblado,  ya  sea  en  las  antiguas  par- 
roquias ó  pueblos  abandonados,  ó  ya  en  cual- 
quier otro  lugar  aparente,  una  extensión  propor- 
cionada de  tierras  baldías  para  que  establezcan 
sus  poblaciones  y  sus  correspondientes  labran- 
zas bajo  la  dirección  de  un  capitán  fundador, 
nombrado  por  S.  S^  entre  las  personas  que  ten- 
gan mas  influjo  sobre  los  indígenas  y  que  sean 
capaces  de  atraerlos  y  reducirlos  por  medios  sua- 
ves á  la  vida  social,  dedicándolos  á  la  agricul- 
tura. 

39  Que  S.  S^  ofrezca  igualmente  á  los  mis- 
mos indígenas  que  convengan  en  abandonar  su 
vida  errante  y  reducirse  á  poblado,  que  serán 
auxiliados  por  una  vez  para  sus  primeros  esta- 
blecimientos, con  herramientas,  un  vestido,  y  lo 
demás  que  sea  preciso,  así  para  la  fundación  del 
pueblo,  como  para  sus  labranzas. 

49  Que  en  cada  pueblo  que  se  vaya  forraan- 


(art.  1?,2?  y8?)  disponía  que  las  Diputaciones  dicta- 
sen las  reglas  convenientes  para  la  distribución  de  los 
resguardos :  que  antes  do  esta  se  separasen  de  doce  á 
veinte  fanegadas  de  la  área  de  cada  población  para  au- 
mento de  ella  misma  ;  y  que  las  tierras  sobrantes  de  ca- 
da comunidad  se  dividiesen  en  dos  partes  de  igual  valor, 
una  para  acrecer  los  fondos  municipales,  y  la  otra  para  la 
distribución  entre  los  indígenas ;  y  la  segunda  (art.  19) 
dispone,  como  se  ve,  que  los  indígenas  pueden  proceder  á 
la  división  de  sus  resguardos  como  propietarios  absolutos 
de  ellos  con  arreglo  á  las  leyes  comunes,  entre  todos  los 
individuos  de  cada  comunidad.— Ambas  leyes  convienen 
en  las  reglas  bajo  las  cuales  debe  hacerse  la  distribución; 
y  la  de  88  finalmente  suprimió  los  artículos  4  P  y  5  P  de 
la  de  86. 
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do  de  indios  reducidos,  nombre  US.  un  doctrine- 
ro entre  los  individuos  que  á  su  juicio  tengan  la 
capacidad  necesaria,  y  que  por  una  pequeña  gra- 
tificación mensual,  se  encarguen  de  instruir  á  los 
indígenas  en  la  doctrina  cristiana  é  idioma  cas- 
tellano, y  de  infundiries  buenas  máximas  tra- 
tándolos siempre  con  la  mayor  suavidad  y  dul- 
zura para  que  no  se  fastidien  de  su  nuevo  plan 
de  vida. 

59  Que  así  mismo  nombre  US.  para  cada  uno 
de  dichos  pueblos,  un  capitán  fundador  con  los 
deberes  de  mantener  el  orden  en  la  población, 
y  cuidar  de  la  policía  en  todos  sus  ramos:  repar- 
tir á  cada  familia  de  indígenas  el  numero  de  fa- 
negadas de  tierras  que  necesite  para  sus  labran- 
zas, y  se  le  hayan  designado  por  S.  S^  con  tal 
objeto :  enseñar  á  los  indígenas  á  cultivar  los 
frutos  propios  del  país,  entre  los  cuales  escoge- 
rá los  que  puedan  series  mas  útiles  y  ventajosos  : 
fomentar  la  población  por  cuantos  medios  le  su- 
giera su  celo  y  el  conocimiento  que  tenga  del  ca- 
rácter de  los  indígenas,  usando  siempre  de  un 
influjo  paternal  mas  bien  que  de  la  fuerza,  has- 
ta que  los  indígenas  contraigan  los  hábitos  pro- 
pios de  la  sociedad  ;  y  hacer  entender  á  los  mis- 
mos indígenas  la  utilidad  que  puede  resultarles 
de  vivir  siempre  unidos  como  hermanos  y  de 
transigir  como  tales  las  diferencias  y  disenciones 
que  entre  ellos  se  presenten. 

69  Que  US.  informe  previamente  al  ministe- 
rio del  Interior,  qué  número  de  indígenas  erran- 
tes existirá  poco  mas  6  menos  en  cada  uno  de 
los  cantones  de  esa  provincia  :  cuales  sean  los 
lugares  mas  aparentes  en  que  puedan  formarse 
los  pueblos  de  indígenas,  por  su  localidad,  fer- 
tilidad de  sus  terrenos,  abundancia  de  aguas,  y 
demás  circunstancias  :  qué  número  de  fanega- 
das de  tierras  baldías  sea  necesario  designar  pa- 
ra cada  nueva  población,  según  el  de  familia  de 
indígenas  é  individuos  que  las  compongan  y  que 
se  expresarán  ;  y  finalmente,  que  US.  forme  y 
remita  á  este  despacho  el  presupuesto  correspon- 
diente de  lo  que  deba  gastarse  en  la  empresa, 
expresando  con  la  mayor  claridad,  cuanta  sea  la 
suma  que  deba  gastarse  por  una  vez  en  la  for- 
mación de  cada  población  conforme  al  numero 
39  de  esta  resolución,  y  cuanto  deberá  asignarse 
para  el  pago  de  doctrineros  mensualmente,  á  fin 
de  acordar  lo  conveniente  sobre  su  aprobación 
y  pago.  Por  S.  E. —  Yépes. 

indígenas,  resolución  ejecutiva  db  11 
DE  DICIEMBRE  DE  1855  sobrc  lo  que  debe  ob- 
servarse  con  aquellos  á  quienes,  acusados  de 
un  crimen,  no  se  le  haya  probado» 

Secretaría  del  loterior,— Sección  quinta.— Cara- 
cas, Diciembre  11  de  18&Í.— Resuelto.  , 
Dígase  al  Gobernador  de  Maracaibo* 
Impuesto  el  Poder  Ejecutivo  de  la  conanltají 
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que  US.  le  hace  relativa  &  los  goagiros  que  acu- 
sados de  un  delito  no  llega  á  probárseles  en 
juicio,  para  los  cuales  propone  US.  una  medida  : 
y  deseoso  S.  E.  de  proceder  con  el  mayor  acier- 
to en  negocio  tan  delicado,  quiso  oir  previamen- 
te la  opinión  del  Consejo  de  Gobierno,  el  cual 
la  ha  emitido  en  los  términos  siguientes. 

**  Consulta  el  Gobernador  de  Maracaibo,  co- 
mo Director  general  de  indígenas,  la  medida  de 
seguridad  que  pueda  emplearse  contra  aquellos 
indios  goagiros  ya  reducidos,  que  viven  en  par- 
cialidades en  la  Villa  de  Sinamaica,  cuando  acu- 
sados por  delitos  graves  y  sometidos  á  un  juicio 
formal  de  un  juez  de  provincia  con  las  mismas 
formalidades  que  los  demás  ciudadanos  de  la  Re- 
pública, resultan  absueltos  en  definitiva  por  fal- 
ta de  pruebas  legales,  los  cuales  regresan  á  con- 
tinuar siendo  una  constante  amenaza  á  la  vida 
y  á  los  intereses  de  los  habitantes  de  Sinamaica; 
y  propone  como  una  medida  adaptable  el  desti- 
no de  dichos  indígenas  al  servicio  de  hacendados 
de  otras  provincias,  á  ración  y  sin  sueldo.  Para 
resolver,  ha  querido  el  Poder  Ejecutivo  oir  el 
dictamen  del  Consejo. 

**  Es  preciso  no  olvidar  al  ocuparse  de  tan 
grave  cuestión  que  la  reducción  y  civilización  de 
los  indígenas  correspondientes  k  las  diversas  tri- 
bus de  esta  parte  de  la  América,  fué  uno  de  los 
mayores  trabajos  de  la  Corona  de  España,  no 
solo  por  razón  del  objeto,  sino  también  eii  cuan- 
to á  los  medios  mas  prudentes  y  adecuados  que 
debieran  emplearse  para  llegar  al  alto  fin  de  la 
educación  civil  y  religiosa  de  aquellas  tribus  sal- 
vajes. Con  tan  santo  y  filantrópico  objeto  dieron 
los  reyes  de  EspaSn,  leyes  suaves  especiales  que 
componen  la  recopilación  de  Indias:  mochóse 
encarga  á  los  vi-reyes  y  capitanes  generales  en. 
el  título  del  libro  69  el  cuidado  y  protección  de 
estos  seres  desgraciados. 

"  Participa  de  estos  mismos  sentimientos  la 
ley  de  I9  de  Mayo  de  1841,  poniendo  al  cuidado 
del  Poder  Ejecutivo  la  reducción  y  civilización 
de  los  indígenas  vagantes  de  la  República,  como 
un  deber  humanitario  de  este. 

•'  Por  el  Decreto  ejecutivo  de  22  de  Octubre 
del  siguiente  año  de  1842  se  han  establecido  les 
reglas  relativas  al  proceclimiento  criminal  con- 
tra dichos  indígenas  ya  reducidos  ó  incorpora- 
dos en  la  población  del  Estado. 

**Bicn  claro  está  prevenido  que  por<lelitos  le- 
ves y  de  injurias  deben  ser  juzgados  correccio- 
nalmente  por  los  jueces  del  circuit-»,  debiendo 
serlo  en  delitos  mayores  por  los  jueces  de  pro- 
vincia, como  los  demás  ciudadanos. 

*'  No  puede  mejorarse  en  este  punto  el  regla- 
mento do  aquella,  ni  dictarse  la  medida  propues- 
ta por  el  Gobernador  consultante  sin    rayaren 
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lü  arbitrario.  Si  un  indígena  reducido  es  absuel- 
to  en  los  Iribunalea  de  justicia  del  delito  por  que 
fué  acusado,  la  fuerza  de  una  sentencia  publica 
justiñca  ante  la  sociedad  la  inocencia  del  acusa- 
do y  se  sobrepone  á  tuda  especie  de  conjeturas 
privadas.  Tal  es  la  garantía  que  dan  los  juicios 
públicos,  una  de  las  mas  preciosas  y  necesarias 
para  la  tranquilidad  y  el  orden  de  la  misma  so- 
ciedad. Y  i»\  es  la  rigorosa  justicia  que  reclama 
el  principio  de  igualdad  ante  la  ley,  cuyo  desqui- 
librlo  podria  mas  bien  justificarse  en  favor  de  la  j 
miserable  condición  de  indígenas  salvajes  ó  semi- 
saivajes,  que  apenas  se  encuentran  en  la  escala 
de  X educción  al  estado  social. 

*•  Si  hay  hombres,  indígenas  ó  no  indígenas, 
que  después  de  absueltos  permanezcan  aun  sos- 
pechados ó  peligrosos,  es  un  deber  de  los  ma- 
gistrados y  de  los  ciudadanos  entre  quienes  ver- 
se aquclla'desconfianza,  supervigilar  la  posterior 
conducta  del  absuelt»»,  empleándose  oportuna- 
mente para  evitar  el  daño  temido,  6  los  remedios 
que  dicta  la  policía  general  de  la  República  6  los 
legales  ordinarios  que  sirvan  para  la  averigua- 
ción y  castigo  de  los  vagos  y  mal  entretenidos, 
ó  de  los  criminales  por  cualquiera  especie  de  de- 
litos. Los  tribunales,  imponiendo  las  penas  con- 
dignas, son  los  llamados  á  designar  los  lugares 
en  que  les  convenga  sufrirlas,  atendiendo  las  ra- 
zones de  conveniencia  pública  alegadas  en  la 
causa,  en  ejercicio  de  la  alta  dirección  que  en 
este  punto  es  privativa  de  las  Cortes  de  Justicia, 
tribunales  superiores  que  han  subrogado  á  las 
Audiencias  del  régimen  español.  Aun  cuando  la 
presente  cuestión  versase  sobre  indígenas  no  re- 
ducidos que,  saliendo  de  sus  tribus  salvajes  de 
la  Goagira,  se  introdujesen  al  pillaje  y  otros  de- 
litos en  el  territorio  de  la  República  en  Mara- 
caibo  ó  en  cualquiera  otra  provincia,  no  habrá 
otro  medio  que  adoptar  sino  el  que  viene  pro- 
puesto, para  su  aprehensión,  enjuiciamiento  y 
castigo,  con  sujeción  á  las  mismas  leyes  del  ter- 
ritorio que  invaden,  que  insultan,  y  cuyas  leyes 
infringen  con  violación  del  derecho  natural  que 
está  publicado  para  todos  las  hombres^  Habria 
entonces  que  apreciarse,  en  su  caso,  la  circuns- 
tancia atenuante  proveniente  del  grado  mas  6 
menos  culpable  de  la  barbarie  ;  pero  este  juicio 
siempre  corresponderá  al  poder  judicial,  como  el 
único  llamado  al  ejercicio  criminal  en  la  Repú- 
blica. 

**  Es  pues  en  el  sentido  que  viene  expuesto, 
que  debe  resolverse  la  consulta  del  Gobernador 
de  Maracaibo ;  afladiéndosele  á  mayor  abunda- 
miento, que  los  medios  mas  eficaces  que  puede 
emplear  para  salvar  á  Sinamaica  de  los  desdrde- 
nes  que  teme  y  que  lamenta,  sen  los  que  con 
abundancia  euminietra  la  policía*  de  que  es  el 


IN 


jefe  principal  en  la  provincia  de  su  cargo.  Y  así 
piensa  el  Consejo  que  debe  consultarse  &  S.  £. 
el  Presidente  de  la  Repúbliea.'* 

Y  habiendo  el  Poder  Ejecutivo  resuelto  de 
entera  conformidad  con  el  anterior  dictftmen,  lo 
comunico  á  US.  para  su  inteligencia  y  en  con- 
testación á  su  nota  sobre  el  particular. 

Soy  &c.— Por  S.  E.— PZanafi. 
indígenas  (de  guatana.)  decreto  ejecu- 
tivo DB  15  DE  OCTUBRE  DE  1842  Organizan^ 
do  8V  reducción. 

JOSÉ  ANTONIO  PAEZ,  Presidente  de  la 
República  de  Venezuela,  ófa.,  ó^a.,  opa. 

Habiendo  dictado  en  18  de  Agosto  del  año 
próximo  pasado  la  organización  definitiva  de  las 
poblaciones  de  indígenas  en  la  provincia  de  Gua^ 
yana,  para  dar  cumplimiento  al  artículo  29, de 
la  ley  de  19  de  Mayo  del  mismo  año;  y  habien- 
do acreditado  la  experiencia  que  aquel  acto  ne- 
cesita algunas  modificaciones, 

DECRETO  : 

REGLAMENTO  ORGÁNICO  PARA  LA    REDUCCIÓN    Y 
CIVILIZACIÓN  DE  INDÍGENAS  EN  LA  PROVIN- 
CIA DE    GUAYANA. 

TÍTULO    I. 

De  la  división  del  territorio  y  de  los  funciona- 
rios en  general. 

Artt  19  El  territorio  de  la  provincia  de  Gua- 
yana  se  divide,  para  los  efectos  de  esta  organi- 
zación, en  cuatro  distritos  de  reducción:  el  dis- 
trito Centra],  que  se  compondrá  de  los  cantones 
Angostura  y  Alto  Orinoco :  el  distrito  de  Upata 
que  abrazará  el  cantón  del  mismo  nombre:  el 
distrito  Bajo  Orinoco  que  comprenderá  el  can- 
tón así  llamado  ;  y  el  distrito  de  Rio-Negro  que 
comprenderá  el  actual  cantón  de  este  nombre. 

Art.  29  Cada  distrito  se  subdividirá  en  circui- 
tos de  reducciou,  y  cada  circuito  comprenderá 
dos  ó  mas  misiones. 

^  único.  Los  nombres  de  los  circuitos  serán 
los  de  la  respectiva  cabecera^ 

Art.  39  Se  establecen  para  la  adminiatracion 
y  gobierno  de  las  misiones  un  director  genera], 
dos  vicedireciorea  para  los  distritos  de  Upata  y 
Bajo  Oríaoco,  un  Director  para  Rio-Negro ;  je- 
fes de  circuito  y  doctrineros. 

Art.  49  El  Director  general  residirá  en  An- 
geatura,  y  ademas  de  las  funciones  que  como  á 
tal  Director  le  atribuye  este  decreto»  ejercerá  en 
el  distrito  Central  Its  que  se  atribuyen  á  los  vi- 
eedirectores  de  los  otros  dos  distritos.  £1  vicedi* 
rector  de  Upata  residirá  efi  Guasipi^tí ;  el  de 
Bajo  Oriapco  «Qfl  kigv  que  el  Director  general 
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designe  :  el  Director  de  Rio-Negro  no  tendrá  re- 
sidencia ñja. 

Art.  69  El  distrito  de  Rio-Negro  será  someti- 
do á  un  régimen  y  organización  especial,  que  se 
expide  por  separado  en  otro  decreto  para  el  me- 
jor gobierno  de  las  misiones  de  aquel  territorio. 

Art.  69  Las  jefeturas  de  circuito  serán  de- 
sempeñadas por  misioneros,  y  á  falta  de  estos 
por  capitanes  pobladores  que  residirán  en  la  res- 
pectiva cabecera.  En  las  demás  misiones  del  cir- 
cuito habrá  á  juicio  del  Director  general  los  doc- 
trineros necesarios,  dependientes  del  respectivo 
jefe. 

^  único.  En  las  misiones  subalternas  podrá 
haber  también  misioneros  en  lugar  de  doctrine- 
ros, cuando  la  importancia  de  aquellas  lo  re- 
quiera. 

TÍTULO  IL 

Del  Director  general* 

Art.  79  El  Director  general  de  indígenas  ten- 
drá á  su  cargo  la  superior  dirección  en  este  ra- 
mo bajo  la  superinteiidencia  del  Ministro  de  lo 
Interior.  Por  consiguiente  están  bajo  sus  inme- 
diatas órdenes  los  vicedirectores  de  Upata  y  Ba- 
jo Orinoco  y  los  demás  funcionarios  del  distrito 
Central. 

Art.  89  El  Gobernador  de  Guayana  será  el 
Director  general,  sin  perjuicio  de  separar  estas 
funciones  de  la  gobernación  de  la  provincia, 
siempre  que  el  Gobierno  tenga  por  conveniente 
nombrar  á  otra  persona  para  esta  comisión. 

Art  99  Mientras  esté  anexa  al  Gobernador  de 
la  provincia  la  dirección  general,  hnbrá  en  su  se- 
cretaría una  sección  especial  denominada  de  re- 
ducción y  civilización  de  indígenas,  á  cuyo  car- 
go correrá  este  negociado. 

Art.  10.  El  Director  ejecutará  y  hará  ejecutar 
las  leyes,  y  las  órdenes  y  reglamentos  que  expi- 
diere el  Gobierno  en  esta  materia. 

Art.  1!.  Tomará  ademas  las  providencias  que 
sean  necesarias  para  su  mejor  cumplimiento, 
<lictará  las  instrucciones  y  formará  los  modelos 
necesarios  para  el  gobierno  de  los  demás  funcio- 
narios, y  hará  todo  lo  que  crea  conveniente  para 
el  planteamiento,  mejora  y  progreso  de  las  misio- 
nes, siempre  que  no  se  oponga  á  las  disposicio- 
nes que  emanen  directamente  del  Gobierno; 
pero  le  propondrá  todas  las  medidas  útiles  que 
le  sugieran  su  celo  cuando  no  se  considere  auto- 
rizado para  tomarlas* 

Art.  12.  Hará  la  demarcación  de  los  circuitos 
y  la  designación  de  sus  cabeceras,  de  modo  que 
no  se  establezcan  jefes  de  circuito,  sino  en  aque- 
llos lugares  donde  existieren  reunidos  algunos 
indígenas  formando  pueblo.  £1  número  de  cir- 
cuitos debe  reducirse  al  minimam  posible.  £1 
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cuadro  de  esta  demarcación  se  remitirá  al  Poder 
Ejecutivo. 

Art.  13.  Presentará  al  Gobierno  cauflidatos 
para  las  vicedirecciones  y  para  la  dirección  de 
Rio-Negro,  con  un  informe  de  las  cualidades  que 
recomienden  á  los  presentados. 

Art.  14.  Nombrará  los  capitanes  pobladores 
para  cada  cabecera  de  circuito  y  los  doctrineros 
donde  á  su  juicio  convenga  establecerlos,  dando 
de  lodo  cuenta  al  Poder  Ejecutivo.  Colocará  los 
misioneros  en  los  lugares  en  que  les  considere 
mas  necesarios. 

Art.  15.  Propenderá  incesantemente  por  sí  y 
por  medio  de  los  misioneros,  cnpitanes  poblado» 
res,  doctrineros  y  demás  comisionados  que  pue- 
da poner  en  acción  á  atraer  á  poblado  las  tribus 
errantes,  estableciendo  con  actividad  comunica- 
ciones con  sus  respectivos  jefes,  agasajando  á 
los  indígenas  con  algunos  regalos  y  haciéndoles 
conocer  la  protección  que  la  Nación  les  concede 
si  consienten  en  reducirse  á  la  vida  social,  y  to- 
dos los  bienes  que  de  ello  reportarán. 

Art.  16.  Exigirá  cada  tres  meses  de  los  vice- 
directores un  informe  sobre  el  estado  de  sus  mi- 
siones  respectivas,  con  arreglo  á  las  instruccio- 
nes y  modelos  que  formará  de  antemano,  de  mo- 
do que  se  comprendan  en  dicho  informe  todos 
los  datos  que  se  enumeran  en  el  artículo  si- 
guiente. 

Art.  17.  Con  vista  de  estas  noticias  trasmitirá 
al  Gobierno  cada  seis  meses,  una  exposición  cir- 
cunstanciada  de  los  trabajos  de  la  dirección,  y  un 
estado  del  ramo  en  los  tres  distritos,  que  com- 
prenda : 

19  Un  cuadro  en  que  se  expresarán  por  cir- 
cuitos y  misiones  las  tribus  reducidas,  los  nom- 
bres de  sus  jefes,  el  número  de  personas  de  que 
cada  uno  consta,  con  distinción  de  sexos  y  eda- 
des, y  los  nombres  de  los  doctrineros  y  capitanes 
pobladores  ó  misioneros  que  los  gobiernen. 

29  Otro  de  los  establecimientos  de  agricultu- 
ra, cria  ó  industria  que  se  hayan  formado,  las 
producciones  que  se  extrageren  de  las  misiones 
para  hacer  el  comercio  con  otms  pueblos  de  la 
República,  y  las  que  sean  objeto  de  tráfico  en- 
tre las  tribus  errantes  y  las  reducidas. 

39  Otro  del  movimiento  de  la  población  ó  sea 
de  los  nacidos,  casados  y  muertos  en  cada  mes. 
Y  en  general,  todas  las  demás  noticias  que  con- 
duzcan á  dar  una  idea  cuan  exacta  sea  posible 
del  estado  y  progreso  de  las  misiones. 

Art.  18.  Visitará  anualmente  todos  los  esta- 
blecimientos de  reducción  en  los  tres  distritos,  v 
procurará  visitar  el  de  Rio  Negro  cuando  le  fue- 
re posible.  En  esta  visita  inspeccionará  escrupu- 
,  losamente  el  estado  de  las  misiones,  explorará 
I  el  territorio  para  determinar  donde  convenga  pa- 
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ner  nnevos  establecimientoa,  y  corregirá  las  fal- 
tas, abusos  ú  omisiones  de  los  funcionarios  del 
ramo. 

^  19  las  correciones  de  que  se  habla  en  este 
artículo  serán  de  multa,  arresto  ó  suspensión, 
no  debiendo  exceder  las  primeras  de  cincuenta 
pesos,  ni  el  arresto  de  quince  dias. 

§  29  Cuando  los  funcionarios  á  que  se  refiere 
este  artículo  cometan  delitos,  por  los  cuales  me- 
rezcan pena  corporal,  serán  puestos  á  disposi- 
ción del  tribunal  competente  con  el  sumario  que 
se  haya  formado. 

§  39  El  director  será  auxiliado  con  la  cantidad 
compétente  del  fondo  de  misiones  para  pagar 
las  caballerías  ó  trasportes  que  necesite  cuando 
haga  la  visita. 

Art  19.  Se  aplicará  con  esmero  á  hacer  un 
estudio  esf>ecial  del  territorio  y  del  carácter  de 
los  indígenas,  á  averiguar  el  número  de  tribus 
que  hay  errantes,  y  aproximadamente  el  numero 
(le  individuos  que  cada  una  cuenta.  Hará,  en  fín, 
todas  las  investigaciones  necesarias  pura  cono- 
cer las  producciones  naturales  que  ofrece  el  país 
y  el  beneficio  que  de  ellas  puedan  reportar  las 
misiones,  y  para  formar  con  las  noticias  que  ad- 
quieira  y  su  propia  práctica  los  reglamentos  ne- 
cesarios para  el  gobierno  económico  de  policía 
de  las  misiones,  según  un  pian  maduro  y  suscep- 
tible del  desarrollo  que  demande  el  progreso  de 
estos  establecimientos.  Este  trabajo  será  presen- 
tado al  Poder  Ejecutivo  en  lodo  el  año  próximo 
de  1843. 

Art.  20  El  director  vigilará  constantemente 
sobre  la  salud  de  los  indígenas.  Se  le  encarga 
especialmente  la  propagación  do  la  vacuna  y  que 
ponga  en  acción  los  medios  de  atajar  los  progre- 
sos de  cualquiera  epidemia  y  enfermedad  con- 
tagiosa. 

^  único.  Los  gastos  de  médico  y  medicinas  sal- 
drán del  fondo  de  las  misiones- 

Arl.  21.  Es  uno  de  los  principales  deberes 
del  director  dirigir  á  los  indígenas  por  sí  y  por 
medio  de  los  funcionarios  de  reducción  ú  otros 
comisionados,  en  la  construcción  de  sus  habita- 
ciones y  en  el  trabajo  de  sus  labranzas,  crias  y 
manufacturas  que  se  establezcan. 

Art.  22  Dispondrá  lo  necesario  para  que  los 
indígenas  en  sus  contratos  sean  asistidos  por  los 
vicedirectores,  y  á  falta  de  estos,  por  los  jefe-»  de 
circuito  y  doctrineros,  á  fin  de  evitar  que  sean 
engañados.  El  mismo  podrá  intervenir  en  estos 
contratos  cuando  se  halle  presente. 

Art  23.  Inquirirá  cuidadosamente  lo  que 
exista  de  los  bienes  muebles  é  inmuebles  de  las 
antiguas  misiones  de  la  provincia  de  Guayana,  y 
siempre  que  haya  algún  nuevo  descubrimiento, 
lo  avisará  al   Ministerio   de  lo  Interior,  con  ex- 
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presión  del  estado  en  que  se  hallen  dichos  bie- 
nes y  de  los  lugares  donde  estén  situados,  para 
librar  en  consecuencia  las  resoluciones  conve- 
nientes. 

Art.  24.  Informará  al  Gobierno  sobre  la  con- 
veniencia y  posibilidad  de  fundar  estableciraien* 
tos  de  agricultura,  ganadería  y  manufacturas, 
donde  trabajen  en  comuri  los  indios  á  ciertas  ho- 
ras del  dia,.6in  perjuicio  de  las  labranzas  y  ga- 
nados que  posean  en  particular. 

Art.  25.  Cscogitará  y  propondrá  al  Gobierno 
los  arbitrios  que  juzgue  adecuados  para  crear 
fondos  que  sirvan  de  aumento  al  señalado  para 
la  reducción  y  civilización. 

Art.  26.  En  cada  misión  destinará  una  exten- 
sión de  tierras  baldías  para  los  indígenas,  y  de 
I  ellas  les  asignará  terrer.os  en   que  fabriquen  sus 
I  casas,  y  ademas  un  fondo  á  cada  familia  calcula- 
,  do  á  razón  de  tres  fanegadas  por  cada  hombre 
'  de  trabajo.  Les  auxiliará  también  cuando  lo  re- 
r  quieran  las  circunstancias   con  un   vestido  y  las 
primeras  semillas  y  herramienta  necesaria  para 
el  cultivo  de  la  tierra. 
1 1      §  único.  El  Director   general  hnrá  estos  gas- 
tos de   las    cantidades    que   el    Poder  Ejecutivo 
ponga  á  su  disposición,  conforme  (x  lo  que  esta- 
blece el  título  79  (le  este  reglamento. 

Art.  27.  El  Director  está  autorizado  para  ele- 
gir el  sitio  de  las  nuevas  misiones  que  se  funden 
y  trasladar  las  existentes  que  estén  situadas  en 
terrenos  anegadizos  ó  mal  sanos,  procurando  co- 
locarlas en  sitios  que  sean  del  agrado  de  los  mo- 
radores. 

Art.  28.  Trazará  la  planta  de  las  nue'/as  po- 
blaciones y  la  parte  que  debe  ensancharse  de*las 
existentes  en  un  plano  que  remitirá  al  Gobierno. 

'     TITULO  IIL 

De  los  Vicedirectores. 

Art.  29.  Los  vicedirectores  están  encargados 
de  la  reducción  en  sus  respectivos  distritos  con 
dependencia  del  director  general,  y  tienen  bajo 
sus  inmediatas  órdenes  á  los  jefes  de  circuito  y 
doctrineros. 

Art.  30.  Cooperando  con  el  Director  general 
propenderán  incesantemente  por  sí,  y  por  medio 
de  los  demás  funcionarios  de  reducción  y  otros 
agentes  que  pueda  poner  en  acción,  h  atraer  á 
poblado  las  tribus  errantes,  estableciendo  comu- 
nicaciones amigables  con  sus  respectivos  jefes, 
regalando  á  los  indígenas  y  manifestándoles  la 
protección  que  la  Nación  les  concede  si  consien- 
ten en  reducirse  á  la  vida  social,  y  todos  los  bie- 
nes que  de  ello  se  les  seguirán. 

Art  31.  Cumplirán  en  la  parte  que  les  toque 
los  reglamentos   y  órdenes  del  Poder  Ejecutivo, 
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y  los  que  emanen  del  director,  y  tomarán  por  sí 
todas  las  medidas  urgentes  que  demande  el  or- 
den y  fumen to  de  las  misiones,  concillando  las 
desavenencias  y  procurando  inspirar  &  los  indí- 
genas amor  ul  trabajo  y  á  los  h&bitos  sociales 
con  suavidad  y  dulzura. 

Art.  32.  Están  encargados  de  la  policía  en  to- 
dos sus  ramos  y  de  ejercer  las  funciones  que  se 
JOS  atribuyen  en  el  título  60 

Art.  33.  Vigilarán  sobré  la  conducta  de  los 
capitanes  pobladores  y  demás  funcionarios  y  vi- 
sitarán con  frecuencia  las  misiones  de  sus  res- 
])octivos  distritos,  dando  cuenta  al  director  gene- 
ral del  estado  de  ellas  y-  de  los  abusos,  faltas  ú 
umisiones  que  noten  en  el  desempeño  de  los  de- 
beres de  dichos  funcionarios,  podiendo  imponer 
por  sí  Ja  corrección  de  que  se  hnbla  en  el  artícu- 
lo 18  y  su  §  19 

§  único.  Del  fondo  de  misiones  se  costearán 
lis  caballerías  y  trasportes  que  necesiten  los 
vicedirectores  pata  hacer  estas  visitas,  &  juicio 
del  Director  general,  quien  dará  cuenta  ai  Go- 
bierno. 

Art.  34.  Exigirán  mensualmente  de  los  jefes 
de  circuito  un  informe  del  estado  de  sus  misio- 
nes respectivas,  con  arreglo  á  las  instrucciones 
y  al  modelo  que  forme  el  Director  general. 

Art.  35.  En  vista  de  estos  informes  formarán 
cada  tres  meses  otro  comprensivo  de  todo  el  dis- 
trito, y  lo  remitirán  á  aquel  funcionario. 

Art.  36.  Dirigirán  á  los  indígena»  por  sí  y  por 
medio  de  los  jefes  de  circuito  y  doctrineros  en  la 
fábiicade  su»  casas  y  en  el  trabajo  de  sus  la- 
branzas, crias  y  manufacturas  que  se  establezcan. 

Art.  37.  Dispondrán  lo  necesario  á  fin  de  que 
los  indígenas  en  sus  contratos  sean  asistidos  por 
los  jefes  de  circuito  y  doctrineros  para  evitar 
que  se  les  engañe,  y  ellos  mismos  estando  pre- 
sentes les  prestarán  esta  protección. 

Art.  38.  Toca  á  los  vicedirectores  suministrar 
ú  los  indígenas  por  tí  y  por  medio  de  los  fun- 
cionarios que  de  él  dependan  los  auxilios  de  que 
.ve  habla  en  el  artículo  26,  cooperando  con  el 
Director  al  cumplimiento  de  lo  que  allí  se  dis- 
pone. 

Art.  39.  Propondrán  al  Director  los  sitios  ade- 
cuados para  nuevas  poblaciones  y  la  traslación 
de  las  existentes  cuando  no  estén  conveniente- 
monte  situadas. 

Art.  40.  Llevarán  cuenta  exacta  y  comproba- 
da de  la  inversión  de  los  fondos  que  administren, 
y  la  pasarán  al  Director  general  en  los  períodos 
que  él  determine. 

TITULO  IV. 

De  los  jefes  de  circuito  y  doctrineros* 
Art*  41.  Son  deberes  de  los  jefes  de  circuí  to. 
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ya   sean  capitanes   pobladores,  ya  sean  misio- 
neros : 

19  Cumplir  en  la  parte  que  les  concierna,  \os 
reglamentos  y  órdenes  que  emanen  del  Gobier- 
no, y  las  órdenes  que  reciban  del  Director  gene- 
ral y  del  viced  i  rector. 

29  Mantener  en  perfecta  paz  y  tranquilidad  á 
los  inclígenas,  evitando  y  conciliando  cualquier 
desavenencia  entre  ellos,  y  procurando  inspirar- 
les amor  al  trabajo  y  á  los  hábitos  sociales, 
con  suavidad  y  dulzura. 

39  Conservar  el  orden  y  cuidar  de  la  policía 
I  en  las  poblaciones. 

49  Enseñar  á  los  indígenas  á  cultivar  los  fru- 
tos del  país,  y  dirigirlos  en  la  construcción  de 
sus  habitaciones  y  en  todos  los  demás  trabajos  á 
que  se  les  dedique. 

69  Intervenir  en  sus  contratos  para^vitar  que 
sean  engañados. 

69  Kesidir  constantemente  en  el  circuito. 
Cuando  hayan  de  separarse  por  algunos  días  ne- 
cesitan obtener  licencia  del  vicedirector  con  cau- 
sa justiñcada,  y  en  defecto  de  este,  del  director 
general, 

79  Propender  por  cuantos  medios  suaves  es- 
tén á  su  alcance  á  conservar  á  los  indígenas  en 
su  domicilio. 

89  Cooperar  con  el  vicedirector  para  atraer  á 
poblado  las  tribus  errantes. 

99  Desempeñar  en  los  lugares  de  su  residen- 
cia las  funciones  de  doctrineros, 

10.  Ejercerlas  que  se  enunciarán  en  el  títu- 
lo 69 

Art   42.  Son  deberes  de  los  doctrineros  : 

19  Conservar  el  orden  en  sus  respectivos  pue- 
blos. 

29  Cumplir  las  órdenes  del  vicedirector  >  del 
jefe  de  circuito. 

S9  Enseñar  á  los  indígenas  la  lengua  castella- 
na y  la  doctrina  cristiana. 

49  Residir  constantemente  en  el  lugar  de  su 
encargo,  á  menos  que  obtengan  licencia  del  jefe 
de  circuito  con  causa  justa. 

59  Cooperar  con  el  jefe  de  circuito  en  todo  lo 
relativo  á  la  reducción. 

69  Ejercer  las  facultades  que  les  atribuye  el 
título  60 

TITULO  V. 
Deberes  de  los  misioneros. 

Art  43.  Son  deberes  de  los  misioneros,  ya 
sean  jefes  de  circuito,  ó  ya  de  una  misión  subal- 
terna, ademas  de  los  indicados  en  el  título  an- 
terior : 

19  Ejeicer  las  funciones  de  su  ministerio  ecle- 
siástico con  dependencia  del  Ordinario  y  confor- 
me á  las  sinodales  del  obispado,  sin  exigir  dere- 
chos ninganos* 
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^  Ejercer  con  celo  apostólico  sus  funciones 
especiales  de  misioneros  en  la  conversión  de  los 
indios  inñeles. 

39  Ensenar  la  lengua  castellana  y  la  doctrina 
cristiana  á  los  neófitos. 

49  Enseñar  á  leer,  escribir  y  contar  hasta  el 
náníero  de  veinticinco  niños,  procurando  em- 
plear el  método  de  enseñanza  mutua,  á  ñn  de 
aumentar  en  lo  sucesivo  el  número  de  discípu- 
los. 

59  Simpliñcar  en  lo  posible  las  prácticas  de 
devoción  é  inspirarles  una  piedad  ilustrada  sin 
mezcla  de  superstición. 

69  Predicarles  constantemente  las  ventajas  del 
trabajo  y  de  la  vida  social. 

79  Combinando  prudentemente  la  instrucción 
primaria  y  religiosa  con  el  trabajo,  se  esforzarán 
por  obtener*  iguales  resultados  ó  mas  satisfacto- 
rios que  los  que  alcanzaron  sus  predecesores  los 
antiguos  misioneros  de  la  provincia  de  Guayan», 
sin  perder  de  vista  que  su  misión  no  es  solo  re- 
ducir sino  civilizar. 

89  Inculcarán  en  el  ánimo  de  los  indígenas  el 
respeto  y  subordinación  que  deben  al  Gnbierno 
.  nacional  y  á  las  autoridades  constituidas,  hacién- 
doles conocer  la  protección  y  cuidado  especial 
que  se  les  consagra  ;  y  tan  pronto  como  sean 
capaces  de  entenderlos  los  instruirán  en  los  prin- 
cipios fundamentales  de  la  Constitución  de  la  Re- 
pública, á  fin  de  prepararlos  gradualmente  al 
ejercicio  de  los  derechos  y  cumplimiento  de  los 
deberes  del  ciudadano. 

TÍTULO  VI. 

De  las  facultades  de  los  funcionarios  de  redvc- 

cion  en  los  negocios  civiles  y  criminales 

de  los*  indígenas, 

Art.  44.  El  vicedirector,  los  jefes  de  circuito 
y  los  doctrineros  tendrán  en  las  poblaciones  las 
facultades  que  en  el  orden  doméstico  tienen  los 
padres  de  familia  ó  tutores  de  menores  :  procu- 
rarán cortar  toda  diferencia  en  su  origen,  y  se 
esforzarán  por  obtener  una  conciliación. 

Art.  45.  Si  no  se  lograre  la  conriliacion,  reu- 
nirán á  los  contendientes  en  su  presencia,  y  en 
juicio  verbal  oirán  sus  reclamaciones,  les  darán 
el  tiempo  neresario  para  que  presenten  sus  prue- 
bas, y  librarán  la  decisión  que  creyeren  justa  y 
equitativa.  Este  acto  que  siempre  presenciarán 
y  autorizarán  dos  testigos,  se  extenderá  en  un 
libro  foliado  y  rubricado  en  todas  sus  páginas,  á 
fin  de  que  quede  siempre  de  ella  una  memoria 
escrita. 

Art  46.  Los  doctrineros  conocen  de  las  de- 
mandas cuya  acción  principal  no  exceda  de  cien 
pesos,  y  de  esta  suma  en  adelante  conocerán  los 
jefes  de  circuito. 


IN 


Art.  47.  El  que  no  se  conformare  con  la  deci- 
sión que  diere  un  doctrinero,  puede  ocurrir  den- 
tro de  sesenta  dia<í  al  jefe  del  circuito,  y  e«*te  si 
no  la  encontrare  justa  y  equitativa,  podrá  refor- 
marla. 

Art.  48.  El  que  no  se  conformare  con  la  de- 
cisión que  diere  un  jefe  de  circuito,  puede  ocur- 
rir dentro  de  cuatro  meses  al  vicedirector,  quien 
si  no  la  encontrare  justa  y  equitativa,  podrá  re- 
formarla. 

§  único.  Para  estos  recursos  se  dará  á  los  in- 
dígenas, cuando  lo  soliciten,  certificación  de  los 
actos  que  hayan  tenido  lugar,  extendida  en  pa- 
pel común  y  sin  exigir  derecho  alguno. 

Art.  4í),  Cuando  se  note  que  los  doctiinrros  6 
jefes  de  circuito  hubiesen  faltado  á  sus  deberes 
por  malicia  ó  por  omisión  punible,  se  les  impon- 
drá la  responsabilidad,  en  el  primer  caso,  do  una 
multa  que  no  exceda  de  cincuenta  pesos  y  la  in- 
demnización de  ilailos  y  perjuiciof»,  y  en  el  se- 
gundo caso,  se  limitará  la  responsabilidad  á  S(do 
la  indemnización  de  danos  y  perjuicio??. 

Art.  50.  Aunque  los  indígenas  no  ocurran  ni 
vicedirector  dentro  del  termino  Feñjihdo  pn  <d 
art.  48,  sin  embargo  puede  este  funn'onario,  ea 
visita,  ó  cuando  sopa  que  se  ha  cometido  al<Tnna 
injusiicia,  pedir  la  certificación  de  que  habla  f  I 
parágrafo  único  del  artículo  48,  conocer  de  cual- 
quiera decisión  que  se  haya  librado  y  reformnrh 
en  términos  justos  y  equitativos.  De  esta  autori- 
zación solamente  podrá  usar  el  vicedirector  den- 
tro de  cuatro  meses  contados  desde  la  fecha  en 
que  se  hubiere  ex|)edido  la  decisión. 

Art.  51.  Los  jefes  de  circuito  y  doctrinero** 
conocen  á  prevención  de  los  delitos  leves  como 
hurtos  simples,  heridas  leves,  injurias  y  otros 
semejantes,  los  cuales  podrán  corregirse  con 
arrestos  que  no  pasen  de  doce  dias,  ó  destinando 
á  los  culphbies  al  servicio  de  la  policía  del  lugar, 
ó  á  las  labores  de  la  comunidad  con  ración  y  sin 
suelilo,  por  un  tiempo  determinado  que  no  podrá 
pasar  de  dos  meses.  Se  acordará  ademas  la  in- 
demnización de  los  darlos  y  perjuicios  que  se  ha- 
yan causado  á  un  tercero. 

^  único.  Para  imponer  estas  penas  se  oirá  en 
juicio  verbal  á  los  acusados  ó  indiciados,  se  le^ 
admitirán  las  pruebas  que  ofrezcan  dentro  del 
término  que  se  fije,  y  se  extenderá  una  relación 
de  todo  el  acto  en  un  libro  que  debe  llevarse  al 
intento  foliado  y  rubricado  por  el  respectivo  fun- 
cionario. Dos  actuarios  deben  intervenir  en  estas 
diligencias  y  autorizar  la  decisión  que  se  libre. 

Art.  52.  Contra  las  decisiones?  que  libraren  lo^ 
doctrineros  y  j<*fes  de  circuito  en  los  cesos  ex- 
presados en  el  artículo  anterior,  habrá  lugar  á 
ios  recursos  concedidos  por  los  artículos  47  y  48 
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dentro  del  plazo  y  para  los  efectos   que  en  ellos 
se  expresan. 

Art.  53.  El  vicedirector  podrft  también  usar 
en  los  casos  del  artículo  51  (le  la  facultad  que  se 
Je  concede  por  el  artículo  £0  dentro  del  plazo  y 
para  los  efectos  que  se  expresan  en  el  mismo  ar- 
tículo. 

Art.  54.  £n  los  casos  de  delitos  graves,  de  los 
que  no  puedan  ser  castigados  con  las  penas  fíja- 
da:$  en  el  artículo  51,  los  funcionarios  de  reduc- 
ción instruirán  el  correspondiente  sumario,  arres- 
tarán al  delincuente  y  lo  remitirán  al  juez  ordi- 
nario mas  inmediato. 

Art.  55.  Aunque  el  Director  general  no  tiene 
facultades  para  conocer  en  lo  principal  de  los 
negocios  civiles  y  criminales  de  los  indígenas, 
con  todo,  en  virtud  de  la  supervigiiancia  que 
ejerce  podrá  corregir  á  los  funcionarios  que  le 
están  subordinados  con  apercibimientos,  multas, 
suspensión  de  los  vicedirectores  ó  remoción  de 
los  demás  funcionarios  subalternos  cuando  ha- 
yan cometido  una  injusticia  evidente  en  el  ejer- 
cicio de  estas  funciones  ;  pero  sin  hacer  altera- 
ción en  lo  principal  del  negocio  que  amerite  la 
responsabilidad. 

TITULO  VII. 

Bel  fondo  de  las  misiones^  de  su  administra- 
ción é  inversión, 

Art.  56.  El  fondo  de  las  misiones  de  todos  los 
distritos  de  Guayana  se  compone  : 

lo  De  las  cantidades  que  por  resoluciones  es- 
peciales se  destinen  anualmente  áeste  objeto  por 
el  Poder  Ejecutivo  y  que  se  situarán  al  intento 
en  la  administración  de  aduana  de  Angostura, 
en  vista  délas  asignaciones  que  se  hagan  por  el 
Congreso  en  cumplimiento  del  artículo  7^  de  la 
ley  de  I9  de  Mayo  de  1841, 

29  Del  producto  de  ios  bienes  que  existan  per- 
tenecientes á  Jas  antiguas  misiones. 

39  Del  producto  de  Jos  establecimientos  de 
agricultura,  cria  y  manufacturas  que  se  formen 
para  los  trabajos  de  comunidad. 

49  De  Jas  multas  que  se  impongan  conforme 
á  este  reglamento. 

Art.  5?.  La  parte  de  este  fondo  expresada  en 
el  inciso  I9  del  artículo  anterior  será  administra- 
da é  invertida  por  el  administrador  de  aduana  de  j 
Angostura  según  las  órdenes  que  Je   comunique  I 
el  Director  jeneral,  siempre   que  se  trate  de  ad-  1 
quirir  enseres,  herramienta,   mercancías   para  el 
servicio  de  las  misiones  ó  de   hacer  cualquiera 
otro  gasto  que  no  sea  de  los  que  trata  el  título  89 
de  este  reglamento. 

§  19  La  aduana  llevará  una  cuenta  separada 
de  la  inversión  de  estas  cantidades  con  todos  sus 
pormenores,  y  la  pasará  anualmente  al  Tribunal 
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Mayor  de  Cuentas  para  su  examen,  glosa  y  fe- 
necimiento, dando  aviso  á  la  Secretaria  de  lo  In- 
terior. 

§  29  En  casos  de  caliñcada  urgencia,  cuando 
el  Director  lo  crea  necesario  para  atender  con 
mas  brevedad  á  las  necesidades  del  ramo,  po- 
drá tomar  de  la  aduana  é  invertir  por  sí  mismo 
las  sumas  precisas  dentro  del  límite  de  las  seña- 
ladas por  el  Gobierno. 

^  39  La  aduana  se  cubrirá  respecto  de  esta? 
últimas  cantidades  con  las  órdenes  del  Director 
general. 

^  49  El  Director  general  llevará  también  una 
cuenta  comprobada  de  las  sumas  que  tomare  en 
virtud  de  la  facultad  que  le  concede  el  ^  29,  y  la 
remitirá  al  fin  de  cada  año  económico  al  Minis- 
terio de  lo  Interior,  que  la  pasará  al  Tribunal 
de  Cuentas  para  su  examen,  glosa  y  fenecimiento. 

Art.  58.  Los  fondos  comprendidos  en  los  in- 
cisos 29,  39  y  49  del  artículo  56,  se  invertirán 
por  los  vicedirectores  de  los  distritos  respectivos 
llevando  la  cuenta  conforme  á  las  reglas  que 
dicte  la  dirección  general,  y  bajo  su  vigilancia. 
Los  vicedirectores  se  valdrán  de  los  jefes  de  cir- 
cuito y  doctrineros  para  la  recaudación  ó  inver- 
sión de  Jos  fondos  en  sus  respectivos  distritoi<, 
vigilando  sobre  su  manejo. 

^  19  Las  cuentas  que  lleven  los  vicedirecto- 
res, incorporando  las  de  sus  agentes  subalternos, 
se  rendirán  al  fín  de  cada  año  económico  &  la  di- 
rección general  que  las  remitirá  al  Ministerio  de 
lo  Interior  después  de  haberlas  examinado,  glo- 
sado y  fenecido. 

^  29  En  el  decreto  orgánico  del  distrito  de 
Rio-Negro  se  fijarán  las  reglas  que  hayan  de  ob- 
servarse en  el  manejo  é  inversión  de  este  fondo 
en  aquel  distrito. 

Art.  59.  Todo  gasto  que  deba  hacerse  para  el 
servicio  de  las  misiones,  sea  por  la  aduana,  sea 
por  el  Director  general,  sea  por  los  vicedirecto- 
res, será  precedido  de  un  presupuesto  que  for- 
mará el  Director  de  acuerdo  con  la  aduana  en 
el  19  y  29  caso,  ó  aprobará  el  Director  general 
en  el  tercer  caso  remitiendo  siempre  copia  al 
Gübit^rno 

Art.  60.  Cuando  la  venta  de  los  productos  de 
los  bienes  de  misiones  no  pueda  hacerse  en  el 
lugar  de  la  producción,  y  sea  necesario  enviar- 
los al  intento  á  Angostura,  la  administración  de 
aduana  los  venderá  por  él  precio  mas  ventiíjoso 
que  pueda  conseguirse  y  tendrá  estos  fondos  á 
disposición  de  Jas  respectivas  vicedirecciones  que 
deben  manejarlos  conforme  al  art.  58. 

^19  Mientras  no  haya  vicedirectores  el  pro- 
ducto de  dichas  ventas  entrará  en  la  aduana  y 
acrecerá  á  las  cantidades,  que  conforme  al  inci- 
so 1 9  del  art  56,    deben   ser  manejadas  por  la 
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aduana  6  por  el  Director  general,  en  el  easo  ex- 
ceptuado por  el  ^  29  «leí  artículo  57. 

^  ^  La  aduana  llevará  un  registro  separado 
de  esta  especie  de  ing.*eso8  que  resulten  de  la 
venta  de  frutos  de  comunidad  y  anualmente  pa- 
sará á  la  Secretaría  de  lo  Interior  una  copia  de 
dicho  registro  al  ñn  de  cada  atfo  económico. 

Art,  61.  El  Director  general  mandará  pagar 
por  la  a^duana  los  presupuestos  cuatrimestres  que 
le  pasará  el  Director  de  Rio-NegrQ,  conforme  al 
arl.  48  del  decreto  orgánico  de  aquel  distrito.  La 
aduana  satisfará  estas  cantidades  de  los  fondos 
señalados  por  este  decreto,  y  se  cubrirá  con  los 
libramientos  del  Director  general ;  este  se  cu- 
brirá con  los  presupuestos  Uel  Director  de  Rio- 
Negro. 

TITULO  VIII.  y 

Asignaciones  de  los  empleados* 

Art.^  62.  Se  asigna  la  cantidad  de  mil  trescien- 
tos pesos  al  ano  para  la  dotación  de  la  sección 
que  se  establece.^  la  secretaría  de  la  Goberna- 
ción de  Guayana.  De  e^ta  cantidad  sacará  el  je- 
ftf  que  la  dcsempefle  su  propia  dotación,  la  del 
escribiente  que  necesite  y  los  gastos  de  escri- 
torio. 

Art.  63.  Los  vicedirectores  de  Upata  y  Bajo- 
Orinoco  disfrutarán  del  sueldo  de  mil  cuatrocien- 
tos pes(»s  anuales,  deéuya  cantidad  saldrán  tam- 
bién los  gastos  de  su  oñcina. 

Art.  64.  Los  capitanes  pobladores  gozarán  de 
un  sueldi*  que  no  exceda  de  trescientos  sesenta 
pesos  al  año,  graduado  por  el  Director  según  el 
trabajo  que  hayan  de  tener  y  la  importancia  de 
cada  circuito.  Este  sueldo  estará  afecto  al  mismo 
gravamen  q-ue  el  de  los  vicedirectores. 

Art.  65.  Los  misioneros  jefes  de  circuito  dis- 
frutarán de  un  sueldo  que  no  baje  de  quinientos 
pesos,  ni  exceda  de  seiscientos,  á  juicio  del  Go- 
bierno según  el  grado  de  trabajo  y  privaciones 
anexas  al  lugar,  en  vista  de  los  informes  del  Di- 
rector. D^ estas  asignaciones  costearán  también 
los  misioneros  los  gastos  de  su  oficina. 

Art.  66.  Los  misioneros,  dependientes  délos 
jefes  de  circuito  disfrutarán  de  cuatrocientos  pe- 
sos anuales  con  el  mismo  gravamen. 

^  único.  A  unos  y  otros  se  les  aumentará  la 
renta  en  proporción  al  incremento  que  tomen 
las  misiones  por  el  esmero  y  eficacia  con  que 
logren  reunir  mayor  numero  de  indígenas  y  ci- 
vilizarlos. 

Art.  67.  Los  doctrineros  actuales  disfrutarán 
de  una  remuneración  de  ocho  á  quince  pesos 
mensuales,  á  juicio  del  Director. 

TlTULO  IX. 

Varias  disposiciones, 
Art.  68.  Todos  los  empleados  de  que  se  ha* 

TOMO  II. 
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bla  eo  este  decreto  se  declaran  en  comisión.  El 
Director  general,  los  vicedirectores  y  los  misio- 
neros jefes  de  circuito  son  amovibles  á  voluntad 
del  Poder  Ejecutivo  :  los  demás  funcionarios  á 
vol\intad  del  Director,  dando  cuenta  al  Poder 
Ejecutivo  con  informie  sobre  la  causa  de  la  remo- 
ción. También  podrá  el  Director  suspender  á 
los  misioneros  jefes  de  circuito  con  justa  causa 
dando  cuenta  al  Poder  Ejecutivo  con  expresión 
de  aquella. 

Art  69.  Las  asignaciones  de  que  se  habla  en 
el  título  anterior  ae  satisfarán  por  el  tesoro  pú- 
blico de  la  totalidad  del  fondo  que  asigne  anual- 
mente el  Congreso  para  la  reducción  y  civiliza- 
ción de  indígenas,  y  no  de  las  cantidades  que 
de  este  mismo  fondo  se  destinen  á  los  demás  gas- 
tos de  reducción  por  resoluciones  especiales  del 
Poder  Ejecutivo  conforme  al  artículo  56,  inci- 
so lo 

Art.  70.  El  Director  general  expondrá  al  Go- 
bierno los  obstáculos  que  encuentre  en  la  ejecu- 
ción de  este  decreto  y  le  propondrá  las  reformas 
que'aconseje  la  práctica.  '^ 

ArU  71.  El  Gobierno  cometerá  á  una  persona 
de  sa  confianza,  cuando  lo  juzguti  conveniente 
el  encargo  de  visitar  las  misibnes,  para  que  le 
informe  circunstanciadamente  acerca  del  estado 
en  que  se  encuentren,  de  lo  que  se  haya  hecho 
en  cumplimiento  de  las  disposiciones  que  rijan 
en  la  materia,  del  comportamiento  de  todos  los 
empleados.  Este  visitador  irá  investido  con  fa- 
cultades para  ejecutar  y  hacer  ejecutar  las  órde- 
nes del  Gobierno  según  las  instrucciones  que  se 
le  comuniquen. 

Art.  72.  Los  funcionarios  de  reducción  que  en 
la  provincia  de  Guayana  se  consagren  con  celo 
al  exacto  cumplimiento  de  sus  deberes,  y  obten- 
gan resultados  útiles  por  Ja  eficacia  de  sus  traba- 
jos, contraerán  un  mérito  para  con  el  Poder  Eje- 
cutivo, quien  tendrá  presente  esta  circunstancia 
cuando  se  trate  de  conferir  destinos  de  nombra- 
miento del  Gobierno. 

Art.  73.  Los  que  se  dislinguieren  por  grandes 
y  señalados  servicios  en  el  ramo  de  reducción  en 
la  provincia  de  Guayana  serán  recomendados  al 
Congreso  como  dignos  de  una  recompensa  nacio- 
nal, y  el  Poder  EjÉputivo  excitará  á  aquel  Cuer- 
po á  usar  de  la  átnbucíonf  18^  del  art.  87  de  la 
Constitución  de  1»  República. 

Art.  74.  Este' (íecreto  empezará  á  tener  cum- 
plimiento el  19  de  Enero  de   1843,  desde  cuyo' 
dia  quedará  derogado  el  de  18  de  Agosto  del  año 
próximo  pasado. 

Art  75.  El  Secretario  de  E.  en  el  Despacho 
de  lo  Interior  y  Justicia  queda  encargado  del 
cumplimiento  de  este  decreto. 

Dado  :    firmado  de  mi  mano,  sellado  con  el 
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sello  del  Poder  Ejecntivo  ;  y  refrendado  por  el 
Secretario  de  E.  en  los  Despachos  de  lo  Interior 
y  Justicia  en  Caracas  &  IB  de  Octubre  de  1842, 
ano  130  de  la  Ley,  y  329  de  la  Independencia- 
José  Antonio  Páez-  Por  S.  E.^Angel  Quin- 
tero» 

indígenas  (de  ouayana.)  decreto  ejecu- 
tivo DE  14  DE  jtJNio  DE  1846  Suspendiendo 
ciertos  gastos  en  las  misiones  de  esta  pro- 
vincia y  de  la  de  Maracaiho» 

CARLOS  SOUBLETTE,  Presidente  déla 
República  de  Venezuela^  ¿fC.^  ^c.y  ^c. 

Habiéndose  omitido  en  el  presupuesto  que  ha 
de  regir  en  el  afío  económico  próximo  la  mayor 
parte  de  la  cantidad  necesaria  para»  los  gastos 
que  causa  el  plan  de  reducción  y  civilización  de 
indígenas  que  actualmente  se  halla  establecido, 
colocándose  solo  una  partida  de  cinco  mil  pesos 
para  gastos  de  reducción  y  civiliaacion  en  Mara- 
caibo  y  sueldos  de  misioneros  en  Guayana,  y 
considerando : 

19  Que  está  vigente  la  ley  de  I9  de  Mayo  de 
184 i  en  virtud  de  la  cual  el  Poder  Ejecutivo  dio 
á  las  misionel  la  prganizacion  que  actualmente 
tienen  : 

29  Que  la  omisión  de  la  canti<lad  necesaria 
para  cubrir  sus  gastos  no  puede  considerarse  co- 
mo un  motivo  suficiente  para  alterar  el  actual 
sistema,  si  él  puede  sostenerse  de  cualquiera  otro 
modo ;  y 

39  Que  no  ef>  conveniente^  hacer  alteraciones 
en  el  plan  que  hoy  existe  antes  de  obtener  los 
"informes  que  el  Poder  Ejecutivo  se  propuso  al- 
canzar, nombrando  un  visitador  del  distrito  de 
Rio-negro  v  demás  de  Guayana,  el  que  aun  no' 
ha  regresado, 

DECRETO  : 

Art.  19  Las  misiones  continuarán  bajo  el  ré- 
gimen que  hoy  tienen  en  virtud  de  los  decretos 
ejecutivos  de  15  y  22  de  Octubre  de  1842. 

Art.  29  Subsistirán  en  consecuencia  en  sus 
respectivos  destinos  los  funcionarios  nombrados 
6  que  en  adelante  ^se  nombren,  mientras  no  re- 
nuncien ó  sean  separados  formalmente. 

Art.  39  Cesará  desde  I9  1^  Julio  de  este  afio 
toda  erogación  del  tesono  *  para  el  pago  de  los 
sueldos  de  los  empleados  en  ?el  ramo  de  reduc- 
ción, y  todos  los  demás  gastos  que  para  él  se 
han  ordenado,  si  no  es  qae  correspondan  al  afto 
económico  corriente.  En  consecuencia  no  se  ha- 
rán los  pagos  de  los  dos  ftltímos  meses  de!  se- 
gundo cuatrimestre  de  este  afio  natural,  si  aun 
no  se  hubieren  verificado.        ^ 

§  único.  Se  exceptúan  ánieamente  los  sueldos 
ée  iBÍ0Ío«ieiroa  que  haya  uombfados  6  en  adelan- 


IN 


^«^^^^%^^%^i^N^^i^k^k^k^^^h^S^k^l^«^I^^^A^^^^^^^^M^^<^^^^^^^A 


te  se  nombren  para  el  servicio  de  laa  misiones 
de  Guayana,  y  la  erogación  de  300  pesos  anua- 
les que  para  gratificaciones  6  los  Goagiros  ha  de- 
signado el  Gobierno. 

Art.  49  Los  demás  empleados,  que  quieran 
conservar  sus  destinos  y  cumplir  las  obligacio- 
nes inherentes  á  ellos,  serán  satisfechos  con  los 
fondos  que  decretare  el  Congreso  al  intento,  y 
el  del  producto  líquido  de  las  comunidades  de 
los  respectivos  distritos,  prorateándose  por  el 
Director  generaLentre  los  partícipes,  si  no  alcan- 
zaren para  pagar  íntegramente  á  todos. 

Art.  59  El  mismo  Director  general,  dentro  de 
dos  meses  á  mas  tardar,  indicará  las  reformas 
que  puedan  hacerse  en  el  sistema  de  reducción 
para  ponerlo  en  consonancia  con  los  recursos  de 
que  puede  disponer  el  Gobierno,  muy  inferiores 
k  los  que  exige  su  actual  extructura. 

Art.  69  El  Secretario  de  Estado  en  los  Des- 
pachos del  Interior  y  Justicia  queda  encargado 
de  la  ejecución  del  presente  decreto. 

Dado  :  firmado  de  mi  mano  :  sellado  con  el 
sello  del  Poder  Ejecutivo  :  y  refrendado  por  v\ 
Secretario  de  Estado  en  los  Despachos  del  Inte- 
rior y  Justicia  en  Caracas  á  14  de  Junio  de 
1845,  ano  16  de  la  ley  y  35  de  la  independencia. 
— Carlos  Soublette. — Por  S.  E. — Erancisco  Co- 
bos Fuertes, 

IND1GENASv(de  oüayana.)  resolución  eje- 
cutiva DE  24  DE  SETIEMBRE  DE  1851  apro- 
bando algunas  medidas  del  Gobernador  de 
la  provincia  favoreciéndolas  y  excitándole 
á  que  continúe  dictando  las  demás  conve- 
nientes. 

Secretaria  del  Interior.— Sección  coarta.— Cara- 
cas, 24  de  Setiembre  do  1851.— Resuelto. 

Contéstese  al  Sr,  Gobernador  de  Guayana, 
Director  general  de  indígenas. 

Se  ha  recibido  en  este  Ministerio  la  nota  de 
US.  fecha  12  del  próximo  pasado,  en  la  cual  ma- 
nifiesta q^ie  para  cumplir  'con  lo  dispuesto  por 
S.  E.  el  Poder  Ejecutivo,  ordenará  lo  necesario 
á  loa  jueces  de  paz  respectivos  para  que  prote- 
jan al  Capitán  de  los  indios  caribes  de  Cumuto- 
po,  Ventura  Cairepo,  y  6  su  parcialidad,  «n  lo 
relativo  &  las  causas  en  qué  fundaron  las  quejas 
que  elevaron  al  supiemo  Gobierno. 

También  se  ha  impuesto  el  Gobierno  por  la 
propia  nota,  de  las  disposiciones  particulares  y 
generales  que  ha  dictado  US.,  en  su  calidad  de 
Director  general  del  ramo,  para  favorecer  ft  los 
indios  en  sus  transacciones  con  los  demás  veci- 
nos, las  cuales  han  merecido  la  aprobación  del 
Poder  Ejecutivo ;  y  S*  E.  espera  qne,  en  el  Ínte- 
rin acuerda  el  régimen  especial  ¿  que  deben  su- 
jetarse algunas  poblaciones  de  ese  territoriú,  y 
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de  lo  caal  se  estA  ocapando  el  Gobierno,  US. 
continuará  dictando  todas  aquellas  medidas  que 
estén  en  la  esfera  de  sus  atribuciones  y  que  sean 
conducentes  á  favorecer  los  indígenas,  procuran- 
do mu/ particularmente  hacer  efectiva  la  respon- 
sabilidad en  que  incurran  ios  coutraventores. 

Soy  &c.— Por  S.  E. — Herrera. 
indígenas  db  rio  negro,  psckstq  sjecu- 

TIVO  DB  6  DB  NOVIEMBRB    DE    1845,    OrgaUl' 

zando  su  reducción. 
Carlos  SoublettBy  Presidente  de  la  República^ 

considerando: 

10  Que  la  cantidad  asignada  por  el  Congreso 
en  el  presupuesto  de  este  afio,  para  el  ramo  de 
indígenas  es  muy  inferior  á  ia  que  exige  Íi^  sola 
organización  administrativa  del  distrito  de  Rio 
Negro. 

29  Que  los  otros  fondos  que  pudieran  desti- 
narse ai  intento  son  muy  eventuales  y  no  puede 
basarse  en  ellos  el  sistema  permanente  y  costo- 
so establecido  por  el  decreto  que  organiza  el 
distrito  referido. 

39  ^vo  el  decreto  ejecutivo  de  14  de  Junio 
ultimo  que  dispuso  la  conservación  del  régimen 
establecido  tyvo  por  fin  que  np  se  hiciese  altera- 
ción en  el  estado  de  las  cosas  mientras  que  el  vi- 
sitador nombrado  por  el  Gobierno  estaba  «un 
desempeñando  su  comisión.  Oído  el  informe  ide 
pste  y  en  uso  de  la  autorización  que  concede  al 
Poder  E^jecutivo  la  \ej  de  1?  de  Maya  de  1841 : 

decreto: 

Art.  19  Cesarán  todos  los  funcionarios  nom- 
brados para  el  distrito  de  Rio  Negro  con  arreglo 
al  decreto  de  15  de  Octubre  de  1842  debiendo 
ocurrir  los  cesantes  á  la  Dirección  general  para 
el  arreglo  y  liquidacian  de  lo  que  se  les  adeude 
por  razón  de  sus  respectivos  sueldos  dentro  de 
cuatro  meses  contados  desde  la  publicación  de 
este  decreto  en  Sun  Fernando  de  Atabapo,  ca- 
becera del  distrito. 

Art.  29  Habrá  por  ahora  en  él  dos  "clases  de 
empleadus,  á  saber :  misioneros  y  comisarios  de 
misiones,  cuyas  atribuciones  se  expresarán  en 
los  artículos  siguientes : 

Art.  39  £1  oenttD  de  unión  de  todos  estos 
funcionarios  será  el  misionero  de  Atabapo  por 
cuyo  conducto  se  entenderá  con  eljos  el  Direc- 
tor general  de  Guayana  cuando  la  urgencia  de 
algún  negocio  6  algún  otro  motivo  especial  no 
requieran  una  comunicación  directa. 

Art.  49  £n  cada  una  de  las  misiones  del  dis- 
trito de  Rio  Negro  habrá  un  comisario  nombra- 
do por  el  Director  general  y  desempeñará  las 
funciones  siguientes : 
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lA  Auxiliar  á  los  roisbneros  eivtodo  lo  coa- 
cerniente  á  la  reducción  y  civilización  de  los 
jndios. 

2a  Promover  por  sí  mismos  su  reducción 
cuando  no  haya  misioneros: 

3^  Decidir  sumariamente  las  diferencias  que 
ocurran  en  el  territorio  de  su  misión  ó  sobre  ne- 
gocios civiles  ó  de  injurias. 

4^  Castigar  moderadamente  y  con  pena  de  pri- 
sión hasta  de  cuatro  dias  las  faltas  leves  que  se  co^^ 
metan  en  el  territorio  que  les  está  encomendado. 

6&  Remitir  presos  á  disposición  de  uno  de  los 
jueces  de  primera  instancia  de  la  provincia  á  los 
reos  de  homicidio  simple  ó  cualificado,  heridas 
graves,  hnrto  cpn  violencia  y  otros  semejantes, 
acompañando  la  averiguación  sumaria  corres- 
pondiente. 

Art.  59  Cuando  vacare  alguna  comisaría  el 
misionero  de  Atabapo  nombrará  uno  interino 
hasta  que  la  Dirección  resuelva. 

Art.  69  Los  comisarios  de  misiones  no  ten- 
drán otra  remuneración  que  la  que  eventualmen- 
tc  les  señale  el  Poder  Ejecutivo  del  producto  lí- 
quido de  las  misiones  ó  de  cualesquiera  otros 
fundos  que  sea  posible  atendiendo  al  comporta- 
miento de  dichos  empleados. 

Art.  79  Teniendo  en  consideración  los  a'bu- 
sos  que  se  han  introducido  en  el  distrito  de  Rio 
Negro  se  dispone  para  cortarlos : 

19  Que  no  se  impida  que  los  indígenas  ó  no 
indígenas  del  distrito  transiten  con  entera  liber- 
tad por  todo  el  territorio  mientras  no  falten  en  el 
uso  de  este  derecho  á  algunas  de  sus  obliga^ 
ciones. 

2^  Que  se  permita  á  los  indígenas  contratar 
sus  servicios  con  quienes  quieran  en  calidad  de 
peones. 

1^9  Quo  no  se  les  obligue  á  servir  en  calidad 
de  doinésticos  con  el  pretexto  de  instrucción  ü 
otro  ajeno  cualquiera  de  su  voluntad  ó  la  de  las 
personas  á  quienes  están  sometidos  por  la  ley 
natural.  6i  alguno  debiere  algo  por  cuenta  de 
servicios  y  no  quisiere  continuar  en  el  de  alco- 
na persona  que  le  haya  hecho  anticipaciones  por 
cuenta  de  él,  se  libertará  de  su  compromiso  pa- 
gando lo  que  se  le  hubiei^  anticipado. 

49  Los  niños  ó  jóvenes  no  deben  ser  separa- 
dos del  lado  de  sus  padres  6  parientes  con  motivo 
de  educación  sin  la  voluntad  de  aquellos  de  quien 
inmediatamente  dependen. 

59  £1  libre  comercio  de  los  indígenas  entre  sí 
6  con  las  personas  civilizadas  en  cuanto  sea  líci- 
to, se  fomentará  en  vez  de  prohibirse  por  los  fun-^ 
cionarios  de  reducción* 

09  Finalmente.  He  dispone  que  estos  no  ocu- 
pen á  los  indígenas  en  servicio  propio  iii  usen  de 
sus  propiedades  sin  la  competente  remuneración. 
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y  siempre  nn  perjuicio  de  los  que  hayan  concer- 
tado sus  trabajos  anteriormente. 

Art.  89  En  las  misiones  que  sea  posible  ha- 
brá un  misionero  sacerdote  con  la  remuneración 
que  el  Gobierno  le  asigne  y  sujeto  á  los  siguien- 
tes deberes  : 

19  Atraer  á  los  indígenas  &  poblado  é  instruir- 
les en  la  práctica  de  la  rida  civil. 

29  Ensenarles  la  lengua  castellana  y  la  doc- 
trina cristiana* 

39  Administrarles  los  sacramentos  sin  exigir- 
les derechos  algunos. 

49  Insi^irarles  amor  al  trabajo  tratándoles  con 
suavidad  y  empleando  las  amonestaciones  antes 
de  ocurrir  á  los  comisarios  para  que  corrijan  sus 
faltas. 

59  Dar  informes  aM)irector  general  residente 
en  Angostura  sobre  el  estado  de  sus  misiones 
por  medio  del  misionero  genera]  de  Atabapo. 

69  Desempeñar  tudas  estas  funciones  en  las 
misiones  adyacentes  á  la  que  sirven  y  se  les  de- 
signen, observando  las  órdenes  que  reciban  del 
misionero  de  Atabapo  de  quien  inmediatamen- 
te dependen. 

Art  99  Tanto  el  misionero  de  Atabapo  como 
los  demás  del  distrito  se  entenderán  en  todo  lo 
espiritual  con  el  Reverendo  Obispo  de  la  dió- 
cesis. 

Art.  10.  Al  misionero  de  Atabapo  se  le  dará 
un  compañero  que  le  ayude  en  el  desempeño  de 
sus  funciones,  entre  las  cuales  debe  contarse  la 
de  visitar  las  otras  misiones  cuandj  lo  crea  con- 
veniente, ó  se  le  prevenga  por  el  Director  ge- 
neral. 

Art.  11.  Los  informes  de  que  se  ha  hablado  en 
el  parágrafo  59  del  artículo  89  comprenderán 
cuantas  noticias  conduzcan  á  dar  idea  de  los  pro- 
gresos de  las  misiones,  y  deberán  remitirse  al 
misionero  de  Atabapo  dentro  de  los  quince  pri- 
meros dias  de  los  meses  de  Enero  y  Julio  de  ca- 
da año.  Dicho  misionero  ios  remitirá  al  Direc- 
tor general  á  la  mayor  brevedad  posible,  y  este 
al  Ministerio  del  Interior  que  formará  los  mode- 
los de  los  estados  cuando  comience  á  tener  regu- 
laridad el  sistema  qu^^e  establece  por  este  de- 
creto. 

Art.  12.  Los  comisarios  de  misiones  durarán 
en  el  ejercicio  de  sos  funciones  to<lo  el  tiempo 
que  crea  conveniente  el  Director  general  que 
podrá  removerlos  dando  cuenta  al  Gobierno  con 
expresión  de  los  motivos.  Los  misioneros  solo 
podrán  der  removidos  por  el  Poder  Ejecutivo. 

Art.  13.  Los  misioneros  de  acuerdo  con  los 
comisarios  de  misiones,  ó  cada  uno  de  ellos  por 
sf  solo  en  defecto  del  otro,  dispondrán  lo  conve- 
niente para  oue  las  nuevas  poblaciones  se  formen 
con  regulariaad  y  se  conserven  aseadas,   remo- 
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viendo  las  causas  que  puedan  dañar  á  la  salubri- 
dad  de  sus  habitantes. 

Art.  14.  Siendo  los  indígenas  inclinados  al  uso 
de  licores  fermentados,'  los  comisarios  tendrán 
especial  cuidado  de  impedir  el  abuso  que  se  haga 
de  ellos,  y  para  impedir  que  los  negociantes  los 
introduzcan  y  se  aprovechen  del  estado  Je  em- 
briaguez de  los  indios  para  obtener  ventajas  so- 
bre estos  en  sus  negocios  declararán  oo  obliga- 
torios los  pactos  en  que-hiyy^  fundados  motivos 
para  creer  que  se  ha  empleado  tan  reprobo 
medio. 

Art  15.  Los  comisarios  custodiarán  los  inte- 
reses de  la  Nación  que  el  Director  del  distrito  ha- 
bla tcnii*o  á  su  cargo,  obedeciendo  las  órdenes 
que  el  Director  general  les  comunique  para  la 
administración  ó  arriendo  de  las  fincas  que  haya 
en  sus  respectivos  territorios,  y  llevarán  cuenta 
y  razón  de  todo  lo  que  entre  en  su  poder  por  tal 
respecto. 

Art  16.  Los  comisarios  tendrán  el  diez  por 
ciento  de  todo  lo  que  recauden. 

Art.  17.  Luego  que  se  nombre  el  comandante 
del  castillo  de  San  Carlos,  el  Director  general 
podrá  delegarle  algunas  de  sus  atribuciones  con 
aprobación  del  Gobierno. 

Art.  18.  Se  deroga  el  decreto  de  15  de  Octu- 
bre de  1842  orgánico  del  distrito  de  Rio -Negro. 

Art.  19.  El  Secretario  de  Estado  en  los  Des- 
pachos del  Interior  y  Justicia  queda  encargado 
de  la  ejecución  del  presente  decretp. 

Dado  :  firmado  de  mi  manf» :  sellado  con  el 
sello  del  Poder  EjecutiV:oy  refrendado  por  el  Se- 
cretario de  E.  en  los  DD.  del  Interior  y  Justicia 
en  Caracas  á  6  de  Noviembre  de  1845,  año  I69 
de  la  Ley  y  359  ^®  '^  independencia. — Carlos 
Soublette. — Por  S:  E.  el  Secretario  de  E.  en  los 
DD.  del  Interior  y  Justicia. — Francisco  Cobos 
Fuertes. 

INDÍGENAS  (db  rio-nboro)  resolfcion  eje- 
cutiva DE  17  DE  JUNIO  DE  ISiT favorccicndo 

su  reduccciofí. 

Secretaría  d«1  Interior. — Sección  4  f  — Carocas 
Junio  17  de  1847.~&e8tteIto. 

Dígase  al  8r*  Gobernador  Director  de  indíge- 
nas de  Guayana. 

He  presentado  al  Despacho  el  oficio  de  US.  de 
7  de  Mayo  último  numero  26  en  que  transcribe 
el  pasado  á  esa  Dirección  por  el  Misionero  de 
Rio-Negro  informándola  del  resultado  de  la  vi- 
sita que  ha  hecho  á  las  misiones  del  distiito,  é 
indicando  varias  medidas  para  conseguir  la  re» 
duccion  desús  indígenas. 

Con  satisfucrion  ve  el  Gobierno  el  celo  é  m te- 
res que  dicho  Misionero  manifiesta  por  la  reclnc- 
ciott  deldi:3Írito  de  su  cargo,  comprobados  con  la 
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yisita  qae  acaba  de  haeer ;  y  S.  E.  está  dispues- 
to á  prestarle  toda  ayuda  y  protección   en  tan 
ímportantA  objeto.    En  consecuencia  autoriza  al 
Reverendo  Misionero  de  Rio*Negropara  que  di« 
rectamente  invite  hasta  ocho  de  los  Misioneros 
qne  existen  en  U  República,  y  si  fuere  necesario 
los  solicite  de  fuera  de  ella  excitándolos  á  tras- 
ladarse al  distrito  para  ocuparse  en  la  reducción 
de  sus  indígenas,  manifestándoles  la  importancia 
del  servicio  que  prestar&n,  las  ventaja^  que  pue- 
den reportar,  los  sueldos  que  disfrutaran  dentro  j 
de  un  máximum  de  seiscientos  pesoj,  el   auxilio  ; 
que  se  les  dará  para  su  marcha  y  lo  demás  que  | 
crea  conveniente  para  decidirlos  dando   de  todo  | 
cuenta  al   Gobierno   por  conducto  de  US.  para 
las  providencias  ulteriores. 

En  cuanto  á  la  indicación  de  que  seria  conve- 
niente que  en  cada  pueblo  hubiese  una  familia 
venezolana  de  buenas  costumbres  que  enseRara 
á  trabajar  &  los  indígenas,  puede  el  mismo  Pa- 
dre Misionero  dar  los  pasos  necesarios  al  efecto, 
ó  indicar  los  que  en  su  opinión  puedan  darse  por 
el  Gobierno  para^conseguirlo. 

8i  ademas  de  las  facultades  que  tiene  el  Misio- 
nero por  el  decreto  de  6  de  Noviembre  de  1645, 
necesitare  de  otras  en  bitn  de  la  reducción,  el 
Gobierno  está  dispuesto  &  acordarle  cuantas  sean 
convenientes  y  &  cuyo  fin  puede  dicho  Misione- 
ro representtir  lo  que  crea  mas  acertado. 

Tanto  el  Misionero  Director  del  distrito  de 
Rio-Negro  como  los  demás  que  se  destinen  allí, 
deben  persuadirse  que  el  Gobierno  se  propone 
usar  de  cuantos  medios  estén  á  su  alcance  para 
conseguir  la  reducción  y  civilización  de  aquellos 
indígenas. 

Tengo  el  honor  de  decirlo  á  US.  á  fin  de  que' 
se  sirva  comunicarlo  inmediatamente  al  espresa- 
do Misionero  y  pueda  obrar  en  consecuencia  sin 
pérdida  de  tiempo. 

Soy,  &a.  Pop  S.  E. — Acevedo. 

indígenas  (derio-nxoro)  resolución  ejb- 

Cl'TIVA  DE   17  U£  DICIEMBRE   DE   l652.aU¿orf- 

zand    al  Gobernador  para  nombrar  un  Mi- 
sionero con  el  sueldo  de  600  pesos» 

Secretaria  del  Interior.— Sección  4  5"  —Caracas 
17  de  Diciembre  de  1852. -Resuelto. 

Vista  la  solicitud  que  la  sociedad  titulada 
**  Progresista  "  que  existe  en  San  Fernando  de 
Atabapo,  ha  dirigido  alDirector  general  ide  indí- 
genas de  Guayana  pidiendo  un  misionero  que 
atienda  siquiera  á  las  necesidades  espirituales, 
a9f  de  los  indígenas  reducidos  como  de  los  otros 
vecinos,  cuya  solicitud  ha  sido  elevada  al  Poder 
Rjecutivo  por  el  Sr.  Director  con  favorable  infor- 
me, y  manifestando,  para  mas  facilitur  la  désig- 
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nación  del  sacerdote,  que  en  la  capital  de  aquella 
provincia  se  encuentra  sin  destino  el  Reverendo 
Padre  Fr  Ildefonso  de  Reus,  &  quien  puede  el 
Ejecutivo  nombrar  dotándolo  con  600  pesos  ' 
anuales  que  se  tomarán  de  la  cant>4lad  presu- 
puesta para  reducción  de  indígenas. 

Por  el  decreto  de  6  de  Noviembre  de  1815  es- 
tá preceptuada  la  instalación  de  un  misionero  en 
Atabapo,  debiendo  ser  ef>te  el  centro  de  unión  de 
todos  los  demás  funcionarios  del  distrito  de  Rio- 
Negro,  y  por  cuyo  conducto  se  entenderá  con 
estos  el  Director.  Encontrándose,  pues,  vacante 
aquel  destino  e»  de  necesidad  proveerlo,  y  acce- 
diendo el  Poder  Ejecutivo  á  la  solicitud  mencio- 
nada cumple  con  un  sagrado  deber. 

Lo  único  que  pudiera  detener  al  Gobierno  es 
la  escasez  de  sacerdotes,  que  poseyendo  todas  las 
cualidades  qiye  se  requieren  para  el  desempeño 
de  tan  delicado  encargo,  puetlan  y  quieran  acep- 
tarlo ;  mas  habiendo  el  Sr.  Gobernador  de  Gua-* 
yana  recomendado  al  Reverendo  Fr.  Ildefonso 
de  Reus,  exponiendo  que  lo  conceptúa  muy  á 
propósito  para  ejercer  su  ministerio  en  Rio-Ne- 
gro, S.  E.  ha  tenido  á  bien  autorizar  al  mencio- 
nado Sr.  Gobernador  para  que  Je  nombre  como 
tal  misionero  jefe  del  circuito  de  San  Fernando 
de  Aiabapo  con  la  dotación  de  600  pesos  anua- 
les, que  se  'e  abonarán  de  la  cantidad  presupues- 
ta para  inmigración  y  reducción  de  indígenas  en 
común. 

'  Comuniqúese  al  expresado  Sr.  Gobernador  de 
Guayana  á  los  fines  consiguientes;  añadiéndole 
que  informe  á  este  Ministerio  si  el  Padre  Reus 
acepta,  con  el  fin  de  participarlo  al  Sr.  Secretario 
de  Hacienda  y  al  muy  Reverendo  Obispo  de 
aquella  diócesis,  al  primero  para  que  libre  las  ór- 
denes necesarias  á  fin  de  que  se  paguen  por  la 
aduana  de  Ciudad  Bolívar  los  sueldos  d3l  misio- 
nero, y  al  segundo  para  los  efectos  que  expresa 
el  artículo  99  del  citado  decreto  de  1845. 

Soy,  dea,  Por  S.  E.— Herrera. 

indígenas  (db/MaracaIBo)  decreto  ejecu- 
Tivo  bK2S¿  DB  OCTUBRE  DB  1842  Organizan- 
do 8U  reducción  y  civilización. 

JOSÉ  ANTOMO  PAEZ,  Presidente   de  la 
República  de  Venezuela^  4*^.,  4*<i*t  4*^* 

En  ejecución  de  la  ley  de  I9  de  Mayo  de  1841 
sobre  reducción  y  civilización  de  indígenas  ;  vis- 
tos los  informes  que  sobre  esta  materia  ha  diri- 
gido al  Poder  Ejecutivo  el  Gobernador  de  Ma- 
rá caibo, 

\  -.       OBCRETO  : 

Reglamento  orgánico  para  fomentar  el  ^omer^ 
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cío  con  la  Goagira%  y  la  reducción  de  los 
indígenas  de  Maracaiho» 

TITULO  I. 

Th  la  división  del  territorio  y  de  los  funciona* 
rios  en  general . 

Art.  19  El  territorio  inmediato  ¿  la  línea  mi- 
litar (le  Siaamaica  en  la  península  de  la  Goagira, 
y  los  demás  territorios  de  la  provincia  de  Mara- 
caibo  donde  haya  indígenas  salvages  se  dividi- 
rán, para  los  efectos  de  esta  organización,  en 
circuitos  de  reducción,  los  cuales.podráh  auroen- 
urse  á  proporción  que  se  internen  en  el  territo- 
rio de  la  Goagira  los  establecimientos  de  Ja  Re- 
pública y  que  se  üacilite  la  atracción  y  reducción 
de  las  tribus  que  pueblan  aquel  territorio. 

Art.  29  Cada  distrito  comprenderá  uno  6  mas 
circuitos,  y  estos  dos  ó  mas  misionij  aunque  en 
¿os  principios  no  contengan  mas  que  una.  Los 
nombres  de  los  circuitos  serán  los  de  la  respec- 
tiva cabecera. 

Art.  39  La  administración  y  gobierno  de  las 
misiones  se  ponen  á  cargo  del  Gobernador  de 
Maracaibo,  con  el  carácter  de  director,  y  de  los 
misioneros,  y  enr defecto  de  estos  de  capitanes 
pobladores. 

Art.  49  Cuando  sean  notables  los  progresos 
de  íá  reducción,  y  se  creyere  necesario  separar 
la  dirección  del  Gobierno  de  la  provincia,  se  re- 
solverá asi  por  el  Poder  Ejecutivo ;  y  entonces 
podrá  también  nombrarse  un  vicedirector  con  las 
obligaciones  y  facultades  que  se  atribuyen  á  los 
funcionarios  de  esta  denominación  en  el  decreto 
orgánico  de  las  misiones  de  Guayana.  En  la 
oportunidad  expresada  podrá  también  dividirse 
el  territorio  en  distritos. 

TITULO  II. 

Del  director* 

Art.  &9  ^^  director  ejecutará  y  hará  ejecutar 
las  leyes,  como  también  las  órdenes  y  reglamen- 
tos que  expidiere  el  Gobierno  en  materia  de  re- 
ducción de  indígenas. 

Art.  69  promoverá  eficaz  é  incesantemente 
por  sí,  por  medio  de  las  autoridades  de  Sinamai- 
ca,  de  todos  los  funcionarios  del  ramo  y  de  cua- 
lesquiera otras  personas  que  estime  conveniente, 
los  medios  de  sd*guir  atrayendo  y  preparando  á 
los  indígenas  á  la  civilización. 

Art  79  Con  este  objeto  mantendrá  activa  co- 
municación con  los  jeí«s  de  las  tribus  goagiras, 
gratificando  á  los  indígenas  con  algunos  regalos 
según  lo  acostumbrado  hasta  aquí,  y  haciéndoles 
conocer  la  protección  que  la  Nación  les  concede 
para  reducirlos  á  la  vida  social  y  todos  los  bie- 
nes que  d!e  esto  reportarán. 
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.  Art.  89  Hará  la  demarcación  de  los  circuitos, 
creando  el  menor  número  posible  de  estas  divi- 
siones, y  dando  parte  de  dicha  demarcación  .  al 
Poder  Ejecutivo.  Fijará  también  la  residencia  de 
los  misioneros* 

^rt*  99  Nombrará  capitanes  pobladores  cuan- 
do falten  misioneros  que  sirvan  las  jefeturaa  de 
circuito. 

Art.  10.  Exigirá  cada  tres  meses  de  los  jefes 
de  circuito  una  noticia  sobre  el  estado  de  sus  re?»- 
pectivad  misiones,  con  arreglo  á  las  instruccio- 
nes y  modelos  que  formará  de  antemano,  de  mo- 
do que  se  comprendan  en  dicha  noticia  los  datos 
que  se  enumeran  en  el  articulo  siguiente. 

Art.  IL  Con  vista  de  estos  datos  trasmitirá 
al  Gobierno  anualmente  por  el  mes  de  Setiem- 
bre una  exposición  circunstanciada  de  los  tra'ba- 
jos  de  la  dirección,  y  un  estado  del  ramo,  ep  la 
provincia,  que  comprenda: 

19  Un  cuadro  en  que  se  expresarán  por  cir- 
cuitos y  misiones  las  tribus  6  parcialidades  re- 
ducidas, los  nombres  de  sus  jefes,  el  número  de 
personas  de  que  cada  una  consta  con  distinción 
de  sexos  y  edades,  y  los  nombres  de  los  miMo- 
neros  ú  otros  funcionarios  que  los  gobiernen. 

29  ^^'^^  ^^  los  establecimientos  de  agricultu- 
ra, cria  ó  industria  que  ^ se  hayan  formado,  las 
producciones  que  se  extrageren  de  Jas  misiones 
para  hacer  el  comercio  con  otros  pueblos  de  la 
República,  y  las  que  sean  objetos  de  tráfico  en- 
tre las  tribus  errantes  y  las  reducidas. 

39  Otro  del  movimiento  de  la  población,  ó  sea 
de  los  nacido;^,  casados  y  muertos  en  cada  roes. 
Y  en  general  todas  las  demás  noticias  que  con- 
duzcan á  dar  una  idea  cuan  exacta  sea  posib^ 
del  estado  y  progreso  de  las  misiones. 

^  único.  Los  estados  mensuales  del  comercio 
de  la  Goagira  con  Sinamaica  se  seguirán  pasan- 
do como  hasta  aquí  á  la  Secretaría  de  lo  Inte- 
rior. 

Art.  12.  El  director  formará  y  remitirá  á  la 
Secretaría  de  lo  Interior  para  so  aprobación  6 
reforma  el  reglamento  de  policía  que  ha  de  ser- 
vir para  el  gobierno  de  las  misiones,  acomodán- 
dolo á  las  circunstancias,  carácter,  hábitos  y 
costumbres  de  los  indígenas  para  obtener  su  ci- 
vilización. Este  trabajo  se  hará  en  todo  el  año 
próximo  de  i  843. 

Art.  13.  Visitará  anualmente  las  misiones  de 
su  provincia,  y  en  esta  visita  inspeccionará  es- 
crupulosamente el  estado  en  que  se  hallen,  ex- 
plorando el  territorio  para  determinar  donde  con- 
venga establecer*  otras  nuevas,  y  corrigiendo  los 
abusos  y  faltas  de  ios  funcionarios  del  ramo. 

^  19  Las  correcciones  de  que  se  habla  en  es*^ 
te  artículo  serán  de  multa,  arrssio  ó  suspensión. 


COLOMBIANA  T   VENEZOLANA   VIGENTE. 


201 


IN 


no  debiendo  exceder  las  primeras  de  cincuenta 
pesos,  ni  el  arresto  de  quince  dias. 

^  27  Cuando  los  funcionarios  6  que  se  refiere 
este  artículo  cometan  delitos  que  ameriten  pena 
corporal,  serán  puestos  á  disposición  del  tribu- 
nal competente  con  el  sumario  que  sé  haya  for- 
mado. 

^  3?  El  director  será  auxiliado  con  la  cantidad 
competente  del  fondo  de  misiones  para  pagar  las 
caballerías  6  trasportes  que  necesite  cuando  ha- 
ga la  yisila. 

Art.  14  El  director  vigilará  constantemente 
sobre  la  salud  de  los  indígenas.  Se  le  encarga 
especialmente  la  propagación  déla  vacuna  y  que 
ponga  en  acción  los  medios  de  atajar  los  progre- 
sos de  cualquiera  epidemia  y  enfermedad  con- 
tagiosa. 

^  único.  Los  gastos  de  médico  y  medicinas 
saldrán  del  fondo  de  la»  misiones. 

Art.  16.  Dispondrá  lo  necesario  para  dirigir 
á  Ins'indígenas  de  nueva  reducción  por  medio  de 
sus  respectivos  funcionarios  ú  otros  comisiona- 
dos en  la  construcción  de  sus  habitaciones  y  en  el 
trabajo  de  sus  labranzas  y  crias  de  ganados :  y 
también  para  que  sean  asistidos  en  sus  contratos 
á  fín  de  evitar  que  sean  engaQadps. 

Art.  16.  Se  informará  cuidadosamente  del  es- 
tado  en  qqe  se  encuentren  las  iglesias  ú  otros 
edificios  de  las  antiguas  misiones  de  Ziilia,  y  da- 
rá cuenta  al  Gobierno,  expresando  su  juicio  acer- 
ca de  la  'conveniencia  6  necesidad  de  restablecer 
aquellas  misiones,  y  si  pueden  aprovecharse  al 
intento  los  edificios  que  existan. 

Art.  17.  Informará  al  Poder  Ejecutivo  acerca 
de  los  elementos  de  construcción  con  que  pueda 
contarse  e,n  los  lugares  en  que  deban  residir  los 
misioneros  para  fabricar  sencillos  templos  ;  y 
formará  los  presupuestos  correspondientes  que 
pasará  al  Ministerio  de  lo  Interior. 

Art.  18.  Informará  también  sobre  la  conve- 
niencia y  posibilidad  de  fundar  establecimientos 
de  agricultura,  ganadería  y  manufacturas,  donde 
trabajen  en  común  los  in^os  á  ciertas  horas  del 
dia,  sin  perjuicio  de  las  labranzas  y  ganados  que 
posean  en  particular. 

Art.  19.  Escogitará  y  propondrá  al  Gobierno 
los  arbitrios  que  juzgue  adecuados  para  crear 
fondos  que  sirvan  de  aumento  al  señalado  para 
las  misiones.  -  /        ' 

Art.  20.  En  cada  misión  destinará  una  exten- 
sión de  tierras  baldías  para  los  indígenas,  y  de 
ellas  les  asignará  terrenos  en  que  fabriquen  sus 
casas,  y  ademas  un  fundo  á  cada  familia  calcula- 
do á  razón  de  tres  fanegadas  por  cada  hombre 
de  trabajo.  Les  auxiliará  también,  coando  lo  re- 
quieran  las  circunstancias,  -con  un  vestido,  las 
primeras  semillas  y  la  herramienta  necesaria  pa- 
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ra  el  cultivo  de  la  tierra.  Estos  gastos  saldrán 
del  fondo  de  que  trata  el  título  59 
^  Art.  21.  £1  Director  está  autorizado  pa^a  ele- 
gir los  sitios  de  las  misiones  y  para  trasladarlas 
ciando  estén  situadas  en  terrenos  anegadizos  ó 
mal  sanos,  procurando  situarlas  en  sitios  que  ^ 
sean  del  agrado  de  los  moradores. 

Art.  22.  Trazará  la  planta  de  las  nuevas  po- 
biacioues  en  planos  que  remitirá  al  Gobierno. 

TITULO  llí.     • 

De  los  jefes  de  circuito, 

Art.  23.  Son  deberes  de  los  jefes  de  circuito, 
ya  sean  misioneros,  ya  capitanes  pobladores  : 

19  Cumplir  en  la  parte  que  les  toque  los  re- 
glamentos y  órdenes  del  Gobiernay  del  Director. 

29  Mantener  en    perfecta  paz  y  tranquilidad , 
á  los  indígenas,  evitando  y  conciliando  cualquier 
desavenencia  entre  ellos,  y  procurando  inspirar- 
les amor  al  trabajo  y  á  los  hábitos  sociales  con 
!  suavidad  y  dulzura. 

39  Conservar  el  orden  y  cuidar  de  la  policía 
en  las  misiones.  , 

49  Dirigir  á  los  indígenas  en  sus.trabajos  y 
en  la  construcción  de  sus  habitaciones. 

59  Intervenir  «n  sus  contratos  para  evitar  que 
sean  engajados. 

69  Representar  á  los   indígenas  en  los  tribu- 
nales cuando  tengan  que  intentar  acciones  con- 
I  tra  los  qtie  no  lo  sean,  fuera  del  circuito,  sin  per- 
I  juicio  de  que  los  mismos  indígenas  reprcHcnten 
por  sí  ó  por  apoderado  cuando  les  convenga. 

79'  Residir  constantemente  en  el  circuito. 
CuaVÍdo  hayan  de  separarse  por  algunos  dias  ne- 
cesitan obtener  licencia  del  Director  por  causa 
justificada. 

89  Propender  por  cuantos  medios  suaves  es- 
tén á  su  alcance  á  conservar  á  los  indígenas  en 
su  domicilio. 

99  Atraer  á  poblado  las  tribus  errantes. 

I  Ó.  Ejercer  las  funciones  que  se  enunciarán 
en  ^l  título  49, 

11.  Enseriará  los  indígenas  la  lengua  caste- 
llana y  la  doctrina  crisiiana. 

Art.  24.  Son  ademas  deberes  de  loa  misione- 
ros : 

19  Ejercer  las  funciones  de  su  ministerio  ecle- 
siástico con  dependencia  del  Ordinario  y  confor- 
me á  las  sinodales  del  obispado,  pero  sin  exigir 
derechos. 

29  Ejercer  con  celo  apostólico  sus  funciones 
especiales  dé  misioneros  en  la  conversión  de  los 
indios  infieles. 

39  Enseflar  á  leer,  escribir  y  contar  hasta  el 
número  de  veinticinco  nifios  indígenas  á  la  vez, 
procurando  emplear  el   método  de  enseftanza 
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mutua,  á  ñn  de  aumentar  en  lo  sucesivo  el  níi- 
mero  de  di>cípu)os. 

49  Simpliñcar  en  lo  posible  las  prácticas  de 
devoción  é  inspirar  á  los  indígen&s  una  piedad 
ilustradn  sin  mezcla  de  superstición.  • 

59  Predicarles  constantemente  las  ventajas 
del  trabajo  y  de  la  vida  soci,al. 

6?  Inspirarles  el  respeto  y  subordinación  que 
deben  al  Gobierno  nacional  y  á  las  autoridades 
constituidas,  haciéndoles  conocer  la  protección 
y  cuidado  e^ecial  que  se  les  consagra  ;  y  tan 
pronto  como  sean  capaces  de  entenderlos  los 
instruirán  en  los  principios  fundamentales  de  la 
Constilurion  de  la  República,  á  fin  de  preparar- 
los gradualmente  al  ejercicio  de  los  derechos,  y 
cumplimiento  de  los  deberes  del  ciudadano. 

TITULO  IV. 

De  ¿as  facultades  de  los  funcionarios  de  re- 
ducción en  los  negocios  civiles  y  crimina^ 
les  de  los  indígenas. 

Art.  25.  El  Director  y  los  jefes  de  circuito 
tendrán  en  las  misiones  las  facultades  que  en  el 
orden  doméstico  tienen  los  padres  de  familia  y 
tutores  de  menores.  Procurarán  r(»rtar  toda  di- 
ferencia en  su  origen,  y  se  esforzarán  por  con- 
ciliarios. 

Art.  26.  Si  no  se  lograre  la  conciliación,  reu- 
nirán á  los  contendientes  en  su  presencia,  y  en 
juicio  verbal  oirán  sus  reclamaciones,  les  darán 
el  tiempo  necesario  para  que  presenten  sus  prue- 
bas, y  librarán  la  decisión  que  creyeren  justa  y 
equitativa.  Gste  acto  que  presenciarán  y  autori- 
zarán dos  testigos  siempre  que  fuere  posible,  se 
extenderá  en  un  libro  foliado  y  rubricado  ¿nr  to- 
das sus  páginas,  á  ñn  de  que  quede  siempre  de 
^  él  una  memoria  escrita. 

Art.  27.  Los  jefes  de  circuito  conocerán  de 
todas  las  demandas  civiles  de  los  indígenas. 

Art  28.  El  que  no  se  c<»nformáre  con  la  de- 
cisión que  diere  un  }e(e  de  circuito  podrá  ocur- 
rir dentro  de  sesenta  dias  al  Director,  y  si  este 
no  la  encontrare  justa  y  equitativa  potírá  refor- 
marla. Para  este  recurso  se  dará  á  los  indígenas, 
cuhndo  lo  soliciten,  certificación  de  ios^actos  de 
que  se  interpone,  extendida  en  papel  t:omun  y 
sin  cobrar  derechos.        • 

Art.  29.  Cuando  se  note  que  los  jefes  de  cir- 
cuito han  faltado  á  sus  deberes  en  estos  juicios 
por  malicia  ú  omisfon  punible,  se  les  impondrá 
la  responsabilidad,  en  el  primer  caso,  con  una 
multa  que  no  exceda  de  cincuenta  pesos  y  la  in- 
demnización de  dafíos  y  perjuicios*  y  en  el  se- 
gundo con  sola  esta  indemnización. 
^^'Art.  30.  Aunque  los  que  se  creyeren  agravia- 
dos no  ocurran  al  Director  dentro  del  término 
sefialado  eu  el  artículo  26  puede  este  funciona- 


IN 


rio,  cuando  sepa  que  se  ha  cometido  alguna  in- 
justicia, pedir  la  certihcarion  de  que  habla  el 
mismo  artículo,  conocer  de  cualquiera  decitiion 
que  se  haya  librado  y  reformarla  en  términos 
justos  y  equitativos.  De  esta  autorización  sola- 
mente podrá  usar  el  Director  dentro  de  cuatro 
meses  contados  desde  la  fecha  en  que  se  hubiere 
expeilido  la  decisicm.  ' 

Art.  31.  Los  jefes  de  circuito  conocen  délos 
delitos  leves  de  los  indígenas  como  hurtos  sim- 
ples, heridas  leves,  injurias  y  otros  semejantes, 
los  cuales  podrán  corregirse  con  arrestos  que  no 
pasen  de  doce  dias,  ó  destinando  á  los  culpables 
al  servicio  de  la  policía  del  lugar,  ó  á  las  labores 
de  la  comunidad  á  ración  y  sin  sueldo,  por  un 
tiempo  determinado  que  no  podrá  pasar  de  dos 
meses.  Se  acordará  ademas  la  indemnización  de 
los  daflos  y  perjuicios  que  se  hiyan  causado  á 
un  tercero. 

Art.  32  Para  imponer  estas  penas  se  oirá  en 
juicio  verba]  á  los  acusad(»s  ó  indiciados,  se  ad- 
mitirán las  pruebas  dentro  del  término  que  seíi^ 
je,  y  se  extenderá  una  relación  de  todo  el  acto 
en  un  libro  que  ^lebe  llevarse  al  intento  foliado 
y  rubricado  por  el  respectivo  funcionario.  Dos 
actuarios  deben  intervenir  en  estas  diligencias 
siempre  que  fuere  posible,  y  autorizar  la  deci- 
sión que  se  libre. 

Art.  lis.  Contra  estas  decisiones  habrá  lugar 
al  recurso  concedido  por  el  artículo  28  dentro 
del  plazo  y  para  los  efi  ctos  que  en  él  se  expre- 
san ;  y  el  Director  podrá  también  usar  en  los 
casos  referidos  en  el  mencionado  artículo,  de  la 
facultad  que  se  le  concede  por  el  articulo  20 
dentro  del  mismo  término  y  para  los  fines  que 
en  él  se  inilicun. 

Art.  34.  En  los  casos  de  delitos  graves,  de  los 
que  no  puedan  ser  castigados  con  las  penas  fija- 
das en  el  artículo  31,  los  funcionarios  de  reduc- 
ción instruirán  el  correspondiente  sumario,  ar- 
restarán al  delincuente  y  lo  remitirán  al  juez  or- 
dinario mas  inmediato.  ' 

TITILO  V. 

Del  fondo  de  las  misiones,  de  su  administra- 
cion  é  inversión, 

Art.  35.  El  fondo  de  las  misiones  de  Maracai- 
bo  se  compone : 

19  De  las  cantidades  que  por  resoluciones  es- 
peciales se  destinen  anualmente  á  este  objeto 
por  el  Poder  Ejecutivo,  y  se  situarán  al  intento 
en  la  administración  de  aduana  de  Maracaibo,  en 
vista  de  las  asignaciones  que  se  hagan  por  el 
Congreso  en  cumplimiento  del  artículo  7^  de  la 
ley  de  I9  de  Mayo  de  1841. 

29  Del  producto  de  los  bienes  que  existan 
pertenecientes  á  las  antiguas  misioues. 


COLOMBIANA  Y  VENEZOLANA  VIGENTB. 


203 


IN 


39  Del  producto  de  los  establecí mientofl  de 
agricaltura,  cria  y  manufacturas  que  se  formen, 
para  los  trabajos  áé  comunidad. 

49  De  las  multas  que  se  impongan  conforme 
á  este  reglamento. 

Art.  36.  La  parte  de  este  fondo  expresada  en 
el  inciso  primero  de]  artículo  nnterior  será  admi- 
nistrada é  invertida  por  el  administrador  de  adua- 
na de  Maracaibo  según  las  órdenes  que  le  co- 
munique el  Director  siempre  que  se  trate  de  ad- 
quirir enseres,  herramienta,  mercancías  para  el 
seryicio  de  las  misiones,  6  de  hacer  cualquiera 
otro  gasto  que  no  sea  de  los  que  trata  el  título 
69  de  este  reglamento. 

Art.  37,  La  aduana  llevará  una  cuenta  sepa- 
rada de  la  inversión  de  estas  cantidades  con  to- 
dos sus  pormenores,  y  la  pasará'  anualmente  al 
Tribunal  mayor  de  cuentas  para  su  examen,  glo- 
sa y  fenecimiento,  dando  aviso  á  la  Secretaría 
de  lo  interior. 

Art.  38.  En  casos  de  calificada  urgencia,  cuan- 
do el  Director  lo  crea  necesario  para  atender  con 
mas  brevedad  á  las  necesidades  del  ramo,  podrá 
tomar  dei  la  aduana  é  invertir  por  sí  mismo  las  í 
sumas  precisas  dentro  del  límite  de  las  señaladas 
por  el  Gobierno.  La  aduana  se  cubrirá  respecto 
de  estas  últimas  cantidades  con  las  órdenes  del 
Director  general. 

Art.  39.  El  Director  llevará  también  una  cuen- 
ta detallada  y  comprobada  de  las  sumas  que  to- 
mare en  virtud  del  artículo  anterior,  y  la  remi- 
tirá al  ün  de  cada  año  económico  al  Ministerio  \ 
de  lo  interior  que  la  pasará  al  Tribunal  de  cuen- 
tas para  su  examen,  glosa  y  fenecimiento. 

Art.  40.  Los  fondos  comprendidos  en  los  inci- 
sos 29,  39  y  49  del  artículo  35  se  invertirán  por 
los  jefes  de  circuito,  llevando  la  cuenta  confor- 
me á  las  reglas  que  dicte  el  Director  y  bajo  su 
vigilancia.  E|tas  cuentas  se  rendirán  al  fín  de 
cada  año  económico  á  la  dirección,  que  las  re- 
mitirá al  Ministerio  de  lo  Interior,  después  de 
haberlas  examinado,  glosado  y  fenecido. 

ArL  41.  Todo  gastp  que  deba  hacerse  para  el 
servicio  de  las  misiones,  sea  por  la  aduana,  sea 
por  el  Director,  sea  por  los  jefes  de  circuito,  se- 
rá precedido  de  un  presupuesto  que  formará  el 
Director  de  acuerdo  con  la  aduana  en  el  I9  y  29 
casos,  ó  aprobará  el  Director  en  el  tercer  caso, 
remitiendo  siempre  copia  al  Gobierno. 

Art.  42.  Cuando  la  venta  de  los  productos  de 
los  bienes  de  misiones  no  pueda  hacerse  en  el 
lugar  de  la  producción,  y  se^  necesario  enviar- 
los al  intento  á  Maracaibo,  la  administracvon  de 
aduana  los  venderá  por  el  precio  mas  ventajoso 
que  pueda  conseguirse,  y  tendrá  estos  fondos  á 
disposición  de  los  respectivos  jefes  de  circuito, 
que  deben  manejarlos  conforme  al  artículo  40. 

TOMO  11. 
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Art.  43.  La  aduana  llevará  un  registro  sepa- 
rado de  las  cantidades  que  resulten  de  la  venta 
de  frutos  y  efectos  de  comunidad,  y  anualmente 
pasará  á  la  Secretaría  de  lo  Interior  una  copia 
de  dicho  registro,  al  ñn  de  cada  aQo  económico. 

TÍTULO  \l. 

Asignaciones  de  los  empleados- 

Art.  44.  Los  misioneros  jefes  de  circuito  dis- 
frutarán de  un  sueldo  que  no  baje  de  cuatrocien- 
tos ni  exceda  de  quinientos  pesos  al  año,  de  cu- 
ya cantidad  saldrán  los  gastos  de  su  oficina. 

Art.  45.  Los  capitanes  pobladores  gozarán  de 
un  sueldo  que  no  baje  de  trescientos  pesos  al 
año,  graduado  por  el  Director.  Este  sueldo  esta- 
rá afecto  al  mismo  gravamen  que  el  de  los  mi- 
sioneros. 

Art.  46.  A  unos  y  otros  se  les  aumentará  la 
renta  en  proporción  del  incremento  que  tomen 
las  misiones  por  el  esmero  y  eficacia  con  que 
logren  reunir  un  gran  numero  de  indígenas,  y  ci- 
vilizarlos. 

Art.  47.  El  Poder  Ejecutivo  determinará  la 
asignación  de  que  deba  gozar  el  viccdirector  si 
llegare  el  caso  de  hacer  este  nombramiento  con- 
forme al  artículo  49 

Art.  48.  Se  autoriza  al  Director  para  que  pue- 
da nombrar  en  cada  misión  uno  ó  dos  de  los 
mismos  iofdígenas  para  el  desempeño  de  las  fun- 
ciones de  agentes  de  policía,  con  una  asignación 
de  cincuenta  á  ciento  veinte  pesos  al  año,  según 
la  población. 

TITULO  VIL 

Reglas  para  el  comercio  con  las  goagiros. 

Art.  49.  El  iGobernador  de  Maracaibo  deter- 
minará de  acuerdo  con  el  comandante  de  la  lí- 
nea de  Sinamaica,  según  las  circunstancias  y  lo 
que  aconseje  la  experiencia  el  lugar  ó  lugares  y 
los  términos  en  que  los  goagiros  no  reducidos 
deben  ser  admitidos  á  hacer  sus  negociaciones 
con  los  vecinos  de  Sinamaica  y  demás  habitan- 
tes de  la  provincia,  haciendo  que  los  contratos 
se  escrituren  por  ante  el  mismo  comandante  pues 
la  experiencia  ha  acreditado  que  por  no  quedar 
una  memoria  escrita  de  estos  contratos,  se  ori- 
ginan muchas  contiendas  y  se  da  lugar  á  la  ma- 
la fe.. 

Art.  50.  El  comandante  de  la  línea  es  el  juez 
de  las  diferencias  que  se  susciten  por  consecuen- 
cia de  estos  contratos,  y  ejercerá  en  estos  casos 
las  facultades  que  se  atribuyen  por  el  título  4^ 
de  este  decreto  á  los  jefes  de  circuito.  En  los  ne- 
gocios criminales  ejercerá  también  las  funciones 
que  por  el  mencionado  título  se  atribuyen  á  los 
mismos  jefes  de  circuito.  De  las  decisiones  que 
Ubre  habrá  lugar  á  los  mismos  recursos  de  que 
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se  habia  ea  los  arifeulos  %  y  33  para  ante  el  di- 
rector de  indígenas. 

Art.  51.  £1  Gobernador  hará  entender  á  los 
jefes  de  las  tribus  que  las  autoridades  de  la  Re- 
publica  estarán  siempre  prontas  á  oir  sus  quejas 
y  á  hacerlesjusticia,  y  que  por  tanto  deben  ocur- 
rir siempre  á  este  medio  legal  y  pacífico,  y  nun- 
ca usar  de  la  violencia  y  las  armas  para  obtener, 
como  pueden,  por  las  vías  regulares,  lo  que  les 
fuere  justamente  debido. 

Art.  52.  Igualmente  les  hará  entender  que 
las  ofensas  y  agravios  que  los  vecinos  de  Sina- 
maica  hicieren,  en  sus  personas,  bienes  y  honor, 
á  las  tribus  6  individuos  de  la  Goagira,  y  las 
ofensas  y  agravios  que  los  goagiros  hicieren;  en 
sus  personas,  bienes  y  honor,  á  los  vecinos,  es- 
tarán sujetos  á  la  reparación  y  castigo  prescritos 
por  las  leyes  comunes. 

Art.  53.  Así  mismo  les  prevendrá  que  si  algu- 
no ó  algunos  goagiros  cometieren  uno  ó  mas  he- 
chos contra  las  personas,  el  honor  6  las  propie- 
■  dades  de  los  habitantes  de  la  provincia,  deberá 
el  jefe  ó  la  parcialidad  á  que  corresponda  el  cul- 
pable hacer  entrega  de  este  á  las  autoridades  que 
lo  reclamen  y  deban  juzgarlo  conforme  á  las  le- 
yes, 6  bien  hacerle  pagar  la  competente  indem- 
nización si  no  hubiere  materia  de  pena  forporal ; 
y  que  cumpliendo  con  esta  disposición  el  jefe  y 
la  tribu  respectiva  quedarán  libres  de. responder 
por  los  hechos  de  sus  miembros  paTticulares  ; 
pero  de  lo  contrario  cualquiera  de  ellos  y  sus 
propiedades  podrán  ser  aprehendidos  y  retenidos 
hasta  que  reparen  el  dafio  hecho,  conforme  á  las 
costumbres  que  ellos  observan  entre' sí  mismos  y 
con  nosotros. 

Art.  54.  Se  prohibe  á  los  particulares  que  por 
sí  mismos  tomen  satisfacción  de  sus  agravios  y 
ofensas  dentro,  ni  fuera  del  territorio  déla  Goa- 
gira, y  el  que  infringiere  esta  disposición  será 
tan  culpable  como  el  que  pretenda  entre  los  ve- 
nezolanos prescindir  de  la  jurisdicción  páblica 
para  hacerse  justicia  por  su  mano. 

Art.  55.  Los  ciudadanos  que  hicieren  ofen- 
sas ó  injuria  á  los  goagiros,  ademas  de  la  respon 
sabilidad  civil  ó  penal  en  que  incurrieren  confor- 
me á  las  leyes  comunes,  serán  también  responsa- 
bles de  los  daños  y  perjuicios  que  por  su  causa 
hicieren  los  goagiros  al  Estado  ó  á  otro  individuo 
particular. 

Art«  56.  Ningún  individuo  podrá  pasar  al  ter- 
ritorio de  la  Goagira  sin  pasaporte  expedido  por 
^a  autoridad  competente.  £1  que  se  internare  sin 
tal  requisito,  ademas  de  las  penas  á  que  por  su 
conducta  se  haga  acreedor  según  las  leyes,  será 
corregido  por  el  Gobernador  ó  el  jefe  político  en 
su  caso,  en  los  términos  que  previenen  los  artí- 
culos 28  y  39  de  la  ley  orgánica  ée  provincias. 


Art.  57.  Cuando  por  dallos  6  agravios  qne  hi- 
cieren los  goagiros,  el  jefe  6  la  parcialidad  á  que 
pertenezca  el  ofensor  no  indiemnizaren  por  sí,  ó 
no  obligaren  al  culpable  á  indemnizar,  6  no  pre- 
sentaren la  persona  de  este,  especialmente  en  loe 
casos  de  delitos  afectos  á  pena  corporal,  d  Gober- 
nador de  Maracaibo  oyendo  en  conferencia  verbal 
al  comandante  de  armas,  y  si  no  lo  hubiere,  al 
comandante  de  la  línea,  informará  al  Poder  Eje- 
cutivo si  es  llegado  el  caso  de  tomar  represalias, 
y  esperará  la  competente  autorización  para  ha- 
cer uso  de  este  derecho,  que  solo  se  hará  pru- 
dencial y  moderadamente,  aprenhendiendo  á  uno 
ó  mas  individuos  de  la  misma  parcialidad  que 
sirvan  como  de  rehenes,  tomando  aquella  parte 
de  sus  bienes  que  basten  á  cubrir  la  indemniza- 
don  competente,  haciendo  de  ellos  un  escrupu- 
loso invenUrio,  y  conservándolos  en  depósito 
mientras  se  hace  nueva  demanda  á  la  parcialidad 
ó  tiibu  comprometida,  y  se  vea  si  se  obstina  en 
negarse  á  la  reparación,  en  cuyo  caso  se  acorda- 
rán por  el  Poder  Ejecutivo  las  demás  medidas 
convenientes. 

Art.  58.  Se  autoriza  al  comandante  de  la  línea 
de  Sinamaica  para  que  del  modo  posible  se  pon- 
ga en  comunicación  con  los  jefes  de  las  parciali- 
dades goagiras  y  los  persuada  á  reconocer  y 
cumplir  por  su  parte  los  precedentes  artículos,  y 
se  le  encarga  que  procure  dar  á  tal  acto  una  es- 
pecie de  solemnidad  que  haga  impresión  en  su 
voluntad  y  en  sus  ánimos. 

Art.  59.  Se  prohibe  estrechamente  á  dicho  co- 
mandante contratar  ó  negociar  de  cualquier  mo- 
do con  los  goagiros,  por  sí  6  por  otra  persona, 
y  en  caso  de  contravención  se  le  exigirá  la  res- 
ponsabilidad á  que  haya  lugar. 

TITULO  VIIÍ. 

Varias  disposiciones^ 

Art  60.  Todos  los  funcionarios  de  que  se  ha- 
bla en  este  decreto  se  declaran  en  comisión. 
Los  misioneros  jefes  de  circuito  son  amovibles. á 
juicio  del  Poder  Ejecutivo,  y  los  capitanes  pobla- 
dores á  juicio  del  Director  dando  cuenta  al  Po- 
der Ejecutivo  de  la  causa  de  la  remoción. 

^  único.  £1  Director  podrá  suspender  á  los 
misioneros  jefes  de  circuito,  dando  cuenta  al  Go- 
bierno con  expresión  de  los  motivos  que  haya  te- 
nido para  ello. 

Art.  61.  Las  asignaciones  de  que  se  habla  en 
el  título  69  se  satisfarán  por  el  tesoro  público 
del  fondo  general  de  reducción  que  vote  anual- 
mente el  Congreso,  y  no  de  las  cantidades  que 
por  resoluciones  especiales  mande  poner  el  Po- 
der Ejecutivo  en  la  aduana  de  Maracaibo  para 
los  demás  gastos  del  ramo,  conforme  se  indica 
en  el  artículo  35. 
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Art  6^  El  Gobierno  cometerá  á  una  perso- 
na de  su  confianza,  cuando  lo  juzgfue  couTenién- 
le  el  encargo  de  visitar  las  misiones,  para  que  le 
informe  circunstanciadamente  acerca  del  estado 
en  que  se  encuentren,  de  lo  que  se  haya  hecho 
en  cumplimiento  de  las  disposiciones  que  rijan 
en  la  materia  y  del  comportamiento  de  todos  los 
empleados. 

Art.  63.  El  Director  expondrá  al  Gobierno 
los  obstáculos  que  encuentre  en  la  ejecución  de 
este  decreto  y  le  propondrá  las  reformas  que 
aconseje  la  práctica. 

Art.  64.  Se  deroga  el  decreto  de  20  de  Agos* 
to  de  1840  sobre  esta  materia. 

Art.  65.  £1  Secretario  de  Estado  en  los  Des- 
pachos de  lo  Interior  y  Justicia  queda  encarga- 
do de  la. ejecución  de  este  decreto. 

Dado:  firmado  de  mi  mano:  sellado  con  el 
sello  del  Poder  Ejecutivo ;  y  refrendado  por  el 
infrascrito  Secretario  de  Estado  en  los  Despa- 
chos de  lo  Interior  y  Justicia  en  Caracas  á  22 
de  Octubre  de  1842,  año  13?  de  la  ley  y  32? 
de  la  independencia. — José  A>  Páez. — Por  S.  E. 
—  Ángel  Quintero» 

INDÍGENAS  (de  maracaibo.)  Suspensión  de 
algunas  erogaciones.  Véase  Indígenas  de 
Guayanüy  D.  E.  de  14  de  Junio  de  1845. 
INDÍGENAS.  RESOLUCIÓN  ejecutiva  de  23 
i>E  AGOSTO  DE  1838,  declarando  que  no  es  de 
su  resorte  la  resolución  de  consultas  acerca 
de  la  ley  sobre  repartimiento  de  bus  resguar- 
dos, sino  que  toca  á  la  autoridad  judicial 
decidir  los  reclamos  que  se  hagan  sobre  el 
particular. 

República  de  Venezuela.— Secretarfa  de  Estado 
en  los  Despachos  del  Interior  y  Jasticia. — Sección 
primera.— Caracas  23  de  Agosto  de  1838,  aflo  9  9 
de  la  ley  y  28  P  de  la  independencia.— Núm.  146. 
— Circular. 

Sr.  Gqpernador  de  la  provincia  de 

A  consultas  dirigitlas  por  el  Sr.  Gobernador 
de  esta  provincia  con  fechas  3  y  20  del  corrien- 
te, ha  tenido  &  bien  el  Poder  Ejecutivo  resolver 
ayer  lo  que  sigue. 

"  Disponiéndose  por  el  artículo  19  del  decre- 
to de  7  de  Abril  último  sobre  resguardos  de  indí- 
genas, que  estos  podrán  proceder  á  la  división 
de  aquellos  como  propietarios  absolutos  de  ellos 
cou  arreglo  á  las  leyes  comunes,  sin  que  por  di- 
cho decreto  se  conceda  la  menor  atribución  al 
Ejecutivo  en  la  materia,  claro  está  que  no  puede 
resolver  ninguna  consulta  que  sobre  ella  se  le 
dirija,  y  que  solo  corresponde  á  la  autoridad  ju- 
dicial conocer  de  los  reclamos  que  en  el  particu- 
lar hagan  los  mismos  indígenas  ü  otros  ciudada- 
nos en  uso  de  sus  derechos." 
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Y  de  orden  del  Gobierno  lo  comunico  á  US. 
para  su  inteligencia  y  fines  consiguientes. 

Soy  de  US.  atento  servidor.— (Firmado)  D. 
B.  Urbaneja. 
INDÍGENAS.  RESOLUCIÓN   ejecutiva  de  lo 

de  agosto  de  1852,  declarando  la  protección 

que  se  les  debe  prestar. 


Secretaría  del  Interior. — Sección  cuarta.- 
cas  Agosto  16  de  1862.— Resuelto. 


-Card- 


Digaee  á  los  Sres.  Gobernadores  de  provincia. 

Frecuentemente  tiene  el  Gobierno  que  ocupar- 
se de  resolver  las  diferentes  quejas  que  le  traen 
ó  dirigen  los  indígenas  de  varios  puntos  de  la 
República,  ya  por  el  despojo  que  se  les  hace  de 
sus  terrenos,  ya  porque  algunos  vecinos  pudien- 
tes introducen  en  ellos  ganados  y  bestias  que  les 
destruyen  sus  sementeras,  ya  porque  su  pobre- 
za é  ignorancia  de  )as  disposiciones  legales,  no 
les  permite  Ijacer  los  gastos  que  requiere  la  de- 
fensa de  sus  derechos,  ni  entablar  esta  de  la  ma- 
nera mas  conveniente,  y  ya  en  fin,  porque  las 
autoridades  que  debieran  hacerles  justicia  desa- 
tienden sns  reclamaciones,  ó  dilatan  y  entorpe- 
cen el  curso  de  sus  demandas.  Y  S.  É.  el  Poder 
Ejecutivo,  que  siente  demasiado  las  desgracias  y 
padecimientos  de  los  miserables  indígenas,  y 
qi|^  desea  aliviar  la  suerte  de  la  familia  de  estos 
venezolanos,  que  por  tantos  títulos  son  acreedo- 
res á  la  consideración  y  protección  del  Gobier- 
no, ha  resuelto  se  diga  circularmente  á  los  Sres. 
Gobernadores  de  provincia  :  que  por  sí,  y  por 
medio  de  las  autoridades  del  orden  político,  y 
excitando  á  las  del  orden  judicial,  procuren  que 
se  proteja  á  los  mencionados  indígenas,  en  cuan- 
to sea  compatible  con  las  leyes,  haciendo  que 
dichos  funcionarios  oigan  y  determinen  las  que- 
jas y  reclamaciones  de  estos,  con  toda  la  prefe- 
rencia que  merece  el  miserable  estado  á  que  se 
encuentran  reducidos  ;  pues  es  bien  sensible  que 
se  les  obligue  á  sufrir  las  incomodidades  y  gas- 
tos que  les  ocasionan  sus  continuos  viajes  á  esta 
capital,  por  no  administrárseles  pronta  y  cum- 
plida justicia,  por  aquellas  mismas  personas  á 
quienes  está  encargado  el  celo  y  vigilancia  del 
exacto  y  puntual  cumplimiento  de  las  leyes. 

Todo  lo  que  tengo  el  honor  de  comunicar  á 
US.  para  su  inteligencia  y  fines  consiguientes. 

Soy  6lc. — Por  S.  E.^Herrera. 
INDÍGENAS.  Modo  de  proceder  contra  ellos  en 
las  causas  por  delitos  graves.  Véase    Proce- 
dimiento judicial.  Resolución  Ejecutiva  de  ñ 
de  Agosto  de  1852. 

INDÍGENAS.  No  debe  permitirse  variar  de  do« 
^    micilio,  sin  permiso  del  Gobernador,   á  aque- 
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]ios  que  no  estén  reducidos  á  pueblos  civiliza- 
dos.   Véase  la  nota  (*) 
INDÍGENAS.  Téase  Disfrito  de  Rio-Negro  y 
Resguardos  de  indígenas, 

INDULTOS.  DECRETO  DE  3  DE  MAVO    DE    1839 

estableciendo  formalidades  para  su  aplica- 
ción* 

£1  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso. 

CONSIDERANDO  : 

Que  se  han  presentado  varias  dudas  sobre  el 
modo  de  proceder  en  los  indultos  y  conmutacio- 
nes : 

DECRETAN. 

Art.  19  Siempre  que  por  el  Congreso  6  por 
el  Consejo  de  Gobierno  en  sus  respectivos  casos, 
no  se  haya  designado  ante  qué  autoridad  y  den- 
tro de  qué  tiempo  deban  presentarse  los  que  quie- 
ran acogerse  á  un  indulto,  dicha  designación  de 
tiempo  y  autoridad  se  hará  por  el  Poder  Ejecu- 
tivo ;  y  la  declaratoria  gubernativamente  hecha 
por  este  y  sus  agentes  de  que  algún  individuo 
está  comprendido  en  el  indulto,  subsistirá  cuan- 
do no  se  haya  suscitado  ó  se  suscitare  duda  en 
juicio: 

Art.  29  En  cualquier  caso  en  que  se  hubiere 
tomado  algún  procedimiento  judicial  contra  el 
que  aspire  á  gozar  de  un  indulto,  ó  en  que  se 
controvierta  en  juicio  la  existencia  de  las  calidt- 
des  ó  el  cumplimiento  de  las  formalidades  indis- 
pensables para  gozar  de  la  gracia,  la  aplicación 
del  indulto  se  hará  por  el  tribunal  competente; 
y  siendo  la  decisión  favorable  se  consultará  con 
el  superior  respectivo  en  los  mismos  casos  en 
que  habria  debido  consultarse  la  condenación 
deñnitiva,  si  esta  se  hubiera  impuesto  al  agra- 
ciado. 


(♦)  El  Secretario  del  Interior,  Sr.  Kamon  Yépez,  dijo 
en  su  Memoria  do  1840. 

Persuadido  el  Gobierno  qno  las  leyes  que  consideran  á 
los  indígenas  con  los  derechos  y  deberes  de  los  demás  ciu- 
dadanos, se  refieren  solo  á  los  que  por  multitud  de  años 
so  hallan  reducidos  á  pueblos  ya  civilizados  y  que  como 
tales  han  entrado  en  el  goce  de  sus  resguardos,  y  de  nin- 
guna manera  á  los  nuevamente  reducidos  que  ignoran 
nuestro  idiomiv,  que  no  conocen  religión  alguna,  y  que  ca- 
recen dejos  mas  simples  conocimientos  sociales ;  y  con- 
vencido al  mismo  tiempo  que  serian  ineficaces  cuantas 
medidas  dictara  para  la  reducción  siempre  que  se  dejara 
á  estos  en  libertad  de  abandonar  el  pueblo  en  qne  se  en- 
contraban, cómo  y  cuándo  se  lee  antojara  mudando  de  do- 
micilio como  cualquiera  otro  ciudadano,  dispuso  a  consul- 
ta del  Gobernador  de  Quayana,  que  ni  las  autoridades  de 
los  lugares  en  donde  se  están  reduciendo,  ni  las  de  otros 
algunos,  bien  sea  en  la  misma  provincia,  bien  en  otra,  de- 
ben permitirles  el  que  muden  de  domicilio  sin  expreso 
permiso  del  Gobernador  de  la  provincia  á  cuyo  cargo  está 
su  reducción,  pues  las  citadas  leyes  de  3  de  Agosto  de  1824 
y  1 P  de  Mayo  de  1826,  los  sujetan  á  las  regios  necesarias 
para  lograr  su  reducción  7  civilización. 
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Art.  39  El  Poder  Ejecutivo  no  podrá  remitir 
las  condiciones  impuestas  por  el  Congreso  ó  por 
el  Consejo  de  Gobierno  en  sus  casos  á  la  conce- 
sión de  un  indulto,  á  menos  que  se  le  haya  da- 
do facultad  para  ello ;  ni  las  que  nazcan  de  él 
mismo,  sino  cuando  se  reserve  esta  facultad  al 
tiempo  de  imponerlas. 

§  único.  No  podrá  hacerse  declaratoria  de  es- 
tar comprendida  en  algún  indulto  una  persona 
que  pretiera  el  juicio  y  sus  consecuencias  le- 
gales. 

Art.  49  La  facultad  4^  del  artículo  118  de  la 
Constitución  solo  podrá  entenderse  concedida 
respecto  de  las  personas  comprometidas  en  la 
respectiva  conmoción  6  invasión  de  que  haya 
provenido  la  autorización. 

Art.  59  Ningún  indulto  podrá  extinguir  la 
obligación  de  indemnizar  con  arreglo  á  las  leyes 
los  perjuicios  de  tercero  de  que  fueren  responsa- 
bles los  agraciados. 

Art.  69  En  los  casos  en  que  se  haya  suspen- 
dido la  ejecución  de  una  pena  capital  para  que 
tenga  lugar  el  uso  de  la  atribución  21^  del  ar- 
tículo 117  de  la  Constitución,  el  tribunal'que  ha- 
ya conocido  de  la  causa  en  última  instancia,  re- 
mitirá inmediatamente  ó  por  el  primer  correo  en 
pliego  cerrado  y  certificado  un  testimonio  de  la 
sentencia  al  Poder  Ejecutivo  por  medio  del  Se- 
cretario del  Interior.  El  Poder  Ejecutivo,  con  el 
Consejo,  en  su  caso,  resolverá  lo  conveniente 
dentro  del  preciso  término  de  ocho  dias  ;  y  las 
resultas  se  devolverán  inmediatamente  ó  por  el 
primer  correo  en  pliego  cerrado  y  certificado,  á 
fin  de  que  el  tribuna]  respectivo  proceda  sin  mas 
demora  á  lo  que  corresponda. 

Art.  79  Cuando  por  conmutación  de  la  pena 
capital  designare  el  Poder  Ejecutivo  alguna  otra, 
esta  será  tan  inalterable  como  si  hubiese  sido  im- 
puesta por  condenación  del  tribunal  competente. 

Dada  en  Caracas  á  19  de  Abril  de  1839,  afio 
109  de  la  Ley  y  299  ^®  ^^  Independencia. — El 
Presidente  del  Senado,  José  María  Tellería. — 
El  Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Joaquín  Botón, — El  Secretario  del  Senado,  José 
Anjel  Freiré, — El  Secretario  de  la  Cámara  de 
Representantes,  Rafael  Accvedo, 

Sala  del  Despacho. — Caracas,  Mayo  3  de  1839. 
afío  109  de  la  Ley  y  299  ^^  ^^  Independencia. — 
Habiéndose  cumplido  con  el  artículo  96  de  la 
Constitución,  ejecútese. — José  A.  Páez, —-Vor 
S.  E.— El  Secretario  de  E.  en  los  DD.  del  Inte- 
rior y  Justicia,  Diego  B.  Urbaneja.  (*) 

INDULTOS.    DECRETO  EJECUTIVO  DE  3  DE  KO- 

{*)  En  diversas  ocasiones  se  han  concedido  diferentes 
indultos }  pero  juzgamos  inútil  su  reproducción  en  esta 
obra. 
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YiEMBRB  DE  1854  reglamentando  el  anterior. 

José  Gregorio  Monágas,  General  en  Jefe  de  los 

ejércitos  de    Venezuela  y   Presidente  de 

la  República f  4*^'>  4*^ »  4*^- 

Vistos  los  vacíos  é  inconvenientes  que  ha  pre- 
sentado en  la  práctica  el  decreto  legislativo  de  3 
de  Mayo  de  Í839  sobre  formalidades  en  la  apli* 
cacion  de  Jos  indultos,  para  su  mas  exacta  cum- 
plimiento y  fácil  ejecución, 

DECRETO : 

Art.  19  En  el  caso  de  que  esté  preso  el  que 
aspire  á  gozar  del  indulto,  ó  en  que  se  contro- 
vierta en  juicio  si  debe  o  no  aplicársele  confor- 
me al  artículo  29  del  citado  decreto  legislativo, 
deberá  recibirse  á  prueba  dicha  controversia  co- 
mo artículo  prejudicial. 

Art.  29  No  es  consultable  de  oñcio  el  fallo  que 
niegue  el  indulto,  y  solo  lo  será  en  el  caso  en 
que  sea  favorable  al  interesado,  quien  tiene  ex- 
pedito el  derecho  de  apelar  al  superior  en  caso 
desfavorable.  Si  el  fallo  es  injusto,  y  el  intere- 
sado no  apela,  el  tribunal  á  quien  deba  consul- 
tarse la  sentencia  definitiva,  hará  la  aplicación 
de  aquella  gracia  si  es  que -debe  gozarla  el  en- 
causado. 

Art.  39  Cuando  en  este  último  caso  la  Corte 
Superior  hace  la  aplicación  del  indulta,  deberá 
consultar  su  providencia  con  la  Corte  Suprema, 
por  ser  hoy  consultables  con  dicho  tribunal  to- 
das las  condenaciones  de  pena  corporal,  y  para 
cumplirse  con  el  final  del  citado  artículo  ¿9  del 
referido  decreto. 

Art.  49  Siempre  que  un  tribunal  decrete  fa- 
vorablemente una  solicitud  de  indulto,  ü  oiga 
apelación  por  haber  negado  la  gracia,  al  remitir 
el  expediente  en  consulta  ó  apelación  á  su  supe- 
rior respectivo,  oficiará  al  Ministerio  del  Interior 
dándole  cuenta  del  nombre  y  apellido  del  agra- 
ciado, del  vecindario  y  de  la  facción  en  que  hu- 
biere figurado,  expresando  el  carácter  con  que 
se  distinguiera  en  ella. 

Art.  59  Si  el  fallo  es  favorable,  el^  agraciado 
deberá  ponerse  en  libertad  bajo  de  fianza,  y  si  á 
aquel  le  fuere  imposible  hallar  fiador  en  el  lugar 
en  que  se  le  seguía  la  causa,  se  le  soltará  dando 
caución  juratoria. 

Art  69  Cuando  los  complicados  en  una  fac- 
ción sobre  que  haya  recaído  un  indulto,  se  halla- 
sen huyendo,  escondidos  ó  ausentes  del  pais,  se 
acogerán  ante  el  Gobernador  de  la  provincia 
adonde  se  encuentren,  ó  ante  el  del  domicilio  del' 
solicitante.  Si  por  la  naturaleza  del  decreto  de 
indulto  y  por  el  grado  de  delincuencia  del  que 
aspira  á  la  gracia,  este  tuviere  que  quedar  suje- 
to á  la  expulsión  6  confinación  que  le   imponga 
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el  Poder  Ejecutivo,  aquella  autoridad  lo  arres- 
tará, hasta  que  este  haga  la  declaratoria  conve- 
niente, &in  perjuicio  de  que  pueda  librarse  del 
arresto  ofreciendo  fianza  de  que  cumplirá  en  el 
acto  con  la  condición  que  se  le  imponga. 

Art.  79  ®>  ^^  indultado  á  quien  se  le  hubiere 
impuesto  como  condición  á  la  gracia,  el  extraña- 
miento, la  quebrantare,  el  tiempo  que  le  falte, 
se  le  convertirá  en  presidio,  cuya  declaratoria 
hará  el  Poder  Ejecutivo  con  solo  estar  probada 
la  identidad  de  la  persona.     • 

Art.  89  Toda  confinación  que  se  establezca 
como  condición  á  la  gracia,  se  entenderá  que 
envuelve  la  precisa  obligación  de  presentarse  á 
la  primera  autoridad  gubernativa  del  lugar  cada 
treinta  dias,  y  bajo  la  pena  de  que  si  se  ausenta- 
re de  la  provincia  durante  la  confinación,  el  tiem- 
po que  le  falte  de  esta  se  convertirá  en  extraña- 
miento, previa  declaratoria  del  Poder  Ejecutivo 
después  de  una  justificación  administrativamente 
hecha. 

Art.  99  El  extrañamiento  impuesto  como  con- 
dición á  un  indultado  surtirá  los  mismos  efectos 
comp  si  fuera  una  condenación  judicial  respecto 
á  los  derechos  de  ciudadano,  de  conformidad  con 
el  número  49  artículo  15  de  la  Constitución,  y 
mientras  no  se  obtenga  rehabilitación  con  arre- 
glo á  la  ley. 

Art.  10.  La  solicitud  de  rehabilitación  se  hará 
de  conformidad  con  la  ley  de  2G  de  Febrero  de 
1846  sobre  la  materia  ;  pero  deberá  dirigirse  al 
tribunal  que  en  última  instancia  hubiera  fallado 
en  la  causa  de  conspiración,  á  no  haber  media- 
do el  indulto  ;  y  en  vez  de  comprobarse  que  es- 
tá cumplida  la  sentencia  condenatoria,  según  lo 
exige  el  número  I9  artículo  29  de  la  dicha  ley, 
se  probará  el  cumplimiento  de  la  condición  im- 
puesta al  indultado. 

Art.  11.  El  Secretario  de  E.  en  los  DD.  del 
Interior,  Justicia  y  Relaciones  Exteriores  dará 
cuenta  de  este  decreto  al  Congreso  en  su  próxi- 
ma reunión. 

Dado  :  firmado  de  mi  mano  :    sellado   con  el 
sello  del  Poder  Ejecutivo  ;    y  refrendado   por  el 
Secietario  de  E.  en  los  DD.    del  Interior,  Justi- 
cia y  Relaciones  Exteriores,  en   Caracas  á  3  de 
Noviembre  de  1854,  año  25  de  la  Ley  y  44  déla 
Independencia. — José  G.  Monágas. — Por  S.  E. 
el  Secretario  de  E.  en  los  DD.  del  Interior,  Jus- 
iicia  y  Relaciones   Exteriores. — Simón  Planas* 
INDULTOS.  Los  empleados  que  se  hayan  aco- 
gido á  alguno,  pierden  por  el  mismo  hecho  su 
destino.  Véase  Empleados  infieles^    Resolu- 
ción Ejecutiva  de  17  de  Abril  de  1848. 
INDULTOS.  RESOLUCIÓN  ejecutiva  de  19  de 
OCTUBRE  DE  1850  declarando  que  el  haber 
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sido  indultado  un  ciudadano  no  le  inhabilita 
para  obtener  un  destino  público* 

Secretaria  del  Interior  y  Jueticia. — Sección  2  ^ 
Caracas  19  de  Octubre  de  1860.— Resuelto. 

Díffase  al  Sr.  Gobernador  de  Apure. 
Euiecho  de  haberse  indultado  un  ciudadano 
no  le  inhabilita  para  ejercer  los  destinos  públicos, 
según  lo  tiene  ya  resuelto  el  Gobierno  :  por  tan- 
to, si  el  Sr.  Miguel  Pittaluga  no  está  actualmen- 
te invalidado  por  ^gun  acto  de  la  autoridad  ju. 
dicial,  á  causa  de  hallarse  complicado  en  alguna 
nuera  conspiración,  y  reúne  en  su  persona  todos 
los  requisitos  de  la  ley,  no  ha  podido  ser  recha- 
zado por  US.  para  entrar  á  desempeñar  el  des- 
tino de  juez  de  parroquia  en  virtud  del  nombra- 
miento hecho  en  él  por  e  1  Concejo  Municipal 4Íe 
ese  cantón. 

Lo  digo  á  US.  de  orden  de  S.  E.  el  Poder 
Ejecutivo  en  contestación  á  su  nota  de  20  del  pa- 
sado núm  818 

Soy,  &a.  Por  S.  E.—Rojas. 

INDULTOS.  ACUERDO  de  la  corte  suprema 
DE  27  DE  NOVIEMBRE  DE  1837  declarando 
quedar  comprendidos  en  los  concedidos  por 
virtud  de  facciones^  todos  los  delitos  comu- 
nes, si  no  han  sido  espresamcnte  exceptua- 
dos ;  pero  ^údiendo  ^us  autores  ser  recon- 
venidos enjuicio  civil  por  razón  de  indem- 
nización. 

Consulta. — San  Fernando,  Octubre  veintisiete 
de  mil  ocho.cientoa  treinta  y  siete  89  y  27- — 
Hallándose  muchos  individuos  de  esta' provincia 
en  el  mismo  caso  que  Antonio  Moreno  :  (*)  du- 
dando el  juzgado  si  el  indulto  expedido  por  S.  E. 
el  Poder  Ejecutivo  liberta  á  dichos  individuos  de 
ser  juzgados  criminalmente  por  los  bienes  de  que 
dispusieron  mientras  existió  la  facción  á  que  per- 
tenecian,  pudiendo  solo  ser  demandados  civil- 
mente ;  y  deseando  el  tribunal  acertar  en  un  ne- 
gocio de  tanta  gravedad  y  trascendencia,  dése 
cuenta  de  este  procedimiento  6  S.  E.  la  Corte 
Superior  con  trascripción  del  auto  de  veinticinco 
del  corriente  (**)  y  del  presente,  á  fin  de  que  di- 
cho Superior  Tribunal  se  sirva  declarar  lo  con- 
veniente ;  y  dése  también  á  S.  E.  el  Poder  Eje- 
cutivo sin  perjuicio  de  continuarse  la  causa. — 
Michelena* — Basilio  Moreno. — Secretario  inte- 
rino— Y  lo  trascribo  á  US.  para  que  se  sirva 
ponerlo  en  conocimiento  de  S.  E.  la  Corte  Su- 
perior.—Dios  guarde  á  US. — Andrés  Michele- 
na. — Caracas,  Noviembre  catorce  de  1837,  octa- 
vo y  vigésimo  séptimo. — Elévese  en  copia  la 
precedente  comunicación    á  S  E.   la  Corte    Su- 

f  *)  Autor  de  un  hurto  en  la  facción  Farfan. 
(**)  El  refetente  á  la  exposición  del  harto  cometido 
por  Moreno,  cuya  inserción  hemos  juzgado  inútil. 
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prema  de  Justicia,  manifestándole  por  via  de  in- 
forme, que  esta  Superior  cree  que  los  delitos  de 
individuos  en  cuyo  favor  se  ha  dado  por  el  Go- 
bierno decreto  de  amnistía,  que  hayan  sido  come- 
tidos durante  la  facción  á  que  pertenecieron,  y 
en  consecuencia  de  ella  están  indultados ;  y  que 
solo  pueden  dichos  individuos  ser  sometidos  á 
juicio  en  razón  de  las  demandas  civiles  que  se 

intenten  contra  ellos. — Sistiaffa. — Fortioue. 

Ccre2ro.(  Así  está) 

Es  copia.— Caracas,  Noviembre  catorce  de  mil 
ochocientos  treinta  y  seis.— El  Canciller,  Ma- 
nuel Cerezo* 

Informe  fiscal.— E.  S— Se  ha  impuesto  el  fis- 
cal de  la  consulta  dirigida  por  el  juez  de  primera 
instancia  del  primer  circuito  de  la  provincia  de 
Apure  á  la  Corte  Superior  del  segundo  distrito 
judicial,  y  que  esta,  con  informe,  eleva  á  V.  E. 
para  su  resolución,  y  dice  :  que  el  punto  á  que 
se  contrae  la  consulta  es  si  el  indulto  concedido 
por  S  E.  el  Poder  Ejecutivo  á  la  facción  del  Co- 
ronel Farfan,  se  extiende  no  solo  al  delito  de 
traición,  sino  también  &  los  comunes  que  perpe- 
traron sus  individuos,  como  el  robo  y  otros,  du- 
rante la  actitud  de  ellos,  pudiendo  solo  reclamar- 
se civilmente,  bien  \ps  perjuicios  inferidos,  bien 
las  especies  sustraídas  ó  su  valor. 

Es* incuestionable,  y  fuera  de  toda  duda  que 
habiendo  sido  el  indulto  general  sin  excepción  de 
delito  alguno  á  nadie  de  los  que  comprende,  pue- 
de perseguirse  criminalmente,  cualquiera  que 
fuese  el  exceso,  y  aun  cuando  se  reclamase  ; 
porque  desde  su  concesión  cayóla  espada  de  que 
se  habia  armado  la  justicia  para  vengar  la  socie- 
dad, y  el  perdón  fué  concedido  sin  distinción  de 
crímenes,  respecto  de  los  ejecutados  en  la  rebe- 
lión. Tal  es  el  carácter  y  efectos  que  dan  las  le- 
yes al  indulto  general,  que  los  publicistas  distin- 
guen de  la  amnistía,  en  que  esta  se  refiere  á  los 
delitos  políticos,  y  aquel  á  todos  indistintamente; 
como  que  en  sí  el  indulto  no  es  otra  cosa  que 
una  declaración  formal  que  olvida  absolntamen- 
te  lo  pasado,  como  si  no  hubiese  sucedido,  y  que 
no  permite  hacerse  ninguna  investigación. 

Pero  si  bien  en  opinión  del  fiscal  no  pueden 
imponerse  penas  de  ninguna  clase  á  los  compro- 
metidos en  la  facccion  de  Farfan,  después  de  ha- 
berse expedido  el  indulto,  cree  también  que  la 
justicia  y  la  conveniencia  pública  dictan  fa  indem- 
nización ó  restinicion  de  las  temporalidades  ar- 
rebatadas ó  usurpadas,  y  mas  especialmente  si 
existen,  porque  un  crimen  no  puede  venir  á  ser 
'medio  seguro  de  adquirir  la  propiedad  ajena,  lo 
que  sucedería  si  se  prohibiesen  sus  reclamacio- 
nes contra  Jos  principios  del  derecho  natural,  que 
solo  pueden  dispensarse  en  las  transacciones  y 
tratados  por  miras  siempre  de  roayor  interés  é 
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importancia.  Ecite  propio  es  el  concepto  que  ha 
emitido  la  expresada  Corte  Superior  en  su  infor- 
me;  j  de  conformidad  con  este  pide  el  fiscal  se 
expida  la  misma  resolneion  que  deja  indicada. 
Caracas  Noviembre  18  de  1837. — Lanz. 
Eq  la  ciudad  de  Car&cas  á  veintisiete  de  No- 
viembre de  1837,  octavo  y  vigésimo  séptimo, 
reunidos  en  acuerdo  los  Sres.  Presidente  y  Mi- 
nistros de  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  tenien- 
do á  la  vista  la  consulta  dirigida  por  el  juez  de 
primera  instancia  del  primer  circuito  <ie  Apure 
á  la  Corte  Superior  del  segundo  distrito  judicial 
contraida  á  si  el  indulto  concedido  por  el  Poder 
£jecu|ivo  á  la  facción  del  Coronel  Farfan,  se  ex- 
tiende no  solo  al  delito  de  traición  sino  también 
á  los  comunes,  que  perpetraron  sus  individuos, 
como  el  robo  y  otros  durante  la  actitud  de  ella, 
la  cual  se  trasmitió  á  este  Supremo  Tribuna],  y 
con  lo  representado  por  el  Sr.  Fiscal,  dijeron  : 
que  estando  fundada  la  opinión  de  la  Corte  Su- 
perior en  la  naturaleza  del  indulto,  y  en  la  co- 
nexión que  tienen  con  el  crimen  principal  los  he- 
chos cometidos  durante  una  facción,  y  su  conse- 
cuencia, se  resuelve  que  ella  debe  servir  de  re- 
gla en  los  puntos  que  se  han  consultado.  Avíse- 
se en  la  forma  acostumbrada  á  la  Corte  Superior 
del  segundo  distrito  y  también  ala  del  tercero. — 
Ledo,  Mercader. — López  de  ümeres, — Uartí- 
nez. — Duarte. 

INDULTOS.  ACUERDO  de  la  corte  suprema 
DE  23  DE  octubre  DE  1848  declarando  :  19f 
que  en  toda  controversia  sobre  su  aplicación 
deben  admitirse  pruebas  ;  y  29,  que  la  con- 
suüa  de  oficio  con  el  superior  solo  tiene  lu' 
gar  cuando  se  concede  el  indulto.  (*)     - 

Caracas  Octubre  veintitrés  de  1848, 190  y  38O 
Vista  la  consulta  que  en  oficio  de  veintiséis  del 
roes  próximo  pasado  dirigió  á  este  supremo  Tri- 
bunal la  Corte  Superior  del  primer  distrito  acer- 
ca  de  la  inteligencia  del  artículo  segundo  de  la 
ley  de  3  de  Mayo  de  1839  sobre  formalidades  en 
la  aplicación  de  los  indultos,  con  lo  representa- 
do por  el  ministerio  fiscal. — Dos  son  los  puntos 
que  abraza  la  consulta,  primero  si  en  el  caso  de 
haberse  procedido  judicialmente  contra  el  que 
aspira  á  gozar  de  un  indulto  ó  en  el  de  que  se 
controvierta  en  juicio  si  deba  ó  no  aplicársele, 
deberá  abrirse  á  prueba  la  petición  del  caso  pa- 
ra que  el  solicitante  acredite  lo  que  le  convenga: 
29i  8Í  es  consultable  de  oficio  con  el  superior  la 
decisión  del  Tribunal  que  niegue  el  indalto. — 
Aunque  en  el  primero  no  seexpresa  q  ue  se  deba  re- 
cibir apruébala  controversia  que  puede  suscitarse 
sobre  si  s^a  6  no  de  aplicarse  un  indulto  al  que  es- 


{^  Lo  mismo  que  este  acuerdo  ha  dispuesto  el  P.  E. 
B.  de  3  de  Noviembre  de  1854|  articolos  IP  y  2?,  que  se 
halla  aoteriormente. 
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tando  encausado  lo  solicite,  la  equidad,  la  razón 
y  el  perjuicio  que  la  sociedad  ó  el  interesado 
pueden  reportar,  aconsejan  valerse  del  medio  de 
la  prueba  como  único  eficaz  para  descubrir  la 
verdad  de  los  hechos  que  han  de  servir  de  fun- 
damento á  la  aplicación  del  indulto  ;  por  lo  que 
no  hay  en  la  ley  motivo  alguno  de  duda  en  este 
caso. — Menos  lo  hay  en  el  segundo,  pues  limi- 
tando la  ley  la  consulta  del  fallo  sobre  el  indul- 
to al  caso  de  ser  favorable,  es  visto  qne  no  pue- 
de extenderse  al  de  no  serio;  pues  entonces  tie- 
ne el  interesado  expedito  su  derecho  para  ocur- 
rir en  apelación  al  Superior  ;  y  si  no  lo  hace, 
debe  imputarse  á  sí  propio  el  perjuicio  qUe  por 
ello  sienta  ;  en  el  concepto  de  que  aun  cuando 
sea  injusto  aquel  fallo  y  el  interesado  no  inter- 
ponga apelación,  el  Tribunal  á  quien  debe  con- 
sultarse la  sentencia  definitiva  que  recaiga  en  el 
asunto  principal,  hará  siempre  la  aplicación  de 
aquella  gracia  si  es  que  debe  gozarla  el  interesa- 
do. Y  no  ofreciei^do  la  ley  tampoco  en  este  ca- 
so duda  alguna,  no  hay  motivo  para  dar  el  curso 
legal  á  la  consulta.  Contéstese  á  la  Corte  con- 
sultante con  la  inserción  correspondiente. — Nar- 
varte-^A  Ifonso — Rojas — Botón. 
INDUSTRIAS.  Véase  Disposiciones  genera- 
les constitucionales,  art.  209,  Provincias^  art. 
80  y  Patentes  de  invención,  mejora  é  intro- 
ducción de  nuevos  ramos  de  industria. 
INFAMIA;  Véase  id.  art.  205. 
INFANTE  (coronel  jüan  de  dios)  Pensión  á 
su  viuda.  Véase  Pensiones^  D.  de  7  de  Mar- 
zo de  185(f. 
INFORMACIONES  de   nudo  hecho.   Véase 

Justificaciones  ad  perpetuam,  art.  3. 
INFORMES.  PROHIBICIÓN  de  publicar  los 
auE  PIDA  EL  gobierno,  ^éaso  Empleados, 
R.  £.  de  28  de  Enero  de  1841. 
INFORMES.  RESOLUCIÓN  ejecutiva  de  22  de 
diciembre  de  1845  mandando  que  los  Go- 
bernadores los  den  mensualmente  al  Poder 
Ejecutivo  de  todos  los  delitos  que  se  cometan 
en  su  provincia. 

Secretaria  del  Interior.— Sección  segunda.— Ca- 
racas Diciembre  22  de  1845.'-Be8uelto. 

Dígase  á  los  señores  Gobernadores  de  las  pro- 
vincias. 

El  Poder  Ejecutivo  dispone  que  US.  se  sirva 
informar  al  fin  de  cada  mes,  desde  el  entrante 
Enerot  de  todos  los  delitos  graves  que  se  come- 
tan en  esa  provincia,  como  homicidios,  asesina- 
tos, burtos  calificados  6lc.  ;  y  de  las  medidas  que 
se  tomen  por  las  autoridades  para  la  aprehensión 
6  persecución  de  los  delincuentes  y  para  la  for- 
mación de  las  causas  á  que  deben  ser  sometidos* 

Espera  el  Gobierno  que  esta  orden  tenga  el 
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mas  exacto  cumplimiento  por  esa  Gobernación. 
Por  S.  E. — Cobos  Fuertes. 

INGRESOS  NACIONALES.  Véase  Deuda  públi- 
ca, DD.  EE.  de  27  de  Agosto  de  1853  y  28  de 
Febrero  de  1855  (  en  el  cuerpo  de  la  obra  y  en 
el  Apéndice  al  29  Tomo. ) 

INJURIAS,  (demandas  por)  en  qite  no  hat 

EFU5I0N     DE     SANGRE     Ó    GRAVE     CONTUSIÓN. 

Véase  Precedimiento  criininaU  art.  17  y  18. 
INJURIAS,  (demandas  por)  en   que  no  hay 

EFlrsiON  DE  sangre  6  GRAVE  CONTUSIÓN. 
ACUERDO  DE  LA  OORTE^  SUPREMA  DE  9  DE  JU- 
LIO DE  1844  declarando  que  son  de  naturale- 
za criminaL  (*) 

Caracas  Julio  9  de  1844,  año  15?  y  34p 

Vista  la  solicitud  que  Vicente  Ayala  y  Cáceres 
ha  dirigido  desde  Cumaná  introduciendo  de  he- 
cho á  nonbre  de  José  Camejo,  recurso  de  nuli- 
dad ó  tercera  instancia  de  la  sentencia  que  en  se- 
gunda instancia  pronunció  la  Curte  Superior  del 
primer  distrito  el  3  de  Mayo  úUimo  en  el  proce- 
so verbal  sobre  injurias  de  palabra,  seguido  en- 
tre el  mencionado  Camejo  y  Blas  A.  Diaz :  cor- 
responde examinar  si  es  admisible  el  recurso  que 
se  interpone  y  que  fué  negado  por  la  Corte  Su- 
perior. Aunque  las  demandas  por  injurias  de  pa- 
labras, escritas,  ó  de  hecho  sin  efusión  de  sangre 
causadas  con  arma,  ó  contusión  grave,  no  tengan 
todos  los  caracteres  propios  de  los  juicios  pura- 
mente criminales  en  que  los  jueces  deben  proce- 
der de  oñcio,  es  incontestable  que  su  naturale- 
za es  puramente  penal,  y  que  sus  tj^ámites  espe- 
ciales se  hallan  determinados  por  la  ley  que  pres- 
cribe el  procedimiento  criminal.  En  esta,  no  so- 
lamente se  silencia  el  recurso  de  nulidad  cuando 
se  concede  el  de  apelación  en  las  demandas  de 
injurias,  sino  que  el  art.  59  ordena  expresamente 
que  aun  en  las  causas  criminales  por  delitos  comu- 
nes de  mayor  gravedad  no  comprendidos  en  los 
casos  exceptuados  designadamente  en  él,  se  ejecu- 
te la  sentencia  librada  en  segunda  instancia  por  las 
Cortes  Superiores,  sin  que  haya  lugar  á  la  con- 
sulta en  tercera  instancia,  y  sin  mas  recurrso  que 
el  de  queja.  Tan  cierto  es  que  los  juicios  sobre 
injurias  son  de  naturaleza  penal,  que  en  ellos, 
como  en  los  criminales  comunes,  se  prohibe  por 
el  artículo  17  de  la  ley  citada  ser  juez  al  que  ten- 

(♦)  También  se  contrae  este  acuerdo  á  declarar  que  en 
ellas  no  es  admisible  el  recurso  de  nulidad  6  el  de  tercera 
instancia,  por  las  razones  que  expresa.  Pero  debe  adver- 
tirse que  reformada  la  ley  vigente  cuando  se  dictó,  por  la 
do  1 P  de  Junio  de  1850  que  en  su  art.  6  9  manda  consul- 
tar con  la  Corte  Suprema  toda  sentencia  que  imponga  pena 
corporal,  deberá  tamblcu  consultaase  la  sentencia,  cuan- 
do ella  sea  de  las  á  que  se  refiere  el  acuerdo  siguiente,  si, 
como  lo  creemos,  el  servicio  en  las  obras  públicas  se  con- 
sidera como  de  presidio,  aunque  de  naturaleza  mas  leve 
que  el  que  se  impone  por  delitos  graves. 
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ga  con  el  acosado  el  impedimento  de  parentesco 
que  el  mismo  artículo  cspecihca,  sin  bastar  el  alla- 
namiento de  la  parte  contra  quien  obra,  como  se 
permite  en  las  causas  civiles.  Por  otra  parte,  ha- 
biéndose entregado  al  recurrente  el  testimonio 
el  12  de  Junio  último,  la  introducción  del  recurso 
en  8  del  presente  mes,  ha  sido  hecha  fuera  del 
término  de  la  distancia  y  tres  dias  mas  que  la 
ley  prefija  para  que  se  use  oportunamente  de  es- 
te remedio.  Se  declara  por  tanto  sin  lugar  el  re- 
curso de  Ji^echo  introducido,  y  se  condena  al  re- 
currente á  pagar  diez  y  seis  pesos  de  impuesto 
para  gastos  de  justicia,  debiendo  exhibir  un  sello 
quinio  para  reemplazar  el  papel  común  inverti- 
do en  esta  providencia. —  Urbaneja — Martínez 
— Bracho — Duarte. — Es  copia. — Caracas  Julio 
15  de  1844,  15?  y  340— El  Canciller,  José 
Duarte. 
INJURIAS  (demandas  por)   en  que  no  haya 

EFUSIÓN  DE  sangre  Ó  GRAVE  CONTUSIÓN. 
ACUERDO  DE  LA  CORTE  SUPREMA  DE  4  DE 

AGOSTO  Dfe  1S33  declarando  que  cuando  por 
ser  insolvente  el  injuriante^  sea  condenado 
al  servicio  de  obras  públicas j  debe  consul- 
tarse la  sentencia  con  la  Corte  Superior,  an- 
tes de  ser  ejecutada. 

Informe  do  la  Corto  Superior. — Valencia  23  de 
Julio  de  1838. 

Diríjase  la  presente  consulta  á  S,  R.  la  Corte 
Suprema  de  Justicia  informando  esta  superior  ; 
que  en  su  concepto  si  por  ser  insolvente  la  per- 
sona que  resulte  injuriante  en  los  casos  de  que 
habla  el  art.  14  ley  única,  título  13  del  código  de 
procedimiento  sancionado  en  tres  de  Mayo  últi- 
mo, fuere  condenada  al  servicio  de  obras  públi- 
cas, debe  remitirse  á  la  Corte  Superior,  en  con- 
sulta de  la  sentencia,  y  antes  de  su  ejegucion,  el 
expediente  verbal  que,  según  el  propio  artícolo, 
ha  de  formarse,  lo  cual  es  conforme  á  lo  dis- 
puesto por  el  artículo  4^  de  la  expresada  ley;  y 
que  no  debiendo  precederse  h  la  prisión  del  con- 
denado á  obras  públicas  en  dichos  casos,  sino 
después  que  la  sentencia  haya  sido  confirmada 
por  la  Corte,  no  puede  tener  lugar  la  dificultad 
que  manifiesta  en  su  precedente  oficio  el  juez  de 
primera  instancia  residente  en  la  ciudad  de  Ha- 
rinas.— Estoquera — Rios — Rojas. 

Atuerdo. — En  la  ciudad  de  Caracas  á  4  de 
Agosto  de  1838,  noveno  y  vigésimo  octavo,  reu- 
nidos los  Sres.  Presidente  y  Ministros  de  la  Cor- 
te Suprema  de  justicia,  habiendo  visto  la  consul- 
ta dirigida  por  el  Gobernador  y  juez  de  1^  ins- 
tancia de  la  provincia  de  Barínas  que  ha  trasmi- 
tido á  esta  Corte  Suprema  la  superior  del  tercer 
distrito  relativa  á  si  deben  ó  no  consultarse  las 
sentencias  que  recaigan  en  las  demandas  de  in- 
jurias, cuando  se  impusiese  pena  corporal,  y  no 
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•e  hiciele  oso  del  remedio  de  la  apelación-;  de 
conformidad  con  lo  representado  por  el  Sr.  fis- 
cal (•),  acordaron  :  que  no  pudiendo  ejecutarse 
ninguna  pena  corporal'  sin  la  consulta  á  la  Cor- 
te Superior  de  justicia  respectiva,  ni  tampoco 
procederse  á  la  prisión  del  injuriante,  mientras 
que  la  misma  pena  no  sea  confirmada  por  dicho 
tribunal,  no  puede  tener  lugar  la  dificifltad  ocur- 
rida al  juez  de  primera  instancia  residente  en  Ba- 
rínas  manifestada  en  el  oficio  que  ha  motivado 
esta  consulta,  como  lo  ha  juzgado  la  misma  Cor- 
te Superior  de  justicia  en  el  informe  que  ha  da- 
do. Comuniqúese  en  estos  términos. — Ledo.  Mer- 
tader — López   de    Uméres — Martínez — Duar- 

INJURIAS  (demandas  por)  en   qub  no  hay 

EFUSIÓN  DE  SANGRE,  Ó  GRAVE  CONTUSIÓN. 
ACUERDO  DE  LA  CORTE  SUPREMA  DE  10  DE 

OCTUBRE  DE  ISid^ declaran do  que  en  ellas  no 
deben  admitirse  posiciones. 

En  la  ciudad  de  Caracas  á  10  de  Octubre  de 
1843,  149  y  339  reunidos  el  Presidenie  y  Mi- 
nistros dé  la  Corte  Suprema  tomaron  en  consi- 
deración. 

§  19  Una  consulta  dirigida  por  la  Corte  Su- 
perior'del  quinto  distrito,  sobre  cual  sea  la  per- 
sona que  deba  subrogar  al  comandante  de  armas 
en  las  causas  civiles  en  que  él  mismo  es  parte 
como  demandado.  Se  acordó  lo  siguiente. 


^  29  Un  acuerdo  dirigido  por  la  Corte  Supe- 
rior del  segundo  distrito,  consultando  si  en  las 
causas  sobre  injurias  cuando  de  la  acciojí  dedu- 
cida para  que  se  castigue  al  injuriante,  se  derive 
algún  otro  interés  á  objeto  civil,  ser&  lícito  exi- 
girle posiciones  relativas  al  hecho  criminal.  Con- 
siderando el  informe  d^l  tribunal  y  lo  expuesto 
por  el  ministerio  fiscal,  se  acordó.     • 

**  Los  juicios  sobre  injurias,  según  la  ley  vi- 
gente,  son  de  naturaleza  penal,  de  modo  que  sus 
trámites  están  determinados  en  la  ley  que  ar- 
regla el  procedimiento  criminal.  No  cabe  pues 
duda  en  que  no  puede  exigirse  declaración  con 
juramento  ó  posiciones,  sobre  actos  injuriosos, 
por.que  lo  resiste  el  artículo  197  de  la  Constitu- 
ción*" Particípese  éste  acuerdo  al  tribunal  que 


(*)  En  el  mismo  sentido  del  informe  de  la  Corte,  y  por 
.  tanto  lo  suprimimos,  para  abreviar. 

(♦*)  Por  las  mismas  razones  expuestas  respecto  del 
acuerdo  anterior,  creemos  este  vigente.  Debiendo  adver- 
tir ademas  que  no  insertamos  el  de  22  de  Diciembre,  de 
1840  á  que  se  refiere,  porque  el  primero  deius  dos  puntos 
declara  lo  mismo  y  seria  una  repetición  inútil ;  y  el  se- 
gundo ha  caducado  por  haberse  reformado  la  ley  que  dio 
fugar  á  él. 

TOMO  II. 
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hizo  la  consulta  y  á  las  demás  Cortes  de  la  Re- 
pública. 


Urbaneja — Martínez — Bracho — Duar  te. 
Caracas  Febrero    13  de  1844,  15?  y  340— El 
canciller,  J.  Duarte. 

INJURIAS  (OSMANDAS  por)  en  QT7E  NO  HAY 
EFUSIÓN  DE  SANGRE  6  GRAVB  CONTUSIÓN. 
ACUERDO     DE     LA     CORTE    SUPREMA  DE  20  D£ 

AGOSTO  DE  1845  declarando  que  las  mujeres 
pueden  ser  condenadas  al  servicio  de  obras 
públicas. ;  y  cómo  deberá  ejecutarse  la  pena» 

Caracas  Octubre  29  do  1846. 
Vista  la  consulta  con  lo  informado  por  la  Corte 
Superior,  y  representado  por  el  Ministerio  fiscal ; 
la  Corte  no  considera  fundada  la  duda  propues- 
ta.— El  art.  14,  ley  única,  tít.  13  del  procedimien- 
to establece  una  pena  general  para  los  injurian- 
tes ;  y  á  ella  deben  ser  también  condenadas  las 
mujeres  que  iujurien.  Mas,  como  no  hay  esta- 
blecimientos adecuados  para  trabajar  en  las  obras 
públicas,  debe  adoptarse  el  remedio  que  el  art. 
33  de  la  ley  sobre  hurtos  ha  expresamente  adop- 
tado en  general  para  el  caso  de  igual  condena- 
ción.— Comuniqúese  esta  providencia  á  la  Cor- 
te Superior  que  ha  dirigido  la  consulta;  y  páse- 
se copia  de  ella  y  de  la  duda  propuesta  á  las  de- 
mas  Cortes. — Narvarte — Martínez — Bracho — 
Duarte. 

INJURI^  (demandas  pop)  en  que  no  hay 
efusión  de  sangre  ó  grave  contusión. 
Acuerdo  de  la  corte  suprema  de  4  de  di- 
ciembre DE  1840  declarando  (Punto  29)  que 
en  estos  juicios  deben  seguirse  los  trámites 
de  los  juicios  verbales;  y  (Punto  39)  con  que 
objeto  es  que  se  concede  el  término  proba- 
torio. 

Antecedentes. — Informe  de  la  Corte. — Reuni- 
dos los  Sres.  Ministros  Presidente  y  Canciller 
sin  el  relator  por  hallarse  indispuesto,  acor* 
daron  : 

^  39  Se  dio  cuenta  de  un  oficio  del  juzgado 
29  de  la  parroquia  de  San  Juan  de  Dios  en  esta 
ciudad  fecha  I9  del  corriente  en  que  como  pre- 
sidente del  tribunal  de  arbitramento,  consulta  los 
puntos  siguientes 29  Si  en  el  término  ordina- 
rio de  pruebas  (en  las  demandas  de  injurias)  es  el 
de  treinta  dias  ó  el  de  ocho ;  y  39  si  corren  los 
lapsos  judiciales  en  dichas  causas  cuando  por  otras 
preferentes  se  halla  parado  su  curso. — En  uso  la 
Corte  de  la  atribución  9^,  art.  39  de  la  ley  orgá- 
nica del  poder  judicial,*  dirige  á  S.  E.  la  Corte 
Suprema  con  su  informe  las  dudas  del  tribunal 
de  arbitramento  de  la  parroquia  de  Sao  Juan  de 
Dios. 

29  Disponiendo  terminantemente  la  ley  que 

28 
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^  sean   verbales  los  juicios  sobre   injurias,  quiere 
'  que  sean  breves  y  sumarios  los  transites   de  la 
•    suatanciacion,  y  que  se  omitan  por  consiguiente 
}as  largas  solemnidades  de  los  juicios  comunes, 
Asi%  y  estando  determinados  en   la  ley  2^  tít.  9  ' 
del  código  de  procedimiento   los   trámites  que 
han  de   observarse  en  los  juicios   verbales,  la 
Corte  opina  que  los  tribunales  de  arbitramento 
cuando  conocen  en  las  demandas  sobre  injurias, 
deben  seguir  los  trámites  señalados  en  el  art.  29  i 
y  sus  parágrafos  de  Ja  citada   ley  2^  ;   debiendo  ' 
seguirse  en  cuanto  al    nombramiento,  organiza- 
ción y  formación  del  tribunal  lo  dispuesto  en  la  ^ 
ley  orgánica  del  poder  judicial  sobre  juzgados  de 
arbitramento,  y  en  la  1^  tít.  9  del  código  de  pro-  : 
cedimiento,  teniendo  presente  que  deben  reunir-  , 
se  los  arbitros  no  solo  para  dar  la  sentencia,  si- 
no también  para  la  conciliación    y  contestación,  ! 
conforme  al  art.  14  ley  única,  tít.  13. — En  conse-  ¡ 
cuencia,  cuando  haya   lugar  á    prueba   en  estos 
juicios  cree  la  Corte  que  (lebe  concederse  el  lér-  ' 
niitio  de  cuatro  (lias  y  el  de  la   distancia   confor- 
•  me  al  §  39  del  citado   artículo  29 — K^to  mismo 
parece  estar  implícitamente  resuelto  por  S.  E.  la 
Corte  Suprema  en  acuerdo   de  5  de  Febrero  de 
183t<  sobre  que  en  los  juicios  de  injurias  se  ob- 
serven los  trámites  de  los  verbales. 

89  Aunque  la  Corle  reconoce  el  principio  de 
que  no  se  perjudican  las  j^artcs,  cuando,  por  mo- 
tivos que  no  les  son  imputables,  no  puedan  apro- 
vecharse de  los  términos  judiciales,  i\é>  cree  que 
sea  aplicable  el  caso  que  pr.scnta  el  alcalde, 
porque  en  concepto  de  la  Corte  el  término  de 
prueba  que  se  concede  por  el  ^  39  del  art.  29  es 
para  que  la  parte  prepare  sus  pruebas,  que  de- 
ben evacufirse  vcrbalmetite  en  el  tiibunal  el  dia 
de  la  sentencia,  según  expresa  el  mismo  pará- 
grafo 39 

Es  copia. — Maracaibo  14  de  Setiembre  de  1810, 
119  y  309— El  Canciller,  C.  Ur duneta. 

INFORME    FISCAL. 

Excmo.  Señor. 

A  tres  puntos  se  contrae  la  presente  consulta, 
elevada  á^ste  Supremo  Tribunal    por  la  Corte 

Superior  del  quinto  distrito,  á  saber 29  si  son 

ocho  ó  treinta  dias  los  que  en  ellos  deben  conce- 
derse como  termino  ordinario  de  prueba;  y  si 
corren  los  lapsos  judiciales  en  estas  causas  cuan- 
do por  otras  preferentes,  se  halla  parado  su 
curso. 

Las  razones  emitidas  por  aquel  tribunal  en 
apoyo  d«  la  opinión  que  ha  dado,  no  permiten 
dudar  que  está  fundada,  y  que  es  la  inteligencia 
que  ella  ha  dado  la  que  tienen  las  leyes  que  cita. 
Repetir  tales  razones  es  innecesario,  hallándose 
perfectamente  expresadas  en   el  acuerdo  á  que 
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dio  lugar  la  con&ulta  del  juzgado  segundo  de  la 
parroquia  de  San  Juan  de  Dios   en   Maracaibo. 
Que  no  hay,  pues,  motivo  para  consultar  al  Con- 
greso por  no  haber  duda  acerca  de  la  inteligen- 
!  cia  de  las  leyes  que  allí  se   citan,   es  la  opinión 
del  fiscal. — Caracas  30  de  Noviembre  de  1S40. 
I      Otro  sí ;  Han  acostumbrado  las    cortes  snpe- 
I  rieres,  al  ¿acer  usoxle  la  9^  atribución  de  las  que 
¡  les  concede  la  ley  orgánica  del  poder  judicial,  en- 
'  viar  copias  íntegras  de  las  consultas  que  se  les 
'  dirigen,  y  esto  produce  la  ventaja  deque  se  ilus- 
!  tre  bien  la  cuestión,  porque  pueden    pesarse  de- 
bidamente las  razones  que   se    han  tenido    para 
i  dudar.  En  la  presente    consulta,  se  observa  que 
I  ha  venido  en  estracto  ó  ligero  resumen  la  expo- 
sición del  juez  que  la  promovió  ;    y    aunque  no* 
han  hecho  falta  los  fundamentos  de  ella,  por  ser 
demasiado  claros  los  puntos  que  la  ocasionaron, 
cree  el  fiscal  conveniente  que  V.  E.  disponga  por 
punto  general  que  al  elevar  las  Cortes  Superio- 
res á  este  Supremo    Tribunal   las  consultas  que 
al  efecto  se  les  dirijan,  lo  hagan  siempre  con  copia 
íntegra  de  todos  ios  documentos  que  obren  en  la 
materia. 
I      Fecha  la  misma. —  Rodríí^ucz. 

i      Acuerdo.. — En  la  ciudad  de  Caracas  á  4  de  Di- 
'  ciembre  de  1840,  II9  y  309,  el  Vicepresidente  y 
¡  ministros  de  la  Corte  Suprema  se  impusieron  del 
I'  expedietite  obrado  con  motivo  de  la  consulta  que 
hizo  el  juzgado  29  de  paz  de  la  parroquia  de  San 
'  Juan  (le  Dios  del  cantón  de  Maracaibo  á  la  Cor- 
le Superior  del  quinto  distrití»,  reducida    la  refe- . 
|,  rida  consulla  á  tres  puntos....  29  Si  el  término  para 
j'  instruif  pruebas  en  estos  juicios  es  de  ocho  dias, 
i|  asignados  á  los  verbales,  ó  el  de  treinta    que  es- 
I  lán  prescritos  á  los  demás;    y  39    Si  los  lapsos 
,  judiciales  corren  en  estas  causas,  cuando   se  en- 
cuentre interrumpido  su  curso  por   el   despacho 
j  de  otras  prcferentps.    Observándose,    pues,  que 
,'  estos  puntoS  están  bien  considerados  y  resueltos 
¡  en  el  informe  que  sobre    ellos  ha   producido  la 
i   misma  Corte  Superior  y  en  lo  representado   por 
:  el  Sr.  Fiscal,  no  conteniendo  duda  que  haga  ne- 
'  cesarla  consulta  al  Poder  Legislativo,  acordaron 
que  con  el   testimonio  correspondiente   se  haga 
i  entender  así  á  la  Corte  consultante   y  á   las  de- 
'  mas  para  los  fines  que  convengan,  observándose 
por  todas  igualmente  lo  que    se  pide  en  el  otro 
;  sí  de  la  misma  representación  fiscal. —  López  de 
'    Umerez* — Martínez. —  Duarte^ 
|¡      Es  copia. — Caracas   Agosto  2   de    1844. — EL 
,•  Canciller,  José  Duarte. 
¡INGLATERRA,  Véase  Gran  Bretaña. 

\  INHIBICIÓN  DE  JUECES    TT    OTROS     FUNCIONA- 

I      Ríos,    y tVLsc  Competencias  y  recusaciones, 
i'  INHUMACIÓN  DE  CADÁVERES.  Véase   Sepul- 
il      turas* 


C0L0MÍ3IANA  Y   VENEZOLANA    VIGENTE. 
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INMIGRACIÓN.  Ley  de  18  de  mayo  de  1855 
que  reforma  la  de  6  de  Mayo  de  1854  pá- 
gina 56  del  cuaderno  de  ese  año-que  refor- 
ma la  de  34  de  Mayo  de  1845  página  28  del 
cuaderno  de  ese  año,  y  609  núm.  572  del 
cuerpo  impreso  en  \8ol-gue  reforma  la  de  12 
de  Mayo  de  1840,  pág.  49  del  cuaderno  de 
las  de  ese  año,  y  438  núm,  417  del  cuerpo 
de  185I,-9Me  reforma  la  ¿c  19  de  Mayo  de 
1837,  pág,  41  del  cuaderno  de  ese  año,  y  293 
núm.  305  del  cuerpo  de  1851  .gwe  reforma  el 
decreto  de  13  de  Junio  de  1831,  pág.  139  del 
cuerpo  comprensivo  de  las  de  ese  año,  y  92, 
núm.  94  del  cuerpo  de  1¿>51. 

El  S%ifado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
püblica  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso. 

'     CO^•SIDERAND0  : 

19  Que  la  pequeña  población  de  la  República 
no  es  proporcionada  fi  la  vasta  extensión  de  su 
feraz  territorio. 

29  Que  por  medio  de  Ja  innjigracion  se  con- 
sigue el  desarrollo  y  mejora  de  nuestras  indus- 
trias que  forman  las  rentus  públicas  ;  y 

39  Que  las  leyes  sobre  inmigración  no  han 
producido  favorables  resultados  por  falta  del  em- 
pleo de  medios  efícaces. 

decretan; 

Art.  19  Se  autoriza  al  Poder  Ejecutivo  para 
que  inmediatamente  promueva  lu  introducción 
de  inmigrados,  pndiendo  al  efecto  gastar  anual- 
mente hasta  la  suma  de  sesenta  mil  pesos  para 
fundar  estublecimientos  en  los  principales  puer- 
tas dja  la  República,  á  fin  de  que  los  inmigrados 
que  no  vengan  contratados  con  particulares  re- 
ciban toda  especie  de  asistencia  gratis  hasta  por 
treinta  dias. 

Art.  29  Se  concede  á  los  duefíos,  consignata- 
rios ó  capitanes  de  buques  por  cada  viaje  en  que 
desembarquen  mas  de  veinticinco  inmigrados, 
una  suma  igual  á  la  que  hayan  satisfecho  por  de- 
rechos de  puerto,  la  cual  se  les  descontará  de  los 
derechos  de  importación  que  causen  ;  y  si  no 
causaren  estos,  el  Administrador  de  la  Aduana 
les  pagará  aquella  suma  del  Tesoro  Nacional. 

Art,  39  El  Poder  Ejecutivo  promoverá  la  in- 
migración asiática,  prefiriendo  en  lo  posible  la 
de  chinos,  contratados  en  su  pais  por  escrito  y 
temporalmente  para  la  labor  de  los  campos,  tra- 
bajo de  artrs  y  servicio  doméstico.  Al  efecto 
podrá  celebrar  contratos  con  erojh'csarios  hasta 
por  el  término  de  cuatro  años,  y  acordarles  ade- 
mas de  las  concesiones  comprendidas  en  los  ar- 
tículos precedentes,  una  prima  de  veinticinco  pe- 
sos por  cada  chino  que  introduzcan,  con  tal  que 
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la  suma  á  que  monte  estas  primas  la  pague  el 
Estado  en  descuento  de  los  derechos  de  impor- 
tación de  productos  y  manufacturas  asiáticas 
causados  por  el  propio  empresario,  y  proceden- 
tes directamente  de  Asia  á  los  puertos  de  Vene- 
zuela. 

Art.  49  Los  individuos  que  contrataren  la 
conducción  de  inmigrados  están  en  la  obügacipn 
de  proporcionar  á  estos,  desde  el  momento  de 
su  llegada  á  los  puertos  de  la  República,  el  alo- 
janriento  y  asistencia  necesarios.  ^ 

Art.  59  El  Poder  Ejecutivo  podrá  disponer 
de  las  tierras  baldías  que  sean  necesarias  para 
cultivar  los  inmigrados,  calculando  una  fanegada 
para  cada  uno,  exceptuándose  aquellos  terrenos 
cuya  concesión,  ajuicio  del  Poder  Ejecutivo, 
pueda  traer  inconvenientes  para  el  buen  orden  y  ^ 
seguridad   pública. 

^  único.  El  Poder  Ejecutivíf  expedirá  títulos 
de  propiedad  á  los  inmigrados  que  hayan  obteni- 
do tierras^  al  cabo  de  tres  años,  comprobada  que 
sea  su  permanencia  en  el  pais  y  el  cultivo  de  la 
tierra. 

Art.  69  El  Poder  Ejecutivo  excitará  con  todo 
interés  á  las  Diputaciones  provinciales,  á  fin  de 
que,  ejerciendo  la  atribución  20  del  artículo  161 
de  la  Constitución,  protejan  la  inmigración  en  el 
sentido  de  esta  ley,  destinando  sumas  anuales  con 
dicho  fin. 

Art.  79  Los  inmigrados  obtendrán  desde  su 
llegarla  carta  de  naturaleza,  sin  necesidad  de  los 
requisitos  que  para  la  naturalización  ha  estable- 
cido la  ley  de  la  materia,  y  estarán  exentos  por 
diez  años,  contados  desde  el  dia  que  lleguen  á 
Venezuela,  de  todo  servicio  militar  forzado  en  el 
ejército  permanente,  en  la  marina  y  en  las  mili- 
cias. • 

Art.  89  El  Poder  Ejecutivo  nombrará  en  ca- 
da capital  de  provincia  y  en  los  puertos  ptincipa- 
les  Juntas  de  inmigración,  que  serán  presididas 
por  la  primera  autoridad,  y  se  compondrá  de  dos 
ó  mas  venezolanos  y  de  algunos  europeos  que 
ayuden  á  las, Juntas  en  sus  trabajos. 

Art.  99  Son  funciones  de  las  Juntas. 

la  Informar  al  Poder  Ejecutivo  sobre  los  ter- 
renos baldíos  de  la  provincia,  su  situación,  el  uso 
que  pueda  hacerse  de  ellos  para  la  agricultura  ó 
cria  y  sus  ventajas  ó  inconvenientes. 

2^  Promover  con  los  agricultores,  criadores  ó 
industriales  la  colocación  de  inmigrados  sueltos 
á  indicación  de  ellos  ó  de  los  introductores. 

3a  Velar  en  el  exacto  cumplimiento  de  los 
contratos  que  celebren  particulares  con  inmigra- 
dos, de  que  llevará  un  registro,  siendo  una  de  sus 
condiciones  el  deber  el  que  toma  inmigrados, 
asistirlos  bien  en  caso  de  enfermedad  grave,  y  el 
inmigrado  pagar  los  gastos  de  su  curacioni   con* 
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próroga  del  tiempo  de  sus  servicios,  descontando 
parte  de  sus  salarios  mensuales. 

4*  Desempeñar  las  comisiones  que  les  cncar- 
gueel  Poder  Ejecutivo  en  todo  lo  concerniente 
á  esta  ley  y  sus  funciones. 

5^  Nombrar  una  Junta  auxiliar  en  los  canto- 
nes en  donde  sea  necesaria,  presidida  por  el  Jefe 
Político,  para  que  desempeñe  los  encargos  que 
se  le  hagan  coii  arreglo  &  esta  ley, 

§  único.  Las  Juntas  principales  tendrán  secre- 
tarios nombrados*  por  ellas  mismas  con  el  sueldo 
que  les  asigne  el  Poder  Ejecutivo  según  sus  tra- 
bs^os  y  localidad,  de  los  fondos  destinados  por 
el  articulo  I  o  de  esta  ley. 

Art.  10.  Las  Juntas  de  inmigración  creadas 
por  el  artículo  99t  harán  examinar  por  el  médi- 
co de  sanidad,  ú  otro  por  defecto  de  este,  los  in- 
'migrados  inmediatamente  que  llegue  el  buque 
que  los  conduzca,  á  ñn  de  no  permitir  la  intro- 
duccÍQn  como  tales  inmigrados  de  aquellos  que 
sean  inútiles  para  los  objetos  á  que  vengan  apes- 
tillados. 

Art.  11.  Se  deroga  la  ley  de  6  de  Mayo  de 
1854  sobre  la  materia. 

Dada  en  Caracas,  á  14  de  Mayo  de  1855,  afio 
26  de  la  Ley  y  45  de  la  Independencia. 

El  Presidente  del  Senado,  Juan  Hilario  Ohis- 
po  de  Mérida*-^E\  Presidente  de  la  Cámara  de 
Representantes,  J.  L.  Arismendi. — El  Subse- 
cretario del  Senado,  R,  IrazábaL — El  Secretario 
de  la  Cámara  de  Representantes,  J.  Padill<y 

Caracas  Mayo  18  de  1855,  aQo  26  de  la  Ley 
y  45  de  la  Independencia. 

Ejecútese. — José  T,  Monágas» 

Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  República. — El 
Secretario  de  E.  en  los  DD.  del  Interior,  Justi- 
cia y  Relaciones  Exteriores. 

Francisco  Aranda» 

Análisis  comparativo  de  las  leyes  de\Z  de  Junio  de  1881 ' 
19  de  Mayo  de  1837,  12  de  Mayo  de  1840,  yt^de  Mayo  de 
1845,  sobre  inmigración. 

La  de  31  (art.  19^  autorizaba  al  P.  E.  para  promover 
directamente  la  inmigración  de  canarios  y  hacer  los  gas- 
tos al  efecto :  mandaba  expedir  (art.  2  P  )  carta  de  natu- 
raleza á  todos  los  Inmigrados  luego  que  pisasen  el  terri- 
torio de  Venezuela :  los  eximia  (art,  3  P  )  del  servicio  de 
las  armas  y  de  toda  otra  contribución  directa  en  sos  esta- 
blecimientos por  diez  afios ;  y  mandaba  conceder  á  cada 
individuo  solo  6  con  familia  las  fanegadas  de  tierras  bal- 
días que  pidiera  y  pudiese  cultivar ;  y  la  de  87  (art.  1 P  ) 
promovía  las  empresas  de  inmigración  de  canarios  y  enro- 
I)eos  concediendo  una  suma  á  los  empresarios  por  cada  in- 
migrado que  introdujesen;  y  solo  mandaba  expedirles 
carta  de  naturaleza  si  después  de  seis  meses  de  su  UesBr- 
da  prestaban  el  juramento  de  obediencia  a  la  constitución 
j  leyes  de  la  República :  mandaba  (art.  4  P  )  asignar  á 
os  empresarios  los  terrenos  baldíos  que  solicitasen  siem- 
pre que  se  comprometíesen  con  los  inmigrados  á  cultivar- 
los  en  el  preciso  término  de  cuatro  afios ;  y  acordó  las 
mismas  concesiones  á  los  inmigrados  que  viniesen  por  su 
propia  cuenta :  Silenció  las  exenciones  sobre  servicio  de 
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INMIGRACIÓN.  Decreto  ejecutivo  de  ^  Di 
JULIO  DE  1855  reglamentando  la  ley  ante- 
rior. "Üeroga  el  de  14  de   Octubre  de  1864* 

José  Tadeo  Monágas^  General  en  Jefe,  Presi- 
dente de  la  República  de  Venezuela^ 
4-0.,  ó^a.j  ó^a. 

En  cumplimiento  de  las  disposiciones  de  \Q  d« 
Mayo  ultimo  sobre  inmigración  de  extranjeros. 

decreto  : 

SECCIÓN  PRIMERA. 

De  las  Juntas  de  inmigración  y  sus  deberes. 

Be  las  Juntas  de  inmigración, 

Art.  19  Se  divide  el  territorio  de  la  Repúbli- 
ca en  cuatro  distritos  de  inmigración  que  se  de- 
nominarán, de  Oriente,  del  Centro,  primero  de 
Occidente  y  segundo  de  Occidente. 

Art.  29  El  distrito  de  Oriente  comprende  las 
provincias  de  Cumaná,  Barcelona,  Guayana  y 
Margarita.  El  del  centro  las  de  Caracas,  Ara- 
gua,  Carabobo,  Gu&rico,  Apure  y  Cogedes:  el 
primero  de  Occidente  las  de  Barquisimeto,  Ba- 
las armas,  y  contribuciones  ;  y  afiadió  finalmente  las  dis- 
posiciones contenidas  en  los  artículos  2  P ,  3  9 ,  ^$.  1 P  á 
8P    del4?.6P  y6? 

Entre  las  do  37  y  40  se  notan  las  diferencias  siguientes : 

La  de  37  (art.  1 P  )  concedía  á  los  empresarios  una  can- 
tidad  por  cada  inmigrado  según  la  edad,  después  que  pi- 
sasen el  territorio  de  la  república  ;  y  la  de  40  (art.  !  P  y 
sus  8  números)  autorizaba  al  P.  £.  para  promover,  esti« 
mular,  dta.  las  empresas  de  inmigración,  acordándole  me- 
dios para  ello ;  y  en  consecuencia  dictó  las  disposiciones 
contenidas  del  art.  29  al  6  P  .  que  no  contenia  la  de  37 ) 
y  por  el  7  P  disponia  que  los  empresarios  pudiesen  obtener 
un  auxilio  en  dinero  y  tierras  siempre  que  se  obligasen  á 
traer  los  inmigrados  dentro  de  un  término  que  no  pasase 
de  diez  y  ocho  meses,  con  otras  condiciones ;  é  igual  auxi- 
lio (^  único,  art.  id.)  permitió  se  concediera  al  que  tomase 
el  carácter  de  empresario,  después  de  encontrarse  en  el 
país  los  inmigrados  que  hubiesen  venido  sin  tal  auxilio  ; 
y  en  virtud  do  estas  disposiciones,  acordó  las  contenidas 
en  los  artículos  8,  10  y  11 :  respecto  de  los  terrenos  conce- 
didos, la  de  87  (art.  6  P  ^  disponia  que  si  cumplidos  los 
cuatro  afios  en  que  debía  hacerse  el  cultivo,  probaba,  el 
empresario  que  estaba  cultivado  en  todo  ó  en  parte,  y  ha- 
ber empleado  en  ello  los  inmigrados  de  que  hablaba,  el 
P.  E.  diese  al  empresario  la  propiedad  de  los  terrenos  cul- 
tivados ;  y  la  de  40  (art.  9  P  )  dispuso :  que  si  por  lo  me- 
nos se  probaba  estar  cultivada  una  tercera  parte,  se  diese 
la  propiedad  del  todo ;  y  si  menos,  de  lo  que  estuviese- 
La  de  40  (art.  12)  permitid  á  los  empresarios  conservar  á 
los  inmigrados  bajo  su  inmediata  inspección,  ó  la  de  algu- 
na persona  de  su  confianza,  formando  poblaciones ;  y  en 
consecuencia  dictó  las  disposiciones  de  los  artículos  13  d 
16, 18  y  19.  La  de  87  (art.  1 P  al  fln^  disponia  quo  se  ex- 
pidiese carta  de  naturaleza  á  los  inmigrados  que  despDes 
de  seis  meses  de  su  llegada  prestasen  el  luramento  á  la 
constitución  y  las  leyes ;  y  la  de  40  (art.  17)  mandó  que  se 
les  expidiese  desde  su  llegada,  y  les  otorgo  otros  privil^ 
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riñas,  la  Portuguesa  y*  Yaracuy :  y  el  segunüo 
de  Occidente  las  de  Maracaibo,  Curo,  Mérida  y 
Trujillo. 

Art.  39  Habrá  una  Junta  superior  de  inmi- 
gración en  las  capitales  de  las  provincias  que  lo 
son  de  los  distritos,  á  saber :  Cumaná  en  el  de 
Oriente,  Caracas  en  el  del  centro,  Barqnisimeto 
en  el  primero  y  Maracaibo  en  el  segundo  de 
Occidente.  £n  las  demás  capitales  de  provincia 
habrá  Juntas  principales  :  pudiendo  establecer- 
se otras  subalternas  en  los  cantones  que  jnzguen 
convenientes  dichas  Juntas,  para  lo  cual  están 
debidamente  autorizadas  por  el  artículo  9^  de  la 
citada  ley. 

§  único.  En  la  Guaira  y  Puerto-Cabello  se  es- 
tablecerán Juntas  auxiliares  de  las  de  Caracas  y 
Cara  bobo. 

Art.  49  Las  Juntas  superiores  y  principales, 
se  compondrán  de  ocho  vocales  que  serán  pre- 
sididos por  los  gobernadores  de  las  respectivas 
•  provincias.  Las  auxiliares  de  la  Guaira  y  Puer-* 
to-Cabello,  y  las  subalternas  que  se  establecie- 
ren, constarán  solo  de  seis  miembros,  y  serán 
presididas  por  la  primera  autoridad  civil  del  Ju- 
gar de  su  residencia. 

§  único.  También  se   nombrarán   cuatro   su- 


gios  y  ezenciones  con  respecto  á  sus  matrimonios,  y  ejer- 
cicio de  su  culto ;  flnalmcutc,  agregó  el  art.  20,  y  suprimió 
los  ^^  del  art.  4  9  de  la  de  87. 

Comparadas  las  de  40  y  46  resultan  las  díforenoias  si- 
guientes : 

La  de  45  (núm.  2  ?  art.  1  ?  J  exceptúa  do  las  tierras 
baldías  de  que  puede  disponer  eí  1*.  E.,  aquellas  cuya  con- 
cesión pueda,  ajuicio  del  mismo  P.  E.,  traer  algunos  in- 
^  convenientes  para  el  buen  orden  y  segundad  pública,  cu- 
*  ja  excepción  no  hacia  lado  40  (  núm.  id.  art.  id.) — La  de 
40 (art.  39 )  disponía  que  el  Ejecutivo  nombrase  un  comi- 
sionado con  facultad  de  disponer  de  las  sumas  necesarias, 
y  con  una  retribujion  calculada  por  el  mismo  Ejecutivo 
para  proporcionar  la  asist-encia  necesaria  á  los  inmigra- 
dos, y  darles  las  instrucciones  necesarias  ;  y  por  la  de  46 
(art.  6? )  son  los  mismos  empresarios  los  que  están  obli- 
gados á  preparar  todo  lo  preciso  para  que  los  inmigrados 
encuentren  en  el  puerto  de  su  llegada  alojamiento  y  asis- 
tencia hasta  su  colocación )  y  en  esta  virtud  ha  añadido 
los  disposiciones  de  su  §  único—Por  la  de  37  (art.  7 .®  )  se 
pagaba  entre  otras  cosas  el  tres  por  ciento  mensual  por  el 
tiempo  durante  el  cual  so  retuviese  el  dinero  dado  en  auxi- 
liOi  sin  llevar  á  cabo  la  empresa,  después  del  plazo  fijado; 
y  la  de  45  (^  1 P  art,  3  P )  lo  redujo  al  dos.  La  de  40  (art. 
9P  )  exigía  el  cultivo  de  la  tercera  parte  por  lo  monos,  al 
vencimiento  de  los  cuatro  afios,  con  plantaciones  de  fVu- 
tos  mayores,  é  menores,  para  tener  deiecho  á  la  propie- 
dad de  todos  los  terrenos  -,  y  si  no  se  habia  caltlvado  por 
lo  menos  la  tercera  parte,  solo  se  tenia  á  lo  que  se  hubiese 
cultivado ;  y  por  la  do  40  (art.  7  á  10)  se  han  hecho  las 
variaciones  que  en  dichos  artículos  se  expresan.  Por  la  de 
40  (art.  17)  los  inmigrados  que  se  situasen  fuera  de  las 
poblaciones  formadas  por  los  empresarios,  estaban  exen- 
tos de  toda  carga  del  servjeio  militar  y  de  cualquiera  otro 
público  por  el  término  de  quince  afios ;  y  nada  decía  di- 
ehaley  por  lo  tocante  á  esto,  respecto  de  los  qne  queda- 
ban formando  poblaciones;  pero  la  de  45  (art  12  al  fio,  y 
IS)  exceptúa  expresamente  del  senrido  militar  éto.  á  jk»  1 
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plentes  para  cada  una  de  las  superiores  y  prin- 
cipales, y  tres  para  cada  una  de  las  demás. 

Art.  59  Los  vocales,  así  principales  como  su- 
plentes, para  la  Junta  de  esta  capital,  serán 
nombrados  por  la  Secretaría  del  Interior.  Tam- 
bién nombrará  la  misma  Secretaría  los  de  las  su- 
periores y  principales  de  las  demás  provincias  & 
propuesta  de  los  gobernadores. 

^  único.  Los  nombramientos  para  vocsles  de 
las  Juntas  auxiliares  6  subalternas  se  harán  por 
las  superiores  ó  por  las  principales  de  quienes 
dependan,  participándolo  á  la  Secretaría  men- 
cionada. 

Art.  69  Entre  los  vocales  principales,  y  su- 
plentes, que  deben  ser  agricultores  ó  propieta- 
rios residentes  en  el  lugar  donde  se  instale  la 
Junta,  so  nombrará  un  número  de  europeos  que 
no  exceda  de  la  mitad  de  aquellos,  aunque  no 
sean  agricultores  ni  propietarios,  con  el  objeto 
que  indica  el  artículo  89  de  la  ley. 

Art.  79  Para  que  la's  Juntas  puedan  delibe- 
rar en  cualquier  negocio,  necesitan  la  concur- 
rencia de  la  mayoría  absoluta  de  sus  miembros : 
y  ios  negocios  se  decidirán  por  mayoría  absolu- 
ta de  votos. 

Art.  89  Los  miembros  de  las  Juntas  durarán 

que  constituyen  poblaciones  lo  mismo  que  á  los  qne  no,  y 
esto  solo  por  el  término  de  seis  años.—Por  la  de  40  (art. 
16)  pasados  los  15  afios  dichos  era  que  las  poblaciones 
quedaban  sujetas  al  régimen  del  resto  de  la  república ;  y 
por  la  de  45  (art.  12  al  Ün)  al  cabo  do  los  seis.— La  de  40 
suprimió  el  art.  2  9  de  la  do  87  desde  donde  dice  :  "ex- 
plicando todo  lo  que  conduzca  &a.  ":  los  §^  de  este  mis- 
mo articulo,  y  el.  5  ? ,  y  afladió  finalmente  la  parte  del  artí- 
culo 5  9  desde  donde  impone  á  los  empresarios  que  intro- 
du;(can  inmigrados  crimínalos,  viciosos,  &a  ,  &a.  á  reem- 
barcarlos á  su  costa;  y  el  art.  11. 
Entre  la  do  54  y  65  se  Observa  lo  siguiente  : 
La  de  54  (art.  19)  autorisyiba  al  P.  E.  para  quo  promo- 
viese directa,  indirecta  y  eficazmente  la  introducción  de 
inmigrados  usando  do  todos  los  medios  que  creyese  condu- 
centes para  alc&nzar  el  mas  pronto  y  feliz  éxito ;  y  la  do 
55  (art.  id.)  le  autoriza  para  gastar  anualmente  hasta  la 
suma  de  sesenta  mil  pesos  para  fundar  establecimientos 
en  los  principales  puertos  de  la  república  a  fin  de  que  los 
inmigrados  que  no  vengan  contratados  reciban  toda  espe- 
cie de  asistencia  gratis  hasta  por  treinta  días.— La  do  54 
(art.  2)  disponia  que  el  P.  £.  excitase  á  los  propietarios  á 
manifestar  el  número  de  fanegadas  de  tierra  que  cedían 
en  sus  posesiones  á  los  inmigrados  qne  fuesen  á  trabajar 
en  dichos  campos,  teniendo  en  recompensa  la  seguridad 
del  servicio  personal  del  inmigrado  por  el  término  de  cinco 
afios  á  razón  del  jornal  corriente  en  el  lugar,  pero  deján- 
dole libre  el  lunes  para  sus  trabajos.— La  misma  (art.  8) 
concedía  á  los  empresarios  veinticinco  pesos  por  persona 
de  siete  á  cinco  afios :  diez  por  las  menores  de  siete ;  7 
por  cada  padre  6  madre  de  familia  que  se  trasladase  con 
ellas,  veinticinco,  aunque  fuesen  mayores  de  veinticinco 
afios.  La  misma  (art.  4^  mandaba  satisfacer  estas  cantida- 
des en  descaento  del  diez  por  ciento  de  los  derechos  de 
importación  de  las  mercancías  qne  ellos  mismos  introdu- 
jesen en  el  país ;  y  la  de  55  (art.  2)  concede  á  los  duefios 
consignatarios  ó  capitanes  de  buques  por  cada  viaje  en 
^ue  desembarquen  mas  de  veinticinco  inmigrados  una  su- 
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un  año  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  pero  po- 
drán ser  reelegidos.  Los  reemplazos  6  reeleccio- 
nes se  har&n  en  los  últimos  quince  días  del  mes 
de  Diciembre. 

§  único.  Los  vocales  que  ahora  se  nombren 
durarán  en  el  desempeño  de  sus  plazas  hasta  el 
día  último  de  Diciembre  de  1856. 

Art.  99  Las  Juntas  superiores  y  principales 
y  las  de  la  Guaira  y  Puerto-Cabello,  tendrán  se- 
cretarios nombrados  por  ellas  mismas,  los  cua- 
les disfrutarán  de  los  sueldos  siguientes.  E\  de 
la  de  Caracas  cien  pesos  mensuales,  y  los  de  las 
de  Cumaná,  Barquisimeto,  Maracaibo,  La  Guai- 
ra y  Puerto-Cabello  sesenta  pesos  mensuales. 
Los  secretarios  de  las  demás  Juntas  principales 
trescientos  pesos  al  año  ;  y  los  de  las  subalter- 
nas, que  serán  los  mismos  de  las  autoridades 
civiles  que  las  presidan,  tendrán  una  gratificación 
que  se  señalará  por  el  Poder  Ejecutivo  con  o«- 
nocimiento  del  trabajo  (]ue  tenga  cada  Junta. 

^19  Fi  Poder  Ejecutivo  se  reserva  la  facul- 
tad de  aumentar  ó  disminuir  todos  estos  sueldos 
luego  que  esté  en  posesión  de  los  datos  necesa- 
rios para  ello. 

^  29  Para  gastos  do  escritorio    de  las  Juntas 


ma  igual  á  la  que  hayan  saíihfoclio  por  derechos  de  puer- 
to, la  cual  se  les  descontará  do  los  mismos  derechos  de 
importación  que  causen  ;  pero  pagándola  del  tesoro  kí  no 
los  causaren  ;  5^  por  el  ii?  el  P.  E.  promoverá  la  inmigra- 
ción asiática,  preíiriendo  en  lo  posible  la  de  los  chinos, 
contratados  en  su  país  por  escrito  y  temporalmente,  pu- 
dicndo  al  efi-cto  celebrar  contratos  con  empresarios,  y 
acordarles  ademas  veinficinco  pesos  por  cada  chino  que 
íntrodnzan,  con  tal  que  la  suma  á  que  mooten  estas  ])ri- 
nias  las  pr.gui'  el  Estado  en  descuento  de  los  derechos 
de  importación  de  pio.luctos  y  manufacturas  asiáticas 
causados  por  el  proj)io  ení]>resario,  y  procedentes  directa- 
mente de  Asia  á  ios  ])uertos  do  Venezuela. — La  de  54  (art. 
"•ÍJ  ?  )  disjwnia  que  los  enipresarios  de  inmigración  prepara- 
sen todo  lo  necesario  para  que  los  inmigrados  encontrasen 
en  el  puerto  de  su  lli¿:;ií.la  alojamiento  y  asistencia  hasta 
su  colocación  ;  y  la  de  55  (art.  49)  les  imi)one  el  deber 
do  proporcionárselo  desde  el  momento  de  su  llegada  sin 
limitación  de  tícmj)o.  La  de  54  (art.  69)  señalaba  tres 
Janegadas  en  cien  varas  en  cuadro  para  cada  uno;  y  la  de 
Ó5  (art.  id.)  redujo  las  tres  fanegadas  á  una.  La  de  54  con- 
cedialas  tierras  baldías  dios  empresarios,  debiéndose  estos 
comprometer  á  dividirlas  con  los  inmigrados;  pero  la  de 
55  las  concedo  á  los  mismos  inmigrados.  En  consecuencia 
suprimió  las  d¡s[)(>siciones  de  los  artículos  10,  11,  12  y  13 
de  la  de  54,  y  sostituyó  las  del  §  único  de  su  art.  5.°  que 
bimplemí?nte  previene  que  el  P  E.  expida  títulos  de  pro- 
})iedad  á  los  inmigrados  que  hayan  obtenido  tierras,  al 
cabo  de  tres  afios,  comprobada  que  sea  su  ])ermanencia  en 
el  país  y  el  cultivo  de  la  tierra.— La  de  55  (art.  7  ?  )  redu- 
jo las  concesiones  á  los  inmigrados  á  la  obtención  do  la 
carta  de  naturaleza,  y  á  la  exención  de  twlo  servicio  mili- 
tar por  diez  afloa,  en  lugar  de  los  seis  que  fijaba  la  de  54,  y 
suprimió  por  tanto  las  demás  que  establecía  la  misma  en 
su  artículo  15.— Finalmerito  la  do  55  (art,  8  á  10)  creó 
juntas  de  ¡nliiigracion  y  les  dio  las  atribuciones  que  se  ex- 
presan; y  suprimió  todas  las  demás  disposiciones  do  la  de 
54  contenidas  en  los  artículos  7?  y  su  ^,  8?,  14,  y 
16  al  21. 
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se  señalará  una  cantidad,  previo  informe  de  ca- 
da una. 

Art.   10.  Las  Juntas  superiores  formarán  den- 
tro treinta  días  después  de  su  instalación,  los  re- 
glamentos necesarios  para   establecer   el   mejor 
{  orden  y  método  en  sus  trabajos.  De  estos  regla- 
I  mentos  se  pasará  una  copia  al  Ministerio  del  In- 
terior para  su  aprobación  ó  modificación.  Dichos 
reglamentos  regirán  en    las  principales,  auxilia- 
,  res  y  subalternas    de  los  respectivos  distritos,  á 
,  quienes  comprenderán  sus  disposiciones. 

§  29 

De  ¡os  deberes  de  las  Juntas. 

Art.  11.  Ademas  de  los  deberes  que  el  artículo 
99  de  la  ley  impone  á  las  Juntas,  tendrán  el  de 
dar  cuenta  á  la  Secretaría  del  Interior  mensual- 
mente  de  sus  trabajos  y  de  remitirle  copia  del  re- 
gistro que  deben  llevar  de  los  inmigrados  que  se 
reciban  en  los  puertos  y  lugares  de  su  distrito  ó 
jurisdicción. 

Art.  12.  Es  también  deber  de  las  Juntas  in- 
formarse de  las  cualidades  morales  de  lo's  inmi- 
grados, exigiendo  de  los  introductores  los  com- 
probantes que  estimen  necesarios  pura  que  no  se 
introduzcan  aquellos  que  puedan  ser  perjudicia- 
les al  buen  orden  y  tranquilidad  de  la  República* 

^  único.  Los  informes  que  adquieran  los  pa- 
sarán á  la  Secretaría  del  Interior  pura  que  obren 
sus  efectos  al  tiempo  de  expedir  carta  de  natu- 
raleza á  los  inmigrados. 

Art.  13.  Las  Juntas  superiores  reglamentarán 
los  establecimientos  que  se  formen  para  aloja- 
miento de  los  inmiorados  á  su  llegada,  y  la  ad- 
ministración de  los  auxilios  que  necesiten  en  los 
primeros  dia?,  conforme  á  la  ley  :  dando  cuenta 
al  Poder  Ejecutivo  para  su  aprobación  ó  reforma 
antes  de  su  ejecución. 

SECCIÓN  SEGUNDA. 

Pe  la  protección  a  los  inmigrados  y  gratificación  á  los 
empresarios. 

Art.  14.  La  protección  que  el  Gobierno  dis- 
pensa á  los  inmigrados  europeos  que  vengan  al 
pais  contratados  ó  no  por  particulares,  y  la  que 
concede  á  los  inmigrados  asiáticos  que  vengan 
por  virtud  de  contratos  celebrados  por  resolucio- 
nes especiales  del  Poder  Ejecutivo,  consiste  en  los 
auxilios,  goces  y  privilegios  que  la  ley  les 
otorga. 

Art.  15.  Los  dueños,  consigna^rios  ó  capita- 
nes de  aquellos    buques  que    desembarquen  mas 
de  veinticinco  inmigrados  eui^opeos,  y  que  tienen 
'  por  esto  derecho  al  pago  déla  suma  que  se  men- 
I  ciona  en  el  artículo  29  de  la  ley,    deben  acredi- 
!  tar  previamente  ante  la  Junta  de   inmigración, 
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donde  ía  hubiere,  ó  ante  la  del  puerto  mas  próxi- 
mo en  que  haya  una  establecida,   si  no  existiere 
en  el  puerto  de  su  arribo,  que  la  introducción  de 
aquellos  se  ha  efectuado  en  la  forma  y  términos 
prescritos  por  la  citada  ley  y  por  este  reglamento*  ' 
y  la  Junta  dará  el  aviso  correspondiente  al  Ad-  | 
ministrador  de  rentas  nacionales  que  haya  de  ha-  j 
cer  el  pago,  obtenida  al  efecto  la  orden  que  por 
conducto  de  la  Tesorería  General  expedirá  la  Se-  j 
crctaría  de  Hacienda.  I 

Art.  16.  Los  introductores  de  la  inmigración  ¡ 
^asiática  que  tienen  derecho  á  la  propia  remune-  , 
ración,  y  ademas  al  psigo  de  la  prima  que  se  [ 
establece  en  el  artículo  39  de  la  le)',  por  cada  in-  ' 
dividuo  que  introduzcan  á  virtud  de  contrato  ! 
celebrado  previamente  con  el  Gobierno,  cumplí- 
rán  con  la  misma  disposición  del  artículo  ante- 
rior, llenándose  para  el  pago  las  propias  forma-  | 
lidades. 

Art.  17.  Los  inmigrados  recibirán   sus  cartas  \ 
de  naturaleza  por  conducto  de  las  gobernaciones  i 
de  aquellas  provincias  en    que  hayan  fijado  su 
residencia,  quienes  elevarán  un  informe  al  Poder  | 
■Ejecutivo  en  que  expresen    el   nombre  de  aque- 
llos, lo  que  conste  respecto  de  su   conducta  des- 
pués de  haber  llegado  al  país,  el   dia  en  que  han 
llegado  á  él  y  el  puerto  en  que  desembarcaron, 
si  son  casados  ó  solteros,  y  en  el    primer  caso,  ' 
si  tienen  familia   y  de  cuantas  personas  consta, 
y   el    nombre,    apellido    y    edad    de   cada  indi- 
viduo. 

^  único.  Los  menores  de  edad  ó  hijos  de  fa- 
miüa  quedarán  comprendidos  en  la  naturaliza- 
ción que  se  otorgue  á  sus  padres  por  medio  de 
la  carta,  y  se  expresarán  en  dicha  carta  los  nom- 
bres de  todos. 

Art.  \8,  El  Poder  Ejecutivo  pondrá  á  aque- 
llos inmigrados  que  lo  soliciten,  en  posesión  de 
terrenos  baldíos  propios  para  el  cultivo,  al  res- 
pecto de  una  fanegada  por  persona,  luego  que  se 
encuentren  en  la  Secretaría  del  Interior  las  no- 
ticias que  sobre  esto  deben  pasarle  las  Juntas  de 
inmigración,  y  les  expedirá  también  tíficos  de 
propiedad  de  ellas  al  cabo  de  tres  afíos,  si  acre- 
ditaren su  no  interrumpida  permanencia  en  el 
país  y  el  cultivo  de  lu  tierra  ;  todo  de  conformi- 
dad con  el  artículo  59  de  la  ley  y  su  parágrafo, 
y  previo  el  informe  de  la  Junta  respectiva. 

Disposición  final. 

Art.  19.  Se  deroga  el  decreto  Ejecutivo  de  14 
de  Octubre  del   afío  próximo  anterior. 

Dado  :  firmado  de  mi  mano :  sellado  con  el 
sello  del  Poder  Ejecutivo ;  y  refrendado  por  el 
Secretario  de  E.  en  los  DD.  del  Interior,  Justi- 
cia y  Relaciones  Exteriores  en*  Caracas  k  2  de 


i^ 


Julio  de  1855,  año  269  ^e  la  Ley  y  469  de  la 
Independencia. 

(Firmado.)— Jb^é  T.  MonágaSf 
Por  S.  E.— El  Secretario  de  E.  en  los  DD.  del 
Interior,  Justicia  y  Relaciones  Exteriores. 

(Firmado.) — Francisco  Aranda. 
INMIGRACIÓN.  Impuesto  subsidiario  destina- 
do  entre  otras  cosas,  á  su   fomento.    Véase 
Caminos»  (Apéndice  al  29  t5mo)  D.  de  28  de 
Abril  de  Í854,  art.  5. 
INMUNIDAD  DE  LOS  senadores  y  represen- 
tantes. Véase  Cámaras  legislativas^  artícu- 
los constitucionales  que  establecen  las  funcio- 
nes económicas  y   disposiciones   comunes   á 
ambas,  83  y  84. 
INMUNIDAD   DE   LOS   diputados  provincia- 
les. Véase   Diputaciones  provinciales^    art. 
constitucional  1C5. 
INMUNIDAD  DE  LOS  ministros  extranjeros 
EN  LA  REPmLi'-A.  Véa?e  Ministros  públicos, 
L.  de  19  de  Mayo  de  ISll. 
INQUISICIÓN  (tribunal  de  la)  su  abolición. 

Véase  Causas  de  fe. 
INSIGNIAS  militares,  resolución  ejecuti- 
va DE  12  DE  enero  de  \S43  fijando  las  divi- 
sas de  los  diversos  grados. 
Resucito,— Enero  12  de  1813. 
Atendiendo  el  Poder  Ejecutivo  á  lo  representa- 
do por  varios  tenientes  y  subtenientes  del  ejérci- 
to sobre  las  divisas  que  caracterizan  estos  gra- 
dos ;  ha  resuelto  con  esta  fecha  y  en  uso  de  la 
atribución  que  le  concede  el  artículo  I9  del  De- 
creto Legislativo  de  24  de  Enero  de  I82G  lo  si- 
guiente. 19  La  ílivisa  del  teniente  será  una  char- 
retera de  caneloncillo  de  pulgada  y  mcília  de  lar- 
go y  una  línea  de  diámetro  en  el  honfibro  dere- 
cho, y  una  pala  igual  4  la  de  la  charretera  en  el 
hombro  izquierdo.  29  La  divisa  del  subteniente 
será  una  charretera  igual  á  la  de  teniente  en  el 
hombro  izquierdo,  y  una  pala  igual  á  la  de  la 
charretera  en  el  hombro  derecho,  39  Se  p/ohibe 
expresamente  que  los  primeros  y  segundos  co- 
mandantes y  los  tenientes  y  subtenientes  que 
por  las  disposiciones  vigentes  y  por  la  que  hoy 
se  libra  usan  pala,  las  sostituyan  con  cjjarrete- 
ras  recogidas  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 65  del  reglamento  de  uniformes  de  20  de 
Julio  de  1826. — Comuniqúese  á  quienes  corres- 
ponda y  publíquesc  en  la  Gaceta  oficial. 

Por  S.  E^—Urdaneta. 
INSIGNIAS  militares,  resolución  ejecuti- 
va DE  7  DE  abril    de  1849  prohibiendo  cier- 
tas insignias   de  que  abusivamente  se  está 
usando* 

Secretaría  de  la  Guerra.— Caracas,  Abril  7  de  1849* 
Sr.  General  Comandante  de  armas  de  la  provinria : 

Habiéndose  observado  los  notables  abusos  q)i& 
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ge  cometen  por  algunos  de  los  Sres.  jefes  y  ofi- 
ciales del  ejército  y  de  la  milicia  nacional,  asi  en 
los  actos  del  servicio,  como  en  los  de  su  concar- 
rencia  á  otros  públicos  y  funciones  religiosas, 
preientándose  con  insignias  que  no  les  corres- 
ponden, llevando  plumajes  que  solo  están  permi- 
tidos por  el  decreto  de  la  materia  de  20  de  Jallo 
de  1826,  á  los  generales  del  ejército,  y  á  los  je- 
fes y  oficiales  de*caballería  con  tal  que  no  exce- 
dan del  tamafio  de  una  cuarta,  y  usando  los  ca- 
pitanes y  subalternos  franjas  de  oro  6  plata  en 
los  calzones  y  bordados  en  las  cachuchas,  cuan- 
do les  está  prohibido  ;  S.  E.  el  Poder  Ejecutivo 
me  ha  ordenado  recomendar  &  US.  el  estricto 
cumplimiento  del  expresado  decreto  y  de  las  re- 
soluciones expedidas  por  el  Poder  Ejecutivo  de 
Venezuela  en  12  de  Enero  y  3  de  Marzo  de 
1843  sobre  la  materia  :  esto  respecto  de  los  jefes 
y  oficiales  del  ejército,  y  en  cuanto  á  los  de  la 
milicia  nacional,  la  ley  y  reglamento  que  &  ella 
conciernen. — Es  copia. — Mejía. 

INSIGNIAS  MILITARES.  RESOLUCIÓN  EJECUTI- 
VA DE  27  DE  SETIEMBRE  DE  1849  reiterando 
el  cumplimiento  de  las  dos  anteriores. 

Secretaría  de  Guerra.— Caracas,  Setiembre  27 
de  1849.— Resuelto. 

Dígase  por  circular  á  los  comandantes  de 
armas : 
Que  continuando  como  continúan  los  abusos 
en  el  uso  de  insignias  militares  por  algunos  je- 
fes y  o6ciales  ;  el  Poder  Ejecutivo  ha  resuelto  : 
que  mientras  se  ocupa  del  arreglo  de  esta  mate- 
ria, se  cumplan  en  todas  sus  partes  las  resolucio- 
nes del  Gobierno  de  12  de  Enero  de  1843,  de  3 
de  Marzo  del  propio  año,  y  la  de  7  de  Abril  del 
presente,  las  cuales  se  acompafian  en  copia  pa- 
ra su  estricta  observancia,  haciéndose  responsa- 
ble al  que  contraviniere  á  tales  disposiciones, 
que  hasta  ahora  han  sido  ilusorias  con  detrimen- 
to de  la  obediencia  y  subordinación  que  es  in- 
nata á  la  carrera  de  las  armas. — Publíquese  en 
la  Gaceta  la  presente  resolución,  y  las  demás 
que  le  son  relativas. — Por  S.  E. — ífejía. 

INSIGNIAS  MILITARES.  RESOLUCIÓN  EJECUTI- 
VA DE  13  DE  SETIEMBRE  DE  1849  dcclarando 
que  no  debe  despojarse  de  ellas  á  los  difuntos 

jefes  y  oficiales  del  ejército  en  los  honores 

fúnebres  que  se  les  hagan. 

República  de  Venezuela.- Secretaría  de  Guerra. 
—Sección  primera.— Caraca»  Setiembre  18  de  1849, 
aflo  20  y  89- 

Sr,   General  Comandante  de  armas  de  esta 
provincia. 
Instruido  S.  E.  el  Poder  Ejecutivo  de  la  co- 
municación de  US.  de  31  del  roes  próximo  paaa- 
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do  núm.  254,  en  que  reprueba  US.  la  antigua 
costumbre  de  despojar  de  sus  insignias  militares 
h  los  difuntos  jefes  y  oficiales  del  ejército  al  acto 
mismo  del  entieiro  para  entregarlas  al  tambor 
mayor  que  asiste  á  la  ceremonia,  y  pide,  intere- 
sando varias  y  muy  justas  razones,  que  el  Go- 
bierno dicte  una  providencia  que  en  lo  sucesivo 
ponga  término  k  semejante  procedimiento ;  y 
considerando  S.  E.  que  ni  las  ordenanzas  del 
ejército  ni  Jas  leyes  vigentes  de  la  República  au- 
torizan esa  práctica,  que  ademas  de  ser  inmoral 
é  indecorosa,  perjudica  notablemente  á  los  deu^ 
dos  del  difunto  militar  privándolos  de  prendas 
para  ellos  tal  vez  inestimables  y  sagradas;  ha 
tenido  á  bien  resolver  en  esta  fecha,  que  no  se 
tolera  en  adelante  un  abuso  de  tal  naturaleza,  & 
cuyo  fin  las  autoridades  militares  respectivas  dic- 
tarán las  medidas  convenientes,  publicándose 
esta  resolución  en  la  Gaceta  de  Venezuela  para 
su  debida  inteligencia. — Con  lo  que  tengo  el  ho- 
nor de  contestar  la  precitada  comunicación  de 
US. — Soy  de  US.  atento  servidor.— l^raTíctsco 
Mejia, — Es  copia. — 3íejía. 
INSIGNIAS  MILITARES.  Prohibición  del  uso 
de  presillas  sin  charreteras  ó  espoletas.  Véase 
Uniformes,  R.  E.  de  3  de  Marzo  de  1843. 
INSTANCIAS  DE  PARTICULARES.  Véasc  Re- 
presentaciones^ R.  £.  de  24  de  Setiembre  de 
1832. 

INTRÜCCION  PULLICA.    LEY    PRIMERA  DE  18 

DE  ABRIL  DE  l^hA  que  trata  de  su  organiza- 
clon  en  general — reforma  la  de  20  de  Junio 
de  1843,  p.  43  del  cuaderno  de  ese  año,  y  658, 
núm.  509  del  cuerpo  de  18^1. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso. 

DECRETAN: 

LEY  la 

De  la  organización  do  la  Instrucción  pública. 

Art.  19  El  sistema  de  instrucción  pública  se 
organiza  en  Venezuela  con  los  establecimientos 
siguientes. 

19  Las  escuelas  primarias,  para  la  enseñanza 
genera]  de  las  primeras  letras. 

29  Los  Colegios  nacionales  para  la  enseñan- 
za secundaria  de  las  lenguas,  ciencias  filosóficas, 
otros  ramos  de  esta  educación  y  clases  mayores, 
haciendo  extensiva  aquella  á  las  nociones  elemen- 
tales de  aplicación  práctica  á  las  artes  y  oficios. 

39  Las  Universidades  para  la  instrucción  cien- 
tífica en   Teología,  Jurisprudencia,  Medicina  v 
otros  ramos,  comprendiendo  también  la  enseñan- 
za del  primer  inciso  del  número  anterior. 
49  Las  Academias  para  continuación  de  algu- 
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D08  estudios  por  el  método  de  asociación,  y  pa- 
ra el  buen  orden  en  el  ejercicio  de  algunas  pro- 
fesiones; y 

59  Las  Sociedades  económicas  para  promo- 
ver mejoras  en  la  agricultura,  el  comercio,  las 
artes  y  el  fomento  deja  población. 

Art  29  El  sistema  general  de  instrucción  pú- 
blica se  centralizará  en  el  Ministerio  del  Interior 
y  Justicia,  bajo  la  Suprema  autoridad  del  Poder 
Ejecutivo,  á  cuyo  efecto  se  creará  una  nueva  sec- 
ción en  aquel  Despacho. 

El  Poder  Ejecutivo  ejercerá  libremente  todas 
las  atribuciones  y   llenará  todos  los  deberes  que, 
por  las  leyes  tenia   la  Dirección  general  de  es- 
tudios. 

Art.  39  Las  escuelas  primarias  continuaran  á 
cargo  de  "las  Diputaciones  provinciales,  las  que 
procurando  la  uniformidad  tan  indispensable  en 
la  enseñanza,  adopUrán  el  proyecto  que,  de 
acuerdo  con  el  dictamen  del  Consejo  de  Gobier- 
no, forme  y  les  pase  el  Poder  Ejecutivo,  mien- 
tras el  Congreso  da  una  ley  de  bases  sobre  la  or- 
ganización y  régimen  de  estas-escuelas.  Las  mis- 
mas Diputaciones  representarán  al  Congreso 
cuanto  crean  conducente  al  mejor  éxito  de  dicha 
enseñanza,  y  no  se  halle  á  su  alcance,  para  las 
medidas  legislativas  que  puedan  acordarse. 

Art.  49  Los  Colegios  nacionales,  las  Univer- 
sidades y  los  demás  establecimientos  expresados 
en  el  artículo  I9»  se  regirán  por  las  leyes  y  dis^ 
posiciones  reglamentarias  que  se  han  dado,  ó 
que  en  adelante  se  dieren,  y  que  respectivamen- 
te les  conciernan. 

Art.  59  Se  deroga  la  ley  de  20  de  Junio  de 
1813,  primera  del  Código  de  instrucción  pública. 
Dada  en  C  iracas  á  17  de  Abril  de  1854,  año 
25  de  la  ley  y  44  de  la  independencia. — El  Pre- 
sidente del  Senado,  Francisco  Balbvena.-^El 
Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes,  L. 
Ruedas. — El  Secretario  suplente  del  Senado, 
R,  Irazdbal. — El  Secretario  de  la  Cámara  de 
Representantes,  J.  Padilla. 

Caracas,  Abril  18  de  1854,  afío  25  de  la  ley  y 
44  de  la  independencia. — Ejecútese.— J.  G.  Mo- 
nagas. — Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repúbli- 
ca.— El  Secretario  de  E.  en  los  Despachos  del 
Interior,  Justicia  y  Relaciones  Exteriores,  Si- 
món Planas. 
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AnáXms  comparativo  de  las  leyes  de  VI  de  Moajo  </^  1813  y 
18  de  Abril  de  1864  (  /.  del  código  de  instrttccion  pública. ) 

La  de  54  (art.  1  ?  núm.  29)  afiadíó  desde  donde  dice : 
"  y  clases  mayores,  &a. :"  suprimió  el  núm.  4  ?  ,  art.  2  ? 
de  la  de  48 ;  y  eliminó  (art.  2?  )  la  Dirección  de  estudios, 
centralizando  la  enseñanza  en  la  Secretaría  del  interior, 
bajo  la  suprema  autoridad  del  P.  E.,  y  cometiendo  á  este 
el  libre  ejercicio  de  las  facultades  que  estabui  atríbtudas 
á  la  Pireccion. 

TOMO  II. 


INSTRUCCIÓN  PUBLICA,  let  segunda  de  12 
DE  MAYO  DE  1842  oTganizando  los  Colegios 
nacionales-  (*) 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

decretan: 

De  la  enseñanza  en  los  Colegios» 

Parte  orgánica. 

Art.  19  Continuarán  establecidos  los  Colegios 
nacionales  de  Cumaná,  Guanare,  Barquisimeto, 
Tocuyo,  Trujillo,  Coro,  Maracaibo,  Guayana, 
Margarita,  Valencia,  Barcelona  y  Calabozo  con- 
forme á  esta  ley. 

Art.  29  Estos  establecimientos  constarán  de 
dos  partes,  la  una  es  la  escolar  del  Colegio,  la 
otra  la  interna. 

De  los  directores  y  catedráticos. 
Art.  39  Cada   uno  de   estos  establecimientos 
literarios   estará   á   cargo  de   un  rector  y  de  un 
viccrector. 

Art.  49  Corresponde  al  rector  :  19»  entender- 
se con  la  Dirección  general  de  instrucción  públi- 
ca, 6  con  el  Gobierno  directamente  en  caso  ne- 
cesario, en  todo  lo  que  concierna  al  estableci- 
miento, conservación  y  adelanto  del  Colegio : 
29>  la  dirección  económica  del  mismo  :  39»  ^í 
!  desempeño  de  las  funciones  qué  le  atribuyan  los 
reglamentos  que  se  dieren  ;  y  49»  las  demás  que 
acuerde  esta  ley,  sobre  el  régimen  interna  y  el 
escolar  de  estas  casas. 

Art.  59  Ademas  de  las  atenciones  que  los  re- 
glamentos y  esta  ley  señalen  al  vicerector,  ser^ 
de  su  deber:  19»  intervenir  en  los  ingresos  de 
la  administración  en  la  forma  que  se  disponga  : 
29i  pasar  á  la  Dirección  general  de  instrucción 
pública  en  los  días  primeros  de  Julio  y  Enero 
una  relación  circunstanciada  del  estado  de  las 
rentas  acompañada  de  una  noticia  del  ingreso, 
egreso  y  existencia  de  la  caja ;  y  39»  darle  así 
mismo  cuenta  en  las  propias  épocas  del  estado  y 
progreso  de  la  instrucción  y  del  número  dealum- 
I  nos  internos  y. externos. 

Art.  69  El   rector,   vicerector  y  catedráticos 
i  gozarán  de  la  renta  anual  que  les  señale  el  Po- 
der Ejecutivo,  previo  informe  de  la  Dirección  de 
estudios,  atendidas  las  circunstancias  de  cada  es- 
tablecimiento. 

^  único.  Cuando  el  rector  y  vicerector  desem- 
peñen cátedras,  reunirán  la  renta  de  ambos  des- 
tinos. 

Art  79  Toca  al  Gobernador  de  la  provincia 
proponer  sujeto  idóneo  para  rector,  á  ambos  pro- 
poner al  vicerector,  y  á  los  tres  proponer  los  ca- 


(*)  Véase  Colegios  nacionales^  R.  E.  de  25  do  Mayo  de 
1850,  y  su  nota. 
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t^dráticofl  cuando  se  estAlezcan  por  separado ; 
y  á  la  Dirección  general  nombrarlos  ó  remover- 
los con  causa  justa,  previo  el  informe  de  la  junta 
de  rentas  y  el  consentimiento  del  Gobierno. 

Art.  89  Las  faltas  del  rector  ser&n  suplidas 
por  el  vicerector,  y  las  de  este,  ya  porque  de- 
sempeñe el  rectorado,  ya  por  cualquier  otro  mo- 
tivo, se  suplirán  por  un  vicerectdT  interino  que 
nombrará  el  Gobernador  de  la  provincia,  ó  el  Je- 
fe político  en  su  caso,  participándolo  á  la  Direc- 
ción general. 

Art.  99  Cualquiera  falta  temporal  de  los  ca- 
tedráticos será  suplida  por  un  sustituto  que  nom- 
brará inmediatamente  el  rector  dando  cuenta  á 
la  Dirección  general. 

Art.  10.  El  rector,  vicerector  y  catedráticos 
no  pueden  separarse  de  sus  puestos  temporal- 
mente sin  permiso  del  Gobernador  de  la  provin- 
cia, 6  Jefe  político  en  su  caso,  quien  lo  concede- 
rá con  causa  legítima  dentro  del  máximo  que  se 
fija  por  el  artículo  siguiente,  dando  cuenta  á  la 
Dirección. 

Art.  11.  El  mayor  tiempo  que  pueden  estar 
separados  es  el  de  dos  meses,  en  el  caso  de  que 
el  permiso  se  les  haya  concedido  para  ausentar- 
se á  negocios  particulares,  y  el  de  seis  cuando 
fuere  por  enfermedad. 

Art.  12.  Si  la  separación  fuere  para  asistir  al 
Cong'reso  como  Senador  ó  Representante  ó  á  la 
Diputación  provincial  como  miembro  de  ella,  se 
considerará  como  con  licencia  por  el  tiempo  de 
las  sesiones  y  por  el  duplo  do  la  distancia  de  la 
capital  de  la  República  ó  de  la  provincia  respec- 
tiva, así  á  la  ida  como  á  la  vuelta.  La  distancia 
se  calculará  á  razón  de  ocho  leguas  por  dia. 

Art.  13.  Concluido  el  tiempo  señalado  en  los 
artículos  anteriores  sin  que  hayan  vuelto  á  ocu- 
par sus  plazas,  de  hecho  quedarán  estas  vacan- 
tes, y  se  propondrán  personas  para  llenarlas. 

Art.  14.  Las  atribuciones  señaladas  al  Gober- 
nador las  ejercerá  el  Jefe  político  respectivo,  en 
los  lugares  en  que  no  resida  dicho  magistrado. 

De  las  Juntas  de  rentas, 

Art.  15.  La  junta  de  rentas  de  los  colegios  se 
contpondrá  de  un  presidente,  que.  lo  será  en 
las  capitales  de  provincia  el  Gobernador,  y  en 
loa  cantases  del  Tocuyo,  Guanaro  y  Calabozo, 
el  Jefe  político,  del  rector  del  colegio  y  de  un 
eniembro  del  Concejo  municipal  elegido  anual- 
mente por  este  cuerpo  ;  después  que  sea  exami- 
nada la  cuenta  del  año  anterior,  y  sin  que  se  con- 
sidere miembro  nato  de  la  junta,  concurrirá  el 
administrador  cuando  ella  lo  estime  necesario. 

§  único.  La  voz  del  administrador  será  oida 
siempre  que  se  trate  del  reconocimiento  de  cen- 
sos y  del  aseguramiento  de  sus  capitales  en  de- 
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bída  forma  ;  y  cuando  la  junta  resuelva  contra 
el  dictamen  del  administrador,  informará  este  á 
la  Dirección  sobre  todo  lo  obrado  exponiéndola 
las  razones  que  hubiere  dado  á  la  junta  en  la  dis- 
cusión de  la  materia. 

Art.  16.  Se  autoriza  aja  junta  de  rentas  para 
que  libre  contra  la  administración  hasta  la  canti« 
dad  de  cien  pesos  en  cada  trimestre  del  año,  sin 
previa  aprobación  de  la  Dirección  general,  es 
caso  de  suma  urgencia,  y  de  ello  le  dará  cuenta 
por  el  correo  inmediato,  con  la  debida  compro- 
bación y  bajo  su  responsabilidad,  cuando  el  gas- 
to sea -considerado  como  indebido. 

Art.  17.  El  vicerector  será  secretario  con  vo- 
to de  la  junta  de  rentas,  llevará  la  corresponden- 
cia que  ñrmará  el  presidente  de  ella,  y  custodia- 
rá el  archivo,  gozando  de  una  gratificación  da 
cinco  pesos  mensuales  para  gastos  de  escritorio. 

Art.  18.  Son  deberes  de  las  juntas  de  rentas  : 

19  Proponer  á  la  Dilección  todo  lo  que  crea 
conveniente  para  la  conservación  de  los  bienes 
del  colegio  y  fomento  de  sus  rentas. 

29  Cuidar  de  que  el  cobro  de  estas  rentas  se 
haga  oportuna  y  eficazmente. 

39  Practicar  el  19  de  cada  mes  el  tanteo  de  la 
caja  de  la  administración  ;  y  ademas  en  cual- 
quiera otro  dia  si  lo  creyere  conveniente, 

49.  Examinar  las  cuentas  del  administrador, 
glosarlas,  oir  los  descargos  que  este  empleado 
diere  y  sentenciarlas  dentro  de  dos  meses  conta- 
dos desde  I9  de  Agosto,  en  que  deberá  haberlas 
recibido  del. presidente  de  la  junta,  hasta  el  últi^ 
mo  de  Setiembre. 

59  Remitirlas  á  la  Dirección  general  inmedia- 
tamente para  su  revisión  y  finiquito  por  el  Tri- 
bunal de  cuentas. 

69  No  permitir  que  el  administrador  entre  á 
desempeñar  sus  funciones,  mientras  no  cumpla 
con  el  requisito  de  prestar  la  fianza. 

79  Hacer  que  las  fianzas  se  refrenden  cada 
vez  que  sea  necesario. 

89  Vigilar  sobre  la  salida  de  caudales,  no  per- 
mitiendo que  se  erogue  la  menor  suma  sin  que 
hayan  precedido  las  formalidades  que  se  esta- 
blecen por  esta  ley. 

99  Poner  en  claro  los  derechos  del  colegio  so- 
bre cualesquiera  propiedades  y  rentas  religiosas 
por  medio  del  administrador  á  quien  toca  con 
conocimiento  de  la  junta  y  aprobación  de  la  Di- 
rección intentar  y  seguir  las  demandas  en  los 
tribunales. 

109  Pasar  todos  los  años  á  la  Dirección  ge- 
neral en  1?  de  Octubre  una  memoria  del  estado 
del  colegio  en  todos  sus  ramos. 

De  la  administración  de  las  rentas, 

Art.  19.  Las  rentas  de  cada   colegio  ya  arre- 
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gladas  y  que  en  lo  adelante  se  arreglaren»  cor* 
rerán  á  cargo  de  nn  administrador  propuesto  en 
terna  por  el  gobierno  de  la  provincia  en  las  ca- 
pitales, y  en  las  cabeceras  de  los  cantones  en 
que  haya  colegios,  por  el  Concejo  Municipal,  y 
nombrado  porla  dirección  general  de  instrucción 
pública  que  podrá  removerle  cuando  lo  estime 
conveniente,  previo  el  informe  de  la  misma  jun- 
ta de  rentas. 

Art.  20.  Dicho  empleado  disfrutará  un  ocho 
por  ciento  de  las  cantidades  que  recaude,  de- 
biendo prestar  á  satisfacción  de  la  junta  de  ren- 
tas y  antes  de  encargarse  de  la  administración, 
la  fianza  que  fije  la  Dirección  general  ó  propor- 
ción de  las  rentas. 

§  único.  Ademas  de  la  comisión  que  se  asig- 
na al  administrador  por  este  artículo,  le  corres- 
ponde el  dos  por  ciento  de  todo  capital  que  des- 
cubra y  logre  poner  en  claro  ;  y  de  los  ya  des- 
cubiertos que  se  hallan  en  estado  litigioso  y  sos- 
tuviere en  los  tribunales,  se  le  abonará  el  uno 
por  ciento  si  recayere  sentencia  que  fuere  eje- 
cutoriada en  favor  del  colegio.  Se  abonará  di- 
cha remuneración  en  sus  respectivos  casos, 
cuando  el  administrador,  concluido  el  negocio, 
ponga  el  asiento  en  sus  libros  de  cuenta,  incor- 
porando los  nuevos  capitales  con  la  correspon- 
diVRte  documentación,  previa  k  declaratoria  de 
la  junta  de  rentas,  y  no  antes  ;  dándose  cuenta 
á  la  (íireccion. 

Art.  21.  Rendirá  cuenta  comprobada  de  cada 
año  de  su  administración  contando  de  Julio  á 
Junio,  bien  entendido  que  ha  de  estar  entregada 
con  toda  la  documentación  antes  del  dia  último 
del  mes  de  Julio  siguiente,  al  presidente  de  la 
junta  de  rentas,  so  pena  de  quedar  exonerado 
del  encargo  inmediatamente  por  disposición  de 
la  misma  autoridad,  quien  será  responsable  si 
no  la  librare  el  dia  19  de  Agosto  siguiente,  dan- 
do euenta  á  la  Dirección  genera],  sin  perjuicio 
de  perseguir  al  administrador  negligente  en  los 
tribunales  de  justicia,  quienes  deberán  emplear 
precisamente  el  apremio  de  prisión  en  los  térmi- 
nos y  en  la  forma  prevenida  respecto  de  los  ad- 
ministradores de  las  rentas  de  las  universidades. 

Art.  22.  Las  rentas  de  los  colegios  no  podrán 
invertirse  sino  en  los  objetos  siguientes: 

19  £n  el  sueldo  mensual  de  cada  empleado 
del  establecimiento. 

29  En  la  reparación  del  edificio  del  colegio  y 
de  los  demás  que  le  correspondan  :  en  el  des- 
linde y  amojonamiento  de  las  posesiones  y  ter- 
razgos que  le  sean  propios :  en  los  Qostos  y  cos- 
tas que^  se  causaren  por  cualquiera  litis  que  sea 
necesario  seguir  para  defender  ó  recuperar  las 
propiedades  del  colegio  ;*y  en  otros  pasos  judi- 
ciales que  hayan  de  darse  para  descubrirlos  ó 
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poner  corrientes  sus  acciones,  siempre  que  por 
derecho  corresponda  al  colegio  el  pagamento. 

39  En  los  gastos  indispensables  para  adquirir 
y  conservar  los  enseres,  avíos  y  libros  propios 
del  establecimiento  en  su  parte  escolar. 

Art.  23.  Son  trámites  indispensables  para  que 
la  administración  haga  estos  gastos : 

19  En  cuanto  al  número  I9  del  artículo  pre- 
cedente, que  el  administrador  haya  tomado  ra- 
zón del  título  de4^  empleado,  que  el  sueldo  esté 
señalado  por  el  Gobierno,  y  que  el  mes  que  se 
pague  esté  cumplido. 

29  En  cuanto  al  número  29  del  mismo  artícu- 
lo, cuando  se  trate  de  refacción  de  edificio  6  gas- 
to útil  de  una  obra,  será  indispensable  y  previo 
á  todo  un  presupuesto  hecho  y  suscrito  por 
maestros  del  arte,  informado  por  la  junta  de  ren- 
tas del  Colegio,  y  aprobado  por  la  Dirección ;  y 
en  cuanto  á  costus  y  costas  judiciales,  es  necesa- 
rio que  se  hayan  causado  ó  devengado  en  pro- 
cedimiento determinado  y  prevenido  por  'esta 
corporación,  previo  el  informe  de  la  junta. 

3^  En  los  gastos  de  que  habla  el  número  39 
del  artículo  entecedente,  se  procederá  con  vista 
de  presupuestos  que  considerará  la  junta  de  ren- 
tas del  colegio  para  resolver  y  dar  cuenta  á  la 
misma  Dirección. 

^  único.  Para  toda  compr^  para  toda  obra 
se  invitará  indispensablemente  al  público,  á  fin 
de  formalizar  contratas  con  las  personas  que  mas 
ventajas  ofrezcan  :  al  efecto  se  fijarán  carteles 
en  tres  ó  mas  lugares  de  la  ciudad,  cuidando  que 
permanezcan  fijados  por  pcho  dias  á  lo  menos, 
y  la  junta  acordará  con  vista  de  las  proposicio- 
nes cerradas  y  selladas  que  se  hayan  puesto  en 
manos  de  su  presidente  durante  los  ocho  dias, 
las  cuales  se  abrirán  }  leerán  en  sesión  pública 
á  la  hora  señalada.  Si  la  junta  no  hallare  admi- 
sibles las  proposiciones  ó  necesitare  explicacio- 
nes sobre  las  que  se  hubieren  hecho,  invitará  de 
nuevo  al  público  con  arreglo  á  este  parágrafo. 
Def  resultado  dará  cuenta  á  la  Dirección  gene- 
ral para  su  aprobación. 

Art.  24.  La  cuenta  del  administrador  que  co- 
mo queda  prevenido  en  el  artículo  21,  se  rendirá 
al  presidente,  será  examinada  por  la  junta  plena 
en  sesiones  diarias  hasta  su  término,  y  después  de 
dada  vista  al  administrador  para  la  contestación 
de  los  reparos  que  le  resulten,  y  oidos  sos  des- 
cargos, la  remitirá  con  su  sentencia  á  la  Direc- 
ción genera],  la  que  con  su  informe  la  pasará  al 
tribunal  de  cuentas  á  quien  toca  fenecerla. 

^  único.  Los  fallos  del  tribunal  de  cuentas  en 
estos  juicios  tendrán  en  los  tribunales  y  en  tode 
lo  demás  la  fuerza  de  la  cosa  juzgada. 

Art.  26.  La  cuenta  del  administrador  se  com- 
probará en  cuanto  al  número  19  del  artículo  22« 
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con  Io8  reeibo0  de  los  empleados,  y  en  cuanto  á 
Jos  números  39  y  3?  del  propio  artículo  con  los 
libramientos  de  la  jnnta  de  rentas,  firmados  por 
su  presidente  y  secretario,  siempre  que  hayan 
sido  precedidos  de  las  formalidades  prevenidas 
por  esta  ley  ó  que  en  adelante  pe  previnieren  por 
el  Gobierno  á  la  Dirección  general. 

Art.  26.  Los  gastos  ordinarios  de  la  oficina  de 
la  administración  serán  por  cuenta  del  adminis- 
trador. 

Del  régimen  interno* 

Art.  27.  Al  rector  del  colegio  corresponde  to- 
da la  parte  económica  gubernativa  del  estableci- 
miento como  seminario  de  educación  omnímoda 
interna. 

Art.  28.  Le  toca  por  consiguiente  admitir  los 
,  alumnos  internos  que  á  bien  tenga:  fijar  la  pen- 
sión según  los  gastos ;  y  correr  por  sí  con  este 
ramo  sin  necesidad  de  rendir  cuenta  á  la  Direc- 
ción general  ni  á  ninguna  otra  autoridad. 

^  único.  La  disposición  de  este  artículo  no 
impedirá  que  se  cumplan  las  obligaciones  con- 
traidas por  los  rectores  con  particulares  sobre 
dación  de  cuentas  y  otrds  puntos  por  motivo  del 
fomento  de  los  colegios,  las  cuales  se  llevarán  á 
efecto  hasta  su  terminación. 

Art.  29.  Tamb#n  le  toca  hacer  con  el  vice- 
rector  y  demás  colaboradores  que  le  parezca  con- 
veniente establecer  para  el  régimen  interno, 
aquellos  convenios  sobre  inspección,  trabajos, 
salarios,  &u.,  que  á  bien  tuviere. 

Art.  30.  Sobre  las  bases  generales  que  la  Di- 
rección le  suministre,  aprobadas  por  el  Gobierno, 
^formará  el  reglamento  de  la  casa  en  este  ramo, 
estableciendo  la  distribución  de  las  horas  de  es- 
tudio, sueño,  alimentos,  ejercicios  religiosos, 
desahogos,  ejercicios  gimnásticos,  dcra.,  dando 
cuenta  anualmente  en  19  de  Octubre  á  la  Direc- 
ción de  los  progresos  que  se  noten  en  todo  este 
ramo  de  educación  interna. 

De  los  alumnos* 

Art.  31.  Son  alumnos  internos,  las  jóvenes 
que  vivan  en  la  casa  sujetos  al  r^ jumento  eco- 
nómico-gubernativo que  estaUéaóa  el  rector. 

Art.  32.  Son  alumnos  externos,  los  jóvenes 
que  habiendo  cumplido  con  las  formalidades  de 
los  reglamentos,  previas  &  su  entrada,  se  matri* 
culen  en  una  de  las  clases  establecida»  en  el  co- 
legio. 

Art.  33.  Es  un  deber  de  los  alumnos  externos 
concurrir  á  las  horas  de  clase,  y  ademas  &  cuales- 
quiera otras  que  los  jefes  de  la  casa  tengan  á 
bien  disponer  para  aeloadie  ensellaiua.  » 
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Déla  organización  de  los  colegios  gue  por  f al* 

ta  de  rentas  no  pueden  establecerse  con* 
forme  á  esta  ley. 

Art.  34.  La  falta  absoluta  en  algún  colegio 
del  rector  y  vicerector  no  impedirá  que  existan 
en  él  para  alumnos  externos  las  clases  estableci- 
das por  esta  ley. 

Art.  35.  Las  rentas  de  estos  colegios,  se  ad- 
ministrarán sin  embargo  conforme  á  la  presente 
ley. 

^  único.  Si  pagados  los  gastos  que  tengan, 
quedare  algún  sobrante,  se  mantendrá  en  depó- 
sito hasta  reunirse  una  cantidad  que  pueda  im- 
ponerse á  censo,^  según  las  disposiciones  acorda- 
das en  la  materia,  para  que  vayan  así  aumentán- 
dose dichas  rentas. 

Art.  36.  £n  los  casos  de  falta  absoluta  del 
rector  y  vicerector  la  junta  de  rentas  se  compon- 
drá del  Gobernador  ó  del  Jefe  político  donde  no 
resida  este  magistrado,  de  un  miembro  del  Con- 
cejo Municipal  y  del  catedrático  ó  catedrático» 
que  haya,  haciendo  uno  de  estos  de  secretario; 
y  formada  así,  ejercerá  las  atribuciones  que  tie- 
nen las  juntas  de  rentas  de  los  demás  colegio?, 
y  procurará  ademas  que  estos  establecimientos 
progresen  en  términos  que  pronto  puedan  uni- 
formarse con  los  otros. 

Art.  37.  Los  establecimientos  que  aspiren*á 
ser  erigidos  en  colegios  nacionales  tendrán. para 
alumnos  externos  las  clases  que  con  sus  rentas 
puedan  pagarse,  y  tan  luego  como  alguno  pue- 
da cubrir  sus  gastos,  bien  sea  por  el  aumento  de 
sus  sobrantes  impuestos  á  censo,  bien  por  las 
donaciones  de  los  vecinos  y  padres  de  familia,  ó 
por  otro  medio,  se  uniformarán  con  los  demás 
establecidos  conforme  á  la  presente  \ey. 

Dada  en  Caracas  á  7  de  Mayo  de  1842,  139 
y  329— El  Presidente  del  Senado,  José  Manuel 
de  los  Ríos. — £1  Presidente  de  la  Cámara  do 
Representantes,  Francisco  Díaz. — El  Secreta- 
rio del  Senado,  José  Ramón  Burguillos. — El 
Secretario  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Rafael  Acevedo^ 

Caracas  Mayo  12  de  1842,  139  Y  329— Eje- 
cútese.— José  A,  Páez. — Por  S.  fe.  el  Presiden- 
te de  la  República. — El  Secretario  de  Estado  en 
los  Despachos  de  lo  Ulterior  y'Justicia,  Ang^l 
Quintero. 
INSTRUCCIÓN   PUBLICA,  lby   tercera   de 

12  DE  MAYO  DB  1842  quB  reglamenta  la  par* 

te  escolar  de  los  propios  colegios. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re« 
pública  átr  Venezuela  reunidos,  en  Congreso, 
decretan: 
Parte  escolar  d§  los  colegios. 
KtU  19  Ei  rectar  es  el  jefe  del  gobienio  eseo^ 
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lar  de  su  colegio.  OonBulttr&  sas  medidas  con 
el  vicerector,  y  dará  cuenta  de  todo  á  la  Direc- 
ción general  de  instrucción  pública. 

Art.  29  £1  vicerector  llevará  un  libro  de  ma- 
trícula para  asentar  los  nombres  y  apellidos  de 
los  alumnos,  los  de  sns  padres  ó  encargadas,  lu- 
gar del  nacimiento  y  de  la  morada,  y  el  dia  en 
que  so  hace  el  asiento. 

Art  39  Los  derechos  de  inscripción  y  matrí- 
cula tanto  de  los  alumnos  internos  como  de  los 
ext^nos  por  la  educación  escolar  que  reciban, 
serán  de  ocho  reales,  y  corresponden  de  por  mi- 
tad al  rector  y  vicerector  como  un  aumento  de 
su  renta. 

Art.  49  Habrá  cuatro  cátedras  por  lo  menos 
en  cada  colegio,  nna  para  la  lengua  castellana, 
otra  para  la  latina  y  dos  para  las  ciencias  filosó- 
ficas. 

^  único.  Entre  las  otras  cátedras  no  expresa- 
das y  que  puedan  establecerse  según  las  rentas 
con  que  se  cuente  para  su  dotación,  sedará  pre- 
ferencia á  las  de  idiomas  vivos,  y  para  su  esta- 
blecimiento la  Dirección  atenderá  principalmen- 
te á  los  informes  de  los  respectivos  rectores. 

Art.  59  £1  curso  de  filosofía  durará  el  mismo 
tiempo  qne  en  las  universidades,  y  en  él  se  ense- 
narán las  mismas  materias  que  en  estos  esta- 
blecimientos en  huras  de  clase  por  la  mañana  y 
larde  en  los  términos  y  bajo  la  furma  de  su  re- 
glamento escolar. 

Art.  6?  Toca  á  los  catedráticos  enseñar  las 
materias  correspondientes  á  sus  clases  á  las  ho- 
ras y  por  los  autores  y  métodos  que  se  les  se- 
ñale. 

Art  79  Una  de  las  escuelas  primarias,  á  elec- 
ción del  rector,  que  las  Diputaciones  provincia- 
les hayan  establecido,  6  establecieren  en  los  lu- 
gares en  donde  haya  colegios,  podrá  situarse  en 
el  mismo  edificio  en  obsequio  de  la  mayor  como- 
didad de  los  jóvenes  y  de  sus  padres,  siempre 
que  las  disposiciones  municipales  á  que  esté  su- 
jeta dicha  escuela  sean  ó  se  hagan  compatibles 
con  el  reglamento  escolar. 

§  único.  Si  la  autoridad  municipal  á  quien 
competa  consentir  en  esta  unión,  no  la  creyere 
conveniente,  se  entenderá  el  articulo  anterior 
respecto  de  cualquiera  otra  escuela  particular, 
ctiyo  preceptor  quiera  unirla,  en  el  concepto  de 
que  nada  tendrá  que  haber  de  los  fondos  del  co- 
legio, ni  este  de  lo  que  contribuyan  á  aquel  los 
padres  de  los  discípulos  por  la  instrucción  prima- 
ria que  les  de  ;  y  en  el  de  que  ha  de  n^etodissar 
U  escuela  de  acuerdo  con  el  reglamento  escolar. 
En  el  caso  de  este  parágrafo,  si  optasen  4  la 
unioD  dos  6  mas  preceptores,  el  presidente  de  la 
junta  asociado  con  el  rector  y  vicerector,  toma- 
rán  en  consideración  las  diferentes  exposiciones, 
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•y  acordarán  la  preferencia  dando  noticia  de  ello 
á  la  Dirección. 

Art  89  £1  rector  y  vicerector  vigilarán  sobre 
el  buen   desempeño   de  los  deberes  de  los  cate- 
dráticos ;  y  sobre  loa  de  dichos  directores,  cuan- 
do desempeñen  cátedras,  vigilarán  el  Goberna- 
dor de  la  provincia  ó  el  Jefe  político  en  los  luga- 
res en   que  el   Gobernador   no  resida.  Unos  y 
otros  en  sus   respectivos  casos   darfin  p^rte  á  la 
Dirección  general   de  los  abusos  que  observen  y 
tomarán  por  sí  aquellas  providencias  de  amones- 
tación y  corrección  suave  que  les  parezcan  ne- 
cesariasf 
'      Art.  99  £1  tiempo   de  clase,  el    periodo  del 
t  año  escolar,  los  requisitos  de  matrículas  y  exá- 
I  manes  anuales,  el  método  de  verificarla  asisten- 
I  cia,  aplicación  y  aprovechamiento  de  los  alum- 
I  nos,  el   orden   sucesivo  en   la  enseñanza  de  las 
j  materias,  premios  y  vacaciones,  y    todo   lo  de- 
I  mas  relativo  al  régimen  escolar  será  conforme  á 
j  lo  prescrito  para  las  universidades. 
I       Art   10.  Los  textos   por  donde   cada  catedru- 
'  tico  haya  de  leer  las  materias  de  su  instituto  se- 
'  rán  elegidos  por  él  mismo  entre  las  obras  desig«. 
nadas  como  á   propósito    para  la  enseñanza,  ya 
I   por  cualquiera   de  las    universidades,   ya   por  la 
li  Dirección  general. 

|l  Dada  en  Caracas  a  7.de  Mayo  de  1812,  año 
!  139  de  la  ley  y  329  de  la  independencia.  -El 
,1  presidente  del  Senado,  José  Manvel  de  los  Ríos* 
— El  presidente  de  la  Cámara  de  Representan- 
tes, Francisco  Diaz, — El  secretario  del  Senado, 
José  R.  Burguillos. — El  secrétnrio  de  la  Cáma- 
ra de  Representantes,  Rafael  Aceredo, 

Caracas  Mayo  12  de  1842,  año  139  ^'^  la  lev 
y  329  de  I»  independencia. —  Ejecútese. — José 
A,  Páez. — Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica.— El  secretario  de  Estado  en  los  Despachos 
de  lo  Interior  y  Justicia,  Ángel  Quintero. 

INSTRUCCIÓN  PUBLICA,  ley  cuarta  dk  20 
DE  JUNIO  DE  1843. — De  la  organización  de 
las  universidades. 

£1  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de   Venezuela   reunidos  en  Congreso, 

DECRETAN  *.  • 

Disposiciones  preliminares. 

Art.  19  Las  Universidades  de  Caracas  y  Mé-  " 
rida  continuarán  cumpliendo  con  su    objeto  de 
enseñar  las  ciencias  y  las  letras  en  tuda  la  exten- 
sión que  sus  medios  les  permitan. 

^  único.  Cuando  algún  colegio  á  juicio  del 
Poder  Ejecutivo,  previo  informe  de  la  Dirección 
general  de  instrucción  pública,  tenga  los  medios 
para  erigirse  en  Universidad,  el  Gobierno  decre- 
tará su  erección,  uniformándola  á  las  demás  de 


224 


TEATRO  DB  LA  LBGISLACION 


IN 


la  República,  y  dará  cuenta  al   Congreso  en  aa 
próxinna  reunión. 

Art  29  Estos  cuerpos  se  componen  de  las  au- 
toridades que  inmediatamente  los  gobiernen,  de 
sus  catedráticos,  de  los  doctores,  maestros  y  li- 
cenciados de  su  gremio  y  claustro,  y  de  los  cur- 
santes. 

De  las  autoridades  de  las  Universidades. 

Art.  3?  Las  autoridades  de  las  Universidades, 
son  :  el  rector,  el  vicerector,  la  Junta  de  inspec- 
ción y  gobierno,  el  tribunal  académico  y  el  Cuer- 
po electoral.  * 
Del  Rector. 

Art.  49  El  rector  es  el  jefe  déla  Universidad, 
y  sus  funciones  las  que  designa  la  ley. 

ÍI9  Será  nombrado  por  el  cuerpo  electoral 
a  tres  años,  el  dia  20  de  Diciembre  en  la  ca- 
pilla 6  sala  de  la  Universidad.  Deberá  ser  doc- 
tor del  gremio  ó  cláustru  de  la  misma. 

§  29  Veriñcada  la  elección  por  los  dos  tercios 
de  los  volos,  si  no  fuere  catedrático,  y  por  ma- 
yoría absoluta,  si  lo  fuere,  se  participará  al  Su- 
premo Poder  Ejecutivo,  ala  Dirección  general 
de  instrucción  pública,  y  al  gobernador  de  la 
provincia.  £1  rector,  cumplido  el  trienio,  puede 
ser  reelecto,  y  no  siéndolo,  permanecerá  en  el 
destino  hasta  que  se  posesione  el  que  lo  ha  de 
sustituir. 

^  39  La  elección  se  hará  saber  al  electo  por 
medio  de  dos  doctores,  si  se  hallare  presente,  ó 
se  le  comunicará  por  el  rector  si  estuviere  au- 
sente de  la  ciudad. 

^  49  Cuando  el  nombrado  tenga  impedimen- 
to, ó  le  sobreviniere  á  su  nombramiento,  lo  hará 
presente  con  los  documentos  que  lo  comprueben 
á  la  autoridad  inmediata  para  que  lo  ponga  en 
conocimiento  del  cuerpo  electoral,  y  resuelva 
sobre  la   admisión  ó   inadmisión  de  la  renuncia. 

Del  Vicerector. 

Art  59  El  vicerector  suple  cualquiera  falta 
del  rector,  desempeñando  entonces  todas  las  fun- 
ciones de  este,  con  el  lleno  de  su  autoridad ;  y 
ademas  llevará  el  libro  de  la  conducta  de  los  ca- 
tedr&ticos*y  el  de  la  conducta,  aplicación,  &rC«, 
de  los  alumnos.  Será  elegido  en  la  misma  épo. 
ca  y  del  mismo  modo  que  el  rector. 

§  único.  Acerca  de  los  motivos  que  pueda  te- 
ner el  nombrado  para  la  inadmisión  6  renuncia 
de  su  encargo,  se  observará  lo  dispuesto  en  el 
parágrafo  49  del  artículo  49  de  esta  ley. 

De  la  Junta  gubernativa. 

Art  69  La  junta  de  gobierno  se  compone  del 
rector,   vicerector,  y  áe  seis  catedráticos  que 
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sean  borlados,  en  la  de  Caracas  y  tres  en  la  dt 
Mérida,  bien  estén  jubilados  6  en  ejercicio,  nom- 
brados por  el  cuerpo  electora]  en  su  reunión  or- 
diñaría,  y  renovados  por  el  mismo  cada  bienio 
por  mitad,  decidiendo  la  suerte  los  que  deban  ce- 
sar en  la  primera  vez.  Para  constituir  junta  se 
necesita  el  numero  de  cinco  miembros  en  la  Uni- 
versidad de  Caracas,  y  de   tres  en  la  de  Mérida. 

^  único.  Los  catedráticos  interinos  borlados 
puestos  por  la  junta  gubernativa,  tendrán  asien- 
to y  voto  en  sus  sesiones. 

Art.  79  La  junta  de  inspección  y  gobierno  es 
el  consejo  del  rector,  y  con  él  acuerda  todas  las 
medidas  económico-gubernativas  de  la  Universi- 
dad y  las  concernientes  á  la  administración  de 
sus  rentas  en  la  manera  y  formas  establecidas 
por  la  ley. 

Art.  89  No  puede  acordar  que  se  hagan  de 
los  fondos  de  la  Universidad  otros  gastos  que  los 
prescriptos  por  la  ley,  ni  dispensar  derecho  al- 
guno á  los  que  se  gradúen. 

Art  99  Cualquiera  erogación  ilegal,  y  sin  las 
formalidades  prescriptas  por  la  ley,  y  lasque  dic- 
tare el  Poder  Ejecutivo  en  su  reglamento,  será 
reintegrada  en  la  caja  del  cuerpo  por  los  miem- 
bros que  hubieren  concurrido  al  acuerdo,  excep- 
to los  que  hayan  salvado  su  voto. 

Del  tribunal  académico, 

Art  10.  Habrá   un    tribunal  académico  com- 
,  puesto  de  tres  miembros    principales,  y  dos  su- 
1  plentes  elegidos   á   pluralidad   absoluta   por  el 
j  cuerpo  electoral  el  mismo  dia  que  lo  sean  el  rec- 
tor y  el  vicerector,  y  en  los  mismos  términos  y 
forma  establecidos  para  la  elección  de  estos,  con- 
tinuando en  su  encargo  por  tres  años,  y  pudien- 
do  ser  indefinidamente  reelegidos. 

Art.  II.  El  rector,  vicerector  y  «los  catedráti- 
cos en  actual  ejercicio  de  leer  cátedras  no  pue- 
den ser  miembros  de  este  tribunal  durante  el 
tiempo  que  desempeñen  sus  respectivos  en- 
cargos. 

Art  12.  Las  funciones  del  tribunal  académi- 
co son :  primera,  juzgar  á  los  catedráticos  por 
falta  á  sus  deberes  como  profesores  y  por  las  de 
subordinación  que  deben  al  rector  y  vicerector. 
La  excitación  para  este  juicio  nacerá  del  rector 
ó  de  la  Dirección  de  estudios,  y  los  mismos  jue- 
ces podrán  también  abrir  el  juicio  sin  excitación 
alguna,  siempre  que  en  sus  reuniones  mensuales 
encuentren  motivo,  en  vista  de  las  notas  que  acer- 
ca de  la  ponducta  académica  de  ios  catedráticos, 
lleva  y  le  debe  presentar  el  vicerector,  y  del  li- 
bro de  visitas  llevado  por  el  rector.  Las  pruebas 
para  un  juicio  por  falta  de  subordinación,  serán 
sustanciadas  en  virtud  de  la  queja,  oyendo  al 
catedrático  y  testigos,  y  tiecidiendo  de  planoj  de 
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una  manera  breve  y  sumaria  y  por  mayoría  ab- 
soluta. Sus  fallos  de  multas  se  comunicarán  af 
rector  para  su  ejecución,  y  loa  de  suspensión  6 
restitución  se  comunicarán  también  al  rector  y 
por  este  á  la  Dirección  de  instrucción  pública, 
para  que  ella  resuelva.  Segunda  :  oír  los  recur- 
sos de  apelación  de  las  providencias  del  rector 
en  solo  los  negocios  contenciosos  y  puramente 
académicos  entre  catedráticos,  doctores,  maes- 
tros, licenciados  y  cursantes.  En  esta  segunda 
instancia  se  omitirán  presentaciones  por  escrito, 
y  solo  se  hará  uso  de  nuevos  documentos  y  de 
informes  verbales.  De  la  resolución  de  esta  sala, 
bien  confirme  ó  revoque,  no  habr&  recurso  al- 
guno. 

Art.  13.  Todo  acto  de  jurisdicción  académica 
que  no  se  refiera  &  las  dos  clases  de  negocios  de- 
terminados en  el  precedente  artículo,  es  nulo  y 
de  ningún  valor. 

Art.  14.  Los  miembros  del  tribunal  académi- 
co tendrán  como  indemnización  de  su  trabajo, 
los  honorarios  que  la  ley  les  designa. 

Del  cuerpo  electoral. 

Art.  15.  Habrá  un  cuerpo  electoral  de  las  au- 
toridades de  la  Universidad,  compuesto  de  todos 
los  catedráticos  propietarios,  aunque  no  sean 
borlados,  y  de  tres  representantes  electores  res- 
pecto de  la  de  Caracas,  y  dos  por  ahora  respec- 
to de  la  de  Marida,  nombrados  por  cada  una  de 
las  facultades,  quienes  harán  las  elecciones  que 
ordena  esta  ley  por  pluralidad  absoluta  ;  y  res- 
pecto del  rector  y  vicerer.tor,  romo  está  dispues- 
to en  los  parágrafos  I?  y  29  del  artículo  49  Es- 
te cuerpo  debe  constir,  en  la  Universidad  de  Ca- 
racas, por  los  menos  de  diez  y  siete  electores, 
de  los  cuales  nueve,  cuando  menos,  deberán  ser 
representantes  de  las  facultades; y  en  la  de  Mé;; 
rida,  por  ahora  de  siete,  de  los  cuales  cinco  por 
lo  menos,  deberán  ser  representantes. 

Art.  16.  Siendo  posible  que  al  rector  y  vice- 
rector  sobrevenga  un  impetiimento  físico  que  los 
inhabilite  para  ejercer  las  funciones  académicas, 
6  que  fallezcan  durante  el  trienio,  para  evitar 
que  el  cuerpo  quede  acéfalo,  se  encargará  del 
rectorado  el  catedrático  borlado  mas  antiguo  que 
exista  en  cualquiera  de  las  facultades,  quien  se- 
rá considerado  como  decano.  Hallándose  ausen- 
te, sustituirá  entre  tanto  el  que  esté  en  la  ciudad. 
En  el  caso  de  impedimento  de  los  dos  yfes  pro- 
pietarios, durará  el  encargo  hasta  que  uno  de  los 
dos  adquiera  su  restablecimiento  ;  y  en  el  de 
muerte,  hasta  que  se  haga  nueva  elección  por  el 
cuerpo  electoral,  convocado  por  el  decano  encar- 
gado de  las  funciones  rectorales ;  la  que  se  prac- 
ticará á  la  mayor  brevedad  con  arreglo  á  esta 
ley.  Los  elegidos  en  los  casos  especificados,  du- 
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rarán  el  tiempo  que  falte  á  los  que  reemplacen. 

Art.  17.  Las  funciones  del  cuerpo  electoral 
son  :  elegir  en  cada  trienio  ó  antes  si  hubiese 
vacante,  el  rector,  el  vicerector,  los  miembros 
del  Tribunal  académico  y  de  la  Junta  guberna- 
tiva de  la  Universidad.     * 

Art.  18.  Sus  funciones  concluyen  necesaria-^ 
mente  luego  que  acaban  de  elegir  y  participar 
las  elecciones  al  Gobierno  y  á  la  Direfciun  ge- 
neral de  instrucción  pública.  Todo  acto  fuera  de 
las  elecciones  ordenadas  por  esta  ley  es  nulo  y 
de  ningún  valor. 

ArU  19.  El  rector  ó  vicerector,  á  falta  de  este, 
participará  al  decano  del  cuerpo  electoral,  las 
vacantes  accidentales  que  ocurran  fuera  del  pe- 
ríodo trienal. 

Art.  20.  Se  considera  autoridad  constituyente 
del  cuerpo  electoral  y  su  presidente,  al  catedrá- 
tico de  ciencias  «n  ejercicio  mas  antiguo  ertre 
todos  sus  miembros,  que  es  el  que  se  llama  de- 
cano conforme  al  artículo  16,  haya  obtenido  ó 
no  la  jubilación.  Convocará  de  oficio  á  todos  lo's 
miembros  para  que  se  reúnan  en  cada  período 
trienal,  á  la  hora  que  designe  según  el  reglamen- 
to formado  por  la  autoridad  que  ordene  la  ley, 
así  como  para  las  elecciones  accidentales  que 
ocurran,  previa  la  participación  del  rector  ó  ?ice- 
fector. 

^  üníco.  El  rector  ó  vicerector  en  su  caso,  de- 
clarará quién  es  el  catedrático  mas  antiguo  y 
quién  le  sigue  en  antigüedad  para  que  le  reem- 
place, y  le  recordará  el  cumplimiento  de  sus  de- 
beres en  caso  de  omisión. 

Art,  21.  líeunido  el  cuerpo  electoral,  será  ins- 
talado y  presidido  por  el  decano  ó  el  que  le  sub- 
rogue, quien  del  seno  del  cuerpo  nombrará  el 
secretario  y  dos  escrutadores,  y  después  se  pro- 
cederá á  la  elección. 

De  las  facultades. 

Art.  22.  Las  diversas  materias  de  enseñanza 
en  las  universidades,  se  dividen  por  su  orden  clá- 
sico en  cincé  facultades,  á  saber :  la  de  ciencias 
eclesiásticas ;  la  de  ciencias  políticas;  la  de  cien- 
cias médicas  y  de  historia  natural ;  la  de  cien- 
cias matemáticas,  físicas  y  metafísicas  ;  y  la  de 
filología  ó  humanidades. 

Art  23.  Estas  cinco  facultades  aunque  forman 
diferentes  secciones  para  celebrar  sus  ejercicios, 
asociadas  se  reducen  á  cuatro  partes  de  la  uni- 
versidad, uniéndose  los  miembros  de  la  de  hu- 
manidades á  los  de  las  ciencias  filosóficas  con  el 
objeto  de  nombrar  representantes  en  el  cuerpo 
electoral ;  esto  es,  la  primera  de  ciencias  ecle- 
siásticas, la  segunda  de  jurisprudencia  civil,  la 
tercera  de  medicina  é  historia  natural,  y  lacuar- 
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ta  de  ciencias  filosóficas,  matemáticas  y  humani- 
dades. 

Art.  24.  Los  miembros  de  cada  una  de  estas 
cuatro  partes  se  reunirán  por  separado  con  el 
objeto  de  elegir  de  su  seno  un  presidente,  un  vi- 
cepresidente que  le  sustituya  en  sus  faltas  y  un 
.secretario,  todos  por  tres  años  á  pluralidad  rela- 
tiva y  rcelegibles  para  que  dirijan  los  actos  y 
ejercicio  científicos  y  literarios  de  la  facult^id. 

Art.  25.  Le  corresponde  elegir  á  pluralidad 
absoluta  los  representantes  principóles  para  con- 
currir á  formar  el  cuerpo  electoral  y  dos  suplen- 
tes para  los  casos  en  que  los  primeros  falten. 
Este  acto  tendrá  lugar  dentro  de  los  diez  dias 
previos  á  las  elecciones  ordinarias  ó  extraordina- 
rias que  hubieren  de  celebrarse,  dando  á  sus  re- 
presentantes una  breve  credencial  de  sus  nom- 
bramientos, firmada  por  el  presidente  y  refren- 
dada pnr  el  secretariojde  la  facultad.  Ningún  ca- 
tedrático podrá  ser  elegido  representante. 

Dada  en  Caracas  á  17  de  Mayo  de  1843,  14» 
y  330 — El  Presidente  del  Senado,  José  Vár- 
gaSy''—E\  Prf'sidenle  de  la  Cámara  de  Represen- 
tantes, Manuel  Felipe  de    Tovar. — El    Secreta- 
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^  ünico.  Esta  provisión  en  propiedad  no  obs- 
ta para  que  mientras  ella  se  baga,  el  rector  y 
junta  de  Gobiern.o  nombren  ud  interino  que  con- 
tinúe la  enseñanza. 

I  Art.  29  Inmediatamente  que  una  cátedra  va- 
I  care,  ó  se  acordase  establecer  una  de  nueva  crea- 
I  cion,  el  Rector  con  la  Junta  de  Gobierno  decía- 
¡  rara  la  vacante  ó  la  resolución  de  establecer  la 
nueva  cátedra,  mandará  fijar  edictos  en  las  puer- 
;  tas  de  la  Universidad  por  el  término  de  sesenta 
i  dias,  firmándolos  con  dos  de  los  catedráticos  mas 
'  antiguos  y  con  la  autorización  del  secretario  y  el 
;  sello  del  cuerpo,  y  expresando  en  ellos  los  de- 
I  beres,  los  derechos  y  renta  de  la  cátedra,  y  que 
I  los  aspirantes  deberán  presentar  sus  títulos  caJi- 
í  ficativos.  Estos  edictos  serán  pasados  en  copia  á 
la  Dirección  de  Estudios.  La  invitación  para 
optar  á  la  cátedra,  los  ditJPS  en  que  principia  y 
I  termina  la  fijación  de  edictos  y  dentro  de  los  cua-. 
i  les  los  aspirantes  deban  presentarse,  serán  anun- 
I  ciados  en  los  papeles  públicos  de  la  ciudad  re:<i- 
j  dencia  de  la  Universidad. 

I      ^  único.  Dichos  títulos  para   optar  á  las  cáte- 
dras de  ciencias  eclesiásticas,    políticas,   filosófi- 


rio  de)  Senado,  Jofié   Avgel  Freiré.— E\  Secre-  ;.  cas  y  médicas,  excepto  los  ramos  de  historia  na 
tario  de  la  Cámara  de  Representantes,  Jua/i   A.   i  ^.^i^al   y    sus   aplicaciones,   son   los    de  "Doctor, 
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Caracas  Junio  20  de  1S43,  140  y  339— Ejf 
cúiesL'.— 'Carlos  Soublette. — Por  S.  E.  ei  Presi 
dente  de  la  República. — El   Secretario  de  E.   en 


Maestro  ó  Licenciado  en  cualquiera  Universidad 
legalmente  calificados.  Mas  para  los  ramos  de 
historia  natural  y  sus  aplicaciones,  de  matemá- 
ticas, y   las    diferentes    clases   de  humanidades, 


los  DD.  de  lo  Interior  y  Justicia,  Juan  Manuel  U  bastarán  las  obras  hechas  por  los  aspirantes,  las 


Manrique. 

INSTRUCCIÓN  PUBLICA.  Ley  quinta  de  7 
DE  MAYO  DE  1849.  De  los  catedráticos  de  las 
universidades-que  reforma  la  de  17  de  Mar* 
zo  de  1843,  pág,  58  del  cuaderno  de  ese  año, 
y. 660,  número  511  del  cuerpo  de  1851. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso, 

DECRETAN : 

LEY  QUINTA. 

Be  los  catedráticos  de  las   universidades. 

Art,  19  Las  cátedras  se  proveerán  siempre 
en  propiedad  y  por  concurso,  en  personas  ma- 
yores de  veintiún  afíos  y  que  estén  en  ejercicio 
de  los  derechos  de  ciudadano,  excepto  el  caso  del 
artículo  siguiente.    Sus   profesores  continuarán 


certificaciones,  ú  otros  documentos  fehacientes. 
Para  los  ramos  de  historia  natural  y  sus  aplica 
Clones,  para  las  lenguas  muertas,  menos  la  lati- 
na, y  para  las  vivas  extranjeras,  se  podrán  admi- 
tir extranjeros  y  aun  solicitarlos  fuera  del  país  si 
en  él  no  los  hay. 

Art  39  No  se  admitirá  oposición  á  la  cátedra 
i  vacante,  que  no  haya  sido  hecha  dentro  del  tér- 
'  mino  del   edicto  convocatorio.    Concluido   este 
término,  el  Rector  citará  á  la  Junta  gubernativa 
I  y  á  los  cuatro  conciliarios  de  que  se  hablará  des- 
I  pues,  para  que  ireiuiidos  en  la  sala  de  la  Univer- 
sidad, califiquen  por  mayoría  absoluta  á  los  opo- 
I  sitores,  y  por  la  misma  mayoría   absoluta  de  vo- 
tos hagan  la  elección  del  que  estimen  mas  idóneo 
y  conveniente  á  la  instrucción  pública  por  su  pa- 
triótica decisión. 

^  19  Los  cuatro  conciliarios  que  deben  incor- 


en  ellas  mientras  quieran  y  dure  su  buen  desem-  '  porarse  ft  la  Junta  gubernativa  para  la  provisión 


peño.  Por  faltar  á  sus  deberes  serán  penados 
con  multas,  suspensión  ó  destitución  conforme  á 
esta  ley  ;  y  con  arreglo  á  las  leyes  comunes  por 
crímenes*  que  tengan  pena  infamante,  ó  por  es- 
trañamiento  fuera  de  la  República,  ó  de  la  ciu- 
dad residencia  de  la  Universidad  con  tal  de  que 
sea  por  mas  de  un  año. 


de  la  cátedra  vacante,  serán  nombrados  de  an- 
temano y  por  pluralidad  absoluta  por  la  misma 
Junta  gubernativa,  debiendo  recaer  la  elección 
precisamente  en  uno  de  los  miembros  de  cada 
una  de  las  cuatro  partes  á  que  se  hallan  reduci- 
das las  facultades  en  que  están  divididas  las  di- 
versas materias  de  enseñanza  en  las   universida- 


CjDLOMBIANA  T  venezolana  ViaENTE. 


227 


IN 


des  ;  y  no  podrán  ser  nombrados  conciliarios  los 
vocales  de  la  Junta  gubernativa,  los  menores  de 
26  años  y  los  parientes  hasta  el  tercer  grado  de 
consanguinidad  y  segundo  de  afinidad  inclusive, 
de  los  opositores  á  las  cátedras  vacantes. 

^  29  Tampoco  podrán  proveerse  las  cátedras 
en  propiedad»  ni  en  interinaría  en  personas  desa- 
fectas al  Gobierno  republicano  6  sospechosas  de 
su  amor  al  espíritu  democrático  del  sistema  de 
Venezuela.  El  juicio  que  se  forme  sobre  estas 
cualidades  es  privativo  y  puramente  gubernati- 
vo de  la  Junta  y  conciliarios;  y  se  expresará  si 
así  lo  pidiere  algiho  de  estos  miembros  por  ma- 
yoría absoluta  en  votación  secreta  al  hacerse  la 
calificación  de  los  opositores.  El  Poder  Ejecuti- 
vo por  falta  á  las  clases  de  los  catedráticos,  por 
ocultación,  emigración,  ó  bajo  cualesquiera  otros 
pretextos  en  odio  al  Gobierno,  obrando  sumaria 
y  gubernativamente  podrá  remover  j3e  sus  cáte- 
dras á  los  que  incurran  en  ellas  ;  pero  en  el  ca- 
so de  que  el  catedrático  salga  del  territorio  de  la 
República  por  dichos  motivos,  quedará  vacante 
la  cátedra  ipsofacto.  También  podrá  el  Poder 
Ejecutivo  usando  de  la  facultad  gubernativa  re- 
mover de  sus  cátedras  á  los  catedráticos  que  fue- 
Ten  desafectos  al  Gobierno  ó  del  espíritu  demo- 
crático del  sistema  de  la  República.  Esta  atrí- 
bucion  no  deroga  las  que  tiene  el  tribunal  aca- 
démico para  juzgar  á  dichos  catedráticos  en  to- 
dos los  demás  casos  que  puedan  ameritar  juicio. 

Art.  49  Para  la  provisión  de  las  cátedras  de 
historía  liaturai  y  sus  aplicaciones,  lenguas  muer- 
tas, menos  la  latina,  y  vivas  extranjeras,  deberán 
ser  presentados  los  opositores  á  la  Junta  guber- 
nativa por  dos  miembros  de  ella,  y  si  por  las  dos 
terceras  partes  fueren  acogidos,  el  Rector  citará 
á  VSh  examinadores  de  la  facultad,  para  que  aso- 
ciados con  la  Junta  gubernativa  elijan  por  una- 
nimidad el  catedrático. 

§  único.  £1  Poder  Ejecutivo  con  informe  de  la 
Dirección  general  de  estudios,  resolverá  cuando 
convenga,  que  las  cátedras  de  que  habla  el  ar- 
tículo anterior,  se  provean  con  las  mismas  for- 
malidades que  las  demás  ya  establecidas. 

Art.  59  £1  Rector  expedirá  el  título  compe- 
tente autorizado  por  el  secretario  y  sellado  con 
el  sello  de  la  Universidad,  dando  aviso  á  la  Di- 
rección de  estudios,  y  por  medio  de  esta  ffl  Go- 
bierno; y  mandando  por  el  órgano' del  secreta- 
rio que  el  administrador  tome  razón  de  la  pro- 
visión, para  que  desde  el  día  de  la  expedición  del 
título  corra  su  renta  al  catedrático. 

Art.  69  El  Poder  Ejecutivo,  oyendo  antes  á 
la  Junta  gubernativa  de  la  Universidad,  á  la  Di- 
rección de  estudios,  y  con  consulta  del  Consejo 
de  Gobierno,  asignará  á  cada  cátedra  la  renta 
con  arreglo  al  trabajo,  entre  el  máximo  de  seis- 
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cientos  pesos  y  el  mínimo  de  cuatrocientos  pe-* 
sos.  De  la  misma  manera  podrá  aumentar  los 
sueldos  hasta  ochocientos  pesos  como  máximo 
de  asignación  cuando  la  Universidad  tenga  me- 
dios suficientes  demostrados  por  los  estados  anua- 
les de  la  administración  de  las  rentas  universi- 
tarias. 

De  las  penas* 

Art.  79  Los  catedráticos  por  faltas  leves  serán 
reconvenidos  y  amonestados  por  el  Rector,  Vice- 
rector  ó  Junta  gubernativa,  y  aun  por  via  corr 
reccional,  multados  en  caso  de  reincidencia  has- 
ta en  la  cantidad  de  diez  pesos.  Las  multas  ma 
yores  y  las  penas  de  suspensión  y  destitución  les 
serán  impuestas  solo  en  virtud  de  previo  juicio 
del  tribunal  académico.  También  incurrirán  en 
la  pena  de  suspensión  y  destitución  por  crímenes 
comunes,  con  arreglo  al  artículo  primero  de  es- 
ta ley. 

Art.  89  Las  faltas  de  asistencia  personal  á  la  . 
cátedra  que  reunidas  lleguen  á  treinta  en  el  año 
académico,  sin  que  sea  por  impedimento  físico, 
ü  otra  causa  legítima  informada  previamente,  y 
aprobada  por  el  Rector  y  Junta  gubernativa,  se- 
rán castigadas  con  la  destitución. 

Art.  99  Los  catedráticos  por  faltas  graves  de 
subordinación  al  Rector  ó  Vicerector  6  por  la 
reincidencia  habitual  en  faltar  á  sus  deberes  con 
detrimento  de  la  enseñanza  y  descrédito  de  la 
Universidad,  sufrirán  multas  desde  diez  hasta 
cien  peso.o  ó  suspensión  por  determinado  tiempo, 
ó  la  total  destitución  previo  el  juicio  del  tribunal 
académico. 

De   la  jubilación. 

Art.  10.  A  los  veinte  ailos  de  enseñanza  en 
una  misma  cátedra  sin  interrupción  que  cause 
vacante,  los  catedráticos  obtendrán  su  jubilación, 
con  el  goce  de  toda  su  renta,  debiéndose  comen- 
zar á  contar  dicho  término  desde  el  dia  en  que 
hayan  tomado  posesión  de  sus  cátedras  en  pro- 
piedad. 

^  único.  Todas  las  cátedras  de  latinidad  se 
reputan  como  una  misma  en  el  cómputo  del  tiem- 
po necesario  para  la  jubilación. 

Art.  11.  El  que  haya  servido  en  diferentes  cá- 
tedras por  veinte  años  aunque  parte  de  este  tiem- 
po lo  haya  servido  por  sustitución,  con  tal  que 
esta  haya  sido  ordenada  por  la  Junta  gubernati- 
va, tendrá  derecho  al  goce-  de  la  mitad  de  su  ren- 
ta, aun  cuando  cese  en  su  servicio  ;  si  tuviere 
veinticinco  al  de  las  dos  terceras  partes,  y  si  tu- 
viere treinta  al  de  toda  ella;  y  en  los  dos  prime- 
ros casos  al  título  de  catedrático  benemérito,  y 
en  el  tercero  á  la  jubilación. 

^  único.  Un  mismo  catedrático  no  podrá  go- 
zar á  un  mismo  tiempo  de  las  dos  rentas  de  cate- 
drático benemérito  y  jubilado :  cesará  la  corres- 
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pondieote  al  primer  título,   cuando  entre  en  el 
goce  de  la  segunda. 

Art.  12.  El  catedrático  que  mientras  esté  en- 
trenando componga  y  publique  una  obra  elemen- 
tal aprobada  por  la  Dirección  general  de  instruc. 
clon  pública,  previos  los  informes  de  la  facultad 
respectiva,  y  de  la  Junta  gubernativa,  ganarft  pa* 
ra  el  efecto  de  su  jubilación  ó  declaración  de  be- 
riemérito,  el  tiempo  que  la  Dirección  gradué,  se- 
gún el  mérito  de  la  obra,  con  advertencia  de  que 
ho  podrá  exceder  de  cuatro  afíos.  £1  que  en  los 
mismos  términos  haga  y  publique  la  traducción 
de  una  obra  clásica  para  uso  de  la  Universidad, 
üegun  la  extensión  y  mérito  de  la  traducción,  á 
juicio  de  las  susodichas  autoridades,  ganará  res- 
pecto de  las  obras  científicas  hasta  dos  aftos,  y 
respecto  de  los  clásicos  mayores  griegos  y  latí- 
nos,  hasta  cuatro,  según  la  parte  que  de  ellos  se 
traduzca,  y  el  mérito  de  la  traducción,  cuyos 
grados  no  pueden  ser  determinados  sino  en  cada 
caso  por  las  autoridades  mencionadas. 

§  19  Se  entiende  por  composición  de  una 
obra  elemental  el  extracto  de  las  doctrinas  de 
otros  autores  en  la  materia,  6  la  formación  con 
ellas  y  la  adición  de  las  propias  ideas  6  sin  es- 
tas, de  un  compendio  de  la  ciencia  al  nivel  de  las 
luces  del  dia. 

^  29  Se  llaman  clásicas  para  los  efectos  de 
esta  ley  las  obras  científicas  acreditadas  como  li- 
bros de  texto  en  las  escuelas  generales  de  Euro- 
pa y  otros-  paises  ilustrados,  y  las  obras  de  los 
k'istoriadores,  oradores  y  poetas  griegos  y  lat¡«> 
nos  recibidos  como  tales  en  la  literatura. 

^  37  Si  se  probare  que  la  obra  compuesta  o 
traducida  perteneciere  toda  ó  casi  toda  á  otro 
autor,  no  producirá  en  el  primer  caso  los  efectos 
de  este  artículo  y  en  el  segundo  los  producirá 
según  el  trabajo  de  la  adición  y  mérito  de  la 
composición. 

^  49  No  se  consideran  como  obras  que  den 
derecho  á  ganar  tiempo  para  la  jubilación,  la 
composición  ó  traducción  de  un  escrito  6  memo- 
ria de  poca  extensión  en  materias  científicas,  ni 
la  traducción  de  pequeños  trozos  de  los  clásicos 
griegos  ó  latinos  de  pcxro  mérito,  según  el  juicio 
de  la  facultad  y  Junta  gubernativa  y  decisión  de 
la  Dirección. 

^  59  Aunque  alguno  componga  6  traduzca 
mas  de  una  obra,  nunc$i  podrá  ganar  para  la  ju- 
bilación mas  de  cuatro  años. 

Art.  13.  Por  el  tenor  de  estos  tres  artículos 
antecedentes,  será  también  computado  el  tiempo 
de  los  actuales  catedráticos  para  obtener  el  titulo 
de  jubilado  ó  el  de  benemérito,  y  la  renta  que  á 
cada  uno  de  estos  corresponde. 

Art.  14.  Un  catedrático  no  podrá  ser  jubilado 
6  declarado  benemérito  sino  por  la  Junta  guber- 
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nativa,  y  la  de  la  facultad  reunidas  y  por  mayo- 
ría Absoluta  de  votos,  con  estricto  arreglo  al 
tiempo  de  su  servicio,  al  libro  de  conducta  que 
lleva  el  Yicerector,  y  al  de  visitas  del  Rector, 
atendiendo  á  las  notas  asentadas  por  el  tribunal 
académico,  y  á  las  reconvenciones  y  correccio- 
nes á  que  haya  dado  lugar.  Esta  declaración  ne- 
cesita para  llevarse  á  efecto  ser  aprobada  por  el 
Gobierno  con  el  informe  favorable  de  la  Direc- 
ción. 

^  único.  Cuando  á  juicio  de  la  Jt^nta  guberna- 
tiva y  de  la  facultad,  el  catedrático  no  tenga  ca- 
bal su  cuadro  de  mérito  para^ubtener  la  jubila- 
ción, se  le  prorogará  el  tiempo  de  esta  por  un  es- 
pacio que  compense  la  falta. 

Art.  16.  No  podrá  haber  á  un  tiempo  mas  que 
un  catedrático  jubilado  en  una  misma  clase, 

Art.  16.  Hecha  la  declaración  de  jubilación  y 
obtenida  que  sea  la  aprobación  del  Gobierno,  el 
Rector  expedirá  al  interesado  el  título  de  jubi- 
lación, en  virtud  de  los  méritos  y  actos  prece- 
dentes á  su  calificación',  los  que  en  él  se  expre- 
sarán. Este  título  llevará  ademas  de  la  firma  del 
Rector  y  Yicerector,  la  de  todos  los  catedráticos 
de  la  facultad,  la  refrendación  del  secretario  y  el 
sello  de  la  Universidad. 

Art.  17.  El  catedrático  que  después  de  diez 
aílos  de  enseftar  perdiere  su  salud  y  quedare  in- 
hábil, ajuicio  de  la  Junta  gubernativa  y  aproba- 
ción de  la  Dirección  de  estudios,  será  retirado 
con  un  tercio  de  su  renta. 

Art.  18.  Los  catedráticos  que  hayan  sido  ele 
un  mérito  eminente,  á  juicio  de  la  Junta  guber- 
nativa y  de  la  facultad  reunidas,  declarado  por 
mayoría  absoluta,  recibirán  después  de  su  muer- 
te los  honores  que  ellas  decreten,  bien  sea  un 
elogio  fúnebre,  una  inscripción  ú  otro  monumen- 
to que  perpetúe  su  memoria. 

Art.  19.  Después  de  jubilado  un  catedrático 
se  considerará  vacante  su  clase  y  será  proveida 
en  propiedad  según  los  artículos  19,  29,  39  y  5?» 
de  esta  ley.  Pero  si  el  catedrático*  jubijado  pre- 
tendiere  continuar  sirviendo  la  clase,  ja  Junta 
gubernativa  y  la  facultad  reunidas,  podrán  pro- 
veerla en  él,  siempre  que  le  crean  con  la  activi- 
dad y  celo  suficientes  para  continuar  desempe- 
Qándeila. 

Art.  20.  Se  deroga  la  ley  de  20  de  Junio  de 
1843  sobre  la  materia. 

Dada  en  Caracas  á  3  de  Mayo  de  1849,  afio  20 
de  la  Ley  y  39  de  la  Independencia. — El  Presi' 
dente  del  Senado,  Juan  Antonio  Barbosa* — El 
Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes,  Lií- 
cío  Pulido. — El  Secretario  suplente  del  Senado, 
Jesús  María  Blanco. — El  Secretario  de  la  Cá- 
mara de  Representantes,  /•  Padilla. 
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Caráeas,  Mayo  7  de  1819,  afio  20  de  la  Ley 
y  39  de  la  Independencia. 

Ejeciíteae. — José  T.  Monágas. 
Por  S.  E.  el    Presidente  de  la   Repübíica. — 
El  Secretario  de  Estado  en  los  Despachos  del 
Interior  y  Justicia. 

Francuco  Par^o. 

INSTRUCCIÓN  PUBLICA,  ley  sexta  de  18 
DE  ABRIL  DE  1849 — De  las  cátedras  de  las 
Universidades 9  y  tiempo  de  su  enseñanza — 
que  reforma  la  de  I9  de  Mayo  de  1846,  p. 
48  del  cuaderno  de  ese  año,  y  64t,  núro.  602 
del  cuerpo  de  1851 — que  reforma  la  de  20  de 
Junio  de  1843,  p.  63  del  cuaderno  de  ese  año, 
y  562,  nüm.  512  del  cuepo  de  1851. 

El  Senado  y  Cámara  de  RepresenUntes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela,   reunidos  en  Congreso, 

DECRETAN : 
LET  SEXTA  DEL  CÓDIGO  DE  INSTRUCCIÓN  PUBLICA. 

De  las  cátedras  de  las  Universidades  y  tiempo 
de  su  enseñanza.  • 

Art«  19  La  ensefianza  en  las  Universidades 
se  distribuye  en  cinco  secciones:  la  primera 
comprende  las  ciencias  eclesiásticas :  la  segun- 
da, las  ciencias  políticas :  la  tercera,  las  médicas 
y  de  historia  natural :  la  cuarta,  las  matemftti- 
cas,  físicas  y  meUfísicas ;  y  la  quinta  la  filolo- 
gía ó  humanidades. 

Art.  2^  La  sección  de  ciencias  eclesiásticas 
comprende  :  1^  Los  fundamentos  y  apología 
^  de  la  religión  católica,  los  lugares  teológicos  y 
'  la  historia  eclesiástica :  29  la  explicación  del  de- 
recho'canónico  y  disciplina  de  la  iglesia :  39 
teología  dogmática  y  moral ;  y  4?  la  historia  sa- 
grada, 

Art  39  Cuatro  catedráticos  enseñarán  en 
cursos  bienales  las  materias  comprendidas  en  el 
artículo  anterior :  uno  las  de  cada  número  de- 
biendo el  catedrático  de  teología  dogmática  y 
moral  dedicar  en  el  cuatrienio,  un  bienio  á  ca- 
da una  de  estas  materias. 

Art.  49  La  sección  de  ciencias  políticas  com- 
prende,: 19  La  historia  del  derecho  romano,  las 
instituciones   de   Justiniano   y  el  derecho  civil, 

AnáUsis  comparativo  de  las  leyes  de  20  de  Junio  de  1843, 
yT  de  mayo  de  1849  (5  .^  délas  de  instrucción  pübj^f) 

Entre  estas  dos  leyes  solo  se  advierten  las  sigu^Hes  di- 
ferencias : 

La  de  49  (art.  8.)  afiadio  al  mismo  de  la  de  43  el  primer 
periodo :  "  No  se  admitirá  oposición  á  la  cátedra  vacante, 
qne  no  haya  sido  h?cha  dentro  del  término  del  edicto  con- 
vocatorio:" mandó  citar  á  los  cnatro  conciliarios,  en  lo- 
gar de  los  examinadores  de  que  hablaba  el  propio  artí- 
cnlo  de  la  de  48 ;  y  le  agregó  finalmente  el  último  inciso : 
"  y  conveniente  á  la  instrucción  pública  por  su  patriótica 
dedsion."  También  añadió  ki  de  49  las  disposiciones  de 
ksíW-l?  y2?  del  art.  8?. 

CÚi  lo  demás  convienen  ambas  leyes. 
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criminal  y  mercantil:  29  el  derecho  natural,  el 
público  político  6  internacional,  y  el  análisis  de 
nuestra  Constitución  :  39  legislación  universal, 
civil  y  criminal,  y  economía  política  ;  y. 49  las 
leyes  nacionales. 

Art.  59  Cuatro  catedráticos  enseñarán  en 
cursos  bienales  las  materias  comprendidas  en  el 
artícnlo  antecedente,  uno  las  de  cada  número. 

Art.  69  Las  ciericias  médicas  abrazan:  I9  la 
anatomía  general  y  descriptiva  :  29  la  fisiología, 
y  la  higiene  privada  y  pública  :  39*  la  semeyoli- 
gía  general,  ja  nosografía,  patología  y  terapéu- 
tica  especiales  que  constituyen  la  medicina  prác- 
tica: 49  la  nosografía,  patología  y  terapéutica 
especial  que  abraza  la  cirugía  y  un  curso  de  par- 
tos :  59  la  medicina  legal  y  la  terapéutica  y  ma- 
teria médica  :  69  la  química  médica  y  farmacia  ; 
y  79  la  botánica  y  los  otros  dos  ramos  de  la  his- 
toria natural  médica. 

^  único.  La  medicina  y  cirugía  clínicas  en 
los  hospitales,  6  en  la  práctica  civil,  es  también 
indispensable  ú  lo  menos  por  dos  aQos  para  el 
complemento  de  los  estudios  médicos. 

Art.  79  En  siete  cátedras  distintas  y  en  cur- 
sos regulares  bienales,  serán  enseñadas  las  ma- 
terias comprendidas  en  los  siete  números  del  ar- 
tículo antecedente. 

Art.  89  Las  ciencias  matemáticas,  físicas  y 
metafísicas  abrazan  las  que  deben  ser  enseñadas 
en  el  trienio  filosófico  ;  y  las  que  se.  refieren  á 
los  tres  bienios  de  la  academia  de  matemáticas 
á  saber:  primero,  las  matemáticas  elementales  en 
sus  partes  de  aritmética,  álgebra  y  geometría, 
trigonometría  plana  y  esférica  y  topografía  : 
segundo,  la  geografía  y  cronología  :  tercero,  la 
filosofía  intelectual  ó  lógica,  la  gramática  gene- 
ral y  la  metafísica,  en  la  parle  de  ontología,  psi- 
cología, teología  natural  y  filosofía  moral :  cuar- 
to, la  física  experimental,  incluyendo  los  elemen- 
tos de  astronomía  :  quinto,  la  geometría  analí- 
tica y  descriptiva,  y  el  cálculo  diferencia]  é  inte- 
gral:  y  sexto,  la  aplicación  de  las  matemáticas 
á  las  diferentes  partes  de  la  mecánica,  á  la  cons- 
trucción civil  y  á  los  diferentes  ramos  del  arte 
militar. 

Avt.  99  Las  materias  del  artículo  anterior  se- 
rán enseñadas  en  cuatro  cátedras  diferentes. 
Una  por  un  trienio  para  las  comprendidas  en  los 
números  primero  y  segundo,  empleando  en  la 
enseñanza  del  número  primero,  los  dos  prime- 
ros años,  y  en  la  del  segundo  el  tercer  año. 
Otra  también  por  un  trienio  para  las  comprendi- 
das en  los  números  tercero  y  cuarto,  á  saber  : 
las  del  número  tercero  en  el  primer  afio,  y  las 
del  cuarto  en  el  segundo  y  tercero.  Otra  por  un 
bienio  para  las  materias  del  número  quinto :  y 
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la  otra  clase  por  otro  bienio  para  la  del  número 
sexto. 

^  19  En  cada  tercer  año  del  indicado  trienio 
ñlosóñco,  cada  uno  de  los  primeros  catedráticos 
duplicará  su  asistencia  en  diferentes  partes  del 
dia,  enseñando  el  de  las  matemáticas  elementa- 
les el  primer  año  de  esta  ciencia  al  nuevo  curso, 
y  el  otro  catedrático,  por  asistencia  igualmente 
diveisa,  enseñará  las  materias  del  número  terce- 
ro al  expresado  nuevo  curso. 

^  29  Las  clases  del  trienio  filosófico  compren- 
diaas  en  los  números  primero,  segundo,  tercero 
y  cuarto,  son  las  únicas  obligatorias  para  recibir 
el  grado  de  bachiller  en  filosofía. 

1^  39  Habrá  una  clase  de  dibujo  obligatoria  al 
menos  por  un  año,  para  los  cursantes  de  cien- 
cias filosóficas  y  médicas  que  quieran  obtener  el 
grado  mayor  de  estas  facultades,  y  para  los  que 
hayan  de  recibirse  de  agrimensores. 

Art.  10.  Para  las  clases  de  ciencias  naturales 
y  físicas  descriptivas,  esto  es,  la  anatomía,  la 
química,  la  botánica  y  otros  ramos  de  la  histo- 
ria natural  médica  y  la  física  experimental,  ha- 
brá ademas  del  catedrático  un  preparador,  pues- 
to y  removible  por  el  respectivo  catedrático,  con 
acuerdo  y  por  autoridad  del  Rector. 

Art.  11.  La  filología  ó  humanidades  compren- 
de la  enseñanza  de  las  lenguas  antiguas  y  mo- 
dernas, la  retórica  y  bellas  letras,  la  literatura  ó 
crítica  de}  lenguaje  y  la  historia  antigua  y  mo- 
Uerna. 

Art.  12.  Para  la  enseñanza  de  las  materias 
del  artículo  precedente,  habrá  las  cátedras  que 
establezca  el  Poder  Ejecutivo  con  informe  de  la 
Junta  de  Gobierno  y  aprobación  de  la  Dirección 
general,  bien  continuando  el  orden  que  se  halla 
actualmente  establecido,  ó  bien  haciéndose  en  él 
las  alteraciones  que  sojuzguen  convenientes. 

§  único.  El  Poder  Ejecutivo  está  autorizado 
para  suspender  provisoria  ó  perpetuamente  aque- 
llas clases  que  con  informe  de  la  Junta  guberna- 
tiva y  de  la  Dirección  juzgue  que  no  deban  sub- 
sistir. 

De  los  cursos  de  estudios,   horas  de   clase  y 
duración  de  cursos. 

Art.  13.  £1  año  escolar  principia  el  primero 
de  Setiembre  de  cada  año  para  todas  las  cáte- 
dras, y  dura  hasta  Julio  ó  Agosto  en  que  después 
del  examen  de  cada  clase  se  pone  en  vacante. 

Art.  14.  £1  tiempo  de  clase  será  en  cada  dia 
de  una  hora  para  las  cátedras  de  ciencias  ecle- 
siásticas, políticas  y  médicas,  y  de  hora  y  media 
para  las  filosóficas  :  para  las  de  dibujo  y  los  ra- 
mos de  filología  ó  humanidades,  el  que  fije  el 
Poder  Eejecutivo  con  informe  de  la  Junta  de 
Gobierno  y  Dirección  de  estudios. 

Art.  15.  Los  cursos  de  ciencias  filosóficas  du- 
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rarán  un  trienio  para  obtener  el  grado  de  bachi- 
ller y  cursar  las  otras  clases  de  ciencias  mayo- 
res y  dos  trienios  para  recibir  el  grado  de  doctor  , 
en  ellas. 

En  el  primer  año  del  primer  trienio  se  ense- 
ñará la  filosofía  intelectual,  gramática  general, 
metafísica  y  filosofía  moral  y  la  parte  de  mate- 
máticas elementales  que  pueda  darse  en  este 
tiempo ;  en  el  segundo  año  la  parte  de  física  ex- 
perimental, que  en  él  pueda  enseñarse,  y  se 
completará  el  curso  de  matemáticas  elementales : 
en  el  tercero  se  completará  el  curso  de  física  ex- 
perimenta], y  se  enseñarán  los  elementos  de 
geografía  y  cronología,  todo  con  arreglo  al  ar- 
tículo nueve  y  sus  parágrafos. 

El  segundo  trienio  comprenderá  las  materias 
del  número  quinto  del  artículo  octavo,  y  el  pri- 
mer año  del  bienio  del  número  sexto  del  mismo 
artículo  comprensivo  de  la  aplicación  de  las  ma- 
temáticas á  las  difercHte^  partes  de  la  mecánica 
y  á  la  (^nstruccion  civil. 

&  19  El  orden  clásico  para  cursar  las  mate- 
rias conforme  á  este  artículo  podrá  alterarse  por 
el  Poder  Ejecutivo  cuando  haya  graye  motivo 
según  los  informes  de  la  Junta  gubernativa  y  de 
la  Dirección  general. 

^  29  Al  fin  de  cada  año  se  hará  el  examen 
de  que  habla*  el  artículo  13. 

Art.  16.  Los  alumnos  de  la  academia  militar 
seguirán  ademas  del  primer  bienio  de  matemáti- 
cas y  el  curso  de  geografía  y  cronología,  un  se- 
gundo bienio  de  matemáticas  en  sus  partes  de 
geometría  analítica  y  descriptiva  y  cálculo  dife- 
rencial é  integral,  y  ent)tro  tercer  bienio  un  cur- 
so de  aplicación  de  las  matemáticas  á  la  mecá- 
nica, á  la  construcción  civil  y  á*  los  diferentes 
ramos  del  arte  militar  todo  conforme  al  articulo 
nueve  y  su  tercer  parágrafo.  Ademas  serán  ins- 
truidos en  la  táctica  de  las  diferentes  armas  con- 
forme al  reglamento  especial  de  la  academia  mi- 
litar. 

Art.  17.  Los  que  quieran  optar  al  grado  de 
licenciado  ó  doctor  en  ciencias  filosóficas  y  que- 
dar de  esta  manera  calificados  para  ser  ingenie* 
ros  civiles,  deberán  seguir  los  dos  trienios  que 
prescribe  el  artículo  15. 

Ar^l8.  Los  cursos  de  ciencias  inédicas  du- 
raráflftis  años  :  los  alumnos  cursarán  en  el  pri- 
mer bienio,  anatomía  general  y  descriptiva,  y  fi- 
siología é  higiene  privada  y  pública  :  en  el  se- 
gundo la  semeyología  general  y  medicina  prác- 
tica, la  cirugía  y  partos  :  y  en  el  tercero  la  me- 
dicina legal,  terapéutica,  y  materia  médica,  la 
química  médica  y  farmacia  y  la  botánica  y  demás 
ramos  de  la  historia  natural  médica. 

$  19  En  cualquiera  de  los  dos  últimos  bie- 
nios dé  los  estudios  médicos,  loa  cursantes  de- 
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ben  asistirá  la  práctica  médico-qciirárgica  en  los 
hospitales,  á  lo  menos  por  dos  afios,  y  probar 
esta  asistencia  con  una  certificación  de  los  mé- 
dicos empleados  en  estos  establecimientos.  Si 
estos  no  existieren,  deberán  comprobar  los  dos 
anos  de  clínica  en  la  práctica  particular  por  los 
atestados  de  los  profesores  con  quienes  la  sigan. 

§  29  £1  orden  clásico  para  cursar  las  materias 
conforme  á  este  artículo  podrá  alterarse  por  el 
Poder  Ejecutivo  cuando  haya  grave  motivo  se- 
gún los  informes  de  la  Junta  de  Gobierno  y  de 
la  Dirección  de  estudios. 

Art.  19.  Los  cursos  de  ciencias  políticas  du- 
rarán cuatro  afios  :  los  alumnos  seguirán  en  el 
primer  bienio  las  materias  comprendidas  en  el 
número  primero  del  artículo  cuarto,  y  ademas  las 
del  número  segundo  del  artículo  segundo  :  en  el 
segundo  bienio  las  materias  de  los  números  se- 
gundo, tercero  y  cuarto  del  mismo  artículo 
cuarto. 

Art.  20.  Terminados  los  cuatro  años  de  que 
habla  el  artículo  anterior,  los  cursantes  de  cien- 
cias políticas  con  una  certificación  del  Rector  de 
la  Universidad  autorizada  por  su  secretario,  por 
la  cual  conste  que  han  prestado  los  exámenes 
anuales  de  que  habla  el  artículo  13  de  esta  ley, 
y  que  han  sido  aprobados  en  ellos,  podrán  ga- 
nar la  pasantía  conforme  á  la   ley  de  abogados. 

^  19  Los  mismos  cursantes  de  derecho  cuan- 
do hayan  cumplido  los  dos  afios  de  pasantía, 
podrán  con  la  certificación  délos  tribunales  ó  de 
los  abogados  ante  quienes  la  hayan  hecho,  op- 
tar al  grado  de  licenciado  en  la  Universidad. 

§  29  A  los  alumnos  que  actualmente  cursan 
las  materias  de  ciencias  políticas  les  comprenden 
las  disposiciones  de  esta  ley ;  y  los  del  tercer 
bienio  no  están  obligados  á  continuarlas  :  pero 
sí  serán  examinados  de  las  materias  que  esta- 
ban designadas  para  este  tiempo,  al  recibir  el 
grado  de  licenciado.  Igual  examen  están  obli- 
gados á  sufrir  los  del  segundo  bienio  sobre  las 
materias,  que  debiendo  cursarse  en  el  tercero, 
no  pueden  hacerlo  en  el  tiempo  que  les  falte  con 
arreglo  á  esta  ley. 

Art.  21.  Los  cursos  de  ciencias  eclesiásticas 
se  dividirán  en  teológicos  y  canónicos;  ambos 
comprenderán  los  bienios,  que  se  expresan  en 
los  artículos  respectivos  y  se  cursarán  se'gun  los 
parágrafos  siguientes. 

^  19  El  catedrático  de  teología  enseñará  dos 
bienios  :  en  el  primero,  dará  la  parte  dogmática, 
y  en  el  segundo  la  moral  en  el  transcurso  de  un 
cuatrienio,  siendo  indistinto  á  los  cursantes  prin- 
cipiar por  el  primero  6  segundo  bienio. 

^  29  El«catedr ático  de  religión,  lugares  teo- 
lógicos é  historia  eclesiástica,  enseñará  estas  ma- 
terias en  un  bienio,    distribuidas  así:  el  primer 
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año,  religión  y  lugares  teológicojs;  y  el  segundo 
historia  eclesiástica. 

^  39  £1  catedrático  de  historia  sagrada,  ense- 
ñará en  su  bienio,  los  prolegómenos  de  escritu- 
ra y  la  historia  del  antiguo  y  nuevo  testamento, 
con  vista  de  las  cartas  geográficas  para  fijar  me- 
jor los  sucesos  de  la  historia.  Este  bienio  y  el 
anterior  pueden  estudiarse  al  mismo  tiempo  que 
el  cuatrienio  que  enseña  el  catedrático  de  teo- 
logía. 

^  49  Los  dos  bienios  del  curso  canónico  se- 
rán :  primero,  el  que  enseña  el  catedrático  de 
religión  y  lugares  teológicos  ;  y  segundo,  el  que 
enseña  el  de  cánones.  En  cualquiera  de  estos 
dos  bienios,  deberán  estudiarse  las  materias  del 
número  primero  del  artículo  cuarto. 

Art.  .22*  Se  deroga  la  ley  de  I9  de  Mayo  de 
1846,  reformando  la  6^  del  Código  de  Instruc- 
ción Pública.' 

Dada  en  Caracas  á  16  de  Abril  de  1849,  año 
20  de  la  ley  y  39  de  la  independencia. — El  pre- 
sidente del  Senado,  José  María  Barroeta. — El 
presidente  de  la  Cámara  de  Representantes,  Jo- 
sé Ramón  Agüero, — El  secretario  del  Senado, 
José  Ángel  Freiré, — El  secretario  de  la  Cáma- 
ra de  Representantes,  J.  Padilla. 

Caracas,  Abril  18  de  1849,  año  20  de  la  ley  y 
39  de  la  independencia. — Ejecútese. — José   Ta 
deo  Monágas, — Por  S.  E  — El  secretario  de  Es. 
tado  en    el    Despacho   del  Interior  y   Justicia. 
Diego  Antonio  Caballero. 

Análisis  comparativa  de  las  leí/es  de  2Q  de  Junio  de  1843 
1?  de  Mayo  de  1846  y\^  de  ÁbHL  de  1849  (6?  délas  de 
instrucción  pvjblica.) 

Entre  las  dos  primeras  hay  las  diferencias  siguientes  : 

La  de  43  (art.  14)  fijaba  para  las  clases  fliosófícas,  di- 
bujo y  los  ramos  de  filología  ó  humanidades,  hora  y  me- 
dia ;  y  la  de  46  (art.  id.)  conservó  la  hora  y  media  para 
las  filosóficas  ;  pero  para  las  otras  dejó  su  fijación  al  P.  E. 
con  informe  de  la  Junta  de  Gobierno  y  Dirección  de  estu- 
dios.—La  de  46  finalmente  añadió  la  parte  de  su  art.  3  9 
desdo  "  debiendo  el  catedrático  de  teología  dogmática  y 
moral,  &a.,"  el  %  único  del  art.  12,  y  el  1 P  del  16. 

Las  de  46  v  49  se  diferencian  así  : 

La  de  46  (  art.  4  9  )  refiriéndose  á  la  sección  de  ciencia  * 
políticas,  estableció  encuarto  lugar  el  derecho  práctico) 
administración  gubematÍTa,  y  régimen  municipal ;  y  la  de 
49  (ai-t.  id.)  sostituyó  todo  esto  con  "las  leyes  nacionales." 
—Por  la  de  46  (art.  19)  los  cursos  de  ciencias  políticas 
duraban  seis  años  ;  distribuidos  en  tres  bienios ;  y  por  la 
de  49  (art.  id.^  solo  duran  cuatro  distribuidos  en  dos. — 
Por  la  de  46  (^4?  del  art.  21)  eran  tres  los  bienios  del 
curso  canónico ;  y  por  la  de  49  (^  y  art.  id.)  son  solo  dos. 
—La  de  49  suprimió  en  el  art.  2  ?  de  la  de  46  "  Los  prole- 
gómenos del  derecho  canónico ;"  y  en  el  6  ?  "  la  medicina 
operatoria  :"  también  suprimió  los  art.  13,  el  %  único  del 
19,  y  el  20 ;  y  añadió  su  art.  20  y  sus  %,  y  la  parte  del  % 
3.®  del  art. 21  que  dice:  "  Este  bienio  y  el  anterior  pue- 
den estudiarse  al  mismo  tiempo  que  el  cuatrienio  que  en- 
seña el  catedrático  de  teología.  En  lo  demás  son  confor- 
mes. 
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INSTRUCCIÓN  PUBLICA,  let  «eptima  db  20 

DB  JONio  DE  1843,  de  los  cursantes  de  las 

universidades. 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso, 
decretan: 
De  los  cursantes  de  las  universidades, 

Art.  1?  Todo  cursante,  ó  el  que  haya  de  ga- 
nar cursos  en  las  cuatro  facultades  científicas  y 
en  las  letras,  deberá  ser  matriculado. 

Art.  29  Cada  catedrático  en  vista  de  la  certi- 
ficación de  la  matrícula  asentará  en  su  libro  los 
nombres  de  sus  respectivos  cursantes,  anotando 
al  margen  de  la  certificación  el  folio  y  fecha  del 
asiento.  Sin  esta  formalidad  ningún  cursante  ga- 
nará curso  escolar. 

Art.  3?  Se  anunciará  la  matrícula  para  ins- 
cribirse los  que  hayan  de  seguir  los  cursos  de  es- 
tudios de  la  Universidad  desde  el  dia  primero  de 
Agosto  de  cada  ano  por  un  edicto  del  rector,  re- 
frendado por  el  secretario  y  fijado  en  las  puer- 
tas de  la  Universidad.  Los  alumnos  que  quieran 
matricularse  para  seguir  cualquiera  clase  debe- 
rán principiar  su  asistencia  á  la  clase  respectiva 
el  dia  primero  de  Setiembre  siguiente  y  matricu- 
larse en  todo  el  mismo  mes  ante  el  secretario, 
quien  asentará  el  nombre  de  cada  cursante  en  su 
libro  de  matricula.  Por  justa  causa  comprobada 
•nte  el  rector  podrán  algunos  matricularse  hasta 
el  último  de  Octubre ;  mas  deberán  reponer  el 
tiempo  que  hayan  faltado  á  los  cursos  con  un 
examen  de  las  materias  leidas  durante  su  ausen- 
cia, el  cual  deberán  desempeñar  dentro  de  los 
dos  meses  siguientes  á  satisfacción  del  catedráti- 
co. Este  examen  será  certificado  por  el  catedrá- 
tico, con  cuyo  documento  el  rector  mandará  que 
se  le  matricule,  como  si  hubiese  entrado  en  el 
principio  del  curso.  Así,  son  y  se  llaman  cursan- 
tes los  que  habiéndose  matriculado  en  la  Univer- 
sidad ganen  cursos  literarios  bajo  la  enseñanza 
de  un  catedrático. 

Art.  49  Para  cursar  una  clase  superior  es  in- 
dispensable haber  obtenido  aprobación  en  la  an- 
terior. 

Art.  59  Para  entrar  como  cursante  en  las  cla- 
ses de  las  ciencias  filosóficas,  debe  preceder  exa- 
men y  aprobación  en  la  gramática  castellana,  en 
la  latina  y  en  los  elementos  de  la  versificación  y 
retórica,  aplicados  á  la  lengua  castellana. 

Art.  G9  El  que  haya  aprendido  las  materias 
que  se  designan  en  el  artículo  anterior,  fuera  de 
las  universidades,  y  quiera  ganar  los  cursos  de 
las  ciencias  filosóficas,  sufrirá  el  examen  preve- 
nido en  dicho  artículo. 

Art.  79  Para  ganar  los  cursos  escolares  el 
cursante  debe  asistir  puntualmente  todos  los  dias 
de  estudio  á  su  clase  y  cumplir  sus  deberes  de 
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aprender  las  lecciones,  y  examinarse  de  ellas  y 
de  las  materias  que  los  catedráticos  sefialen  para 
los  repasos  semanales,  mensuales  ó  de  otros  pe- 
ríodos, que  en  provecho  de  sus  alumnos  tengan 
á  bien  establecer. 

§.  19  Las  faltas  inculpables  de  los  cursantes 
de  filosofía  y  facultades  mayores,  por  enferme- 
dad ú  otro  motivo  justo,  siempre  que  puedan  su- 
plirse con  la  aplicación  y  buena  conducta  del 
discípulo,  se  le  pasarán  como  si  hubiesen  cursa- 
do; lo  que  se  deja  á  la  discreción  prudente  de  la 
Junta  gubernativa,  que  resolverá  en  cada  caso 
según  las  circunstancias,  con  tal  que  dichas  fal- 
tas no  pasen  de  sesenta  en  todo  un  bienio,  ó  de 
ochenta  en  todo  el  trienio  filosófico. 

^.  29  Los  cursantes  de  ciencias  mayores  que 
sin  impedimento  calificado,  hayan  faltado  á  sus 
clases  un  numero  de  veces  que  no  exceda  al  fija- 
do en  el  parágrafo  anterior,  aunque  á  juicio  de 
la  Junta  gubernativa  puedan  ganar  el  curso  de 
estudios,  si  esta  lo  determinare,  deberán  com- 
purgar, antes  de  ser  admitidos  al  inmediato  gira- 
do, el  tolal  de  faltas,  ó  con  igual  asistencia,  ó 
con  otros  actos  escolares  al  arbitrio  de  la  misma 
junta. 

Art  89  Al  fin  de  cada  afSo  académico  habrá 
exámenes  públicos  de  todos  los  cursantes,  por 
orden  de  facultades  y  sobre  todas  las  materias 
que  se  hayan  enseñado  en  cada  clase;  debiendo 
empezar  los  exámenes  en  la  primera  semana  de 
Julio  y  concluir  en  los  doce  primeros  dias  del 
mes  de  Agosto. 

Art.  99  Los  alumnos  que  fueren  aprobados 
ganarán  el  afio  académico  :  los  reprobados  Vol- 
verán á  estudiar  la  misma  materia  en  que  lo  ha- 
yan sido,  sin  perjuicio  de  sus  deberes  en  las  cla- 
ses que  cursaren  ;  y  presentados  á  nuevo  exa- 
men, con  la  aprobación  ganarán  el  dicho  aSo. 

Art.  10.  Para  cursar  las  ciencias  eclesiásti- 
cas, políticas  y  médicas  el  alumno v deberá  haber 
sido  examinado  y  aprobado  en  todas  las  materias 
del  primer  trienio  filosófico  en  el  examen  pres- 
cripto  para  el  grado  de  bachiller ;  haya  ó  no  reci- 
bido este,  acreditando  la  aprobación  en  dicho 
examen  con  el  título  de  bachiller;  y  no  habien- 
do obtenido  este  grado,  con  la  certificación  del 
secretario. 

§  único.  Para  optar  á  las  grados  mayores,  ó 
de  doctor  en  cualquiera  ciencia,  los  alumnos  de- 
berán acreditar  con  certificaciones  de  solo  los  ca- 
tedráticos de  los  idiomas  vivos  que  se  enseña- 
sen en  la  Universidad  que  tienen  en  uno  de  ellos, 
por  lo  menos,  la  capacidad  necesaria  elemental, 
como  base  de  mayor  perfección.  Este  estudio 
puede  ser  hecho  en  las  clases  respectaras,  ó  fuera 
de  ellas. 

Art,  11.  Ni  el  rector  ni  la  Junta  de  gobierno, 
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ni  ninguna  otra  autoridad,  pueden  dispensar  las 
formalidades  que  quedan  prescriptas  para  ^nar 
cursos  ;  ni  permitir  que  en  ningún  dia  legal  se 
dejen  de  dar  las  clases. 

Art.  Í2.  Los  cursantes  de  las  Universidades, 
y  de  los  colegios  nacionales  no  podrán  ser  alis- 
tados en  el  ejército  permanente,  y  estarán  exen* 
tos  del  servicio  y  ejercicios  doctrinales  de  la  mi- 
licia nacÍ4>nal. 

Dada  en  Caracas  á  17  de  Mayo  de  1843,  año 
149  de  la  ley  y  339  de  la  independencia. — El 
presidente  del  Senado,  José  Vargas, — El  presi- 
dente de  la  Cámara  de  Representantes,  Manuel 
Felipe  de  Tovar. — El  secretario  del  Senado,  Jo- 
sé Ángel  Freiré» — El  secretario  de  la  Cámara 
de  Representantes,  J.  A  Pérez. 

Caracas  20  de  Junio  de  1843,  afio  149  ^^  ^^ 
ley  y  33  de  la  independencia. — Ejecútese. — Car- 
los Soublette. — Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  Re- 
pública.— El  Secretario  de  Estado  en  los  Despa- 
chos del  Interior  y  justicia,  Juan  Manuel  Manr- 
rique. 

INSTRUCCIÓN  PUBLICA,  ley  octava   de  10 
*      DE  MAYO  DB  1851,  de  los  grado Sf  é  incorpo- 
ración de  los  graduados  en  otras  universi- 
dades— que  reforma  la  de  21  de  Abril  de 
1849,  p.  27  del  cuaderno  de  ese  ano,   y  744, 
•  núm.   705  del  cuerpo  de    1851 — que  reforma 
ladc  5  de  Mayo  de   1846,  p.  53  del  cuaderno 
de  ese  año^  y  649   núm.  603  del  cuerpo  de 
1851 — que   reforma  la   de  20  de   Juvio  de 
1843,  p.   71    del  cuaderno  de  ese  año,  y  744, 
nüm.  705  del  cuerpo  de  1851. 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela   reunidos  en  Congreso. 

DECRETAN  : 
LEY  8^  DEL  CÓDIGO    1>E     INSTRUCCIÓN  PUBLICA. 

De  los  grados  é  incorporación  de  los  gra* 
duados  en  otras  universidades. 

Art.  19  Lfts  universidades  por  medio  de  sus 
Rectores,  son  las  únicas  autoridades  literarias 
que  confieren  grados  académicos  de  Bachilleres, 
Licenciados  y  Doctores,  &  los  que  habiendo  go* 
nado  los  cursos  necesarios  den  una  prueba  pu- 
blica y  cierta  de  la  aptitud  que  cada  grado  exi- 
ge. Estos  grados  habilitan  para  diferentes  efec- 
tos civiles  y  eclesiásticos. 

§  6nico.  Los  colegios  nacionales  tienen  tam- 
bién la  facultad  de  conferir  grados  de  Bachiller 
en  las  ciencias  filosóficas,  siempre  que  sus  alum- 
nos hayan  cumplido  con  los  requisitos  de  ma- 
trícula, cursos  de  estudios,  materias  de  estos, 
tiempo  de  su  duración  y  exámenes  anuales  ;  y 
¡sufrieren  el  examen  del  grado  de  Bachiller  por 
el  mismo  número  de  examinadores,  y  con  las 
propias  formalidades  que  en  las  universidades. 

Art.  29  Ni  la  Junta  gubernativa,   ni  la  exa- 
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minadora  de  los  colegios,  ni  el  Poder  Ejecutivo 
podrán  dispensar  ninguna  de  estas  formalidades, 
que  deben  ser  perfectamente  iguales  para  todos 
los  venezolanos. 

Art.  39  El  pretendiente  de  grado  de  Bachi- 
ller en  ciencias  filosóficas,  lo  solicitará  ante  el 
Rector  por  un  memorial  documentado  :  prime- 
ro, con  las  certificaciones  anuales  de  los  respec- 
tivos catedráticos,  que  prueben  haber  cursado 
los  tres  afios  del  trienio  filosófico  :  segundo,  con 
la  del  Secretario  que  acredite  haber  desempeña- 
do los  exámenes  «nuales  y  sido  aprobado  :  ter- 
cero, y  con  el  informe  del  Vico-rector  extraído 
del  libro  de  los  alumnos,  mencionando  las  faltas 
y  demás  calificaciones  expresadas  en  los  cuadros 
trimestres  de  los  respectivos  catedráticos. 

Arti  49  Con  la  certificación  del  Administra- 
dor que  acredite  haberse  depositado  la  cantidad 
designada  para  el  grado  que  se  solicita,  el  Rec- 
tor le  fijará  dia  para  desempeñar  el  examen,  y 
el  Secretario  lo  avisará  con  un  bedel  á  los  cate- 
dráticos y  demás  examinadores  tomados  de  la 
lista  de  los  que  al  efecto  hayan  sido  nombrados 
por  cada  facultad,  poniéndose  de  acuerdo  con  el 
Rector  acerca  de  los  examinadores  que  ademas 
de  los  catedráticos,  ordene  este  que  se  citen  pa- 
ra completar  el  debido  número  de  cinco,  ó  para 
sustituir  á  alguno  de  los  catedráticos  que  por  en- 
fermedad ú  otro  motivo  no  pueda  concurrir;  no 
debiéndose  verificar  el  examen  sino  con  el  com- 
pleto númeio  de  cinco  examinadores.  En  los  co- 
legios, los  nombramientos  y  citación  de  los  exa- 
minadores, tendrá  lugar  según  el  reglamento  que 
se  haga  en  la  forma  prevenida  por  la  ley. 

Art.  69  El  examen  para  grado  de  Bachiller 
durará  hasta  dos  horas  y  cuarto,  distribuidas  así : 
un  cuarto  de  hora  de  oración  acerca  de  una  cues- 
tión sorteada  :  otro  cuarto  de  hora  de  reflexio- 
nes ó  preguntas  por  cada  uno  de  dos  examina- 
dores sobre  una  cuestión  también  sorteada,  ha- 
ciéndose el  sorteo  de  ambas  cuestiones  veinti- 
cuatro horas  antes ;  y  hora  y  media  de  examen 
por  preguntas  hechas  por  los  respectivos  cate- 
dráticos acerca  de  las  materias  del  primer  trie- 
nio filosófico,  conforme  al  artículo  15  de  la  ley 
6^  La  aprobación  ó  reprobación,  será  por  vota- 
ción secreta,  y  á  pluralidad  absoluta.  En  los  co- 
legios harán  las  preguntas  sobre  las  materias 
del  trienio  filosófico  los  dos  catedráticos,  y  so- 
bre la  cuestión  sorteada  las  harán  los  dos  exami- 
nadores mas  antiguos. 

Art.  69  Hecho  el  escrutinio  y  publicada  la  vo- 
tación, por  ningún  pretexto  volverá  á  hacerse, 
ni  se  admitirá  la  reforma  de  ningún  voto  aun- 
que alguno  de  los  sufragantes  diga  que  se  equi- 
vocó al  darlo :  de  la  reprobación  no  hay  apela- 
ción alguna  bajo  ningún  pretexto :  pero  esto  no 
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impide  que  el  reprobado  pueda  volver  &  presen- 
tarse á  examen  cuando  se  crea  en  aptitud  de  ha- 
cerlo con  tal  que  no  sea  antes  de  dos  meses. 

Art.  79  Los  examinados  y  aprobados  que  no 
puedan  recibir  el  grado  en  concurso  y  la  anti- 
güedad de  este  con  arreglo  á  sus  respectivas  cla- 
sifícaciones  ;  los  que  no  comparezcan  á  tomarlo 
en  el  día  de  dicho  concurso,  ó  los  que  no  se  hu- 
biesen presentado  en  tiempo  hábil,  podrán  en 
cualquier  tiempo  recibir  el  grado  ó  ser  examina- 
dos con  las  formalidades  prescriptas;  tomando 
entonces  la  antigüedad  que  seg^n  las  fechas  de 
la  recepción  de  grados  les  corresponda.  En  la 
misma  forma  y  con  los  mismos  requisitos  se  ha- 
rán los  exámenes  del  grado  de  Bachiller  en  las 
otras  ciencias,  aunque  sin  concurso  y  según  el 
orden  de  antigüedad  del  grado  de  Bachiller  en 
ciencias  fílosófícas. 

^  único.  El  bedel  de  semana  publicará  en  las 
puertas  de  las  clases  de  ciencias  mayores,  á  la 
hora  de  enseñanza,  que  tal  cursante  ha  sido  ad- 
mitido á  examen  y  grado. 

Art.  89  La  antigüedad  del  grado  de  Bachiller 
en  ciencias  fílosófícas  sirve  de  regla  para  la  pre- 
ferencia en  el  examen  y  antigüedad  de  los  gra- 
dos de  Bachiller  en  las  otras  ciencias,  y  por  tan- 
to para  los  de  Licenciado  y  Doctor  en  todas 
ellas. 

Art.  99  Para  solicitar  ante  el  Rector  los  gra- 
dos menores  y  mayores  que  se  hayan  de  obte- 
ner después  del  de  Bachiller  en  filosofía,  son  in- 
dispensables los  requisitos  siguientes. 

^  19  Respecto  délos  de  Bachilleren  teología, 
jurisprudencia  civil  6  canónica  y  medicina,  acom- 
pañar el  título  de  Bachiller  en  filosofía  con  ca- 
lidad de  devolución,  y  ademas  las  certificaciones 
anuales  de  los  catedráticos  respectivos  probando 
que  el  aspirante  ha  cumplido  como  cursante  en 
los  cuatro  afíos  respectivos  ;  la  certificación  de 
exámenes  y  aprobaciones  anuales  dadas  por  el 
Secretario,  y  el  informe  del  Vicerrector  que  dis- 
pone el  artículo  89 

^  29  Respecto  de  los  grados  de  Licenciado  ó 
Doctor  en  ciencias  fílosófícas,  acompañar  el  tí- 
tulo de  Bachiller  en  estas  ciencias,  y  ademas  pro- 
bar con  las  certifícaciones  anuales  de  los  respec- 
tivos catedráticos,  que  se  han  cursado  las  mate- 
rias del  segundo  trienio  fílosófíco  maYidado  por 
el  artículo  15  de  la  ley  6a,  acreditando  también 
.  de  aquí  en  adelante  los  exámenes  y  aprobacio- 
nes anuales,  y  presentando  el  informe  susodicho 
del  Vice-rector. 

^  39  Por  lo  que  hace  á  los  grados  de  Licen- 
ciado ó  Di»ctor  en  jurisprudencia  civil,  es  indis- 
pensable presentar  el  título  del  grado  anterior 
en  la  misma  ciencia,  y  comprobar  que  se  ha 
practicado  por  dos  años  en  las  materias  del  foro, 
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según  lo  dispuesto  en  la  ley  6^ 

§  49  Respecto  de  los  grados  de  Licenciado  6 
Doctor  en  medicina,  deberá  presentarse  el  títu- 
lo del  grado  anterior,  y  comprobar  los  dos  últi- 
mos años  de  estudio,  y  exámenes  anuales  con 
las  certifícaciones  antedichas  de  los  respectivos 
catedráticos,  y  del  Secretario,  y  con  el  informe 
del  Vice-rector. 

^  59  No  cursando  los  estudiantes  en  teología 
y  jurisprudencia  canónica  mas  que  cuatro  años 
de  clase,  para  optar  al  grado  de  Licenciado  ó 
Doctor  en  estas  ciencias,  deberán  presentar  el 
título  del  grado  menor  en  ellas 

Art.  10.  £1  pxámen  para  grado  de  Licencia- 
do ó  Doctor  será  hecho  por  siete  examinadores, 
y  durará  hasta  cuatro  horas  de  la  manera  si- 
guiente :  media  hora  de  oración  contraída  pre- 
cisamente á  una  cuestión  que  por  suerte  se  le 
haya  dado  veinticuatro  horas  antes  :  hasta  una 
¡  hora  de  preguntas  hechas  por  dos  examinadores 
sobre  dos  cuestiones  también  sorteadas,  con  la 
misma  anticipación ;  y  dos  horas  y  media  de 
preguntas  sobre  las  materias  de  los  tres  bienios 
por  los  otros  cinco  examinadores.  La  aproba- 
ción ó  reprobación  será  en  todo  como  en  los  gra- 
dos de  Bachiller. 

Art.  \\,  Los  que  se  hallan  de  graduar  áfi  Li- 
cenciado ó  Doctor  en  medicina  sufrirán  en  el 
¡  dia  siguiente  de  este  primer  examen,  otro  de 
I  hora  y  media  en  química,  y  en  botánica  y  de- 
¡  mas  ramos  de  la  historia  natural  médica,  cuya 
I  enseñanza  estuviere  establecida,  ó  en  materia 
I  médica,  mientras  esta  ultima  clase  no  exista. 

Art.  12.  £1  grado  de  Licenciado  se  conferirá 
I  en  acto  continuo  á  la  aprobación  ;  y  el  de  Doc- 
I  tor  en  dia  diferente  señalado  por  el  Rector,  evi- 
!  tándose  en  ambos  todo  gasto  extraño,  ó  fuera  de 
j  los  establecidos  en  esta  ley. 
I  Art.  13.  Al  graduado  de  Bachiller,  Licencia- 
I  do  ó  Doctor  se  le  expedirá  su  título  firmado  por 
¡  el  Rector  y  los  dos  catedráticos  mas  antiguos, 
refrendado  por  el  Secretario  y  con  el  sello  del 
cuerpo. 

Art.  14.  Los  grados  de  teología,  jurispruden- 
cia, medicina  y  ciencias  fílosófícas,  obtenidos  en 
*  cualquiera  de  las  Universidades  de  Venezuela, 
son  en  todo  iguales :  los  graduados  en  una  tie- 
nen por  el  orden  de  su  antigüedad  asiento  en 
cualquiera  otra  ;  bastando  para  esto,  presentar 
su  título  legalizado,  y  hacer  constar  la  identidad 
de  la  persona. 

Art.  15.  Los  venezolanos  qne  se  graduaron 
en  cualquieía  de  las  Universidades  de  Colombia, . 
mientras  las 'tres  secciones,  que  ahora  forman 
diversos  estados^  constituían  una  sola  nación, 
solo  necesitan  para  obtener  la  incorporación  en 
una  Universidad  de  Venezuela,  de  pretenderla, 
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exhibiendo  sus  lítalos,  6  en  caso  de  pérdida,  las 
copias  ó  certificaciones  de  ellos,  debiendo  estar 
tanto  aquellos  como  estos,  despachados  y  legali- 
zados en  debida  forma,  y  probando  conforme  6 
las  leyes  la  identidad  de  la  persona. 

Art.  16.  El  que  habiendo  obtenido  en  una 
Universidad  extranjera  el  grado  de  Doctor,  en 
cualquiera  de  las  cuatro  facultades  que  esta  ley 
reconoce,  quisiere  incorporarse  con  el  mismo 
grado  en  una  Universidad  de  Venezuela,  deberá 
probar  sus  estudios  con  el  título  del  susodicho 
grado  auténtido  y  legalizado  conforme  &  las  le- 
yes del  país  en  que  hubiere  sido  graduado,  ha- 
cer el  depósito,  y  ser  aprobado  en  el  examen 
que  para  él  exige  esta  ley.  Cumplidos  estos  re- 
quisitos, y  prestado  el  juramento  de  sostener  y 
defender  la  Constitución  del  Estado,  y  de  llenar 
los  deberes  de  su   profesión,  obtendrá  el  título. 

^  único.  A  falta  del  títuloj»riginai  suplirán  so- 
lo una  copia  de  él  6  una  certificación  expedida 
por  el  Secretario  de  la  Universidad  en  que  haya 
sido  recibido,  con  las  formalidades  que  para  es- 
tos actos  en  dichos  cuerpos  se  observan.  Esta 
copia  6  certificación  deberá  ser  legalizada  por  el 
Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de  sn  nación, 
5  por  la  autoridad  que  conforme  á  la  ley  ó  uso 
de  las  respectivas  naciones  legaliza  estos  docu- 
mentos para  países  extranjeros. 

Árt.  17.  Para  matricularse  en  las  clases  de 
ciencias  descriptivas,  á saber:  de  anatomía,  quí- 
mica, botánica,  los  ramos  de  historia  natural  mé- 
dica, y  fínica  experimental,  contribuirán  los 
alumnos  con  la  cuota  de  cinco  pesos  para  los 
fondos  de  la  Universidad,  y  para  matricularse 
en  las  demás  clases  con  ia  cuota  de  cinco  reales, 
que  forma rá  parte  de  las  rentas   del  Secretario. 

Art.  18.  Los  que  aspiren  al  grado  de  Bachi- 
ller en  ciencias  filosóficas,  medicina,  jurispru- 
dencia ó  teología,  luego  que  su  solicitud  haya 
sido  admitida  por  el  Rector,  conforme  á  los  ar- 
tículos 39  y  99  depositarán  en  poder  del  Admi- 
nistrador'treinta  pesos  que  se  distribuirán  de  la 
manera  siguiente : 

Al  Rector 4  pesos. 

A  cada  uno  de  los  cinco  examinadores, 

tres  pesos *-  15      „ 

Al  Vire  rector  por  cada  registro  del  li- 
bro de  los  alumnos  6  informes  para 
optar  al    grado • 1      „ 

A  cada  bedel  cuatro  reales 1      ,, 

Al  Secretario  por  asistencia,  gastos  de 

Secretaría  y  título 2      4 

Para  las  cajas  de  la  Universidad 6      4 
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^  Único.  En  los  colegios,  lo  designado  á  los 

TOMO  II. 


bedeles  se  destinará  para  pagar  á  la  persona 
que  haga  las  citaciones,  y  en  la  Universidad  de 
Mérida  se  darán  los  cuatro  reales  de  que  habla 
este  artículo  al  único  bedel  que  ahora  tiene. 

Art.  19.  Los  que  aspiren  solo  al  grado  de  Li- 
cenciado en  teología,  jurisprudencia,  medicina 
ó  ciencias  filosóficas,  luego  que  haya  sido  admi* 
tida  su  solicitud  por  el  Rector,  conforme  al  ar* 
tículo  99  depositarán  en  poder  del  Administra- 
dor ochenta  pesos,  que  se  dist/ibuirán  así : 

Al  Rector - 6  pesos. 

A  cada  uno  de  los  siete  examinadores 

cuatro  pesos . 28      „ 

Al  Secretario  por  asistencia,  gastos  de 

secretaría  y  título .    fr      „ 

Al  Vice-rector  por  cada  registro  é  in- 
forme para  optar  al  grado 1      „ 

A  cada  bedel  cuatro  reales  y  en  donde 

no  haya  mas  que  unos . 1      „ 

Derechos  de 'caja... . ..-39      „ 

V  80      ,, 


Art.  20.  Los  que  aspiren  al  grado  de  Doctor 
después  del  de  Licenciado  en  ciencias  filosófi- 
cas, medicina,  jurisprudencia  ó  teología,  luego 
que  haya  sido  admitida  su  solicitud,  conforme  al 
artículo  99*  depositarán  cien  pesos  que  se  dis- 
tribuirán así : 

Al  Rector . . 5  pesos. 

Al  Secretario  por  asistencia,  gastos  de 

secretaría  y  título . 5      „ 

Al  Maestro  de  ceremonias . 2      „ 

A  cada  uno  de  los  bedeles  un  peso,  y 

en  donde  no  hubiere  mas  que  uno.    2      ,, 
Derechos  de  caja . 86      „ 

8  100      „ 

^  único.  La  práctica  de  refresco  y  otros  gas- 
tos de  celebridad  pública,  en  la  colación  de  gra- 
dos mayores,  términos  de  cursos  filosóficos  y 
cualquier  otro  acto  literario,  queda  suprimida, 

Art  21.  Si  el  aspirante  al  grado  de  Bachiller 
ó  Licenciado,  fuere  reprobado  en  el  examen,  se 
le  devolverá  la  cantidad  que  debía  ingresar  en 
las  cajas,  y  la  que  se  ha  seUalado  al  Secretario 
por  el  título  ;  pero  se  abonará  tanto  á  este  co- 
mo al  Rector  y  examinadores  la  cuota  que  les 
i  toca  por  su  asistencia. 

Art.  22.  Los  estudiantes  pobres  que  de  nin- 
gún modo  puedan  satisfacer  las  cantidades  ex- 
presadas, y  que  lo  hayan  comprobado  con  docu- 
mentos fehacientes  á  juicio  de  la  Junta  de  Go- 
bierno, deberán  ser  admitidos  á  loa  grados  de 
Bachiller  ó  Licenciado,  sin  pagar  nada ;  pero 
nunca  se  graduarán  de  balde  mas  de  dos  por  ca- 

31        ^ 
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da  diez  qae  obtengan  los  grados  académicos,  ni 
•e  extenderá  esta  gracia  al  grado  de  Doctor, 
pues  solo  podrán  recibirlo  aquellos  que  contri- 
buyan con  la  cantidad  designada.  Se  conserva 
no  obstante,  la  gracia  de  las  dos  borlas  de  que 
gozan  los  colegiales  del  Seminario  de  Caracas. 
£n  los  colegios  la  cali  fícacion  de  las  personas 
que  opten  á  grados  de  balde,  se  hará  por  la  mis- 
ma Junta  que  hace  la  de  los  documento?  nece- 
sarios para  obtener  el  grado. 

§  único.  Cuando  el  Rector  conozca  por  el  li- 
bro de  los  grados,  que  ha  llegado  el  caso  de  con- 
ferir gratuitamente  uno  ó  mas  conforme  á  este 
artículo,  mandará  al  Secretario  que  lo  avise  por 
un  edicto  fijado  en  la  puerta  de  la  Universidad. 
Los  cursantes  que  hayan  concluido  sus  cursos  y 
estén  en  aptitud  de  recibir  los  grados  de  Bachi- 
ller 6  Licenciado,  los  optarán  ante  la  Junta  gu- 
bernativa con  documentos  fehacientes :  19f  de 
pobreza  notoria  :  29,  de  aplicación  é  instrucción, 
y  39»  de  buena  couducta  ;  sirviendo  para  estas 
dos  últimas  calificaciones  las  certificaciones  anua- 
les de  sus  respectivos  catedráticos,  las  notas  de 
estos  en  los  estados  trimestres  que  se  pasan  al 
Vice-rector,  y  el  libro  de  exámenes  anuales  que 
lleve  el  Secretario. 

Art.  23.  £1  Secretario  tendrá  ademas  de  los 
derechos  que  se  le  han  asignado  por  la  colación 
de  grados,  los  siguientes. 

19  Por  presentación  de  cursos  ganados  en 
otras  universidades,  para  graduarse  é  incorpo- 
rarse en  estas,  tres  pesos. 

29  Por  la  presentación  á  cátedras  y  la  ins- 
trucción del  expediente  de  méritos,  pagará  cada 
opositor,  tres  pesos. 

30  Por  el  título  de  Catedrático,  diez  pesos. 

4^  Por  el  título  despachado  al  nuevo  Secre- 
tario que  se  elija,  6  al  Administrador,  diez  pe- 
sos. 

59  Por  el  de  Catedrático  jubilado,  diez  pesos. 

69  Por  cada  edicto  de  oposición  de  grado  é 
incorporación,  un  peso. 

79  Por  las  certificaciones  y  testimonios,  ocho 
reales  por  la  primera  foja  y  dos  reales  por  cada 
una  de  las  demás. 

89  Por  los  expedientes  contenciosos,  seis  pe- 
sos, que  pagará  el  que  resultare  condenado,  y 
ti  pasare  de  cuarenta  folios,  un  real  roas  por 
cada  folio. 

Art  24.  Ademas  pagará  para  la  caja  de  la 
Universidad  en  razón  de  cada  expediente  con* 
tencloso,  doce  pesos  el  que  resultare  condenado. 

Art.  25.  Se  deroga  la  ley  de  21  de  Abril  de 
1849. 

Dada  en  Caracas  á  I9  de  Mayo  de  1851,  afio 
22  de  la  Ley  y  41  de  la  Independencia. 

El  Presidente  del  Senado.-^Jttan  Antonio 
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Barboza — El  Presidente  de  la  Cámara  de  Re- 
presentantes— Manuel  M.  Echeandia» 

£1  Secretario  del  Senado — José  Ángel  Frei' 
re. — ^£1  Secretario  de  la  Cámara  de  Kepr^en- 
tantes — J.  Padilla. 

Catácas  Mayo  10  de  1851,  aSo  22  de  la  Ley 
y  41  de  la  Independencia. — Ejecútese.— J.  O. 
Monágas, 

Por  S.  B.  el  Presidente  de  la  República. — £1 
Secretario  de  Estado  en  los  Despacho»  del  In- 
terior, Justicia  y  Relaciones  Exteriores. 

Francisco  Aranda. 
INSTRUCCIÓN  PUBLICA,  ley  novbna  db  5 
DE  MAYO  DE  184d.  De  los  gastos  de  las  uni- 
versidades-^ que  reforma  la  de  á  de  Junio  d$ 
1844,  pág.  72  del  cuaderno  de  ese  año,  y 
595,  núm*  549  del  cuerpo  de  1851 — que  r€- 
forma  la  de  20  de  Junio  de  1843,  pág.  568 
nÚ7n.  515  del  cuerpo  de  1851. 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

DECRETAN  : 
LEY  IX  DEL    CÓDIGO  DE    INSTRUCCIÓN    PUBLICA. 

De  los  gastos  ordinarios  y  extraordinarios. 

Art.  19  Sun  gastos  ordinarios  de  la  Universi- 
dad de  Caracas. 

19  Las  rentas  de  los  catedráticos  jubilados, 
beneméritos,  en  ejercicio,  y  retirados  por  salud 
perdida. 

29  Las  gratificaciones  mensuales  que  se  asig- 
nen á  los  preparadores  en  las  clases  de  ciencias 
experimentales  y  demostrativas  :  y^  el  importe 
de  los  artículos  necesarios  para  las  preparacio- 
nes. 

AnáUsis  compa/rativo  de  ios  leyes  de  20  de  Junio  de  1848i 
6  de  Mayo  de  1S4Q,  21  de  Abrüde  lM9yl0de  Mano  de 
19&1  {Sí*  de  las  de  instrucción  puUica. 
Las  dos  primeras  se  difórendan  asi : 

La  de  48  (art  69)  Ajaba  tres  horas  de  dnraeion  para 
el  examen  de  grado  de  Bachiller;  y  la  da  46  (art  id.) 
dos.— La  de  43  (art.  id.)  mandaba  hacer  tres  cuartos  de 
hora  de  reflexiones,  ó  preguntas  acerca  de  la  cuestión 
sorteada;  y  ta  de  46  (art.  id.)  solo  uno.— La  de  48  (art. 
id.)  disponía  dos  horas  de  examen  por  proguntas ;  y  la  da 
46  (art.  id.)  nna  y  media.— La  de  46  Cart  6  P  )  exigió  qne 
pasasen  por  lo  méuos  dos  meses  para  qne  el  reprobado 
pudiera  volver  6  presentarse  á  examen ;  lo  que  no  exigia 
la  de  43  (art  id.)— La  de  46  (art.  6^.  >exigio  que  pasasen 
por  lo  menos  dos  meses  para  que  el  reprobado  pudiese 
volver  á  presentarse  á  examen,  lo  que  no  exigía  la  de 
43  (art  id.)— La  de  46,  finalmente,  añadid  la  parta 
del  ait  16  referente  á  que  en  la  Universidad  de  Herida  se 
den  los  dos  pesos  al  único  bedel  de  que  haoe  mendon,  y 
las  de  los  artículos  20  y  21,  sobre  que  donde  no  hvblese 
mas  que  un  bedel  se  le  diese  la  asignación  hecha  a  las  dos. 

Entre  las  de  46  y  49  hay  las  diferencias  siguientes : 

La  de  46  (^  3  ?  del  art  9  9  )  trataba  de  Tos  grados  de 
Licenciado  ó  Doctor  en  jurisprudencia  civil  ó  medicina  en 
este  solo  $,  y  en  los  propios  términos  en  que  está  conoebi- 
doel5.4P  art  id.  de  la  de  49;  y  esta  trató  sepanda- 
mente  de  los  de  jurisprudencia  civil  en  el  (  8  9  sosttta- 
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30  Doscientos  cincuenta  pesos  anuales  para 
•1  servicio  y  gastos  de  la  secretaría. 

49  Dos  pesos  al  maestro  de  ceremonia  por 
cada  acto  público  de  la  Universidad  á  qae  asista 
como  tal,  (uera  de  los  de  colación  de  grado  de 
Doctor,  en  que  tiene  asignación  especia). 

50  Trescientos  pesos  anuales  á  cada  uno  de 
loa  bede1es% 

69  Ciento  veinte  pesos  anuales  al  sirviente. 

79  Sesenta  pesos  anuales  para  la  fiesta  de  los 
patronos. 

89  Setenta  y  cinco  pesos  para  el  aniversario 
general. 

99  La  comisión  del  Administrador  y  el  uno 
por'cientopara  el  secretario,  como  interventor 
en  la  recaudación  de  las  rentas  sobre  los  ingre- 
sos de  que  dicha  comisión  se  tome. 

10.  La  cantidad  de  dos  mil  pesos  anuales  de 
contribución  al  colegio  de  educandas. 

11.  La  suma  necesaria  para  los  premios  al  fin 
del  afio  académico. 

12.  Doscientos  pesos  anuales  para  ir  forman- 
do la  biblioteca  de  la  Universidad. 

Art.  29  Son  gastos  ordinarios  de  la  Univer- 
sidad de  M^érida. 

19  Las  rentas  de  los  catedráticos  «jubilados, 
beneméritos,  en  ejercicio,  y  retirados  por  salud 
perdida,  con  inclusión  de  la  correspondiente  al 
de  historia  sagrada,  cuando  no  regente  esta  cla- 
se el  canónigo  lectora!. 

29  Las  gratificaciones  mensuales  que  se  asig- 
nen'á  los  preparadores  en  las  clases  de  ciencias 
experimentales  y  demostrativas,  y  el  importe  de 
loa  artículos  necesarios  para  las  preparaciones. 

yendo  con  el  último  inciso  "  7  comprobar  que  se  ha  prac- 
ticado por  dos  afios,  &a."  el  último  también  del  ^  3  9 
art  id.  de  la  de  46  "  y  comprobar  los  dos  últimos  afios  de 
estudio  y  exámenes  anuales  &a."y  en  el  dicho  ^4? 
de  los  de  medicina  sin  ninguna  alteración  respecto  de 
ellos.— La  de  46  (art.  18)  fijaba  diez  pesos  para  los  fondos 
de  la  Universidad  para  matricularse  en  las  clases  de  cien- 
cias descriptivas ;  y  ocho  reales  para  el  Secretario  para 
matricularse  en  las  demás  clases ;  y  la  de  49  redujo  estos 
derechos  respectivamente  á  cinco  pesos ;  y  á  cuatro  rea- 
les.—La  de  46  (art.  19)  mandaba  dar  en  la  Universidad 
de  Mérida  los  dos  pesos  señalados  á  los  dos  bedeles  en  la 
de  Caracas  al  úpico  que  aquella  tiene ;  y  la  de  49  (art  18) 
mandó  dar  ¿  dicho  bedel  solo  un  peso. — La  de  49  final- 
mente suprimió  la  parte  del  ^  4.  ®  art.  9.  ®  de  la  de  46, 
desde  donde  dice ;  "  y  ademas  probar  con  certificación  de 
los  respectivos  catedráticos ;  y  el  art  14. 

Entre  las  de  49  y  61  la  diferencia  está  en  la  reducción 
de  los  derechos ;  asi,  la  de  49  (art.  18)  fijaba  sesenta  y  un 
pesos  para  el  grado  de  Bachiller  en  ciencias  filosóficas ; 
doscientos  uno  (art.  19)  para  el  de  Licenciado  en  teología, 
jurisprudencia,  medicina  ó  cienciasfilosóflcas ;  y  doscientos 
(,art  20)  para  «1  de  Doctor ;  y  la  de  51  (art  18, 19,  y  20) 
redujo  estas  sumas  respectivamente  á  treinta,  ochenta  y 
den  pesos ;  rebajando  en  consecuencia  las  asignaciones  de 
Jos  dmrsos  participes. 

Bn  lo  demás  guardan  unifonnidad  estas  leyes. 
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39  Cien  pesos  anuales  para  el  serricio  y  gas- 
tos de  la  secretaría. 

49  Dos  pesos  al  maestro  de  ceremonias  por 
cada  acto  público  de  la  Unirersidad  k  que  asista 
como  tai,  fuera  de  los  de  colación  de  grado  de 
Doctor  en  que  tiene  asignación  especial. 

59  Ciento  cincuenta  pesos  anuales  á  un  be- 
del, pudiendo  aumentarse  dicha  soma,  cuando  á 
juicio  del  Poder  Ejecutivo  sean  necesarios  dos 
bedeles  en  aquella  Universidad. 

69  Cuarenta  y  ocho  pesos  anuales  al  sirviente. 

79  Treinta  pesos  anuales  para  la  fiesta  de  los 
patronos. 

89  Treinta  y  cinco  pesos  para  el  aniversario 
general. 

9^  La  comisión  del  administrador  y  el  uno 
por  ciento  para  el  secretario  como  interventor 
en  la  recaudación  de  las  rentas,  sobre  los  ingre- 
sos de  que  dicha  comisión  se  tome. 

10.  La  suma  necesaria  para  los  premios  de 
fin  de  afío  académico. 

11.  Cien  pesos  anuales  para  ir  formando  la 
biblioteca  de  la  Universidad. 

Art.  39  Son  gastos  extraordinarios  ó  even- 
tuales de  las  Universidades :  19  Los  indispen- 
sables y  del  momento  que  acuerden  las  juntas 
de  gobierno  para  la  buena  administración  de  las 
rentas,  fomento  de  estas  y  curso  regular  de  la 
enseñanza  ya  establecida;  29  Los  de  repara- 
ción del  local,  adquisición  de  muebles,  composi- 
ción de  los  mismos,  los  de  alumbrado,  y  compra 
de  libros  para  las  juntas :  39  Los  necesarios  que 
las  mismas  juntas  acuerden  para  las  exequias 
por  cada  doctor  6  maestro  que  fallezca,  y  para 
los  honores  que  se  hayan  declarado  ó  universi- 
tarios difuntos  de  mérito  eminente. 

§  único.  La  Junta  gubernativa  podrá  acordar 
por  sí  los  gastos  de  este  artículo,  cuando  no  ex- 
cedan  de  cien  pesos,  y  excediendo,  con  aproba- 
ción de  la  Dirección  general  de  instrucción  pú- 
blica. 

Art.  49  La  Junta  gubernativa  podr&  propo- 
ner al  Gobierno  con  apoyo  de  la  Dirección,  el 
establecimiento  de  aquellas  cátedras  que  vayan 
siendo  necesarias,  motivando  su  necesidad  ó 
conveniencia  :  y  el  Gobierno  considerando  por 
una  parte  el  valor  de  estos  motivos,  y  los  fondos 
sobrantes,  que  el  cuerpo  tenga,  y  por  otra  par- 
te su  preferente  aplicación  á  ©tros  objetos,  y  el 
de  una  prudente  economía,  aprobará  6  no  la  pro- 
posición. 

Art.  50  Ni  el  Rector,  ni  la  Junta  gubernativa 
pueden  disponer  otros  gastos  que  los  proscriptos 
por  esta  ley,  ni  en  otra  forma  que  la  en  ella  pre- 
venida. Toda  infracción  en  cualquiera  de  estos 
respectos  hace  responsable  por  la  cantidad  dis- 
puesta al  Rector  y  vocales  que  hubieren  rotado 
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«u  gasto,  y  cuyo  abono  el  Gobierno,  con,informe 
de  la  Dirección  de  instrucción  pública,  har6  rein* 
tegrar  en  la  caja  del  cuerpo 

Art.  6^  Se  deroga  la  ley  de  4  de  Junio  de 
1844 

Dada  en  Caracas  á  2  de  Mayo  de  1846,  año 
179  de  la  ley  y  369  de  la  independencia. — El 
Presidente  del  Senado,  Rafael  Enriguez. — El 
Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Pedro  José  Rajas. — El  Secretario  del  Senado, 
José  Ángel  Freiré. — El  Secretario  deU  Cáma- 
ra de  Representantes:,  J.  A.  Pérez. 

Caracas  Mayo  5  de  1846,  afío  179  ^^  ^^  ^^Y  Y 
369  de  la  independencia.— Ejecútese — Carlos 
^Soublette. — Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica. —  El  Secretario  de  Estado  en  los  Despa- 
chos de  lo  interior  y  Justicia,  Francisco  Cobos 
Fuertes. 

INSTRUCCIÓN     PUBLICA.  LEY     DECIM/LDE12 

DE  MAYO  DE  1846  i^c  los  administradores  de 
las  Uniüersidades  qve  reforma  la  de  20 
de  Junio  de\S43,  p.  81  del  cuaderno  de  ese 
año,  y  569.  nO  516  del  cuerpo  de  18.51. 
El  Senado  y  Cámara  de  representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

DECRETAN  : 

Ley  X  DEL  coDioo  de  instrucción  Publica. 
De  los  administradores  de  las  Universidades. 
Art.  19  El  administrador  berá  nombrado  por 
la  Junta  de  gobierno  por  la  mayoría  absoluta  de 
votos  con  aprobación  de  la  Dirección  general, 
])ui]iendo  ser  removido  por  la  mi^ma  Junta  cuan- 

Análisis  comparativo  de  las  leyes  de  20  de  Junio  de  1843, 
4  dr,  Julio  de  1844  y  ^  de  Mayo  de  1846  (9  .*  de  las  d€  ins- 
Irvccum  piíblica.) 

La  de  48  y  41  se  diferencian  asi : 

La  de  43  refiriéndose  ó  la  Universidad  de  Caracas,  (nú- 
meios  2  P  y  3  P  del  art.  2  P  )  señalaba  sueldo  al  Vícerec- 
tí>r.  y  dietas  á  los  miembros  del  tribunal  académico ;  y 
la  de  44  suprimió  ambas  cosas. — La  de  43  (núui.  4? 
art.  2  P  )  fijaba  diez  pesos  para  las  gratificaciones  men- 
.sualoH  á  los  proparadores  de  las  clases  de  ciencias  esperi- 
meutalef  ;  y  establecia  ciertas  formalidades  para  su  pago; 
y  la  de  44  (núm.  2  P  art.  1  ?  )  supri;iiió  la  suma  de  diez 
ptsos,  y  solo  dijo :  "  Las  gratificaciones  mensuales  que  se 
asignen  &.a.,  y  suprimió  las  otras  formalidades  para  su 
abono. — La  do  43  (núm.  7  P  art.  2  P  )  señalaba  veinticin- 
co pesos  de  gratificación  anual  al  maestro  de  ceremonias ; 
y  la  de  44  (núm.  4  ?  art.  1 P  )  solo  le  señaló  dos  pesos  por 
(•:ida  acto  a  que  asistiera  fuera  de  la  colación  do  grado  de 
Doctor  en  que  tiene  asignación  especial. — La  de  43  (núm. 
10,  art.  2P  )  señalaba  cincuenta  pesos  cuatro  reales  y  me- 
dio para  la  fiesta  de  los  patronos;  y  la  de  44  (núm.  7P 
art.  1  P  )  aumentó  á  sesenta. — La  de  43  (núm.  11,  art.  2  P  ) 
fijaba  setenta  y  cinco  pesos  cuatro  reales  para  el  aniversa- 
rio de  los  universatarios  difuntos  ;  y  la  de  44  (núm.  8  P 
íirt.  1  ?  )  rebajó  á  setenta  y  cinco— La  de  43  (núm.  12, 
art.  2?  )  fijaba  el  tanto  por  ciento  que  tenia  por  comisión 
el  administrador,  y  concedía  al  secretario  como  interven- 
tor de  las  rentas  el  uno  por  ciento ,  y  Ja  de  44  (núm.  9  P 
art.  1  P  )  solo  dijo  :  "  La  comisión  del  administrador, "  su- 
primiendo lo  relativo  al  uno  por  ciento  que  aquella  conce- 
día al  Vicorcctor.— La  de  48  (núm.  14,  art.  2<\)  fijaba  la 


do  lo  tenga  por  conveniente  y  con  aprobacioa 
también  de   la  Dirección^ 

Art.  29  Los  recibos  que  diere  el  administra- 
dor por  cantidades  que  recaude  serán  firmados 
igualmente  por  el  secretario  de  la  Universidad,  y 
sin  este  requisito  no  tendráLn  valor  alguno. 

Art  39  El  administrador  de  la  Universidad  de 
Caracas  tendrá  el  siete  por  ciento  dejtodo  loque 
recaude,  incluyendo  aquella  parte  de  los  depósi- 
tos  que  pertenecen  6  la  caja,  y  ademas  de  dicha 
comisión  un  cinco  por  ciento  adicional,  ó  un  do- 
ce por  ciento  en  su  totalidad,  sobre  las  cantida- 
des de  los  capitales  que  descubra  y  logre  poner 
en  claro,  y  un  dos  y  medio  por  ciento  adicional, 
6  un  nueve  y  medio  por  ciento  en  su  totalidad, 
sobre  las  cantidades  de  los  ya  descubiertos,  que 
hallándose  en  estado  litigioso  sostuviere  en  los 
tribunales  y  sobre  que  recayere  sentencia  en  favor 
déla  Universidad.  Se  abonarán  dichas  remunera- 
ciones en  sus  respectivos  casos  luego  que  el  ad- 
ministrador concluido  el  negocio,  ponga  el  asien- 
to en  sus  libros  de  cuentas,  incorporando  los 
nuevos  capitales  con  la  correspondiente  docu- 
mentación, previa  la  declaratoria  de  la  Junta  y 
no  antes. 

^  19  ELsiete  por  ciento  de  comisión  de  lo  re- 
caudado, no  lo  cobrará  de  las  existencias  anterio- 
res que  pasen  de  un  administrador  á  otro,  ni  de 
los  donativos. 

^  29  En  Mérida  disfrutará  el  administrador 
de  cuatro  por  ciento  en  el  primer  caso,  ocho  en 
el  segundo,   y  seis  en  el   tercero,  con  la  restric- 


suma  que  debia  invertirse  en  premios  se^n  las  dase;  ; 
y  la  de  44  (núm.  11,  art.  1  ?  )  solo  dijo :  "  La  suma  nece- 
saria para  premios.— La  de  48  con  referencia  á  la  Univer- 
sidad de  Mórida  (núm.2P  art.  8P)  sefialaba  sueldo  al 
Vicerector ;  y  la  de  44  lo  suprimió.  ~  La  de  48  no  sefiala- 
ba gratificación  para  los  preparadores  de  sus  clases  de 
ciencias  experimentales  ;  y  la  de  44  (núm.  2  P  art.  2  P  ) 
la  añadió.— La  de  43  (núm.  5P  art.  8  P )  señalaba  ciento 
cincuenta  pesos  anuales  para  un  bedel ;  y  la  de  44  (núm.  5 
art.  2  P  )  conservando  esta  suma,  autorizó  al  P.  E.  para* 
aumentarla,  cuando  á  su  juicio  sean  necesarios  dos. — La 
de  43  (núm  7  P  art.  3  P  )  sefialaba  veinticinco  pesos  para 
las  fiestas  de  los  patronos ;  y  la  de  44  (núm.  19  art.  2  ?  ) 
aumentó  d  treinta  —La  de  48  (núm.  9^  art.  8  9)  fijaba 
detalladamente  la  comisión  del  administrador,  y  concedía 
un  uno  por  ciento  al  Vicerector,  como  interventor  de  las 
rentas ;  y  la  de  44  (núm.  9  ?  art.  2  P  )  solo  dijo  :  "  La  co- 
miísion  del  administrador ;"  y  suprimió  el  uno  por  ciento 
al  secretario.- La  de  48  ^aba  la  cantidad  que  debia  in- 
vertirse en  premios  ;  y  la  de  44  no  la  fiió  —  La  de  44 final- 
mente adicionó  el  inciíiol  P  del  artículo  8?  y  la  parto 
del  2  P  que  dice:  "  composición  y  alumbrado;"  y  suprimió 
el  inciso  2  P  del  art.  4  P  de  la  de  46  referente  a  compra  de 
instrumentos  para  las  clases  de  matemáticas,  dea. 
Entre  las  do  44  y  46  solo  hay  las  diferencias  siguientes: 
La  de  46  (núm.  9  P  art.  1 P ,  y  núm.  id.  art.  2P  )  resta- 
bleció el  uno  por  ciento  para  el  secretario,  como  interven- 
tor en  la  recaudación  de  las  rentas,  que  habla  suprimido 
la  de  44 ;  y  añadió  (art.  8  P  )  la  compra  de  libros  para  laa 
juntas. 
En  lo  demás  son  conformes  estas  leyes. 
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cion  del  artículo  anterior. 

Art  49  Para  entrar  á  ejercer  la  administra- 
ción el  administrador  deberá  otorgar  la  fianza 
de  tres  mil  pesos  respecto  de  la  de  Caracas  y  de 
mil  respecto  de  la  de  Mérida,  á  la  entera  satis- 
facción de  las  respectivas  juntas  gubernativas. 
£sta  fianza  podrá  suplirse  á  juicio  de  la  junta  de 

gobierno  con  una  hipoteca  por  el  valor  triple  ti- 
re de  dichas  cantidades,  podiendo  ser  rematada 
por  lo  que  se  ofrezca  en  almoneda. 

^  único.  La  Junta  de  gobierno  podrá  hacer  re- 
novar la  fianza  ó  la  hipoteca  cuando  lo  crea 
conveniente. 

Art.  59  £1  administrador  está  obligado  ft  pre- 
sentar en  ^os  ocho  últimos  dias  del  mes  de  Se- 
tiembre de  cada  año,  la  cuenta  anual  comproba- 
da, que  haya  llevado  desde  1?  de  Setiembre  has- 
ta 31  de  Agosto,  acompasando  el  cuadro  de  los 
censos  corrientes  y  sus  créditos  cobrados  y  por 
cobrar,  con  los  motivos  de  no  haberlo  sido :  otro 
de  los  censos  liligiosos  y  su  estado;  el  de  las  es- 
crituras de  los  censos  corrientes  y  el  estado  de 
las  entradas  y  egresos  por  cualquiera  respecto, 
en  el  ano  económico  fijado.  Por  el  mero  hecho 
de  no  hacerlo  así,  se  considerará  vttfi^nie  su  des- 
lino y  se  procederá  á  proveerlo  en* otra  persona, 
y  se  le  obligará  ante  los  tribi||ia]es  á  presentar 
la  cuenta  en  los  términos  prevenidos,  y  á  suje- 
tarse á  las  consecuencias. 

§  19  Los  tribunales  de  justicia  deberán  pie- 
cisaroente  emplear  el  apremio  de  prisión  contra 
el  administrador  cuando  este  rehuse,  ó  presentar 
la  cuenta  en  el  término  prefijado  6  recibir  los  re*6 
paros,  ó'  devolverla  con  su  contestación  á  estos 
dentro  de  quince  dias  de  habérsele  pasado,  sien> 
do  para  tal  efecto  suficiente  documento  una  co* 
pia  auténtica  del  acuerdo  de  la  junta  gubernativa 
en  que  se  haga  una  narración  sucinta  del  caso. 

§  29  El  dia  19  de  cada  mes  se  hará  un  tanteo 
de  la  caja  de  la  administración  por  el  rector,  un 
miembro  de  la  junta  gubernativa  que  esta  desig- 
nará y  el  secretario,  cuya  diligencia  quesera  fir- 
mada por  todos  junto  con  el  administrador,  se 
estampará  en  un  libro  expresándose  la  entrada  y 
salida  del  mes  anterior  y  la  existencia  6  déficit 
que  resulte,  de  cuya  diligencia  ne  pasará  por  el 
rector  una  copia  á  la  dirección  general.  Este  tan- 
ateo podrá  efectuarse  ademas  en  cualquier  dia  en 
que  el  rector  lo  estime   conveniente. 

Art.  69  El  rector  nombrará  dos  individuos  de 
la  junta  de  gobierno  que  revisen  y  examinen  las 
cuentas  del  ud ministrador,  y  expongan  dentro  de 
ocho  dias  el  juicio  pue  formen  de  ellas. 

Art.  79  El  informe  de  ios  dos  revisores  será 
sometido  inmedlaumente  á  la  junta  de  gobierno 
para  que  examine  las  cuentas,  las  glose,  oiga  los 
descargos  que  diere  el  administrador  y  sentencie 
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dentro  de  treinta  dias  remitiéndolas  con  el  resul- 
tado  inmediatamente  á  la  dirección  para  su  revi* 
sion  y  finiquito  por  el  tribunal  de  cuentas. 

§  único.  Los  fallos  del  tribunal  de  cuentas  en 
las  del  administrador  tendrán  ante  los  tribunales, 
y  en  todo  lo  demás,  la  fuerza  de  la  cosa  juzgada, 
siempre  que  ellos  confirmen  la  sentencia  de  la 
junta  de  gobierno,  y  en  caso  contrario  habrá  re- 
curso de  apelación  á  la  Cor(^  suprema. 

Art.  90  Se  deroga  la  ley  de  20  de  Junio  de 
1843. 

Dada  en  Caracas  á  9  de  Mayo  de  1846,  17^ 
y  369— El  Presidente  del  Senado,  Rafael  Hen- 
riquez» — El  Presidente  de  la  Cámara  de  Repre- 
sentantes, Pedro  José  Rojas. — El  secretario  del 
Senado,  José  Ángel  Freiré, — El  secretario  de 
la  Cámara  de  Representantes,  Juan  Antonio  Pé- 
rez. 

Caracas  Mayo  12  de  1846,  179  y  369— Ejecú- 
tese, Carlos  Soublette. — Por  S.  É.  El  Presidente 
de  la  República. — El  secretario  de  Estado  en  los 
D.  D.  del  Interior  y  Justicia,  Francisco  Cobos 
Fuertes. 

INSTRUCCIÓN  PUBLICA.  LEY     UNDÉCIMA    DE 

30  DE  MAYO  DE  1846.  De  las  rMaciones  que 
las  Universidades  conservan  con  las  autori- 
dades de  la  República  y  con  los  otros  esta- 
blecimientos de  educación — que  reforma  la 
de  20  de  Junio  de  1843,  pág.  83  del  cuader- 
no de  ese  año,  y  570,  núm,  517  del  cuerpo  de 
1851. 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Ke, 
pública  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso - 

DECRETAN  : 
LEY  XI   DEL  CÓDIGO  DE     INSTRUCCIÓN    'pUBLlCA. 

De  las  relaciones  que   la.^  Universidades  coa- 
servan  con  las  autoridades  de  la  Repúbli^ 
ca  y  con  los  otros  establecimientos  de 
educación. 
Art.  19  El   Poder    Ejecutivo   á  excitación  del 
tribunal  académico  ó  Dirección  general  de  estu- 
dios puede  suspender  al  Rector  ó  Vicerector    de 
la  Universidad,  por  abuso  de  autoríd  id,  ó   infrac- 
ción de  ley  en  el'ejercicio   de  sus  funciones  rec- 
torales, con  la  precisa   condición  de  'someterlos 
á  juicio  en  primera    instancia    ante  la  Corte  Su- 

Análins  c&mparnHvo  de  las  hyes  de  20"  de  Junio  de  1843 
y  12  de  Mayo  de  1846  (10  ?  de  las  de  mstrivccioii  publica.) 

La  diforencia  de  estas  leyes  consiste  únicamente  en  quu 
la  primera  (art.  3? )  concedía  al  administrador  de  la  Uni- 
versidad do  Caracas  el  cinco  por  ciento  de  todo  lo  que 
recaudase,  nn  diez  sobre  los  capitales  q  no  descubriera  y 
lograra  poner  en  claro,  y  un  siete  y  medio  sobre  los  ya 
descubiertos,  pero  en  estado  litigioso,  luego  que  obtuvie.^e 
sentencia  en  favor  de  la  Universidad;  y  Ta  segunda  (art. 
id.)  aumentó  respectivamente  estas  sumas  á  siete,  doce 
y  nueve  y  medio. — También  añadió  la  de  46  la  parte  del 
\  único  del  art.  7.^  que  dice  :  "siempre  que  ellos  coutir- 
men  la  sentencia  do  la  junta  de  QobiernO|  dU." 
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pelior  de  Justicia,  conforme  á  lai  leyes,  pasan- 
do á  dicha  Corte  dentro  de  tres  dias  los  documen- 
tos que  hayan  dado  lugar  á  la  suspensión  ;  y  re- 
sultando delincuentes,  la  Corte  podrá  imponer- 
les la  pena  de  suspensión  y  hasta  de  deposición, 
según  la  gravedad  del  delito. 

Art  29  La  Dirección  de  estudios,  ademas  de 
los  actos'  que  ejerce  en  virtud  de  la  ley,  puede 
con  consentimiento  ^del  Gobierno,  suspender  y 
aun  deponer  6  los  catedráticos,  cuando  el  tribu- 
nal académico  por  término  del  juicio  que  baya 
abierto,  opine  por  la  suspensión  ó  deposición,  y 
haya  mérito  para  ello. 

Art.  39  Para  que  los  alumnos  de  los  colegios 
nacionales,  que  prefieran  pasar  á  las  Universida- 
des á  examinarse,  y  aun  á  recibir  el  grado  de- 
bachiller en  ciencias  filosóficas,  puedan  hacerlo, 
los  rectores  de  los  colegios  nacionales  enviarán 
anualmente  la  matrícula  de  los  alumnos  cursan- 
tes de  sus  colegios  con  especificación  de  la  clase 
que  cada  uno  cursa  ;  y  loa  alumnos  que  se  pre- 
senten á  examinarse  y  recibir  el  grado,  deberán 
producir  los  mismos  documentos  que  ordena  el 
artículo  tercero  de  la  ley  octava. 

Art.  49  A)s  que  estudiaren  gramática  caste- 
llana y  la  latina  y  los  ramos  de  las  ciencias  filosó- 
ficas en  los  colegios  ó  casas  particulares  de  edu- 
cación, serán  examinados  en  dichas  ciencias  y- 
graduados  de  bachilleres  en  las  Universidades, 
siempre  que  en  el  establecimiento  á  que  perte- 
nezcan hayan  cursado  las  mismas  materias  asig- 
nadas á  los  colegios  nacionales  por  el  mismo 
tiempo,  y  si  presentaren  los  comprobantes  que 
generalmente  se  exigen  por  el  artículo  tercero 
de  la  octava,  y  tienen  la  aptitud  necesaria* 

^  único.  Los  comprobantes  de  los  números 
segundo  y  tercero  del  artículo  tercero  de  la  pre- 
citada ley  octava,  relativos  6  los  exámenes  anua- 
les, é  informe  del  vicerector  en  las  Universida- 
des y  colegios,  sobre  calificaciones  de  los  alum- 
nos, serán  suplidos  con  la  certificación  sobre  es- 
tos mismos  puntos,  dada  por  el  director  del  es- 
tablecimiento particular  de  educación  y  por  los 
respectivos  catedráticos. 

Art.  59  Cuando  se  traslade  la  Universidad  á 
otro  local  que  el  que  actualmente  ocupa  queda- 
rán no  obstante  en  él  las  clases  de  ciencias  ecle- 
siásticas y  cualesquiera  otras  que  de  acuerdo  la 
Dirección  de  estudios  con  la  Junta  gubernativa 
de  la  Universidad,  oido  el  Rector  del  Seminario, 
convenga  á  ambos  establecimientos  conservar 
allí  formando  su  régimen  escolar,  como  ahora, 
una  parte  del  establecimiento  de  la  Universidad, 
pagadas  de  sus  mismas  cajas,  sometidas  en  todo  á 
la  autoridad  de  este  cuerpo  y  uniformadas  con 
las  otras  cátedras  de  la   Universidad. 

^  único.  Caso  que  la  separación  de  la  Univer- 


sidad y  Seminario  sea  absoluta,  se  observará  lo 
que  se  disponga  en  el  decreto  que  la  ordene. 

Art  69  El  régimen  interno  6  doméstico  del 
Seminario,  queda  como  actualmente  está,  some- 
tido al  ordinario  eclesiástico,  sin  intervención  al- 
guna en  el  régimen  escolar. 

^19  Cuando  los  colegiales  quieran  cursar  las 
clases  que  estén  en  el  otro  local,  ios  superioree 
del  Seminario  no  impedirán  que  salgan  á  ellas  á 
cursarlas,  siempre  que  sea  conciliable  con  los  es- 
tatutos del  Seminario. 

^  29  Para  obviar  cualquier  obstáculo  en  este 
punto  se  pondrán  de  acuerdo  el  Rector  del  Se- 
minario y  la  Junta  gubernativa  de  la  Universi- 
dad. • 

Art.  79  Se  deroga  la  ley  11»  del  código  d« 
instrucción  pública  de  20  de  Junio  de  1843. 

Dada  en  Caracas  á  28  de  Mayo  de  1846,  año 
179  de  la  ley  y  369  ^®  ^^  independencia. — El 
Presidente  del  Senado,  Rafael  Enriquez, — El 
Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Pedro  José  Rojas. —  El  secretario  del  Senado, 
José  Ángel  Freyre.  —El  secretario  de  la  Cáma- 
ra de  Representantes,  J.  Viso. 

Caracas  Mayo  30  de  1846,  año  179  ^^  ^^  ^^7 
y  369  de  la  independencia.— «Ejecútese. — Carlos 
Soublette, — Por  SÜ  E.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica.— El  Secretario  de  Estado  en  los  Despachos 
del  Interior  y  Justicia,  Francisco  Cobos  Faer^ 
tes, 
INSTRUCCIÓN  PUBLICA,  lky  duodécima  dx 

30  DE  MARZO  DE  1849.  Disposicioncs  transi- 
'  lorias — que  reforma  la  de  20  de  Junio  de  1843 

pág.  85  del  cuaderno  de  eseaño,  y  571  $t9^^^ 

del  cuerpo  de   1851. 
El  Senado  y   Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

DECRETAN  : 
LET  XII  DEL    CÓDIGO  DE  INSTRUCCIÓN    PUBLI.CA. 

Disposiciones  transitorias. 

Art.  19  Las  disposiciones  transitorias  respecto 
de  la  Universidad  de  Mérida  irán  cesando  á  pro- 
porción que  se  vaya  encontrando  en  capacidad 
de  igualarse  en  todo  á  la  de  Caracas  á  juicio  del 
Poder  Ejecutivo,  previo  informe  de  la  Dirección 
de  Estudios. 

Art.  29.Quedando  abolida  desde  la  publicación 
de  este  código  la  colación  del  grado  de  Maestro 
en  filosofía  y  sustituido  en  su  lugar  el  de  Doctor 
en  ciencias  filosóficas,  debe  entenderse  que  los 
actuales  maestros  conservan  sus  títulos,  sus  ho- 
nores y  asiento  en  la  Universidad,  después  de  los 

Análisis  comparativo  de  /as  leyes  de  17  de  Mayo  de  1848  y 
^{^  de  Mayo  de  l%^{Xi^  délas  de  instntceion  púbUca.) 

La  diferencia  de  estas  dos  leyes  está  únicamente  en  el 
art.  6  P  de  noa  y  otra. 

En  lo  demás  son  conformes  ambas* 
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doetorest  y  antes  de  los  licenciados  en  los  casos 
universitarios;  visten  en  cuerpo  el  mismo  traje 
qae  los  doctores  y  licenciados  y  tendrán  los  mis- 
mos honores  fiínebres* 

Art.  39  Los  actuales  maestros  en  fílosoña  que 
quisieren'permutar  este  titulo  por  el  de  doctor  en 
ciencias  filosóficas,  deberán  acreditar  haber  a- 
prendido  las  materias  del  segundo  trienio  filosó- 
fico en  la  academia  de  Matemáticas,  conforme  ¿ 
los  artículos  15  yl7  de  la  ley  6^,  y  ser  examina- 
dos y  aprobados  en  las  mismas  materias. 

Art.  49  El  examen  de  estas  materias  será  he- 
cho previas  las  formalidades  del  parágrafo  2? 
del  articulo  99  de  la  ley  8^  y  la  presentación  del 
título  de  Maestro,  por  el  birector  de  la  Acade- 
mia de  Matemáticas,  acompañados  de  otros  cua- 
tro jueces  elegidos  por  la  jnnta  gubernativa,  y 
presidida  por  el  Rector  con  asistencia  del  secre- 
tario. Durará  una  hora,  en  cuyo  tiempo  pregunta- 
rá aquel  profesor.  £1  fallo  de  aprobación  6  re- 
probación se  dará  por  los  cinco  jueces  á  plura- 
lidad absoluta. 

§  único.  Los  maestros  que  acrediten  hader  de- 
sempeñado cátedras  de  filosofía  en  propiedad 
por  el  término  de  diei  años  en  las  Universidades 
ó  Colegios  Nacionales  de  la  República,  podrán 
sin  otro  requisito  permutar  su  titulo  por  el  de 
doctor  en  ciencias  filosóficas,  contándose  su  an- 
tigüedad de  doctores  desde  el  dia  en  que  se  haga 
la  permuta. 

Art  59  A  proporción  que  vaya  habiendo  doc- 
tores en  ciencias  filos^cas,  irán  entrando  en  el 
número  de  los  cuatro  jaeces  que,  con  el  primer 
profesor  de  la  Academia  de  Matemáticas,  hagan 
los  exámenes. 

^  único.  Cuando  todos  los  cuatro  jueces  sean 
examinadores  graduados,  el  examen  durará  hora 
y  media. 

Art  69  Si  el  pretendiente  de  la  permutación 
de  grado  fuere  aprobado,  recibirá  la  investidura 
conforme  al  artículo  12  ley  8^  y  se  le  despacha* 
rá  el  título  de  doctor  en  ciencias  filosóficas. 

Art.  79  Los  derechos  de  esta  soetitucion  del 
grado  de  Maestro  par  el  de  doctor  en  ciencias  fi- 
losóficas, serán  solamente  las  propinas  de  cuatro 
pesos  al  Director,  dos  pesos  á  cada  juez,  ó  cua- 
tro pesos  cuando  sean  examinadores  graduados, 
la  de  cuatro  al  Rector  y  seis  al  secretario  por  di- 
ligencias, asistencia  al  examen  y  título.  A  las  ca- 
jas se  abonarán  sesenta  pesos  por  esta  sostltu- 
cion  de  grado. 

^  único.  Los  pretendientes  al  grado  de  Doctor 
en  ciencias  filosóficas  que  estén  en  el  caso  del 
par&grbfo  único  del  artícolo  49,  no  harán  ningu- 
na especie  de  depósito  en  las  cajas  y  se  les  des- 
pachará su  título  luego  que  hayan  acreditado  lo 
prevenido  en  dicho  parágrafo. 
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Art  89  8e  deroga  la  ley  \2  del  Código  de 
Instrucción  Pública  de  20  de  Junio  de  1843. 

Dada  en  Caracas  á  27  de  Marzo  de  1849:  afio 
20  de  la  ley  y  39  de  la  independencia. — El  Pre- 
sidente del  Senado,  José  María  Barroeta* — £1 
Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
José  Ramón  Agüero» — El  secretario  del  Senado 
José^  Ángel  Freyrc — El  secretario  de  la  Cáma- 
ra de  Representantes,  J.  Padilla. 

Caracas  30  de  Marzo  de  1849,  20  y  39.— Eje- 
cútese.— José  Tadeo  Monagos. — Por  S.  E. — El 
secretario  de  Estado  en  los  DD.  del  Interior, 
Justicia  y  Relaciones  Exteriores,  José  R.  Reven^ 

INSTRUCCIÓN  publica:  Lby  dboima  tir- 
CBRA  DB  25  DB  ABRIL  DB  1844.  De  las  rentas 
de  las  Universidades — que  reforma  la  deW 
de  Junio  de  1843.  pág.  86  del  cuaderno  de  ese 
añOy  y  571  n9  619  del  cuerpo  de  1851. 
£1  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso. 

dborbtan: 
lbt  xiii  dbl  código  de  instrucción  publica. 
De  las  rentas  de  las  Universidades. 
Art.  19  Son  rentas  de  la  Universidad  de  Ca- 
racas : 

19  La  cantidad  de  200  pesos  anuales  que  la 
tesorería  ha  contribuido  desde  el  aKo  de  1591  á 
sus  dos  cátedras  de  elocuencia  (ahora  de  ejerci* 
cios  latinos)  y  menores  (ahora  de  sintaxis  latina), 
y  que  también  fueron  continuados  por  el  número 
19  artículo  72  de  la  ley  de  estudios  de  10  de 
Marzo  de  1826. 

29  La  de  1.091  pesos  7^  reales,  renta  anual  de 
21.SK38  pesos  5^  reales,  bienes  de  temporalidades 
de  los  exjesuitas,  entrados  en  la  tesorería  nacio- 
nal, 6  de  que  dispuso  el  Gobierno  para  otros  ob- 
jetos, según  constado  sus  libros,,  conforme  al 
certifícate  de  los  Ministros,  y  que  reconocia  di- 
cha tesorería  en  virtud  del  artículo  72  de  la  ley 
de  estudios  de  10  de  Marzo  de  1826.  Así  mismo 
todos  los  principales  de  temporalidades  que  se 
descubra  que  están  en  el  caso  de  esta  cantidad. 

30  La  renta  fluctuante  de  &00  á  600  pesos  que 
abonaba  la  tesorería  de  diezmos  de  la  suprimida 
canongía  lectoral,  en  virtud  del  número  69  del 
artículo  72  de  la  citada  ley. 

49  La  cantidad  de  2.000  pesos  de  las  vacantes 
mayores  y  menores  de  este  Obispado  que  la  ex- 
tinguida tesorería  de  diezmos  contribuía  á  la  U- 
niversidad  de  Caracas  en  virtud  del  número  79 
del  artículo  72  de  la  citada  ley,  que  reconoció  y 


Análisis  comparativo  de  las  leyes  de  21^  de  Junio  de  1843 
y7&deAbrüde\^^{\2^  delasdeinstruccúmpíMca, 

Estas  leyes  se  diferencian  solamente  en  que  la  séeunda 
afiadióelf  único  del  art  4P.  ^     «-«bbi»» 
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conservó  ]a  de  asignaciones  eclesiásticas  de  25 
de  Abril  de  1833 

59  Las  rentas  ó  réditos  anuales  asegurados  ó 
por  asegurar  de  los  capitales  que  han  sido  de 
primera  fundación  en  favor  de  la  Universidad,  y 
que  han  estado  siempre  á  cargo  de  sus  adminis- 
tradores. 

69  Los  capitales  dejados  por  bienhechoras  á 
beneñcio  de  alguna   cátedra. 

79  Las  de  la  obra  pia  de  Cata  con  sus  agrega- 
das de  la  hacienda  de  Miranda,  y  demás  que  pos- 
teriormente á  su  fundación  la  acrecieron,  dedu- 
ciendo sus  gravámenes,  como  son:  principales 
reconocidos  en  ella,  estipendio  del  Cura  de  Cata, 
y  las  Contribuciones  anuales  de  fiestas,  altares  y 
limosnas  de  pobres. 

89  Las  rentas  de  la  obra  pia  de  Chuao  des- 
pués de  cumplir  con  sus  gravámenes  de  limosnas 
á  pobres,  de  cera  y    otros   objetos  de  culto. 

99  Las  de  la  hacienda  de  caña  dulce  con  su 
trapiche  nombrado  de  la  Concepción,  en  la  juris- 
dicción de  Tacata,  que  fué  del  canario  José  An- 
.  tonio  Sanches  Castro,  aplicada  á  la  Universidad 
por  decreto  de  16  de  Marzo  de  1827. 

10  La  manda  benéfica  de  6  pesos  que  deben 
*  hacer  los  doctores  y  licenciados  del  gremio  y 
claustro  de  esta  Universidad  en  su  favor.. 

11.  La  cantidad  de  3t$3  pesos  5J  reales  rédito 
anual  del  capital  de  7.275  pesos  seis  reales  fun- 
dada para  las  clases  de  derecho  canónico  y  civil, 
y  filosofía,  que  corren  á  cargo  de  la  administra- 
ción del  Seminario  de  esta  ciudad,  y  fueron  in- 
corporadas á  la  Universidad  con  arreglo  al  nu- 
mero 29  artículo  72  de  la   ley  citada  de  1.826. 

12.  Las  que  en  adelante  le  pertenecieren  de 
las  que  le  fueron  aplicadas  por  el  artículo  72  de 
la  expresada  ley. 

13.  Los  bienes,  rentas  y  edificios  de  los  con- 
ventos suprimidos  en  esta  capital  adjudicados  á 
la  educación  científica  en  esta' Universidad,  con- 
forme á  la  ley  de  23  de  Febrero  de  1837,  confir-, 
mando  él  artículo  72  namero  59  de  la  ley  de  18 
de  Marzo  de  1826  con  exclusión  de  los  20.000 
pesos  de  capitales  aplicados  al  colegio  de  Cala- 
bozo, de  los  20.000  pesos  también    de  capitales, 

,  y  de  la  casa  número  111  de  la  calle  de  las  Cien- 
cias, aplicados  al  colegio  de  niñas  de  esta  ciudad, 
y  del  edificio  del  convento  de  la  Merced  apli- 
cado á  la  facultad  médica  ;  y  sin  perjuicio  del 
contrato  celebrado  por  el  Gobierno  con  Felicia- 
no Montenegro. 

Art.  29  Las  rentas  de  la  Universidad  de  Mé- 
rida  son : 

29  Los  bienes,  rentas   y  edificios  de  los  con- 
ventos de  Santo  Domingo  y  San  Agustín  supri- 
midos en  aquella   ciudad. 
«    29  lia  hacienda  de  la  Seiba  en  jurisdicción  de 
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Maracaibo. 

39  La  hacienda  de  las  Tapias. 

49  La  cantidad  de  2.000  pesos  de  las  vacan- 
tes mayores  y  menores  de  aquel  Obispado  que 
la  extinguida  tesorería  de  diezmos  contribuía  á 
aquella  Universidad  en  virtud  del  número  7^  del 
artículo  72  de  la  ley  de  \%  de  Marzo  de  1826  y 
que  debe  continuar  pasando  la  Tesorería  general. 

59  La  cantidad  de  3^000  pesos  con  que  auxi- 
liará anualmente  el  tesoro  público  á  la  Univer- 
sidad de  Mérida. 

69  La  manda  benéfica  de  6  pesos  que  deben 
hacer  los  doctores  y  licenciados  del  gremio  y 
claustro  de  la  Universidad  á  su  favor. 

Art.  39  Se  deroga  la  ley  Xlll  del  código  de 
instrucción  pública  de  20  de  Junio  de  1843. 

Dada  en  Caracas  á  16  ds  Abril  de  1844,  año 
159  de  la  ley  y  349  de  la  independencia.— El  vi- 
cepresidente del  Senado,  Diego  José  Urdaneta. 
— El  Presidente  de  la  Cámara  de  Representan- 
tes, Jacinto  Gutierre z.—^E]  secretario  del  Sena- 
do, José  Ángel  Frcyrc— El  secretario  de  la  Cá- 
mara de  Representantes,  Juan    Antonio  Pérez. 

Caracas  Abril  25  de  1844,  año  159  ^^  '»  l«y 
y  349  de  la  independencia. — Ejecútese. — Carlos 
Soublette — Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica.— El  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho 
de  lo  Interior,  Juan  Manuel  Manrique. 
INSTRUCCIÓN  PUBLICA  let  pecima  cuarta 

DE  20  DE  Junio  de  1843  autorizando  al  Po- 
der Ejecutivo  para  reglamentar  la  enseñanza* 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
Repúbhca  de  Venezuela   reunidos  en  Congreso, 

decretan  : 

LEÍ  decima  cuarta 

Autorizandp  al  Poder  Ejecutivo  para  regla^ 
mentar  la  enseñanza. 
Art.  único.  Se  autoriza  al  Poder  Ejecutivo 
para  que,  sobre  las  bases  legales  contenidas  en 
este  código  y  con  acuerdo  del  Consejo  de  Gobier- 
no, reglamente  todo  lo  concerniente  á  la  ense- 
ñanza  en  las  universidades  y  colegios  nacionales, 
cou  cuyo  objeto  la  Dirección  general  de  instruc- 
ción pública  deberá  pasarle  los  proyectos  corres- 
pondie'Dtes.  Del  mismo  modo  se  procederá  para 


Análisis  comparativo  de  las  leyes  de  20  de  Junw  rfe  1843' 
y  26  de  Ábñl  de  1844  (18  .*  de  las  de  instrucción  pitMica. 

La  diferencia  de  estas  leyes  está  solo  en  lo  relativo  alas 
rentas  de  la  Universidad  de  Mérida,  pues  la  segunda  su- 
prime las  disposiciones  de  los  números  1  ?  y  29  del  art. 
2  ? ,  las  del  número  3  9 ,  excepto  "  lo  de  la  liacienda  de  los 
Tapias.  "  las  del  núm.  6  P ,  y  lasWel  art  8  P  ;  y  sefiala 
núm.  6P  del  art.  2  ?)  8.000  pesos  de  auxilio  por  parte 
del  tesoro,  en  vez  de  2.000  que  fijaba  aquella;— También 
añade  (núm.  1 P  art.  2  P  )  lo  de  los  bienes  del  soprimido 
convento  de  San  Agustín. 
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]a  reforma  de  dichos  reglame»tofl,  y  se  derogan 
el  decreto  de  ^  de  Junio  de  1827  y  las  demás 
disposiciones  legislativas  que  se  reheran  á  dicho 
decreto* 

Dado  en  Caracas  á  17  de  Mayo  de  1843,  afío 
149  de  la  ley  y  339 de  ^*  independencia. — El  pre- 
sidente del  Senado,  José  Vargas. — El  presiden-, 
te  de  la  Cámara  de  Representantes,  Manuel 
Felipe  de  Tovar. — El  secretario  del  Senado, 
José  Ángel  Freyre. — El  secretario  de  la  Cama* 
ra  de  Representantes,  J.  A*  Pérez. 

Caracas  Junio  20  de  1843,  año  140  de  la  ley 
y  339  déla  independencia. —;^*ecútes¿. — Carlos 
Soublette.^¥or  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica.— El  Secretario  de  Estado  en  los  Despa- 
chos de  lo  Interior  y  Justicia,  Juan  Manuel 
Manrique. 

INSTRUCCIÓN  PUBLICA,  decreto  ejecuti- 
vo DE  28  DE  noviembre  DE  1844  reglamen^ 

tando  las  leyes  anteriores. 
CARLOS  SOUBLETTE,   Presidente  de  la 
República  de   Venezuela  ^a.,  ^a.,  ^. 

En  cumplimiento  del  artículo  único  de  la  ley 
J4  del  código  de  instrucción  pública  en  que  au- 
toriza al  Poder  Ejecutivo  para  reglamentar  todo 
lo  concerniente  6  la  enseñanza  en  las  Universi- 
dades y  Colegios  Nacionales,  con  acuerdo  del 
Consejo  de  Gobierno  y  con  vista  del  proyecto 
pasado  por  la  Dirección  general  de  instrucción 
pública  sobre  la  materia,  decreto : 
CAPITULO  19 
Del  Rector  de  la  Universidad. 

Art.  19  El  Rector  de  la  Universidad  ó  quien 
desempefíe  sus  funciones,  pondrá  en  posesión  al 
Rector  y  Vicerector  nuevamente  elegidos  ante 
el  Cuerpo  Universitario  convocado  por  citación 
previa,  debiendo  concurrir  sus  miembros  en  tra- 
go de  rigorosa  seremonia  académica. 

Art.  2^  Antes  de  darles  posesión  les  recibirá 
juramentó  que  prestarán  en  la   forma  siguiente. 

,,  Yo  N  ...•  prometo  y  juro  observar  y  cum- 
plir fielmente  y  hacer  observar  y  cumplir  la  Cons- 
titución de  la  República  y  las  leyes  y  reglamen- 
tos académicos,  y  desempeñar  con  toda  la  exac- 
titud posible  los  deberes  del  cargo  de  Rector  (ó 
Wce  rector)  para  que  he  sido  nombrado" 

Art.  39  Son  funciones  del  Rector : 

Primera.  Cuidar  de  la  general  observancia  de 
las  leyes  académicas  y  reglamentos  de  la  Uni- 
versidad. 

Segunda.  Vigilar  en  la  policía  y  gobierno  de 
la  Universidad  y  hacer  cumplir  los  acuerdos  de 
la  Junta  Gubernativa. 

Tercera.  Visitar  las  clases  acomp*afiado  del 
Vice  rector  una  vez  por  lo  menos  en  cada  tri- 
mestre, para  lo  cual  llamará  por  la  lista  de  alum- 

TOHO  II. 
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nos  6  cursantes  de  cada  una,  dos  6  mas  que  in- 
formen sobre  el  cumplimiento  de  los  deberes  de 
sus  catedráticos  con  respecto  á  sus  clases. 

Cuarta.  Cuidar  de  que  se  lleve  por  el  secreta» 
rio  el  libro  de  actas  de  las  visiUs  trimestres,  fir- 
mando sus  actas  en  unión  de  su  acompafíado  y 
secretario  pasándolo  ai  Tribunal  Académico  lue- 
go que  haya  terminado  la  visita,  y  ademas  cuan- 
do lo  tenga  á  bien  para  documentar  una  queja 
de  falta  de  cumplimiento  en  los  deberes  de  los 
catedráticos. 

Quinta.  Juzgar  de  los  negocios  contenciosos 
de  naturaleza  escolar  entre  los  Doctores,  Maes- 
tros, Licenciados  y  cursantes,  otorgando  las  ape- 
laciones  que  se  interpusieren  dentro  del  térmi- 
no designado  por  las  leyes  comunes  para  ante  el 
Tribunal  Académico. 

Sexta.  Presidir  la  Junta  de  Inspección  y  Gro- 
bierno  y  todos  los  actos  de  Universidad  cualquie- 
ra que  sea  la  categoría  de  los  concurrentes ;  ex- 
ceptuándose solamente  los  actos  electorales  y 
las  juntas  de  facultad  de   que  no  sea  Presidente. 

Séptima.  Nombrar  las  comisiones  revisoras 
deias  cuentas  del  Administrador  de  dentro  de 
los  miembros  de  la  Junta  de  Gobierno,  y  todas 
las  demás  que  tengan  un  objeto  particular  en 
servicio  de  la  Universidad  de  dentro  ó  fuera  de 
su  seno. 

Octava.  Amonestar  á  los  catedráticos  por  sus 
descuidos  ó  faltas  en  el  cumplimiento  de  sus  de- 
beres, é  imponeries  multas  conforme  al  regla- 
mento del  servicio  de  clases. 

Novena.  Corregir  aquellas  faltas  de  los  alum- 
nos en  que  crea  que  por  su  gravedad  6  trascen- 
dencia, deba  intervenir  su  autoridad  6  cuya  cor- 
rección sea  demandada  por  loS  mismos  catedrá- 
ticos. 

Décima.  Llevarja  correspondencia  de  la  Uni- 
versidad con  el  Poder  Ejecutivo,  Dirección  ge- 
neral de  estudios  y  demás  funcionarios  públicos, 
firmando  las   respectivas  comunicaciones. 

Undécima.  Dar  licencia  á  los  catedráticos  pa- 
ra ausentarse  hasta  por  ocho  dias  del  servicio  de 
sus  clases  con  causa  justa,  y  nombrarles  interinos 
que  desempeñen  la  enseñanza  durante  su  ausen- 
cia. 

Duodécima.  Dirimir  los  casos  de  empate  en 
las  Totaciones  según  lo  dispuesto  por  la  ley  y 
por  este  decreto. 

Art.  49  Las  visitas  de  las  clases  á  que  se  re 
fieren  los  números  39  y  49,  se  practicarán  con 
asistencia  del  secretario,  y  en  caso  que  este  ó  el 
Vice  rector  sean  catedráticos,  cuando  hayan  de 
ser  inspeccionadas  sus  respectivas  clases,  concur- 
rirán para  acompañar  al  Rector  supliendo  al  Vi- 
ce rector,  el  decano  de  la  Universidad,  y  al  se« 
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cretario,  un   icterino   que  nombrará  el  Rector 
para  este  solo  acto. 

Art.  59  Tendrán  por  objeto  las  visitas  de  las 
clases  iveriguar  principalmente,  I9  ^i  el  cate- 
drático asiste  con  puntualidad:  29  Si  emplea  to- 
do el  tiempo  de  clase  en  la  enseñanza :  39  Si  pa- 
sa lista  de  sus  estudiantes;  49  Si  enseña  las  ma- 
terias de  sil  asignatura  en  un  orden  de  cosas  re- 
gular y  metódico:  59  Si  las  obras  de  texto  de 
que  se  sirve  para  la  enseñanza  son  las  mismas 
que  se  hayan  designado  por  la  junta  de  la  facul- 
tad respectiva  con  aprobación  de  la  Dirección  de 
estudios :  69  Si  se  hacen  repasos  semanales  en 
otros  períodos  de  las  materias  ya  enseñadas :  y 
79  Si  se  tienen  las  conferencias  en  idioma  latino 
por  lo  menos  dos  veces  al  mes,  como  se  dispone 
en  este  decreto.  Con  respecto  á  las  clases  de  idio- 
ma latino  y  castellano,  se  interrogará  ademas  so- 
bre el  cumplimiento  que  se  dé  por  los  catedrá- 
ticos á  las  disposiciones  que  tratan  de  estas  cla- 
ses. 

ArU  69  Al  cursante  que  se  muestre  incorregi- 
ble en  su  desaplicación  al  estudio,  en  su  mala  con- 
ducta moral,  ó  en  su  insubordinación  escandalo- 
sa á  los  catedráticos  respectivos  ó  á  los  jefes  de 
Ja  Universidad,  podrá  el  Rector,  con  el  debi- 
do conocimiento  de  causa  y  oido  el  dictamen  de 
la  Junta  Gubernativa,  mandarlo  excluir  del  nu- 
mero de  los  alumnos  de  la  Universidad,  hacién- 
dolo entender  al  excluido  y  á  sus  padres  6  en- 
cargados de  su  persona,  para  que  le  den  la  ocu- 
pación conveniente.  Si  estos  ó  los  mismos  alum- 
nos se  creyeren  agraviados,  podrán  apelar  de  la 
determinación  del  Rector,  para  ftnte  el  Tribunal 
Académico,  que  resolverá  en  justicia  con  vista 
del  expediente  y  audiencia  del  apelante. 
CAPITULO  29 
Del  \ice-rector, 

Art.  19  Son  funciones  del  V^ice-rector: 

Primera.  Inspeccionar  de  una  manera  espe- 
cial é  inmediata  el  régimen  escolar  y  buen  orden 
de  las  clases  y  casa  de  la  Universidad,  corrigien- 
do por  sí  las  faltas  leves  y  del  momento,  y  dando 
aviso  oportuno  al  Rector  o  Junta  de  Gobierno 
de  las  mayores  y  trascendentales. 

Segunda..  Llevar  un  libro  foliado  en  que  por 
el  orden  de  clases,  desde  las  inferiores,  se  ano- 
ten las  faltas  de  los  catedráticos,  y  otro  que  for- 
mará con  las  listas  de  los  cursantes  que  al  fin  de 
cada  trimestre  deben  pasar  los  respectivos  cate- 
dráticos. 

Tercera.  Recibir  del  bedel  que  encargue  por 
semana,  noticia  sobre  la  asistencia  de  los  cate- 
dráticos á  sus  clases,  y  de  estos  las  listas  trimes- 
tres acerca  del  talento,  aplicación,  aprovecha- 
miento y  conducta  de  cada  uno  de  sus  alumnos 
para  formar  el  libro  de  que  habla  el  número  an- 
terior» 
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Cuarta.  Presentar  al  Tribunal  académico  en  su 
reunión  mensual,  el  libro  concerniente  á  los  ca- 
tedráticos para  que  acuerde  las  medidas  que  esti- 
me justas,  siendo  obligación  del  Yicerector  es- 
tampar estas  resoluciones  luego  que  el  Tribunal 
se  las  comunique,  al  pié  de  las  notas  que  las  mo- 
tivaren. 

Quinta.  Presentar  así  mismo  al  Rector  y  Jun- 
ta de  Gobierno  en  cada  trimestre,  el  libro  de  la 
conducta  de  los  alumnos  para  corregir  oportu- 
namente lo  que  merezca  corrección,  de  todo  lo 
cual  pondrá  ccmstancia  en  el  mismo  libro,  luego 
que  se  le  comunique  el  acuerdo. 

Sexta.  Firmar  todos  los  meses  las  notas  sobre 
la  conducta  de  los  catedráticos,  antes  de  pasar  el 
libro  al  Tribunal   académico. 

Séptima.  Certificar  anualmente  con  vista  de 
lo  que  resulte  del  libro  de  los  cursantes,  las  no- 
tas que  consten  sobre  cada  uno  tomadas  de  las 
listas  trimestres  que  le  hayan  pasado  sus  cate- 
dráticos, extendiendo  el  certificato  á  continua^ 
cion  del  que  debe  estampar  el  secretario  de  ha- 
ber sido  examinado  el  alumno  en  aquel  año  y 
aprobado  en  las  materias   enseñadas  en  él. 

Octava.  Entregar  al  secretario  ios  referidos 
libros  cuando  estén  llenos,  y  empezar  otros  que 
se  le  pasarán  habilitados  al  efecto.  Antes  de  en- 
tregar dichos  libros  cerrará  y  sellará  el  de  los 
catedráticos  de  que  solo  el  Rector,  el  Tribunal 
académico  y  la  Dirección  general  de  instrucción 
pública  pueden  tomar  conocimiento,  volviendo 
á  cerrarlo  y  sellarlo. 

Novena.  Nombrar  sustituto  á  los  catedráticos 
por  alguna  falta  accidental  imprevista  que  ad- 
vierta al  tiempo  de  inspeccionar  las  ciases,  ano- 
tándolo en  sil  libro  y  participándolo  inmediata- 
mente al  Rector. 

Décima.  Acompañar  al  Rector  en  las  visitas 
de  clase  de  que  trata  la  función  tercera  del  artí- 
culo 39i  capítulo  19  de  este  decreto. 

CAPITULO  39 
'  De  la  Junta  de  Gobierno. 

Art.  19  Son  funciones  de   esta  Junta: 

Primera.  Velar  sobre  el  cumplimiento  de  las 
leyes,  de  este  decreto  y  demás  reglamentos  aca- 
démicos que  se  dieren. 

Segunda  Promover  el  progreso  de  la  ense- 
ñanza y  la  asistencia,  aplicación  y  buena  conduc- 
ta de  los  cursantes. 

Tercera.  Arreglar  la  economía  escolar  de  ca- 
da clase  con  consulta  de   su  catedrático. 

Cuarta.  Examinar  las  materias  y  método  de 
la  enseñanza,  haciendo  que  esta  se.  dé  por  los 
libros  de  texto  señalados  por  la  Junta  de  la  fa« 
cuitad  y  aprobados  por  la  Dirección  de  instruc- 
ción pública. 

Quinta.  Dar  licencia  á  los   catedráticos  con 
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causa  justa  desde  8  basta  30  dias. 

Sexta.  Resolver  las  dudas  que  ocurran  en  la 
administración  y  buen  manejo  de  las  rentas,  y 
acordar  lo  conveniente  sobre  su  economía  y  ad- 
ministración. 

Séptima.  Arreglar  el  orden  y  buen  despacho 
de  la  secretaría  del  Cuerpo. 

Octava.  Establecer  las  reglas  de  policía  de  la 
casa  y  cuanto  concierna  á  la  Corporación  que  no 
se  oponga  á  las  leyes  y  á  las  disposiciones  de  es- 
te decreto. 

Novena.  Representar  ó  hacer  representar  por 
comisionados  los  derechos  y  acciones  de  la  Uni- 
versidad, defender  8Ü9  estatutos  y  rentas  ante  los 
magistrados  y  tribunales  contra  cualquier  abuso 
de  autoridad,  ó  contra  las  pretensiones  de  los 
particulares. 

Décima.  Desempeñar  con  detenida  meditación 
y  prudencia  las  funciones  que  le  dan  los  núme- 
ros 19  y  ^^  del  artículo  79  ley  séptima  del  códi- 
go de'  instrucción  pública,  respecto  k  las  faltas 
de  los  cursantes. 

Undécima.  Dar  su  dictamen  al  Rector  en  los 
casos  de  que  tratan  los  artículos  69  drl  capítulo 
19,  y  29  del  capítulo  16  de  este  decreto  y  en  los 
demás  en  que  sea  consultada. 

Art.  29  La  Junta  gubernativa  tendrá  dos  se- 
siones  ordinarias   en   cada   mes  en   los  dias  y  | 
horas  que  ella  fije  previamente  debiendo  concur-  : 
rir  á  ellas  sus  miembros   &in  necesidad  de  cita- 
ción. 

Art.  39  Se  reunirá  ademas  siempre  que  la 
misma  Junta  lo  acuerde  para  algún  objeto  de- 
terminado, ó  que  el  Rector  juzgue  conveniente 
convocarla  por  boleta  previa,  designando  en  ella 
el  dia,  hora  y  materia  que  motiva  la  convoca- 
ción extraordinaria. 

Art.  49  La  Junta  gubernativa  llevará  por  me- 
dio de  su* secretario  un  libro  de  sus  acuerdos  que 
firmarán  el  Rector  y  Vice-rector  ó  catedrático 
mas  antiguo  que  concurriere  á  la  sesión,  refren- 
dándose por  el  secretario. 

Art.  69  En  las  actas  solo  se  escribirá  el  resul- 
tado de  la  discusión  ó  la  resolución  de  la  mayo- 
ría ;  y  si  algunos  de  los  que  hayan  votado  sal- 
varen sus  votos,  lo  expresará  así  él  secretario  á 
continuación  del  acuerdo.  Si  ofreciere  alguno 
darlo  por  escrito,  lo  presentará  al  dia  siguiente 
al  secretario  autorizado  con  su  firma,  y  este  lo 
coordinará  en  un  cuaderno  separado  con  el  títu- 
lo de  "  VOTOS  SALVADOS  "  después  que  ha- 
ya  dado  cuenta  de  él,  leyéndolo  en  la  próxima 
Junta. 

Art.  69  Si  el  autor  del  voto  salvado  pidiere 
testimonio  del  acta,  se  le  dará  solo  de  la  parte 
&  que  su  voto  salvado  se  refiera,  sin  extenderse 
á  los  otros  puntos  que  aquella  contenga  ni  á  los 
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votos  de  los  demás,  á  menos  que  preceda  acuer- 
do de  la  Juntat 

Art  79.  Los  catedráticos  miembros  de  la  Jun- 
ta gubernativa  que  dejaren  de  asistir  á  las  sesio- 
nes de  esta  sin  justa  cansa  de  enfermedad  ú  ocu- 
pación urgente,  que  no  pueda  diferirse  sin  grave 
perjuicio,  asegurado  esto  bajo  su  palabra  de  ho- 
nor, podrán  ser  reconvenidos  por  el  Rector  y 
aun  multados  en  caso  de  reincidencia,  con  ar- 
reglo al  artículo  79  de  la  ley  quinta  del  código 
de  instrucción  pública. 

Art.  89  Las  actas  serán  extendidas  inmedia- 
tamente en  el  libro  destinado  al  efecto  después 
de  aprobadas,  firmándose  en  la  próxima  sesión* 

Art.  99  Toda  proposición  será  discutida  con- 
forme á  las  reglas  del  debate  cuyo  reglamento 
se  dará  ía  misma  Junta,  y  será  votada  por  ma- 
yoría absoluta,  bien  sea  la  votación  pública  por 
sí  ó  no,  ó  poniéndose  en  pié  los  que  afirman, 
bien  sea  secreta  cuando  dos  miembros  de  los  pre- 
sentes así  lo  pidan.  Si  resultare  empatada,  vol- 
verá á  discutirse  y  votarse  la  cuestión  ;  y  si 
por  segunda  vez  hubiere  empate,  el  Rector  de- 
cidirá con  voto  de  calidad. 

Art.  10.  El  vocal  de  la  Junta  gubernativa  que 
uo  cocciurriese  á  una  sesión,  no  podrá  enviar  su 
voto  sobre  la  materia  que  en  ella  se  haya  de 
tratar.  * 

Art.  li.  A  la  Junta  no  concurrirá  persona  al-, 
guna  que  no  tenga  voto,  excepto  el  secretario 
cuando  no  sea  vocal.  En  los  casos  en  que  la  mis- 
ma Junta  tenga  á  bien  oir  una  persona  de  fuera 
de  su  seno  sobre  algún  negocio  de  que  deba  tra- 
tarse, podrá  darle  asiento  en  el  lugar  de  las  se- 
siones por  solo  el  tiempo  que  sea  necesaria  su 
presencia. 

Art.  12.  La  Junta  gubernativa  puede  repre- 
sentar ante  el  Congreso,  eJ  Gobierno  ó  la  Direc- 
ción de  instrucción  pública,  lo  que  le  parezca 
conveniente  al  bien  de  los  estudios  y  progreso  de 
la  Universidad,  exponiendo  las  razones  que  ten- 
ga paru  ello. 

Art.  la.  Lo  que  la  Junta  determine  en  una 
sesión,  no  podrá  revocarlo  en  otra  á  menos  que 
para  este  segundo  acto  se  reiina  la  opinión  de 
las  dos  terceras  partes  de  los  concurrentes  y  pre- 
viamente se  haya  hecho  por  el  Rector  invitación 
expresa  y  determinada  para  reconsiderar  la  ma- 
teria. 

Art.  14.  Cuando  el  asunto  de  que  se  tratare 
comprenda  directamente  la  persona  de  alguno 
de  los  concurrentes,  deberá  retirarse  de  la  se- 
sión decidiendo  la  Junta  en  caso  de  duda,  y  des- 
pués de  oirle  la  manifestación  que  quiera  hacer. 

Art.  15.  Por  proposición  de  dos  miembros  ó 
por  indicación  del  Rector,  se  puede  acordar  que 
la  sesión  sea  secreta,  en  cuyo  caso  no  podrá  re- 
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velarse  lo  qiiB  allí  se  tratare. 

CAPITULO  49 

Del  Tribunal  académico, 

Art.  19  El  Presidente  de  este  Tribunal  ser& 
el  primer  miembro  nombrado  con  arreglo  al  ar- 
tículo 10  de  la  ley  cuarta,  en  su  defecto  lo  será 
el  29  y  á  falta  de  ambos  el  39 

Art.  29  Los  suplentes  de  que  habla  el  mismo 
artículo  ser&n  llamados  por  el  orden  con  que 
hayan  sido  nombrados,  á  reemplazar  &  cualquie- 
ra de  los  principales  indistintamente. 

Art.  39  Los  miembros  del  Tribunal  académi- 
co á  pluralidad  absoluta,  designarán  el  lugar, 
día  y  hora  de  sus  sesiones  y  establecerán  el  mé- 
todo que  deba  observarse  en  el  despacho,  pa- 
sando al  Rector  copia  legalizada  de  su  acuerdo 
para  el  conocimiento  de  la  Universidad, 
CAPITULO  69 
Del  secretario. 

Art.  19  La  Universidad  tendrá  un  secretario 
que  será  elegido  de  entre  sus  miembros  por  la 
Junta  de  Gobierno,  debiéndose  fijar  edictos  fir- 
mados por  el  Rector  en  las  puertas  de  su  local 
por  el  espacio  de  30  días,  á  fin  de  que  durante 
este  tiempo  dirijan  los  aspirantes  sus  solicitudes 
á  dicha  junta  por  el  conducto  del  Rector.  He- 
cha la  elección  se  participará  de  oficio  al  nom- 
brado, señalándole  dia  para  que  se  presente  ante 
ella  á  prestar  el  juramento  y  tomar  posesión,  de 
lo  cual  se  dará  aviso  al  Poder  Ejecutivo  y  á  la 
Dirección  general  de  instrucción  pública. 

Art.  29  El  secretario  saliente  entregará  el  ar- 
chivo al  entrante  por  formal  inventario  á  presen- 
cia del  Rector. 

Art.  39  El  secretario  podrá  ser  removido  de 
su  destino  por  justas  causas  ajuicio  de  la  Junta 
de  Gobierno. 

Art.  49  Son  deberes  del  secretario : 

19  Concurrir  como  tal  á  las  sesiones  de  la 
Junta  de  Gobierno  y  á  las  del  Tribunal  acadé- 
mico, á  los  exámenes,  grados  y  á  cualquier  otro 
acto  del  servicio  de  la  Universidad,  cuando  sea 
llamado  por  el  Rector  ó  lo  exija  el  desempeño 
de  su  destino. 

29  Extender  las  actas  de  la  Junta  de  Gobier- 
no y  las  del  Tribunal  académico  autorizándolas 
con  su  firma,  y  conservar  en  el  archivo  de  la 
Universidad  los  votos  que  sus  miembros  hubie- 
ren salvado  y  presentado  por  escrito  como  se 
previene  en  este  decreto. 

39  Llevar  un  libro  para  las  matrículas  de  los 
cursantes  en  que  se  asentará  su  nombre,  edad, 
habiUcipn,  patria,  padres  o  personas  á  quienes 
estén  inmediatamente  encomendados,  la  clase 
que  vayan  á  cursar  y  el  dia  en  que  se  haga  la  « 
matrícula,  en  la  cual  se  anotará  igualmente  que  I 
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el  alumno  ha  pagado  el  derecho  correspondiente 
según  la  clase  en  que  va  á  entrar. 

49  Pasar  al  Vicc-rector  lista  de  los  catedráti- 
cos, y  dar  á  los  estudiantes  una  certificación  de 
quedar  matriculados  para  que  la  presenten  al  res- 
pectivo catedrático  que  tomará  razón  de  ella  en 
su  libro. 

59  Llevar  un  libro  en  que  se  asiente  el  resul- 
tado de  los  exámenes  anuales  de  los  cursantes, 
cuyo  asiento  firmarán  el  Rector,  dos  examinado- 
res y  el  mismo  secretario,  quien  dará  á  cada  cur- 
sante una  certificación  que  exprese  si  ha  sido 
aprobado  6  no  en  el  examen,  para  que  pueda 
hacer  de  ella  el  uso  prevenido  en  las  pretensio- 
nes de  grados. 

69  Anotar  ea  otro  registro  los  grados  que  la 
Universidad  confiera  con  la  debida  separación  de 
Bachiller,  Licenciado  y  Doctor,  firmándose  las 
notas  por  el  Rector  y  secretario  y  expresándose 
en  el  titulo  que  se  expidiere  el  folio  en  que  se 
halla  registrado. 

79  Extender  y  firmar  en  otro  librólas  actas  ó 
diligencias  sobre  creación,  supresión  y  provisión 
de  cátedras  cuando  se  creare,  suprimiere  6  pro- 
veyere  alguna,  haciendo  constar  en  ellas  como 
y  cuando  se  motivó  la  vacante,  los  dias  en  que 
principiaron  y  terminaron  los  edictos,  el  número 
y  nombre  de  los  pretendientes  y  sus  calificacio- 
nes, con  un  resumen  de  los  documentos  que  hu- 
bieren presentado,  el  nombre  del  nuevo  catedrá- 
ticos y  los  demás  requisitos  exigidos  por  el  artí- 
culo 29  y  siguientes  de  la  ley  quinta.  Esta  acta 
será  firmada  por  el  Rector,  los  dos  catedráticos 
mas  antiguos  y  el  secretario. 

89  Intervenir  y  firmar  los  recibos  y  cartas  de 
pago  que  el  administrador  haya  de  dar  á  los  deu- 
dores al  tesoro  académico,  sentando  las  partidas 
con  expresión  de  fechas,  nombre  del  que  paga, 
cantidad  y  razón  del  pago,  en  un  libro  que  ten- 
drá por  título  "  RECAUDACIÓN  DE  REN- 
LAS  DE  LA  UNIVERSIDAD »  que  obrará 
sus  efectos  en  el  examen  de  cuentas  del  Admi- 
nistrador. 

99  Extender  los  diplomas  ó  títulos,  hacerios 
firmar  de  los  funcionarios  designados  en  este  de- 
creto, extender  también  los  edictos  y  cuidar  de 
que  permanezcan  fijados  por  el  tiempo  que  cor- 
responda. 

10.  Concurrir  á  las  visitas  trimestres  que  el 
Rector  debe  hacer  á  las  clases  según  el  número 
39  del  artículo  39  capítulo  I9  de  este  decreto  y 
autorizar  sus  actos. 

11.  Pasar  al  Administrador  el  avis¿  de  los  ca- 
tedráticos que  falten  á  las  sesiones  de  la  Junta 
gubernativa  para  el  cobro  de  las  multas  que  se  les 
hayan  impuesto  por  el  Rector,  en  uso  de  la  fa- 
cultad que  le  concede  el  artículo  79  de  la  ley  6». 
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12  Conservar  en  el  archivo  el  acta  de  adjudi- 
'  cacion  de  premios  y  las  proposiciones  6  temas 
para  examen  cerradas  y  selladas,  hasta  que  lle- 
gue el  caso  de  hacer  uso  de  estas  en  los  térmi- 
uos  prevenidos  en  este  decreto. 

13.  Llevar  la  correspondencia  de  la  Junta  de 
Gobierno,  Rector  y  Tribunal  Académico  con  los 
catedráticos  y  demás  funcionarios  de  la  Univer- 
sidad. 

14.  Mantener  en  segura  custodia  y  buen  or- 
den los  libros,  expedientes  y  demás  papeles  áe\ 
archivo  de  la  Universidad. 

Art.  59  £1  secretario  no  podrá  dar  copia  al- 
guna de  los  documentos,  actas  6  libros  que  se 
custodien  en  la  secretaría,  sin  /nandato  expreso 
del  Rector,  á  excepción  de  los  certificados  de 
matrículas  y  exámenes  anuales  necesarios  para 
comprobar  cursos. 

AtL  69  £1  secretario  no  podrá  ausentarse  sí- 
no  por  causa  grave  á  juicio  del  Rector,  quien  le 
concederá  permiso  para  hacerlo  hasta  por  quin- 
ce días :  pero  cuando  la  ausencia  fuere  por  mas 
tiempo,  deberá  hacerlo  la  Junta  de  Gobierno, 
dejando  en  uno  ú  otro  caso  un  sustituto  bajo  su 
responsabilidf^d  á  satisfacción  de  la  misma  junta. 
Esta  licencia  nunca  podrá  pasar  de  dos   meses. 

Art.  79  Concluido  el  tiempo  de  la  licencia, 
tanto  en  el  primer  caso  como  en  el  segundo, 
sin  que  el  secretario  haya  vuelto  á  desempeñar 
su  plaza,  de  hecho  quedará  esta  vacante  y  se 
proveerá  en  otra  persona, 

Art.  89  £1  secretario  tomará  el  asiento  que 
se  designa  en  el  artículo  79  capítulo  16  de 
este  decreto,  para  desempeñar  las  funciones  de 
su  destinó. 

Art.  99  £1  archivo  de  la  Universidad  estará 
en  una  pieza  segura  del  edificio  de  la  misma  cor- 
poración á  cargo  del  secretario,  quien  lo  conser- 
vará con  el  mayor  cuidado  y  esmero  posible,  su- 
jetando á  índice  alfabético  con  claridad  y  exac- 
titud cuanto  en  él  exista. 

Art.  10.  Los  documentos  archivados  que  se 
necesiten  para  el  despacho  de  la  Junta  Guber- 
nativa, del  Tribunal  Académico,  de  las  comisio- 
nes de  la  Universidad,  6  para  la  Dirección  ge- 
neral de  instrucción  pública,  serán  franqueados 
por  el  secretario  en  copias  certificadas  con  co- 
nocimiento del  Rector,  y  en  caso  de  ser  necesa- 
rios los  originales,  los  franqueará  con  el  mismo 
acuerdo,  dejando  en  el  archivo  nota  y  compro- 
bante de  su  entrega. 

Art*.  11.  Las  horas  del  despacho  ordinario  de 
la  secretaría,  las  designarán  el  Rector  y  Junta  de 
Gobierno  según  estimen  conveniente  para  que 
los  negocios  que  en  ella  cursen,  se  hallen  al 
corriente,  pudiendo  prorogarlas  según  lo  exijan 
las  circunstancias. 
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Art.  12.  El  sello  de  la  Universidad  será  cus- 
todiado por  el  secretario,  quien  deberá  sellar 
con  él  los  títulos  y  cualesquiera  otros  documen- 
tos que  exijan  este  requisito,  sin  que  por  ningún 
pretexto  pueda  confiarlo  á  otra  persona. 
CAPITULO  69 
Del  Maestro  de  ceremonias. 

El  Maestro  de  ceremonias  tendrá  las  mis- 
mas calidades  que  el  secretario,  y  para  la  elec- 
ción de  este  empleado  se  observarán  las  propias 
formalidades  que  para  la  del  secretario.  Sus  de- 
beres serán  concurrir  á  los  grados  de  Doctor  y 
á  los  demás  actos  solemnes  de  la  Universidad,  á 
fin  de  cuidar  que  en  ellos  se  guarde  el  orden  y 
'ceremonia  debida,  y  que  cada  uno  ocupe  su 
puesto.  £1  suyo  será  el  que  le  corresponda  por 
su   grado. 

Art  29  Cuando  faltare  el  Maestro  de  cere- 
monias por  muerte,  enfermedad  ó  ausencia  con 
permiso  del  Rector,  nombrará  este  un  interino 
mientras  se  llena  la  vacante  en  el  primer  caso,  ó 
hasta  que  vuelva  á  ocupar  su  puesto,  en  el  se- 
gundo y  tercero. 

CAPITULO  79 

De  los  bedeles* 

Art.  19  La  Universidad  tendrá  dos  bedeles, 
nombrados  por  la  Junta  de  Gobierno,  después 
de  haberse  fijado  por  orden  del  Rector  un  anun- 
cio de  la  vacante  en  las  puertas  de  la  Universi- 
sidad  por  quince  Uias. 

Art.  29  Son  obligaciones  de  los  bedeles. 

Primera.  Asistir  á  todos  los  actos  de  la  Uni- 
versidad. 

Segunda.  Citar  á  los  catedráticos,  Doctores, 
Maestros,  Licenciados  y  cursantes,  por  manda- 
to del  Rector,  Yicerector,  secretario  6  profeso- 
res. 

Tercera.  Ejecutar  las  órdenes  del  Rector  y 
las  del  Vicerector  en  los  casos  relativos  á  los 
deberes  de  este  funcionario,  como  inspector  de 
la  policía  de  la  casa  de  la  Universidad. 

Cuarta.  Abrir  las  salas  destinadas  á  las  clases 
en  las  horas  designadas  para  la  enseñanza,  y  cer- 
rar sus  puertas  luego  que   esta  haya  terminado. 

Quinta.  Hacer  señal  con  la  campana  á  la  ho- 
ra en  que  se  abren  las  clases  por  la  mañana  y 
por  la  tarde,  tocando  diez  campanadas.  Esta 
misma  señal  hará  en  los  actos  de  examen,  para 
grados,  5  cuando  haya  de  conferirse  alguno  de 
los  de   Doctor. 

Sexta.  Cuidar  de  que  haya  silencio  en  el  lo- 
ca], é  impedir  todo  alboroto  cerca  de  la  Univer- 
sidad durante  las  lecciones,  y  que  entren  perso- 
nas que  puedan  causar  distracción. 

Séptima.  Anotar  la  falta  de  asistencia  de  los 
catedráticos  en  un  libro  que  llevará  con  este  ob- 
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jeto,  dando  diariamente  aviso  al   Viccrector. 

Octava.  Dislribuír  las    copias    de  las  proposi- 
*  Clones  de  los  que  hayan  de  graduarse  de  Bachi- 
lleres y  Licenciados. 

Novena.  Llevar  al  Rector,  examinadores  y  se- 
cretario los  honorarios  que  les  están  asignados, 
entrgándoselos  en  sus  respectivas  casas. 

Décima.  Fijar  los  edictos  y  avisos  académi- 
cos cuidando,  que  permanezcan  en  su  lugar  todo 
el  tiempo  que  sefíula   este  decreto. 

Undécima.  Prestar  su  servicio  al  tribunal  aca- 
démico cumpliendo  las  órdenes  que  le  comuni- 
que su  presidente. 

Duodécima.  Cuidar  que  las  salas  de  estudio, 
sus  galerías  y  demás  piezas  del  servicio  de  la 
Universidad,  se  conserven  aseadas,  haciendo  que 
el  sirviente  cumpla  sus  deberes. 

Décimatercera.  Custodiar  y  conservar  el  mo- 
biliario y  alhajas  de  la  Universidad. 

Ari.  39  Cuando  por  enfermedad  ú  otro  moti- 
vo no  pudiere  asistir  alguno  de  Jos  bedeles,  lo 
avisará  al  Rector  para  que  ponga  un  interino  á 
expensas  del  propietario.  Si  la  enfermedad  ó  im- 
pedimento durase  por  mas  de  treinta  dias,  perci- 
birá el  interino  el  mismo  sueldo  que  al  propie- 
tario corresponda  por  el  tiempo  que  sirva,  y  si 
la  enfermedad  ó  impedimento  durare  por  mas 
de  tres  meses,  quedará  la  plaza  vacante  por  el 
mismo  hecho  y  se  proveerá  en  propiedad. 

Art.  49  Anotarán  en  su  libro  la  falta  de  asis- 
tencia puntual  de  los  catedráticos  á  las  horas 
designadas  para  la  enseñanza,  lo  mismo  que  si 
se  hallan  fuera  de  sus  clases,  participándolo  al 
Vicerector   para  que  acuerde  el  remedio. 

Art.  69  Cuidarán  así  mismo  que  los  alumnos 
entren  á  las  salas  de  estudios  sin  permitir  que 
permanezcan  fuer»  de  ellas  durante  las  leccio- 
nes, á  cuyo  fin  les  intimarán  el  cumplimiento  de 
«u  deber,  y  si  desobedecieren,  darán  cuenta  á 
Vos  catedráticos  que  estén  dando  las  clases  á  que 
pertenezcan. 

Art.  69  Durante  las  sesiones  de  la  Junta  de 
Gobierno' y  tribunal  académico,  permanecerán 
los  dos  bedeles  fuera  de  la  puerta  para  lo  que 
pueda  ocurrir,  y  con  el  fin  de  avisar  uno  de  ellos 
^  al  que  presida  la  primera,  la  llegada  de  alguno 
de  los  vocales  después  de  abierta  la  discusión  y 
permitirle  la  entrada  en    virtud  de  su  orden. 

Art.  79  Ambos  bedeles  asistirán  á  la  Üniver, 
sidad  durante  las  horas  de  las  clases,  exámenes, 
juntas  y  todos  los  demás  actos  del  cuerpo. 
CAPITULO  89 
Del  sirviente. 

Art.  19  Habrá  un  sirviente  nombrado  por  el 
Rector  y' amovible  á  su  voluntad,  cuyos  oficios 
serán : 
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19  Hacer  el  aseo  y  limpieza  del  local  y  clases 
de  la  Universidad,  cumpliendo  las  órdenes  que 
se  le  comuniquen  por  el  Rector  y  Vicerector. 
29  Auxiliar  á  los  bedeles  en  todo  lo  con- 
cerniente á  la  conservación  de  los  enseres  de  la 
corporación. 

39  Evitar  los  desórdenes  en  la  portería. 

49  Preparar  lo  necesario  para  los  actos  públi- 
cos bajo  las  reglas  que  dieren  la  Junta  de  Go- 
bierno y  el  Rector. 

Art.  29  El  oficio  de   sirviente   deberá  dcsem- 
pefíarse  por  per&ona  distinta  de  los  bedeles. 
CAPITULO  99 
De  las  facultades  en  general. 

Art.  19  Cada  una  de  las  cinco  facultades  de 
que  habla  el  artículo  22  de  la  ley  4a  del  códi- 
go de  instrucción  pública, , se  compondrá  délos 
Doctores  y  Licenciadcis  en  la  respectiva  facul- 
tad, y  la  de  humanidades  de  todos  los  profesores 
de  las  cátedras  de  literatura  é  idiomas  que  haya 
establecidas  y  que  en  adelante  se  establecieren. 
Los  maestros  en  filosofía  según  el  régimen  ante- 
rior, son  miembros  de  la  de   ciencias  filosóficas. 

Art.  29  Las  facultades  nombrarán  cada  tres 
afSos  los  funcionarios  de  que  habla  el  artículo  24 
de  la  ley  4^  del  código  de  instrucción  pública, 
debieodo  ser  citados  previamente  los  miembros 
que  residan  en  el  lugar  donde  se  haga  la  elec- 
ción. 

^  únicQ.  Los  funeionarios  nombrados  con  a r> 
reglo  al  decreto  de  5  de  Diciembre  de  1.843. 
continuarán  en  el  ejercicio  desús  funciones  por 
el  trienio  que  les  corresponde. 

Art.  39  Para  la  elección  de  Presidente,  Vice- 
presidente y  secretario  de  la  Facultad  de  cien- 
cias filosóficas,  se  incorporará  la  de  humanida- 
des según  el  artículo  21,  para  que  solo  haya  cua- 
tro partes,  sirviendo  estos  funcionarios  en  las 
reuniones  de  una  y    otra  facultad. 

Art.  49  Si  el  Rector  ó  Vicerector  fuesen 
miembros  de  la  facultad,  cuando  concurran  á 
ella,  ocuparán  el  lugar  preferente  á  la  derecha 
del    Presidente. 

Art.  59  Cada  facultad  hará  el  reglamento  in- 
terior para  sus  trabajos  y  método  en  la  discusión, 
fijándose  en  él  los  dias,  el  local,  las  horas  y  du- 
ración de  sus  sesiones.  De  estos  reglamentos  se 
pasarán  copias  al  Rector,  quien  remitirá  un 
ejemplar  al  Gobierno  y  otro  á  la  Dirección  de 
estudios. 

Art.  69  Son  funciones  de  cada  una  de  estas 
facultades. 

Primera.  Proponer  á  la  Junta  Gubernativa 
de  la  Universidad  las  mejoras  ó  reformas  que 
estén  dentro  del  círculo  de  las  atribuciones  de 
esta  autoridad  académica,  respecto  á  la  ense- 
ñanza. 
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Segunda.  Indicar  &  la  misma  el  cuadro  de  las 
nociones  de  la  facultad,  el  orden  y  método  de  la 
enseñanza,  y  los  libros  de  texto  para  que  con 
su  informe  pasen  &la  Dirección  de  estudios  pa- 
ra su  aprobación. 

Tercera.  Escoger  un  número  de  cuestiones 
que  no  bajen  de  treinta  para  los  exámenes  en 
los  grados  que  ocurran  en  la  facultad  sobre  los 
diversos  ramos  que  en  ella  se  comprendan,  in- 
dicando el  texto  de  donde  hayan  sido  tomados, 
y  puestos  en  targetas  iguales,  se  incluirán  en  un 
pliego  cerrado,  sellado  y  rubricado  por  el  Presi- 
dente, con  la  nota  de  **  proposiciones  de  la  fa- 
cultad de  *'  las  cuales  se  enviarán  ai  Rector. 

Cuarta.  Nombrar  para  cada  trienio  ocho  exa- 
minadores en  Caracas  ó  por  lo  menos  cinco,  y 
en  Mérida  cinco  ó  por  lo  menos  tres  que  serán 
los  que  por^l  orden  de  sus  nombramientos  com- 
pletarán el  número  de  jueces  de  examen  que 
la  lev  previene.  ^ 

^  único.  Los  examinadores  que  se  nombra- 
ren para  idiomas  por  la  facultad  de  filología,  se- 
rán ademas  de  los  catedráticos  del  respectivo 
idioma  las  personas  idóneas  que  se  elijan  para 
cada  uno  en  el  número  expresado. 

Quinta.  Reemplazar  las  faltas  que  ocurran  en 
el  número  de  examinadores  durante  el  período 
indicado  en  la  función  cuaita  anterior. 

Sexta.  Concurrir  al  acto  del  recibimiento  del 
Rector  é  instalación  del  tribunal  ncadémico  y  á 
todos  aquellos  á   que  cada  facultad  ó  la  Dniver-  | 
sidad  en  cuerpo  deba  asistir. 

Art.  79  Los  Presidentes  de  cada  facultad  in- 
formarán cada  semestre  á  la  Junta  gubernativa, 
sobre  la  asistencia  de  sus  miembros  y  trabajos 
literarios  que  hayan  desempeñado  en  cada  pe- 
ríodo. 

Art.  89  Las  facultades  se  reducirán  á  cuatro 
partes  de  la  Universidad  conforme  al  artículo 
23  de  la  ley  cuarta,  con  el  objeto  de  elegir  de 
su  seno  representantes  en  el   Cuerpo  electoral. 

Art.  09  Esta  reducción  se  verificará  incorpo- 
rándose, como  se  ha  dicho  en  el  artículo  39  de 
este  capítulo,  la  facultad  de  filología -6  humani- 
dades á  la  de  ciencias  filosóficas. 

Art.  10.  Las  facultades,  reducidas  como  que- 
da expresado  en  los  dos  artículos  anteriores,  de- 
sempeñarán las  funciones  que  les  encarga  el  ar- 
tículo 25  de  la  ley  cuarta. 

Art.  11.  Sus  reuniones  ordinarias  con  este 
objeto  se  verificarán  desde  el  dia  10  al  14  del 
mes  de  Diciembre  cada  3  años ;  y  las  extraordi- 
narias en  los  4  primeros  diaa  de  los  10  previos  á 
las  elecciones  que  deban  hacerse  para  reempla- 
zar las  faltas  que  ocurran  en  el  trienio,  obser- 
vándose en  ambas  lo  dispuesto  en  el  citado  artí- 
culo 25. 
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Art.  12.  El  Presidente  de  cada  facultad  pasa- 
rá al  Rector  de  la  Universidad  una  nota  de  los 
representantes  que  resulten  nombrados  por  la 
facultad  para  que  haya  constancia  en  la  secreta- 
ría del  cuerpo  universitario. 

CAPITULO  10. 

Del  Cuerpo  electoral. 

Art.  19  El  catedrático  en  ejercicio  mas  anti" 
glio  esté  ó  no  jubilado,  que  el  artículo  16  deno" 
mina  decano,  es  el  presidente  del  cuerpo  electo" 
ral,  y  como  tal  convocará  para  el  dia  20  de  Di* 
ciembre,  cada  tres  años  á  todos  los  catedrático^ 
propietarios  sean  ó  no  borlados  y  á  los  Repre- 
sentantes nombrados  por  las  facultades,  desde 
el  dia  i6  del  propio  mes  por  una  nota  que  le  pa- 
sará el  secretario  de  la  Universidad  el  dia  15  en 
la  cual  constarán  los  nombres  de  iodos  los  elec- 
tores. 

Art  29  Los   bedeles   harán  la  citación  desde 
el  dia  16   al  17  exigiendo  que  al  pié  de  ella  fir- 
men quedar  citados,  5  expongan  el  impedimento 
que  tengan   para  no  concurrir,  á  ñn  de  que  im- 
puesto el  decano    ordene  llamar  á   los  suplentes  ' 
en  los  siguientes  dias  hasta  el  20  del  propio  mes 
I  en  que  debe    instalarse  el  cuerpo  electoral  con- 
forme al  ^  19  del  artículo  49  de  la  citada  ley. 
Art.  39  El  local  de  las  elecciones;  será  la  sala 
'  ó  capilla  de   la  Universidad  y  la   hora  la  que  el 
mismo  decano  señalare. 

Art.  49  Reunido  el  cuerpo  electoral,  el  deca- 
no ó  el  que  le  subrogue  lo  instalará  como  su 
presidente,  luego  que  haya  el  número  que  por 
lo  menos  requiere  el  artículo  15  de  la  ley,  pro- 
cediendo al  nombramiento  de  un  secretario  y  de 
do.q  escrutadores  á  pluralidad  relativa,  y  dando 
cuenta  al  cuerpo  de  la  citación  hecha,  y  excu- 
sas que  ha5'a  habido  para  calificar  sus  miembros. 
Art.  59  Después  de  esto  se  procederá  á  las  elec- 
ciones de  los  funcionarios,  que  onfena  el  artícu- 
lo 17,  participándose  su  resultado  al  Poder  Eje- 
cutivo y  á  la  Dirección  de  estudios  como  oe  pre- 
viene en  el  artículo  18  y  ademas  á  los  electos  y 
cesantes. 

Art   69  Cuando  el  I^ector  ó  Vice-rector  con- 
curran al  cuerpo  electora],  como   catedráticos  ó 
representantes  de  alguna  facultad  ocuparán  ]q,s« 
asientos  de  preferencia  después  del  presidente. 

Art.  79  Las  elecciones  que  el  cuerpo  electo- 
ral haya  de  hacer  para  llenar  las  vacantes  que 
ocurran  dentro  del  período  trienal  en  virtud  de 
la  participación  que  haga  el  Rector  al  decano, 
se  practicarán  el  dia  que  este  señalare,  siempre 
en  el  local  de  la  Universidad  y  dentro  del  térmi- 
no prevenido  en  el  artículo  25  de  la  ley  á  que 
se  refiere  el  11  del  capítulo  anterior. 
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CAPITULO  11. 

De  los  Catedráticos* 

Art.  19  Cuando  se  nombren  catedráticos  con 
arreglo  ala  ley,  comparecerán  con  el  título  que 
se  les  hubiere  expedido  ante  el  Rector  y  Junta 
de  Gobierno,  quienes  les  dar&n  posesión  previo 
el  juramento  de  observar  la  Constitución  de  la 
República  y  cumplir  los  deberes  que  su  destino 
de  profesores  les  impone,  conforme  á  las  lejes, 
k  este  decreto,  y  á  las  demás  reglas  que  la  Jun- 
ta Gubernativa  dictare. 

Art.  29  Son  deberes  de  los  catedráticos : 

19  Asistir  puntualmente  á  sus  clases  por  el 
tiempo  de  cada  día  que  la  ley  les  prescribe  á 
dar  la  enseñanza  de  la  materia  de  su  cátedra. 

29  Cuidar  de  la  asistencia,  conducta  moral, 
decente  porte,  y  aprovechamiento  de  sus  alum- 
nos, dándoles  ejemplo  con  sus  buenos  modales 
y  puntualidad  esmerada  en  cumplir  su  deber. 
La  asistencia  de  los  alumnos  la  averiguarán  pa- 
sando lista. diaria  y  marcando  en  ella  las  faltas 
de  cada  uno. 

39  Reducir  los  elementos  de  la  ciencia  que 
enseñan  á  un  curso  metódico,  dando  diariamen- 
te lección  y  repasando  en  un  dia  de  la  semana 
las  materias  enseñadas  en  la  anterior. 

49  Hacer  exámenes  mas  generales  en  los  pe- 
riodo» que  su  buen  discernimiento  les  muestre 
como  útiles  para  la  mejor  retención  de  las  ma- 
terias enseñadas. 

59  Hacer  que  dos  veces  al  mes  por  lo  menos 
en  uno  de  los  repasos  semanales,  haya  una  con- 
ferencia en  lengua  latina  señalando  un  tema 
que  sirva  de  objeto  á  la  discusión,  tomado  de  la 
materia  científica  que  se  estuviere  enseñando. 

69  Admitir  como  cursantes,  esto  es,  para  los 
efectos  de  ganar  cursos  escolares,  que  habiliten 
para  la  recepción  de  grados  científicos*  solo  á 
los  que  les  presenten  certificaciones  del  secreta- 
río  dentro  del  término  designado  por  la  ley,  de 
quedar  ya  matriculados  como  alumnos  de  la 
Universidad  para  oir  aquel  curso. 

79  Llevar  un  libro  de  matrículas  de  sus  dis- 
cípulos en  que  expresarán  el  nombre,  edad  y 
demás  circunstancias  de  cada  uno,  según  la  no- 
ticia que  dé  la  certificación  de  la  matrícula  ex- 
>  tendida  por  el  secretaiio.  De  este  libro  extrac- 
tarán una  lista  de  solo  los  nombres  de  los  cur- 
santes, para  leerla  diariamente  en  las  clases  en 
períodos  indeterminados  de  las  horas  de  ense- 
ñanza, como  se  previene  en  el  numero  segundo 
de  este  artículo. 

89  Anotar  en  el  mismo  libro  á  continuación 
del  nombre  de  cada  alumno  matriculado,  su  apli- 
cación, aprovechamiento,  conducta,  talento  y 
demás  que  convenga  para  informar  cada  tres 
meses  al  Vice-rector  con  un  cuadro  específico 


que  lo  contendí. 

99  Poner  al  pié  de  la  certificación  de  matrí- 
cula' nota  expresiva  de  hallarse  el  alumno  en  su 
clase  y  tomada  razón  en  su  libro. 

10.'  Certificar  al  fin  del  año  á  continuación  del 
documento  de  que  habla  el  número  anterior  la 
asistencia,  aplicación,  aprovechamiento,  conduc- 
ta y  talento  del  mismo  cursante. 

Art.  39  Los  catedráticos  no  podrán  ausen- 
tarse del  fugar  donde  resida  la  Universidad,  ni 
faltar  á  la  asistencia  diaria  á  las  clases  de  que 
estén  encargados,  sin  previa  licencia  del  Rector 
ó  Junta  Gubernativa  según  el  caso. 

Art.  49  Por  ningún  motivo  podrán  los  cate- 
dráticos nombrar  los  sustitutos  que  les  reempla- 
cen por  su  ausencia,  por  ser  esta  función  exclu- 
siva del  Rector  y  Junta  de  Gobierno  en  los  ca- 
sos prevenidos  por  la  ley  y  este  decreto. 
CAPITULO  12. 
De  las  cátedras» 

Art.  19  Las  cátedras  de  ciencias  que  se  ha- 
llan actualmente  establecidas,  continuarán  la  en- 
señanza de  las  materias  que  re^pecttvamente  les 
están  asignadas  por  la  ley. 

Art.  29  En  las  tres  clases  de  idioma  latino, 
se  distribuirán  las  materias  del   modo  siguiente: 

En  la  primera  se  enseñará  toda  la  etimología 
latina. 

En  la  segunda  toda  la  sintaxis  y  ejercicios  la- 
tinos y  la  traducción  de  autores  comunes  de  és- 
te idioma. 

En  la  tercera,  finalmente,  se  enseñará  la  pro- 
sodia, ortografía  y  métrica  latina,  la  versión  del 
castellano  al  latin,  la  traducción  de  algunos  clá- 
sicos de  este  idioma  y  ]a  rerórica  latina. 

Art.  39*  Se  conservará  en  las  clases  de  gra- 
mática latina  y  castellana  la  costumbre  de  dedi- 
car el  sábado  de  cada  semana  á  la  enseñanza  ó 
recuerdo  de  los  principios  de  moral  y  urbanidad. 
La  Junta  de  Gobierno  de  la  Universidad,  está 
encargada  de  designar  el  método  y  libro  de  tex- 
to para  enseñar  é  inculcar  esta  parte  de  la  edu- 
cación y  vigilar  sobre  ella. 

Art  49  En  la  clase  de  literatura  se  enseñará: 
primero,  el  análisis  crítico  del  lenguaje  por  los 
modelos  mas  selectos;  y  segundo,  la  historia  an- 
tigua y  moderna  de  la  literatura. 

Art.  59  Los  cursantes  de  ciencias  filosóficas 
y  médicas,  para  obtener  grados  en  estas  ciencias 
y  los  que  hayan  de  recibirse  de  agrimensores, 
acreditarán  con  el  certificato  del  profesor  de  di- 
bujo haber  seguido  un  año  en  la  clase  estableci- 
da para  su  enseñanza  según  lo  ordena  la  ley. 

Art.  69  Habrá  clase  todos  los  dias  del  año, 
excepto  los  domingos  y  dias  de  ambos  preceptos 
y  de  fiestas  nacionales,  los  jueves  de  todas  las 
semanas  en  que  no  hubiere  algún  dia  de  ambos 
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precepto?,  los  de  pascua  de  •  navidad  desde  el  25 
de  Diciembre  hasta  el  primero  de  Enero  y  los  de 
la  semana  mayor. 

Art.  79  También  habrá  ana  vacante  que  con- 
forme al  artículo  13  de  la  ley  sexta  y  el  89  de 
la  séptima,  comprende  parte  de  Julio  y  todo  el 
mes  de  Agosto.  Estas  vacantes  empezarán  para 
cada  clase  desde  el  dia  eoqne  concluyan  los  exá- 
menes respectivos^  de  modo  que  el  12  «ie  Agos- 
to queden  todas  las  clases  cerradas,  según  el  ci- 
tado artículo  89 

Art.  8?  La  Junta  gubernativa  íijará  las  horas 
de  en<>eñanza  diaria  de  cada  clase,  con  aproba- 
ción de  la  Dirección  generul  de  instrucción  pú- 
blica y  con  la  misma  formalidad  podrá  vanarlas 
con  grave  y  urgente  motivo  en  favor  de  la  ense- 
ñanza, sujetándose  á  las  reglas  siguientes: 

Primera/  Que  no  coincidan  á  una  misma  hora 
dos  clases  que  deban  seguir  unos  mismos  cursan- 
tes, sino  que  deberá  haber  un  intermedio  por  lo 
menos  de  media  hora  entre  la  salida  de  la  una  y 
la  entrada  en  la  otra. 

Segunda.  Que.  esto  mismo  se  observe  respec- 
to de  la  sala  en  que  hayan  de  darse  dos  ó  mas 
clases« 

Art.  99  Los  rudimentos  de  la  lengua  griega, 
francesa,  inglesa,  de  literatura  y  dibujo,  serán 
dados  en  cursos  de  un  aílo  por  lo  menos. 

Art.  10.  Para  cumplir  con  la  disposición  del  ^ 
19  artículo  18  ley  sexta,  los  médicos  cirujanos 
de  los  hospitales  en  que  los  alumnos  de  la  Uni- 
versidad hayan  de  seguir  la  clínica,  deberán  es- 
tablecer esta  de  una  manera  regular. 

19  Llevando  un  libro  ó  cuaderno  de  aliento  en 
que  hagan  describir  la  historia  de  aquellos  casos 
méjiicos  ó  quirúrgicos  mas  dignos  de  notarse, 
escogiendo  por  turnos  entre  los  alumnos  de  mas 
capacidad,  los  que  hayan  de  redactarla. 

29  Avisando  por  una  papeleta  fijada  en  un 
lugar  publico  del  hospital,  i-j  dia  y  hora  en  que 
haya  de  hacerse  una  operación  quirúrgica  ó  una 
inspección  cadavérica. 

39  En  fin,  anotando  en  la  certificación  qu 3  se 
dé  á  cada  alumno,  la  aplicación  y  aprovechamien- 
to con  que  haya  cursado  la  clínica. 

Art.  11.  La  Junta  de  Gobierno  excitará  á  la 
Facultad  de  medicina  para  que  proponga  el  mejor 
sistema  que  deba  adoptarse  en  el  curso  de  la 
clínica,  dictando  todas  aquellas  medidas  que  sean 
conducentes  &  plantearla. 

Art.  12.  Las  lecciones  y  ejercicios  del  estadio 
diario,  serán  desempeñadas  ocupando  los  profe- 
sores una  tribuna  destinada  al  efecto,  para  que 
se  hagan  percibir  de  sus  dbcípulos,  y  se  guarde 
la  debida  circunspección.  No  comprende  este 
deber  á  los  profesores  de  las  clases  en  que  de- 
ben hacer  demostraciones  por  sí  mismos. 
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Art  13.  El  tiempo  destinado  á  la  enseñanza 
podrán  prorogarlo  loa  profesores  cuando  así  lo 
exija  la  necesidad  de  perfeccionar  una  demostra- 
ción, resolver  alguna  dificultad,  u  otros  casos  se- 
mejantes ;  pero  esta  próroga  no  podrá  exceder  de 
media  hora,  cuando  los  alumnos  deban  concurrir 
á  otra  clase  después,  bien  sea  en  el  mismo  local 
ó  en  otro  distinto. 

CAPITULO  13. 
De  los  cursantes. 
Art.  19*  Ninguna  persona  será  matriculada 
en  las  clases  de  gramática  latina  y  castellana  de 
las  Universidades,  sin  que  acredite  ante  el  Rec- 
tor que  sabe  leer,  escribir,  I09  principios  elemen- 
tales de  gramática  castellana,  y  los  rudimentos 
de  aritmética  que  se  enseñan  en  las  escuelas 
primarias. 

Art.  t¿9  La  calificación  de  idoneidad  en  las 
materias  expresadas  en  el  artículo  anterior,  se 
hará  por  uno  de  los  catedráticos  de  idioma  lati- 
no ó  castellano  nombrado  por  el  Rector,  exapii- 
nando  al  aspirante  en  horas  que  no  sean  de  cla- 
ses. Si  fuere  reprobado  y  se  quejare  de  injusti- 
ci!í,  el  Rector  nombrará  otro  de  los  mismos  pro- 
fesores qne,  asociado  á  dos  examinadores  mas 
practiquen  el  examen  del  pretendiente. 

Art.  39  Ningún  estudiante  de  las  clases  de 
gramática*  latina  y  castellana  podrá  pasar  de  una 
Hase  inferior  á  otra  superior  en  el  orden  de  las 
materias  designadas  en  el  capítulo  precedente, 
sin  haber  obtenido  una  boleta  de  idoneidad  des- 
pachada por  el  respectivo  catedrático  por  la  cual 
pueda  ser  matriculado  en  la  siguiente  clase. 

Art.  49  En  caso  de  queja  de  algún  alumno 
por  no  haberla  obtenido,  el  Rector  puede  man- 
darlo examinar  nombrando  para  ello  una  comi- 
i^ion  á  su  arbitrio  'que  lo  practique  á  su  presen- 
cia, y  le  despachará  la  boleta  autorizada  por  él 
y  los  examinadores,  si  resultare  apto. 

Art.  59  El  examen  y  aprobación  en  la  gra- 
mática latina  y  castellana,  y  en  los  elementos  de 
retórica  y  métrica  de  que  habla  el  artículo  59  de 
la  ley  7^,  deberá  hacerse  públicamente  en  loa 
diez  primeros  dias  de  Agosto  en  secciones  de 
diez  cursantes  y  por  el  espacio  de  dos  horas  pa- 
ra cada  sección,  ante  el  Rector  y  cinco  exami- 
nadores que  lo  serán  los  catedráticos  de  cada 
uno  de  estos  idiomas,  y  las  personas  designadas 
al  efecto  por  la  facultad  de  filología. 

Art.  69  La  calificación  de  los  examinados  se 
hará  por  votación  secreta  y  de  uno  en  uno.  Los 
que  resulten  aprobados,  serán  inscriptos  como 
tales  en  el  acta  del  examen,  y  se  les  expedirá 
una  boleta  autorizada  por  el  Rector  y  refrenda- 
da por  el  secretario. 

Art.  79  ^on  esta  boleta  ocurrirán  al  secreta* 
rio  para  que  les  matricule  en  la  clase  de  filosofía 
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del  curáo  qae  comience  en  I9  de  Setiembre  si- 
guien  le. 

Art.  89  Lod  que  por  etlfermedad  ú  otro  moti- 
vo justiñeado,  no  hayan  podido  presentarse  á 
examen  en  oportunidad,  podrán  ser  examinados 
por  disposición  del  Rector  en  los  meses  de  Se- 
tiembre y  Octubre  siguientes,  con  arreglo  y  pa- 
ra los  efectos  expresados. 

Art.  99  En  el  caso  del  artículo  anterior,  se 
verificará  también  el  examen  de  las  materias  en- 
señadas en  el  curso  filosófico  durante  el  tiempo 
transcurrido,  por  los  catedráticos  respectivos, 
según  lo  dispuesto  en  el  artículo  39  de  la  ley  7», 
sin  que  .pasado  este  período  puedan  ser  admiti- 
dos Á  examen.  ^ 

Art.  10.  £1  cursante  de  ciencias  filosóficas, 
eclesiásticas,  políticas  y  médicas,  que  faltare  á 
la  puntual  asistencia  á  su  clase,  incurrirá  en  la 
nota  que  por  este  motivo  debe  ponerle  su  cate- 
drático, y  que  pasará  en  el  estado  trimestre  al 
Vice-rector. 

Art.  11.  Para  entrar  á  cursar  ciencias  mayo- 
res en  las  Universidades,  los  que  hayan  termi- 
nado su  trienio  filosófico  en  los  Colegios  Nacio- 
nales, acreditarán  esto,  si  son  bachilleres  con  el 
título  de  este  grado,  y  si  no  lo  son,  bien  hayan 
estudiado  en  Colegios  nacionales  ó  en  particula- 
res, con  las  certificaciones  de  sus  respectivos  ca- 
tedráticos, puestas  á  continuación  de  la  matrícu- 
la y  la  certificación  del  Rector  ó  Director  del  es- 
tablecimiento en  que  conste  haberse  hecho  los 
exámenes  anuales  y  obtenídose  la  aprobación. 

Art.  12.  Deberán  ademas  acreditar,  los  que 
hayan  estudiado  en  colegios  particulares,  su  ido- 
neidad en  las  lenguas  latina  y  castellana,  y  su- 
frir el  examen  del  grado  de  bachiller  con  arreglo 
al  artículo  10  de  la  ley  7^ 

Art.  13.  Los  Rectores  de  las  Universidades 
confrontarán  las  matrículas  que  se  les  presenten 
para  llenar  el  objeto  de  los  anteriores  artículos, 
con  las  que  han  debido  mandar  los  Rectores  de 
colegios  en  virtud  del  artículo  39  de  la  ley  lia, 
con  el  fin  de  comprobar  la  exactitud  de  aquellas 
y  de  admitirlas  6  no,  como  documentos  vale- 
deros, 

Art.  14.  Los  que  estudiaren  los  idiomas  vi- 
vos que  se  enseñan  en  las  Universidades  fuera 
de  las  clases  que  haya  establecidas,  deberán  in- 
corporarse á  los  alumnos  de  dichas  clases  en  un 
acto  de  examen  de  los  que  debe  haber  anual- 
mente en  ellas  para  poder  obtener  la  certifica- 
ción del  respectivo  catedrático  que  requiere  el  § 
único  del  articulo  10  de  la  ley  7*  para  recibir 
grados  mayores. 

Art.  15.  Los  que  optaren  á  estas  certificacio- 
nes, antes  del  examen  que  debe  haber  al  fin  del 
año  académico,  serán  examinados  á  presencia 
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del  Rector  con  las  mismas  formalidades  con  que 
se  practican  los  exámenes  generales,  y  aproba- 
dos, se  les  despachará  por  el  catedrático  del  idio- 
ma en  que  se  examinen  el  documento  corres- 
pondiente. 

Art.  16.  Los  que  hubieren  estudiado  las  gra- 
máticas latina  y  castellana  fuera  de  las  clases  es- 
tablecidas en  las  Universidades  y  Colegios  Na- 
cionales ó  particulares,  y  que  quieran  cursar 
ciencias  filosóficas,  serán  admitidos  á  examen  de 
estas  materias  junto  con  los  demás  alumnos  de 
la  Universidad,  guardándose  con  aquellos  Ja& 
mismas  formalidades  que  con  estos. 

CAPITULO  14. 

De  loa  exámenes  y  premios. 

Art.  19  Los  examinadíores  que  han  de  con- 
currir á  los  exámenes  públicos,  de  qbe  habla  el 
artículo  89  de  la  ley  7»,  serán  los  catedráticos 
de  la  respectiva  facultad,  y  los  examinadores  de 
la  misma  que  por  el  orden  de  sus  nombramien- 
tos llame  el  Rector  hasta  completar  cinco  por 
lo  menos. 

Art.  29  Cuando  el  examen  sea  de  literatura 
ó  de  algunos  de  los  idiomas  que  se  enseñen  en 
la  Universidad,  serán  examinadores,  á  mas  de 
los  catedráticos  respectivos  de  cada  uno,  las  per- 
sonas idóneas  que  como  tales  haya  designado  la 
facultad  de  filología  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones. 

Art.  39  Si  el  número  de  los  cursantes  de  una 
clase,  fuere  muy  crecido,  el  Rector,  oido  el  in- 
forme respectivo  del  catedrático,  podrá  dividir- 
los en  secciones  proporcionadas  á  fin  de  que  el 
examen  sea  mas  escrupuloso. 

Art.  49  Concluido  el  examen  y  retirados  los 
examinados,  procederán  los  examinadores  á  apro- 
bar ó  reprobar  según  las  pruebas  de  idoneidad 
que  los  alumnos  hubieren  dado  en  el  examen. 

Art.  59  Hecha  la  calificación  de  cada  uno,  se 
escogerán  después  los  tres  cursantes  mas  sobresa- 
lientes, para  adjudicarles,  según  su  mérito,  un  pri- 
mero, segundo  y  tercer  premio  ;  extendiéndose 
al  fin  de  los  exámenes,  el  acta  correspondiente 
que  se  mantendrá  reservada  hasta  la  primera 
festividad  de  la  Universidad,  en  la  cual  se  hará 
la  publicación  y  distribución  de  los  premios. 

Art.  69  En  el  mismo  dia  se  repartirán  públi- 
camente los  demás  premios  ofrecidos  por  los 
amantes  de  las  letras,  ya  sea  sobre  las  materias 
que  se  enseñan  en  la  Universidad,  ó  ya  sobre 
alguna  que  con  ellas  tenga  relación,  y  para  la 
cual  no  haya  todavía  cátedra  establecida. 

Art.  79  Ade.mas  de  estos  premios  de  aprove- 
chamiento, se  concedei*án  medallas  á  los  alum- 
nos de  las  respectivas  clases  que  mas  se  hayan 
distinguido  por  su  irreprensible  conducta  esco< 
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kr.  Para  esto  se  tendrá  á  la  VMita  las  listas  tri- 
mestres pasadas  al  Yicerector. 

Art.  80  El  resaltado  de  cada  examen,  esto 
es,  las  aprobaciones,  adjudicaciones  de  premios 
j  reprobaciones,  será  extendido  en  el  libro  titu- 
lado de   EXAMENES  DE  CURSANTES   que 
llevará  el  secretario  según  queda  ya  prevenido. 
Art.  99  £1  Rector  ó  la  Junta  de  Gobierno, 
pueden  acordar,  cuando  á  bien   lo   tengan,  que 
se  practiquen  exámenes  en  cualquier  clase. 
CAPITULO  15. 
Ue  los  grados. 
Art.  19  En  el  último  afío  del  trienio  fílosóñco 
se  fijará   en  las    puertas   de  la  Universidad  un 
edicto  convocatorio  para   la  opción  á  grados  de 
bachiller  en  concurso   en  el  lapso  de   los  meses 
de  Junio  y  Julio. 

Art.  29  El  memorial  documentado  de  que  ha- 
bla el  artículo  39  de  la  ley  8^,  será  consultado 
por  el  Rector  á  la  Junta  de  Gobierno  y  con  su 
dictamen  se  hará  la  calificación  correspondiente, 
declarando  si  los  documentos  presentados  son  6 
no  suficientes  con  arreglo  á  las  leyes  y  al  pre- 
sente decreto  para  la  admisjon  del  pretendiente 
á  examen. 

Art.  39  Si  la  calificación  resultare  favorable, 
el  Rector  accederá  á  la  pretensión,  "haciéndolo 
entender  al  pretendiente,  por  medio  del  secreta- 
rio para  que  haga  el  correspondiente  depósito 
en  la  administiacion,  cuyo  recibo  presentará  y 
se  agregará  al  expediente. 

Art.  49  Veinte  y  cuatro  horas  antes  del  exa- 
men prevenido  en  el  artículo  49  de  la  citada  ley, 
el  Rector  acompafíado  de  dos'  catedráticos  y  á 
la  presencia  del  secretario  y  del  pretendiente, 
abrirá  en  publico  y  en  la  capilla  6  sala  déla  Uni- 
versidad el  pliego  de  proposiciones  de  la  facul- 
tad, que  le  entregará  el  secretario,  y  tomando 
los  billetes  doblados  que  se  hallen  dentro  de  él, 
los  pondrá  en  una  urna  que  presentará  al  aspiran- 
te para  que  por  sí  mismo  saque  dos  billetes,  de 
los  cuales  el  primero  servirá  de  tema  á  la  ora- 
ción que  pasadas  24  horas  debe  pronunciar  por 
un  cuarto  de  hora  al  principio  de  su  examen,  y 
el  segundo  será  la  materia  del  examen  por  re- 
ñexiones  6  preguntas  sueltas  que  debe  sufrir  du- 
rante tres  cuartos  de  hora,  según  el  artículo  5^ 
de  la  Citada  ley  8?. 

Art.  59  £1  secretario  tomará  razón  del  conte- 
nido de  los  dos  billetes,  por  el  orden  de  su  ex- 
tracción extendiendo  una  diligencia  en  el  expe- 
diente de  grado,  que  firmarán  el  Rector  y  el  pre- 
tendiente, y  refrendará  el  secretario. 

^rt.  69  El  Rector  hará  inmediatamente  cer- 
rar y  sellar  todas  las  proposiciones  restantes  qne 
quedarán  en  esta  forma  bajo  la  custodia  del  se- 
cretario. 
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Art  79  Desde  este  momento,  basta  después 
del  examen,  no  podrán  los  examinadores  comu* 
nicarse  con  el  examinando,  quien  debe  entregar 
al  secretario  las  copias  de  los  temas  que  conten- 
gan los  billetes,  firmadas  por  él,  para  que  den- 
tro de  una  hora  las  envié  con  los  bedeles  al  Rec- 
tor y  examinadores. 

Art.  89  £1  examinando  al  presentarse  á  exa- 
men, puede  recusar  libremente  hasta  dos  exa- 
minadores y  no  mas,  con  causa  ó  sin  ella. 

Art  99  Concluido  el  examen  de  que  habla  el 
artículo  59  de  la  ley  antes  citada,  se  retirará  el 
examinando  del  local  del  examen,  y  cerrada  la 
puerta  proce<lerán  el  Rector  y  examinadores  á 
calificar  su  aptitud  en  sesión  secreta  con  las  le* 
tras  Ay  R  significativas  de  aprobación  y  lepro- 
bacion. 

Art.  10.  Al  efecto,  el  secretario  distribuirá  es- 
tas dos  letras  al  Rector,  si  fuere  graduado  en  la 
facultad  á  que  pertenece  el  examen,  y  á  cada 
uno  de  los  examinadores,  y  recogerá  la  votación 
en  una  cajilla  destinada  á  este  fin,  y  en  otra  ca- 
jilla las  letras  sobrantes  que  hayan  quedado  en 
manos  de  los  examinadores.  Vaciará  la  primera 
cajilla  de  la  votación  sobre  la  mesa  del  Rector, 
y  reconocidas  las  letras  por  este,  los  dos  exami 
nadores  mas  antiguos  y  el  mismo  secretario,  re- 
sultará la  aprobación  ó  reprobación  á  pluralidad 
absoluta  de  votos. 

Art.  11.  Cuando  por  ser  el  Rector  de  la  fa- 
cultad se  halle  casada  la  votación,  tendrá  voto 
de  calidad  para  dirimir  la  discordia. 

Art.  12.  Si  el  examinado  fuere  aprobado,  se 
lo  anunciará  el  secretario  á  la  puerta  del  local.   - 

Art.  18.  Si  fuere  reprobado  el  candidato  será 
introducido  por  el  secretario,  y  cerrada  la  puer- 
ts  se  le  instruirá  por  el  Rector  del  resultado  de 
la  votación,  advirtiéndole  qu^podrá  presentarse 
de  nuevo  á  examen  cuando  se  crea  en  aptitud 
de  hacerlo. 

Art.  14.  Concluido  el  término  de  dos  meses 
designado  en  el  artículo  I9  de  este  capítulo,  no 
se  admitirá  á  grado  de  bachiller  en  concurso  á 
ningún  aspirante. 

Art.  15.  El  Rector  y  los  examinadores  pro- 
cederán después  del  último  examen  de  los  pre- 
sentados en  tiempo,  á  calificar  el  orden  de  pre- 
ferencia de  los  aprobados  y  á  conferir,  en  acto 
continuo,  los  grados  con  la  antigüedad  que  esta 
preferencia  establezca,  para  lo  cual  debe  el  secre- 
tario citar  previamente  á  todos  los  aspirantes,  á 
fin  de  que  concurran  el  dia  y  hora  señalados  pa- 
ra recibirlos. 

Art.  16.  La  colación  de  grados  se  hará  del 
modo  siguiente : 

£1  Rector  mandará  al  candidato  6  candidatos 
que  se  acerquen  á  la  mesa  7  pronunciará  el  gra- 
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tluado  la  fórmula  siguiente  ;  •*  Ego  N spon- 

deo  obedire  et  servare  istius  Universitatis  sta- 
tuta  muneraque  implere  ad  me  spectantia  pro 
prima  (secunda  aut  tertia)  laurea  in  Philosophia 
(vel  Theologia,  Jure  civili,  Canónico  aut  Medi- 
cina) et  quantum  in  me  erit  curaturum  juventu- 
ten  edocere  publicamque  perficereeducationem." 
Art.  17.  Seguidumente  el   Rector  )e  conferirá 

el  grado  con  estas   palabras:  "  Ego  N (Dr. 

in  tali  facúltate)  legis  autoritale,  et  Reipublicae 
nomine,  c^nslituo  et  declaro  te  Bachalaureum 
(Licentiatum  vel  Doctorem)  in  philosophia  (vel 
alia  facúltate)  et  concedo  tibi  omnes  facúltales 
et  jura  qua&  his  qui  ad  huncgradum  prorooventur 
concedi  solefit." 

Art.  18.  Después  de  pronunciada  esta  fórmu- 
la, dará  el  abrazo  de  felicitación  al  graduado, 
practicando  lo  mismo  los  examinadores.  El  gra- 
duado será  colocado  por  los  bedeles  en  el  asien- 
to siguiente  al  último  examinador  en  seüál  de 
posesión  ;  y  se  concluirá  el  acio  poniéndose  en 
pié  y  dando  hs  gracias  en  pocas  palabras  á  la 
Universidad, 

Art.  1^.  En  las  solicitudes  para  fos  grados 
mayores  de  Licenciado  y  Doctor  en  ciencias  ñ- 
losóñcas,  el  Rector  obrará  conforme  se  previene 
en  el  artículo  2^  de  este  capítulo,  consultando  á 
la  Junta  gubernativa  para  hacer  la  calificación, 
teniendo  presente  el  artículo  9^  de  la  ley  8^» 

Art.  20.  Veriñcada  la  calificación  se  mandará 
ñjar  edicto,  anunciándola  solicitud  del  aspirante, 
para  que  dentro  del  término  improrogable  de  10 
dias,  se  presenten  los  que  se  crean  con  derecho 
preferente,  y  el  aspirante  hará  el  depósito  que 
ordena  la  ley  en  las  cajas  de  la  Universidad,  pre- 
sentando el  recibo  del  administrador  que  se  agre- 
gará al  expediente. 

Art.  21.  Si  passíHo  dicho  término  de  10  dias 
no  hubiere  opositor,  el  Rector  señalará  dia  y  se- 
guirán los  actos  y  trámites  prescritos  en  los  ar- 
tículos 10  y  11  de  la  ley  8^  y  eri  los  artículos 
desde  el  49  hasta  el  13  de  este  capítulo. 

Art.  22  Si  dentro  de  los  10  días  del  edicto  se 
presentare  alguno  alegando  mayor  antigüedad  y 
acompañando  el  títub  que  la  compruebe,  no 
perderá  su  antigüedad  con  tal  que  se  examine 
dentro  de  los  20  días  siguientes  ;.  pero  el  otro 
pudra  examinarse  si  protestare  hacerlo  sin  per- 
juicio de  la  antigüedad  del  opositor. 

Art.  23.  El  grado  de  Licenciado  en  Medicina 
se  conferirá  después  de  la  aprobación  del  exa- 
men que  previene  el  artículo  11  de  la  ley  8^ 

Art.  2 i  En  el  acto  que  recaiga  la  aprobación 
del  alumno  que  haya  aspirado  al  grado  de  Licen- 
ciado, se  le  conferirá  este  con  arreglo  á  las  fór- 
mulas pie^critas  en  este  decreto  para  el  grado  de 
bachiller,  iavistiéadole  de  la  insignia  correspon- 
dieate  á  él»  en  estos  términos :  ''  In   tan  prechi- 
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TiB  facruhatis  slgnum  his  externi»  ornamentis  de- 
corandus  es." 

Art.  25.  Cuando  el  grado  que  se  ha  de  con- 
ferir sea  el  de  Doctor,  se  reunirán  los  Doctores 
de  todas  las  facultades  y  demás  miembros  de  la 
Universidad  en  la  sala  de  la  Corporación  á  la 
hora  que  fijare  el  Rector  conforme  al  artículo 
12  de  la  ley  octava.  A  este  acto  concurrirán  to- 
dos de  rigoroso  traje  académico  con  las  insignias 
de  sus  respectivos  grados. 

Art.  2«.  Así  reunidos  pasarán  ei>  dos  filas  por 
el  orden  de  sus  antigüedade.-t,  abriendo  la  mar- 
cha los  bedeles  y  ocupando  el  centro  de  los  dos 
mas  antiguos,  el  Rect<)r  y  el  Vicereclor  á  su  iz- 
quierda hasta  la  capilla  ó  lugar  mas  público  des- 
tinado al  efecto  en  el  mismo  edificio  de  la  Uni- 
versidad. 

Art.  27.  Cuando  el  Rector,  Vicerector  y  ani- 
versitarros  hayan  ocupado  sus  asientos  respecti- 
vos, tomará  el  suyo  el  graduando  en  medio  de 
la  sala  ó  capilla  al  extremo  inferior  de  las  alas, 
y  fuego  que  el  Rector  haga  señal  por  el  toque 
de  Ki  campanilla,  se  pondrá  en  pré  y  después  de 
una  breve  arenga  en  latin,  concluirá  pidiendo  el 
grado,  y  el  Rector  dirá,  **  accedas  "  en  cuyo 
QCto  el  maestro  de  ceremonias  acompañado  de 
los  dos  bedeles,  le  conducirá  á  la  mesa  del  Rec- 
tor y  pronunciará  la  fórmula  contenida  en  el  ar- 
tículo 16  de  este  capítulo. 

Art.  28.  £1  Rector  le  conferirá  el  grado  en  la 
forma  que  se  ha  dicho  en  el  artículo  17  y  aüadí- 
rá  al  investirle  de  U  borla  :  *'  In  primis  pilleum 
capiti  tuo  impono  "  al  ponerle  el  anillo  en  el 
dedo  índice  de  la  mano  izquierda,  después  que 
el  padrino  le  haya  presentado  el  anillo,  dirá' 
'*  Insero  dígito  tuo  annulum  scientia;  splendorfs 
signum"  y  Jcvanlándose  Le  abrazará,  después 
de  lo  cual  el  graduado  será  conducido  por  el 
maestro  de  ceremonias  y  los  bedeles  al  asieolo 
que  le  corresponda  por  su  grado. 

Art.  29.  Luego  que  hayan  vuelto  á  ocupar 
sus  puestos  el  maestro  de  ceremonia  y  bedeles, 
se  pondrá  de  pié  el  graduado  y  dará  las  gracias 
á  la  Universidad  en  una  breve  artnga,  y  termi^ 
nada  el  Rector  concluirá  el  acto  con  un  toque 
de  canrpanilla^  retirándose  á  la  sala  de  Univer- 
I  sidad  con  los  concurrentes  en  la  mismiK forma 
que  96  dispone  en  el  artículo  27  de  este  capítulo. 

Art.  30;  El  título  que  se  ha  de  dar  al  gradua- 
do, se  extenderá  en  rdioma  latrno,  será  firmado 
por  el  Rector  y  los  dos  catedráticos  mas  antiguos 
de  la  facultad,  refremlado  y  registrado-  por  el  se- 
cretario, estampando  el  sello  de  hi  Universidad 
at  margen  antes  de  la  firma  del  Rector.  £1  tíla- 
fo  de  Ductor  se  extenderá  en  el  papel  eorrespea- 
diente. 
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CAPITULO  16. 

De  las  precedencias  y  ceremonias. 

Art.  19  En  lodos  lo?*  actos  de  la  Universidad 
excepto  en  los  electorales  y  juntas  de  facultad, 
el  Héctor  ó  el  Vicerector  en  su  lugar,  presidirá 
á  todos  los  Doctores,  Maestros,  Licenciados  y 
concurrentes  de  cualquiera  dignidad  que  sean» 

Arl.  29  (yuando  los  actos  se  celebren  en  la  sa- 
la de  la  Universidad,  el  Rector  tomará  asiento 
bajo  el  dosel  en  la  t<  stera  principal  y  á  su  dere- 
cha el  Vicerector.  Los  demás  universitarios  se 
sentarán  á  uno  y  otro  lado  indistintamente,  se- 
gún el  orden  de  su  antigüedad,  sin  (]ue  ninguno 
pueda  ceder  su  lugar  por    cortesía  ó  atención. 

Art.  39  Cuando  la  reunión  sea  en  la  capilla 
de  la  Uiiivers^iJad,  el  Rector  tendrá  su  asiento 
bajo  el  dosel  al  lado  del  Evangelio  y  el  Vicerec- 
tor ocupará  el  primer  asiento  del  lado  izquierdo 
ó  de  la  Kpísiola. 

Art.  49   Kl  grado  igual  preferirá  por  razón  de 
su  antigüedad,  y  el   grado    mayor   al  menor  sin 
*   distinción  en  las  facultades   de  Teología,  Dere- 
cho civil  ó  canónico,  Medicina  y    ciencias  fílosó- 
ficas 

Art.  57  Los  miembros  de  la  Universidad  que 
lomarán  asiento  en  ella,  son  los  Doctores,  Maes- 
tros y  Licenciados  en  el  orden  establecido  en  el 
artículo  anterior 

Art.  69  Los  Doctores  en  cualquiera  facultad 
preceden  por  el  orden  de  antigüedad  á  los  actua- 
les Maesti  oi»,  estos  á  los  Licenciados  y  estos  á 
los  bachilleres  cuando  hayan  de  concurrir  á  al- 
gún acto  de  Universidad. 

Art.  79  El  secretario  cuando  desempeña  fun- 
ciones de  FU  destino  en  los  actos  académicos,  to- 
mará asiento  iomeJíato  á  la  mesa  frente  al  Rec- 
tor, y  cuando  concurra  como  miembro  de  la  Uni- 
versidad, ocupará  el  que  le  corresponda  por  su 
grado  y  antigüedad  coi. forme  al  artículo  anterior. 

Art.  89  Los  catedráticos  que  no  tuvieren  gra- 
do académict»,  tienen  asiento  después  de  los 
miembros  graduados. 

Art.  99  Sí  el  Presiííente  ó  Vicepresidente  de 
la  República  ó  eí  Arzobispo  meiropolitano  en 
Caracas  ó  el  Diocesano  en  Mérida  ó  en  cual- 
quiera otra  provincia  donde  se  erija  Universi- 
dad, asistieren- á  la  sala  ó  capilla  de  esta  Corpo- 
ración, serán  colocados  cñ  un  lugar  preferente 
u)  del'Rectur  y  bajo  del  dosel  que  se  pondrá  al 
electo,  acompañámlolos  en  la  capilla  dos  Docto- 
res que  este  nombrará» 

Art.  10.  Cualquiera  de  estas  autoridade»que 
concurra  á  los  actos  universitarios,  será  recibidla 
y  despedida  en  las  puertas  de  la  sala  ó  capilla 
por  una  comisión  que  nombrará  el  Rector  de 
los  miembros  cuacurreates. 
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Art.  IL  Los  Secretarios  yC.)nsejeros  de  Es- 
tado, los  Ministros  de  las  Cortes  Suprema  y 
Superior,  los  Generales  de  la  República  y  los 
miembros  de  la  Dirección  general  de  instrucción 
pública  que  como  particulares  concurran,  los 
Obispos  de  otra  Diócesis  de  la  RspúbÜca  6  ex- 
tranjeros y  los  miembros  del  Cuerpo  diplomático, 
tendrán  asiento  de  cortesía  en  la^  primeras  sillas 
de  ambas  alas  después  de  las  del  Rector  y  Vice- 
rector ;  pero  si  el  Gobernador  de  la  provincia 
concurriere,  tendrá  su  asiento  en  la  primera  silla 
del  ala  izquierda  antes    del  Vicerector. 

Art.  12.  Los  padrinos  que  asisten  al  grado  de 
Doctor,  tomarán  asiento  al  lado  del  Rector  con 
preferencia  á  los  demás  concurrentes. 

Art.  13.  Ninguna  otra  persona  que  no  sea  de 
las  expresadas  en  los  artículos  precedentes,  po- 
drá tomar  asiento  entre  los  universitarios. 

Art.  14.  Los  Doctores,  Maestros  y  Licencia- 
dos cuando  concurran  en  cuerpo  á  los  actos  so- 
lemnes de  la  Universidad,  llevarán  el  traje  ne- 
gro, ropilla  é  insignias  que  hasta  ahora  han  usa- 
do. En  los  actos  funerarios  se  omitirán  las  in- 
signias. 

Art  15.  Los  que  concurran  por  deber  á  los 
actos  públicos  de  la  Universidad,  llevarán  vesti- 
do negro. 

Art.  16.  A  los  entierros  de  los  universitariosi 
que  falKzcan  en  el  lugar  donde  resida  la  Uni- 
versidad, asisiiíá  la  comisión  de  seis  miembros 
que  nombrare  el  Rector  en  traje  negro  sin  ropi- 
lla acompañada  de  los  dos   bedeles. 

Art.  17.  Se  continuarán  celebrando  las  fies- 
tas de  la  patrona  Santa  Rosa  de  Lima^  de  la 
Concepción  de  Nuestra  Señora  y  de  Santo 
Tomas  de  AguinOf  que  la  Universidad  de  Cara- 
cas ha  celebrado  desde  su  creación  y  las  de 
San  Buena  Ventura  y  de  la  Concepción  de 
Nuestra  Señora  que  la  ile  Mérida  desde  su  fun- 
dación ha  recimocido  como  patronos.  Sus  gas- 
tos serán  pagados  con  las  c'antidades  designadas 
en  el  número  79  del  artículo  1 9  de  la  ley  nove- 
na del  código  de  instrucción  pública. 

Art.  18.  A  estas  fiestas  asistirá  el  Cuerpo  uní* 
versitario  de  rigorosa  ceremonia  con  sus  insig- 
niasl 

CAPITULO  17. 
De  los  honores  fúnebres. 

Art.  19  Luego  que  se  reciba  la  noticia  autén- 
tica de  haber  fallecido  algún  Düiior,  Maestro  ó 
Licenciado  de  la  Univerüiilad,  ó  uno  de  los  ca- 
tedráticos de  ella,,  auítque  no  tenga  estos  grados, 
el  Rector  manxlará  hacer  seña  con  el  doble  dt 
camjNina  ^)r  un  cuarto  de  hora. 

ArL  29  El  maestro  de  cereiVionias  se  infor- 
nrvará  de  ¡a  hora  en  que  haya  de  hacerce  el  en- 
tierro y  lo   pondrá  inmediata  mente   eucon>ci- 
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miento  del  Rector,  para  que  dicte  las  providen- 
cias  consiguientes.  .  . 

Art  30  El  Rector  nombrará  una  comisión 
compuesta  de  seis  miembros  de  la  Universidad, 
para  que  asistan  al  entierro  ordenando  á  los  be- 
deles su  citación,  y  reemplazando  oportunamen- 
te á  los  que  se  excusaren  por  impedidos. 

Art.  40  La  comisión  se  reunirá  en  la  sala  de 
la  Universidad,  v  de  ella  saldrft  en  cuerpo  con 
los  bedeles  á  la  casa  mortuoria  para  acompañar 
al  entierro,  ocupando  un  lugar  preferente  detras 
del  féretro.  ,       .  1 

Art  50  Dentro  de  dos  semanas  de  saberse  la 
muerte  de  alguno  de  los  Universitarios  compren- 
didos  en  el  artículo  primero,  se  celebrarán  sus 
exequias  en  la  capital  de  la  Universidad  con  mi- 
sa cantada,  á  que  asistirán  todoslos  universitarios 

Art.  69  Al  funeral  del  Rector,  Vicerector  y 
catedráticos,  asistirán  por  obligación,  ademas  de 
los  Doctores,  Maestros,  Licenciados  y  catedrá- 
ticos no  graduados,  los  Bachilleres  y  cursaníes. 

Art.  70  Dentro  de  los  quince  primeros  días 
del  raes*  de  Noviembre  de  cada  año,  se  celebra- 
rán exequias  con  oración  fúnebre  por  los  univer- 
sitarios difuntos. 

CAPITULO  18. 
Del  Administrador. 

Art.  19  El  administrador  llevará  la  cuenta 
por  años  económicos,  que  principiará  cada  uno 
el  19  de  Setiembre  y  concluirá  el  31  de  Agosto 
de  cada  año,  por  el  método  de  partida  doble  y 
fracciones  decimales. 

Art.  29  Ademas  de  los  libros  que  exige  dicho 
método,  llevará  otro  de  censos  y  arrendamisn- 
tos  en  donde  se  expresará  el  origen  de  cada  uno 
de  ellos,  sus  capitales,  hipotecas,  censuatarios  y 
sus  fiadores,  propiedades  arrendadas,  sus  arren- 
datarios y  fiadores  con  designación  de  las  fechas 
en  que  hubiesen  sido  otorgadas  las  escrituras  pu- 
blicas, y  todo  comprobado  con  testimonio  feha- 
ciente de  las  mismas  escrituras. 

Art.  39  Por  separado  extractará  un  registro 
de  los  capitales  de  censos  litigiosos  y  propieda- 
des cuestionadas,  con  expresión  del  estado  en 
que  se  halJe  el  litigio. 

Art.  49  Los  libros  del  administrador  estarán 
foliados  en  letras  y  no  en  guarismos,  rubricada 
cada  una  de  sus  páginas  por  el  Rector,  y  en 
la  primera  foja  se  extenderá  una  diligencia  en 
que  se  exprese  el  destino  del  libro  y  el  número 
de  folios  que  contenga,  la  que  firmarán  el  Rec- 
tor y  el  secretario. 

Art.  59  Ninguno  de  estos  libros  saldrá  de  la 
Administración  sino  solamente  cuando  deban  ser 
presentados,  concluido  el  año  económico,  ala 
Junta  de  Gobierno  para  la  revisión  y  exáme^^de 
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las  cuentas  según  los  artíeulos  59»  69  y  79  déla 
ley  décima. 

Art.  69  El  secretario  de  la  Universidad  para 
cumplir  con  el  deber  89  del  artículo  49  capítulo 
59  de  este  reglamento,'llevará  el  libro*  que  allí 
se  expresa  de  recaudación  de  rentas  déla  Uni- 
versidad, con  las  formalidades  prescritas  en  el 
artículo  49  de  este  capítulo,  en  donde  asentará 
con  toda  especificación  y  claridad,  las  partidas 
de  los  ingresos  ordinarios  en  cuyos  recibos  haya 
intervenido  según  lo  dispuesto  en  el  artículo  29 
de  la  expresada  ley,  y  ademas  los  de  los  even- 
tuales, por  grados  académicos  conferidos  eii  el 
año,  y  cualesquiera  otros  que  por  su  medio  ha- 
yan producido  ingreso,  como  los  derechos  de 
inscripciun,   multas  &a. 

Art.  79  La  Junta  Gubernativa  para  el  exa- 
men de  la  cuenta  del  administrador,  tendrá  á  la 
vista  el  libro  de  censos  y  arrendamientos,  el  de 
intervención  y  los  demás  documentos  que  juz- 
gue necesarios. 

Art.  89  Los  pagos  de  sueldos  y  otras  eroga- . 
clones  ordinarias  se   comprobarán  con  el  recibo 
del  interesado,  constante  de  la  partida  asentada 
en  el  libro  y  firmada  por  él. 

Art.  99  Los  egresos  extraordinarios  que  no 
pasen  de  100  pesos  se  comprobarán  con  la  or- 
den del  Rector,  previo  acuerdo  de  la  Junta  de 
Gobierno,  y  los  que  excedan  de  100  pesos  con  el 
acuerdo  de  la  Junta  aprobado  por  la  Dirección 
general  de  estudios,  firmándose  la  partida  en  el 
libro  por  la  persona  á  quien  se  hubiere  entrega- 
do la  cantltiad  erogada. 

Art.  10.  El  tanteo  mensual  de  la  caja  se  pasa- 
rá el  dia  19  de  cada  mes  por  las  personas  desig- 
nadas en  el  ^  29  del  artículo  59  de  la  ley  10. 
En  este  acto  presentará  el  ailministrador  un  es- 
tado general  del  ingreso,  egreso  y  existencia 
del  mes  anterior,  se  confrontarán  sus  partidas 
con  la  de  los  libros  respectivos,  examinándose 
también  el  libro  que  lleve  el  secretario,  y  se  ha- 
rá el  recuento  de  caudales  existentes  en  metálico. 

Art.  11.  Si  en  el  acto  del  tanteo  se  encuen- 
tra el  estado  conforme  con  los  libros  y  con  la  exis- 
tencia de  caudales,  pondrá  el  Rector  el  visto  bue- 
no al  estado  y  quedará  en  la  administración,  y 
con  arreglo  á  él  se  estampará  en  un  libro  desti- 
nado al  efecto  la  diligencia  prevenida  en  el  ci- 
tado ís  29  ,  llenándose  las  demás  formalidades  á 
que  él  mismo  se  refiere. 

Art.  12.  En  la  propia  forma  se  practicarán  los 
tanteos  extraordinarios  que  se  hicieren. 

Art.  13.  En  el  acto  del  tanteo  presentará  tam- 
bién el  administrador  una  relación  de  los  deudo- 
res, con  expresión  de  las  cantidades  adeudadas, 
motivos  por  que  no  se  haya  hecho  el  cobro  y  el 
estado  de  la  cobranza,  comprobándolo  con  el  re- 
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^stro  de  censos  litigiosos  y  con  relación  de  los 
expedientes  de  cobros»  siendo  un  cargo  contra  el 
administrador  el  montamiento  de  las  deudas  no 
cobradas  por  su  colpa  á  omisión. 

Art.  14.  Si  hubiere  algo  que  notarse  en  esta 
parte,  se  hará  mención  en  la  diligencia  de  tan- 
teo ;  pero  en  todo  caso  deberán  los  comisiona- 
dos informar  á  la  Junta  de  las  observaciones  que 
hubieren  hecho. 

Art.  15.  Si  por  ser  feriado  el  dia  I9  del  mes 
o  por  algún  otro  justo  impedimento  no  pudiere 
, pasarse  et  tanteo,  se  entenderá  diferido  para  el 
siguiente  h&bil,  sin  que  en  manera  alguna  deje 
de  practicarse. 

Art.  16.  £1  administrador  no  podrá  ausentar- 
se en  dias  de  oficina,  que  serán  todos  los  que  no 
sean  de  fiesta  entera  ó  de  la  semana  mayor,  6  de 
la  vacante  de  navidad  que  corre  desde  el  25  de 
Diciembre  hasta  el  I9  de  Enero  inclusive  y  los 
dias  de  fiestas  nacionales. 

Art.  17.  Cuando  por  causa  urgente  y  justifi- 
cada tenga  que  ausentarse  el  administrador,  de- 
berá obtener  preViamente  permiso  del  Rector 
quien  solo  podrá  concederlo  por  15  dias,  dejan- 
do el  administrador  un  sustituto  bajo  su  propia 
responsabilidad  y  fianza ;  pero  siendo  por  mas 
tiempo  ocurrirá  á  la  Junta  gubernativa,  con  exv 
presión  de  los  mismos  motivos  justificados,  y  del 
sustituto  que  intenta  dejar  según  queda  preveni- 
do. La  Junta  concederá  ó  no  el  permiso  según 
estime  conveniente,  no  podiendo  exceder  en 
ningún  caso  de  dos  meses. 

Art.  18.  Mientras  se  proporciona  la  Universi- 
dad un  local  aparente  para  la  oficina  de  la  admi- 
nistración, permanecerá  esta  en  la  casa  del  que 
la  desempeña,  quien  deberá  fijar  dos  horas  dia- 
rias por  lo  menos  para  el  despacho,  avisándolo 
al  público  por  la  imprenta. 

Art.  19.  Ei  Rector  no  pondrá  en  posesión  al 
administrador  que  se  nombrare,  sino  después 
que  haya  prestado  la  fianza  prevenida  en  el  ar- 
tículo 49  de  la  ley  10,  consignando  el  instru- 
mento registrado  que  la  contenga,  visto  y  apro- 
bado por  la  Junta  de  Gobierno,  que  acordará  se 
archive  y  conserve  en  el  expediente. 

Art.  20.  La  entrega  de  la  administración  se 
hará  por  el  administrador  saliente  al  entrante 
par  inventario  específico  que  comprenderá,  ade- 
mas de  los  fondos  existentes  en  caja,  todos  los 
papeles,  libros,  expedientes  y  noticias  de  la  ad- 
ministración y  los  enseres  pertenecientes  á  la 
Universidad  con  expresión  de  su  estado,  tenien- 
do para  ello  á  la  vista  el  inventario  que  haya 
servido  para  la  entrega  anterior,  autorizándose 
por  ambos.  Cuando  por  muerte,  ausencia  o  al- 
gim  otro  motivo  no  pudiere  efectuarse  la  entre- 
ga  en  la  forma  prescripta,  la  Jauta  gubernativa 
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dispondrá  lo  conveniente  para  que  se  haga  con 
la  mayor  regularidad  posible. 

Art.  21,  £1  administrador  entrante  pasará  el 
inventario  así  formado  junto  con  el  anterior  al 
secretario  déla  Universidad,  para  que  dé  cuenta 
de  ambos  en  la  primera  reunión  de  la  Junta  gu- 
bernativa. 

Art.  22.  La  Junta  gubernativa,  oido  el  infor- 
me de  una  comisión  de  su  seno,  que  nombrará 
para  el  examen,  confrontación  y  revisión  de  los 
inventarios,  deducirá  los  cargos  que  ministren 
por  los  extravíos,  faltas  6  pérdidas  que  se  ad-. 
viertan,  y  oido  el  administrador  saliente,  fallará 
sobre  aquellos  bien  para  absolverle  de  la  entre- 
ga ó  reposición,  ó  bien  para  imponeile  la  res- 
ponsabilidad de  hacerlo  como  una  parte  del  fi- 
niquito de  su  cuenta  al  término  de  su  servicio. 
CAPITULO  19. 
Disposiciones  transitorias. 

Art.  19  Habiéndose  verificado  ya  las  eleccio- 
nes de  Rector,  Vicereclor,  representantes  de  las 
facultades  y  presidentes  de  estas,  en  conformi- 
dad de  lo  dispuesto  por  las  leyes  del  código  de 
instrucción  pública  y  del  decreto  reglamentario 
que  provisoriamente  expidió  el  Gobierno  en  5 
de  Diciembre  del  año  próximo  pasado,  conti- 
nuarán estos  funcionarins  en  el  ejercicio  de  sus 
destinos  por  el  término  prescripto  por  la  ley. 

Art.  29  Esta  misma  disposición  se  entiende 
respecto  de  todos  los  demás  empleados  en  pro- 
piedad en  el  seri^icio  de  la  Universidad,  que  no 
tengan  tiempo  definido  para  su  servicio. 

Art.  39  Las  dudas  que  ocurran  sobre  la  inte- 
ligencia de  este  decreto  ó  la  deficiencia  de  algu- 
na disposición  que  se  advierta  en  la  práctica,  de- 
berán consultarse  al  Gobierno  para  su  resolu- 
ción. 

Art.  49  Mientras  la  Universidad  de  Caracas 
subsista  en  el  edificio  del  Colegio  Seminario  de 
^sta  capital,  continuarán  desempeñándose  sus 
clases  y  actos  universitarios  en  las  salas  y  capi- 
lla del  mismo  edificio  en  que  hasta  aquí  se  han 
practicado. 

Art.  59  Luego  que  se  verifique  la  traslación 
de  la  Universidad  al  edificio  propio  que  le  está 
destinado,  el  Gobierno  dictará  las  providencias 
que  estime  convenientes  para  su  roas  cómoda  y 
regular  colocación,  usándose  entre  tanto  de  las 
salas  que  se  proporcionen  en  él  para  la  ense- 
ñanza. 

Art.  69  El  aseo,  cuidado  y  vigilancia  de  las 
salas  y  clases  que  se  hayan  establecido  y  se  es- 
tablecieren en  el  nuevo  edificio,  según  el  artícu- 
lo anterior,  se  harán  por  los  funcionarios  y  sir- 
vientes de  la  Universidad. 

Art.  79  Se  deroga  el  decreto  de  5  de  Diciem- 
bre de  1843  sobre  la  organización  de  las  faculta- 


258 


TEATRO  DE   LA  LEGISLACIÓN 


IN 


ik^'s.^sjf^.^h^^k'te 


des  y  el  Cuerpo  electoral  de  las  Universidades. 

Art.  8?  El  Secretario  de  Estado  en  el  Despa- 
cho de  lo  Interior  y  Justicia,  queda  encargado 
de  la  ejecución  de  este  decreto. 

Dado,  firmado  de  mi  mano,  sellado  con  el  se- 
llo del  Poder  Ejecutivo  y  refrendado  por  el  Se- 
cretaria de  Estado  en  el  Dcípacho  de  lo  Inte- 
rior y  Justicia. 

Caracas  á  28  de  Noviembre  de  1844,  año  15 
de  la  ley  y  34  de  la  lodepeniencia. 

Carlos  Sovbleite. 

P<»r  S.  E  el  Presidente  de  la  República,  el 
Secretario  de  Estado  en  el  Despacho  de  lo  Inte- 
rior y  Justicia. 

Francisco  Cobos  Fuertes. 
INSTRUCCIÓN  PUBLICA,  resolución  ejecu- 
tiva DE  25  DE  MAYO  DE    1850  Tcformando  el 

art.  49  del  decreto  anterior. 

Secretaría  del  Interior.— Sección  cuarta.— Ca- 
racas Mayo  25  de  1850.— Resnelto. 
Dígase  al  Sr.  Rector  de  la  Universidad  de  Ca- 

rácas* 

Considerada  la  exposición  que  ese  Rrrtorado 
dirigió  al  Gobierno  en  23  de  Junio  de  1848,  acer- 
ca de  los  inconvenientes  que  en  la  práclira  tenia 
para  su  ejecución  el  artículo  49  del  capítulo  15 
del  decreto  Ejecutivo  de  28  dé  Noviembre  de 
1844,  reglamentario  de  Ins  Universidede.*,  en 
aquella  parte  en  que  se  exige  la  presencia  de  dos 
catedrático?»,  ademas  de  la  \\v\  Rector,  su  Secre- 
tario y  del  aspirante,  ptra  la  solemnidad  del  ac- 
to en  que  por  la  suerte  se  sacan  las  cuestiones; 
y  penetrado  el  Poder  Ejecutivo  de  que  la  diticul- 
tad  que  casi  siempre  se  encuentra  pnra  que  con- 
curran como  testigos  los  dos  cateflráiicns  men- 
cionados, causa  un.  verdadero  peí  juicio  ala  mnr- 
cha  breve  y  expedita  de  la  causa  de  estudio»,  8.  E. 
de  conformidad  con  la  opinión  íM  Consejo  de 
Gobierno,  á  quien  oyó  en  el  particular,  declara 
inriecesario  el  requisito  expresado,  y  que  es  bas- 
tante para  la  legalidad  d<Í  acto  la  presencia  del 
Rector,  su  Secretario  y  del  aspirante;  quedando 
reformado  <le  este  modo  el  artículo  4^  del  capí- 
tulo y    reglamento  citado, 

Comuní(juese  á  la  Dirección  de  estudios  y  á 
la  Universidad  de  iMérida  y   publíquese. 

Por   S.  F.-^Parejo. 

INSTRUCCIÓN  PUBLICA»  RESOLUCIÓN   EJKCÜ- 

TivA  DE  14  DE  MAYO  DE  \S47  sobf  c  crpqutas 
álos  Licenciados— ■rrfuT'matoria  del  artículo 
40  del  mismo    Decreto  anferior. 

Secretaría  de  lo  Interior.— Sección  segunda.-^ 
Caracas  Mayo  14  de  1847. 
Hesuelto, — Habiéndose   encontrado  dificulta- 
des en  la  ejecución  del    artículo  50  del    capítulo 
17  del  decreto  del    Gobierno   de  2S  de  Noviem- 
bre d^  1844,  reglamentario  de  las  Universidades, 
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qne  dispone  "  que  se  celebren  exequias  á  los 
Licenciados  que  fallezcan,  „  por  no  estar  com- 
prendido el  gasto  que  por  ellas  se  cause,  en  la 
ley  de  5  de  Slayo  de  1846  ;  el  Poder  Ejecutivo 
teniendo  á  la  vista  el  informe  de  la  Dirección  de 
Instrucción  pública,  y  con  acuerdo  del  Consejo 
de  Gobierno,  reforma  el  artículo  citado  en  los 
términos  siguientes. 

"  Dentro  de  dos  me^es  de  saberse  la  muerte 
de  algún  Doctor  ó  Maestro  de  la  Universidad,  se 
celebrarán  suh  exequias  en  la  capilla  de  esta, 
con  misa  carnada,  á  que  asistirán  todos  Jos  uni- 
versitarios. " 

Por  S.  E. — Rafael  Acete óo. 
INSTRUCCIÓN  PUBLICA,  resolucíon  ejecu- 
tiva DE  2  DE  OCTUBRE  DE  1852  restablecien- 
do el  ceremonial  de  procesión  para   la  cola- 
ción de  grados  académicos  -qve  reforma  tam- 
bién en  esta  parte  el  mismo  decreto  anterior. 
S(  cretíiría  del  Interior.— Si  ccion  cuarta.— Ca- 
racas 2  de  Octubre  do  KS^>2  ;  23  y  42. 
Resuelto — Habiendo  s.  licitado  el  Sr.  Dr.  Ni- 
colás Milano,  miembro  de  la  üniversi<lad  centra!, 
que  el  Podfr  Ejecutivo,  en  uso  de  sus  fr.cultade?, 
se  sirviese  restablecer  el  ceremonial  de  procesión 
para  la  ccdacion  de  grados  académicos,  dcíignan- 
do  la  carrera    desde  el  local    de    las  srs](incs  de 
dicha  Universidad  por  la  pueila  del  Colegio  á  la 
de  la  calle  de  la  capilla,    regresando  ;t  la  conclu- 
sión del  acto,  conforme  rstibi    dispuesto  por  el 
decreto  del  Libertador  de  24  de    Junio  <¡e  I8:¿7; 
S.  K.,  después  de  oir  el  informe  de  ia  Dirección 
general  de  Iiistruceioii     [úbiica,  y  la  oj>iniori  del 
("onsejo  de  Gobierno,  ha    rrsueUo:  *»    que  en  las 
Universidades  pueda    practicarse    el  ceremouií.l 
que  se  ha  solicitado,    siempre  que  los  intlividuos 
que  hayan  de  graduarse  quieran  verificarlo,  ob- 
teniendo ánies  el    corisenlirnienlo  il^l  Sr.  Rector 
de  ia  Universidad,  quedando   reformado  en  esta 
parle  el  decreto    reglamentario  de  estos  estable- 
cimientos de  2S  de  Noviembre  de  164-i. 

Comuniqúese  á  quien  cctrresponde  y  publí- 
quese.—Pir  S.  E —Herrera. 

INSTRUCCIÓN     PfTBMCA.     RESOLUCIOV     EJE- 

ctiivA  PE  30  DE  Jumo  de  1835  di.'^ponien- 
do  que  los  Gobernadores  pasen  al  Poder  Eje- 
cutivo, todo  acuerdo  que  libren  las  diputacio- 
nes sobre  escuelas  primarias. 

República  de  V'enezmla.— Sí*cretaría  de  Es- 
tado en  los  D.  D  del  Interior  v  Justicia.— Sección 
Municipal.— Caracas  30  de  Junio  de  1^5,  aflo  6  ^ 
da  la  ley  y  25  de  la  indeiK'ndeiieia.— Número 473.' 

Ai  Señor  Gobernador  de 

En  el  expediente  respectivo  ha  dictado  et  Go- 
bierno, con  fecha  27  del  corriente,  la  resolución 
que  sigue  : 

**  Existiendo  en  el  expediente  de  instrucción 
prim^ia  del  Ministerio  deJ  Interior  las  ordenan» 
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z«8  Municipales  de  Caracas,  Carabobo,  Mara- 
caybo,  Mérida,  Barcelona,  Barquisimeto,  Apu- 
re y  Barinas,  sobre  el  establecimiento  y  organi- 
zación de  las  escuelas  de  primeras  letras»  faltan 
las  de  Cumaná,  Margarita,  Guayana,  Trujillo  y 
Coro  ;  cuyas  diputaciones,  no  puede  creerse  bá- 
yan  dejado  de  tomar  en  consideración  hasta  aho- 
ra el  importante  y  privilegiado  objeto  de  la  en- 
señanza, que  es  la  base  de  la  moral,  de  la  civi- 
lización y  de*  la  dicha  de  un  pueblo. 

Pídase  á  los  respectivos  Gobernadores  co- 
pias de  las  mencionadas  ordenanzas  que  faltan, 
y  dígase  á  todos  en  circular :  que  el  Gobierno 
debe  y  desea  tener  ahora  y  en  lo  sucesivo  cons- 
tantemente copias  de  cualquier  acuerdo,  decre- 
to Ó  resoluciones,  que,  en  las  provincias  se  ha- 
yan librado  y  se  libraren  con  relación  á  la  edu- 
cación primaria,  siendo  por  ahora  urgente  noti- 
cia y  copia  de  lo  que  exista  ya  dispuesto  sobre 
la  materia.  Ademas  necesita  ei  Poder  Ejecutivo, 
y  espera,  que  se  le  remita  inmediatamente  por 
todos  los  Gobernadores  un  acuerdo  comprensi- 
vo de  los  cantones  y  parroquias  de  cada  provin- 
cia, con  expresión  del  numero  de  escuelas,  nu- 
mero de  niños,  asistentes  á  cada  una,  dotación 
del  preceptor,  y  fondo  de  donde  sale. 
Soy  de  U.S.  atento  servidor. 
(Firmado,  )Antonio  L.  Guzman. 

Es  copia  :  Guzman. 

INSTRUCCIÓN  PUBLICA,  resolución  ejecu- 
tiva DE  16  DE  DICIEMBRE  DE  1841  decidien- 
do no  estar ^  vigente   la  real  cédula  de  4  dem 
Octubre  de* nb4  que   declara  incompatibles 
los  destinos  de  Provisor  y  de  Rector  del  Se- 
minario con  el  de  Rector  de  la  Universidad* 
Secretaria  de  Jo  lüterior.-rStccion  segunda. 
— Caracas  16  de  Diciembre  de  1841. 
Dígase  al  Rector  de  la  Universidad. 

Di  cuenta  ft  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repúbli- 
ca de  la  nota  de  US.  fecha  9  del  actual  y  de  Iqs 
copias  que  se  acompañaron  para  consultar  si  se 
halla  vigente  la  real  cédula  expedida  á  4  de  Oc- 
tubre de  1784,  declarando  incompatible  el  desti- 
no de  Provisor  y  el  de  Rector  <fel  Seminario 
con  el  de  Rector  de  la  Universidad  ;  y  aunque 
no  ha  ocurrido  un  hecho  que  demande  una  re- 
solución, S.  E.  se  ha  servido  dictar  la  siguiente, 
por  el  artículo  75  de  la  ley  de  18  de  Marzo  de 
1826  sobre  organización  y  arreglo  de  la  instruc- 
ción pública,  fueron  revocadas  cualesquiera  le- 
yes, resoluciones,  planes  de  estudios,  constitu- 
ciones 6  reglamentos  que  hayan  regido  hasta 
aquí  en  las  Universidades,  colegios  ó  escuelas 
de  enseñanza  pública.  Desde  entonces  dejó  de 
estar  en  observancia  en  Venezuela  la  real  cédu- 
la á  que  se  contrae  la  consulta.  Y  es  digno  de 
observarse  que  para  la  mas  cumplida  ejecución 
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de  esta  ley  expidió  el  Presidente  de  Colombia 
en  ejercicio  de  las  facultades  extraordinarias  de 
que  se  hallaba  investido,  el  decreto  de  24  de  Ju- 
nio de  1827,  que  organizó  la  Universidad  de  Ca- 
racas, y  debe  ser  hoy  su  única  regla :  en  este 
decreto  tampoco  se  menciona  la  prohibición  de 
que  trata  la  cédula.  No  está,  pues,  ella  vigente 
eu  la  República. 

Publíquese—Por  S.  E.—Quiniero. 
INSTRUCCIÓN  publica,  resolución  ejecu- 
tiva DE  O  DE  SETIEMBRE  DE  1842  mandando 
que  los  Gobernadores  pasen  anualmente  el 
19  de  Octubre  á  la  Dirección  general  un  cua- 
dro de  las  escuelas  primarias  de  su  pro- 
vincia» 

ACUERDO  DE  LA  DIRECCIÓN. 

Dirección  general  de  Instrucción  pública.— Cara- 
cas 29  de  Agosto  de  1842,  afio  IS  de  la  ley  y  32  de 
la  independencia. 
Sr.  Secretario  de  lo  Interior. 

r?on  fecha  de  ayer  ha  acordado  la  Dirección 
lo  que  sigue. 

•*  Se  acordó  pasar  una  comunicación  al  Sr. 
Secretario  del  Interior  á  fin  de  que  por  una  re- 
solución del  Gobierno  se  disponga,  si  lo  tiene  á 
bien,  que  anualmente  remitan  los  Sres.  Gober- 
nadores á  esta  Dirección  el  cuadro  de  las  escucr 
las  de  sus  respectivas  provincias  con  arieglo  al 
modelo  que  les  ha  enviado  para  formar  el  gene- 
ral que  debe  pasarse  al  Congreso  por  conducto 
del  Poder  Ejecutivo,  ya  que  no  le  ha  sido  posi- 
ble á  la  Dirección  ser  atendida  en  este  particu- 
lar. Solo  un  año  se  ha  podido  pasar  esta  noti- 
cia, y  no  en  los  demás  porque  no  todos  los  Go- 
bernadores han  remitido  los  cuadros  que  se  les 
pidieron.  En  el  último  año  faltaron  los  de  Cara- 
cas, Cumaná,  y  Guayana,  y  si  estos  pudieran 
conseguirse,  la  Dirección  formaria  el  cuadro  ge- 
neral que  debe  acompaflar  &  su  memoria,  por- 
que aunque  es  verdad  que  esta  noticia  tendría 
un  aflo  de  atraso,  siempre  seria  útil ;  pues  daria 
una  idea  del  estado  de  las  escuelas,  y  esto  es 
tanto  mas  necesario  ahora,  cuanto  que  en  la 
próxima  Legislatura  es  probable  que  las  Cáma- 
ras se  ocupen  de  las  leyes  que  han  de  organizar 
la  educación  primaria." 

Lo  trascribo  á  US.  á  fin  de  que  penetrado  de 
la  importancia  de  dicha  noticia,  único  medio  de 
saberse  anualmente  el  estado  de  las  escuelas,  se 
sirva  inclinar  el  ánimo  de  S.  E.  á  que  se  dé  una 
orden  para  su  remisión  á  esta  Dirección  el  dia 
primero  de  Octubre  de  cada  año,  principiando 
desde  el  entrante,  y  por  lo  que  respecta  á  las 
provincias  de  Caracas,  Cumaná  y  Guayana,  es- 
pera la  Dirección  que  US.  recomendará  á  sus 
Gobernadores,  remitan  el  primero  de  Octubre 
próximo  los  ciuidros  que  dejaron  de  mandar  el 
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año  próximo  pasado.— Soy  de  1/S.  atento  servi- 
dor.—Jo^é  Vargas. 

Secreiaiía  de  lo  Interior.— Sección  segunda. 
-^Setiembre  6  de  1842.  ! 

JRe5MC¿ío.— Trascríbase  á  los  Sres.  Goberna- 
dores   de   provincia  y   recomiéndeseles  que  en- , 
víen  la  noticia  pedida    por  la  Dirección  de  ms-  , 
tracción  pública.  Hágase  á  los  de  Caracas,   Cu-  j 
maná  y  Guavana,  la  indicación  contenida  en  es- 
te olicio..— Publíquese — Por  S.  E.—Qintero. 
INSTRUCCIÓN  PUBLICA,  resolución  ejecu- 
tiva DE  28  DE  FEBRERO  DE   1845  declafando  ; 
cómo  deberá  decidirse  la  votación  en  los  casos 
de  empate  en  las  elecciones  de   Presidente  y 
Vicepresidente  de  las  facultades  de  ciencias  , 
de  las  Universidades. 

SecretariA  dele  Interior.— Sección  segunda.— 
Caracas  Febrero  28  de  1846.— Resuelto.        ^  | 

Dígase   al  Sr.   Presidente  de  la  Dirección  de  \ 
Instrucción  pública-  i 

Para  resolver   la  consulta    dirigida  por  la  Di- 
rección en   nota  de  7  de  Febrero  anterior  relati- 
va al  modo  de  resolverse  los  casos  de  empate  que  j 
ocurran  en  las  facultades  de  ciencias  de  las  üni-  i 
versidades  en  las  elecciones  de    Presidente,    Vi-  ' 
ceprcsidente  y  Secretario,   opinando   esa  corpo- 
ración que  convendría  se  decidiesen  por  la  suer- 
te, tuvo  á  bien  el  Poder   Ejecutivo  oir  el  dicta- 
men del  Consejo   de  Gobierno  que  Jo  emitió  en  ¡ 
la  forma  siguiente  :  i 

'*  ^  3^  El  mismo    Sr.   Secretario  i\e\  Interior  | 
presentó  al  Consejo    una   consulta  que  la  Direc- ' 
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INSTRUCCIÓN  PUBLICA,  resolución  ejecu- 
tiva DE  3  DE  JUNIO  DK  \M6  declarando  :  19i 
gué  requisitos  deben  llenar  para  el  grado  de 
Bachiller  los  que  habiendo  sido  reprobados 
en  una  Universidad  en  los  idiomas  latino  y 
castellano^  pasen  á  estudiar  ciencias  filoso' 
ficas  en  algún  colegio  particular:  29,  á 
quiénes  pueden  únicamente  admitir  los  di^ 
rectores  de  colegios  particulares  al  estudio 
de  las  ciencias  filosóficas;  y  relación  anual 
de  matrículas  que  deben  pasar  á  la  Univer- 
sidad ó  colegio  nacional  mas  inmediato  ;  y 
3^,  que  las  Universidades  informen  al  Poder 
Ejecutivo  por  conducto  de  la  Dirección  de 
estudios  acerca  de  las  faltas  que  se  noten  en 
los  comprobantes  de  los  aue  aspiren  al  gra- 
do de  Bachiller  en  filosofía^  habiendo  hecho 
su  estudio  en  otro  establecimiento» 

Reijública  de  Venezuela.— Secretaría  de  Estado 
en  los  Despachos  del  Interior  y  Justicia. — Sección 
segunda.— Núm.  274.  -Carocas  8  de  Junio  de  1846 
afio  17  de  la  ley  y  86  do  la  independencia.— Re 
suelto. 
Dígase  al  Sr.   Presidente  de  la  Dirección  ge- 
neral de  Instrucción  pública  y  Rectores 
de  Universidades. 
A   consecuencia   de  la   comunicación   que   el 
Rector  de   Ja    Universidad  de  Caracas  dirigió  al 
Poder  Ejecutivo' solicitando,  á  nombre  de  la  jun- 
ta de  Gobierno  de   la  misma    Universidad,   una 
disposición    que  impidiese   el  abuso  que  hacían 
algunos  cursantes  de  la  libertad  que  tienen  para 
pasar  á  otros  establecimientos  científicos  á  estu- 


cion  general  de  Instrucción  pública  ha  hecho  al  i  Aliar  en  ellos  filosofía,  pues  acontece  que  algu- 
Gobierno,  sobre  el  modo  de  decidir  las  voiacio-  '¡  nos  después  de  haber  sido  reprobados  en  los 
nes  empatadas  en  las  elecciones  de  Presidente,  i  idiomas  latino  y  castellano,  han  pasado  al  si- 
Víceprcsidente  y  Secretario  de  las  facultades  de  guíente  dia  ó  poco  después  á  una  de  las  casas  de 
ciencias  de  las  Universidades;  pues  disponiendo  '  enseñanza  priva'da  establecidas  en  esta  ciudad  á 
la  ley  cuarta  del  código  de  la  materia  en  su  artí-  i  oir  las  lecciones  del  curso  filosófico  que  se  sigue 
culo  24  "  que  la  elección  de  dichos  empleados  i|  en  ellas,  burlando  por  esie  medio  el  juicio  ó  cen- 
se hat^a  á  pluralidad    relativa  "  y  no  decidiendo  !  sura  del   cuerpo  jexaminador  de  la^Universidad  : 


ella  nTel  reglamento  subsecuente  del  Poder  Eje- 
cutivo, si  en  los  casos  de  empate  deba  tener  vo- 
ló de  calidad  el  universitario  que  presida  el  acto, 
ó  si  se  decida  por  la  suerte ;  la  Dirección  busca 
el  acierto  en  la  resolución  del  mismo  Gobierno 
y  este  pide  la  opinión  de  su  Consejo.  Cree  este 
cuerpo,  que  el  medio  mas  obvio  y  sencillo  en 
tales  casos,  es  el  de  ocurrir  á  la  suerte,  por  ser 
el  mas  libre  de  compromisos,  el  menos  odioso  y 
el  que  está  generalmente  adoptado  en  la  prácti- 
ca por  los  cuerpos  colegiados,  y  así  lo  consulta 
al  Gobierno.'* 

Y  habiéndose   conformado  S.  E.  con  este  pa- 
recer tengo  el  honor  de  trascribirlo  á  US.  para 
que  se  comunique  á  las  Universidades   como  la 
regla  que  deben  observar  en  el  particular. 
Por  S.  E.— Co6o«  Fuertes. 


dispuso  S.  E.  el  Presidente  de  la  República  que, 
procediendo  de  conformidad  con  lo  que  previene 
la  ley  14^  del  cóJigo  de  instrucción  pública,  se 
oyese  sobre  ki  materia  sucesivamente  á  la  Di- 
rección general  y  Consejo  de  Gobierno,  los  cua- 
les se  han  extendido  &  informar  ademas  sobre  el 
inconveniente  que  presenta  la  facilidad  con  quo 
suelen  calificarse  de  buenos  en  una  Universidad 
los  documentos  comprobantes  de  los  estudios 
seguidos  en  otra  que  no  los  admitiría  como  bas- 
tantes para  la  obtención  de  algún  grado  científi- 
co ;  y  después  de  haber  meditado  detenidamen- 
te sobre  la  materia,  ha  resuelto  que  los  alumnos 
de  las  Universidades  que  hayan  sido  reprobados 
en  el  examen  prevenido  por  el  artículo  59  de  b 
ley  séptima  del  código  de  instrucción  pública  no 
pueden  ser  admitidos  al  grado  de  bachiller  en 
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ciencias,  filosófícaa  en  la  misma  Universidad  ain 
que  áutea  sufran  en  ella  el  examen  del  artículo 
59  referido,  contraido  &  las  materias  que  en  él 
se  expresan,  sin  que  baste  entonces  la  certiñca- 
cion  de  idoneidad  del  Director  ó  Directores  del 
establecimiento  en  que  se  siguió  el  curso  filosó- 
fico: con  cuyo  objeto  los  señores  de  las  Univer- 
sidades advertirán  al  Rector  cada  vez  que  ocur- 
ra el  caso  presupuesto  que  se  encuentra  el  aspi- 
rante comprendido  en  é).  Que  los  Directores  de 
los  colegios  particulares  donde  se  enseñan  las 
ciencias  filosóficas,  no  admitan  al  estudio  de  es- 
tas á  aquellos  jóvenes  que  no  acrediten  su  ido- 
neidad en  los  idiomas  castellano  y  latino,  ele- 
mentos de  versificación  y  retórica  aplicados  á  la 
lengua  castellana,  como  se  practica  en  las  Uni- 
versidades en  virtud  del  artículo  59  de  la  ley 
séptima  citada.  Y  que  los  Directores  de  casas 
particulares  de  educación  en  que  se  enseñen 
ciencias  filosóficas  pasen  anualmente  á  las  Uni- 
versidades 6  colegios  nacionales  mas  inmediatos 
y  á  donde  es  probable  que  quieran  los  alumnos 
recibir  el  grado  de  bachiller,  la  matrícula  de  cur- 
santes en  las  materias  del  año  que  empieza,  de- 
biendo cumplir  con  esta  disposición  dentro  de 
los  quince  primeros  diasdel  año  correspondiente. 
Kespecto  de  la  facilidad  con  que  se  admite  á 
examen  en  algunos  establecimientos  los  que  han 
cursado  ciencias  en  otros  no  exigiéndoseles  los 
comprobantes  necesarios  ó  admitiéndolos  sin  los 
requisitos  indispensables,  el  Poder  Ejecutivo  no- 
tando qué  este  mal  depende  mas  que  de  la  falta 
de  reglas,  de  la  inobservancia  de  las  que  existen, 
se  limita  por  ahora  á  encargar  su  mas  exacto 
cumplimiento  á  las  Universidades  y  colegios  na- 
cionales previniéndoles  den  cuenta  por  conducto 
de  la  Dirección  general  de  instrucción  pública  de 
cualquiera  falta  que  adviertan  en  este  punto  pa- 
ra aplicar  con  informe  de  dicho  cuerpo  el  reme- 
dio conveniente. — Por  S.  E. —  Cobos  Fuertes» 
INSTRUCCIÓN  PUBLICA.  Rrs3LücioN  ejecu- 
tiva DE  21  DE  FEBRERO  DE  1851  establecien- 
do el  modo  de  subsanar  las  faltas  de  los  con- 
ciliarios cuando  dejan  de  concurrir  á  la  jun- 
ta de  qve  son   parte* 

Secretaría  del  Interior.— Sección  cuarta.— Ca- 
racas, Febrero  21  de  1861.— ^Resuelto. 

'Dígase  al  Sr,  Rector  de  la  Universidad centraL 
Fué  presentada  al  despacho  la  nota  de  U«  S. 
fecha  de  ayer  en  que  maniftesta  no  haberse  aun 
podido  hacer  la  provjsion  de  la  cátedra  de  Hi- 
giene y  Fisiología,  ya  porque  después  de  estar 
instaladlo  con  este  ñn  el  Cuerpo  electora]  com- 
puesto de  la  Junta  de  Gobierno  y  de  los  cuatro 
conciliarios,  uno  de  estos  se  ausentó  de  hecho  y 
dejó  incompleta  la  Junta  proveedora,  de  que  son 
parte  los  cuatro  conciliarios;  y  ya  porque  hecha 
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nueva  citación,  el  mismo  conciliario  que  6ntes 
habia  obrado  con  aquella  irregularidad,  ha  pro^ 
curado  no  dejarse  citar. —U.  S.  manifiesta  el  per- 
juicio que  traería  á  la  regularidad  que  debe  ob- 
servarse en  el  servicio  de  la  Academia  la  repeti- 
ción de  esta  conducta  por  el  mismo  conciliario 
ó  por  cualquiera  otro,  en  la  provisión  de  dicha 
cátedra  ó  de  otra  que  haya  de  proveerse ;  y  en 
atención  á  que  las  leyes  académicas  no  proveen 
de  medio.3  esplícitos  y  prontos  para  remediar  es- . 
te  mal,  pide  U.  S.  que  el  Poder  Ejecutivo  se  sir- 
va dictar  una  resolución  que  establezca  unarogla 
general,  la  cual,  en  concepto  de  ese  Rectorado, 
puede  ser  la  de  que  *^  al  faltar  uno  ó  mas  conci- 
liarios, que  hayan  sido  citados  para  la  provisión 
de  una  cátedra,  sin  haberse  excusado  por  impe- 
dimento legítimo,  se  repute  como  una  renuncia 
tácita  de  su  oficio,  y  que  la  Junta  gubernativa 
deba  en  consecuencia  proceder  con  la  brevedad 
posible  al  nombramiento  ó  uombramientos  de 
los  que  hayan  de  subrogarles." 

El  Poder  Ejecutivo  encuentra  que  efectiva- 
mente ni  por  las  leyes  académicas,  ni  por  el  de- 
creto qne  reglamentadlas  Universidades  está  pre- 
visto el  caso,  y  que  de  consiguiente  se  hace  ne-. 
eesario  dictar  una  resolución  que  llene  este  va- 
cio, para  evitar  los  males  que  se  anuncian  ;  mas 
no  por  esto  cree  S.  E.  que  esta  resolución  pue- 
da librarse  en  los  propios  términos  que  se  soli- 
cita, porque  muy  bien  puede  suceder  que  citado 
un  conciliario  por  primera  vez,  se  encuentre  sin 
ningún  motivo  que  le  excuse  para  concurrir,  y 
que  próxima  ya  la  época  de  la  reunión  le  sobre- 
venga un  impedimento  legítimo  para  ello,  pu- 
piendo  sin  embargo  verificarlo  en  la  inmediata; 
en  cuyo  caso  no  podría  decirse  que  habia  queri- 
do tácitamente  renunciar  su  oficio,  y  debe  citár- 
sele nuevamente  para  ver  la  manifestación  que 
hace.  En  esta  virtud,  S.  E.  ha  tenido  á  bien  re- 
solver: que  solo  en  aquellos  casos  en  que  uno  ó 
mas  conciliarios^  hayan  sido  citados  por  dos  veces, 
y  sin  h»ber  manifestado  excusa  legítima,  dejen 
de  concurrir  en  ambas  ocasiones,  puede  consi- 
derarse que  el  individuo  ó  individuos  que  así 
obran  renuncian  tácitamente  el  nombramiento  y 
debe  proredcrse  á  la  elección  del  que,  ó  de  loa 
que  debait  subrogarles. 

Soy   4-3 — Por  S.  E.— PwZtJí?. 

INi^TRUCCION  PUBLICA.    REáOLUCION  EJECU- 
TIVA DE  31  DE  MAVoDE  1851  sohre  remísion 
á  la  Dirección  general  (Hoy  el  P.  E.)   de  las 
noticias  ¿informes  que  determinan  las  leyes. 
St^cretaría  dvl  Interior  — Secion  cuarta.— Cara- 
cas 'ó\  de  Ma3'o  de  1851 
Resuelto. — Habiendo  manifestado   la   Direc- 
ción general  de  Instrucción  pública   que  la  ma- 
yor parte  de  los  Gobernadores  y  Juntas  de  Ren< 
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t68  de  los  Colegios  nacionales  no  le  envían  con 
la  puntualidad  debida  los  informes,  cuadros  7 
noticias  que  les  está  prerenido  por  las  leyes  y 
por  las  diferentes  resoluciones  del  Gobierno,. re- 
sultando de  esto  que  aquella  corporación  no  pue- 
da dar  cumpliilamente  la  cuenta  del  ramo  que 
le  está  encomendado,  y  que  la  autoridad  supre- 
ma quede  sin  el  debido  conocimiento  del  estado 
de  la  instrucción  pública  en  todos  sus  ramos  :  y 
considerando  el  Poder  Ejecutivo,  que  si  bien  es- 
ta falta  ha  sido,  hasta  cierto  punto,  disculpable 
en  los  años  anteriores  en  que  los  Gobernadores 
han  tenido  que  consagrarse,  con  preferencia  á 
toda  otro  negocio,  &  la  conservación  de)  orden 
y  tranquilidad  públicos,  al  presente  ha  desapa- 
recido ya  todo  motivo  que  impida  á  dichas  au- 
toridades el  estricto  cumplimiento  de  las  dispo- 
siciones citadas,  S.  E.  ha  tenido  á  bien  dictar  en 
esta  fecha  la  siguiente  resolución. 

19  XiOS  Gobernadores  de  provincia,  y  en  sus 
casos  los  jefes  políticos,  exigirán  de  las  Juntas 
de  Rentas  de  los  Colegios  nacionales  el  mas 
exacto  cumplimiento  del  IO9  deber  que  les  im- 
pone la  ley  de  12  de  Mayo  de  1842,  en  su  artí- 
culo 18,  y  remitirán  con  la  mayor  puntualidad 
á  la  Dirección  general  en  I9  de  Octubre  de  ca- 
da año,  la  memoria  que  allí  se  previene. 

29  También  enviar&n  los  Gobernadores  á  la 
propia  Dirección  todas  aquellas  noticias,  cuadros, 
informes  y  demás  datos  que  les  está  preceptua- 
do en  las  diferentes  resoluciones  lib'rad^is  por  el 
Gobierno,  á  fin  de  que  esta,  en  la  exposición 
que  anualmente  hace  en  cumplimiento  de  la  ley; 
pueda  poner  de  manifiesto  el  verdadero  estado 
'  de  la  instrucción  en  cada  provincia,  y  los  recur- 
sos y  rentas  con  que  cada  uno  cuenta  para  esto 

39  liOs  datos  de  que  se  habla  en  el  artículo 
anterior,  deberán  estar  necesariamente  para  el 
15  de  Setiembre  de  cada  año  en  poder  de  la  Di- 
rección ;  á  cuyo  fin  los  Gobernadores  pondrán  en 
la  estafeta,  con  la  anticipación  debida,  las  comu- 
nicaciones que  los  contengan. 

49  Ningún  Gobernador  excu!^ará  la  falta  de 
cumplimiento  de  estas  disposiciones  con  la  cir- 
cunsiancia  de  no  haber  obtenido  en  tiempo  las 
noticias  que  debian  pagarle  sus  inferiores,  pues 
que  debe  exigir  de  estos,  tan  anticipadamente 
cuanto  lo  juzgue  conveniente,  todos  aquellos  de- 
talles é  informes  necesarios,  para  centralizarlos 
y  poder  dar  el  suyo. 

59  Tara  las  noticias,  informes  y  cuadros  que 
se  han  de  remitir,  se  arreglarán  los  Gobernado- 
res á  las  instrucciones  y  modelos  que  hasta  aho- 
ra se  les  han  pasado  con  este  fin,  ó  á  los  que  en 
lo  sucesivo  tuviere  á  bien  pasarles  la  Dirección 
general  de  Instrucción  pública. 

69  Los  Rectores  de  las  Universidades  de  Ca- 
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rácas  y  Mérida  enviarán  anualmente  á  la  Direc- 
dion  general,  el  informe  que  se  les  ordenó  por 
resolución  de  3  de  Setiembre  de  1846  ;  debien- 
do verificarlo  la  primera  dentro  de  los  quiflee 
primeros  días  del  mes  de  Octubre,  y  la  segunda 
ponerlo  en  la  estafeta  en  tiempo  oportuno,  á  fin 
de  que  se  encnentre  indispensablemente  en  po- 
d^  de  la  Dirección  para  antes  del  15  del  men- 
cionado Octubre ;  y 

79  Aunque  el  envío  de  los  datos  mencionados 
debe  hacerse  directamente  á  la  Dirección^  las 
autoridades  á  quienes  toca  verificarlo  participa- 
rán á  este  Ministerio,  en  la  propia  fecha  y  por 
el  mismo  correo,  haber  dado  cumplimiento  á  es- 
ta resolución. 

Comuniqúese  á  los  Gobernadores  de  provin- 
cia, Dirección  de  estudios  y  Rectores  de  las  Uni- 
versidades ;  y  publíquese. 

Por  S.  E. — Aranda. 
INSTRUCCIÓN  PUBLICA,  resolución  ejecu- 
tiva DE  16  DE  OCTUBRE  DE  1851  autorizajt- 
do  á  la  Dirección  general  para  destinar  á 
la  escuela  normal  de  Barínas  ciertas  can- 
tidades. 

Secretaría  del  Interior.— Sección  cuarta.— Ca- 
racas Octubre  16  de  1851.— Resuelto. 

Dígase  al  Sr.  Presidente  de  la  Dirección  Je* 
neral  de  instrucción  pública. 

He  dado  cuenta  al  Poder  Ejecutivo  de  la  nota 
de  US.,  fecha  22.del  próximo  pasado,  en  la  cual 
manifiesta,  que  habiendo  convenido  el  Gobierno 
con  el  acuerdo  de  esa  Dirección  acerca  de  la 
aplicación  de  los  800  pesos  que  anualmente  cor- 
responden á  las  clases  de  Barínas,  en  favor  de  la 
'* Escuela  normal*'  allí  establecida,  desea  esa  Di- 
rección que  las  cantidades  no  pagadas  á  dichas 
clases  en  el  tiempp  que  han  estado  cerradas,  así 
como  los  220  pesos  87  centavos  pertenecientes  á 
las  mismas,  que  tiene  reconocidos  la  sucesión 
del  Sr.  Antonio  María  Ruiz,  se  destinen  al  fomen- 
to de  la  citada  Escuela ;  y  encontrando  S.  E. 
conveniente  la  adopción  de  esta  medida,  ha  re- 
suelto autorizar  á  esa  Dirección  para  destinar 
también  á  la  Escuela  normal  de  Barínas  las  can- 
tidades mencionadas,  pero  con  las  mismas  con- 
diciones con  que  se  le  concedieron  los  800  pe- 
sos en  la  resolución  del  6  del  pióximo  pasado. 

Con  esta  propia  fecha  se  oficia  al  Sr.  Secreta- 
rio de  Hacienda,  ya  con  el  fin  de  que  ponga  en 
cuenta  al  Sr.  Tesorero  jeneral  del  destino  que  se 
ha  dado  á  la  Cantidad  qiie  se  esté  adeudando  & 
las  clases  de  Barínas,  y  ya  para  que  ordene  tam- 
bién á  aquel  que  forme  y  remita  cuanto  antes  á 
esa  Dirección  Ja  liquidación  de  la  cantidad  ex- 
presada. 

También  se  pone  en  conocimiento  del  Sn  Go- 
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bomador  de  Baríaas  todo  lo  resuelto  eo  el  par- 
ticular. 

Soy  dt» — Por  S,  E. — Herrera. 

INSTRUCCIÓN  PUBLICA,  resoluciom  ejecu- 
tiva DE  14  DE  octubre  DE  \Sb2  CTcando  Uflü 
plaza  de  oficial  para  auxiliar  en  sus  traba- 
jos al  Secretario  de  la   Universidad  central. 
Secretaria  del  Interior.— Sección  cuaita.— Ca- 
racas Octubre  14  de  1852.— Resuelto. 
Vista  la  solicitud  que  el  Secretario  de  la  Uní- 
Tersidad  de  Curacas,  ha  dirigido  al  Gobierno  so- 
bie  la  creación  de  una  plaza  de   oficial   para  la 
misma  secretaría,  con  el  fin  de  que  le  auxilie  en 
los  numerosos  trabajos  que  allí  ocurren;  y  visto 
también  el  informe  favorable  que  sobre  el  parti- 
cular ha  evacuado  la  respectiva  Junta  de  inspec- 
ción y  Gobierno. 

El  Poder  Ejecutivo  encuentra  justa  y  fundada 
la  mencionada  solicitud,  pues  raya  en  lo  impo- 
sible que  un  solo  empleado  pueda  dar  evasión  á 
tantos  negocios,  y  cumplir  oportunamente  con 
todos  los  deberes  que  le  imponen  las  leyes  aca- 
démicas y  el  reglamento  del  Gobierno,  al  paso 
que  no  seria  razonable  pretender  que  el  Secre- 
tario pagase  un  escribiente  de  su  peculit),  no  te- 
niendo sueldo  fijo  sino  solamente  obvenciones,  y 
habiéndose  dismmuido  estas  considerablemenie 
lín  virtud  de  la  última  ley  que  habla  de  los  gra-  ' 
dos  en  las  Universidades.  En  consecuencia  8. 
E.  acuerda  la  creación  de  la  plaza  solicitada  de- 
biendo la  respetable  Junta  de  Inspección  y  Go- 
bierno nombrar  la  persona  que  haya  de  desem- 
peñarla, la  cual  recibirá  por  remuneración  de 
sus  servicios  veinte  pesos  mensuales  que  se  to- 
marán de  las  rentas  universitarias,  y  quedará 
bajo  las  inmediatas  órdenes  del  Secretario  en  to- 
do lo  relativo  á  Jos  trabajos  de  la  ya  expresada 
secretaría. 

Comuniqúese  á  quienes  corresponda  y  publí- 
quese. 

Por  S.  E. — Herrera. 

INSTRUCCIÓN  PUBLICA,  resolución  ejecu- 
tiva PE  11  DE  ABRIL  DE  1853  declarando 
que  los  catedráticos  de  las  Universidades^ 
por  el  mero  hecho  de  tener  que  concurrir  al 
Congreso  6  á  La  'Diputación  provincial^  de- 
ben considerarse  en  uso  de  licencia. 

¡Secretaria  del  Interior.— Sección  cnarta.— Ca- 
racas, 11  de  Abiil  de  1858.— Res u«Jto. 
Dígase  al  Sr.  Rector  de  la   Universidad  de 
Caracas. 
Teniendo  ya  deciéido  el  Poder  Ejecutivo  por 
resolución  de  9  de  los  corrientes,  **  de  conformi- 
dad con  la  opinión  del  Consejo  de   Gobierno.'' 
*  que  los  catedráticos  de  ciencias  mayores  de  los 
colegios  nacionales   deben  considerarse  en  uso 
de  licencia  por  el  hecho  de  ser  nombrados  Se- 
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nadores.  Representantes  6  Diputados  provincia- 
les, S.  E.  declara:  que  los  catedráticos  de  las 
Universidades  están  igualmente  en  el  goce  de 
aquella  licencia  legal  cada  vez  que  se  encuen- 
tren en  alguno  de  aquellos  casos,  correspondien- 
do k  la  respectiva  Junta  de  Inspección  y  Go- 
bierno la  designación  del  sostituto,  según  está 
dispuesto  por  el  artículo  4?  capítulo  11  del  de- 
creto de  28  de  Noviembre  de  1844,  reglamenta- 
rio de  las  Universidades. 

Trascríbase  á  la  Dirección  de  estudios  y  Uni- 
versidad de  Mérida  á  los  fines  convenientes  y 
publíquese. 

Por  S.  E.— Planas. 

INSTRUCCIÓN  PUBLICA.  Véase  Academia  de 
matejnáticas,   Colegios  nacionales.  Colegios 
particulares.  Escuelas  náuticas.  Grados  acá- 
démicos,  Universidades  y  Milicia  nacional, 
ari.4Vy  D.  E.  R.  anículo  10. 
INSTRUCCIÓN  PUBLICA.  Deber  de  cumplir 
las  cargas   pías   anexas   á   algunas   cátedras. 
Véase  la  nota.  (*) 
INSTRUCCIÓN  PUBLICA,  resolución  ejecü-      ' 
T1VA  DE  14  PE  noviembre  DE  .1853  declaran- 
do nula  la  donación  de  una  parte  del  sueldo 
hecha  por  un,  catedrático  de  la  Universidad, 
con  licencia  por  enfermo. 

Secretaría  del  Interior.— Sección  cuarta. — Car 
rácas,  14  de  Noviembre  de  1853. 
Resuelto. — "Vista  la  anterior  comunicación 
del  Sr.  Rector  de  la  Universidad  de  Caracas  en 
que  solicita,  por  orden  de  h\  Junta  de  Inspec- 
ción j  Gobierno,  que  el  Poder  Ejecutivo  ejerza 
la  suprema  autoridad  que  el  artículo  lúdela 
ley  la  del  código  de  Instrucción  pública  le  da 
pobre' este  ramo,  aprobando  un  acuerdo  que  ce- 
lebró en  27  de  Agosto  último  relativo  á  la  eroga- 
ción de  trescientos  pe.sos,  pues  que  la  Dirección 
general  de  estudios  se  ha  negado  á  aprobar  di- 
cho gasto;  ó  que  de  nó,  haga  uso  de  la  autori- 
zación que  le  confiere  el  artículo  69  de  la  ley 
581  del  ya  citado  código,  aumentando  la  renta 
del  catedrático  interino  de  la  clase  de  química. — 
La  respetable  Junta  de  Inspección  y  Gobierno 
acordó  la  erogación  de  trescientos  pesos  para 
que  se  pusiesen  á  disposiciop  (i|^l  Sr.  Dr.  Pedro 
Medina,  que  ha  sostituido   al  Sr.  Dr.  Vargas  en 

(♦)  El  Ministro  del  Interior  Licenciado  Francisco  Co- 
bos Fuertes  en  su  Memoria  de  1847  expuso : 

'*  Habiendo  contsultado  el  Rector  de  la  Universidad  de 
Caracas  si  doblan  cumplirse  ciertas  cargas  pías  anexas  ú 
algunas  cátedras,  no  obstante  que  en  la  ley  de  ga&tos  de 
las  Universidades  ninguna  cantidad  se  habia  asignado  al 
efecto,  el  Poder  Ejecutivo  resolvió  que  debian  satisfacer- 
se, en  consideración  á  que  la  renta  propiamente  dicha  de 
las  Universidades  la  formaban  los  réditos  délos  capitales 
á  censo,  deducidas  sus  cargas  respectivas,  y  no  el  produc- 
to bruto  de  aquellos. "  • 
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Ju  clítse  de  química  durante  la  licencia  que  por 
un  año  se  concedió  fi  este  para  separarse  de  ella, 
con  el  fin  de  que  invirtiera  parte  de  aquellos  en 
los  gastos   necesarios    para  el  fomento  de  dicha 
clase  y  el  resto  para  remunerar  en  algo  la  con- 
iraccion  y  trabajo  del  expresado   catedrático  in- 
terino. Éste  acuerdo  fué  celebrado  á  consecuen- 
cia de  haber  mahifeslado  el  Sr.  Dr.  Medina,  que 
no  le  era  posible  servir  aquella  clase  por  la  mi- 
tad del  sueldo,  y  porque  la  Junta  tuvo  en  consi-  i| 
(leracion  que  el  expresado  8r.  Dr.  estaba  deseni-   j 
penando  la  interinaría  á  completa  satisfacción  de  ; 
la  Universidad,  y    que    las   rentas  de  esta  no  se  '! 
perju^licaban  erogando  cincuenta  pc?os  mcnsua-  | 
les  para  la  referida  cla.se,  por  babor  cedido  el  ca-  ;! 
tedrático  propietario,  Sr.    Dr.  Varonas,    en  f^ivor  ,| 
de  ellas  los  veinticinco  pesos  que  mcnsualmente  le  i 
correspondían,   mientras   estuviese   en  uso  de  la   ^ 
licencia.  La   Direcciuii  se    neíjó  á  aprobar   este  j 
acuerdo,  porque  el    ^asto  de    que  se   trataba  uo  | 
ora  ni  de  los  ordinarios  ni  de  los  extraordinarios 
de  que  habla  la  ley  9^}  del  Código  de  la  materia,   ! 
y  porque  la  donación   que  hizo    el    Sr.  Dr.  Var- 
aras en  favor  de   las   rentas    universitarias  de  los  :l 
referidos  veinticinco  pesos  mensuales,  deben  en- 
trar en  la  Administración  de  rentas   como  parte  ! 
de  ellas. —  Si   la  sub.sodidia  donación  fuera  váli-  !| 
da,  esos  veinticinco  pesos    mensuales  vendrían  á  , 
formar  i)arte  de   las  rentas   universitarias,  como '| 
muy  bien  ha  dicho  la  Dirección,  y  no  podría  sa-  | 
carse  ninguna  parte   de    ellos  sino   para  casos  y  ! 
objetos  determinados  por  la  ley.  La  erogación  á 
que  se    contrae  el  acuerdo  de  la   Junta,    cierta-, 
monte  que  no    está  preceptuada   por  ninguna  de  i 
Ihs  leye^   aca<Iémica3,   j)ues  aunque  uno  de  los 
[fistos  que  menciona  el  artículo  4^  de  la  predi-    , 
cha  ley  9^  es  la  compra  de  ifistrumentos  para  el  | 
laboratorio  químico,  él  no  puede  acordarse  inde-  | 
terminadamente,  y  debe  preceder  un  presupues-  i 
to  comj)rensivo  de  los  objetos  y  útiles  que  se  ne- 
cesitan y  de  su  valor,    para  que    en  todo  tiempo  ! 
pueda  probarse,  con  la  existencia  de  dichos  obje-  i 
tos,  que  se  ha  hecho  efectivo  el  gasto.  Por  con-  i 
siguiente,  la  Dirección  general  de  instrucción  pú- 
blica ha  tenido  razou  en  su  negativa.   Resta  aho-   : 
ra   considerar,  «idealmente   no    corresponde  al  ' 
Dr.  Medina  mas  que   la  mitad  del   sueldo  cerno  ! 
cateilrático  interino  de  aquella  clase  por  tocarla 
otra  mitad  al  propietario,  puesto    que,  como  se 
ha  dicho,  ha  sido   esta  circunstancia  la  que  oca- 
sionó el  acuerdo  de  la  Junta. — Ni  las  le} es  del 
Código  de  Instrucción  pública,  ni  ninguna  dispo- 
sición Ejecutiva  se  han  ocupado  de  fijar  el  suel-  { 
do  que  haya  de  disfrutar  el  interino  y  el  que  cor-  ¡ 
responda  al  Catedrático   propietario,   cuando  la  I 
licencia  concedida  k  este  exceda  de  treinta  dias.  I 
Únicamente  existe  la  resolución  Ejecutiva  de  14  ¡ 
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de  Agosto  de  1847,  determinando  la  parte  del 
sueldo  que  debe  gozar  cada  uno  deaqueílof,  se- 
gún los  casos  ;  pero  esta  se  contrae  á  ias  licen- 
cias otorgadas  por  el  Rector  ó  la  Junta,  de  con- 
formidad con  lo  ílispuesto  en  el  Decreto  regla- 
mentario délas  Universidades.  No  estando  pre- 
visto, pues,  el  caso  del  sueldo  que  deba  gozar 
un  interino  que  reemplaza  un  Catedrático  pff- 
pietario  con  licencia  otorgada  por  el  P.  E.,  se 
encuentra  este  en  libertad  de  fijar  el  que  sea  mas 
justo  y  arreglado;  y  es,  por  tanto,  nula  la  dona- 
ción hecha  por  el  Sr.  Dr.  Vargas  á  las  rentas 
universitarias  como  que  recayó  sobre  cosa  que 
no  le  pertenecia.  Aunque  á  primera  vista  parece 
natural  asimilar  el  caso  de  la  licencia  concedida 
al  Dr.  V^árgas  á  aquel  que  se  previo  por  el  nú- 
mero 39  de  la  citada  reso>lucion  ejecutiva,  para 
establecer  una  diferencia  bien  sensible  entre  am- 
bos, basta  observar:  que  no  puede  ser  lo  mismo 
para  el  interino  desempeñar  una  Cátedra  por 
ocho  ó  treinta  dias  con  la  mitad  del  sueldo,  que 
servirla  por  un  largo  tiempo  con  la  misma  pe- 
queña remuneración,  y  mucho  mas  si  se  trata 
de  una  clase  que  requiere  tanta  laboriosidad  y 
contracción  como  la  de  química;  y  que  la  meo- 
te  de  dicha  resolución  al  dejar  la  mitad  del  suel- 
do al  propietario  con  licencia  por  enfermedad, 
ha  sido  I  roporcionar  á  este  un  auxilio  en  su  pe- 
nosa situación,  del  cual  no  puede  derirse  que 
necesita  el  Dr.  Vargas,  pues  así  lo  ha  acreditado 
con  el  hecho  de  donar  lo  que  supuso  le  corres- 
pondía. En  fuerza  de  todo  lo  expuesto,  S.  B.  el 
P.  E.  declara;  que  al  Catedrático  interino  de  la 
clase  de  química,  Sr.  Dr.  Pedro  Medina,  le  cor- 
responde el  sueldo  íntegro  que  disfrutaba  ej  pro- 
pietario. 

Comuniqúese  á  quienes   corresponda;  y   pu- 
blíquese. " 

Por  S.  E.— Planas. 

INSTRUCCIÓN  PUBLICA,  resolución  ejb- 
cuTivA  DE  17  DE  JULIO  DE  1854  dcclarondo 
la  verdadera  inteligtncU  del  art.  22  de  la 
ley  8a  de  10  de    Mayo  de  185L 

Secretaría  del  Interior. — Sección  cuarta. — Ca- 
racas Julio  17  de  1864. 
Resuelto. — Vista  la  consulta  que  ha  hecho  el 
Sefíor  Rector  del  Colegio  nacional  de  la  provin- 
cia de  Carabobo  sobre  la  verdadera  inteligencia 
del  art.  22  de  la  ley  de  10  de  Mayo  de  lís5l ,  fia 
del  Código  de  instrucción  publica,  S.  £•  el  Po- 
der Ejecutivo,  de  conformidad  con  el  acuerdo 
del  Consejo  de  Gobierno,  ha -tenido  ábien  re^l- 
ver :  que  la  gracia  que  concede  el  artículo  22  de 
la  ley  8a  del  citado  Código,  es  la  de  dbs  gradas 
de  Bachiller  ó  de  Licenciado,  por  cada  diee  gra- 
dos académicos  de  paga  que  se  hayan  conferido 
legalmente  de  Bachilleres  ó  de  Licenciados,  y 
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que  bajo  tal  concepto  es  al  Rector  á  quien  toca 
hacer  la  cuenta  con  vista  del  libroforrespondien» 
te,  avisailo  y  formar  concurso  para   la  provisión  ' 
conforme  al  §  único  del  citado  artículo. 

Comuniqúese  á  los  Sres.  Gobernadores  de  las 
provincias  y  á  los  jefes  políticos  de  los  cantones  ¡ 
en  que  hubiere  Colegios  nacionales  para  que  lo 
participen  á  sus  Directores,  y  &  los  Sres.  Recto- 
res de  las  Universidades.  Publíquese. 

Por  S,  K— Planas, 
INSTRUCCIÓN  PUBLICA,  resolución  ejecu- 
tiva DK  12   DE  OCTUBRE  DE  1864  adicionan- 
do el  artícvlo  69  del  capítulo  99  del  Z>.  E.  R. 
de  las  Universidades. 

Secretaría  del  Interior.— Sección  cuarta.— Ca- 
racas, 12  de  Octubre  de  1864. 

Resuelto.— Wsisi  la  solicitud  que  con  fecha  14 
de  Marzo  del  año  prósimo  pasado  dirigió  á  este 
Ministerio,  por  conducto  del  Sr.  Rector  de  la 
Universidad  Central,  el  Catedrático  de  Institu- 
ciones Canónicas,  Dr.  José  Nicolás  Milano,  pa- 
ra que  el  Poder  Ejecutivo  declarase  que  la  facul- 
tad de  ciencias  eclesiásticas  debe  proveer  de  exa- 
minadores idóneos  y  de  cuestiones  propias  para 
los  que  opten  á  grados  académicos  en  cañones, 
S.  E.  previo  el  voto  consultivo  del  Consejo  de 
Gobierno  ha  tenido  á  bien  resolver:  que  siendo 
por  la  le}*^  la  facultad  de  ciencias  eclesiásticas 
compuesta  de  la  de  sagrada  teología  y  Derecho 
Canónico,  que  tienen  cada  uno  sus  estudios, 
cursos,  exámenes  y  grados  por  separado,  debe 
proveer  de  examinadores  y  de  cuestiones  teoló- 
gicas para  los  estudios  de  teología,  y  de  exami- 
nadores Canonistas  y  de  cuestiones  Canónicas 
para  los  estudios  de  Derecho  Canónico  en  el  | 
tiempo  y  numero  que  expresa  el  artículo  69  del 
capítulo  nono  del  Decreto  Ejecutivo  de  24  de 
Novit-mbre  de  1844,  que  se  tendrá  por  a<licciona-  1 
do  en  esta  parte  por  la  presente  Resolución.  , 

Comuniqúese  á  los  Rectores  de  las  Universi- 
dades; y  publíquese. 
Soy  &a 

Fot  8.  E.— Planas. 
INSTRUCCIÓN  puBLic\.  decreto  de  17  de 
MARZO  DE  1955  mandando  establecer  en  las 
Universidades  y  colegios  de  la  república 
nna  clase  de  urbanidad  y  buenas  maneras. 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso 

CONSIDERANDO  : 

Que  la  obra  titulada  '^Manual  de  Urbanidad  y 
buenas  maneras'*  escrita  por  el  Señor  Manuel 
Antonio  Carrefío  es  un  repertorio  precioso  de 
las  materias  que  contiene,  molivo  que  lo  ha  he- 
cho recomendable  á  los  ojos  de  la  Dirección  de 
Instrucción  publica. 
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DECRETAN  : 

Art.  19  En  todas  las  Universidades  y  Cole- 
gios de  la  República  se  establecerá  una  clase  de 
Urbanidad  y  buenas  maneras,  obligatoria  para 
todos  los  que  hayan  de  entrar  á  estudiar  filosofía, 
y  el  texto  único  será  el  Manual  citado. 

Art.  29  El  curso  de  la  enseñanza  durará  un 
año,  dándose  una  hora    diaria  de  clase. 

Art.  39  La  asignación  del  profesor  será  la  que 
gozen  las  demás  cátedras  en  las  Universidades  y 
Colegios. 

Art.  49  Sancionado  este  decreto  se  procede- 
rá á  proveer  la  Cátedra  según  las  disposiciones 
respectivas. 

Dado  en  Caracas  á  14  de  Marzo  de  1855,  año 
26  de  la  ley  y  45  de  la  independencia. — El  Pre- 
sidente del  Senado,  Manuel  Amador. — El  Pre- 
sidente di!  la  Cámara  de  Represpntantcp,  E?/.r''- 
nio  A,  Rivera. — El  Socnt-irio  di^l  Soiiiid»».  J. 
A.  Pérez. — El  Secretnrio  de  la  Cámara  de  Re- 
presentantes, J,  Padilla. 

Caracas  Marzo  17  de  1855,  año  26  de  la  ley  y 
45  de  la  independencia. — Ejecútese,  José  T. 
Monadas, — Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica.—El  Secretario  de  E.  en  los  DD.  del  Inte- 
rior, Justicia  y  Relaciones  Exteriores,  Francis- 
co Aranda. 

INSTRUMENTOS  PARA  construcción  de  ca- 
minos &c.  Exención  de  derechos  á  su  intro- 
ducción, por  cierto  tiempo.  Véase  Arancel  de 
importación,  D.  de  22  de  Febrero  d  1851. 

INTELIGENCIA  de  las  leyes.  Toca  al  Con- 
greso fijarla.  Véase  Congreso,  art^const.  S7, 
atrib.  la 

INTELIGENCIA  délas  leyes.  Verse  Con - 
sultas  sobre  inteligencia  de  las  leyes. 

INTERDICTOS   posesorios.   lí:y  2a  títclo 

79  DEL  CÓDIGO  DE  PROC  KDIMIENTO  JUDICIAL. 

DE  19  DE  MAYO  DE  1830,    quc  trata  de  elius. 
LEY  IL 
De  los  interdictos  posesorios. 

Art.  17  Cuando  el  heredero  pida  la  posesión 
de  la  herencia,  deberá  acompañar  el  tesiametito, 
ó  justificar  la  fiílta  del  testamento,  y  su  calidad 
de  heredero,  acreditando  al  mis>mo  tiempo  que 
las  cosas  en  que  consista  la  herencia  las  poseia 
ai  tiempo  de  su  muerte  la  jíersona. de  quien  sea 
heredero,  como  suyas  propias,  ó  por  algún  dere- 
cho irasmisible  á  este. 

Art.  29  Dentro  de  veinticuatro  horas  de  ha- 
berse pedido  la  posesión  de  Ki  herencia,  ol  juez 
mandará  darla,  y  se  dar&  en  efecto  al  heredero 
sin  citar  á  la  persona  ó  personas  que  estuvieren 
poseyendo  las  cíi.^as  pertenecientes  á  la  heren- 
cia ;  pero  aquellas  podrán  deducir  en  juicio  or« 
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dinario  el  derecho  con  qne  se  crean  asisti'las  pa- 
ra pedir  [a  devolución  de  estas. 

Art.  39  Solo  en  el  caso  de  que  pruebe  el  po- 
seedor dentro  de  veinticuatro  horas  con  títufo 
justo  y  anténtico  que  apareje  ejecución,  que  es 
legítima  su  posesión,  se  suspenderá  la  posesión 
decretada  por  el  juez  á  favor  del  heredero,  mien- 
tras se  decide  en  juicio  ordinario  quien  tenga 
mejor  derecho.  £n  este  caso  se  entenderá  cita- 
do el  poseedor  para  contestar  en  el  término  or- 
dinario sobre  la  solicitud  del  heredero,  ante  el 
juez  de  la  causa. 

Art  49  Cuando  el  juez  no  considere  suficien- 
te la  justificación  producida  por  el  heredero 
mandara  ampliarla  indicando  el  defecto.  El  he- 
redero en  este  caso  podrá  apelar  si  no  creyere 
«rreglada  la  detcrminaciun  ;  é  interpuesto  el 
recurso  por  escrito  ó  verbalmente,  se  practicará 
lo  que  queda  establecido  en  este  código  para  la 
apelación  de  la  sentencia  definitiva. 

Art.  59  Cuando  el  que  sea  despojado  de  su 
posesión  solicite  ser  restituido  á  ella,  justificará 
que  su  posesión  era  legítima  y  que  no  ha  tras- 
currido un  año  Hepues  del  despojo  ;  y  el  juez 
procederá  del  modo  prevenido  para  la  posesión 
hereditaria  en  los  artículos  precedentes  de  esta 
ley. 

Art.  69  Si  el  despojo  se  cometió  con  fuerza, 
y  se  justificare  esta  circunstancia,  no  se  suspen- 
derá la  posesión  del  tiespojado,  aun  cuando  el 
despojador  presente  título  justo  y  auténtico  que 
apareje  mérito  ejecutivo  para  probar  su  derecho 
á  la  posesión. 

Art.  79  En  todo  caso  se  oirá  al  despojador  en 
juicio  ordinario,  pero  nunca  para  reclamar  el 
perjuicio  que  haya  sufrido  conforme  á  la  ley  por 
la  restitución  decretada  por  el  juez. 

Art.  69  K^  Q"®  estando  en  posesión  de  algu- 
na cosa  sea  perturbado  ó  con  fundamento  tema 
serlo,  puede  pedir  que  se  le  ampare  en  la  pose- 
sión; y  justificando  que  la  tiene  con  derecho,  el 
juez  mandará  á  la  persona  ó  personas  contra  quie- 
nes se  dirija  la  queja  se  abstengan  de  todo  hecho 
que  perjudique  al  poseedor  bajo  la  pena  pecunia- 
ria ó  de  prisión  que  considere  proporcionada. 

Art.  99  Se  suspenderán  los  efectos  del  decre- 
to de  amparo,  si  dentro  de  veintimatro  horas  de 
haberse  notificado  á  la'persona  ó  personas  con- 
tra quienes  se  dirige,  presentaren  estas  título 
justo  y  auténtico  que  apareje  mérito  ejecutivo 
para  probar  el  derecho  con  que  proceden  en  lo 
que  haya  sido  causa  de  la  queja.  En  todo  caso 
se  les  oirá  también  en  juicio  ordinario  para  que 
so  revoque  dicho  decreto  de  amparo,  si  preten- 
dieren  tener  mejor   derecho  que  el  querellante. 

Art.  10.  Si  dos  ó  mas  personas  pidieren  á  la 
vez  la  posesión  de  alguna  cosa,  ó  pretendieren 


ser  amparados  eñ  la  posesión,  con  documentos 
que  justifiquen  su  derecho,  el  juez  dará  la  pose- 
sión ó  ampar^á  en  ella  al  que  creyere  que  tie- 
ne mejor  título,  y  en  caso  de  duda  pondrá  en 
depósito  la  cosa  cuya  posesión  se  disputa,  todo 
hasta  la  determinación  definitiva  en  juicio  ordi- 
nario, y  citará  á  los  interesados  para  ia  contes- 
tación y  conciliación  en  el  término  ordinario. 

Art.  11.  Todo  reclamo  de  perjuicios  y  frutos 
contra  despojadores,  )'  perturbadores  de  la  po- 
sesión, se  deducirá  en  juicio  ordinario,  y  en  el 
sumario  no  se  oirá  recurso  de  apelación  sino  en 
el  efecto  devolutivo. 

Art.  12*  Después  de  pasado  t^n  afio  del  des- 
pojo, ó  de  la  perturbación  no  podrá  pedirse  la 
restitución  ó  el  amparo  sino  en  juicio  ordinario, 
á  menos  que  se  haya  hecho  uso  de  la  fuerza  con- 
tra el  legítimo  poseedor,  ft  quien  en  este  caso  se 
favorecerá  por  el  interdicto  posesorio  en  cual- 
quier tiempo. 

Art.  13.  Cuando  en  el  juicio  ordinario  se 
pruebe  que  fueron  falsos  los  fundamentos  ale- 
gados por  el  querellante  para  la  restitución  ó 
amparo,  se  le  condenará  á  satisfacer  todos  los 
perjuicios  que  por  esta  causa  sufriere  la  parte 
contraria. 

Art.  14.  El  juez  que  privare  á  alguno  de  su 
posesión  sin  las  formalidades  que  previene  esta 
ley  será  responsable  de  todos  los  perjuicios  an- 
te su  superior  inmediato. 


Dada  en  Caracas  á  15  de  Mayo  de  1836,  7^ 
de  la  ley  y  269  de  la  independencia. — El  Presi- 
dente del  Senado,  Ignacio  Fernández  Peña.— 
El  Presi<lente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Pedro  Quintero. —  El  Secretario  del  Senailo. 
Rafael  Acevedo, — El  Diputado  Secretario  de  ia 
Cámara  de  Representantes,  J.  A»  Pérez. 

Sala  del  Despacho. — Caracas  Mayo  19  de 
1830,  año  79  de.  la  ley  y  26  de  la  indipendenciu. 
—  Cúmplase. — Andrés  Narvárte, — Por  S.  E.  el 
Vicepresidente  de  la  República  encargado  del 
Poder  Ejecutivo. — El  Secretario  de  Estado  en 
los  Despachos  de  Hacienda  y  Relaciones  Exte- 
riores, Encargado  interinamente  de  los  del  In- 
terior y  justicia,  José  E,  Gallegos. 

INTERDICTOS  posesorios.  Cómo  deben  pro- 
ponerse, y  cómo  probarse  el  temor  fundado  de 
la  perturbación  ;  y  en  qué.efecto  debe  otorgarse 
la  alzada.  Véase  Juicios  posesorios.  A.  C  S. 
de  25  de  Febrero  de  1844,  puntos  I9,  59,  y  69 

INTERDICTOS  posesorios.  Véase  Tierras 
baldías,  R.  £.  de  12  de  Junio  de  1848. 
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INTERDICTOS   prohibitivos.  ley^S»  tít. 

79  DEL  CÓDIGO  PE    PROCBOiailBNTO  JUDICIAL 
DB  19  OB  MAYO  DE   1836. 

LEY  III. 

De  los  interdictos  prohibitivos. 

Art.  19  La  denuncia  de  nueva  Obra  se  hará 
por  escrito  ante  cualquier  juez  que  tenga  juris- 
dicción en  el  lugar  en  que  se  halla  la  nueva 
obra  sin  necesiiiad  de  justificación,  y  solo  con  el 
juramento  de  no  proceder  de  malicia. 

Art.  29  El  juez  pasará  personalmente,  ó  dará 
comisión  bastante  á  su  secretario  para  que  pase 
al  lugar  en  que  se  estuviere  haciendo  la  nueva 
obra,  á  prohibir  su  continuación  bajt»  la  pena  de 
que  se  destruirá  á  costa  del  dueño  de  la  obra 
todo  lo  que  se  adelantare  después,  y  de  que  se 
exigirá  á  cada  trabajador  el  duplo  de  su  jornal 
ó  salario  en  calidad  de  multa  por  el  tiempo  de 
8U  contrávenrion  estando  impuestos  de  la  pro- 
hibición. De  esta  nt»  podrá  apelarse,  y  se  hará 
y&lidamente  no  solo  al  dueño  de  la  obra  sino  á 
los  trabajadores  que  allí  se  encuentren,  si  aquel 
no  estuviere  en  ella,  y  en  defecto  de  estos  á 
cualquiera  persona  dependiente  del  dueño,  bien 
tea  siervo  6  libre  ;  dejando  siempre  esrrfla  la 
orden  prohibitiva  en  que  se  dará  razón  de  la 
persona  que  la  ha  solicitado  y  de  la  fecha  en 
que  se  ha  expedido. 

Art.  39  Por  el  mismo  hecho  de  haberse  in- 
timado la  prohibición,  tanto  el  denunciante  como 
el  denunciado  se  entienden  citados  pura  compa- 
recer ante  el  juez  de  primera  instancia  del  cir- 
cuito, en  el  término  ojrdinario  para  la  contesta- 
ción y  conciliación,  y  secuela  del  juicio  si  esta 
no  tuviere  efecto. 

Art.  49  Si  la  denuncia  se  hubiese  hecho  ante 
el  alcalde  parroquial  ó  juez  de  paz  se  remitirá 
al  juez  de  primera  instancia  del  circuito  la  de- 
nuncia original  con  las  diligencias  practicadas. 
El  alcalde  parroquial  ó  juez  de  paz  y  las  partes 
tienen  ademas  del  término  de  seis  días  el  de  la 
distancia  para  cumplir  lo  que  se  previene  en  es- 
te y  en  el  anterior  artículo. 

Art  69  Ninguna,  otra  determinación  podrá 
dar  el  alcalde  parroquial  6  juez  de  paz,  á  menos 
que  0ea  para  suspender  la  prohibición  por  de- 
sistimiento del  demandante,  antes  que  se  haya 
dirigido  el  expediente  al  juez  de  primera  instan- 
cia, y  aun  después  si  estuvieren  de  acuerdo  las 
¿oa  partes,  dando  inmediatamente  aviso  en  este 
caso  á  aquel  magistrado. 

Art  69  Si  después  de  la  contestación  y  acto 
•onciliatorio  solicitase  el  dueño  de  la  obra  nue- 
va el  permiso  para  continuarla,  ofreciendo  fian- 
Ui  de  estar  á  las  resultas  del  juicio,  y  de  des- 
truir la  obra  á  so  costa  siempre  que  se  le  man- 
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de,  se  le  concederá  dicho  permiso  por  el  jue^  de 
primera  instancia  ;  corf  tal  que  no  resulte  daño 
irreparable,  \o  cual  se  acreditará  previamente 
con  el  informe  de  expertos.  La  fianza  debe  ser 
á  satisfacción  del  demandante  ;  pero  el  juez  no 
atenderá  so   oposición  cuando  fuere  caprichosa. 

Art.  79  En  lo  demás  se  observarán  los  trá- 
mites del  juicio  ordinario,  y  se  concederán  los 
recursos  que  por  este  código  pueden  interponer- 
se en  tocias  las  causas. 

Art.  89  Para  intentar  los  otros  interdictos  pro- 
hibitivos, se  necesitará  instruir  justificación  del 
daño  actual  ó  próximo  que  se  denuncia,  y  debe- 
rá siempre  ocurrirse  al  juez  de  primera  instan- 
cia, que  tenga  jurisdicción  en  el  lugar  en  que  se 
recibe  ó  puede  recibirse  el  daño,  En  caso  de 
qup  el  peligro  sea  inminente,  se  ocurrirá  &  las 
autoridades  de  policía,  antes  ó  después  de  ha- 
berse intentado  el  reclamo  judicial,  y  sin  perjui- 
cio de  lo  que  se  determine  por  el  juez  de  la 
caus». 

Alt  99  Con  vista  de  la  justificación,  y  sin 
necesidad  de  oir  al  de:)andado  podía  el  juez  ex- 
pedir aquellas  providencias  precautelativas  del 
daño  á  que  se  refiere  el  artículo  anterior,  que 
puedan  adoptarse  sin  gravamen  irreparable. 
Contra  estas  previdencias  solo  se  admitirá  re- 
curso en  el  efecto  devolutivo,  para  que  no  se 
interrumpa  el  curso  de  la  demanda,  que  se  sus- 
tanciará y  determinará  .por  los  trámites  del  jui- 
cio Ordinario  en  todo  lo  demás. 

Dadf  en  Caracas  ft  15  de  Mayo  de  1836,  79 
de  la  ley  y  269  ^^  ^^  independencia.— Kl  Presi- 
dente del  Sí-nado,  Ignacio  Fernández  Peña. — 
El  Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Pedro  Quintero. — El  Secretario  del  Senado, 
Rafael  Acevedo — El  Diputado  Serrelario  de  la 
Cámara  de  Reprcifentantes,  J.  A,  Peres. 

Sala  del  Despacho. — Caracas  Mayo  19  de 
1836.  año  79  de  la  ley  y  '¿6  de  la  independencia, 
— Cúmplase. — Andrés  Narvarte, — Por  S.  El  el 
Vicepresidente  xlc  la  República  encargado  del 
Poder  Ejecutivo. —  El  Secretario  de  Eí'tado  en 
los  Despachos  dp  Hacienda  y  Relaciones  Exte- 
riores, Encargado  inlerinamente  de  los  del  In- 
terior y  juslirlj^  José  E.  Gallegos. 

ínteres  del  disbro.  \é^ae ^Libertad  de  con- 

tj'atos^  artículo  9  al  12. 
ínteres  de  la  deuda  nacional  interior  y 

EXTERIOR.  Véase  Pago  de  interés  de  ella. 
INTERL1NEACI0NES.  Véase  Disposiciones 

comunes  a  iodos  losjuicioSy  artículo  34. 

INTERPRETACIÓN  de  la  constitución. 
Modo  de  hacerla.  Véase  Constitución  del  Es- 
tado título  XXVIIIy  artículo  224. 

35 
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INTERPRETACIÓN  de   las  leyeí.  Véase 

l'/Heligencia  de  las  leyes, 
INTERPRETES,  decreto  de   19  de  marzo 

DB  iSd9  sobre  ellos* 
£1  Senado  y  C&mara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela  reunidos  en  Congreso. 
considerando: 

Que  las  leyes  de  la  República  y  especial men- 
^te  las  del  afío  149  reconocen  la  existencia  dé  in- 
térpretes; pero  ninguna   de  ellas   determina  el 
modo  con  que  se  han  de  nombrar  tales  emplea- 
dos, ni  sus  atribuciones. 

decretan: 

Art.  19  Todo  venezolano  en  ejercicio  de  sus 
derechos  que  compruebe  la  suficiencia  necesaria, 
tendrá  el  de  ser  admitido  al  oficio  de  intérprete. 
En  consecuencia  podrá  haber  uno  ó  mas  en  una 
misma  población. 

Art.  29  El  que  opte  al  empleo  de  intérprete 
lo  expondrá  al  Gobierno  en  una  solicitud  ofre- 
ciendo examen  de  determinados  idiomas.  Estos 
exámenes  solo  tendrán  lugar  en  las  capitales  de 
provincia  y  puertos  habilitados. 

Art.  39  La  autoridad  civil  respectiva  nombra- 
rá en  número  de  seis  por  lo  menos,  los  exami- 
nadores, entre  los  cuales  elegirá  la  mitad  el  exa- 
minando, los  que  presididos  por  aquella  autori- 
dad formarán  la  junta  examinadora.  El  examen 
será  público  y  continuará  hasta  que  se  pueda 
formar  concepto  de  que  el  examinando  posee  los 
idiomas  con  k  perfección  necesaria  para  deposi- 
tar la  fe  pública,  los  intereses,  la  vida  y  el  honor 
de  los  individuos  en  sus  traducciones.         • 

Art.  49  A  petición  de  uno  de  sus  miembros, 
y  por  mayoría  de  votos  resolverá  c\  puede  ya  for- 
marse juicio  exacto  de  la  capacidad  del  indivi- 
duo, y  retirado  este,  conferenciará  y  procederá 
por  votación  secreta  á  aprobar  6  reprobar  al  Op- 
tante, y  extenderá  el  acta  en  que  se  escprese  el 
resultado  firmada  por  todos  loe  examinadores. 
El  magistrado  que  presida  elevará  al  Poder  Eje- 
cutivo copia  del  acta  por  conducto  del  Goberna- 
dor de  la  provincia,  ó  por  sí  mismo,  cuando  él 
sea  quien  la  presida,  para  la  resolución  conve- 
niente. 

Art.  59  En  el  caso  de  aprobación,  se  acorda- 
rá el  nombramiento,  expidiendo  título  en  papel 
del  sello  correspondiente,  el  cual^e  remitirá  a] 
interesado  por  conducta  del  Gobernador  de  la 
provincia. 

Art.  69  Este  magistrado  6  el  jefe  político  á 
quien  delegue  esta  facultad,  recibirá  el  juramen- 
to constitucional  al  nombrado  y  le  entregará  su 
título  para  que  entre  á  ejercer  su  oficio. 

Art.  79  Solo  estos  empleados,  donde  los  ha- 
ya, tendrán  la  facultad  de  interpretar  en  actos,  y 
traducir  los  documentos  que  hayan  de  merecer 
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la  fe  pábNica,  siendo  recnsables  en  los  iribunale« 
con  arreglo  al  derecho  común. 

Art.  &}  En  los  puertos  habilitados  y  capita- 
les de  provincia  designará  el  Poder  Ejecutivo 
uno  de  estos  empleados  que  se  denominará  in- 
térprete de  Gobierno,  el  cual  estará  obliga'do: 

19  A  servir  en  los  procedimientos  de  oficio  y 
causas  criminales. 

29  A  traducir  al  idioma  nacional  los  papeles 
6  documentos  que  se  presenten  en  las  aduanas 
en  idioma  extraño. 

39.  A  asistir  á  la  visita  de  sanidad  de  los  bu- 
ques extranjeros,  á  cuyo  fin  se  hallará  siempre 
pronto,  para  que  aquella  tenga  efecto  oportuna- 
mente y  según  las  reglas  preseriptas. 

49  A  asistir  á  la  primera  visita  del  resguardo 
de  hacienda  á  los  propios  buques,  y  acompafíar 
cuando  fuere  necesario  á  los  capitanes,  pasagé- 
ros  y  demás  personas  que  hayan  de  presentarse 
á  la  autoridad  civil. 

59  A  estar  pronto  á  todo  servicio  de  su  com- 
petencia á  que  se  le  llame  por  Ja  autoridad  pú- 
blica 6  á  que  deba  concurrir  por  disposiciones 
del  Gobierno ;  y 

69  A  no  ausentarse  de  la  población,  sino  por 
I  tiempo  determinado,  con  licencia  del  Goberna- 
|.  dor  de  la  provincia  y  dejando   intérpreie  autori- 

I  zado  que  le  subrogue. 

jj      Art.  99  En  todo  procedimiento  oficial  en  que 

II  se  necesite  intérprete,  será  ocupado  el  de  Go- 
ji  bierno,  y  devengará  los  derechos  que  señala  la 
!  ley  de  impuestos  para  gastos  de  justicia.  {•) 

i|  Art.  10.  No  estando  pronto  el  intérprete  de 
|,  Gobierno,  la  autoridad  civil  llamará  á  otro  de 
1 1  los  examinados,  para  que  asista  al  acto  á  que 
I  aquel  no  haya  concurrido,  y  devengará  los  de- 
;  rechos  del  propietario. 

(      Art.   11.  En  todo  procedimiento  en  que  inter- 
I  vengan  los  intérpretes,  serán  responsables  de  la 
'-  exactitud  de  sus  interpretaciones  y  traducciones 
I  con  sujeción  á  las  leyes  que  han  impuesto  penas 
á  los  diferentes   delitos  que  comprometan  la  fe 
I  pública  y  los  derechos  de  tercero. 
¡I      Art.  Í2.  Los  intérpretes  titulados,   conforme 
á  la  práctica  anterior,  que  se  hallen  en  ejercicio 
al  tiempo  de  la  publicación  del  presente  decreto, 
se  someterán  á  examen  si  antes   no  lo  hubiesen 
sufrido,  estando  todos  obligados  á  ocurrir  al  Po- 
der  Ejecutivo   acompañando   el   nombramiento 
que  tengan,  expresando  los  idiomas  que  poseen, 
y  pidiendo  el  nuevo  título. 

Dado  en  Caracas  á  11  de  Marzo  de  1839,  año 
109  de  la  ley  y  29  de  la  independencia.— El 
Presidente  del  Senado,  Andrés  Narvarte. — El 

{*)  Debe  supiiuiirse  en  una  reforma  la  parte  relativa  á 
la  ley  de  impuesto  pura  gastos  du  justicia,  por  haber  sido 
esta  derogada. 
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Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Juan  Nepomuceno   Chaves, — El  Secretario  del 
Senado,  José  Ángel  Freiré, — El  Secretario  de 
la  Cámara  de  Representantes,  Rafael  Acevedo. 
Sala  del  despacho  en  Caracas  &  19  de  Marzo 
de  1839,  año  IO9  de  la   ley  y  29  de  la  indepen- 
dencia.—Cúmplase. — José  A  Paez. — Por  S.  E, 
— £1  Secretario  de   Estado  en  los  DD,  del  Inte- 
rior y  Justicia,  D.  B,  ürbaneJ4i, 
INTÉRPRETES.  Véase  Pruebas  y  su  térmi- 
no ^  artículo  34. 
INTERPRETES.  Derechos  que  les  correspon- 
den. Véase  Arancel  judicial^  articulo ''Zl. 
INTERVENTORES  i>r  adoana.  Véase  Adua- 
na^ artículos  7,  9  y  10,  Importación^  Expor- 
tación^ artículos  2  y  11,  y  Fiscales  de  la  Ha- 
cienda, 
INTERVENTORES  DE  rentas  municipales. 
No  pueden   ejercer  la  abogacía*  Véase  Abo- 
gados  art.  21  y  «u  ^. 
INTERVENTORES  de  correos.  Véase  Cor- 
reos, 
^INTRODUCCIÓN   de    nuevas    industrias. 
Véase  Patentes  de  invención^  mejora  é  intro- 
ducción de  nuevos  ramos  de  industria. 
INVALIDACIÓN  de  los  juicios.  Ley   única 

TÍTULO    X  DEL     CÓDIGO    DE     PROCEDIMIENTO 

judicial  de  19  DR  HAYO  DE  1836  sobre  ella 

Art.  19,  Para  intentarla  invalidación  de  un 
juicio  se  presentará  el  reclamante  por  escrito 
ante  el  juez  que  pronunció  la  última  sentencia, 
alegando  alguna  de  las  siguientes  causas;  pri- 
mera, falsedad  del  documento  en  virtud  del  cual 
se  pronunció  aquella:  segunda,  retención  en  po- 
der de  la  parte  contraria  de  documento  decisivo 
en  favor  de  la  acción  ó  excepción  del  reclaman- 
te: tercera,  falta  de  audiencia  del  reclamante: 
cuarta,  pronunciamiento  sobre  cosas  no  deman- 
dadas: quinta,  omisión  en  el  pronunciamiento 
respecto  de  lo  demandado :  sexta,  falta  de  com- 
parecencia en  el  juicio  del  represenUnte  legíti- 
mo del  menor,  demente  ó  piódigo,  del  Estado, 
comunidades  y  establecimientos  públicos  en  cu- 
yo favor  se  intente  el  reclamo. 

Art.  29  Cuando  se  alegue  la  falsedad  del  do- 
cumento en  virtud  del  cual  se  pronunció  la  sen- 
tencia, deberá  acompañarse  la  prueba  de  esta 
falsedad  consignada  en  documento  auténtico  y 
anterior  á  la  sentencia,  ó  indicarse  su  existencia 
ó  la  persona  que  debe  entregarlo.  También  de- 
berá acreditarse  á  lo  menos  con  el  juramento  del 
reclamante  que  no  pudo  hacer  uso,  6  no  tuvo 
noticia  de  dicho  documento  durante  el  litigio. 

Art  39  Cuando  se  alegue  la  retención  en  po- 
der de  la  parte  contraria  de  un  documento  ne- 
cesario para  probar  la  acción  6  excepción  del  re- 
clamante, deberá  expresarle,  si  no  se  presenta, 
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el  contenido  de  dicho   documento  y  la  persona 
I  que  debe  entregarlo. 

Art.  49  Cuando  se  alegue  falta  de  audiencia 
del  reclamante,  deberá  jurar  que  no  fué  citado, 
ni  tuvo  noticia  de  que  se  hubiese  promovido  el 
juicio,  probandola  falta  de  citación  con  las  actas 
del  expediente,  ó  de  otro  modo  concluyente. 

Art.  59  Cuando  se  alegue  pronunciamiento 
sobr^  cosas  no  demandadas,  á  omisión  respecta 
de  lo  demandado,  la  prueda  ha  de  existir  en  el 
mismo  expediente  del  juicio,  y  deberá  este  ha- 
llarse concluido  en  la  última  instancia  que  pudo 
tener  conforme  á  este  código. 

Art.  69'  Cuando  se  alegue  falta  de  compare- 
cencia del  representante  del  menor,  demente, 
pródigo,  del  Estado,  comunidades  y  estableci- 
mientos públicos,  deberá  resultar  también  del 
expediente  del  juicio  ;  y  no  será  inconveniente 
para  el  reclamo  el  que  haya  sido  aquel  citado  y 
emplazado,  con  tal  de  que  no  sea  el  mismo  re- 
presentante el  que  lo  deduzca. 
'  Art.  79  l\o  ao  admitirá  el  reclamo  para  la  in- 
validación del  juicio,  hasta  que  el  reclamante  de- 
posite en  la  adininistracion  respectiva  de  rentas 
municipales  veinticinco  pesos,  si  el  juicio  ha  te- 
nido principio  en  el  juzgado  de  arbitramento,  y 
doscientos  cuando  haya  principiado  en  el  juzga- 
do de  primera  instancia,  ó  en  los  tribunales  su- 
periores. La  suma  depositada  se  aplicará  á  la 
parte  contraria  en  calidad  de  indemnización, 
siempre  que  se  declare  subsistente  el  juicio  cuya 
invalidación  se  pretenda,  y  en  caso  contrario  se 
devolverá  al  reclamante, 

Art.  89  £1  reclamo  se  sustanciará  y  senten- 
ciará por  los  trámites  del  juicio  ordinario  ;  pero 
no  tendrá  mas  que  una  sola  instancia.  La  sen- 
tencia se  comunic^á  para  su  cumplimiento  al 
juez  que  conoció  de  la  primera  instancia  del  jui- 
cio, si  resultare  este  invalidado. 

Art.  99  La  invalidación  de  un  capítulo  ó  par- 
te de  la  sentencia  no  quita  á  esta  su  fuerza,  res- 
pecto de  otros  capítulos  ó  partes  que  ella  com- 
prenda. Siempre  que  la  sentencia  contenga  va- 
rias partes  ó  capítulos;  el  juez  declarará  expre- 
samente lo  que  quedare  comprendido  en  la  inva- 
lidación, no  solo  respecto  de  lo  principal,  sino 
de  todos  sus  accesorios. 

Art.  10.  El  reclamo  de  invalidación  no  impi- 
de la  ejecución  de  la  sentencia,  ni  puede  inten- 
tarse mas  que  una  sola  «vez;  y  en  ningún  caso 
se  intentará  para  anular  la  sentencia  que  en  él  se 
pronunciare. 

Art.  11.  Tampoco  podrá  intentarse  sino  en  el 
término  de  seis  meses  que  correrán  desde  que 
sé  descubrió  la  falsedad  del  documento,  ó  se  tuvo 
la  prueba  de  la  retención  :  6  desde  el  dia  en  que 
se  libro  la  sentencia  en  los  casos  de  pronuncia- 
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miento  sobre  cosas  no  demandadas,  6  omisión 
respecto  de  lo  demandado:  ó  desde  que  llegó  á 
noticia  del  reclamante  el  juicio  en  que  no  fué  ci- 
tado ni  oído:  ó  desde  que  salió  el  menor  de  la 
curaduría,  ó  las  demás  personas  y  corporaciones 
privilegiadas  tuvieren  otro  representante  que  no 
haya  intervenido  en  el  juicio. 

Art.  12.  Declarada  la  invalidación,  el  juicio 
se  repone  al  estado  de  demanda,  y  las  partes  po- 
drán hacer  uso  de  sus  acciones  en  el  tribunal 
competente  de  primera  instancia. 

Dado  en  Caracas  á  15  de  Mayo  de  183(5,  79 
de  la  ley  y  209  ^®  *'**  independencia. -r-El  Presi- 
dente del  Senado,  Ignacio  Fernández  Pena. — 
El  Presi'lente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Pedro  Quintero. — El  Secretario  del  Senado,  Ra- 
fael Acevedo  — El  diputado  secretario  de  la  Cá- 
mara de  Representantes,  J.  A.  Pérez. 

S^la    del    despacho. — Caracas,    Mayo    19    de 
1836,  año  79  de  la  ley  y  269  ^^  ^^  indepen-len- 
cia.— Cúmprasc  — ^rtd/TS  Narvarte. — Por  S.  P>. 
el  Vicepresidente  de  la  República  encaríjado  uel 
Poder   Ejecutivo. — El    Secretario    de  Estado  en 
los  DD.  de  Hacienda  y    Relaciones    Extei'iores, 
encargado  interinamente    de   los  del  Interior  y 
Justicia,  José  E.  Gallegos. 
INVALIDACIÓN  dk   los   juicios.  Véase  Tri- 
bunales y  juzgados.  LL.  I,  art.  l^,  atrib.  14^, 
II,  art.  3^  atrib.  9^,  VI,   art.   69,'alrib.  3a,*y 
•  VII,  art.  39,  atrib.  4a. 
INVALIDACIÓN  de  los  juicios,  acuerdo  de 

LA  corte  suprema  DE   10     DE  JUNIO  DE   1837 

haciendo  cieriai  aclaratorias  sobre  la  ley  an- 
terior. 

ANTECEDEN-^ES. 

República  de  Venezuela. — Juzgado  de  |a  ins- 
tancia del  8^  circuito.— Número  (>;> — Calabozo, 
Abril  29  de  18:37,  89  y  279— Senor  Prt'Mdente 
de  S.  E.  la  Corte  Superior  del  29  distrito  judí- 
cial. — El  sentido  con.-ordante  en  que  están  con- 
cebidas algunas  dis))Osici(>nes  de  la  ley  única,  tí- 
tulo 10  del  Código  de  procedimiento  jiidifial  so- 
bre la  invalidación  de  los  juiciti!*,  prcviniéiidosfi 
f  0/  el  artículo  I9  que  el  reclamo  de  invalidación 
se  presente  por  escrito  ante  el  juez  que  pronun- 
ció la  última  sentencia:  por  el  89  M^*^  '**  9"®  ^^' 
cayere  en  el  reclamo  se  comunique  para  su  cum- 
plimiento al  juez  (]ue  conoció  de  Va.  primera  ins- 
tancia del  juicio  si  resukare  este  invalidado:  y 
por  el  12  que  declarada  la  invalidación  el  juicio 
se  repone  al  estado  de  demanda  y  las  partes  po- 
drán hacer  uso  de  sus  acciones  en  el  tribuna] 
competente  de  primera  instancia  ;  maniüe:«ta  que 
no  hay  lugar  á  la  invalidación  de  un  juicio  que 
tuvo  si>]i)  una  instancia  y  cuya  sentencia  quedó 
ejecutoriada.  ISiu    embargo,    á  este   tribunal  ha 
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ocurrido  duda  sobre  la  inteligencia  de  la  ley  re- 
ferida; y  US.  me  permitirá  aducir  alguna  obser- 
vación. Entre  las  causas  que  deben  alegarse  pa- 
ra intentar  el  reclamo,  de  invalidación  es  la  3^ 
falta  de  audiencia  del  reclacnante.  Y  podría  muy 
bien  suceder  que  se  promoviese  un  juicio  en  que 
teniendo  dos  ó  mas  interesados  iguales  y  seme- 
jantes derechos  dejase  por  cualquier  motivo  de 
ser  citado  y  oido.alguno  de  ellos.  Supóngase  en 
este  caso  ejecutoriada  la  sentencia  de  primera 
instancia  por  descuido  ó  negligencia  de  los  de- 
mas,  ó  terminaiio  el  negocio  por  transacción  ó 
desií^timiento.  ¿Quedaría  algún  recurso  al  que 
no  tuvo  noticia  de  un  juicio  en  que  tenia  dere- 
chos y  acciones  que  sostener  y  defender,  y  en  cu- 
yo perjuicio  no  parece  justo  que  reflnytse  la  ne- 
gligencia ó  descuido  délos  otros f  Claro  está 
que  ninguno,  entendida  la  ley  como  he  manifes- 
tado. No  la  encuentra  pues  este  tribunal  clara  y 
terniinanie;  y  espera  que  US.  se  sirva  ponerlo 
en  conocimiento  de  S.  E,  la  Corte  Superior  del 
distrito  para  que  oyendo  la  duda  con  arreglo  á 
la  atribución  9^  art.  ^9  *^®  1"  l^y  orgánica  de  lri«' 
bunales,  se  obtenga  la  conveniente  declaratoria, 
si  se  considerase  fundada,  según  la  atribución 
lOit  art.  147  de  la  Constitución  — Dios  guarde  á 
U8.— -iienito  Martí.— Caracas,  Mayo  13  de  J837 
-—No  hallando  la  Corte  duda  en  que  el  juicio  de 
Invalidación,  concurriendo  las  causas  que  para  él 
designa  la  lev,  debe  tener  lugar  aun  en  los  asun- 
tos en  que  no  hay  sino  una  sola  instancia,  pues 
esta  en  ellos  es  la  última,  elévese  sin  embargo 
en  copia  con  este  informe  al  conocimiento  de  su 
¿^.  C  la  Coite  Suprema  de  la  República  á  los 
efectos  que  correspondan. — Sistiaga, — Forlique 
— Cerezo. — Es  copia.  Caracas,  Muyt)  20  de  1837, 
8/  de  la  ley  y  279  *'^  ^^  iuílependencia. — EU 
Canciller. — ManuelCerezo. 

Excnio.  Señor. — El  Fiscal  ha  visto  la  consul- 
ta que  con  fecha  <le  29  de  Abril  último  ha  hecho 
el  juez  («le  primera  instancia  á  la  Corte  Superior 
del  «egundü  distrito,  Bobre  la  ley  única  del  título 
10  dei  Código  civd,  que  trata  de  la  invalidación 
de  los  juicios,  privponiendo  aquella  sobre  si  per- 
judicará á  una  parle  que  no  ha  tenido  noticia  del 
juicio  y  que  no  es  ju.^^to  que  la  negligencia  ó  des- 
cuido de  los  otros  le  perjuJique;  dice  que  la 
Corte  en  trece  de  los  corrientes  ha  declarado 
que  no  hay  duda  alguna,  elevándola  sin  embar- 
go á  este  Supremo  Tribunal  paia  los  efectos 
que  corresponda. — En  el  concepto  del  represen- 
tante tampoco  la  hay,  por  h)  que  opina  debe 
apr^ibarse  la  resolución  del  expresado  Tribunal 
Á'upeiior. — Caracas  Mayo  30  de  1837.— «López 
de  IJmerez. 

En  la  ciudad  de  Caracas  á  10  de  Junio  de  1837 
octavo  y    vigésimo  |éptiaio,    reunidos  los  Sres. 
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Presidente  y  Mini<*troa  de  la  Suprema  Corte  de 
justicia,  impuestos  de  la  consulta  hecha  por  el 
juez  de  primera  instancia  del  octavo  circuito  que 
ha  elevado  con  su  informe  á  esta  Corte  Supre- 
nin,  la  Superior  del  segundo  distrito,  por  la  du- 
da ocurrida  á  aquel  juez  acerca  del  sentido  en 
que  están  concebidas  algunas  disposiciones  de  lu 
ley  fínica  título  10  del  Código  de  procedimiento 
judicial  sobre  la  invalidación  de  los  juicios,  dije- 
ron: que  encontrando  arreglada  la  declaración 
de  la  citada  Corle  Superior  &  lo  dispuesto  por  la 
ley  del  procedimien-to  judicial,  y  no  habiendo  en 
consecuencia  una  fundada  duda  sobre  la  verda- 
dera inteligencia  de  la  ley,  se  aprueba  aquella,  y 
avísese  en  la  forma  correspondiente. — Licencia- 
do Mercader. — ürbaneja. — Martínez. — Duarte, 

INVÁLIDOS.    LEY  DB  25  DE  ABRIL  DE   1849  SO- 

bre  f^oce  de  'pensiones — que  reforma  la  de 
30' de  Mayo  de  1846,  j)ág.  74  del  cuaderno  de 
ese  año,  y  ¿69,  núm.  6l4  del  cuerpo  de  1851 
que  reforma  ¿a  de  2 i  de  Abril  de  1839,  pág 
212  del  cuaderno  de  ese  año,  y  387,  núm  370 
del  cuerpo  de  1n51 — que  reforma  la  de  12  de 
Abril  de  I83í>,  pág.  140  del  cuerpo  com-pren- 
BÍDO  de  las  de  ese  año,  y  194,  nüm.  211  del 
de  1851. 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 
decretan: 

TÍTULO  L 

Invalidez   de  jefes,  uficialea  y  soldados:  casos 

en  que   se  hacen  acreedores  y  sueldos  que 
les  correspojiden. 

Art.  19  Son  inválidos  los  individuos  de  la 
fuerza  armada  que  se  inutilicen  para  el  servicio 
militar  por  heridas  ú  otras  lesione»  sufiidasen 
los  actos  del  servicio,  tanto  en  guerra  comci  en 
marcha,  guarnición,  destacamento,  cuartel,  auxi- 
lio á  la  justicia  ó  persecución  <ie  contrabandistas 
ó  malhechores,  ó  por  enfermedades  incurables 
adquiridas  en  actos  del  servicio,  ó  que  sean  con- 
secuencias de  l"8  heridas  ó  lesiones. 

Art.  29  *T»do  individuo  militar  desde  general 
á  solfiado  á  quien  por  las  causas  in<licadas  en  el 
artículo  anterior  le  resulte  la  pérdida  total  dedos 
ó  mas  miembros,  ó  <le  la  vista,  ó  qu«  de  totalmen 
le  inútil  para  procurarse  la  subsistercia,  gozará 
del  euthlo  íntegro  de  su  empleo,  sea  cual  fuere 
el  tiempo  que  tuviere  de  servicio. 

Art.  39  Cuando  las  heridas,  lesiones  5  enfer- 
medades causaren  la  pérdida  de  un'solo  miem- 
hio,  se  gozará  entonces  de  los  dos  tercios  del 
•uelüo,  cualquiera  que  sea  pl  tiempo  de  servicio 
de  los  jefes,  oficiales  y  sargentos;  pero  los  Ca- 
bos 3^  soldados  tendrán  las  cinco  sextas  partes 
de  su  sueldo. 

Art.  49  Las  heridas,  lesiones  ó  enfermedades 
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que  sin  ocasioiiar  pérdida  de  un  miembro  sean 
sin  embargo  bastante  gravea  para  privar  perpe- 
tuamente de  su  uso,  dan  derecho  á  la  mitad  del 
sueldo,  sea  cual  fuere  el  tiempo  de  servicio,  has- 
ta la  clase  de  capitán  inclusive;  mas  los  tenien- 
tes, subtenientes  y  sargentos  percibirán  los  tres 
quintos  de  su  sueldo,  y  ios  cabos  y  soldados  los 
dos  tercios. 

Art.  59  Las  enfermedades  menos  graves  que 
causen  imposibilidad  de  continuar  en  el  servicio, 
dan  derecho  á  la  tercera  parte  del  sueldo  sea  cual 
fuere  la  antigüedad  del  servicio,  hasta  segundo 
comandante  inclusive  ;  pero  los  capitanes,  te- 
nientes, subtenientes  y  sargentos  percibirán  los 
tres  séptimos  de  su  sueldo,  y  los  cabos  y  solda- 
dos la  miía^f. 

Art  69  Las  asignacicmes  que  se  conceden  por 
la  preseryle  ley,  se  calculare' n  por  el  sueldo  y  so- 
bre sueldo. 

TÍTULO  n. 
Modo  de  comprobar  la  invalidez. 

Art.  79  El  que  se  inutilizase  en  actos  del  ser- 
vicio, conforme  al  artículo  I9;  lo  acreililará  con 
certificación  del  inme<Uato  jefe,  á  cuyas  órdenes 
se  halló  el  día  que  aconteció  el  hecho,  ó  con  tes- 
tigos presenciales  del  mismo;  cuya  prueba  solo 
hará  fe  evacuada  dentro  de  los  quince  dias  inme- 
diatos á  aquel  ;  y  presentadla  á  los  jefes,  dispon- 
drán reconozcan  al  solicitante  el  cirujano  ó  ciru- 
janos del  cuerpo,  columna,  división  6  ejército, 
declarando  si  la  herida  ó  lesión  es  capaz  (!e  jnii^- 
lilizarle  cuando  los  auxilios  de  la  facultad  no 
basten  al  remedio  ;  y  si  sucediere  distante  de  las 
baideras,  en  destacamento  ú  otra  comisión,  ha- 
rá el  comandante  se  practique  igual  diligencia 
por  el  cirujano  del  pueblo  con  intervención  del 
Gobernador,  comandante  de  armas,  jefe  político 
ó  primer  juez,  remitiendo  luego  estas  diligencias 
al  comandante:  este  en  uno  ú  otro  caso  podrá 
valerse  de  distintos  facultativos  cuando  hayan 
certificado  ios  del  cuerpo,  y  de  los  de  este  cuan- 
do lo  h;»yan  hecho  extraños.  (*) 

(*)  Este  a  tículo  supone  que  la  invaHdoz  tenga  lugar 
con  postcrioriilad  á  la  presente  U  y,  pues  previene  qu«  la 
prueba  de  que  habla  solo  hura  fe  evacuada  dentio  de  los 
quince  diaS  inmediatos  á  aquel  en  que  aconteció  eF  hecho 
que  hubiere  ocasionado  la  invalidtíZ.  Mas,  ctmio  p»r  el  ar- 
ticuloi  13  Je  la  mi-^ma  los  iadividuos  de  la  guerra  de  inde- 
pendencia  obtendrán  sus  letras  con  goce  de  invalidez  si 
comprobaren  bastantemente  su  iuvaHdez  á  juicio  del  Po- 
der Ejecutivo,  juzgamos  deberá  ser  según  se  prece[)tuaba 
por  el  art.  3'P  ile  la  liesolurion  Ejecutiva  de  15  de  Abril 
de  1836  di-rogada  virtualmente  eu  todo  lo  demás.  Dicho 
articulo  dice  asi : 

'^  Los  que  optaren  á  los  goces  do  inválidos,  confon&e  á 
lo  dispuesto  en  el  art.  12,  aducirán  la»  pruebas  siguientes: 
1  ?  cerlifícucioü  del  jefe  de  la  división,  brigada,  columna 
o  cuerpo,  á  cuyas  órdenes  servia  el  dia  que  aconteció  su 
dt>sgnicia.  bastante  á  acreditar  ^f'^^y  expresándose  el  dia 
y  paraje  ea  que  tuvo  lugar,  ó  deciáiVcioDes  de  testigua 
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Art.  89  ^^  ^^  ^u®  aspira  al  goce  de  inválidos 
fuere  jefe  de  un  ejército  ó  cuerpo  de  ejército,  6 
comandante  de  una  plaza,  fortaleza,  destacamen- 
tos ó  partidas  independientes  de  cuerpos,  se 
acreditará  la  causa  de  las  heridas  ú  otras  lesio- 
nes, con  el  parte  de  ordenanza  que  dé  dicho  jefe 
ó  comandante,  6  sus  sustitutos  en  caso  de  inha« 
bilidad  de  estos,  á  la  autoridad  de  quien  depen* 
dan ;  siendo  siempre  indispensable  para  esta  com  ■ 
probación  la  certificación  dada  por  el  médico  ó 
cirujano  que  haya  hecho  el  reconocimiento  y  la 
verificación  de  esta,  caso  de  duda,  conforme  al 
artículo  anterior. 

Art.  99  Los  médicos  y  cirujanos  que  dieren 
certificación  falsa,  en  virtud  de  la  cnal  haya  lo- 
grado algún  individuo  pensión  de  inválido  inme- 
recidamente, serán  castigados  con  una  multa  de 
mil  pesos  y  un  año  de  prisión ;  y  el  que  se  hu- 
biere valido  de  estos  documentos  falsos,  quedará 
privado  de  la  gracia  y  sufrirá  la  misma  pena  de 
prisión,  y  en  caso  de  que  un  individuo  no  tenga  I 
con  que  satisfacer  la  multa,  sufrirá  un  año  mas 
de  prisión.  Las  multas  serán  aplicadas  al  tesoro 
publico.  , 

TÍTULO  IIL  I 

Disposiciones  generales.  ' 

Art.  10.  El  Püdsr  Ejecutivo  dará  á  los  invá-  | 
lidos  la  organización  que  sea  compatible  con  su  | 
actual  estado  y  con  la  conveniencia  de  llevar  la  | 
alta  y  baja  que  ocurra  en  esta  clase  distinguida^  || 
sin  que  por  estos  arreglos  se  prive  á  los  inváli-  >| 
dos  del  consuelo  de  vivir  en  donde  tengan  sus  ! 
familias  y  domicilios.  i 

presencíalos  del  hecho,  qne  justifiquen  lo  expuesto:  2?  : 
declaración  del  cirujano  do  la  división,  brigada,  columna  ó  ! 
cuerpo  en  que  servia  el  individuo,  expresíáudoee  si  la  herí-   ¡ 
da  ha  sido  ó  sei  á  capaz  de  inutilizarlo,  cuando  los  auxilios  !  I 
de  su  facultad  no  basten  al  remedio,  y  el  grado  de  inutili-  '  i 
dad  en  que  haya  quedado  6  quedare  :  si  no  fu^re  posible   \ 
adquirir  la  declaración  del  cirujano,  se  suplirá  esta  con  la 
de  un  facultativo,  que  exista  en  el  lugar  de  la  residencia 
áel  herido,  ó  en  otro  inmediato,  ocurriendo  el  interesado 
á  la  autoridad  civil  respectiva  para  obtener  esta  declara- 
ción ;  y  3  ?  loj  jefes  y  oficiales  enviarán  copias  certifica- 
das de  sus  des¡>achos,  los  sargentos  y  cabos  de  sus  nom- 
bramientos, y  ios  soldados  de  sus  filiaciones,  ó  certifica- 
ciones bastantes  á  comprobar  sus  servicios.  Los  jefes, 
oficiales  y  tropa  de  la  milicia  nacional  que  se  hallen  en  el 
caso  del'-articulo  12,  y  optaren  a  sus  goces,  remitirán  tam- 
bién copia  de  sus  despachos,  nombramientos,  &a.,  y«n  sn 
defecto,  justificaciones  que  acrediten  el  destino  que  de- 
sempeñaban en  la  división,  columna  6  cuerpo  en  que  ser- 
vian  el  dia  de  su  desgracia/' 

Sobre  este  mismo  aiticulo  dijo  el  Secretario  de  la  Guer- 
ra, General  Francisco  Mejia,  en  su  memoria  de  1849 : 

"  Demanda  asi  mismo  una  reforma  útil  el  articulo  7  de 
la  ley  Sobre  inválidos,  pues  que  sobre  ser  deficiente  en- 
vuelve oscuridad  en  sus  términos.  £n  los  sitíenlos  1, 2  y 
6,  reconoce  esta  ley  la  invalidez  proveniente  de  enferme- 
dades incurables  que  sean  consecuencia  de  heridas  ú  otras 
lesiones,  á  medida  que  en  el  articalo  7  al  establecer  el  mo- 
do de  comprobar  la  invalidez,  no  prevé  el  modo  en  que 


Art  11.  Los  inválidos  naturales  de  Yeonzae- 
la  que  hubieren  venido  ó  vinieren  de  la  Nueva 
Granada  y  Ecuador  al  territorio  de  la  República, 
á  quienes  el  Gobierno  de  Colombia  libró  letras 
de  tales  hasta  el  19"de  Enero  de  1830,  tienen 
derecho  á  que  el  Ejecutivo  les  refrende  sas  cé- 
dulas con  los  goces  de  esta  ley. 

Art.  12.  Todo  individuo  de  la  milicia  que  se 
inutilizare  en  función  del  servicio,  tendrá  dere- 
cho á  inválidos  como  los  del  ejército  permanen- 
te, y  lo  obtendrá  con  las  mismas  formalidades. 

Art.  13.  Los  individuos  de  la  guerra  de  inde- 
pendencia obtendrán  sus  letras  con  goces  de  in- 
válidos, si  comprobaren  bastantemente  su  inva- 
lidez á  juicio  del  Poder  Ejecutivo. 

Art.  14.  Los  inválidos  á  quienes  anteriorroen- 
te  se  les  haya  expedido  cédulas  de  tales  y  que 
por  virtud  de  esta  ley  tengan  derecho  á  mayo- 
res pensiones,  podrán  ocurrir  al  Poder  Ejecuti- 
vo para  que  les  expida  nuevas  cédulas. 

Art.  15.  Se  deroga  la  ley  de  30  de  Mayo  de 
1846. 

Dada  en  Caracas  á  23  de  Abril  de  1849,  20? 
y  399 — El  Presidente  del  Senado,  José  María 
Barroeta. --íLX  Presidente  de  la  Cámara  de  Re- 
presentantes, José  Ramón  Agüero. — El  Secre- 
tario dd  Senado,  José  Ángel  Freiré. — El  Se- 
cretario de  la  Cámara  de  Representantes.— J. 
Padilla. 

Caracas,  Abril  25  de  1849,  209  Y  399— Eje- 
cútese. — José  Tadeo  Monágas. — Por  S*  E.  el 
Secretario  de  Estado  en  los  DD.  de  Guerra  7 
Marina,  Francisco  Mejía. 

haya  de  justiflcarso  aquella  que  derive  do  una  eDÍerme- 
dad  contraída  i>or  efectos  del  servicio,  y  cuyos  resultados 
no  pueden  obtenerse,  ni  aun  sospecharse  en  el  corto  tér- 
mino que  fija  dicho  articulo ;  siendo  de  observar,  que  do 
siempre  pro'/iene  la  invalidez  de  una  herida  ó  lesión  qoe 
trae  próximas  consecuencias,  sino  que  también  hay  casos, 
como  lo  ha  observado  en  la  práctica  el  Poder  Ejecutivo, 
en  que  una  lesión  al  parecer  leve  en  su  origen,  viene  cun 
el  tiempo  á  causar  una  enfermedad  que  se  acsarrolia  poco 
á  poco  y  acaba  por  producir  una  grave  invalidez.  Eu  este 
caso  mal  podía' sujetarse  la  prueba  á  lo  dispuesto  en  el  ci- 
tado art.  7,  á  medida  que  la  ley  en  términos  Ioh  mas  cla- 
ros, ha  admitido  en  los  artículos  respectivos  el  derecho  de 
inválidos  acerca  de  aquellos  á  quienes  acabo  de  referir- 
me, ün  articulo  mas  amplio,  mas  claro  y  de  consigaifnte 
mas  eficaz,  que  ademas  de  corregir  los  defectos  adverti- 
dos, contuviese  también  el  modo  de  comprobar  la  invali- 
dez, cuando  dependiese  de  enfermedades  incurables  ori- 
ginadas del  servicio  y  no  producidas  por  causa  volunta- 
ría ó  mala  conducta,  mejoraría  considerablemente  la  ley 
sobre  las  refotmas  ya  enunciadas  en  el  curso  de  este  arti- 
culo :  acaso  sería  entonces  la  de  inválidos  una  de  las  le- 
yes mas  perfectas  que  tuviese  la  i-epiiblica.** 

'.■■'■'■■  '  ■"  " 

AnáUsis  eamparativo  de  las  leyes  de  12  Abril  de  18S6,  24 
de  Abrü  de  1839,  17  de  Marzo  de  1842,  80  de  Mayo  di 
1846,  y  26  der  AMX  de  1849,  s»bre  inválidos. 

Entre  las  dos  primeras  se  notan  las  difeféncias  n- 
goientes : 
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INVÁLIDOS.    DECRETO    EJECÜTITO    DE    17  DE 

MAYO  DE  1836  organizando  sus  depósitos, 
REGLAMENTO 

sobre  depósitos  de  ihválidos. 

En  cumplimiento  de  lo  que  previene  el  artí- 
culo 8?  «le  la  ley  de  inválidos  de  12  de  Abril  del 
corriente  aflo,  el  Poder  Ejecutivo  con  acuerdo 
del  Consejo  de  Gobierno,  ha  tenido  6  bien  dic- 
tar con  esta  fgcha  él  reglamento  siguiente  : 

Art.  i9  Se  establecen  depósitos  de  inválidos 
en  las  provincias  en  que  hay  comandancias  de 
armas,  y  los  comandantes  de  armas  se  encarga- 
rán de  la  alte  y  baja  de  los  depósitos  de  inváli- 
dos de  sus  respectivas  provincias,  y  de  presen- 
tarlos en  revista  mensualmente,  sacarles  sus 
asignaciones  y  distribuírselas. 

Art.  29  A  estob  depósitos  pertenecerán  todos 
los  inválidos  residentes  en  las  provincias  res- 
pectivas, que  tengan  ó  recibiesn  cédulas  de  tales 

Art.  39  Los  inválidos  que  residan  en  lugares 
distantes  de  la  capital  de  la  provincia  y  no  pue- 
dan presentarse  al  comandante  de  armas  para 
pasar  la  revista  de  presente,  la  pasarán  del  I9  al 
8  de  cada  mes  ante  la  autoridad  civil  del  lugar 
de  su  residencia,  quien  certificará  al  pié  de  la 
lista  haberse  presentado  el  inválido  en  revista, 
é  inmediatamente  dirigirá  las  listas  con  un  ofi- 
cio de  remisión  al  comandante  de  armas  de  la 
provincia,  expresando  en  el  sobre  escrito  ser 
listas  de  inválido  para  que  no  paguen  porte 
de  eorreo.  Con  estas  listas  se  jusiifícará  en  las 
oficinas  de  hacienda  y  se  sacarán  las  asignacio- 
nes, teniendo  el  comandante  de  armas  el  espe- 
cial cuidado  de  que  lleguen  á  mano^  del  inváli- 

La  de  36  (art.  8  ?  )  concodia  á  los  soldados  que  perdie- 
sen un  solo  miembro  por  razón  de  heridas,^  dos  pesos  me- 
nos del  suedo  qne  les  correspon  lia  en  actividad  ;  y  la  de 
39  (art.  8  9  )  les  cencedió  las  cinco  sextas  partes.— La  de 
36  (art  4  ?  )  no  exigía  que  fuese  perpetua  la  privación 
dd'uso  de  algún  miembro  para  el  goce  de  la  mitad  del 
suelto ;  y  la  de  89  (art.  4  ?  )  lo  exigió.— La  de  86  (art.  id.) 
concedía  en  el  mismo  caso  á  los  cabos  y  soldados  tres  pe- 
sos menos  del  sueldo  que  les  correspondiese ;  y  la  do  89 
f  art.  id.)  les  concedió  los  dos  tercios. — La  de  86  (art  6  ?  ) 
aeclaraba  a  los  cabos  y  soldados  por  las  enfermedades  pro- 
T'jnientes  de  heridas  menos  graves  que  las  del  caso  ante- 
rior cuatro  pesos  menos  del  sueldo  que  les  correspondía ; 
y  la  de  89  (art.  6  P  )  les  concedió  la  mitad.— La  de  39,  ade- 
mas, ailadió  los  casos  de  sus  artículos  6  ?  y  7  ? . — La  de 
36  (art  7  P  )  mandaba  que  se  justificase  en  su  caso  el  de- 
rocho  á  la  invalidez  con  certificación  dó  los  médicos  ó  ci- 
rujanos nombrados  por  el  comandante  de  armas ;  y  la  de 
89  (art  9  ?  )  afiadió :  '•  ó  el  jefe  militar  á  cuyas  órdenes 
sirvan."  También  agregó  la  de  89  (art  id.)  las  palabras: 
"  ó  con  el  cóiiStame  sokmento  del  jefe  ú  oficial  á  cb3i^s 
órdenes  sirvan  siendo  en  compañías  ó  destacamentos  no 
dependientes  de  cuerpos  j"  y  el:  "  si  lo  hubiere, "  con  re- 
fiirencia  ai  informe  del  comandante  de  armas :  asi  mismo 
agregó  (1^  único  art.  id.)  al  ^  del  art.  7  de  la  de  86  las  pa- 
labras :  '*  ó  si  Aiere  el  comandante  de  una  compañía  ó 
destacamentos  independientes  de  cuerpos ;"  y  desde  don- 


IN 


do  sin  el  menor  descuento,  no  obstante  la  difi« 
cuitad  que  pueda  presentarse  en  la  remisión  y 
entrega.  ^ 

Art.  49  La  baja  de  los  inválidos  se  justifica- 
rá con  un  aviso  por  escrito  que  el  Cura  pasará 
á  las  autoridades  de  la  parroquia,  en  que  expre- 
se haber  enterrado  el  inválido  y  en  donde  no 
hubiere  cura,  el  I9  6  2^  Juez  de  la  parroquia 
dará  el  aviso,  y  le  remitirá  al  comandante  de 
armas,  y  en  la  provincia  en  que  no  hay  coman- 
dantes de  armas,  al  Gobernador,  por  cuyo  con- 
ducto pasará  la  certificación  6  partida  de  entier- 
ro á  la  Secretaría  de  Guerra,  en  donde  se  lleva- 
rá la  alta  y  baja  del  distinguido  cuerpo  de  invá- 
lidos de  la  República. 

Art  69  En  las  provincias  en  que  no  haya 
comandantes  de  armas,  y  por  consiguiente  no 
hay  depósito  de  inválido^,  se  presentarán  estos 
en  revista  del  I9  al  8  de  cada  mes  en  la  oficina 
de  hacienda,  y  en  donde  no  la  hubiere,  ante  la 
autoridad  civil  del  lugar  de  su  residencia,  quien 
certificará  al  pié  de  las  listas  haberse  presentado 
en  revista  el  inválido,  y  con  esta  lista  se  ocur- 
rirá á  la  Tesorería  general,  ó  á  la  caja  que  se 
hubiere  asignado  para  el  pago  de  las  pensiones 
de.  inválidos  en  la  provincia  de  que  habla  este 
artículo.  Como  puede  suceder,  que  muchos  in- 
válidos no  sepan  firmar,  deberá  hacerlo  á  su 
ruego  el  otro  juez  ó  un  vecino  de  responsabili- 
dad. 

Art  69  Los  comandantes  de  armas  remitirán 
mensualmente  á  la  Secretaría  de  Guerra,  una 
relación  de  los  inválidos  de  que  consta  el  depó- 
sito de  la  provincia  de  sn  cargo,  y  las  oficinas 
de  hacienda  en   donde  no  hubiere  depósito,  pa- 

de  dice :  "  Por  regla  general,  &a."  Del  mismo  modo  agro 
gó(art  12)  al  10  de  la  de  36  el  último  inciso:  "ó  con 
aquellos  que  se  les  hayan  concedido  por  dichas  letras,  si 
fueren  mayores." 

Las  de  30  y  42  se  diferencian  así : 

La  de  3U  (art.  7  P  )  mandaba  calcular  las  asignaciones 
sobre  el  sueldo,  sin  comprender  el  sobre-sueldo,  excep- 
tuando á  los  individuos  de  tropa,  á  los  cuales  se  les  calcu- 
laba con  el  sobresueldo ;  y  la  de  42  (art.  (5  ?  )  dispuso  que 
á  todos  se  les  calculasen  por  uno  y  otro.— La  de  42  supri- 
mió el  art  9?  y  su  ^  y  el  último  inciso  .del  art  12  de  la 
de  39,  que  dice :  "  ó  con  aquellos  qut»  so  les  hayan  conce- 
dido por  dichas  letras,  si  fueren  mayores." — Lade  39  (art 
15)  ponía  como  condición  para  que  se  expidiesen  letras  á 
los  inválidos  de  la  guerra  do  indepondencia,  qne  no  hu- 
biesen tomado  parte  en  la  conspii  ación  do  1835;  y  la 
de  42  ^  art  14)  suprimió  este  requisito.-— La  de  39  (art 
14)  exigía  que  la  invalidez  se  probase  dentro  de  seis  meses 
después  de  la  publicación  de  la  ley  en  las  capitales  de  pro- 
vincia^ y  la  de  42  (art.  id)  dijo :  "en  los  lugares  respecti- 
vos."— La  de  42  finalmente  formó  un  solo  articulo  (el  14) 
de  los  dos  de  la  de  39  (14  y  15.) 

Entre  las  de  42  y  46  solo  se  nota  la  diferencia  de  qne  la 
segunda  (art.  13)  incluyó  la  guardia  nacionalde  policía, 
de  qne  no  hacia  mención  la  de  42  (art  id.)  y  ^jó  (art  14) 
un  afio  para  comprobar  la  invalidez,  en  lugar  de  los  seii 
meses  que  fijaba  la  de  42  (art  id.) 
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sarán  igualmente  á  la  Secretaría  de  Guerra  una 
relucion  de  los  iriv&lidos  que  reciben  en  ellas  sus 
pensionas. 

Art.  7'^  Los  generales,  jefes,  oficiales  é  indi- 
viduos de  tropa  inválidos  que  tuvieren  por  con- 
veniente entenderse  directamente  con  la  Tesore- 
ría general,  con  acuerdo  de  la  comandancia  de 
firmas  para  el  pago  de  sus  pensiones,  pueden 
hacerlo,  pasando  ademas  de  la  lista  de  revista 
con  que  justifican  en  las  oficinas  de  pago,  otra 
al  Comandante  de  armas. 

Art.  8?  Los  oficiales  é  individuos  de  tropa  in- 
víitidos  con  letras  de  tales  que  estuvieren   incor- 
porados en  los  depósitos  de  las  provincias,  serán  \ 
admitidos  en  los  hospitales  militares  cuando  en- 
fermen ;  con  la  orden  del  comandante  de  armas 
respectivo.     Solo  se  usará  de  esta  facultad,  con 
inválidos  notoriamente  destituidos  de   recursos  ; 
y  mientras  estén  en  el  hospital  se  les  desconta- 
rá, á  los   oficiales  cuatro  reales  diarios,   si   su  ;¡ 
asignación  excediese  de    quince  pesos,  y  si  no   ' 
alcanzase  á   esta  cantidad,  se    les  deducirá  toda  t! 
su  asignación  ;  á  los  individuos   de  tropa  se  les  | 
descontará  real  y  medio  diario,  si  la  pensión  pa-  i, 
sare  de  cinco  y  medio  pesos,  y  si  no  alcanzare  ; 
á  esta  cantidad,  se  tes  deducirá  toda  la  pensión,  i 
Art.  99  Los  inválido.^  pueden    trasladarse  de  r 
un  depósito  á  otro,  cuando  les  convenga,  en  cu-  \\ 
yo  caso  se  costearán  el  viaje,  y  son  obligados  á  11 
participarlo   &  los   respectivos  comandantes  de  i| 
armas,  para  que  el  uno  lo  dé  de  baja  en  su  de-  || 
pósito,  y  el  otro  de  alta.  También  pueden  incor-  'j 
porarse  en  los   depósitos  los  inválidos  que  resi-   | 
dan  en    provincias   que   no  h^s   tengan,  cuando  ' 
les  convenga  trasladarse,  de  unas  á  otras,  en  cu-  :, 
yo  caso  dará  precisamente  aviso  la  autoridad  ci-  ;l 
vil  al  comandante  de  armas,   para  que  lo    dé  de   ; 
alta,  y  pase  la  revista,  como  está   prevenido  en  / 
este  reglamento.  ¡1 

Art.  109  La  Tesorería  general,    dictará   las  1 
medidas  que  juzgue  conducentes  á  facilitar  el  pa^ 
go  de  las    asignaciones  de  los  inválidos,    conci 
liando  la  posibilidad  de  llevar  el  alta  y  baja,  se 
gun  lo   acordado  por   el  presente  reglamento,  , 
con  la  libertad  que  les  da  la  ley  para  residir  en  ' 


IN 


Finalmente  las  de  46  7  49  se  diferencian  asi  : 
La  de  46  (art- 19)  entre  la  eniimeracíun  de  las  causas  ' 
ac  invalidez,  decía :  "  ó  por  enfern.edades  incurables  que  ' 
sean  consecuencias  de  estas  heridas  ó  lesiones; ,,  y  la  de  ; 
49  modificó  de  este  modo  :  "ó  por  enfermedades  incura- 
.  bles  adquiridns  en  actos  fkl  servicio  ó  que  sean  consecuen- 
cias &a."->La  misma  de  49  (art.  12)  supiimió  deb  la  de 
46  (art  13)  lo  relativo  á  la  guardia  nacional  de  policía ;  y 
también  (art.  18^  lo  de  la  de  46  (art  14)  relativo  á  los 
que  en  deAinsa  oel  orden  constitucional  en  1835  se  hubie- 
sen hecho  acreedores  á  los  goces  de  inválidos ;  como  tam- 
bién el  término  de  un  afio  que  fijaba  para  probar  la  inva- 
liclex.  Por  último  añadió  su  art  14. 
£q  lo  demás  convienen  dichas  leyes. 


donde  les  convenga. 

Circúlese  por  el  Ministerio  de  Guerra  y  Ma- 
rina á  quienes  corresponda,  y  publíquese  en  la 
Gaceta  oíicial. 

Dado  en  Caracas  á  17  de  Mayo  de  1836,  7° 
y  26. 

(Hay  una  rúbrica.) 
Por  S.  E. — El  Secretario  interino  de  Guer- 
ra y  Marina.- -//crnaííT  (*.) 
INVÁLIDOS.  REsoLocioN  eíbcujiita  dbSde 
OCTUBRE    DE  IS3Q  co muTi i catid O  la  de  20  dc 
Setiembre  del   mismo  en  que  fte  declara  des- 
de cuando  debe  pagársele  la  pensión. 

República  de  Venezuela.— Secretaría  de  Eetído 
en  los  DesiViichos  de  Guerra  y  Marina —Ramo  de 
Guerra— Sección  segunda. — Caraca^}  3  de  Uctubre 
de  1836.  7?  y  26? 
Sr.  Tesorero  general. 

Con  fecha  30  del  pasado  ha  resuelto  el  Go 
bierno  lo  siguiente. 

♦•Considerando  el  Ejecutivo  primero:  quelos 
militares,  á  quienes  se    libran  cédulas  de  inváli- 
do, no  las  reciben    con  la  puntualidad  necesaria 
para  presentarse  en  revista  y  recibir  sus  pensio- 
nes inmediatamente  á  la  expedición  de  las  cédu- 
las, ya  porque    la  toma  de  razón  en  las  oficinas 
de  hacienda   respectivas   se  retarda,  6  causa  de 
ser  crecido  el  número  de  cédulas  que  se  libran  á 
un  tienipo,  pues  que  la  ley  ha  fijado  un  términü 
perentorio  para  la  concesión  de  este  goce,  y  to- 
dos los  que  se  han  considerado  con  el  derecho  á 
él,  han  ocurrido  cusi  á  un  mismo  tiempo  solici* 
tándolo,  al  paso   que  se  van   refrendando  según 
la  ley,  las  cédulas  de  aquellos  que  han  recibido 
goces  por  ellas,-  y  ya   porque  sieniio   la  mayor 
parte  <le  los  inválidos  individuos  de  la  milicia  na- 
cional, se  hallan  diseminados  en  el  territorio  de 
;  la  República,  ignorándose  &  veces  por  las  auto- 
ridades  hasta    los    lugares   de  su  residencia,  1«> 
I  cual  dilata  la  recepción  de  sus  letras,  y  segundo, 
'  que  es  justo  acordar  todas  aquellas  disposiciones 
que  alivien  la  suerte  de  los  que  se  han  inutiiiza- 
I  do  en  el   servicio    público,  resuelve  :  qu3  aque- 
llos á  quienes  se  han  librado,  y  libraren  cédulas 
de  inválido,  gocen  de  la  pensión   que  se  les  de- 
clare, desde  la  fecha  en  que  hayan   sido  expedi- 
das las  cédulas,   pues   que  desde  ese  momento, 
el  Gobierno  ha  reconocido   su  derecho,  en  vista 

(♦)  Por  el  art"  5  dí^ía  R.  e'  (¡722  de  Marzo  de  ltíí2 
¡  se  manda  que  los  inválidos  conserven  la  organización 
prescrita  en  este  decroto  mientras  no  se  disponga  otra  co- 
I  sa.  Pero  es  de  advertirse  que  dicha  resolución  fué  dada 
I  en  cumplimiento  de  la  ley  de  17  del  mi.smo  mes  y  afio,  la 
;  cual  ha  bido  reformada  por  la  de  20  de  Mayo  de  1846  qw 
!  en  su  art.  10  tit.  3  ?   previene  que  el  Poder  Ejecutivo  oc 
'  á  los  inválidos  la  organización  convc-niento.  La  misma  or- 
ganización so  manda  dar  por  la  ley  de  25  de  Abril  de 
1846  vigente ;  y  como  no  se  ha  dictado  ningún  nuevo  de- 
creto sobre  el  particular,  es  indudable  que  está  vigente 
este. 


GOLOMBUNA  T  VEiaZOI.ANA  VIGENTE. 


ítñ 


IN 


«•»V^^*^<'^'^i'^«»^ 


de  loa  documeotos,  que  conforme  &  la  ley»  han 

presentado  comprobando  sn  invalidez." 

Lo  que  trascribo  ft  US.  para  su  inteligencia  y 

fines  consiguientes. 

Suscribiéndome  de  US.  muy  atento  servidor. 
El  secretario-interino,  Francisco  Hernaiz. 

INVÁLIDOS.  RKsoLvnioN  ejecutiva  be  22 
De  ENERO  DE  1841,  declarando  que  ademas 
de  la  pensión  deben  recibir  el  sueldo  íntegro 
de  cualquier  empleo  que  desempeñen. 

Secretaria  de   Guerra. — Caracas  Enero  22  de 
1841, 12  y  31. 

En  el  expediente  respectivo  ha  recaído  en  es- 
la  fecha,  la  resolución  siguiente 
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sobre  su  organización  y  curso  de  sus  sotici' 
tudes  (•). 

Art.  59  Los  inválidos  conservarán  la  organi- 
zación prescrita  en  el  reglamento  de  17  de  Ma- 
yo de  1836,  mientras  no  se  disponga  .otra  cosa. 
,  09  Ltts  autoridades  públicas  darán  curso  á  las 
i  instancias  que  produzcan  los  inválidos  solicitan^ 
!  do  del  Poder  Ejecutivo  los  goces  de  ley. 
I  79  Los  alcaldes,  ó  jueces  de  paz,  dirigirán  ea- 
I  tas  instancias  á  la  autoridad  política  del  cantón 
I  y  £sia  al  Gobernador  de  la  provincia  á  fin  de 
!  que  lleguen  al  conocimiento  del  Gobierno.  En 
i  las  provincias  en  que  haya  comandantes  de  ar- 
I  mas  los  inválidos  y  las  autoridades  civiles  de  lu- 


Un  oficial  de  la  armada  que  se  halla  en  go-  ¡!  S^\^^  distantes  de  la  capital  déla  provincia,  pre 
ce  de  pensión  de  inválido  y  ha  sido  nombrado  !¡  fer|r6n  aquel  conducto 


para  desempeñar  un  destino  cuya  dotación  paga 
el  tesoro  público,  ha  consultado  al  Gobierno  si  |i 
estará  privado  de  su  pensión,  durante  el  desem-  || 
peño  del  mismo  destino.  Ninguna  de  las  dispo-  i, 
alciones  legislativas  sancionadas  hasta  ahora  re-  | 
suelve  la  cuetition,  y  por  no  haberse  presentado  || 
un  caso  igual  en  la  práctica,  no  hay  resolución  i¡ 
alguna  del  Poder  Ejecutiyo  que  lo  comprenda.  I 
Por  lo  cual,  y  considerando  el  Gobierno  19^'! 
que  las  pensiones  de  inválidos  son  goces  remu- 


Circúlese  y  públíquese. — Por  S.  E. —  SoU" 
blette. 

INVÁLIDOS.    RESOLUCIÓN    ejecutiva    DE   30 

DE  JULIO  DE  1842  dictando  ciertas  medidas 

para  el  arreglo  y  economía  del  depósito  de 

la  provincia  de  Caracas  (**). 

El  Poder  Ejecutivo  en  uso  de  la  facultad  que 
le  concede  el  artículo  10  de  la  ley  de  17  de  Mar< 
zo  último,  resuelve: 

Art.  1^  El  Gobierno  nombrará  en  lo  sucesivo 


neratoríos  que  se  acuerdan  en  favor  de  los  mili-  ,  ^!^  oücial  que  se  encargue  del  depósito  de  invá- 


tares  que  se  han  inutilizado  en  servicio  de  la 
Nación  y  á  los  cuales  tienen  estos  un  derecho 
perfecto  desde  el  momento  que  acreditan  hallar- 
se comprendidos  en  alguno  de  los  casos  de  la 
ley  de  la  materia  y  obtienen  sus  correspondien- 
tes letras.  29:  que  perdiendo  los  inválidos  el 
goce  de  sus  pensiones,  durante  el  desempeño  de 
algún  destino  á  que  fuesen  promovidos,  ven- 
drían á  ser  en  el  hecho  de  peor  condición  que 
cualquiera  otra  persona  á  quien  se  confiriese  el 
mismo  destino,  pues  que  esta  percibiría  todo  el 
sueldo  señalado  por  la  ley,  al  paso  que  aquellos 
solo  disfrutarían  en  remuneración  de  su  trabajo, 
de  la  diferencia  que  hubiese  entre  el  mismo  suel- 
do y  sus  pensiones.  39  :  que  la  circunstancia  de 
no  interrumpirse  el  goce  de  esta  por  el  acciden- 
te indicado,  será  una  justa  compensación  de  la 
imposibilidad  en  que  por  au  estado,  se  hallan  los 
inválidos  de  aspirar  á  la  ocupación  de  cualquie- 
ra especie  de  destinos ;  y  49  :  que  es  un  deber 
del  Gobierno  aliviar  en  cuanto  es  posible,  la 
suerte  de  los  militares  que  se  han  inutilizado  en 
»  el  servicio  de  la  nación,  declara  por  punto  gene- 
ral :  que  todo  inválido  que  fuere  nombrado  para 
el  desempeño  de  un  destino,  tiene  derecho  á  per- 
cibir integra  su  pensión,  ademas  del  sueldo  de 
que  deba  disfrutar  por  razón  del  mismo  destino. 
Por  S.  E. — Hernaiz. 

INVÁLIDOS.     RESOLUCIÓN    ejecutiva   DE  22 


lidos  de  esta  provincia  y  de  organizar  y  formar 
mensualmente  las  listas  y  presupuestos  de  todos 
los  inválidos  residentes  en  esta  capital,  y  de  pre- 
sentarlos en  revista  personalmente  en  la  Teso- 
rería general  del  i  o  al  último  de  cada  mes.  £1 
oficial  que  se  nombre  para  desempeñar  este  en- 
cargo, autorizará  las  listas  con  su  firma  y  uno 
de  los  jefes  de  la  Tesorería  general,  ejercerá  en 
el  acto  de  la  revista  las  funciones  de  comisario 
que  están  anexas  á  la  Tesorería. 

púnico.  Los  generales, .  jefes  y  oficiales  no 
quedan  comprendidos   en    el   depósito. 

Art.  29  La  Tesorería  general .  entregará  al 
oficial  encargado  del  depósito  al  acto  de  la  re- 
vista la  cantidad  á  que  ascienda  el  presupuesto 
de  las  pensiones  de  los  inválidos  que  se  hubieren 
presentado  en  revista  el  mes  anterior  y  el  oficial 
se  las  abonará  en  el  acto  en  tabla  y  mano  pro- 
pia, uno  á  uno  por  el  orden  de  su  colocación  en 
la  lista. 

Art.  39  Si  por  enfermedad  ó  cualquiera  otra 
causa  grave  á  juicio  del  oficial  encargado  del  de- 


^*)     Los  artículos  \?  alé? 
transitorios. 


son  innecesarios   por 


C*^)  Esta  resolución  fué  dictada,  vigente  de  la  ley  de  17 

de  Marzo  de  1812;  y  en  virtad  de  U  atribución  aue  daba 

al  P.  E.  el  art.  10 ;  pero  aanque  dicha  ley  ha  sido  refbr- 

.  mada  por  la  de  80  de  Mayo  de  46,  y  esta  por  la  de  2Ó  de 

^^Mc^    ,        ,  '  Abril  de  49.  en  todos  se  na  conservado  la  misma  dispo- 

DS    MARZO    DS    1642.  (ARTÍCULOS    VIOENTBs)  ij  sícion. 

Toiio  II.  36 
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pósito  no  pudiere  algún  inválido  pasar  revista 
de  presente  en  la  Tesorería  general,  es  deber 
del  oñcial  jusiiñcar  el  hecho  en  el  acto  de  la  re- 
sista anotándolo  en  la  lista. 

Art.  49  Los  inváliüoB  que  reaidan  fuera  de  la 
capital  pasarán  revista  ante  la  autoridad  civil  del 
lugar  respectivo,  según  lo  dispuesto  en  el  regla- 
mento de  17  de  Mayo  de  1836.  Pueden  ocurrir 
mensualmente,  ó  cuando  lo  tengan  por  conve- 
niente por  sus  pensiones  á  la  Tesorería  general 
pOr  sí  o  por  medio  de  apoderado,  sin  necesidad 
de  entenderse  con  el  encargado  del  depósito,  ó 
bien  pasarán  revista  de  presente  cada  tres  meses 
rpor  medio  de  este  encargado,  quien  los  incluirá 
con  la  nota  correspondiente  en  la  lista,  á  fin  de 
que  la  Tesorería  general  haga  el  abono  de  las 
pensiones  que  vayan  estos  devengando* 

Art.  59  Es  obligación  del  encargado  del  de- 
pósito formar  el  presupuesto  á  continuación  de 
las  listas  de  revista  por  triplicado,  de  las  cuales 
una  presentará  á  la  Tesorería,  otra  dirigirá  á  la 
Secretaría  del  despacho  de  Guerra,  y  la  otra 
quedará  para  constancia  en  el  arclüvo  del  de- 
pósito. 

Art.  69  La  lista  y  presupuesto  que  corres- 
ponde á  la  Tesorería,  llevarán  ademas  el  recibo 
al  pié  de  la  cantidad  á  que  ascienda  .  el  presu- 
puesto, autorizado  por  el  oficial  encargado  del 
depósito,  y  con  este  documento  quedará  com- 
probado el  descargo  de  la  Tesorería  general. 

Art.  79  Para  responder  de  la  distribución  de 
las  cantidades  que  debe  percibir  el  encargado 
del  depósito,  dará  este  fianza  que  asegure  las  re- 
sultas de  su  manejo  por  la  cantidad  de  dos  mil 
pesos  á  satisfacción  del  Tribunal  de  cuentas. 

Art.  69  El  oñcial  encargado  del  depósito  for- 
mará un  cuadro  que  comprenda  todos  los  invá- 
lidos residentes  en  esta  provincia,  y  llevará  la 
alta  y  baja  que  ocurra  desde  que  entre  á  hacerse 
cargo  del  depósito,  para  lo  cual  tomará  de  la  Te- 
sorería general  todas  las  noticias  necesarias,  y 
por  trimestres  pasará  un  ejemplar  de  dicho  cua- 
^  dro  &  la  Secretaría  del  despacho  de  Guerra  con 
las  novedades  que  hayan  ocurHdo. 

Art.  99  £1  oficial  encargado  del  depósito  vi- 
sitará personalmente  las  parroquias  donde  resi- 
dan los  inválidos  que  tengan  su  domicilio  fuera 
de  esta  capital,  y  les  pasará  revista  de  presente 
cada  vez  que  el  Secretario  de  Guerra  lo  dis- 
ponga. 

Art.  10.  Esta  resolución  se  considerará  como 
adicional  al  reglamento  sobre  depósitos  de  Invá- 
lidos de  17  de  Mayo  de  1836. 

Caracas  30  de  Julio  de  1842,  130  y  320_Por 
S.  E — Soublette. 

INVÁLIDOS.   REROLVCION    EJECUTIVA    DE    89 

DE  AGOSTO  DE  1843  disponieudo  que  al  falle- 
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cer  un  inválido  se  recoja  por  las  autorida- 
des su  cédula^  y  se  remita  á  la  Secretaría 
de  Guerra. 

Secretaría  de  la  Qaerra.— Sección  seganda.— Ca- 
racas Agosto  29  de  1843, 14  y  83. 
Circular.— A  los  señores  Gobernadores  y  ala 
Tesorería  general. 
En  el  expediente  respectivo  ha  dictado  el  Po- 
der Ejecutivo  la  siguiente  resolución. 

*' Algunos  casos  han  ocurrido  ya  en  el  Despa- 
cho del  Poder  Ejecutivo  en  que  se  ha  advertido 
tendencia  al  fraude  respecto  de  inválidos  que 
han  fallecido,  dejando  sus  cédulas  á  disposición 
de  personas  que,  pretendieran  apropiárselas, 
queriendo  probar,  pasado  algún  tiempo,  que 
eran  los  inválidos  á  quienes  dichas  -cédulas  se 
contraían.  Pocos  dias  ha,  que  ocurrió  uno  de 
estos  casos,  aspirando  un  individuo  á  que  se  re- 
frendase en  su  favor  una  cédula  de  invalides  que 
jamas  obtuvo,  según  las  averiguaciones  practi- 
cadas ;  y  como  estos  actos  pueden  repetirse,  y 
aun  lograrse  alguna  vez  el  fraude,  siendo  como 
es  factible  que  las  cédulas  de  inválidos  que  mue- 
ren, pasen  á  manos  de  particulares,  lo  cual  no 
está  en  la  capacidad  del  Gobierno  evitar  de  todo 
punto,  atendida  la  libertad  que  tienen  los  iováli- 
dos  por  la  ley  para  residir  en  donde  quieran,  ha 
resuelto:  IP,  que  en  lo  sucesivo  se  publiquen 
en  la  Gaceta  de  Venezuela  los  nombres  de  todos 
los  inválidos  que  fallezcan,  á  fin  deque  llegando 
á  noticia  de  las  oficinas  dé  pago,  estén  ellas  en 
aptitud  de  evitar  cualquiera  pretensión  fraudu- 
lenta: 29f  que  la  Tesorería  geneial  al  instruir 
de  esta  resolución  á  las  oñcinas  de  pago,  les  re- 
comiende de  parte  del  Poder  Ejecutivo  la  ma- 
yor vigilancia  en  este  asunto  importante,  y  39» 
que  se  excite  á  los  Sres.  Gobernadores  t^  que 
propendan  por  medio  de  las  autoridades  de  su 
dependencia,  á  que  las  cédulas  de  los  inválidos 
que  fallezcan,  se  recojan  inmediatamente,  en- 
viándolas  á  la  Secretaría  de  Guerra  y  Marina." 
Y  la  comunico  á  US.  de  orden  del  Gobierno 
para  su  exacto  cumplimiento — Soy  de'US. aten- 
to servidor. — Francisco  Hernaiz. 
INVÁLIDOS.  AcuKRDo   del  consejo  de  00* 

BIERNO  DE  11  DE    AGOSTO    DE    1842    SObrC  lo 

que  deba  entenderse  por  miembro^  pata  los 

efectos, de  la  ley. 

Sesión  número  57.*-JnéTe8  11  de  Á£QSbo  de 
1842. 

19  Reuniéronse  los  Sres,  Narvarte,  Avenda- . 
ño.  Quintero,  Hernaiz,   Toro  y  Manrique,  y  se 
leyd  y  aprobó  el  acta  anterior. 

49  Volvió  á  ocuparse  el  Consejo  de  la  conval- 
ta  relativa  al  soldado  inválido  Celestino  Pineda 
que  quedó  pendiente  en  la  sesión  d^l  jueves  4 
del  que  cursa  y  fué  aprobado  el  informe  del  Sr 
Avendafio  que  dice  así; 
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**  Este  individuo  presenta  cédula  de  inT&lido 
del  Gobierno  de  Colombia»  refrendada  por  el  de 
Yenezuela,  por  la  cual  está  eo  goce  de  cinco  pe- 
sos mensuales:  manifiesta  que  la  pérdida  del  de- 
do pulgar  de  la  mano  derecha,  es  precisamente 
la  pérdida  de  un  miembro  y  que  se  considera 
con  opción  á  disfrutar  la  pensión  que  le  concede 
$1  artículo  39  en  este  caso. 

^  Ni  la  ley  determina^  con  exactitud  qué  debe- 
rá considerarse  rigurosamente  por  miembro,  ni 
la  exposición  del  facultativo,  que  aparece  en  el 
expediente  dice  otra  cosa,  sino  que  le  falta  el  tal 
dedo  pulgar,  y  que  está  bien  comprobada  la  in- 
validez. La  comisión  observa,  que  no  es  este  el 
caso  en  que  debiera  considerarse  á  este  indivi- 
duo en  el  artículo  59  porque  no  se  trata  de  una 
enfermedad  proveniente  de  herida,  6l^:  la  falta 
que  aparece  es  falta  esencial  de  un  miembro  que 
priva  al  individuo  del  uso  regular  de  la  mano 
derecha,  por  lo  que  opina  :  que  está  comprendi- 
do en  el  artículo  49  de  la  ley  citada. " 

(Firmados.) — Narvarte* — Avendaño. — Quin- 
tero*— Hernaiz. — Toro. — Manrique*-^  £s  copia 
:--€arácas,  17  de  Mayo  de  1843. 

El  Secretario  del  Senado,  José  A*  Freiré* 

INVÁLIDOS,    RESOLVCION    EJECUTIVA    DE     13 

DB  SETIEMBRE  DE  1649  declarando  que  en  las 
solicitudes  para  obtener  cédulas  no  se  debe 
salvar  el  conducto  de  la  comandancia  de 
armas» 

Bepúblicía'do  Venezuela.— Secretaría  d^Quer- 
ra. — Sección  1.* — Caracas,  Setiembre  13  de 
1849,  afio  20  y  39. 
Sr,  General  Comandante  de  Armas  de  esta 
provincia. 
Instruido  S.  E.  el  Poder  Ejecutivo  de  la  co- 
municación de  US.  de  31  del  mes  próximo  pa- 
sado número  254,  en  que  reprueba  US*  la  anti- 
gua costumbre  de  despojar  de  sus  insignias  mili- 
tares á  los  difuntos  jefes  y  oficiales  del  ejército 
al  acto  mismo  del  entierro  para  entregarlas  al 
tambor  mayor  que  asiste  á  la  ceremonia,  y  pide, 
interesando  varias  y  muy  justas  razones,  que  el 
Gobierno  dicte  una  providencia  que  en  lo  suce- 
sivo ponga  término  á  semejante  procedimiento; 
y  considerando  S.  £•  que  ni  las  ordenanzas  del 
ejército  ni  las  leyes  vigentes  de  la  República  au- 
torizan esa  práctica,  que  ademas  d^ser  inmoral 
é  indecorosa,  perjudica  notablemente  á  los  deu- 
dos del  difunto  militar  privándolos  de  prendas 
para  ellos  tal  yez  inestimables  y  sagradas ;  ha 
tenido  á  bien  resolver  en  esta  fecha,  que  no  se 
tolere  en  adelante  un  abuso  de  tal  naturaleza,  á 
cuyo  fin  las  autoridades  militares  respectivas 
dictarán  las  medidas  convenientes,  publicándose 
esta  resolución  en  la  Gaceta  de  Venezuela  para 
■u  debida  inteligencia. — Con  lo  que  tengo  el  ho- 
nor de  contestar  la  precitada  comunicación  de 
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US. — Soy  de  ÜS.  atento  flervtdor.-^fV(inct>0o 
Mtjia. 

Es  copia, — Mejía. 
INVÁLIDOS.  RESOLUCIÓN  ejecutiva  de  29 
DE  SETIEMBRE  DE  1849  declarando  que  los 
médicos  y  cirujanos  de  ios  hospitales  deben 
reconocer  gratis  á  los  que  aspiren  á  obtener 
cédulas, 

Beoretaría  de  Querra.—Seccíon  2.  *  ^-Caracas, 
Setiembre  29  do  1849,  20  y  89. 
Circular,-^^Sr.   Comandante  de   armas  de  la 
provincia  de... — .. 
Impuesto  el  Poder  Ejecutivo  de  que  algunos 
médicos  y  cirujanos  de  hospitales  militares  co- 
bran honorarios  á  los  individuos  á  quienes  reco- 
nocen para  el  efecto  de  optar  á  cédula  de  inváli- 
dos ;  y  considerando  S.  £.  que  estos  reconoci- 
mientos pueden  estimarse  como  funciones  anestas 
al  servicio  que  prestan  los  médicos  y  cirujano» 
de  dichos  hospitales,  mediante  la  remuneración 
que  reciben  del  tesoro  público,  al  paso  que  es  un 
deber  no  solo  del  Gobierno,  sino  también  de  to- 
dos los  empleados  de  su  dependencia   aliviar  en 
cuanto  es   posible  la  suerte  de  los   militares  que 
se  inutilizan  en  el  servicio  de  la  Repüblica,  re- 
suelve por  punto  general ;  que  los  médicos  y  ci- 
rujanos de  los  hospitales  militares,  tienen  el  de- 
ber de  reconocer  gratis  á  todos  los  individuos 
que  hayan  de  acreditar  ante  el  Gobierno  su  de- 
rc>cho  a  inválidos   contorme  á  la  ley,  encargan- 
dose  á  US.  por  su  parte  el  puntual  cumplimien- 
to de  esta  disposición,  que  también  se  insertará 
en  la  Gaceta  de  Venezuela  para  que  tenga  mas 
publicidad. 
S.oy  de  US.  atento  servidon-FraTimco  Mejía. 
Es  copia. — Mejía. 
INVÁLIDOS.  RESOLUCIÓN  ejecutiva  de  26 
DE  NOVIEMBRE  DE   1850  previniendo  á  los 
Gobernadores  y   Comandantes  de  armas  la 
mayor  escrupulosidad  en  los  reconocimien^^ 
tos  que  practiquen  los  facultativos  de  los 
que  opten  á  la  concesión  de  cédulas. 

Secretaría  de  Guerra.  Sección  segunda.— Ca- 
,  rácas,  Noviembre  28  do  1860. 

Resuelto* — Obervando  el  Poder  Ejecutivo  que 
en  los  reconocimientos  de  inválidos  que  practi- 
can los  facultativos,  acaso  por  una  inteligencia 
errónea  de  la  frase  del  artículo  2?  de  la  ley,  •*  6 
quede  totalmente  inútil  para  procurarse  la 
subsistencia,  '*  comprenden  á  un  gran  húmero 
de  ellos  en  el  citado  caso,  há  resuelto*  S.  £.  pre- 
venir á  los  señores  comandantes  de  arma»,  y 
donde  no  haya  estos  empleados,  &  los  Sseflores 
gobernadores  de  provincias,  que  cuando  ordenen 
álos  facultativos  el  reconocimiento  de  alguno 
que  opte  al  goce  de  inválidos  expresen  el  verda  • 
dero  y  legal  sentido  de  dicha  frase  que  debe  ser 
equivalente  á  la  pérdida  total  de  dos  6  mas 
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miembros  6  de  la  vista,  y  que  por  regla  jeneral  se 
observe  la  mayor  escrupulosidad  y  exactitud  al 
expedir  las  certificacioneti  que  forman  la  prueba 
facultativa,  sobre  cuya  legalidad  y  pureza  dea- 
cansa  el  Poder  Ejecutivo/ 

Y  la  comunico  á  US.  para  su  mas  puntual 
cumplimiento. 

Soy,  &c.  C.  L.  Castelli. 

Es  copia. —  C<tstellu 

INVÁLIDOS.     RESOLUCIÓN   EJECUTIVA     DE  10 

i>E  Diciembre  ixe  1651  sobre  pruebas   milU 

tares f  y  en  especial  sobre  las  de  invalidez. 

Secretaría  de    Guerra.— Sección  soganda.— 
Caracas,  Piciembre  10  de  1861.— Circular. 
Señor 

Haciéndose  cada  día  mas  notable  el  abuso  que 
se  ha  introducido  de  producirse  como  compro- 
bantes en  las  solicitudes  de  los  militares,  certi- 
ficaciones de  toda  clase  de  personas,  que  dadas 
en  privado  sin  juramento  no  pueden  hacer  fé  en 
ninguna  clase  de  juicio,  con  la  pretensión  á  que 
)o  haga  en  las^resoluciones  del  Poder  Ejecutivo 
de  grande  trascendencia,  en  tanto  queen  esos  es- 
pedientes y  á  consecuencia  de  semejantes  abu- 
sos se  notan  frecuentes  anacronismos  y  contra- 
dicciones aun  entre  los  certifícatos  firmados  por 
unas  mismas  personas  en  diversas  épocas,  bien 
sear  por  olvido  natural  de  sucesos  remotos,  sea 
por  otros  motivos,  todo  lo  cual  expone  al  Poder 
Ejecutivo  ¿  cometer  errores  ó  injusticias  invo- 
luntarias, así  como  para  evitar  queen  lo  conse- 
cutivo se  produzcan  impunemente  documentos 
recientes  con  fechas  anteriores»  ha  resuelto  S.  E. 
el  Presidente  de  la  República,  poner  un  término 
•  á  los  indicados  abusos  por  cuanto  dependa  del 
Poder  Ejecutivo ;  y  al  efecto  dispone,  que  se  ha- 
gan al  ejército  y  marina  las  siguientes  preven- 
ciones reglamentarias. 

1^  Que  el  Poder  Ejecutivo  no  reconoce  ni  ad- 
nfite  como  legal  otra  prueba  que  produzcan  los 
solicitantes,  sino  la  que  arrojan  los  documentos 
auténticos  ó  legales  creados  con  arreglo  á  las  or- 
denanzas respectivas  del  ejército  y  marina,  á 
las  leyes  comunes  vigentes  y  á  las  especiales  ^- 
bre  la  materia  de  que  se  trate. 

29  Que  para  llenar  con  regularidad  los  requi- 
sitos del  título  II  de  la  ley  de  25  de  Abril  de 
1849,  de  parte  de  los  que  soliciten  cédulas  de  in- 
válidos en  el  intento  de  suplir  los  documentos 
oficiales,  deberá  el  interesado  extender  un  escri- 
to en  qué' especifique  su  edad,  su  estado,  el  lo- 
gar de  su  nacimiento  y  el  de  su  reciodad  ;  indi- 
TidnaltEar  luego  el  hecho  ó  hechos  que  quiera 
probar,  designando  el  a7!o,  mes,  dia,  hora  y  lu- 
gar en  que  hayan  acaecido,  indicando  por  lo 
menos  el  nombre  de  tres  de  sus  oficiales  y  jefes 
inmediatos  en  aquel  tiempo,  ademas  del  Jeneral 
ó.  Jefe  principal,  que  si  fuere  posible,  sean  hom- 
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bree  vivos  en  el  día.  Indicará  seguidamente  las 
personas  que  deban  declarar  como  testigos  pre- 
senciales ó  jefes  inmediatos,  y  aquellos  que  vi- 
viendo &  largas  distancias  pueda  luego  el  Go- 
bierno exigir  de  ellos  los  informes  que  tenga  á 
bien.  Si,  el  solicitante  fueie  de  los  de  la  gaerra 
de  la  Independencia  6  cuando  lo  crea  conducen- 
te á  su  objeto,  podrá  acompañar  su  hoja  de  seF- 
vicioso  copia  auténtica  de  ella,  con  el  objeto  de 
facilitar  el  juicio  del  Poder  Ejecutivo  en  el  uso 
de  la  atribución  que  le  confiere  el  art.  13  de  la 
citada  ley. 

39  Que  respecto  á  las  pruebas  testimoniales 
se  cumpla  con  lo  prevenido  en  la  Real  orden  de 
11  de  Junio  de  1791  que  tan  solo  concede  la 
prerogativa  de  certificar  á  los  oficiales  Jenera- 
les,  que  por  tanto  no  se  admita  en  los  expedien- 
tes ni  de  otro  modo  alguno  otra  certificación  que 
aquellas  y  las  de  las  personas  que  acloalroente 
ejerzan  unamajislratura  ó  una  Comandancia  de 
armas  de  provincia  refrendadas  por  el  Secreta- 
rio ó  ayudante,  sin  lo  cual  no  tendría  valor,  pne? 
todos  los  demás  deberán  declarar  bajo  de  jura- 
mento, y  la  firma  de  unos  y  de  otros  debeiá 
siempre  ser  legalizada  por  el  superior  6  jaez  res- 
pectivo, y  la  de  eslos  por  el  Comandante  de  ar- 
mas ó  por  el  Gobernador  de  la  provincia. 

49  Que  las  declaraciones  y  certificaciones  se 
limiten  precisamente  á  los  hechos  enumerado« 
y  especificados  en  la  solicitud  del  interesado  que 
los <leclarantes  hayan  presenciado  ó  presencia- 
ren, dando  razón  de  cnanto  expongan,  sin  asar 
de  espresiones  vagas  ó  demasiado  jenerales  que 
mas  bien  enervan  su  testimonio  que  esclareceii 
la  verdad.  Los  señores  facultativos  deberán  pre- 
cisamente especificar  en  su  informe  si  la  enfer* 
medad  ó  lesión  que  examinan  deriva  positira 
é  indudablemente  de  la  herida  o  lesión  áqnese 
refiere  el  interesado,  o  si  están  solo  posible  6 
probable  á  su  juicio  que  así  sea. 

59  Que  todo  documento  ilegal  ó  «reprobable, 
ademas  del  perjuicio  que  causa  naturalmente  &  las 
demás  piezas  del  expediente,  será  desglosado  en 
la  Secretaría  de  Guerra,  si  no  lo  fuere  por  otra 
autoridad,  y  servirá  para  hacer  los  cargos 
consiguientes  á  quien  haya  lugar. 

Lo  que  trascribo  &  US.  para  que  se  le  dé  por 
su  parte  el  debido  cumplimiento,  procurando 
ademas  que  estas  disposiciones,  tengan  la  ma- 
yor publicidad  posible,  enterando  á  los  declaran- 
tes é  interesados,  en  los  casos  que  ocurran* 
Carlos  L,  Castelli» 
INVÁLIDOS,  tienen  derecho  al  goce  de  tales 

los    empleados  en  el  resguardo     marítimo, 

como  los  de  la  marina  de  guerra.  Véase  Rei- 

guardo  marítimo^  aru  10. 

INVÁLIDOS:   Están    exentos    del  pago  dd 
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Bpbeidfo  para  la  TiberUd  de  los  esclavos.  Véase 
Libertad  de  esclavos  R.  E.  de    20  de  junio  de 

1854,  j)unlo  39    . 
INVJENTARI08.  ley  ii  titulo  tiu  del  có- 
digo db  PROCEDIMIENTO   JODICIAL*  DE  19  DE 

Mayo  de  1836  estableciendo  reglas  para  él, 
LEY  II. 
Del  inventario. 

Art,  19  Para  pedir  el  inventario  de  loa  bienes 
de  la  herencia  se  ocurrirá  verbalm^nte  al  alcalde 
parroquial  ó  juez  de  paz  de  la  parroquia^  en  que 
tenia  el  difunto  su  domicilio,  ó  en  caso  de  duda 
al  áe  la  parroquia  en  que  murió,  si  teriia  cos- 
tumbre de  pasar  allí  alguna  parte  del  año,  6  á 
cualquiera  de  los  jueces  de  las  parroquias  en 
que  acostumbraba  residir  el  difunto,  si  murió 
fuera  de  ella. 

Art.  29  El  juez  seTíalará  dia  para  la  formación 
del  inventario,  y  citados  tres  dias  antes  lodos  los 
herederos  presentes  en  la  parroquia,  se  hará 
una  descripción  exacta  de  los  bienes  por  el  he- 
redero ó  herederos  en  el  mismo  tribunal  si  es  po- 
sible; y  no  siéndolo,  en  el  lugar  en  que  pueda 
hacerse,  á  donde  pasará  el  juez  al  efecto. 

Art*39  Ademas  del  juez,  y  so  secretario  de- 
berán estar  presentes  á  la  formación  del  inven- 
tario dos  testigos.  Estos  han  de  ver  los  bienes  y 
cosas  que  se  comprenden  en  el  inventario,  é  im- 
ponerse del  contenido  de  cada  partida  escrita,  y 
deberán  firmar  siempre  con  el  juez  y  secretario. 

Art.  49    El  heredero  ó  herederos  que   hacen 
el  inventario  deberán  también  firmarlo,  y  cuan- 
dp  no  sepan  escribir  se  expresará  esta  circuns- 
tancia. 
• -^ —---•—-•--—--  —  --"—--—- ^  """  ~  ""••-"  " 

Dado  en  Caracas  á  15  de  Mayo  de  1836,  79 
de  la  ley  y  269  *^«  ^^  Independencia.— El  presi- 
dente del  Senado,  Ignacio  Fernandez  Pena* — 
El  presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Pedro  Quintero. — El  secretario  del  Senado,  Ra- 
fael  acevedo. — El  diputado  secretario  de  la  Cá- 
mara de  Representantes,  J.  A.  perez. 

Sala  del  despacho.— Caracas  Mayo  19  de 
1B36,  año  79  de  la  ley  y  269  ^®  '*  Independen- 

Ha.— Cúmplase. Andrés  Narvarte. Por 

S.  E.  «1  Vicepresidente  de  la  República   encár- 

fido   del    Poder   Ejecutivo.— El   secretarlo   de 
stado  en  los  de8pa<;hos  de  hacienda  y   relacio- 
nes exteriores,  encargado  interinamente  de  los 
del  interior  y  justicia,  José  E,  Gallegos, 
INVENTARIOS,  derechos  del  juez  y  demás 
que  intervengan  en  él.  Véase  Arancel  judi- 
cial, art.  1 1  V  32. 
INVENTARIOS,  acuedo  de  la  corte  süpre* 
HA  DE  20  DE  AGOSTO  DB  1846  declarando  có' 
mo  debe  suplirse  ¡a  falta  de  escribanos  para 
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el  de  los  bienes  mortuorios  con  lasformali^ 

dades  que  prescriben  las  leyes. 

Caracas,  Agosto  20  de  1846.— 17  y  86. 

Vista  la  consulta,  que  hace  el  juez  de  1^  ins* 
tancia  del  primer  circuito  de  la  provincia  dé  Ha- 
rinas sobre  cual  sea  el  empleado  que  debe  subro- 
]  gara  los  escribanos  designados  por  la  ley  para 
formalizar  los  inventarios  de  bienes  de  las  testa- 
mentarías,  sobre  cuyo  punto  evacuó  su  informe 
la  Corte  Superior  de]  tercer  distrito,  y  ha  ex- 
puesto su  dictamen  el  Ministerio  fiscal.  Fúndase 
la  duda  del  juez  mencionado  en  las  disposiciones 
de  las  leyes  99  y  100,  tit.  18  partida  3^  y  de  la 
5  lít,  6,  partida  6^  que  exigen  como  requisito 
indispensable  para  formar  inventarios  la  concur- 
rencia del  escribano;  y  como  no  existe  este  em- 
pleado en  Venezuela,  se  consulta  quien  deba  sub- 
rogarle. Contrahidas  estas  leyes  á  establecer 
las  formalidades  del  inventario  solemne  para 
asegurar  á  los  herederos,  de  que  no  responde* 
rán,  por  deudas  de  su  causante,  de  mayor  canti- 
dad que  la  que  hayan  recibido  por  herencia,  no 
han  declarado  impracticables  6  nulos  los  inven- 
tarios extrajudiciales  que  quieran  hacer  los  inte- 
resados en  bienes  mortuorios  con  las  precaucio- 
nes convenientes.  Ni  puede  privárseles  de  estfi 
facultad,  cuando  la  ley  10.  tít.  21  líb.  10  de  la 
Novísima  Recopilación  expresa  que  **con  el  fin 
de  evitar  que  el  caudal  de  los  pupilos  y  huérfa- 
nos se  disipase  en  diligencias  judiciales  y  costas, 
se  adoptó,  entre  oirás  medidas  la  de  conceder 
permiso  á  los  testadores  para  que  luego  que  fa- 
llezcan, formen  los  aprecios,  cuentas  y  particio- 
nes de  sus  bienes  los  albaceas,  tutores  ó  testa- 
mentarios que  señalen  como  sugelos  knparcialea, 
íntegros  y  de  su  total  confianza,  cumpliendo 
después  dichos  testamentarios  con  presentar  laa 
diligencias  ante  la  justicia  del  pueblo  para  su 
aprobación,  y  que  se  protocolizen. "  Ni  por  *1 
uso  y  aplicación  que  se  haga  de  esta  disposición 
pueden  sentir  perjuicio  los  menores  interesados 
en  las  testamentarías  de  sus  causantes,  existien- 
do leyjes  que  les  ponen  á  cubierto  de  todo  que- 
branto, y  aun  les  indemnizan  del  que  por  cual- 
quier culpa  ú  omisión  hubieren  sufrido.  Siendo 
pues  claro  el  tenor  de  la  ley  2»  tít,  89  del  Códi- 
go de  procedimiento  que  establece  las  formalida- 
des con  que  debe  practicarse  el  inventario  judi- 
cial, como  lo  es  también  el  de  la  citada  de  la  No- 
vísima Recopilación  que  autoriza  para  formar  el 
extrajudicial,  no  hay  motivo  de  duda;  y  así  lo 
declara  el  Supremo  tribunal.  Comuniqúese  á  las 
Cortes  Superiores  esta  providencia  para  que  la 
trasmitan  á  los  jueces  inferiores  de  sus  respecti- 
vos d  istritos.-— iVaruar  te*— Maríinf  2r. — Casti- 
lio, — Duarte 
INVENTORES.  Véase  Disposiciones  genera^ 
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les  eonstitucionales  arU  217  y  Patentes  de 
iwjencion^  mejora  é  introducción  de  nuevos 
ramos  de  industria* 

ISLA  o£  Toiía.  Véase  Lazareto  de  Maracaibo. 

ISLEÑOS.  Véase  Inmigración* 


JARON.  Véase  Tenerías. 

JACTANCIA  Y  RETARDO  PERJODICIAL  LEY 
XIV  TITULO  VII  DEL  CÓDIGO  DE  PROCEDIMIENTO 
JUDICIAL  PE   19  DE  MaYO    DE     1836. 

LEY  XIV. 

De  la  lactancia  y  retardo  perjudiciaU 
Art.  19  Cuando  alguno  tenga  que  demandar 
á  otro  por  jactancia  ó  retardo  perjudicial  debe- 
rá acreditar  el  hecho  ó  fundamento  de  su  soli- 
citud, pudiendo  instruir justiñcacion,  encaso  ne- 
cesauo,  ante  cualquier  juez. 

Art.  29  El  juez  de  primera  instancia  sin  ci- 
tar el  demandado  acordará  ó  negará  dentro  de 
veinticuatro  horas  la  providencia  que  se  solici- 
ta con  solo  la  vista  de  los  documentos  que  acom- 
pañan la  demanda,  la  cual  deberá  hacerse  por 
eitcrito.  De  su  determinación  solo  podrá  apelar 
el   demandante. 


JEFES.  Y  OFICIALES  DE  COLOMBIA.  Véase   In 

corporación  al  ejército^ 
JEFES.  MILITARES.  Véase  Comandancias  de 

armas. 
JEFES.  DE  OFICINAS.  Responsabilidad   por  las 
faltas  dcf  sus  subalternos.  Veáse    Provincias^ 
art.  101. 
JEFES  POLÍTICOS.  Artículo    constitucional 

1 76    disponiendo  su  creación . 
'  Los  cantonesserán  regidos  por  un  empléadosu- 
bordinado  á  los  gobernadores,  cuya  denomina- 
ción, duración  y  funciones  determinará  la  ley. 
JEFES  POLÍTICOS.  Su  nombramiento,  califica- 
ción, duración,  soslitucion  y  funciones.  Véase 
Provincias *^c?Lp.  II. — Carácter  concejil  de  su 
nombramiento.  Véase  «d.,  art.  71, — Cómo  se- 
rán compelidos  á  posesionarse  dé  sus  destinos 
y  á  servirlos.  Véase  ¿d.,  art.  72,  y  la  R.  E.  de 
22  de  Junio  de  1840  que  adelanté  se  inserta. 
— Ante  quién   prestarán  el  juramento.  Véase 
Provincias^  art.  115.— Los  de  las  capitales 
suplirán  á  los  Gobernadores  mientras  el  Po- 
der Ejecutivo  no  nombre  otro.  Véase  id.,  art. 
3. — Participarán  á  los  electores  municipales 
su  nombramiento.  Véase  id.,  art.  62. — Su  res- 
ponsabilidad por  decretar  arbitrariamente  ar- 
restos 6  multas.  Véase  id.,  art.  108. — Sus  fun- 
ciones sobre  hurto».  Véase  Hurtos^  art.  2.— 
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Sobre  instrucción  pábliea.   Véase  Instrucción 
pública,  L.  2a,  art.  14  y  15  y  R.  £.  de  31  de 
Mayo  de  1851,  y  sueldos,  R.  E.  de  13  de 
Agosto  de    1840.-— Sobre   elecciones.  Véase 
Elecciones,  L.  2a,  art.  8,  L.  3a,  art.  2,  y  L. 
4a,  art.  8  y  13,  L.  5a,  art.  19,  4  y  6,  y  R.  E. 
de  29  de  Abril  de  1846.— Sobre  hacienda.  Véa- 
se Aduana,  art.  11,  y  Correos,  L.  O.  art,  24, 
y  R.  E.  de  1?  de  Setiembre   de  1 837-— Sobre 
registro.  Véase  Registro,  art  23  y  34,  y  R.  £. 
de  6  de  Diciembre  de  1854,  art.  29  y  64,  y 
Provincias,  ^  único  del  art.  10. — Sobre  ma- 
yordomías  de  fabrica.  Véase  Mayordomias  úe 
fabrica,  art.  2  y  3  de  la  ley,  §^  1»  y  2^8:1 
17,  ^  único,  art.  23  y  art.  28,  29  y  33  del  D. 
E.  R. — Sobre  nulidad  de  elecciones  municipa- 
les. Véase  Provincias,  art.  29. — Sobre  juntas 
económicas   de  Hacienda.  Véase  Juntas  eco- 
nómicas  de  Hacienda,  R.  E.  de  19  de  Setiem- 
bre de  1833. — Sobre  milicia  nacional.  Véase 
Milicia  nacional,  D.  E.  R.  §§  lo  y  30  art.  I?, 
'  art.  50,  27  y  su  §  único,  núm.  ¿o  del  ^  único 
del  art.  31  ^  2»  del  art.  47,  ^  1»  y  50  del  art. 
59,  art.  66,  art.  71,  ^  20  del  art.  76,  ^*1?  y  2? 
del  art.  @0,  ^  único  del  84,  §  único  del  89)  art 
90,  95  y  su  $,  §  único  del  92,  $  4?  del  9o, ) 
único  del  98,  art.  126  y  su  §,  art.  28,  133,  ^í 
30  y  40  del  172,  173,  177,  §  20  del  178,  y  art. 
leo,  181  y  su  ^  29,  y  R.  E.  de*  21  de  Diciern- 
bre  de  1840. — Sobre  inválidos.  Véase /nuflí- 
dos,  art.  7. — Sobre  tanteo  de  las  administra- 
ciones de  rentas  internas.  Véase  Rentas»- 
ternas^  art.  20. — Sobre   sanidad.  Véase  Pro- 
vincias, art.  91. — Sobre  buques  que  no  se  ha- 
llen  en   estado   áe  navegar.  Véase  Bugues, 
Acuerdo  del  Consejo  de  Gobierno  de  14  de 
Marzo  de   1839. — Sobre   inmigración.  Véase 
Inmigración,  atrib.  6a  art.  99 — Sobre  natti- 
ralizacion.  Véase   Extranjeros^  L.  de  27  de 
Mayo  de  1844  art.  2  y  3.— Sobre  rehabilita- 
ción de  derechos  de  ciudadano.  Véase  Deft- 
chos  de  ciudadanos,  L.  de  26  de  Febrero  de 
1846,  art.  3 Sobre   imprenta.  Véase  liber- 
tad de  imprenta,  L.  3»,  art.  3,  L.  4?,  art.  1?, 
29,  y  sus  ^§,  39,  59,  79,  99,  10  y  Il.-Sobro 
intérpretes.  Véase  Intérpretes,  art.  3  y  4.— 
Sobre  licencias  de  navegación.  Véase  Dere- 
rechos  de  puerto,  art.   12.— Sobre  fiestas  na- 
cionales. Véase  Fiestas  nacionales»  B.  E-  "® 
16  de  Abril  de  1834.— Sobre  Gaceta  de  Vene- 
zuela. Véase  Gaceta  de   Venezuela,  R.  E-  "* 
16  de  Setiembre  de   1841,  art.  4— Sobre  va- 
gos.  Véase  Vagos,  art.  10  y  16  y  A.  C.  S.de 
19  de   Noviembre  de   1840.— Sabré  pesos  y 
medidas.  Véase   Pesos  y  medidas,  art.  Uj' 
Sobre  novicios.  Véase  Conventos^  L.  de  4  oe 
Marzo  de  1826  art.  5. 
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JEFES.   POLÍTICOS    Pueden    ser    snspendidofl 
por  los  gobernadores  Veftse  Provincias^  Brt.33 
JEFES.   POLÍTICOS.   Resolución.     Ejecutiva 
DE  25  DE  Abril  de  1833  declarando  que  ele- 
gido   uno  de  la  terna  presentada^  no  queda 
a  los  restantes  ningún  derecho  de  ser  nom" 
hrados^  aun  cuando  vaque  la  jefetura. 
En  una  solicitud  que  dirigió  al  poder   ejecuti- 
vo el  sr.  Francisco  de  P.  Pardo    pidiendo  decla- 
ratoria sobre   nombramiento  de  jefes  políticos, 
resolvió  S.  E.  con  fecha  1£  del  corriente  lo    que 
sigue : 

•  Cuando  el  gobernador  de  una  provincia 
nombra  sobre  las  ternas  presentadas  por  la  di- 
putación provincial  ios  jefes  políticos,  y  el  nom» 
brado  acepta  j  toma  posesión  del  destino,  si 
posteriormente  fuere  separado  de  él  por  cual- 
quier accidente,  deben  ser  suplidas  sus  funciones 
por  los  alcaldes  primeros  municipales  conforme 
al  Artículo  49  de  la  ley  de  catorce  de  octubre  de 
1830. 

El  artículo  12  de  la  misma,  lejos  de  contrade- 
cir esta  intelijencia,  la  confirma,  pues  solo  da  á 
los  gobernadores  la  facultad  de  nombrar  al  jefe 
político  sobre  la  terna,  sin  reservar  ningún  dere- 
cho sucesivo  á  los  otros  dos  individuos  inclui- 
dos en  ella. 

Por  tanto  el  gobierno  no  encuentra  que  el  go- 
bernador de  la  provincia  haya  obrado  con  abiira- 
riedad  en  el  caso  de  que  se  queja  el  sr.  Francisco 
de  P.  Pardo,  ni  agraviado  su  persona  y  derechos. 
Caracas  abril  25  de  1833  40  y  23? 
Urhaneja, 
JEFES,  políticos  resolución  ejecutiva  de 
22  de  junio  de  1840  declarando^    conforme 
con  el  art.  72  de  la  ley  orgánica  de  provin^^ 
ciaSi  con  qué  apremios  serán  obligados   á 
-  posesionarse^  ó  áencargarse^  después  de  po- 
sesionados. 
República  de  Venezuela.— Secretaría  de  E.  en  el  Despa 
cho  del  Interior  y  Justicia.— Sección  tercer».— Caracas 
22  do  Junio  de  1840, 11  do  la  ley  y  30   de  la  indepen- 
dencia.—Núra.  460. 
Sr.  Gobernador  de  Barinas. 

Instruido  el  Gobierno  de  la  consulta  que  ü.  S. 
hizo  en  oficio  de  18  de  Abril  último  número  33, 
ha  resuelto  con  fecha  20 del  corriente,  loque  si- 
gne. 

**  lios  empleados  á  que  se  refiere  el  artículo 
72  de  k  ley  orgánica  de  provincias  que  conti- 
núan ausentes  después  de  haber  expirado  el  tér- 
mino del  permiso  que  se  les  concecid  para  sepa- 
rarse de  sus  destinos,  están  en  el  mismo  caso 
que  los  que  se  ausentan  sin  el  permiso  corres- 
pondiente, y  sujetos  por  lo  tanto  á  la  pena  im- 
puesta por  el  citado  artículo.  No  están  en  el  mis- 
mo casólos  alcaldes,  porqué  no  se  hallan  com- 
prendidos en  el  referido  artículo :  mas  cuando 
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estos  se  ausentan  sin  permiso  6  continúan  des- 
pués de  haberse  concluido  el  término  del  que  se 
les  concedió,  cometen  una  falta  que  como  se  v6 
ha  castigado  la  ley  en  otros  empleados,  y  que  no 
es  de  creerse  que  en  ellos  la  haya  tolerado,  no 
obstante  no  haber  expresado  el  castigo  que  me- 
recen. Por  esta  razón  considera  el  Gofterno  que 
deben  ser  sometidos  ajuicio,  y  dispone  que  asi  se 
verifique  mientras  el  Congreso,  á  quien  se  ma- 
nifestará el  vacio  de  la  ley  orgánica  judicial  en 
esta  parte,  acuerda  lo  conveniente.** 
Soy  de  U.  S.  muy  atento  servidor. 

Ramón    Yepes. 
JEFES.  POLÍTICOS,  acuerdo  de  la   corte  su- 
prema DE  3  DE  AGOSTO  DE  1838   dcclaraudo^ 
que  siendo  abogados^  pueden  ejercer  su  pro- 
fesión. 

En  la  ciudad  de  Caracas  á  tres  de  Agosto  de 
1838,  99  y  28?  reunidos  los  Señores  Presiden- 
te  y  Ministros  déla  Corte  Suprema  de  justicie, 
tomaron  en  consideración  la  consulta  hecha  por 
el  juez  de  primera  instancia  de  la  provincia  de 
Barinas  dirigida  ú  esta  Corte  iSíuprema  de  justicia 
por  la  Superior  del  tercer  distrito,  relativa  "á  si 
puede  ejercer  la  profesión  de  abogado  el  Jucí 
Político  que  se  halla  desempefíando  este  destino, 
siendo  este  del  ramo  del  Poder  Ejecutivo,  y 
estando  prohibido  á  los  empleados  en  él  el  ejer- 
cicio de  aquella  por  el  artículo  10  de  la  ley  de 
22  de  Mayo  de  1836,  y  dijeron  :  que  son  dema- 
siado sólidos  los  fundamentos  y  razones  con  que 
ha  demostrado  dicha  Corte  superior  que  los 
Jefes  Políticos  no  están  inhábiles,  ni  impedidos 
de  ejercer  la  profesión  de  abogados,  cuando  lo 
sean,  y  que  por  consecuencia  no  hay  motivo  de 
duda  que  prepare  la  consulta  prevenida  por  el 
artículo  147  de  la  Constitución.  Bajo  de  este 
concepto  y  en  conformidad  con  lo  representado 
por  el  Sr.  Fiscal,  se  resuelve  que  el  Jefe  Polí- 
tico de  Barinas  está  en  aptitud  de  desempeñar 
la  abogacía  en  que  anteriormente  se  ocupa,  y 
comuniqúese  esta  resolución  á  la  Corte  superior 
que  ha  hecho  la  consulta  y  también  á  la  del  se- 
gundo distrito. — Licenciado  Mercader. — López 
de  Umerez.-^'Martinez. — Duarte. 
Es  copia. — Caracas  Setiembre  30  de  1844. — 
El  Canciller,  José  Duarte. 

JEFES.  POLÍTICOS,  resolución  ejecutiva  DE 
4  DE  AGOSTO  DE  1838  dcclarando  quc  el  salien^ 
te  debe  convocar  el  concejo  municipal,  y  dejar 
al  entrante  en  posesión  del  destino. 
República  de  Veotízuela.— Secretaría  de  E,  en  el  Despa- 
cho del  Interior  y  Justicia.— Sección  segunda..— Cara- 
cas .agosto  4  de  1888. 

resuelto. 
En  el  expediente  formado  á  consecuencia  de 
lo  ocurrido  en  la  posesión  mandada  dar  al  Dr. 
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Pedro  Cordero  de  la  jefetura  política  de  Bari- 
ñas,  resolvió  el  Gobierno  lo  siguiente. 

Que  el  juramento  de  los  empleados  es  un  re- 
quisito previo  á  su  posesión,  ó  al  ejercicio  de  las 
funciones  del  empleo,  y  por  lo  tanto  los  jefes 
políticos  no  quedan  en  posesión  de  su  destino 
por  el  heAio  de  haber  prestado  el  juramento  an- 
te los  gobernadores.  Esto,  como  lo  hizo  el  de 
Barinas,  han  de  comunicarlo  al  jefe  políiico  sa- 
liente, para  que  reuniendo  el  Concejo  munici- 
pal deje  allí  al  entrante  en  posesión  del  de&tino; 
pero  sin  que  esto  obste  para  que  no  siendo  posi- 
ble que  se  reúna  el  Concejo,  el  jefe  político  sa- 
liente dé  á  conocer  al  entrante  por  medio  de  co- 
municaciones oficiales  dirigidas  á  todos  los  em- 
pleados que  le  son  subordinados. 

Que  el  jefe  político  Duran  obró  mal  mientras 
se  denegó  á  dar  cumplimiento  k  la  orden  del 
Gobernador  para  que  pusiese  en  posesión  al  en- 
trante   Cordero. 

Que  este  no  tuvo  autoridad,  antes  de  aquel 
acto,  para  reunir  los  cuatro  concejales  que  hizo 
citar  afín  de  que  le  pueiesen  en  posesión;  e) 
cual  fué  en  consecuencia  nulo,  y  faltaron  ásu  de- 
ber dichos  concejales,  reuniéndose  por  citación 
de  una  persona  que,  aunque  juramentada,  no  es- 
taba en  posesión  del  empleo  que  debía    ejercer. 

Que  habiéndose  reunido  legalmente  el  Conce- 
jo el  30  de  Mayo  con  el  objeto  de  posesionar  a! 
Dr.  Cordero  de  la  jefetura  política,  el  Concejo 
no  debió  admitir  la  moción  del  municipal  segun- 
do para  que  el  acuerdo  del  día  se  considerase  co- 
mo una  ratificación  de  lo  acordado  en  la  reunión 
del  28,  puesto  que  ella,  como  nuin,  no  pudo  pro- 
ducir el  efecto  de  que  el  jefe  político  quedase  en 
posesión. 

Por  S.  E.^Uibaneja. 

JEFES.  POLÍTICOS.  RESOLUCIÓN    EJECUTIVA    DE 

19  DE  SETIEMBRE  DE  1839  declarando  que  pue- 
den CQ7n  pe  ¿er  á  los  empleados  municipales  de 
su  cantón  á  posesionarse^  ó  á  volver  á  su  des* 
tino  si  se  separare  ti  sin  justa  causa, 

Repnblica  de  Venezuela.— Secretaría  de  Esta- 
do en  el  despacho  del  Interior  y  Justicia. — Sec- 
ción tercera  Caracas  19  de  Setiembre  de  1839, 
— aflo,  10  de  la  ley  y  29  do  la  independencia.— 
núm.  444. 

5r.  Gobernador  de - 

Hoy  digo  al  Sr.  Gobernador  de  Barquisime- 
tolo  siguiente  : 

"  Impuesto  S.  E.  el  Poder  Ejecutivo  de  la 
consulta  que  US.  hizo  en  oficio  de  7  de  Agesto 
pEÓximo  pasado  número  46,  sobre  si  loa  jefes 
políticos  ejercen  respecto  de  los  empleados  de 
aus  cantones  la  facultad  de  compelerlos  ft  to* 
mar  posesión  de  sus  destinos  y  de  penarlos  cuan- 
do se  ausenten  sin  permiso,  con  la  multa  que 
eatablece  el  artículo  72  de  la  ley    orgánica  de 
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provincias,*  de  acuerdo  con  la  opinión  del  Con- 
cejo  de  Gobierno,  ha  resuelto  lo  siguiente:** 

**  Los  jefes)  políticos  que  por  el  artículo  36  de 
la  ley  orgánica  de  provincias  son  los  primeros 
m&gistrados  civiles  en  los  cantones' que  admiais- 
tran,  también  ejercen  en  ellos,  según  el  art.  39,  la 
atribución  que  tienen  los  gobernadoras  por  el  arU 
28  contraído  k  ejecutar  gubernativamente  las  pe- 
nas impuestas  por  las  leyes  y  ordéhanzasde  po- 
licía. Estando  pues,  prevenido  por  el  art,  73  de 
la  misma  ley  que  los  concejales,  los  procurado- 
res municipales,  los  jueces  de  paz  y  síndicos 
parroquiales,  sean  competidos  á  posesionarse  de 
sus  destinos  con  una  multa  de  50  á  300  pesos, 
en  cuya  pena  incurrirán  también  los  que  des- 
pués de  posesionados,  rehusaren  servir  sin  causa 
justa  y  legalmente  comprobada,  ó  se  ausenten 
sin  permiso,  corresponde  á  los  jefes  políticos 
compeler  con  multas  á  tomar  posesión  de  sus 
destinos  k  los  empleados  de  que  se  ha  hecho 
mención,  é  imponerlas  á  los  que  después  de  pose- 
sionados rehusaren  servir  sin  justa  causa  ó  se 
ausentaren  sin  permiso/* 

Lo  comunico  k  US.  para  su  inteligencia  y  fi- 
nes consiguientes. — Soy  de  US.  atento  sern- 
dor. — D.  B.  Urbaneja. 

JEFES.  POLÍTICOS.  En  ausencia  délos  goberna- 
dores en  visita,  presiden  las  junlas  de  que  es- 
tos son  presidentes,  "s  desiinan  los  reos  con- 
denados á  presidio.  Véase  Provincias^  nota 
al  art.  8^  de  la  ley,  y  R.  E.  á  que  ella  se  refie- 
re. 
JEFES,  políticos.  Mulla  que  impondrán  por 
faltas  relativas  á  la  ley  sobre  liberlad  de  im- 
prenta. Véase  Libertad  de  imprenta,  art.1 
JEFES.  POLÍTICOS.  Sobre  pasaportes.  Véase /la- 
saportes. 

JESUÍTAS,    DECRETO.      EJECUTIVO    DE  31    DI 

AGOSTO  DE  IH4S prohibiendo  sv  eniradaypeT' 
manencia  en  el  territorio  de  la  república» 
José  Tadeo  Monágas^  Presidente  de  la  R^' 

pública  de  Venezuela  ófc;  ¿pc;  ¿pe; 
Examinado  con  la  mayor  detención  lo  expues- 
to por  el  Gobernador  de  esta  provincia  sóbrelos 
malea  querirae  &  la  República  la  introducción  de 
individuos  pertenecientes  á  la  orden  de  reguls- 
res  de  la  Compafiía  de  Jesús,  y  teniendo  á  la 
vista  lo  relativo  k  dicha  Compañía  en  algunos 
paises,  en  uso  de  la  facultad  que  me  concede  el 
parágrafo  del  artículo  único  del  decreto  legisla- 
tivo de  15  de  Mayo  de  1845* 

DECRETO. 

Art.  19  Se  declaran  perjudiciales  álosintere- 
ses  de  la  República  y  como  tales  no  serán  admi- 
tidos en  ella  á  los  extranjeros  de  ambos  sexos 
pertenecientes  á  la  Compañía  de  Jesús,  cual- 
quiera que  sea  la  denominación  que  hayan  tonudo. 
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Art.  29  Lof  iodmdaos  á  quienes  ^e  refiere 
el  artículo  anterior  qne  llegaren  á  nuestro  terri- 
torio, si  fuere  por  nuestros  puertos,  se  les  hará 
reembarcar  en  el  mismo  buque  en  que  llegaren, 
6  en  el  primero  que  salga  para  el  extranjero,  y 
si  vinieren  por  tierra  seles  hará  volver  inmedia- 
tamente para  el  lugar  de  su   procedencia. 

Art.  39  £n  cualquier  tiempo  que  se  descubra 
que  alguno  de  dichos  individuos  se  ha  introdu- 
cido en  el  pab  ocultando  su  carácter  ó  de  otro  mo- 
do clandestino,  se  le  hará  salir  de  él  tan  pronto 
como  se  haga  el  descubrimiento. 

Art.  49  Los  gobernadores  de  provincia  dic- 
tarán las  órdenes  convenientes  para  que  se  vi ji- 
le sobre  la  introducción  de  los  individuos  deque 
trata  este  decreto  en  el  territorio  y  se  les  haga 
salir  como  queda  dispuesto  ;  y  vijilarán  por  sí 
para  que  sean  cumplidas,  usando  al  efecto  de 
cuantos  medios  les  franquean  las  leyes  para 
hacerse  obedecer. 

Art.  59  El  Secretario  de  £stado  en  los  Des- 
pachos del  Interior  y  Justicia,  queda  encargado 
de  la  ejecución  de  este  decreto,  del  cual  se  dará 
cimenta  á  la  próxima  legislatura* 

Dado  :  firmado  de  mi  mano:  sellado  con  el  sello 
del  Poder  Ejecutivo,  yrefrendado  porel  Secreta- 
rio de  Estado  en  los  Despachos  del  Interior  y 
Justicia,  en  Caracas  á  31  de  Agosto  de  1848. — 
Afto  199  de  la  Ley  y  389  de  la  Independen- 
cia. 

Jase  Tadeo  Monagas, 
Por  S.  R  el  Presidente  de  la  República  el  Se- 
cretario de  Estado  en  los  Despachos  del  Inte- 
rior y  Justicia, 

Ramón  Yepe3, 
JUBILACIÓN.   DE    CATEDRÁTICOS.  Véase /Q5- 

trucción  pública^  L.  b^  art.  10  al  19. 
JUECES.  Ningún  ciudadano  puede  ser  distraí- 
do de  sus  jueces  naturales.  Véase  Disposición 
nes  generales  constitucionales,  art.  195. 
JUECES.  Lugar  y  días  en  que  no  podrán  des- 
pachar. Véase  Disposiciones  comunes  á  tg- 
dos  los  juicios^  art.  2. -Su  responsabilidad  por 
detener  arbitrariamente  á  alguno.  Véase  De- 
tención  arbitraria^  art.  2  á  6. — ^Id.  por  privar 
á  alguno  de  la  posesión  de  alguna  cosa  sin  las 
formalidades  legales.  Véase  Interdictos  pose- 
sorioSi  art  14. — Ninguno  podrá  dejar  de  cum- 
plir las  comisiones  de  su  superior.  Véase  Dis- 
posiciones comunes  á  todos  los  juicios^  ari(. 
29.— Tampoco  podrá  ejercer  funciones  de  abo- 
bado ni  de  patrocinante  en  el  territorio  de  su 
jurisdicción.  Véase  Abogados,  art  21  y  su  §. 
—Deber  de  todos  al  saber  que  se  ha  cometido 
un  delito  en  su  jurisdicción.  Véase  Procedi- 
miento criminal,  art.  19  y  su  §.— Quiénes  no 
podrán  serlo  en  dichas  causas.  Véase  idf  art 
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20f«— Deber  de  todo  el  que  conozca  que  eñ  sí. 
tiene  una  causa  de  recusación ;  y  qué  se  prac- 
ticará. Véase  Recusación,  art.  4,  13  y  14. — 
Funciones  del  I9  del  lugar  sobre  reconoci- 
miento de  infálidos.  Véase  Inválidos,  art.  7. 
— Facultad  que  todos  tienen  de  preguntar  al 
testigo  durante  su  examen.  Véase  Pruebas  y 
su  término,  art.  39. — Todos  deben  admitir  las 
informaciones  sumarias  contra  cualquier  em- 
pleado. Véase  Prortíiciaí,  art.  110. — Todos 
pasarán  á  la  oficina  de  registro  los  expedien- 
tes concluidos.  Véase  Registro,  art  7. — Los 
que  hayan  llevado  protocolos,  los  pasarán 
también  á  los  registradores.  Véase  id,  art  35. 
— Deberes  de  todos  sobre  papel  sellado.  Véa- 
se Papel  sellado,  art.  16  y  su  §  único,  y  art 
25. — Voto  que  pueden  salvar  los  miembros  de 
las  Cortes  y  juzgados  cantonales.  Véase  Dis- 
posiciones comunes  á  todos  losjuicios^  art. 
15. — Certificaciones  que  deben  dar  gratis  á  los 
recaudadores  de  rentas  públicas  los  que  conoz- 
can de  demandas  á  favor  del  Tesoro.  Véase 
Certificaciones  para  el  servicio  público,  R.  E. 
de  6  de  Agosto  de  1842. — Qué  deben  hacer 
cuando  reciben  un  expediente  franco  y  con  la 
nota  de  á  reserva  de  derechos. '.'  Véase  IVí- 
bunales  y  juzgados,  R.  £•  de  15  de  Abril  de 
1845.^Quejas  contra  ellos.  Véase  Quejas.-^ 
Reglas  sobre  sus  certificaciones.  Véase  Cer- 
tificaciones por  los  Gobernadores  y  otros  ma- 
gistrados.— No  cobrarán  derecho  alguno  por 
el  nombramienta  de  tutores  6  curadores  de 
los  manumisos ;  y  otras  reglas  que  observa- 
rán. Véase  Libertad  de  /tsclavos,  R.  £.  de  7 
de  Julio  de  1854  punto  69. 
JUECES  DE  PROVINCIA.  Su  nombramiento,  cua- 
lidades y  atribuciones.  Véase  Tribunales  y 
juzgados,  L.  6a. 
Jueces  de  provincia,  resolución  ejecuti- 
va DE  19  DE  OCTUBRE  DE  1850  declarando 
que  por  ningún  motivo  pueden  ser  nombra- 
dos  fuera  de  la  lista  de  elegibles  formada 
por  la  Diputación  provincial,  mientras  no 
esté  agotada. 

Secretaría  del  Interior  y  Jastícia.— Sección  2. 
—Caracas  19  de  Octubre  de  1860.— Kesuelto. 
Dighse  al  Sr.  Gobernador  de  Apure. 

He  instruido  al  Poder  Ejecutivo  de  lá  resolu- 
ción de  US.  de  21  del  pasado,  comunicada  á  es- 
te Ministerio  en  nota  23  del  mismo  núm.  835, 
por  la  cual  se  nombra  juez  de  provincia  al  seftor 
Aquilino  Orta,  6  causa  de  no  creerse  la  Gober- 
nación en  la  necesidad  6  en  la  posibilidad  de  ha- 
cer nombramiento  en  ninguno  de  los  ciudadanos 
comprendidos  en  la  lista  de  la  Diputación  pro- 
vincial. 

Teniendo  presentes  S.  E.  el  art.  60  ley  Vf 
código  orgánico  de  tribunales,  el  10  parágrafo 
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fioieo  de  la  ley  sobre  conspiradores  (3  de  Abril 
de  4d))  el  21  de  la  ley  orgánica  de  tribunales, 
posteriormente  reformada,  al  cual  sin  dada  se 
refiere  dicho  parágrafo,  y  119  finalmente,  de  la 
citada  ley  sobre  conspiradores,  ha  decidido  que 
no  ha  podido  hacer  US.  el  nombramiento  que 
participa,  no  estando  agotada  la  lista  de  la  Di- 
putación, y  que  si  la  urgencia  de  la  causa  pedia 
que  no  se  retardase  su  curso,  ha  debido  someter 
e)  caso  á  la  consideración  de  la  Corte  Superior 
respectiva,  para  que  ella  proveyera,  de  acuerdo 
coQ  sus  atribuciones  y  consultando  las  disposi- 
ciones vigentes,  á  la  seguridad  y  garantías  de 
los  encausados. 

Soy,  &.a  Por  S.  E.— Rajas, 

£s  copia* — Rójaa» 

JUEHES  DE  PROVINCIA.  RESOLUCIÓN  EJECUTI- 
VA DE  7  DE  JULIO  PE  1851  sobre  lo  mismo 
que  la  anterior. 

SecretaríA  del  Interior.-— Sección  2.  •'—Cara- 
cas, 7  de  Jnlio  de  1851.— Resuelto. 
Dígase  al  Sr.  Gobernador  de  la  provincia  de 
AraguOé 
Presentada  al  Despacho  del  Poder  Ejecutivo 
la  nota  de  U8*  fecha  3*  del  mes  próximo  pasado, 
en  que  se  sirve  consultar,  si  puede  considerarse 
agotada  la  lista  de  ciudadanos  elegibles  para  el 
desempeño  del  juzgado  de  provincia  por  haber- 
se excusado  varios  de  los  individuos  que  la  com- 
ponen, y  haber  quedado  reducida  solamente  ¿ 
dos,  de  los  cuales  uno  se  había  ausentado  para 
la  provincia  de  Mararaybo,  y  otro  para  los  lla- 
nos, ignorándose  el  lugar  de  su  residencia;  S.  E. 
roe  ha  ordenado  contestará  US.:  que  no  es  cau- 
sa legítima  para  prescindir  de  las  personas  inclui- 
das en  la  lista  precitada  la  ausencia  de  algunas 
de  ellas  de  la  provincia  respectiva,  ni  la  suposi- 
ción, por  fundada  que  sea,  de  que  no  areptarian 
el  encargo  de  juf.ces  de  provincia;  y  que  por 
tanto  debe  US.  contar  con  las  ausentes  mientras 
no  se  excosen  de  aceptar  el  servicio  6  que  los 
llama  la  ley,  6  se  acredite  sliíicien  te  mente  que 
no  ha  sido  posible  notificarles  su  nombramiento 
por  ignorarse  absolutamente  el  lugar  de  su  resi- 
dencia. 

Soy,  &a— Por  S.  E. — Aranda: 

JUECES  DE  PROVINCIA  RESOLUCIÓN  EJECUTI- 
VA DE  4   DE  NOVIEMBRE  DE    1851    CU  que  Se 

.  vuelve  á  declarar  á  virtvd  de  acusación  con- 
tra el  Gobernador  de  Apure,  que  por  ningún 
caso  puede  elegirse  fuera  de  la  lista,  no  es- 
tando agotada^  y  que  no  toca  á  esie  fundo- 
nario  la  calificación  de  idoneidad^  ni  eljui- 
cío  sobre  la  conveniencia  6  inconveniencia 
de  que  los' individuos  presentados  por  la  Di" 
putacion  entren  á  desempeñar  los  destinos 
'  para  el  yercicio  de  los  cuales  aquel  cuerpo 


JIJE 


V^»0^^^tf*^^^^^^^^^*^^^^^)f>^^^^^t^f*^>^^'<^<0*^i^^^^^^^^*^^^^^0*0*^^t^0>m0t^^f^^^^^ 


los  ha  considerado  capaces  y  competentes. 

Secretaría  del  Interior.— Sección  8.  *  —Cari* 
cas,  Noviembre  4  de  185 1. 

Resuelto. — A  bunda  la  acusación  intentada  con- 
tra el  Gobernador  de  la  provincia  de  Apure,  Sr. 
Carmelo  Gamarra,  en  razones  y  motivos  bastan- 
tes para  acóidar  la  suspensión  do  este  funciona- 
rio, en  cumplimiento  de  la  disposición  legal.  Es 
un  principio  renonocido  de  derecho  constitucio- 
nal, que  los  magistrados  y  demás  funcionarios 
públicos  no  tienen  facultad  para  proceder  en  el 
ejercicio  de  sus  atribuciones  competentes,  sino 
del  modo  y  en  la  forma  que  está  prescrito  por 
la  ley.  Esta  regla  que  obliga  imperiosamente  á 
las  autoridades  á  circunscribirse  siempre  en  la 
esfera  del  procedimiento  legal,  es  una  regla  de 
inviolable  garantía  para  los  ciudadanos  que  el 
Gobierno  se  esforzará,  cuanto  sea  dable,  en 
guardarla  y  hacer  que  se  guarde  por  todos  los 
funcionarios  de  la  República,  especialmente  por 
los  que  le  son  dependientes.  Del  expediente  ins- 
truido á  virtud  de  la  acusación -intentada  contra 
el  mencionado  Gobernador  de  la  provincia  de 
Apure,  resulta,  que  ha  violado  abiertamente  el 
artículo  59  de  la  ley  6*  del  código  orgánico  líe 
tribunales,  que  dispone  que  en  los  casos  de  va- 
cante, el  Gobernador  nombrará  el  Juez  de  pro- 
vincia por  el  tiempo  que  falta  al  reemplazado  en- 
tre los  individuos  que  se  hallen  en  la  lista  forma- 
da por  la  Diputación  provincial ;  y  solo  en  el 
caso  de  estar  agotada  la  lista,  el  Gobernador  po- 
drá nombrar  libremente  un  interino  entre  los 
ciudadanos  que  tengan  capacidad  y  las  cualida- 
des de  representantes,  sean  ó  no  abogados.  Cn 
las  faltas  accidentales,  si  también  se  agotare  la 
lista,  el  Gobernador  hará  el  mismo  nombramien- 
to libre. 

El  Gobernador  Gamarra  sin  estar  agotada  la 
lista  de  personas  elegibles  para  jueces  de  provin- 
cia presentada  por  la  H.  Diputación  de  confor- 
midad con  la  ley,  nombró  para  servir  el  juzgado 
de  provincia  establecido  en  San  Fernando,  una 
pers  )na  que  no  estaba  comprendida  en  dicha  lis- 
ta, siendo  así  que  no  le  competía  este  derecho  de 
elección  libre,  siendo  en  el  caso  preciso  y  deter- 
minado de  que  se  hubiese  agotado,  según  la  ex- 
presión de  |a  ley,  la  lista  ofrecida  por  la  H.  Di- 
putación provincial.  No  toca  á  los  Gobernadores 
la  caliñcacion  de  idoneidad,  ni  el  juicio  sobre  la 
conveniencia  6  inconveniencin  de  que  los  indivi- 
duos presentados  por  la  Diputación  entren  á  de- 
sempeñar los  destinos  para  el  ejercicio  de  los 
cuales  aquel  cuerpo  los  ha  considerado  capaces 
y  competentes,  y  el  Gobernador  de  Apure  en- 
trando, de  propia  autoridad  en  esta  ilegal  clasifi- 
cación, y  nombrando  al  Sr«  Aquilino  Orta  para 
Juez  de  provincia  sin  haber  agotado  previamen- 
te la  lista  de  la  DiputacioRi  se  ha  sobrepuesto  á 
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la  ley  violándola  en  uno  de  sus  artículos  mas  , 
claros  y  terminantes,  y  que  llevan  involucrados 
una  garantía  especial  para  los  ciudadanos.  Por 
tanto,  y  en  uso  de  la  atribución  17»  del  art.  1 17 
de  la  Constitución,  el  Poder  Ejecutivo  suspende 
al  Sf.  Carmelo  Gamarra  del  destino  de  Gober- 
nador de  la  provincia  de  Apure  y  le  somete  ajui- 
cio, á  cuyo  efecto  pásese  á  la  Corte  Superior  de 
este  distrito  copia  legalizada  de  este  expediente. 
Nómbrase^Gobernador  interino  de  dicha  prjvin- 
ciaal  Sr.  Luciano  Samuel,  el  cual  deberá  pres- 
tar el  juramento  constitucional  ante  el  Sr.  Jefe 
político  del  cantón  San  Fernando,  k  quien  se  co- 
misiona con  tal  fin. — Comuniqúese  á  quienes  cor- 
responda.— Por  S.  En^Herrera. 

JUECES  DB  PROVINCIA.  RESOLUCIÓN  EJECUTI- 
VA DE  7  DE  DICIEMBRE  DE  1850  estableciendo 
las  realas  que  deben  observarse  para  su 
nombramiento. 

Secretaría  del  Interior.— SeccioB  2.  *  —Cara- 
cas, 7  de  Diciembre  de  1860.— Resuelto. 
Dígase  al  Sr,  Gobernador  de  Apure* 

Impuesto  S.  E.  el  Poder  Ejecutivo  del  conte- 
nido de  la  nota  de  US.  fecha  9  del  que  cursa 
nám.  1004,  ha  resuelto  reformar  la  resolución  de 
24  de  Diciembre  de  1845  ea  los  términos  si- 
guientes: 

19  Toca  exclusivamente  &  las  Diputaciones 
provinciales  la  calificación  de  la  capacidad  nece- 
saria que  se  requiere  en  los  individuos  que  pre- 
sente en  lista  para  el  nombramiento  de  jueces 
de  provincia,  como  se  ve  de  los  términos  del  ar- 
tículo 19  de  la  ley  de  15  de  Mayo  de  este  año  6^ 
del  Código  orgánico  judicial  :  mas  no  así  la  dé 
la  edad  y  renta  que  se  exige  en  dicho  artículo. 

29  Si  uno  ó  mas  individuos  de  los  de  la  lista 
presentada  por  la  Diputación  no  tuvieren  la  edad 
y  renta  que  se  requiere  para  ser  representante, 
comprobado  que  sea  legalmente,  el  Gobernador 
la  devolverá  á  dicho  cuerpo  j^ra  que  sustituya 
en  lugar  de  dichos  individiros  otros  que  las 
tengan. 

39  Si  no  fuere  posible  la  reforma •  de  la  lista 
por  haber  las  Diputaciones  cerrado  sus  sesiones, 
el  Gobernador  está  obligado  á  nombrar  juez  de 
provincia  entre  las  personas  hábiles  que  aquella 
contenga;  pues  la  inhabilidad  de  algunas,  así 
como  el  caso  de  muerte,  renuncia,  impedimento 
6  ausencia  de  la  RepCiblica  de  otras,  no  anulan 
la  lista  en  su  totalidad ;  lo  cual  es  conforme  con 
la  disposición  del  art.  59  de  la  citada  ley,  que 
obliga  al  Gobernador  &  nombrar  de  la  lista  has- 
ta que  se  haya  agotado,  en  cuyo  ünico  caso  es 
que  puede  nombrar  fuera  de  ella. 

49  Si  uno  ó  mas  individuos  de  la  lista  no  tie- 
nen la  edad  y  renta  que  se  requiere  para  ser  re- 
presentante al  tiempo  de  incluirlos  en  ella  la  Di- 
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putacion,  ai  las  han  adquirido  después,  pueden 
ser  nombrados  jueces  de  provincia;  pues  es  al 
acto  de  hacer  el  nombramiento  que  se  exigen 
aquellas  circunstancias,  como  se  ve  de  los  tér- 
minos del  art.  1 9  de  la  ley  6^  precitada. 

Soy,  &a— Por  S.  E.— Ró/ds. 
Es  copia.  ---Rojas* 

JUECES  DIB  PROVINCIA.  RESOLUCIÓN    BJIECUTI' 

VA  DB  3  DE  NOVIEMBRE  DE  1851  sobre  el  pro- 
cedimiento que  debe  adoptarse  cuando  se  ha- 
ya  agotado  la  lista,  recusado  que  sea  el  pro* 
pietario;  y  que  no  puede  apremiarse  áacep' 
lar  este  destino. 

Secreraría  del  Interior.— Sección  2.  *  —Cari- 
cas, Noviembre  3  de  1851.— Resuelto. 
Contéstese  al  Gobernador  de  la  provincia  de 
Guayana* 
Di  cuenta  al  Poder  Ejecutivo  de  la  nota  de 
US.,  fecha  t¿5de  Junio  último,  en  la  que  consul- 
ta, primero:  que  procedimiento  deba  adoptarse 
cuando  se  haya  agotado  la  lista  de  ciudadanos 
elegibles  para  el  destino  de  Juez  de  provincia 
por  haber  sido  recusado  el  propietario,  y  haber- 
se excusado  todos  los  ciudadanos  hábiles  de  esa 
provincia,  designados  por  esa  Gobernación  á 
excitación  del  juez  de  parroquia  respectivo,  con  el 
objeto  de  formar  la  terna  para  el  sorteo  del  juez 
suplente  que  debia  conocer  do  la  recusación  del 
propietario,  y  segundo  :  si  se  puede  obligar  al 
individuo  que  resulte  nombrado  juez  suplente 
del  sorteo  mencionado,  á  la  aceptación  del  nom- 
bramiento ;  y  S.  E.  de  entera  conformidad  con 
la  opinión  del  Consejo  de  Gobierno,  á  quien  con- 
sultó sobre  la  materia,  ha  tenido  á  bien  resolver 
los  puntos  indicados  de  la  manera  siguiente. 

Correspondiendo  por  Jos  artículos  I9  y  39  de 
la  ley  6^  del  Código  orgánico  del  Poder  Judi- 
cial á  loti  Gobernadores  designar  libremente  en- 
tre los  ciudadanos  hábiles  las  personas  que  de- 
ban desempeñar  el  juzgado  de  provincia,  sola- 
mente en  el  caso  de  que  se  agote  la  lista  de  los 
individuos  presentados  por  la  respectiva  Diputa- 
ción provincial,  cuya  atribución  se  extiende  has- 
ta los  nombramientos  extraordinarios  provenien- 
tes de  vacantes  ó  de  cualquiera  otra  falta  acci- 
dental :  cstándoles  cometida  por  ei  artículo  26, 
ley  2^  título  29  del  código  ya  citado,  la  de  nom- 
brar ó  indicar' la  persona  ó  personas  que  sean  ne- 
cesarias para  completar  la  terna  sobre  que  deba 
hacerse  el  sorteo  por  el  respectivo  juez  de  par- 
roquia, para  la  elección  del  funcionario  que  de- 
ba conocer  de  la  recusación  del  Juez  de  provin- 
cia propietario,  cuando  dicho  sorteo  no  pueda 
tener  lugar  en  los  individuos  indicados  por  la  Di. 
putacion,  por  haberse  agotado  la  lista  de  ellos;  y 
no  habiendo  ni  una  ni  otra  ley,  ni  la  orgánica  de 
provincias  prevenido  qué  deba  hacerse  por  los 
Gobernadores  cuando  se  agote  también  la  lista 
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de  los  individuos  hábiles  en  las  proTincias  de  su 
mando,  por  inadmisiones,  excusas  é  impedimen- 
tos, sin  haberse  podido  formar  6  llenar  la  terna 
para  el  sorteo  del  juez  suplente  que  conozca  de 
la  referida  recusación,  es  claro,  que  llegado  este 
caso,  han  terminado  sus  funciones  en  lo  relativo 
al  nombramiento  de  Juez  de  provincia,  y  que 
tan  solo  puede  por  el  roce  que  se  le  concede  con 
el  poder  judicial,  dar  cuenta  del  resultado  á  la 
Corte  Superior  de  Justicia  del  respectivo  distrito, 
para  que  esta,  si  lo  solicitaren  los  interesados  en 
la  causa,  pueda  declarar  cual  sea  el  juez,  que  de- 
ba conocer  en  lo  principal  ó  en  alguna  de  sus 
incidencias,  con  vista  de  las  leyes  correspon* 
dientes.  Y  por  lo  que  respecta  al  29  punto  so- 
bre que  versan  las  dudas  del  Gobernador  de 
Guayana,  considerándose  por  una  parte:  que 
los  oficios  procomunales,  llamados  concejiles, 
son  onerosos  y  que  tan  graves  obligaciones  no 
se  presumen  en  derecho;  sin  que  terminante- 
mente se  impongan  por  el  legielador  ;  y  por  otra: 
que  ninguna  de  las  leyes  precitadas  establece  la 
necesidad  de  la  aceptación  del  juzgado  de  pro- 
vincia, que  es  una  magistratura  bien  dotada  por 
la  Nación,  y  que  como  constantemente  se  ha  ob- 
servado en  la  práctica  no  es  obligatoria  su  admi- 
sión por  no  ser  un  cargo  concejil,  sino  un  em- 
pleo, por  cuyo  servicio  se  paga  un  sueldo  al  que 
quiera  desempeñarlo,  como  sucede  con  los  Mi- 
nistros de  Cortes,  Gobernadores  de  provincia  y 
otros  funcionarios  de  mas  alta  categoría ;  y  que 
teniendo  esto  lugar  en  los  nombramientos  prin- 
cipales, con  mas  razón  debe  efectuarse  en  los  ac- 
cesorios, por  suplentes,  puesto  que  para  pensar- 
se de  otro  modo  era  necesario  que  la  ley  obli- 
gase á  la  aceptación,  como  lo  eslablece  respecto 
á  los  jueces  de  parroquia,  quienes  no  pueden  ex- 
cusarse  de  la  carga  sin  impedimento  ó  causa  le- 
gal comprobada,  se  resuelve :  que  los  Gobei- 
nadores  no  pueden  apremiar  álos  jueces  de  pro- 
vincia principales,  ni  suplentes  que  se  excusen, 
ó  no  quieran  aceptar  el  nombramiento. 

Soy,  &.a — Por  S.  E. — Herrera. 

JUECES  DE  PROVINCIA.  RESOLUCIÓN  EJECUTI- 
VA DE  24  DE  DICIEMBRE  DE  1845  declarando: 
19  que  los  Gobernadores  pueden^  aunque  no 
están  obligados,  devolver  las  listas  formadas 
por  las  Diputaciones  para  el  nombramiento 
de  los  jueces  si  no  contiene  el  número  de  per- 
sonas hábiles  que  exige  la  ley:  29,  que  la 
edad  y  renta  que  se  requieren  son  las  mis- 
mas que  para  representante ;  que  por  tanto 
no  pueden  ser  nombrados  aquellos  cuya  ren- 
ta provenga  de  un  sueldo:  39»  que  la  muer- 
te, renuncia,  impedimento  6  ausencia  de  la  re- 
pública de  uno  áe  los  incluidos  en  las  listas  no 
pueden  anularlas  en  su  totalidad:  4^,  que  el 
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Gobernador  no  está  obligado  á  someterse  á  la 
calificación  hecha  por  la  Diputación ;  y  pue* 
de  en  consecuencia  hacer  uso  de  su  propio 
criterio  al  hacer  la  elección;  5^  finalmente, 
que  debe  atenderse  para  la  elección  al  sueldo 
6  renta  en  dos  tiempos:  el  de  la  inclusión  en 
las  listas,  si  el  Gobernador  quisiere  devol- 
verlas y  el  del  nombramiento;  de  manera  que 
si  vara  cuando  este  se  hace,  carece  el  tndi- 
viauo  colocado  en  la  lista  de  las  cualidades 
necesarias  que  tenia  al  tiempo  de  su  coloca- 
ción, no  debe  ser  nombrado;  y  viceversa  si 
las  ha  adquirido  después,  y  la  lista  no  se  de- 
volvió en  tiempo,  (*) 

Secretaria  de  lo  Interior— Sección  segunda.*- 
Caracas  Diciembre  24  de  1845. — Resuelto. 
Dígase  al  Señor  Gobernador  de  la  provincia 
de  Guayana. 
He  dado  cuenta  al   Excelentímo  Sefíor  Presi- 
dente de  la  República  de  la  comunicación  de  US. 
fecha  el  24  del  mes  próximo  pasado  número  1310 
que  contiene  las  cinco  consultas  siguientes: 

1.  Si  se  deben  devolver  las  listas  á  la  Diputa- 
ción cuando  no  las  considere  el  Gobernador  con- 
forme al  tenor  de  la  ley. 

2.  Si  las  cualidades  de  edad  y  renta  que  se  re- 
quieren para  juez  de  primera  instancia  son,  la 
edad  de  26  años  cumplidos  y  la  renta  üja  de  fin- 
ca ó  propiedad  raiz,  excluyendo  la  industria  y 
sueldo.  • 

3.  Si  la  muerte,  ausencia  al  extranjero,  renun- 
cia á  otro  impedimento  de  alguno  de  los  com- 
prendidos en  la  lista,  la  anula  en   su  totalidad. 

4.  Si  el  juicio  de  la  Dipu^cion  en  la  capaci- 
dad, es  general  á  las  demás  cualidades,  debiendo 
someterse  el  del  Gobernador. 

6.  Si  sirviendo  el  sueldo  como  renta,  y  este 
cesa,  queda  el  cesante  con  la  cualidad  de  ser 
elegido. 

Examinados  por  S.  E.  estos  diversos  puntos, 
ha  tenido  á  bien  jpsolverlos  de  esta  manera. 

En  cuanto  al  Vf.  Si  las  listas  formadas  por  la 
Honorable  Diputación  para  el  nombramiento  de 
los  jueces  no  contienen  cinco  personas  hábiles  pa- 
ra cada  circuito,  puede  el  Gobernador  devolver- 
las, aunque  no  está  obligado  á  ello. 

Al  29  La  edad  y  renta  que  se  requierea  en  los 
jueces  de  primera  instancia  son  las  mismaa  que 
en  los  Representantes,  así  es  que  no  hay  motivo 
para  excluir  del  nombramiento  á  los   que  gocen 


(*)  £sta  resolución  aanqae  dictada  respecto  de  loe  jae- 
ces de  Drimera  instancia,  es  aplicable  en  un  todo  á  los  de 
Srovincía  cuyo  nombramiento  es  enteramente  conforme  al 
e  aquellos.  Está  sin  embargo  en  oposición  con  la  ante- 
rior en  cuanto  á  la  calificación,  por  el  Gobernador,  de  loa 
individuos  calificados  porTa  "Cñpiitacion.  Seria  pues  de 
desearse  que  el  Pober  legislativo  fijase  este  pnato,  sobre 
el  cual  se  ha  contradlijio  el  mismo  Ejecutivo. 
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sueldo  de  600  pesos  anuales  con  cuya  renta  pue- 
deu  ser  elegidos  Representantes  conforme  al  ar« 
tículo  62  de  la  Constitución. 

39  La  muerte,  renuncia,  impedimento  6  au- 
sencia de  la  República  de  uno  de  ios  incluidos 
en  las  listas,  no  puede  anularlas  en  su  totalidad, 
pues  así  quedarla  siempre  sin  cumplirse  el  obje- 
to de  la  ley. 

49  El  Gobernador  no  está  oHligado  á  some- 
terse á  la  calificación  hecha  por  la  Honorable 
Diputación,  y  puede  hacer  uso  de  su  propio  jui- 
cio al  hacer  la  elección,  porque  está  llamado  á 
hacer  cumplir  lo  que  disponen  las  leyes. 

69  Debe  atenderse  para  la  elección  al  sueldo 
ó  renta  en  dos  tiempos:  el  de  la  inclusión  en  las 
listas,  si  el   Gobernador  quisiere  hacer  uso  del 
derecho  de  devolverlas,  y  el  tiempo  del  nombra- 
miento; de  manera  que  si  para  cuando  este  se  ha- 
ce carece  el  individuo  colocado  en  la  lista  de  las 
cualidades  necesarias  que  tenia  al  tiempo  de  su 
colocación,  no  debe  ser  nombrado,  y  viceversa  si 
jas  ha  adquirido  después  y  la  lista  no  se  dcfvol- 
vió  en  tiempo. — Por  S.  E. — Cobos  .Fuertes. 
JUECES  DB  PROVINCIA.  Deben  costear  el  local 
para  su  despacho.  Véase  la  nota  (*  *) 
JUECES  DE  PROVINCIA.  Les  corresponde  cono- 
cer de  las  demandas  en  que  tienen   interés  los 
fondos  de  abolición  de  la  esclavitud.  Véase  Lt- 
hertad  de  esclavos^   K.   E.  de  22  de  Julio  de 
1854. 
JUECES  p£  PROVINCIA.  Carecen  de  jurisdic- 
ción para  enjuiciar  á  los  Gobernadores  por  de- 
litos que  no  sean  rigurosamente  comunes,  si- 
ño  oficiales  ó   especiales.  Véase   Gobernado' 
reSf  R.  £.  de  7  de  Noviembre  de  185^ 
JUECES  DE  PROVINCIA.  Han  sostituido  á  los  de 
1^  instancia  en  el  examen   délos  registrado- 
res. Véase  Registro  R.  E.  de  6  de  Diciembre 
de  1854,  §  39  reg.  6?. 
JUECES  DE  CANTÓN.  Su  nombramiento,  cuali- 
dades, demandas  de  que  conocen   y  demás  a- 


(**)  El  Ministro  del  interior  Licenciado  Diego  B.  Ur- 
l)ftDeja  en  su  Memoria  de  1S39  expuso  respecto  <&  los  jue- 
ces de  provincia,  lo  siguiente. 

"  £1  Gobernador  de  Maracaibo  consultó  de  que  fondo 
debiera  salir  el  gasto  de  alquiler  de  casa  para  el  juzgado 
de  primera  instancia,  pues  por  el  articulo  40  de  la  ley  or- 
eáuica.del  poder  Judicial,  la  sala  del  despacho  del  tribunal 
o  juzgado  debe  estar  excluida  de  todo  otro  uso.  La  misma 
consulta  había  hecho  antes  el  Gobernador  de  Guayana& 
solicitud  del  alcalde  parroquial  de  Upata,  y  resolvió  el  Go- 
bierno que  de  aquella  disposición  sobre  salas  de  tribuna- 
les no  se  seguía  que  debiera  proporcionarlas  el  Estado  co- 
mo se  yeia  claramente  por  no  haberse  dispuesto  nada  en 
este  punto:  que  hasta  ahora  ningún  iuez  lo  habla  creído 
asi,  despachando  todos  en  las  piezas  de  las  casas  que  ha- 
bían sondtado  al  efecto,  6  en  las  de  aquellas  que  habita- 
ban, y  que  por  consigoieute.el  Gobierno  no  pedia  propor- 
eionar  Igca£  " 
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tríbuciones.  Véase  Tribunales  y  juzgados.  £r/^ 
VII.  ^^    ^ 

JUECES  D^  CANTÓN.  Declaratoria  de  ia  nuli- 
dad de  su  elección.  Nada  dice  la  ley  robre  el 
particular,  ni  se  ha  resuelto  por  el  P.  £•  Sin 
embargo,  ya  por  ser  natural  que  el  que  conoz- 
ca jde  sus  renuncias  ó  excusas,  conozca  tam- 
bién de  dicha  nulidad,  y  por  asimilación  con 
los  extinguidos  jueces  de  parroquia,  creemos 
que  toca  á  los  Gobernadores.  Véase  Gober- 
nadores, R.  E-  de  8  de  Mayo   de   1864.  (•) 

JUECES  DE  CANTÓN.  Conocímieuto  de  sus  ex- 
cusas ó  renuncias.  Toca  á  los  Gobernadores. 
Véase  Tribunales  y  Juzgados.  L.  X,  art.  JK 

JUECES  DE  CANTÓN.  Ticmpo  en  que  deben 
posesionarse,  pena  por  no  hacerlo,  y  ante 
quien  deben  hacer  sus  excusas  ó  renuncias.' 
Véase  Tribunales  y  juzgados,  L.  X,  art.  11. 

JUECES  DE  CANTÓN.  Varías  disposiciones  re- 
lativas á  ellos,  como  á  los  demás  jueces.  Véa- 
se Tribunales  y  juzgados,  L.  X. 

JUECES  DE   CANTÓN.    RESOLUCIÓN     EJECUTITA 

DB  22  DE  JUNIO  DE  1840  (referente  á  los  al- 
caldes, pero  aplicable  6  aquellos)  declarando 
que  el  que  se  separe  del  destino  sin  licencia^ 
o  por  mas  del  tiempo  convenido  debe  ser  en» 
juiciado. 

República  de  Venezuela.— Secretaria  de  £.  en 
el  Despacho  del  Interior  y  Justicia.— Sección  8.  ^ 
—Caracas,  22  de  Junio  de  1840,  11.  ^  de  la  ley 
y  30.  ^  de  la  independencia.— Núm.  460, 
Sr.  Gobernador  de  Barínas. 

Instruido  el  Gobierno  de  la  consulta  que  US. 
hizo  en  oficio  de  18  de  Abril  último,  número  33, 
ha  resuelto  con  fecha  20  del  corriente,  lo  que 
sigue. 

'*  Los  empleados  á  que  se  refiere  el  artículo 
72  de  la  ley  orgánica  de  provincias  que  conti- 
núan ausentes  <)espues  de  haber  expirado  él  tér- 
mino del  permiso  que  se  les  concedió  para  sepa- 
rarse de  sus  destinos,  están  en  el  mismo  caso 
que  los  que  se  ausentan  sin  el  permiso  corres- 
pondiente 7  sujetos  por  lo  tanto  á  la  pena  im- 
puesta por  el  citado  artículo.  No  están  en  el  mis- 
mo caso  los  alcaldes,  porque  no  se  hallan  compren- 
didos en  el  referido  artículo ;  mas  cuando  estos 
se  ausentan  sin  permiso  6  continúan  después  de 
haberse  concluido  el  término  del  que  se  les  con- 
cedió, cometen  una  falta  que  como  se  ve,  ha  cas- 
tigado la  ley  en  otros  empleados,  y  que  no  es  de 


(*)  Esta  Resolución  refunde  y  manda  quedar  sin  efecto 
las  de  24  de  Febrero,  19  de  Agosto  y  22  de  Diciembre  de 
1861  aue  declaraban  corresponder  á  los  concejos  munici- 
pales la  primera  atribución  en  absoluto,  y  la  segunda,  pa- 
sados los  ocho  primeros  días  después  del  nombramiento; 
y,por  virtud  de  las  cuales  lo  sentamos  así  en  el  articulo 
correspondiente  á  estas  corporaciones.  Tomo  1  ^  p.  880, 
col.  2.  Un.  15  á  24.  Entiéndase  pues  también  sia  eíl^cto  to- 
do esto,  y  las  refbr^icias  que  allí  se  hacen. 
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creerse  que  en  elloa  la  haya  tolerado,  no  obstan*  I 
te  no  haber  expresado  el  castigo  que  merecen,  j 
Por  esta  razón  considera  el  Gobiertio  que  deben  ' 
ser  sometidos  á  juicio  y  dispone  que  así  se  veri-  ' 
fique  mientras  el  Congreso,  á  quien  se  manifes- 
tará el  vacío  de  la  ley  orgánica  judicial  en  esta  , 
parte,  acue/da  lo  conveniente."  .  | 

Hoy  de  ÜS.   muy  atento  servidor,  ( 

Ramón  Yepes* 

JUECES  DE     CANTÓN.    RESOLUCIÓN    EJECUTIVA  | 

DE  28  DE  FEBRERO  DE  1843  sohre  lü  mismo  i 

que  la  avterior.  ¡ 

Secretaría  de  lo  Interior.— Sección  8.  *  —  Ca-  ' 

raras,  Febrero  28  de  1848.  ! 

Resuelto. — Vista  la  consulta  del  Gobernador 
de  Barínas  sobre  la  pena  que  merece  un  alcalde 
que  ha  abusado  del  término  de  su  licencia  conti- 
nuando ausente  aun   después  de  haber  expirado 
e«te,  y  considerando  el  Poder  Ejecutivo;  19  que 
está  declarado  por  el  artículo  I ^  de  la  ley  de  24 
de  Abril  de  1838  que  los    Gobernadores  son  je- 
fes superiores  en  sus  respectivas  provincias,  y  en 
ellas  les  están  subordinados  los  funcionarios  y 
autoridades  así  civiles  como  militares  y  eclesiás- 
ticas, sin  excepción  alguna  en  todo  lo    que  mira 
al  buen  orden  y  tranquilidad  de  la  provincia,  y 
su  gobierno   político  y  económico:  29  que  por 
el  23  se  les  autoriza  para   aprobar  las  causales 
que  los  empicados  de  todos  los  ramos  de  la  ad- 
ministración presenten  para  separarse  de  sus  des- 
tinos p'or  quince  ó  veinte   dias,  y  en   su  virtud  {! 
pueden  conceder  las   licencias  necesarias,  y  ÜO  ' 
que  por  el  28  se  les  faculta  para  imponer  y  exi-  [ 
gir  coactivamente   multas  á  I04  que  desobedez-  ' 
can  sus  órdenes   ó  le^  falten  al   debido  respeto,   i 
pudiendo  ser  estas  desde  10  hasta  100  pesos  con-  I 
forme  á  la  gravedad  de  la  falta,  y  arrestos  que  \\ 
no  pasen  de  tres  dias.  Según  estas  disposiciones  | 
es  evidente  que  desobedeciendo  un  alcalde  al  Go-  |¡ 
bernador,  con  el  hecho  de  permanecer  fuera  de  , 
su  destino  por  mas  tiempo  del  que  se  le  ha  con- 
cedido de  licencia  ;  y  que  requerido   persiste  en   ' 
su  negativa  con  perjuicio  grave  del  orden  pübli-   , 
coque   requiere  el   puntual  desempeño  de  sus   ; 
funciones  en  cada    uno  de   los  magistrados;  se  i 
resuelve  de  acuerdo  con  la   opinión  del  Consejo  ; 
de  Gobierno  :   que   los   Gobernadores   pueden   | 
compelerlos   imponiéndoles  multas  dentro  de  la   ¡ 
cuaivtía    que  les  es  permitida  y  guardando  las  || 
formalidades  legales  hasta  reducirles  á  cumplir  | 
su  deber.  No  oManle  esto,  si  por   la  paraliza-  ! 
cion  del  despacho  público  de  justicia  se  siguiera 
perjuicio  de  tercero  que  afectase  la  responsabili- 
dad del  alcalde   y  preparase  una   queja,  tocarla 
conocer  de  ella  según  el  código  de  procedimien- 
tos judiciales  al  juez  de   primera  instancia  del 
respectivo  circuito,  que  conforme  fi  las  leyes  ha- 
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ría  efectiva  la  responsabilidad  en  el  funcionario 
omiso  6  negligente  en  el  desempeño  de  auniinis- 
terto. 

Comuniqúese  al  Gobernador  de  Barínae,  pu- 
blíquese  y  circúlese  &  las  demás  provincias  para 
que  sirva  de  regla  en  lo   sucesivo,  quedando  de- 
rogada cualquiera  otra  disposición  anterior. 
Por  8.  E, — Manrique. 

JUECES  DE    CANTÓN-    RESOLUCIÓN     EJECUTIVA 

DE  4  DE  FEBRERO  DE  1846  aclafdndo  las  an- 
teriores sobre  elparticularn 

Secretaría  del  Interior.— Sección  8.  *  —Cara- 
cas, Febrero  4  de  1846.— Resuelto. 

Dígase  al  Sr.  Gobernador  de  Barínas. 

Presenté  al  despacho  del  Poder  Ejecutivo  la 
nota  de  US.  de  10  del  último  Diciembre,  núme- 
ro 130,  consultando  la  pena  que  debe  imponerse 
á  los  alcaldes  parroquiales  cuando  se  ausentan 
sin  permiso  del  Gobernador;  y  S.  Et  se  ha  ser- 
vido resolverlo  siguiente. 

Aunque  el  articulo  52  de  la  ley  orgánica  de 
provincias  no  comprende  á  los  alcaldes  en  so  ca- 
lidad 'de  tales,  como  ellos  son  al  mismo  tiempo 
los  jueces  de  paz  de  las  parroquias  en  que  se  es- 
tablecen las  alcaldías,  según  lo  dispone  el  artí- 
culo 37  de  la  le}^  orgánica  de  tribunales,  se  en- 
cuentran sujetos  á  las  penas  que  en  Hquel  artí- 
culo se  designan.  No  por  eso  cree  el  Poder  Eje- 
cutivo que  los  jueces  de  primera  instancia  dejen 
de  tener  autoridad  para  someterlos  &  juicio  cuan- 
do, como  en  el  caso  consultado,  abandonen  su 
puesto  sin  la  licencia  correspondiente  ó  proro- 
gan  esta  á  su  arbitrio*  Por  el  articulo  100  de  la 
ley  orgánica  de  provincias  se  impone  á  los  fun- 
cionarios del  orden  político  que  por  ineptitud, 
abandono  ó  negligencia  usen  mal  de  su  oficio 
varias  penas  que  debe  aplicarle  la  autoridad  ju- 
dicial competente  en  juicio  de  re.'sponsabilidad: 
y  por  el  artículo  13  de  la  ley  13,  título  ?9  del 
Código  de  procedimiento  civil  se  autoriza  á  los 
jueces  para  imponer  penas  arbitrarias,  según  la 
gravedad  de  la  falta.  Así  es  que  bien  se  conside- 
re á  un  alcalde  como  funcionario  del  orden  po- 
lítico, bien  como  del  judicial,  existen  lej  es  sufi- 
cientes para  obligarlo  al  cumplimiento  de  su  de- 
ber por  los  superiores  respectivos,  sin  que  obs- 
te la  falta  desparte  acusadora  en  el  juicio  de  res- 
ponsabilidad, por  ser  causa  de  oñcio  como  está 
ya  declarado,  pudiendo  en  tal  caso  nombrarse  un 
fiscal  por  el  juez  que  debe  conocer  de  la  causa. 

El  Poder  Fjecotivo  ha  visto  con  sentimiento  la 
impunidad  del  alcalde  de  Barínas  y  espera  se 
proceda  de  modo  que  se  impida  la  repetición 
del  abuso. 

Por  esta  resolución  se  entienden  modificadas 
o  aclaradas  las  anteriores  sobre  la  materia. 

Lo  comunico  á  US.  en  respuesta  á  su  nota  cí- 
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lada. — Pablíqaese  y  circúlese. 

Por  S.  E.— C060S  Fuertes^ 
JUECES  DB  CANTÓN.  Véase  Cargas  concejiles. 

JUECES  DB    CANTÓN.   RESOLUCIÓN     EJECUTIVA 

OB  15  DS  MARZO  DE  1852  desaprobando  la 
declaratoria  de  vacante  de  un  juzgado  par^ 
Toquial  por  estar  ausente  el  electo^  é  igno' 
rarst  su  reMdencia  desde  el  acto  de  la  elec* 
cion;  y  encontrarse  también  ausenten  los 
jueces  cesantes. 

Secretaría  del  Interior.— Sección  2.  *  —Cara- 
cas, Marzo  15  de  1852.— Resuelto. 
Dígase  al  Jefe  político  de  San  Sebastian. 

Se  ha  instruido  el  Poder  Ejecutivo  de  la  nota 
de  U>  fecha  28  del  mes  próximo  pasado  en  la  que 
manifiesta:  que  el  Concejo  municipal  que  pre- 
side declaró  vacante  el  destino  de  juez  de  parro- 
quia de  esa  villa,  creyendo  haber  llegado  el  caso 
de  aquella,  por  la  ausencia  del  ciudadano  electo 
para  aquel  empleo  en  el  presente  afío,  é  igno- 
rarse ei  lugar  de  su  residencia,  desde  que  se  ve- 
rificó su  elección,  y  por  encontrarse  del  mismo 
tnodo  ausentes  los  jueces  cesantes,  circunstan- 
cias ambas  que  impe  lian  la  administración  de 
justicia  en  esa  localidad;  y  S.  £.  me  ha  ordena- 
do decir  á  U.  en  contestación,  lo  siguiente. 
,'  El  artículo  19  ley  8^  del  Código  orgánico  de 
tribunales  atribuye  á  los  Concejos  Municipales 
la  facultad  de  llenar  las  vacantes  ó  faltas  que 
ocurran  durante  el  aña  en  el  destino  de  juez  de 
parroquia;  pero  no  les  faculta  para  calificar  esta 
vacante,  ni  para  considerar  que  ella  existe,  fue- 
ra de  lo9  caKOs  naturales  que  la  ocasionan,  á  sa- 
ber, muerte,  renuncia,  destitución  ó  suspensión; 
y  estos,  y  los  provenientes  de  nulidad  ó  vicio  en 
la  elección,  son  los  ca$os  necesarios  á  que  alu- 
de la  resolución  Ejecutiva  de  24  de  Febrero  del 
afío  próximo  pasado  sobre  la  materia. 

Por  el  artículo  1 19l6y  l\^  del  Código  orgáni- 
co precitado  se  dispone  :  *'  que  los  magistrados 
y  jueces  que  hayan  cumplido  el  término  de  su 
duración,  continuarán  actuando  hasta  que  lle- 
guen los  que  han  de  subrogarles,  incurriendo  en 
la  multa  de  cien  hasta  docientos  pesos  los  con- 
iroventores  á  este  artículo ;  y  por  el  12  de  la 
misma  se  establece :  que  el  juez  que,  sin  excusa 
legal  justificada  ante  el  Gobernador,  no  toma  po- 
sesión, dentro  de  ocho  días,  pagará  la  multa  de 
20  hasta  50  pesos  &a" 

Semejantes  disposiciones  indican  claramente 
cual  es  el  procedimiento  que  debe  seguirse  cuan- 
do no  han  sido  subrogados  aun  los  jueces  cesan- 
tes en  un  juzgado  de  parroquia,  por  no  haber  to- 
mado posesión  los  nuevamente  nombrados,  y 
cuales  son  los  casos  en  que  puede  llenarse  por 
loa  Concejos  municipales  la  vacante  de  aquel 
destino.  Por  tanto,  el  Poder  Ejecutivo  no  ha  po- 
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didOt  ni  puede^restarle  su  aprobación  á  la  deci- 
sión del  Concejo  Municipal  de  San  Sebastian,' 
por  no  tener  su  procedimiento  ningún  apoyo  le- 
gal, y  haber  sido  interpretadas  por  él,  errónea- 
mente las  atribuciones  que  le  cometen  la  ley  y 
resolución  ejecutiva  citadas,  en  su  declaratoria 
que  ha  hecho  de  la  vacante  del  juzgado  de  par- 
roquia de  aquella  localuiad. 

Soy  &au-Por  S.  E — Herrera. 
JUECES  DE  CANTÓN,  Sus  deberes  sobre  averi- 
guac¡4)n  de  los  delitos.  Véase  Procedimiento 
criminaU  art.  1,2,  9  y  lO,— -Id.  sobre  cuen- 
tas de  fábrica.  Véase  Mayordomías  defabri^ 
ca^  art,  2. — Id.  sobre  vag«)s.  Véase  Vagos^  art. 
3  (Pero  sobre  esto  debe  tenerse  presente,  que 
solo  pueden  proceder  hasta  la  formación  del 
sumario,  por  no  tener  jurisdicción  para  sen- 
tenciar en  materia  criminal.) 
JUECES  0£  CANTÓN.  En  qué  caso  deberán  ha- 
cer (antes  los  alcaldes)  Jos  tanteos  de  caja  de 
las  administraciones  de  aduana.  Véase  Adua* 
na,  art.  11. 
JUECES  DE  CANTÓN.  Qué  debe  observarse  por 
asimilación  á  los  extinguidos  alcaldes  cuando 
se  lea  admita  renuncia  por  una  enfermedad 
que  no  impida  absolutamente  su  servicio:  cuan- 
do no  se  posesionen  por  enfermedad  dentro 
de  los  ocho  dias  que  previene  la  ley,  si  la  en- 
fermedad es  transitoria ;  y  cuando  fueren 
nombrados  para  un  empleo  lucrativo  incom- 
patible con  el  concejil  que  ejercen.  Véase  la 
nota*  (•) 
JUECES  DE  CANTÓN.  Por  asimilación  coa  los 
extinguidos  de  parroquia  no  hay  incompatibi- 

(*)  El  Ministro  del  loterior  Licdo.  Francisco  Cobos 
Fuertes,  en  su  Memoria  de  1947  expuso : 

"  El  Gobernador  de  Cumaná  consultó  al  Gobierno.  Pri- 
mero. Si  admitida  la  rennncia  de  un  alcaide  por  impedi- 
mento físico,  debía  continuar  en  ejercicio  hasta  que  fuese 
reemplazando.  Segundo.  Si  no  posesionándose  un  alcalde 
por  enfermedad  ó  impedimento  dentro  de  los  ocho  di&s 
que  previene  la  ley,  podía  el  Concejo  municipal  nomb  ar 
suplente,  aunque  no  se  hubiese  impuesto  á  aquel  la  multa 
de  quo  habla  el  articulo  32:  y  Tercero,  Si  era  motivo  bas- 
tante para  admitir  la  renuncia  de  on  alcalde  la  circun^ 
tancia  de  haber  sido  nombrado  para  un  empleo  lucrativir 
y  el  Poder  Ejecutivo  resolvió  en  26  de  Mayo;  en  cuanto 
al  primer  punto,  que  aunijue  el  articulo  39  de  la  k-y  orga- 
nica  de  tribunales  se  contraía  esjxícialmonte  á  losjueces 
cesantes  por  haber  cum[)lido  su  tiempo,  á  quieties  manda 
continuar  en  su  de«tiuo  hasta  ser  reemplaza  los,  debía 
aplitarsc  á  todos  los  casos  a  nálogos,  y  entre  ellos,  al  de  an- 
fermedad,  si  no  fuese  de  tal  naturaleza  que  impidiese  ab- 
solutamente el  servicio ;  en  cuanto  al  segundo  que  no  ha- 
bía necesidad  de  que  el  Concejo  nombrase  inmediatamey). 
te  suplente,  si  la  eufermeda  I  era  transitoria ;  y  que  en  ca» 
so  de  prolone:arse  no  había  tampoco  necesidad  de  imponer 
la  multa  al  regitimamente  impedí  io,  sino  que  en  virtud 
de  su  excusa  debería  nombrarse  otro  juez  príncípil;  y 
respecto  al  tercero,  que  ei  el  empleo  lucmtivo  era  i  icom- 
patible  con  el  concejil  debía  declarar  esitoido  de  este  i^l 
(^Uti  obtanera  acjuel  x>osteriormeat6. '' 
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lidad  entre  ta  destino  y  el  de  mayordomo  de 
f&brica  de  una  iglesia.  Véase  la  nota.  (*) 
JUECES  BE  CANTÓN.  Creacíon  de  dos  en  el  de 
Caracas  ademas  del  establecido  por  la  ley.^ — 
Véase  Tribunales  y  juzgadoStR.  E.  de 26  de 
Julio  de  1855. 

JUECES    DE    PAZ,   ARTÍiStJLO    CONSTITUCIONAL 

178  disponiendo  su  creación, 
Art.  178.  Habrá  jueces  de  paz  en  cada  una 
de  las  parroquias,  y  en  todos  los  lugares  donde 
convenga :  la  ley  determinará  su  duración,  sus 
atribuciones  y  la  ferma  de  sus  nombramientos. 
JUECES  DE  PAZ.  Dónde  los  habrá,  sus  cualida- 
des y  elección,  juramento,  posesión,  pena  por 
separarse  del  destino,  y  atribuciones  en  orden  | 
á  la  policía.  Véase  Provincias^  art.  55  al  68 
y  í»l  y  su  ^  1?,  ait.  60  y  su  §  20  64,  70,  71, 
72  y  115— Véase  también  Jefes  políticos^  R.  E. 
de  22  de  Junio  de  1840. — Sus  funciones  en 
orden  á  lo  judicial.  Véase  Tribunales  y  juz- 
gados f  L.  8^^. — ^Id.  sobre  milicia.  Véase  Mi- 
licia nacional,  D.  E.  R.  §^  19  y  3?  del  art 
lO,  §  único  del  art.  92,  §  único  del  art  126, 
art  128,  137,  138,  173,  180  y  su  §.— Funcio- 
nes políticas  que  les  competen,  y  en  que  no 
alternan,  según  la  R.  E.  de  7 de  Junio  de  1842 
que  se  inserta  adelante.  Véase  Provincias, 
^  único  art.  10,  y  art.  66, 57  y  63— y  Eleccio- 
nes LL.  3a,  art.  2,  y  4a,  art  lO— Sobre  ma- 
yordomías'  de  fábrica.  Véase  Mayordomias  de 
fábrica,  art  I9  de  la  ley,  y  33  del  D.  E.  R. 
— Sobre  tanteo  de  las  aduanas.  Véase.  Adua- 
na, R.  E.  de  4  de  Junio  de  1839.— Sobre  jui- 
cios criminales.  Véase  Procedimiento  crimi- 
naU  art.  1,2,  8  y  10.— Sobre  hurtos.  Véase 
Hurtos,  art,  I9— Sobre  vagos.  Véase  Vagos, 
art.  3.— Sobre  correos.  Véase  Correos,  L.  O. 
art  41  y  42. — Sobre  mandamientos  de  ejecu- 
ción. Véase  Acción  Ejecutiva,  art.  3  y  9. — 
Sobre  inventarios  de  herencias.  Véase  Jn- 
ventariOf  y  herencias  vacantes,  etri,  2* — 
Sobre  justificaciones.  Véase  Justificaciones 
ad  perpetuam. — Sobre  registro.  Véase  Bis- 

(*)  El  Mimstro  del  Interior  Dr.  Tomas  José  Sanabria, 
en  su  Memoria-  de  1848  con  referencia  á  los  alcaldes,  y 
aplicable  hoy  á  los  jueces  de  parroquia,  expuso : 

"  El  Poder  Ejecutivo  por  resolución  de  80  de  Marzo 
aprobó  la  declaratoria  que  hizo  el  Sr.  Gobernador  de  Cu- 
maná  de  no  ser  incompatible  el  destino  de  alcalde  con  el 
de  mayordomo  de  fábrica  de  una  iglesia,  porque  este  no 
está  comprendido  entre  los  que  exceptúan  de  cargas  con- 
cejiles, según  el  artículo  71  de  la  ley  orgánica  de  provin- 
cias, y  porque  aunque  el  articulo  27  del  decreto  que  re- 
glamenta las  disposiciones  de  la  ley,  sobre  cuentas  de  fa- 
bricas, dispone  que  ellas  se  presenten  por  el  mayordomo 
al  alcalde,  para  pasarlas  al  Cura  párroco,  el  mayordomo 
que  á  la  vez  sea  alcalde,  puede  presentar  sus  cuentas  al 
otro  alcalde,  lo  mismo  que  ocurrir  ante  este  á  deducir  de- 
rechos de  la  fábrica  de  la  iglesia.  " 
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posiciones  comunes  á  todos  los  juicios^  art, 
38, — Derechos  que  entonces  devengan.  Véase 
Registro,  R.  E.  de  6  de  Diciembre  de  1^4 
art.  37,  61  y  62. — Sobre  rehabilitación  de  los 
derechos  de  ciudadano.  Véase  Derechos  de 
ciudadano,  L.  de  26  de  Febrero  de  1846,  art. 
3.— Multas  que  podrán  imponer  á  los  que  lea 
desobedezcan  6  falten  ai  debido  respeto.  Véa- 
se Tribunales  y  juzgados,  L.  X.  art.  14. — 
Derechos  por  sus  servicios.  Véase  Arancel  ju- 
dicial, art  11. 

JUECES  DB    PAZ.    RESOLUCIÓN    EJECUTIVA    DE 

14  DE  MARZO  DE   1835  sobrc  nulidad  de  la 

elección  del  que  no  tenga  la  edad. 

República  de  Venezuela.— Secretaría  de  G.  en 

el  D.  del  Interior  y  Justicia.— Sección  Mimici- 

pal.— Caracas.  14  de  Marzo  de  1835.— Alto  6.  «> 

de  la  ley  y  25.  ^  de  la  independencia.— Kúm  150. 

Al  Sr.  Gobernador  de  Trujillo. 

PresenUda  al  Despacho  de  S.  E.  la  comuni- 
cación de  US.  fecha  8  de  Enero  último  número 
3,  quiso  oir  el  dictamen  del  Consejo  de  Gobier- 
no que  lo  evacuó  del  modo  siguiente: 

**  £1  Secretario  del  Interior,  pasó  á  consulta 
del  Consejo  la  que  hace  al  Ejecutivo  el  Gober- 
nador de  Trujillo,  en  comunicación  de  8  de  Ene- 
ro último,  sobre  si  no  teniendo  veinticinco  años 
cumplidos  un  juez,  podrá  continuar  desempefian-  ■ 
do  la  Judicatura  por  haberse  pasado  los  ocho 
dias  en  que  la  ley  dispone,  que  se  reclamen  las 
nulidades  de  las  elecciones.  Considerada  la  ma- 
teria, fué  de  opinión  el  Consejo,  que  como  la 
falta  de  edad  en  los  jueces  los  constituye  incapa* 
ees  para  administrar  justicia  por  la  misma  ley 
provincial  y  por  todas  las  que  rigen  hasta  ahora, 
es  indudable  que  apareciendo  auténticamente 
comprobada  la  menor  edad  de  alguno,  este  de 
ninguna  manera  puede  ser  habilitado  para  ejer- 
cerla judicatura  por  solo  el  lapso*  de  los  ocho 
dias  primeros  de  su  nombramiento  en  que  debió 
proponerse  su  nulidad.  La  ley  debe  entenderse, 
de  aquellas  nulidades  que  no  conciernen  direc- 
tamente á  las  personas  de  los  electos,  haciéndo- 
los incapaces  para  ejercer  sus  funciones,  como 
la  diferencia  de  propiedad,  residencia,  fórmula 
del  acto  y  otras  semejantes;  pero  de  ningún  mo- 
do déla  falta  de  edad  para  administrar  justicia, 
que  exige  la  ley  como  un  requisito  esencial.  Se 
observa^no  obstante,  que  la  menor  edad  del  al- 
calde 29  municipal  á  que  se  contrae  la  consulta 
del  Gobernador,  no  está  compro{}ada  legalmen- 
te,  porque  solo  consta  de  la  declaración  de  una 
mujer  que  no  constituye  ni  semiplena  prueba. 
También  consulta  el  mismo  Gobernador,  si  un 
juez  de  paz  que  no  sabe  leer  ni  escribir  podrá 
continuar  en  su  destino,  por  no  haberse  excep- 
cionado,  ni  dicho  de  nulidad  dentro  de  los  ocho 
dias  que  designa  la  ley;  y  el  Consejo  cree,  que 
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debe  continuar  y  que  no  se  debe  dar  entrada  a] 
reclamo  de  tal  nulidad,  por  estimarla  afectada  y 
propuesta  extemporáneamente. 

S.  £.  se  ha  conformado  con  la  opinión  del 
Consejo,  en  cuanto  á  la  resolución  del  ponto  re- 
lativo á  la  falta  de  edad  del  juez  nombrado,  6 
que  pueda  nombrarse  en  otro  caso,  antes  de  la 
reforma  pendiente  de  la  ley ;  y  por  lo  que  res- 
pecta la  consulta  de  lo  que  deba  hacerse  cuando 
el  electo  no  sepa  leer  ni  escribir,  cree  qiíe  no  ha- 
biendo ocurrido  este  caso,  no  hay  necesidad  ur- 
gente de  resolver,  y  puede  esperarse  la  ley  re- 
formada ;  puesto  que  ya  se  puso  en  conocimien- 
to del  Congreso  este  defecto  de  la  actual  en  la 
memoria  de  1634. 

Soy  de  U.  S.  atento  servidor. 

(Firmado,)  Antonio  L,  Guzman. 
Es  copia. — Guzman 
JUECES  DE  PAZ.  Quién   conoce  de  la  nulidad 

de  su  elección,  y  de  sus  excusas  y  renuncias, 

\éase  Provincias f   art.  '71,  y  Gobernadores. 

R.  E.  de  8  de  Mayo  de  1864.  (*) 

JUECES    DE  PAZ.  RESOl.tTCION  EJECUTIVA     De7 

DE  JUMO  DE  1842  declarando  quenoalternan 

en  las  funciones  de  mera  policía. 

Secretaría  de  lo  Interior. — Sección  tercera. — 
Caracas  janio  7  de  1842, 18**  y  82. 

Resuelto. — *'  El  artículo  18  de  la  constitución 
ordena  que  la  primera  autoridad  civil  de  la  parro- 
quia se  asocie  con  los  dos  vecinos  notables  que 
designe  el  Concejo  municipal  para  la  formación  de 
las  listas  que  han  de  servir  de  norma  en  las  elec- 
riones,  y  la  ley  orgánica  de  tribunales  de  23  de 
Marzo  de  1841  dispone  en  su  art.  31,  que  en  ca- 
da parroquia»  y  en  cada  una  de  las  de  las  ciuda- 
des capitales  de  provincia,  haya  dos  alcaldes  con 
Jas  denominaciones  de  primero  y  segundo:  y  en 
el  art.  ^7.  declara  ;  que  los  alcaldes  son  los  jue- 
ces de  paz  en  las  respectivas  parroquias,  enten- 
diéndose por  alcaldes  los  suplentes  de  estos  que 
íl  Concejo  municipal  elija  con  arreglo  al  art.  26. 
Ademas  por  la  forma  de  nuestro  Gobierno,  de- 
ben existir  en  las  parroquias  no  solo  autorida- 
des del  ramo  judicial,  sino  también  del  ramo  eje- 
cutivo; y  por  eso  los  alcaldes  y  jueces  de  paz 
tienen  atribuciones  judiciales  y  atribuciones  de 
policía.  La  ley  ha  querido  que  los  alcaldes  ejer- 
zan la  autoridad  judicial  alternando  ;  pero  nin- 
guna ley  ha  dicho  que  alternen  también  en  el 
ejercicio  de  la  autoridad  ejecutiva  ó  de  policía 
que  se  les  confiere  por  los  artículos  66,  67  y  58 
de  la  ley  orgánica  de  provincias  y  por  otras  dis- 


{*^  Esta  resolución  es  atterior  á  la  ley  orgánica  judicial 
de  1855  vigente  ;  pero  no  habiendo  esta  establecfdfo  nada 
sobre  el  purticnlar,  qnedó  el  mismo  vacio  que  en  la  ante- 
rior, y  que  llenó  dicha  resolución ;  y  por  tanto  ha  queda- 
do subsistente. 

TOMO  II. 
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posiciones  Con  arreglo  á  estas  terminantes  dis- 
posiciones  legales,  están  hoy  los  alcaldes  en  el 
ejercicio  déla  autoridad  que  les  compete  como 
jueces  de  paz  en  toda  la  República,  sin  que  este 
ejercicio  pueda  alternar;  y  por  tanto  son  los  al- 
cakles  primeros  los  que,  como  primera  autori- 
dad civil  de  la  parroquia,  deben  concurrir  con  los 
notables  á  Ja  formación  de  las  listas  y  á  presidir 
Jas  asambleas  parroquiales,  aun  cuando  no  estén 
en  ci  ejercicio  de  las  funciones  judiciales. 

Dígase  al  Gobernador  de  la  provincia  de  Cu- 
maná  para  su  inmediato  y  efectivo  cumplimiento 
con  encargo  de  dar  cuenta  de  las  resultas  ;y  tras- 
críbase  al  interesado. 

TiTK'rp/"^*''^"^^''^"^*''  ®'  ^'-^cevedo.  (•) 

JULCES  DE  PAZ.  Enjuiciados  por   delitos   co- 

muñes,  quedan  de  hecho  suspensos,    debién- 

dose  elegir  interinos.    Véase  Procedimiento 

criminal,  R.  E.  de  17  de  julio  de  1839 

JUECES    DE  PAZ.  ACUERDO    DE    LA    CORTE    SU- 
PREMA DE  7    DE    SETIEMBRE    DE     1840    decla- 

rando  que  los  de  los  sitios  y  caseríos  tienen 
igual  jurisdicción  que  los  de  las  parro- 
quias :  ^ 

Acuerdo. — En  la  ciudad  de  Caracas  á  7  de  Se- 
tiembre 1840,  no  y  30  el  Vicepresidente  y  Mi- 
nistros  de  la  Suprema  Corte  reunidos  en  a/juer- 
do  habiendo  tenido  á  la  vista  el  expediente  obra- 
do sobre  la  consulta  que  le  ha  trasmitido  la  Su- 
perior del  tercer  distrito  relativo  á  si  los  jueces 
de  paz  de  los  sitios  y  caseríos  tengan  igual  ju- 
risdicción que  los  demás  jueces  parroquiales.  No 
presentándose  en  este  negocio  motivo  de  duda 
según  la  exposición  del  Gobernador  de  Barqui- 
simeto,  que  fué  quien  elevó  la  consulta  á  la  mis- 
ma  Corte  Superior,  y  que  sus  fundamentos  están 
robustecidos  por  el  informe  de  esta  y  lo  repre- 
sentado por  el  S.  Fiscal  :  se  declara,  que  no  hay 
lugiir  á  la  citada  consulta,  estando  bien  cla- 
ra y  terminante  la  ley  en  cuanto  á  las  atribucio- 
nes que  en  general  concede  á  los  jueces  de  paz, 
y  comuniqúese  en  contestación  á  la  Corte  con- 
sultante y  á  las   demás.— Lo;E?e2r   de    Umerez 

Martínez,— Duarte. — Es  copia Caracas    Se- 

Í?t"¿ÍÍ¡U^'^^  1844.— El  Canciller,  José  Duarte. 
JUECES  DE  paz:  juicios  verbales  en  que  cono- 
cen. Veáse  Demandas  en  que  conocen  los 
jueces  de  parroquia  y  de  paz  en  juicios  ver- 
bales. 
JUECES  DE  PAZ.  Deben  presidir  las  juntas  de 
notables  y  asambleas  parroquiales.  Véase  Elec- 


(*)^biendofle  vanado  el  sistema  orgánico  de  tribunales 
y  dejado  de  existir  por  consiguiente  los  alcaldes  y  sus  reía- 
Clones  entre  estos  y  los  jueces  de  paz,  es  claro  que  esta 
R.  solo  debe  considerarse  subsistente  en  cuanto  que  los 
jueces  de  paz  no  alternan  en  sus  fVmciones  meramente 
políticas  y  gubernativas. 
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dones,  R.  E.  de  22  de  Octubre  de  1861. 

JUECES  DE  PAZDE  LAS  PARROQUIAS  EN  QUE  NO 
HAT  PER50IVAS  CON  LAS  CUALIDADES  NECESA- 
RIAS PARA  SER  NOMBA  ADOs.  Véase  Parroquias, 
R.  E.  de  13  de  MTarzo  de  1851. 

JUECES  De  PAZ.  Deber  de  presidir  los  vecin- 
darios en  sus  reuniones  con  el  objeto  de  for- 
mar ternas  para  la  elección  de  raayordormos 
de  fábrica  de  las  iglesias  parroquiales.  Véase 
Mayordomias  de  fábrica,  R.  E.  de  27  de  Mar- 
de  1852. 

JUECES  dE    PAZ.    RESOLUCIÓN    EJECUTIVA    DE 

12  DE  Agosto  de  1846  declarando  que  impe- 
dido absolutamente  uno  de  los  jueces  de  paz 
de  una  parroquia  por  enfermedad  grave, 
suspensión  ú  otro  motivo  que  le  inhabilite 
para  ti  ejercicio  de  su  destino,  debe  el  Con- 
cejo municipal  suplir  su  falta,  sin  perjuicio 
que  entre  tanto,  el  juez  que  esté  expedito  su- 
pla la  del  otro. 

Secretaría  de  lo  interior.— Sección  segunda.^ 
Caracal  12  de  Agosto  de  1846. 
Resuelto. — Habiendo  consultado  al  Poder  Eje- 
cutivo el  Gobernador  de  esta  provincia  si  estan- 
do absolutamente  impedido  de  ejercer  sus  fun- 
ciones un  juez  de  paz^  v.  g.  por  suspensión,  de- 
ba nombraise  un  interino  que  le  reemplace^  S.  E. 
el  Presidente  de  la  República  quiso  oir  sobre  es- 
te punto  la  opinión  del  Consejo  de  Gobierno,  y 
este  respetable  Cuerpo  se  ha  servido  emitirla  en 
los  términos  del  siguiente  acuerdo. 

'*  El  Sr.  Secretario  del  Despacho  de  lo  Inte- 
rior y  Justicia  de  orden  de  S.  £.  el  Presidente 
de  la  República  sometió  á  Ja  consideración  del 
Consejo,  con  el  carácter  de  urgente,  la  consulta 
que  hace  al  Poder  Ejecutivo  el  Gobernador  de 
esta  provincia,  sobre  si  estando  impedido  abso- 
lutamente uno  de  los  jueces  de  paz  de  una  par- 
roquia, deba  procederse  por  el  Concejo  Munici 
pal  á  nombrarle  un  suplente,  ó  si  por  asimila- 
ción con  los  alcaldes  parroquiales,  se  suplan  mu- 
tuamente, según  lo  dispuesto  en  el  artículo  31 
de  la  ley  orgánica  de  tribunales.  El  Cuerpo,  des- 
pués de  haber  discutido  suficientemente  la  mate- 
ria, observa  que  cuando  la  citada  ley  se  ocupó 
en  designar  las  atribuciones  de  los  alcaldes  par- 
roquiales y  de  los  jueces  de  paz,  al  hablar  de 
las  de  aquellos,  expresamente  dispuso  <<  que  pu- 
diesen alternar  en  el  desempeüo  del  juzgado,  y 
al  señalar  las  de  estos,  ninguna  mención  hizo, 
respecto  de  tal  alternación,  á  pesar  de  que  pare- 
ce que  era  la  mejor  oportunidad  de  haberla  te- 
nido presente  y  de  haberla  establecido,  si  la  hu- 
hubiera  considerado  conveniente.  Este  silencio 
observado  por  el  legislador,  tanto  en  dicha  ley, 
como  en  las  demás  que  hablan  de  jueces  de  paz, 
es  un  argumento  poderoso   que  convence '  que 


estos  funcionarios  no  están  autorizados  para  al* 
temar  en  el  desempeño  de  sus  atríbucioDes,  co- 
mo lo  practican  los  alcaldes.  En  apoyo  de  esta 
inteligencia  está  también  la  práctica,  pues  des- 
de el  año  de  1830  que  se  establecieron  las  judi- 
caturas de  paz,  ellas  han  sido  desempeñadas  si- 
multáneamente por  ^los  individuos  quelash&n 
tenido  6  su  cargo.  Por  tanto,  es  de  sentir  el 
Consejo  ;  que  estando  impedido  absolutamente 
uno  de  ios  jueces  de  paz  de  una  parroquia  por 
enfermedad  grave,  suspensión  ú  otro  motivo  que 
le  inhabilite  para  el  ejercicio  de  su  destino,  debe 
el  Concejo  Municipal  suplir  su  falta,  sin  perjui- 
cio de  que  entre  tanto,  el  juez  que  esté  expedUo 
supla  la  del  otro  ;y  así  lo  consulta  al  Poder  Eje- 
cutivo." 

S.  E.  teniendo  en  consideración  los  funda- 
mentos de  dicho  acuerdo  y  el  absurdo  y  males 
que  se  derivarían  en  la  administración  guberna- 
tiva de  una  inteligencia  que  se  apartase  déla 
opinión  que  en  él  se  manifiesta,  pues  podría  su- 
ceder que  la  suspensión  6  impedimento  afectase 
simultáneamente  á  los  dos  jueces,  y  no  puede 
creerse  que  el  legislador  haya  querido  dejaren 
tal  caso  la  parroquia,  sin  un  funcionario  que  la 
rija,  se  ha  conformado  con  la  opinión  del  Con- 
sejo y  dispuesto  que  con  arreglo  á  ella  se  con- 
teste al  Gobernador  de  Caracas. 

Por  S.  E. — Co6os  Tuertes. 

JUECES  DE     FAZ.    RESOLUCIÓN     EJECUTIVA  DI 

24  DE  FEBRERO  DE  \%A^  declarando  que  cuan' 
do  se  cree  alguno,  toca  á  la  asamblea  muni- 
cipal señalarle  sus  limites  jurisdiccionales^ 
entre  tanto  los  designa  provisoriamente  el 
Gobernador, 

Becretaria  del  Interior. — Sección  tercera.— 
Caracas  á  24  de  Febrero  de  1846. 
Resuelto. — Es  la  asamblea  municipal  quien  de- 
be señalar  los  límites  del  lugar  ó  caserio  para 
que  ha  nombrado  algún  juez  de  paz.  Entretanto 
que  ell^  lo  verifica,  el  Gobernador  puede  desig- 
narlos provisoriamente,   averiguando  cual  es  el 
^territorio   que  se   conoce  prácticamente  como 
anexo  al  caserío  ó  comprendido  bajo  la  denomi- 
nación del  lugar.  De  su  demarcación  deberá  ins- 
truir á  la  asamblea  en  su  primera  reunión  para 
que  la  apruebe  ó  rectifique.  La  inteligencia  que 
da  el  Gobernador  al  artículo  87  de  la  ley  orgáni- 
ca de  provincias  es  conforme  al  concepto  quede 
él  ha  formado  el  Poder  Ejecutivo. 

Por  S.  E.^€obos  Fuertes. 

JUECES     DE  FAZ«    RESOLUCIÓN    EJECUTIVA  DE 

10 DE  MARZO  DE  1853  determinando  el  modo 
de  reemplazar  á  los  únicos  de  un  lugar  en 
caso  de  licencia* 

Secretaría  del  Interior.— Sección   tercera. - 
Caracas  Marzo  10  de  1853. 
Dígase  al  Sr,  Gobernador  de  la  provincia  dt 
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la  Portuguesa. 

Por  punto  general  ha  resuelto  S.  E.  el  Poder 
ejecutivo,  de  acuerdo  con  la  opinión  del  Conse- 
jo de  Gobierno,  que  obteniendo  Ucencia  para  se- 
pararse accidentalmente  de  sn  destino  el  juez 
único  de  paz  de  un  lu^r,  el  Consejo  municipal 
respectivo  nombre  un  mterlDo  que  lo  reemplace 
no  debiendo  separarpe  el  propietario  hasta  que 
el  sostituto  haya  tomado  posesión. 

Tengo  el  honor  de  comunicarlo  &  US.  como 
resultado  de  su  nota  número  65,  en  que  partici- 
>a  la  determinación  que  libró  en  30  de  Abril 
el  año  próximo  pasado,  á  consecuencia  de  la 
consulta  que  le  hizo  el  Jefe  político  del  cantón 
Guanare,  sobre  la  persona  que  debia  reempla- 
zar en  caso  de  Ucencia,  á  los  jueces  únicos  de 
paz. 

Soi  de  US.  mni  atento  servidor. 

Ramón  Yépes. 
JUECES  DB  PAZ.  Yeáse  Jueces,  y  Cargas  cotí' 

cejiles. 
JUECES  DE  PAZ.  Sobre  pasaportes.  Yeáse  Pa- 
saportes. 
JUECES    ECLEsiásTicos.  Véase  Recursos  de 

fuerza,  y  Divorcio  A.  C.  S.  de  22  de  Marzo 

de  1844. 
JUECES  MILITARES.  Véase    Tribunales  mili^ 

tares* 

JUEGOS    PROHIBIDOS,  DECRETO  EJECUTIVO  DE 

29  DB  SETIEMBRE  DE  1827  sohrc  indagación 
y  castigo  de  los  que  se  ocupan  en  ellos,  y  de 
los  dueños  de  las  casas  en  donde  se  efec- 
túen, 

Simón  Bolivar   Libertador  Presidente 

4-.  4^.  4-. 

Siendo  repetidas  las  quejas  que  ha  recibido 
el  gobierno  sobre  el  escándalo  que  se  da  en  al- 
gunos lugares  de  la  República,  tolerándose  que 
en  varias  casas  httya  juegos  prohibidos,  quedan- 
do Impunes  los  que  cometen  este  delito,  con  el 
pretexto  de  que  no  se  puede  allanar  la  casa  do 
un  colombiano  y 

CONSIDERANDO. 

Que  si  no  se  remedia  este  mal,  puede  ocasio- 
narfunestos  resultados  con  la  desmoralización  de 
las  costumbres  y  la  ruina  de  mnchosciudadanos, 
he  venido  en  decretar  y 

DEC ROTO  ; 

Art.  19  Estando  encargado  á  los  jefes  muni- 
cipales por  el  art.  61  déla  ley  de  11  de  Marzo 
del  afk>  159  que  arregla  el  gobierno  político  de 
los  departamentos,  y  por  el  35  de  la  de  3  de  Ma- 
yo del  atlo  169  sobre  procedimiento  en  las  causas 
de  hurto  y  robo,  que  no  permitan  haya  en  sus 
cantones  vagos  ni  mal  entretenidos,  y  debiendo 
reputarse  por  esta  úUiroa  clase  todos  aquellos 
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que  se  dedican  á  juegos  prohibidos,  procederán 
á  indagar  quienes  son  los  que  en  sus  cantones 
se  ocupan  habitualmente  de  este  vicio,  y  á  seguir- 
les el  correspondiente  sumario. 

Art.  29  Pudiendo  ser  castigados  hasta  con  la 
pena  de  presidio  con  arreglo  al  parágrafo  59  de 
la  ley  15  del  ttt.  23  libro  12  de  la  novísima  reco- 
pilacion^  que  es  la  pragmática  de  6  de  octubre 
de  1771,  los  dueños  de  las  casas  en  que  se  juga- 
ren juegos  prohibidos,  los  jefes  políticos  proce- 
derán á  la  prisión  de  todos  aquellos  que  por  una 
sumaria  información  de  dos  testigos  idóneos  re- 
sultare que  permiten  en  sus  casas  tales  juegos,  y 
para  verificarla  allanarán  sus  casas  coniorme 
al  art.  I9  parágrdfo  49  de  la  ley  de  3  de  Agosto 
de  1624:  hecho  esto,  pasarán  inmediatamente 
los  procesos  á  los  jueces  respectivos  para  que 
continúen   conforme  á  derecho. 

Art.  39  En  el  mismo  estado  de  sumario,  pasa- 
rán á  los  citados  jueces  los  procesos  que  formen 
contra  los  que  se  ocupen  habitualmente  en  jue- 
gos prohibidos,  para  que  se  les  iniponga  la  pena 
que  merezcan  según  las  leyes. 

Art.  49  Los  jueces  de  primera  instancia  po- 
drán y  deberán- hacer  también  lo  prevenido  en 
los  artículos  19»^  y  39  siempre  que  lo  estimen 
conveniente,  y  entonces  continuarán  por  sí  mis- 
mos los  procesos,  hasta  su  conclusión. 

El  Secretario  de  Estado  del  despacho  del  In- 
terior queda  encargado  de  la  ejecución  de  este 
decreto. 

Dado  en  el  palacio  del  gobierno  en  Bogotá  á 
29  de  Setiembre  de  1827.— 179  Simón  Bolivar, 
—El  Secretario  de  Estado  del  despacho  del  In- 
terior, José  M.  Restrepo. 

JUICIOS.  Ninguno  podrá  ser  sometido  á  ellos 
sino  en  virtud  de  ley  anterior.  Véase   Dispo- 
siciones generales  constitucionales,  art,  196. 
JUICIOS  DE  ARBITROS.  Véaso  Arütradorcs, 

Arbitramentos  y  Arbitros. 
JUICIOS  DE   EXPERTOS.  Véase   Pruebas  y  su 

término,  art.  17  al  25.  , 
JUICIOS  DE  EXPERTOS.  Acucrdo  de  la  Corte 
Suprema  de  16  de  Diciembre  de  1837  decla- 
rando que  toca  al  tribunal  6  juez  de  la  cau- 
sa fijar  álos  expertos  el  señalamiento  del 
dia  para  su  reunión. 

En  la  ciudad  de  Caracas  á  16  de  Diciemhré 
de  1837,  89  y  27,  reunidos  los  Sres.  Presidente 
y  Ministros  de  la  Corte  Suprema  de  justicia,  to- 
maron en  consideración  la  consulta  hecha  por  la 
Corte  Superior  de  justicia  del  tercer  distrito  so- 
bre la  inteliffencia  del  art.  22  de  la  ley  4»  tít.  I9 
del  Código  de  procedimiento  judicial,  y  dijeron  : 
que  aunque  el  citado  artículo  envuelve  alguna 
oscuridad  que  exige  removerse  por  medio  de  una 
aclaración  legislativa,  sin  embargo,  este  Tribu- 
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nal  concibe  que  no  pudiendo  dejarse  al  arbitrio 
de  ios  expertos  el  señalamiento  del  dia  para  su 
reunión,  ademas  del  concepto  que  resalta  de  las 
palabras  del  mismo  artículo,  al  tribunal  ó  juez 
de  la  causa  es  &  quien  toca  el  designarlo,  y  que 
loa  15  días  que  se  prescriben  fuera  del  de  la  (lis- 
tancia,  no  son  para  otras  gestiones  que  la  de  re- 
solver el  negocio  sometido  ásu  opinión  :  que  en 
cuanto  á  las  indemnizaciones  de  daños  y  perjui- 
cios, como  puede  suceder  que  muchas  veces  no 
estén  acreditados,  es  indispensable  la  prueba,  pa- 
ra que  sirva  de  regla  al  cálculo  ó  estimación  que 
deben  hacer,  ó  el  mismo  tribunal,  o  los  expertos, 
según  se  deduce  de  lo  que  dispone  el  artículo  29 
iJe  la  ley  única  tít.  39  del  procedimiento  civil, 
pues  de  otro  modo  no  podría  tener  efecto  la  sen- 
tencia, y  el  cálculo  seria  arbitrario,  faltándole  la 
base  en  que  fundarlo :  que  al  mismo  tiempo  de- 
be el  tribunal  admitir  y  evacuar  las  que  las  par- 
tes promuevan  que  sean  necesarias  y  conducen- 
tes á  su  objeto,  señalándose  un  término  propor- 
cionado, puesto  que  la  ley  no  lo  designa  para  es- 
te nuevo  juicio,  ni  determina  si  este  debe  seguir 
los  trámites  de  un  juicio  ordinario.  En  conse- 
cuencia acordaron  que  con  testimonio  de  este 
acuerdo  se  conteste  á  la  Corte  Superior  del  ter- 
cer distrito,  y  so  participe  á  la  del  segundo,  po- 
niéndose igualmente  en  consideración  de  1  Cuerpo 
Legislativo,  en  la  forma  acostumbrada,  para  la 
aclaratoria  y  extensión  que  importe  hacer  en  los 
puntos  á  que  se  coTitrae  la  consulta. — Ldo,  Mer- 
cader.— López  de  Umerez. — Martínez. — Duar- 
te, — Es  copia. — Caracas,  Octubre  17  de  1844. 

El  Cancillrr,  José  Duarte 
JUICIOS  DE  EXPERTOS.  Acuerdo   de  la   Corte 
Suprema  de  9  de  Setiembre  de   1840   decla- 
rando :   19»  (¡ue  no  puede  ser  recusado  lihre- 
mcTite  por  una  de. las  partes  el  experto  nom- 
brado por  la  otra ;  y  29,  que  el  experto  nom- 
brado de  oficio  es  irrecusable  en  todos  casos. 
En  la  ciudad  de   Caracas  á  9  de  Setiembre  de 
1810,    11?  y  309,  el   Vicepresidente  y  ministros 
de  esta  Corte  Suprema  rrunidosen  acuerdo  tra- 
jeron á  la  vista  el   expediente  instruido  sobre  la 
consulta  que  ha  elevado  á  esta  Suprema   la  Su- 
perior del  segundo  distrito  en  la  que  expone  pri- 
mero, si  el    experto   nombrado  por  una    ile    las 
partes  puede  ser  recusado  por  la  otra  libremente 
y  sin  causa;  y  segundo,  si  el  elegido  de  oficio  es 
irrecusable  en    todos  casos.  En  cuanto  6  lo  pri- 
mero concibe  esta  Corte   que  son  bastante  sóli- 
dos los  funiiamentos  que  exponen  la  misma  Su- 
perior y  el  Sr,  Fiscal  de  aquella  deducidos  de  la 
Jty  de  recusaciones,  para    que  no  se  conceda  á 
las  partes  esta  absoluta  libertad  que   prí»ducir¡a 
incorivenientes  á  la  mas    pronta  administración 
de  justicia.  En  orden  á  lo  segundo  .  no  presenta 


JUI 


duda,  porque  la  disposición  de  la  ley  es  clara  y 
terminante  en  este  punto,  y  cuando  mas  exige 
una  reforma,  respecto  á  que  pueden  ofirecerse 
casos  en  que  sea  legítima  la  recusación  del  ex- 
perto elegido  de  oficio,  si  se  encuentra  ligad» 
con  una  de  las  parx^  con  las  relaciones  y  conno- 
taciones que  no  lo  constituyan  en  una  absoluta 
imparcialidad  y  que  expresa  la  misma  ley  de  re- 
cusaciones. En  esta  virtud  acordaron,  que  en 
conformidad  de  loque  previene  la  11^  del 
art.  147  de  la  Constitución  y  en  la  forma  corres- 
pondiente, se  pongan  estos  dos  puntos  en  consi- 
deración del  Cuerpo  Legislativo  en  sus  próximas 
sesiones  para  los  ñnes  que  convengan,  y  que  se 
comunique  á  la  Corte  consultante  y  á  las  demás. 
López  de  Urnerez. — Martínez» — Duarte. 
Es  copia. — Caracas,  Setiembre  5  de  1844. — 
El  Canciller,  José  Duarte,. 
JUICIOS  POSESORIOS.  Véase  Interdictos  pose- 
sorios, 

JUICIOS     POSESORIOS.    ACUERDO  DE     LA  CORTE 

SUPREMA  DE  25  DE  FEBRERO  DB  1844  decla- 
rando;  \^t  que  el  interdicto  posesorio  debe 
proponer&e  por  escrito  como  el  prohibitivo : 
29»  que  el  juicio  plenario  dt  posesión  debe 
seguirse  ante  el  juez  que  sea  competente, 
atendida  la  cuantía  de  (a  demanda:  39i  qye 
la  posesión  sumaria^  la  posesión  píen  aria 
y  la  propiedad  son  procedimientos  distintos, 
y  por  tanto  deben  seguirse  por  lo  general  en 
expedientes  separados,  sin  perjuicio  de  acu- 
mularse según  las  circunstancias :  49,  que 
cuando  el  alcalde,  (j^cz  de  cantón  6  de  paz,  ' 
stgun  el  caso)  es  competente  para  seguir  el 
juicio  phnarioy  atendida  la  cuantía.  Sebe  ob- 
servar los  trámites  especiales  para  ios  jui- 
cios de  que  conocen  los  alcaldes,  (juez  de 
cantón  ó  de  paz  dichos)  con  el  simple  carác- 
ter de  tales :  59i  que  para  probar  el  hecho  ó 
hechos  de  que  se  deduce  el  temor  fundado  de 
perturbación,  puede  usarse  de  cualquiera  de 
los  medios  de  prueba  reconocidos  por  el  có- 
digo de  prtTcedimiento  ;  y  69»  que  en  el  jui- 
cio sumario  de  posesión  no  pvede  otorgarse 
alzada  sino  en  un  solo  efecto,  y  sin  inter- 
rumpirse por  esto  el  seguimiento  del  plena- 
rio^ si  las  partes  lo  quisieren,  a  cuyo  fin  se 
hará  la  citación  en  el  caso  del  art.  10. 

Acuerdo  de  25  de  Febrero  de  1845--Núm.  309. 
Concurrieron  los  Ministros  V  ice  presidien  te. 
Relator  y  Canciller,  estando  impedido  el  Presi- 
dente por  hftber  intervenido  en  la  Corte  Supe- 
rior del  29  distrito  en  la  consulta  que  iba  á  con- 
siderarse. Esta  fué  dirigida  por  el  alcalde  par- 
roquial de  Curiepe,  y  consiste  en  seis  puntos  xi  - 
lativosal  procedimiento  en  losjoirjos  posesorios 
de  que  trata  la  ley  2»  tít  79  del  código;  JO  Si 
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las  demandas  de  despojo  6  perturbación  de  po- 
sesión deben  proponerse  por  escrito,  ó  si  indis- 
pensablemente deben  ser  verbales  :  29  Si  el  al- 
calde que  conoce  del  interdicto  p&sesorio  es  el 
competente  para  el  juicio  ordinario,  cualquiera 
que  sea  la  cuantía  de  la  demanda  :  39  Si  el  jui- 
cio plenario  debe  seguirse  á  continuación  del 
sumario,  ó  en  expediente  separado :  49  En  el 
raso  de  ser  competente  el  alcalde,  cuál  es  el 
término  de  prueba  que  debe  conceder,  y  cuál  el 
que  debe  entenderse  para  la  comparecencia  á  la 
contestación  de  la  demanda  en  el  caso  á  que  se 
refiere  el  art.  39  de  la  ley :  59  Si  el  temor  fun- 
dado á  que  se  contrae  el  art.  89  del^  probarse 
con  declaraciones  de  testigos,  ó  si  es  onstante  el 
juramento  del  que  solicita  el  amparo  ;  69  Si  de- 
cretada la  posesión  á  favor  de  un  heredero  que 
tiene  mejor  título  conforme  al  art.  10  es  admisi- 
ble el  recurso  de  apelación,  ó  si  deberft  negarse, 
procediendo  á  citar  las  partes  para  la  concilia- 
ción y  contestación.  Examinados  todos  estos 
puntos,  se  acordó:  que  no  hay  motilo  funda- 
do de  duda  para  consultar  al  Congreso,  por- 
que todos  ello?,  según  se  demuestra  en  el  infor- 
me de  la  Corte  Superior,  y  en  la  representación 
del  Ministtrio  fiscal  se  hallan  claramente  resuel- 
tos por  las  mismas  disposiciones  legales  del  mo- 
do que  sigue  :  1 9  Debe  proponerse  pov  escrito 
el  interdicto  posesorio  de  la  misma  manera  pre- 
venida por  la  ley  para  los  interdictos  prohibiti- 
vos. Es  regla  general  que  debe  proponerse  por 
escrito  toda  demanda  que  no  tenga  señalado  pe- 
culiarmente  un  proccílimiento  verbal,  como  los 
juicios  sobre  injurias,  y  los  atribuidos  á  los  jue- 
ces de  paz  y  á  los  alcaldes  cuando  conocen  por 
sí  solos,  y  ron  el  simple  rará/ter  de  tales  :  de 
esto  se  deduce,  que  no  estando  expresamente 
prescrito  para  los  interdictos  posesorios  el  pro- 
cedimiento verbal,  y  ejerciendo  en  ellos  los  al- 
caldes funciones  de  jueces  de  primera  instancia 
con  jurisdicción  preventiva,  no  hay  excepción 
de  la  regla  ni  por  la  nat.uraleza  dil  procedimien* 
to,  ni  pí»r  el  carácter  del  juez  ;  29  Circunscrita 
la  jurisdicción  preventiva  de  lu<3  alcaldes  al  in- 
terdicto ó'pü-scsion  momer.tanea  en  juicio  surtia- 
no,x  es  indudable  que  el  plenario  de  posesión  ó 
de  propiedad  debe  intentarse  ante  el  juez  que 
sea  competente,  atendida  la  cuantía  de  la  de- 
manda :  39  La  posesión  sumaria,  la  pose- 
sión plenaria  y  ia  propiedad  son  procedimientos 
distintos,  fsegun  la  naturaleza  de  su  objeto  ;  y 
en  tal  concepto  deben  por  k)  general  seguirse  en 
expedientes  separados,  sin  perjuicio  de  decretar- 
se la  acumulación  según  ios  casos,  }  las  solici- 
tudes de  las  partes  en  los  términos  conocidos  en 
derecho  :  49  Cuando  el  alrahie  es  competente 
(ara  seguir  el  juicio  plenario  atendida  la  cuantía. 
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debe  observar  los  trámites  especiales  determina- 
dos por  la  ley  para  los  juicios  de  que  conocen 
los  alcaldes  con  el  simple  carácter  de  tales :  59 
Para  probar  el  hecho,  ó  hechos  de  que  se  dedu- 
ce el  temor  fundado  de  perturbación,  puede 
usarse  de  cualquiera  de  los  medios  de  pruebas 
reconocidos  por  el  código  de  procedimiento  :  69 
En  el  jliicio  sumario  de  posesirn  no  puede  otor- 
garse alzada  sino  con  un  solo  efecto,  y  sin  inter- 
rumpirse por  esto  el  seguimiento  del  plenario, 
si  las  partes  lo  quisieren,  á  cuyo  ñn  se  hará  la 
citación  en  el  caso  del  art.  10.  Comuniqúese  es- 
te acuerdo  á  las  Cortes  Superiores  para  los  efec- 
tos cona\sru\ente3.-' Mar tínez-Bracho^-  Ovar  te. 

JUICIOS    DE  CUENTAS.    LEY  VI  TÍTULO  VII   DEL 
CÓDIGO  DE  PROCEDIMIENTO  J'JDICIAL  DE  3  DB 

M  AYO  DE  1838 — que  reforma  la  de  \9de  Ma- 
yo de  1836  pag,  255  del  cuerpo  de  leyes  pu- 
blicado en  ese  año  ;  y  253,  w9  256  del  pu- 
blicado en  1851. 
El  Senado  y  Camarade  Representantes  déla 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Cor»greso. 

decretan: 
LEY  VI,  tit.  VII  del  procedimiento  Judicial. 
Del  juicio  de  cuentas. 
Art.  19  Cuando  se  demande  cuentas  il  tutor, 
curador,  socio,  administrador  ó  encargado  lie  in- 
tereses ajenos,  y  el  demandante  acredite  con  dr- 
cumento  ó^ustificacion  bastante,  la  obligación  en 
que  se  halle  el  demandado  de  rendirlas,  el  juez 
acordará  en  el  mismo  acto  de  la  conciliación,  y 
siempre  que  esta  quede  sin  efecto,  que  las  pre. 
senté  dentro  de  nueve  días,  con  todos  los  libros, 
documentos  y  papeles  pertenecientes  á  ellas,  sin 
admitir  contra  esta  determinación  ningún  recur- 
so en  el  efecto  suspensivo. 

Art  29  Pasado  este  término  si  no  se  hnbie- 
ren  puesto  las  cuentas  ordenadas  en  el  tribunal 
y  la  parte  contraria  no  hubiere  desistido  de  su 
demanda,  se  dará  orden  para  la  prisión  del  de- 
mandado hasta  que  las  produzca,  l^e  libertará 
de  la  pri&ion  el  demandado  en  este  ca«ío,  pre- 
sentando ni  tribunal  los  documentos  necesarios 
para  formar  las  cuentas  y  fiador  que  se  obligue 
k  pagar  el  saldo  que  resulte  contra  el  demdnd*i- 
do,  los  costos  que  cause  su  arreglo  y  el  impues« 
to  para  gastos  de  justicia,  si  se  le  condenare  á 
satisfacerlo. 

Art.  39  Para  la  formación  delacuenfa  en  ca- 
so de  no  presentarse  ordenada,  se  nombrará  un 
perito  por  cada  parte  ó  uno  por  las  dos,  si  con- 
vinieren en  ello.  El  demandado  deberá  hacer  es- 
te nombramiento  al  acto  de  entregar  los  papelea 
de  la  cuenta,  y  el  demandante  desde  que  cum- 
plido el  plazo  de  los  nueve  dias  se  informe  de  la 
falta  de  aquel.  El  juez  n'^tnbrará  un  tercero  pa- 
ra el  caso  de  discordia.  Los  que  son  nombrados 
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por  lafl  partes  no  pueden  ser  recoaados^  y  el  ter- 
cero nombrado  por  el  juez,  solo  podrá  ser  recu- 
sado con  causa  justificada, 

Art.  49  Si  Jas  partes  no  nombraren  peritos 
para  el  arreglo  de  la  cuenta,  pasados  los  perío- 
dos designados  en  que  pueden  hacerlo,  el  juez 
nombrará  uno,  7  este  tampoco  podrá  ser  recu- 
sado sino  con  causa  justificada.  * 

Art.  59  Siempre  que  haya,  de  recusarse  un 
perito,  deberá  proponerse  la  recusación  dentro 
de  las  cuarenta  y  ocho  horas  después  de  su 
nombramiento. 

Art  69  Los  peritos  no  podrán  resolver  nin- 
gún punto  de  derecho  ni  hacer  adjudicaciones  6 
aplicaciones  que  no  estfn  determinadas,  y  se  re- 
ducirán sencillamente  á  ordenar  la  cuenta  según 
sus  conocimientos  en  el  arte  de  formarla.  Si  les 
ocurriere  duda  sobre  alguna  cosa  y  por  esto  de- 
..  jasen  de  poner  alguna  partida  ó  suspen- 
diesen alguna  operación  necesaria,  arreglarán  la 
cuenta  en  lo  demás  si  fuere  posible,  y  presenta- 
rán en  pliego  separado  sus  dudas  u  observacio- 
nes, expresando  con  claridad  lo  que  ha  dejado 
de  comprenderse  en  la  cuenta,  y  los  fundamen- 
tos de  su  duda. 

Art.  79  Los  peritos  tendrán  para  formar  la 
cuenta  el  tiempo  que  consideren  suficiente,  de*- 
terminándolo  al  acto  de  aceptar  sus  nombra- 
mientos. Cuando  exigieren  diversos  términos,  se 
concederá  el  mas  largo;  y  no  se  prorogará  en 
ningún  caso  sino  con  justo  motivo  á  juicio  del 
juez,  y  por   una  sola   vez. 

Art.  89  Podrá  apremiarse  á  los  peritos  cuan- 
do no  llenen  su  encargo  en  el  término  prefijado 
con  multas  que  principiarán  por  dos  pesos,  y 
que  continuarán  duplicándose  diariamente  la  can- 
tidad. £1  importe  total  de  las  multas  se  desconta- 
rá de  lo  que  deba  abonárseles  por  su  trabajo. 
También  podrán  ser  apremiados  con  prisión 
si  se  creyere  ineficaz  6  inaplicable  el  de  la  multa. 

Art.  99  Presentada  la  cuenta  al  tribunal,  sea 
por  el  demandado,  sea  por  los  peritos,  se  co- 
municará vista  de  ella  al  demandante,  con 
término  de  ocho  dias  para  devolverla,  y  en  el 
segundo  caso  también  al  demandado  con  el 
mismo  término.  Si  se  hicieren  observaciones 
sobre  el  orden  de  la  cuenta  se  pasarán  á  los 
peritos  para  su  informe  y  reforma  de  la  cuen- 
ta, si  encontraren  exactas  las  observaciones  ; 
pero  si  estas  recayeren  sobre  la  legitimidad  de 
las  partidas,  6  sobre  cualquiera  otra  cosa  de  que 
deba  responder  el  demandado,  se  le  pasarán  pa- 
ra que  conteste.  Estos  traslados  deberán  satis- 
facerse dentro  de  cuatro  dias  y  se  encargará  de 
comunicarlos,  la  persona  á  quien  interese  el  es- 
clarecimiento de  la  deuda,  podiendo  valerse  de 
un  alcalde  ó  juez  de  paz,  en  caso  que  la  persó- 
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na  que  deba  recibirlo  lo  rehuse,  para  acreditar 
esta  resistencia  ;  cuya  pena  será  para  el  deman- 
dado  la  prisión  por  veinteicuatro  horas,  por  ca- 
da  vez  que  tfometa  esta  falta,  y  para  los  peritos 
la  multa  de  cuatro   pesos  por  cada  resistencia. 

Art.  10.  El  demandado  y  los  peritos  en  sus 
casos  deberán  poner  en  el  tribunal  el  expedían. 
te  con  su  contestación  dentro  del  término  seña- 
lado, y  si  no  lo  hicieren  así  se  u^ará  de  los  mis- 
mos apremios  que  se  establecen  en  el  artículo 
anterior. 

Art.  II.  Puesto  en  este  estado  el  negocio, 
señalará  el  juez  el  día  en  Ijue  se  ocupará  del 
examen  d|  la  causa  para  sentenciarla.  Este  se- 
ñalamiento no  se  hará  para  antes  de  tres  dias 
ni  para  después  de  ocho  de  haberse  devuelto  el 
último  traslado. 

^  único.  Si  alguna  de  las  partes  manifestare 
necesidad  de  promover  pruebas,  el  juez  antes 
de  señalar  día  para  ver  la  causa,  concederá  el 
término  que  por  la  cuantía  del  negocio  corres- 
ponda  según  este  código. 

Art.  12.  El  juez  resolverá  sobre  todas  las  da- 
das y  observaciones  que  se  hubieren  presentado 
aun  cuando  nada  se  hubiere  contestado  sobre 
ellas,  sin  exigir. nuevos  inforraes,  fuera  de  los 
que  á  la  voz  puedan  ofrecer  los  interesados  ó 
los  peritos,  si  concurrieren  al  tribunal  para  la 
vista  de  la  causa. 

Art.  13  Cuando  las  personas  obligadas  á  dar 
cuentas  ó  á  presentar  documentos  para  formar- 
las, falten  á  unoú  otro  deber  sin  motivo  legal, 
se  admitirá  la  razón  jurada  del  demandante  co- 
mo documento  suficiente  para  proceder  contra 
el  demandado  en  virtud  de  acción  ejecutiva. 

Art.  14  Dada  la  sentencia  se  admitirán  los  re- 
cursos, y  la  causa  seguirá  en  las  demás  insUn- 
cías  conforme  á  las  reglas  prescriptas  para  to- 
das. 

Art.  15  Se  deroga  la  ley  del  mismo  ntímerov 
título  de  19  de  Mayo  de  1836. 

Dada  en  Caracas  á  26  de  Abril  de  1838,  afío 
90  de  la  ley  y  28  de  la  independencia.— El  pre- 
sidente  del  Senado,  Juan  Bautista  Calcaño,— 
El'presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Francisco  Diaz. — El  secretario  del  Senado,  J. 
A.  Freiré. — El  diputado  secretario  de  la  Cáma- 
ra de  Representantes,  J,  García. 

Sala  del  despacho.— Caracas  3  de  Mayo  de 
1838,  año  99  de  la  ley  y  28  de  la  independencia. 
— Ejecútese — Carlos  Soublette. ^For  S.  E.— 
El  secretario  de  Estado  en  los  despachos  del  in- 
terior y  justicia,  Z>.  B,    Urhaneja. 

JUICIOS  DB  CUENTAS  Véase  Disposiciones  co- 
munes á  todos  los  juicios^  art.  J8 

JUICIOS   DE  ALIMENTOS  LEY    ZV     TÍTITLO    Vil 
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PBL  CÓDIGO  DE  PROCBDimSNTO  D%  16  DB  MAR- 
ZO DB  1853.  formulándolos. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congre- 
so. 

DECRETAN. 

Ley  16,  tituloT^  del  procedimiento  judiciaU 

DEL    JUICIO  DE    ALIMENTOS. 

Art  1^  Los  alimentos  se  pueden  exigir  6  por 
•disposición  de  la  ley,  6  por  equidad  natural  6 
por  voluntad  testamentaria,  6  por  contrato. 

Art.  ^  Cuando  se  demanden  alimentos  que 
se  deban  por  disposición  de  la  ley  o  por  equidad 
natura],  después  de  haberse  procedido  conforme 
a^las  leyes  2^  y  3^  título  ¡o  de  este  código, 
basta  el  acto  dé  la  contestación  y  conciliación  ; 
si  esta  no  tuviere  lugar,  el  juez  con  vista  de  las 
actas  determinará  en  el  mi»roo  acto,  ó  &  mas  tar- 
dar dentro  de  seis  días,  como  en  los  puntos  de 
mero  derecho,  lo  que  considerare  de  justicia. 

Art.  39  Para  el  efecto  debeiá  el  demandante 
acompafi'ar  siempre  con  su  escrito  los  documen- 
tos ó  justificaciones  que  ameriten,  no  solo  su  de- 
recha á  los  alimentos,  sino  que  comprueben  i- 
gualmente  su  falta  de  medios  y  la  posibilidad  del 
que  deba  proporcionárselos. 

Art«  49  De  la  determinación  del  juez  no  se  oi- 
rá apelación  mas  que  en  el  efecto  devolutivo. 

Art  59  Pero  si  en  el  acto  de  la  contestación  opu- 
siere el  demandado  excepciones  de  aquellas  que 
constituyen  lo  quese  llamaen  derecho  artículo  per- 
judicial, y  que  probadas  le  libertaria n  déla  obliga- 
ción de  dar  alimentos,  entonces  el  juez,  sin  dic- 
tar nada  sobre  la  demanda  principal,  sustanciará 
dicho  artículo  y  seguirá  por  todos  los  trámites 
del  juicio  civil  ordinario. 

Art.  69  Fenecido  el  artículo,  si  la  última  sen- 
tencia fuere  contra  el  demandado,  deberá  resol- 
ver el  juez  sobre  la  solicitud  del  demandante  de 
la  mañera  que  se  le  autoriza  por  el  artículo  se- 
gundo de  esta  ley. 

Art  79  También  se  sustanciará  y  seguirá  la 
causa  por  los  trámites  del  juicio  ordinario,  cuan- 
do verse  la  demanda  sobre  alimentos  pasados  ó 
qué  se  deban  por  voluntad  testamentaria  ó  por 
contrato.  * 

Art.  89  La  cantidad  que  8eha3'a  de  dar  por 
alimentos,  se  fijará  por  dos  expertos  nombrados 
en  la  forma  prescrita  por  la  ley  respectiva,  siem- 
pre que  no  haya  sido  designada  en  el  contrato  ó 
última  voluntad. 

Dada  en  Caracas  á  9  de  Marzo  de  1853,  aSo 
24  de  la  ley  y  43  de  la  independencia. — £1  Vice- 
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presidente  del  8enado,  Dr.  Jesús  M.  Olaechea, 
El  Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
José  Silverio  González. — El  Secretario  suplen- 
te del  Senado,  G,  pompa* — El  Secretario  de  la 
-  Cámara  de  Representantes,  J, Padilla, 

Caracas  Marzo  16  de  1853,  año,  24  de  la  ley 
y  43  de  la  independencia  — Ejecútese.  — J.  G. 
Monagos. — Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  Re- 
pública,— El  Secretario  de  Estado  en  los  Despa- 
chos del  Interior,  Justicia  y  Relaciones  Exterio- 
res, Ramón  Yépes. 

JUICIOS  CIVILES  EN  QUE    CONOCEN    LOS  JUE- 

CBS^DE  CIRCUITO.  Vésse  Demanday  emplaza- 
mientOy  y  Tribunales  y  Juzgados,  L.iV. 

JUICIOS  CIVILES  EN  aüE  CONOCEN  LOS  JUECES 

DE  CANTÓN.  Yés^e  Demanda  y  emplazamien» 
to,  L.  TI  tít.  I  y  únic.  tít  IX.  del  código  de  pro- 
cedimiento, y  Tribunales  y  Juzgados,  L.VII. 

JUICIOS  CIVILES  EN  dUE  CONOCEN  LOS  JUECES 

DE  PAZ.  Véase  Demanda  y  emplazamiento, 
L.  única  del  títo  IX,  y  Tribunales  y  Juzga- 
dos,L,   VIH.   ' 

JUICIOS  CIVILES  EN  QUE  TIENEN  INTERÉS  LAS 
RENTAS     NACIONALES  T    MUNICIPALES.    Yé^se 

Demandas  en  que  tienen  interés  las  mismas 
rentas. 

JUICIOS  CIVILES.  Véase  Demandas  contra  el 
Tesoro,  Demandas  contra  las  Diputaciones 
Provinciales,  Demandas  ejecutivas  y  De- 
mandas sobre  desocupación  de  casas. 

JUICIOS  DE  RESPONSABILIDAD  Véaso  Que/a  y 
Suspensión  jde  funcionarios. 

JUICIOS,  CIVILES  EN  QUE  CONOCEN  LOS  COMAN- 
DANTES DE  ARMAS.   Acuerdo  de   la  corte 
SUPREMA  DE  10  DB   OCTUBRE  DE  1843  decla- 
rando {punto  19)  gue  cuando  esté  impedido 
accidentalmente  el  comandante  de  armas  por 
cualquier  motivo,  debe  subrogarle  el  mismo 
que  en  el  caso  de  falta  absoluta. 
En  la  ciudad  de  Caracas   á  10  de   Octubre  de 
1643,   149      y  339  reunidos    el   Presidente  y 
Ministros  de  la  Corte  Suprema  tomaron  en  con- 
sideración. 

^  19  Uua  consulta  dirigida  por  la  Corte  Su- 
perior del  quinto  distrito,  sobre  cual  sea  la  per- 
sona que  deba  subrogar  al  comandante  de  ar- 
mas en  las  causas  civiles  en  que  el  mismo  es  par- 
te como  demandado.  Se  acordólo  siguiente. 

**  La  Corte  encuentra  razonable  el  medio  que 
en  su  informe  indica  el  tribunal  consultante,  de 
que  en  las  causas  civiles  en  que  se  halle  acciden- 
talniente  impedido  el  comandante  de  armas  por 
cualquier  motivo,  le  subrogue  la  persona  que 
debiera  sustituirle,  en  el  caso  de  una  falta  abso- 
luta, l^ero  considerando  por  una  parte,  que  el 
artículo  39  título  29  tratado  69  de  las  ordenan- 
^  zasdel  ejército,  habla  de  la  falta'  absoluta conio  la 
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ausencia,  7  que  de  consiguiente  solo  es  aplica- 
ble por  analogía  al  caso  ocurrido,  teniendo  pre- 
sente por  otra  parte,  que  el  artículo  26^  de  la  ley 
que  establece  los  tribunales  militares,  designa 
por  subrogados  del  comandante  de  armas,  en 
¡03  juicios  por  erímenes  militares  ó  faltas  gra- 
ves contra  el  servicio,  y  en  el  caso  de  estar  im- 
pedido ó  de  ser  él  mismo  el  que  va  á  ser  juzga- 
do, al  coreíandante  de  armas  de  la  provincia  mas 
inmediata  á  la  capital  de  la  República:  y  aten- 
diendo en  tin,  á  que  el  Poder  Ejecutivo  ha  ma- 
nifestado explícitamente  que  la  ley  no  le  ofrece 
remedio  para  allanar  el  inconveniente:  resulta 
una  duda  fundada  que  solo  puede  aclararse  por 
el  Congreso.  En  consecuencia,  pásesele  copia  de 
todo  el  expediente  por  conducto  del  Poder  Eje- 
cutivo á  iin  de  que  se  sirva  resolver  el  punto 
consultado,  bien  sea  en  la  reforma  de  la  ley  que 
organiza  los  tribunales  militares  6  bien  separa- 
damente^ "  Comuniqúese  el  resultado  de  la  con- 
sulta á  la  Corte  Superior  del  quinto  distrito. 

Vrbanej  a.  ^Martínez. — Bracko. — Duarte 
Caracas  Febrero  13  de   1844,  150   y  340— El 
canciller,  /  Duarte, 

JUICIOS  CONTRA    EMPLEADOS     DE     HACIENDA. 

Véase  Empleados  de  hacienda,  R.  E.  de  7 
de  Febrero  de  1838. 

JUICIOá  CRIMINALES.  Véasc  Procedimiento 
criminaL 

JUICIOS  CRIMINALES.  Tienen  este  carácter  los 
de  injurias.  Véase  Injurias  A*  C  S.  de  19  de 
Enero  de  1839,  y  9  de  Julio  de  1844. 

JUICIOS  POR  INJURIAS.  \édise  Injurias,  (De- 
mandas por) 

JUICIOS  POR  CONSPIRACIÓN.  Véasc  Conspira- 
dores. 

JUK/IOS  POR  CONSPIRACIÓN,  CONTRA  EXTRAN- 
JEROS. Véase  Extranjeros,  R.  E.  de  23  de  Di- 
ciembre de  1848. 

JUICIOS  DE  IMPRENTA.  Véase  Libertad  de  imr 
prenta,  L.  4^ 

JUICIOS  MILITARES. 'Véase  Tribunales  mili- 
tares, y  Consejos  de  guerra.  . 

JULIO  (5  DE.)  \ éasa  Fiestas  nacionales. 

JUNIN  (uoN,oREs  A  LOS  VENCEDORES  EN  )  Véa- 
se Honores  y  rec  ¡mpensas,  D.  de  12  de  Fe- 
brero de  1825. 

JUNTA  DIRECTIVA  del  montepío  militar.  Véa- 
se Montepío  militar,  art.  3,  4  y  5,  D.  E.  R. 
art.  2  á  5,  18,  25,  27,  30  y  31. 

JUNTA    DE     INSPECCIÓN    Y  GOBIERNO    DE    LAS 

UNIVERSIDADES.  Véase  Instrucción  pública, 
L.  4a  art.  6  6  9,  L.  5»,  ^  ünico  del  art.  10, 
art.  2,  3  y  sus  ^§  1?  y  2?,  art  6,  7,  8,  12,  Í4 
y  su  ^  17,  18,  y  19,  L.  6a,  art.  12  y  14,  L.  8», 
afl.  22  y  su  ^,  L.  9^  §  único  del  art.  3,  y  art. 


JUI 


4  Y  5.  L.  10,  art.  14  y  su  §,  50  y  su  &20,  y  art. 
7,  L.  11,  art.  5?  y  cap.  3^  del  D.  E.  R. 

JUNTAS  DE  RENTAS  DE     LOS    COLEGIOS  NACIÓ- 

NALES.  Véase  Instrucción  pública,  LL.  2a  v 
3a  ^  único  del  art  7,  y  Colegios  nacionales, 
R.  E.  de  13  de  Junio  de  185L 

JUNTAS  DE  RENTAS  DE  LOS  COLEGIOS  NACIO- 
NALES. Véase  Instrucción  pública,  LL.  2^, 
3a,  art  7,  6a  ^  10  del  art.  15,  y  ^  2»  del  ar't. 
18,  7a,  ^^  10  y  20  del  art  7  y  art  ¡1,  y  Sa, 
art  2. 

JUNTAS  DE    RENTAS  DE  LOS    COLEGIOS    N&CIO- 

NALES,  Sus  deberes  respecto  á  las  clases  cien- 
tíficas. Véase  Colegios  nacionales,  (Apéndice  • 
al  primer  tomo)  D.  E.  R.  de  27  de  Marzo  de 
1854,  art.  13. 

JUNTAS  DE  RENTAS  DE  LOS  COLEOIOS  NACIO- 
NALES. Modo  de  compeler  á  sus  miembros  á 
concurrir  é  ellas  en  los  días  designados.  Véa- 
se Juntas  de  sanidad,  de  Colegios  y  otras. 

JUNTA  CALIFICADORA  DE  LOS  DOCUMENTOS 
PARA  LA  CONCESIÓN  DEL  ORADO  DE  BACHILLER 
EN  FILOSOFÍA  POR   LOS  COLEGIOS  NACIONALES. 

Le  corresponde  hacer  la  calificación  de  las 
personas  que  opten  k  grados  de  balde  en  los 
mismos  establecimientos.  Véase  Instrucción 
pública,  L.  8a  art.  22.  (*) 

JUNTA  EXAMINADORA  DE  LOS  COLEGIOS  MACIO- 
NALES  PARA  COLACIÓN  DEL     DICHO   ORADO  DE 

BACHILLER.  Nombramiento  de  sus  miembros. 

Véase  Instrucción  pública,  L.  8*,  art.  40. 
JUNTAS  COMUNALES.  Véase   Provincias,  ^rl 

64,  87  y  89. 
JUNTAS  DE  VACUNA.  Véase  Provincias,  art. 

46,  y  Vacuna. 
JUNTAS  DE  SANIDAD.  Véasc  Provincias,  art. 

89  al  96. 

JUNTAS  DESANIDAD.    RESOLUCIÓN  EJECUTIVA 

DE  13  DE  MAYO  DE  1840  determinándolos 
dias  en  que  deben  reunirse,  y  otras  fun- 
ciones. 

Secretaría  dellnterior.— Sección  8,^ -Mayo 
13  de  1840. 
Resuelto. — Deseando  el  Gobierno  demarcar 
con  sencillez  las  funciones  de  las  juntas  de  sani- 
dad, que  con  arreglo  al. art.  80  de  la  ley  orgáni- 
ca de  provincias  de  24  de  Abril  de  1838,  deben 
existir  en  todas  las  ciudades,  villas  y  parroquias 
de  la  República,  ha  resuelto: 

• -y 

(*)  Pero  es  de  observarse  que  por  ninguna  ley,  ni  r^^*' 
mentó  está  organizada  esta  junta,  pues  la  de  qne  h^^'^f. 
art.  2.  ®  cap.  15  del  D.  E,  R.  de  28  de  Noviembre  de  iw* 
con  quien  debe  consultar  el  Bector  el  memorial  documeo- 
tado  de  que  habla  el  art.  3.  ®  de  dicha  ley  octava  es  la  ue 
''  Gobierno  de  las  Universidades  "  para  los  grados  c<>^^'"' 
dos  por  estas.  Hay,  pues,  un  vacío  en  esta  matcna;  y  V 
tanto  es  necesario  se  establezca  el  modo  y  »»«»*om»^  ^ 
que  debe  componerse  dicha  junta. 
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19  Sí  aun  faltase  por  establecerse  alguna  de 
las  juntas  de  sanidad  que  debe  -haber  conforme 
al  aru  b9  de  la  ley  orgánica  de  provincias,  se  es- 
tablecerán dentro  de  15  días  de  recibida  esta  re- 
solución, y  al  efecto  los  gobernadores  de  pro- 
vincia dictarán  las   provideacias  necesarias. 

29  Las  juntas  superiores  de  sanidad  participa- 
rán á  este  ministerio  dentro  de  30  dias  después 
de  recibida  esta  resolución»  hallarse  establecidas 
las  juntas  cantonales  y  de  parroquia  en  su  pro- 
vincia; y  en  caso  de  que  alguna  no  hubiese  po- 
dido establecerse,  manifestarán  los  inconvejnien- 
tes  que  haya  habido  para  ello. 

39  Las  juntas  de  sanidad  deberán  reunirse 
precisamente  dos  veces  cada  mes,  y  siempre  que 
lo  solicite  cualquiera  de  sus  miembros,  para  tra- 
tar sobre  los  negocios  que  le  conciernan. 

49  Las  referidas  juntas  dictarán  un  reglamen- 
to interior  que  metodice  sus  trabajos. 

59  Las  juntas  de  sanidad  velarán  sobre  el  aseo 
y  limpieza  de  las  calles,  mercados  y  plazas  pú- 
blicas, y  el  de  los  hospitales:  sobre  el  buen  or- 
den y  policía  de  los  lazaretos,  cárceles  y  casas 
de  beneñcencla:  sobre  Ja  calidad  de  los  alimen- 
tos: sobre  el  (  ronto  establecimiento  de  cimente- 
rios en  lugares  convenientes,  fuera  del  casería 
del  lado  opuesto  al  de  los  vientos  reinantes  en 
cada  pueblo,  y  con  la  seguridad  y  decoro  corres- 
pondiente á  los  restos  de  la  humanidad:  sobre 
que  no  se  maten  animales  enfermos  para  vender 
las  carnes  en  los  pueblos:  sóbrela  limpieza  dé 
las  riberas  de  los  rios  y  lagos,  una  vez  al  afto  por 
lo  menos,  antes  de  la  entrada  de  las  aguas:  so- 
bre que  se  dé  curso  á  las  aguas  estancadas,  so- 
bre todo  en  Ja  proximacion  de  las  poblaciones: 
sobre  que  se  sequen  los  pantanos  y  lodazales: 
sobre  que  no  anden  sueltos  en  los  pueblos  los 
cerdos  y  otros  animales  de  cria:  sobre  que  se  ma- 
ten los  perros  sueltos  y  dañinos  que  frecuente- 
mente abundan  en  las  poblaciones:  sobre  que  se 
mate  todo  animal  ataciido  de  In  hidrofobia  y  se 
entierre  á  bastante  profundidad:  sobre  evitare! 
abuso  de  los  basureros  dentro  de  la  población:  so- 
bre que  no  se  boten  ni  en  ellos  ni  en  las  calles 
los  animales  muertos:  sobre  la  pureza  de  las 
aguas,  evitando  que  se  empuerquen  6  infesten 
las  que  sirven  para  el  abasto  de  los  pueblos:  so- 
bre que  se  corten  y  quemen  aquellos  árboles  que 
con  8US  frutos,  sombra  ó  de  cualquier  otro  modo 
puedan  dafiar  la  salud  en  los  pueblos  ó  la  de  los 
transeúntes  en  los  caminos,  ó  de  los  peces  en  las 
costas  y  rios:  sobre  que  no  halla  en  las  poblacio- 
nes depósitos  ni  labores  que  puedan  ser  pernielo* 
sos  á  la  salud  por  la  podredumbre  de  algunas 
materias  6  su  constante  fermentación  al  aire  li* 
bre;  y  en  fin,  sobre  todo  aquello  que  pueda  da- 
flar  la  salud  del  hombre. 
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69  Gomo  mochas  de  las .  atenciones  que  en  el 
artículo  anterior  se  encomiendan  á  las  juntas  de 
sanidad  son  comunes  ya  á  los  gobernadores,  ya 
á  los  jefes  político^,  ya  á  los  concejos  municipa- 
les, ya  á  los  alcaldes  y|  j'ueces  de  paz,  según  los 
diferentes  artículos  de  Ja  ley  orgánica  de  pro- 
vincias que  demarcan  sus  atribuciones,  y  como 
toca  también  á  las  diputaciones  dictar  ordenan- 
zas de  policía  que  comprenden  muchos  de  los 
puntos  referidos  y  señalar  fondos;  las  juntas  de 
saf)idad,  como  especiales  de  este  ramo,  procura- 
rán que  haya  el  mayor  concierto  en  el  ejercicio 
de  sus  funciones,  y  el  cumplimiento  de  los  debe- 
res que  se  le  señalan,  con  el  de  los  referidos  fun- 
cionarios y  corporaciones,  celebrando  los  acuer- 
dos que  estimen  convenientes  al  efecto,  y  exci- 
tando el  celo  de  aquellos,  librando,  sobre  la  res- 
ponsabilidad de  los  gobernadores,  jefes  políti- 
cos y  jueces  de  paz,  el  cumplimiento  de  sus  dis- 
posiciones, empleando  para  ello  la  autoridad  que 
les  conceden  las  leyes. 

79  Las  juntas  de  sanidad  de  parroquias  se  co- 
municarán con  las  de  los  cantones  y  estas  con  la 
de  la  capital,  que~  es  la  superior  de  todas  las  de 
la  provincia,  según  el  artículo  90  de  la  citada  ley 
orgánica. 

89  En  los  casos  de  que  alguna  enfermedad 
contagiosa  aflija  á  algún  cantón,  ó  haya  motivo 
fundado  para  temer  este  mal,  la  junta  de  dicho 
cantón  se  reunirá  inmediatamente  para  dictar 
las  providencias  que  estén  á  su  alcance  y  crean 
necesarias,  y  lo  avisará  sin  perdida  de  tiempo  á 
la  junta  superior  para  que  acuerde  las  de  su  re- 
sorte. 

99  La  junta  superior  de  sanidad,  en  el  caso 
del  artícufo  anterior,  y  siempre  que  sepa  que  en 
algún  punto  de  la  provincia  se  sienten  los  efec- 
tos de  una  epidemia,  ó  que  se  tema,  excitará  á 
los  concejos  municipa]es>y  diputación  provincial 
para  que  franqueen  los  auxilios  que  estén  á  su 
alcance,  y  lo  avisará  al  Ministerio  del  Interior 
para  que  el  Gobierno  acuerde  lo  que  crea  nece- 
sario. 

10.  Las  mismas  ju»tas  pueden  acordar,  si  lo 
creyeren  conveniente,  los  reglamentos  necesa- 
rios para  mejor  cumplir  los  deberes  que  les  se- 
ñalan las  leyes  y  demás  disposiciones  sobre  la 
materia. 

I!.  Cada  cuatro  meses,  principiando  el  19del 
pióximo  Julio,  remitirán  las  referidas  juntas  su- 
periores al  Ministerio  del  Interior  una  noticia 
^el  estado  de  la.  salud  pública  en  la  provincia,  y 
propondrán  lo  que  juzguen  conveniente  á  su  con- 
servación. 

12.  Se  deroga  en  todas  sus  partes  la  resolo- 
rion  de  17  de  Junio  delB35  publicada  en  la  ga-  ^ 
ceta  de  Venezuela  nimeio  240. 

39 
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Comuniqúese  á  loa  gobernadores  de  prorin- 
cia  para  que  lo  hagan  á  los  cantones  y  estos  á 
las  parroquias,  y  tenga  su  puntual  y  debido  cam- 
plinaiento.^Publíquese. 

Por  8.  ^.—Quintero* 

JUNTAS  DE   SANIDAD.  RESOLUCIÓN    EjECUTI- 

VA  DB  10  DE  NOVIEMBRE  DE  1840  declaran^ 

do  que  en  las  capitales  no  debe  haber  sino 

una,  que  haráde  superior  de  todas  laa  demos. 

República  de  Venezuela.— SecreUría  de  E.  en 

lo«  D.  del  Interior  y  Juaticia.— Sección  tercera.- 

-Carácas  10  do  Noviembre  de  1840,  afio  11  déla 

ley  y  8  déla  independencia.— Número  768. 

Señor  Gobernador  de  Barcelona» 

Al  consulta  del  8r.  Gobernador  de  Barínas, 
resolvió  el  Gobierno  en  25  de  Agosto  último 
lo  que  sigue: 

*'  Por  el  artículo  89  de  la  ley  orgánica  de  pro- 
vincias debe  haber  juntas  de  sanidad  en  todas 
las  ciudades,  villas  y  parroquias  de  la  Repúbli- 
ca, y  por  el  artículo*  90  se  dispane  que  las  de  las 
capitales  -de  provincia,  sean  las  superiores  de  to- 
das las  demás  de  la  misma.  Se  ve,  pues,  que  la 
ley  no  ha  ordenado  el  establecimiento  de  una  do- 
ble junta  en  las  capitales  de  provincia;  y  así  se 
resuelve  la   consulta.'* 

Lo  comunico  á  U  S.  en  contestación  á  su  ofi- 
cio de  2  de  Octubre  próximo  pasado  número  145, 
en  que  hace  observaciones  sobre  lo  acordado  en 
este  punto  por  la  junta  superior  de  sanidad  de 
esta  provincia. 

Soy  de  US.  muy  atento  servidor.-^-áng'e/ 
Qnintero. 

JUNTAS  DE  SANIDAD.  RESOLUCIÓN    EJECUTIVA 

DB  22  DB  Setiembre  de  ÍS40  declarando  que 
aunque  el  cura  párroco  es  un  miembro  de 
ellay  dopde  no  lo  haya^  deberá  sin  embargo 
instalarse  sin  su  concurrencia,  y  que  la  en- 
fermedad  de  dicho  párroco  ó  de  otro  miem- 
bro no  debe  detener  sus  trabajos. 

República  de  Venezuela.— Secretaría  de  E .  en 
el  D.  del  Interior  y  Justicia.— Sección  tercera.- 
-Car&cas  22  de  Setiembre  de  1840, 11  de  la  ley  y 
80  de  la  independencia.- Número  674. 

Señor  Gobernador  de  Méfracaibo. 

En  el  expeliente  sobre  juntas  de  sanidad,  se 
ha  dictado  en  esta  fecha  la  resolución  que  sigue. 

•'A  consulta  de  la  junta  superior  de  sanidad 
de  Trujillo  ha  resuelto  el  Gobierno:  que  aunque 
el  cura  párroco  es  uno  de  los  miembros  délas 
juntas  de  sanidad,  en  las  parroquias  donde  no 
hubiere  párroco  deben  sin  embargo  instalarse 
las  juntas  y  ejercer  las  atribuciones  que  las  es- 
tán confiadas  sin  la  concurrencia  de  aquel,  que 
se  incorporará  cuando  fuere  nombrado.  Decidi- 
do  también  está  que  la  enfermedad  del  p&rroco 
<«  su  ausencia,  así  como  la  de  cualquier  otro  miem- 
bro, no  debe  detenerlos  trabajos  de  la  junta." 
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^  Lo  eomunieo  á  U  S.  en  eontestadon  á  so  ofi- 
cio fecha  13  de  Agosto  próximo  pasado  número 

Soy  de  U  S.  atento  servidor. — Aikgel  Qffia- 
tero. 

JUNTAS  DE  SANIDAD.    RESOLUCIÓN  IJfiCVTm 

DB  28  DB  Julio  db  1840  declarando  jue  pite* 
den  ñer  miembros  de  ellas  los  cirujanos]  y 
que  los  médicos  6  cirujanos  extranjeros  re- 
validados  están  en  el  deber  de  aceptar  el  en- 
cargo. 

Secretaria  del  Interior.— ajaracas  Jnlio  28 
de  1840.— Resuelto. 
Contéstese  al  Sr,  Secretario  de  Relaciones  Ex- 
terior es  f  lo  siguiente: 
Presentada  al  despacho  la  nota  de  U  8.  fecha 
il  del  corriente  acompañando  copia  de  laque 
le  dirigió  el  encargado  de  negocios  de  S.M.  fi. 
con  una  solicitud  documentada  del  Sr.  JohnWhi- 
te  Crooke  cirujano  de  profesión  y  subdito  britá- 
nico, con  el  fin  de  que  declare  el  Gobierno  que 
ni  la  junta  de  sanidad  ni  la  gobernación  de  Bar- 
quisimeto  tienen  derecho  para  elegirle  miembro 
de  ella,  por  no  ser  médico  facultativo  según  la 
ley,  ni  podérsele  compeler  á  la  aceptación  de  un 
cargo  concejil,  S  E.  el  Vicepresidente  de  la  Re- 
pública encargado  del  Poder  Ejecutivo,  ha  con- 
siderado este  negocio  al  mismo  tiempo  quols 
consulta  qué  ha  hecho  el  expresado  Gobernador 
de  Barquisimeto  sobre  si  un  ciri^ano  titular  eia< 
minado  por  la  Facultad  médica  puede  ser  miem- 
bro de  las  juntas  de  sanidad,  y  si  se  necesita  de 
la  cualidad  de  venezolano  en  el  facultativo  que 
debe  pertenecer  á  dicha  junta;  y  S  E.se  ha  ser- 
vido resolver  lo  siguiente. 

«'En  24  de  Marzo  de  1838  resolvió  el  Gobier- 
no que  en  donde  no  hubiese  médicos  de  profe- 
sión, podian  ser  nombrados  los  cirujanos  miem- 
bros de  la  junta  de  sanidad.  Se  apoyó  el  Gobier^ 
no  en  el  artículo  83  de  la  ley  orgánica  de  pro- 
vincias, vigente  entonces,  que  al  hablar  de  fa- 
cultativos, no  hizo  distinción  entre  médicos  y 
cirujanos.  Aquella  disposición  se  conserva  en  el 
artículo  90  de  la  ley  de  24  de  Abril  de  1838de- 
rogatoria  de  la  de  14  de  Octubre  de  1830;  y  el 
Gobierno  piensa  todavía  que  los  cirujanos  con 
título  expedido  por  la  Facultad  médica,  pueden 
ser  miembros  de  las  juntas  desanidad*  Ademas 
de  legal,  es  conveniente  esta  resolución,  porque 
no  habiendo  médicos  en  todas  las  ciudades  deia 
República,  las  juntas  desanidad  se  verían  priva- 
das de  un  miembro  importante,  si  no  diese  entra- 
da á  los  cirujanos." 

♦*  Debe  ahora  inquirirse  si  el  Sr.  Crooke  no 
siendo  venezolano,  puede  ser  elegido  miembro 
de  la  junta  de  sanidad.*' 
♦•  El  Sr.  Crooke,  aunque  no   es  venezolano, 
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99  stn  emhurgo  eii^{aiio  Í9  U  RepaUiea,  exa- 
minado  por  la  Faeultad  médica  y  ha  obtenido 
ün  diploma,  eo  virtad  del  cual,  según  el  artícu* 
lo  53  del  decreto  de^  de  Junio  de  1827,  "está 
habilitado  para  ejercer  la  profesión  en  todo  el 
distrito  de  Venezuela,  obteniendo  el  pase  eor- 
respondieote  y  cumpliendo  con  lo  demás  que 
prescriben  las  leyes  y  reglamentos  de  policía.  " 
Ko  puede  llamarse  carga  concejil  la  designación 
que  se  hace  de  un  facultatiro  en  medicina  6  dm- 
jia  para  la  junta  de  sanidad:  es  este  un  deber 
profesional,  aceptado  por  los  que  reconocieron 
á  la  Facultad  médica,  se  sometieron  á  examen  y 
recibieron  un  diploma  en  los  términos  preveni- 
dos por  el  decreto  antes  citado.  Declara  por  tan 
to  el  Gobierno  que  el  8r.  J.  W.  Crooke  ha  po- 
dido ser  nombrado  miembro  de  la  junto  de  sani- 
tiad  de  Barquieimeto  y  que  está  en  el  deber  de 
prestar  este  auxilio  en  el  lugar  en  que  reside. 

**Tras«ríbase  ál  Sr.  Gobernador  de  Barquisi- 
meto  y  publiquese  para  que  sirva  de  regla  en 
casos  semejantes. " 

Por  S.  E.— Qtífníero. 
JDNTAS  ne  sanidad.  Sus  deberes  respecto  á 

la  propagación  de  la  vacona.  Véase   Vacuna* 

JUNTAS  OB  SANIDAD.    RESOLUCIÓN  EJECtTIVA 

DE  29  DE  JULIO  DE  1847  sobve  puntaül  obscf' 

vancia  de  las  disposiciones  sanitarias. 

Secretaria  de  lo  interior.— Sección  tercera  Ca 
rácas  JnUo  29  de  1847.— Resuelto. 
Dígase  á  los  Sres,   Gobernadores  de  las  pro' 

vincias   litorales* 

£1  Gobierno  se  ha  instruido  de  qtie.  en  varios 
puertos  de  la  República  se  descuida  el  cumpli- 
miento de  la  resolución  de  2  de  Setiembre  de  1841 
sobre  patentas  de  sanidad,  de  que  deben  venir 
provistos  loe  buques  que  entren  en  ellos,  que 
hoy  se  encuentra,  ademas,  de  acuerdo  con  lo  dis- 
puesto por  el  artículo^28  de  la  ley  de  30  de  Abril 
del  presente  año  sobre  Consulados:  y  reputando 
muy  graves  estas  faltas  por  los  males  que  pue- 
den traer  al  pais,  ha  dictado  las  medidas  conve- 
nientes parala  averiguación  de  los  hechos  y  cas- 
tigo de  los  que  aparezcan  culpables,  y  ha  resuel- 
to al  mismo  tiempo  se  recomiende  é  los  Sres. 
Gobernadores  de  las  provincias  litorales,  tengan 
el  mayor  celo  y  vigilancia  para  que  sean  estric- 
tamente cumplidas  las  referidas  disposiciones  sa- 
nitarias.— Por  S.  E. — Sanavria. 
JUNTAS  DB  SANIDAD.  Yéasc  Provincia^i  R.  £. 

de  10  de  Noviembre  de  lS40y  y  Médicos  de 

sanidad, 

JUNTAS  DE  SANIDAD,  DB    COLEGIOS    tT    OTRAS. 
RESOLUCIÓN  EJECUTIVA  DE  29  DE  OCTUBRE  DE 

1852  determinando  la  manera  de  compeler  á 
sus  miembros  á  concurrir  á  ellas  en  los  dias 
de9ignaios. 
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tSecretaría  del  lateiior.-^Sécdon  primera.— 
—Caracas  09  de  Octubre  de  1852.— Besaelto - 

Dígase  al  Gobernador  de  Margarita, 

Di  cuenta  al  Poder  Ejecutivo  de  la  nota  de  US. 
fecha  23  de  Julio  último,  número  04,  por  la  cual 
Je  consnita  sobre  los  medios  que  pueda  emplear 
para  hacer  que  los  miembros  de  las  Juntas  de  Ha 
cienda,  del  Colegio,  de  Manumisión,  de  Sanidad, 
áce.  asistan  ft  ellas  en  lus  dias  que  tienen  sefiala- 
dos,  puesto  que  su  falta  de  concurrencia  entorpe- 
ce ó  imposibilita  el  cumplimiento  de  varias  dis 
posiciones  legales  y  ejecutivas,  y  en  cuyo  caso 
se  encuentran  también  las  personas  que  compo- 
nen los  Concejos  Municipales;  y  S.E.  conúde- 
rando  los  graves  perjuicios  que  son  consiguien- 
tes á  tales  omisiones,  las  cuales  dejan  sin  efecto 
diversas  medidas  adoptadas  por  los  legisladores 
y  por  el  mismo  Gobierno,  me  ha  dado  orden  de 
recordar  á  U  S.  el  contenido  de  la  resolución  ex- 
pedida por  el  Ministerio  de  mi  cargo  en  24  de 
Setiembre  de  1844,  que  establece,  por  lo  que  hu« 
ce  á  las  juntas  de  manumisión,  la  nominación  y 
llamamiento  de  suplentes  en  caso  de  faltar  los 
principales  por  algún  motivo,  disponiéndose  lo 
mismo  respecto  de  lo9  miembros  de  las  de  Ca- 
minos por  el  artículo  29  del  decreto  ejecutivo  de 
19  de  Agosto  de  1846; '  mas  en  la  necesidad  de  . 
que  los  ciudadanos  que  componen  estas  y  las  de- 
mas  juntas  anteriormente  expresadas,  así  como 
los  Concejos  Municipales,  concurran  á  llenarlas 
fi^ncioues  que  les  atribuye  la  ley^  y  evitar  fútiles 
excusas  ajenas  del  patriotismo,  celo  6  interés 
que  deben  desplegar  los  venezolanos  en  el  ejer- 
cicio de  cualquier  cargo  público,  resuelve  asimis- 
mo 8.  E.  que  puede  US.  hacer  uso  en  caso  de 
falta  6  negligencia  de  aquellos,  de  los  apremios 
que  seflalalfcl  artículo  28  de  la  ley  de  24  de  Abril 
de  1838  sobre  organización  de  las  provincias,  los 
cuales  son  aplicables  también  por  ios  Jefes  polí- 
ticos, á  quienes  se  hace  extensiva  la  misma  fa- 
cultad por  el  artículo  39  de  la  citada  ley,  advir- 
tiéndole que  toca  al  Ministerio  de  Hacienda  dic- 
tar la  resolución  conveniente  en  cuanto  á  los 
miembros  de  las  juntas  económicas  de  que  hace 
mención  en  primer  lugar  la  presenta  nota.  Al 
comunicar  á  US.  esta  resolución  debo  recordar- 
le la  de  10  de  Mayo  próximo  pasado  expedida  por 
la  Sección  segunda,  porque  comprendiéndose  en 
un  oficio  varias  consultas  sobre  diferentes  ramos 
se  aumenta  el  trabajo  de  este  Despacho,  tenien- 
do que  separarlas  para  que  obren  en  sus  respec- 
tivos expedientes,  y  lo  que  es  mas,  se  confunden 
las  resoluciones  que  deben  correr  separadamen- 
te.— Soydtc. 

Por  S.E.— Herrera. 

JUNTAS   CONSULTIVAS  ó    ECONÓMICAS    9B  HA- 
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GIBNOA.  DECRETO  DE  38  9E  ABRI&  DE  1840  Of- 

ganizándolas.  * 

£1  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  k 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso. 
decretan: 

Art.  19  £n  cada  capital  de  provincia  y  en  la 
Guaira  y  Puerto  Cabello  habrá  una  Junta  econó- 
mica de  hacienda  compuesta  de  la  primera  auto-, 
ridad  civil  del  lugar,  de  dos  miembros  del  Con- 
cejo municipal  y  de  dos  ciudadanos  nombrados 
por  este  anualmente.  £1  tesorero  en  la  capital  de 
la  República  y  el  que  administre  las  rentas  na- 
cionales en  los  demás  lugares,  son  miembros  de 
esta  junta.  (1) 

^  19  Los  concejos  municipales  respectivos  lle- 
narán las  vacantes  que  ocurran,  durante  el  a&o, 
en  los  casos  de  enfermedad  ó  ausencia  de  los 
nr^iembros  de  esta  Junta  que  ellos  nombran. 

^  29  La  Junta  no  podrá  ejercer  sus  atribucio- 
nes sin  la  concurrencia  de  tres  de  sus  miembros 
por  lo  menos. 

^  39  Por  primera  autoridad  civil  se  entiende 
el  Gobernador  en  las  capitales  de  provincia  y 
lus  Jefes  políticos  en  los  cantones. 

Art.  29  Las  funciones  de  esta  Junta  serán: 

I  a  Proponer  al  Gobierno  todas  las  medidas 
que  juzgue  convenientes  para  evitar  el  contra- 
blindo,  y  todas  las  demás  que  interesen  para  la 
mas  fácil  y  exacta  recaudación  de  las  contribu- 
ciones y  rentas  nacionales. 

2^  Averiguar  cuales  son  los  terrenos  y  pro- 
piedades pertenecientes  al  dominio  nacionaf  y 
ponerlo  en  conocimiento  del  Gobierno. 

3^  Oir  proposiciones  sobre  el  arrendamiento 
de  tales  propiedades  y  celebrar  los  contratos 
previa  la  aprobación  del  Gobierno. 

4^  Vigilar  sobre  el  cuido  de  las  «propiedades 
nacionales  y  dar  sobre  ellas  al  Poder  Ejecutivo 
los  informes  que  crean  convenientes. 

5a  Oir  las  proposiciones  que  sé  hagan  para  la 
suministración  de  vestuarios,  provisiones,  arma- 

(1)  Este  artículo  es  literalmente  ei  mismo  que  cl  da  la  ley 
do  S  de  Mayo  de  87  reformada  por  la  presente;  y  con 
respecto  á  él  se  dijo  al  Congreso  en  la  Rlemoria  de  Hi- 
civ^nda  de  88:  ^*  Gompoméndose  eatctfi  juntas  de  seis  miem- 
4>ro8  coa  arreg:lo  al  articulo  1  ^.  ,  el  Uoberuador  de  fiari- 
iias  consulto  el  proceder  .que  debía  observar  cuando  en  las 
.düliberociones  de  aquella  junta  los  votos  de  los  miembros 
resultasen  empatados:  el  Poder  Ejecutivo  resolvió  que 
mientras  el  cuerpo  leg;is}ativo  dictase  lo  con  veniente,  el  ro- 
to del  Gobernador  6  de  la  persona  que  presidiese  la  junta 
debía  decidir  el  empate." 

La  ley  vigente,  pues,  tiene  hoy  el  mismo  vacío  que  la 
d#  37  y  por  tanto  exige  una  reforma  en  el  partlcaíar,  que 
no  puede  ser  otra  que  el  aumento  de  un  miembro  en  la 
junta.  También  pareco  conveniente  se  d¡s|tf>nga,  aun  au- 
mi'Titddo  á  número  imiwir  el  de  los  miembros,  que  en  los 
caAoa  extraordinarios  de  empate  por  la  no  concurrencia  de 
todos  los  miembros,  se  decida,  como  lo  ha  acurdado  el  Eje- 
cutivo, por  el  que  presida  la  junta. 
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mentó,  eqvipo.y  nlufticioii  del  ejército' y  muirui, 
construcción  y  reparación  de  k>f  buques  y  deloi 
edificios  del  Estado  y. para  cualquier  otro  gasto 
que  deba  hacerse  por  contrata,  siempre  que  ex- 
ceda de  doscientos  peads^  pues  hasta  esta  canti- 
dad el  Poder  Ejecutivo  puede  mandar  hacer  el 
gasto  sin  que  Intervenga  el  informe  de  Is  Junta. 

6^  Aprobar  provisionul mente  y  hasta  ladeier- 
nunaeion  del  Pt»der  Ejecutivo  la  designación  del 
soslitiito  que  haga  un  empleado  de  hacienda  de 
fuera  de  la  capital,  cuando  por  enfermedad  repen- 
tina no  pueda  obten^  previamente  la  aproba- 
ción del  Poder  Ejecutivo;  y  hacer  nombramien- 
to igualmente  provisional  cuando  el  sustituto  no ' 
sea  de  su  satisfacción. 

7^  Nombrar  provisionalmente  y  hasta  que  el 
Poder  Ejecutivo  determine  lo  CA)nvenieQtef  la 
persona  que  deba  reemplazar  á  ios  mismos  em- 
pleados en  ios  casos  de  muerte»  suspensión  ó  en- 
fermedad ffrave,  en  que  el  empleado  00  deba  ó 
no  pueda  designar  su  sostitutu. 

Art.  39  En  Jas  provincias  en  que  no  estela 
capital,  las  juntas  económicas  de  hacienda  por 
mayoría  de  votos  acordarán  los  gastos  urgenies 
que  no  admitan  dilación,  pasándose  copia  del 
acta  al  administrador  para  su  cumplimiento,  y 
dándos,e  cuenta  al  Gobierno  con  copia  de  la  mis- 
ma acta  en  que  se  expresen  los  motivos  de  ur- 
gencia, sujetándose»  si  no  se  estimaren  estos  su- 
ficientes, de  mancomún  et  insóJidum  al  reintegro 
de  la  suma  gastada. 

Art.  49  La  Junta  será  presidida  por  la  prime- 
ra autoridad  civil,  y  tendrá  sus  sesiones  una  vez 
á  lo  menos  por  mes,  y  las  mas  que  sean  necesa- 
rias para  el  completo  desempeño  de  las  funcio- 
nes atribuidas   por  ^ta  ley. 

Art  69  Cuando  hayan  de  celebrarse  contra- 
tas relativas  al  ejército  ó  marina,  se  incorpura- 
rán  en  las  juntas  como  segundos  miembros  los 
comandantes  ée  armas  de  las  provincias  ó  de 
apostaderos,  y  donde  no  haya  estos  últimos,  los 
capitaneare  puerto. 

Art.  69  Todas  las  autoridades  CFViles  y  los 
empleados  en  las  rentas  públicas  de  cada  pro- 
vincia, darán  &  la  respectiva  Junta  los  iufonues 
y  noticias  que  les  pida,  en  cuanto  concierna  al 
cumplimiento  de  las  airibüciunes  que  le  da  esta 
ley, 

Art.  79  Siempre  que  haya  necesidad  de  con- 
tratar algunos  objetdd  pata  ef  servicio  póbiicn, 
cuyo  valor  pase  de  doscientos  pesos^  el  JPoder 
Ejecutivo  por  conducto  de  la  secretaría  respec- 
tiva, lo  avisará  al  presidente  de  la  Junta,  expre- 
sando detailadamente  tos  que  sean,  con  las  cob- 
diciones  y  circunstancias  que  se  requieran,  Um- 
táiMiose  por  la  imprenta,  y  donde  no  la  bap, 
por  carteles,  á  fin  de   que  cercioraila  el  pública 
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d6  una  manera  notoria  de  lo  que  se  pide,  se  exci- 
te la  concurrencia  del  mayor  número  de  posto- 
res. 

Art«89  liM  proposiciones  se  dirigirán  por  escriio 
al  presidente  de  la  Junta  por  los  que  quieran  ha- 
cer eslss  negociaciones  dentro  del  término  fija- 
do en  la  invitación  en  pliegos  cerrados  y  sella- 
dos, los  que  se  abrirán  el  üia  sefialado  para  la 
reonion  á  presencia  de  todos  los  mien^bros  por 
el  secretario  del  Gobernador  en  las  capitales  de 
provincist  6  del  Concejo  municipal  en  los  otros 
cantones,  que  lo  serán  también  de  la  Junta  eco- 
nómica de  hacienda;  y  la  que  se  considere  mas 
ventajosa  y  asequible  por  la  mayoría  se  elevará 
al  Gobierno  con  el  informe  conveniente  para  su 
aprobación. 

^  único.  Lo  dispuesto  en  este  artículo  no  im- 
pide que  la  Junta  después  de  haber  leido  las  pro- 
posiciones escritas,  oiga  también  las  que  á  la 
voz  se  le  hagan,  y  que  recomiende  una  de  estas, 
haciéndola  escribir  y  firmar  por  el  que  la  haya 
hecho 

Art.  99  61  de  las  proposiciones  que  se  pre- 
senten ninguna  fuere  admisible  por  conceptuar- 
te todas  gravosas  á  los  intereses  del  fisco,  se 
manifestará  asf  al  Gobierno  por  la  Junta;. y  en 
este  caso  el  Poder  Ejecutivo  por  medio  de  Is  se- 
cretaria del  despacho  que  hubiese  dado  origen 
&]  gasto,  convocará  de  nuevo  á  los  mismos  lici- 
tadores  6  á  otros  diferentes,  para  que  reforma- 
das que  sean  aquellas,  se  acepten  y  aprueben 
las  que  resulten  mas  equitativas.  £ato  mismo  se 
observará  coando  manifiestamente  se  note  que 
la  proposición  escogida  é  informada  por  la  Jun- 
to fuese  onerosa  á  la  Nación* 

^  único.  En  el  caso  de  que  el  Poder  Ejecutivo 
deseche  una  propuesta  informada  favorablemen- 
te por  la  Junta  consultiva  dd  hacienda  de  cual- 
quiera provincia  por  considerarla  onerosa  ó  la  Na- 
ción, manift'stará  ella  Junta  los  términos  y  con- 
diciones con  que  puede  ser  admisible;  y  si  no 
hubiese  quien  Ion  aceptase,  podrá  proceder  á 
hacer  e)  gasto  que  haya  caicuiado  al  devolver  á 
Ja  Junta  la  propuesta,  cpn  tal  que  nunca  exce- 
da de  aquel  que  se  habría  erogado  en  virtud 
de  las  proposirtones  mas  ventajosas  á  la  Nación. 

Art.  10.  En  los  casos  extraordinart<»s  de  guer- 
ra Ó  de  conmoción  interior,  en  que  la  urgencia 
fuere  tal  que  no  diese  lu^ar  á  que  se  llenen  los 
lequisitos  prevenidos  en  esta  ley,  el  Poder  Eje- 
cutivo  y  los  gobernadores  de  las  provincias,  po- 
drán celebrar  contratas  y  acordar  los  gastos  ne- 
cts»rios,  cualquiera  que  sea  su  monto,  sujetán- 
dose estos  últimos  á  dar  cuenta  al  Gobierno,  y 
el  Poder  Ejecutivo  ul  Congreso  en  su  próxima 
reunión* 

Art.  11.  Los  acuerdos  de  esta  Juma  se  cxten- 
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derán  en  un  libro  que  se  conservará  en    el  ar- 
chivo del  presidente  de  ella. 

Art.  V2.  Se  deroga  la  ley  de  8  de  Mayo  de 
1837. 

Dada  en  Caracas  á  ^  de  Abril  de  1840,  año 
119  de  hi  ley  )r30  de  la  independencia.— El  pre- 
sidente del  Senado,  Francisco  Araiida. — El  pre- 
sidente de  la  Cámara  de  Representante:*,  Juan 
iV.  Chaves. — Cl  secretario  del  ¡Senado,  José  Án- 
gel Freiré* — El  secretario  de  la  Cámara  de  Ke- 
presentantes,  Rafael  Acevedo. 

Caracas  28  de  Abril  de  1840,  afio  1 10  de  la 
ley  y  30  de  la  independencia. — Ejecútese.^  Jo^é 
Antonio  Pocz.— Por  S.  £•— El  secretario  de  ha- 
cienda, Guillermo  ISmith{2). 

JUNTAS  CONSULTIVAS  ó     ECONÓMICAS     DE  HA- 
CIENDA. RESOLUCIÓN  EJECUTIVA  DE   19  DE  SB- 

TiEMERB  DE  1839  declarando  que  en  ausen- 
cia del  Gobernador  deben  ser  presididas 
por  los  Jefes  políticos, 

Bepública  de  Venezuela.— Secretaria  dü  Es- 
tado en  el  Despacho  de  HacieQda.-~Carácaa 
Setiembre  19  de  1839, 10®  y  29®. 

Al  Sr.  Gobernador  de  la  provincia  de 

Señor: 

El  Poder  Ejecutivo   ha   tenido  á   bien   dictar 


(2)  La  Junta  de  Barqaisimeto  en  su  ioforme  de  1846 
ezpoKo: 
'*  Duclaró  8  E.  el  Poder  Ejecutivo  por  resolución  de 

23  de  Abril  de  1830  que  los  dos  vecinos  que  nombran  los 
Concejos  municipales  para  miembros  de  las  juntas  econó- 
mieas  de  Hacienda,  no  estaban  comprendidos  en  la  excvp- 
eion  de  que  habla  el  articulo  71  capitulo  6  <^  de  la  ley  de 

24  de  Abril  de  1838 que  organiza  el  régimen  de  las  provin- 
cias, por  no  re^iutarse  cargo  concejil,  pero  los  sujetó  por  la 
misma  resolución  á  no  poder  dejar  de  admitir  el  destino 
sino  por  un  impedimento  real  Icgalmente  comprobado  an- 
te el  Concejo  municipal  respectivo,  como  el  cuerpo  com- 
petente para  decidir.  Empero  se  nota  en  esta  disiKwicion 
una  inconsecuencia  6  irregularidad  que  dLdente  y  no  guar- 
da armonía  entre  ella  y  el  mandato  del  art.  71  de  la  cita- 
da ley. 

Demasiado  oneroso  es  para  los  niiombros  de  la  Junta 
el  ocujiarse  con  A-ecoencia  en  sus  funciones,  que  se  hau 
multiplicado.  No  es  justo  que  después  que  han  prestado 
un  servicio  que  les  ha  sujetado  á  deberes  y  respousabili- 
dades  sin  remuneración  alguna,  queden  expeditos  para 
los  reelegidos  ó  nombrados  inmediatamente  para  un  car- 
go concejil.  Convendría  que  loa  miembros  que  la  com- 
ponen gozasen  la  mtermision  que  tienen  los  empleados 
concejiles  para  no  ser  reelegidos,  ni  menos  ocup^^rlos  se- 
guidamente para  destinos  que  no  envuelvan  reiuuuera- 
cion. 

Por  el  régimen  actual  se  ven  privados  contra  la  c^>ns- 
titucioii  de  bUS  propiedades  que  consisten  en  el  ejercicio 
de  sus  industrias,  y  se  les  irroga  una  violencia  iac^u^Kirta- 
ble.  Por  tan  poderosas  razones  creemos  de  necesidad  que 
el  supremo  Gobierno  ó  el  Cuerpo  legislativo,  cuusiderenlas 
indicacioiies  apuntadas  curao  fluyentes  á  las  personas  que 
prestan  sus  servicios  cu  la  Junta  económica  de  Hacienda, 
declarando  en  consecuencia  concejil  la  ocupación  do  es^ 
tos  miembros,  y  la  intermisión  que  la  ley  concede  pura 
uo  ser  ocupados  en  otros  destinos  d($  ifflal  naturale%a«" 
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hoy  la  sigolente  tefoluciott* 

**  Ausente  en  la  tisita  de  au  provlneia  el  Go- 
bernador de  Goayana,  ocurrid  un  gatto  de  ur« 
gencia,  como  fué  el  despacho  de  dos  buques  de 
guerra  y  en  efecto  se  niandó  hacer,  presuponien* 
do  el  acuerdo  de  la  junta  económica  de  hacien- 
da, la  cual  no  podía  reunirse  en  ausencia  de  di- 
cho magistrado*  según  este  lo  ha  creido  y  ma- 
nifestado pidiendo  por  lo  tanto  una  resolución 
que  sirva  de  regla  en  lo  sucesiro. 

**  £1  Gobierno  no  conceptuando  arreglado  el 
temperamento  que  se  tomó  en  Quayana,  ha  te- 
nido á  bien  declarar:  que  en  casos  semejantes, 
la  junta  económica  debe  reunirse  presidida  por 
la  primera  autoridad  civil  que  es  el  jefe  políti- 
co, y  quien  sostituye  al  Gobernador  en  sus  fal* 
tas,  conforme  lo  han  determinado  respectiva- 
mente las  leyes  de  8  de  Mayo  de  1837  y  34  de 
Abril  de  1838,  orgánicas  de  las  juntas  económi- 
cas, y  de  provincias,  pues  que  de  lo  contrario, 
y  prolongándose  demasiado  la  ausencia  ó  falta 
del  Gobernador,  se  ocasionarían  retardos  y  en- 
torpecimientos perniciosos  al  servicio  público. 

Lo  comunico  &  US.  para  su  inteligencia,  go- 
bierno y  cumplimiento. — Soy  de  US.  atento  ser- 
vidor.— G.  Smith. 

JUNTAS  CONSULTIVAS  ó  BCONÓMIPAS  BX  HA- 
CIENDA. Punciones  que  les  corresponden  so- 
bre administradores  sostitutos  de  correos.  Véa- 
se Correos  L.  O.  art.  20  y  21.^Id  de  la  de 
Caracas  sobre  la  amortización  y  pago  de  inte- 
reses. Véase  Deuda  públicainteriori  L.de  15 
de  Abril  de  1840,  art  6  y  7  y  D.  E.  R.-^Id  sobre 
destrucción  de  saladares.  Véase  SalinasR.E  de 
6.de  Octubre  de  1852. — Id.  sobre  venta  de 
las  propiedades  del  Estado.  Véase  Propiedü' 
des  del  Estado. — Id  Sobre  juicios  míliures. 
Véase  Tribunales  militares  art.  18. — Id  so- 
bre papel  sellado.  Véase  Papel  sellado,  D.E. 
R.,  art  4« — Id  sobre  nombramiento  de  ad- 
ministradores de  rentas  internas.  Véa^e  Ren* 
tas  internas  art.  9. 

JUNTAS  CONSULTIVAS  ó  SCONOMÍCAS  PE  HA* 
CIENDA.    RESOLUCIÓN    EJECUTIVA  DE    22    DE 

Julio  de  1837  sobre  quien  debe  decidir 
cuando  en  sus  deliberaciones  resulte  empa' 
tada  la  votación^ 

República  de  Venezuela.— Secretaria  de  £. 
en  el  D.  de  Hacienda.— Caracas  ^  de  Julio  de 
1887, 8  y  27. 
Señor: 

S.  E.  el  Vicepresidente  de  la  República  en- 
cargado del  Poder  Ejecutivo,  ba  tenido  á  bien 
resolver :  que  cuando  en  las  deliberaciones  de 
las  juntas  económicas  de  hacienda  resulten  en- 
patados  los  votos  de  los  miembros  que  las  com- 
ponen, decídsela  cuestión  el  voto  del  Goberna- 
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dor,  6  del  que  presida* 

Lo  cual  difo  á  US«  para  ra  gobierno  y  con* 
plimiento,  y  lo  comunique  á  los  jefes  peliti* 

COS. 

Soy  de  US.  atento  servidor. 

(Firmado)  G.  Smitíh 
Al Sr.  Gobernador  déla  provincia  de 

JUNTAS  CONSULTIVAS  6  SOpNÓJflCAS  BE  HA- 
CIENDA. Gastos  que  deben  econoraisar,  Véa- 
se Gastos pubiicoSf  RE  de  10  de  Setiembre 
de  1847^ 

JUNTAS  CONSULTIVAS  6  EOONÓVICAi    DI    HA< 

CIENDA.  Véase  Tierras  baldías.  B.  £•  de 
17  de  Marco  de  1851. 

JUNTAS  CONSULTIVAS  6  BOONÓJflCAS  DE  HA- 
CIENDA.    RESOLUCIÓN     EJECUTIVA    DE  21    DI 

AGOSTO  DE  1839  declarando  que  el  adminis- 
trador de  Pampatar  es  el  que  debe  concurrir 
á  la  de  la  provincia  de  Margarita  por  partt 
de  la  hacienda  nacional{^). 

Caracas  21  de  Agosto  de  1889. 
Habiendo  manifestado  en  16  de  Marzo  último 
el  Sr«  Gobernador  de  la  provincia  de  Margarita, 
que  le  ocurría  la  duda  de  si  en  atención  á  serelad- 
ministrador  de  Pampaur  el  que  maneja  en  el  can- 
tón, capital  los  intereses  de  la  nación,  era  el  que 
debía  concurrir  A  la  junta  económica  de  hacien- 
da, como  previene  el  art.  19  de  la  ley  de  8  de 
Mayo  de  1837,  ó  el  receptor  de  papel  sellado  k- 
sidente  en  la  capital  de  la  provincia,  se  le  con- 
testó por  este  despacho  en  16  del  corneóte  lo 
que  sigue : 

««  £1  administrador  de  Pampatar  es  el  que  de- 
be concurrir  por  parte  de  la  hacienda  nacional  á 
las  juntas  económicas  que  se  celebran  en  eta  a- 
piul,  por  ser  el  que  administra  rentas  naciona- 
les en  el  cantón.  " 

**  Airf  lo  ha  declarado  S.  JB.  el  Presidente 
con  acuerdo  del  Consejo  en  vista  del  Oficio  de 
US.  de  16  de  Marzo  ntimero  4  que  coateaia." 
-r-G.  Smith. 

JUNTAS  CONSULTIVAS  ó  ECORÓMICAS  DE  HA- 
CIENDA. RESOLUCIÓN  BJEOVTIVA  DE  7  DB  OC- 
TUBRE DB  1854.  previniendo  á  sus  presiden- 
tes cuiden  de  la  regularidad  de  sus  actos  en 
los  gastos  que  acuerden- 

Secretaría  de  Hacienda. — Secdoii  qnifiU.- 
-Carácas  Octubre  7  de  1854.— Resuelto. 

Dígase  en  circular  álos  Gobernadores  de  pro- 
vinciOf  como  Presidentes  de  las  Juntas  EcO' 
námicas  de  Hacienda. 


(*)  Debe  observarse :  1  *^  qoe  al  receptor  de  papel  ae- 
llado  ha  soetltnido  hoy  el  administrador  de  rentas  interna 
d  cuyo  car^  está  este  ramo ;  y  2  ^  que  aunque  la  ky  tfe 
8  de  Mayo  de  1887  que  regia  al  darse  la  Resolución  bali- 
do reformada  por  la  de  28  de  Abril  de  1840  vigente,  nadi 
ha  dispuestoesta  efi  contrario  y  por  tanto  se  halla  snb- 
slste&te. 
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Nota  el  Gobierno,  que  algunas  Juntas  Econó- 
micaa  de  Hacienda^  al  hacer  uno  de  la  fbcaltad 
que  iieneirpor  el  Decreto  legislativo  de  28  de 
Abril  de  1837  que  las  organiza,  acuerdan  con 
frecuencia  multitud  de  gastos,  sin  calificar  de- 
tenidamente au  verdadera  urgencia,  ni  eonside- 
raiP  la  sitoadon  del  Tesoro  publico,  omitiendo 
por  otra  parte  las  formalidades  precisas  para  su 
aprobación  al  dar  cuenta  de  elk«  al  Poder  Eje- 
cutivo, pues  Qo  remiten  á  veces  las  copias  de  las 
actas,  ni  los  debidos  presupuestos,  en  cuya  vista 
debe  expedir  el  Ministerio  de  Hacienda  la  reso- 
lución aprobatoria;  y  lof  cuales  han  de  pasar  á 
la  Tesorería  general,  ai  comunicarse  la  orden 
de  pago,  y  quedar  reposando  en  esta  oficina  pa- 
ra constituir  el  comprobante  deljrasto.  En  esta 
virtud,  S.E  el  Presidente  de  la  República,  me 
ha  ordenado  que  llame  seriamente  la  atención 
de  US,  sobre  este  particular,  para  que,  como 
Presidente  de  la  corporación  á  que  me  refiero, 
ponga  en  consideración  de  ella  la  necesidad  de 
que  sea  muy  cuerda  y  mesurada  al  acordar  di- 
chos gastos:  y  para  que  no  solicite  su  aproba- 
ción, sino  llenando  el  requisito  de  remitir  la  co- 
pia del  acta  respectiva  y  el  presupuesto  preciso 
y  determinado  de  la  erogación  que  deba  hacerse, 
con  arreglo  á  la  disposición  del  decreto  citado. 

Durante  las  circunstancias  políticas  que  des^ 
graciadamente  acaba  de  atravesar  el  pais,  la  ne- 
cesidad ha  exigido  muchos  de  los  gastos  acorda- 
dos por  las  Juntas  Económicas  de  Hacienda;  y 
ha  sido  también  hasta  cierto  punto  disculpable 
que  en  medio  de  la  festinación  con  que  se  han 
tomado  estas  medidas  se  pretermitiesen  fórmu- 
las indispensables;  pero  restablecido  completa- 
mente el  6rden  constitucional,  debiendo  conti- 
nuar todos  los  ramos  de  la  Administración  su 
marcha  regular  y  normal,  y  exigiendo  sobre  to^ 
do  las  circunstancias  en  que  se  halla  la  Nación, 
la  mayor  regularidad  y  economía  en  sus  gastos, 
ni  deben  acordarse  sino  los  que  sean  verdadera- 
mente precisos  para  el  servicio  público,  ni  aun 
estos  mismos  deben  determinarse  sino  mediante 
todas  las  formalidades  debidas. 

También  deben  las  referidas  Juntas  al  dar 
cuenta  de  dichos  gastos  al  Ministerio  de  Hacien- 
da, hacerlo  por  separado  respecto  de  cada  uno, 
no  siendo  de  ninguna  manera  regular,  que  en 
una  misma  participación  y  en  un  mismo  presu- 
puesto se  incluyan  diferentes  gastos. 

Soy  &a.— Por  8.  E^r^Cebaltos. 

JUNTAS  C0NST7LTIVAS  Ó  ECONÓMICAS  DB  HA- 
CIENDA. RESOLUCIÓN  EJECUTIVA  DB  7  DB  OC- 
TUBRE DE  1854,  previniendo  ala  de  Guaya- 
nano  acuerde  otros  gastos  que  los  ^erdqde* 
ramente  urgentes  para  el  servicio  público^ 

*  Becretaria  de  Hacienda. --SeocioB  quinta.- 

— Caracas  Octubre  7  de  1854  — Besaelto. 


JUR 


Dígase  al  Sr.  Gobernador  de  la  provincia  de 
Guüffana* 

Sabe  el  Gobierno  que  la  Junta  Económica  de 
Hacienda  de  esa  provincia,  acuerda  con  frecuen- 
cia multitud  de  gastos  sin  ser  verdaderamente 
urgentes»  y  sin  considerar  la  situación  en  que  se 
encuentra  el  Tesoro  publico.  En  esta  virtud 
tengo  órdea  de  S.C.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica para  prevenir  &  dicho  cuerpo  por  el  drffa- 
no  de  US.,  que  no  acuerde  otros  gastos  que  Tos 
de  verdadera  urgencia  para  el  servicio  publico; 
bien  entendido  que  habiendo  cesado  las  circuns- 
tancias de  la  guerra,  no  deben  acordarse  otras 
erogaciones  que  las  que  exige  la  marcha  normal 
de  la  administración. 

Soy  dLa. 

Por  S.  E.—Ceballos. 

JUNTAS  CONSULTIVAS  ó  ECONÓmCAS  DB  HA- 
CIENDA. Sus  funciones  sobre  milicia  nacional. 
Véase  Milicia  nacional  D.  E.  R.  ^  ^  iO  y 29 
del  art  47. 

JUNTAS  DE  N.oTABLBs.  Vésse  Elecciones,  L« 
la,  art.  40.  L.  4*,  ar  t.  16,  L.  8a,  y  R  R.  E  E. 
dé  29  de  Abril  de  1846,  y  22  de  Octubre  de 
1851. 

JUNTAS  UVE  PRESIDEN    LAS    ASAMBLEAS  1>AR- 

RoauíALEs.  Véase  Elecciones,  L.  Sa. 

JUNTAS  DE  ALISTAMIENTO  VóasB  Afüícia  na« 
cional  ^  único  del  art  49*  (  id  del  14,  y  art. 
15  y  16  D.  E.  R.  y  R.  E.  de  9  de  Noviem- 
bre de  1836. 

JUNTAS  DE  ALISTAMIENTO.  Quíéu  sostitulrá 
ellas  .á  los    alcaldes  municipales^  Véase 


en 


de 


Milicia  nacional^  R.  E.  de  16  de  Enero 
1839.    , 
JUNTAS  DE  CAMINOS.  Véase  Caminos,  art  16 
de  la  ley,  y  D.  £.  de  1?  de  Agosto  de  184a 

JUNTAS    DE  ABOLICIÓN    DB    LA     ESCLAVITUD. 

Su  organización  y  funciones.  Véase  Libertad 
de  esclavos,  art.  6  y  su  ^  8, 9, 10,  1 1,  y  12,  de 
la  ley,  y  D.  E.  R.  Sección  la  ^§  lo  y  gOart. 
67,  68,  y  74, — Deberes  especiales  de  sus  pre- 
sidentes.— Véase  s¿,  D.  E.  R.  art  21  y  su  §, 
24  y  su  ^,  ^  único  del«30,  32,  39,  48  y  ^  del 
51. 

JUNTAS    DE    ABOLICIÓN   DB    LA    ESCLAVITUD. 

Varias  cosas  que  les  conciernen  para  el  ejer- 
cicio de  sus  funciones.  Véase  Libertad  de  es* 
clavos  R.  R.  E.  £.  que  sifl[uen  el  D.  E.  R. 

JURADOS.  \k^w  Poder  jvAicial  art.  consti- 
tucionales 142  y  148. 

JURAMENTO  de  empleados  nacionales,  tí- 
tulo XXVII  DE  LA  constitución. 

Art.  220.  Ningún  empleado  podrá  entrar  en 
el  ejercicio  de  sus  funciones  sin  prestar  antes^  el 
juramento  de  sostener  y  defender  la  constitu* 
don,  y  de  cumplir  fiel  y  exactamente  los  debe* 
res  de  so  empleo. 
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Art.  221.  El  presidente  y  Tieepresidente  de 
la  república  prestarán  este  juramento  á  presencia 
del  Congri^o  en  manos  del  presidente  del  sena- 
do. Los  presidentes  de  las  cámaras  del  Congre* 
80  y  de  la  suprema  corte  de  justicia  lo  prestarán 
en  nresencia  de  sus  respectivas  corporaciones  ; 
y  los  individuos  de  estas  lo  harán  sucesivamente 
en  manos  de  su  presidente. 

Art.  222.  Los    consejeros  y  secretarios   del 
despacho,  los  ministros  de  las  cortes  superiores 
de  justicia,  los  gobernadores   de  provincia,   los 
genernles  de  ejército  y  marina,  y  demás  autori- 
dmles  principales,  civiles  y  eclesiásticas,  jurarán 
ante  el  presidente  de  la  república,  ó  ante  la  per- 
sona á  quien  él  cometa  esta  función. 
JURAMENTO  de  los  empleados  de  hacien- 
da.   RESOLl'CION    EJECUTIVA  DE  2H  DE     OCTU- 
BRE DB  1836  de  dar  art  do  ante  quien   deberán 
prestarlo. 

República  do  Vencznel a. —Secretaría  de  Es- 
lado  en  el  Despacho  de  Hacienda.— Caracas  Oc- 
tubre 20  de  188G,  7  <^  de  la  ley  y  26  de  la  ind«- 
pindeucia. 
C(»nfo»'me  al  artículo  222  de  la  constitución  se 
d<  clara  que  los  empleados  principales  en  el  ra- 
nx)  de  Hanenda,  esto  es,  los  que  dependen  in- 
media t«nnie lite  del  Poder  Ejecutivo,  como  los 
contadores  del  Tribunal  de  cuentas,  el  tesorero 
y  contador  generales,  los  administradores  prin- 
cipales de  aduana  y  de  provincia  ólc,  deben 
p.esiar  el  juramento  constitucional  ante  el  Po- 
der Ejeruiivo,  ó  ante  la  persona  ó  autoridad  que 
él  roniisione:  que  lo?  empleados  no  principales, 
ó  qwe  no  dependen  inmediatamente  del  Gobier- 
no, lo  presten  ante  el  Gobernador  de  la  provin- 
ria  ruwndo  hayan  de  ejercer  sos  funciones  en  el 
canlun  capital  de  ella,  y  ruando  hayan  de  ejer- 
t-erlas  en  otro,  lo  presten  ante  el  Jefe  político 
ie.->pectivü.  á  no  ser  que  encontrándose  el  em- 
pleado en  la  capital  de  la  provincia  al  recibir  el 
nombramiento,  el  Gobernador  quiera  exigírselo: 
que  los  empladoA  de  la  Secretaría  de  Hacienda 
\o  presten  ante  el  Secretario:  que  los  subalter- 
nos que  ascienden  de  urTa  plaza  á  otra  dentro 
de  l.i  misma  ofírina,  si  por  su  ascenso  no  con- 
traen nuevas  obligaciones  ni  responsabilidad,  no 
pre:ílen  nuevo  juraníer^o,  pues  debe  entenderse 
b'fbaistente  el  que  hirieron  al  entrar  en  el  desem- 
peñ(»  del  primer  destino. 

Comuniqúese  á  todas  las  oficinas  de' Hacien- 
da y  a  los  Gobernadores  de  provincia,  y  publí- 
qubse  en  la  gaceta. 

Por  SE-  Galleaos. 

JÜUAMENTO  DE    EMPLEADOS    PROVINCIALES. 

Véase  Provincias,  art.    114  y  lio. 
JURAMENTO  de  arzobispos  t  obispos.  Véa« 
se  Patronato  eclesiástico  art.  16  y  Bulas. 
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JURAMENTO  de  PAftRocoe  .dvorkto  bjbcü- 

TIVO  DB  COLOMBIA  DB  20    DB     DICIBMBRB  DE 

1821  disponiendo  ante  quien  deben  prestar- 
lo. 


--- - • (1) 

Art.  59  El  ordinario  electo  recibirá  el  misrao 
juramento  á  los  párrocos  en  el  acto  de  darles  la 
colación  canónica;  y  si  estos  la  recibieren  por 
apoderado,  lo  prestarán  ante  el  cura  roas  inme- 
diato al  beneficio  qne  van  á  recibir.  Es  de  cargo 
de  esté  remitir  el   correspondiente  certificado. 

Art.  69  A  los  párrocos  destinados  interina- 
mente al  servicio  de  algún  beneficio  les  exigirá 
el  expresado  juramento  el  ordinario  eclesiástico 
6  la  persona  que  quiera  comisionar. 

El  Secretario  de  Estado  del  despacho  de  ha- 
cienda queda  encargado  de  su  cumplimiento. 

Dado  en  el  palacio  de  gobierno  en  la  ciodad 
de  Bogotá  á  20  de  Diciembre  de  1821:  1 1?  de  la 
independencia. —  francisco  de  P*   Santander* 

El  secretario  del  interior,   José  Manuel  Res- 
trepo. 
JURAMENTO  de  los  qde  obtengan  carta 

DE  NATURALEZA.  Véaso   ExtrünjeroSf   L.  de 

27  de  Mayo  de  1844,  art.  10. 
JURAMENTO  de  los  no  católicos  para  ob- 
tener ORADOS  ACADÉMICOS.   Yéaso    GTcdos 

académicos,  R.E.  de  25  de  Jolio  de  1842. 
JURAMENTO  en  juicio    Su    fuerza.   Véase 

Pruebas  y  ftu  término,  art.  48. 
JURAMENTO   decisivo   del   pleito.    Véase 

Segunda  instancia  art.  59 
JURAMENTO  de   los   militares,    decreto 

ejecutivo  DE  COLOMBIA     DE     1 1   DE     SETIEM- 
BRE (2)  0E  1823  Determinando  el  que  han  de 
prestar. 
Francisco  de  P.   Santander  Vicepresidente  de 
la  República  encargado  del  Poder  Ejecutivo.  Óf 
Para  que  la  disposición   del  artículo  185  de  la 
constitución  sea  observada  fiel  y  puntualmente  en 
lo  respectivo  al  ejército  y   armada   de  la  Repú- 
blica, decreto  lo  siguiente. 

- (3) 

Art.  39  En  conformidad  de  lo  dispuesto  en  el 
título  99  del  tratado  39  de  las  ordenanzas  gene- 
rales se  exigini  el  juramento  de  fidelidad  á  las 
banderas  en  cada  revista  de  comisario  á  los  re- 
clutas que  de  un  mes  á  otro  llegaren  al  cuerpo, 
bajo  la  siguiente  fórmula.  ¿  Juráis  á  Dios  seguir 


ri)  Los  domas  artículos  no  están  vigentes. 
(2)  En  U  página  287  del  cuerpo  de  Pecretos  Ejecuti- 
vos de  Colombia  se  halla  este  con  la  fecha  que  le  berorts 
pi^esto;  pero  en  la  179  del  mismo  cuerpo  se  halla  con  la  de 
11  de  Octubre.  Creemos  sin  embargóla  primera  fai  ver- 
dadera, puvs  sa  repetición  tuvo  sin  duda  por  objeto  rec- 
tificar el  error  cometido  en  la  primera  publlcaciou.  * 
(3)Los  dos  primeros  artículos  lian  caducado. 
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constantemente  las  banderas  de  ]a  República, 
defenderlas  hasta  perder  vuestra  vida,  sostener 
y  defender  la  constitocion,  y  no  abandonar  al 
que  esté  mandando  en  acción  de  guerra,  ó  dispo- 
sición para  ella  ?  Lo  demás  se  hará  según  lo  pre- 
viene la  ordenanza* 

Art.  49  Cuando  no  hubiere  comodidad,  6  lu- 
gar de  pasar  la  revista  dicha,  el  juramento  se 
exigirAen  cualquiera  dia  del  mes  que  disponga 
el  comandante  general  del  cuerpo  si  este  estu- 
viere fuera  de  la  capital  del  departamento,  y  al 
recibir  este  decreto  serán  obligados  ft  jurar  cuan- 
tos individuos  de  la  tropa  no  lo  hubieren  hecho 
antes. 

Ari  &9  ^^  cuerpos  reglados  de  milicias  pres- 
tarán igual  juramento,  aunque  sea  pur  compa- 
fiías  si  ellas  pertenecieren  á  diferentes  pueblos 
con  el  fin  de  ahorrar  gastos  al  erario,  y  perjui- 
cios &  los  milicianos. 

Art.  69  Los  cuerpos  que  aun  no  tuvieren  ban- 
dera podrán  servirse  de  las  de  los  otros,  y  si  no 
tuvieren  capellán  ocurrirán  al  prelado  eclesiás- 
tico, ó  vicario  de  distrito  á  que  nombre  un  ecle- 
siástico de  notorio  patriotismo  que  asista  al  acto. 

Art  79  Los  comandantes  generales  recogerán 
las  certificaciones  correspondientes  que  com- 
prueben el  cumplimiento  de  este  decreto  de  cu- 
ya exacta  observancia  son  responsables. 

Art.  69  £1  secretario  de  estado  en  los  despa- 
chos de  marina  y  guerra  queda  encargado  de  la 
éjecocion  de  este  decrete. 

Dado,  firmado  por  mi  mano,  y  refrendado  por 
el  secretario  de  marina  y  guerra  en  el  palacio 
del  gobierno  en  Bogotá  á  11  de  setiembre  de 
182^139  Francisco  de  Paula  Santander-For 
S.  E.  el  vicepresidente  de  la  República  encar- 
gado del  poder  ejecutivo-EI  secretario  de  estado 
en  el  despacho  de  marina  y  guerra,  Pedro  Brice- 
ño  Méndez. 

JUIUSDICCION     DE  LOS  ARZOBISPOS    V     OBIS- 
POS. DECRETO   EJECUTIVO  DE  14  DE  JoLIO    DE 

1827  sobre  su  ejercicio  mientras  los  nom- 
brados reciban  las  bulas  de  institución, 
Francisco  de  Paula  Santander  general  de 
división  de  los  ejércitos  de  Colombia,  vicepre- 
sidente de  la  República  encargado  del  poder 
ejecutivo  etc   etc.  etc. 

Teniendo  el  gobierno  comunicaciones  oficia- 
les del  honorable  Ignacio  Tejada  enviado  extra- 
ordinario y  ministro  plenipotenciaro  de  Colom- 
bia cerca  de  la  silla  apostólica,  por  las  cuales 
consta  que  el  cardenal  decano  ministro  secreta- 
rio de  su  santidad  lo  habla  prometido  oficialmen- 
te que  las  iglesias  metropolitanas  de  Bogotá  y 
Caracas  y  ]a6  de  Santa  Marta  y  Cuenca,  serian 
provistas  de  titulares  ó  propietarios,  y  que  in«- 
loediatamente  serian  preconizados  para  arzobis- 
^      TOMO  n» 
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poBÚf  Bogotá  y  Caráeas  los  doctores  Fernando 
Caicedo  y  Ramón  Ignacio  Méndez,  y  para  obis- 
pos de  SÜmta  Marta  y  Cuenca  los  doctores  José 
María  Estoves,  y  Caliste,  Miranda,  presentados 
á  su  santidad  conforme  á  las  ordenes  del  gobier- 
no antes  de  sancionarse  la  ley  de  patronato,  y 
considerando  I9  qne  dichos  prelados  presenta* 
dos  por  el  gobierno  de  la  República  habrán  sido 
instituidos  ó  lo  serán  inmediatamente  pjr  el  su- 
mo pontífice  :  29  que  el  artículo  19  de  la  ley  de 
patronato  dispone  que  los  presentados  para  cual* 
quiera  iglesia  puedan  entrar  en  el  ejercicio  de  su 
jurisdicción,  luego  que  presten  el  juramento  pre- 
venido en  el  artículo  16:39  en  fin,  que  esta  dis- 
posición es  conforme  á  los  cánones,  y  á  la  prac* 
tica  que  observa  el  gobierno  espafiol,  la  que  de- 
be continuar  según  lo  dispone  el  artículo  19  de 
la  citada  ley  de  patronato,  he  venido  en  decretar 
lo  que  sigue. 

Art.  19  3e  dirigirá  el  correspondiente  despa- 
cho de  ruego  y  encargo  á  los  aa bildos  de  las  i- 
glesias  metropolitanas  de  Bogotá  3'  Caráeas,  y  á 
I  los  de  las  catedrales  de  Santa  Marta  y  Cuenca, 
para  que  si  los  prelados  nombrados  quisieren  to- 
mar á  su  cargo  el  gobierno' de  sus  diócesis,  les 
reciban  y  dejen  administrarlas,  dándoles  poder 
en  los  términos  acostumbrados  y  previos  los  re- 
quisitos canónicos,  para  que  mientras  llegan  las 
bulas  de  su  institución  puedan  hacer  y  practicar 
todo  lo  que  los  cabildos  podrían  ejecutar  en  se- 
de vacante. 

Art.  29  £1  secretario  del  despacho  del  inte- 
rior queda  encargado  de  la  ejecución  de  este  de- 
creto. 

Dado  en  el  palacio  de  gobierno.,  en  Bogotá  á 
14  de  julio  de  lH27-17-^anmco  de  P  San» 
tander, —  El  secrelaiio  de  estado  del  despacho 
del  interior  Jo5é  Manuel  Restrepo. 

JURlSOICCiON  DE  LOS  EMPLEADOS  DE  HA- 
CIENDA. \ éaae  Empleados  deHacienda,R  .E. 
de  30  de  Abril  de  1840. 

JURISDICCIÓN  DE  L9S  CÓNSULES  EXTRANJE- 
ROS. Véase  Cónsules  extranjeros.  R.  E.  de  17 
de  Enero  de  1835. 

JCSTÍCIA.  Se  administrará  en  nombre  déla 
república  y  por  autoridad  de  la.ley  .Véase  Dis- 
posictones  comunes  á   todos  los  juicios. 

JUSTIFICA  CIONES  anticipadas  Véase  Prue- 
bas y  su  término,  art.  16. 

JUSTIFICACIONES  ad  perpetuam  y  otras 

diligencias  sin  oposición.  LET  V.  TIT.  VIII 
DEL  CÓDIGO  DE  PROCEDIMIENTO  JUDICIAL  DE 
19  DE  MAYO  DE     1836. 

Art*  19  <  ualqnier  juez  de  primera  instancia, 
alcalde  parroquial  6  juez  de  paz  es  competente 
para  instruir  aquellas  justificaciones  y  diligen* 
cias  dirigidas  á  la  comprobación  de  algún  heche, 
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ó  de  algaa  derecho  propio  del  interesado  ep  ellas; 
y  el  procedimiento  se  reduce  á  acordar  en  la 
misma  audiencia  en  que  se  promuevan  lo  nece- 
sario para  practicarlas.  Concluidas  se  entregarán 
al  postulante  sin   decreto   alguno. 

Art.  29  Si  se  pidiere  que  tales  justificaciones 
ó  diligencias  se  declaren  bastantes  para  asegu- 
rar la  posesión  ó  derecho,  mientras  no  haya  opo- 
sición de  otro,  el  juez  decretará  antes  de  entre- 
garla al  postulante  ó  dentro  de  tercero  dia,  si  es 
U  solicitud  se  ha  deducido  después,  lo  que  juz- 
gare conforme  á  la  ley,  shlvando  siempre  el  de- 
recho de  tercero. 

Art.  39  Los  mismos  jueces  son  competentes 
para  recibir  las  informaciones  de  nudo  hecho 
que  se  promovieren  con  el  objeto  de  acusar  á 
cualquier  funcionario  público,  civil,  eclesiástico 
6  militar;  y  procederán  á  instruirlas  en  la  mis- 
ma audiencia  en  que  se  soliciten,  presentando  el 
interesado  los  testigos  que  deban  declarar  ó  los 
documentos  á  que  se  refiera.  Si  no  pudiefe  pre- 
sentarlos en  aquel-acto,  la  información  no  sede- 
morará  sino  el  tiempo  que  el  interesado  necesi- 
te, auxiliado  por  el  tribunal,  para  hacer  compa- 
recer los  lesiigos  ó  producir  los  documentos. 
JUSTIFICACIONES  DB  baldíos.  Deben  ha- 
cerse ante  liis  tribunales  de  justicia.  Véase 
■     Tierras   baldías,  U.   E.  de   í¿  de    Setiembre 

de   IH5t. 
JUSTIPRECIO  DE  BALDÍOS.  Validez  del  que  se 
haga  por  peritos    de    inteligencia   y   conocida 
probidad.  Véase  Tierras  baldías^  R.  E.  de  16 
de  Mayo  de  1851. 
JUZGADOS  DE  PAZ.  Véase   Jueces  de  paz. 
JUZGADOS  DE  PROVINCIA.   Véase   Jueces   de 

provincia, 
JUZGADOS  MILITARES.  Véase  Tribunales  mi- 
litares y  Consejos  de  guerra. 


LEG 


i^^.*>»/>/>rfS^«^^^^^^v>/>/^'s*w^^^***%^i«í'^^i^*s^x%** 


LADRONES.  Véase  Hurtos. 

LAGRAVE  (Jodé)   Véastj  Yocore. 

LANA.  Se  tiene  por  tal  el  pelo  de  conejo  para 
los  efectos  ele  ia  ley  de  arancel  de  importa- 
ción. Véase  Arancel  de  importación.  (Apén- 
dice  al  primer  Tomo)  R  E  de  1(5  de  Agosto 
de  1853. 

LA.NCHAS    DE  HIERRO  PARA    LA     NAVEOACIOTT 

DE  LAGOS,  6  Ríos.  -Exencíon  de  derechos  á  su 
introducción  en  la  república.  Véase  Arancel 
de  importación^  D.  de  22  de  Febrero  de 
1651. 
LAPSOS  JUDICIALES.  Véase  Disposiciones  co- 
munes á  todas  los  juicios,  art.  4,  6  y  6. 


LAPSOS   JUDICIALES.  Véase  Término  proba- 

torio. 

LAZARETOS.  Véase  Elefanciacos. 
LEGACIONES.  Véase  Ministros  públicos. 
LEGALIZACIÓN  de   documentos   para   bl 

EXTRANJERO.  Véase    documentos,    R.  £.  de 

4  de  Octubre  de   1845. 
LEGALIZACIÓN  de  poderes  otorgados^ en 

país    extranjero.  Véase   Poderes   A,  C.  S. 

de  31  de  Octubre  de  1837. 

LEGUA   LEGAL,    decreto  del  LIBERTADOR  DE 

9  DE  DICIEMBRE  DE  1828.  sobrc    medida  de 

los  caminos  y  fijación  de  sus  leguas. 
Simón  Bolívar   Libertador    presidente    de  la 
República  de    Colombia  ópc.  ófC.  óf^c. 

Siendo  de  mucha  importancia  que  en  todas 
sus  partes  se  lleve  á  efecto  la  disposición  de  la 
ley  de  12  de  Octubre  de  1821,  que  prevínola 
medida  de  \o%  caminos  públicos  de  Colooibia,  y 
que  se  pusieran  postes  ó  señales,  que  indicaran 
la  distancia  de  un  lugar  á  otro,  con  dictamen 
del  consejo  de  ministros,  decreto  : 

Art.  IV  Los  gobernadores  de  las  provincias, 
harán  medir  los  principales  caminos  de  las  de  su 
mando,  inmediatamente  que  las  medidas  lleguen 
á  los  límites  do    su  provincia. 

Art.  29  Las  medidas  principiarán  sin  tardan- 
za alguna  y  en  todas  direcciones  de  la  capital  de 
la  República,  de  la  que  se  contarán  las  distan- 
cias en  leguas  á  los  diferentes  lugares,  sin  perjui- 
cio de  que  en  los  archivos  de  cada  provincia 
consten  las  leguas  que  haya  entre  las  parroquias 
situadas  en  los   caminos   principales. 

^  úi]ico.  Los  gastos  que  impendan  ios  comi- 
sionados para  la  medida,  se  harán  de  los  fondos 
públicos,  cuando  no  haya  propios. 

Art  39  Habiendo  medidas  varias  distancias  en 
leguas  de  6.(166  varas  y  una  tercia,  se  usará  de 
esta  medida  en  todos  los  caminos. 

Art.  49  En  cada  legua  por  lo  menos  se  lijará 
una  piedra  labrada  que  tenga  vara  y  media  de 
elevación  sobre  el  nivel  del  terreno»  y  una  ter- 
cia de  ancho,  y  donde  no  haya  piedras  se  pon- 
drá un  madero   fuerte. 

^  19  Cada  parroquia  será  obligada  á  poner 
las  piedras  ó  maderos  que  correspondan  á  su 
territorio  dentro  de  un  breve  término  que  fijará 
el  Gobernador,  y  los  gastos  «e  harán  por  los  ve- 
cinos y  habitantes  ue  ella;  como  también  los  que 
se  impendan  en  su  conservación,,  de  la  que  de- 
ben cuidar  los  respectivos  jueces  bajo  su  respon- 
sabílidad. 

^  29  En  los  largos  despoblados  se  Riarcarán 
las  leguas  por  lo  menos  de  cuatro  en  cuatro,  has- 
ta llegar  á  una  legua  de  la  primera  parroquia, 
y  de  allí  se  continuará  de  legua  en  legua. 

Art.  59  £1  número   d^  leguas  se  marcará  so- 
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bre  cada  piedra  6  poate  de  este  modo,  **  á  Bogo- 
tá tantas  leguas"  haciéndose  á  costa  de  los  pro- 
pios de  los  cantones,  y  por  su  falta  lo  costearán 
los  vecinos  de  cada  parroquia,  y  los  jueces  res- 
pectivos serán  responsables  de  cualquiera  falta 
ú  omisión,   bajo  la  multa  de  50  pesos 

Art.  69  €ada  uno  de  los  Gobernadores  debe* 
rá  avisar  al  de  la  provincia  inmediata  el  número 
de  leguas  á  la  capital  de  la  República  que  haya 
medidas  hasta  los  límites  de  la  suya,  para  que 
inmediatamente  continúe  la  medida  de  los  cami- 
nos principales  de  su  provincia,  y  así  hasta  que 
llegue  á  las  extri^midades  de   Colombia. 

^  único.  Donde  convenga  los  Gobernadores 
harán  marcar  también  las  leguas  á  la  capital  ó 
lugar  principal  de  la  provincia   6  departamento. 

Arf.  79  Un  itinerario  de  las  medidas  de  cada 
provincia*  se  remitirá  luego  que  se  concluya,  al 
ministerio  del  interior  por  el  prefecto  respecti- 
vo, y  también  se  archivará  en  las  oficinas  pú- 
blicas de  la  misma  provincia. 

£1  ministro  secretario  de  Estado  en  el  Depar- 
tamento del  interior  queda  encargado  de  la  eje- 
cución de  este  decreto. 

Dado  en  la  villa  de  la  Mesa  á  9  de  Diciem- 
bre de  1828,  lb9 — Simón  Bolívar, — El  minis- 
tro secretario  de  Estado  en  el  Departamento  de 
lo  Interior,  José  Manuel  Restrepo. 

LEGUA  LEGAL.    RESOLUCIÓN     EJECUTIVA     DE  5 

DE  FEBRERO  DE    1842  declarando   vigente  el 
decreto  anterior. 

SecretarCa  de  lo  interior. — Sección  tercera.- 
—Febrero  5  de  1842.— Resuelto. 

Dígase  al  Gobernador  de  Carahobo. 

Presentada  al  despacho   del    Poder  Ejecutivo 
la  consulta  que   dirigió    á  US.  el    administrador  j 
principal  de  rentas   municipales  de  esa   provin- 
cia sobre  si  para  el  pag'o  de   viático  de  I09  sena-  ; 
dores,   representantes  y    diputados   provinciales 
debe   sujetarse  á  las  medidas   que  comprende  la 
tabla  sinóptica  publicada  por  el  Coronel  Codazzi,  I 
S  E.  se  ha  servido  dictarla  resolución  siguiente.  ' 
Aunque  por  el   artículo   20  de  la   ley   de    II  de 
Octubre  de  1821  sobre  pesas  y   medidas,  se  dis- 
puso, que  la  legua  colombiana  constase  de  6000  I 
varas,  por  el   articuló  39   del   decreto   de  O  de 
Diciembre  de  1828  expedido   por  el    Presidente  \ 
de  Colombia   revestido  de   facultades  extraordi-  i 
narias,  se  previno  que  en   todos  los  caminos  se 
usase  de  la  medida   de  6.666  }  varas  para   la  le- 
gua. Esta  es  la   medida  usada   por   el   Coronel 
Codazzi  en  Sus   trabajos   corográñcos:    á  ella  se 
ha  arreglado  la  Diputación  de  esta  provincia  en 
su  ordenanza  de  20  de   Noviembre  de  1840  para 
sefialar  el  viático  de  los  senadores,  representan- 
tes y  diputados  provinciales;  y  á  ella  declara  el 
€robierno  que  deben  arreglarse   todos  los  fun- 


LEG 


cionaríofl  públicos  en  los  negoeios  qoe   oearraii. 
—Por  ^.E,— Quintero 

LEGUA  LEGAL.    RESOLUCIÓN  EJECUTIVA  DX  19 

DE  ABRIL  DB  1842  ratificando  la  anterior. 

República  de  Venezuela.— Secretaria  de  Es- 
tado en  los  Despachos  de  lo  loterior  y  Justicia. 
Sección  tercera.— Caracas  1  ^,  de  Abril  do  1842, 
afio  18  de  la  ley  y  32  de  la  independencia.^ 
Número  181. 
Sr.  Secretario  de  la  Honorable  Cámara  de  Re- 
presentantes. 

Señor:  Adjunta  encontrará  U8.  copia  de  una 
comunicación  del  Sr.  Secretario  de  hacienda, 
trascribiendo  otra  de  la  aduana  de  Cumanát  re- 
lativa á  las  dificultades  que  opusieron  los  sefio- 
res  Senadores  y  Representantes  de  aquella  pro- 
vincia, y  la  de  Margarita  al  percibir  el  vl&tico 
que  trató  de  satisfacerles,  arreglándose  á  los  iti- 
nerarios del  Coronel  Codazzi. 

Presentada  la  referida  nota  al  despacho  del 
Poder  Ejecutivo,  S  E.  ha  reconsiderado  la  re- 
solución dictada  en  5  de  Febrero  últinM),  decla- 
rando que  la  legua  legal  de  Venezuela  es  de 
6.666  f  varas,  con  arreglo  al  decreto  de  9  de  Di<« 
ciembre  de  1828,  expedido  por  el  Presidente  de 
Colombia,  en  ejercicio  de  facultades  extraordi- 
narias; y  el  nuevo  examen  de  la  materia,  le  ha 
persuadido  mas  de  la  justicia,  legalidad  y  con- 
veniencia de  la  resolución.  Ella  está  arreglada  á 
un  decreto  que  tiene  en  Venezuela  el  carácter  de 
legislativo;  de  su  observancia  resultará  que  el 
sistema  de  medidas  sea  uniforme;  que  haya  una 
base  fija  á  que  arreglarse  los  funcionarios  pú- 
blicos, y  que  sean  de  utilidad  para  la  Hepública 
los  trabajos  del  coronel  Codazzi  hechos  en  vir- 
tud de  autorización  oficial  y  á  expensas  déla 
Nación. 

La  continnacion  del  anterior  sistema  de  medi- 
das, dejaria  subsistentes  las  graves  dificultades 
con  que  á  cada  paso  tropiezan  los  encargados  de 
la  administración  pública,  pues  que  no  existien- 
do itinerarios  de  Venezuela  que  arreglen  la  le- 
gua á  las  5.000  vara»  que  por  costumbre  se  le 
calculaba^,  resultaria  que  todo  cómputo  era  ima- 
ginario, ó  solo  aproximativo.  El  decreto  citado 
del  Presidente  de  Colombia,  no  hizo  otra  cosa 
que  restablecer  las  leyes  españolas.  La  legua 
declarada  iegal  por  Real  orden  de  1810,  es  de 
20.000  pies,  y  esta  era  la.  medida  que  regia  6  de- 
bia  regir  en  los  dominios  de  España,  tanto  en 
ios  tribunales  para  sus  decisiones,  como  en  los 
caminos,  terrenos,  ólc.  y  esta  es  la  legua  de  20 
al  grado  adoptada  por  todas  las  naciones  como 
medida  marítima. 

Mas  al  considerar  el  Gobierno  la  justicia  y  con- 
veniencia de  la  resolución  de  que  se  trata,  no 
puede  menos  que  advertir  que  sus  efectos  dismi- 
nuyen la  indemnización,  que   por  viático,   está 
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iefta}ad«>  á  lo»  iniembros  de  1m  CámtrMí  en  una 
cuarta  parte;  ¡^  es  coa  el  objeto  de  remover  este 
iBConveniente  que  ho  recibido  orden  de  dirigir  á 
Ü  S.  la^^  presente  nota.  S  £.  juzga  que  puede  ali- 
mentarse la  Indemnización,  aeftalada  por  viático, 
á  los  Honorables  Senadores  y  Representantes, 
y  que  debe  continuar  en  rigorosa  obéeryancia  la 
resolución  de  5  de   Febrero, 

Recomienda,  por  tanto,   esta  indicaeSon   á  la 
Honorable  Cámara,  y  yo  espero  que  U  S.se  sir- 
va elevarla  á  su   conocimiento.— Soy   de   U  S. 
atento  servidor.  A  Qiáintero, 
LEGUA  DB  TiBRRA  baldía.  Varas  de  que  cons- 
ta. Véase  Tierras  baldías  R.  £.  de  13  de  Ma- 
yo de  1851. 
LESIÓN.  No  podrá  reclamarse  después  delec- 
to del  remate.   Véase  Libertad  de  contratos^ 
•art.  6. 
LETRADOS  para  las  cortes.  Véase  Ternas. 
LETRAS  apostólicas.  Véase  Patronato  ecle- 
siástico, 

LETRAS  DE  CUARTEL,  LICBKCIA     INDEFINIDA 
Y  RETIRO.  LEY  DE  1 1   DB     MAYO    1>B  1841,  90- 

hre  ellas, — gue  reforma  la  de  19  de  Abril 
de  1836  p\  149  del  cuerpo  comprensivo  de 
las  de  ese  año,  y  195,  n<^  212  del  cuerpo  de 
1851. 

El  Senado.y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en   Congreso 

DECRETAN. 

Art.  19  Los  generales,  jefes  y  oficiales  del 
ejército  de  Venezuela  que  hayan  obtenido  letras 
de  cuartel,  de  licencia  temporal  indefinida  ó  de 
retiro  conforme  á  la  ley  de  25  de  Setiembre  de 
J830  y  á  la  de  12  de  Febrero  de  183<$,  continua- 
rán disfrutando  de  los  goces  sefialados  en  sus 
respectivas  letras. 

Art.  29  También  continuarán  disfrutando  del 
goce  de  terrera  parte  de  sueldo,  los  generales, 
jefes  y  oficiales  del  ejército  que  habien()o  hecho 
Ja  campaña  dt;  la  independencia  desde  1818  has- 
ta 1821  tomaron  las  armas  en  defensa  de  las  ins- 
tituciones en  el  afio  de  18%,  y  hayan  obtenido 
letras  de  cuartel,  retiro  ó  licencia  indefinida  con- 
forme al  artículo  10  de  la  ley  de  19  de  Abril  de 
1836 

Art.  3  :^  Se  rehabilitan  para  el  goce  de  pen- 
üioDti9  militares  los  generales,  jefes  y  oficia- 
les  i\e\  ejército  que  conservando  sus  grados  mi- 
litares, perdieron  el  goce  de  sus  letras  de  cuar- 
tel, licencia  temporal  indefinida,  retiro,  ó  inváli- 
dos por  virtud  *de  los  parágrafos  [O  y  2^  del 
artículo  9^  de  la  citada  ley  de  19  de*  Abril  de 
1836        ' 
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Art  40  Loa  generales^  jefes  y  oficiales  natu- 
rales  de  Venezuela  que  prueben  con  su  hoja  dt 
servicio  haber  servido  en  la  campafiadela  inde- 
pendencia desde  1818  hasta  1821,  y  estado  en 
actual  servicio  en  el  aflo  de  1830,  y  que  hallán- 
dose en  Venezuela  para  el  I9  de  Enero  de  1840 
manifiesten  con  pruebas  fehacientes  que  han  te- 
nido impedimento  insuperable  para  volverá  Ve- 
nezuela antea  del  3  de  Abril  de  1834,  recibirán 
BUS  letras  de  cuartel,  retiro  ó  licencia  indefinida 
con  el  goce  de  la  tercera  parte.  (•) 

Art.  59  Los  comisarios,  cirujanos,  médicos 
y  capellanea  de  ejército  naturales  de  Venezuela 
que  hubiesen  obtenido  letras  de  retiro  coo  goce 
de  sueldo  por  el  Gobierno  de  Colombia,  recibi- 
rán letras  con  goce  de  tercera  parte  siempre  que 
la  pensión  que  les  hubiere  sido  sefialada  no  fue- 
se menor  que  dicha  tercera  parte,  y  comproba- 
ren haber  residido  en  el  territorio  de  la  Repíi- 
blica  antes  del  \o  de  Enero  de  1840. 

Art.  69  Los  jefes  y  oficiales  que  han  empe- 
zado á  servir  después  de  1823,  6  entraren  al  ser- 
vicio en  adelante,  luego  que  cumplan  veinte  a- 
fios  de  servicio  attivo,  tendrán  derecho  al  goce 
de  letras  de  cuartel,  licencia  indefinida  6  retiro 
con  tercera  parte  de  sueldo. 

§  único.  Para  el  cómputo  del  tiempo  necesa- 
rio para  obtener  este  derecho  al  goce  de  tercera 
parte  de  sueldo,  se  consideran  como  dobles  los 
años  de  servicio  en  campaña. 

Art.  79  Todo  general,  jefe  ú  oficial  con  le- 
tras de  cuartel,  de  licencia  indefinida  ó  de  reti- 
ro, se  considerará  en  servicio  activo  desde  el 
momento  en  que  sea  llamado  al  servicio,  y  si  re- 
husare marchar  á  donde  fuere  destinado  por  el 
Poder  Ejecutivo,  sin  causas  muy  justificadas  á 
juicio  del  mismo  Poder  Ejecutivo,  será  sometido 
á  consejo  de  guerra,  y  lesul lando  culpable  per- 
derá el  goce  de  la  tercera  parte  ó  de  la  pensión 
si  la  tuviere ;  y  ademas  incurrirá  en  la  responsa- 
bilidad en  que  resulte  comprendido  por  la  natura- 
leza de  su  omisión.  Incurren  en  la  misma  pena, 
previos  los  mismos  requisitos,  los  que  en  caso 
de  peligro  se  negaren  á  concurrir  al  ilaraamienlo 
del  gobernador  de  la  provincia  en  donde  se  en- 
cuentren y  rehusaren  presta*  el  servicio  á  que  se 
les  destine. 

Art.  S9  Los  generales,  jefes  y  oficiales  que 
gozando  de  tercera  pune  de  sueldo  6  de  pensión 
desempeñen  uu  Jesii-io  civil,  tendrán  el  sueldo 
íntegro  de  este  desiirio  y  «u  tercera  parte  ó  pen- 
sión militar,  siempre  que  el  sueldo  del  empleo 
civil  no  pHse  le  riento  veinte  y  cinco  pesos 
mensuales,  pues  pasando  de  esta  suma  no  po- 
drán f>ercibir  sinc»  el  sueldo  mayor. 

(*)  Efltetirticalo  esta  explicado  por  la  R.  B.  de  1  ®  de 
Setiembre  de  1848  que  sigut*. 
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Art.  90  Se  deroga  la  lev  de  19  de  Abril  da 
1836.       ' 

Dada  es  Caráeas  á  5  de  Mayo  de  1841,  aQo 
129  de  la  ley  y  31  de  la  independeDcia.— El 
presidente  del  Senado,  José  Vargas, — £1  pre- 
sidente de  la  Cámara  de  Kepreseatantes,  Fer- 
nando Olavarria. — El  secretario  del  Senado,  Jo- 
sé  Ángel  Freire.^^E\  secretario  de  la  Cámara 
de  Representantes,  Rafael  Acevedo. 

Caracas  Mayo  11  de  1841,  129  de  la  ley  y 
319  de  la  independencia. — Ejecútese. — José  A* 
Faez, — Por  S.  £. — £1  presidente  de  la  Repú- 
blica.— El  secretario  de  guerra  y  marina»  Carlos 
Soublette.  « 

LETRAS    DB  CÜARTBL,  LICENCIA    INDEFINIDA 
.T  RETIRO.     RESOLUCIÓN  EJECUTIVA    DE  19  DE 

SETIEMBRE  DE  I S4S  fijando  la  inteligencia 
que  debe  darse  al  arU  49  de  la  ley  anterior^ 
y  derogando  todas  las  disposiciones  ejecuti- 
vas que  sean  contrarias. 

Secretaría  de  Guerra.— Sección  1*.— Ca- 
racas, Setiembre  1  <?  de  1848. 

Análisis  comparativo  de  las  leyes  de  25  de  Setiernbre  de 
1880,  19  de  Abnl  de  1836,  {anUnts  en  la  parte  conducente)^ 
II  de  Mayo  de  1841  sobre  letras  de  cuartel^  licencia  temporal 
indefinida  y  retiro. 

Las  dos  primeras  so  diferencian  en  que  la  de  86  supri- 
mió las  disposicioDes  de  los  articules  11  al  14  de  la  de  SO, 
y  soBtituyó  las  de  los  artículos  9  y  11  de  ella,  con  el  fin  de 
conservar  el  goce  de  san  respectivas  letras  á  los  que  las 
hubiesen  obtenido  conforme  á  la  dicha  ley  de  1880,  y  pri- 
-^  Tar  de  él  á  los  que  hubiesen  prestado  servicios  á  la  racciou 
de  las  reformas,  aunque  por  los  decretos  de  indulto  se  les 
hubiesen  garantizado  sus  grados  excepto  aquellos  que  des- 
pués (le  la  revolución  se  incorporaron  al  ejército  constitu- 
cional; también  ()iu;(laron  privados  de  dicha  tercera  parte 
los  que  llamadoii  al  servicio  desjmes  del  ocho  dé  Julio  de 
1^6  rehusaron  pnstarlo  sin  justa  causa^  y  los  que  dejaron 
de  presentarse  á  la  autori<]ad  pública  habiéndose  dado  el 
toque  de  alarma  en  el  pueblo  de  su  vecindario. — Por  la 
misma  ley  de  80  (art  10)  se  mandó  expedir  letras  con  el 
goce  de  t«>rcera  T'^rte  a  los  que  habiendo  hecho  Ja  campa- 
lía  de  18lb  u  1821  fueron  retirados  del  servicio  sin  dicho 
goce  por  la  <le  30,  y  que  llamados  por  el  Gobierno,  toma- 
ron las  armas  en  defensa  de  las  instituciones  en  el  año  de 
1885;  y  fínalniente  la  misma  de  86  (art.  11)  estableció  la 
disposicron  que  no  con  te  nía  ia  de  80,  de  que  todo  el  que 
rehusare  inarf.har  adoiidv<  fu  ese  destinado  por  el  P.  &, 
sin  causas  nniy  ju.'^tiflcadas  ajuicio  de  este  mismo,  no  dis- 
frutarla {luru  lo  sucesivo  de  la  tercera  parte  ó  de  la  pen- 
sión, sin  ({ue  quediwse  por  ettto  exento  de  la  responsabili- 
dad en  ({uc  iTMiituse  c(<iu]>reii<iido  ;>or  la  naturaleza  de  su 
omisión;  como  ii^iíaluiciite  lo.s  que  en  caso  de  peligro  se 
negasen  ú  concurrir  al  Ilauíamiento  del  Gobernador  de  la 
provincia. 

liS-s  de  36  y  41  se  diferencian  o  sí  :  La  de  41  (art.  8) 
rehabilitó  pava  el  goce  de  las  pensiones  militares,  á  los 
quecoñs"!  vando  mis  ^udos.  pet  dieron  el  g^oce  de  sus  le- 
tras de  cuartel,  licencia  temporal  indefinida,  retiro,  ó  in- 
v&lid09  por  virtutl  do  hxs^^l  ®  y  2®  del  art.  9®  de  la  de 
86.-- La  misma  de  41  (art  4^  )  concede  el  goee  de  letras 
k  los  militaren  de  (jue  él  habla,  y  el  cual  no  les  concedía 
la  de  86.— Y  finalmente  añadió  las  disposiciones  délos 
artículos  5  ^   C  ^.  y  8  ®.  quu  no  contenía  la  de  86 . 
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Resuelto*^1Í9L  sido  práctica  constante  desda 
la  pubiicacioo  de  la  ley  de  11  de  Mayo  de  1841 
sobre  letras  de  cuartel,  Hceocia  indefinida  y  re- 
tiro, exigir  á  los  militares  que  optasen  al  goce 
de  ia  tercera  parte  del  sueldo  respectivo,  con- 
forme al  artículo  49  de  dicha  ley,  la  comproba- 
ción de  sos  servicios  en  la  guerra  de  independen- 
cia sin  interrupción  alguna  desde  1818  hasta 
1821,  no  estimándose  bastante  para  justificar  el 
derecho  á  aquel  goce,  en  ningún  caso,  la  pre- 
sentación de  pruebas  que  acreditaran  haber  ser- 
vido dos  6  tres  años  dentro  de  este  período.  Un 
proceder  igual  ha  observado  hasta  ahora  el  Go- 
bierno en  el  cumplimiento  del  artículo  29  de  la 
ley  de  27  de  Marzo  de  1844,  que  declara  el  go- 
ce de  tercera  parte  de  sueldo  á  los  jefes  y  oficia, 
les  que  sirvieron  en  la  guerra  de  independencia 
desde  1816  hasta  1821  ;  mas  habiéndose  pene- 
trado el  Poder  Ejecutivo,  después  de  un  examen 
detenido,  de  que  esta  prAotica  cede  en  perjuicio 
de  muchos  jefes  y  oficiales  del  ejército  liberta- 
dor, que  no  habiendo  prestado  sus  constantes 
servicios  en  campafia  de  todo  el  tiempo  trascur- 
rido desde  1816  hasta  1821,  acrediten  sin  em- 
bargo haber  servido  con  ventaja  en  cualquiera 
de  los  aAos  que  duró  aquella  cruda  guerra  dentro 
del  lapso  fijado  en  la  ley  ;  y  convencido  por  otra 
parte  de  que  la  inteligencia  qae  se  ha  dado  á  es- 
ta en  punto  tan  esencial,  envuelve  manifiesta  in- 
justicia desde  el  instante  en  que  se  considere 
que  según  ella,  no  podrá  obtener  el  goce  de  ter- 
cera parte,  un  jefe  á  oficial  que  compruebe  ha- 
ber servido  desde  Febrero  de  1817  hasta  No- 
viembre de  1821,  al  paso  que  los  conceptos  y  el 
espíritu  de  la  ley  se  prestan  á  una  inteligencia 
contraria,  mas  compatible  con  la  equidad  y  mas 
favorecedora  de  los  antiguos  servidores  de  la  pa- 
tria, quienes  instan  por  una  medida  que  les  haga 
partícipes  de  las  recompensas  nacionales,*  pues- 
to que  el  Congreso  nada  resolvió  en  la  consulta 
que  le  hizo  el  Secretario  de  Guerra  en  la  memo- 
ria de  este  año,  página  11. 

RESUELVE : 

lO  Los  generales,  jefes  y  ofiriales  del   ejérci- 
to libertador  que  comprueben   con    documentos 
I  fehacientes  haber  servido  en  la  guerra   de   inde- 
pendencia en  cualquiera  de  Jos  anos  rram*urridos 
I  desde  1816  hasta  1821,  tendrán  dcreclio  al  goce 
I  de  la  tercera  parte  del  sueldo  rcspeeúvu,   siem- 
j  pre  que  justifiquen  los  demás  requisaos  legales. 
I      29  Quedan    derogadas     desde,  hierro     todas 
I  las  disposiciones  en  contrario   que  haya  dictado 
el  Poder  Ejecutivo. 

^  39  Dése  cuenta  al   Congreso   en   corrobora- 
j  cion  de  dicha  consulta  y  publíque&e  en  la  Gace- 
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la  de  Venezuela. 

Por  S.  E — Mejia. 

LETRAS    DE  CUARTEL,  LICENCIA    INDEFINIDA 
Y    RETIRO.  RESOLUCIÓN    EJECUTIVA  DE    13   DE 

MAYO  DE  1841  re  ff  lamentan  do  la  ley  anterior* 
Caracas  Mayo  18  de  1841. 

Resuelto. — En  ejecución  de  la  ley  de  11  de 
Mayo  del  corriente  afío  se  dispone. 

l^  El  Secretario  de  guerra  y  marina  instrui- 
rá á*  la  tesorería  de  los  generales,  jefes  y  oficia- 
les á  quienes  rehabilita  el  artículo  3^  de  esta 
ley,  los  cuales  disfrutarán  déla  tercera  parteó 
pensión  que  les  estaba  asignada  por  sus  letras 
desde  esta  fecha. 

29  los  generales,  jefes  y  oficiales  que  no  fue- 
refi  comprendidos  en  la  orden  que  la  Secretaría 
de  guerra  comunique  á  la  tesorería  general  y  j 
que  se  crean  con  derecho  k  la  rehabilitación,  lo 
representarán  al  Poder  Ejecutivo  por  el  ministe- 
rio de  la  guerra  con  documentos  necesarios  que 
comprueben  su  derecho. 

39  Los  generales,  jefes  y  oficiales  que  confor- 
me al  art/culo  49  se  crean  con  derecho  al  goce 
de  tercera  parte  harán  sus  instancias  al  Gobier- 
no por  el  ministerio  res¡)eclivo,  acompañando  la 
hoja  de  sus  servicios  y  demás  documentos  com- 
probatorias de  las  circunstancias  exigidas  en  el 
mismo  artículo  49 

•  49  Los  comisarios,  cirujanos  médicos  y  cape- 
llanes naturales  de  Venezuela  ■  que.  se  juzguen 
comprendidos  en  el  artículo  59  de  la  menciona- 
da ley,  lo  representarán  al  Gobierno  acompañan- 
do original  ó  en  copia  legalizada  las  letras  expe- 
didas por  el  Gobierno  de  Colombia  por  las  que 
sé  les  haya  señalado  alguna  pensión. 

09  ^l^v  ó  en  cualquier  tiempo  en  que  los  je- 
fes y  oficiales  comprendidos  en  el  artículo  69  de 
la  misrna  ley  opten  ü  optaren  al  goce  de  pensión 
militarlo  representarán  alGobierno  acompañando 
preci-íamente  la  hoja  de  sus  servicios  para  com- 
probar con  ella  los  veinte  años  de  servicio  mili- 
tar activo  contados  desde  1^  de  Enero  de 
18^4. 

69  Trascríbase  á  la  tesorería  general  el  ar- 
tículo 89  de  esta  ley,  para  que  en  su  cumpli- 
miento, pague  á  los  jefes  y  oficiales  que  ejerzan 
empleos  civiles,  las  pensiones  que  les  estén  asig- 
nadas por  sus  respectivas  letras,  siempre  que  el 
sueldo  civil  no  exceda  de  125  pesos. 

79  Publíquese  en  la  Gaceta  oficial  y  circúlese 
á  quienes  corresponda. —  Por   S.  E. — Sovblette. 

LETRAS  DE  CUARTEL,  LICENCIA      INDEFINIDA 
Y  KBTIBO.  DECRETO  DE     18    DE    FEBRERO    DE 

1843  fijando  término  á  su  concesión. 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso. 
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CONSIDERANDO 

Que  á  los  individuos  que  hayan  tenido  dere- 
cho al  goce  de  tercera  parte,  con  arreglo  á  las 
leyes  de  25  de  Setiembre  de  1830,  12  de  Febre- 
ro  de  1833, 3  de  Abríl  de  1834,  19  de  Abríl  de 
1836,  y  11  de  Mayo  de  1841,  se  les  ha  concedido 
tiempo  mas  que  suficiente  para  introducir  sos  so- 
licitudes, y  debiendo  fijarse,  de  consiguiente,  un 
término  á  aquella  gracia,  porque  conviene  cono- 
cer el  máximun  de  los  gastos  públicos,  y  con  ra- 
mos abiertos  indefinidamente  no  puede  obtener- 
se tal  conocimiento. 

.« 

DECRETAN. 

Art.  único.  Se  fija  por  término  perentorio  y 
fatal,  para  la  concesión  de  letras  de  cuartel  y 
licencia  indefinida  con  tercera  parte,  respecto  de 
los  individuos  á  que  se  refieren  los  artículos  2^ 
á59  de  la  ley  de  11  de  Mayo  de  1841,  el  dia3Ó 
de  Setiembre  del  corriente  año. 

Dado  en  Caracas  á  10  de  Febrero  de  1843, 
año  149  de  la  ley  y  339  ^^  la  independencia  — 
El  presidente  del  Senado,  José  Vargas.^E 
presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Manuel  Felipe  de  Tovar, — El  secretario  del  Se- 
nado, José  Ángel  Freiré. — El  secretario  de  la 
Cámara  de  Representantes  J.  A.  Pérez, 

Caracas  Febrero  1«  de  1843,  140  y  330.- 
Ejecúlese.— Cár/o5  Soublette. — Por'  S.  E.-^El 
secretario  de  Guerra  y  Marina,  Rafael  Urdane- 
ta. 

LETRAS     DB    CUARTEL     LICENCIA  INDEFINIDA 
Y  RETIRO.    DECRETO    EJECUTIVO  DE    23    DE  A- 

oosTo  DE  1851  reglamentando  el  modo  y  tér- 
minos en  qve  debe  pasarse  la  revista  de  co- 
misario de  los  militares  de  la  lista  inactiva 
—  deroga  todas  las  disposiciones  anteriores 
sobre  la  materia- 

José  G.  Monágas  General  de  División,  Pte- 
sidente  de  la  República,  ^a.  óf^a,  óf. 

Atendiendo  á  que  es  de  necesidad  uniformnr 
el  modo  de  pasar  revista  de  comisario  los  mili- 
tares de  lu  lista  inactiva,  y  evitar  las.  frecuentes 
ocurrencias  de  estos  por  la  habilitación  de  algu- 
na lista  de  meses  atrasados: 

DECRETO : 

Art.  19  Todos  los  militares  de  la  lista  inacti- 
va pasarán  revista  de  comisario  del  primero  al 
ocho  de  cada  mes  ante  el  empleado  de  hacienda 
de  su  domicilio,  ó  ante  cualquiera  de  los  jaeces 
de  su  parroquia,  donde  no  hubiere  aquel  emplea- 
do, quien  pondrá  al  pié  de  la  lista  la  nota  de:*' 
Presentado,  '*  y  su  firma. 
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Art.  29  Con  esta  lista  ocurrirán  los  interesa- 
dos á  la  oficina  de  pago  en  fin  de  cada  mes  para 
que  les  sea  satisfecha  ;  ó  dentro  de  cuarenta  y 
cinco  dias  á  mas  tardar,  si  por  alguna  circuns- 
tancia no  hubieren  podido  hacerlo  en  oportuni- 
dad. El  empleado  de  hacienda  satisfará  el  valor 
de  la  lista  ó  pondrá  en  ella  la  nota  de  no  haber  si- 
do satisfecha  por  falta  de  fondos,  a<^editando  la 
cantidad  en  el  ramo  correspondiente. 

Art  39  Los  militares  expresados  que  sin  per- 
miso del  Gobierno  se  ausentaren  del  territorio 
de  la  República,  pierden  el  derecho  á  la  pensión 
que  les  está  señalada  ;  mas  los  que  lo  ejecutasen 
con  el  correspondiente  permiso,  percibirán  por 
medio  de  apoderados  su  asignación,  acreditando 
su  supervivencia. 

Art.  49  La  Tesorería  General  y  demás  ofici- 
nas de  pago  pasarán  raensualraente  al  Despacho 
de  Guerra  y  Marina  una  relación  de  los  miiiia- 
res  que  cobran  en  ellas  sus  pensiones,  dando  avi- 
so también  de  los  que  mueran,  con  expresión  de 
la  fecha  de  su  fallecimiento  y  remisión  de  la  cé- 
dula-ó  título,  si  fuese  posible. 

Art.  59  Los  empleados  que  autorizasen  lista 
de  revista  sin  estar  presentes  los  individuos  cu- 
yos nombres,  expresen,  ó  los  que  tengan  fecha 
de  meses  atrasados  ó  venideros,  son  responsa- 
bles de  Jos  perjuicios  que  ocasionen  al  Erario. 

Art.  69  Las  asignaciones  que  se  acuerden  á 
los  militares  referidos  serán  satisfechas  desde  la 
fecha  del  título  ó  cédula  que  presentaren. 

Art.  79  Se  derogan  todas  las  disposiciones 
del  Poder  Ejecutivo  relativas  al  objeto  del  pre- 
sente decreto,  del  cual  los  empleados  de  hacien- 
da enterarán  á  los  interesados  para  su  puntual 
cumplimiento. 

Dado  :  firmado  de  mi  mano  :  sellado  con  el 
sello  del  Poder  Ejecutivo;  v  refrendado  por  el 
Secretario  de  Estado  en  los  Desj  achos  de  Guer- 
ra y  Marina  en  Caracas,  á  *ZiS  de  Agosto  de 
1651,  22  y  41. 

José  G.  Mo nagas. 
Por    S.  E. — El  Secretario  de  Guerra  y  Marina, 
Juan  Muñoz  Tthar. 

LETRAS  DE  CUARTEL,  LICENCIA  INDEFINIDA  Y 
RETIRO.  •n.EY  DK  27  DE  MARZO  J)E    1844  autO- 

rizando  al  Poder  Ejecutivo  para  expedirlas 
con  el  goce  de  tercera  parte,  á  los  jefes  y 
oficiales  del  ejercito  libertador^  que  no  las 
han  obtenido. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso. 

CONSIDERANDO  : 

Que  (xisten  con  despachos,  varios  jefes  y    ofi-* 
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cíales  de  los  que  hicieron  la  guerra  de  indepen- 
dencia, sin  el  goce  de  sus  letras  de  cuartel,  li- 
cencia temporal,  indefinida  ó  de  retiro,  y  terce- 
ra parte  de  sueldo,  por  haber  sido  retirados  del 
servicio  en  1821,  ó  porque  habiéndolas  obtenido 
del  Gobierno  de  Colombia,  no  las  reclamaron 
del  de  Venezuela  conforme  á  las  leyes  de  la 
materia. 

DECRETAN. 

Art.  19  Se  autoriza  al  Poder  Ejecutivo  para 
que  expida  sus  respectivas  letras  de  cuartel,  li- 
cencia temporal  indefinida,  ó  de  retiro  con  el 
goce  de  tercera  parte  de  sueldo,  á  los  jefes  y  ofi- 
ciales del  ejército  libertador,  domiciliados  ac- 
tualmente en  Venezuela,  que  habiéndolas  obte- 
nido del  Gobierno  de  Colombia,  dejaron  de  re- 
clamarlas en  ^empo  hábil  del  de  Venezuela,  de- 
biendo presentar  las  que  recibieron  antes. 

Art.  29  El  Poder  Ejecutivo  expedirá  tam- 
bién letras  de  cuartel  ó  de  retiro  con  el  goce  de 
la  tercera  parte  de  sueldo  á  los  jefes  y  oficiales 
del  ejército  libertador  con  despachos,  que  resi- 
diendo en  la  República  antes  de  la  publicación 
de  cbta  ley  acreditaren  ó  hayan  acreditado  con 
documeiitos  fehacientes  haber  servido  en  la  guer- 
ra de  independencia  desde  1816  hasta     18*^1. 

Dada  en  Caracas  á  18  de  Marzo  de  1844,  aflo 
159  de  la  ley  y  349  ^®  '*  independencia. — El 
presidente  del  Senado,  Mariano  Uzcátegui. — 
El  presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Jacinto  Gutiérrez. — El  secretario  del  Senado, 
José  Ángel  Freyre. — El  secretario  de  la  Cámara 
de  Representantes,  Juan  Antonio  Pérez. 

Caracas  27  de  Marzo  de  1844,  año  159  de  la 
ley  y  34  de  la  independencia. — Ejecútese.— Car- 
los  Soubletier — Por  S.  E, —  El  Secretario  de 
Estado  en  los  despachos  de  Guerra  y  Marina, 
Rafael  Urdaneta.    . 

LETRAS-DE   COARTEL,  LICENCIA  INDEFINIDA   Y 

RETIRO.  Extracto  que  deberán  llevar  á  su 
pié  las  listas  de  revista.  Véase  Contabilidad 
militar  R.  E.  de  27  de  Enero  de  185!, 

LETRAS  DE  CUARTEL,  LICENCIA  INDEFINIDA  V 

RETIRO*  Véase  Embargo  de  bienes,  R.  E. 
de  25  de  Junio  de  1839,  y  Licencias  tempo- 
rales á  los  militares  en  servicio. 

LETRAS  DE  CUARTEL,     LlUENCfA     INDEFINIDA 
Y  RETIRO.    RESOLUCIÓN     EJECUTIVA     DE     8  DK 

FEBRERO  DE  1854  previniendo  se  .observen 
ciertas  disposiciones  en  las  revistas  de  comi" 
sario» 

Secretaria  de  Guerra.— Sección  primera.— 
Caracas.  Febrero  8  de  1854. 
Resuelto. — Dígase  á  los  señores   Comandan** 
tes- de  armas  de  pruvineia  lo  srguieiite^ 
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••  Considerando  S.  E.  el  Poder  Ejecutivo : 
que  eon  motivo  de  qu«  la  fuerza  en  servicio  ac- 
tivo en  la  Reptiblica  no  pasa  de  presente  las 
revistas  de  ordenanza,  no  puede  alcanzarse  la  re- 
gularidad que  sedesea  en  la  distribución  delosfon- 
dos  por  lo  que  respecta  á  la  mencionada  fuerza, 
y  que  tal  proceder  es  contrario  en  un  todo  á  lo 
que  se  dispone  por  el  tratado  39  titulo  9?  de  las 
ordenanzas  generales  del  ejército  ;  ha  resuelto  en 
esta  feeha  :  que  en  las  expresadas  revistas  de  co- 
misario se  observen  en  lo  sucesivo  todas  las  for- 
malidades prescritas  en  los  artículos  comprendi- 
dos en  el  tratado  y  título  citados,  sin  que  sirvan 
de  pretexto  para  su  no  cumplimiento  circunstan- 
cias que  están  prevbtas  en  aquellas  disposicio- 
nes. 

Y  lo  digo  á  TI.  para  su  inteligencia  y  puntual 
observancia,  á  cuyo  fin  hará  publicar  esta  reso- 
lución en  la  orden  general  de  esa  plaza.  " 

Comuniqúese  ademas  al  sefíor  Secretario  de 
Hacienda  para  su  conocimiento  y  como  resulta- 
do de  su  oficio  fecha  de  ayer  sobre  el  propio  a- 
sunto. 

Por  SvE. — Manuel  Cala. 
LETRAS  APOSTÓLICAS.  Wé^se  Bulas. 
LEYES.    pRCRBTo   D£    UdeJvniodb  1623 

mandando  que  lleven  las  consideraciones   ó 

razones  en  que  se  fundan. 
El  Senado  y  Cámara  de  R.  de  la  R.  de   Colom- 
bia reunidos  en  Congreso, 

Considerando  :  I9  Que  conforme  á  la  natura- 
leza del  Gobierno  representativo,  y  á  los  princi- 
pios liberales  que  Colombia  ha  adoptado.  Jas  le- 
yes deben  darse  mas  bien  como  preceptos  útiles 
y  saludables  de  un  padre  para  con  sus  hijos,  que 
como  mandatos  caprichosos  y  arbitrarios  de  un 
sefior  para  con  sus  siervos,  6  de  un  monarca 
para  con  sus  vasallos. — 29  Qne  las  leyes  son 
mejor  obedecidas,  si  al  deber  de  la  obediencia  se 
añade  la  fuerza  del  convencimiento. —  39  Que 
siendo  los  legisladores,  unos  agentes  6  comisa- 
rios de  los  pueblos,  y  responsables  por  lo  mis- 
mo de  sus  operaciones  ante  el  tribunal  de  la  ra- 
zón publica,  deben  por  consiguiente  presentar 
los  fundamentos  que  les  han  guiado  en  sus  deli- 
beraciones :  decretan  lo  siguiente. 

Cuando  se  promulguen  y  recopilen  las  leyes 
irán  acompañadas  de  un  exordio,  que  contenga 
las  razones  fundamentales  que  ha  tenido  presen- 
tes el  Congreso  para  su  resolución,  y  que  han 
debido  expresarse  al  Poder  Ejecutivo  para  su 
sanción. 

Dado  en  Bogotá  á  7de  Junio  de  1823,  13.-- El 
vicepresidente  del  Senado;  Gerónimo  Torres. 
— El  presidente  de  la  Cámara  de  Repr(>sentantes, 
Domingo  Caicedo. — El  secretario  del  Senado, 
Antonio  José  Caro.-^El  secretario  de  la  Cáma- 
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ra,  Pedro  de  Berrera. 

Palacio  de  Gobierno  en  Bogotá  á  11  de  Junio 
de  1823.  13.— Ejecútese. — Francisco  de  Paula 
Santander, — Por  S.  E.  el  Vicepresidente  de  la 
República  encargado  del  Poder  Ejecutivo. — El 
secretario  de  Estado  y  del  despacho  del  interior, 
José  Manuel  Restrepo. 

LEYES,  título  xv  db  la  constitución  so- 
bre su  formación  y  promulgación, 
Art  88.  Las  leyes  y  decretos  del  Congreso 
pueden  tener  su  origen  en  cualquiera  de  las  dos 
cámaras  á  propuesta  de  sus  miembros,  á  excep- 
ción délas  que  establezcan  impuestos; las  cuales 
deben  tenerlo  necesariamente  en  la  de  represen- 
tantes. 

Art.  89  Todo  proyecto  de  ley  que  sea  admiti- 
do á  discusión  se  leerá  y  debatirá  en  tres  distin- 
tas sesiones,  con  intervalo  de  un  dia  por  lo  me- 
nos, y  conforme  á  las  reglas  del   debate. 

Art.  90  Los  secretarios  del  despacho  asistirán 
á  las  sesiones,  cuando  sean  llamados  por  alguna 
de  las  cámaras,  para  que  den  informes  sobre  la 
materia  que  se  discute. 

Art.  91.  Cuando  un  proyecto  de  ley  ó  decreto 
no  fuere  admitido  á  discusión  en  la  cámara  de  su 
origen,  no  pudra  volverse  á  proponer  en  ninguna 
de  las  cámaras,  hasta  la  legislatura  siguiente;  pe- 
ro eslo  no  impedirá  que  algunos  de  sus  artículos 
formen  parte  de  otro  proyecto  que  se  presente. 
Ari.  92.  Los  proyectos  de  ley  ó  decretos  que 
sean  admitidos  á  discusión,  y  debatidos  constitu- 
cionalmente  en  la  cámara  de  su  origen,  se  pasa- 
rán á  la  otra  cámara;  la  cual  observando  las  mis- 
mas formalidades,  prestará  ó  rehusará  su  consen- 
timiento, ó  propondrá  los  reparos,  adiciones,  ó 
mndiñcaciones  que  juzgue  convenientes. 

Art.  93.  Si  la  cámara  en  que  haya  tenido  orí- 
gen  la  ley  juzgare  que  no  son  fundados  los  repa- 
ros y  modifícariones  propuestas  por  la  otra  cáma- 
ra, podrá  insistir  con  nuevas  razones  y  explica, 
clones  que  conduzcan  á  reunir  y  conciliar  las 
opiniones  de  las  dos  cámaras;  pero  si  esto  no  pu- 
diera lograrse,  quedará  sin  efecto  el  proyecto  de 
ley. 

Art.  94.  Aunque  sea  aprobado  por  ambas  cá- 
maras un  proyecto  de  ley  ó  decreto,  no  tendrá 
fuerza  de  tal,  mientras  no  se  mancTe  ejecutar  por 
el  Poder  Ejecutivo.  Si  este  hallare  inconvenien- 
te para  su  ejecución,  lo  devolverá  con  sus  obser- 
vaciones á  la  cámara  del  origen,  dentro  de  diez 
dias  contados  desde  su  recibo. 

Art.  95.  La  cámara  examinará  de  nuevo  el 
proyecto  con  las  observaciones  <i  objeciones  pro- 
puestas por  el  Ejecutivo,  y  si  las  hallare  funda- 
das mandará  archivar  el  proyecto. 

Art.  96.  Si  la  cámara  del  origen,  á  juicio  de 
las  dos  terceras  partes   de  los  miembros  presen- 
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tes,  no  hallare  fondadas  las  objeeionesi  pasa- 
rá con  ellas  el  proyecto  &  la  otra  cámara,  la  cual 
lo  examinará  del  mismo  modo;  y  si  creyere  fun- 
dadas las  objeciones  del  Ejecutivo,  quedará  tam- 
bién archivado  el  proyecto;  pero  si  las  dos  ter- 
ceras partes  de  los  miembros  presentef»  de  la  se- 
gunda cámara  estuvieren  de  acuerdo  con  la 
cámara  del  origen  en  que  no  son  funda- 
das las  objeciones  del  Ejecutivo,  se  devolverá  á 
este  el  proyecto  para  que  lo  mande  ejecutar 
como  ley,  sin  que  tenga  arbitrio  para  oponerse. 

Art.  97.  Si  pasados  ios  diez  días  que  se  fíjan 
al  Ejecutivo  para  mandar  ejecutar  la  ley,  no  la 
devolviere  con  sus  objeciones,  tendrá  fuerza  de 
ley,  y  será  promulgada  como  tal:  á  menos  que 
corriendo  aquel  término  haya  suspendido  el  Con- 
greso sus  sesiones,  6  puéstosé  en  receso;en  cuyo 
caso  deberán  presentársele  las  objeciones  en  los 
diez  primeros  dias  de  la  próxima  reunión. 

Art.  98.  Al  pasarse  los  proyectos  de  una  cá- 
mara á  otra  y  al  Poder  Ejecutivo,  se  expresarán 
los  dias  en  que  hayan  sido  discutidos,  y  las  fe- 
chas de  las  respectivas  resoluciones. 

Art.  99.  La  ley  que  reforma  otra  anterior  de- 
berá redactarse  íntegramente,  incluyendo  en  ella 
todas  las  disposiciones  que  quedan  vigentes,  y 
declarando  abolida  la  ley  reformada. 

Art.  100.  El  Congreso  en  las  leyes  y  decretos 
que  diere  usará  de  esta  fórmula:  El  Senado  y 
Cámara  de  Representantes  de  la  República  de 
Venezuela  reunidos  en  JDongreso^  decretan, 

Art.  101.  Ninguna  ley  será  obligatoria  mien- 
tras no  sea  publicada  con  la  solemnidad  debida 
en  los  lugares  respecti^s. 

Art  102.  Las  leyes  se  derogan  con  las  mismas 
formalidades  y  por  los  mismos  trámites  que  se 
establecen. 

LEYES.  DECRETO  DE  3  DE  JULIO  DE  1830  dando 
>  reglas  para  su  sanción. 

Reglas  que  deberán  observarse  en  la  comuni- 
cación de  la  sanción  de  las  leyes  y  decretos 
que  expidiere  el  soberano  Congreso,  y  en  su 
remisión  al  Poder  Ejecutivo  para  su  ejecución. 

Art.  1  .  Aprobada  la  redacción  de  toda  la  ley 
y  decreto  sancionado  por  el  Congreso,  será  fir- 
mada por  el  Sr.  presidente  y  secretarios,  y  de 
ella  se  copiarán  dos  ejemplares. 

Art.  2.  ün  dia  antes  de  pasársele  al  Poder 
Ejecutivo,  se  avisará  por  conducto  de  uno  de  los 
secretarios  del  Congreso  al  del  interior,  que  á 
las  doce  del  dia  pasará  un  mensaje  del  Con- 
greso. 

Art  3.  El  dia  en  que  se  dé  el  anterior  aviso 
el  Sr.  presidente  nombrará  dos  diputados  para 
que  presenten  al  Poder  Ejecutivo  la  ley  ó  decreto, 
expresándose  en  estos  términos;  El  Congreso 
soberano  de  Venezuela  h.a  tenido  á  bien  sancio- 
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nar  una  ley  (sobre  tal  materia  )y  ordena  su 
ejecución. 

Art.  4.  Los  encargados  del  mensaje  á  su  re- 
greso, darán  cuenta  al  Congreso  de  haberlo  así 
ejecutado. 

Art.  5  El  Poder  Ejecutivo  devolverá  al  Con- 
greso con  su  firma  dentro  de  tres  dias  uno  de  los 
ejemplares  con  el  secretario  del  ramo  respectivo, 
y  será  archivado  en  la  secretaría  del  Congreso 
con  religioso  cuidado. 

Art .  6.  El  portero  del  Congreso  avisará  la 
llegada  del  secretario  del  despacho,  á  quien  uno 
de  los  secretarios  recibirá  en  la  puerta  de  la  sa- 
la, y  el  Sr.  presidente  saludará,  ofreciéndole 
tomar  asiento  indistintamente  á  la  inmediación 
de  la  mesa  de  la  secretaría.  Del  mismo  modo  que 
á  su  entrada  será  despedido  y  acompañado. 

Art .  7  Puesto  en  receso  el  Congreso,  el  libro 
de  actas,  y  registro  de  leyes  y  decretos  con  los 
originales  se  custodiará  en  una  arca  sellada  y 
cerrada,  cuya  llave  se  entregará  al  secretario  del 
interior,  quien  la  pasará  en  la  instalación  del 
próximo  Congresoal  presidente  del  Senado. 

Valencia  Julio  3  de  1830  Andrés  Narvarte. 

Valencia  Julio  7  de  1830— Cúmplase  El  Jefe 
del  Estado,  José  Antonio  Paez^. — Por  S.  E.  el 
Jefe  del  Estado. — El  oficial  mayor,  secretario 
interir^p  del  D.  del  interior,  iln^onto  L.Guzman. 

LEYES.    DECRETO  DE    21     DE  MARZO    DE     1833 

mandando  que  se  citen  por  la  fecha  del  Cúm- 
plase del  Ejecutivo, 

£1  senado  y  cámara  de  representantes  de  la 
república  de    Venezuela  reunidos  en  congreso, 

considerando;  * 

19  Que  el  artículo  94  de  la  constitución  pres- 
cribe que  ningún  proyecto  de  ley  ó  decreto,  aun« 
que  sea  a  probado  *por  ambas  cámaras,  tendrá 
fuerza  de  tal  mientras  no  se  mandetejecutar  por 
el  Poder  Ejecutivo: 

29  Que  el  modo  diverso  con  que  hasta  ahora 
se  ha  citado  la  fecha  de  las  leyes  y  decretos,  tan- 
to por  tos  ciudadanos  como  por  los  tribunales, 
corporaciones,  oficinas  y  magistrados,  ha  pro- 
porcionado dudas  y  entorpecimientos  en  el  cur- 
so de  los  negocios  públicos, 

DECRETAN. 

Art  19  En  todos  los  actos  que  emanen  de 
cualquier  tribunal,  corporación,  oficinas  ó  ma- 
gistrados de  la  república,  en  que  sea  necesario 
citar  las  leyes  ó  decretos  del  cuerpo  legislativo, 
se  citará  la  fecha  en  que  el  Poder  Ejecutivo  man- 
de ejecutarlos,  y  no  la  en  que  los  firmaron  los 
presidentes  y  secretarios  de  las  cámaras  de  que 
se  compone  el  congreso. 
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'  ArU  2  9  Queda  derogado  por  este  decreto  el 
que  expidió  el  gobierno  de  Colombia  en  7  de 
Mayo  del  año  16  9 

Dado  en  Caracas  á  18  de  Marzo  de  1833.— 4? 
y  23. 

El  vicepresidente  del  senado,  A  Torrellas,. 
El  presidente  de  h  cámara  de  representantes, 
Antonio  Pebres  Cordero»  El  secretario  del  sena- 
do. Rafael  Acevedo.  El  secretario  de  la  cámara 
de  representantes,  José  María  Pelgron. 

Silla  del  despacho.  .Caracas  Marzo  21  de 
r833.  Cúmplase.    El  presidente  de    la  república. 

José  Antonio    Paez. 

Refrendado.  El  secretario  de  E  en  el  D.  del 
interior  y  justicia.  Diego  B  Urhaneja, 

LEYE.S.  LEY  DE  3  DE  MARZO  DE   iS.^H  sohre   el 

orden  en  su  observancia,  adicional  al  código 

de  procedimiento  de  19  ¿íe  Mayo  de   1830. 

El  Sanado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en    Congreso. 

DECRETAN. 

LEY  ÚNICA,  TÍT.    XII,    DEL    PROCEDIMIENTO 
JUDICIAL. 

Sobre  el  orden  en  la   observancia  de  las 
leyes,  * 

Art.  19  El  orden  con  que  deben  observarse 
/las  leyesen  todos  los  iribunalcs  y  juzgadosde  la 
República,  civili's,  ech  si á.s ticos  ó  militares,  así 
en  materias  civiles  como  criminales  es  el  si- 
guiente. 

19  LasMecretadaa  ó  que  en  lo  sucesivo  decre- 
tare  el  Poder  Legislativo. 

29  Lf\s  decretada.s  por  los  congresos  de  Co- 
lombia ha.sla  1W27  inclusive, 

89  Las  pragmáticas,  cédulas,  órdenes,  decre- 
tos y  orden-^hza.s  d<»l  gobierno  español  sanciona- 
das hasta  el  18  de  Marzo  de  1808,  que  estaban 
en  observancia  bajo  el  mismo  gobierno  español 
en  el    territorio    que    forma   la  República. 

49  Las  |e)es  de  la  reco()ilacion   de    Indias. 

59  Las  de  la  nueva  recopilación  de  Castilla. 

69  Las  de  las  siete   Partidas. 

Art.  20  En  consecuenriii  no  ten  Irán  vigor  ni 
fuerza  alguna  en  la  República,  las  leyes,  prag- 
máticas, cédulas, órdenes  y  decretos  del  gtrbier- 
no  español  posteriores  al  i8  de  Marzo  de  1808, 
ni  las  expresadas  en  el  artículo  anterior  en  todo 
Jo  que  directa  ó  indirectamente  se  oponga  k  la 
constitución,  ó  á  las  It-yes  y  decretos  que  haya 
dado  ó  diere  el  Poder  Legislativo. 

Dada  en  Caracas  á  26  de  Abril  de  1838,  año 
9^  de  la  ley  y  28  de  la  independencia. — El  pre- 
sidente del  Senado,  Juan  Bautista  Gaicano. — 
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El  'presidente  de  la  Cáraarn  de  Representantes, 
Francisco  Diaz» — El  secretario  del  Senado. 
J.  -4.  freirc— Kl  diputado  secretario  de  la  Cá- 
mara de  Representantes,  J.  Garda. 

Sala  del  despacho. — Caracas  Mayo  3  de  1838, 
99  de  la  ley  y  28  de  la  independencia. — Ejecú- 
tese.— Carlos  Soublette. — Por  S.  E. — El  secre- 
tario deEstado  en  los  despachos  del  ¡nteriar  y 
justicia,  Diego  B.  Urhaneja. 
LEYES.  Solemnidad  con  que  deben  ser  publica- 
das ;  y  por  quien.  "Véase  Provincias^  § 
único,  art.   10. 

LEYES.  RESOLUCIÓN  EJECUTIVA  DE  18  DE  JU- 
NIO DE  1836  mandando  sean  publicadas  in- 
mediatamente que  se  reciban. 

República  de  Venezuela. — Secretaría  de  Els- 
tado  en  el  Despacho  dei  Interior  y  jnsticia. — Sec- 
ción central  — Número  37G. — Caracas  18  de  Ju- 
nio de  183G.  7  ^  y  26. 

Al  Sr.  Gobernador  de 

Oficialnfiente  sabe  el  Gobierno  que  eñ  algu- 
nas parn»quias  de  las  que  componen  las  provin- 
cias del  Estado,  no  se  publican  las  leyes  en  la  de- 
bida oportunitiad  porque  en  ellas  se  difiere  este 
acto  para  después  de  concluido  el  sacrificio  de 
la  misa  en  los  dias  <le  precepto:  é 'interesado 
S.  E.  en  que  no  continué  este  abuso,  que  ha 
causado  ya  algunos  perjuicios  de  no  poca  tras- 
cendencia, y  en  que  no  so  retarde  un  solo  instan- 
'  te  la  |)ublicacion  de  las  leyes  en  todos  los  pun- 
tos de  la  República,  dispone  :  que  inmediatamen- 
te que  se  reciba  una  l^y  en  las  parroquias,  la  au- 
toridad civil  á  quien  corresp(»n(la,  proceda  sin 
pérdida  de  tiempo  á  su  promulgación  en  los  lu- 
gares acostumbrados  sirrosperará  la  celebración 
de  la  misa,  salvo  los  casos  en  que  esta  haya  de 
tener  lugar  inmediatamente  después  de  recibida 
la  ley. 

Sírvase  US.  circular  esta  resolución  á  quie- 
nes corrpsj>onda  |)ara  que  tenga  su  cumplimien- 
to á  la  píísihie  brevedad. 

Soy  de  US.  atento  servidor, 

./,   S.   Rodríguez, 

LEYES.  RES()4,UCI0N  EJECUTIVA  DE  3  DE  MAR- 
ZO DE  1H35  disponiendo  que  los  Gobernadu- 
res  den  aviso  de  las  fechas  en  que  sean  pu* 
bJicadas,  ígualmenle  que  de  los  decretos  y 
resoluciones  del  Poder  Ejecutivo. 

República  de  Venezuela— Secretaría  de  E, 
en  el  D.  del  Interior  y  Justicia— Sección  Cen- 
tral.—Caracas     Marzo     3    de  183Ó,— Año  6 
y  25  —Número  123. 
Al  Sor.  Gobernador  de.^-- 

Deseando  el  Gobierno  tener  ala  vista  una  noti- 
cia circunstanciada  de  las  fechas  en  que  se  han 
publicado  las  leyes  de  Venezuela  en  las  respec- 
tivas parroquias  de  cada  provincia,  desde  que 
se   promulgó  la  Constitución  hasta  hoy  ;  y  ade- 
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mas  que  en  lo  sucesivo  se  le  pase  igual  noticia 
oportunamente  de  las  que  se  publicaren  ;  espera 
que  V.  S.  se  sirva  pasar  á  este  Despacho  dicho 
informe,  en  un  cuadro  como  el  que  tengo  la  hon- 
ra de  acompañar  á  V.  S.  refiriéndose  en  cada 
uno  á  una  ley,  decreto  ó  resolución. 

(Firraadu)     Antonio     L     Guzman, 

Es  copia  -  —  Guzman. 
LEYES.  Papel  en   que  deben   ser    registradas. 

Véase  Registro  R.  £.  de   6   de  Diciembre  de 

1854,  art.ie. 
LEYES.  Véase  ConswZías  sobre     inteligencia 

de  ellas. 
LEYES  (cuerpo  de),   resolución  ejecutiva 
DE  19  DE  MARZO  DE  1851  sobre  SU  distribución. 
Secretaría  del  Interior  y  Justicia.  —  SeccioD 
primera. —  Caracas,  1  p  de  Mayo  de  1851. 

Rc5t/eZío.-- Distribuyanse  perlas  secciones  de 
esta  secretaría  á  las  autoruiades  que  se  expresa- 
rán, y  conforme  á  las  siguientes  disposiciones, 
los  mil  ejemplares  del  cuerpo  de  Lej^es  de  Ve- 
nezuela que  se  están  entregando  actii;tlmente  al 
Gobierno  por  el  contralista  encargado  de  esta 
impresión.  • 

1  ^h'd  sección  primera  recibirá  los  mil  volú- 
menes indicados,  y  tendrá  á  disposición  de  los 
porteros  de  los^  despachos  del  Presidente  de  la 
República,  de  la'Oorte  Suprema  de  Justicia,  Con- 
sejo de  Gobierno,  Arzobispado  y  Vicaría  general 
de  esta  diócesis,  Secretarías  de  Estado,  Corte  Su- 
perior de  este  distrito.  Tribunal  de  cuentas.  Te- 
sorería general^  Gobernación  de  Caracas,  Coman- 
dancia de  armas  de  la  misma,  Juzgados  de  pro- 
vincia establecidos  en  esta  capital.  Administración 
general  de  correos,  Administración  principal  de 
registro  y  de  rentas  internas  de  esta  provincia.  Di- 
rección general  de  instrucción  pública  y  Univer- 
sidad central,  previa  la  entrega  del  recibo  corres- 
pondiente, que  ha  de  servir  de  constancia'  del 
cumplimiento  de  este  encargo  en  el  expediente 
respectivo,  los  ejemplares  que  se  expresan,  los 
cuales  llevarán  en  la  portada  y  en  la  de  su  índi- 
ce respectivo  la  dirección  que  se  les  da  : 

1  Al  Presidente  de  la  República. 

2  A  la  Corte  Suprema,  rotulados  para  ella  y  su 
secretaría. 

3  Al  Consejo  de  Gobierno,  rotulados  2  para  él 
y  1  para  el  Více- presidente. 

2  Al  Arzobispado  y  Vii»aría  general. 
1  O  A  la  Secretaría  de  Híicienda  y  R.  Exteriores, 
rotulados  para  el  Secretario  y  las  distintas  seccio- 
nes. 

5  A  la  id.  de  Guerra  rotulados  id. — id. — id. 

6  A  la  id  del  Interior  rotulados  id. — id. — id* 

2  A  la  Corte  Superior,  rotulados  para   ella  y 
«u  secretaría.* 


LEY 


2  Al  Tribunal  de  cuentas,  rotulados  para  él  y 
su  oficina. 

1  A  la  Tesorería  general. 
26  A  la  Gobernación  de  Caracas,  rotulados  2 
para  ella  y  su  secretaría,  1  para  la  sección  de 
policía,  uno  para  cada  Jefetura,  uno  para  ca- 
da Concejo,  uno  parala  Administración  prin- 
cipal de  rentas  municipales  y  dos  para  la  Di- 
putación y  su  secretaría. 

1  A  la  Comandancia  de  armas  de  esta  provincia. 

2  A  cada  uno  de  los  Juzgados  de  provincia  es- 
tablecidos en  esta  capital  y  sus  secretarías. 

1   A  la  Administración  general  de  correos. 

1  A  la  Administración  principal  de  registro   de 
esta  provincia. 

1  A  la  id.  id.  de  rentas  internas  de  id. 

1  A  la  Dirección  general  de  instrucción  públíc». 

1  A  lif  Universidad  central  con  rótulo  para  el 
Rectorado. 

29  La  expresada  sección  primera  pondrá  á 
disposición  de  la  Secretaría  de  Hacienda  y  Re- 
laciones Exteriores  ciento  setenta  y  ocho  volúme- 
nes mas,  para  que  sean  remitidos  respectivamen- 
te á  los  gabinetes  de  los  trece  Gobiernos  ameri- 
canos, á  las  siete  ajénelas  diplomáticas  acredita- 
das cerca  del  Gobierno,  á  los  cuarenta  y  cinco 
consulados  de  la  Nación  en  el  extranjero,  á  las 
quince^üdministraciones  principales  de  rentas  in- 
ternas, con  excepción  de  la  de  esta  provincia,. á 
las  setenta  y  siete  subalternas  y  las  veintiuna  adua- 
nas existentes  en  la  República;  y  entregará,  así 
mismo,  á  la  Secretaría  de  Guerra  veintidós,  di- 
rigidos á  las  comandancias  de  armas  de  Carabobo, 
Maracaibo,  Barcelona,  Cumaná,  Margarita  y 
Guayana,  á  las  comandancia?;  de  apostaderos  de 
Puerto-Cabello,  Maracaibo  y  Guayana,  á  las  ca- 
pitanías de  puerto  y  comandancias  de  castillo  de 
la  Guaira,  Cuman^i  el  Libertador,  San  Carlos  de 
Maracaibo,  y  San  Carlos  de  Rio  Negro,  á  las 
comandancias  de  planas  mayores  veteranas  de 
Caracas,  Aragua,  Carabobo,Maracaibo,  Barce- 
lona, y  Cumaná  y  á  los  comandantes  de  los  bu- 
ques de  guerra  el    Libertador  y  la  Intrépida. 

39  Dicha  sección  entregará  á  la  sección 
segunda  de  esia  secretaría  trescientos  setenta  y 
dos  ejemplares,  á  la  tercera  docientos  cuarenta  y 
uno,  y  á  la  cuarta  trece,  ademas  del  que  corres- 
pondo á  cada  una. 

49  La  sección  segunda  se  encargará  de  distri- 
buir los  volúnfienes  que  reciba  de  la  primera,  con 
la  conveniente* ilireccion  en  la  portada  de  cada 
ejemplar  y  su  índice,  entre  las  cortes  suj>eriores 
de  los  líisírilos  de  Orient,e,  Occidente  y  2a  del 
Centro,  los  juzgíidos  de  provincia  fuera  dé  los 
de  esta  capital,  los  juzgados  cantonales  de  toda 
la  República,  las  oficinas  principales  de  registro, 
á  excepción  de  la  de  Caracas,  y  las  subalternas 
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correspondientes  4  todos  los  cantones,  rotulando 
dos  para  cada  corte  con  su  secretaría,  dos  para 
cada  juzgado  de  provincia  y  su  secretaría,  dos 
para  cada  juzgado  cantonal  y  su  secretaría,  y  uno 
para  las  demás  autoridades  mencionadas* 

Los  ejemplares  pertenecientes  á  oficinas  su- 
balternas de  registro  creadas  por  la  ley  y  aun  no 
planteadas,  se  conservarán  en  depósito,  hasta  su 
planteacion,  en  la  oñcina  principal  respectiva, 
debiendo  dar  su  recibo  á  la  sección  segunda  el 
administrador  que  las  regente. 

59  La  sección  tercera  enviará  al  correo,  con 
la  formalidad  indicada,  treinta  ejemplares  para  | 
las  quince  gobernaciones  de  la  República,  á  ex- 
cepción de  la  de  Caracas,  dirigiendo  dos  á  cada 
una  para  la  gobernación  y  su  secretaría,  y  ade- 
mas, para  proveer  6  las  diputaciones  provincia- 
les, jefeturas  políticas,  concejos  Municipales  y 
administraciones  principales  de  rentas  de  pro- 
vincia, remitirá  con  su  correspondiente  dirección, 
y  rotulando  uno  para  cada  jefetura,  uno  para  ca- 
tla  concejo,  uno  para  cada  administración  de 
rentas  y  dos  para  cada  diputación  y  su  secreta- 
ría, veintiún  volúmenes  mas  á  la  Gobernación 
de  Cumaná,  diez  y  nueve  á  la  de  Barcelona,  sie- 
te á  ia  de  Margarita,  trece  á  la  de  Aragua,  diez 
y  nueve  á  la  de  Carabobo,  once  á  la  del  Guári- 
co,  once  á  la  de  Apure,  quince  á  la  de  Coro,  tre- 
ce á  la  de  Maracaibo,  diez  y  siete  á  la  de  Barqui- 
simeto,  trece  á  la  de  Barínas,  once  á  la  de  Por- 
tuguesa, once  á  la  de  Trujillo,diez  y  nueve  á  la 
de  Mérida  y  once  á  la  de  Guayana. 

69  La  sección  cuarta  distribuirá  doce  entre  los 
colegios  nacionales  de  Cumaná,  Guanare,  Bar- 
quÍ3Ímeto,Tocuyo,  Trujillo,Coro, Maracaibo,  Va- 
lencia, Barcelona  y  Calabozo,  dirigiéndolos  rotu- 
lados en  la  portada  al  rectorado  de  cada  uno  de 
ellos;  y  remitirá  ademas  uno  ala  universidad  de 
Mérida  rotulado  también  al  rectorado. 

79  La  sección  primera,  por  su  parte,  cuidará 
de  que  lleguen  á  manos  de  cada  uno  de  los  secre- 
tarios de  ambas  Cámaras  quince  ejemplares,  de 
los  cuales  tres  se  dirigirán  á  cada  una  de  dichas 
corporaciones,  uno  á  cada  una  de  las  respectivas 
presidencias,  otro  á  cada  una  de  las  secretarías, 
y  los  demás  á  las  diferentes  comisiones  en  que 
están  divididas  aquellas  asambleas.  Remitirá  ade- 
mas, uno  al  cabildo  eclesiástico  de  esta  diócesis 
y  tres  á  los  obispados,  vicarías  generales  y  cabil- 
dos de  Guayana  y  Mérida,  dirigiendo  uno  á  ca- 
da una  de  estas  autoridades. 

89  Conforme  alo  dispuesto  por  el  artículo  49 
de  la  resolución  ejecutiva  de  12  del  que  cursa', 
los  administradores  de  correos  de  todas  las  esta- 
fetas de  la  República  y  los  conductores  de  bali- 
jas  están  obligados  á  darse  recibo,  unos  á  otros, 
de  los  volúmenes  que  hayan  de  trasmitir.  Las  di- 
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ferentes  secciones  de  esta  secretaría,  al  hacer  de- 
positar en  la  Administración  general  los  ejempla- 
res  de  cuya  distribución  están  encargados,  exigi- 
rán también  de  esta  oñcina  un  recibo  que  agre- 
garán al  expediente  respectivo:  y  lo  mismo  ha- 
rán los  administradores  de  las  últimas  estafeta?, 
respecto  de  las  autoridades  á  quienes  eatregao. 
— En  caso  de  no  llegar  á  su  destino  alguno  de 
aquellos,  deberá  reponerlo,  6  pagar  su  impone 
corriente  el  primero  que  no  estuviere  resguarda- 
do con  el  certiécato  de  entrega  en  la  línea  que 
ha  debido  seguir  el  correo,  á  cuyo  efecto  se  dis- 
pondrá  lo  conveniente,  conocida  que  sea  la  fal- 
ta por  esta  secretaría.  ^ 

99  La.  sección  primera  depositará  en  manos 
del  oficial  encargado  del  archivo  de  esta  secre- 
taría los  setenta  y  siete  volúmenes  restantes,  ter- 
minando con  su  recibo  el  expediente  que  le  cor- 
responde formar. 

Imprímase  y  circúlese  inmediatamente  esU 
resolución,  para  que  de  ella  se  informen  todos 
los  interesados,  antes  de  que  se  proceda  á  la  dis- 
tribución del  cuerpo  de  leyes  de  que  se  trata,  j 
á  fin  de  que,  en  lo  sucesivo,  puedan  conocer  ios 
ciudadanos  que  reemplacen  á  los  que  ejercen 
destinos  actualmente  en  la  República,  el  dere- 
cho que  tiene  cada  oficina  á  reclamar  de  los  que* 
las  han  servido,  el  ejemplar  ó  ejemplares  de  es- 
ta colección  que  le  pertenecen,  6  su  importe,  eo 
caso  de  faltar  del  ajrchivo  correspondiente. 

Por  S.   E  -  Pulido. 
LEYES,  (cuerpo   de)  resolución  ejecütita 
DE  31  DE  HAYO  DE  1851  adictondl  á  la  ante- 
rior. 

Secretaría  del  Interior.— Sección  primera- 
Caracas  Mayo  31  do  1851 
Resuelto>^J)e  los  ejemplares  del  cuerpo  de 
leyes  de  Venezuela  existentes  en  el  archivo  de 
esta  secretaría,  distribuyanse  por  las  secciones 2^ 
y  4^  tres  volúmenes  con  sus  índices  respecliroa 
á  cada  una  de  las  Cortes  Suprema  de  Justicia  y 
Superiores  de  los  cuatro  distritos,  ademas  de  los 
dos  que  á  cada  una  les  corresponden,  según  la 
resolución  de  I9  del  presente  mes,  y  dos  ala 
Biblioteca  Nacional,  cuidando  de  que  vayan  ro- 
tulados en  la  portada,  según  está  prevenido  en  la 
citada  resolución. 

Publíquese  en  k  Gaceta  de  Venezuela  ,  para 
que  en  todo  tiempo  sea  conocida  esta  disposición 
de  aquellos  á  quienes  interese. 

Por  S.  E.— ilrflíiáo. 

LEYES  MILITARES.  Véase  Disposiciones  gene- 
rales constitucionales  i  art.  219,  y  Milicia 
nacional^  art.  15, 

LIBBLO  DE  CITACIÓN.  YéMeDemanda  y  «»- 
plazamiento. 
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LIBELOS  INFAMATORIOS.  \i%se  libertad  de 
imprenta. 

LIBERTAD  (cantón).  Véaae  División  territo- 
rial,D.  (le  I?  de  Abril  de  1851. 

LIBERTAD  civil.  Véase  Disposiciones  ge^ 
nerales  constitucionales,  art.  188. 

LIBERTAD  de  imprnta.  Es  ana  garantía  cona- 
titiicional.  Véase  Disposiciones  generales 
cpnstitucionales,  art,  194» 

LIBERTAD  de  imprenta,  ley  de  3  de  abril 
DE  1855 — que  reforma  la  d^  28  de  Abril  de 
1854  p>  36  del  cuaderno  de  ^ese  año — que  re- 
forma la  de  27  de  Abril  de  1849  p.  36  delcua- 
derno  de  ese  año,  y  748,  n^  709  del  cuerpo 
impreso  en  1851— ^u«  reforma  las  de  12 
de  Abril  de  1847,  p.  8  del  cuaderno  de  ese 
año,  y  6S1  nÚ7ns.  634  á  638  del  cuerpo  de 
1851 — que  reforma  las  de  21  de  Abril  de 
1839,  p.  215  del  cuaderno  de  ese  añoy  y  389 
núms.  371  á  375  del  cuerpo  de  1851. 

El  Senado  y  Cámara   de  Repr^pentantes  de 
la  RepübJicá  de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso 
decretanI 

LEY  I. 

De  la  calificación  de  los  abusos  de  la  libertad 
de  imprenta*  ^ 

Art.  19  El  derecho  que  tienen  los  venezola- 
nos de  publicar  libremente  sus  pensamientos  y 
opiniones  por  medio  de  la  prensa,  garantizado 
por  el  artículo  191  de  la  Constitución,  impone 
)a  responsabilidad  que  determina  esta  ley  solo 
en  los  casos  siguientes.  Primero:  cuando  se  pu- 
blique un  escrito  en  que  se  injurie  á  alguna  per- 
sona en  lo  que  toca  á  su  vida  privada,  cuyo  es- 
crito se  calificará  de  libelo  infamatorio. 

Segundo:  cuando  se  publique  un  escrito  en 
que  se  ofenda  la  religión  católica,  la  moral  y  de- 
cencia pública,  cuyo  escrito  se  calificará  de  con- 
trario á  las  buenas   costumbres. 

Art  29  Estas  calificaciones  se  clasificarán  en 
10  y  29  ¿rado,  según  la  mayor  ó  menor  grave- 
dad del  abuso. 

*  Art.  29  El  autor  ó  editor  de  un  libelo  in- 
famatorio'  ó  contrario  á  la  religión  católica,  á 
la  moral  y  á  las  buenas  costumbres,  no  podrá  en 
ningún  caso  hacer  prueba  sobre  el  hecho  ó  he- 
chos en  que  se  funden  los  conceptos  ofensivos. 

LEY  IL 

Art  10  Al  autor  6  editor  de  un  impreso,  ca- 
lificado dé  libelo  inlamatorio  en  primer  grado, 
w  le  impondrá  la  inulU  de  doaciento»  peaos  y 
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treinta  días  de  prisión:  y  si  no  pudiere  pagar  la 
multa,  sesenta  dias  de  prisión;  por  el  impreso  ca- 
lificado en  segundo  grado,  cien  pesos  de  multa  y 
quince  dias  de  prision,y  si  no  pudiere  pagar  la 
multa  treinta  dias   de  prisión. 

Art.  29  Al  autor  ó  editor  de  nn  escrito  obsce- 
no 6  contrario  á  Jas  buenas  costumbres,  califica- 
do en  primer  grado,  se  le  impondrá  la  multa  de 
cien  pesos  y  quince  dias  de  prisión,  y  si  no  pu- 
diere pagar  la  multa  cuarenta  dias  de  prisión.  Si 
fuere  calificado  en  segundo  grado  se  le  aplicará  ^ 
la  multa  de  veinte  y  cinco  pesos  y  diez  dias  de 
prisión;  y  si  no  pudiere  pagar  la  multa,  quince 
dias  de  prisión. 

Art.  39  Ailemas  de  las  penas  expresadas,  él 
juez  mandará  recoger  todos  los  ejemplares  que 
no  se  hayan  vendido  6  distribuido  de  los  impre- 
sos condenados  por  el  juri,  conforme  á  los  artícu- 
los anteriores. 

LEY  III. 

De  las  personas  responsables  de  los  abusos 
de  la  libertad  de    imprenta* 

Art.  l'^  Será  responsable  de  los  abusos  de 
la  libertad  de  imprenta,  el  autor  ó  editor  del  es- 
crito, á  cuyo  fin  deberán  firmar  uno  ü  otro  el 
original  que  debe  quedar  en  poder  del  impresor. 

Art.  20  El  impresor  será  responsable  y  su- 
frirá las  mismas  penas  establecidas  paYa  el  autor 
ó  editar  en  los  casos  siguientes.  I9  Cuando  re- 
querido legalmente  no  presente  el  original  fir-  ■^, 
mado  por  el  autor  ó  editor.  29  Cuando^ el  ot\^i- 
nai  haya  sido  firmado:  I9  por  algún  menor  <le 
catorce  años:  20  por  algún  fatuo,  demente  ó  lo- 
co: 3»  jor  alguíi  presidiario:  49  por  algún  sir- 
viente doméstico:  59  por  alguno  que  esté  reclui- 
do en  algún  lazareto;  y  69  cuando  negada  la  fir-  . 
ma  por  el  que  dice  ser  autor  no  pudiere  presen- 
tar la  prueba  de  su  aserto. 

Art.  30  Los  impresores  están  obligados  á  po- 
ner en  toda  obra  ó  escrito  que  imprimieren  «us 
nombres  y  apellidos  y  el  lugar  y  a!5o  de  la  im-  • 
presión:  por  cada  vez  que  no  lo  hagan  pagarán 
la  multa  de  diez  pesos;  pero  si  la  falta  ocürri<ft-e 
en  un  impreso  calificado  con  alguna  de  las  notas 
expresadas  en  la  ley  la,  la  multa  será  de  cmcuen- 
ta  pesos.  Estas  multas  las  impondrá  el  Jefe  po- 
lítico  en  el  primer  caso,  y  en  el  segundo  el  juez 
de  la  causa. 

f  Art.  40  Cualquiera  que  venda,  distribuya  6 
haira  distribuir  uno  ó  maa  ejemplares  de  un  im- 
prlso  sobre  que  haya  recaído  la  declaratoria  de 
há  lugar  ala  formación  de  causa,  sufrirá  la  mul- 
ta de  veinte  y  cinco  pesos  6  diez  dias  de  pnsiun 
en  caso  de  que  no  pueda  satisfacer  la  multa. 
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LEY  IV. 

De  la  elección  de  los  jurados  y  modo  de  proce- 
der en  los  juicios  de  imprenta, 

Art.  19  Dentro  délos  quince  primeros  dias  de 
la  publicación  de  esta  ley,  y  en  los  añossucesivos 
dentro  de  los  quince  primeros  del  mes  de  Junio, 
los  Jefes  políticos  publicarán  la  lista  de  todas  las 
personas  que  en  sus  respectivos  cantones  tengan 
las  cualidades  de  elector,  copiándola  de  la  que 
se  hubiere  formado  en  la  última  elección  para  el 
nombramiento  de  los  altos  funcionarios  de  la 
República:  todos  los  electores  contenidos  en 
esas  listas  están  obligados  á  desempeñar  las  fun- 
ciones de  jurados  de  imprenta.  Estas  listas  so  h- 
jarán  en  los  lugares  mas  públicos  en  la  cabece- 
ra del  cantón,  se  insertarán  en  los  periódicos 
oficiales  de  la  provincia  respectiva  ó  en  otros  á  fal- 
ta de  aquellos.Dentro  de  ocho  dias  de  haberse  fija- 
do podrá  reclamarse  cualquiera  omisión  ó  inexac- 
titud que  se  note  en  las  copias  respecto  de  sus 
originales,  y  los  mismos  Jefes  políticos  manda- 
rán hacer  la  corrección  correspondiente,  y  sa- 
tisfarán la  multa  de  doce  pesos  que  impon  'ri  ti 
Gobernador  de  la  provincia  por  cada  noiubre 
omitido  ó   añadido. 

Art.  29  Niiif^un  ciudadano  con  las  cualidades 
de  elector,  inscrito  en  la  lista  podrá  excusarse 
de  comparecer  el  día  designado  para  el  jui'^io 
sino  por  imposibilidad  fínica  ó  moral  á  juicio 
del  Jefe  político  y  los  cuatro  vecinos,  deciditn 
do  entónces'por  mayoría  absoluta. 

§  19  Si  el  Jefe  político  y  los  cuatro  vecinos 
creyeitMi  inadmisible  la  excusa  alegada, el  prime- 
ix>  hnri  (  ftíctiva  la  mulla  de  diez  pesos  en  que 
incurre  qor  el  mismo  hecho  el  que  no  haya  asis- 
tido. 

§  29  La  misma  pena  se  impondrá  al  que  de- 
signado por  la  suerte  para  componer  el  jurado 
se  niegue  á  desempeñar  estas  funcione?  sin  cau- 
sa legitima  á  juicio  dei  Jete  político  y  los  cua- 
tro vecinos. 

.  Art.  39  Intentada  la  acusación  de  un  impre- 
so délos  expresados  en  esta  ley,  el  Jefe  políti- 
co acompañado  de  cuatro  vecinos  que  tengan 
las  cualidades  que  se  requieren  por  la  Constitu- 
ción para  ser  representante,  hará  citarlas  per-  1 
sonas  comprendidas  en  las  listas  de  electores  é 
insacular  un  número  de  cédulas  igual  al  de  los 
jurados  que  hayan  concurrido,  con  sus  respecti- 
vos nombres  y  apellidos,  para  sacar  por  la  suer- 
te siete  cédulas  que  designaran  los  siete  indivi- 
duos que  deben  componer  el  jurado. 

Art  49  Para  que  pueda  procederse  al  sorteo 
68  necesario  que  estén  presentes  cuando  menos 
reiutiun  jurados. 
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Art.  59  El  Jefe  político  y  los  cuatro  vecinos 
examinarán  en  el  acto  si  los  jurados  en  quienes 
haya  recaído  la  suerte  tienen  algún  impedimen- 
to iegal  para  conocer. 

Art.  69  En  estos  juicios  será  impedimento  le- 
gal solamente,  la  complicidad,  la  enetnistad  co- 
nocida ó  c]  parentesco  hasta  el  cuarto  grado  ci- 
vil de  consanguinidad  y  segundo  de  afiniddd,  bien 
sea  con  el  acusador  ó  con  la  persona  responsa- 
ble, si  se  conociese  ó  supiese  quien  es  Losím- 
pedidos  serán  reemplazados  practicándo^íe  el 
sorteo  conforme  á  lo  ya  dispuesto. 

Art.  79  Calificada  la   idoneidad   de  los  siete 
jurados,  se  retirarán  los  demás,  y  el  Jefe  puliiico 
!  y  los  cuatro  vecinos  recibirán   á  aquellos  el  ju- 
ramento siguiente  *•  ¿  Juráis  haberos  bien  y  tiel- 
mente,    decidiendo  con   imparcialidad  y  justicia 
en  vista  del  impreso   y  acusación  que  se  vaá 
presentar,  si  há  ó  no  lugar  á    formación  de  cau- 
sa ?"**  8í  lo  juramos.  "  •»  Si  así  lo  hiciereis,  Dios 
¡I  os  lo  premie,    si  no,    os  lo  demande." 
II       Art.  89  Bh  seguida  se  retirarán    los  siete  jo- 
,1  rados  á  una  pieza  inmediata,  donde   cslaráu  so- 
['  los,  y  después  del  examen  de  la  acusación  y  del 
1 1  impreso  declararán  por  las    dos  terceras  partes 
¡I  de  los  votos,  si  há  ó  no  lugar  á  la  formación  lie 
I'  causa,  sin  poder  usar  de  otra  fórmula. 
|!      Art.  99  Hecha  esta  declaración  la  extenderán 
I  en  el  propio  acto  en  el  expediente  firmándola  lo- 
1!  dos  ;saMráná  la  audiencia  pública  y  el  primero la- 
j  voreciilo  por  la  suerte,  que  hará  de  presidente,  la 
';  presentará  al  Jefe   ^ Utico  y  á    los  cuatro  veci- 
It  nos.  Estos  publicarán  la    declaración  en  el  miá- 
¡I  mo  acto:  si  esta  fuere  **   no  há  lugar  á  la  forma- 
j  cion  (le  causa"  cesará  por  el  níiamo  hecho  lodo 
'  procedimiento. 

i  Art.  10  Si  la  declaración  fuere**  hálugarálafor- 
|!  macion  de  causa  "  el  Jefe  político  y  los  cuatro  ve- 
j;  cinos  mandarán  citar  al  impresor  para  que  en  la 
:'  misma  audiencia  presente  el  original  del  irapre- 
!  so  acusado,  con  la  firma  dtl  escritor  ó  editor,  exi- 
'  gira  á  este,  ó  al  impresor  en  su  caso,  una  fianza, 
■  j  y  si  no  la  prestare,  decretará  el  arresto,  y  man- 
;|  dará  también  á  recoger  los  ejemplares  que exis- 
litan  §in  distribuir,  observando  lo  prevenido  en 
1 1  el  artículo  49  de  la  ley  6^ 

Art.  11  Si  la  declaratoria  fuese  *' há  lugar  á 
la  formación  de  causa''  el  Jefe  político  manda- 
rá recoger  todos  los  ejemplares  que  estén  sin 
distribuirse,  y  pasará  el  expediente  ai  juez  com- 
petente en  materias  de  injurias  para  que  eljuicio 
siga  allí,  si  así  lo  exige  el  acusador,  por  los  trá- 
mites comunes  de  los  juicios  ordinarios. 

Art.  12.  Cuando  se  alegare  que  la  persona 
firmada  como  responsable,  está  comprendida  en 
las  excepciones  del  artículo  29  ley  3? ,  y  «1  i"^' 
^resor  sostuviere  lo  contrarioi   se  sustaociará 
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por  el  juez  la  articulación  dentro  de  ocho  dias, 
sentencianflo  el  noveno. 

Art.  13.  Si  la  sentencia  definitiva  fuese  abso- 
lutoria el  juez  mandará  alzar  el  arresto  ó  la  fian- 
za que  se  haya  otorgado,  y  hará  las  demás  decla- 
ratorias favorables  á  la    reputarion  del  acusado. 

Art.  14.  Se  deroga  la  ley  de  27  de  Abril  de 
1854  sobre  libertad  de  imprenta. 

Dada  en  Caracas  á  3  de  Abril  (\b  1855,  afío 
26  de  la  ley  y  45  de  la    independencia. 

£1  Presidente  del  Senado,  J.  Leandro  Rodrí- 
guez.— El  Presidente  de  la  Cámara  de  Repre- 
sentantes, Francisco  Oriach — El  secretario  del 
Senado,  José  A.  Pérez. — El  secretario  -de  la 
Cámara  de  Representantes,   J  Padilla. 

Caracas  Abril  4.  de  1855,    año  26  de  la  ley  y 
45  de  la  independencia. 
*     Ejecútese. — (Firmado).   José    T.  Monágas. 

Por  S.  E.  el  Prc^íidenle    de  la    República — El 
Secretario  de  E.  en  los  D.  ü.  del  Interior  y  Jus- 
tiria  y  Relaciones  Exteriores. 
(Firmadí») — Francisco  Aranda  (^) 

(^)  Análisis  Comparativo  r/e  tas  leyes  de  27  (h  Abril  de  1839, 
•i2ueAb(iide\\i,ri,Tt(}p.  Abril  deÍW3y  26  de  Abril  de 
1864,  Síd/re liberta/  de  imprert-ta. 

Kntre  las  dos  primeras  so  notan  las  "siguientes  diftí- 

'  rencias 

La  (lo  47  afiadió  al  §  único  del  artículo  1  ®  cU*  la  ley 
1 «    las  palabras  del  n  ^  1  "=;  del  ort.  3  ^    '  ó  eí  odio  con- 
tra la  aut()r¡<lad  '*    y  el  caso  2®  n  ^  2  <lel  mismo  art.  3  ®. 
ley  id.— La  de  tlQan.  1  "^  ,  L    2«^  decía  en  su  últim<»  in- 
ciso "  si  con  la  publicación  de  tales  escritos  se  luü)i»'re  en 
efecto  seguido  la  rebelión  ó  perturbación   d»'  la  trumjuili- 
dad  i)iibiica.  6  íh  perjut  ración   dr  nlgun  delito  "  ;  y  la  de 
47  lo  vario  aí»í  *'  si  s<'^nn  estas  (las  leyes  comunes)  so  Im- 
biere  hecho  acreedi»r  á  mayor  pena  "  — La  de  30  (art  2  ^, 
ley  2*  )imponia  por  el  chcrito  caliíieudo  jíle  libelo  i nfa- 
matorio,  en  pr¡m<T  grado  tres  meses  de  ])risi<)n.  y  por  ol 
calificado  en  2^  .un  mes  ;  y  la  de  47  (art.  i<i.  ley  id.)  por 
el  i)iimero  cu.itro  niix's;  V   [»or  el  secundo    dos, — La  <le 
47«nadió  losartí..  4*=.  .6<=  y   ]lde^laley2«  .—La  de 
47  (art.  2^.  L  3^.  )   dispuso  (píelo  respoiisabilidi>d   del 
impr.'sor  con  la  inipn^nta.  que  simplemente  d'sjumia  la 
de  39  (art.  id-  L  id.  )  tuviese  iuf^nr  ann<|Ur  dicha  im])ren- 
ta  fuese  ajena,  ó  estuviese  liipoieeada  — La  de  "Ái{n  ®  2  ^ 
a^l  2®  L  ;)*    hneia  res^MnisabJ*' al   impresor  cu'ndo  el 
original  resultase  firmado  por  perMma  6  ])ersonas.  en  la  ' 
cual  ó  en  las  cuales  no  pudiera  híH'erse  efe  ti  va  la  re.vpon- 
sabilidad  que  determinaba  la  ley,  ni  aJ  tiempo  df  aimiíre- 
pion.  ni  al  de  Ir  ecnsacion;  y  la*  de   47  («rt.  id  id  i<l)  espe- 
cificó varios  cíaos  de  esta  inVaj)ac¡dad  — La  de  89  (art  3  =>. 
L.  3*  )  castigaba  la  falsedad  si)bre  el  nombre  y  apellido  , 
de  loa  impresores,  y  el  lu^jar  y  ¡iño  de  la  impresión,  como  , 
la  omisión  absoluta  de  ellos;  "y  la  de  47  («tt.  id.  L.  id  )  di-  | 
jo  ;  •'  con  multa  que  no  exceda  de  quiniento.s  pesos,  y  pri-  ■ 

.  Rion  c]\w  no  pase  de  seis  meses  — La  de  o9(art  6  ^  L.'3  ^  )  ' 
costiíraba  al  que  vendiese  ¿¿a  impresos  sin  non^brcde  im-  | 
presor,  con  multa  de  diez  pesos  ó  un   mes  de   cárcel,  y  la 
de  47  (art  y  L  id.)  disminuyo  la  cárcel  a  quince  diiis  — La  | 
de  47  afíadió  las  disposiciones  contenidas  en  sus  arts.  7  ®  j 
6  9®  — La  de  39  no  fijaba  término  j)ara  la  acusacmn  de 
los  escritos  sediciosos,  obscenos,  ó  contrarios  á  las  buenas 
coFtumbres,  6  subversivos;  y  la  de  47  (art.  1  ®  L.  4  «^  )  fijó 
UD afío  desde  la  publicacioD.— La  de  39  (art. 3 ®   L.4 *'  ) 
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LIBERTAD  de  imprenta,  resolución  eje- 
cutiva DE  15  DE  JUNIO  DG  1857  declarando^ 
que  no  debe  permitirse  la  introducción  y  cir- 
culacion  en  la  república  de  impresos  cxtran^ 
jeroSi  que  de  algún  modo  se  mezclen  en  las 
cuestiones  de  nuestra  pohtica  interior ^  ó  qv-e 
ataquen  la  moral  pública,  ó  la  vida  privada 
de  los  hombres  residentes  en  la  república;  y 
que  por  tanto  deben  hacerse  recoger,  y  tener 
á  disposición  del  gobierno. 

Secretaría  del  Interior  . —   Sección  segunda. —  Ca- 
racas, Junio  15  de  1851. 
Resuelto. — Dígase  al  Sr,  Secretario  de  Hacien- 
da. 

Informado  eJ  Presidente  de  la  República  del 
contenido  de  la  nota  de  US.  fecha  15  de  Mayo 
último  á  la  cual  se  acompaña  una  comunicación 
I  del  Sr.  Administrador  de  la  Aduana  de  la  Guai- 
I  ra  con  copia  del  manifiesto  correspondiente  á 
I  una  caja  y  un  priquete  de  impresos,  de  que  remi- 
l¡  te  un  ejemplar  titulado  recibimiento  del  Gene- 
!'  ral  Paez  en  Washington,  á  fin  de  que  por  este 
¡I  __ . : 

'  decia  que  en  los  casos  de  injurias  babia  derecho  para  la 
;   acusación  de  los  escritos,  siempre  que  sé   intentase  la  ac- 
;  cion  dentro  del  término  que  señalaban  las  leyes,  contado 
!    desde  la  circulación  del  escrito  en  el  lu^ar  donde  resilie- 
l'  se  el  injuiiado;  y  la  de  47  (art.  y  L    id.  )  especificó  así; 
•  con  tal  que  lo  íiaga  dentro  de  un  añí)  contenió  desde  la 
'I  publicación  respectiva.  "—La  de  47   aü.idió  al  art.  4  °  L. 
!  iil.  ,  desde  donde  dico  :  "  En  las  demandas  quí3  se  refieran 
á  escritos  do  lo.s  comprendidos  en  el   primer  caso  del  n  ^. 
í  2  &  hasta  el  fin.-La  de  3.)  (  §  único,  art.  4  L  4  f  )    dis- 
ponía que  la  acu.sacion  de  escritos  impresos  en  país  extran- 
',  jero     o  sin  desio^uacion  do  imprenta,  ó  con  el  nombro  de 
una  imi)renta  fitítícia.  se  j)resentase  á  los  jueces  del  lugar 
,'  en  que  hubiese  imprenta,  y  estuviese  mas  inmediato  a  a- 
i  quel  en  que  hubiere  circulado  el  escrito;  y  la  de  47  (  ^  id^ 
'  art.  id,  L  id  )  vario  asi :  '  se  pfvsentará  en  la  capital  déla 
jíroviucia  en  que'haya  circulado  el  impreso  aVjuez  ds  pri- 
mera instancia,  ó  eiíaljuiera  de  ellos,  si  hubiere  mas  de 
uno.— La  de  ;i9.  (  art  5  )  prescribía   para  el  nombramien- 
i  to  do  l«)s  jurados,  que  todos  los  anos  dentro  de  los   prinie- 
[  ros  (piini'i'  días  del  mes  d'  Enero  se  nombra.sen  á   plurali- 
dad absi»]uta  de  votos  [)or  el  c  nc.-jo  municipal  del  cantón 
donde  haya  imi)renta.  vcinticuntrn  person  »s  para  queejer- 
cies»n  el  cargo  de  jerados,  y  <loce  sujjleníes  donde  lo  per- 
'■  mitie.se  la  i)ublaci<')n;  y  la  «ín  47  varió  ent<?ramentc    la  for- 
ma de  esta  olet'cion  arreglan  lola  á  lo  (pie  dispuso  en  el  ar- 
ticulo 9  y  sus  3  paráí^rafos.- La  de  o\)  {   art.  10  )  decia:  " 
,  Hecha  la  acusación  de  un  escrito,  el  jufz  á  quien  haya  si- 
■  do  presentada,  convocará  á  los  jurado^,  y  en  ]ircseneia  do 
su  secretario  liara  sacar  por  suerte   siete  ccdr.his  de  las 
I  veinticuatro  en  que  estarán  in.scriios  los  nombres  de  los 
;  jurados;  y  la  de  47  art.  13.  L.  id.  exceptuó  el  ca.so  en  que 
debiera  conocer  el  tribunal  ordinarit),  y  rednjo  a  cinco  las 
•  &iete  cédulas.— La  de  39— (art.  22  L    id)  prevenía  que  se 
I  sacasen  siete  cédulas  para  formar  el  pi'imer  jurado;  y  la  de 
1  47  (art.  26  L.  i«l)  las  redujo  á  cinco— La  do  39  (ú  único  del 
'  mismo  art  22)  disponía  que  cuaníio  el  número  de  los  jura- 
I  dos  presentes  expeditos  no  llegase  á  doce,  el  juez  convoca- 
se también  á  los  suplentes;  y  la  de  47  (§  único  del   pro|)io 
art  26)  redujo  lo.«^  doce  á  diez.— La  de  47  finalmente  supri- 
mió el  art.  19  ley  4«  de  la  (le  89,  y  añadió  sus  artículos  6, 
á  8  y  4^  de  la  ley'4* ,  la  jjarte  del  11  de  U  misma  desde 
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Mkiisterio  se  dicte  la  medida  maB  conveniente, 
S.  E.  ha  tenido  á  bien  resolver  lo  siguiente. 

Siendo  un  deber  del  Gobierno  conservar  la  paz, 
la  tranquilidad  7  el  orden  de  la  República  en  fa- 
vor de  todos  en  general,  y  de  cada   habitante  en 
particular,  no  permitiendo  que  se  introduzcan  a- 1 
busos  que  puedan  perturbar  los  ánimos  ó  menos-  1 
cabar  las  garantías  individuales  que  nuestras   le- ! 
yes  consagran,  y  en  atención  á  que  es  una  con-  ¡ 
dicion  impuesta  por  el  artículo  194  de  la  ley  fun- 
damental para  gozar  de  la  libertad  que  por  él  se  | 
concede  á  los   venezolanos  de  publicar  sus  pan-  ^ 
samíentos  por  medio  de  la  prensa,  el  que,  los  que  ; 
usen  de  este  derecho,  se  sujeten   á  la  responsa-  • 
bilidad  que  la  ley   determina  para  la  corrección  | 
de  sus  abusos,  se  declara  que  no   es  lícito   k  las  1 

donde  dice  "  Para  resolver  sobre  cualquiera  excusa  &  "  el  | 
14  do  la  misma;  y  la  parte  del  ^  único,  art.  23  de  la  mis- 
ma, que  dice  •'  ó  por  atribuirle  la  cualidad  de  autor  príuci- 
pal  en  el  caso  del  art.  9  de  la  misma  ley  8  f"  ". 

Comparadas  las  do  47  y  49,  resulta  : 

La  de  47  (art.  3)  establecía  cuatro  casos  de  abuso  de  li- 
bertad do  imprenta,  calificando  sus  respectivos  escritos 
en  libelos  sediciosos,  infamatorios,  obscenos  ó  contrarios 
á  las  buenas  costumbres,  y  subversivos ;  y  la  de  49  (art  2) 
los  reduje  á  solo  infamatorios  y  obscenos.— La  de  47  (a.  4) 
clasifivaua  dichos  escritos  en  tres  ^ados ;  y  la  de  49  art.8) 
en  solo  dos.— y  suprimió  ademas  los  artículo»  1  y  su  ^,  2, 
5,  la  ijarte  del  6  que  dico"  y  cuando  resultare  condenado  el 
impreso,  el  agraviado  tendrá  expedita  su  acción  civil  para 
el  resarcimiento  do  los  perjuicios  que  haya  ocasionado  la 
difamación  :  "  y— la  del  7,  que  dice  :  "  con  inculpaciones 
sujetas  á  positivo  castigo  "  de  la  ley  1.— La  de  47  impo- 
nia  por  el  libelo  infamatorio  en  primer  grado  seis  meses  de 
prisión  y  trescientos  pesos  de  multa;  y  por  el  calificado  en 
segundo  cuatro  meses  do  prisión  y  doscientos  pesos  de 
multa,  debiéndose  triplicar  la  prisión  ó  la  multa  en  cual- 
quiera de  los  dos  casos  en  que  no  pudiera  hacerse  efectiva 
una  ú  oti-a ;  y  la  do  49  impuso  por  el  primero  doscientos 
pesos  do  multa  y  treinta  dias  de  prisión,  y  no  pudiendo 
pagar  la  multa  sesenta  dias  de  prisión  ;  y  por  el  segundo 
cien  pesos  de  multa  y  quince  dias  de  prisión,  y  si  no  pu- 
diere pagar  esta  treinta  dias  de  prisión,— suprimiendo  por 
consecuencia  de  la  sola  clasificación  en 'dos  grailos  las 
penas  que  la  de  47  imponía  por  el  tercero.— La  de  47  im- 
ponia  al  autor  ó  editor  de  un  escrito  obsceno  calificado 
cu  primer  grado  quinientos  pesos  de  multa  y  trescientos 
si  en  segundo,  y  si  no  podía  sufVir  la  multa,  diez  y  ocho  y 
doce  meses  de  prisión,  respectivamente ;  y  la  de  47  impuso 
por  el  calificado  en  primer  grado  cien  pesos,  y  quince  dias 
do  prisión  ;  y  no  pudiendo  jiagarse  la  multa,  cuarenta  dias 
de  prisión,  y  por  el  calificado  en  segundo  veinticinco  pe- 
S(A  y  diez  dias  de  prisión,  y  no  pudiendo  pagarse  la  multa, 
quince  dias  de  prisión  ;  y  suprimió  ademas  los  artículos  1, 
4,  6,  7,  8,  la  parte  del  9  que  dice  "  Los  que  devolvieren  los 
ejemplares  que  hayan  comprado  tendrán  derecho  á  ser 
indemnizados  del  precio,  por  el  que  haya  sido  declarado 
culpable"  y  el  1  y  el  11  de  la  ley  8  *  .—La  de  87  (art  2  © 
L.  3  ^. )  establecía  doce  casos  de  responsabilidad  para  el 
impresor,  y  la  de  47  (art  id.  L.  id.)  los  redujo  á  los  cin- 
co que  contiene,— La  de  47  (art  6;  imponía  al  que  ven- 
diera, publicase,  distribuyese  &,  un  impreso  con  alguna 
de  las  notas  de  la  ley,  las  mismas  penas  (^ue  al  autor  del 
escrito ;  y  la  de  49  (art  4)  las  reduio  á  ancuenta  pesos, 
6  quince  dias  de  prisión  ;  y  suprimió  la  parte  del  art  2 
que  dice :  "  el  impresor  con  su  persona,  con  la  imprenta  en 
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autoridades  y  empleadoa  de  Venezuela  admitir 
del  extranjero  publicaciones  que  de  algún  modo 
se  mezclen  en  fas  cuestiones  de  nuestra  política 
interior,  ó  que  ataquen  la  moral  pública,  ó  la  vi- 
da privada  de  los  hombres  residentes  en  el  terri- 
torio de  la  República;  y  que  por  lo  mismo  deben 
hacerse  recoger  y  detener  á  disposición  del  Go- 
bierno los  impresos  de  esta  especie,  respecto  á 
que,  en  favor,  de  escritos  semejantes,  no  puede 
alegarse  el  derecho  que  garantiza  la  Constitu- 
ción, que  no  se  reñere  sino  solo  á  los  venezola- 
nos, ni  podrian  hacerse  efectivas  contra  ellos  por 
el  jurado  de  imprenta  las  disposiciones  del  códi- 
go de  27  de  Abril  de  1849,  no  teniendo  por  esto, 
ni  pudiendo  tener,  la  imprenta  de  una  Nación 
extraña  la   facultad  de   especular  en  Venezuela 

que  so  haya  publicado  el  papel,  aunque  dicha  imprenSí 
sea  ajena,  ó  esté  hipotecada,  y  con  los  bienes  qne  posea '' 
la  del  3  que  dice  "  La  falsedad  de  alguno  dee^tos  requisitos 
(^los  del  nombre  y  apellido  del  impresor,  lugar  y  afio  de  la 
impresión)  se  castigará  con  multa  que  no  exceda  de  qui- 
nientos pesos,  y  prisión  qne  no  pase  de  seis  meses  ",  y  todüs 
los  demás  artículos  de  la  ley  3  * 

Entre  las  de  47  y  49  liay  las  diferencias  siguientes; 

La  do  47  (art  8  L.  4<^  )  fijaba  un  afio  para  la  acaba- 
ción de  los  impresos  injuriosos,  y  la  de  49  (art.  7  L  idi 
lo  redujo  á  seis  meses— La  de  47  (art.  4  L.  id.)  disponw 
que  las  acusaciones  de  los  escritos  se  presentasen  ante  el 
juez  de  primeva  instancia  residente  en  la  capital  de  la  pro- 
vincia donde  se  publicó  el  impreso,  con  otras  disposiciones 
que  contiene  dicho  articulo ;  y  la  de  49  (art.  8)  lo  redujo 
todo  á  disponer  que  se  propusiesen  ante  el  juez  ordmario 
del  luffar  en  que  se  hubiese  publicado  el  iinpreso.-U 
de  47  (art  9  al  1 1)  disponía  que  todos  los  afios  en  los  pri- 
meros quince  dias  del  mes  de  junio  formasen  los  goberna- 
dores una  lista  de  las  persones  del  cantón  capital  que  tu- 
viesen las  cualidades  que  expresa  el  art.  62  de  la  coostita- 
cion,  los  cuales  constituidos  en  junta  presidida  por  el  mis- 
mo gobernador,  previos  los  trámites  que  se  establecen, 
nombraban  los  jurados  ;  y  todo  reclamo  respecto  de  indi- 
viduos de  dicha  lista  debía  hacerse  ante  el  gobernador,  y 
por  la  de  49.  (art.  1  y  2)  todas  estas  atribucioDes  correfi- 
penden  á  los  concejos  municipales,  y  la  formación  délas 
listas  se  hace  en  el  mes  de  i  unió  también  dentro  de  los 
primeros  quince  dias.— La  de  47,  (art.  13)  disponia  qoo 
para  el  pi  imer  jurado  se  sacasen  cinco  cédulas ;  y  la  de 
49.  (art.  9)  siete.  —Por  la  de  47  (art.  14)  debia  haberpor 
lo  menos  diez  jurados  ;  y  ñor  la  de  49  (art  .10.)  quince.  Por 
la  de  47  (art.  23)  la  decisión  de  las  articulaciones  sobre 
responsabilidad  del  que  hubiese  firmado  el  escrito  deba 
ser  por  unanimidad  ;  y  por  la  de  49  (art.  18)  por  las  doe 
terceías,  partea.— La  de  47  (art.  12)  imponía  al  jura- 
do que,  sin  justificar  impedimento  legítimo,  dejaba  decon- 
currir  al  juicio  una  multa  que  no  bajase  de  diez,  m  exce- 
diese de  veinticinco  pesos,  que  se  duplicaba  en  caso  de 
reincidencia  ;  y  la  do  49  (ait.  12)  fijó  solo  la  de  veinte. 
La  de  47  (^  2  art.  25)  concedía  para  los  casos  de  prneba, 
treinta  dias,  ademas  del  término  do  la  distancia;  y  la  ^*^ 
49  (art.  10.)  restringió  el  término  á  ocho  días,  silenciando 
el  de  la  distancia,  y  mandando  convocar  el  jurado  pan»  ^\ 
noveno.— Por  la  de  47  (art.  26)  formaban  el  segundo  jun 
cinco  jurados;  y  por  la  de  49  (art.  30)  nneve.  Por  la  de  47 
(art.  28)  podían  recusarse  sin  causa  hasta  tres  jaiados, 
y  por  la  de  19  (art.  21.)  cuatro.  Por  la  de  47  («?.  81.)  » 
disponía  que  los  jurados  no  pudiesen  comunicarse  con 
persona  alguna,  á  no  ser  con  permiso  del  jues ;  y  la  «e  » 
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con  escritos  de  partido,  que  se  refieran  á  perso- 
nas determinadas,  residentes  en  nuestro  territo- 
rio, ea  perjuicio  de  su  reputación  6  intereses. 
Siendo  de  este  género  el  folleto  impreso  en  Nue- 
va York,  y  que  ha  trasmitido  el  Sr.  Secretario 
de  Hacienda  con  su  nota  fecha  15  del  pasado  ti- 
tulado, •'Recibimiento  del  General  Páez  en 
Washington,"  debe  aplicársele  y  se  le  aplica  la 
regla  que  queda  establecida.  Mas  considerando 
el  Gobierno  que,  los  introductores  acaso  no  tu- 
vieran presente  la  regla  que  violaban  por  no 
existir  una  anterior  declaratoria  formal,  no  obs- 
tante que  ella  no  sea  sino  una  consecuencia  pre- 
cisa de  nuestras  leyes  apoyada  en  razones  y  prin- 
cipios evidentes,  se  dispone  que  la  Aduana  de 
la  Guaira,  en  donde  se  hallan  depositados  los  e- 
jemplares  de  dicho  impreso,  los  devuelva  &  los 
consignatarios  Sojo,  Larraldo  y  Compañía,  lue- 
go que  hayan  de  reembarcarse,  para  que  se  res- 
tituyan al  consignante. 

Publíquese  en  la  Gaceta  de  Venezuela  esta 
resolución,  y  circúlese  á  los  Gobernadores  para 
que  la  trasmitan  á  los  Jefes  políticos  cantonales, 
y  comuniqúese  &  la  Secretaría  de  Hacienda  pa- 
ra que  por  su  órgano  se  trasmita  á  los  Adminis- 
tradores de  Aduana,  á  ñn  de  que  unos  y  otros 
funcionarios  obren  de  conformidad  con  ella  en 
los  casos  que  se  presenten,  encargándoseles 
den  siempre  cuenta  al  Poder  Ejecutivo  en  toda 
ocurrencia  para  la  determinación  que  correspon- 
da, si  hubiere  reclamación/ 

Por  S.  E. — Aranda, 


(art.  28)  suprimió  esta  excepción.  La  do  49  (art.  84  y  36) 
contenía  fórmulas  para  los  casos  de  absolución  y  conde- 
nación: y  la  de  49  (art.  24  y  25)  las  suprimió.  La  de  47 
(art.  86)  dccia  en  su  inciso  2  "  y  todo  acto^contrario  á 
esta  disposición  será  castigado  como  crimen  de  detención 
6  procedimiento  arbitrario  "  cuya  disposición  no  se  halla 
en  la  de  49.  Por  la  de  47  (art.  27)  las  multas  impuestas 
formaban  un  fondo  para  el  pago  de  cinco  pesos  á  cada  ju- 
rado ;  y  por  la  de  49  (art.  27)  se  destinaron  al  fondo  de 
mapumision.  Por  la  de  47  (art.  1  L.  5  ^  )  si  el  juez  no 
designaba  la  debida  pena  podía  ocurrir  á  la  Corte 
Superior ;  pero  sin  que  esta  pudiese  reformar  la  decisión 
deljnrí;  y  porel  2  podía  ocnrrirse  también  á  la  misma 
Corte  cuando  no  se  hubiesen  observado  las  foimalidades 

neritas,  pero  para  el  solo  efecto  de  reponer  el  proceso 
e  el  punto  en  que  se  hubiese  cometido  la  nulidad 
cuando  esta  pudiese  haber  influido  en  la  decisión  del  iurí, 
exigiéndose  la  responsabilidad  al  que  hubiese  cometido  la 
fiüta ;  y  por  la  de  49  (28^  todo  quedó  reducido  á  que  cuaur 
do  el  juez  faltase  al  óroen  establecido  en  estas  leyes  po- 
dría ocurrirse  á  la  Corte;  conviniendo  ambas  leyes  en 
cnanto  á  los  efectos  en  que  debía  admitirse  el  recur- 
so, y  tiempo  en  que  debia  mterponerse :  Ademas  la  de  46 
suprimió  el  (  úmco  del  art.  4,  los  artículos  5, 6,  7  8,  y  sus 
(^  23  desde  donde  dice  "  salvo  que  para  la  decisión  &"  y 
BU  é,  24, 25,  y  sn  ^  1  ®. ,  í  único  del  26,  27, 28  desde  "  Pero 
si  por  virtud  de  lo  dispuesto  Sl",  y  89,  todos  de  la  ley  4  <"  , 
y  el  8  de  la  ley  5^.. 
Entre  las  de  49  y  64  hay  las  diferencias  siguientes : 
Ia  de  49  establecía  el  juicio  perjurados ;  y  la  de  54  so- 
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LIBERTAD  DE  trafico,  resolución  ejecuti- 
va D£  27  DK  MARZO  DE  1835  declarando  que 
no  puede  ser  cohartado  guardándose  ciertas 
precauciones  para  la  salubridad  pública. 

República  de  Venezuela.—Secretaría  de  E. 
en  el  D.  del  Interior  y  Justicia.— Sección  Mu- 
nicipal.—Caracas  27  de  Mayo  de  1836.— A  fio 
6  ^  de  la  Ley  y  25  ®  de  la  Independencia.— 
Número  386. 

Al  Sor.  Gobernador  de  Barcelona •    • 

Presentado  nuevamente  al  Despacho  del  Po- 
der Ejecutivo  el  expediente  formado  con  moti- 
vo de  la  prohibición  de  la.  venta  de  carnes,  pro- 
cedentes de  esa  Provincia,  en  el  mercado  de  An- 
gostura, acordada  por  el  Concejo  Municidal  de 
esta  ;  y  á  que  se  refiere  la  comunicación  de  IT  S. 


naetíó  todos  los  impresos  á  la  acción  de  loa  tribunales  or- 
dinarios.— La  de  49  no  reconocía  escritos  sediciosos ;  y  la 
de  64  (art.  2)  manda  que  tales  escritos,  grabados  &  sirvan 
de  principio  de  prueba  á  los  delitos  do  traición,  rebelión 
ó  sedición.  Por  la  de  49  solo  era  responsable  el  impresor 
y  estaba  sujeto  á  las  mismas  penas  que  el  autor  6  editor 
en  los  cinco  casos  que  establecía  el  art.  2  de  la  iey  3  ^  ;  y 
por  la  de  64  lo  está  el  duefio  del  establecimiento  en  que 
se  impriman,  lítografien  6  graben  los  papeles,  en  todos  los 
casos  en  que  por  algún  motivo  no  pueda  hacerse  efecti- 
va la  pena  erx  el  autor  ó  editor.— La  de  49  solo  imponía 
á  los  impresores  el  deber  de  poner  su  nombre  ó¿  en  toda 
obra  ó  escrito  que  saliese  de  su  establecimiento ;  y  la  de 
64  ha  extendido  este  deber  á  los  litógrafos  ó  grabado- 
res.— La  de  64  finalmente  prohibió  por  primera  vez  á  los 
dueños  de  tales  establecimientos  ponerlos  á  cargo  de 
otros,  bajo  la  pena  de  ser  juzgados  como  reos  de  falsedad. 

Por  último,  entre  las  de  64  y  66  hay  las  diferencias  si- 
guientes: 

La  de  54  (art.  2  á  4)  condenaba,  1  p ;  los  impresos,  litó- 
la fiados,  ó  grabados  en  que  se  excítase  6  provocase  á  e- 
jercer  actos  contra  la  seguridad  exterior  ó  interior  de  la 
república  convidando  á  las  armas  ó  de  cualquiera  otra  ma- 
nera directa;  y  los  mandaba  tener  como  principio  de  prue- 
ba en  los  delitos  de  traición,  rebelión  ó  sedición.  2f  los  lí- 
belos injuriosos  asix  respecto  de  la  vida  pública,  como  de 
la  privada;  y  los  sometía  á  los  tribunales  competentes  para 
conocer  del  delito  de  injuria;  y  8  ? :  los  escrilos  en  que  se 
ofendiese  la  moral  ó  decencia  pública;  y  los  sujetaba  al  po- 
der de  los  tribunales  ordinarios;  y  la  de  65  (artículos  de  la 
Ley  1  f»  )  los  red  ajo  á  dos  á  saber.,  contrarios  a  las  buenas 
costumbres,  é  injuriosos,  respecto  de  la  TÍda  privada,  y  los 
sujetó  á  la  calificación  de  un  jurado)  pasándose  luego  (art. 
11)  caso  de  declararse  con  lugar  á  formación  de  causa,al  tri- 
bunal competente  en  materias  de  injurias  para  que  siga 
allí  el  juicio  por  los  trámites  de  los  juicios  ordinarios,  im- 
poniéndoles las  penas  que  establecen  los  artículos  1  y  2 
de  la  L.  2f  .—La  de  64  (art  6.)  hacía  responsable  al  im- 
presor, con  las  mismas  penas  que  al  autor  ó  editor  cuan- 
do por  cualquier  motivo  no  pudiesen  hacerse  efectivas  en 
estos;  y  la  de  66  (art.  2  L.  2  f  )  solo  en  los  casos  que  en 
este  se  establecen.— La  de  64  (art.  6)  establecía  que  en  oí 
caso  de  imputar  á  algún  empleado  público  -delitos  que- 
comprometíesen  su  honor  y  provídad,  ó  do  alguna  corpo- 
ración, quedase  sujeto  á  los  trámites  establecidos  para  los 
escritos  injuriosos;  y  la  de  66afladi6  el  art.  8.  de  la  L*  2f 
y  toda  la  ley  4  f"  relativa  á  la  formación  del  jurado,  y  ca- 
lificación del  impreso;  y  finalmente  suprimió  el  art,  9  de 
la  de  64  que  prohibía  álos  duefios  de  establecimientos  ti- 
pográficos ponerlos  á  cargo  de  otra  persona  b^jo  la  pena 
de  ser  juzgados  como  reos  de  fiUsedad 
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de  U  de  Abril  altimo^  ntimero   52,  ha  recaído 
con  esta  misma  fecha,  la  siguiente  resolución: 

''Todo  acuerdo  ó  prondencia,  que  coharte  á 
alguno  ó  algunos  Venezolanos  la  libertad  que 
conforme  al  articulo  209  de  la  Constitución  de- 
ben gozar  para  ejercitarse  en  cualquier  género 
de  trabajo,  cultura,  industria  ó  comercio,  es  pre- 
cisamente anticonstitucional,  y  no  debe  ser  obe- 
decida, por  no  violar  manifiestamente  la  primera 
Ley  de  la  República.  £1  acuerdo  del  Concejo 
Municipal  de  Angostura  que  prohibe  la  introduc- 
ción de  carnes  en  aquella  Ciudad  procedentes  de 
la  provincia  de  Barcelona,  adolece  de  aquel  vicio, 
y  por  esto  el  Poder  Ejecutivo  dispuso  cuando  se 
le  dio  cuenta  por  primera  vez  de  tal  suceso,  que 
con  ciertas  y  determinadas  precauciones  sanita- 
rias, se  dejase  libre  el  comercio  de  la  carne.  Ha 
vuelto  á  prohibirse,  y  el  Ejecutivo  encargado  de 
cumplir  y  hacer  cumplir  la  Constitución,  conser- 
vando á  los  Venezolanos  los  derechos  que  ella 
les  ha  concedido,  no  puede  menos  que  insistir 
como  insiste,  en  que  el  comercio  de  carnes,  sea 
en  pié,  en  sangre  ó  salada,  no  puede  ser  prohibido 
por  ninguna  autoridad  de  Guayana  á  ningún  Ve- 
nezolano ;  y  por  consiguiente,  es  libre  la  intro- 
ducción de  estos  y  de  cualquiera  otros  productos 
de  la  Provincia  de  Barcelona,  y  de  cualquiera 
otra  de  Venezuela  en  la  de  Guayana,  sin  que  la 
autoridad  Municipal  pueda  hacer  otra  cosa  en 
resguardo  de  la  salud  publica,  que  hacer  recono- 
cer dichas  carnes,  para  que  cuando  alguna  re- 
sulte infestada,  se  proceda  conforme  á  las  orde- 
nanzas que  tratando  la  materia:  del  mismo  modo 
que  se  procedería  con  la  carne  salada  del  Norte 
América,  jamones,  harina,  vinos  y  cualquiera  otra 
especie  de  provisiones  6  caldos  de  libre  comercio, 
los  cuales  no  pueden  ser  prohibidos  por  la  Di- 
putacion^i  por  el  Concejo  MunicipaK  Comuni- 
qúese á  los  Gobernadores  de  Barcelona  y  Gua- 
yana, añadiendo,  que  conforme  al  artículo  94  de 
la  Ley  orgánica  de  provincias,  esta  resolución 
debe  ser  cumplida  desde  que  se  comunique  á  las 
autoridades  respectivas,  incurriendo  el  contra- 
ventor en  la  responsabilidad  que  impone  dicho 
artículo  de  ley,  y  debiendo  el  Gobernador  de 
Guayana  velar  sobre  este  cumplimiento,  para  sal  - 
var  la  que  le  impone  el  artículo  95  de  la  propia 
Ley,** 

La  comunico  á  US.  para  su  inteligencia,  y  en 
la  de  que  con  esta  fecha  misma  lo  hago  al  Sr.  Go- 
bernador de  la  Provincia  de  Guayana  con  el  mis- 
mo objeto. 

Soy  de  U9*  atento  servidor. 
(Firmado,)  Antonio^  L.  Quzman. 
LIBERTAD  de  coltos.  ley  de  18  de  febrero 

j>E  i834  declarando  no  estar  prohibida  en  la 

república. 
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£1  senado  y  cámara  de  represenlantesdela  repú- 
blica de  Venezuela,  reunidos  en  congreso. 

CONSIDERANDO  : 

19  Que  la  GonstitucioQ  en  su  artículo  218  lla- 
ma á  vivir  en  Venezuela  á  los  extranjeros  de  cual- 
quiera nación. 

29  Que  la  liberUd  religiosa  es  una  parte  eaen- 
cial'de  la  libertad  civil,  que  la  misma  constitución 
asegura  &  los  venezolanos  7  extranjeros  avecin- 
dados en  la  república. 

decretan: 

Art.  único.  No  está  prohibida  en  la  república 
la  libertad  de  cultos. 

Dada  en  Caracas  á  17  de  Febrero  de  1834, 5? 
de  la  ley  y  249  de  la  independencia. — £1  presi- 
dente del  senado,  Manuel  Quintero. — El  presi- 
dente de  la  cámara  de  representantes,  Rujino 
Gomales, — £1  secretario  del  senado,Jo^é  Maria 
Pelgron. — El  secretario  de  la  cámara  de  repre- 
sentantes, Rafael  Domínguez. 

Sala  del  despacho. — Car&cas  Febrero  18,  de 
18E4,  59  y  249— Campiase,— El  presidente  de 
la  república,  José  Antonio  Paez. 

Refrendado. — El   ministro   de   EsUdo  en  el 
despacho  del  interior  y  justicia,  Diego  B  Vrha' 
neja. 
LIBERTAD  de  CONTRATOS,  ley  de  28  de  a- 

BRiL  DB  1848  estableciéndola — que  reforma 

la  de  10  de  Abril  de  1834,  pag.  6  del  cuerpo 

comprensivo  de  las  de  ese   año^y  182,  »? 

165  del  de  1831. 

El  Sentf&o  y  Cámara  de  Representantes  déla 
Rpüblica  de   Venezuela  reunidos  en  Congreso. 

CONSIDERANDO  : 

19  Que  la  libertad  de  los  contratos  no  debe 
dañar  la  igualdad  que  la  ley  debe  proteger  en 
el  ejercicio  de  todas  las  industrias,  y 

29  Que  la  moral  pública  se  resiente  del  abuso 
que*8e  ha  hecho  de  la  ley  de  10  de  Abril  del  aSo 
de  34. 

DECRETAN. 

Art,  19  Los  acreedores  para  el  pago  desuda- 
creencias*  podrán  pactar  con  sus  deudores  qu^ 
sus  bienes  puedan  rematarse  por  la  cantidad  que 
se  ofrezca  en  pública  subasta  en  el  dia  y  hora 
sefialados,  con  tal  que  no  baje  de  la  mitad  de  su 
valor» 

Art.  29  El  valor  de  que  habla  el  artículo  an- 
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terior  lo  fijarán  dos  peritos  nofobrados  uno  por 
cada  parte,  los  cuales  entes  de  entrará  desem- 
peñar su  encargo,  nombrarán  un  tercero  que  en 
caso  de  discordia  la  dirima  ;  y  si  no  ae  acordaren 
en  este  nombramiento,  lo  hará  el  juez. 

Art.  39  El  valor  lo  fijarán  los  peritos  por  la 
estimación  que  comunmente  se  da  á  tales  bienes 
en  el  lugar  donde  existan  ;  y  en  los  inmuebles 
productivos,  tendrán  ademas  en  consideración 
su  total  producto  á  fin  de  que  este  no  deje  de  re- 
presentar un  capital  al  respecto  de  9  por  ciento 
anual 

Art.  49  Conocido  y  fijado  el  valor  de  la  cosa 
destinada  al  pago,  se  observarán  las  formalida- 
des prescritas  en  el  procedimiento  ejecutivo,  a- 
nunciándose  al  público  previamente  el  míoimun 
en  que  podrá  rematarse. 

Art.  59  Todo  remate  en  virtud  de  esta  ley 
tendrá  dos  actos,  uno  preparatorio  en  que  se  de- 
jará en  suspenso  el  resultado,  y  otro  efectivo 
que  tendrá  lugar  treinta  dias  después  de  aquel, 
y  en  el  que  se  tendrán  presenteslas  proposicio- 
nes hechas  en  el  primero. 

Art.  69  Solo  en  el  acto  del  remate  deberán 
ser  preferidos  por  el  tanto,  aquellos  que  por  las 
leyes  comunes  gozan  del  privilegio  de  retracto; 
y  ni  este,  ni  el  beneficio  de  restitución  in  inte- 
grun  podrán  concederse  en  favor  de  ninguna  cia- 
se de  personas,  corporaciones  ó  establecimientos 
públicos  ;  ni  tampoco  reclamarse  lesión  alguna 
después  de  aquel  acto 

Art.  79  El  acreedor  6  acreedores  pueden  ser  li- 
citadores  en  la  subasta. 

Art.  89  El  rematador  por  el  acto  del  remate 
y  posesión  subsecuente,  se  hace  dueño  de  la 
propiedad  rematada. 

Art.  99  Venezuela  admite  y  reconoce  un  in- 
terés bajo  el  nombre  de  convencional  y  otro  ba- 
jo el  nombre  de  legal. 

Aru  10  El  interés  convencional  exequible  con 
acción  civil  puede  ser  hasta  9  por  ciento  anual 

Art.  11.  La  tasa  del  interés  legal  será  de5  por 
ciento  anual,  sirviendo  esta  tasa  de  regla  ante  los 
tribunales  en  defecto  de  convención. 

Art.  12.  No  se  podrá  cobrar  interés  de  intere- 
ses. 

Art  13.  Se  deroga  la  ley  de  10  de  Abril  de 
1834,  sobre  libertad  de  contratos  y  las  demás  que 
se  opongan  á  las  disposiciones  de  la  presente. 

Dada  en  Caracas  á  ^  de  Abril  de  1848,  año 
19  de  la  ley  y  38  de  la  independencia. —  El  pre- 
sidente del  Senado,  Eduardo  A.  Hurtado. — El 
presidente  déla  Cámara  de  Representantes,  Fer- 
nando Olavarria. — El  secretario  del  Senado, 
J.  A.  Freiré — El  diputado  secretario  interino  de 
la  Cámara  de  Reprea^entantes  .  W  Urrutia, 

Caiáoas  Abril  28  de  1848,  año  19  de  la  ley  y 
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38  de  la   independencia.— í?;cc(íte«c.—  í>reg'o 
Bautista  Urbaneja,-^Por  S.  £.  el  Vicepresidente 
de  la  República  Encargado  del  Poder  Ejecutivo. 
— El  Secretario  de  Estado  en  los  despachos  del 
Interior  y  Justicia,  Tomas  José  Sanavria.  (^) 
LIBERTAD  de   derechos   de   importación. 
Véase  Arancel  de  importación  (artículos  que 
la  gozan  )  Casas  rodantes  de  hierro,  Minas, 
y  Coro,  D.  de  19  de  Abfil  de  1810. 
LIBERTAD  de   t>BRBCHos  de   exportación. 
Véase  Exportación,   Carne-tasajo,    Granos 
menores,  Minas  y  Pescado  salado. 
LIBERTAD  de  esclavos,   ley   de   24  marzo 
DE  1854  declarando  abolida paf  a  siempre  la 
esclavitud  en  Venezuela. 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  Je  la 
República  de  Venezuela^  reunidos  en  Congreso. 

decretan: 

Art.  19  Queda  abolida  para  siempre  la  escla- 
vitud en  Venezuela. 

Art.  29  Cesa  la  obligación  legal  de  prestación 
de  servicios  de  los  manumisos,  quedando  en  ple- 
no goce  de  su  libertad  y  sometidos  solo  á  la  pa- 
tria potestad  ó  cualquiera  otra  dependencia  de 
sus  ascendientes  como  ingenuos. 

Art.  39  Se  prohibe  para  siempre  la  introduc- 
ción de  esclavos  en  el  territorio  déla  República; 
y  los  que  sean  introducidos  contra  esta  prohibi- 
ción, 4)ajo  cualquier  pretexto,  entrarán  por  el 
mismo  hecho  inmediatamente  en  el  goce  de  la 
libertad. 

Art.  49  Los  dueños  de  esclavos  serán  indemni- 
zados del  valor  que  estos  tengan  por  la  tarifa,  ó 
á  juicio  de  facultativos  en  casos  de  enfermedad, 
con  los  fondos  destinados  ó  que  se  destinen  al  e- 
fecto  y  en  justa  proporción,  recibiéndose  en  pago 
de  contribuciones  que  por  esta  ley  sé  establez- 
can, acreencias  contra  el  fondo  de  indemnización. 

Art.  69  Se  destinan  parala  indemnización  de 
que  habla  el  artículo  anterior,  las  cantidades  si, 
guientes:  19  el  10  por  100  con  que  las  renta?  pro- 
vinciales contribuyen  al  tesoro  publico  según  la 
ley:  29.  la  suma  á  que  monta  el  impuesto  que  se 
establece  por  tres  años  de  cinco  reales  sobre  los  a- 
{ambiques  de  destilar  aguardiente  y  sus  compues- 

(*)  Análisis  co7Jiparaiivo  de  las  leyes  de  10  de  Ahñl  de 
18i4  y  28  del  mismo  de  1848.  sobre  UJbertad  de  contratos. 

Por  la  de  84  (art.  1)  pedia  pactarse  libremeDte  el  rema- 
te  de  los  bienes  del  deudor  por  lo  que  se  ofreciese  ;  y  por 
la  de  48  (art.  id.)  con  tal  que  no  bajase  de  la  mitad  de 
su  valor.— La  de  48  afiadi6  en  consecuencia  las  disposi- 
cieuesdelart.  2,  la  del  art  8  sobre  anuncio  previo  del 
minimun  en  que  puede  hacera  el  remate,  las  del  art  4. — . 
Por  la  de  84  (art.  4.)  no  eia  admisible  el  privilegio  de  re- 
tracto en  los  remates ;  y  por  la  de  48  es  permitido,  aun- 
que solo  en  el  acto  del  remate. — La  de  48  finalmente  afia- 
dió  las  disposkioiies  contenidas  en   los  artículos  7   a  12. 
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tos,  cobrándose  dichos  cinco  reales  por  cada  ga- 
Jon  de  cuatro  y  media  botellas  que  mida  el  alam- 
bique: 39  la  suma  á  que  monta  el  impuesto  que 
«e  estabfece  por  tre^g  afios  sobre  los  individuos 
que  se  expresarán,  &  saber:  cinco  pesos  anuales 
los  que  tengan  la  renta  requerida  para  elector, 
y  diez  pesos  los  que  tengan  la  renta  necesaria  pa- 
ra ser  Diputado  provincial,  Representante  ó  Se- 
nador: 49  la  suma  á  que  ascienda  el  subsidio  que 
■e  impone  por  tres  aBos  &  todos  los  ciudadanos 
que  reciban  del  erario  público  ó  de  las  Rentas 
municipales,  sueldo,  pensión  6  comisión  cual- 
quiera, de  este  modo:  2  por  100  de  los  que  gocen 
hasta  la  suma  <Je  800  pesos;  3  por  100  á  los  de 
300  hasta  1.600:  5  por  100  á  los  de  1.600  hasta 
3.000;  y  10  por  100  de  3.000  en  adelante :  59  loa 
fondos  recaudados  y  que  han  debido  recaudarse 
del  ramo  de  manumisión,  conforme  &  la  ley  que 
ha  regido  hasta  ahora  :  09  la  parte  que  corres- 
ponde ó  la  Nación  de  los  derechos  de  registro, 
luego  que  haya  cesado  el  objeto  para  que  fué 
destinada  por  el  artículo  38  de  la  ley  de  la  ma- 
teria: 79  el  3  por  100  del  total  de  ios  bienes  de 
Jos  que  mueren  dejando  herederos  colaterales: 
89  el  20  por  100  del  total  de  los  bienes  de  los 
que  mueren  dejando  herederos  extraños;  y  99 
los  bienes  líquidos  de  los  que  mueren  ab  intesta- 
tü  y  no  dejan  herederos  en  grado  en  que  por  las 
leyes  deben  sucederles.         \ 

^  único.  Los  individuos  que  estén  comprendi- 
dos en  mas  de  un  caso  de  los  designados  en  es- 
te artículo,  solo  abonarán  el  impuesto  mayor 
que  les  corresponda,  quedando  libres  del  pago^ 
de  toda  contribución  aquellos  individuos  que  ha- 
yan dado  la  libertad  á  sus  esclavos  desde  el  dia 
]0  de  Febrero   último  hasta  la  sanción  de  esta 

ley. 

Art.  69  Para  la  recaudación  de  estos  impues- 
tos y  otros  actos  que  se  dirán,  se  organizarán 
Juntas  superiores  en  los  cantones  capitales  de 
provincia,  compuestas  del  Gobernador,  que  serft 
su  presidente,  del  Vicario  ó  Cura  párroco  mas 
antiguo,  del  Procurador  municipal  y  de  dos  ve- 
cinos nombrados  por  el  Poder  Ejecutivo;  y  Jun- 
tas subalternas  en  las  cabeceras  de  ios  demás 
cantoned,  compuestas  del  Je(e  político,  que  será 
su  presidente,  del  Cura  párroco,  del  Procurador 
municipal  y  dos  vecinos  nombrados  por  la  Jun- 
ta superior. 

púnico.  Cada  una  de  las  Juntas  nombrará  un 
tesorero  que  tenga  las  cualidades  de  Senador, 
honradez  y  probidad,  y  que  dé  una  fíanaa  sufi- 
ciente ajuicio  de  la  corporación  que  le  elige, 
para  que  sea  el  depositafio  de  los  fondos  de^iig- 
nados  en  esta  ley,  quede  ningún  modo  entrarán 
á  las  cajas  nacionales,  percibiendo  el  de  la  capi- 
tal de  la  República  el  4  por  100  de  la  recauda- 


ción, y  los  de  los  demás  puntos  el  10  por  100. 

Art.  79  Todos  los  demás  destinos  que  se  esta- 
blecen para  el  cumplimiento  de  esta  ley,  se  re- 
putan cargas  concejiles  por  tiempo  determinado. 
Art  89  Publicada  que  sea  esta  ley,  se  esta- 
blecerán las  Juntas  á  que  se  refiere  el  artículo 
69  é  inmediatamente  procederán  á  formar  un 
censo  de  todos  los  esclavos  residentes  en  la  pro- 
vincia, con  expresión  desús  duefios,  «dad  7 va- 
lor. 

Art.  99  Para  la  fácil  formación  de  este  censo,  los 
que  fueron  dueños  de  esclavos,  y  estos,  que  que- 
dan en  el  goce  de  su  libertad,  tendrán  la  obliga- 
ción de  presentarse  ante  la  Junta  respectiva  den- 
tro del  término  perentorio  de  cuatro  meses,  corri- 
dos desde  la  publicación  de  esta  ley  en  su  respec- 
tivo vecindario,  acompañando  los  primeros  loa 
títulos  que  justiñquen   su  anterior  propiedad. 

Art.  10.  Las  Juntas  se  reunirán  cada  tres  me- 
ses á  pasar  un  tanteo  de  los  fondos  ingresados  y 
examinar  las  cuentas  de  los  respectivos  tesore- 
ros, cuyos  resultados  comunicarán  las  Juntas  su- 
balternas á  la  superior,  y  esta  al  Poder  Ejeculiro. 
Art.  11.  Hecho  el  censo  de  cada  provincia,  se 
remitirá  copia  de  él  al  Poder  Ejecutivo  para  que 
se  forme  y  publique  el  general  que  comprenda 
todos  los  escUvos  existentes  en  la  República  j 
que  quedan  favorecidos  por  esta  ley,  á  fin  de  que, 
llegando  á  noticia  de  todas  las  autoridades,  no 
tenga  lugar  la  doble  indemnización  por  un  mis- 
mo esclavo  en  dos  ó  mas  lugares  diferentes. 

Art.  12.  En  las  reuniones  de  las  Juntas,  con- 
forme al  artículo  10,  se  distribuirán  los  fondue 
existentes  entre  los  acreedores,  á  prorata. 

Art.  13.  Los  fraudes  de  cualquier  especie  que 
se  cometan  en  el  manejo  del  fondo  de  indemni* 
zacion  destinado  por  el  artículo  59  se  castigarán 
¡  con  el  reintegro  de  la  cantidad  defraudada,  desde 
I  uno  hasta  diez  años  de  presidio  é  inhabilitación 
(  perpetua  para  obtener  cargo  alguno  publico:  es- 
I  tas  penas  se  aplicarán  simultáneamente. 

Art.  14.  La  contribución  y  fondos  á  que  se  re- 
fiere el  artículo  59  no  podrán  ser  destinados  por 
I  ninguna  autoridad  ni  corporación  á  un  objeto  dis- 
¡  tinto,  cualquiera  que  sea  la  porción  que  se  pre- 
'  tenda  distraer  y  el  fin  que  se  le  quiera  dar. 
1      Art.  15.  El  Poder  Ejecutivo  reglamentará  esta 
ley  y  dispondrá  lo   conveniente,  á  fin  de  que  sea 
i  ejecutada,  y  que  no  haya  fraude  ó  abuíO  alguno, 
llenando  los  vacíos  que  en  la  práctica  se  obserTeo; 
y  dará  cuenta  anualmente  al  Congreso  de  las  can- 
tidades recaudadas,  su  inversión,  nombre  délos 
acreedores,  cuales  han  sido  satisfechos,  y  lo  ^|^* 
se  adeude  por  virtud  de  la  abolición  de  la  escla- 
vitud en  Venezuela.  , 
Art.  16.  Se  derogan  la  ley  de  2»  de  Abril  (i« 
1848  sobre  manumisión  y  el  decreto  de  15  o^ 
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Maf  o  de  1852  que  destina  el  10  por  100  al  pago 
de  lo  que  las  rentas  nacionales  adeudan  á  las 
proTÍnciales. 

Dada  en  Caracas  á  23  de  Marzo  de  1854,  afio 
25  de  la  ley  y  44  de  la  independencia. — El  Presi- 
dente del  Senado,  Rafael  Enriquez. — El  Presi- 
dente de  la  C&mara  de  Representantes,  J.  A* 
Fernández, — £1  Secretario  del  Senado,  J.  A* 
Pérez^ — El  Secretario  de  la  Cámara  de  Repre- 
sentantes, J.  Padilla. 

Caracas,  Marzo  24  de  1854,  año  25  de  ]'a  ley 
y   44  de  la  independencia. — Ejecútese. — J.   G. 
Monágas. — Por  S.  E. — El  Secretario  de  Estado 
en  los  Despachos  del  Interior,   Justicia  y  Rela- 
ciones Exteriores,  Simón  Planas. 
LIBERTAD  de  esclavos,  decreto   ejecuti- 
vo DE  20  DE  MARZO  DE  1854   reglamentando 
la  ley  anterior. 
José  Gregorio  Monágas^  Presidente  de  la  Re- 
pública de   Venezuela  ¿fc.  ^c*  ó^c. 

Con  el  objeto  de  reglamentar  la  Ley  de  24  de 
los  corrientes  sobre  abolición  de  la  esclavitud  en 
Venezuela. 

DECRETO. 

Sección  1^  De  las  Juntas  y  de  los  reclamos, 
^  \^  De  las  Juntas^ 

•  Art  19  Las  juntas  de  que  habla  la  ley  que  se 
reglamenta  se  denominarán  *^  juntas  de  aboli- 
ción." 

Art.  2<^  Los  dos  vecinos  que  constituyen  par- 
te de  las  juntas  superiores  y  subalternas,  dura- 
rán en  sus  funciohes  hasta  el  19  de  Enero  de 
cada  año,  sin  perjuicio  de  que  puedan  ser  remo- 
vidos ft  juicio  de  lo9  electores,  y  sin  que  puedan 
separarse  de  sus  puestos  hasta  no  ser  reempla- 
zados, si  por  algún  accidente  no  se  hubiere  he- 
cho oportunamente  el  nombramiento  de  los  que 
deban    reemplazarlos.  • 

^  Los  secretarios  de  los  Gobernadores  lo  se- 
rán de  lasjuntas  superiores,  y  los  de  los  conce- 
jos municipales  de  las  juntas  subalternas  respec- 
tivas. 

Art  39  Lasjuntas  superiores  y  subalternas 
tendrán  cada  una  diez  pesos  mensuales  para 
gastos  de  escritorio,  los  que  saldrán  de  ios  fon- 
dos recaudados. 

Art.  49  Los  presidentes  de  dichas  juntas  ejer- 
cerán laairibucion  del  articulo  72  de  la  ley  or- 
gánica de  provincia,  respecto  de  los  demás 
miembros,  en  los  casos  que  él  expresa. 

Art.  59  Las  juntas  se  reunirán  en  ios  perío- 
dosque  determinan  loa  artículos    10  y  12  de  la  , 
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ley,  diariamente,  por  lo  menos  dos  horas»  do* 
rante  los  cuatro  meses  de  que  habla  el  artículo 
99  de  la  misma ;  y  en  todos  aquellos  dias  en 
que  las  convoquen  expresamente  los  presidentes 
por  haber  ocurrido  algo  importante. 

^  Bastará  la  mayoría  absoluta  para  celebrar 
sus  sesiones,  y  al  que  falte  sin  causa  legítima  se 
le  impondrá  una  multa  por  el  presidente  de  5  á 
10  pesos-,  la  que  ejecutará  gubernativamente 
con  aplicación  á  los  fondos  creados   por  la  ley. 

^  29  De  los  reclamos. 

Art  69  Los  duefios  de  los  esclavos,  que  han 
quedado  libres  por  la  ley,  consignarán  ante  la  jan* 
ta  respectiva  el  documento  justificativo  de  su  pro- 
piedad y  la  comprobación  de  la  edad  del  esclavo, 
y  harán  la  presentación  personal  de  este,  á  que 
se  refiera  aqnel.  Convencida  la  junta  de  la  exac- 
titud del  reclamo,  ordenará  quQ  se  asiente  por  el 
secretario  en  un  registro  la  partida  con  expre-*^. 
sion  del  nombre  y  apellido  del  amo  y  esclavo, 
de  la  parroquia  residencia  de  este,  de  su  edad  y 
valor. 

^  19  El  valor  se  fijará  por  la  tarifa  que  se  ha- 
lla bajo- el  número  I9  >  y  en  caso  de  enfermedad 
se  dará  por  dos  inteligentes,  nombrados  uno  por 
la  junta  y  otro  por  el  interesado.  Si  alguno  de  los 
miembros  fuere  médico  hará  de  perito  por  parte 
de  la  junta. 

^  29  La  junta  no  podrá  levantar  la  sesión  sin 
estar  extendidas  y  firmadas  todas  las  partidas 
correspondientes  á  dicha  sesión,  tanto  por  los 
miembros  de  la  junta  y  secretario  como  por  el 
dueño  del  esclavo,  ó  por  su  encargado. 

Art.  79  Con  las  formalidades  del  artículo  an- 
terior, se  llevará  otro  registro  en  que  se  asienten 
las  partidas  de  todos  aquellos  que  hubieren  dado 
libertad  á  sus  esclavos  desde  el  I9  de  Febrero 
próximo  pasado  hasta  la  fechado  la  ley.  Proba- 
das la  propiedad  y  la  libertad  del  esclavo  v  he- 
cha la  presentación  personal  de  este,  se  dará  al 
dueño  copia  de  la  partida  respectiva  para  los 
efectos  del   §  único    del    artículo  59  de  la  ley 

Art.  89  Cuando  en  los  casos  de  los  dos  artí- 
culos anteriores  la  junta  tuviere  motivos  para 
creer  que  hay  fraude  por  no  ser  la  persona  pre- 
sent  ada  el  esclavo  á  que  se  refiere  el  título  de 
propiedad,  no  ordenará  el  asiento,  dando  cuen- 
ta, si  fuere  subalterna,  á  la  superior  para  qu  e  lo 
trasmita  á  la  Secretaría  del  Interior,  y  si  fue^* 
re  superior,  lo  hará  directamente. 

Art.  99  Igualmente  se  llevará  otro  registro 
de  los  manumisos  que  conforme  al  artículo  99 
de  la  ley  quedan  libres  de  la  obligación  legal  de 
prestar  sus  servicios.  Se  hará  el  asiento  respec- 
tivo de  conformidad  con  el  artículo  O^.  No  será 


329 


TBAITBO  DE  UL  I£QISIA13I09 


UB 


iiMKspeniftble  el  requisito  áe  comprober  la  edad. 

Art.  tO«  Si  ocurriere  el  caso  de  que  el  luanu- 
miflo- presentado  no  tuviese  ascendientes  á  quie- 
nes hacerle  entrega  de  él,  se  oficiará  en  el  acto 
al  juez  competente  para  que,  conforme  á  las  le- 
yes, le*  nombre  tutor  ó  curador. 

Art.  11.  Los  presidentes  de  las  juntas  en  su 
calidad  de  funcionarios.de  policía  tomarán  to- 
das las  medidas  eficaces  afín  de  que  Ios-esclavos 
cumplan  con  el  deber  de  presentarse  que  les  iol* 
pone  el  artículo  9?  de  la  ley. 

Art.  12  Dentro  de  los  primeros  ocho  días  del 
mes  siguiente  las  juntas  subalternas  pasarán  co- 
pia certificada  de  las  partidas  asentadas  en  el 
mes  anterior  en  los  registros,  á  laj  unta  superior 
acompañando  los  documentos  de  ios  artículos 
69,  79  y  99»  y  también  la  experticia  en  el  caso 
del  ^  Í9  del  69»  y  la  superior  en  los  15  días  si- 
guientes, incorporando  los  datos  de  las  subal- 
ternas, formará  el  de  toda  la  provincia  con  debi- 
da separación  para  remitirlo  con  todos  los  docu- 
mentos á  la  Secretaría  del  Interior  en  don- 
de se  formará  el  general  de  la   República. 

Art.  13.  El  Poder  Ejecutivo  en  vista  de  los 
documentos  presentados  para  cada  dueño  de  es- 
clavo resolverá  definitivamente  sobre  el  derecho 
que  tenga  á  la  imdemnizacion,  comunicándolo  á 
las  juntas  respectivas  para  los  efectos  del  artícu- 
lo 16,  y  dejándose  el  registro  competente  en  la 
Secretaría  del  Interior. 

Art.  14.  El  individuo  ó  dueño  de  esclavo,  á 
quien  se  le  descubra  cualquiera  especie  de  fal- 
sedad ó  fraude  en  los  reclamos  que  «hiciere, 
perderá  el  derecho  de  ser  imdemnizado  no  sola- 
mente de  lo  que  sea  objeto  del  fraude  sino  de  to- 
do lo  que  tenga  acreditado  en  el  trimestre  cotri- 
do,  cuya  declaratoria  hará  el  Poder  Ejecutivo 
en  vista  de  los  documentos  remitidos  por  la 
junta  respectiva  ó  en  vista  de  Jas  comparaciones 
que  haga  en  los  registros  que  se  le  pasen  en 
cumplimiento  del  artículo  13. 

^  Lo  dispuesto  en  este  artículo  es  sin  perjui- 
cio del  juicio  de  falsedad  que  se  mandará  seguir 
por  él  juez  competente. 

Art.  15.  A  los  tres  meses  de  establecida  cada 
junta,  habrá  junta  general  con  el  fin  de  distribuir 
los  fondos  entre  los  acreedores,  á  cuyo  efecto  los 
tesoreros  respectivos  habrán  pasado  un  estado 
formal  de  ellos,  y  formado  una  relación  nominal 
y  detallada  de  los  acreedores  al  fondo,  según  los 
reconocimientos  que  haya  hecho  el  Poder  Eje- 
cutivo en  virtud  del  articulo  13.  Con  estos  datos, 
la  junta  hará  la  distribución  á  prorata  á  que  se 
refiere  el  artículo  12.  de  la  ley ;  y  si  no  pudiere 
hacerla  en  la  primera  reunión,  seguirá  reunién- 
dose diariamente  hasta  practicarla  en  uo  todo. 
Concluida  dicha  distribución  ia  pasará  al  tesorero. 
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astorixatkt  por  todoB  los  miembros  de  la  junta, 
y  aquel  procederá  ft  pagar  inmediatamente. 
Art.  16.  Esta  junta  general  se  verificará  des- 
pués cada  tres  meses,  conforme  »1  artículo  iO 
de  la  ley,  y  observando  lo  prescripto  en  el  artí- 
culo anteriar  de  este  decreto. 

Sección  %^  De  los  Tesoreros  y  de  sus  cuentas. 

^  l^  De  los  tesoreros  principales, 

Art  17.  En  cada  capital  de  provincia  habrá 
un  tesorero  principal  para  la  recaudación  inme- 
diata y  depósito  de  los  impuestos  que  establece 
la  ley  que  se  reglamenta. 

Art,  18.  Los  tesoreros  principales  depende- 
rán inmediatamente  de  las  juntas  superiores  res- 
pectivas de  quienes  recibirán  órdenes  para  la  re- 
caudación é  inversión  de  las  contribuciones  que 
corran  á  su  cargo;  pero  no  cumplirán  ningnna 
orden  que  contrarié  la  ley  ó  este  decreto,  siendo 
responsable  en  caso  contrario,  conforme  al  artí* 
culo  35. 

Art.  19  Dichos  tesoreros  no  podrán  pagar 
cantidad  alguna  sino  en  virtud  de  orden  de  las 
juntas  superiores,  ni  hacer  traslación  alguna  de 
fondos  de  sus  oficinas  á  otras,  sino  cuando  lo 
ordene  la  Secretaría  del  Interior  por  haber  lle- 
gado el  caso  de  que  en  una  provincia  ya  no  ha- 
ya que  hacer  imdemnizacion  por  consecuencia 
de  la  abolición  de  la  esclavitud. 

Art.  20.  Las  tesorerías  principales  pasarán  át 
la  junta  superior  el  dia  19  de  cada  mes  un  esta- 
do de  los  libros  mayor  y  caja  y  una  relación  es- 
pecificada de  los  ingresos,  egresos  y  existencia. 

Art.  2\.  Las  tesorerías  principales  en  ñnde 
cada  trimestre  con  vista  de  los  estados  y  relacio* 
nes  que  recibirán  mensualmente  de  las  subalter- 
nas y  después  que  se  les  haya  pasado  el  tanteo 
y  examen  de  que  trata  el  artículo  10  de  la  ley, 
formarán  un  estado  del  ingreso,  egreso  y  exis- 
tencia en  el  trimestre  respectivo,  autorizado  por 
el  presidente  de  la  junta  en  cumplimiento  del 
aviso  que  prescribe  dicho  artículo.  Este  estado 
se  pasará  á  la  Secretaría  del  Interior  por  con- 
ducto de  dicho  presidente. 

^  Ademas  del  tanteo  que  previene  el  referido 
artículo  cada  tres  meses,  el  presidente  déla  jun- 
ta puede  pasarle  cuantos  quiera  en  la  forma  y 
términos  que  ordenan  las  leyes  para  las  oficinas 
de  hacienda  publica. 

Art.  22.  Dichas  tesorerías  llevarán  sus  cuen- 
tas por  partida  doble,  refundiendo  en  ellas  men- 
sualmente las  de  las  subalternas;  y  dentro  del 
mes  de  Setiembre  de  cada  bño  las  remitirán  á  ia 
Secretaría  del  Interior  con  todos  sus  compro- 
bantes, bajo  formal  inventario,  para  que  esl»  ^^ 
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pase  a)  IribuDal  de  cuenia^  para  su  exámea  y 
sentencia. 

Alt.  23.  Por  enfermedad  ó  ausencia  de  un  te- 
sorero principa]»  desempeñará  sus  funciones  la 
persona  que  este  nombre  bajo  su  responsabilidad, 
dando  aviso  &  la  Secretaría  del  Interior  y  á  la 
junta  superior  de  la  respectiva  provincia. 

Art.  24.  Los  tesoreros  principales  no  podráln 
ausentarse  del  lugar  de  su  destino  sin  permiso 
del  respectivo  presidente  de  la  junta,  quien  po- 
drá conceder  liceaciá  á  aquellos  hasta  por  vein- 
te dias.  Cuando  la  licencia  sea  por  mas  tiempo 
deberá  obtenerse  del  Poder  Ejecutivo. 

^  Dichos  presidentes  no  podr&n  concederlas 
mas  de  una  vez  en  cada  afío. 

Art  25.  Los  tesoreros  principales  antes  de 
tomar  posesión  de  sus  destinos,  asegurarán  su 
buen  desempeño  con  una  fianza  á  satisfacción 
de  la  junta  por  la  contidad  que  fije,  según  la  im- 
portancia de  cada  administración,  siendo  respon- 
sables los  miembros  de  aquella  si  no  llegare  á 
ser  eficaz  y  bastante  para  el  fin  á  que  se  presta. 

^  29  De  los  tesoreros  subalternos. 

Art.  26.  En  cada  cabecera  de  cantón  habrá 
una  tesorería  subalterna  para  la  recaudación  in- 
mediata y  depósito  délos  impuestos  de  que  ha- 
bla la  ley. 

Art*  27.  Dichas  tesorerías  dependerán  inme- 
diatamente de  las  juntas  subalternas  respectivas, 
de  lasque  recibirán  órdenes  para  la  recaudación 
é  inversión  de  las  contribuciones  con  ial  que  no 
sean  contrarias  á  la  ley  6  á  este  decreto,  siendo 
responsables  si  las  cumplieren  en  tal  caso,  con- 
forme al  artículo  35;  y  de  las  tesorerías  princi- 
pales para  todo  lo  relativo  á  la  cuenta  que  deben 
llevar. 

Art.  28.  Las  tesorerías  subalternas  no  podrán 
hacer  traslaciones  de  fondos  á  otras  subalternas 
de  la  misma  provincia^  sino  por  orden  de  la  junta 
superior  respectiva  en  el  caso  de  que  en  el  can- 
tón respectivo  no  hubiere  que  6acer  indemniza- 
ción, debiendo  dicha  orden  comunicarse  á  la 
junta  subalterna  correspondiente  y  á  la  tesorería 
que  deba  hacer  la  traslación  por  órgano  de  su 
principal. 

Art.  29.  Los  tesoreros  subalternos  pasarán  á 
la  junta  respectiva  y  remitirán  al  principal  den- 
tro de  los  tres  primeros  dias  de  cada  roes,  un  es- 
tado que  con  toda  especificación  demuestre  el  in- 
greso, egreso   7  existencia  del  mes    anterior 

Art.  80.  El  dia  19  de  cada  trimestre  la  junta 
hará  tanteo  de  caja,  cuya  diligencia  se  asentará 
en  vn  libro  destinado  al  efecto,  expresándose 
por  claees  y  ramos  las  entradas  y  salidas  que  ha- 
ya habido  en  el  mes^anterior  y  la  existencia  que 
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resulte.  De  dicha  acia  firmada  se  remitirá  copia 
á  la  superior,  y  esta,  depositándola  en  la  tesore- 
ría principal,  hará  sacar  una  copia  para  remitir 
á  la  Secretaría  del  Interior. 

^  Este  tanteo  trimestral  es  sin  perjuicio  de 
que  los  presidentes  de  las  juntas  puedan  pasar- 
les cuaatos  quieran  en  \os  términos  y  forma  que 
establecen  las  leyes  para  las  oficinas  de  hacienda 
pública. 

Art.  31.  Las  tesorerías  subalternas  rendirán 
sus  cuentas  á  las  principales  dentro  de  ios  veinte 
dias  siguientes  al  término  de  cada  año  económico. 

Art,  32.  Ningún  tesorero  subalterno  se  au- 
sentará del  lugar  de  su  destino,  sin  previa  licen- 
cia del  presidente  de  la  junta  de  quien  dependa, 
y  sin  dejar  sustituto  bajo  su   responsabilidad. 

^  Cuando  la  licencia  sea  por  mas  de  ocho  dias, 
se  soliciUrá  también  del  Gobernador  de  la  pro- 
vincia. 

Art  33.  Los  tesoreros  subalternos,  antes  de 
entrar  en  el  desempeño  de  su  destino,  otorgarán 
una  fianza  á  satisfacción  de  la  junta  correspon- 
diente, quien  será  responsable  de  las  resultas,  si 
aquella  llegare  á  no  ser  eficaz  ni  bastante  para 
el  fin  á  que  se  presta. 

^  39  De  los  colectores, 

Art.  34.  En  cada  parroquia  ó  caserío  en  don- 
de fuere  necesario,  habrá  un  colector  nombrado 
y  remunerado  por  el  respectivo  tesorero  bajo 
su  responsabilidad,  pudiendo  este  exigir  de  los 
que  nombre  fianza  á  su  satisfacción. 

^  49  Responsabilidad. 

Art.  35.  Los  tesoreros  serán  responsables  de 
cualesquiera  cantidades  que  dejen  de  recaudar, 
si  no  justifican  haber  empleado  todos  los  medios 
legales  para  el  cobro,  6  igualmente  de  cualquie- 
ra suma  que  hayan  erogado  en  los  casos  del  fi- 
nal de  loa  artículos  18  y  27* 

i  Respecto  de  las  contribuciones  de  que  tra- 
tan los  parágrafos  59  y  69  sección  tercera,  in- 
currirán  en  responsabilidad,  si  pasado  el  pnmer 
mes  de  cada  trimestre  no  han  demandado  al  deu- 
dor ante  el  tribunal  competente. 

ArU  36.  La  indifereacia  6  tolerancia  con  tin 
subalterno  negligente,  se  castigará  en  el  P"»<5i- 
pal  con  la  privación  del  empleo  á  juicio  del 
P.  E.,  y  la  connivencia  de  un  tesorero  con  un 
defraudador,  será  penada  con  la  pérdida  del 
destino  é  inhabilitacian  por  dos  año»  para  ser- 
vir otro  en  rentas  públicas,  en  el  caso  de  com- 
probar   no  haber  tenido    parte  en    el  fraude. 

&  Pof  1»  participikcion  en  el  fraude,  6  por  el 
fraude  cometido  por  cualquier  empleado  de  los 


330 


TBATBO  BS  LA  LEGISLACIÓN. 


LIB 


que  trata  la  ley,  safrirá  la  pena  que  establece  su 
artículo  13. 

ArL  37«  La  falta  de  cumplimiento  á  los  artí- 
culos 22  y  31  se  castigará  con  la  remoción  del 
empleado  renuente,  sin  perjuicio  de  rendir  siem- 
pre la  cuenta.  8i  fuere  principal  lo  removerá  el 
P.  E ,  y  si  fuere  subalterno  lo  hará  el  Goberna- 
dor de  la  provincia. 

Art.  38  .El  tesorero  que  no  cumpliere  con  lo 
dispuesto  en  los  artículos  20,  21  y  29  será  aper- 
cibido la  primera  vez;  la  segunda,  penado  con 
la  multa  de  veinticinco  á  cien  pesos,  á  juicio  de 
la  junta  superior,  si  la  falta  fuere  de  un  tesorero 
principal,  y  á  juicio  de  la  subalterna  respectiva, 
si  fuere  de  un  subalterno.  Cuando  incurra  en  la 
falta  por  tercera  vez,  el  empleado  sufrirá  la  re- 
moción que  decretará  el  P.  E.  ó  el  Gobernador, 
conforme  al  ñnal  del  artículo  anterior. 

§  59  Del  examen  y  sentencia  de  cuentas. 

Art.  39.  Las  cuentas  se  rendirán  con  todos 
sus  comprobantes:  si  no  se  rindieren  en  el  tiem- 
po prescripto,  decretada  la  remoción  de  confor- 
midad con  cl  artículo  37,  el  presidente  de  la  jun- 
ta respectiva  oñciará  al  juez  competente,  para 
que  proceda  con  arreglo  al  artículo  29,  ley  6^, 
título  79  del  código  de  procedimiento  judicial; 
y  si  el  empleado  obligado  á  dar  cuentas  no  la 
presentare  ordenada,  entonces  el  tribuna]  pro- 
cederá de  conformidad  con  los  artículos  3  al  8 
de  dicha  ley,  nombrando  siempre  de  oficio  uno  de 
los  peritos. 

Art.  40.  Conseguida  la  cuenta,  sea  en  los  dos 
casos  que  expresa  el  artículo  anterior,  ó  cuando 
se  presenta  sin  ningún  apremio,  el  tribunal  de 
cuentas  examinará,  glosará  y  sentenciará  deñni- 
tivamente  las  cuentas  de  los  tesoreros  principa- 
les, y  estos  lo  harán  con  las  de  los  subalternos 
respectivos. 

Art.  41.  Examinadas  las  cuentas,  se  redacta- 
rá el  pliego  de  glosas,  cargos  y  reparos  que  se 
comunicará  en  copia  al  tesorero,  siendo  princi- 
pal, por  medio  del  Gobernador,  y,  siendo  subal- 
terno, por  el  del  jefe  político,  para  que  exija  la 
contestación,  que  deberá  darse  á  los  ocho  días 
del  recibo. 

Art.  42.  En  caso  de  no  ser  satisfactorias  las 
contestaciones,  ó  de  no  haberse  remitido  los  do- 
cumentos exigidos,  se  insistirá  en  cl  cumpli- 
miento de  lo  que  se  oi*denare  por  los  cargos  y 
reparos,  disponiéndose  el  entero  de  los  alcances 
líquidos,  comunicándose  en  seguida  el  auto  cor- 
respondiente. De  este  podrá  apelarse  en  un  solo 
efecto  á  la  Corte  suprema  de  justicia. 

Art,  43.  Luego  que  se  reciban  la  contesta- 
ción, y  documentos  que   nuevamente  se  pidie- 
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ron,  se  procederá  á  calificarlos  en  definitiva,  y 
en  caso  de  que  se  hayan  contestado  satisfacto- 
riamente los  cargos,  y  enterádose  las  samas  que 
constituyan  el  alcance,  se  librará  auto  favorable; 
pero  si  no  lo  hubieren  sido,  elevándose  á  cargos 
líquidos  aquellos  que  no  se  hubieren  satisfecho, 
se  comunicará  el  auto  competente  con  el  preci- 
80  objeto  de  quese  verifique  el  reintegraen  el  ac- 
to. 

Art.  44.  Toda  sentencia  favorable  del  triba- 
nal  de  cuentas  la  consultará  de  oficio  con  la  Cor- 
te  suprema;  y  si  esta  confirmare,  se  expedirá 
por  aquel  tribunal  el  finiquito;  pero  si  revocare  ó 
reformare,  se  ejecutará  su  fallo,  dándose  el  fini. 
quito  después  de  cumplido  de  un  todo. 

Art.  45.  Las  cuentas  subalternas  se  examina- 
rán como  comprobantes  de  las  principales;  los 
cargos  que  en  ellas  resulten  no  serán  deducidos 
contra  los  subalternos  sino  contra  la  principal 
que  las  feneció;  y  sise  observare  alguna  injus- 
ticia notoria  cometida  por  un  principal  contra  al- 
guna  de  sus  subalternas,  se  remediará  el  agravio, 
desatando  dicha  injusticia. 

Sección  3^  De  las  contribuciones. 

^  19  Del  ÍO  por  100  con  que  contribuyen  ks 
rentas  municipales» 

Art.  46.  El  diez  por  ciento  con  que  contribu- 
yen las  rentas  municipales  al.  Tesoro  público, en 
cumplimiento  del  artículo  79  de  la  ley  sobre 
rentas  municipales,  lo  pasarán  los  adrainisira- 
dores  de  estas  al  tesorero  respectivo  en  los  mismoá 
términos  en  que  lo  hacían  á  los  administradores 
de  rentas  internas. 

^  29  De  los  fondos  que  eran  de  manumisión^ 

Art.  47.  Los  tesoreros  procederán,  inmedia- 
tamente  á  exigir  de  loa  administradores  de  los 
I  fondos  de  manumisión  los  recaudados  hasta  la 
I  fecha  en  que  hayan  cesado  de  cobrarse  y  á  re- 
caudar los  que  han  debido  recaudarse  como  per- 
tenecientes á  aquel  ramo. 

Art.  48.  El  presidente  de  la  respectiva  junta 
auxiliará  con  su  autoridad  gubernativa  al  tesore- 
ro, á  fin  de  que  haga  efectivo  el  reintegro  de  los 
fondos  que  se  hallen  en  poder  de  los  actuales  te- 
soreros de  manumisión. 

Art.  49.  La  averiguación  de  los  bienes  6  qae 
se  refieren  los  números  79,  89  y  99  del  artícu- 
lo 59  de  la  ley  que  se  reglamenta,  se  hará  por 
un  avenimiento  judicial  entre  el  heredero}  ó  he- 
rederos y  tres  comisionados  de  confianza,  nom- 
brados por  el  tesorero  respectivo  ante  el  juexde 
parroquia. 
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^  Si  no  se  acordaren  sobre  el  valor,  el  jaez 
tomará  un  término  medio  entre  el  precio  fijado 
por  las  dos  partes,  y  si  no  hubiere  concordia,  se 
procederá  á  la  formación  de  inventario  y  avalúo 
judicial,  caso  de  que  aun  intentado  el  juicio  de 
partición  no  estuviere  formado  dicho  inventario 
6  no  hecho  el  avalúo. 

Art.  60.  El  regisirmdor  ó  juez  que  interven- 
0ft  en  los  test*'^'^"^^^  ^  mortuorios  ab  intestato 
(]ue  co*^l'^^^***^  ^*  articulo  5^  de  la  ley,  posarán 

^'^  al  tesorero  y  al  presidente  de  la  junta,  in- 
dicanda  a1  »i  nn^Um^  .ui  á  ■  ,i .,  .i  ■ ..  > — i  J'« — "~t7í — ^ 
se  na  necho  el  testamento  6  el  en  que  ha  falle- 
cido intestado. 

^  La  omisión  de  este  aviso  sujetará  al  regis- 
trador 5  juez  á  un^  multa  igual  á  la  suma  del 
impuesto  que  deba  la  testamentaría,  ó  á  la  de 
cien  pesos  en  caso  de  bienes  intestados. 

§  39   Del  subsidio, 

Art.  51.  La  tesorería  genera],  las  administra- 
ciones de  aduanas,  las  de  rentas  internas  y  las 
administraciones  de  las  municipales,  al  pagy 
cualquier  sueldo,  pensión  ó  comisión  desconta- 
rán sin  pretexto  alguno  el  subsidio  que  estable- 
ce el  número  49  del  citado  artículo  59»  y  el 
producto  de  dicho  descuento  Jo  pasarán  al  teso- 
rero respectivo  a|^n  de  cada  mes,  acompañan- 
do una  relación  nominal  de  los  individuos  á 
quienes  se  les  hubiere  hecho  aquel. 

§  £1  tesorero  que  sospechare  que  no  hay 
exactitud  en  la  relación  que  se  le  acompaña,  po- 
drá pedir  al  presidente  de  la  junta  que  pase  tan- 
teo ala  oficina  que  le  hubiere  enviado  aquella; 
y  dicho  presidente  en  ningún  caso  podrá  excu- 
sarse, pudiendu  asociar  en  la  visita  al  referido 
tesorero. 

Art.  52  Las  oficinas  que  deban  hacer  el  des- 
cuento no  dejarán  de  hacerlo  sino  en  el  único  y 
preciso  caso  de  que  el  interesado  les  presente 
un  documento,  firmado  por  los  miembros  de  la 
junta  respectiva,  con  que  se  compruebe  que  es- 
tá comprendido  en  el  ^  único,  artículo  59  de  la 
ley. 

^  49  De  la  cuarta  parte  del  registro. 

Art  53.  Los  registradores  principales  entre- 
garán mensualmente  á  los  tesoreros  principales 
la  cantidad  á  que  alcance  la  cuarta  parte  de  los 
derechos  de  registro  en  la  provincia  respectiva, 
debiendo  hacer  dicha  entrega  en  todo  el  mes 
siguiente  á  aquel  á  que  corresponda  la  cuarta 
parte,  tiempo  que  se  considera  suficiente  para 
que  puedan  recibir  de  los  registradores  subal- 
ternos el  producto  de  esta. 
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Art.  54.  Los  registradores  pasarán  á  los  Go- 
bernadotes  cada  seis  meses  una  noticia  circuns- 
tanciada del  número  de  documentos  registrados 
y  de  los  derechos  que  hubieren  producido  en  la 
provincia  respectiva,  conforme  al  modelo  núme- 
ro 29,  con  el  fin  de  remitirla  á  la  Secretoria  del 
Interior. 

Art.  55.  Con  el  mismo  fin  les  pasarán  los 
tesoreros,  en  la  misma  época,  una  noticia  de  las 
cantidades  que  hayan  recibido  de  los  registra- 
dores principales  por  la  cuarta  parte  de    los  re- 


Art.  56.  El  envió  de  dichas  noticias  deberán 
verificarlo  los  registradores  y  tesoreros  dentro 
de  35  dias  siguientes  á  cada  semestre  del  año 
económico. 

Art.  57.  •Tan  luego  como  los  Gobernadores 
hayan  obtenido  las  referidas  noticias  examinarán 
si  la  cuarta  parte  de  derechos  de  registro  recibi- 
da por  los  tesoreros  es  la  misma  que  da  el  total 
de  derechos  cobrados  por  los  registradores  prin- 
cipales, y  si  resultare  menos,  dictarán  las  órde- 
nes necesarias  para  que  estos  empleados  entre- 
guen á  aquellos  la  diferencia,  y,  si  apareciere  ma- 
yor, para  que  se  rectifiquen  las  noticias. 

Art.  58.  Los  tesoreros  principales,  pueden  pe- 
dir que  los  Gobernadores  pasen  visita  á  las  ofi- 
cinas principales  de  registro,  con  el  objeto  de 
examinar  no  solo  los  tres  protocolos  que  deben 
llevar  aquellas,  sino  también  los  libros  índices  que 
les  envían  las  subalternas,  confrontándolos  con 
los  protocolos  á  que  correspondan,  todo  con  el  fin 
de  cerciorarse  de  la  exactitud  de  las  noticias  de 
que  habla  el  artículo  54  ;  y  dichos  Gobernadores 
no  se  negarán  á  ello  sin  causa  legítima. 

§  59  De  ¡a  Contribución  personal 

Art.  5ií.  Al  recibir  este  decreto  los  jefes  políti- 
cos procederán  en  el  acto  á  hacer  sacar  una  CO' 
pía  autorizada  por  el  secretario  del  concejo  mu- 
nicipal respectivo  que  presiden,  de  las  listas  de 
electores  que  en  el  últimuaño  eleccionario  hayan 
remitido  las  juntas  de  notables  en  cumpMmiento 
del   artículo  I9  ley  2^  del  código  de   elecciones. 

Art.  60.  La  junta  respectiva,  tomando  por  base 
dichas  listas,  con  asistencia  del  tesorero,  forma- 
rá dos  listas  generales,  una  de  los  que  tengan  la 
renta  de  electores,  sin  tener  la  de  Representante, 
y  otra  de  los  que  tengan  esta  última,  pudiendo 
agregar  y  suprimir  de  dicha  base.  Las  expresadas 
listas  serán  autorizadas  con  las  firmas  de  los 
miembros  de  las  juntas,  y  se  sacarán  tres  copias, 
dos  para  remitir  á  la  junta  superior,  quien  dejan- 
do una  remitirá  la  otra  á  la  Secretaría  del  Inte- 
rior, y  la  otra  que  se  entregará  al  tesorero  para 
que  haga  el  cobro  inmediatamente. 
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^  Dichas  listas  pueden  reformarse  siempre  que 
haya  necesidad  d^  incluir  6  excluir  á  algún  indi- 
riduo  por  rirtud  de  reclamo;  y  de  cualquiera  al- 
teración que  sufran  dichas  listas  se  dará  cuenta  j 
en  la  forma  indicada  en  este    artículo.  Respecto  , 
de  la  inclusión  debe  ser  solí^^áto  el  tesorero,  so- 1 
bre  cuyo  punto-  será  oído  cuantas  reces  reclame. 

Art.  61.  Dicha  contribución  se  pagará  por  tri- 
mestres anticipados. 

§  69  Del  impuesto  sobre  los  alambiques. 

Art.  62  Los  jueces  de  paz  en  las  parroquias 
quedan  encargados  de  formar  anualmente  en  los 
primeros  quince  días  del  mes  de  Abril,  el  pa  dron 
de  iodos  los  alambiques  existentes  §n  su  juris- 
dicción, con  especifiracion-del  dueño  y  lugar  don-  ,| 
de  se  hallen.  El  día  16  de  ese  mes  pasarán  di- ,! 
chos  padrones  á  los   respectivos  jefes  políticos. 

$>  En  el  presente  año  se  hará  el  padrón  inme- 
diatamente que  los  jueces  de  paz  reciban  este 
ilecreto:  y  dentro  de  los  quince  primeros  días  lo 
pasarán  á  los  jefes  políticos. 

Art.  63.  Los  jefes  políticos  al  recibir  los  pa- 
drones de  que  habla  el  artículo  anterior,  lo    par- 
ticiparán al  tesorero  respectivo  para    que   inme-  \ 
diaiamente  nombre  el  perito   ó  peritos  que   por  , 
ijU  parte  han  de  concurrir  al  arqueo  de  los  alam-  \ 
'  biques,  conforme  al  artículo  66. 

•Art.  64.  Hechos  los  nombramientos  que  ex- 
presa el  articuló  anterior,  los  jefes  políticos,  por 
medio  de  los  jueces  de  paz  harán  advertir  á  los 
dueños  Q  mayordomos  de  alambiques,  que  dentro 
del  término  de  ocho  dias  deben  nombrar  su  pe- 
rilo,  para  procederá  la  medida  de  aquellos. 

Art.  65  En  el  caso  de  que  el  duefio  del  alam- 
bique se  niegue  por  su  parte  al  nombramiento  del 
perito,  ó  que  haya  dejado  pasar  sin  hacerlo  los 
ucho  dias  prevenidos,  el  jefe  político  del  cantón, 
ó  el  juez  de  paz,  si  estuviere  autorizado  por  aquel, 
hará  el  nombramiento. 

Art.  66.  Los  peritos   nombrados  practicarán 
la  medida  de  los  alambiques  con  toda  exactitud, 
midiendo  con  botellas  su  capacidad,  y  calculan- 1 
do  un  galón  por.  cada   cuatro  botellas  y  media,  j 
extendiendo  este  acto  en  un  papel  que   firmarán  ! 
los  dos,  y  que  entregarán  al  juez  de  paz.  En  ca- , 
60  de  discordia  délos   peritos,  este  hará  repetir 
la  operación  á  su  presencia  ó  de  la  persona  que 
comisione  al  efecto,  y  resolverá  por  sí  ó  su  co- 
misionado,   cualquiera    duda    5   dificultad  que 
haya  ocurritlo  álos  peritos. 

Art.  67  Los  jueces  de  paz   remitirárjal  jefe 
político  respectivo  las  diligencias  de  la  medida 
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de  todos  los  alambiques  de  la  parroquia  firmada 
por  los  peritos,  y  el  jefe  político  al  recibirla 
convocará  la  junta  de  que  habíala  ley,  quien 
formará  el  catrastro  en  forma  de  todos  los  alam- 
biques del  cantón,  con  expresión  del  lagar,  ma- 
teria, duefío  y  capacidad  de  cada  uno,  cuyo  ca- 
tastro autorizado  con  sus  firmas  lo  pasarán  ai 


junta  superior. 


dos  catastros  dos  copias  que  hará  autorizar  por 
dicha  junta,  quien  las  remitirá  á  la  junta  supe- 
rior  de  la  provincia,  para  que  dejando  esta  una 
de  ellas,  remita  la  otra  á  la  Secretaría  del  Interior 
Art.  69  La  recaudación  de  este  impuesto  de- 
berá hacerse  por  trimestres  anticipados. 

Art.  70  Los  tesoreros  expedirán  una  palenie. 
confotme  al  modelo  numero  39»  á  los  que  ejer- 
cen la  industria  de  destilación.  Estas  patéale- 
se  remitirán  impresas  por  la  Secretaría  del  Init- 
rior  á  los  Gobernadores  de  provincia  para  que 
armándolas  las  distribuyan  á  los  respectivos  te- 
soreros  recaudadores. 

,  Art.  71.  Los  alambiques  que  no|e8tén  en  ejcr- 
I  cicio  no  pagarán  el  impuesto  señalado  por  ti 
I  artículo  5?  de  la  ley.  • 

Art.  72.  El  pago  de  la  contribución  cesará 
luego  que  cesen  dichos  alambiques  en  sus  opi 
raciones;  sin  que  se  entienda  que  ha  de  devol- 
verse á  los  interesados  nada  de  lo  que  hayan 
anticipado  en  cumplimiento  del  artículo  69. 
pues  la  cuenta  del  impuesto  no  ha  de  lleFaise 
por  menos  de  un  trimestre. 

Art.  73.  El  que  saque  patente  para  la  deslib- 
cion  deberá  obtenerla  por  lo  menos  por  m 
trimestre. 

Art.  74.  Las  juntas  como  interesadas  en  U 
mejor  recaudación  é  inversión  de  este  imput»"^^ 
comparando  los  estados  que  les  remitan  unt.- 
sualmente  los  tesoreros  con  el  catastro  de  k>í 
alambiques,  que  también  recibirán  cada  aüv. 
harán  á  aquellos  todas  las  observaciones  qu*^ 
crean  convenientes  para  la  regularidad  delcoDrc 
Dado,  firmado  de  mi  mano,  sellado  con  elíf 
lio  del  Poder  Ejecutivo  y  refrendado  por  el  be- 
cretario  de  Estado  en  los  Despachos  del  Interior 
Justicia  y  Relaciones  Exteriores,  en  Caracas^- 
30  de  Marzo  de  1854,  año  25  de  la  ley  y  44  o^^ 
la  independencia. 

J.  G.  Monágas. 
Por  S.  R—El  Secretario   de  Estado  en  l^'^ 
Despachos  del   Interior,   Justicia  y  Relatione^ 
Exteriores.— Sfmon  Planas. 


COLOMBIANA  T  VENEZOLANA  VIGENTE. 


333 


i                                                                N.  1 

!                   TARIFA  PARA  CALCULAR  EL  VALOR  DE  LOS  ESCLAVOS. 

1            Meses.  |            Dias.            /            Pesos. 

Afios 
15 

Pesos 

'j 

8 

60 

basta  39 

^ 

i 

inclusive 

1 

54 

40 

290 

2 

58 

41 

285 

3 

62 

42 

280 

4 

9        . 

66 

43 

275 

5 

70 

44 

270 

1            .   6 

74 

45 

260 

7 

' 

78 

46 

250 

8 

82 

47 

240 

9 

86 

•       48 

230 

10 

90 

49 

216 

11 

95 

50 

•200 

1  afio 
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LIBERTAD  de  esclavos,  resolución   bjecu- 
-    TivA  DE  ti  bB  OCTUBRE  PE  1854  reformando 
el  articulo  15  del  Decreto  anterior* 

Secretaria  del  Interior  .--Sección  sexta.— Ca- 
racas 6  de  Octubre  de  1864. 

Resuelto. — Dígase  á  los  Gobernadores  de  pro- 
▼inciá. 

Disponiéndose  por  la' resolución  de  20  de  Ju- 
nio próximo  pasado  la  emisión  de  billetes  al  por- 
tador por  las  acreencias  legítimas  contra  el  fondo 
de  indemni^boion  dé  los  que  fueron  esc1aFos«  y 
Qo  habiéndose  podido  hacer  las  califícaciones  de 
los  documentos  presentados  por  cada  dueflo  du- 
rante los  tres  meses  de  establecida  cada  Junta 
por  la  demora  que  naturalmente  ha  ocasionado 
la  ultima  revolución,  es  indudable  ^ue  el  artículo 
1 6  del  Decreto  reglamentario  debe  sufrir  varia, 
oion  por  cuanto  al  h9cerse  un  reconocimiento  de 
conformidad  coft  el  artículo  13  en  vez  de  librar- 
se un  oücio  al  acreedor  en  que  se  exprese  su  crédi- 
to, ahora  deberá  dársele  el  valor  de  él  en  billetes, 
y  porque  trairscurridos  ya  los  tres  meses  de  es- 
tablov  ida  cada  Junta  sya  que  se  hayan  aun  emitido 
dichos  billetes,  debe  fijarse  un  dia  en  que  tenga 
lügarel  primer  prorateo  en  toda  la  República, 
h  tin  de  que  partiéndose  de  esa  base  puedan 
practicarse  con  regularidad  los  prorateos  suresi-i 
▼os,  consultándose  de  esta  manera  la  garantía  y 
justicia  de  la  distribución.  En  esta  virtud,  S.  E. 
modifica  dicho  artículo  15  en  estps  términos.  „ 
El  dia  10  de  Diciembre  próximo  venidero  se  reu- 
nirán simuiíáneamente  las  Juntas  Superiores  y 
subalternas  con  el  fin  de  distribuir  los  fondos 
existentes  entre  los  acreedores,  á  cuyo  efecto  ca- 
da Junta  lo  anunciará  con  tres  dias  de  anticipa- 
ción por  la  imprenta,  donde  fuere  posible,  ó  por 
medio  de  ün  cartel  que  se  fijará  á  las  puertas  del 
*  edificio  en  que  tuviere  sus  reuniones,  y  el  tesore- 
ro  respectivo  pasará  un  estado  formal  de  los  fon- 
dos. En  el  diafijado  cada  acreedor  presentará  una 
relación  del  montante  de  los  billetes  de  que  fue- 
re tenedor,  á  fin  de  que  figure  con  la  cantidad 
debida  en  la  distribución  á  pro  rata  que  deberá 
practicarse.  La  Junta  respectiva  examinará  si  la 
relación  guarda  conformidad  con  los  billetes  pre- 
sentados con  el  fin  de  que,  persuadida  de  la  ver- 
dad de  las  relaciones  exhibidas,  pueda  verificar- 
se la  distribución  á  que  se  refiere  el  artículo  12 
de  la  ley;  y  si  no  pudiere  hacerla  en  la  prinfera 
reunión,  seguirá  reuniéndose  diariamente  hasta 
praclirarla  de  un  todo.  Concluida  tal  distribución, 
la  pasará  al  tesorero  respectivo,  ^autorizada  por 
todos  los  miembros  de  la  Junta,  yaquel  procederá 
á  pegar  inmediatamente,  recogiendo  de  cada  tene- 
dor iin  valor  igual  en  billetes  al  que  entregue  en 
efectivo.  Si  la  Junta  fuere  Superior,  antes  de 
pavear  la  distribución  al  tesorero  respectivo,  remit!- 
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rá  directamente  una  copia  de  ella  á  esta  Secreta* 
ría,  y. si  fuere  subalterna,  hará  la  remisión  á  la 
Superior  respectiva,  para  que  esta,  dejando  co- 
pia, la  remita  á  este  Ministerio.  Los  prorateos 
sucesivos  que  deberán  verificarse  cada  tres  me- 
ses, á  contítr  del  lo  de  Diciembre  venidero,  se 
arreglarán  á  lo  establecido  para  el   primero.^* 

Y  tengo  el  honor  de  comunicarlo  á  US>  para 
su  inteligencia  y  ár  fin  de  que  se  sirva  transcribir 
lo  á  las  demás  Juntas  de  abolición  de  la  provin- 
cia de  su  mando, 

Soy  át— Por  S  E.  Planas.  * 
LIBERTAD  DE  esclavos,  resolución  ejecu- 
tiva de  8  DB  abril  de  1651  pidiendo  álos 
Gobernadores  ciertos  datos  para  el  cumpli- 
miento de  la  ley ;  y  disponiendo  ademas  que  los 
procuradores  municipales  continúen  repre- 
•  sentando  en  las  causas  sobre  libertad  en  que 
intervenian  antes. 

Secretaría  del  Interior.— Sección  primera.— 
—Caracas,  Abril  8  de  1854. 

ResueltOn^DigMQ  á  los  Gobernadores  de  pro- 
vincia. 

Con  el  objeto  de  evitar  fraudes  y  de  que  teng^ 
su  mas  exacto  cumplimiento  la  ley  de  24  de  Mar- 
zo último  sobre  abolición  de  la  esclavitud  en 
Venezuela,  ha  dispuesto  el  Poder  Ejecutivo  :  I9 
que  solicite  US.  del  Registrador  principal  de  esa 
provincia,  quien  lo  exigirá  si  fuere  necesario  de 
los  subalternos  de  los  cantones,  un  informe  so- 
bre los  testamentos  otorgados  en  toda  ella  desde 
elafiodel820  hasta  la  fecha,  en  los  cuales  se 
haya  concedido  la  libertad  á  algunos  siervos, 
expresando  su  nombre,  los  de  los  herederos  y  de 
los  albaceas  testamentarios,  y  otro  sobre  los  plei- 
tos concluidos,  dentro  del  mismo  período  en  que 
se  hubiere  ventilado  la  libertad  de  algún  siervo, 
con  expresión  del  nombre  de  este,  de  las  partes 
contendoras  y  del  resultado  definitivo  del  juicio  : 
29  que  se  pida  así  mismo  por  US.  igual  informe 
que  este  último  á  los  jueces  de  parroquia  de  esa 
provincia  con  relación  á  los  expedientes  que  sin 
embargo  de  haberse  sentenciado  definitivamente 
puedan  no  haberse  pasado  á  la  respectiva  oficina 
de  registros  y  á  los  que  aun  existan  pendientes 
por  semejante  respecto  con  expresión  también 
del  nombre  del  esclavo  y  de  las  partes  litigan- 
tes :  30  que  para  facilitar  la  pronta  remisión- 
de  tales  datos  y  que  sran  enviados  con  la  breve- 
dad posible  á  este  Ministerio,  haga  US.  uso  de 
sus  recursos  legales,  quedando  autorizado  para 
remover  de  su  destino  al  predicho  Registrador 
principal,  si  en  el  término  de  sesenta  dias  conta- 
dos desde  el  en  que  US.  le  haga  la  exigencia,  no  le 
remitiese  el  citado  informe,  en  cuyo  caso  hará 
US  la  propuesta  conveniente  al  Poder  Ejecutivo 
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para  la  provisión  en  propiedad  de  tal  empleo;  y 
49«  por  último  resuelve  S.E.,  qne  aun  cuando 
está  abolida  la  esclavitud,  los  procuradores  mu- 
nicipales deben  continuar  representando  en  las 
cansas  sobre  libertad  en  que  intervenían  antes  de 
la  ley  de  abolición,  hasta  obtener  un  fallo  defini- 
tivo y  ejecutoriado. 

Soy,  &a.— Por  S,  E'-^Plánas. 
LIBERTADLE  esclavos,  resolución  ejecu- 
tiva DE  29  DE  ABRIL  DE  1854  sobre  compro- 
bación de  la  edad^  identidad,  y  presentación 
de  ellos  d  la^unta  de  abolición. 

Secretaria  del  Interior.— Sección  primera.— 
Caracas,  Abril  29  de  18o4.  |¡ 

Resuelto, — Contéstese  al   Gobernador   de    esta  1 1 
provincia.  i 

Impuesto  el  Poder  Ejecutivo  de  la  consulta 
qne  le  dirigió  US  por  su  nota  de  18  del  corrien- 1 
te,  número  80,  sobre  cual  sea  el  medio  que  hayj^  | 
de  adoptarse  para  la  comprobación  de  la  edad  de 
los  esclavos  que'  sean  presentados  &  la  Junta 
Superior  de  abolición  que  US.  preside,  pues 
estableciéndose  este  requisito  por  el  artículo  69 
del  decreto  reglamentario  de  la  ley  de  24  dé 
Marzo  próximo  pasado,  ha  encontrado  dificul- 
tades para  su  cumplimiento,  así  en  la  fé  de  bau- 
tismo y  en  la  justiñcacion  de  dicha  edad  por  testi- 
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deben  favorecerla,  y  de  qne    np  podrían  acaso 
aprovecharse  aquellos  en  el  término  para  la  pre-* 
sentacion  que  les  designa  el  artículo  99  de  la  ci- 
tada ley ;  fuera  de  que  se  ha  aco&tumbrado  sienr- 
pre  por  las  extinguidas  Juntas   de  manumisión 
el  recibir  las  referidas  certiñcaciones  de  partidas 
I  de  bautismo  como  justificativos  suficientes  para 
¡  el  expresado  objeto :  29$    que  siendo  la  prueba 
I  testimonial  uno  délos  medios  ordinarios   de  de* 
I  mostrar  la  verdad  de  un  hecho,   cual  es  el  del 
I  nacimiento  de  un  individuo,  y  del  quepuede  eer- 
I  virse  para  suplir  el  defecto  ó  insuficiencia  de  la 
I  mencionada  fé  de  bautismo,  no  debe  privarse  de 
este  recurso  á  los  dueños  de  esclavos  que  quie- 
ran ó  les  sea  necesario  usar  de  él,  por  considerar- 
lo mas  fácil  y  expedito  que  cualquier  otro:  39« 
flue  pudiéndose  deducir   aproximativamente  del 
aspecto  del  esclavo  la  edad  que  tiene,  se  deter- 
mine esta  en  defecto  de  prueba,  6  por   convenir 
en  ello  el  dueño,  por  dos  expertos   nombrados, 
el  uno  por  este  y  el  otro  por  la  Junta,  que  podrá 
ser  el  médico  ó  curioso  que  haya  en  su  seno,  eli- 
giendo ambos  peritos  part^el  caso    de  discordia 
un  tercero,  cuyo  parecer  será  definitivo  en   el 
particular,  sin  perjuicio  de  que    á   voluntad   del 
interesado  sea  la  Junta  la  que  por  sí  haga  la  ex- 


gos,  como   en  los  documentos  traslativos  de  do-  Vertida:  49  que  en  cuanto  á  los  documentos  de 
mimo,  a  causa  de  que  el  primer  medio  ha  sido 
declarad(r  repetidas   veces  por  los  tribunales   de-  ' 
justicia,  y  con  razones  incontrastables,  como  de-  i 
ficiente  para  el  indicado  objeto;  de  que  el  según- 1 
do  no  puede  tener  mucha  fuerza  en  derecho,  por- 1 
que  los  testigos  en  su  mayor  parte  no  depondrían 
sino  por  tradiciones  y  noticias   inexactas,  cuya  ' 
manera  seria  ademas  harto  dispendiosa  para    los  ' 
amos;  y  de  que  el  tercero  presenta  el  inconve- ' 
niente  de  no  indicar  con  precisión  los    documen- ' 
tos  á  que  él  se  refiere  la  verdadera  edad  de  los 
esclavos  vendidos,  la  que  aun  ellos  mismos    ig. 
ñoran,     S.  £.  habiendo   considerado    detenida- 
mente este  asunto,  se  ha  servido  resolver  19  que 
si  bien  no  puede  atribuirse  á  la  fé  de  bautismo 
toda  la  fuerza  de  una  prueba   plena  y  acabada, 


propiedad  que  se  consignen,  bien  sea  de  venta,  ó 
de  donación,  legado  &a.  la  Junta  se  limitará  Cíni- 
camente á  investigar,  según  el  artículo  89  del 
precitado  reglamento,  la  exactitud  del  reclamo, 
dirigida  á  saber  si  la  persona  á  que  se  refiere  el 
documento  que  se  presenta  es  la  misma  que  él 
expresa,  sin  entrar  á  decidir  sobre  su  validez, 
pues  esto  compete  al  Poder  Ejecutivo,  confor- 
me al  artículo  13  del  mismo  reglamento,  el  q  ue 
con  vista  de  tales  .comprobantes  resolverá  lo 
conveniente  para  admitirlos  ó  disponer  que  se 
¡  amplíen  si  los  creyere  deficientes  ;  y  69  que  ree- 
'  pecto  de  los  esclavos  que  se  han  ido  del  poder 
¡  de  sus  dueños  después  de  la  publicación  de  la 
ley,  como  igualmente  de  los  que  se  encuentren 
prófugos,  pur  cuyas  causas  no  se  pueda  hacer  la 


cual  se  necesita  para  producir  unconvencimien!  '!  Presentación  de  unos  y  otros,  ha  resuelto  S.  E- 


to  satisfactorio  en  el  caso  de  una  sentencia  judi- 
cial, pues  su  mérito  dependerá  del  dicho  del 
Cura,  constante  del  libro  parroquial  respectivo, 
el  que  no  puede  equipararse,  por  la  naturaleza 
del  aserto  que  contiene,  al  de  un  Registrador  ú 
otros  funcionarios  que  gozan  de  fé  pública  por 
disposición  expresa  de  la  ley,  la  inadmisión,  sin 
embargo,  de  tal  documento,  mientras  no  haya 
motivos  para  asegurar  su  falsedad  ó  fraude  pro- 
duciría graves  obstáculos  á  los  dueñosde  escla- 
vos para  acreditar  la  edad  de  estos,  cuya  prueba 
se  haría  con  frecuencia  difícil,  costosa  y  muchas 
veces  imposible,  atendidas  las  chrcunstanciaa  que 


que  la  Junta  se  limite  á  cumplir  con  las  disposi- 
ciones contenidas  en  la  ley  y  reglamento  citados, 
los  cuales  no  ofrecen  ninguna  duda  en  cuanto  á 
la  expresada  formalidad. 

Tengo  el  honor  de  comunicarlo  á  US.  en  con- 
testación á  su  citada  nota  y  á  la  de  27  de  este 
mismo  mes,  acompañando  una  minuta  de  con* 
sulta  aprobada  por  esa  Junta  Superior  sobre  va- 
rios puntos  que  dicen  relación  con  loe  que  que- 
dan resueltos. 

Soy,  &a.  Por  S.  E.— P/áwflff. 

LIBERTAD  dv  esclavos,  resolución  bjecit* 
TivA  PE  12  DE  MATO  DE     1854  declaroíhio 
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que  no  ae  debe  nombrar  suplente  á  los  miem- 
bros de  las  juntas  de  abolición. 

Secretaría  del  Interior.— Sección  primera.— 
Caracas  Mayo  12  de  1854. 
Resuelto.-^CoüiésiesG  al   Gobernador    de 
Barquisimeto. 

Puesta  en  conocimiento  del  Poder  Ejecutivo  | 
la  nota  de  US.  de  29  de  Abril  último,  número  I 
62,  manifeatándole  que  seria  conveniente  nom- 
brar suplentes  á  los  niiembros  déla  Junta  Supe-  | 
rior  de  abolición  de  esa  capital,  para  el  caso  de 
fulta  de  concurrencia  de  estos  por  enfermedad  ú  j 
t/2r.  qmfiyimrarffiefa^e'itiá  lUTfiriUtiVUTpry^eJei^ 
cen  en  la  dicha  Junta  esa  Gobernación,  el  vicario 
6  cura  párroco  mas  antiguo  y  el  Procurador 
Municipal,  no  admite  que  sean  desempeñadas  por 
suplentes,  como  no  los  conceden  ia  ley  de  24  de 
Marzo  último  y  el  decreto  que  la  regjamenta, 
ni  ninguna  utra  respecto  de  los  deberes  que 
les  están  atribuidos,  pues  todos  deben  cumplirse 
por  las  personas  á  quienes  se  conñen  los  dichos 
cargos  públicos,  y  pudiendo  constituirse  la  referi- 
da Junta  con  estos  tres  vocales,  S.  £.  no  cree 
indispensable  que  se  hagan  iguales  nombramien- 
tos con  relaciona  los  dos  vecinos  de  que  también 
se  compone  aquella,  por  convenir  á  estos  la  mis- 
ma razón  expresada. 

Tengo  el  honor  de   decirlo   á  US.  para  su  in- 
teligencia. 
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Soy  4-.— Por  S.  E.-^Planas, 
LIBERTAD  *DB  esclavos,  resolución  ejecu- 
tiva DE  19  DE  JUNIO  DE   1854  declarando  á 
qué  junta  debe  hacerse  la  presentación  de  los 
¿iberios 

Secretaría  del  luterior.— Sección  sext». — 
Caracas,  Junio  1  ®  de  1864. 
Resuelto. — Dígase  al  Gobernador  de  la  pro- 
vincia de  Cumaní^. 

Se  ha  impuesto  el  Poder  Ejecutivo  de  la  nota 
de  US.  fecha  17  de  Mayo  último,  número  79  en 
que  consulta  ante  qué  Junta  deben  presentárselos 
que  fueron  esclavos,  si  es  ante  la  del  vecindario 
(le  estos  ó  en  la  del  de  bur  dfieños,  duda  á  que 
ha  dado  lugar  la  circunstancia  de  encontrarse  los 
primeros,  pcfr  fuga  ú  otro  motiva,  en  distintos 
cantones  de  la  residencia  de  los  segundos.  S.  E. 
ha  resuelto  se  diga  á  US.,  que  los  que  fueron 
esclavos  deben  presentarse  ante  la  Junta  que 
corresponda  al  lugar  en  que  estuviese  ubicada  la 
linca  en  que  aquellos  servían  ;  y  respecto  de  los 
fugados  antes  de  la  publicación  de  la  ley  de  24  de 
Marzo  úllim  o  sobre  abolición  y  de  los  que  se 
ftepataron  después  de  publicada,  debe  atenderse 
á  la  misma  regla,  es  decir,  á  la  situación  de  la 
tinca  á  que  estaban  adscritos,  sin  perjuicio  de 
que,  en  tal  caso,  el -duefio  pueda  hacer  la  presen- 
tAcioa  ea  el  lagar  de  la  residencia  actual  del  es- 


clavo, dándose  parte  á  la  Junta  del  lugar  del 
domicilio  del  amo  por  la  del  lugar  en  que  se  haga 
la  presentación* 

Tengo  el  honor  de  comunicarlo  &US.  en  con- 
testación á  su  expresada  nota. 

Soy  &a.  Por  S.  E.— Planas. 
LIBERTAD  deesclavos,  resolución  ejecuti- 
va de  5  DE  ^üNio  DE  1854  sobre  registro  de 
los  libertos  venidos  de  una  provincia  á  otra. 
Secretaria    del  Interior.— Seccioú  sexta.— • 
Caracas,  Junio  6  de  1854. 
Resuelto — Contéstese  al  Gobernador  de  Barínas. 
I L  Pfjflf*a^T/'"ü.Q^ÍJrplfP*^Q_del  Poder  Ejecutivo 
139,  manifestándole  otras  dudas  con  relación  al 
registro  de  los  libertos  venidos  de  otras  provincias 
antes  y  después  de  publicada   la  ley  sobre  aboli- 
ción de  esclavos  fecha  24  de  Marzo  último,  y  ^  ia 
manera  de  comprobar  la  «dad  ;  S.  E.  ha  resuelto 
decir  á  US.  en   contestación,  que  la   resolución 
ejecutiva  de  29  de  Abril  próximo  pasado,  puWi- 
cada  en  la  Gaceta   de  Venezuela   número  1147, 
comprende  la  solución  de  todos  los  puntos  coa- 
sultados  por  US.  en  su  predicha  nota ;  añadiendo* 
le,  que  los  que  fueron  esclavos  deben  presentarse 
ante  la  Junta  que  corresponda  al  lugar  en    que 
estuviere   ubicada  la  finca  en  que  aquellos  ser- 
vían, y  respecto  de  los  fugados  antes,  ó  separados 
después  de  promulgada  la  ley,  debe  atenderse  á 
la  misma  regla,  es  decir,  á  la  situación  de  la  fin- 
I  ca    k  que     estaban   adscritos,   sin   perjuicio  de 
I  que  en  tal  caso  el  dueño  pueda  hacer  ia  presen- , 
i  tacion  en  el  lugar  de  la  residencia  actual  del  es- 
clavo, dándose  parte  ala  Junta  del  domicilio  del 
I  lugar  en  que  se  haga  la  presentación. 
I      Tengo  el  honor  de  decirlo  á  US.  para  su  inteli- 
I  genchi,  recomendándole  á  la  vez  el  mas  estricto 
■  cumplimiento  de  la  resolución  ejecutiva  <le  11  de 
I  Octubre  de  1839  sobre  el  modo    de  hacer  las  con- 
•  sultas,  y  cuya  publicación  se  reprodujo  en  la  Ga- 
I  ceta  de  Venezuela  número  103B  fecha  28  de  Se- 
'  tiembre  de  1851. 

I  Soy  &a.— Por  S.  E.— Planas. 

\  LIBERTAD  de  esclavos,  resolución  kjecü- 
¡  TiVA  DE  6  DE  JUNIO  DE  1854  mandando  en- 
tregar al  Tesorero  de  la  junta  superior  de 
abolición  de  la  provincia  de  Caracas  el 'diez 
por  ciento  con  que  las  rentas  municipales 
contribuyen  al  Tesoro  nacional 

Secretaría  del  Interior.— Sección  sexta.— 
Caracas,  Junio  6  do  1854. 
jReíi/eZío.— Dígase  al  8r.  Gobernador  de  esta 
provincia. 

Puesto  en  conocimiento  del  Poder  Ejecutivo 
la  nota  de  US.  de  5  de  Mayo  último,  número  96, 
referente  á  una  consulta  hecha  por  el  Ádminis* 
trador  principal  de  Rentas  Municipales  de  esta 
provincia  á  la  Junta  Superior  de  abolicioDt  cuy»  • 
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consulta  nace  de  la  circunstancia  de  hallar  cier- 
ta colisión  entre  el  §  19  del  artículo  14  de  la 
Ordenanza  de  4  de  Diciembre  de  1852  (no  la  de 
14  de  Noviembre  de  1851  que  cita  dicho  emple* 
do)  que  dispone  que  se  abone  mensualmente  en 
la  cuenta  de  la  Tesorería  general  el  montante  de 
la  décima  parte  con  que  las  Rentas  Municipales 
contribuyen  al  Tesoro  nacional  hasta  quedar  es- 
te solvente  con  aquellas,  y  la  ley  de  24  de  Mar- 
zo ultimo  sobre  abolición  de  esclavos  que  destina 

.  la  dicha  décima  parte  al  fondo  de  indemnización 
6  abolición,  debiéndose  entregar  ai  Tesorero  res- 
pectivo, según  el  artículo  46  del  decreto  fcgla- 
tos  acompañados  á  la  expresada  consulta,  S.  E. 
ha  resuelto  se  conteste  á  US. :  que  cuando  se  es- 
tableció dicho  abono  mensual  por  el§  I9  del  ar- 
tículo 14  de  la  citada  ordenanza  no  pudo  tomarse 
otro  fundamento  que  el  decreto  legislativo  de  15 
de  Mayo  de  1652  que  manda  se  admita  en  com- 
perfbacion  en  las  respectivas  provincias  el  diez 
por  ciento  con  que  sus  rentas  contribuyen  al  Te- 
soro nacional  hasta  la  solución  total  de  sus  crédi* 
tos;  pero  habiéndose  derogado  por  la  ley  de 
abolición  el  dicho  decreto,  queda   sin   apoyo   el 

,  concernido  §  I9»  pues  siendo  tal  disposición  ma- 
teria de  un  acto  legislativo,  no  podia  sancionarse 
por  la  Diputación  de  esta  provincia  sin  preceder 
el  referido  decreto.  Aun  cuando  la  ordenanza 
tuviera  fuerza  de  ley,  la  de  abolición  que  es  pos- 
terior la  ha  derogado,  y  no  siendo  ley  la  orde- 
nanza, como  no  lo  es,  la  cuestión  es  menos  difí- 
cil de  resolver  porque  en  tal  caso  debe  estarse  á 
la  mencionada  ley  de  abolición.  Hay  diferencia 
entre  la  fuerza  de  una  ordenanza  y  de  una  ley. 
El  Congreso  puede  dictar  una  ley  contraria  á 
otra  y  se  entiende  entonces  que  la  segunda  pre- 
valece costeris  paribus  ;  pero  una  ordenanza  no 
puede  ser  contraria  á  una  ley,  porque  ni  la  Di- 
putación puede  establecerla,  ni  aun  establecién- 
dola se  considera  con  vigor  delante  de  aquella, 
sin  que  se  diga  que  la  aprobación  que  da  el 
Congreso  h  las  predichas  ordenanzas  las  eleva  á 
lu  categoría  de  leyes,  porque  no  debe  equiparar- 
se el  acto  único  de  la  representación  nacional  y 
en  que  no  ejerce  una  función  propiamente  legis- 
lativa, á  los  trámites  que  se  observan  en  la  for- 
mación de  las  leyes  conforme  á  la  Constitución. 
La  ley  de  abolición  debe  prevalecer  en  este  pun- 
to, y  en  consecuencia  se  entregará  al  Tesorero, 
que  ella  establece  el  precitado  diez  por  ciento 
por  el  Administrador  que  ha  dado  principio  á  es- 
ta consulta.  En  cuanto  á  la  suerte  que  córranlas 
acreencias  de  las  Rentas  Municipales  contra  el 
Tesoro  público,  y  si  debe  considerarse  deuda 
de  Tesorería  pagable  con  arreglo  &  la  ley  de  18 

•  de  Abril  de  1853,  es  asunto  que  compete  su  re« 
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solución  á  la  Secretaría  de  Hacienda,  adonde 
podrá  dirigirse  la  consulta  conveniente  por  la 
enunciada  Junta  ó  el  respectivo  Administrador. 
Tengo  el  honor  de  comunicarlo  á  US.  en  con- 
testación á  su  expresada  nota. 
Soy  d&a. 

PorS.  E — Planas, 
LIBERTAD  db  esclavos,  resolüciov  bjecü- 
TiVA  DE  17  DE  JUNIO  DE  1854  sobvc  no  in- 
demnización de  patronos^  pruebas  de  pro- 
piedad^ edad  y  valor  de  los  esclavos, ^no  pago 
de  honorarios  al  perito  valuador^  y  carencia 
A^  ^— "-tfvcffexarnf  aei-Tnrenor.— Beccíon  sexta.— 
Caracas,  Junio  17  de  1854. 

Resuelto, — Dígase  al  Gobernador  de  Mérida. 
Instruido  el  Poder  Ejecutivo  de  la  nota  de  US. 
fecha  19  del  actual,  número  18  á- que  adjunta 
una  minuto  de  consulta  que  la  Junta  superior 
de  abolición  de  esa  provincia  hace  sobre  sefs 
puntos  6  dificultades  que  en  la  práctica  ha  pre- 
sentado la  ley  de  24  de  Marzo  último  que  aooie 
la  esclavitud  de  Venezuela,  el  19  á  saber,  si  los 
patronos  de  los  manumisos  tienen  indemnización, 
el  29  cuales  sean  las  pruebas  admisibles  para 
acreditar  la  propiedad  del  esclavo  á  falta  djB  es- 
critura, el 39  cómo  se  comprueba  la  edad  délos 
agraciados  por  la  ley  citada  cuando  no  existan 
ni  la  partida  de  bautismo  ni  los  libros  parroquia- 
les, el  49  cómo  se  haga  el  reconocimiento  del 
esclavo  para  fijarle  valor,  si  es  cuando  la  enfer- 
medad está  á  la  vista,  ó  cuando  la  Junta  lo  jua- 
gue necesario,  el  59  cuál  sea  el  fondo  de  donde 
se  paguen  los  honorarios  del  perito  valuador 
por  parte  de  la  Junta,  y  el  69  qué  deba  hacerse 
cuando  no  se  encuentre  persona  que  acepte  el 
destino  de  Tesorero;  S.  E.  me  ha  ordenado  de- 
cir á  US.  en  contestación  y  para  conocimiento 
de  la  Junta  consultante,  que  respecto  al  primer 
punto,  no  hay  fundamento  para  dudar,  pues, 
según  el  artículo  49  de  la  ley  de  abolición,  el 
valor  de  los  que  eran  esclavos  es  lo  que  se  in- 
demniza: el  29*  que  hablando  la  ley  en  su  artí- 
culo 99  y  el  reglamento  en  su  artículo  69»  de 
títulos  justificativos  de  la  propiedad  del. esclavo, 
es  indudable  que  el  querer  del  legislador  ha  sido 
imponer  la  obligación  de  comprobar  dicha  pro- 
piedad por  medio  de  documentos  ;  pero  en  el  ca- 
sa consultado,  siendo  absolutamente  imposible 
presenti^r  la  prueba  literal  directa  de  la  propie- 
dad sobre  el  esclavo,  al  paso  que  seria  injusto  cer- 
rar la  puerta  á  un  derecho  legítimo,  en  dicho 
caso  deberán  presentarse  los  títulos  justificativos 
de  los  padres  del  referido  esclavo,  ó  por  lo  me- 
nos el  de  la  madre,  añadiendo  á  dichos  docu- 
mentos la  prueba  de  la  posesión  del  estado  de 
servidumbre  :  al  39»  que  está'  declarado  por  re- 
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sohicioQ  publicada  en  la  Gaceta  número  1147  : 
al  49,  que  no  dislinguieado  el  §  I9  artículo  69 
del  reglamento,  6  la  Junta  le  es  potestativo  or- 
denar que  se  verifique  la  experticia  por  creer 
que  el  esclavo  adolece  de  enfermedad,  aua 
cuando  esta  no  esté  patente  6  visible  :  al  59,  que 
la  ley  ni  el  reglamento  han  supuesto  pago  de  ho- 
norario por  servicios  prestados  en  favor  de  ; 
la  abolición,  y  por  el  Contrario  la  mente  de  aque-  | 
Ha  ha  sido  que  dichos  servicios  sean  gratuitos  y  I 
generosos  por  ser  una  materia  en  que  están  in- 
teresados la  justicia  y  el  honor  nacional,  y  que 
en  esta  virtud  nada  debe  abonarse  al  perito,  sin 
que  pueda  dejar  de  cumplir  con  el  encargo  que 
le  confíe  la  Junta  á  menos  que  exponga  excusa 
legítima ;  y  al  69»  que  la  Junta  es  la  que  debe 
facilitar  la  aceptación  de  dicha  tesorería,  pues 
tiene  en  sí  el  poder  de  nombrar  y  de  allanar  al- 
gunas dificultades  en  el '  requisito  de  la  fianza. 
Tengo  el  honor  de  comunicarlo  á  US.  &  los 
fines  indicados. 
•   Soy,  &«a. 

Por  &•  E.— Planas. 
LIBERTAD  D£  esclavos:  resolución  ejecu- 
tiva 0B  20  DE  JUNIO  de   1864  declarando  : 
19,  desde  cuando  debe  descontarse   el  subsi- 
dio :  29,  que  es  á  las  juntas  á  quienes^toca  de- 
liberar sobre  cuantas  cuestiones  sean  de  su 
resorte  :  39»  que  están  exceptuados  del  pago 
de  subsidio  los  militares  en   actual  servicio 
desde  sarjento  inclusive,  y   los  inválidos ;  y 
49,  que  debe  admitirse  en  pago  lo  que   se  de- 
ba á  los  contribuyentes  por  razón  de  esclavos. 
Secretaría  del  Interior. — Sección  sexta. — 
Caracas,  Junio 20  do  1864. 
Resuelto. — Dígase  á  los   señores   Secretarios 
de  Estado  en  los  Despachos  de  Hacienda  y   de 
Cruerra  y  Marina. 

Consulta  el  Administrador  de  la  Aduana  déla 
Guaira  por  el  órgano  respectivo:  19i  si  el  subsi- 
dio á  que  se  refieie  el  número  49,  artículo  59  de 
la  ley  de  abolición  principia  á.  descontarse  des- 
de la  publicación  de  esta,  ó  desde  el  I9  de  Julio 
próximo*:  29,  en  el  caso  de  ser  desde  la  publica- 
ción, cuál  es  la  regla  que  deba  seguirse  si  los 
empleados  á  quienes  haya  de  hacerse  el  citado 
descuento,  alegaren  que  se  encuentran  compren- 
didos en  otro  ú  otros  de  los  casos  que  establece 
el  referido  artículo,  pues  siendo  la  Junta  canto- 
nal la  llamada  á  conocer  de  estos,  y  no  habién- 
dose instalado  en  la  fecha  de  la  consulta,  no  sa- 
bia la  Aduana  cual  fuese  el  impuesto  mayor  pa- 
ra dejar  de  hacer  el  descuento  :  39*  si  debe  des- 
contarse también  á  los  individuos  de  tropa  de 
sarjento  abajo,  pues  que  la  ley  no  hace  excep- 
cion,  sobre  cuyo  punto  se  hace  idéntica  consul- 
ta por  el  primer  Comandante  del  Batallón  nú- 
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mero  I9  de  infantería  lijera,   interesando  razo- 
nes que  ha  trasmitido  a{  Gobierno  por  el   con- 
ducto regular  ;  y  49,  si  cuando  los    individuos  á 
¡  quienes  se  ha  de  hacer  el  descuento    comproba- 
I  ren  que  tienen  derecho  al  fondo  de   indemniza- 
I  cion,  bastará  deducirles  de  su  acreencia    lo  que 
'  corresponde,  ó  si  se  practica   el  descuento   dej 
sueldo  ó  comisión  que  disfruten.  S.  E,  el  Presi- 
dente de  la  RepQblica,  habiendo  considerado  de- 
tenidamente este  asunto,  se  ha   servido  resolver 
en  cuanto  á  lo  I9,  que  es  un  principio  reconocí* 
do  en  el  derecho  común  que  la  ley  obliga  luego 
'  que  se  publica,  si   no  es   que   expresa  elJa  mi»- 
Ij  ma  él  tiempo  en  que    debe   empezar  á   obligar; 
I  como  sucede  algunas  veces,  habiéndose  entendi- 
¡¡  do  asila  de  24  de  Marzo  último  sobre   abolición 
I,  de  esclavos,  quienes  quedaron    libres   de   servi- 
jj  dumbre  desde  que  fué  promulgada  en   los   luga- 
«,  res  respectivos,  lo  que  es  roas  lógico  y  conforme 
j,  al  texto  y  espíritu  del  artículo  101  de'^la  Consti- 
¡  tucion,  sin  que  sea  un  embarazo  grave,  corrió  lo 
i  cree  el  Administrador  de  la  Aduana  de  la  Guai- 
I  ra,  la  circunstancia  de  no  aparecer  entonces  uni- 
forn^es  los  descuentos  como  sucedería   fijándose 
1  el  19  de  Julio  para  principiarlos  á  hacer,   piies 
'  con  esa  misma  variedad  practican  sus  operaciones 
otra»  oficinas,  y  ademas,  de  mayor   gravedad   y 
j  trascendencia  seria  que  en  una  misma   localidad 
hubiera  dos  fechas  para  la  ejecución   de  la   ley, 
como  evidentemente  se  verificaría  al   fijarse   la 
;  expresada  de  I9   de  Julio,  y  sin  que  tampoco 
obste  la  consideración  apuntada   por  dicho  Ad- 
ministrador de  que  en  caso  contrario  mantendría 
I  en  depósito  las  sumas  que  cobrase  hasta  la  insta- 
lacion  de  la  Junta  cantonal  contra  el  tenor  expre- 
so de  la  ley,  pues  aparte  de  que  esta  no  prohibe 
:  tal  depósito  sino  la  distracción  de  los  fondos  paríi 
,  destinarlos  á  un  objeto  distinto,  tal  argumento  po- 
'!  dría  también  hacerse  valer  contra  el  artículo   51 
del   reglamento   por   c^ianto,   disponiendo   este 
que  el  producto  del  subsidio  se  pase  al  Tesorero 
1  de  abolición  al  fin  de   cada   mes,  racionalmente 
i  i  ha  de  suponerse  que  algún  tiempo  debe   perma- 
1  necer  en  depósito  el  referido  producto  antes  de 
I'  hacerse  la  entrega :  á  lo  29,  que  hallándose  ac- 

I  tualmente  en  ejercicio  legal  la  Junta   subalterna  ' 
jl  de  abolición  del  cantón  la  Guaira,  áella  toca.de- 

I I  liberar  sobre  cuantas  cuestiones  sean  de  su  resorte 
como  la  que  se  asoma  en  esta  parte  de  la  con- 
sulta, observándose  ademas  que  no  es  un  obs- 
táculo la  indicación  que  se  hace  de  que  los  con- 
tribuyentes pueden  alegar  estar  comprendidos 
en  uno  ú  otro  de  los  casos  del  artículo  59  de  la 
ley  sin  saberse  cual  sea  el  impuesto  mayor,  pues 
el  artículo  52  del  reglamento  previene  que  se 
haga  el  descuento,  menos  en  el  caso  de  que  se 
presente  un  documento  que  compruebe  que  el 
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interesada  está  comprendido  en  el   ^  único    del 
citado  artículo  6^  :  á  lo  39  que  deben  exceptuar- 
se del   pago  de  la  contribución  subsidiaria  los 
militarla  en  actual  servicio  desde  sarjento  tnclu- 
aive  abajo,  y  los  inrálidos  de  las  mismas  clases, 
pues  aunque  la  ley  de  abolición  no  los  ha  excep- 
tuado de  una  manera  terminante,  este  acto  se 
colige  de  la  anterior  conducta   del  legislador  en 
casos  ideo  ticos,  como  puede  observarse  en  los  de- 
cretos  legislativos  de  2  de  Junio  de  1845  y  18  de 
Mayo  de  1847  sobre   impuesto  subsidiario:  é  lo 
49  finalmente,  que  presentada  una  acreencia  por 
razun  de  esclavos  para  que  de  ella  se  descuente 
lo  que  deba  satisfacer  el  tenedor,  debe  admitírsele 
pues  la  íey  dice  que  los    duefios  de  esclavos  se- 
rán indemnizados  del  valor  que  estos  tengan  por 
la  tarifa,  ó  á  juico  de  facultativos  en  caso  de  en-  | 
fermedad,   con   los   fondos   destinados  al  efecto  | 
y  en  justa  proporx:ion,   recibiéndose   en  pago  de  I 
contribuciones  que  por  dicha  ley  se  establezcan, 
acreencias  contra  el  fondo  de  indemnización  ;  pe- 
ro para  evitar  dificultades  y  confusión,  y  hacer 
expedita  tal   compensación  en  las   oficinas   de 
Hacienda  y  tesorerías  de    abolición,  se  emitir&n 
billetes  por  la  Secretaría  del   Interior,  impresos 
y  asegurados  de  toda   falsificación,  con  distintos 
Yálores  de  cinco,  diez,  veinte  y  cien  pesos,  fistos 
billetes,  expedidos  conforme  al  modelo  que  se 
acompafia,  serán   entregados   á  los  dueños  de 
esclavos  como  documentos  de   créditos,  y  se  ad- 
mitirán en  pago  de   las  contribuciones  estableci- 
das por  la  citada  ley  de  abolición. 
Soy,  &a.--Por  S.  E.— P/ond«. 
LIB£RTaD  de  esclavos,  resolución  ejecu- 
tiva DE  7  DE  JULIO  DE  1854  declarando  qué  ;! 
deberá  observarse  cuando  el  título  de  propie-  I 
'  dad  se  ha  perdido  por  incendio,  terremoto  ó 
cualquier  otro  caso  fortuito.  {Punto  29)  y  que 
para  el  nombramiento  de  tutor  6  curador  de 
los  manumisos  no  deben  los  jueces  consultar 
letrado,  ni  exigir  fianza  á    los  nombrados, 
ni  tampoco  derecho  alguno  por  el  nombra- 
miento.  En  los  demás  puntos  se  refiere  á  ca- 
sos idénticos,  mandando  observar  las  resolu- 
ciones respectivas. 

Secretaria  dellnterior.— Sección  6*. —Ca- 
racas, Julio  7  de  1864. 
Resuelto. — Dígase  al  Gobernador    de  Guayana, 
y  publiquese. 

Considerada  detenidamente  por  el  Poder  Eje- 
cutivo la  minuta  de  consulta  do  la  Junta  supe- 
rior de  abolición  de  esa  provincia,  y  que  US.  a- 
compañu  fi  su  nota  de  7  de  Junio  último,  núme- 
ro 21,  cuyos  puntos  se  contraen  á  saber  :  19i  có- 
mo se  haga  la  presentación  personal  de  algunos 
siervos  según  lo  preceptúa  el  artículo  69  del  De- 
oeto  reglamentario  déla  ley  de  abolición,  cuan- 


do antes  ó  después  de  publicada  dicha  ley  ae 
separaron  de  sus  duefios,  y  por  ignorarse  su  pa- 
radero, el  funcionario  reapectÍTO  no  puede  ejer- 
cer la  atribución  que  le  confiere  el  artículo  1 1 
del  mencionado  reglamento;  2^1  qné  documentos 
de  propiedad  son  admisibles  cuando  el  duefio  los 
ha  perdido,  ó  no  tiene  ninguno  porque  el  esclavo 
nació  en  su  poder,  ó  el  que  tiene  no  lleva  el  ca- 
rácter de  público;  39*  cómo  se  acredita  la  edad  á 
falta  de  la  partida  de  bautismo  y  de  no  aparecer 
expresada  en  el  documento  de  venta:  49,  si  es- 
tán los  extranjeros  comprendidos  en  el  caso  39» 
artículo  59  de  la  ley  citada;  59f  si  también  lo  es- 
tán las  mujeres;  y  69i  qué  deba  hacerse,  cuando 
por  negativa  del  juez  competente,  no  se  llena  el 
precepto  del  artículo  I9  del  Decreto  que  queda 
mencionado;  S.  E.  se  ha  servido  resolver  respec- 
to al  primer  punto  consultado,  que  ee  observe  lo 
dispuesto  en  el  número  59  de  la  resolución  de  29 
de  Abril  último  publicada  en  la  Gaceta  de  Vene- 
zuela número  1147:  con  relación  al  29,  que  se 
cumpla  el  caso  49  de  dicha  resolución,  se  aplique 
lo  resuelto  en  17  de  Junio  próximo  pasado  á  con- 
sulta de  la  Junta  superior  de  Mérida,  y  que  caan- 
do  el  título  de  propiedad  se  haya  perdido  por 
incendio,  terremoto  ó  cualquiera  otro  caso  for- 
tuito, el  interesado  puede  hacer  prueba  sobre  tal 
circunstancia  ante  el  tribunal  competente  con  ci- 
tación del  procurador  municipal,  cuya  pruébase 
consignará  al  hacerse  la  presentación  personal 
del  esclavo,  de  que  habla  el  artículo  69  del  regla* 
mentó,  á  ñn  de  que  el  Poder  Ejecutivo  decida 
con  arreglo  al  artículo  13  del  propio  reglamento: 
relativamente  ai  39f  que  está  resuelto  en  la  ya 
citada  de  29  de  Abril  en  sus  casos  19»  29»  y  39  *- 
respecto  al  49  y  59*  que  se  ha  pedido  la  opinión 
del  Consejo  de  Gobierno  para  resolver  lo  que 
sea  mas  acertado:  y  relativamente  al  69  l>unto, 
que  los  jueces  al  hacer  el  nombramiento  de  tutor 
6  curador  de  los  manumisos,  conforme  al  artícu- 
lo 10  del  Decreto  reglamentario,  no  lleven  dere- 
cho alguno  por  tales  diligencias,  pues  está  decla- 
rado, que  las  causas,  ó  negocios  de  manumisión 
deben  asistirse  de  oficio,  como  silos  interesados 
fuesen  [obres  de  solemnidad,  en  atención  á  que 
por  su  naturaleza  y  objeto  deben  reputarse  del 
mayor  interés  y  servicio  público:  que  aunque  la 
atribución  5^,  artículo  39i  ley  8^  del  código  or- 
gánico de  tribunales  impone  á  los  jueces  de  par-, 
roquia  el  deber  de  consultar  un  letrado  en  aque- 
llas diligencias  ó  actuaciones  que  se  promovieren 
sin  oposición  de  parte,  siempre  que  pueda  per- 
judicarse el  derecho  de  tercero,  en  el  caso  del 
nombramiento  de  tutor  de  un  manumiso  partién- 
dose de  la  base  de  que  no  tenga  ascendientes,  lo 
cual  aleja  la  idea  de  que  pueda  perjudicarse  un 

tercero,  al  paso  que  es  cierto  el  perjuicio  que  su- 
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friria  la  sociedad  y  el  menor  manumiso  con  so- 
meter á  trabas  el  nombramiento  de  una  persona 
que  cuide  de  su  educación,  es  consiguiente  que 
no  hay  necesidad  de  consultar  abogado  en  un 
negocio  que  por  su  naturaleza  requiere  pron- 
ta resolucion^y  que  si  bien  es  cierto  que  las  le- 
yes exigen  fianza  no  solamente  al  curador  sino 
también  al  tutor,  por  la  razón  <le  que  el  cargo 
.  no  solo  se  da  para  el  cuido  de  la  persona  del  me- 
nor, sino  también  subsidiariamente  para  la  admi- 
nistración de  los  bienes  que  pueda  tener,  en  el 
tsaso  de  un  manumiso  dichas  leyes  reciben  excep- 
ción por  la  naturaleza  misma  del  asunto,  pues  se 
trata  de  unas  personas  á  quienes  nuestra  juris- 
prudencia administrativa  y  el  tribunal  supremo  de 
la  República  han  calificado  «le  pobres  de  solem- 
nidad, siendo  claro  que,  cesando  la  base  en  que 
descansa  la  obligación  de  dar  fianza  en  el  tutor 
y  curador  por  suponerse  administración  de  bie- 
nes, no  debe  exigirse  esta  á  los  que  se  nombren 
tutores  ó  curadores  de  aquellos. 
Soy,  &a. 

Por  S.  E — Planas. 

LIBERTAD  de  esclavos.  Algunas  reglas  que 
deben  observarse  para  el  cobro  de  los  fondos 
aun  por  recaudar  de  los  de  manumisión  y 
que  hoy  pertenecen  á  los  de.  abolición.  Véase 
Manumisión, 

LIBERTAP  DE  ESCLAVOS.  RESOLUCIÓN  EJECU- 
TIVA DE  19  DE  juNif»  DE  IS^ i  fijando  la  inte' 
ligencia  del  núm  2  art  5  de  la  ley 

Secretaria -del  Inti'rior. — Sección  6?,— Ca- 
racas, Judío  9  de  1864. 
Resuelto. — Dígase  al  Gobernador  de  Mérida. 
Habiéndose  considerado  por  el  Poder  Ejecuti- 
vo la  nota  de  US.  de  2  del  actual,  número  20,  á 
que  acompaña  una  minuta  de  consulta  de  la  Jun- 
ta Superior  de  Abolición  de  esa  provincia,  acer- 
ca de  la  inteligencia  que  deba  darse  al  número 
29)  artículo  5''  de  la  ley  de  24  <le  Marzo  último 
sobre  la  materia,  pues  duda  si  el  impuesto  de  cin- 
co reales  que  se  establece  sobre  los  alambiques 
de  destilar  aguardiente  por  cada  galón,  se  satis- 
face en  los  tres  años,  en  cada  un  año  de  los  tres 
o  en  cada  trimestre;  S.  E.  me  ha  ordenado  decir 
á  US.  en  contestación  y  para  conocimiento  de  la 
expresada  Junta,  que  el  impuesto  de  cinco  reales 
sobre  cada  galón  de  cuatro  y  media  botellas  que 
mida  el  alambique,  es  anual  según  lo  persuade  el 
'modelo  número  39  que  acompaña  el  reglamento 
de  la  materia,  debiendo  cobrarse  por  trimestres 
anticipados  de  comformidad  con  el  artículo  69 
de  dicho  reglamento. 

Tengo  el  honor  de  comunicarlo  á  US.  á  los  fi- 
nes expresados. 
Soy  dta; 

Por  S.  E— P/aiuw. 
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LIBERTAD  de  esclavos,  resolución  ejboit- 
TiVA  DE  7  DE  JUNIO  DE  \^i  sohre  presenta* 
cion  de  los  libertos  sin  los  documentas  de 
propiedad^  y  no  devengacion  de  honorario 
por  el  médico  que  lo9  reconoce. 

Secretaria    del    InU-rior. — Sección  sexta.— 
Caracas,  Junio  7  de  1854. 
Resuelto. — Oígase  al  Gobernador  de  la  provin- 
cia de  Coro. 

Se  ha  enterado  el   Poder  £jecutivo  de  la  nota 
de  US.  de    18  de  Mayo   último,  numero  11,    en 
¡  que  inserta  tres  puntos  que  consulta  la  Jnnta  su* 
perior  de  abolición  de  esa  provincia   contraidos: 
,  el  primero  á  saber  la  medida  que  se  adopte  cuan- 
'  do  después   de  publicada  la  ley  de   abolición  se 
i  han  ausentado  los  que  fueron  esclavos,  se  ignore 
¡  donde  estén,  y  el  amo  no  pueda  presentarlos  den- 
.  tro  del   término  legal:    el  segundo,   á  saber,  qué 
'  conducta  se  observe  por  la  Junta  cun    aquellos 
esclavos  presentados  sin  documento  legítimo  de 
propiedad ;  y  el  tercero,  á  saber,  si  los  interesa- 
dos deben  pagar  al  médico,  miembro  de  la  Junta« 
los  reconocimientos  que  haga  de  los  esclavos.  S« 
E.  me  ha  ordenado  decir  á  US.  que  resj^cto  al 
primer  punto  la  parte  hnal  de  la   resolución  eje- 
'  cutiva  oublicada  en  la  Gaceta  de    Venezuela  nú- 
mero 1147,  indica  el  deber  de  la  Junta,  pautado 
'  también  en  el  artículo   11  del  decreto  reglamen- 
,  tario:  que  respecto  al  segundo  debe  atenerse  alo 
que  disponen  los  artículos  99  de  la  ley  y  69  del 
'  propio  decreto  reglamentario:  y  que  con  relación 
I  al  tercero:  no  hay    derecho  para   lo  que  se  pre- 
tende,   pu  s  el  médico  miembro  de  )a  Junta,  de 
sempeña  funciones   concejiles. 

Tengo  el  honor  de  participarlo  6  US  para  co- 
nocimiento de  la  Junta  consultante,  recomendán- 
dole la  mas  cumplida  observancia  de  la  resolu- 
ción dictada  por  el  Ministerio  de  Hacienda  sobre 
el  modo  de  hacer  las  consultas,  inserta  en  la  Ga- 
ceta de  Venezuela  número  1035  y  reproducida  y 
mandada  observar  por  este  Despacho  en  resolu- 
ción de  21  de  Noviembre  de  J853  publicada  en 
i  el  número  1137  del  mismo  periódico  oficial. 

Soy  d&a.  • 

!  .  Por  S.  E— .P/aíiaa. 

<  LIBERTAD  de  esclavos,  resolución  ejecit- 
TiVA  DE  23  DE  JUNIO  de  1854  declarando  lo 
que  debe  observarse  respecto  de  las  licencias 
que  solicitan  los  empleados  de  las  juntas  de 
abolición. 

Secretaria  del  Interior.— Sección  sexta.— 
Caracas  28  de  Junio   de  1854. 
Resuelto. — Dígase  &  los  Gobernadores  de  pro- 
vincia. 

Estando  determinado  por  el  artículo  79  de  la 
ley  de  24  de  Marzo  último  sobre  abolición  de  es- 
clavos, que  son  cargas  concejiles  los  destinos  de 
miembros  de  las  juntas  de  abolición,  S.  E.  resael- 
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ye;  que  respecto  á  las  licencias  que  pidan  los 
miembros  de  las  Superiores,  los  Gobernadores 
observen  el  artículo  23  de  la  ley  orgánica  de  pro- 
vincias: que  con  relación  á  las  que  pidan  los  de 
las  subalternas,  los  jefes  políticos  atiendan  al  ar- 
tículo 52  (le  Ja  misma;  y  que  respecto  á  las  licen- 
cias que  excedan  de  veinte  dias  se  cumpla  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  39  de  la  Resolución  Ejecu- 
tiva de  20  de  Noviembre  de  1850  estableciendo 
reglas  generales  sobre  licencias.  Comuniqúese 
y  publíquese.  I 

Soy  &a. 

Por  S.  E.  Planas.  , 

LIBERTAD  de  ksclavos.  resolución  ejecu- 
tiva DE  22  DE  JULIO  DE  1854  declarando  que 
for  la  ley  son  los  jueces  de  provincia  los  que 
conocen  en  primera  instancia  de  las  demandas 
en  que  tengan  interés  los  fondos  de  abolición. 
Secretaría  del  Interior.— gecciou  sexta,  Ca- 
racas, Julio  22  de  1864.  , 

Resuelto. — Dígase  al  Gobernador  de  Coro. 

Habiéndose  considerado  por  el  Poder  Ejecu- 
tivo la^ota  de  US.  de  20  de  Junio  último,  núme- 
ro 36  y  el  acuerdo  que  á  ella  se  acompaña  en  co- 
pia, celebrado  el  mismo  dia  por  la  junta  Superior  | 
de  abolición  de  esa  provincia,  declarando  que  las 
demandas  contra  loa  deudores  al   fondo   de   in- 
demnización  se  propongan   ante  el  juzgado   de 
provincia;  S.  E,  se  ha  servido  resolver:  que  por 
la  atribución  2^  artículo  40  ley  6^  del  código  or- 
gánico de  tribunales  los  jueces  de  provincia  co-  ' 
nocen  en  primera  instancia  de  todas  las  causas  de  i 
hacienda  pública,  y  no  hay  duda   que  las  contri-  ■ 
buciones  impuestas  por  la  ley  de   24  de   Marzo 
último  sobre  abolición  de  la  esclavitud  en  Vene-  j 
zuela  vienen  á  formar  una  parte  de   la  hacienda  . 
nacional  con  aplicación  á  indemnizar  á  los  que  [ 
fueron  dueños  de  los  esclavos  que  libertó  dicha  i 
iey.  En  este  concepto,  los  jueces  de  provincia  son  , 
t: oclusivamente  los  competentes  patA  conocer  de  i 
dichas  causas,  sea  cual  fuere  la  cuantía  y  calidad 
del  actor  ó  reo,  y  cualesquiera  oíros  jueces  ado- 
lecerían de  incompetencia  radica],  ratione  mate- 
rias; pero  eo^o  no  é%  opone  á  que  una  vez  obteni- 
do el  mandamiento  de   ejecuciori,    conforme  al 
artículo  39»  ley  1!,  título  7?  del  código  de   pro- 
cedimientos judiciales,  el  empleado   demandante 
pueda  presentarse  ante  cualo,nier  juez  de  parro- 
quia ó  de  paz  para  llevar  á  efecto  el  cobro   con 
todd  la  presteza  que  exige  la  naturaleza  de  la  cau- 
sa, según  está  resuelto  desde  el  año  de  1840. 
Soy  oca. 

Por  S.  E.  Planas.  (*) 

(*)  Esta  Resolución  está  en  contradicción  con  la  de  22 
de  Setiembre  de  1858  que  se  halla  en  Demandas  sobre  co- 
bro do  los  derechos  de   manumisión,  Tomo  1  ®  pagina  451 
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LIBERTAD  pe  esolavos.  resolución  ejecu- 
tiva de  16ue  setiembre  DE  1654  determi- 
nando la  manera  de  emitir  billetes  de  crédito 
contra  los  fondos  del  ramo. 

.Secretaría  del    Interior. — Sección  sexta.-* 
Caracas,  Setiembre  16  de  1854. 
Resuelto. — Dígase  á  los  Gobernadores  de  pro- 
vincia. 

Habiéndose  ordenado  por  la  resolución  de'SO 
de  Junio  próximo  pasado  que  se  emitan  billetes 
á  favor  de  los  acreedores  al  fondo  de  abolición  de 
esclavos,  es  indispensable  tomar  algunas  medidas 
que  pauten  dicha  emisión  y  que  eviten  cualquier 
fraude.  Con  tal  objeto,  S.  E.  ha  dispuesto  que  se 
observen  las  reglas  siguientes. 

1^  Según  la  provincia  en  que  se  hubiere  hecho 
la  presentación  del  liberto  se  entregarán  billetes 
pagaderos  por  la  tesorería  de  dicha  provincia;  y 
los  billetes  de  cada  una  de  las  diez  y  seis  que  com- 
ponen la  República  serán  marcados  con  serie  di- 
ferente respecto  de  las  de  las  otras  provincias, 
y  los  de  un  mismo  valor  en  cada  serie  estarán 
numerados  de  uno  hasta  el  número  que  corres- 
ponda   al  úhimo. 

2^  Reconocida  que  sea  una  acreencia,  confor- 
me al  artículo  13  del  decreto  reglamentario,  se 
procederá  á  la  entrega  de  los  billetes  correspon- 
dientes al  interesado  ó  á  su  representante  legítimo 
quien  dejará  recibo  en  un  cuaderno  llevado  al  efec- 
to. 

3^  En  el  registro  que  debe  dejarse  en  esta  Se- 
cretaría se  asentará  la  partida  de  cada  crédito  re- 
conocido, con  indicación  de  los  billetes  en  que  re- 
ciba el  acreedor  su  importe,  cuya  partida  se  au- 
torizará por  el  Secretario  del  Interior  y  Justi- 
cia. 

4^  Como  los  referidos  billetes  deben  admitirse 
en  pago  de  las  contribuciones  que  establece  fa 
ley  de  abolición,  en  el  estado  de  que  hablan  los 
artículos  20 y  29  del  decreto  reglamentario,  acha- 
ra figurar  como  existencia,  y  con  especiñcacion, 
el  número  de  billetes  que  haya  en  cada  tesore- 
ría, debiéndose  practicar  lo  mismo  en  el  trimes- 
tral á  que  se  refieren  los  21  y  30  del  propio  re- 
glamento. 

5^  Con  la  copia  del  acta  que  indica  el  citado 
artículo  30,  remitirán  en  pliego  certificado  las 
juntas  subalternas  á  las  superiores,  los  billetes 
existertes  hasta  el  dia  I9  de  cada  trimestre,  con 
la  nota  al  respaldo  de  ''  cancelado,  *'  que  firma- 
rán sus  miembros;  y  lo  mismo  se  hará  con  los 
billetes  que  sean  satisfechos  en  el  prorateo  tri- 
mestral que  expresa^el  artículo  15  del  propio  de- 
creto. 

6a  La  junta  superior  respectiva  en  el  dia  in- 
mediato al  en  que  haga  el  tanteo  de  cada  trimes- 
tre, al  en  que  concluya  el  prorateo  del  expresa- 
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do  artículo  15  7  al  en  que  bo  reciban  loe  de  las 
subaheraast  procederá  á  la  incineración  de  los 
billetes  que  existan  en  la  principal  7  de  los  que 
hubiere  recibido,  de  conformidad  con  la  regla 
anterior. 

7^  De  dicho  acto  la  junta  pasará  á  la  Secre- 
taría del  Interior  y  &  la  tesorería  principal  un  I 
certificado  que  exprese  con  claridad  los  que  tue- 1 
ron  incinerados,  con  especificación  de  los  remiti- 
dos por  cada  tesorería  subalterna,  á  fin  de  que  la 
principal,  tomando  por  base  tal  certificado,  par- 
ticipe á  sus  subalternas  la  incineración  verificada 
de  los  billetes  remitidos,  y  con  el  objeto  de  que 
en  la  cuenta  sirva  de  conprobante  de  la  cantidad 
erogada  para  sji  pago. 

Lo  que  digo  á  US.  para  que  inmediatamente 
lo  participe  &  quienes  corresponde  y  le  dé  la  ma- 
yor publicidad  posible. 

Soy  &a — Por  S.  E.— PZoná^. 
LIBERTAD  de  esclavos,  resolución  ejecu- 
tiva DE  20  DE  JUNIO  DE  l8oi  declarando  que 
siendo  carga  concejil  el  destino  de  miembro 
de  la  junta  de  abolición^  debe  exponerse  para 
su  no  admiaion^  causa  le^tima. 

Secretaría  del  Intenor.--.-Seccion  sexta. —  n 
Caracas,  Junio  20  de  1854.  j  i 

Resuelto. — Dígase  al{Gobernador    de  Coro    | 
El  Sr  Dr.  Pablo  Maria  Bricefío,unode  los  dos  ji 
vecinos  nombrados  el  19  de  Abril  próximo  pasa-  . 
do  para  la  Junta  Superior  de  abolición  de  esa  I 
provincia,  después  de  aceptar  y  entrar  en   el  de-  Ü 
sempefio  del  destino,  solicita  que  el  Poder  Eje-  '• 
cutivo  le  releve  de  dicho  empleo  por  tener   que  \\ 
trasladarse  á  olra  provincia;  y  S.  E.ha  tenido  á  ' 
bien  resolver:  que  siendo  carga  concejil  el  desti- 
no de  miembro  de  la  lunta  de  abolición,  •!  que 
lo  sirva  debe  excusarse  con   causa  legítima,  de- 
biéndose proponer  la  excusa  y   probar  la  causa 
alegada  ante  el  Presidente  de  la  Junta  Superior, 
quien  dará  cuenta  al  Poder  Ejecutivo  para  que 
este  decida  sobre  ella.  Por  tanto,  el  Sr.  Brice  fío 
debe  proponer  y  probar  la  excusa  que  alegue, 
arreglándose  á  lo  expuesto.  Comuniqúese  á  las 
juntas  Superiores. 

Tengo  el  honor  de  participarlo  á  US.  para  que 
lo  trascriba  al  Sr.  Dr.  Pablo   Maria  Briceño 
para  inteligencia  de  la  Junta  Superior   que  U! 
preside* 

Soy  &.a.— Por  S.  E.— -Planas. 

LIBERTAD  DE  ESCLAVOS,  resolución  EJECU- 
TIVA DE  10  DE  JULIO  DE  1854  declarando  quc 
las  asignaciones  fijadas  para  las  secretarías 
de  las  oficinas  públicas  están  sujetas  al  des* 
cuento  del  art.  69  «9  ^?  ^  ^^  ^^V  ^^  '^  mate- 
\    ria. 

Secretaría  del  Interior.-— Sección  sexta.— 
Caracas,  Julio  10  de  1864.  1 

Rt9uelto*^l}ig9i9t  al  Gobernador  de  Cumabá.  | 
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Con  oficio  de  US.  fecha  26  del  mes  próximo 
pasado,  número  iOO,  90  há  recibido  en  este  Des- 
pacho  copia  de  un  acuerdo  celebrado  en  el  mis- 
mo dia  por  la  Junta  Superior  de  abolición  de 
esa  provincia,  declarando  entre  otras  cosas,  que 
las  sumas  destinadas  para  los  gastos  de  Secreta- 
ría de  las  oficinas  públicas  no  están  comprendi- 
das en  el  descuento  de  que  habla  el  artículo  59 
de  la  ley  de  24  de  Marzo  último  sobre  abolición 
que  solo  se  refiere  á  los  sueldos,  pensiones  6  co- 
misiones fijas  ó  determinadas  por  las  leyes  de  la 
República  y  las  ordenanzas  provinciales ;  y  S.  £. , 
á  cuyo  conocimiento  ha  sometido  el  asunto,  me 
ha  ordenado  decir  á  US.,  para  inteligencia  de 
•la  expresada  Junta  Superior,  que  las  asignacio- 
nes fijadas  por  la  ley  para  las  Secretarías  de 
Cortes,  Gobernaciones  y  Juzgados  de  provincia 
ó  de  parroquia  están  sujetas  al  descuento  que 
establece  el  número  49  del  artículo  59  de  la  ley 
de  abolición,  pues  el  calificativo  de  asignación 
no  la  excluye  de  estar  comprendida  en  los  de 
sueldo,  pensión  ó  comisión  cualquiera  de  que 
usa  la  ley. 

Tengo  el  honor  de  participarlo    &   US.  ft  los 
fines  indicados. 
Soy  &a. 

Por  S.  E.— Ptónas. 

LIBERTAD  de  esclavos,  resolución  ejecu- 
tiva DE  15  DE  julio  de  IB54  declarando  qve 
á  nadie  debe  reputarse  acreedor  al  fondo  de 
abolición  mientras  el  Poder  Ejecutivo  no. 
haya  hecho  el  reconocimiento  de  que  habla 
el  art.  13  del  reglamento^  y  que  deben  admi- 
tirse en  vago  del  subsidio  las  acreencias 
contra  el  fondo  del  ramo. 

Secretaría  del  Interior.— Sección  sexta.— 
Caracas,  Julia  16  de  1854. 
l^^ueZío.— Dígase  al  Gobernador   de   Truji- 
lio. 

Se  ha  instruido  el  Poder  Ejecutivo  de  la  no- 
ta de  US.  fecha  3  del  actual,  número  123,  en 
que  comunica  un  acuerdo  de  la  Junta  superior 
(le  abolición  de  esa  provincia,  consultando:  19 
si  se  reciben  en  pago  de  las  contribuciones  esta- 
blecidas por  la  ley  de  abolición,  descuentos  so- 
bre las  acreencias  que  los  dueflos  de  esclavos 
tengan  contra  los  fondos  de  indemnización,  sin 
esperar  la  aprobación  que  el  Poder  Ejecutivo 
deba  dar  á  los  documentos  de  crédito:  29  si  los 
individuos  á  quienes  se  admite  este  pago  entran 
también  en  parte  de  la  contribución  trimestral 
que  expresan  los  artículos  10  y  12  de  la  ley;  y 
39  si  6  los  que  disfrutan  de  sueldo,  pensión  ó 
comisión  de  las  rentas  nacionales  o  municipales 
puedan  admitírseles  en  pago  del  subsidio  acre- 
encias que  tengan  contra  el  fondo  de  indemni- 
zación, en  cuyo  caso  qué  reglas  deban  obserrar 
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86  en  el  pago ;  8.  E.  ha  tenido  á  bien  resolver 
en  cuanto  á  lo  19*  que  á  nadie  debe  reputarse 
acreedor  mientra?  el  Poder  Ejecutivo  no  haya 
hecho  el  reconocimiento  definitiro  de  que  habla 
el  artículo  13  del  reglamento;  respecto  al  29« 
que  no  se  entiende  lo  que  se  quiere  consultar;  y 
relativamente  al  39«  que  si  deben  admitirse,  y 
que  ya  se  ha  ordenado  emitir  billetes  para  sal- 
var las  dificultades. 

Tengo  el  honor  de  participarlo   á  US.    para 
conocimiento  de  la  Junta  consultante. 
Soy  &;a. 

Por  S.  E.— Ptóna«. 
LIBERTAD    db  esclavos,  resolución   eje- 
cutiva DE  9  DE  OCTUBRE  DE  1854  disponien- 
do que  los  interesados  al  fondo  de  abolición 
ocurran  personalmente^   ó  constituyan   un 

Ííersonero  en  esta  capital  que  reciba  los  bú 
letes  que  le  correspondan. 

Secretaría  dül   Interior.— Sección   sexta.-* 
Caracas,  Octubru  9  do  1854. 
Resuelto. — Dígase  &  los  Gobernadores  de  pro- 
vincia. 

Disponiendo  el  nfimero  29  de  la  resolución 
ejecutiva  de  16  do  Setiembre  próximo  pasado, 
sobre  la  manera  de  emitir  billetes  contra  los  fon- 
dos de  abolición  ya  comunicada  á  US.  y  publi- 
cada en  la  Gaceta  número  1 157,  que  reconocida 
que  sea  una  acreencia,  conforme  al  artículo  13 
del  Decreto  reglamentario,  se  proceda  &  la  en- 
trega de  los  billetes  correspondientes  al  intere- 
sado ó  á  su  representante  legítimo,  me  ha  orde- 
nado S.  G.  decir  á  US  que  por  todos  los  me- 
dios posibles  debe  darle  á  dicha  disposición,  en 
la  provincia  de  su  mando,  la  mayor  publicidad, 
á  efecto  de  que  cada  interesado  ocurra  personal- 
mente ó  coMStiinya  un  personero  en  esta  capital 
que  reciba  los  billetes  que  le  correspondan. 

Y  á  los  fínes  indicados  tengo  el  honor  de  co- 
municarlo á  US.  cumpliendo  así  con  lo  dispues- 
to por  S.  E.  el  Poder  Ejecutivo. 

'Soy  &,a  — Por  S,  E. — Planas. 
LIBEKTAD  deesclavüí.  resolución  ejecu- 
tiva DB  20  DE/UL10DE  X'^'^acordando medi- 
das'para  evitar  el  fraude  cuando  dos  6  mas 
individuos  se  digan  condueños  asocios  para 
pagar  como  uno  solo  el  derecho  establecido 
por  la  ley  de  la  materia  sobre  los  alambi- 
ques. 

Secretaría  del  Interior.— Sección  sexta. — 
Caracas,  Julio  20  de  1854. 
Resuelto. — Dígase  al  Gobernador  de  Trujillo. 
Se  ha  instruido  el  Poder  Ejecutivo  de  la  nota  de 
US.  de  5  del  corriente,  número  124.  á  que  acom- 
pafia  copiii  del  acuerdo  celebrado  por  la  iunta 
superior  de  Abolición  de  esa  provincia  en  23  de 
Junio  próximo  pasado,  consultando  la  medida  que 
deba  seguirse  cuando  dos  ó  mas  individuos  se  aso- 
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cien  para  pagar  como  uno  solo  el  derecho  esta- 
blecido sobre  los  alambiques  por  el  número  39 
artículo  59  de  la  ley  de  24  de  Marzo  último  que 
abóle  la  esclavitud  en  Venezuela,  medida  que  se 
hace  indispensable  para  salvar  el  fraude  que  pae- 
da  traer  aquella  conducta  al  fondo  de  indemniza- 
ción. El  impuesto  sefialado  por  el  número  29  artí- 
culo 59  de  la  citada  ley  puede  llegar  á  ser  el  ma- 
yor entre  los  que  figuran  en  los  números  del  re- 
ferido artículo,  y  por  consiguiente,  conforme  al 
^  único  de  él,  ios  individuos  que  estén  compren- 
didos en  mas  de  un  caso  solo  pagarían  aquel  por 
reputarse  mayon  Partiendo  de  esta  base,  y  con 
el  objeto  de  no  pagar  ninguno  de  los  referidos 
1  impuestos,  puede  suceder  que  seo<;^rra  al  fraude  6 
expediente  que  indica  la  consulta,  es  decir,  que 
un  dueTio  de  alambique  figure  como  sus  socios 
á  varios  individuos  y  haga  que  así  se  exprese  en 
el  padrón  que  se  manda  formar  por  el  artículo  68 
del  decreto  reglamentario;  y  como  no  puede  to- 
lerarse que  la  malicia  y  el  fraude  se  hagan  supe- 
rior á  la  ley,  burlándola  en^provecho  individual, 
S.  E«  se  ha  servido  resolver:  que  si  ai  cumplirse 
con  el  citado  artículo  62  del  decreto  reglamenta- 
rio, se  indicase  que  un  alambique  es  propiedad 
de  mas  de  un  individuo,  bien  porque  lo  adrainistreii 
como  comuneros  ó  como  simples  socios,  se  pida 
el  documento  que  compruebe  tal  circunstancia,  y 
con  vista  de  él  se  haga  la  especificación  de  qoe 
habla  dich\>  artículo,  acompañándose  á  los  pa* 
drones  que  deben  pasarse  á  los  jefes  políticos 
respectivos:  y  que  la  Junta  al  formar  el  catastro 
de  todos  los  alambiques  del  cantón,  conforme  al 
artículo  67  del  reglamento,  decida  si  debe  figurar  el 
alambique  como  propiedad  de  los  que  se  dicen 
comuneros  ó  socios,  teniendo  para  ello  natural- 
mente á  la  vi^ta  el  documento  de  comprobacioa 
acompaflado. 

Soy  &;a.— Por  S.  E. — Planas. 
LIBERTAD  de  esclavos,  resolución  ejecu- 
tiva de  20  de  julio  Dtf  1854  disponiendo 
quien  deba  desempeñar  el  cargo  ae  tesoT€' 
ro  de  las  juntas  de  abolición  en  los  lugares 
donde  no  haya  persona  hábil  que  quiera  de* 
sempeñar  este    destino. 

Secretaría  del  Interior^ — Sección  sexta.— 
Caracas,  27  de  Julio  de  1864. 
Resuelto. — Dígase  á  los  Gobernadores  de  Co- 
ro, Barcelona  y  Trujillo. 

Habiéndose  considerado  por  el  Poder  Ejecu- 
tivo la  comunicación  del  Gobernador  de  Coro» 
de  17  de  Junio  último,  número  36  en  que  nmni- 
fíesta  que  en  el  cantón  capital  no  hay  persona 
elegible  que  quiera  aceptar  la  Tesorería  princi- 
pal de  la  Junta  superior  de  Abolición;  y  vistas 
también  las  notas  del  Gobernador  de  Barcelo- 
na del  21  del  propio  mes*  n6mero  111,  en  que 
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partieipt  haber  el  mismo  inconyeniente  respecto 
al  nombramiento  de  tesoreros  sabaUernos  en  los 
cantones  Pao,  Píritu,  Aragua  y  Soledad,  y  la 
del  Gobernador  deTrujillo  de  3  del  corriente,  nú- 
mera  127.  referente  á  igual  falta  de  personas  con 
quienes  llenar  el  destino  de  Tesorero  subalterno 
del  cantón  Carache;  S.  £•  Se  ha  serrido  librar 
la  resolución  siguiente^ 

^*  Sin  dada  que  el  decreto  reglamentario,  con- 
sultando el  espirita  de  la  ley  de  Abolición  de  la 
esclavitud  en  Venezuela,  ha  establecido  Tesore- 
ros principales  y  subalternos,  los  primeros  en 
las  capitales  de  provincia  y  los  segundos  en  las 
cabeceras  de  los  cantones;  pero  autorizado  el 
Poder  Ejecutivo  para  llenar  los  vacíos  que  se  ob- 
serven en  la  práctica  de  la  ley,  no  puede  ser  in- 
diferente á  la  falta  de  cumplimiento  de  ella  en 
cuanto  á  la  recaudación  de  las  contribuciones  m- 
tableciüas  en  el  artículo  5?  por  no  encontrarse 
personas  con  las  cualidades  legales  que  quieran 
aceptar  el  empleo  de  Tesoreros  subalternos,  y 
aún  el  de  principales.  £1  medio  indicado  hasta 
ahora  de  recomendar  á  las  Juntas  que  allanen  y 
faciliten  el  requisito  de  la  fianza  ha  venido  á  ser 
insuficiente,  pues  la  principal  dificultad  consiste  en 
que  no  «e  encuentran  ciudadanos  hábiles  que 
quieran  aceptar  el  nombramiento,  «in  embargo 
de  haberse  hecho  en  diferentes  personas.  La  falta 
de  un  empleado  que  corra  con  la  recaudación  y 
depósito  de  los  impuestos  establecidos  por  la  ley 
trae  consigo  la  no  ejecución  de  la  propia  en  un 
punto  capital,  que  envuelve  la  no  indemnización 
de  la  propiedad  del  ciudadano  que  era  dueRo  de 
algún  esclavo  liberto,  y  es  un  mai  m  •  ñor  el  ar- 
bitrar el  medio  de  allanar  aquella  íait  i,  aún  cuan- 
do en  rigor  de  razón  se  contrarié  el  espíritu  v»e 
aquella.  En  el  sentido  de  una  interpretación  su- 
til pudiera  decirse  que  se  ha  cumplido  con  el  tex- 
to del  ^^del  artículo  69  de  la  ley  que  dispone  el 
nombramiento  de  Tesoreros  por  las  Juntas,  pues 
estas  ya  lo  han  hecho  repetidas  veces,  y  no  es 
un  eñ¡^o  previsto  en  ella  el  de  que  nos  ocupamos. 
Por  estos  fundamentos,  y  en  uso  de  la  facultad 
que  el  artículo  15  concede  al  Poder  Ejecutivo  para 
llenar  los  vacíos  de  la  ley,  S.  E.  resuelve:  que  el 
Administrador  principal  de  Rentas  Internas  6 
principal  de  las  Municipales  en  la  provincia  de 
Coro,  á  elección  de  la  Junta  superior  de  Aboli- 
ción, ejerza  las  mismas  funciones  y  esté  some- 
tido á  los  propios  deberes  que  prescribe  el  ^  I9 
sección  2^  deleitado  reglamento,  llevando  eñ 
cuenta  separada  el  ramo  de  la  recaudación  de  los 
impuestos  de  Abolición,  y  prestando  una  fianza 
adicional  para  responder  de  dicho  ramo  ásatifac- 
cion  de  aquella  Junta;  y  que  eu  los  cantones  Pao, 
Píritu,  Aragua  y  Soledad,  lo  mismo  que  en  el 
de  Carache  de  la  provincia  de  Trujillo,  el  Admi- 
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nistrador  subalterno  respectivo  de  RentSB  nacio- 
nales  6    municipales,  á  elección   de  la  Junta 
competente,    desempeñe  las  funciones  y  debe- 
res del  §  299  sección  2^  del  expresado  reglamen- 
to, llevando  porseparadoel  nuevo  ramo  y  dando 
una  fianza  adicional  ft  contenta  de  la  respectiva 
Junta;  y  si  esto  aún  no  fuere  posible,  se  dispone: 
que  los  Tesoreros  principales  de  Abolición  de  las 
referidas   provincias  nombren  colectores  en  los 
supradichos  cantones  bajo  su  propia  responsabi- 
lidad y  según  la  fianza  que  exijan,  los  cuales  cor- 
rerán en  el  respectivo  cantón  con  la  recaudación 
y  depósito  de  los  impuestos  de  que  habla  la  ley  y 
desempeOarán    los  deberes  de  un  Tesorero  su- 
balterno, pero  percibiendo  tan  solo    la  comisión 
que  les  asigne  el  principa]  quQ  los  nombra/' 
Soy  &a.— Por  S.  E.-— Planas. 
LIBERTAD  db  esclavos,  resolución  kjboc- 
TivA  DE  3  DE  OCTUBRE  DE   1854  declaTatíáo 
que  los  bienes  de  los  facciosos  son  respon^ 
sables  solidariamente   al  reintegro  de  las 
cantidades  que  sustrajeron  de  los  fondos  d^ 
abolición,  (•)  . 

Secretaría  del  Interior.— Sección  sexta.— 
Catácas,  Octubre  8  de  1864. 
l{e^tfe/lo-^Dígase  en  circular  á  los   Gober- 
nadores de  Barquisimeto,  TrujUlo,  Méridaí   Cq* 
ro.  Portuguesa  y  Barínas. 

Instruido  S.  E.  el  Poder  Ejecutivo  de  que  así 
en  esa  provincia  como  en  algunas  otras  del  Oc- 
cidente de  la  República  los  comprometidos  en 
las  últimas  revueltaó  se  atrevieron  á  disponer 
de  los  fondos  de  Abolición,  /destinados  á  indem- 
nizar á  los  que  fueron  dueños  de  esclavos,  ha 
resuelto  hoy  se  diga  á  US.  que  es  absolutamen- 
te necesario  que  se  proceda  al  reclamo  judicial 
de  dichos  fondos  sustraídos  por  los  facciosos, 
debiendo  así  mismo  verificarse  su  reintegro  so- 
lidariamente de  los  bienes  de  los  conspiradores, 
conforme  á  las  leyes. 

Lo  que  tengo  el  honor  de  comunicar  á  US. 
para    su  inteligencia   y    exacto    cumplimiento. 

Soy  &a.  Por  S.  E.— Plawa^. 

LIBERTAD  de  esclavos,  resolución  ejecu- 
tiva DE  21  DB  Junio  de  1854  recordando  á 
las  presidentes  de  las  juntas  de  abolición  el 
deber  en  que  están  de  enviar  oportunamente 
lo8  datos  á  que  se  refieren  los  articulos,l2. 60 

y  08  del  D.  E.  R. 

Secretaria  del  Interior.— Secdon  sexta.  Ca- 
racas, Janio  21  de  1854. 
Resuelto, — Dígase  á  los  Gobernadores  de  pro- 
▼ineta. _^ ^^_ 

(«)  Derogadas  las  R.  E.  £.  E.  de  27  de  Mayo  de  1858 
y  11  de  Agosto  de  1864  sobre  acciones  y  embar^  de  bie- 
nes contra  loa  facciosos  por  perjuicios  é  indemnización  al 
estadio,  es  lógico  jozgar  también  derogada  vlrtaalfflente  la 
presente. 
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No  habiendo  llegado  á  este  Ministerio  las  co- 
pias de  las  partidas  asentadas  en  los  registros,  y 
ios  documentos  de  que  habla  el  artículo  12  del 
decreto  reglamentario  de  ia  ley  de  24  de  Marzo 
último  sobre  abolición  de  esclavos,  ni  tampoco 
venido  las  coplas  de  las  listan  y  de  los  catastros 
á  que  se  refieren  los  artículos  GO  y  68  del  pro- 
pio reglamento;  y  como  todos  estos  datos  son 
indispensables  para  los  efectos  de  la  misma  ley 
y  decreto  citado,  S.  £.  me  ordena,  que  por  el  ór- 
gano de  US.  recuerde  á  la  Junta  Superior  de  abo- 
lición de  esa  provincia  el  deber  que  tiene  de  re- 
mitir oportunamente  los  referidos  datos. 

Tengo  el  honor  de  decirlo  á  US.  á  los  fines 
expresados. 

Soy  &a.  Por  S  E.— PZánaí. 

LIBERTAD  de  esclavos,  resolución  ejecu- 
tiva DE  4  DE  AGOSTO  DE  1854  exigictido  alas 
juntas  superiores  de  abolición  el  envió  de  los 
registros  y  documentos  que  hayan  creado  en 
cumplimiento  del  art.  12  del  D.  E>  R, 

Secretaría  del  Interior.— Secdon  scxtiu  Ca- 
racas, Agosto  4  dü  1854. 
Resuelto. — Dígase  á  los  Gobernadores  de  pro- 
vincia. 

Observando  que  algunas  Juntas  superiores  de 
Abolición  á  virtud  de  Ja  orden  circular  del  Gobier- 
no de  21  de  Junio  último  pidiendo  varios  da- 
tos, han  contestado  que  no  les  es  posible  mandar 
estos  porque  no  han  recibido  los  de  las  subalter- 
nas, S.  £.  dispone,  que  las  referidas  Juntas  supe- 
riores remitan  en  el  acto  los  registros  y  docume- 
tós  que  por  su  parte  hayan  creado  en  cumpli- 
miento del  artículo  12  del  Decreto  reglamentario 
de  la  ley  de  Abolición  de  esclavos,  incorporando 
los  de  las  subalternas  que  al  recibo  de  este  oficio 
estén  ya  en  poder  de  aquellas;  sin  perjuicio  de 
que  insten  á  las  que  no  hayan  hecho  tal  envío 
para  que  lo  verifiquen  á  la  mayor  brevedad,  de- 
biendo luego  acompañarlos  á  esta  Secretaría. 
Respecto  de  las  listas  y  catastros  á  que  se  con- 
traen los  artículos  60  y  68  del  propio  reglamen- 
to, como  quiera  que  los  que  han  de  mandar  las 
superiores  no  necesitan  de  la  incorporación  de  los 
de  las  subalternas,  deberán  venir  inmediatamen- 
te, sin  perjuicio  de  que  se  inste  también  por  los 
que  tocan  á  dichas  subalternas. 

Tengo  el  honor  de  decirlo  á  US.  para  su  cum- 
plimiento, 

Soy&.  Por  S.  E — Planas. 

LIBERTAD  de  esclavos,  resolución  ejecu- 
tiva DE  23  de  agosto  de  \^A pidiendo  álos 
Gobernadores    el  estado  de  ingreso,  egreso 
y  existencia  de  los  fondos   de   manumisión. 
Secretaría  del  Interior. — Sección  sexta.  Ca- 
racas, Agosto  23  de  1864. 
Resuelto, — Dígase  6 los  Gobernadores  depro- 
vincia. 


Con  esta  fecha  ha  dictado  el  Poder  EjecaÜTo  !a 
resolución  siguiente. 

«^Observándose  que  con  marcado  olvido  no  se 
remite  á  esta  Secretaría  el  estado  del  ingreso, 
egreso  y  existencia  de  los  fondos  de  abolicioo, 
sin  embargo  de  preceptuarse  terminantemente 
por  el  artículo  21  del  decreto  reglamentario  y  i 
pesar  de  haberse  previsto  el  medio  coactiyo  por 
el  38  deleitado  reglamento  para  obligar  &  los  te- 
soreros repectivos  á  formar  dicho  estado,  S.  £, 
me  ha  ordenado  decir  á  US.  que  sin  nue?o  re- 
querimiento envié  el  referido  estado,  haciendo 
uso  de  la  facultad  que  le  confiere  el  expresado 
artículo.38,  y  que  excite  á  las  Juntas  Bubalteroas 
á  fin  de  que  cumplan  con  el  artículo  30,  y  haga 
que  la  superior  llene  el  final  de  dicho  artículo. 

Ten^o  el  honor  de  trascribirla  á  US.  para  su 
inteligencia  y  exacto  cumplimiento,  ad virtiéndole, 
que  si  al  pasar  el  tanteo  de  que  habla  el  artícu- 
lo 10  de  la  ley,  y  que  supone  el  21  del  reglaroeo- 
to,  se  le  manifestare  por  el  tesorero  priocipal 
que  las  subalternas  no  le  han  remitido  los  esta- 
dos mensuales  que  previene  el  29,  los  cnaies  son 
necesarios  para  formar  el  trimestral  que  exige  el 
21  citado,  US.  le  prevendrá  que  levante  dicho es> 
tado  sin  hacer  la  incorporación  de  los  mensuales 
de  dichas  subalternas;  pero  sin  perjuicio  de  que 
US.  en  el  acto  con  toda  energía  inste  á  las  Jun- 

¡  tas  subalternas  á  que  cumplan  con  el  artículo  3^. 

I  Soy  dLa.  Por  S.  E.-^Plánas, 

LIBERTAD  de  esclavos,  resolución  kjeci- 
TivA  Ds  25  PE  AGOSTO  DE  Í8Q4. declarando(¡üt 
los  cuatro  meses  que  determina  la  ley  ;)flrfl 
las  reuniones  diarias  de  las  juntas  de  aboli- 
ción,  deberán  contarse  desde  el  dia  en  que  sí 

¡       instalen  estas. 

Secretaría  de!  Interior.— Sección  acita.  Ca- 
racas, Agosto  26  de  1854. 
Resuelto — Dígase  &  los  Gobernadores  de  pro- 

i  vincia. 

;      Con  esta  fecha  ha  dictado  el  Poder  Ejecutivo 

,  la  resolución  siguiente. 

;  •*  Por  el  artículo  8.  ®  de  la  ley  de  24  de  Mar- 
zo último  sobre  abolición  de  la  esclavitud  en  Ve- 
nezuela, publicada   que  fué  esta,   debieron  esta- 

I  blecerse  las  Juntas  de  abolición  para  proceder  in- 
mediatamente á  la  formación  de  un  censo  de  to- 

,  dos  los  esclavos  residentes   en  cada  pronncia; 

I  el  Poder  Ejecutivo  por  su  parte  hizo  los  nombra- 
mientos de  los  dos  vecinos  que  debían  constituir 
parte  de  las  Juntas  superiores;  pero  no  le  fué  po* 

¡  sible  hacerlos  con  toda  brevedad,  pues  debía  lo- 

,  mar  noticia  de  los  individuos  que  en  las  capitales 

,  de  provincia  fuesen  capaces  para  el  delicado  car- 
go que  había  de  conferirles,  añadiéndose  á  esto 

i  que  algunos  de  los  nombrados  no   pudieron  to- 

I  mar  posesión  en  el  acto  del  recibo  del  nombra- 
miento, por  cuya  razón  en  algupas  provincias  se 
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demoré  la  instalación  de  las  respectivas  Juntas 
superiores.  Constituidas  estas,  ocurrieron  las  mis* 
mas  dificultades,  y  aun  mayores,  para  formar  las 
subalternas,  siendo  lo  cierto  y  positivo  que  las 
Tuntas  á  que  se  reñere  el  artículo  69  de  la  ley  no 
se  establecieron  como  lo  queria  el  texto  y  espíri- 
tu del  citado  artículo  tí^*  Agrégase  &  esto,  que  en 
las  actuales  circunstancias  políticas  del  país  las  au- 
toridades gubernativas,  que  son  las  que  presiden 
las  expresadas  Juntad,  han  debido  estar  consa- 
gradas á  las  materias  de  orden  público,  como  de- 
ber cardinal  para  con  la  patria  y  con  el  Gobierno, 
y  es  lógico  suponer  que  en  muchos  lugares  ha- 
brán desatendido  en  absoluto  el  exacto  cumpli- 
miento que  se  impuso  de  reunirse  las  Juntas  dia- 
riamente durante  los  cuatro  meses. — Cuando 
todos  estos  inconvenientes  se  palpaban,  la  pu- 
blicación de  dicha  ley  se  hacia  con  toda  presteza 
para  no  dilatar  el  dulce  beneficio  que  devolvía 
é  los  que  fueron  esclavos,  y  por  consiguiente  cor- 
ría  sin  ningún  género  de  embarazo  el  lapso  de 
.cuatro  meses  que  fija  el  artículo  9-^  de  la  ley  pa- 
ra la  presentación  de  aquellos.  AI  compararse  ios 
artículos  8.  ®  y  99  referidos  no  queda  duda,  que 
si  en  el  99  se  fija  como  principio  del  período 
asignado  para  la  presentación  el  acto  de  la  pu- 
blicación de  la  ley  en  cada  localidad,  fué  en  la 
inteligencia  y  bajo  la  base  muy  racional  de  que 
las  Juntas  quedarían  establecidas  inmediatamente 
para  que  procedieran  á  formar  el  censo  en  vir- 
tud de  las  presentaciones  de  los  esclavos. 

Habiendo  faltado,  pues,  la  base  en  que  des- 
cansa el  concepto  de  la  ley  para  fijar  la  publi- 
cación como  punto  de  partida  para  contarse  los 
mencionados  cuatro  meses,  es  de  extricta  justi- 
cia que  no  haya  sumo  rigor  en  su  aplicación  y 
que  se  elija  como  comienzo  de  ellos  la  base  na- 
tural de  la  instalación  de  las  Juntas,  que  romo 
queda  dicho,  creyó  la  ley  que  ella  se  efectuase 
inmediatamente  &  la  publicación.  £n  esta  virtud 
se  declara,  que  los  referidos  cuatro  meses  deben 
contarse  desde  la  instalación  de  la  Junta  en  cada 
lugar. 

Tengo  el  honor  de  trascribirla  á  US.  para  su 
inteligencia  y  y  para  que  se  sii  va  comunicarla 
á  las  Juntas  subalternas  de  esa  provincia. 

Soy  &a.  Por  S.  E  -^Planas. 

LIBERTAD  de  esclavos,  resolución  ejecu- 
tiva PE  28  DE  DICIEMBRE  DE  1854  difiriendo 
el  pr  orate  o  de  los  fondos  de  abolición  hasta 
gue  sean  calificados  los  documentos  referen' 
tes  á  los  libertos. 

Secretaría  del  Intenor.—Soccion  sexta.  Ca- 
racas, 28  de  Diciembre   de  1854. 
Resuelto.'^For  la  resolución  de  27  del  mes 
próximo  pasado  fijó  el   Poder   Ejecutivo   el  dia 
1 .  ®  del  próximo  Enero  para  que  se  verifícase  el 
primer  prorateo   de  los   fondos  de  abolición  en 
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lugar  del  primero  del  corriente  que  estaba  fijado 
por  la  de  6  de  Octubre  último,  fundándose  en 
que  al  tener  lugar  dicho  prorateo  en  la  fecha  in- 
dicada sin  participar  de  él  todos  los  interesados, 
pues  no  se  habían  podido  hacer  las  calificaciones 
de  los  créditos  por  no  haber  habido  regularidad 
en  las  Juntas  al  remitir  los  documentos  que  coná- 
prueban  el  derecho  de  cada  cual;  y  existiendo  hoy 
las  mismas  razones,  y  creyendo  el  Poder  Ejecu- 
tivo que  no  seria  justo  que  se  hiciese  una  distri-» 
bucion  de  dichos  fondos  antes  que  estén  califica- 
dos aquellos  documentos  y  entregados  á  los  que 
tengan  sus  derechos  comprobados*  los  billetes 
correspondientes,  con  los  cuales  es  que  pueden 
figurar  en  el  expresado  prorateo,  se  ha*  servido 
resolver  :  que  se  difiera  este  hast&  que  cali- 
ficados los  documentos  referentes  á  los  que  fue- 
ron esclavos  y  emitidos  y  entregados  á  cada  in- 
teresado los  billetes,  para  lo  cual  este  Ministe- 
rio dará  el  aviso  oportuno,  calculando  las  distan- 
cias de  los  lugares,  y  teniendo  presente  que  di- 
cho aviso  debe  publicarse  en  los  lugares  respec- 
tivos para  conocimiento  de  todos. 

Comuniqúese  álos  Gobernadores  de  Caracas, 
A  ragua  y  Carabobo  para  su  inteligencia  y  extric- 
to  cumplimiento,  y  para  que  inmediatamente  se 
sirvan  oficiar  por  la  posta  ó  las  Juntas  subalter- 
nas do  abolición  de  la  provincia,  á  fin  de  que 
quede  diferido,  de  la  manei:a  que  anteriormente 
se  dispone,  el  prorateo  que  se  habia  señalado 
para  el  I9  del  próximo  mes  de  Enero. — A  los 
Gobernadores  restantes  para  su  inteligencia  y  fi- 
nes consiguientes. 

Por  S.  En^Plánas. 
LIBERTAD  db  esclavos,  resolución  ejecu- 
tiva DE  9  DI5  MARZO  DE  18^2 declarando  gue 
cuando  el  procurador  municipal  esté  impe- 
dido para  la  defensa  del  siervo,  se  deben  ejer- 
cer sus  funciones  por  un  miembro  del  con- 
cejo municipal 

Secretaría  del  Interior.— Sección  primera.— 
Caracas,  9  de  Marzo  de  1852. 
Resuelto. — Dígase  al  Sr.  Gobernador    de   la 
provincia  de    Carabobo. 

Sometí  al  conocimiento  del  Poder  Ejecutivo 
la  resolución  dictada  por  US.  en  12  de  Febrero 
próximo  pasado,  inserta  en  la  comunicación 
oficial  que  en  la  misma  fecha  y  con  aquel  objeto 
dirigió  US.  á  este  Ministerio,  relativa  á  la  ma- 
nera de  proveer  de  representante  al  siervo  Na- 
tividad Matute  en  el  juicio  sobre  libertad  que  si- 
gue contra  su  ama  la  Sra.  Manuela  Mena,  por 
haber  sido  el  actual  procurador  defensor  de  la 
expresada  Sra.  en  su  carácter  de  abogado,  dis- 
poniendo US.  que  para  este  caso  y  los  demás 
en  que  ocurra  impedimento  legal  de  aauel  fun- 
cionario, designe  el  Concejo  Munieipai  de  San 
Carlos,  cuya  consulta  fué  la  que  US.  resolviera 
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á  uno  de  sus  miembros,  con  el  fin  de  que  ejerza 
las  funciones  pro^uratorías,  encargándole  el 
mayor  interés  y  contracción  por  ser  sagrada  y 
de  eminentes  prerogativas  la  causa  de  libertax), 
y  S.  E.  considerando  que  está  prohibido  lega] 
y  moralmente  el  patrocinio  de  las  dos  partes  li^ 
ligantes  en  un  mismo  litis  y  por  una  misma  per- 
sona: que  la  ley  primera,  título  primero  del  có- 
digo de  procedimiento  judicial  establece,  que  si 
el  esclavo  hubiere  de  comparecer  en  juicio  con- 
tra el  amo  reclamando  su  libertad,  6  por  sevi- 
cía,  debe  ir  acompañado  del  funcionario  públi- 
co que  la  ley  designe,  que  según  el  caso  49  de] 
artículo  86  de'la  de  24  de  Abril  de  1838,  sobre 
organización  y  régimen  de  las  provincias,  es  el 
procurador  municipal,  que  está  ahora  impedido 
de  llenar  su  encargo ;  y  que  no  es  permitido  á 
un  abogado  después  de  aceptada  la  defensa  de 
una  parte  desentenderse  de  ella  ni  pasarla  á  otro 
letrado  sino  con  el  consentimiento  del  mismo  in- 
teresado, ha  tenido  á  bien  aprobar  su  citada  re- 
solución, contrayéndola  al  caso  ocurrido  y  ^  los 
demás  que  le  sean  idénticos,  toda  vez  que  la  re- 
presentación del  amo  baya  preexistido  á  la.  del 
esclavo,  mas  no  si  la  causa  principia  durante  el 
ejercicio  de  su  procuración,  pues  entonces  de- 
berá cumplir  precisamente  los  deberes  que  esta 
le  impone  y  establécela  ley. 

Soy  ^a.  Por  S.  E. — Herrera.  (*) 
LIBERTAD  de  esclavos,  resolución  ejecu- 
tiva DE  13  DE  JUNIO  DE  1848  disponiCTido 
que  para  la  averiguación  de  la  edad  de  los 
manumisos  en  ausencia  de  los  registros  bau» 
tismalés  se  observen  extrictamente  las 
Resoluciones  de  25  de  Enero  de  1841,  y  i  de 
Enero  de  1843. 

República  do  Vcnczncla.— Gobierno  Supe- 
rior político  do  la  provincia. — Caracas  la  de 
Junio  de  1848,  año  19  do  la  ley  y  88  de  la  in- 
dependencia. 
Sr.  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho  del 
Interior. 

La  Junta  superior  de  manumisión  de  esta  pro- 
vincia, acordó  en  sesión  de  30  de  Mayo  último, 
entre  "otras  cosas  lo  siguiente. — '*  En  seguida,  y 
con  el  objeto  de  uniformar  el  procedimiento  en 
materia  de  manumisión,  y  cortarabusos  de  que 
ha  recibido  quejas  multiplicadas,  acordóla  Jun- 
ta, por  puntos  generales,  que  han  de  recomen- 
darse á  lüs  jefes  políticos,  presidentes  de  las 
juntas  subalternas. — 19  Qwe  el  depósito  de   los 

(*).  Abolida  la  esclavitud  en  Venezuela,  no  debiera  fi- 
gurar ya  esta  resolución  entre  las  disposiciones  ejecuti- 
Taa ;  pero  estando  dispuesto  por  resolución  del  mismo  po- 
der de  8  de  Abril  de  1864,  con  posterioridad  á  la  ley  de  abo- 
iioíon,  que  los  dichos  procuradores  continúen  represen- 
tando en  las  causas  sobre  libertad  en  que  intervenían  an- 
t«8,  es  consecuencia  precisa  que  aun  puede  producir  sus 
eibctos. 
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manumisos  nunca  puede  decretarse  por  los  sín- 
dicos procuradores,  por  los  jefes  políticos,  ó 
ju'ntas  subalternas  de  manumisión,  privando 
á  sus  señores  de  sus  servicios,  fuera  de  los  ca- 
sos siguientes  :  por  evidente  maltrato,  6  perse» 
cucion  torpe  6  crueU  pQes  entonces  la  primera 
de  las  autoridades  nombradas  podrá  amparar  al 
manumiso  ó  manumisa,  siervo  ó  sierva,  deposi- 
tándolo ocasional  y  momentáneamente  en  lu- 
gar seguro,  si  no  pudiere  ocurrir  por  algún  ac- 
cidente á  un  funcionario  de  policía,  el  que  debe- 
rá también  prestar  sn  protección  gubernativa  en 
los  mismos  términos,  hasta  tanto  se  da  parte  al 
juez  de  paz  6  alcalde  competente,  quien  deberá 
en  el  acto  conocer  de  la  queja  y  decretar  lo  que 
fuere  de  justicia:  y  en  el  caso  del  artículo  6  del 
decreto  ejecutivo  de  27  de  Abril  de  1840,  por 
el  cual  está  mandado  á  la  Junta  subalterna  que 
ha  de  autorizar  la  contratación  de  servicios,  de- 
cretar el  depósito  entre  tanto  esta  se  verifica* — 
29  Que  para  la  averiguación  de  la  edad  de  los 
manumisos  en  ausencia  de  los  registros  bautis- 
males, se  observen  extrictamente  las  resolucio- 
nes de  25  de  Enero  de  1841,  y  de  4  de  Enero  de 
1813,  según  las  cuales  debe  citarse  al  duefío  del 
manumiso  á  dar  sus  informes  sobre  el  particular, 
ocurriéndose  precisamente  al  tribuna]  á  deducir 
las  pruebas  de  la  edad,  en  el  caso  de  no  ponerse 
de  acuerdo  en  este  punto  el  Síndico  y  la  Junta 
con  el  expresado  duefío. — 39  Qtre  las  juntas  y 
cualquiera  otro  funcionario  que  tenga  que  inter- 
venir en  negocios  de  manumisión,  se  entiendan 
siempre  con  los  dueños  ó  patronos  de  los  manu- 
misos, ó  sus  apodeíados  al  efecto,  sin  que  pue- 
dan llamarse  tales  los  dependientes,  mayordomo 
ó  sobrestantes,  que  no  han  recibido  de  aquellos 
poder  especial  para  los  asuntos  de  este  género. — 
49  Que  para  las  resoluciones,  decretos  &.C.,  oca- 
sionados por  sevicia,  se  proceda  en  virtud  de 
sentencia  dada  por  el  tribunal  competente,  que 
así  lo  declare  por  ser  allí  donde  deberá  ocurrir- 
se siempre  por  quejas  de  esta  especie,  puesto 
que  el  síndico,  ]eíe  político,  ni  las  juntas  de 
manumisión,  tienen  autoridad  bastante  para  en- 
trar á  decidir  en  negocios  contenciosos  como  se- 
rian estos  en  tal  caso. — y  59  Que  inmediatamente 
se  proceda  por  quienes  corresponda  á  la  averi- 
guación de  los  manumisos  por  contratar,  ó  que 
están  en  la  edad  de  ser  declarados  libres,  y  que 
aun  existan  en  los  diferentes  cantones  de  ia  pro- 
vincia, citando  á  sus  patronos,  y  precediéndose 
á  hacerse  las  pruebas  supletorias  de  edad,  en 
caso  de  no  haber  registros  bautismales,  6  fallar 
estos,  como  está  ordenado  en  las  citadas  resolu- 
ciones de  25  de  Enero  de  1841,  y  4  del  mismo' 
de  1843,  á  fin   de  que  definitivamente  queden 

contratados  todos,  y  se  eviten  reclamaciones 


OOLOMBUNA   T  VEITEZOLAÑA    VIOENTS. 


349 


LIB 


embarazosas  que  provocan  al  desorden,  y  traen 
precisamente  la  instabilidad  en  e)  servicio.— Pa- 
ra la  ejecución  de  todos  ]os  anteriores  acuerdos 
)a  Junta  decidió  someterlos  previamente  á  la 
consideración  de  &  E.  el  Poder  Ejecutivo  por 
órgano  del  Sr.  Secretario  del  Interior  y  Justi- 
cia.'* — Y  tengo  el  honor  de  trascribirlo  á  US.  á 
ñn  de  que  se  sirva  ponerlo  en  conocimiento  del 
Supremo  Gobierno.— Soy  de  US.  muy  atento 
servidor. — Marcelino  de  la  Plaza. 

Secretaria  del  Interior.— Seocion  1* .— Ca-. 
rácas,  Junio  30  de  1848. 
Resvelto, — El  Gobierno  presta  su  aprobación 
á  los  cinco  puntos  acordados  por  la  Junta  Supe- 
rior de  esta  provincia  en  30  de  Mayo  último,  y 
que  su  presidente  trasmitid  á  este  Despacho  en 
'  oñcio  de  13  de  los  corrientes, — Comuníquesele 
y  publíquese. 

Por  S.  R— fifanfluría. 

Es  copia. — Sanavria.  (*) 
LIBERTAD  de  esclavos,  resolución  ejecu- 
tiva i»B  25  DE  ENERO  DB  1841,  á  quc  se  re» 
Jiere  la  anterior. 

Bepública  de  Venezuela. — Gobierno  supe- 
rior de  la  provincia.— Número  7.— Circnlar.— 
Caracas  Baero  25  de  1841. 
Sr.  Jefe  político  de  este     cantón. — La  junta 
superior  de  manumisión  aeordd  en  su  sesión   de 
13  del  que  cursa,  entre  otras  cosas,  lo  que  sigue. 
«<  Que  en  donde  se  hayan   perdido  los  libros 
parroquiales  á  consecuencia  de  los  desastres  de 
la  guerra  como  parece  ha  acontecido  en  los  can- 
tones de  Guarenas  y  Riochico,  los  síndicos  par- 
roquiales promuevan  justificaciones  calificativas 
de  la  edad  de  los  manumisos,   con    citación     de 
sus  patronos,  y  servirán  dichas  justificaciones  le- 
galmente  aprobadas,  de  pruebas  supletorias   en 
defecto  de  los  libros    parroquiales.  '^ 

Lo  trascribo  6  U.  como  presidente  de  la  jun- 
ta subalterna  de  manumisión  de  este  cantón,  pa- 
ra que  poniéndolo  en  su  conocimiento  proceda 
en  consecuencia. — Soy  de  U.  muy  atento  servi- 
dor.— Bartolomé  Manrique. — Es  copia  exacta. 
-^Carftcas  Octubre 2  de  1843,  14  y  33— El  se- 
cretario de  la  junta  de  manumisión.'-*- Vtcíor  M. 
Garda» 

LIBERTAD  de  esclavos,  resolución  ejecu- 
tiva DE  4  DE  ENKRO  DE  1843  sobre  lo  mis, 

(*)  Annque  eata  K^esolucion  y  las  á  que  se  refiere,  fue- 
ran dadas  con  referencia  á  la  ley  de  manumisión,  como 
por  el  art.  9  del  Decreto  Reglamentario  se  manda  fliar  la 
edad  d^  los  manumisos,  y  la  indemnización  de  su  valor  es 
una  cuestión  pendiente  que  no  dudamos  se  resolverá  en 
favor  de  los  propietarios,  es  evidente  que  deben  oonside- 
yarse  en  vigor,  colocándolas  en  este  lugar  y  no  bigo  el  tí- 
tulo'* Manvmisiony "  porque  solo  hemos  puesto  en  este 
lo  relativo  al  cobro  de  los  dereclios  que,  á  la  publicaoion  de 
la  ley  de  abolición,  se  quedaban  aun  á  deber,  que  es  lo  que 
propiameate  puade   ya  considerarse  eemo  de  diohama- 
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mo  que  las  dos'' anteriores ^  y  á  que  también 
se  refiere  la  primera. 

Bepública  de  Venezuela.— Secretaria  de  Es- 
tado eu  los  despachos  del  Interior  y  justicia. — 
Sección  primera.— Número  9.— Caracas  4  de 
Enero  de  1843, 14  y  83. 
Sr.  Gobernador  de  Cumaná. — En  15  de  Oc- 
tubre de  1841  se  dijo  al  Sr.  Gobernador  de  fia^ 
riñas  lo  que  sigue. 

"  Considerado  por  el  Gobierno  el  oficio  de 
US.  de  20  de  Setiembre  último  número  167,  en 
que  manifiesta  que  en  la  parroquia  de  Santa  Ca- 
talina y  otras  de)  cantón  Nutrias  no  hay  regis- 
tros bautismales  hasta  el  año  de  182Ó,  y  consul- 
ta las  medidas  que  deban  adoptarse  para  suplir 
la  prueba  instrumenta!,  se  ha  resuelto  lo  siguien- 
te. 

Por  el  artículo  2?  del  decreto  de  27  de  Abril 
de  1840  se  previene**  que  las  juntas  cantonales 
de  manumisión  según  los  informes  tomados  de 
los  registros  bautismales,  6  por  otros  medios, 
hagan  que  los  patronos  de  manumisos,  los  pre- 
senten luego  que  hayan  llegado  á  la  edad  de  18 
años  ó  21  años,  y  que  evacúen  sobre  la  conduc- 
ta de  ellos  el  informe  prescrito  por  el  aru  6*^ 
de  la  ley.  "Cuando  no  exista  el  registro  bau- 
tismal la  Junta  debe  exigir  del  patrono  que  ma« 
nifíeste  la  edad  del  manumiso,  y  tomar  informes 
de  personas  de  conocida  honradez.  También  el 
procurador  municipal,  defensor  nato  de  los  ma- 
numisos debe  procurar  todas  les  noticias  que 
conduzcan  á  poner  en  claro  la  edad  de  aquellos; 
lo  sustancial  de  estas  noticias  y  de  los  informes 
mencionados  se  reducirá  á  escrito  y  será  debida- 
mente autorizado.  Si  los  informes,  las  noticias  y 
la  manifestación  que  haga  el  patrono  dejaren 
convencidos  á  la  Junta  y  al  procurador  muni- 
cipal respecto  de  la  verdadera  edad  del  manu- 
miso, quedará  concluido  el  negocio  ;  pero'  si  el 
patrono  disintiere  de  la  opinión  formada  por  la 
Junta  y  el  procurador,  deberá  darla  prueba  ne- 
cesaria ante  los  tribunales  de  justicia  donde  se* 
rá  defendido  el  manumiso  por  el  procurador 
municipal.  Se  recomienda  á  las  juntas  de  ma- 
numisión un  proceder  muy  circunspecto  en  él{ 
desempeño  de  este  encargo. '' 

Tengo  el  honor  do  comunicarlo  á  US.  para 
su  inteligencia  y  fines  consiguientes  en  contes- 
tación á  su  oficio  de  9  del  pasado  nñmero  190 
sobre  la*  materia. 

Soy  de  US.  atento* servidon-^il^g^e^  Quin- 

tero. 

LIBERTADOR  (bl)  Véase  Honores. 

LIBERTADOR  (el).  dIbcbbto  d«  SOoEAmix. 
DB  1842  decretándole  honores  póstumoe. 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  b 

RepübUcade  Venezuela  reunidos  en  CongMBO, 
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considerando: 

19  Que  los  grandes  hechos  del  Libertador  Si- 
món Bolívar,  ilustre  hijo  7  blasón  de  Caracas, 
están  ya  consignados  en  la  histoiia,  que  lo  recono- 
ce como  fundador  de  tres  Repúblicas,  y  el  pri* 
mer  caudillo  de  la  independencia  sudamericana : y 

29  Que  á  Venezuela  asiste  el  precioso  dere- 
cho de  depositar  sus  restos  venerandos,  así  como 
obliga  el  deber  de  tributarle  un  solemne  home- 
naje de  suma  estimación  y  gratitud» 

decretan: 

Art.  19  Venezuela  se  honra  de  aclamar  al 
Libertador  Simón  Bolívar  con  los  títulos  de  ho- 
nor y  gloria  decretados  por  Venezuela  y  Co- 
lombia. 

Art.  29  El  Gobierno  hará  trasladar  sus  ceni- 
zas desde  Santa  Marta  á  esta  capital,  con  el  deco- 
ro propio,  y  previa  participación  al  Gobierno  de 
la  Nueva  Granada. 

Art.^  39  A  su  llegada   se   le  harán  los  hono- 
•res  fúnebres  de  Capitán    General. 

Art.  49  Todos  los  empleados  públicos  de  cual- 
quiera clase  y  denominación  que  sean,  llevarán 
luto  por  ocho  días. 

Art.  59  Se  celebrará  un  aniversario  fúnebre 
en  cada  capital  de  provincia,  y  en  aquel  dia 
llevarán  luto  todos  sus  empleados  públicos. 

Art.  69  Sus  ilustres  cenizas  serán  depositadas 
en  la  Santa  Iglesia  Metropolitanar  y  se  levan- 
tará un  modeéto  panteón  que  las  contenga. 

Art.  79  La  efigie  del  Libertador  será  coloca- 
da disiinguidamente  en  los  salones  del  Congreso 
y  del  Poder  Ejecutivo,  para  que  en  todas  oca- 
siones recuerde  sus  grandes  merecimientos 

Art.  89  El  Poder  Ejecutivo  queda  encargado 
de  reglamentar  este  decreto,  y  autorizado  para 
hacer  del  tesoro  público  los  gastos  necesarios 
para  su  ejecución. 

Dado  en  Caracas  á  29  de  Abril  de  1842, 
año  139  de  la  ley  y  329  de  la  independencia» — 
El  presidente  del  Senado,'  José  Manuel  de  los 
Ríos. — El  presidente  de  la  Cámara  de  Represen» 
tantes,  Francisco  Diaz. —  El  secretario  del 
Senado,  José  R  Biirguillos. — El  secretario  de  la 
Cámara  de  Representantes,  Rafael  Acevedo» 

Caracas  Abril  30  de  1842,  1*39  de  la  ley  y  32 
de  la  independencia. — Ejecútese. — José  A.  Paez. 
— Por  S.  E  el  Presidenfe  de  la  República. — El 
Secretario  de  Estado  en  los  despachos  de  lo  In- 
terior y  Justicia,  AngelQuintero. 
LIBRAS.  Véase  Pesos  y  medidas,  art.  49 
LIBROS  DE  CUENTAS.  Prueba  que  hacen. 
Véase  Pruebas  y  su  término,  art.  15. 

LICENCIAS  PARA  ADMINISTRAR  BIENES.  VéaSO 


Tribunales  y  juzgados^  L.  2^  art.  3^,  airib. 
17. 
LICENCIAS  DE  NAVEGACIÓN.  Véase  Derecha 
de  puerto,  art,  I9  n9  8»,  y  art.  12,  y   R.  E. 
de  21  de  Agosto  de  1839. 

LICENCIAS  DE  NAVEGACIÓN.  RESOLUCIÓN  EJE- 
CUTIVA DE  16  DE  ENERO  DE  1842  declarando 
que  en  los  puertos  habilitados  deben  expC' 
dirse  por  la  primera  autoridad  civil  sin  in- 
tervención de  la  autoridad  militar* 

Sección  tercora  — Caraca»  Eacro  18  de  1&Í2. 
13®.  y  32  o 

Sr.  Gobernador  de  Guayana.  Angostura. 

Presenté  al  Despacho  del  Poder  Ejecutivo  el 
oñcio  de  US.  de  29  de  Noviembre  áltimo,  núm.  100, 
en  el  que  insertando  dos  comunicaciones  del  co- 
mandante de  armas  y  del  apostadero,  consulta 
US.,  si  sea  requisito  necesario  para  despachar 
un  buque,  que  el  comandante  de  armas  y  el  del 
apostadero  pongan  elpa^e  á  las  licencias  de  na- 
vegación. 

Es  constante  que  los  jefes  militares   de  las  pla- 
zas marítimas  y    puntos   habilitados   estuvieron 
en  posesión  de  la  facultad  deponer  el  pase&las 
licencias  de  navegación,  y  que  la  misma  facultad 
ejercían  los   comandantes   de   marina,  bien  que 
no  poseamos  la  iey,  decreto,  ó  reglamento  en  qoe 
se  fundase  este  proceder.  La  ley  de  14  de  Octu« 
bre    de  1830,  dispuso  en   su  artículo  12  que  las 
licencias  de  navegación,  fuesen  expedidas  por  los 
Gobernadores  y  Jefes  civiles  de  los  cantones,  y 
que  ademas  de  la    firma   de  la  autoridad  que  las 
librase,  llevasen  el  pase   del  Jefe    militar  de  la 
plaza,  el  del    Administrador  de  aduana  y  el  del 
Administrador   de   rentas  municipales,  para  sa- 
berse si  hablan  satisfecho  los  derechos  qaeesta- 
biecia  dicha  ley,  sin  necesidad  de  otra  formalidad 
para  poder  el    buque  verificar  su    viaje.   Desde 
entonces  cesó  ó    debió   cesar  la  intervención  de 
lo»  comandantes  de  marina  en  las  licencias  de  na- 
vegación, continuando  solo  la  de  ios  comandan- 
tes de  armas,  que  fué  corroborada  por  las  leyes  de 
6  de  Mayo  de  1833   y  21  de  Febrero  de  1838,  y 
esta  intervención  debió  también  cesar  desde  que 
la  ley  de  3  de  Mayo  de    1839  derogó  la  de  21  de 
Febrero  de  1838,  y  dispuso   por  su  artículo  11 
que  la  primera  autoridad  civil  délos  puertos   ha- 
bilitados,   expidiera   las  licencias  de  navegación 
á  todos  los  buqiu's  que   hayan  de  salir  para  el 
extranjero  ó  para  otro  puerto  6  punto  de  la  Re- 
pública, exigiendo  previamente  constancia  al  ca- 
pitán ó  consignatario  del  buque  de  estar  este  sol- 
vente con  la  aduana,  cuya  disposición  fué  repe- 
tida por  la  ley  de  11  de  Mayo  de  1840  sobre  de- 
rechos de  puerto,  que  es  la  que  hoy  rige.  En  es- 
ta virtud    S.  E.  el  Presidente  de  la  República 
resuélvese  diga  á  US.  que  ni  loa  comandAQtM 
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de  armas,  ni  los  de  marina  tienen  interrencioh  en 
las  licencias  de  naFegacion,  que  la  primera  auto- 
ridad civil  de  los  puertos  habilitados  otorgue  á 
los  buques  que  hayan  de  salir  para  el  extranje- 
ro, 6  para  otro  puerto  6  punto  de  la  República, 
y  que  cualquiera  práctica  que  haya  subsistido, 
después  de  la  ley  de  3  de  Mayo  de  1839,  por  la 
que  se  exija  á  la  salida  de  los  buques,  formalida- 
úe»  que  no  están  prevenidas  por  la  ley,  debe  ce* 
snr,  y  que  esta  resolución  se  circule  ft  las  autori- 
dades de  ia  República  para  que  tenga  su  debida 
observancia  en  todos  los  puertos  habilitados  . — 
Soy  de  US.  atento  servidor. —  Carlos  SoU' 
hlette. 

LICENCIAS  D£  NAVEGACIÓN.  No  debe  cobrar- 
se su  derecho  &  los  buques  nacionales  que  sal- 
gan de  puertos  habilitados  para  la  costa.  Véa- 
se Derechos  depuérto^  R,  EL  de  10  de  Agos- 
to de  1839. 
LICENCIAS  DB  NAVEGACIÓN.  Véaso  Derechos 
de  puerto,  R.  R.  E.  £.  de  11  de  Octubre  de 
1839,  punto  60  y  13  de  Julio  de  1853. 

LICENCIAS  A  KMFLEADOS.  RESOLUCIÓN  EJE- 
CUTIVA DE  23  DE  MARZO  DB  ISÍ3  dispontcndo 
que  se  pidan  en  papel  sellado. 

Secretariado  lo  Interior. — Sección  3**. — 
Caracas  Marzo  23  de  1843, 14  p  y  33  « 
Resuelto — Dígase  en  circular  á  los  Goberna- 
dores de  provincia. — Por  el  artículo  20  de  la  ley 
de  18  de  Abril  de  1838  sobre  papel  sellado  se 
dispone  que  el  sello  59  servirá  para  las  repre- 
sentaciones ó  memoriales  que  se  presenten  á  los 
tribunales  ó  funcionarios  públicos,  sean  de  asun- 
to de  gracia  ó  de  justicia,  y  no  queda  duda  que 
las  solicitudes  de  los  empleados  públicos  para  se- 
pararse de  sus  destinos  por  algún  tiempo,  son  por 
lo  menos  asuntos  de  gracia,  y  deben  por  consi- 
guiente dirigirse  en  papel  de!  sello  5^ 

Contéstese  así  la  consulta  dirigida  por  el  Go- 
bernador de  Barquisimeto,  circúlese  y  públique- 
se. 

Por  S.  E.^^Manrique, 

LICENCIAS  A  EMPLEADOS.  RESOLUCIÓN  EJECU- 
TIVA DE  13  O B  JUNIO  DE  1851  declarando  que 
no  se  deben  conceder  por  tiempo  dilatado  por 
solo  razones  de  conveniencia  particular,  ó 
por  imposibilidad  de  residir  en  el  lugar  en 
que  debe  ejercerse  el  empleo. 

Secretaría  del  Interior. — Sección  cuarta. — 
Caracas,  Junio  i3  de  1851. 
Resuelto*— E\  Poder  Ejecutivo  no  encuerrtra 
razón  alguna  para  conceder  licencias  tan  dilata- 
das como  la  que  se  pretende  por  el  Dr.  Pedro 
Monsalve,  cuando  solo  se  interesan  motivos  de 
conveniencia  particular,  ó  la  imposibilidad  de  la 
residencia  en  el  lugar  en  que  el  empleo  obliga 
á  permanecer.  En  el  primer  caao  seria  dar  pre- 
ferencia á  lo  privado  sobre  lo  público;  y  en  el 
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segundo,  dejar  6  la  voluntad  del  empleado  la 
permanencia  en  un  destino  que  no  puede  de-, 
sempeñar.  Niega,  por  tanto,  el  Poder  Ejecuti- 
vo la  licencia  que  con  aquellas  causales  dice  que 
necesita  por  ocho  meses  ó  un  afio  el  expresado 
Sr.  Monsalve  para  separarse  de  la  cátedra  de 
Derecho  civil  que  rejenta  en  la  Universidad 
de  Mérida. 

Dígase  al  Sr.  Rector  de  la  Universida<l  He  Mari- 
da en  contestación  &  su  nota  de  24  de  Abril  últi- 
mo, particípese  á  la  Dirección  general  para  su  in- 
teligencia, y  publíquese. 
Por-S.  E.— Arandfl. 

LICENCIAS  A  EMPLEADOS.  RESOLUCIÓN  EJECU- 
TIVA DE  17  DE  JUNIO  DE  1851  declarando  que 
los  juece$  no  pueden  separarse  de  svs  desti- 
nos, en  uso  de  licencia,  ni  aun  después  de 
terminado  el  tiempo  de  su  duración,  sin  ser 
Sustituidos,  excepto  en  el  caso  de  gravísima 
enfermedad  comprobada  ante  la  gobernación 
respectiva» 

Secretaria  del  Inferior. — Sección  segunda. — 
Caracas,  17  do  Junio    de   1861. 
Resuelto. — Dígase  al  Sr«   Gobernador  de  Truji- 
lio. 

Impuesto  el  Poder  Ejecutivo  de  la  nota  de  US. 
fecha  11  del  presente,  número  71,  en  que  parti- 
cipa, que  el  Sr  Juez  del  crimen  de  esa  provincia 
ha  hecho  uso  de  una  licencia  que  esa  goberna- 
ción )e  concedió,  &ntes  de  ser  subrogado;  S.  E. 
ha  resuelto  decir  á  US.,  para  que  sirva  de  regla 
general  en  los  casos  idénticos  que  ocurran,  que 
estableciendo  el  Art.  11  de  ia  ley  XI  del  código 
orgánico  de  tribunales  que  los  jueces  deben  con- 
tiniiar  actuando  aun  después  de  cumplir  el  tér<» 
mino  de  su  duración  si  no  han  sido  subrogados, 
ningún  juez  puede  separarse  de  su  destinó,  sin 
ser  sustituido,  y  que  solo  en  el  caso  de  gravísi- 
ma enfermeda(f,  comprobada  ante  la  gobernación 
respectiva,  podrá  hacerlo;  y  que  por  tanto  si  el 
Sr.  Juez  del  crimen  de  esa  provincia  ha  abando- 
nado el  juzgado,  sin  que  la  gravedad  de  sus  ma- 
les le  forzaran  á  ello,  US.  está  en  el  caso.de  ha- 
cer uso  de  sus  atribuciones  legales,  dando  parte 
de  lo  ocurrido  á  la  Corte  superior  respectiva,  pa- 
ra que  este  tribunal  obre  de  conformidad  con  el 
caso  29  del  art.  4?  de  la  ley  2^  del  código  pre- 
citado.— 

Soy  &a. — Por  S.  E.— branda. 

LICENCIAS       A      EMPLEADOS    PROVINCIALES. 

Véase  Provincias,  art.  23  y  62. 

LICENCIAS  A  EMPLEADOS  PROVINCIALES.  RE* 
SOLUCIÓN    EJECUTIVA  DE    20    DB  NoVlEMBRB 

DE  I8Ó0  estableciendo  reglas  sobre  ellas. 

Secretaria  del  Interior. — Sección  3  <, . — Ca- 
racas 20  de  Noviembre  de  1850. 
Resuelto. — Dígase  &   Iom  presidentes  de  SL  E 
la  Corte  Suprema  y  Superiores  y  álos  goberna*' 
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doresde  provincia. 

En  el  expediente  respectivo  se  ha  dictado  con 
esta  fecha  la  resolución  siguiente. 

•^Considerando  el  Poder  Ejecutivo,  I9  que 
seig^un  el  artículo  2S  de  la  Jey  de  24  de  Abril  de 
lb3S  solo  están  fncultados  los  Gobernadores  para 
-conceder licencia  por  quince  ó  veinte  dias  &  los 
empleados  de  su  provincia  en  todos  los  ramos  de 
la  Administración,  exceptuándose  aquellos  que 
por  las  leyes  deban  obtenerlas  de  otros  funciona- 
rios; 29  Que  según  artículo  39  de  la  ley  1  la  del 
código  orgánico  de  tribunales,  las  Cortes  Supre- 
ma y  Superiores  solo  pueden  conceder  licencia  á 
sus  Ministros  hasta  por  ocho  dias  y  el  Poder  E- 
jecutivo  hasta  por  don  meses  por  motivo  fundado: 
39  que  no  expresando  la  ley  la  autoridad  que  debie- 
ra conceder  dichas  licencias  á  los  mismos  gober- 
nadores y  álos  demás  empleados  de  las  provin- 
cias por  mas  de  veinte  dias,  el  Poder  Ejecutivo 
lashaconcedido  constantemente.  49  Que  para  evi- 
tar las  irregularidades  que  se  notaban  tanto  en  la 
solicitud  de  dichas  licencias  como  en  el  uso  de 
ellas,  el  Poder  Ejecutivo  dictó  la  resolución  gene- 
ral de  18  de  Marzo  de  1840  y  ha  dictado  otras 
en  los  caaos  ocurridos  ;  y  59  Que  es  fítil  y  conve- 
niente á  la  mejor  administración  pública  refun- 
dir dichas  resoluciones  en  una  sola  que  compren- 
da ademas  las  disposiciones  que  la  experiencia  ha 
acreditado  ser  necesarias.'* 

RESUELVE 

Art.  19  Los  Ministros  de  las  Cortes  Suprema 
y  Superiores  de  Justicia  que  necesiten  de  licen- 
cia para  separarse  de  sus  destinos  por  mas  d^  los 
ocho  dias  que  dichos  tribunales  pueden  conceder, 
ocurrirán  directamente  al  Poder  Ejecutivo,  quien 
las  concederá  en  vista  de  los  motivos  fundados 
que  requiere  el  art*  89  de  la  ley  1 1  citada. 

Art  29  Los  gobernadores  de  provincia  ocur- 
rirán al  Poder  Ejecutivo,  por  la  licencia, cualquie- 
ra que  sea  el  tiempo  que  necesiten  para  sepa- 
rarse de  sus  destinos. 

Art.  39  Los  demás  empleados  en  el  régimen 
político,  en  la  Administración  de  justicia  y  en  los 
ramos  municipal  y  eclesiástico  de  las  provincias, 
que  necesiten  -obtener  licencia  por  mas  de  veinte 
dias,  dirigirán  las  solicitudes  por  conducto  dalos 
gobernadores  de  esta,  quienes  con  su  informe 
0obre  la  necesidad  y  conveniencia  de  concederla, 
ó  negarla,  las  elevarán  al  Poder  Ejecutivo  por  me- 
dio de  ia  Secretaría  del  interior  y  Justicia.  Las 
que  no  vengan  por  este  conducto  no  serán  con- 
sideradas. 

Art.  49  Concedida  la  licencia,  el  empleado  de- 
be hacer  uso  de  ella  por  el  tiempo  sefialado.  En 
el  caao  de  que  el  destino  no  esté  servido  por 


sustitoto  nombrado  por  dkho  tiempo  y  habíesen 
cesado  los  motivos  de  la  licencia,  podrá  el  emplea- 
do volver  á  él  antes  del  término  concedido  cuan- 
do lo  permita  el  Poder  Ejecutivo  en  vista  de  la 
solicitud  que  al  efecto  debe  dirigirle^ 

Art.  59 Se  deroga  laresolucion  de  18de  Marzo 
de  1840que  queda  citada  y  las  demás  que  se  hayan 
dictado  por  la  Secretaría  del  Interior  y  Justicia 
en  este  negocio." 

Tengo  el  honor  áüc. 

Soy.  <fec. — Por  S.  E. — Rojas* 

LICENCIAS  A  LOS  ADMi;9ISTftAD0RE8  DE  1.08 
COLEGIOS  NACIONALES.  RESOLUCIÓN  EJECU- 
TIVA DE  26  DE  JUNIO  DE  1851  dictaudo  re« 
glas  sobre  ellas* 

Secretaría  del  Interior  y  Justicia.— Sección 
cuarta  —Caracas,  26  de  Junio  de  1851. 
A  consecuencia  de  una  consulta  del  Sr.  Go- 
bernador de  B^rquisimeto  sobre  cual  deba  ser  el 
modo  y  forma  con  que  el  administrador  de  las 
rentas  de  un  colegio  deba  pedir  licencia  para  se- 
pararse de  su  destino,  pues  que  las  leyes  de  Ins- 
trucción pública  no  lo  determinan,  ha  recaído 
en  esta  fecha  la  siguiente  resolución. 

•»  De  acuerdo  corv  la  opinión  de  la  Dirección 
de  Instrucción  publica,  quedan  comprendidos  los 
administradores  de  rentas  de  los  colegios  nacio- 
nales en  las  disposiciones  de  la  ley  2^ 'del  có- 
digo del  ramo  que  se  refíereaá  licencias  tempo- 
rales de  los  demás  empleados  de  aquellos  esta- 
blecimientos ;  previniéndose  á  los  gobernadores 
que,-  cuando  se  concedan  estas  á  los  expresados 
administradores,  ne  les  exija  el  nombramiento 
de  un  sostituto  bnjo  su  responsabilidad  y  á  satis- 
facción de  la  Junta  de  rejfitas  respectiva  y  de  la 
Gobernación*  Trascríbase  al  Gobernadoir  d« 
Barquisimeto  en  contestación  y  circúlese  á  ios 
demás  gobernadores  y  á  la  misma  Dirección  de 
Instrucción  publica  para  su  inteligencia  y  demás 
fines." 

Por  S.  E. — Aranda^ 

LICENCIAS  A  LOS  CATEDRÁTICOS  DE  LOS  CO- 
LEGIOS NACIONALES.  Véaso  Colegios  nació- 
nales,  R.  R.  E.  E.  de  10  de  Octubre  de  1845 
fcuerpo  de  la  obra  )  y  de  9  de  Abril  de  1853 
{Apéndice  al  primer  torno). 

LICENCIAS  A  LOS  CATEDRÁTICOS  DE  LAS  CLA- 
SES CIENTÍFICAS  DE  LOS  COLEGIOS  NACIONALES. 

y étise  Colegios  nacionales  (k^i^ti^ice  al  pri- 
mer tomo)  D.  E.  R.  de  27  de  Marzo  de  1854» 
art.  10,  11  y  12. 

LICENCIAS  TEMPORALES  A  LOS  MILITARES  EN 
SERVICIO.  RESOLUCIÓN    EJECUTIVA    DE    12      DK 

JüLio  DE  1841  dictando  reglas  para  conce- 
derlas* 

Secretaria  de  guerra  y  marina.— Caracas 
JiiUal2del8ál,  12 <í  yíl.^í 
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Circular. — Sr*  comandante  de  armas  de  ]a 
provincia.de 

Con  frecuencia  ocurren  a!  Gobierno  indivi- 
duos de  tropa  de  tos  cuerpos  veteranos  solicitan- 
do licencia  temporal  para  separarse  de  sus  ban- 
deras en  asuntos  particulares  dirigiendo  sus  so- 
licitndes,  ya  por  el  conducto  del  jefe  del  cuerpo, 
ya  por  el  del  comandante  de  armas  de  la  provincia 
respectiva.  Examinando  él  Poder  Ejecutivo  dete- 
nidamente este  procedimiento,  y  traídos  ala 
vista  el  tratado  29  título  3?  de  la  ordenanza  y 
el  decreto  del  Gobierno  de  Colombia  de  7  de 
Abril  de  1826,  se  ha  persuadido  de  que  la  prác- 
tica de  concederse  por  el  Poder  Ejecutivo  licen- 
cias temporales  á  los  individuos  de  tropa,  bien 
sea  para  ausentarse  de  la  provincia,  6  para  algún 
punto  dentro  de  ella,  se  separa  de  las  reglas  es- 
tablecidas en  la  ordenanza,  y  no  alteradas  hasta 
ahora,  pues  qae  el  decreto  de  7  de  Abril  de 
1826,  ya  citado  y  vigente  en  la  República,  solo 
se  refiere  (i  jefesy  oficiales. 

Según  él  artículo  5?  tratado  2?  título  30  de  la 
ordenanza,  los  sargentos,  cabos  y  soldados  que 
pretendan  licencia  para  separarse  temporalmen- 
te de  su  cuerpo  en  asuntos  particulares,  están 
obligados  á  pedirla  á  su  capitán,  quien  la  solici- 
tará del  coronel  ó  jefe  del  cuerpo  por  el  conducto 
del  mayor  ó  del  2<>  comandante;  y  conforme  al 
artículo  89  de^  propio  título  deben  ser  ratificadas 
estas  licencias  por  el  gobernador  de  la  plaza,'  ó 
por  el  comandante  del  cuartel  respectivo. 

Háse  practicado  también  el  concederse  por  el 
Gobierno  licencia  temporal  ú  jefes  y  oficiales 
para  trasladarse  á  puntos  dentro  de  la  provincia 
en  que  sirven,  lo  cual  no  está  en  armonía  con  el 
espíritu  del  art.  I9  del  decreto  de  7  de  Abril  de 
1826,  ni  tampoco  ron  lo  dispuesto  en  el  artículo 
19  del  tratado  29  título  30  de  la  ordenanza. 

Por  estas  consideraciones,  y  con  el  objeto  de 
regularizar  la  concesión  de  licencias  temporales 
en  la  fuerza  permanente,  ha  resuelto  el  Poder 
Ejecutivo. 

19  Los  comandantes  de  armas  de  provincia 
tienen  autoridad  suficiente  con  arreglo  á  orde- 
nanza para  conceder  licencia  temporal  á  los  je- 
fes y  oficiales  del  ejército,  siempre  que  no  exce- 
da de  un  mes  y  sea  para  hacer  uso  de  ella  den- 
tro  de  la  provincia  respectiva  y  en  el  concepto 
de  que  no  se  perjudique  el  servicio,  reservándo- 
se S.  E.  la  concesión  de  las  que  se  pidieren  por 
.  mayor  término,  y  las  que  tuvieren  por  objeto  au- 
sentarse de  la  provincia,  ó  del  territorio  de  la 
República;  observándose  entonces  lo  prevenido 
«ñ  el  decreto  de  7  de  Abril  de  1820,  en  cuanto  á 
la  parte  de  sueldo  de  que  deban  disfrutar  duran- 
te la  licencia. 

39  Loa  sargentos,  cabos  y  soldados  que  pre- 
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tendan  en  cualquier  caso  Ucencia  para  ausentar- 
se temporalmente  de  sus  banderas  en  asuntos 
particulares,  la  solicitarán  del  capitán  6  coman- 
dante de  su  compañía,  y  este  de  los  jefes  del 
cuerpo  conforme  á  ordenanza,  obteniendo  la 
aquiescencia  del  comandante  de  armas  de  la  pro- 
vincia, en  donde  lo  hubiere :  estas  licencias  se 
limitarán  siempre  al  menor  tiempo  posible,  y 
los  que  las  concedan  son  responsables  al  Go- 
bierno del  perjuicio  que  experimente  el  servicio 
por  el  abuso  que  hagan  de  la  facultad  que  se  les 
declara  en  el  presente  artículo. 

39  Los  jefes. y  oficiales  que  sirvan  en  pro- 
vincias en  que  no  haya  comandante  de  armas  y 
pretendan  licencia  temporal  para  separarse  de 
sus  destinos,  representarán  al  Poder  Ejecutivo 
directamente,  y  los  jefes  de  cuerpo  ó  comandan- 
tes de  destacamento  residentes  en  provincias  en 
que  no  haya  comandante  de  armas,  pueden  con- 
ceder licencia  temporal  á  los  oficiales  de  su 
dependencia,  cuando  ocurra  algún  motivo  de  tal 
urgencia  y  gravedad,  que  no  dé  tiempo  para  que 
se  ocurra  al  Poder  Ejecutivo;  siempre  que  la 
concesión  no  pase  de  un  mes  y  no  se  perjudique 
notablemente  el  servicio. 

49  Los  comandantes  de  compafiías  6  destaca- 
mentos residentes  en  provincias  en  que  no  haya 
comandante  de  armas,  podrán  conceder  por  muy 
graves  y  justificados  motivos,  licencia  tempo- 
ral á  los  individuos  de  tropa  de  su  dependencia 
con  la  restricción  contenida  en  el  número  29* 
dando  precisamente  cuenta  al  jefe  del  cuerpo  á 
que  pertenezca,  ó  á  la  ínspecciM  general  que- 
reside  en  la  secretaría  de  guerra,  si  no  depen- 
dieren de  cuerpo  alguno. 

Y  lo  comunico  á  US.  de  orden  de  S.  E.  pa- 
ra su  inteligencia  y  cumplimiento,  suscribiéndo- 
me de  US.  atento  servidor, — Carlos  Soublette. 

LICENCIAS  TEMPORALES  A  LOS  MILITARES  EN 
SERVICIO.    DECRETO  EJECUTIVO  DE  COLOMBIA 

DE  7  DE  ABRIL  DE   1826,  (á  quo  SO  refiere  la 
resolución  anterior)  declarando  el  sueldo  que 
deben  disfrutar  los  oficiales  en  uso  de  licen^ 
cia  temporal. 
Francisco  de  Paula  Santander^  Vicepresiden- 
te de   la  República  encargado   del  Poder 
Ejecutivo  4^a. 
,    Con  el  objeto  de  cortar  los  abusos  que  se  han 
introducido   en  la  concesión   y  uso  de  licencias 
temporales  por  los  individans  del  ejército  con  ar- 
reglo á  las  leyes  militares  vigentes,  decreto  lo 
siguiente. 

Art.  19  Ningún  oficial  del  ejército  podrá  salir 
del  departamento  en  que  se  halle  con  licencia 
temporal  sin  haberla  obtenida  del  Gobierno  con 
arreglo  á  lo  prevenido  en  el  artículo  I9  títQlo 
30  tratado  29  de  la  ordenanza  del  ejército. 
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Art.  2?  Al  oficial  que  pidiere  licencia  tempo- 
ral por  ínotiFos  personales,  sea  para  dentro  ó 
fuera  del  dcpartaVnento  en  que  se  halle,  se  le  con- 
cederá hasta  por  seis  meses  hallándose  fundadas 
sus  causales;  pero  durante  ella  no  devengará  si- 
no la  mitad  del  sueldo  conforme  á  la  orden 
de  17  de  Febrero  de  1787,  y  esta  media  paga  no 
podrá  recibirla  sino  en  el  cuerpo  á  que  corres- 
ponda ó  donde  pasaba  revista  antes  de  obtener 
la  licencia. 

Art.  3?  AI  ( ficial  que  obtuviere  una  licencia 
en  los  términos  expresados  en  el  artículo  ante- 
rior, se  le  abonarán  las  medias  pagas  devenga- 
das luego  que  se  restituya  á  su  cuerpo,  6  destino 
si  lo  verifica  al  término  preciso  de  su  licencia; 
pero  si  le  excede  no  se  le  abonará  ni  esta  media 
paga  sin  orden  expresa  del  Gobierno. 

Art.  49  Por  muy  graves  y  justificados  motivos 
á  juicio  del  Gobierno  concederá  licencias  tem- 
porales con  el  goce  del  sueldo,  y  en  este  caso  po- 
drá disponer  también  por  orden  expresa  que  el 
oficial  agraciado  tome  su  paga  en  el  lugar  pa- 
ra donde   se  le  conceda  la  licencia. 

Art.  59  El  oficial  que  obtuviere  próroga  de  su 
licencia  en  cualquiera  de  los  casos  expresados, 
nada  devengará  por  el  tiempo  de  la  próroga  con 
arreglo  ala  citada  orden  de  17  de  Febrero  de 
1787. 

Art.  69  Los  oficiales  que  estén  gozando  de  li- 
cencia ilimitada  sin  pasar  revista,  y  que  confor< 
me  á  las  resoluciones  del  Gobierno,  no  deven- 
gan sueldo,  no  están  comprendidos  en  ninguno 
de  los  ariículos^e  este  decreto. 

Dado,  firmacro  de  mi  mano  y  refrendado  por 
el  Secretario  de  Marina  y  Guerra  en  el  palacio 
del  Gobierno  en  Bogotá  á  7  de  Abril  de  1826, 
169 — Francisco  de  Paula  Santander. — Por 
S.  E.  el  Vlcep^esidente  de  la  República  encar- 
gado del  Poder  Ejecutivo. — El  Secretario  de  Es- 
tado en  el  despacho  de  marina  y  guerra,  Carlos' 
¡Souhlette. 

LICENCIAS  TEMPORALES  A  LOS  MILITARES  EN 

SERVICIO.  Véase  Letras  de  cuartel,  y  Revista 
de  comisario, 

LICENCIAS  A  LOS  MILITARES.  DE  LA  LISTA  I- 
NACTIVA  FARA    SEPARARSE  DE  LA  REPÚBLICA; 

y  pena  por  hacerlo  sin  ella.  Véase  Letras  de 
cuartel,  licencia  indefinida  y  retiro,  D.  E.  de 
23  de  Agosto  de  1851.  art.  39 
LICENCIAS  A  LOS  JUECES.  Véase  Jueces  de 
cantón,  R.  R.  E.  E.  de  22<le  junio  de  1840,  28 
de  Febrero  de  1843,  4  de  Febrero  de  1846.  y 
10  de  Marzo  de  1853. 

LICENCIAS  A  LOS  ADMINISTRADORES  DE  REN- 
TAS INTERNAS.  Véase  Administraciones  de 
rentas   internas^  art.   10  y  su  ^,  y  18  y  su  ^. 

LICENCIAS  A  LOS  COMANDANTES  DE  ARMAS;  Y 
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SUELDOS  DEL  INTERINO  Y  PROPIETAHIO  Tea 

se  sueldos,  R.  E.  de  17  Octubre  de  1850. 
LICENCIASaloscüras  YétíseCuratos  R  R  £ 
T  T?,'¿^oT  í t-^^^^  ^«  1^43.  y  6  de  Julio'de'lsW 

LiICfilVCIAS  AL   REGISTRADOR  PRINCIPAL,   Y  i 

LOS  SUBALTERNOS.  Véaso  Registvo,  art '23 

LICENCIAS  A  LOS  MIEMBROS  DE  LAS  JUNTAS 
DE    ABOLICIÓN  DÉLA   ESCLAVITUD.  Véase  lí- 

bertad  de  esclavos,  R.  E.  de  23  de  Junio  de 
1854. 

LICENCIAS  PARA  CASARSE.  Véasc  Matrimo- 
nio. 

LICITADORES.  Véase  Libertad  de  contratos, 
art.  7  y  Acción  ejecutiva,   art.  15. 

LICITADORES.  Quienes  no  pueden  serlo  en 
los  remaies  que  ocurran  ante  las  juntas  de 
Gobierno  y  de  rentas  de  las  Universidades  y 
Colegios.  Véase  Remate  R.  E.  de  19  de  Oc- 
tubre de   1847. 

LIMITES  ENTRE  LAS  PROVINCIAS.  Solo  al  COD- 

greso  corresponde  fijarlos  y  establecerlos.  Ved- 
se  División  territorial  R.  E.  de  4  de  No- 
viembre de  1850. 

LIMITES  DE  LAS  PARROQUIAS  PARA  QÜE  HA  SI- 
DO NOMBRADO  UN  JUEZ  DE  PAZ.  Véase  Jueca 
de  paz,  K.  E.  de  24  de  Febrero  de  1846.  • 

LIMITES  ENTRE  LAS     PROVINCIAS  DE   CARACAS 

y  BARCELONA.  Véasc  División  territoml 
D.  de  2  de  Abril  de  1852. 

LIMITES  ENTRE  LAS  PROVINCIAS  DE  MARACAI- 

BOY  TRUJILLO.  Véase   División  territorial 

D.  de  9  de  Abril  de  1850. 
LISTAS  DE  CAUSAS.  Véase  Estadística jvdiciil 
LISTAS  DE  REVISTA.  Véasc  Letras  de  cuartel, 

licencia  y  retiro, 

LISTAS  DE  SUFRAGANTES  V  ELECTORES.  Véase 

se  Elecciones,  L.  2^, 

LITIGANTES.  Véase  Disposiciones  comunes 
á  todos  los  juicios,  art  12  y  13. 

LITIS  PENDENCIA.  Véase  Excepciones  dilato- 
rias. 

LOINAZ.  (josE  Agustín)  Véase  Pensiones,d. 

.    de  19  de  Junio  de   184t>. 

LÓPEZ  MÉNDEZ  (luis).    DECRETO    D^  3  DE  MA- 
YO DE   1841  condonándole   una  deuda. 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  déla 
República  de  Venezuela   reunidos  en  congreso. 
Vista  la  petición  en  que  Josefa   María  Rodrí- 
guez Nuñez  manifieslB,  que  su  marido  Luis  Ló- 
pez Méndez  era  dnudor    á  la    extinguida  renta 
de  tabaco;  y  en  que  solicita  la  condonación  de  la 
deuda  por   los  sueldos  que   López  Méndez  de- 
vengó como  agente  de  la  República  en  Londres. 

Y    CONSIDERANDO. 

Que  no  existen  en  la  Tesorería  General  los 
datos  necesarios  para  formar  la  iiquidacioQ  de 
dichos  suélalos. 


COtOMBlANA  T  VENEZOLANA  VIOEKTE. 
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DECRETAN. 

Art  Único.  La  Nación  condona  á  Luis  López 
Méndez  lasuma  de  diez  y  seis  mil  setecientos  no- 
venta pesos  cincuenU  centavos,  de  que  resulla 
deudor  á  la  extinguida  renta  de  tabaco,  según  in- 
forma la  Tesorería  General,  en  compensación 
del  resto  del  haber,  que  en  la  liquidación,  pudie 
re  corresponder  al  expresado  López  Méndez,  por 
razón  de  sueldos  como  agente  de  la  República 
en  Londres. 

Dado  en  Caracas  á  29  de  Abril  del84K  afio  12 
déla  ley  y  31  déla  independencia.— El  presi- 
dente del  Senado,  José  Vargas  —  El  presiden- 
te de  la  Cámara  de  Representantes,  Fernando 
OZararrífl.-— El  secretario  del  Senado,  José  Án- 
gel JPrcyre.— El  secretario  de  la  Cámara  de  re- 
presentantes, Rafael  Acc vedo. 

Caracas  Mayo  3  de  1841  129  de  la  ley  y  310 
de  la  indepefidéncia. — Ejecútese. — José  A.  Páez. 
-^Por  S.  E.— El  Secretario  de  Estado  en  los 
Despachos  de  Hacienda  y  Relaciones  Exteriores. 
— Guillermo  Srnith^ 

LOVATERA.  (villa  de)  Su  erección  en  can- 
tón. Véase  División  territorial  t>«  de  22  de 
Abril  de    1835.  • 

LUTO  DE  LOS  MILITARES.  RESOLUCIÓN  EJECU- 
TIVA DE  COLOMBIA  DE  8  DE  ENERO  DE  1822^- 

jando  el  que  deben  usar  las  diversas  clases 

del  ejército. 

República  de  Colombia.—Secretaria  de  ma- 
rina y  guerra.— Palacio  de  gobierno  de  Bogotá 
á  8  de  Enero  de  1822. 

A  los  señores  comandantes  generales  del   de- 

]  urtaipento  de Con  esta  fecha  digo  al  se- 

ñot  comandante  general    del   Magdalena  ]o  que 
sigue. 

'*  Elevada  al  conocimiento  de  S.  E.  el  vice- 
presidente 1»  consulta  qqe  en  oficio  de  .7  de  di- 
ciembre úllimo  mé  dirigió  US.  con  motivo  del 
luto  prevenido  al  ejército  por  la  muerte  del  al- 
mirante Brion,  se  ha  servido  resolver  como  re- 
gla general  para  los  casos  semejantes  que  ocur- 
ran. 

19  Que  los  generales  lleven  una  banda  negra 
cruzada,  y  pendiente  del  hombro  derecho,  y  un 
lazo  también  negro  en  el  puño  de  la  espada. 

2^  Que  loa  oficiales  superiores,  desde  sargento 
mayor  hjsla  coroDel  iflclusiví},  lleven  el  mismo 
lazo  que  los  generales  en  el  puño  de  la  espada, 
y  otro  en  el  brazo  izquierdo. 

39  Que  los  demás  oficiales,  de  capitán  inda- 
siveabajo,  lleven  solamente  el  lazo  del  brazo  iz- 
quierdo. 

49  Que  esta  disposición  se  observe  general^ 
meiñe  mientras  que  el  congreso  general  hace  ios 
arreglos  necesarios  en  h  miltda. " 

Lo  trascribo á  US.  pera  si^  inteligencia  y 
cumplimiento  en  el  departamento  de   su  mardo. 

TOMO  II. 


MAC 


guarde    á  US. — Pedro    Briceño  Mcn- 


Dios 
dez. 


MACGREGOR  (general  Gregorio.)  decre- 
to DE  8  DE  MARZO  DE  1839  mandando  incor- 
porarle en  la  lista  militar,  y  concediéndole 
4.000  pesos. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  déla 
República  de  Venezuela  reunidos  en   Congreso. 

CONSIDERANDO. 

Que  el  general  Gregorio  Mac-Gregor  prestó 
grandes  servicios  á  Venezuela  en  la  guerra  de  la 
independencia.      ^ 

DECRETAN. 

Art.  único.  Gregorio  Mac-Gregor  será  inscrip- 
to en  la  lista  militar  de  la  República  en  su  gra- 
to de  general  de  división  con  la  antigüedad  que 
le  corresponda  conforme  6  la  ordenanza  niiliiar. 
Se  le  declara  así  mismo  en  el  ejercicio  de  los 
derechos  de  ciudadano  de  Venezuela  por  na'u- 
ralizacion  ;  en  el  goce  déla  tercera  parle  del 
sueldo  que  corresponde  á  su  grado  desde  el  (!ia 
de  su  reincorporación  ;  y  recibirá  ademas  dél  te-* 
soro  público  la  suma  de  4000  pesos. 

Dado  en  Caracas  á  5  de  Marzo  de  1839,  año 
109  <le  la  ley  y  20  de  la  independencia* — El 
presidente  del  Senado,  Andrés  Narvarte. — El 
presidente  de  la  Cánr.ara  de  Representantes, 
Juan  Nepomuceno  Chaves. — El  secretario  del 
Senado,  José  Ángel  Freiré. — ¥A  secretario  de 
la  Cámara  de  Representantes,  Rafael   Acevedu. 

Caracas  Marzo  8  de  ia39,  aflo  10»  de  la  ley 
y  299  de  la  iodépendencia. — Ejecútese.— Jo¿é 
A.  Páez. — Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica.—  Rafael  Urdaneta. 

MACKINTOSH  (JAIME.)  DECRETO     DE     18    DE 

MATO  DE  1843  aprobando  el  arregla  hecho 
por  el  Poder  Ejecutivo  sombre  su  acreencia» 
El  Senado  y  Cámara  de   Representantes    de 
la  República  de  Venezuela  reunidos  en  Congre- 
so. 

Visto  el* arreglo  entre  el  Gobierno  de  la  Re- 
pública y  Jaioie  Mankintosh  que  el  Poder  Eje- 
cutivo ha  sometido  á  la  aprobación  del  Congie- 
80  ;  y  considerando : 

19  Qué  según  los  términos  asignados  por  el 
Poder  Ejecutivo  en  laraolucion  de  ^  de  Se- 
tiembre de  1842,  ei  arreglo  propuesto  y  acepta- 
da) no  puede  llevanie  á  efecto  sin  la  aprobarion 
del  Cojí^greso. 

46 
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2?  Que  Jaime  Mankintosh  es  uno  de  loa  mae 
aiui'guos  acreedores  de  Venezuela. 

3V  Que  8u  acreencia  no  ha  sido  nunca  con- 
fundida con  las  otras  deudas  de  la  Nación,  así 
de  la  clase  de  dontéstira,  como  de  la  extran^ 
jera,  sino  que  se  trató  siempre  de  su  pago  de 
UTia  manera  especio!. 

49  Que  aunque  el  Poder  Ejecutiro  la  asinrri- 
16  á'la  deuda  extranjera,  el  acreedor  resistió  es- 
ta asimilación  alegando  varías  razones  de  dife- 
rencia, y  entre  otras,  la  de  no  haber  recibido 
ninguna  parte  de  los  intereses  devengados  como 
recibieron  los  acreedores  de  aquella  clase. 

57  Que  no  obstante  la  circunstancia  del  Teso- 
ro Nacional,  es  justo  hacer  un  esfuerzo  para 
igualará  Mackíntosh  con  los  demás  acreedores, 
j  manifestarle  la  consideración  que  merece  p>)r 
hi  antigOedad  de  la  deuda,  y  por  la  oportunidad 
del  servicio  que  prestó  á  la  República  en  la  épo- 
ca de  su  conflicto. 

DECRETAN. 

Aft.  19  El  Congreso  aprueba  el  arreglo  hecho 
por  el  Poder  Ejecutivo  en  23  de  Setiembre  úl- 
timo para  pagar  á  Jaime  Mackintosh  el  2^}  por 
ciento  de  su  acreencia'contra  Colombia,  y  auto- 
riza al  Poder  Ejecutivo  para  disponer  con  este 
objeto  de  la  suma,  de  veinticinco  mil  libras  ester- 
linas, y  para  hicer  emitir  vales  de  la  deuda  ex* 
tranjera  activa  por  la  cantidad  de  ciento  cin- 
cuenta mil  libras  esterlinas  ;  cuyo  capital  é  in- 
tereses se  pagarán  en  los  términos  expresados  en 
el  deoreto.de  16  de  Setiembre  de  1840. 

Art.  29  La  cantidad  de  veinticinco  mil  libras 
esterlinas  se  tomará  de  los  fondos  destinados 
para  la  amortización  de  U  deuda  exterior,  según 
la  facultad  concedida  al  Poder  Ejecutivo. 

Art.  39  El  Poder  Ejecutivo  reclamará  del 
Gobierno*  del  Ecuador  la  indemnización  corres- 
pondiente en  razón  del  pago  que  se  acuerda  por 
este  decreto. 

Dado  en  Caracas  á  39  de  Abril  de  1843,  affo 
14de  la  ley  y  33  déla  independencia — El  Presi- 
dente del  Senado,  José  Vargas. — El  presidente 
de  la  Cámara  de  Representantes,  Manuel  FelU 
pe  de  Tovar. — El  secretario  del  Senado,  José 
Ángel  Frtyre. — El  secretario  de  la  Cámara  de 
Kepresentantes,  J.  A.  Pérez. 

Caracas  Mayo  18  de  1843,  año  140  de  la  ley 
y  339  de  la  independeneia. — Ejecátesé. — Carlos 
*  SouhleUe.—?oT  S.  E.  el  Presidente  de  la  Re- 
pública —El  ministro  de  Haeieada,  Francisco 
Aranda. 
MADERAS.  Permiso  de  cortarlas  en   terrenos 

baldloa,  y  con  qué  eondíciones.    Yéase   Tier* 

ras  haliias.  R.  £.  de  13  de  Mayo  de  1S5L 


MAN 


MADERAS.  Véase  Extracción  de  maderas 
preciosas  y  de  construcción  de  buques^  plan- 
tas medicinales  ^a.  de  los  bosques  del  Estado, 

MAESTRANZAS  db  los  bajeles  de  guer- 
ra. Véase  Marina  de  guerra^  L.  de  16  de 
Abril  de  1844,  art.   10. 

MAESTRO  EN  filosofía  (orado  de)  Sq  abo- 
lición y  sostitucion  por  el  de  Doctor  en  cíeo- 
cias  fílosóficas.  Véase  Instrucción  pública^ 
L.  Xni.  art.  2  y  7. 

MAESTRO  DE     CEREMONIAS  DE  LAS  UNIVBRSf- 

DADRS.  Véase /A«^rticcioft  pública^  D.  E.  R. 
capítulo.  VI. 

MAGISTRADOS,  idecbs  y  demás  poncioka- 
Rios.  Responsabilidad  por  SQ  conducta.  Véase 
Territorio  venezolano^  art.  4  constitucional. 

MAGISTRADOS,  jueces  y  demás  funciona- 
rios. Forma  en  que  solo  podrán   ser  suspen- 
didos 6  depuestos.  Véase  Disposiciones  gene* 
rales  constitucionales  en  el  arden  judicial, 
art  153.  ^ 

MAGISTRADOS,  iueces  y  demás  funciona- 
rios. Multa  que  sufrirán  por  cualquier  deten- 
ción arbitraria.  Véase  Detentores  arbitra* 
rifis,    art.  2,  3,  4,  y  C. 

MAGISTRADOS,  jueces  y  demás  funciona- 
rios. Responsabilidad  de  ios  provinciales. 
Véase  Provincias  cap.  ix. 

MAGISTRADOS,  jueces  y  demás  funciona- 
rios. Auxilio  que  deberán  prestar  á  los  con- 
ductores de  correos.^  Véase  Correa^  D.  E.  R. 
art.  21  y  25. 

MAGISTRADOS,  jueces  y  demás  funciona- 
rios. Sus  deberes  respecto  á  la  renta  de  cor- 
reos y  responsabilidad  por  su  falta.  Véase  Co- 
rreo,  L.  O.  art.  12,  y  35. 

MAGISTRADOS,  jueces  y  demás  funciona- 
rios. Véase  Autoridades;  GobernadoreSf  Je- 
fes políticos^  Jaeces  de  provincia,  Jueces  de 
circuiio.  Jueces  de  paz,  y  Certificaciones  por 
los  gobernadores  y  otros  magistrados  sobre 
actos  oficiales,  6  sobre  otros  que  no  lo  sean^ 

MAIQUETIA.  (cantón)  Véase  División  terri- 
torial, D.  de  2  Abril  de  1851. 

MALDONADO.( JUAN)  Pensión  á- su  viatla. 
Véase  Pensiones,  D.  de  7  de  Marzo  de  1$5Ül 

MALENTRETENIDOS.  Procedimiento  conua 
ellos  por  los  jefes  polftieos»  Véase  Provin- 
cias, ^  29  del  art.  60— id  por  los  jueces- 
Véase  Voffos  y  malentretenidos, 

MALTRATO  a  la  tropa.  Su  prohibición. 
Véase  Fuerza  armada  6  permanente,  R.  £. 
de  3  de  Agosto  de  1853. 

MANDAMIENTO  db  bjbcuotoh.  Véase  Acción 
ejecutiva,  art  2,  3,  4,  7,  9,  10,  y  11. 

MANTENIMIENTO  úm  presos  por  dbudaí 
dcoBRiccioM.  y éMMe  Alimentos f  4.  C.  S.úm 


coLoitBuif  1  y  rBamotáXA  vigshte. 
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19  de  Octobre  de  1844. 
MANTENIMIENTO  ds  ríos  o ap^q hados  en 

VVA  PROTIM^IA  POR  REQ0I8I7ORIA  DB  LAS 
AVTORIDADBS  DB   OTRA.    RESOLUCIÓN    feJBCI7- 

Ti?A  DE  4  DB  JUNIO  DB  1646  disponiendo  st 
supla  por  ¡os  fondos  de  aquella  con  cargo  á 
los  de  esta, 

Seoretarta  del  Interior.-— Sección  tercera- 
Caracas  ¿  4  de  Junio  de  184&. 

Kesuelto. — Dígase  ft  los  Gobernadores  de 
provincia. 

En  vista  de  la  consulta  qae  el  Sr.  Gobernador 
de  Tnijiilo  ha  hecho  «I  Gobierno  sobre  cuaies 
sean  los  fondos  de  que  deban  salir  los  gastos  de 
mantención  de  los  reos  encausados  ea  una  pro* 
vinda  y  aprehendidos  en  otra  en  virtud  de  requi- 
sitoria de)  juez  de  la  eausa,  y  considerando  S.  E 
el  Presidente  de  la  República  que  nada  es  nías 
equitativo  y  racional  como  el  que  las  provincias 
se  auxilien  reciprocamente  en  esa  espeeie  de 
pequeños  é  imprevistos  gastos,  ha  tenido  á  bien 
resolver  que  la  mantención  de  los  reos  capturados 
en  una  provincia  que  deban  remitirse  á  otra  en 
virtud  de  requisitoria  de  autoridad  competente, 
sea  suplid.a  por  la  provincia  que  hace  Ja  remisión 
con  cargo  á  aquella  cuyas  autoridades  hayan  he» 
cho  el  requerimiento. 

Lo  que  comunico  á  US  áfin  que  dicte  las  medi- 
das' necesarias  para  que  esta  resolución  tenga  su 
debido  cumplimiento  y  sean  abonados  oportuna- 
mente los  suplementos  que  una  provincia  haga  á 
otra  por  este  respecto. —  Soy  &a» — Por  S.  E. — 
Cobos  Fuertes  — Es  copia.—  Cobos  Fuertes, 
MANTENIMIENTO  de  presos,  presidiarios 

Y  CONFINADOS.  RESOLUCIÓN  EJECUTIVA  DE  26 

DE  AGOSTO  DB  1845  dtsponieudo  de  dónde  de- 

be  cacarse. 

Secretaría  del  Intenor.— Sección  tercera.— 
^      Caracas  Agosto  26  de  1 845 
Resuelto. — Dígase  al  Sr.  Gobernador  de  Hari- 
nas 

Di  cuenta  á  S.  E.  el  Vicepresidente  de  la  Repú 
blica  encargado  del  Poder  Ejecutivo  de  la  comu- 
nicación de  US.  fecha  26  de  Julio  último  en  que 
consulta  si  la  resolución  del  Gobierno,  de  17  de 
Julio  de  1837,  ha  quedado  derogada  por  la  de 
16  de  Mayo  de  este  año  relativa  al  reo  Indalecio 
Escalona  vecino  de  la  provincia  de  Barquisimeto 
y  destinado  al  presidio  de  Guayana,  ó  si  solo 
constituye  una  excepción  délas  reglas  generales 
dictadas  para  la  conducción  y  manutención  de 
presos  destinados  &  presidio  ;  y  S.  Ew  ha  dispuesto 
se  diga  á  US.  lo  siguiente. 

Por  resolución  de  17  de  Jqlio  de  1837  dispuso 
el  Gobierno  que  el  gasto  de  mantención  y  tras-  | 
porte  de  los  condenados  á  presidio  ó  confínacion  | 
se  satisficiese  por  las  Rentas  MunicSpales  de  la 
provincia  en  que  se  encontrasen  dichos  condena- 1 
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dos  eosteándose  hasta  ellagar  adonde  hubiesen 
sido  destinados.  Posteriormente  y  á  coosecuen^* 
cía  de  no  haberse  expresado  en  la  ley  de  Rentas 
Municipales  que  estas  se  invirtiesen  en  la  con» 
duecinn  de  dichos  reos  y  sí  en  su  manutención, 
el  Poder  Ejecutivo  consultó  al  Consejo  de  qué 
fondos  debian  extraerse  los  gastos  de  trasporte 
por  mar  de  unos  reos  que  se  remitieron  de  Ca* 
racas  á  Oum&na,  y  habiéndole  consultado  este 
respetable  Cuerpo  que  ellos  debian  sacarse  de  la 
cantidad  destinada  por  el  Congreso  para  gastos 
imprevistos  S.  E.  de  conformidad  con  la  opinión 
del  Consejo  expidióla  resolución  de  19  de  Oc- 
tubre de  1843  que  en  copia  tengo  el  honor  de 
acompañar. 

Por  ella  ha  quedado  derogada  en  parle  la  de 
17  de  Julio  de  1837  en  cuan  toa  costos  de  traspor- 
te, los  cuales  deben  salir  del  Tesoro  público  que 
dando  vigente  respecto  de  mantención  de  ios 
presos,  que  debe  sacarse  de  las  Rentas  Munici- 
pales de  la  provincia  en  que  se  eucuentra  el  en- 
causado al  tiempo  de  su  condena^  Así  es,  que  )a 
de  Barquisimeto  debe  costear  la  del  reo  Indalecio  * 
Escalona  hasta  Angostura,  como  lo  ha  hecho  la 
misma  provincia  con  otros  destinados  á  Margari- 
ta, Maracaibo  oca. — Por  S.  E.— -Cobos  Fuertes. 
— Es  copia. 
MANTENIMIENTO  de  presos,  presidiarios 

Y  CONFINADOS.    RESOLUCIÓN     EJECUTIVA      DE 

16  DE  MAYO  DE  1845  sobre  lo  mismo   que   la 
anterior^  y  á  que  se  refiere  esta. 

Secretaría  del  Interior.— Sección  tercera. — 
Caracas  16  de  Mayo  de  1845, 

Resuelto. —  Dígase  al  Señor  Gobernador  de 
Barínas. 

Presentó  al  despacho  del  P.  Ejecutivo  la  no- 
ta de  US.deB  de  Marzo  üUimo  número  19  en  ia 
cu:J  consulta  de  qué  fondos  deben  salir  los  gas- 
tos que  se  hayan  hecho  y  deban  hacerse  en  ju 
manutención  del  reo  Indalecio  Escalona  hasta 
su  destino ;  y  S.  E«se  ha  servido  resolver  :  q  ue 
los  gastos  de  trasporte  de  dicho  reo  deben  hacer- 
se por  el  Tesoro  público  acordándose  por  la 
Junta  ecooómica,  y  los  de  manutención  del  mis- 
mo poT  las  Rentas  Municipales  de  la  provincia 
en  que  se  encuentre.  Del  ofício  de  US.  citado  se 
deduce  que  el  juez  de  primera  instancia  del  se- 
gundo circuito  de  Barquisimeto  ha  hecho  por 
sí  mismo  la  remisión  del  reo  á  su  destino  ;  y  el 
Gobierno  no  encuentra  el  fundamento  en  que  se 
haya  apoyado  para  tal  procedimiento,  en  ve2 
de  seguir  el  orden  regular  de  poner  el  reo  4 
disposición  de  la  autoridad  política  para  que 
esta  le  enviase  al  lugar  de  su  condena.  Por  esta 
razón  me  ha  ordenado  S«  £•  pida  informe 
sobre  el  particular  al  Gobernador  de  Barquisime* 
to. — ^Por  S*  E. — Cobos  tuertes^^^Es  copia 
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JMANTENIMIENTO  de  presos,  presidiarios 

Y  CííNFlNADOS.  RESOLUCIÓN  EJECUTIVA  DE  19 

DE  ocTURRE  DE  1843  sjbrc  lo  mismo  que  las 
dos  anteriores  y  á  que  se  refiere  la  primara. 
Secretaría  del  interior.— Sección  tercera.— 
Caraca?  19  de  Octubre  de  18^3. 
Resuelto. — Se  ha  enterado  el  Gobierno  de 
\\  comiHiicarioa  del  Gobernador  de  Ciimajiá 
fecha  12  de  Junio  último  manifestando  haber  si- 
do reiniíidos  varios  presos  por  los  tribunales  del 
cantón  Cariaco  á  disposición  del  Juzgado  de  pri- 
mera instancia  residente  en  la  capital  de  aquella 
provincia,  y  que  la  administración  de  Aduana  se 
uegLiba  á  pagar  el  pasaje  de  dichos  presos  y  de 
1 1  guardia  nacional  que  los  custodiaba,  habiéndo- 
h>  al  !in  verificado  bajo  su  responsabilidad  perso- 
nal ti  Administrador  de  Rentas  Municipalef.Tam- 
l)ien  ha  considerado  el  Poder  Ejecutivo  la  nota 
dirigida  á  la  Secretaría  de  la  guerra  por  el  Gober- 
nador de  Maracaibo  con  fecha  16  del  mes  próxi- 
mo pasado,  en  la  cual  se  inserta  una  acta  de  la 
junta  consultiva  acordando  el  gasto  de  seis  pesos 
por  la  conducción  por  mar  deJ  reo  Ventura  Gon- 
zález condenado  k  seis  años  de  presidio,  remi- 
liílo  á  Puerto  Cabello  ;  el  Gobernador  de  Mara- 
caibo  pide  la  correspondiente  aprobación  del  gas- 
to acordado.  De  la  misma  manera  ha  tenido  pre- 
sente el  Gobierno  otra  comunicación  del  misnio 
Gobernador  de  Maracaibo  fecha  29  de  Agosto  pi- 
diendo aprobación  del  gasto  de  diez  pesos  acor- 
dado  por  la  Junta  económica  de  Puerto  Cabello 
por  la  traslación  por  mar  del  reo  Casimiro  León 
de  dicho  puerto  á  Maracaibo.  Y  considerando  el 
Poder  Ejecutivo  que  estos  gastos  no  están  pre- 
v!>ios  ni  en  la  ley  de  Rentas  Municipales  ni  en  la 
de  presupuesto,  y  que  por  otra  parte  sóndela 
nías  urgente  necesidad,  oído  sobre  el  primerease 
v\  dictamen  del  Consejo  de  Gobierno,  se  ha  ser- 
vido resolver  que  sean  saiisfechospor  el  Tesoro 
i)üblico  cargándosealramo  de  gastos  imprevistos; 
queíiandoasí  aprobados  los  ya  erogados,  y  ofí- 
cí:  ndo  al  efecto  á  los  Gí»bernadores  de  Curoaná 
y  Mancaibo,  y  al  Señor  Secretario  de  Hacienda. 

Y  que  para  prevenir  en  lo  sucesivo  los  incon^ 
venientes  que  diariamente  se  experimentan,  se 
manifieste  alas  Cámaras  la  necesidad  deque 
en  la  partida  para  el  prest  y  paga  de  la  míIicU 
cuando  se  emplee  en  conducción  de  presos  &a, 
ae  coloquen  también  detallados  los  gastos  que  se 
causen  en  conducción  de  los  reos  expulsados  de) 
país,  y  todos  los  que  ocasione  la  conducción  por 
mar  de  los  reos  y  presidiarios,  incluso  e]  pasaje 
cuando  sea  en  buque  mercante. 

Por  S.  E.-'Manrique.— Es  cnpiñ.— Cobos 
Fttfirfcs. 

MANTENIMIENTO  de  pre  os.  presidiarios 

Y  CONFINADOS,    RESOLUCIÓN  BJEOVTITA  DB   17 
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DE  JULIO  DE  1837  9o¿pr€  lo  mismo  que  las 
tres  anteriores  y  á  <¡ue  ^e  refiere  la  primera. 
República  de  Venezuela.— Secretaria  de  C 
en  los  D.  D.  del  laterior  y  Juatícia.— Sección 
3a.— Circular.— Caracas  17  de  Julio  de  18S7 
aflo  8  ®  de  la  Ley  y  27  ®  do  la  iDdepeDdezx:ia. 
—Número  420. 

Sr Gobernador  de . 

Habiéndose  presentado  inconvenientes  en  ia 
traslación  de  los  ronde^iados  á  presidio,  ó  confi- 
nación, de  unas  provincias  á  otras,  por  la  duda 
de  si  corresponde  ft  la  provincia  de  doode  salen 
los  condenados,  ó  á  las  en  que  debe  cumplir  la 
condena,  pagar  los  gastos  de  mantención  y  tras- 
porte, K»  E.  el  Vice- presiden  te  de  !a  República 
encargado  del  Podei  Ejectitivo  se  ha  serrido 
resolver  :  que  el  gasto  de  mantención  y  trasporte 
de  los  condenados  a  presidio  ó  confinación  debe 
ser  satisfecho  por  las  rentas  municipales  de  Ja 
provincia  en  que  se  encuentren  dichos  condena* 
¡  dos  hasta  el  lugar  adonde  fueren   destinados. 

Lo  comunico  á  USt  para  su  inteligencia  y  ciim- 
'  plimiento. 

I  Soy  de  US.  atento  servidor. 

1  Z>.  B.  Utbaneja, 

I  MANUMISIÓN.  Véase  Libertad  de  esclavos. 
MANUMISIÓN.  Sus  fondos  recaudados  y  por 
recaudar  con  arreglo  á  la  ley  de  la  materia 
pertenecen  al  <le  abolición  de  la  esclayitud. 
Véase  libertad  de  esclavos,  art.  5*^  nfim  ^o 
de  la  ley  y  47  á  50  del  D.  E,  R.  (♦) 
MANUMISIÓN.  RESOLUCIÓN  ejecutiva  de  17 
DE  JUNIO  DE  1835  estableciendo  el  modo  de 
avaluar  los  esclavos  dejados  libres  por  vn 
difunto,  deqvien  quedan  bienes  svjetos  al 
derecho  de  manumisión. 

República  de  V^encKnela, — Secretaria  do  E. 
en  el  D.  del  interior  y  JusHcÍA,^SecdoD  C«ii- 
tral,— Caracas,  17  do  Junio  de  1836,— Año  6  ^ 
de  la  Ley  y  25  de  la  Independencia, -^ame- 
ro 176,  ^ 
Al  Señor  Jefe  Político  Presidente  de  la  Junu 
de  Manumisión  de  este  eanton« 

Está  declarado  ya  por  el  Gobierno,  á  quien 
I  toca  librar  las  órdenes  necesarias  para  el  cum- 
plimiento de  la  Ley,  con  exactitud  y  precisión, 
que  cuando  llegtie  el  caso,  de  que  algún  finado 
hubiese  dejado  uno  ó  mas  esclavos  librea,  y  que 
conforme  al  ^3?  artículo  10  déla  novísima  Ley 
de  manumisión,  debe  computarse  el  valor  de  t^i 
ó  tales  siervos  libres  en  el  impuesto  de  ma« 
numision,  pagadero  por  la  testamentaría,  pue<le 
hacer  la  Junta  respectiva  que  se  lé  presenten  'oi 
agraciados,  e''  prueba  de  su  existencia  y  la  de  la 
gracia,  y  también  para  entregarles  en  sus  pro- 
pias manos  la  carta  dé  libertad.  Consulta  ahora 


(♦)  En  virtud  de  lo  expuesto  en  e.«te  artículo,  seguí- 
mos  insertando  todas  las  disposiciones  qae  rigen  tVktivas 
si  cobro  de  dichos  derechos, 
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ia  misma  Junto  cantonal  de  manumisión  de  Ca- 
racas, que  provocó  aquella  resolución,  lo  que 
deba  hacerse,  cuando  lacomparescencia  de  algún 
agraciado  aparezca^  in>posible  ;  y  el  Gobierno 
resuelve:  que  cuando  los  herederos  ó  albaceas 
así  lo  representen,  se  les. exija  que  designen  el 
lugar  en  que  reside  el  liberto,  á  cuya  autoridad 
parroquial  dirigirá  U  Junta  la  orden  ó  exhorto 
para  que  llame  á  su  presencia  á  dicho  liberto,  y 
oyéndolo,  certifique,  con  escribano  ó  dos  actua- 
rios, el  nombre,  edad«  estado  y  salud  ó  enferme- 
dad del  individuo,  y  el  motivo  por  que  no  puede 
concurrir  ante  la  Junta  ;  y  llegada  esta  diligen* 
cía  á  manos  del  JtÉe  Político,  no  teniendo  razo* 
nes  que  obren  contra  el  resultado  de  la  averigua* 
cion^  en  cuyo  caso  debiera  ampliarse,  dar6  por 
presentado  ti  antiguo  sier?o,  y  remitirá  al  mismo 
Juez  parroquial  Id  carta,  para  que  la  entregue 
al  agraciado,  en  presenci»de  testigos,  que  lo  cer- 
tincarán  con  él,  ai  pié  del  ofírio  de  remisión,  que 
ha  de  volver  ala  Junta  para  que  se  agregue  al 
expediente. 

Gn  cuanto  á  si  los  herederos  ó  albaceas,  pue- 
den dar  á  los  siervos  libertados  por  su  difunto 
amo,  lacarta  de  liberta<],  ftntt;s  de  concluido  el 
avenimiento  judicial,  prevenido  por  el  ^  1?  del 
artículo  10  de  la  citada  Ley,  y  si  los  escribanos 
y  jueces  cartularios  pueden,  sin  perjuicio  de  los 
derechos  de  manumit:ioa,  expedir  testimonios  de, 
las  cláusulas  testamentarias,  relativas  á  la  liber- 
tad de  aquellos,  cuyos  valles  hayan  de  com* 
puUirse  en  la  liquidación  del  impuesto,  informe 
ia  Junta  cuales  son  1(»8  inconvenientes  que  pue- 
den ambas  cosas  producir  en  la  práctica  contra 
los  intereses  del  ramo  y  la  voluntad  de  la  Ley, 
pues  ahora  cree  el  Gobierno,  que,  establecidas 
las  reglas  que  quedan  prescríptas  en  euta  re- 
solución, para  probar  la  existencia  de  los  agracia- 
dos, las  cuales  pupden  servir  y  servirán  también 
para  hacer  los  já^tiprecios  de  los  individuos, 
que  no  puedan  presentarse  á  la  Junta  per- 
sonalmente, no  obsta  ni  para  lo  uno  ni  para  lo 
otro,  que  tengan  ya  en  su  poder  la  carta  de  li- 
bertad ó  testimonio  de  la  cláusula;  pues  en  tal 
caso,  solo  resulta  Ja  diferencia  de  que  ha  de 
hacerse  constar  por  el  propio  conducto  del  Juez 
territorial,  y  deja  de  ser  necesaj-ia  la  entrega  do 
la  carUi  ó  su  remisión 

Tengo  el  honor  de  decirlo  ¿  ü.  en  contesta- 
ción á  su  nota  de  5  del  corriente  número  46 
sobre  el  particular. 

Soy  de  U.  atento  servidor, 
(Firmado.)   Antonio  L,  Guzman. 

Es  copia:  Guzman.{*) 


(♦)  Esta  resolncion  tiene  también  uno  parte  relativa 
al  modo  de  dar  ía  libertad  á  dichos  esclavos :  pero  como 
iw  ve,  es  inútil,  ^     * 
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MANUMISIÓN.   RBSOLrCtON  KJBCOTIVA  D^2l 

DE  JULIO  OR  1836  declarando  que  las  tes- 
tamentarías y  mortuorias  en  que  suceden 
ascendientes  ó  descendientes  naturales,  no 
están  sujetos  al  impuesto  para  el  fondo  de 
este  ramo^ 

República  do    Veneztiela. — Secretaria    da 
Estado  en  el  despacho  del  Interior  y  Justicia. 
—Sección  Central,— Caracas  21  do  Julio  do 
1886.— Año  7  de  la  ley  y  26  de  la  independen- 
cia,—Número  129, 
Sr,  Jefe  poiítiro  de  este  Cantón. 
Declarando  la  ley  de  2  de  Octubre  de  1830  en 
el  parágrafo  2?  de  su  artículo  10,  que    no  serán 
considerados  comb  herederos  extraños  los  ascen- 
dientes ó  descendientes  naturales,  bien  nucedna 
por  testamento  ó  abintestato,  no  puede  conside- 
rar tampoco  el  Poder  Ejecutivo  esta  ciase  de  he- 
rederos como  la  de  los  colaterales,  cupndo  la  ley 
no  lo  hace  :  y  entiende  por  consiguiente  que  hs 
testamentarías  en  qiiehan  sido  instituidos  aquellos 
herederos,  asfcomo  las  mortuorias  en  que  deban 
suceder  abintestato,  están  en  el  mismo  caso  que 
las  en  que   haya   descendientes   ó   ascendientes 
legítimos,*  las  cuales  no  aparecen  gravadas    con 
elimpuesto  que  para    el    fondo   de   manumisión 
establece  el  mencionado  artículo  10: 

Esta  es  la  opinión  <lel  Poder  Ejecutivo  que  In 
junta  subalterna  de  este  cantón  ha  querido  con- 
sultar en  la  materia,  según  el  oñcío  qne  U.  sesir- 
vió  dirigirme  en  9  del  actual  como  presidente  de 
ella,  y  que  de  orden  de  S.  E.  me  cabe  la  honra  de 
contestar» 

Soy  de  ü.  con  sentimientos   de  consitlcracion 
y  respeto,  muy  atento  y  obediente  servidor. — J, 
S,  Rodríguez. — Es  copia  exacta. — Caracas  Oc- 
tubre 2  de  i843  —El  Secretarlo  de  la  junta  de 
manumisión,    Víctor  M.  García, 
MANUMISIÓN.  ikBsoLircioN  ejecutiva  ob  7 
DE  JUNIO  OE  1839  declarando  el  derecho  con  ^ 
que  deben  contribuir  al  fondo  d^A  ramo  lat 
donaciones  remuneratorias^  como   también 
las  de  los  cónyuges  entre  sú 

Secretaría  del  Interior,— Sección  prinem, 
—Caracas  Jañio  17  de  1839. 
Resuelto. — Vista  la  consnita  he<*ha  por  el  Go. 
bernador  de  Barquisimeto  en  oficio  de  27  de 
IMarzo  de  este  afto  número  23  sobre  si.  declarado 
como  está  por  el  Gt»bierno  en  3  de  iLgosto  úl- 
timo, que  las  donaciones  remuneratorias  no  están 
exceptuadas  del  pago  del  derecho  de  manumisión, 
debe  entenderse  que  los  donatarios  son  obligados 
á  satisfacer  dicho  derecho  con  arreglo á  las  bases 
fijadas  por  los  herederos  eolut^rales,  ó  á  tas  de- 
signadas por  los  eztrallos;  y  si  la  donación  que 
hace  u  n  cónyugue  á  otro  tiel  quinto  de  flus  bie« 
nés  dejando  descendientes  legítimos  debe  coo- 
sitlerarse  co  mo  comprendida  en  el  primer  raso; 
el  Gobierno  de  acuerdo  con  la   opinión  de    su 
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Consejo,  resuelve:  que  con  arreglo  &  la  ley,  en 
las  herencias  forzailas  no  debe  exigirse  el  im- 

f)ue8to  de  manumisión  sobre  el  quinto  que  se 
dgue  á  la  consorte,  parientes  6  extráSos  :  que 
euándo  se  nombran  herederos  colaterales,  aunque 
haya  legatarios  extrafSes,  solamente  debe  cobrar- 
se el  dos  por  ciento  de  la  totalidad  de  los  bienes, 
y  que  cuando  son  instituidas  personas  extrañas, 
debe  cobrarse  el  diez  por  ciento  de  la  totalidad, 
aunque  haya  1ega(arios  consanguíneos. 

Comuniqúese  al  Gobernador  de  Barquisimeto 
como  resullaclo  de  su  consulta,  y  publiquese. 
Por  S.  E. — (firmado,)   Urbaneja. 
Es  copia :   Urbaneja, 
MANUMISIÓN.    RESOLUCIÓN   ejectttiva  db 
SO  DE  JULIO  DB  1639  declarando  que  en   las 
testamentarias  de  evtranjcros  se  cobra  el 
derecho  sobre  los  bienes  raices. 

Secretaria  de  Estado  en  el  despecho  del  Inte- 
rior y  Justicia.^-Seccion  primera. — Caracas  26  de 
Julio  do  1889,— Afio  10  de  la  ley  y  29  de  la  in- 
dependencia,—Número  135, 

8r.  Gobernador  de  la  provincia  de 

Presentado  nuevamente  al  despacho  el  ex- 
pediente en  que  la  junta  subalterna  de  manumi- 
sión de  este  cantón  capital  consultó  *'si  por  la 
calificación  de  ciudadano  que  se  hace  en  el  §  49 
del  artículo  10  de  la  ley  de  manumisión  del  año 
de  1830,  quedan  exentos  de  pagar  los  derechos 
que  establece  dicho  artículo  los  que  no  sean  ciu- 
dadanos, "  y  habiéndose  oído  la  opinión  del 
Consejo»  el  Poder  Ejecutivo  de  acuerdo  con  dicha 
opinión  ha  resuelto  por  punto  general  :  «•  que 
las  testamentarías  de  todo  venezolano,  bien  lo 
sea  por  nacimiento,  bien  por  naturalización,  deben 
pagar  el  derecho  de  manumisión  que  se  impone 
por  el  referido  artículo  10  según  los  casos  ex- 
presados en  él ;  y  que  en  cuanto  á  las  testaraenta- 
•  rías  de  los  extranjeros  no  naturalizados,  debe- 
rán  pagar  según  se  dispone  por  la  resolución  de 
12  de  Julio  de  1633  dictada  por  la  Secretaría  de 
relaciones  exteriores,  á  cuyo  efecto  se  publicará 
á  continuación  de  esta  en  la  próxima  Gaceta.  (*) 
Consúltese  al  Congreso,  como  lo  opina  el  Conse- 
jo,-si  los  bienes  muebles  de  los  extranjeros  no 
naturalizados  que  se  exceptúan  por  )a  resolución 
citada  de  pagar  el  derecho  de  manumisión,  deben 
ó  no  pagar  dicho  derecho  conforme  á  la  ley.  " 

Tengo  el  honor  de  comunicarlo  A  US.  para 
su  inteligencia  y  Cumplimiento. — Soy  de  US, 
atento  servidor. 

D.  J5.  Urbaneja. 
MANUMSION.  ACUERDO  dk  la  corte  süpre- 
MA  DK  5  DE  AoosTo  DE  1839  declarando  que 
en  las  causas  por  cobro  de   derechos  a  favor 

{*)  Véase  dicha  resolución  de  12  de  Julio  de  1833  en 
CoHÉiulados  extranjeros, 


del  ramo  de  manumisión  se  debe  asistir  á 
este  de  oficio^  coma  á  los  pobres  de  solemni- 
dad. (♦) 

En  la  ciudad  de  Caiácas  á  5  de  Agosto  de 
1839,  10  y  29,  el  Vicepresidente  y  Minialrosde 
la  Corte  Suprema  de  Justicia,  reunidos  en  acuer- 
do, examinaron  la  consulta  que  el  presidente  de 
la  junta  de  manumisión  de  este  canten  hizo  áh 
Superior  del  segundo  distrito,  sobre  si  en  las 
causas  que  se  propiuevan  por  el  cobro  de  Jos 
derechos  de  aquel  ramo,  deben  ser  asistidas  de 
oñcio  y  sin  estar  bujetas  al  abono  del  impuesto 
para  gastos  de  justicia,  con  lo  informado  por  la 
propia  Corte  y  el  Sr.  fiscal ;  y  considerando  que 
las  referidas  causas  han  gozado  siempre  por  las 
leyes  el  privilegio  de  ser  amparadas  de  oücio,  j 
que  por  su  naturaleza  y  objeto  deben  reputarse 
del  mayor  ínteres  y  servicio  público,  resolneron 
que  por  lo  que  respeccti  á  ellas  seles  asista  de 
ufício  como  á  pobres  de  solemnidad,  y  que  se 
eximan  stis  fondos  del  impuesto  cuando  se  de- 
clare sin  lugar  el  cobro,  y  comuniqúese  en  con- 
testación é  igualmente  á  la  del  tercer  distrito.- 
López  de  Umérez. — Martinez. — Duarte. 

Es  copia. — Caracas  Setiembre  23  de  1844.^ 
El  Canciller,  José  Duarte. 
MANUMISIOM.  REsoLUcioH  ejecutiva  de  6 
DE  febrero  de  1854  declarando  conforme  el 
acuerdo  anterior:  1 9  que  debe  actuarse  de 
ojício  en  las  causas  para  el  cobro  de  los  derc 
chosdel  ramo;  29,  que  es  forzosa  la  acej)- 
tacion  del  nombramiento  de  los  comisiona- 
dos que  deben  intervenir  en  el  avenimienlo: 
39»  que  el  presidente  de  la  junta  hará  con- 
signar ^  usando  de  la  autoridad  gubernatitA, 
los  expedientes  que  permanezcan  en  poder 
del  anterior  tesorero,  6  los  re  clamará  el  nue- 
vo tesorero  ante  el  juzgado  respectivo;  y  4^, 
que  si  los  registradores  ó  juií ees  que  intervie- 
nen en  los  testamentos  ó  mortuorias  abiptes- 
tato  no  pasan  el  aviso  que  la  ley  establece ^ 
puede  el  tesorero  solicitar  que  se  les  impon' 
ga  la  multa  respectiva.  (•) 

Secretaria  del  Interior .—Seedpii  primera.- 
Caracas,  Febrero  8  de  1 864. 
Resuelto. — Contéstese  al  Gobernador  ileesta 
provincia. 

Habiéndose  impuesto  el  Poder  Ejecotiro  de 
la  nota  de  US.  de  10  de  Enero  último,  número 
10,  y  del  acuerdo  que  por  conducto  de  USm 
dirige  en  copia  á  este  Ministerio  la  JuDta  subal- 
tcirna  de  manumisión  de  este  cantón,  consultan- 
do la  manera  de  vencer  las  dificultades  que  han 
ocurrido  al  Tesorero   de!   ramo*  las  cuales  le 


(*)E»te  acuerdo  está  mandado  observar  por  B.  E.  de  8 
do  febrero  de  1864. 
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obstan  para  Henar  curoplidatnente  lo*  debenea 
que  le  impone  la  ley  de  U  materia,  seguo  expre- 
só ante  la  dicha  Junta.  S.  £•  ha  tenido  á  bien 
declarar:  19  4ue  estando  vigente  el  acuerdo  de 
S.  £.  la  Corte  Suprema  de  Justicia  de  5  de 
Agosto  de  1839  en  qjie  se  establece,  que  debe 
actuarse  de  oñcio  en  las  causas  que  se  promue- 
ven para  el  cobro  de  los  derechos  de  manumisión, 
los  tribunales  de  la  Rep&biica,  que  conozcan  de 
ellae,  no  pueden  dejar  de  obedecer  el  referido 
acuerdo  sin  hacerse  responsables  de  cualquiera 
negativa  ú  omisión  en  su  observancia ;  y  &  fin 
de  que  llegue  nuevamente  á  su  conocimienttHa 
disposición  que  rehusan  cumplir  del  dicho  Tri- 
bunal Supremo,  ka  re«(uelto  así  mismo  S.  £•  que 
se  publique  este  en  la  Gaceta  de  Venezoela  para 
que  al  remitirles  US.  á  los  de  esta  provincia  el 
número  en  que  aparezcan  insertas  aquella  y  la 
presente,  les  recuerde  el  deber  en  que  están  de  a- 
sistir  de  oficio  en  las  mencionadas  cansas,  como  á 
pobres  de  soleronidadjas  cuales  por  so  naturaleza 
han  gozado  siempre  delreferido  privilegio  :«9  qae 
aunque  ia  ley  de  roanumisinn  no  expresa*  que 
sea  forzosa  ia  aceptación  del  nombramiento  de 
ios  comisionados  que  deben  intervenir  en  el 
avenimiento  judicial  á  que  se  refiere  el  §  lo  ar- 
tículo 10  de  ia  misma,  no  es  presumible  que  el 
legislador  hubiese  querido  que  el  dicho  arrecrío 
fuera  ilusorio  por  no  encontrarse  persimas  que 
admitiesen  tal  encargo,  como  resulta  de  l:i  ex- 
posición del  predicho  Tesorero,  y  existiendo 
ademas  en  esie  caso  la  misma  razón  que  hay 
para  que  sea  obligatorio  admitir  el  nombramien- 
to de  vecino  para  componer  la  Junta  subahei'na 
de  manumisión,  según  lo  tiene  declarado  el  Go- 
bierno, S  E  cree  que  las  persona»  designadas 
por  el  referido  Tesorero  para  efectuar  el  con- 
venio que  establece  el  J  y  artículo  citados,  están 
en  el  forgí/so  deber  de  cumplir  con  este  precep- 
to legal,  como  si  desempeñaran  funciones  con- 
cejiies  :  3?  que  respecto  dé  tos  expedientes  qae 
aun  permanecen  en  poder  del  anterior  Tesorero 
sobre  cobro  de  derechos  de  manumisión,  el  Pre- 
sidente de  la  Junta  los  h»irá  consignar  y  poner  en 
manos  deí  actual,  bien  sea  usando  de  la  autori- 
dad gubernativa  que  ejerce,  6  reclamAndaln»  I 
este  ante  el  Juzgad»  respectivo  por  los  tráMtes 
legales;  4^  que,  si  como  manifiesta  el  indicado 
Tesorero,  los  Registradores  ó  loa  Jueces  que 
intervienen  en  los  tesUmentós  ó  marlMorias  ab. 
intestato,  á  que  se  refiere  el  artículo  10  de  la 
ley  de  la  materia,  no  pasan  el  aviso  que  estable- 
ce el  18  de  la  misma  á  los  comisionados  y  au- 
toridades que  en  él  se  enuncian»  puede  aquel 
funcionario  soliciUr  que  se  imponga  á  los  mismos 
Registradores  y  Jueces  la  molu  de  que  habla  el 
parágrafo  ^nico  del  (Utinio  artículo  expresado,  y 
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manda  S.  £*  que  Unto  á  estos  como  á  los  caras 
de  la  provincia,  les  re&uerde  el  indispeusabla 
deber  de  observar  eficazmente  aquella  dispoei- 
cion  legal,  haciéndoles  conocer  la  reaponsabili- 
dad  á  que  en  caso  contrario  están  sujetos,  y  que 
el  Oobierno  no  tulerará  en  este  punto  faltas  y 
negligencias  tan  perjudiciales  á  los  fondos  de 
manumisión.  De  igual  manera  hará  US.  que  lu|^ 
comisionados  de  las  parroquias  elegidos  por  las 
Juntas  subalternas,  de  conformidad  con  el  nú- 
mero 1^  artículo  17  de  la  precitada  ley,  cum- 
plan con  las  funciones  que  les  atribuye  esta,  va- 
liéndose para  eÜo  de  los  apremios  que  estén  en 
sus  facultades. 

Resuelve  por  último  S.  E,  que  haga  US. 
haber  á  las  Juntas  subalternas  de  manumisión, 
que  toda  vez  que  ocurran  consultas  como  la  pre- 
sente, deben  elevarlas  á  la  Superior  del  mismo 
ramo  para  la  determinación  que  convenga,  con 
las  razones  y  fundamentos  que  les  asistan  para 
hacerla,  y  solo  en  el  caso  de  que  la  última  no 
poeda  decidirlas,  se  dirigirán  del  mismo  modo 
ai  Poder  Ejecutivo,  recordándoles  US.  lo  que 
sobre  este  particular  dispuso  el  Poder  Ejecutivo 
en  11  de  de  Octubre  de  1839,  cuya  resoluciou 
librada  por  la  Secretaría  de  Hacienda  y  aplica- 
ble á  todos  los  casos  semejantes  á  eate,encontra- 
rá  US.  inserta  en  la  Gaceta  de  Venezuela  nu- 
mero 1035. 

Soy,  &  c.  Por  8.  E  -^Planas 

MANUMISIÓN  RBSOLUGION  bjecutiva  d«  15 

DB  JULIO  DE  1810  declarando  qué  derecho  se 

cobrará  cuando  el  testador  instituya  herede* 

ra  su  alma. 

Secretaría  del  Intísrior.—  Seccioa  1  f  —  Ca- 
racas JuUo  16  de  1810. 

Resuelto^-^Dígí^e  al  Gobernador  de  Barqui- 
simeto. 

Presentada  al  despacho  la  comunicaeion  de 
US.»  fecha  Ib  de  Afayo  último  número  40,  en 
que  consulta  si  sea  válida  la  institución  que  haga 
un  testador  en  su  alma  por  heredera,  y  qué  dere- 
cho debe  cobrarse  para  la  nwnumisioo,  el  Go- 
bierno, de  acuerdo  con  la  opinión  de  su  Conse-; 
jo^.h^  rcenelto :  que  prescindiendo  de  si  dicha 
institución  sea  6  no  válida,  lo  cual  toea  decidir 
al  poder  judicial,  debe  cobrarse  el  á'níz  por  cien- 
to conforme  al  caso  3^  del  artículo  IQ  de  la  ley 
de  2  de  Octubre  de  IcáO,  y  que  se  consulte  el  ca* 
so  al  Congreso  en  su  prdxima  reunión. 

Por  S.  E.— Quiniero 


f*)  £¡1  primer  panto  de  esta  resolución  en  ünterameíiui 
aplicable  al  cobro  de  ios  fondos  de  abolieioa  :  el  sei^uodu 
lo  es  también  para  los  cosos  ana  pendientes  de  la  le/  del 
ramo  dero^da;  y  para  los  de  la  de  4boUeloD:(a^  ?  ^  i£  ^ 

S90.  del  articulo  6^  )con|bnBe  alart.  4t^  dol  I>  £.B. 
e  80  de  Marzo  de  1854»  el  tareero,  esaplioable  á  los  tasBk 
reros  de  abolición ;  y  el  4  ^  lo  es  tamMen  para  los  etestoa 
del  art  ^  del  nismaD.  Jl.  R. 
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MANUMISIÓN.  RESOLUCIÓN  bjecittiva  de  2 
DE  OCTUBRE  DE  1840  declarando  que  no  se 
cobrará  derecho  de  manumisión  sobre  los 
bienes  generales  6  espolies  de  los  Obispos^  y 
solo  si  sobre  sus  bienes  patrimoniales  de  que 
puedan  ellos  testar. 

Secretaría  de  lo  interior.— Seccioü  1 «  •— 
Caracas  Octubre  2  de  1 840. 
^A  consulta  del  Gobernador  de  Mériiia  fecha  6 
de  Agosto  ultimo  número  92,  acerca  de  si  los 
bienes  del  Ee^iolio  del  ñnado  Sr.  Obispo  de 
aquella  diócesis  deben  pagar  el  derecho  de  ma- 
numisión, conforme  al  articulo  10,  caso  segundo 
de  la  ley  de  la  materia  ;  el  Gobierno  ha  dictado 
la  siguiente  resolución. 

'*  £1  impuesto  que  establécela  ley  de  raanu- 
misiun  gravando  las  herencias,  no  comprende 
los  Espolies  de  los  Preladtis  difuntos,  porque  es- 
tos bienes  no  están  sujetos  á  las  leyes  que  are- 
glan  las  sucesiones  por  testamento  ó  ab-rn tésta- 
lo» de  ta)  suerte,  que  los  prelados  tienen  absolu- 
ta piúhtbicion  de  testar  de  ellos  (ley  1  «s  tit.  13 
lib.  29  Nov.  R.  notas  2f  y3f  )  Estos  bienes 
no  son  pulrimoniales,  y  la  ley  ^?  del  mismo  tít. 
y  libro^  cun  arreglo  al  concordato  de  1753,  es- 
tablece las  reglas  que  han  de  observarse  para 
nu  recaudación  y  aplicación  á  ios  usos  piadosos 
que  prescriben  los  cánones.  Algunos  de  estos 
usos  están  enumerados  en  el  párrafo  14  de  la 
ley  citada. 

No  teniendo,  pues,  los  Obispos  un  pleno  do- 
niiuio  en  los  bienes  eclesiásticos  que  se  llaman 
Espolias^  liO  están  comprendidos  en  la  exac- 
ción del  impuesto  establecido  por  la  ley  de  ma- 
numisión. 

En  cuanto  á  los  bienes  patrimoniales  6  pro- 
pios del  Obispo,  respecto  de  los  cnales  tienen 
derecho  de  testar,  debe  cobrarse  el  impuesto  de 
manumisión. — Publíquese. 

Por  S.  K'-^Quintero. 
MANUMISIÓN.  iiKsoLvciüN  ejecutiva  de  4 
DE  MARZO  D£  1845  dcclarando  quepuedenad- 
mitirse  en  pago  del  impuesto  que  grava  una 
testainentaría,  csdaiüs  de  ella,  siempre  que 
sean  de  edad  provecía  y  de  conducta  moral 
y  laboriosa.  (•) 

Secretaría  del  Interior. —  Sección    pntnera 
— Caracas  Marzo  4  de  \H'>. 
Jlesuelto»^—hl\i  vista  de  la  conaullví  í^ue  bart»   la 
Junta  de  maiiu misión  de  e^le  cantun  fubre  ««i   hü 
pueden  admitir  en  pago  del  derecho  de  manuiiti-  ' 
sion  los  titfciavüs  de  la  testamentaría  por  que   st*  ! 
adeude  , fuera  del  caso  en  que  el  testador  los  dejó  i 

libres,  el  Gobierno,  teniendo  en  consideración  el  i 

.      ''         .<         -^    •  .    .  ^     I 

{*)  Diitieudabcqoe  ecTtas  y  otius  resol ucíodüs   concor- | 
dautei^  con  tilla,  qua  iusertaiUos,  timieD    solo  fmr  objeto 
Mctoü  i^ubadua  o  auteriuros  ú  la  ley  que  ha  abolido  lá  Cbcla-  \ 
\hud^  y  íjue  aun  cístáu  por  finiquitarse. 
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artículo  2^  de  la  h  y  que  acuerda  la  preferencia 
á  li)8  mas  ancianos  y  honrados  antes  que  á  los 
de  la  mortuoria  6  hetencia,  ha  dispuesto  que  6i 
entre  los  de  esta  hay  algunos  que  reúnan  las 
condidoDes  antedichas  por  eer  de  edad  proree- 
ta  y  de  conducta  moral  y  laboribáa,  sean  admi- 
tidos en  pago  y  declarados  libres  por  la  Junta 
como  si  se  hubiesen  manumitido  en-  la  paacaa 
florida. 

Por  S.  E.— Cobos  Fuertes, 
MANUMISIÓN.  RESOLUCIÓN  ejecutiva  de  II 
DE  AGOSTO  DE  \S^7  declarando  l^t  que  debe 
admitirse  en  pago  de  los  derechos  del  ramo 
la  parte  del  valor  de  que  se  haya  hecho 
gracia  por  el  testador ;  y  29,  q^e  debe  pa- 
garse el  impuesto  por  loa  comunicados. 

Becret&íia  del  Interior.— Sección  1  *  — Cara- 
cas AgjORto  11  de  1847. 
Resuelto. — Dígase  al  señor  Gobernador  de  es- 
ta provincia. 

Puse  en  conocimiento  del  Poder  Ejecutivo  la 
nota  de  US.  de  5  del  corriente,  número  205,  que 
contiene  las  consultas  que  haré  la  junta  su- 
balterna de  manumisión  del  cantón  Yicturia,  so- 
bre la  liquidación  del  impuesto  del  ramo,  que 
debe  pagar  la  testamentaría  del  beñor  Pro.  £>r. 
Jacinto  Machado,  á  saber  : 

Primera :  Si  sus  herederos  pueden  descontar 
del  pago  del  impuesto  de  manumisión  los  ciento 
cincuenta  pesob  ó  mitad  del  valor  del  esclavo  que 
dejó  6k  su  muerte  valorado  en  trescientos  pesos, 
con  la  terminante  disposición  que  no  pudi^e  ser 
vendido  por  mas  de  la  mitad  de  su  valor,  fiara 
facilitarle  asi  su  libertad  ;  y  segunda,  si  debe  pa- 
garse también  el  impuesto  de  manumisión  |H<r 
.un  comunicftdo  que  él  mismo  dejó  á  uno  de  los 
albaceas.  Y  me  ha  ordenado  decir  á  US.  en 
contestación. 

Primero :  que  disponiendo  el  ^  3P  del  artícu- 
lo 10  de  la  ley  de  2  de  Octubre  de  1830,  se  ad- 
mita en  pago  de  los  derechos  de  manumisión  el 
valor  de  los  esclavos  qué  deje  libres  el  üniido, 
debe  igualmente  admitirse  la  parte  de  su  valor 
de  que  les  haga  gracia ;  y  oonio  en  el  presente 
caso  se  expresa  ser  esta  de  la  mitad  de  su  justo 
precio,  aunque  se  diga  que  el  esclavo  rale  tres- 
ctesios  pesos,  debe  rectificarse  por  la  junta  su  jus- 
to valorcon  constancia  de  su  edad  y  reconoci- 
fiñf  tito  del  estado  de  sn  salud  pare  deducirse  la 
mitad  que  resulte. 

S(?gundo  :  qtie  estando  dispuesto  por  resolu- 
cinn  ílfl  Poder  Ejí»ciiiivü  de  7  de  Junio  de  16^, 
qwe  así  las.*  donHciones  remuneratorias  como  los 
legados  sigan  la  suerte  de  la  herencia  para  el  pa- 
go de  los  derechos  de  tnanumision,  se  considere 
i  el  comunicado  en  el  mismo  caso,  puesto  que 
;  cualquiera  que  sea  su  objeto  9Sle  del  aservo   del 
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cauda]  líquido  de  que  los  herederos  deben  pa^r 
el  dos  por  ciento  si  son  colaterales,  ó  el  10  por 
ciento  si  son  extrafios,  con  arreglo  al  artículo  10 
de  la  misma  ley. 

Soy  &a.  Por  S.  E. — Sanavria, 

MANUMISIÓN.  RESOLUCIÓN  ejecutiva  de  9 
DE  DICIEMBRE  DE  18^ declarando  que  deben 
admitirse  en  pago  del  derecho  los  esclavos 
presentados  al  efecto,  aunque  no  hayan  sido 
beneficiados  por  disposiciones  testamenta- 
rias con  la  libertad* 

Secretaría  del  Interior.-— Sección  1  ■?  — -Cará- 
caa  Diciembre  9  de  1850. 

Resuelto. — Dígase  al  Gobernador  de  esta  pm- 
Tíncia. 

Presenté  al  Despacho  la  consulta  que  el  jefe  ' 
político  lie  este  cantón  hizo  á  US.  y  que  fué  I 
trascrita  á  este  Ministerio  en  su  nota  de  8  de 
Octubre  áltimo  número  118,  sóbrela  duda  que 
•e  presentó  en  la  Junta  subalterna  de  manumi- 
sión, por  la  presentación  que  el  Sor.  José  Rodrí- 
guez Jordán  hizo  de  la  esclava  María  del  Rosa- 
rio, en  pago  del  impuesto  con  que  está  gravada 
la  testamentaría  de  la  señora  Rosalía  Cabrera,  de 
quien  aquel  es  heredero  ;  duda  nacida  de  no  ser 
aun  la  época  de^gnada  para  la  manumisión  y  de 
no  haber  sido  la  precitada  esclava  agraciada  con 
la  libertad  por  su  amo  al  testar;  y  S.  E.  ha  re- 
suelto lo  siguiente. 

Por  las  resoluciones  expedidas  en  21  de  Agos- 
to y  9  (le  Diciembre  de  1844,  se  tiene  estableci- 
do: que  los  esclavos  pueden  manumitirse  untes 
7  después  de  la  Pascua  ñorida,  época  designada 
por  la  ley  para  la  manumisión  anual,  y  por  la  de 
4  de  Marzo  y  2  de  Junio  de  1845:  que  podían  ad- 
mitirse aquellos  en  pago  del  impuesto,  .siempre 
que  este  fuese  equivalente  á  su  valor,  aunque 
no 'hubiesen  sido  agraciados  con  la  libertad  por 
sus  amos  al  hacer  testamento.  La  época  designa- 
da para  la  manumisión  es  un  objeto  muy  secun- 
dario al  que  se  propuso  el  legislador  ;  el  fin  de 
la  ley  es  la  libertad  de  los  esclavos,  y  esta  no 
debe  retardarse,  cuando  haya  fondos  suficientes 
conque  liacerla  manumisión. 

Tampoco  es  un  obstáculo  para  esta,  que  los 
esclavos  presentados  en  pago  del  impuesto,  no 
hayan  sido  beneficiados  por  disposición  testa» 
mentarla,  con  la  libertad.  Por  el  contrario,  justo 
y  razonable  es,  que  se  exonere  del  impuesto  á 
los  herederos  que,  presentando  sus  esclavos  an- 
te las  Juntas  de  manumisión,  se  desapoderan  de 
todos  los  derechos  que  sobre  ellos  tienen,  pues 
cumplen  con  el  objeto  de  la  ley.  Debe,  pues,  ad- 
mitirse en  pago  del  impuesto  con  que  está  gra- 
Tada  la  testamentaría  de  la  señora  Rosalía    Ca- 
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brera,  la  esclava  María  del  Rosario  que  ha  pre- 
sentado el  S.  José  Rodríguez  Jordán. 
Soy,  &c.  Por  S.  K-^Rojas. 

Es  copia — Rojas* 
MANUMISIÓN.  RESOLUCIÓN  ejecutivíi  pB26 
DE  NOVIEMBRE  DE  1861  declarando   qué  los 
derechos  pertenecientes  á  este    ramo  deben 
ser  satisfechos  en  dinero  efectivo. 

Secretaria  de)  Interior. — Sección  primera. 
—Caracas,  26  de  Noviembre  de  1861. 
Resuelto. —  Dígase  al  Gobernador  de  Barqui- 
simeto. 

Considerada  por  el  Poder  Ejecutivo  la  nota 
de  US.  fecha  15  del  corriente,  ala  que  remitió 
adjunta  copia  de  un  acuerdo  de  la  Junta  Supe- 
rior de  Manumisión  de  esa  capital,  que  consulta- 
da por  la  subalterna  del  cantón  Tocuyo,  pone 
en  conocimiento  del  Gobierno  la  duda  que 
le  ocurre  sobre  sí  deben  admitirse  billetes  de 
Tesorería  en  pago  de  la  acreencia  que  tienen  los 
fondos  de  manumisión  contra  la  testamentaría 
del  finado  señor  José  Antonio  Márquez,  S.  E, 
me  ha  ordenado  contestar  á  US.  que  estando 
destinados  estos  á  un  objeto  especial  de  suyo  im- 
portante y  privilegiado  cual  debe  serlo  la  liber- 
tad  del  hombre,  no  puede  convenir  el  Poder 
Ejecutivo  en  que  sean  satisfechos  sino  con  diñe- 
ro  efectivo,  debiendo  así  verificarse  por  el  repre- 
sentante de  la  mortuoria  del  referido  señor  Már- 
quez. 

Lo  digo  á  US.  para  que  se  sirva  participar  es- 
ta resolución  á  la  Junta  Superior  ya  mencio- 
nada. 

Soy,  &.— Por  S.  E.^Herrera. 
MANUMISIÓN.  RESOLUCIÓN  ejecutiva  de 
28  DK  jvLio  DE  IS^2  declarando  que  donde 
haya  jueces  de  parroquia,  son  estos^  y  no  los 
de  pazy  los  que  deben  intervenir  en  el  aveni- 
miento judicial  d  que  se  refiere  el  §  1»,  del 
artículo  íOdela  ley  de  28  de  Abril  de  *  1848. 

n 

Secretaría  del  Interior.— Sección  primera.— 
Caracas,  Julio  28  de    1852. 
Resuelto. — Dígase  al  Gobernador  de  Maracai* 
bo. 

Impuesto  el  Poder  Ejecutivo  de  la  comunica- 
ción oficia]  de  US.  de  primero  del  corriente, 
núm.  302,  trascribiendo  á  este  Ministerio  el 
acuerdo  celebrado  por  la  Junta  superior  de  Ma- 
numisión de  esa  provincia  en  28  de  Junio  último  n 
para  resolver  la  consulta  que  le  dirigió  la  subal- 
terna del  mismo  ramo  de  ese  cantón  capital  en 
19  del  mismo  mes,  sobre  si  son  los  jueces  de  paz 


(*^  Juzgamos  que  debe  entenderse  respecto  de  los  jne- 
ees  de  cantón  lo  que  se  establece  en  esta    resolución  res- 


pecto  délos  extinguidos  de  parroquia. 
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6  lo»  de  parroquia  los  que  deben  intervenir  en 
el  aveniraícnto  judicial  ft  que  se  rofier«  el  pará- 
grafo lO  del  artículo  10  de  la  ley  de  28  de  Abril 
de  1848,  S.  E.  ha  tenido  á  bien  aprobar  la 
determinación  de  la  expresada  Junta  superior, 
relativa  á  manifestar  que  el  dicho  avenimiento 
no  ha  de  verificarse  ante  las  primeras  autorida- 
des en  los  lugares  donde  existan  las  segundas, 
pues  en  estos  no  están  revestidas  aquellas  de  ca- 
rácter alguno  judicial;  y  por  consiguiente  no 
pueden  conocer  en  asuntos  de   esta  naturaleza. 

Soy,  ifcc.— PorS.  E.— /fcrrera. 
MANUMISIÓN.  RESOLUCIÓN  ejecutiva  de  14 
DE  FEBRERO  DE  1853  declarando  que  no  pue- 
de imputarse  en  la  suma  que  haya  de  pagar- 
se al  fondo  del  ramo  el  valor  de  los  manumi- 
sos dejados  libres  por  un  testador. 

Secretaría  del  Interior.— Sección  primera,— 
Caracas,  Febrero  14  de  1868. 
Resuelto*— Dígd^ne  al   Sr.  Gobernador  de   la 
provincia  de  la  Poi  tugúese. 

Di  cuenta  al  Poder  Ejecutivo  de  la  nota  de 
US.  fecha  17  de  Enero  próximo  pasado,  núme- 
ro 69>  á  la  que  acompañó  en  copia  un  acuerdo  de 
la  Jiinta  superior  de  manumisión  de  esa  provin- 
cia, relativo  á  la  consulta  que  le  dirigió  la  subal- 
terna del  cantón  Araure,  sobre  si  puede  admitir- 
se á  los  herederos  del  Presbítero  José  Antonio 
Diaz  en  pago  del  impuesto  que  adeuda  la  testa- 
mentaría de  este  al  fondo  de  Manumisión,  el  va- 
lor de  unos  manumisos  que  declaró  libres,  y  el 
de  una  esclava  y  sus  hijos  á  quienes  los  referidos 
herederos  eximieron  de  la  servidumbre,  por  de- 
cir que  fué  esta  la  voluntad  del  testador,  y  S.  E. 
después  de  haber  considerado  detenidamente  es- 
te asunto,  me  ha  ordenado  contestar  á  US.  lo 
siguiente 

Por  el  ^  39  del  artículo  10  de  la  ley  de  manu- 
qaision  vigente,  debe  imputarse  en  la  suma  que 
se  adeuda  a\  fondo  que  ella  establece  para  la 
manumisión  anual  de  esclavos  el  ralor  de  los 
que  se  hubieren  dejado  libres  por  el  difunto, 
porque  con  edta  disposición  se  realiza  el  objeto 
de  dicha  ley,  que  es  la  extinción  gradual  de  la 
esclavitud  en  la  República  ;  mas  dejaría  de  cum- 
plirse con  el  precepto  literal  del  enunciado  ar- 
tículo y  con  el  designio  del  legislador,  si  se  ad- 
mitiera que  puede  cubrirse  la  Acreencia  de  dicho 
fondo  á  los  bienes  del  enunciado  Presbítero 
Diaz  con  el  precio  de  los  manumisos  que  decla- 
ró este  libres  y  con  el  de  los  que  ordenó  que  lo 
fuesen  después  de  su  fallecimiento,  pues  de  la 
expresada  condición  de  libertad  gozan  ellos  le- 
galmente  desde  su  nacimiento,  y  los  servicios 
que  prestan  solo  es  en  remuneración  de  su 
crianza,  alimentos  y  educación,  conforme  al  ar- 
tículo 29  de  la  citada  ley. 
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Respecto  de  la  esclava  Damiana  que  .  «segó- 
ran  los  mismos  herederos  haber  manumitido  por 
orden  tlel  testador,  es  necesario  que  conste  le- 
galmcnte  esta  disposición,  como  cualquiera  otra 
relativa  á  la  voluntad  de  aquel,  para  que  se  im- 
pute su  estimación  en  la  cantidad  que  debe  sa- 
tisfacerse al  fondo  arriba  expresado,  pues  de 
otra  manera  la  libertad  de  la  predicha  es- 
clava ha  de  considerarse  como  un  acto  ezclosi- 
vo  de  los  sucesores  del  ñnado  Presbítero  Diaz, 
que  en  nada  favorece  á  la  mortuoria  de  esté  en 
el  asunto  consultado  de  que  queda  hecha  men- 
ción. 

Soy,  ¿Lc. 

Por  S.  E,—Yépe9. 

MANUMISIÓN.    RESOLUCIÓN  EJECUTIVA  DVl3 

DE  ABRiLDE  1853  declarando  que  debe  impu- 
tarse en  lo  que  se  deba  al  fondo  del  ramo  el 
valor  de  los  esclavos  dados  por  libres  en  vir- 
tud de  voluntad  manifestada  por  el  testador, 
aunque  no  lo  hubiese  dispuesto  asi  -  por  su 
testamento^  siempre  que  lo  prueben* 

Secretaría  del  Interior. — Sección  primera. — 
Caracas,  Abril  12  de  1853. 
Resuelto. — Contéstese  al  Sr.  Gobernador   de 
\á  provincia  de  la  Portuguesa. 

Habiendo  elevado  al  conocimiento  del  Poder 
Ejecutivo  la  nota  de  US.  de  3  de  Marao  último, 
número  21,  acompañando  copia  autorizada  del 
acuerdo  celebrado  el  dia  anterior  por  la  Junta 
Superior  de  manumisión  de  esa  provincia,  en  el 
que  consulta  al  Gobierno  si  para  admitir  ó  no  el 
valor  de  la  esclava  Damiana  en  pago  del  im- 
puesto que  la  mortuoria  del  finado  Presbítero 
José  Antonio  Diaz  ha  de  hacer  al  fondo  de  ma- 
numisión, debe  arreglarse  al  contenido  déla  ri-- 
solurion  ejecutiva  de  9  de  Diciembre  de  lb50 
que  permite  la  inclusión  en  dicho  pago  del  pre- 
cio de  los  siervos  de  la  testamentaría  que  al  efec- 
to presenten  los  herederos,  ó  á  la  de  44  de  Fe- 
brero de  este  año,  por  la  cual  se  dispuso  que  si  los 
sucesores  del  mismo  Presbítero  Diaz  acredi- 
taban legalmente  haber  sido  la  última  voluntad 
de  este  que  después  de  sus  días  diesen  aquellos 
la  libertad  á  la  referida  esclava,  comu  aseguran 
haberlo  hecho  por  cumplir  con  su  mandato,  se 
imputase  su  valor  en  la  suma  que  tratan  de  sa- 
tisfacer al  enunciado  fondo,  S.  E.  se  ha  servido 
declarar,  que  no  estando  comprendido  el  caso 
de  los  herederos  del  dicho  sacerdote,  sino  en  la 
segunda  resolución  citada,  es  A  esta  á  la  que  se 
sujetará  la  Junta  en  la  decisión  del  piesente  ne- 
gocio, pues  aquellos  afirmaron  ante  lado  Araure 
en  4  de  Diciembre  próximo  pasado,  por  me- 
dio de  su  representante,  que  manumitieron  la 
mencionada  esclava,  porque  en  tal  concepto  ha- 
blan oido  expresarse  al  difunto,  lo  que  es  natu- 
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ral  que  prueben  para  deducir  la  rerdad  de  tdl 
aserto,  y  alegaron  asimismo  que  debía  aplicar- 
fe  á  su  pretensión  el  §  39  del  artículo  10  déla 
ley  de2S  de  Abril  de  1848  sobre  la  materia,  por 
considerar  que  se  encontraban  en  iguales  cii- 
cunstancias  á  las  de  que  él  habla;  añadiendo  á 
US.  que  ivprimera  resolución  indicada  es  refe- 
rente á  un  punto  distinto,  cual  es  el  de  permitir 
que  idénticas  acreencias  puedan  solventarse  con 
el  importe  de  los  esclavos  que  con  tal  objeto 
presenten  á  la  junta  los  interesados  en  una  tes- 
tamentaría, pero  que  no  han  alcanzado  la  liber- 
tad directa  ni  ñdeicomisaria  de  su  difunto  duefío; 
Y  como  verá  US.  por  la  resolución  de  4  de  Mar- 
Bode  1845,  que  en  copia  tengo  el  honor  de 
acompañarle,  la  declaratoria  por  la  cual  quedan 
aquellos  e:tent08  déla  seividumbre,  está  atri- 
buida á  la  predicha  junta,  y  no  á  lo  mismos  he- 
rederos, para  evitar  cualquier  fraude  que  pudie- 
ra cometerse  en  este  particular. 


Soy,  &c. 


Por  S.  E.    Planas, 


MANUMISIÓN.  REsoLÚciow  bjbcutiva  de 
♦jl  DE  DICIEMBRE  DE  18.52  distnhuyendo  en 
iré  las  provincias  lofi  50.000  ppsos  presu' 
puestos  en  el  año  econámico  de  52  á  53  para 
auxiliar  los  fondos  del  ramo. 

Secretaria  del  Interior.— SeccíoB  primera. 
Caracas,  Diciembre  21  de  1862 

Resuelto. — Dígase  á  los  Gobernadores  de  pro- 
vincia, y  trascríbase  al  S.  Secretario  de  Estado 
en  el  Despacho  de  Hacienda.  ^ 

Impelido  el  Poder  Ejecutivo  por  el  deseo  de 
contribuir  por  cuantos  medios  estén  á  su  alcan- 
ce &  la  pronta  y  gradual  extinción  de  la  esWavi- 
tud  en  toda  la  Rupúbiica,  y  con  la  esperanza  de 
ver  realizados  sus  designios  de  un  modo  confor- 
me á  los  principios  liberales  y  humanitarios  con- 
sagrados en  las  instituciones  de  Venezuela  y 
que  animan  su  Administración,  instó  á  las  hono- 
rables Cámaras  en  la  Memoria  que  en  sus  úhi. 
mas  sesiones  le  presentó  este  Ministerio,  á  fin 
de  que  tomasen  una  medida  que  favoreciese  las 
miras  del  Oobierno  y  satisficiese  los  dictados  de 
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la  civilización  moderna.  Penetrado  sin  duda  el 
Cuerpo  legislativo  de  loa  sentimientos  que  le  ex- 
presó el  Poder  Ejecutivo,  colocó  en  el  presupuesto 
del  corriente  año  económico  la  suma^de  50.000 
pesos  para  auxiliar  los  fondos  de  manumisión,  j 
S.  E.  complacido  en  gran  manera  par  el  Feliz 
éxito  de  su  solicitud,  me  ha  ordenado  hacer  par- 
ticipará usía  distribución  de  la  indicada  can* 
tidad  entre  todas  tas  provincias  de  la  Kepúlica, 
con  proporcionalidad  al  número  de  esclavos  que 
estén  en  cada  una,  según  verá  US.  del  siguien- 
te cuadro. 


Número 

PROVINCIAS. 

do  esclavo». 

Apure 

17 

Aragua 

2.044 

Barcelona 

805 

Barqu i  símete.. 

1.621 

Barínas 

198 

Caracas 

1.700 

Coro 

G94 

Cnmaná 

682 

Carabobo  

.2.566 

Guárico 

289 

Guayana 

42 

Mérida ^ 

207 

Maracaibo  — 

102 

Margarita.... 

120 

Portagueza.... 

486 

Trujiilo 

367 

Cantidad  qne    les 

corresponde. 

S           74,95 

9.012,  84 

1686,84 

7.114,  26 

«7«,  01 

7.495,  59 

3.059,  96 

2.666.  83 

11.269,  84 

1  053.  88 

185,18 

972,  69 

458.55 

520,28 

2.148,  14 

1.618, 16 

11.840 


ft    50.000,00 


S.  E*  espera  que  tan  luego  como  haya  perci- 
bido la  Junta  superior  de  manumisión  que  US. 
preside,  &  cuya  orden  **  se  manda  poner,"  la 
suma  que  consta  de  la  precedente  distribución 
correspondiente  á  esa  provincia,  procederá  sin 
demora  alguna  á  verificar  la  división  propor- 
cional de  ella  entre  todos  los  cantones,  teniendo 
ipar^  esto  presente  su  respectivo  número  de  es- 
clavos,  cuya  manumisión  desea  así  mismo  S.  E. 
que  se  verifique  en  la  próxima  Pascua  Florida 
con  la  mayor  solemnidad  Con  tal  objeto  dic- 
tará US.  las  medidas  convenientes  y  comunica- 
rá  el  resultado  á  este  Ministerio.  Publíquese. 

Soy  &c.— Por  S.  E,— JSerrerra. 


366 


TBÁTaO  0B  LA  LBéOSLAOIOV 


MANUMISIÓN;  rebolvoiok  bjeovtita  db 
15  DE  DICIEMBRE  DE  1853,  distribuyendo  en- 
tre  l<is  provincias  los  60>000  pesos  presu- 
puestos en  el  año  económico  de  53  á  54  para 
auxiliar  los  fondos  del  ramo» 

Secretaría  del  Interior.— Secdon  primera. 
Caracas,  Diciembre  16  de  1863. 
Resuelto. — Dígase  á  los  Gobernadores   de   pro- 
vincia. •     ^   • 

Fijada  en  el  presupuesto  de  gastos  públicos 
del  corriente  año  económico  la  suma  de  cincuen- 
ta mil  pesos  para  axiliar  los  fondos  de  manumi- 
sión, y  deseando  el  Poder  Ejecutivo  que  se  pro- 
ceda á  libertar  con  ella  el  correspondiente  núme- 
ro de  esclavos  en  la  próxima  pascua  ñorida,  se 
ha  servido  distribuirla  entre  todas  las  provin- 
cias del  modo  siguiente : 
Provincias.       Núm.  de  esclav.'         Cant.   q.  les  corrsp 

Apure .      17 74,  95 

Aragua 2.044. 9.012,34 

365 1.636,  84 

1.62L 7114,26 

108 873,  01 

1.700. 7.495,59 

694 3.059,96 

582.— 2  566,33 

2.556 11269,84 

239 1.053,  88 


Barcelona 

Barquisimeto 

BapíMas. 

Caracas. 

Coro. . 

Cumanft 

Carabobo...- 

Gu  arico 

Guayana..-- 

Mérida. 

Maracaibo... 
Margarita.... 
Portugueza* 
Trujillo,.,.. 


42.. 
207- . 
102- 
120.. 
486 


185,  18 
972,69 
458,  55 
520,  28 
2.148,  14 


367 1.618,  16 


11.340 


8  50.000,  00 


Y  tan  luego  como  llegue  á  sus  manos  la  pre- 
sente nota  la  pondrá  en  conocimiento  de  la  Jun- 
ta superior  de  manumisión  para  que  se  practi- 
que pur  ella  el  cálculo  proporcional  de  las  su- 
mas que  correspondan  á  los  cantones  en  la  asig- 
nada á  esa  provincia  según  la  anterior  distribu- 
ción, cuidando  de  que  tales  cuotas  se  remitan 
oportunamente  6  las  respectivas  juntan  subalter- 
nas, para  que  con  ella  se  verifique  la  manumi- 
sión de  esclavos  en  la  dicha  pascua  florida  ;  y 
advirtiendo  ademas  á  US.  que  con  esta  fe- 
cha se  trascribe  esta  resolución  al  señor  Secre- 
tario de  Hacienda,  para  que  se  sirva  dictar  la 
medidas  necesarias  cen  el  objeto  de  que  la  pre- 
citada suma  se  ponga  k  disposición  de  la  referi- 
da Junta  superior  con  la  puntualidad  y  antici- 
pación conveniente,  en  la  inteligencia  de  que  si 
hubiere  tardanza  en  esto,  puede  dirigirse  á  aquel 
Ministerio,  á  fía  de  que  determine  la  manera  de 


suministrar  cumplidamente  la  cantidad  de  qn« 

queda  hecha  referencia. 

Soy,  &.  Por  S.  E.— PZánas. 

MANUMISIÓN.  Cesación  del  deber  de  pree- 
tacion  de  servicios  que  tenian  \o€  manumisos. 
Véase.  Libertad  de  esclavos^  artículo  29 

MANUMISIÓN.  Recaudación  de  los  fondos 
aun  por  cobrarse  pertenecientes  á  e^te  ramo. 
Véase.  Libertad  de  esclavos.  D.  E.  R.  ar- 
tículo 47  y  48. 

MANUMISIÓN.     Véase.  Demandas    sobre 

.  cobro  de  los  derechos  de  manumisión  y  X*í- 

bertad  de  esclavos,  R.  E.  de  22  de  Julio 
de  1854. 

MAQUINAS    PARA     CAMINOS,    IRRIGACIÓN    DB 

TEBRKNos,  &.G.  Exenciou  de  derechos  &  su 
introducción.  Véase  Arancel  de  importación^ 
D.  de  22  de  Febrero  de  1851. 

MARaCAIBO,  (ciudad  dk.)  Véase  Colegio 
nacional  de  Maracaibo,  Cárcel  de  Maracai- 
bo, Comercio  de  tránsito  con  la  Nueva  Gra- 
nada, Aduana  de  Maracaibo,  División  ter- 
ritorial, D.de  9  de  Abril  de  1850,  Bie- 
nes del  Convento  que  fué  de  Franciscanos, 
Escuelas  náuticas^  Penitenciarias,  Laza- 
reto de  Maracaibo,  Sinamaica  y  Tierras  bal- 
días, R  E.    de  19  de  Mayo  de  1841. 

MARACAÍBO,  (qiudad  de.)  Decreto  db  19 
DE  Marzo  de  1853,  concediendo  privilegio 
á  Franklin  C.  Gillet  para  la  navegación  de 
su  lago» 

El  Senado  y  Cámara  de  Bcpresentantes  de  la  Repúblka 
de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso, 

DECRETAN  : 

Art.  19  Se  concede  á  Franklin  C.  Gillett,  ciu- 
dadano de  los  Ebtados  Unidos,  &  los  que  este  se 
asociare,  y  Sl  sus  legítimos  sucesores,  universa- 
I  les  ó  particulares*,  el  privilegio  exclusivo  de  la 
;  navegación  interna  por  vapor  del  lago  de  Mara- 
caibo y  de  todos  los  rios  tributarios:  todo  por  el 
término  de  quince  años  desde  la  fecha  de  este 
decreto,  y  bajo  las  condiciones  que  expresan  los 
artículos  siguientes  : 

Art.  29  Es  deber  del  empresarios  I9  poner 
y  mantener  en  ejercicio  tres  ó  más  vapores  de  la 
capacidad  necesaria  para  la  navegación  en  el  la- 
go y  rios.  hasta  donde  estos  lo  permitan ;  de- 
biendo establecer  los  dos  primeros  dentro  de  ub 
afio,  y  el  tercero  dentro  de  diez  y  ocho  meses,  si 
fuere  necesario,  cuyo  número  aumentará  inme- 
diatamente, si  la  importancia  del  comercio  lo 
exigiere  :  29  canalizar  el  rio  Motatan :  39  con- 
tribuir á  la  canalización  de  los  demás  tributarios 
d«l  lago  navegable;  en  la  inteligencia  de  que  si 
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ge  presentare  algún  otro  empresario  para  cana- 
lizar un  rio  determinado,  que  no  haya  canalizado 
Franklin  C.  GiHet  en  el  término  de  cinco- años 
contados  desde  ]a  fecha  de  este  decreto,  pueda 
aquel  optar  al  mismo  privilegio,  ante  ia  respec- 
tiva Diputación,  que  solo  lo  concederá  para  la 
navegación  del  mismo  rio  entre  su  puerto  y  el 
de  Maracaibo. 

^  tínico.  Si  se  imputaré  &  la  empresa  que  no 
mantiene  el  número  de  vapores  suficientes,  y  á 
juicio  del  Poder  Ejecutivo,  previo  informe  de  las 
respectivas  Diputaciones,  fuere  fundada  la  im- 
putación, fijará  el  ntimcro  de  aquellos  con  dictá- 
noen  del  Consejo  de  Gobierno,  oyendo  al  empre- 
sario. 

Art.  39^  Los  vapores  serán  nacionales,  lleva- 
rán bandera  nacional;  y  aunque  su  propiedad  y 
tripulación  puede  ser  de  extranjeros,  según  con- 
venga á  laempresa,las  cuestiones  á  que  dé  ocasión 
iu  establecimiento,  se' resolverán  por  las  autori- 
dades y  leyes  de  Venezuela,  sin  que  en  ningún 
caso  puedan  ser  materia  de  reclumacion  inter- 
nacional. 

Art.  49  El  privilegio  para  la  navegación  por 
vapor,  que  por  este  decreto  ^e  concede,  de  nin- 
guna manera  impedirá  el  tráfico  de  loj^  buques 
de  vela  que  hagan  el  comercio  en  toda  la  exten- 
sión del  lago  y  sus  lios  tributarios. 

Art.  59  Se  concede  á  la  empresa  por  d  tér- 
mino del  privilegio,  la  exención  de  todo  derecho 
de  puerto,  y  Cambien  la  de  todo  derecho 
de  importación  por  los  efectos  ó  artículos  que 
*e  introduzcan  del  extranjero,  para  la  construc- 
ción de  los  vapores  de  esta  empresa,  ó  para  lu 
mejora  y  refacción  de  los  establecidos. 

Art.  69  Así  mismo  se  concede  á  la  empresa 
por  el  propio  término  el  derecho  de  corlar  y  usar  'I 
Ubre  de  tfuJo  impuesto  nacional  en  las  tierras  ¡| 
f>ertenec¡entes  á  la  Nación  que  no  estén  ocupa-  | 
das,  la  leña  y  maderas  necesarias  ;  ara  el  ga^to,  ¡ 
construcción  y  reparo  de  los  buques  de  vapor. 

Art.  79  El  empresario  no  p(»drá  exigir  otnís  ;! 
precios  por  trasportes  que  los  que  se  expresan  , 
en  los  números  siguientes  : 

19  Por  cada  carga  de  ocho  arrobas  entre  Ma- 
racaibo y  cualquiera  de  Jos  lugare<j  de  la  ro^tn 
del  lago,  dos  reales :  entre'  Maracaibo  v  San 
Carlos  de  Zulia,  tres  reales?  entre  Maracaibo  y 
Id  Horqueta  por  el  Catatumbo,  cada  carga  de 
diez  arrobas,  tres  reales. 

39  por  cada  pasajero  de  cámara   en  el  lago 
con  mantención,  veinte  reales :  en'tre  Maracaibo 
y  San  Carlos  de  Zulia,  cinco  pesos 
racaibo  y  la  Horqueta,  ocho  pesos. 
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dos  pesos ;  y  tres  entre  Maracaibo  y  la  Hor- 
queta. 

49  Por  cada  caballo,  muía  ó  res  mayor  en  el 
Jago,. tres  pesos:  entre  Maracaibo  y  Zulia  cinco 
pesos  ;  y  seis  entre  Maracaibo  y  la  Horqueta. 

50  Por  cada  burro  en  el  lago,  dos  pesos  ;  en- 
tre Maracaibo,  Zulia  y  la  Horqueta,   tres    pesos. 

Art.  89, Los  precios  por  pasaje  y  fletes  entre 
Maracaibo  y  Jos  puertos  ifstablecidos,  ó  que  se 
establezcan,  Qobre  los  rios  en  territorios  de  las 
provincias  de  Mérida  y  Trujiílo,  no  podrán  ex- 
ceder de  la  tasa  señalada  en  las  ordenanzas  de 
privilegio  expedidas  por  las  Diputaciones  pro- 
vinciales de  aquellas  provincias  en  sus  últimas 
sesiones.  Los  precios  de  pasaje  y  flete  entre  Ma- 
racaibo y  los  puertos  establecidos  ó  que  se  estu- 

I  ble^can  en  territorio  de   Maracaibo,  serán  con- 

j  vencionales  atendida  la  mayor  ó  menor  facijidad 

I  y  distancia  para  la  navegación. 

Art.  99  Las  balijas  públicas  serán   trasporta- 

I  das  por  los  vapores,  gratis,  así  como  los  oficiales 
ó  agentes  diputados  por  el  Gobierno  en  comisión 
del  servicio  público,  con  tal  que  el  número  de 
ellos  no  exceda  de  cincoal  mes.  • 

Art.  10  Los  oficiales  y  tropa  y  los  artículos  de 
cargamento  de  cualquier  naturaleza'.que  sean 
pertenecientes  al  Gobierno,  serán  también  tras- 
portados en  dichos  buques,  á  precicjs  equitativos 
de  pasaje  y  fletes,  convenidos  con  Jas  autoridades 
conripetentes. 

Art.  11.  Las  cuestiones  (jue  se  susciten  sobre 
pérdidas  de  ])rivilegios  por  faltar  el  empresario  á 
algunas  de  las  condiciones  expresadas,  se  resol- 
verán por  la  Corte  Suprema  de  Justicia. 

Art.  12.  Para  el  caso  de  que  el  empresario 
deje  de  establecer  los  vapores  en  el  tiempo  pre- 
fijado en  el  artículo  29,  pagará  la  multa  de  diez 
mil  pesos  fuertes  que  impondrá  el  Poder  Ejecu- 
tivo á  beneficio  de  las  rentas  municipales  de  las 
provincias  de  Maracaibo,  Mérida  y  Trujiílo  p(»r 
iguales  partes,  dan<lo  el  empresario  la  fianza  hi- 
pT>tecaria  respectiva  á  satisfacción  de  la  Secreta- 
ría de  Hacienda. 


89  Por  cada  pasajero  de  cubierta  ó  proa,  en 
el  lago,  ocho  reales :    entre  Maracaibo  y  Zulia 


Art.   13.    El   presente   privilegio  no  altera  ni 

,  contraría  de  modo  alguno  el  contrato   que  en  26 

Ijde  Junio  del  año  de  1 85 1    celebró  el  Poder  Eje- 

!,culivocon   Alfonzo    Kidde,   sobre    el    estableci- 

ij  miento  de  una  línea  de  paquetes    de» vapor  para 

il  la  conducción  de  correos  desde    Ciudad-Bolívar 

hasta  Maracaibo,  Tampoco  impedirá  la  entrada 

;¡  de  otros  buques  de  vapor  en  el  puerto  de  Mara- 

¡1  caibo,   ni  la  carga   para  exportación  que  estos 

entre  Ma-   !  puedan  hacer  en  las  costas  del  lago,  conforme  á 

;|  laJey. 

Dado  en  Caracas  á  23  de  Febrero  de  1863, 
afio  24  deja  ley  y  43  de  ia  independencia.— £1 
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Presidente  del  Senado,  Silvestre  Arzobispo  de 
Caracas. — El  Presidente  de  la  Cámara  de  Re- 
presentantes, José  Sihcrio  González. — El  Se- 
cretario suplente  del  Senado,  G.  Pompa* — El 
Secretario  de  la  Cámara  de  Representantes, 
J.  Padilla. 

Caracas  Marzo  I9  de  1853,  afío  24  de  la  ley 
y  43  de  la  independencia. —  Ejecútese, — J.  G. 
Monágas. — Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica.— Fl  Secretario  de  Estado  en  los  Despa- 
chos del  Interior,  Justicia  y  Relaciones  Exterio- 
res, Ramón  Yépez. 

Yo  Franklin  C.  Gillet,  cindadano  de  los  Es- 
tados Unidos,  residente  en  esta  ciudad,  mayor 
de  veinticinco  años  y  en  el  pleno  goce  de  mis 
derechos  legales,  impuesto  del  privilegio  que'he 
solicitado  y  me  ha  sido  concedido  por  el  Sobera- 
no Congrego  de  la  República  de  Venezuela,  en 
su  decreto  legislativo  de  primero  del  actual,  so* 
bre  navegación  por  vapor  en  el  lago  de  la  pro- 
vincia de  Maracaibo  y  demás  que  en  dicho  de- 
cretóle expresa,  declaro  por  el  presente  do- 
cumento: que  acepto  en  todas  y  cada  una  de 
tus  partes  por  mí  y  mis  sucesores  y  asociados 
dicho  privilegio,  con  todas  las  condiciones,  car- 
gas, deberes  y  excepciones  que  se  me  imponen  y 
conceden  por  él,  obligándome  como  me  obligo 
personalmente  y  por  mis  sucesores  y  asociados 
al  cumplimiento  y  uso  de  uuos  y  otros,  con  en- 
tera sujeción  á  su  tenor  y  letra,  y  ofreciendo 
ademas  en  garantía  le  generalidad  de  mis  bie- 
nes, presentes  y  futuros,  con  renunciación  en 
toda  forma  del  fuero  de  mi  domicilio  y  vecinda- 
rio y  demás  leyes  que  me  favorezcan,  y  sujetán- 
dome en  todo  á  las  del  pais.  Así  lo  digo,  otor- 
go y  fírnio  ante  el  Registrador  de  este  cantón  y 
-  los  testigos  que  suscriben  en  Caracas  Marzo 
ocho  de  mil  ochocientos  cincuenta  y  tres. — JP 
C.  GilUtL 

Oficina  de  Registro^  * 

Car&cas,  Marzo   ocho  de  mil   ochocientos, 
cincuentra  y  tres. 

£1  documento  anterior  fué  leido  y  ñrmado  por 
el  otorgante,  de  cuyo  conocimiento  doi  fé,  ante 
mí  y  lus  Sres.  Fernando  A  Romero  y  Mariano 
Hernández,  testigos  vecinos,  queda  hoy  regis- 
trado al  folio  quince  \uelto  del  protocolo  núme- 
ro once  de  esta  ofícina;  y  no  lleva  sello  por  no 
estar  designado. — El  Registrador,  José  Eugenio 
Moreno. 

MARACAIBO  (ciudad  de,)  Decreto  de  24 
DE  Mayo  de  1855,  cediendo  el  área  del  hos- 
picio de  Capuchinos  á  favor  del  templo  de 
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santa-  Bárbara. 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Repúbfiei 
de  Venezuela,  reunidos  en  Cpagreao. 

Vista  la  solicitud  del  Venerable  Cura  y  otros 
feligreses  de  la  parroquia  de  Santa  Bárbara  de 
la  ciudad  de  Maracaibo,  para  que  se  adjudique á 
dicha  parroquia  el  área  que  linda  con  su  presbi- 
terio, y  que  pertenecía  al  antiguo  hospicio  de 
Capuchinos  de  la  misma  ciudad,  cuya  finca  aun- 
que nada  produce  por  el  estado  de  deterioro  en 
que  se  encuentra,  pertenece  hoy  á  las  rentas  del 
Colegio  nacional  establecido  alíí;  y 

considerando: 

19  Que  el  templo  de  Santa  Bárbara  que  sirre 
de  parroquia  de  este  nombre  en  la  ciudad  de 
Maracaibo  es  sumamente  estrecho,  y  que  nohajr 
otro  terreno  dond«  pueda  extenderse  sino  eUrea 
del  antiguo  hospicio  de  Capuchinos  la  caal  linda 
con  el  presbiterio  del  indicado  templo ;  y 

29  Que  la  área  ya  expresada,  á  la  vez  que  na- 
da produce  á  favor  de  las  rentas  del  Colegio  na- 
cional de  Maracaibo,  á  cuyo  establecinoiento 
pertenece  hoy,  ella  puede 'servir  para  dar  ma.i 
extensión  al  templo  que  se  destinó  para  parro- 
quia de  Santa  Bárbara,  furmándose  un  edificio 
capaz  de  contener  los  ñeles  que  se  congreguen 
en  dicho^emplo. 

decretan: 

Art.  único.  Se  destina  &  favor  del  templo  déla 
parroquia  de  Santa  Bárbara  de  la  ciudad  de  Mara- 
caibo el  área  del  antiguo  hospicio  de  Capuchinos 
que  allí  habia,  con  el  objeto  de  extenderé  dar  mas 
capacidad  al  referido  templo,  cercenándose  por 
consiguiente  esta  linca  de  las  que  frirman  las  rrn* 
tas  del  Colegio  nacional  déla  expresada  ciudad  de 
Maracaibo. 

Dado  en  Caracas  á  18  de  Mayo  de  1855:  año 
26  de  la  ley  y  45  de  la  independencia.— £1  Pre- 
sidente del  Senado,  Juan  Hilario  Obispo  d9 
Mérida^ — El  Presidente  de  la  Cámara  de  Repre- 
sentantes, J,  L.  Arismendi, — El  Secretario  del 
Senado,  J,  A,  Pérez. — El  Secretario  de  la  Cá- 
mara de  Representantes,  J.  Padilla. 

Caracas  24  de  Mayo  de  1855,  affo  26  de  )a 
ley  y  45  de  la  independencia. — Ejecútese— W 
T.  Monágas. — Poc  S.  E.  el  Presidente  de  la 
República. — El  Secretario  de  Estado  en  los  Des- 
pachos del  Interior,  Justicia  y  Relaciones  Exte- 
riores, Francisco  Aranda. 
MARCO   (medida  de   peso)    Véase  Pesos  y 

medidas,  art.  6 
MARGARITA  (isla  de)  Véase.  Blanquilla!/ 

Cubagua, 
MARGARITA  (isia  de.)  Véase.    Colegie  U- 
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eional  de  Margarita,  Escvelas  primarias, 
D.  de  6  de  Abril  de  1648  y  Escuelas  náuticas, 

MARINA  MBRCANTB.     CIRCULAR     DSL  LlBER- 

TABOR  DE  28  DE  JuLio  DE  1828,  pTohiMendo 
do  que  ningún  buque  desembarque  á  la  vela 
pasajeros  ni  equipaje. 

República  de  Colombia.-^Secretaría  de  Estado 
del  Despacho  de  Hacienda. — Sección  3^ — 
Bogotá  á  28  de  Julio  de  1828. — A  los  »eñüres 
intendentes  de  los  departamentos  litorales. 

Ei  intendente  del  departamento  de  Venezuela 
con  fecha  28  del  ultimo  Mayo,  y  bajo  el  número 
S2,  me  inserta  el  acuerdo  de  la  junta  superior 
de  gobierno  de  hacienda  de  8  del  mismo  mes, 
cuyo  tenor  es  ei  siguiente : 

**  Se  dio  cuenta  &  la  junta  de  un  oficio  del  ca- 
pitán del  puerto  del  de  Cabello,  en  que  hace  pre- 
sente á  la  intendencia,  que  habiéndose  presenta- 
do sobre  aquel  puerto  la  goleta  holandesa  Ana 
Catarina,  procedente  de  Curazao,  y  desembarca- 
do porción  de  pasajeros  con  sus  equipajes,  le  bi- 
so pagar  el  derecho  de  toneladas,  atendiendo  á 
la  utilidad  que  produjo  esta  especulación,  pero 
que  no  habiéndose  previsto  este  caso  en  la  ley 
de  la  materia,  es  necesario  que  se  le  instruya  de 
lo  que  deba  observarse  en  lo  sucesivo;  y  tenien- 
do en  consideración  que  un  buque  puede  com- 
poner su  carga,  bien  sea  de  mercancías  ó  de  pa- 
sajeros: que  en  uqo  u  otro  caso  se  verifica  que 
hace  él  tráfico  can  el  lugar  á  donde  se  dirige,  y 
que  esto  no  debe  perñfíiiirse  sino  después  de  ha- 
ber fondeado  en  el  puerto,  para  que  se  prctique 
por  las  aduanas  y  sus  resguardos  las  funciones 
que  les  están  cometidas  por  las  leyes  y  dispo- 
siciones vigentes,  y  que  no  se  defrauden  los  de- 
rechos de  entrada,  anclaje  y  toneladas  y  ios  mu- 
nicipales respectivos,  acordó ;  que  no  se  permi- 
ta á  ningún  buque  que  desembarque  á  la  vela; 
ni  aun  los  pasajeros  y  equipajes  que  traigan,  y 
que  se  prevenga  á  las  aduanas  que  se  pongan 
de  acuerdo  con  los  comandantes  de  marina:  que 
Umpoco  permitan  que  los  que  no  han  de  añilar 
cu  las  bahías,  transiten  por  entre  los  que  están 
fondeados,  por  ser  este  un  abuso  perjudicial  á 
ios  intereses  del  Estado.*' 

S.  E  el  Libertador  Presidente  se  impuso  del 
anterior  acuerdo,  y  ha  tenido  á  bien  en  su  con- 
secuencia aprobarlo  en  todas  sus  parteí,  y  man- 
dar que  se  circule  á  los  departamentos  litoraleii, 
para  que  en  ellos  tenga  su  puntual  cumplimiento. 

Y  lo  digo  á  US.  para  los  fines  consiguientes. 
Dios  guarde  á  US. 

Nicolás  M.  Tanca. 
MARINA  DE  euERHA.    Ley  de  ^3  de  Julio  de 
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1830,  estableciendo  y  organizando  sus  apos- 
toderos. 

£1  Congreso  Constituyente  de  Venezuela : 
considerando  que  á  la  marina  nacional  debe  dár- 
sele una  organización  mas  conforme  á  las  cir- 
cunstancias actuales  de  Venezuela,  que  facilite 
el  servicio  y  disminuya  los  gastos  que  se  consi- 
deran necesarios, 

DECRETA. 

Art,  19  Se  suprime  el  primer  departamento 
de  marina  en  que  por  decreto  de  13  de  Febrero 
de  1827  se  hablan  refundido  el  primero  y  segun- 
do departamento  que  creó  la  ley  de  4  de  Octu- 
bre de  1821,  y  desde  el  dia  de  la  publicacipn  de 
este  decreto  cesará  la  comandancia  general,  la 
mayoría  general,  la  ayudantía  de  su  inspección, 
las  secretarías  de  la  comandancia  general  y  ma- 
yoría general. 

Art.  29  Se  establece  en  Puerto-Cabello  un 
apostadero  de  marina,  y  subsisten  los  apostade- 
ros de  Guayana  y  Maracaibo. 

Art.  39  Ei  comandante  del  apostadero  dt 
Puerto-Cabello  con  dictamen  y  consejo  He  su 
auditor,  y  en  su  defecto,  de  un  letrado,  conocerá 
de  las  causas  de  presas,  y  represas  y  piraterías 
y  otros  crímenes  cometidos  en  alta  mar,  cuyas 
sentencias  se  consultarán  á  la  Corte  Superior  de 
Caracas  para  su  aprobación,  revocación  ó  refor- 
ma hasta  que  la  ley  disponga  otra  cosa. 

Art.  49  Todos  los  casos  que  ocurran  en  estas 
materias  en  los  demás  apostaderos  se  resQjver&ii 
por  los  comandantes  de  marina  con  dictamen  de* 
letrado,  y  con  la  misma  sujeción  á  la  Corte  Su- 
perior de  Caracas  indicada  en  el  artículo  an- 
terior. 

Art.  59  El  apostadero  de  Guayana  compren- 
derá ambas  riberas  del  Orinoco,  todas  las  bocas 
del  mar  y  las  costas  de  barlovento  y  sotavento, 
hasta  la  punta  llamada  Morro-viejj),  que  forma 
la  boca  grande  :  ei  apostadero  de  Puerto-Cabello 
desde  la  punta  dicha,  todas  las  costas  de  las  pro- 
vincias de  Cumaná,  Barcelona,  (caracas.  Cara- 
bobo,  Coro  hasta  el  cabo  tle  San  Róman  y  la  isla 
de  Margarita ;  y.  el  apostadero  de  Maracaibo 
comprenderá  desde  el  cabo  de  San  Román  todas 
Ins  costas  de  las  provincias  de  Coro  y  Maracaibo 
y  el  lago  de  este  nombre. 

Art.  69  El  comandante  del  apostadero  de 
Puerto-Cabello  tendrá  un  secretario,  que  lo  será 
un  oficial  del  cuerpo  de  la  clase  de  subalterno, 
que  á  la  vez  ej'^rcerá  las  funciones  de  oficial  de 
órdenes,  y  lo  elegirá  y  propondrá  la  comandan- 
cia del  apostadero.  Este  secretario  será  dotado 
con  dos  escribientes  con  la  denominación  de  pri- 
jmero  y    segundo,  cuyas  plazas  »erán  servidas 
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por  oficiales  subalternos  ó  por  aspirantes  de 
marina. 

•  ^  único.  Si  por  falta  de.  oficiales  6  aspirantes 
no  pudiere  dotarais  la  secretaría  de  la  comatidan- 
cia  coTno  se  dispone  en  este  artículo,  se  destina- 
ran provisoriamente  amanuenses  particulares,  y 
en  este  caso  gozará  el  amanuense  primero  la 
asignación  de  treinta  pesos,  y  el  segundo  la  de 
veinticinco  pesos.  Estas  plazas  provisorias  cesa- 
rán en  el  momento  que  haya  oficiales  con  que 
reemplazarlas. 

Art.  79  Las  secretarías  de  Maracaibo  y  Gua- 
yana  serán  dotadas  con  un  escribiente,  cuya  pla- 
za será  servida  por  un  oficial  subalterno  del 
cuerpo,  y  mientras  se  provee,  se  destinará  pro- 
visoriamente una  persona 'particular  con  la  asig- 
nación de  treinta  pesos,  siendo  del  cargo  de  los 
comandantes  de  dichos  apostaderos  el  despacho 
de  sus  secretarías. 

Art.  89  Los  comandantes  de  Jos  apostaderos 
se  entenderán  directamente  con  la  secretaría  de 
marina  sobre  todos  los  negocios  de  servicio  y 
economía  en  que  antes  se  entendian  con  la  co- 
mandancia general  del  primer  departamento  ó 
mayoría  general,  y  sobre  que  estas  dos  oficinas 
se  entendian  con  el  Gobierno.  Los  comandantes 
de  los  apostaderos  serán  por  ahora  capitanes  de 
los  puertos  de  Maracaibo,  Puerto-Cabello  y  An- 
gostura. 

Art.  99  Se  suprimen  los  sueldos  de  maestros 
miyores  de  carpintería,  maestros  mayores  cala- 
f ites,  ayudantes  de  contramaestres  de  construc- 
ción y  maestros  de  toneleros  en  los  apostaderos 
en  que  pe  estén  pagando  como  plazas  fijas. 
Cuando  se  necesite  alguna  obra  se  hará  por  con- 
tratas en  que  intervendrán  los  comandantes  de 
los  apostaderos,  los  tesoreros  en  calidad  de  co- 
misarios y  los  gobernadores  ó  jefes  que  hagan 
sus  veces  en  aquel  lugar,  y  no  se  ejecutarán  sin 
la  aprobación  del  Gobierno.  Solo  en  los  casos 
de  urgencia  se  procederá  á  la  obra,  debiendo  el 
Gobierno  ó  jefe  que  le  represente  librar  la  orden 
para  que  se  abonen  los  gastos  de  urgencia,  pero 
siempre  se  consultará  al  Gobierno  para  obtener 
la  aprobación. 

Art.  10.  La  Tesorería,  Administración  de 
Aduana  de  Puerto-Cabello,  la  Tesorería  de  ejér- 
cito y  hacienda  de  Maracaibo,  y  la  Tesorería 
Administración  de  Aduana  de  Angostura  ejerce- 
rán las  funciones  de  comisarías  de  marina  de  los 
resec  ti  vos  apostaderos. 

.  Art.  11.  Para  el  servicio  del  almacén  de  Puer- 
to-Cabello subsistirá  un  guarda-almacen  con  el 
sueldo  de  quinientos  pesos  al  año,  y  con  las  mis- 
mas funciones  que  Je  detalla  el  reglamento  de 
arsenales  de  30  de  Octubre  de  1822.  Los  efectos 
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de  marina  que  existan  en  Maracaibo  y  Guayaqa. 
se  pondrán  al  cargo  del  guarda^almacen  de  la 
plaza,  quien  los  despachará  en  virtud  de  lasór- 
denes.  del  comandante  del  apostadero  con  inter- 
vención  del  tesorero  6  comisario  de  marina  pra- 
cediendo  las  formalidades  prevenidas  en  el  da- 
decreto  citado. 

Art  12  Los  tesorero's  comisarios  de  marÍDi 
de  que  habla  el  artículo  10,  harán  formarinven- 
taño  de  las  existencias  de  géneíos  y  efectos  en 
sus  respectivos  apostaderos,  y  valorados  con  el 
conocimiento  del  comandante  del  aposUdero,  les 
darán  entrada  en  sus  libros,  y  menaualmeniesa 
harán  dar  por  el  guarda-alraacen  general  6  por 
el  encargado  de  los  efectos  de  marina,  un  esta- 
do  demostrativo  de  las  entradas  y  salidas  qm 
hubiesen  ocurrido  en  todos  géneros  y  efectos,  y 
cada  cuatro  meses  ia  cuenta  respectiva  de  so 
manejo. 

Art.  13.  el  dia  de  la  publicación  de  este  de- 
creto se  cortarán  las  cuentas  de  la  comisaría  de 
marina  del  primer  departamento,  y  desde  el 
mismo  dia  correrá  la  contabilidad  de  este  ramo 
en  cada  apostadero  al  cargo  y  responsabilidad 
de  los  tesoreros  comisarios. 

Art.  14.  Se  asignarán  para  gastos  de  escrito- 
rio de  las  secretaiíds  de  los  apostaderos  doce 
pesos  mensuales  á  la  de  Puerto-Cabelío.  y  ocho 
pesos  á  las  de  iVJaracaibo  y  Angostura, 

Art.  15.  Todos  los  empleados  que  existen  en 
la  parte  administrativa,  y  á  qtiienes  no  se  les 
señalen  funciones  por  el  presente  decreto,  cesa- 
rán en  sus  destinos:  así  mismo  se  aprime  el 
sueldo  de  escribano  de  marina. 

Art.  16.  Quedan  derogadas  todas  las  disposi- 
ciones que  sean  contrarías  al  presente  decreto, 

Art.   17.   Comuniqúese     al    Poder    Ejecutiro 
para  que  disponga  su  cumplimiento, 
^  Dado  en  el  salón  del  Congreso,  Valencia  22 
de  Julio  de  1830— El  Presidente,  José  Vargas. 
El  Secretario,  Rafael  Ácevedo. 

Valencia  Junio  523  de  1830.— Corauníqücsa 
para  su  observancia—El  Jefe  del  Estado,  José 
A.  Páez — PorS.  E.el  Jefe  del  Estado.-El 
Secretario  de  marino,  Francisco  Carabaño. 

MARINA    DE  GUERRA.  LEY  DE   16.0E  ABRIL  M 

ISli  organizándola — refórmala  de  16  de 
Junio  de  1831,  pásrina  141  del  cuerpo  com-. 
prensivo  de  las  dé  ese  año^  y  93,  número  9ft 
del  cuerpo  de  1851. 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Co»- 
greso, 

CONSIDERANDO  : 

Que  la  ley  de  15  de  Junio  de  1831,  sobre  or- 
ganización de  la   marina  militar  del  Estado 
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mientras  se  acuerdadla  ordénanra  correspon- 
diente, requiere  alguna  reforma  para  el  mejor 
•Mrvicio  público  en  ei  mismo  ramo  • 

DECRETAN  : 

Art.  19  El  orden  de  las  graduaciones  milita- 
res de  la  marina  es  el  siguiente:  capitán  de 
navio :  capitán  de  fragata  :  primer  teniente  : 
se^^undo  teniente :  guardia-marina. 

Alt.  29  Para  ingrerjjir  en  la  marina  en  clase 
de  guaniia-marina,  se  necesita  haber  hecho  el 
curso  en  las  escuelas  náuticas  del  Estado,  ó  es- 
tar impuesto  en  las  materias  que  en  ellas  se  en»- 
señan,  previo  el  examen  en  el  apostadero  dou' 
de  corresp<»nda. 

•Art.  89  El    Podei  Ejecutivo  no  podrá  hacer 
promociones,   sino  para  llenar  las  vacantes    que 
ocurran,    en  cuyo  caso  observará  lo    siguiente: 
para    ser  promovido  á  la  clase  de  segundo    te- 
niente,  es  preciso  haber  navegado  cuatro   años 
en  los  bajeles  de  guerra  en  clase  de  guardia  mari- 
na, y  despueálcom probar  sti  aptitudy  buena  con- 
ducta  por   medio    de  certificaciones  de   los   co- 
mandantes   con   quienes   haya    navegado.  Para 
ser  ascendido  á  primer  teniente  se  necesita  ha- 
ber  navegado    cuatro   años   en   los    bajeles    de 
guerra  en  clase  de   segundo  teniente,  y  obtener  I 
los  documentos  que  acrediten  su  aptitud  y  bue- 
na conducta.    Para  ser  ascendido  á  la  plaza    de  ¡ 
capitán    de  fragata  se  necesita  haber  navegado  1 
tres  arios    en  los  h^^jeles  de  guerra  en   clase   de  | 
primer  teniente,  y  haber  obtenido  por  lo  menos  ' 
por  un  año  el  mando  de  algún  bajel,  y  compro-  1 
bar  por  medio  de  las   certificaciones  expresadas  ' 
su   aptitud  y   conducta.  Para  ser  ascendido  ni  ¡ 
grado  superior  de  en  pitan   de  navio,  se  hace  ne- 
resariu   haber  navegado  cuatro  años  en  los   ba- 
jeles  de  guerra  en  la  clase   de   comandante  de 
ellos,   precediendo   los  documentos  de   los   co- 
mandantes  de  los  apostaderos  á  que   pertenez- 
can, y  que  acrediten  su  aptitud  y  conducta. 

Art.  49  Los  sueldos  de  estos  empleados  son 
los  siguientes :  capitán  de  navio,  160  pesos  al 
mes;  capitán  de  fragata,  115:  primer  teniente, 
60:   segundo  teniente,  40  :    guardia  marina,  12. 

Art.  59  El  Ejecutivo  podrá  nombrar  practi- 
cantes de  cirugía  para  los  buques,  en  los  casos 
que  los  juzgue  necesarios,  con  el  sueldo  de  30 
pesos,  con  presencia  de  sus  dotaciones. 

Art.  6.  ^  Los  comandantes  de  buques  de  guer- 
ra tendrán  30  pesos  de  gratificación,  y  20  los 
demás  oficiales  de  dotación  en  ellos. 

§  único.  Sí  las  embarcaciones  armadas  per- 
manecen en  los  apostaderos  estacionadas»  ó  en 
cualquiera  otro  puerto  habilitado,  por  convenir 
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así  al  servicio  ú  otro  motivo,  los  comandanteB  y 
oficiales  de  ellas  no  percibirán  sino  la  mitad  de 
las  gratificaciones  antes  expresadas. 

Art.  7.  ®  Ningún  otro  individuo  embarcado, 
que  no  sea  oficial  de  dotación  en  el  buque,  ten- 
drá gratificación. 

Art.  8.  ®  Todo  individuo  embarcado  de  dota- 
ción en  los  bajeles  de  guerra,  tendrá  una  ración 
diaria  de  armada. 

§  único.  El  Poder  Ejecutivo  determinará  cual 
sea  esta  ración,  arreglándose  á  las  costumbres 
del  pais,  y  á  las  necesidades  del  mar. 

Art.  9.  ®  En  la  riase  de  marinería  se  crean 
las  siguientes  plazas :  primer  contramaestre, 
segundo  contramaestre,  marinero  de  primero 
clase,  marinero  de  segunda  clase. 

Art,  10.  La  maestranza  de  it»s  bajeles  de 
guerra  se  reduce  á  carpintero  y  caiafaies. 

Art.  1  ].  Los  .sueldos  de  los  empleados  de  que 
hablan  los  artícjiíios  anteriores,  son  los  siguien- 
tes: primer  contramaestre  16  pesos,  segundo 
contramaestre  12,  marineros  de  primera  clase 
10,  marineros  de  segunda  clase,  8,  carpinteros 
12,  calafates  12. 

Art.  J2.  Todo  individuo  de  marina  y  maes- 
tranza embarcado  de  dotación  en  los  bajeles  de 
guerra,  tendrá  ai  año  un  vestuario,  compuesto  de 
dos  camisas,  dos  pantalones,  un  sombrero,  un 
gorro  y  una  frazada. 

Art.  13.  Para  que  las  clases  de  marinería  y 
maestranza  tengan  ios  goces  que  se  Herí  señala- 
do, es  preciso  que  estén  emburrados  en  los  ba- 
jeles de  guerra  que  señala  ei  Congreso,  ó  en'los 
desarmados  que  existan  en  los  puertos. 

Art.  14.  El  Gobierno  podrá  destinar  en  ios 
bajeles  de  guerra  que  crea  convenientes,  en  vis- 
ta de  sus  dotaciones,  la  pequeña  guarnición  de 
infantería  que  corrt  -►ponda  y  que  puede  sacar 
del  ejército  permanente. 

§  único.  Los  sargentos,  cabos  y  soldados  de 
infantería  embarcados,  tendrán  los  mismos  fuel- 
dos  y  vestuarios  que  en  el  ejército,  y  la  racic^n 
de  armada. 

Art.  15.  Solo  habrá  capitanes  de  puerto,  en 
los  puntos  de  Guayána,  Gumaná,  Guaira,  Puer- 
tocabelio  y  Maracaibo ;  cuyos  destinos  serán 
desempeñados  por  oficiales  subalternos  de  mari- 
na en  Gumaná  y  la  Guaira,  siéndolo  en  Goaya-, 
na,  Puertocabello  y  Maracaibo  por  los  coman- 
dantes de  estos  apostaderos. 

^1.®  Pero  si  hubiere  jefes  licenciados  de 
marina  que  quieran  y  puedan  servir  las  ca« 
pitanías  de  puerto  de  Gumaná  6  la  Guaira,  se* 
rán  para  ello  preferidos,  goleando  entonces,  ade- 
mas de  la  tercera  parte  del  sueldo   quQ.tengan 
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por  la  lejr,  uno  igual  al  de  primer  teniente  de 
marina. 

^  2.  ^  En  los  demás  puertos  habilitados  de  la 
República  se  desempeflarán  las  funciones  de  la 
capitanía  de  puerto  por  Jos  empleados  de  las 
respectivas  aduanas  que  designe  el  Gobierno,  los 
que  gozarán  entonces  de  los  emolumentos  se- 
fiálados  á  loscapi tañes  de  puerto. 

Art.  16.  Los  comandantes  de  los  apostaderos 
marítimos  y  los  capitanes  de  puerto,  ejercerán 
sus  destinos  por  cuatro  años,  y  ni  el  Poder  Eje- 
cutivo, ni  las  autoridades  superiores  militares 
podrán  deponer  de  sus  respectivos  empleos,  ni 
mandos  jurados,  á  los  que  los  desempeñan,  sino 
con  las  formalidades  establecidas  por  la  Consti- 
tución y  las  leyes. 

Art.  17*  Los  marineros  desde  capitán  de  navio 
hasta  guardia  marina,  vestirán  el  uniforme  si- 
guiente :  casaca  y  calzón  azul  turquí  con  solapa, 
cuello  y  vueltas  de  lo  mismo  y  botón  de  an- 
cla en  Jas  solapas,  vueltas,  carteras  y  faldillas, 
chupa  bJan^  con  botones /Je  ancla  en  las  sola- 
pas y  carteras,  corbata  negra,  espada  ceñida, 
sombrero  apuntado  con  la  escarapela  nacional,  y 
con  el  galón  de  oro  los  jefes,  y  sin  él  los  subal- 
ternos. Sus  divisas  militares  serán  las  siguien- 
tes :  el  capitán  de  navio  dos  charreteras  de  ca- 
nelpn  de  oro  :  el  capitán  de  fragata  una  charre- 
tera de  canelón  á  la  derecha  y  una  espoleta  á  Ja 
izquierda  LVel  primer  teniente,  dos  charreteras 
de  hilo  de  oro  ;  el  segundo  teniente,  una  charre- 
tera de  canelón  de  oro  en  el  hombro  derecho  ; 
el  guardia-marina  dos  espoletas  de  paño  con  vi« 
vos  de  oro. 

^  fínico.  Todos  los  demás  individuos  que  sir- 
van en  la  marina  de  guerra  deberán  usar  boto- 
nes de  ancla. 

Art.  18.  Para  los  casos  que  puedan  ocurrir  en 
la  práctii'a  respecto  á  la  correspondencia  entre 
los  grados  de  los  oficiales  de  ejército  con  los  de 
la  marina  se  declara  Jo  siguiente  : 


Orados  militares  en  la  marina. 

Capitán  de  navio 

Capitán  de  fragata.... 

Primer  teniente 

Segundo  teniente 

Guardia-marina 


Equivalen  en  el  ejére. 
Coronel  vivo. 
Primer  com.  idem. 
Capitán  ídem. 
Teniente  idem. 
Aspirante  idem. 
Art.  19.  Se  deroga  la  ley  de  15  de  Junio  de 
1831  sobre  organización  de  la  marina   nacional. 
Dada  en  Caracas  á  13  de  Abril  de  1844,  año 
15.  ®  de  la  ley  y  34.  ®  de  la   independencia. — 
El  presidente  del  Senado,  Jo9é  Marta  de  Hér es. 
— El   presidente  de  la  Cámara  de  Representan- 
tes,  Meinto  Gvtiérrez. — El  secretario  del  Se- 
nado,   José  Ángel  Freyre.    El  secretario  de  la 


Cámara  de  Representantes,  Juan  Antonio  ?«. 
rez. 

Caracas  16  de  Abril  de  1844,  año  15.  de  la 
ley  y  34.  ®  de  la  independencia.— Ejecútese.- 
Carlos  Souhlette.'-Ptir  S.  E.— El  SecieUriode 
Estado  en  los  despachos  de  Guerra  y  Marina, 
--Rafael  Urdaneta  (*) 
MARINA  DEousRRA  En  cada  afío  se  decreta 
^^  correspondiente.    Véase  Fuerza  marítinia, 

MARINA   DE.  GUERRA.  DECRETO  DE  7  DB  HAYO 

DE    1836  ordenando   la  venta  de  los   hupu 
que  no  sean  necesarios. 
El  Senado  y  Cámara  de  Reprcsentantcadela 
República    de  Venezuela  reunidos  en  congrego 

DECRETAN.  • 

Art.  I  o  El  Poder  Ejecutivo  procederá  á  la 
venta  de  los  buques  del  Estado  que  no  estime 
necesarios  para  el  servicio  publico. 

Art.  29  Para  que  tenga  efecto  esta  disposi- 
ción, se  avisará  la  venta  anticipadamente  al  pú- 
blico, dándoselas  noticias  que  ¡fuedanimpor* 
tar  á  los  compradores.  EHa  tendrá  lugar  en  pú- 
blico remate  en  el  dia  y  lugar  que  designe  el 
Poder  Ejecutivo,  en  presencia  de  la  junta  eco- 
nómica  de  hacienda  respectiva  ,  y  con  aproba- 
ción del  Gobierno. 

Art.  39  La  venta  de  los  buques  y  sus  cargos 
se  hará  de  uno  en  uno  en  dinero  efeetiro  ó  cré- 
ditos radicados  en  las  aduanas  ó  tesorería,  y  se 
dará  la  buena  pro  en  favor  d^l  que  hiciere  mejor 
postura:  todo  ajuicio  del  Poder  Ejecutivo. 

Art.  49  Los  expedientes  de  remate,  ae  diri- 
girán al  Secretario  de  Hacienda  junto  con  ios 
créditos  amortizados,  para  que  se  publiquen efl 
extracto  por  la  GacetH. 

Dado  en  Caracas  á  6  de  Mayo  dél836,7?(ie 
Ja  ley  y  26  de  Ja  independencia.— El  presiden- 
te del  Senado,  Ignacio  Ferjumdez  PthcL,—^ 
presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Pedro  Quintero. — El  secretario  del  Senado,  Kú- 
fael  Acebedo, — El  diputado  secretario  de  la  Cá- 
mara de  Representantes,  J.  A.  Peres, 

Caracas  Mayo  7  de  1836,  79  y  269.— Ejecú- 
tese.— El  Vicepresidente  de  la  República  encar- 
gado del  Poder  Ejecutivo,  Andrés  Narvarte»- 
Por  S.  E. — El  Secretario  interino  de  Guerra,  y 
Marina,  Francisco  Hernaiz. 

(*)  Análisis  comparativo  de  las  leyes  de  15  ¿< 
Junio  de  1831  y  16  de  Abril  de  1844  solrt 
marina  de  guerra. 

La  sola  diferencia  entre  ambas  es,  qne  la  primemC^  ^^ 
del  artículo  16)  solo  concedía  á  los  jefes  ncendad(«J>« 
marina,  que  desempeflarán  las  capitamas  de  pnerto  de  ta- 
maña ó  la  Guaira  la  tercera  parte  del  sueldo  qoe  »  '^J 
les  señalaba ;  y  la  segunda  les  acordó  ademas  de  el»  "" 
sueldo  igual  al  d«  primer  teniente  de  marina. 
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MARINA  DB  GD£RRA    Yéase  Guardalmacenes 
ó  guarda-parques  de  artillería. 

MARINA  DE  OUKRRA.   DECRETO  EJECUTIVO    DE 
COLOMBIA  DB  15  DB  DICIEMBRE  DB     18%    (/«- 

clarando  vigentes  en  la  república  las  orde- 
nanzas de  1 793,  y  sus  adiciones,  y  no   las  de 
1802  derogadas  por  la  orden  de  Í8ü0. 
Francisco  de  Paula  Santander  general    de 
división  de  los  ejércitos  de  Colombia,    vicepre- 
Bidente  de  la  República  encargado  del  poder 
ejecutivo  etc.  etc. 

Habiéndose  suscitado  dudas  entre   el    coman- 
dante general   de   ia  escuadra   de   operaciones, 
que  ae  reúne  en  Cartajena  y  el   comandante  ge- 
neral de  marina  del  tercer  departamento   sobre 
cual  de  las  ordenanzas  de  marina  de  1793  y  1802 
debia  conservarse  en  observancia ;  vistos  los   in» 
formes  que  se  han  evacuado  por  parte  de  la  co- 
mandancia general  de  marina  con  remisión    de 
un  cuaderno  impreso  en  Madrid  en  180«7  de   or- 
den del  Príncipe  generalísimo  almirante  con  el  tí- 
tulo de  Resumen  de  las  aclaraciones,  alteracio- 
nes ó  novedades  resultantes  de  reales  ordenes 
en  las  ordenanzas  generales  de  la  armada  na- 
9alf    del   cual   resulta  que  por  real  orden  de  21 
de  Setiembre  de  lb06  mandó  suspenderla  obscr- 
Yancia  de  la  ordenanza  naval  del  año  de  1802  y 
que  se  observen  las  ordenanzas  generales  de    la 
armada  del  aüo  de   1793  con   sus   adiciones;  y 
considerando  :  10  que  la  ley  del  congreso  cons- 
tituyente  de  14  de  Octubre  de  1821  creando  una 
dirección  de  marina,  parece  haberse  referido   á 
iaa  ordenanzas  de  1793  que  son  las  que   hablan 
de  estetfmpleo,  y  por  consiguiente  las  que  quiso 
que  se  continuaran  observando  :  20  que  en  vir- 
tud de  la  real  orden  de  1806  quedaron   insubsis- 
teotes  las  ordenanzas  navales  de  1802,  y  no  po- 
dría entonces  referirse  á  ellas  nuestra  citada  ley 
de  1621,  pues  una  autoridnd  legítima  para  este 
pais  las  habia  derogado :  y  3?  que  la  fecha  de 
1806  no  está  incluida  en  la  que   declaró  la  ley 
de  U  de  Muyo  de  1824  para  que  no  se  considera- 
sen como   leyes  vigentes  las  cédulas,  á  órdenes 
emanadas  del  Gobierno   español :— declaro   en 
ejecución  del  artículo  188 de  la  Constitucionj  que 
en  Ja  República   no  pueden  considerarse  vigen- 
tes las  ordenanzas   navales   españolas  de    lb02 
derogadas  por  la  orden  de  21   de  Setiembre  de 
1806,  sino  las  ordenanzas   generales   de  1793  y 
ans  adiciones  en  cuanto  no  se  opongan  alas  leyes 
fundamentales,  y  demás   decretos  y  leyes  del 
Congreso,  y  reglamentos   del   Poder  Ejecutivo 
expedidos  con  ia  competente   autorización   del 
legislativo. — El  Secretario  de  Estado  del  Despa- 
cho de  Marina  y  Gueria  queda  encargado  de  la 
ejecttcion  de  este  decreto,  cooiunicándolo  á  quie^ 
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nes  corresponda,  y  circulándolo  á  todas  las  au- 
toridades de  la  Kepáblica. 

Dado,  y  firmado  de  mi  mano  en  el  palacio  del 
Gobierno  en  Bogotá  6  16  de  Diciembre  de  1825. 
Ib^^Francisco  de  P.  Santander.-El  Secre Urio 
de  Estado  del  D.  de  Marina,  Carlos  Soublele. 

MARINA      PE    OCfiRKA.     DECRETO    EJECUTIVO 

DB  16  DB  JUNIO  DB  \ 83 \  Jijan do   la  dotación 
y  raciones  de  los  buques, 
Diego  Bautista  Vrbaneja,    Vice-presidente  de 
la  República  de  Venezuela  encargadi^  del 
Poder  Ejecutivo,  ^. 

CONSIDERANDO. 

19  Que  por  el  decreto  del  Congreso  de  4  de 
Junio  \ie  este  año  deben  fijarse  las  dotaciones 
que  corresponden  á  los  bajeles  de  guerra. 

29  Que  para  la  economía  y  buen  orden  es 
preciso  fijar  la  dotación  material  de  cada  bajel 
de  los  armados ;  y 

39*Q"«  la  l«'y  orgánica  de  marina  autoriza  al 
Gobierno  para  sefialar  la  ración  de  armada,  he 
venido  en  decretar,  y 

DECRETO. 

Art.  1?  La  goleta  independencia  apostada  enPuít- 
to-Cabello  tendrá  la  siguiente  dotación  personal. 
1   Primer  teniente  comandante. 
'2  Segundos  tenientes    uno  de   ellos  en- 
cargado d^l  detal. 
4  guardiamarinas. 
1   practicante  de  cirujía. 
1  contramaestre. 
1  carpintero. 
I   calafate. 

1   sárjente  29  de  infantería. 
•  2  cabos  19  y  29  de  id. 
10  soldados. 

16  marineros  de  1&  clase. 
20  id.  de  2a  ¡d. 


60. 


La  goleta  Puertd-Cabello  apostada  en  Puerto- 
Cabello  tendrá  la  siguiente. 

1  primer  teniente  comandante. 
1  segundo  teniente  encargaik»  del  detal. 
3  guardiamarinas, 
1  practicante  de  cirujía. 
•    I  contramaestre. 
1  carpintero. 

1  calafate. 

2  cabos  19  y  29  de  infantería. 
S  soldados. 

10  marineros  de  primera-clase. 
16  id.  stguada  id. 


45. 
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La  goleta   Libertad   apostada   en   Maracaibo 
tendrá  igual  fuerza  que  la  goleta  Puerto-Cabello 
La  balandra  Ca'rabobo  del  apostadero   de  Ma- 
racaiboy  tendrá  la  siguiente 

1  segundo  teniente  comandante. 
1  id  id.  encargado  del  detal  • 

3  guardia  marinas. 
1  contramaestre. 

1  carpintero- 

1  calafate. 

1  cabo  segundo  de  infantería. 

4  soldados. 

6  marineros  1.   clase. 
12        Ídem     2    idem 


31 


Las  balandras  San  Félix  y  Angostura,  del 
apostadero  de  Guayana,  tendrán  igual  fuerza 
que  la  Carabobo.  * 

La  caladora  xlyacucho  del  apostadero  de 
Guayana,  tendrá  la  siguiente. 

1. segundo  teniente  comandante. 
8  guardiamarints  (upo  de  ellos  encargado  del 
detal.) 

1  contramaestre  segundo. 

4  marineros  primera  clase. 

16  ídem  segunda  idem. 

"^ 

Art.  2.  Los  buques  desarmados  de  Puerto - 
Cabello  tendrán  la  siguiente 

La  fragata  Cundinamarca 
1  segundo  teniente. 
1  calafate : 
18  marineros  segunda  clase. 

20 

La  corbeta  Ceres 
4  marineros  segunda  clase. 

La  corbeta  Úrica. 
4  marineros  segunda  clase. 
El  bergantín  Pichincha 
4  marineros  segunda  clase. 
Los  tres  bergantines,  tres  pailebotes  y  la  no- 
chera guaireña. 

]  marinero  segunda  ciase. 
Para  la  supervigilancia  en   el  cuido  y  aseo  de 
la  Ceres,  Úrica,  Pichincha,  Pailebotes,  Flechera, 
y  Ponches,  se  nombra  un  segundo  teniente. 

Los  buques  desarmados  en  Maracaibo  ten- 
drán la  siguiente 

La  goleta  Atrevida,  cañoneras  Beloná,  Zulla, 
Intrépida  y  Muía,  y  Ia«  flecheras  Vengadora^ 
Fomai  y  Santo  Domingo. 


MAR 


5  marineros  de  segunda  clase. 
Se  destina   para  la  superTÍgilancia  y  cuido 
de  los  buques  desarmados  en  Maracaibo,  un  se- 
gundo teniente. 

Art.  3.  En  los  bajeles  de  guerra  armados  se 
admitirán  hasta  seis  jóvenes  aventureros  que 
tendrán  solamente  el  goce  de  la  ración,  y  abier- 
ta  la  carrera  de  la  arma. 

Art.  4.  Las  dotaciones  personales  de  los  h- 
jeles  armados  y  desarmados  no  podrán  ser  al- 
terados  sin  previa  orden  del  Gobierno  :  las  que 
fuesen  sin  este  requisito,  no  serán  pagadas  por 
los  respectivos  tesoreros. 

Art.  6.  Las  dotaciones  de  los  bajeles  de  guer- 
ra  serán  precisamente  ajustadas  y  pagadas  ca> 
da  tres  meses  por  sus  respectivos  apostaderos,  y 
recibirán  exactamente  cada  aílo  el  vestuario  que 
le  corresponde  por  leí. 

Art.  6.  Los  marineros  embarcados  en  los  ba- 
jeles de  guerra,  prestarán  su  servicio  solo  por 
cuatro  aflús,  al  cabo  de  los  cuales  serán  licencia- 
dos y  reemplazados  en  sus  apostaderos  en  los 
términos  que  la  ley  previene. 

Art.  7*  Quedan  autorizados  los  comandantes 
de  los  apostaderos  para  que  á  propuesta  de  los 
comandantes  de  los  bajeles  de  guerra,  concedan 
los  ascensos  comprendidos  entre  marineros  de 
primera  clase  y  primer  contramaestre,  siempre 
que  haya  vacantes,  según  la  fuerza  que  se  se- 
ñala por  este  decreto. 

Art.  8.  4j08  buques  de  guerra  que  por  decre- 
to quedan  armados,  tendrán  su  dotación  mate- 
rial en  estos  términos. 

Cargo  del  Contramaestre. 
£1  contramaestre  tendrá  á  su  cargo  dos  jue- 
gos de  jarcia,  uno  pendiente  y  otro  de  repuesto, 
dos  juegos  do  toda  la  maniobra  de  labor,  uno 
pendiente  y  otro  de  repuesto  ;  dos  juegos  de 
velas,  uno  pendiente,  y  otro  de  repuesto ;  dos 
cables  ó  cadenas :  dos  calabrotes  :  dos  nnclai 
grandes,  y  una  pequeña:  la  aguada,  vacijería, 
toldos,  mangueras,  lastre  y  sahorra  que  corres- 
ponda á  cada  bajel. 

Estará  á  cargo  de  un  guardia-marina  el  de) 
condestable,  y  tendrá  bajo  su  respon^^abilidad  lo 
siguiente. 

Cargo  del  Condestable. 
Cien  tiros  de  pólvora  encartuchados  por  cada 
cañón  de  los  que  pertenezcan  al  bajel :  ochenta 
balas  por  cada  cañón  :  quince  tiros  de  metralla 
por  cada  id.  y  cinco  de  palanquetas  por  id  :  dos 
juegos  de  armas  completos  para  la  artillería  de 
cada  bajel :  dos  juegos  de  armas  completos  pa- 
ra la  guarnición  de  infantería  qne  corresponde 
á  cada  bajel :  dos  pistolas,  un  chuso,  una  ba- 
chuela  de  abordaje,  un  sable  y  nna  canana  para 
cada  hombre  de  los  de  dotación  en  el  bajel: 
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doscientos  tiros  embalados  de  fusil  por  éada  uno 
de  los  que  se  sefialen  de  dotación  :  cincuenta 
tiros  embalaélos  de  pistola  por  cada  uno  de  los 
de  dotación  :  la  pólvora  necesaria  para  cebar  y 
los  mixtos,  cohetes,  mechas  y  faroles  necesarios 
para  cada  buque. 

Cargo  del  Piloto* 

Estará  á  cargo  de  un  guardiamarina  el  de  pi- 
loto y  tendrá  bajo  su  responsabilidad  lo  siguien- 
te. 

Dos  juegos  de  compases  de  vitácora,  un  an* 
teojo,  un  barómetro,  un  juego  de  cartas  mari- 
nas, dos  juegos  de  ampolletas,  correderas  y  es- 
candalosas, y  loa  mas  instrumentos  ópticos  y 
marinos  que  posea  hoy  cada  bajel,  y  las  ban- 
deras y  gallardetes  nacionales  y  extranjeros,  y 
aquellas  de  señales  que  fuesen  necesarias. 
Cargo  del  Cirujano. 

El  practicante  de  cirujía  tendrá  bajo  su  car- 
go y  responsabilidad  lo  siguiente. 

Una  caja  completa  de  cirujía,  los  vendajes  .ó 
hilas  necesarias,  y  e]  pequeño  botiquín  que  pue- 
da necesitar  cada  bajel. 

Cargo  del  Carpintero* 

El  carpintero  tendrá  bajo  su  cargo  y  respon- 
sabilidad lo  siguiente. 

Una  caja  completa  de  las  herramientas.de  su 
oficio,  y  la  madera  de  repuesto  que  hubiese  á 
bordo. 

Cargo  del  calafate. 

El  calafate  tendrá  bajo  su  cargo  y  responsa- 
bilidad lo  siguiente. 

Una  caja  completa  de  las  herramientas  de  su 
oficio,  dos  juegos  completos  de  bombas,  y  la  es- 
topa, brea,  alquitrán  y  sebo  que  necesite  cada 
bajel. 

Se  señala  para  cada  una  de  las  goletas  arma- 
das una  lancha  y  dos  botes  con  todos  sus  ense- 
res y  proporcionados  al  buque  que  se  destinan. 

Las  balandras  tendrán  una  lancha  y  un  bote 
con  todos  sus  enseres,  y  bajo  la  proporción  an- 
terior. A  la  caladora  Ayucucho  se  le  señalan 
dos  largas  curiaras  con  los  canaletes  anexos. 

Art.  9.  Las  dotaciones  materiales  que  por  el 
ar.lículo  anterior  se^señalan  para  cada  bajel,  no 
podrán  ser  aumentadas  ni  disminuidas. 

Arf.  10.  Nada  puede  suministrarse  á  los  baje- 
les de  guerra  sino  en  reemplazo  de  lo  que  se 
excluye,  llenándose  para  esto  las  formalidades 
que  se  previenen  por  el  artículo  II,  del  decreto 
del  constituyente  de  22  de  Julio  último. 

Art.  n.  Los  administradores  en  cada  apos- 
tadero, en  unión  del  comandante  de  él,  pasa- 
rán revista  cada  seis  meses  á  cuantos  artículos 
existen  á  bordo  de  los  bajeles  que  les  corres- 
ponda, comparando  escrupulosamente  sus  in- 
ventarios coa  lo  existente. 
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Art.  12.  A  cada  bajel  de  Ips  armados  se  le 
señala  dos  luces  diarias,  y  una  por  cada  dos  de 
los  desarmados,  si  estuviesen  en  el  agua. 

Art.  13.  La  ración  de  armada  que  corres- 
ponde á  cada  uno  de  los  individuos  embarca- 
dos se  compondrá  de  lo  siguiente* 

*^  Una  libra  de  carne  salada  ó  fresca,  ó  en  su 
defecto  dos  libras,  de  pescado. 

**  Una  libra  de  pan  fresco  ó  galleta,  6  su  equi- 
valente en  ])látanos,  fíame  ú  otra  raíz. 

Cuatro  onzas  de  arros^  frijoles  ú  olra  menes- 
tra. 

»'  Un  quinto  de  botella  de  rom. 

«'  Una  onza  café  ó  cacao  triturado. 

**  Una  id.  azúcar  prieta  ó  su  equivalente  en 
papelón. 

•'Una  onza  de  manteca  para  tres  dias,  ó  un 
décimo  de  botella  de  vinagre  diario  por  plaza. 

Una  libra  de  carbón  ó  dos  de  leña. 
Art.  14.  Los  administradores  en  los  res- 
pectivos apostaderos  no  dispondrán  el  sumi- 
nistro de  raciones  de  armada  sin  preceder  la  jus- 
ta distribución  de  las  que  hubiese  tomado  el  ba- 
jel anteriormente*  * 

Art.  15.  Si  por  avería  ú  otro  motivo  arribase 
un  bajel  de  los  armados  á  un  puerto  que  no  per- 
tenezca á  su  apostadero,  los  administradores  res- 
pectivos podrán  suministrar  raciones  y  abopir 
á  buena  cuenta  de  los  sueldos  y  gratificaciones 
de  las  dotaciones  del  bajel ;  pero  haciendo  el 
respectivo  cargo  al  apostadero  á  que  corres- 
ponda. 

Art.  16.  Las  embarcaciones  armadas  no  po- 
drán permanecer  ea  puerto  sino  el  tiempo  pre- 
ciso para  refrescar  víveres,  recorrer  averías  y 
recibir  instrucciones  del  gobierno» 

Art.  17.  Los  comandantes  de  los  apostaderos 
procurarán  que  las  fuerzas  destinadas  en  ellas 
no  se  reúnan  en  puerto,  á  menos  que  causas 
particulares  lo  exijan. 

Art.  18  El  secretario  de  estado  en  el  despa- 
cho de  guerra  y  marina  queda  encargado  de  la 
ejecución  de  este  decreto. 

Dado  en  Valencia  á  diez  y  seis  de  Junio  de 
mil  ochocientos  treinta  y  uno — Segundo  de  la 
ley,  y  vigésimo  primero  de  la  indepeudi^ncia. 
— Diego  Bautista  Urhaneja, —  Por  S.  E.  el  vi- 
cepresidente encargado  del  poder  E^putivo. — 
El  secretario  interino  de  guerra  y  marina,  ifa- 
nüel  Mwwo2r.-^Es  copia. — Muñoz, 

MARINA  ns  querrá.  Véase.  Raines  de  la 
troya  cuando  se  encuentra  de  tr^porte  en  los 
buques  de  guerra, 

MARINA   VJt     OUBRRA*      Re84^LUCION    EjBCtr- 

TivA     D£    17  pji  Fkbr£R0   ds    1837  dis- 


376 


T£aTRO  1)E  ¿a   LfiÓÍStACIOÑ 


poniendo  la  remisión  trimeatral  al  Poder 
Ejecutivo  de  los  e^atadoa  dó  los  al  mace /fes 
do  matine, 

CIRCULAR. 

República  de    Venezuela. —  Secretaría  de  És-, 
lado  en  los  despachos  de  Guerra  y  Marina 
— Ramo  de  Marina  — Sección  única. 

Caracas  17  de  Febrero  de  1837,  8.®   y  27. 
Al  Sr.  Coman  lante  del  Aportadero  de...... 

Con  esta  fecha  23  de  Junio  de  1835  se  previno  ft 
U«  por  este  Ministerio  en  orden  circular  nüm. 
127  lo  que  copio. 

•»  Hace  tiempo  que  se  dejan  de  remitir  de  esc 
Apostadero  los  estados  de  almacenes*  y  siendo 
necesaric»  este  documento  en  esle  despacho,  ha 
resuelto  S.  E.  diga  á  ü.  se  remitan  dichos  esta- 
dos valorados  cada  trimestre  por  conducto  de 
U.  debiendo  estar  aquí  los  primeros  á  principios 
del  año  económico  próximo  :  dígolo  á  U.  para 
su  exacto  cumplimiento,  haciéndolo  trascenden- 
tal á  lof»  guardalmacenes  respectivos."  El  Go- 
bierno ahtener  que  instar  el  cumplimiento  de 
órdenes  de  ksta^iaturaleza,  reprueba  el  peco 
celo  do  parte  de  algunos  de  sus  empleados,  des- 
cuidando así  los  deberes  de  su  destino  con  per- 
juicio cierto  del  servicio.  En  este  despacho  no 
hay  constancia  de  tal  documento,  en  todo  el  afio 
de  <d36  y  mucha  parte  de  1835,  apesar  de  ha- 
ber sido  la  época  en  que  se  libró  la  disposicidn 
preinserta;  siendo  esta  la  causa  que  mueve  hoy 
á  S.  E.  á  prevenir  á  U.  de  nuevo  la  formación 
de  los  estados  mencionados,  con  tal  brevedad 
que  debe  remitir  el  primero  (que  corresponderá 
á  l«s  meses  de  Enero,  Febrero  y  Marzo)  á  es- 
te Ministerio  en  todo  el  mes  de  Abril,  y  del  31 
de  Marzo  datarán  los  siguientes  trimestres.  £1 
mode^  adjunto  facilitará  mucho  la  operación 
que  se  desea.  Quiere  el  Gobierno  que  iguales 
rekciones  se  formen  eo  cada  uno  de  los  alma- 
cenes de  los  puertos  dependientes  de  ese  apos- 
tadero, y  que  vengan  á  este  Ministerio  por  con- 
ducto de  U. ;  á  cuyo  fin  deberá  pasar  á  sus 
respectivos  capitanes,  copias  del  modelo  que 
acompaño.  Espera  el  Gobierno  que  no  se  dará 
lugar  á  una  nueva  providencia  por  falta  de 
pronto  cumplimiento  á  la  presente. 

Dios  guarde  á  V.^José  Félix  Blanco*     - 
Es  copia,  Blanco* 

MARINA  Dx  GUERRA.  Resolución  Ejecu« 
TI  VA  DE  14  PE  Majto  DE  1840  dccla- 
rjindo  quién  hará  las  veces  de  los  capitanes 
de  puerto  dttnde  no  los  haya. 

República  de  Venezuela^-^^Secretaria  de  Es* 
tado  $n  el  Despacho  jdt  Hacicnda.-^Cará- 


cas  Mayo  14  de  1840,    11  y  30 

Ch>cukr  á  las   Adimiiaa. 

Señor.  — En  el  expediente  de  la^materia  ha 
recaído  la  resolución  siguiente  : 

Con  el  objeto  de  evitar  en  lo  sucesivo  las 
duda^  y  Consultas  que  frecuentemente  se  diri- 
gen al  Gobierno,  y  que  han  dado  ocasión  á  di- 
versas  resoluciones,  acerca  de  íos  empleados 
<l«e  deben  desempeñar  las  funciones  de  capitanes 
de  puerto  en  donde  no  hay  establecidos  por  la 
ley  tales  funcionarios  ;  y  deseando  arreglar  es- 
te punto  de  una  manera  estable  y  uniforme,  S.  E. 
el  Poder  Ejecutivo  en  uso  de  la  facultad  que  le 
concede  el  artículo  16,  §  29  de  la  ley  orgánica 
de  marina  de  15  de  Junio  de  1831,  resuelve  por 
regla  general  i  que  en  los  puertos  habilitados 
donde  no  haya  capitanes  de  puerto,  ejerzan  las 
funciones  de  estos  los  administradores  de  adua- 
na, que<lando  de  consiguiente  derogadas  laa  dia- 
posiciones anteriormente  espedidas,  j  expresa- 
mente revocado  el  párrafo  final  de  la  de  10  de 
Agosto  de  1^39  en  la  parte  en  que  confiere  á  loa 
interven -oreh  el  referido  encargo. 

Y  lo  tr^^^  cribo  á  ü-  para  su  inteligencia  y 
demás  fines  que  requiera  su  cumplimiento. 

Soy  de  Ú.  muy  atento  servidor. — G.  Smiki. 

MARINA  DE  o u ERRA.  Reglas  para  su  servicio. 
Véase.  Milicia  naciofuU, 

MARINA  DE  ouBHRA.  Sueldo  que  deben  go- 
zar los  primeros  y  segundos  Comandantes  en 
las  flecheras  armadas  de  guerra,  los  marine- 
ros de  estas,  y  los  oficialts  habilitados  para 
servir  en  la  armada.    Véase  la  nota  (1). 

MARINA  DE  ot'ERKA.  Decreto  Ejecuti- 
vo    DE    II   PE   Octubre   de    1851     dispo- 

(1)  Consultado  al  Poder  Ejecutivo  por  un  empleado 
en  rentas  acerca  del  sueldo  que  deberían  devengar  los 
primeros  y  segundos  comandantes  de  las  flecheras  ar- 
madas en  guerra,  los  marineros  que  compusiesen  la  tri- 
pulación de  estos  bateles  y  los  oficíales  iiabilitados  pa- 
ra servir  eu  la  aimada,  puesto  que  la  ley  no  había  pre- 
visto estos  casos,  se  resolvió  por  punto  ? eneral  en  29  de 
Agosto  último  *.  1.  ^ ,  que  los  individuos  llamados  al  ser- 
victo  en  calidad  de  primeros  y  segundos  comandantes  de 
flecheras  y  esquifes,  ó  cualesquiera  otros  bajeles  de  les 
que  compusiesen  las  fberzas  sutiles  que  obraban  en  la  lU- 
pública,  disfrutarían  det  sueldo  mensual  de  80  pesos  les 
primeros  y  20  los  segundos  ¡  2.  ^ ,  que  i  los  marineros  de 
hts  mismas  embarcaciones  se  les  pagase  el  sueldo  que  la 
ley  de  16  de  Abríl  de  1844  aefiala  á  los  marineroa  de  se- 
gunda clase  con  las  mismas  grAtiflcaciones  y  raciones  de 
armada ;  8.  ^ ,  que  los  oficiales  habilitados  para  servir  en 
loe  buques  do  guerra  percibiesen  los  mismos  sueldos  y 
obtuviesen  los  demás  goces  que  la  citada  ley  sefiala  á  los 
oficiales  efectivos  |  y  4.  ^ ,  que  se  diera  cuenta  al  Con- 
greso en  su  prdzima  reunión  de  lo  resuelto  por  el  Go- 
bierno, á  fin  de  qtie  reviese  la  ley  que  organiaa  la 
marina  nacional,  y  la  reformara  de  modo  que  ooi&pre&- 
dlese  los  casos  eniuiciados.  Melmoria  de  gnena  de  49.  p,(l . . 
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niendo  que  los  buques  de  guerra  armados 
cuando  no  estén  empleados  en  el  servicio  mi' 
litar^  se  Ocupen  en  celar  y  perseguir  el  con- 
trabando. 

JOSÉ  GREGORIO  MONAGAS, 
Otneral  de  División,  Presidente  de  la  Repú- 
blica de  Venezuela,  4*-  4"*  ^* 
Considerando : 

Que  después  de  afianzar  la  paz  y  el  buen  ór] 
den  público,  uno  de  los  principales  deberes  de 
Gobierno  es  el  de  cuidar  la  fiel  observancia  de 
les  leyes  fiscales:  en  uso  de  la  facultad  que  me 
concede  el  artículo  12  de  la  ley  de  19  de  Mayo 
de  1843,  y  de  consuno  con  los  artículos  134  y 
136  de  la  Constitución  ;  oido  el  Consejo  de  Es- 
tado, he  venido  en  decretar  y 

Decreto. 

Art.  i.  ^  Siempre  que  parte  ó  todos  los  bu- 
ques de  guerra  armados  no  estén  empleados  en 
el  servicio  militar  ó  en  prevención  para  él,  ha- 
rán el  servicio  auxiliará  las  Rentas  para  el'celo 
y  persecución  del  contrabando,  y  al  efecto,  se 
pondrán  de  acuerdo  los  respectivos  Ministros 
Secretarios  de  Guerra  y  Marina  y  el  de  Ha- 
oienda  para  combinar  la  eficacia  de  este  servi- 
cio sin  perjuicio  de  aquel. 

Art.  29  Quedan  generalmente  comisionados 
losseffores  Comandantes  de  los  buques  de  guer- 
ra, y  se  les  ordena  que  en  todos  sus  viajes  y  cru- 
ceros cumplan  con  los  deberes  señalados  á  los 
guarda-costas  en  la  ley  de  19  de  Mayo  de  1843, 
en  los  artículos  7.  ® ,  8.  ®  y  9.  ®  por  cuanto  no 
sea  en  perjuicio  dé  lu  comisión  militar  que  jde 
ben  cumplir  con  preferencia. 

Art.  3.  ^  Quedan  derogadas   todas  las  dispo 
siciones   del  Poder  Ejecutivo  anteriores  que    no 
estén  en  consonancia  con  las  presentes. 

Art.  4.^  £1  Ministro  Secretario  de  Estado 
en  los  Despachos  de  Guerra  y  Marina  queda  en- 
cargado de  la  ^ecucion  de  este  decreto.  Pubií- 
quese  y  circúlese  &  quienes  corresponda. 

Dado  en  Caracas  á  |1  de  Octubre  de  1851, 
«fto  22  de  la  ley  y  41  de  la  independencia. 

José  Gregorio  Monágas. 

£1  Secretario  de  Guerra  y  Marina.^-Cár/o9 
L.  Castelli. 
MARINO  (Mariana).    Véase  Pensiones,  D- 

de  24.  de  Marzo  de  1845. 
MARRERO    (María    del    Car»en).   Véase 

Pensiones,  D.  de  21  de  Abiil  de  1848. 
MATEMÁTICAS.  Véase  Academia  de  mate^ 

máticas. 

MATRICULAS  db   bstudioh.  Derechos  por 
•Has.  Véase  Instrucción  pública^  L,L,3.» 
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art.  3,  y  8.  *,  art.  17  y  Colegios  nacionales , 
(Apéndice  ál  primer  tomo)  D.  JR.  R.  de  27  de 
Marzo  de  1854.  art.  1.5, 

MATRICULAS    DE     ESTUDIOS.     Resolución 

EJECUTIVA     DE    23    Df  EnERO    DE     1851     <í<f- 

clarando   cuanto  deben  pagar  por  este   res- 
pecto lo9  alvmnos'de  la  clase  de   anatomía 
del  Colegio  de  Cumaná, 
Secretaria  del  Interior  —Sección  cuarta.— Caracas,  Ene- 
ro 23  de  1861. 

Resuelto. — Dígase  al  señor  Rector  del  Cole- 
gio nacional  de  Cumaná. 

Se  ha  recibido  en  este  Minisleno  la  nota  de 
U.  de  12  de  Diciembre  último  en  que  consulta, 
cuanto  deberán  satisfacer  por  la  matrícula  los 
alumnos  de  la  nueva  clase  de  anatomía  que  se 
ha  establecido  en  ese  colegio. 

No  haí)iéndose  dado  en  el  decreto  legislativo 
de  26  de  Marzo  de  1850  las  reglas  que  debian 
observarse  en  todo  lo  relativa  al  establecimiento 
de  las  clases  de  ciencias  qué  él  acordó. en  el  Co- 
legio Nacional  de  esa  provincia,  ni  siendo  apli- 
cables en  su  plenituíl  las  dadas  para  las  univer- 
sidades y  colegios,  S.  E.  el  Vice  presidente  de 
la  República  encargado  del  Poder  Ejec,utivo  ha 
creído  justo  y  conveniente  escoger  un  término 
que  favorezca  en  parte  las  rentas  del  colegio  y 
no  grave  á  los  fklumnos,  y  en  consecuencia  ha 
resuelto  que  se  pague  por  la  matrícula  la  suma 
de  20  reales  que  entrará  &  dichas  rentas. 

Tengo  el  honor  de  comunicarlo  á  U.  para  aiu 
inteligencia  y  en  contestación  A  su  citada  nota. 
—Soy  &c.— Trascríbase  al  Gt>bernador  de  Cu- 
maná  y  publíquese — Por  S.  E Yepes. 

MATRICULAS    de     estudios.   Resolución 
Ejecutiva  de  29  de  Setiembre   de    1847 
declarando   que  no  puede  considerarse  cur- 
sante,   ni  ganar  el  curso  escolar   quien  no 
se  haya  matriculado  en  ttempo  oportuno. 
Secretaría  del  Interior.  -Sección  segunda.— Caracas  Se- 
tiemtre  29  de  1847. 
Resuelto.— El  artículo  1.®  de    la  l(?y  Vil  del 
código  de  Instrucción  pública  dice  :  •'  Todo  cur- 
sante ó  el  que  haya  de  ganar  cursos  en  las  coa. 
tro  facultades  científicas  y  en  las  letras,  deberá 
ser  niatriculado ''    y  el  anículo  3.  ®   de  la   miH- 
ma  ilfce  al  fin  ;  »*  Son  y  se  llamnn  cursantes  los 
que   habiéndose  matriculado  en  la   Universidad, 
ganen  citrsos  literarios   bajo  la  enseñanza  de  Un 
Catedrático.    De  consiguiente  la  matricula  es  re- 
quisito  previo  para  que  alguno  sea  considerado 
cursante  ;   y   pues  no  puede  obtenerse  pasados 
los  términos  que  seflala  el  artículo  3.  ®  ya  cita* 
do,  es  claro  que  no  puede  ser  cursante  ni  ganar 
el  curso  escolar  quien  no  «e  haya    matriculado 
en  tiempo  oporluno.--Pdr  S.   E.^Sanavria. 
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MATRIMONIOS.  Lby  de  7  de  Abril  de 
1826  jí/flnáo  Id  edad  hasta  la  cual  se  requie- 
re el  consentimiento  paterno  para  contraer- 

'   los* 

El  Senado  y  Cámara  do  Representantes  de  la  República 
do  Colombia  reaiiidos  en  Congreso. 

Consicieranüo  :  I9  Que  deben  fomentarse  los 
matrimonios,  tanto  para  al  aumento  de  la  pobla- 
ción como  para  la  mejora  de  la  moral  pública, 
sin  oponer  otros  obstáculos  á  su  celebración, 
que  los  que  conduzcan  para  asegurar  el  bienes- 
lar  y  la  felicidad  de  los  que  contraigan  aquel 
vínculo. — 2^  íiue  siendo  los  padres  y  los  que 
desempeñan  sus  funciones,  los  que  tienen  el 
mas  directo  é  inmediato  interés  eii  que  sus  hi- 
jos ó  menores  contraigan  matrimonios  que  los 
hagan  felj^es,  son  también  los  úni«»()8  que  de- 
ben impedirlos. — 39  En  fin,  que  aun  este  dere- 
cho de  los  padres  sobre  los  hijos  no  dttbe  ser  in- 
definido, ni  extenderse  á  mas  de  la  edad  en  que 
por  la  conslituriori  de  la  República  quedan  et- 
pedítí's  los  derechoajpolíticos,  y  hábiles  aquellos 
para  intervenir  en  los  actos  que  influyen  en  eJ 
bien  de  la  sociedad,  por  consiguiente  en  los  per- 
sonnles  y  en  su  bienestar  individual  ;  por  todas 
estas  razones,  y  para  resolver  diferentes  dudas  y 
consultas;    decretan: 

Art.  19  Ningún  colombiano  que  no  tenga 
veintiún  años  cumplidos  de  edad,  ni  ninguna  co- 
lombiana que  no  tenga  diez  y  ocho  años  cum- 
plidos de  edad,  pueden  contraer  matrimonio  sin 
el  consentimiento  expreso  del  padre  y  de  la  ma- 
dre. Si  alguno  hubiese  muerto  6  estuviese  im- 
posibilitado para  manifestar  su  voluntad,  basta 
el  consentimiento  del  otro,  y  estando  discordes 
el.  padre  y  la  madre,  prevalecerá  la  voluntad  del 
padre,  ya  sea  que  disienta,  ó  ya  que  consienta 
en  el  matrimonio. 

Art.  29  Cuando  hubiesen  muerto  el  padre  y 
la  madre,'  ó  entrambos  estuviesen  impedidos,  el 
abuelo  paterno  dará  el  consentimiento,  por  fal- 
ta ó  impedimento  de  este,  hará  sus  veces  el 
abuelo  materno  ;  y  estando  también  este  impe- 
dido, se  pedirá  el  consentimiento  del  curador  del 
menor.  £n  defecto <de  padres,  abuelos  y  cura- 
dor se  ocurrirá  al  alcalde  de  la  ciudad,  villa  ó 
parroquia  respectiva. 

Art«  39  Los  impedimentos  que  tengan  los 
padres  y  abuelos  paterno  y  materno  para  ex- 
presar su  voluntad,  y  por  los  que  deba  suplir  al 
consentimiento  «le  los  unos  el  de  los  otros  para 
el  matrimonio  de  los  hijos  y  nietos,  serán  :  I9 
demencia  perpetua  ó  temporal  mientras  dure  : 
29  la  ausencia  á  países  extranjeros  de  donde  no 
te  pueda  obtener  contestación  en  menos  de  seis 
meses  ;  39  el  destierro  perpetuo  del   territorio 
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de  la  República :  49  la  condenación  á  presidio 
6  á  otra  pena  infamatoria  mientras  no  se  ob* 
tenga  rehabilitación. 

Art.  49  Los  empleados  de  la  República  de 
cualquier  clase  y  dignidad  que  schn,  no  tenien- 
do la  edad  de  veintiún  afios  estarán  sujetos  á  im- 
petrar el  consentimiento  de  sus  padres,  abuelos 
ó  curadores  para  contraer  matrimonio,  y  sin  es- 
te requisito  no  podrán  contraerle  ;  pero  los  mis- 
mos empleados  sean  menores  ó  mayores  de  la 
edad  expresada,  no  tendrán  necesidad  para  sus 
matrimonios  del  permiso  del  Poder  Ejecutiro, 
ni  de  ninguna  otra  autoridad.  Exceptúanse  ei 
presidente  6  vicepresidente  de  la  República, 
cuando  intenten  contraer  matrimonio  con  una 
extranjera,  en  cuyo  caso  deberán  solicitar  el 
permiso  del  Congreso. 

Art.  59  Los  militares  cuando  contrajeren 
matrimonio,  darán  avi:<o  de  ello  y  de  la  persona 
con  quien  lo  hayan  verificado  á  las  autoridades 
siguientes.  Los  soldados  hasta  sargentos  inclu- 
sive al  comandante  de  su  cuerpo.  De  subte- 
niente hasta  teniente  coronel  inc]u3Í\np,  al  'co- 
mandante general  del  departamento  en  que  es- 
tuvieren acantonados,  ó  al  general  del  ejército 
bajo  cuyas  ónicnes  sirvan  :  y  desde  coronel  en 
adelante,  ai  Poder  Ejecutivo  de  la  República. 

Art.  69  Todos  los  colombianos  desde  la  edad 
de  veintiún  años  hasta  la  edad  de  veinticinco,  y 
las  colombianas  desde  diez  y  ocho  hasta  veintiu- 
no tendrán  la  obligación  de  solicitar  la  licencia 
paterna ;  pero  si  sus  padres  se  la  negaren,  de- 
berán suspentler  el  matrimonio  por  tres  meses, 
en  cuyo  término  les  pedirán  nuevamente  su  per- 
miso, y  si  pasarlos  estos  tres  m.eses  insistieren 
los  padres  en  su  negativa,  ya  podrán  contraer 
libremente  matrimonio. 

^  único.  El  permiso  de  que  habla  este  artículo, 
se  pedirá  por  medio  del  alcalde  respertivo,  quien 
certificará  después  lo  que  resultare  ;  y  sí  el  inte- 
resado estuviere  ausente,  podrá  valerse  de  apo- 
derado al  efecto. 

Art.  79  Hasta  que  por  el  código  penal  se  de- 
terminen las  penas  que  deben  imponerse  á  los 
que  contravengan  á  la  presente  ley,  se  observará 
lo  que  disponen  los  artículos    siguientes. 

Art.  89  El  cnra  que  presenciare  voluntaria- 
mente el  matrimonio  de  un  menor  de  veintiún 
años,  ó  de  una  menor  de  diez  y  ocho  años,  sin 
que  se  le  haya  presentado  el  consentimiento  de 
los  padres,  abuelos,  curador  ó  alcalde  ret^eetivo» 
quedará  privado  del  beneficio  que  obtiene,  ó  in- 
habilitado para  obtener  otro  la  primera  vez  por 
dos  años,  la  segunda  por  tres  y  la  tercera  per*- 
pétuamente.  Y  el  que  presenciare  voluntaría- 
mente  el  matrimonio  de  un  menor  de  reinlieia* 
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€0  aftos.  Ó  de  una  menor  de  reinttanoi  Mn  qne  se 

le  acreaite  haberse  pedido  el  permíao  de  los  pa« 
dres,  con  arreglo  al  ariíeolo  sexto,  sufrirá  la  pe- 
na de  un  año  de  suspensión  del  ministerio  parro* 
quial  la  primera  ves,  la  segunda  de  dos,  y  la» 
tercera  y  siguientes  ^a  de  dos  afios  de  euspen* 
sion  y  reclusión  «n  un  convento 

Art  9  Si  el  menor  de  veintiún  aftos,  ó  la  me- 
nor de  diez  y  ocho  contrajere  matrimonio  sin 
el  consentimiento  de  sus  padres,  quedará  al  ar- 
bitrio de  estos  el  desheredarle  ó  pedir  que  se  le 
reduzca  á  prisión  por  seis  meses  á  un  año ;  cuya 
solicitud  podrán  introducir  en  el  término  de  tres 
meses,  contados  desde  el  día  en  que  tuviesen  noti- 
cia de  haberse  contraído  el  matrimonio. 

ArU  10.  Los  iTie ñores  expresados  que,  no  te- 
niendo padres,  deban  pedir  el  consentimiento  de 
sus  abuelos  paterno  ó  materno  para  contraer  ma- 
trimonio, y  lo  verífícasen  sin  este  requisito,  pon- 
drán ser  multados,  si  tuviesen  bienes,  en  la  can- 
tidad de  cincuenta  á  quinientos  pesos  6  benefí- 
eio  de  los  mismos  abuelos,  6  si  no  tuviesen  bie« 
nes  podrán  ser  condenados  á  sufrir  una  prisión 
de  uno  á  tres  meses.  Solamente  los  abuelos  po- 
drán solicitar  la  imposición  de  una  de  estss  pe- 
nas dentro  del  término  de  un  mes,  contado 
desde  el  día  en  que  tuviesen  noticia  de  haberse 
-contraído  el  matrimonio. 

Art.  II.  El  menor  de  veintiún  afios  y  la  me- 
nor de  diez  y  ocho  que,  no  teniendo  padres  ni 
abuelos,  deben  solicitar  el  peí  miso  de  los  cura- 
dores ó  alraldt'M  pera  casarse,  omitiéndolo,  paga- 
rán una  multa  (lesde  veinticinco  hasta  doscien- 
tos pesos  que  se  aplicará  á  beneficio  de  la  es- 
cuela de  la  re8f)ertiva  parroquia.  Si  no  tuvie- 
een  de  qué  pagar  esta  multa,  deberán  sufrir  una 
prisión  de  qinnce  días  hasta  dos  mese:?.  El  cu- 
rador, el  procurador  municipal,  ó  el  síndico  par- 
roquial solicitarán  en  su  -ca^o  la  imposición  de 
tinada  estas  penas  dentro  del  término  de  un  mes, 
contado  desde  e\  dia  en  que  tuviesen  noticia  de 
haberse  contraído  el  matrimonio. 

Art.  12«  El  menor  de  veinticinco  afios  y  la 
menor  <le  veintiuno,  que  teniendo  padres,  de- 
ban impetrar  su  licencia,-  con  arreglo  al  artícu- 
lo sexto,  omitiéndolo,  podrán  ser  desheredados 
en  una  quinta  parte  de  lo  que  pudiera  tocarles, 
ó  condenados  á  prisión  desde  uno  hasta  tres 
meses,  cuya  solicitud  podrán  introducir  los  pa- 
dres dentro  del  término  de  quince  días,  conta- 
dos desf^el  en  que  tuvieren  noticia  de  haberse 
•contraído  el  matrimonio. 

Art  13.  A  excepción  de  la  desheredación, 
todas  las  demás  penas  sefialadas  en  los  artícu- 
los 9,  10,  11  y  12,  serán  graduadas  y  pronun- 
•eiadas  por  el  juez  competente,  sabida  la  verdad 
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del  hecho,  y  redueiendo  á  una  simple  relacios 
por  escrito  las  razones  en  que  se  fundem  el  de*» 
mandante  y  demandado,  y  la  determinación  qut 
se  dictare. 

^  único.  De  esta  determinación  no  habrá 
ningún  recurso,  excepto  el  de  queja  por  haberse 
excedido  el  juez  en  la  aplicación  de  las  penas 
sefialadas  por  esta  ley,  y  con  el  objeto  de  ha- 
cer efectiva  su  responsabilidad  por  los  daños  y 
perjuicios  que  haya  causado. 

Art.  14.  Ningún  juez  admitirá  demanda  so^ 
bre  esponsales  que  no  hayan  sido  prometidos 
por  escritura  pública.  Si  los  esponsales  fueren 
celebrados  por  un  menor  de  veintiún  afíos  ó  por 
una  menor  de  diez  y  ocho,  deberán  concurrir 
también  al  otorgamiento  de  la  escritura  los  pa«* 
dres,  abuelos  6  curador,  y  en  su  caso  el  alcalde 
respectivo. 

Art.  15.  El  conocimiento  de  las  demandas  so» 
bre  esponsales  toca  exclusivamente  á  los  juz- 
gados y  tribunales  civiles. 

Art.  16.  Ningún  juez,  autoridad,  ni  tribunal 
de  la  República  podrán-  conocer  de  demanda  al- 
guna de  los  hijos,  nietos  y  menores,  cuando  sus 
padres,  abuelos,  cifl'adores  ó  alcaides  respeeti-  ' 
vos  han  negado  su  consentimiento  para  los  ma- 
trimonios qne  intenten  contraer,  ó  cuando  los 
padres  en  el  caso  del  artículo  sexto  no  quisieren 
i  dar  su  permiso. 

Art.  17.  Se  derogan  cualesquiera  leyes  y 
disposiciones  contrarias  á  la  presente  sobre  li- 
cencias ó  permisos  para  contraer   matrimonios. 

Dada  en  Bogotá  á  6  de  Abril  de  1826,  16.— 
El  presidente  del  Senado,  Luis  A,  Baralt. — El 
presidente  de  la  Cámara  de  Kepre sentantes, 
Leandro  Ejea. — El  Secretario  del  Senado, 
Luis  Vargas  Tejada, — El  Diputado  Secretarle 
interino  di  la  Cámara  de  Representantes,  An- 
tonio  Torres, 

Palacio  del  Gobierno  en  Bogotá  á  7  de  Abri^ 
de  1826,  16. — Ejecútese. — Francisco  de  Pavía 
Santander. — Por  S,  E.  el  Vicepresidente  de  la 
República  encargado  del  Poder  Ejecutivo. — i^l 
Secretario  de  Estado  del  Despacho  del  laterior. 
Jasé  Manuel  Restrepo. 

MATRIMONIOS.  Véase  Dispensas  matri- 
moniales. 

MATRIMONIOS  db  los  militares.  Fórmu* 
las  que  deberán  observarse  para  ellos.  Véase 
Comandancias  de  armas,  R.  £.  de  1^  de 
Junio  de  1640. 

MATRIMONIOS  de  los  militares.  Reso- 
lución Ejecutiva  de  9  de  hato  de  1836 
declarando  que  los  heterodoxos  pueden  cele- 
hrarlos  según  sus  ritosj  sin  licencia  previa 
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de  las  dutotidades  locales^  y  solo  con  el  de- 
her  de  dar  aviso  para  que  aparezcan  en  la 
estadística  de  casamientos. 

República  de  Venezuela, — Secretaria  de  Es- 
tado en  los  Despachos  del  Interior  y  Justi- 
cia.—  Sección  Central. — Circufur.-^  Cara- 
cas 9  de  Mayo  de  1836" — Año  6  de  la  ley  y 
5  de  la  independencia.-*— Número  202. 

Sefíor  Gobernador  de  la  provincia  de 

Habiendo  participado  el  sefíor  Gobernador  de 
Coro,  haberse  casado  en  aquella  ciudad  dos  he- 
breos, conforme  á  los  ritos  de  su  creencia,  im- 
petrando antes  su  permiso,  ha  resuelto  el  Go- 
bierno, se  circule  á  todos  los  Gobernadores  de 
provincia,  que  publicada  la  ley  sobre  libertad  de 
cultos,  los  individuos  que  profesen  otra  religión 
que  la  C.  A.  R.,  pueden  verificar  sos  casamien- 
tos 6ÍQ  necesidad  de  licencia  previa  de  las  auto- 
ridades locales;  pero  que  debiendo  tener  una 
noticia  de  los  nacimientos  y  casamientos  que  ha- 
ya entre  ellos,  para  que  obre  en  la  estadística, 
están  en  el  caso  de  avisarlo  á  la  autoridad  local, 
á  íin  de  que  lo  partícipe  al  Gobernador  de  la 
provincia,  quien  llevando  un  registro  de  unes  y 
otros,  pasar.,  anualmente  á  la  Secretaría  del  In- 
terior, en  el  mes  de  Enero,  un  cuadro  formado 
con  vista  de  dicho  registro." 

Soy  de  US.  atento  servidor- — (Firmado)  D^ 
B.  Urbaneja. — Es  copia :  Rodríguez* 

MATRlMONfOS.  Acuerdo  de  la  Corte 
Suprema  dk  14  be  Setiembre  de  1838 
declarando  que  los  condenados  a  presidio 
pueden  contraerlos. 

En  la  ciudad  de  Caráraí»  á  catorce  de  Diciem- 
bre de  mil  ochocientos  treinta  y  ocho,  nono  y  vi- 
gésimo octavo,  reunidos  el  Presidente  y  Minis- 
tros de  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  habiendo 
considerado  la  consulta  hecha  por  e]  señor  Go- 
bernador de  la  provincia  de  Guayana,  y  trasmi- 
tida á  esta  Carte  Suprema  de  la  Corte  Superior 
del  tercer  distrito  acerca  de  si  los  condenados  á 
presidio  pueden  ó  no  contraer  matrimonio,  con  lo 
representado  por  el  señor  Fiscal,  dijeron  :  que 
estando  resuelto  por  el  Poder  Ejecutivo  desde 
quince  í\g  Abril  de  mil  ochocientos  treinta  y  sie- 
te, como  punto  verdaderamente  gubernativo,  en 
favor  del  presidiario,  no  hay  ya  necesidad  de  que 
este  supremo  tribunal  se  ocupe  de  semejante 
materia.  Mas,  advirtíéndose  que  la  Corte  Supe- 
rior al  dirigir  la  consulta,  dejó  pendiente  su  in- 
forme porque  en  aquella  fecha  lo  estaba  también 
la  resolución  de  una.duda  relativa  á  si  las  Cortes 
Superiores  eran  el  órgano  de  las  consultas  que 
hagan  los  funcionarios,  y  sin  embargo  de  que  á 


ambas  Cortea  se  les  comunicd  el  resultado  de 
ella,  desde  el  mes  de  Diciembre  del   año  citado, 
no  está  demás  Recordar  todo  esto  á  ñn  de  que  pa« 
ra  lo  sucesivo  se  tenga  presente.— Ledo.  Merca- 
der,— López  de  Umér es. -^Martínez, — Duarte. 
MATURIN-   Resolución  Ejecutiva  de  íÍS  de 
Julio  de  1852  suspendiendo  los  efectos   del 
Decreto  legislativo  de  27  de  Abril  de    1843 
sobre  libertad  de  derechos  de  ciertos  artí" 
culos  á  su  introducción  por  la  aduana  de  es- 
te puerto. 
República  de  Venezuela — Secretaría  de   Ha- 
cienda.— Sección  primera. — Caracas j  Julio 
28  de  1862. 
Señor  Administrador  de  la  Aduana  de  Maturiir. 
En  el  expediente  de  la  materia  ha  reraido  con 
esta  fecha  la  siguiente  resolución. 

•'  Autorizado  el  Poder  Ejecutivo  por  el  pará- 
grafo único  .iel  artículo  primero  «leí  decreto  le- 
gislativo de  27  de  Abril  de  1843  para  juzgar  de 
la  necesidad  de  la  duración  de  la  libertad  con- 
cedida á  la  ral,  teja-maní,  clavazón  y  clavitos 
de  hierro,  herramientas  para  oficios  de  carpin- 
tería y  albañilería,  cerraduras  para  poertsrs  y 
ventanas,  bisagras,  pintura  preparada  con  acei- 
te y  zinc,  á  su  introducción  por  el  puerto  de  Ma- 
tufin  sin  pagar  los  respectivos  derechos  de  im- 
portación ;  y  considerando  que  en  los  ocho  años 
que  han  trascurrido  desde  aquella  fecha,  es  creí- 
ble que  haya  sido  reedificada  la  ciudad  del  mis- 
mo nombre,  destruida  en  una  gran  parte  por  el 
incendio  que  entonces  la  abrasó,  y  en  cuyo  auxi- 
lio fué  expedido  el  citado  decreto,  S.  E.  ha  resuel- 
to suspender  los  efectos  de  la  libertad  concedida  á 
los  expresados  artículos  desde  el  1 9  de  Octubre 
del  presente  año,  sujetándolos  desde  luego  al  pa« 
go  de  los  derechos  establecidos  por  la  ley  á  su  in- 
troducción por  el  mencionado  puerto  de  Maturin. 
Comuniqúese  á  quienes  corresponda." 

Y  lo  comunico  á  U.  para  su  inteligencia  y  cum- 
plimiento.—  Soy  de  U.  atento  servidor. —  Pedro 
Carlos  GcUíneau. 

MATURIN.  Concesión  á  su  Concejo   munici- 
pal, en  calidad  de  devolución,  de  ciertos  pro- 
ductos de  los  derechos  de  entrada  y  aguada  pa- 
ra la  construcción  de  un  templa    Véase  Dere- 
chos de  puerto.   (Apéndice  al  tomo  29)  D.  de 
15  de  Mavode  1854. 
MAYORAZGOS  y  vinculaciones,  lkt  di  10 
DE  JULH>  DE  1824  extinguiéndolos. 
El  Senado  y  Cámara  de  Representaates  de 
la  Repüblica  de  Colombia  reunidos  en 
Congreso. 
Considerando : 
19  Que  siendo  las  fundaciones  de  mayorasffos, 
'  vinculaciones  y  sustituciones^  y  la  prohibición 
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de  enajenar  sus  bienes,  establecidas,  solaniente 
por  la  ley,  pueden  por  consiguiente  ser  extingui- 
das por  otra  ley. — ^29  Que  esta  disposiciun  es 
reclamadii  por  el  fomento  áe  la  agricultura,  in- 
dustria y  somercío  que  desde  luego  prosperar&n 
con  la  libre  circulación  de  dichos  bienes. — 
39  Qne  esta  misma  necesidad  exige  el  cum- 
plimiento de  varias  leyes  que  actualmente  rigen 
sobre  la  fundación  de  capellanías,  patronatos  de 
legos  y  cualquiera  otra  obra  pia^ 
Decretafi. 
Art.  19  Corresponden  &  la  Rep6biica  todes 
Jos  bienes  de  mayorazgos,  vinculaciones  y  sus- 
tituciones que  después  del  dia  de  la  publicación 
de  esta  ley  se  hallaren  sin  legítimo   poseedor. 

Art.  29  Quedan  extinguidos  todos  los  ma- 
yorazgos, vinculaciones  y  sustituciones  que  el 
dia  de  la  promulgación  de  esta  ley  existan  en 
Colombia,  y  de  cuyos  bienes  podrá  su  actual  po- 
seedor disponer  libremente  como  verdadera  pro- 
piet8rio« 

Art.  39  Esta  facultad  de  disponer  libremen- 
te de  los  bienes  de  mayorazgos,  vinculaciones  y 
•sustituciones,  no  comprenderá  el  tercio  y  mitad 
del  quinto  del  valor  que  tengan  actualmente  di- 
chos bienes,  siempre  que  haya  inmediato  suce- 
sor presunto,  nacido  ó  concebido  por  nacer ;  pues 
«n  eo  este  caso  el  inmediato  sucesor  presunto  de- 
berá suceder  precisamente  en  dicho  tercio  y  mi- 
tad del  quinto. 

Art,  49  Cofl  este  objeto  dentro  de  ios  seis 
meses  de  publicada  esta  ley  deberá  hacerse  ava- 
lúo de  los  bienes  vinculados  con  intervención 
del  inmediato  sucesor,  ó  defensor  general  de 
menores,  si  aquel  no  fuere  mayor  de  edad;  6 
fin  de  que  la  variación  que  puedan  tener  dichos 
bienes  no  aumente  ni  disminuya  la  sucesión  que 
corresponda  á  dicho  sucesor  inmcfüato. 

Art  59  Las  disposiciones  comunes  de  derecho 
serán  las  que  deben  guardarse  para  caliñcar 
quien  es  sucesor  presunto,  nacido  ó  concebido 
por  nacer. 

Art.  69  En  caso  de  que  los  biene:s  vinculados 
tengan  alguna  pensión  inipuesta  6  gravada  so- 
bre ellos,  se  sacaráp  bienes  equivalentes  que 
•reditúen  &  razón  del  interés  legal  conocido 
en  el  pais  la  pensión  á  que  estén  gravados,  ó  se 
jreconocerá  á  censo  en  parte  de  los  fondos  coa 
intervención  del  interesado  6  interesados. 

Art.  79  Esta  deducción  deberá  hacerse  del 
total  de  los  bienes  vinculados,  y  del  remanente 
solo  la  deducción  del  tercio  y  mitad  del  quinto 
para  e)  objeto  prevenido  en  el  artículo  39 

Art.'  89  Es  nula  toda  fundación  de  capellanías 
y  patronatos  de  legos  que  se  haffa  con  la  cláusu- 
la directa  ó  indirecta  de  no  enajenar  los  bienes 
^n  que  .coQsista  la  fundaeion* 
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Art,  99  Se  permite  la  fundación  de  capella- 
nías y  patronatos  de  legos  cuyos  bienes  puedan 
enajenarse  libremente  ó  traspasarse  por  contra» 
to  de  censo* 

Art.  10.  Todas  las  üncas  icorresp o n dientes  á 
capeljanías,  patronatos  de  legos,  ó  á  cualquiera 
otra  obra  pía,  se  podrán  vender,  ó  reconocién- 
dose á  censo  redimible  su  valor  á  favor  de  la 
fundación,  6  al  contado,  imponiéndose  en  otras 
fincas  con  las  formalidades  prescriptas  para  estos 
cas  08. 

Art.  11.  Los  bienes  raices  que  por  testamen- 
to 5  de  cualquiera  otro  modo  se  dejaren  en  lo 
sucesivo  á  las  manos  muertas,  deben  venderse 
en  almoneda,  é  imponerse  su  producto  á  censo 
en  las  tesorerías  nacionales,  aplicándose  la  pen- 
sión anual  al  objeto  sefíalado  en  el  contrato  que 
sea  título  para  la  adquisición. 

Art.  12.  En  caso  que  iiaja  litigio  pendiente 
sobre  algún  mayorazgo,  vinculación  ó  sustitución, 
se  reputa  actual  poseedor  para  los  efectos  de 
esta  ley  aquél  en  cuyo  favor  se  decida  el  pleito 
en  la  última  instancia. 

Dada  en  Bogotá  á  7  de  Julio  de  1824,  14. 
— El  vicepresidente  del  Senado,  Francisco  Soto. 
— El  presidente  de  la  Cámara  de  Representan- 
te?, José  Rafael  Mosquera. — El  secretario  del 
Senado,  Antonio  José  Caro. — El  diputado  se^ 
cretario,  Jo5é  Joaquín  Suáres.. 

Palacio  del  Gobierno  en  Bogotá   á  10  de 
Julio   de   1824,    14. — Ejecútese, — Francisco,  de 
Paula  Santander, — Por  S.  E  el  Vicepresidente 
de  la  República  encargado  del  Poder   Ejecutivo. 
— £1  secretario  de  Estado  del  despacho  del  in- 
terior, José  Manuel  RestrepQ. 
MAYORAZGOS  Y  vinculaciones.   Está  pro- 
hibida su  /uodacion  de  nuevo  en  Venezuela. 
Véase   Disposiciones  generales  consiitudoTMr 
Us,  a-^.  212. 
MAYORDOMIAS  de  fabrica.  Mododepojcn- 
brar   los  mayordomos.  Véase  Patronado  ecle- 
siástico^ art.  41. 
MAYORDOMIAS  de  jPAsajíeA.   Papel   en  que 
deben  extenderse  ios  titulas  de  los  mayordomos. 
Véase  Títulos  de  empleados^  RE.  de  J9  de 
Febrero  de  1834, 
MAYORDOMIAS  db  fabrica.  Lbt  dk  7  db 
Mato   djb    1842  sobre  el  modo  de  llevar  las 
cuentasj  y  quien  debe  tomarlas. 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  R^ 

?úblic8  de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso : 
'eniendo  en  consideración :  19  Los  informes  de 
los  Secretarios  del  interior  y  hacienda  sobre  las  di- 
ficultades que  se  experimentan  para  el  examen  y 
gloaa  de  las  cuentas  de  fábrica  para  las  iglesias 
por  el  tribunal  de  cuentas,  principalmente  por  fa}.* 
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ta  de  brazos  destinados  á  este  objeto  :  29  Que  si 
aquellas  se  feneciesen  por  funcionarios  de  los  res- 
pectivos cantones,  al  paso  que  se  obviarían  estos 
inconvenientes,  se  aprovecnaria  el  cuidado  y  es- 
mero por  los  intereses  locales  que  deben  tener  to- 
dos los  ciudadanos,  decretan. 

Art.  l.<*  Los  mayordomos  de  fábricas  de  las 
iglesias  parroquiales  que  se  nombren  conforme  á 
lo  dispuesto  en  la  ley  de  patronato,  presentarán  sus 
cuentas  al  alcalde  6  juez  de  la  parroquia  ;  este  las 
pasará  al  cura  párroco,  que  se  las  devolverá  con 
sus  reparos,  si  los  tuviere ;  de  los  cuales  instrui- 
rá el  magistrado  civil  al  mayordomo;  y  luego 
con  su  contestación  remitirá  las  cuentas  al  jefe  po< 
Utico  del  cantón. 

Art  29  Los  jefes  políticos  en  unión  del  procu- 
rador municipal  y  de  un  concejal  ó  vecino  nombra- 
do por  el  mismo  concejo,  examinarán  y  senten- 
ciarán definitivamente  estas  cuentas,  valiéndose  de 
los  jueces  parroquiales  para  hacer  cumplir  sus 
providencias.  ' 

Art.  39  Fenecidas  asi  en  cada  afio,  por  los 
jefes  políticos  las  cuentas  de  las  parroquias  de  su 
cantón,  formarán  un  cuadro  sencillo  que  com< 
pxenda  las  parroquias  del  cantón,  los  ramos  de  in- 
greso y  egreso  y  las  cantidades  que  por  cada  uno 
se  han  percibido  y  erogado,  y  lo  remitirán  al  go- 
bernador de  la  provincia. 

Art  4t.'*  Estos  cuadros  servirán  á  los  gober« 
nadores  para  conocer  si  todas  las  parroquias  han 
rendido  sus  cuentas  y  desempeñar  los  deberes  que 
sobre  este  particular  les  impone  )a  ley  de  patrona- 
to ;  y  reuniéndolos,  formarán  uno  de  toda  la  pro- 
vincin,  que  comprenderá  sus  cantones  y  lo  demás 
que  expresa  el  artículo  anterior.  I>o  esle  estado 
provincial  remitirán  copia  auténtica  al  Poder 
Ejecutivo  y  á  los  respectivos  prelados  eclesiásticos 
ó  á  quien  desempeñe  sus  funciones. 

Alt  59  Las  cuentas  de  fábrica  de  las  catedra- 
les se  rendirán  por  los  administradores  á  los  go- 
bernadores de  las  capitales  en  que  existen  las  Se- 
des, que  en  este  caso  desempeñarán  las  funciones 
que  se  dejan  cometidas  á  los  alcaldes  ó  jueces  de 
paz  en  Us  parroquias,  remitiéndolas  al4ribunal  de 
cuentas  que  las  examinará  y  fenecerá- 

Art  69  Todo  lo  dispuesto  en  la  presente  ley 
se  practicará  con  sujeción  á  las  reglas  que  para 
tu  mas  exacto  cumplimiento  dictará  el  Poder 
Ejecutivo. 

Art,  7^  Al  Poder  Ejecutivo  pertenece  la  super- 
Tiffilancía  sobre  las  propiedades  y  rentas  de  las 
iglesias,  V  para  ejercerla  se  valdrá  de  los  estados 
proviuciales  que  previene  esta  ley ;  de  los  infor-  ,. 
mes  que  de  las  visitas  pastorales  le  den  los  reveren- 
dos preladtos,  y  aun  Uamaudo  á  su  conocimiento  " 


las  cuentas  j  tanteos  anuales  originales»  si  &  lúea 
la  taviAte» 

Art  8.®  Las  cuentas  de  imbrica  pendientes  as 
examinarán  y  sentenciarán  coa  arreglo  á  la  pre* 
.senté  ley. 

Art  99  Se  deroga  el  decreto  de  14  de  Haya 
de  1841  sobre  esta  materia. 

Dada  en  Caracas  á  2  de  Mayo  de  1842,  13?  y 
329-^El  Presidente  del  Senado,  José  Manuel  dt 
los  Ríos. — El  Presidente  de  h  Cámara  de  Re- 
presentantes,  Frajicisco  Díaz, — El  Secretario  del 
Senado,  José  Ramón  BurguÜlos. ^-^El  Secretario 
de  la  Cámara  de  Representantes,  Rafael  Acevedo. 

Caracas  Mayo  7  de  1842,  139  y  32**— Ejectt- 
tese.~Jo5é  A.  Páez. — .—Por  S.  E  el  Presiden- 
te de  la  República. — El  Secretario  de  Estado  ea 
los  Despachos  del  Interior  y  Justicia.— Jn^eí 
Quintera, 
MAYORTX)MIAS  de   fabrica,   übcrbto  bji^ 

CüTivo  DE  18  DE  OCTUBRE   DE  1842  réglamela 

tando  la  ley  anterior. 
JOSÉ  ANTONIO    PkEZ,  Presidente  de  k 

República  de  Veneztiela,  &    &,  &. 

En  ejecución  de  la  ley  de  7  de  Mayo  último 
sobre  niayordomías  de  fábrica  de  las  Iglesias^ 
decreto : 

CAPITULO  PRIMERO. 

Jh  las  mayordomias  de  fábrica  de  las  Igle- 
sias Catedrales.  - 

Art  19  Los  mayordomos  de  fábrica  de  dichas 
iglesias  serán  nombrados  por  los  Gobernadores 
de  provincia  á  propuesta  eo  ter^a  de  sugetos 
suficientes  y  de  responsabilidad,  hecha  por  los 
respectivos  cabildos  eclesiásticos,  según  lodis^ 
dispuesto  en  el  artículo  41:  de  la  ley  de  patrona- 
to, 

^  19  Cuando  por  enfermedad  6  ucencia  se 
haya  de  separar  de  su  destino  el  mayordomo^ 
dejará  en  su  lugar  un  encargado  de  su  confian- 
za con  poder  bastante  para  ejercer  sus  función 
nes,  el  coal  firmará  en  su  nombre  y  bajo  su  res-» 
ponsabilidad,  previa  aprobación  del  Gobernador 
de  la  provincia. 

^  29  En  caso  de  muerte  6  enfermedad  grave 
en  que  el  mayordomo  no  pueda  designar  y  cons- 
tituir el  apoderado  que  haya  de  reemplazarle,  el 
prelado  y  cabildo  indicarán  al  Gobernador  de  la 
provincia  la  persona  que  pueda  encargarse  in- 
terinamente del  destinó,  y  con  aprobación  de  esle 
funcionario  lo  desempeñará. 

Art  29  El  mayordomo  de  la  MelropoliUn» 
debe  dar  fianza  por  cinco  mil  pesos,  y  los  de  la| 
catedrales  de  Mérfda  y  Giiayana  por  dos  mu 
pesos. 

Art.  39  fil  día  nrimero  dé  Enero  próximo  fof' 
maránlos  mayordomosi^  de  acuerdo  «on  los  pre* 
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lados  y  otbildo*  edeaiástkos,  on  inTentario  muy 
circunstanciado  de  todos  los  bienes  raicea,  mué* 
bles,  capitales  de  censos  y  demás  que  posean 
las  iglesias,  expresando  el  valor  de  los  bienes 
que  estuvieren  justipreciados,  ó  dándoles  uno 
aproximado,  y  los  lugares  en  que  se  encuentran, 
así  como  las  fincas  gravadas  con  censos  y  per- 
sonas que  los  reconozcan,  de  modo  que  se  ten- 
ga un  conocimiento  completo  de  todo.  Dicho  in- 
ventario será  firmado  por  el  prelado  y  presiden- 
te del  cabildo  y  el  mayordomo,  y  se  pondrán 
cuatro  ejemplares,  de  ios  cuales,  uno  quedará  en 
poder  del  mayordomo,  otro  en  el  del  cabildo,  otro 
se  enviará  al  Tribunal  mayor  de  cuei;itas  y  el 
otro  al  Gobernador  de  la  provincia,  quien  di- 
rigirá una  copia  exacta  al  Ministerio  de  lo  Inte- 
rior. 

^  19  Cualquier  aumento,  diminución  6  al- 
teración que  haya  en  los  bienes  y  censos,  se  anota- 
rá en  dicho  inventario  expresando  la  causa,  y  de 
ello  se  avisará  por  el  cabildo  y  mayordomo  al  ¡ 
Tribunal  de  cuentas  y  al  Gobernador  el  mismo 
dia  que  se  anote:  este  lo  participará  al  Ministerio 
de  lo  Interior  para  que  se  exprese  en  et  ejem- 
plar que  existe   en  su  archivo, 

^  $¿9  Practicado  el  inventario  á  que  se  cmitrae 
este  artículo,  los  ornamentos  y  alhajas  de  las  igle- 
sias quedarán  en  poder  del  sacristán  mnyor,  quien 
responderá  de  ellos  con  la  fianza  que  está  obligado 
á  prestar  por  la  constitución  sinodal. 

Art.  49  ^8  cuentas  se  llevarán  por  afios  comu- 
nes de  Enero  á  Diciembre. 

Art  59  El  método  de  la  cuenta  será  por  par- 
tida sencilla  en  un  solo  libro,  abriéndose  los  ramos 
que  sean  necesarios  para  las  correspondientes  apli- 
caciones de  ingreso  y  egreso,  cuidando  de  que  los 
asientos  se  hagan  con  la  mayor  claridad  y  ex- 
presando cuantas  circunstancias  sean  necesarias 
al  efecto. 

^19  Estas  cuentas  serán  comprobadas  con  los 
documentos  correspondientes  que  serán  visados  por 
los  diputados  que  elijan  el  prela'do  y  cabildo  ecle- 
siítstico  de  entre  sus  miembros. 
■»  ^  29  Los  asientos  se  harán  en  los  ramos  com- 
petentes sin  que  sea  preciso  la  firma  del  administra- 
dor^ mayordomo. 

^  39  Ai  fin  de  la  cuenta  se  hará  una  demostn* 
cioD  de  i(»s  ramos  de  ingreso  y  egreso,  la  cual  pre- 
sentará la  existencia  en  numerario  y  en  especieei 

Art  6^.  En  la  primera  ibia  del  ubro  de  la-cuen* 
ta  anual  se  pondrá  la  carátula,  en  que  se  expresará 
el  alio  á  que  pertenece  la  cuenU,  el  mayordomo  á 
cuyo  cargo  esté,  y  los  folios  deque  consta  el  libro: 
esta  carátula  ser¿  firmada  por  el  Gobernador  de  la 
provincia  y  por  el  mayordomo  y  lubricados  todos 
los  &I10S  por  el  Oob^iia4or, 


MAY 


^  ??  ^*  cuentas  comenzarán  por  las  partidas 
de  existencias  que  se  asentarán  en  el  ramo  á  que 
correspondan. 

^  29  8e  llevará  un  cuaderno  auxiliar  para  la 
constancia  de  los  deudores  y  acreedores  por  cual- 
quier respecto. 

^  39  Ademas  del  libro  de  la  cuenta  y  del  cuader- 
no auxiliar  llevarán  los  mayordomos  otro  que  será 
el  libro  Matriz^  en  el  cual  registrarán  en  folios 
distintos  y  con  la  debida  separación  los  capitales 
de  censos,  expresando  las  fincas  responsables  y  los 
inquilinos  y  tenedores,  y  anotando  las  alteracio- 
nes que  por  cualquier  respecto  puedan  tener,  de 
manera  que  en  todo  tiempo  se  conozca  su  verdade- 
ro origen  y  estado.  En  la  primera  foja  de  este  li- 
bro se  pondrá  tamtien  la  carátula  á  que  se  contrae 
este  artículo  y  sus  folios  serán  rubricados  por  el 
Gobernador. 

Art.  7^  No  podrán  I03  mayordomos  gastar  cosa 
alguna  del  caudal  que  tengan  en  su  poder  per- 
teneciente á  las  i  iglesias  sino  por  libramiento  de  los 
prelados  y  cabildos.  Para  facilitar  la  expedición 
de  estos  libramientos,  nombrarán  los  prelados  y 
cabildos  al  principio  de  cada  alio  dos  diputados  que 
expidan  dichos  libramientos. 

Art  89  Dentro  de  los  primeros  quince  dias  del 
mes  de  Enero  presentarán  los  mayordomos  de 
fábrica  al  Gobernador  de  la  provincia  las  cuentas 
del  aüo  anterior,  á  saber :  el  libro  de  la  cuenta 
anual  y  los  documentos  que  comprueben  las  parti- 
das de  este,  que  deberán  estar  numerados. 

Art  99  Luego  que  los  Gobernadores  reciban 
las  cuentas  las  enviarán  á  los  prelados  y  cabildos : 
estos  las  pasarán  á  los  diputados  de  que  habla  el 
artículo  79  y  con  los  reparos  que  opongan,  las  de- 
volverán dentro  de  un  mes  al  Gobernador  con  tes- 
timonio del  acta  celebrada  al  intento.  De  los  repa- 
ros que  se  hicieren  instruirán  los  Gobernadores  á 
los  mayordomos,  y  con  sus  contestaciones,  que  de- 
berán darljis  dentro  de  quince  dias,  remitirán  las 
cuentas  al  Tribunal  mayor  para  que  las  examine 
y  fenezca. 

Art.  10.  Los  reparos  del  Tribunal  de  cuentas  se 
pasarán  á  los  Gobernadores  para  que  en  el  término 
que  designe,  hagan  gue  los  mayordomos  produzcan 
sus  nuevas  contestaciones,  ea  vista  de  las  cuales  el 
Tribunal  pronunciará  sentencia  trasmitiéndola  á 
los  mismos  Gobernadores  para  que  la  hagan  cunp- 
plir. 

§  único.  Si  los  mayordomos  no  contestaren  en  al 
término  designado,  el  Tríbtmal  da  cuentas  sen« 
tenciará  en  estrados. 

Art  11.  Cumplidas  bs  sentencias,  librará  el 
Tribunal  la  final  aprobación  avisándole  al  respecti- 
vo Gobernador,  quedando  de  este  modo  finiquitadas 
las  cnealst  <|oe  se  «rebifartn  en  dicho  Tribunal,  y 
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expedirá  á  los  mayordomos  certificación  de  solven* 
cia  siempre  que  la  pidan. 

Art.  12,  De  los  alcances  que  resulten,  pondrán 
ios  mayordomos  asientos  en  el  libro  de  la  cuenta 
anual,  pasándolos  como  las  demás  partidas  &  la 
nueva  cuenta  del  siguiente  año. 

Art.  13.  Siempre  que  entre  á  desempeñar  el 
destino  algún  mayordomo,  se  formará  el  inventa- 
rio de  que  habla  el  artículo  3?  y  se  remitirán  las 
copias  á  las  autoridades  que  él  expresa. 

Art.  14.  Las  cuentas  de  fábrica  de  las  iglesias 
catedrales  que  han  debido  Ilovarse  hasta  ahora  y 
que  no  hayan  sido  presentadas,  examinadas  y 
aprobadas,  se  exigirán  por  bs  Gobernadores  de  la 
provincia  en  que  se  encuentren  dichas  catedrales, 
y  so  procederá  á  su  examen  conforme  á  este  re- 
glamento. 

Art.  15.  Anualmente  y  verificado  que  sea  el  corte 
de  cuentas,  se  pasará  un  tanteo  por  los  Gobernado- 
res de  provincia  y  diputados  de  los  prelados  y  ca- 
bildos. A  estos  actos  deberá  concurrir  el  secretario 
de  la  Gobernación.  Dichos  secretarios  estamparán 
una  diligencia  que  acredite  todo  lo  que  haya  exis- 
tente, cuya  diligencia  será  firmada  por  el  Go- 
bernador, los  diputados,  el  secretario  y  el  mayordo- 
mo. Igualmente  se  pasará  tanteo  en  cualquiera 
época  en  que  lo  crean  necesario  el  Gobernador  6 
los  diputados  de  los  prelados  y  cabildos,  para  lo 
cual  excitarán  estos  á  dicho  magistrado.  La  dili- 
gencia que  manifieste  el  resultado  de  dichojs  tanteos 
se  hará  por  duplicado,  y  se  depositará  una  en  po- 
der de  los  prelados  y  otra  en  el  archivo  de  la  Go- 
bernacion^ 

Art.  16.  Ninguna  propiedad  de  las  iglesias 
catedrales  podrá  ser  enajenada  sino  con  las  for- 
malidades de  derecho  y  previo  el  consentimiento 
de  los  respectivos  Gobernadores,  que  ha  de  constar 
en  el  expediente  que  al  efecto  se  les  pasará. 
CAPITULO  11. 

Be  las  maijordomías  de  fábrica  de  las  iglesias 
parroquiales, 

Art.  17.  Los  mayordomos  de  fabricado  dichas 
iglesias  «eran  nombrados  por  el  Gobernador  á  pro- 
puesta en  terna,  de  sugetos  suficientes  y  de  res- 
ponsabilidad, hecha  por  los  vecinos,  previas  las 
formalidades  que  para  efto  requiere  el  artículo  41 
de  la  ley  de  patronato. 

^  19  £n  las  faltas  absolutas  de  los  mayordomos, 
los  jefes  políticos  nombrarán  interinamente  y  darán 
cuenta  ai  Qofoernador  mientras  se  ie  presenta  liuévá 
terna  para  hacer  el  nombramiento  eik  propiedad. 

§  29  Los  mayordomos  que  hayan  prestado 'fian- 
za podrán  designar  en  sus  íaltas  accidentales  una 
persona  que  desempeñe  la  mayordomea  bajo  áu  res- 
ponsabilidad. Laafakas  accidentalee  de  ios  ma- 
yoolomos  que  no  hayan  prestado  fian2a  peftáa  su*' 


f elidas  por  las  personas  que  interinamente  nombren 
os  jefes  políticos. 

Art.  18.  Según  la  importancia  de  las  rentas  de 
la  parroquia  deberán  Ó  no  prestar  fianza  loe  ma- 
yordomos  respectivos»  Queda  esto  á  juicio  de  los 
Gobernadores ;  y  en  los  casos  que  deba  preatar- 
se  fianza  designarán  la  cantidad. 

Art.  19.  £n  las  parroquias  donde  no  fuere 
posible  encontrar  personas  que  desempellen  las 
mayordomías  de  fábricas,  se  encargarán  de  ellas 
proirisionalroente  los  respectivos  curas,  quienes 
deberán  llevar  la  cuenta  prevenida  por  este  de- 
creto. 

Art  20  £1  dia  primero  de  Enero  próximo  forma- 
rán los  mayordomos  de  acuerdo  con  los  venera- 
bles curas  y  con  asistencia  de  dos  vecinos,  un 
inv^jitario  muy  circunstanciado  de  todos  los  bie- 
nes raiees,  muebles,  capitales  de  <;£nsos  y  dem&s 
que  posean  las  iglesias,  expresando  el  valor  de 
los  bienes  que  estuvieren  justipreciados  ó  dán- 
doles uno  aproximado,  y  los  lugares  en  que  se 
encuentran,  así  como  Jas  fincas  gravadas  con 
censos  y  personas  que  los  reconozcan,  de  modo 
que  se  tenga  un  conocimiento  completo  de  todo« 
Dicho  inventario  será  firmado  por  el  venerable 
cura,  ehmayordomo  y  los  vecinos  en  número  de 
tres  ejemplares,  de  los  cuales  dejará  uno  en  su 
poder  el  mayordomo,  otro  el  venerable  cura,  y 
el  otro  se  enviará  por  el  mayordomo  á  la  prime- 
ra autoridad  civil  déla  parroquia  quien  la  remiti- 
rá al  jefe  político  del  cantón,  dejando  una  copia 
¡  exacta  en  su  archivo^ 

^  único.  Cualquier  aumento,  disminución,  ó  al- 
teración que  haya  en  los  bienes  y  censos,  se 
anotará  en  dicho  inventario,  expresando  la  causa, 
y  de  ello  se  avisará  i nmed ¡altamente  por  el  cura 
y  el  mayordomo  á  la  primera  autoridad  de  la 
parroquia  y  a]  jefe  político  del  cantón  para  que 
lo  expresen  en  el  ejemplar  que  existe  en  su  ar- 
chivG- 

Art.  21.  Las  cuentas  se  llevarán  por  aüos  co- 
munes de  Enero  á  Diciembre. 

Art.  22.  £1  método  para  formarlas  será  de 
cargo  y  data  en  un  libro  6  cuaderno  que  se  titu- 
lará Libro  anual  de  cuentas  de  fábrica  de  la 
parroquia  de ,  y  servirá  para  todos  los  asien- 
tos que  ocurran  por  entradas  y  salidas,  cuyas 
asientos  deben  explicar  con  claridad  y  precisión 
cuantas  circunsiancia6  hagan  conocer  el  orígen 
de  a4)ifello8,  comprobándolas  con  los  documen- 
tos necesarios,  q4Íié  occisamente  tendrán  el  vis- 
to bueno  del  cura,  y  cuando  en  la  parroquia  no 
haya eura,  ose  halle  ausente,  6 el  encargado  de 
ella  sé  encuentre  «muy  distante,  pondrá  dicho 
visto  hiueno  la  pritrtéra. autoridad  civil  de  la  ¡Mr- 
roqula  caahdo  el  gasto  sea  urgente,  sin  cuyo  re* 
xiuisito  no  se  admitirá  ninguna  pariida  ip  ^jáusa^ 


COLOMBUNA  T  T£HEZOI.AKA  TIOENTE. 


385 


MAY 


MAY 


^  6nico.  Los  asientos  así  úe  cargo  como  de 
data  se  harán  en  el  mismo  libro  uno  en  pos  de 
otro  sin  separación  alguna,  estampándose  como 
vayan  ocurriendo,  ya  sean  de  cargo  ya  de  data 
indistintamente,  sin  necesidad  de  que  dichos 
asientos  vayan  ñrmados  ni  por  el  mayordomo  ni 
por  el  interesado.   Se  abrirán   dos  ramos,  el  uno 

de  caudales)  y  el  otro  de  data  de  caudales,  para  ¡I  de  los  curas,  6  de  la  primera  autoridad  ciril  de 
llevar  al  de  cargo  las  partidas  de  dinero  que  re-  '|  la  parroquia,  en  los  casos  que  expresa  el  artículo 
ciba   el  mayordomo,  y  en  el  de  data  las  de   des-  i  22  de  este  reglamento. 

cargo  por  inversión.  Al  fin  del  año  se  ftumarán  i  Art  27  Dentro  de  los  primeros  quince  dias 
los  ramos  de  cargo  y  data,  y  lo  que  den  estas  I  del  mes  de  Enero  los  mayordomos  presentarán 
sumas  se  llevará  á  un  folio  del  mismo  cuaderno  '.^  sus  cuentas  del  año  anterior  con  los  documentos 
6   libro,  que  diga  Resumen,  y  en  él  se  dirá   por 


ciendo  él  balance  correspondiente,  estampará  una 
diligencia  en  que  se  expresen  los  folios  que  con- 
tenga el  libro  de  cuentas,  y  que  queda  cerrada 
esta,  firmando  dicha  diligencia. 

Art  26*  No  podrán  los  mayordomos  gastar 
cosa  alguna  del  cauda]  que  tengan  en  su  poder 
perteneciente  á  las  iglesias,  sino  por   libramiento 


ejemplo : 
Cargo. 
Data. 


Existencia  que  pasa  A  la  cuenta  nueva  22  'I 

Art.  23.  Cuando  las  i^lc'^ias  posean  capitales  ! 
de   censos   ó   fincas,   llevarán  los   niayurdumos  | 
otro   libro  ó  cuaderno  r,ue  titularán  Maírizt  en  'j 
el  cual  registrarán   en  roiioí^  distintos  y   con   la  || 
debida  separación    los   capitales  de  censos,  ex-  {; 
presando  las  fincas  resj)oiisables  y  ios  in^uilinos 
y   tenedores,    y   anotando  las   alteracioues   que 
por  cualquier  respecto    puedan  tener,  de  manera 
que   en  tudo  tiempo  se   conozca  su    verdadero 
origen   y  estado.   Tanibicn  anotarán    en    distin- 
tos  folios  y  con  la  debida  reparación    las    fincas 
que  posean  las    iglesias,    expresando  el    lugar 
donde  se  encuentren,  su  valor  ó  importancia,  ar- 
rendatarios  que  las  tengan,  el  producto   del    al- 
quiler ó  arrendamiento,  y  las  alteraciones  que  se 
experimenten  en  cualquiera  de  estos  particulares. 

\  único.  Los  libros  ó  cuadernos  de  que  ha- 
blan los  dos  artículos  anteriores,  deberán  ser  fo- 
liados y  rubricados  por  los  jefes  políticos  res- 
pectivos, á  cuyo  efecto  los  mayordomos  les  pre- 
sentarán dichos  libros  6  cuadernos  oportuna- 
mente. 

Art«  24.  La  primera  partida  del  libro  6  cua- 
derno de  cuentas  que  se  ponga  en  Enero  al  prin- 
cipiar el  año,  será  de  la  existencia  que  resoltó 
en  Diciembre,  en  numerario,  llevándose  al  ramo 
de  cargo  de  caudales  :  otra  partida  en  el  mismo 
día,  y  en  el  mismo  cuaderno  6  libro,  en  el  ramo 
de  deudoreSy  si  quedaron  algunos  sin  pagar  al  fin 
del  a&o:  otra  partida  en  el  ramo  de  capitales  á 
censo  para  llevar  á  él  todos  los  capitales  que 
correspondan  á  la  parroquia,  y  la  otra  en  el  ramo 
de  enseres  de  la  iglesia  para  que  se  estampen  los 
ornamentos  y  demás  utensilios  del  servicio  de  la 
iglesia. 

Art.  2&  Sentada  la  última  partida,  el  dia  31 
de  Diciembre  de  cada  afio,  el  mayordomo  ba- 


que las  comprueben,  los   cuales  deberán   estar 
i;  numerados,  al  alcalde   ó  juez  de   la  parroquia: 
300  I  i  este  las  pasará  al  cura  párroco,  que    se   las   de- 

278.  i  volverá  dentro  de  un  mes  con  sus  reparos,  si  los 

— ^^  ¡j  tuviere,  de   los  cuales   instruirá  el  magistrado 

civil  ai  mayordomo,  y  luego  con  su  contestación 
remitirá  las  cuentas  al  jefe  político  del  cantqn. 

Art.  28  Lo9  jefes  políticos  en  unión  del  pro- 
curador municipal  y  de  un  concejal  6  vecino 
nombrado  por  el  mismo  Concejo,  examinarán  y 
sentenciarán  definitivamente  estas  cuentas,  va- 
liéndose de  los  jueces  parroquiales  para  hacer 
cumplir  sus  providencias. 

Art.  29.  Fenecidas  así  en  cada  año  por  los 
jefes  políticos  las  cuentas  de  las  parroquias  de 
su  cantón,  formarán  un  estado  sencillo  que  com- 
prenda las  parroquias  del  cantón,  los  ramos  de 
ingreso  y  egreso  y  las  cantidades  que  por  cada 
uno  se  han  percibido  y  erogado,  y  lo  remitirán  al 
Gnbernador  de  la  provincia.  En  la  formación  de 
dicho  estado  se  arreglarán  los  jefes  políticos  al 
modelo  que  les  pasarán  los  Gobernadores. 

Art.  30  Estos  estados  servirán  á  los  Goberna- 
dores para  conocer  si  en  todas  las  parroquias  se 
han  rendido  las  cuentas,  y  cumplido  con  los  debe- 
res íjue  impone  la  ley  de  patronato;  y  reuniéndo- 
los,  formarán  uno  de  toda  la  provincia,  que  com- 
prenderá sus  cantones,  y  lo  demás  que  expresa 
el  artículo  anterior.  De  este  estado  provincial 
remitirán  copia  al  Ministerio  de  lo  Inte- 
rior y  á  los  respectivos  prelados  eclesiásticos  ó 
á  quien  desempeñe  sus  funciones. 

Art.  31.  De  los  alcances  que  resulten  al  cerrar- 
se la  cuenta  el  último  de  Diciembre  pondrán  los 
mayordomos  asientos  en  el  libro  de  cuenta  del 
afio  siguiente* 

Art.  32.  Siempre  qne  por  falta  absoluta  de 
un  mayordomo,  entre  otro  nuevo  nombrado  por 
el  Gobernador  &  desempeüar  la  mayordomía,  se 
formará  el  inventario  de  que  h&bla  el  artículo  20 
en  el  mismo  número  de  ejemplares  que  allí  se  ex- 
presan! precediéndose  en  la  propia  forma  que 
diehp  artículo  previeUet 
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Art.  3á-  Anualmente  y  verifica<lo  que  sea  *  el 
corte  de  cuentas,  se  pasará  un  tanteo  |>ot  la  pri- 
mera autoridad  civil  de  la  parroquia  y  el  venera* 
ble  cura.  Este  tanteo  será  no  solo  de  la  existen- 
cia metálica,  sino  también  de  lo  demás  del  ser-* 
vicio  de  la  iglesia  constante  en  el  inventario  de 
que  habla  el  artículo  20.  A  estos  actos  deberá 
concurrir  el  secretario  del  alcalde  ó  juez  de  la 
parroquia  ó  el  amanuense  del  jefe  político  en  su 
caso,  y  estampará  una  diligencia  por  duplicado 
que  acredite  todo  lo  que  hay  existente,  cuya  di- 
ligencia será  firmada  por  el  juez,  el  cura,  el  se- 
cretario y  el  mayordomo,  y  se  depositará  utt  ejem- 
plar en  poder  del  venerable  cura  y  el  otro  en  el 
archivo  de  la  autoridad  civil  respectiva.  Igual 
tanteo  podrá  pasarse  en  cualquiera  época  en  que 
lo  crea  necesario  la  primera  autoridad  civil  de  la 
parroquia  ó  el  venerable  cura,  para  lo  cual  exci- 
tará este  a  dicha  autoridad. 

Art.  34-  Las  cuentas  de   fábrica  de  las  iglesias 
parroquiales  que  han  debido  llevarse  hasta  ahora 
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y  que  no  hayan  sido   presentadas,  examinadas  y 

"  s,  lo 
glamento. 


aprobadas,  lo   serán   conforme  al    presente   re- 


Art  35.  Ninguna  propiedad  de  las  iglesias 
parroquiales  podrá  ser  enajenada  sino  con  las 
formalidades  de  derecho  y  previo  el  consentimien- 
to de  los  respectivos  Gobernadores  constante  en 
el  expediente  que  se  les  remitirá  por  el  prelado 
ó  su  provisor.  Pa-ra  reducir  los  censos  es  necesa- 
rio también  el  consentimiento  del  Gobernador 
respectivo,  á  menos  que  dicha  reducción  se  acuer- 
de por  el  tribunal  competente. 

Art.  36.  Este  decreto  empezará  á  tener  cum- 
plimiento desde  el  19  de  Enero  del  año  próximo, 
desde  cuyo  dia  quedará  derogado  el  de  26  de 
Mayo  de  1841. 

Art.  37.  El  Secretario  de  Estado  en  los  des- 
pachos de  lo  interior  y  Justicia  queda  encargado 
de  la  ejecución  de  este  decreto. 

Dado:  firmado  de  mi  mano:  sellado  con  el 
sello  del  Poder  Ejecutivo  y  refrendado  por  el  Se- 
cretario de  Estado  en  los  despachos  de  lo  Interior 
y  Justicia  en  Caracas  á  18  de  Octubre  de  1842, 
afio  139  de  la  ley  y  329  ^^  ^*  independencia.-^ — 
José  a!  Páez, — Por  S.'E,  Ángel  Quintero, 

MAYORDOMIAS  db  fabrica.  Resolución 
Ejecutiva  de  17  de  Jdlio  db  1843  dispo- 
niendo  gue  los  Gobernadores  participen  á  las 
qfidnas  de  pago  los  nombramientos  que  ha- 
gan de  mayordomos^  y  dichas  oficinas  al  tri- 
buTuU  de  cuentas.   (Modificada  por  la  siguiente). 

Secritaria  del  Interior. — Sección  primera, 

Caracas  Julio  17  de  1843. 
Kecuelto*— Dígase  ea  eircutor  ft  los  goberna* 


dores  de  provincia,  tribunal  de  cuenlas  y  leBore*> 
ría  general 

Habiendo  manifestado  el  gobernador  de  Mará* 
caibo  la  dificultad  que  produce  la  previa  presen" 
tacion  y  toma  de  razón  de  los  títulos  de  los  ma- 
yordomos de  fábricas  de  las  iglesias,  según  lo 
exige  la  Tesorería  general  para  recibir  de  las 
oficinas  de  pago  la  asignación  que  para  dichas 
fábricas  hace  la  ley,  y  pedido  en  consecuencia 
se  comprendiese  á  los  referidos  mayordomos  en 
la  resolución  de  10  de  Octubre  de  1839,  expedi- 
da por  la  Secretaría  de  Hacienda  y  publicada  en 
el  número  456  de  la  Gaceta  de  Venezuela,  S.  E. 
el  Presidente  de  la  República  se  ha  servido  re- 
solver lo  siguiente: 

Lo  dispuesto  en  el  inciso  4.  ®  del  artículo  29 
de  la  ley  de  oficinas  superiores  de  28  de  Mayo 
de  1837,  á  saber  :  '*  Que  el  tribunal  de  cuenta? 
tome  razón  de  los  títulos^  y  despachos  de  todos 
los  empleados  civiles,  militares,  de  hacienda  y 
eclesiásticos  que  disfruten  sueldo  ó  comisión  de 
las  rentas  nacionales,  sin  cuyo  requisito  no  se  ad- 
mitirá en  data  ninguna  cantidad  ni  partida,"  no 
comprende  á  los  títulos  de  los  mayordomos  de 
fábricas  de  las  iglesias,  |.orque  estos  empleados 
no  disfrutan  sueldo  ni  comisión  de  las  rentas  na« 
clónales,  no  siendo  ni  pudiendo  considerarse 
como  sueldo  ó  comisión,  la  asignación  que  li 
ley  hace  para  dichas  fábricas,  y  que  ellos  reciben 
con  tal  objeto.  Para  entregar  dicha  asignación 
la  oficina  correspondiente,  basta  que  Je  conste  que 
el  que  la  recibe  es  tal  mayordomo  de  fábrica  en 
ejercicio,  y  que  conste  lo  mismo  al  tribunal  de 
cuentas  al  examinar  las  de  la  oficina  que  ha  he- 
cho el  pago  ;  á  cuyo  efecto  los  gobernadores  de 
provincia  avisarán  en  lo  sucesivo  &  las  oficinas 
de  pago  correspondientes  los  nombres  de  las  per- 
sonas que  nombraren  mayordomos  de  fábricas 
de  las  iglesias,  y  las  fechas  en  que  hayan  tomado 
posesión  del  destino,  y  dichas  oficinas  lo  partí* 
ciparán  inmediatamente  al  tribunal  de  caentas. 
De  este  modo  se  tendrán  las  garantías  necesa* 
rias  para  la  entrega  de  las  asignaciones  de  fábri- 
cas, y  quedarán  remediadas  las  dificultades  que 
hasta  ahora  se  han  presentado  por  la  toma  de 
ra£on  de  los  títulos  de  los  mayordomos  que  se 
acostumbraba  sin  comprenderlos  la  ciuda  ley. 

Sox&. 

Dígase  al  gobernador  de  Maracaibo  en  con- 
testación de  su  nota  fecha  20  de  Marzo  6ltimo 
número  42.— Publíquese, — Por  S.  E- 


COLOMBIANA  V  V£:kezola;^a  vigente. 


387 


^ 


MAY 


MAYORDOMIAS   db    fabrioa.  Ebsolvcion 
Ejecutiva  db  28  de  Agosto  dk   1844  die- 
iando  reglas  para  su  pago»  (Modifica  la  anie- 
lior.) 
Secrclaría  del  Iníerior. — SeecioK  primera. 
Caracas  Agosto  28  de  1844. 
Resuelto. — Dígase  al  Gobernador  de  Coro. 
Ei  Gobierno  en  su  resolución  de  17  de  Julio 
de  lü43,  se  propuso  que  al  hacerle  el  rago  de  la 
asignación  para  fábricas  de  iglesias  &  los  respec- 
tivos mayordomos,  no  se  hiciese  sino  á  personas 
legítimamente  autorizadas  p^ra  percibirlas,  y  exi- 
gió  por  esio  que  fuesen  los  mayordomos  de   fá- 
brica en  ejercicio.   Para  que  esto  pudiese  cons- 
tar á  las  oficinas  de  pago  correspondientes,  dis- 
puso que  los  Gobernadores  les  participasen   los 
nombiamientos  de  mayordomos  de  fabricas  y  las 
fechas  en  que  habian  tomado  posesión   de   sus 
destinos,  dejando  á  la  discreción   de  los  emplea- 
dos de  UacieoAia  el  medio  que  les  proporcioiTase 
el  convencimiento  de  estdr  ó  no  eu  ejercicio  los 
mayordomos  cuyos  nombramientos  ya  se  les  ha- 
bía participado  por  ei  Gobernador  en  oportuni- 
dad.   Mas  ocurriendo  ahora  duda  en  la   provin- 
cia de  Coro  sobre  el  modo  de  comprobar  el  ejer- 
cicio del  encargi»,  ha  dispuesto  el  Poder  Ejecu- 
tivo que  esto  se  verifique  presentándose  certifi- 
cación de  la  pámera  autoridad   civil  de  la  parro- 
quia k  cuya  iglesia  pertenezca  la  abigimcioii. 

Tengo  el  honor  de  decirlo  á  US.  en  conu  ela- 
ción á  su  oficio  de  29  de  Julio  último  número 
162  sobre  la  materia. 

Trascríbase  &  la  Secretaría  de  Ildcienda,  cir- 
cúlese y  publíquese. — Por  S.  E. — Cobos  lucríts, 
MAYORDOMIAS    de    fabrica.     RtscLucioN 
Ejbcuth'a  de,  2}  (•)  DB  NoviBMBKK  de  1643 
fifando  la  comisión  de  los  mayordomos. 
República  de  Venezuela. — Secretaria  de  Estado 
en  los  despachos  del  Interior  y  Justicia, — Sec- 
ción   primera... Núm.  491. — Caracas  22   de 
Noviembre  de  1843,  14  .y  33. 
Circular  á  lus  señores  Gobernadores,  de  provin- 
cias, Prelados  eclesiásiicos  y   Tribunal  de  cuentas. 
A  consuita  del  Gobernador  de  Apure  hecha  en 
1 636  sobre  la  comisión  que  tenian   loe  mayordo- 
mos de  fábricas  de  las  iglesias,  resolvió  .el  Poder 
Ejecutivo  en  2  de  Setiembre  de  1837,  previo  elia- 
forme  del  M.  R  Sr.  Arzobispo  y  del  Tjribaoal  de 
cuentas,  lo  que  mgue. 

•^  Atendiendo  el  Gobierno  á  que  por  real  céda- 
la de  18  de  Mar2o  de  1764  se  coocedió  al  mayor- 
domo do  la  S.  I.  M.  el  ocho  por  ciento  de  comi- 
•ioR,  7  á  que  cíe  informe  del  tribunal  ma^br  de 
cuentas  resulta,  que  los  mayordomos  de  iglesias 


{*)    En  la  Memoria  del  Interior  de  4A  díoe  21  i  pero 
•stó  sin  (luda  es  un  ei'ror. 
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parroquiales  han  cobrado  la  misma  comisión,  en- 
tendiéndose cuatro  por  ciento  de  lo  que  recauda- 
ban, y  otros  cuatro  por  ciento  de  lo  que  distri- 
buian,  ha  dispuesto  que  continúen  cobrando  el 
mismo  ocho  por  ciento  en  los  términos  expresa- 
dos, hasta  que  el  Congreso,  en  cuyo  conocimiento 
se  pondrá  e&ta  negocio,  resuelva  lo  que  crea  justo 
y  conveniente." 

Esta  misma  asignación  hizo  el  Congreso  en  el 
artículo  5^  de  su  decreto  de  14  de  Mayo  de  1841; 
pero  como,  ni  en  la  ley  de  7  de  Mayo  de  I84¿  que 
lo  reformó,  ni  en  el  decreto  del  Poder  Ejecutivo 
de  18  de  Octubre  del  mismo  año  sobre  cuentas  de 
las  mayordomías  de  fábricas  se  ha  asignado  nin- 
guna comisión  &  los  mayordomos,  y  han  ocurrido 
nuevas  consultas  sobre  este  punto,  el  Gobierno  re-« 
suelveque  dichos  mayordomos  continújn  cobran- 
do el  mismo  ocho  por  ciento  de  comisión  en  los 
términos  que  expresa  la  resolución  de  2  de  Setiem* 
bré  de  1837,  arriba  inserta,  mientras  que  ei  Con- 
greso, á  quien  se  dará  cuenta,  resuelve  lo  conve- 
niente. 

Tefago  el  honer  de  decirlo  á  US.  á  los  fines 
consiguientes. 

Soy  de   US.  atento  servidor.— Jí/art   3Ianuel 
Manrique, 

MAYORDOMIAS  de  fabrica.  Res»ilucion 
Ejecutiva  de  12  o&  Marzo  de  184(5  apro- 
bando una  determinación  del  Gobernador 
de  Car  abobo  sobre  quién  debe  ejercer  las 
fu7iciones  de  fiscal,  y  reparar  las  cuentas 
de  los  venerables  Curas  cuando  ellos  mis- 
mos hayan  desempeñado  las  mayordomías  Ve 
fáb^rica;  y  disponiendo  ademas;  \o,  que 
no  es  necesaria  la  formalidad  del  V,  B,  que 
ponen  los. Curas  en  virtud  del  D.*E.  de  18 
de  Octubre  de  1842,  cuando  sean  ellos  mis- 
mos los  encargados  interinamente  de  las 
mayordomías  de  fábrica  :  2.^,  que  á  falta 
de  Cura  en  una  parroquia,  concurra  el  Sa- 
cerdoie  á/iuien  esta  se  haya  recomendado^  á  la 
junta  de  vecinos  que  ka  de  hacer  el  nombra- 
miento de  mayord  mo;  y  que  ea  el  caso  ex- 
traordinario de  no  estar  recomendada,  se  re- 
quiera á  la  autoridad  competente  para  que  pro- 
vea de.  remedio;  y  80,  quilos  mayordomos 
contesten  los  reparos  que  se  hagan  á  sus  cuen- 
tas^ dentro  it  cuatro  dias^  según  se  establece 
para  los  juicios  de  cuentas  en  la  ley  6&  Htuh 
70  del  código  de  procedimiento  judicial, 
Seevetarüa  de  lo  Interixyr. — Sección  primera. 

Caracas  Marzo  12  de  1844. 

Resuelto. — El  Gohei'nador  de  Carabobo  se  ha 

dirigido  al  Poder  Ejecutivo  manifestándole  qáe  á 

Consulta  del  alcalde  de  Montalvan,  y  por  analogía 

toú  lo  reHüeite  por  el  mismo  Poder  Ejecutivo  en 


TOMO  II. 
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6  de  Junio  de  1843,  ha  dispuesto  que  los  aleares 
6  jueces  de  paz  ejerzan  las  funciones  de  fiscales,  y 
como  tales  reparen  las  cuentas  de  fábricas  que  los 
venerables  curas  presenten  cuando  ellos  mismos 
ha3ran  desempeñado  la  mayordomía  de  sus  res- 
pectivas iglesias,  y  estén  por  esto  impedidos  para 
repasarlas  como  deben  hacerlo  cuando  otras  per- 
sonas están  encargadas  de  la  administración,  y  S.  E. 
el  Presidente  'de  la  República  se  ha  servido  apro- 
bar su  determinación. 

Ha  consultado  también  el  mismo  Gobernador  : 
{O  Quien  debe  poner  el  V.  B.  que  requieren 
los  documentos  comprobantes  de  la  cuenta,  cban- 
do  sean  mayordomos  de  fábrica  interinos  los  mis- 
mos curss  y  estén  por  esto  impedidos  para  hacerlo. 
•  29  Cómo  debe  practicarse  la  elección  de  ma- 
yordomos cuando  las  parroquias  carecen  del  cu- 
ra que  debe  intervenir  en  la  elección  con  arreglo 
al  articulo  41  de  la  ley  de  patronato;  y 

39  Qué  plazo  debe  asignarse  á  los  mayordomos 
para'  contestar  los  reparos  que  se  hagan  á  sus 
cuentas ;  y  el  Gobierno  ha  resuelto. 

19  Clue  no  es  necesaria  la  formalidad  del  V. 
B.  que  ponen  los  curas  en  virtud  del  decreto  eje- 
cutivo de  18  de  Octubre  de  1842,  cuando  sean  ellos 
mismos  ios  que  estén  encargados  interinamente  de 
las  mayordomias  de  fábrica. 

29  Clue  no  siendo  regular  que  haya  ninguna 
parroquia  que  deje  de  estar  encargada  á  algún 
eclesiástico  que  desempeñe  en  ella  la  cura  de  al- 
mas, concurra  á  la  junta  de  vecinos  que  ha  de  ha- 
cer el  nombramiento  de  mayordomo,  el  sacerdote  á 
quien  se  haya  encomendado  la  parroquia,  y  que  en 
el  caso  extraordinario  de  no  estar  encoiQendada^  se 
requiera  ft  la  autoridad  eclesiástica  competente  pa- 
ra que  proyea  de  remedio  y 

39  Que  los  mayordomos  contesten  los  reparos 
que  se  hicieren  á  sus  cuentas  dentro  de  cuatro 
días  según  se  establece  para  los  juicios  de  cuentas 
en  la  ley  sexta  título  79  del  código  de  procedi- 
miento judiciales. 

Publíquese  y  circulóse.— Por  S,  E. — 

Cobos  Fwtrtti. 
MAYORDOMIAS    db    fabrica.   Resolución 
Ejecutiva  dx  26  de  Noviembre  de  1851  de- 
clarando   cómB  se  obligará  á  los  Curas  á  la 
entrega  de  las  aienias  cuando  le  sean  objeta- 
das por  ser  ellos  mismos  los  maffor domos. 
Secretaría  del  Interior* — ^Beccion  primera. 
Caracas,  Noviembre  26  de  1851. 
Resuelto.— Dígase  al  Gobernador  de  Barquisi- 
meto. 

Puesta  en  consideración  del  Poder  Ejecutivo  )a 
nota  de  US.  de  23  de  Junio  próximo  pasado,  en 
que  consulta  acerca  del  procedimiento  que  deba  I 
observarse  para  obligar  al  cuza  de  San  Felipe  &  la  U 
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entrega  de  las  cuentas  que  llerd*  eomo  roa3^rdo- 
mo  de  fábrica  de  la  igiesia  de  aquella  dudad,  las 
cuales  se  le  pasaron  en  virtud  de  las  objecionea 
que  se  les  hicieron  por  el  juez  de  parroquia,  á 
quien  corresponden  tales  funciones  en  el  presoitc 
raso,  conforme  á  la  resolución  ejecutiva  de  12  de 
Marzo  de  1846,  S.  E.   ha  tenido  á  bien  resolver: 
que  gozando  el   referido  cura  del  privilegio  del 
fuero,  no  está  sometido  á  la  jurisdicción  civil«  de 
que  no  pueden  eximirse  en  general  los  demás  ciu- 
dadanos, y  por  tanto  no  le  es  aplicable  por  los  tri- 
bunales ordinarios  el  apremio  de  veinticuatro  ho- 
ras de  priíion  que  establece  el  articulo  99  de  la 
ley  6.'  tttulo  79  ael  código  de  procedimiento  judi- 
cial expedido  en  3  de  Mayo  de  1638,  pero  que  no 
debiendo  quedar  impune  una  falta  de  esta  natara- 
lezs,  puede  US.  dar  cuenta  de  lo  ocurrido  en  esia 
y  cualquiera  otra  ocasión  semejante,  ql  superior 
eclesiástico  competente,  á  fin  de  que  este,  usando  de 
su  autoridad,  haga  que  el  enunciado  cura  de  Sao 
Felipe  y  los  demás  que  cometan  tales  faltas,  cum* 
plan  con  los  deberes  que  les  impone  la  ley,  si  para 
ello  no  fueren  suficientes  los  medios  persuasivos 
que,  antes  de  dar  este  paso,  empleará  el  juez  civil 
respectivo ;  añadiendo  á  US.  que  el  Gobierno  ve 
con  suma  pena  que  se  haya  presentado  un  ejemplo 
de  esta  especie,  tan  ajeno  de  la  'buena  conducía 
que  debe  observar  un  ministro  del  altar,   y  desea- 
ría que  no*se  repitiese  este  suceso  para  no  dar  oca* 
sion  á  excesos  y  omisión  en  llenar  sus  deberes  nn 
sacerdote  que  ha  de  ser  siempre  un  modelo  de 
virtudes. 

Soy  át. — Por  S.  E. — Herrera, 
MAYORDOMIAS    de    fabeica.    Resolución 
Ejecutiva  de  27  de  Marzo  ¿<  1852  decl^ 
randa  que  son  los  jueces  de  paz  los  que  debe» 
presidir  los  vecindarios  en  sus  reuniones  con  el 
objeto  de  formar  ternas  para  la  eleedan  de  sm- 
yordomos. 
Secretaria  del  Interior. — Sección  primera. 
Caracas,  27  de  Marzo  de  1852. 
Resuelto.— Dígase  á  los  Gobernadores  de  pro- 
vincia. 

Con  esta  fecha  ha  dictado  el  Poder  Ejecutivo  la 
siguiente  resolución. 

**  Vistas  las  diferentes  consultas  que  han  dirigi- 
do al  Poder  Ejecutivo  varios  Gobernadores  de 
provincia,  con  motivo  de  la  duda  que  les  ocurre, 
sobre  si  son  los  jueces  de  parroquia,  6  los  de  paz, 
los  que  en  vez  de  los  antiguos  alcaldes  deben  pre- 
sidir los  vecindarios  reunidos  coja  asistoncia  de  sus 
curas  para  formar  las  ternas  que  han  de  presentar- 
se á  los  Gobernadores,  toda  vez  que  sea  necesario 
nombrar  los  mayordomos  de  fábrica  de  las  respec- 
tivas  iglesias  parroquiales,  conforme  á  lo  dispues- 
to por  et  artículo  41  de  la  ley  de  patronato  sclesiás- 
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tico ;  y  considerando  S.  E.  que  los  referidos  jue- 
ces de  parroquia  no  son  simples  sustitutos  de  los 
anteriores  alcaides,  según  se  tiene  declarado  por 
resolución  de  17  de  Febrero  del  año  próximo  pasa- 
do :  que  como  empleados  que  son  del  orden  judi- 
cial no  ejercen  otras  ftinciones  que  las  que  les  de- 
marca el  Código  orgánico  de  tribunales  ;  y  39  que 
las  reuniones  de  Jos  expresados  vecindarios  han  si- 
do siempre  presididas  por  ios  jueces  de  paz  en  to- 
dos los  pueblos  en  que  aquellos  no  han  existido  ni 
'  los  hay  al  presente,  ha  tenido  á  bien  resolver :  que 
corresponde  á  estos  la  atribución  que  conferia  á 
los  dichos  alcaldes  el  artículo  41  de  la  citada  ley, 
y  por  tanto  deben  presidir  las  juntas  vecinales  de  que 
él  habla," 
Lo  comunico  á  US.  para  su  inteligencia» 
Soy  &. — Por  S.  E. — Herrera. 

MAYORDOMIAS     de  fabrica.  Rbsoluciotí 
Ejbcutiva  db  27  db  Agosto  db  1852  reite- 
rando el  cumplimiento  de  la  de  13  de  Mayo 
de  1844,  (que  reproduce)  sobre  remisión  al  Go- 
bierno de  los  estados  de  ingreso  y  egreso  de 
sus  rentas. 
Secretaría  del  Interior.— Sección  primera. 
Caracas  27  de  Agosto  de  1852. 
Resuelto. — Dígase  á  los  seflores  Gobernadores 
de  provincia. 

Por  resolución  Ejecutiva  de  13  de  Mayo  de 
1844,  que -con  la  misma  fecha  y  bujti  el  numero 
184  comunicó  á  los  Gobernadores  el  Ministerio  de. 
mi  cargo  se  estableció  lo  siguiente  : 

"  Dispone  el  artículo  30  del  decreto  del  Poder 
Ejecutivo  de  18  de  Octubre  de  1842  sobre  cuen- 
tas de  las  mayordomías  de  fábricas  de  las  Igle- 
sias, que  los  Gobernadores  de  provincia  reunien. 
do  los  estados  que  lea  pasan  los  Jefes  políticos  de 
los  iagresos  y  egresos  que  hayan  tenido  las  par* 
roquias  de  sus  cantones,  formarán  uno  de  toda 
la  provincia  que  comprenderá  sus  cantones  y  lo 
demás  que  expresa  el  artículo  29^  de  cuyo  estado 
provincial  remitirán  copia  al  Ministerio  de  lo  In- 
•terior  y  á  los  respectivos  prelados  eclesiásticos  ; 
y  deseando  el  Gübiemo  que  estos  estados  sean 
uniformes  en  todas  las  provincias  y  que  expresen 
los  ramos  de  ingreso  y  egreso,  y  las  cantidades 
que  por  cada  uno  se  hiA  percibido  y  erogado 
conforme  á  lo  prevenido  en  el  citado  artículo  29, 
ha  tenido  á  bien  aprobar  el  modelo  que  tengo  el 
honor  de  acompasar.  Aunque  dicho  modelo  so- 
lo contiene  cuatro  ramos  de  ingreso  y  cuatro  de 
egreso,  deben  expresarse  en  los  estados  todos  los 
demás  ramos  que  existan  y  correspondan  d  las 
fabricas  por  velaciones,  sepulturas,  exhuma<*io- 
nes,  señas  ó  cualquiera  otro  respecto,  sin  omitir*. 
se  ninguno.  fk»pera  el  Gobierno  que  los  Gober.- 
«adores  desempeñarán  cumplidamente  los  debe.. 
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res  que  en  esta  materia  les  impone  el  citado  de- 
creto que  se  les  recuerda." 

Y  observando  el  Poder  Ejecutivo  que  la  dis- 
posición contenida  en  la  resolución'  inserta  no  ha 
producido  ningún  efecto  de  parte  de  muchos  Go- 
bernadores que  han  dejado  de  enviar  á  este  Des- 
pacho las  uoticiw  á  que  ella  hace  referencia,  S. 
£.  me  ha  ordenado  llamar  de  nuevo  la  atención 
de  US.  acerca  de  este  negocio,  recomendándole 
muy  eficazmente  la  cabal  observancia  del  artí- 
culo 30  del  decreto  mencionado,  y  desea  que  el 
estado  de  que  él  habla,  sea  remitido  á  este  Mi- 
nisterio para  fines  de  Octubre  próximo. — Publi- 
quese. 

•  Por  S-  E.^Herrera. 
MAYORDOMIA8  na  fabrica.  De  entre  quie- 
nes  deben  los  Gobernadores  hacer  la  elección 
de  mayordomos.  Véase  la  nota  (*)T 
MAYORDOMÍAS  de  fabrica.  No  es  indis- 
pensable la  cualidad  de  saber  leer  y  escribir 
para  el  nombramiento  de  mayordomo.  Véase 
la  nota  (•♦). 

MAYORDOMÍAS  de  fabrica.  Sus  cuentas 
no  pueden  ser  examinadas  ni  glosadas  por  per- 
sonas que  hayan  dejado  de  tener  el  carácter  en 
que   pudieran  haberlas   ¿entenciado.  Véase  la 


(*)  £1  Secretario  del  Interior  en  aa  Memoria  de  47 
dijo : 

"  CoDSultó  el  Gobernador  de  Carabobo  si  para  la  vali- 
dez de  una  terna  formada  para  el  nombramiento  de  ma- 
yordomo de  fábrica  de  alguna  iglesia,  era  necesario  que 
cada  uno  de  los  propuestos  hubiese  obtenido  la  mayoría 
absolata  de  votos  en  la  junta  electoral,  y  si  debía  remi- 
tirse á  los  Gobernadores  el  atta  de  dicha  junta,  con  ex- 
presión del  nombre  y  número  de  los  eleetores  y  número 
de  votos  qoe  hubiesen  alcanzado  los  elegidos;  Resolvió 
el  Gobierno :  que  no  era  necesaria  la  remisión  del  acta  . 
de  la  junta  ni  la  expresión  del  nombre  y  número  de  los 
olectoreS.  ni  la  mayoría  absoluta  de  votos  en  favor  de  los 
elegidos,  bien  que  fuese    conveniente  establecerlo  así 
cuando  se  reviese  el  reglamento  de  fábricas  vigente;  de- 
clarando en  consecuencia  que  los  Gobernadores  debían 
hacer  la  elección  en  uno  de  los  tres  aue  el  presidente  de 
la  junta  lo  presentabe,  como  favorecidos  por  la  mayoría 
relativa  de  sufragios. 

(♦*)  El  mismo  Secretario  en  su  propia  Memoiia  ex- 
puso: 

"  Consultó  el  mismo  Gobernador  sobre  si  la  circuna- 
tancia  de  saber  leer  y  eseribir  era  cualidad  indispensable 
en  los  mayordomos  de  fábrica.  Se  le  contestó :  qae  aun- 
que esta  cualidad  era  ciertamente  muí  conveniente  para 
el  buen  ejercicio  del  encargo,  no  se  había  exigido  por 
ahora  como  indispensable,  en  conaideracion  á  la  escases; 
de  hombres  que  quieran  voluntariamente  desempeflarlo ; 
siendo  por  lo  tanto  necesario  aceptar  aquellos  que  por 
motivos  de  piedad  se  prestan  á  ejercerlo,  valiéndole  de 
amanuenses  de  su  confianza. 

{***)  £1  propio  Secretario  en  sn  dicha  Memoria  expuso: 

^'Consultó  el  Gobernador  de  Tmjfllo  sobro  si  podían 
•cr  obligados  á  examinar  las  eaentas  de  í&briMs  ais  al|oa 
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MAYORDOMOS  de  fabrica.  Véase  Mayor- 
domías  de  fábrica, 

MAYORDOMIAS  db  fabrica.  Recusncion  de 
los  miembros  de  la  junta  examinadora  de  las 
cuentas  y  modo  de  proceder.  Véase  Recusa- 
cion  de  jueces  y  ctros  funcionarios.  R.  E.  de 
14  de  Diciembre  de  lb47. 

MAYORDOMOS  de  hatos  y  haciendas.  No 
teniendo  otra  renta  que  sus  sueldos,  están 
exentos  de  car^-as  concejiles.  Véase  Cargas 
Concejiles,  R.  R.  E.  E.  de  12  de  Marzo  de 
1835,  y  6  de  Febrero  de  1852. 

MAYORDOMOS  de  hatos  y  haciendas.  Es- 
tén exentos  temporalmente  del  servicio  en  la 
milicia.  Vea  He  Milicia  nacional  L.  de  24  de 
Abril  de  1^54,  art.  4,  y  D.  E.  R.  art.  10, 

MEDALLA  de  distinciqn  en  honor  del  Li- 
bertador. Decreto  de  11  de  Marzo  de 
1 854  creándola. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 

República  de  Venezvela  rey  nidos  en  Congreso, 

Considerando  : 

19  Q«e  el  busto  del  Libertador  que  hoy  llevan 
muchos  beneméritos  militares  y  otros  dignos  ciu- 
dadanos de  la  República  fué  instituido  por  el 
Congreso  constituyente  de  la  del  Perú  en  12  de 
Febrero  de  1825  conw  una  muestra  de  su  grati- 
tud al  héroe  que  rompiera  sns  cadenas. 

29  Que  es  sensible  pam  Venezuela  que  mu- 
chos de  sus  hijos,  acreedores  por  sns  mereci- 
mientos, á  la  concesión  de  igual  gracia,  no  pue- 
dan obtenerla  sino  de  una  nación  extranjera. 

39  Que  la  patrin  debe,  por  cuantos  medios  es- 
tén A  su  alcance,  conservar  la  memoria  de!   hé- 
.  roe  Sud-aroericano  que  le  dio  libertad  y  aseguró 
su  independencia  ;  y, 

49  Que  él  uso  del  busto  del  Libertador  no  ha 
de  verse  sino  como  un  premio  al  mérito  y  á 
los  servicios  prestados  á  la  Rep&blica. 

pasados  los  individuos  que  compoTiian  las  jant&s  en  ellos, 
y  que  hablan  omitido  el  lleno  de  esto  deber,  añadiendo 
qiib  de  otro  modo  seria  impracticable  su  examen  por  el 
Ji  lo  político  y  demás  vocales  en  atención  á  las  ociipacio- 
nps  (Itl  primero  y  á  qtíe  dopde  1^1  estaban  sin  exami- 
narse las  cuentas.  Se  dijo  en  cwtestacion:.quo  no  to- 
caba el  examen  y  glosa  do  las  cuentas  á  personas  quo  ha- 
bían dejaio  de  tener  el  carácter  con  que  podían  haber- 
Tas  sentenciado :  que  el.  Jefe  político  actual  feneciese  las 
cuentas  de  su  tiempo,  pasando  por  la  existencia  con  que 
estuviesen  encabezadas;  y  que  fuera  sentenciando  en 
junta  de  fábrica'las  atrasadas,  conforme  lo  permitieran 
las  atenciones  preferentes  do  la  Jefetura,  teniéndose  pre- 
scito la  existencia  admitida  en  la  última  cuenta  para  co- 
brar cualquiera  diferencia  que  resultase  al  hacer  la  com- 
paración con  la  que  le  precede,  ó  abonarla^  segun  fuese 
adversa  ó  üi^rorable  al  adiuinistrador." 


Decretan : 

Art.  19  Se  acuerda  una  medalla  de  distinción 
que  contenga  en  el  anverso  ti  busto  del  Liber- 
tador  con  egta  inscripcioli — *^  Simón  Bolívar,'' 
y  por  el  reverso  las  armas  de  la  República.- ¿j. 
cha  medalla  será  de  la  materia,  y  tendrá  la  for- 
ma  y  dimensiones  que  designe  el  Poder  Ejeca- 
tivo. 

Art.  29  El  mismo  Poder  Ejecutivo  puede 
acordar  el  uso  de  dicha  medalla  á  todos  los  Ge- 
nerales,  Jefes  y  Oficiales  del  Ejército  Libírta. 
dor,  y  á  los  que  desde  1848  han  dado  y  ilen  en 
lo  sucesivo  pruebas  de  su  adhesión  á  la  carsa 
popular,  igual  concesión  hará  &  los  riudadsnos 
que  hayan  prestado  ó  presten  á  Venezuela  nota- 
bles  sexvicios  á  juicio    del  Consejo  (\o  Gobierno. 

Art,  39  El  co'sto  de  la  medalla  será  por  ríen- 
ta  de  los  interesados,  y  su  construcción  se  hará 
bajo  el  diseño  que  el  Poder  Ejecutivo  hag^a  pü- 
blicalt  al  intento. 

Art.  49  El  busto  re  llevará  al  lado  izquiefdn 
del  pecho  pendiente  de  una  cinta  azul  celeste i'e 
una  y   media  pulgada  de  ancho  y  otro  tanto  de  * 
largo. 

Art.  59  La  concesión  del  busto  so  hará  por 
un  diploma  expedido  por  el  Poder  Ejecutivo  en 
favor  de  la  persona  agreciada,  sin  cuyo  requisito 
no  podrá  hacerse  uso  do  el. 

Dado  en  Caracas  á  9  de  Marzo  de  1854,  aSo 
25  de  la  ley  y  44  de  la  independencia. 

El  Presidente  del  Senado,  Rafael  Henri^n. 
— El  Presidente  de  la  Cámara  de  Representan- 
tes, Vicente  Amengval. — El  Secretario  del  Sena- 
do, J.  A.  Pérez:— E\  Secretario  de  la  Cámara 
de  Representantes,  J.  Padilla. 

Caracas,  Marzo  1 1  de  1654,  aSo  25  de  la  ley 
y  44  de  la  independencia.  , 

Ejecútese,— J.  O.  Monágas. 
Por  S.    E— El   Secretario  de  Eslailo  eü  los 
Despachos  de  Guerra  y  Marina. 

Juan  Muñoz  Tébar* 

Medalla  db  distinción  en  honor dw-  ^^' 

BERTADOR.     DeCRETO     DE     1 1     DE    AbRIL  D^ 

1854  reglamentando  el  anterior. 

JOSÉ  GREGORIO  monadas, 
General  de  División,  Presidente  de  laR^f^' 

blica  ÓL.áíáü.  • 
En  cumplimiento  de  lo  que  se  dispone  por  e 
artículo  39  del  decreto  legislativo,  fecha  11  "|' 
mes  próximo  pasado,  que  acuerda  una  n**^?P* 
de  distinción  en  honor  del  Libertador  Simón  Bo- 
lívar, y  como  una  recompensa  al  mérito  y  á  lo* 
servicios  prestados  á  la  República. 
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Decreto. 

Art.  19  La  medalla  á  que  »e  contrae  el  refe- 
rido decreto  será  de  oro  6  plata  sobredorada,  de 
forma  elíptica,  con  16  líneas  eti  au  mayor  diá- 
metro, 14  en  el  menor,  y  una  de  espesor,  y  con- 
tendrá en  el  anverso  el  busto  del  Libertador  con 
esta  inscripción— "jSftwoTí  Bolívar^^  y  en  el  re- 
verso laa  armas  de  la  República. 

Art  2?  El  Secretario  de  Estado  en  los  Des- 
pachos de  Guerra  y  Marina  queda  encargado  de 
la  ejecución  del  presente  decreto. 

Dado:  firmado  de  mi'mano:  sellado  con  el 
sello  del  Poder  Ejecutivo;  y  refrendado  por  el 
Secretario  de  Estado  en  los  Despachos  de  Guer- 
ra y  Marina  en  Caracas  á  1 1  de  Abril  de  1854, 
25  y  44. 

•  J.  G.  Monágas. 

Por  S.  E. — El  Secretario  de  Estado  en  los 
Despedios  de  Guerra  y  Marina. 

Juan  Muñoz  Tébar. 

MEDIAS  ANATAS.    £btá   abolido  este  derecho. 

Véase  ÁsignacioTies  eclesiásticas^  art.  8. 
MEDICINAS.  Véase  Ventci  de  meiícinas. 

MÉDICOS  Y  CiRrjAXos.  jVo  pveden  ejercer 
su  profesión,  sin  el  examen  y  título  correspon- 
dientes. Vé  ese  Boticarios^  H.  E.  de  10  de 
Junio  de  1833.  j 

MÉDICOS  Y  CIRUJANOS.    Les    está    prohibido  ! 
componer   y  vender  medicinas.    Véase    Venta 
de   medirinas.   R.  de  la  Facultad   médica   de 
15  de  Marzo  de  1843  aprobada  por  H.  "E.   de  ', 
•28  de  Abril  del  mismo. 

MÉDICOS  Y  Cirujanos.  Sus  honorarios.  Véa- 
se Arancel  jvdicial,  art.  28  á  30. 

MÉDICOS  DB  SANIDAD.  Decreto  Ejecotivo 
DE  25  DB  Agosto  de  1834  estableciendo  sus  de* 
beres  en  los  puertos  habilitados. 

José  Antonio  Páez,  Presidente  de  la  República 

de  Vcnezvela  &.  &.  ¿c. 

Considerando : 

19  Que  la  existencia  de  médicos  de  sanidad  en 
los  puertos  de  la  RepübHca  está  reconocida  por 
las  leyes,  especialmente  por  la  de  aranceles  expe- 
dida en  28  de  Julio  de  1^*24,  y  por  las  de  dere- 
chos^ de  puertos  de  14  de  Octubre  de  1830  y  de 
2  de  Mayo  de  1833: 

29  Que  por  la  atribución  17  art.  117  do  la 
Constitución  correspondo  al  Poder  Ejecutivo 
nombrar  para  todos  los  empleos  civiles,  militares 
y  de  hacienda,  cuyo  nombramiento  no  esté  re- 
servado á  otra  autoridad : 

39  Que  no  habiendo  ley  que  deteimine  el  or- 
den de  nombramiento  de  médicos  de  sanidad  de 
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puertos ;  y  siendo  su  existencia  legal  é  indispeD- 
sable  en  las  operaciones  sanitarias,  es  un  deber 
del  Gobierno  prescribir  los  requisitos  con  que  en 
adelante  ha  de  usar  de  la  mencionada  atribución: 

49  .  Que,  encargado  el  Poder  Ejecutivo  de 
mantener  el  orden  público,  no  puede  permitir 
que  continúe  el  desorden  y  confusión  que  ha  ha- 
bido en  este  ramo,  ya  confundiendo  al  médico  de 
sanidad  de  puerto,  que  es  un  empleado  nacional, 
con  el  titular  del  pueblo,  que  lo  es  municipal ; 
y  ya  nombrándose  6  los  primeros,  unas  veces 
por  las  intendencias  suprimidas,  otras  por  los  Go- 
bernadores de  provincia,  y  otras  por  los  Conce- 
jos .municipales,  de  donde  resulta  iguat"  diversi- 
dad en  lo  tocante  á  las  calidades  de  los  nombra- 
dos, formas  y  requisitos  de  los  nombramientos  y 
en  las  demás  incidencias  del  negociado. 

59  Que  aunque  las  leyes  han  dado  á  los  Con- 
cejos municipales  -y  otras  corporaciones  y  em- 
pleados del  Crden  federal  cierta  intervención  en 
lo  concerniente  al  bien  de  la  salud  pública,  así 
como  en  otros  ramos  de  la  buena  policía,  no  han 
declarado  exclusivamente  coriespondiente  á  la 
Icgislachnn  y  administraciones  municipales  el  cui- 
dado de  tan  impoitante  objeto,  el  cual  incumbe  al 
Gobierno  Central  en  todo  lo  que  pueda  afectar  á 
la  totalidad  del  Estado,  y  por  consiguiente  en  es- 
te como  en  los  demás  ramos  de  la  policía,  tiene 
el  Poder  Ejecutivo  la  obligación  de  intervenir  has- 
ta cierto  punto  para  precaver  males  generaíes, 
como  lo  serian  las  pestes,  que  pudieran  comuni- 
carse por  los  puertos  al  resto  del  territ(»rio  ;   y 

69  Que  igualmente  es  propio  del  Gobierno 
nacional  el  conocimiento  de  las  diferencias  que 
pudieran  suscitarse  con  gobiernos  extraños  por 
efecto  de  las  operaciones  sanitarias  de  los  puer- 
tos, por  lo  cual  le  toca  también  prescribir  las.  re- 
alas que  han  de  observarse  en  dichas  operacio- 
nes, como  lo  ha  hecho  hasts  iíhora,  oido  al  Con- 
sejo de  Gobierno. 

Decreto.: 

Art.  19  El  Poder  Ejecutivo  reasume  la  fa- 
cultad de  nombrar  los  ipédicos  desanidad  de  los 
puertos  habilitados  de  la  República. 

Art  29  Bn  cada  unc^ de  los  expresados  puer- 
tos habrá  un  médico  de  sanidad  de  puerto,  que 
estará  obligado,  primero:  á  asiltir  &  la  visita  de 
sanidad  de  los  buques  que  Uqguen  á  lo3  respecti* 
Vi>fl  puertos,  hallándose  siempre  pronto  para  que 
aquella  tenga  efecto  t)portunameDte,  y  según  las 
reglas  prescritas :  por  ello  devengará  los  dere- 
chos establecidos,  segundo:  á  servir  gratis  en 
cuanto  corresponda  á  su  profesión  en  los  proct- 
dimientos  de  oficio,  si  no  hubiere  médico  titular 
de  ciudad,  pagado  por  las  rentas  rounicipalest  ter« 
ciero :  á  no  ausentarse  de  la  fiQl>lacion,  sino  por 
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tiempo  determinado  con  licencia  del  Gobernador 
de  la  provincia,  y  dejando  íacultatiyo  que  le  su- 
brogue, y  cuarto :  á  no  dejar  el  encargo  hasta 
que,  renunciado  ante  el  Poder  Ejecutivo,  sea  ad- 
mitida la  renuncia  y. tome  noaesion  el  sucesor. 
'  Art  39  En  los  procedimientus  oficiales,  en 
.que  fueren' ocupados  los  médicos  de  sanidad,  ha- 
biendo partes  interesadas  que  deban  satisfacer  las 
costas,  devengarán  aquellos  los  derechos  que  es- 
tán señalados  en  las  leyes  ;  pero  si  el  pago  cor- 
respondiere á  la  hacienda  pública,  se  considerará 
tal  servicio  como  carga  anexa  al  empleo* 

Art.  49  No  estando  pronto  el  médico  de  sani- 
dad para  asistir  á  algún  acto  propio  de  su  encar- 
go, la  autoridad  civU  llamará  á  otro  facultativo, 
para  asistir  &  aquel  acto  con  opción  ft  los  dere- 
chos que  por  tal  servicio  debieran  corresponder  al 
médico  de  9anidad  ;  pero  si  la  ^  operación  fuere  de 
aquellas  á  que  dicho  empleado  estaba  obligado  á 
asistir  gratis,  tocará  á  este  indemnizar  al  que  su- 
plió su  falta. 

Art.  59  En  todo  procedimiento  en  que  inter- 
venga médico  de  sanidad,  ó  por  falta  de  este, 
otro  facultativo,  serán  respectivamente  responsa- 
bles del  cumplimiento  de  las  leyes  y  ordenanzas 
del  caso,  conforme  á  lo  que  tienen  ellas  dispuesto. 

Art.  6.  ®  En  los  puertos  en  que  haya  hospital 
militar  establecido  con  médico  propio,  reasumirá 
el  carácter  de  médico  de  sanidad  en  los  deberes  y 
derechos  que  le  asigna  este  decreto,  y  con  los  que 
le  estén  señalados  por  otras  disposiciones  como  mé- 
dico del  hospital  militar. 

Art.  7.  ®  En  los  puertos  en  que  no  haya  hos- 
pital militar  establecido,  tendrán  la  preferencia  al 
título  de  médicos  de  sanidad  los  que  actualmente 
lo  sean  por  nombramientos  expedidos,  según  las 
prácticas  anteriores. 

Art.  8.  ^  En  el  puerto  en  que  no  haya  actual- 
mente, ni  médico  de  hospital  militar,  ni  de  sani- 
dad, será  nombrado  por  el  Poder  Ejecutivo  aquel 
que  teniendo  sus  títulos  de  médico  (y  cirujano,  si 
fuere  posible,)  sea  venezolano  por  nacimiento  6 
naturalización  y  opte  al  /nencionado  empleo.  A 
falta  de  venezolano,  podrá  ser  nombrado  interi- 
namente un  extranjero. 

Art.  9.  ®  Los  médicos  de  hospitales  militares 
de  puerto  habifitndo  y  los  actuales  médicos  de 
«anidad  deben  ocurrir  al  Gobierno  dentro  de  un 
mes,  contado  desde  la  publicación  de  este  deere- 
to,  solicitando  el  titulo  con  los  documentos  nece- 
sarios, según  lo  dispuesto. 

Art.  10.  Así  á  los  facultativos,  á  quienes  se  re- 
fiere el  artículo  anterior,  como  á  los  que,  sin  ha- 
llarse en  loa  mismos  casos,  opten  al  empleo  de 
médicos  de  sanidad,  se  les  expedirá  ^1  titulo  en 
pHiel  del  sello  correspondíanle :  lo  presentará  al 


Gobernador  Se  la  provincia  para  que  le  ponga  «1 
cúmplase  y  lo  registre,  y  para  que,  por  sí,  ó  por 
medio  del  Jefe  político  respectivo,  tome  el  jura- 
mento constitucional  á  los  nombrados. 

Art.  íl.  El  Ministro  de  Estado  en  el  Despa- 
cho del  Interior  y  Justicia  queda  encargado  de 
comunicar  este  decreto  á  quienes  corresponde,  r 
dará  cuenta  de  todo  ft  la  próxima  legislatura. 

Dado  en  Caracas  á  25  de  Agosto  de  1854. 5.  ° 
y  24.— (Firmado.)— Jo5é  Antonio  Páez^^Rt- 
frendado. — (Firmado.  )-.-X>.  í.  Vrbaneja.—Ei 
copia. —  Urbanejfi, 

MÉDICOS     DE   SANIDAD.     RESOLUCIÓN    EiBCr- 

TIYA  DE  27  DE  SETIEMBRE  DE  1837  decUran- 
do  que  tienen  derecho  al  uso  de  la  falúa  de  ren- 
tas^  ó  al  bote  del  capitán  del  puerto  para  ha- 
cer la  visita  á  los  buques. 

República  de  Vene zuela.—^Secret  aria  de*Estado 
en  los  Despachos  del  Interior  y  Justicia^^Sec- 
cion  tercera. — Caracas  27  de  Setiemke  á 
1837,  año  S.^dela  ley  y  27  de  la  independtn- 
da. — Número  542. 
Sefior  Gobernador  de  Guayana. 

En  comunicación  de  10  de  Junio  último  núme- 
ro 123,  consulta  US.  varios  puntos  de  sanidad  á 
saber:  1.  ®  si  el  médico  de  este  ramo  tiene  i  no 
derecho  á  la  falúa  de  rentas,  á  los  baqaes  del 
resguardo  marítimo  ó  algún  otro  del  Estado  para 
pasar  la  visita  de  sanidad  :  29  si  declarado  un 
buque  en  cuarentena,  el  mismo  facultati?o  tieoe 
ó  no  derecho  á  exigir  algún  honorario  por  lai 
visitas  que  haga  para  informarse  del  esUdo  de 
salud  de  los  que  están  en  cuarentena,  y  hacer 
«US  observaciones,  y  si  tiene  derecho  al  honora- 
rio, quien  debe  pagarlo:  3?  si  el  médico  tiene  ó 
no  derecho  á  que  se  le  proporcione  h  falúa  de 
rentas,  algún  buque  del  resguardo  marítimo,  ó 
algún  otro  del  Estado  para  hacer  las  visitas  á  los 
buques  que  están  en  cuarentena;  y  4?  declara* 
da  esta,  quien  debe  costear  los  botes  de  obserra* 
cion  mandados  establecer  en  casos  semejante! 
Presentada  al  despacho  del  Poder  Ejecutivo 
la  comunicación  citada,  y  considerados  por  S.  E. 
los  puntos  que  en  ella  se  consultan,  ha  dispues* 
to  en  cuanto  á  lo  primero  :  que  para  que  tengan 
efecto  oportunamente  las  importantes  visitas  Je 
sanidad  que  están  prevenidas,  debe  facilitarse  al 
médico  que  ha  de  practicarlas  la  falda  de  rentas 
de  la  aduana  respectiva,  6  el  bote  del  capitán 
del  puerto  donde  \o  haya,  6  cualquiera  buque 
del  resguardo  marítimo,  ü  otro  de]  Estado  que 
se  encuentren  expeditos  cuando  ocurra  la  nece- 
sidad de  la  visita,  sin  estar  disponibles  la  falúa  5 
el  bote  mencionados.  Respecto  de  lo  segundo, 
que  una  vez  practicada  la  primera  visita  al  bu* 
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que  que  llegue,  en  la  eoel  el  médieo  devenga 
loa  derechos  establecidos  «egun  el  artículo  29 
del  decreto  de  25  de  Agosto  de  1834  en  qne  rea- 
sumió el  Ejecutivo  la  facultad  de  nombrar  los 
médicos  de  sanidad,  y  cuyos  derechos  debe  sa- 
tisfacer el  dueflo  ó  capitan  del  buque,  resultando 
de  esta  primera  visita  la  cuarentena,  no  vé  el  go^ 
bierno  la  necesidad  de  visitar  de  nuevo  dicho 
buque  durante  aquella,  sino  después  de  conclui- 
da para  permitirle  la  entrada  según  su  estado  de 
salud;  y  los  disrechos  devengados  en  este  acto 
por  el  médico,  están  sujetos  á  las  mismas  re- 
glas expresadas,  observándose  también  lo  que 
queda  dispuesto  respecto  de  la  falúa,  bote,  ó  bu- 
•  que,  en  que  haya  de  hacerse  la  visita.  Por  lo 
que  hace  á  lo  tercero,  encuentra  el  Gobierno  re- 
suelta la  duda  en  lo  acordado  sobre  el  segundo 
punto,  puesto  que  está  dicho  que  no  hay  necesi- 
dad de  visitar  de  oficio  el  buque  durante  la  cua- 
nsntena ;  á  menos  que  antes  de  haberse  con- 
cluido esta,  necesite  el  buque  por  su  convenien- 
cia particular  del  auxilio  del  médico  y  lo  pida, 
en  cuyo  caso,  el  honorario  de  este  será  satisfe- 
cho por  quien  hubiere  solicitado  el  auxilio*  Y 
acerca  de  lo  cuarto,  está  determinado  que  el  cos- 
to del  bote  de  observación  salga  de  los  fondos 
provinciales  como  destinados  por  la  ley  á  todo 
lo  que  mire  á  la  salubridad  de  los  pueblos,  de- 
biendo suplirse  por  el  tesoro  nacional  en  defec- 
to de  aquellos  con  cargo  á  las  rentas  de  la  pro- 
vincia respectiva,  según  la  circular  de  14  de 
Agosto  de  1832,  número  263  de  que  acusó  re- 
cibo el  Gobierno  de  esa -provincia  desde  el  7  de 
Setiembre  del  mismo  alio  en  oficio  número  122 
Soy  de  US.  atento  servidor  — ^Firmado) 
D.  •B,   Urbaneja. 

MÉDICOS  DE  SANIDAD.  Dcrechos  que  les  cor- 
responden  por  la  visita.  Véase  Derechos  de 
puerto^  número  4?  del  artículo  I9 

MÉDICOS    T     CIRUJANOS  EXTRANJEROS.    RESO- 
LUCIÓN Ejecutiva   de  25  de   Febrb&o  de 
1662  declar^Jtdo  que  no  debe  permitírsele  el 
ejercicio  de  la  profesión^  miéTUraa  no  presenten 
tUulo  bastante  que  los  aviorioe  para  ello. 
Secretaría  del  Interior. — Secion  tercera. 
Caracas,  Febrero  25  de  1852. 
Resuelto.— -Dígase  al  Grobernador  de  Mérida. 
Di  cuenta  al  Poder  Ejecutivo  de  la  nota  de 
US.  fecha  2  de  Octubre  del  aflo  próximo  pasa- 
do numero  129i  en  qué  consulta,  si  las  aplica- 
ciones médicas  á  los  enfermos  son  una  industria 
que  libremente  puede  ejercerse^  6  impuesto  de  su 
contenido,  me  ba  mandado  cont^tar  á  US. :  que 
la  sociedad  no  obtendría  quizá  otro  resultado  || 
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qae  el  llanto»  el  luto  y  arrepentimientOt  si  lle- 
gara á  permitirse  que  un  individuo  sin  los  eono- 
ciniientos  de  la  ciencia  comprobados  legal  men- 
te, y  adquiridos  en  el^esludio  y  consulta  de  los 
autoies  que  la  han  tratado,  hiciese  indicaciones 
médicas:  que  sin  embargo  de  que,  como  ha 
creído  su  sefioría,  cada  uno  tenga  el  derecho  de 
poner  su  i^da  en  manos  de  la  persona  que  me- 
rezca su  confianza,  y  todos  los  ciudadanos  la  li- 
bertad de  dedicarse  á  la  industria  que  le  con- 
venga, este  no  es  un  argumento  para  que  esos 
mismos  ciudadanos  no  llenen  los  requisitos  pre- 
venidos por  las  leyes,  ni  menos  para  que  las  au* 
torídades  encargadas  como  US.  de  velar  en  el 
exacto  y  puntual  cumplimiento  de  ellas,  y  de 
prevenir  y  cortar  oportunamente  los  abusos  que 
adviertan,  dejen  de  dictar  medidas  enérgicas  que 
tiendan  6  evitar  las  desgracias  que  tales  abusos 
puedan  ocasionar  :  que  tan  interesante  es  á  la 
sociedad  la  vida  de  un  hombre,  que  nuncio  debe 
ponerse  en  peligro  per  el  simple  temor  de  la 
coartaciot^  de  una  industria,  y  que  respetando 
este  principio,  fué  que  el  Libertador  en  su  de- 
creto de  25  de  Junio  de  1827)  sobre  establecí* 
miento  y  organización  de  la  facultad  médica,  dis- 
puso en  su  artículo  52,  <'  que  ningún  médico  ni 
cirujano  pudiese  ejercer  la  profesión  sin  que  fin- 
tes  hubiesen  sido  habilitados  por  la  facultad,  pre- 
cediendo el  competente  eximen,"  y  esta  mis- 
ma, que  para  evitar  el  despacho  de  medicamen- 
tos, del  que  depende  en  gran  [||rte  la  salud  pu- 
blica, y  del  que  se  abusa  con  escándalo  y  exce* 
so  por  los  charlatanes  y  aventureros,  ordenó 
también  en  el  artículo  49  de  su  reglamento  de 
16  de  Mayo  de  1840,  aprJ>bado  por  el  Poder  Eje- 
cutivo en  24  de  Agosto  del  mismo  año,  que  nin- 
gún boticario  despachase  receta  alguna  que  le 
fiíltase,  entre  otras  cosas,  la  media  firma  de  los 
médicos  nacionales  y  extranjeros  que  contuvie- 
se la  lista  qu«  se  le  pasaria  por  su  secretaría  ; 
y^or  úkimo,  que  en  vista  de  tales  fundamen- 
tos, S.  £•  resuelve:  que  ala  persona  que  no 
presente  el  correspondiente  título  de  médico,  é 
cirujano,  6  la  competente  revalidación  en  su  ca- 
SO)  no  debe  permitírMcle  que  ejerza  la  profesión 
de  tal 

Soy  de  US.  &.--Por  S.  E.— Herrera. 

MÉDICOS  stTRAN/EBos.   Revalidados,  están «^ 
en  el  de^er  de  ejercer  el  cargo   de  miembros 
de  las  juntas  de  sanidad.  Véase /un/a5  de  sa^ 
nidad,  R.  E.  de  28  de  Julio  de  1840. 

MÉDICOS  T  CfRVJANOS  DE  HOSPITALES  MILI- 
TARES. Están  obligados  á  reconocer  gratis  á 
los  que  asptten  á  obtener  cédulas  de  inválidos. 
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Véase  Cédulas  de  inváiidos,  R.  E/ áe  29  de 

Setiembre  de  1849. 
MEDIDAS,  y  p«8o$.  Véase   Pesas  y  medidas, 

y  Provinpias,  art.  76  Bümero  2? 
MEJORAS  DC  ÍND08TRU&  Véase  PaienieS'de 

industria. 
MÉRIDA  (cirDAD  de)  Auxilio    pafa  la  reedi- 

fi«^acion  de,  ay  catedral.  Véase  Catedrales  de 

Metida  y^/Harquisimeio, 
MÉNDEZ  (Lüid    López).   Decreto  de  3  de 

Mayo  de  1841  condonándole  una  deuda. 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Veneznela  reunidos  en  Congreso, 

Vista  la  petición  en  que  Josefa  María  Rodrí- 
guez  litúnez  manifiesta  que  su  marido  Luis  Ló- 
pez Méndezr  era  áeudor,á  la  extinguida  renta  de 
tabaco  ;  y  en  que  solicita  la  condonación  de  la 
deuda,  por  los  sueldos  que  López  Méndez  de- 
rengó  como  agepte  de  la  República  en  Lpndres. 

Y  Considerando.^ 
■  Que  no  ejusten  en  la  Tesorería  general  los  da- 
tos necesarios  para  formar  la  liquidación  de  di- 
chos, sueldos. 

Decretan : 

Art  único.  La  Nación  condona  á  Luis  Ló^ 
pez  Méndez  la  suma.  de. diezy  seis  mil  setecien^ 
tos  noventa  pesos  cincuenta  centavus,  de  que  re- 
sulta deudor  á  la  extinguida  renta  de  tabaco,  se- 
gún informa  la  '%sorería  General,  en  compensa- 
ción del  resto  del  haber,  que  en  Ha  liquidación 
pudiera  corresponder  al  expresado  López  Mén- 
dez, por  razón  de  sueldos  como  agente  de  la  Re- 
pública  en  Londres. 

Dado  en  Caracas  &  29  de  Abril  de  1841,  año 
12  de  la  ley  y  31  de  la  independencia. — El  pre- 
sidente del  Sensdo,  José  Várgas.'-rEi  presiden- 
te de  la  Cámara  de  Representantes,  Femando 
Olavarria. — El  secretario  del  Senado,  José  Án- 
gel Freyre. — El  secretario  de  la  Cámara  de  Re- 
presentantes, Rfifael  Aeevedo. 

Garécas  Mayo  3  de  1041,  12©  de  la  ley  y  8I0 
de  la  independencia. — Ejecútese— /wé  -á.  Póez. — 
Por  S.  E. — El  secretario  de  Estado  en  los  despa- 
chos de  kacienda  y  relacitmejs  exteriores,  OuUler^ 
mo  Smith. 
MENDIGOS.  Véase   Provincias^  ^  3^  d^l  art 

50. 
MENORES   BE    vfiíNTiyN   aHos.  No    pueden 
parecer  en  juicio  \  y  por  quien  serán  represen- 
tados.  Véase  Partes  en  juicio,  artículos  6  y  7:- 
MENORES  DE    VEINTIÚN  AÑ.')S.  En  negocios 
crimínales  nombrarán  defensore^  no  curado- 
res. Véase  Procedimiento  criminal,  art  2^ 
MENORES    DE  TEiNTiciNCo  All98..(^ién  les 


dará  licencia  para  administrar. sus  bienes.  Vea. 
se  Tribunales  y  juzgados^  t.  2.  art  4*  aiñb.  7' 

MENSURA  DE  TiERRAf  baldías.  Véase  Tur- 
ras baldiqfS,  RR.  E£.'de  12  de  Abril  7  15  de 
Ma^o  de  1851. 

MEr^TEQATOS.  No  pueden  parecer  en  juicio ; 
y  por  quien  serán  representados.  Véase  Parí» 
enjuicio,  art  6«  y  7. 

MERCADOS.  Véase  Ptomncias^M. Ib  núme- 
ro 29,  y  art  76,  número  1.*»  y  20 

MÉRIDA  (provincia  de).  Véase  J5«/íw,  D.  de 
14  de  Mayo  de  18:^6. 

MÉRIDA  (provincia  de).  Decrbi-o  de  17de 

Abril  de  1839  cediendo  á  sus  rentas  mMlci- 

pales  el  producto  del  Urao. 
E¿  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  k 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso. 

Vistas  las  peticiones  de  la  DipuUcioo  proTJo- 
cial  de  Mérida  en  que  solicita  se  aplique  á  las  ren- 
tas municipales. xie  aquella  provincia  el  mineral  del 
Urao;  y 

Considerando : 

Que  este  ramo  administrado  como  renta  moQ;- 
cipal,  á  la  vez  que  se  hará  mas  productivo,  alÍTÍjrá 
al  tesoro    nacional  de  bs  suplementos  que  hace 
anualmente  á  aquella  provincia. 
Decretan. 

Art  19  Desde  el  primero  de  Enero  del  próxi- 
mo año  de  1840  cesará  la  explotación  del  urao 
por  cuenta  de  la  hacienda  nacional,  y  conÜDuará 
cgmo  renta  municipal  de  la  provmcia  de  Mérida 
en  loa^tárminos  que  prescriba  aquella  DiputacioD 
provincia  L 

Art  29  El  producto  líquido  del  urao  se  dedu- 
cirá-: de  la  siwna  que  ha  de  suplir  el  tesoro  á  1»     ♦ 
provincia  de  Mérida  con  arreglo  á  la  ley  de  ren- 
tas muuicipalcs. 

Dado  eti  Caracas  á  15  de  Abril  de  1839,  alio 
10  de  la  ley  y  29  de  la  independencia.— El  pre- 
sidente del  Senado,  José  iWi  Tellería,'-E\  presi- 
dente de  la  Cámara  de  Representantes,  Joaquín 
Boton.^El  secretario  del  Senado,  José  Angti 
Freire.^Ei  secretario  de  la  Cámara  de  Represen- 
tan^test  Rafael  Acevedo. 

Caracas.  Ajbril .  17  de  1839, 10  de  la  ley  Y  29 
de  la  independencja.:r-Ejecútese.'-J«?í«  i'."»^^- 
—Por  S.  E.—Íjhii¿leTmo.Sinilk.\ 
MÉlKlDAsT  Trüjili^o.   V^se  Tkrras  M¿«w¡ 

D.  de  18  de  Abril  de  1840,  y  RE.  EE.  de  I» 

de  Mayo  de  1841 ;  y  28  de  Febrero  do  185¿. 
MESADAS  |^E3iASTiCAS.  No-secobrsréesie. 

derecho.  Véase.  Asignaciones  eclesiáític(u,^t', 

tículp  8.    *  . 
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Mesones.   Véase  Poeadas^  6  ventas  en  lóS  ca- 
minos. 
Mezcla  bíbravlioa  para  camikos,  iri^ioa- 
cioN  DE  TERRENOS  &.  ExeDcíon  de  derechos  á 
éu  introducción.  Véase    Arancel  de  imparta- 
don,  D*  de  22  de  Febrero  de  1851. 
MILICIA  NACIONAL.  Lby  db  24  de  Abril 
DE  1854  organizándola — Que  deroga  la  de  14 
de  Mayo  de  1836,  p.  187  del  cuerpo  comprensi- 
vo de  las  de  ese  año,  y  221,  numero  228  del 
cu&rpo  impreso  en  1851— -^wc  deroga  la  de  2 
de  Octubre  de  1830,  p.  33  del  cuerpo  compren- 
sivo de  las  de  ese  año^  p.  37  núm.  35  del  cuerpo 
impreso  en  1851-gí/e  derogó  la  de  30  de  Mar- 
zo de  1826  y  el  decreto  de  29  del  mismo. 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso, 
Considerando : 
1.9  Que  es  de  suma  necesidad  organizar,  ins- 
trttir'y  diacipliuar  la  milicia  de  la  República  para 
que  la  Nación  tenga  en  ella  el  mas  firme  apoyo  y 
sosten  de  su  soberanía,  de  sus  libertades  y  de  su 
Gobierno. 

2^  Q.ue  gozando  los  venezolanos  de  unos  mis- 
mos* derechos  para  con  la  patria,  es  odiosa  y  repug- 
nante á  la  razón  y  ala  justicia  toda  desigualdad 
que  no  se  funde  en  el  mérito  cívico  ;   y 

39  Glue  la  ley  de  14  de  Mayo  de  1836  ha  pre- 
sentado inconvenientes  para  la  organización,  dis- 
ciplina y  el  mejor  servicio  en  la  milicia,  y  que  por 
esta  razón  es  indispensable  su  pronta  abrogación. 
Decretan : 
Capitulo  pri^nero, 

Art.  19  La  milicia  nacional  se  compondrá  de 
todos  los  venezolanos  desde  la  edad  de  18  hasta  la 
de  50  aSos. 

Art  29  La  milicia  nacional  prestará  toda  cla- 
se de  servicio  dentro  y  fuera  de  su  provincia  por 
el  tiempo  que  lo  exijan  las  circunstancias  y  ajui- 
cio del  Poder  Ejecutivo. 

Capítulo  segundo, 

Art.  39  Se  exceptúan  perpetuamente  del  alis- 
tamiento y  sorteo  en  la  milicia  nacional  los  indivi- 
duos siguientes:  19  los  ordenados  in  sacris:  2.^ 
los  beneficiados  adscríptos  al  servicio  de  las  igle- 
sias, iop  regulares,  profesos  y  novicios;  y  39  los 
que  por  impedimento  físico  se  declaren  imposibi- 
litados para  el  manejo  de  las  armas,  según  las  dis* 
posiciones  que  para  esta  declaratoria  dictare  el 
Poder  Ejecutivo. 

ArL  49  Se  exceptúan  temporalmente  del  servi- 
cio y  ..ejercicios  doctrinales,  pero  no  del  acata- 
miento, todos  los  empleados  civiles  por  el  tiempo 
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de  sus  destinos.  Los  miembros  del  congreso,  sus 
secretarios,  taquígrafos  y  diputados  provinciales  y 
sus  secretario»  por  el  tiempo  de  las  sesiones  de  es- 
tas corporaciones.  Los  rectores,  vicerectores,  ca* 
tedráticos  y  alumnos  matriculados  en  las  universi- 
dades y  colegios:  los  mayordomos" y  dueños  prin- 
cipales de  haciendas,  así  agrícolas  como  pecua- 
rias: los  l^oticarios  y  los  preceptores  de  primeras 
letras. 

Art.  59  Los  jefes  y  oficiales  del  ejército  no  pon- 
drán ser  empleados  en  la  milicia  nacional,  sino  en 
'su  grado  ú  otro  superior. 

Art.  69  Las  disposiciones  de  estos  artículos  no 
eximen  á  los  exceptuados,  de  presentarse  en  los 
casos  de  alarma,  sedición,  tumulto  ó  guerra  á  la 
primera  autoridad  civil  del  lugar  de  su  residencia 
á  prestar  toda  clase  de  servicios  que  sean  compati- 
bles con  su  estado,  carácter  y  circunstancias ;  y  la 
omisión  de  este  deber  para  con  I4  patria  y  su  Go- 
bierno, ios  hace  reos  de  atentado  de  cuarta  clase 
contra  el  orden  y  seguridad  pública ;  y  serán  juz- 
gados conforme  á  la  \g^. 

Capítulo   tercero» 

Art.  79  La  milicia  nacional  se  organizará  por 
las  listas  que  se  formarán  conforme  lo  disponga  el 
Poder  Ejecutivo  j  y  este  elegirá  libremente  los 
jefes  y  oficiales  entre  los  individuos  que  tengan  las 
cualidades  de  elector,  los  cuales  harán  ios  nombra- 
mientos de  sargentos  y  cabos. 

^  único.  Los  actuales  jefes  y  oficiales  de  la  mi- 
licia de  reserva  que  existan  nombrados  por  el  Po- 
der Ejecutivo,  continuarán  ejerciendo  sus  destinos 
en  la  milicia  que  se  establece  por  esta  ley. 

Art.  89  Nmgun  individuo  alistado  en  la  mili- 
cia nacional  podrá  ser  dispensado  de  asistir  á  los 
ejercicios  doctrinales,  funciones  extraordinarias  de 
instrucción  ó  cualquiera  otra,  ademas  del  servicio 
á  que  está  obligado  según  lo  dispone  esta  ley,  y 
cuando  sea  convocado  por  su  jefe,  i  menos  que  se 
halle  ocupado  en  algún  otro  servicio  público  6 
incompatible,  ó  esté  comprendido  en  las  excepcio- 
nes del  artículo  49 

Art  99  Se  exceptúa  del  servicio  municipal,  del 
de  guarnición  y  refuerzo  del  ejército  permanente, 
el  individuo  de  tropa  que,  en  el  turno  que  le  cor- 
responda, ponga  en  su  lugar  otro  miliciano  del 
mismo  cuerpo  que  sea  útil  para  el  servicio. 

Art.  10.  Todos  los  mandos  y  destinos  en  la 
milicia  nacional  se  considerarán  en  comisión  á 
juicio  del  Poder  Ejecutivo. 

Art.  11.  Se  establece  en  cada  provincia  un 
Inspector  y  Subinspector  que  nombrará  el  Poder 
Ejecutivo,  de  la  clase  de  Coronel  hasta  Segundo 
Comandante,  los  cuales  serán  llamados  al  servicio. 

^  L^  En  aquellas  provincias  donde  se  hallen 
establecidas  Cpmandancias  de  armaS|  ejercerán 
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las  funciones  de  Inspectores  los  respectivos  Co- 
mandantes de  armas,  sin  mas  remuneración  que 
el  sueldo  que  disfrutan  por  la  ley. 

§  .2?  Los  Inspectores  y  Subinspectores  revisa- 
rán   los  cuerpos  de  la  milicia  de  su    provincia  to- 
dos  los  meses  cuando  menos  una  vez,   para  im- 
ponerse del  estado  de  instrucción  en  que  se  ha- 
llen  estos,  de  la  conducta  de  los  jefes  y  oficiales 
de  dichos  cuerpos,  y  dar  cuenta  al  Poder  Ejecu- 
tivo por  medio  del  Ministerio  correspondiente,  pa- 
ra remover  los  obstáculos  que  se  presenten,  obran-- 
do   en  consecuencia  con  las  instrucciones  que  les 
demarque  el  reglamento  que  dictare  el  Poder  Eje 
cutivo. 
I       .  J  ^9  L*^s  Inspectores  y  Subinspectores  de  mi- 
licia funcionarán  por  turnos  cada  tres  meses  por 
lo  menos,  y  para  sus  marchas  á  las  parroquias  ó 
cantones  de  sus  provincias,  cuando  vayan  á  revis- 
tar la  milicia,  les  serán  abonados  los  bagajes  cor- , 
respondientes  á  su  clase,  por  el  tesoro  público  ;   y 
á  mas  una  gratificación  de  diez  pesos  mensuales  á 
cada  uno  para  gastos  de  escritorio. 

Art.  12.  El  Poder  Ejecutivo  reglamentará  el 
uniforme  que  debe  usar  la  milicia,  así  como  las 
penas  á  que  deba  sujetarse  esta,  en  tiempo  de 
paz,  que  no  pasará  de  treinta  dias  de  arresto ;  y 
el  sistema  de  la  contabilidad  de  los  cuerpos. 

^  único.  Estando  acuartelada  y  paga  por  el  Es- 
tado la  milicia  nacional,  estará  sujeta  á  las  orde- 
nanzas del  ejército. 

Capítulo  cuarto^ 

Art.  13.  El  Poder  Ejecutivo  en  los  reglamen- 
tos que  dicte  para  la  ejecución  de  esta  ley,  fijará 
el  dia  y  término  en  que  los  venezolanos  deban  pre- 
sentarse para  ser  alisados,  y  las  penas  para  los 
que  no  lo  verifiquen. 

Art.  14.  Si  llegado  el  caso  del  artículo  ante- 
rior, lio  se  presentasen  á  las  autoridades  respecti- 
vas para  ser  alistados  los  individuos  de  la  milicia 
nacional  que  designa  esta  ley,  fijará  un  nuevo 
término  perentorio  y  fatal,  para  que  en  su  curso  se 
presenten  todos  los  que  no  lo  hicieren  en  «1  pri- 
mer período ;  y  los  que  no  concurrieren  á  esta 
última  convocatoria,  serán  destinados  á  la  fuerza 
permanente. 

Art.  [5,  La  milicia  nacional  será  llamada  en 
tiempo  de  guerra  para  el  servicio  de  campaña,  y 
en  el  de  paz  servirá  para  el  refuerzo  del  ejército, 
en  cuyo  caso  recibirá  prest  y  paga,  y  estará  sujeta 
á  las  leyes  militares. 

Art.  16.  El  miliciano  que  se  oculte  cuando  se 
ponga  su  compañía  sobre  las  armas,  será  destina- 
do por  el  comandante  de  su  cuerpo  al  ejército 
permanente ;  y  para  hacer  comparecer  á  los  que 
se  oculten,  y  para  su  aprehensión  cuando  hayan 
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cometido  alguna  falta  por  la  cuál  debatí  &eir  arres- 
tados ó  incorporados  en  la  fuerza  permanetítoi 
podrftn  allanarse  las  casas  en  donde  se  60006»^ 
tran  Ose  sospeche  que  existan.  Para  acordarse 
este  allanamiento,  se  procederá  en  los  términos 
que  establece'  la  ley  de  la  materia  por  el  jaez  mas 
inmediato  á  quien  ocurrirá  el  empleado  encarg»- 
do  de  la  citación  ó  aprehensión. 

Disposiciones  generales* 

Art.  17.  Las  primeras  autoridades  de  proWn- 
cias,  cantones  6  parroquias  tienen  autoridad  sufi- 
ciente para  llamar  al  servicio,  bajo  su  responsabi- 
lidad, la  milicia  de  su  territorio  ó  parte  de  ella, 
cuando  lo  demande  la  seguridad  publica,  dando 
parte  inmediatamente  á  su  inmediato  superior.  Los 
jefes  ú  oficiales  de  la  milicia  en^te  ca^o,  no  po- 
drán dejar  de  obedecer,  dando  parte  igualmente 
al  superior.  Se  exceptúa  el  caso  en  que  se  lea 
quiera  -emplear  contra  las  instituciones  6  para  de- 
sobedecer á  las  autoridades  constitucionales,  en  el 
cual  los  jefes  y  oficiales  de  la  núlicia  serán  res- 
ponsables de  los  motivos  de  su  desobediencia. 

Arl.  18.  Si  por  cualquier  motivo  el  Poder  Eje- 
cutivo fuese  interrumpido  en  el  ejercicio  de  sos 
atribuciones  y  los  magistrados  llamados  á  su  de- 
sempeño perdiesen  por  efecto  de  la  fuerza  la  vida 
ó  la  libertad,  ó  no  residieren  en  pais  libre  de  la 
República,  de  manera  que  no  puedan  dictar  las 
medidas  convenientes  al  restablecimiento  del  or- 
den constitucional,  los  ffober^adores  de  provin- 
cia llamarán  al  servicio  la  milicia  y  obrarán  del 
mismo  modo  que  lo  haria  el  Poder  Ejecutivo  pa- 
ra recuperar  la  paz. 

Art,  19.  La  milicia  nacional  debe  prestar  al- 
ternativamente el  servicio  municipal  en  sus  res- 
pectivas localidades,  pero  ningún  individuo  será 
obligado  á  servir  Qias  de  48  horas  en  el  tumoqne 
le  corresponda. 

Art  20.  Los  individuos  de  la  milicia  nacional, 
desde  la  edad  de  diez  y  ocho  años  cumplidos  has- 
ta la  de  veinticinco  no  cumplidos,  siendo  solteros, 
son  los  que  deben  proveer  por  sorteo  el  reem- 
plazo de  la  fuerza  permanente;  agotados  estos, 
continuará  el  sorteo  entre  los  solteros  y  viudos 
sin  hijos  que  pasen  de  la  edad  de  veinticinco 
aBos  ;  y  agotarlos  estos,  continuará  entre  los  ca- 
sados sin  hijos.  Los  casados  y  viudos  con  hijos 
nunca  deberán  entrar  en  sorteo  ni  servir  de  reem- 
plazo para  la  fuerza  permanente. 

Art.  21.  A  todo  individuo  á  quien  por  cual- 
quier motivo  le  tocare  servir  en  la  fuerza  perma- 
nente, le  es  permitido  poner  en  su  lugar  ott» 
hombre  de  la  milicia  :  pero  en  este  caso  quedará 
aquel  inscripto  en  ella  y  sujeto  á  la  suerte  dei 
sostituta 
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Art.  22  El  Poder  Ejecutivo  dictará  los  regla- 
mentos que  sean  necesarios  para  f a  ejecución  de 
eata  ley,  de  fos  cuales  y  de  su  resultado  dará 
oueota  al  Congreso  anunciando  los  defectos-  que 
ia.  práctica  descubra  en  ella.  I^imbien  designará 
Y  reglamentará  la  parte  de  la  milicia  que  deba 
destinarse  al  servicio  de  la  marina  y  [os  puntos  en 
que  ella  deba  organizarse. 

Art.  23.  Se  deroga  la  hy  áe  14  de  Mayo  dé 
1836  que  organiza  la  milicia  nacional. 

Dada  en  Caracas  á  20  de  Abril  de  1854,  año  25 
de  la  ley  y  44  de  la  ind^endencia. — El  Presi- 
dente del  Senado,  Francisco  Balbuena. — El  Pre- 
sidente de  la  Cámara  de  Representantes,  L.  Rue- 
das,-—E\  Secretario  del  Senado,  /.  A.  Pérez. — El 
Secretario  de  la  Cámara  de  Representantes,  J. 
Padilla, 

Caracas  24  de  Abril  de  1854,  atío  25  de  la  ley 
y  44  de  la  independencia. — Ejecútese.— J.  G, 
Monágas.^Vox  S.  E. — El  Secretario  de  Estado 
en  los  Despachos  de  Guerra  y  Marina,  Juan  Mu- 
ñoz Tébar,  (•)' 

(*)  Análisis  comparativo  de  las  leyes  de  14  de 
Mayo  de  1836  y  24  de  Abril  de  1854  sobre  mili- 
cia nacionah 

Por  la  de  30  (art.  1.  © )  era  obligatorio  el  servicio  en  la 
milicia  hasta  los  46  afios ;  y  por  la  de  64  (artículo  id.) 
hasta  los  50.  La  de  86  (articalo  2.  ^  á  8.  ®  )  la  diviilia  en 
activa  y  de  reserva,  coq  disposiciones  e8peciale$  en  cuan-  i 
to  al  servicio  que  cada  una  debía  prestar,  su  arniamea^ 
to  y  UQiforoxe;  y  la  de  54  (art.  2. «  )  la  redujo  á  una  sola 
clase,  que  deberá  prestar  toda  especie  de  servicio.  Por  la 
de  86  (artículos  10  y  11)  se  exceptuaban  temporalmente 
del  servicio,  sin  hacer  mención  de  los  ejercicios  doctrina- 
les por  el  tiempo  de  su  destino,  á  oiertos  empleados  civi- 
les; y  lade  64  (art*  4.  <=> )  los  exceptúa  también  de  estos»,  y 
ademas  comprende  d  toaqs  los  empleados  civiles.  La  de 
86  (art.  id.)  no  hada  mención  de  los  secretarios  y  taquí- 
grafos del  congreso  ni  de  loa  secretarios  de  tas  Dipotacio- 
Bea ;  y  la  64  (art.  4. «  )  los  exceptúa  expresamente.  La  de 
86.  solo  exceptuaba  á  los  alumnos  matriculados  de  las 
Universidades  y  colegios ;  y  Ja  de  64  (art  id)  compn  n- 
do  también  á  los  rectores,  vicerectores  y  catedráticos.  La 
dOiM  eMceptaó  á  los  mayordomos  v  dueños  príocipales 
de  haciendas  así  agrícolas  coma  pecuarias,  los  botica- 
rios y  los  preceptores  de  primeras  letras  á  quienes  no 
comprendía  la  de  86.  Por  la  do  86  (art.  18)  los  jefes  y 
oficiales  eran  propueatos  al  Poder  Ejecutivo  por  loa  Qo- 
beraadores  en  número  cuadruplo,  para  bu  elección  por  él; 
y  por  la  de  64  (art.  7.  ^  )  dicho  Poder  Ejecutivo  los  elige 
libremente.  La  de  86  í articalo  15>  disponia  que  ningún 
individno  alistado  en  la  milicia,  puliera  ser  dispensado 
de  asistir  á  loe  ejercicios  doctrinales,  ordinwios  9b  ade- 
aMUl  del  seiTicio  á  que  estaba  destinadla  esta  milicia;  y 
la.  de  H  (art.  8..^  )  afiadió :  "  y  .cuaado  sea  convocada 
por  SQ  Jefe."  Por  lá  de  86.(artlcQlo  16)  se  disponía  que 
pndiera  exceptuarse  del  servicio  municipal  (qne  era  el 
qae  prestaba  la  milicia  activa)  el  qne  en  el  turno  que  le 
conrespondia,  ponía  otro  del  mismo  cuerpo  con  conoci- 
miento del  comandante  de  sucompallíap  y  por  )a  de  64 
(art  8,  ^  )  es  de  toda  especie  de  servido,  como  qne  no  hay 
mas  qne  una  milicia  La  de  64  suprimió  las  planas  mayo- 
res que  esUiblecia  la  de  86  en  los  artíealos  17  y  18,.  y  ^os 
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MILICIA  NACIOiNAL.  Decreto  Ejecutivo  de 
16  de  Jmnio  áe  lS5i  reglamentando  la  ley  an- 
terior. 

JOSÉ  GREGORIO  M0NAGA8, 

General   en  Jefe^  Presidente  de  la  República 

En  virtud  ile  lo  prevenido  en  el  artículo  22 
de  la  ley  de  milicias  de,  24  de  Abril  del  presente 
aáo  que  autoriza  al  Poder  Ej.cutivo  para  ex- 
pedir los  reglamentos  necesarios  para  su  ejecu- 
ción ;  "^ 

DECRETO. 

TITV1.0¿FRIMBR0. 

Formación  de  listag^  fijación  de  cuerpos  y  armas, 

destwos  de  estos  ene.;  pos,  fuerza  y  pié4e  ellos, 

establecimientos  de  inspectores  y  subinspectores, 

Art.^lO  La  mílicra^'iiitcional  se  compondrá  de 

los  venezolanos  de  IS^AHos  cumplidos  y  que  no 

excedan  de  QO  en  lá  manera  que  previene  este 

reglamento. 

Artigo  Diez  diaé  después  de  su  publicación 
en  las  cabeceras  de  Cantones  y  parroquias  se 
abrirán  los  registros  dé  alistamienlo, 

&  J9  En  las  cabeceras  de  los  cantones  presi- 
dirá este  alistamiento  el  jefe  político  asociado 
con  uno  de  los  miembros  del  concejo  municipal, 
que  designará  este  mismo  cuerpo,  y  con  el  pro' 
curador  municipal;  y  eh  las  parroquial  forá- 
neas,.  uno  de  los  dos  jueces  de  paz,  que  será  el 
que  no  esté  desempeftando  las  funciones  judicia- 
los,  asociado  con  cuatro' vecinos  notables  que 
designará  el  jefe  poli lie'ó'^tfel  cantón  ;  y  cuya  no- 
tabihdad  deberá  entencféVse  que  es  relativa  en- 
tre los  vecinos  de  la  respectiva  parroquia,  aten- 
diéndose á  su  honradez,  instrucción  y  recursos. 
A  estas  juntas  concurrirán  ademas  el  rírímerCo- 
mandante,  ó  t- n  .^u  defecto,  el  seguido  de  todos 
los  cu«rpoi  que  se  encuentren  actualmente  or- 
ganiaados  en  las  enunciadas  localidades,  tenien- 
do solo  voio  consultivo. 

§  29  Loa  iegistrosfarael  alíaUAviento-  esta- 
ran abiertos  durante  un  mes  todos  los  dtas  de  la 
semana. 

^  3?  Loa  gobernadores  ea  los  cantones  capí- 

jefes  de  instrucción  del  art  19,  y  estobleció  los  inspecto- 
ras y  subinspectores  de  milicia  de  oue  traten  eTOcSl 
lo  11  y  sus  parágrafos.  Por  la  de  S6  (art.  21)  laTrnul. 
tas  y  pnsioa  que  podía  fijar  el  Poder  Ejecutivo  pwa  los 
que  no  se  presentasen  á  ser  alistados,  no  podían  ¿asL  de 
eincucnta  pesos  y  de  quince  dias;  y  poíla  de  Síartó- 
culo  13)8e8upnmió  esta ümitecion.  Lade  86  (artícSo 

^¿Ti*^°M  ^*  ""í**?  í*^  ^^^^^^^  P«os  al  oflcíaló^ez 
aue  palpablemente  dejase  deaplfcirálos  renuentes"' las 
deposiciones  de  dipho  art.  22;  y  U  de  54  (art.  14)  la  su- 
SZ  '  1  ^A^^  ^?  ^finalmente  añadió  su  artículo  1¿  y  S- 
FiTde ^W^  disposiciones  de  los  artículos  20, 23,  24 y  28  de 
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tales,  los  jefes  políticos  en  las  cabeceras  de  can- 
tón y  el  juez  de  paz  en  las  parroquias,  designa* 
rán  las  horas  y  el  lugar  en  que  deba  hacerse  el 
alistamiento- 

$  49  Los  que  en  el  término  que  se  fíja  en  es- 
te reglamento  no  concurrieren  á  alistarse,  queda- 
rán sujetos  á  las  penas  que  mas  adelante  se  es- 
tablecen. 

^  6?  En  las  mismas  penas  incurrirán  los  que, 
80  pretexto  de  haber  sido  exceptuados  anterior- 
mente por  otra  junta  de  alistamiento  ó  alguna 
otra  autoridad,  no  concurran  á  alistarse  sin  te- 
ner cédula  de  inválidos  expedida  por  el  Poder 
Ejecutivo. 

Art.  3?  Concluidos  los  registros  se  pasará  co- 
pia de  ellos  al  gobernador  de  la  provincia,  quien 
asociado  del  concejo  municipal  y  vecinos  nota- 
bles á  quienes  quiera  invitar,  los  examinará  pa- 
ra ver  si  están  completos,  si  se  han  hecho  con  la 
debida  formalidad,  con  sujeción  al  censo  y.  de- 
noas  noticias  que  tenga,  no  debiendo  darles  cur- 
so en  caso  contrario,  y  dictando  en  consecuen- 
cia las  medidas  conducentes  á  que  las  autorida- 
des de  su  dependencia  á  quienes  competa,  rec* 
tinquen  los  errores,  descuidos  ú  omisiones  que 
observare,  para  lo  cual  podrá  prorogai  el  térmi- 
no de  aquellos  hasta  15  dias  mas,  imponiendo  al 
mismo  tiempo  á  las  mencionadas  autoridades  y 
ciudadanos  omisos  las  penas  señaladas  en  este 
reglamento.  Esto?  registros  se  archivarán  en 
las  secretarias  de  los  gobernadores  respectivos, 

Art  49  Todo  individuo  que  tenga  la  edad  re* 
querida  por  este  reglamento,  deberá  llevar  una 
papeleta  en  que  conste  hallarse  alistado  en  la 
milicia,  ó  los  motivos  de  excepción  que  tuviere 
conforme  á  este  reglamento.  Estas  papeletas  se-r 
rán  libradas  gratis  por  las  juntas  de  alistamien- 
to, á  proporción  que  se  vayan  alistando  los  indi- 
viduos, y  costeadas  por  los  respectivos  concejos 
municipales. 

^  único.  *  Cualquiera  autoridad  local  puede 
exigir,  cuando  lo  tenga  por  conveniente,  á  todo 
individuo  de  su  vecindario  comprendido  dentro 
de  los  términos  de  su  jurisdicc  on,  la  papeleta  de 
alistamiento  ó  excepción  que  debe  tener,  confor- 
me á. este  artículo.  Caso  de  no  presentarla,  ave- 
rijgfuará  el  motivo  dé  ello,  y  no  encontrándolo 
justificado,^  y  habiendo  pasado  la  próroga  del 
alístümieiBio,  lo  presentará  al  gobernador  para 
que  este  haga  cumplir  la  pena  en  que  ha  incurf 
rido. 

Art  59  Listos  y  arreglados  los  registros,  loa 

'  jefes   políticos,  asociados  con  los  que  indica  el 

parágrafo  primero  del  artículo  8e|;und0t .  proqer 

derán  á  clasificar  los  individuos  alistados,  en  bat 

lallones,  medios  batallones,  comparas  j  met 
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dias  compañías  de  infantería :  escuadrones,  eom« 
pan  {as  y  medias  compañías  de  caballería:  bri^ 
gadas,  compañías  y  medias  compañías  de  artille- 
ría,  con  arreglo  6  las  prevenciones  siguientes. 

Primera.  Cada  batallón  constará  de  800  pía* 
zas  y  estará  dividido  eu  ocho  compañías,  deno* 
minadas  granaderos,  primera,  segunda,  tercenii 
cuarta,  quinta,  sexta  y  cazadores.  Cada  una  de 
estas  compañías  se  compondrá  de  un  capitán,  un 
teniente,  dos  subtenientes,  primero  y  segundo, 
un  sargento  primero,  tres  segundos,  dos  de  ban- 
da, seis  rabos  primeros,  seis  segundos  y  82  sol- 
dados :  la  plana  mayor  de  estos  ba.tallones  conS' 
tara  de  un  primero  y  un  segundo  comandante, 
un  ayudante  mayor  de  la  clase  de  capitán,  un  te* 
niente  segundo  ayudante,  un  abanderado  subte- 
niente' segundo,  y  un  tambor  y  un  corneta  ma- 
yor. 

Segunda,  Cada  escuadrón  constará  de  160 
plazas  en  dos  compañías  denominadas  primera 
y  segunda,  cada  una  de  las  cuales  se  compondrá 
de  un  capitán,  un  teniente,  dos  alférez  prime- 
ro y  segundo,  un  sargento  primero,  tres  segun- 
dos, dos  de  banda,  cuatro  cabos  primeros,  cua- 
tro segundos  y  sesenta  y  seis  soldados:  la  pla- 
na mayor  de  estos  escuadrones  constará  de  m 
primer  comandante,  un  capitán  mayor  que  se 
considerará  como  el  segundo  jefe  del  cuerpo,  un 
porta-estandarte  alférez  y  un  clarin  mayor. 

Tercera.  Cada  brigada  de  artillería  constará 
de  cuatro  compañías  de  primera  á  cuarta,  y  ca- 
da una  de  ellas  de  un  capiían,  un  teniente,  tres 
subtenientes,  un  sargento  primero,  cuatro  se- 
gundos, dos  de  banda,  seis  cabos  primeros,  ocho 
segundos  y  de  ochenta  y  un  soldados:  la  plana 
mayor  de  una  brigada  constará  de  un  coman- 
dante jefe  de  brigada,  un  capitán  ayudante  ma- 
yor, un  subteniente  segundo  ayudante  y  un  tam- 
bor mayor. 

Cuarta.  La  plana  mayor  de  los  medios  bata- 
llones de  infantería  que  se  compondrá  necesa- 
riamente de  cuatro  compañías,  en  la  forma  que 
queda  dicho,  constará  de  un  segundo  comandan- 
te, un  ayúdame  teniente}  y  un  corneta  ó  tambor 
mayor. 

Quinta.  Los  qB/cJál^s  y 'qlásiep^c.ptwipondieD' 
tes :  á,',  laa  medias  compañías  d^  whni^rí^  f^"** 
un  teniente,  un  soblciníente)  vp «aigéoioprime' 
ro,  dos  8fe¿uhdttfL  do*  de  banda^  tr^slcabos  pri- 
meros^  ti^es  gegqWós.Jf ,41  soldados :  la*  medias 
compaííia.s.  déiArtiUATÍa  ponetarán  de  un  tenien- 
te, un-subteoitnie^  un.  sargento  prin^ero,  tres  se* 
ífundos,  dos  de'  batida,  cuatro  cabos  primeros, 
cuaUo  seguftdok,  y  36  sQÍd^dós ;.  ,y:  í*«  "^^"f 
compañías  de  oaba,llfir.iát  dé  m  teiiiente,  un  al- 
f^re?,  ufl  8ar||fin(o  píinaero,  otre  pegando,  uqo  d^ 
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baada,  dos  cabos  primeros,  dos  segundos  y  trein- 
ta y  tres  soldados. 

Sexta.  Los  batallones,  escuadrones  y  briga- 
das, se  enumerarán  á  proporción  que  se  vayan 
organizando,  denominándose,  batallón  ó  briga- 
da número  tal,  de  tal  milicia,  de  cual  provincia, 
especificándose  el  cantón  y  aun  la  parroquia,  so- 
lo cuando  en  ella  p'ueda  organizarse  un  batallón 
ó  medio  batallón. 

Séptima.  Si  completados  los  cuerpos  de  artille- 
ría, infantería  y  caballería  que  deben  existir  en 
cada  proTÍncia,  sobrare  un  residuo  de  hombres 
con  el  cual  no  pueda  organizarse  media  compa* 
nía,  se  formará  con  este  sobrante  un  depósito  al 
cargo  de  un  ofícial  que  correrá  con  su  instruc- 
ción bajo  la  inspección  del  comandante  del  cuer- 
po á  qué  dicho  oficial  pertenezca  ;  y  respeftto  á 
las  compañías  y  medias  compañías  sueltas  se 
agregarán  al  cuerpo  mas  inmediato  para  su  ins- 
trucción, propuestas  de  vacantes  de  oficiales, 
nombramiento  de  sargentos  y  cabos  y  demás 
puntos  de  economía  interior.  ' 

Octava.  Al  efecto  el  gobernador  verá  de  que 
parroquia  son  los  individuos  sobrantes,  y  tendrá 
cuidado  de  nombrar  al  oficial  que  deba  correr 
con  ellos,  de  entre  loa  oficiales  de  la  compañía  ó 
media  compañía  que  se  haya  formado  en  dicha 
parroquia. 

Novena.  A  estos  depósitos  parciales  pertene- 
cerán los  que  eq  el  trascurso  del  tiempo  tuvie- 
ren que  alistarse  en  él,  por  haber  llegado  á  la 
edad  requerida  por  la  ley:  los  que  tengan  ex- 
cepciones temporales  para  hacer  el  servicio  ;  y 
con  ellos  se  reemplazaran  las  bajas  que  por  muer- 
te, ausencia  de  mas  de  seis  meses  fuera  de  la  pro- 
vincia, cambio  de  domicilio  de  algún  miliciano, 
inhabilitación  judicial,  destino  al  ejército  perma- 
nente ó  por  cualquier  otra  causa  que  ocurriere  en 
los  cuerpos. 

*  Décima.  Cuando  el  número  de  individuos  del 
depósito  llegare  á  ser  suficiente  para  formar 
una  compañía,  se  organizará  esta. 

Undécima.  Cuando  en  algún  cantón  6  parro- 
quia existiere  una  media  compañía,  y  el  depó- 
sito suministrare  en  este  mismo  cantón  6  parro- 
quia, otra  media  coknpañfa,  se  organizará  de  es- 
tas dos  mitades  una  compafiía  entera. 

Duodécima.  En  generalja  clasificación  deque 
habl^,  el  artículo  anterior  debe  hacerse  por  can-j 
iones  res  decir  que  s|  en  el  cantón  se  ^)istan,¡ 
por  ^jeníplo,  800  pjaza^,  s^  íorm;^  wo,  bai,ailbn  j 
si  con  los  individuos  alis^ados^ solió  pueden  íor-f 
marae .  cyatro  compañías^  se  organizar^  medio 
batallón  [  si  organizado  un  l>aia11od.i5  un  medio 
batallón  quedare  un  residuo  dé  individuos  sufi- 
ciente para  formar  una  compafiía,  se  organizará 
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esta,  y  si  no  bastare  dicho  residuo  para  formar 
una  compafiía,  se  formará  media  compañía  ó  un 
depósito;  debiendo  tomarse  el  excedente  de  in- 
diviiluos  alistados  en  una  parroquia  después  de 
formada  una  compañía,  para  completar  la  de  otra 
parroquia,  en  que  no  se  alistaren  los  individuos 
suficientes  para  organizar  una  compañía. 

Décima  tercera.  Tendrán  muy  presente  los  se- 
ñores gobernadores  que  las  compañías  y  medias 
compañías  no  deben  bajar  ni  exceder  del  número 
de  fuerza  que  les  da  este  artículo,  prevenciones 
primera  á  quinta,  no  olvidando  que  en  uno  y 
otro  raso  deben  computarse,  al  formar  las  com- 
pañías, no  solo  el  número  de  soldados,  sino  que 
de  entre  los  alistados  deben  sacarse  los  oficia- 
les, sargentos,  cabos  é  indivi  luos  de  banda. 

Art.  69  En  toda  la  República  sQ  levantará 
infantería. 

Art.  70  El  gobernador,  previos  los  informes 
que  crea  conveniente  tomar  de  las  autoridades 
de  la  provincia,  y  los  que  tenga  de  sus  localida- 
des, determinará  con  aprobación  del  Poder  Eje- 
cutivo los  puntos  en  que  deba  organizarse  arti- 
llería y  caballería,  bien  entendido  que  en  las  ca/> 
beceras  de  los  cantones  Bolívar,  Asunción,  Bar» 
celona,  la  Guaira,  Puerto-Cabello,  Coro,  Cuma- 
ná  y  Maracaibo  se  organizará  precisamente  mi- 
licia de  artillería. 

§  19  En  los  lugares  en  que  sea  necesario  or- 
ganizarse milicia  de  las  tres  armas  mencionadas 
anteriormente,  se  procederá  primero  á  la  de  ar- 
tillería en  los  puntos  supradichos,  y  respecto  á 
la  caballería  é  infantería  se  organizará  aquella 
en  los  cantones  pecuarios,  y  esta  en  los  restantes, 
sin  perjuicio  de  organizarse  las  de  las  otras  ar-. 
mas  seguidamenti'.  Los  individuos  que  tengan 
caballos  pertenecerán  á  la  caballería,  si  esta  fue- 
re el  arma  de  su  elección,  lo  cual  se  hará  cons- 
tar en  el  registro. 

5  2.®  La  milicia  marinera  se  organizará  en 
lofe  puntos  en  que  sé  deterrhine  por  el  regla-- 
mento  que  se  expedirá  al  efecto.  *- 

Art.  89  Se  establecen  en  cada  ptd^incia  un 
inspector  y  un  subinspector  de  la'  élñUe  de  se- 
gundo comandante  hasta  corone!,  lod  Icuales  se- 
rán llamados  al  servicio  y  disfrutarán  por  con- 
siguiente el  sueldo  de  su  empleó. 

§  único.  En  aquellas  provincial  donde  se  ha- 
llen establecidas  comandancias  de  armas,  ejerce- 
rán las  funciones  ¡de  inspectoras  Jos  i  re6J)ectitros 
comandantes-  de  arnoas;  sin  más  récbundracion 
^e  el  sueldo  establiMÁdo  por  la  ley,   - 

.     ,  \  TITULO  SEGUNDO* 

JExeepctojie^. 
ÁtU   99   3®  exceptúan  perpetuamente    del 
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alistamiento  j  servicio  en  la  milicia  ios  indivi- 
duos siguiente?. 

19  Los  ordeo^os  in  sacris. 

29  Los  beneñciados  ^dacriptos  al  servicio  de 
1m  iglesias,  los  regulares,  profesos  y  novicios ;  y 

3^  Los  que  por  invpedimento  físico  se  decla- 
ren imposibilitados  para  el  manejo  de  las  armas, 
conforme  á  los  artículos  14,  15,  16  y  17  de  este 
reglamen'tu. 

Art»  10»  Se  exceptúan  temporalmente  del  ser- 
vicio y  ejercicios  doctrinales,  pero  no  del  alista* 
miento,  todos  los  empleados  civiles  por  el  tiem- 
po de  sus  destinos,  loa  miembros  del  congreso, 
taquígrafos  y  diputados  provinciales  y  sus  se- 
cretarios por  el  tiempo  de  las  sesiones  de  estas 
corporaciones.  Los  rectores,  vice-rectores,  ca- 
tedráticos y  alumnos  matriculados  en  las  univer- 
sidades y  colegios.  Los  mayordomos  y  dueños 
principales  de  hacienda  así  agrícolas  como  pe- 
cuarias. Los  boticarios  y  preceptores  de  prime- 
ras letras. 

Art.  1 1.  Los  jefes  y  oficiales  del  ejército  no 
podrán  ser  empleados  eo  la  milicia  nacional,  si-. 
no  en  su  grado  ú  otro  superior, 

Art^  12.  De  ninguna  manera  comprende  la 
disposición  del  precedente  artículo  6  los  jefes  y 
oficiales  que  no  hayan  sido  incorporados  al  ejér- 
cito de  Venezuela  en  virtud  de  una  disposición 
gubernativa  apoyada  en  la  ley,  y  no  se  encuen- 
tren por  tanto  inscriptos  en  la  lista  militar;  bien 
entendido  que  no  dejan  de  pertenecer  á  ella  los 
jefes  y.  oficiales  que  gozan  de  letras  de  cuartel, 
lícenciji  indefinida  ó  retiro  sin  sueldos^  á  los 
cuales  comprende  el  anterior  artículo,  no  suce- 
diendo así  con  los  que  h.ubiesen  obtenido  licen- 
cia absoluta  del  servicio,  por  cuyo  hecho  kan  per- 
dido enteramente  el  carácter  que  tenian  en  el 
ejército,  y  deben  ser  obligados  á  servir  en  la  mi- 
licia en  la  clase  en  que  se  les  destine. 

Art.  13.  Las  disposiciones  de  estos  artículos 
no  eximen  á  los  exceptuados,  de  presentarse  en 
los  cas«  8  de  alarma,  sedición,  tumulto  6  guer- 
ra, á  la  primera  autoridad  civil  del  lugar  de  su 
reaídencin,  á  prestar  toda  clase  de  servicios  que 
s^an  compatibljfs  con  su  estado,  caráeter  y  <:ir- 
m^ftHncias  i  y^  la  oipisipn  de  este  deber  para 
con  la  patria  y  su  gobierno  los  hace  reos  d« 
cuarta  clase  contra  el  ónlejn  y  seguriJad  pü]i)li- 
ca  ;  y  serán  jazgudos  conforme  á  la  ley. 

Art  14.  Para  juzgar  de  la  inhabilitación  qae 
exceptúa  del  alistamiento  y  servicio  perpetua- 
mente, según  el  nünoero  tercero  del  ártfculp  9» 
se  observarán  las  reglas  que  prescriben  los 
cuadros  número  primero  y  segundo  que  acompa- 
fi.9n  Qfte  reglamento  bajo  el  número  primero... 
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^  19  El  cuadro  número  primero  ea  el  de 
aquellos  defectos  físicos  é  intelectuales  de  que  se 
puede  juzgar  á  primera  vista  y  con  fiícilidad,  no 
solo  por  los  médicos  3¡no  por  los  qae  no  lo  sor.. 
Los  médicos  y  cirujanos,  y  en  dondeno  httja 
algunos  de  estos  facultativos  que  practique  el  re- 
conocimiento, las  juntas  de  alistamiento  tendráa 
muy  presente  dicho  cuadro  al  tiempo  de  juzgar 
de  las  excusas  que,  por  los  achaques  compreodk 
dos  en  éj,  presenten  los  individuos  para  do  ser 
alistados. 

^  29  £1  cuadro  segundo  contiene  la  relacioo 
de  aquellos  deA^ctos  físicos  ó  intelectuales  que 
también  inhabilitan  para  el  alistamiento,  y  ser* 
vicio  perpetuamente  en  lá  milicia,  pero  cuya  are. 
riguacion  requiere  mas  cuidado,  mas  tiempo  j 
por  Jo  común  nociones  y  pruebas  facuhaliras. 
El  reconocimiento  de  estos  defectos  debe  hacer* 
se  para  calificar  la  excepción  por  médico  ó  cirn- 
jano. 

Art.  15.  En  los  lugares  donde  existan  hospi- 
tales militares,  las  juntas  de  alistamiento  pueden 
para  practicar  el  leconocimiento  de  los  achi- 
ques contenidos  en  el  cuadro  numero  2^,  aso- 
ciar &  cHas.d  bien  llamar,.cuando  el  ca80  8eofr^ 
ciere,  al  médico  6  cirujano  del  hospital,  y  en  sí 
defacto,  á  quien  haga  sus  veces. 

^19  Eú  ios  lugajes  en  que  huya  médicos  de 
ciudad  6  sanidad,  la^^  juntas  de  alistamiento  po- 
drán valerse  c^e  ellos  para  los  reconocimientos  de 
que  habla  este  artículo,  del  mismo  modo  que  se 
ha  prevenido  respecto  á  los  médicos  y  cirujaooi 
de  loa  hospitales. 

§.  29  También  podrán  valerse  de  aquelloi 
cuando  los  del  hospital  hubieren  hecho  un  reco- 
cimiento que  no  creyeren  muy  razonable  loi 
miembros  de  la  junta,  y  vice-versa  si  antes  ló 
hubieren  hecho  los'de  sanidad  ó  ciudad.. 

Art.  W.  Eñ  aquellos  lugares  en  que  no  hijt 
hospital  militar,  ni  médico  de.  ciudad  ó  sanidad; 
las  juntas  de  alistamiento  podrán  llamar  cuapdo 
ocurra  el  caso  de  practicar  algún  reconocimien- 
to de  los  achaques  conipren^lidos  en  el  cuadro 
segundo,  á  uno  de  )os  facultativos  del  lugar,  for* 
mandóse  la  cuenta  de  sus  honorarios  por  los  re- 
conocimientos Qije  practicare,  en  la  cual  pondrá 
8u  TJ¿«/o6W;i<?  la  autoridad  que  haya  presidido 
la  junta,  y  se  llevará  al  Poder  Ejecutivo,  por  el 
conducto  del  gobernador  de  la  provincia,  pir» 
mandarla  satisfacer.  Los  facultativos  arregi- 
rán, en  este  caso,  au  reeonoeimiento,  y  cjicod*- 
rán  sus  certificaciones,  con  referencia  á  1«  o*- 
fectos  contenidos  en  dicho  cuadro. 

A/U  n^  Si.  en  el  panto  6  puntos  dondf  •« 
hag90.lps  alistamienlof  no.  hay  médico  ni  cira? 
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lano  para  el  recosocimiento  de  los  males  dte  que 
habha  el'iniaHro  náméto  négunño^  debe  ^^^sen- 
tar  el  que  solicite  excepción  por  los  quelnpeei- 
fica  dicho  cuadro,  para  ser  relevado  de  Ya  ólñU 
gracion  de  servir  en  la  milicia  nacional,  un  d&cu- 
mesto  del  facultativo  mas  cercano  que  certifi- 
que los  motivos  da  la  excepción,  podiendo  los 
que  presidan  la  junta  de  alistamiento,  conceder 
un  término  perentorio  para  que  obtengan  y  pre- 
senten tal  documento. 

Art.  18.  Los  gobefBadotes  pasarán  al  Poder 
Ejecutivo,  junto  con  las  noticias  de  la  organiza^ 
eion  de  la  milicia,  en  sus  respectivas  provincias, 
listas  nominales  de  los  individuos  que  por  dife- 
rentes respectos  fueren  excluidos  del  alÍ5>|aroien'- 
to  7  del  servicio  perpetuamente  en  la  milicia;  así 
como  de  los  que  lo  sean  temporalmente,  expre* 
■ándose  en  dichas  listas  les  motivos  de  la  excep- 
ción. 

TITULO  TERt3ÉR0. 

Nombramientos, 

A-rt  19.  Después  de  arreglado  el  alistamiento 
de  la  manera  dicha,  los  gobernadores  elevarán 
al  Poder  Ejecutivo  propuestas  triples,  para  cada 
una  de  las  plazas  de  jefes  y  oficiales  que  han  de 
llenarse  en  los  cuerpos  de  la  milicia  nacional,  to- 
mando todos  lus  informes  necesarios  para  for- 
mar justo  concepto  de  los  propuestos. 

Art.  20.  Tanto  en  el  caso  de  que  habla  el  ar- 
tículo anterior,  como  en  el  que  se  presente  para 
jlenar  las  vacantes  de  jefes  y  oficiales  que  ocur- 
ran en  la  milicia,  los  gobernadores,  al  elevar  al 
Poder  Ejecutivo  las  referidas  propuestas,  expre- 
sarán su  opinión  sobre  cual  de  los  individuos  pre- 
sentados para  cada  plaza,  que  necesariamente  de- 
ben ser  de  entera  confianza  del  Gobierno,  la  ocu- 
paría con  mayor  ventaja  para  el  servicio 

^  ánipo.  En  las  propuestas  para  llenar  las  va- 
cantes que  ocurran,  los  gobernadores,  sin  perjui* 
cío  de  tomar  todos  los  informes  convenientes,  oi- 
rán precisamente  el  del  jefe  respectivo  del  cuer- 
po donde  ocurran  aquellas. 

Art.  '21.  Se  deberá  observar  el  mayor  cuida- 
do en  no  incluir  en  las  propueíAas  individuos  que 
tengan  excepciones  legales,  bian  para  el  servi- 
cio, 'bien  para  el  alistamiento,  con  el  o1)jeto  de 
que  después  de  nombrados  no  produzcan  sus  ex- 
cusas, embarazando  así  la  organización  de  la  mi- 
licia, que  depende  exclusivamente  de  la  elección 
de  jefes  y  oficiaies. 

§  único.  Por  delegación  del  gobernador  ha- 
rán sus  veces,  en  ios  casos  que  expresan  ios  an- 
teriores artículos,  Ids  inspectores  ó  subinspecto- 
ves,  pero  siempre  será  aquel  quien  se  entienda 
•con  el  Poder  f^ecutivo. 
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Art  99.  Lo  qtie  qu^da  dicho  no  obsta  para 
que  el  Poder  Ejecutivo  elija  libremente  los  je- 
fes y  dfíciales  de  la  milicia  que  á  bien  tenga. 
•    Art.  23.  El  nombramiento  de  sargentos  en  la 
milicia,  tanto  en  la  organización  de  los   cuerpos 
como  en   las  vacantes  que  ocurran  en  ellos,  se 
hará  por  el  capitán  de  la  compaBía   respectiva, 
quien  Jo   presentará  al  segundo  comandante,  ó 
capitán   mayor  si  es  de  caballería,  para   que  sa- 
tisfecho, ponga   so  cÓNSTAME  y  lo  presente  al 
primer  comandante,  informándole  de  la  aptitud 
del  elegido,  6  de  los  defectos  que  tuviere :  el  pri- 
mer comandante  pondrá  al  pié,  considero  digno 
BL  nombrado;  mas  si  tuviere  motivos   fundados 
para  rechazar  el  nombramiento,  lo  devolverá   al 
segundo  comandante  6  capitán  mayor  ton  las 
razones  en   que  se  funde  su  negativa,   para  que 
enterado  el  capitán  haga  nuevo  nonabramiento. 
Puesto   el  cÓNSTAMR  y  el  considero   digno   al 
NOMBRADO,  por  ámbos  jefes,  se  llevará  el  nom- 
bramiento al  gobernador  para  su  aprobación. 

Art.  24.  El  nombramiento  de  cabos  se  hará 
por  el  capitán  de  la  compañía  respectiva  ponien- 
do en  ellos  el  cónstame  el  segundo  comandante 6 
capitán  mayor,  y  dando  su  aprobación  el  primer 
comandante  Estos  jefes  no  podrán  repugnarla 
elección  hecha  por  el  cipitan  sin  justificados  mo- 
tivos, en  cuyo  caso  devolverán  el  nombramiento 
para  que  se  rectifique. 

Art.  25.  El  nombramiento  de  tambor,  corneta 
ó  clarín  mayor,  se  hará  por  el  segundo  jefe  del 
cuerpo  con  la  aprobación  del  primero. 

Art.  26.  Los  nombramientos  de  sargentos  y 
cabos  se  expedirán  en  la  forma  que  establece  el 
formulario  que  se  acompaña  con  el  número  se- 
gundo. 

Art.  27.  Recibidos  por  el  gobernador  los  des- 
pachos de  los  jefes  y  oficiales  de  los  cuerpos  de 
la  milicia  en  su  nueva  creación,  les  pondrá  el 
cúmplase,  y  entregándolos  á  los  agraciados,  lo 
comunicará  al  jefe  político  del  cantón  respectivo 
quien  los  circulará  á  las  parroquias  á  que  cor- 
respondan las  compañías  que  componen  el  cuer- 
f)0.  Llenados  estos  requisitos,  el  gobernador  en 
as  capitales  de  provincia.  Jos  jefes  políticos  e» 
las  cabeceras  de  cantón  y  los  jueces  de  paz  en  las 
parroquias,  darán  á  reconocer  á  los  nombrados 
pudiéndose  delegar  esta  facultad  al  inspector  si 
se  encontrare  en  el  lugar. 

§  único.  Cuando  se  hayan  expedido  despa- 
chos para  Jlenar  vacantes  en  los  cuerpos  de  mi- 
licia, puesto  el  cúmplase  por  el  gobernador,  el 
reconocimiento  se  hará  en  esta  forma  : 

19  Si  el  despacho  ba  sido  librado  para  lie- 
nar  v«ca»te  tanto  de  segundo  comandante  qom« 
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éé  oñoial  de  pjana  niay<or  y  de  compañía,  lo  dará 
fr  reconocer  el  comandante  del  caerpo. 

29  Cuando  el  despachóse  hayu  librado  para 
llenar  vacante  de  primer  comandante^  d.e  capitán* 
de  compalüía  suelta  ó  de  teniente  de  media  iQOt^i 
pahia,  los  dará,  á  re/ConoeeT  ^1  indpector;3Í  s^.^n*: 
conitrare  en  el  lugar,  y  enau  defecto,  el  jefe  poli-» 
tico,  6  por  delegación  de  este  un  juez  de  paz. 

Art.  28.  Dados  á  reconocer  los  jefes  de  los 
cuerpos,  capitanes  de  compañías  sueltas  y  tenien* 
tes  de  medias  compañías,  recibirán  del  gobernador 
de  la  provincia  la  lista  de  los  individuos  que  de- 
ben componer  la  fuerza  de  unos  y  otros,  expre^ 
sando  su  nombre,  domicilio  y  compañía,  6  que 
pertenece. 

Art.  29.  Después  de  entregados  los  despachos 
y  dados  á  reconocer  los  jefes  y  oficiales,  se  pro- 
cederá á  nombrar  en  la  forma  que  queda  dicha 
los  sargentos  y  cabos,  y  aprobados  sus  nombra* 
mientes,  se  darán  á  reconocer  en  la  primera  reu- 
nión* 

Art»  30.  Para  ser  propuesto  ó  nombrado  jefe 
ú  oficial  en  la  milicia  nacional,  se  requiere  estar 
inscrito  en  el  último  cuadro  formado  pur  el  res- 
pectivo concejo  municipal  de  los  ciudadanos  que  I 
tienen  las  cualidades  para  elector ;  y  ademas  te- 
ner disposición  para  el  mando,  probidad  y  ad- 
hesión á  las  instituciones. 

Art.  31.  Mientras  esté  vigente  el  artículo  59 
de  la  ley  de  abolición  de  la  esclavitud,  se  requie- 
re ademas  el  comprobante  de  estar  solvente  con 
el  fondo  de  manumisión,  en  razón  él  ser  dicho 
fondo  público,  y  para  un  objeto  humanitario. 

§  único.  Todo  ciudadano  tiene  el  derecho  de 
reclamar  ante  el  gobernador  ó  jefe  político  en  sus 
casos  contra  la  elección  de  un  jefe  ú  oficial  que 
carezca  de  los  requisitos  especificados  en  estos 
artículos,  y  aquellos,  impuestos  de  la  falta  enun* 
ciada,  lo  harán  así  presente  al  Poder  Ejecutivo 
dentro  de  tercero  dia  acompañándole  la  docu- 
mentación respectiva  para  la  resolución  consi- 
guiente. 

Art.  32.  Los  empleos  de  sargentos  y  cabos 
deben  recaer  en  sugetos  de  idoneidad,  vecinos  de 
las  cuartas  de  compañías  y  que  tengan  las 
cualidades  para  ser  elector,  y  de  no  haberlos  con 
estas,  que  tengan  las  de  sufragante  parroquial. 

^  único.  Para  saberse  los  que  tengan  las  cualida- 
des de  elector  ó  sufragante  se  atenderá  á  los  cua- 
dros de  una  y  otra  clase  que  hayan  servido  para 
las  últimas  elecciones. 

Art  33.  Los  jefes  y  oficiales  que  actualmente 
están  empleados  en  la  milicia  de  reserva  que  exis- 
ten nombrados  por  el  Poder  Ejecutivo  continuarán 
ejerciendo  sus  destinos  en  la  milicia  que  se  estable- 
ce por  la  presente  ley ;  y  tanto  estos  como  los  que 
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han  hecho  las  capip^iñas,  des/Je  el  año  de  48  hasta 
1^  fecha,  y  los  jefes  y.  o^cíales  del  ejército  en  uso 
de  licencia  indefinida  y  retiro,  serán  atendidos  en 
las  propuqsías,y  se  alistarán  en  las  compañías  para 
el  efecto,  si  tuvieren  las  cualidades  requeridas,  y 
siempi;e  que  estos  últimos  se  presenten  á  decampe. 
ñar  el  empleo  para  que  se  les  proponga,  que  debe, 
cuando  rpénos,  ser  igual  al  que  obtiene  en  el  ejér* 
cito.  Esto  no  coarta  la  facultad  que  tiene  el  Poder 
Ejecutivo  y  los  gobernadores  para  nombrar  el 
primero  y  proponer  los  segundos  jefes  y  oficiales 
en  sus  casos. 

^  único.  Cuando  los  que  deben  hacer  propues- 
tas por  este  reglamento,  quisieren  incluir  en  ellas 
á  algún  oficial  de  la  milicia  anterior,  que  adeoo* 
de  las  cualidades  requeridas,  tenga  la  de  haber 
hecho  las  úhim»s  campañas,  no  obstará  que  dicho 
oficial  no  sea  en  los  cuerpos  de  la  milicia  que  crea 
este  reglamento,  del  grado  inmediatamente  inferior 
al  de  la  vacante  que  trata.de  llenarse.  En  cualqoier 
caso  puede  proponérseles  para  el  grado  dequeti^ 
ne  despacho  ó  el  inmediatamente  superior. 

Art.  34.  Los  jefes  y  oficiales  veteranos  que  ao 
reúnan  las  circunstancias  de  que  habla  el  aoterici 
artículo,  serán  considerados,  como  lo  serian  en  e! 
caso  de  que  ellos  no  aceptasen  una  plaza  iiiferioi 
al  grado  que  obtienen  y  para  la  que  hubiesen  sido 
nombrados:  es  decir,  quedarían  ocupando  su  lugar 
en  el  registro  de  los  oficiales  del  ejército  de  la  Re- 
pública que  están  obligados  á  servir  donde  el  Go* 
bierno  los  llame. 

Art.  35.  Nunca  se  pondrán  ni  nombrarán  peno* 
ñas  de  un  cantón  para  otro;  y  dentro  de  estos,  si  al- 
gún mérito  parti  cu  lar  estimo  lase  la  propuesta  de  pe^ 
sona  de  parroquia  distinta  á  la  de  lasque  forman  la 
compañía,  tanto  en  el  caso  de  la  erección,  como  en 
el  de  vacante,  se  le  ha  de  consultar  antes  si  quiere 
contraer  el  empeño,  pues  el  pretexto  de  vivir  distan» 
te,  no  excusara  nunca  las  faltas  de  los  oficiales. 

Art.  36.  Las  propuestas  se  harán  siempre  en 
individuos  del  cuerpo  y  parroquia  en  que  ocoira 
la  vacante,  atendiendo  á  la  antigüedad  en  el  caso 
de  igual  mérito,  y  buscando  el  mayor  basta  enp 
sona  de  otro  cuerpo  que  prometa  exacto  dcseropí* 
fío. 

Art.  37.  Cuando  la  milicia,  por  ocurrir  los casoí 
del  artículo  184  de  la  Constitución,  fuere  pn«fa 
sobre  las  armas  y  reciba  pré  y  paga,  se  Uenaraíj 
las  vacantes  de  oficiales  que  en  ella  ocarranpoTd 
Poiler  Ejecutivo,  á  propuesta  de  losjefes  respeti- 
vos con  arreglo  á  la  ordenanza.  Las  de  jejesserW 
provistas  libremente  por  el  Poder  Ejecutivo.  W<j 
queda  coartada  sin  embargo  la  libertad  con  q^eei 
Ejeciitiyo  puede  hacer  los  nombramientos  de  od- 
ciales  cuando  lo  estime  conveniente. 
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Xiit.<iS&  £a  ios  leisoB  del  «rtfoolo  «nterMr  el 
.jefe  militar  de  operaciones  de  ^íen  dependa  el 
cuerpo  co  qtae  ocorva  ia  taeante,  elevará  la  fvo- 
jiuesta  al  f  bdier  EjeootÍTO. 

Art  B9.  En  tiempode  p«s  y  de  guerra  el  ]^oder 
i^atiiojMráelÉombraimento  de  inepectoree  y 
aubinepectotes»  para  lo  coa]!  ocurrirá  á  loe  cnadroe 
que  te^potnn  en  Ja  decretarfarde  Guerra. 

Art.  40.  Todos  ios  tnandos  y  destiñesen  la  mi- 
licia, conforme  al  artfcub  10  de  la  ley,  se  conside- 
ran en  comisión,  pndiendo  ser  removidos  los  jefes 
y  oficiales  por  el  Poder  Ejecutiro  cuando  lo  juz- 
gue conveniente ;  los  sargentos  por  el  Gobernador 
de  la  ptorincís;  y  los  cabos  p(»r  el  comandante  del 
duerpo  cURtidr»  haya  graves  motivos  para  esta  re- 
moción ¿  juicio  del  que  la  hace. 

^  único.  Las  Tacn mes  que  ocurran  en  el  caso 
de  este  artículo,  se  llenarán  conforme  á  las  regks 
establecidas. 

TITULO  IV. 

Armamento, 

Art.  41.  El  Gobierno  ron  vista  de  los  documen- 
tos .que  deben  píisar  los  Gobernadores  del  número 
y  arma  de  la  milicia  que  se  haya  organizado  en 
Jas  provinoiaB,  suministrará  por  su  menta  el  ar- 
iffMHBento,  fornituras  y  municiones  que  necesite,  y 
*qne  servirá  en  tiempo  de  paz  para  su  instruceion, 
.conservándose  áotes-y  después  de  loedias  destida- 
dos  para  esta,  en  los  depósitos  de  que  se  hablará 
>en  ios  articules  siguientes 

Art.  42.  Habrá  un  depósito  principa]  de  armas 
en  cada  capital  dé  provincia,  en  donde  se  custodia- 
ré el  armamento,  correaje  y  municiones  que  se 
destinen  paira  la  milicia,  cuyos  efectos  estarán  a] 
(Caygo  delo»adraimstfadores  de  rentas  nacionales, 
en  un  edificio  de  propiedad  municipal  ó  nacional, 
^^en  el  que^e  altfuilare  para  el  efecto. 

Ar.  48  El  gobernador  de  cada  provincia  en- 
tregará á  los  jefes  de  cuerpo  el  armamento,  for- 
ifiilura  y  municiones  que  necesite  la  troym  de  su 
mando  para  que  i  a  conserven  en  un  edificio  de  pro- 
piedad nhcional  ó  municipal  que  haya  en  el  lugar, 
Q  en  casas  que  alquile  el  Estado. 

^  único.  Los  jt'fes  y  oficiales  son  responsables 
en  tiempo  de  pnz  de  ia  pérdida  que  en  dichos  efec-^ 
tos  ocurriere,  sin  excepción  de  casos  ni  de  circiAis- 
tancias. 

Art.  44.  En  las  reuniones  que  deben  verificarse 
^.para  la  instrucción,  inspección  ó  cualquiera  otra 
función  de  paz  que  dispusiere  el  gobernador  con 
jas  circustancias  deque  los  i'iiiicianos  deban  pre- 
sentarse armados,  fé  distribuirá  el  armamento, 
ciMrreaje  y  municiones  por  los  jefes  ó  los  capitanes 
para  que  estos  lo  h;igaii  á  la  tropa. 

^  único.  Es  descargo  para  un  oomandante    de 
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tuerpoefretflbo  de  armamento,  A>niituras  y  mn- 
wíeícNMís  que  éntregoe  á  nn  capitán  6  comandanta 
de  compaftia,  y  durante  el  ejercicio  ó  función  para 
que  se  ha  armado  la  milicia :  hasta  yolver  dichos 
éfectea  á  taanos  del  comandante  será  responsaUa 
de  ellos  au  capitán,  excepto  aolo  en  el  caso  de  que 
la  pérdida  de  efectos  tenga  lugar  por  deserción  de 
uno  6  mas  milicianos. 

Art.  45.  En  tiempo  de  guerra  se  entregará  el 
armamento  á  la  tropa  con  las  mismas  formalidades 
eatablecfdas  en  el  artículo  anterior,  pero  la  '  res- 
ponsabilidad de  los  jefes  y  oficiales  que  tenían  esta 
armamento  á  su  cargo,  no  será  entonces  otra  que 
la  qi:e  imponga  la  ordenanza  por  omisión  ó  des> 
cnido  ea  el  manejo  del  cuerpo,  y  conservación  da 
los  efectos  que  !e  pertenecen. 

Art.  46.  Los  administradores  de  rentas  encarga- 
dos de  loe  depósitos  y  demás  efectos  de  guerra,  y 
los  jefes  de  cuerpo,  formarán  presupuestos  cada 
cuatro  meses  de  la  cantidad  que  se   necesite  para 
I  la  conservación  del  expresado  armamento  y  demás 
i  efectos  de  guerra,  que  pasarán    al  gobernador  de 
I  la  provincia,  para  que  recaido  el  acuerdo  de  la 
junuí  consultiva  de  hacienda,  se  eleven  al  Peder 
£jec%itivo  para  su  aprobación  ó  reforma. 

Art.  47.  La  composición  y  reparo  de  las  armad 
y  enseres  de  guerra  respecto  de  ia  milicia,  se  hará 
por  óontnita  en  los  cantones 'del  modo  siguiente. 
^19  ^^^^  cuatrimestre  el   gobernador  de  la 
provincia  en  el  cantón  capital,   asociado  con  los 
i  jefes  de  cuerpo  que  en  ella  existan  y  de  un  armero, 
¡reristará  los  efectos  de  guerra  depositados  en  el 
parque  provincial,  haciendo  que  el  armero,  si  hubie- 
re composiciones  que  hacer,  forme  una  relación 
I  de  ellas,  con  expresión  del  costo  que  causen  ;  esta 
I  relación  y  lo  que  deba  abonarse   al  armero  por  el 
[  reconocimiento  se  considerará  en  junta  consultiva, 
,  y  se  elevará  «1  gobierno  para  su  aprobación. 
!      ^  2^  Ijcís  jefes  de  cuerpos  asociados  del  jefe 
político  en  )<»s  deroas  cantones,  ó  de  cualquiera 
:  otra  sutoridud  civil  y  de  un  armero  sí  lo  hubiere^ 
I  revistarán  cnda  trimestre  los  efectos  que  estén  á  su 
CQrgo,  y  harán  que  se  forme  por  el  armero  relación 
de  las  composiciones  que  hayan  de  practicarse,  con  . 
,  expresión  de  su  importe,  las  cuales  se  remitirán  ai 
^  goUernador  de  la  provincia,  para   que  consídera- 
4&sipor  la  junta  consultiva,  se  eleven  al  gobierno. 
I    -^  39*^^  i^  hubiese  armero,  se  formará  relación 
I  de  las  armas  y  efectos  que  deban  componeise  por 
I  los  jefes  con  anuencia  de  la  autoridad  civil,  que 
I  la  acompafte,  expresándose  en  dicha  relación  las 
I  piezas  que  hayan  de  repararse :  esta  relación  se 
enviará  al  gobernador,  quien  invitará   á  contrata 
i  por  medio  de  la  junta  consultiva,  y  así  de  las  pro- 
1  posiciones  que  se  hicieren  para  la  composición  de 
¡  los  efeatos,  como  de  Jo  que  importe  el  viaje  del 
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armero  de  la  capital  de  la  provincia  al  logar  en 
que  se  halle  el  armamento  d€8eompiie0tOt  ae  dará 
cuenta  al  gobierno  para  au  resolucipo. 

^  49  En  tiempo  de  guerra  elgubíerno  proveerá 
Á  la  composición  por  los  medio*  «ordinarios. 

Art  48.  Cuando  la  milicia  no  eaté  empleada  en 
servicio  activo,  ea  de  laobligacioo  de  la  tropa  per« 
manante  custodiar  su  armamento  y  demás  ense- 
res que  le  pertenezcan  en  los  puntos  donde  ae  de* 
positen. 

Art.  49.  Los  jefes  y  oficiales  de  la  milicia  «sa^ 
r(n  á  6U  costa,  los  de  infantería  y  artillería  es- 
pada recta  ó  espada  sable,  y  los  de  caballería  sa- 
ble 6  espada-sable. 

Art.  50.  El  miliciano  de  caballería  debe  tam- 
bién proveerse,  á  su  co»ta,  de  montura  y  caballo, 
pero  este  le  será  abonado  por  el  tesoro,  csando 
llegue  el  caso  de  prestar  el  servicio  de  pré,  ai  lo 
pierde  ó  se  inutiliza  en  acto  del  mismo  servicie^  y 
según  su  valor. 

^  19  Para  llevar  al  cabo  lo  dispuesto  en  este 
artículo,  cuando  llegue  el  caso  de  llamarse  la  mili- 
cia de  caballería  al  servicio  de  pré,  es  obligación 
de^la  autoridad  civil  respectiva,  hacer  que  se  jus- 
tiprecien todos  los  caballos,  expresándose  sus  mar- 
cas, colores  y  sefiales,  y  el  individuo  á  que  cada 
uno  pertenece,  antes  que  se  ponga  la  fueraa  á  dis- 

ricion  del  jefe  militar,  remitiéndose  un  duplica- 
de  este  justiprecio  al  Poder  Ejecutivo. 

^  29  Los  individuos  de  la  milicia  de  caballe- 
ría qué  entren  al  servicio  de  pré  no  podrán  cam- 
biar ni  vender  sus  caballos,  sin  consentimiento  del 
jefe  á  cuyas  órdenes  sirvan,  quien  cuidará  siempre 
que  el  nuevo  caballo  sea  igual  6  mejor  que  el  que 
tenian,  para  que  no  se  perjudique  el  servicio. 

^  39  Si  ocurriese  que  algún  duefTo  de  caballo 
cambiase  el  suyo,  6  lo  vendiese  comprando  otro,  se 
hará  un  nuevo  justiprecio  por  peritos  que  elegirá  el 
jefe,  el  cual  se  verificará  á  presencia  suya,  ó  del 
encargado  del  detall  y  del  capiun  de  la  compañía. 

^  49  Mientras  dure  el  servicio  de  pré,  cada 
dueño  de  caballo  será  conservado  en  el  uso  del  suyo, 
sin  que  ninguna  autoridad  pueda  hacérselo  cam- 
biar, enajenar  ni  ceder  á  otro  miliciano. 

§  59  En  el  caso  de  que  enferme  algún  milicia- 
no de  caballería,  el  caballo  que  le  pertenezca  se 
entregará  á  la  autoridad  civil  del  lugar  en  que 
quedase  el  enfermo,  para  que  se  cuide  y  se  devuel- 
va á  su  dueflo  luego  que  se  haya  repuesto;  y  si 
muriese  el  miliciano,  dará  parte  la  autoridad  civil 
al  jefe  principal  de  la  fuerza  á  que  aquel  correspon- 
da, quien  dispondrá  que  el  caballo  y  la  montura  se 
remitan  al  gobernador  de  la  provincia  respectiva, 
á  fm  de  que  lleguen  á  manos  de  los  herederos. 
Esto  no  impide  que  el  jefe  de  la  fuerza  pueda 
disponer  que  el  cabalo  del  individuo  que  enferme 
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ó  nuenif  continte  en  el  aervieío,  cuando  tií  eoo* 
venga,  dando  cuenta  al  gobierno  eon*lfls  ntoM 
4110  haya  tenido  pora  hacerle,  áílu  de  qaeel  doe- 
fió  6  sus  herederos  recuperen  el  caballa  6  su  viJor 
§  60  Cuando  por  enfermedad  haya  algoDa 
autoridad  éivüdemaotener  el  caballo,  é  cuaado 
por-raueite  del  individao  deba  devolverte  &  iw 
herederos,  se  pagaréis  maulencton  y  condurcioB 
de  lo  que  corresponda  al  'mismo  individuo  drl 
cuerpo. 

TITULO  QVIVTOv 

Vestuario. 

Árt.  5U  Tanto  los  jefes  y  oficiales  de  la  milicia 
como  la  tropa  costearán  sus  uniformes  cuando» 
les  emplee  en  servicio  municipal. 

^  único.  Cuando  la  milicia  ae  halle  al  senririo 
de  pré.  las  disposiciones  relativas  á  sus  rcstuariDí 
serán  las  que  señala  el  decreto  ejecutivo  de  20  de 
Diciembre  de  1838  que  se  acompafis  bajo  el  Da- 
mero 39 

TixeLo  sbíto. 
'Insignias  y  uniforma, 

Art.  52.  Cada  batallón  tendrá  una  bendih, 
cuya  asta  será  de  ocho  y  medio  pies  con  regatoa  j 
moharra,  y  el  tafetán  ae  siete  cuartas  en  cuadro^ 
formada  por  tres  fajas  de  los  tres  colores  naciom- 
les,  componiéndose  de  estos  mismos  colores  law- 
bata  de  la  bandera  ;  esta  llevará  ep  la  Aja  superior 
las  armas  de  la  República  :  en  la  del  medio  el  non- 
bre  de  la  provincia ;  y  en  la  inferior  el  Damero 
del  batallón  á  que  pertenece.  « 

^  19  Cada  escuadrón  tendrá  un  estandarte  ta 
la  misma  forma  que  la  bandera  de  los  batailoseí, 
con  la  diferencia  de  que  el  asta  será  de  ám  i 
seis  pies,  y  el  cuadro  del  tafetán  de  cuatro  á cisco 
cuartas. 

^  29  EstssbafÉderas.y  estandartes  serán  costea- 
das por  el  gobierno  bcn  vista  de  los  presupoeUoe 
que  formen  los  jefes,  que  ee  considerarán  por  b 
junta  consultiva  de  la  provincia  respectiva,  7 kiíb 
remitidos  por  el  gobernador  al  Poder  EjecutifO 
para  su  aprobación. 

^  39  Dichas  banderas  y  estandartes  le  depoci- 
taran  en  les  casas  de  los  concejos  municipalesi  de 
donde  no  podrán  ser  extraidas  sino  para  los  adoi 
del  servicio. 

Art  53.  Las  divisas  de  la  milicia  serán  las  a** 
mas  que  las  <lel  ejército. 

Art.  54.  Los  uniformes  de  la  milicia  serán  io< 
siguientes. 

$  19  La  infantería  vestirá  chaqueta  ó  casaca 
corta  y  pantalón  blanco  de  lienzo,  con  m^^i 
collarin,  barras  y  vivos  encarnados,  botón  dorado, 
botín  blanco,  corbatín  negro  y  sombrero  redowo 
negro,  y  este  con  la  escarapela  nacional. 
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R  20  La  artillería  Uef  ari  el  miemo  uniferme 
flímia'infimtcrtadífereiiciándoaeeoouná  graoada 
■tal  cele«e  qae  usará  eD  el  coUarin  y  barraa  d» 

laeasaea.    •  .  .    .         .     ^ 

&  30  La  caballería  veatiiá  4sb«|ttete  é  casaca 
corta  y  pantalón  blanco  de  liena»  con  ¥ueka8, 
rollarin,  barras  y  vifos  aroarUloa,  botón  plateado, 
botín  y  corbatín  negro»  y  sombrera  redondo  negro 
cen  la  escarapela  nacional.  

i  40  Los  jefes  y  oficiales  de  la  milicta  naciofial 
TestíráVi  elmismo  oBÜonne  qoe  la  Iropa  en  todas 
sue  partas^caandoee  emplee  en  servicio  municipal; 
podiendo  usar  isa  divisas  y  uniforme  deteliados 
para  la  fueraa  permanente  según  el  decrete  de  la 
roateria.  siempre  q«e  todos  los  que  pertenearao  á 
un  mismo  cuerpo  puedanvoosteaise  dichas  prendas 
para  que  haya  uniformidad^* 

Art.  55.  La  artillería  é  infantería  en  la  TnMida 
podrán  Ufar  gorro  de  cuartal,  y  la  caballería 
tnorreon  cuando  los  indiriduoe  do  un  cuerpo, 
<»)ropafiía  suelta  6  inedia  compsBía  conren^n  en 
uniformarse,  pues  se  prohibe  que  uno  6  mas  indivi- 
dúos  se  presenten,  en  formación  con  piezas  de  ves- 
tuario distintas  de  lasque  tenga,  conforme  á^te  re- 
glamento, el  reste  jdel  cuerpo  é  compaüía, 

&  único.  Cuando  se  trate  de  usar  los  gorros  y 
raprreoncs  de  que  se  ha  hablado,  se  observará  ^ue 
aquellas  sean  aaul  turquí  guarnecidos  en  amarillo 
y  con  la  escarapela  nacional  y  estos  de  zuela  6 
patío  negro  guarnecidos  en  blanco  y  con  pompo- 
nes  sobre  la  escarapela ;  y  se  entenderá  por  punto 
general  que  Cuando  se  trate  de  franjase  cordones 
ferán  de  hilo  los  de  la  tropa  y  de  seda  los  de  los 
irfes  y  oficiales  aegun  sus  cabos. 

Art  56.  Los  jefes  de  cuerpos  harán  que  la 
oficialidad,  clases  y  tropa  de  su  respectivo  mando, 
fe  presenten  en  formación  con  la-mayor  uniformi- 
<daaposibl& 

§  único.  Cuando  los  cuerpos  se  empleen  en  ser- 
vicio mutiicípal  y  para  los  actoa  de  instrucción, 
«i  aun  no  tienen  el  uniforme  arriba  detallado,,  los 
jefes  de  ellos  procurarán  que  los  milicianos  sepre- 
fcnten  en  Jos  actos  á  que  deben  ocurrir,  como  V»  les 
milicianos,  vestidos  de  blanco,  con  lirapifza,  lle- 
vando 808  sombreros  con  la  escarapela  nacional. * 
Los  oficiales  llevarán,  s:empre  su  UBifoTroe,  pu- 
diendo  usar  en.  el  icaso  fie  este  parágrafo  aoBibr«- 
ro  redondo  negro  cen  escarapela. 
.  Art  57.  Cuando  entre  los  indivíduoa  de  tropa 
haya  quien  pueda  y  quiera  costearse  su  vestuario 
de  tela  de  mejor  calidad,  podrá  hacerlo,  pero  sin 
perder  nunca  la  uniformidaíl,  v  sufriendo  siempre 
los  descuentos  que  dispone  el  decreto  sobre  vestua- 
rio, los  cuales  quedarán  á  beneficio  del  cuerpo.^  ^ 

Art  58.  Los  jefes,  oficiales  V  tropa  de  la  mili-^ 
aia  nacional  no  usarán  el  uniforme  que  les  eAá 
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detallado,  sino  cuando  ha3ran  de  presentarse  en 
formación^  óiengan  que  presUr  algún  servicio  en 
clase  de  milicianoa. 

TrrtJLO  SÉPTIMO. 

Revista  de  inspección  y  juramcnio^ 

Art.  50.  La  revista  de  inspección  debe  pasac^ 
la  precisamente  el  inspector  en  ejercicio  cada 
dos  afios,y  puede  hacerlo  6  reuniendo  los  cuer- 
pos, compaftiaa  sueltas  y» medias  compañías  da 
cada  cantón  de  la  pvovineia  que  le  está  demarca* 
da,  en  un  solo  punto,  6  designando  los  que  hayan 
de  pasar  revista,  para  que  se.  reúnan  en  los  lu- 
gares que.indique,  de.  «nanera  que  la  tropa  no 
tenga  quehacer  marohaa  que  excedan  de  veinte 
leguas.  Estas  revistas  ae  principiarán  el  día  2ñ 
de  Diciembre,  aunque  el  inspector  puede  por  cau- 
sas poderosas  solicitar  del  gobernador,  y  este 
acordar  que  ae.  transfiera  el  día  de  la  reunión  k 
cualquier  otro  del  miamo  mes  ó  del  siguiente. 

Ar.  fiO.  La  inspección  de  la  milicia  en  todos 
tiempos  8 enredu eirá  á  conocer  su  estado  de  ins- 
trucción en  ejercicios  y  maniobras,  el  del  arma- 
mento, fornituras,  municiones  y  vestuario  que 
deben  usar,  según  la  clase  de  la  milicia,  el 
carácter  é  instrucción  de  sus  oficiales,  el  grado 
de  influencia  que  tengan  en  los  cuerpos  y  com* 
pafíías,  como  resultado  de  su  buen  comportamien- 
to, y  viceversa,  el  entado  de  fuerza  y  su  alta  y 
baja,  y  el  fondo  del  cuerpo,  cuyo  libro  firmará 
el  inspector,  expresando  su  opinión. 

Art.  61.  Los  inspectores  pasarán  á  los  go- 
bernadores, y  estos  al  gobierno,  informes  sobre 
los  particulares  que  contiene  el  artículo  anterior, 
acompañándole  el  estado  de  fuerza,  armamento, 
municiones,  equipo,  y  menaje,  y  expresarán  su 
concepto  acerca  del  grado  de  ventaja,  cor  que 
puedan  emplearse  los  cuerpos  que  se  han  ins- 
peccionado, en  funciones  de  guerra. 

Art  62.  .Exceptólos  enfermos  y  los  que  se 
hallan  empleados  en  servicio  de  pré,  estári  obliga- 
dos á  concurrir  á  estas  revistas,  todos  los  indivi- 
duos de  la  milicia. 

Árt.  63.  El  inspector  con  autorización  del 
gobernador  convocará  las  tropas  para  dichas  re«> 
vist"B  por  conducto  de  los  jefes  respectivos,  quie- 
nes se  arreglarán  á  las  ordenes  que  de  él  reci- 
ban sobre  el  particular. 

Art.  64.  Los  jefes  de  los  cuerpos,  según  las 
órdenes  mencionadas,  mandarán  reunir  áodas 
las  compañías  en  un  punto,  señalándoles  un  día 
fijo,  para  lo  cual  se  calculará  la  que  se  halle  á 
mayor  distancia,  según  el  itinerario  que  debe 
pasarles  el  inspector  á  fin  do  poder  emprender 
la  marcha  con  todo  el  cuerpo  reunido  adonde 
}  deba  paaarla  revista;  alendo  los  jefes  responso*' 
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bles  del  buen  orden  en  estas  marchas,  que  se 
b^án  como  si  estuviesen  al  frente  del  enemigo. 
£1  regreso  se  har&  con  la  misma  formalidad,  de- 
jando en  sus  respectivas  parroquiiw  his  compañías 
despules  de  haber  depositado  el  armamento  y  de- 
mas  efectos  de  guerra,  y  despidiendo  las  otras  en 
aquel  lagar  en  que  no  puedan  tnarohar  dos  reoni- 
dai^  por  las  direcciones  que  deban  seguir. 

ÁrtL  65.  Desd»  el  día  en  que  salganr  do  sus 
C888S  bs  miHcianos  hasta  el  de  su  regreso  áí  eiUs, 
percibirán  ración  por  cuenta  del  fistado,  á  razón 
de  diez  reales  los  jefes,  seis  los  capitanes,  cuatro 
los  subalternos^  tres  los  sargentos  y  dos  los  cabps 
V  soldados  diariamente,  que  dispondrá  el  go- 
bernador les  sean  abonados  por  cuerpos,  de  los 
fondos  nacionales  en  vista  de  iá  participación  del 
inspecior.  L/js  comprobantes  de  este  gasto  serán 
los  ajustes  que  fbrn^n  los  administrad  oxea  prin- 
cipales de  orden  del  in8pecto«v<  quien  pondrá  sn 
visto  buenOf  ast  como  los  jefes  dé  cuerpo,  el  reci- 
bo* 

^  19  Los  jefes,  oficíale»  y  tropa  de  los  cuer- 
pos de  caballería  tendrán  adornas  de  U  ración 
expresada  eo  este  artículo  dos  reales  diarios 
para  la  mantención  de  sus  caballos,  cuando 
transiten  por  lugares  donde  no  haya  pasto  de 
uso  común, 

^  29  La  artillería  é  infiínterla  concurrirán  á 
la  inspección  á  pié»  pero  los  jefes  y  ayudantes 
de  dichos  cuerpos,  tendrán  también  dos  reales 
diarios  para  la  mantención  de  sus  caballos. 

Art.  66.  El  primar  dia  de  la  revista  de  ins- 
peccion^que  precisamente  será  presidida  por  el 
gobernador  ¿n  el  cantón  capital  y  por  los  jefes 
políticos  en  loé  otros  canU)nes,  los  cuerpos  pres^ 
taran  el  juramento  en  la  forma  siguiente. 

^  19  Luego  quilos  cuerpos  estén  formados, 
y  se  presente  el  gobernador  ó  jefe  político,  en  su 
caso,  acompañado  del  cupcejo  municipal  delcan- 
ton  en  que  se  celebre  el  acto',  y  de  un  párroco  ó 
capellán,  mandará  á  cada  jefe  poner  el  suyo  al 
órd'en  de  parada ;  en  seguidap^  el  segundo  co- 
mandante ó  capitán  may^r  mandará  sahr  la  ban- 
dera cuatro  pasos  al  frente,  y  poniendo  su  espada 
horizontal  subre  el  asta  de  aquella,  tomará  el  ju- 
ramento siguiente  :jJí¿ráÍ5  á  D¿05  y  prometéis 
á  la  República  em^leart  las  armas  que  la  patria 
fone  en  vuestras  -tmiuos^  en  ieft^ma  del  orden,  de 
su  Constitución  y  de  sus  leyes ;  obedecer  á  vii^- 
tro9  jdes^  y  segvir  constantemente  las  banderas.^ 
nacionales^  dejendiéndvlas  hasta  morir  ^  sin  aban*,' 
donar  jamas  el  puesto  qu,e  ^e  os  confíe,  ni  al  que 
oi  estuviese  mandando  en  cualquier  acto  del  s^r^ 
VÍcÍQ%  Todos  contestarán  si  juro;  ye)  párroco 
O  C^^peílan,  dirá  entonces. — por  obti^dcion  de  m^.\ 
nkintsUrio  Tu^^o.^^IJ^ms^ij^e i^üsi  lo  Mcif^reísy 


mas  ceiítral  en  ésfeik  dos  porciones,  y  allí,  será  i« 
réiiniodí  gara, la  enseñanza,  cpn  tai  que  QO  tengas 
q^iie  anidai:  tíi^i  dé  cinco  legií^S. 
"^ift;  V;á.  La  insttiucclüfi  de  la  oficialidad  J  tía- 


os  ayttdej  y  si  no^os^la  d&mamde.  Gondoido  ,el 
juramento  de  loscuerpos  que  se  hayan  leoiridA 
pava  esta  efectei,  el  comanda  neo  de  cada  m* 
mandará  poner  el  suyo  al  orden  de  batallt.  £1 
juramento  se.  tonará  á  lotf  cuerpos  poi^  orden  ^ 
numérieo. 

4  29  La  cabal Urta  jurará  á  pié, .  coao  Ja  l^ 
tillería  é  infhítCeria. 

A.rt.  67.  Adrnias  de  U  inapeectdQ  bi^sal  d» 
queeé'lmhabkKb»,  tontiráo  iiOs  insp^ctiireséso. 
binspectores  el  debdr  de  neviass  los  cuerpos  é% 
la  miltci»  de  su  proiinoi^  todtrs  Icrs  mese*,  cuando 
menos  «rs  vea^  para  imponerse  del  estado  é»ÍD9« 
truccion  en  que  se  hallon  ealos,  de  la  coaducU 
de  los  jeCes  y  oficiales,  de  dichAts  cuerpos,  y  dar 
cuenta  al  Pod*r  Ejecutiro  por  mediüüel  miniato- 
rio  correspondienie,  para  rémorer  los  ubsláeuloi 
que  se  presenten, obrando  en  coiisecsencia  con 
laa  instruiccioDes  .que  les  demarra  el  preaeoW 
reglameiitOi, 

TU  fü LO  OCTAVO. 

Instrucción» 

Art  68.  Ademas  de  los  inspectpres  y  sobii» 
peciores,  quienes  están  en  la  obli^Hcion  de  dar  íbj. 
trMccicín  á  kn  mílic»,  el  Pojder  ^ecmÍTo  también 
destinará  con '  este.  objetQ^  si  «si  lo  permitiera  el 
servicio  de  la  fuerjsa  permanente,  ,i<t3  s^rgeotoads 
esta  que  tuviere  por  coniveDÍéo^e. 

Art.  69.  Los  inspectores.enipezar^n  la  iustroc- 
cion  por  los  jefes  y  oficia I^S:de  los  cuetjx»,  y  con- 
tinuarán con  la«  clases  antes  de  dar^  principio  i 
ios  ejercicios  doctrinales,  á  ño  de  que  cuando  lla- 
gue e&te  caso,  sea  mas  fácil  la  iostrucQion  de  ia 
trcipa. 

.¿  ^nico.  La  instrucción  se, dará  por  cuerpo^ 
medios  batallones,  compañías  sueltas  y  medias 
compaQvas, 

Art  70.  Persuadidos  los  jjeífs  y  oficiales  dequí 
su  crédito  depende  del  esmero  en  ej  desempeño  de 
sus  deberes,  convendrán  en  los  dias  en  que  deban 
reunirse,  que  nunca  serán  menos  de  un  dia  en  la 
semana,  y  contrayéndose  en  este  tiempo  con  apli- 
cación, adquirirán  las  luces  sufíciei^te:s  para  ser- 
vir útilmente. 

-jAfH  «í^*  Es^  reunioi^  se  hará  para  cada  oficia- 
liiiÁA,^^,jcJ¿í|M,dp  pa  cq^rpq,!/á^l,.modo simúlenle: 
se  dividirá  ei  círpuito  cpj^esjjijqd^ente  íjI  cuerpo 
que  se  mstrumjBf^djOs  porciones,  par  arcual  ^ 
convenár^in'el  iíábéctór  'y  Itís'leFés'dyi'cuetpo,  pre- 
cediericío  [ei  acu'éi'do.del  Vobernfedór  óHel  jefe  po- 
lítico del 'cjíiitoi^f espectro;  se  buscará  el  paute 
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íes  di9  los  cueip99.4e  inüiotería  se^á  Iti  del  Cjeqluta^ 
compañía  y,  batalloa  por  la  tájCilca  espaflola  man- 
tla^ft  observar*  A.ls^  compañías  .sueltas  y.  medias 
compañías  se  les  dará  la  mi<)ma  iiiatruccioa. 

^  único.  Será  ademas  ua  deber  del  inspector  y 
de  los  jefes  de  ¿iierpost  que  toda^  las  compañías 
de  los  de  iafaatería^  se  instruyan  en  el  ejercicio  de 
guerrilla  por  San  Juan. 

Art«  73»  La  oficialidad  y  clames  en  la  artillería 
recibirán  su  jü^tiuccipn  en  táctica  por  la  de  Ur- 
rutia, 

Art.  74.  Los  de  caballería  por  la  táctica  del  Ge- 
neral Freiré  mandada  observar  en  la  República  en 
todo  aquello  que  concierna  á  la  caballería  ligera, 
pues  de  esta  clase  será  toda  la  fuerza  de  dicfaia  ar- 
ma que  se  levante  en  las  prpvincias, 

Art.  75.  Luego  que  los  oficiales  y  clases  estén 
en'  capacidad  de  comunicar  ia.eoaet^anza  á  sus 
compañías  á  juicio  del  inspector  y%j&  los  jefes  de 
cuerpo,  se  procederá  á  los  eje^rcicios  doctrinales 
del  modo  siguiente. 

^10  Xodos  lo9  domingos  se  reunirán  psra 
ejercicios  las  compañías  cuyos  soldados  no  dis- 
ten mas  de  tres  leguas  del  punto  de  la  reumon  que 
se  señale  por  ios  capitanes»  y  loBt  que  no  puedan 
hacerlo  por  la  distancia,  se  i^uoiráueA  escuadras, 
debiendo  forzosamente  reunirse  la  conip&ñía  cada 
quince  dias  en  un  domingo. 

^  2?  Si  en  el  lugar  donde  se  reunieren  escua- 
dras porque  sus  individuos  no  puedan  concurrir  al 
punto  de  reunión  del  resto  de  la. compañía,  k  cau- 
sa de  la  distancia  según  el  parágrafo  anterior,  no 
hubiese  oficial  ó  clases  que  den  ta  instrucción,  el 
capitán  de  la  compañía  dispondrá  que  un  oficial  ó 
sargento  vaya  á  darla. 

^  3?  Luego  que  las  compañías  de  un  cuerpo 
se  hallen  en  capacidad  de  entrar  á  practicar  el 
ejercicio  de  batallón,  escuadrón  ó  brigada  á  jui- 
cio de  sus  capitanes,  lo  avisarán  estos  al  jefe  del 
cuerpo,  quien,  obrando  de  acuerdo  con  el  inspec- 
tor, dispondrá  que  los  primeros  domingos  de  cada 
mes  se  reúnan  las  compañías  en  el  punto  eivquese 
convkiiere  para  los  ejercicios  de  batallón,  escua- 
drón ^c. 

4  49  Para  él  caso  del  parágrafo  anterior,  las 
cón^pafiías  que  distan  mas  {de  cuatro  leguas ,  del 
punto  de  reunión  que  se  rauírque,  y  que  siempre 
8^á>  el  de  la  reaidenci^í^del  primer  comandante,. 
no  Tendrán  á  él,  y  en  tal  paso  habrá  dos  6  tres, 
pontos  señalados  de  antemano  por  el  insp;ecto|r  pfi- 
ra  practicar  estos  ejercicioa  mandados  en  wo  4)Qr 
el  primer  jefe,  en  otro  por  el.^gi^adq,.y  ep  él  ter- 
cero pot  el  inspector,  del^iendo  enc^rgafs^  sie^i- 
(^e  este  del  .ejercicio  en  el  punto  j^nas  (listá^nte. 

^  5.^  Aquellas  compañías  que  cU^tajc^n  mé/)^ 
de  dos  leguai^  del  logar  de  la  residencia  del  pn< 
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mer  comandante,  se  reunirán  para  ejercicios  de  ba- 
tallón, escuadrón,  <&c.,  dos  veces  al  mes  cuando 
menos,  pudWndo  verificarlo  semanalmente  si  es 
posible. 

§  6.»  Todas  las  compañías  de  un  cuerpo  sa 
reunirán  precisamenle  una  vez  antes  de  la  ins- 
pección para  los  ejercicios  de  batallón. 

^  79  Aunque  no  sean  mas  que  dos,  tres  Q 
cuatro  las  compañías  que  se  reunieren  seguu  U^s 
disposiciones  anteriores,  maniobrarán  reunidas, 
mandadas  por  el  inspector  6  uno  de  los  jefes  del 
cuerpo,  pues  nada  adelanta  tanto  la  instrucción 
como  las  maniobras  por  cuerpos.  ^ 

^  8^  En  todas  estas  reuniones  se  dará  acade- 
mia á  los  oficiales. 

^  9?  Las  compañías  sueltas  y  medias  compa- 
ñías, que  por  no  formar  cuerpos  no  puedan  adqui- 
rir instrucción  en  las  maniobras  de  batallón,  es« 
cuadron  <S&c.,  se  reunirán  dos  ó  mas  veces  en  las 
revistas  de  inspección  para  maniobrar  en  cuer- 
pos, mandados  por  el  jefe  que  elija  el   inspector. 

Art.  76.  Los  inspectores  presenciarán  ordena- 
danükente  los  ejercicips  parciales  de  compañías,  á 
cuyo  fin  recorrerán  tpdas  las  parroquias  que  cor- 
respondan al  cuerpo  ú  cuerpos  qué  se  insiruyen 
bajo  sü  dirección 

J  19  L03  inspectores  y  subinspectores  de  mi- 
licia funcionarán  por  turnos  cada  tres  mes e^,  y  \q 
que  en  este  reglamento  se  diga  de  aquellos,  se' en- 
tenderá que  se  habla  del  que  entre  ellos  estuviere 
en  ejercicio. 

J  29  Para  las  marchas  que  hicieren  estos  con 
-el  c.bjetó  indicailo  en  este  artículo^  obtendrán  un 
pasaporte  d- 1  gobernador  de  la  provincia,  quien 
determinará  en  él  la  ruta  que  lleva,  expresando 
las  leguas  que  tuviere. que  andar :  este  documento 
será  presentado  por  el  inspector  á  todas  las  auto-  ' 
ridaÜes  civiles  del  lugar  que  recorriere,  quienes 
cei'tificarán  al  pié  haber  presenciado  el  expresado 
jefe  los  ejercicios,  y  pondrán  su  vislo  bueno.  Lue- 
go qiie  haya  terminado  la  recorrida  el  inspector, 
presentará  el  pasaporte  al  gobernador,  quien  pon- 
drá á  continuación  su  orden  para  que  se  le  aborie 
por  laa  rentas  nacionales  el  importe  del  bagaje, 
según  las  leguas  que  hubiere  andado,  y  el  com- ' 
probante  de  este  gasto  será  el  documento  original 
antes  expresado,  con  el  recibo  del  inspector.  £8te 
tendrá  ademas  diez  pesos  mensuales  de  gratifica- 
ción para  gastos  de  escritorio.  , 

Art.  77.  Obrará  mucho  ejx  el  bu^n  cpppeptQ 
d|e.  loajefef  y  oficia|les4e  la  milicia  desde  el  go- 
bernador fiasta  el  sut^tiánientéy  el  est^^dp  ,de  ins* . 
truci^ioQ  dela.tropf;  ei  bien  pújblicp  y  ,e\  bonpc 
aa<^iona^  dep^^ea  muchas  veces  de  ^Ija ;,  y  9u 
decadencia  np  p.ued^  cónsiaür  ^iao  en  el  poG^^  ceo¿ 
lo  é  interés  que  tomen  estos  empleados. 
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Art  78.  En  las  reaniones  generales  que  ten- 
gan los  cuerpos  antes  de  la  rerista  de  inspección, 
aegun  el  parágrafo  sexto  del  artículo  75,  hará  la 
tropa  un  ejercicio  de  fuego,  recibiendo  de  los  par- 
ques, en  donde  los  hubiere,  y  en  donde  no,  del  de- 
pósito provincial^  doce  cartuchos  cada  soldado,  de 
los  cuales  serán  cuatro  embalados  que  eniplea- 
rán  tirando  al  blanco. 

^  único.  La  salida  de  estas  municiones  .en  los 
parques  se  comprobará^  con  la  orden  del  goberna- 
<lor,  7  en  el  caso  de  hacerse  la  extracción  de  ellas 
de  los  depósitos  provinciales,  lo  avisará  el  gober- 
nador al  Poder  Ejecutivo  para  que  sean  reppést^s 
si  fuere  necesario. 

Art.  79.  Toda  clase  de  ejercicio  doctrinal  p^*^ 
ra  la  tropa,  no  pasará  tíe  cuatro  horas,  incluso  el 
tiempo  que  sea  indispensable  para  enterar  á  los 
individuos  que  las  componen,  así  de  los  deberes  y 
penas  á  que  están  sujetos  por  este  reglamento,  co- 
mo de  las  militares  á  que  se  sujetarán  cuando  en- 
tren al  servicio  de  pr¿,  las  cuales  se  acompafian 
bajo  el  número  4^ 

Art.  80.  Ningún  individuo  alistado  en  la  mi- 
licia nacional  podrá  ser  dispensado  de  asistir,  á  los. 
ejercicios  doctrínales  ordinarios,  funciones  ex- 
traordinarias de  instrucción  6  cualquiera  otra  ade- 
mas del  servicio  á  que  está  obligado  por  el  artícu- 
lo 99  y  cuando  sea  convocado  por  su  jefe,  á  mo- 
nos que  se  halle  ocupado  actualmente  en  algún 
otro  servicio  público  6  inéompatible,  ó  esté  com- 
prendido en  las  excepciones. del  artículo  10. 

(  19  También  será  dispensado  de  asistir  á  los 
actos  de  que  habla  el  presente  artículo  el  indivi- 
duo que  por  enfermedad  6  por  cualquiera  otra 
causa  ffrave  deba  serlo,  ajuicio  del  gobernador  6 
del  jeie  políticp  respectivo,  debiendo  en  este  caso 
librar  aquellos  una  licencia  expresando  el  tiempo 
y  motivos  de  la  excepción,  que. presentará  el  in- 
dividuo que  la  obtenga  al  jefe  (le  su  cuerpo,  ó  al 
capitán  de  su  compañía^  ó  teniente  de  medía  com- 
pañía. 

§  29  Por  servicio  público  incompatible  se  con- 
sidera, entre  otros,  el  que  ejercen  los  individuos 
empleados  en  Ambos. resguardos,  1(>8  practicantes 
y  mayordomos  de  ,lo8  hospiíaleai^y  I09  peones  que 
estén  ocupados  en  el  trabajo  de.  I9S  minas,  confor- 
me á  la  real  orden  de  22  de  Qctubre  de  1786  man- 
dada observar  en  Venezuela  jpor  la^resíducion  le- 
gislativa de  29  de  Abril  de  Í832,  debiendo  tener 
rada  uno  de  ellos  una  papeleta  firmada  por  el  en- 
cargado de  aquellas,  y  visada  por  el  jefe  político 
del  cantón  respectivo,  quienes  llevarán  un  regis- 
tro^de  los  nombres  de  dichos  peones,  estando  el 

ÍlUimo  en  la  obligación  de  pasar  al  gobernador  de, 
a  provincia  cada  mes,  un  tanto  de  los  que  s^n 


alistados  con  las  novedades  que  ocurran,  las  cua- 
les le  serán  noticiadas  por  el  encargado  de  It  mi- 
na, bien  entendido  que  dicha  exeepcioa  solo  ten- 
drá efecto,  mientras  permanezcan  ocapedos  eo  lai 
operaciones  y  durante  el  tiempo  de  paz. 

Art  81.  Él  gobernadoi^  de  la  provincia  eco  co- 
nocimiento ^e  las  peculiares  circunstancias  del  ter- 
ritorio, tieni»  facultad  de  ^o^pender  lo3  ejercicioi 
doc^trinales  en  aquellas -épocas  determinadas  del 
afio  en  que  no  podrán  hacerse  sino  con  grave  per- 
juicio'de  189  atenciones  agrarí^s  y  pecuarias  de  los 
millcianoi. 

Art.  82.  En  los  Iggares  en  donde  exista  tropa 
de  artillería  veterana,  el  jefe  de  ella  dispondré, 
que  sus  oficiales  sean  destinados  en  los  dias  qae 
designe  el  gobernador,  á  la  instrucción  de  los  ofi- 
ciales de  esta  arma  en  la  milicia,  bien  entendido 
que  esta  instrucción  se  dará  en  el  mismo  lugar  en 
que  residan  los  oficiales  veteranos  de  guarnicioD, 
sin  tener  que  salir  fuera  de  él,  á  cuyo  íin  el  go- 
bernador proporcionará  local  donde  pueda  reunir 
se  el  mayor  numero  posible,  siempre  que  no  lo  ha- 
ya de  propiedad  municipal  6  nacional. 

TITULO     NUBVE. 

Servicio  de  paz  y  guerra, 

Art.  83.  La  milicia  nacional  está,  obligada  á 
prestar  alternativa  y  gratuitamente  el  servicio  mu- 
nicipal de  sus  respectivas  localidades  y  dos  leguas 
en  contorno  en  tiempo  de  paz,  cuando  el  goberna- 
dor de  la  provincia  por  sí  ó  de  ófden  del  Poder 
Ejecutivo  lo  disponga  ;  pero  ningún  individuo  se- 
rá obligado  á  servir  mas  de  cuarenta  y  ocho  horas 
en  el  turno  que  le  corresponda-  Cuandp  porocor-. 
rir  los  casos  del  artículo  1.84  de  la  Constitución,  ó 
el  de  guerra,  debiere  Sñ\\j;  del  círculo  indicado,  ri-. 
cibirá  pré  y  paga  coipo  la  fuerza  permanente. 

Art.  84.  Es  obligarior>  de  la  milicia,  como  ser- 
vicio municipal^  cgt^rir  dentro  de  su  cantón  loi 
puntos  que  son  de  privativa  inspección j  responsa- 
bilidad de  las  autoridades  políticas  y  civiles,  &aya 
6  no  fuerza  permanente :  la  de  caballería  hará  el 
servicio  desmontada. 

^  fínico.  En  .este  caso  no  percibe  paga  ni  pré,  j 
hnce  el  serviciocuando  lomandeel  gobernador  de  la 
provincia,  6  el  jeíb  político  d«l  cantón  respectiro. 

Art.  85.  Da  patnilkis  pata  la /seguridad  públi- 
ca, y  para  persegciir  y  aprehender  en  su  pobtedon 
y  términos  los  desertores  ^  malhechores. 

^  1.  o  En  este  caso  tampoco  perciben  su^  indifi- 
dúos  paga  ni  pré,  y  hacen  el  servicio  cuando  lo 
mande  la  autorídaa  local  siempre  que  no  pase  da 
cuarenta  y  ocho  horas,  pero  bien  entendido  qu* 
para  hacer  el  servicio  de  patrullas  deben  alternar 
t^n  su  fuerza. 
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^;^9  ^1  efaqlo,  de  cada  diei  hombrea,  ae  for- 
.^ará  una  patrulla  con  lin  cabo,  y  de  dos  patru- 
llas uoa  escuadra  con  un  alférez :  dos,  tres  ó  cua- 
tro escuadras  cómpondrAn  una  ronda  con  un  sar- 
fento  y  un  feñiente.  En  cada  cantón  se  dispon- 
rán  las  rondas  en*  la  proporción  que  permita  la 
fuerza  de  milicia  nacional  que  haya  organizada  en 

§  3.^  En  todos  los  cantones  se  organizarán  es- 
tas patrullas,  escuadras  y  rondas  de  á  caballo,  y  en 
aquellos  que  sea  muy  difícil  por  escasez  de  bes- 
^tias,  habrá  por  lo  menos  una  escuadra   montada. 

^  4.^  Esta  formación  de  patrullas,  escuadras  ól 
DO  altera  en  nada  la  organización  del  cuerpo,  com- 
pafiía  ó  media  coropaf^fo  á  ^üe  pertenezcan  los  in- 
dividuos que  se  destinaren  á  aquellas,  que' solo  se- 
rá por  el  tiempo  que  en  ellas  les  corresponda. 

Art  8d  Tanto  para  el  servicio  municipal,  co- 
mo para  el  de  guarnición  y  refuerzo  del  ejercito 
^permanente,  el  mdividuo  de  tropa  én  el  turno  que 
.  le  corresponda,  podrá  poner  en  su  lugar  á  otro  mi- 
liciano  con  tal  que  sea  del  mismo  cuerpo,  pero  con 
la  advertencia  de  que  si  es  de  caballería  debe  po- 
nerlo montado. 

Art.  87.  Para  los  casos  del  artículo  184  de  ¡a 
Constitución  y  del  de  guerra  se  observarán  las  re- 
glas siguientes. 

Art  88,  Hace  el  servicio  dentro  de  su  provin- 
cia y  cubre  todos  los  puntos  militares  si  no  hay 
tropa  permanente,  ó  la  auxilia  en  caso  de  necesi- 
dad ;  ó  la  reemplaza  si  sale  á  campaña,  con  el 
número  necesario. 

^  único.  Perciben  en  este  caso  sus  individuos 
paga  y  pré  del  tesoro,  y  hacen  el  servicio  con  la 
orden  del  gobernador  ó  la  del  Ejecutivo  por  su 
conducto,  en  el  número  que  se  prevenga. 

Art  89.  Toma  las  armas  en  una  invasión  re- 
pentina y  auxilia  la  fuerza  permanente ;  ó  por  sí 
sola  defiende  su  territprio. 

^  único.  Perciben  en  este  caso  los  individuos 
paga  y  pré,  y  hacen  el  servicio  con  la  orden  del 
gobernador  ó  de  la  autoridad  local,  que  da  cuenta 
al  gobernador  y  ejecuta  lo  que  le  prescribe. 

Art  90.  Toma  las  a>ma8  eñ  caso  de  sedición, 
aun  sin  necesidad  de  orden  previa,  y  obra  según 
las  ordenes  de  la  autoridad  local  ó  de  sus  jefes  si 
aquella  no  puede  darlas. 

^  único.  Si  este  servicio  pasare  de  cuarenta  y 
ocho  horas,  percibirán  los  individuos  del  tesoro, 
P'.^^  y  P'^'  y  permanecerán  sobre  las  armas, 
mientras  se  restablece  la  tranquilidad  con  la  orden 
de  la  autoridad  local ;  ó  en  su  falta,  con  la  de  sus 
jefes,  6. del  Ejecutivo. 

Art  -01.  Escolta  las  conducciones  de  presos,  de 
sorteados,  de  caudales  públicos  y  de  efectos  de 
•guerra,  hasta  los  Hmités  de  su  cantón  6  de  su  pro- 
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vineia  según  las  circunstancias,  si  no  hay  tropa 
permanente,  ó  cuando  aunque  la  haya,  necesitare  de 
su  auxilio :  para  dicho  servicio  se  preferirá  la  ca- 
ballería si  la  hay. 

^  úhico.  En  tiempo  de  paz  no  perciben  sus  in- 
dividuos paffa  ni  pré,  silos  servirios  de  que  ha- 
bla el  artículo  anterior,  se  hacen  dentro  de  los  lí- 
mites de  su  población  y  dos  leguas  en  contorno,  y 
sin  exceder  del  término  de  48  horas ;  pero  cuan- 
do deban  salir  de  estos  límites,  tanto  en  tiempo  de 
guerra  como  de  paz,  recibirán  paga  y  pre  del  te- 
soro público.  Hacen  este  servicio  por  orden  del 
gobernador,  6  de  la  autoridad  local;  pero  en  nin« 
gun  tiempo  puede  emplearse  en  estas  atenciones 
mas  de  un  tercio  de  la  fuerza  de)  cantón. 

Art.  02.  Sale  de  su  provincia  á  otra  inmediata 
para  auxiliar  las  autoridades  en  caso  de  sedición, 
mientras  acude  tropa  veterana ;  y  se  mueve  en 
cada  provincia  de  cantón  ¿  cantón  y  de  parroquia  á 
parroquia,  con  él  mismo  objeto,  mientras  el  gober* 
nador  dicta  provid*encias  para  que  permanezca  ó  st 
retire* 

^  único.  Para  que  la  milicia  nacional  salga  de 
su  provincia,  debe  solicitarlo  por  escrito  el  gober- 
nador de  la  provincia  que  la  necesite,  inforouindo 
de  los  motivos  al  de  la  requerida,  y  dando  ambos 
cuenta  al  Poder  Ejecutivo  del  acontecimiento  y  de 
la  medida  ;  las  raismas  formalidades  practicarán 
las  autoridades  de  cantón  á  cantón  y  de  parroquia 
á  parroquia^  dentro  de  su  provincia,  dando  cuenta 
al  gobernador ;  y  en  todos  estos  casos  percibirá 
paga  y  pré  del  tesoro  nacional. 

Art  93.  £1  gobernador  ó  autoridad  local  que 
sin  b unciente  causa  haga  el  requerimiento,  ó  el  que 
lo  niegue,  será  cada  una  responsable  de  los  gastos 
y  perjuicios  que  se  sobrevengan. 

Alt  94.  Si  la  milicia  nacional  no  tuviere  fuer- 
za suficiente  para  dar  el  servicio  dentro  de  su  can- 
tón, de  conformidad  con  lo  prevenido  en  el  artí- 
culo b4,  el  Poder  Ejecutivo  dispondrá  que  lo  ha- 
ga la  fuerza  permanente. 

Art.  95.  Cuando  el  gqbemador  mande  poner 
sobre  las  armas  el  todo  de.  la  milicia,  comunicará 
la  orden  á  los  primeros  jefes  de  los  cuerpos,  y  á 
las  autoridades  del  distrito  6  que  pertenezcan  las 
compañías  que  las  forman :  el  primer  jefe  lo  co- 
municará al  segundo  y  este  á  los  capitanes  ó  en- 
cargados de  las  compaRías,  que  procederán  h  reu- 
nirías inmediatamente  auxiliados  de  las  autorida- 
des locales,  que  serán  r&  ponsables,  por  no  prestar 
pronta  y  eficaz  cooperación. 
^  19  Si  como  es  presumible,  cuando  las  auto- 
ridades locales  reciban  la  orden  directa  del  gober- 
nador, no.la  hubieren  recibido  los  capitanes,  del 
jefe  que  deba  comunicársela,  se  la  trasladarán  á 
prevención  dichas  autoridades,  y  los  capitanes  6 
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ehcargados  de  compaíSías  harán  que  los  sargen- 
tos 5  cabos  vaj'an  reuniendo  las  cuartas  6  escua- 
dras que  les  pertenezcan. 

J  29  Si  el  prinner  jefe  del  cuerj^o  «e'hallase  a\j- 
«eíité,  ó  á  mayor  distancia  de  la  capital  que  el  se- 
g'undo,  cuidará  el  gobernador  de  comunicar  la  or- 
den á  ambos ;  pero  prevendrá  ft  este  qiie  proceda 
á  reunir  el  cuerpo  para  ganar  tiempo. 

§  39  Lo  mismo  se  observará  por  el  goberna- 
dor para  poner  sobre  las  armas  una  6  mas  com- 
pañías del  cuerpo  ;  pero  si  la  reunión  debiere  ser 
mas  ejecutiva,  dirigirá  la  orden  directamente  al 
capitán  ú  ofici.il  que  cuide  de  la  compaTíía,  y  ala 
autoridad  del  distrito  de  la  misma,  avisando  de  su 
disposición  al  primer  jefe  del  cuerpo  para  su  co- 
nocimiento. 

§  49  Cuando  la  autoridad  política  de  un  can- 
Ion  necesite  poner  sobre  las  armas  el  todo  6  par- 
te de  la  milicia  de  su  mando,  lo  avisará  al  primer 
jefe  del  cuerpo,  ó  al  segundo  en  su  defecto  si  es 
que  se  halla  dentro  de  su  jurisdicción  ;  no  están - 
dolo,  lo  avisará  á  los  comandantes  de  compañías, 
y  lo  noticiará  al  gobernador  de  la  provincia  en 
ambos  casos,  expresando  los  motivos,  que  siempre 
deberán  ser  los  mencionados  en  este  título. 

§  59  En  el  caso  de  que  la  autoridad  de  una 
parroquia  tenga  que  poner  sobre  las  armas  parte  ó 
el  todo  de  la  milicia  del  territorio  de  su  mando,  lo 
avisará  al  comandante  6  comandantes  de  las  coro- 
pafSías  que  en  él  hubiere,  dando  parte  al  jefe  del 
cuerpo  á  que  pertenezca  la  compañía,  y  á  la  auto- 
ridad política  del  cantón. 

Art.  96.  Los  jefes  de  cuerpos  deben  cuidar 
que  todos  los  individuos  y  compañías  hagan  su 
servicio  por  períodos  conforme  á  la  fuerza  que  se 
necesita  para  cada  atenc  ion. 

Art.  97.  La  miliria  nacional  es,  después  de  la 
fuerza  permanente,  la  que  está  destinada  á  mo- 
verse en  cualquier  dirección  dentro  de  la  Repú- 
blica tn  tiempo  de  guerra,  6  de  conmocipnes  inte- 
riores. 

Art.  98.  Los  gobernadores  de  las  provincias  pue- 
den poner  sobre  las  armas  la  milicia  nacional  sin 
orden  del  Poder  Ejecutivo,  y  bajo  su  responsabili- 
dad, en  los  solos  casos  de  sedición  dentro  de  la 
provincia,  6  en  otra  limítrofe  ;  y  en  el  de  inva- 
sión repentina,  dando  cuenta  al  Ejecutivo  inmo- 
diatamfitite,  y  sujetándose  á  sus  disposiciones. 

§  ánico  Las  autoridades  locales  pueden  tam- 
'  bien  poner  Sobre  las 'armas,  y  bajo  su  responsabili- 
dad, la  milicia  de  sus  distritos  en  los  casos  de  sedi- 
ción dentro  del  mismo,  6  en  otro  limítrofe,  dan- 
do cuenta  al  gobernador  por  el  conducto  del  jefe 
político  del  cantón,  y  sujetándose  á  las  disposicio- 
nes^de  este  ó  del  gobernador. 

Art.  99.  Los  jefes  y  oficiales  de  la- milicia  na- 


cional no  pódf  án  déjür  de  obedecer  tas  órdenes 
que  "se  Tes  comuniquen  por  las  autoridades  i  quie- 
nes atribuye  éste  reglamento  la  facultad  deponer- 
la sobré  las  armas,  en  todos  los  casos  que  se  han 
expresado  'en  el  presente  título  ;  y  solo  se  naga- 
Ván'fi  élTo  cuando  se  las  quiera  emplear  contra  las 
instituciones,  6  para  desobedecer  fas  aiitoridade! 
constitucionales,  en  cuyo  caso  loa  jefes  y  oficiales 
de  la  milicia  serán  res;^onsables  de  los  motivos  de 
su  drsobediencia. 

Art.  100.  Si  por  cualquier  motivo  el  Poder 
Ejecutivo  fuere  interrumpido  en  el  ejercicio  de  sus 
atribuciones,  y  los  magistrados  llamados  á  su  de* 
sempefío,  perdieren  por  efecto  de  la  fuerza  la  vi» 
da  6  la  libertad,  ó  no  residieren  en  pais  libre  de  la 
República,  de  manera  que  no  puedan  dictar  las 
me(}idas  convenientes  al  testa b I eci miento  de!  ór* 
dert  constitucional,  los  gobernadores  de  provincia 
llamarán  al  servicio  la  milicia  nacional,  y  obrarán 
en  el  restablecimiento  del  orden,  del  fnismomodo 
que  lo  hiciera  el  Ejecutivo  para  recuperar  la  paz. 

Art.  101.  Cuando  se  ponga  sobre  las  armas  la 
milicia  nacional,  no  devengarán  pré  ni  paga,  sino 
aquellos  jefes  y  oficiales  que  correspondan  á  )a 

Ííarte  de  la  milicia  que  se  halla  al  servicio,  y  que 
o  estén  prestando  junto  con  la  tropa. 

Art.  102.  La  milicia,  nacional  en  tiempo  de 
guerra  6  en  el  de  paz,  desde  que  sea  puesta  sobre 
las  armas,  con  pré  y  paga,  estará  sujeta  &  las  le- 
yes militares. 

Art.  103.  Cuando  los  individuos  de  la  milicia 
llamados  al  servicio  activo  sufran  demora  parar^ 
cibir  sus  ajustes,  se  ocurrirá  al  medio  deracionea 
6  al  que  se  ponga  en  práctica  para  la  fuerza  p 
manante. 

TirVLO    DIEZ. 

Arreglo  interior  de  los  cuerpos. 

Art.  104.  Las  funciones  de  los  primcroí  co- 
mandantes de  los  cuerpos  de  milicia,  cuando  estó 
se  hallen  sobre  las  armas,  son  las  que  previene  la 
ordenanza  derejército  y  las  que  se  designan  en 
este  reglamento.  ^ 

^  10  Estos  primeros  comandantes  son  los  anto* 

rizados  para  mandar  anotar  en  las  libretas  de  ser* 
vicio  de  los  oficiales  de  lois  respectivos  cuerpos,  l« 
que  hayan  prestado,  las  foltas  que  cometieren  y 
las  penas  q«c  se  les  impusieren  ;  pero  en  el  modo 
#»n  que  estaa  han  áe  apticarse,  «e  sujetarán  i  w 
prevenido  eii  este  reglamento. 

^  2?  Como  responsables  que  son  del  buen  ar 
reglo  de  sus  cuerpos  en  todos  sus  rannoe,  c«liián 
que  todos  los  individuos  que  están  á  sus  érdenei, 
cumplan  con  sus  deberes,  y  que  no  haya  Mmlo 
en  la  correocion  de  las  faltas,  pero  qae  tampwoie 
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Impongan  penas  qae  no  Mtta  sefialadas  en  este 
reglamento. 

^  39  LolB  primeree  coihaúdáütes  fñándarán  pre- 
cisamente sus  cuerpee  eú  los  ejercicios  doctrina- 
les de  batallón,  recorrerán  los  puntos  en  que  se 
rennan  las  compañías  para  sus  ejercicios  parcia- 
les y  los  presenciarán. 

^  40  Cuando  el  Poder  Ejecutivo,  el  goberna- 
dor ó  las  aátoridádes  locales,  en  su  caso,  manden 
poner  todo  el  cuerpo  6  parte  de  41  sobre  las  ar- 
mas, es  deber  del  primer  comandante  activar  la 
teunion  y  recorrer,  si  fuere  necesario,  todos  los 
pontos  en  que  deban  reanirse  ias  'compafiías  que 
se  llamen  al  serVicró. 

Art.  105.  Los  segundos  comandantes  son  los 
que  llevan  el  detall  de  i^us  respectivos  cuerpos,  y 
como  tales  gerceú  en  ellos  las  funciones  de  ma- 
yores en  todo  tiempo,  con  dependencia  de  los  pri- 
meros comandantes  eñ  todo  cuanto  con'cierña  al 
servicio,  gobierno  y  disciplina  del  cuerpo. 

^  19  Como  segundos  jefes  de  los  cuer^  Jes 
estarán  subordinados  todos  ios  oficiales  6  indivi- 
duos que  los  compongan  en  cuanto  concierne  al 
servicio,  al  gobierno  y  disciplina. 

^  29  Les  toca  inspeccionar. que  el  ^rvicio  mu- 
nicipal'que  debe  prestarse  por  los  individuos  de  su 
cuerpo  se  haga  con  la  debida  regularidad,  no  per- 
mitiendo que  deje  de  prestar  el  suyo  el  miliciano 
qoe  le  toque  su  tumo,  á  menos  que  tenga  eicusa 
jottificada  en  concepto  del  primer  comandante  & 
quien  se  dará  parte  del  caso,  pero  con  la  adverten- 
cia és  que  si  no  es  por  enfermedad,  úo  podrá  per- 
mitir que  deje  dé  hacer  el  Servicio  aquel  ¿  quien 
le  corresponda,  ó  que  ponga  otro  que  Ib  haga  en 
sa  lugar.  Los  jefes,  oficiales  y  clases  que  faltaren 
alo  qoe  aquí  se  previene,  incurrirán  en  las  penas 
que  mas  adelante  se  establecen. 

k  30  Les  corresponde  velar  sobre  la  disciplina 
6  instrucción  de  las  compajfiías,  y  dar  cuenta  ál 
primer  comañdaáte  el.dia  primero  t\e  cada  mes, 
para  que  este  lo  haga  al  gobernador  de  la  provin- 
cia, del  estado  general  en  cuanto  á  instrucción, 
disciplina,  fuerza  y  novedades ;  siendo  la  obliga- 
ción del  gobernador  reVnitir  estos  informes  &  la  Se- 
cretaría de  Guerra,  cada  trimestre. 

Art  106.  Cada  inayoría  debe  tener:  1^,  un 
juego  de  hojas  de  servicio  de  los  jefes,  oficiales  y 
sargentos  primeros  del  cuerpo,  siendo  obligación 
de  los  segundos  comandantes  y  capitanes  mayores 
formar  dos  juegos  mas,  que  entregarán  al  goberna- 
dor de  la  provincia,  cuando  pase  la  revista  de  ins- 
pección, para  que  este,  dejando  un  ejemplar  en  su 
poder,  remita  el  otro  á  la  Secretaría  de  Guerra  con 
sn  informe  y  demás  documentos :  2?,  otro  juego 
de  filiaciones  por  compafiías  de  ios  individuos  que 
hw  compongan :  39^  una  lista  de  todos  los  indivi- 


MIL 


^^>^^^k^>A^>^^<^^««^iMMA^^.^MA^I«N^M^^k^i^A^^\^.i>S^^N/ 


dúos  de  cada  coinpafiía  desde  sargento  inclusive 
abajo,  con  expresión  de  la  edad,  oficio»  estado  y  ve- 
cindad :  49)  un  libro  de  las  órdenes  que  se  die- 
ren en  el  cuerpo:  59t  un  copiador  para  la  cor- 
respondencia con  las  autoridades .  69}  un  libro  en 
que  se  anoten  los  SerVicids  y  faltas  de  la  tropa  y 
las  peáas  que  óe  Imfpd^g'an  con  presencia  do  los  in- 
formes que  pedirá  cádáltrimestre  á  los  ^pitanes  ó 
comandantes  d^  cottpaíáas,  teniendo  el  mayor  cui- 
dado de  trasladát  a  la  filiación  de  cada  individuo 
las  notas  de  las  faltas  graves  ^ue  hayan  cometido 
antes  de  la  revista  de  inspección :  7.°,  un  libro  de 
\(Á  gastos  del  cuerpo,  en  que  se  copiarán  los  pre- 
supuestos que  formen. 

Art  107.  Cuando  el  cuerpo  se  halle  al  servicio 
de  préy  pAga, llevará  la  mayoría  los  documentos 
que  sefiala  la  ordenanza. 

Art  108.  El  tambor  mayor  ejercerá  las  funcio- 
nes que  le  prescribe  la  ordenanza,  siendo  obligación 
de  ééte  así  como  del  corneta  mayor,  difundid  la 
instrucción  entre  los  individuos  de  banda  de  ka 
compañías,  conforme  lo  disponga  el  segundo  co- 
mandante con  acuerdo  del  primero. 

Art  109.  Las  funciones  de  los  capitanes  de  los 
cuerpos  de  milicia,  son  las  mismas  que  las  de  los 
veteranos,  cuando  se  hallan  sobre  las  armas ;  pero 
en  este  caso  y  cuando  no  lo  estén,  tienen  ademas 
las  que  se  les  prescriben  por  este  reglamento»  y  en- 
tre ellas  las  siguientes : 

1^  Una  lista  de  los  individuos  desde  capitán  in- 
clusive abajo  con  expresión  de  la  edad,  estado,  ejer- 
cicio y  vecindad  de  cada  individuo. 

2^  Otra  lista  formada  por  escuadras,  cuartas  y 
mita'ées,  con  inclusión  de  los  oficiales  y  designa- 
ción de  vecindad :  este  documento  servirá  para  el 
arreglo  del  servicio  y  para  saber  la  residencia  de 
cada  uno. 

3^  Un  libro  de  órdenes  para  copiar  las  que  se 
dieren  en  el  cuerpo. 

4^  Un  cuaderno  para  anotar  los  servicios  y  fal- 
tas de  los  individuos  de  las  compañías. 

5&  Un  cuaderno  de  gastos. 

6^  £1  capitán  lleva  el  alta  y  baja  de  la  compa- 
ñía que  confrontará  mensualmente  con  la  mayoría. 

7^  Distribuiré  con  igualdad  el  servicio  con  in- 
clusión del  teniente  abajo  con  arreglo  á  la  lista,  por 
escuadras,  cuartas,  mitades.  &c.  y  según  las  órde- 
nes que  obtenga  del  jefe. 

8^  Comunica  pói  el  conducto  de  los  oficiales, 
sargentos  y  cabos  las  órdeiiei  del  cuerpo  á  las  es- 
cuadras, cuartas  y  mitades. 

9^  Anota  en  el  libro  del  número  cuarto  los  ser- 
vicios y  &ltas  de  los  individuos  de  su  compoUla» 
desde  sargento  ihclosivé  abajo,  dando  parte, de  las 
que  cometan  h»  bfidales  al  segondo  comandante' 
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para  que  tomando  este  el  consentim lento  del  pri- 
mer jefe,  haga  la  anotación  en  el  libro  respectivo. 

10^  Los  capitanes  dirigírárt  el  dia  15  de  cada 
mea  al  segundo  comandante  un  estado  dé  la  fuer- 
za de  la  compaüla  con  notas  de  alta  y  baja,  que  scr- 
rirá  para  que  el  jefe  del  detall  forme  e!  estado  ge- 
neral que  debe  remitir  el  dia  último  del  raes  al  pri- 
mer jefe.  • 

11»  Los  capitanes  dirigen  sus  partes  al  segundo 
comandante,  pero  si  estuviere  mas  inmediato  el  pri- 
mero, se  los  dirigirán  á  él,  sin  perjuicio  de  hacerlo 
siempre  al  segundo  comandante. 

12^  Disponen  el  recibo  de  la  pólvora  y  balas 
que  se  destinen  por  el  gobernador  á  su  compafíía 
para  los  ejercicios  de  fuego :  estos  recibos  se  fir- 
marán por  él  con  el  visto  bueno  del  jefe  del  detall. 

Art,  110.  Los  oficiales  encargados  de  compa- 
fíías  por  ausencia  de  los  capitanes  cumplen  á  su 
nombre  con  las  obligaciones  que  se  prescriben  en 
el  artículo  anterior,  y  le  dan  cuenta  cuando  se  pre- 
■  senta  de  todo  lo  ocurrido,  entregándole  al  efecto  un 
cuaderno  firmado  en  que  consten  todos  los  particu- 
lares en  que  hayan  tenido  intervención  ;  pero  es- 
tos encargados  no  podrán  alterar  los  preceptos 
impuestos  por  el  capitán  para  el  gobierno  econó- 
mico de  la  compañía,  á  menos  que  preceda  orden 
del  jefe. 

Art.  111.  Cada  compañía  en  ausencia  del  ca- 
pitán tendrá  un  oficial  que  la  vigile  y  que  la  reu- 
na,  así  en  las  ocasiones  ordinarias  como  en  las  ex- 
traordinarias ;  en  este  servicio  suplirá  el  teniente 
las  faltas  del  capitán^  el  subteniente  primero  Ids  del 
teniente,  y  el  subteniente  segundo   las  del  primero. 

^  único.  En  este  caso  los  jrfes  del  cuerpo,  las 
autoridades  locales  y  el  gobernador,  deberán  estar 
impuestos  del  oficial  que  se  halle  encargado  de  la 
compañía. 

Art  112.  Respecto  de  las  funciones  de  los  ca- 
pitanes mayores  se  observará  en  tiempo  de  paz  lo 
prevenido  para  los  segundos  comandantes,  anotan- 
do ademas  en  todos  los  estados,  pies  de  listas  y  de- 
mas  documentos  de  mayoría  los  caballos  y  montu- 
ras que  tengan  los  individuos  del  cuei^.  0n 
tiempo  de  guerra  tendrán  las  funciones  que  seña- 
la la  ordenanza, 

Art.  113.  Cuando  los  cuerpos  de  milicia,  estén 
req nidos  para  ejercicio,  inspecp iones  <&c.  desempe- 
ñarán los  primeros  y  segundos  ^yud^c^tes,  abande- 
rados y  porta-estandartes  en  formacíoii ,  las  ifüncio- 
nes  de  ordenanza,  y  en  cualesquiera  otros  casos, 
las  comisiones  que  con  el  objeto  d«  reunir  el  cuer- 
po é  instruirlo  se  les  den  por  sus  jefes  naturales, 

TITULO     0NC8. 

Contabilidad,  :    « 

Art.  i  14.  En  cualquier  tiempo  en  que  uno  6 
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nriaa.  cuerpos  de  la  milicia  .sean  llamados  al  setri- 
cío  de  pré  y  paga,  su  contabilidad  se  llevará  con. 
forme  á  ordenanza,  nombrándose  al  efecto  con  ar- 
reglo á  ella  habilitados  para  el  manejo  de  sus  inte- 
reses y  capitanes  cajeros,  en  caso  que  tengan  fon. 
dos  que  depositar  ;  pero  cuando  solo  sean  llama. 
das  al  servicio  una  ó  mas  compañías,  que  no  for. 
men  cuerpo,  sus  capitanes  se  entenderán  con  la  te- 
sorería ó  administraciones  respectivas  para  perci- 
bir lo  que  corresponda  á  ellas. 

^  único.  Cuando  no  ocurra  el  caso  del  aríícuJo 
anterior,  los  administradores  de  rentas  municipa- 
les por  sí  6  por  medio  de  sus  dependientes,  son  loa 
encargados  ae  cobrar  los  fondos  que  por  virtud  de 
mullas  formen  los  de  los  cuerpos  de  la  milicia. 

Art.  115.  A  este  efecto,  cuando  un  comandante 
de  cuerpo  ó  autoridad  civil  ó  política,  que  en  vir- 
tud  de  este  reglamento  y  con  arreglo  á  su  título  de 
penas,  impusiere  alguna  multa,  dará  aviso  de  ella 
al  administrador  principal  en  la  capital  de  la  pro- 
vincía  y  á  sus  dependientes  en  los  cantones  y  par- 
roquias, según  ocurra  el  caso,  para  que  estos  la  ha- 
gan efectiva  por  sí  y  ante  los  tribunales^  si  fuere 
necesario,  del  mismo  modo  que  sicobrasen  deudas 
de  las  rentas  que  manejan. 

§  1.**  Los  dependientes  de  las  rentas  municipa- 
les en  las  parroquias  remitirán  el  dia  último  de  ca- 
da mes  al  del  cantón  lo  que  ellos  .hubieren  recau- 
dado por  este  respecto,  con  expresión  de  los  indi- 
viduos que  han  sido  multados  y  las  companíaa  ó 
medias  compañías  á  que  pertenezcan. 

§  2.®  El  administrador  del  cantón  reunirá  todu 
lo  que  recibiere  de  las  parroquias  y  lo  que  hubie- 
re recaudado  por  sí,  centralizará  fas  noticias  que 
aquellos  le  hubieren  dado  y  les  que  ellos  lleva- 
ren  ;  y  lo  remitirá  todo  al  administrador  cada  tres 
meses  con  una  lista  nominal  bien  circunstanciada 
de  los  individuos  multados  en  el  cantón  con  ex- 
presión de  cuerpos,  compañías  sueltas  y  medias 
compañías.  ^ 

^  3.®  M  administrador  principal  reunirá  todos 
los  datos  é  ingresos  que  recibiere  de  los  cantones, 
llevará,  con  separación  de  las  rentas  municipales  y 
con  las  mismas  formalidades,  las  que  provienen  de 
multas  de  los  milicianos,  llevando  también  una 
noticia  de  lo  que  corresponda  á  cada  cuerpo,  cora- 
pañí'i  suelta  y  media  compañía  por  este  respecto; 
y  cada  semestre  enterará  en  las  cajas  de  las  ren- 
tas nacionales  en  la  capital  de  la  provincia  lo  que 
hubiere  recaudado,  pasándoles  las  noticias  que  lia- 
ya  formado,  y  percibiendo  del  administrador  prin- 
cipal de  rentas  nacionales  el  competente  recibo, 
que  será  visado  por  el  gobernador,  quien  dará 
parte  á  la  Tesorería  de  la  entrega. 

'^  49  El  administrador  principal  ds^ntas  na- 
cionales dará  aviso  á  la  Tesorería  de  lo  que  reci- 


COLOIfBUNA  T  VENfiZOtANA  VIGENTE. 


413 


MIL 


biete,  y  ten(}r&  la  srima  á  su  disposición  para  ser 
invertida  según  las  órdenes  del  gobierno. 

Art.  116.  £1  empleado  de  rentas  inmediato  re- 
caudador de  una  multa  cobra  sobre  ella  el  tres 
por  ciento  de  comisión,  y  los  administradores  prin- 
cipales que  centralizan  estas  cuentas,  cobrarán  ade- 
mas de  lo  que  les  corresponde,  el  uno  y  medio  por 
ciento  sobre  la  sum'a  total  que  majpiejen. 

Art.  1 17.  Los  jefes  de  cuerpos,  capitanes  de 
compañías,  tenientes  de  medias  compañías,  y  las 
autoridades  civiles  ó  políticas,  llevarán  una  noti- 
cia exacta  de  las  multas  que  impusieren,  expre- 
sando el  nombre  de  cada  individuo  que  se  multe  y 
la  cotnpaflía  y  cuerpo  á  que  pertenece:  esta  noti- 
cia la  remitirán  en  copia  cada  dos  meses  al  gober- 
nador de  la  provincia,  quien  reunirá  todos  los  da- 
tos y  avisará  por  trimestres  al  administrador  prin- 
cipal de  rentas  municipales  las  multas  que  se  han 
impuesto  en  la  provincia  para  que,  comparada  es- 
ta noticia  por  el  administrador  principal  con  las 
que  él  ha  recibido  de  sus  dependientes,  pueda  exa- 
minar si  el  proceder  de  ellos  ha  sido  arreglado,  y 
hacerles  cargo  en  caso  contrario. 

§  1.  ®  Para  comprobar  la  cuenta  de  lo  que  en- 
tera la  administración  de  rentas  municipales  á^  la 
de  las  nacionales,  según  lo  prevenido  en  este  títu- 
lo, el  gobernador  cada  semestre,  cuando  aquella  va- 
ya á  liacer  á  esta  la  entrega,  examinará  los  datos 
que  recibiere  de  los  que  hayan  impuesto  multas  en 
el  semestre,  y  verá  8Í  la  suma  que  entera  en  las 
rentas  nacionales  el  administrador  de  las  munici- 
pales, es  la  misma  que  ha  recibido,  haciéndoles 
cargos,  si  así  no  fuere,  imponiéndoles  iu  re.opon* 
sabilidad. 

§  2.^  Al  efecto  el  administrador  principal  de 
rentas  municipales  no  podrá  proceder  á  hacer  la 
entrega  sin  el  acuerdo  y.  consentimiento  del  go- 
bernador. 

Art.  118*  Las  multas  en  que  incurrieren  las 
autoridades  civiles  conforme  á  lo  prevenido  en 
el  título  de  pena8,serán  cobradas  por  el  adminis* 
trador  de  rentas  municipales  respectivo  á  quien 
lo  avisará  el  inmediato  superior  que  imponga  la 
multa,  las  que  tendrán  el  mismo  destino  que  se 
da  por  este  título  á  las  multas  de  los  milicianos. 

TITULO   -DOCE. 

Sorteo. 

Art.  119.  Loa  individuos  de  la  milicia  nacio- 
nal, desde  la  edad  de  18  años  cumplidos,  hasta 
la  de  25  no  cumplidos  que,  no  siendo  de  los  ex- 
ceptuados perpetua  ó  temporalmente  del  servi- 
cio, sean  solteros,  son  lus  que  deben  proveer  por 
sorteo  el  reemplazo  de  la  fuerza  permanente: 
agotados  estos,  continuará  el  sorteo  entre  los  sol- 
teros y  viudos  sin  hijos,  que  pasen  de  la  citada 
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edad  de  25  años :  agotados  esios,  continuará  en- 
tre los  casados  sin  hijos.  Los  casados  y  yiudos 
con  hijos  nunca  deben  entrar  en  suerte  ni  servir 
de  reemplazo  para  la  fuerza  permanente. 

^  único.  Esto  se  entenderá  cuando  no  se  ins- 
criban voluntariamente  los  hombres  que  necesi- 
te la  fuerza  permanente!  ó  no  esté  esta  completa 
con  los  que  de  este  modo  lo  han  verificado,  ó  con 
los  que  hayan  sido  destinados  á  ella  en  clase  de 
pena. 

Art.  120.  Según  la  fuerza  permanente  que 
cada  año  decrete  el  Congreso,  y  con  vista  de  los 
presupuestos  de  dicha  fuerza,  el  Poder  Ejecutivo 
expedirá  las  órdenes  convenientes  para  su  reem- 
plazo por  medio  del  sorteo  en  la  milicia. 

irt.  121.  El  Poder  Ejecutivo  en  vista  de  los 
cuadros  de  los  cuerpos  de  la  milicia  nacional,  se- 
ñalará á  cada  una  de  las  provincias  el  número  de 
reemplazos  que  deba  dar,  y  lo  avisará  á  loa  go- 
bernadores designándoles  el  punto  ó  puntos  a- 
donde  deban  dirigirse  los  sorteados  para  que  exi- 
jan el  contingente  á  las  respectivas  diputaciones 
y  hagan  que  aquellos  sigan  á  su  destino. 

Art.  122.  Señalado' por  el  gobernador  con  la 
debida  proporción  el  número  de  reemplazos  que 
corresponda  á  cada  cuerpo,  compañía  suelta  y 
media  compañía  conforme  al  reparto  que  hicie- 
re en  los  cantones  la  diputación  provincial,  dará 
aviso  de  ello  á  las  respectivas  autoridades  loca- 
lea  y  á  los  jefes  de  cuerpo. 

Art.  123.  Recibido  este  aviso  por  las  autori- 
dades locales  y  los  jefes  de  cuerpo  que  deban 
dar  reemplazos,  procederán  á  formar  una  nómi- 
na de  los  que  pertenezcan  á  esos  cuerpos  y  sean 
sorteables  en  primer  lugar,  y  por  defecto  de  es- 
tos, en  segundo,  y  á  falu  de  estos,  también  en  el 
tercero  segtm  el  artículo  119,  valiéndose  para 
olio  del  registro  de  medias  filiaciones  que  debe 
tener  cada  compañía  según  el  artículo  109. 

(  1.  *^  En  esa  lista  no  se  incluirán  á  pesar  de 
ser  sorteables,  los  que  al  acto  de  formarse,  ten- 
gan mas  de  seis  meses  de  hallarse  ausentes  de  la 
República. 

§  2.  ®  Si  resultare  que  el  número  de  los  que 
aparecen  sorteables  en  primer  lugar  es  igual  al 
de  los  reemplazos  que  se  necesitan,  son  ellos  los 
que  los  llenarán  sin  necetidad  de  sorteo,  pues 
solo  puede  ocurrirse  á  los  sorteables  en  segundo 
lugar  i^uando  se  hayan  agotado  los  que  están  lla- 
mados en  primer  orden  ;  y  si  solo  bastaren  pa- 
ra cubrir  unos  reemplazos  sin  llenar  toJos  ¡os 
que  se  neqesitan,  se  sacará  la  lista  de  los  sortea- 
bles  en  segundo  luffar  para  llenar  los  q,ue  falten 
de  entre  estos,  con  Tus  cuales,  lo  mismo  que  cor 
los  llamados  á  ser  sorteados  en  tercer  lugar,  se 
observará  lo  prevenido  para  con  los  sorteables 


414. 


llf|A!|RM>  M^^  ISfflSí^fm 


en  primero  y  segundo  orden  en  el  cai^o  i  que  se, 
cpDtrae  este  parágrafo. 

Art.  124.  Forraíida  la  lista  de  los  sorteables 
en  priñfiéf  lograr  para  el  caso  en  que  haya  de, 
hacerle  sorteó  entre,  ellos,  6  de  los  sorteables  en 
segundo,  por  no  haber  ninguno  de  los  primeros, 
o  porque  habiéndolos,  no  han  bastado  para  lle- 
nar los  reemplazos, y  debe  llenarse  él  áé6c\iie 
entre  los  sorteables  en  segundo  lugar,  6  final- 
mente la  de  los  que  puedan  serlo  en  tercer  or- 
den por  no  haber  sido  suficientes  los  anteriores, 
se  sacarán  dos  6  tres  cppias  de  ella  para  fijarlas 
en  los  lugares  públicos  con  una  orden  al  pié  au- 
torizada por  la  autoridad  local  y  el  jefe  ó  jefes 
de  los  cperpos  que  ciebah  proporcionar  los  reem- 
plazos, convocando  á  los  individuos  inscritos  en 
ella  para  reunirse  en  un  paraje  publicó  el  octa- 
To  día  á  contar  debde  la  fecha  del  edicto  de  con- 
vocación y  á  la  hora  que  también  se  designará 
para  practicarse  el  sorteo. 

Art.  125.'  Después  de  fijado  el  edicto  de  con- 
vocación, para  el  sorteo  ^ningún  individuo  de  los 
comprendidos  en  la  lista  podrft  ausentarse  de  su 
vecindario,  sin  motivo  urgente,  previo  el  permi- 
so de  la  primera  autoridad  civil,  que  para  darlo 
habrá  de  dejar  el  solicitante  un  sostituto  que 
asista  al  sorteo,  saque  la  suerte  y  marche  en  ca- 
so que  le  toqvie,  hasta  que  él  le  releve. 

Art.  126.  Llegado  el  dia  fijado  para  el  sorteo 
se  verificará  este  en  el  paraje  designado  ante  una 
junta,  compuesta  en  las  cabeceras  de  cantón,  del 
•-concejo  municipal  f  los'comandantes.  de  Iqs  cuer- 
pos* á  que  hayan  cabido  reemplazos,  y 'en  las 
parroquias,  de  los  dos  jueces  de  paz,  cuatro  ve- 
cinos notables  qué  elegirá  el  gobernador,  y  los 
comandantes'  de  cuerpos  que  deban  dar  reem- 
plazos. ^ 

^  único.  Esjlas  juntas  serán  presididas  por  los 
^efes  políticn<ry  juífrea  primeros  de  paz,  y  sus  se- 
siones serán  publicadas, 

Art.  127.  £1  sorteo  se  hará,  hayan  concurrido 
ó  no  todos  los  que  fueren  convocados,  pues  nun- 
ca se  verificará  por  partes,  en  esta  forma :  se 
pondrá  públicamente  dentro  de  una  urna  un  nú- 
mero de  bolas  negras  igual  al  de  las  personas 
sorteables  6  contenidas  en  la  lista ;  se  axtrae- 
rán  después  tantas  bolas  negras  cuantos  sean  los 
hombres  con  que  deba  contribuir  el  cuerpo  de 
milicia  del  cantón  6  parroquia,  y  se  reemplaza- 
rán por  bolas  blancas  bien  iguales  á  las  negras 
en  su  peso  y  tamafio.  £n  seguida  el  presidente 
de  la  junta  llamará  por  su  nombre  á  cada  uno  de 
los  sorteableá  para  que  saque  una  bbk,  lo  que 
hará  el  llamado  si  estuviere  presente,  y  de  no, 
la  persona  que  este  hubiere  comisionado  al  efec- 
to, y  por  falta  de  uno  y  otro  un  niüo  menor  de 


doce  afioa,  y  tija  bcJa  que  saque  et  blanca,  m 
inscribirá  en  el  acta  el  aombre  del  que  fué  lla- 
mado com9  uno  d¿  los  que  la  a|aer|e  ha  áém^^ 
dq.para  servir  en  ei  ejé^ci^o. 

fuñico.  En,  los.  lugares  en  que  no  puedan 
proveerse  las  jungas  del  ^  sufici^n^e  número  (^ 
bolas  para  esta  operación,  se  hará, el  sorteo  por 
medio  de  papeletab  blancas  y  üe  otras  en  que  es- 
té escrita  la  palabra  suertCf  que  corre8ponderá& 
a  las  bolas  negras  de  que  se  ha  hablado. 

Art.  128.  Una  copia  del  acta  se  fijara  en  lo- 
gar público  con  una  orden  al  pié  señalando  el 
día  en  que  los  designados  por  la  suerte  deban 
presentarse  á  la  autoridad  para  darles  el  destino 
correspondiente  según  las  órdenes  recibidas.  Lm 
jueces  de  paz  remitirán  al  jefe  político  del  cantón 
otra  copia  del  acta ;  y  los  jueces  políticos  la  re- 
mitirán de  la  que  se  celebre  en  la  cabecera  del 
cantón  al  gobernador,  así  como  también  de  la  qne 
recibieren  de  los  jueces  de  paz. 

Art  129.  A  todo  individuo  á  quien  por  cqbI- 
quier  motivo,  le  tocare  servir  en  la  fuerza  pe^ 
mahente,  le  es  permitido  porier  en  su  lugar  ot» 
hombre  de  la  milicia  ;  pero  en  este  ciiso  queda- 
rá aquel  inscrito  en  ella,  y  sujeto  á  la  suene  del 
sustituto. 

Art.  130.  Los  individuos  designados  por  la 
suerte  para  servir  en  el  ejército  permanente  qoe 
no  se  presentaren  por  sí  ó^por  siistitutos  en  el 
dia  señalado  ante  la  autoridad  competente,  se- 
rán presos  y  castigados  confórmese  previene  en 
el  título  de  penas. 

Art,  131.  Desde  que  marchen  Iqs  sorteados 
de  un  cantoii  6  parroquia  para  incorporarse  en 
el  ejército,  recibirán  del  tesoro  publico  sus  eor- 
respondientes  raciones ;  y  gozarán  del  pré  qw 
designa  la  ley  desde  el  día  en  que  se  den  de  al- 
ta en  el  cuerpo  en  que  entren  á  servir. 

Art. '132.  La^  duiracion  del  servicio  en  la  fuer* 
za  permanente,' respectó  á  los  sorteados,  será  de 
cuatro  afios;  pero  hp  deberán  sepárarae  de  él, 
hasta  que  sean  reemplazados,  y  antes  por  el  con-' 
trario  habrán  de  continuar  prestándolo  hasta  q« 
reemplazados,  obtengan  su  licencia  del  jefe  cor- 
respondiente* 

Art.  133^  Los  gobernadores,  los  jefes  políti- 
cos y  jueces  dé  paí,  que  de  cualquier  modo  y 
por  cualquier  motivo,  omitieren  lo  que  por  este 
título  se  les  previene,  son  responsables  por  el 
mal  desempeño  de  sus  deberes  conforme  á  1» 
leyes.  '  ~ 

TÍTULO  TRBCB. 

PencLs, 
^  Art  134.  Las  penas  de  la  milicia  oaeiDoai  ea 
tiempo  de  paz, son :  multas :  prisión :  d^tino  al 
ejército  permanente :  deposición  dé  empleos  psv 
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ra  los  oficiales:  juicio  de  tribunales, con  prisipn. 
prévja;  y  muUas.y  p,rÍ8Íon4.un  tiempo. 

Art.  135.  En  tiempo  .de  guerra  cuando  la  mi- 
licia nacional  haga  el  servicio  de  campafia,  ó  en 
tiempo  de  paz  desde  que  sea  llamada  al  servicio 
en  refuerzo  del  ejército  permanente,  y  reciba.ó» 
se  le  ofrezca  paga,  estará  sujeta  &  las  leyes  m^lir 
tares  como  se  ha  dicho  en  el  título  ^> 

AtU  136.  Para  hacer  comparecer  á  los  milicia-, 
nos  que  se  ocultan,  y  lo  mismo  para  su  aprehen- 
sión cuando  hayan  com^ida  alguna  f^lta  qi\9 
merezca  la  pena  de  arresto  y  destino  al  ejército 
permanente,  podrán  allanarse  las  casas  donde  se 
(¿ultaren  6  se  sospeche  que  existan. 

púnico.  Para  acordar  este  allanamiento,,  se. 
procederá  en  I09  mismos  términos  que  se  esta- 
Uecen  en  la  ley  de  la  materia,  por  el  juez  mas 
inmediato  á  quien  ocurra  el  empleado  encarga- 
do de  la  citación  6  aprehensión. 

Art.  137.  Los  individuos  que  dentro  del  térmi- 
no fijado  por  este  reglamento  en  el  párrafo  se- 
gundo del  artículQ  2^,  no  se  presentaren  para  el 
alistamiento,  incurrirán  en  Jas  .penas  de.  multas 
y  arresto  que  serán  impuestas  por  la  autoridad 
que  presida  la  junta  de  alistamiento,  no  pudien- 
do  exceder  la  multa  de  cincuenta  pefos,  ni  el  ar- 
resto dé  quince  días  pars^un  sqIo  individuo,  con 
la  obligación  de  dai;  parte  al  gobernador  las  au- 
toridades que  presidan  las  juntas  de  cantoríesy 
parroquias,  para  su  inteligencia. 

Art  138.  Los  individuos. que  en  el  t^rmijio  fi- 
jado en  el  párrafo  segundo  del  artículo  2^  no  i^e 
hubieren  presentado  enlistarse  en  Ja  milicia,  y 
que  tampoco  lo  hicieren  después  en  los  quince 
días  de  próroga  que  se  fijan  por  el  artículo  ter- 
cero, incurrirán  en  la  pena  de  destino  por  cua- 
tro afíos  ala  fiferz^  permanente,  que  serájmr 
puesta  por  la  autoridad  qu^  presida  la  junta  de 
afistamiento,  dando  cuenta  al  gobernador  con  re 
n^ic^ion  del  pena.do  para  que,  examinando  este  el 
proceder  de.dich^  autoridad,  mande  cumplir  la 
pena,  si  él  hubiese  sido  arreglado. 

^  4nico.  Las  autoridades  que  culpablemente 
dejen  de  aplicar  &  loa  renuentes  la  disposición  de 
este  articulo,  incurrirán  en  la  pena  de  multa,  que 
no  pasará  de  cincoepta  pesos  cada  vez  que  haya 
de  imponerse  por  el  gobernador,  quien  tendrá, 
cuidado  de  que  ella  se  curñpla. 

Art  139.  Todo  yenezolano  de  la  edad  indicada 
en,  ef  articulo  lOf  y  no  exqeptnado  por  las  dis- 
posiciones de  este  reglamento,  debe  estar  alista- 
d<>  en  lai  milicia  nacional,  y  tocio  ciudadano  puede 
denunciar  al  que  no  lo  esté,  para  que  sea  precisa- 
mente destinado  por  cuatro  afios  á  la  fuerza  per- 
n^aoent^  por  el  gobernador  de  la  respectiva  provin-. 
cia. 
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A.Tt«  140«.Lo8^  individuos  comprendidos  en  las 
disposiciones  del  artículo  49,  serán  destinados 
por  los  gobernadores,  por  cuatro  afios  á  la  fuerza 
permanente,  sin  mas  requisita  que  estar  p^rohado 
el  hecho  de  np  haberse  alistado  en  la  milicia  na- 
cional. 

Art.  141.  El  miliciano  que  se  presente  en  for- 
mación con  prendas  de  vestuarioxjue  no  sean  del 
color  y.  forma  que  se  detallan  en  el  título  69  ó 
qpe  coñcurrardesaseado,  jncurrirá  por  la  primera. 
vez  en  la  multa  de  cuatro  reales;  por  la  segun- 
da en  la  de  un  peso,  y  por  las  restantes,  en  dos  á, 
ocho  dias  de  arresto,  ajuicio  del  comandante  de- 
su  compañía. 

Ajt*142.  Los  oficiales  de  la  milicia  nacional 
que  contravinieren  ¿Jo  dispuesto  en  el  artículo 
58,  incurrirán  por  la  primera  vez  en  la  multa  de 
cuatro  pesos ;  por  la  seguoda  en  una  de  ocho,  y 
por  las  demás  en  cuatro  á  diez  dias  de  arresto,  á 
juicio  del  jefe  del  cuerpo.  Los  individuos  de  tro- 
pa que  ÍQcnrrieren  en  la  misma  falta,  serán  muh 
tados  por  la  primera  vez  en  cuatro  reales,  por  la 
segunda  en  un  peso,  y  por  las  demás  en  tres  á.. 
nueve  dias  de  arresto,  ajuicio  del  comandante  de 
su.  coujpafiia. 

Art.  143.. £1  miliciano  que  dejare  de  concurrir 
á  las  revistas  de  inspección  ,de<que  habla  el  títu- 
lo 79i  sin  justificados  motivos,ájuiiCÍo  del  ins- . 
pector,  incurrirá,  si  es  jefe,  en  una  muUa  de  vein- 
ticinco pesos  y  quince  dias  de  arresto :  desde  ca- 
pitán hasta  subteniente  inclusive  en  Ja  multa  de 
doce  pesos  y  ocho,  dias  de  arresta;  y  todo  indi- 
viduo de  tropa,  en  diez  dias  de  arresto  y  diez  pe- 
sos de  multa. 

Art.  144.  Si  algún  jefe  ú  oficial  dejare  de  asis- 
tir á  la  revista  de  inspección  por  dos  veces  oon- . 
secutiyas,  y.  esta  fqlta  consistiere  en  negligencia 
ó  mala  voluntad  ajuicio  del  inspector,  podrá  es- 
te mismo  suspenderlo  de  su  destino,  dando  parte 
al  Poder  Ejecutivo  para.su  determinación. 

:    Art  14£f.  Si  atendido  el  tiempo  que  haya  .tras- 
currido después  de  la  primera  formación  de  un 
cuerpo,  encontrase  el  inspector  ignorancia  y|atra- . 
so  en  la  instrucción,  mas  6  menos  completa  que 
el  cuerpo  y  sus  oficiales  han  debido  recibir,  ave- 
riguará la  causa  de  tan  yergona;osa  circunstancia, 
y  la  castigará  con   multas  hasta  de  Teinticineo 
pesoe,  y  arresto  hasta  de  quince  diaSw  Si  la  falta 
mereciese  á  su  juicio  deposición  de  empleo  en  : 
jefe  ú  oficial,  lo  suspenderá  dando  cuenta  al  Po- . 
der  Ejecutiro. 

Art  146.  Los  individuos  de  tropa  que  citados 
por  sea  oficiales  ó  por  los  sargentos  ó  eaboe  que 
estos  comisionen,  no  concurriesen  con  puntas* 
lidad  á  los  actos  de  instrucción  que  fija  este  re:^, 
glamento  en  su  título  89  sin.  que  para  ello,  teor 
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gon  motivos  muy  justificados,  á  juicio  del  co- 
mandante de  su  compañía,  sufrirán  por  la  pri- 
mera vez  una  multa  de  un  peso  y  dos  días  de  ar- 
resto :  por  la  segunda  una  multa  de  cuatro  pesos 
y  orho  días  de  arresto  ;  y  por  las  demás,  de  ocho 
á  quince  pesos,  y  de  quince  á  veinte  días  de  ar- 
resto. 

púnico.  Estas  penas  serán  impuestas  por  los 
comondantes  de  compañías  y  medias  compañías 
dando  parte  al  jefe  del  cuerpo. 

Art.  147.  El  oficial  de  milicias  que  dejare  de 
concurrir  cumflidamente  á  todos  los  actos  de  ins- 
trucción que  fija  este  reglamento  sin  justificados 
motivos,  á  juicio  de  su  inmediato  superier,  in- 
currirá por  la  primera  vez.  en  una  mulla  de  ocho 
pesos  y  ocho  días  de  arresto:  por  la  segunda,  la 
multa  será  quince  pesos  y  diez  dias  de  arresto;  y 
si  incurriese  en  una  tercera  falta,  será  multado 
en  25  pesos  y  arrestado  por  quince  dias. 

^  único.  Los  jefes  de  cuerpos  impondrán  estas 
penas  á  los  capitanes  que  incurran  en  dichas  fal- 
tas, avisándolo  al  gobernador ;  y  los  capitanes 
á  sus  subalternos  dando  parte  al  jefe. 

Art.  148.  Los  inspectores  cuidarán  mucho  de 
que  los  jefes  concurran  á  todos  los  actos  de  ins- 
trucción, y  que  estos  sean  rígidos  en  hacer  que  lo 
verifiquen  iodos  los  oficiales  del  cuerpo;  y  si 
sucediese  que  algún  jefe,  capitán  de  compañía 
suelta  ó  ienienle  de  medita  compañía,  deja  de 
concurrir  sin  justificados  motivos  alas  funciones 
de  instrucción,  el  inspector  le  impondrá  la  multa 
de  veinticinco  pesos  por  la  priniera  vez,  y  por 
la  segunda,  la  misma  multa  y  tres  días  de  ar- 
resto. 

Art.  149.  Quedan  dispensadas  de  la  asistencia 
á  que  se  refieren  los  artículos  anteriores,  aque- 
llas personas  que  por  enfermedad  ó  causa  muy 
poderosa  estuvieren  impedidas,  siempre  que  lo 
participen  por  conducto  de  su  inmediato  supe- 
rior. 

Art.  150.  El  miliciano  que  desobedeciese  el 
llamado  de  la  competente  autoridad,  cuando  es- 
ta se  lo  haga  para  el  servicio  á  que  está  desti- 
nada la  milicia,  según  el  título  99  de  este  regla- 
mento, ó  el  que  estando  al  servicio,  se  ausente 
sin  dar  el  competente  aviso,  incurrirá  en  la  pe- 
na de  ser  destinado  por  cuatro  afios  á  la. fuerza 
permanente  por  la  autoridad  $i,  quien  hubiese 
desobedecido. 

Art.  151.  Si  la  citación  la  hiciere  la  autoridad 
civil  para  contener  algún  alboroto,  serán  casti- 
gados los  omisos,  siendo  individuos  de  tropa, 
con  ocho  dias  de  arresto,  y  siendo  oficiales 
con  quince,  impuestos  por  la  autoridad  desobe- 
decida. 
Art.  152.  El  miliciano  que  desobedeciere  las 


citas  de  las  personas  autorizadas  para  hacerlas, 
bien  sea  para  asunto  detallado  del  servicio,  bien 
por  ocurrencia  extraordinaria,  será  destinado  | 
¡a  fuerza  permanente,  debiendo  ser  preciso  que 
la  persona  que  hizo  el  llamamiento  compruebe 
que  cuando  invitar  al  individuo,  estaba  este  bíd 
impedimento  físico  ó  no  se  excusó  por  ante  la 
autoridad  civil.  Dos  testigos  presenciales  hábiles 
justifican  su   aserto. 

Art,  153.  Los  que  abandonaren  los  puntos  qae 
se  le  confíen  no  estando  en  servició  de  pré  y  pa- 
ga, serán  castigados  con  quince  dias  de  ar- 
restóla tropa,  y  con  veinte  pesos  de  multa  y  30 
dias  de  arresto  los  oficiales;  pero  si  el  desorden 
proviniere  de  faltas  en  el  oficial,  será  este  de- 
puesto de  su  empleo. 

§  único.  La  centinela  que  abandonare  supues- 
to será  castigada  con  quince  dias  deprisioD: 
la  que  no  estuviere  con  la  actitud  y  decencia  de- 
bidas, veinticuatro  horas  ;  y  ocho  dias  la  que  se 
durmiere. 

Art.  154.  El  que  desobedeciere  en  asunto  de 
disciplina  al  oficial,  cabo,  ó  sargento  si  la  desobe- 
diencia fuere  simple,  sufrirá  desde  uno  hásU 
quince  dias  de  arresto,  y  el  que  la  excitare  suírlri 
ia  misma  prisión  y  veinticinco  pesos  de  multa; 
pero  por  las  faltas  de  subordinación  en  que  hu- 
biere, injurias  á  un  superior,  ó  resultare  desobe- 
diencia á  una  orden  por  un  cuerpo,  compañía  ó 
pelotón,  serán  arrestados  el  culpable  y  sus  cóm- 
plices, y  procesados  por  la  competente  autoridad 
civil  que  les  impondrá  las  penas  correspondien- 
tes con  respecto  á  las  leyes. 

Art.  155.  El  que  amenazare  de  palabra  ó  con 
armas  al  que  le  estuviere  mandando  en  acto  de 
disciplina,  sufrirá  por  la  primera  vez  quince 
dias  de  arresto  y  una  multa  de  veinticinco  pe- 
so^:  pero  fi  incurriere  por  segunda  Tezeula 
misma  falta,  será  destinado  por  cuatro  años  á  la 
fuerza  permanente. 

Art.  156.  Entiéndase  por  acto  de  disciplina  to- 
da función  deservicio  fuera  del  caso  del  arti- 
culo 435. 

Art.  157  Si  estando  un  batallón  ó  parte  de  él 
formado  con  las  armas  en  la  mano  para  revista, 
ejercicios  doctrinales  ó  para  cualquiera  otra  for- 
mación, saliere  de  entre  las  filas  alguna  voz  ta- 
\  multuaria  contra  el  mismo  comandante  qoc  en 
aquel  acto  Ib  mande,  é  para  quebrantar  el 
,  orden,  será  puesto  inmediatamente  en  prisioD) 
sumariado  el  que  la  dé  y  juzgado  conforme  &  Iw 
leye^. 

Art.  158.  El  miliciano  que  se  ocultare  cuando 
se  ponga  su  compañía  sobre  las  armas,  será  des- 
tinado por  cuatro  años  por  el  comandante  de 
cuerpo  al  ejército  permanente. 
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Art.  159.  Todo  miliciano  está  obligado  á  obe- 
decer len  penas  explicadas  en  este  título,  impues- 
tas por  sus  superiores,  y  la  autoridad  civil  dará 
mano  fuerte  al  que  la  impusiere  legítimamente,  y 
fi  los  administradores  de  rentasen  sus  casos  para 
hacerlas  llevar  á  efecto:  al  que  se  considere 
agraviado  le  queda  en  todos  casos  el  recurso  de 
queja  que  interpondrá  ante  su  inmediato  supe- 
rior. 

Art.  160.  Los  cabos  y  sargentos  abandonados 
en  el  cumplimiento  de  sus  deberes,  desaplicados 
ó  corrompidos,  serán  depuestos,  ios  primeros  por 
sus  capitanes  dando  parte  á  su  comandante,  ylos 
segundos  por  los  jefes,  quienes  darán  aviso  al 
inspector. 

Art  161.  Los  cabos  y  sargentos  que  citaren  pa- 
ra algún  servicio  municipal  á  individuos  á  quie- 
nes no  corresponda  en  turno  prestarlo,  serán  de- 
puestos de  sus  destinos  del  mismo  modo  que  Jo 
dispone  el  artículo  anterior,  si  lo  han  hecho  sin 
autorización  ;  pero  cuando  lo  hagan  de  orden  de 
sus  oficiales  ó  jefes,  sufrirán  la  pena  de  destitu- 
ción de  sus  empleos  que  la  aplicará  el  inspector, 
los  que  los  hayan  autorizarlo.  En  la  misma  pena 
incurrirán  unos  ü  otros  si  dejare  de  hacerse  la 
citación  á  los  que  precisamente  deben  prestar  el 
referido  servicio. 

^  único.  Para  que  los  milicianos  que  se  con- 
sideren agraviados,  puedan  justificar  sus  quejas, 
se  les  franquearán  las  listas  por  las  que  se  está 
señalando  el  servicio,  y  encontrando  que  les  asis- 
te justicia,  pedirán  que  se  imponga  la  pena  á 
quien  hubiere  cometido  la  falta,  lo  que  se  verifi- 
cará en  el  acto. 

Art.  162.  Gluedan  vigentes  las  penas  de  orde- 
naüza  contra  los  que  estando  en  servicio  activo, 
insultan  las  centinelas,  cuerpos  de  guardias,  ó 
salvaguardias,  ó  contra  los  que  inducen  á  la  de- 
8ercÍ3n  ó  la  cnrubren,  ó  que  ofenden  el  decoro 
de  los  oficiales  en  servicio. 

Art  163.  El  individuo  ó  individuos  que  infrin- 
jan las  disposiciones  del  artículo  125,  serán  des- 
tinados al  ejército  sin  sorteo,  y  se  retirarán  otros 
tantos,  empezando  desde  el  úliimo  á  quien  huüit- 
r«  cabido  la  suerte  en  su  vecindario. 

Art.  164.  Los  individuos  que  hubiesen  incur- 
rido en  la  falta  de  que  habla  el  articulo  130,  se- 
rán condenados  á  servir  un  año  mas  de  los 
que  le  correspondan,  en   la  fuerza   permanente. 

Art  165.  Las  a^tori(iade6  civiles  que  incur- 
ran en  las  faltas  de  que  habla  el  artículo  Í33, 
serán  respoiisables  de  los  perjuicios  que  sufriere 
e\  erario  por  abono  indebido  de  racionas  á  los 
sorteados,  y  de  los  que  se  sobrevinieren  á  los 
particulares  por  su.**  irregulares  disposiciones. 

Art  166.  Si  el  primero  de  Marzo  de  cada  año, 
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no  ha  recibido  la  autoridad  política  del  canten 
la  lista  que  deben  pasarle  los  capitanes  y  de  que 
habla  el  artículo  178,  lo  noticiará  al  gobernador  . 
para  que  les  imponga  la  multa  de  doce  pesos  y 
el  doble,  caso  de  no  complir  inniiediatamente 
con  este  deber,  oyendo  óntes  sus  desc^irgos. 

Art.  167.  El  individuo  que  no  se  presentare  á 
la  convocación  de  que  habla  el  artículo  180,  se- 
rá destinado  á  servir  por  cuatro  añoi^  en  la  fuer- 
za peí  manente. 

Art  168.  Los  milicianos  que  cambiaren  de 
domicilio  sin  obtener  el  permiso  de  quienes  cor- 
responda conforme  á  lo  prevenido  en  el  título 
de  disposiciones  generales,  incurrirán  los  jefes  y 
oficiales  en  la  multa  de  veinte  pesos,  y  la  tropa 
en  la  de  seis  pesos. 

^  19  Si  la  traslación   ha  sido  de  una  parro-^ 
quia   á  otra  ó  ¿emn  cantón  á  otro  en   una  misma 
provincia,   corresponde  al  gobernador  la  impo- 
sición de  la    multa,  á  cuyo  fin  le  dará  aviso  la 
primera  autoridad  que  averigüe  la  falta. 

^  29  Pero  si  la  traslación  ha  sido  de  una,  pro- 
vincia á  otra,  el  gobernador  de  la  en  ^ue  se  do- 
miciliare últimamente  el  individuo,  impondrá  la 
umita,  en  vista  del  informe  que  reciba  de  sus 
subalternos. 

TITULO  CATORCE. 

Disposiciones  generales, 

Art.  169.  Los  inspectores  y   subinspectores  y, 
los  oficiales  veteranos  que  sirvan  en   la   milicia, 
se  arreglarán  á   ordenanza    para   la  antigüedad 
y  recibirán  los  ascensos  que  les  correspondan  en 
el  ejército. 

^  19  Los  oficiales  retirados  empleados  en  la 
milicia  gozarán  de  la  antigüedad  de  sus  despachos. 

§  29  Los  oficiales  veteranos  serán  mas 
antiguos  en  igual  grado  que  los  de  la  milicia, 
siempre  que  sus  bltimos  empleos  les  hayan  sido 
concedidos  antes  de  concurrir  con  los  milicia- 
nos en  servicio  activo. 

^  39  Los  oficialas  de  milicia  entre  sí  se  arregla- 
rán á  las  datas  de  sus  despachos  ó  á  la  de  sus 
empleos  anteriores,  siendo  iguales  aquellas,  y 
por  último  &  la  edad,  en  igualdaa  de  fechas  en  ei 
último  empleo. 

§  49  Cada  cuerpo  de  la  milicia  nacional  se 
arreglará  para  su  formación  según  el  número 
que  tenga  aquel  entre  los  de  una  misma  provin- 
cia :  las  compañías  formarán  por  sus  números 
en  sus  respectivos  cuerpos. 

^  59  Cuando  haya  ejército  formado,  el  núme- 
ro de  las  brigadas  y  divisiones  indicará  la  forma- 
ción. 

^  69  La  fueiza  permanente  prefiere  en  for- 
macioD  &  la  de  la  milicia. 
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Art.  170.  Cuando  haya  de  fxmenre  'pai^e  de 
•la  milicia  nacional  H  las  órdenes  de  an  jefe  de 
*operacione8  f)ara  obrar  en  los  casos  que  ocurran, 
el  jefe  le  dará  la  organización  conveniente  segnn 
las  órdenes  del  Gobierno. 

Art.  171.  El  inspector  Ó  sabinftpector  de  una 
iprovincta  no  podrá  ausentarse  para  otra  sin  el 
permiso  dd  Oubierno. 

Art.  172.  El  alistamiento  de  la  milicia  nacio- 
nal no  priva  á  ningún  individuo,  de  ausentarse 
6  de  separarse  de  su  compafifa  en  el  modo  y  con 
4o3  motivos  siguientes. 

^  19  Por  negocios  propios  y  temporalmente, 
»x  es  individuo  de  tropa  y  no  está  en  servicio,  lo 
avisa  á  su  inmediato  superior  para  que  pueda 
anotarlo  y  saber  su  destino  ;  pero  si  fuere  in- 
4lividuo  que  se  halle  en  servicio  municipal,  no 
puede  ausentarse  8in  conocimi^to  de  la  autori- 
dad política  del  cantón  en  que  se  halle  y  de  su 
capitán,  con  la  precisa  condición  de  presentar  un 
«u^ituto  de  la  tnisma  milicia  á  quien  no  toque  el 
servicio,  durante  su  ausencia.  Para  la  admisión  de 
sustitutos  se  necesita  el  consentimiento  del  jefe  del 
cuerpo. 

\  29  Para  mudar  de  domicilio  á  otra  paitoquia 
de  la  provincia,  si  es  individuo  de  tropa  y  no  está 
al  servicio,  lo  avisará  á  la  autoridad  civil  de  su 
parroquia,  quien  lo  noticiará  al  jefe  político  del 
cantón  y  este  al  gobernador,  para  que  lo  mande 
dar  de  baja  en  la  compaflía  que  deja,  y  de  alta  en 
una  de  su  nuevo  domicilio.  Si  es  individuo  de  los 
que  están  al  servicio  municipal,  ocurre  al  goberna- 
dor por  conducto  de  su  jefe,  y  no  podrá  negársele 
el  cambio  de  domicilio,  practicándose  lo  prevekii- 
do  en  este  parágrafo. 

^  39  Para  mudar  de  domicilio  trasladándose 
á  otra  provincia,  si  es  individuo  de  tropa  y  no  está 
al  servicio,  lo  participará  por  medio  del  juez  de  su 
parroquia  aljefe  político  del  cantón,  expresando 
la  parroquia  ó  cantón  de  la  otra  provincia  en  que 
va  á  residir :  el  jefe  político  lo  avisará  al  goberna- 
dor para  que  este  lo  mande  dar  de  baja  en  su  com- 
pañía, y  lo  participe  al  de  la  otra  provincia  con  ex- 
presión del  lugar %n  que  va  á  domiciliarse  el  in- 
dividuo, para  que  sea  alistado  en  su  milicia.  Si  es 
miliciano  que  está  al  servicio  municipal,  lo  avisará 
ai  gobernador  por  conducto  de  sus  jefes  y  se  prac- 
ticará lo  prevenido. 

^  49  Cuando  algún  miliciano  se  ausente  faltan- 
do á  cualquiera  de  ios  requisitos  prevenidos  en  los 
parágrafos  que  preceden,  el  jefe  de  su  cuerpo  se 
dirigirá  á  la  autoridad  civil  correspondiente  al  ter- 
ritorio á  que  este  pertenece  para  que  ella  lo  recla- 
me á  la  del  en  que  se  hubiere  refugiado  el  milicia- 
no prófugo,  con  el  fin  de  que  sale  aplique  la  pena 
á  que  se  haya  hecho  acreedor. 
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Art  i  73.  Los  oficiales  de  la  milicia  en  tiempo 
de  pai  éstáñ  sujétoli  en  lo)  caso)  del  artícuio  an* 
terioT  á  las  mismas  formalidades ;  pero  sus  avisoí 
los  dirigirán  en  ios  tres  primeros,  al  jefe  del  cuerpo 
por  conducto  del  capitán  de  aü  compafiía  y  á  li 
autoridad  civil  de  su  parroquia  o  ala  política  del 
"Cantón  para  <¡{U6  llegue  á  noticia  del  gobernador,  y 
obre  según  el  caso.  Los  jefes  de  cuerpos  lo  avisa- 
rán directamente  al  gobernador. 

^  19  Cuando  íc^  expresados  jefes  hayan  de 
ausentarse  fuera  del  circtríto  qnecfórr&poDdaáiaj 
compañías  que 'forman  el  cuerpo,  encargarán  de 
la  primera  comandancia  al  segundo  jefe,  y  las  fun- 
ciones de  este  serán  desempeñadas  miéotras  tanto 
por  el  ayudante  mayor,  ó  por  un  capitán  que  de- 
signará el  primer  jefe,  si  el  ayudante  se  halkre 
ausente;  y  lo  mismo  se  observará  en  ¿eu^ral  en 
las  ausencias  de  los  según  dos  jefes. 

^  2^  Cuando  hayan  de  ausentarse  á  la  vezb 
dos  jefes  de  un  cuerpo,  se  encargará  entonces  de 
la  prltoera  comandancia  al  capitán  mas  antigao, 
cuya  regla  se  observará  sucesivamente,  y  llevará 
el  detal  el  ayudante  mayor,  6  uno  de  los  capitaneí 
que  designará  el  que  haga  de  primer  jefe,  si  ei 
ayudante  estuviere  ausente. 

\  39  En  todos  estos  casos  los  jefes,  ül  acto  de 
participar  al  gobernador  su  ausencia,  le  insíruiráii 
también  de  las  personas  que  les  sustituyen,  coyu 
sustituciones  no  podrá  variar  el  gobernador,  á  méiKü 
que  concurra  el  grave  y  justificado  motivo  de  per- 
judicarse el  servicio  del  cuerpo,  pues  en  esle  caio 
podrá  designar  otros  oficiales  que^se  encarguen 
accidentalmente  de  la  dirección  de^  aquel  daiafl- 
te  la  ausencia  de  los  jefes,  consultando  en  cuanto 
fuere  posible  el  orden  de  sucesión,  y  participándo- 
lo al  Poder  Ejecutivo  con  expresiqq  de  las  causas 
que  hubiere  tenido  para  ello. 

Art.  174.  Cuando  un  Jefe  ü  oficial  mude  de 
domicilio  de  un  cantón  á  otro,  ó  de  una  proTinm 
á  otra  fuera  del  circuito  de  su  cuerpo  ó  compa&a, 
se  proveerá  la  vacante  en  los  térmmos  prevenidos 
en  el  título  3? ;  lo  mismo  será  respecto  de  los  sar- 
gentos y  cabos  que  se  trasladando  un  punto  a  otro 
fuera  del  circuito  de  su  compañía. 

§  ünico-en  este  caso  los  jefes,  oficiales  y  ciase 
que  muden  de  domicilio,  se  alistarán  sin  graduacioD 
en  la  milicia  de  su  nueva  residencia. 

Art.  175.  Siemprequeunniilicianodecuaiqa«- 
ra  graduación  mude  de  domicilio,  obtendrá 
papeleta  en  que  conste  el   permiso,  ""^^^^  ^. 
la  autoridad  civil  Ó  política  que  en  los  «««os  p 
vistos  deba   concederlo,  la   cual  P'"cs«°^''*    ¿^ 
autoridad  civil  6  política  del  cantón  6  par^^H 
de  su  nueva  residencia.  hm^i 

Art.  176.  Siempre  que  en  una  mism^  »b"^ 
casa  de  comercio^  taller  &a.,  hubiere  ai» 
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milicianos,  se  procurará  que  se  les  nombre  por 
tornos  para  el  servicio,  excepto  en  aquellos  casos 
en  que  sea  absolutamente  necesario  que  lo  presten 
todos  á  la  vez. 

Art.  177.  Los  milicianos  que  quieran  pasar  de 
un  cuerpo  á  otro  de  distinta  arma,  podrán  hacerlo, 
siempre  que  el  cuerpo  adonde  piensen  pasar  no 
tenga  el  numero  de  fuerza  suficiente,  y  que  los 
comandantes  de  áinbos  cuerpos  convengan  en  el 
page.  ó  los  jefes  políticos  en  los  cantonesíy  el  go- 
bernador en  la  ciudad  capital,  por  la  oposirion  in- 
fundada de  aquellos.  Lo  mismo  sucederá  si  fuere 
un  cambio  entre  unos  y  otros  milicianos  de  diferen- 
tes cuerpos  y  armas,  con  la  advertencia  de  que  hí.n 
de  ser  de  un  mismo  cantón  ó  parroquia.  j 

Art.  178.  Para  el  desempeño  de  las  funciones, 
que  en  este  reglamento  se  atribuyen  á  las  autorida- 
des locales,  tendrá  cada  una  de  ellas  una  lista  no- 
minal de  los  individuos  que  componen  la  milicia 
nacional  de  su  distrito  y  otra  por  escuadras,  cuar- 
^  tas  y  mitades  de  compañías  con  especificación  de 
los  cabos,  sargentos  y  oficiales  que  les  pertenecen. 

§  19  La  primera  lista  se  remite  por  el  goberna- 
dor á  la  primera  autoridad  del  cantón  luego  que 
se  organicen  las  compañías :  la  segunda  la  forma 
cada  capitán  de  compañía  y  la  renueva  anualmen- 
te el  1 9  de  Febiero,  dirigiéndola  á  la  autoridad  i 
.í^antonal  con  el  visto  bueno  del  segundo  jefe  del  ! 
cuerpo.  ! 

§  29  El  jefe  político  del  cantón  dirigirá  in- 
mediatamente á  las  autoridades  parroquiales  de 
su  distrito,  íin  tanto  de  cada  lista  incluyendo  en 
cada  una  los  individuos  de  su  respectiva  parro^ 
quia* 

Art  179.  Servirán  ademas  estas  listas  para  llevar 
conocimiento  exacto  de  los  que  se  den  de  alta  y 
baja  en  la  milicia  expresando  las  fechas  y  motivos 
de  una  y  otra.  La  segunda  lista  les  servirá  para 
facilitarles  la  reunión  de  la  milicia  en  los  casos  en 
que  les  corresponda  hacerla  6  ayudarla. 

Art.  180.  Corresponde  á  las  primeras  autorida- 
des parroquiales  y  álos  jefes  políticos, convocar 
el  din  8  de  Diciembre  de  cada  año  por  diez  días 
prorogables  por  otros  diez  la  junta  de  alistamiento 
de  que  habla  el  título  19  y  ^  los  que  hubieren 
cumplido  diez  y  ocho  años,  lo  mismo  que  á  aquellos 
que,  pasando  de  dicha  edad,  dejaron  de  inscribirse 
oportunamente  por  causas  independientes  de  su 
voluntad,  para  que  sean  alistados  en  la  milicia 
'  nacional,  mcorporándose  á  las  compañías  ó  medias 
compañías  de  sus  respectivas  parroquias  hasta  com- 
pletarlas, siempre  que  no  se  hallen  en  su  completa 
fuerza,  pues  si  lo  estuvieren,  se  incorporarán  al  de- 
pósito de  que  habla  el  artículo  59  de  este  reglamen- 
to para  que  inglesen  á  compañías  y  medias  com- 
pafites  según  lo  que  en  el  mismo  artículo  se  pre- 
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viene.  En  el  caso  de  que,  completadas  las  compa- 
ñías 6  medias  compañías,  quedaren  algunos  indivi- 
duos sobrantes,  se  incorporarán  asimismo  al  de- 
pósito.      ^ 

§  único.  En  el  caso  del   artículo  anterior,   las 

autoridades  que  hacen  la  convocatoria  participarán 

I  al  gobernador  los  individuos  que  se  alistaren   con 

I  expresión  del  cuerpo,   compañía  suelta  ó  media 

I  compañía  en  que  lo  han  hecho,.ylos  que  queda- 

ren  en  depósito.  También  lo  avisarán  al  jefe  del 

cuerpo. 

Art  181.  Para  que  en  los  cuerpos,  compañías 
sueltas  y  medias  compañías  pueda  llevarse  la  alta 
y  baja  con  regularidad,  cuando  no  están  reunidas, 
es  obligación  de  las  autoridades  locales  pasar  men- 
sual mente  álos  respectivos  comandantes  de  com- 
pañías y  medias  compañías  una  relación  de  los 
milicianos  que  fcllecieren  dentro  del  temtorio  de 
su  jurisdicción  exigiendo  la  relación  de  los  muer- 
tos de  los  respectivos  párrocos. 

§  19  Los  comandantes  de  compañías  y  medias 
compañías  lo  participarán  al  segundo  jefe  del 
cuerpo,  quien  mandará  dar  la  baja,  con  el  con- 
sentiniiento  del  primer  jefe,  danda  cuenta  al  go- 
bernador. 

^  20  Las  autoridades  locales  al  acto  de  pasar 
la  relación  de  que  se  habla  en  este  artículo  á  los  em- 
pleados de  la  milicia,  remitirán  un  tanto  al  goberna- 
dor, quien  con  vista  de  este  documento  y  de  lo^jpar- 
tesque  riciba  de  los  jefes  y  oficiales,  examinarán 
si  se  ha  procedido  arregladamente  en  la   materia. 

Art  182.  Los  instrumentos  de  banda  déla  mi- 
licia los  proveerá  el  Poder  Ejecutivo  indistintamente 
íin  vista  de  los  pedidos  que  se  hagan  por  conduc- 
to  de  los  gobernadores. 

Art  183.  El  jefe  ú  oficial  que  tenga  fundados 
motivos  para  no  continuar  sirviendo  en  la  milicia 
nacional,  debe  solicitar  su  excepción  del  Poder 
Ejecutivo' con  los  documentos  necesarios  y  por  el 
conducto  del  gobernador  de  la  provincia,  quien 
emitirá  su  informe  al  dirigir  la  instancia,  haciendo 
al  mismo  tiempo  al  gobierno  indicación  para  llenar 
la  vacante,  si  ásu  juicio  hubiere  íundamento  para 
acordar  la  excepción. 

Art  184.  Los  individuos  de  tropa  que  tengan 
también  fundados  motivos  para  ser  excluidos  del 
servicio  en  la  milicia,  están  en  el  caso  de  solicitar 
del  gobernador  de  la  provincia  su  excepción  tem- 
poral hasta  la  reunión  de  la  junta,  con  los  documen- 
tos necesarios,  y  por  conducto  del  jefe  respectivo, 
quien  informará  lo  conveniente  al  gobernador  al 
someter  á  su  consideración  la  instancia. 

J  único.  Si  algún  jefe  ú  oficial  pide  su  excep- 
ción por  enfermedad,  deberá  acompañarla  papele- 
ta que  en  tal  sentido  le  expidió  la  junta  de  alis- 
tamiento, pues  no  se  admitirá  certificación  de  mé- 
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dico  expedida  posteriormente  á  la  reunión  de  la 
junta,  á  menos  que  la  inutilidad  que  se  ale^a.  la 
haya  adquirido  después  de  disuelta  aquella.  Ad- 
mitida la  renuncia  á  un  jefe  ú  oficial,  devej? era 
este  su  despacho  ai  gobernador  quien  lo  remitirA 
al  iGk)biemo  para  ser  cancelado. 

Art.  185.  £1  médico  ó  cirujano  á  quien  se  pro- 
bare que  ha  dado  certificación  falsa  en  virtud  de  la 
eúal  haya  logrado  algún  individuo  exceptuarse  del 
servicio  y  sorteo  en  la  milicia  inmerecidamente, 
será  castigado  conforme  á'  las  leyes  comunes  por 
delito  de  falsedad ;  y  el  que  se  hubiere  valido  de 
estos  documentos  falsos,  quedará  privado  de  la  gra- 
cia y  sufrirá  la  misma  pena, 

^  ünico.  Todo  ciudadano  tiene  el  derecho  de 
reclamar  en  el  caso  de  este  artículo^  constituyén- 
dose acusador  ó  meramente  denuDciante,  para  que 
se  sigan  los  trámites  iudiciales  y  se  aplique  la  pe- 
na al  que  resultare  culpable. 

Art  186.  Los  individuos  de  la  milicia  nacional 
que  se  inutilicen  en  actos  del  servicio  público,  go* 
zarán  de  las  pensiones  que  seOaia  la  ley  de  la 
materia,  y  comprobarán  su  inutilidad,  según  lo 
prevenido  en  las  disposiciones  reglamentarias  de 
dicha  ley. 

Art  187.  Las  viudas  é  hijos,  las  madres  y  en 
sus  casos  las  abuelas  ó  hermanas  legitimas  de  los 
jefes  y  oficiales  de  la  milicia  nacional,  que  hayan 
muerto  ó  murieren  en  campaña  ó  por  consecuen-. 
ola  de  heridas  recibidas  en  acción  de  guerra  ó  en 
actual  servicio,  gozarán  de  la  pensión  de  montepío 
militar  que  les  asigna  el  articulo  79  de  la  17  de 
Mayo  de  1862,  si  comprobaren  su  derecho  con- 
forme á  ella,  y  según  lo  previene  su  decreto  re- 
glamentaria 

Art  188.  Los  gobernadores  en  las  revistas  de 
inspección  que  pasen,  harán  que  presten  el  ju- 
ramento aquellos  individuos  que  por  haber  cum- 
plido la  edad  6  por  cualquier  otro  motivo  se  haydn 
alistado  en  la  milicia  de  la  provincia  después  dé 
la  última  inspección. 

Art  189.  Se  deroga  por  este  decreto  el  que  se 
expidió  el  10  de  Agosto  de  1836  reglamentario  de 
la  lev  de  14  de  Mayo  del  mismo  año  y  las  demás 
resoluciones  que  aclaraban,  ampliaban  6  modifica- 
ban algunos  de  sus  artículos.  , 

Art  100.  £1  Secretario  de  R  en  loa  DD.  de 
Guerra  y  Marina  queda  encargado  de  la  ejecución 
de  este  decreto  y  de  dar  cuenta  de  él  y  de  su  re- 
sultado al  pró.\imo  Congreso,  anunciándole  los 
defectos  que  la  práctica  descubra  en  la  ley  q^ue  él 
reglamenta. 

Dado :  firmado  de  mi  mano :  sellado  con  el  sello 
del  T'oder  ESJecutivo;  y  refrendado  por  el  Secreta- 
rio de  Estado  en  los  Despachos  de  Uuerra  y  Ma- 
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riña  en  Caracas,  á  16  de  Junio  de  1854^  alio  25 
de  la  ley  y  44  de  la  independencia^ 

/•  G.  Monága$. 

Por  S.  E. — £1  Secretario  de  Estado  ea  k»  Dei. 
pachos  dt  Guerra  y  Marina, 

Juan  Muñoz  T&ar. 

CUADRO  NUMERO  PRIMERO. 

*  DEFECTOS     FU  ICOS» 

Del  ojo* 

1?  La  total  privación  de  la  visU,  ya  set  ia. 
dicada  por  la  destrucción  de  los  ojos,  ya  exisu 
sin  esta,  y  en  consecuencia  de  la  gota  serena. 
Ea  este  último  easo  debe  Ja  ceguedad  ser  acre* 
ditada  por  notoriedad. 

29  La  pérdida  6  desorganización  visible  M 
ojo  derecho, 

39  La  destrucción  de  los  párpados  que  im- 
pida sensiblemente  la  visU. 

De  la  nariz, 
49  La  pérdida  total  de  la  nariz. 

De  la  boca* 

69  La  mudez  permanente  que  debe  ser  reri- 
ficada  por  notoriedad. 

69  ¿a  pérdida  de  todos  los  dientes  iadsiroi  j 
colmillos  de  la  quijada  superior  y  de  la  inferior, 
6  la  de  todos  los  incisivos  y  colmillos  de  cotí- 
quiera  de  las  dos  quijadas. 

De  las  orejas, 
79  La  sordera  completa. 

Del  cuello. 
89  Las  paperas  ó  cotos  voluminosos  é  iocttit» 
bles,  y  que  dificultan  habitualmente  la  respirt* 
clon. 
99  Los  lamparones  ó  escrófulas  ulceradas. 
Del  pecho. 

10.  La  tisis  confirmada  ó  bien  declarada. 

1 1.  El  astma  ó  ahogo  habitual  de  praeba  00- 
toria. 

•  Del  tronca, 

12.  La  gibosidad,  6  joroba  bien  sea  anteriora 
posterior,  con  tal  que  dificulte  la  respiraeioQ  ó 
impida  llevar  el  equipo  militar. 

13.  La  pérdida  de  los  órganos  sexaslae. 

De  ha^  miembros. 

14.  La  pérdida  de  un  brazo  ó  de  una  maso» 
de  una  pierna  ó  de  un  pié  ;  ó  la  pérdida  irreoM- 
diable  del  movimiento  iie  alguna  de  estas  paites. 

15.  La  pérdida  del  pulgar  d  dJ  íodiee  de  la 
mano  derecha. 

16.  La  pérdida  de  dos  dedos  de  una  muo  6 
de  un  pié. 
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17*  La  matüaeion  de  las  ültímag  artíealaeio- 
nea  del  índiee  6  del  pulgar  de  la  mano,  ü  de  dos 
ó  mas  dedos  de  ana  mano  6  de  an  pié. 

18.  La  pérdida  irremediable  del  movimiento 
de  eatas  mismas  partes  contenidas  en  los  artícu- 
los 15  y  ]6f  eaando  proceda  de  contracción  tie- 
sa, Ó  de  extensión  permanente. 

19.  La  eneorbadura  considerable  de  los  hae- 
sos  largos  de  los  brazos  y  piernas. 

90.  Le  parálisis  6  nn  estado  de  rehjacion  cons- 
tante, que  impida  el  Kbre  ejercirio  6  movimien* 
to  del  muslo,  pierna  ó  pié,  6  del  hombro,  del 
brazo,  antebrazo  6  mano;  cualquiera  de  estas 
parles  que  sea  la  paralítica. 

21.  £1  aneurisma  declarado  y  conocido  por 
séllales  evidentes  en  el  cuello,  zobaco,  brazo,  in- 
gle 6  corba. 

Defectos  intelectuales. 

22.  La  locura  6  demencia  notoria. 

CUADRO  NUMERO  SEGUNDO.  . 
Del  cráneo. 
19  Los  daffos  del  cerebro  por  heridas  consi* 
derablea  6  por  depresión  ó  hundimiento  de  los 
huesos  del  cráneo,  6  por  la  pérdida  de  una  par- 
te de  ellos.  Estas  causas  generalmente  produ- 
cen los  síntomas  siguientes :  algún  dafSo  de  las 
facultades  intelectuales,  vértigos,  soTSoIencias, 
síntomas  nerviosos  6  espasmóaicos,  frecuentes 
dolores  de  cabeza  d&c.  &c. 

De  los  ojos. 

29  La  fístula  lacrimal  (ya  abierta  al  exterior) 
incurable,  cualquiera  que  haya  sido  su  origen.. 
La  optalmía  (inflamación  del  ojo)  crónica  habi- 
tual que  haya  resistido  por  mucho  titimpo  á  ios 
tratamientos  médicos. 

3.®  La  corrosión  ó  alguna  pérdida  de  sustan- 
cia de  los  párpados,  6  de  las  úlceras  de  estos, 
con  tal  gue  sean  inveteradas  é  incurables,,  é  im- 
pidan 6  daften  las  funciones  de  la  vista. 

49  Las  diferentes  formas  de  gota  serena  siem» 
pre  que  esta  enfermedad  haya  llegado  á  un  gra- 
do considerable,  y  haya  durado  mucho  tiempo 
resistiendo  á  los  métodos  curativos.  Estas  for,- 
mas  son,  la  falta  ó  escasez  de  vista  tanto  de  di  a, 
como  de  noche,  la  falta  6  escasez  de  Vista  solo 
de  dia,  6  solo  de  aosbe ;  la  irregularidad  en  la 
vista,  como  la  que  hace  ver  los  objetos  dobles  6 
partidos.  La  averiguación  de  estos  defectos  ne- 
cesita de  mucha  sagacidad.  El  médico  para  ve- 
rificarlo se  arreglará  por  el  testimonio  de  seis  6 
mas  individuos  imparciales  que  depongan  acerca 
de  la  ceguedad.  Algunas  veces  bastan  para  la 
averiguación  ciertos  síntomas  que  marcan  estas 
lesiones,  tales  son,  un  cierto  grado  de  estrabis- 
mo  6  estado  vizco,  la  irregularidad  del  círculo 
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de  la  pupila,  6  la  falu  de  movimiento  en  tas 
contracciones  por  la  luz,  y  en  sus  dilataciones 
por  la  ausencia  6  disminución  de  esta. 

De  la  nariz, 

59  La  deformidad  de  la  nariz  capas  de  impe- 
dir cüDsiderablemente  la  respiración. 

6."  Cl  flujo  habitual  de  la  nariz,  y  toda  úlcera 
de  este  órgano  6  de  la  bóveda  del  paladar  que 
se  hajra  manifestado  rebelde  á  ios  tratamientos 
médicos ;  la  perforación  considerable  del  pala- 
dan 

7.^  El  pólipo  considerado  incurable. 

De  las  orejas. 
89  £1  flujo  habitual  y   fétido  de  ios  oídos  que 
80  haya  hecho  incurable, 

De  la  boca. 
99  Las  fístulas  incurables  de  los  senos  maxi- 
lares, y  la  deformidad  incurable  de  cualquiera  de 
las  dos  mandíbulas,  causada  por  la  pérdida  de 
sustancia  ú  otro  accidente,  con  tal  que  impida 
morder  el  cartucho  y  las  masticación,  y  dificulte 
el  libre  uso  de  la  palabra. 

10.  Las  fístulas  salivares  en  la  cara,  6  el  flu- 
jo involuntario  de  saliva  que  sea  incurable. 

11.  La  dificultad  de  la  deglución  provenida  de 
la  parálisis,  ó  de  algún  otro  vicio  constante,  ó  la 
lesión  incurable'  de  los  órganos  empleados  en 
esta  función. 

12.  Otros  defectos  de  los  órganos  del  oido,  de 
la  voz  é  de  la  palabra,  permanentes  y  que  dis- 
minuyen cualquiera  de  estas  funciones  en  un 
grado  considerable,  aunque  no  se  noten  defec- 
tos sensibles  de  los  órganos.  Para  esta  averi- 
guación debe  precederse  con  mucho  cuidado,  y 
valiéndose  de  una  prueba  notoria  ;  y  á  falta  de 
esta,  valdrá  el  testimonio  de  seis  ó  mas  testi* 
gos  de  probidad  del  mismo  domicilio  del  enfer* 
mo  y  que  no  sean  sus  parientes. 

13.  Las  úlceras  ó  tumores  de  un  carácter  es- 
crofuloso, de  una  duración  habitual  y  que  ha- 
yan lesistido  á  los  tratamientos  médicos. 

14.  Las  hernias  6  quebraduras  irreducibles,  y 
aun  las  reducibles  con  tal  que  sean  de  algún 
tiempo.. 

Males  de  los  órganos  Vrinarios^ 

15.  La  piedra  ó  cálculo;  la  retención  de  la 
orina  periódica  ó  habitual,  causada  por  estre- 
chez ú  otro  dafio  de  la  uretra,  siempre  que  se 
hayan  resistido  á  los  tratamientos  quirúrgicos 
propios,  ó  que  ha}yn  repetido  y  requieran  fre- 
cuentemente asistencia  médica  :  las  fístulas  uri- 
narias de  difícil  curación  ;  la  incontinencia   de 

>  orina,  bien  proceda  de  los  males  dichos,  ó  bien 
de  una  parálisis  de  la  vejiga  ó  de  su  cuello  ;  con 
tal  que  tenga  un  carácter  constante  y  haya  du- 
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radó  algún  tiempo.  Estas  enfermedades  suelen 
ser  simuladas  ;  y  por  tanto  exigen  cuidado  de 
parte  del  médico  que  haga  el  reconocimiento. 

16.  Las  enfermedades  rebeldes  de  uno  ó  de 
los  dos  testes :  como  la  hincharon  escirrosa  ó 
sarcocele :  su  hinchazón  varicosa  6  Taricoccle  T 
e!  cáncer  del  teste  6  del  cordón  esperm&tico  :  el 
hidrocele  err  aquellos  casos  en  que  no  pueda  ser 
operado  en  los  hospitales. 

17  £1  cáncer  de  los  órganos  sexuales; 

Del  ano. 

18  Las  almorranas  ulceradas  :  las  fístulas  del 
ano  reputadas  incurables  ;  el  flujo  hemorroidal 
periódico  y  muy  abundante ;  la  estrechez  del 
recto  reputada  por  incurable  ;  la  procedencia  6 
caída  habitual  del  ano. 

Del  tronco. 

19  El  aneurisma,  ú  otras  lesiones  orgánicas 
del  corazón,  y  el  aneurisma  de  los  grandes  va- 
sos, cualquiera  que  sea  la  parte  en  que  exista. 

20  El  incremento  endurecido  vulgarmente 
llamado  obstruccion.de  las  entrañas  del  vientre, 
V.  g.  el  hígado,  el  bazo,  las  glándulas  del  mesen- 
terio  &c.,  siempre  que  sean  de  mucha  duración, 
y  hoyan  resistido  á  los  métodos  curativos. 

¿I  La  hidropesía  habitual  ó  crónica  y  rebel- 
de. 

22  Los  dolores  reumáticos  inveterados,  y  re- 
putados incurables. 

De  los  miembros, 

23  Las  siguientes  enferme\lades  de  los  hue- 
sos ó  de  las  articulaciones:  la  úlcera  ó  carie  del 
hueso  causada  por  vicio  venéreo,  esrotbútlco, 
herpético  u  otro,  siempre  que  se  haya  resistido  á 
los  métodos  curativos ;  el  abceao  en  el  canal  del 
hueso,  ](^  tumores  de  estos  6  de  su  periostio, 
cuando  son  considerables,  dolorosos  é  impiden 
el  n^ovimiento,  y  son  rebeldes  á  todo  tratamien- 
to; la  hinchazón  crónica  y  tenaz  de  las  articu- 
laciones del  muslo,  de  la  rodilla  ó  del  tobillo,  del 
hombro,  del  codo  y  de  las  muflecas  ;  la  rigidez 
incurable  que  impide  el  movimiento  de  cual- 
quiera d«  estas  articulaciones  ;  la  disolución  ir« 
reducible  de  alguna  de  ellas,  ó  la  reducible  ;  pe- 
ro que  está  6Xj>ucsta  á  la  repetición  como  la  del 
hombro. 

24  La  deformidad  incurable  de  un  pié,  de 
una  mano  ó  de  todo  un  miembro,  con  tal  que 
impida  la  marcha  ó  el  manejo  de  las  armas,  ó  lle- 
var el  equipo  militar,  ó  bien%l  libre  ejercicio  de 
los  movimientos. 

25  Las  várices  voluminosas  é  incurables  de 
las  piernas. 

26  Las  cicatrices  grandes  é  inveteradas,  cau- 
sadas por  quemaduras  ó  de   otro  modo ;  y  que 


impidan  el  libíe  uso  de  cualquiera  parte  de  los 
miembros;  ó  las  aeompafladas  de  pérdida  de 
sustancia  que  debilita  la. acción  de  loa  m(í3Culo6. 

Enfermedades  generales. 

27  El  cáncer,   confirmado    en  donde  quien 

que  exista. 

28r  Las  úlceras  inveteradas  y  rebeldes  á  lo- 
do tratamiento. 

29  £1  mal  venéreo  Constitucional,  ó  el  pro- 
ducido por  los  tratamientos  mercuriaies,  caaodo* 
se  ha  hecho  rebelde  resistiendo  todo  método,  ó. 
sujeta  al  que  lo  padece  á  frecuentes  recaídas  de 
dolores  y  tumores  de  huesos»  de  enflaquecimien- 
to á  veces  con  fiebre. 

30  La  elefancía  6  mal  de  San  Lázaro  eo 
cualquier  grado. 

31  La  tina,  el  herpes  agudo  y  extenso,  y 
otras  enfermedades  de  la  piel  acompañadas  de 
úlceras  constantes  ó  periódicas,  y  que  han  resis- 
tido á  los  traumientoa  curativos. 

Enfermedades  nerviosas. 

32  La  epilepsia  ó  convulsión  conocida  Vul- 
garmente con  el  nombre  de  mal  de  corazón,  6 
gota-coral.  Para  averiguar  este  mal,  son  necesa- 
rias de  parte  del  facultativo  mucha  sagacidad  y 
cuidadosa  observación  con  suficiente  testimonio 
de  testigos  verídicos  é  imparciales. 

33  La  rigidez  ó  tesura  del  cuello,  6  so  dis- 
torcion  constante  á  un  lado. 

34  El  temblor  considerable  y  liabitual  de.  la 
cabeza  ó  de  los  miembros,  con  tal  que  haya  do- 
rado mucho  tiempo  y  se  considere  incurabíe. 

NUMERO  SEGUNDO. 

FORMULARIOS. 

República  de  Venezuela. 
FULANO  DE  TAL,  Capitán  de  tal  compa- 
ñía^ de  tal  batallan,   medio  batallón^   briga- 
da ó  escuadrón. 
*  Hallándose  vacante  el  empleo  de  sargutito  de 
primera  ó  de  segunda  cUse  de  mi  compañía,  por 
ser* de  nueva  creación,  (ó  por  ascenso,    muerte, 
destitución  ó  cambio  de  domicilio  del  que  lo  de- 
8em|)eñaba)   y  conviniendo  proveerle  en  perso- 
na de  buena   conducta     y  honrado  proceder, 
nombro  para  que  lo  ejerza  á  Fuljno  de  Tal,  en 
atención  á  que  tiene  las  circunstancias  requeri- 
das y  promete  su  buen  desempeño. 
La  ftícha. 

Aquí  la  firma  del  Capitán. 
Cónstame  que  es  apto. 
Aquí  la  firma  del  Segundo  Comwidánie, 

Considero  digno  al  nombrado. 
Aquí  la  firma  del  primer  Comandajite. 
La  fecha. 
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Apiuebo  este  oombramieato. 

Águila  firma  del  Gobernador. 
REPUBUCA  DE  VENEZUELA. 

FULANO  DE  TAL,  Capitán  de  tal  compañía^ 
de  tal  cverpo. 
HalláDdose  vacante  una  primera  6  segunda  es- 
cuadra  de  mi  compafiía.  p<)r  ser  de  nueva  crea- 
ción, (ó  |>or  ascenso,  destitución,  muerte  6  cambio 
de  domicilio  del  que  la  desempeñaba),  nombro 
para  que  la  sirva  á  Fulano  de  Tal,  en  atención  á 
sus  buenas  circustancias. 
La  fecha. 

Aquí  la  firma  del  Capitán» 
Cónstame  que  es  apto. 

Ami  la  firma  del  segundo  Jefe. 
La  fecha. 

Apruebo  este  nombramiento. 

Aquí  {a  firma  del  primer  Jefe.  (•) 

MILICIA  NACIONAL.  Vestuario  de  ella.  Véa- 
se. Fuerza  armada  6  perínanente,  D.  de 
20  de  Diciembre  de  1838. 

MILICIA  NACIONAL.  Crímenes,  por  que  son 
juzgados  los  individuos  de  ella,  y  penas  que  á 
ellos  corresponden.  Véase.  Fuerza  armada  ó 
permanente.  Título  X  de  las  ordenanzas  ge- 
nerales del  ejército. 

MILICIA  NACIONAL,  kesolucion  ejecutiva 
DE  12  DE  MATO  DE  1852  recomendando  á  los 
Gobernadores  que  al  indicar  al  Poder  Ejecuti- 
vo individuos  para  los  destinos  de  jefes  y  ofi- 
ciales^, cuiden  de  informarse  esmeradamente  de 
su  buen  comportamiento  político. 

Secretaría  de  Qaerra.—SeccioD  segunda. 
Circular, 

Caracas,  Majo  12  de  1852. 

Sefior  Gobernador  de  la  provincia  de 

Habiendo  llegado  á  noticia  del  Poder  Ejecuti- 
vo que  algunos  de  los  Sres.  Jefes  y  oficiales  de  la 
milicia  nacional,  que  prestaron  oportunos  servicios 
al  Gobierno  en  las  pasadas  campaSas  de  1848  y 
49,  se  quejan  de  haber  sido  injustamente  reem- 
plazados por  otros  individuos  indicados  al  efecto 
por  varios  Sres,  Gobernadores  de  provincia,  y  con- 
siderando 3.  £.  que  tal  proceder  no  solo  infiere  in- 
justicia á  los  reemplazados,  sino  que  acarreará 
malas  consecuencias  á  la  buena  organización  y 
servicio  de  la  milicia,  ha  resuelto  recomendar  y 
recomienda  á  ios  Sres  Gobernadores  de  provincia 
que,  al  indicar  al  Poder  Ejecutivo  personas  que  en 
su  concepto  merezcan  ser  nombradas  para  jefes  y 

(*)  Los  números  3  ?  y  4  P  referentes  á  vestuario  de 
la  tropa,  y  crímenes  militares  y  comunes  y  penas  aplica- 
bles a  ellos,  se  encontrarán  ya  insertos  en  Faerza  armada 
ó  penuanente.  Véanse, 
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oficiales  de  la  milida,  cuiden  esmeradamente  de 
informarse  de  su  buen  comportamiento  publico,  sos- 
teniendo en  sus  puestos  á  los  que  no  se  han  hecho 
indignos  de  ocuparlos. 

Lo  que  comunico  á  ÜS.  de  orden  S.  E.  para 
su  debida  observancia.— Soy  de  ÜS.  atento  servi- 
dor.— Muñoz  Tébar, 

MILICIA  NACIONAL,  resoiucion  ejbcoti- 
VA  bbí3dbmabzo  db  18r>5  sobre  su  or- 
ganización. 

Secretaría  de  Guerra.— Sección  segunda. 
Circular. 

a  «r     /^  u        ^3   Caracas,  Marzo  13  de  1866. 

Señor  Gobernador  de  la  provincia  de 

Dispone  el  Poder  Ejecutivo  que  ÜS.  proceda 
inmediatamente  á  la  organización  de  la  milicia  na- 
cional de  esa  provincia,  cifléndose  estrictamente  á 
lo  que  por  el  decreto  de  la  materia  se  dispone,  pues 
S.  E.  no  dará  curso  á  las  propuestas  que  no  ven- 
gan en  un  todo  ajustadas  á  aquel,  teniendo  US. 
cuidado  sin  embargo,  como  encargo  especial,  de 
ponerse  de  acuerdo  con  los  inspectores  y  subins- 
pectores en  las  indicaciones  que  estos  crean  con- 
veniente hacerle,  y  en  que  se  escojan  para  el  man- 
do de  los  cuerpos  y  para  capitanes  de  compañías 
personas  de  conocida  aptitud  y  de  influencia  en 
sus  localidades,' debiendo  continuar  en  sus  empleos 
losque  reúnan  las  cualidades  que  dicta  el  reglamen- 
to y  las  anteriormente  mencionadas. 

Semanalmente,  si  fuere  posible,  remitirá  US.  á 
este  Ministerio  el  estado  de  dicha  organización,  en 
inteligencia  de  que  el  Poder  Ejecutivo  desea  que 
esta  se  lleve  á  cabo  en  el  menor  tiempo  posible, 
para  lo  cual  interesa  el  patriotismo  de  ÜS,  y  el 
celo  y  actividad  de  los  inspectores  y  subinspecto- 
res. 

Soy  de  ÜS.  &c.  J.  L.  Silva, 

MILICIA  NACIONAL,  resolución*  ejecuti- 
va DE  7  DE  MAYO  DE  1855  expUcatoria  de  la 
anterior. 

Secretaría  de  Guerra.— Sección  segunda 
Circular. 

Caracas,  Mayo  7  do  1855. 

Sr.  Gobernador  de  la  provincia  de 

Al  disponer  el  Poder  Ejecutivo  en  la  "circular 
de  13  de  Marzo  último  que  para  la  pronta  y  fácil 
organización  de  la  milicia  nacional,  enviasen  los 
señores  Gobernadores  á  este  Despacho  las  pro- 
puestas para  Jefes  y  oficiales  en  individuos  que 
tuviesen  las  cualidades  que  exige  la  ley,  conser- 
vando siempre  en  los  cuadros  á  Jos  oficiales  con 
despachos  que  merecieran  la  confianza  del  Go- 
bierno, no  fué  el  ánimo  de  S.  E  excluir  de  aquellos 
puestos  á  losque  hablan  prestado  servicios  en  las 
últimas  campañas,  y  mucho  menos  destituir  á 
aquellos  para  reemplazarlos  con  los  que  hablan 
hostilizado  á  la  Administración,  y  no  habían  dado 
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fruebas  de  estar  decididos  á  sostener  al  Gobierno, 
^or  tanto,  S.  E.  el  Presidente  me  ha  encargado 
recomiende  á  US.  de  nuevo  el  mayor  cuidado  en 
las  propuestas  que,  para  jefes  y  oficiales  de  la 
milicia,  dirija  al  Poder  Ejecutivo,  á  fin- de  que  re- 
caigan de  preferencia  en  los  que  en  todas  ocasio- 
nes han  dado  pruebas  de  lealtad  y  expuesto  sus 
vidas  en  defensa  de  nuestras  instituciones,  sin  que 
esto  obste  para  que  ios  individuos  que  no  tengan 
las  cualidades  de  la  ley  y  reglamento,  no  sean  re- 
comendados aun  cuando  tengan  las  demás. 

Soy  de  US.  atento  servidor. — José  L.  Silva. 
MILICIA.  NACIONAL.  Resolución  Ejecütx- 

VA   DE  25  DK  Mayo  de  1855  disponiendo  que 

se  exima,  en  lo  posible,  del  servicio  á  los  cale^ 

teros  de  la  Guaira. 

Secretaría  de  Hacienda. — Sección  segunda. 
Caracas,  Mayo  25  de  1855. 
Resuelto, — Dígase  al  señor  Gobernadpr  de  esta 

provincia. 

Se  ha  informado  á  este  Despacho  que  con 
motivo  de  haberse  llamado  al  servicio  una  parte 
de  la  milicia  de  la  Guaira  y  venido  á  esta  capi- 
tal, se  han  ocultado  muchos  individuos  de  la  Cale- 
ta ae  aquel  puerto,  quedando  así  el  comercio  y  la 
misma  aduana  expuestos  á  los  entorpecimientos 
y  perjuicios  producidos  por  la  desorganización 
de  aquel  gremio.  Enterado  S.  E.  el  Presidente 
de  esta  ocurrencia  y  deseoso  de  que  desaparez- 
ca el  mal,  me  ha  dado  orden  de  dirigirme  á  ÜS. 
recomendándole  que  á  la  mayor  brevedad  tome 
providencias  que  hagan  desaparecer  en  aquel 
puerto  el  temor  que  hayan  podido  ocasionar  las 
órdenes  sobre  llamamiento  de  milicianos,  y  que 
inspiren  á  los  caleteros  la  mas  completa  seguri- 
dad de  que  no  serán  separados  de  sus  tarcas  tan 
útiles  y  necesarias,  con  cuyo  fin  encargará  ÜS. 
á  las  autoridades  de  allí  que  si  las  ch-cunstan- 
cias  no  lo  requieren  imperiosamente,  procuren 
exfaonerar  A  dichos  individuos  del  servicio  de  las 
armas,  teniendo  en  consideración  la  naturaleza 
de  su  oficio,  en  el  cual  no  pueden  ser  fácilmente 
reemplazados. 
Soy  de  US.  atento  servidor,  Jacinto  Gutiérrez. 

MILICIA  NACIONAL.    RESOLUCIÓN  EJECUTIVA  de 

28  de  Julio  de  1855  haciendo  varias  excepcio- 
nes en  el  servicio  á  favor  de  los  jornaleros  con- 
tratados para  el  trabajo  en  las  haciendas  agrí- 
colas y  pecuarias. 

Secretaría  del  Interior.—Se'cCion  tercera. 
Caracas,  Julio  28  de  1855. 
Resuelto. — Deseando  el  Poder  Ejecutivo  favo- 
recer el  trabajo  de  los  que  se  emplean  en  las  indus- 
trias agrícola  y  pecuaria,  con  todas  las  medidas 
que  tiendan  &  impedir  la  decadencia  de  los  diver- 
so» establecimientos  que  necesitau.  brazos  constan- 
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temente  dedicados  á  sú  dé^empéie,  y  debiendo 
estimad  como  las  mas  adecuadas  aquellas  que  el 
conocimiento  ptátttcó  S  inmediato  interés  délos 
doefios  y  directores  úe  esos  estableeimientoe  pío- 
ponen  como  necesarias,  siendo  de  esta  clase  la  que 
solicitan,  en  su  precedente  exposición,  los  agncnl. 
tores  de  Rio-Chico,  que  también  apoya  el  comer- 
cio de  aquel  puerto,  cuyos  intereses  estáa  ligados 
á  los  de  aquella  industria,  para  que  no  se  distrai- 
gan los  jornaleros  ocupados  en  las  haciendas  coa 
motivo  de  los  frecuentes  ejercicios  de  instrucción  v 
otras  atenciones  de  la  milicia  nacional  á  que  per- 
tenecen» 

Dispone : 

19  Que  loa  jornaleros  que  acrediten  hallarse 
contratados  pata  el  trabajo  de  las  haciendas  agrí- 
colas ó  de  ganado,  no  estén  obligados  á  concurrir 
á  los  ejercicios  doctrínales  de  la  milicia  sino  el  pri- 
mer domingo  de  cada  mes,  ni  se  les  exija  otra  cla- 
se de  servicio  en  tiempo  de  paz,  á  menos  que  sea 
absolutamente  indispensable,  por  uo  haber  oíros 
milicianos  que  lo  presten,  en  cuyo  caso,  se  distri- 
buirá entre  todos  los  establecimientos  de  agricul- 
tura ó  cria,  en  proporción  de  los  jornaierüs  que 
tengan  de  esta  clase,  el  número  que  se  necesite. 

29  Siempre  que  una  necesidad  urgente  éimpre 
vista  obligue  á  llamar  al  servicio  de  la  milicia  to- 
dos ó  la  mayor  parte  de  los  jornaleros  de  una  ha- 
cienda, se  cuidará  de  citar  en  el  acto  á  Jos  qoc, 
según  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior,  defcefl 
reemplazar  á  los  que  por  el  reparto  proporcional 
del  servicio,  no  debieron  separarse  del  establecí* 
miento  donde  están  contratados,  los  cuales  se  reti- 
rarán inmediatamente  que  llegue  el  reemplazo. 

39  Los  dueños  de  los  establecimientos  expresa- 
dos de  agricultura  ó  cria,  participarán  alJefe po- 
lítico, en  las  cabeceras  de  cantón,  y  á  los  jueces  de 
paz  en  las  parroquias,  los  contratos  que  hayan  ce- 
lebrado con  los  jornaleros,  y  los  que  celebraren  en 
lo  sucesivo  para  que  se  tome  razón  de  sus  nom- 
bres y  del  tiempo  del  compromiso.  Tainbien  in- 
formarán la  terminación  ó  rescisión  de  los  contra- 
tos. En  ambos  casos,  el  respectivo  funcionario  de 
policía  irasmiiirá  los  mismos  informes  á  los  Co- 
mandantes de  los  cuerpos  á  que  pertenezcan  los 
jornaleros  á.  que  se  refieran. 

49  Los  reemplazos  para  la  fuerza  permanentes 
tomarán  con  preferencia  de  los  milicianos  no  con- 
tratados. 

99  Los  dueños  de  haciendas  ó  hatos  que  aba- 
sen de  esta  disposición  suponiendo  contratos  qoc 
no  existan  ó  demorando  el  aviso  de  b/iber  cesado 
los  existentes,  perderája  el  derecho  de  roclanij' 
por  sus  jornaleros^  aunque  estén,  coalratadíw^ » 
gracia  de  que  trata  esta,  rcaolucionv 

6,9  Comuniqúese  &  ln  Secretar»  dé  Guerra  pa- 
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r9  8i|i  cumplimiento  por  ^aiep^  eorrefppnda,  y  á 

(qs  Gobernadorea  de  proTincia  pora  su  ejecución  y 

publicacioQ  en  todas  las  parroquias,  imprimiéndose 

también  en  la  Gaceta  de  Gobierno. 

Por  S.  R — Arando. 

MILICIA  NACIONAL.  Exención  de  todo  servicio  á 
favor  de  los  inmigrados»  Véase  Inmig^aciont 
art  15. 

MILICIA  NACIONAL.  Pago  del  haber  de  los  cuer- 
pos que  t^icieron  la  campa&a  de  1853.  Véase 
Haberes  de  los  cuerpos  de  milicia  en  la  cam- 
paña de  1653, 

MILICIA  MARINARA.  Decreto  Ejecutivo  db 
16  DE  Junio  de  1854  designándola  y  regla- 
mentándola. 

JOS£  GREGORIO  MONAGAS, 
General  en  Jeft^  Presidente  de  la  República 

Autorizado  el  Poder  Ejecutivo  por  el  artículo 
22  de  la  ley  de  24  del  presente  para  designar  j 
reglamentar  la  parte  de  la  milicia,  que  debe  des- 
tinarse al  servicio  de  la  marina  y  Jos  puntos  en 
que  e]la.debe  organizarse, 

DECRETO: 

TITULO     PRIMERO. 

Be  la  nilicia  marinera. 

Art  19  Todos  los  venezolanos  que  se  ejer*> 
citaren  en  la  pezca  ó  en  la  navegación,  están 
obligados  á  servir  en  la  milicia  marinera  desde 
la  edad  de  diez  y  ocho  hasta  cincuenta  afios. 

Art  29  La  milioia  marinera  se  formará  por 
parroquias  én  todos  los  puertos  habilitados  de 
la  República. 

TITULO  SEGUNDO. 

Del  alistamiento  y  organización  de  la  milicia 
7Harinera, 

Art.  39  Quince  días  después  de  la  publica- 
ción de  este  decreto  en  los  puertos  que  se  ex- 
presan en  el  artículo  anterior,  se  abrirán  regis- 
tros de  alistamientos  para  la  milicia  marinera  y 
estarán  abiertos  durante  treinta  dias. 

^  19  En  los  puertos  oabeceras  de  cantón  pre- 
sidirá este  alistamiento  el  jefe  político  asociado 
con  uno  de  los  miembros  del  concejo  municipal, 
que  designará  este  mismo  cuerpo,  el  procurador 
municipal  y  el  capitán  de  puerto  ;  y  en  los  que 
no  sean  cabeceras  de  cantón,  uno  de  los  jueces 
de  paz  que  no  esté  en  ejercioioi  asociado  con 
tres  vecinos  notables,  que  designo^rá  ei  jefe  po- 
iítico«  y  el  capitán  de  puerto. 

§  29  Los  jefes  políticos  y  jueces  de  paz,  en 
sus  pasos,  designarán  las  horas  y  el  iug^/  ?n  que 
debe  hacerse  el  alistamiento* 

Art*  49  Los  jueces  de  paz  en  las  parroquias 
7  loa  jefes  políticos  en  las  cabeceras  de  cantón, 
formarán  uua  lista  de  todos  los  individuos  com- 
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prendidQn  en  d  artíeulp  primero,  loe  cuales  es- 
tan  obligados  á  alistarse  en  la  milicia  marinera  y 
á  entrar  en  sorteo  en  los  casos  que  previene  es* 
te  decreto. 

Art  59  Cada  marinero  miliciano  recibirá,  sin 
costo,  del  presidente  de  la  junta  de  alistamientOf 
una  boleta  en  que  conste  hallarse  alistado. 

Art  69  En  ei  archivo  de  cada  parroquia  que- 
dará la  lista  original,  y  remitirán  los  jueces  de 
pa^z  copia  numerada  al  jefe  político,  quien  forma- 
rá una  de  todo  el  cantón,  expresando  las  parro- 
quias, y  la  remitirá  al  gobernador  respectivo  y  es- 
te hará  formar  la  de  todos  los  cantonea,  y  pasará 
una  copia  al  Ministerio  de  Marina* 

Art.  79  Todo  marinero  extranjero  podrá  alis- 
tarse como  marinero  miliciano,  sujetándose  al 
servicio  de  marina  cuando  le  toque. 

TITULO  'IEBCEB.O. 

Obligaciones. 

Art  89  Todo  miliciano  de  la  milicia  de  ma- 
rina está  obligado  á  servir  en  la  escuadra  nació* 
nal,  en  los  casos  y  del  modo  que  dispone  este  de* 
creto. 

Art  99  Así  mismo  están  en  el  deber  de  pa» 
sar  revista  el  primer  domingo  de  cada  mes. 

Art  10.  Los  jueces  de  paz  en  las  parroquias  y 
los  jefes  políticos  en  las  cabeceras  de  cantón,  pa- 
sarán esta  revista  como  jefes  inmediatos,  y  cada 
tres  meses  rectificarán  las  listas,  dando  noticia 
de  la  alta  y  baja  que  haya  ocurrido,  los  jueces  de 
paz  á  los  jefes  políticos,  estos  al  gobernador  de 
la  provincia  y  los  gobernadores  al  Miniaterio  de 
Marina. 

TITULO    CUARTO» 

Del  sorteo. 

Art.  11.  Decretada  anualmente  por  el  Con« 
greso  la  fuerza  marítima  de  la  República,  el  Mi- 
nisterio de  Marina  designará  á  cada  provincia  el 
número  de  marineros  que  debe  dar,  y  el  goberna- 
dor hará  la  distribución  en  los  cantones  con  pre- 
sencia de  la  nomina  de  los  alistados  en  cada  uno, 
y  los  jefes  políticos  procederán  entonces  á  hacerla 
en  las  parroquias  observando  el  mismo  orden. 

Art.  12.  Para  el  sorteo  de  los  marineros  mili* 
cíanos  y  las  excepciones,  se  observará  lo  preve- 
nido por  el  artículo  20  de  la  ley  orgánica  de  la 
milicia  nacional  y  las  disposiciones  del  decreto 
ejecutivo  que  la  reglamenta. 

Art  13.  Desde  el  día  en  gue  los  marineros  de 
milicia  partan  del  lugar  de  su  alistamiento  al  pa- 
raje donde  se  necesiten,  recibirán  del  tesoro  pú- 
blico sus  correspondientes  raciones,  y  desde  el  día 
en  que  se  embarquen  el  prest  y  las  raciones  de 
armada. 

Art*  14.  $¡I  individuo  de  esta  milicia  A  quien 
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tocare  por  suerte  servir  eD  la  escuadra,  puede  po- 
ner otro  en  sa  lugar. 

Art.  15.  £1  tiempo  que  se  designa  para  servir 
en  la  armada  es  de  seis  meses,  siendo  prorogable 
á  voluntad  de  ios  marineros,  bien  les  haya  toca» 
do  por  sorteo,  admisión  voluntaria  con  avance  6 
sin  éh 

Art.  16.  Se  excluye  de  la  regia  anterior  á  los 
que  hayan  sido  destinados  al  servicio  en  virtud  de 
sentencia  judicial,  en  cuyo  caso  se  e'starft  á  los 
términos  de  la  condena. 

Art.  17.  Los  individuos  alistados  en  la  milicia 
de  marina  que  se  resistan  á  dar  cumplimiento  á 
cualquiera  de  las  disposiciones  de  este  decreto,  se 
destinarán  al  servicio  sin  sortear  por  el  término 
de  un  año- 

TITULO    QUINTO. 

Disposiciones  generales, 

Art.  18.  Los  gobernadores  son  jefes  superiores 
de  la  milicia  marinera  en  sus  respectivas  provin- 
cias, y  todos  los  sfios  pasarán  revista  de  inspec- 
ción por  si  6  por  medio  de  los  jefes  políticos,  re- 
mitiendo un  estado  al  Ministerio  de  Marina  con 
expresión  de  las  altas  y  bajas  que  hayan  ocurri- 
do en  el  alio. 

Art.  19.  La  milicia  marinera  se  pondrá  sobre 
las  armas  en  el  caso  de  una  conmoción  interior  á 
mano  armada  que  amenace  la  seguridad  de  la 
República,  ó  de  invasión  exterior  repentina. 

^  único.  Fuera  de  los  casos  expresados  en  es- 
te artículo,' la  milicia  marinera  está  exenta  de  to- 
do servicio  en  el  ejército  permanente  y  en  la  mi- 
licia nacional. 

Art.  20.  El  marinero  de  milicia  que  quiera  en- 
rolarse en  buque  mercante  nacional  debe  estar 
alistado  en  la  milicia  marinera  y  con  obligación 
de  presentarse  á  servir  á  la  República  engodo  ca- 
so urgente,  bajo  las  penas  que  señalan  las  leyes. 

Art.  21.  Para  los  efectos  del  artículo  anterior, 
ios  capitanes  de  puerto  cuidarán  que  los  marine- 
ros que  naveguen  en  buques  mercantes  naciona- 
les tengan  su  boleta  de  alistamiento. 

Art  22.  Cuando  una  urgente  necesidad  de  ma- 
rineros para  una  campaña  marítima  en  que  se  in- 
terese el  bien  de  la  República,  obligue  á  llamar 
al  servicio  un  gran  número  de  marineros  de  ya- 
riafc  provincias  sin  la  distribución  que  se  previe- 
ne en  el  artículo  11,  no  se  procederá  á  sacarlos 
por  la  suerte,  y  losgobeinadores  en  este  casu,  de- 
signarán el  número  de  milicianos  de  marina  que 
deba  dar  cada  cantón  ó  parroquia. 

Art.  23.  Concluida  la  campaña  de  que  habla  el 
anterior  articulo,  los  milicianos  que  sirvieron  en 
ella  serán  licenciados  luego  que  regresen  á  su  pro- 
vincia, y  no  entrarán  en  ^rteo  luksta  que  hayan 
servido  todos  los  que  quedaron  en  su  veciadarie. 
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Art.  24.  Cuando  el  comandante  de  al^uo  ba* 
que  de  guerra  necesitare  marineros  para  el  com* 
pleto  de  la  dotación  que  le  estuviere  sefialada  i 
aquel,  ó  para  reemplazar  los  cumplidos,  moertot 
é  inútiles,  los  solicitará  de  la  autoridad  competen- 
te  por  el  órgano  del  comandante  de  apostadero  ó 
capitán  de  puerto. 

Art.  25.  Los  jefes  políticos  6  jueces  de  peí, 
luego  que  reciban  el  pedido  del  número  de  maii- 
neros  que  se  necesiten  para  los  efectos  del  artículo 
precedente,  ordenarán  la  remisión  y  entrega  que 
se  les  exige,  bien  pur  sorteo,  por  admisión  yolon- 
taria  con  avance,  6  sin  él,  siempre  que  no  faiteo 
ni  en  el  número  ni  en  la  clase  de  hombres  pedidos. 
Art.  26.  Luego  que  los  capitanes  de  puerto  r^ 
ciban  de  la  autoridad  civil  el  número  de  marine- 
ros pedidos,  procederán  á  tomar  á  cada  uno  su  fi* 
liacion,  en  la  cual  ha  de  expresarse  el  tiempo  qoe 
debe  servir  y  el  juramento  de  ser  fiel  á  Ui  Re- 
pública. De  la  filiación,  que  ha  de  quedar  en  el 
archivo  de  la  eapitanía,  se  pasará  una  copia  ti 
capitán  del  buque  á  que  se  destinen  los  marineros. 
Art.  27.  Los  comandantes  de  los  buques  di 
guerra  ocurrirán  á  las  autoridades  competenta 
por  el  conducto  de  los  comandantes  de  apostadero 
6  capitanes  de  puerto  para  la  apreheneion  de  loi 
marineros  desertores,  enviándoles  copia  de  las  fi- 
liaciones respectivas. 

Art.  28.  Desde  el  momento  que  los  milicianos 
marineros  sean  destinados  al  servicio  de  la  mali- 
na quedan  sofitos  á  las  ordenanzas  generales  de  la 
armada. 

Art.  29.  En  todos  los  casos  no  pieyistos  por 
este  decreto  se  observarán  las  disposiciones  con- 
tenidas en  el  que  reglamenta  la  ley  orgánia  de 
la  milicia  naícional  terrestre. 

Art.  30.  £1  Secretario  de  Estado  en  los  Despa- 
chos de  Guerra  y  Marina  queda  encargado  de  li 
ejecución  de  este  decreto,  del  cual  se  dará  coeota 
á  la  próxima  legislatura  con  las  observaciones  qoe 
indique  la  experiencia. 

Dado :  firmado  de  mi  mano :  sellado  con  d 
sello  del  Poder  Ejecutivo  ¡  y  refrendado  por  el 
Secretario  de  Estado  en  los  Despachos  de  Gaerri 
y  Marina  en  Caracas,  á  16  de  Junio  de  1851 
Aüo  25  de  la  ley  y  44  de  la  independeocia. 
José  G,  Monágas. 
Por  S.  E— El  Secretario  de  Estado  en  los  De^ 
pachos  de  Guerra  y  Marina. 

Juan  Muñoz  Téhar. 

MILICIA  MARINERA.  RESOLUCIÓN  EJEOOTIJA  J>« 

28  DB  MAYO  DE  1855  declorando  ?««^^?í 
venezolanos  comprendidos  en  el  artítulo  1.  *J 
decreto  de  la  materia,  son  marineros  cnc^' 
quier  punto  del  litoral  de  la  Repúblua  dor^^ 
se  encuentren. 
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SecneturU  de  Quetn  y  Miiliia. 
Car&cas,  Mayo  28  de  1855,  36  y  45. 

Considerando : 
Q,ue  el  artículo  19  del  decreto  de  16  de  Junio 
del  afio  próximo  pasado  que  reglamenta  la  milicia 
Biarínera,  hace  miembros  de  ella  mdistin lamente 
á  todos  los  venezolanos  de  18  á  50  afios  que  se 
ejerciten  en  la  pezca  6  en  la  navegación:  qne  por 
el  artículo  2?  del  citado  decreto,  la  referida  milicia 
solo  se  formará  por  parroquias  en  los  puertos  ha- 
bilitados de  la  República,  y  que  esto  presenta  los 
inconvenientes  de  que  los  milicianos  do  marina  de- 
clarados tales,  solo  vendrán  á  servir  en  los  indica- 
dos puertos  habilitados,  imponiéndoles  así  un  ser- 
vicio del  cual  se  liberta  á  los  demás  pezcadores  o 
navegantes,  que  también  son  marineros  por  la  ley, 
solo  porque  no  habitan  en  puertos  habilitados,  re- 
sultando en  esta  medida  la  falta  de  equidad  entre 
individuos  que  son  iguales  por  esa  ley  y  están  por 
consiguiente  sujetos  á  iguales  deberes ;  y  finalmen- 
te que  los  milicianos  de  marina  matriculados  ó  ca- 
lificados, para  evadirse  del  servicio  no  tendrían 
mas  que  pasar  á  cualquier  otro  punto  del  litoral  de 
la  República  donde  se  pudiese  hacer  la  califi- 
cación. 

Resuelve : 
Todos  los  venezolanos  comprendidos  en  el  artí- 
culo 19  del  decreto  reglamentario  de  la  ley  de  mi- 
licia marinera  son  marineros  en  cualquier  punto 
del  litoral  de  la  República  donde  se  encuentren,  y 
quedan  por  lo  mismo  en  la  obligación  de  prestar  el 
serYlcio  que  la  ley  les  sefiala,  pudiendo  ser  citados 
por  la  autoridad  competente  donde  se  encuentren, 
sin  que  pueda  servir  de  pretexto  en  manera  alguna 
la  circunstancia  de  mandarse  formar  la  milicia  ma- 
rinera únicamente  en  los  puertos  habilitados. 

Por  8.  E,—José  L.  Silva. 
MILITARES.  Sellos  en  que  se  extenderán  sus 
títulos  6  despachos.    Véase  Papel  sellado  art 
4á8. 
MILITARES.  Alojamiento  de  ellos  en  casas  par- 
ticulares. Véase  Disposiciones  generales  cons» 
iitiLcioTuiles,  art.  216. 
MILITARES  Derecho  de  postliminio  de  que  go- 
zan. Véase  Postliminio, 
MILITARES.  Véase  Orados  militares. 
MILITARES.  Sus  sueldos.  Y éaae  Sueldos.  L.ie 
17  de  May9  de  1845,  y  R.  E.  de  20  de  los 
mismos. 
MILITARES.  Sueldo'  que  solo  gozan  cuando  sean 
encausados.  Véase  Sueldos^  R.  E.  de  15  de  Mayo 
de  1836. 
MILITARES.   Bagaje  que  se  les  suministrará 
ornando  sean  trasladados  de  un  lugar  á  otro  para 
ser  juzgados.  Véase  Bagajes^  R,  £.  de  10  de 
Setiembre  de  1848. 
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MILITARES.  RBsoLvoioii  ja^ovrirh  (sinfb* 
cha)  sobre  los  oficiales  retirados  que  se  ejersi' 
tan  en  alguna  industria^  (*) 
La  consulta  aue  hace  á  la  Tesorería  general  el 
Administrador  de  aduana  de  Guayana,  y  US.  al 
Gobierno  en  su  nota  oficial  de  Marzo  13  número 
132,  sobre  si  un  oficial  de  marina,  disfrutando  li- 
cencia indefinida,  deja  d^  percibir  la  tercera  part« 
de  sueldo  que  le  corresponda,  por  ser  capitán  do 
un  buque  extranjero,  ha  sido  presentada  al  despa- 
cho de  S.  £•  quien  na  resuelto  lo  siguiente.  ''  Si 
el  oficial  de  que  se  trata,  ú  otro  cualquiera  en  su 
caso,  justifica  la  revista  en  los  términos  que  se  ha 
prevenido,  tiene  derecho  á  la  asignación,  porque 
no  hay  ley  que  prohiba  á  los  oficiales  en  uso  de 
licencia  temporal  indefinida,  dedicarse  á  industria 
alguna/  Lo  que  digo  á  US.  en  respuesta. 
Soy  de  US.  muy  obediente  servidor. 

Carlos  Souhlette. 
Es  copia. — Scfuhleite. 
MILITARES.  RESOLUCIÓN  bjbcdtiva  de  24  de 
ABRIL  DE  1835,  disponiendo  que  cuando  transid 
ten  por  la  capital  de  una  provincia  donde  se 
halle  el  Gobernador^  se  presenten  á  él. 
República  de  Venezuela.-^ecretaría  de  Estado  en 
el  Despacho  del  Interior  y  Justicia. — Sección  Mu- 
nicipal.—Caracas,  24  de  Abril  de  1835,  afio  69 
de  la  ley  y  259  de  la  independencia.— Núm.  273. 
Al  señor  Gobernador  de  Guayana. 

Presentada  al  Despacho  la  comunicación  da 
US.,  fecha  10  del  próximo  pasado,  número  19, 
participando  que  no  se  presentan  al  Gobierno  pro- 
vincial algunos  oficiales  en  servicio,  que  transitan 
por  esa  capital  con  permiso  de  sus  Jefes,  ha  resuel- 
to S.  R  lo  siguiente : 

**  Siendo  el  Gobernador  el  primer  Magistrado 
de  la  Provincia,  responsable  de  su  orden  y  segu- 
ridad Interior,  y  al  cual  están  subordinados  por  la 
ley  todos  los  demás  empleados  civiles,  militares 
y  eclesiásticos,  sin  duda  le  están  subordinados  loe 
demás  militares,  así  en  servicio,  como  fuera  de  él, 
y  por  consiguiente,  deben  presentarse  al  Goberna* 
dor,  cuando  lleguen  á  la  capital  de  la  provincia, 
ó  pueblo  donde  el  esté.'' 

Lo  transcribo  á  US.  para  su  inteligencia,  y  en 
contestación  á  su  citada  nota. 
Soy  de  US.  atento  servidor. 

(Firmado.)  Antonio  L.  Quzman. 
Es  copia.«-Oii;7i9Mn. 
MILITARES.  Los  jefes  y  oficiales  no  podrán  sor 
empleados  en  la  milicia  sino  en  su  grado  ó  en 
otros  superiores.  Véase  Milicia  nacional^  art.  5 
de  la  L.  y  11  del  D.  E.  R 

(*)  Esta  resolución  no  tiene  fecha  ni  dirección,  como  se 
vé.  Se  halla  en  la  Clsceta  núm.  68. 
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MIUTARESL  Descuento  á  lossoldedos  para  ves* 
tuario.  Véase  Fuerza  armada  ó  permanente^ 
D.  £.  de  20  de  Diciembre  de  1838,  art.  3/4. 

MILITARES.  Descuento  por  razón  de  hospitali- 
dades. Véase  Descuento  á  los  militares  por  ra^ 
zon  de  hospitalidades^  R.  £.  de  31  de  Enero 
de  1829. 

MILITARES.  Deber  de^concurrir  cuando  están 
en  servicio,  y  con  qué  requisito,  ante  el  tribunal 
que  los  cite  para  rendir  una  declaración.  Véase 
Fuerza  armada  6  permanentej  R.  E.  de  6  de 
Mayo  de  1840. 

MILITARES.  Los  enganchados,  al  cumplir  su 
período,  pueden  separarse,  á  menos  que  Tolun- 
tariamente  quieran  continuar.  Véase  Fuerza 
armada  ó  permanente,  R.  E.  de  25  de  Junio  de 
1840. 

MILITARES.  Su  uniforme  y  divisas.  Véase  l/hi- 
forme  é  insignias^  y  Divisas  militares, 

MILITARES.  Descuento  de  sus  sueldos,  y  demás 
con  que  contribuirán  al  fondo  del  montepío  mi- 
litar. Véase  Montepío  militar,  núm.  29,  39  y 
49  del  art.  19 

MILITARES.'  Papel  que  pueden  usar  en  campa- 
ña para  todos  sus  documentos.  Véase  Papel 
sellado^  art.  15. 

MILITARES.  Reglas  para  sus  matrimonios.  Véa- 
se Comandancias  de  armas,  R.  E.  de  l.^  de 
Junio  de  1840. 

MILITARES.  Por  quién  serán  enterrados  estan- 
do en  actual  servicio.  \éa^e  Sepulturas  de  los 
militares. 

MILITARES.    RESOLUCIÓN  EJECUTIVA    DE  19  DE 

AGOSTO  DE  1636  declarando  que  los  ayudantes 
de  plaza  no  tienen  sobresueldo. 

República  de  Venezuela. — Secretaría  de  Estado  en 

los  Despachos  de  Guerra  y  Marina, — R^o  de 

Guerra. — Sección  tercera. 

Caracas,  19  de  Asfosto  de  1836,  79  de 
la  ley  y  26  de  la  independencia. 
Señor  Comandante  cJe  armas  de  esta  provincia. 

A  virtud  de  una  consulta  dirigida  por  la  tesore- 
ría general  con  fecha  2  de  Julio  último,  se  le  dijo 
por  este  despacho  lo  que  sigue. 

"El  sobresueldo  señalado  á  los  oficiales  del 
ejército  en  el  artículo  14  del  decreto  d^j  Congreso 
de  14  de  Mayo  último,  comprende  solamente  á  los 
capitanes,  •  tenientes  y  subtenientes  que  sirven  en 
la  fuerza  permanente  de  la  República,  como  se  de- 
d|ice  de^  fiftículo  15  del  mismo  decreto;  y  cpmo 
}ofi  ayudantes  d^  plaza  no  pertenecen  á  la  fuerza 
permanente  creada  por  el  decreto  del  Cons^r^so  de 
19  de  Mayo  pasado,  se  declara  que  di(fhqs  ayu- 
dantes no  tienen  derecho  al  sobresueldo  señalado 
en  la  citada  ley." 

El  Gobierno  ha  vuelto  4  exs^minftr  e^ta  cuei^ioi^ 
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á  conaecuenciftide  la  solicitad  del  primer  ayudante 
de  plaza,  Mig^uel  Arias,  que  US.  me  remitió  con  su 
oficio  de  10  del  actual ;  y  no  encuentra  razón  algu- 
na para  alterar  su  disposición.  Dos  decretos  recien- 
tes  del  Congreso  existen  sobre  organización  de  la 
parte  militar:  el  de  I9  y  el  de  14  de  Mayo  último: 
en  el  primero,  que  establece  la  fuerza  permanente) 
no  se  hallan  los  ayudantes  de  plaza  conaprendidoi 
en  ella ;  y  en  el  segundo,  que  habla  del  enganche  y 
sobresueldo,  se  ve  en  sus  artículos  14  y  15  que  estos 
solo  se  conceden  á  los  individuos  de  la  fuerza  per- 
manente. Ademas  de  esta  razón  legal  que  sed^ 
duce  del  tenor  del  decreto  del  Congreso,  encuentra 
el  Gobierno  una  razón  de  justicia  y  equidad  que 
ciertamente  obró  en  el  ánimo  de  los  legisladores, 
para  acordar  el  sobresueldo  solo  á  los  individuos 
de  la  fuerza  permanente,  y  es  la '  de  que  los  aya* 
dantes  de  plaza  desempeSan  funciones  cuyo  ejer- 
cicio no  está  sujeto  á  los  sinsabores  y  fatigas  que 
son  inherentes  á  las  operaciones  de  la  fuerza  per* 
manante,  y  era  muy  natural  conceder  á  eata  cierta 
especie  de  compensación  por  lo  penoso  de  su  tra- 
bajo. Tan  tuvo  esto  presente  el  Legislador,  qne 
para  que  los  individuos  de  la  milicia  disfruten  del 
sobresueldo  concedido  á  la  fuerza  permanente,  es 
necesario  según  el  artículo  16  del  decreto  citado 
de  14  de  Mayo*  que  se  hallen  en  actual  servicio, 
sin  duda  porque  es  eptónces  que  se  equiparan  á 
los  de  la  merza  pern^anente,  por  ejercer  sus  mis- 
mas funciones.  Todo  lo  que  digo  á  US.  de  órdeo 
del  Gobierno,  en  salisfuccíon  á  su  citado  oficio  de 
10  del  actual. 
Dios  guarde  á  US. 

El  secretario  interino,  Francisco  Hernaiz* 
MlfilTARES.  RESOLUCIÓN  ejecutiva  db  co- 
lon bu  i>G  16  DE  EN«RO  DB  1826  declaranáü 
que  no  están  sujetos  á  las  leyes  militares aiiut' 
líos  que  en  uso  de  licencias  indeterminoÁ^ 
residan  en  sus  casas  sin  ninguna  intervención 
en  el  servicio,  y  contraidos  exclusivamente  fl 
sus  intereses  ;  pero  sí  los  demás  que  expresa. 

Bogotá,  Enero  16  de  1826.— 16 
La  Constitución  de  la  República  en  el  artículo 
174  dispone  que  ningún  colombiano  excepto  los 
que  estuvieren  empleados  ei^  la  marina,  6  en  las 
milicias  qye  se  hallareíi  en  actual  serviciOi  4ebaü 
Süjet,ir|e  4  ,}>?  Ipy^  ^^^¥^i  ^.  ,^í'í? 
prfv.enides  ep  €flas¿  y  la-  fp,-^  4^  il  d^  AfOstona 
arreglaaó  los  triounalés  militares  ;  considera,  pues, 


el  GQhierno.  (?o;ppj:efldi4qs  en,.  ,f¡\  m^^f^f^^^' 
¿ioni^  ya  cjt^do  ^  todos  lp,s  x:olombiaDps/q^?  w^' 
man  el  ejército  en  actual  servicio,  que  periénepeü 
f qn  colpq^cion^  ^  c^^rpofii.  cjstados  mayoral  ó  cjer» 
f^n  mÁudósde  ^rma^,  y  ^  los  aue  sin  cataren 
li}p¿yini(;>  de  estos  tres  p^sos,.  so  haJlan  afectos  a  es- 
tados mayores  6  cuerpos,"  pasa»  revista  y  ¿ep^"' 
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dsti  absóíIutdmeRte  de  un  jefe  müitttT'con  residen- 
cia en  cuartel  6  en  punto  á  donde  existe  el  cuer- 
po 6  estado  mayor,  y  dispuestos  al  servicio  lo  mis- 
mo que  los  que  son  efectivos ;  y  así  mismo  consi- 
dera no  comprendidos  á  todos  los  milftares  que  en 
uso  de  licencias  indeterminadas  ( porque  los  cuer- 
pos á  que  pertenecieron  fueron  también  licencia- 
dos) residan  en  sus  casas  en  el  seno  de  sus  fami- 
lias sin  ninguna  intervención  con  el  servicio  mili- 
tar, y  contraidos  única  y  exclusivamente  á  sus  in- 
tereses ;  pues  estos  en  el  concepto  del  Gobierno 
están  como  todos  los  demás  colombianos  en  el  ca- 
so de  no  poder  ser  juzgados  ni  castigados  confor- 
me á  las  leyes  militares.  Ambas  consideraciones 
comprenden  á  la  marina  en  todos  sus  casos. 

Está  rubricado. — Soúblette, 
MILITARES.  CIRCULAR  del  libertador  be  25 
DE  OCTUBRE  DE  1828  previniendo  que  los  que 
padezcan  enfermedades  venéreas  por  mas  de 
seis  meses^  sean  despedidos  del  servicio. 

República  de  Colombia. — Miaisterio  de  estado  en 
el  departamento  de  la  Guerra. — Sección  prime- 
ra.—Bogotá  25  de  Octubre  de  182a 
AI  señor^jceneral  jefe  del  E.  M.  J. 

Habiendo  presentadt)  al  gobierno  kt  comunica- 
ción de  US.  de  11  de  Julio  último  en  que  mani- 
¿esta,  que  en  el  hospital  de  Antioquia  se  halla  Qp 
oñcial  cargado  de  enfermedades  venéreas,  que  lo 
imposibilit£(n  marchar  á  su  destino ;  y  que  por 
otra  parte  seria  lastimosa  su  situación,  si  se  le  con- 
cediera licencia  indefinida,  porque  con  la  asignación 
que  se  le  declarara  no  alcanzaría  á  pagar  la  hospita- 
lidad riiensual  que  le  corresponde,  me  ha  mandado 
S.  £.  contestar  á  US.  que  el  Estado  no  puede  man- 
tener á  ningún  militar  ni  empleado  que,  por  enfer- 
medades Te né reas  u  otras  provenientes  de  vicios, 
hayan  pasada  á  los  hospitales,  ó  estén  de  baja  por 
mas  de  seis  meses ;  que  pasado  este  término,  se  des- 
pedirán del  scrvicjii  los  que  se  encuentren  en  se- 
mejantes casos,  y  que  ios  que  anteriormente  hayan 
conti^aido  méritos,  que  los  hagan  acreedores  á  ob- 
tener alguna  gracia,  lo  comprueben,  para  determi- 
nar lo  conveniente. 

Lo  que  digo  á  US.  para  que  circulándolo  á  los 
departa meivÍQB,  tenga  su  puntual  cumplimiento  es- 
ta disj^osicidn. 

Dios  guardé  á  US.  J.  M.  C&rdota. 

MILITARES.  Véase.  Tribunalesmilitares^  Al- 
ta y  bajá  de  jefes  y  oficiales,  Licencias  tem- 
porales á  los  militahs  en  servicio,  Sueldos^  R^ 
E.  de  18)0  de  Setiettibre  de  Í83G|  Sobresueldos, 
nfHütaHi^  Jhitálidost  R.  G.  de  SOde  Seiiembre 
de  ld86,  comunt^da  ea  R.  E.  de  3  de  Octubre 
siguiente,  Asignaciones  de  los  militares  á 
i¡4fés  personas^    desconiables  de  sus  sueldos. 
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Emiargosj  &  E.  de  24  de  Julio  de  Í841.  y 
Antigüedad  militar, 

MILITARES.  En  actual  servicio  están  exentos 
del  subsidio  para  la  abolición  de  la  esclavitud. 
Véase  Libertad  de  esclavos^  R.  E.  de  20  de  Ju- 
nio de  1854,  punto  39 

MINAS.  hiRYEs  DE  20  VE  MATO  DE  1854  establt- 
ciendo  el  código  de  ellas — deroga  todas  las  le- 
yes^  decretos  ú  ordenanzas  anteriores  sobre  la 
materia 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de    la 

República  de  Venezuela^  reunidos  en  Congreso* 

DECRETAN : 

LEY  I 

De  la  propiedad  de  las  minas. 
^  Art  19  Las  minas  no  pueden  ser  beneficiadas 
sino  en  virtud  de  un  acto  de  concesión  expedido 
por  el  Poder  Ejecutivo.  Se  exceptúan  de  toda  con- 
cesión los  terrenos  auríferos  de  la  provincia  de 
Guayana;  pero  podrán  explotarse  con  autorización 
del  Poder  Ejecutivo,  seffun  el  reglamento  que  al 
efecto  dictare,  pagando  Tos  empresarios  al  Erario 
público  el  diez  por  ciento  del   producto   neto. 

Art.  29  El  Poder  Ejecutivo  da  la  propiedad 
perpetua  de  la  mina,  la  cual  es  desde  luego  tras- 
misible  como  los  otros  bienes,  no  pudiendo  ser 
expropiado  sino  según  las  formas  prescriptas  para 
Tas  otras  propiedades.  La  mina  podrá  ser  vendida 
6  cedida  por  lotes,  sin  necesidad  de  autorización 
previa  del  Poder  Ejecutivo. 
.  Art.  39  Las  minas  son  inmuebles.  Lo  son  tam- 
bién los  edificios,  máquinas,  excavaciones,  y  otros 
titebajos  establecidos  de  una  manera  perpetua.  Lo 
son  también  por  destino,  los  caballos  y  utensilios 
que  sirven  para  su  beneficio.  Sin  embargo,  las  ac- 
cionen 6  intereses  de  una  sociedad  ó  empresa  para 
el  beneficio  de  las  minas,  serán  reputadas  muebles, 
así  como  también  lo  son  las  materias  extraidas, 
las  provisiones  y  otros  objetos  muebles. 

Ar.  49  Por  el  título  de  propiedad  de  cada  mina 
se  satisfarán  los  defechos  de  arancel,  y  ademas  se 
consignarán  previamente  en  la  respectiva  oficina 
de  Hacienda,  treinta  pesos  por  cada  pertenencia 
que  se  haya  conóedida  Estos  servirán  f  ara  íbr* 
mar  un  fondo  con  que  pagar  el  establecimiento  de 
una  cátedra  de  mmería  y  mecánica,  que  se  hará 
en  cada  provhicia  minera  en  que  sea  posible  Nin- 
gún ítmciónliricif  plüblico  podrá  dar  otra  inversión, 
á  este  fondo,  pena  de  reponerlo  á  su  costa. 

Padaen.Cardcas  á  15de  Sfíayode  1854.  afio, 
5^  de  la  ley  y  44  de  la  independencia.— El  Pre^ 
sidei^^0  del  Senádn;  Pedro  Poríero.— El  Presidciv. 
te  dé  la  Cámara  dé  Representantes,  L,  Ruedas,-^ 
El  Sfecréiafio  del  Sétíadó,  /.  A.  Párez.-^El  9t^, 
cretario  de  la  Oámliya  de  Representantes,  J.  Pa- 
dilla. 
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Caracas,  20  de  Mayo  de  1854,  afio  35  de  la  ley 

y  44  de  la  independencia. — Ejecútese. — J.  G,  Mo-' 
9id^as.— Por  S.  E.el  Presidente  de  la  Repübliea. 
El  Secretario  de  Estado  en  los  Despachos  del  In- 
terior, Justicia  y  Relaciones  Exteriores,  Simón 
Planas. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela^  reunidos  en  Congreso. 

DECRETAN : 

LEY  II. 

De  los  actos  que  deben  preceder  á  la  solicitud  de 
concesión  de  una  mina, 

Art  19  Nadie  puede  introducir  sondas  ó  barre- 
nos en  un  terreno  que  no  le  pertenezca,  sin  el  con- 
sentimiento expreso  del  propietario  de  la  superficie, 
ó  con  la  del  Gobierno,  dada  después  de  haber  oido 
á  dicho  pripietario,  á  fin  de  obtener  su  permiso  en 
virtud  de  un  previo  arreglo  que  se  haga  con  él. 
Si  el  terreno  fuere  baldío  no  se  necesitará  requisito 
alguno  para  hacer  en  él  cuantas  investigaciones  se 
crean  necesarias  para  ,el  descubrimiento  de  una 
mina. 

Art.  29  Ningún  permiso  de  averiguación  ó  con- 
cesión dominas  podrá  dar  el  derecho  de  tirar  son- 
das y  abrir  excavaciones  6  galerias,  ni  de  estable- 
cer máquinas  6  almacenes  en  los  lugares  cerrados, 
ni  en  terrenos  contiguos  á  las  habitaciones,  sin  el 
consentimiento  formal  del  propietario  de  la  super- 
ficie. 

Art.  39  Dicho  propietario  podrá  hacer  averi- 
guaciones sin  previa  formalidad  en  los  lugares  re- 
servados por  el  precedente  artículo,  como  igual- 
mente en  las  demás  partes  de  su  propiedad :  pero 
estará  obligado  &  solicitar  una  concesión  del  Poder 
Ejecutivo  antes  de  establecer  en  ellos  el  laboreo  de 
las  minas.  En  ningún  caso  las  averiguaciones 
podrán  autorizarse  en  un  terreno  ya  concedido. 

Art.  49  Todo  venezolano  ó  extranjero  naturali- 
zado tiene  derecho  á  solicitar  una  concesión  de 
minas  si  hubiere  lugar  á  ella. 

Art  59  Cuando  ios  trabajos  deban  hacerse  en 
casas  ó  lugares  de  habitación,  6  que  e)  laboreo 
haya  de  verificarse  en  lugares  donde  se  estén 
haciendo  otras  explotaciones,  que  sean  vecinas,  el 
solicitante  debe  dar  fianza  de  pagar  cualquiera  in- 
demnización en  caso  de  accidente.  Llegado  este 
caso,  las  solicitudes  á  oposiciones  de  los  interesados 
se  llevarán  &  ¡os  tribunales  ordinarios. 

Art  69  El  Poder  Ejecutivo  juzga  de  los  moti> 
vos  ó  consideraciones  según  los  cuales  deba  darse 
la  preferencia  entre  diversos  solicitantes,  prefirien- 
do siempre  al  que  primero  haya  registrado  el  de- 
nuncio ó  acusación,  y  presentado  el  mineral  en- 
contrado en  la  mina. 


Art.  79  Ditde  el  momento  en  que  usa  nm 
fuere  concedida,  aoo  cuando  sea  al  propietario  de 
la  superficie,  dicha  propiedad  se  distingtiirá  de  la 
de  la  superficie,  considerándose  como  una  nnm 
propiedad  sobre  la  cual  podrán  constituirse  nueras 
hipotecas,  sin  perjuicio  de  las  que  hayan  sido  ó 
fueren  constituidas  sobre  aquellas. 

Dada  enCaráeas,  A  15  de  Mavo  de  1854,  aSo 
25  de  laley  y  44  de  la  independencia— El  Presi. 
dente  del  Senado,  Pedro  Portero.~^¥A  Presidente 
de  la  Cámara  de  Representantes,  £.  Attedai.--£1 
Secretario  del  Senado,  J.  A.  Pérez.— El  SecreU- 
rio  de  la  Cámara  de  Representantes,  J.  Padilla. 

Caracas,  20  de  Mayo  de  1854,  afio  25  de  la 
ley  y  44  de  la  independencia.— Ejecátese.^.  ¿. 
Monágas. — Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  Re- 
pública.— El  Secretario  de  Estado  en  los  Des- 
pachos del  Interior,  Justicia  y  Relaciones  Exterio- 
res, Simón  Planas. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  k 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congresa. 

DECRETAN : 

LEY.  nL 

De  las  concesiones, 

ArL  10  La  solicitud  de  concesión  se  hará  il 
OobernaJor  de  la  provincia,  quien  deberá  registrar- 
la en  la  misma  fecha,  y  ordenar  en  el  acto  qne  se 
publique  por  carteles.  Se  acompafiará  necesaria- 
mente á  la  solicitud  un  documento  registrado, eo 
que  conste  que  el  solicitante  se  ha  arreglado  de- 
finitivamente con  el  superfíciarío,  ámenos  que  sea 
este  el  que  solicita  la  concesión,  ó  que  sea  en  terre- 
nos baldíos. 

Art.  29  Dichos  carteles  6  avisos  tendrán  lagar 
por  el  espacio  de  treinta  dias  en  la  capital  de  la 
provincia,  y  en  la  parroquia  donde  esté  situada  la 
mina.  También  se  msertarán  en  algún  periódico  ó 
diario,  si  lo  hubiere  en  la  provincia. 

Art.  39  El  Secretario  de  la  QobernacioD  en- 
tregará al  requi rente  un  extracto  certificado  del  re* 
gistro  de  su  solicitud. 

Art.  49  Las  solicitudes  en  concurrencia  y  !« 
oposiciones  que  se  hubieren  formado,  se  admitirán 
por  el  mismo  Gobernador,  hasta  el  último  día  de 
los  treinta  fijados,  á  contar  desde  la  fecha  de  los 
avisos,  y  serán  también  registradas  como  la  solicitad 
principal.  Las  oposiciones  serán  notificadas  áloa 
interesados,  y  el  registro  se  manifestará  á  todos 
aquellos  que  quieran  instruirse. 

Art.  69  Al  expirar  los  treinta  dias  vÜenadM  las 
formalidades  proscriptas  en  los  artículos  preceden- 
tes, el  Gobernador  de  la  provincia  trasmitirá  todo 
á  la  Secretaría  del  Interior. 

Art.  69  El  Poder  Ejecutivo  decidirá  definitiva' 
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Intiil»  sobre  l«8^tcitad«i4e  úúnimkm,j  no  se 
admitirá  ninguna  oposición  ante  la  Seeretaría  del 
luterior/á  no  ser  que  di<iha  oposicioii  ttársare  so- 
bre la  propiedad  de  la  mina  adquirida  por  eonee- 
sion  ó  de  otra  manera,  en  etiyo  ¿nieo  caso  se  or- 
denará que  las  partes  ocurran  á  los  tributiales  or- 
dinarios á  ventilar  sus  derecboA» 

Art  79  La  extensión  de  la  c^cesíon  43e  deter- 
minará en  el  acta  de  concesión  :  será  limitada  por 
puntos  fijos  tomados  en  la  superficie  del  suelo  y 
figurando  planos  Verticales,  tirados  desde  la  super- 
ficie hacia  el  interior  de  la  tierra  á  una  profundi- 
da^indefínida,  á  menos  que  las  circunstancias  y. 
las  localidades  exijan  otro  modo  de  limitación. 

^  6nico.  La  extensión  de  cada  concesión  será 
de  1.200  varas  si  la  veta  es  reitical,  y  de  2.400  ii 
fuere  horizontal. 

Art.  89  Muchas  concesiones  pedirán  estar  reuni- 
das en  una  misma  persona  sea  como  individuo, 
sea  como  representante  de  una  compañía ;  pero 
siempre  con  la  carga  de  tener  en  actividad  ei  be- 
neficio 6  laboreo  de  cada  concesión* 

Art.  99  Los  productos  de  las- minas  ()ue  Se  ex- 
ploten en'V^enezuela,  quedan  exentos  de  todo  dere- 
cho nacional  y  municipal,  incluso  el  de  peaje,  por 
veinte  años  á  <iontar  desde  la  publicación  de  la 
presente  ley. 

Art  10«  duedan  igualmente  exentos  de  derechos 
^e  importacionjpor  el  mismo  tiempo  de  veinte 
afios,  las  máquinas,  herramientas,  aparejos  y  de- 
mas  utensilios  que  se  importen  para  el  laboreo  ó 
explotación  de  dichas  millas. 

^  fínico.  La  exención  que  se  concede  por  este 
artículo  no  se  amplia  á  los  derechos  de  puertos 
nue  deben  pagar  los  buques  que  exploten  los  pro- 
auctos  mineros,  ni  los  que  importen  las  máquinas, 
herramientas  y  demás  utensilios  para  su  explota- 
ción y  laboreo. 

Art.  11.  Se  concede  una  prima  á  la  explotación 
del  carbón  de  piedra,  azufre,  alumbre,  los  nitrales 
con  bases  de  soda  ó  de  potasa  y  los  sulfates  con 
bases  metálicas,  la  cual  rerá  de  seis  reales  por  la 
tonelada  del  primero  y  de  ocho  reales  por  los 
-demás,  por  el  término  de  cinco  años,  y  cuyo  gasto 
se  sacará  del  uno  por  ciento  de  los  derechos  totales 
de  importación,  fijándose  en  el  presupuesto  de 
gastos  pCi bucos  lo  que  sea  necesario  para  el  pri- 
mer año. 

Art.  12.  El  oro  y  la  plata  que  se  saque  de  las 
minas  que  se  exploten  en  Venezuela,  y  que  se 
ticuñen  eu  el  país,  solo  pagarán  por  derecho  de 
acuñación  un  cinco  por  ciento  el  primero,  y  un 
dos  y  medio  por  ciento  la  segunda,  sin  que  pueda 
«ímpoaérseies  oingvní  otrb  derecho. 

Art  12.  Los  propietarfos  de  minas  que  establé^- 
xan  en  el  pais  Iss  oficinas  de  fundición  y  separa- 
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eion  de  metales,  obtendrán  la  propiedad  que  les 
dará  el  Poder  Ejecutivo,  de  2.000  varas  cuadra- 
das  de  tierras  baldías  contiguas  á  las  minas,  si  las 
hubiere,  6  en  cualquiera  otro  lugar  inmediato  en  , 
que  las  pida,  para  que  puedan  establecer  en  ellas 
todas  las  oficinas  y  demás  labores  que  necesiten. 

Art  14.  Los  propietarios  de  minas  pueden 
tirar  y  abrir  caminos  por  los  lugares  que  lea  con- 
vengan para  la  facilidad  de  sus  operaciones,  pa- 
gando ajuicio  de  peritos  las  daños  que  causen  á 
cualquiera  otro  propietario  particular  por  cuyos 
terrenos  deba  pasar  el  camino. 

Art  15.  Cuando  por  efecto  del  vecindario  6  por 
otra  causa  cualquiera,  los  trabajos  de  explotación 
de  una  mina  ocasionen  daños  á  la  de  otra,  en  ra- 
zón de  las  aguas  que  penetran  en  esta  ultima  en 
mayor  cantidad,  ó  cuando  por  otra  parte  loa  mis- 
mos trabajos  produzcan  un  efecto  contrario  y  tien- 
dan á  desalojar  el  todo  ó  parte  de  las  aguas  de  otra 
mina,  habrá  lugar  á  indemnización,  cuya  estima- 
ción se  hará  por  expertos. 

Art.  16.  Cuando  muchas  minas  situadas  en  di« 
ferentes  concesiones  fueren  atacadas  6  amenaza^ 
das  de  una  inundación  comuna  quesea  de  patnr»- 
leza  ú  comprometer  su  existencia  ó  la  seguridad 
pública,  el  Poder  Ejecutivo  podrá  obligar  á  los 
concesionarios-  de  dichas  minas  á  ejecutar  en 
común  y  á  sus  expensas,  los  trabajos  necesarios 
para  secar  el  todo  ó  parte  de  las  inundadas,  6 
para  detener  los  progresos  déla  inundación* 

Art.  17.  La  aplicación  de  esta  medida  será 
precedida  de  urna  justificación  administrativa,  á 
la  que  serán  llamados  todos  los  interesados,  j 
cuyas  formas  serán  determinadas  por  uo  reglamen- 
to ejecutivo ' 

Art.  18  £1  Poder  Ejecutivo  decidirá^  según  el 
mérito  de  la  justificación,  caáles  son  las  concesión 
nes  inundadas  ó  amenazadas  de  inundación  que 
deben  hacer,  á  expensas  comunes,  los  trabajos  de 
sequía.  Dicha  decisión  será  notificada  adminis^ 
trativamente  á  los  concesionarios  interesadoSi 

Art  19.  Tudas  las  cuestiones  de  indemniza^ 
cion  que  deban  hacerse  por  los  propietarios  de 
minas  en  razón  de  averiguación  ó  trabajos  an- 
teriores al  acto  de  concesión,  se  decidirán  por  un 
tribunal  de  arbitros  arbitradores  constituido  con- 
forme á  la  ley. 

Dada  en  Caracas  á  15  de  Mayo  de  1864,  atlo 
25  de  la  ley  y  44  de  la  independencia^ — El  Pre- 
sidente del  Senado,  Pedro  Porterih'-^Ei  Presiden- 
te de  la  Cámara  de  Representantes,  £•  Ruedas.--^ 
El  Secretario  del  Senado,  J.  A,  Pérez. — ^El  Se- 
cretario de  la  Cámara  de  Hepresentantes,  J. 
Padilla, 

Caracas,  20  de  Mayo  de  1854,  año  25  de  la   )ey 
y  44   de  la   independencia. — Ejecútese. — J.   G* 
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Manáffosnn-Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica.—El  Secretario  de  E.  en  los  DD.  del  In- 
terior, Justicia  y  Relaciones  Exteriores,  Simón 
Planas.  ^ 

El  Senado  y  Camarade  Representantes  de  la 
Jtepública  de  Venezuela^  reunidos  en  Congreso. 

DECRETAN  : 

LEY  IV. 

De  la  supervigilancia  sobre  las  minas. 

Ar.  19  El  Poder  Ejecutivo  nombrará  ingenie- 
ros de  minas  que  bajo  las  órdenes  del  Secretario 
del  Interior  y  de  los  Gobernadores,  ejerzan  una 
supervigilancia  de  policía  para  la  conservación 
de  los  edificios  y  de  la  seguridad  del  suelo. 

Art.  29  Observarán  dichos  ingenieros  el  modo 
como  se  haga  la  explotación,  para  ilustrar  á  los 
propietarios  sobre  sus  inconvenientes  6  su  mejora, 
ó  para  advertir  al  Poder  Ejecutivo  y  Gobernador 
respectivo,  de  los  vicios,  abusos,  ó  peligros  á 
que  está  expuesta. 

Art.  39  Si  la  explotación  compromete  la  se- 
guridad pública,  la  conservación  de  los  pozos,  la 
solidez  de  los  trabajos,  la  seguridad  de  los  obre- 
ros, ó  las  habitaciones  de  la  superficie,  se  pro- 
veerá por  el  Gobernador  como  en  materia  de  po- 
licía. 

Art.  49  Al  nombrarse  un  ingeniero,  el  Poder 
Ejecutivo  fi.)ará  en  el  oficio  de  nombramiento  el 
sueldo  que  deba  gozar  y  las  minas  que  deberá 
visitar  6  vigilar,  sin  perjuicio  de  que  por  separa- 
do le  comunique  las  instrucciones  que  juzgue 
convenientes* 

Dada^^  en  Caracas,  á  16  de  Mayo  de  1854,  afio 
35  de  la  ley  y  44  de  la  independencia. — El  Pre- 
sidente del  Senado,  Pedro  Por/ero.— El  Presiden- 
te de  la  Cámara  de  Representantes,  L.  Ruedas. — 
El  Secretario  del  Senado,  /  A.  Pérez.-^El  Se- 
cretario de  la  Cámara  de  Representantes,  J.  Pa- 
dilla. 

Caracas,  20  de  Mayo  de  1854,  año  25  de  la  ley 
y  44  de  la  independencia, — Ejecútese. — J.  G. 
Monágas.^FoT  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repu- 
blica.-^El  Secretario  de  £.  en  los  DD.  del  In- 
terior, Justicia  y  Relaciones  Exteriores.— iSmon 
Planas. 

El  Senado  y   Cámara  de  Representantes  dé  la 

República  de  Venezuela^  reunidos  en  Congreso. 

decretan: 

LEY  V. 

De  las  concesiones  de  minas  anteriores 
al  presente   Código. 
Art.  19  lios  que  hubieren  alcanzado  concesio- 
nes anteriores  á  la  presente  ley,  se  harán  desde 


el  dia  de  su  paUicaciioo  propietarios  incounsia. 
bles,  sin  ninguna  CpimaUdad  previa  de  avisos, 
D&edidas  de  terrenos  ú  otros  preliminttres,  coa 
solo  la  carga  dé  ejecutar  las  convenciones  qu« 
hubieren  hecho  con  los  propietarios  de  la  so- 
perfícle. 

Art.  29  Los  antiguos  concesionarios  gozaráa 
de  pleno  derecho  de  todas  las  ventajas  que  brin- 
da la  presente  ley ;  así  como  también  quedarán 
sometidos  á  los  deberes  que  ella  establece, 

Dada  en  Carftcas,  á  15  de  Mayo  de  1654,  año 
25  de  la  ley  y  44  de  la  independencia.— El  Pre- 
Bidente  del  Senado,  Pedro  Porí<?rd.-El  Pre- 
sidente  de  la  Cámara  de  Representantes.— I. 
Ruedas. — El  Secretario  del  Senado,  J.  A.  Pera 
— El  Secretario  de  la  Cámara  de  Representao- 
tes,  J.  Padilla. 

Caracas,  20  de  Mayo  de  1854,  año  25  de  li 
ley  y  44  de  la  independencia. — Ejecútese.— J.(i. 
Monágas, — Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  Re- 
pública.— el  Secretario  de  Estado  en  los  DD. 
del  Interior,  Justicia  y  Relaciones  Exterio- 
res, Simón  Planas. 

El  Senado  y  Cámara  de  RefresentanUí  ¿s  ¡i 
República  de  VenezuelayreunidosenCongrw, 

dbgtstan: 

LEY  VI. 

De  las  experticias. 

Art.  19  En  los  casos  |  revistos  por  el  preseni» 
código  y  en  otros  que  nazcan  de  las  circuDítaB» 
cias  en  que  haya  lugar  á  una  experticia,  se  apli- 
carán los  artículos  17  al  25  ley  4»  título  1?(Ií1 
código  de  procedimiento  judicial. 

Art.  29  Los  expertos  serán  nombrados  enlw 
los  ingenieros  ó  agrimensores  que  haya  en  la 
provincia,  en  que  esté  situada  la  mina,  ó  en  su 
defecto  entre  los  hombres  inteligentes  cu  d  ne- 
gocio de  mina  y  de  sus  trabajos, 

Art.  89  Ningún  plano  seiá  admitido  coflwpií- 
za  de  prueba  en  una  controversia,  «  no  ha  «do 
levantado  ó  verificado  por  un  ingeniero. 

Art.  49  Los  gastos  y  dieta  de  los  expertos, 
serán  regulados  por  los  tribunales,  así  como  tam- 
bién los  honorarios  que  puedan  pertenecerán 
ingenieros  de  mina,  todo  según  un  araDcel  qw 
formará  la  Corte  Suprema  de  Justicia.  Pero  m 
habrá  lugar  á  dichos  honorarios,  respecto  de  w 
ingenieros  de  minas,  cuando  sus  operacioMí 
hayan  sido  hechas  en  razón  de  la  supcrrigilaB- 
cia  y  de  la  policía  p&blicas. 

Art.  69  El  tribunal  podrá  ordenar  al  pw 
movente  ía  consignación  de  la^suma  quesejuig«| 
necesaria  para  subven»  á  los  jastoi  de  upa  «• 
perticia  solicitada. 
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Dmdm  enCárácM,  &  16  de  Majo  de  1854,  afto 
25  de  la jley  y  44  de  la  indepeDdencia.-~EI  Pre- 
sidente liel  Senado,  Pedro  Partero, — £1  Pre- 
Bidente  de  la  Cámara  de  Represen  tan  tea,  L. 
Ruedas. — £1  Sectetario  del  Senado,  J,  A.  Pérez. 
-—£1  Secretario  de  la  Cámara  de  Representantes, 
J.  PadiUa. 

Caracas,  20  de  Mayo  de  1854,  afto  25  de  la  ley 
y  44  de  la  independencia.-*-*£jecátese,  J.  G 
Monagos, — Por  S.  E.  el  Presidente  de  la 
Repablka. — el  Secretario  de  £stado  en  los 
DD.  del  Interior,  Justicia  y  Relaciones  Exterio- 
res, Simón  Planas. 

El  Senado  y  Cántara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela^  reunidos  en  Congreso. 

DECRETAN  C 

LEY  yii. 

De  la  policía  y  de  la  jurisdicción  relativa 
á  las  minas. 

Art  19  Las  contravenciones  de  los  propieta- 
rios explotantes  de  minas  fto  concesionarios 
todavia  6  de  otras  personas,  á  las  leyes  y  regla- 
mentos, serán  denunciadas  y  sustanciadas  como 
las  contravenciones  en  materia    de  pura  policía. 

Art  29  Las  penas  serán  de  veinticinco  á 
doscientos  pesos  y  del  doble  en  caso  de  reinciden- 
cia. También  puede  imponerse  de  diez  á  treinta 
dias  de  prisión  correccional,  salvo  los  dafíos  y 
perjuicios  que  sufrieren  las  partes. 

Dada  en  Car&cas,  á  15  de  Mayo  de  1854,  alio 
25  de  la  ley  y  44  de  la  independencia. — El  Pre* 
Bidente  del  Senado,  Pedro  Portero. — El  Pre- 
sidente de  la  Cámara  de  Representantes,  L.  Rué- 
da^.— £1  Secretario  del  Senado,  J.  A.  Pérez. — 
El  Secretario  de  la  Cámara  de  Representante^, 
J.  Padilla. 

Caracas  20  de  Mayo  de  1S54,  año  25  de  la  ky 
y  44  de  la  independenda.— Ejfecáfte^e. — J.  G. 
Monagos. — Por  S.  E,  el  Presidente  de  la  Re- 
pübiica.— El  Secretarlo  de  E.  en  los  DO.  del  In- 
terior, Justicia  y  Relaciones  ExterJoies,  Siman 
Planas. 

£1  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso, 

IXECEETAN  I 

LEY  VIH. 
DísposicioPiesgen^rales.^  ;  .: 
Art.  19  El  Poder  Ejecutivo  dispondrá  looon- 
veniettt^  para  que  una  persona  de  inteligencia  y 
de  práctica  se  ocupe  del  .desoubrimiénto  de  .las 
minas  que  tiene  la  República,  llevando  un  regis- 
tro de  la  calidad^  riqueza,  situación  ^  demás 
cireuñstanoias,  para  I9  cual  se  éolocará  ea^  e( 
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presupuesto  de  gastos  públicos,  del  presente  alio, 
la  cantidad  que  se  estime  necesaria. 

Art.  29  El  mismo  Poder  Ejecutivo  hará  publi- 
car en  los  Estados  de  América  que  crea  con- 
veniente, y  en  Europa  por  medio  de  los  periódi- 
cos mas  acreditados,  y  en  los  idiomas  respecti- 
vos, la  presente  ley,  reglamentándola  para  su 
mejor  éxito. 

Art  39  Se  derogan  cualesquiera  otras  leyes, 
decretos  ú  ordenanzas  sobre  la  materia,  anterio- 
res al  presente  código, 

Dada  en  Caracas  á  15  de  Mayo  de  1864,  afío 
25  de  la  ley  y  44  de  la  independencia.— El  Pre- 
sidente del  Senado,  Pedro  Portero. — El  Presi- 
dente de  la  Cámara  de  Representantes,  L.  Rué- 
das.— El  Secretario  del  Senado,  J.  A.  Pérez. — 
£1  Secretario  de  la  Cámara  de  Representantes, 
J.  PadiUa. 

Caracas,  20  ('e  Mayo  de  1854,  afio  25  de  la 
ley  y  44  de  la  independencia. — Ejecútese. — J. 
G.  Monágas.— Por  S.  E.  el  Presidente  de  la 
República. — El  Secretario  de  E.  en  los  DD.  del 
Interior,  Justicia  y  Relaciones  Exteriores.  Simón 
Planas. 

MINAS.  Decri^to  Ejecutivo  de  4  de  Enero 
DE  1855  reglamentando  la  ley  anterior» 
JOSÉ  GREGORIO  MONAGAS, 

General  en  Jefe  y  Presidente  de  la  República 

de  Venezuela,  ^.  ^.  ^. 

Para  la  mojor  ejecución  de  las  leyes  del  código  de  minas. 

Decreto ; 

^  \^  De  los  objetos  de  la  minería, 

Art  19  Son  objeto  especial  del  ramo  de  mine- 
ría todas  las  sustancias  inorgánicas  que  se  pres- 
ten á  una  explotación,  sean  metálicas,  combusti- 
bles ó  piedras  preciosas,  ya  se  encuentren  en  el  in- 
terior de  la  tierra,  ya  en  su  superficie,  y  cuales- 
quiera que  sean  los  criaderos  que  las  contengan  y 
la  forma  de  un  aprovechamiento. 

Art.  29  La  propiedad  de  las"sustanc¡as  desig- 
nadas en  el  artículo  anterior  corresponde  ai  Elsta- 
do,  y  ninguno  podrá  beneficiarlas  sin  concesión 
del  Poder  Ejecutivo  en  la  forma  que  se  dispone 
eii  las  leyes  del  Código  de  minas.  En  consecuen- 
cia nadie  puede  explotar  ni  labrar  minas,  aun  en 
terreno  propio,  sino  previa  aquella  concesión. 

^  29  De  la  exploración  de  las  minas. 
Art  39  Todo  venezolano  ó  extranjero  natura* 
lizado  puede  hacer  libremente  exploraciones  6  in- 
vestigaciones para  descubrir  los  minerales,  ya  sea 
en  terrenos  baldíos;  municipales,  ya  de.  dominio 
particular,  siempre  qne  estas  operaciones  se  limi- 
ten á  nueras  calicatas,  las  que  no  podrán  exceder 
de  cuatro  vaiss  de  superficie  y  una  de  profondi- 
dad.--  •  ..K  •■.••' 
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Azi.  49  Cuaado  por  no  oncoDimtM  min^lM 
en  las  calicatas,  los  exploradores  quisierea  conti- 
Duacsus  invesMgaciones  por  medio  de  pozos,  ó  ga- 
lerías, y  el  terreoo  fuer^  de  doioinio  pJartioular, 
aquellos  deberin  solicitar  previameojto  el  coosod* 
tiioiento  expreso  del  du9iSo,  y  si  este  se  negare, 
ocurrirá  al  Gobernador  respectivo  para  que  le  no-^ 
tinque  administrativamente  que  preste  el  permi-: 
80,  previo  arreglo  que  se  hsga  con  61 1  pero  si  no 
quisiere  arreglarse,  enténces  se  procederá  de  ooni> 
formidad  con  el  artículo  19,  ley  tereeia  del  referi- 
do Código,  haciéndose  el  nombramiento  de  loa 
áürbitros  arÚtradores  dentro  de  tercero  dia, 

Art  59  No  se  permite  hacer  calitacas  ni  otras 
labores  dé  investigaciones  en  las  carreteras  y  ca- 
ininoa  píübUcos,  en  el  recinto  de  las  plazas  y  po* 
blaciones  no  rurales,  ni  en  los  edificios  de  pro* 
piedad  particular,  A  menos  que  preceda  consenti- 
oiiento  expreso  y  por  escrito  del  duofio,  sin  que 
pueda  aquel  suplirse  por  ninguna  autoridad. 
^  39  De  la   concesión  de  las  minas, 

Art  6.°  Para  obtener  la  concesión  de  una  mi- 
na se  acude  con  una  solicitud  de  registro  al  Go- 
bernador  de  la  provincia,  la  cual  se  anotará  en  un 
libro  destinado  al  efecto,  expresando  el  dia  y  hora 
de  la  presentación.  Se  acompañará  el  documento 
registrado  de  que  habla  el  articulo  primero  ley 
tercera  del  citado  Código  ;  pero  si  el  auperficia- 
rio  no  se  hubiere  querido  arreglar,  entonces  se  pro- 
cederá de  conformidad  con  el  artículo  primero  ley 
sexta  del  referido  Código  para  fijar  el  valor  del 
terreno  y  de  los  perjuicios  que  se  ocasionen  á  su 
dueflo. 

Art.  79  Durante  los  die^  primeros  dias  de  los 
treinta  que  ñja  el  artículo  segundo  de  la  ley  cita* 
da,  el  denunciante  acompaQará  las  muestras  del 
mineral,  y  designará  en  escrito  formal  la  perte- 
nencia  ó  pertenencias  qno  quiera*  conforme  al  ar- 
tículo octavo,  cuya  extensión  es  da  IMO  á  1.400 
varas  en  cuadro,  según  fuere  la  veta  vertical  ú 
horizontal. 

Art.  89  Aun  cuando  se  hubiere  hecho  y  admi- 
tido la  designación  del  artículo  anterior,  si  no  hay 
criadero  será  nula  y  no  podrá  perjudicar  el  dere- 
cho que  tiene  cuaiouiera  otra  persona  de  verificar 
trabajos  indágatenos  6  de  calicatas  en  el  miamo 
terreno  obtenido  é  indebidamente  designado. 

Art  0.^  £nel  lapso  de  los  treinta <tias  ae  abri- 
rá ui^  labor  de  pozo  6  galería,  cuando  menos  de 
diez  var^  castellanas,  que  se  «escavar 4n  sobre  el 
mineral  d^cubierto. 

Alt  10.  Transcurridos,  los  treinta  dias  el  Go- 
bernador remitirá  á  la  Secretaria  del  Iqteríor  las 
■alicitttdea  en  concurrencia  y  las  oposiciones  que 
seibobmea  formado,  á  fin  de  oue  eVSoder  Ejecu- 
(iro  decida  definiti?arae|!|te  sobre  la  preferencia , 


que*  se'ieág»  á'l8tMiiiie6Íonty.aobve  la»  opoiido- 
nes,  á  m^iHis  qua  sea  ^bre  la  propiedad  de  la  mi- 
na, én  cuyo  casa  so  procedería  de  conformidad  cod 
el  .final  del  artículo  sexto  de  la  referida  ley 

Art.  11«  Laooneesioo  de  una^minaseeotendeii 
hecha  ooa  If  condición  de  tañer  en  actividad  el 
beneficio  ó  laboreo  de  ella,  de  conformidad  eos  ei 
artículo  ootavo  de  dicha  ley. 

Art.  12.  Expedido  el  tiinlo  de  propiedad,  el 
interesado  ocurrirá  al  Gobernador  para  que  en 
su  virtud  se  le  dé  le  posesión  de  la  mina.  £sii 
acto  se  efectuará  citando  á  los  duefiosde  las  mi- 
nas colindantes,  seiíalando  los  límites  de  la  cod- 
cesión  y  fijando  los  mojones  que  la  limitcn« 

§  Las  cuestiones,  sobre  limites  de  las  conei- 
siones  se  deciden  por  el  Gobernador  de  la  pny. 
vincia,  con  apelación  dentro  de  tres  dias  á  la  S*. 
cretaría  del  interior,. mas  si  aquellas  se  enlazan 
con  otras  cuestiones  de  derecho,  como  de  pro- 

Ciedad,  pr<|pcripcion  ^c.  pertenecerán  á  los  tri« 
únales  de  justicia. 

^  40  Del  aprovechamiento  y  laboreo  de  ¿oi 
minas» 

Art  13.  El  aprovechamiepto  de  las  aguas  ba- 
iladas dentro  de  una  mina  corresponde  ú  dueño 
de  ella  mientras  conserve  su  propiadfid;  pero  ae- 
ra de  su  cargo  indemnizar  los  daQua  y  perjuicios 
que  por  su  aparición,  conducción  é  incorporacioo 
á  ríos»  arroyos  ó  desagües  se  sigan  á  terceros. 

Art.  14.  El  laboreo  de  una  i^ina  da  deredio 
á  |a  ooQcefiion  de  los  terrenos  que  se  necesitaren 
para  soa  boca*minas,  lumbreras,  edificios,  almace* 
nes,  oficinas  do  beneficio,  dep^isi^o,  lavaderos  7 
otras  dependencias,  servidunnbres  y  caminos.  É 
valor  de  los  terrenos  se  regulará  por  areDiuúea- 
to  entre  los  mineros  y  loa  dueños  6  admioiitra- 
dores  legales  de  las  propiedades;  y  si  no  hobie- 
re  avenamiento  se  proceder^  spigun  el  citado  ati 
tículo  catorc^f  ley  tercera  del  mencionado  C^ 
digo, 

ArU  J5.  Los  duefios  y  trabajadoras  de  miáis 
están  obligados  á  tenerlas  liro^iaii,  deeagaadts» 
ventiladas  y  bien  fortificadas,  proveyéndose  por 
el  (Gobernador  como  en  materia  de  policía  conror* 
rne  al  artjpqlo  tareero  ley  cuarta  del  citado  Có- 
digo ;  pero  la  autoridad  adminisirativa  y  aosdc- 
legados  no  pueden  intervenir  en  dichos,  estable^ 
cimientos  sino  por  causa  justigcada  d^  sijobri* 
dad  y  aeguridad. 

Art.  16.  Loe  propietarios  de  minas  son  res- 
ponsables en  general. de  todos  los. daiof  y  per- 
jcHcíos  (^e  por  oGasion  de  sus  labores  puedao 
sobrevenir  á  im  tercero. 

Dado:  firmado  de  oümatio:  sellado  con  el 
sello  del  Poder  Ejecutivo;  y  refipendado  por  ei 
l^rc torio  de  fislado  mu  lo^  Panchos  del  Iol«< 
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rior,  JiwUcia  y  R^adones  Exteriores  en  Cata* 
cas  é  4  de  Éneco  de  1855,  afip  íiú  de  la  ley  y  49 
de  la  indepeodeacia.-*>i-J.  G.  Momaoas. 

Por  S,  C— El  Presidenta  de  la  RepdUica.-*^ 
El  Secretario  de  Estado  en  los  Despachos  del 
Interior,  Justicia  y  Relaciones  Exteriores. 

Simón  Planas, 

MINAS.  Resolución  Ejecutiva  db  7  db  Ju- 
nio   DS    1854  pidiendo   á    los    Gobernadores 
ciertos  datos  sobre  fomento  y  protección  de 
su  descubrimiento. 
Secretaria  deHnterior. — Sección  tercera. 
Caracas,  Junio  7  de  1854. 
ResneltOf— ^Dígase  en  circular  4  los  Gobernado* 
res  de  provincia. 

Siendo  hoy  el  ramo  de  minas  del  resorte  de 
este  Ministerio,  segon  las  disposiciones  del  Códi- 
go sobre  la  materia,  sancionado  por  el  Congreso 
en  el  presente  año,  el  Poder  ejecutivo  se  ha  ser- 
vido determinar  que  US.  pase  á  esta  Secretaría 
á  la  mayor  brevedad  posible  los  datos  qae  exis* 
tan  en  esa  Gobernación,  obtenidos  en  virtud  de 
la  resolución  expedida  por  el  Ministerio  de  Ha- 
cienda y  que  le  fué  comunicada  por  circular 
de  23  de  Julio  de  1851,  para  fomentar  y  prote- 
ger el.deaoubrímiento  de  los  minerales  existea- 
t€0:eD  esa  provincial  así  como  también  que  re- 
mita una  razón  circunstanciada  de  Ihs  soHciltid'es 
6  denuncios  de  minas  que  se  le  hayan  herho  y 
de  los  títulos  que  hubiere  ex;>ediilo  con  arreglo  h 
lo  dispuesto  en  el  artículo  26  de  la  ley  orgánica 
de  provia«iaS|  ex  )resándose  en  diii;ha  ra^on  A 
jMimbre  y  apellido  del  solicitante  ó  agraciado  y 
ja  situación  de  la  mina ;  ^  igualmente  una  noti- 
cia de  aquellas  que  estén  descubiertas  y  que  per- 
^eaiQ^an  &  ia  nación. 

Ifengo  el  honor  de  comunicarlo  á  US.  para  su 
inteJigy9Dcjay  fines  expreaados. 
Sí^y  íkc.— Por.S  Í..— Planas. 

MlIf4S*  H|:SQI.Upi€iN  DB  15  DE   IXQHBRO  DB  1832 

Ofrokaiyio  la  liberte^  de  derechos  á  las  máqui- 
nas a^e  se  introduzcan  por  Puerto  Cabello  pw? 
T(k  elMneficio  d$  las  de  Aroa. 
Jflepüblica  de  yenezuela.-trrSecretaria  de  la  Cama* 
ra4e, Representantes. — Caracas,  Febrero  20  de 
Ji832,30y220—N913- 
SefLor  Seicretario  de  Hacienda. 

JiBS  Cárnaias  han  considerado  la  nota  de  US. 
(Bjft  qfie  con  fecha  19  de  Abril  del  año  próximo  pa- 
sadpy  h&jP  el  QümeTPJT  de  la  seecioo  central,  da 
en^tji.con  yv^'M  dt^eumentos  de  las  resoluciones 
del. J^íQCfUiv^,  relativas  i  permitir  h  libre  impor- 
tfffiou^de  las.  má<|vin^8  y  demás  instrumentes  que 
ja  soQiedadf explotadora  denlas  minaa  de  Aroa  in- 
^roduvcf^  ppr  Puerto  Cabelioy  pidiendo  su  aproba* 
mn^  -y-  ha»  acordadei  1«  4e  6«pr«^»l«Atep  en  3  y 
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la  del  Senado  en  )5  del  corriente  aprobar  las  di- 
chas resoluciones, 

Tengo  el  honor  de  participarlo  á  US.  en  con- 
testación á  su  citado  oficio. 

Dios  guarde  á  US.  Rafael  Acevedo. 

MINAS     DECRBTO  DB  19  DB  MATO  PE  fSSB/aVO- 

reciendo  al  Coronel  Eduardo  Stqpford  para 
la  explotación  de  las  fiambradas  Caricuena,y 
la  Sierra  en  la  provincia  de  Mérida. 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela  teunidos  eq  Congreso  : 
Vista  la  solicitud  documentada  que  hace  el  Co- 
ronel Eduardo  Stopford  pidiendo  varias  ccmcesio- 
nes  para  laborear  las  minas  de  cobre  y  plomo  nom- 
bradas Caricuena  y  la  Rosa,  que  de  su  propiedad 
existen  en  el  cantón  de  Bailadores,  provincia  49 
Mérida, 

Decretan : 
Art  19  Se  permite  ai  Coronel  Eduardo  Stop- 
fofd,  6  4  quieQ  este  trasnaita  sus  derechos,  la  ex^* 
portación  por  cualquier  puerto  habilitado  de  ia 
República,  de  los  minerales  de  cobre  y  plomo  que 
se  exploten  de  las  minas  denominadas  de  Caricue« 
na  y  la  Rosa,  sin  pagar  derecho  alguno  por  eí  tér* 
mii^o  de  diea  afios,  contados  desde  el  día  en  que 
principie  á  tener  lugar  dicha  exportación. 

Art.  29  Concluidos  los  diez  años  de  que  habla 
el  artíoalo  asiterior,  no  podrá  cobrarse  al  coronel 
Stopford,  ó  á  quien  sus  derechos  represente,  por 
los  diez  años  subsecuentes  mas  que  un  cinco  por 
cielito  sohre  el  valor  de<  los  minerales  que  exporte, 
siempre  que  á  aquella  fecha  se  cobrea  derechos 
mayores  á  esta  producción. 

Art  39  Serán  libres  de  derechos  de-importa- 
ción los  botes,  l^erramientas  y  máquinas  que  se 
importen  para  el  laboreo  y  explotación  de  las  mi- 
nas referidas. 

"^  Art.  49  En  los  terrenos  que  seai^  de  la  propie^ 
dad  del  eofone)  Stopford  que  se  encuentren' sitúa? 
dos  dentro  de  una  legua  cuadrada  ex^  Caricuena 
y  la  Rosa,  solo  él,  ó  quien  su  derecho  obtenga, 
puede  adquirir  propiedad  en  los  minerales  que  se 
descubran. 

Dado  en  Caracas  á  %f  de  Abríl  de  1888,  99  y 
^^-iBl  Presidente  del' Senado,  Juan  j;w¿¿¡(A» 
Cdlcaño.*-^El  Presidente  de  la  Cámara  de  Repre- 
sentantes fHMtci^co  Diaz, — El  Secretario  de  ki 
Cámara 'del  Senado,  José  Ángel  JFWfre.— ^t  Di- 
putado'secretario'de  la  Camarade  Representantes^ 
Jnlia/n  Qarcia, 

Sala  del  ilespacho  en  Caracas  á  1:^  de  Mayo  de 
1888, 9wP  y  M?--iEjecfHe«e,— Car/os  Souhlettc,—. 
Por  S^  E.»B1  Secretario  de  Estado  en  los  Despa* 
ckos  del  Interior  y  Justicia^  Phgo  fiavii^ta  flf' 
bajujo. 
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MINAS.  Exención  del  servicio  en  la  milicia  á 
favor  de  los  que  se  ocupan  en  su  elaboración. 
Véase  Miliria  nacional,  D.  E.  R  §  29  del  ar- 
tículo 80 
MINISTROS  PÚBLICO?.    Decreto   db    29    de 
Junio  de   1824  señalando  los  deberes  y  pre- 
rogativas  de  los  de  la  República  en  países  ex- 
tranjeros. 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Colombia  reunidos  en  Congreso. 
Considef  ando : 
Que  es  necesario,  según  lo  expresa   el  Poder  j 
Ejecutivo  en  su  nota  de  22  de  Mayo  del  año  13, 
declarar  las  obligaciones  que  deben  cumplir  los  | 
representantes   de  la  República   en  las   naciones 
extranjeras,  y  las  prerogalivas  que  deben  gozar, 
asi  como   también    designar  los  uniformes*  con 
que  deban  presentarse  en  las  concurrencias   de 
etiqueta  ;  han  venido  en  decretar,  y  decretan  lo 
siguiente. 

Art.  19  Será  un  deber  de  todos  los  represen- 
tantes de  Colombia  en  cualquier  país  extranje- 
ro, proteger  á  los  ciudadanos  de  la  República, 
reclamar  sus  derechos  si-ies  fueren  violados,  y 
prestarles  todos  los  auxilios  que  les  sean  necesa- 
rios, y  estén  al  alcamce  de  sus  facultades. 

Art.  2.®  Lo  será  igualmente  velar  sobre  la  ob- 
servancia y  cumplimiento  de  los  tratados  cele- 
brados entre  Colombia  y  la  nación  en  la  cual  es- 
tén acreditados. 

Art.  39  También  es  un  deber  de  los  repre- 
sentantes' de  Colombia  en  cualquiera  pais  ex- 
tranjero, reclamar  en  su  caso  los  honores  y  pre- 
rogativas,  inmunidades  y  privilegios  que  según 
el  carácter  con  que  fueren  acreditados,  gozan  los 
de  igual  clase  de  las  demás  naciones  conforme  a) 
uso  y  costumbre  que  ellas  hubieren  adoptado. 

Art.  49  Cada  ministro  6  representante  de  Co- 
lombia  estará  obligado  á  observar  y  cumplir  las 
órdenes  é  instrucciones  de  que  fuere  encargado 
particularmente  por  elGobierno,  y  las  que  se  le 
comunicaren  en  lo  sucesivo  por  el  conducto  del 
ministro  respectivo. 

Art.  59  Los  ministros  ordinarios  6  residen- 
tes tietien'la'facnltad  de  conceder  pasapoites  á 
los  individuo«v,dBGohM!nbia  para  salir  diel  pais 
dondl^  sé  hallen  y  á  los  individuos  de  otras  na- 
cionésque  Jo  pidan  para  ^énir  á  Colombia,  y  en 
los  mUmos  caeos  visar  los  t>a8aportes  expedidos 
por  cytros  gobiernos^  dar  certificaciones  para 
acreditar  la  identidad  de  la  persona  de  un  colom- 
biano, y  su  ctjalidad  de  ciudadano  de  esta  Re- 
pública, y  en  general  todos  lotf  documentos  que 
•  seao  convenientes  para  reclamaran  juicio  6  fue- 
ra de  él  sus  derechos,  como  ciudadano  de  Co- 
lombia ;  pero  todos  estos  actos  serán  gratis. 


Art.  09  ^^  Poder  Ejecutivo  designará  el  ani- 
forme  qtie  hayan  de  usar  los  empleados  diplo- 
máticos en  las  funciones  públicas  á  que  deban 
concurrir  por  etiqueta. 

Dado  en  Bogotá  á  28  de  Junio  de  1824,  14. 
— El  vicepresidente  del  Senado,  Francisco  So- 
to.— El  vicepresidente  de  la  Cámara  de  Repre. 
sentantes,  José  Rafael  Mosquera.*^YA  secreítrio 
del  Senado,  Antonio  José  Caro, — EIdipuladose 
cretario  de  la  Cámara  de  Representantes,  Jni 
Joaquin  Suares, 

Palacio  del  Gobierno  en  Bogotá  á  28  de  Jq. 
hio  de  1824,  14. — Ejecútese. — francisco  de  P. 
Santander*'-Pox  S.  E.  el  Vicepresidente  de  la 
República  encargado  del  Poder  Ejecutivo. 

Pedro  Gual 
MINISTROS    PÚBLICOS.    Sus    sueldos.  Véase 

sueldos  de  los  ministros  públicos. 
MINISTROS  PÚBLICOS.   Lby  de  19  de  Mato 
DE   1841  declarándolas  inmunidades  qu  dt- 
ben  gozar. 
El  Senado   y  Cámara  de  Representantes  de  ia 
República  de  Venezuela,  reunidos  en  Con- 
greso. 
Considerando: 
Que  si  bien  es  cierto  que  la  corte  'suprema  de 
justicia  debe  seguir  por  regla,  en  el  uso  de  la  atri- 
bución tercera  del  artículo  J  47  de  la  Constitución, 
el  derecho  público  de  las  naciones  y  los  tratados 
e,xÍ9tentes,   como  lo  expresa  el  citado  articulo; 
conviene  determinar  cual  sea  el  efecto  de  la^ 
providencias  contrarias  á  esa  misma  regla,  y  euai 
la   responsabilidad   en  que  incurran  los  que  la 
quebranten, 

Decretan. 

Art.  19  Son  de  ningún  valor  legal  las  prori- 
dencias,  decretos  ó  mandamientos  que  de  o/icio 
ó  á  petición  de  parte,  librare  cualquier  tribunal, 
juzgado  ó  autoridad  en  negocios  crítninales 6 ci- 
viles Con'el  fin  de  arrestar  6  detener  á  los  .mi- 
nistros públicos  debidamente  acreditados  eo  Ve- 
nezuela, 6  á  alguna  de  las  personas  de  sus  fami- 
lias y  comitivas,  emplazarlos  para  comparecer  en 
juicio,  embargar  ó  detener  sus  equipajes  y  de- 
mas  artículos  4tle  su  propio  uso  y  los  necesarios 
para  el  desempeño  de  sus.  funciones,  allanar  sus 
habitaciones  ó  ejercer  directamente  sobre  si» 
personas  cualesquiera  actos  de  jurisdicción. 

Art.  .29  Los*  que  ái-sabi'endaé  fíxpidieren  6 
ejecutaren  las  providencias,  decretos,  6  mauáí- 
mientes  á  que  se  contrae  el  artículo  anterior,  s<'B 
violadoresdel  derecho  internacional,  y  serán «s- 
tig^dos  con  lá  destitución  del  empleo  y  F"*'^ 
desde  seis  ráeses  hasta  tres  aff os,  en  el  caso  de 
dirigirse  las '  providencias,  decretos  6  v\mi' 
I  mientoe  contra  lavpersonas  de  los  ministros  po- 
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bucos  ó  de  aus  fanailias ;  y  con  la  pérdida  del 
empleo  y  una  multa  á  juicio  del  tribunal,  en  ios 
demat  casos  del  artículo  anterior.    , 

^  único.  £a  la  Gaceta  de  Gobierno  se  publi- 
cará la  lista  que  los  ministros  públicos  pasen  á  la 
secretaría  de  relaciones  ezteriorea  de  las  perso- 
nas que  compon|;an  sus  familias  y  comitiras. 

Art  39  Los  juicios  de  responsabilidad  con- 
tra la  suprema  corte  de  justicia  por  contraven- 
ción á  esta  ley,  se  iniciarán  en  la  Cámara  de  Re- 
presentantes y  terminarán  en  el  Senado  de  la  ma- 
nera establecida  por  el  artículo  149  de  Ja  Cons- 
titución. De  la  responsabilidad  contra  los  de- 
mas  tribunales,  juzgados  y  autoridades,  conoce- 
rá la  corte  suprema,  representando  de  oñcio  el 
fiscal  de  ella  á  excitación  del  Poder  Ejecutivo. 

Dada  en  Caracas  á  17  de  Mayo  de  1841,  120  y 
31.** — El  Presiilente  del  Senado,  José  Vargas'. — 
£í  Presidente  de  ia  Cámara  de  Representantes, 
Fernando  Olavarria. — El  Secretario  del  Sena- 
do, José  Ángel  Freiré. — El  Secretario  de  la  Cá- 
mara de  Representantes.  Rafael  Acebedo, 

Caracas  19  de  Mayo  de  1841,  129  y  319— 
Ejecútese — José  A-  Páez.—Vor  S.  É.— -El  '^e- 
cretario  de  Relaciones  Exterioras, 

Guillermo  Smith, 
MINISTROS   MARCIALES.  Véase    Corles  mar- 

dales, 

MINISTROS    DE    LAS   CORTES   SUPERIORES.     LoS 

interinos  deben  tener  las  mismus  cualidades  que 
los  propietarios.  Véase  Tribunales  y  Juzgados. 
R.  E.  de  14  Febrero  de  1845. 
MISA  T  TEDEUM  en  los  días  de  ñesta  nacional. 

Véase  Fieslas  nacionales. 
MISIONES  DE  MARACAiBo.  Véasc  Indígenas  de 

Marncaiéo. 
MISIONSS  DK  ouATANA.    Véase  Indígenas  de 

Guayana. 
MODELOS  DE  ELECCIONES.  Véase  Elecciones,  á 

continuación  de  la  Ley  9? 
MONAGAS.  (general  jóse  oregorio.)  decre- 
to DE  4  DE  MATO  DE  1854  concediéndoU  el  go- 
ce íntegro  de  su  sueldo  durante  su  vida. 
£1  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

Considerando: 
Que  el  Ilustre  General  Joeé  Gregorio  Monágas 
se  ha  hecho  acreedor  á  la  gratitud  de  Venezuela 
por  808  grandes  seryicios  prestados  á  la  causa  de 
la  independencia  y  libertad. 

Decretan ; 
Alt  ünico.    Como  muestra  de  agradecimiento 
nacional  se  acuerda  al  Benemérito  General  José 
Gregorio  Monágas,  durante  su  7Ída,  el  sueldo  ínte- 
gro de  iu  grado  cq  la  miüci». 
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Dado  en  Caracas  á  29  de  Abril  de  1854,  año  25 
de  la  ley  y  44  de  la  independencia. — El  Presiden- 
te del  Senado,  Francisco  Balbuena, — El  Presiden- 
te de  la  Cámara  de  Representantes,  ¿.  Ruedas. — 
El  Secretario  del  Senado,  J.  A.  Pérez. — El  Se- 
cretario de  la  Cámara  de  Representantes,  /  Pa- 
dilla. 

Caracas,  4  de  Mayo  de  1854,  aüo  25  de  la  hy 
y  44  de  la  independencia. — Ejecútese— J.  G.  Mo- 
nagos.— Por  S.  E. — El  Secretario  de  Estado  en 
los  DD.  de  Guerra  y  Marina,  Juan  Muñoz  Téhar. 

MONAY  Y  pampangrande  (parroquia  de.) 
Corresponde  a]  «anton  Trujillo.  Véase  División 
territorial.  L.  de  29  de  Abril  de  1856,  §  19  del 
artículo  25.  (Apéndice  ai  29  lomo.) 

MONEDA  NACIONAL.  Ley  de  19  de  Abril  de 
1854  disponiendo  su  acuñación,  ^ 

£1  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso. 

Considerando : 
Primero.  Q,ue  todas  las  naciones  inclusive  Jas 
Repúblicas  americanas  tienen  su  moneda  propia 
que  haciéndolas  mas  conocidas  en  el  mundo  civi- 
lizado, les  [Proporciona  las  ventajas  económicas 
que  son  inherentes  á  la  niedidn. 

Segundo.  Que  con  el  establecimiento  de  un  cu« 
fio,  se  convertirá  en  instrumento  de  los  cambios 
el  oro,  plata  y  cobre  que  posee  la  República  en 
alhajas,  moneda  macuquina  y  otros  objetos,  esti. 
mulándose  ai  mismo  tiempo  el  descubrimiento  y 
ejcplotacion  de  las  ricas  minas  que  existen  en  el 
país,  y 

Tercero.  Que  con  semejante  institución  evita- 
ría la  República  la  escasez  periódica  que  sufre  de 
moneda  menuda,  v  la  pérdida  considerable  que  ex- 
perimenta haciéndola  venir  del  extranjero  sin  po- 
der evitar  que  vuelva  á  salir  del  país  obedeciendo 
á  las  leyes  de  ia  circulación  y  de  los  cambios. 
Decretan: 
Art.  19  Se  establece  una  casa  de  moneda  en 
Caracas  para  la  acuñación  de  oro,  plata  y  cobre, 
según  las  reglas  que  se  fijarán. 

Art.  29  El  tipo  nacional  de  la  moneda  que  se 
acufie,  será  de  cordón,  y  de  forma  circular,  te- 
QÍendo  en  el  anverso  la  efigie  de  ia  Libertad  con 
die2  y  seis  estrellas  al  rededor,  simbolizando  las 
provincias  del  Estado,  y  en  la  base  el  afio  de  la 
«cufiacion,  y  en  el  reverso  las  armas  nacionales 
con  esta  inscripción  '*  República  de  Venezuela,** 
y  en  la  base  el  peso  valor  respectivg  de  la  moneda. 
Art  39  Las  clases  ó  tallas  de  monedas  de  oro, 
serán :  la  onza,  la  media  onza,  el  cuarto  de  on^a, 
ó  doblón,  el  octavo  de  onza  6  escudo  y  el  diez  y 
seisavos  6  peso  que  teodrá  el  nombre  de  ''  VeQe« 
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íolano  de  aro,'*  debiendo  tener  el  mismo  peso  y 
ley  que  las  monedas  de  igual  clase  del  tipo  deci* 
mal  francés. 

Art.  40  Las  clases  ó  tallas  de  moneda  de  pla- 
ta, serán:'  el  fuerte  6  venezolano  de  plata,  el  pe- 
so ó  venezolano  de  plata,  el  medio  peso,  el  cuarto 
de  peso,  ó  peseta,  el  octavo  de  peso  ó  real  y  el 
diez  y  seisavo  de  peso  ó  medio  real. 

Alt.  5?  Las  monedas  de  cobre  ee  divicürán^en 
cuartos  y  octavos,  debiendo  tener  en  Ja  proporción 
debida  igual  peso  á  los  centavos  que  circulan  en 
el  pais  con  el  tipo  nacional. 

Art  69  La  moneda  aculftda  del  modo  que 
queda  estábÍ6C!<io,  se  recibirá  en  todas  las  oñeínas 
publicas  y  por  todos  los  particulares. 
-  Artfc  79  El  Poder  Ejecutivo  aprovechando  lo 
que  quede  útil  del  antiguo  cuflOj  hará  venir  del  ex- 
tranjero con  las  precauciones  necesarias  los  bro- 
queles y  demás  que  se  necesite  para  el  estableci- 
miento de  la  casa  de  moneda,  haciendo  el  gasto 
del  Tesoro  público. 

Art.  89  Fara  la  Administración  de  la  casa  de 
moneda,  se  nombrará  por  la  Cámara  de  Repre- 
sentantes y  por  mayoría  absoluta  de  votos,  un  Di- 
rector que  darark  en  sus  funciones  el  tiempo  de  su 
buen  desempeño,  quien  recibirá  por  formal  inven- 
tario todo  lo  correspondiente  al  establedmiento. 

^  1.0  Si  en  el  presente  año  no  pudiere  la  Cá- 
mara hacer  el  nombramiento  de  Director,  lo  ha* 
T&  e!  Vaéet  ¿jecutivo  interinamente  mientras  aque- 
lla lo  hace  en  propiedad. 

^  29  Cuando  la  elección  se  verifique  por  la 
Cámara,  no  podrá  recaer  en  ninguno  de  sus 
miembros.        • 

Art.  99  El  Poder  Ejecutivo  dispondrá  que  del 
Tesoro  público  se  entregue  al  Director  la  canti- 
dad que  juzgue  suficiente  para  que  este  compre  los 
metales  que  deben  acuñarse.  El  Director  .antes 
de  recibir  dicha  cantidad  prestará  fianza  por  el^ 
duplo  para  responder  por  ella  y  por  el  cuño: 
nombrará  libremente  los  empleados  que  necesi- 
te, y  entregará  en  la  Tesorería  general  semanal- 
mente  toda  la  monedu  que  acuñe. 
•  Art.  10.  La  utilidad  de  la  acuñación  corres- 
ponde al  Director  en  indemnización  de  los  gas- 
tos y  servicios  de  su  persona  y  dependientes; 
pero  contribuirá  para  el  Tesoro  público  cen  el 
cinco  por  ciento  <de  las  cantidades  que  «dtrñe* 

Art.  II.  La  Tesorería  general  llevará  una 
cuenta  ^or  separado  de  todo  lo  concerniente  á 
este  ramo :  y  en  su  oportunidad  cobrará  la  can- 
tidad que  se  haya  prestado  al  Director  para 
compra  de  metalas.  ^ 

Art.  12.  El  Director  no  pondrá  en  circula- 
clon  ninguna  moneda,  y  si  lo  hiciere,  perderá  el 
«mplee ;  ni  la  acuñará  sin  el  peso  y  ley  corres- 


pondiente, bajo  la  pena  de  diez  afSoa  de  presi- 
dio si  la  pusiere  en  circulación. 

ArtA  13.  Por  ningún  motivo  recibirán  los  Te- 
soreros tnoneda  inferior  en  peso  y  ley  &  loque 
queda  proscripto,  y  si  se  les  presentare  alguna 
la  retendrán  y  darán  inmediatamente  aviso  al  Se* 
cretario  de  Hacienda.  Para  recibir  la  moneda,  la 
harán  ensayar  previamente,  y  resultando  legal,  li 
cambiarán  por  igual  cantidad  de  moheda  corriente. 

Art  U.  El  Secretario  de  Hacienda  es  el  ins- 
pector del  cuño,  y  como  tal,  lo  visitará  con  frecueo* 
cía,  y  hará  semanalmente  el  tanteo  de  Caja,  adop- 
tando las  medidas  que  sean  necesarias  para  reno- 
rer  los  inconvenientes  que  oiturraíi. 

Art.  15.  Siempre  que  el  Director  del  cuñopoQ^ 
ga  alguna  moneda  en  circulación,  será  remoTido 
por  el  Poder  Ejecutivo  j  y  si  la  moneda  no  tOTie» 
re  el  peso  y  ley,  será  sometido  á  juicio  para  iopo- 
nerle  la  resppnsabilidad  que  haya  lugar. 

Art.  16.  íios  falsificadores  de  la  moneda  sd* 
frirán  desde  cinco  hasta  diez  años  de  presidio. 

Art.  17.  El  Poder  Ejecutivo  reglamentará  «• 
ta  \fiy  para  su  mejor  ejecución,  é  informará  á  It 
próxima  legislatura  sobre  las  mejoras  que  deb. 
hacerse  en  todo  lo  que  sea  económico  de  la  ceu 
de  moneda. 

Dada  en  Caracas, -á  28  de  Marzo  de  1854,  aüo 
25  de  la  ley  y  44  de  la  independencia. 

El  Presidente  del  Senado,'  Rafael  Enriquez.- 
El  Presidente  de  la  Cártiara  de  Representantes,/ 
A.  Fernández.-^El  Secretario  del  Senado,  J.  i. 
Pérez.— El  Secretario  de  la  Cáinara  de  Repre- 
sentantes, J.  Padilla, 

Caracas,  Abril  1?  de  1854,  afío  25  déla  ley  y 
44  de  la  independencia. — Ejecútese.— J.  G.  Mo- 
nagas.— Fot  S.  E. — El  Secretario  de  Estado  enel 
Despacho  de  Hacienda. — Pió  CehaUh. 

Es  copia. — CehaUos. 

MONEDA   EXTRANJERA.    LEY   DB   30  DE  MARZO 

DE  1848,  señalando  como  unidad  monetaria  d 
franco,  y  mandando  circular  con  su  valor  n- 
lativo  las  demás  monedes  extfanjeras.—Derogi 
la  de  28  de  Marzo  de  1835  p.  94  del  curpo 
comprensivo  de  las  de  ese  año,  y  162,  núm.  1® 
del  de  1851— 3/  esta  la  de  IBde  Mayo  de  1834, 
p.  66  del  cuerpo  comprensivo  de  las  de  ese  &ño^ 
y  163, -n,  lindel  dé  \S&U 
El  Senado  y  Cámara  dé  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela  reimidos  en  Coogrcso, 

.  decretan: 
Art.  19  La  unidad  monetaria  de  la  BepüblK» 
será  el  franco,  que  contendrá  nueve  partes  depl»" 
ta  fina  y  una  de  lígpj  con  el  peso  de  cinco  graiws- 
Art.  29  Las  monedas  de  oro  y  plata  de  todas 
las  naciones  y  sus  frracciones  y  multiplicaciooa 
circularán  por  sus  valores  relativos^  con  tal  q"* 
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aean  óe  cordón^  y  ninguna  inferior  en  ley  á  la 

unidad. 

Art.  39  Los  cenli^vos,  rnedioa  centavoa  y  caar- 
to8  centavos  de  cobre  mandados  intruducir  por  lus 
actos  legislativos  de  13  de  Mayo  de  1834,  28  de 
Marzo  de  1835,  2  de  Mayo  de  1840  y  29  de  xMar- 
zo  de  1 842,  continuarán  circulando  á  razón  de 
veinte  centavos  por  cada  franco,  y  conforme  á  eata 
rata  se  graduará  su  valor  respecto  de  las  demás 
monedas  circulantes ;  pero  el  recibo  de  la  de  cobre 
no  será  obligatorio  á  ¡os  particulares  cuando  la 
cantidad  exceda  de  ^ien  centavos. 

Art  49  Las  monedas  de  cobre  qne  se  mandan 
recibir  por  el  articulo  anterior,  se  cambiarán  en  la 
tesurería  y  en  todas  las  administraciones  de  rentas 
nacionales  6  municipales,  cuando  se  solicite,  por 
las  monedas  de  oro  ó  plata  que  haya  en  ellas,  y 
se  recibirán  también  en  pago  de  los  derechos,  im- 
puestos y  contribuciones  nacionales  6  municipales. 

Art«  59  ^^  Poder  Ejecutivo  hará  formar  y  cir« 
cular  una  tabla  en  que  se  d<pmuestren  los  valores 
comparativos  de  las  monedas  á  que  se  refiere  esta 
ley,  cuya  operación  se  repetirá,  siempre  que  sea 
necesaria,  á  juicio  del  mismo  Poder  Ejecutivo. 

Art.  69  Toda  la  moneda  que  se  introdazca  en 
el  pats,  será  escrupulosamente  examinada  v  re- 
conocida por  un  perito  ensayador  que  nombrará 
el  administrador  de  aduana  respectivo,  á  fin  de 
qué  no  se  importe  ninguna  menoscabada  en  su 
peso  y  ley,  bajo  la  responsabiliJad,  tanto  del  en- 
sayaaor  que  firme  la  diligencia  del  reconocimien- 
to, con  respecto  á  la  calificación  del  metal,  como 
de  los  empleados  reconocedores,  en  cnanto  a]  peao, 
pagaüdo  los  gastos  que  ocasione  esta  operación,  de 
ia  suma  destinada  para  gastos  imprevistos. 

Art.  79  Cuando  por  omisión  del  perito  ensaya- 
dor y  de  ios  empleados  reconocedores  se  importe 
moneda  menoscabada  en  su  peso  6  con  demérito 
en  su  ley»  será  castigado  cada  uno  de  los  que  re- 
salten cTelincuentes,  con  la  multa  de  doscientos  á 
cuatrocientos  pesos  á  favor  del  tesoro  publico,  6 
presiQiO  de  dos  á  cuatro  aflos  ;  y  si  se  probare  di- 
simulo, sufrirá  el  culpable  la  pena  de  seis  afios  de 
presidio  y  de  diez  Á  na  sido  sobornado,  debiendo 
.en  todo  caso  satis&cer  los  perjuicios  qne  haya 
ocasionado. 

Aü  89  La  moneda  que,  introducida  le^men- 
te»  resulte*  falsificada  al  acto  del  reconocimiento  en 
la  aduana,  será  inutilizada  y  se  perderá  por  el 
introductor  á  beneficio  del  tesoro  nacional.  . 

Af  t.  99  Ls  moneda  faWfieada  que  se  introdaz- 
ca eiandestinamente,  y  sea  «prehenidida,  se  imttiU- 
zaráy  quedará  á  beneneio  del  tesoro  páblieo, 
penándose  al  introductor,  si  fuere  deecubierk),  en 
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otro  tanto  del  valor  de  la  moneda  aprehendida  y  en 
cuatro  a&os  de  presidio. 

Art  10.  Todos  los  habitantes  de  Venezuela  na- 
cionales ó  extranjeros,  serán  obligados  á  recibir v 
las  monedas  mandadas  circular  por  esta  ley,  bajo 
la  pena  de  una  cantidad  doble  de  la  que  rehtisaren 
admitir,  que  se  aplicará  al  tesoro  nacional,  salvos 
los  convenios  en  que  se  haya  estipulado  la  entrega 
de  una  moneda  determinada. 

Art.  11.  Se  deroga  la  ley  de  26  de  Marzo  de 
1835. 

Dada  en  Caracas,  ft  28  de  Marzo  dé  1848,  año 
19  de  la  ley  y  38  de  la  independencia.^El  Pre- 
sidente del  Senado,  Eduardo  A,  Hurtado.— El 
Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes,  F<r- 
nando  Olavarria. — El  Secretario  del  Senado, 
José  Ángel  Freiré.— El  Secretario  de  Ja  Cámara 
de  Representantes,  J.  A,  Pérez. 

Caracas.  Marzo  30  de  L848,  aflo  19  de  la  ley  y 
38  de  la  independencia. — Ejecútese. — IHego  Bau- 
tista Urbaneja — Por  S.  E.  el  Vice-presidente  en- 
cargado del  Poder  Ejecutivo, — El  Secretario  de 
E.  en  el  D.  de  Hacienda,  Rafael  Acevedo,  {*) 

MONEDA.  TABLA  del  valar  de  algunai  mone- 
das extranjeras  que  circulan  en    Venezuela 
mandada-formar  par  la  ley  de  28  do  Marzo  de 
J848  que  establece  la  unidad  monetaria  de  Fe- 
nezuela^  y  la  constituye  en  SO  centavos  de  cobre 

^  por  un  franco  en  plata  francesa  de  ^^.  (**) 


(*)  Análisis  comparativo  de  las  Uyes  de  13  de  Mar 
de  1834,  28  de  Marzo  de  1835,  y  30  de  JIfarzo 
de  1848  sobre  moneda  extranjera. 

Entre  las  dt  84  y  85  hav  las  diferencias  siguientes : 
la  de  84  saprimió  el  $  ümco  del  artícalo  4^  de  la  de  86, 
7  aflUulÍ6  la  parte  de  su  articulo  2  9  desde  el  shilling  co- 
lonial Ob  basta  el  cuarto  de  shilHng  colonial  con  el  valor 
de  seis  y  cuarto  centaYoe  fuertes"  y  los  articolps  5  ^  y  7  9 
Comparadas  las  de  85  y  48  resulta :  que  la  de  48  es- 
tablece el  franco  como  anidad  monetaria,  reñriendo  el 
valor  de  las  demás  á  61.  Bn  consecoenciasui^mió  los  «r» 
líenlos  IP  á4P  delade85,  y  afiadió  las  dispoMcionsa 
de  sus  articules,  1, 2,  5, 7, 8,  y  9,  y  la  narte  del  Sqxie  dice: 
pero  el  recibo  (le  la  de  cobre  no  sera  obligatorio  &  loa 
paiiicnlaree  cuando  la  cantidad  exeeda  de  cien  pesca. 

(**)  Habiéndose  cometido  error  de  guarismos  en  la  Ha* 
bla  de  Monedas  extranieras  drealanles  en  VenesUaU  pu- 
blicada en  la  Gaceta  oficial  de  16  del  pasado  mes  de  Abril, 
núm.  910,  respecto  del  valor  de  los  pesos  inertes  de  Espa- 
fia,  Nueva  Granada,  Perú,  Chile,  Méjico,  BoUvia,  Brasil 
y  Estados.  Unidos,  no  siendo  este  rcdncldo  á  reales  de 
$  1,  2|  reales  qne  equivocadamente  se  ha  sentado,  sino  de 
9 1)  2|  reales  *,  equivalente  &  1 1 ,  07|  centavos  pjata  fuerte 
y  á  9  1«  84i  centavos  plata  sencilla,  se  pnbUoa  de  anevo 
la  referida  labia  con  las  oorrecciones  debidas. 

(Notaoftda].) 
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La  media  Corona...  t 
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PERÚ. 
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La  onva  ^^  Estado  de  Chile." ; . 
y  sus  facciones  en  proporción. 
El  peso  fuerte  "  Santiago  '* . . 
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MÉJICO. 

La  onza  de  sus  diversas  casas 

de  moneda 

y  sus  fracciones  en  proporción 
El  peso  fuerte  de  sus  diversos 

sellos ;... 
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REPÚBLICA  ARafiNTINA. 

La  onza  de  1818  á  1828 
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BOLIVIA. 

Laonsa  ''República  Boliviana 
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MONEDA.    RESOLUCIÓN  EJECUTIVA  DE  17  DE»* 

TiEHBBi  ]>E   1849  corrigiendo  la  tabla  ank- 

rior  en  cuanto  al^valor  de  las  onzas  acuñoks 

en  Centro  América  en  1837. 
RepúbJka  de  Venezuela. — Secretaría  de  Hacieo* 

da.— Sección  2^— Circular. 

Caracas,  Setiembre  17  de  1649, 20  y  39. 

'^  Resultando  que  una  onza  de  oro^  de  cordoo, 
acufiada  y  sellada  en  mil  ochocientos  treinta 
y  siete  en  la  República  db  Centro  América  j  re- 
conocida y  pesada  recientemente  de  orden  del 
Poder  Ejecutivo,  tiene  el  mismo  peso  y  ley  qae 
las  del  Perú,  Nueva  Granada,  Chile,  Méjico r 
BoHvia,  comprehendhlas  en  la  tabla  monetíria 
que  se  halla  inserta  en  la  Gaceta  de  Yeoezaeia 
número  914,  S.  E.  declara:  que  todas  lasonn: 
de  oro,  de  cordón,  de  mil  ochocientos  treiaUf 
siete  de  la  citada  República  del  Centro  qae  te 
introduzcan  y  sean  examinadas  conforme  al  aiii 
culo  69  de  la  ley  de  moneda  de  30  de  Marzo  lie 
.1648,  deben  circular  libremente  en  el  paisforso 
verdadero  valor,  que  es  el  de  ochentí^  y  mira 
francos  6  veintiún  pesos  de  plata  sencilla,  j  I» 
de  otros  aSlos  por  el  de  veinte  pesos  ú  ocheniafit^ 
coSf  en  cuyos  términos  queda  corregida  la  léñ- 
.da  tabla ;  comunicándose  aaí  á  las  oficinas  de 
hacienda  y  á  ios  gobernadores  de  prorinciaj 
publicándose  por  la  QBceta." 

Por  S.  E.^K  LecuM. 
Es  copia. — Luuna 

MONEDA.    RESOLUCIÓN      EJECUTIVA    DE^  W 

MAYO    DB     1840     autorizando     al  rm 
Ejecutivo  para  hacer  los  gastos  neeeidfw 
para  la  introducción  de  monedas  mwvdas « 
plata  y  cobre. 
'      República  de  Venezuela.— Secretaría  de  Haciendí. 
Sección  2  f  —Circular. 
Caracas,  Setiembre  17  de  1849,  ííOy  39. 
"Resultando  que  una  onza  de  oro,  de  cordón, 
acusaba  j  s^lUda.  en  mil  ochppientos  treinta  y  sie- 
te en  la  República  de  Ce ntro- América  y  recono«- 
da  y  pesada  recien tetnente  de  orden  del  Fo«J 
BfeatíyO, •ttene'tí!>9ffla'peec^'y fcy ;qil^  1«  f 
Per¿,  f^weva  ai^tJ#to,-€hae.'^'Méfic©  T^Boto 
compíehendida»  eh  iá  tabla  moftotaria  qoé«a w» 
inserta  en  \k  Gaceta  de  Venezuela  nómwo  m 
-S.  E.  -deolataD  que  itoéas  las  onzas  de.,  oro,  ^ 
cordón,  ^emil:e«hoc¿enÍ0S.treinta  y  siete  de  » 
«ítada  Rep6b»ca  del  Centro  ^ue  se  intfodaKaay 
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sean  exaiDUiadils  eaiififrme  al^urtlciilo  d?<de-ia  i^ 
de  moneda  de  90  de  Marco  de  1848,  deben  dt- 
cular  libremente  en  ei  pais  por  eu  verdadera  valor, 
que  es  el  de  ooherUa  y  cuatro  francos  6  veintiún 
pesffs^de  plata  sencMa^  y  ha  de  otros  afioa;  por 
Hde  veinl^  pesos  ú  ochenta  francos^  en  cuyoa 
términos  queda  corregida  Ja  referida  tabla ;  co- 
ro unieándoae  as}  á  lae  oficinas  de  heoienda  y  á  loe 
goberoadoree  de  prjovineiae»  7  publicáodoee  por  la 
Gaceta." 

Por  S.  E. —  V,  léñcuna. 
Es  copia*— JLecima. 

MONEDA*^    RE$/)LT7CI0*N    EJECUTIVA  Di    15   DE 

MARZO  DE  \SB4  fijando  el  valor  por  que  puede 
circular  en  la  República  la  granadina  acuña- 
da en  virtud  de  la  ley  de  1839. 

Secretaría  de  Hacienda. 

Caracas»  Marzo  15  de  1854. 
Resuelto. — Vista  la  coneulta  hecha  por  ei  Se- 
ñor Gobernador  de  Barcelona,  sobre  moneda  gra- 
nadina introducida  en  aquella  provincia;  y  con- 
siderando 19:  que  acmque  la  moneda  granadina 
cuyo  valor  se  consulta  hoy,  tiene  las  mismas  leyen- 
das y  emblema»  que  la  que  sirvií  de  materia  á  la 
resolución  del  Gobierno  '  de  í}7  de  Julio  de  IS52, 
en-laicnal  consta  que  al  iijsrsele  entónccis  elválor 
de  diea  y  tres  cuartos  reíates,   ee  tuv»-  pffesente  "la') 
tabla  circulada  en  eumpiimiento  del  artículo  5?  de' 
la  ley  de  30  de  Mentó  de  1848  sobre  moneda  ejc-' 
tranjera,  aquella  moneda  no- tiene  el  peso  dé  la  ley, 
^^.  qu^altando  á  dicha  moneda  el  peso  legel  que 
correspmide  al  fuerte  granadino,   cuyo  valor  de 
•  ocbo^  reales  fuertes,  equivale  á  diez  y  tres  cuartos* 
real«a>eenoil}o8,'6egiin^  la  misma  tabla  formada  en 
virtud  desarticulo  i9(^e  k  citada  ley,  que  fíjó  el 
fraDeo,»moDeda  francesa,  por  unidad  monetaria  de 
la  Reptibtica,  no  ha  podido  ni  puede  correr  sino  por 
su  valor  relativo,  como  lo  manda  el  artículo-29  de 
la  propi»1ey,  pautado  por  la  unidad  monetaria  de 
la  República,-  é  ñn  de  que  no  aparezca  inferior  á. 
su  ley,  en  cuando  á  la  bondad  6  calidad  de  la  plata, 
39:  onejiat^bdose  tenido  presente  el  sistema  mo 


netano  de  la  Nuera  Granada,  y  sn  ley  del  aflode 
188^  fwU  cuaíse^hlM  lafundioton  y  cufio  qae 
pietivsiv  referida 'eoosallai  y  49:  que  la  leyasig- 
iia(k  é«sie'ee!fo  de  ocho  dineróe  6  M6  doa  ter* 
ciofiDfléñiiiaflV  lo  qfteaotnpraeba^Qe  solé  tieae 
ocho  doiaíws'partefilr  plata- fiqftf,  á  las  citalee  ha 
dado  lami^maley  de  Nueva  Granada  el  > valor 
de«n  te»^  seneiHo  6  de  raedioi^franeo  ft  eada  uno, 
8,'B<  el  Podar  Ejecutivo  se  bu  servido  resolver,* 
de^oQAvEflidftdcon  eldletáiBfin  del  Consejo  de 
Gobierno:  que  la  moneda  granadina  en  eaeetion' 
Xío  puede  cireular  sino  por  e)  valor  -  de  caaire 
fraaeoa^  6  laque  ^  lo  mismoi  de  -  oc||0'  reales 
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■ettcHIos,  que  es  sn  valor  relativo,  comparado  en 
su  parte  dé  plata  flna«  con  el  valor  del  franco, 
que  es  la  unidad  monetaria- de  Yenetuida.  Con- - 

téstese  en  estos  términos  al  seflor  Gobernador 
de  Barcelona,  y  publíquese  esta  resolución, 
Por  S.  E.— Cébalos. 

MONEDA,    DECRETO  DE    8     DE     MAYO    DE  1840 

autorizando  al  Poder  Ejecutivo  para  hacer 
hs  gastos  necesarios  para  la  introducción  de 
monedas  menudas  de  plata  y  cobre* 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de 
la  República  de  Venezuela  reunidos  en 
Congreso. 

CONSIDERANDO  : 

Que  hay  una  suma  necesidad  en  la  República 
de  moneda  menuda  de  plata  y  oobré, 
DEe retan: 

Art«  19  £^  Poder  Ejecutivo  hará  venir  al  pais 
para  su  circalaeion,  en  las  provincias  del  Estado, 
monedas  francesas  de  plata  del  valor  de  un  fran- 
co, de  medio  franco  y  de  un  cuarto  de  franco : 
monedas  americanas  de  plata  del  valor  de  veinte 
centavos,  de  diez  eentavos  y  de  cinco  centavos : 
y  monedas  de  cobre  americanas  del  valor  de  un 
ceaUvo  y  de  medio-  centato* 

Art.  29  Paira pagai»^ loto  pffomioef  gaelosque 
exija  la. inferodtieeion  de  esta  monada,  el  P^der 
£jeeiitftvo  puede  dieponerhasta  de>die2'mil  peeós  ^ 
delt-tesoro  publico,  tomando  él  acuerdo  del  Con« 
seJQtée  Gobierlh)  para  aprobar  los  conOmtee  pfi^ 
bliocMi^  pritadoa  que.eeiebrere  con  este^objeto*. 

Dado  en  Caracas,  á  ftS  de  Abnl  de  184^  a  fio 
Urda  4a  |ey  y  30  de  la  independeneía<»ElPi»e^t> 
sldaate  del  Senado,  Franásco  Aranda,— El  Pre- 
sidente de  la  Cámara  de  Representantes,  JéiHk  ^ 
NrChaves.^-'Ei  Secretario  del  Senado,  José  \Ají^- 
gel  Freiré  — Ei  Secretario  de  la  CAmara  deRe- 
preseatantes,  Rafael  Aceveda^. 

Caráeas,  Ú  de  Mayo  de  1840,  afio  il  de  la  ley 
j  30.de  la  .indepandenciai-i->£jec&tesab-MA«é:i44 
/'deir«-^Por  S*  E--^E1  Seoretario  de  haeienda, 
Cruillermo  Smith, 

MONEDA.     RESOLUCIÓN    EJECrVTlVA   DE  IS    DE   ' 

oorüBRE  DB   1844  decksreMéo  haher-  cesado' 
loséfóctos'  de  la  leítde2&  de  Marzo  de  1842 
mandando  aeu§<^  un^na^nal  de  cohte,  ' 
República  de    VenexweU.-^SecrtUttié  de 
Haáénáet. 

CaVácas,  Octubre  \%  de  1944. 
aystJBiTo. — Habiéndose  acunado  y  distribuí 
do  en  la  República  loa  centavos  de  cobre  con 
cufio  na«ionaly  que  dfspvso  la  ley  de  ^  deBdr^ 
^  de  1641B,  y  reducida  por  su  articulo  79 1^  ^"^ 
eulacion  de  los  (»entavos  de  ta  misma^  materia  ¿oil 
culk>  de  los  &teddsUnidiMvá  los  ya*  ktroduii- 
do^^  sé4iaée  notorio  ¡k^  4o  ^ne  pueda!  coátanlrt^l' 
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eomercio,  que  han  cesado  los  efectos  del  decreto 
do  1^  de^ Mayo  de  1840,  qoe  autorizaba  ia  impor- 
tación de  estos  centavos. 
Circtíle^ey  publíquese. — Por  S.  E — Manrique. 

MONEDA,  Rksolctcion  Ejecutiva  db  16  de 
Setiembre  db  1946  prohibiendo  la  circula^ 
cion  de  las  piezas  de  metal  que  los  merca- 
deres p  detalladores  suelen  hacer  para  su- 
plir la  moneda  en  sus  mas  pequeñas  frac- 
ciones» 

República  de  Venezuela.-- Secretaría  de  Ha- 
cienda.^Carácos  Setiembre  16  de  1845. 
Resuelto. »-«EI  Gobierno  ha  tenido  á  la  vista, 
con  el  informe  del  Gobernador  de  Garabobo,  las 
piezas  de  diferentes  metales,  marcadas  coa  varios 
signos  y  letras  que  los  mercadees  y  detalladores 
del  cantón  Nirgua  han  emitido  y  puesto  en  circu- 
lacino,  para  suplir  la  moneda  en  sus  mas  peque- 
fias  fracciones,  sin  duda  por  ia  escasez  que  se  ha« 
bia  sufrido  de  la  moneda  legal.  La  acuRaeion  de 
moneda  y  la  emisión  de  signos  que  ia  represen- 
tan son  atribuciones  soberanas  reservadas  por  la 
Constitución  de  Venezuela  al  Poder  Legislativo ; 
así,  ningon  individuo,  ni  corporación  están  auto- 
rizados para  sionroriaa.  Los  mercaderes  de  Nir- 
gua han  comenzado  por  supUr,  cada  uno  en  par- 
ticular y  para  la  economía  de  su  venta,  la  mone* 
da  de  ley,  con  una  pieza  de  plomo,  estaño  ó  co- 
bre,  marcada  con. aJgnn  signo,  que  ai  mismo  tiem* 
po  que  servia  de  garantía  contra  la  falsificación, 
aseguraba  la  reversión  de  cada  pieza  al  estableci- 
miento que  la  emitía.  Sin  embargo,  desde  que  por 
la  necesidad  ó  el  iucro,  estes  piezas  hallaron  mas 
6  menos  libre  circulactph ;  desde  que  entra- 
ron al  dominio  del  páblico  y  vinieron  al  conoci- 
miento de  la  autoridad,  esta  no  puede  permitir  la 
continuación  de  este  abuso,  y  mucho  menos  cuan- 
do la  Nación  acaba  de  hacer  considerables  cos- 
tos para  la  introducción  al  pais  de  soíiciente  mo- 
neda menuda,  que  facilita  toda  especie  de  cambio 
6  transacción.  En  esta  virtud  el  Poder  Ejecuti- 
vo, oido  el  voto  del  Consejo,  resuelve  :  que  se  im- 
pida por  las  autoridades  del  cantón  de  Nirgua  y 
por  los  demás  &  quien  corresponda,  la  circula- 
ción de  las  mencionadas,  piezas,  procurando  que 
sean  recogidas,  sin  47erju icio  del  público,  por  los 
mismos  qi:e  las  emitieron ;  y  que  las  mismas 
autoridades,  principalmente  el  Gobernador  de 
Carabobp.,  dicten  las  medidas  necesarias  para 
que  se  provea  el  cantón  de  Nirgua  de  moneda  de 
cobro  legal  en  cantidad  s^ificiente  para  facilitar 
el  cuf^  d^  ios  mercadofi.  Publíquese  en  la  Ga- 
ceta y  comuniqúese  al  Gobernador  de  Carabobo. 
For  S»  £• — Manrique. — E»  copia,  Manrique. 
MO^CfiiA'  Resolución. Ejecutiva  de  21  de 
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DioTEMBRB    DB  1S48  ieclaronio  que  ién 

ser  reeiHdas  aunque  estén  rayadas;  yn^a. 

dando  perseguir  dios  que  tas  rayen,  Unen,  ó 

cercenen, 
Ropábika  de  Venezuela.— Secretaría  de  Ha- 
cienda— Sección  segunda.-^Námero^TO. 
Caracas,  Diciembre  2!  de  1848. 
Retoelto.«*^Dlga8e  en  circular  á  los  seffores  Go- 

bernadores,  Tesorero  general  y  Presidente  del 

Tribunal  de  Cuentas. 

^  Visto  el  oficio  del  seffor  Gobernador  de  la  pro- 
vincia de  Carabobo  de  fecha  4  de  Noviembre  bI- 
timo,  en  que  consulta  si  las  monedas  rayadas  de- 
ben recibirse  por  su  íntegro  valor,  y  consideran- 
do :  que  por  el  artículo  20  de  la  ley  de  30  de 
Marzo  último  sobre  monedas  se  da  entrada  á  !u 
de  todas  las  naciones  por  un  valor  relativo  ala 
unidad  de  Venezuela,  con  tal  que  sean  de  cor- 
dón y  no  inferior  en  la  ley  á  la  unidad:  que  las 
rayas  que  tenga  nna  moneda  cualquiera  no  es 
propiamente  causa  de  depreciación  de  su  valor. 
siempre  que  conserven  su  primitivo  peío  jiey: 
y  que  es  un  abuso  y  hasta  cierto  panto  un  delito 
el  hecho  de  limar,  raer  6  cercenar  la  moaedí, 
siendo  castigado  por  las  leyes  españolas  con  pe* 
na  arbitraria,  8.  E.  resuelve :  que  las  monedas 
aunque  estén  rayadas,  deben  recibirse  en  ia  Re- 
pública por  su  valor  relativo  al  franco,  bnidad 
monetaria  de  la  de  Venezuela,  y  que  se  perslgí 
por  las  autoridades  competentes  á  los  que  las 
rayan,  liman  6  cercenan. 

Comuniqúese  y  publíquesco-Por  S.  E^- 

Cabailero. 
MONEDA.  Resolución   Ejecutiva  de  9  w 

Noviembre  de  1849  declarando  que  la  moM; 

da  falla  en  su  peso,  bien  porque  asi  hafaisli- 

do  del  cuñOy  Hen  porque  haya  sido  recortada, 

limada,  ó  cercenada  de  cualquier  manara,  es 

falsa,  como  la  falla  en  su  ley  y  6  adulterada  t^ 

la  calidad  de  su  metal. 

República  de  Venezuela. — Secretaría  de  Ha- 
cienda.— Sección  segunda. 
.     Caracas,  Noviembre  9  de  1849. 
SeSior  Administrador  de  la  Quaira. 

La  moneda  ialk  en  su  peso,  bien  porque  así 
haya  salido  üel  cuño,  bi^  porque  haya  sido  re- 
cortada, limada  6  cercenada  de  cualquiera  mane- 
ra^i|(|{falsa,  como  ia  ii^lia  en  so  ley  é  adiiitorada 
en.  la  calidad d^  suiEOetal,  aegunel  leogoaje  de 
las  leyes  comunes,  y  especialmente  de  la  (ie  30 
de  Marzo  de  1848  cuyos  artículos  6,8  y  9so& 
exactamente  qplicable^  &  la  una  y  A  la  otra.  Asi 
lo  ha  decidido  el  Poder  Ejecutivo  de  acoardocoo 
el  Consejo  de  Gobierno,  mandando  se  comuni- 
que &  las  adminístracionea  de  aduana  y  damas  ofi- 
cinas de  recaudacioD  de  la  República  para  Is  de 
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bfaU  jpf  Itgiiiriii  y  Aw>M  qfte  catreaponlft.  6011 
este  objeto  y  eomo  coneecaeneia  de  la  nota  de  U. 
de  18  de  Octubre  námere  155,  se  le  dirige  la  pre* 
senté. 
Soy  de  U.  atento  serridor. — Vicente  Lecun0* 
Es  copia.— £ecK»a« 
MONEDA.  Resolución   Cjbcutiva  dk  24  de 
Octubre  de  1851  declarando  comprendida  en- 
tre  la  falsificada  la  menoscabada  en  su  peso. 
Secretaría  del  Interior. — Sección  tercera. 
Caracas,  Octu&re  24  de  1851. 
Resuelto.— Dígase  al  seQor  Gobernador  de  Gua- 
yana. 

Impuesto  el  Poder  Ejecutivo  de  la  nota  de 
US.  fecha  4  de  Agosto  áltimo  número  104 1  en 
que  pide  se  dicte  una  medida  que  corrija  el  mal 
que  se  advierte  en  el  comercio  de  esa  provincia 
por  encontrarse  circulando  moneda  menoscabada 
en  su  peso,  me  ha  ordenado  contestar  á  US. : 
que  la  que  aparezca  en  circulación  menoscabada 
en  su  peso  6  ley,  es  falsificada,  y  que  el  remedio 
que  debe  aplicarse  contra  ese  mal,  es  la  pena  es- 
tablecida en  el  artículo  90  de  la  ley  de  30  de 
Marzo  de  1848  sobre  la  materia,  que  previene: 
que  la  moneda  falsificada  que  se  introduzca  clan- 
deslihamente  y  bea  aprehendida,  se  inutilice  y 
quede  á  beneficio  del  Tesorp  público,  penándose 
al  introductor,  si  fuere  descubierto^  en  otro  tanto 
del  valor  de  la  aprehendida  y  en  cuatro  allos  de 
presidio.  Mas  como  esta  pena  debe  ser  el  resuU 
tado  de  un  juicio,  y  no  de  una  medida  simple- 
mente gubernativa ;  luego  que  se  haya  hecho  la 
aprehensión  de  la  moneda  falsificada,  la  autori- 
dad respectiva  excitará  al  tribunal  competente  pa- 
ra que,  con  la  intervención  fiscal,  tenga  lugar  el 
juicio  y  aplicación  de  la  pena  impuesta  por  la 
ley. 

Soy  &c.— Por  S.  E. — Herrera. 
MONEDA.   Resolución  Ejecutiva  de  16  de 
Junio  de  1852  declarando  permisible  la  in- 
troducción de  fracciones  de  francos. 
Secretaría  de  Hacienda. — Sección  segunda. 
Caracas,  Junio  16  de  1852. 
Resoeko.— -Vista  la  comunicación  del  sefior  Ad- 
ministrador principal  de  aduana  de  ia  Guaira,  en 
que  solicita  la  resolución  eonreniente  acerca  de  la 
suma  de  ciento  veinticinco  pesos  que  por  aquel 
puerto  han  introducido  los  señores  Lagrange  y 
Enjelke  en  fracciones  de  francos,  S«  £•  el  Poder 
Ejecutivo,  de  acuerdo  con  el  dictamen  del  Con- 
sejo de    Gobierno,  se  ha  servido  resolver:  que 
siendo  las  monedas  en  cuestión,   fracciones  de 
nuestra  unidad  monetaria  legal,  se  permita  su  in- 
troducción, fijándosele  su  intrínseco  valor,  que  es 
el  de  cuatro  centavos  venezolanos,  6  lo  que  es  lo 
mismo  cinco  de  ellas  por  un  franco.  Oficíese  en 
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estoa  términos  al  calido  Adoiiiiietrador  dis  adm^ 
na  de  la  Guaira,  y  publíquese  en  la  Gbceta  d^ 
Venezuela. — Por  S.  E. — Gellineau, 
MONEDA.  Derecho  que  pagará  á  su  exporta- 
ción. Véase  Contrihueion  extraordinaria^  art« 
3  ^  6nico,  niúnero  29 
MONEDA.  Resolución  Ejeootiva  de  26  D9 
Julio  de  18&5  previniendo  á  los  administra- 
dores  de  aduana  tomen  las  medidas  necesarias 
para  impedir  la  introducción  de  la  falea. 
Secretaría  de  Hacienda. — Caracas,  Julio  36  de  > 
1855, 
ResaeltOi^^e  ha  sabido  en  este  Ministerio  por 
informe  del  seftor  Secrelario/de  Estado  en  el  Des- 
pacho del  Interior,  que  están  cireulando  en  Is  Re* 
póbliea  monedas  de  oro  y  de  plata  falsificadas, 
comprobando  el  hecho  con  una  del  s^undo  me- 
tal que  ha  remitido.   Esta  imitación  de  una  ^pie- 
za francesa  de  cinco  francos  del  reinado  de  Car- 
los X,  aüo  de  1826,  es  de  un  trabajo  tan  perfec- 
to, que  es  imposible  percibir  diferencia  entre  ella 
y  las  legítimas  si  el  examen  se  contrae  únieamen- 
te  á  comparar  la  una  con  las  otras.  La  piesa  que 
existe  en  este  Despacho  se  compone  deuoa  lároi« 
na  ó  plancha  de  latón  cubiorta  de  ehapaa  delga- 
das de  plata  de  ley.  Estas  chisma  son  tres;  dos 
forman  las  &zes  ó  caras,  la  ptra.  el  ^eanto  6  espe* 
sor  de  la  pieza,  y  esta  se  halla  soldada  con  aque- 
llas en  la  circunferencia  exterior  de  la  grafila.   El 
peso  absoluto  d^  la  piem,  según  el  examen  he- 
cho por  un  inteligente  es  de  trece^diez  y  seis  avos 
de  onza,   calculándose  solo  dos  en  las  hojas  de 
plata  que  la  cubren,  al  paso  que  el  de  las  legítimas 
es  de  catorce  diez  y  seis  avos  6  siete  ochavas. 

Es  imposible  que  tales  piezas  se  hatean  fabrica- 
do en  la  República,  pues  el  estado  del  arte  en  ella 
no  puede  producir  obras  de  tan  perfecta  y  acaba- 
da imitación.  Es,  pues,  evidente  que  proceden  de 
otros  paises. 

Con  el  fin  de  evitar  en  lo  posible  los  perjui- 
cios incalculables  que  ocasiona  á  la  sociedad  un 
hecho  tan  criminal^  ha  resuelto  el  Poder  Ejecuti- 
vo, se  recuerde  á  los  Administradores  de  Adua- 
na el  delicado  deber  que  tienen  de  impedir  la 
introducción  de  moneda  falsificada  ó  menoscaba- 
da en  su  peso,  6  en  su  ley,  dando  extricto  cum- 
plimiento á  las  disposiciones  que  sobre  punto  de 
tanta  trascendencia  contiene  la  ley  de  30  de  Mar^ 
zo  de  1848. 

Con  tal  objeto  nombrarán  el  perito  ensayador 
qué  con  arreglo  al  artículo  sexto  debe  examinar 
y  reconocer  escrupulosamente  toda  la  moneda 
que  se  manifieste  para  ser  importada. 

Harán  inutilizar  como  lo  previene  el  artículo 
B9y  toda  la  que  al  acto  del  receiiocimiento  resul- 
te falsificada^  así  como  la  de  la  misma  condición 


444< 


Ti&fitt&  M  Iméí  LtoisiMnm^ 


9|vehttiididir;  ren^ttoñdo  una  i^etftt  de^áa  data^ 
á  U  Secretaría  de  Háeí^da  pata  atregtet  á  éltaa 
Jas  medida»  que  deben,  dtótarse  con  el  ;^^^^^  ^ 
excluir  láe  qae  hnyan  enttfcdo  en*  ik  oipcfilacion. 

En  cualquier  tiempo  que  se  defce«rbT«'  «I  4ntrOf 
dwctor-clandestino  de  moneda  falarifickda,  «ea'qqe 
estft^hayft  entrado  en  circuUcion,  iea  ^«e  httya  si- 
do áiHes  aprehendida  ^  loif  AAiftinieiradorcs  de 
Rentas  nacionales  le  denunciaríin  á  la  justicia-  ot^ 
diaaria^  para». que  leio^onga  ias  penase  isatsca* 
pondientes,  y  darán  cuenta  inmediatamente  ^1 
Poder- Ejeeotiro. 

Toda  Ja  mdoadá  qoe  ñiere  kiutilisada  se  depo- 
sitará eniaaancaa  de  la  Admiotatnicioni  de  Reto- 
taS:reepeetÍTa :  el  metal  fine-'  que  pueda  contener 
so  valuará  por  un  perito  con  inffcervenoion  de  la 
prifliera  autoridad  civil-  y  de  los  Jefes-de  la  mis* 
ma  AdnáaistMiGtonf  y  se  le  dará  entrada.con  car^ 
go  á  unaK^uenta  que  al  efecto  se  abjirA  en.  el  li- 
broíde  caja  con  el  título  de  ^«  moneda  palsa  wV' 

TILIZADA." 

De  totdo  reconocimiento  de  moneda.qucjae  ha- 
ga en  iaa  Aduanas  se  extenderá  una  diligencia 
que.  firmarán  el  Administrador  é  Interventor  y 
el  perito.ensayador,  y  será  agregada  al  eiqpe- 
diente  de  -entrada* 

En  los  casos  en  que  se  descubra  moneda  fal- 
siñc^da,  bien  sea  cuando  se  presente  legalmen- 
te  al  reconocimiento  de  la^i^duana,  ó  bien  cuan- 
do sea  aprehendida  por  los  empleados  de  esta  al 
introducirse  clanilestinamente,  la  diligencia  que 
ha  de  levantarse  será  autorizada  ademas  con  la 
firma  de  la  primera  autoridad  civil  del  logar ;  y 
se  expresará  en  ella  el  número  de  piezas  de  cn- 
da  especio,  el  valor,  la  nación,  el  nombre  y  na- 
cionalidad del  Introductor,  si  fuere  conocido,  y 
todas  las  demás  noticias  que  se  juzguen  impor- 
tantes. Un  ejenr\plar  se  agregará  al  expediente 
que  debe  formarse  y  otro  se  remitirá  á  la  Secre- 
taría de  Hacienda. 

En  toda  diligencia  de  reconocin\ientó  se  ano- 
taran  Jos  derechos  del  perito,  que  conforme  al 
artículo  69  de  la  ley  citada,  deben  saliir  de  la 
cantidad  destinada  para  gastos  imprevistos., 

Comuniqúese  4  los  A (I'kÍoí aradores  daadua^ 
na  habilitadas  para  la  importación,  á  fin  de  que: 
den  el  mas  extricto  cumplimiento  á  las  disposi- 
cioftts  de-la  ley  y  de  la  preseoie  resolución,. y  á 
J[o9  Gohsmadores  dé  provínola: .para  queilaman*» 
den  observar  por  las  ai»tori4ades  de  su-  depen- 
dencia.— Por  S.  E**^GulTérrez, 
^ONJAtí.  Véase  O^nven/o^,  L.  de  4  de  Marzo 

de-  1896,  y  disparicionfi^  eoncordat^ié^que  U 


MOirriyLTArN-(crAi<«^.<'K«fvÍM^á  que  per^ 
tÍBneoe*y 'parroqifíef  <|ue  lo  ebtiip^iiei!.  Vene 

-DisDÍéionterriíó^ial,^l¿  de  29  dé  AbríNe 
18&6,  art  16  y^su  ^  3?  (Apéndiee  al  Bsginiite 

•tomo,)  .       .  / 

MONTENEGllO   COLON  |Fbhcía»q).  Ds. 

cit^To'  Dé  ^bi^  l^ÁyoDl^  íBiS.  reiterando  la 
'   condonación  de  una  cantidad^  y  ctmcediéndok 

veinticuatro  mil  pesos,  Qoéio  ¿recompensa  de  su 

coT^sagración  á  la  enseñanza,— Reforma  el  de 

96  (fe  Máffó  de  1846  p.  64  deí  cuaderno  de  m 

año;    y  654;    numera   608  del    cuerpo  dt 

1851  (•), 
E}  Senado  y  Cámara  de  Bépresentantes.  de  la 

República  de  Venezuela  reunidos  en  Coa- 
greso : 
Decretan : 

Vista  la  exposición  d<»  Feliciano  Montenegro 
Colon,  en  que  manifiesta  las  dificultades  que  se 
le  presentaron  por  parte  de  sus  acreedores  para 
prestar  su  conformidad  al  decreto  de  26  de  Ma* 
yo  de  1846  dentro  del  término  de  tres  meses  que 
en  él  se  prefijaron  al  efecto,  decretan. . 

Art,  19  La  Nación  condona  á  Feliciano  Mon- 
tenegro Colon  los  doce  mil  pesos  de  que  le  es 
deudor  por  suplementos  constantes  de  diversos 
actos  legislativos  ;  y  ademas  recompensa  su  es- 
merada consagración  ft  la  enseñanza  pública  y 
reparación  del  edificio  que  ocupaba  el  colegio  de 
la*  Independencia,  de  que  fué  fundador,  conce- 
diéndole veinticuatro  milpeóos  que  recibirá  eo 
cuatro  afios  en  porciones  de  á  seis  mil  pesos  en 
cada  uno,  loa  cuales  se  colocarán  en  los  presu- 
puestos de  gastos  públicos.  Montenegro  puede 
disponer  del  moviliarió  que  no  esté  constituyen- 
do parte  en  la  forma  del  edificio^ 

Art.  29  El  Poder  Ejecutivo  dispondrá  que  io- 
mediatamente  se  reciba  él  edificio  y  «e  irai»* 
den  á  él  la  C&mara  del' Sanado  y  las  oficinas  pú- 
blici^  pagadas  por  el  teso ro,  y  para  las  cuales 
hí^ya  aparente  localidad  <  podiendo  ademas  al- 
quilar locales  para  las  que  son  pagadas  por  los 
em  oleados. 

Átu  3P»>Se  deroga  el.deerMto  dev26il6  Maro 
de  I8é6'0o]id€n«nálo.á  .F«aieiano  Montenegro 
Colon  la  canlidad  de  dooe  miJnpcdKMii  t 

Dádó  en  Cárécas  á  90  de  Abril  de"W49, 2ar 
39<_|:}  Préndente  del  Senado,  Jwn  AntoniQ 
Barhosa.^E\  Presidente  de  la  Cámara  de  Re- 
presentantes, Lucio  Pulido.^El  Secretario  del 
Senado,  Mé  Angtl  Fteyre.-^Ei  Secretario  de 
la  Cámara  de  Representantes,  /.  Padilla. 

Caracas  Mayo  «  de  1849,  20  y  39.— í^jecétesc 

(*)  Juzgamos  que  seria  indUl  él  aijlfitís  de  ^0*  ^• 
oretot ;  -  y  por  eso  -le  omiftiaies. 
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tarío  de  £8tad9  y.  M  D«0|»#l>oi  4le  Uaeiwidft  y 
.  RefaiáiMietfixUriwes,  Diega-Anéomt^.QrííaiUro 

MONTENEGRO  COLON  (feLiciano).  decre- 
To  DE  23  DE  FEBRERO  DE  1847  autovizando 
al  Poder  Ejecutivo,  para  distribuir  los  éjem' 
fiares  de  su  geografía  que  posee  el  Estado. 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 
decretan* 

Art.  únieOé  Se  autoriza  al  Poder  /Ejecutivo 
para  que  déla  manera  que  crea  mas  couTeniente 
dístrifouja  en  los  establecimientos  de  educación, 
en  las  cámaras  legislativas,  diputaciones  provin- 
riales,  concejos  municipales,  trtbunales  de  justicia 
y  demás  oficinas  publicas,  asf  nacionales  como 
municipales,  los  rolümenes  de  la  Geografía  de 
'  Montenegro  que  pertenecen  á  la  Nación. 

Dado  en  Caracas^  á  32  de  Febrero  de  18474 18 
y  37. — El  Presidente  del  Senado^  Mariano,  Obis- 
po de  Gnáyana. — -El  Presidente  de  ía  Cámara  de 
Representantes.  Santos  Michelená*-*'EA  Secreta- 
rio del  Senado^  José  Ángel  Prcire.^^FA  Secreta- 
rio de  Í8  Cámara  de  Representantes,  Juan  Anto- 
nio Pérez. 

'  Caracas  Febrero  23  de  1847,  18  y  37.— Ejecú- 
tese.— Diego  Bautista  Urbaneja. — Por  S.  E.  el 
Ticepresidente  de  la  República  encargado  del 
Poder  Ejecutivo. — El  Secretario  de  E.  en  losDD. 
del  Interior  y  Justicia,  Rafael  A  cevedo. 

MOMTEPIO  MILITAR.  RESOLUCIÓN  EJECUTIVA  DE 

22  DE  FEBRERO  DE  1842  declarando  que  lo  que 

se  dedujo  por  este  ^especio  á  los  Militares,  debe 

ser  devuelto  á  sus  viuaas  é  hijos. 
Secretaría  de  Guerra, — Sección  Central 

Caracas  Febrero  2*:?  de  1842. 

Resuelto.'^ToT  el  artículo  I9  del  decreto  legis- 
lativo de  Colombia  de  2?  de  Jiilio  de  1827  se  dis- 
puso que  no  se  exigiera  mas  á  los  individuos  de 
tropa  de  mar  y  tierra  de  lá  República,  lá  parte  que 
se  les  retenía  de  su  sueldo  para  el  establecimien- 
to del  montepío,  y  por  el  artículo  3?  se  encargó 
al  Poder  Ejecutivo  que  inroj-mara  á  la  próxima 
legislatura  la  suma  á  que  ascendían  las  cantidades 
retenidas  en  razón  del  montepío.  Tuvo  efecto 
desde  luego  la  ''suspensión  del  descuento ;  pero 
los  acontecimientos  políticos  pOsteilor eS  6  aquella 
fecha,  impidieron  al  Poder  'Ejecutivo  dar  el  in- 
forme requerido  por  e)  Congreso,  y  por  consi- 
guiente níi^gvna  disposi(5ion  se  acordó  para  el  re- 
integro de  las  sumas  retenidas  á  los  militares  por 
este  respeeto.  En  ésta  virtud,  y  en  t^Ma  de  la  so- 
licitud que  algunos  militares  y  viadas  de  milita- 
res han  dirigido  al  Poder  Ejecutivo  desde  Cumaoá 
•n  3  de'  Enero  último,  i>idiendo  se  les  mande  ajus- 
lar  y  devolver  Id  parte  descontada  de  sus  sueldos 


ipot  luon  deliMiils^fo^  ha  reaoBoddo  el  GoUnr- 
Bo  qüetett^iHo  el  caso  de  doro^ir  eon  ]o  diftpnea* 
to  en  el  artículo  39  del  deereto  mencionadot  y 
para  ello  encarga  6  la  Teaoreiia  genera]  que 
ajiMte  y  liquide  la  parte  retenida  por  cazón  diel 
memeplo  á  iee  roilitarea  que  hubiesen  servido 
en  ha  pirevineias  que  hoy  componen  la  Repúbli- 
ca de  Venecuela  desde  qne  se  prineifñd  el  'dea- 
cñento  hasta  qne  ceaó,  aegnn  los  datos  q«e  cñ- 
tan  en  dieha  Tesorería  general,  en  el  Tribunal 
de  euentasr  en  las  adminiairetiones  de  aduanas 
y^emas  eficinas  püblieaa ;  que  este  ajuste  y  li. 
quidaeionlo  hagan  á  cada  militar,  y  que  obteni- 
da Ja  noticia  del  total  raontamiento  del  ramo,  se 
dé  euenta  al  Congreso  en  «u  oportnnidad.  Publí- 
quese  en  la  Gaceta  de  Gobierno  para  qise  llegue 
á  notida  de  todos  los  que  han  repreeentado  sobre 
el  parlicular.-^Por  S.  K^^Soubletíe. 

MONTEPÍO  MILriAR.LET  DB  17    DE    HATO     DE 

1852  organiüándolo.  -^Deroga  lot  de  27    de 
Mayo  de  1845,  página  31    del  cuaderno  com- 
prensiva de  las  de  ese  año^  y  611^  número  673 
del  cuerpo  de  1851. 
El  Senado  y  Cámara  de  Repttsentttmtes  de   la 
República  de  Venezuela^  rtuni  dos  en  Congreso 
decretan: 

TITULO  I. 

DE    LOS  FOlfDOS    DEL  MONTEPÍO     MILITAR. 

Art.  19  Los  fondos  del  montepío  militar  es« 
tablecido,'  serán  los  siguientes : 

19  La  suma  de  350.000  pesos  á  que  por  térmi- 
no medio  se  con^)uta  la  descontada  en  Jas  ofici- 
nas de  Hacienda  de  Venezuela  por  montepío  á 
los  militares  y  demás  empleados  del  Ejército 
hasta  el  23  de  Julio  de  1827. 

2<>  £1  descuento  de'8  por  100  á  los  Generales 
en  íefe  ;  7  por  100  á  los  de  división ;  ©por  100 
á  los  de  brigads  ;  '5  por  100  á  los  Coroneles  ;  4 
por  100  á  los  primeros  Comandantes  ;  3  y  medio 
por  100  á  los  segundos  Comandantes  ;  3  por  100 
á  los  Capitanes  ;  y  2  y  medio  por'  100  á  los  Ofi- 
ciales subalterno»  y. demás  empleados  que  dis- 
fruten sueldes .áiilltares,  ya-eea  en  actual  servi- 
cio ó  en  uso  de  letras  de  cuartel,  lieencia,  retiro, 
inválidos  6  pensión  de  cualquiera  clase^  excluyén- 
dose la  tropa.  A  los  jefes  y  oáciales  de  la  milicia 
nacional  cuando  estén  en  servicio,  se  les  hará 
igual  descuento  queá  los  jefes  v  oficiales  retira- 
dos. -       ;' 

39  La  diferencia  que  hayadennvueldo  á  otro 
en  el  primer  mes  de  vd  aéoensd  obtenido  por 
cualquier  general,  jefe,  oficial  ó  ecnpleado  militar 
de  los  que  están  iujetos  al  descuento. 

49  Los  bienes  de  cualquier  individna  del  Ejér* 
cito  6  Marina  que  fislieciere  abintesftato  sin  de» 
jar  beredcvo  en  yrado  enií^nepor  la  ley  delm  em* 
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o«krle«  y  ea  cnyo  caso  entrab»  el  iiaco«  latf  o 
que  hayan  dejado  de  ser  aplicadcM  ala  manumí- 
aion. 

59  LasdoDaciones  voiuntaríaa,  legadas,  capita- 
les á  ceoso  y  fundaciones  piadosas  qué  se  hayan 
hecho  ó  se  hagan  en  favor  del  montepío  militar. 
'  60  Cuando  los  generales,  )efes  y  ofíciaies  sir- 
van'destinos  civiles  ó  de  Hacienda  con  pago  de 
las  resitas  nacionales  ó  rounicipales,  se  les  hará 
el  descuento  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el 
número  29  de  este*ariícuIo ;  bien  entendido  que 
si  la  renta,  fuese  mayor  que  la  que  ten- 
dría por  su  ffrado  estando  en  actual  servicio, 
se  tomará  por  base  para  el  descuento  la  cantidad 
correspondiente  al  sueldo  militar, y  el  exceso  lo 
percibirán  integramente  los  interesados. 

79  El  6  por  100  anual  que  abonará  el  erario 
desde  la  publicación  de  esta  ley  por  la  canüdad 
á  que  se  refiere  el  numeio  19  de  este  artículo. 

89  Lo  que  por  bajas  deje  de  erogarse  en  cada 
afio  económico  de  las  sumas  apropiada^  en  el  pre- 
supuesto para  pagar  la  lista  militar  pasiva,  con 
tal  que  las  altas  que  ocurran  en  el  mismo  tiempo 
pn  el  ramo  no  causen  mayores  gastos  que  las 
bajas :  y  la  parte  de  paga  que  dejen  de  tomar  los 
oficiales  encausados,  en  los  casos  en  que  deban 
perderla. 

99  El  sueldo  de  los  dos  meses  siguientes  á  la  muer- 
'   te  de  todo  militar  en  servicio  activo  contribuyen- 
te al  montepío. 

10.  Las  multas  que  se  impongan  con  arreglo 
á  esta  ley. 

Art.  29  Las  oficinas  de  pago  harán,  al  tiempo 
de  efectuarlo,  los  descuentos  de  que  trata  el  ar- 
tículo anterior. 

§  único.  La  disposición  4e  este  artículo  no  im- 
pide que  la  Junta  directiva  pida  á  las  oficinas 
de  recaudación  las  noticias  6  informes  que  juzgue 


convenientes. 


TITULO  IL 


DI  LA  DIRECCIÓN  Y  CONTABILIDAD. 

Art  39  La  Junta  directiva  del  montepío  militar 
se  compondrá  del  Secretario  de  Estado  del  Des- 
pacho de  Guerra  y  Marina  que  la  presidirá :  del 
Comandante  de  armas  de  la  provincia:  de  un  di- 
rector mas  que  nombrará  el  Poder  Ejecutivo  por 
períodos  de  cuairo  aflos,  entre  los  generales  y  jefes 
que  residieren  en  la  capital  déla  República  en  ser- 
vicio 6  con  goce  de  pensión  militar:  el  Tesorero  ge 
neral  de  1«  República  y  un  Secretario  que  será 
elegido  por  el  Presidente  de  lá  Junta  entre  los  em- 
pleados del  Ministerio  de  la  Guerra  :  el  último 
autorizará  sus  actos  y  tendrá  voto  puramente 
consultivo. 

Aft.  49  Esta  Junta  se  reunirá  una  vez  en  la 
semano  y'extraordinaróinieme  cuando  su  Pnaiden- 
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te  lo  disponga,  y  nunealo  faarA  con  menos  ds  iai 
dos  tereeras  partes  de  la  totalidad  de.  su8  miem* 
bros.  Cuando  el  Secretario  de  Guerra  no  poeda 
asktif  por  enfermedad  ú  otra  causa  grave,  la  pre- 
sidirá el  Comandante  de  armas. 

Art.  59  Son  atribuciones  de  la  Junta  directlra. 

1^  Cuidar  del  buen  manejo»  aumento  y  eoD- 
servacionde  los  fondos  del  montepío  con  sujecioo 
en  todo  á  las  reglas  que  dicte  el  Poder  Ejecotiro. 

2^  Nombrar  subdirectores  en  las  prorincias 
donáe  lo  crea  conveniente. 

3f  Tomar  todas  las  providencias.  eonveDÍeotet 
en  el  gobierno  económico  de  este  establecimiento 
dando  al  efecto  los  reglamentos  necesarios. 

4^  Llevar  con  su  informe  al  Poder  Ejecutiro 
las  solicitudes  que  se  le  dirijan  optando  al  montepío 
para  que  declare  si  hay  ó  no  derecho  &  la  pen- 
sión que  se  reclama,  y  hacerpubl¡(»renlaGace' 
ta  oficial  dicho  informe  con  la  resolacion  qae 
definitivamente  recayere. 

5a  Publicar  mensualmense  en  la  Gacela  ofi* 
cial  una  noticia  de  las  nuevas  cédulas  expedidas 
y  de  las  canceladas. 

Art  69  La  Tesorería  general  llevará  en  ramo 
separado  la  cuenta  del  ingreso  y  egreso  del  mon- 
tepío militar,  é  informará  anualmente  al  Poder 
Ejecutivo,  para  que  este  lo  baga  al  Coogreao,  del 
estado  progresivo  del  monte,' y  de  la  suma  qae 
deba  incluirse  en  el  presupuesto  para  elpagodil 
expresado  ramo. 

TITULO  IIL 

DB  LAS    ASIGNACIONES» 

Art.  79  Las  viudas  é  hijos,  las  madres  ó  eo 
sus  casos  las  abuelas  ó  hermanas  legítimas  de  i^ 
militares  que  á  rontinuhcion  se  expresan,  disíruia- 
rán  sin  excepción,  según  e]  último  grado  tnintí 
que  tenian  sus  causantes,  las  siguientes  asigoado- 
nes. 

Las  de  Generales  en  Jefe«.... 40 

Las  de  Generales  de  División». 35 

Las  de  Generales  de  Brigada.. «.«— 30 

Las  de  Coroneles . ^ 

Las  de  Primeros  Comandantesi..- ^ 

Las  de  Segundos  Comandantes  ó  Mayores.. i8 

Las  de  Capitanes ^?.. 1^ 

Los  de  Oficiales  'subalternos. 1^ 

Art«  89  Para  que  puedaa  gosar  de  la  peosioo 
las  viudas  é  hijos,  las  madres,  ó  en  sus  casos»  itf 
abuelas  ó  hermanas  legítimas  de  que  trata  el  arií* 
culo  anterior,  deberán  probar  ante  la  Janta  direc* 
tiva  que  los  causantes  devengaron  siftildo  doiat^ 
ocho  allos  cuando  monos  en  servido  activo  deiil 
armas,  6  que  sufrieron  el  descuento  por  el  mismo 
tiempo. 

Art.  99  Los  ioteresnáos,  6  bien  las  personas 
que  tengan  derecho  á  montepío  que  residan  twx^ 
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de  la  capital  de  la  RepáUica  ó  en  pais  exfranje* 
ro,  pueoen  dirigir  sus  solicitudes  oficialmente  á  ia 
Junta  directiva. 

Art  10.  Gozarán  de  la  misma  pensión  arreglán- 
dose ai  artículo  79*  las  viudas  é  hijos  ó  Ia3  ma- 
dres, ó  en  sus  casos  las  abuelas  ó  hermanas  legíti- 
mas de  loe  jefes  y  oficiales  de  la  milicia  nacional, 
que  hayan  muerto  6  murieren  en  campaña  o  por 
consecuencia  de  heridas  recibidas  en  acción  de 
guerra  6  en  actual  servicio. 

^  jínico.  £1  goce  de  que  habla  este  artículo  no 
requiere  las  condiciones  de  tiempo,  ni  de  descuen- 
to átfjtie  se  refiere  el  89 

Art.  11.  Las  viudas'é  hijos^  las  madres,  ó  en 
sus  c-asos  las  abuelas  ó  hermanas  legítimas,  de  los 
demás  empleados  del  Ejército  6  Marina  que  sir- 
vieron en  la  guerra  de  la  independencia,  y  los  que 
siendo  en  adelante  llamados  al  servicio  murieron 
en  campaña,  ó  bien  de  resultas  de  heridas  en  ella, 
con  tal  que  esto  se  pruebe  competentemente,  ten- 
drán las  asignaciones  siguientes  : 

Las  de  los  Comisarios  de  guerra.. 15 pesos, 

Las  de  los  Auditores  de  guerra 16  ■ 

Las  de  los  Médicos  ó  Cirujanos  mayores.  15  — 

Las  de  los  Comisarjos  ordinarios.-,  — ...10 

Las  de  los  Médicos  q  cirujanos  ordinarios.lO  — — 
Los  hijos  de  los  Capellanes,  habidos  en  le- 
gítimo matrimonio,  las  madres  ó  en  sus 
casos  las  abuelas  ó  hermanas  legíti-  1 

mas . .^.10  . 

Art.  12.  Las  viudas  de  que  hablan  los  artícu- 
los anteriores,  no  disfrutar&n  de  las  pensiones  que 
■e  les  asignan,  cuando  al  tiempo  de  la  muerte  de 
los  maridos  se  encuentren  separadas  por  senten- 
cia de  divorcio,  siendo  ellas  las  causantes* 

Art  13.  £n  los  casos  en  que  la  viuda  lo  sea 
en  segundas  nupcias  sin  tener  hijos  legítimos  del 
causante  y  que  este  los  haya  tenido  del  anterior 
matrimonio,  disfrutarán  estos  la  pensión,  y  ia  re- 
cibirán sus  tutores  6  curadores,  ó  las  personas 
que  se  hubieren  encargado  de  alimentarlos,  cui- 
darlos y  educarlos,  cuya  eircunstantia  se  acredi- 
tará competentemente  ante  la  Junta  directiva 
cuando  soliciten  la  declaratoria.  Los  hijos  varo- 
nes de  que  trata  este  articulo,  disfrutarán  de  la 
pensión  hasta  la  edad  de  los  veintiún  años,  y  si 
tuvieren  impedimento  físico  ó  moral,  que  no  les 
permita  ganar  su  subsistencia,  mientras  dure  el 
impedimento.  Las  hijas  ó  hermanas  en  sus  casos 
conservarán  el  goce  hasta  que  tomen   es^do. 

^  19  Las  viudas  de  que  trata  este  artículo, 
entrarán  al  goce  de  la  pensión,  siempre  que  ha- 
bilndola  disfrutado  los  hijos  que  en  él  se  expre- 
sap,  cesen  de  disfrutarla  conforme  á  esta  ley. 

^  29  Las  viudas  de  segundas  nupcias  con  bi* 
jos,  que  entren  al  goce  de  la  penaioiií  están  en 
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el  deber  de  dividir  esta  entre  todos  los  hyos  de 
sus  causantes  por  iguales  partes, 

Art  14*  No  tienen  derecho  á  la  pensión  de 
montepío  aquellas  personas  á  quienes  los  Gobier- 
nos de  las  otras  secciones  de  Colombia  hubieren 
concedido  pensión  por  mérito  de  militaresy.6  ciu- 
dadanos muertos  en  servicio  ó  por  causa  de  la 
independencia. 

Art  !&•  Aunque  una  misma  persona  ó  fami- 
lia tenga  derecho  al  montepío  por  mas  de  un  res- 
pecto, nunca  disfrutará  sino  la  pensión  que  Je 
corresponda  por  aquel  que  le  dé  mayor  f  oce. 

TITULO  IV. 

])EI«  MODO  DE  COHPROBAABL  DERECHO  A  LAS 
PENSIONES 

Art  16.  Las  personas  acreedoras  al  goce  de 
las  pensiones  del  montepío  militar,  para  compro- 
bar su  derecho,  deber&n  justificar  ademas  de  los 
servicios  del  individuo  de  quien  se  derive  dicho 
derecho  de  conformidad  con  el  artículo  89  los 
hechos  siguientes : 

19  £1  último  empleo  efectivo  del  General,  Jete 
ú  oficial  difunto. 

29  La  muerte    del  mismo. 

39  -Eli  legítimo  matrimonio  del  finado  con  la 
persona  que  como  viuda  suya,  reclama  el  dere- 
cho. 

49  La  legitimidad  de  los  hijos,  hermanas  6 
abuelas  cuando  á  ellas  corresponda  ia  pen?ion. 

^  19  La  prueba  de  que  trata  el  artículo  89  se- 
rá la  hoja  de  servicios  expedida  por  los  jefes  del 
cuerpo  en  que  servia  el  causante,  ó  por  la  Secre- 
taría de  Guerra  del  asiento  que  debe  llevarse  en 
ella ;  y  á  falta  de  este  documento,  suplirá  el  cer- 
tificado* de  la  Tesorería  general,  de  las  revistas  de 
comisario  pasadas  en  los  ocho  años,  bien  en  con- 
tinuo servicio,  bien  interrumpido  este. 

§  29  Los  jefes  de  los  cuerpos  militares,  el  Se- 
cretario de  Guerra  y  el  Tesorero  6  Tesoreros  ge- 
nerales, facilitarán  gratis  los  documentos  de  que 
trata  este  artículo  inmediatan)ente  que  los  solici* 
te  el  interesado,  quien  podrá  ocurrir  á  la  Junta 
en  caso  de  retardo  que  perjudique  su  reclamo, 
para  que  esta  lo  exija  oficialmente. 

^  39  £n  las  provincias  en  que  alguna  ofioina 
subalterna  de  Hacienda  mediante  la  revista  de 
comisario,  pague  á  la  fuerza  permanente,  expedí- 
rá  su  administrador  6  encargado  el  certificado  de 
que  habla  este  artículo,  debiendo  las  juntas  su- 
balternas exigirlos  en  los  casos  de  retardo. 

^  49  Para  comprobar  tos  casos  comprendidos 
en  el  artículo  89  son  necesarias  copias  auténtieas 
de  uno  ó  mas  datos  oficiales  existentes  en  las  ofi- 
cinas 6  archivos  de  la  República,  6  do?  certifica- 
cienes  6  declaraciones  jurídicas  de  dos  generales 
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6  coronelM  qae  ae  hallaron  en  la  campafia  6  ac- 
ción de  guerra  en  que  murió  el  causante,  ó  que 
lea  conato  que  fué  ejecutado  por  los  enemigos  de 
la  independencia  de  Venezuela. 

,§  59  Las  pruebas  de  que  habla  este  artículo, 
podrftñ  presentarse  al  (Gobernador  de  la  provincia 
en  que  YXYan  ios  agraciados,  ó  al  Subdirector,  si 
lo  hubiere  establecido  en  ella,  por  cuyo  conducto 
en  dichos  casos,  se  enviarán  informadas  á  la  Jun- 
ta directiva,  y  ésta,  al  elevarlas  ai  Grobierno,  emi- 
tirá tu  juicio  sobre  el  mérito  de  los  documentos. 

TITULO  V. 

DISPOSICIONES  GENERALES. 

Art.  17.  La  correspondencia  entre  la  Junta 
directiva  del  montepfo  y  otras  autoridades  y  em- 
pleados de  la  Repáblica,  es  oficial. 

Art.  16.  Las  cantidades  del  montepío  no  po- 
drán aer  extraídas  por  autoridad  alguna  para  dar> 
les  otra  inversión  que  el  pago  de  las  pensiones 
aeftaladas  en  esta  ley.  Cualquier  empleado  que 
disponga  del  todo  ó  parte  de  eat/^4,  caudales,  pa- 
gará el  duplo  en  dinero  efectivo,  mediante  el  jui- 
cio qti^e  se  Le  seguirá  por  los  tribunales  compe- 
tentes. 

Art.  19.  Lpa.  aubdirectores  y  demás  emplea* 
doi  públicos  que  no  cumplieren  oportunamente 
los  encargos  que  les  haga  la  Junta  directiva  con 
relación  al  instituto,  6  que  demorasen  el  cumpli- 
miento de  algún  deber  de  los  que  se  les  atribuyen 
por  los  reglamientos  del  ramo,  serán  multados  des- 
de diez  basta  cij^n  pesos  á  juicio  de  la  miskna  Jun- 
ta por  medio  de  un  juez  ordinario  ejecutivamente. 
Art  20.  Los  Gobernadores  de  provincia,  los 
comandantes  de  armas,  de  plazas  6  castillos,  los 
Generales,  Coroneles  y  Comandantes  con  goce 
de  pensión  militar,  están  obligados  á  servir  el 
encargo  de  Sub-director  de  montepío  en  el  lugar 
de  au  residencia,  bajo  la  multa  de  diez  á  cien  pe- 
•os  que  aplicará  la  Junta  directiva  por  medio  de 
un  juez  ordinario  ejecutivamente. 

Art.  21.  Ningún  empleado  del  montepío  co- 
brará sueldo  ni  emolumento  de  ninguna  especie 
por  au  servicio  en  el  instituto.  Todoi«,  menos  el 
Secretario  que  tendr&  un  sobrenueldo  de  duscien- 
toa  peao^  al  aiHo,  los  deseiApcfiarán  gratÍ3  sin  per- 
juicioi^  las  funpÍQne9  naturales  de  sus  réspecti- 
fio»  destinos. 

Ar4..  22.  Los  gastos  de  escritorio  de  la  Junta 
4«reiptiiia  y<aii  secretaría,  serán  suplidos  de  la  aaisr. 
nacioOiqíte  para,  este  objeto  tiene  el  Ministerio  de 
ia  ánerra. 

Art. 23.  Tanto  el  Poder  Ejecutivo  como  la 
|«Dta  directiva  y  los  subdirectores  de  las  previa- . 
OMiAf  vigilarán  eficazmente  {xeira  que  ios  pagos  que 
iNWi  de  hacerse  &  los  penaionistas,  tanto  ^  Ja  Te- 
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sorería  general  como  en  cualquiera  otra  oficina  eo 
donde  se  radiquen  aquellos  á  voluntad  de  loe  inte- 
resados, se  hagan  sin  descuento  de  ninguna  eipe* 
cié  á  título  de  habilitación,  ú  otro,  cualquiera  qoi 
sea  su  denominación* 

Art.  21  Para  la  roas  cumplida  ejecncion  di 
esta  ley,  el  Poder  Ejecutivo  expedirá  un  redi. 
mentó  que  ademas  de  contener  las  fórmulas  j  re- 
glas mas  precisas  para  la  contabilidad  y  fiel  admi- 
nistración del  fondo,  evite  eficazmente  los  abosoí 
de  la  concesión  del  montepío  y  la  continuacioD 
de  áu  goce,  cuándo  según  los  gastos  previstos  deU 
retiraise  la  pensión. 

Art.  25.  £1  Poder  Ejecutiva  harA  ligaidarli 
cuenta  del  montepío  militar  de  que  trata  el  artí- 
culo 19  de  esta  ley,  y  si  la  suma  total  escedim 
de  350.000  pesos,  se  agregará  dicho  excedente  ai 
fondo  del  establecimiento  abonándole  el  5  por 
ciento  señalado  en  el  número  79  del  mismo  artí- 
culo.  El  Poder  Ejecutivo  dará  cuenta  al  Conci- 
so en  sus  próximas  sesiones  del  cumplimiento  di 
esta  disposición. 

Art.  ^  Desde  la  fecha  de  la  ejecución  de  e!ti 
ley  SQ  pagarán  íntegras  á  los  acreedores  las  pen- 
siones que  ella  señala,  á  cuyo  efecto  deberá  in- 
cluirse en  el  presupuesto  anual  la  suma  deficiente, 
con  k  cual  se  irá  amortizando  la  deuda  de  qai 
habla  el  número  I9  del  artículo  1 9 

Art.  27.  Las  viudas^  hijos  y  madres  qne  tienn 
cédulas  de  montepío  entrarán  á  gozar  de  iasasif 
naciones  que  establece  la  presente  ley  desde  ei 
dia  de  su  publicación. 

Art  28.  Se  deroga  la  ley  de  montepío  miliui 
de  27  de  Mayo  de  1845. 

Dada  en  Caracas  á  10  de  Mayo  de  1852,  ifio 
23  de  la  ley  y  42  de  la  independencia.— £1  Presi- 
dente del  Senado,  Simón  Plánas.^-El  PresiííeDte 
de  la  Cámara  de  Representantes,  Joeé  Shtrvt 
González. — El  Secretario  del  Senado,  JoséAn§tl 
JPretre.— El  Secretario  de  la  Cámara  de  Repre- 
sentantes, José  Padilla. 

Caracas,  Mayo  17  de  1852,  año  23  de  lalej  j 
42  de  la  independencia. — ^Ejecútese.— /.  G.  Mth 
nagas. — ^£1  Secretario  de  Estado  en  los  Despe- 
chos de  Querrá  y  Marina,  J.  Muñoz  Tébar.  (*) 

(«)  AncUisif  comparativa. de  ¡^  leye%  dt27dg Ma^i^  ^^ 
y  10  ie  Mayo  de\^%  sobre  montepío  militar. 
La  de  46  (núm:  1  <=>  art.  l..^J  sefialaba  entre  loe  fonáj- 
del  ramo  elS  y  4'bofdiemo  áToáGeiléraTe^,  J«fe*  7»' 
cíales  tiereJértfW'f  Inkrina,  y  demás  ewtíleáfloa  áa^tí- 
do  miKtar ;  y  la  «da  ¡52  (aúm.  id.  $xt  id)  «láiiiéitoai» 
por  oientaá  kM  C^ieralM  en  Jefó,  7  á  los  de  áirum,^ 
á  lo»  de  brigada,  5  á  los  coroneles,  4  á  los  V^^^^Z 
mandantes,  ^^a  Iwí  Segundos;  8  á  los  «pit»»»',?!? 
oflciates  Sttbaltériftís'y  demás  wnpfóádos  con  foeMoBtó' 
tar.-^Beqwctd  4o  las  a8igiitt^<»e»la  de  46  («K  7.  /  ^ 
MflMiai«oarweiMUeiite  al  fOMle  de  sa  «amante  >"» 
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montepío  muMSOb,  uw$mJfcíOH  ejbcotiva  . 

Pü  24  DK  MATO  DZ  lS^i2  fijando  el  dia  en  que 

deben  empezar  a  hacerse  lo$  descuentas;  y  desde 

cuando  regirán  las  disposiciones  de  la  ley  en 

toda  la  República. 

'  Secretaría  de  Oaerra — Sección  seganda. 
Caracas,  Miiyo  M  de  1852. 

BK0VBLTO.«p-Eneuinplimiento  de  ia  ley  de  17 
del  corriente  quéTrefórma  ía  de  montepío  militar, 
se  resuelve: 

1^  Imprímase  y  publíqoese  inmediatamente 
la  expresada  ley,  comunicándola  á  quienes  se  dirá. 

^9  Ctimuníquese  á  la  Tesorería  general  copia 
de  ella,  y  prevéngasele  que  desde  el  19  de  Junio 
entrante  deben  empezar  á  ha«eree  los  descuentos 
conforme  á  su  título  1?  La  oficina  de  pa^o  que 
no  lo£  haga  en  el  mee  de  Junio,  los  hará  desde  el 
dia  en  que  reciba  la  ley,  pero  incluyendo  los  que 
ha  dejado  de  hacer  desde  aquella  fecha. 

viadas,  hijos  6  madre» ;  y  ]a  de  52  (art.  id.)  extendió  la 
gracia  á  las  abaelas  y  hermanas  legitimas. — La  de  54  se- 
ñalaba á  las  de  segunde»  comandantes  ó  mayores  quince 
pesos,  á  lasve  capitanes  doce,  y  á  las  de  oficiales  subal- 
ternos diez,  y  la  de  52  (art.  id.)  aumentó  respectivamente 
á  18, 15  y  12.  La  de  45  (aft.  8.  ®  )  concedía  el  miísmo  go- 
ce á  las  .viudas  &.  de  los  oficiales  de  milicia ,  muertos  en 
acdon  de  guerra;  y  la  de  52  (art.  10)  añadió:  "ó por 
consecuencia  de  heridas  recibidas  en  acción  de  guerra,  ó 
en  actual  servicio.."  La  de  45  (§  1.  ®  art.  9.)  decía :  "  si 
las  viudas  murieren,  5  contrajeren  segundas  nupcias,  la 
asignación  pasará  á-los  hijos  legítimos  del  finado";  y  la 
de  54  (art.  18)  varió  así :  '*  En  los  casos  en  que  la  viuda 
lo  sea  en  segundas  nupcias  sin  tener  hijos  legítimos  .del 
causante,  y  que  este  los  haya  tenido  dei^nterior  mi^trimo^ 
nio,  disfrutarán  estos  la  pensión,  y  la  recibirán  sus  tuto- 
res 6  curadores,  ó  las  personas  que  se  hubieren  encargado 
de  alimentarlos,  cuidarlos  y  educarlos,  cuya  circunsUn- 
cia  se  acreditará  competentemente  ante  la  Junta  directi- 
va cuando  soliciten  la  declaratoria."-»- La  de  45  (§1.^ 
art.  9.)  acordaba  la  pensión  á  los  varones  hasta  la  edad 
de  diez  y  ocho  años ;  y  la  de  52  (art.  13)  hasta  los  veinte 
y  ano.  La  de  46  ademas  suprimió  los  números  6.  ® ,  la 
parte  del  7.  ®  "  sin  perjuicio  de  irse  redimiendo  el  canital 
en  porciones  que  se  fijarán  en  el  presupuesto  general  d© 

fstos  públicos  todos  los  aftos,  10.  ®  11.  ^  y  12.  ©  del  art. 
® ,  Ja  parte  dd  art  2.  ^  '*  y  los  fondos  correspondientes 
al  montepío  estarán  á  la  orden  de  la  Junta  directiva  que 
existirá  en  la  capital  de  la  República  Vj  las  atribuciones 
2.*,  4.*  y  6.»  del  art.  4. o,  los  art.  5. « ,  6, <= ,  9.  «^  á  18, 
d  A 1.  o  del  14,  la  parte  del  16 ;  "ó  para  su  imposición  á 
interés  de  la  manera  prevista,"  y  el  17 ;  y  respecto  de  los 
miembros  de  la  Jimta  directiva  (art.  8.®)  suprimió  el 
Contador  mas  antiguo  del  Tribunal  de  caentas,  y  dejó  une. 
solo  de  los  dos  directores  que  la  de  45  estableí^a,  y  agre- 
gó el  secretario  de  guerra  y  marina  que  la  presidirá;  y  final- 
mente aftadió  el  ^  único  d«.aaart.  2..*^ ,  fiíx  art.  6.  ® ,  la  par- 
te dpi  séptimo  que  comprende  á  las  aouelas  ó  hermanas,  sus 
artículos  8  y  9,  el «  único  del  10,  los  4§  1.  «>  y  2.  ®  del  18, 
los  ^  1.  <=*  á  4.  <=>  del  núm.  4.  <^  dal  articulo  16,  y  la  parte 
del  21  que  cooeede  un  sobresueldo  de  doscientos  pesos 
por  afto  al  sacretario  de  la  Junta  directiva. 
.£a.io4eina8  son  conformes. 
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d0  Deade^el  dia  en  ^a  je  pabBque  la  ley  en  Ja 
capital  de  la  República,  empezarán  á  tener  efec* 
to  sus  disposiciones  parfl  todo  el  resto  de  ella. 

40  Se  nombra  al  Sr.  Coronel  José  Hilario 
Gistiaga  núembro  de  la  Dirección.  A  dicho  Sr.  y 
á  los  demás  miembros  que  lo  son  de  ella  por 
ministerio  de  la  ley,  se  les  comunicará  esta,  y  se 
les  dirá,  que  S«  £.  ha  fijado  el  5  del  mes  entrante 
á  las  doce  del  dia  para  prestar  el  juramento  oons»^ 
tituciona*,  y  proceder  á  instalar,  segan  la  nueya 
ley,  la  Junta  Directiva. 

59  Nómbrase  asimismo  Secretario  de  la  Jun- 
ta, ai  Jefe  de  la  sección  segundado  esta  Secretaría 
Capitán  Valerio  Antonio  Castro. 

69  Circúlese  á  los  Sefiores  Gobernadores,  Co* 
mandantes  de  armas  y  de  Apostaderos,  Secreta- 
rios de  Estado,  Consejo  de  Gobierno  y  Tribunal 
de  Cuentas. 

Por  S.  E — Muñoz  Tébar. 
montepío  militar.  Decreto  EíTOvtito 

DE  19  i>K  Junio  de  I8b2 reglamentando  la  ley 

anterior. 
José   Gregario  Monágas  General  de  División 
Presidente  de  la  República  de  Venezuela 

ÓÍ&ÓU 

En  ejecacion  de  la  ley 'de  17  de  Mayo  del  pre* 
senté  año  que  reforma  la  de  montepío  militar, de 
conf4)rmidad  con  lo  que  dispone  el  articulo  24  de 
la  misma. 

Decretan  : 

TITULO  I. 

DE  SUS  FONDOS. 

Art.  19  Será  un  deber  de  la  Tesorería  gene- 
ral y  demás  oficinas  de  Hacienda  de  la  Republv 
ca,  ingresar  loa  fondos  del  ramo  con  las  canti- 
dades siguientes :  ~ 

1.^  Le  Tesorería  general  con  el  cinco  por 
ciento  anual  que  desde  el  19  de  Junio  deberá 
aV&rse  por  la  suma  de  35Ó.00O  pesos  de  que. 
habla  el  namero  I9  del  artículo  19  de  la  men- 
cionada ley. 

29  £1  descuento  que  deberá  hacer  la  miema 
Tesorería  y  oficinas  de  Hacienda  á  los  emplea- 
dos delframo  militar  y  de  marina  y  de  la  milicia 
nacional  cuando  ee  halle> en  .actual  aervicio  des- 
de el  19dfe  Junio  sobre  los  sueldos»  sobroi^siiel*^ 
dos  y  pensión  de  cualquiera  clase  qua  disfruten, 
conforme  á  la  ley  de  sueldoa^militares  y  al  De- 
creto '  legislativo  de  la  marida  nacional.  Dicho? 
descuento  se  bavá  con  la  proporáon  que  des^ 
na  el  número.  29  detetpresado  artículo.. 

39  El  descuento  qu^  se  hará  igualmente  y  en 
la  misma  proporción  antedicha  á  los  Oenaraiée, 
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Jefas  7  oficiales  qvtt  stnran  destino  i  cinlesd  de 
Hadsnihi,  eoú  pago  de  las  rentas  nacionales  ó 
rounieipales,  conforme  )o  dispone  el  oámero  69 
del  mismo  artículo,  quedando  exceptuados  de 
aquel  los  demás  empleados  del  ejército  á  que  se 
refiere  el  artículo  1 1  ée  la  ley  si  no  disfrutaren 
de  alguna  pensión. 

^  único.  Para  cumplir  con  lo  dispuesto  en  el 
número  anterior,  tendrán  las  oficinas  de  pago  el 
cuidado,  al  acto  de  hacer  el  abono  de  cualquier 
sueldo  á  un  empleado,  de  examinar  las  diferen- 
tes listas  militares  insertas  en  las  Memorias'  del 
departamento  de  la  Guerra  en  cada  aflo,  por  sj 
aquel  fuere  de  ios  comprendidos  en  ellas,  para 
que  sufra  el  descuento,  y  de  no  hacerlo  incurri- 
rán sus  Jefes  en  las  penas  de  que  habla  el  artí- 
culo 19  de  la  ley. 

49  La  Tesorería  general  por  sí  y  las  deioas 
oficinas  de  pago  por  sus  órdenes  harán  la  acu- 
mulación de  los  fondos  mencionados  en  los  de- 
mas  números  del  artículo  1 9  de  la  ley,  é  igual- 
mente el  abono  de  las  pensiones  á  las  personas 
agraciadas. 

59  Tendrán  especial  cuidado  las  mismas  ofi- 
cinas de  pago  en  anotar  los  descuentos  de  que 
tratan  los  números  29  y  39  á  todos  los  que  con- 
tribuyan al  fondo,  para  lo  cual  llevarán  un  libro 
en  que  se  exprese  la  fecha  en  que  se  haga  el  des- 
cuento, la  cantidad  á  que  monte  y  el  individuo 
que  lo  sufra,  para  cumplir  con  el  artículo  89  de 
la  ley  y  poder  dar  á  su  tiempo  los  certificados 
de  que  habla  el  ^  19  del  articulo  16. 

TÍTULO  II. 

1»E  LA  DrRECCION  Y  CONTABILIDAD. 

Art.  2.0  La  Junta  directiva  del  monte-pfo  mi- 
litar, se  reunirá  los  viernes  de  cada  semana  y 
extraordinariamente,  cuando  su  Presidente  lo 
disponga. 

Art.  3?  Esta  Junta  tendrá  un  libro  de  actas 
preliminado  con  una  diligencia  que  exprese  la 
fecha  de  su  apertura,  los  folios  que  contenga  y 
su  objeto,  suscrita  por  tudos  Jus  miembros  de 
ella.  En  él  se  anotarán  4odas  sus  actas  y  se  ex- 
presará en  sus  casos  el  nombre,  apellido  y  ve- 
cindad de  la  persona  que  opte  al  beneficio  del 
monte-pío,  el  nombre,  apellido  y  clase  del  em- 
pleado, cuyo  fallecimiento  causa  el  derecho  que 
se  pretenda,*la  fecha  en  que  este  aconteció,  con 
distinción  de  haber  sido  en  función  de  guerra  ó 
naturalmente,  y  la  resolución  que  recayere  al  in- 
forma que  ha  de  evacuar  el  Secretario  y  que  de- 
be escribirse  en  él  ex pedionte  sobre  la  solicitud 
y  documentos  que  á  él  se  acompañen.  Las  pro- 
videneias  dictadas  por  la  Junta,  los  nombramien- 
tos de  sus  Directores,  las  imposiciones  á  censo, 
lat  providencias  convenientes  en  el  gobierno  eco- 
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nómico  del  establecinmeiilo  y  «odo  ifr  demás  que 
concierna  á  sus  funciones,  cottstarán  en  las  ac* 
tas  del  expresado  libro,  las  cuales  se  firmarán 
por  el  Presidente  y  Secretario. 

Art  49  En  el  mes  de  Octubre  de  cada  afio,  la 
Tesorería  general  pasará  á  la  Junta  directíva 
una  relación  del  ingreso  y  egrefo  ocurrido  «n  el 
económico  anterior  con  todas  las  «xpliracioDes 
conducentes  á  persuadirla  que  no  se  omiiiS  dili- 
gencia  en  la  incorporación  de  los  fondos  corres- 
pondientes. La  Junta  la  examinará»  hasta  con- 
vencerse de  la  exactitud  en  la  recaudación  é  iri'- 
version,  y  en  los  primeros  dias  del  mes  de  Di- 
ciembre de  cada  afSo  la  pasará  con  su  informe  al 
Poder  Ejecutivo,  quien  ^\  elevarlo  al  Condeso, 
indicará  la  suma  que  debe  incluirse  en  el  presu- 
puesto para  el  pago  del  expresado  ramo,  pobli- 
cándose  todo  en  la  memoria  de  la  guerra,  a»í 
como  la  alta  y  baja  ocurrida  en  cada  afio. 

Art.  59  Los  reglamentos  que  la  Junta  crea 
necesarios  dictar,  conforme  á  su  atribución  ter- 
cera del  artículo  49  de  la  ley.  los  pasará  al  Po- 
der Ejecutivo  para  su  aprobación  ó  reforína,  pu- 
blicándose después  en  la  Gaceta  oficial  para  co- 
nocimiento del  público. 

Art  *69  Será  un  deber  del  Secretario  llenar 
con  puntualidad  las  atribuciones  cuarta  y  quinta 
del  mencionado  artículo  49  de  la  ley. 

TITULO  m. 

DB    LAS   ASIONACIONBS. 

Art«  79  Las  de  las  viudas  é  hijos,  las  de  las 
madres  ó  en  sus  casos  las  de  las  a4>uela8  6  her- 
manas legítimas  acreedoras  al  beneficio  del  mon- 
te-pío militar  á  que  se  refiere  el  título  tercero 
de  la  ley,  se  harán  en  la  forma  siguiente  : 

la  Las  dé  Generales,  Jefes  y  oficiales  Jei 
ejército,  y  de  la  milicia  cuando  les  corresponda  el 
goce,  según  las  cantidades  sefüaladas  en  el  artí- 
culo 70  de  ella. 

2^  Las  de  oficiales  de  la  armada,  según  la  cor- 
respondencia de  sus  clases  con  las  de  aquellas,  ex- 
presadas en  el  artículo  18  del  decreto  legislativo 
de  16  de  Abril  de  1844  ya  citado. 

3^  Las  de  Comisarios  y  Auditores  de  guerra. 
Médicos  y  Cirujanos  mayores,  Coroisarioa,  Médi- 
cos y  Cirujanos  ordinarios,  y  los  hijos,  las  madres 
ó  en  sus  casos  his  abuelas  ó  hei  manas  legítimas,  de 
los  Capellanes,  conforme  al  artículo  II  de  la  mis- 
ma ley. 

TITULO  IV. 

DBL  MOOO  DE  COMPROBAR    BL  DERBCRO  A  LAS 
PENSIONES. 

Art  89  Los  militares  á  que  se  refiere  la  ley 
en  los  diferentes  artículos  del  título  tercero,  son 
los  que  consten  en  las  diversas  listas  que  corren 
insertad  en  Jas  memorias  del  departamento  de 
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giraría  y  OMitaa,  y  lot  que  luryan  íallecido  en  h 
campana  de  la  independendiit  api  como  en  las 
campanas  de  48  y  40  sin  haber  sido  rehabilita- 
dos de  sus  crímenes  politieos. 

Art.  99  lim-  ocho  afios  de  serticios  de  que  ha- 
bla el  artículo  89  de  la  ley  6  de  descuento  en  el 
mismo  tiempo  se  coroprobaián : 

19  Con  la  hoja  de  servicios  aprobada  por  la 
respecliva  inspección,  con  las  letras  de  cuartel  6 
licencia  indefinida  con  pensión,  6  con  las  revistas 
de  comisario  ]egalm<>nte  autorízada& 

29  Con  certificación  6  certificaciones  de  la  ofi- 
cina* fi  oficinas  de  pago  en  que  se  pruebe  que  el 
causante  enfrió  el  descuento  en  los  mismos  ocho 
aftos. 

^19  Los  servicios  á  que  se  refiere  el  número 
primero  no  se  cuentan  sino  desde  la  fecha  en  que 
el  causante  haya  obtenido  un  grado  por  el  que 
sufra  descuento. 

^  29  No  se  requieren  las  condiciones  de  tiem- 
po ni  ele  descuento  para  con  los  Generales,  Jefes, 
oficiales  y  demás  empleados  del  ejército  6  mari- 
na y  de  la  milicia  nacional  que  mueran  en  cam- 
pafia,  6  por  consecuencia  de  heridas  recibidas  en 
acción  de  guerra  6  en  actual  servicio,  si  fuere  por 
causa  de  estct 

^  39  La  consecuencia  de  heridas  á  que  se  re- 
fiere ¿1  párrafo  anterior,  deberá  probarse  dentro 
de  los  quince  días  subsiguientes  para  que  haga 
fé,  que  aquellas  fueron  esencial  ó  acciden taimen» 
te  mortales,  con  declaración  jurada  de  uno  ó  mas 
facultativos  ante  la  primera  autoridad  militar  6 
civil  del  lugar  en  que  acaeció  el  hecho ;  bien  en- 
tendido que  si  pasados  otros  treinta  días,  no  hu- 
biere faJIecido  el  causante,  no  tendrá  su  sucesora 
derecho  al  goce  sino  en  un  caso  muy  excepcio- 
nal, ajuicio  de  la  Junta  directiva  y  con  la  apro- 
bación del  Poder  Ejecutivo,  tomándose  al  efecto 
las  medidas  necesarias  al  esclarecimiento  de  la 
verdad. 

^  49  La  muerte  en  campaña  ó  en  acción  de 
ffuerra,  deberá  probarse  con  dos  certificaciones  6 
declaraciones  jurídicas  de  dos  Generales  6  Coror 
neles  que  se  hallaron  en  aquellas,  6  que  les  cons- 
te que  fué  ejecutado  por  los  enemigos  de  la  inde- 
pendencia de  Venezuela. 

Art  10.  El  último  ^rado  del  jefe  ú  oficial  6 
empleado  militar  de  quien  se  derive  el  derecho, 
se  comprobará : 

19  Con  k>8  despachos,  títulos  6  nombramien* 

tQS.* 

29  O  con  certificationes  en  que  conste  la  to* 
ma  de  razón  de  estos  despachos,  títulos  6  nom- 
bramicntos  en  las  oficinas  militares  6  de  hacienda. 

30  o  con  certificaciones  de  ajustamientos. 

49  O  con  la  declaratoria  de  haber  mUitar  4 
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cuatqoíer  otro  acto  auténtico  tlel  Qdbiémo  de  Co- 
lombia ó  del  primer  Gobierno  de  Venezuela  en  ' 
que  se  haya  reconocido  el  empleo  del  militar  á 
quien  se  refiera  la  prueba. 

Art.  11.  La  niuerte  de  cualquier  militar,  es- 
poso, padre,  hijo,  nieto  ó  hermano  de  los  que  op- 
ten ai  beneficio  del  monte-pío,  se  comprobará,  si 
acaeció  en  las  prisiones  españolas,  con  certifica- 
ción de  sus  jefes  ó  con  cualquiera  otro  documen- 
to que  posean  los  interesados,  que  acredite  bas- 
tantemente el  fallecimiento  á  juicio  del  Poder 
Ejecutivo.  Entre  los 'documentos  que  prueben 
este,  así  como  los  demás  casos  anteriores, 
deben  incluirse  los  testamentos  competentemente 
legalizados,  los  boletines  del  ejército  y  las  gace- 
tas 6  periódicos  oficiales. 

Art.  12.  La  muerte  en  general  de  todo  Indivi- 
duo de  quien  se  derive  el  derecho,  la  legitimidad 
del  matrimonio,  la  de  los  hijos,  la  de  las  madres, 
la  de  las  abuelas  y  la  de  las  hermanas  en  sus  ca- 
sos, se  comprobarán  en  el  modo  y  términos  que 
disponen  las  leyes  para  todos  los  efectos  civiles. 

Art.  13.  Los  Gobernadores  de  provincia  al 
elevar  &  la  consideración  de  la  Junta  las  solici- 
tudes de  pensiones  de  monte-pío,  tendrán  muy 
presente  lo  dispuesto  en  el  párrafo  59  del  artí- 
culo 16  de  la  ley  de  la  materia,  y  en  ¿i  presente 
decreto  que  la  reglamenta  en  cuanto  á  las  prue- 
bas que  se  promuevan  para  vestir  los  expedien- 
tes, debiendo  tener  cuidado  de  que  se  observen 
las  siguientes  reglas : 

1  ^  La  comprobación  de  haber  desaparecido  los 
archivos  parroquiales  de  algún  punto,  debe  ha- 
cerse con  certificación  del  Cura  respectivo,  ex- 
presando en  ella  la  fecha  correspondiente  á  los 
que  no  se  encuentran  y  las  causas  de  tal  desapa- 
rición. 

2a  Debe  probarse  qué  el  aflo  en  que  no  apa- 
recen aquellos,  corresponde  con  la  edad  del  que 
representa  ó  con  la  fecha  de  la  partida  que  se 
p  de. 

3^  Los  testigos  que  declaren  en  las  justifica- 
ciones que  se  remitan  á  la  Junta,  deben  ser  idó- 
neos, loe  cuales  darán  razón  de  sus  asertos  y  ex- 
pondrán los  motivos  que  hayan  tenido  para  sa- 
ber lo  que  declaran,  fijando  la  época  del  suceso  á 
que  se  refieren. 

4a  Todas  las  certificación  en  que  expidan  los 
venerables  Curas  para  que  obren  ios  efectos  de 
le^  en  la  Junta  directiva,  serán  debidamente  le- 
galizadas por  la  autoridad  civil. 

Art.  14.  Cuando  la  prueba  del  ultimo  ^rado 
no  sea  bastante  clara  para  justificarlo  á  juicio  del 
Poder  Ejecutivo  y  se  hubieren  acreditado  plena- 
mente los  servicios  y  la  muerte  en  campafia«  ó  de 
otra  manera,  del  Jefe  6  Oficial  de  quien  provenga 
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el  derecho,  el  Poder  f^oaliroeei  referí»  Ufe» 
cuitad  de  calificarJo  ea  un  ffrado  inferior,  miéa- 
tr^e  se  adelanta  ia  prueba  del  üiiimo. 

Art  15.  Las  personas  que,  se  crean  con  dere- 
cho á  la  pensión  de  mpnte-pío,  comprobarán  en 
sus  casos,  las  viudas  su  estado  de  viudez  desde  la 
muerte  del  causante,  los  huérfanos  y  hermanos,  el, 
de  aolter.'a,  y  las  madres  y  abuelas,  que  aquel  pro* 
cede  del  legUimo  matrimonio  que  tuvieron  y  que 
después  de  este  no  han  contraído  ningún  otro ; 
todo  por  los  medios  establecidos  por  las  leyes  pa- 
ra los  efectos  civiles. 

Art.  16.  Los  huérfanos  que  no  hayan  cumpli- 
do veintiún  afios,  y  los  que  habiéndolos  cumpli- 
do, tengan  impedimento  físico  ó  moral  pata  ga- 
nar su  subsistencia,  justificarán  dichas  circuns- 
tancias por  los  medios  que  establecen  también  las 
leyes  para  todos  los  efectos  civiles,  cuando  opten 
&  la  pensión  que  les  concede  en  sus  casos  ía  ley 
sobre  el  monte-pío  militar. 

Art.  17.  Los. nombramientos  de  tutor  ó  cura- 
dor de  ios  menores  hijos  de  los  militares  difun- 
tos  que  estén  también  sin  madre  y  de  los  que  ten- 
gan impedimento  físico  ó  moral  que  se  encuen- 
tren en  el  mismo  ceso,  aun  no  siendo  menores, 
lo  lidíVÁa  los  jueces  respectivos  según  las  leyes 
comunes,  y  el  que  resulte  nombrado  lo  acredita- 
rá competentemente  ante  la  Junta  directiva  cuan- 
do representé  por  ellos. 

TITULO  V^ 

DISPOSICIONES  OENERALBf» 

Art  18.  Desde  esta  fecha  tendrán  derecho  al 
goce  de  la  pensión  integra  las  personas  que  se 
hallen  comprendidas  en  él  artículo  27  de  la  ley 
de  la  materia  ;  pero  no  la  percibirán,  mientras  no 
sean  reformadas  sus  cédulas  conforme  á  ella,  pa- 
ra lo  cual  se  recomienda  á  los  Gobernadores  re- 
m'itan  6  la  mayor  brevedad  á  ia,  Secretaría  de  la 
Junta  directiva  las  de  las  personas  que  residan  en 
sus  provincias.  Las  demás  personas  que  fueren 
agraciadas  en  lo  sucesivo  las  disfrutarán  desde 
la  fecha  de  sus  títulos. 

^  1?  Los  herederos  de  los  que  hayan  muerto 
antes  6  después  de  haber  recibido  las  cédulas  cor- 
respondientes, tienen  derecho  á  cobrar  las  pen- 
siones devengadas  hasta  el  dia  del  fallecimiento 
de  aquellas. 

I  2.^  fin  el  caso  de  haber  íallecido  los  agracia; 
doii,  con  pensioa  expresa  en  la  cédula,  no  tienen 
derecho  á  cobrarla  los  qiie  se  crean  legítimos  he- 
rederos sfn  haber  obtenida  una  nueva. 

^  39  Cuando  por  esta  se  conceda  la  penaion  ft 
dos  d'  n>8s  personas,  y  la  pierde  una  ó .  mas  de 
ellas,  debe  acreditar  el  que  queda  en  gpce,  sin  ne- 
cesidad de  obtenerla  d^  nueiror  Ii^  defiaienm  de 
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sm  oooparncipesf  cott^doeiinMiitoa'Miaaieatfli,  á 
la  oficina  de  pago  doade  quedarán  dichos  com- 
probantes. 

Art.  19.  Las  persona»  agraeiadat  con  pensio- 
nes) deben  acreditar  en  laa  oficinas  d^.|ago  cada 
mes  la  surervivencia»  pior  sí  o  por  manoi  de 
otros,  con  las  mismas. formalidades  con  que  lo  lu' 
ceo.  los  Jefes  y  oficiales  que  goásas  de  terceras 
partes,  y  ademas  las  viudas^  madres  y  abulias, 
acreditarán  cada  seis  meses,  con  cectificacioode 
un  párroco,  que  peima neceo  en  estado  de  viodé?, 
así  co<no  las  hijas  y  hermanas,  en  el  de  soltería. 
Los  tutores  ó  curadores  de  los  menores,  cao  ce^ 
tifícacion  del  mismo,  que  estos  permanecea  lia 
tomar  estado  matrimonial  ni  religioso,  yconce^ 
ti&cacion  de  un  facultativo  4  elección  del  juesde 
su  domi<*ilio  por  petición  de  aquellos,  qoe  se  ei« 
preae  el  impedimento  físico  6  mor«l4)Ufl  imposi- 
bilite al  que  debe  seguir  gozando  de  la  peosioa 
deapues  de  cumplidos  los  .  vei^iun  aRos,  el  q« 
poderse  procurar  la  subsistencia.  Todos  estos 
documentos  serán  autorizados  por  la  autoridad 
civil  y  se  agregarán  á  la  cuenta  de.  la  ü&rioa  de 
pago. 

Art.  20.  Se  suspenderá  el  goce  de  pensión, 
siendo  mujeres,  luego  que  tomen  estado  matri- 
monial ó  religioso,  y  siendo  varones,  dead^  al  si- 
guiente dia  ai  cumplimiento  de  Ion  veintiún  afioi 
de  edad,  ó  desde  que  cese  el  impedimento  íIíbícoó 
moral  que  les  prorog6  el  goce  desaquella. 

Art.  21.  Con  el  ¿1(1  expresad»  en  el  preeedeo- 
te.artículo  las  personas  que  banaido  egraeiadis 
por  la  ley  anterior  y.laajque  lo  fueren  por  Ii 
actual,  luego  que  obtengan  sus  títulos,  al  radi- 
car sus  pensiones  en  cualquier  oficina  de  Ha* 
cienda,  después  que  esta  tome  razón  de  m 
nombres,  edad  y  lugar,  de  su  domicilio,  pasa/á 
igual  noticia  al  Gobernador  de  h  provincia  y  ú 
párroco  de  su  feligresía. 

Art.  22.  Este  último  tendrá  á  la  vista  dicliis 
noticias  en  los  casos  de  muerte,  matrimonio  ó 
profesión  religiosa  de  alguna  persona,  y  siendo 
de  las  contenidas  en  aquellas,  lo  participará  de 
oficio  al  'Gobernador  de  ia  provincia,  qaiefl  lo 
hará  igualmente  á  la  Junta  directiva  y  al  em- 
pleado respectivo  de  Hacienda,  y  este  á  la  Te- 
sorería general,  para  que  desde  aquella  fecha  ce* 
se  en  el  goce  de  la  pensión. 

Art.  23.  Las  mencionadas  noticiaaserrirán  al 
empleado  de  Hacienda. pajia  auspenderei  abono 
de  la  pensión  á  los  que  hayan  cumplido  los  reía- 
tiu^:  años  de  edad,  6  que  por  otro  motivo  de  ios 
expresados  dejen  de  ser  acreedores  al  goce  de 
aquella»  en  inteligencia. que  cualquiera  erogación 
indebida  le  cooatituye  reaponsaUe  á  su  f^i°' 
tegro».     .  ' 
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'  Artl*24:  Los  títulos  de  pensión  expedidos  á 
los  hijos  varones  expresarán  pfecísarnente  la  fe- 
cha en  qne  eátos  cumplan  los  veintiún  afíos. 

Art.  25.  Las  cédulas  ó  despachos,  cuando  ce- 
sen los  agraciados' en  el  goce,  serán  recogidos 
por  cualquiera  autoridad  civil  6  mílhar  y  remiti- 
dos al  Gobernador  de  la  provincia  para  que  este 
lo  haga  á  la  Junta  directiva  donde  serán  cance- 
lados. 

Art.  26.  Los  pensionistas  que  tengan  radica- 
do stf  pflgo  en  una  oñcina  de  Hacienda,  no  po- 
drán  anudarlo  á  otra  sin  orden  expresa  de  la  Te- 
sorería ger^eral,  quien  pasará  los  oficios  corres- 
pondientes á  fin  de  que  se  inscriba  en  el  regis- 
tro prevenido  en  el  artículo  21. 

Art.  27.  Todas  las  oficinas  de  Hacienda  don- 
de esté  radicado  el  pago  de  cualquier  pensión  de 
monte-pío  deberán  remitir  al  Secretario  de  la 
Junta  una  lista  todos  Ibs  meses  de  las  personas 
que  las  disfruten  con  especificación  ide  las  canti- 
dades que  tienen  asignadas  y  la  alta  y  baja  que 
ocurra  en  ella.  De  nu  hacerlo  así,  la  Junta   im- 

Í)ondrá  la  multa  de  que  habla  el  artículo  I9  de 
a  ley;  y  tanto  á  ios  expresados  empleados  co- 
mo á  los  demás  á  que  se  refiere  el  mencionado 
artículo,  se  les  impondrá  igual  multa,  cuanc'o  de- 
moren ó  dejen  de  cumplir  alguno  de  los  deberes 
que  les  están  señalados  por  la  ley  y  el  presente 
reglamento.   ' 

Art.  28.  Los  Gobernadores,  empleados  de  Ha- 
cienda y  párrocos  que  omitan  dar  oportunamente 
los  avisos  que  en  este  decreto  sé  previenen,  se 
hacen  responsables  de  mancomum  et  insolidttm 
con  lafs  partes  que  perciban  las  cantidades  que 
erogue  el  Tesoro  por  omisión  del  oportuno  avi- 
«o  que  á  sú  vez  cada  uno  debe  dar,  conforme  á 
la  prevenido. 

Art.  20.  Los  Gobernadores  no  darán  c^irso  á 
lis  solicitudes  sobre  monte-pío  que  no  estén  fir- 
'  madas  por  los  mismos  interesados  d  por  apode- 
rados legítimamente  constituidos  ;  y  tanto  las 
cédulas  que  se  extendieren,  como  las  pensiones 
que  por  ellas  se  acordaren,,  no  serán  entregadas 
sino  á  parte  legítima,  pudiendo  constituir  perso- 
ñeros  cuando  las  agraciadas  no  puedan  ocurrir 
por  sí  á  cobrar  sus  pensiones,  siempre  que  aque- 
llos sean  de  responsabilidad  á  satinaccion  de  los 
Jefes  de  dichas  oficinas,  los  cuales  respondan  en 
loa  casos  de'haberse  cobrado  después  de  la;muer- 
te  de  aquellas  y  de  haber  dejado  de  gozarlas  se- 
fiin  la  ley. 

Art.  30.  Los  Gobernadores  6  subdirectores  es- 
tán en  el  deber  de  remitir  á  la  Secretaría  lie  la 
Junta  Directiva  las  pruebas  y  solicitades  en  que 
se  pretenda  eí  goce  de  alguna  pensión  de  tnon- 
te«pío,  en  pliego  cerrado  y  oficialmente,  como  lo 
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dispone  el  artículo  17  de  la  misma  ley,  pues  no 
debe  gravarse  con  el  porte  de  correo  n¡  de  mo- 
do alguno,-romo  lo  previene  también  el  artículo 
23,  &  las  personas  que  reclaman  aquella  gracia, 
6  que  según  esta,  la  están  ya  disfrutando. 

Art.  31.  En  cuanto  á  los  demás  puntos  que 
deba  reglamentar  el  Poder  Ejecutivo  para  la 
mas  cumplida  ejecución  de  esta  ley,  se  autoriza  á 
la  Junta  directiva,  como  que  está  mas  en  contac- 
to cún  la  cojntabiíidad  y  otros  pormenores  del 
monte-pío  para  que"  forme  los  reglamentos  y 
acuerdos  que  estime  convenientes  y  los  someta  á 
su  examen. 

Art.  32.  El  Poder  Ejecutivo  se  reserva  la  fa- 
cultad de  variar,  alterar  ó  modificar  algunas  de 
las  disposiciones  contenidas  en  e]  presente  de- 
creto, si  así  lo  requiriere  el  curso  y  práctica  del 
negociado,  en  protección  del  derecho  de  las  viu- 
das, huérfanos,' madres,  abuelas  y  hermanas, 
en  cuanto  sea  compatible  con  las  disposiciones 
de  la  ley. 

Art.  83*  Se  derogan  cuantos  reglamentos, 
acuerdos  y  disposiciones  se  hayan  dado  en  eje- 
cución de  la  ley  de  27  de  Mayo  de  4845. 

Art.  34.  El  Secretario  de  Estado  en  los  Des- 
pachos de  Guerra  y  Marina,  queda  encargado  de 
la  ejecución  de  este  Decreto. 

Dado;  firmado  de  mi  mano :  sellado  con  el 
sello  del  Poder  Ejecutivo ;  y  refrendado  por  el 
Secretario  de  Estado  en  los  Despachos  de  Guer- 
ra y  Marina,  en  Caracas,  á  19  de  Junio  de  18&2, 
23  y  46.— J.  G.  Monaoas. 

Por  S.  E.— El  Secretario  de  Querrá  y  Marina, 

/.  Muñoz  Tébar, 
montepío  militar   rísdlucion    üjeootiva 
DB  3  t)£  MARZO  DB    1853  declarando  desde 
cuando  empieza  el  goce  de  la  pensión. 

Junta  Directiva. — Caracas  Marzo  3  de  18d3. 
St.  Tesorero  General 

Se  ha  recibido  la  nota  de  US.  fecha  de  ayer, 
numero  59,  en  que  después  de  referir  lo  que  el 
honorable  Senador  Sr.  Jesús  María  Olaechea 
pide  en  su  representación  acerca  de  las  pensiones 
devengadas  por  su  legítima  tia  la  Sra.  Isabel 
Henri^uez :  lo  que  dispuso  la  Secretaría  de  Ha- 
cienda; y  ]o4|uehiso  esa  Tesorería,  eonclnjre 
consultando  si  las  agraciadas,  con  pensión  de 
montepío  la  gevan  desde  la  publicación  de  la  ley^ 
6  desde  la  fecha  en  que  se  expide  la  cédula  que  les 
declara  aquel  derecho;  y  eii  contestación  debo 
decir  á  US. :  que  si  es  en  general  la  pregunta, 
el  artículo  ISdel  decreto  del  Poder  Ejecutivo  que 
reglamenta  la  ley  última  satisfará  la  eonsnlta  • 
pero  que  si  esta  se  contrae  á  la  ley  anterior,  en 
el  archivo  de  esa  Tesorería  debe  existir  el  c^io 
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que  se  le  fasó  par  U  Jaota  Direetira  y  que  ptm 

recordarlo^  se  reproduce,  dice  así : 

"  Caracas  36  deMarzo  de  J846. — Junta  Direc- 
tiva. — Sr.  Tesorero  General..^— Con  esta  fecha  se 
ha  servido  aprobar  el  Poder  Ejecutivo  el  acuerdo 
de  la  Junta  fecha  10  del  presente  mes,  cuyo 
tenor  es  el  siguiente  :  •*  Por  regla  general  se  ob- 
servará, que  ios  herederos  de  las  personas  agra- 
ciadas por'  el  montepío,  que  habiendo  muerto 
antes  ó  después  de  haber  recibido  las  cédulas 
correspondientes,  tienen  •  derecho  á  cobrar  las 
pensiones  devengadas,  hasta  el  dia  del  fallecimien- 
to de  dichas  agraciadas;  y  que  aquellos  de  ios 
herederos  en  quienes  recaiga  el  derecho  á  las 
pensiones  del  montepío  empiecen  á  disfrutar  las 
que  expresan  las  cédulas. que  seles  expidan,  con* 
forme  á  la  resolución  de  19  de  Noviembre  del 
afio  préximo  pasado,  esto  es,  desde  el  primero 
del  mes,  si  la  cédula  fuese  librada  antes  del  dia 
J5,  y  las  que  lo  sean  después  de  este  dia,  desde 
el  primero  del  mes  siguiente."— Lo  que  trascribo 
a  US.  para  su  inteligencia  y  fines  consiguientes. 
Soy  de  US.  atento  servidor. — AvendañoP 

Para  mas  aclaración  ;  se  recordará  también  el 
acuerdo  de  la  Junta  de  17  de  Marzo  de  1847 
aprobado  por  el  Poder  Ejecutivo  y  publicado  en 
la  Gaceta  número  849,  que  entre  otras  cosas  dice: 

*'  Segundo  :  que  respecto  de  la  aclaración  que 
se  pide  del  artículo  10  de  la  ley  de  montepío, 
debe  circularse  el  acuerdo  de  la  Junta  Directiva 
aprobado  por  el  Poder  Ejecutivo,  con  lo  cual  se 
contestarán  todos  los  reclamos  que  hay  en  el 
particular.  (Véaso  el  documento  impreso  en  la 
Memoria  de  1847,  folio  32)." 

La  resolución  de  19  de  Noviembre  1845  de  que 
se  hace  mención  en  el  oficio  que  se  deja  ya  inserto, 
ÍLé  dada  por  el  Gobierno  á  consecuencia  del  acuer- 
.  do  de  la  Junta  de  1 1  del  mismo  mes,  y  es  el  siguien 
te  ;  ^  se  fija  como  regla  general  para  el  pago  .  de 
las  pensiones  de  montepío  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 99  del  decreto  Ejecutivo  de  8  de  Junio  de 
1843.  (Klemoria  de  1844,  documento  folio  32), 
\  sobre  contabilidad  de  las  terceras  partes  de  suel- 
do de  los  militares,  cuya  regla  se  conceptúa  y 
debe  hacerse  presente  para  los  caaos  que  ocurran 
de  (¿tana  tu  raleza/^ 

.Con^k)  expuesto  cree  el  Gobierno  que  cesará 
4a  dudaqpe  ha  ocurrido  á  US.  y  que  ha  manifes- 
tado eo  el  oficio  que  contesto.  Devuelvo  la  repre- 
sentación qua  US.  adjuntó  con  la  liquidación  que 
á  ella  recayó,  manifestándole  de  paso  que  esta 
solo  adolece  de  un  defecto,  y  es  que  la  primera 
partida  no  debe  empezarse  á  contar  desde  él  3  de 
Marzo  sino  desde  el  primero,  sirviendo  de  regla 
Jas  diferentes  disposiciones  que  se  han  menciona* 


do  7 !}««  este  6oU«roo  ae  faa  «vrvUo  leeordir. 
Soy,  d&c. 

Muñoz  Tebar, 

MONTEPÍO    MILITAR.    RESOLUCIÓN   EJSCDTlTi 

DK  28  DE  SETIEMBRE  DE  1 853  dfc/ar a Ado  W 
ta  cuando  no  son  acreedores  los  agraciadía 
desde  la  publicación  de  Ikley  dt^  de  Maw 
de  1846  por  la  mitad  que  se  les  ka  reUniio 
por  acuerdo  de  la  Junta  Direcitva, 

Kopública  de  Venezuela.— Secretaría  deE. 
en  los  Despachos  de  Guerra  y  Harioa. 
SeccioD  segunda. 

Caracas,  23  de  Setiembre  de  1853, 24  y  43. 
Sr,  Secretario  de  Estado  en  el  D.  de  Hacienda, 
Impuesto  el  Poder  Ejecutivo  de  la  comooia- 
cion  de-US.  fecha  1 1  de  Junio  próximo  pasado 
en  que  se  sirve  someter  á' este  Ministerio  la  coei. 
tion  que  se  ha  presentado  en  el  de  su  cargo,  de 
ai  las  personas  que  disfrutan  de  montepío  miliar 
según  la  ley  de  la  materia,  y  que  solicitan  elpigo 
de  la  mitad  de  la  pensión  que  se  dispuso  se  leí 
retuviese  por  virtud  de  acuerdo  de  la  Junta  Di* 
rectiva  del  ramo,  aprobado  por  el  Poder  Ejeroti- 
vo,  fundadas  en  que  el  artículo  19  de  la  ley  di 
Crédito    público    reconoce    lo    que   haya  d^ 
jado  de    pagarse    por     montepío    desde  1^  di 
Julio    de     1846  hasU   30  de  Junio    de  'SS: 
vistas  con    detención     las    fundadas   razones 
que  US.  apunta  y  que    en  su  concepto  obru 
de    un     modo    ingente    contra  las  peticiona* 
rias ;    y  examinadas    con    escrupulosidad  la 
leyes  y  disposiciones  con  que  se  roza  el  asooto 
en  cuestioni  ha  resuelto   el   Poder  £J€cotiro  lo 
siguiente.  ^^' Caracas,  Setiembre  23  de  1853)- 
<*  Las  personas  que  fueron  agradadu  coo  peo- 
sion  de  montepío  militar  desde  que  se  pnblleóli 
ley  de  27  de  Mayo  de  1845  hasta  quelarefocóJi 
que  actualmente  rige,  no  son  acreedores  al  En* 
río  nacional  por  la  mitad  de  la  peusion  que  tt 
les  ha  retenido  por  acuerdo  de  la  Junta  Directi- 
va aprobado  por  el  Poder  Ejecutivo,  sino  al  fundo 
especial  ú  originario   del  ramo,  cuando  este  de 
por  si  sea  suficiente  para  pagar  la  pensión  íntegra 
á  todos  los  agraciados  y  haya  un  remaneote  con 
que  satisfacer  la  media  paga  mencionada.' —U 
que  digo  &  US.  en  contestación  á  su  citado  oficio 
y  con  el  fin  de  que  en  este  sentido  pueda  resol- 
ver US.  las  reclamaciones  que  se  le  han  dirigido 
con  tril  objeto. — Soy  de  US  atento  servidüf- 
Juan  Muñoz  Tébar, 

Es  copiA.^Cebálloi. 
MONTSEBEATE  (josé  maria)  dscsito  m 

20  DE  FEBRERO  DE  1844  dispontcndo  el  M^ 
''  á  su  favor  de  una  acreencia. 
E:1  Senado  y  Camarade  Hepresenlantcs  de  U 

República  de  Venezuela  reunidos  en  CongrcíO» 
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l¡[]8tela8o)Mti»l  de  ¿«eé  M*ría  M«ni8errfttte 
Mciaolftndo,  en  representación  de  su  híj«>  fnenor 
del  raisq^o  nombre,  la  auna  de  noventa  j  siete 
mil  seiscientos  sesenta  y  siete  pesos  sesenta  y 
«ostro  centaTos,  con  sus  interósea,  como  taIof  de 
bienes  libres  de  su  propiedad»  que  se  adjudicaron 
por  el  Gobierno  de  Cotombia  fi  diversas  personas 
en  raaon  de  haberes  militares,  entre  los  embar*- 
gados  y  confiscados  por  pertenecientes  á  Anto- 
nio Femándea  de  León  ;  y 

considerando: 

19  que  dicha  acreeDcia  es  legítima  y  prívile- 
fiiada  por  su  naturaleza  como  proveniente  de  pro- 
piedades de  un  venezolano  menor  de  edad  y  re 
vidente  en  el  territorio  de  la  República  que  le 
correspondían  por  herencia,  y  de  que  se  dispuso 
ara  pagar  deuda  nacional  de  Colombia. 

29  Que  con  arreglo  á  la  convonciun  de  23  de 
Diciembre  de  1834  entre  los  estados  que  compo- 
nían la  misma  República  de  Colombia,  Venezue- 
la es  responsable  en  tales  casos  del  28 ^  por  cien- 
to. 

39  Qne  es  tambieü  justa  la  indemnización  al 
mismo  menor  por  frutos  no  percibiiÍ0i<«  siendo  al 
intento  equitativa  la  regla  de  un  cinco  por  ciento 
anual;  y 

49  Que  el  padre  del  mencionado  menor  ha 
declarado  su  disposición  á  admitir  en  cuenta  la 
casa  de  propiedad  .  nacional  qne  sirvió  en  esta 
ciudad  para  el  establecimiento  del  cuño  con  el 
solar  contiguo  á  ella. 

bBOltBTAli: 

Art.  19  3e  acuerda  el  pago  al  menor  José 
María  MÓntserrate,  del  28|  por  ciento  de  la  sUma 
que  resulte  adeudársele  por  los  reala mos  que  ha 
intentado  contra  el  E^tadO)  practicada  que  sea 
por  el  Poder  Bjecotivo  una  exacta  liquidación 
para  fíjar  el  legítimo  monto  de  la  acreencia  del 
expresado  menor.  También  se  le  abona'rá  y  com- 
prenderá en  dicha  liquidación  el  cinco*  por  ciento 
al  alio  por  intereses  desde  la  fecha  en  que  se  dis* 
puso  por  ei  Grobierno  de  Colombia»  en  adjudica- 
ciones por  haberes  militares,  de  los  bienes  que  á 
dicho  menor  correspondían  en  los  embargados 
por  de  su  abuelo  Antonio  Fernández  de  León. 

Alt.  29  Se  entregará  desde  luego  al  mismo 
menor  por  cuenta  de  pago,  I9  casa  que  sirvió  en 
esta  ciudad  para  el  cufio  y  el  solar  contiguo  á  ella 
por  sus  justos  avalúos  que  en  el  día  se  formen  ; 
y  si  quedare  algún  resto  de  la  acreencia  se  le  sa- 
tisfará en  porciones  que  el  Cpngireso  asigne  con 
este  objeten  en  los  presupuestes  anuales,  según  lo 
permitan  las  atenciones  del  tesoro  público  t  y  en 
caso  contrario  el  Estado  será  reintegrado  del  exce- 
ea 

rovo  II. 
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Art  90  b)  Poder  Bjectitivo  en  la  pt(rxima  le* 
gfÍBlatura  remitirá  al  Cobgreso  un  tanto  de  hi  11- 
quulacion  que  se  le  encarga  por  el  artículo  19 
oon  los  documentos  qiie  comprueben  su  ^exactitud*, 
en  la  que  se  expresará  h  que  se  le  quedare  reiHan* 
do  al  menor  Montserrate  después  de  la  adjudiéa- 
cion  de  la  casa  y  solar  que  indica  el  artículo  an- 
terior)  6  le  qtie  pbr  el  interesado  se  htibiere  rein- 
tegrado al  Estado  en  el  caso  previsto  en  el  mismo 
articulo. 

Dado  en  Caracas,  á  17  de  Mayo  d^  ÍS43,  aflo 
14  de  la  ley  y  33  de  la  independencia. — El  Pre- 
sidente del  Senado,  J{»é  Varga». -^E\  Presidente 
de  la  Cámara  de  Representantes,  Manuel  Feltpe 
de  Taúar. — El  Secretario  del  Senado,  José  An- 
g4l  jPrctrci-— El  Secretario  de  la  Cámara  de  Re- 
presentantes^ Juan  Antonio  Pérez. 

Caracas.  19  de  Mayo  de  1843,  14  y  Sa— Ohjé» 
tese»— Carioa  Soublette, — Por  S.  £•— El  SecreU- 
rio  de  Estada  en  el  Despacho  de  Hacienda,  JFVan- 
eisco  Aranda. 

Caracas,  20  de  Febrero  de  1S44, 15  y  34.— En 
esta  fecha  ha  sido  presentado  al  Poder  Ejecutivo 
por  una  comisión  de  la  Cámam  de  Representantes 
el  proyecto  de  decreto  precedente,  expresando 
dicha  comisión  que  el  Congreso  habla  insistido,  y 
lo  devolvía  para  que  se  mandase  ejecutar  por  S.  £. 
como  ley  de  la  República. — iimuda-^Ejecútese* 
•^Carlos  Soublette. — Por  S.  E, — El  Secretario  de 
Estado  en  ei  Despacho  de  Hacienda,  Francisco 
Aranda* 
MORA  (palo  de)  Véase   Extracción  de  made* 

ras  preciosaft  y  de    construcción  de  bugues^ 

plantas  medicinales  4*« 
MORAL  PUBLICA.  Véase  Provincias  artículo  56. 
MORALES  (jóse  vaicvel)  Pensión  á  sohuérfií- 

na.  Véase  Pensiones,  Decreto  de  16  de  Mayo 

de  1850. 
MORTUORIA.  Véase.  Herencias  vacantes. 
MOTATAN  (parroquia  de)   Véase.  División 

territorial,  R.  E.  de  15  de  Junio  de  1847. 
MOVIMIENTO  DB    CAITSAS.   Yé^e  Estadisti^ 

ca  judicial 
MOYO.  Medida  para  líquidos.  Véase  Pesos  y  me- 

didas,  artículo  3. 
MÜEBEE8,  LocALEsir  oastos  be  escritorio 

PARA  los   tribunales     INFERIORES.  RESOLU- 
CIÓN EJECUTIVA  DE  14  DE  ENERO  DE    1856  dé^ 

elisr^ndo  por  quienes  deben  costearse. 
Secretaría  del  Iateríor.-~Seo6ion  segunda. 
Caracas,  Enero  14  de  1856. 
RESUELTO. — Dígase  á  los  seftqres  Gobernador 
de  Barcelona,  Juez  de  provincia  de  Caracas  y 
Jaez  de  circuito  de  San  Cristóbal. 

En  el  expediente  respectivo  ha  dictado  S.  JL  el 
Poder  Ejecutivo  la  resolución  que  sigue : 
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««Noeslando.s^fiítlada  en  la  ley  de  gastos  pú- 
blicos vigente,  Qinguna  caxttidad  para  ser  inverti- 
da en  locales,  movüiario  y  gastos  de  escritorio  de 
los  tribunales  inferiores,  v  siendo  por  otra  parte 
la  suma  apropiada  en  ella  á  gastos  imprevistos 
escasa  aun  para  atender  á  algunos  de  ma/or  ur- 
gencia, y  de  conformidad  con  lo  resuelto  por  esta 
Secretaría  en  diferentes  ocasiones,  contéstese  álos 
interesados  :  que  el  Tesoro  publico  no  puede  pro- 
porcionar á  los  Jueces  el  alquiler  de  las  salas  de 
sus.  despachos  ni  el  rooviliario  correspondiente ;  y 
en  cuanto  á  los  gastos  de  escritorio,  que  estos  de- 
ben salir  del  sueldo  y  emolumentos  de  los  Secre- 
tarios," 

Lo  que  tengo  el  honor  de  comunicar  á  US. 
para  su  inteligencia  y  como  resoltado  de  su  oficio 

fecha .-- 

Soy,  éüc. 

Por  S.  E — Oriach. 
Es  copi^. — Oriaoh. 
MUJER  CASADA.  Cuando  y  cómo  podrá  presentarse 
en  juicio.  Véase.  Partes  en  juicio^  art.  6,  7 
y  8. 
MUJERES.  No  pueden  ser  presas  por  deudas, 
que  no  provengan  de  delito  conforme  á  la  ley 
recopilada,  que  está  vigente,  Véase  Prisión»  A. 
C.  S.  de  4  de  Agosto  de  1837. 
MULTAS.  jQuál  se  impondrá  á  los  jueces  y  ma- 
gisti;ados  por  detención  arbitraria.  Véase  De- 
tentores  arbitrarios^  arts.  1  k  6. — ^Al  alcalde 
que  recibiere  un  preso  sin  las  formalidades 
pi escritas.  Véase  id.  art.  8. — Al  que  imprimie- 
re la  Constitución  sin  un  carácter  ofíciaL  Véa- 
aíe  Constitución  art.  29 — Al  que  sin  enfermedad 
'grave  ó  impedimento  de  parentesco  en  grado 
prohibido,  se  excusare  de  ser  fiscal  ó  defensor 
en  causa  de  /conspiración.  Véase  Conspirado' 
res,  art.  14. — A  los  jueces  y  secretarios  por 
cualquier  omisión  ó  negligencia  en  las  mismas 
causas.  Véase  id.  art.  15.--- A  los  funcionarios 
culpables  de  la  falta  ('e  nombramiento  de  los 
notables  que  designa  la  ley  de  elecciones.  Véa- 
se Elecciones,  ley  i  a  art.  89 — A  los  conceja- 
Jes  que  voi^n  por  el' nombramiento  ilegal  de 
notables.  Véase  ic/.  loy  id.  art.  79""^^^  j"^^  y  no- 
tablas  que  no  se  reu.ian  para  llenar  las  funcio- 
nes que  determina  el  artículo  I9  de  la  ley  1^^ 
Véase  Elecciones,  L.  Jl,  art,  6.— A  cada  miem- 
bro de  la  junta  de  notables  por  la  omisión,  ex- 
clusión ó  inclusipn  indebida  de  sufragantes  en 
las  listas.  Véase  id,  L  id.  art.  7.— A  la  autori- 
dad parroquial  y  h  caila  notable  por  cada  vez 
que  dejen  de  cumpJir  coa  sus  deberes  en  los 
casos  no  comprendidos  ei\las  leyes  1?  y  2^  Véa- 
se id.  U  id.  art»S. — A  cada  miembro  del  Concejo 
municipal  por  la  falta.de  nofnbramiento  dejos 
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coQJueces  para  Un  asambleas,  6  por  su  aombn. 
miento  ilegal.  Véase  id.  L.  3^  art.  39— Aa<la 
miembro  de  la  junta  parroquial  por  (á|jda  safra. 
gante  admitido  ó  rechazado  ilegalmúDte,  ó  por 
cada  sufragio  indebidamente  admitido  ó  recha- 
zado. Véase  id.  L  4^,  art  16.^-A  cada  nuem- 
bro  de  la  junta  parroquial  por  la  falta  de  fija. 
cion  de  la  copia  del  resumen  que  se  previene  es 
el  ^  29  dei  art.  12,  y  demás  faltas  en  que  iuear- 
ran.  Véase  id.  L.  4a,  arU  17  y  18.— A  cada 
miembro  del  Concejo  municipal  por  &lta  de 
reunión  para  el  acto  del  escrutinio  de  iiselec- 
cione8,.de  modo  que  quede  el  cantón  sio  repre- 
sentación en  el  colegio.  Véase  id,  L.  5^aTt.70 
— A  los  mismos  por  cada  sufragante  cuyo  roto 
hubiere  dejado  de  escrutarse.  Véase  id.  L.  id. 
art  8. — A  los  mismos  por  las  demás  faltas  en 
que  incurran  en  materia  de  elecciones.  Véase 
id.  L.  id.  art.  9. — Al  elector  que  falte  &  la  iosta 
lacion  del  colegio.  Véase  id.  ley  6^,  art  17- 
Al  que  se  negare  á  votar.  Véase  id.  L.  id.  art 
.18. — Al  que  indebidamente  votare  por  la  naií- 
dad  de  un  nombramiento  de  Senador,  RepT^ 
sentante  ó  Diputado  provincial.  Véase  tULiii 
art  19. — Al  que  violare  la  inmunidad  de  que 
gozan  los  electores.  Véase  id.  L.  id.  art.  20.- 
A  cada  uno  de  los  electores  ouepractiquea  al- 
guna  elección  contra  el  tenor  del  artículo  4^ de 
la  ley  6^,  Véase  id.  L.  i-',  art.  21.— Al  queeir.. 
pleare  su  autoridad  6  carácter  ofícial  para  faro- 
recer  ó  contrariar  algún  partido  político.  Véase 
id.  L.  9a,  art  I9 — Al  que  venda  su  sufragio, 
6  compre  el  de  otro.  Véase*  id,  L.  id.artS.- 
Cuando  estas  multas  se  impongan  á  mas  de 
uno  siempre  serán  individuales  y  nuacainio- 
lidum.  Yé0s^/(/«  art.  13.— 'AplicacioD  deelias. 
Véase  eU  art  14. --Al  comisionado  para  la  for- 
mación de  un  censo  que  á  sabiendaff  óporae* 
Írligencia  culpable,  dejare  de  incluir  eneldesu 
ocalidad  algunos  habitantes,  6  incluyere  mas 
de  los  que  realmente  existan.  Véase  Ccnsod* 
población^  art  7. — Al  mismo  cuando  la  falta 
sea  referente  á  otros  datos.  Véase  id.  ^1?  art 
id. — Aplicación  de  estas  multas.  VéasetUj^? 
art  id. — Por  faltan  relativas  á  la  milicia.  Véase 
Milicia  nacionaly  D.  E.  R.  art.  Í34,  137,^^1 
138,  J41  ál42,  143.  145  á  148, 163  á  155, 166, 
168,  y  su  §  29-^AI  demandante  6  demanilado 
cuando  no  comparezcan  al  acto  de  la  contesta- 
ción. Véase  Contestación  y  conciliación^^ 
12  y  .Demandas  en  que  eonocen  los  jueces  kf0.f' 
roquia  (hoy  de  cantón )y  de  paf  enjuicio  ser- 
bal, §  49  del  art  I9— Al  que  maliciosamenta 
pida  pró'roga  del  término  de  pruebas  so  pretóito 
de  evacuarlas  en  pais  extranjero*  Véase  Pf^' 
bas  y  su  término,  art  49— Al  que  ciudopara 
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evacuar  una  deciaradon,  no  concomeré  al  efec- 
to. Véase  id.  art.  43. — Al  que  recusare  á  un 
juez,  declarada  sin  lugar  la  recusación. Téase 
Recusoidon,  art.  30.— «-Al  juez  que,  después  de 
avisado  de  una  competencia,  continué  obrando. 
Véase  CompeienciaSf  art.  59 — Al  juez  que  hu- 
biere sostenido  una  competencia  manifiesta- 
mente infundada.  Véase  ííí.  art.  10. — Al  que  sin 
causa  justificada  no  concurriere  al  tribunal,  ci- 
tado que  sea,  con  el  objeto  de  conocer  de  la  ce- 
tion  de  bienes  hecha  por  un  deudor.  Véase  Ce- 
sión de  bienes^  art.  8. — A  los  trabajadores  de 
tina  nueva  obra  que,  requeridos  por  el  juez  para 
que  la  suspendan,  á  virtud  de  denuncio,  conti- 
nuaren en  ella.  Véase  Interdictos  prohibitivos, 
art.  29 — A  los  peritos  en  juicio  de  cuenta,  que 
no  cumplan  con  su  encargo,  ó  rehusen  recibir 
los  traslados  que  se  les  pasen.  Véase  Juicio  de 
CuentaSj  art.  8  y  9. — Al  juez  ó  prelado  eclesiás- 
tico que  no  remita  los  autos  á  la  Corte  Supe- 
rior, pedidos  que  le  sean  por  ella,  para  conocer 
de  las  causas  en  que  se  interponga  el  recurso 
de  fuerza,  V^ase  Recurso  de  fuerza,  art.  3  y  4. — 
Al  juez  contra  quien  se  interponga  una  queja 
fundada.  Véase  Queja  {recurso  (£?),  art.  13. — 
A  los  jueces  y  Secretarios  relatores  por  cada 
enmendatura  ó  interlineacion  <fe.,  que  no  fuere 
salvada.  Véase  Disposiciones  comunes  á  todos 
los  juicios,  art.  34. — Al  que  se  resií^ta  á  ejercer 
las  funciones  de  fiscal  ó  defensor  en  causas  cri- 
minales. Véase  Procedimiento  cri?ni>ial,  art.  3. 
— Al  condenado  por  injurias  cuando  no  haya 
efusión  de  sangre  ó  grave  contusión.  Véase  id. 
art.  17. — Al  registrador  que  no  anote  la  cance- 
lación, bien  total,  bien  parcial,  de  un  documen- 
to, caando  sea  requerido  á  ello  por  persona  le- 
gítima. Véase  Registro,  art.  17.  —  Al  mismo 
que  demore  los  registros  y  demás  diligencias 
que  están  á  su  cargo,  pedidas  que  le  sean  por 
las  autoridades  6  por  los  particulares.  Véase  id. 
art.  19. — Al  mismo  que  no  tenga  abierta  su  ofi- 
cina permaneciendo  en  ella  por  lo  menos  ocho 
horas,  fuera  de  los  casos  de  la  ley.  Véase  id, 
éit  20.-P-A1  que  no  concurra,  &  cualquiera  hora 
del  dia  ó  de  la  noche,  á  presenciar  un  testamen- 
to: Véase  id,  art.  21. — Al  principal  por  cuyo 
descuido  no  tuviere  papel  el  subalterno. — Véase 
id.  art.  22. — Al  que  cobrare  mas  derechos  de 
los^debidos.  Véase  id,  art.  25  y  su  ^. — Al  juez 
que  admita  un  documento  en  papel  común* 6 
incompetente. — Véase  id,  art.  16. — Al  que  no 
presente  en  el  término  que  le  fije  el  juez  el  nu- 
mero de  sellos  que  deben  inutilizarse  cuando 
por  no  haber  papel  sellado,  se  haya  hecho  uso 
de  papel  común,  y  al  juez  que  no  hiciere  la 
agregación.  Véase jU  §  único  del  art  16. — Al 
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funcionario  que  habilitare,  6  admitiere  papel  ha- 
bilitado.— Véase  id.  art.  25.— A  los  que  falten  al 
respeto  debido  á  los  Gobernadores  y  jefes  políti- 
cos.— Véase  Provincias,  art.  28  y  29  y  ^  único 
del  33. — A  ios  que  falten  al  debido  respeto  á  los 
jueces  de  paz  Véase  id.  art.  58. — Al  que  nombra- 
do jefe  político,  rehusare  posesionarse  6  que  des» 
pues  de  posesionado,  rehusare  servir  sin  causa 
justa.  Véase  id.  art.  72. — A  los  Concejales,  pro* 
curadores  municipales,  jueces  de  paz  y  síndicos 
parroquiales  que  rehusen  posesionarse,  ó  que 
después  de  posesionados  se  negaren  á  seri^. 
Véase  id.  art.  id. — Al  funcionario  publico  ^^ 
por  lentitud,  negligencia,  ú  omisión  culp?íl)le 
dejare  de  cumplir  alguna  ley  ó  decreto  del 
Congreso.  Véase  id.  art.  102. — Al  Diputado 
provincial  que  a  sabiendas  infringiere  los  artí- 
culos 167,  168  y  169  de  la  Constitución.  Véa- 
se id.  art.  104. — Al  Gobernador  que  no  objeta- 
re cualquiera  resolución  de  la  Diputación  pro- 
vincial librada  con  infracción  de  los  artículos 
167  y. 168  de  la  Constitución.  Véase  ¿d.  art. 
105. — Responsabilidad  á  que  están  sujetos  los 
Gobernadores,  jefes  políticos  y  demás  funcio- 
narios de  policía,  que  decreten  arbitrariamen- 
te multas.  Véa<íe  id,  art.  108,— Al  juez  que  se 
niegue  á  admitir  una  información  sumaria  para 
fundar  queja  contra  cualquier  empleado;  Véa- 
se id.  art.  110. — Al  autor  ó  editor  de  un  libelo 
infamatorio,  según  el  grado.  Véase  Libertad 
de  imprenta,  L.  2^,  art.  I9 — Al  autor  6  editor 
de  un  escrito  obsceno  ó  contrario  á  las  buenas 
costumbres,  según  el  grado.  Véase  id.  L:  id.  art. 
2. — Al  impresor  que  publicase  un  impreso  sin 
poner  en  él  su  nombre  y  apellido,  y  el  lugar  y 
año  de  la  impresión.  Véase  id.  L.  3»  art.  3.— 
Al  que  venda,  distribuya,  ó  haga  distribuir  uno 
ó  mas  impresos  sobre  que  haya  recaido  la  de- 
claratoria de  "  ha  logar  á  formación  de  causa." 
Véase  id,  L.  id.  art.  4. — A  los  jefes  políticos 
por  cada  nombre  añadido,  ü  omitido  en  las  lis- 
tas para  la  designación  de  jurados.  Véase  id. 
L.  4a  art.  19 — Al  que,  inscrito  en  ellas,  no 
concurriere  el  dia  del  juicio,  sin  causa  justifi- 
cada. Véase  id.  L.  id.  §  I9  del  art.  29— Al  que 
designado  por  la  suerte,  se  niegue  á  desempe- 
ñar las  funciones  de  jurado. — Véase  id.  L.  id. 
§  29  del  art.  29 — A  los  capitanes  de  buque  á 
quienes  se  sorprenda  fondeados  en  cualquier 
punto  no  habilitado  sin  permiso  de  alguna  adua- 
na, ó  que  hagan  viaje  á  cualquier  punto  de  la 
República,  sin  estar  legalmente  despachados. 
Véase  Comiso,  art.  27  y  28, — A  los  que  nave- 
guen ó  remitan  frutos  del  pais  sin  la  certifica- 
ción que  previene  la  ley  de  cabotaje.  Véase  id, 
art.  29. — Al  que  hubiere  tratado  de^  burlarla 
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vjf  ilaqcia  de  Ipt  empleados  de  la  aduana»  YédL* 

•e  i¿.  §  úoico  del  art  30.-^Al  que  de  cualquier 
modo  haya  dado  ayuda  ó  prestado  auxilio  á  los 
(fue  hacen  coalrabando.  Véase  id.  ^  19  del  art. 
35. — Al  peón  (|^e  llevare  un  buho  de  á  bordo 
ft  una  casa  particular,  y  al  capatas  con  cuyo  co- 
nocimiento se  hiciere*  Véase  id.  ^  2P  art  id. 
<— AI  duefto  de  la  casa  que  recibiere  dicho  bul* 
.  to.  Véase  id.  &  id.  ait  id. — A  los  capiunes  de 
buque  por  cada  bulto  que  falte  á  bordo  de  loe 
anotados  en  el  sobordo^  6  por  los  que  resulta- 
ren de  mas.  Véase  id.  art.  36. — Al  magistrado 
^luez  que,  habiendo  cumplido  el  término  de  su 
ouracion,  no  continuare  actuando  hasta  que 
sea  subrogado.  Véase  Trilnin^les  y  Juzgadútt 
L.  X,  art.  10.— Al  que  nombrado  juez  de  can- 
tón propietario  o  interino,  no  tomare  posesión 
dentro  de  ocho  dias  de  haber  sido  in^ruido  de 
su  nombramiento,  &•  Véase  id.  L.  id.  art.  11. 
— Al  que  falte  al  decoro  y  compostura  en  los 
tribunales.  Véase  id,  L.  id.  art.  14  y  su  §. — 
A  los  capitanes  de  buques  en  que  no  se  hdlla- 
rén,  al  pasar  la  visita  de  fondeo,  los  artículos 
de  repuesto  para  velamen,  aparejos,  ¿l.  á  ex- 
cepción de  los  necesariamente  gastados  con  co- 
nocimiento de  los  jefes  de  la  aduana.  Véase 
Importación,  §  89  *"'*•  1-® — ^  cualquier  perso- 
na no  perteneciente  al  rol  de  un  buque,  que 
sin  pet-miso  de  la  aduana,  fuere  á  bordo  antes 
de  concluirse  su  descarga.  Véase  id,  ^  4.<»  art 
II.  Aplicación  de  estas  multas.  Véase  id,  art* 
39. — A  los  empleados  de  correo  por  las  faltas 
en  que  incurran  según  su  gravedad.  Véase 
CorreoA,  h.  O.  art.  37.— A  favor  de  quién  que- 
dan las  multas  de  que  habla  el  artículo  anterior. 
Véase  id.  art.  32. — Cuáles  deben  imponer  los 
administradores  de  correo  á  los  conductores 
por  sus  faltas.  Véase  id.  D.  E.  de  19  de  Agos- 
to de  1841,  art.  23. — Al  médico  $  cirujano  que 
diere  falsamente  una  certificación  de  invalidez, 
éa  virtud  de  la  cual  haya  alguno  obtenido  cé- 
dula de  inválido.  Véase  Inválidos^  art  9. — Al 
que  se  resistiere  al  allanamiento  de  su  casa  en 
los  casos  detallados.  Véase  Allanamiento  de 
CdSas^  art  7.— *A1  juez  6  funcionario  publico 
que  altanare  una  casa  fuera  de  los  casos  pres- 
critos y  sin  las  formalidades  legales.  Véase  id. 
^  único  del  artículo  ]4.  Destino  de  estas  mul- 
tas. Véase  id,  art.  14— «Al  que  preste  su  nom- 
bre para  la  nacionalización  de  un  buque  ex- 
tranjero, V  á  los  que  coacurran  á  la  enajena- 
ción simulada  de  cualquiera.  Véase  Naciona- 
lización y  arqueo  de  buques^  art.  7. — Al  fon- 
cionario  público  que  ádlrnita  de  capitán  de  un 
buque  venezojano  á  un  individuo  que  no  ten- 
ga loi  requisitos  legales.  Véase  id,  art  10.-<* 


Ai  «pitan  6  dne&o  de  un  buque  veiesoboa 
vendido  en  pais  exUanjer^,  y  cuya  pateóte  no 
sea  devuelta  en  el  lie»po  determinado  per 
cada  diez  toneladas  que  mida»  Véase tJ.  art. 
18.-*Aplicack>H  de  estas  multas*  Véase  td!  art 
21. — Al  administrador  de  aduana  que  oeviíj. 
tare  las  salinas  de  su  dependencia,  dos  veees 
al  afio.  \réttae  Salina^^  ^  único  del  art  29. «-A 
los  catedráticos  de  las  universidades  por  cier- 
tas faltas.  Véase  Instruccian  pública.  L  5a 
ait.  7  y  9.— A  los  jueces  en  causas  de  harto 
por  cualquiera  omisión  6  negligencia.  VéaM 
Hurtas,  cap.  I,  art.  I?  y  su  §.— Al  juez  que  ne 
acordare  lo  conveniente  para  la  persecucioa 
de  las  mujeres  prófugas  de  ios  hospitales,  &. 
por  causa  de  hurto« — Véase  id.  ^  go  ^^^  wt3¿ 
-^Al  tribunal  que  haya  pronunciado  uaa  m- 
tencia  infundada  en  las  mismas  causas.  Véui 
tdt  art,  5. — A  los  vagos  y  mal  entreteoidoi 
Véase  Fa^oí,  art,  12  y  sus  cuatro  inciao6,yiM 
^  único* — A  los  jueces,  Gobernadores,  jefes  po- 
líticos y  comisarios  de  policía  que  no  cumplas 
con  las  disposiciones  sobre  vagos.  Véase  ii  ait 
15  y  16. — A  los  mismos  que  no  pasen  los  coa* 
droa  sobre  va^os.  Véase  id.  art  17.— Destino  di 
las  multas  impuestas  por  la  ley  de  vagos.  YéaN 
id.  art  18. — Destino  de  las  impuestas  por  tít- 
tud  de  un  juicio  de  responsabilidad. «-Vea» 
Queja,  art  13.  —  Al  Gobernador,  comaodafiU 
de  armas,  placas  6  castillos,  Generales  y  Coio« 
neles  con  goce  de  tercera  parte  que  se  niegaeo  á 
desempeñar  la  subdireccion  del  moatepio  miü^ 
tar.  Véase  Montepío  militar,  art  20.— A  iw 
Cónsules  y  agentes  comerciales  de  la  Repéblica 
por  faltas  levea  Véase  Consula,  D.  de  30  de 
Abril  de  1847,  art,  39.— Al  perito  ensayador  á 
reconocedores»  cuando  por  su  culpa  se  importa 
en  el  pais  moneda  menoscabada  en  su  peso,  á 
con  desmérito  de  su  ley.  Véase  iMoa^,  L.  de 
3Q  de  Marzo  de  1848,  art  7.^A  los  queoo 
quieran  recibir  cualquiera  de  las  monedas  meo* 
dadas  circular.  Véase  id.  art.  lO.-i^Al  que  re- 
querido por  el  Gobernador,  no  saoare  deotrodel 
debido  término  los  títulos  de  propiedad  de  loa 
terrenos  baldíos  que  posean  por  tiempo  iome* 
morial.  Véa^e  Tierras  baldías,  art  17.— Al 
abogado  que  sin  consfantimiento  de  la  parle» 
desentienda  de  la  defensa  que  ha  aceptado,  ó  la 
pase  á  otro.  Véase  Abogados^  art  1¿— Pof  lo» 
presidentes  de  lae  Cortes  Suprema  y  Superiores 
para  sostener  el  orden  y  hacer  que  los  miniaros 
y  subalternos  cumplan  sus  deberes,  &•  Véase 
Tribunales  y  juzgados,  L,  3^  art  2?  niím.  1? 
— Aplicación  de  todas  las  que  se  imponen  por 
los  Gobernadores»  jefes  políticos,  &*  por  tras- 
presiones  de  las  ordenanzas  municipales, y  01^*% 
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«íaoipr&^qiiaiidlí(n|fftnaplÍQaeíon  especial  ¥éa* 
•e  Recuas  mnnicip^i^^  ovni.  49  aii.  2? — A  loa 
adminUUadores  de  reatas  ioteriras  por  el  no 
cumpliaiiento  de  sus  deberes.  Véase  HetUas  in» 
ternas^  art.  27.-- -A  los  que  usen  de  pesos  y  me- 
Uidas  sin  las  dimensiones  y  capacidad  correspon- 
dientes. Véftse  Petas  y  medida*^  art  15.— ^Al 
Arzobispo  ú  Obispo  que  admita  un  novicio,  do- 
nado,'ó  devoto  en  un  convente,  6  «u  profesión 
antes  de  la  edad  competente.  Véase  Conven  tos  ^ 
L.  de  4  de  Marso  de  1826,  art  4. — A  los  que 
sin  los  ^uisitos  legales  contraigan  matrimonio 
síq  la  licencia  competente.  Véase  MaMntonios, 
art  10  y  IL— rAl  administrador  ¿e  aduana  que 
no  cumpla  con  las  disposiciones  de  la  ley  de  ca- 
botaje. Véase  Cabotaje  ( Apéndice  al  primer  ta- 
mo) art.  14. — Al  capitán  de  buque  que  al  acto  de 
la  visita  no  presentare  el  sobordo,  ó  si  este  no  es- 
tuviere en  la  forma  prevenida  en  el  art.  1^  X  ^"  $ 
19  de  la  ley  de  la  materia.  Véase  Importación, 
art.  29 — Al  mismo  por  la  falta  de  sobordo  y  cono- 
oimienio  á  la  vez.  Véase  »d.  art.  30. — A  los  per  i* 
tos  nombrados  para  ejercer  las  funciones  del 
art  23  de  la  propia  ley.  Véase  id.  art  24.— 
Contra  el  que  viole  el  privilegio  de  una  indus- 
tria* Véase  Patentes  de  industria,  art.  21  y  22. 

MULTAS-   ACUBRDO   DB    LA  CORTB  SUIHlBMA     tí$ 

10j>BiDrciEMBRE  BE  'l841  declarando  que  se- 
gun  el  sentido  de  los  artículos  2^,  89,  97  ^108 
de  la  hy  orgánica  de  provincias^  en  tas  conde- 
naciones  de  inultas  gue  hagan^  los  funcionarios 
políticos  en  virtud  de  las  leyes  y  ordenanzas 
de  policía,  no  debe  haber  ninguna  discusión 
judicial  por  lo  que  hace  á  su  ejecución  y  cum- 
plimiento, y  solo  se  puede  ocurrir  por  las  agrá- 
vvad»s  á  los  poderes  y  anioridades  que  so  de- 
signan en  los  dos  últimos,  en  clase  dé  queja* 

En  la  Ciudad  de  Caraibas  á  10  de  Diciembre  de 
1841,  II  y  31.  los  Ministros  Presidente,  Vicepre- 
sidente, Relatar  y  Canciller  de  la  Corte  Suprema 
de  Justicia,  habiendo  iraido  á  la  vista  la  consulta 
hecha  por  e)  juez  de  primera  instancia  del  circui- 
to del  Este  de  la  provincia  de  Maracuibn,  sobre  til 
cobre  de  las  multas  impuestas  por  los  Gobernado- 
res y  Jefes  políticos,  dirigida  por  la  Superior  del 
quinto  distrito  con  lo  representado  por  el  «efior 
Fiscal,  dijeron :  que  es  demasiado  elaro  y  termi- 
nante el  articulo  ^8  de  la  ley  sobre  organización 
de  provincias,  jpar  él  cual  pueden  los  Gobernado- 
res ejeentar  gubernativamente  las  penas  impuestas 
por  las  ley>es  y  erdénarízas  de  policfa,  y  lo,  facul- 
tad t]ae  tan^bien  tienen  para  impevier  y  exigir 
eoactivameme  multas  en  los  casos  de  que  en  él  se 
habla,  eay»  dtríbucieh  igualmente  tienen  los  Jefes 
polítiaos^  i  corrformidad  del  artículo  8^9.  Según  el 
sentido  literal  de  estos  artículos  y  de  los  97  y  108 
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de  la  míema  ley^,  te  deéuce  tailiWenr  con  la  pronta 
claridad,  que  la  ley  no  quiere  que  en  las  conde* 
naciones  de  multas  que  hagan  los  funcionarios  po^ 
lítieos  ni  en  su  cobro,  haya  ninguna  discusión  ju- 
diciari,  y  solo  consiente  que  las  cfbejas  de  los  agra- 
viados sean  oidas  y  decididas  por  los  poderes  y 
autoridades  que  allí  designa.  De  manera  que  uq 
se  encuentra  ninguna  disposición  que  prevenga 
que  el  cobro  de  las  expresadas  multas»  sea  compe- 
tenda  de  los  tribunales  de  justicia.  Sin  embargo» 
como  la  Corte  Superior  del  quinto  distrito,  ha  te^ 
nido  presente  el  articulo  9?  de  la  sección  2^  de  la 
ordenanxa  municipal  del  aflo  de  39,  que  trata  del 
impuesto  sobre  multas  decretadas  poi^  el  Goherílh- 
dor  y  denuis  funcionarios,  por  el  cual  se  establece 
que  impuesta  la  inulta,  la  autoridad  que  la  haya 
decretado  dé  aviso  al  encargado  de  las  rentas  mu- 
nicipales, para  que  proceda  á  verificar  el  oobro  in- 
meiUataniente,  y  que  en  caso  de  negativa  6  moro- 
sidad, ]o  representará  al  juez  que  deba  conocer  de 
las  demandas  ejecutivas,  á  fin  de  que  haga  efecti« 
vo  el  cobro  con  arreglo  á  la  ley,  parece  que  el 
modo  que  aquella  Corte  ha  encontrado  de  conci- 
liar la  ordenanza  municipal  y  la  ley  orgánica  de 
provincias,  es  el  único  que  ha  propuesto  en  su  in- 
forme. Mas  como  este  Supremo  tribunal,  no  pue* 
de  prescindir  de  las  varias  inconsecuencias  que  po- 
drían resuhar  de  semejante  procedimiento  judicie!^ 
y  de  que  las  Diputaciones  provinciales  no  pueden 
mudificar,  ni  menos  corregir  las  leyes  comunes, 
acuerda  que  se  eleve  la  consulla  al  Poder  Legisla- 
tivo en  la  forma  acostumbrada,  con  remisión  del 
expediente  en  testimonio  y  por  el  árgano  del  Po- 
der Ejecutivo,  avisándose  ¿  la  Corte  que  la  ha 
trasmitido. 

Urbaneja.-ltdo,  Mercado r.'-Martinez.-Duarte^ 

Caracas,  Junio  12.  de  1844. 

El  Canciller,  José  Ruarte. 
MULTAS.  RasoLXJcioN  ejecutiva   de  ^7   de 

FEBRERO  UE  J847  determinando  el   modo   de 

cobrar  las  impuestas  conforme  al  código  da 

procedimiento. 

Secretaría  de  Ha,cienda. 

Caracas,  27  de  Febrero  de  1847,  afia 
1 1  de  la  ley  y  3d  de  la  independencia. 

RESUELTO.      . 

derogada  la  de  4  de  Mayo  de  1838  sobre  impucA- 
to  para  p;astos  de  justicia  en  coya  artículo  26  se 
establecían  los  medios  de  hacer  efectivo  el  cobro 
de  las  multas  impuestas  conforme  á  las  leyes  del 
Código  de  procedimiento  judicial,  y  previniéndose 
por  el  parágrafo  ánico  del  artículo  27  de  la  ley 
de  papel  sellada  de  4  de  Jfunio  de  1846  derogato- 
ria de  aquella,  que  en  las  causas  que  estén  con« 
cluidas  á  su  publicación  se  graduará  el  impuesto 
de  justicia  conforme  ^  la  citada  de  4  de  Mayo  de 
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1838,  y  96  cobrará  de  la  manera  establecida  en  el 

articulo  O  de  la  ley  de  arancel  de  8  del  indicado 
ines  de  Jiinio ;  de  todo  lo  cual  se  colige  la  necesi- 
dad de  uniformar  el  sistema  de  recaudación  de 
dichas  multas  é  i  opuesto  de  justicia,  se  resuelve  : 

19  La  tesorería  general  por  sí  y  por  medio  de 
los  receptores  de  papel  sellado,  mientras  se  esta- 
blecen las  oficinas  de  rentas  internas,  se  encargará 
déla  recaudación  de  las  multas  que  se  hayan  im- 
puesto y  se  impusieren  en  lo  sucesivo  con  arreglo 
á  las  leyes  del  Código  de- procedimiento  judicial, 
y  los  administradores  de  rentas  municipales  con- 
tinuarán haciendo  el  cobro  del  impuesto  de  justi- 
cia^ue  se  gradúe  en  las  causas  que  estaban  con- 
eUiidas  el  primero  de  Enero  del  presente  año  en 
que  empezó  á  tener  efecto  la  citada  ley  de  papel 
sellado  de  4  de  Juio  de  1846,  empleándose  para 
el  cobro  tanto  de  las  multas  como  del  impuesto  los 
apremios  prevenidos  en  el  artículo  9  de  la  mencio- 
nada ley  de  arancel  de  8  del  propio  mes  de  Junio. 

29  De  los  fondos  quese  recauden  por  uno  á  otro 
respecto  se  abonará  á  los  receptores  de  papel  se- 
llado y  administradores  de  rentas  municipales  un 
cinco  por  ciento  sobre  el  monta  miento  de  lo  recau- 
dado, y  unos  y  otros  empleados  serán  responsa- 
bles de  cualesquiera  cantidades  que  dejen  de  co- 
brar por  omisión  ó  negligencia. 

39  Los  tribunales  y  juzgados  respectivos  pasa- 
rán desde  luego  á  este  Mmisterio  de  Hacienda 
una  lista  nominal  de  las  causas  que  se  hallaban 
concluidas  en  el  indicado  dia  primero  de  Enero 
próximo  pasado,  y  otra  de  las  multas  impujestas  y 
no  cobradas  hasta  la  focha  en  que  comience  á  te- 
ner cumplimiento  esta  resolución,  expresándose 
en  ambas  el  montamiento  dol  impuesto  ó  multas 
y  las  personas  que  deban  satisfacerlos,  y  continua- 
rán remitiendo  mensualmente  la  de  las  multdsque 
se  impongan  en  iguales  términos. 

Comuniqúese  á  quienes  corresponda. 

Por  8.  E. — Casas. 

MULTAS.    RESOLUCIÓN  EJECUTIVA  DE  26  DE  JV- 

LIO  Dis.lS'il  declarando  que  toca  á  los  Gober- 
nadores y  Jefes  políticos  hacer  efectivas  las 
qve  ellos  impongan. 

Secretaría  del  Interior.  Sección  3\ 

Caracas,  Julio  26  de  1847. 
RESUELTO.  —Dígase  al  Gobernador  de  Cumaná^ 
En  25  de  Setiembre  del  año   próximo  pasado  y 
en  oficio  número  375,  se  dijo  á  US.   lo  siguiente. 
•*Dí    cuenta     al    Poder    Ejecutivo    de    la 
nota  de  US.  de  24  del  mes  próximo  pasado  núme- 
ro 143,  consultando  si  los  Gobernadores   y  Jefes 
políticos  tienen  facultad   para  hacer  efectivas  las 
multas  que  impongan:  y  S.  £.  me   ha   ordenado 
manifestar  á  US.  que  el  Gobierno  encuentra  sus 
observaciones  arregladas  á  las  leyes,  y  la  opinión 
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qud  iobre  el  asunto  emite  fundada  en  la  razón  y 
la  justicia :  empero  que  estando  determinado  por 
diversas  resoluciones,  que  las  consultas  de  loa 
funcionarios  públicos  se  hagan  sobre  casos  ocar« 
ridos  y  sobre  los  cuales  se  haya  determinado  ja 
por  el  empleado  que  consulta,  y  no  sobre  casos 
hipotéticos,  debe  US.  proceder  en  esic  y  los  demás 
asuntos  que  ocurran,  en  consonancia  con  las  ex- 
presadas resoluciones." 

'^  Mas  como  US.  manifiesta  en  su  nota  de  27 
de  Abril  último  número  51,  no  haber  recibido 
dicho  o6cio  y  presenta  Ja  duda  que  tiene  el  al- 
calde parroquial  de  Cariaco  sobre  si  deberá  codq. 
cerde  las  demandas  que  intenten  los  admiaifitn- 
dores  de  rentas  municipales  para  el  cobro  de 
las  multas  impuestas  por  el  Jefe  político  en  uso 
de  sus  atribuciones  legales,  S.  E.  el  Presidente 
de  la  República  impuesto  dé  las  diferentes  dudat 
y  consultas  pres^entadas  en  el  particular,  y  roieo- 
tras  el  Congreso  resuelve  Iti  que  le  ha  dirigido 
la  Corte  Suprema  de  Justicia  en  su  acuerdo  de 
10  de  Diciembre  de  1S41,  publicado  en  la  Gace- 
ta número  692,  se  ha  servido  dictar  la  siguients 
resolución." 

'•Según  los  artículos  ?8  y  39  de  la  ley  orgá- 
nica (Je  provincias,  toca  á  los  Gobernadores  y 
Jefes  políticos,  hacer  efectivo  el  pago  délas  muí- 
tas  que  impusieren  en  uso  de  la  facultad  que 
estos  les  conceden,  y  el  de  aquellas  enquedecla- 
|i  ren  incurso  á  algún  individuo  y  estén  señaladas 
por  lag  leyes  d  perlas  ordenanzas  de  policía, si 
estas  no  dispusieren  que  se  ocurra  con  dichoso 
6  los  tribunales  dejusticia.  En  consecuencia  cuan- 
do algún  multado  en  los  casos  referidos  no  pi- 
gare  oportunamente  la  multa,  el  empleado  eo 
rentas  nacionales  ó  municipales  que  se  la  haya 
exigido,  lo  avisará  al  Gobernador  ó  Jefe  políüco 
en  su  caso  para  que  la  haga  efectiva  por  sí  mismo, 
usando  á  este  fin  de  la  misma  facultad  que  les 
concede  el  referido  artículo  28,  sin  que  quede  al 
penado  otro  recurso  que  el  de  queja  conformé  al 
97  de  la  citada  ley." 

Tengo  el  honor  de  trascribirlo  á  ÜS.  para  su 
inteligencia  y  fines  convenientes. — Soy,  &f# 

Por  S.  E. — Sanavria. 
MULTAS.  Casos  en  que  suspenden  los  derechos 

de  ciudadano.   Véase  Derechos  de  ciudadano^ 

R.  E.  de  24  de  Julio  de  1852. 
MULTAS.  Véase  Penas  correccionales^ 
MUÑOZ    y    Ayala.     (Subteniente    Tomas) 

Véase  Pensiones^  D,  de  22  de  Marzo  de  185^ 
MUÑOZ    (General  Cornelio)  Véase  Fian- 
zas^ D.  de  14  de  Febrero  de  1855. 
i  MUSEO    nacional  de  plntura.  Decreto  p» 
ll      23    DB  Abril  de  1856   asentando  basa  f«- 
j1      ra  su  formación. 
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El  Sens^do  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso. 
Vista  la  representación  en  que  Martín  Torar  y 

Tovar  propone  las  bases  para  la  formación  de  un 

Museo  nacional  de  pintura ^y 

Considerando : 

Que  es  un  deber  de  todos  los  Gobiernos  promo- 
ver directamente  el  desaírollo  y  perfección  de  las 
artes,  sobre  todo  cuando,  como  en  Venezuela,  es- 
tas se  hallan  en  la  infancia. 

Decretan: 

Art.  19  í^e  aceptan  las  proposiciones  hechas 
por  Martin  Tovar  y  Tovar  de  trasladarse  á  Eu- 
ropa con  el  objeto  de  copiar  los  cuadros  de  los  me- 
jores artistas  y  remitirlos  á  Venezuela  á  fin  de 
que  ellos  sirvan  de  base  á  la  formación  de  un  Mu- 
seo nacional  de  pintura. 

Art.  29  Se  acuerdan  á  Martin  Tovar  y  Tovar 
en  calidad  de  empréstito,  por  el  espacio  de  cua- 
tro años,  la  suma  de  tres  mil  pesos  en  cada  uno, 
que  se  le  entregará  del  Tesoro  público,  y  la  cual 
pagara  con  las  copias  que  ha  de  remitir  anual- 
mente, cuyo  valor  será  fijado  por  dos  peritos 
nombrados,  uno  por  el  Poder  Ejecutivo  y  otro  por 
el  interesado  ó  su  representante. 

Art.  39  Las  copias  que  Marün  Tovar  ha  ma- 
nifestado tener  ya  en  esta  capital  serán  compra- 
das por  el  Poder  Ejecutivo,  según  el  juicio  de  ex- 
pertos, Cíinforme  &  lo  dispucísto  en-  el  artículo  an- 
,  terior,  si  tuvieren  el  mérito  que  requieren  según 
el  objeto  que  se  propone  el  Congreso. 

Art  49  Martin  Tovar  y  Tovar  dará  fianza  á 
satisfacción  del  Podor  Ejecutivo  por  la  cantidad 
de  tres  mil  pesos  para  el  raso  de  que  el  valor  de 
sus  copias  no  llegue  anualmente  á  dieha'suma. 

Art.  59  El  Poder  Ejecutivo  dictará  todas  las 
medidas  conducentes  á  fin  de  que  los  cuadros  á 
que  se  refiere  la  presente  ley,  sean  conservados 
convenientemente  y  según  el  objeto  á  que  están 
destinados. 

Dado  en  Caracas  á  18  de  Abril  de  1856,  aílo 
27  de  la  ley  y  46  de  la  independencia. 

£i  Presidente  del  Senado,  Juan  Vicente  Gon- 
zález Delgado» — Eí  Presidente  de  la  Cámara  de 
Representantes,'  J.  G*  Ochúa...^\  Secretario  del 
Senado,  J.  A.  Pérez, — El  Secretario  de  la  Cá- 
^  mará  de  Representantes,  J.  A.  Torrealba. 

Sala  del  Despacho  del  Poder  Ejecutivo. — Ca- 
racas^ 23  de  Abril  de  1856 -^Ejecútese.— -/asé  T. 
Monagos. — Refrendado, — El  Secretario  de  Esta- 
do en.  los  Despachos  del  Interior  y  Justicia. — A, 
Parejo, — Es  copia. 
MUTUA    PETICIÓN^   Véase  Contradema?idas,  y 

Ck^K^aiemandaí' xontra  ti  Tesort^t 
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NACIÓN  VENEZOLANA.  Véase  Territorio  vene- 
zolano^ y  Gobierno  de  Vene^sñtela. 

NACIONALIZACIÓN  y  arqueo  de  buques. 
Ley  DE  10  DE  Mayo  de  1842. 

El  Senado  y  Cámara  de  RejTresentantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso. 

Considerando  : 

19  Q>ue  las  leyes  de  Colombia  de^  de  Se- 
tiembre de  1821  y  l.^deJVIayo  de  1826,  sobre 
naf^onalizacion  y  arqueo  de  buquesy*  presentan  in- 
convenientes en  su  ejecución,  porque  algunas  de^ 
sus  disposiciones  son  sumamente  embarazosas, 
tanto  á  los  empleados  como  á  los  particulares,  y 

29  Que  es  sobremanera  importante  dar  á  este 
ramo  un  arreglo  masfiencillo  y  practicable  en 
protección  de  nuestra  naciente  marina : 

Decretan : 

CAPITULO  PRIMERO. 
De  la  nacionalización  de  buques. 

Art  19  Son  buques  nacionalea :  *  Í9  los  que 
hayan  sido  construidos  ó  se  construyan  en  la  Úe- 
públicd :  29  los  apresados  al  enemigo  ó  conde- 
nados por  autoridad  pública  por  contravención  á 
las  leves;  y  39  los  de  construcción  extranjera 
que  pertenezcan  en  dominio  y  propiedad  á  ciu- 
dadanos de  Venezuela. 

Art.  27  La  propiedad  de  un  buque  se  compro- 
bará por  el  primer  poseedor  venezolano,  según  el 
caso  en  que  se  encuentre  de  los  designados  en  el 
artículo  1.^,  de  la  manera  siguiente. 

Los  comprendidos  en  el  primer  caso,  con  cer- 
tiñcacion  del  constructor,  expresiva  de  las  dimen- 
siones de  la  embarcación  y  el  nombre  del  dueflo,  ^ 
registrada  en  ja  ofícin^  competente.  Los  que  cor- 
respondan al  segundo  caso,  con  testimonio  deia 
condena  y  adjudicación  que  sobre  ellos  haya  recaí- 
do. Los  que  estén  en  el  tercer  caso,  con  la  escri- 
tura de  propiedad  á  favor  del  ciudadano  que  lo 
haya  comprado.  Las  enajenaciones  subsecuentes 
de  los  mismos  buques^  con  sus  respectivas  escri- 
turas. 

Art,  8.^  Con  el  documento  respectivo  de  los 
que  indica  ol  artículo  29,  ocurriiá  el  interesado  al 
capitán  de  puerto,  6  al* que  haga  sus  veces  para 
q«ie  proceda  á  medir  el  buque  conforme  á  las  re* 
glas  que  fija  esta  ley. 

Art.  49  Concluido  el  arqueo,  el  iuncionaría 
()ue  lo  haya  practicado  dará  ai  interesado  una  cer- 
tificación en  que  exprese  con  exactitud  las  dimen« 
siones  del  buque  y  el  n(ímero  «ie  toneladas  que  d% 
ellas  resulte. 
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Art  5.^  Con  el  doc^umento  de  propiedad,  la 
certificación  de  arqueo  y  una  fianza  igual  al  Va- 
lor del  buque  por  ei  buen  uso  del  pabellón,  ocur- 
rirá el  duefio  á  los  Jefes  de  la  aduana,  j  estos  le 
entregarán  la  palente  de  navegación,  archivando 
en  su  oficina  los  documentos  antedichos. 

^  áníco.  La  fianza  se  otorgará  á  satisfacción 
de  los  jefes  de  la  aduana  que  hayan  de  entregar 
la  pateóte. 

Art.  69  Los  jefes  de  la  aduana  y  capitanes  de 
puerto  llevarán  un  registro  de  los  boques  que  se 
nacionalicen,  en  (}ne  constará. el  nombre  del  due- 
ño, el  del 'boque,  el  del  capitán,  la  mensura  y  to- 
neladas y  la  fecha  en  que  se  le  despacha  la  patente. 

Art  7.®  Toda  persona  que  preste  su  nombre 
para  obtener  la  nacionalización  de  un  buque  per- 
teneciente á  algún  extranjero,  como  también  to- 
dos los  empleados  y  testigos  que  concurran  á  Una 
enajenación  simulada  de  buques,  serán  multados 
cada  uno  en  cien  pesos ;  y  cuando  no  tengan  con 
qué  satisfacerlos,  sufrirán  seis  meses  de  prisión  en 
la  cárcel  pública. 

Art.  8?  El  despacho  de  las  patentes  correrá  á 
car^o  de  los  jefes  de  la  aduana,  y  cuando  algún 
ciudadano -ocurra  por  alguna  para  su  buque,  le  se- 
rá entregada  por  dichos  empleados  por  solo  el  va- 
lor del  sello  en  que  esté  impresa. 

Art.  99  Para  ser  capitán  de  un  buque  venezo- 
lano de  los  que  deban  navegar  con  patente  con- 
forme á  esta  ley,  se  necesita  ser  ciudadano  por  na- 
cimiento ó  naturalización  y  saber  hablar,  leer  y 
escribir  el  castellano. 

Art  10.  El  funcionario  que  contra  lo  dispuesto 
en  el  artículo  anterior  admita  de  capitán  de  un 
buque  á  un  individuo  que  carezca  de  los  requisi- 
tos establecidos  en  él,  incurrirá  en  una  multa  de 
cien  pesos. 

Art  11  Cuando  un  buque  sea  enajenado  en 
su  totalidad,  deberá  obtener  nueva  patente,  previa 
presentación  á  los  jefes  de  la  aduana  de  las  nue- 
vas escrituras  de  propiedad  y  fianza,  valiéndose 
de  la  patente  6  arqueo  anterior  para  la  colocación 
de  las  dimensiones  y  toneladas  en  la  nueva. 

^  único.  Si  la  enajenación  fuere  de  solo  ^parte 
del  buque,  bastará  que  se  presente  la  escriture  ^á 
los  jefes  de  la  aduana,  y  estos  la  anoten  en  Is^  pa- 
tente que  tenga  y  en  el  registro  que  eone^vjoa  en 
su  oficina,  agregando  al  expediente  copia  auténti- 
ca del  documento  de  propiedad. 

Art  12.  Si  después  de  haberse  obtenido  la  pa- 
tente  de' nacionalización  de  un  buque^  se  variase 
su  forma,  debe  obtenerse  nueva  patente,  previas 
Ibs  formalidades  prescriptas  en  esta  ley. 

Art.  13.  Deberá  igualmente  renovarse  la  pa* 
tente  de  un  boque  cuando  su  duefio  quiera  cam- 
biarle el  nombre  con  que  fué  nacionalizado.  £n 
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este  caso  no  serán  neceaarías  ntlevas  íormaKdades 

kxi.  14.  Si  llegare  á  perderse  la  patente  de  na 
buque,  deberá  sacarse  otra  por  el  propietario,  qaien 
en  semejante  caso  estará  obligado  á  justificar  pie. 
via  y  legalmenté*la  pérdida.  Sin  esterequisiiono 
podrá  expedirse  la  nueva  patente. 

Art.  15.  Ningún  buque  nacional  de  mas  diei 
toneladas  podrá  n«ivegar  al  extranjero  sin  paieotí 
y  rol,  y  sin  que  el  capitán  y  la  tercera  parte  de  la 
tripulación  por  lo  menos  sean  Venesíolanos. 

Art.  16.  Las  patentes  de  navegación  se  eine* 
dirán  por  cuatro  aftos  conforme  al  mDdeloqnese 
acompafla  y  serán  autorizadas  por  el  Poder  Eje* 
cutivo,  quien  anualmente  remitirá  un  nomeroso- 
ficiente  á  los  jefes  de  íhs  aduanas  para  que  las  en- 
treguen á  k^  que  las  soliciten  cuando  llegue  el 
caso. 

Art  17.  Vencido  el  plazp  de  una  patente,  el 
dueño,  capitán,  consignatario  6  agente  del  buqoe, 
ocurrirá  con  ella  á  los  jefes  de  Ja  aduana  del 
puerto  en  que  se  encuentre  la  embarcación  pan 
que  le  entreguen  nueva  patente,  y  estos  emplea- 
dos lo  verificarán  así  recogiendo  la  cumplida,  y 
archivándola  si  hubiere  sido  despachada  por  h 
misma  aduana,  y  si  por  otra,  la  pasarán  con  ofi- 
cio á  los  de  la  aduana  que  la  entregaron,  paraqoe 
la  archiven. 

^  finico.  Los  jefes  de  aduana  y  capitanes  de 
puerto  no  permitirán  que  ningún  buque  salga  i 
navegar  con  patente  cumplida. 

Art.  18«  Las' patentes  de  los  buques  nacionales 
que  sean  vendidos  en  país  extranjero,  serán  de* 
vueltas  á  los  jefes  de  ía  aduana  que  las  .entrega- 
ron, por  el  capitán  6  duefio  del  buque  dentro  \ 
tree  meses  de  verificada  la  enajenación,  si  esta  se 
ha  hecho  en  las  Antillas,  y  dentro  de  ocho,»  ha 
tenido  lugar  en  otro  país  mas  distante,  fas/o  is 
multa  de  cien  pesos  por  cada  diez  toneladas  que 
mida  ei  buque,  la  cual  se  eligirá  al  capitán  6  al 
dueüo  en  defecto  de  este. 

Art  19.  En  los  casos  de  naufragio,  qnema  6 
apresamiento  de  un  bu(}ue  nacional,  el  capitán  6 
dueño  tendrá  la  obligación  de  devolver  la  patente, 
á  menos  que  no  haya  podido  salvarla.  £ito  lo 
justificará  ante  la  autoridad  civil  del  jprimer  jpQe^ 
to  de  Venezuela  á  <)tte  arribe»  ocurriendo  Iti^ 
con  el  justificativo  á  los  jeAs  de  ia  -adoaaM  qse  9e 
la  entregaron,  para  ^ue  si  lo  «atlmAn  suficiente, 
lo  agreguen  al  expediente,  y  si  no,  lo  «Mia^w 
ampliar  para  este  efecto. 

Art  20.  La  fianza  por  el  bnen  uso  del  V^ 
Ibn,  queda  afecta  á  responder  de  las  faltas  del 
capitán  y  duefio,  cuando  ninguno  de  estos  tenga 
con  qué  satisfiícer  la  pena  pecuniaria  en  qnebft* 
ya  incurrido  conforme  á  esta  ley. 

Art  31.  Todas  las  mnlus  que  se  imponeapor 
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está  ley  s^  aolicM  al  tesoro  p6blied,  j  se  eaági- 
rán,  cuando  llegue  el  caso,  por  el  jefe  de  la  res- 
pectira  aduana. 

Art  22.  Guando  algún  buque  mude  capitán  ó 
maestre,  no  será  necesario  renovar  la  patente, 
debiendo  solamente*ocurrir  á  los  respectivos  je* 
fes  de  aduana,  para  <}ue  hagan  las  anotaciones 
correspondientes.  « 

CAPITULO  11. 

Del  arqueo  de  los  buques. 

Art.  ^.  Corresponde  á  los  capitanes  de  puer- 
to, donde  los  haya,  y  donde  no,  á  los  que  hagan 
sus  veces,  verificar  el  arqueo  6  dimensión  de  los 
buques,  de  cuyo  acto  serán  dichos  empleados  res- 
ponsables. 

Art  24.  El  reconocimiento  y  arqueo  de  los  bu- 
quíS  se  verificará  del  modo  siguiente.  Se  toma- 
rán las  medidas  de  la  eslora  del  buque  desde  la 
roda  de  proa  á  la  traba  de  popa ;  pero  si  el  buque 
tuviere  ^entrepuente,  se  tomará  ademas  la  medida 
desde  la  roda  de  proa  hasta  el  pórtelo  del  timón ; 
la  mitad  de  la  suma  de  estas  dos  medidas,  se 
multiplicará  por  la  mayor  manga  del  buque,  y 
este  producto  por  la  altura  del  puntal,  la  que  pa- 
ra ello  se  medirá  desde  la  sentina  hasta  la  parte 
interior  de  la  tabla  de  la  cubierta,  ó  hasta  la  par- 
te superior  del  banco  mayor  en  los  que  no  teogan 
cubierta.  Este  ültiAo  producto  se  dividirá  por  94, 
y  el  cuociente  dará  el  número  de  toneladas  que 
tiene  el  buque. 

6  único.  Si  este  no  tuviere  entrepuente,  el  nii- 
mero  de  las  toneladas  será  el  producto  de  la  mnlti- 
piicacion  de  la  eslora  por  la  mayor  manga,  cuyo 
producto  se  multiplicará  por  la  altura  del  puntal 
y  dividirá  finalmente  por  94. 

Art.  25.  La  vara  de  que  se  hará  uso  para  el 
arqueo  de  los  buqués,  tendrá  el  aumento  de  una 
duodécima  parte  respecto  de  la  vara  común  ;  de 
modo  que  su  extensión  total  sea  de  39  pulgadas. 

Art.  26.  Se  derogan  las  leyes  de  29  de  Se- 
tiembre de  1821  y  i»  de  Mayo  de  1826. 

Dada  en  Caracas  á  7  de  Mayo  de  1842,  año 
139  de  la  ley  y  32. **  de  la  independencia. — £1  pre- 
sidente del  Senado,  José  Manuel  de  los  Rios.-^El 
presidente  de  la  Cámara  de  Hepreseatantes,  JVan- 
cisco  Diaz.—E\  secretaiio  del  Seuado,  Jone  A* 
Burffuillos. — £1  secretario  de  la  Cámara  áe  Re- 
presentantes, Rafael  Acevedo» 

N.  Presidente  de  la  Repúhliea  de  Venezueh  (6 

Vicepresidente  encargado  del  Poder 

Ejecutivo.) 

A  todos  los  que  las  presewks  vieren^  salud. 

Por  cuanto  el  ciudadano.» ha   hecho 

constar  que  es  legítimo  dueflo  de.L:. nom- 
brado...  ••«.-, ..del  porte  de..* ... 
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piéji  de«sl^m «..^^idettd^ftiMigvf^.... 

.<.«..... de  punta),  cuyas  medidas  haoea...«« 

tonela^  de — • .. .caal  es  eapitta  al  pre- 
sente el  ciudadano* .' . y  habiendo  el 

expresado  duefio — « otorgado  la  fiaúisa 

requerida  por  la  ley.  Por  tanto  le  concedo  esta  pa* 
tente  mercantil  para  qae  con  ella  navegue  y  co- 
mercie con  naciones  amigas  de  la  República,  coa 
expresa  condición  de  que  dicho  capitán  deberá 
formar  lista  de  su  tripulación  delante  de  un  eaj^*- 
tan  de  matrícula,  obligándose  á  cuidar  de  su-  con-  ^ 
servacion  y  responder  de  sus  fiíltas,  según  previe- 
nea  las  ordenanzas  de  marina,  y  inaado  á  los  co- 
mandantes de  la  escuadra  de  la  República  y  de- 
más oficinas  y  dependientes  de  la  marina  nacio- 
nal no  le  pongan  embarazo,  molestea  ni  deten- 
gan, antes  le  auxilien  y  faciliten  lo  que  hubiere 
menester  para  su  regular  navegación  y  legitimo 
comercio ;  á  cuyo  fin  despacho  esta  patente  que 
servirá  por  el  término  de  cuatro  aQos,  concluidca 
los  cuales,  la  recogerán  los  jefes  de  la  respectiva 
aduana. 

Dada  :  firmada  de  mi  mano : '  sellada  con  el 
sello  del  Poder  Ejecutivo  ;  y  refrendada  por  el 
infraescrito  secretario  de  Estado  y  del  despacho 

de  hacienda,  en  Caracas  á :..  de.».».,  de d< 

la  ley  y de  la  independencia. — iV. — ^Por  S.  E. 

N. 

Caracas  Mayo  10  de  1842,  13»  y  32?— Ejeca- 
tese.— Jofié  A,  P4a;ar.— Por  S.  £.— El' Secroia- 
rio  de  Flacienda,  Fraruiisco  Aranda* 

NACIONALIZACIÓN  y  aríiüso  db  BirQUM. 

RCeOLÜCION  EJECtrriVA  0B  10   DB    A€K>8TO    Dfi 

1839  declarando  (segunda  parte)  que    los  in- 

4erve atores  de  aduana ,  y  por  su  falta  los  ad" 

ministradores^  son  los  que  suplen  á  loo  otípita'». 

de  puerto  en  ^l  arqueo. 
REPÚBLICA  BE  TENEZOELA. — Secretaría  de  Esta^ 

do  en  el  Despacho  de  Hacienda, — Caracas,  IQ 

de  Agosto  de  1639,  10  y  29. 

Sefíor.-^En  el  expediente  de  la  materia  ha 
recaído  la  resolución  siguientOé — ><<  Vistas  las  con- 
sultas de  varios  Gobernadores  y  administrado- 
res de  aduanas,  y  las  comunicaciones  dirigidas 
por  el  miñísteTio  de  marina,  el  Gobierno  con 
acuerdo  del  Consejo  declara :  qae  según  las  dis- 
posiciones vigeotes,  todos  los  buques  que  nave- 
gan al  estrahjero,  cualquiera  que  sea  su  capaci- 
dad, deben  tener  patente  y  rol,  y  deben  ser  ar- 
quados  por  los  capitanes  de  puerto  6  por  los  que 
ejerzan  las  fdndon es  de  estos  en  virtud  dé  Jas 
disposiciones  que  rigen»  (*)H— También  ha  resuel- 
to el  gobierno  que  todas  las  aduanas  remitan  unu 
lista  nominal  de  los  buques  que  hacen  el  cona¿9- 

(*)  Esta  parte  ha  quedado  insubsistente  por  el  art.  15 
de  la  L.  de  10  de  M.iyo  de  1842  vigente. 
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cío  Mrtiríor,  avistudo  el  námero  de  pateotes  aue 
DAcesiten,  7  teniendo  presente  que  según  la  ley. 
los  interFeatores  de  las  aduanas  en  donde  los 
hay,  ó  ios  administradores  en  aquellas  donde  no 
)i«y  ÍQterFentores,^  son  los  que  suplen  las  veces  de 
los  capitanes  de  puerto,  y  p«r  consiguiente,  son 
los  que  deben  practicar  los  arqueos." — La  tras* 
lado  áUS«  para  su  inteligencia  y  demás  fines  con- 
veaieoies» — Soy  de  l@.  muy  atento  obsecuente 
servidor. — G,  Smith. 

NACIONALIZACIÓN    t  arqu£o  dv  buqubs. 

BE8OLUCION  EJBOCTIVA  DB    28    DE    8BTIEMBRB 

DB  1840  disponiendo  que  los  documentos  que 
ee  presenten  al  efectot  se  agreguen  .al  expe* 
diente  respectivo  solo  en  copia,  y  que   se  ten- 
gan por  bastantes  para  probar  la  propiedad 
del  buque  los  documentos  autorizados   por  los 
Cónsules  ó  agentes  del  Gobierno,  y  donde  no 
los  haya,  por  funcionarios  del  mismo  pais,  ^*) 
Secretaria  de  Estado  y  del  Despacho  de  Hacien^ 
da.'^Carácas,  26  de  Setiembre  delSiO,  II  y 20. 
Para  uniformar  la  práctica  en  todas  las  adua- 
nas de  la  República  cuando  llegue  el  caso  de  ve- 
rificarse el  arqueo  de  los  buques  y  expedirse  las 
patentes  de  nacionalización  conforme  &  )a  ley  de 
lO  c^e  Maye  de  1826,  dispone  el  Gobierno:  que 
los  documentos  que  se  mandan  presentar  al  pro* 
pietario  del  buque,  por  el   artículo   4^  de  dicha 
l^y,  DO  se  exijan  bajo  ningún  pretexto  para  agre- 
gar los  originales  á  los  expeéientes  respectivos, 
sino  que  con  este   fin   se   saque  copia  de  ellos, 
autorizada  por  los  administradores  é  intervento- 
res de  aquellas  oficinas,  de  cuyo  modo  quedarán 
dichos  expedientes    suficientemente    revestidos 
para  comprobar  en  todo  tiempo  1^  legalidad   del 
procedimiento,  y  que  se  tengan  por  bastantes  los 
que  se  presenten  para  acreditar  la  propiedad  del 
buque  viniendo  autorizados  por  cónsules  ó  agen- 
tes úe\  Gobierno  de  Venezuela  residentcB  en   el 
pais  en  que  se  otorgaren,  y  donde  no  haya  tales 
empleados,  por  los  funcionarios  públicos  del   lu- 
gar con  todas  las  formalidades  legales.  Comuni- 
qúese á  quienes  corresponda. 

Por  S.  E.'—Smith. 
NACIONALIZACIÓN  y  arqueo  db  büqvbs. 

RESOLUCIÓN  EJECUTIVA  DB   10  OE    FEBRERO  DE 

1842  declarando  que  los  interesados  deben  re- 
munerar al  maestro  mayor  y  peritos  que  asis- 
tan al  arqueo. 
República  de  Venezuela» — Secretaria  de  Haden' 
¿a^-^Carácas^  10  de  Febrero  de  1842, 13 y  32. 
Circular  á  las  aduanas. 


(*)  Esta  Resolución  es  referente  &  la  ley  de  1  ?  de 
Mayo  de  1826;  pero  no  aparece  derogada  ni  en  opoai- 
ctOB  eon  la  ley  vigente. 
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\£n  el  expediente  de  la  materia  se  ha  expedido 
la  siguiente  resolución^ 

^'  La  dimensión  de  los  buques^  que  para  su 
arqueo  debe  verificarse  por  el  capitán  del  poer* 
U>,  acompañado  del  maestro  mayor  de  carpióte* 
ros  de  ribera,  donde  lo  haya^-y  en  su  defedOide 
un  perito  nombrado  por  el  mismo  capitán  coa 
arreglo  «1  artículo  6?  de  la  ley  de  I9  de  Mayo 
de  1826,  no  puede  considerarse  respecto  del 
maestro  mayor  y  del  perito,  como  una  carga  del 
Estado  qué  están  obligados  á  desempeñar,  jr  por 
lo  tanto  deben  los  interesados  ó  dueños  de  ios 
propios  buques  satisfacerles  sus  respectiros  de* 
rechos  en  los  canos  que  ocurran." 

Y  la  comunico  á  U.  para  su  inteligencia  y  go- 
bierno. 

Soy  de  U.  atento  servidor. — Francisco  Atoa- 
da.      . 

NACIONALIZACIO:S[  y  arqueo  de  bvquu. 
Cómo  deberá  hacerse  el  de  los  buques  de  Ta- 
por  que  navegan  el  Orinoco,  del  esiranjero, 
para  el  pago  del  derecho  de  toneladas.  Véase 
Arqueot  H.  £.  de  16  de  Octubre  de  1838. 

NATURALIZACIÓN  de  extranjerob.  Véase 
extranjeros^  R.  £.  de  6  de  Ortubre  de  1832, 
L.  de  27  de  Mayo  de  1814  y  R.  R.  £.  £.de4 
de  Marzo  de  1840,  18  de  Mayo  y  14  de  Se- 
tiembre de  1847,  4  de  Abril  v  27  de  Octubrede 
1851,  y  Derechos  de  ciudadano.  H.  C«  de  \9 
de  Agosto  de  1852. 

NATURALIZACIÓN  de  venezolanos  ekpíi 

SBS  EXTRANJEROS.  RESOLUCIÓN    EJECCTITA  DE 

19  OB  DiciBHBRB  DE  184()  déclaranio  gvew 
produce  la  exención  de  aquellas  cargan  pan 
cuyo  desempeño  710  exige  la  ley  oirá  cualidci 
que  la  de  vene  zolan  o,  independientemente  de  k 
ciudadanía  ;  pero  que  sí  produce  incapacidad 
para  el  desempeño  de  aquellos  cargos  ({^  tii* 
gen  la  cualidad  de  ciudadano. 
Secretaría  del  Interior.  Sección  1? 

Caracas,  Diciembre  19  de  1846. 
RESUELTO. — Dígase  al  Sr. 'Gobernador  de  Mará- 
caibo. 

He  dado  cuenta  6  S.  E.  el  Presidente  de  la 
Rep6blica  de  la  consulta  que  US.  ha  dirigidoá 
este  Ministerio  sobre  los  efectos  de  la  Datoraliía' 
cion  de  un  venezolano  en  pais  extranjero,  contraí- 
da principalmente  á  sí  ella  le  exime  de  la  müic» 
nacional;  sobre  cuyo  punto  se  haoido  el  dicti- 
mee  del  Consejo  de  Gobierno,  y  de  acuerdo  coa 
él,  ha  librado  el  P,  E.  la  resolución  siguiente. 

•*  Presí'indiendo  el  Gobierno  de  si  sean  ó  w 
verdaderas  natureilizaciones  las  que  se  obtienen 
de  los  Gobernadores  de  las  colonias  danesaa  7 
holandesas  de  las  Antillasi  en  las  cuales,  ordina* 
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riamenM  no  s»  eoticede  otf«  ém^Aé  que  eU  dé 

Teciadad,  píorqne  esto  d«p6Dde  de  los  términM 
on  qne  esté  concebida  la  caria  7  atribuciones  que 
lengan  los  respectivos  Ooberoa Adres,  las  cuales 
no  son  unas  mismas  en  todas  los  colonias»  y  en 
la  suposición  de  qae  las  caitas  á  fue  se  contrae 
¡a  consulta  sean  comprobantes  de  una  ▼erdadera 
naturalización,  esla'no  produce  la  exención  de 
aquellas  cargas  para  cuyo  desempetSo  no  exifa 
la  ley  otra  cualidad  quala  de  ▼eneaolano  indepen- 
dientemente de  la  ciudadanfe.  Tal  es  la  de  seryir  en 
la  milicia,  por  el  deber  que  aíbcta  á  toda  weneEola» 
nb  de  servir  y  defender  á  su  patria  cnande  aaa 
necesario,  en  virtud  del  articulo  12  de  la  Oons* 
titueion.  No  ^sí  respecto  de  aquellas  cargas  que 
exigen  para  su  desempeño  la  cualidad  de  oiiida< 
dkno,  y  que  están  aaecae  al  ejercicio  de  los  de- 
reehoade  tal.  En  caañio  á  eslaa,  los  que  se  hm* 
naturalizado  en  paie  ealranjero,  quedan  incapacita» 
dos  de  servirlas»  iK^eaeatos)  porqveia  ley  exi* 
ge  para-ea  servicio  una  cualidad  que  baa  perdido 
en  fuerza  del  artículo  l5jde  la  Constituciun. 

^<  Los  Gobernadores,  ti^unales  ordinarios,  jun- 
tas de  notables,  asambleas  parroquiales,  concejos 
y  asambleas  municipales,  y  las  demás  autorida- 
des á  quienes  concierna  la  calificación  de  las  per- 
sonas en  quienes  pueda  recaer  una  elección,  ó 
que  están  obligadas  á  cierto  servicio^  barán,  se- 
gún ocurra  el  caso,  ante  unas  a  otras,  la  de<j)a> 
ratería  correspondiente,  con  vista  del  documento 
d^  naturalización." 

Por  S.  E. — Cob^  Fuerte», 
NAUFRAGIO  y    varada  de    buques.  Véase. 

Auxilio  á  bwjiUM  náufragos  y  varadosi 

NÁUTICA  Y  PILOTAJE.  Véase  Escuelas  náuti- 
cas. 
NAVEGACIÓN  db  los  ríos  orinoco  y.  apure. 
DSCSiETo  DE  2  DE  MAYO  DB  1849  cQttcediendo 
privile§[io  evelusivopor  diez  y  ocho  años  á  E. 
Am  Turpin  y  F.  Anthoni  Beelenpara'su  nape* 
ga€Íon  por  vapor. — Deroga  ei  de  14  de  Mayo 
de  1847  otie  h  había  concedido  á  Y  espartano 
Ellis. 

Bl  Senado  y  Cámaia  de  Representantes  de  «la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  .  Ccingresa  ^ 
decretan: 
Alt  19  Se  concede  á  £.  A.  Toitpin  y  Fred : 
Anthony' Daelen,xiudadanoa  de  los  firtados  Uni- 
dos, &  los  que  estos  se  asociaain  y  á  stis  legítimos 
sucesores  universales  ó  particulares,  el  privilegia 
exclusivo  de  la  navegación  interna,  por  vapor,  de 
los  vios  Orinoco  y  Apure,,  y  también  «1  derecho,, 
annque  no  exclusivo,  de  navegar  por  vapor  im% 
tributarios;  todo  por  el  teriaino  de  diez  yioclio. 
años,  contados  desde  la  fecha  de  este  decrete^  y 
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bajo  las  coadicidim*  que  expresan  ios  anfealos 

siguientes.  ' 

Art.  29  B^  A.  Tarpin  y  Pred :  Antony  Beelen 
pendran  6  barán  ])óner  y  mantendrán  6  har&iv 
mantener  en  operación  en  ios  rios  Orinoco  y  Apa* 
re  uno  6  mas  vaptfres  de  snfícíeote  capacidad  para 
su  navegación  hasta  N&trias  eo  el  Apure  ¡el  n  fi- 
niere de  dichos  vapores  será  conforme  á  las  né* 
cesidades  del  eomerciode  dichos  ríos,  y  la  navega* 
cfon  se  extenderá  hasta  Nutrias,  haciendo  por  io 
menos,  un  viaje  al  mes  entre  Ciadad  Bolívar  y 
Nutrias,  siempps  qué  sea  practicable. 

§  únko.  81  se  imputare  á  la  empresa^  que  no 
mantiene  en  operación  el  ntmeta  necesano  de  va- 
pores, dicho  numere  se  fijará  ea  el  respectivo  caso 
por  el  Poder  Ejecutivo  de  aqiierdo  con  el  Consejo 
de  €k)bierno,  oyeado  al  empresario  6  sus  encarga- 
dos. 

Art.  3f  Los  vapores  eerán  nadenales,  llevarán 
bandera  venezolana,  aunque  se  permite  que  seaii 
de  propiedad  extranjera,  y  que  su  iripuiacion  se 
componga  de  extranjeros  ó  hijos  del  pais,  según 
convenga  á  la  egapresa. 

Art.  49  El  empresario  deberá  poner  en  opera- 
ción el  vapor  ó  vBpores<  dentro  -de  diez  y  ocho 
meses  contados  desde  la  fecha  del  presente  decre* 
to,  y  si  no  Ib  hiciere  así,  6  si  faltare  á  cualquiera 
oára  de  las  condiciones,  perderá  el  privilegio  ;  y 
de  las  cuestiones  que  se  susciten  sobre  pérdida  del 
privilegio;  conocerá  an  primera  y  única  instaacia 
la  Corte  suprema. 

Art.  59  Se  concede  &  la  empresa  por  el  térmi- 
no del  privilegio  el  derecho  de  cortar  y  usar,  libre 
dé*Ttnfue8to8,en  laethírras  perteneeientes  al  Go- 
bierno, que  no  estén  actualmente  ocupadas  por 
venezolanos,  la  ]#fia  y  «madera  que  sean  necesa- 
rias para  et  gasto,  construociaii  y  reparos  de  los 
buques  empleados  en  virtud  de  esle  privilegio. 

Art.  69  Lia  empresa  estará  exenta  de  toda  contri- 
bución municipal,  y  (}e  toda  derecho  de  puerto  por 
ravon  de  la  navegación  de  loS  rios  á  que  se  refiere 
este  privilegio  por  los  diezy  ocho  años,  y  de  la  con- 
tribución nacional  de  importaeian  respecto  de  los 
vapores  y  de  los  aparejos  correspandientes  á  estos, 
bien  sea  que  se  hagan  venir  los. vapores  en  piesas 
6  armados,  solo  en  aa  primara  introducción. 

Art.  .79  £1  pasaje  de  la^  personas  de  cámara 
con  mantención,  no  excederá  de  veinte  centavos 
por  legua»  y  el  de  las  personas  de  cubierta,  con 
manteacioB,  de  quince  centavos  «por  legua  :  y  sin. 
mantención  de  diez  ceatavos  por  legua,  para  to^as 
las  distancies  de  Ifeinta  leguas  arriba ;  y  será  con- 
vencional para  las  distanciou^  de  menos  de  treinta 
leguas.- 

Art*  89  1^0$  fletes  de  trasportes  no  excederán  de 
medio  eeatavo  al  quintal  por  legua  para  todas  las 
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díiHuieM  de  tcefala  L^^um  prpiluit  y  toHU  coq«^ 
Tencionales  para  todas  las  distaQciasde  menos  de 
Udaia  lefva^ ;  pero  la  esipresft  do  estará  obliga- 
da «n  e$ta.|]Mnor  distaDoia  á  trasportar  qa  carga- 
meato  cuyo,  fleta  baje  de  cincuenta  pesos. 

Art.  V^  lúas  balijus  pMbli<ats  aaráq  trasportadas, 
giatis  «n  dichos  buques  desde  la  boca  del  Ohiaooo  y 
i«4k>a  los  {)UQtos  hasta  Nutrias,  así  como  los  oficia- 
las  é  af^nles  diputados  por  el  Gobierno  en  comi- 
sión de  aenriciofüblii^o»  con  tal  ^ue  el  numero  de 
dJcbes  oficiales  o  agentes  no  exceda  de  cinco  al 
mes,  ^ 

Art¿  IOl  Los  oficiales  y  tropa  deT  Gobierno  y 
lo»  aitículos  de  cargaesento,  de  cualquiera  natura- 
leza qise  sea»,  perteneeieiUes  al  Gobierno,  serán 
tatabien  Urasportados  «n  diel^ia  buques  á  prepios 
c^uitetiiros  de  pasaje  y  flete  qta  sarán  ajustado^ 
con  las  autoridades  competentea 

Art.  1 1.  Las  pasBoiufta  que  empleare  k  empre« 
m  y  todos  los  efectos  de  esta  tendrán  la  laisma  se- 
guridad y  gosarán  de  la  misma  protección  por 
parte  de  las  autcKridadee  de  la  República,  que  las 
personas  y  efectos  de  los  veiiezola^osi  conforme  al 
ariículo  218  de  la  Constitución* 

iA.rt.  12.  Las  Ciiieationes  de  cnalquiera  naturale- 
za á  que  dé  ocacidn  al  establecimleBto  de  los  va« 
poresj^e  resolverán  por  las  autoridades  y  leyes  de 
VenesMela,  eia  que  nunca  puedan  ser  materia  de 
iBclanxo  internacionaK 

ArL  13.  Sederogaelde^setode  14  de  Mayo 
de  1847. 

Dado  en  €arácas  á  28  de  Abril  de  1849,  ano 
W  de  la  l^y  y  89  de  la  inde|)epdencia.— El  Presí- 
deos del  Senado,  Juan  Amtonio  Barbosfé^r^^ 
PMsidente  de  la  Camera  de  Representantes,  Lucio 
Pulido^^El  Secretario  del  Senado,  Jbié  Ángel 
Fnircy — £1  SecretaMde  la  Cámara  de  Eepre* 
sentantes,  /.  PgMlla*  „ 

Gerácas,  6^  de  Mayo  de  1849,  afio  20  de  la 
ley  y  39  de  la  independencia.'— Ejecutase. -^««e 
T.  Mmágüa,r-Pot  S,  El— El  Secretario  d^  Esta- 
do en  loe  Oespacbos  del  Interior  y  Juaticia,  JP« 
Paréate. 
NAVEGACIÓN  va  los  Ríes  o&i«ooo  t  aporb. 

RESOLUCIÓN  JBJEO^tWA  IM    17  DB  VARZO    DB 

1851  dedartmdo  lie  gado  e^oaao  de  fijarm  el 

número  debtiqféea  que  deben  mantener  los  Sres. 

Turphiy  Beelenpor  viriud  del  deert$o  an- 

'ierwr. 

Secretarla  del  inferior. — ^Sección  tef>ceta« 
Car&cas,  17  de  Marzo  de  1851. 

ncsTTBLTa ^Imputándose  á  les  empresarios  de 
Ir  navegación  ds  los  ríos  Orinoco  y  Apure  £•  A. 
Turpin  y  F.  A.  Beelen,que  no  manutienen -en  ope- 
ración el  námero  de  baques  compatible .  con  las 
necesidades  del. comercio  ijue  se  haee  'pet  dkhM. 


n^  ha  Uepa4o  «I  tMOkée  ftai«e»  son  a«9glo  i 
le  establecide  en  el  paiágraio  üoice  del  artículo  2^ 
del  deereto  dé  2  de  Mefo  de  1840.  Excíteseles,  por 
tanto,  por  conducto  del  Crobernador  de  la  prom- 
cia  de  Quayajda^  ^ra  que  sin  dilación  infonDen 
sobre  la  maleria  le  qae  juaguen  ceavenieote;  y 
en  su  defecto  llagan  la  excitHciá^n  á  sus  aguates  ó 
ea£aiga4os ;  y  ateodieDdp  á  laa  enejas  que  la  U. 
Dépsiacion  provincial  Je  Baríaas  ha  elevado  á  Si 
£.  el  Poder  £S|eeutivo  refi^rentes  á  la  faiuide  re- 
srularidad  con  que  hacen  los  yiajes  entre  Ciadad 
fioHfer  y  Notrias,  y  al  poco  eamero  coa  que  ae 
verífiea  el  trasporte  de  las  mercancías  y  pasajerOi, 
intímeseles  por  el  órgano  del  mismo  Goberoadui 
de  Gaayana  el  cabal  y  exacto  cumplunieniadalos 
debeles  que  han  contiaido  para  con  •&  RepOblio, 
y  muy  especialmente  para  ama  el  cmaarcio  de  ki 
ivovineias  queliaMian  al  Oiriaoco  yelA^r%lní' 
offibiéndoae  1»  comunieacbMa  que  se  dirija  al  fu^ 
eianario  referido,  a  Jos  GMsemykdoses  d¿  Baríau 
y  Apure  pam  su  ínteligeDCfta.r— Por  6.  E^Pkíí- 
áo*  « 

NAVEGACIÓN  de  Lds  ríos  oRiNocoYAmL 
RESOLUCIÓN  EJECUTIVA  (sín  fechú) /jflnáo el 
número  de  buques,  á  que  se  refiere  la  Rtso- 
lucion  anterior, 

R^UKLTO» — DígMe  al  uobornadorde  Gaaym 
Habiendo  pedido  la  Honorable  Dipuuciuo  de 
Barínas  en  30  de  Noviembre  de  1850  al  Foier 
Ejecutiw,  que  cobstriñese  &  los  Señores  £.  i 
Turpia  y  F.  A.  Beelen  al  religioso^  curapliraieDio 
de  sus  deberes,  ó  declarase  la  cesación  del  pmil^ 
gio  de  navega cionr  por  vapor  del  Orinoco  y  sm 
afluentes  por  falta  de  observancia  al  contrato  coa 
grave  perjuicio  de  los  habitantes  de  a(juella  pro- 
vincia, dispuso  el  Gobierno  en  resolución  de  17 
de  Mayo  del  alio  próxiino  pasado,  que  los  itíe» 
sados  informasen  por  conducto  de  US.  «^^  * 
particular,  y  en  20  de  Octu>redel  ntiíms,  qwlJS. 
y  los  Gobernadores  de  Barínas  y  Apure  reiwne- 
sen  á  este  Miniafterio  informes  y  pruebssrclaun! 
alpaismo  asunto,  para  ilastrar  eu  jutoieen  la  de- 
cisión que  debiera  recaer. 

Por  los  remitidos  pbí  didMM  funcionarios  y  del 
que*  evae«6  el  apoderado  de  Ja  empresa,  t^^^ 
comprobado,  que  los  doe  vapores  Venezuela  Jj 
Apure  son  insuficientes  para  las  aesesidad^  oei 
cemercioe»ii«Nutria»y  Ciudad  Bolívar,  y  aunq* 
esta  causa  habría  iMstado  jpara  <1*®  *^"2S 
Ejecutivo  con  arreglo  al  ^  únicoi anísalo írff 
decreto  de  2  de  Mayo  de  1849,  ^««  «)."rj! 
ro  de  vapu&es  que  deben,  na vegirr  ea  A  ^^"^T^ 
y  d  Apw»,*  E;  deseoso-  de  pwwoéeMn  «" 
asumo  coa  todo  el  acierto  y  «VC»*»!P*,*^íÍ*l1 
bi^  qubo  oír  la  opiaion  M  C^ej^ds^»^' 
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no^el^aliMiemsoNádaiA  Podetr  Sjl^eulíii»' en 
loa  términos  siguientes. 

•  "  Los  cargamentos  y  pasijeroc  que  trafican  ios 
Hüs  Apure  y  Oiiaooi»  detde  el  pueirto  de  Núlrias 
hasta  el  de  Bolívar,  y  desde  este  hasta  aqoel,  no 
puadbn.ser  itmtpaHaibs  ao  un  sol6  yapor,  y  des- 
de luego  es  indispensable  que  se  deertiaan  á  esa 
oaFegacion  dos  rapores  por  )o  menos.  Como  \o^ 
vapores  destinados  basta  ahora  á  dicha  narega- 
cion,  han  calado  maaagtfa  que  la  que  tiene  el 
Apifre  en  el  verano,  ha  qaedado  interrumpida  k 
nayegacion  éonuMe  didia  estación ;  y  por  estas 
razencs  acaecda  vi  Consejo,  que  con  arreglo  al 
artículo  3^  y  su  ^  (tmeo  del  decreto-  de  dos  de 
May«  de  1Ú9,  se  exija  que  los  empresarios,  en 
cuyo  fitvor  esta  acordado  d  pridlegio  de  dicha 
navegación,  mánteo^n  en  actividad  por  io  niénoe 
dos  vapctres  len  los  nos  Orinoco  y  Apure,  debien- 
do tener  el  que  se  destine  á  este  tilrimo  rl»  el 
«alado  necesario  para  que  no  se  interranapa  la 
n^veg^ciun  en  el  verano.  8e  fija  el  «érnrinode  un 
afio  paa  que.lus  empresarios  curopian  con  -•  e^ta 
exigenciat  debiéndoseles  notificar  este  acuerde 
inmediatamecte  para  que  estén  entendidos,  que 
.tí  te-ro  de  un  aüo  no  estavieren  en  actividad . los 
.  dtoa  «af)orea,  y  qne  simpara  e)  próximo  verano  ve 
inierhimpe^<navegactondel  Apure  por  ejEceso 
Uc  calado  en  loa  vmpwes  dastinadoaá  ia  wwega- 
cioii«  penieran  el  qfHivifogio  conforme  el  artículo 
4?  del  decreto  ya   citado.'' 

¥  habiáJideaecoolbnnado'S.  EL  eon  el  pare- 
cer del  Consto  en  todas  sus  partes,  tengt)  ifl.  ho- 
nor 4e  cottmnicack)  á  ViS.  fdVa  tu  inteligencia, 
y  que  coanoleii  él  sa  diapone,  s'e  shrva  U8.  instruir 
Inmadlalain^iile  de  eáta  resolución  á  los  interesa- 
dos, y 

Soy  ácñ.^Fi)r  S.  E.— Herrén»* 
NAVEGACIÓN  de  los  ríos  ottiNoco  y  apube. 
Cnarquiera  de  los  buques  de  vela  que  hacen  el 
comercio  en  dlchoe  rius,  pueden  traar  el  car- 
bón de  piedra  soficiente  para  los  vapores  que 
naveguen  en  ellos.  Véase  la  nota.  (•) 
NAVEGACIÓN    de  ríos,*  ó  lagunas,    APKja^ 

TURA  0E  TXRROCAftRILES    6  CAMINOS  DX   RUE- 
DAS,   T   OTRAS    OBRAS     DE    tJTlUDAD    PUBLICA* 

Lar  -tít  IZ  DE  Mato  d«  1854  autorizando 
éi  ^pder  Ejecutivo  para  contratatlas, 

> 
(*)  El  Secretarlo  de  Hacienda  en  su  Memoria^de  1889, 
péig,  14  del  texto,  expuso  : 

Por  refolacion  de  lade  Octubre  último,  el  Gobierno 
diflpaso.. , 

5  también  eonoedia  nermieo  pvaq'oe  en  eaálqiriíeiado  los 
«buques  aue  nacen  el  comercio  del  OrÍDoeo  p«0da  timarse 
la  cantidad  dü  carbón  que  «ea  SH^ciedte  pan  Iqí  viaiw 
de  los  buques  (k  vapor. '  » 


NOT 


El  Senádi»  j  CámÉTH  de  Representantes  ée  la  - 

Sfifthlic^  da  Venezuela,  reunidos  en'Congresé. 
Decretan. 

\tU  19  Se  autoriza  a]  Poder  Ejecutivo  para 
(|ue  jpaeda  celebrar  contratos  con  particulares  ó 
compañías  de  nacionales  6  extranjeros,  para  la 
navegaciom  del  litoral,  de  los  dos,  lagqü  ó  ^lagu- 
nas, apertura  de  ferrocarriles  ó  caminos  de  rue- 
das y  otros  objetos  de  utilidad  pública,  concedien- 
do al  efecto  privilegios  exclusivos  por  tiempo  de- 
terniinado. 

Art»  29  Para  ios  orivil^ios  .que  versen  sobre 
la  navegación;  el  Poder  Ejecutivo  se  arreglará  á 
las  bases  que  el  pongreso  ha  fijado  en  los  que  ba 
concedido  hasta  ahora,  procuranílo  recabar  las 
mayores  ventajas  para  la  Nación. 

Art.  39  Para  los  nrivilegios  relativos  á  ferro- 
carriles 6  cai^iaos  de  ruedas  le  aervirá  de  base 
la  1^  ée  este  ano^  autorí^ndo  al  ^oder  Ejecu- 
tivo para  contratar  la  linea  de  la  Guaira  á  Puar-. 
tó'Cabelloi  debiendo  esmera  rae  en  inducir  el 
tiempo  de  la  duración  del  privilegio. 

Art.  49  Pafa  loa  privilegios  referentes  á  otro» 
objetos  de  utilidad  pública,  el  Poder  jgjecutivo 
procurará  que  los  términos  sean  lo$  fnas  venta- 
josos al  i^is,  y  que  dicho»  privilegios  sean  por  el 
menor  tiempo  posible. 

Art.  59  Esta  ley  se  publicará  an  periódicos 
acreditados  de  Inglaterra^  Francia  y  U¡3  BaUdos 
Unidos  de  América. 

Dada  en  Caracas  á  10  de  Mayo  de  L8i5i4,  alio 
25  de  la  ley  y  44  de  la  independencia. 

Bl  Presidente  del  Senado,  Peáro  Portero— Ei 
freaidente  de  la  Cámara  de  Representan  tea,  L. 
Rtudas.—El  Secretario  del  Senado,  J.  A,  Pérez. 
— El  Secretario  de  la  Cámara  de  Representan- 
tes, J.VadiHa, 

Caracas  13  (le  .Miyo  de  1854,  afio  25  de  la  ley 
y  44  de  la  iaJepiMidencia. — Ejecútese—/.  G.  Üo- 
3%á|-<M,— Por  a  E.  el  Presidente  de  la  República. 
— £1  Secretario  de  Estado  en  los  Despachos  del 
Inlerior,  Ju  ticia  y  Relaciones  Exterioras,  Simón 
Pláfias.  .     ^ 

NOBLEZA.  Véiise  Titulos  de  nohUzíL 

NOTABLES.  Véase  Juntas  de  notables. 

NOTARIOS  'EC1.B8IASTICO6.  Sus  darephoB- ao 
asuntos  judiciales.  V^éaae  Arünc(^judÍ9Í(rítMTi, 
16. 

NOTICIAS.  Cuáles  estarán  obligados  á  da^  á 
las  Diputaciones  provinciales  Ios-empleados  na- 
cionaíea  Véaae  'Diputaciones  provinciales^ 
RR.  ££  de  4  de  Noviembre  de  1836,  y  8  da 
Agosto  de  1638. 

NOTICIAS.  ALARMANTXs.  RasoxtrcioR  Ejbcv- 
nvA  nx  12  db  Jouo  ba  4S48  mandmidb  in- 
muear  á  h$  autores  f  profogaderss  ie  elim. 
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Beeteiañt  tie]  loterior.— ^Sección  senada. 
'  Caracas,  M\o  12  de  1848. 

Resuelto. — Dígase  al    Sr.  Gobernador    de  esta 

provincia. 

Creía  el  Gobierno  que  la  moderación  y  clemet- 
-cia  que  ha  usado  coa  sus  enemigos  que  viven  en- 
ire  nosofefos  seguros  bajo  el  amparo'  de  las  leyes, 
llegaran  por  lo  menos  á  destruir  la  tenacidad  con 
que  (ie  todt^s  modos  le  hacian  la  mas  injusta  y  en- 
carnizada guerra  ;  y  que  aceptando  la  situación 
éi  qtie  los  la  reducido  el  poder  de  las  armas  y  el 
de  la  opinión,  observaran  una  conducta  pacífica 
y  moderada;  pero  no  ha  sucedido  asíj  pues  ca- 
ifa día  mas  obBiinados  y  rebeldts,  procuran  alte- 
rar el  sosiego  público,  esparciendo  falsas  noticias 
de  conspiraciones,  der triunfos  de  los  facciosos  y 
<le  otros  hechos  que  mantienen  al  pueblo  en  alar- 
ma con  roiable  perjuicio  de  la  tranquilidad  de 
que  disfruta»  Ayer  mismo  ha  sabido  e)  Poder 
Ejecutivo  q«e  corrían  en  la  ciudad  voces  de  qae 
iba  á  estallar  una  conspiración,  y  se  ha  persua- 
dido que  ellas  reconocen  el  mismo  origen. 

*  Si  después  de  vencidos  los  enemigos  por  ]a 
fuerza  ée  las  armas,  es  político  emplear  la  tole- 
rancia y  la  clemencia  para  lograr  completamente 
el  sometimiento  de  sus  ánimos,  como  lo  ha  he- 
cho el  Gobierno  de  la  República ;  cuando  esos 
enemigos,  obstinados  y  rebeldes  desconocen  se- 
mejante conducta,  ó  no  quieren  aprovecharse  de 
ella,  la  dignidad  ael  Gobierno  y  el  bien  público 
exigen  que  se  emplee  entonces  el  castigó  de  la 
ley  para  escarmentarlos. 

'  Consecuente  con  estos  principio?,  el  Poder  Eje- 
cutivo me  ha  ordenado  prevenir  á  US.  que  in- 
mediatamente d^las  órdenes  mas  perentorias  pa- 
ra que  se  proceda  con  celo  y  actividad  á  descu- 
brir Jos  autores  y  propagadores  delas^lsas  y 
alarmantes  noticias  que  han  corrido  ayer,  y  se 
ha|;a  lo  mismo  siempre  que  corran  otras  seme- 
jantes para  que,  logrado  el  descubrimiento  de 
ellos,  se  les  someta  &  juicio  como  enemigos  del 
orden  y  -tranquilidad  públicos,  y  reciban  el  casii- 

§0  -^que  merezcan  por  las  leyes,. sirviéndose   US. 
ar  cuenta  del  resultado  á  este  Ministerio. 
Soy,  &c.r— Por  S.  R^Yépez. 
NOTICIAS  DE  CAUSAS.  Véase  Estadística  ju- 

'Ricial,  y  Proviiioias,  ñH.  \6. 
NOVICIOS    Y, Novicias.  Edad  para  .profesar. 

•  Véase  Con^nios,  L.  de  4'  de  Wrzb  'úet8Sl^, 
'  'p.   del  'Libertador  de  II  de  Julio  de  182H,   y 

R.:E.  ite  ^  de  Febrero  de  1833. 

ríÜ^VA  OBRA  (DEaíUNcio  de.)  YéSLBe'Interdic- 

.  tos -prohibitivos. 

NUEVA  GRANADA,  Véase  Nueva  Grai^ada  p 
>:MiíuAd0ri  TNííados  fúblic9§. .  ( Los  concernien  -  \ 


NUB 


t«i  é  eUn  y  Venezctela.)  Froduedants  graMÜ- 
na8  y  Comercio  de  tránsiía, 

^UByA   OaANAPA  T  BCUADOR.   RESOIDCIOX  DI 

29  os  ABRIL  DB  1832  reconociendo  estos  ei- 

taios* 
£1  Senado  y  CAmajta  da  Representantes  de  hlU- 

publica  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso. 
Considerando: 

Que  por  el  arllcnlo  237  de  la  CoDsiitucioDjos 
Congresos  constitucionalei  están  aatoriados  pan 
dÍQtar  las  provider.ciasxonducentes,  á  que  se  ye- 
riáquen  de  la  manera  mae  £onv>Batente  á  iospue' 
blos  los  pactas  de  federación  qae  unan,  aneglen 
y  representen  las  alta»  relaciones  de  Colombia,  f 
teniendo  presente  el  decreto  de  la  Convención  de 
la  Nueva  Granada  de  10  de  Marzo  del  presente 
año, 

Resuelven: 
.  Aat  io  Venezuela  reconoce  á  los  ¿tadosde 
la  NiJMiva  Granada  y  el  Ecuador  en  su^  nuevaí 
conalituci^ai  [ulíticas. 


, r (•) 

Dada  en  Caracas  á  29  de  Abril  de  1832, 8?  y 
230— Ei  Presidente  fiel  Senado,  Francisco ¡áijk. 
— El  Presidente  de  la  Cámara  de  RepreseotoD- 
tes,  D%\  JqsS  Manuel  de  les  Rios. — Bl  Secretario 
del  Sawido,  Pedro  José  Eséoquera-^El  Secreto- 
rio da  la  Cámara^de  Rop9e89n!»Qte§,  Rafad  Act- 
vedo, 

CarAqas,  Abril  M  de  18^  a^  y  28^£jecát^ 
se.— /)i^o  Bautista  UrhaneJA^Pot  S.  E.  ei  Vi- 
cepreeidente  de  la  RapúbKca  encargado  del  Po- 
der. Ejeeutiva^EÜ  Hecratario  de  Esudo  y  dci 
DespachoHle  Relaciones  £tterioreP|  SaniM  If»- 
c  helena. 

NÜ£yA  CHANADA  Y    ECUADOR.    DBCRETO  M  10 

DE  ABRIL  DB  1833  sobrc  arreglo  ie  interíseíf 

Jratados  con  la  Nuei-^fi  Granada  y  Ecu¿dt. 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  déla  R^ 

pública  de  Venezuela  reunidos  en  Congreeo 
Considerando: 

19  Qne  la  nación  venezolana  se  ha  cons(itQÍdo 
para  siempre  é'irrevocableraente  libre  é  indepen- 
diente cíe  toda  gtra,  según. el  artículo  2?  de  la 
Constitución.  20  Que  conatituidos  iguálmeDte 
los  otros  estados  que  formaban  la  República  de 
Colombia,  es  indispensable  determinar  las  rela- 
ciories  que  debe  haber  entre  pueblos,  qwr  siendo 
hérñurnos  y  atnígoftj  profesan,  unos  mismos  prin- 
cipios. 39  En  fin,  que  dichos  Estados  cuando  es- 
taban unidoé/tortfrajéíon  obligaciones  que  en  na- 
da 'se  lian  debílí^dp  por  si? .  separación,  y  par» 
cuyo  cumplimiento  ean  necesarios  acverdos  y 
con  renios-Terí  procos, 

(*)  Los  demás,  arttcttlds  quedaros  sin  eí^cio. 
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Decretan: 

Art  19  El  Pader  Ejecutivo  promoverá  é  ini- 
dará  )o  mas  pronto  con  los  Gobiernos  de  la  Nueva 
Granada  y  Ecuador,  las  estipulaciones  necesarias, 
para  la  liquidación  y  división  de  la  deuda  gene- 
ral que  contrajo  Colombia,  y  de  los  derechos  y 
acciones  coraanes. 

Art.  29  También  promoverá  la  celebración  de 
otros  tratados  de  mutuo  ínteres,  conforme  á  la 
atribución  7?  del  artículo  117  de  la  Constitución. 

Art.  39  Él  presente  decreto  no  disminuye  ui 
se  opone  á  la  autorización  conferida  á  los  Con- 
gresos constitucionales  por  el  artículo  227  de  la 
Constitución,  y  queda  sin  efecto  el  decreto  de  29 
de  Abril  dé  lBd2. 

Dado  en  Caracas  á  6  de  Abril  de  1833,  49  y 
339 — El  Presidente  del  Senado,  Manuel  Quinte- 
ro.— El  Presidente  de  la  Cámara  de  Represen- 
tantes, Juan  Manuel  Manrique. — El  Secretario 
del  Senado,  Rafael  Acevedo. — El  Secretario  de 
la  Cámara  de  Representantes,  José  María  *Pel' 
gron* 

Caracas,  10  de  Abril  de  1833,  49  y  239— Eje- 
cútese.—José  A,  Páez. — Por  S.  E  — Él  Secreta- 
rio de  Estado  en  el  Despacho  d*  Relaciones  Ex- 
teriores, Santos  Michelena* 
NUEVOS  RAMOS  DK  INDUSTRIA.  Véasc  Patentes 

de  industria 
NULIDAD.  Véase  Recursos  de  nulidad  y  Re- 
cursos de  fuerza  t  art.  8. 
NULIDAD.  Véase  Jueces  de  paz,  R,  E.  de  U 

de  Marzo  de  1835. 

NULIDAD  DK  LOS    ACT03    EtECTORALES.    VéaSC 

Elecciones,  L.  8^ 

NULIDAD    DB    LAS    GLCCCIONES    MUNICIPALES. 
RESOLUCIÓN  EJECUTIVA  DE  27  DE  MAYO  DE  1835 

declarando:  I9  qué  es  lo  que  se  entiende  por 
falta  accidental :  29,  q^c  los  ocho  dias  que  fi- 
ja la  ley  orgánica  de  provincias  para  reclamar 
contra  alguna  elección,  san  referentes  á  los  mo- 
tivos de  excusa  6  de  nulidad  que  pueda  repre- 
sentar el  nombrado ;  y  39,  que  aun  en  el  caso 
que  una  resolución  ejecutiva  sobre  cualquier 
punto  legal  presente  alguna  duda  sobre  su 
conformidad  con  la  ley,  no  siendo  evidentemen- 
te contraria,  será  Migaioria.  (•) 

(*)  Esta  resolución  está  vigente,  excepto  en  Ta  parte 
que  habla  de  los  alcaldes  municipales,  que  han  sido  suprí- 
mides,  y  de  su  sustitución.  Ademas,  es  muy  notable  el 
punto  segundo  por  cnanto  el  articulo  29  de  la  ley  orgáni- 
ca  de  proyUícias  do  14  de  Abril  de  1838  vigente,  que  fija 
el  término  de  ocho  dias  para  decir  de  nulidad  de  cualquie- 
ra elección,  y  que  con  alguna  adición  es  el  mismo  que  el 
84  de  la  ley  de  14  de  Octubre  de  1830,  que  regia  cuando 
se  dio,  si;  ha  euteiidido  de  un  modo  contrarío  por  algunos, 
como  tuvimos  ocasivn  de  observarlo  en  los  tribunales 
supremo    y  superior  de  qne  formamos  parte. 
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República  de  Venesnela.— Secretarla  de  Estado 

en  al  Despacho  del  Interior  y  Jusiicía. — Sec* 
cion  Municipal. — Caracas,  27  de  Mayo  de  1835 
afio  69  de  la  ley  y  25  de  la  indep.--*Núm.  340. 
Al  setSor  Gobernador  de  Carabobot 

Puesla  al  Despacho  del  Poder  Ejecutivo  la  no- 
ta de  US.  de  4  del  corriente,  nQin.  42,  ha  recaído 
U  resolución  que  sigue  : 

•'  Por  el  artículo  66  de  la  ley  orgánica  de  pro- 
vincias, en  caso  de  yacante  de  cualquier  destino 
de  los  Concejos  Municipales,  debe  llenarse  por 
elección  de  los  mismos,  á  pluralida  i  de  votos ; 
pero  esta  disposición  general  está  restringida  6 
¡imitada  por  la  disposición  especial  del^  artículo 
49|  que  al  disponer  que  los  Alcaldes  primeros 
municipales  se  encarguen  de  la  Jefetura  política, 
cuando  falten  accidentalmente  los  Jefes  políticos, 
añade,  que  soalituya  á  los  alcaldes  el  miembro 
del  Concejo  municipal  designado  al  efecto ;  en 
cuyo  caso,  no  puede  el  Concejo  llamar  á  otro  al- 
guno á  ocupar  la  alcaldía  municipal,  porque  la 
Ley  llama  exclusivamente  al  miembro  designado 
con  anterioridad  por  el  Concejo,  para  subrogar 
al  Alcalde.  £1  de  Puerto-cabello,  reconomendo  la 
autoridad  y  sentido  del  artículo  49  en  su  primer 
período,  que  llama  al  Alcalde  á  la  Jefetura,  no 
podia  ni  debía  prescindir  del  cumplimiento  de  la 
segunda  parte  del  mismo  artículo,  que  es  corre- 
lativa á  la  primera,  6  mejor  dicho,  continuación 
de  ella.  El  artículo  es  una  sola  disposición,  que 
no  puede  ser  cumplida  por  mitad  sino  comple- 
tamente. 

Puede  ser  que  el  Concejo  municipal  haya  en- 
tendido por  falta  accidental  la  falta  temporal,  y 
que  por  esto  no  haya  tenido  por  aplicable  el  artí- 
culo 49  9I  caso  de  vacante;  pero  la  palabra  acci- 
dental no  tiene  tal  acepción :  es  accidental  toda 
falta  imprevista,  como  muerte,  destitución,  renun- 
cia, enfermedad,  de. :  así  es  que  ninguna  otra  dis- 
posición de  la  ley,  habla  de  subrogación  de  un  Je- 
fe político  por  otra  especie  de  causa,  ^  e)  Conce- 
jo municipal  ha  reconocido,  que  el  artículo  apli- 
cable es  el  49,  cuando  convino  en  que  el  Alcalde 
deoia  sostituir  al  Jefe  Político.  Desde  aquel  mo- 
mentó,  pues,  está  llamado  por  el  propio  artículo, 
á  la  Alcaldía  Municipal,  el  Municipal  designado 
con  anterioridad  para  el  efecto  ;  y  es  la  plaza  de 
este  miembro  del  Concejo,  la  vacante  que  debió 
y  debe  llenarse  por  el  Cuerpo ;  poraue'  aunque 
no  lo  disponga  el  artículo  49  es  aplicable  la  reffla 
general  del  o6«  El  Concejo  suponiendo  sin  du- 
da, que  la  resolución  del  Gobierno  comunicada 
en  26  de  M^rzo,  recayó  por  queja  6  recurso  de 
algún  individuo,  cita  el  artículo  34  de  la  ley,  que 
limita  á  ocho  dias  el  término  para  hacer  y  oir  di- 
I  cho6  recursos ;  pero  el  Gobernador  de  la  provin- 
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da,  labe  que  aqtrella  resolaekni  recayó  ft  en  coq- 
tuita  de  7  de  Marzo,  hecha  en  términoa  gencralea, 
sin  eontracTse  á  punto  ni  persona;  porque  un 
procedimiento  opueato  á  la  inteligencia  que  S.  S. 
tenia  de  la  Ley,  le  hacia  dudar,  y  el  Gobierno,  no 
encontrando  duda,  resolvió  de  acuerdo  con  las 
disposiciones  rigentes  de  la  materia.  Así,  pme, 
el  artículo  34  no*  es  aplicable  al  caso  presente, 
porque  lo  contrario  seria  sentar  un  principio  por 
el  cual,  pasados  ocho  dias  de  una  elección  cual- 
quiera, hecha  por  el  Concejo  municipal,  aun  c<  n 
infracción  de  la  Ley^  habia  de  ser  irrevocable : 
el  artículo  34  se  refiere  á  los  motivos  de  excusas 
ó  de  nulidad,  que  pueda  representar  el  nombrado; 
los  cualM  conoce  sin  duda  cada  individuo,  y  pue- 
de muy  bien  representarlos  dentro  de  aquel  tér- 
mino ;  pero  la  irregularidad  de  un  procedimien- 
to contrario  a  la  ley  en  el  lamo  gubernativo  y 
económico,  está  siempre  a1  alcance  del  Poder 
Ejecutivo,  encargado  de  conservar  el  orden  y  de 
hacer  cumplir  las  leyes. 

Ademas,  el  Gobierno,  lejos  de  reconocer  en  el 
Concejo  Municipal  de  Puerto  Cabello  la  facultad 
de  eludir  ó  resistir  el  cumplimiento  de  la  mencio- 
nada disposición,  cree  que  se  ha  faltado  al  deber 
que  impone  el  artículo  94  de  la  ley  orgánica,  que 
hace  precisamente  obligatorias  las  órdenes  del 
Poder  Ejecutivo,  á  menos  que  evidentemente 
sean  contrarias  k  la  Ley :  de  modo  que  aunque 
aquel  cuerpo  haya  tenido  dudas,  como  la  duda  no 
produce  evidencia,  ni  esta  cabe  en  el  caso  pre- 
sente contra  la  resolución  del  Gobierno,  debió 
cumplirse  por  el  Concejo,  y  hacerse  cumplir  por 
el  Gobernador,  conforme  á  los  artículos  94  y  95 
de  la  Ley. 

Comuniqúese  al  Gobernador  de  Carábobo.  pa- 
ra que  libre  las  órdenes  necesarias,  á  fin  de  que 
se  cumpla  la  disposición  citada  del  Poder  Ejecu- 
tivo, y  dé  cuenta  de  ello." 

Lo  comunico  á  US.  á  los  fines  consiguientes. 
Soy  de  US.  atento  servidor.  (Firmado.) 
Antonio  L.  Guzman. 
Es  copia, — Guzman, 

NULIDAD    DE    LAS    ELECCIONES    MUNICIPALES. 

Resolución  Ejecutiva  de  1?  de  Julio  de 
1835  (Punto  29)  declarando  que  aunque  pasa- 
dos ocho  dias  después  de  una  elección  nula, 
no  puede  oírse  petición  sobre  el  particular, 
el  Poder  Ejecutivo  puede,  informado  de  ello, 
mandar  q^ue  se  cumpla  l<t  /^y-  (*) 

fil  segundo  punto  rehtivo  al  articuló  34,  se 
reduce^  á  si,  cometida  una  infracción  de  ley  por 
un  Coucí^o  Municipal  en  elección  de  un  miem- 

(*)  Esta  Rasoíacion  está  en  armonía  con  el  parágrafo 
2P  articato  2ü  d«  la  ley  orgánica  do  provincias. 
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bro  suyo,  puede  ó  nó  el  Poder  Ejecutívo  revocir 
el  procedimiento  ilegal  y  mandar  cumplir  la  ley. 
Ya  el  Gobierno  ha.  repetido  los  conceptos  del  ar- 
tículo 34,  por  los  cuales  el  qud  diga  de  nulidad 
de  cualquieía  elección  municipal,  lo  ha  de  hacer 
dentro  de  ocho  dias  después  de  la  elección,  y  n. 
da  es  mas  conveniente  para  cerrar  la  puerta  ala 
tenacidad  con  que  frecuentemente  se  quieren  erj. 
tar  las  cargas  concejiles.  A  este  mal  quiso  la  ley 
poner  remedio,  y  lo  pugo ;  pero  no  es  aplicable  i 
las  infracciones  terminantes  de  la  propia  ley,  en 
el  orden  gubernativo  y  económico,  las  cuales  es- 
tán en  todo  tiempo  al  alcance  de  la  autoridad  del 
Poder  Ejecutivo  conforme  6  sus  atribuciones  pri- 
mera  y  segunda,  que  son  de  un  uso  constante  y 
permanente.  El  orden  público  que  está  á cargo 
del  Poder  Ejecutivo,  no  es  otra  cosa  que  la  conii- 
nuada  acción  de  los  diferentes  casos  y  procede* 
res  que  la  ley  ha  establecido  y  distribuido  entre 
los  diferentes  agentes  públicos  y  eiudadanoBt  j 
exceptuando  lo  que  corresponde  á  los  poderes  le- 
gislativo y  judicial,  en  que  la  Constitución  oefó 
toda  ingerencia  al  Poder  Ejecutivo,  él  tiene  an 
deber  imprescindible  de  velar  sobre  que  ae  cdo- 
plan  y  ejecuten  ñel  v  exactamente  las  disposicii^ 
nes  que  contienen  las  leyes.  Así,  pues,  annqüi 
pasados  los  ocho  dias  después  de  la  elección  mo' 
nicipal  no  haya  lugar  á  queja  ni  recurso  de  aqoel 
que  diga  de  nulidad  ante  el  Oobe mador  de  la 
provincia,  esto  no  es  lo  núsmo>que  privar  al  Po* 
der  Ejecutivo  del  ejercicio  de  sus  funciones  cons- 
titucionales. El  Gobernador  no  podía  oír  m 
queja  ó  recurso,  pasados  los  ocho  dias;  pero  el 
Gobierno  sí  podrá  y  deberá  en  todo  tiempo  eoi- 
dar  de  que  se  cumplan  y  ejecuten  los  mandatos 
de  la  ley." 

Soy  de  US.  atento  servidor. — (Firnnado)*— i»- 
I  tonio  L.  Guzman. — Es  copia. — Guzman* 

I  NULIDAD     DE    Lyfl    ELECCIONES   MC7NICinLE8. 

Resolución  Ejecutiva  de  9  de  Maezo  di 
1854  declarando  que  es  al  Poder  Ejecuúvoá 
quien   corresponde  reparar  el  agravio  (¡w 
causan  los  Gobernadores  por  la%  providenm 
en  que  la  declaren  indebidamenie. 
Secretaría  del  Interior. — Sección  tercera.  ; 
Caracas,  Marzo  9  de  1854. 
Resttí?Z/o.— Dígase  al  Gobernador  de  U  pr0«fr 
cía  del  Gu  arico. 

Visto  por  el  Poder  Ejecutivo  la  refíresentacion 
(locumentada  que'prorJuj^Tbn  tes  Señorea  Juan 
¡  Francisco  Agapito  Carpió  y.  Rosalio  Herrera  so- 
j  licitando  se  manden  reponei:  inmediatamente  ios 
!  funcionarif)8  elegidos  el  25  de  Diciembre  itliiiDO 
I  por  la  Asamblea  munirip:it  de  ese  eanton  capitti 
I  tanto  para  él  mismo,  como  para  el  del  Sombrero, 
i  cuyos  nombramientos  declaró  nulos  esa  Goberna- 
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tioD  en  uso  de  la  faeultad  que  le  concede  el  §  29* 
del  artículo  2^  de  la  ley  orgánica  de  pr&T>ncías, 
perasin  expresar  ninguna  causal  para  elloj  y 
habiéndose  sometido  el  asunto  á  la  consideración 
del  Consejo  de  Gobierno,  S.  E.  ha  tenido  á  bien 
reaolverla  solicitud  referida  de  entera'  conformi- 
dad con  ei  dictamen  de  aquel  cuerpo,  cuyo  tenor 
literal  es  el  siguiente. 

Sesión  número  15  del  Consejo  de  GoHerno. 

Martes  *í  de  Marzo  de  1854. 
*•  §  39  Se'puso  en  diácusion  el  informe  sobre 
la  solicitud  de  los  señores  Juan  Francisco  Aga- 
pito  Carpió  y  Rosalio  Herrera,  piíiiendo  la  re- 
posición de  los  funcionarios  elegidos  el  25  (}e 
Diciembre  último  por  la  Asamblea  municipal  del 
cantón  Calabozo,  y  cuyos  nombramientos  anuló 
el  Gobernador  del  Guárico  ;  y  el  Consejo,  sufi- 
cientemente discutida  la  materia,  aprobó  el  si- 
guiente acuenlo : 

**  Habiendo  ocuriido  al  Poder  Ejecutivo  los 
señores  Juan  Francisco  Agapito  Carpió  y  Rosa- 
lio  Herrera  pidiendo  la  reposición  de  los  funciona- 
rios elegidos  por  la  asamblea  municipal  de  Cala- 
bozo el  dia  25  de  r)iciembre  úllirao,  que  el  Go- 
bernador de  aquella  provincia  anviló  por  sus  de* 
cretos  de  30  del  mismo  Diciembre  y  de  1?  de  Ene- 
ro del  corriente  año;  S.  E.  para  resolver  ha  ppdi- 
do  el  dictamen  del  Consejo  de  Gobierno; 

'•Consta  dtí  las  pruebas  auténticas  producidas 
por  los  ocurrentes,  que  habiendo  la  referida 
asamblea  municipal  hecho  los  nombramientos  pr- 
dinarios  de  ley  el  dia  25!  \le  piciembre,  se  co- 
municaron el  mismo  dia  al. Gobernador  déla  pro- 
vincia del  ÍGruárico,  quien  insi^uédo  del  arla  de 
dichos  nombramientos,  provl  yo  á  continuaciori  ^\ 
sigjuiente  decreto.  **  Cuiabozo  X)iciemjbre  ,30  de 
185^.— En  uso  de  Ja  atribución  que  me  concede 
el  ^  29  del  articuló  29' de  U  ley  orgánica  de  pro- 
vincias, declaro  nulas  y  de  ningún  valorías  elec- 
ciones practicudus  por  la  asamblea  municipal  de 
éste  Cantón  el  25  del  presente  mes,  exceptuándose 
de  esta  declarutoriii  los  nombramientos  que  siguen" 
Continúa  y  acaba éxpreéun do  los  nombramientos 
qae  i^uedaban  válidos.  l\iiirtbién  consta,  que  igual 
deci'eto  expidió  el  dia  l'^  de  Enero  último  anulan- 
do la  elección  de  Concejal  hecha  en  el  señor 
Juan  Francisco  Ágapilo  Carpió,  que  habla  queda- 
do aprobada  en  el  anterior. 

^'Como  el  Gobernador  no  expresó  ninguno  de 
los  fundamentos  legales,  que  hubiese  tenido  para 
declarar  nulas  didias  elecciones,  los  agraviados 
han  hecho  pruebas  exhuberantes  de  hallarse  en 
posesión  de  los  derechos  de  ciudadano,  de  las 
cualidades  para  ser  elector,  y  de  su  decisión  por 
el  Gobierno  en  cuya  defensa  tomaron  las  armas 
en  la  ultima  conspiración  ;  y  con   ellas  piden  la 


reposición  en  sus  destinos  municipales,  estiman- 
do arbitraria  ia  resolución  del  Gobernador  que 
anuló  sus  nombramientos* 

'*  £1  ^  29  del  artículo  29  de  la  ley  orgánica  de 
provincias  en  que  se  apoyó  el  Gobernador  para 
hacer  la  declaratoria  de  nulidad  -  que  motiva  el 
pi;,esente  recurso^ dipe :  ''  Cuando  los  Goberna* 
dores  sepan  que  se  ha  hecho  una  elección  conoció 
immente  nula,  podrán  declararla  tal  sin  previa 
petición  de  un  tercero,  y  aun  después  de  los  ocho 
dias  de  que  habla  este  artículo  a  reserva  del  de- 
recho de  las  partes  que  se  consideren  agraviadas." 

•*A  petición  de  parte,  y  precisamente  dentro 
de  los  ocho  dias  de  1»  elección, concede  k  los  Go- 
bernadores el  citado  artículo  29  ia  ntribucion  de 
decidir  por  la  via  instruccliva  y  gubernativa  las 
dudas  que  ocurran  sobre  elecciones  de  los  miem- 
bros de  los  concejos  .municipales. 

•'  En  el  caPO  que  motiva  la  consulta  del  Poder 
Ejecutivo,  el  Gobernador  del  Guaneo,  no  ha 
hecho  uso  de  ninguna  de  las  atribuciones  que  le 
conceden  ei  supra  dicho  artículo  29  y  su  §29*  No 
la  primera,  porque  no  ha  habido  acusación  de 
nulidad  dentro  de  los  (Tcho  dias,  propuesta  pof 
un  tercero.  Tampoco  la  segunda,  porque  está.li* 
naitada  esta  atribución  al  único  caso  de  una  elec- 
ción conocidameiUe  nula,  como  serian  todas  aque- 
llas^ qiJG  teniendo  su  prueba  demostrativa  en  lo 
plÁbiico  y  notorio,  por  necesidad  debe  hacerse  de 
todos  conocidamente;  y  como  los  decretos  4^1 
Gioberní^dor  de  30  de  Diciembre  y  de  I9  de  Ene- 
Xp,  que  vienen  referidos,  carecen  de  lodo  fun- 
damenfOj  ni  (Jan  razón  alguna,  que  convenciese 
quejan  eleccionea del  25  de  Diciembre,  hechas 
por  ja  asamblea  municipal  de  Calabozo,  fuesen 
coñac  ida  mente  nulas,  en  las  partes  qxie  U%  decla- 
ró asi*  está  de  manlBesto  que  aquel  Gobernador 
obró,  cu  indo  menos,  con  error,  creyendo  que  dis- 
cr^cionalmente  estaba  en  sus  facultades  anular 
cualquiera  elección  n^unicipal  de  su  provincia 
que  privadamente  le  pareciera  mal  hecha. 

'*  Este  error,  justificable  6  no,  ha  causado  un 
agravio  en  la  vía  gubernativa,  cual  es  la  destí- 
tU(^i6n  absolutamente  informal  de  ios  empleos 
municipales,  que  obtuvieron  los  ocurrentes  de  U 
asamblea*mtinicipalde  Calabozo,  y  cuya  repara- 
ción solicitan  en  la  misma  via  gubernativa,  en 
uso  de  la  reserva  que  expresamente  les  concede  el 
final  del  mismo  ^29  mencionado. 

•*  El  agravio,  coiñose  ha  dicho,  está  de  maniíieg- 
to  ;  porque  j3e|nB  las  leyes  de  la  República,  nin* 
gun  funcionario  de  ella  puede  resolver  por  prue- 
bas mentales  ó  de  pura  conciencia  privada*  Solo 
falta  averiguar  á  quién  toca  deshacerlo. 

'*  No  está  decidido  por  la  ley  cual  sea  la  a  ato- 
ndad, que  deba  enderezar  el  desvio  y  salvar  del 
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daño  que  causa  la  nulidad  de  una  elección  mala* 
mente  declarada  por  los  Gobernadores,  porque 
el  capítulo  99  de  la  lev  orgánica  de  provincias,  y 
la  ley  9^  del'códiyo  eífccioiíario  se  contraen  es- 
pecialmente al  conocimiento  y  juicio  de  las  cau- 
see de  responsabilidad,  ya  de  ios  empleados  cpu- 
nicipales  y  ya  de  bs  funcionarios  eleccionarios, 
para  las  penas  que  merece  la  mala  conducta  ob- 
servada^ 

*'  La  ley  orgánica  de  provincias  expresamente 
reserva  el  uso  de  su  derecho  á  la  parte  que  se 
considera  agraviada  del  fallo  sumario  y  gubernati- 
vo de  un  Gobernador,  que  le  anula  su  nombramien* 
to  sin  ningún  género  de  audiencia.  Este  derecho» 
como  el  mas  natural,  no  puede  ser  otro  que  el  de 
la  apclAcion  para  que  «I  inmediato  superior,  del 
modo  mas  breve,  sencillo  y  menos  fexpendioso, 
como  es  el  propio  de  aquel  recurso,  revea  el  fallo^ 
lo  considere  y  deshaga  el  agravio  causado  por  el 
funcionario  inferior.  Es  verdad  que  no  está  for- 
mulada su  sustanciacion,  pero  está  concedido  por 
la  ley  ;  y  ninguna  interpretación  odiosa  y  abomi- 
nable jjuede  hacerse»  para  restringir  este  precio- 
so derecho,  cuando  los  principios  generales  de  la 
Jurisprudencia  enseñan  :  *que  la  apelación  se  en- 
tiende siempre  concedida  por  ser  de  derecho  na- 
tural, &  menos  que  especialmente  la  niegue  la  ley. 

'<  De  lo  expuesto  se  infiere  que  el  ocurso  para 
el  desagravio  debe  hacerse  al  inmediato  superior, 
qiielo  es  naturalmente  el  Poder  Ejecutivo  en  el 
ramo  de  la  Administración  general,  gubernativa 
y  económica  del  Estado;  y  no  la  Corte  Superior, 
de  Justicia,  poder  heterogéneo,  cargado  de  fór- 
mulas, que  solo  es  llamado  á  juzgar  y  sentenciar, 
por  la  via  ordinaria,  las  causas  de  responsabilidad 
eleccionaria,  si  se  quiere,  tanto  en  las  primarias  y 
secundarias,  como  en  Isa  municipales  que  por  la 
ley  no  estén  atribuidas  á  los  juzgados  de  provin- 
cia, ú  otros  funcionarios  públicos. 

**En  fuerza,  pues,  de  los  fundamentos  que  vie- 
neti  expresados,  piensa  el  Consejo  de  Gobierno 
poder  aconsejar  á  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica; que  en  desagravio  de  ios  ciuiiadituos,  que  ha* 
cen  el  presente  reclamo,  desapruebe  y  revoque  las 
resoluciones  del  Gobernador  del  Guárico  de  30  de 
Diciembre  y  19  de  Enero  que  anularon  las  elec- 
ciones á  que  ellos  se  refieren  :  y  que  en  conce- 
cuencia  se  ¡)onga  en  posesión   de  sus  destinos  & 
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los  nombrados  por  la  asamblea  municipal  de  Ca- 
labozo el  dia  25  de  Diciiembre  del  alio  pasado." 

Y  tengo  el  honor  de  trasiSribirlo  d  US.  para  su 
inteligencia,  y  á  fin  de  que  inmediatamente  sean 
repuestos  en  sus  destinoe  los  funcionarios  indica. 
dos. 

Soy,  &a.  Por  B.  E^PUm. 

NULIDAD   DRL   NOMBRAMIENTO   DB   DIPUTADO! 

PROVINCIALES.  Vésse  Diputaciones  ptrní^ 
dales,  R,  E.  de  21  de  Octvbre  de  1850. 

NULIDAD    DEL  NOMBRAMIENTO  DB   «lENADOBIf 

Y  REPRESENTANTES.  RESOLUCIONEJBCUTlFiDl! 

16  DE  NOVIEMBRE  DE  1850  declarando  ^t  ni 
el  Poder  Ejecutito^  ni  los  Oobernadom  fie- 
nen  facultad  para  conocer  de  ella. 
República  de  Venezuela.-*-Secretaría  de  Estadü 
en  los  Despachos  del  Interior  y  Justicia*— Sec- 
ción la 
Caracas,  Noviembre  l6  de  1860,  21  de  la  ley  y  40de 
lA  indepeadeDcia. 
Sefior  Gobernador  de  la  provincia  de  Apum 

Ni  á  US.  ni  al  Poder  Ej^Utivo  toca  conocer 
de  ia  nulidad  de  la  elección  de  Senador  heclia  en  el 
sefl^  Pedro  Rincones :  es  al  Senado  á  quien 
corresponde,  y  sabe  el  Poder  Ejecutivo  que  di- 
cho sefíor  ha  concurrido  en  este  afioy  el  anterior 
6  aquel  Cuerpo  sin  obstáculo  alguno.  Debepoes, 
US.  convocarlo  coipo  Senadcfr  principal. 

Tengo  el  honor  de  decirlo  á  US«  de  órdeoi/ei 
Poder  Ejecutivo  en  contestación  á  su  nota  le- 
cha 6  del  corriente,  número  993* 
Soy  de  US.  atento  servidor.— Jbss  L  Rojtí. 

NULIDAD   DEL  NOMBRAMIENTO  DE  LOS    JVSm 

DE  CANTÓN,  Y  süs  SÜPX.BNTBS.  A  quiéo  tocad^ 
clararla.  Véase  €k>bernadores,  R.  E.  de  8  de 
Mayo  de  1854.  (*) 

NULIDAD  DEL  NOMERAMfBNTODBLOaCOVCl* 
JALES,  SÍNDICOS  T  JUECES  DE  PAZ.     YéaseP/O- 

vincias,  art.  ^  y  sus  §^,  y  Oobernadore^K  £* 
de  8  de  Mayo  de  1S54. 

(*)  Bata  resolución  fhé  dictada  con  relación  á  ke  jae- 
ces de  parroquia  y  sua  suplentes,  que  han  «do  m^ 
dos  en  las  leyes  oreáDicas  de  tribunales  vigenteB;  pm 
siendo  una  misma  to  forma  de  la  elección  de  ^l^ 
lo8  jueces  de  cantón  nuevamente  creados;  y  """"¡T 
laa  mismas  razonea  respecto  de  unos  que  de  ptrosf»»»^ 
to  á  la  declaratoria  de  la  noHdad  de  su  aombranüía|M 
evidente,  que  ella  es  asi  mismo  apücableádicbosjoflea 
de  cantón. 


FIN  DEL  SEGUNDO  TOMO. 
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A  £STE  SEGUiNDO  TOMO. 

COMPRENDIENDO  TAMBIÉN    LAS  LETRAS  DEL  PRIMERO, 
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ACADEMIAS  ciBNTÍnoAs  t  profesionales* 
Véase  InMruccion  pública  L.  I  art.  19i  n9  49* 

ACEVEDO  (haría  eusebía)  Pensión  que* goza. 
Véase  Pensiona,  D.  de  26  de  Mayo  de  1854i 

ADMINISTRADORES  de  rentas  nacionales. 
Los  sostitutos  no  deben  prestar  fianza  para  ser- 
vir las  administraciones  que  desempeñan  bajo 
]a  responsabilidad  de  lus*  propietarios.  Véase 
Ticmzass  R.  E.  de  31  de  Enero  de  1854. 

ADMINISTRADORES  pe  rentas  internas. 
No  gozan  de  comisión  por  la  n^caudacion  de 
los  empréatitoe.  Véase  Comisión  de  los  admu 
nisiradores  de  rentas  internas  (en  este  apéndice, 
y  en  el  del  primer  tomo). 

ADMINISTRADORES  de  rsnta«  intipnas. 
Sobre  cambio  indebido  por  estos  de  papel  sella- 
do por  créditos  contra  el  TesQro.  Véase  Te- 
sorería  genertU^  R.  £.  de  fid  de  Marzo  de  1855. 

ADMINISTRADORES  de  aduanas,  resolu- 
ción ejecutiva  DB  20  DE  OCTUBRE    DE     1854 

yremniéndoles  que  no  den    cumplimiento  á 

orden  alguna  de  pago  que  no  encano  directa* 

mente  de  la  Tesorería  generaU 
Secretaria  de  Hacienda, — Sección  quinta. 
Carácaa  Octubre  tM)  de  1854. 

Resuelto. — Dígtse  en  oiroular  á  los  Adminis- 
tradores de  Aduana. 

Está  impuesto  el  Gobierno  de  ^ue  los  Ooberna* 
dores  de  provincia  j  Comandantes  de  Armas 
suelen  dirigirse  á  las  Administraciones  de  Adua- 
na» recomendando  y  á  teces  ordenando  alj^unos 
pagoe  fuera  del  círculo  de  sus  faculladee.  Por  et 
artículo  &.*  en  su  )  |0  de  la  ley  de  II  de  Mayo 
de  1840,  orgánica  de  lae  oficinas  de  Aduanas,  no 
pueden  los  Administradores  é  Interventores  hacer 
ningún  pago  que  no  esté  prevenido  por  la  Teso* 
rerfa  genently  en  camplimieQto  4^  les  Meoes 
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comunicadas  por  el  Ministerio  de  Hacienda.  En 
vista  de  aouel  hecho  abiertamente  contrario  á  la 
regularidaa  de  la  Hacienda  piíblica,  y  á  la  letra 
terminante  de  las  dÍ8j)osiciones  legales,  y  celoso 
el  Gobierno  de  que  estas  tengan  su  mas  puntual 
cumplimiento,  ha  resuelto :  que  se  oficie  á  U.  or- 
denándole que  por  mngun  motivo  dé  cumplimien- 
to á  orden  alguna,  que  no  emane  directa  y  ex- 
clusivamente de  la  Tesorería  general^  única  ofi- 
cina competente  para  expedirlas,  haciendo  presen- 
te esta  determinación  del  Poder  Ejecutivo  á  cual- 
3u¡er  otro  funcionario  que  comunique  á  U.  dr« 
enes  de  pago. 
Sov,  d&a« 

Por  S.  E — Cebállos. 
ADMINISTRADORES  de  aduana.  Varias  re. 
glas  que  deben  observar  para  impedir  el  con* 
trabando  al  favor  del  comercio  de  cabotaje. 
Véase  Cabotaje  {comercio  de)  R.  £.  de  28  de 
Julio  de  1855.  (En  este  mismo  apéndice). 
ADMINISTRADORES  DE  aduana.  Deben  im- 
pedir la  mtroduccion  de  moneda  falsa  en  el  pais; 
y  reglas  que  para  ello  deberán  observar.  Véase 
Moneda.  R.  E.  de  26  de  Julio  de  1855. 

ADUANAS  DE  CIUDAB  BOLÍVAR  T    BARCELONA. 

Impuesto  que  se  cobrará  en  ellas  ademas  del 
expresado  en  el  Toqdu>  I9  col.  1^,  primer  artí- 
euto,  con  referencia  tam&ien  á  *  las  de  Puerto 
Cabello.  Ouayana,  dta ;  y  uso  á  quesee  des- 
tinará. Véase  Ccminost  en  esté  mismo  apén- 
dice, D.  de  28  de  Abril  de  1854,  art.  79 

ADUANA  DE  cuyANA.  resolución  ejecutiva 
DE  30  DE  jvhio  r>%  IS55  determinando  ei  nú^ 
mero  de  celadores,  bogas,  te,  qve  debe  tener 
su  resguardo, ' 

República  de  Venezueid.— Secretaría  de  Haeief^ 

da«-r-8eccion  segHJiida. 
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Caracas,  30  de  Julio  de  1855, 
Dígase  al  8r.  Administrador  de  lá  Aduana  de 
Cumaná. 

Se  ha  impuesto  el  Poder  £J6cutivo  de  la  co- 
municación de  U.  fecha  10  del  presente  mes  en 
que  solicita  se  aumente  el  número  de  celadoMs 
que  han  de  formar  el  Resguardo  de .  esa  aduana 
por  ser  insuñcientes  los  dos  que  se  han  asignado 
en  el  presupuesto  general  de  gastos;  y  JS*  £.  el 
Presidente  de  la  Repablica,  penetrado  de  la  justi- 
cia de  la  petición,  y  en  uso  de  la  facultad  que  le 
concede  el  artículo  3?  de  k  ley  de  1 1  de  Mayo 
de  1840  orgánica  de  aduanas,  se  ha  servido  resol- 
ver :  que  el  Resguardo  de  la  Aduanado  Cumaná 
conste  de  tres  cabos,  seis  celadores,  un  patrón  y 
seis  bogas. 

Comuniqúese  al   Adpiinistrador    respectivo, 
publíquese  en  la  Gaceta  oficial,  y  dése  cuenta   al 
Poder  Legislativo  en  su  próxima  reunión. 
Por  S.  E.— Gutiérrez, 

ADUANA  DE     CUHAREBO.    DECRIíTO     de      4     DE 

AGOSTO  DE    1855  declara/ida   que  solo   'queda 
habilitada  paiia  la  exportación» 

JOSÉ  TADEO  MONAGAS, 
Presidente  de  ¿a  República  de  Venezue- 
la,  ^a,   áia,  áüa, 

CONSIDERANDO* 

19  Q.ue  del  informe  evacuado  por  el  Inspector 
que  nombró  el  Gobierno  en  Febrero  de  este  aHo 
para  visitar  las  aduanas  de  la  Vela  y  Cumarebo, 
de  acuerdo  en  un  todo  con  las  conatantea  recla- 
maciones de  los  Jefes  de  la  primera,  se  evidencia 
la  necesidad  de  eliminar  esta  última,  á  causa  del 
frecuente  contrabando  que  por  ella  se  hace,  fo- 
mentando el  tráfico  ilícito  de  mercaderías  que 
pasan  á  inundar  los  mercados  interiores  de  las 
provincias  de  Coro,  Barquieimeto  y  Yarácuy,  con 
grave  mengua  del  comercio  legUirao  y  de  los  in- 
tereses fiscales  di)  la    Repúbiica  : 

2'^  Glue  el  Congreso  del  presente  afío,  con- 
vencido sin  duda  de  esta  verdad,  so  ocupó  en 
r/efu/mar  ia  ley  sobre  habiljtacÍQn  de  puertos,  $U' 
primienilo.  de  todo  ponto  la  aduana  d&Cumarebo; 
y,q.u$*prjübad9  el  pcoyocto  Qn  el  SQnM(Jo>?ki.AÍni- 
g4)ngél»iea:q^deqpos)oioi)>.4>a»ú  á  \^  C|iAMM;a,tide 
H^prei%Qn.tMnles. en  la  ou|iI  ai  q))edó  pendi^plJeyfMé 
PiM^  b^bál^elq  di\do,^ntVa«ia  en  el  último  mes -de 
h|s  £e$Í4Hi«s : 

30.;  Que  corrfibora  la  idea  que  tuvo  el  Congre- 
so de  limitar  por  lo  menos  la  indicada  aduana,  ó 
90J0  ia  exportación  de  los  frutos  y  producciones 
del  ppis,  el  hecho  de  haber  asignado  en  la  ley  de 
presupuesto  gpncraj.de  gastos  públicos  para  el  pre- 
sente año  sohimcnte  un  sueldo  de  quinientos,  pe- 
«09  al  ftdrpini9Uadior ;  reduciendo  at^í  á  la  mitad 
el  que  antes  disfrutaba  este  empleado  y  elimiftaado 


AD 


el  corre^ondiente  al  Interventor,  no  siendo  con- 
cebible que  una  aduana  habilitada  para  la  impor- 
tación esté  á  cargo  de  un  solo  empleado,  remu- 
nerado tan  escasamente;  y 

40  Que  el  escandaloso  contrabando  quesebaec 
por  Cumarebo,  de  tal  suerte  ha  disminoido  los 
ingresos  de  ia  aduana  de  la  Vela,. que  ya  son  io- 
suficientes  para  cubrir  hasta,  sus  gastos  mas  io- 
dispensables,  por  lo  que  ha  sido  preciso  que  la 
Tesorería  general  suministre  desde  hace  algua 
tiempo  las  sumas  necesarias  para  racionar  la  guar- 
nición de  Coro : 

DECRETO : 

Art.  1^  La  aduana  del  puerto  de  Cumarebo 
en  la  provincia  de  Coro  queda  solamente  habilita- 
da para  la  exportación  de  los  frutos  y  produccio- 
nes del  pais,  mientras  que  el  Congreso,  á  quien 
se  dará  cuenta  de  este  decreto,  resuelve  lo  con- 
veniente. 

Art.  29  El  Secretario  de  E.  en  el  D.  de  Ha- 
cienda se  encargará  de  la  ejecución  de  estedecrt- 
to.  . 

Dado   en   Caracas,  á  de  Agosto  de  mil  1865. 
año  20  de  la  l^y  y  45  de  la  independencia. 
José  T.  Mo  nagas.. 

Por  S  E.— El  Secretario  de  E.  en  el  D.  de      ' 
Hacienda. 

Jacinto  Gutiérrez. 
ADUANA   DE    Ma&aoaibo.    Resolución  Eje, 

ciitiva  de  24le  Noviembre  de  1855  auraenian, 

•do  su  re:< guardo  con   un  cabo  y  cuatro  celado 

res. 
República  de  Venezuela. — Secretaría  de  Haden- 
ly         '  (Ja. — ^Sección  segunda. 

Caracas,  Noviembre  2  de  1865. 

Resuelto. — Dígase  al  señpr  Administrador  Je 
la  Aduana  de  Maracaibo. 

Se  ha  impuesto  el  Poder  £]ecntiro  de  la  co- 
municación de  U.  fecba  10  de  Octubre  úllinioeD 
que  splicita,  se  aumente  el  uúnj^ro  de  celadores 
que  han  de  fornjar  el  rosgi^ardo  dp  esaAduaita. 
por  ser  insuficientes  l.os  que  íipjy  existen  para  i> 
pedir  »el  qo^tr^baodq  y  i^t^inter,  ú  las  diferenies 
Síi.UWfi  /le  igi  prqyÍRci^i .  y  S.#  & :  el  PwíMíd}* 
-de  la  República,  penetrado  (Íq  U  jiieti/lia  ^e  ^' 
8oli<attt4,)y  en;iiifta,de  Ift  .f||ííHPíl.qv«'i^  P^"^'^ 
el  arUciilo3P  d.oí*%  lie  lljdeMayo  di»  low, 
Qrgíí)ic9  de  aduanas,  p<f,lia.«ervido  rfl|S¿líPf-  ^^^ 
el  r.esguaxdo  dP  la  adu^l^  de  Maracaibo  se  au- 
nu:n.te.con  w  ^^ho  y  cuatro  celadores,  que  se  «- 
tuar^A  ex)  l^^  puertos  de  Akf^ra/^ia,  , 

Comuaíqaeíre  al  Administrador  respeaiiw,  pu- 
blíquese en  Ia  Gacela  OfinfUli  y.  ¿é*  ci»«*»*  *^ 
Podec  liegisla^vo  eq  bu  pcóxirna  reftatoo. 
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ADUANA  DR  GüiRiA.  Debera«  de  su  admi- 
nistrador para  evitar  el  contrabando  que  se 
hace  de  Trinidad  á  Güiria  por  el  golfo  de  Pa- 
ría. Véase  Cuntrabando  R.  E.  de  30  de  Mayo 
de  1855. 

AGENTES     COMERCIALES    BE    LA      REPÚBLICA. 

Deber  de  certificar  los  sobordos  6  manifiestos 
que  hagan  los  capitanes  de  buques  en  los  res- 
pectivos puertos  extranjeros.  Véase  Imparta* 
ciotu,  ^  10,  art.  lo 
AJUSTAMIENTOS    militares.   Véase  Habe- 
res de  los  cuerpos  de  milicia  en  la  campaña  de 
1863. 
ALV A RfiS4( Coronel  Andrés  Marl\).  Decre- 
to PE  17  DE  Mayo  DE  1864  mandándole  ins-^ 
cribir  en  la  lista  militar. 
£1  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso. 
£n  vista  de  la  recomendación  dirigida  por  el 
Poder  Ejecutivo  para  que  se  incorpore  á  la  lista 
militar   de  Venezuela  con  goce  de  tercera  parte 
de  sueldo,  al  Corone]  de  Colombia  Andrés   Ma- 
fia Alvarez,   Cónsul   de  la  República  en  la  ciu- 
dad de  Lima  ;   y 

Considerando: 

Glue  el  Coronel  Andrés  María  Alvarez  pres- 
tó importantes  servicios  á  la  causa  de  la  indt^ícíi- 
dencia  y  libertad  de  la  América  del  Sur. 

Decretan : 

« 

Articulo  único.  £1  Coronel  Andrés  María  Al- 
vares será  incorporado  en  la  lista  militar  de  Vene- 
zuela con  goce  de  ia  tercera  parte  de  sueldo  des- 
de la  publicación  de  este  decreto. 

Dado  en  Caracas,  á  15  de  Mayo  de  IbSI,  ailo 
26  de  la  ley  y  44  de  la  independencia. — El  Pre- 
flfMbte  del  Senado,  Pedro  Portero. — El  Presi- 
dente de  la  Cámara  de  Representantes,  L.  Rue^ 
das. — El  Secretario  del  Senado,  J.  A.  Pérez.— 
El  Secretario  de  la  Cámara  de  '  Representantes, 
Ji  Padilla. 

Caracas,  Mayo  17  de  1854,  :ifío  25  de  la  ley 
y  44  de  la  independencia. — Ejecútese. — J.  G.  Mo- 
nagas. — Por  S.  E. — El  Serretario  de  Estado  en 
los  Despachos  de  Guena  y  Marina,  Juan  Mu- 
ñoz  Tébar. 

APERTURA  DE  ferrocarriles  ó  cahinos  de 
ruedas.  Véase  Navegación  de  rios,  laf^'os,  ó 
lagunas^  ferrocarriles  ó  caminos  de  ruedas  ^. 

ARANCEL  DE  IMPORTACIÓN.  Exención  de  to- 
do derecho  á  favor  de  las  materias  primas  que 
necesite  una  industria  privilegiada,  por  todo  el 
tienfipo  ^el  privilegio.  Véase  Patentes  de  in- 
dustria ¿.,  art.  12. 

ARANCEL  D¿  IMPORTACIÓN.  Exención  á  fa- 
vor de  las  empresas   dé  ferrocarriles.  Véase 


AR 


.Ferrocarriles^  D.  de  16  de  Abril  de  1854,  art. 

28  y  30. 
ARANCEL  D£  IMPORTACIÓN.  Resolución  &B7 
cuTivA  DE  27  DB  Fbbrero  DE  1852  declaran- 
do que  los  paltos  deben  'pagar  á   su  importa' 
cion  un  derecho  ad  valorem. 
Repüblica   de   Venezuela.— Secretaría    de   Ha- 
cienda.— Sección  segunda. 

Caracas,  Agosto  7  de  1856.  • 
Señor  Administrador  de  la  Aduana  de  la  Guaira, 
Conformándose  S.  E.  el  Poder  Ejecutivo  coi| 
el  informe  del  Tribunal  mayor  de  cuentas  en  ia 
controversia  que  se  había  suscitado  entre  esa  adua- 
na y  varios  comerciantes,  sobre  si  ios  paltos  de* 
bian  asimilarse  á  las  levitas  ó  á  los  chaquetones, 
para  el  pago  de  los  derechos  de  importación,  ha 
resuelto  :  que  los  paltos  en  razón  de  no  estar  es- 
pecificados en  el  arancel  paguen  un  derecho  ad  ' 
valorem. 

Superfino  parece  recomendar  al  señor  Aduii- 
nistrador,  para  el  caso  concreto,  las  disposicio- 
nes de  los  artículos  14  y  15  de  la  ley  de  28  de 
Abril  de  1854,  sobre  régimen  de  Aduanas. 

Queda  satisfecha  de  este  ndodo  la  consulta  que 
ü.  dirigió  á  Cate  Ministerio,  en  oficio  de  I9  del 
corriente. 

Soy,  ácc. — Jacinto  Gutiérrez. 
ARANCEL  DE  IMPORTACIÓN.    Resolución  Eje- 
cutiva DE  27  DE  Febrero  de  1852  declaran- 
do   que   los  objetos  que  vienen  separados   en 
sus  partes,  y  que  forman  una  sola  pieza^    de- 
bcn  pagar  los  derechos  correspondientes.  {*) 
Secretaría  de  Hacienda — Sección  primera, 
Caracas,  Febrero  27  de  1852. 
Resuelto. — Dígase  &  los  Señores  Administrador 
é  Interventor  de  la  Aduana  de  Maracaibo. 
Presenté   al  Despacho  de  S.  £•  el  Poder   Eje- 
cutivo la  nota  de  üü.  contentiva  de  ia   cons^ulia 
que-  hacen  sobre  cobro  de  derechos  de   importa- 
ción  á  los  objetos  que  vienen  separados  en  sus 
partes,  y  bien  impuesto  de  todo,  S.  E.  se  ha  servi- 
do dar  la  resolución  que  sigue. 

La  malicia  civilizada  de  los  hombres  tiende 
siempre  á  sobreponerse  á  la  inexorable  regulari-* 
dad  de  las  leyes,  y  busca  en  consecuencia  por  to- 
dos modos,  pretextos  y  ocasit^nes  fáciles  de  vio- 
larlas ó  eludirlas.  Entre  aquellas  que  mas  ex- 
puestas seven  á  las  continuas  transgresiones  con 
que  quiere  burlarlas  la  sagacidad  interesada,  ocu- 
pan sin  duda  el  primer  Jugar  las  leyes  de  im- 
puestp  que,  tanto  mas  severas  son,  tanto  mas  es- 
timulan y  mueven  la  utilidad  6  la  ganancia  de 
sos  contraventores.  Un  ejemplo  patente  de  esta 
v«rdad  se  observa  claramente  en  el  caso  ocui^i* 

-*  ■   ■    ■ , — .« —  ■ .  I  'I 

(*)  Esta  resolución  debiera  eaeontrarae  tu  ei-  ciieino 
de  la  obra  ¡  pero  se  omitió,  por  un  olvi4p,> 
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do  en  la  Aduana  de  Maracaibo  que  ha  dado  orí- 
^n  á  la  consulta  que  hacen  el  Administrador  6 
Interventor  con  fecha  14  del  corriente.  £1  aran- 
cel gtííYñ  con  el  derecho  de  ^  centavos  docena 
á  lo»  briceroa  Ó  cilindros  sin  candeleras  ni  lámpa- 
ras, y  con  el  de  100  centavos  el  par,  á  los  cande- 
leros  dorados  6  plateados.  La  diferencia  de  estos 
derechos  ha  sido  el  cebo  que  movó  á  un  comer- 
ciante de  la  citada  plaza  de  Maracaibo  para  in- 
troducir una  cantidad  de  briseras  separando  los 
candeleros,  del  cristal,  6  sea  la  bomba,  de  la  bujía. 
Mas,  bien  considerado  el  caso,  no  ha  debido  ad- 
mitirse tal  procedimiento  de  parte  del  introductor 
por  la  razón  sencilla  de  que  no  está  en  su  mano 
separar  dos  objetos  que  existen  unidos  en  el  ser- 
vicio y  uso  común  de  la  sociedad,  á  la  vez  que  no 
•on  de  ningún  provecho  divididos,  ni  se  encuentra 
ejercicio  alguno  á  oue  apHcarlos.  La  reparación 
materidl  con  que  el  comerciante  pensaba  intro- 
ducir las  briseras,  y  los  reclamos  que  hiciera  fun- 
dado en  dicha  separación  no,  han  debido  detener  á 
}os  jefes  de  h  aduana,  si  por  otra  parte  estaba  de 
manifiesto  que  los  candeleras  pertenecían  á  las 
briseras  con  tas.  cuales  formaban  un  todo,  exacto 
en  su  Dúmero,  completo  en  su  forma,  adaptado  en 
•a  estructura  y  con  un  nombre  conocido  do  ante- 
mano en  el  comercio  y  en  los  aranceles  aduaneros. 
Por  estos  fundamentos,  que  el  Poder  Ejecuti- 
vo estima  de  perfecta  justicia  y  equidad*  se  re- 
•neive  h  consulta  hecha  por  los  seHores  Admi- 
nistrador é  Interventor  de  la  Aduana  de  Mara- 
caibo en  los  términos  que  vienen  expresados ;  y 
recomiéndese  á  dichoa  Señores  con  toda  eficacia 
el  cumplimiento  exacto  de  las  leyes  que  la  natu- 
raleza de  sus  funciones  ios  llama  á  ejecutar,  cuyo 
cumplimiento  hasta  ahora,  sabe  el  Gobierno  que 
es  intai'hable. — Por  S.  C« — Gellineau, 

ARANCEL  D«  IMPORTACIÓN.  DECRETO  EJECUTI- 
VO DE  8  DE  OCTUBRE  j>js,  1855  eximiendo  por 
tiempo  determinado^  del  pago  de  derechos^  á 
ciertos  artículos^ 

JOñf,  TADEO   M0NÍGA8 

.    Presidente  de  la,  República  de  Venezjielüf 

d&C.  6lC.  &rO. 

Considerando : 

Que  la  terrible  epidemia  del  cólera  Morbo  que 
desgraciadamente  azota  algunas  provincias  de  la 
República  se  ha  cebadó  con  mas  crueldad  en  la 
parte  menesterosa  de  las  poblaciones  y  de  los 
campos. 

due  uno  de  los  funestos  efectos  de  tal  ealami* 
dad  será  el  encarecimiento  de  los  granos  y  demás 
artículos  alimenticios,  especialmente  cuando  la  in- 
vasión del  mal  ha  coincidido  en  muchos  lugares 
con  la  época  de  siembra  de  cereales  y  recolección 
de  frutos  mayores. 
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Que  es  un  deber  sagrado  del  Gobierno  aUmr  en 
cuanto  le  sea  posible  ios  conflictos  pfibUcos. 

En  uso  de  la  autorización  que  meconeedeel 
decreto  legislativo  de  4  de  Mayo  del  corriente  afia 
Decreto : 

Art*  19  El  arrox,  maiz,  avena,  arvejas  6  goi- 
santos,  cáraolas«  frijoles,  garbanzos,  habas,  habi- 
chuelas, y  Ion  lejas  que  se  mtrod  uzean  del  extru- 
jero  por  las  aduanas  de  la  Guaira,  Puerto  Cabello 
y  Ciudad  Bolívar,  estará»  libres  de  todo  dereebe 
ordinaria  y  extraordinario  de  importación  Im  el 
dia  treinta  y  uno  de  Marzo  de  1856. 

Ari  29  £1  Poder  Ejecutivo  se  raperra  eiten- 
der  el  plazo  fijado  en  el  artículo  anterior, «í  asilo 
exigiere  la  necesidad  de  facilkar  h  baraUíra  de  l'« 
artículos  indicados* 

Art.  39  El  Secretario  de  Estado  en  el  Daft* 
cho  de  Hacienda  queda  encargado  de  la  ejecución 
del  presente  deci eto. 

Dado:  firmado  de  mi  roano:  sellado  con  el  m* 
lio  del  Poder  Ejecutivo  ;  y  refrendado  por  ei  Si- 
cretario  de  £.  en  el  D.  de  Hacienda  en  Caiáeai 
á  8  de  Octubre  de  1855.— Jo^é  T  Monágaf.-- 
Por  S.  E^El  Secretario  de  E.  en  el  D.  de  Ha- 
cienda.— Jacinto  Gutiérrez, 

Es  copia. — Gutiérrex. 
ARANCEL  DB  iMPORtACioN.  DEORETd  KJicrn- 

vo  DE  2  DE  ENERO  DE  1856  eximiendo  dt  de- 

rechos^  por  cierto  tiempo^  á  algunos  úrticuk 

de  primera  necesidad  que  9t  inireiuzc*nf(¡t 

Margarita. 

JOSÉ   TA9BO    HONiOAS, 

Presidente  de  la  República  dt  Vtmzulú^ 
dLC.  dic.  ííc. 

Haciendo  usa  de  la  autorización  que  mt  eoQisk 
el  decreto  legislativo  de  4  de  Mayo  del  afioprtfiiioo 
pasado»  y  considerando  que  la  provincia  de  Mar- 
garita sufre  en  la  actualidad*  escasez  de  graoM 
con  motivo  de  la  reaparición  del  Cólera  eo  algu- 
nos puntos  de  aquella  isla,  según  lo  ¿a  inamf«- 
tado  el  setSor  Gobernador  con  fecha  U  de  Oicíen* 
bre  último. 

Oesreto : 

Art.  19  El  arroz,  maiz,  arvejas  d  gatoanií*. 
i  caráotas^  frióles,  garbansos,  habas,  habichuelas  J 
lentejas  que  se  introduzcan  del  extranjero  por  los 
puertos  de  Juan  Griego  y  Pampatar,  eatarán  li- 
bres de  lodo  derecho  ordinario  y  extraordinara 
de  importación  hasta  el  dia  31  de  Mano  deJ cor- 
riente aKo. 

Art.  %o  El  Poder  Ejecutivo  se  reserva  exun- 
der  el  plazo  fijado  en  el  artículo  anterior,  si  así  w 
exigiere  la  necesidad  de  faciliten  la  baratura  da 
los  expresados  art{cuIos« 

Art  30  El  Secretario  de  Eatado  an  el  wp»- 
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pacha  de  hacienda  queda  encargado  de  la  cjecu** 
don  de  e^Ce  decretó. 

Dado:  firmado  de  mi  mano:  sellado  coil  el 
éello  del  Poder  Ejecunvo;  y  refrendado  por  el 
Secretario  de  Estado  en  el  Despacho  de  Hacienda 
en  Caracas  á  S  de  Enero  de  1850,  27  y  46. 

1[  Filmad  o.)  José  T.  Monagos. 
Por  S.  E.-^E1  Secretario  de  Estado  eú  )dl  D. 
de  Hacienda.  (Firmado.)  Jacinto  Úutiérrez. 
ARANCEL  DE  ilki'oRTACioN.  dbó&eto  ejecu- 
tivo DE  10  DE  sKero  de  18^6  eximiendo  de 
derechos^  por  cierto  tiempo^  á  algunos  artícu- 
los de  primera  necesidad  que  se  introduzcan 
fot  lo^ puertos  dé  Cuinanái.Carúpanóf  Güíriáj 
Idaturin  y  Barrancas, 

JOSÉ  tad£0  monagas, 
General  en  Jefe,  Presidente  dé  U  Aepública 

'de  VéTietúefa^  &c,  &c.  6lc. 
En  uso  de  la  facultad  que  me  concede  el  decre- 
tó legislativo  de  4  de  Mayo  del  aftu  próximo  pa- 
sado, y  considerando  la  exposición  que  ha  dirigi- 
do el  Concejo  Municipal  de  Carópano,  por  la  cual 
pide  al  Gobierno  que  haga  extensivos  á  aquella 
provincia  los  benéficos  efectos  de  aquel  acto  le- 
gislativo» 

Decreto : 

Art,  t9  El  arroz»  maiz,  arvejas  ó  guisantes, 
caráotas,  frijoles,  garoanzoe,  habas,  habichuelas  y 
lentejas  qtie  se  introduzcan  del  extranjero  por  los 
puertos  de  Cumaná,  Carúpano,  Goiria,  Maturin, 
y  Barrancas,  estarán  libres  de  todo  derecho  ordi- 
nario y  extraordinarío  de  (mportacion  hasta  el 
dhi  trei&la  y  nno  de  Mblímo  de  este  aTlo. 

Art.  29  El  Poder  Ejecutivo  se  reserva  exten- 
der el  plazo  fijado  en  el  artículo  anterior^  si  lo 
exigiere  la  necesidad  de  facilitar  4a  baratura  de 
ios  expresados  artículos. 

Art.  89  £1  Secretario  de  Estado  en  el  Despaw 
cho  de  Hacienda  queda  encargado  de  la  ejecu- 
ción de  este  decreto. 

Dado:  firmado  de  mi  mano:  aellado  con  el 
«ello  del  Poder  Ejecutivo^  y  refrendado  por  el 
Secretario  de  £.  en  el  D.  de  Hacienda  en  Cara- 
cas á  diez  de  Enero  de  1850, 27  y  4a^Firmado) 
^Josi  T.  Monágas.-^?oT  S.  R— El  Secretario 
de  E.  en.  el  D*  de  Hacienda. — Jacinto  Gutiérrez. 

Es  copia. — Gutiérrez. 
ARANCEL  DE  infortacion»  dkohbto  kjkovti- 

voDB  11  PB  FEBRERO  DB   1866  exmieudo  de 

dérechoSf  por  cierto  tiempo,  á  algunos  artU 

culos  que  se  importen  por  el  puerto  de  Barceio^ 

na. 

JOSETADEO  MONAOAS. 

Preiidente  de  la  República  de   Yeme* 

zuela  d&a,  d&Oi  áca* 

Eb  uso  de  la  facultad  que  me  eottcede  el  de- 
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creto  legislativo  de  4  de  Mayo  del  aho  próximo 
pj&sado,  y  considerando  la  exposición  quéha  di- 
rigido el  Concejo  Municipal  de  Bar^ielona  por  la 
cual  pide  al  Gobierno  que  haga  extensivos  á  aque- 
lla provincia  los  benéficos'  efectos  del  citado  acto 
legislativo. 

Decreto : 

Arl.  19  El  arro2,  maiz,  arvejas  ó  guisantes^ 
caráotas,  frijoles,  garbanzos,  habas,  habichuelas 
y  lentejas  qlie  se  inYrodu2ca'n  del  extranjero  po)* 
el  puerto  de  Barcelona,  estarán  Ubres  de  todo 
derecho  ordinario  y  extraordinairio  dé  importación 
hasta  el  dia  treinta  y  uno  de  Marzo   de  este  año. 

Art\  29  El  Poder  Eje(;utivo  se  reserva  exten- 
der el  pla%o  fijado  en  el  artículo  anterior,  si  así 
lo  exigiere  la  necesidad  de  facilitar  la  baratura  de 
los  expresados  artículos. 

Art  39  El  Secretario  de  E.  en  el  D,  de  Ha- 
cienda queda  encargado  de  la  ejecución  de  este 
decreto. 

Dado :  firmado  de  mi  mano,  sellado  con  el  ae- 
Uo  del  Poder  Ejecutivo  ;  y  refrendado  por  el  Se- 
cretario de  Hacienda  en  Carácaa^  á  1 1  de  JFebre- 
rodé  1856^27  y  46; 

José  Tadee  Monégas. 

Él  Secretario  de  E.  en  el  D.  de  Hacienda. 
Jacinto  Gutiérrez. 
Es  copia.— Gfttítérrcjzr. 

ARANCEL   DB  IMPORTACIÓN.  DBORITO  BJEOIT- 

Tivo  DB  22  DB  FEBRERO  DB  1856  permitiendo 
la  libre  importación  de  los  granos. y  legumbres 
que  se  especifican^  por  todos  los  puertos  habi- 
litados para  la  importación. 

JOSÉ    TADEO   MONAGAS, 
Presiente  de  la  República  de  YeneztCela 

¿La,  Áoj  ¿La, 
En  uso  de  la  autorización  que  me  ha  conferi- 
do el  decreto  legislativo  de  4  de  Mayo  del  afio 
próximo  pasado. 

DEORBTO: 

Art.  19  El  arroz,  maiz,  arvejas  6  guisantes, 
caráotas,  frijoles,  garbanzos,  habas,  habichuelas  y 
lentejas  que  se  introduzcan  del  extranjero  por  las 
Aduanas  de  la  Repüblica  habilitadas  para  la  im- 
portación, estarán  libres  de  todo  derecho  ordina- 
rio y  extraordinario  hastk  el  dia  treinta  de  Junio 
del  corriente  aflth 

Art.  29  El  Poder  EiecutiVo  se  reserva  ettett* 
der  el  plazo  fijado  en  el  artículo  anterior,  si  así 
lo  exigiere  la  necesidad  de  facilitar  la  baratura  dé 
los  artículos  indicados^ 

Art  %o  El  Secretario  de  E.  en  el  D.  de  Ha- 
tienda  queda  encargado  de  la  ejecución  de  estls 
decreto. 

Dado :  firmado  de  mi  mano,  sellado  con  el 
selle  del  Poder  Ejecutivo  j  y  refrendado  por  él 
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Secretario  de  Estado  en  el  Despacfio  de  Hacien- 
da en  Caracas,  á  22de  Febrero  de  1856,  27  y  46. 
José  Tadeo  Monágas. 
Por  S.  R — El  Secretario  de  Estado  en  el  D. 
de  Hacienda. 

Jacinto  Gutiérrez* 
ARMAS.  Prohibición  de  andar  con   algunas  sin 

permiso  escrito.  Véase  Pasaportes, 
artículos  de  guerra,  resolución  ejecu- 
tiva DE  9  DE  JUNIO  DE  1854  díctaudo  algunas 
medidas  precautelativas  respecto  á  su  comer- 
cio. 

Secretaría  del  Interior. — Sección  6^ 

Caracas,  Junio  9  de  1854. 
RESUELTO.— Dígase  á   los    Gobernadores   de 
provincia. 

En  las  actuales  circunstancias  en  que  los  enemi- 
gos del  sosiego  p&blico  maquinan  de  mil  modos 
para  llevar  á  cabo  sus  planes  proditorios,  es  de 
imprescindible  necesidad  dictar  algunas  medidas 
precautelativas  respecto  al  comercio  de  elemen- 
tos de  guerra,  y  en  esta  virtqd  S,  E.  ha  resuelto : 
19  Los  Administradores  de  Aduana  y  los  jefes 
políticos  6  jueces  de  paz  respectivos  no  permiti- 
rán que  la  pólvora,  plomo  y  armas  de  fuego  blan- 
cas, con  excepción  de  los  machetes  de  rezar,  que 
se  introduzcan  del  extranjero  ó  de  un  puerto  é  otro 
habilitado,  se  internen  en  la  República,  ni  vayan  á 
manos  de  sus  introductores,  sin  que  pasen  antes  y 
en  el  acto  de  su  importación  al  parque  6  depósito 
nacional  que  haya  en  el  puerto  donHo  se  haga  el 
desembarque,  y  en  su  deferto,  ft  otro  edificio  nacio- 
nal, municipal  ó  particular,  seí^alado  para  tal  uso 
por  el  referido  Jefe  político  ó  juez  de  piií  con  apro- 
bación del  Gobernnilor.  2^  En  los  lugares  en  que 
existan  actualmente  depósitos  do  pólvora,  plomo  ó 
armasen  casas  particulares,  los  Gobernadores  de 
provincia,  los  Jefes  políticos  y  jueces  de  paz, 
harán  que  inmediatamente  vayan  á  los  respectivos 
parques,  almacenes  ó  depósitos^cjcl  Gobierno,  los 
elementos  de  guerra  que  vienen  de  mencionarse, 
y  en  el  caso  de  que  no  haya  tales  depósitos  na- 
cionales, se  guardarAn  en  otro  edificio  aparente 
bien  nacional  ó  muniripal,  ó  lo  tomarán  en  alqui- 
ler de  particulares.  39  A  ningún  comerciante  ó 
expendedor  se  le  concederá  órclen  para  extraer  de 
los  depósitos  expresados  una  cantidad  mayor  á  la 
de  veinticinco  libras  de  pólvora  ó  plomo,  ni  para 
sacar  las  armas  depositadas  en  ma3'or  número  de 
cinco,  con  la  precisa  condición  de  que  en  su  ven- 
ta ó  expendio  diario  maniñcste  el  nombre,  apellido 
Ír  residencia  del  comprador,  no  pudien do  obtener 
icencia  para  otra  extracción,  sin  que  presente,  fir- 
mada y  rubricada,  la  relación  que  queda  preveni- 
da. Esta  presentación  se  hará  al  Gobernador  eo 
las  capitales  de  provincia,  á  los  Jefes  políticos  en 


las  caheceras  de  los  demás  c^híito'nes,  y  á  los  jueces 
de  pez  en  sus  respectivas:  parroquias,  debiendo  cs« 
tos  funcionarios  archivar  y  conservar  cuidadosa- 
mente dichos  documentos, 

49  Los  Gobernadores  de  provincia  remitirán 
mensualmenté  al  Poder  Ejecutivo  una  noticia  de- 
tallada de  las  operaciones  practicadas  en  obserian- 
cía  de  esta  resolución. 

Tengo  el  honor  de  comunicarlo  á  ÜS.  para  so 
mas  puntual  y  estricto  cumplimiento. 
Soy,  &a. 

PorB.  Ei— Planas. 
ASAMBLEAS  Iíitnicipales.  A  quién  corre«« 
ponde  revocar  las  determinaciones  de  lc«  Go- 
bernadores declarando  indebidamente  la  culidad 
de  alguna  de  las  elecciones  que  les  corresponden. 
Véase  Nulidad  de  las  elecciones  municipalt!. 
R.  E.  de  9  de  Marzo  de  1854. 
ASIGNACIONES  eclesiásticas.  Distribución 
de  los  sínodos  y  oblatas,  y  de  los  2.350  peso! 
asignados  en  la  ley  de  la  materia  para  la  fábrica 
de  las  iglesias  déla  Diócesis  de  Guayana.  Véase 
Sínodos  y  oblatas  de  la  Diócesis  de  GuayoM 
BARCELONA  (ciudad  de),  decreto  de  20 di 
MAYO  DK  lh54  concediéndole  un  auxilio  pan 
dar  una  nueva  dirección  al  rio  Aragua,  j 
para  la  refacción  del  puente. 

El  Senado  y  Cámara  de  Reprcs^^ntanU^  k  \& 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Con^rm 

Considerando : 
19  Que  la  ciudad  de  Barcelona  sufre  anualnKfi- 
te  los  tristes  y  mortales  efectos  de  las  fiebres  y 
otras  enfermedades  no  menos  temible». 

29  Que  según  investigaciones  para  encontrarla 
causa  de  ios  males,  se  ntrtbuye  á  la  conftaeoáa 
del  rio  de  A  ragua  con  el  Neverí,  de  cuyas  agoM 
se  sirve  el  vecindario  de  aquella  eíadad!^ 

39  Que  tal  opinión  se  funda  en  que  el  rio  de 
!  Aragua  pasa  por  abundantes  nitrales :  qoe  en  el 
i  invierno  arrastra  otraa  materias  ofensivas  á  U/*; 
I  lud,  y  que  sus  creciente»  son  frecuentfes  y  sosténi- 
I  das  en  la  referida  época,  . 
j  49  Que  no  08  costoíw  ni  de  difícil  hacer,  dar  al 
I  rio  Aragua. otra  dirección  para  evitar  que  á^^ 
i  en  el  NaVérí,  con  cuya  operación  sé  harán  fértiles 
,  ios  terrenos  del  Judoü,  que  vendrán  á  serheroic- 
!  sos  y  útiles  para  Ja  agricultura, 
I  .  Decretan: 

!  Art.  19  Se  auxilia  á  la  ciudad  de  Barcelona 
I  Aon  siete  m\  quint^tlesde  sal  de  la  del  Uñare,  para 
que  con  su  producto  se  dé  otra  dirección  al  rio  de 
Aragua,  indinándole  á  desembocar  al  Caño  de 
Caimán»  cerrando  también  con  fuertes /estaca- 
das la  entrada  JeLagua  ai  larroyo. 

Art  39  El  Adntiniateador  de  la  Adusna  del 
puerto  de*  Barcelona  tendrá  á  disposicioD  de  la 
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<3unta  BtonótoMli^Mllftciefiila  de  dicha  ciudad, 
los  siete  mil  qdi&tales  de  eél  á  que  «e  contrae  el 
avtfcate  anterier. 

Art  39  Lirjufíta  queda  autorizada,  I9  p&ra 
codtrataY  y  pagdT  el  ingeniero  que  explote  el  terre- 
no, levante  el  plano,,  establezca  la  aireccion  del 
eauoe)  su  ancho  j  profundidad;  y  89»  Pf''^  encar- 
gar 4ekl  empresa  A  persona  de  inteiigencfa  y 
honradez,  quien  recibirá  por  partes  los  fondos  que 
necesite  para  la  obra ;  otorgará  fianza  y  rendirá 
cuenta,  comprobando  la  inversión,  (ja  Junta  se* 
'  flalará  al  encargado  una  cantidad  mensual,  en 
calidad  de  remuneración  por  sus  servicios. 

Art*  49  Se  auxilia  así  mismo  á  la  ciudad  de 
-  Barcelona'  con  la  suma  de  ocho  mil  pesos,  para  la 
refacción  del  puente,  cuya  cantidad  pondrá  el 
Poder  Ejecutivo  á  disposición  de  la  Diputación 
pri>TÍncial-,  colocándose  esta  partida  en  el  presu« 
puesto  del  alio  próximo. 

Dado  en  Caracas,  á  9  de  Mayo  de  1854,  affo  25 
de  la  ley  y  44  de  la  independencia, — El  Presiden- 
te del  Senado,  Pedro  Portero. — El  Presidente  de 
la  Cámara  de  Representantes,  L.  Ruedas. — El  Se- 
eretario  del  Senado,  J.  A.  Pérez.— El  Secretario 
de  la  Cámara  de  Repreoentantes',  /.  Padilla, 

Carácao,  20  de  Mayo  de  1864,  año  25  de  la  ley 
y  44  de  la  independencia. — Ejecútese. — J.  G.  Mo- 
nagos.— Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  República. 
—El  Secretario  de  Estado  en  loj  Despachos  del 
Interior,  Justicia  y  Relaciones  Exteriores,  Simón 
Planas.  ^ 

BARCELONA  (puerto  D^).  Exención  de  dere- 
chos de  importación  á  favor  de  ciertos  artícu- 
los que  se  introduzcan  por  el  puerto  de  e^te 
nombre.  Véase  Arancel  judicial,  D.  E.  de  II 
de  Febrero  de  1856.  (En  este  mismo  Apéndice.) 

BARINAS  (ciudad  dk).  Auxilio  anual  al  Cole- 
gia Boií?ar  creailo  en  ella.  Véase  Colegio  Bo' 
liuar,  {En  este  mismo|  .Apéndice.) 

BARINAS  (ciudad  de).  Exención  de  derechos 
municípalea  por  10  años  á  favor  de  los  que 
fabriquen  casas  de  tejas,  y  las  dediquen  á  usos 
mercantiles  6  industriales.  Véase  Rentas  muni- 
cipaleSyD*  de  14  de  Marzo  de  1855. 

BARQUISIMETO  (ciudad  de).  Pase  á  un  bre- 
vtf  de  S«  S.  Gregorio  XVí  con  el  objeto  de  eri* 
gir  en  ella  una  cofradía  en  la  Iglesia  de  Nues- 
tra Sefiora  de  San  Juan«  V^éase  Breves  apostó^' 
lióos  (en  este  mismo  Apéndice.) 

BARQUISIMETO.  (ciudad  de).  Auxilio  para 
la  eonclusion  de  su  catedral.  Véase  Catedrales 
de  Marida  y  Barqaisimeto  (En  este  mismo 
Apéndice.) 

BIBLIOTECA  NACIONAL.  Del)er  de  pasarse  á 

•    elk  todóe  los  impresos  nacionales  y  extranjeros 
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qoe  reciba  el  Gobierno^  Véase  Impresos  nado 
nales  y  extranjeros, 

BILLETES  db  abolición  d«  la  esclavitud. 
Véase  Ltbertad  de  esclavos,  R.  B.  de  16  de  Se- 
tiembre de  1854. 

BREVES  APoerÓLicos  de  oRACiá.  resolución 
EJECUTIVA  de  5  de  mayo  DE  18^  concedien* 
do  el  pase  á  uno  de  S,  S*  ChegofioXVI^  que 
acuerda  la  erecciort'de  una  cofradía  en  la  Igée- 
sia  de  Nuestra  Señora  de  San  Juan^  en  la  ciu- 
dad de  BarquisimetOn 

Secretaría  del  Interior. — Sección  primera. 

Caracas,  5  de  Mayo  de  1854. 

Resuello. — Vista  la  representación  del  Pro.  An- 
drés Domínguez  en  que  solicita  que  S.  E-  el  Po- 
der Ejecutivo  dé  el  pape  ai  breve  apostólico  del 
Beatísimo  padre  Gregorio  XVI  con  el  fin.de  eri- 
gir en  la  Iglesia  fílial  de  Nuestra  Sefiora  de  Saa 
Juan  de  la  ciudad  de  Bürquisimeto  la  cofradía  del 
Santísimo  é  inmaculado  corazón  de  María. 

Los  Reyes  de  España  dictaron  las  diferentes  dis- 
posiciones que  registran  las  Recopilaciones  de  Cus- 
tilla  y  de  Indias  sobre  las  iglesias  y  demás  negocios 
eclesiásticos  en>  fuerza  del  derecho  de  patronato  y 
de  tuición  que  ejercian,  y  la  ley  de  28  de  Julio  de 
1824  sobre  patronato  se  prc^u^o  arreglar  bu  jo 
todas  sus  faces  la  materia  sobre  que  hablan  di- 
chas dispo:$iciones  españolas,  dando  al  Congreso, 
al  Poder  Ejecutivo  con  el  Senado,  al  mismo  Eje- 
cutivo con  su  Consejo  de  Gobierno;  y  al  Ejecu- 
tivo por  sí  solo  varias  de  las  atribuciones  ó  rega- 
lías que  ejercía  el  Rey  de  España,  haciendo  la 
distribución  con   bastante  sabiduría,  pues  dtd  al 
Poder  Ejecutivo  lo  que  era  administra  tiro,  y  re- 
servó al  Congreso  lo  que  podía  ser  materia  de 
I  una  medida  general  ó  trascendental.  La  atribu- 
» cion  17,  artículo  6^  de  dicha  ley  autoriza  al  Po- 
I  der  Ejecutivo   para  dar  el  pase' á  los  breves  que 
.  se  expidieren  por  la  i^iUñ  Apostólica  en  materias 
I  de  gracia,  y  reserva  al  Congreso  por  la  8^  artícu- 
lo  4<^  el  pase  correspondiente  á  los  que  traten  de 
disciplina    universal,  para  que  sus  disposiciones 
\  seun  observadas  en  la   República.  El  Poder  Eje* 
I  cutivo   en  resulucionts  anteri<»res  ha  dpclarado 
'  que  no  le  corresponde  dar  el  pase  á  breves  de 
(institución  de  cofradías,  fundándose  en. que  las 
I  leyes  6?  título  20   übro  1?  y  1^,  título  12  libro 
12  de  la*  Novísima  Recopilación,  y  859i  título  49i 
libro  19  de  la  de  Indias  ezijian  la  lieencia  real  pa- 
I  ra  tal  institución,  sin  que  la  ley  de  patronato  ha* 
ya  decidido  si  eí  Poder  Ejecutivo  suple  al  Rey 
(ie  España  en  dicha  licencia ;  pero  fácilmente  se 
concibe  que  la  ley,  al  hiblar  de  breves  de  grackt 
ha  comprendido  los  dados  para  fundar  coiradfias 
que  son  de  esanataraieza,  así  como  vn  loe  de  se- 
ci)larizacioD  x)o  h^  4u4ado  el  Poder  Ejecutivo 
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que  le  corresponde. 4&>}w®l  pa89,.9ÍQ  embargo  de 
que  por  los  autos  acordados  del  Consejo  de  25 
de  Enero  y  31  de  Marzo  de  1775,  contenidos  en 
la  nota  12,  ley  9a,  títiilo  )3,  libro  2?  Novísima 
Recopilación,  dichos  breves  debian  presentarse'y 
dárseles  el  pase  en  la  forma  ordinaria.  Por  otra 
parte,  aun  cuando  no  estuviera  expreso  en  la  ley, 
no  podría  dudarse  con  fundamento  que  toca  al 
Poder  Ejecutivo  dar  dicho  pase,  pues  siendo  esta 
materia  puramente  administrativa,  es  innegable 
que  S.  £.  ha  sustituido  al  Rey  de  Espafia  en  to* 
do  lo  administrativo  que  contengan  las  leyes  es- 
paliólas  que  se  reputen  vigentes.  Ademas,  el  ar- 
tículo 42  de  la  ley  de  patronato  anula  y  revoca 
cualesquiera  leyes,  cédulas  y  reales  órdenes  que 
hubieran  regido  en  todos  y  cada  uno  de  los  pun- 
tos de  que  trata  dicha  ley,  y  por  este  motivo  no 
pueden  invocarse  las  leyes  citadas  de  la  Recopi- 
lación de  Castilla  y  de  Indias  para  aplicarlas  á  un 
punto  que  está  incluido  en  la  atribución  17,  arti- 
culo 69  de  la  de  patronato.  Por  tales  fundamen- 
tos, y  ño  habiendo  inconveniente  en  la  fundación 
de  la  cofradía  del  Santísimo  é  inmaculado  cora- 
zón de  María,  désele  el  pase  al  breve  apostólico 
de  So  Santidad  Gregorio  XVI.  Publíquese. 

Por  S.  E Plana». 

BRION  (almirante  lvis.)  Pensión  á  sus  hijas. 
Véase  Pensiones.  D.  de  10  de  Marzo  de  1S54. 
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CABOTAJE  (comercio  de)  Resolución  Eje- 
cutiva os  14  DB  Octubre  i>e  1852  previnien- 
,  do  á  los  administradofes  de  aduana  que  cuan^ 
do  un  buque  de  los  que  hacen  este  comercio, 
conduzca  mercancias  extranjeras  á  otro  puer- 
to de  la  repúblicúf  lo  avisen  inmediatamente 
á  la  administración  donde  deba  hacerse  la  des- 
carga^ y  á  esta^  que  participe  á  la  primera  si  se 
ha  verificado.  (*) 
Secretaría  de  Hacienda. — Sección  primera. 

Caracas  Octubre  14  de  1852. 
Resuelto. — Pte véndase  á  los  Administradores 
de  Aduana,  que  cnando  un  boque  de  ios  que  ha- 
cen el  comercio  de  cabotaje,  guie  efectos  ó  mer- 
cancías extranjeras  6  nacionales  de  un  punto  para 
eaalqiiiera  otro  de  la  República,  den  aviso  inme- 
.diataftniénte  ^ or  el  correo  á  la  Administración  de 
'Aduana  en  donde  deba  hacerse  la  descarga  délos 
'  oKpfééados  efectos  6  mercancías  que  se  conduz- 
can, ^debiendo  esta  participar  á  la  primera  si  se  ha 
reri^cado  6  no  la  importación  conforme  al  aviso 
que  se  le  haya  dado. 

CQ  Qolofiamos  aquí  esta  reselntion,  aonqne  deibch&tan 
«]|tñ:iory  por  habérsenos  olvid«49  en  el  cugrpo  de  la  obra. 
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La  misma  operación  mitott JilPdo  «a  buqm 
salga  de  un  puerto  p^  otrp  ^  J^iiii»  ^ 

Uomuníquese  á  quienes  oon^tff^f^  y  pg^t. 
quese  por  la  Gaceta. — Por  S,  ^tt^UommÍ 
CABOTAJE,  (comercio  de).  REsoLÍr^ioif  £j|. 

cuTiVA  DE  23  DE  JuLio  DE  IS&S  dicianio.t¿ 

rias  reglas  á  los  adminisUrc4Qres  de  aduoM 

para  que  impidan  se  haga  ¿I  cofUréndo  ó 
favor  de  este  comercio* 

Secretaría  de  Hacienda^^-Seccion  segunda. 
Caracas,  Julio  23  de  1855. 

Sabedor  el  Poder  Ejecutivo  de  qasalgODOf  ad-  * 
merciantes,  abusando  de  la  credulidad  y  eanfiín- 
zade  los  sefiores  Admiiiistmdores  de  Adaifit^to* 
man  para  conducir  como  de  cabotaje,  goiu  it 
efectos  que  no  se  bao  embarcado  en  realidad,  j 
que  después  se  toman  en  algún  pimto  eitnojao 
y  se  introducen  como  de  cabotaje;  y  á  fin  de  pre- 
venir estos  fraudes  y  otros  que  han  sido  dMu* 
ciados  al  Poder  Ejecutivo. 

Resuelve : 

Los  Administradores  ó  Intervenlorea  de  Adu- 
na visarán  por  sí  mismos,  siempre  que  Íes  sea  i»^ 
sible,  ó  por  persona  de  su  entera  confianza,  iv 
efectos  que  se  exporten  de  cabotaje;  sellaráaj 
rubricarán  cada  una  de  las  fojas  qaeconteDgali 
póliza,  y  expresarán  en  la  certificación  de  que  la- 
bia el  artículo  29  de  la  ley  sobre  comercio  de  ca- 
botaje, con  todaÁ  sus  letras,  el  numero  de  ih 
que  lleve  cada  certificación. 

Publíquese. — Por  S,  lS,.-^Gutiérrex, 
CABOTAJE  (comercio  de).  Resolución  En- 

CUTIVA  DE  8  DE  AoosTo  DE  l85bdictandoiíu- 

vas  reglas  con  el  mismo  fin  que  exprm  It 

anterior. 

Secretaría  de  Hacienda. — Sección  segunda. 
Caracas,  8  de  Agosto  de  m 

Sefior  Administrador  de  la  Aduana  den... 
Circu'ar. 

£1  Gobierno,  que  no  debe  omitir  ningún  «futr- 
zo  que  tienda  á  impedir  el  comercio  clandestioo  en 
lo  sucesivo,  me  ha  ordenado  prevenir  á  ü.  redo- 
ble su  cuidado  y  vigilancia  para  cortar  de  rai2  a* 
les  abusos,  y  afladir  con  tal  objeto,  á  las  prereo- 
clones  circuladas  en  23  del  mes  anterior,  iss  si- 
guientes. 

El  comercia^t0Jq^lQ  kajr«.d«ias>bwcai  algow» 
efectos  de.CKbQti^  pfe^nt«fá''J&iitiaitesDa> fes- 
tiva, por  dgpÍiciMl«j/Bl.rof^tfififlf!lo  A  ia^.eep^' 
da  de  que  había  ,rt Wtf«Ha.I?.áe.ta)ley  sobrtí^ 
mercio  de  cabotaje  (de  dOát:^spo,ifi^¿ 
Uno  de  estos  ejemplares  quedará  «a  pa4ey  ^ 
Admmistrador,  quien  lo  comparara  preciaafflíDt» 
antes  de  expedir  la  ^uia  con  el  que  ha  debido  «• 
vir  para  el  recooocimientade  los  fM**  ^"'•^' 
cados,  y  en  el  cual  han  4e  constar  Iflj  iUOlai  wr* 
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re8pondiente«  de  ••'«nbárqnefle *^  •'conforme*' y 
•«embarcado^'  etc.  Cada  uno  de  los  empleados 
que  hayan  de  poner  éstas  notas,  expresará  en  le* 
tras  y  sin  ninguna  abreviatura,  el  numero  de  bul- 
tos  y  de  renglones  que  contiene  la  póliza  y  la 
cantidad  á  que  monta. 

Soy  de  ü.  atento  servidor. — Jacinto  Gutiérrez. 
CABOTAJE  (comercio  db).  Resoluciow  Eje- 
cutiva DB  26  DB  JvNio  DE  1851  dxctando  me' 
didas  para  evitar  ciertoe  fraudes. 

Secretariado  Hacienda.-— Sección  primera. — Cir- 
cular.— Caracas,  Junio  26  de  1851. 

Seftor  Admlnistodor  de.  la  Aduana  de 

&ibe  el  Gobierno  por  declaración  de  personas 
fidedignas  interesadas  en  la  prosperidad  de  la  Re- 
püblica,  que  con  las  apariencias  de  un  comercio 
lícito  de  cabotaje,  se  nacea  importaciones  clan* 
destinas  de  efectos  y  meipaderías  extranjeras  .{)or 
los  puertos  de  Venezuela  para  defraudar  los  dere- 
.  chos  nacionales  con  qne  están  gravadas. 
i  jBl  hecho  que  con  semejante  objeto  se  pone  .en 

t  práctica  comunmente,  es  el  siguiente :  conforme 

I  al  artículo  2?  de  la  ley  de  3  de  Abril  de  1849,  no- 

I  bre  comercio  de  cabotaje,,  loa  ex|X)rtfidor.e8  presen- 

t  tax).bd9«j3^  $pxlA  á.|a  anJitana  respectiva  una  nota 

I  e^pecíncáda'  de.las  mercancías  y  efectos  extranJQ- 

j  ros  4^Q  yan  á  payegarse,  U  cual  es.e^amiil^a.por 

i  el  AdiQinUti^aQif  para  expedir  1^  cectiñcacio^  de  > 

que  trata  el  parágrafo  6nico  del  mismo  ariícMlo» 
y  li^e^  8e<  JI,evaa  á  bordo  los  fardos  ó  bultos,  bai^- 
I  nl^.  ^n;aií(ppe3  y  deinas,  en  que  se  supone^ ,  van 

,  coAÍem(lP4 .  aquellos,  cuando  en  realidaa  cóntie- 

I  nepiágMa,.. arenca  y  cual^quiera  otras  materias 

^  aparentes ;  y  en  lugar  de  seguir  al  pu^  de  si;  t 
destii^o,  van  á.las,^ntillas  inmediatas  y  toman  allí' 
las  m*ét<in¿fáa  y  efectos  extranjeros  correspon- 
dfehteséE' Tos  propios  bultos,  barriles,  &c.,  que 
cc/A,^Tr'étt'dích'acertificaciob,  y  luego  pasan  ni 
püeít(í  íéia  República  para  donde  fueron  certífi- 
cadiM,  y  lófa  introducen  á  la  sombra  de  la  autori- 
dad'l^ue|bs  4a  la  ley. 

'Como'  jpatia  lá  ejecución  de  tales  operaciones 
débé  jStiponerse  qujá  íos  administradores,  conte'n- 
táhdosé  cóh  examinar  lo  escrito  en  la  nota  prc-' 
sentada'  por  loe  exportadores  .para  expedir  la  cer- 
tificaóiori  de  que  trata  el  parágrafo' único  del  artí- 
culo^ Vé  indicado,  omiten  el  reconocimiento  ocu- 
lar de  dicVas  mercancías  y  efectos,  y  que  por  con- 
siguiente DO  se  hacen  las  explicaciones  necesarias 
en  esfé' documento  para  la  confrontación  preveni- 
da por  el  áttículo  69  de  la  precitada  ley ;  S.  E  el 
Poder  JBJjecütivo  ha  resuelto'  que  s^  circule  orden 
á  ^das  las  aduanas  previniéndoles  aue  por  nin^ 
gun  motivo  ni  pretexto,  por  justificaole  que  pa- 
rezca, dejen  de  practicar  un  escrupuloso  recono- 
cimiento de  las  mercancías  y  efectos  que  se  ex- 
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presen  por  los  exportadores  en  las  notas  que  es- 
tos deben  presentar  bajo  su  firma,  y  que  en  las 
certificaciones  que  se  expidan,  se  escriba  precisa- 
mente en  guarismos  y  letras  el  número  de  bul- 
tos, su  contenido  y  su  valor,  expresándose  ade- 
mas la  clase,  calidad  y  cantidad  de  las  mercan- 
cías y  efectos  extranjeros  que  se  conducen,  á  fin 
de  que  en  la  aduana  de  su  destino  pueda  hacerse 
también  una  escrupulosa  *eonfrontacion  de  ellos. 
El  Tribunal  de  cuentas,  en  el  examen  dejas  que 
le  sean  presentadas,  cuidará  de  confrontar'  las  co- 
pias de  dichas  certificaciones,  que  deben  quedar  en 
la  aduana  de  donde  se  haga  la  exportación,  con  las 
originales  que  deben  entregar  los  exportadores  en 
aquella  adonde  se  dirigen,  haciendo  cargos  á  los 
Administradores  por  la  falta  de  cumplimiento  de 
esta  resolución. 

Soy  &c.— Por  S.  K—Gellineav. 
CABOTAJE  (comercio  de.)  Resolución  Eje- 
cutiva DE  30  DE  Agosto  de  1855  disponienr 
do  que  las  mercancías  y  efectos  extranjeron 
que  se  naveguen  de  Ciudad  Bolívar  á  la  So- 
tedad,  lleven  certificación  del  primer  puerto» 
Secretaría  de  Hacienda.«--Seccion  segunda. 

Caracas,  Agosto  30  de  1856. 
SeQoK  Adtoinistrad^rde  la  Aduana  de  C'mda«l  BolÍ¥ar« 

£1  Poder'  Ejecutivo  expidió  con  fecha  23  del 
corriente  la  resolución  que  sigue  : 

Disponiendo  el  artículo  29  de  la  ley,  4e  30  de 
Marzo  de  1854  sobre  comercio  de  cabotaje  "  que 
<*  las  mercancías  y  efectos  extranjeros  que  se  na- 
**  veguen  de  un  pfuerto  &  otro  habilitado,  0'de  uh 
<(  ptierto  á  bn  punto  cualquiera  de  la  costa' íeb  hi- 
'*  qnes'  nacionales,  deberáb  conducirse  .  pon  una 
*<  certificación  de  4a  aaiiafla  -respectiva,  á  cuyo 
'<  efecto  el  exportador  presentará  bajo  su  firma  una 
^nota  especificada  de  lasque  sean  yel  administrador 
[^  la  exatnin'árá,''  ha  ocurrido  la  duda  de  si  los 
puertos  de  Bolívar  y  la  Soledad  riberefios  del  Ori- 
noco, estái)  comprendidos  en  la  regjá  general  de 
dicho  artículo  6  en  la  excepción  establecida  por 
el  10  de  la  misma  ley.  cuyo  tetaor  es  ehsiguieqte  : 
"  El  comercio  que  se  hace  por  el  Oi^noco  desde  e^. 
'*  puerto  de  Ciudad  Bolívar  hacia  slrríba  con  las 
<'  proviucias  del  interior  de  Venezuela,  no  está  su- 
'^'jeto  á  las  reglas  establecidas  en  esta  ley,^c»molo 
<'  está .  el  que  se  hace  del  inismo  puerto,  rio  aba*^ 
"jo  hasta  la  costa  del  mar."  >    .   . 

Por  atenderse  al  curso  del  río,  quedes  en  gene** 
ral  de  Occidente  á  Oriente  después  de  la  con-' 
fluencia  del  Apure,  y  á  la  situación  occidental  de ' 
la  Soledad  con  relación  al  merídianor  de  fiolfvar, 
se  ha  cr^o  que  el  primer  puerto  está  húeic  arti» 
bUy  respecto  del  segundo ;  de  dotrde  se  ha  con^  ■ 
chrido  que  le  comprende  la  excepción  del  articulo 
10,  y  que  las  mercancías  extranjeras,  que  de  -^i^ 
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]ívar  86  ronduzran  á  él,  no  necesitan  <fe  la  certi* 
ficacion  reqoerida  por  el  artículo  20.  Pero  tam- 
bién puede  determinarse  la  situación  de  loe  dos  la- 
gares por  la  posición  que  tiene  la  línea  recta  que 
pa«a  por  ellos  con  la  que  describe  el  Orinoco  en 
aquellos  parajes^  líneas  que  siendo,  como  son  en 
efecto,  perpendiculares  entre  sí,  dan  por  resultado 
que  la  Soledad  no  queda  hacía  arriba  sino  preci- 
samente en  frente  de  Bolívar.  A  mas  de  que  este 
seguido  modo  de  determinar  la  situación  del  puer- 
to de  la  Soledad  relatiramente  al  de  Bolívar  es 
man  material  que  el  primero,  concurre  la  circuns- 
tancia de  que  la  excepción  es  para  *^  el  comercio 
que  se  hace  por  el  Orinoco  desde  Bolívar  hacia 
arriba  con  las  provincias  del  interior  de  Vón^- 
zuela^^  y  que  la  Soledad  pertenece  á  U  provin- 
cia de  Barcelona  que  no  es  de  las  interiores.  Por 
estas  razones  declara  Si  B.  el  Presidente  de  la  Re- 
pública :  que  las  mercancías  y  efectos  extranje- 
109  que  se  naveguen  de  Ciudad  -Bolívar  á  la  So- 
ledad deben  conducirse  con  una  certiñcacion  de  la 
aduana  del  primer  puerto,  expedida  con  las  for- 
malidades que  prescribe  el  artículo  2?  de  la  cita- 
da ley  de  cabotaje. 

Lo  que  traslado  á  U.  para  su  puntual  obser- 
▼ancia.    ' 

Soy  de  ü.  atento  servidor, — Por  S.  E. — Gu- 
tiérrex.^-'Ea  copia. — Gutierres:. 

CADÁVERES.  Véase  Sepulturas.  « 
CALETEROS.  Debe  eximírseles  en  lo  posible 
.del  servicio  de  las  armas.  Véase  Milicia  nado- 
nal,  R.  E.  de  25  de  Mayo  de  1855. 
CÁMARA  DE  REPRESENTANTES.   Lo  Correspon- 
de nombrar  el  director  de  la  casa  de  moneda. 
Véase  Moneda^  L.  de  19  de. Abril  de  1854,  art. 
8. — ^No  podrá  hacerlo  en  ninguno  de  sus  miem- 
bros. Véase  id,  §  2^  art.  8. 

CAMINOS.   DECRETO  DE  28  DE    ABRIL    PE   1854 

estableciendo  un  impuesto  subsidiario   sobre 
la  importación  para  sufomr.vtn  en  todas   las 
provincias.  Reforma  el  de  20  de   Febrero  de 
1854,  p.  213  </c/  Primer  Tomo. 
El  Senado  y   Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela^  reunidos  en  Congreso, 
Decretan : 
Art.  19  Continuará  cobrándose  en  las  aduanas 
habilitadas  para  la  importación  el  impuesto  sub- 
sidiario de  cuatro  por  ciento  sobre   el  valor  de  los 
derechos  de  importación  que  adeuden  las  mercan- 
cías que  se  importen  por  dichos  puertos.   En   la 
Guaira  se  cobrarla  según  el  artículo   69 

Art  29  La  Aduana  de  Puerto-Cabello   tendrá 
lo  recaudado  por  este  impuesto  subsidiario  á  dis- 
posición de  las  Diputaciones  de  Cara.bobo  y  Bar- 
'  quisimeto  dando  á  cada  una  la  mitad  de  lo  que 
produjere.    .  ^ 
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^  6otco.  De  la  parte  correspondiente  á  Garabo- 
bo  se  empleará  exclosivamenie  la  mitad  en  el 
camino  carretero  que  conduce  de  San  Joaquín  «I 
cantón  Ocumare  de  la  Costa. 

Art  39  Las  Aduanas  de  Guaya  na  y  Maracai« 
bo  tendrán  también  á  disposición'  de  las  Dipota* 
clones  de  Apure,  Barínas,  Portuguesa,  Guajaoi, 
Maracaibo,  Mérida  y  TrujiWo,  ios  productos  de 
dicho  impuesto,  de  este  modo.' Lo  recaudado  en 
Guayana  será  para  las  Diputaciones  de  las  cuatro 
primeras  provincias  enumeradas  en  este  artículo, 
por  iguales  partes  ;  y  lo. recaudado  en  Mararaíbo 
la  cuarta  parte  para  la  provincia  de  este  nombre, 
y  el  resto  para  las  de  Mérída  y  Trüjillo  porigui- 
¡es  partes. 

Art.  49  El  cuatro  por' ciento  que  se  cobra  en 
la  Aduana  de  la  Vela  se  pondrá  á'disposicion  de 
la  Di|nitacton  provinml  de  Coro:  el  qué  ée  co- 
bra en  las  aduanas  de  Barcelona  y  Soledad,  $e 
tendr&  á  disposición  de  lá  Diputación  provincitl 
de  Barcelona  ,  y  el  que  se  cobra  eh  las  aduaní; 
de  Pampatar  y  de  Juan  Griego,  ñ  disposición  de 
la  de  Margarita. 

Art.  59  Este  impuesto  subsidiario  •  se  destina 
6nica  y  exclusivamente  '  para  la  apertura,  con^ 
truccion  y  composición  de  camfnos.  cárceles 
mnelles,  puentes,  acuedu/etos  y 'canales  prinnpi- 
les  de  las  provincias  beneficiadas,  y  para  emprem 
de  inmigración,  á  juicio  de  Ifts  res|iectira8  Di- 
putaciones. 

^  único.  Los  productos  de  este  impuesto  en 
los  puertos  de  Cumaná,  Carápano,  Rio*Caribe, 
Gairia,  Maturin  y  Barrancas,  se  inverlirán  en 
beneñcio  de  aquellos  cantones  y  en  los  objeífli 
que  esta  ley  seftala. 

Art.  69  En  la  Aduana  de  ía.  Guaira  se  cobn- 
rá  el  tres*  por  ciento  sobre  el  valor  de  los  derecloJ 
de  importación  que  adeuden  las  mercancías  <)<ie 
se  importen;  y  se  tencírá  á  disposición  delw Di- 
putaciones provincialjes  de  Caracas  y  Aragw 
para  que  se  emplee  exclusivamente  en  el  cami- 
no carretero  de  Caracas  á  los  Valles  de  Aragua. 
Art.  79  En  las  aduanas  de  Ciudad  Bolk^ry 
Barcelona  se  cobrará  ademas  el  dos  por  cieoto 
sobre  el-  valor  de  los  derechos  de  importación  que 
adeuden  las  mercancías  que  se  imponen]  y  se 
tendrá  &  disposición  de  las  Diputaciones  provin- 
ciales respectivas  para  que  se  emplee  cxclnsift- 
mente  en  la  obra  de  los  muelles  y  casas  munici- 
pales que  se  construyan  en  aquellos  puertos 

§  único.  La  imposición  que  establece  este  ar- 
tículo, durará  solamente  por  el  tírmino  dediei 
aíos,  y  las  Diputaciones  de  Guayana  y  Barccj"- 
na,  podrán  fundadas  en  ella,  contratar  los  fondos 
que  necesitaren  para  la  mas  pronta  conclusjoo  d 
la  obra  á.que  se  destine. 
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Art  8?  Im»  Df(»iHMmi«É-  prorlnoMes  eon 
presencia  de  esu  ley  acoidarán  la  manera  de  in- 
vertir las  cantidades  que  «reciban  de  las  aduanas ; 
y  darán  cuenta  al  Congreso,  en  cada  una  de  sus 
reuniones,  del  estado  en  que  se  encuentren  Iss 
empresas  á  que  hayan  sido  destinadas  en  TÍriud 
de  Ja  facultad  que  les  concede  el  presente  decreto. 

Art*  99  Se  deroga  ej  decreto  de  20  de  Febiero 
de  1844  sobre  impuesio  subsidiario. 

Dado  en  Carocas»  á  d3  de  Abril  de  1854,  afio 
05  de  la  ley  y  44  de  la  independencia  «—El  Pre- 
sidente del  Senado,  Drandsco  Balbuena. — El 
Presidente  de  la  Cámara  de  Represen  tatktest  L. 
Auedas,'r^E\  Secretario  del  Senado^/.  Á,  Pérez. 
-wfil  Secretario  de  la  Cámara  de  Representantes. 
J.  Padilla. 

Caracas,  Abril  28  de  18&4,  afio  25  de  la  ley  y 
44  de  la  independencía.-*Ejee6(ese.-^/.  O.  Mo' 
náffüS.'^l^OTh:  £« — £1  Secretario  fie.  Bstado  en 
ei  0eepacho  de  Haoienda,»jP.  Cebálios, 
CAMINOS  DB  RQBuas.  Auiorícaoion  al  Poder 

Ejeeotjro  para  Contratar  su  apertura.  Véase 

Navegacúm  de  %ws\\lagc& ó  lagunas^  apertura 

,  de  ferrocavfilee  &«. 

CAMPOS    TO&ANTRS.     BB80LVCI0N    EJBCUtlVA 

.»B  i5  0ie  M AYO  DK  \9hb  numdándK¡^osergnn%'' 
.  zar 4n f^unmipr0pfnoiai.  -  ••  /        -      1 

(Secrttaría- 4el 'interief.'M9écc4An  segunda. 
tJaráeasi,  Maj^o  1^  de  1865.       < 
Resuelto. — Dígase  á  los  Gobernadores  de)  Qvá^ 
rt¿o»i  Apure,  Baiiíiiss  yla  Pórtoguess. 

•  Impuesto  ^et^^der  Ejecutlv'o  de  qnie  «9  genel 
raly  escamdviosir  y  aun  alarmante  ef:deS6pden  que 
flV'ha  inirodnoidb  tAi  los  llftnos  de  esa  prórinoia 
eóh  perjuicio  de  la'*  industríd  peoi^fiíria  que  ^rnoa 
principalmente  la  riqueza  de  esos  habitantes)  pues 
quBsoinilimsaSiles  pirradas,  qué  armadas,  ae 
'  emplean  en  dar  mífierte  á  tos  ganados  para  robar- 
se las  jcneles  con  péi^dida  de  las  carnea  que  debie- 
ron servir  para  el  abasto  pftbl ico,  sintléodoiae,  por 
este  nlótWo,  escises  y  carestía  en  los  mateados  de 
su  mayor  consumo,  y  mndo  un  deber  del  Go- 
bierno proveer  al  orden  y  tranquilidad  interior, 
hacer  que  las  leyes  se  cumplan  y  ejecuten,  y  di- 
rigir é  invigilar  la  policía  en  todo  el  territorio  de 
la  Repiíblicá,  ha  resuelto»' 

19  Se  íbi-marán  campos  volantes  en  las  pro- 
vincias de]  Guárico,  Apure,  fiárínas  y  la  Portu- 
guesa compuestos  de. los  individuos  que  los  Go* 
berrmdores  elijan  á  propuesta  de  los  propietarios, 
dueños  de  halos  eniíás  misjfnaá  provincias,  si  estos 
lo  preieodieren  y  costearen,  bajo  las  órdenes  de 
IM  jefes  que  dichos  Gobernadores  nombren  de 
enire  los  vecinos  masiaptosy  ealiíicádos  ajuicio 
de  \fSB  mismos  propietanos. 

*2?  Se  auxiliará  á  estos  campos  vdantes  con 
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una  conspaüa  de  caballería  da  la  féeria  perma- 
nente en  la  provincia  del  Guárico,  media  compa- 
ñía en  la  de  Apure,  y  otra  media  compafiíaen  las 
de  Barínaa  y  la  Portuguesa.  Estas  compaftías 
serán  pagadas  por  el  Tesoro  nacional ;  pero  loa 
dueños  de  hatos  les  proporcionarán  caballos  qoe 
se  relevarán  de. tiempo  en  tiempo  para  que  no  su- 
fra el  servicio»  ni  ellos  se  atrasen  ó  desmejoren. 

3?  Se  llamarán  al  servicio,  para  que  dirijan  ¿ 
invigilen  las  operaciones  de  los  campos  volantes 
y  de  la  fueras  permanente  de  caballeria  que  se 
destina  por  la  disposición  anterior,  coairo  jales, 
que  por  la  Secretaría  de  Gnerra  designará  el 
Poder  Ejecutivo. 

49  Se  armarán  esquifes  ó  lanchas  en  los  rioe 
Orinoco,  Apure  yaus  afluentea  que  auxilien  tam- 
bién las  operaciones  de  la  policía  bajo  las  instrue^ 
ciones  que  lea  tlará^  Gobernador  da  Apura.  El 
gasto  que  ellaa  causen  aa  cargará  en  la  cuenta  de 
ios  de  la  marina  de  guerra. 

59  Dicho  Gobernador  de  Apare,  asi  como  loa 
de  la  Portuguesa  y  Barínss^deaignarán  los  puer- 
tos por  dondo  puedan  ^embarcarse  loa  cueros  que 
se  lleven  por  ios  ríos  expresados  para  su  venta 
fuera  de  las  mismas  provinciaa,  6  de  uiaa  á  otras, 
tomando  ademas  todas  las  prcoaucionea  que  iin* 
pidan  el  fraude  en  este-  eomereio* 

4P  Por  la  Seeretnría  de  Guerra  y  Marina  ae 
dictarán  las  órdenes  necesarias  pura  let-  'On^BÍm* 
cioik,  armarpanto  y  equip9  de  éstas  coanpsífiíaa  ide 
caballería  y  buques.mencioiíadoa.  .  »  *  « 

Y  tengo  el  honor  de  comunicarlo.*- U8.  ptm  - 
su  inteligencia  y  cumplimiento  en  la  parte ^ae  lee 
toc4*— Trascríbase  á  las  Secretarías. ¿.Gncifa  y.' 
Hacienda,  y  publíquese.     <  -   .      .  ■ '      «   t. 

Soy,  &a.  .  ,  ...  ;  ., .,    . 

Por  S.  E. — Arandak, 
CAPELLANÍAS  de  jtJRB  vwyohvtQ*  DfecBMo 

EJECUTIVO   Dfi  aOLOMSlia  D&^  30   Oa  «lÚSRO  »« * 

1822  sobre  su  averiguación  y  apüeadím*,  y  * 
Francisco  de  Paula  Santander^   Vícepresiéenie 

de  la  República  encargado  deí  Poder  JBjecw^ 

tivo^  ¿jfC>  ^c^  ¿fC.  •*  "  ! 

Para  llevar  á  efecto  en  todas  sus  partes  él  áltí^' 
culo  59  de  la  ley  de  28  de  Julio  áltimo  qlie  man* 
da  establecer  colegios  y  casas  de  educación  en  jca-  ' 
da  una  de  las  provinciasi  he  venido  en  decretar 
lo  que  signe»  .    j 

Art.  19  Los  intendentes  po^  sl^ett*4a  proyínaia 
que  manden  inmediatamente,  y  en  las- damas  por 
medio  de  los  gobernadores,  nombrarán  persona  ó 
personas  de  actividad,  y  conocimientos  que  exa- 
minando los  diferentes  archivos  de  la  provinaM, 
averigüen  las  capellanías  que  hay  fundadas  y  ain 
familias  á  que  perteiiezcan,  .*>  ' 

Art  "29  "^oáoe  aquellas  que  resultaren  de  0ila ' 
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ch»e  ae  tt|»lioaráii  cenforme  á  la  citada  Iw^  4  kt 
coiegii»  ó  casas  da  educacioo^á  cayo  efecto  loa- 
inlandefttes  y  gohacnadorea  requerirán  á  la  potes* 
tad  eclesiáatica  en  ioa  caaos  qae  á  ella  ioque  ha- 
cer la  aplicación.  Aquellas  capellanías  que  estu- 
vieren vacan tesy  y  en  que  haya  duda,  se  aplica- 
rán provisionalmente  á  los  colegios,  y  si  después 
resultare  eapelJan  le^timo.  se  devolverán  los  rédi- 
tos que  hayan  percibido  las  casas  de  educación 
deducidos  los  gastos. 

•Arl  39  Las  personas  enetripadas  de  la  averi- 
guación de  lias  capellanías  vacantes  en  cada  una 
de  las  provincias,  recibirán  por  su  trabajo  la  gra- 
tificación correspondiente,  que  de  los  réditos  de 
las  mismas  capellanías^  asignarán,  y  mandarán^ 
sfttisfacec  ios  intendentes  y  goberoadores. 

Art.  49  Luego  que  esté  completa  la  averigua- 
ción de  tedas  las  capaUanias  de  cada  provincia, 
que  ^erá.  á  lo  maa  tarde  dentro  de  seis  meses,  se 
enviará  ai  Supremo  gobierno  un  estado  de  ellas 
con  expresión  de  las  circunstancias  en  queee.ha- 
llam-  y  cueles  sonf  ó  no  cobrables ;  pero  entretan- 
to-cada dos;meses  se.  dirigirá  al  mismo  gobierno 
ufl  parte  del  estado  que  tenga  la  investigación. 

Att.  59 'Los  robernadores  nombrarán  en  cada 
provincia'  un  adminietrador  de  celo  y  actividad 
que  perciba  los  réditos,  y  asegure  los  jf^iocipales 
coa  escrituras  pübikas,  asignándole  un  tanto  por 
ciento  dp'k*  cantidades  que  cobre. 

Aft  ^  Los  síndicos  procuradores  principales 
de  los  cabildos  inlarvendrán  en  promorer  cuantas 
diUgi^DciBiflíeteaa  oportunas  para  la  averiguación 
da>laa«afeU|iaías;  y  asociados  de.  los  dos  alcal- 
dasuiadioarivé,  deberán  dar  ó  negar  su  consenti- 
miento para  los  asegures  de  lo^  prinicipales,  cuyo 
requisito  será  indispensable  en  toda  escritora  que 
se  otorgue;  ... 

QÁzt.>  79  .£1  Seciataria  da  fistádo  y  del  Despa-^ 
cho  del  'Interior  queda  eneargodo  de  la  ejecución 
de  ^ste-d«cf«ta. 

,JDa«la  an.el;  palacio  del  Gobii^rno  de  Colombia 
ei^la  c^dad  de  Bogotá  á  30  de  Enero  de  1822.— 
í^ — FratHisco  de  Paula  SatUander, — Por  S. 
E.f|l.  Vicepresidente  de  la  República. — £¡1  Secrc- 
taño  del  Interior,  JoséManucl  Restrepa* 
GAUOAS  coNCEiiLBai  Lo  son  por  tiempo  de- 
«aerrarínado  todos  Jos. deetinos  creados  por  Ja  ley 

de  la  abolición  de  la  esclavitud,  excepto  el  de 
•tlesorarb.  Véase  Libertad  M  esclavos^  art  79 

«^También  lo  e&  el  de  miembros  de  la  ]unta. 
•'¥éace  t¿..R.  E.  de  20  de  Junio  de  1854 — ^^Tam- 
•  Irien  lo  es«l  reconocimiento  de  los  que  fueron 

aseiavosi  para  los  efectos  de  la  ley.  por  el*  mér 

idieo  ttiembro  de  la  junta.  Véase  lU  R.  £  de 

7  de  Junio  de  1854,  punto  39 

GibfiTAS.T  DBSPACVQS  DKI.  GOBItRItO   7  DB.SV8 
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a»iiTBs.  Deb0r  éaieSíMMirkspfMisportodt 

iá  extensiott  de  los  caminos  de  hierro.  Véate 

Ferrocartüen.  D.  de  15  de  Abrilde  1854, art 

18. 
CARTAS  somtaif  TES.  Incineración  de  ellas.  Yéi. 

se  Corree.  D.  de  12- de  Marzo  de  1854,  (Enes* 

te  mismo  Apéndice.) 
GAT£DtR4L  de  ooat)iiia.  dborbto  ds  14  dk 

MARZO  DB  1856  esiablecitndo  su  capítulo. 
ElSenado  y  Cámara  de  Representantes  He  la  Re. 

páblica  de  Venezuela,  reunidos  on  Ooni^eso. 
Decretan: 

Art  19  Be  establece  el  capítulo  Oattidrel  de 
la^Diéeesis  de  Guavana  compuesto  de -aire  Digni- 
dady  un  Magistral,  las  dos  Canongías  ds'Hereed 
existentes,  y  dos  raciones. 

Art.  $^9  ^^^  ^^  servicio  del  Cero  habrf  cuatro 
Capellanes  y  un  Maestro  de  eeremoniss. 

Art  39  Ei  Dean  gozará  la  renta  de  mil  non* 
cientos  veinte  pesos  anuales :  el  Magistral  mil 
quinientos  sesenta:  cada  -im^^e  los  Osnónigoi 
mil  pesos,  cada  racionero  la  de  oehoetentos  cua- 
renta, cada  Capellán  de  Coro  la  de  doscientof 
cuarenta,  y  el  Maestro  de  eer^mooias^la  decicD* 
to  ochenta.  - 

Art  4^  La  suma  á  queaseieiide^ksawfi»- 
ciones  eclesiásticas  del  Capítulo^ktednü  de  Goi- 
yanSf  se  pegará  del  Tesoro  nsdonalyse  ooio' 
cara  en  el  presupuesto :  4el  próziaio  afio  eeosó- 
roioa 

Art  59  Estando  daer^da  ya  por  uasbob 
Ponti6eia  la  erección  del  Ca-Pítala  Catednl  de 
Quayana,  se  procederá  dasdc:  la  sancin  del  pre* 
senté  Decreto  á  la  proi^isioQ  ii^<1¡M  plasas  eos 
arreglo  á  las  dispoakiOQes  candnioas  >  Isycs  cifi* 
les  de  la  materia, 

Dado  en  Caracas  á  12  de  Marzo  da;l856,  aSo 
27  de  la  ley  y  46  de  la  indepe4i<deDCÍa» . 

El  .Presidente  delSpnado,  P.PZ«aas.-r*EI  Pre- 
sidente de  la  Cámaria.djB  RepTes^ntante6,i>P.  Ce* 
sanova. — El  Secretario  .del  iScnado»  J,  Alférez, 
— El  Diputado  Secretario  de  la  Camarade  fiepre» 
sentante^,  J.  A*  Tarrealba, 

Caracas,  14  de  Marzo  da  1856,  aSo.  27  de  Ja 
ley  y  46  de  la  independanciia.— Éj^cétesa— Jw« 
T.  Monagos — Por  S.  E.. el  Presidente  déla  R»- 
pública.— £1  Secretario  de  É,  aoi  los  DD.  del  In- 
terior y  Justicia,  Antonio  Pareja. 

Es.  ;Copía.— Parejo. 
CATEDRALES  db  mérwa  y  barqüisuwto. 

Dbcmto  pb  18  de  Mairo-PBJ854ft?»«<í*'^»*^ 

«71  auxilio  de  10.000  peso^para  h  concluston 

de  la  pnmeroiy  2.000  .para  2a  delasegunM, 
El  SenwJo  y  GároaC'a.^le  ít^preaentaptes  deJatíe- 

pública  de  Venezuele^  reunidos  en  Cotígreso. 

Vistalft fiolicitud  del  Cabilio.eclesiásticoyre. 
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okips  de  Mérii%iM>lM6^«irife:  del  Ímosc»  fiAttto 
.p(ir&  Üem^-á  >cato  ia » caiiilrMCcicíD  «la^ Ja  Catedral 
do  aqael  Obispado^  y  eo  cumplim¡e»to  de  .lo  dis- 
puesto en  «l^artiaÉ^  ^  di»  Ja  lejr.de  p«tit>natd 

An.  únioa^  Aa  daatiaan  áies  au^  j^aús-del  Te- 
soro.nacional  pata  éjnuia  do  la  reodificacioa  dala 
Catedral  de  Ji^rida;;  y  éoe  mil  peaoe  parada  .ooop 
etueioa  de  Ja  de  BatqiaaiiMlo.  filPoder/Bjaosifarp 
diapoadrá.quelajuaM-i|ue  ae:destÍDa  á  lii  Cate- 
dral de  Mérida  aa  ponga  á  disposicioD  del  Ptebido 
4afaquella  Diáceabt  yaa  axig^eí^.á 'dicho.  Prelado 
aMaeneÉito'deüaiaTeaaion  qoe  hiciere,. la  cual  se- 
'Bi^SMaiaada  por  el  Tribunal  de  Chienlaab  Loados 
.mil  psaaafoeise  destinan  A  la  Catedral  -de  Bir- 
qinaimala.ae  ordenasá  por  el  B>der  EfiNaMivG  qne 
se  pongan  á  disposición  del  Concejo  Municipal  de 
aquel  canlon,  qoien  dará  cuenla  de  su  -inTeision 
iQ^  Gobernador  de  aquella  pfovinciay  y  este  lá:  Po- 
der JEgecntiTo. .  > 

Oadoen  Caracas  i  9  de  Jfisiyo  de  1864,  afio  % 
4leia  ley  y.  44  de  la  indaptadencia.<N«£l  Piesiden- 
ledel  Senado,  Pedro  Parlero.— £1  Presidente  de 
.la  iCámaea  de  Bepreaenlanlea,  £.  Ruedas. — £1 
Beeretario  del  Senado,  J..A.  Pérez.'^-^i  Seereta- 
rio.deJa  Cámara  de  Reparesentantes,  J.  Padilla, 

Caracas,  Mayo  16  de  1854,  2&y  ^~-£jec6- 
tese.-**/.  G.  Monégag^^^PoT  S.  £.  e)  Presidenta 
de  la  Repüblica. — ^El  Secretario  de  £stado  eo  los 
DD.  del  Interior,  JusticiB  y  Relaciones  Exteriores, 
Siman  Planas. 

CATEDRÁTICOS  db  las  universidades  rco- 
LEOios.  Nombrados  Senadores,  Representantes 
ó  diputados  provinciales,  deben  considerarse^  en 
uso  de  licencia.  Véase  Instrucción  pública,  R. 
E«de  11  de  Abril  de  1953. 

CBífSO  DB  POBLACIÓN.  Qué  SO  obscrvará  cuando 
no  se  haya  hecho  el  de  dos  cantones  que  antes 
formaban  uno  solo,  á  efecto  de  fijar  el  némero 
de  electores  qne  corresponde  á  cada  unu.  Vea; 
se  Electores^  R  E.  üe  20  de  Junio  de  1864, 
(En  este  mismo  Apéndice). 

CIRCUITOS  JUDICIALES,  Véase  Ttibunales  y 
Juzgados,  h.  6^  yD:  E.  de  6  dé  Junio  de  1855 
organiz&ndolos.  * 

COLEGIO  NACIONAL  DB  cüMAifÁ.  Sou  aplica- 
bles á  él  las  dlsposíciones  que  rigen  sobre  las 
alases  científicas  mandadas  establecer  en  los 
demás  coleriós.  Véase  Colegios  nacionales^ 
[Apéndice  aT  primer  tomo)  I>.  E.  R.  de  27  de 
Mar»  da  1«4,  art  19. 

COLEGIO  NACIONAL  DB  CAKABOBO.  RESOLUCIÓN 

BJkcüTirA'DB  19'Ds  DictivÉRB  DB  1-865 iwon- 
dando  pagar -Mna  tercera  parte- mas  dgsmelio 
á  ios  cáMd¥álicosdéfilosofkt'dé  dióho  cokgio 
^    enriHrt^üñodétAavúrsov 
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iSaemaría/dal  Interior.-^Seecion  4^ 

Caracas,  Diciaralbre  lOde  1855. 
SLewdto.'-^Díqsmñ  ai  aeSor  Rector  del  Colegio  na- 
cionai  4Íe  Garababo, .  y  trasaribaae  4il  aefior  Go- 
bernador, f.. 
Impuesto  8.  E.  el  Poder  EjecuikiXO  de  k  comu- 
nicación dé  U.  de.  á  de  Agoato  último  en  la  cual  so- 
licita el  aomenlft  de  suelib  pamloscatedsaticos.de 
Filosofía,  «n  elteiner  ^afio  del  corso  filosófico»  que 
están  recargados  con  dobles  elaaiae»  se  Jia  servido 
resolvery  que  dichos  catedráticoa  goean  una  terce- 
ra pane  mas  de  sueldo  durante  loa  n»fsea»aue  de- 
sempefiai  dos  ciaaea  en  el  tarear  afio  de  todo  cur- 
ao^fiiosóficOj-qne  es  justamente  el  priansro  del  nua* 
vo  que  empiesat  de  conformidad  con  la  resolución 
*ejeontÍ¥a  de  9  de  Diciembre  de  1847  iaaafrta  en  la 
Gaceta  námero  89S,  respecto  de  los  Catedráticos 
de  Filoaofia  de  esla  Unireraidad  central,  v  con  la 
de  6  de  Jolio  del  afio  pr6xifl»o  pasado  respecto  de 
los  mismos  catedráticos  del  Colegio  nacional  de 
Trujillo. 
Soy,  dtc.                           Por  8,  IL-^Aranda. 

COLKGIO   KAOiONAL   DB    LA  PORTOOUBSA.    RB- 
SOLDCIOV  RJBODTIVA  DB  13   DE     FBB&BRO    DB 

1856  aprobando  un  acuerdo  de  la  junta  de  ren- 
tas sobre  p^igo  á  sus  empleados, 

Secretaria  del  Interior.-— Sección  cuarta. 
Caracas.  Febrero  13  de  1856. 

Resuelto, — Dígase  al  Gobernador  de  la  Por- 
tuguesa. 

El  Poder  Ejecutivo  ba  tomado  en  considera* 
cion  el  acuerdo  de  la  Junta  de  rentss  del  Colegio 
nacional  de  esa  provincia,  relativo  primero :  á 
que  no  se  admita  ningua  recibo  contra  las  rentas 
del  Colegio,  sino  quq  los  deudores  paguen  siem- 
pre en  efectivo;  segundo:  que  se  proceda  in- 
mediatamente &  cobrar  á  los  deudores  morosos ; 
tercero :  que  se  suspenda  todo  psgo  de  lo  que  se 
deba  hasta  81  de  Dieieanfbre  último,  mientras  el 
Gobierno  resuelve  lo  conveniente;  y  cuarto :  que 
desde  Enero  de  1866  se  distrílMf^n  loa  fondos 
que  mensualmente  inglesen  las  cajas  entre  ''loa 
actuales  empleados  del  Colegio  á  prorata,  si  no 
alcanzasen  dichos  fondos  para  satisfacer  íntem- 
mente  sus  sa«ldos  á  cada  uno ;  y  juzgando  ^  R 
one  loa  principios  econtoicos  asenladoa  en  los 
aecretos  de  80  de  Novienbré  ultimo  por  e)  Minia- 
tro  de  BMenda,  deben  aar  apUcaUea  á  laa  tenlaa 
de  los  Colegios  nacionales,  se  ha  servido  dactarar 
aprobado  el  acnerdo  de  esa  Jauta  ya  citado,  y  qna 
les  aenodoaes  haau  80  de  Junio  (Ulimo  Mbem 
ocurrir  á  la  Adminiatfacion  de  las  restas  de  asa . 
Colegio,  para  que  esta  lo  haga  á  la  Secretaría  da 
Hacienda  -dentro  del  pcientorío  plazo  de  «seis 
meses,  como  prericM'el  articulo  '1^  del  deereí» 
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sobre  Uqaidfteion,  calificadion  y  mcoMMimieiite 
de  los  créditos  eo#tra  el  Catado,  j  de  conformidad 
con  la  circular  de  este  Miniaierftpde  31  de  Enero 
próximo  pasado,  sobte  la  materia  qM  oorre  en  la 
Gacela  número  1.197. 
Soy,  dta. 

COLEGIO  DB  NIÑAS     DBOARAOM.    RBSOLUCION 

EiEcuTivA  DB  30  DB  AflOSTO  DB*  1855  refor- 
mando el  atticulo  i  A  dcl  D,  E.  R.  d#  15  de 
Jvlio  de  lS6i. 

Secretaría  del  Interior. — Sección  enarta. 
Caracas,  Agosto  30  de  1855. 
8r.  Presidente  de  la  Junta  Inspectora  del  Cole- 
gio nacional  de  niñas  en  esta  ciudad. 
fnrteirado  el  Poder  Ejecutifo  de  la  comunica- 
ción oficial  de  U.  de  16  del  corriente,  en  la  que 
inserta  el  acuerdo  de  la  Junta  de  9  del  mismo,  so- 
licitando del  Gobierno  una  vacante  en  todo  6  parte 
del  mes  de  Agosto  anualmente,  para  lasalumnas 
del  Colegio,  en  virtud  de  las  razones  que  interesa; 
sa  ha  servido  B.  E.  disponer  ;  que  se  reforme  el 
artículo  44  del  decreto  de  19  de  Julio  de  1851 
leglaroentario  de  dicho  Crlegie  en  los  términos 
siguientes:  Habrá  tres  vaóaeiones ;  la  primera 
desde  el  Viernes  del  Coneilio  hasta  el  segundo 
dia  de  pascua  de  Resurrección^  la  segunda  :  todo 
el  mes  de  Agosto  y  la  tercera  desde  el  24  de  Di- 
úiembre  hasta  \el  2  de'f*nero  inmediato,  Y  en 
atención  á  que  el  presente  mes  de  Agosto  conclu- 
ye maRana,  y  qae  el  estado  actual  de  la  salubridad 
publica  hace  indispensable  y  conveniente  la  va- 
•cacion  propuesta,  se  ef^i^rtuará  la  vacante  en  el 
presente  año,  en  el  roes  de  Setiembre  próximo, 

Lo  digo  á  U.  en  cootéstiicion  á  su  citada  nota, 
y  pata  su  inteligencia  y  cumplimiento. 
Soy  de  U.atento  servidor 

Por  S.  E.'^Aranda. 

COLÜGIQ    DB    LA  FgATB&NlDAD.    DBORBTO  DB  7 

DB  MAYO  DB  1855  auxUiando  el  de  este  nom- 
*■  *  bre  en  la  Guaira  con  2.Q00  pesos  anuales, 
£¡l  Senada  y  Cámapfu  de  Representantes  de  la 
República  de  VenezMela^  reunidos  en  Congreso. 

-i  Considerando. 

.  i  19  Que  es  u»  deber  del  Congreso  contribuir  á 
*ia  pmpagacWÁ^  laa  luces  en  la  Ilef)(bll(;4      . 
>   2^  Que  el  Colegio  de  la/*  f  ralerziicÍ£^gl.'!  ,ppr 
Jos.prc^resos  que  ha  .htchp  es  digno  4e  la  prpii^e- 
ímkmf\iKM\uy 

V  ,39  Que  aienda  la  P«4aín  el  priaoec .  p9erta  de 
Jk.RQp(U)lic8,  está  lUmada  á  ocupar  un  l^gar  dis- 
liiigB¿loen  la  Marina  naciojaaL .. 

Decretan :  . , 

«..  Artt  19  Se  auxilia  el  Colegio  de  ja  Fraternidad 
.f  stablecido  en  la  Guaira  ,cü9la>u<i^  de  dos.mil 
seiscientos  pe^os  anuales,  que  en  pensiones  men- 


•Mies  reeibffá  punlMBlMKntg  dm^h  Adoaim  ^ 
Director  para  alqvUcváa.  cata  y  gastos  de  es- 
ubleeimleBto. 

Art  39  PidieCBle^fioteiiéii la  obligación dt 
4jistroir  de  Ua  omterias  qne'M;él«eeoseliaD  hasta 
treinta  jótenes  pobres  elegidos'  por  uaa  Jonu  ' 
•eocnpaesta  de  eo  Dtreelór»  el  JtÜe  pelítieo,  el  Cura 
ptfnrocb  y  dos  personas  notables^  que  al  principio 
-de  cada  áfio  nombrarán  esloe  'tres  por  mayoría 
abaokiia.  « 

Art.'  d9  Se  establece  en  el  mismo  Colegio  uai 
eecuela  náutica  que  fe  guiará  por  iós  refflanenloi 
estaUécklos  qne  existen  eb  m  RepWin»  Cía 
clase  estará  bajb  la  inspección  del  Difeetor  de) 
flstableeinriento  ;  peto  su  Catedrático  sari  nooh 
brado  por  el  Poder  Ejecutiva 

ArU  49  Se  destina  ademas,  de  los  íbndos  del 
Tesoro*  ía  sunm  de  mil  pesos  en  esteaSo  pan  li 
compra  de  instrumentos,  cuya  inversión  sebiri 
por  el  Ministerio  de  la  Guerra,  eligiéndose  aqoe- 
líos  por  estC)  «egun  lo  exija  el  Catedrático  oo» 
brado. 

•  Art.  59  El  Director  del  Colegio  presentará 
anualmente  al  Ministerio  del  Interior  un  estado 
exacto  del  establecimiento  en  general;  y  en  nDÍot 
del  Catedrático  de  la  clase  de  náutica,  otro  dt 
esta  especialmente,  al  Ministerio  de  Guerra ; 
Marina. 

Dado  en  Caracas  á  4  de  Mayo  de  1855,  afto% 
de  la  \qy  y  45  de  la  independencia. 

El  Presidente  del  Senado  Jimia  HilafiOt  OHt- 
pa  de  Mérida. — El  Presidente  de  la  (Jamara  d< 
Representantes,  J.  L.  Arismendi.-^El  Secretario 
del  Senado,  J.  4.  Perc2r.-*-El  Secretario  delí 
Cámara  de  Representantes,  J.  Padilla. 

Caracas,  Mayo  7  de  1855,  afio26delale]r745 
de  1 4  independencia. 

.  .^  £iect^te8e.-^/a5é  7.  Monágüt' 

Por  »,  E._£l  Secretario  de  £.  en  lo9  DD.del 
Interior,  Justicia  y  Rilaciones  Ezleriorei. 
Francisco  Aranda. 

COLEGIO    BOLÍVAk.   J>aGEETO   PE  2Ó  DB    MATO 

na  1854  auxiliando  el  de  este  nombre  m  l^ 
ciudad  de  Barinas^  con  2iÍO0  pesos  anualis. 
I  El  Senadp  y  Cámara  de  Representantes  ii  ^ 
i  República  de  Ventzu^l/i,  f^euniios  er^  Congreso. 
I       „,  .  ,     Consider^njío^,.  '  ^ 

I  19  Qi^e  el  Coleffio  QpliiQar  creada  por  la  Ui« 
putacion  proninaa)  de  Sajrína'^  ^  úa  pl'^'^^'  "* 
educación  pública  digno  de  la  pr)Bíécciop^^^  ^^ 
bierno  por  los  gérmenes  de  virtud  ó  ilusl«íí<* 
'lue  encierra  y  las  espefaozaa  que  prometa  u 
jirogrei^o  y\íelic(dad  de  la  patria.  .   . 

^o  Que  ese  Colegio,  ápesai;  de  los  eafuerioi 
y  patriotismo  de  ios  Bariueses,  aot  piíad^  de*^'^^ 
llar  todos  sus  elemento^  <lé  ^ivilíza^iopí  por  ctif- 
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cer  de  realH  snficieoU»  pu»  el  loM^iBÚeiito  de 
las  cáted^aa  de  eosefiaim  filoaófica  y  litenu-ia. 

30  (3ttte  n^  tenieado  Baríoaa  otra  planit  1  de 
edycacion  p(ld>iica,  ai  por  desgracia  decayere  6 
acabara  el  Colegio  Dolíver.  aquellos  digno»  ha- 
bitantes carecerían  de  un  instituto  indiapenaable 
para  la  cultura  y  morigeración  de  los  pueblos  ;  y 

49  Que  á  efecto  de  pre^yer  semejante  con- 
tingencia puede  el  Congreso  y  debe  auxiliar  dicho 
instituto  con  una  pequefia  parte  del  Tesoro  na- 
cional. 

Decretan : 

Art»  19  Ademas  de  loa  ochocientos  pesoe 
destinados  para  el  sostenimiento  de  las  clases  de 
gram&tica  castellana  y  latina  en  el  Colegio  Bolí- 
var de  la  capital  de  Barínas,  se  auxilia  áeste  ins- 
tituto con  la  cantidad  de  dos  mil  pesos  cada  afiOt 
del  tesoro  pacional,  para  las  cátedras  de  ciencias 
filosóficas  que  deben  crearse  según  sus  estatutos. 

Art  íí^  Dichos  dos  mil  pesos  se  pondrán  á  dis- 
posición de  la  Diputación  provincial  de  Baríoas, 
para  su  exacta  y  conveniente  aplicación  en  los  ob- 
jetos á  que  quedan  destinados. 

^  único.  Si  después  de  establecidas  las  cátedras 
de  ciencias  filosóñcas  con  los  dos  mil  pesos  acor- 
dados para  su  sostenimiento,  quedare  algún  sobran- 
te* la  Diputación  provincial  podrá  aplicarlo  á  otros 
ramos  de  enseñanza  pública  en  el  mismo   Colegio. 

Art  39  Tanto  la  Diputación  como  el  Goberna- 
dor informarán  anualmente  al  Poder  Ejecutivo, 
por  medio  de  la  Secretaria  del  Interior,  del  núme- 
ro de  alumnos  y  estado  de  la  educación  en  el  Co- 
legio Bolívar,  de  la  recaudación  é  inversión  de 
las  rentas  que  se  le  destinan  por  este  decreto,  y  de 
cuanto  conduzca  á  dar  un  conocimiento  exacto  del 
ilustituto  y  de  las  providencias  adaptables  para  su 
fomento. 

Dado  en  Caracas,  á6  de  Mayo  de  1854,  año  25 
de  la  ley  44  de  la  independencia. — £1  Presidente 
del  Senado,  Francisco  Balbuena. — El  Presidente 
de  la  Cámara  de  Representantes,  £.  Ruedas, — El 
Secretario  del  Senado,  J.  A.  Pérez. — El  Secreta- 
rio de  la  Cámara  de  Representantes,  /.  Padillúu 

Caracas,  25  de  Mayo  de  1854,  afio  25  de  la  ley 
y  44  de  la  independencia. — Ejecútese. — J.  Gf.  Mo- 
nagas,  —  Por  S.  £.  el  Presidente  de  la  Repúbli- 
ca.---El  Secretario  de  E.  en  los  DD.  del  Interior, 
Justicia  y  Relaciones  Exteriores,  Simón  Planas, 
COLEUlOS  NACIONALES.  Disposiciones  por  quo 

se  regirán.  Véase  Instrucción  públiea*  L.  L 

art.  40 

CGltEGIOS  NAOioNALKa  Resolución  Ejecu- 
tiva DE  13  DB  Noviembre  be  1864  fijando 
ciertas  reglas  para  el  examen  y  sentencia  de 
loa  cuentas  de  los  adminiÍ9tr€uieres  de  sus  ren- 
toe. 
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SfMretefía  dd  lnierior.-^-Seei»lon  cuarta. 
Carácar,  Noviembre  13  de  1854. 

Con  esta  fecha  se  ha  servido  S.  E*  el  Poder 
£jecutÍTo  diotar  la  resolución  siguiente  : 

Con  el  objeto  de  que  las  cuentas  que,  de  con* 
formidad  con  el  artículo  21  de  la  ley  de  12  de 
Mayo  de  1842  orgánica  de  los  Colegios  nacio- 
naleS|  deben  pasar  los  Administradores  de  sus 
Rentas,  y  que  según  el  artículo  24  de  la  misma 
ley  (oca  al  Tribunal  mayor  de  cuentas  fenecer, 
no  sufran  para  su  examen  y  sentencia  dilCcio* 
nes  que  podrían  ser  perjudiciales  á  los  intereses 
de  aquellas  casas  de  educación,  S.  E.  el  Poder 
Ejecutivo  ha  estimado  conveniente  establecer  laa 
regías  siguientes. 

la  Los  Administradores  de  las  Rentas  de  los 
Colegios  nacionales  rendirán  sus  cuentas  con  to- 
dos sus  comprobantes  en  el  tiempo  fijado  por  el 
artículo  21  de  la  ley  2^  del  Código  de  Instruc- 
ción pública  al  Presidente  de  la  Junta  de  Ren« 
tas  respectiva :  si  no  se  rindieren,  decretada  la 
remoción  conforme  á  dicho  artículo,  aquella  au« 
ioridad  ocurrirá  al  tribunal  competente  para  aue 
proceda  con  arreglo  al  ^  19  del  artículo  5^  ley 
10  del  citado  Código. 

2^  Preso  el  Administrador  por  haber  rehusa- 
do presentar  las  cuentas,  contmuará  en  prisión 
hasta  que  se  presenten  ordenadas  en  el  tribu- 
nal, 6  hasta  que  se  haga  la  presentación  de  los 
documentos  necesarios  para  furmarla,  y  fiador 
que  se  obligue  á  pagar  el  saldo  que  resulte,  y  los 
costos  que  cause  el  arreglo  de  la  cuenta.  En  es- 
te último  caso,  para  la  formación  se  procederá 
con  arreglo  á  los  artículos  39  al  89  ley  6^  título 
79  del  Código  de  procedimiento  judicial,*  liasta 
lograr  que  la  cuenta  se  halle  ordenada,  pasándo- 
la después  el  tribunal  al  Presidente  de  la  Jimta 
de  Rentas  para  que  de  allí  en  adelante  siga  el 
curso  ordinario. 

3^  Conseguida  la  cuenta,  la  Junta  puede 
nombrar  un  miembro  que  previamente  la  revise 
y  que  exponga  dentro  de  ocho  dias  el  juicio  que 
forme  de  ella  Dicho  informe  se  someterá  inme- 
diatamente á  la  Junta  para  que  ella  examine,  glo- 
se y  sentencie  la  cuenta,  conforme  al  artículo  24 
de  la  citada  ley  orgánica  de  los  colegios  nacio- 
nales. 

4a  Examinadas  las  cuentas,  se  redactará  el 
pliego  de  glosas,  cargos  y  reparos  que  se  comu- 
nicará en  copia  al  Administrador  para  que  con- 
teste dentro  de  ouince  dias  después  de  habérsele 
pasado :  y  si  renusare  devolverlo  con  su  contes- 
Ucion,  se  usará  del  apremio  de  la  prisión,  de  con- 
formidad con  el  citado  ^1.^  ley  10  del  Código  de 
Instrucción  publica.  Oidoe  los  descargos,  se  sen*' 
tenciará  dentro  de  treinta  dias,  remitiéndose  con 
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el  resultado  inmediatamente  á  este 'Ministerio  pa- 
ja pasarla  ai  Tribunal  de  Cuentas  &  quien  toca 
fenecerlas.  ^ 

5^  El  expresado  Tribunal  se  entenderá  diree» 
lamente  con  las  autoridades  locales  para  la  eje- 
cución de  sus  fallos  en  las  cuentas  de  lo»  Cole» 
gios  sin  necesidad  de  tocar  con  este  Ministerio, 
sino  en  el  preciso  caso  de  que  alguna  autoridad  no 
quisiese  cumplir  sus  mandatos  en  dicho.ram^. 

Comuniqúese  á  quienes  corresponda  y  puhlí- 
quese. — Por  S.  E. — Planas. 

COLEGIOS  NACIONALES.  Deber  de  liqui- 
dar sus  créditos  contra  el  tesoro,  y  remitirlos  á 
)a  Secretaría  de  Hacienda.  Véase  Universida- 
des, R.  E.  de  31  de  Enero  de  186G. 

COLEGIOS  NACIONALES  DE  Baecelona,  Ma- 

RACAIBO     Y    TrüJILLO.     RESOLUCIÓN     EjECU- 

,  TiVA    DE    19   DE    Febrero   de    1850   man- 
dando pagar  los  sueldos   corres])07idientcs  á 
las  clases  mayores  establecidas  en  ellos. 
Secretaría  del  Interior. — Sección  cuarta. 
Caracas,  1.°  de  Febrero  de  1856. 
Resuelto. — Dígase  ai  señor  Secretario   de   Es- 
tado en  el  De.spaclio  de  Hacienda  ;    y  publíquese. 
>s    Habiendo  establecidas  quince  clases  mayores  en 
cuatro  de  los  Colegios  nacionales,  y  debiendo  sa- 
lislacerse  el  sueldo  correspondiente  ú  los  caiediu- 
licos  nombrados,   de  conformidad  con  el   Decreto 
de  su  creación  y  el  reglamentario  del   Poder  Eje- 
cutivo de  27  de  Marzo  de   1í;ü4,  dispone  S.  E.  el 
Presidente  de  la  República,  que  US.  libre  sus  ór- 
denes  á  la    Tesorería  general  para  que   por   las 
Adiiiimstraciones  respectivas  se  pongan  á  dispo- 
sición del  de  liis  Rentas  del  Colegio  de   Barcelo- 
ija  los  sueMos  de  tres  cátedras,  (Ll  de  las  de  Ca- 
rábobo    siete,  del  de  las  de  Marncaibo   tres  y   del 
<Jt;  las  de  Trujillo  dos,  á  iaíJOm  de  50  pesos  men- 
suales cada  una  en  todo  el  presente, -aíio  econó- 
i:::co,  y  erogados"  p(»r  cirritu  de  los  21.000   pesos 
presupuestos  en  la  ley  de  gastos  públicos  para  las 
í'l.'i^e.s  mayores. 

Lo  digo  á  UvS.  á  los  fines  correspondientes. 
Soy,  ísLc — Por  S.  R— Orfar7¿.  . 
COLEGIOS  particulares,  resolución jejecü- 
TivA  DE  15  DE  Jüxio  DE  1H47  disponicfido  que 
sus  directores  pasen  á  la  Universidad  mas  in- 
mediata^ en  todo  el  mes  de  Nomenibre  de  cada 
.  año^  la  matrícula  anual  de  los  alumnos  del 
establecimiento;  y  dictando  otras  disposiciones 
sobre  comprobación  de  estudios^  arden  de  estos. 
Horas  de  texto  y  exá7nenes*^,{*) 
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(*)  Esta  resolución,  aunqjie  de  tVcha  tan  anterior,  va 

en  Lfttc  lugar  por  liabóraenos  olviUado  en  el  cuerpo  de 
la  obra- 


Séeretajrifl  de  }<y  iQterior.— Seedoa  2^ 

Caracas,  Junio  15  de  1*847. 

Resuelto*— Oída  la  Dirección  de  kstruccion 
pública,  y  con  previo  aoaerdo  del  Consejo  de  Go- 
4)iémo,  el  Poder  Ejecutivo,  para  la  inspección  qoe 
debe  ejercer  sobre  los  Colegios  particulares,  re- 
suelve que  en  ellos  a&  observen  las  reglas  si- 
guientes. 

1^  Los  Directores  de  colegios  particulares  ten- 
tlrárí  la  obligación  de  pasar  en  todo  el  mes  de  No- 
viembre de  cada  año,  la  matrícula  anual  de  ios 
alumnos  del  establecimiento,  á  la  Universidad  mas 
ifimediata  adonde  estos  puedan  ir  á  tomar  sus 
grados. 

2^  Los  estudios  y  exámenes  anuales  qae  se 
verifiquen  en  los  Colegios  particulares,  serán  de- 
bidamente comprobados  con  una  copia  del  acia 
en  que  consten  los  nombres  de  los  e^aminadom 
y  de  los  examinados,  la  materia  del  examen, id 
aprobación  6  reprobación,  debiendo  estar  firmado 
este  documento  por  el  Director  y  examinadores,  y 
tener  al  pié  certificados  por  aquel  las  faltas  de 
asistencia  á  las  clases  del  alumno  áque  se  refiera. 
tomadas  de  las  listas  trimestrales  que  deben  pasar 
le  los  cateiiráticos. 

3a  Los  libros  de  texto  serán  en  los  Coleaos 
particulares,  los  mismos  que  en  la  Universidad, 
con  el  fin  de  uniformar  la  enseñanza,  y  hacera 
los  niños  mas  aptos  para  sufrir  sus  exá manes. 

4^  En  vez  de  la  práctica  abusiva  introdoróia 
en  los  Colegios  particulares,  se  observará  en  lo 
adelante  el  orden  gradual  de  estudios  á  saber: 
el  de  las  lenguas  castellana  y  latina  antes  quec; 
de  filosofía  y  matemáticas,  de  modo  que  nunca 
se  estudien  estas  cienesas  al  mismo  tiempo  qne 
aquellos  idiomas,  ni  tampoco  en  un  solo  año  ó 
dos  las  materias  del  trienio  filosófico,  la  q"«st 
deberá  acreditar  por  los  respectivos  certificados. 
todo  conforme  se  practica  en  las  Universidades. 
Por  S.  E^RafaelActtd^ 

COLEGIOS  ELECTORALES.    RESOLUCIÓN  EÍECÜ- 

Tiv.v  DB  8  DE  ABRIL  DE  1854  hüciendo  mjd^ 
declaratorias  sobre  su  convocación  extraof(ii^<^ 
ría,  y  otras  cosas  que  les  conciernen. 
Secretaría  del  Inií  rior. — Sección  tercera. 
Caracas  8  de  Abril  de  1854. 
]Rt'íz¿e//<?,—*' Visto  el  decreto  expedido  por  ej 
Gohprnadorde  Cuma ná  en   17  de   Febrero  del 
prfc¡^«  ri:t  pHo  s!ií?]>cMitiiend6Ía  convocatoria  extra- 
ordiriaria  del  Colegio  electoral  de  aquella  provin- 
cia,   que  por  resolución  ejecutiva  de  15  de  Octu- 
bre del  próximo  pasa  do,  se  mandó  hacer   con  el 
objeto  de  que  dicho  cuerpo  nombrase  tantos  sn- 
píenles  de  diputados  provinciales  cuantos  fu^e" 
necesarios  para  reemplazará  los  etegidos  en  ?u 
última  reunión  ordinaria,  y  que  se  hallaban  jro- 
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pedidos  de  concurrir   á  la  Diputación  por  sus 
compromisos  eo  el  ultimo  movimiento  revoluciona- 
rio ;  cuyo  decreto  se   funda:  I9  en  que  se  harf 
agotado  las  listas  de  los  escrutinios  de   las  elec- 
ciones primarias  de  1852  de  lus  cantones  de  Cu- 
maná  y  Rio-Caribe,  en  razón   de   las  irthabilita- 
ciones  emanadas  de  la  última  facción,  y  las  excu- 
sas   que   los    respectivos   concejos  municipales 
han  admitido  con  arreglo  á  la  ley  5^  del  código 
de  elecciones :  29  en  que  sin    embargo   del  re- 
querimiento hecho  al  elector  principal  del  cantón 
de  los  Caños  señor  Fermin  Carreño,  no  se  ha  con- 
seguido su  concurrencia,  ni  el  Concejo  Municipal 
de  dicho  cantón  ha  podido  reemplazarle,   por   no 
ser  el  caso  previsto  en  el  artículo  59  de  la  ley  5^ 
citada:  39  en  que  aunque  el  señor  Esteban  Blanc 
asistió  como  elector  suplente  por  el  cantón  Guiria, 
no  produjo  la  debida  credencial  y  resultó  ademas 
estar  sometido  á  juicio   criminal,   y  no   obstante 
haberse  librado  las  órdenes  correspondientes  para 
la  concurrencia  del  que  había  de  reemplazarlo,  lo 
que  se  ha  alcanzado  es  que  el  Concejo  Municipal 
respectivo  declare  hábil  al  señor   Blanc   sin  que 
conste  que  le  haya  expedido  la  credencial ;  y  49 
en  que  habiendo   fallecido  en   aquella   ciudad  el 
elector  principal  por  el  cantón  Cariaco,  Coman- 
dante José  Miguel  Machado,  aunque  se  pidió  su 
reemplazo,  no  ha  podido  reunirse    el   Concejo 
Municipal  del  indicado  cantón  por  falta  de   quo- 
rum para  llamar  al  suplente,  sin  que  se  haya  ob- 
tenido resultado  de  las  medidas   dictadas   por   la 
Gobernación   con  el  fin   de   que   se  completara 
dicho  quorum  ;  y  considerando  el  Poder  Ejecuti- 
vo que  no  obstante   la  inhabilidad  de   todos  los 
electores  principales  y  suplentes  de   los   cantones 
Cumaná  y  Rio-Caribe,  á  los  cuales  corresponden 
seis,  quedan  todavía  quince  del  resto  de   la    pro- 
vincia, los  que  componen  mas  de  las  dos  terceras 
partes  del  Colegio  electoral,  que  consta   de  vein- 
tiuno, y  que  es  de  todo  punto  indispensable, poner 
en  práctica  cuantos  medios  y  arbitrios  ofrecen  las 
distintas  dispo^iriones    legales  que    existen    para 
hacer  efectiva  la  reunión  del  expresado   Colegio 
electoral  del  cual  depende   la  de  la  Diputación 
provincial,  se  ha  .«o r vi  lo  S.  E.  resolver,   1 9   que 
el  Gobernador  convoque  <ie nuevo  extraordinaria- 
mente el  Colegio  cKctoral  de  la  provincia   con  el 
objeto  mencionado,  fijando  para  su  reunión  el  día 
en  que   consideren    se    hayan  allanado  las  di- 
ñcultades  ocurridas  respecto  de   la  asistencia   de 
los  referidos  electore?,   procurando    que  esto  se 
verifique  á  la  mayor  brevedad   posible :  2^  que 
de  conformidad"col^  el  aTtículo  17  ley  6^  del  códi- 
go eleccionario  y  bajo  las  penas  que  él  establece, 
se  compela  por  la  Gofornacion  al  señor   Fermin 
Carreño  elector  principal  del  cantón  de  los  Cafios 
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á  que  concurra  á  la  reunión  de  dicho  cuerpo,  y  . 
que  en  caso  de  resultar  impedido  se  reemplace 
inmediatamente  por  el  Concejo  Municipal  res- 
pectivo con  arreglo  al  artículo  59  ley  5^  del  mis- 
ino código :  39  que  habiéndose  declarado  por  el 
Concejo  Municipal  hábil  al  señor  Esteban  Blanc, 
elector  suplente  por  el  cantón  Güiria,  se  le  cora-  • 
pela  igualmente  á  ocupar  su  puesto  en  el  Cole- 
gio electoral,  previniendo  á  aquella  corporación 
que  íe  expida  su  credencial  conforme  á  la  ley,  y 
sin  qne  obste  la  circunstancia  de  estar  enjuiciado/ 
pues  es  á  dicho  colegio  á  quien  compete  la  ca- 
lificación de  los  electores  con  arreglo  al  artículo 
49  ley  7^  del  propio  código  ;  y  49,  que  la  Go- 
bernación de  conformidad  con  el  artículo  79  de 
la  ley  orgánica  de  provincias  hagí  que  el  Conce- 
jo municipal  del  cantón  Cariaco  se  reúna  con  el 
objeto  de  llamar  al  suplente  del  elector  principal 
de  dicho  cantón,  Sr.  Comandante  José  Miguel 
Machado,  que  falleció,  y  que  en  caso  de  que  aquel 
cuerpo  carezca  del  número  suficiente  de  miembros, 
se  proceda  de  conformi<lad  con  el  artículo  66  de 
la  propia  ley  á  reemplazar  á    los    que  falten. 

Comuniqúese  al  Gobernador  de  Cumaná  para 
su  inteligencia  y  exacto  cumplimiento. 

Por  S.  E. — Planas. 

COLEGIOS    ELECTORALES,     RESOLUCIÓN    EJE- 
CUTIVA   DE    25  DE  Agosto  de  1854   sobre    su 
convocatoria   extraordinaria  por   inhabilita^ 
cien  de  la  mayoría  de  sus  miembros  principa' 
les  y  suplentes  por  haberse  implicado  en  al' 
guna  conspiración. 
Secretaría  del  Interior.— Sección  tercera. 
Caracas,  Agosto  25  de  1854. 
Resuelto, — Dígase  al  Sr.  Gobernador  de   la  pro- 
vincia de  Cumaná. 

Hoy  ha  dictado  el  Poder  Ejecutivo  la  siguiente 
resolución.  » 

"  Vista  la  comunicación  del  Sr.  Gobernador  de 
la  provincia  de  Cumaná  fecha  30  de  Junio  ultimo- 
número  114,  en  que  manifiesta,  que  aunque  á  su 
juicio  hay  ya  quorum  de  Diputados  hábiles  para 
la  instalación  de  la  Cámara  provincial,  juzga  in- 
necesaria la  reunión  extraordinaria  de  ella  y  aun 
conveniente  que  no  se  lleve  á  cabo,  tanto  porque 
hallándose  muy  avanzado  el  tiempo,  está  próxima 
la  reunión  ordinaria  de  aquella  corporación,  co- 
mo por  ser  ia  mayoría  de  los  Diputados  hábiles 
desafectos  al  Gobierno,  agregándose  la  cir- 
cunstancia de  que  la  erogación  que  habria  que  ha- 
cerse al  efectuarse  dicha  reunión,  agravaría  el  ac- 
tual estado  de  penuria  de  las  rentas  municipales. 
De  los  ocho  Diputados  provinciales  entre  prin- 
cipales y  suplentes  que  el  expresado  óobernador 
manifiesta  que  están  en  aptitud  de  concurrir  &  la 
instalación  de  la  Cámara  provincial,  según  la  de« 


490 


AKTOK»  A  SSfB  OMOirOO  VOSO. 


COM 


mostración  que  contiene  el  cuadro  que  ha  acom- 
pafSado,  solo  tres  pueden  declararse  hábiles  en  r»- 
zon  á  que  dos  de  ellos  no  se  complicaron  en  la 
rorolucion,  y  el  otro,  habiendo  sido  sometido  á 
juicio,  fué  declarado  indemne ;  pero  los  otros  cin- 
co deben  considerarse  inhábiles,  porque  aunque 
en  cumplimiento  del  Decreto  de  indulto  de  4  de 
Enero  último  se  sóbresele  en  la  causa  que  por 
conspiración  se  les  seguía,  perdieron  sus  desti- 
nos según  el  artículo  2?  de  la  ley  de  7  de  Abril 
de  1849,  sobre  infidelidad  de  los  empleados  en  el 
érden  legislativo,  ejecutivo  y  municipal,  sin  que 
exista  ninguna  diferencia  entre  loe  individuos  aco- 
gidos á  los  indultos  de  23  de  Affosto  y  28  de  Oc- 
tubre  del  afio  próximo  pasado  y  los  que  han  acep- 
tado el  expedido  el  4  de  Enero  del  presente  con- 
formándose con  el  sobreseimiento  decretado  en 
tus  respectivas  causas,  pues  aun  cuando  nada  se 
expresó  en  este  ftUimo,  respecto  á  la  pérdida  de 
empleos,  eso  no  altera  en  manera  alguna  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  29  de  la  ley  que  se  ha  ci- 
tado ;  porque  no  habiendo  reclamado  contra  la 
aplicación  del  perdón  concedido  en  4  de  Eneró, 
al  sobreseerse  en  sus  causas,  lo  aceptaron  implí- 
citamente, y  esta  aceptación  de  perdón  prueba 
que  hubo  delito  y  que  eran  positivamente  culpa- 
bles. Sin  duda  que  por  el  articulo  6.^  de  la  refe- 
rida ley,  la  destitución  de  los  Diputados  debe  ha- 
cerla la  misma  corporación  á  que  pertenezcan  ; 
pero  en  el  caso  presenie  seria  absurdo  que  dicha 
destitución  la  acordasen  los  mismos  que  deben 
ser  destituidos,  pues  formando  ellos  la  mayoría 
de  la  Diputación,  sin  ningún  género  de  duda,  ja- 
mas la  harían,  quedando  burlada  la  ley. 

Por  lo  tanto  se  declara  :  que  no  hay  motivo 
para  dejar  de  hacerse  la  convocatoria  extraordina- 
ria del  Colegio  electora]  de  la  provincia  de  Cu- 
maná,  y  que  debe  llevarse  á  efecto  según  está 
dispuesto  por  resolución  de  29  de  Abril  último  y 
con  el  objeto  expresado  en  ella.  Comuniqúese  al 
Gobernador  de  dicha  provincia  para  su  inteligen- 
cia y  puntual  cumplimiento.* 

Y  tengo  el  honor  de  trascribirla  á  U&  á  ios 
£nes  indicados. 

Soy  dtc— Por  S.  E,— Ptónflí. 
COLEGIOS  «LecTOftALSs.  Deben  convocarse 
extraordinaria n^nte  cuando  aiguna  diputación 
quedare  sin  el  quorum  constitucional  por  las 
mismas  razones  á  que  se  contrae  la  resolueiofi 
anterior^  pero  no  por  la  inhabilitación  de  los 
senadores,  representantes  ó  diputados  provin- 
ciales. Véase  Senadores,  Representantes  ^  Di- 
putados  pr0t>Unc%ales  y  electores^  R.  £•  de  15 
de  Octubre  de  1853. 
COMANDANTES  obnbralbs  ds  sfáaoxTo  y 
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LOVBU  bb  5  BB  BVXRO  DB  1882  determina 

do  sus  facultades^ 
Francisco  de  Paula  Santander,  yicepresUenk 

de  la  República  encargado  del  Poder  Ej$* 
cutivo,  4tc 

Habiendo  cesado  las  urgentes  circuastaDciai 
en  uue  se  ha  encontrado  la  República  y  porlai 
cuales  fué  indispensable  que  ios  comandantee  n- 
nerales  de  ejército  ,y  de  provincia  ejerciesen  m 
autoridad  extensa  hasta  en  los  negocios  que  toca. 
ban  al  gobierno,  y  deseando  restablecer  la  disci- 
pliaa  militar  en  toda  su  fuerza,  satisfiíciendo  á 
los  deseos  de  los  ilustres  generales  de  Colombia, 
y  á  lo  que  es  debido  al  sistema  de  orden  conqw 
felismente  marcha  la  República,  he  venido  eo 
decretar  como  decreto 

Art  19  Los  comandantes  en  jefe  dd  ejército 
destinado  á  servicio  de  campafia  qercerán  preá. 
sámente  las  facultades  que  la  ordeoaoza  del  ejér- 
cito señala  á  los  generales  en  jefe  en  el  tratado 
79  título  19  y  las  mas  que  el  gobierno  suprcntó 
quiera  concederles  conforme  á  las  leyes  vigentci 

Art  29  Los  comandantes  generales  de  depar- 
tameato  ejercerán  las  facultades  que  la  misinaoi- 
dennnza  ha  seflilado  á  los  capitanes  generales ¿ 
la  provincia  ultramarina  en  el  tratado  69  título 5^ 

Art.  39  L^s  comandantes  de  plazas  marítífliii 
ejercerán  las  que  están  sefiatadas  en  el  tratado  6° 
título  29 

Art.  49  Los  artículos  que  por  las  leyes  6  n- 
glamentos  de  las  autoridades  supremas  de  Colom- 
bia estén  reformados,  no  deberán  observarsa 

Art.  59  Sostituidos  los  estados  mayores  áln 
cuarteles  maestres  y  mayores  generales,  no  teo- 
drán  efecto  estos  destinos,  y  continuarán  los  esta- 
dos mayores  en  los  términos  que  ya  tiene  el  Go- 
bierno prevenido  en  otra  providencia. 

Art  69  Esta  resolución  será  fielmente  compli' 
da,  entretanto  que  el  Congreso^  por  l^es  expresas, 
organiza  el  ramo  militar. 

Art.  79  El  Serretario  de  marina  y  guerra  que- 
da encargado  de  la  ejecución  del  presente  decreto, 
cuyo  exacto  cumplimiento  encarecerá  áqüieoei 
corresponda  como  que  depende  de  él,  el  in«jor 
eervicio  de  ia  República,  el*  brülo  y  lustre  de  la 
noble  profesión  de  ias  armas. 

Dado  en  el  palacio  de  Gobierno  m  Bo^tái 
5  de  Enero  de  \S22M20— Francisco  de  Pa»^ 
SantaTíder.^Por  S.  £/el  Vicepresidente  de  li 
República  encargado  del  Poder  E^eeutiro.— £i^' 
cretario  de  Estado  en  el  Despacho  demarioaj 

?uerra«  Pedro  Brircño  Méndez. 
¡OMANDANTCS  na  armm.  No  pueden  libm 
orden  alguna  de  pago  contra  las  aduanas;  T*^ 
la  dieren,  no  aera  cumplida  por  los  Admioii- 
tradores.  Véase  AdnUnisirames  ii  (^^^ 
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R.  E.  de  so  d«  Octubre  de  1864  ^En  este  mis- 
mo Apéndice) 
COMANDANTES  db  resguardo*  Sus  debe- 
res sobre  reconocimiento  y  despacho  de  efec- 
tos nacionales  navegados  de  cabotaje.  Véase 
Cabotaje  (comercio  de)  (Apéndice  ti  primer 
tomo)  art  o. 

COMERCIO  BE  TRANSITO.  RESOLUCIÓN  EJE- 
CUTIVA DK  18  DB  Abril  »e  1855  declaran' 
do  que  ku  mercancías  introducidas  por  Ciw 
dad  Bolívar  fMaracaibo  para  la  Nueva  Gra- 
nada^  no  deben  pagar  deade  dertas  fechas  d 
10 por  IDO. 

Secretaria  de  Hacienda. — Sección  segunda. 
Caracas,  18  de  Abril  de  1855. 
/Ze^ttclto.— Habiendo  ocurrido  al  Poder  Eje- 
cutivo varios  comerciantes  de  Maracaibo  y  Ciu- 
dad Bolívar  manifestando  el  perjuicio  que  ha  su- 
frido el  comercio  por  la  exacción  injusta  que  se 
le  ha  hecho  del  importe  del  diez  por  ciento  calcu- 
lado sobre  el  montamiento  de  los  derechos  'ordi- 
narios y  extraordinarios  de  importación  que  ha- 
brían causado  las  mercancías  declaradas  de  trán- 
jito  para  la  Nueva  Granada,  como  si  hubieran  si* 
do  introducidas  para  el  consumo  de  Venezuela, 
conforme  al  artículo  89  de  la  ley  de  comercio  de 
tránsito  de  12  de  Mayo  de  1854,  por  no  haberse 
£jado  las  fechas  en  que  debia  esta  disposición  le- 
gislativa empezar  á  tener  efecto  respecto  del  co- 
mercio de  Us  Antillas,  de  los  Estados  Unidos  del 
Norte  y  de  Europa,  como  se  hizo  con  la  lev  de 
Régimen  de  Aduanas  para  la  importación,  de  28 
de  Abril  del  propio  afio  de  1854,  sobre  lo  cual  pi- 
den una  aclaratoria;  S.  E.   en  consideración  i 
que  las  razones  de  justicia  y  equidad  que  movie- 
ron al  Gobierno  á  fijar  el  tiempo  en  que  debia 
empezar  á  cumplirse  esta  ftltima  ley  y  su  regla- 
mento, son  las  mismas  que  deben  inclinarlo  aho- 
ra á  que  quede  comprendido  en  los  mismos  pía* 
zos  el  comercie  de  tránsito  con  la  Nueva   Grana- 
da} declam :   las  mercancías  y  efectos  introduci- 
dos y  declarados  de  tránsito  en  las  aduanas  de 
ilaracaibo  y  Ciudad  Bolívar :  desde  el   10  de 
Agosto  de  185i,  las  procedentes  de  las  Antillas  ; 
dMde  el  l.o  de  Octubre  las  procedentes  de  los  Es- 
tados Unidos  del  Norte;  v  desde  el  1  o  de  Noviem- 
bre las  de  Europa,  han  debido  pagar  al  contado  el 
inapoite  del  diez  por  ciento   calculados  sobre  la 
Buma  total  de  derechos  taato. ordinarios  como  ex- 
iraordinarios  que  liabrian  causado  si  hubiesen  s¡- 
4o  declaradas  de  consumo;   mas  oq  las  que  ha- 
jr^p  sido  importadas  y  declaradas  de  tránsito  con 
tedios  aaterjores  &  las  designadas,  en  cuyo  caso 
je  fiojrolverá  el  montamiento  de  dicho  diez  por 
^nto  .q^ve  se  buhiere  eiíigido^  &  los  respectiva  in- 
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teresados. — Comuniqúese  á  quienes  corresponda. 

•      Por  á.  E,— Gtf rtérrexr. 
COMERCIO    DB    TRAirsiTo.   Decebto  db    4 

DE    Mayo  db   1855  autorizando    al  Poder 

Ejecutivo  para  concluir  un  tratado  sobre  el 

particular  con  la  Nueva  Granada. — Deroga 

ia  ley  de  12  de  Mayo    de  1854»  páff.  585. 

{Apéndice  ai  primar  tomo.) 
El  Senado  y  Cámara  de  Bepreseniantes  de  la 

República  de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso 
Considerando : 

Que  la  ley  de  12  de  Mayo  de  1854  ha  traido  gra- 
ves inconvenieniei*  en  su  ejecución. 
Decretan  : 

Alt.  19  Se  autoriza  al  Poder  Ejecutivo  para 
que  eonduya  un  contraio  con  el  Gobierno  de  la 
Nueva  Granada,  sobre  comercio  de  tránsito,  te- 
nie  odo  por  base  una  aduana  comunera. 

Art.  29  Mientras  se  termina  el  arreglo  ¿  que 
se  refiere  el  artículo  anterior,  y  se  aprueba  por  el 
Congreso,  el  Poder  Ejecutivo  reglamentará  el  co- 
mercio de  tránsito  con  la  Nueva  Granada. 

Art.  39  Se  deroga  la  ley  de  12  de  Mayo  de 
1854,  sobre  la  materia. 

Dado  en  Caracas,  á  3  de  Mayo  de  1856  ello 
26  de  la  ley  y  45  de  ta  independencia. 

£1  Presidente  del  Senado,  Juan  Hilario,  Obis* 
po  de  Jfénia.—El  Presidente  de  la  Cámara  de 
Representantes,/  i.  AnVwcTidí.— El  Secretario 
del  Senado,  J.  A.  Pérez.-^E)  Secretario  de  la 
Cámara  de  Bepresen tantea,  J.  Padilla. 

Caracas  4  de  Mayo  de  1 355,  afio  26  de  la  ley 
y  45  de  la  indepecde^cia 

Ejecútese — José  T.  Uonágas. 

Por  S.  E«-^£l  Secretario  de  E.  en  el  D.  de  Ha- 
cienda.— Jacinto  Gutiérrez. 

COMERCIO    DE  TRANSITO.  DECRETO  Ef ECVTlVO 

DE  10  DE  AGOSTO  DE  1855  reglamentándolo  por 
virtud  de  la  autorización  del  Decreto  ante- 
rior. 

JCSE  TADEO  MONAGAS. 
General  en  Jefe,  Presidente  de  la  Hepública  de 
Venezuela,  í^áí,a,Í9M^ 
Autorizado  por  el  Decreto  Legislativo  de  4  de 
Mayo  del  presente  afio  para  reglamentar  el  comer^ 
cío  de  tránsito  cop  la  Nueva  Oranada,  mientras 
se  concluye  un  arreglo  coa  e!  Gobierpo  de  esta 
Clepüblica  sobre  la  materia. 

DECRETO : 

Art  19  El  comercio  de  tránsito  para  la  Nueva 
Granada  se  hará  solo  por  los  puertos  de  llaracaj^ 
bo  y  Ciudad  Bolívar. 

Art  29  Las  mercancías  y  efectos  de  produc- 
ción ó  manufactura  extranjera  que  se  declaren  de 
tránsito  para  ia  Nueva    Ora¿ada,  no  pagarla 
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derecho  alguno  lie  irnportacion,  ni  de  tránsito,  ni 
ningún  otro  nacional. 

Arl.  39  El  consignatario,  agente  6  dueño  de  las 
mercancías  y  efectos  que  hayan  de  desembarcarse 
por  cualquiera  de  los  puertos  indicados  con  arre- 
glo á  la  ley  del  régimen  de  aduanas  para  la  impor- 
tación, expresará  en  manifiestos  separados  y  con  las 
formalidades  que  previene  eí  artículo  13  de  la  mis- 
ma ley,  los  efectos  ó  mercancías  que  destina  para 
la  reexportación  ó  para  el  consumo  é  internación 
en  la  Nueva  Granada. 

^  único.  En  los  casos  de  reexportación  ó  de  con- 
sumo, se  procederá  conforme  á  la  ley  de  régimen 
de  aduanas. 

Art.  49  Reconocidas  que  sean  las  mercancías 
declaradas  de  tránsito  para  la  Nueva  Granada, 
y  liquidados  los  correspondientes  derechos,  que- 
darán aquellas  depositadas  en  los  almacenes  de  la 
Aduana,  y  tanto  el  manifiesto,  como  la  liquidación 
de  derechos,  se  copiarán  á  la  letra  íntegramente 
en  un  libro  especial  que  llevará  la  4duana  bajo  la 
denominncion  de  "comercio  de  tránsito"  con 
la  inscripción  de  »*  depositadas"  en  la  parte  supe- 
rior de  cada  folio  á  la  izquierda,  y  »♦  extraídas" 
en  la  parle  8uj)erior  de  cada  folio  á  .la  derecha, 
cuyos  asientos  tanto  de  entradas  como  de  salidas, 
deberán  ser  firmados  por  los  jefes  de  la  Aduana 
y  el  interesa  lio,  á  quien  se  dará  copia  del  asiento 
de  depósito  que  deberá  devolver  cuando  haya  ex- 
traído las  mercancías.  Ademas  se  llevará  otro  li- 
bro en  el  cual  se  abrirán  tantas  cuentas  corrientes 
cuantos  sean  los  individuos  interesados  en  las 
mercancíns  declaradas  de  tránsito  para  la  Nueva 
Granada,  haciéndose  constar  en  la  derecha  de  ca- 
da cuenta  y  en  colunmas  separadas,  el  importe 
de  las  mercancías  depositadas  y  los  derechos  que 
lian  causado ;  y  en  la  izquierda,  también  en  co- 
lumnas separadas,  el  valor  de  las  cxtraidas  é  im- 
porte de  los  dcrechodi,  refiriéndose  en  ambos  casos 
á  las  partidas  puestas  en  el  libro  de  comercio  de 
tránsito,  cuyos  folios  se  citarán  para  mayor  clari- 
dad en  la  cuenta. 

Art.  59  Dentro  de  tres  meses  contados  desde 
la  fecha  del  d(  pósito  de  las  mercancías  deberán 
ser  extraídas  para  su  destino  ó  para  el  consumo 
de  Venezuela.  En  caso  de  verificarse  la  extrac- 
ción para  la  Nueva  Granudi,solo  pagarán  un  uno 
por  ciento  nunsiKil  de  almacenaje  sobre  el  valor 
que  tengan  en  el  manifiesto  presentado  ;  y  si  fue- 
ren, declaradas  paiíi  el  consumo  de  Venezuela, 
pagarán  un  dos  ])or  ciento  mensual  sobre  el  mis- 
mo valor,  y  se  cobrarán  los  derechos  conforme 
al  artículo  34  de  la  ley  de  régimen  de  aduanas. 

Art.  69  Al  acto  de  extraerse  dichas  mercan- 
cías para  la  Nueva  Granada,  se  otorgarán  los  pa- 
garés correspondientes  por  los  interesados,  estipu- 
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lándose  en  ellos  el  plazo  de  seis  meses,  coalqule. 
ra  que  sea  el  monto  de  los  derechos  de  importa- 
ción con  arreglo  á  la  liquidación  ya.  practicada, 
y  cayo  plazo  comenzará  á  contarse  desde  el  dia 
de  su  otorgamiento. 

Art  79  Para  la  seguridad  del  pago  de  los  ex- 
presados derechos,  los  jefes  de  la  Aduana  respec- 
tiva exigirán  la  fianza  prevenida  por  el  artículo 
23  de  la  citada  ley ;  debiendo  ser  precisamente 
los  fiadores  vecinos  y  del  comercio  de  las  niisinas 
plazas  de  Ciudad  Bolívar  ó  Maracaibo. 

Art.  89  Si  cumplidos  los  tres  meses  del  térmi- 
no que  se  ha  fijado  para  la  extracción  de  dichas 
mercancías  y  efectos,  no  se  hubiere  esta  verifica- 
do, los  jefes  de  la  aduana  intimarán  al  interesado 
íjue  las  saque  de  los  almacenes  donde  están  de- 
positadas dentro  de  tercejo  dia,  y  no  ejecutándo- 
lo, so  venderán  en  subasta  para  aplicar  al  tesoro 
sus  derechos  y  costas,  inclusive  el  de  almacenaje, 
y  acreditar  al  interesado  el  sobrante  si  iu  bu- 
bicre. 

Art.  99  El  consignatario,  agente  6  dueHo  de 
las  mercancías  y  efectos  que  se  extraigan  pan 
la  Nueva  Granada,  presentará  previamente  á)i 
adn-'na  respectiva,  una  factura  de  las  que  sean, 
con  expresión  de  las  marcas,  número  y  número? 
de  los  bultos  en  que  se  introdujeron,  su  claxy 
cnriiidüd,  medidas,  peso  y  valor  en  guarismosy 
en  i.  ir..s  á  la  vez,  para  que  practicado  queseasu 
U'Cifiüci miento  por  los  jefes  de  la  aduana,  despueí 
que  las  hayan  confrontado  con  el  manifiesto,  ha- 
llándolas conformes,  pongan  dichos  jefes  las  notas 
correspondientes  al  pié  de  la  misma  factura  auto- 
rizándola con  sus  firmas,  y  expedirán  en  coIjSí- 
cucncia  la  guia  de  remisión,  haciéndose  en  ella 
las  propias  especificaciones  constantes  delafactn- 
ra,  dejando  copia  íntpgra  en  un  libra  quesedesli' 
nará  al  efecto  con  la  denominación  de  "copüdor 

DE  GUIAS.'* 

Art.  10.  Dentro  de  seis  meses  contados  desde 
la  fecha  de  la  guia  de  remisión  á  la  Nuera  Gra- 
nada, deberá  presentarse  por  el  interesado,  en  la 
aduana  de  Maracaibo  6  de  GiudadTJolívar  res- 
pectivamente, ia  tornaguía  de  la  aduana  granadi- 
na, de  haberse,  introducido  allí  las  rüercancíasy 
efectos  que  s?  condujeron,  auy)rizada*J)or  los  je- 
fes de  ella  y  fcertificada  por  el'  CónsiJ  de  Vene- 
zuela, y  en  su  defecto  por  la  autoridad  competen- 
te del  lugar,  sin  cuyos  requisitos  no  será  admiti- 
da como  bastante  documento  para  la  devolución 
de  los  derechos. 

Art.  11.  Cumplidos  que  sean  los  seis  meaes  que 
se  prefijan  sin  haberse  presentado  dicha  tornsguí», 
serán  consideradas  las  mercancías  y  efectos  co- 
mo introducidas  para  el  consumo  de  yenezuela, 
j  se  cobrarán  los  derechos  correspondieBtes. 
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AxU  12.  Las  mercanciad  y  efectos.de  producción 
6  manufactufa  ex^anjeta  que  se  introduzcan  de 
ia  NuevaQraiiada  para  e]  consumo  de  Venezuela 

,  por  la  aduana  de  San  Antonio  del  Táchira,  que- 
dan sujetas  al  pago  de  los  derechos  de  importa- 
ción con  arreglo  á  la  citada  ley  sobre  régimen  de 

^aduanas,  observándose  .por  los  jefes  de  la  del 

*  Táchira  todas  las  formalidades  y  requisitos  pre- 
venidos en  la  misma  ley. 

Art.  13*  £1  Secretario  de  Relaciones  Exterio- 
res se  entenderá  con  el  de  la  Nueva  Granada  á 
fin  de  obtener  cada  tres  meses  copias  de  las  guias 
que  las  Aduanas  de  Venezuela  hayan  expedido 
para  las  mercancías  internadas  en  la  Nueva  Gra- 
nada, y  copias  de  las  tornaguías  que  las  aduanas 
de  dicha  República  hayan  librado  para  las  de  Ve- 
nezuela. 

Art.  14,  Habrá  un  cuerpo  de  Resguardo  en  el 
Amparo,  ribera  del  Arauca  fronterizos  con  la  Nue- 
va Granada,  bajo  la  dependencia  de  la  Aduana 
de  Ciudad  Bolívar  y  sujeto  á  la  organización  que 
le  dé  el  Pdder  Ejecutivo. 

Art.  15.  Respecto  de  las  mercancías  ya  impor- 
tabas que  hubieren  sirio  declaradas  de  tránsito, 
se  concede  el  plíazo  de  tres  meses,  contados  desde 
la  publicación  de  este  decreto,  para  su  internación 
á  la  Nueva  Granada,  llenándose  los  demás  re- 
quisitos que  aquí  se  establecen:  pasado  este  tér- 
mino se  considerarán  como  introducidas  para  el  p. 
consumó,  y  se  procederá  al  cobro  de  los  derechos 
correspondientes. 
■  Art.  16.  El  Secretario  de  Estado  en  el  Despa- 

■  cho  de  Hacienda  queda  encargado  de  la  ejecu- 
ción de  eéfe  Decreto. 

.  Dado'  en  barácná  á'  10  de  Agosto  de  1855, 
26  y  45.— \Firtnado.j— Joííé  T.  Monagos. 

Por  S.  E.— El  Béci-etario  de  E.  eñ  ef  D  de  Ha- 
cienda.'^{Ft)ciocí-á(]o.)^^Jacin(o  Cruliérrez. 

COMÉRiplO  DE   TRÁNSITO,    Resolución  Eje- 
cutiva pE  15  DE  Diciembre  de  185.5  desti- 
nando fondos  para  reintegrar  lo  que   adeuda 
la  aduana  de  Ma/racaibn  por  derechos  de  mer- 
cancías de  tránsito. 
Secretaría  dé  Hacienda^ — Caracas,  Diciembre 
15  de  1855. 
Resuelto. -rConñ\áevíiiu]o,  que  por  consecuen- 
cia de  Jos  términos  en  que  fué  redactada  la  ley  de 
12  de  Mayo  de  I S54  sobre  comercio  de  tránsito 
para  la  Nueva  Granada,  *Ia  aduana  de  Maracaibo 
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.dos  para  su  mas  breve  y  gradual  amortización,  Ja 
cual  se  conseguirá,  pues  que  con  el  decreto  de 
tránsito  de  10  de  Agosto  último*  han  cesado  los 
motivos  que  dieron  ocasión  á  que  se  contrajese  di- 
cha deuda ;  y  por  último,  que  es  de  estricta  jus- 
ticia resarcir  á  los  acreedores,  dol  perjuicio  que 
les  causa  la  demora  en  el  reintegro  de  una  deuda 
sagrada  por  su  naturaleza,  el  Poder  Ejecutivo 
atento  "siempre  á  la  con^-^rvacion  del  crédito  pü* 
blico,  se  ha  servido  resolver  lo  siguiente: 

19  Apropiase  para  reintegrar  lo  que  jJDr  tor- 
naguías debe  la  aduana  de  Maracaibo,  los  recur- 
sos siguientes ; 

La  suma  de  treinta  y  dos  mil  cíenlo  veintinueve 
pesos  ochenta  y  siete  centavos  (8  32. 12Í).  87)  que 
hasta  el   20  de  Agosto  último  existia   en    dicha 

,  aduanaccn  pagarés  de  tránsito,  los  cuales  se  de- 
volverán, lo  mismo  que  cualquiera  otra  cantidad 
existente  en  la  propia  especie  hasta  el  dia  en  que 

\  se  puso  en  ejecución  en  Maracaibo  el  citado   de- 

I  creto  de  10  de  Agosto  de  este  ano. 

La   suma   de  diez  y  ocho   mil   doscientos   se- 

^  senta  y  seis  pesos  veintitrés  centavos  (18.266,  23) 
que  deben  devolver  á  la  aduana  de  Maracaibo  los 
señores  Pardo  y  Compañía  y  Kennedy  y  Ilahn 
por  el  treinta  por  ciento  que  han  recibido  de 
mercancías  introducidas  en  la  Nueva  Granada  ; 
devolución  que  ^eben  hacer  en  dinero  t  fcctivo. 
.  El  veinte  por  ciento  de  los  derechos  ordinarios 
de  importación  que  se  causen  en  la  miama  adua- 
na de  Maracaibo. 

29»  El  producto  del  20  ppr  ciento  se  distribuirá 
mensualmenle  entre  los  acreedores  por  tprna- 
guías,  proporción  guardada  entre  el  haber  de  qa- 
da  uno,  y  se  dará  aviso  a  la  Secretaría  de  Ha- 
cienda de  la  distribución.  * 
39  AdenQas  de  las  relaciones   parciales  que  ha 

[  enviado  el  Administrador  de  aquella  aduana,  re- 

í  mitirá  una  general  del  total  monto  que  se  adeude 
por  tornaguías  para  el  día  en  que  llegue  á  su  co- 
nocimiento esta  resolución. 

4<^  Pagados  los  capitales,  se  hará  una  liquida- 
ción de  intereses  al  respecto  de  9  por  ciento  al 
aíib  que  serán  satisfechos  con  el  mismo  20  por 
ciento  destinados  en  el  ^  1.^  al  pago  de  lo  que  se 

.  adeude  por  tornaguías,  debiendo  correr  los  inte-' 

j  reses  desde  1.°  de  Enero  próximo. 

59  Esta  resolución  principiará  k  cumplirse  el 
j  f.** "del  5  Enero  próximo  venidero  en   armonía  con 


está  debiendo  mas  de  cien  mil  pesos  por  razón  de  •  las   disposiciones  de)  decreto  de -30  de   Noviem 

tornaguías,  según  consta  del  pormenor  de  las  re-  ;  bre  último  que  arregla  el   pago  de  los  presupues- 

lacipnes  que  ha  pasado  á  pedimento  dej   Gobier-  1  tos  generales  de  gastos  públicos,  quedándale  á  I& 

no:   que  no  obstai^to  ser  imposible,  por  las  actúa-  i  aduana  de  Maracaibo  para  cubrir  sus  gastos  or< 


les  circunstancias .  (j|,el  tesoro  público,  y  en  espe- 
c;ial  de  aquella  aduana,  reintegrar  de  pronto  tan 
fuerte  suma,  es  d^  absoluta  necesidad  aplicar  fon- 


!  díñanos   que'  le  sefiala  el   mencionado  decreto» 

¡  las  cantidades  siguientes: 

¡      El  80  por  ciento  de  sus  ingresos  ordinarios. 


4dtí 
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Bl  producto  del  establecimiento  de  la  Ceiba,  y 

LfOd  sobrantes  de  la  aduana  da  San  Antonio  del 
Táéhira. 

La  indicada  aduana  de  Maracaibo  tendrá  á  dis- 
posición  de*  la  Tesorería  General  el  producto  de 
la  contribución  extraordinaria  que  en  ella  se  re- 
caude. 

Comuniqúese  á  quienes  corresponda. 

Por  S.  E.'^Gvtiérrea. 

COMERCIO    DB    ABTICULOS    DB    OCERRA.  VóR- 

seJirtictilos  de  guerra  (En  este  mismo  Apén- 
dice.) 

COMISIÓN  DB  LOS  ADMIN18TRAP0EBS  DB  REN- 
TAS INTERNAS.  Resolución  EjEcuTiirA  de 
2  DB  Agosto  db  1&54  declarando  oue  no  les 
corresponde  ninguna  por  la  reca/uaacion  de 
empréstitos.  (•) 
Secretaría  de  Hacienda. — Sección  quinta. 

Caracas,  Agosto  2  de  1854. 
Resuelto, — Dígase  en  circular  á  los  Goberna- 
dores y<«»Administradores  principales  de  Rentas 
Internas. 

En  el  expediente  respectivo  ha  recaído  con 
esta  fecha  la  resolución  siguiente. 

**  El  veinte  por  ciento  sobre  las  cantidades  que 
se  recaudan,  asignada  por  el  Gobierno  á  los  Ad- 
ministradores de  Rentas  Internas,  no  puede  en- 
tenderse sino  respecto  de  los  fondos  ordinarios 
que  entren  en  aquellas  oficinas.  Las  sumas  re- 
caudadas por  ellas  provenientes  del  empréstito, 
no  pueden  de  ninguna  manera  cercenarse  con  la 
rebaja  de  semejante  comisión,  porque  tal  ope- 
r  ración  disminuiria  considerablemente  los  pro- 
ductos de  este,  con  los  cuales  cuenta  el  Gobier- 
no para  atender  á  las  enormes  é  imperiosas  ero- 
gaciones necesarias  para  el  restablecimiento  del 
orden  público ;  y  porque  en  tal  caso  percibi- 
rían los  Administradores  una  cantidad  exorbi- 
tante, que  ninguna  proporción  guardaría  con  el 
sencillísimo  trabajo  de  recibir  las  cantidades  da- 
das en  empréstito,  de  llevar  la  cuenta  de  su  pro- 
ducto y  de  hacer  su  inversión,  sin  competerle  nin- 
guna otra  función,  ni  ningún  paso  judicial  para 
hacer  efectiva  la  rerandacion.  No  es  tampoco 
justo  que  se  exija  ft  los  ciudadanos  el  sacrificio 
de.  sus  bienes,  sino  en  exclusivo  provecho  del 
servicio  público  y  únicamente  para  los  sagrados 
gastos  de  la  guerra,  ni  que  los  encargados  de 
aquellas  administraciones,  á  los  cuales  el  Poder 
Ejecutivo  considera  bien  compensados  de  su  tra- 
bajo con  los  emolumentos  ordinarios  que  les  es- 
tán asignados,  los  aumenten  notablemente  de  es* 
ta  manera  en  momentos  en  que  se  exige  á  to- 
dos el  contingente  necesario  en  favor  de  la  cau- 

(*)  Enteramente  conforme  con  la  de  20  de  Agosta  de 
1858,  pAg.  586,  t<»no  primero. 
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sa  naetona).  Bn  ríriiid  de  e^tas  ranmes,  t\  Go- 
bierno dispone :  que  los  Admioistradoreí  de 
Rentas  Internas,  así  príneipales  eomo  80balte^ 
nos,  no  deben  descontar  comisión  slgaiia  por  la 
recaudación  del  empréstito.  Comttnfqaese  á 
quienes  corresponde  y  pubHqoese. 

PorS.E.-ftM«8. 
CONCEJO  ifüNiciPAL  0B  MATüaw.  CoDceíion 
á  él,  en  calidad  de  devolución,  dedertos  pn* 
doctos  de  los  derecho»  de  entrada  y  aguada 
para  la  construcción  de  un  templo.  Yéaie 
Derechos  de  puerto,  (En  este  mismo  Ápéodice) 
D.  delSdeMayode  1854. 

CONFEDERACIÓN  colombiana.  V6aae  Pac. 
tos  de  federación, 

CONSPIRADORES.  FBsoLUciofi  ejecutivím 
23  DE  FEBRERO  DE  1855  derogáñdo  las  ¿27 
de  Mayo  de  1853,  y  II  de  Agosto  de  1854 so^ 
embargo  de  sus  bienes^  pag,  587  id  Tm 
primero, — Virtualmente  deroga  también  kit 
U2  de  Julio  del  mismo  a^o,  pag.  ¿88  iel  p 
pió  Tomo. 

Secretaría  del  Interior. — Sección  8egun(h. 
Caracas,  Febrero  23  de  1855. 
Resuelto. — Dígase  á  los  Gobernadores  de  p 
vincia. 

Por  resolución  de  este  Ministerio,  fechi27(ífi 
Mayo  de  1853,  se  recomendó  á  US*  ptmm 
ft  los  Procuradores  municipales  de  su  fenitoiiOi 
que  persiguiesen  ante  los  tribunales  de  jasiieiaí 
los  culpables  por  conspiración,  debiendo  pedir  el 
embarffo  de  sus  bienes  para  indemnizar  al  Esta* 
do  de  los  perjuicios  que  causase  aquel  delito,  de* 
jando  á  salvo  á  los  particulares  el  derecho  qoe 
tuviesen  para  resarcirse  de  ios  daños  qoe  es* 
perimentasen  por  igual  nciotivo. 

En  11  de  Agosto  último  se  declaró  rígeote 
igual  resolución)  para  todos  los  casos  resoilao- 
tes  de  la  revolución  del  año  próximo  pasado. 

El  Gobierno  se  halla  instruido  así  delosaba* 
sos  que  se  han  cometido  á  la  sombra  de  las  re* 
soluciones  referidas,  como  de  la  discordia  qoe 
han  sembrado  en  las  poblaciones  en  doode  m 
han  puesto  en  pr&ctica. 

En  esta  virtud,  y  poseida  la  actual  Admisii* 
tracion  del  sentimiento  de  paz  y  de  coneordií 
que  domina  en  la  Nación,  S.  E.  el  Presideotede 
la  República  se  ha  servido  disponer  lo  sipeote- 
19  Se  revocan  las  resoluciones  de27deMajo 
de  1853  y  11  de  Agosto  del  affo  próximo  pu^* 
do,  ya  citadas,  y  en  consecuencia,  los  Procuradoj 
res  municipales  que  hayan  procedido  en  virt^Q 
de  tales  disposiciones,  desistirán  en  todo  negó* 
CÍO  de  embargo  ante  los  correspondientes  tribo* 
nales,  de  las  acciones  intentadas  para  indemninr 
al  Estado,  y  obrarán  de  modo  á  alean»r  el  de 
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aembar^  délas  fineta  respecto  dé  las  emiles  ha 
ya  recaído  semejante  providencia;  y 

20  £n  los  casos  en  qoe  algún  particular  intro- 
duzca en  los  tribunales  acción  para  indemnizarse 
de  los  perjuicios  que  diga  haberle  causado  uno  ó 
mas  individuos  por  delito  de  conspiración,  ei  Pro- 
curador Municipal  de  la  localidad  deberá  instruir 
por  medio  de  US.  ft  este  Ministerio  de  lo  que  ocur- 
ra en  el  asunto,  para  dictar  en  consecuencia  las 
medidas  del  caso,  respecto  á  la  tercería  que  se 
reserva  el  Gobierno  hacer  para  salvar  los  dere* 
chos  que  al  Estado  puedan  asistir* 

Tengo  el  honor  de  comunicarlo  á  US*  para  su 
inteligencia  y  fines  consiguientes. 
Soy,  &c* 

Por  S.  E.-^Aranda.  ' 
CONSPIRADORES,  resolución  ejecutiva 
DB  18  DE  JULIO  DE  1855  sohre  una  solicitv4 
del  Sr,  Casiano  Campos^  á  nombre  de  su  par 
drcy  relativa  al  embargo  y  enajenación  de  aU 
gunas  propiedadas  de  esie,  que  hicieron  las 
autoridades  de  Margarita  ;  la  cual  se  hace 
extensiva  á  todos  los  que  se  encuentren  en 
igual  caso. 

Secretaría  del  Interior. — Sección  segunda. 
Caracas,  Julio  18  de  1855. 
Resuello. — Dígase  al  seQor  Gobernador   de   la 
provincia  de  Margarita. 

Vista  por  el  Poder  Ejecutivo  la  representación 
documentada  que  ha  introducido  en  este  Despa- 
cho el  señor  Casiano  Campos  pidiendo  que  se  le 
mande  abonar  el  valor  de  una  piragua  que  le  fué 
embargada  á  su  padre  y  vendida  por  el  Goberna- 
dor y  Junta  Económica  de  Hacienda  de  Margari- 
ta en  el  afio  de  18&3,por  conceptuársele  conspira- 
dor, la  cual  habia  recobrado  en  virtud  de  la  de- 
saprobación que  did  el  Gobierno  á  las  enajena- 
ciones celebradas  por  dicha  Junta  de  Hacienda 
de  Margnrita,  pero  de  que  posteriormente  fué  de 
nuevo  despojarlo  por  otra  resolución  del  Poder 
Ejecutivo,  ocasionándole  esto  el  reintegro  que 
tuvo  que  hacer  del  valor  que  por  ella  habia  re- 
cibido de  una  persona  &  quien  la  vendiera,  y  de 
los  perjuicos  sufridos  por  esta  á  consecuencia  de 
la  devolución,  S.  E.  ha  querido  oir  la  opinión  del 
Consejo  de  Gobierno,  con  la  cual  ha  tenido  á 
bien  conformarse  en  todas  sus  partes,  cuyo  tenor 
literal  es  el  siguiente. 

•*  Sesión  número  57  del  Consejo  de  Gobier- 
no.--Márte8  3  de  Julio  de  1855.—^  4?— Siguió 
considerándose  el  reclamo  del  señor  Casiano 
Campos,  y  el  Consejo  aprobó  el  siguiente  acuer- 
do.— El  sefior  Casiano  Campos  munifiesta  que, 
atubuyéndose  á  so  padre,  señor  Juan  Francisco, 
el  delito  de  conspiración  6  de  complicidad  en 
él,  en  la  provincia  de  Margarita,  no  solo  fueron 
embargados  todos  sus  bienes,  según  la  resolución 
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Bjecutiva  de  27  de  Mayo  de  18B8,  sino  aun  ven- 
^  didos,  sin  que  en  realidad  pudiese  hacérsele  car- 
go alguno  por  conspiración :  que  entre  los  bienes 
vendidos  se  halla  una  piragua  que  compró  el  Sr* 
Hilario  Ortega,  de  quien  la  recobró  su  padre- 
mediante  haber  sido  desaprobado  por  el  Gobier- 
no el  acuerdo  en  que  la  Junta  Económica  de 
Hacienda  de  Margarita  dispuso  la  eunjenacion 
de  los  bienes  embargados  á  los  facciosos:  que 
luego  vendió  dicha  piragua  al  señor  Marcos  Ve- 
lázquez,  que  fué  despojado  de  ella  por  Hilario 
Ortega  en  virtud  de  una  nueva  disposición  del 
Poder  Ejecutivo  ;  y  en  consecuencia  exigió  & 
Campos  e!  saneamiento  de  la  venta,  y  tuvo  este 
que  entregarle  ochocientos  noventa  y  un  peso 
por  eWalor  de  la  piragua  y  los  perjuicios  sufri- 
dos. En  conclusión  pide  se  le  mande  a'bonar  esta 
suma  por  el  Tesoro,  ó  entregar  la  expresada  pira- 
gua* que  es  á  lo  que  limita  por  ahora  su  reclamo. 
El  Poder  Ejecutivo  ha  querido  oírla  opinión  del 
Consejo  de  Gobierno  en  el  particular  ;  y  como 
délos  antecedentes  presentados  resultaba  que 
defoian  existir  otros,  concernientes  á  la  materia* 
en  el  Ministerio  de  Hacienda,  acordó  este  cuerpo 
pedirlos  en  15  de  Mayo  áltimo.  Consta  de  uno 
de  los  expedientes  creados  en  el  Ministerio  del 
Interior  que,  instando  el  Jefe  de  operaciones  de 
la  provincia  de  Margarita,  Coronel  (entonces) 
Pedro  Vicente  Aguado,  por  el  suministro  de  ra- 
ciones para  la  guarnición,  el  Gobernador  de  la 
misma,  señor  Juan  Larrazábal,  aceptó  la  indica- 
ción que  aquel  le  hizo  de  que  se  tomase  de  los 
bienes  de  los  conspiradores  mas  calificados  lo  ne- 
cesario para  sosteiier  las  tropas  del  Gobierno  ;  y 
al  efecto  ordenó  el  30  de  Junio  de  1853  al  Juez 
de  paz  de  Porlamar,  que  entregase  al  Jefe  de 
operaciones,  de  los  efectos  embargados  en  las 
casas' de  los  facciosos  Juan  Francisco  Campos  y 
Juan  de  Dios  Aguirre,  previo  valáo  por  dos  peri- 
tos, lo  que  se  necesitase  para  racional  las  tropas, 
y  exigiese  el  correspondiente  recibo.  Igual  orden 
dio  al  Juez  de  Pampatar  para  que  procediese  en 
los  mismos  términos  respecto  de  los  bienes  em- 
bargados 6  Eduardo  Solis.  El  Poder  Ejecutivo  & 
quien  se  dio  cuenta  de  esta  medida,  exigió,  para 
la  resolución  conveniente,  una  noticia  circunstan- 
ciada de  lo  que  se  hubiese  tomado  á  los  expresa- 
dos conspiradores,  detallándose  los  bienes  ó  ef.íc- 
tos  embargados  de  que  se  hubiese  dispuesto,  á 
quién  pertenecían^  á  cuánto  ascendía  su  valor, 
según  el  justiprecio  dado.  £1  Gobernador  en  con* 
secuencia  remitió  con  oficio  de  26  de  Noviembre 
de  1853,  otro  original  del  Comisario  de  guerra 
señor.  Francisco  Maneiro  en  que,  sin  los  detalles 
exigidos,  dico :  que  de  los  efectos  del  señor  Pe- 
dro Eduardo  Solis,  se  tomaron,  según  inventario, 
setecientos  veintiséis  pesos  :  de  los  de  la  casa  de 
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JuM  de  Dioa  Agoirre  quinientos  veintiaeispesos; 
y  de  los  de  la  de  Juan  Francisco  Campos  tres'i 
mil  cuatrocientos  treinta  y  cuatro  pesos  setenta  y 
un  centavos,  que  hacen  el  total  de  cuatro  mil  seis- 
cientos ochenta  y  seis  p^sQs  setenta  y  un  centavos; 
y  aílade  que  ignora  lo  que  se  haya  tomado  de  la 
casa  del  Sr.  José  María  Mor&les,  porque  en  el 
tiempo  en  que  se  hizo  esto,  no  era  él  conúsarío,  y 
servia  de  proveedor  Jesús  Silva,  que  ni  habia  ren- 
dido sus  cuentas,  ni  se  encontraba  en  la  provin- 
cia. Ninguna  resolución  ha  recaído  en  el  par- 
ticular.— 6e  otro  de  los  expedientes  creados  en  el 
Ministerio  del  Ititerior,  resulta:  que  el  15  de 
Octubre  de  1853^  ocurrió  Hilario  Ortega  á  la  Go- 
bernación de  Margarita,  manifestando  que  pues- 
ta en  venta  la  piragua  «'Minerva  "  de  la  pertenen- 
cia del  conspirador  Juan  Francipco  Campos, 
ofrecía  por  ella  cuatrocientos  cincuenta  pesos,  los 
.  cuales  fueron  aceptados  y  recibidos  ese  mismo 
día  por  el  Gobernador  G.  Guerra  :  que  la  Corte 
Superior  del  Distrito  de  Oriente  decidió  el  7  de 
Noviembre  de  1853,  el  recurso  de  amparo  inter- 
puesto por  Juan  Francisco  C&mpos  y  otros,  de- 
clarando opresivo  el  procedimiento  seguido  con- 
tra ellos,  y  mandando  ponerlos  en  libertad  :  que 
el  Gobernador  de  Margarita,  se&or  Juan  Larrazá- 
ba),  á  solicitud  de  Juan  Francisco  Campos, 
autorizó  á  este  el  20  de  los  mismos  para  que 
pudiese  reclamar  las  propiedades  que  le  habían 
sido  tomadas,  haciendo  uso  desús  derechos  ante 
los  tribunalesde  justicia;  y  con  fecha  24  del  mismo 
Noviembre  le  mandó  entregar  el  falucho  **  San 
Miguel "  que  estaba  depositado  en  poder  del  Sr. 
José  Manuel  Silva:  que  la  Junta  Económica 
de  Hacienda  de  Margarita  en  sesión  de  13  de 
Diciembre  de  1853,  autorizó  al  Gobernador  para 
que  vendiese  los  bienes  embargados  á  los  cons- 
piradores y  con  su  producto  atendiese  á  las  ra- 
ciones de  la  fuerza  armada,  por  juzgarlo  confor- 
me á  la  resolución  del  Poder  Ejecutivo  de  27  de 
Mayo  anterior :  que  el  Poder  Ejecutivo  en  26  de 
Enero  de  1854,  desaprobó  en  todas  sus  partes  el 
acuerdo  de  la  Junta,  así  como  los  demás  actos 
que  hubiesen  emanado  de  sus  disposiciones :  que 
en  consecuencia  la  Junta  en  sesión  de  8  de  Fe- 
brero fdzó  la  sanción  á  dicho  acuerdo ;  y  deter- 
minó manifestar  al  Poder  Ejecutivo  que  fué  la 
urgencia  del  caso  lo  que  le  obligó  á  celebrarlo ; 
y  ademas  enviarle  una  noticia  de  ios  bienes  ven- 
didos y  de  sus  valores,  para  que  si  debían  devol- 
verse aquellos  á  sus  antiguos  dueños,  el  Tesoro 
abonase  estos  que  habian  sido  empleados  en  la 
guarnipion.  Fué  esa  noticia  la  que  creyó  el  Con- 
sejo poder  obtener  del  Ministerio  de  Hacienda 
cuando  acordó  pedirle  los  antecedentes  sobre  el 
particular  ;  pero  sin  duda  no  fué  enviada  por  el. 


aefior  Chiberoador  de  Ma/garita,  pues  note  hall» 
en  el  expediente  presentado  por  el  señor  Secreta. 
rio  de  Hacienda,  que  contiene  solo  el  acuerdo 
de  la  Junta  Económica  ya  mencionado,  y  su  de- 
saprobación por  el  Poder  Ejecutivo ;  y  ademaí 
un  oficio  en  que  el  Gobernador  de  Margarita  con 
fecha  28  de  Marzo  último  consulta  lo  que  deba 
determinar  en  varios  reclamos,  unos  respecto  de 
ios  bienes  vendidos,  y  otros  respecto  de  los  qas 
aun  se  conservan  embargados;  añadiendo:  qut 
de  las  propiedoulea  embargadas  se  kan  adjudica' 
do  muchas  á  particulares  á  cuenta  de  sus  suidos 
devengados  en  servicio  militar  ;  y  que  se  k  k 
informado  que  en  las  aduanas  cobran  estos  mú- 
mas  integramente  sus  haberes. — Consta  atlemas 
del  mismo  expediente  del  Minísteriu  del  Interior, 
deque  últimamente  se  ha  venido  hablando,  que 
el  Gobernador  de  Margarita,  señor  Ramón  Hur- 
tado,  en  virtud  de  la  decisión  déla  Corte  Superior 
de  Oriente  en  que  esta  declaró  con  lugareUm- 
paro  inOentado  por  Juan  Francisco  Campos,  r 
en  virtud  también  de  haber  sido  desaprobado  por 
el  Poder  Ejecutivo  el  acuerdo  ya  mencionado  de 
la  Junta  Económica  de  Hacienda,  resolvió  áp^ 
ticion  de  Campos  el  14  de  Marzo  de  1854,  que 
este  podia  reclamar  de  las  autoridades  judicial^ 
todos  los  bienes  que  le  hubiesen  sido  extraídos  y 
vendidos,  para  lo  cual  se  le  haría  por  los  joecw 
respectivos  formal  entrega  :  que  uno  de  ios  hi)ü« 
de  Campos,  apoyado  en  esta  resolución  y  olio» 
documentos,  obtuvo  del  Juzgado  de  parroquiade 
la  Guaira  que  le  pusiese  en  posesión  del  falucho 
*♦  Minerva  '*:  que  despojado  entonces  el  compr»- 
dor  Hilario  Ortega,  introdujo  un  reclamo  al  Mini«- 
terio  del  Interior  por  donde  se  resolvió  el  23  de 
Marzo  de  1864:  •»  que  no  teniendo  el  Poder 
Ejecutivo  constancia  de  los  bienes  embargados 
en  Margarita  á  causa  de  ios  sucesos  póteos, 
ni  estando  llamado  á  decidir  las  recianiíciones 
que  entre  los  particulares  se  suscitasen  pordichos 
embargos,  era  á  los  tribunalesde  justicia  donde 
(lebia  ocurrir  el  interesado*';  pero  aparece  que 
pocos  días  después,  y  sin  ulterior  escrito  de  este, 
libró  otra  resolución  el  mismo  Ministerio  del  In- 
terior con  fecha  3  de  Abril  del  mismo  aüo,  de- 
clarando  que  no  toca  á  los  Grobernadores  refocar 
ó  dar  por  nulos  los  actos  de  ^us  antecesores  coaD- 
do  en  ellos  se  perjudica  un  tercero  j  yqueasí," 
Gobernador  Hurtado  no  habia  podido  alterar  la* 
disposiciones  que  sobre  embargos  de  bienes  nawa 
dado  su  antecesor  G.  Guerra,  siendo  este  acto 
correspondiente  á  los  tribunales  de  jusücia ;  y 
que  debia  revocar  las  providencias  que  habiese 
librado  en  la  materia.  Hilario  Ortega  se  qoejo  en 
escrito  de  16  de  Mayo  de  1854,  por  faiu  «e 
cumplimiento  de  esta  misma  resolocion,  »  V^ 
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fué  reproducida  en  83  de 'Mayo  de  un  modo  mas 
terminante,  y  se  previno   al  Gobernador  de  Mar- 
garita que  revocase  su  resolución  de  14  de  Mar- 
zo, dejando  por  este  &echo  á  Ortega  en*  posesión 
del  falucho  Minerva. — £1  solicitante  ha  pr|)ducido 
anos  documentos  constantes  de  siete  folios  útiles, 
dp  los  cuales  coilsta  que   por  orden  del    Juez  de 
parroquia  de  Rio-Caribe  fué  embargada  el  30  de 
Mayo  de   1854  la  piragua  Minerva  para  entre- 
garse á  Hilario  Oitega,  según  la   resolución  del 
Poder  Ejecutivo  de   4  de  Abril  (debe  ser  tres)  y 
del  decreto  del  Gobernador  de  Margarita  en  que 
ordenaba  su  cumplimiento;  y  que  Mateos  Veláz- 
quez,  poseedor   entonces  de  dicha   piragua  por 
compra  que  de  ella  había  hecho  á  Francisco  Cam- 
pos, protestó   ese   mismo   dia   contra  semejante 
acto.  Aquí  se  vé  que  sin  embaído  de  que  Ortega 
habia  vuelto  á  entraren  posesión  de  la    piragua 
Minerva  el  3  de  Mayo  de  1854,  según  la  resolución 
dei  Poder  Ejecutivo  de  3  de  Abril  anierior,  supu- 
ro en  su  escrito  de  16  de  Mayo  que  se   eludía    e) 
cumplimiento  de  aquella,  y  dio  motivo  á  que  se 
reprodujese,  como  queda  dicho,  de  un  modo  m&s 
terminante. — Lo  expuesto  revela  el  desorden  que 
ha  habido  en  el  embargo  y  v^nta  de   bienes  per- 
tenecientes á  varios  vecinos  de  la  provincia    de 
Margarita,  tanto  mas  escandaloso,  cuanto  ha  sido 
autorizado  por  los  mismos  funcionai-ios  llamados 
h  dar  garantías  á  los  ciudadanos   en    el    guce  de 
sus  derechos  individúale?. — Bien  se  con)prendió 
lo  abusivo  del  proceder  del  Gobernac  or,  al  acep- 
tar la  indicación  del  Jefe  de  operacionc?,  y   dis- 
poner en  30  de  Junio  de  1853  que  se  entregasen 
á  este,  efectos  embargados  á   los  facciosos    para 
que  se  racionasen  las  tropas,  cuando   quiso  jegi. 
timarse  la  continuación  de  esa   medida,   con   el 
acuerdo  de  la  Junta  Económica  de    Hacienda  en 
sesión  de  13  de  Diciembre  del   mismo   afio. — Si 
abusivo  fué  lo  dispuesto  por  el  Gobernador,  no  lo 
filé  menos  lo  acordado  por  la  Junta  Económica 
de  Hacienda,  apoyándose  en  la  resolución  de  27 
de  Mayo  de  aquel  año,  que  ninguna  facultad  da 
ba  para  que  se  vendiesen  los  bienes  embargados 
á  los  facciosos,  y  mucho  menos  para  que  corrie- 
sen con  la  venta  empleados  del   orden  adminis- 
trativo, á  quienes  no  incumbía  decretar  el  previo 
embargo;  sino  áloa  del  poder  judicial,  pues  por 
dicha  resolución  solo  se  previno  á  los  procurado- 
res municipales  que  persiguiesen  ante  los  tribu» 
nales  de  justicia  á  los  culpables  por  conspiración, 
debiendo  pedir  el  embargo  de  szls  bienes  para  in- 
demnizar al  Estado  de  los  perjuicios  que  causase 
aquel  delito,  dejando  á  salvo  á  los  particulares  el 
d«re(  bo  qae  turiesen  para  rezarcirse  de  los  daños 
que  experimentasen  por  igual  motilo.— »La  venta 
de  la  piragua  Minerva  que  tuve  lugar  el   15  de  ] 
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Octubre  de  1868,  no  emanó,  como  lo  ha  creido  el 
solicitante,  del  acuerdo  de  la  Janbi  Económica  de 
Hacienda  que  se  celebró  después,  el  13   de  Di- 
ciembre, ni  como  lo  pensó   el  seííor  Gobernador 
Karaon  Hurtado  ^cuando  le  mandó  poner  en  po- 
sesión de  la  piragua  apoyado  en  haber  desapro- 
bado el  Poder  Ejecutivo  diciK)  acuerdo,   sino  de 
la  resolución  anterit^r  del   Gobernador  de  que  se 
ha  hablado,  observación  que  se  hace,  mas  porque 
queden  fijados  los   hechos  con   exactitud,    que 
porque  ella  importe  para  la  decisión  del  asunto. — 
Las  consecuencias  de  esas  disposiciones   que  no^ 
han  sido  aprobadas  por  el   Poder  Ejecutivo,   en' 
nada  pueden  afectar  á'la  Nación.  Es  esa  aproba-» 
cion  que  no  aparece,  la  que  podría  dar  derecho  á 
los  ofendidos  á  considerar  al  Estado  como  el  ver- 
dadero autor  de  la  injuria,  para  que  él   fuese   el 
obligado  á  indemnizarlos. — Respecto   de   la  pri- 
mera resolución  del  Gobernador   de   Margarita, 
el  Poder  Ejecutivo  se  limitó   á   pedir   los   datos 
que  estimó  convenientes   para   resolver  ;  y  en 
cuanto  al  acuerdo  de  la  Junta  Económica  de  Ha- 
cienda lo  desaprobó  en  todas  sus  partes,  así  como 
los  demás  actos  que  hubiesen   emanado   de  sus 
disposiciones ;  y  los  efectos   de   esa   desaproba- 
ción están  determinados  en  el  final  del  artículo  39 
de  la  ley  sobre  Juntas  Ejonómicas  de  Hacienda.— 
No  puede,  pues,  el  Poder  Ejecutivo   disponer  que 
por  el  Tesoro  publico  se  abone  al  solicitante  el 
valor  de  la  piragua  Minerva  y  el  de  los  perjuicios 
sufridos ;  ni  puede  tampoco  ordenar  que  se  le  en- 
tregue aquella,  porque  no  es  el  Poder  Ejecutivo  el 
llamado  á  decidir  sobre  la   legíiima  posesión    ó 
tenencia  de  las  cosas,  sino  los  tribunales  de  justi- 
cia, ante  los  cuales  los  interesados  deben  deducir 
sus  derechos. — La  suspensión  que  pudiera  decie- 
tar  el  Poder  Ejecutivo,  para    el  sometimiento  á 
juicio  do  los  empleados  que  abusaron  en  el  desem- 
peño de  sus  funciones,  se  hace   ineficaz    por   no 
hallarse  hoy  aq  uellos  sirviendo  los  destinos  de  que 
pudiera  suspemlérseles. — Por  todas  estas  razones, 
juzga  el  Consejo,  que  no  puede  accederse  6  la  so- 
licitud del  señor  Casiano  Campos  :  que  él  y  todos 
los  demás  que  se  hallen  en  su  caso,  deben  ocurrir 
ante  los  respectivos  tribunales  y  como  correspon- 
da, á  deducir  sus  derechos  contra  quienes   haya 
lugar,  según  les  conviniese,  sin   que  obsten   las 
resoluciones  que  se  han  librado  por  el  Ministerio 
del  Interior ;  y  que  el   Gobierno  debe  procurar 
que  sea  solo  por  las  cantidades  que  realmente 
hayan  sido  invertidas  en  el  servicio  público,   que  ^ 
se  haga  responsable  el  Tesoro  para  su  pago. — En 
estos  términos  da  el  Consejo  de   Gobierno  «1  Po- 
der Ejecutivo  su  dictamen  sobre  el  particular." 

Y  tengo  el  honor  de  trascribir  á  US.  el   prece- 
dente acuerdo  como  resolución  general  de  Us 
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diseñas  solicitades  que  se  bac  dirigido  á  este 
Ministerio,  &  cuyos  interesados,  los  sefiores  Ca- 
siano Campos,  Víctor  Moreno,  Ana  Pino,  Ana 
Gleta  Liborí  y  Juan  Alfonzo,  vecinos  deesa  pro- 
vincia, se  servirá  US.  instruir  á  fin  de  que  si  les 
conviniere,  ocurran  á  esta  Secretaría  solicitando 
los  documentos  que  hayan  presentado  y  de  que 
ne«*«siten  para  intentar  sus  acciones  ante  los  tri- 
bunales competentes. 
Soy,  &c. 

Por  S.  E. — Aranda. 

CONSTITUCIÓN.   Decreto  de    10  de  Mar- 

zo  DE  1650  sobre  la  manera  de  efectuar  su  re- 
•   forma  general. 
El  Senado  y  Cám%ra  de  Representantes  de   la 

República  de  Venezuela^  re  unidos  en  Congreso* 
Considerando: 

1.*  Que  los  artículos  225  y  226  de  la  Consti- 
tución solo  se  refieren  á  reformas  parciales. 

2?  Que  la  mÍ9ma  Constitución  no  establece 
trámites  para  la  reforma  general;   y 

39  Q'i^  el  artículo  228  concede  al  Congresa 
Ja  autoridad  para  reformar  la  Constitución,  con 
tal  que  no  se  extienda  ft  la  forma  de  Gobierno, 
que  será  siempre  republicano,  popular,  responsa- 
ble y  alternativo. 

Decretan : 

Art.  19  Los  futuros  Congresos  tienen  la  fa- 
cultad para  efectuar  la  reforma  general  de  la 
Constitución,  observándose  las  formalidades  es- 
tablecidas para  la  formación  de  las  leyes,  con  tal 
que  la  forma  de  Gobierno  sea  siempre  republi- 
cano, populir,  representativo,  responsable  y  al- 
ternativo, y  obtenga  en  cada  una  de  sus  discu- 
siones la  aprobación  de  las  dos  terceras  partes, 
por  lo  menos,  de  los  miembros  presentes  en  ca- 
da Chámara. 

Art.  2  ^  Ln  reforma  se  ef<fCtuará  cuando  la  pi- 
dan los  pueblos  y  se  hayan  renovado  en  su  tota- 
lidad  las  Cámaras  que  sancionan  el  presente 
decreto. 

Dado  en  Caracas  á  7  de  Marzo  de  1?56,  aflo 
27  de  la  ley  y  46  de  la  independencia. 

El  Presidente  del  Senado,  Emeterio  Oomez. — 
El  Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
José  Víctor  Ariza. — El  Secretario  del  Senado, 
J.  A.  Pérez. ^Tá  Diputado  Secretario  de  a  Cá- 
mara de  Representrtnies,  J.  A.  Torrealba, 

Caracas,  10  de  Marzo  de  1856,  año  27  do  la 
ley  y  46  de  la  independencia.— Ejecútese. — Jo- 
sé  T,  Monágas, 

Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  República. — El 
SecretifTÍo  de  E.  en  los  DD.  del  Interior  y  Jus- 
ticia.—A  Parejo. 

Es  copia. — Parejo, 
CONSULADOS   venezolanos.  Deber  de  cer- 


CON 


tificar  los  sobordos  6  manifiestos  que  hagan 
los  capitanes  de  boques  eu  los  respectiroi 
puertos  extranjeros.  Véase  Importación,  &  1* 
del  art.  1.»  ^ 

CONSULiiDOS    VEifEZOLASos.     Risoiüciok 
Ejecutiva  de  13  de  Julio  de  1855  deter- 
minando guien  debe  suplir  su'falta  en  los  lu- 
gares donde  no  los  haya,  para  certijícaT  loi 
sobordos  ó  manufacturas  que  hagan  los  cap- 
tañes  de  buques  en  los  respectivos  puertof. 
Secretaría  de  Hacienda. — Sección  segunda. 
Caracas,  Julio  13  de  1855. 
Resuelto. — Vista  la  representación  que  ha  he- 
cho el  señor  Larralde  por  medio  del  sefior  Coa- 
sul  de  S.  M.  C,  pidiendo  que  se  exonere  al  Ca- 
pitán  de  la  goleta  española  Perla^  de  la  mulla 
impuesta  por  el  administrador  de  la  aduana  de  ia 
Guaira  á  causa  de  haber  presentado  el  sobordode 
la  expr.sada  goleta  sin  el  requisito  de  haber  sido 
\isado  por  algún  Cónsul  ó  Agente  comercial  Te- 
nezolano  ó  de  una  nación  amiga  ó  neutral;  y  te- 
niendo en  consideración:  que  en  el  paerto  de 
Aguadilla  en  la  isla   de   Puerto-Rico  no  eiistc 
en  realidad  el  funcionario  que  debe  visar  el  1^ 
bordo  de  los  buques  procedentes  de  dicho  poei* 
to,  Y  que  por  tanto  el  Capitán  de  la  Perla  eaiii' 
culpable  -de  no  haber  llenado  la*  pre?enciooe5^ei 
parágrafo   I9   artículo    !.«>   de  la  ley  de  28  de 
Abtilde  1854;  se  exime  al  Capitán  de  lagoleu 
Perla  de  Ja  multa  de  cien  pesos  que  le  impuso  el 
Administrador  de  la  aduana  de  la  Guaira  porb- 
ber  presentado  el  sobordo  de  su  goleta  sin  el  Vis- 
to Bueno  requerido  por  el  parágrafo  1?  del  artí- 
culo citado. 

Y  por  cuanto  el  requÍ3Íto  de  visación  tiende  i 
dar  á  los  sobordos  la  autenticidad  que  deben  te- 
ner estos  documentos,  á  la  vez  que  la  ley  sobre 
Régimen  de  aduanas  para  la  iinporlaciob  no 
prevé  %1  caso  de  no  haber  en  el  puerto  de  la 
procedencia  de  un  buque  el  funcionario  quede- 
be  visar  el  sobordo,  se  resuelve. 

Cuando  en  el  pjcrlo  de  donde  proceda  uo bu- 
que no  haya  Cónsul  ó  Agente  comercial  de  Ve- 
nezuela  ó  de  una  nación   amiga  ó  neutral,  el 
sobordo  deba  ser  visado  por  la  primera  autoridad 
civil  del  lugar  de  su  prucedencia,  debiendo  ^pe- 
cifícarse   la* circunstancia  de  no  existir  en  did» 
lugar  Cónsul  ó  Agente  comercial  venezolano  o 
de  una  nación  amiga  ó  neutral. — Publíquese. 
PorS.  E^GutiéTTtz, 
CONSULADOS      v  knbzolanos.     REáOLücion 
Ejecutiva  de  7    de   Abril  pb  1856fítfo^' 
dando  á  los  Gobernadores  de  provima^  w^ 
rales  las  formalidades  que  deben  guardarlos 
capitanes   ó  sobrecargos  de  buques  al  a^^^^ 
á  los  puertos  nacionales  6  extranjeros. 
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'  Secretaría  dtel  Interior.— *8eccion  tercera. 
Caracas,  Abril  7  de  1856. 
Resueltc-^DígSLBe  á  los  Qoberaadores  de  las 
provincias  litorales. 

Siendo  repetidas  las  quejas  que  varios  Cónsu- 
les de  la  República  en  el  extranjero  dirigen  al 
Gobierno,  sobre  la  falta  de  formalidades  con  que 
son  admitidos  en  nuestros  puertos  los  buques  que 
6  ellos  arriban,  y  el  abuso  que  cometen  los  Ca- 
pitanes 6  Sobrecargos  de  los  de  Venezuela,  no 
cumpliendo  con  lo  dispuesto  por  la  ley  de  30  de 
Abril  de  1847  en  su  artículo  26,  S.  E.  ha  tenido 
ft bien  resolver:  que  se  recuerden  á  US.  las  dis- 
posiciones que  existen  sobre  la  materia,  para  que 
tengan  su  debido  cumplimiento ;  llamando  su 
atención  particularmente  sobre  lo  que  establece 
la  ley  citada  en  e)  indicado  artículo,  ordenando : 
que  durante  la  permanencia  del  buque  6  buquce 
en  el  puerto  que  existan  Cónsules  de  la  República, 
depositarán  los  capitanes  6  sobrecargos  en  ma- 
nos de  ellos,  el  registro,  carta  de  mar  y  pasapor- 
te correspondientes,  si  no  hubiere  en  el  pais  re- 
glas en  contrario,  y  lo  dispuesto  por  el  artículo 
79  del  decreto  ejecutivo  de  11  de  Agosto  de 
1847,  que  determina  :  que  los  buques,  para  ser 
admitidos  en  los  puertos  de  la  República,  debe- 
rán presentar  una  certificación  expedida  por  la 
autoridad  &  quien  esté  atribuida  esta  facultad  en 
el  puerto  de  donde  proceda,  pero  con  el  preciso 
requisito  de  que  esté  visada  por  el  Cónsul  ó 
Agente  consular  de  Venezuela  residente  en  él, 
sin  cuya  circunstancia  no  debe  considerarse  co- 
mo limpia  la  patente  presentada.  Al  dictar  S.  E. 
esta  resolución,  me  ha  ordenado  añadir  á  US., 
que  espera  oue  dictará  todas  las  órdenes  conve- 
nientes para  que  ellas  sean  observadas  con  toda 
exactitud,  por  las  autoridades  competentes. 

Tengo  el  honor  de  comunicarlo  á  US.  para  los 
fine»  convenientes. 

Soy,  &c. — Por  S.  E. — Parejo. 
CONTRABANDO.   Prevenciones  á  los  jefes  de 
las  aduanas  para  impedirlo  por  las  mismas  ofi- 
cinas. Véase    Importaciorij  R    E.  de   12  de 
Abril  de  1847  (En  este  mismo  Apéndice.) 

CONTRABANDO.  Resolvcion  Ejecutiva 
DB  30  DE  Mayo  de  \Sbb dictando  medidas  pa- 
ra imj^dir  el  que  se  hace  de  Trinidad  á  Güi- 
1  ia  por  el  golfo  de  Paria* 

¡Secretaría  de  Hacienda. 

Caracas  Mayo  80  de  16&5. 
Resuelto, — Vista  por  el  Poder  Ejecutivo  la 
comunicación  del  Administrador  de  la  Aduana 
de  Goiría  de  13  de  Abril  próximo  pasado  en  la 
cual  propone  las  medidas  conducentes  á  impedir 
el  comercic^clandestino  que  por  la  desventajosa 
situación  de  dicha  aduana  se  practica  fácilmen* 
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tO)  entre  la  Isla  inglesa  de  Trinidad  y  el  litoral 
de  la  República,  bañados  por  el  golfo  de  Paria, 
resuelve. 

Primero.  El  Administrador  de  la  Aduana  de 
Galria  procederá  inmediatamente  á  alquilar  uif 
pequeño  buque,  aparente  para  hacer  el  servicio 
de  Guarda-Costa  en  el  golfo  de  Paria  entretanto 
se  compra  otro  con  las  formalidades  legales. 

Segundo.  Dicho  buque  será  tripulado  por  un 
patrón  que  hará  de  Capitán  y  dos  marineros.  £1 
primero  gozará  del  sueldo  de  treinta  pe^os  men- 
suales y  dos  raciones  diarias,  y  los  segundos  de 
quince  pesos  mensuales  y  una  ración  diaria. 

■  Tercero.  Abordo  de  este  guarda-costa  nave- 
garán constantemente,  los  celadores  del  resguar- 
do de  la  Aduana  de  Goiria  á  quienes  el  Admi- 
nistrador de  ella  tenga  á  bien  dar  este  destino. 

Cuarto.  £1  Patrón  recibirá  del  Administra- 
dor de  esta  aduana  las  instrucciones  que  le  han 
de  servir  de  regla  ;  de  consiguiente  será  el  Je- 
fe que  dirigirá  todas  las  operaciones  relativas  á 
la  represión  del  tráfico  ilícito  y  le  estarán  subor- 
dinados los  celadores  que  naveguen  en  el  buque 
de  su  mando. 

Cluinto.  A  fin  de  que  el  establecimiento  del 
guarda-costa  produzca  los  resultados  mas  favora- 
bles, hará  su  crucero  en  combinación  con  el  res- 
guardo de  Pedernales;  y  para  que  esta  oombi- 
nación  sea  eficaz,  el  Administrador  de  la  Adua- 
na de  Barrancas  dará  á  este  resguardo  las  órde- 
nes é  instrucciones  que  de  acuerdo  con  el  Admi- 
nistrador de  la  de  Güiria  crea  mas  adecuadas  ai 
intento. 

Sexto.  El  Administrador  de  Güiria  podrá,  ca- 
da vez  que  lo  estime  conveniente,  trasladarse  & 
los  puntos  en  donde  juzgue  que  su  presencia 
pueda  ser  útil  á  los  inleretics  nacionales,  perp  sin 
desatender  al  {¡ervicio  y  despacho  de  la   aduana. 

Séptimo.  A  la  mayor  breiredad  enviará  el  mis- 
mo Administrador  6  este  Despacho  un  informe 
relativo  á  la  mayor  ó  menor  facilidad  que  brin- 
de el  Islote  del  Pato  para  hacer  el  contrabando  y 
á  todo  lo  demás  que  convenga  llegar  á  noticia  del 
Gobierno,  respecto  de  ese  territorio  venezolano. 

Octavo.  El  guarda-costa  recalará  con  la  fre- 
•aencia  posible,  á  dicho  Islote,  para  impedir  en 
él  todo  lo  que  sea  perjudicial  á  los  intereses  na- 
cionales. Con  el  mismo  objeto  el  Administrador 
de  Gairia  estacionará  en  el  Islote  los  individuos 
del  resguardo  que  tenga  por  conveniente. 

Noveno.  El  Administrador  de  la  aduana  de 
Goiria  dará  cuenta  á  este  Ministerio,  aef  del  gas- 
to que  causen  alas  Rentas  nacionales  las  ante- 
riores medidas,  como  del  resultado  que  en  su  vir- 
tud se  obtenga,  6  fin  de  que  el  Gobierno  pueda 
tomar  la  resolución  mas  conveniente. 
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Común íqueso  á  los  Administradores  de  las 
aduanas  de  Goiria  y  Barrancas  para  su  cum- 
plimiento. 

Por  9.  E,— Gutiérrez. 
Ea  copia. —  Gutiérrez» 

CONTRABANDO,  resolución  ejecutiva  de 
23  DE  FEBRERO  DB  1856  excUarhdo  el  celo  de 
ciertos  empleados  para  su  represión. 
Secretaría  de  Hacienda. — Sección  segunda. 
Caracas,  Febrero  23  de  1866. 

Dígase  en  circular  á  los  Gobernadores  de  provincia.  Co- 
mandantes de  armas,  Cortes  Superiores  y  Administra- 
dores do  Aduana. 

**  Los  repetidos  denuncios  del  contrabando  que 
se  comete  en  diferentes  puntos  de  la  República, 
han  llamado  seriamente  Ja  atención  de  S.  £.  el 
Poder  Ejecutivo,  que  mas  de  una  vez.ha  excitado 
el  celo  y  vigilancia  de  los  funcionarios  públicos, 
para  que  dirijan  todos  sus  esfuerzos  á  estirpar  un 
mal  de  tdnta  magnitud  y  trascendencia. 

Creyó  el  Gobierno  que  la  nota  circular  fecha 
18  de  Junio  último  publicada  en  la  Gaceta  núm. 
1186,  produciria  los  saludables  efectos  que  eran 
de  esperarse;  pero  las  rjoticias  fidedignas  y  rei- 
teradas que  ha  recibido  de  que  continua  el  trau- 
co clandestino,  le  convencen  de  que  muy  pocos 
empleados  han  cumplido  aquella  disposición  con 
la  actividad  que  demanda  un  asunto  de  tanto  in- 
terés para  las  rentas  nacionales. 

El  Poder  Ejecutivo,  en  su  firme  propósito  de 
destruir  radicalmente  todos  los  abusos  que  tien- 
dan á  cercenar  los  productos  del  Erario,  y  con- 
fiado en  que  los  empleados  de  la  Hacienda  pú- 
blica le  presten  una  cooperación  absoluta  y  deci- 
dida, les  excita  nuevamente  su  celo  para  que  to- 
men todas  las  medidas  mas  eficaces  á  fin  de  que 
se  dastruya  para  siempre  ese  tráfico  clandestino, 
cuyos  perniciosos  efectos  se  sienten  ya  d»un  mo- 
do funesto,  poniendo  en  conflicto  Ja  Hacienda  na- 
cional y  amenazando  de  muerte  la  existencia  del 
Estado. 

Si  con  tiempo  no  se  estirpa  es'e  gravísimo  mal, 
no  será  extraño  que  el  empleado  deje  de  recibir 
su  sueldo  con  la  puntualidad  que  el  buen  servicio 
público  demanda  :  que  la  viuda  y  el  inválido  ca- 
rezcan de  la  justa  remuneración  que  el  Estado  les 
acordara  :  que  el  Gobierno  no  pueda  atender  con 
la  religiosidad  que  desea,  los  grandes  compromi- 
sos que  pesan  sobre  el  tesoro  :  que  otros  nuevos 
vengan  á  embarazar  la  marcha  expedita  de  la 
Administración  ;  y  que  la  bancarrota  y  el  descré- 
dito nos  envuelvan  en  la  ruina  y  la  miseria. 

Pero  no  duda  el  Gobierno  que  los  funcionarios 
públicos,  alertados  de  nuevo  por  el  órgano  de  es- 
te ministerio,  y  palpando  los  graves  males  que 
produce  el  comercio  ilegítimo,  desplegarán  la 
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mas  activa  vigilancia  y  pondrán  en  acción  todos 
los  recursos  que  les  ofrecen  las  leyes,  para  qoe 
no  se  repita  el  contrabando,  qu»  destruye  la  nio* 
ral,  mancha  el  honor  de  los  empleados,  cerceoa 
las  rentas  de  la  Nación  y  aniquila  las  fueDtesde 
la  riqueza  pública. 

En  consecuencia,  he  recibido  orden  de  S.  E.  el 
Presidente  para  decir  á  los  Gobernadores  de  pro- 
vincia, que  presten  mano  amiga  y  la  mas  asidua 
cooperación  á  los  empleados  de  la  Hacienda  na» 
ció  nal,  y  apoyen  todas  las  medida?  que  ellas  dic- 
ten con  ei  laudable  objeto  de  estirpar  el  cuolra- 
bando:  á  los  Comandantes  de  armas,  que  facili- 
ten la  fuerza  suficiente  para  que  sean  respeudss 
las  disposiciones  del  Gobierno,  y  contribuyan  por 
su  parte  á  la  total  destrucción  de  semejante  co- 
mercio: á  las  Cortes  Superiores,  que  despachen 
con  la  celeridad  que  exigen  las  leyes,  todas  las 
causas  de  comiso  que  se  introduzcan  en  sus  iti- 
bunalcs,  á  fin  de  que  la  pena  impuesta  alus  cal- 
pables  sirva  de  saludable  escarmiento  á  lus  que 
se  propongan  imitarlos;  y  por  último,  á  los  Ad- 
ministradores de  Aduana,  que  redoblen  su  rigi- 
lancia  para  que  las  contribuciones  serecaudfc 
con  la  mayor  exactitud  y  eficacia,  dictando  cuac* 
tas  medidas  crean  conducentes  á  cortar  de  raizel 
contr8j>ando,  y  las  que  empeñen  á  los  empW^ 
subalternos  en  el  cumplimiento  de  sus  iroporuo- 
tes  deberes,  removiéndolos  de  sus  destinos, sino 
los  sirven  con  la  fidelidad  que  exige  una  comisión 
tan  honrosa  y  delicada. 

Observando  esta  conducta  los  funcisnaríos  á 
quienes  se  dirige  esta  nota  no  solo  habrán  cum- 
plido una  de  sus  mas  sagradas  obligaciones,  sino 
que  al  mismo  tiempo  dejarán  satisfechos  los  de- 
seos de  S.  E  el  Presidente  de  la  Republici,  que 
no  son  otros  que  el  auge  de  Jas  Rentas  Daciooi* 
les  y  el  progreso  y  bienestar  de  los  venezolanos. 

Por  S.  E.  —Gutiérrez. — Es  copia.— Érs/íerrez. 
CONTRIBUCIÓN  extraordinaria.  Ley  de  27 

DE  ABRIL  DB  1856  estableciéndola  nüevümente. 

—Reforma  el  Decreto  de  23  de  Abril  de  1851, 

p,  376  del  Tomo  primero. 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso. 
Decretan : 

Art.  10  Desde  el  19  de  Julio  deeiteafiose 
cobrará  en  las  Aduanas  de  la  República  ana  con- 
tribución extraordinaria  sobre  los  objetos  y  del 
modo  que'se  expresará. 

Art.  29  Las  mercancías  y  efectos  gravados 
con  derechos  de  importación  y  que  se  introduz- 
can del  extranjero  por  cualquiera  délas  aduanas 
de  la  RepúbRca,  pagaren  adenias  el  de  veinte  por 
ciento  sobre  la  totalidad  de  aquellos  derethos;  y 
el  de  quince  por  ciento  ad  valorem  si  fueren  de 
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Ubre  importoeioiit  con  excrpcioD  del  oro  6  plata 
en  moneda,  barraB,  pastas  ó  polvo,  las  imprentas. 
losJibros  impresos  y  las  máquinas  y  demás  efec- 
toe  que  se  libertaron  de  todo  derecho  por  decreto 
legislativo  de  22  de  Febrero  de  1851  en  favor  de 
las  obras  publicas. 

^  19  £i  importe  de  este  derecho  se  pagará  al 
contado,  no  excediendo  de  cuatrocientos  pesos,  é 
dentro  de  treinta  dias  si  excediere  de  dicha  suma. 

^  2.9  £n  la  liquidación  de  estos  derechos  ex- 
traordinarios, se  observarán  los  trámites  y  forma- 
lidades establecidas  en  la  ley  sobre  régimen  de 
las  aduanas. 

Art.  39  Las  producciones  y  manufacturas  na- 
cionales que  á  continuación  se  expresan  y  se  ex* 
porten  por  cualquiera  de  los  puertos  de  la  Repú- 
blica, pagarán  los  derechos  siguientes  : 


Algodón 

Almidón 

Añil 

Cacao 

Café 

Caballos 

Cueros  de  res  al  pelo  . 
Cueros  de  otros  animales 
Ganado  vacuno  .  .  • 
Sombreros  jipijapa    .     . 

Muías 

Quina 

Tabaco  en  rama  .  .  . 
Zarzaparrilla    .     .     .     . 

Yeguas 

Zarra  pin 

Palo  de  tinte     .     .     .     . 


35 

50 

4 

50 

31i 

300 

12^ 

3 

100 

76 

400 

1 

1 

2 

300 

2 

50 


centavos  quintal. 
Ídem, 
libra, 
fanega, 
quintal, 
uno. 
uno. 
uno. 
cabeza, 
docena, 
una. 
libra. 

l:brh. 

libra. 

una. 

libra. 


„         tonelad. 

Art.  49  Las  producciones  y  manufacturas  na- 
cionales que  no  se  especifican  en  el  artículo  ante* 
rior,  pagarán  al  exportarse  el  derecho  de  cuatro 
por  ciento  ad  valorem. 

Art  59  £1  oro  y  la  plata  amonedados,  paga- 
rán al  exportarse  el  uno  por  ciento  el  primero,  y 
la  segunda  el  dos  por  ciento. 

Art.  69  El  dia  último  de  cada  mes,  se  fijará  en 
laa  puertad  de  las  Aduanas,  una  liata  de  los  ipre- 
cios  corrientes  que  tengan  en  la  plaza  respectiva, 
las  producciones  y  manufacturas  que  al  expoi- 
tarse  han  de  pagar  el  cuatro  por  ciento  ad  valo- 
rem según  el  artículo  49 

Art  79  Las  listas  de  precios  corrientes  de  que 
trata  el  artículo  anterior,  será  formada,  firmada  y 
jurada  el  mismo  dia  por  una  junta  compuesta  del 
Administrador,  Intervontor,  la  primera -autoridad 
civil  y  de  un  comerciante  y  un  agricultor  nom- 
brados por  la  autoridad  civil. 

§  único.  La  Junta  de  que  habla  este  artículo, 
será  presidida  por  la  autoridad  civil.  ^ 

Art  89  £1  Administrador  remitirá  al  Tribu* 
Bal  de  cuentaB  por  el  primer  correo,  un  ejemplar 


COR 


M^g>WW>^MV«'V^%^'MSi'V>^^S<'«<'« 


de  dkha  lista,  autorizado  por  él  y  por  los  miamos 
que  la  formen. 

Art.  90  Se  derogan  los  decretos  legislativos  de 
2  de  Mayo  de  1849  Y23de  Abril  de  1851. 

Dada  en  Caracas  %  12  de  Abril  de  1856,  aRo 
27  de  la  ley  y  46  de  la  Independencia. — El  Pre- 
sidente  del  Senado,  Juan  Vicente  González  Del- 
gado. — El  Presidente  de  la  Cámara  de  Represen- 
tantes, J.  G,  Ochoa. — El  Secretario  interino  del 
Senado,  Exequiel  M.  González.  —  El  Diputado 
Secretario  de  la  C&mara  de  Representantes,  /  A. 
Torrealba, 

Caracas,  Abril  27  de  1856,  año  27  de  la  ley  y 
46  de  la  independencia. — Ejecútese* — José  T.  Mo- 
nagas.  —Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  República. 
— El  Secretario  de  Estado  en  el  D.  de  Hacienda, 
y.  Gutiérrez. 

,  Es  copia. — Gutiérrez. 

CORREO.    DECRETO  DE    12   DE    MATO    DK    1854 

mandando  incinerar  las*  cartas  sobrantes^  y  que 

sobraren  en  lo  sucesivo. 
El  Senado  y  Cámara  de   Representantes  de  la 
República  de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso. 

CONSIDERANDO  : 

19  Q'Ue  la  práctica  de  depositar  las  cartas  so- 
brantes en  las  Administraciones  de  Correos  por 
ignorarse  hus  duefíus,  6  por  otros  motivos,  es  al- 
tamente perjudicial  al  Erario  nacional. 

29  Que  es  evidente  que  una  carta  dejada  en  el 
|i  Correo  por  un  año  ó  mas  es  indiferente  á  su  due- 
ño, y  que  estos  teniendo  por  disposición  déla  ley 
de  régimen  de  las  Oficinas  de  Correos  el  deber  de 
sacar  todas  las  que  se  encuentran  en  la  Adminis- 
tración, ocurren  al  partido  de  no  sacar  ninguna  ;  y 

39  Que  las  cartas  rezagadas  presentan  un  cam- 
po á*  los  empleadus  poco  religiosos  para  cometer 
un  fraude* 

DECRETAN  : 

Art.  19  El  19  de  Julio  de  1856  se  incinerarán 
todas  las  cartas  que  se  encuentren  rezagadas  hasta 
aquella  fecha,  para  lo  cual  los  Administradores 
de  Correos  formarán  tres  estados  comprensivos- 
del  valor  y  número  de  dichas  cartas,  y  los  dirigi- 
rán al  8r.  Ministro  de  Hacienda,  al  Presidente 
del  Tribunal  de  Cuentas  y  &  la  primera  autoridad 
civil  del  lugar  en  donde  se  encuentre  la  Adminis- 
tración de  Correos. 

29  Para  llevar  &  cabo  lo  dispuesto  en  el  art(« 
culo' anterior,  la  incineración  se  practioará  en  la 
Administración  General.  En  las  principales  y 
subalternas  en  presenria  del  Concejo  Municipal  6 
Junta  Comunal  respectiva. 

Art.  39  Cada  dos  afios,  el  lo  de  Julio  se  in« 
cinerarán  las  cartas  rezagadas  ie  U  misma  mane- 
ra qifó  queda  establecida  en  los  articolos  anterio 
res. 

Art.  49  Todas  laa  cartas  sobrantes  se  reserra* 
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rán  en  la  AdministracioQ  General,  donde  per- 
manecerán en  depÓBÍto  por  el  término  de  dos 
all09,  en  cuyo  plazo  el  Administrador  del  ramo 
hará  publicar  en  la  Gaceta  d^  Gobierno  los  nom- 
bres contenidos  en  cada  una  :^os  jefes  políticos  en 
las  cabeceras  de  cantón,  y  los  jaeces  de  paz  en  sus 
parroquias  fijarán  en  los  lugares  públicos  la  lista 
contenida  en  dicha  Gaceta,  á  fin  de  que  llegando 
á  noticia  de  los  interesados,  las  soliciten  durante 
el  plazo,  después  del  cual  se  incinerarán. 

Dado  en  CarAcas,  á  10  de  Mayo  de  1854,  afio 
25  de  la  ley  y  44  de  la  independencia. 

El  Presidente  del  Senado,  Pedro  Portero. — 
£1  Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
L.  Ruedas. --E\  Secretario  del  Senado,  J.  A. 
Pérez, — £1  Secretario  de  la  Cámara  de  Repre- 
sentantes, J.  Padilla. 

Caracas,  Mayo  12  de  1854,  afio  25  de  la  ley  y 
44  déla  independencia.— Ejecútese. — J,  G.  Jno- 
nagas.  —Por  S.  £. — £1  Secretario  de  E.  en  el  D. 
de  Hacienda,  P.  Cebállos. 

CORREO.  LET  DE  5  DE  ABRIL  DE  1856  fijando 
la  tarifa  de  portes.^ Reforma  Za  de  11  de  Mayo 
de  \SiOj  pag*  404  del  Tomo  primero. 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venczuelat  reunidos  en  Congreso: 
decretan: 
Art.  19  El  porte  de  las  cartas  y  papeles  que 
giren  por' las  Administraciones  de  Correos  de  la 
República  se  cobrará  con  arreglo  á  la  tarifa  si- 
guiente. 


BISTANCIAS. 
SE  COBRARÁ. 


Pe  «ma  hasta  25  leguas 

Pasaodo  de  25  leguas  hasra  100 

Id  m  de  100hastal60 ■• 

ídem  de  150  hasta  200 

ídem  de  200  hasta  800 

ídem  dQ  300  en  adelante. . . . 


O" 


-i 


2 
4 

6 

8 

9 

10 
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^  19  El  pliego  que  pese  mas  de  doce  onzas 
pagará  estas  doce  al  precio  de  tarifa  y  el  exceso  á 
la  mitad  ;  mas  si  pasare  de  veinticuatro  on;B&s»  se 


cobrarán  las  que  excedan  de  éatenAmeroáraioo 
de  la  cuarta  parte. 

^  29  Los  impresos  nacionales  que  no  sesD 
gacetas,  diarios  6  periódicos  pagarán  el  porte  de 
un  cuarto  de  real  por  cada  onza  de  peso,  loeqoe 
no  lleguen  á  tenerla,  pagarán  en  proporción.  Los 
mismos  rujo  peso  exceda  de  cuatro  onzas,  pa- 
garán por  el  etceso  un  centavo  fuerte  por  cada 
onza.  Este  porte  se  cobrará,  cualquiera  que  fea 
la  distancia  adonde  se  dirijan  los  impresos. 

Alt.  29  Toda  carta  que  entre  del  extranjero. 
pagará  un  real  sencillo  cualquiera  que  sea  su  ta- 
maño y  peso,  en  el  puerto  que  se  reciba,  j  se 
añadirá  el  porte  conforme  i  la  tarifa  por  la  dis- 
tancia que  la  carta  gire  por  el  correo  cuando  sea 
dirigida  para  el  interior. 

$  tínico.  Cuando  un  buque  que  proceda  del 
extranjero  haya  de  tocar  en  dos  6  mas  puertos  de 
la  República,  podrá  reservar  su  capitán  eoada 
uno  las  cartas  que  correspondan  á  otro  puerto. 

Art  39  Las  cartas  que  se  conduzcan  de  on 
puerto  á  otro  de  la  República  en  buques  nacióos- 
les  6  extranjeros,  pagarán  el  porte  marítimo  es- 
tablecido en  el  artículo  segundo.  Si  el  Podct 
Ejecutivo  estableciere  correos  marítimos,  se  pa- 
gará el  porte  de  la  correspondencia  que  condoi- 
can  con  arreglo  á  la  tarifa, 

Art.  49  Por  los  certifieatos  en  pliegos 6 evü» 
pagarán  los  interesados  seis   reales  en  cadaeuo. 

^  único.  Las  autoridades  nada  pagarán  cqbd* 
do  exijan  certifícato  en  los  casos  que  se  exceptúas 
en  esta  ley. 

Art.  59  No  se  cobrará  porte  alguno. 

19  Por  la  correspondencia  que  salga  de  todas 
corporaciones,  tribunales  y  demás  oficinas  pábii- 
cas,  así  nacionales  como  municipales,  eclesiásticaí 
y  militares:  la  cual  deberá  traer  el  sello  6  rúbrica 
de  la  oficina  de  donde  procede;  sin  cuyo  requisita 
queda  sujeta  al  pago  de  porte. 

29  Poi  las  gacetas,  diarios  y  periddicm  cual- 
quiera que  sea  su  número  y  peso. 

39  Por  loe  autos  cuyo  porte  deba  satisfacer 
alguna  parte  declarada  pobre  de  solemnidad  sien- 
pre  que  así  lo  certifiquen  el  Secretario  Relator 
en  una  Corte  6  el  mismo  Juez  en  los  demás  tri- 
bunales. 

Art.  69  Los  administradores  de  Corrcoi  ob- 
servarán con  relación  á  la  correspondencia  qne 
gire  entre  Venezuela,  Nueva  Granada  y  Ecuador, 
la  convención  aprobada  por  Venezuela  en  1 "« 
Mayo  de  1839. 

Art.  79  Principiará  á  regir  la  presente  ley  d 
10  de  Julio  venidero.  . 

*Art.  8^  Se  deroga  la  ley  de  11  de  Mayo  de 

Dada  en  Caracas,  á  31  de  Marzo  de  1856,a2Q 
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27  de  la  ley  y  46  de  la  independencia. — ^El  Pre- 
sidente del  Senado,  P.  Planas. — El  Presidente 
de  la  Cámara  de  Representantes,  P.  Casanova. — 
El  Secretario  del  Senado,  /.  A,  Pérez, — El  Di- 
putado  Secretario  déla  Cámara  de  Representan- 
tes, /.  A.  Torrealha. 

Caracas,  Abril  5  de  1856,  afio  27  de  la  ley  y 
46  de  la  independencia. 

Ejecútese,  José  T.  Monagos. 

Por  S.  fi. — El  Secretario  de  Estado  en  el  Des- 
pacho de  Hacienda,  J.  Gutiérrez. 
Es  cop:a,  Gutiérrez, 

CORRESPONDENCIA    OFICIAL.  Rbsolu- 
cioN   Ejecutiva  de   17  db,  Novibmbrb  db 
1854  dictando  reglas  para  su  conduccionm 
Secretaría  del  Interior. — Sección  primera. 
Caracas,  Noviembre  17  de  1854. 
Resuelto, — Persaadido  el  Poder  Ejecutivo  de 
la  naturaleza  importante  y  privilegiada  de  la  con- 
ducción  de   la  correspondencia  oficial   en    todos 
casos  y  principalmente  cuando  alterado  el  órúen 
público,  hay  que  consultar  la  segarídad   y   rapi- 
dez en   la   dirección  de  ella,  S.  £.  ha  tenida   á 
bien,   con   el   objeto  de  organizar  el   sistema  de 
postas  en  Venezuela,  dictar  las  siguientes  reglas: 
\^  Trastornado  el  orden  público  ó  en  cualquie- 
ra otro  caso  de  urgencia,   se  enviarán  las  comu- 
nicaciones oficiales  valiéndose  de  los   conducto- 
tores  especiales  de  que  se  hablará   mas  adelante. 
2^  Llegado  este  caso,  los  Gobernadores,    Je- 
fes políticos  y  demás  funcionarios  del  orden  gu- 
bernativo  llamarán  al  servicio  postal,  cada  tres 
dias,  á  dos  6  mas  ciudadanos  que  crean   necesa- 
rios é  indispensables  para  llenar  la  urgencia   del 
envió   de  las  comunicaciones  á  los  puntos  pre- 
cisos. 

3^  A  todo  oficio  que  se  dirija  á  las  Secreta- 
rías del  Despacho  del  Poder  Ejecutivo  se  le  agre- 
gará sobre  el  sello  una  tira  de  papel,  para  expre- 
sarse en  ella  el  dia  y  la  hora  de  la  entrada  y  sa« 
lida  en  cada  lugar.  Si  dicho  oficio  llegare  con  la 
cubierta  en  mala  disposición,  ó  próximo  á  ser 
descubierto  el  contenido  de  aquel,  la  autoridad 
del  lugar  adonde  toque  el  posta  deberá  ponerle 
otra  cubierta  igual  sobre  la  que  traiga,  y  agre- 
garle la  tira  q  ue  se  ha  mencionado,  en  que  se 
expresará  el  dia  y  hora  de  la  entrada  y  salida. 

4^  Los  Gobernadores  dictarán  respectiva- 
mente las  medidas  que  crean  necesarias  en  cuan- 
to á  la  seguridad  de  la  correspondencia  que  me- 
die entre  sí,  y  entre  ellos  y  sus  subalternos. 

5?  Cada  conductor  llevará  el  oficio  de  tres  á 
cinco  leguas,  y  para  ello  se  le  dará  1^  ración  de 
ida  y  de  vuelta  que  se^rea  adecuada,  según  los 
lugarea  por  donde  se  transite  ;  regresando  con 
la  constancia  debida  de  que  fué  entregado  dicho 
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oficio  á  la  primera  autoridad  civil  del  paraje  á 
que  llegó. 

6^  De  los  fondos  presupuestos  por  las  Dipu- 
taciones provinciales  para  el  servicio  postal,  los 
Gobernadores  ordenarán  que  se  sitúen  los  nece- 
sarios en  los  lugares  de  estación  de  los  postas, 
según  la  base  de  tres  á  cinco  leguas,  valiéndose 
para  ello  de  los  Administradpres  de  Rentas  Mu- 
nicipales ó  Colectores  de  ellas,  según  se  lo  acon- 
seje la  prudencia,  y  según  se  lo  permitan  las  or- 
denanzas vigentes. 

^  Si,  como  no  es  de  esperarse,  alguna  Dipu- 
tación no  atendiese  á  la  gccitacion  del  Poder 
Ejecutivo  sobre  que  presupongan  fondos  con  tal 
objeto  en  la  provincia  i'espectiva,  loa  postas  que- 
darán sujetos  á  la  resolución  de  30  de  Marzo 
ultimo  sobre  de  que  fondos  debe  salir  el  servi- 
vicio  postal. 

7^  Los  mismos  funcionarios  con  el  objeto  de 
evitar  cualquier  fraude  en  el  gasto  de  raciones 
para  los  postas,  exoedirán  los  reglamentos  que 
crean  adecuados,  consultando  siempre  que  es- 
tén concillados  el  mejor  servicio  público  con  la 
mayor  economía. 

821  El  adjunto  itinerario  servirá  de  base  para 
las  distancias  que  deben  recorrer  los  postas,  y 
una  hora  será  el  mayor  tiempo  que  debe  gastar 
cada  posta  para  andar  una  legua,  siendo  respon- 
sable de  la  demora  si  no  alega  causa  legítim^ 
Las  faltas  por  este  respecto  serftn  castigadas  poT 
los  Gobernadores,  jefes  políticos,  jueces  de  paz  ó 
comisarios,  con  arresto  de  seis  á  cuarenta  y  ocho 
horas  según  la  naturaleza  de  la  falta. 

9^  Todos  los  funcionarios  tienen  obligación 
de  prestar  á  los  postas  la  protección  que  esté 
dentro  de  los  límites  de  sus  facultades  ;  y  cuida- 
rán que  hagan  sus  marchas  rectamente  sin  de- 
tenerse sino  para  comer ;  que  por  ningún  caso 
se  entretengan  en  fiestas  ni  tabernas ;  que  los 
pasen  sin  consentir  la  menor  demora  por  los  rios 
6  lagos  que  necesiten  barca,  y  sin  cobrarles  pasa- 
je, pontazgo,  peaje  ólc  ;  y  que  se  les  den  los 
demás  auxilios  que  sean  indispensables  para  el 
puntual  desempeño  de  la  comisión  que  llevan. 

10.  En  los  casos  en  que  los  postas  no  puedan 
continuar  su  marcha,  dichos  funcionarios,  reci- 
birán los  pliegos  y  dispondrán  su  pronta  direc- 
ción al  lugar  de  su  destino. 

11.  Las  mismas  autoridades  locales  proporcio- 
narán á  los  postas  el  auxilio  de  tropa  que  nece- 
siten, cuando  hayan  de  transitar  por  lugares  sos- 
pechosos y  en  todos  los  casos  en  que  se  juzgue 
indispensable  para  seguridad  de  loa  pliegos  que 
conduzcan. 

12.  En  las  oficinas  á  las  cuales  se  hubiere 
mandado  algún  ejemplar  del  itinerario,  se  pro- 
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curará  que  se  conserve  fijado  y  con  el  mayor 
cuido,  á  fin  de  que  los  ciudadanos  que  reempla- 
cen á  los  que  3irven  en  la  actualidad  dichas  ofi- 
cinas, puedan  reclamar  el  ejemplar  que  corres- 
ponde como  una  propiedad  de  la  c/ficina  y  nun*' 
ca  del  empleado  que  la  sirve. 

13.  Lüs  Gobernadores,  que  naturalmente  de- 
berán entenderse  en  la  distribución  de  los  ejem- 
plares que  la  Diputación  respectiva  haya  dis- 
puesto tomar  atendiendo  á  la  excitación  del  Go- 
bierno, dictarán  las  medidas  necesarias  con  el  ob- 
jeto de  que  no  sea  nugatoria  la  prevención  que 
contiene  la  regla  anterior. 

14.  Se  derogan  las  resoluciones  de  este*  Mi- 
nisterio de  9  y  17  de  Junio  sobre  conducción  de 
la  correspondencia  por  postas,  publicadas  en  la 
Gaceta  número  1157. — Comuniqúese  á  quienes 
corresponda  y  publíquese. — Por  S.  E. — Planas. 

CORTES      SUPREMA      Y      SUPERIORES.     RESOLU- 
CIÓN  Ejecutiva  de  4  de  Abril  de  1856  ex- 
citándolas  á  promover  la  mas  pronta  y  activa 
administración  de  justicia. 
Secretaría  del  Interior. — Sección  segunda. 
Caracas,  Abril  4  de  1656. 
Dígase  á  los  señores  Presidentes  de  las  Corles 
Suprema  y  Superiores  de  Justicia. 

Es  una  de  las  atribuciones  constitucionales  del 
l^oder  Ejecutivo  cuidar  de  que  la  justicia  se  ad- 
ministre pronta  y  cumplidamente  por  los  tribu- 
nales y  juzgados ;  y  ningún  otro  de  sus  debe- 
res ha  ocupado  mas  seriamente  la  atención  de 
S.  E.  el  Presidente  desde  que  se  hizo  cargo  del 
mando  de  la  República,  á  vista  de  los  abusos  y 
entorpecimientos  de  todo  género  que  se  han  ido 
introduciendo  en  el  orden  judicial. 

Para  llegar  al  importante  ñn  de  su  regulariza- 
clon  y  mejora  no  ha  ahorrado  S.  E.  medio  algu- 
no adecuado,  como  fuese  conforme  á  la  suprema 
inspección  que  le  está  reservada  ;  y  así,  entre 
otras  medidas  oportunas,  varias  y  cada  vez  mas 
esforzadas  han  sido  sus  excitaciones  á  los  tribu- 
nales en  el  sentido  indicado,  dirigiéndolas  prin- 
cipalmente á  los  de  elevada  escala,  como  llama- 
dos de  propia  autoridad,  dimanada  de  la  ley,  á 
promover  de  una  maneía  eficaz  la  mejor  y  mas 
activa  administración  de  justicia.  De  lamentarse 
es  sin  embargo,  que  todavía  subsistan,  á  mas  de 
los  inconvenientes  que  nacen  de  la  imperfecta  le- 
gislación dííl  ramo  judicial,  otros  que  no  recono- 
cen tal  origen  y  excusa,  ni  ceden  menos  en  de- 
trimento de  la  justicia,  cuyos  altos  fines  se  des- 
naturalizan y  pervierten,  lo  mismo  cuando  es  tar- 
día que  cuando  carece  de  la  rectitud  é  impar- 
cialidad necesarias.  En  efecto,  sin  administra- 
ción de  justicia,  y  no  la  hay  siempre  que  no  sea 
lo   que  debe  ser,  en  vano  seria  buscar  por  otros 
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medios  la  estabilidad  del  orden  social,  cuya  base 
mas  firme  es  aquella  institución,  y  ea  rano  ofre- 
cer á  los  ciudadanos  el  goce  tranquilo  de  sus  ga- 
rantías, cuando  sus  derechos  cardinales,  la  líber 
tad,  la  honra,  la  vida  y  la  hacienda,  privados  de 
su  escudo  natural,  han  de  estar  á  cada  paso  á 
merced  de  la  violencia  y  del  crimen  impunes. 

£1  Poder  Ejecutivo  confia  en  que  ese  Sapre- 
mo  Tribunal  (ó  esa  Superioridad)  dictará  lis 
providencias  oportunas  y  conducentes  á  cortar  de 
raiz  los  abusos  que  se  notan  en  la  práctica  de  los 
tribunales,  á  evitar  á  las  partes  fundado  motilo 
de  queja  por  la  dilación  de  sus  pleitos  y  negocios 
judiciales  y  á  activar  el  curso  de  las  causas  Unto 
civiles  como  criminales. 

Pero  es  sobre  todo  en  materia  criminal  qae  &q. 
hela  S.  £.  encontrar  en  los  Tribunales  Superio- 
res la  cooperación  mas  eficaz  en  procurar  el  ^ 
ve  despacho  de  los  asuntos,  ya  porque  en  ellos 
falta  el  ínteres  individual  que  en  lo  civil  tieoeo 
las  partes  para  agitar  la  evasión  de  sus  negocios, 
ya  porque  la  justicia  criminal  se  liga  é  identiíiet 
mas  con  la  moralidad,  la  tranquilidad  y  el  orden 
públicos. 

Y  espora  el  Gobierno  que  el  Superior  (ó  So 
premo  Tribunal  que  US.  (6  V.  E.)  preside,  pr(h 
vea  de  una  manera  conveniente  &  la  ejecocoíi 
cumplida  de  sus  acuerdos  para  que  no  sean  ilu- 
sorios sino  que  ai  contrario  surtan  todos  ios  efec- 
tos á  que  se  dirijan. 

V.  E.  (ó  US. )  se  servirá  comunicarlos  á  esa 
Secretaría  al  paso  que  se  vayan  expidiendo,  pan 
conocimiento  de  S.  E.  el  Poder  Ejecutivo. 

Soy,  dtc— Por  S.  K— Parejo. 

Es  copia.— Pafc;o. 

CUBIERTAS  DE  LA  CORRESPONDENCIA  OFI- 
CIAL POR  POSTAS.  Deber  de  anotar  su  buen  ó 
mal  estado.  Véase  Correspondencia  oficial 
R.  E.  de  17  de  Noviembre  de  1854. 

CUENTAS  DE    LOS    ADMINISTRADORES  DE  RE!í- 

TAS  DE  LOS  COLEGIOS  NACIONALES.  Regjaspara 
su  examen  y  sentencia.  Véase  Colegios  na- 
dónales  ( En  este  mismo  apéndice)  R  E  «^ 
13  de  Noviembre  de  1854. 

CUENTA  ANUAL  DEL  PODER  EJECüTIfO.  DE<«"* 

TODE  27  DE  ABRIL  DE  1855  estabkciendo 't' 

glas  para   ella. 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  át  i& 
República  de  Venezuela,  reunidos  en  Cóngn^- 
decretan: 

Alt.  19  La  cuenta  anual  será  presentada  para 
su  examen  pur  t\  Poder  Ejecutivo  á  la  Cámara 
de  Representantes  dentro  de  los  primeros  «jUio^ 
días  de  las  sesiones  ordinarias. 

Art  2?  De  los  reparos  que  haga  1»  ^^^ 
expresada' se   pasará   copia  al  Poder  Ejecuu  , 
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angnando  el  tiempo  en  que  deben  ser  eoBleBiadps. 
ArU  39  ContesUdoB  los  reparos,  la  Cámara 
puede  pedir  nuevas  explicaciones^  fijando  para 
ello  un  breve  término,  y  satisfechas  estas,  pasará 
al  Senado  la  cuenta  con  los  cargos  que  queden 
subsistentes.  No  conviniendo  el  Senado  en  dichos 
cargos,  ó  en  alguno  de  ellos,  quedarán  estos  sin 
efecto :  pero  si  el  Senado  ratificare  los  cargos  ó 
algunos  de  ellos,  quedará  en  esta  parte  decidido 
definitivamente  el  reintegro  que  debe  hacer  el 
funcionario  público  responsable. 

Art.  49  Si  el  Poder  Ejecutivo  no  contestare 
los  reparos  en  el  término  prefijado  con  arreglo  á 
lo  dispuesto  en  el  artículo  29»  6  no  diere  las  ex- 
plicaciones q'e  se  le  pidan  en  su  caso,  la  Cámara 
darápor  contestados  aquellos  y  por  satisfechas 
estas,  practicándose  lo  demás  que  se  pretiene 
por  el  artículo  39 

Art.  69  Cuando  se  descubra  que  alguno  ó 
algunos  de  los  funcionarios  responsables  por  la 
cuenta  hubieren  cometido  dolo,  las  Cámaras 
aplicarán  las  penas  correspondientes  ademas  del 
reintegro,  conforme  á  la  Constitución,  ó  pasarán 
el  expediente  al  tribunal  que  haya  de  conocer, 
seffun  la  categoría  del  delincuente  ó  delincuentes. 
Dado  en  Caracas,  á  15  de  Marzo  de  1855,  alio 
26  de  la  ley  y  45  de  la  independencia. 

El  Presidente  del  Senado,  Manuel  Amador ^ — 
El  Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Eugenio  A,  Rivera. — El  Secretario  del  Senado, 
J.  A.  Pérez. — El  Secretario  de  la  Cámara  de  Re- 
presentan tes,  J.  Padilla. 

Caracas,  Abril  27  de  1855,  aflo  26  de  la  ley  y 
45  de  la  independencia. 

Ejecútese. — José  T.  Monagos* 
Por  S.  E. — El  Secretario  de  E.  en    el  ^D.   de 
Hacienda. 

Jacinto  Gutiérrez. 

CUMANA  (ciDDAD  de),  decreto  de  4  DE 
ABRIL  DE  1855  auxiliándola  con  10.000  ^utfi- 
tales   de   sal. 

El  Senado  y  Cámara  da  Representantes   de  la 
República  de  Venezuela^  reunidos  en  Congreso. 
considerando: 
1^  Glue  destrnidos  desgraciadamente  los  tem- 
plos, puentes  y  edificios  públicos  de  la  ciudad  de 
Cumaná,  por  consecuencia  de  la  catástrofe  que 
•  sufriera  en  15  de  Julio  de  IB53,    es    ftn   acto   de 
munificencia  na  ñonal  proporcionar  á   una  tierra 
tan  heroica  comn  desgraciada  el  medio  de  reedifi- 
car sus  obras  de  utilidad  pábiica. 

29  Que  poseyendo  la  misma  ciudad  en  sus  in- 
mediaciones la  rica  sf.lina  de  Araya,  fácilmente 
puede  realizarse  el  objeto  deseado  sin  mayor  gra- 
fámen  del  Erario  Nacional. 
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Att.  1^  Se  destinan  cien  mil  quintales  de  sal 
de  Araya  para  la  reedificación  de  los  templos, 
puente  áobre  el  rio  ^e  Manzanares,  edificios  mu- 
nicipales y  Colegio  de  la  ciudad  de  Cumaná ; 
poniéndose  anualmente  y  durante  cuatro  años, 
veinticinco  mil  quintales  de  dicho  mineral,  á  dis- 
posición de  la  Junta  que  se   expresará. 

Art.  29  La  colección,  depósito,  diatribucion  é 
intersiondel  producto  de  esta  sal,  se  confía  á  una 
Junta  compuesta  del  Jefe  político  del  cantón  Cu- 
maná,  como  Presidente,  del  Procurador  municipal 
del  mismo  y  de  tres  vecinos  nombrados  por 
el  Poder  Ejecutivo. 

^  único.  A  esta  Junta  se  incorporarán  los  Ve- 
nerables Curas  de  las  iglesias  parroquiales,  los 
Administradores  de  los  hospitales  de  Caridad  y 
Lázaros,  del  Colegio  Nacional  de  la  provincia  y 
de  las  Rentas  Municipales  ;  teniendo  en  ella  voto 
deliberativo  Cínicamente  en  lo  relativo  á  la  institu- 
ción que  representen. 

Art  39  Mientras  dure  la  reedificación  de  las 
obras  de  que  se  trata,  dicha  Junta  dará  anual- 
mente cuenta  de  sus  operaciones  al  Poder  Ejecuti- 
vo, quien  por  su  parte  la  dará  al  Congreso. 

Art.  49  EJl  Poder  Ejecutivo  ejecutará  y  regla- 
mentará él  presente  decreto,  teniendo  particular* 
mente  en  mira  la  extricta  aplicación  de  los  pro- 
ductos de  la  sal  al  objeto  á  que  se  destina. , 

Oado  en  Caracas,  á29de  Marzo  de  1855,*año 
26  de  la  ley  y  45  de  la  independencia. 

El  Presidente  del  Senado,  J.  Leandro  Rodrí- 
guez.— El  Presidente  de  la  Cámara  de  Repre- 
sentantes, Francisco  Oriach. — El  Secretario  del 
Senado,  J.  A.  Pérez. — El  Secretario  de  la  Cá- 
mara de  Representantes,  J.  Padilla. 

Caracas,  Abril  4  de  1855,  ano  26  de  la  ley  y 
45  de  la  independencia. 

Ejecútese. — José  T.  Monágas 
Por  8.  E.  el  Presidiente  de  la    República.— El 
Secretario  de  E.  en  el  D.  de  Hacienda. 

Jañnto  Gutiérrez. 
CUMANÁ  (ciudad  de.)  decreto  ejecutivo  db 
30  DB  noviembre  de  1855  reglamentando  el 
anterior, 
José  Tadeo  Monagos^  Presidente  de  la  Repú- 
blica de  Venezuela^  ócc.  &.C.  6ic, 
En  cumplimiento  del  artículo  49  del  decreto 
legislativo  de  4  de   Abril  del  presente  aíío  auxi- 
liando con  cien  mil  quintales  de  sal  á  la  ciudad 
de  Cumaná. 

Decreto: 
Art   1^   Residirá  en  la  ciudad  de  Cumaná  la 
Junta  creada  por  el  artículo  29  del  decreto  citado 
para  correr  con  la  colección,  depósito,  distribu- 
ción é  inversión  del  producto  de  los  cien  mil  quin- 


606 


CUM 


ules  de  sal  de  Araya,  deatinados^  por  el  artículo 
l'jp  del  miamo  decreto  para  la  reedificación  de  los 
templos,  puente  sobreseí  río  Manzanares,  edificios 
«mnicipales  y  colegio  de  aquella  ciudad. 

Art«  29  Dicha  corporación  se  titulará  Junta 
de  reedificación  de  obras  públicas ;  y  se  com pon- 
drá, ademas  de  los  miembros  ordinarios  designa- 
dos por  el  artículo  29  del  decreto  legislatiro  y  de 
ios  extraordinarios  que  indica  el  parágrafo  único 
del  mismo,  de  tres  suplentes  de  los  tres  vecinos 
cuyo  nombramiento  toca  ai  Poder  Ejecutivo. 

Art.  39  Et  Jefe  político  del  cantón  Gumaná, 
en  su  calidad  de  Presidente  de  la  Junta,  la  insta- 
lará al  recibir  el  presente  decreto,  debiendo  asistir 
&  la  instalación  todos  los  miembros  principales, 
ordinarios  y  extraordinarios. 

Art.  49  En  las  reuniones  sucesivas  no  podrá 
constituirse  la  Junta  con  menos  de  tres  miembros 
ordinarios ;  y  en  caso  necesario  se  completará 
este  número  con  el  respectivo  suplente,  que  para 
este  fin  invitará  el  Presidente  de  la  Junta. 

Art.  59  Por  impedimento  del  Jefe  político,  pre- 
sidirá las  sesiones  el  Procurador  municipal,  y  en 
defecto  de  estos  dos  funcionarios,  la  Presidencia 
toca  al  vecino  de  mas  antigüedad. 

Art.  69  Las  funciones  de  Secretario  las  desem- 
peñará un  miembro  designado  por  la  nrásma  Jun- 
ta, pero  estas  funciones  son  incompatibles  con  las 
de  Presidente. 

Art.  79  La  Junta  tendrá  un  reglamento  que 
hará  ella  misma  en  sus  primeras  sesiones,  y  á 
cuya  discusioií  asistirán  los  miembros  extraordi- 
narios creados  por  el  parágrafo  único  del  artícu- 
lo 29  del  decreto  legislativo.  Este  reglamento  se- 
rá remitido  al  Poder  Ejecutivo  para  su  aproba- 
ción. 

Art.  89  En  las  mismas  primeras'  sesiones  in- 
formará ía  Junta  sí  será  posible  emprender  á  un 
tiempo  la  reedificación  de  todos  los  edificios,  si 
será  preferible  hacer  las  obras  sucesivamente  se- 
gún la  urgencia,  ó  si  habrá  utilidad  en  comprar 
fincas  aplicables  por  su  construcción  al  objeto  pa- 
ra que  sean  necesarias. 

Art.  99  En  el  segundo  semestre  del  presente 
afio  económico  se  pondrán  á  disposición  de  la 
Junta  los  primeros  veinticinco  mil  quintales  de 
sal.  Los  veinticinco  mil  quintales  que  se  le  deben 
entregar  en  cada  uno  de  los  tres  años  siguientes, 
los  recibirá  por  cuartas  partes  en  cada  trimestre» 

§  único.  En  lugar  de  sal  en  especie,  recibirá 
el  valor  de  ella,  si  así  fuere  mas  conveaiente  á 
juicio  dd  Poder  Ejecutivo,  ea  cuyo  casa  el  20 
por  ciento  del  producto  de  cada  venta  de  sal  que 
haga  la  aduana  de  Cumaná,  se  entregará  á  la 
Junta  en  dinero  efectivo  6  pagarés. 

ArU  10.  La  Junta  constituida  con  la  mayoría 


CUR 


de  todo»  sus  miembros  ordinarios  y  extraordina. 
rios,  «iegirá  de  su  seno  á  los  que  deban  correr  con 
la  colección,  depósito  é  Inversión  de  la  sal,  inter- 
viniendo ella  en  todas  estas  operaciones. 

Art  11.  La  sal  na  podrá  venderse  á  méooi 
del  precio  legal  de  ocho  reales  por  cada  quíata). 

Art.  12.  La  Junta  hará  formar  los  presupuea- 
tos  de  las  obras  enumeradas  en  el  artículo  lOdrl 
decreto  legislativo,  pero  no  las  emprenderá  sin 
haber  obtenido  la  aprobación  de  aquellos  por  el 
Poder  Ejecutivo. 

Art.  13.  La  cuenta  anual,  que  en  cumplimien- 
to  del  artículo  39  del  decreto  legislntivo  debe  dar 
al  Poder  Ejecutivo,  la  remitirá  á  la  Secretaría  de 
Hacienda  en  el  mes  de  Octubre. 

Art  14  Ademas  de  dicha  cuenta  enviará  ala 
misma  Secretaría  informes  mensuales  de  la  canti- 
dad de  sal  de  que  haya  dispuesto,  de  su  producto 
é  inversión,  del  estado  en  que  se  encuentran  los 
trabajos,  y  de  todo  lo  que  conduzca  á  hacer  mu 
eficaz  el  auxilio  decretado  por  el  Congreso. 

Art.  15  El  Secretario  de  Estado  en  el  Despa- 
cho de  Hacienda  queda  encargado  de  Ja  ejecucioo 
de  este  decreto. 

Dado  :  firmado  de  mi  ma  no :  sellado  con  i 
sello  del  Poder  Ejecutivo  j  y  refrendado  por  el 
Secretario  de  B.  en  el  D.  de  Hacienda  en  Cara- 
cas á  30  de  Noviembre  de  1865,  26y45.-7oié 
T.  Afonága^.— El  Secretario  de  E.  en  elD.de 
Hacienda,  /.  Gutiérrez. 

Es  copia,  Gutiérrez. 
CURADORES  db  los  manumisos.  Regias  pan 

su    nombramiento.  Véase  Libertad,  ie  tsck 

vos,  R.  E.  de  7  de  Julio  de  1854,  punto  6? 

CURATOS.    RESOLUCIÓN   EJECUTIVA  DE    19  DI 

MARZO  DE  1655  derogando  las  dadas  anterior- 
mente sobre  ciertos  procedimientos ;  y  son  lat 
que  se  hallan,  bajo  este  mismo  título,  di  hpap 
432  á  la  438  del  primer  Tomo  ;  y  la  de  9  di 
Diciembre  de  1854,  qve  aun  no  kahknoi  ^ 
leccionado. 

Secretaría  del  Interior.— lección  primen. 
Caracas,  19  de  Marzo  de  18&5. 
Resuelto, — Dígase  al  Muy  Reverendo  SeBoi 
Arzobiebode  Caracas»  Reverendo  Obispo  ¿eMé* 
rida  y  Vicario  Capitular  de  Guayana. 

Con  el  objeto  de  facilitar  la  aplicación  df  lip- 
ñas  reglas  dadas  por  el  Poder  Ejecutivo  para  cier- 
tos procedimientos  respecto  de  los  ecMisúcos  ái 
Venezuela,.  Si  £*  se  ha  servido  resolver  lo  qw 
sigue. 

1?  Para  desempeñar  cualquier  beneficio  ecle- 
siásiico  en  Venezuela,  aun  cuando  sea  iote^A^ 
mente,  se  requiere  ser  ciudadano  por  ^^^P^^J^ 
ó  naturalización,  y  no  tener  en  suspenso  lo»  ^ 
lechos  de  taj.    ^ 
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9K>  Lo8  cures  propietams  de  una  pMnoqpia  no 
laeJen  seroombrados  interinos  de  -oiras^  sino  en 
os  casos  que  dispensa  el  derecho,  con  conocí- 
miente  del  Poder  Gjeeiitivo ;  y  mientras  se  provee 
el  siguiente  concarso,  6  corre  el  período  seílalado 
por  la  ley,  para  el  concurso  inmediato. 

39  £n  los  títulos  que  se  expidan  á  los  curas  se 
prevendrá  que  Us  autoridades  eclesiásticas  les 
exijan  el  juramento  que  previene  el  artículo  220 
de  ia  Constitución,  antes  de  darles  colación  é  ins- 
titución canónica,  y  hacerles  poner  en  posesión, 
remitiéndose  á  este  Despacho  certificación  del 
acto  del  juramento. 

49  La  presentación  que  correspondía  hacer  á 
loe  Intendentes  y  ahora  á  los  Gobernadores  de 
provincia  de  uno  de  los  propuestos  por  los  Prela- 
dos eclesiásticos  para  los  beneficios  curados,  se- 
gún lo  dispuesto  por  el  artículo  27  de  la  ley  de 
patronato,  debe  hacerse  por  dichos  Gobernadores 
como  lo  hace  el  Poder  Ejecutivo  en  su  caso,  en 
el  papel  sellado  correspondiente,  siendo  tal  pre- 
sentación, el  título  en  forma  que  sirve  á  los  pre- 
sentados en  cuya  virtud  el  prelado  da  sus  letras 
de  colación  é  institución  canónica,  y  manda  to^ 
mar  posesión. 

59  A  los  nombramientos  de  coras  ó  sacrista* 
nes  mayores  interinos,  que  expidieren  los  Prela- 
dos eclesiásticos,  en  uso  del  artículo  34  de  la  ci- 
tada ley  de  patronato,  no  deben  los  Gobernado- 
res poner  el  cúmplase,  sino  mandar  tomar  razón, 
sin  cuyo  requisito  no  se  satisfará  por  la  Tesorería 
General  la  renta  anual  que  tiene  designada  por  la 
ley  el  beneficio,  la  cual  no  correrá  sino  desde  el 
dia  en  que  dichos  curas  ó  sacristanes  mayores  co* 
miencen  á  ejercer  su  empleo,  lo  que  se  comproba- 
rá con  un  certificato  del  Jefe  político  ó  Juoz  del 
lugar. 

§  único.  Una  no<a  oficial  del  Prelado,  es  su- 
ficiente para  el  destino  de  cura  ó  sacristán  mayor 
interinos,  sin  necesidad  de  que  el  nombramiento 
se  extienda  en  papel  sellado. 

69  Bl  Gobernador  de  la  provincia  á  que  per- 
tezca  el  curato  ó  sacristía  que  se  provee  interina- 
Inente,  no  mandará  tomar  razón  del  nombramien- 
to sino  después  de  haber  examinado  si  en  él  no 
se  han  infrígido  las  leyes,  sin  cuyo  requisito  no 
podrá- continuar  el  nombrado,  eñ  caso  de  haber 
empezado  á  ejercer  sus  funciones. 

T9  Los  curas  para  separarse  del  ejercicio  de 
sus  funciones  con  la  licencia  de  su  Prelado,  de* 
berán  hacer  la  competente  participación  á  la  pri- 
mera autoridad  civil  del  lugar,  informándole 
quién  sea  el  sacerdote  que  le  sustituya.  La  auto- 
ridad civil  no  podrá  suspender  el  uso  de  la  li- 
cencia;  pero  en  caso  de  no  creerla  conTeniente, 
dará  cuenta  inmediatamente  al  Gobernador  para 
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que peeuelva  loque esiine  fundado.  En  el  ateo 
que  eea  fundada  la  suspensión  del  tt8#  ée  la  Meen* 
cía,  loavisará  al  Prelado  que  la  concedió ;  y  al 
Poder  Ejecutivo  para  que  prive  de  la  renta  al 
eclesiástico,  que  resiste  volver  á  servir  su  curato 
en  el  término  que  se  sefiale. 

8^  Quedan  derogadas  por  esta  todas  las  re- 
soluciones que  desde  1858  se  han  librado  por  este 
Departamento  Bobre  el  particular. 

Comuniqúese  á  quienes  corresponda  y  publí- 
quese. 

Por  8.  E. — Aranda. 


DEMANDAS    en  <íüb  tienen    ínteres    los 

FONDOS     &E    ABOLICIÓN     OE     LA      ESCLAVITUD. 

Quién  conoce  de  ellas.   Véase  lÁhertad  de  eS' 
clavos,  R.  E.  de  22  de  Julio  de  1854. 
DEMANDAS    en  que  tienen   ínteres    las 

RENTAS   NACIONALES   7   MUNICIPALES.    LeT   XI 
TÍTULO     VII   DEL     CODIOO    DB    PROCEDIMIENTO 

jTrDiciAL,  DE  19  DB  Mato  de  1855. — Refor^ 

ma  la  de  19  de  Mayo  de  1836. 
El  Senado  y  Cámara  de  Repr  ese  ftt  antes  deja 

República  de   Venezuela^  reunidos  en  Con^^ 

greso. 

Decretan : 

Ley  11  tí  talo  7.^  del  procedimiento  Judicial. 

De  las  demandas  en  que  tienen  interés  las  ren* 

tas  nacionales  6  municipales. 

Art  19  Cuando  ios  Tesoreros,  Administrado^ 
res  ú  otros  empleados  en  la  recaudación  de  las 
rentas  nacionales  ó  municipales  tengan  que  de- 
mandar judicialmente  cantidades  líquidas  ü  otra 
cosa  ciertí  que  corresponda  á  los  ramos  de  que 
están  encargados,  lo  harán  ante  el  juez  compe- 
tente según  la  cuantía  del  reclamo,  de  conformi- 
dad con  el  código  orgánico  de  tribunale?. 

Art.  29  En  la  demanda  se  presentará  la  liqui- 
dación del  crédito  ó  documento  que  la  justifique  ; 
y  si  dicha  liquidación  6  documento  tuviere  fuer- 
za ejecutiva,  se  acordará  en  la  misma  audiencia 
la  intimación  al  deudor,  para  que  pague  dentro 
de  tres  días,  apercibido  de  ejecución. 

Art.  39  Si  al  cuarto  dia  de  la  intimación,  no 
acreditare  el  deudor  haber  pagado,  se  librará 
mandamiento  de  ejecución  á  los  fines  indicados  en 
el  artículo  79  de  la  lej  ünica  del  título  69,  y  se 
cometerá  á  un  juez  de  paz. 

Art.  49  Embargados  los  bienes  del  deudor  por 
no  haber  pagado,  se  procederá  ásu  justiprecio  y 
remate,  conforme  á  lo  que  prescriben  los  artícu- 
los desde  el  13  al  18  de  la  ley  la  del  título  7?» 
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sin  perjuicio  de  oir  las  excepciones  del  demanda- 
do 7  de  lo  que  se  resol  viere  por  la  sentencia. 

Art.  59  El  deudor  puede  proponer  sus  excep- 
ciones en  el  término  de  ocho  días  contados  desde 
que  se  le  intime  el  pago ;  y  si  residiere  fuera  del 
lugar  en  que  se  halle  el  tribunal,  tendrá  un  día 
mas  por  cada  seis  leguas.  Vencido  este  término, 
no  seráoido.  El  juicio  sobre  las  excepciones  se- 
guirá por  los  trámites  del  juicio  ordinario,  sin  im- 
pedir ni  suspender  el  remate  de  los  bienes  embar^ 
gados ;  pero  se  entenderán  hipotecados  todos  los 
ramos  de  la  Hacienda  pública  ó  municipal  en  su 
caso,  7  el  empleado  demandante,  responsable  de 
mancomún  et  insólidum  pata  la  indemnización 
del  perjuicio  que  sufra  el  demandado,  si  resulta- 
re el  cobro  indebido.  El  empleado  demandante 
será  también  responsable  del  perjuicio  que,  en 
tai  caso,  sufra  la  Hacienda  pública. 

Art.  69  £n  las  demandas  ordinarias  en  que 
no  se  proceda  en  virtud  de  acción  ejecutiva,  bien 
sea  el  empleado  demandante  ó  demandado,  se  ar- 
reglará el  procedimiento  á  lo  establecido  para  to- 
dos los  juicios  con  solo  la  diferencia  de  que  el  re- 
presentante de  la  Hacienda  pública  no  está  obli- 
gado á  comparecer  al  tribunal,  excepto  en  el  ca- 
so de  que  deba  absolver  posiciones,  ni  á  nom- 
brar apoderado:  que  cuando  no  comparezca  de- 
berá pasársele  copia  de  la  contestación  del  do- 
mandado,  7  cuando  él  lo  sea,  se  recibirá  su  con- 
testación por  escrito,  y  que  en  ningún  caso  se  oxi- 
gira  como  necesaria  la  conciliación. 

Art.  79  Se  deroga  la  ley  de  19  de  Mayo  de 
1836  sobre  las  demandas  en  que  tienen  interés 
las  rentas  nacionales,  ó  municipales. 

Dada  ea  Caracas  á  18  de  Mayo  de  1855,  año 
26  de  la  ley  y  45  de  la  independencia. 

El  Presidente  del  Senado,  Juan  Hilario  Obis- 
po de  Mérida. — El  Presidente  de  la  Cámara  de 
Representantes,  /  i.  Arismeiidi. — El  Secreta- 
rio del  Senado,  /.  A,  Pérez. — El  Secretario  de 
la  Cámara  de  Representantes,  J.  Padilla. 

Caracas  19  de  Mayo  de  1865,  alio  26  de  la  ley 
y  4$  de  la  independencia. 

Ejecútese. — José  T.  Monágae. 

Por  9.  E.  el  Presidenta  de  la  Repüblica.—El 
Sccretáriti'  de  Estado  en  los  Despachos  del  inte- 
rior, Justicia  y  Relaciones  Exteriores,  JF!  Arahda. 

DERECHOS  DE  PUERTO.   Decreto   de  15  dk 
A^AVo  DE  1854  cediendo  al  Concejo  muñid- 
.     pal  de  Maluri?i,  en  calidad  de  devolución^  cier» 
tos  producios  de  los  de  encada  y  aguada,  pa- 
rá' la  construcción  de  w?¿  templo. 
El  Senada  y  Cándara  de  Representantes  .de  la 
Hepublica  de  Venezuela  reunidos  en  Con- 
.    ,  •  .greso.  .     .^ 

Considerando:         .. 


]0  ctne  m  eonveni^nte  6  la  Naeioa  propeoder 
por  ctmnios  «nedioa  sea  posible  al  aumento  de  li 
moral  establecida  en  la  religión  de  J^ucristo. 

29  due  obrando  e»  este  sentido,  es  de»  necesi- 
dad dictar  medidas  por  las  cuales  se  aumente  el 
culto  y  ferror  cristianos. 

39  ^ue  á  la  pequeKa  iglesia  del  puerto  de 
Maturín,  estando  situada  en  un  caney,  no  paede 
concurrir  la  décinm  parte  de  sus  habitantes,  j  se 
queda  casi  toda  la  población  sin  cumplir  con  los 
preceptos  divinos*  , 

49  Y  por  último  que  en  dicho  puertp  qoeda 
siempre  un  sobrante  del  derecho  de  Entrada  j 
Aguada,  después  de  hechos  los  gastos  que  deter- 
mma  la  ley. 

Decretan: 

Art  1.^  Se  concede  al  Concejo  municipal  del 
cantón  Maturin  el  sobrante  del  producto  de  los 
derechos  de  Entrada  y  Aguada,  establecidos  por 
la  ley  de  I9  de  Junio  de  1846,  y  que  se  cobrao 
por  la  Aduana  de  dicho  puerto,  luego  que  se  ha- 
yan hecho  los  gastos  á  que  especialmente  estii 
destinados  por  dicha  ley,  con  el  objeto  de  quesa 
invertido  en  la  construcción  de  un  templo  en  ¿i* 
cho  .pueblo. 
(  Art.  29  También  se  ceden  con  el  mismo  b 
laá  existencias  que  haya  en  la  Aduana  de  Jk 
I  tiirin  del  fondo  expresado. 

Art*  3.^  Esta  concesión  es  en  calidad  de  de- 
volución, y  se  efectuará  por  dicho  Concejo  muni- 
cipal, tan  luego  como  reciba  lo  correspondiente á 
la  expresada  iglesia  en  virtud  del  Decreto  legis- 
lativo que  destinó  el  medio  por  ciento  sobre  ios 
derechos  de  importación  para  la  repaiacioo  it 
los  templos  de  la  República. 

¡Dado  en  Caracas,  á  2  de  Mayo  de  1854,  año 
25  de  la  ley  y  44  de  la  independencia.— El  Pr^ 
sidente  del  Senado,  Pedro  Porrero.— El  P«si' 
dente  de  la  Cámara  de  íiepresentantes,  L  Rf^^' 
das. — El  Secretario  del  Senado,  J.  A.  Pénz.- 
El  Secretario  de  la.  Cámara  de  Representóles, J. 
Padilla. 

Caracas,  Mayo  15  de  1854,afío  25  de  la  ley  J 
44  (le  la  independencia. — Ejecútese.—/  O.M(r 
nagas.— 'VoT  wS.  E.  el  Presidente  de  Ta  Repúbli- 
ca,—El  Secretario  de  E..  en  los  DD.  del  Inie- 
rior,  Justicia  y  Relaciones  Exteriores,  Si«5* 
Planas. 
DERECHOS  DE  PUERTO.  Resolución  Ejecc- 

TivA  DB  26  DE  Octubre  de  1854  regh^t^ 

iando  el  anterior. 

Secretaría  del  Interior. — Sección  primea. 
Caracas,  Octubre  26  de  1854. 

Rc5i¿eZ/ft.-^ Vista  la  representación  del  Con- 
cejo Municipal  de  Maturin  y  con  el  fin  de  evmr 
dudas  én  la  mejor  ejecución  del  Decreto 
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Uro  de  16  de  Mayo  del  cortieiite  alio  eotaoédien- 
do  en  empréstito  al  Concejo  Munkipa]  de  dicha 
ciudad  el  aobrante  de  loe  derechos  de  entrada  y 
agaada  que  ee  cobra  por  aquella  Aduana,  luego 
que  «e  hayan  hecho  ios  gastos  &  que  especial* 
mente  están  destinados  por  la  ley  de  derechos  de 
puerto  de  \o  de  Junio  de  1846,  S.  E.  el  Poder 
£jecutÍTo  sella  servido  dictar  las  reglas  siguien- 
tes: 

l^  £1  Gobernador  de  la  provincia  de  Cuma- 
ná  procederá  inmediatamente  á'exigir  al  Admi- 
nistrador de  Aduana  de  Maturin  una  noticia  de 
las  existencias  que  haya  de!  fondo  por  derechos 
de  entrada  y  aguada,  y  pasará  copia  de  ella  á  es- 
te Ministerio  y  al  Concejo  Municipal  de!  cantón 
Maturin. 

2^  Toca  al  expresado  Concejo  la  dirección  del 
Templo  que  debe  construirse  en  dicha  ciudad, 
según  el  artículo  19  del  Decreto  legislativo  de 

15  de  Mayo  último. 

3^  Aquella  corporación  hará  formar  el  plano 
y  presupuestos  competentes,  invitará  á  contrata  y 
la  celebrará  en  vista  de  ios  presupuestos  y  de  la 
proposición  mas  ventajosa,  debiendo  obtener  la 
aprobación  del  Gobernador  la  que  se  hubiere  de 
efectuar. 

4a  Dicho  Gobernador  dará  las  órdenes  nece- 
sarias al  Jefe  de  la  Aduana  de  Maturin  para  que 
del  sobrante  del  derecho  de  entrada  y  aguada  y 
de  las  existencias  que  haya  del  fondo  expresado, 
conforme  á  los  artículos  19  y  2?  del  referido  De- 
creto, se  pague  al  contratista  de  la  construcción 
del  Templo. 

5^  El  Concejo  informará  mensualmente  al  Go- 
bernador del  estado  en  que  se  encuentre  la  obra, 
avisándole  oportunamente  la  conclusión,  y  dicho 
funcionario  informará  á  este  Ministerio  de  su  cos- 
to y  conclusión. 

6^  £1  Jefe  de  la  expresada  Aduana  al  cum- 
plir con  el  artículo  89  del  Decreto  ejecutivo   de 

16  del  corriente  dando  reglas  sobre  ios  derechos 
de  puerto  dtc.  hará  en  el  estado  la  debida  espe- 
cificación del  ingreso  y  egreso  por  el  respecto 
que  indica  esta  resolución. 

7a  El  Gobernador  de  la  provincia  excitará  á 
la  Diputación  á  fin  de  que  en  sus  próximas  se- 
siones, y  haciendo  uso  del  artículo  ¿9  ^^1  de- 
creto legislativo  de  23  de  Abril  de  186*3,  sobre  el 
impuesto  de  medio  por  ciento  sobre  los  derechos 
de  importación  para  fábricas  de  iglesias,  destine 
el  producto  de  lo  que  se  cobre  por  tal  respecto 
en  la  Aduana  de  Maturin  á  la  fábrica  del  Tem- 
plo que  se  construirá  conforme  á  las  presentes  re- 
frlas,  con  el  objeto  de  que  se  regularice  la  devo- 
ucion  de  que  habla  el  articulo  §9  del  citado  De- 
creto legislativo  de  15  de  Mayo  ultimo. 
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i  inieob  Dicho  Gobernador  pasará  copia  cer* 
tificada  del  acto  que  expidiere  aquella  corpora- 
ción sobre  el  particular. 

8^  Luego  que  la  Diputación  haya  designado 
para'  dicho  Templo  el  producto  del  medio  por 
ciento  en  la  Aduana  de  Matuiin,  el  Administra- 
dor de  esta,  tendrá  en  depósito  lo  que  produzca 
para  ir  efectuando  convenientemef^te  la  devolu- 
ción mencionada.  Con  tai  objeto  cada  tres  me- 
ses el  Administrador  pasará  al  Concejo  Munici- 
pal una  noticia  del  ingreso,  á  fin  de  que  este 
cuerpo,  tomando  conocimiento  de  él,  sepa  la  can- 
tidad que  deba  abonarse  para  ir  amortizando  lo 
que  se  deba  al  ramo  del  derecho  de  entrada  y 
aguada. 

9^  £1  referido  Administrador  llevará  por  se- 
parado en  un  libro  auxiliar,  una  cuenta  particu- 
lar de  lo  que  se  tome  de  los  derechos  de  entrada 
y  aguada  y  lo  que  se  aboae  del  medio  por  ciento 
para  fábricas  de  iglesias. 

Comuniqúese  al  Concejo  Municipal  de  Matu- 
rin en  contestación  á  su  solicitud  de  31  de  Agos- 
to último,  y  al  Gobernador  de  Cumaná  para  su 
inteligencia  y  cumplimiento,  y  para  que  lo  comu- 
nique al  Administrador  de  la  Aduana  de  Matu- 
rin.— Por  S.  E. — Planas. 

DERECHOS  DE  PUERTO.  Let  oe  29  de  abril 

DE  i85G  estableciéndolos. — Reforma  la  de  19 

de  Junio  de  1846,  pág.  451  del  primer  Tomo, 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 

pública  de  Venezuela^  reunidos  en  Congreso : 
Vista  la  solicitud  del  Concejo  Municipal  del  can- 
tón Maiquetia,  y 

Coftsiderando : 
19  Que  por  el  artículo  99  de  la  ley  de  1 9  de 
Junio  de  1846  sobre  derechos  de  puerto,  se  aplicó 
al  cantón  La  Guaira  el  producto  del  dos  por  cien- 
to para  varios  objetos  de  utilidad  local. 

29  Que  el  referido  cantón  tiene  ya   por  medio 
de  aquella  concesión  satisfechas  sus  mas  perento- 
rias necesidades,  á  tiempo  que  el  de  Maiquetia, 
por  ser  de  nueva  creación,  es  acreedor  á  igual 
beneficio,  nada  es  mas  natural  que  dividir  aquel 
producto  en  las  dos  poblaciones,  tan  ligadas  y  re- 
lacionadas por  un  mismo  interés. 
Decretan : 
Comercio  exterior. 
ArU  19  Los  buques  nacionales  ó  extranjeros 
que  procedan  del  extranjero,  pagarán  solamente 
por  derecho  de  puerto  los  siguientes : 

19  Los  de  tonelada  cuya  cuota  es  de  treinta  y 
siete  y  medio  centavos  por  cada  tonelada  que  mi- 
da el  buque. 

29  Los  que  corresponden  á  los  capitanes  de 
puerto  que  son  tres  pesos. 
3p  Los  de  entrada  que  son  ciete  centavos  por 
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cadflr  tonelada  que  mida  el  boque.  En  el  pocrfo  de 
la  GuBíra  se  cobrará  ademas  por  deneho  de  en- 
trada, un  dos  por  ciento  sobre  el  montante  de  loa 
derechos  de  importación  que  adeuden  las mercan- 
claa  que  se  introduzcan  del  eitranjero. 

4?  Los  que  corresponden  al  médico  de  sanidad 
que  son  tres  pesos,  que  cobrarft  solo  cuando  haga 
la  visita. 

59  Los  de  anclaje,  que  son  diez  y  ocho  centa- 
vos por  cada  tonelada  que  mida  el  buque. 

69  Los  de  prácticos  que  son  seis  pesos  por 
cada  pié  que  calen  los  buques  que  entren  en  An- 
gostura 6  Maracaibo. 

79  Los  de  aguada,  cuya  cuota  es  de  doce  cen- 
tavos por  cada  tonelada  que  mida  el  buque. 

89  Los  de  licencia  de  navegación,  cuya  cuota 
son  dos  pesos. 

Excepciones. 

Art  29  No  pagarán  ningún  derecho  de  los  es- 
tablecidos en  el  artículo  anterior : 

19  Los  buques,  de  guerra,  paquetes  6  correos 
nacionales  y  extranjeros. 

29  Los  que  por  avería  efectiva  y  comprobada 
entren  con  el  solo  designio  de  recorrerse  en  los 
astilleros  de  la  República,  siempre  que  no  intro- 
duzcan ni  extraigan  carga  alguna. 

39  Los  que  entren  de  arribada  forzosa,  si  no 
descargan  ni  cargan  cosa  alguna. 

^  único.  Las  disposiciones  de  esta  ley  en  nada 
se  oponen  á  las  del  decreto  eximiendo  a]  ganado 
vacuno  y  sus  productos  de  todo  derecho  nacional 
ó  municipal  por  quince  afios. 

Art.  39  Los  buques  que  entren  y  salgan  en 
lastre,  y  los  que  entren  con  carga  y  salgan  sin 
descargar  cosa  alguna,  solo  adeudan  los  derechos 
establecidos  en  lus  números  4^  y  6?  del  articulo  1.° 

^  único.  Aunque  un  buque  procedente  de  un 
puerto  extranjero,  con  carga  ó  en  lastre,  toque 
solamente  por  mera  escala  en  alguno  de  la  Repú- 
blica aun  sin  descargar  ni  cargar  cosa  alguna,  se 
reputará  como  procedente  directamente  del  ex- 
tranjero para  el  cobro  del  derecho  de  puerto,  coh- 
forme  á  este  artículo,  en  el  último  puerto  de  la 
República  en  que  descargue  ó  cargue. 

Art  49  Los  buques  procedentes  del  extranje- 
ro con  carga,  pagarán  en  el  primer  puerto  de 
la  República  en  que  descarguen  todo  6  parte  de 
su  cargamento,  los  derechos  designados  en  el  artí- 
culo 19 «  y  en  los  demás  puertos  en  que  entren 
de  escala  y  descargen  también,  solo  satisfarán  los 
del  número  49  del  expresado  artículo  19* 

^  único.  Cuando  no  se  acredite  con  certifica- 
ción de  la  aduana  respectiva  haberse  pagado  en  el 
primer  puerto  en  que  el  buque  descargó,  los  dere- 
chos señalados  en  los  números  I9,  39  y  59  del 
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actículo  19)  ae  cobnián  eetos  derechos  en  el  pri* 
raer  puerto  de  la  República  en  que  tocare. 

Art  &^  Solo  se  cobrará  el  deredio  de  agoadt 
á  loa  buques  00  eiceptoados,  en  aquellos  poertos 
en  que  haya  agua  situada  naturalmente  á  una  mi- 
lla á  lo  mas  de  distancia,  6  conducida  por  el  arte, 
donde  los  buques  puedan  proveerse  de  la  que  ne- 
cesiten,  y  también  en  aquellos  donde  hoy  se  es- 
tán 6  en  lo  sucesivo  se  estuvieren  constrayeodo 
acueductos  públicos  para  dicho  efecto. 

Comercio  de  cabotaje» 

Art  69  Los  buques  procedentes  de  lospoertu 
habilitados  de  la  República,  que  dejen  ó  tomen 
alguna  carga,  solo  pagarán  por  derechos  de 
puerto: 

19  Doce  centavos  por  cada  tonelada  que  mida 
el  buque  sobre  el  exceso  de  treinta. 

29  Tres  pesos  para  el  médico  de  nanidad,  coas- 
do  procediendo  el  buque  de  puerto  a pestado^  sea 
visitado  por  aquel,  de  orden  de  la  autoridad  com- 
petente. 

39  Los  de  prácticos,  cuando  los  buques  tomeo 
á  su  bordo  estos  empleados  en  la  boca  del  Orino- 
co 6  en  la  barra  de  Maracaibo ;  en  cuyo  caso  pa- 
garán por  este  derecho  solo  seis  pesos,  cualquíen 
que  sea  la  calacion  del  buque. 

49  Por  licencia  de  navegación,  ciacuenta  ceo* 
tavos. 

^  único.  Para  que  los  buques  procedentes  an- 
tes del  extranjero  puedan  reputarse  como  proce- 
dentes últimamente  de  los  puertos  habilitados  de 
la  República  para  el  cobro  de  los  correspondieotei 
derechos  de  cabotaje,  conforme  á  este  aTtícolo, 
deberá  acreditarse  con  certificación  de  una  admi- 
nistración, que  han  sido  satisfechos  en  ella  ios 
correspondientes  derechos  impuestos  en  el  artí- 
culo 19 

Art/  79  El  pago  de  derechos  que  haga  uo  ba- 
que conforme  al  artículo  49  en  el  primer  puerto 
(le  la  República  en  que  tome  6  deje  el  todo  6 par- 
te de  su  cargamento,  no  excluye  el  que  debe  ha- 
cer conforme  al  artículo  69  en  los  demás  puertos 
en  que  posteriormente  tome  6  deje  el  todo  ó  par- 
te de  su  carga,  entendiéndose  que  sí  el  baque  en- 
trare en  el  Orinoco  ó  en  el  puerto  de  Maracaibo, 
pagará  los  derechos  de  puerto  establecidos  en  el 
número  69  del  artículo  1 9,  aunque  antes  haya  es- 
tado en  otros  puertos  de  la  República ;  á  méooi 
que  entre  en  lastre  ó  cargado  de  ganado  vacuDO 
ó  sus  productos. 

Recaudación  y  aplicación  de  derechos. 

Art.  89  Los  derechos  de  puerto  que  cauble» 

esta  ley  se  cobrarán  á  la  salida  de  Jos  buques  no 

exceptuados,  6  á  los  ocho  días  de  su  llegada,  si  el 

buque  dilatare  mas  tiempo  en  el  puerto  en  que  los 
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adeude,  en  esta  forma  :  los  que  corrjesponden  al 
médica  de  saninad  y  capitán  de  puerto,  por  estos 
mismos  empleados,  y  todos  los  demás  por  el  Jefe 
ó  jefes  de  la  aduana  délos  puertos  habilitados  don- 
de sean  adeudados. 

Art.  99  La  aplicación  de  los  fondos  que  se  re- 
cauden, se  hará  mensual  mente  de  la  manera  si- 
guiente: 

19  Los  de  anclaje  se  destinan  exclusivamente 
á  sostener  los  hospitales  de  lázaros  6  leprosos 
que  existan  en  la  República  ;  y  el  Poder  Ejecu- 
tivo según  el  número  de  enfermos  que  haya  en 
cada  hospital,  designará  las  Diputaciones  provin- 
ciales á  cuya  ócden  deban  tener  los  Jefes  de  las 
aduanas  lo  que  recauden,  entre  tanto  estén  dichos 
hospitales  al  cargo  de  estas  coi  poracionee. 

29  Los  de  entrada  y  aguada  exclusivamente 
á  la  mejora  y  limpieza  de  los  puertos  y  muelles 
donde  se. recauden,  á  la  construcción  y  conserva- 
ción de  sus  acueductos  y  fuentes  públicas,  y  la 
adquisición  de  las  aguas  necesarias  para  estas,  lo- 
do bajo  la  dirección  de  los  respectivos  Concejos 
municipales. 

Art.  10.  El  dos  por  ciento  que  se  cobra  en  la 
aduana.de  la  Guaira  sobre  ios  derechos  de  impor- 
tación, se  dividirá  su  producto  entre  este  cantón 
y  el  de  Maiquetía,  y  será  aplicado  en  el  cantón 
La  Guaira,  ademas  de  los  objetos  expresados. 

19  A  la  construcción  de  la  cárcel  pública  de 
aquel  puerto. 

89  Los  del  médico  de  sanidad  y  Capitán  de 
puerto  correspotiden  á  estos  empleados. 

39  Los  de  tonelada  y  prácticos  entrarán  en  las 
cajas  nacionales. 

49  Los  de  licencia  de  navegación  se  aplican  á 
las  Rentas  municipales. 

§  único.  El  producto  de  uno  por  ciento  conce- 
dido al  cantón  Maiquetía,  será  aplicado  por  el 
Concejo  Municipal : 

19  A  la  construcción  de  acueducthB  y  ñientes 
públicas. 

29  A  la  instalación  de  las  pilas,  y  fuentes  pata 
abastecer  el  vecindario. 

39  A  la  adquisición  de  las  aguas  necesarias 
para  estas : 

49  A  la  edificación  ó  refacción  de  la  cárcel 
pública,  luego  que  su  población  haya  adquirido  el 
agua  para  sus  usos  domésticos  que  se  le  conce- 
den por  los  dos  parágrafos  anteriores,  y 

59  A  la  conservación  de  aquellos  objetos  de 
utilidad  común  y  local. 

Disposiciones  generales,- 

Art  11.  Cuando  un  buque  tomd  ó  deje  parte 
de*8Q  cargamento  en  dos  ó  mas  puertos  de  Ja  Re- 
püDlíca,  pagará  el  deredio  d^  aguada  en  el  pri- 
mero en  que  lo  adeude,  conforme  al  artículo  6^. 
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Art  12.  Son  facultades  de  los  capitanes  de 
puertos:  ^  ^ 

,  19  Expedir  en  papel  del  sello  correspondiente 
los  roles  á  los  buques  nacionales  que  hagan  el 
comercio  extranjero  ó  de  C4l)(2^^j^>  cuyo  valor 
costearán  los  interesados. 

2y  Usar  de  las  falúas  de  las  aduanas  para  ha- 
cer la  visita  á  los  buques. 

Art  13.  La  primera  autoridad  civil  de  los  puer- 
tos habilitados  expedirá  la  licencia  de  navegación 
á  todos  los  buques  que  hayan  de  salir  para  el  ex- 
tranjero ó  para  otro  puerto  ó  punto  de  la  Repú- 
blica, exigiendo  previamente  constancia  al  capitán 
ó  consignatario  del  buque  de  estar  este  solvente 
con  la  Aduana. 

Art  14.  Los  buques  que  hacen  el  comercio  in- 
terior ó  exterior,  no  pueden  ser  gravados  con 
otros  derechos,  cualquiera*  que  sea  su  deno^ 
minacion,  que  con  los  establecidos  en  la  presente 
ley. 

Art  16.  Se  deroga  la  ley  de  I9  de  Junio  de 
1^46  sobre  derechos  de  puerto. 

Dada  en  Caracas  á  24  de  Abril  áS  1856,  aTIo 
27  de  la  ley  y  46  de  la  independencia.-r-El  Pre- 
sidente del  Senado,  Jiian.Vícente  González  Del- 
gado,— El  Presidente  de  la  Cámara  de  Represen- 
tantes. J.  G,  Ochoa. — El  Secretario  del  Senado, 
/.  A.  Pérez. — El  Diputado  Secretario  de  la  Cá- 
mara de  Representantes,  J.  A.  Torrealba. 

Caracas,  Abril  29  de  1836,  aHo  27  de  la  ley  y 
46  de  la  independencia.  —  Ejecútese. — José  T, 
Monágas, — Por  S.  E. — El  Secretario  de  E.  en  el 
D.  de  Hacienda,  Jacinto  Gvtiérrez. 

Es  copia. — Gutiérrez. 

DERECHOS  DE  PUERTO,     DE  FAROS  Y  SUBSIDIA- 
RIO PARA      CAMINOS.    DECRETO    EJECUTIVO    DE 

13  DE  JUNIO  DE  1855   dictando   reglas   sobre 
su  aplicación. — Reforma  el  de  16  de  Octubre 
de  1854,  que  aun  no  estaba  coleccionado. 
JOSÉ  TADEO  MONAGAS, 
General  en  Jefe,  Presidente  de  la  Repiiblica  de 
Venezuela^  4*^»  4*^»  4*^ 
En  uso  de  la  atribución   19^  del  artículo  17 ''de 
la  Constitución,  en  cumplimiento   del    artículo  9 
de  la  lev  de  19  de  Junio  de  1846  sobre  derechos 
de  puerto,  y  de  conformidad  con    los  decretos  le- 
gislativos de  11  de  Mayo  de  1842  sobre  Faros,  y 
de  28  de  Abril  de  1854,  sobre  impuesto  subsidia- 
rio para  caminos. 

DECRETO  : 
h   10 

.    Del  derecho  de  anclaje. 
Art.  19  L*os  fondos  que  se  recauden   por    este 
derecho  se  aplicarán  mensuaimente  de  la  manera 
siguiente : 


TOMO  n. 
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19  Estará  á  la  díapofíicioii  de  la  Diputación 
provincial  de  Gnaymna  el  tol»l  producto  de  este 
derecho  en  las  aduanas  de  la  misma  provincia. 

5^  A  la  de  la  Diputación  de  Barcelona  lo  qae 
se  recaude  por  este  respecto  en  sus  aduanas  y  en 
las  de  Coro. 

39  A  la  de  la  de  Cumaná,  ademas  de  los  fon- 
dos á  que  alcance  dicho  impuesto  en  sus  puertos, 
loque  produzca  en  los  de  Margarita,  la  sexta  par- 
te de  los  de  Caracas,  y  las  dos  terceras  de  los  de 
Carabobo. 

49  La  Diputación  de  Caracas  dispondrá  de  las 
cinco  pextas  partes  restantes. 

59  La  de  Marida  de  la  tercera  parte  de  lo  pro- 
ducidlo en  Caraboboy  y  una  sexta  de  lo  recaudado 
en  Maracaibo. 

69  La  Diputación  de  Maracaibo  podrá  dispo- 
ner de  las  cinco  sextas  partes  que  le  restan. 

Art.  29  Las  respectivas  Diputaciones  provin- 
ciales aplicarán  exclusivamente  estos  fondos  al 
sostenimiento  de  hospitales  de  lázaros  6  leprosos, 
según  lo  (iispuesto  por  la  ley  citada  de  I9  de 
Junio  de  1846. 

Art.  39  Cada  tres  meses,  los  Gobernadores 
remitirán  al  Ministerio  del  Interior  una  noticia 
de  los  elefanciacos  ó  leprosos  que  haya  en  sus 
respectivas  provicias. 

$  29 
De  los  derechos  de  entrada  y  aguada, 

Art.  49  Los  fondos  que  se  recauden  por  estos 
impuestos  se  aplicarán  mensualmente  de  la  ma- 
nera siguiente. 

Estará  á  la  disposición  de  los  Concejos  munici- 
pales de  los  respectivos  puertos  el  total  producto 
de  lo  que  se  cobre  por  estos  derechos  en  cada  uno 
de  ellos,  para  ser  empleados  según  lo  dispuesto 
por  el  artículo  99  de  la  ley  de  la  materia. 

Art.  59  La  aplicación  de  estos  fondos,  ya  para 
la  con&trurcior)  de  alguna  nueva  obra,  ya  para  la 
reparación  de  aquellas  á  que  están  destinados, 
deberá  hacerse  con  aprobación  del  Gobernador 
respectivo  ;  remitiéndose  á  este  funcionario  con 
el  ¿n  expresado,  antes  de  celebrarse  cualquier 
contrato  ó  proceder  á  efectuar  algún  gasto  útil  y 
que  no  merezca  sor  rematado,  los  presupuestos 
eorresponiiientes  y  los  informes  que  sean  necesa- 
rios para  ilustrar  su  juicio. 
-  ^  Para  celebrar  cualquier  contrato  deberán 
llenarse  las  formalidades  requeridas  para  los  re- 
joates  públicos. 

Art.  69  Los  Concejos  municipales  pasarán 
mensualmente  al  Gobernador  de  la  provincia,  una 
noticia  de  los  fondos  que  le  han  sido  entregados 
y. de  su  inversión,  y  otra  del  estado  de  las  obras 
que  se  estén  construyendo  ó  reparando  con  ellos. 
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§39 
Del  dos  por  ciento  sobre  el  montante  de  los  dm- 
chas  de  importación  que  se  causen  en  la  Guairo, 

^  Art  79  El  producto  de  este  derecho  estari  á 
disposición  del  Concejo  municipal  de  la  Guaira 
para  ser  empleado  en  las  obras  que  designaelcaso 
29  del  artículo  99  de  la  ley  ya  citada. 

Art.  89  Cuando  aquella  corporación  creyere 
conveniente  la  construcción  ó  reparación  de  m 
obra  cualquiera,  no  celebrará  contrato  ni  dispon- 
drá ninffUQ  gasto  sin  la  previa  aprobación  del 
Poder  Ejecutivo,  á  quien  remitirá  los  pretapaa- 
tos  correspondientes  y  los  informes  que  sean  se* 
cesarlos  para  ilustrarle. 

^  Para  celebrar  cualquier  contrato  deberáo  lle- 
narse las  formalidades  requeridas  para  los  rasi- 
tes  públicos. 

Art.  99  £1  Concejo  municipal  pasará  todos 
los  meseaal  Poder  Ejecutivo  una  noticia  del  esta- 
do de  las  obras  que  se  construyan  ó  reparen,  joui 
del  ingreso,  egreso  y  existencia  de  los  fondos  (k 
este  ramo  en  la  administración  respectiva. 

M? 

Del  dos  por  efento  sobre  el  valar  de  hs  dereái 
de  importación  que  se  causen  en  las  adunúi 

de  Ciudad  Bolívar  y   Barcelona* 
Art.  10.  El  producto  de  este  impuesto  estira  &     1 
la  disponicion  de  las  Diputaciones  de  dichas prorio-     | 
cias,  para  ser  aplicado  exclusivamente  á  lasobrs 
á  que  lo  destina  el  artículo  79  del  Decreto  lefisli* 
tivo  de  28  de  Abril  del  año  ultimo  sobre  ímpoesKi 
subsidiario. 

6  50 

'  I 

/  el  impuesto  para  Faros. 

Art.  11.  Lo  recaudado  por  dicho  impuesto  qae- 
dará  en  las  cajas  de  las  aduanas  á  disposición  del 
Poder  Ejecutivo  para  ser  aplicado  al  objeto  á  qat 
la  ley  lo  destina. 

*    M9 

Del  impuesto  subsidiario  para  tamvMS. 
/.rt.  12.  El  producto  á  que  alcance  el  cobro 
de  este  impuesto  eiitará  á  ladisposiciondelasrf* 
pectivas  Diputaciones  provinciales  para  ío  dis- 
tribución de  conformidad  con  el  Decreto  legisla"* 
vo  citado. 

Disposiciones  generales*  ' 

Art  13.  Los  Aministradorea  de  Adnana  M-    1 
drán  á  la  disposición  4e  las  respectivas  corpon- 
ciones  indicadas  sin  neeesidadile  órdenes  pir^'^ 
de  la  Tesoreriat  aino  en  viitvd  de  uaa  óideo  ^ 
neral  que  dará  á  prineipíos  dd  afio  ecQ^^^ 


[<»  A  S0f»  nwfi^nM  ^Ue. 
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liNi*yffodiieio»deloedereeho8de  qne  habla  este 
Decreto,  con  excepción  del  de  Faro  de  que  no  se 
diepondrft  sin  resolución  previa  del  Poder  Ejecu- 

tÍTO. 

ArU  14.  Las  Dipuiacíones  provindales  y  los 
Concejos  manicipales  deeignaráo  el  Admioisira- 
dor  de  rentas  de  este  rama  qae  deba  percibir 
aquellos  fondos  roensualraente,  tomando  todas  las 
urdidas  que  juzgue  convenientes  para  su  aplica- 
ción oportuna. 

r..  ^  19  No  cobrarán  porta  percepción  de  estos 
fondos  comisión  alguna  los  Administradores  mu- 
nicipales. 

§  29  Mientras  las  Cámaras  provinciales  no  le* 
gislen  especialmente  sobre  esta  materia  se  cum- 
plirá con  lo  dispuesto  en  las  ordenanzas  vigentes* 
Art.  15.  Los  Administradores  de  adagua  pa- 
sarán mensual  roen  te  una  noticia  del  estado  del 
ingreso,  egreso  y  existencia  de  estos  fondos,  al 
Gobernador  de  la  provincia  respectiva,  y  trimes- 
tralmente al  Poder  Ejecutivo. 

Art.  16.  Los  Gobernadores  á  Sij  vez,  y  tam- 
bién cada  tres  meses,  remitirán  al  Gobierno  una 
noticia,  no  solo  comprensiva  de  las  cantidades  re- 
cibidas y  de  su  inversión,  sino  del  estado  de  las 
obras  que  se  construyan  ó  reparen,  <5egun  Jo  dis- 
puesto por  las  leyes  y  decretos  citados. 

^  para  cumplir  con  este  (ieber  en  la  parte  con- 
cerniente al  derecho  de  anclaje,  exigirán  los  Go- 
bernadores un  estado  mensual  de  la  inver- 
sión del  producto  de  este  impuesto,  ai  emplea- 
do ó  corporación  á  quien  la  Diputación  haya 
encargado  de  ella. 

Art.  17.  Los  Administradores  de  aduana  pa- 
sarán la  noticia  indicada  en  el  artículo  15  k  los 
Concejos  municipales  sobre  aquellos  derechos  de 
que  estos  cuerpos  deben  disponer. 

Art.  18.  Se  deroga  el  Decreto  ejecutivo  de  16  I 
de  Octubre  de  lb54,  dictando  reglas  i^obre  ciertos 
derechos  de  puerto  y  otros  impuestos. 

Dado:  firmado  de  mi  roano;  sellado  con  el 
sello  deV  Poder  Ejecutivo  ;  y  refrendado  por  el 
Secretario  de  Estado  en  los  Despachos  del  Interior, 
Justicia  y  Relaciones  Exteriores  en  Caracas,  á 
13  de  Junio  de  1855,  afío  26  de  la  ley  y  45  de  la 
independencia. 

(Firmado). — José  T,  Monágas. 
Por  S.  E. — El  Secretario  de  E.  en  los  DD.  del 
Interior,  Justicia  y  Relaciones  Exteriores 

(Firmado). — Francisco  Arando, 
DESCUBRIMIENTOS   en    materia    de   in- 
dustrias.  Véase  Patentes  de  industria. 
DESPACHOS  DEL  Gobierno,  y  de  sus  agen- 
tes* Véase  Cartas  y  despachos  del  Golnerno 
f  de  sus  agentes. 
DBStJELLO  DB  BESES.  Reglas  que  deben  ha- 
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cer  observar  ]os  Gobernudores  para  el  que  se 
hace  en  el  Llano.  Véase  Gobernadores^  R»  JS^ 
de  9  de  Marzo  de  1854. 
DEUDA  PÚBLICA.  Decreto  EjEcuTrro  sk  28 
DE  Febrero  de  1855  reglamentando  la  dis* 
tribucio»  de  los  ingresos  de  las  aduanas  w 

JOSÉ  TADEO  M0NA6AS; 

Presidente  de  la  RepvJtHca  de  Venezuela^ 
d&Ctt  d&c.  d&e. 

Considerando : 

19  Que  la  ley  de  18  de  Abril  de  1853  de^^ 
el  veinticinco  por  ciento  de  los  derechos  ordina- 
rios de  importación  para  satisfacer  el  valor  de 
los  contratos  celebrados  por  el  Gobierno  en  1851 
y  52,  y  por  los  cuales  aun  se  adeuda  una  fuerte 
suma: 

29  Aue  el  setenta  y  cinco  por  ciento  restante 
de  los  mismos  derechos  está  comprometido  igual- 
mente al  pago  de  otros  contratos  y  convenios  di- 
plomáticos celebrados  en  1853  y  54.  y  de  multi- 
tud de  órdenes  libradas  sobre  las  aduanas  para 
ser  pagadas  en  dinero,  en  descuentt>de  derechos, 
y  con  sal : 

39  Que  el  producto  total  de  la  contribución 
extraordinaria  impuesta  por  el  Decreto  Legisla- 
tivo de  23  de  Abril  de  1851  se  afectó  también  al 
pago  de  quinientos  mil  pesos,  montmte  de  un 
contrato  celebrado  en,  veinte  de  Setiembre  úitinH) : 

49  Q'Ue  á  mas  de  estar  absorvida  la  totalidad 
de  las  rentas  ordinarias  y  extraordinaiius  en  ra- 
zón de  esos  compromisos,  por  una  exten^^ion  de 
tiempo  que  no  puede  conocerse,  mientras  no  se 
practique  una  liquidación  general,  pesa  sobre  el 
Estado  una  suma  enorme  por  sueldos,  ajustamien- 
tos y  penifiones  hasta  treinta  y  uno  <le  Diciem- 
bre último  ;  y  todo  esto  sin  contar  con  \ñs  aten- 
ciones multiplicadas  y  urgentes  del  presupuesto 
corriente  que  alcanza  al  duplo  de  la  renta  anual 
de  la  República  : 

59  Que  en  semejantes  circunstancias,  antes  de 
restablecerse  el  crédito  del  Gobierno,  no  seria 
prudente  ni  posible  -  adoptar  medidas  para  pro- 
porcionar recursos  con  que  hacer  frente  á  loa 
mas  precisos  gastos  del  servicio  público  ;  y 

69  Q^ue  tal  estado  de  penuria,  que  no  permite 
racionar  siquiera  la  guarnicioTí  y  dar  una  buena 
cuenta  á  los  empleados,  inválidos,  viudas  y  de- 
mas  acreedores  contra  el  Tesoro  público,  no  pue- 
de subsistir,  sin  el  mas  completo  desórdeit  en  el 
servicio  y  Administración  de  la  República  : 
Decreto : 

Art.  19  Se  aplica  el  setenta  por  ciento^de  los 
derechos  ordinarios  de  importación  al  pago  del 
presupuesto  general  y  según  las  órdenes  que  se 
comunicaren  por  Ja  Secretaría  de  Hacienda* 


su 
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(  Único.  Lm  disposiciones  de  este  artículo  no 
innovan  la*  que  se  hayan  comunicado  sobre  con- 
venios diplomáticos,  mientras  se  obtienen  nue- 
vos rffregtbs  en  fuerSa  de  Ja  situación  crítica  del 
Erario. 

Art  29 'El   treint*  por  ciento  restante  de  los 
derechos  ordinarios  de  importacipn  se  destina  pa- 
ra satisfacer  el  valor  de  los  contratos  celebrados 
por  el  Gobierno  en  los  años  de  1851,  1852,  1853  I 
y   1854,  á  que  se  refiere  el  convenio  de   esta  fe-  I 
cha  con  varios  acreedores.  | 

4t^.  39  Las  Administrado  ñas  de  Aduana  ten- 1 
drán  á  la  orden  de  !a  Tesorería  general  el  pro- 1 
ducto  íntegio  de  la  contribución  extraordinaria  j 
por  importación  y  exportación. 

Art.  49  Se  suspenden  por  ahora  los  efectos  de 
las  órdenes  libradas  contra  las  aduanas  de  la  Re- 
pública para  ser-pagad aa  en  dinero  efectivo,  en 
descuento  de  derechos  y  con  sal. 

§  fínico.  Lfts  Administraciones  de  Aduana  pro- 
cederán inmediatamente  á  liquidar  lo  que  esté 
radicado  en  ellas  por  los  tres  respectos  expresa- 
dos en  este  arríenlo,  y  remitirán  inmediatamente 
á  la  Secretaría  de  Hacienda  una  relación  especi- 
ficada de  los  créditos  que  resulten  vigentes, 

Art.  59  Ki  empleado  que  falte  á  alguna  de  las 
disposiciones  de  este  Decreto,  quedará  de  hecho 
suspenso  de  su  destino  y  obligado  ademas  á  rein- 
tegrar la  suma  que  haya  distraido  6  aplicado  á 
distinto  obj(  to  ;  pudie/ido  ser  demandado  en  ra- 
zón de  su  responsabilidad  personal  ante  el  Tri- 
bunal competente  por  el  tercero  á  quien  ha  va 
perjudicado. 

Art.  69  El  Secretario  de  Estado  en  el  Despa- 
cho de  Hacirndíi  quoda  encargado  de  la  ejecución 
de  este  Decreto  y  do  romunirar  las  instrucciones 
necesaria.s  para  su  mas  exacto  cumplimiento. 

Dadí),    firma  lo  de  mi  mano,  mellado  con  el  se- 
llo del  Poder  Ejecutivo  y  refrendado   por  el  refe- 
rido   Serrelaiio    de   Estado  en  el  Despacho    de 
Hacienda  erj  Caracas,  á  28  de  Febrero  de   1855. 
Jcsé  T.  Monágasn 

El  Serrotario  d»í  F.stado  en  el  Despacho  de  Ha- 
cienda.—  Jacinto  Gutiérrez, 

DEUD.\   Pl  BLICA.    DFCRETO     EJECUTIVO     DE    30 

DE  Noví  r.  M  a K E  di:  1  !*í.j5  ordenando  la  liquida- 
ción^ caliji.  icion  y  re coyio cimiento  de  los  cré- 
ditos con  Lr:  vi  Lutado  desde  I9  de  Julio  de 
184Q  hdsUi  ?j\,  dr  Junio  de  1855,  en  ejecución 
de  la  Ivy  de  Z\  dé  Mayo  del  mismo  año. 
JOSí.    i  \0EO  MONAGAS, 

Préndente  ('r  la  República  de   Venezue- 
la, ÓL,  á:,  &. 

CONJiDfUANDO  : 

19  Q-Ue  cn'U.s  libros  de  las  oficinas  de  hacien- 


da, están  fi^urando^  como  vigentes,  créditos  con- 
tra el  Estado,  de  dudosa  legitimidad. 

29  Q.ue  otros  créditos  ya  reconocidos,  yquf 
han  debido  incorporarse,  no  lo  han  sido  todariL 

39  Q'Ue  tampoco  se  han  llevado  á  las  respecti- 
vtis  cuentas,  muchos  libramientos  contra  las  adua- 
nas, girados  por  la  Tesorería  General  y  Adminis- 
traciones principales  de  rentas  internas. 

49  Q'Ue  todas  estas  irregularidades,  originadas 
principalmente  de  la  falta  de  los  a  visos  oportunos 
que  debieron  darse  dichas  oficinas,  rompieron 
el  enlace  de  la  contabilidad  de  la  Hacienda  na- 
cional, introduciendo  en  ella  una  confusión  de 
perniciosas  consecuencias. 

59  Q-ue  es  imprescindible  y  urgente,  por  lo 
tanto,  proceder  &  una  liquidación  *genera]f  res- 
tableciendo la  concentración  en  todas  las  opera- 
ciones <ie  tesorería,  como  lo  exige  la  ley,  pan 
evitar. que  el  Estado  siga  perjudicándose. 

DECRETO : 

Art.  19  Los  acreedores  contra  ef  Estado, dcíde 
19  de  Jul'io  de  1846  hasta  30  de  Junio  de  1855, 
por  sueldos,  pensiones,  asignaciones,  ajustamieo- 
tos  de  troj)a,  empréstitos  y  suplementos  en  dine- 
ro ó  especies,  billetes  de  tesorería  ú  órdenes  cos- 
tra las  aduanas  suspensas  por  el  decreto  de  28 de 
Febrero  úllimo,  ocurrirán  á  la  Secretaría  de  Ha- 
cienda  dentro  del  plazo  perentorio  de  sei^meseí 
contados  desde  la  publicación  de  esle  decreto  en 
cada  ca]>iiai  de  provincia. 

Art.  29  L'S  reclamaciones  se  pasarán  á  la 
Tesorería  (ímeral  para  que  las  liquide,  y  laego 
al  Tribug.tl  de  Cuentas  para  su  calificación,  pro- 
cediendo áiíibas  (diciiiag  en  estas  operaciones  con 
erítera  suj'ciori  á  lo  dispuesto  en  el  artículo 2^ di 
la  ley  de  21  de  Mayo  úllimo  sobre  Crédito  pú- 
blico, que  dice  íiM  ; 

^'  No  se  (idn'iitiráa  reclamos  contra  el  Estado 
que  no  es  fea  rum  probados  con  los  libros  de  cuín- 
las  de  las  uji ciñas  públicas,  ni  se  harán  recono- 
cimientos de  crédito  de  rUnguna  clase  anltrio- 
res  al  I9  de  Julio  de  1816,  cualquiera  quesease 
origen  ó  den>  mi  nación^  en  favor  de  persona  «i 
corporación  al f: una,  cuyo  recondcimientostn- 
serva  el   i'ougu  so^ 

Art.  39  Lu  ^eeretaría  de  Hacienda,  Tribunal 
de  Cuentas  y  TiSMcría  Genernl,  en  la  parte  que 
á  cada  una  de  rf.u.s  oficinas  concierna,  examina- 
rán escrupulüáaiiiente  si  los  créditos  que  se  re- 
clamen por  constar  vigentes  en  los  libros  de 
cuentas,  han  sid.»  ó  no  con.solidados  porlaleydf 
18  de  Abril  cU,  l?^j3,  6  j-agadüs  en  dinero  ú  -« 
otro  rilodí),  sin  haber  sido  cancelados :  cotí  ««! 
fin,  las  dos  últimas  oficinas,  en  cada  liquidación 
ó  calificación,  traerán  á  la  vista  los  asientos  y 
¡I  comprobantes  de  cada  crédito  desde  sn  ot\i^^\ 
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)o8  pagos  á  cuenta,  endosos  ó  traspasos  que  se 
hubieren  hecho  y  cuantos  mas  datos  juzguen  ne- 
cesarios ;  y  la  priniera^  los  actos  de  reconocimien- 
tos que  deben  haberse  estampado  en  los  registros 
de  la  Comisión  de  crédito  pública 

Art.  49  La  Secretaría  de  Hacienda  llevará  un 
registro  de  los  reclamos  contra  el  Estado  que  no 
se  admitan  por  estarcomprendidos  en  el  articulo 
29  de  la  ley  arriba  citada,  para  dar  cuenta  al  Con- 
gieso  k  los  efectos  que  expresa  el  final  de  dicho 
artículo. 

Art.  59  Por  el  monto  de  los  créditos  liquidados 
y  calificados,  siendo  de  los  contenidos  en  el  ar- 
tículo 19  de  este  decreto,  se  emitirán  á  luvor  del 
interesado  billetes  á  la  par,  suscritos  por  el  Se- 
cretario de  Hacienda,  Presidente  del  Tribunal 
de  Cuentas  y  Tesorero  general  en  esta  fuxuia  : 

DEUDA  DE   tesorería 

SIN  ínteres. 

Ley  de  24  de  Mayo  de  1833  y  decreto  ejecutivo 
de  30  de  Noviembre  de    1855. 

Vale  al  portador  por  (tantos)  pesos  admisibles 
en  remates  merisuales  de  dinero  y  en  jpago  de 
otros  arbitrios^  conforme  al  decreto   ejecutivo  de 
esta  fecha^  en  uso  de  la   autorización  concedida 
por  el  acto  legislativo  de  24  de    jVayo  último. 
Caracas,  30  de  Noviembre  de  1856. 
El  Secretario  de  Hacienda. 
El  Presidente  del  Tribunal  de  Cuentas. 

El  Tesorero  General. 

&  único.  La  enaision  se  hará  á  voluntad  de  los 
acreedores  en  billetes  de  $  10.000,  9  5.000, 
•  1.000,  9  500,  9  100,  8  50,  y  por  restos. 

Art.  69  Debiendo  conocerse  á  punió  fijo  el 
verdadero'  estado  del  activo  y  pasivo  de  la  Ha- 
cienda nacional,  la  misma  Tesorería  General, 
ademas  de  liquidar  los  eré  Utos  parciiles  que  se 
reclamen  dentro  del  plazo  y  en  los  términos  se- 
ñalados en  los  artículos  anteriores,  liquidará  igual- 
mente en  el  mas  breve  tiempo  posible. 

19  La  deuda  exterior  artivii  y  diferida  con 
sus  intereses  hasta  31  de  Diciembre  del  presente 
año. 

29  Ln  douJa  interior  coi.S'.li.Iada  y  consolida- 
ble, creada  por  las  leyes  de  15  de  Abril  de  1840, 
27  de  Abril  de  ld43,'8  de  INlayo  y  decretos  eje- 
cutivos dé  7  y  14  de  Setiembre  de  1847  y  18  de 
Abril  de  1853,  teniendo  presente  respecto  de  las 
tres  primeras  leyes,  las  convenciones  y  arreglos 
hechos  por  Venezuela  con  las  otras  secciones  de 
Colombia  y  con  la  F^spana,  y  los  demás  actos  le- 
gislativos posteriores,  sobre  la  materia. 

39  Los  créditos  á  favor  de  extranjeros,  por  es- 
pera, indemnizaciones  ú  otro  motivo,  comprendi- 
dos en  tos  convenios  diplomáticos  celebrados,   y 
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cu^iiiera  otra  reclamacioft>int|^«aftionftl  reco- 
nocida por  el  Gobierno. 

49  Los  créditos  por  espera,  pertenecientes  á 
venezolanos. 

59  Los  crédiáos  procedentes  de  los  contratos 
celebrado;!  directamente  por  el  Gobierno  en  los 
años  de  1851, 1852,    1853  y  1851 

69  La  acreencia  de  Venezuela  contra  el  Perú, 
con  demostración  del  monto  del  arreglo,  de  lo  co- 
brado, y  de  su  inversión. 

79  Los  demás  ramos  de  la  cuenta  de  Tesore- 
ría, que  sujetos  á  liquidación,  no  se  hayan  lleva- 
do con  la  debida  exactitud,  con   especialidad   los 
¡  de  "Acreedores  ci>rri£nte8,  "  **  Libranzas  en  trán- 
;  sitos,''  "Depósitos,"  »*  Fondos   de  Montepío," 
I  '»y  Empréstitos." 

'•  89  Las  existencias  á  favor  del  Estado  en  par- 
'  ques,  edificios,  solares,  buques  y  otras  propieda- 
I  des  nacionales  incorporadas  ó  que  por  su  natura- 
i  leza  han  debido  serlo  en  la  cuenta  general  de  la 
I  Hacienda  pública, 

Art.  79  Pof  el  monto  de  los  créditos  de  espera 
t  favor  de  venezolanos,  se  darán  al  interesado, 
billetes  á  la  par,  con  el  interés  de  5  por  ciento 
anual,  en  cumplimiento  del,  artículo  19de  la  ley 
de  28  de  Mayo  de  1850,  que  serán  suscritos  por 
el  Secretario  de  Hacienda,  Presidente  del  Tri- 
bunal do  Cuentas  y  Tesorero  general  en  esta  for- 
ma: 
DEUDA  DE  TESORERÍA  POR  ESPERA 

AL    CINCO    POR    CIKNTO  ANUAL. 

Ley  de  24  de  Mayo  de    lí*55  y   decreto  ejecutivo 
de  30  de  Nomembre  de  1855. 

Vale  al  portador  por  (tantos)  pesos  provenicn^ 
tes  de  sustitución  del  Estado  en  virtud  de  la  ley 
de  28  de  Mayo  de  1859,  y  con  el  i.* teres  de  cinco 
por  ciento  anualy  pagadero  por  trimestres  con 
arreglo  al  decreto  ejecwtico  de  esta  fecha,  en  uso 
de  la  autorización  concedida  por  el  acto  legis- 
lativo de  2Ade  Mayo  {dtijno. 

Caracas,  30  de  Noviembre  de  1855. 

El  Secretario    de  Hacienda. 
El  Presidente  del  Tribunal  de  Cuentas. 

El  Tesorero  General. 

§  10  La  emisión  se  hará  á  voluntad  de  los 
acreedores  en  billetes  de  $  1. 000,  $  500,  $  100  y 
$  50,  y  no  llevarán  cupones  sino  desde  I9  de 
Enero  de  1856,  porque  los  intereses  devengados 
hasta  31  de  Diciembre  del  presente  año,  deberán 
ser  liquidados  por  separado  y  satisfechos  en  dine- 
ro efectivo,  conforme  al  decreto  de  esta  fecha, 
asignando  fondos  para  las  diversas,  (leudas  jque 
pesan  sobre  el  Tesoro  público. 

§  29  Por  las  cdtitidades  menores  de  $  50,  ae 
emitirán  billetes   que    devengarán  interés,  des- 
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alcance  á  aquella  suma. 

Art  99  Aprobadas  por  el  Gobierno  las  liquida- 
ciones de  los  créditos  comprendidos  en  este  decre- 
to, la  Tesorería  General  procederá  á  darles  entra- 
da en  su  cuenta  con  la  claridad  y  detalles  n^esa- 
*  ríos  á  evitar  dudas  en  lo  sucesivo,  observando  las 
reglas  siguientes : 

1^  De  los  créditos  enumerados  en  el  artículo 
19.29  y  49  del  artículo  69  Q"^  deben  estar  re- 
presentados por  billetes  de' circulación,  solo  se  lle- 
vará constancia  de  las  emisiones  hechas  con  las 
especificaciones  debidas,  y  según  las  órdenes  que 
comunique  la  Secretaría  de  Hacienda. 

2^  Los  créditos  del  numero  39  del  artículo  69» 
se  abonarán  en  cuenta  á  la  respectiva  Legación 
extranjera  con  la  cual  se  hubiese  hecho  el  arreglo, 
recogiéndose  y  cancelándose  por  la  Tesorería  los 
documentos  parciales  de  crédito  que  hubiere  ex- 
pedido el  Gobierno  á  favor  del  extranjero  6  ex- 
tranjeros interesados  en  dicho  a-reglo. 

3^  Los  créditos  del  número  59»  artículo  69,  «e 
abonarán  en  cuenta  á  la  persona  6  personas  que 
resulten  acreedoras. 

4a  En  el  caso  del  número  ñO  artículo  6í>,  se 
abrirán  los  ramos  correspundientes  según  el  re- 
bultado de  la  liquidación. 

6^  en  lt)S  del  número  79  artículo  69,  resolverá 
el  Gobierno  «egun  la  naturaleza  y  origen  de  cada 
crédito,  y  conforme  á  este  decreto. 

6^  Respecto  de  lus  existencias  de  que  trata  el 
número  8^,  artículo  6^1  las  administraciones  de 
aduana  y  de  rentas  internas,  remitirán  á  la  Te- 
sorería General  una  relación  específica  y  cir- 
cunstanciadn  de  las  (^ue  sean,  con  expresión  de 
su  estado  y  Víil.»r,  y  con  sujeción  al  modelo  que 
les  pase  la  Tesorería,  l;i  cual  dirigirá  ala  Secre- 
taría de  Hacienda  copia  de  dichas  existencias  y  de 
las  que  consten  de  su  cuenta,  para  que  el  Gobier- 
no pueda  resolver  con  acierto  acerca  de  las  rec- 
tificaciones que  hayan  de  hacerse  respecto  de  ellas 
y  de  sus  valores,  en  los  libros  de  cuentas  en  que 
estén  incorporadas. 

Art.  99  Las  administraciones  de  aduana  y  de 
rentas  internas,  inmediatamente  que  reciban  este 
decreto,  saldarán  por  Tesorería  General  ios  crédi- 
tos contra  el  Estado  hasta  30  de  Junio  de  1855, 
que  consten  de  sus  Ibros,  y  remitirán  relación  no- 
minal de  ella  á  la  mií-raa  Tesorería. 

Art.  10.  L%  Tesorería  General  saldará  igual- 
mente ios  créditos  hasta  30  de  Junio  de  1855,  vi- 
gentes en  su  cuenta,  y  de  ellos  y  délos  de  las  de- 
más oficinas,  enviará  á  la  Secretaría  de  Hacienda 
una^relacion  nominal  para  conocimiento  del  Go- 
bierno y  resoluciones  que  en  consecuencia  deban 
dictarse. 


.Art  11.  Et  Tribunal  de  euentas  pasará  meo- 
soal  mente  k  la  Secretaría  de  Hacienda  una  ratón 
de  los  créditos  que  durante  el  mes  haya  catifiet* 
do. — La  Tesorería  General  dirigirá  á  la  misma 
Secretaría  igual  razón  de  los  que  haya  liquidadoi 
con  informe  del  estado  de  los  demás  trabajos  qae 
le  comete  este  decreto. 
-  Art.  12.  Toda  oficina  está  en  el  deber  defadli. 
tar  á  la  Tesorería  General  los  informes,  datos  y 
documentos  necesarios  para  las  operaciones  qoe 
debe  practicar. 

Art.  13.  Los' Gobernadores  avisarán  á  la  Se- 
cretaría (Fe  Hacienda  el  día  en  que  se  publique  esti 
decreto  en  la  respectiva  capital  de  provincia. 

Art,  14  Por  decreto  separado  de  esta  nisnu 
fecha,  se  dispone  el  modo  de  atender  gradualraen* 
te  á  las  diversas  acreencias  contra  el  Estado  ha»t! 
30  de  Junio  de  1855,  después  de  liquidadas  yca 
liíi  cadas. 

Art.  15.  £1  Secretario  de  Estado  en  el  Despa- 
cho de  Hacienda,  queda  encargado  de  la  ejeeo- 
rion  del  presente  decreto. 
I      Dado :  tírmado  de  mi  mano :  sellado  con  el  sello 
i  del  Poder  Ejecutivo;  y  refrendado  por  elSecre^ 
'  taño  de  Estado  en  el    Despacho  de   Hacienda,  e 
Caracas,  a  30  de  Noviembre  de  1855,  26  y  45. 
José  T.  Monagos, 

Por  S.  E.— El  Secretario  dd  E.  en  el  D.  de  Ha- 
cienda. 

Jacinto  Gutiérrez» 
Es  copia. — 

DEUDA  Publica,  decreto  bjecutivo  bb30 
NOVIEMBRE  ]>B  lSb5  osignando  fondos  pura  ti 
pago  de  diversas  deudas  que  pesan  sobre  «1 
Tesoro  publico,  en  virtud  de  la  autorizacm 
de  la  ley  de  24  de  Mayo  del  mismo  año, 

JOSKTADEO   MONAGAS. 

Presidente  de  la  República   de  Venezue- 
la óaa^  ¿ca,  &a. 
I      Vista  la  autorización  concedida  al  Poderle- 
I  cutivo  por  la  ley  de  24  de  Mayo   último  para  apli- 
car anualmente  hasta  el  40  por  ciento  de  loa  io- 
;  gresos  nacionales  al  pego  de  los   capitales  é  io- 
j  tereses  que  adeuda  el  Tesoro  público,  conforme  i 
las  leyes  vigentes,  cualquiera   que  sea  su  origen  6 
:  denominación  mediante   las  operaciones  que  eo 
concepto  del  mismo  Poder  Ejecutivo  coad uzean  i 
I  aquel  olyeto ;  y 

Considerando : 
19  Que  los  capitales  de  la  deuda  interior  eoo' 
I  solidada,  provenientes  de  corsolidable  convertida 
á  precios  inferiores  á  la  par,  por  las  leyes  de  15 
de  Abril  de  1840,  27  de  Abril  deíSiij^i» 
Mayo  y  decretos  ejecutivos  de  7  y  14  de  Setiem- 
bre de  1847,  ascienden  para  esta  fecha  á  muy  cer* 
I  ca  de  millón  y  medio  de  pesos,  cuyos  !oteref(f  f 
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gvaduttl  amonixaeion  requieren  una  erogación 
anual,  de  ciento  cincuenta  rail  pesos  por  lo  raénoa, 
en  razón  á  que  esos  mismos  capitales  pueden  au- 
mentarse 8i  ioe  tenedores  de  la  conaolidable 
ocurren  á  convertirle  por  consolidada  al  respecto 
de  33  y  un  tercio  por  ciento,  como  les  es  potesta- 
tÍTo,  en  aso  del  dcnecho  que  les  concede  ¡asegun- 
da de  las  leyes  citadas : 

,  2.^  Ctue  los  capitales  deja  deuda  interior  eo«- 
•olidada  á  la  par  por  la  ley  de  18  de  Abril  de 
1853  que  ha  sido  derogada,  alcanzan  aproiimada- 
nnente  á  otro  millón  y  medio  de  pesos^  euyos  in- 
tereses, y  gradual  amortización  exigirian  una  apro- 
piación anual  de  ciento  reiiite  mil  pesos,  presu- 
puesto el  máximo  de  8  por  cient»  que  el  artículo 
7.0  de  dicha  ley  acordaba  con  ambos  fines,  desde 
que  fuese  conocido  el  total  monto  de  esta  deuda : 

39  0^6  P^^'  ^^  cálculo,  no  exagerado,  se  de- 
ben actualmente  mas  de  trescientos  mil  pesos  de 
intereses  devengados  de  los  capitales  comprendi- 
dos en  los  dos  considerandos  anteriores  : 

49  Que  por  razon^  de  los  contratos  que  ha  ce- 
lebrado el  Gobierno  en  los  años  de  1851,  1852, 
1853  y  1854  para  proporcionarse  recursos  con 
^ue  atender  ft  las  necesidades  ordinarias  y  extraor- 
dinarias del  servicio  público,  se  adeuda  todavía 
una  fuerte  suma,  según  informe  de  la  Tesorería 
general  que  está  practicando  formui  liquidación 
de  ellos  por  orden  del  Gobierno : 

59  Que  verificado  que  sea  un  nuevo  arreg^lo 
de  la  deuda  exterior  cuyo  monto  exceda  de  vein* 
te  millones  de  pesos  por  capitales,  y  de  dos  y  medio 
millones  de  pesos  por  intereses  devengados  que  no 
se  han  satisfecho ;  y  librado  que  sea  el  decreto 
sobre  la  materia,  en  lo  cual  se  ocupa  perseveran- 
terne  nte  el  Poder  Ejecutivo,  en  uso  de  la  autori- 
zación que  tiene  del  Congreso,  habrá  de  aplicar- 
le á  este  objeto  una  cantidad  anual  compatible 
con  los  ingresos  del  Erario  y  con  sus  numerosas 
obligaciones : 

69  Que  la  suma  debida  por  convenios  celebra- 
dos en  años  anteriores  con  los  representantes  de 
las  Na<:ione«  amigas,  pasa  áe  setecientos  mil  pesos, 
sin  inclair  los  intereses,  y  otras  reclamaciones  di- 
plomáticas pendientes : 

79  Que  por  los  datos  numéricos  que  ha  pasado 
la  l^esorería  general,  «4  saldo  que  arrojan  los  li- 
bros de  su  cuenta  por  acreencias  contra  el  Estado 
hasta  fin  de  Junio  de  1852,  excede  de  un  millón 
íreM^ifiñtos  mil  pesos  ]  y  óeun  millón  ochocientos 
mUpesos^  desde  I9  de  Julio  de  1852  en  adelante, 
no  computar  en  ambos  guarid) <s  el  monto  de  li- 
^üidaeionea  per  empréstitos,  habetcs  de  tropa  y 
otros  respectost  y  lo  que  en  las  demás  oficinas  de 
tecienda  se  ha  dejado  de  pagar  en  los  dos  últimos 
tf  OA*econ4fDiaos  de  1863  á  1854  y  de  1^4  á  1865. 
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89  Qae  según  relación  pasada  por  la  mioma 
Tesorería,  debe  el  Estado  por  sustituciones  en 
virtud  de.  la  ley 'de  espera,  mas  de  quinientos  «li/ 
pesos  fuera  de  intereses  de  tres  años  y  medio  y  de 
otros  capitales  reconoeidos  y  por  reconocer»  aun  no 
incorporados  en  la  cuenta; 

;  99  Que  el  Tesoro  público  esíá  obligado  ta^^ 
bien  á  pagar  mas  de  trescientos  mil  pesos  por 
razón  de  varios  contratos  especiales  que  ha  cele- 
brado el  Gabierno  en  afios  anteriores  y  el  presen- 
te, entre  otros  el  de  la  carretera  &  los  Valles  de 
Aragua,  el  del  camino  del  Tuy,  el  de  una  empre- 
sa de  vapores  desde  Ciudad  Bolívar  á  Maracaibo, 
y  el  de  construcción  de  almacenes,  muelles  y  otras 
obras  en  el  puerto  de  la  Guaira  : 

10.  Que  por  decretos  legislativos  de  20  de  ufa- 
yo  de  1854,  de  4  de  Abril  y  4  de  Mayo  de  1855, 
se  ha  dispuestd  en  favor  de  determinadas  provin- 
cias y  con  aplicación  á  varias  obras  públicas,  de  la 
suma  de  ciento  sesenta  y  seis  mil  pesos  en  sal, 
lo  que  causará  naturalmente  una  diminución,  de 
los  ingresos  generales  disponibles  para  las  aten- 
ciones del  servicio  nacional : 

1 1.  Que  &  las  Universidades  de  t^arácas  y  da 
Mérida,  Colegios  seminarios  y  nacionales.  Rentas 
municipales  de  varias  provincias  y  otras  corpora- 
ciones y  establecimientos,  se  les  adeadan  cantida- 
des considerables,  ya  por  asignaciones  á  su  favor 
en  los  presupuestos  de  años  pasados,  y  ya  por  em- 

{)réstito8  que  en  efectivo  hicieron  al  Estado  y  no 
es  han  sido  reintegrados : 

12.  Que,  prescindiendo  de  todos  los  compromi- 
sos del  Tesoro,  que  se  dejan  especificados,  los  gas- 
tos naturales  y  ordinarios  del  personal  y  material 
en  los  diversos  departamentos  del  servicio  público, 
no  pueden  ser  cubiertos  en  cada  año  con  una  su- 
ma menor  de  dos  y  medio  millones  de  pesos'ún 
comprender  los  intereses  de  la  deuda  á  devengar 
anualmente ;  pues  que  el  solo  ramo  de  pensiones  y 
asignaciones  civiles,  militares  y  de  Hacienda,  no 
baja  de  cuatrocientos  cincuenta  mil  pesos : 

13.  Que  calculados  prudencial  mente  en  tres  mi* 
llenes  de  pesos  los  ingresos  generales  del  año,  es 
de  todo  punto  imposible  pagar  con  ellos  el  cúmulo 
de  erogaciones  enumerada? : 

14.  Que,  no  obstante  formar  hoy  el  ramo  de  abo- 
lición una  dependencia  separada  de  la  cuenta  gene- 
ral del  Tesoro,  los  créditos  por  este  respecto  á  favor 
de  los  propietarios,  reconocidos  por  la  ley  que  ex- 
tinguió para  siempre  la  esclavitud  'en  Venezuela^ 
componen  también  una  parte  no  menos  sagrada  da 
la  deuda  nacional,  que  debe  ser  atendida  con  e^  pro- 
ducto de  los  impuestos,  contribuciones  y  demás 
arbitrios  establecidos  y  aue  se  establecieren  cop  es- 
pecial aplicación  á  dicno  ramo,  en  los  termines 
%«e  la  hy  disponga,  y  mediaale  Ls  facultades  que 
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ella  conceda  al  Poder  Ejecutivo  para  dar  crédito 
y  ventajosa  movilización  á  estos  valores,  hoy  des- 
preciados, con  ofensa  de  legítimos  derechos  y  en 
detrimento  de  la  riqueza  nacional : 

15.  Que  demostrado  el  desnivel  del  activo  y  pa- 
sivo del  Tesoro  público,  los  principios  de  buen  go- 
bierno exigen  que  se  distribuyan  proporcional  men- 
te los  ingresos  entre  tan  vanadas,  como  imprescin- 
dibles obligaciones,  ya  que  no  sea  dable  por  aho- 
ra cubrirlas  íntegramente : 

16.  Que  este  proceder,  justo  y  honroso,  seguido 
con  perseverancia,  producirá,  entre  otros  efectos, 
el  de  restablecer  la  confianza  y  el  crédito  en  las 
operaciones  del  Gobierno,  poniéndolo  mas  adelan- 
te en  capacidad  de  obtener  abundantes  recursos  ba- 
io  la  garantía  de  una  porcii.n  del  40  por  ciento  de 
los  ingresos  y  á  condiciones  venfajosas  |)ara  el 
Erario,  quo  le  permitan  amortizar  sus  deudas  de  un 
modo  mas  satisfactorio  para  los  mismos  acreedo- 
res, como  lo  demanda  el  honor  nacional : 

17.  Que  aplicando  hasta  el  40  por  ciento  del 
ingreso  anual  de  su  Tesoro  al  pago  de  deudas  atra- 
sadas y  sostenimiento  del  crédito  publico,  y  reser- 
vando para  los  gastos  de  la  Administración  gene- 
ral una  Huma  indudablemente  escasa,  aun  presu- 
puesta la  mas  estricta  economía,  la  República  da 
una  muestra  cabal  del  respeto  con  que  mira  sus 
obligaciones;  y 

18.  Que  el  Gobierno  de  Venezuela  debe  imitar 
la  conducta  de  aquellas  naciones  que  á  pesar  de  )a 
enorme  deuda  que  las  grava,  han  alcanzado  fundar 
sólidamente  su  crédito,  por  la  religiosidad  en  cum- 

{)lir  sus  promesas ;  sin  cejar  ante  el  volumen  de 
os  compromisos  transitorios  ó  permanentes  que 
hoy  Hfpclan  el  Tesoro  público,  pues  que  insiguiendo 
aquel  propósito,  los  unos  serán  extinguidos  en  el 
trascurso  de  pocos  afíos,  y  los  otros  atendidos  pun- 
tualmente en  los  dias  designados ;  sin  necesidad 
de  nuevos  impuestos  y  solo  concediéndose  el  tiem- 
po indispensable  para  el  desarrollo  de  las  medi- 
das que  se  dicten  al  favor  de  la  paz  y  tranquilidad 
que  disfrute  la  República. 

Decreto : 

Art.  19  Del  producto  del  40  por  ciento  de  los 
ingresos  nacionales,  se  apropia  anualmente  las  su- 
mas necesarias  para  el  servicio  de  los  diversos  ra- 
mos ik'l  crédito  público  y  deudas  atrasadas,  en  la 
propíücion  que  establecen  los  parágrafos  siguien- 
tes : 

19  Para  pagar  los  intereses  devengados  y  que 
se  devengiiren  de  los  capitales  consoHílados  por  las 
leyes  de  15  de  Abril  de  1840,  ^27  de  Abril  de  1843, 
y  8  de  Mayo  y  decretos  ejecutivos  de  7  y  14  de 
Selieml)re  de  1847,  aue  se  satisfarán  así: 

— Los  devengados  hasta  -31  de  -I>icíembrc'*ael 
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presente  afio  inclusive,  por  terceras  partes  en  los 
meses  de  Enero,  Febrero  y  Marzo  de  1856. 

— tos  intereses  á  devengar  desde  l^de  Enero 
de  1856,  en  los  días  designados  por  la  ley. 

2^  Para  pagar  los  intereses  atrasados  y  qoe 
corrieren  en  lo  sucesivo,  de  la  deuda  consolidada 
por  la  ley  de  18  de  Abril  de  1853,  que  se  abona- 
rán a  saber : 

Los  atrasados  hasta  31  de  Diciembre  de  1855 

por  octavas  partes  en  los  meses  de  Enero  á  Aeoslo 
de  1856. 

— Los  intereses  á  devengar  desde  1?  de  Enero 
de  1856,  en  los  períodos  fijados  para  la  deuda  con- 
solidada de  1840,  1843,  y  1847. 

3^  Para  pag«r  los  intereses  atrasados  y  que  se 
devengaren  de  los  capitales  procedentes  de  sustitu* 
cienes  del  Estado  en  virtud  de  la  ley  de  espera,? 
cuya  deuda  estará  en  lo  adelante  representada 
en  billetes  al  portador  de  "Deuda  de  Tesorera 
con  interés"  conforme  al  decreto  de  esta  feeiía 
sobre  liquidación  general  de  créditos  contra  el  Es* 
tado. 

— Estos  intereses  así  los  vencidos  como  los  que 
se  vencieren,  serán  satisfechos  en  la  misma  pro- 
porción y  en  los  propios  plazos  que  los  de  la  det 
da  consolidada  por  la  ley  de  18  de  Abril  de  1853, 
de  que  habla  el  parágrafo  anterior. 

49  Para  la  gradual  amortización  de  los  capita- 
les é  intereses  debidos  por  convenios  diplomáti* 
eos  y  demás  reclamaciones  internacionales,  apli- 
cándose 6  este  objeto  hasta  doscientos  cincucntt 
mil  pesos  anuales. 

59  Para  el  pago  de  intereses  de  la  deuda  exte- 
rior, de  conformidad  con  el  uso  que  haga  el  Po- 
der Ejecutivo  de  la  autorización  que  le  ha  conce- 
dido el  Congreso,  y  dentro  de  Jos  límites  de  la 
suma  que  se  apropie  en  los  presupuestos  geoera- 
les  de  gastos  públicos. 

6<>  Para  la  gradual  amortización  de  los  capita- 
les é  intereses  debidos  según  ios  contratos  cele- 
brados por  el  Gobierno  en  los  años  de  1851,  IB5^ 
1853  y  1854,  para  proporcionarse  fondos;  apro- 
piándose á  este  objeto  la  suma  de  ciento  veinte 
mil  pesos  anuales,  á  contar  desde  primero  de  Ene- 
ro de  1856. 

79  Para  la  gradual  amortización  de  las  canti- 
dades comprometidas  en  atroa  contratos  especia- 
les de  obras  públicas  ;  destinándose  con  este  ño 
sesenta  mil  pesos  anuales  ;  y 

89  Para  la  amortización  gradual  úehnDeui» 
de  Tesorería  sin  interés"  contraída  desde  I? de 
Julio  de  1846  hasta  30  de  Junio  de  1865,  coofor- 
me  al  decreto  de  esta  fecha  sobre  liquidación  ge- 
neral;  aplicándose  á  ella  la  suma  de  cinco  mil 
pesos  mensuales  que  se  sacarán  á  remate  eftfe 
de  cada  mes,  principiando  -por  el  de  fiacro  de 
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18511^  Mte  h  Inita  ééoDéimcft  é»  Hft^Bda  dé  la 
-capital  de  fe  itepáblica  en  los  rnismoe  términos  y 
'•eondicioo^  con  qae  deben  praeticarae,  ¿onlbrilie 
á  la  ley»  loa  veoiatee  de  dinero  por  deoda  consoli- 
dada de  Venesaela ;  aunque  podrán  hacerse  tam« 
bien  proposidoues  verbales  dórame  Aedia  hora 
que  sefialará  la  Junta,  despides  de  aMénas  y  leí- 
das las  que  se  hubieren  hecho  por  escrito.  Se 
Bpltca  ademas  para  la  iuúorti^aeioadeia  déUda 
de  Tesorería,  loe  arbitrios  Sigaienter: 

— El  producto  dé  las  propiedades  ñaeionales 
que  se  saquen  á  remate  p6r  "esta  especie  de 
deuda. 

^•El  rezago  de  iiopoestos  y  obligaciones  debi- 
das al  Estado  hasta  30  dé  Junio  de  1866. 

-^lios  alcances  á  favor  del  Elstado,  qne  proce- 
dan de  cuentas  de  años  anteriores,  hasta  30  de 
Junio  de  1855. 

Añ.  ^  Se  restablecerán  los  remates  cíe  ¿ine- 
ro  por  deuda  conáolidadli,  luego  que  lo  permita  el 
estado  del  Tesoro,  bien  porque  se  hayan  dismi- 
nuido por  compromisos  que  deben  ser  pagados 
Con  el  40  por  ciento,  bien  por  consecuencia  de 
otras  operaciones  y  medidas  qU  3  se  dicten. 

Árt  8?  £)  pago  4^  los  se.rvicios  públicos  ex- 
presados en  el  artículo  19«  «o  hará  oportuna  y  re- 
gularmente por  la  Tesorería  general,  toa  cuyo 
nn  el  Gobierno  ha  tomado  ya.  las  medidas  necesa- 
rias para  que  sean  cumplidas  las  disposiciones  de 
este  Decreto. 

Art.  49  Sin  perjuicio  de  ser  Incorporados  es- 
tos pagos* en  la  cuenta  general  de  Tesorería,  se 
anoiarán  por  separado  en  un  registro  auiihar 
que  dicha  oficina  llevará  ai  efecto. 

Art.  5.^  El  Poder  Ejecutivo,  previa  siempre  la 
voluntad  de  los  acreedores,  se  reserva  proVeér 
ademas  por  otros  medios  á  la  extinción  de  las  di- 
versas deudas  de  que  trata  este  detreto,  mediante 
las  ojkeraeioneé  que  practique,  y  de  las  cuales  sé 
ocupa* 

Art  69  £l  remanente  de  los  ingresos  del  teso- 
ro se  aplica  al  pago  del  presupuesto  general  de 
gastos  y  demás  erogaciones  que  ocurran  y  acuer- 
de el  Poder  Ejeóutivo,  según  sé  disjpone  en  de- 
creto de  ests  fecha. 

Art  79  El  Secretario  de  astado  en  el  D.  de 
Hacienda  queda  ehcargade-  de  la  ejecución  de 
este  decreto. 

Dado :  firmado  de  mi  mano :  sellado  cén  el  ae^ 
lio  del  Poder  Ejecutivo  ;  y  refrendado  por  el  Se» 
eretafio  de  Estado  en  el  Despacho  de  Hacienda 
OQ  Caracas  á  30  de  Noviembre  de  1855,96  y  ib. 
-^osi  T.  Monágas.'^Voi  S.  £.  el  Secretario  de 
E.  en  el  D.  de  I^ienda,  Jacinto  Gutiérrez* 
Es  copia. 

tono  It. 
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OEDDA  PUBLICA.  RssolvoiM  S/tcottftA 
»■  90  nt  EifSRO  M  1856  ^rsoinl^do  el  vua 
escrupuloso  exáiSún  de  Uk  créditos  que  figu^ 
fen  contra  el  Teswro^  para  evitar  todo/rau* 
ie  en  su  eóbro,  estíinde  ya  satisfechas. 
Secretaría  de  Hacieftda.-^eocion  primera. 

Óarácas,  Enero  80  de  1866.  • 
Dígase  á  los  señores  Presidente  del   Tribunal 
de  Cuentas  y  Tesorero  General. 

Tiene  informes  el  Gobierno  de  que  existen  en 
circulación  muchos  documentos  de  créditos  ya  sa- 
tisfechos, habiendo  sido  OÉIraidos  de  los  expe- 
dientes en  donde  comprobaban  los  asientos  de 
pagó  poestoiB  en  la  caéhta.  Para  evitar  los  perjui«  ^ 
"cioé  que  puede  hacer  sufrir  al  tesoro  público  un 
hecho  tan  criminal,  otdetñi  el  Ekmo.  sefíor  pre- 
sidente de  la  República,  que  ademas  de  la  extric- 
ta  observancia  de  las  dispdlsicioriés  del  decreto 
que  expidió  en  80  de  NoViembre  tltiíAo  sobre  li- 
quidación, calificación. y  reconifcimiento  de  cré- 
ditos, el  Tribunal  de  cúentaS  no  califique  ningu- 
no sin  examinar  escrup'Q lesamente  las  cuentas 
has'ta  cerciorarle  dé  que  no  ha  sido  satisfecho,  y 
M  Á  documento  legítimo  comprueba  el  asiento 
en  casó  de  que  ya  lo  esté:  examen  que  practi- 
cará también  la  Tesorería  en  toda  liquidación,  de-  * 
hiendo  una  y  otra  oficina  poner  constancia  del  re- 
sultado de  esta  averiguación  en  cada  informe  que 
evacué.  6.  £•  espera  que  los  Jefes  de  ^Uas,  en 
cumplimiento  de  su  deber,  y  animados  del  mas  • 
riguroso  espíritu  deséelo  en  favor  ihs  los  intere- 
ses fiscales  y  de  la  moraF,  sé)ráá  thuy  solícitos  en 
burlar  todo  intento  de  sorpresa; 

Soy,  &. — Jacinto  Gutiérrez.   '■ 
fó  Copia.— G'u/iérr^JT. 

DEUDA    PbBLIOA.    RfiSOLUÓlON  EÍECUtIVA  DB 

3  DB  Mayo  pb  1856  estableciendo  formalidad 

des  para  comprobar  iá  legitimid€^  de  ciertos 

créditos. 
fiecretarí-d  db  Haciendá-^^^Carácas    Mayo  3  de 
1856. 

Riesúelto-.^Tiene  infoi'm'es  *él  Poder  Ejecutivo 
de  que  existen  mucho)  doéumentos  de  crédito 
contra  el  Estado  por  serviciol  militares  y  por  su- 
plementos 6  empréstitos  hechos  en  dinero  y  es* 
pecied  para  al  Soetenimilento  de  tropas,  que  no 
Representan  legítimaniente  valores  qué  deba  sa- 
tisfacer el  tesoro  pt&biito,  por  ser  evidentemente 
dúpueseos  loé  servicios  que  expresan.  Para  evi- 
tar los  considera bleé  perjuicios  que  podrían  so- 
brevenir á  la  nación,  si  esos  documenios  se  ail-  ^ 
mitieran  sin  requisitos  mas  escrupulosos  qtté  In« 
\^ue  Se  practican  en  la  actualidad  conforme  á  lus 
disposiciones  fiscales  vigentes  ¡'así  cohio  para 
burlar  la  criminal  intención  de  defraudar  las  ren- 
tas públicas,  y  descubrir  á  los  autCH^es  de  un  prb- 

.     br 


■  castí^,  S.  £.  el. Presidente  de  ]«  RepOiUicay 
Resuelve : 

19  Ante»  de  pasarse  Jas  reclamaciones  4  la 
Tesorería  generfil  para  que  las  liquide,  y  al  Tri- 
bunal de  Cuentas  para  su  caiifícacion,  como  lo 
dispone  el  artículo  2.  *^  del  decreto  del  Poder 
'Ejecutivo  de  30  de  Noviembre  de  1855,  se  remi- 
tirán por  la  Secretaría  de  Hacienda  á  la  de  Guer- 
ra y  Marina. 

¿  ^  Esta  examinará  si  el  ajustamiento  6  do- 
cumento, Gualquierjirque  sea,  corresponde  real- 
-  mente  al  tiempo  que  haya  estado  en  servicio  el 
cqerpo  ó  individuo  del  ejército  cuyo  haber  se  re- 
clame, y  devolverá  el  expediente  &  la  Secretaría 
de  Hacienda,  expresando  en  su  informe  todas  las 
€ircunstan<u>i«  que  conduzcan  á  acreditar  la  legi- 
timiiiad  ó  á  descubrir  la  falsedad  del  crédito.     . 

3v  ®  La  Seci^etaría  4e  Hacienda  pasará  luego 
el  expediente  al  tribunal  que  corresponda  para 
que  exija  el  reconocimiento  de  las  firmas  que  au- 
tericeo  los  doeum^Btos. 

4.^  Cuando  todas  estas  formalidades  com- 
jMTueUen  que  no  se  ha  cometido  fraude,  k  Secre- 
taría de  Hacienda  mandará  hacer  la  liquidación, 
calificación  y  reconocimiento^  de  conformidad  con 
el  citado  articulo  2.  ®  del  decreto  de  ^0  de  No- 
viembre de  165d. 

Por  S.  K^Gutiérrez.  , 

DEUDA     PUBLICA    CONSOLIDADA.    RfiSOLUCieN 

.  Ejecutiva  0£  31  de  Jvuó  de  1855  dUpp' 
HÍend9  la  liquidación  ¡^  pago  hasta  30  de  Ju- 
nio último,  dejos  intereses  de  la  creada  j)vr 
¡ae  leyes  dt  \b  de  Abril  de  1840,  27  de  Abril 
de  1843  y  8  de  Mayo  de  1847»  y  Decretos  Eje- 
cutivos de  7  3^  .14  de  Setiembre  del  mismo. 

Secretaria  de  Hticienda. 

Caracas,  Julio  di  de  1855. 

Regularizar  la  Hacienda  ptüblica  en  todos  sus 
ramos,  l^a  sido  ti  objeto  primordial  de  los  traba* 
jos  de  la  actual  Administración  :  imposible  le  bn 
sido,  vencer  en  corlo  ti(|mpo  loe  grandes  y  g^ra* 
visimos  emb^Ka^os  de  diuUuta  clase  que  la  ago- 
viaban^  prav^eniente  ya.de  los  abusosi  perniciosos 
introducidps  eu  al  sistema  íjsca],  y  ya  y  muy 
prin4;i  palmen  te  de  la  notable  despr9porcion  en- 
tre los,  ingresos  y  gastos  públicos.  Después  de 
osíucrzos,  á  la  vecdad  laudable  SyConsiguióso  a  pe- 
nas que  acreedores  que  por  distintos  respeiQtos 
pcrcibian  la  casi  tonalidad  de  laf  rentas  jiaciona* 
les,  convinieren  en  prolongadas  demoras. para  el 
reintegro  de suacr^aitos. 

A  estas  transacciopes  ven  ojosas  para  el  Era* 
rio  se  ha  debido  que  desde  £nero  (dtimo  hasta 
hoy^  haya  iSidp:  atendido,  regular  y  puntualmente 
el  crecido  presupuesto  f^rdiuario^Jos  gKStps  ^ex- 


tra^dinarios  -é  m]g^m^^  ^ue-tan  OMiii(la,iiQ 
perjuicio  del'  auxilio;  «le  buenas  cuentas  á  los 
acreedores  ,.por  j^üos  ^fUeriores^  y  de  iat  dos  últi- 
mas campañas. 

Y  proviene  sin  duda  de  esa  misma  eaosa-  <)» 
la  Aaministracion»  insiguiendo  en  sus  |>ropé9ilos 
d^  regAilaridad,  orden  y  justieiei  pueda  hoy  aten- 
der sí  importante  ramo  del  erudito  páblico  m. 
rior  con  el  ¿a  de  restablecer  cumpUdaoiente  v 
asegurarlo  para  lo  íutvro^  eontando  coo  qoe  iki 
anfra  alteración  la  paz  y  tranquilidad  de  que  fe- 
liz mente  goza  la  República. 

En  consecuencia  S.  £.  el  Presidente  déla  Ae- 
publica,  Iw  resoelto : 

1.  ®  JU os  tenedores  de  rales  de  deuda  consol 
\  dada,  por  la  ley  de  15  de  Abril  de  1840,  Í7  dr 

Abril  de  1843  y  Bd%  Mayo,  y  decret«»s  ejecutivof 
de  7  y  14  de  Setiembre  de  1841,  y  les  de  kdci¡. 
da  consolidable,  presentarán  sus  respectÍFoíbili^ 
les  á  la  Secretaría  de  Hacienda  para  que  cw- 
frontudos  debidamente,,  se  les  ponga  la  nota  dt 
"  Conforme  '*  por  la  ^  cbrbísion  de  Crédito  públl 
co  :  en  h  inteligencia  de  que  la  Tesorería  Ge- 
neral, y  lus  Administradores  de  Aduana  no  ^• 
garáa  interés  de  la  deuda  consolidada  porlast 
yes  referidas,  á  los  tenedores  de  biMetes  qoc  r 
Itetaren  dicha  nota. 

2.  ^  Los  tenedores  de  válea  de  denda  consoli- 
dada por  las  feyes  citadas  en  el  párrafo  amcrit):, 
comprobarán  ente  la  Secretaría  de  Hacienda k 
qhe  se  les  adeuda  por  interés  hasta  30  de  JqdÍu 
último  para  qné  -el^Ciebiorno  disponga  ni  pago 

3i.  9  Ei  GubJbrilO'todica  á  kra  tenedores  de  di 
chas  claaes  de  dciada  la  oonrienieDeia  incuestic^ 
nable  de  que  ounalitUyan  ev»  ki  capital  de  la  Re- 
pública una  j^^nta  de  personas  de  <u  eoii6ania  y 
debidamei)lu  £\útorizada,  coi\  la  cual  pueda  en 
tcodcrtíe  el  Gobierno  en  todo  )o  relativo  aJ  roas- 
tenifuieiito  del. crédito  interior,  y  resjveeto  á  al 
iruuas  medidas  que  proy'eeta  en  el  sentido é«  ase- 
gurarlo irrevocablemente  para  lo  futuro.  . 

4.  ^  Hcspect')  de  las  demás  acreenotas  contra 

el  tesoro  púldlco,  Inclusive  la  deuda  ronscüdada 

I  por  ja  Uy'  (le  íá  de  Abril  de  1863,  «1  Gobierno 

*  se  ó'ci>pí\   «lo  (Hciar  Jas  medidas  convenientes  cii 

Ukj  de  la  a-utorizadon  qué  fe  ha  copcediJu  el  dt- 

creLo  lemslativo  de  24  de  Mayo  ultimo. 

¿.  ^  Fiiblíqucse  en  la  Gaceta  de  Gobierno  y 
en  los  (íeMias  periódicos  de  esta  capital  para  qut 
llegue  á  noticia  de  todos  los  interesados,  y  cir«- 
Tese  ft  la  T(  sorerh  Gnneral  y  Administración^ 
de  Adua^^la  á  fin  <le  que  cumplan  esta  rcsoluciir. 
ch  lajearte  relativa^ 

Por  S.  'E.-^GuliéfHZ. 

D^ÜOA    ?UBLICA   l!6TI|]t|e>^  GúltíMUU^  ^^' 

CRRTo  D6    19  pí:  Febrbro  pi^  i86a  dulon- 
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activar  ei  pago  de  lo  que  se  deba  al  €f«M«ma 
p  á  lúa  particnlares  de  Vene»neU\p&r  ios 
títras  8e0cionea  á€  la  antigua  repéblÁaa  de 
Colombia.  ^ 

El  Senada  y  Cámara.  d€  Ripftsentonies  de  la 
RepúbHea  de   VeneMOtela^  rtanidoe  en  Con-'  t 
greso^  I 

Goflsiderando :  ^  | 

Que  con  motivo  de  la  división  de  la  deuda  in-  ' 
lerna  de  Coltfmbta,  entre  las  Repúblicas  de  Ve-  ! 
netuela,  Nneva  Granada  y  Ecuador,  el  Gobierno  j 
tic  Venesnela  y  varios  veneíolanos  tienen  recia-  I 
maciones  que  hacer  de  los  expresados  Gobiernos 
de  Nweva  Granada  y'Ecaador. 
Decretan : 

Att  único.  El  -Poder  Ejecutivo,  por  medio  de 
un  agente  diplomático  de  Venezuela,  solicitará  y 
activará  el  reconocimiento  y  pago  de  los  crédi- 
tos que  eJ  Gobierno  y  varios  particulares  tie- 
nen contra  las  Repúblicas  de  Nueva  Granada  y 
Ecuador  con  motivo  de  la  división  de  la  deuda 
interior  de  Colombia ;  con  arreglo  Á  ios  docu- 
mentos fehacientes  que  justifiquen  la  legitimidad 
de  las  demandas  y  le  presenten  al  efecto  los  in« 
leredados. 

Dado  en  Caracas  á  16  de  Febrero  de  1855, 
aflo  26  de  la  ley  y  45  de  la  independencia.    . 

El  Presidente  del  Senado,  Silvestre  Arzobis* 
po  de  Caracas. — El  Presidente  de  la  Cámara  de 
Representantes,  José  Víctor  Ariza. — El  Secre- 
tario del  Senado,  /•  A.  Pérez. — El  Secretario  de 
ia  Cámara  de  Represen laVites,  /  Padilla. 

Oar&cas  19  de  Febrero  de  1855,  año  26  de  la 
ley  y  45  de  la  independencia. 

,     Ejecútese.— /oíé  T,  Mo nagas. 

Por  S.  E. — El  Secretario  de  E.  en  el  D.  de 
Hacienda. — Jacinto  Gutiérrez. 

DEUDA  PUBLICA  DEL  PBRU.     CuhVtSpio  SobfB  la 

parte  que  toca  á  Venezuela  por  lo;3  auxilios  que 
le  prestó  Colombia.  Véase   Tratados  públicoSj 
Convenio  de  5  de  Octubre  de  1853. 
DIPUTACIONES  provinciales,  pecjlbto   de 
27  DK  FEBRERO  D£   1855  prohibiendo  á  sus 
»íifMnbrí>s  admitir  ningún  empleo  lucrativo  de 
nombramiento  de  los   Gohernulores  ó    de  la9 
mismas  Diputaciones. — Reforma  la  ley^  de  2(5 
de  Febrero  de  \SVd  sob^-e  loniismo,pag.  522 
del  primer  Tomó, 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
Rtpúhlicd  de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso. 
Cünsideran'dd : 
Glue  00  solo  conduce  á  la  marcha. 'ordena/Ja  de 
los  Poderes  públicos  el  que  sus  nviembr os  se*  con- 
serven indepenilie rites,  sino  quo  así  se  contribuye 
A  llevar  á  su  efectividad  el  sistema  alternativo. 
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D^cretttii: 

Art.  19  liOS  Diputados  provinciales  no  po- 
drán admitir  ningún  empleo  lucrativo,  cuyo  nom- 
bramiento toque  á  los  Gobernadores  6  á  laá  Di- 
putaciones \  y  los  que  siendo  empleados  de  esta 
especie,  resultaren  elegidos  Diputados,  dejarán 
vacante  aquel  empleo  desde  que  tomen  asiento  en 
la  respectiva  Dip^itacion» 

í  Art.  29  Los  Diputados  actuales  que  tengan 
a]  mismo  tiempo  algún  empleo  lucrativo  4^.  loa 
indicados,  deberán  escoger  uno  de  loa  desempleos 
!  cesando  por  consiguiente  en  el  otro. 
||  Art.  39  Los  suplentes  de  Diputados,  ppr  el 
I  hecho  de  entrar  en  el  ejercicio  desús  funcionesea 
¡I  lugar  de  ioÉ  principales,  quedan  comprendidos 
!  en  el  artículo  I9 

I      Art  40  Se  deroga  el  Decreto  de  26  de  Febre- 
'  ro  de  1849. 

|¡      Dado  en  Caracas,  á  24  de  Febrero    de   J855, 
año  26  de  la  ley  y  45  de  la  independencia. 

El  Presidente  del  Senado,  Manuel  Amador,-^ 
El  Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Eugenio  A.  Rivera, — El  Secretario  del  Senado, 
/•  A.  Pérez. — El  Secretario.de  la  Cámara,  de  Re- 
presentantes, J.  Padilla, 

Caracas,  Febrero  27  de  1855,  aíío  26  de  la  ley 
y  45  de  la  independencia. 

Ejecútese — José  T.  Monágas. 
Por  S.  E.  el  Presidente  de    la   República. — ^El 
Secretario  de  E.  en  los  DD,  del  Interior,  Justicia 
y  Relaciones  Exteriores. 

Francisco  Aranda. 
DIPUTACIONES  provinciales.  Nueva  decla- 
ratoria sobre  que  solo  á  ella  toca   la  traslación, 
anexión  ó  erección  de  parroquias.  Véase   Par- 
roquias civiles  R.  Ei  de  13  de  Marzo   de  1851. 
DIPUTACIONES  provinciales.  Deber  dolos 
Gobernadores  de   enViar   á  la  Secretaría  del 
Interior,  tan  luego  como  termine  sus  sesiones  la 
de  su  respectiva  provincia  un   ejemplar  impre- 
j      so  ó  una  copla  de  los  actos  que  pancione.  Véase 
'      Gobernadores,  R.  E.  de  5  de  Abril  de  1854. 
DIPUTADOS  VROviNCiAtES.  Véase  Diputacio- 
nes provhiciaíe^  ( Rn  el  cuerpo  de  la  obra,  y  en 
los  Apéndices  á  este,  y  al  primer  Tomo). 
i  DIRECTORES  de  caLBGios    así    nació nalbs 
jcoükfi  p ARTICULARES.  Deber  de  dar  á  los  alum- 
¡      DOS  que  pasea  á  un»  Universidad,  ó   Semtna* 
I      rio  los  certificntos  que  necesiten,  para  continuar 
stis  ^tndi(M9.  Véaee  Colegios  nacionales,   R. 
E.  de  25.de. Octubre  d«  1850. 

DIVlSKIN-TEaniTORiAL.  Ley  ufe  28  de  abril 
Ji      DE  1856  variando  la  de  toda  la  Repüblica. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 
De  conformidad  con  el  artículo  5^  de  la  Cons- 
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Utudotí,  q«e  (Kce :  **Ek  tcirritono  d«  Venezuela 
comprende  .todo  lo  que  antes  de  la  transfoeoí»- 
cion  política  de  l^\Q  se  denominaba  Capitanía 
General  díe  Vefiezufla.  Para  su  mejor  Adminis- 
tración se  dividirá  en  provincias,  cantones  y  par* 
roquiasi  cuyos  límites  fijará  la  l^y." 

Decretan:. 
Art.  19  La  ciudad  de  Santíagade  León  de  Ca- 
racas, cuna  del  Libertador  Simón  Bolívar  es  k 
capital  de  la  República  de  Venezuela ;  y  el  terri- 
torio de  esta  se  divide  en  veintiuna  provincias  que 
le  denominarán  así:  Cumaná,  Maturin,  Marga- 
rita, Barcelona,  Guanana,  Amazonas,  Apure,  Ca- 
racas, Guárico,  Aragua,  Carabobo,  Gejédes^  Por- 
tufuesa,  Barinas,  BarquisimetOt  Yaracuy-;  Coro^ 
Trujilio,  MaracaibOf  Mérida  y  Táchira. 

Arl.  2.^  La  provincia  de  Cumaná  sé  compone 
délos  cantones  Cumaná,  Comanacoa,  Cariaco, 
Oirüípano„  Rio  Caribe  y  Goiria  ;  sy.  capital.  Cu* 
^maná. 

'^  í^  El  cantón  Cunaaná  se  compone  de  las 
parroquias  Santa  Inea,  Altagracia,  San  Jitan, 
Marigüital,  8antá  Fé  y  Manicuare ;  su  cabecera 
lá  ciudad  de  Cumaná. 

^  29  El  cantón  Cumanacoa  se  compone  de  las 
parroquias  Cumanacoa,  San  Fernando,  Arenas, 
San  Lorenzo  y  Arica gua  ;  su  cabecera  Cumana- 
CQa. 

^^  39  El  cantón  Cariaco  se  compone  ^e  las 
parroquias  Cariaco,  Catuaro,  Santa  Cru)f  y  áanta 
María  ;  su  cabecera  Cariaco. 

^  49  El  cantón  Carüpano  s»,  compione>  de^laa 
parroquias  Marino^  Santa  Rosa,  Sucre,  San  José^ 
Rincón,  Tunapuí,'  Pilar,  B^rmúdez  y  Union; 
su  cabecera  Carúpano. 

§  59  £1  cantón  R¡o-<^ribe  sf  coippone». dejas 
parroquias  Rio-Ci^ribc  y  Y^giiornpara;  su  cabe- 
cera Rio-Caribe. 

^  69  RI  cantón  Goiria  se  compone  de  las  par- 
roquias Gairia,  Punta  de  Piedra,  é  Irapa;  su  ca- 
becera Güiria. 

Art,  39  La  provia^ifia  de.Maturjn  I9  fofniaQ  \m 
cantones  Maturin,  Ar9gu#»  Berro64ez  y  Álontea; 
su  capital  Maturin. 

^  19  El  cantón  Maturin  se.  compone;  de  las 

eirroqnias  San  Simón,  Libertad,  Chaguarama!, 
unceres,  Santa  Bárbara,  y  Aguasal ;  so  cabece- 
ra Maturin. 

^  29  El  cantón  Aragua,  se  compone  de  las 
parroquias  Aragua,  Guanaguana,  San  Franciscii, 
San  Antonio  y  Cari  pe,;  su.qibecera  Arafua. 

^  39  El  caaton  Bermudez  se  compope  de  Iifs 
l^rroquias  Caicare,  San  Félix  y  Are¿';  sp  cabf»- 
C^fa  Calcara. 

^  49  ]^t  can^oQ  Montes  se  eoinpone.  de  las 
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CrfOq«m  Barrancas.,  Uraéoa  y  TUiasea;  ss  ct. 
caca^Barrancas^ 

ArW  49  La  provincia  de  Margarita  la  forman 
los  cantones  Sinr  y  Norte:  «««capital  Asudcíod. 

^  19  El  cantón  Sur  se  compone  da  iu  parro- 
quias. Aovneion,.  f  anopatar,  Parlanart  P^ragQt. 
cbl,  Espíritu  Sanio,  Robles  y  Sabana  Grande  ;n 
cabecera  Asunción. 

^v  29  El  cantón  Norte  se  compone  de  las  pir- 
roquias  Norte,  {yan,Gi(iego,  Tacarígua,  Pedro 
González,  Hatos,  Pedregales,  Sao  Juao  y  laa  ii. 
las  Tortuga,.  BlanqiAÍlla,  Testigos  y  Área  da  ^ 
Barlovento,  con  tpda^las.que  le  son  adyacentes; 
SM  cabecera  j^orte. 

Art  59  La  provincia  de  Barcelona  la  foroiaa 
loe.  cantones  Barcelona,  Píritip,  Qnoto,  Freites. 
Afag^ua,  Pao,  San  Diego  y.  Solead;  su, capiuí 
Bftrcelppa, 

$.19  El  cantón  Barcelona  ae  compone  delu 
parroquias  el.  Qármen,  San  Crist^al,  CaigQi, 
Pilar,  áan  Bernardip.p,  Bergantín,  Posu^Iq,  Cq' 
rataquicbe,  San  Diego,  Aragüita  y  Quiamare;sD 
cabecera  Barcelona. 

^  29  £1  cantón  Píritu  se  compone  de  laspsr- 
roquias  Píriiu,  Clarines,  San  Miguel,  San  Fra 
«SCO,  Boca  de  Uchire  y  Sabana  de  Uchire;  & 
cabecera  Pífitu. 

§  39  El  cantón  Onotose  compone  de  lasp&r- 
ipquias  Onoto,  San  Lorenzo,  San  Pablo,  6q8di< 
pe,  Guaribe  y  Bolívar,  que  se  compondrá  del  ca- 
serío llamado  Carrizal  ;..su  cabecera  Onoto. 

§  49  £1  cantón  Frejtes.se  compone  de  las  par- 
roquias Cantaura;  Santamé,  San  Joaquín,  8in 
Mateo,  Santa  Rosa  y  Úrica ;  su  cabecera  Gao- 
taura, 

^  .§9  ^'  canion  .Aragua^se  compone  délas  par- 
roquias Aragua,  Chaparro,  Cachipo,  Santa  Ana, 
Margarita  y  Carito^  su  cal)eceni  Aragua. 

^  6^  El  cantón  Pao  se  compone  de  las  parro- 
quias No,  Par^aguaa,  Atapirire^  Múcuraay  Bo- 
cas del  Pao  ;  su  cabecera  Pa'o.. 

^  79  El  cantón  San  Diego  sq  cpntpone  de  las 
parroquias  San  Diego,  Aribi*,  Santa, Clara,  Guai* 
cupo,  Santa  Cruz,  Uberitos,  Canastos^  SuaU  j 
Mapire;  su  cabecera  San  Diego. 

^  89  £1  cantón  Soledad  se  coippona.de  las  par- 
roquias Soledad,  Carapa,  Merepurá),  Caris,  Sana 
Bárbara,  Tabaro  y  Mamo  ;  su  cabecera  Soledad. 

Art  69  Los  límites  de  esta  provincia  coo  la 
de  Caracas  por  el  litoral  son  el  rio  de  Uchire. 

Árt.  7^9  ^^  provincia  de  Guayana  la  forman 
los  ^cantones  tléres,  Upata  y  Alto  Orinoco;  an 
capital  Ciudad  Bolívar. 

\  19  £1  cantón  Héres  se  epmponede.laspA'- 
ro^uías  Ciudad  Bolívar,  Fanapana,  Bigí^eloDe«t. 
Anpao,  BorboD,   Moitaco»  Í4  píadpi,  Pnmj^ 
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Antigna  Gaayana,  Pt^jepa,  y  C«ir¡apo;^  au  «aba- 
cera Ciudad  Bolívar. 

^  29  Gi  cantón  Upata  ae  eoin|>on6  de  las.  par- 
roquias Upata,  Puerto  de  tab la 9.. Cu papuu  Pasto- 
ra, San  Antonio,  Tumer«n\o,  Gurí,  Palmar,  Mia- 
iDo,  Caruachif  Tupuquen,  Gua^ipati  y  .Car^po,, 
su  cabecera  Upata. 

^  29  El  can(on  Alto  Orinoco  se  compone  de' 
1^8  parroquias  Caicara,  Cuchibero,.  AJiagracia  y. 
Urbana ;  su  cabecera  Calcara. 

'  AtI  8P  Á  la  provincia  de  Gaa^mna  pertenecen 
l^s  islas  que  formtin  el  Ormoco,  inclusive  todas 
las  del  Delta  superior  ¿.inferior,  y  las  playas  de- 
nominadas de  la  Manteca,  inclusa  la  de  Eararuma. 

Art.  90  La  provincia  Amazonas  se  compone 
de)  territorio  conocido  con  el  nombre  áe  Rio  Ne- 
gro, cuyos  lítOites  con  la-  áe  Quayaná.  fijará  el 
Poder  Ejecutivo,  sirviendo  de  punto  de  partida 
el  raudal  de  Ature?,  y  de  término  e)  rio  de  las 
Amazonas.  Su  capital  será:  San  Feri^mdo  de 
Atabapo.  « 

^  ánieo.  El  Poder  Ejeentivo  dará"  á  h.  provin- 
cia del  Amazonas  una  organización  especial,  has- 
ta que  eHncren>ento  áesu  población-  permita  so^ 
meterlo  al  régimen  general  de  la  República. 

Art.  10.  La  provincia  de  Apure  la-  fojmHn  los 
cantones  San  Fernanflo,  A  chaguas^  Maniecal  y 
Quasdoalito^  su  capital  San  Fernajido. 

§  l^EI  cjsnton  San  Fernando  se  con\p<»ne  de. 
las  parroquias  San  Fernando,  San  Juan,  Cunavi- 
die,  San  Rafael,  Arkhvna  y  Caribea;.  su  cabe- 
cera San  Fernando» 

^  29  Ehcantonr  Arhaguas  se  compone  délas 
parroquias  Ahaguas,  Apiirito,  Banco  largo.  Guá- 
chara, Santa  Lucía  y  Guasimal;  su  cabecera 
Achaguas. 

^  39  ^^  csnton  Mantecál  se  compone  de  las 
parroquias  Mantecál,  Rincón  hondo,  San  Vicente 
¿Independencia  ;  su  cabecera  Mentecak^ 

^  49  El  canten  Guasdualito  se  compone  de  las. 
parroquias  Palmarito,  Constitución)  Guasduaiko, 
Union,  Trinidad  y  Amparo;  su  cabecera  Palma- 
rito. 

•  Art.-  1 L  A  la  provincia  de  Apuiie  corresponde, 
bl  territorior comprendido  entre  los  úoa  Apura  y 
AparitO|.8Íefldé  este  último  el  limita  entre  esta 
provincia  y,U  del  Ouárieo. 

Art  18^.l4|  p](ovincia  de  Caracas  la.  forman  Ibs 
captones ^Caracas.  GMaicaipuro,  Guaira,  Maique- 
Há»  Cnríepe,  Rio-chico^  Cancagua,  Ocumare  del 
Tiiy,  Guarañas,  Petare  y. Síinta  Lucía;  su  capi- 
taj  Caracas. 

§  19  El  cantón  Caracas,  se  compone  de  las 
parroquias  Catedrel,  San  Pablo,  Santa  Rosalia, 
Altagraciai  Ci^ndelaria,  Sap  Ju^n,  Chaceo,  Yall^» 


La  Tega.  Antímuno,  y.  Reereo  ¡  «u  cid>ecera  la 

dudad  de  Caracas* 

^,  29  Bl.  caiUoa  Guaioaipuro  se  compone  de  las 
parroquiaa^Téqpes,  San  Diego,  San  Antonio,  San 
Pedro,  Paracotos,  Carrisa),  Macarao  y  San: José 
da  Tacata;,  ^u. cabecera  Téques. 

^  39  El  cantón  Guaira  se  compone  de  la^ 
parroquias  Bolívar,  Sucre,  Macuto^  Caraballeda, 
Xaiguatá  y.Caruao;.  su  cabecei^  la.^Guaira. 

§  49  £1  cantón  Maiq^tíá  se  compone  de  la» 
parroquias  Maiqüetí»,  Carayaca,  Taima  y  Oliva- 
res ;  su-.cahecera  Maiquetía* 

^  69  El  cantón  Curiepe  se  compondrá  de  las 
parroquias.  Cujiepe,  Hignerote,  Ahcagua,  Chiri- 
raena  y  Tacarigua  j  sq  cabecera  Curiepe. 

§  ü9  Elrcanton  Rio-chico  se  compone  de  las 
parroquias  Río-chico,  Rioaurte,  Guapo  y  Cúpuró  ; 
su  cabecera  Rio-chico. 

^  79  £1  cantón  Gaucagiia  se- compofuirá  de  laa 
parroquias  Cancagua,  Capaya,  Panaquire,  Ara- 
guita  y  Tapipa;. su. cabecera  Caucagua. 

§  89  El  cantón  Ocumare  del  Tuy.  se  compone 
de  las  parroquias  Ocumare,  Independencia,  .Cua, 
Charailave,  Tacata  y  Yare;  su  cabecera  Ocu- 
mare. 

^  99  El  cantón  Guarenes  se  compone  de  lá» 
parroquias  Guardas  y  Guatire ;  su  cabecera  Gua- 
réjias*.    . 

^  i(k.  El  eanton  Petare  se  compone  de  las  par- 
roquias Petare,  Monágas,  A  tillo,  Libertad,  Ba  ru- 
ta y  Union  ;  su  cabecera  Petare. 

^  11.  £1  cantón  Santa  Lucía  se  compone  de 
las  parroquias  Santa  Lucía  y  Santa  Teresa;  su 
cabecera  Santa  Lucía. 

Art  13.  La  provincia  del  Guárieo  la  forman 
los  cantones  Calabozo,  Sombrero,  Chaguaramas, 
Uñare.  Oritueo  y  Qrtist;  .in..capílal  CaUbozo. . 

^  19  £1  cantón  Calabozo  se  compondrá  de  la» 
parroquias  Bolívar,  .Sucre,  Guarda-tinaias,  Cama- 
guan,  Rastro,  La  Trinidad,  Los  Apgeles  y  GUia-. 
yabal  ¡  su  cabecera  Calabozo. . 

^,29  £1  cantón  Sombrero  se  compondrá  de 
las  parroquias  Sombrero,  .Barbacoas  y  Calvario ; 
su  cabecera  el  Spmbrero. 

^.3?  Elcanlon  Chaguaramas  jse  compone,  de 
laa  parroquias  Chaguaramas,  Valle  de  la  Pascua, 
Bepiño.  Iguana,  jCabruta  ;  Santa  Rila  ¡  .su  cabe* 
cera  Cnaguarainae*. 

$  4?  £1  cantón  lloare  se  compone.de  láa  par- 
roqui;is  Saraza,  Tucupido,  .Potrero,  Santa  María 
de  Ipire  y  Altamira  *  su  cabecera  Saraza. 

^  59  £l  cantón  Orituco  se  compone  de  las 
parroquias  Oritueo,  San  Rafael,  Taguai  y  Leza- 
ma  ;  su  cabecera  Orituco. 

§  6^  £1  cantón  Ortiz  se  compone  de  las  parro- 
quias Oxúh  San  francisco  de  TisAados, ,  San, 
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parroquias  Áltagracia,Riu,Oat)íftiafl,  liagnnillaa, 
Sirimiay  Democracia ;  su  cabecera   Altagracia. 

ArU  98%  liA  provincia  de  Mérida  la  forman 
Jos  cantones  Mérida,  Mucuchíes»  Ejido»  Timotes 
7  Bailadores-;  su  capital  Mérida. 

^  19  fii  cantón  Mérida  se  compone  de  las 
parroquias' Catedral,  Milla,  Llano,  Tabai,  Mono, 
Acequias,  Pueblo  Nuevo,  Mucutoí,  Mucuchachi, 
Aricagua,  7  La  Punta  ;  su  cabecera  Mérida. 

^  29  Él  cantón  Mucuchíes  se  compone  *de  las 
parroquias  Mucuchíes,  Miicurubá,  Santo  Domin- 
go y  Las  Piedras ;  su  cabecera  Mucuchíes. 

^  39  El  cantos  Ejido  se  compone  de  l^s  parro- 
quías  Bjido,  La  Mesa,  San  Juan,  Lagunülas, 
Chíguará  y  Jají.^  su  cabecera  Ejida  ' 

^  49  El  cantón  Tiaaotes  se  compondrá  de  esta 
parroquia  y  de  las -de  Chachopo,La  Venta  y  Pue- 
blo Llano  ¡  su  cabecera  Timotes. 

^  69  El  cantón  Bailadores  se  compone  áe  las 
parroquias  Villa  Tovar,  Bailadores,  Zea  y  Gua- 
raque  ;  su  cabecera  Villa  Tovar. 

Art  20«  La  provincia  del  Táchíra  la  íbrman 
los  cantones  San  Cristóbal,  Tácbira,  La  Orita  y 
Lobatera]  su  capital  San  Cristóbal. 

^  19  El  cantón  San  Cristóbal  lo  componen  las 
parroquias  San  Cristóbal,  Táriba,  Capacho  y 
Guásimo :  su  cabecera  San  Cristóbal. 

(  29  £1  cantón  Táchira  se  compone  de  las 
parroquias  San  Antonio,  Rubioy  Urefia  ;  su  ca- 
eabecera;  San  Antonio. 

^  39  El  cantón  Grita  se  compone  de.  las  par- 
roquias La  Grita,  San  Pedro,  Pregonero,  Que- 
niquea,  Vargas  y  Caparo;  su  cabecera  La  Grita. 

^  4?  El  cantón  Lovatera  se  compone  de  las 
Barroquias  Lovatera,  Constitución,  San  Juan  y 
Michelena;  su  cabecera  Lovalera,  siendo  los 
límites  entre  las  parroquias  Lovatera  y  Michelena, 
los  expresados  en  la  ordenanza  de  la  Honorable 
Diputacian  de  Mérida,  expedida  en  30  de  No- 
viembre de  1850. 

Art  30i  Los  límites  de  las  provincias  son  los 
délos  cantones  de  que  se  componen,  y  los  de  es- 
tas y  sus  parroquias  donde  no  estén  designados  por 
la  presente  ley,  Jos  que  han  sido  fijados  por  leyes 
anteriores,  y  reconocidos  por  tales. 

Art  31.  Las  dudas  que  ocurran  sobre  limites 
de  las  provincias,  cantones  y  parroquias  serán 
resueltas  definitivamente  por  el  Poder  £jecutivo, 
con  vista  de  los  antecedentes  y  de  los  informes 
que  juzgue  necesarios. 

Art  32.  Las  ordenanzas  y  actos  de  las  Diputa- 
ciones provinciales  vigentes  en  los  cantones  ó 
parroquias  separados  de  sus  provincias,  continua''- 
rán  rigiendo  en  ellos  hasta  que  la  Diputación  de 
que  dependan  acuerde  lo  con  veniente  ensu 
primera  reunión  constitucional. 
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Art.  3S.  Los  Gobernadores  haránlnsf^mpotn 
sobre  la  población  en  las  provincias  que  hiytn 
sufrido  alteraciones  en  todo  un  cantea  i  parro- 
quia, arreglándose  al  censo  que  éirvió  eo  cada 
proirincia  para  las  elecciones  de  1B54,  salro  el 
caso  de  que  se  haga  un  censo  posterior  con  sin- 
glo  á  la  ley  de  la  materia. 

Art  34.  Alterado  por  la  presente  ley  el  territo- 
rio de  todas  las  ptovinrias,  el  Poder  £jecutÍTo 
procederá  á  nombrar  nuevos  Gobernadores  inte, 
rinos  para  todas  ellas ^  y  los  nuevos  Gobernado. 
res  que  este  nt)mbrará,  en  «ahdad  de  ioterioos, 
procederán  á  nombrt^r  libremente  los  desús  em- 
pleados cuya  elección  les  correspondo  directi- 
mente  y  á  propuestas  de  ottas  córporadones. 

Art  35.  Por  la  razón  expresada  en  el  artícok 
anterior,  cesan  tam'bien  en  sus  destinos  todos in 
Senadores,  Representantes  y  Diputados  jprúVii- 
ciales.  Los  CÓJegios  electorales  del  prestnte  aSo 
nombrac&n  en  su  totalidad  los  miembros  de  lu 
Cámaras  y  Diputactonea^siendo  el  núaiemdt 
Representantes  de  cada  provincia  el  que  dé  el 
cómputo  de  la  poblaclcm  á  que  se  refiere  el  v- 
tículo  33  de  esta  ley. 

Art«  36.  Quedan  suprimidas  todas  las  (Mm- 
quias  que  no  estén  denominadas  en  la  preseM 
ley. 

Art.  37.  La  presente  ley  em^zará  á  tner 
cumplimiento  desde  su  publicación,  exceptoáo> 
dose  la  instalación  de  la  provincia  del  Tádón, 
que  tendrá  luffar  en  los  términoedel  detteto  di 
14  de  Marzo  del  presente  afio. 

Dada  en  Caracas,  á  23  de  Abril  de  1860,  ilfc 
27  de  la  ley  y  46  de  la  independencia. 

El  Presidente  del  BenadO|  JuoM  VieenU  Gifk 
zilez  Delgadú.'-'E\  Presidente  de  la  Cámand» 
Representantes,  J.  Gf.  Odkoa.— El  SeerelsríoU 
Senado,/.  A.  Pérez.— El  Diputado  Seoetafio 
4e  la  Cámara  de  Representantes,  J.  A*  Tvntaü^ 

Caracas,  Abríl  &8  de  1866,  ñWítt  de  la  lefT 
46  de  la  independencia. 

Ejecútese,  Jo$6  T.  Utnágút. 

For  S.  E.  el  Presidente  de  la  Bepfiblica^B 
Secretario  de  E.  en  los  DD.  del  Interior  y  M- 
cia. 

^lOanso  Par^ 

Es  Ciipia,— Parejo. 

DIVISIÓN  TKRtttTORIAL,  ntíSOttÓíCn  BiWCTÍ- 

VA  DB  22  DE  KKKRO  OS  1856  dcclarünáolm 
lo  segundo). tnstt^nstmte  laR  £•  de  l^^ 
Febrero  de  1852  sobre  txencion  de  pego  « 
dereeñs  municipales  á  los  eitüblecimic'^ 
mercantiles  6  indtuiriáiee  süuadet  ¿  f«<  ^ 
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rih^aren  en  el  trayecto  que  separa  las  parro* 
guias  Araurey  Acarigua.  (*) 
Secretaría  del  Interior. — Sección  tercera. 
Caracas,  Enero   22  de  1850. 
Resuelto. — Dígase  al  Gobernador  de  la  Portugue- 
sa. 

He  dado  cuenta  á  S.  £«  el  Poder  Ejecutivo  de 
la  nota  duplicada  de  US.,  fecha  5  de  Setienibre  úl- 
timo número  225,  en  que  consulta  ai  la  ciudad  de 
Araure  creada  por  el  Decreto  legislativo  de  27  de 
Marzo  de  1651,  es  una  sola  parrpquia  ó  se  com- 
pone de  las  dos  de  Acarigua  y  Araure,  y  en  este 
último  caso,  cual  de  ellas  es  la  que  deÓk  conei- 
dcrarse  como  cabecera,  del  cantón  de  aquel  nom- 
bre: y  en  que^  manitíest^i  la  contradicción  que 
existe  entre  la  resolución  ejecutiva  de  14  de  Fe- 
brero de  1852  subre  la  exención  del  pago  de 
derechos  municipales  á  Ijs  establecimientos  mer- 
cantiles é  industriales  que  se  hallen  situados  ó 
que  se  sitúen  en  el  trayecto  que  separa  las  dos 
parroquias  precitadas,  y  la  ordenanza  qi)e  prohi- 
be la  matanza  de  reses  y  expendio  dd  carne  fue- 
ra de  los  lugares  designados  para  matadero  y 
mercado  público;  y  S.  E.  ha  tenido  á  bien  re- 
solver, que  según  la  letra  y  el  espíritu  del  Decre- 
to legislativo  de  27  de  Marzo  de  1831  indicado, 
la  ciudad  de  Araure  se  compone  de  las  dos  par- 
roquias de  Araure  y  Ac» ligua,  siendo  aquella 
ciudad  la  cabecera  del  cauti>n  de  su  nombre,  y 
que  rigiendo  para  aquri  irayeciu  cotno  para  ios 
demás  puntos  del  cantón  las  dispasicionfs  lógales 
y  vigentes,  con  la  excepción  do  no  pagar  dere- 
chos municipales  los  establecimientos  industria- 
les que  exi;$t»n  ó  se  sitúen  en  él  sin  contravenir 
a  aqueílus,  y  hallándose  en  toda  su  fuerza  y  vigor, 
al  expedirse  el  Decreto  últimamente  citado,  la 
ordenanza  queseflalabaá  los  expendedores  de  car- 
ne lu^ar  preciso  para  ejercer  su  industrie,  se  de- 
clara insubsistente  la  resolución  de  18  de  Febre- 
ro de  1852  sobre  la  nmieria,  debiendo  cumplirse 
lo  dispuesto  por  dicha  ordenanza,  dictada  por  la 
Cámara  provincial  en  uso  de  sus  privativas  atri- 
buciones. 

Tengo  el  honor  <&. 

Por  S.  E.— OriacA. 


(*)  £1  primer  punto  de  esta  resolacion  es  referente  á' 
declarar  ^ue  la  ciudad  de  Araure  es  la  cabecera  del  can- 
tón de  este  noml)re;  pero,  como  se  ve,  ha  venido  á 
quedar  inútil,  por  haberse  establecido  asi  por  la  ley  de 
28  de  Abril  de  este  año,  dividiendo  toda    la  República. 

Aprovechamos  esta  oportunidad  para  manifestar  que 
hemos  omitido  por  igual  razón  algunos  decretos  legis- 
lativos del  año  pasado  y  ddl  corriente  de  1856  crean- 
do nuevos  cantones  &,  pues  que,  i efundidos  virtualmeate 
en  la  ej;preaada  ley  do  23  de  Abril,  sQuya  de  ningún  efec- 
to. 
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leyes^ 
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EDIFICIOS.  Deber  de  los  Gobernadores  de  la 
Portuguesa  y  Barínas  ile  no  permitir  su  des- 
trucción en  su  respectiva  provincia.  Véase  Go- 
bernadores de  la  Portuguesa  y  Barínas,  R.  E. 
de  7  de  Marzo  de  1856. 
ELECCIONES.  Ley  de  2  db  Abril  de  1856. 
— Reforma  la  8^  del  oódigo  de  la  materia  de 
21  de-Febrero  de  1848,  pág,  14  de  este  propio 
Tomo. 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela^  reunidos  en  Con- 
greso. 

Decretan : 
Art.  1?  Los  suplentes  de  Senadores,  Repre- 
sentantes y  Diputaí)s  provinciales,  que  no  que- 
den  excluidos  por  el  sorteo  verificado  por  las 
respectivas  corporaciones,  se  entenderán  los  pri- 
meros nombrados,  fegun  el  orden  que  antes  te- 
nían, y  en  cada  bienio  se  considerarán  primaros 
suplentes  los  que  se  hayan  nombrado  anterior 
mente. 

Arl.  2»  ^  Los  Senadores,  Representantes  y  Di- 
pulados  dp  las  provincias  que  se  dividan,  dura- 
rán en  sus  destinos  h^hl\  la  primera  reun¡(in  or- 
dinaria de  lus  Cüleg'iüs  electorales,  pues  entonces- 
se  nombrarán  to{|()s  los  principales  y  suplentes 
según  4.1  censo  de  la  población :  lo  mismo  se  ha- 
rá cuando  el  territorio  de  una  provincia  se  altere* 
por  agregación  ó  Stígregacion.  En  estos  casos  y 
llegada  la  oportunidad,  se  hará  el  sorteo  de  que 
habla  el  artículo  79  de  la  Constitución. 

Art.  3.^  Si  por  aumento  de  población  en  una 
provincia  creriere  el  nú-nero  de  Representantes, 
ó  por  aumento  de  cantones  el  de  Diputados  pro- 
vinciales nombrados  en  una  época,  de  suerte  que 
exceda  en  do^  ó  mas  al  de  los  nombrados  en  la 
época  anterior ;  el  sorteo  que  previene  el  artí- 
culo 7i)  de  la  Constitución,  se  hará  entre  los  dos 
ó  mas  últimos  en  el  orden  del  nombramiento  que 
constituyen  el  exceso.  £1  sorteo  de  los  suplentes 
se  hará  siempre  por  la  misma  regla  que  el  de  los 
principales. 

^  único*  Cuando  por  ser  impar  el  número  ie 
Representantes  de  una  provincia,  se  deba  ele- 
gir el  número  mayor,  y  concurra  ademas  la  cir- 
cunstancia de  que  por  aumento  de  población  se 
haya  también  ^de  elegir  otro  Representante,  en- 
tqnceg  se  procederá  conforme  al  artículo   79  de 
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la  Constitución^  para  que  la  suerte  designe  entre 
todofl  los  elegic'os  en  la  época  eleccionaria  res- 
pectiva, el  que  deba  durar  solo  dos  aSos. 

Art  4.  ®  Los  Gobernadores  requerirán  á  los 
Senadores,  Representantes  y  miembros  de  las 
Diputaciones  provinciales  electos,  para  que  con- 
curran oportunamente  *á  llenar  sus  funciones.  Si 
alguno  tuviere  impedimento  físico  ú  otro  grave 
que  le  imposibilite  su  concurrencia  por  aquella 
vez,  lo  manifestará  asi  al  Gobernador  de  la  pro- 
vincia sin  pérdida  de  tiempo,  para  que  este  con- 
voque al  suplente,  dando  cuenta  al  respectivo 
cuerpo, 

Art.  5.  ®  Si  algún  Senador  ó  Representante 
residiere  en  provincia  distinta  de  la  que  ha  he- 
cho la  elección,  toca  al  Gobernador  de  aquella  el 
requerimiento  del  elegido  ;  y  en  el  caso  de  ex- 
cusa, lo  participará  al  Gobernador  de  la  pro 
vincia  que  hizo  la  elección  para  que  convoque  al 
suplente.    - 

Art.  6.  ®  Cuando  el  impedimento  físico  ú  otro 
grave  que  tengan  los  Senadores,  Representan- 
tes y  Diputados  de  provincia  s^  para  todo  el  pe- 
ríodo de  su  elección,  ó  por  el  t^mpo  que  le  falte, 
á  mas  de  proponer  la  excusa  ante  el  Goberna- 
dor para  dejar  de  concurrir  á  las  inmediatas  se- 
siones, propondrá  la  renuncia  absoluta  del  cargo 
6  la  respectiva  corporación,  á  la  cual  toca  privati- 
vamente resolver  sobre  esta  clase  de  solicitudes  : 
admitida  1^  renuncia,  se  avisará  al  Gobernador 
respectivo  para  los  efectos  legales. 

Art.  7.  ^  Los  Senadores  y  Representantes  que 
no  concurran  á  la  reunión  del  cuerpo  de  que  son 
ihiembros  quince  dias  después  del  veinte  de  Ene- 
ro, sin  haber  acreditado  el  motivo  ó  excosa  le- 
gal que  les  asista  para  ello,  se  considerarán  ex- 
cusados por  aquella  vez,  y  se  llamarán  los  su- 
plentes por  el  mismo  cuerpo,  quienes  deberán 
concurrir  también  dentro  de  quince  dias  después 
de  convocados,  ademas  de  la  distancia.  En  igual 
caso  serán  reputados  y  llamados  los  suplentes  de 
los  Diputados  provinciales  que  no  concurran  á  la 
reunión  del  cuerpo  rinro  dias  después  del  pri- 
mero de  Noviembre,  gozando  de  igual  término  y 
el  de  la  distancia  para  la  concurrencia. 

^  único.  Los  Senadores  y  Representantes  que, 
sin  licencia  se  separen  del  lugar  de  las  sesiones, 
6  que  sin  justa  cansa  dejen  de  concurrir  á  la  Cá- 
mara por  diez  sesiones  consecutivas,  dejan  por  el 
mismo  hecho  vacante  su  puesto  por  aquella  vez, 
y  se  convocará  á  los  suplentes. — La  ausencia  de 
Ja  Cámara  de  los  Diputados  provinciales  por 
cinco  sesiones  consecutivas,  induce  vacante  por 
aquella  vez,  y  se  llamarán  los  respectivos  su- 
plentes. 

Art.  8.  o  Lof  Colegios  electorales^  no  podrán 


convocarse  extraordinariamente  sino  eo  los  coi- 
tro  casos  siguientes. 

1.  ^  Cuando  alguna  de  las  Cámaras  ó  Oipuu- 
cion  provincial  así  lo  ordene  por  haber  ucurrido 
después  de  la  última  reunión  del  Colegio  tal  (al* 
ta  de  sus  miembros  que  juzgue  necesaria  una 
pronta  elección. 

2.  ®  Cuando  el  Poder  Ejecutivo  6  los  Gober. 
nadores  en  su  caso  lo  dispongan  en  receso  de  las 
Cámaras  y  de  las  Diputaciones,  porque  por  lus 
datos  que  tengan,  ó  por  los  informes  de  las  co* 
misiones  instaladoras  de  las  respectivas  corpora* 
ciones,  sepan  que  estas  no  pueden  instalarse  por- 
que no  hay  el  número  suficiente  de  miembros 
hábiles  para  ello. 

3.  ^Cuando  ocurra  el  caso  previsto  por  el  ar- 
tículo 114  de  la  Constitución  ;  y 

4.  ®  En  el  caso  del  parágrafo  1.®  del  artícu- 
lo 10  de  Culta  ley. 

Art.  9.®  En  aquellas  provincias  que  lengjü 
menos  de  siete  cantones,  los  Gobernadores  ha- 
rán la  distribución  de  los  Diputados  proTÍDcia- 
les  con  arreglo  al  artículo  156  de  la  CoosÉu- 
cion. 

Art.  10.  Toca  al  Congreso  declarar  la  nuli- 
dad de  los  actos  electorales  en  los  casos  sigub 
tes. 

19  Cuando  el  Colegio  no  haya  sido  iustalaiio 
con  el  número  proscripto  de  electores. 

29  Cuando  se  hubiere  hecho  alguna  eleccioB 
sin  estar  reunido  el  número  piescripto  de  electo- 
res, ó  fuera  del  término  designado  por  el  arti- 
culo 45  de  la  Constitución,  á  menos  que  se  ha- 
ya interrumpido  por  suspensión  legítima. 

89  En  el  caso  inesperado  de  que  se  justifique 
soborno  ó  cohecho  de  algún  elector  ó  electures, 
ó  de  que  se  haya  ejercido  contra  el  Colegio  coac- 
ción ó  violencia,  y  que  se  pruebe  documentada- 
mente ante  el  Congreso,  el  cual  declarará  en- 
tonces nulos  los  actos  que  6  su  juicio  1ü  fueren,  y 
mandará  á  juzgar  á  los  culpables  acompafianilu 
las^pruebus  del  delito;   y 

4.*  Cuando  alguno  ó  algunos  de  los  Conce- 
jos municipales  con  infracción  de  los  deberes  qu« 
se  les  imponen  por  estas  leyes,  hayan  dejado  de 
escrutar  registros  de  alguna  parroquia  en  todo  ó 
en  parle,  ó  escrutado  sufragios  que  no  debieíao 
ser  admitidos  por  la  Asamblea  parroquial,  ^ 
cuando  se  pruebe  con  docuuaentos  qus  «n  estas 
asambleas  se  reohazó  el  safragio  da  ioériduos 
inscriptos  en  las  listas^  siempre  que  estas  infrae- 
ciones  á  juicio  del  Congreso  hayan  pudido  vi- 
ciar las  elecciones.     ■ 

§  19  En  caso  de  que  el  Congreso  declare  na- 
los  todos  los  actos  de  un  Colegio^  el  Gobernador 
de  la  provincia  respectiva»  requerido  por  elCon» 
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greso,  convocar&  al  Colegio  electoral,  que  se  reu- 
nirá lo  mas  tarde  un  mes  después  de  notifica- 
dos todos  ios  Concejos  municipales  á  quienes  to- 
ca el  llamamiento  y  reemplazo  de  los  electores. 

^  29  £1  Colegio  hará  la  elección  de  los  indi- 
viduos que  han  de  reemplazar  á  los  funciona- 
rios cuyos  nombramientos  hayan  sido  anulados. 

Art.  !!•  El  ser  suplente  de   Consejero  de  Go- 
bierno,  no  es  impedimento  para   ser  nombrado 
Senador,  Representante  ó  Diputado   provincial; 
.  y  si  alguno  lu  fuere,  quedará  vacante  la  plaza  de 
Consejero  suplente. 

Art.  12^  La  disposición  del  artículo  8f  de  la 
Constitución,  no  comprende  á  los  Gobernadores 
y  Mmistros  de  la  Corte  Suprema  cuando  son  in- 
terinos. 

Art.  13.  El  Poder  Ejecutivo  podrá  nombrar 
libremente,  á  los  Senadores  y  Representantes  pa- 
ra desempefSar  cualquier  destino,  quedando  por 
el  hecho  de  aceptarlo,  vacante  el  puesto  que  ocu- 
pen en  las  Cámaras,  participando  el  mismo  Po- 
der Ejecutivo  el  nombramiento  á  los  Gobernado- 
res de  provincia  para  que  convoquen  los  suplen- 
tes ;  quedando  así  explicado  el  artículo  85  de  la 
Constiiucion. 

ArU  14.  Los  certificados  de  que  hablan  estas 
leyes,  los  extenderán  los  funcionarios  respecti- 
vos en  el  sobre  del  pliego  .que  se  remita,  expre- 
sando cual  es  su  contenido. 

Art.  15.  Las  Juntas  de  notables  y  las  que  pre- 
siden las  asambleas  parroquiales,  no  podrán  ce- 
lebrar sus  reuniones  sino  dentro  de  la  pobla- 
ción de  la  respectiva  parroquia. 

Art  16.  Si  se  notare  par  algún  GobernaAof' 
que  el  resultado  del  escrutinio  practicado  por  un 
Concejo  municipal,  no  está  conforme  con  el  que 
den  Jos  escrutiniios  parciales  que  haya  recibido 
de  las  parroquias,  oidenará  la  rectificación  ;  y  si 
no  obstante  esta,  subsistiere  la  diferencia,  y  el 
Qoberna<lor  creyere  que  esta  diferencia  es  ca- 
paz de  viciar  el  resultado  de  las  elecciones,  en- 
tonces pedirá  Í4)a  registros,  y  los  pasará  con  los 
escrutinios  parcoquialea  al  Congreso. 

Art.  17.  Se  deroga  la  ley  8^  del  Código  de 
elecciones  d^  21  de  Febrero  <le.'l848. 

Düdi^  en  Caracas,  á  29  de  Marzo  de  1856,  año 
27  de  la  ley  y  46  de  la  independencia. 

El  Presidente  del  Senado,  Pedro  P/a»a5.— El 
Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes,  P. 
CasanofJO, — El  Secretario  del  Senado,  J.  A.  Pé- 
rez,^lSX  Diputado  Secretario  de  la  Cámara  de 
Representanles,  J.  A.  Torrealha. 

Caracas,  2  de  Abril  de  1866,  afío  27  de  la  ley 
y  46  de  la  independencia. 

Ejecútese— Joíé  T.  Monágas, 

Por  S.  £.  el  Presidente  de  la  República.— £1 
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Secretario  de  K  en  los  DD.  del  Interior  y  Jus- 
ticia. 

A.  Parejo. 
ELECTORES.  Resolución  Ejecutiva  de  20 
DK  Junio  de  1854  dictando  reglas  pata  cono- 
cer el  número  de  ellos  que  corresponde  á  cada 
uno  de  dos  cantones,  de  los  cuales^  uno  ha  si- 
do formado  de  parroquias  del  otro^  no  Aa- 
biéndose  hecho  el  censo  de  su  población  des- 
pues  de  separados^  ^ 

Secretaría  del  Interior. — Sección  tercera. 
Caracas,  Junio  20  de  1854. 
Resuelto. — ^Dígase  al  señor  Gobernador  de  es- 
ta provincia. 

Di  cuenta  al  Poder  Ejecutivo  de  la  nota  de 
US.  fecha  17  del  corriente  número  136  en  que, 
con  motivo  de  haberse  compuesto  el  nuevo  can- 
tón Guaicaipufo  de  varias  parroquias*  que  se  se- 
gregaron del  de*  Caracas,  solicita  se  decida  qué 
número  de  electores  corresponde  á  uno  y  otro 
cantón,  pues  carece  de  base  para  fijarlo,  no  ha- 
biéndose formado  todavía  el  censo  que  se  man- 
dó hacer  de  esta  provincia,  cuya  formación  no 
es  posib'e  ni  aun  solo  la  del  de  los  expresados 
cantones  en  el  escaso  tiempo  que  falta  para  las 
elecciones ;  y  S.  E.  se  ha  servido  resolver  que  en 
tales  circunstancias,  siendo  el  último  censo  de  es- 
ta provincia  el  que  debe  regir  en  ella  para  las 
elecciones,  miéntra«se  forma  el  gener^  de  la  Re- 
pública, según  el  artículo  29  ley  7^  ael  Código 
eleccionario,  y  constando  de  dicho  censo  último 
de  esta  provincia  (comprendido  en  el  cuadro  de 
la  división  territorial  del  Estado  :  Gaceta  de  Ve- 
nezuela extraordinaria  número  880)  el  número 
de  habitantes  de  cada  parroquia  de  las  que  com* 
ponian  el  antiguo  cantón  Caracas,  se  practique  lá 
operación  de  sumar  el  de  los  de  las  que  se  le  se- 
gregaron para  constituir  el  nuevo  cantón  Guai- 
caipuro,  y  deducirlo  del  total  que  da  el  censo  de 
aquel,  con  el  fin  de  que  dicha  operación  presente 
la  base  necesaria  para  fijar  el  número  de  electo- 
res queá  cada  uno  corresponda  según  el  de  sus 
habitantes. 

Tengo  el  houfir  de  comunicarlo  á  US.  á  los 
efectos  expresados. 

Soy  átc. — Por  S.  E. — Planas, 
ELEMENTOS  de  guerra.   Resolución   Eje- 
cutiva DE  18  DE  Enero  de  1856  establecien- 
do reglas  para  su  introducción  y  venta. 
Secretaría  del  Interior. — Sección  segunda. 
Caracas,  18  de  Enero  de  1856, 
Hesuelto. — -En    virtud  de  las  atribuciones   que 
la  Constitución  y  leyes  de  la   República   conce- 
den al  Poder. Ejecutivo  para  conservar  el  orden 
y  tranquilidad  interior,  proveyenda  á  la  seguri- 
dad común ;  y  considerando  S.  E. 
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Que  el  est&do  de  inqaietcul  en  que  permane- 
cen aun  los  ánimos,  armados  de  todos  los  renco- 
res que  han  díjado  tras  sí  las  pasadas  contien- 
das, exige  el  mayor  celo  y  las  medidas  precaute- 
lativas  mas  eñcaces  de  las  autoridades  públicas, 
con  el  objeto  de  precaver  nuevos  desórdeiics,  á 
que  la  malignidad  de  olg^unos  desnaturalizados 
venezolanos  quiera  condut  ir  á  la  República  una 
vez  mas  ;   y 

Glue  es  un  medio  seguro,  prudente  y  oportuno 
de  hacer  imposibles  lus  intehtos  proditorios  que 
lleguen  á  concebir  los  consuetudinarios  enemi- 
gos del  sosiego  público,  vigilar  cuidadosamente 
sobre  la  introducción  y  el  comercio  interior  de  ar- 
mas y  demás  elementos  de  guerra,  para  que  co- 
nociéndose las  personas  en  cuyo  poder  est&n,  ó 
los  lugares  en  que  se  encuentran,  así  como  su  can- 
tidad y  cl^^e,  puedan  las  autoridades,  á  la  vez 
que  utilizarlos  en  defensa  del  orden,  impedir  que 
vayan  á  manes  de  los  trastornadores,  y  que  es- 
tos los  introduzcan  clandestinamente  para  sus  re- 
probos fínes, 

Resuelve : 

19  Los  Jefes  de  la  aduana  por  la  cual  se  in- 
troduzcan armas  de  fuego  ó  blancas  y  demás  ele- 
mentos de  guerra,  lo  participarán  cada  vez  que 
esto  suceda,  á  la  primera  autoridad  política  del 
cantón  á  que  perteneciere  el  puerto,  y  también 
al  Gobernador  de  la  provincia,  incluyéndoles  co- 
pia de  la  parte  del  manifiesto  que  presentare  el 
comerciante  ó  introductor,  comprensiva  de  las 
especies  indicadas. 

29  Siemp're  que  hayan  de  trasportarse  efec- 
tos de  los  expresados  en  el  artículo  anterior,  el 
comerciante  que  los  remita,  tendrá  obligación  ab- 
solutamente indispensable  de  avisar  á  la  autori- 
dad de  policía  del  cantón  ó  parroquia  de  donde 
hayan  de  salir  los  efectos,  presentándole  al  mis- 
mo tiempo  una  relación  ñrmada  de  ellos  con  ex- 
presión del  lugar  adonde  se  remiten,  y  de  la  per- 
sona ó  personas  á  quienes  se  hayan  vendido  ó  se 
vayan  á  consignar. 

39  Luego  que  la  autoridad  de  policía  obten- 
ga la  mencionada  relación,  pasará  copia  autoriza- 
da de  ella  á  la  del  lugar  adonde  vayan  á  intro- 
ducirse los  efectos  indicados,  y  este  último  fun- 
cionario avisará  al  prituero  la  llegada  del  arma- 
mento 6  municiones,  y  si  est&n  conformes  en  la 
relación  pasada. 

49  Nadie  podrá  comprar  armas  ú  otros  ele- 
mentos de  guerra  de  ninguna  especie,  sin  haber 
obtenido  primeramente  permiso  escrito  del  Jefe 
político  en  los  cantones  6  jueces  de  paz  en  las 
parroquias,  en  el  cual  conste  la  clase  de  armas 
que  se  desea  comprar  ;  y  el  comerciante  que  las 


venda,  pasará  semanalmente  i  la  antorídad  de 
policía,  ya  dicha,  una  lista  de  las  armas  compra* 
das,  en  la  cual  ñguren  también  las  marcas  que 
las  distingan  y  los  nombres  de  los  compradores. 

59  Los  jueces  de  pnz  pasarán  cada  ocho  días 
estas  relaciones  al  Jefe  político,  quien  formará 
de  ellas  una  relación  general  que  reroilir&  men- 
sualmente  al  Gobernador  de  la  provincia,  y  este 
al  Ministerio  del  Interior. 

69  Las  autoridades  competentes  castigarán 
severamente  á  los  contraventores  de  las  anterio- 
res disposiciones,  de  acuerdo  con  las  atribucio- 
nes que  les  concede  Ja  ley  orgánica  de  proTÍn- 
cias  y  demás  disposiciones  de  poliría.— Comom'. 
quese  esta  resolución  al  señor  Secretario  de fli- 
cienda  para  sm  cumplimiento  en  lo  que  concier* 
ne  á  los  empleados  de  su  dependencia  y  á  los  Go- 
bernadores de  provinria  para  su  publicación, ej?' 
cuciun  y  puntual  cumpliaiiento. 

Por  S.  B—  Oriack. 
Es  copia.— OriflcA. 
EMPRÉSTITOS,  resolución  ejbcütivadiU 

DE  OCTUBRE  DR   1854  desaprobando  SU  kW' 

sion  por  los  jefes  políticos. 
Secretaría  de  Hacienda  — Sección  primera. 
Caracas,  Octubre  14  de  1854. 
Resuelto. — Dígase  al  sefüor  Gobernador  de  h 

provincia  de  A  ragua. 

Habiéndose  pedido  por  este  Ministerio  á  los  Aá* 
ministradores  de  Rentas  Internas  la  demostracioo 
de  lo  recaudado  por  el  último  empréstito  y  de  so 
inversión,  lia  contestado  la  principal  de  esa  pnn 
vincia,  trascribiendo  los  oficios  délas  suballerDU 
áw  Maracay  y  de  Turmero,  que  en  el  primer  cari' 
ton  se  entendió  en  la  recaudación  la  Jefetara  po- 
lítica, yque  fué  en  esta  y  no  en  aquella  oficina, 
que  se  enteraron  las  cantidades  correspondientes; 
y  que  en  el  segundo,  la  misma  Jefetura  política 
hizo  la  recaudación,  y  enviaba  indislintameote 
los  ingresos  á  la  Comandancia  de  operaciones 
y  á  dicha  Administración  subalterna,  sin  &compa> 
!  ñar  las  listas  de  los  contribuyentes.  Sobre  mane- 
ra extra  fío  ha  sido  esto  para  el  Gobierno,  porque 
el  Decreto  do  empr estico  no  confirió  semejanií 
facultad  á  los  Jefes  políticos  para  recibir  las  cuo- 
tas, las  cuales  han  debido  enterarse  precisameote 
en  la  oficina  de  Rentas  respectiva.  En  vista  de 
este  hecho,  el  Poder  Ejecutivo  ha  resuelto:  que 
US.  informe  sobre  él  á  este  MiniM^rio,  J  qD« 
prevenga  inmotiiainraeute  á  los  Jefes  políticos  de 
Maracay  y  T^miiíto,  que  remitan  á  las  Admi- 
nistraciones de  Rentas  internas  respectivas  Iw 
listas  de  todos  los  contribuyentes,  y  lademoslr*- 
cion  de  la  inversión  que  hayan  dado  á  lo  produ- 
cido, ya  que,  de  una  manera  irregular  y  cootr»» 
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ria  al  Decreto  sobre  la  materia,  han  tomado  en 
este  negocio. una  intervención  qae  no  les  corres- 
ponde, y  que  el  Gobierno  desaprueba  como  es  de 
su  deber. 

Soy,  &a  Pío  CebaUos, 

ESFERA.  Convenios  para  el  pago  de  créditos  de 
subditos  extranjeros  por  razón  de  la  ley  de  ia 
materia.  Véase  Tratados  púbHcos^  convenios 
(le  10   14.  17  y  27  de  Junio  de  1853. 

estadística  Judicial,  bbsolucion  eje- 
cutiva DB  15  OB  ENERO  D&  1856  dictando  re- 
glas para  su  formación. 
Secretaría  del  Interior. — Sección  segunda. 
Caracas,  Enero  15  de  1856« 
Resuelto, — 

Conforme  al  artículo  20,  ley  10  del  Código  or- 
gánico de  tribunales,  todos  los  de  la  República 
están  en  el  deber  de  pasar  mensualmenie  á  es- 
ta Secretaría  en  la  forma  que  ella  lo  determine, 
una  noticia  circunstanciada  del  movimiento  de 
causas  que  en  ellos  cnrsen  ;  y  con  el  fin  de  que 
esta  disposición  tenga  su  mas  puntual  y  exacto 
cumplimiento  para  que  se  llenen  los  objeto^  que 
la  hacen  recomendable,  pudiendo  al  fin  conseguir- 
se la  reunión  de  datos  que  exige  una  buena  esta- 
dística judicial  capaz  de  dar  á  conocer  de  un  mo- 
do  breve  y  perfecto  la  marcha  de  este  importante 
ramo,  y  las  mejoras  de  qua  sea  susceptible  el  sis- 
tema de  organización  de  los  tribunales ;  S.  E.  el 
Poder  Ejecutivo  resuelve: 

El  dia  19  de  cada  mes  desde  Febrero  próximo 
en  adelante,  |a  Corte  Suprema  y  Cortes  Superio- 
res de  Justicia,  directamente,  y  los  Juzgados  de 
provincia  y  de  circuito  como  también  los  jueces 
cantonales,  por  órgano,  del  señor  Gobernador  de 
la  provincia  respectiva,  dirigirán  á  esta  Secreta- 
ría un  cuadro  que  manifieste  circunstanciadamen- 
te el  número  de  causas  pendientes  el  dia  1^  del 
mes  anterior,  el  de  las  entradas  y  despachadas  en 
«1  curso  del  mismo  mes,  y  el  de  las  que  existan 
también  pendientes  el  dia  en  que  se  suministre  el 
dato ;  haciéndose  expresión  clara  y  separadamen- 
te de  la  naturaleza  distinta  de  las  causas ;  para 
todo  lo  cual  pueden  servir  de  modelos  con  las  al 
teraciones  que  en  los  juzgados  inferiores  exija  sü 
moderna  extructura,  los  cuadros  circulados  por 
esta  Secretaría  en  diversos  aflos,  y  ultima  mente  en 
el  de  1851,  acompasados  en  circula^  de  28  de 
Abril  á  los  Gobernadores  de  provincia,  é  insertos 
con  ella  eo  la  Gaceta  número  l.Oia 

Las  Cortes  de  Justicia  y  los  Gobernadores  cui- 
darán de  que  los  cuadros  que  deban  remitir  el 
19  de  cada  mes  se  encuentren  en  este  Despacho 
60  todo  el  curso  del  mismo  mes  para  qua  se  pue- 
dan centralizar  y  publicar  en  la  Gaceta  oficial, 
cooCorme  á  la  ley,  al  fin  del  mismo,  6  primera  ae- 
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mana  del  siguiente^  sin  mas  demora ;  anotándose 
entonces  los  tribunales  que  no  hayan  hecho  la  re- 
misión^ 

Dispone  igualmente  8.  £.  que  los  tHbanales  ob- 
serven la  regla  prescrita  en  la  materia  y^com uní* 
cada  por  esta  Secretaría  en  resolución  de  13  de 
Setiembre  de  1847  respecto  al  medio  de  dar  á 
conocer  al  Gobierno  cuando  entren  en  curso  al- 
gunas de  las  causas  paralizadas,  6  vice¥ersa, 
cuando  se  paralicen  algunas  de  las  que  estaban 
en  curso  ;  que  dice  Uteralmente  así : 

*«Si  en  el  curso  del  mes  á  que  se  refiere  la  no- 
ticia,  se  hubieren  paralizado  algunas  causas  ée 
las  que  antes  se  habla  informado  que  estaban  en 
curso  el  primero  de  dicho  mes,  se  disminuirán 
de  estas  yae  añadirán  alas  paralizadas  existentes 
al  fin  del  mismo,  6  principio  del  siguiente ;  y  vi- 
ceversa, si  se  pusieren  en  curso  algunas  de  las 
que  antes  se  habia  informado  que  estaban  para- 
lizadas, se  disminuirán  de  estas  y  se  agregarán 
á  las  existentes  en  curso  en  19  del  mes  á  que  se 
refiere  la  noticia  5  pues  aunque  por  esto  no  coin- 
cidirán las  existentes  en  I9  de  cada  'mes  con  las 
que  se  hubieren  dado  por'  existentes  en  I9  del 
mismo  en  el  cuadro  anterior,  la  diferencia  que  se 
note  entre  las  existentes  en  curso,  que  deberá  ser 
igual  á  la  que  se  advierta  entre  las  paralizadas 
existentes,  servirá  para  dar  á  conocer  laa  varia- 
ciones que  haya  habido  en  las  causas  en  curso  y 
paralizadas." 

Comuniqúese  á  la  Corte  Suprema  y  Cortes 
Superiores  de  Justicia  para  su  inteligencia  y  cum- 
plimiento ;  y  á  los  Gobernadores  de  provincia 
para  que  la  trascriban  á  los  juzgados  inferiores  á 
fin  de  que  tenga  su  «ñas  extricto  cumplimiento, 
añadiéndoles  que  deben  requerir  con  anticipación 
á  dichos  juzgados  para  que  hagan  la  remisión  de 
sus  noticias  en  la  oportunidad  señalada,  y  no  lle- 
gue á  advertirse  ninguna  omisión» 

Por  S.  E, — Oriach,  Es  copia. — Oriach. 

EXTRADICIÓN  de  reos.  Convención  entre 
Venezuela  y  Francia  sobre  la  de  ciertos  crimi- 
nales. Véase  Tratados  públicos^  L.  de  12 
de  Abril  de  1856. 


FERRO-CARRIL  de  pusRTo-tsABfiLLo   i    han 

FBLIPB.    DBCRBTO  DE  14  OS  FEBRERO   DE  1855 

jijando  eljUte  que  ha  de  cobrar  la  empresa. 

El  Senado  y  Cámara  dt  Rr^presentantes  de  la 

República  de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso. 

Considerando : 

19  Que  la  empresa  del  ferro-carril  eiUre  Paer- 
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tci-Cabello  y  San  Felipe,  por  hs  grandes  ventajas 
que  redunda  á  la  nación,  sirtiendo  de  estíniulo 
al  espíritu  de  asociación,  tan  necesaria  y  esencial 
al  progreso  moral  y  material  de  todo  pais,  exige 
una  protección  eficaz,  y 

39  Que  los  empresarios  de  la  obra  han  tocado 
en  90  ejecución  con  inconvenientes  de  mucha 
magnitud  que  exponen  la  empresa  á  graves  di* 
ficultades  y  embarazos  que  acaso  podrían  malo- 
grarla. • 

Decretan : 
Art.  1?  Los  propietarios  del  privilegio  concedido 
por  Decretu  de  18  de  Abril  de  1853,  para  la  cons- 
trucción de  un  ferro-carril  entre  Puerto-Cabello 
y  San  Felipe,  podrán  por  el  término  de  veinte 
afios  eobrrar  el  flete  de  ocho  reales  por  quintal 
de  café,  cacao  y  otros  frutos  ó  peso  sólido  ;  y  por 
cada  bulto  de  cuatro  pies  cúbicos  que  conduzcan 
por  dicho  camino,  en  lugar  del  exti pendió  fijado 
en  el  rrticulo  8<^  del  Decreto  citado. 

Art.  29  Se  autoriza  6  los  empresarios  de  dicha 
obra  para  que  puedan  comprar  los  terrenos  de 
propiedad  particular,  que  se  encuentren  en  la 
línea  6  trayecto  por  donde  deba  atravesar  el  fer- 
ro-carril ;  y  en  caso  de  oposición  de  los  propieta- 
rios, senn  estos  compelidos  Ala  venta  con  arre- 
glo á  la  ley  de  la  materia. 

Dado  en  Caracas  á  11  de  Mayo  de  1854,  aRo 
25  de  la  ley  y  41  de  la  independencia. — £1  Pre- 
sidente del  Senado,  Pedro  Portero. — El  Presi- 
dente de  la  Cámara  de  Representantes,  L.  Rue- 
das.— El  Secretario  del  Senado,  J.  A.  Pérez, — 
£1  Secretario  de  la  Cámara  do  .Representantes, 
J.  Padilla. 

Caracas,  14  de  Febrero  áo'iSbú,  afio  26  de  la 
ley  y  45  de  la  independencia. 

Habiendo  transcurrido  ya  el  lapso  que  fija  el 
artículo  97  de  la  Constitución. 

Ejecútese  como  ley  de  la  RepÜblica. 

José  T.  Monágas. 

Por  S.  £.  el  Presidente  dé  la  República.— El 
Secretario  del  Interior,  Josticia  y  Relaciones  Ex- 
teriores, Francisco  Aranda* 

FIANZAS.  DBCKBTO  DE   i4  DB  FEBRERO  DE  1855 

relevando  á  los  herederos  del  General  Cornelio 
Muñoz  de  la  que  este  otorgó  en  1843  á  favor 
del  Administrador  de  las  rentas    nacionales 
de  Apure 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela^  reunidas  en  Congreso. 
Vista  la  solicitud  de  la  señora  Bárbara  Ledez- 
ma,  viuda    del   General  José  Cometió    üf  añoz, 
supUcai\dü  se  le  releve  de  la  fianza  que  en  1843 
otorgó  8U  esposo  á  favor  del  Administrador  de 
órenlas  nacionales  de  la   provincia  de  Apure,  Víc- 
tor }ío%-0qfíiTñ  quien  han  resultado  cargoa  por 
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la  81] ma  de  cinco  mil  y  pico  de  pesos,  cuyo  pago 
ha  evadido  este  por  medio  de  la  fuga ;  y 
Considerando : 

19  Que  el  General  José  Cornelio  Miifioz  pres- 
tó servicios  importantes  en  la  guerra  de  la  in- 
dependencia. 

29  Que  posteriormwite  en  1848  fué  el  primero 
en  afrontar  y  combatir  bizarramente  al  que  ame- 
nazara derrocar  las  instituciones  que  nos  rigen;  y 

39  Que  su  viuda  é  hijos  se  encuentran  sin  re- 
cursos suficientes  para  so  alimentación,  y  decoo> 
siguiente  para  responder  de  la  fianza. 
Decretan  : 

Art  único.  Se  releva  á  los  herederos  del  Ge- 
neral José  Cornelio  Mufíoz  de  la  fianza  que  este 
otorgó  en  el  afio  de  I84í}  &  favor  del  Administra- 
dor de  rentas  nacionales  de  la  provincia  de  Apure 
Víctor  Mota  ;  pero  este  queda  siempre  obligado  á 
satisfacer  al  Tesoro  la  suma  por  la  que  se  le  han 
hecho  cargos  como  tal   Administrador. 

Dado  en  Caracas,  á  13  de  Febrero  de  1855, 
año  26  de  la  ley  45  de  la  independencia. 

El  Presidente  del  Senado,  Silvestre  Arzéisfo 
de  Caracas. — ^El  Presidente  de  la  Cámara  de  Re- 
presentantes, José  Viciar  Ariza. — El  Secretaré 
del  Senado,  J.  A.  Pérez. — El  Secretario  de  k 
Cámara  de  Representantes,   J.  Padilla, 

Carftcas,  Febrero  14  de  1855;  año  26  de  la  ley 
y  45  de  la  independencia . 

Ejecútese. — José  T.  Monágas. 

Por  S.  E.— El  Secretario  de  E.  en  elD.de  Ha- 
cienda. 

Jacinto  Gutiérrez. 
FUNCIONES  PUBLICAS.    Véase  Precedencias 

en  las  funciones  públicas. 


GACETA  DE  VENVZVKLA.   RESOLUCIÓN  tJECl- 

UVA  DB  19  DE  jOLio  DE  \S6b sobre  SU  müTca, 
tipo  y   distribución. — Reforma  virtualmente 
en  ¡o  conducente  la  de  \2de  Abril  de  1861  /paf 
539  de/  primer  tomo.     . 
Secretaría  del  Interior. — Sección  primera. 

Caracas,  Julio  19  de  1865. 
Resuelto. — En  el  presente  año  econtoieo  se  diV 
tribuirán  dos  mil  quinientos  ejemplares  deisGa* 
cet  1  de  Venezuela  de  la  manera  expresada  en  el 
Ytiforme  de  la  sección.  Ordénese  á  la  Junta  econó- 
mica de  Hacienda  que  proceda  á  practicftr  el  re- 
mate correspondiente  para  la  impresión  de  dicha 
Gaceta,  advirtiéndose  que  la  forma  debe  ser  h 
siguiente:  papel — diez  y  ocho  pulgadas  de  Ipd* 
gitud  y  trece  de  ancho  :  impresiona-cuatro  p&gi- 
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n&8  de  á  dos  columnas,  teniendo  end^  vpa,  quin- 
ce y  media  pulgada  de  longitud  y  cuatro  y  media 
de  ancho,  usándose  del  tipo  conocido  con  el  nom- 
bre técnico  de  Small-pica  ik  otro  menor  cuando 
fuere  necesario. 
Comuniqúese  y  publínuese. 

Por  S.  E. — Aranda, 

GASTOS  DE  ESCRITORIO,    LOCALES    Y    MUEBLES 
PARA       LOS      TRIBUNALES     INFERIORES.    Vóase 

MuedleSj  locales  y  gastos  de  tscritorio  de   los 
tribunales  inferiores 
GILLET  (franklin).  Exención  de  todo  derecho 
municipal  por  ocho  años  á  favor  de  su  empre- 
sa* en  el  lago  de  Maracaíbo.  Védse  Rentas  mu- 
nicipalcSj   D.  de  15  de   Abril  de  1854. 
GOBERNADORES,     resolución   ejebcütiva 
DE  5  DE  ABRIL  DE  1854  previntcíidolés  que  tan 
luego  termine  sus  sesiones  la    Diputación   de 
su  respectiva 'provincia^  fiasen  á  la  Secretaria 
del  Interior  un  ejemplar   impreso^  ó   una   CO'^ 
pia  de  sus  resoluciones. 
Secretaría  del  Interior. — ^Sección   tercera. 
Caracas,    Abril  5  de  1854. 
Resuelto. — Dígase  en  circular  álos  Gobernadores 
de  j)rovincia. 

Siendo  absolutamente  indispensable  para  el 
despacho  délos  asuntos  referentes  á  la  adminis- 
tración municipal  de  la  República,  que  en  el  ar- 
chivo de  este  Ministerio  reposen  todas  las  orde- 
nanzas, resoluciones  y  acuerdos  que  anualmente 
expidan  las  Diputaciones  provinciales,  y  habién- 
dose exigido  ya  los  correspondientes  á  los  anos 
en  que  se  han  dejado  de  enviar  hastd  el  próximo 
pasado,  S  E.  el  Poder  Ejecutivo  me  ha  dado  or- 
den de  prevenir  á  US.  que  en  lo  sucesivo,  y  tan 
luego  como  terminen  las  sesiones  ordínari:t8  6  ex- 
traordinarias de  la  Diputación  de  esa  provincia, 
remita  á  esta  Secretaría  un  ejemplar  impreso  de 
los  actos  que  sancione  dicho  cuerpo,  ó  una  copia 
autorizada  de  los  originales  que  quedan  en  la 
Gobernación,  en  caso  de  nu  efectuarse  la  impre- 
sión de  aquellos. 

Tengo  el  honor  de   comunicarlo  á    US.  para 
su  inteligencia  y  puntual  cumplimiento. 
Soy,  6l. 

Pot  S.  E.'-'Plánas. 
GOBERNADORES,  resolución  saBcüTivA  db 
9  oft  MAR20  DB  1854  pre$or%biéndolts  que  ha^ 
gan  tenga  lugar  la  observancia  de  ciertas  re- 
gla^  para  el  desuello  de  reses  en  el  Llana. 
Secretaria  del  Interior. — Sección  segunda. 
Caracas,  Mano  9  de  1854 
Reauelto, — Dígase  á  los  GUibernadores  Ue  laa  pro- 
vincias del  Guárico,  BarSnas,  La  Portuguesa, 
Carabobo  y  Aragua. 
Por  informes  oficiales  sabe  el  Poder  £|ecu- 
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ii?o  qne  en  alguoos  lugares  de  loe  llanos  han 
aparecido  varias  partidas  de  hombres  conducien- 
do caballos  con  el  intento,  según  se  dice,  de  deso- 
llar ganado  ;  j  que  algunas  de  ellas,  entre  las 
que  ñguran  individuos  relacionados  con  el  ex-Ge- 
neral  Páez,  y  conocidamente  desafectos  al  Go- 
bierno y  á  las  instituciones,  se  reúnen  en  número 
considerable  en  diversos  puntos,  dando  por  razón 
<le  dichas  reuniones,  el  mencionado  intento  del 
desuello  de  reses. 

En  las  circunstancias  políticas  del  pais,  amena- 
zado por  los  pertinaces  enemigos  de  la  }>atría,  de 
los  cuales,  como  se  ha  dicho,  se  encuentran  varios 
en  las  partidas  expresadas ;  y  en  el  actual  estado 
de  la  salubridad  publica,  que  se  pone  en  peligro 
con  la  práctica  de  desollar  el  ganado  en  mayor 
número  que  el  que  ha  de  utilizarse,  no  puede 
permitirle  que.  se  realice  semejante  operación, 
sin  someterla  á  reglas  que  impidan  los  males  que 
de  ella  puedan  derivarse  en  la  actualidad.  En 
consecuencia,  y  en  virtud  de  las  consideraciones 
apuntadas,  me  ha  ordenado  S.  E.  dirigiimé  á  US. 
previniéndole,  19-  que  no  permita  que  en  el  ter- 
ritorio de  su  mando  tengan  lagar  semejantes  reu- 
niones, cuando  excedan  de  mas  de  cien  hombres 
y  de  cien  caballos.  29 :  que  dicte  todas  las  medi- 
das que  sean  oportunas  con  el  fin  de  impedir  el 
desuello  de  Jas  reses  que  no  han  de  consumirse  ; 
y  39 :  que  invigile  las  operaciones  de  dichas  reu- 
niones y  ordene  lo  conveniente  para  que  aquellas, 
en  los  lugares  donde  se  practiquen,  no  lleguen 
en  manera  alguna  á  perjudicar  el  orden  ni  la  sa- 
lubridad pública. 

Tengo  el  honor  de  comunicarlo  á  US.  para  su 
inteligencia  y  cumplimiento. 

Soy  d&a.  Por  S.  E. — Planas, 

GOBERNADORES.  resoli;cion  bjbcütiva  de 
31  DE  MARZO  DE  1855  haciéndoles  varias  pre* 
venciones  con  motivo  de  ciertos  excesos  comeli* 
dos  en  Caro  contra  los  israelitas  extranjeros 
dedicados  alH  al  comercio ;  y  á  ciertos  escritos 
aprobándolos. 

Secretaría  del  Interior. — Sección  segunda. 

Caracas,  31  de  Marzo  de  1855. 
Resuelto* — 
Dígase  á  los  (Jobernadoree  de  provincia. 

Uespues  de  los  excesos  cometidos  en  Coro 
contra  los  israelitas  extranjeros  dedicados  al  co- 
mercia de  aquella  provincia,  ha  sabido  S.  E.  el 
Preeideikte  de  la  República  que  en  la  capital  de  la 
provincia  de  Maracaíbo  se  han  hecho  circular 
escritos  sediciosos  aprobando  aquelloe  hechos  en 
que  se  h«a  ofendido  altamenle  el  carácter  de  loe 
veoesolancM  y  la  moral  pública  con  infraceton  es- 
candalosa de  las  leyes,  y  aBienazando  con  su  re- 
petición á  otros  extranjeros  pacíficos  que  habitan 
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en  la  iiiÍ0ma  proviocia  da  Maraisatbo.  Teme  S. 
E.  que  semejantes  publicaciones  y  excesos  consi- 
guientes» que  nunca  deben  quedar  sin  represión  y 
castigo,  sean  al  propio  tiempo  el  principio  de 
planee  perversos  contra  el  orden  y  reposo  públi- 
cos por  parte  de  aquellos  que  por  miras  políticas 
ó  por  otras  aun  mas  criminalest  no  estén  conten- 
tos con  la  tranquilidad  de  que  disfruta  la  Repúbli- 
ca, y  con  la  marcha  de  legalidad  con  que  la  actual 
Administración  pretende  dnr  á  todos  garantías 
efectivas,  y  meiía  ordenado  con  este  motivo  decir 
k  US.  que  está  S.  E.  dispuesto  á  reprimir  con 
mano  fuerte  el  desorden  en  cualquier  parte  y  de 
cualquier  modo  que  se  presente :  que  en  este  con- 
cepto los  agentes  de  la  Administración  no  deberán 
ver  con  indiferencia  ningún  hecho  ni  escrito  de 
que  pueda  resultar  la  intranquilidad  del  pueblo,  ó 
que  tienda  á  embarazar  la  marcha  del  Gobierno 
hacia  el  objeto  que  mas  anhela  S.  E.,  el  bienestar 
de  la  República  :  que  espera  que  US.  dicte  desde 
luego  todas  las  medidas  que  estén  en  el  círculo 
de  sus  atribuciones  legales  para  prevenir,  corre- 
gir y  castigar  excesos  semejantes  y  dar  completas 
garantías  á  todos  los  habitantes  de  su  provincia 
sin  distinción  aíguna  entre  nacionales  y  extranje- 
ros, como  cumple  al  buen  magistrado  depositario 
de  la  conñanza  pública  y  de  la  del  Gobierno:  que 
haga  US.  acusar  los  escritos  sediciosos  para  que 
sean  inmediatamente  recogidos,  y  sus  autores  so- 
metidos al  juicio  de  la  ley  :  que  excite  US.  todas 
las  autoridades  judiciales  en  los  casos  que  ocurran 
a]  pronto  y  cabal  cumplimiento  do  sus  deberes ; 
y  que  procure  con  su  vigilancia,  con  su  actividad 
y  por  cuantos  medios  estén  á  su  alcance  inspirar 
á  los  hombres  honra'los  que  quieren  vivir  en  Ve- 
nezuela la  conñan/a  y  seguridad  &  que  tienen  de- 
recho por  nuestras  leyes,  por  el  carácter  nacional 
y  por  el  ínteres  mismo  del  pais. 

Al  trasmitir  á  US.  estas  ár'lonps  del  Presiden- 
te de  la  República,  debo  inaiiUüsurle,  que  S.  £. 
espera  de  la  inteligencia,  piobidad  y  patriotismo 
de  US,  se  penetre  del  espíritu  de  su  administra- 
ción para  que  sea  su  ñel  intérprete  en  esa  provin- 
cia, procediendo  con  toda  actividad^  con  la  mayor 
energía  y  con  incansable  tesón  en  el  empeño  de 
destruir  el  desorden^  de  procurar  la  armonía,  y  de 
dar  á  todos  la  persuasión  de  que  el  Gobierno  es 
bastante  fuerte  y  bastante  justo  para  impedir  los 
excesos  de  los  partidos. 

Sírvase  US.  contestar  esta  nota  con  un  informe 
de  la  situación  de  esa  provincia  en  lo  relativo  al 
orden  público,  de  las  medidas  que  haya  tomado, 
y  de  las  que  crea  deben  tomarse  por  el  Poder  Eje^ 
cuiivo  para  asegurar  los  goces  de  la  paz  á  todos 
sus  habitantes, — Publíquesc. 

Soy^  ^c.  Por  S.  E^-^Arania, 
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GOBERNADORES.   ResoL^ctoN   E/EcvnvA 
ds2dbAbrildb  1855  encargándoles  pm 
curen  el  restablecimiento  del  arden  y  de  la  po- 
licia^  y  que  laiusUcia  sea  administrada  pron- 
ta é  imparciaímento. 
Secretaría  del  Interior. — Sección  tercera. 
Caracas  A  bril  2  de  1855. 
Resuelto.— Dígase  en  circular  alus  Goberna- 
dores de  provincia. 

Deseando  y  necesitando  el  Poder  Ejecutivo  qoe 
todos  los  funcionarios  de  la  AdminiatrariüQ  pú- 
blica, cualquiera  que  sea  su  puesto,  secüoden 
eficazmente  su  propósito  de  afianzi|r  el  órdep  por 
el  cumplimiento  de  sus  deberes  respectivos,  y  de 
hacer  ciertas  las  garantías  que  los  habitantes  de 
Venezuela  deben  encontrar  en  el  curoplímiealo 
exacto  de  las  leyes,  y  los  pueblos  ea  eí  coooci- 
mientu  de  que  las  autoridades  celan  sus  intere- 
ses, y  son  los  mas  fíeles  guardianes  de  sus  dere- 
choS|  ha  dispaesto  se  diga  á  US.  se  sirva,  en  uso 
de  sus  atribuciones  legales,  dictar  á  lus  Jefes 
políticos  da  su  provincia  las  órdenes  mas  termi- 
nantes para  que  inmediatamente  se  restablezca  el 
orden  de  la  policía  conforme  á  las  leyes  y  regla- 
mentos de  la  materia,  poniendo  en  ejereicio  todi 
su  autoridad,  á  fin  de  que  e\  servicio  de  este  m 
portante  ramo,  dé  prontos  y  visibles  resultados  eo 
todo  el  territorio  de  su  jurisdicción. 

También  ordena  S.  E.  que  US.  disponga  que 
cada  uno  de  loe  Jefes  políticos  informe  á  la  Go- 
bernación semanalmen  te  de  lasm.didas  que  ha- 
yan tomad.i  para  cumplir  con  esta  prevencioo, 
haciendo  US.  (jueseledén  también  hebdoraeda- 
riamente  infarmesde  la  conducta  de  los  funcio- 
narios subalternos  de  policía,  á  fín  de  estimular- 
los al  mejor  desempeño  de  sus  deberes,  caso  ne- 
cesario, ó  removerlos  de  sus  pU8st(»s,  siempre  que 
no  se  manifiesten  celosos  y  activos  como  lo  exige 
la  naturaleza  de  sus  destinos. 

Excite  US.  á  lot  Jefes  políticos  p*ira  que  re- " 
comienden  á  los  jueces  de  sus  cantones  eleilric- 
to  cumplimiento  de  las  obligaciones  qne  la  ley 
les  impone  para  que  la  justicia  se  administre 
pronta  é  imparcialmente,  dando  parte  de  las  fal- 
tas ó  abiMOs  que  noten  en  dichos  jueces  para  la 
debida  determinación  por  el  Poder  Ejecutivo,  á 
quien  US.  trasmitirá  los  informes  que  reciba. 

La  Reptiblica  se  halla  felizmente  gozando  de 
los  bienes  de  la  paz  :  es  nn&nime  el  deseo  de  to- 
dos los  venezolanos  para  radicar  la  práctica  de 
los  sanos  principios  de  nioral  y  de  respeto  á  la^ 
leyes,  y  deben  aprovecharse  tan  dichosas  circuns- 
tancias para  asegurar  ia  marcha  regular  de  lodw 
los  negocios,  perturbada  desgraciadamente  por 
las  pasadas  discordias  y  desórdenes  proyenier.tes 
de  eÜaF,.  á  fin  de  que  eí  Gobierno  no  pierda  iQ^ 
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dio  algvno  de  dar  aepiridad  9Í  individuo,  «amo- 
didad  á  las  poblacioMt  y  esperansaa  de  progre* 
eo  á  la  República» 

La  falta  de  comnnicacionefl  de  US*  respecto 
á  estas  interesantísiinas  materias,  sobre  las  que 
deberá  informar  cada  ocho  dias,  la  estillará  el 
Poder  £jecutivo  como  una  falta  grave,  teniendo  el 
país  tanta  necesidad  de  orden  administrativo  y 
S.  E.  el  roas  vivo  ínteres  en  conocerla  conducta 
de  todos  los  empleados  y  el  progreso  6  deca- 
dencia de  los  pueblos  para  ayudarlos  y  favore- 
cerlos  en  cuanto  esté  de  8U4)arte. 

Soy,  &c.  Par  S.  E. — Aranda. 

GOBERNADORES.    Rbiolücion    Ejecutiva 
DE  2^  DE  Abril  dk  1855  previniendo  al  de 
Caracas  que  haga  mantener  en  completo  aseo 
las  calles  y  plazas  púbficas. 
Secretaría  del  Interior. — Sección  tercera. 
Caracas,  Abril  2  de  1855. 
Resuelto^ — Dígase  al  Gobernador  de  esta  pro- 
vincia. 

Siendo  sobremanera  necesario  y  conveniente 
mantener  en  completo  aseo  lai  calles  y  plazas  pú- 
blicas no  solo  por  guardar  la  decencia  debida  eu 
las  poblaciones,  sino  también  para  prevenir,  se- 
gún las  reglas  higiénicas,  las  epidemias  de  que 
constantemente  se  vé  amenazada  la  Nación,  el 
Presidente  de  la  República  me  ha  dado  orden  de 
dirigirme  á  US.  con  el  objeto  de  que  se  dicten 
las  providencias  mas  enérgicas  para  que  en  cum- 
plimiento de  las  disposiciones  de  policía  vigentes 
se  proceda  por  los  funcionarios  correspondien- 
tes á  hacer  asear  las  calles  y  plazas  de  la  capital 
y  demás  pueblos  de  la  provincia,  desembarazán- 
dolas de  las  basuras  y  despojos  de  animales  &c*. 
é  igualmente  desherbándolas  para  que  queden 
perfectamente  limpias,  tomando  al  mismo  tiem- 
po todas  las  medidas  capaces  de  hacer  cegar  las 
corrientes  de  aguas  sucias  y  corrompidas  que  f>or 
haberse  roto^nu  cauce,  6  por  cualquier  motivo,  sa- 
len  á  derramarse  por  las  calles  y  otros  lucrares  pú- 
blicos, ó  quedan  estancadas  adulterándose  mas. 
Tengo  el  honor  de  comunicarlo  á  US.  para  su 
inteligencia  y  fines  indicados. 

Soy,  &c.  Por  S.  E.— Aranda, 

GOBERNADORES.  Resolución  Ejecutiva 
DE  17  DE  Abril  de  1855  haciendo  ciertas 
prevenciones  á  los  de  Coro^  Maracaibo,  Méri- 
da^  Trujillo  y  Apure  para  evitar  que  en  siis 
provincias  cundan  las  ideas  desorganizado- 
ras que  contra  Venezuela  se  presentaron  en 
el  Congreso  de  la  Nueva  Granada.  (*) 

• — — i* 

(♦)  Aunque,  restablecida  la  buena  inteligencia  con  es- 
ta república,  parece  que  debiera  juai^arse  inútil  eatá- re- 
solución, y  por  tanto  omitirse,  hemos  creído  deberla 
tíonseryar  coiuo  regla  para  lo  sncesiro,  si  desgraciada- 
mente volviera  á  Interrinnpirse  aqudla* 
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8«ecelaría  d«l liít8ríor«-*8eeeMm  segunda. 
Caracas  17  de  Abril  de  1S65. 

Resuelto. — Dígase  á  los  Gobernadores  de  Có* 
ro,  Maracaibo,  Mérida,  Trujillo  y  Apure. 

Cuando  el  Poder  Ejecutivo  se  ocupaba  en  dic-  . 
tarlas  medidas  que  ha  creido  necesarias  para  añan* 
zar  de  un  modo  duradero  en  la  República  el 
imperio  de  la  paz,  y  destruir  los  males  que  han 
sido  consiguientes  á  nuestras  desgraciadas  con- 
tiendas políticas,  ha  tenido  S.  £.  la  pena  de  im- 
ponerse, por  datos  oficiales  fidedignos^  de  las  ten- 
dencias desorganizadoras  para  este  país  que  en  el 
Congreso  de  la  República  de  la  Nueva  Granada 
han  aparecido  con  el  mayor  escándalo^  contra  la 
tranquilidad  de  Venezuela  y  la  integridad  de  su 
territorio. 

En  consecuencia  de  aquellos  sucesos  el  Poder 
Ejecutivo  ha  dirigido  á  las  Cámaras  Legislati- 
vas el  Mensaje  que  en  copia  se  dirige  adjunto  á 
US«,  conteniendo  mas  detalladamente  las  ocur- 
rencias que  han  tenido  lugar  en  aquella  Repúbli- 
xa  hermana  ;  y  se  prepara,  con  la  conciencia  de 
la  indisputable  justicia  de  los  derechos  de  Vene* 
zuela  y  con  la  fuerza  irresistible  del  patriotismo,  á 
repeler  y  castigar,  si  fuere  necesario,  cualquier 
tentativa  que  tiend^  á  ofender  la  independencia, 
la  integridad  y  la  dignidad  de  la  República. 

En  este  concepto,  S.  E.  me  ordena  oficiar  á 
US.   previniéndole:   que  dicte   cuantas  medidas 
considere  indispensables  para  evitar  y  destruir,  en 
el  territorio  de  su  mando,  toda   idea  de  anexión  ó 
cualquiera  otra  que  segunde  los  planes  que   pue- 
den pretender  desarrollar  en  nuestros  pueblos  los 
¡  autores  de  proyectos  tan  ofensivos,  debiendo  muy 
principalmente,  pero  sin   impedir  el   ingreso  al 
;  país  de  los  habitantes  de  aquella  República,  ni  la; 
,  libertad  con  que  pueden  permanecer  en  él,  invi- 
I  gilar  cuidadosamente  su  conducta  política. 
I      El  Poder  Ejecutivo  confía  en  que  US.  obrará 
;  en  el  presente  asunto  con  la  energía,  vigilancia  y 
'  patriotismo  que  corresponden  al   carácter   vene- 
zolano en  cuestiones  de  la  naturaleza  de   la  pre- 
sente q,ue  tanto  afectan  el  orgullo  nacional,  y  es- 
pera que  US.  impondrá  semanaimente  á  esté  Mi- 
,  nistcrio   del   estado  de  tranquitídad  de  esa  pro- 
;  vincia  y  de  toda  ocurrencia  <}ue  en  ella  tenga  lu- 
gar con  relación  á  las  ideas  de  anexión,   que  se 
han  atrevido  ú  emitir  en  la  Nueva  Granada  los 
mismos  que  por  su  carácter  público  debieran  ser 
I  mas   circunspectos  y  mas  cuidadosos  de  no  ofen- 
!  der  á  una  República  vecina  y  hermana,  que  nun- 
í  ca  se  ha  mezclado  en  sus  negocios,  cualquiera  que 
i  baya  sido  su  política. 

Sírvase  US.  participar  «por  la  posta  cualquiera 
novedad  que  por  su  Carácter  merezca  la  pronta 
atención  del  Gobierno,  ... 
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Teng^  el  honor  de  eamunicai'lo  á  US.  para  su 
inteligiMtcitf  y'  clHnpüíaieoto.    ' 
Sgy,  &c. 

Por  S.  E — Aranda* 
GOBERNADORES,  resolución  ejecutiva  dk 
7  DE  MARZO  DE  1856  excitando  á  los  de  la  Por- 
tugalesa y  Barínas  á  que  no  permitan  la  des^ 
,  tniccion  de  los  edificios  en  sus  respectivas  pro- 
vincias. 

Secretaría  <leí  IiUerior.— Sección  tercera. 
Caracas,  Marzo  7  de  1856. 
Resucito. — Dígase  al  Gobernador   de  ia   Portu- 
guesa. 

La  H.  Cáúnara  de  Representantes^  en  vista  de 
una  solicitud  del  seSor  Rpsendo  Oria,  vecino  de 
la  ciudad  de  Araure,  pidiendo  una  medid^  que 
evite  el  mal  que  aetualmeate  se  hace  á  aquella 
población,  destruyendo  las  easas  de  teja  que  puc 
dea  ser  reedificadas,  tuvo  á  bien  aprobar  eJ  si^ 
fuiente  informe  en  sus  sesiones  del  año  próxi^ao 
pasado. 

"  Honorable  CáLn^sra. — Vuestra  comisión  de 
peticiones  ha  leído  con  detención  la  solicitud  que 
desde  Aiaure  ha  elevado  ti  sefSor  Rosendo  Orla 
sobre  la.  eonveniencia  de  que  se  dicte  una  medidd 
c^ué  ponga  término  6  la  destrucción  de  las  casas 
de  tejas  que  en  aquella  población  se  está  hacien- 
do á  ciencia  y  corn  la  tolerancia  de  sus  autorida- 
des. 

Existen  en  la  legislatura '  española  vigente 
entre  nosotros,  disposiciones  terminantes  que 
prohiben  la  destrucción  de  los  ediñcios,  y  previe- 
nen su  eoda^ervacion  y  reparación,  siendo  e(  moti- 
vo de  esas  leyes  favurecer  el  ornato  público,  im- 
pidiendo que  las  poblaciones  se  afeen  con  ruinas, 
y  evitar  la  escandalosa  traslación  de  los  pueblos 
de  un  punto  á  otro  sin  causas  poderosas  y  justifi- 
cadas, sjn  la  intervención  del  poder  Supremo  en- 
cargado de  acordarle,  y  sin  que  se  opongan  á  ella 
las  autoridades  encargaüas  por  Ict  ley  de  conser- 
varkfi.  AsU  pues,  no  se  necesita  de  otra  cosa  sino 
que  las  leyes  sean  cunplidas  para  que  el  hermoso 
pueblu  de  Araure  no  desaparezca  del  catálogo  de 
las  pobLaoiones,  solo  poique  hijos  desnaturaliza- 
dos quieren  borrarlo  en  momentos  en  que  el  Con-» 
gieao  dicta  leyes,  y  acuerda  privilegios  que  tien- 
den 4  la  conservación  de  un  pueblo  tan  ira^portan- 
te  por  su  posición,  taa  célebre  en  íaMiioriav  tan 
digno  por  mil  títulos  de  la  protección  nacional. 

Al  considerar  la  comisión  qne  ayer  mismo  dic- 
to el  Congreso  una  disposición  en  favor  ih  la  ía-* 
bf icaeion  de  casas  de  t(^¡a  en  la  cindad  die  Barínas; 
y  que  en  el  año  próximo  pasado  prorogó  por  dte2 
años  mas  el  privilegio  -qué  por  ley  «nterior 
tenia  acordado  á  la  construccioa  de  oasas  es  el 
trayecto  que  hay  entre  las  poblactüneB  de Arau?» 
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y  Acarigua,  no  pueflé  mfefio*  de  iamentar  si  noli 
eonñitencia,  por  lo  ilÉI&hoÁ  la'  apatía  de  las  autori- 
dades públicas  llamadas  á  S[er  los  guardianes  de 
las  leyese  y  laá  iftferéfskdáís  eh-'WTiJrogreso  de  los 
pueblos,'  cuya  ádtHitiistráfciónfes  está  encomeada- 
da. 

En  consecuencia,  y  no  síéhcb  esta  materia  de 
una  disposición  legislativa,  porque  como  lo  ha  di^ 
cho  la  comisión»  las  hay  claras  y  terminantes,  elh 
concluye  ominando  que  fcon  copia  de  larepresenu- 
clon  del  señor  Orta  y  de  cate  informe,  se  excite  al 
Poder  Ejecutivo  para  ^ire  dicte  las  medidas  qoe 
pon^n  término  á  é^tér  escándalo  que  coaÍDdife- 
rencia  ven  hs  autoridades  de  H  provincia  de  la 
Portuguesa,  y  cuya  tolerancia  ha  hecho  qae  on 
¡  ciudadano  ocurra  al  Congreso  nacional  buscando 
un  amparo,  que  allí  ha  debido  acordársele.— Ct- 
rácas.  Mayo  15  de  1^6.*' 

Y  tertgo  el  honor  de  trascribirlo  á  US.  paraaj 
inteligencia,  y  á  fin  de  que,  de  ninguna  manen 
permita  la  destrucción  de  los  edificios  en  la  pro- 
vincia de  su  mando  ;  pues  siendo  US.  el  cncargí 
do  del  ornato  público  en  ella,  afectaría  su  res- 
ponsabilidad consintiendo  semejante  abuso 

Soy.  &. — Trascríbase  eí  informe  inserto  al  Go- 
bernador de  Barínas  para  los  fines  que  (\ué& 
expresados. 

Pbr  S.  E.— Parejo. 
GOBERNADORES.  Sus  deberes  respecto  ala 
apertura  y  prosecución  de  clases  científicas  en 
los  colegios  nacionales.  Véase  Colegios  mvh 
nales  (Apéndice  al  Primer  Tomo)  D.  E.  R  de 
27  de  Marzo  de  1854,  art.  1 9  numero  2^  y  ar- 
tículos 3,  7,  9  y  10.  — ^^Sobré  pasaportes.  Véase 
Pasaportes  —  Sus  atribuciones  en  materia  de 
minas.  Véase  Jlfinas.— Reglas  que  deberán  ob- 
servarse para  la  conservación  del  orden.  Véa- 
se Orden  público,  R.  E.  de  7  de  Agosto  de 
1866.  —  No  pueden  librar  ningmia  orden  de 
pago  contra  las  aduanas;  y  si  laVfceren»  no  se- 
rá cumplida  por  Ibs  Administradores.  Véase 
Administradores  de  Aduana.  R.  E.  de  20 di 
Octubre  de  1854  (En  este  mismo  Apéndice)- 
Prevenciones  ejecutivtis  sobre  que  los  délas 
provinciaT  litorales  hagan  se  cumplan  ciertas 
dÍ8p05iHonPs  por  los  capitanes  6  sobrecargo» 
de  buques  al  arribar  á  los  puertos  nacioDales  6 
extranjeros.  Véase  Consulados  wnízo/aw'*) 
R.  E.  de  7  de  Abril  de  1:856,  {En  este  mismo 
Apéndice.)— Deber  del  de  la  provincia  de  Bar- 
'  celona  de  hacer  observar  ciertas  reglas  para  la 
^proieccit  n  de  los  indígenhs  dé  dicha  protincia. 
*  Véase  L^igeiías  de  Barcelona^  R.  E.  ¿e  7  de 
Agoste»  de  I85& 


GRADOS  ACADÉftflCOS.   Junta  que  hará  li 
calificacioq  de  los  documentoa  y  comprobaa^^ 
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p^ra  obtener  en  los  cclegios.  pAcionaJea  el  de 
Bachiller.  Véase  Culegíoá  nacíonalea,  (Apeo* 
dice  al  Prinaer  Tomo)  D.  E.  R,  de  27  de  Mar- 
zo de '1854,  art.  14. 
GRANOS  íMENORES.  Véíxse  Arancel  de  imvor- 
tacion  (Eu  este  misrou  Apead  ice.)  DD.  £E. 
de  8  de  Octubre  de  1855,  2  y  10  de  Enero  y 
11  de  Peinero  de  1856. 

G^JANO.    RESOLUCIÓN  EJCCliTIVA    DS    13  UK  iV^ 

LIO  DE  1855  declarando  ser  de  propiedad  na- 
cional el  existente  en  las  idas  y  territorios  ve- 
nezolanos^ 

Secretaría  del  Interior.— Sec^iion  tercera. 

Caracas,  Julio  13  de  1855. 
Resuelto, — Aunque  inmedijitameiue  después  de 
que  el  Gobierno  tuvo  conocimiento  de  la  existen- 
cia del  Guanji)  en  la  isla  de  Aves  y  en  otras,  perte- 
necientes á  la  Repübiica,  se  tomaron  medidas  para 
aprovechar  el  valor  de  estu  sustancia,  y  se  dieron 
otras  dispo<>icioQe3  que  manitiestun  claramente  el 
concepto  en  que  ha  estado  el  Poder  Ejecutivo  de 
que  ella  constituye  una  propiedad  nacional,  no  se 
ha  declarado  hasta  ahora  lo  conveniente  para  evi- 
tar pretensiones  en  que  se  considera  el  Guano  ya 
como  una  invención  de  cosa  abandonada  ó  perdi- 
da, ya  como  la  de  una  mina  de  metales  ó  piedras 
preciosas  ;  y  se  ha  solicitado  por  consiguiente  la 
aplicación  «le  las  disposiciones  légale.-*  referentes  h 
esos  diversos  ciisos,  que  im  tienen  relación  alguna 
con  el  Guano,  cuyos  usos  y  valor  data  de  época 
reciente;  y  teniendo  en  consideración,  que  en 
principio  general  los  productos  naturales  que  no 
hün  constiluiiio  una  propiedad  particular,  corres- 
ponden al  dommio  nacional,  mientras  las  leyes  no 
determinan  otra  cosa,  especialmente  cuando  se  en- 
cuentran en  terrenos  de  la  Nación  no  enajenados, 
ae  declara :  que  el  Guano  existente  en  la  isla  de 
Aves  y  en  las  d<^mas  islas  ó  territorios  pertene- 
cientes á  la  Nación,  es  de  la  propiedad  de  esta,  y 
por  consiguiente,  su  explotación,  administración 
y  veata  deben  estar  prohibidas  á  los  particulares 
oacionalea  ó  extranjeros,  y  corresponden  exclusi- 
vamente al  £stado  por  medio  de  los  empleados 
nombrados  ai  efecto,  y  bajo  I09  reglamentos  que 
se  dictarán  por  la  Secretaría  del  Despacho  de  Ha- 
cienda, á  cuyo  cargo  están  todas  las  propiedades 
nacionales. — Comuniqúese  esta  resolución  á  dicha 
Secretaría  y  pubiíquese  en  la  Gaceta  de  Gobierno. 
Por  S.  E. — Aranda, 

OIJANO.    ItBSOLUCfON  BJBOUTXViW   PJS  .23  DI  Jü- 

X.IO  PB  1855  sobrt  impedir  su  gxtraedon  ile- 
gal 

Reptfbjica  de  Venezuela. — Saeret^ria  de  Hacien« 

da, — SeQcíoo  cuarta. 

Caracas,  Julio  23  de  1855. 
Sr.  Secretario  de  Kentt  D.  de  Relaciones 

Exteriores^ 


Se.sabfe  par  aviioar  poahiYoai  ^«e  ▼«cmextrnn- 
jeros  residentes  en  el  pais  é  fuera  de  él,  por  sí  é 
I  por  medio  de  agentes^  y  sin  la  debida  licencia,  que 
j  ha  sido  negada  en  las  ocasiones  que  aeha  pedido, 
I  están  visitando  y   explorando   algunas   islas  de 
propiedad  nacional  en  donde  existe  ó  se  supone 
existir  la  sustancia  conocida  con  ,  el   nombre  de 
.  Guano ;  y  se  sabe  también  que  de  puertos  extran- 
jeros, han  salido  y  siguen  saliendo  buques  &  car*' 
I  gar  de  la  misma  materia  sin  tocar  en  ningún  puer- 
il to  habilitado  de  Venezuela^  sin  el  debido  permiíjfD 
:  del  Poder  Ejecutivo  j  sin   pagar   previamente  al  • 
,  Estado  el  valor   del   articulo;  y  no  pudiendo  ni 
I  debiendo  S.  E.  ser  indiferente  á  estos  y  otros  abu- 
I  sos  ofensivos  á  la  dignidad  y  soberanía  de  la  Re- 
j  pública  y  perjudiciales  á  su  erario,  se  han   dado 
órdenes  terminante?  á  lo»  buques  de  guerra  de  la 
I  marina  nacional  para  celar  las  costas  do  las  indi- 
í  cadas  islas,  hacer  respetar  lus  leyes  de  Venezuela 
I  sobre  comisos  y  otra^»,  y  tratar,  con  todo  el   rigor 
I  que  ellas  prescriben  á  los    contraventores  y   dé^ 
'  fraudadores:  lo  cual  tengo  el   honor  de   poner  en 
¡^conocimiento  de  8u  Señoría,  para  que  si  lo  juzga 
I  conveniente,  lo  trasmita  á  los  señores  MÍRÍí«trosy 
:  Encargado:^  de  Negocios  de  las  nariones  amigas, 
á  ñn  de  que  prevengan  á  sus  naci(»nales   se  abs- 
tengan de  tales  operaciones  y    tráfico  ilícito,  que 
el  Gobierno  se  propone  reprimir. 
Soy  de  US.  atento  servidor,  Jacinto  Gutiérrez. 

GUANO.  RESOLUCIÓN  KJKCÜTIVA  de  31  DE  JU- 
LIO DE  1855  mandando  estacionar  para  su  cuS' 
todia  un  buque  de  guerra  en  la^  islas,  de  los 
Monjesi  y  previniéndoles  la  observancia  de 
ciertas  reglas^ 

República  do  Venezaeía.— Secretaría  de   Hacienda. 
Cárá(«a«^  31  de  íulio  de  1855. 

Dígase  al  Comandante    de  la   Goleta   de  gaer-'^ 
ra  '*13de  Diciembre.*' 

Dispone  8.  £.  el.  Poder  Ejf'Cutti'o  que  U.  se 
estacione  en  las  islas  de  los  Monjes,  así  para  que 
les  dé  su  mas  puntual  cnmplimienro  &  las  instruc- 
cienes  que  se  le  comunicaron  en  oficio  de  23  del 
presente  mes,  como  para  que  observe  con  el  mas 
estricto  rigor  las  prevenciones  siguientes  : 

1^  No  permitirá  U.  la  extracción  de  guaiK>  á 
nWiguQ  buque  nacional  ó  extranjero  que  no  esté 
debidamente  autorizado  ó  !p«)r  el  Gobierno,  6  por  él 
señor  Antonio  Leocadio  Guzman,  Enviado  Ex- 
traordinario y  Ministro  Plenípoienciarío  de  la 
Repúblia  cerca  de  los  Estados  Unidos  del  Noite^ 
de  manera  que,  al  acercarse  cualquier  buque  con 
tal  objeto,  U.  le  hará  la  intimación  prohibitiva,  y 
si  apesar  de  ella,  insistiese  en  tomar  guano,  6  si 
sorprendiere  á  algún  buque  cargado  de  la  sustan- 
cia indicada,  sin  estar  autorizado  para  ello,  eo 
uno  y  otro  case  cosdacirá  U  al  buque  a)  PueiH 


nüa 


Bieate 


GUA 


de  laChiair»!  ihmdo  ariso  al  GroUerno  inmediata- 
mente. 

da  Caando  se  presente  algún  buque  á  cargar 
de  guano  autorizado  suficientemente,  intervendrá 
U.  en  la  earga  tomando  nota  detaHada  del  núme- 
ro de  toneladas  que  lleve  el  buque,  y  avisando  al 
Gobierno  del  resultado. 

3^  Desea  el  Gobierno  que  U.  trate  de  informar- 
se con  las  personas  que  rayan  á  cargar  guano 
por  orden  del  sefior  Guzman,  así  del  precio  aproxi- 
mativo  que  pueda  obtener  la  sustancia  en  los  mer- 
cados extranjeros,  como  de  los  procedimientos  que 
se  hayan  descubierto  para  conocer  por  medio  de 
un  método  sencillo  la  calidad  de  la  sustancia,  con 
todas  las  demás  circunstancias  conducentes  á  tal 
objeto. 

4a  Estacionado  U.  en  los  Monjes,  está  en  capa- 
cidad de  celar  las  costas  de  la  Península  de  Para- 
guaná  para  impedir  el  contiabando  que  por  allí 
jrate  de  hacerce,  sobre  lo  cual  se  le  previene  la 
mas  estricta  vigilancia. 

5^  Habiéndose  encargado  al  referido  Ministro, 
cuatro  casas  de  madera  para  el  abrigo  de  los  em« 
pieados  del  Gobierno  en  las  expresadas  islas  de 
los  Monjes  y  délas  Aves,  las  cuates  pueden  traer 
los  mismos  buques  que  con  autorización  de  aquel 
funcionario  vengan  á  cargar  guano,  U.  tomara 
dos  do  ellas  con  el  indicado  objeto. 

6^  La  aguada  la  hará  U.  en  los  Taques,  y  para 
cualquier  necesidad  imprevista  y  urgente,  ocurri- 
rá al  puerto  de  la  Vela,  &  cuya  administración  se 
autoriza  para  prestártelos  auxilos  indispensables. 
Por  S.  E^— Gutiérrez, 

GUANO.  RESOLUCIÓN  EJECUTIVA  DE  8  DE  AGOS- 
TO DB  1865  mandando  estacionar  para  su  cuS' 
todiaotro  buqué  de  guerra  en  la  isla  de  Aves; 
y  prescribiéndole  la  observancia  de  las  mis- 
mas  reglas  anteriores. 

Secretaría  de   Hacienda. 
Caracas,  8   de  Agosto  de  1855. 
&r.  Comandante  de  la  goleta  de  guerra  Monagos, 

Dispon^  S.  £.  el  Poder  Ejecutivo  que  U.  se 
estacione  en  la  isla  de  Aves,  así  para  dar  mas 
puntual  cumplimiento  á  las  instrucciones  que  se 
le  comunicaron  en  oñcio  de  23  del  mes  próximo 
pasado,  como  para  que  observe  con  el  mas  es- 
tricto rigor  las  prevencfones  siguientes  : 

1^  No  permitirá  U.  la  extracción  de  guano  á 
ningún  buque  nacional  ó  extranjero  que  no  esté 
debidamente  autorizado  6  por  el  Gobierno  ó  por 
el  seQor  Antonio  Leocadio  Guzman,  Enviado 
Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  la 
República  cerca  de  los  Estados  Unidos  del  Nor- 
te^ de  manera  que,  al  acercarse  cualquier  buque 
con  tal  objetOi  Ü.  le  hará  la  intimación  prohibiti- 
va, y  si  á  pesac  de  ellsi  inaiatíese  eu  tomar  guano, 
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6  ti  sorprendiere  á  algún  buque  cargado  de  it 
sustancia  indicada,  sin  estar  autorizado  para  ello 
en  uno  y  otro  caso  conducirá  U.  el  baqqeaipati! 
to  de  la  Guaira,  dando  aviso  al  Gobierno  lo- 
mediatamente. 

2&  Cuando  se  présente  algún  bnqae  á  eirgir 
de  guano  autorizado  suficientemente,  interreDilrá 
U.  en  la  carga  tomando  nota  detallada  del  oómero 
de  toneladas  que  Heve  el  buque,  y  arisando  il 
Gobierno  del  resultado* 

3*  Desea  el  Gobierno  que  ü.  trate  de  infor- 
marse con  las  personas  que  vayan  á  cargar  gua- 
no por  orden  del  sefior  Guzman,  así  del  precio 
apoximativo  que  pueda  obtener  la  sustancia  eo  los 
mercados  extranjeros,  como  de  los  procedimientos 
que  se  hayan  descubierto  para  conocer  por  medio 
de  un  método  sencillo  la  calidad  déla  sustraocia, 
con  todas  las  demás  circunstancias  condaceDtesá 
tal  objeto. 

4^  Habiéndose  encargado  al  referido  Ministro 
cuatro  casas  pequeñas  de  madera  para  el  abri^ 
de  los  empleados  del  Gobierno  en  las  expresad» 
Islas  de  los  Monjes  y  délas  Aves,  las  cuales  por 
den  traer  los  mismos  buques  que  con  autoris- 
cion  de  aquel  funcionario  vengan  á  cargar  gosif 
U.  tomará  dos  de  ellas  con  el  indicado  objeto. 

5&  La  aguada  la  hará  U.  en  el  punto  mas  ii- 
mediato,  y  para  proveerse  de  raciones  y  aatisíi- 
cer  cualquiera  otra  necesidad  imprerista  y  oigtc 
te,  ocurrirá  á  las  aduanas  de  Barcelona,  Gomaná 
ó  Carupano,  á  cuyas  Administraciones  se  aotoii- 
za  para  prestarle  los  auxilios  indispensables. 

doy  de  U.  atento  servidor,  Jacinto  Gutiénet. 
GUIRIA.  Véase  Aduana  de  Güiria. 


HOSPICIO  DE  CAPUCHINOS  DB  MABACAIBO.  Ce* 

sion  de  su  área  á  fieivor  del  templo  de  Saott 
Bárbara  de  la  misma  ciudad.  Véase  Maracai- 
bo  {dudad  de.)  D.  de  24  de  Mayo  de  185§. 


IMPORTACIÓN.  RBsoLücioN  EjaGunrA^iiS 
DE  ^ULio  DE  1855  disponiendo  fue  cuando  t* 
el  puerto  de  donde  proceda  un  buque,  no  Uft 
el  funcionario  que  debe  visar  el  simrd»^  stm 
la  ley^  sea  visado  por  la  primera  autondoá 
civiL 

Secretaria  de  Hacienda.— Sección  segunda. 
Carácast  Julio  13  de  1655. 
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Re0ueüú. — 

Vista  la  representación  que  ha  hecho  el  seftor 
Larralde  por  medio  del  Sr.  Cónsul  de  S.  M.  C.  pi- 
diendoquese  exonere  al  Capitán  de  la  goleta  es- 
pañola Perlojéb  la  multa  impuesta  por  el  Adminis- 
trador de  la  aduana  de  la  Guaira,  á  causa  de  ha- 
ber presentado  el  sobordo  de  la  expresada  goleta 
sin  el  requisito  de  haber  sido  visado  por  algún 
Cónsul  ó  Agente  comercial  venezolano  ó  de  una 
nación  amiga  ó  neutral ;  y  teniendo  en  considera- 
ción: que  en  el  puerto  de  Aguadilla  en  la  isla  de 
Puerto  Rico  no  existe  en  realidarl  el  funcionario 
que  debe  visar  el  sobordo  de  los  buques  proceden- 
tes de  dicho  puerto,  y  que  por  tanto,  el  Capitán 
de  la  Perla  es  inculpable  de  no  haber  llenado  las 
prevenciones  del  parágrafo  I9  artículo  I9  de  la 
ley  de  28  de  Abril  de  1854  ;  se  exime  ai  Capitán 
de  la  goleta  Perla  de  la  multa  de  cien  pesos  que 
le  inípuso  el  Administrador  de  la  Aduana  de  la 
Guaira  por  haber  presentado  el  sobordo  de  su  go- 
leta sin  el  Visto  Bueno  requerido  por  el  parágrafo 
19  del  artículo  citado. 

Y  por  cuanto  el  requisito  de  visación  tiende  á 
dar  á  los  sobordos  la  autenticidad  que  deben  tener 
estos  documentos,  á  la  vez  que  la  ley  sobre  Régi- 
men de  aduanas  para  la  importación  no  prcvée  el 
caso  de  no  haber  en  el  puerto  de  la  procedencia 
de  un  buque  el  funcionario  que  debe  visar  el  so- 
bordo*  se  resuelve : 

Cuando  en  el  puerto  de  donde  proceda  un  bu- 
que no  haya  Cónsul  ó  Agente  comercial  de  Ve- 
nezuela ó  de  una  nación  amiga  ó  neutral,  hi  sobor- 
do debe  ser  visado  por  la  primera  autoridad  dvil 
del  lugar  de  su  procedencia,  debiendo  especificar- 
se la  circunsiancia  de  no  existir  en  dicho  lugar 
Cónsul  ó  Agente  comercial  venezolano  ó  de  una 
nación  amiga  ó  neutral. — Publíquese. 

Por  S.  E.^Guttérrez. 
IMPORTACIÓN.  RESOLUCIÓN  ejecutiva  de  12 

DB  ABRIL  DB  1847  previniendo    la  estricta  oh- 

servancia  de  las  reglas  prescrit'ts  por  la  Uy 

de  la  materia^  á  fin  de  evitar  el  cuatrabando 

par  las  mismas  oficinas.  (•) 
Repáblica  de  Venezuela. — Secretaría  de  Hacien- 

da.-Seccion  primera.-Carácas,  Abril  12  de  1847. 

Resuelto, — Por  noticias  fidedignas  y  algunos 
datos  que  reposan  en  esta  Secretaría,  tiene  el  Go- 
biernp  fundamento  para  creer  que  se  liace  un  gran 
contrabando  en  la  «Repüblica,  y  que  este  grave  y 
perjudicial  abuso  no  tanto  se  efectúa  por  los  pun- 
tos abiertos  de  la  costa,  cuanto  por  los  puertos  ha- 
brlitados  y  aun  por  las  mismas  aduanas,  siendo 
hechos  conocidos  que  se  han  introducido  sederías 

(•)  Esta  Resolución  que  como  de  íbcha  tan  anterior, 
deDiera  hallarse  en  el  cuerpeo  de  la  obra,  no  lo 


habécsonos  olvidado  al  organizar  esta. 
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ectre  almohadas  y  entre  ea|a«  de  saidioas,  q«e  se  ■ 
cambian  bultos  en  el  tránsito  del  puerto  á  la  Adua* 
na|  écc^  y  que  loa  contrabandistas  ó  introduetorM 
de  mala  fé  emplean  con  buen  éxito  estos  y  otros 
ardides  semejantes  para  defraudar  las  rentas  p6* 
blicas.  Por  tanto,  y  siendo  de  urgente  necesidad 
cortar  cuanto  antes  un  mal  de  tanta  trascenden- 
cía,  S.  fi.  el  Presidente  de  la  República  ha  dis- 
puesto se  ordene  á  los  jefes  de  las  aduanas  empleen 
el  mayor  celo  y  vigilancia  en  el  desempeño  de 
sus  fuocionest  y  se  les  prevenga,  como  lo  hago 
desde  luego,  que  en  ningún  caso  dejen  de  obeer» 
varse  estrictamente  las  reglas  prescritas  por  el 
artículo  II  déla  ley  de  19  de  Mayo  de  1841  so- 
bre régimen  de  las  aduanas  haciendo  venir  á  los 
almacenes  de  la  respectiva  oficina  para  su  escru- 
puloso reconocimiento  todos  los  bultos  que  se 
descarguen,  con  precauciones  eficaces  para  que  no 
se  cambien  en  el  tránsito  del  muelle  á  la  aduana, 
y  éin  otra  excepción  que  la  de  los  artículos  infla- 
mables, y  de  aquellos  que  no  viniendo  encajona- 
dos ó  enfardados  sean  de  una  embarazosa  ó  peli- 
grosa conducción  á  dichos  almacenes,  y  aun  en- 
tonces efectuando  su  reconocimiento  por  los  mis- 
mos empleados  que  dispone  el  ariíeolo  17  de  la 
ley  citada  como  si  aquel  se  hiciese  dentro  de  la 
aduana :  que  tanto  el  Administrador  como  el  In- 
terventor asistan  en  persona  y  constantemente  al 
examen  de  ios  cargamentos  que  se  introduzcan 
hacienjlo  abrir  y  registrar  escrupulosamente  de 
cada  diez  objetos  uno  por  lo  menos,  examinando 
con  atención  y  eficacia  las  distintas  clases  de  telas 
y  otras  meicancías  á  fin  de  evitar  la  introducción 
maliciosa  de  un  género  por  otro  é  de  una  calidad 
por  otra,  haciendo  medir  las  piezas  para  descubrir 
cuando  se  presente  un  falso  yardage,  vigilando  el 
peso  (!e  los  efectos  que  lo  requierap,  y  empleando 
en  fin,  cuantos  medios  le  sugiera  su  experiencia  6 
interés  por  el  servicio  público  para  impedir  todo 
fraude  en  perjuicio  del  Tesoro  y  del  comercio  le- 
gal. También  se  llama  muy  particuiarmante  la 
atención  de  U.  y  del  señor  interventor  hacia  la 
manera  de  prestar  su  servicio  el  resguardo  de  esa 
aduana,  recomendándoles  que  lo  sigilen  sin  cesar, 
que  no  toleren,  sin  inmediata  remoción  del  culpa- 
ble,  ninguna  falta  en  el  ciimpltmiento  de  los  ée^ 
beres  atribuidos  á  los  individuos  que  lo  componen, 
sustituyéndolos  con  personas  de  concvcida  honra- 
dez  é  idoneidad,  y  que  procuren  que  la  acción  de 
estos  empleados  sea  eficaz  para  desterrar  el  eon- 
trabando,  y  ceirresponda  en  todas  ocasiones  &  la 
confianza  que  se  pone  en  elloF. 

Confia  el  Gobierno  que  las  órdenes  y  recomen- 
daciones que  contiene  esta  comunicación,  serán 
atendidas  con  todo  esmero  y  eficacia,  pues  en  .el 
deber  de  asegurar  á  ja  Nación  contra  todo  per* 
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•juiffii)  fMMP-  descuidar  moronthul  6  ioAfutitud  de  ios 
•empleados  en  el  importante  ramo  de  aduanas, 
tentiha  verse  en  la  necesidad  de  lomar  oirae^me- 
didas  para  obtener  aquel  fin. . 

Por  S.  E. — Miguel  Herrera:  ' 

IMPORTACIÓN.  Véase  Reexportación  ^e  efec- 
tos extranjeros. 

indígenas  db  LAPRoviNctADE  Baroblona, 

RjB80JL.U0I0N    £jRCUCI7A  DG   31    DE    JUUO    BB 

1855  haciendo  ciertas  prevenciones  al  Gober- 
nadar  de  dicha,  provincia  para  su  protección. 

Secretaría  del  InterOT. — Sección  quinta. 
Caracas,  31  de  Julio  de  1855. 
Resuelto. — Dígase  al  Gobernador  de   Barce- 
lona. 

Ha  sido  informado  S.  E.  el  Presidente  de  la 
República,  de  que  algunos  vecinos  y  aun  funcio- 
narios de  los  cantones  de  esa  proi^incia,  faltando  á 
los  deberes  que  imponen  la  justicia  y  la  humani- 
dad, y  abusando  de  la  ignorancia  y  natural- senci- 
llez de  los  indígenas  que  habitan  en  ella,  ó  los  se- 
ducen con  alhai>: adoras  promesas  que  no  cum- 
plen despuea»  ó  los  coaccionan  por  medio  de  ame- 
nazas y  ibs  arrastran  lejos  de  sus  fainHiaü  ptiia 
aprorecharse  de  su  trabajo,  privándolos  entera- 
mente de  sn  .libertad,  y  negándoles  la  remunera- 
r  ciun  adecuada  por  sus. servicios;  y  me  ha  orde- 
nado en  consecuencia  decir  á  US«:  que. en  uso 
de  sus. atribuciones  legales  y  en  cumplimiento  de 
sus  deberes,  ponga  el  *nayor  ^elo  en  hacer  cesar 
de  todo  pufkto  un  abuso  tan  escsndaloso  é  inmo- 
ral, haciendo  aplicar  el  rigor  de  la  ley  k  los  eje- 
cutores de  tan  inicuos  procedimientos,  y  dispo- 
niendo lo  conveniente  para  que  los  indígenas,  al 
prestar  sus  servicios,  lo  hagan  por  contratos  que 
les  aseguren  la  merecida,  remuneración  de  ellos  ; 
y  queden  favorecidos  por  las  fórmulas  y  condi- 
ciones, que  las  leyes  autorizan  ó  permiten,  para 
no  dejar  que  su  sencillez  é  ignorancia  sea  causa 
de  que  algunos  las  exploten  en  su  provecho  .con 
mengua  de  la  humanidad,  y  con  desprecio  de  las 
leyes,  y  de.  la  moral.  Al  mismo  tiempo  diapon- 
•  drái  US..qU»  los  indigecas  menores  y  huérfanos 
'  iio^SiS  coloquen  áino  bajo  larautonidaddjQ  tutores  ó 
.  doradores  con  ks  (ormaHdades  légales  pasa  su 
-  aéotíackín)  y  mediante  el  compromiso  de  proveer 
.áflUiSttbsilitieQcia,  con  cuyo  objeto  podrán  ser  apli- 
'intdóe,  bajo  la  autoridad  ó  con  d  benepládto  de 
aquellos  tutores  ó  curadores,  h  algún  servicio  en 
que  puedan  adquirir  coDOcimfentos  que  les  sean 
.  útiles  según  sus  capacidades. 

Tengo  el  honor  de  decirlo  6  ÜS/paia  so  com- 
ptimíeolD. 

Soy,&c.  i%r  8.  E— ^rtffida. 


INMIGRACIÓN.  Re8oí.ucion  Ejeooiita  m 
8  D£  £m«ro  BR  1856  asignando  (¡uinmiQi 
pes$t  en  clase  de  premio  al  que  mepr  escriba 
una  obra  para  ilustrar  á  los  tTimt^antei  s^ 
bre  las.  ventajas  que  ofrece  el  pais. 
.    Secretaría  del  Interior.— Sección  quinta. 
Car&cas,  Enero  8  de  1856. 
Resuelto. — Dígase  -a  i  sefior  Gobernador  de  e^- 
ta  provincia. 
\i     S.  E,  t'l  Poder  Ejecutivo  ha  tenido  á  bien  acó- 
i!  ger  la  proposición  que   por  el  órgano  de  US.ha- 
li  ce  á  este  Ministerio  Ja  Junta  Superior  de  lomi- 
gracion   de  este  Distrito,  en  que  solicita  la  asig- 
nación de  quinientos  pesos  en  ciase  de  premio  á 
la  persona  que  mejor  escriba  una  obra  capaz  de 
ilustrar  al  emigrante  europeo  acerca  del  clima, 
C0!«tumbres,  pro^iucciones  del  pais,  industria  ¿c. 
como  se  indica  en  el  plan  que  en  copia  autoriza- 
d*i  acompañó  US.  á  su  nota  de  12  de  Diciembre 
último,  y  en  consecuencia  se  ha  librado  con  esta 
fecha  al   Ministerio  de  Hacienda  la  orden  cor- 
respondiente  para  que  se  ponga  á  disposición  dt 
dicha  Junta  la  mencionada  cantidad. 

Lo  comunico  á  US.  en  contestación  á  su  dia- 
da n(»ta.  .  \ 

Soy,  ÓLC.  Por  S.  E. — Oriack 

INSTRUCCIÓN  PÚBLICA.  Resolución  Ejecv. 
TI  VA.  DB  14  DE  Febrero  pe  1856  mandsie 
do  que  continúen  los  catedráticos  de  grama' 
tica  latina  y  castellana  aplicando  los  sákdos 
al  estudio  de  urbanidad  y  religión;  y  jija- 
do como  texto  único  el  Manual  de  urbaniid 
y  buenas  maneras  del  señor  Manuel  Antoni' 
Carreño. 

Secretaría  del  Interior. 

Caracas,  Febrero  T4  de  1856. 
Resuelto. — Visto  el  estado  de  atraso  de  jasren* 
tas  de  lua  Universidades  y  Colegios  nacionales, 
por  causas  demasiado  conocidas,  y  habiéndose  dis- 
puesto en  el  artículo  3»  cap.  12  del  Decreto  re- 
glamentario de  las  Universidades  d^  28  de  No- 
viembre de  1844,  aue  debe  conservarse  en  las 
*'  clases  de  gramática  latina  y.  castellana  la  cw- 
**  lumbre  de  dedicar  el  biabado  de  cada  smanaá 
"  la  en&enanzs:  ó  rccu^x^Q  de  /<w  prÍMcipUfS  de 
'J  mora/ y  t^xían¿(í¿<í/' .  priep^k  elPod^r  Ejecu- 
tivo qué  míénirají  no  ha^'a  wn^s  svíci^tescon 
que  dotar  clnses^especiale^rde  tlrbaaidad,  con- 
forme se  dispone  en  el  Decreto  legislativa  de  17 
de  Marzo  últio^p  se  continúe  observando  lo  dis- 
puesto en  el  Decreto  reglamentario  citado,  de- 
biendo los  catedráticos  de  latinidad  y  graraáiic» 
castellana  de  todas  las  Universidades  y  Colegio? 
nacionales  y  particulares,  proveer  álos  alumnos 
á^  loa  certificatos  oerrespondientes  cerno  maie- 
ría  obligatoria  á  los  qne  hayan  de  entrar  á  ec- 
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tudiat  íílosoftá,  dírv^J^Budo  de  texto  üttko  el  Mti- 

Aual  de  Urbanidad  y  buenas  niirtleras  de)  eefkir 

GarreRo. 
Comuniqúese  á  quienes  corresponda  para  su 

intéligeneia  y  cumplimiento  y  ;  piibik|uese. 
Soy,&c.  Por  B.  K—Oriach. 

INVÁLIDOS.  Pueden  cobrar  so-i^ension,  y  el 
sueldo  íntegro  de  cualquier  destino  civil  slem* 
pre  que  este  no  exceda  de  ciento  veinticinco 
pesos.  Véase  Letras  de  cuartel,  licencia  inde- 
finiia  6  retífo^  aYt.  8.  (•)        . 

JUECES  DB  FRoriNciA.  Resolución  Ejecu- 
tiva i>K  1 1  DB  Marzo  j>e  18d6  declarando : 
1^  c/  catÁcter  de  propietario  de  unomombra- 
da  de  entre  los  individuos  de  la  senaria  ;  y 
2^,  que  esta  no  se  anulé,  por  inhabilidad  de 
alguno  6  algurws  de  los  incluidos  en  ella* 

Secretaría  del  Interior. — Sección  sfegundli. 
Caracas,  1 1  de  Marzo  de  1 856. 

Resuelto, — Dígase  al  señor  Gobernador  de ,1a 
provincia  (fce  La  Portuguesa. 

Oportunamente  se  dio  cuenta  á  S.  E.  el  Po- 
der Ejecutivo  de  la  comunicación  de  US.  de  5  de 
Setiembre  del  año  próximo  pasado  numero  229 ; 
y  habiéndola  sonietido  en  consulta  aí  Consejo  de 
Gobierno,  ha  tenido  k  bien  conÜMrmairse  con  su 
dictáanen  dohcebido  én  ios  términos  siguientes: 
-  *^  Consulta  el  Gobernador  de  La  Portuguesa 
primero:  si  es  interiooel  nombramiento  de  uw 
Juez  de  provincia,  hecho  de  entre  los  individuo» 
de  la  senaria  propuesta  por  la  Diputación  pro- 
vincial, por  haber  resultado  inhábil  e)  primero 
nombjiado.  Y  segundo:  si  la  ¡^habilidad  de  al-; 
funOf  ó  algunos  de  los  incluidos  en  dicha  Sena- 
ria, hace  nula  esta.  £1  Dr.  Raimundo  ^ndueza 
fué  nombrado  Juez  de  provincia  en  propiedad  de 
entre  l^s  individuos  de  la  lista  formada  por  la  Di- 
putación de  la  Portuguesa  ;  y  habiéndosele  de- 
clarado íhhábil  para  desempeñare!  destino,  se  eli- 
gió ep  8\x  lugar  á  Antonio  Palacios,  otro  de  los 
individMos  de  dicha  lista,  también  en  prapie* 
dad.  £1  Gobernador  actual  de  aquella  provin- 
cia cree  que, el  nombramiento  hecho  en  Pala- 
cios, no  tieiie  el  carácter  de  propietario  que  se  le 
dio,  y  0^0  ha  motivado  la  consulta,  cuyos,  fun- 
damentos son,  en  cuanto  al  primer  punto,  el  con- 
cepto en.  que,,  parece  estar  el  Gobernador,  de  que 
solamente  es  me?  en  propiedad  el  que  primero 
se.  escoge  de  los  individuos  de  la  li&tá  de  la  Di- 
putación ;  y  en  cuánto "  al  segundo,  la  coartación 

(^)  Por  eqoirocacioo  colocamos  en>  palabra  Inválidos 
|]ée.  «274  la  R<}^)ucioB  Ejeoutifa'  de  22  de  üaero  de  1841 
qne  dietlaral>a  }o  roUmo  de  un  modo  absoluto,  y  la  caal 
ha  quedado  insubsistente  por  la  limitación  que  hace  la 
Ley  «6  la  eicpresada  suma  de  ciento  viíinticinco  pesos. 
Téngase,  poes,  por  Cal. 
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del  derecho  de  ele^r,  por  la  feütá  del  número 
completo  de  las  apersonas  elegibles. — ^Pero  émbas 
dudas  están  ya  decididas,  una  por  ia  ley,  y  otra 
por  la  Resolución  ejecutiva  de  7  de  Diciembre  de 
td60,-*JLia  ley  10^  de  las  que  organizan  ios  tri- 
bunales de  justicia  dispuso  en  su  artículo  21) 
^^  que,  publicada  ella,  procediesen  luego  los  Go-  ' 
bernadoxes'á  nombrar  jueces  de  provincia^  de  la^ 
senaria  existente  en  su  despacho,  pasado  por  la 
Diputación  respectiva,  eon  excepción  de  los  que 
sirriesen  en  propiedad  •  aquellos  destinos."  Esta 
excepción  comprendió  también  á  los  ministros 
propietarios  de  lae  Cortes,  y  á  los  Secretario» 
Relatores  de  estas.  Así  rs  que,  siendo  Antonio 
Palacios  Juez  de  proaliicia  en  propiedad  de  La 
Portuguesa,  cuando  se  promulgó  ia  expresada 
ley  org&nica,  le  comprendió,  de  lleno,  aquella 
excepción,  ya  no  pudo,  por  consiguiente,  ser  re- 
movido, como  no  \o  fué  ningún  otro  de  los 
funcionarios  del  ramo  judicial,  que  se  encentra* 
han  en  su  cas  o. -^  En  cuanto  ala  otra  duda  del 
Gobernador,  es  terminante  la  mencionada  reso- 
lución del  Poder  Ejecutivo.  Ella  declara:  *^que 
DO  es  nula,  en  su  totalidad,  la  lista  formada  para  la 
elección  de  jqeces  de  provincia,  porque  sean  in- 
hábiles, 6  hayan  muerto,  renunoiadn  áu;«,  aU 
gunas  doJars  personas  contenidas  en  ella."  Esta 
resolución,  bailada  en  la  razón  yen  la  equidad, 
pnrqore:  no  es  justo  m  razonable  qoe  se  vicie  ki 
6|il  pbr  lo  ípütil,  lo  estuvo  también  en  la  ley 
738^  Tigenie  cuando  fué  expedid»,  cuyo  arlíouio 
59  disponía  «^  que,  en  caso  de  vacante,  nombra* 
sen  los  Gobernadores  jueces  de  provincia  por  el 
resto  del  período  del  reemplazado,  de  entre  los 
individuos  de  la  lista  de  la  Diputación^;  y  que 
agotada  ella,  el  nombramiento  fícese  Jibre  é  in- 
terino, hasta  que  aquel  cuerpo  formase  nuera 
lista,"  Esta  ley  discriminó  bien  el  carácter  del 
nombrado  y  la  duración  del  nombramiento,  y  de 
ella  derivaba  el  dereebo  electivo  de  los  (>ober- 
oadores  y  la  garantía  de  estabilidad  del  Juez, 
durante  un  tiempo  limitado.  V  aunque  menos 
«lara  la  \ey  actual  en  este  punto,  lo  es,  sin  em* 
bargo,  bastante  para  establecer  su  inteligencia  en 
este  sentido,  sin  los  esfuerzos  de  la  interpreta- 
ción." 

Y  tengo  la  honra  de  insertarlo  1U8.  para  su 
inteligencia  y  c^mo  resultado  de  su  mencioi>ada 
comunicación. 

Soy,  &c. — Parejo. 
Es  copia, — Parejo» 
UBERTAD  PE  ESCLAVOS,  decreto  ejecutivo 
DA  2  DB  JULIO  PE  13Ü5  reglamentando  la  ley^ 
de  la  materia, — Reforma  el 'de  30(*)  de  Mar- 

(*)  Por  un  error  dice  ÍO. 
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$»  de  1854|  pag,  337  Í0  e#ie  pr^pfa  ^  Tomo*(*) 
JOSÉ  TADEO  MONAGAS, 

General  en  Jefe^  Presidente  de  la  Uepúblioa  de 
Venezuela,  d&a,  áLa^  ¿La, 

Habiendo  tenido  motivos  fundados  para  creer 
que  habría  inconTenientes  en  la  ejecución  de  una 
ley  de  indemnización  por  los  valorea  de  esclavos 
y  manumisos  que  existieron  antes  de  la  de  aboli- 
ción, en  los  términos  en  que  se  concibió  el  pro* 
yecto  que  discutieron  las  Honorables  Cámaras 
legislativas  en  sus  últimas  sesiones,  he  determina* 
do  devolverlo  á  su  consideración  con  las  obser- 
raciones  conducentes;  y  teniendo  presente  la  ne- 
cesidad de  continuar  la  emisión  de  billetes  en  ra« 
zon  de  los  créditos  calificados  y  que  se  calificaren 
conforme  &  la  ley  de  24  de  Marzo  del  ano  próxi* 
mo  pasado,  no  menos  que  la  de  tomar  otras  me- 
didas que  hagan  mas  arreglada  y  expedita  la  sus' 
tanciacion  de  los  expedientes,  y  mas  segura  la 
circulación  y  amortización  de  dichos  billetes,  y 
considerando: 

19  dae  el  Poder  Ejecutivo  está  autorizado  por 
el  artículo  15  de  la  mencionada  ley  de  2i  de  Mar- 
eo del  affo  próximo  pasado  para  reglamentarla, 
disponiendo  lo  conveniente  á  fin  de  evitar  fraudes 
y  abusos  en  su  ejecución,  y  también  para  llenar 
los  vacíos  que  en  la  práctica  se  ofaeerven. 

29  Ctue  por  causas  independientes  de  ía  volun* 
tad  (le  los  dueftos  de  esclavos,  dejaron  de  presen* 
tarse  algunos  en  el  término  fijado  por  la  ley  de 
la  materia  en  su  artículo  99,  Hegun  reclamacio. 
nes  elevadas  al  Poder  Ejecutivo ;  y 

39  Que  no  debe  perderse  tiemqo  para  la  reunión 
de  iodos  los  daios  necesarios  que  hagan  conocer 
el  monto  de  la  deuda  de  abolición,  así  por  los 
créditos  provenientes  de  la  libertad  de  ios  que 
í\ier6n  esclavos  y  no  est&n  comprendidos  en  los 
registros  formados  hasta  ahora,  como  de  la  exen- 
ción de  servicios  acordada  en  favor  de  los  manu* 
misos,  puesto  que  por  ambos  respectos  se  ha  so- 
licitado también  la  indemnización,  «n  que  han 
estado  de  acuerdo  el  Congreso  y  el  Poder  Ejecu- 
tivo, y  es  materia  comprendida  en  el  proyecto  de 
ley  pendiente. 

DBORSTO: 

SECCIÓN  PRIMERA. 

De  tas  Juntas  de  Abolición. 

Art.  19  Las  Juntas  'superiores  y  subalternas 

de  abolición  organizadas  conforme  lo  dispuesto  en 

el  artículo  69  de  la  ley  de  24  de  Marzo  de  1854, 

formarán  un  nuevo  censo  de  los  individuos  que 

fueron  esclavos  y  que  no  se   hayan  presentado 

antes,  ó  no  consten  en  los  registros  que  se  lleva- 

(♦)  Los  cuadros  1  y  2  quo  se  hayan  á  las  páginas  333 
y  834  no  han  sufrido  altehicion  j  y  por  tanto  ténganse 
por  reproducidos. 
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rdn  en  el  perfodb  setfalado  en  e\  artícolo  90  j^ 
la  misma  ley,  y  «amblen  otro  censo  septnJo  d« 
los  que  se  llamaron  manamisos, 

^  19  En  estos  censos  debe  expresarse,  en  partú 
das  distintas,  el  nombre  y  apellido  de  cada  aereen 
dor«el  de  los  que  fueron  esclavos  ó  maniimisos  y 
que  ahora  seg^santen,  yja>  cantidad  correspon* 
díejpte  al  valor  que  los  servicios  de  unos  y  otros 
tenian  por  tarifa  y  disposiciones  que  rifieron  en 
la  fecha  de  la  promulgación  de  la  ley  de  aboli* 
cion,  ó  el  que  á  juicio  de  facultativos  de^  se- 
fíal¿rseles  en  los  casos  de  enfermedad. 

^  29  Los  Juntas  superiores  formarán' ademas 
con  vistftide  los  nuevos  censos  particulares  (felos 
cantones,  uno  general  dc^oe  esclavos  que  ahora 
se   presenten  y  otro   de  los  manumisos. 

^  39  Los  registros  para  estos  nuevos  ceosos 
estarán  abiertos  hasta  el  31  de  Octubre  próximo 
en  las  Juntas  de  cantón. 

Art.  29  Las  Juntas  se  reunirán  para  formar 
dichos  registros  y  nuevo  censo,  inmecliatainentó 
después  del  recibo  del  presente  decréfl^edieao- 
do  á  ello  dos  horas  por  lo  menos  en  cada  din:  swx 
demás  reuniones  tendrán  lugar  el  primero  ét 
Noviembre,  y  cada  tres  meses  para  los  objeto 
especificados  en  los  artículos  10  y  12  de  la  kr, 
en  la  manera  que  prescribe  este  reglamento. 

Art.  39  Los  Secretarios  de  los  Gobernadora 
lo  serán  de  las  Juntas  superiores,  y  ios  de  loi 
Concejos  municipales,  de  las  subalternas  respedi- 
vas. 

Art.  49  Los  Presidentes  délas  Juntas  liarán  el 
tanteo  de  caja  que  previene  el  artículo  10  de  la 
Ipy,  y  los  mas  que  les  parezcan  convenientes, en 
las  tesorerías  de  abolición,  en  el  modo  y  térú 
nos  que  ordenan  las  leyes  pera  las  oficiáis 
de  Hacienda.  También  pueden  convocarais  Jan* 
ta  extraordinariamente  en  cualquier  dia  para  el 
despacho  de  algún  negocio  importante  ^ue  ocur- 
ra. 

Art.  59  Dichos  Presidentes  ejercerán  la  atri- 
bución del  artículo  72  de  la  ley  orgánica  de  pro- 
vincias respecto  de  los  demás  miembros  de  las 
Juntas  en  ios  casos  que  él  expresa. 

Art,  69  Bastará  la  concurrencia  de  la  mayoría 
absoluta  de  los  miembros  de  que  se  compone  ada 
Junta  para  celebrar  sus  sesiones,  y  al  que  falte 
sin  causa  legítima,  ne  le  impondrá  una  multa  por 
el  Presidente,  de  cinco  á  diez  pesos,  la  que  hará 
recaudar  gubernativamente  con  aplicación  álos 
fondos  creados  por  la  ley. 

Art.  79  Los  <^os  vecinos  vocales  de  dichas  Jan- 
tas  nombrados  por  el  Poder  Ejecutivo  ó  por  Im 
Juntas  superiores,  se^un  el  artículo  69  delaler, 
serán  relevados  ó  redegidos  el  primero  de  En^ 
de  cada  a!io,  y  los  que  fueron  iionbradoa  el  pñ' 
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niero  dé  Enero  pr6t%tia  pasado  confltouaráiv  en 
el  ejercicio  de  sus  funciones  hasta  el  mismo  día 
d(el  año  próximo  venidero. 

SECCIÓN'  SEGUNDA. 

De  Já  presentación  para  los  ny,evofi  censos, 

AtU  b^  La  preiientacion  de  los  quefaerun  es- 
da  voá^y  manurnisos  se  hará  ^  por  los  que  tengan 
derecho  &  la  indemnización^  p  sua^  encargados, 
íaiite  la  Junta  del  cantón  en  que  residían  dichus 
esclavos  y  manumisos  al  tiempo  de  la  promul- 
gación lie  la  ley  de  abojicion. 

^  \i<>  Si  lus  que  fperon  esclt^os  y  manumisos 
rehusaren  presentarse,  los  Premdentes  de  las  Jun- 
<aá  expedirán  órdenes  para  ello  y  los  apremiarán 
éegun  sus  íiiculiades  á  fin  d#qi)/B  comparezcan  en 
el  término  >;ue  se  les  sefíaie. 

^  t¿"  Cuando  no  pueda  hacerle  la  pre^ntacion 
\  ersiuial  por  muerte  del  que  dfbiere  ser  presen- 
tadlo, el  redumame  acompañará  la  partida  de  en- 
tierro. 

§  39  Cuando  no  pueda  hagerse  la  presenta- 
<9Dn  personal  por  ausencia,  ignorándose  ti  pa- 
rud ero  liel  que  haya  de  seV  pteseotado,  se  jus- 
ttürará  «I  hecho 

<^  4y  El  Tesonero  respectivo  de  abolición  se- 
rá citado  ^ara  la  jkistiácaciun  de  ausencia  en  el 
ci^o  del  1^  anterior,  y  para  la  aceptaron  por  la 
Junta  de  cualquier  dommento,  ya  sea  partUa  de 
iNtuiismo,  entierro  (i  otrt),  y  tendtáel  referido  Te- 
i/irero  el  deiefho  de  tachar  y  repreguntar  los 
le^ügos  y  lie  verificar  por  sí  6  por  persona  que 
iiotiibre  al  efecto,  los«  dooumentosde  que  se  haga 

Aft.  0^  Las  Juntas  no  mscribiráti  en  el  censo 
ó  rt;gi}»trii  á  ninguno  de  ios  que  fueron  esclavos  y 
mnnuuiisossino-despued  de  l^aber  aceptado  como 
•juftc^enie  la  presentación  del  indivuo  6  la  justi- 
lijcQcíun  liel  fuileci  miento  ó  de  la  aisencia  en  el 
caso  de  no  puderse  presentar  personalmente; 
•alvo  eij  todos  ca«os  el  juicio  del  Poder  Ejecuti- 
vo al  tieíjip<#  de  la  caiitícacion  d  finitiva;  y  ha- 
láu  constar  no  solo  el  nombre  sino  la  edad  y  el 
prerio  queahiempo  déla  publicación  déla  ley 
úvt  abulícion  se  daba  al  derecho  sobre  el  indivi- 
duo ó  sits  servicios  según  las  leyes  abolida^?* 

Art.  lOu  Cuando  la  Junta  tuviese  motivos  para 
(;reer  que  hay  fraude  por  no  ser  la  persona  pre- 
sentada la  misma  á  que  se  reñere  el  titulo  de  pro- 
piedad, no  ordenará  el  asiento  y.  dará  cuenta  á 
ía  Secretaría  del  Interior* 

Art  11.^  La  prueba  testimonial  no  $e  admitirá 
sitio  cuando  se  haya  acreditado  k  péritida.itel  do- 
cu  memo  ira$ibt¡vo  de  dominio,  ó  cuando  sda 
ntK'esaria  \mra  comprobar  la  adad  por  inexisten- 
cia de  los  iibroi»  parroquiales  en  <|ue  c<^nsta  el 
/laciraientp  y  1»  mu^te,  é  pas^tra  motiyo  en  que 
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á  juieio  de  la  jQiKa  ««a  4a  (Mieft  pv^e)^  fdiaelsR- 
te.  • 

Art  12.  Los  que  fueron  «manumisoa  y  sa  pre- 
sentaron á  las  Juntas  de  Abolición  en  virtud  d«l 
artículo  1^9  ^^  reglamento  de  30  de  Marza '  da 
1854,  se  colorarán  en  el  nuevo  censo  ain  necesi- 
dad de  nueva  presentación  pecsonal ;  pero-si  ao 
constara  la  edad  que  tenían,  por  no  haber  sido 
entonces  requisitos  indispensid^lee»  se  compro- 
bará ahora  por  los  reclamantes.  « 

Art*  1^  Las  Juntas  no  podrán  levantar  sus 
sesiones  diarias  sin  estar  extendidas,  con  la  debida 
separación,  las  pai^tidas  correspondientes,  y  cada 
uiia  será  suscrita  4X>r  sus  miea^bros»  el  Secretario 
,  y  el  reclamante,  6  su  encagado. 
,  Art.  14.  So  llevará  otro  registro  en  que  se 
asi^nt/sn  las  partidas  de  todos  aquellas  que  hubie- 
rep  dado  libertad  á  sus  esclavos  desde  el  19  de 
Febrero  del  año  próximo  pasado  hasta  la  fecha 
de  la  ley.  Probadas  la  propiedad  y  la  libertad  dei 
esclavo  y  hecha  la  presentación  personal  de  este, 
ó  justificados  les  casos  que  designan  loa  parágra- 
fosJi9  y  39  desarticulóse  de  este  decreto,  se 
dará  al  due'flo  copiado  la  partida- respepti va  para 
los^fectpa  del  parágrafo  Anieo  del  articulo  59  4® 
hi  íey. 

Art.  16.  Den  tro  de  los  ocho  prUnercts  dias  dei 
mes  siguiente  al  de  la' terminación  del  período 
sefialado  para  los  nuevos  censos,  pasarán  Iss 
Juntas  subalternas  á  la  superior  respectiva  coftia 
certificada  de  sus  registros  con  la  misma  separa- 
ción de  partidas  y  en  la  misma  forma  del  origi- 
nal,'acompañando  los  dócumento^de  que  hablan 
ios-ankalos  89, 99,  1 1  y  12;  y>la  sápapior,en  los 
quince  dias  siguientes,  incorporando  los  datos  de 
las  subalternas,  formará  el  censo  de  su  provincia 
dei  mismo  modo  y  , con  la  dabtda  separación,  por 
cantones,  para  refuittrlooon  todos  los  díoeumen- 
tosá'la  Secretaría  del  Interior,  en  donde  se  for- 
mará el  general  da  -la  República. 

^  único.  Las  paVtidas,  asi  en  los  registros  can- 
tonales)  como  en  los  provinciales,  Irán  enumera- 
das ;  y  los  documentos  llevarán  también  el  núme- 
ro ^ue  tanga  la  partida  á  que  courreapondan. 
SECCIÓN  TERCERA. 
Sobre  la  calificación  y  pago^ 

Art.  16.  El  Poder  E})ecutivo,  en  visui  del  cen- 
so general  formado  por  los  registros  particulares 
de  las  Juntas  de  abolición  r  con  arreglo  &  los  da- 
tos que  se  le  hayan  remiiíffo,  y  de  los  deftms  do- 
cumentos necesarios  para  comprobar  el  derecho 
de  cada  acreedor,  resolverá  dafinilÍTatti6nte  sobra 
las  califícacio^nes  correspondientes, y  mandará  en- 
tregar á  los  interesados  loabiUetea  qve  «aptesen- 
ten  las  cantidades  que  deban  pa|rArseies. 
^  Ah.  llr  Lflm'biUatea  que  ptoi  la  jasoltuioa 
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Art  40.  El  Te8Qi€trxk  q^e  no  cumpliere  co|üi)^ 

dispuesto  en  los  artícutog  2d,  30,  31,  áS  y  34  áe 
este  decreto^  6  cometiere  cualquiera  otra  falta  que 
no  tenga  pena  detern)inaday  será  apercibido  por 
]a  primera  vez:  por  la  segunda  sufrirá  la  multa 
de  veinte  y  cinco  á  cien  pesos  ajuicio  de  la  Jun- 
ta superior  6  subalterna  respectiva  y  y  por  la  tor- 
cera será  removido  de  ^u  destino  por  el  Poder 
£jecutivo  6  el  Gobernador  de  la  provincia, 
SECCIÓN  SÉPTIMA. 
Del  examen  de  las  cuentas. 

Art.  41,  Las  cuentas  de  las  Tesorerías  de  abo- 
lición se  pasarán  por  los  tesoneros  al  tribunal  de 
cuentas  para  su  examen,  glosa,  sentencia  y  liqui- 
dación, conforme  á  lo  prescrito  por  las  leyes  res- 
pecto de  las  demás  cuentas  de  la  Hacienda  nacio- 
nal ;  teniendo  Ips  empleados  responsables  los  re- 
cursos que  ellas  conceden,  en  ca«o  de  considerar 
gravosas  las  determinaciones  que  se  libraren. 
SECCIÓN  OCTAVA. 
De  las  contribuciones, 

^  IP  Del  10  por  ciento  con  que  contiiboyen  las  rentas 
municipales. 

Art.  42.^1  diez  por  ciento  coa  que  contribu- 
yen las  rentas  municipales  al  Tesoro  público  en 
cumplimiento  del  artículo  7?  de  la  ley  sobre  ren- 
tas municipales,  lo  pasarán  los  Administradores 
de  estas  al  Tesorero  respectivo  de  las  Juntas  su- 
periores de  abolición  en  efectivo  y  en  los  mismos 
términos  en  que  lo  hacían  á  los  Administradores 
de  rentas  internas. 

(  S.  ^  De  los  fondos  que  eran  de  manumisión. 

Art.  43.  Los  Tesoreros  eligirán  de  los  Admi- 
jAistradores  de  los  fondos  de  manumisión  los  re- 
caudados hasta  la  fecha  en  que  hayan  cesado  de 
eobrarlos,  y  cobrarán  de  los  particulares  los  que 
aquellos  han  debido  recaudar  como  pertenecien- 
tea  A  aquel  ramo. 

Art  44.  £1  Presidente  de  la  respectiva  Junta 
auxiliará  con  su  autoridad  gubernativa  al  Tesore- 
ro á  fin  de  que  haga  efectivo  el  reintegro  de  los 
fondoe  que  se  hallen  en  poder  de  los  Tesoreros 
que  fueron  de  manumisión. 

Art.  45.  La  averiguación  de  los  bienes  6  que 
se  refieren  los  números  7,  8  y  9  del  artículo  59 
de  la  ley  de  24  de  Marzo  del  afio  próximo  pasado, 
se  hmrá  por  un  avenimiento  judicial  entre  el  he- 
redero 5  herederos  ó  elrepresentante  legítimo  de 
la  herencia  y  tres  comisionados  de  confianza, 
nombrados  por  el  Tesorero  respectivo,  ante  el 
Juez  de  circuito  del  lugar  en  que  se  ejacuentre  el 
heredero,  6  la  mayor  parte  de  los  herederos  si 
fueren  muchos»  ó  el  representante  legítimo  4e  la 
herencia  en  su  caso. 
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Lúnka  £[i  q#  «Aoordaren  sobre  el  valor  d« 
rencia,  el  Ji*ez  tomará  un  término  medio  en- 
tre loa  que  fijaren  las  dos  partes ;  y  si  no  lo  lija- 
re alguna  se  procederá  á  la  formaeioo  de  invento- 
rio  y  avalúo  judicial. 

Art.  46.  El  Registrador  6  juez  que  inter?enga 
en  los  testamentos  6  mortuorias  ab  intestato  qw 
comprende  el  artículo  59  de  la  ley,  \y^sxii  avix 
al  Tesorero  y  al  Presiden^  de  la  Junta  respecti- 
va, indicando  el  nombre  da  la  persona  6  quico 
pertenecieron  los  bienes  de  la  herencia  y  el  dia  h 
que  se  haya  hecho  el  testamento,  6  el  en  que  hu- 
biere fallecido  el  intentado. 

^  único.  La  omisión  de  este  aviso  sujetará  ai 
Registrador  6  Juez  á  una  multa*  igual  á  la  suma 
det  impuesto  que  deba  la  testamentaría  6  á  la  d« 
cien  pesos  en  caso  de  bienes  de  intestado. 

(  8.  *=>  Del  subsidio. 

Art  47.  La  Tesorería  general»  las  Administra 
clones  de  Aduana^  las  de  Rentas  internas  y  Iü 
Administraciones  de  la«  municipales,  al  tiempo 
de  pagar  cualquier  sueldo,  pensión  ó^comisioc. 
descontarán  sin  pretexto  alguno,  el  subsidio  qoc 
establece  el  número  4?  del  citado  artícalo  5?  di 
la  ley,  y  el  producto  dé  dicho  descuento  lo  pai- 
ran al  Tesorero  respectivo  al  fin  de  cada  ma. 
acompasando  una  relación  nominal  de  los  indiTi- 
duos  á  quienes  se  4es  hubiere  hecho  el  rdéiido 
descuento. 

^  19  Si  en  compensación  del  descuento  hubifi' 
ren  presentado  billetes  los  interesados,  se  pasarás 
dichos  billetes  al  Tesorero  de  abolición  con  la  no- 
ta de  cancelados,  firmada  por  el  empleado'de  Ha* 
cienda  pública  respectivo,  quién  acoinpafiará  osa 
relación  de  ellos,  dejando  copi^  que  pasará  ImBe- 
diatamente  á  la  Secretaría  del  Interior. 

^  29  El  Tesorero  que  sospechase  qae  no  Iiaj 
exactitud  en  las  relaciones  que  se  le  acompaüsfl) 
podrá  pedir  al  Presidente  de  la  Junta,  aae  pass 
á  la  oficina  que  le  hubiere  enviado  aquella,  paia 
la  averiguación  correspondiente,  y  dicho  Presi- 
dente en  ningún  caso  podrá  excusarse. 

Art.  48.  Las  oficinas  que  deban  hacer  eldea- 
cuento  no  dejarán  de  hacerlo,  sino  en  el  tnico  y 
preciso  caso  de  que  el  interesado  les  presente  on 
documerto  firmado  por  los  miembros  dala  Jqd^ 
respectiva  con  que  se  compruebe  que  está  com- 
prendido en  el  ^  único  del  Artículo  59  ^  1&  ^T 

^4.^  De  la  cuarta  parte  de  registro. 

Art  49.  Los  Kegistradores  principales  ^ 
Iregarán  mensualmente  á  los  Tesoreros  de  V 
Juntas  superiores  respectivas,  la  cantidad  á  q« 
alcance  la  cuarta  parte  de  ks  derechos  de  regísj 
tro  \  debiendo  haoer  dicha  entrega  4n  todo  «i 
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mes  siguiente  á  aque1,éii|i]Q  eevQS^onda  la  cuar* 
ta  part6«  tiempo. que  se  considera  suficieote  para 
que  puedan  recibir  de  los  Registradores  sqbftl* 
ternes  e]  producto  de  esta. 

Art  60.  Los  Registradores  pasarán  á  los  Go- 
bernadores cada  seis  m^ses,  uha  noticia  circuns- 
tanciada del  número  de  documentos  registrad  os  y 
de  los  derechos  que  hubieren  producido  en  la  i 
provincia  respcctira,  conforme  al  modelo  núme- 
ro 29,  con  el  fin  de  remitirla  á  la  Secretaría  del 
Interior. 

Art.  51.  Con  el  mismo  fin  les  pasarán  los  Te- 
toreros  á  dichos  Gobernadores  en  la  misma  épo- 
ca, una  noticia  de  las  cantidades  que  hayan  re- 
cdbido  de  .los  Registradores  principales  por  la 
cuarta  parte  de  los  referidos  derechos. 

Art.  52.  Tan  luego  como  los  Gobernadores  ha- 
jran  obtenido  las  citadas  noticias,  examinarán  si 
la  cuarta  parte  de  derechos  de  reg.stro  recibida 
por  los  Tesoreros,  es  la  misma  que  da  e!  total  de 
derechos  cobrados  por  los  Registradores  princi- 
pales, y  si  resultare  menos,  dictarán  hs  órdenes 
necesarias  para  que  estos  empleados  entreguen  & 
aquellos  la  diferencia,  y  si  apareciere  mayor  pa- 
ra que  se  rectifiquen  las  noticias. 

Art  63.  Loa  Tesoxeros  de  las  Juntas  supe- 
riores pueden  pedir  que  los  Gobernadores  pasen 
visita  á  las  oficinas  principales  de  registro,  con  él 
objeto  de  examinar  no  solo  los  protocolos  que  de- 
ben llevar  aquellas,  sino  también  los  libros  índi- 
ces que  les  envian  las  subalternas,  confrontándo- 
los con  los  protocolos  á  que  correspondan,  todo 
con  el  fin  de  cerciorarse  de  la  exactitud  de  las  no 
ticias  de  que  habla  el  artículo  47,  y  dichos  Go- 
bernadores no  se  negarán  á  ello  sin  causa  legí- 
tioia. 

^  5.  ^  Be  la  contribución  personal. 

Art  64.  £1  Jefe  político  hará  sacar  una  copia 
entorízada  por  ei  Secretario  del  Concejo  muni- 
cipal respectivo  que  preside,  de  las  listas  de  elec- 
tores que  en  el  última  afio  eleccionario  hayan  re- 
mitido las  Juntas  de  notables  en  cumplimiento 
del  articulo  l^yley  2^  del  Código  de  elecciones. 

Airt.  56.  lia  Junta  respectiva  tomando  por  ba- 
te dichas  listas  con  asistencia  del  Tesorero,  for* 
mará  dos  listas  generales,  una  de  los  que  tengan 
ia  renta  de  electores,  sin  tener  la  de  Represen- 
tante, y  otra  de  los  que  tengan  está  última,  pu- 
diendo  agregar  y  suprimir  de  dicha  bajie  según 
loB  datos  que  tengan  para  juzgar  que  entre  los 
comprendidos  en  las  listas  haya  alguno  ó  algu- 
nos que  no  tengan  la  renta  requerida,  6  que  en- 
tre los  vecinos  no  coiiMurendidos  en  ellas  haya 
oQÍ^n^a  tengan  y  deben  pagar  la  contribución. 
Las  expresadas  listas  serán  autorizadas  coa  las 
(Srma^  de  los  miembroa  de  la  respectiva  Junta,  y 
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tt. asearán  tres  copifis»  doa  fiara  temitir  ¿la  Jun- 
ta superior,  quien  dejando  una  para  su  archivo, 
remitirá  la  otra  á  k  Secretaría  del  Interior,  \, 
una  que  se  entregará  al  Tesorero  para  quo  la- 
ga  el  cobro  inmediatamente^  . 

^  ünico.  Dichas  li-sta's  pueden  reformarpc  si í^m* 
pre  que  haya  necesidad  de  incluir  ó  e^xcliñr  ^ai- 
gun  iadividuo  por  virtud  de  reclamo;  y  de  rpai- 
quiera  alteración  que  sufran  dichas  Jiatas^e  suc.i- 
rán  tres  copias  con  el  mismo  destino  exprc-iadií 
en  este  artículo.  Respecto  de  )a  inclusittn  dcl>« 
ser  solícito  el  Tesorero,  aobre  cuyo  punto  será 
oido  cuantas  veces  reclame. 

Art.  56.  Dichn  coTitribucion  se  pagará  por  tri- 
mestres anticipados. 

^  6.  ^  Del  impuesto  sobre  los  alambiques. 

Art.  57.  Los  Jueces  de  pa^  en  las  parroquias 
quedan  encargados  de  formar  anualmente,  Q.n  lo^ 
primeros  quince  dias  del  mes  de  Abril,  el  pa- 
drón de  todos  los  alambiques  existentes  en  su  ju- 
risdicción con  especificación  del  due?ío  y  lugar 
donde  se  hallen,  y  el  16  del  mismo  mes  pasarán 
dichos  padrones  á  los  respectivos  Jefes    políticos. 

Art.  58.  Los  Jefes  políticos  al  recibir  los  pa- 
drones de  que  habla  el  artículo  anterior  lo' par- 
ticiparán al  Tesorero  respectivo  para  que  inme- 
diatamente nombre  el  perito  que  por  su  parte  ha 
de^'oncurrir  al  arqueo  de  los  alambiques. 

Art.  59.  Hechos  los  nombramientos  que  ex- 
presa el  artículo  anterior»  los  Jefes  políticos  por 
medio  de  los  Jueces  de  paz,  harán  advertir  &  los 
dueRos  ó  mayordomos  de  los  alambique?,  que 
dentro  el  término  de  ocho  dias  deben  nom.- 
brar  un  perito  para  proceder  á  medirlos. 

Art  HO.  En  el  caso  de  que  el  dueilo  del  alam- 
bique se  niegue  por  su  parte  al  nombramiento 
del  perito,  o  que  haya  dejado  pasar  sin  hacerlo 
loi  ocho  dias  prevenidos,  el  Jefe  político  del 
cantón,  ó  el  Juez  de  paz,  ai  estuviere  autorizado 
par  aquel,  hará  el  nombramiento. 

Art.  61.  Los  peritos  nombrados  practh^arán 
el  arqueo  de  los  alambiques  con  toda  exactitud, 
midiendo  su  capacidad  por  galones  de  4  y  me- 
dia* botellas  regulares,  extendieddc?  este  acto  en 
un  papel  que  firmarán  los  dos  y  que  entregarán 
al  Juez  de  paz.  En  caso  de  discordia  de  los  pe- 
ritos, este  hará  repetir  la  operad  o  ú  á  su  presen- 
da,  é  de  la  persona  que  comisione  ai  efecto,  y 
resolverá  por  sí.  ó  su  comisionado,  cualquiera  du- 
da, 6  dificultad  que  haya  ocurrido  á  los  peritos. 

Art  62;  Los  Jueces  de  paz  remitirán  al  Jefo 
político  respectivo  las  diUgencias  de  iaa  medi- 
das de  todos  los  alambiques  de  la  parroquia,  fír- 
niada  por  los  perítoSf  y  el  Je/e  político  al  reci- 
birlas convocará  la  Junta  de  que  habla   la  ley^ 
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qolett  f;>rniftrft  el  catastro  en  forma  de  todos  loa 
alambiques  del  cantón,  con  expresión  del  lagar, 
materia,  dnefio  y  capacidad  de  cada  uno,  cuyo 
catastro  autorizado  con  sus  firmas,  lo  pasarán  al 
respectiro  Tesorero.  En  los  cantones  capitales  el 
Jefe  político,  al  recibir  las  diligencias,  las  pasaré 
al  Gobernador  para  que  convoque  la  Junta  su- 
perior. 

Arl.  é3.  El  Tesorero  sacará  de  los  mencio- 
nados catastros  dos  copias  que  hará  autorizar  por 
dicha  Junta,  quien  Us  remitirá  ¿  la  Junta  sope- 
rior  de  la  provincia  para  que,  dejando  una  en  su 
archivo,  remita  la  otra  á  la  Secretaría  del  Inte- 
rior. 

Art.  64.  La  recaudación  de  este  impuesto  de- 
berá hacerse  por  trimestres  anticipados. 

Art.  65.  Los  Tesoreros  expedirán  una  paten- 
te conforme  al  modelo  numeró  39  á  los  que  ejer- 
zan la  industria  de  destilación.  Éstas  patentes  se 
remitirán  impresas  por  la  Secretaría  del  Interior 
á  los  Gobernadores  de  provincia  para  que  fir- 
mándolas las  distribuyan  á  los  respectivos  Teso- 
reros recaudadores. 

Art.  66.  Los  alambiques  que  no  estén  en  ejer- 
cicio, no  pagarán  el  impuesto  señalado  por  el 
artículo  59  de  la  ley. 

Art.  67.  £1  pago  de  la  contribucioa  cesará  lue- 
go que  cesen  dichos  alambiques  en  sus,  opera- 
ciones, sin  que  se  entienda  que  ha  de  devolvéVse 
á  los  interesados  nada  de  lo  que  hayan  anticipa- 
do, pues  la  cuenta  de  impuesto  no  ha  de  llorar- 
se por  menos  de  un  trimestre. 

Art.  68.  El  que  saque  patente  para  la  destila- 
ción deberá  obtenerla  por  lo  menos  por  un  tri- 
mestre. 

Art.  60.  Las  Juntas  como  interesadas  en  laroejor 
recaudación  é  inversión  de  este  impuesto,  com- 
parando los  estados  que  les  remitan  mensual- 
mente  los  Tesoreros  con  el  catastro  de  loa  alam- 
biques, que  también  recibirán  cada  afio,  harán  á 
aquellos  las  observaciones  que  crean  convenien- 
tea  para  la  regularidad  del  cobro. 

Art  70.  Se  deroga  el  decreto  reglamentario 
de  30  de  Mario  de  1854. 

Dado :  firmado  de  mi  mano :  sellado  con  el 
sello  del  Poder  Ejecutivo ;  y  refrendado  por  el 
Secretario  de  Estado  en  los  Despachos  del  Inte- 
rior, Justicia  y  Relaciones  Eiteriores  en  Cara- 
cas á  1^  de  Julio  de  18&5,  afio  269  ^^  ^^  ^Y  ^ 
450  de  la  Independencia. 

(Firmado.)— J0Í6  T.  Monagos. 

Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repüblica.--^E1 
Secretario  de  Estado  en  los  despachos  del  Inte* 
rior.  Justicia  y  Relacibnes  Exteriores. 

(Firmado).— fVan^iic^  Aranda. 
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NUMERO   3. 

MODELO  DE  LA  PATENTE. 
Provincia  de.... .....*.... 

Por  cuanto  (el  nombre  de  la  persona)  vecino 
del  cantón  de  (aquí  el  nombre  del  cantón)  quiere 
ejercerla  industria  de  la  destilación  deaguardien* 
te,  se  le  etpide  la  presente  patente  para  que  pue- 
da ejercerla  en  su  alambiaue  que  mide  (el  náme- 
ro  de  galones)  situado  en  fa  parroquia  de  (eJ  nom- 
bre de  la  parroquitt)  durante  el  presente  aflo,  pa* 
gando  anticipadamente  en  cada  trimestre  la  can- 
tidad de • por  tantos  galones  que  mitie 

el  expresado  alambique. 

Aqui  la  fecha.  El  Gobernador. 

LIBE^RTAD  de  £8glavo8.  Resol ooíon  kjccü- 
TiVA  DE  19  i>B  ÁBRit  DE  1856  decUranio  ñn 
lugar  vtid  solicitud  sobre  presentación  de  ks 
que  fueron  esclavos  y  manufnisos^  íeminado  d 
lapso  concedido  al  efecto» 

Secretaria  del  Interior. — Sección  sexta. 
Caracas,  Abril  I9  de  1856. 
Resuelto, — Fijado  por  el  artículo  99  de  ia  lef 
de  24  de  Marzo  de  1854  para  la  presentación  de 
los  que  fueron  esclavos  el  término  perentorio  de 
cuatro  meses,  que  el  Poder  Ejecutivo  en  risa  de 
las  reclamaciones  hechas  |ior  varios  ciudaduoi, 
tuvo  á  bien  prorogar  hasta  el  31  de  Octubre  de 
1855  por  el  decreto  reglamentario  de  2  de  Job) 
del  mismo  año,  v  después  por  consecuencia  déla 
epidemia  del  cólera,  por  dos  meses  roaa,  dejando 
á  juicio  de  los  Gobernadores  y  Jefea  políticoeei 
dia  en  que  tuviese  efecto  la  nueva  insialacioD  de 
las  Juntas,  cuyo  último  plazo  ha  terminado eo es- 
te cantón  capital  el  27  de  Enero  inmediato;  for 
tanto,  y  en  consideración  &  que  la  presentacioo 
de  los  que  fueron  esclavos  y  manumiao'a  ha  podi* 
do  hacerse,  no  solo  por  los  que  tenian  derecho á 
la  indemnización,  sino  por  sus  encargados,  con- 
forme lo  dispuesto  por  el  artículo  89  drf  «presa- 
do decreto  reglamentario,  S.  El  se  hafsenido  de- 
clarar, como  declara,  sin  lugar  la  solicitud  que 
hace  el  señor  Sixto  Pacheco  en  su  antariof  r^ 
presentación,  para  que  se  le  admita  por  la  Junta 
supeHor  de  abolición  de  esta  provincia,  la  preseo' 
tacion  que  haga  ahora  de  los  que  fueron  sus  escla- 
vos y  manumisos,  no  obstante  haber  terminado  el 
lapso  concedido  al  efecto. 

Por  g.  R^Parejo. 
LIBERTAD  db  Eactavoe.  Están  erceptnidoí 
del  pag^o  de  subsidio  los  militares  en  9et^^ 
desde  sargento  inclusive  abajo.  K'*^^^^*2iü!Í 
ei  punto  tercero  del  rubro  de  la  R.  R  d^SOde 
Junio  de  1954  sobre  laflÉatería,  pág.  ^^^ 
tomoj^ues  por  haberse  omitido  ef  wcw» 
abajOi  00  entiende  lo  contrarío* 
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LICENCIAS.  RESOLücioif  ejecutiva  de  20  de 
FEBRERO  DE  ifjM  fijando  cl  procedtmienio  qu€ 
debe  se^i^se  cuando  un  juez  de  circuito  ó  de 
provincia  almea  del  térmtno  de  ¡a  que  se  le 
concede. 
Secretaria  del  Interior. — Sección  seronda* 
Caraca^  Febrero  20  de  1856. 
Resuelto. — VUta  U  consulta  del  Gobernador  d« 
la  Portuguesa,  sobre  el  procedimiento  que  deba 
adoptar,  en  defecto  de  una  disposición  legal,  cuan- 
do un  Juez  de  circuito  6  de  provincia  deja  pasar 
el  término  de  la  licencia  que  se  le  hubiere  conce- 
dido, sin  volver  á  hacerse  carg^o  de  su  destino ; 
atendiendo  el  Poder  Ejecutivo  &  que  con  el  hecho 
de  prorogar  estos  funcionarios  á  su  arbitrio  y  sin 
causa  necesaria  su  separación,  incurren  en  una 
grave  responsabilidad  legal  como  negligentes  ú 
omisos  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  no  menos 
que  8i  se  ausentaran  sin  el  permiso  previo  de  la 
autoridad  competente ;  y  en  consideración  á  que 
los  Gobernadores  son  Jefes  superiores  en  sus  res- 
pectivas provincias  f  les  están  subordinados  todos 
los  empleados  de  ellas,  sin  excepción  alguna,  en 
lo  i|ue  tnira  al  buen  orden  y  tranquilidad  de  las 
mismas  y  su  gobierno  político  y  económico,  te- 
niendo autorización  para  aprobar  las  causales 
que  cualquiera  de  ellos  en  todos  los  ramos  de  la 
Adminiítracion  les  presentan  para  separarse  de 
sus  destinos  fk>r  quince  6  veinte  dias  y  expedir- 
les las  licencias  necesarias,  se  resuelve:  que  los 
Gobernadores  pueden  y  deben  compeler  á  los 
Jueces  de  circuito  6  de  provincia  á  reencargarse 
de  su  destino  inmediatamente  que  lo  abandonen 
sin  previa  concesión  de  licencia,  como  cuando  ex- 
cedan abusivamente  el  término  de  esta  ;  y  apro- 
bar las  causales  que  ellos  aleguen  para  persistir 
en  su  separación,  si  fueren  justas  y  necesarias, 
concedién<ioles  ó  prorogándoles  la  licencia  hasta 
donde  les  es  potestativo,  ó  desaprobarías  si  no  las 
hallaren  fundadas,  dando  cuenta  á  la  Corte  Supe- 
rior  del  Distrito  para  que  abra  el  competente  jui- 
cio de  responsabilidad  cootrael  empleado  renuen- 
te á  cumplir  con  los  deberes  de  su  empleo.  En 
caso  de  que  la  ausencia  exceda  ó  pueda  exceder 
al  tiempo  que  los  Gobernadores  tienen  facultad 
de  permitir,  lo  participarán  al  Poder  fijecutivo 
trasmitiéndole  la  contestaeión  que  el  Juez  haya 
dado  á  la  excitación  gabarnativa,  y  en  que  justi- 
fique su  demora  en  reeneargarae  del  destino,  ó  pi« 
da  préroga  de  su  licencia,  para  que  en  vista  de 
ella  pueda  8.  B«  determinar  lo  conveniente* 

Comuniqúese  al  Gobernador  de  la  Portugisesa 
eomo  resuludo  de  su  consulta  contenida  en  ofi- 
cio de  17  da  Diciembre  último  ném.  239,  pnblí- 
quase  y  circúlese  á  las  demás  provincias  piara  que 


MON 


strva  de  regla  en  lo  sucesivo,  mientras  el  Con- 
rreao  no  llenare  el  vacío  de  la  correspondiente 
fey  orgánica  judicial  en  esta  parte. 
Por  S.  K^Oriach.  Es  copia.— OrtoeA. 

LOCALES    PARA    LOS  TRIBUNALES  IMrERIORRS, 

Véase  MvebleB,  locales  y  gastos  de  escritorio 
de  los  tribunales  inferiores. 
MARGARITA  (provincia  de)  Decreto  de  29 
DE  MARZO  DE  1856  auxiUando  ú  SU  Diputocíon 
provincial  con  200  pesos  menstuiles,  de  los  ré' 
ditos  del  Colegio  nacional^  mientras  continué 
cerrado*  . 
El  Senado  y  tíamara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso 

considerando: 
Clue  el  Colegio  nacional  de  Margarita  continua 
cerrado  desde  1848,  por  la  inseguridad  de  mayor 
adelanto,  fuera  de  la  instrucción  primaria  elemen- 
tal ;  y  que  aquella  provincia  clama  por  un  auxi- 
lio para  esta  enseffanza. 

'  DECRETAN \ 

Art.  único.  Se  auxilia  &  la  Diputación  provin- 
cial de  Margarita  con  doscientos  pesos  mensuales, 
de  los  réditos  del  Colegio  nacional,  mientras  con- 
tinué cerrad»,  para  establecimientos  públicos  de 
ensefianza  primaria  elemental* 

Dadb  en  Caracas  á  26  de  Marzo  de  1856,  afto 
27  de  la  ley  y  46  de  la  independencia. — El  Presi* 
dente  del  Senado,  P.  /'/dnof.— Bl  Presidente  de 
la  Cámara  de  Representantes,  P*  Casamo-oa. — £1 
Secretario  del  Senado,  J.  A.  Pérez. — El  Secre- 
tario DípuUido  de  la  Cámara  de  Representantes, 
José  A,  Torrealba. 

Caracas,  Marzo  29  de  1856,  aflo  27  de  la  ley 
y  46  de  la  independencia.— Ejecútese. — José  T. 
JlfofK^aa.— Refrendado.^»£l  Secretario  de  Esta? 
do  en  los  DD.  del  Interidr  y  Justicia,  A,  Parejo, 

Es  copia. — Parejo» 
MONEDA.  En  la  página  440,  col.  2a  de  este 
Tomo  se  puso,  bajo  el  rubro:  MONEDA,  re- 
solución ejecutiva  de  2  de  mato  DE  1840, 
autorizando  al  poder  Ejecutivo  para  hacer  los 
gastos  necesarios  para  la  introducción  de  mo- 
nedas  menudas  de  plata  y  cobre^  la  misma  re- 
solución que  le  antecede  corrigiendo  la  tabla  de 
monedas.  Pero  ni  dicho  rubro,  que  pertenece 
al  Decreto  de  2  de  Mayo  de  1840  qués^  halla 
en  la  pág»  441,  col.  2^,  ni  la  expresada  resolu* 
don,  aebierán  encontrarse  en  ese  lugar,  ni  mé« 
nos  formando  ambas  un  cuerpo,  pues,  como 
claramente  se  infiere  de  lo  .expuesto,  se  sufrió 
en  esto  un  descuido,  qi^e  no  es  en  manera  algu- 
na de  extrafiarse  en  una  obra  de  tanta  compli- 
cación. 
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iVj/í¿,<  qit-  ."•  JJ)t:ián  corlar  y  pegar  en  el  lugar  del  cuerpo  de  la  obra  que  cada  %na  íti- 
difíj  para  qm  por  esU  vivlio  se  conozca,  al  buscar  cualguier  matena^  la  disposición  que  ha 
üiLo  refirmada  durunte  la  publicación  de  los  dos  tornos^  y  la  que  la  reforma.  Con  advertencia 
de  que  solo  se  pondrá  lo  que,  como  en  2st  primtra  nota^  está  fuera  de  las  dos  rayas  í  pues  lo 
que  está  deiUro  es  si-lo  una  indicación  del  lugar  en  que  debe  colocarse. 
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